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ARTICULO I
Lectura y aprobación del acta anterior. Se informa que el acta de la sesión del 3 de junio de 2019 fue debidamente comunicada a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante correo electrónico del 04 de junio. 


SE ACUERDA: Se aprueba el acta.-
ARTÍCULO II
Se conoce el Oficio 6418-19 de 26 de junio de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó al Despacho de la Presidencia de la Corte, Secretaría Defensa Publica, Dirección General OIJ, Dirección de la Escuela Judicial, Secretaría de la Escuela Judicial,  Secretaría de Gestión Humana, Dirección de Planificación y Dirección de Tecnología de Información, el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II. En dicho Acuerdo se conoció el Artículo XIX de la sesión 20-19 de 27 de mayo de 2019, en la que se había dispuesto: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”; y la solicitud para que se incluyera en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte Plena, disponiéndose:
“Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:
1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.
2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.
6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.
7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre
8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia
9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.
10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:
Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,
Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras
Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.
e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.
11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.
12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.
14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.
15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.
16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.
17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.
18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.
19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.
En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
Con el objetivo de dar seguimiento al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, el señor Jorge David Morales Ramírez solicitó audiencia a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, por lo que se le indicó sería atendido en la sesión de este día, 5 de agosto de 2019, excusándose el señor Roger Mata Brenes, jefe del Despacho de la Presidencia, al tener que asistir a la sesión de Corte Plena.
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Conceder el plazo de 8 días a las y los integrantes de la Subcomisión para que hagan propuestas de la o las oficinas rectoras, responsables del seguimiento de cada uno de los 21 ejes aprobados por Corte Plena, sobre la base de la propuesta hecha por el Despacho de la Presidencia. 3° El resultado de las propuestas se hará de conocimiento del Despacho de la Presidencia. 4° Seguir convocando al Despacho de la Presidencia de la Corte a las siguientes sesiones para que valoren participar en la persona de don Jorge Morales o quien don Roger Mata Brenes, disponga.-
Ejecutado.
ARTICULO III
La señora Rocío Rivera Cascante, comunicadora del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, remitió el 1 de agosto pasado correo electrónico en el que remitió en formato Power Point,  la propuesta de textos con las observaciones realizadas por Wilbert Kidd Alvarado, Ligia Jiménez Zamora, Valeria Vargas Rojas, Vanessa Villalobos y Marcos Guevara Berger; así como los siguientes comentarios sobre los que necesita orientación:
1. El comentario de don Marcos Guevara indica:  “respecto a diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes”. 


Doña Damaris, quisiera ver de qué forma entonces nos sugiere colocarlo, ya que el artículo de la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas lo indica así como se colocó en el texto.

Esta es la diapositiva:
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1. El comentario de doña Marjorie Herrera:  A- Las cápsulas remitidas no incorporan todos los aspectos contenidos en la Ley y no sé si es porque esta es una primer etapa o porque se escogió el contenido que se consideraba más relevante.  Si fuera esta última, estimo oportuno valorar la incorporación de aspectos que sabemos que son muy importantes para las personas indígenas, es decir que los y las funcionarias judiciales lo apliquen adecuadamente, como por ejemplo, lo referido a trato digno,  derecho a la información y aplicación del derecho internacional. 
B- Podría valorarse aprovechar más el link que se propone incorporar a cada cápsula que dice: “Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: … “ e incorporar información adicional de interés sobre aspectos contenidos en cada tema u otras directrices relacionadas.

Doña Damaris, en este caso sería necesario que su persona me indique si dejamos los temas que se incorporaron en la campaña, ya que en principio según reunión de fecha 28 de mayo 2019, sostenida con su persona, esos eran los temas que se involucraría el proyecto. Sobre el enlace que se desea incorporar en cada cápsula, sugiero que se mantenga así. Ya que el enfoque de la campaña es únicamente sobre la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, pero usted me indica como procedemos.

2. Sobre lo indicado por doña Vanessa  Villalobos : “Respecto a la diapositiva 3, sería conveniente agregar a quien se solicitan y cómo se solicitan, por cuanto hace unos años solían enviarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología, aunque me perece que ya no ocurre tanto, pero siempre es bueno clarificar por el movimiento de personal que tenemos en todas las instancias”.

Doña Damaris, favor indicarnos cuál es actualmente el Departamento que se encarga de nombrar los peritos para esta materia. 
Esta es la diapositiva:
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SE ACUERDA: 1. Celebrar el Año Internacional de las Mujeres Indígenas, concretamente el 5 de setiembre. Las integrantes Ligia Jiménez y Marjorie Herrera harán una propuesta en el plazo de ocho días. Solicitar colaboración a las Comisiones de Acceso a la Justicia y Comisión de Género, así como a CONAMAJ para el financiamiento de eventuales traslados de mujeres indígenas e integrantes de la Subcomisión al sitio donde se defina se realice la actividad según la propuesta que se plantee, así como al INAMU conforme a su experticia.  2. Incorporar en todas las filminas de la presentación propuesta por el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional conceptos vinculados con todo el articulado de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que el mensaje sea integral. Comuníquese este acuerdo a las personas integrantes de la Subcomisión y al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional. 3. Se declara firme este acuerdo.-	Comment by PJ: Queda pendiente a la espera de definir si se va a ejecutar o no. Indicación de Melissa. 

ARTICULO IV
El 4 de junio pasado se consultó a la Dirección de Gestión Humana sobre la posibilidad de tener acceso a los cursos virtuales diseñados por GH vinculados con poblaciones indígenas y con discapacidad, a fin de analizar sus contenidos con las personas integrantes de la Subcomisión, y la fecha a partir de cual estarían listos para ejecutarse y si podrían ser objeto de modificaciones eventualmente.
La señora Cheryl Bolaños Madrigal, jefa de Gestión de la Capacitación de la Unidad de Capacitación de GH, en comunicado electrónico del 4 de junio, señaló: 
“Le comento el avance de cada uno de los cursos relacionados con los temas que menciona:
1. Curso virtual sobre la Atención a la población indígena: este curso se desarrolló con la ayuda experta de Ligia Jeannette Jiménez Zamora, propuesta por la Comisión de Acceso. En este momento se encuentra en manos de la señora Ligia quien está haciendo la revisión de la primera versión del curso. La fecha de entrega está sujeta a los ajustes que solicite la persona experta y su complejidad, así como de la fecha de entrega de los ajustes que haga doña Ligia.  
1. Curso virtual sobre Atención a la población con discapacidad: este curso se desarrolló con el apoyo de María Esther Brenes Villalobos quien fue propuesta por la Comisión de Acceso para desarrollar esta tarea. El curso ya se encuentra listo para implementarse y en cualquier momento se realizará el piloto del mismo. 
2. Curso virtual sobre la Promoción de la Autonomía Personal de las personas con discapacidad: este curso se hizo con la ayuda de Mariana Villarreal de Conapdis, según la propuso la Comisión de Acceso. El curso está prácticamente listo solo estamos solucionando un detalle técnico pero de igual forma ya se encuentra en manos de Mariana para su revisión y se le otorgó acceso a su persona, a Melissa Benavides de la Unidad de Acceso, al señor Magistrado Jorge Olaso y a la señora Carlota Arauz de la Escuela Judicial para su revisión también. Lo anterior según acuerdo de la última reunión que sostuvimos con don Jorge Olaso en su oficina. La fecha de entrega está sujeta a los ajustes que solicite la persona experta y su complejidad, así como de la fecha de la entrega de los ajustes a esta oficina.
3. Curso virtual Todas y todos somos igualmente diferentes: este curso se oferta en la automatrícula todos los meses y por ahora es el que se encuentra vigente para que la población judicial lo realice. 
Los cursos en desarrollo suman 4 horas virtuales que según los costos establecidos por esta oficina y el mercado nacional rondan los 2.389.600 colones por hora. Para un total de 9.558.400 colones. Esto es importante que se tome en cuenta para medir la inversión económica, humana y de tiempo que se ha hecho desde esta Dirección para poder desarrollar los cursos. Cualquier modificación a esta altura de los desarrollos implica asumir costos mayores de desarrollo. 
Según conversé previamente con Roxana, proponemos lo siguiente: Cerrar los cursos que están prácticamente finalizados e implementarlos. Y que paralelamente la Subcomisión vaya generando sus revisiones para que posteriormente los cursos puedan entrar en proceso de actualización, previa valoración de los costos de desarrollo por las Subcomisiones y la Dirección de Gestión Humana. Esto se haría mientras la población judicial esté aprovechando las versiones que ya están listas.
Con gusto le podemos hacer llegar los accesos a los cursos. Solo indíquenos el nombre de las personas que lo requieren…”


 
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe de la Dirección de Gestión Humana, así como de lo manifestado por la señora Ligia Jeannette Jiménez acerca de que ya concluyó la revisión final del curso. 2° Solicitar a Gestión Humana la remisión del link que permita accesar el curso con el objetivo de poder revisar su contenido desde la Subcomisión. 3° Solicitar a la Escuela Judicial una sesión de trabajo con las personas facilitadoras y la persona metodóloga del Módulo Didáctico para la promoción de los derechos de los Pueblos Indígenas con el objetivo de buscar oportunidades de mejoras a fin de que sea ejecutado en el segundo semestre. 4° Se declara firme este acuerdo.-
Ejecutado
ARTICULO V
En comunicado electrónico del 4 de junio de 2019, la Coordinación de la Subcomisión solicitó al Magistrado Rafael Segura Bonilla, Director de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y a la Jueza Carmen Cerdas Cisneros, Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial, lo siguiente: 
“… Tengo el honor de dirigirme a Ustedes en su condición de Rector de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y Directora del Centro de Conciliación del Poder Judicial, a efecto de continuar con la articulación de acciones para la implementación de la resolución alternativa de conflictos en los procesos vinculados con población indígena. 
La solicitud obedece al excelente aporte institucional del Programa de Justicia Restaurativa y del Centro de Conciliación a su cargo y además, al interés de que implementar en los procesos vinculados con personas indígenas –no solo los de naturaleza penal o penal juvenil- los mecanismos de resolución alternativa de conflictos con perspectiva de Justicia Restaurativa y con la participación activa de la población indígena involucrada.
Aprovecho para solicitarles se priorice la atención de los pueblos indígenas Bribri de Salitre y Telire de Térraba, beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 
Los avances en estas articulaciones contribuirán a la efectividad de los compromisos institucionales establecidos en el artículo 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone: “ARTÍCULO 5- Aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa de conflictos. En la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte, los jueces y las juezas tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con perspectiva restaurativa y con la participación activa de la comunidad indígena involucrada. Para tal efecto, se garantizará que las personas indígenas que participen comprendan el lenguaje técnico que se utilice, se buscarán formas de negociación propias de la cosmovisión de estas personas y se indicará en todos los casos que la resolución alternativa de conflictos no podrá incluir derechos indisponibles.”
En relación con dicha solicitud se realizó sesión de trabajo con el Magistrado Segura y su equipo de trabajo, disponiéndose que la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa analizaría la posibilidad de incorporar procesos indígenas y además, asistir a la visita que se realizará en el territorio Bribri de Talamanca con el objetivo de plantear esa posibilidad a la población indígena.


SE ACUERDA: Solicitar información al Programa de Justicia Restaurativa sobre los avances.
Ejecutado.
ARTICULO VI
El Despacho de la Presidencia en comunicado electrónico del 21 de mayo de 2019 remitió la petición de Right Livelihood, con la finalidad de que en un plazo de 15 días se analice la conveniencia e informe de lo solicitado. Con ocasión de lo anterior, se remitió informe al Despacho de la Presidencia el 17 de junio pasado, sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Petición dirigida al Gobierno de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right Livelihood Award”, apoyada según se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado. El contenido del informe es el siguiente:
San José, 17 de junio de 2019.

Señor 
Roger Mata Brenes
Director
Despacho de la Presidencia
Corte Suprema de Justicia

Estimado Señor:

	Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Petición dirigida al Gobierno de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right Livelihood Award”, apoyada según se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado. 

En el oficio del 23 de abril de 2019, las personas firmantes en representación de Right Livelihood, hacen una reseña de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las personas indígenas y los antecedentes que generaron la emisión de la Medida Cautelar 321-12 de la Corte Interamericana de Derecho Humanos; además, señalan que “Tanto el señor Presidente como los integrantes de la Asamblea Legislativa y del Poder Judicial de Costa Rica deben reconocer que la deliberada ausencia del Estado Nacional en Salitre, y el incumplimiento de la medida cautelar dispuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, permitieron, a través de la inacción, que un asesinato anunciado, el de Sergio Rojas, finalmente ocurriera.” 

Las Medidas Cautelares 321-12 emitidas por la CIDH están vigentes. Las acciones de cumplimiento del Estado han sido paulatinas. El Poder Judicial desde sus competencias se ha ocupado de su cumplimiento, y ha atendido los procesos judiciales vinculados con personas indígenas conforme a los lineamientos normativos incorporados en los convenios internacionales y la normativa interna que regula los derechos de esa población. 

En relación con las solicitudes planteadas por las representantes de  Right Livelihood, se informa:

a. Que se investigue hasta las últimas consecuencias el asesinato de Sergio Rojas y los hechos de violencia previos, y se condene a los hallados culpables.

La Fiscalía General de la República está atendiendo desde sus competencias la investigación de la causa por homicidio en perjuicio de quien en vida fue Sergio Rojas.  La investigación es privada.

b. Que se cumplan a rajatabla la Ley Indígena 6172 y sus reglamentos, la Medida Cautelar 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 sobre Derechos Indígenas de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

En la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con personas indígenas en Costa Rica son aplicables los instrumentos internacionales relacionadas con los derechos de las personas indígenas, entre ellos, Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT); Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT); Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007; y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, los cuales tienen carácter supraconstitucional según jurisprudencia que ha venido reiterando la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  desde la emisión del voto 2313-1995. De igual forma, la Constitución Política señala en su artículo 1 que Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural, lo cual permite la coexistencia de la normativa indígena y la aplicación desde esa perspectiva de la normativa interna relacionada con dicha población, a saber, la Ley Indígena que se menciona. 

c. Que el Estado de Costa Rica ordene  a las fuerzas públicas proteger efectivamente las personas, familias y bienes de las comunidades indígenas Bribri, Broran y Brunca –muy especialmente a quienes viven en tierras recién recuperadas de la provincia de Puntarenas- así como a las personas, familias y bienes de las restantes comunidades indígenas que se ven afectadas en todo el país. Sugerimos adicionalmente que el Estado Nacional acuerde y coordine con las organizaciones indígenas de Costa Rica las modalidades, mecanismos y garantías de esa población.

En cumplimiento de sus funciones, el Poder Judicial se ocupa de la administración de justicia de los procesos judiciales vinculados con personas indígenas, entre los cuales se encuentran los relacionados con las jurisdicciones penal, agraria, contenciosa administrativa, familia y otras, competentes para conocer de los asuntos en los cuales se reclamen conflictos relacionados con “personas, familias y bienes de las comunidades indígenas Bribri, Broran y Brunca”.

d. Que el Poder Judicial de Costa Rica investigue la asociación ilícita entre no indígenas (“finqueros”, ganaderos, otros), la actuación de bandas armadas, y la existencia de zonas liberadas para que esos hombres armados puedan actuar violentamente con total impunidad.

En Costa Rica no existen zonas liberadas que permitan la impunidad de sus habitantes. La seguridad de la población es competencia de varias instituciones, correspondiendo al Poder Judicial la administración de justicia.

e. Que los territorios y tierras que la Ley Indígena 6172 les reconoce a los pueblos indígenas sean restituidos a las comunidades Bribri, Brorán y Bruncaj, así como a los restantes pueblos indígenas de Costa Rica.

La restitución de los territorios indígenas compete a diferentes instituciones del Estado. En su quehacer, el Poder Judicial debe aplicar la normativa nacional e internacional que regula los derechos de esa población, incluyendo los asociados a la seguridad de las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.

f. Que el proyecto de Ley sobre autonomía de los Pueblos Indígenas de Costa Rica sea finalmente aprobado, tras tantos años de no haber recibido suficiente apoyo de la Asamblea Legislativa.

La aprobación de los proyectos de ley son competencia del Poder Legislativo. Al Poder Judicial le corresponde la aplicación de la normativa vigente.

En términos generales debe señalarse que el Poder Judicial se ha ocupado de la atención prioritaria de los procesos vinculados con personas indígenas, con especial énfasis en el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. Para tal efecto, se dispuso la constitución de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas como parte de la Comisión de Acceso a la Justicia, con el objetivo de atender temas prioritarios vinculados con los derechos de esa población. Además, se han desarrollado procesos de capacitación enfocados en el Derecho Indígena con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de la Judicatura, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y el sector Administrativo, en especial a quienes laboran en Buenos Aires de Puntarenas, sitio donde habitan las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.

El Consejo Superior del Poder Judicial se ha ocupado de emitir lineamientos a todas las personas servidoras judiciales sobre las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas” (Sesiones 77-2008, 104-2009 y 61-2011 entre otras, que generaron las Circulares 10-2009, 123-2013 y 80-2015, entre otras), en las que se señala:

“CIRCULAR N° 80-2015
ASUNTO:    Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”.
 A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS
SE LES HACE SABER QUE:
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:  
1.      Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas. 
2.      Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.
3.      Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.
4.      Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.
5.      Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.
6.      Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.
7.      Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 
8.      La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 
9.      Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 
10.  Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva
  San José, 18 de mayo de 2015.”
De manera más reciente y desde una perspectiva sistémica e interinstitucional para la atención de los procesos vinculados con personas indígenas, con especial énfasis en la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, Corte Plena –jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, luego del Encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, aprobó 21 ejes de acción para ser desarrollados por las principales direcciones y jefaturas institucionales del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional.
Así mismo, se trabaja en la construcción de la Política de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en forma coordinada con el Ministerio de Planificación Nacional, la Dirección de Planificación y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el objetivo de que sea valorada por Corte Plena para su aprobación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

Del señor Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con respeto y estima.”




SE ACUERDA: Se toma nota.-
ARTICULO VII
El 19 de junio pasado la Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado electrónico en el que informaba sobre el Oficio CACC-128-2019, en el que se pedía la remisión de información de interés para la actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión. Esa solicitud fue trasladada a las y los integrantes para que enviaran sus propuestas el 19 de junio. La información requerida es la siguiente:
· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).
· Descripción del quehacer de la Subcomisión.
· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)
· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).
· Normativa. 
· Jurisprudencia.
· Folletos o documentación académica.
· Fotografías de eventos, giras o similares.
· Proyectos.
· Otra información que se considere de importancia
· Elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático
· 
La información solicitada fue remitida oportunamente a la Unidad de Acceso a la Justicia.




SE ACUERDA: Se toma nota de la información remitida por la Coordinación de la Subcomisión a la Unidad de Acceso a la Justicia con los datos solicitados por ésta para la actualización de la página web; así como de las manifestaciones de la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de esa Unidad sobre la página web. Solicitar un informe a la Unidad de Acceso a la Justicia de tales avances e incorporación de las propuestas realizadas por la Subcomisión con la participación de personas indígenas involucradas.-
Se tiene por ejecutado el acuerdo. 

ARTICULO VIII
La Coordinadora de la Subcomisión informa sobre comunicado remitido a varias organizaciones de personas indígenas de la zona sur sobre requerimientos de información sobre las acciones ejecutadas por el Poder Judicial vinculadas con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH, cuyo contenido es el siguiente:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: sábado, 22 de junio de 2019 01:22 a.m.
Para: felipeculturabribri@gmail.com; consejomayores.iriria@gmail.com; roberthmv1974@gmail.com; tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Inspección Judicial - Bryan Chacón Gamboa <bchacong@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Organismo de Investigación Judicial <oij@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ <centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR

San José, 21 de junio de 2019.


Señores y Señoras
Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.
Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.
Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kichá.
Recuperador@s Bribris de Salitre.
Recuperador@s Broran de Crun Shurin.
Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.
Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.
Asociación de Productores de Finca 10
Comité de lucha por la tierra de finca Changuina
Cootraosa
Voces Nuestras
Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores
Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).
Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia
SOJUPANO de Palmar de Osa
Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas
Ditsö
Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Señores y Señoras:

         Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de dar contestación al documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con representantes de organizaciones de personas indígenas en las instalaciones de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.

Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 días hábiles de la fecha de esta misiva.

Según información recibida por la Fiscalía Indígena, actualizada a este día, en cuanto a la investigación del homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, esta se mantiene en investigación por un equipo de funcionarios y funcionarias especializadas tanto a nivel de Ministerio Público como policía judicial, no obstante, de conformidad como el artículo 295 del Código Procesal Penal, la etapa de investigación no es pública, por lo que no es posible publicitar cada una de las actuaciones que se están llevando acabo, ya que se estaría no solo actuando contrario a la ley sino que pondría en riesgo los fines de la investigación.

1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigación a cargo del Ministerio Público, es determinar la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con independencia e imparcialidad.

2. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.

En 2018 se realizó un encuentro entre las personas indígenas y servidoras judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledón, organizado por la Defensoría de los Habitantes de la Republicas, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. En esa oportunidad se hizo entrega íntegra del pliego de quejas de las personas indígenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se señalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados judiciales a cargo de su tramitación y resolución. 

La Inspección Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para el régimen disciplinario. De ahí, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la Inspección Judicial con el objetivo de que procediera con el trámite respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indígenas en el Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a realizar los trámites e investigaciones de rigor.

3. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indígenas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones de rigor.

4. Que la Inspección Judicial dé respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.

5. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno a las personas indígenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas defensoras públicas especializadas en Derecho Indígena y en la materia competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales en los que las personas indígenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual se dispone de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de las personas indígenas; no obstante, éstas pueden nombrar una persona intérprete de su confianza.

En relación con los peritajes culturales, de acuerdo al artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, las universidades estatales deben dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los costos de esa colaboración. 

Así mismo, en sesión 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 12 de noviembre de 2009, Artículo XLVII (Circular N° 10-09), se dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas institucionales se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viáticos para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in situ”.

6. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios años para la formación en Derecho Indígena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, se trabaja en el desarrollo de una capacitación virtual y otras capacitaciones presenciales o bimodales que garanticen la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó al Consejo Superior disponga a la Escuela Judicial el diseño del Programa Anual Permanente de capacitaciones obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen  conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas involucradas en los procesos judiciales. Para ello, se está llevando un registro de las capacitaciones y de las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestión que se realice y se garantice la actualización.

La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso de capacitación denominado “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas: aplicación de normativa nacional e internacional”. 

Esa capacitación fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial. Se realizó los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en Buenos Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas. 

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Ministerio de la Presidencia de la República, Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoría de los Habitantes de la República, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales vinculados con personas indígenas de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal, Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, así como personas letradas y magistradas de las Salas de Casación. De igual forma se otorgaron espacios de capacitación para personas quienes laboran en el Ministerio de Seguridad Pública.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

· Defensa de los Derechos de los Pueblos Indígenas
· Género y Mujer Indígena
· Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos indígenas
· Intervención de la Sección de Trabajo Social con población indígena en materia de Familia, Penal; Personas Víctimas, Penal; Personas imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la política de accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta población.
· Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.
· Peritajes, normativa nacional e internacional.
· Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.
· Plan de Recuperación de Tierras Indígenas del INDER
· Política Nacional Indígena
· Proceso de Consulta a Personas Indígenas
· Plan de transformación de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas
· Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

En lo que respecta a los programas de formación, es importante destacar que el Ministerio Público  cuenta con el módulo de Especialización en materia indígena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa población, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomisión de Acceso a la Justicia desde inicio de año coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el desarrollo del Plan de Capacitación Anual que establece la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y se ha declarado “obligatoria” dicha capacitación, implementándose además el seguimiento de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de competencias de las personas servidoras judiciales y la materialización de los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los trámites respectivos.

7. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.

El derecho de las personas indígenas para participar activamente por medio de la presentación de documentos, actuación como testigos o testigas, o las sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indígenas está consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a los derechos de las personas indígenas, con supraconstitucionales, de manera tal que están por encima de la Constitución Política en tanto otorguen más derechos de los ahí consagrados. 

En relación con lo anterior, el Consejo Superior en sesión N° 77-08 de 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, las cuales consisten en:

1. Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas
a. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran (Consejo Superior Sesión N! 104-09 de 17/11/2009, Artículo XLVII)
b. Dar prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos
c. Fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
d. Establecer canales de comunicación  y coordinación necesarios para hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la brevedad posible e informar a la Comisión de Acceso a la Justicia las limitaciones
e. Aplicar directrices de no revictimización de las personas indígenas, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes
f. La Contraloría de Servicios es responsable de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas
g. Incorporación de personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva
h. Respeto a la diversidad cultural: obligación de peritaje antropológico/cultural.


8. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, corresponde al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa función, tal y como se señaló anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena –jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión celebrada el N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional…” Los ejes de acción aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.
2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.
6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.
7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre
8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia
9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.
10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:
a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;
b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,
c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras
d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.
e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.
11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.
12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.
13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.
14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.
15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.
16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.
17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.
18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.
19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.”
Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una coordinación y comunicación permanente con las instituciones del Estado y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de acción la atención de la población indígena, con el fin de mantener una atención integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Se cumple así con el plazo razonable conferido para dar respuesta a estos requerimientos y se está en la mayor disposición de concertar espacios de diálogo con las personas indígenas y sus representantes.


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO IX
El 21 de junio pasado la Unidad de Acceso a la Justicia envió comunicado de la OCRI dirigido a la Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales, informando lo requerido por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo. Se adjuntó el original en versión inglés, así como, una traducción no oficial en español, mismas que representan una oportunidad para mejorar los mecanismos nacionales de protección y promoción de derechos humanos, con el propósito de: a) Analizar todas las recomendaciones realizadas e identificar las que correspondan a la instancia que representan de acuerdo a sus competencias, b) De las recomendaciones identificadas, pueden ser aceptadas o no; y en ambos casos, indicarnos sus comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional, incorporando la respectiva documentación que permita comprobar lo expuesto. Se solicitó enviar la información el viernes 05 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr. Para ser enviada a la Cancillería a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense en julio de 2019 ante el Comité de Naciones Unidas.
El 23 de junio se trasladó dicha solicitud a las y los integrantes de la Subcomisión para que rindieran sus aportes.
En el plazo conferido, se remitió el comunicado, el cual fue puesto en conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión oportunamente.




SE ACUERDA: Se toma nota del informe remitido.-

ARTICULO X
La Secretaría Técnica de Género remitió comunicado electrónico del 20 de junio de 2019 en el que envió atenta invitación a participar en un taller. Esa invitación fue socializada con las y los integrantes de la Subcomisión el 23 de junio: 
“… Hago de su conocimiento el comunicado electrónico que traslada la Unidad de Acceso a la Justicia, remitido por la máster Xinia Fernández, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, quien informa están haciendo las gestiones de contratación de varios talleres denominados “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”. 
Señala doña Xinia, les interesa la participación de integrantes de las Subcomisiones que no hayan recibido formación en el tema; y tienen programado dos talleres en San José, aula de la U de Capacitación del Ministerio Público, el 1° y 8 de octubre. Para cada fecha ofrecen  5 cupos. 
Quienes tengan interés, por favor remitir su nombre completo, número de cédula, oficina y que pertenecen a esta Subcomisión, a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia (Sec_Genero@poder-judicial.go.cr) a más tardar el jueves 27 de junio para iniciar las gestiones ante el Consejo Superior. 


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XI
Se conoce Oficio 6664-19 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 58-19 celebrada el 27 de junio de 2019, Artículo XXXIX, que literalmente dice: “Se acordó: Acoger la anterior solicitud, en consecuencia: 1.) Aprobar la realización de la capacitación al personal judicial sobre la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales en el Primer Circuito de la Zona Atlántica y el Circuito Judicial de Cartago, cantones de Turrialba y Jiménez, a realizarse en las fechas y horas indicadas. 2.) Autorizar la participación con sustitución al personal Técnico y Administrativo de las listas transcritas y en los casos estrictamente necesarios para las juezas y jueces participantes o capacitadores que lo requieran, considerando también los casos en que estas personas deban realizar disponibilidad en Violencia Doméstica y Penal. Lo anterior en el entendido que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión N° 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular N° 20-08 de ese año, no podrán asistir a la actividad, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución, esto con el fin de evitar la reprogramación de audiencias y señalamientos y que no se afecte el servicio público. 3.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 4.) Autorizar el pago de viáticos del día martes 30 de julio de 2019. La Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
En dicho acuerdo se aprobó el informe enviado por el Magistrado Román Solís Zelaya, en su condición de Presidente de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) y el licenciado Manuel Hidalgo Flores, Director Ejecutivo interino de dicha Comisión, mediante oficio N° Of-154-CONAMAJ-19 del 17 de junio de 2019, en el que solicita permiso para ejecutar la actividad que Conamaj está planificando realizar una capacitación para el personal judicial de diferentes zonas del 29 al 31 de julio en el cantón de Sarapiquí en el Hotel Ara Ambigua, con recursos económicos cubiertos en su mayoría por la Organización de Estados Americanos, OEA, quienes apoyarán con el alquiler del espacio físico para el taller, el hospedaje desde el 28 de julio, la alimentación y el transporte. En el personal capacitador se incluyó a la jueza Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a efecto de que expusiera el lunes 29 de julio en la segunda audiencia (13:30). 
Comunica la jueza Damaris Vargas que la capacitación se ejecutó con una amplia participación de personas juzgadoras de distintas zonas del país.


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XII
Comunica la Coordinadora de la Subcomisión que el 27 de junio se reunió con la jueza del Juzgado Contravencional de Turrialba, quien le expuso algunos problemas de coordinación que tenido con la Administración Regional de Turrialba para la atención de personas indígenas. Con ocasión de lo anterior, remitió comunicado electrónico ese día al señor Wilbert Kidd, Subdirector Ejecutivo y a don William Cerdas Zuñiga, Administrador Regional, en el que expuso:
“Hago de su conocimiento que el día de hoy me reuní con la jueza Karol Muñoz Barahona, jueza del Juzgado Contravencional de Turrialba. Doña Karol me informa que ha tenido algunos problemas de coordinación con la Administración Regional de Turrialba en relación con la disponibilidad de vehículo para asistir a los territorios indígenas, entre ellos, Grano de Oro, Roca Quemada, Quetzal, Vereh y Paso Marcos. Los problemas que tiene es que no se informa con antelación suficiente los cambios relacionados con la disponibilidad de vehículo, persona conductora; o bien, les solicitan después de la audiencia que entreguen el vehículo lavado. Esto último les genere inconvenientes porque no tienen disponibilidad para lavarlo en el edificio, pero el mayor de los inconvenientes es que en ocasiones, cuando no hay disponibilidad de vehículo y no se puede coordinar con el vehículo del Ministerio Público, surge el riesgo de que las personas indígenas se queden esperando pues los problemas de comunicación con ellos por problemas de internet son complejos. Señala doña Karol que esta situación la ha expuesto en otras oportunidades a don William.
Sugiere doña Karol para mejorar la situación que exista una comunicación más fluida entre la Administración el Despacho en las oportunidades en que no se puede atender la audiencia; en el entendido de que al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad como es la indígena, es preciso que se priorice la atención, máxime si la programación de giras está dispuesta desde enero. Refiere, podría emitirse una circular donde se establezca la priorización de la atención de los vehículos a efecto de que los despachos tengan conocimiento que los procesos vinculados con indígenas son prioritarios.
Le remito este comunicado a usted directamente porque doña Karol me informó le expuso esta situación con antelación, aclarándole que no he contactado a don William para conocer su posición. Con ocasión de lo anterior, copio a don William este correo.
Con ocasión de lo anterior, me pongo a su disposición, de doña Karol y de don William en lo que pueda colaborar para facilitar el acceso a la justicia de la población indígena de Turrialba, en cumplimiento de los lineamientos dispuestos por Corte Plena y el Consejo Superior.”

Por su parte, el 1° de julio la jueza Karol indicó:
“De una manera respetuosa, le quiero aclarar a don William el motivo de la gestión que realicé el día jueves con la Licenciada Damaris Vargas y don Wilberth Kid.
Específicamente el día martes 25 de junio me comuniqué vía telefónica con su persona para solicitarle, se valorara la posibilidad de que como estaba el vehículo nuevo ya a disposición de la Administración, si era posible el préstamo, ya que teníamos conocimiento de que el vehículo negro (único vehículo con equipo especial para el ingreso a ciertas zonas de difícil acceso), tenía cita de revisión de garantía, según me había indicado vía correo electrónico. A lo que usted me confirmó que si tenía la cita de revisión y que el vehículo blanco nuevo, lo iba a ocupar para el traslado de las sillas, manifestándole que no había problema porque ya se había gestionado con la Fiscalía. La sorpresa fue en la mañana saliendo del edificio para la gira a la zona de Roca Quemada que el vehículo blanco andaba en San José y el negro estaba en el edificio. Casualmente cuando íbamos llegando al edificio antes de las 4:30 horas, nos topamos llegando al mismo tiempo, el vehículo negro, el cual se tuvo conocimiento en este instante, que venía de notificar en Juan Viñas por parte de la Oficina de Notificaciones Judiciales. Por eso la inconformidad, pues se supone que siendo ese vehículo el único equipado, hubiera esperado según indica usted da prioridad a las diligencias indígenas, y que cuando conversamos en la tarde, me hubiera al menos indicado la verdad. No se pretende interferir en sus labores, sin embargo, las diferentes situaciones que se han presentado ya generan desconfianza, no sólo de mi parte, sino malestar de todos los compañeros de oficina, tanto técnicos como juzgadores.  
Nuevamente, el día jueves 27 a eso de las siete de la mañana, cuando ingresaba al edificio el técnico Andrés Aguilar, persona encargada de zona indígena y autorizado a conducir vehículos oficiales, me comunica que se lo encontró a usted y que le comunicó que debía conducir el vehículo para ingresar a realizar la diligencia que estaba programada para la zona de Paso Marcos el día de mañana (sea viernes 28), el carro quedaba ahí pero no tenía chofer porque lo iba a ocupar en otra cosa. Cuando Andrés me cuenta lo sucedido, le dije que esperáramos la comunicación suya a mi persona por correo electrónico como habíamos quedado ya en reiteradas ocasiones, siendo que a la hora que conversé con don Wilbert aproximadamente tres de la tarde, aún no recibía ningún correo ni tampoco una llamada. 
Como usted había comentado en la última reunión del Consejo de Administración,  cuando ya tuviera el vehículo nuevo, lo que iba o pensaba  gestionar su persona, era que el Despacho que ocupara utilizar el vehículo, debía tener autorizado conductor, a lo que le manifesté que no estaba mal la idea, pues si son gestiones de cada Despacho no veía problema, al menos esa ha sido la posición del Juzgado Contravencional, por eso desde hace ya rato, se había solicitado la autorización del técnico Andrés Aguilar para conducir vehículos oficiales, quien cuenta con el permiso de la Administración, la Fiscalía, La Defensa Pública y el OIJ.
La duda del lavado del vehículo surge porque, de mi bolsillo Andrés lleva el vehículo de la Fiscalía a lavar, y se hace en agradecimiento por el préstamo del mismo, ya que a ellos no les corresponde ni están obligados a hacerlo, sin embargo el entre ambas oficinas existe muy buena relación y comunicación. Si la idea es que cada Despacho se va a hacer cargo de autorizar el conductor, se consultó si también debía entregarse lavado, pues la oficina no cuenta con caja chica ni ninguna entrada económica y si ese era el caso debía entonces gestionarse, igualmente la duda surgió con la tarjeta de la gasolina, pues tampoco se cuenta con ello. Por todo lo anterior, puede usted concluir que no es por chismes ni terceras personas que me doy cuenta, sino por usted mismo y al no haber un comunicado oficial, sea correo electrónico o circular por ejemplo, es que se aprovechó la visita a San José para hacer las consultas a los superiores, reiterándole según mi criterio, que no es a través del técnico en el pasillo, la persona ni el canal de comunicación que debe utilizarse para comunicar este tipo de situaciones. 
Por último, es de esperar que si bien el vehículo le ofrece servicios a otros Despachos, lo cierto es que ninguno ingresa a giras a zona indígena como si lo hace el Juzgado Contravencional, tampoco desde el mes de enero que nos asignan los espacios y uso del vehículo, ubican las fechas de ingreso al mes, a las cinco zonas en los diferentes centros educativos y Delegación policial, esto para publicitar la visita del Juzgado. Tome en cuenta y ya es de su conocimiento, que no solamente audiencias se realizan en las zonas, sino que se reciben declaraciones, manifestaciones, consultas, órdenes de apremio entre otros trámites que son parte de la atención al usuario en el edificio, y que es el Despacho como tal es el que se traslada a la zona para aprovechar los recursos y brindar de la mejor manera el servicio a los usuarios y usuarios indígenas. Supongo que esa es la razón por la que no tiene quejas de otros Despachos. Reprogramar una diligencia para otro Despacho, parece ser más sencillo entonces, lo que no sucede con zona indígena. No todos los usuarios de señalamientos a las audiencias cuentan con teléfono ni señal e internet para avisar a través de una llamada, muchos por no decir la mayoría, de difícil citación por parte del notificador Ronny, encargado de notificar y citar en zona indígena (véase inclusive la problemática que se presenta para el nombramiento de intérpretes por la complicada comunicación), mucho menos tenemos la posibilidad de avisar a cada persona que podría llega a solicitar atención y prestación del servicio, que la fecha en que se anunció desde enero que el juzgado entra, se va a cancelar, resulta imposible.  Ya es de su conocimiento que hay usuarios indígenas que caminan distancias muy largas y muchas horas para llegar hasta el centro educativo donde se atiende, siendo esto una falta de consideración el simplemente cancelar las giras, entendiendo los casos o excepciones por fuerza mayor.
Espero haber aclarado sus dudas, estando en la mayor disposición como siempre se conversar, necesitamos mantener buena comunicación, pues es el trabajo de ambas oficinas, tomando en cuenta además, que se viene en principio este año, la implementación del Servicio de Facilitadores Judiciales, programa en el que interviene precisamente el Juzgado Contravencional y la Administración.”
El señor William Cerdas Zúñiga, Administrador Regional de Turrialba contestó el 27 de junio los requerimientos indicados señalando: 

Buena tardes Don Wilbert:
 
Con la finalidad de ofrecer respuesta  a lo solicitado le indico lo siguiente:
 
1. La situación con el  Juzgado Contravencional siempre se  le ha comunicado con antelación  la situación con el  vehículo previendo que las giras son las zonas indígenas si el vehículo no se encuentra disponible para tomar las previsiones del caso como lo son gestionar el  apoyo con el vehículo del Ministerio Público,  para asumir la gira y no suspender valorando la importancia de realizar la audiencia. WKA, sobre este aspecto, tener presente que para el caso de las visitas a las zonas indígenas son un tema de prioridad, trate en la medidas que los medios lo permita, de dar atención, estamos ante una población vulnerable. Mantenga la comunicación con el Despacho y coordinen lo necesario para no perder los señalamientos, me indica la Licda. Karol que la comunicación con las personas interesadas es muy difícil, por lo que no es posible de un día para otro suspender o hacer cambio de fecha. 
1. Cuando el vehículo presenta  algún inconveniente esta Administración le comunica a la Licenciada Karol, sea en forma personal, por teléfono o bien por medio de correo  me extraña que indique que no hay comunicación entre la Administración y el Juzgado, inclusive me indica que agradece que le comunique con antelación para gestionar el vehículo con el Ministerio Público. WKA, utilice medios escritos para comunicar y llame para confirmar que les llegó el comunicado, en la medida de lo posible hacer los comunicados con la debida antelación para realizar las comunicaciones y evitar contratiempos. 
2. En ningún momento esta Administración le ha indicado que deben lavar el vehículo y asumir el gasto,  de igual  forma me extraña que la Licenciada Karol indique esta situación del vehículo que tenga que lavarlo. WKA, este tema se debe revisar, la labor de lavado no debería ser asumida por las oficinas, busque alternativas de solución, espero al respecto su propuesta al respecto. 
3. Lo ocurrido ayer se tenía previsto que el vehículo entrara en el taller para una valoración en la dirección,  de última hora no se hizo fue ahí donde se utilizó el vehículo por parte de la Administración para trasladar equipo de audio y mobiliario al Auditorio de COOPENAE, para la  rendición de cuentas de los despachos, además ya se le había informado  a Doña Karol que para ese día el vehículo no estaba disponible, me indicó que bueno voy a gestionar el vehículo del Ministerio Público, máxime que en el Juzgado se tiene a servidor que tiene  el aval  para conducir los vehículos oficiales. WKA, Se comprende las necesidad de enviar los vehículos a mantenimiento, de hecho se espera que sea constante, pero debe procurar que no choque con otras solicitudes, le recomiendo que asigne dentro del rol de los vehículos, los espacios necesarios para el mantenimiento. En los casos en los cuales sea necesaria una reparación de manera imprevista, me parece muy bien que comunique a las oficinas que tenían el vehículo asignado en esta fecha. La comunica oportuna y clara es necesaria. 
4. Con el tema que deben caminar hasta dos horas y media para realizar audiencias esto ocurre por el motivo que los caminos son de muy difícil acceso, ya se tiene una directriz de otras administradores anteriores que el vehículo llega hasta cierto  sector para no exponer a los acompañantes el vehículo no pasa de ese sector ya esa situación se le hizo ver a Doña Karol que de parte de la Administración se mantiene no puedo variar la directriz indicada por el motivo que se le consultó al chofer  sobre el riesgo que se corre si se ingresa con el vehículo y me indico que es muy peligro, fue ahí donde le indique a la Licenciada Karol que de parte mía no iba a exponer a que se ingrese hasta el lugar donde se va hacer la diligencia corriendo un riesgo de un accidente y de parte mía conociendo el riesgo gire la directriz de ingresar, a la Licenciada Karol se le expuso esta situación vía corre electrónico y estuvo de acuerdo, no se bajo que fundamento lo expone, lástima que no lo expone como es.WKA, sobre este tema, se deberá actuar conforme al Reglamento para el Uso de Vehículos Institucionales, y ante todo, tomar las medidas de seguridad para evitar un accidente. 
5. Con el nuevo vehículo por el tipo de llanta que trae y el aro no se puede ingresar a la zona indígena, por el motivo que la llanta es sencilla al igual que el aro, por parte de la Administración vamos a gestionar sustituir los aros que permitan utilizar llantas con un  perfil más ancho que el actual y con esto ingresar a la zona indígena. WKA, muy bien.
6. Con respecto a que se entera por otras fuentes sobre el vehículo sería bueno que lo indique con que medios se entera toda vez que no lo expone nada indica otros medios. WKA, lo mejor es que ambas partes traten de mejorar los medios de comunicación, esto de corrillos no es sano, no ayuda a la comunicación asertiva y podría generar desconfianza entre las partes. 
7. En términos generales Don Wilbert la Administración siempre está en las mejores condiciones de comunicación con los despachos, sería bueno que la Licenciada  Karol lo hubiera expuesto a la Administración de previo a elevarlo a otras instancias. WKA, es un efecto de lo que indico en el punto anterior, lo bueno es que es algo que se puede trabajar y remediar. 
8. Otro especto que llama la atención es que el vehículo le ofrece servicios otros despachos,  a la fecha no se han quejado  como lo hace la Licenciada Karol, de hecho también les he suspendido giras por el estado del vehículo y me indican que gracias por informar. WKA, según indicado, tratemos en la medida de las posibilidades de la Administración, atender las necesidades de transporte, teniendo claro que los vehículos se pueden dañar o surgir otros servicios urgentes que demanda cambios en la asignación de los vehículos. En el marco del respecto, es posible comunicar los cambios y buscar alternativas de solución.”

Posteriormente, el 9 de julio don William agregó:

· “Al tener dos vehículos disponible en la Administración se valoró que el nuevo vehículo  debemos equiparlo con los dispositivos para ingresar a la zona indígena a como está equipado el vehículo Isuzu, con la finalidad de resguardar principalmente la integridad de los pasajeros se tomó la decisión de no utilizarlo en la zona indígena, si es para ingresar al centro de Grano de Oro y no se requiere desplazarse a lugares vecinos donde los caminos no lo permiten se puede utilizar el nuevo vehículo, siempre conservando en primera instancia la integridad de los pasajeros.
· Para el miércoles 26  de junio se le había comunicado con antelación que el vehículo presentaba problemas mecánicos, con la finalidad de solventar esta situación no era factible contar con el vehículo para ese día se lo comunique por este medio y luego nos hablamos por teléfono, donde me agradece que le comunique con antelación, para coordinar con el Ministerio Público que le faciliten el vehículo.  La situación mecánica que tenía el vehículo  fue solventada a nivel local, para el 26 de junio  el Juzgado había coordinado el préstamo del vehículo del Ministerio Público,  también para ese día tenía la rendición de cuentas de los despachos en el Auditorio de COOPENAE, el vehículo de la Administración se utilizó para trasladar equipo de audio y video, sillas,  bocadillos para la actividad entre otras cosas,  para el 26 de junio si su despacho no hubiera tenido el apoyo del vehículo del Ministerio Público la Administración le ofrece el vehículo, a sabiendas y conocedores de la importancia de las giras a la zona indígena.
· Para el viernes 28 de junio tiene gira a la zona indígena, el jueves 27 de junio me encuentro Andrés por el pasillo de atención al público le indico que tienen el vehículo pero al chofer Arturo tiene otra diligencia con el nuevo vehículo y no cuento con otro chofer, como Andres está autorizado para conducir el vehículo le indico que si lo puede conducir me indica que no hay problema. Considero que cometí el error de no informarle directamente a sus persona y le comunique a un servidor de su despacho, siento que es ahí donde radica su molestia que no fue directamente a su persona que le comunique,  considere que no era necesario comunicarle a su persona  toda vez que ya le había comunicado Andres. 
· Con el tema del lavado del vehículo hasta el día de hoy la Administración no le ha trasladado que asuma su persona el lavado del vehículo, de hecho   lo asume la Administración. Desconozco  de donde surgió que les correspondía lavar  vehículo, si le comente  Don Arturo el Chofer de la Administración que lo ideal es que el vehículo se reciba en las condiciones que se entrega para evitar malos entendidos por algún incidente que presente el vehículo y al final no sea asumido como corresponde  eso fue lo que le comente a Don Arturo.
· Por parte de la Administración como se lo indique en punto anteriores estamos en la mejor disposición de trabajar bajo la línea de la comunicación,  sumado a ello el tema de las diligencias a la zona indígena por parte del Despacho que usted representa, la  Administración le ofrece el apoyo que corresponde,  de ahora en adelante no tenga duda que cualquier situación con el  vehículo u otra situación se la comunicó como lo había hecho en ocasiones anteriores por este medio y por teléfono no cometer el error que hice en comunicarle a Andres y que él le comunicará a su persona.
· Como le reitero como Administración su razón de ser es ofrecerle el apoyo a los despachos para que lleven a cabo sus diligencias.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a las Administraciones Regionales del país tomar las previsiones para priorizar la atención de las solicitudes de vehículos que hagan las oficinas judiciales y en especial, los tribunales, cuando estén programadas audiencias dentro de procesos vinculados con personas indígenas, en cumplimiento de los lineamientos emitidos por el Consejo Superior y Corte Plena. 3° Propiciar reuniones con las jefaturas de las oficinas de los circuitos judiciales donde haya mayor incidencia de procesos relacionados con la población indígena para que expongan sus requerimientos, o bien, plantearles la remisión de esa información por comunicación electrónica. Lo anterior, para que sirva de insumo en la construcción del diagnóstico que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica establece debe ejecutar la Comisión de Acceso a la Justicia. Entre los datos a solicitar es si las audiencias se están materializando en los territorios indígenas. Iniciar con las autoridades judiciales de Pérez Zeledón y de Buenos Aires de Puntarenas incluyendo a las materias penal, contencioso administrativa, laboral, agrario, civil, entre otros, en atención a las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-
Se tiene por ejecutado.

ARTICULO XIII
Se comunica sobre el oficio enviado a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales con ocasión del traslado que se confirió del informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557. En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención. En oficio AEP-1072-2019 se remitió por la OCRI la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo y se adjuntó la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.


 
SE ACUERDA: Se toma nota del informe remitido a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales con ocasión del traslado que se confirió de la solicitud de la Procuraduría General de la República asociada al Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557. 

ARTICULO XIV
Se conoce informe enviado por la Dirección de Tributación Directa:
[image: ][image: ]


 
SE ACUERDA: Se toma nota. Solicitar a la representante de la DHR ante la Subcomisión un informe de los avances de la gestión planteada. Se declara firme este acuerdo y se dispone su comunicación a la integrante Marjorie Herrera.-
Ejecutado.
ARTICULO XV
Se conoce informe enviado el 17 de julio pasado de ampliación de datos a organizaciones de personas indígenas de la zona sur.
17 de julio de 2019.


Señores y Señoras
Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.
Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.
Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kichá.
Recuperador@s Bribris de Salitre.
Recuperador@s Broran de Crun Shurin.
Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.
Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.
Asociación de Productores de Finca 10
Comité de lucha por la tierra de finca Changuina
Cootraosa
Voces Nuestras
Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores
Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).
Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia
SOJUPANO de Palmar de Osa
Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas
Ditsö
Coordinadora de Lucha Sur Sur



Estimados Señores y Señoras:

            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:


Jueves 27 de junio de 2019

· Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios
· Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores

El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.

El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.

Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:

1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.
1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.
2. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.
3. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.
4. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.
5. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 
6. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.

Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:
1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.
1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.
2. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.
3. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.
4. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.
5. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.
6. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.
7. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.
8. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.
Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.







En relación con ocasión, les informo:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.

En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.

1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.


En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.
2. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.

La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 


3. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


4. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.

Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.

5. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.

El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.

6. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.

De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.


7. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.

De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.

8. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.

En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.

9. Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.

Se toma nota.-



De ustedes, atentamente,



Jueza Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Copias:
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia
Subcomisión de Acceso a la Justicia
Contraloría de Servicios del Poder Judicial
Inspección Judicial del Poder Judicial
Fiscalía General de la República
Organismo de Investigación Judicial
Defensa Pública
Escuela Judicial



SE ACUERDA: Se toma nota del informe.-

ARTICULO XVI
Se conoce traslado a la Inspección Judicial de gestión realizada por representantes de organizaciones indígenas de la zona sur.
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:15 p.m.
Para: Jason Alonso Alfaro Carballo <jalfaroc@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: saludos 
Buenas tardes.
Remito para su conocimiento.-
Damaris Vargas Vásquez

De: Jason Alonso Alfaro Carballo 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 03:46 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: saludos 


Comunicado de Prensa
Jueves 27 de junio de 2019

· Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios
· Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores

El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Püblico por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.

El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.

Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:

1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.
1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.
2. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo bribri de Cabagra desde julio de 2016.
3. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.
4. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.
5. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue constestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 
6. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.
Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dán respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:
1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.
1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.
2. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.
3. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.
4. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.
5. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.
6. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.
7. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.
8. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los interpretes y traductores.
Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y lso estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.




Para cualquier comunicación;
Felipe Figueroa Morales; felipeculturabribri@gmail.com
Maximiliano Torres Torres; consejomayores.iriria@gmail.com
Roberth Morales; roberthmv1974@gmail.com
Gustavo Oreamuno V; tavoreamuno72@gmail.com 

Organizaciones firmantes: 
Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.
Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.
Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kichá.
Recuperador@s Bribris de Salitre.
Recuperador@s Broran de Crun Shurin.
Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.
Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.
Asociación de Productores de Finca 10.
Comité de lucha por la tierra de finca Changuina.
Cootraosa.
Voces Nuestras.
Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores.
Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).
Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia.
SOJUPANO de Palmar de Osa.
Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA).
SERBUSUR de Finca Puntarenas.
Ditsö.
Coordinadora de Lucha Sur Sur.
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De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: miércoles, 17 de julio de 2019 15:25:53
Para: Jason Alonso Alfaro Carballo
Asunto: RE: saludos 
 
Estimado don Jason:
 
Reciba un atento saludo. Le informo que no es posible desde mi computadora poder abrir el documento que parece anexa a su comunicado. Le agradecería si me lo puede enviar en otro formato para poder darle respuesta lo antes posible.
 
Cordialmente,
 
Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario
Jueza decisora del Tribunal Agrario
Poder Judicial
Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
 


SE ACUERDA: Se toma nota del traslado hecho a la Inspección Judicial y se dispone solicitar a dicha oficina informe acerca de las acciones realizadas en relación con los requerimientos de las organizaciones de personas indígenas. Se declara firme este acuerdo y se dispone comunicarlo a la Inspección Judicial.-
Ejecutado.
ARTICULO XVII
Se conoce informe enviado al Consejo Indígena Regional Pacífico Sur solicitado por su representante:
San José, 17 de julio de 2019.
Señoras y Señores
Consejo Indígena Regional Pacífico Sur
Dinora Estrada Estrada
Gustavo Lázaro Rojas
Adelina Morales Torres
José Felipe N. Estrada
Sr. Figueroa
Georgina Estrada E.
Luzmilda Estrada Estrada
Dinorah Estrada
Sr. Abelardo M.

Estimados Señores y Señoras:

Reciban un atento saludo. A la vez, en relación con la nota entregada a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el pasado 26 de abril de 2019, dirigida al “Gobierno de la República de Costa Rica”, en la que luego de una amplia exposición de motivos, solicitan:
“… Por ello expresamos al gobierno que ya en este punto es hora de que las Asociaciones de desarrollo indígena dejen de funcionar en nuestros territorios, es irresponsable por parte del  gobierno imponer estas estructuras y mantenerlas en funcionamiento dentro de nuestros territorios, es necesario que se les investigue y se les haga una auditoría  la cual estamos seguro evidenciará irregularidades en el manejo de recursos , así como injusticia cometidas a los mismos pobladores en nombre del poder que estos entes del estado tiene derecho del territorio al ser reconocidos como gobiernos locales y todas las potestades que esto les confiere, y exigimos que se acepte otro tipo de organización que sí nos represente y que surja de nuestra autonomía indígena. Solicitamos de igual manera medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar las vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra.”
En relación con la solicitud conforme a la cual se pretende que las Asociaciones de Desarrollo Indígena dejen de funcionar en los territorios indígenas, se les informa que no está dentro de las funciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas esa decisión, por lo que no podría emitirse un criterio favorable o desfavorable. Se copia esta gestión a la Defensa Pública a fin de que les instruya sobre las vías adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que otorga defensa pública especializada a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos, para que les brinde la asesoría respectiva.
Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 
Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.
Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.
De Ustedes, atentamente,

Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Poder Judicial
Copias:
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia
Contraloría de Servicios del Poder Judicial
Defensa Pública



SE ACUERDA: Se toma nota del informe remitido.-

ARTICULO XVIII
Se conoce de la siguiente gestión:
De: ileana moya [mailto:bekwa87@gmail.com] 
Enviado el: martes, 23 de julio de 2019 09:04 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud .
Muy buenos dias Doña Damaris . Mi nombre es Ileana Moya Obando ced: 3-0427-0270 ,  auxiliar en idioma cabecar para el poder judicial . El motivo de mi correo es para pedirle una cita , para poder conversar sobre los intérpretes Cabécar  que requerimos capacitaciones para poder abarcar mejor nuestro trabajo de interpretes y entre otras cosas. Le envió un gran saludo y que  se encuentre muy bien. Esperó su pronta respuesta. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada por la señora Ileana Moya Obando, la cual se dispone trasladar a la Dirección de la Escuela Judicial y el Consejo Directivo para que se incluya a la señora Mora Obando y demás personas de la lista oficial de personas intérpretes y traductoras indígenas en las actividades de capacitación que formen parte del Plan Anual de Capacitación en Derecho Indígena al que hace alusión la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Solicitar a la Dirección Ejecutiva la remisión de la lista oficial en referencia a esta Subcomisión y a la Escuela Judicial lo antes posible a efecto de que se materialice esa capacitación en lo que resta de 2019 y se proyecte en el Plan Anual de Capacitación Indígena de 2020. Lo anterior, con el objetivo de que esa población fortalezca sus competencias a fin de que ejecuten sus funciones en forma eficaz y eficiente, garantizando a los tribunales del país y demás oficinas judicial una traducción acorde a los requerimientos institucionales y de la población indígena. 2° Instar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial y a la Escuela Judicial al cumplimiento de los acuerdos tomados por Corte Plena en las sesiones N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II y Artículo XIX de la sesión 20-19 de 27 de mayo de 2019, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, y la aprobación de los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las instancias ahí establecidas conforme a sus funciones institucionales. 3° Solicitar a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo se tomen las previsiones necesarias para que durante el 2020 se desarrolle el Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, el cual debe dirigirse a todo el personal del Poder Judicial vinculado con personas juzgadoras de todas las materias y personas técnicas judiciales; además de la coordinación con las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, Fiscalía General, OIJ y sector Administrativo, incorporando además a las personas traductoras e intérpretes indígenas. 4° Comuníquense estos acuerdos a la Escuela Judicial, Consejo Directivo de la Escuela Judicial, Dirección Ejecutiva y a la señora Ileana Moya Obando. Se declara firme este acuerdo por unanimidad.-
Ejecutado.

ARTICULO XIX
Se conoce gestión realizada por el defensor público indígena Jesús Chaves Mora el 18 de julio pasado a la integrante de esta Subcomisión, defensora pública Ligia Jiménez Zamora, en el que señala:
“Estimada Licda. Jiménez Zamora. Sirva la presente para saludarle y por indicación del Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, hago de su conocimiento la presente situación.
El día martes 16 de julio del presente año, me trasladé al Territorio Indígena de Salitre para participar en la audiencia señalada en el expediente 02-160032-0188-AG, del Juzgado Agrario de Buenos Aires; luego de dicho diligencia y en una pequeña reunión con el señor Francisco Salomón Ortiz Ortiz, quién funge como Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de Salitre, me indicó que el día lunes 15 de julio del año 2019, fue notificado del proceso judicial n° 19-003981-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José. 
De conformidad con el Ordinal n° 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, normativa n° 9593, se debía solicitar la defensa de dicho proceso al Tribunal Contencioso Administrativo, ya que es la administración de justicia la encargada de proveer la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita; por tal motivo, con los pocos recursos tecnológicos que tiene la ADI, se hizo una carta, donde se solicitó por parte del Presidente de la asociación que se nombrara una persona defensora pública, dicha carta se consignó la firma y sello de la ADI, se tomo una foto y se envió al correo institucional tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr, del Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José. Cabe señalar, que en los territorios indígenas, todos muy bien conocidos por su persona, cuentan con poca tecnología, en muchos casos, ni con cobertura celular; no siendo la excepción el Territorio Indígena de Salitre.   
Por parte del Tribunal Contencioso Administrativo, a la solicitud de persona defensora pública, enviada por correo electrónico, se contestó: " Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13).  
Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006)". 
El suscrito, para no provocar más violaciones d derecho a la ADI, me encargué de pasar a los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón a enviar dicha carta de solicitud de defensor público por fax, pero hago de su conocimiento lo sucedido para que me diga como se debe proceder con estos medios; ya que en los territorios indígenas, y propiamente en Salitre, no se cuenta con la tecnología para enviar documentos por fax, ya que no cuentan con este medio; ni equipo para escanear documentos para subirlos al Sistema de Gestión en Línea; incluso en otros territorios no hay ni internet para enviar un correo electrónico. 

Considero que el Tribunal Contencioso Administrativa, al no permitirle la solicitud por correo electrónico y obligarle a utilizarle otro medios, se le está negando el acceso a la justicia; por lo que hago de su conocimiento para ver que vías podemos tomar.”

La secuencia de correos es la siguiente:

De: francisco ortiz ortiz <fr.ortiz@hotmail.com>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 14:50
Para: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 
 
De: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 13:22
Para: francisco ortiz ortiz
Asunto: RE: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 
 
Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13). 
 
Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006).
 
 
De: francisco ortiz ortiz [mailto:fr.ortiz@hotmail.com] 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 13:15
Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José
Asunto: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 
 
Señores:
Tribunal Contencioso Administrativo. 
 
  Siendo imposible trasladarme hasta este Tribunal, ya que queda muy lejos del territorio indígena, solicito a ustedes de conformidad con la Ley de la Carta de los Pueblos Indígenas, se nombre un defensor público en el expediente 19-003938-1027-CA, para que represente a la ADI de Salitre. 
 
Agradezco su colaboración, y adjunta carta de la solicitud. 
 
Agradezco si me dan un recibido. 
[bookmark: _MailOriginal] 




SE ACUERDA: Solicitar a la integrante Ligia Jiménez un informe de los avances de la gestión planteada por el señor Jesús Chaves; además, un informe de los lineamientos emitidos por la Defensa Pública acerca de la forma en que se está asumiendo el servicio de defensa pública a las personas indígenas en las diferentes materias, así como los nombres y direcciones electrónicas de las personas defensas públicas encargadas con el objetivo de hacerla de conocimiento de la población indígena para facilitar su acceso a la justicia. Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-
Ejecutado.
ARTICULO XXI
Se conoce de la siguiente gestión realizada por el señor Edgar Atencio Rodríguez y el avance del seguimiento:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 23 de julio de 2019 06:22 p.m.
Para: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>; Ngäbe Ngabere <eatencio7@gmail.com>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 

Julio, 23 de 2019.

Señora
Licda. Yolanda Alvarado Vargas
Coordinadora
Tribunal de Juicio de Bribri, Talamanca
Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


Estimada doña Yolanda:

Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento la gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez, con cédula de identidad 603190447, quien es indígena Ngäbe, en la que literalmente señala:

“… doy servicio de intérprete en dicho idioma para la Corte Suprema de Justicia, primero felicitarlos por tan excelente labor en pro de la personas más vulnerables y más marginados de este país,  antes ustedes deseo hacer queja, el día 4 de diciembre serví de interprete para el juicios del Expediente: 18-000413-0597-PE en el Tribunales de Juicios de Bribri de Talamanca, lo cual a la fecha, para dicho caso realice 5 diligencias, todos a solicitud del Tribunal, sin embargos luego de múltiples llamadas se ha cancelado tres de los cinco, en algunos caso los horarios de interprete se pagó 16900 y otros, además el pasado viernes 19 de junio del 2019, nuevamente a solicitud del mismo Tribunal realice un servicio de interprete, para el expediente 18-000410-0829-PE, quisiera NO esperar más de siete meses y hacer dichas llamadas, por lo que, acudo ante ustedes para que ayuden a agilizar dichos tramites y además hacer los pagos de acuerdos a los estipulados en la normativas para Interprete.”

          Traslado para su conocimiento la gestión del señor Atencio Rodríguez con el objetivo de que se le dé la prioridad respectiva por tratarse de una persona indígena, en cumplimiento de Convenio 169 de OIT, las circulares y  lineamientos institucionales y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

          Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, me pongo a su disposición en lo que pueda colaborar con Usted como jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio de Bribrí de Talamanca, la Administración Regional y la Contraloría de Servicios del Primer Circuito de la Zona Atlántica, a fin de que el protocolo de atención de este tipo de asuntos se realice con la celeridad y oportunidad que exige la normativa nacional e internacional de las personas indígenas.

          Saludos cordiales,

Jueza Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Copias:
Edgar Atencio Rodríguez
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Contraloría de Servicios del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica



De: Ngäbe Ngabere [mailto:eatencio7@gmail.com] 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 10:59 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Apoyo:

Buenos días, mi nombre es Edgar Atencio Rodríguez, con cédula 603190447, soy Ngäbe y doy servicio de interprete en dicho idioma para la Corte Suprema de Justicias, primero felicitarlos por tan excelente labor en pro de la personas mas vulnerables y mas marginados de este país,  antes ustedes deseo hacer queja, el día 4 de diciembre serví de interprete para el juicios del Expediente:
18-000413-0597-PE en el Tribunales de Juicios de Bribri de Talamanca, lo cual a la fecha, para dicho caso realice 5 diligencias, todos a solicitud del Tribunal, sin embargos luego de múltiples llamadas se a cancelado tres de los cinco, en algunos caso los horarios de interprete se pago 16900 y otros, ademas el pasado viernes 19 de junio del 2019, nuevamente a solicitud del mismo Tribunal realice un servicio de interprete, para el expediente 18-000410-0829-PE, quisiera NO esperar mas de siete meses y hacer dichas llamadas, por lo que, acudo ante ustedes para que ayuden ha agilizar dichos tramites y ademas hacer los pagos de acuerdos a los estipulados en la normativas para Interprete.

Mí más sincero respecto por tan noble labor que realizan en pro de la defensa d las personas mas vulnerables y mas marginados.
Éxitos en sus gestiones diarios 
Edgar AtencioR
Tel: 8588-4624
La jueza Coordinadora del Tribunal referido, remitió los siguientes comunicados:
De: Leslie Soro Pacheco <lsoro@Poder-Judicial.go.cr>
Fecha: 29 de julio de 2019, 10:04:53 GMT-6
Para: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>, Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>, Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>, Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 
Buen día, Licda. Yolanda

Con respecto a los pagos de don Édgar Atencio, sí se ha encontrado un notable atraso, primeramente existió un atraso a la hora de generar los AG, por varias circunstancias, entre ellas soy la única técnica del tribunal en Bribrí, donde debo realizar una distintas tareas, y para no llegar a tener más atraso con los intérpretes la compañera Saray (técnica del Tribunal en Limón) tuvo la amabilidad de colaborarme en un principio con los pagos al citado intérprete, donde ya se le pagaron 3 de ellos, en uno de los pagos que hace referencia don Édgar específicamente el AG-01520-2019 ya se encuentra aprobado y al momento que mi persona se enteró le envié el respectivo correo al señor Édgar para que realizara la correspodiente factura así lo hizo más sin embargo generó un dato erróneo siendo el agregar la fecha de diciembre del 2019 siendo lo correcto 2018, esto se le hizo saber el 19-07-2019, posterior a ello don Edgar volvió a generar la factura y para este momento se esta recabando la firma de la jueza encargada para entregarla en la Administración, y con respecto al otro AG el 01522-2019, le adjunto el estado en este momento,
[image: cid:e60649e6-4c29-4d55-80c5-ae8c3af35cf3]

Lo anterior se realizará el trámite durante el día de hoy.

Sin más por el momento


Leslie Soro Pacheco
Técnica Judicial 3.- 
Tribunal de Juicio de Limón


De: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: viernes, 26 de julio de 2019 09:41:12
Para: Leslie Soro Pacheco <lsoro@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>; Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 
 
Buenos días Leslie, de conocimiento que en éste momento se encuentra de vacaciones, le solicito de forma amable en cuanto se entere de éste correo, proceda a informarme de forma concreta los trámites que se han dado respecto a la intervención como intérprete en idioma Ngäbe del señor  Edgar Atencio Rodríguez, con cédula 603190447 y sus respectivos pagos.-  Lo anterior, a fin de dar respuesta a la solicitud que nos realiza  la señora Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora, Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.-

Se adjunta seguidilla de correos institucionales.-


[image: cid:a1679edb-cc6c-4859-ba6d-d0da26604439]


SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone consultar al Tribunal de Juicio de Talamanca Bribri si ya el señor Edgar Atencio Rodríguez se le canceló la suma correspondiente a sus servicios; además, una propuesta de acciones para que ese proceso de pago de servicios de traducción se realice de forma más eficaz y eficiente, en coordinación con la Administración Regional y la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Comuníquese este acuerdo al señor Atencio a las oficinas indicadas. Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-
Ejecutado.
ARTICULO XXII
Se conoce gestión planteada por el señor Candelario Gómez Galindo y traslado hecho al Tribunal de Juicio de Talamanca para su diligenciamiento oportuno: 

De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 03:28 p.m.
Para: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Candelario Gomez <candelariogg@yahoo.es>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento a gestión presentada por el señor Calendario Gómez Galindo


Julio, 24 de 2019.
Señora
Licda. Yolanda Alvarado Vargas
Jueza Coordinadora
Tribunal de Juicio de Bribri, Talamanca


Estimada doña Yolanda:

Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento la gestión planteada mediante comunicado electrónico enviado el día de hoy a la Defensa Publica y a la suscrita como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, por el señor Candelario Gómez Galindo, con cédula de identidad 159100363611, en la que literalmente señala:

“… La presente es para hacer de su conocimiento las irregularidades que vengo presentando con el tribunal de Bribri con respecto a los pagos de honorarios de intérprete para el juicio del Expediente: 18-000410-0829-PE. Dichos servicios se brindaron desde el 7 de junio seguido de la misma causa se continuo 3 audiencia más y otro juicio del expediente 19-000244-0597-PE. Al día de hoy son 5 facturas en total de los cuales no se ha cancelado ninguno, como comprenderá dichos servicios todos se llevó a cabo como lo solicitó el tribunal y con mis recursos propios. Además en el mismo despacho Judicial he recibido la notificación de un  técnico judicial para servir de interprete y alega que lo único que puede pagar por el traslado serian la suma de 50,000 mil colones sabiendo que la distancia que hay desde san Marcos de Tarrazú a San José, y de San José a Bribri es una distancia que superan los 7  a más horas de ida si no existieran presas de Cartago a San José, todos saben que la ruta 32 por la ampliación de las vías que viene desde la republica hasta Limón Centro nos encontramos con las diferentes presas en el trayecto que los atrasos van desde 1 hora o más de 3 horas en algunos casos. Esto sin mencionar que para la última diligencia por la huelga de los Estudiantes y los Camioneros me quedé encerrado más de cuatro días en Sixaola por el cierre no había servicios de transportes público. Hago todo estas y otros observaciones porque no se están ajustándose a la circular Numero 107-2014 (reglas para el pago de honorario de los interprete de lengua costarricense LESCO), además del inciso 3; entre otros cumplo con el inciso 9 del mismo circular que emite la dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Por lo tanto, estoy con todos mis Derechos y la obligación de elevar dichos In situ ante su autoridad; ya que no soy el único intérprete al que se le viola la normativa establecido en el circular Número 107-2014. Dado que varios compañeros manifiestan la misma situación; aclaro esta situación solo lo tenemos con el tribunal de Bribri.  El Objetivo de dar a conocer la situación enunciada es con la finalidad de que, así como nuestros servicios es de mucha utilidad para el tribunal así debe cumplir con la normativa de la circular ya mencionado sin demora alguna, puesto que como interprete cumplo con toda la normativa establecido por la circular y el convenio 169 y las Declaraciones de las Naciones Unidas para pueblos Indígenas…”

          Traslado para su conocimiento la gestión del señor Gómez Galindo con el objetivo de que se dé la prioridad respectiva por tratarse de una persona indígena, en cumplimiento de Convenio 169 de la OIT, las circulares y  lineamientos institucionales y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

          Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, me pongo a su disposición en lo que pueda colaborar con Usted como jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio de Bribrí de Talamanca, la Administración Regional y la Contraloría de Servicios del Primer Circuito de la Zona Atlántica, a fin de que el protocolo de atención de este tipo de asuntos se realice con la celeridad y oportunidad que exige la normativa nacional e internacional de las personas indígenas.

          Saludos cordiales,


Jueza Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 03:33 p.m.
Para: Candelario Gomez <candelariogg@yahoo.es>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Incumplimiento de los pagos de honorario de los interprete.

Buenas tardes don Candelario:

Acuso recibido de su comunicado. A la vez, hago de su conocimiento que no ostento el cargo de Magistrada, por lo que le pido por favor se refiera a mi como Jueza Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde donde estoy para servirle en todo lo que pueda colaborar.

La Subcomisión carece de competencia de régimen disciplinario, razón por la cual trasladaré a las autoridades correspondientes su gestión a efecto de que procedan lo antes posible a responden su petición. 

Se dará seguimiento a su gestión, por lo que le pido que si tiene información adicional, no dude en enviarla.

Cordialmente,

Jueza Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

La jueza Coordinadora del Tribunal remitió el siguiente comunicado:
De: Yolanda Alvarado Vargas 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 03:43 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Fwd: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 

 Buenas tardes doña Damaris le remito atenta a su solicitud la información requerida del trámite que se requiere para el pago del intérprete.  Trámite que por demás es sumamente engorroso como bien puede usted apreciarlo, por otra parte hemos tenido que traer intérpretes en idioma Ngäbe desde la Zona de Los Santos, cuando a escasos kilómetros podíamos localizar alguno o alguna. Para mayor abundamiento, la exigencia a que los intérpretes en Bribrí, Cabécar y Ngäbe sean con base a la lista de intérpretes oficial es en ocasiones imposible, desproporcionado y requiere de una inversión de recursos sumamente honerosa para nuestra institución, algo que a todas luces está desajustado a las medidas de accesibilidad de la población indígena que establecen la Normativa que rige. Agradezco sus buenos oficios respecto a un tema que por demás he tenido también el gusto de conversarlo con usted por teléfono.
Disculpe la respuesta por medio de mi teléfono personal, pero me encuentro en este momento en Suretka precisamente en Juicio. 
Además, 
De: Leslie Soro Pacheco 
Enviado el: lunes, 29 de julio de 2019 10:05 a.m.
Para: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>; Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 

Buen día, Licda. Yolanda

Con respecto a los pagos de don Édgar Atencio, sí se ha encontrado un notable atraso, primeramente existió un atraso a la hora de generar los AG, por varias circunstancias, entre ellas soy la única técnica del tribunal en Bribrí, donde debo realizar una distintas tareas, y para no llegar a tener más atraso con los intérpretes la compañera Saray (técnica del Tribunal en Limón) tuvo la amabilidad de colaborarme en un principio con los pagos al citado intérprete, donde ya se le pagaron 3 de ellos, en uno de los pagos que hace referencia don Édgar específicamente el AG-01520-2019 ya se encuentra aprobado y al momento que mi persona se enteró le envié el respectivo correo al señor Édgar para que realizara la correspodiente factura así lo hizo más sin embargo generó un dato erróneo siendo el agregar la fecha de diciembre del 2019 siendo lo correcto 2018, esto se le hizo saber el 19-07-2019, posterior a ello don Edgar volvió a generar la factura y para este momento se esta recabando la firma de la jueza encargada para entregarla en la Administración, y con respecto al otro AG el 01522-2019, le adjunto el estado en este momento,
[image: cid:e60649e6-4c29-4d55-80c5-ae8c3af35cf3]
Lo anterior se realizará el trámite durante el día de hoy.

Sin más por el momento


Leslie Soro Pacheco
Técnica Judicial 3.- 
Tribunal de Juicio de Limón


De: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: viernes, 26 de julio de 2019 09:41:12
Para: Leslie Soro Pacheco <lsoro@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Limón <contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr>; Administracion Regional de Limon <reg_limon@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Seguimiento a gestión planteada por el señor Edgar Atencio Rodríguez 
 
Buenos días Leslie, de conocimiento que en éste momento se encuentra de vacaciones, le solicito de forma amable en cuanto se entere de éste correo, proceda a informarme de forma concreta los trámites que se han dado respecto a la intervención como intérprete en idioma Ngäbe del señor  Edgar Atencio Rodríguez, con cédula 603190447 y sus respectivos pagos.-  Lo anterior, a fin de dar respuesta a la solicitud que nos realiza  la señora Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora, Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.-

Se adjunta seguidilla de correos institucionales.-



SE ACUERDA: 1° Se toma nota y se dispone consultar al Tribunal de Juicio de Talamanca Bribri si ya al señor Candelario Gómez Galindo se le canceló la suma correspondiente a sus servicios; y una propuesta de acciones para que ese proceso de pago de servicios de traducción se realice de forma más eficaz y eficiente, en coordinación con la Administración Regional y la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Trasladar a la Dirección Ejecutiva la solicitud planteada por la Jueza Yolanda Alvarado Vargas del Tribunal de Bribri Talamanca en el que señala han tenido que traer intérpretes en idioma Ngäbe desde la Zona de Los Santos, cuando a escasos kilómetros pueden localizar personas que podrían dar tal servicio; y donde agrega, “la exigencia de que los intérpretes en Bribrí, Cabécar y Ngäbe sean con base a la lista de intérpretes oficial es en ocasiones imposible, desproporcionado y requiere de una inversión de recursos sumamente onerosa para nuestra institución, algo que a todas luces está desajustado a las medidas de accesibilidad de la población indígena que establecen la Normativa que rige”. Lo anterior, con el objetivo de que se valore facilitar el proceso de designación de personas intérpretes y traductoras, la ampliación de la lista para que no tengan que designarse en lugares distantes a sus comunidades, que las mujeres indígenas cuentes con mujeres traductoras e intérpretes en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, entre otros aspectos que coadyuven a facilitar el acceso a la justicia con esa población, la cual es importante sea consultada para conocer sus impresiones desde su cosmovisión y costumbres. Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese al señor Gómez Galindo, la Dirección Ejecutiva y la señora Yolanda Alvarado del Tribunal Bribri de Talamanca.-
Ejecutado.

ARTICULO XXIII
Se conoce gestión presentada por la señora Patricia Bonilla Rodríguez, jefa del Centro de Información Jurisprudencial, en la que señala:
De: Patricia Bonilla Rodríguez 
Enviado el: lunes, 29 de julio de 2019 10:15 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Centro de Informacion Jurisprudencial (Cuenta Oficial Autorizada) <centroinformacion@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Peritajes antropológicos
Importancia: Alta
Estimada doña Damaris, buenos días.  Con el fin de establecer el protocolo cuyo objetivo será “Establecer el procedimiento  a seguir para la implementación de  un sistema que permita controlar, almacenar y  recuperar de forma adecuada, la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de traducción y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas”, requerimos saber la forma en que actualmente dichos peritajes se almacenan en los expedientes judiciales, y si estos se registran en los sistemas de gestión.

Además, la respuesta remitida ante tal gestión:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 30 de julio de 2019 05:11 p.m.
Para: Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Centro de Informacion Jurisprudencial (Cuenta Oficial Autorizada) <centroinformacion@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>
Asunto: RE: Peritajes antropológicos
Estimada doña Patricia:
En la Jurisdicción Agraria todos los despachos son electrónicos; solo 6 tienen expedientes híbridos que corresponden a asuntos que iniciaron escritos y no fueron escaneados, son los menos. En el sistema de gestión los peritajes se agregan como un archivo electrónico, lo cual no afecta su publicidad debido a que a los expedientes solo tienen acceso las partes involucradas.
Cualquier otra consulta, estoy para servirle. Copio al Dr. Marcos Guevara para conocer sus impresiones sobre el tema.
Saludos cordiales,
Damaris Vargas Vásquez

SE ACUERDA: Se toma nota.-

Se da por concluida la sesión al ser las diecisiete horas.-

Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Las personas indigenas tienen derecho a Defensor(a) Publico(a) gratuito
en todas las materias

La administracion de justicia proveerd la asistencia de una defensora (or)
publica (o) especializada en derecho indigena y en la materia de competencia de
forma gratuita, cuando la persona indigena no pueda cubrir los costos del proceso.

Fuente:articlo 7 de Ley N'9593 de Acceso ala ustica Para Pueblos Indigenas

Para consultas, puede escribir al correo:

Para conocer mas de esta Ley, ingrese al enlac
enas/Ley9s9:

https://accesoalajusticia,poder-
df

Tetna de chpsuls: Deferisa Plblics gratoits 3 personas indienas en todas lis materias
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Yolanda Alvarado Vargas

Jueza de Juicio Penal

Tribunal Superior de Juicio

Primer Circuito Judicial de la Zona Atlantica
Teléfono Oficina: 2799-1434
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¢Qué significa un peritaje cultural?

Es un estudio o evaluacion especial de las costumbres, tradiciones y los
conceptos normativos de los pueblos indigenas.

El articulo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos
Indigenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso
judicial podra solicitar un peritaje de este tipo.

Para consultas, puede escribir al correo;

Para conocer mas de la Ley N'9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indigenas, ingrese al enlace:
hitps://accesoalajusticia poder-judicial go.ct/images/indigenas/Ley9593 pdf

Tema de capsula: peritajes culturales




oleObject5.pptx
El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las zonas geográficas donde se encuentren los territorios indígenas, marco competencial, sus costumbres, idioma, servicios de la administración de justicia que requieren, accesibilidad física y material.

  Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas











Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf







Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: estadísticas de procesos indígenas

Conocimiento del territorio indígena a través de procesos estadísticos

“El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, de género, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos”.





Las personas indígenas tienen derecho a  Defensor(a) Público(a) gratuito en todas las materias 




	La administración de justicia proveerá la asistencia de una defensora (or) pública (o) especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita, cuando la persona indígena no pueda cubrir los costos del proceso.



Fuente: artículo 7 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas



Para consultas, puede escribir al correo: 

Para conocer más de esta Ley, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Tema de cápsula: Defensa Pública gratuita a personas indígenas en todas las materias

Doña Damaris favor indicar si debemos explicar la definición de derecho indígena como lo indicaron en los comentarios    y también donde deben solicitarlo ya que en uno de los comentarios indicaron que antes era en Trabajo Social.





Rocío Rivera Cascante (RRC) - 

¿Qué significa un peritaje cultural?


Es un estudio o evaluación especial de las costumbres, tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas.



El artículo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso judicial podrá solicitar un peritaje de este tipo.

Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: peritajes culturales





El juez o la jueza deberá tomar en cuenta la normativa internacional; además de promover la resolución alterna de conflicto buscando formas de negociación propias de la *cosmovisión de estas personas, el lenguaje debe ser comprensible y contar con mujeres traductoras y hombres traductores, según sea el caso. El juzgador (a) debe tomar en cuenta que si la compareciente es mujer y necesita traductor, la misma debe ser mujer, o viceversa. Si es hombre, el traductor debe ser hombre.

  

Fuente: artículo 5 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

Es responsabilidad del funcionario judicial  a cargo de la audiencia procurar que estas se realicen en territorio indígena con el fin de no violar el principio de Acceso a la Justicia, dada la dificultad de traslado de estas personas usuarias.



Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

¿Cómo deben realizarse las audiencias en territorio indígena?

Tema de cápsula: audiencias in situ

*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.





Los procesos judiciales donde figuren personas indígenas deben tener prioridad en el trámite





La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de estos procesos para verificar dicha priorización.



Fuente: artículo 12 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: priorización de procesos indígenas





Mayor acceso a la justicia para los pueblos indígenas 



El Poder Judicial deberá incluir en sus planes estratégicos actividades relevantes para atender a los pueblos indígenas contemplando la desconcentración de los servicios de justicia, facilitando el acceso físico y material de las personas indígenas

Fuente: artículo 13 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:

https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: conocimiento de la cosmovisión indígena

Doña Damaris aclarar contenido





¿El Poder Judicial capacitará al personal en cuanto a acceso a la justicia para pueblos indígenas?



Si, se garantizará la capacitación permanente del personal judicial en temas de servicio público de calidad para la población indígena.

Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas



Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: capacitación en Derecho Indígena





¿Qué acciones realizará la administración de justicia para dar a conocer los derechos a las personas indígenas?



La Contraloría de servicios visitará las comunidades indígenas del país con el fin de informar en el idioma de estas sobre sus derechos como ciudadanos (as).



Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:

  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: derecho a la información

Doña Damaris aclarar si el contenido de esta diapositiva se encuentra bien además si la contraloría está realizando esta labor y si también se debe incluir a la comisión indígena







El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos, a la vez tomando en cuenta su cosmovisión*.

                             				*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.



Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas



Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:

https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

Para consultas, puede escribir al correo: 

Tema de cápsula: protección dentro de territorio indígena y con su cosmovisión

Protección de las personas indígenas y su entorno







Si se incumple con esta disposición el servidor o servidora judicial podrá ser sancionado según lo establecido en el título VII del régimen disciplinario que se encuentra en la Ley N°.7333, Ley Orgánica del Poder Judicial.





Para consultas, puede escribir al correo: xxxxxx

Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf

La Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas  fue aprobada por decreto Legislativo  N°9593, publicado en el diario La Gaceta el 28 de setiembre 2018, con el fin de garantizar que toda persona debe ser tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales.





											

Tema de cápsula: APROBACIÓN DE LA LEY







Conscimienta deleritorio nigens a avés de
procesos stadicos
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Propuesta textos  CAMPAÑA LEY INDÍGENA.pptx


Propuesta de montaje de textos para campa�a de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Ind�genas de Costa Rica con modificaciones.msg
Propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica con modificaciones

		From

		Rocío Rivera Cascante

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores; Sandra Pizarro Gutiérrez; Roman Bresciani Quirós; Marcos Guevara Berger; Geyner Blanco Acosta; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Ariana Céspedes López; Yorleny Ferreto Solano; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Ericka Chavarría Astorga; Ilse Valeria Varas Rojas; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal; Vanessa Villalobos Montero; Wilbert Kidd Alvarado; Ana Lucía Vásquez Rivera; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Acceso a la Justicia; Rocío Rivera Cascante; Alba Gutiérrez Villalobos; Hugo Vega Castro

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; rbresciani@Poder-Judicial.go.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; mherrera@dhr.go.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; avasquezr@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; rriveraca@Poder-Judicial.go.cr; agutierrezv@poder-judicial.go.cr; hvegac@Poder-Judicial.go.cr



Máster Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo. Por este medio le adjunto (en formato Power Point)  la propuesta de textos con las observaciones realizadas por varios de los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y dentro de este correo los comentarios en los que necesitamos su orientación. Las modificaciones se realizaron a la fecha 31 de julio 2019 (fecha que se había indicado como límite para el envío de observaciones). Por otra parte, agradecemos esos comentarios que ayudan a enriquecer esta campaña. 



 



Le informo que se aplicaron las observaciones de los señores: Lic. Wilbert Kidd Alvarado, Licda. Ligia Jiménez Zamora, Licda. Valeria Varas Rojas, Marcos Guevara Berger y  MS.c. Vanessa Villalobos.



 



A continuación los  tres comentarios:



 



1.	El comentario de don Marcos Guevara indica:  “respecto a diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes”. 



 



 



Doña Damaris, quisiera ver de qué forma entonces nos sugiere colocarlo, ya que el artículo de la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas lo indica así como se colocó en el texto.



 



Esta es la diapositiva:



 







 



 



2.	El comentario de doña Marjorie Herrera:  A- Las cápsulas remitidas no incorporan todos los aspectos contenidos en la Ley y no sé si es porque esta es una primer etapa o porque se escogió el contenido que se consideraba más relevante.  Si fuera esta última, estimo oportuno valorar la incorporación de aspectos que sabemos que son muy importantes para las personas indígenas, es decir que los y las funcionarias judiciales lo apliquen adecuadamente, como por ejemplo, lo referido a trato digno,  derecho a la información y aplicación del derecho internacional. 
B- Podría valorarse aprovechar más el link que se propone incorporar a cada cápsula que dice: “Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: … “ e incorporar información adicional de interés sobre aspectos contenidos en cada tema u otras directrices relacionadas.



 



Doña Damaris, en este caso sería necesario que su persona me indique si dejamos los temas que se incorporaron en la campaña, ya que en principio según reunión de fecha 28 de mayo 2019, sostenida con su persona, esos eran los temas que se involucraría el proyecto. Sobre el enlace que se desea incorporar en cada cápsula, sugiero que se mantenga así. Ya que el enfoque de la campaña es únicamente sobre la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, pero usted me indica como procedemos.



 



3.	Sobre lo indicado por doña Vanessa  Villalobos : “Respecto a la diapositiva 3, sería conveniente agregar a quien se solicitan y cómo se solicitan, por cuanto hace unos años solían enviarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología, aunque me perece que ya no ocurre tanto, pero siempre es bueno clarificar por el movimiento de personal que tenemos en todas las instancias”.



 



Doña Damaris, favor indicarnos cuál es actualmente el Departamento que se encarga de nombrar los peritos para esta materia. 



 



 



Esta es la diapositiva:



 









 



Quedo atenta a su respuesta, ya que es importante para poder continuar con el desarrollo de esta campaña tan importante.



 



Saludos cordiales,



 



 



 







 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 29 de julio de 2019 10:13
Para: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimado don Marcos:



Muchas gracias por la remisión. La campaña va dirigida a todas las personas servidoras judiciales del país, de todos los ámbitos. Excelentes sus sugerencias, las comparto. 



 



 



 



 



De: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr> 
Enviado el: sábado, 27 de julio de 2019 17:18
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Damaris, me encuentro hoy esto en mi bandeja de "borradores" por lo que no estoy seguro que se haya enviado. Supuestamente se debió ir desde hace una semana y entre tanto yo le escribí a Rocío Rivera para preguntarle lo del público meta y ella me explicó que va para funcionarios y personas indígenas de la zona sur. Yo le dije que le enviaría más sugerencias, porque si es así creo que sí hay que hacer un esfuerzo general con el lenguaje. Copio a doña Rocío.



 



Saludos. Marcos



--------------------------------------------------



Estimada Damaris



Me parece necesario definir primero a quiénes va dirigida esta campaña. Por los comentarios de otras personas de la subcomisión, interpreto que es a personas juzgadoras y operadores judiciales que tienen relación con po"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que aconteceblación indígena en general. Si es así, lo que planteo aquí abajo me parece que podría ser de recibo, pero si es una campaña para un público amplio, hay varios aspectos conceptuales que habría que revisar.



Si va dirigido a operadores judiciales:



Con respecto a la definición de "cosmovisión" que se incluye en las diapositivas 4 y 9 ("Se refiere a las costumbres, tradiciones y entorno en el que se desenvuelve un pueblo") quiero indicar lo siguiente:



La cosmovisión es mucho más que costumbres y tradiciones, pues se refiere también y especialmente a la forma en que se interpreta el mundo, sea algo tradicional o algo nuevo, de acuerdo a ciertos principios hermenéuticos propios de las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural. Me parece que la definición debe también indicar esto pues me parece inconveniente que solo de la impresión que con una suerte de inventario de tradiciones se tendrán las claves de la cosmovisión. Por lo tanto sugeriría esta redacción:



"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece"



(se que suena más abstracto, pero si la campaña es para operadores judiciales, estimo 



Con respecto a la diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes.



Marcos Guevara



 



 



Si va dirigido a un público más amplio: Revisar redacción de todas las diapositivas.



 



 



 



De: Rocío Rivera Cascante 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 15:34
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: sobre modificaciones propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



 



Estimados compañeros y compañeras:



 



Agradecemos todas las observaciones realizadas, las cuáles, como indica doña Damaris vamos a tomar en cuenta. Aún faltan personas por responder, por lo que es conveniente fijar una fecha límite para la recepción de comentarios. Por lo anterior sería hasta el 30 de julio 2019.



 



 



Saludos cordiales,



 



 







 



 



 



De: Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 15:34
Para: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta automática: sobre modificaciones propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Reciba un cordial saludo. 



 



Por motivos personales estaré fuera del país hasta el 29 de agosto de 2019.



 



De tratarse de una situación urgente, por favor contactarme al correo jcarlom41@hotmail.com



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 14:38
Para: Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimada doña Marjorie:



 



Muchas gracias por sus oportunas sugerencias. En lo personal, las comparto, esta es una excelente oportunidad de informar sobre cada uno de los extremos de esa normativa e información vinculada que evidencia los derechos de las personas indígenas y en especial, su acceso a la justicia. 



 



Salvo mejor criterio de ustedes, le pido a doña Rocio Rivera del Departamento de Prensa, a quien hemos copiado estos correos, los ajustes necesarios que han hecho las y los integrantes, todos muy valiosos, para tenerles una nueva propuesta integral.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



 



 



 



Buenas tardes doña Damaris, 

Dos observaciones en relación con la propuesta: 

1- Las cápsulas remitidas no incorporan todos los aspectos contenidos en la Ley y no sé si es porque esta es una primer etapa o porque se escogió el contenido que se consideraba más relevante.  Si fuera esta última, estimo oportuno valorar la incorporación de aspectos que sabemos que son muy importantes para las personas indígenas, es decir que los y las funcionarias judiciales lo apliquen adecuadamente, como por ejemplo, lo referido a trato digno,  derecho a la información y aplicación del derecho internacional. 

2- Podría valorarse aprovechar más el link que se propone incorporar a cada cápsula que dice: "Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: ... " e incorporar información adicional de interés sobre aspectos contenidos en cada tema u otras directrices relacionadas. 

Saludos cordiales,   





 



 



 



 



 



De: Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 11:19
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buenos días :



 



Respecto a la diapositiva 3, sería conveniente agregar a quien se solicitan y cómo se solicitan, por cuanto hace unos años solían enviarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología, aunque me perece que ya no ocurre tanto, pero siempre es bueno clarificar por el movimiento de personal que tenemos en todas las instancias.



 



 



Saludos,







 



 



De: Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 10:28
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimada doña Damaris



Revisando las diapositivas me atrevo a hacer algunas sugerencias para que se analicen y si las estiman convenientes se tomen en consideración.



 



En la diapositiva No 4, se dice que “el lenguaje debe ser comprensible”, yo le agregaría que también debe contar con mujeres traductoras y hombres traductores según sea el caso. Y cuando se trate de juicios en los que está involucrada una mujer, que la persona traductora también lo sea. Esto, porque ellas comentan que muchas veces los hombres traducen favoreciendo a su par. Esta ha sido una demandan que siempre plantean.



 



En la diapositiva No 9, yo sugeriría agregar: “El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, de género, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos”.



 



Cordialmente 



Valeria Varas



 



 



 



 



De: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 9:14
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Estimada Damaris



Me parece necesario definir primero a quiénes va dirigida esta campaña. Por los comentarios de otras personas de la subcomisión, interpreto que es a personas juzgadoras y operadores judiciales que tienen relación con población indígena en general. Si es así, lo que planteo aquí abajo me parece que podría ser de recibo, pero si es una campaña para un público amplio, hay varios aspectos conceptuales que habría que revisar.



Si va dirigido a operadores judiciales:



Con respecto a la definición de "cosmovisión" que se incluye en las diapositivas 4 y 9 ("Se refiere a las costumbres, tradiciones y entorno en el que se desenvuelve un pueblo") quiero indicar lo siguiente:



La cosmovisión es mucho más que costumbres y tradiciones, pues se refiere también y especialmente a la forma en que se interpreta el mundo, sea algo tradicional o algo nuevo, de acuerdo a ciertos principios hermenéuticos propios de las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural. Me parece que la definición debe también indicar esto pues me parece inconveniente que solo de la impresión que con una suerte de inventario de tradiciones se tendrán las claves de la cosmovisión. Por lo tanto sugeriría esta redacción:



"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece"



(se que suena más abstracto, pero si la campaña es para operadores judiciales, estimo que están en capacidad de comprender esta definición o de preocuparse por entenderla si de entrada les resulta difícil)



Con respecto a la diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes.



Marcos Guevara



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 8:21
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Si señora. Con indicación que es una responsabilidad de todas las materias.



 



Descarga Outlook para iOS



 



 



 



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 8:19
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buenos días, en virtud de la resistencia que existe por parte de las personas Juzgadoras de algunos despachos, entre ellos el Tribunal Contenciosos Administrativo,  para la realización de las diligencias in situ, solicito que se incorpore una cápsula, indicando la obligación de realizar diligencias in situ cuando las personas intervinientes son personas indígenas, sea físicas o jurídicas.



Ligia Jiménez Zamora



 



 



 



 



De: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 7:38
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buen día: Se remiten comentarios:



 



1.	La cápsula #1 la pondría de última, pues no me parece que la primera publicación sea en torno a las sanciones, generalmente este tipo de temas se indican al final.

2.	La cápsula # 9 la ubicaría como la primera.

3.	En la #6, indicaría expresamente que las diligencias se traten de hacer en los territorios, como una acción de acceso a la justicia, dada la dificultad de traslado de estas personas usuarias.



 







 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 21 de julio de 2019 18:33
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Señoras y Señores



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que solicité al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional su colaboración para hacer una campaña vinculada con la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. Con ocasión de ello, la licenciada Rocío Rivera Cascante elaboró una propuesta del posible texto a incorporar en las cápsulas. Se los remito con el objetivo de que nos brinden sus observaciones. En dos de las diapositivas mencionadas tienen duda en cuanto al contenido por lo que les pido por favor poner más énfasis en su revisión.



 



Para la campaña desean agregar fotografías de personas y de territorios indígenas; sin embargo, para ello es preciso contar con el permiso expreso de las personas indígenas. Mis últimas visitas han sido en Salitre y Térraba y en ese caso no se ha contado con el permiso respectivo.



 



Por favor, enviar sus sugerencias por este medio a más tardar el 26 de julio.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 21 de julio de 2019 18:33
Para: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Montaje de textos para campaña de Ley Indígena



 



Estimada Rocío:



Me parece excelente la propuesta. Sólo haría unos pequeños ajustes de lenguaje género inclusivo (jueces y juezas). Voy a consultar a las personas integrantes de la Subcomisión para validarla. Muchas gracias por el apoyo.



 



 



 



 



De: Rocío Rivera Cascante 
Enviado el: viernes, 19 de julio de 2019 08:33 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Montaje de textos para campaña de Ley Indígena
Importancia: Alta



 



MS.c Damaris Vargas



Coordinadora, Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo. Con el fin de avanzar en el tema de la campaña de Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, le adjunto la propuesta del posible texto a incorporar en las cápsulas, para que nos pueda brindar sus observaciones. A la vez, en dos de las diapositivas mencionadas tenemos duda en cuanto al contenido  por lo que le solicitamos más su apoyo en esas cápsulas marcadas en amarillo.



 



Además, deseaba recordarle la posibilidad de que en el momento de alguna gira en territorio indígena, pueda solicitarles la autorización a las personas indígenas de utilizar las fotografías que fueron tomadas por su persona; para que puedan ser utilizadas en esta campaña.



 



Quedamos a la espera de sus comentarios.



 



Muchas gracias,



 



Saludos cordiales.
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Propuesta textos CAMPAÑA LEY INDÍGENA.pptx

El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las zonas geográficas donde se encuentren los territorios indígenas, marco competencial, sus costumbres, idioma, servicios de la administración de justicia que requieren, accesibilidad física y material.


  Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

















Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf











Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: estadísticas de procesos indígenas


Conocimiento del territorio indígena a través de procesos estadísticos


“El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, de género, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos”.








Las personas indígenas tienen derecho a  Defensor(a) Público(a) gratuito en todas las materias 






	La administración de justicia proveerá la asistencia de una defensora (or) pública (o) especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita, cuando la persona indígena no pueda cubrir los costos del proceso.





Fuente: artículo 7 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para consultas, puede escribir al correo: 


Para conocer más de esta Ley, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Tema de cápsula: Defensa Pública gratuita a personas indígenas en todas las materias


Doña Damaris favor indicar si debemos explicar la definición de derecho indígena como lo indicaron en los comentarios    y también donde deben solicitarlo ya que en uno de los comentarios indicaron que antes era en Trabajo Social.








Rocío Rivera Cascante (RRC) - 


¿Qué significa un peritaje cultural?



Es un estudio o evaluación especial de las costumbres, tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas.





El artículo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso judicial podrá solicitar un peritaje de este tipo.


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: peritajes culturales








El juez o la jueza deberá tomar en cuenta la normativa internacional; además de promover la resolución alterna de conflicto buscando formas de negociación propias de la *cosmovisión de estas personas, el lenguaje debe ser comprensible y contar con mujeres traductoras y hombres traductores, según sea el caso. El juzgador (a) debe tomar en cuenta que si la compareciente es mujer y necesita traductor, la misma debe ser mujer, o viceversa. Si es hombre, el traductor debe ser hombre.


  


Fuente: artículo 5 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Es responsabilidad del funcionario judicial  a cargo de la audiencia procurar que estas se realicen en territorio indígena con el fin de no violar el principio de Acceso a la Justicia, dada la dificultad de traslado de estas personas usuarias.





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


¿Cómo deben realizarse las audiencias en territorio indígena?


Tema de cápsula: audiencias in situ


*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.








Los procesos judiciales donde figuren personas indígenas deben tener prioridad en el trámite








La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de estos procesos para verificar dicha priorización.





Fuente: artículo 12 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: priorización de procesos indígenas








Mayor acceso a la justicia para los pueblos indígenas 





El Poder Judicial deberá incluir en sus planes estratégicos actividades relevantes para atender a los pueblos indígenas contemplando la desconcentración de los servicios de justicia, facilitando el acceso físico y material de las personas indígenas


Fuente: artículo 13 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: conocimiento de la cosmovisión indígena


Doña Damaris aclarar contenido








¿El Poder Judicial capacitará al personal en cuanto a acceso a la justicia para pueblos indígenas?





Si, se garantizará la capacitación permanente del personal judicial en temas de servicio público de calidad para la población indígena.


Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: capacitación en Derecho Indígena








¿Qué acciones realizará la administración de justicia para dar a conocer los derechos a las personas indígenas?





La Contraloría de servicios visitará las comunidades indígenas del país con el fin de informar en el idioma de estas sobre sus derechos como ciudadanos (as).





Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: derecho a la información


Doña Damaris aclarar si el contenido de esta diapositiva se encuentra bien además si la contraloría está realizando esta labor y si también se debe incluir a la comisión indígena











El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos, a la vez tomando en cuenta su cosmovisión*.


                             				*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.





Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: protección dentro de territorio indígena y con su cosmovisión


Protección de las personas indígenas y su entorno











Si se incumple con esta disposición el servidor o servidora judicial podrá ser sancionado según lo establecido en el título VII del régimen disciplinario que se encuentra en la Ley N°.7333, Ley Orgánica del Poder Judicial.








Para consultas, puede escribir al correo: xxxxxx


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


La Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas  fue aprobada por decreto Legislativo  N°9593, publicado en el diario La Gaceta el 28 de setiembre 2018, con el fin de garantizar que toda persona debe ser tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales.








											


Tema de cápsula: APROBACIÓN DE LA LEY











Conscimienta deleritorio nigens a avés de
procesos stadicos
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¢Qué significa un peritaje cultural?

Es un estudio o evaluacion especial de las costumbres, tradiciones y los
conceptos normativos de los pueblos indigenas.

El articulo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos
Indigenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso
judicial podra solicitar un peritaje de este tipo.

Para consultas, puede escribir al correo;

Para conocer mas de la Ley N'9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indigenas, ingrese al enlace:
hitps://accesoalajusticia poder-judicial go.ct/images/indigenas/Ley9593 pdf

Tema de capsula: peritajes culturales
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Máster Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo. Por este medio le adjunto (en formato Power Point)  la propuesta de textos con las observaciones realizadas por varios de los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y dentro de este correo los comentarios en los que necesitamos su orientación. Las modificaciones se realizaron a la fecha 31 de julio 2019 (fecha que se había indicado como límite para el envío de observaciones). Por otra parte, agradecemos esos comentarios que ayudan a enriquecer esta campaña. 



 



Le informo que se aplicaron las observaciones de los señores: Lic. Wilbert Kidd Alvarado, Licda. Ligia Jiménez Zamora, Licda. Valeria Varas Rojas, Marcos Guevara Berger y  MS.c. Vanessa Villalobos.



 



A continuación los  tres comentarios:



 



1.	El comentario de don Marcos Guevara indica:  “respecto a diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes”. 



 



 



Doña Damaris, quisiera ver de qué forma entonces nos sugiere colocarlo, ya que el artículo de la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas lo indica así como se colocó en el texto.



 



Esta es la diapositiva:



 







 



 



2.	El comentario de doña Marjorie Herrera:  A- Las cápsulas remitidas no incorporan todos los aspectos contenidos en la Ley y no sé si es porque esta es una primer etapa o porque se escogió el contenido que se consideraba más relevante.  Si fuera esta última, estimo oportuno valorar la incorporación de aspectos que sabemos que son muy importantes para las personas indígenas, es decir que los y las funcionarias judiciales lo apliquen adecuadamente, como por ejemplo, lo referido a trato digno,  derecho a la información y aplicación del derecho internacional. 
B- Podría valorarse aprovechar más el link que se propone incorporar a cada cápsula que dice: “Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: … “ e incorporar información adicional de interés sobre aspectos contenidos en cada tema u otras directrices relacionadas.



 



Doña Damaris, en este caso sería necesario que su persona me indique si dejamos los temas que se incorporaron en la campaña, ya que en principio según reunión de fecha 28 de mayo 2019, sostenida con su persona, esos eran los temas que se involucraría el proyecto. Sobre el enlace que se desea incorporar en cada cápsula, sugiero que se mantenga así. Ya que el enfoque de la campaña es únicamente sobre la Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, pero usted me indica como procedemos.



 



3.	Sobre lo indicado por doña Vanessa  Villalobos : “Respecto a la diapositiva 3, sería conveniente agregar a quien se solicitan y cómo se solicitan, por cuanto hace unos años solían enviarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología, aunque me perece que ya no ocurre tanto, pero siempre es bueno clarificar por el movimiento de personal que tenemos en todas las instancias”.



 



Doña Damaris, favor indicarnos cuál es actualmente el Departamento que se encarga de nombrar los peritos para esta materia. 



 



 



Esta es la diapositiva:



 









 



Quedo atenta a su respuesta, ya que es importante para poder continuar con el desarrollo de esta campaña tan importante.



 



Saludos cordiales,



 



 



 







 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 29 de julio de 2019 10:13
Para: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimado don Marcos:



Muchas gracias por la remisión. La campaña va dirigida a todas las personas servidoras judiciales del país, de todos los ámbitos. Excelentes sus sugerencias, las comparto. 



 



 



 



 



De: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr> 
Enviado el: sábado, 27 de julio de 2019 17:18
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Damaris, me encuentro hoy esto en mi bandeja de "borradores" por lo que no estoy seguro que se haya enviado. Supuestamente se debió ir desde hace una semana y entre tanto yo le escribí a Rocío Rivera para preguntarle lo del público meta y ella me explicó que va para funcionarios y personas indígenas de la zona sur. Yo le dije que le enviaría más sugerencias, porque si es así creo que sí hay que hacer un esfuerzo general con el lenguaje. Copio a doña Rocío.



 



Saludos. Marcos



--------------------------------------------------



Estimada Damaris



Me parece necesario definir primero a quiénes va dirigida esta campaña. Por los comentarios de otras personas de la subcomisión, interpreto que es a personas juzgadoras y operadores judiciales que tienen relación con po"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que aconteceblación indígena en general. Si es así, lo que planteo aquí abajo me parece que podría ser de recibo, pero si es una campaña para un público amplio, hay varios aspectos conceptuales que habría que revisar.



Si va dirigido a operadores judiciales:



Con respecto a la definición de "cosmovisión" que se incluye en las diapositivas 4 y 9 ("Se refiere a las costumbres, tradiciones y entorno en el que se desenvuelve un pueblo") quiero indicar lo siguiente:



La cosmovisión es mucho más que costumbres y tradiciones, pues se refiere también y especialmente a la forma en que se interpreta el mundo, sea algo tradicional o algo nuevo, de acuerdo a ciertos principios hermenéuticos propios de las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural. Me parece que la definición debe también indicar esto pues me parece inconveniente que solo de la impresión que con una suerte de inventario de tradiciones se tendrán las claves de la cosmovisión. Por lo tanto sugeriría esta redacción:



"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece"



(se que suena más abstracto, pero si la campaña es para operadores judiciales, estimo 



Con respecto a la diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes.



Marcos Guevara



 



 



Si va dirigido a un público más amplio: Revisar redacción de todas las diapositivas.



 



 



 



De: Rocío Rivera Cascante 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 15:34
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: sobre modificaciones propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



 



Estimados compañeros y compañeras:



 



Agradecemos todas las observaciones realizadas, las cuáles, como indica doña Damaris vamos a tomar en cuenta. Aún faltan personas por responder, por lo que es conveniente fijar una fecha límite para la recepción de comentarios. Por lo anterior sería hasta el 30 de julio 2019.



 



 



Saludos cordiales,



 



 







 



 



 



De: Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 15:34
Para: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta automática: sobre modificaciones propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Reciba un cordial saludo. 



 



Por motivos personales estaré fuera del país hasta el 29 de agosto de 2019.



 



De tratarse de una situación urgente, por favor contactarme al correo jcarlom41@hotmail.com



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 24 de julio de 2019 14:38
Para: Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimada doña Marjorie:



 



Muchas gracias por sus oportunas sugerencias. En lo personal, las comparto, esta es una excelente oportunidad de informar sobre cada uno de los extremos de esa normativa e información vinculada que evidencia los derechos de las personas indígenas y en especial, su acceso a la justicia. 



 



Salvo mejor criterio de ustedes, le pido a doña Rocio Rivera del Departamento de Prensa, a quien hemos copiado estos correos, los ajustes necesarios que han hecho las y los integrantes, todos muy valiosos, para tenerles una nueva propuesta integral.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



 



 



 



Buenas tardes doña Damaris, 

Dos observaciones en relación con la propuesta: 

1- Las cápsulas remitidas no incorporan todos los aspectos contenidos en la Ley y no sé si es porque esta es una primer etapa o porque se escogió el contenido que se consideraba más relevante.  Si fuera esta última, estimo oportuno valorar la incorporación de aspectos que sabemos que son muy importantes para las personas indígenas, es decir que los y las funcionarias judiciales lo apliquen adecuadamente, como por ejemplo, lo referido a trato digno,  derecho a la información y aplicación del derecho internacional. 

2- Podría valorarse aprovechar más el link que se propone incorporar a cada cápsula que dice: "Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: ... " e incorporar información adicional de interés sobre aspectos contenidos en cada tema u otras directrices relacionadas. 

Saludos cordiales,   





 



 



 



 



 



De: Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 11:19
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buenos días :



 



Respecto a la diapositiva 3, sería conveniente agregar a quien se solicitan y cómo se solicitan, por cuanto hace unos años solían enviarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología, aunque me perece que ya no ocurre tanto, pero siempre es bueno clarificar por el movimiento de personal que tenemos en todas las instancias.



 



 



Saludos,







 



 



De: Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 10:28
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Estimada doña Damaris



Revisando las diapositivas me atrevo a hacer algunas sugerencias para que se analicen y si las estiman convenientes se tomen en consideración.



 



En la diapositiva No 4, se dice que “el lenguaje debe ser comprensible”, yo le agregaría que también debe contar con mujeres traductoras y hombres traductores según sea el caso. Y cuando se trate de juicios en los que está involucrada una mujer, que la persona traductora también lo sea. Esto, porque ellas comentan que muchas veces los hombres traducen favoreciendo a su par. Esta ha sido una demandan que siempre plantean.



 



En la diapositiva No 9, yo sugeriría agregar: “El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, de género, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos”.



 



Cordialmente 



Valeria Varas



 



 



 



 



De: Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 9:14
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Estimada Damaris



Me parece necesario definir primero a quiénes va dirigida esta campaña. Por los comentarios de otras personas de la subcomisión, interpreto que es a personas juzgadoras y operadores judiciales que tienen relación con población indígena en general. Si es así, lo que planteo aquí abajo me parece que podría ser de recibo, pero si es una campaña para un público amplio, hay varios aspectos conceptuales que habría que revisar.



Si va dirigido a operadores judiciales:



Con respecto a la definición de "cosmovisión" que se incluye en las diapositivas 4 y 9 ("Se refiere a las costumbres, tradiciones y entorno en el que se desenvuelve un pueblo") quiero indicar lo siguiente:



La cosmovisión es mucho más que costumbres y tradiciones, pues se refiere también y especialmente a la forma en que se interpreta el mundo, sea algo tradicional o algo nuevo, de acuerdo a ciertos principios hermenéuticos propios de las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural. Me parece que la definición debe también indicar esto pues me parece inconveniente que solo de la impresión que con una suerte de inventario de tradiciones se tendrán las claves de la cosmovisión. Por lo tanto sugeriría esta redacción:



"Cosmovisión se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece"



(se que suena más abstracto, pero si la campaña es para operadores judiciales, estimo que están en capacidad de comprender esta definición o de preocuparse por entenderla si de entrada les resulta difícil)



Con respecto a la diapositiva 2 me parece que es necesario indicar qué se está entendiendo por "derecho indígena", pues puede interpretarse de dos formas: 1) conocimiento de la legislación indigenista del país  2) conocimiento de los conceptos normativos de los pueblos indígenas - Son cosas totalmente diferentes.



Marcos Guevara



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 8:21
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Si señora. Con indicación que es una responsabilidad de todas las materias.



 



Descarga Outlook para iOS



 



 



 



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 8:19
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buenos días, en virtud de la resistencia que existe por parte de las personas Juzgadoras de algunos despachos, entre ellos el Tribunal Contenciosos Administrativo,  para la realización de las diligencias in situ, solicito que se incorpore una cápsula, indicando la obligación de realizar diligencias in situ cuando las personas intervinientes son personas indígenas, sea físicas o jurídicas.



Ligia Jiménez Zamora



 



 



 



 



De: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 7:38
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica



 



Buen día: Se remiten comentarios:



 



1.	La cápsula #1 la pondría de última, pues no me parece que la primera publicación sea en torno a las sanciones, generalmente este tipo de temas se indican al final.

2.	La cápsula # 9 la ubicaría como la primera.

3.	En la #6, indicaría expresamente que las diligencias se traten de hacer en los territorios, como una acción de acceso a la justicia, dada la dificultad de traslado de estas personas usuarias.



 







 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 21 de julio de 2019 18:33
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>
CC: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta sobre propuesta de montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica
Importancia: Alta



 



Señoras y Señores



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que solicité al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional su colaboración para hacer una campaña vinculada con la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. Con ocasión de ello, la licenciada Rocío Rivera Cascante elaboró una propuesta del posible texto a incorporar en las cápsulas. Se los remito con el objetivo de que nos brinden sus observaciones. En dos de las diapositivas mencionadas tienen duda en cuanto al contenido por lo que les pido por favor poner más énfasis en su revisión.



 



Para la campaña desean agregar fotografías de personas y de territorios indígenas; sin embargo, para ello es preciso contar con el permiso expreso de las personas indígenas. Mis últimas visitas han sido en Salitre y Térraba y en ese caso no se ha contado con el permiso respectivo.



 



Por favor, enviar sus sugerencias por este medio a más tardar el 26 de julio.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 21 de julio de 2019 18:33
Para: Rocío Rivera Cascante <rriveraca@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Montaje de textos para campaña de Ley Indígena



 



Estimada Rocío:



Me parece excelente la propuesta. Sólo haría unos pequeños ajustes de lenguaje género inclusivo (jueces y juezas). Voy a consultar a las personas integrantes de la Subcomisión para validarla. Muchas gracias por el apoyo.



 



 



 



 



De: Rocío Rivera Cascante 
Enviado el: viernes, 19 de julio de 2019 08:33 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Montaje de textos para campaña de Ley Indígena
Importancia: Alta



 



MS.c Damaris Vargas



Coordinadora, Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo. Con el fin de avanzar en el tema de la campaña de Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, le adjunto la propuesta del posible texto a incorporar en las cápsulas, para que nos pueda brindar sus observaciones. A la vez, en dos de las diapositivas mencionadas tenemos duda en cuanto al contenido  por lo que le solicitamos más su apoyo en esas cápsulas marcadas en amarillo.



 



Además, deseaba recordarle la posibilidad de que en el momento de alguna gira en territorio indígena, pueda solicitarles la autorización a las personas indígenas de utilizar las fotografías que fueron tomadas por su persona; para que puedan ser utilizadas en esta campaña.



 



Quedamos a la espera de sus comentarios.



 



Muchas gracias,



 



Saludos cordiales.
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Propuesta textos CAMPAÑA LEY INDÍGENA.pptx

El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las zonas geográficas donde se encuentren los territorios indígenas, marco competencial, sus costumbres, idioma, servicios de la administración de justicia que requieren, accesibilidad física y material.


  Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas

















Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf











Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: estadísticas de procesos indígenas


Conocimiento del territorio indígena a través de procesos estadísticos


“El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, de género, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos”.








Las personas indígenas tienen derecho a  Defensor(a) Público(a) gratuito en todas las materias 






	La administración de justicia proveerá la asistencia de una defensora (or) pública (o) especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita, cuando la persona indígena no pueda cubrir los costos del proceso.





Fuente: artículo 7 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para consultas, puede escribir al correo: 


Para conocer más de esta Ley, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Tema de cápsula: Defensa Pública gratuita a personas indígenas en todas las materias


Doña Damaris favor indicar si debemos explicar la definición de derecho indígena como lo indicaron en los comentarios    y también donde deben solicitarlo ya que en uno de los comentarios indicaron que antes era en Trabajo Social.








Rocío Rivera Cascante (RRC) - 


¿Qué significa un peritaje cultural?



Es un estudio o evaluación especial de las costumbres, tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas.





El artículo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso judicial podrá solicitar un peritaje de este tipo.


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: peritajes culturales








El juez o la jueza deberá tomar en cuenta la normativa internacional; además de promover la resolución alterna de conflicto buscando formas de negociación propias de la *cosmovisión de estas personas, el lenguaje debe ser comprensible y contar con mujeres traductoras y hombres traductores, según sea el caso. El juzgador (a) debe tomar en cuenta que si la compareciente es mujer y necesita traductor, la misma debe ser mujer, o viceversa. Si es hombre, el traductor debe ser hombre.


  


Fuente: artículo 5 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Es responsabilidad del funcionario judicial  a cargo de la audiencia procurar que estas se realicen en territorio indígena con el fin de no violar el principio de Acceso a la Justicia, dada la dificultad de traslado de estas personas usuarias.





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


¿Cómo deben realizarse las audiencias en territorio indígena?


Tema de cápsula: audiencias in situ


*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.








Los procesos judiciales donde figuren personas indígenas deben tener prioridad en el trámite








La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de estos procesos para verificar dicha priorización.





Fuente: artículo 12 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: priorización de procesos indígenas








Mayor acceso a la justicia para los pueblos indígenas 





El Poder Judicial deberá incluir en sus planes estratégicos actividades relevantes para atender a los pueblos indígenas contemplando la desconcentración de los servicios de justicia, facilitando el acceso físico y material de las personas indígenas


Fuente: artículo 13 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: conocimiento de la cosmovisión indígena


Doña Damaris aclarar contenido








¿El Poder Judicial capacitará al personal en cuanto a acceso a la justicia para pueblos indígenas?





Si, se garantizará la capacitación permanente del personal judicial en temas de servicio público de calidad para la población indígena.


Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: capacitación en Derecho Indígena








¿Qué acciones realizará la administración de justicia para dar a conocer los derechos a las personas indígenas?





La Contraloría de servicios visitará las comunidades indígenas del país con el fin de informar en el idioma de estas sobre sus derechos como ciudadanos (as).





Fuente: artículo 10 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: derecho a la información


Doña Damaris aclarar si el contenido de esta diapositiva se encuentra bien además si la contraloría está realizando esta labor y si también se debe incluir a la comisión indígena











El Estado debe garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, de acuerdo al derecho indígena y cuando no transgreda los derechos humanos, a la vez tomando en cuenta su cosmovisión*.


                             				*Cosmovisión: se refiere a la forma en que las personas que forman parte de un grupo social apegado a una tradición cultural particular interpretan todo lo que acontece.





Fuente: artículo 1 de Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas





Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:


https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


Para consultas, puede escribir al correo: 


Tema de cápsula: protección dentro de territorio indígena y con su cosmovisión


Protección de las personas indígenas y su entorno











Si se incumple con esta disposición el servidor o servidora judicial podrá ser sancionado según lo establecido en el título VII del régimen disciplinario que se encuentra en la Ley N°.7333, Ley Orgánica del Poder Judicial.








Para consultas, puede escribir al correo: xxxxxx


Para conocer más de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas, ingrese al enlace:  https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/indigenas/Ley9593.pdf


La Ley de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indígenas  fue aprobada por decreto Legislativo  N°9593, publicado en el diario La Gaceta el 28 de setiembre 2018, con el fin de garantizar que toda persona debe ser tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales.








											


Tema de cápsula: APROBACIÓN DE LA LEY











Conscimienta deleritorio nigens a avés de
procesos stadicos
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¢Qué significa un peritaje cultural?

Es un estudio o evaluacion especial de las costumbres, tradiciones y los
conceptos normativos de los pueblos indigenas.

El articulo 8 de la Ley N°9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos
Indigenas, indica que si el juez lo considera necesario en un proceso
judicial podra solicitar un peritaje de este tipo.

Para consultas, puede escribir al correo;

Para conocer mas de la Ley N'9593 de Acceso a la Justicia Para Pueblos Indigenas, ingrese al enlace:
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Propuesta de  montaje de textos para campaña de Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica con modificaciones.msg


CONSULTA.MSG
CONSULTA

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Roxana Arrieta Meléndez

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Cheryl Bolaños Madrigal

		Recipients

		rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr; cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr







Estimada doña Roxana:



 



Buenos días. Consulto sobre la posibilidad de tener acceso a los cursos virtuales diseñados por GH vinculados con poblaciones indígenas y con discapacidad a fin de poder analizar sus contenidos con las personas integrantes de las Subcomisiones respectivas. A la vez, consulto la fecha a partir de cual estarían listos para ejecutarse y si podrían ser objeto de modificaciones eventualmente.



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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ACTA SESION ORDINARIA 3 DE JUNIO 2019 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.MSG
ACTA SESION ORDINARIA 3 DE JUNIO 2019 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Sandra Pizarro Gutiérrez; Manuel Hidalgo Flores; Damaris Vargas Vásquez; cescotofer@gmail.com; Marcos Guevara Berger; Geyner Blanco Acosta; Jean Carlo Monge Madrigal; Ilse Valeria Varas Rojas; ali.garcia@ucr.ac.cr; Ariana Céspedes López; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Carlos Romero Rivera; Ericka Chavarría Astorga; Erick Alfaro Romero; Marjorie Herrera

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza; Roxana Gómez Barquero; Subcomisión de Pueblos Indígenas

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; rgomezb@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr



Señores y Señoras



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el acta de la sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el día 3 de junio. Se les otorga el plazo de tres días a fin de que remitan sus observaciones y sugerencias. 



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





smime.p7m

Señores y Señoras



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el acta de la sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el día 3 de junio. Se les otorga el plazo de tres días a fin de que remitan sus observaciones y sugerencias. 



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas










Agenda Sesión 04-2019



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







Fecha: 3 de junio 2019 (13:30 a las 17 horas)



Lugar: Sala Quirós Quarón de ILANUD







				INTEGRANTES



				ASISTENTES







				Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



				Justifica su ausencia por estar en sesión de Corte Plena







				Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



				Si







				Sr. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión



				Si







				Sr. Marcos Guevara Berger, Catedrático UCR, Antropólogo



				No







				Sr. Jean Carlo Monge, Judicatura Penal



				Justifica su ausencia por estar fuera del país







				Sr. Jorge Leiva, Judicatura Contenciosa Administrativa



				No







				Sra. Sandra Pizarro, integrante Consejo Superior



				Justifica su ausencia por estar asistiendo a sesión de Presupuesto de Corte Plena







				Sr. Manuel Hidalgo, Director CONAMAJ



				No







				Sr. Geyner Blanco, Asesor de Casa Presidencial



				Si







				Sra. Valeria Varas, Asesora INAMU



				No







				Sr. Alí García, Profesor UCR



				No







				Sr. Carlos Mora, Profesor UNA



				No







				Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología



				Si







				Sra. Carmen María Escoto Fernández, representante de sociedad civil 



				No







				Sra. Ariana Céspedes, Fiscala Indígena



				No







				Sra. Ligia Jeannette Arias, Defensora Indígena



				Si







				Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial



				No







				Sr. Carlos Romero, Contralor de Servicios de Pérez Zeledón



				Si







				Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



				No







				



				







				



				















Asuntos previstos en la Agenda:







ARTICULO I



Lectura y aprobación del acta anterior. Se informa que el acta de la sesión del 1 de abril de 2019 fue debidamente comunicada a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante correo electrónico del 01 de abril de 2019. 



SE ACUERDA:1.  Se toma nota. Ligia se abstiene de participar en virtud de que no participó en la sesión anterior. 



ARTÍCULO II



La jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, informa que el juez Jorge Leiva le comunicó que por motivos laborales le es imposible seguir asistiendo a las sesiones de la Subcomisión; con ocasión de lo cual se le pidió colaborar con la capacitación que se está desarrollando en Buenos Aires de Puntarenas, mostrándose conforme. El señor Román Bresciani, Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial, señala que el juez Leiva colaboró con la capacitación sobre Derecho Indígena que se está ejecutando en Buenos Aires de Puntarenas. 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la renuncia del juez Jorge Leiva a seguir integrando la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2° Instar al Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga en su condición de Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa para que valore la posibilidad de designar a una persona juzgadora con conocimientos en Derecho Indígena a fin de que integre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la cual sesiona mensualmente los primeros lunes de cada mes de las 13:30 a las 16 horas. Lo anterior, a fin de que sustituya al juez Jorge Leiva quien renunció a seguir integrando dicha Subcomisión.-















ARTICULO IIII



Se conoce el Oficio N° 3303-19 de 2 de abril de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, Artículo LXXV, que literalmente indica:



[bookmark: _MailOriginal]“En sesión Nº 14-19 del 19 de febrero de 2019, artículo LXIX, se comunicó a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avalaba la iniciativa plasmada, no obstante, esta debería ser gestionada ante las instancias que se consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmitiera o incorporara como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







En relación con lo anterior, la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2019, presentó la siguiente gestión:







“…A la vez, hago de su conocimiento que el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, señala literalmente:







“Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales, desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá levantar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”







En ejecución de dicha norma y con fundamento en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se les solicita valorar la posibilidad de emitir un acuerdo en el que se disponga:







La participación obligatoria de las personas servidoras judiciales en las actividades de capacitación que ejecute la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo, a fin de que las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas.







El deber de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo de llevar un registro de las capacitaciones que desarrollen sobre la temática indígena con indicación de: 1. Nombre completo, 2. Cédula de identidad, 3. puesto desempeñado al momento de la capacitación, 4. despacho donde labora, 5. temática objeto de capacitación. Además, remitir un informe periódico del estado de las capacitaciones: el último día hábil de mayo y de noviembre de cada año a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (spindigenas@poder-judicial.go.cr) y a la Unidad de Acceso a la Justicia (accesojusticia@poder-judicial.go.cr). Lo anterior, a fin de que esa información sirva de insumo para la construcción del diagnóstico al que hace referencia el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, asociado a las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial.







Priorizar en las actividades de capacitación de la Escuela Judicial a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas que se enlistan de seguido, según reporte de SIGMA emitido el 13 de febrero pasado, en el que se señalan los despachos judiciales en los que se tramitan procesos judiciales vinculados con personas indígenas:







				CANTIDAD DE INTERVINIENTES



				OFICINAS CON MAYOR CANTIDAD DE INTERVINIENTES (INDÍGENAS) ENERO 2019







				278



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				264



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				227



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				140



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				137



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				119



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				118



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				100



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				88



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				82



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				78



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				64



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				52



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				40



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				39



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				38



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				34



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				34



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				29



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				28



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				28



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				24



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				22



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				21



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				20



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				20



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				20



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA PENAL JUVENIL)







				19



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				18



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				18



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				17



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE SARAPIQUI







				17



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				16



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE LIMÓN







				16



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				15



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				15



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				14



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				14



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				14



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				12



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				12



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				12



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				11



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				11



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				11



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				10



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				10



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				10



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				10



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				9



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				9



				SALA PRIMERA 







				9



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				8



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				8



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				8



				FISCALIA DE BATAN







				8



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				7



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)







				7



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				7



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				6



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA LABORAL)







				6



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SIQUIRRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				6



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				6



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				6



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				5



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JICARAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				5



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				5



				JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				5



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				5



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				5



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				4



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)







				4



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				4



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				4



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				4



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				4



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				4



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				4



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				4



				FISCALIA ADJUNTA II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				4



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE  ALAJUELA, SEDE ATENAS







				4



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PEREZ ZELEDON)







				4



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				4



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				3



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) (MA







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE PAVAS (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				3



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PAVAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				3



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				3



				JUZGADO PENAL DE PURISCAL







				3



				TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE GOLFITO







				3



				TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				3



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				3



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (MATERIA LABORAL)







				2



				JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRACIÓN Y CIVIL DE HACIENDA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ASERRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GRECIA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HATILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JIMENEZ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE NARANJO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENSIONES







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMÓN) (MATERIA







				2



				JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL







				2



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				2



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				2



				SALA PRIMERA 







				2



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE CORREDORES







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO NOTARIAL







				2



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HEREDIA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENAL DE UPALA







				2



				TRIBUNAL DE CARTAGO







				2



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PARRITA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE SIQUIRRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE CARTAGO







				2



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				2



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO CIVIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE QUEPOS (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ESPARZA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LOS CHILES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TILARAN (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE UPALA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE VALVERDE VEGA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE SANTA CRUZ







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				1



				JUZGADO DE TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (POCOCÍ)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE LA UNION (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SAN JOAQUIN DE FLORES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO SEGUNDO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				TRIBUNAL SEGUNDO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE POCOCI







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO TERCERO CIVIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO TERCERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				1



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				CENTRO DE CONCILIACION DEL PODER JUDICIAL







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALÍA DE BATÁN (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALIA DEL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL  DE PURISCAL (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y TRÁNSITO DE POCOCÍ (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE GRECIA







				1



				JUZGADO PENAL DE HATILLO







				1



				JUZGADO PENAL DE OSA







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO PENAL DE POCOCI GUACIMO







				1



				JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON Y GRECIA)







				1



				SALA CONSTITUCIONAL 







				1



				TRIBUNAL DE PUNTARENAS, SEDE QUEPOS







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL DEL  III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, SEDE SUROESTE (PAVAS)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTIC







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA SARAPIQUI (MATERIA VIOLENCIA DO







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA CRUZ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GOLFITO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA VIOLENC







				1



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				1



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LA PENA DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CIVIL DE CARTAGO 







				1



				JUZGADO CIVIL HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (NICOYA) (MATERIA FA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				SALA CONSTITUCIONAL 







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA















La gestión anterior, tiene como fin dar cumplimiento del artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y seguimiento al Oficio DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, emitido por la Defensoría de los Habitantes de la República, en el que, refiriéndose al acceso a la justicia de las personas indígenas, solicita se dé atención prioritaria durante 2019 a los siguientes aspectos: “1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los Territorios Indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; 2. Impulsar la apertura de una Oficina de Derecho Indígena en la Defensa Pública para garantizar el derecho de defensa. 3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”. De igual forma, al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-05-2019, celebrada el 20 de febrero del año en curso, Artículo XIII, comunicado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana, mediante Oficio SACJ-0316-2019 de 04 de marzo de 2019 y el Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de ese mismo año, donde se informa el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX.”



- 0 -



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Conceder audiencia a la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, para estudio y posterior pronunciamiento ante este Consejo de la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”



Atentamente, 



Ricardo Calderón Fernández 



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



c:         Escuela Judicial



            Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana



            Unidad de Capacitación de la Defensa Pública



            Unidad de Capacitación del Ministerio Público



            Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial



Diligencias / Refs: (1624-19, 2697-19) 



-0-



Informa Román Bresciani que la Rectoría de Capacitación ya se reunió recientemente, pero el acta está pendiente de redacción. Señala, se mostró interés en que se inicie con la capacitación virtual desarrollada por Gestión Humana.



Ligia Jiménez refiere a la capacitación que se está desarrollando sobre Derecho Administrativo a las personas defensoras públicas para que atiendan los procesos indígenas de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Indica ese curso se solicitó desde fines del año anterior. Roman Bresciani señala que los asuntos de Francia León los atiende Flor Arroyo.



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 3303-19 de 2 de abril de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, Artículo LXXV.  2° Consultar a la Secretaría General de la Corte si la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, se pronunciaron sobre el traslado de la gestión presentada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para la declaratoria de obligatoriedad de la capacitación en temática indígena. 3° Consultar a la Escuela Judicial los avances en la capacitación solicitada por la Defensa Pública para fortalecer las competencias de las personas defensoras públicas en Derecho Administrativo a efecto de que atiendan los procesos contenciosos administrativos en los que participen personas indígenas. 4° Solicitar a la Escuela Judicial y a las Comisiones Jurisdiccionales respetivas que los Programas de Especialización de la Escuela Judicial que ya han sido desarrollados en Penal, Penal Juvenil, Civil, Laboral, Agrario, Familia, Contencioso Administrativo u otros, se actualicen para que incorporen la normativa vinculada con la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, las Medidas Cautelares N° 321-12 de la CIDH contra el Estado y la normativa internacional asociada a los derechos de esa población. Lo anterior, a fin de cumplir con esa normativa, los compromisos institucionales y además, el Plan Estratégico Institucional 2019/2020 que establece el Acceso a la Justicia como un eje transversal. Además, que esas especialidades estén dirigidas no sólo al sector Judicatura, sino que se incluya a personas servidoras judiciales de la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, sector Administrativo,  Departamento de Trabajo Social y Psicología, entre otros. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-







ARTICULO IV



El señor Román Bresciani, Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial informa sobre los avances en el desarrollo de la capacitación coordinada entre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Escuela Judicial "Lic. Édgar Cervantes Villata", denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en Buenos Aires, Puntarenas. La capacitación está dirigida a una población meta integrada por aproximadamente 30  personas funcionarias destacadas en la zona y será impartida por integrantes de esta Subcomisión.



SE ACUERDA: Se toma nota.-



ARTICULO V



Se conoce del comunicado electrónico enviado por el licenciado Edmundo Jesús Barquero Porras, Defensor Público de Bribri el 10 de abril de 2019  a Mandy Zillin Avellán Sánchez, jueza del Juzgado Contravencional de Bribri, al Centro RAC de Limón a cargo del señor Isaac Gabriel Pizarro Alvarez, con copia a la Contraloría de Servicios de Limón, señora Magalie Vargas Johnson, Karin Vindas Ferrufino, Defensa Publica de Bribri, Joselyn Bright Campos, Ligia Jeannette Jiménez Zamora, Comisión de Accesibilidad y Damaris Vargas Vásquez, en el cual indica:



“… Reciban un saludo de mi parte. Con instrucciones de la licenciada Karin Vindas Ferrufino, Coordinadora de esta Oficina se les solicita de sus buenos oficios con el fin de que a futuro en los casos donde figuren personas usuarias (personas indígenas) habitantes de los territorios indígenas, se proceda por favor a señalar las audiencias y señalamientos en las localidades de ADITIBRI o ADITICA si fuera el caso o según corresponda en cuanto a las direcciones aportadas en el proceso judicial y solicitarles se proceda a asistir dos veces al mes a dicha zonas indígenas para toma de manifestaciones, ordenes de apremio, entre otros diligencias propias y necesarias en los procesos que se tratan en dichas localidad.  Por otra parte, les solicitamos que en los casos que sea necesario brindar la ayuda económica a las personas indígenas, esta sea proporcionada y coordinada con bastante antelación por su Oficina, con el fin de no causar más perjuicios a las personas en estado de vulnerabilidad, como bien sabemos lo son las personas indígenas. Las anteriores solicitudes, se hacen tomando en consideración lo establecido en la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la CIRCULAR N° 10-09 sobre las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y lo acordado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI y demás disposiciones de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, referente a las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, en su regla número 1, que literalmente dice: 



“(…)







1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.







2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)







(...)”







Deberá también tomarse en cuenta por sus Autoridades Judiciales, lo indicado en el artículo 2 de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica el cual literalmente dice: 







“(…)







ARTÍCULO 2- Trato digno. Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993. 







(...)”







Lo subrayado y en negrita no corresponde al original.- 







De lo anterior, se hace copia a la Contraloría de Servicios de Limón, por lo establecido en la Regla número 7 de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y el artículo 11 de la de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como de la Comisión de Accesibilidad y Asuntos Indígenas para que brinden o soliciten las consideraciones que consideren pertinentes al respecto.”







SE ACUERDA: Remitir solicitud a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y a la Contraloría Regional de Limón para que informen sobre los avances de la gestión formulada por la Defensa Pública de Bribri al Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí y al Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con el objetivo de que programen las audiencias en los territorios indígenas.-



ARTICULO V



Se conoce del comunicado electrónico enviando por la jueza Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Presidencia de la Corte el 22 de abril de 2019 en el que comunica los resultados del Encuentro celebrado el 7 de abril pasado en Salitre, entre los representantes de las Instituciones y las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH, así como las recomendaciones propuestas, las cuales indica fueron aprobadas por la Comisión de Acceso a la Justicia y remitidas a Corte Plena, la cual las conoció en sesión ordinaria del lunes 27 de mayo, quedando pendientes de aprobación en sesión del lunes 10 de junio.







“De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de abril de 2019 16:07
Para: Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>; Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: INFORME EJECUTIVO ENCUENTRO SALITE 7 DE ABRIL 2019 PARA SEGUIMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES DE LA CIDH CONTRA EL ESTADO







Señor 



Dr. Fernando Cruz Castro 



Presidente Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 



 



Estimado Señor: 



 



Reciba un atento saludo. A la vez, remito Informe Ejecutivo de resultados del encuentro realizado el 7 de abril pasado en el Territorio Indígena Salitre entre representantes del Estado y personas indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del seguimiento al cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 de 30 de abril de 2015 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 



          Mi participación en la actividad y en las reuniones previas, responde al traslado que hizo el señor Róger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, de la invitación cursada por el Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, para participar en el encuentro convocado por el señor Felipe Figueroa Morales, Secretario del Consejo Ditso Ajkonuk Wakpa de Salitre en el Colegio de Yeri de Salitre, el día 7 de abril del año 2019.  



          En el informe se incorporan las principales objeciones y sugerencias planteadas por las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares como oportunidades de mejora para la concertación de las acciones a seguir, así como sugerencias de abordaje para valoración, sin perjuicio de las que ya se están ejecutando en los diferentes ámbitos institucionales. 



Producto de las sesiones de trabajo realizadas del 5 al 7 de abril entre las diversas instancias gubernamentales y las personas indígenas, en lo que atañe al Poder Judicial, incluyo propuestas de ejes de acción a fin de ser valoradas para dar continuidad a las acciones emprendidas por la Institución con el objetivo de cumplir con las Medidas Cautelares de CIDH. Lo anterior, con el objetivo de dar valor agregado a mi participación y seguimiento a las observaciones y demás manifestaciones de las personas indígenas beneficiarias de las medidas.



Estoy a su disposición de requerir alguna aclaración o adición de mi informe. Copio este comunicado al señor Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia y al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, a quienes agradezco la confianza mostrada al delegarme participar en tan importante evento; así como a las personas de la Contraloría de Servicios quienes asistieron a la audiencia en Salitre, para su conocimiento.



De usted atentamente,







Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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San José, 22 de abril de 2019. 



Señor 



Dr. Fernando Cruz Castro 



Presidente Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 



 



Estimado Señor: 



 



Reciba un atento saludo. A la vez, remito informe de resultados del encuentro realizado el 7 de abril pasado en el Territorio Indígena Salitre entre representantes del Estado y personas indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del seguimiento al cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 de 30 de abril de 2015 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 



 



Mi participación en la actividad responde al traslado que hizo el señor Róger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, de la invitación cursada por el Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, para participar en el encuentro convocado por el señor Felipe Figueroa Morales, Secretario del Consejo Ditso Ajkonuk Wakpa de Salitre en el Colegio de Yeri de Salitre, el día 7 de abril del año 2019.  



 



La Medida Cautelar N° 321-12 emitida el 30 de abril de 2015 contra el Estado costarricense por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se estableció como objetivo preservar la situación jurídica de derechos en posible riesgo, hasta tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo conocimiento en el Sistema Interamericano, evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos. Las personas beneficiarias de las medidas son las y los miembros del  pueblo indígena Teribe y de Bribrí de Salitre. Consisten en adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición. 



 



En forma previa a asistir a la audiencia se solicitó información a las jefaturas del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y Direccion Ejecutiva con el objetivo de identificar las acciones que han desarrollado desde sus competencias para el cumplimiento de las Medidas Cautelares y los datos que estimaran podían socializarse con las personas indígenas sin que ello afecte las investigaciones y demás trámites que están en curso. Fue suministrada a las personas indígenas una síntesis de los datos remitidos. De igual forma, se les comunicaron las  acciones desarrolladas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas en cumplimiento de las Medidas Cautelares y la ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica desde que asumí la Coordinación de la Subcomisión en enero de 2019, así como las que se habían venido gestando con antelación, en especial, las referidas al encuentro realizado en 2018 en Buenos Aires de Puntarenas entre representantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Defensoría de los Habitantes de la República y personas indígenas de Salitre y Térraba, incluyendo el traslado a la Inspección Judicial –como autoridad competente- de los documentos entregados por la población indígena en relación con la tramitación y resolución de procesos judiciales en los que son parte. 



 



La posición que se asumió en las sesiones de trabajo realizadas, que culminaron con el encuentro en Salitre el 7 de abril, fue la de colaborar como Estado en lo que resulte de resorte del Poder Judicial conforme a sus competencias para el cumplimiento de las medidas cautelares de la CIDH; escuchar la posición de las personas indígenas beneficiarias que se hicieran presentes al encuentro y trasladarlas a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para su conocimiento. 



  



En el informe se incorporan las principales objeciones y sugerencias planteadas por las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares como oportunidades de mejora para la concertación de las acciones a seguir, así como sugerencias de abordaje para valoración, sin perjuicio de las que ya se están ejecutando en los diferentes ámbitos institucionales. 



 



Producto de las sesiones de trabajo realizadas del 5 al 7 de abril entre las diversas instancias gubernamentales y las personas indígenas, en lo que atañe al Poder Judicial, se propone valorar la pertinencia de los siguientes ejes de acción a fin de continuar dando seguimiento al cumplimiento de las medidas cautelares. Se siguiere dicha labor sea desarrollada por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y sector Jurisdiccional, en los siguientes términos: 



 



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor. 



 



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones. 



 



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: 



i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



 



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 



 



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia 



 



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás. 



 



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 



 



a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos 



Indígenas OEA 2016;  



b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 



23-2017,  



c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los 



Pueblos Indígenas, entre otras 



d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.  



 



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 



 



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  



 



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 



 



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas. 



 



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 



 



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres. 



 



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados. 



 



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales. 



 



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



 



20. Llevar un control informatizado mediante la utilización de SIGMA (inteligencia de negocios) del estado y avance de los procesos judiciales en los que participen personas indígenas a fin de garantizar que todas las personas servidoras judiciales cumplan con la priorización de la atención de los procesos judiciales en los que participe esa población y emitir los reportes respectivos a las autoridades competentes, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Esa labor podría ser realizada por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, siguiendo los lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus miembros versus Panamá, sentencia de 14 de octubre de 2014, y el de la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros versus Honduras, sentencia de 08 de octubre de 2015, al disponer: “… la Corte reitera que la falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de una investigación o de un procedimiento constituye, en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. De manera consistente este Tribunal ha tomado en cuenta cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto; ii) actividad procesal del interesado; iii) conducta de las autoridades judiciales, y iv) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. En cuanto a este último elemento, la Corte reitera que, para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. En este sentido, este Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve.” 



 



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 



 



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012. 



 



Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial. 



 



Del señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con respeto y estima, 



  



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba. 



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



 



Copias: 



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia 



Sr. Roger Mata, Jefe Despacho de la Presidencia 



Sra. Ericka Chavarría Astorga, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial 



Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 











INFORME EJECUTIVO 



 



Encuentro entre personas indígenas beneficiarias de las  Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas el 30 de abril de 2015 por la CIDH contra el Estado Costarricense Salitre, 7 de abril 2019. 



 



 



 



	I. 	Antecedentes: 



 



El Sr. Roger Mata Brenes en su condición de Director del Despacho de la Presidencia hizo de conocimiento del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la comunicación que le remitiera ese mismo día el Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, señor Juan Alfaro López, informando que la comunidad indígena beneficiaria de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH,  se encuentra interesada en sostener una reunión  en el Colegio de Yeri, en Salitre, el día 7 de abril del año 2019 a partir de las 10:00. Lo anterior, a fin de que se designara a una persona representante para que participe de la reunión y conocer de las inquietudes, molestias o consultas puntales de las personas indígenas y poder articular posteriormente una respuesta institucional. 



 



El señor Felipe Figueroa Morales, Secretario del Consejo Ditso Ajkonuk Wakpa de Salitre remitió carta de 27 de marzo de 2019 al señor Juan Alfaro López en su condición de Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, con copia al señor Geyner Blanco Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia; señora Marjorie Herrera, de la Defensoría de los Habitantes de la República; el señor Franklin Paniagua Alfaro de la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos del Ministerio de Justicia y Paz; el señor Pablo Sibas del Consejo de Mayores Brorán del Territorio Indígena de Térraba y la señora Vanessa Jiménez, representante de Forest Peoples Programme.  



 



En la carta  se confirma la reunión entre el Estado y las personas peticionarias y beneficiarias Bribri de las Medidas Cautelares (MC 321-12) y el Consejo de Mayores Brorán, informándose que “… reiteramos que las MC 321-12 aplica a todas las ramas del Estado entonces hay expectativa del tener presencia del Poder Judicial que ocupa un papel importante en la implementación de las medidas y la seguridad de nuestros miembros y nuestras tierras.”  



 



La agenda propuesta por las personas indígenas incorpora los siguientes temas: Investigaciones del asesinato de Sergio Rojas (actualización de la investigación y otras investigaciones de violencia y amenazas pendientes), seguridad, saneamiento de la ocupación no indígena, casos judiciales sobre disposición de tierras, gobernanza indígena y las partes responsables de las MC 321-12, procesos ante la Comisión Interamericana (visita pendiente de la Comisión), próximos pasos y clausura. Además, en la nota se informa sobre la “expectativa de que la delegación del Gobierno llevará nueva información y actualizaciones relevantes para compartir, incluso una propuesta… que el Gobierno va a proponer su nuevo plan de ejecutar los 8 desalojos administrativos ya emitidos, antes del término del trabajo de INDER y su Plan de RTI (es decir, en forma priorizada) y que va a proponer formas en que las FFPP puedan coordinar regularmente con los pueblos respecto a la seguridad.”; y, “… ofrecer propuestas y contribuciones útiles para avanzar el diálogo, buscar soluciones efectivas y evitar repetir los mismos modelos que antes: reuniones, acuerdos, pero ausencia de implementación plena.”. Se agregó en la nota “… siguen amenazas en el territorio de Salitre (incluso gente disparando balas periódicamente) y hay una ausencia notable de patrullajes durante las mañanas y noches que son tiempos de alta inseguridad (gente transitando, ida y vuelta a sus trabajos y escuelas, y el beneficio de la oscuridad).” Así mismo, se pide una presencia más permanente y sustancial en Salitre, que el Estado comience con la construcción de un puesto policial en Cebror que permita una respuesta más rápida y efectiva a los incidentes mientras ocurren en el territorio, hasta que se establezca otro mecanismo formal.  



 



Se solicita mientras tanto ello ocurre se continúe coordinando con Felipe Figueroa Morales (felipeculturabribri@gmail.com) sobre los arreglos, patrullajes adicionales y el nuevo puesto, y con respecto a la seguridad en Térraba, especialmente en la Finca Crun Shurin, con el señor Pablo Sibas (psibar2008@gmail.com y 83290842). 



 



 	 



	II. 	Contenido de las Medidas Cautelares 



 



Las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas el 30 de abril de 2015 por la CIDH contra Costa Rica, tienen por objetivo preservar la situación jurídica de derechos en posible riesgo, hasta tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo conocimiento en el Sistema Interamericano; evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos. Se plantea como personas beneficiarias de las Medidas Cautelares a las y los miembros del  pueblo indígena Teribe y de Bribrí de Salitre.  



 



Las medidas que se disponen son las siguientes: 



 



· Adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 



· Concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes 



· Informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición. 



 



III. 	Posición de las personas participantes en representación del Poder Judicial 



 



Por el Poder Judicial asistimos la señora Ericka Chavarría Astorga, 



Subcontralora de Servicios del Poder Judicial, el señor Carlos Romero Rivera, 



Contralor de Servicios del I Circuito Judicial de la Zona Sur y la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la audiencia del 7 de abril, cumpliendo con el protocolo institucional de seguridad en el acceso, permanencia y salida del territorio Salitre. 



 



La posición que se asumió en las sesiones de trabajo realizadas que culminaron con el encuentro en Salitre el 7 de abril, fue la de colaborar como Estado en lo que resulte resorte del Poder Judicial en la atención de las medidas cautelares a las personas indígenas beneficiarias. Además, escuchar las disconformidades y sugerencias de las personas indígenas y trasladarlas a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al Despacho de la Presidencia para que sean analizadas a lo interno de la Institución a efecto de tomar las medidas pertinentes, con absoluto respeto del principio de independencia judicial. 



 



IV. Resultados de la visita a Térraba 5 de abril 2019 



 



El viernes 5 de abril se realizó una reunión en Térraba en la que participaron representantes del Poder Ejecutivo liderados por el Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, señor Juan Alfaro y su equipo de trabajo, incluyendo al señor Geyner Blanco Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia, personas indígenas lideradas por el señor Pablo Sibas, el señor Antonio González Ortiz, la señora Vanessa Jiménez representante de Forest Peoples Programme y la señora Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



 



De interés para el Poder Judicial, las personas indígenas expusieron lo siguiente: 



 



Según informa el señor Pablo Sibas, da la impresión de que el Poder Judicial ignora a los pueblos indígenas. Refiere a la orden de desalojo a personas indígenas dentro de territorio indígena, por medio de una medida cautelar emitida en proceso agrario tramitado en el Juzgado Mixto de Buenos Aires. Señala, no tienen donde ir si los sacan de sus propias tierras pues esa finca era de Francisco Nájera, su abuelo. Menciona existe parentesco del juez Agrario con un finquero no indígena quien ha comprado varias fincas en territorios indígenas de Buenos Aires. Es el yerno. Aduce, se han realizado audiencias judiciales vinculadas con visitas en fincas indígenas en domingo, sin comunicación previa a las personas indígenas. Señala, las resoluciones judiciales no se fundamentan en los convenios internacionales vinculados con los derechos de las personas indígenas. Menciona que en el encuentro realizado en 2018 con la Comisión de Acceso a la Justicia y la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Buenos Aires, 



				solicitaron capacitación en Derecho Indígena a personas funcionarias judiciales quienes atienden procesos vinculados con indígenas. Muestra su preocupación por que tanto él como otras personas integrantes del Consejo de Mayores han sido amenazados de muerte por medio de sicarios por estar recuperando tierras en territorios indígenas. En su criterio, se protege a personas no indígenas que reclaman derechos sobre territorios indígenas sin contar con documentos que les sirvan de respaldo y agrega, la Asociación de Desarrollo Indígenas no es un órgano al que los indígenas les hayan dado poderes, por lo que las fincas deben estar inscritas a nombre de los pueblos indígenas no de las Asociaciones de Desarrollo Indígena; no obstante, son éstas las que manejan los bosques, los permisos. Los desalojos ordenados a las personas no indígenas dentro de territorios indígenas no se ejecutan. La defensora pública agraria de Buenos Aires les indicó debían pedir al Juzgado Mixto les designe la defensa pública, y de una vez les dice que para qué plantean el reclamo si eso es competencia de la Asociación. Solicita se les imparta capacitación para poder comprender cómo funciona el Poder Judicial pues no comprenden.  







				El señor Antonio González Ortiz señala que todos los indígenas de Térraba están amenazados, requieren protección; concretamente, Pablo Sibar, Anselmo y otras personas indígenas tienen amenazas de muerte. Cita que en ocasiones entran de 20 a 30 carros a un territorio indígena  donde hay un polígono, día y noche. Aunado a ello, 1.200 hectáreas son administradas por 4 personas, salen camiones, vehículos con permiso y sin permiso; inclusive, en la mañana del lunes escuchó a 2 personas conversando de lo que él estima es la muerte de don Sergio. Señala, no les dan agua ni electricidad pues Genaro Gutiérrez no lo permite, pues si la persona indígena es de apellido Nájera, Genaro Gutiérrez no lo afilia a la Asociación. 







				La señora Vanessa Jiménez refiere, las medidas cautelares de la CIDH establecen la obligatoriedad en la capacitación del Poder Judicial en Derecho Indígena. Agrega, hay que revisar los contenidos de las capacitaciones a fin de determinar si efectivamente contienen la normativa internacional de derechos humanos de las personas indígenas y además, llevar controles y dar seguimiento para medir si esa capacitación realmente tiene impacto en las personas funcionarias judiciales quienes atienden procesos judiciales vinculados con indígenas, especialmente personas juzgadoras y fiscalas.  











 



	IV. 	Resultados de la visita a Térraba 6 de abril 2019 



 



El sábado 6 de abril se realizó una reunión en Térraba. Participaron representantes del Poder Ejecutivo liderados por el Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, señor Juan Alfaro y su equipo de trabajo, incluyendo al señor Geyner Blanco Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia, personas indígenas lideradas por la señora Daniela Gutiérrez quien es Presidenta de la Asociación de Desarrollo Integral de Térraba y otras personas que le acompañan: Juan Antonio Figueroa, Giselle Nájera, Karol Quesada, Claudio Rivera, Cesar Estrada, Demetrio Flores y Rafael Esteban Morera; además, la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



 



Luego del mensaje de coordinación interinstitucional y el diálogo intercultural que está haciendo el Estado costarricense para solucionar la problemática indígena del territorio, sobre la base de la buena fe y la construcción de confianza, las personas indígenas hicieron las siguientes manifestaciones: 



				La señora Daniela Gutiérrez, Presidenta de la Asociación de Desarrollo Integral de Térraba se refirió a los conflictos internos de poder en Térraba. Señala, objetaron el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas de INDER pues la base que se utilizó no es propia de la población indígena. Inició con un proceso de grupos y el INDER detuvo el Plan RTI en Térraba sin avisarle a la comunidad. 







				Refieren como un problema la determinación de quien es indígena y quien no. Agregan, el Ministerio Público les pide la indicación y lo que han hecho es trasladar la información. Según señalan, tienen 14 comunidades a cargo en la ADRI por lo que las convocatorias son complejas, pero respetan lo que dice la comunidad. La base de datos no está del todo mal según señala la señora Daniela Gutiérrez, pero si tiene omisiones como por ejemplo su padre que no aparece y ella sí.  







				La ADRI tomó el acuerdo de iniciar procesos ante tribunales judiciales de recuperación de tierras sin esperar resultados de INDER. Citan personas no indígenas quienes tienen tierras en territorios indígenas y además, les maltratan.  







				La señora Gutiérrez menciona hay procesos judiciales de diversa naturaleza cuya tramitación ha durado muchos años e indican, la comunidad está cansada pero respetan las decisiones del Poder Judicial. 







				El señor Demetrio Flores, fiscal de la ADI señala que la base de datos se tomó con la participación de todos, pero estaba un señor Villalobos quien hacía referencia a los mestizos pues ya no hay indígenas puros. Hicieron visitas donde Chavarría el anterior Fiscal General, el Vicepresidente de PINDECO y otras personas. Aduce, el Gobierno debe tomar decisiones junto con las comunidades y en su criterio, este Gobierno está dando buenos pasos. 







				La señora Daniela Gutiérrez objeta el protocolo que usan en la Fiscalía General y el OIJ en Térraba pues pasan muy armados lo cual causa preocupación a los niños y a la comunidad. Objeta el ingreso de las universidades a los territorios indígenas sin pedir permiso a la Asociación de Desarrollo Indígena -lo cual está definido por la Asamblea- especialmente la UCR y la UNED. Señala han presentado la queja al Rector de la UCR pero no han obtenido respuesta efectiva. Cuestionan el trámite que se da al expediente 04-535-163-CA que está en proceso de ejecución de sentencia en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, pues aunque está listo para ejecutar la sentencia, no se ha ejecutado debido a que les piden que de previo señalen cuáles son las colindancias y el lugar exacto donde está la finca, situación 











que en su criterio debió quedar definido al dictar la sentencia por la forma en que se resolvió. 



 



	V. 	Resultados de visita a Salitre 7 de abril 2019 



El 7 de abril se realizó el encuentro en Buenos Aires de Puntarenas en el Colegio Yeri del territorio indígena de Salitre. Participaron varias personas indígenas de las comunidades de Olán, Palmital, Río Azul, Yeri, Salitre Centro, Puente, Alto Calderón, Las Rosas, Buena Vista, Villa Hermosa, Cebror, Térraba y Cabagra con quienes la comunicación se hace por medio de una persona traductora pues algunos no comprenden el idioma español.  



En la mesa principal están presentes en representación de las personas indígenas la señora Vanesa Figueroa, el señor Lesner Figueroa, el señor Pablo Sibas, el señor Felipe Figueroa y la señora Vanesa Jiménez, representante de Forest Peoples Programme.  



Por el Poder Ejecutivo participó el Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, señor Juan Alfaro y su equipo de trabajo, incluyendo al señor Geyner Blanco Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia; el Viceministro de Seguridad; el Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Rural y su asesora legal; el señor Franklin Paniagua Alfaro a cargo de la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos del Ministerio de Justicia y Paz; el señor Ignacio Mora Valverde, Asesor del Ministerio de Justicia y Paz; asesores legales de la Cancillería de la República, entre otros. 



Por el Poder Judicial, la señora Ericka Chavarría, Subcontralora General del Poder Judicial; el señor Carlos Romero, Contralor Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur; y la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



Como observadores participan el señor Alvaro Paniagua y la señora Marjorie Herrera, de la Defensoría de los Habitantes de la República. 



Se da seguimiento a la agenda propuesta por las personas indígenas en la carta en la que se convocó a la realización de este encuentro: 



 



				Investigaciones del asesinato de Sergio Rojas (actualización de la investigación y otras investigaciones de violencia y amenazas pendientes) 







				Estiman importante se les informe sobre los avances en la investigación de muerte de don Sergio. Señalan no confían en las personas que laboran en el OIJ y el Ministerio Público de Pérez Zeledón y Buenos Aires, ni en la Fuerza Pública. Indican, fueron testigos de que el día de muerte de don Sergio la patrulla venía “a paso de tortuga”; además, se burlan de las personas indígenas, tienen intereses 







				dentro de territorios indígenas y familiares. Tampoco confían en los jueces de Pérez Zeledón y de Buenos Aires.  







				El señor Pablo Sibar solicita se valore la posibilidad de que el Ministerio Público lleve el caso sin la participación de la fiscalía indígena ante los antecedentes de los casos seguidos contra don Sergio. Refiere, tienen miedo de hablar. Piden que la jefa del Ministerio Público les dé una audiencia. 







				La señora Vanessa Figueroa señala que la lentitud de las patrullas demuestra que no se le dio importancia a la muerte de don Sergio, por ello, no se confía. 







				Cuestionan los interlocutores del Gobierno y del Poder Judicial pues consideran no tienen poder para tomar decisiones. 







				Solicitan una atención separada de Salitre y Térraba ante las medidas cautelares pese a que éstas son comunes.  







				Se cuestiona que hay un juez en Buenos Aires quien es yerno de un terrateniente no indígena metido en territorios indígenas; no obstante, sigue conociendo procesos de personas indígenas.  











 



				Seguridad 







				Muestran su preocupación por que los patrullajes no son permanentes, hay días que se ausentan, pese a que hay personas con medidas especiales. 







				Refiere el señor Pablo Sibas es preciso que exista una coordinación entre el INDER y el Poder Judicial en relación con el Plan de Recuperación de Tierras indígenas y definir quiénes son indígenas y quiénes no. 







				El señor Lesner Figueroa señala que la Asociación de Desarrollo Indígena es un órgano del gobierno no indígena, ha sido impuesto, por lo que objetan se mantengan reuniones con quienes representan a la ADI. 







				La señora Vanessa Jiménez señala, en relación con la seguridad que debe ponerse fin a la impunidad y proceder con el saneamiento, sin que sea suficiente con patrullajes, de ahí que deben sancionarse las personas responsables, de lo contrario, la violencia sigue. 







				Se cuestionan qué autoridad tiene la policía para hacer lo que hace, y refieren, en 4 años no han detenido a nadie. Además, muestran su preocupación por que no hay presencia de la policía en los territorios indígenas y señalan, no se detiene a quienes llegan a disparar. Aducen, la policía no entra a las fincas porque dicen tienen miedo e indican, en la noche pasan motocicletas por las casas donde viven las personas indígenas recuperadoras de tierras y mencionan lo que sucede en la 







				finca Crun Shurin. Se cita el caso de una mujer que llamó al 911 pidiendo ayuda y lo que le indicaron es que “corra y después pone la denuncia”. 







				El Viceministro de Seguridad señala que el protocolo  debe concertarse con las personas indígenas para mejorarlo y que se construya conjuntamente; además, dará instrucciones para que se tengan oficiales de seguridad en territorios indígenas y señala, hicieron un padrón de las personas de Salitre y Buenos Aires. Aduce, girará instrucciones para que los oficiales porten su gafete en el que se indique el nombre a fin de que las personas indígenas tengan garantía de quiénes son y gestionará para que haya presencia policial en Salitre las 24 horas. Aclara, participan en las detenciones sólo cuando la Fiscalía lo autoriza. Se emite capacitación al personal del Ministerio y se lleva una bitácora de visitas y en caso de que ocurra un delito lo primero que deben hacer es custodiar la escena del crimen. Señala gestionará para que los oficiales de tránsito colaboren, la realización de patrullajes a personas con protección especial, entre otras actividades vinculadas con las necesidades de seguridad.  











 



 



				Saneamiento de la ocupación no indígena 







				Refieren al deber del Estado de desalojar a los no indígenas de los dos territorios como requiere la Ley Indígena.  







				En relación con el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas (PRTI) que desarrolla el INDER, el señor Pablo Sibas cuestiona en qué etapa se encuentra Salitre y Térraba y la determinación de quién se considera indígena y quién no. 







				La señora Vanessa Jiménez indica es necesario informen cuáles fueron las enmiendas que se hicieron al PRTI pues no se ha hecho una devolución. Agrega, la construcción debió hacerse después de las negociaciones con las personas indígenas y atendiendo las sugerencias que éstas dieron, las cuales ya deberían estar incluidas. En su criterio, lo expuesto sobre el PRTI es “inconsistente” pues el acuerdo era que el Plan se trabajara en forma conjunta; sin embargo, ahora se informa que ya está listo.  







				El representante de INDER informa que pasó la información a Pablo Sibar por medio de correo electrónico. Agrega, es importante conformar la Comisión de Saneamiento incluyendo a todos los actos que sean pertinentes y que la Comisión de Desalojos se ocupa de los supuestos de desalojos de personas en situación de vulnerabilidad. 







				El señor Pablo Sibas hace alusión al proceso penal masivo que está tramitando la Fiscalía General y refiere a las expectativas que tienen en el mismo, más aún que los desalojos administrativos que tramita el Ministerio de Seguridad Pública. Así mismo, en relación con la base de datos que tiene el Tribunal Supremo de Elecciones acerca de las personas indígenas, señala que no han recibido ninguna información. 







				La señora Vanessa Figueroa cuestiona la CAI e indica, no se aplica a favor de las personas indígenas. 







				El Viceministro explica que el desalojo de personas indígenas ordenado por el Juzgado Mixto de Buenos Aires en la Finca Crun Shurin se encuentra en apelación ante el Tribunal Agrario; e informa que la Defensoría de los Habitantes señaló que si llega la solicitud de desalojo al Ministerio de Seguridad Pública pedirá le apliquen la CAI y se está valorando la propuesta de Alvaro Paniagua de que se emita una directriz. 







				La señora Vanessa Jiménez indica que hace un año se les informó no se practicaban los desalojos administrativos porque venía Semana Santa y no habían suficientes efectivos, sin que se indicara que estaban pendientes otros requisitos. 



Señala, desde 2017 dicen lo mismo y no se ejecuta. 







				El señor Ignacio Mora, asesor del Ministerio de Justicia, hace una exposición de los desalojos administrativos pendientes de ejecutar e indica hay dos que no se pueden materializar pues tienen procesos judiciales en trámite, uno de ellos Agrario y el otro Administrativo. 







				La señora Damaris Vargas informa se dará seguimiento por parte de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a esos dos expedientes a fin de determinar la etapa en que se encuentran y aproximadamente para cuándo podrían estar resueltos, respetando siempre el principio de independencia judicial de las personas juzgadoras a cargo de esos dos procesos. 







				El señor Pablo Sibas sugiere que el INDER coordine con el Poder Judicial para el análisis del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y la determinación de quien es o no indígena. 







				La señora Vanessa Jiménez refiere a la importancia de que se dé cumplimiento a las propuestas a fin de que se construya confianza entre las personas partícipes. 











 



 



				Gobernanza indígena y las partes responsables de las MC 321-12 







				La señora Vanessa Jiménez señala que en su criterio, las personas beneficiarias de las medidas cautelares son aquellas quienes están en riesgo, no todos los habitantes de Salitre y Térraba. Aduce, está bien que el Gobierno, incluyendo al Poder Judicial, imparta capacitaciones a las personas indígenas sobre cómo funciona el Poder Judicial; sin embargo, les interesa también que las personas juzgadoras y fiscalas sean debidamente capacitadas sobre los derechos humanos de las y los indígenas pues preocupa la alta tasa de impunidad que se presenta en los procesos penales en que esa población está involucrada, la cual no comprende la funcionalidad de la Institución y del Ministerio de Seguridad Pública. 











 



 



				Procesos ante la Comisión Interamericana (visita pendiente de la Comisión) 







				Se citan como fechas posibles de la visita el 1 y 2 de mayo. Se informa que el 1 de mayo el Presidente de la República debe emitir informe ante la Asamblea 



Legislativa. 
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Poder Judicial 



 



 



Se da por concluida la audiencia al ser las dieciséis horas.- 



   



Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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Informa Geyner Blanco sobre el comunicado que se publicó acerca de la visita de los comisionados de la CIDH:



CIDH concluye visita de trabajo a Costa Rica 



3 de junio de 2019



  



María Isabel Rivero
Oficina de Prensa y Comunicación de la CIDH
Tel: +1 (202) 370-9000
mrivero@oas.org



  



Washington, D.C. - La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) realizó una visita de trabajo a Costa Rica los días 20 y 21 de mayo de 2019 con los objetivos de supervisar la implementación de la medida cautelar otorgada en favor del Pueblo Indígena Bribri y Teribe, así como de recibir información sobre la situación de la diáspora nicaragüense que se desplazó a Costa Rica en el contexto de crisis de derechos humanos a través de su Mecanismo Especial de Seguimiento para Nicaragua (MESENI). La delegación estuvo liderada por el Comisionado Joel Hernández, Primer Vicepresidente de la CIDH y relator para Costa Rica, quien fue acompañado por personal técnico de la Secretaría Ejecutiva.



La Comisión agradece la invitación del Presidente de Costa Rica, Carlos Alvarado Quesada, para realizar la visita de trabajo, así como las facilidades y coordinaciones realizadas para facilitar la visita. Además de ser recibidos por el Presidente Carlos Alvarado, la delegación se reunió con Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de Costa Rica, así como con altas autoridades de los Ministerios de Seguridad Pública, Paz, Salud, Trabajo, Relaciones Exteriores y Culto, Gobernación y Policía, Educación Pública, Desarrollo Humano e Inclusión Social; el Viceministerio de la Presidencia encargado de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, el Instituto de Desarrollo Rural y la coordinación de la sub comisión de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial.



En sus actividades correspondientes a la supervisión de la medida cautelar a favor del pueblo indígena Bribri y Teribe (Broran), la delegación de la CIDH sostuvo el 20 de mayo reuniones con autoridades encargadas de su implementación. El 21 de mayo, la delegación se desplazó a los territorios Bribri en Salitre y Teribe (Broran) en Térraba donde sostuvo respectivas reuniones con beneficiarios y beneficiarias. 



De acuerdo con las cifras oficiales aportadas, en el territorio de Salitre, el 40% de la tierra reconocida se encontraría en posesión de la población indígena, mientras que en el territorio de Térraba sería solo el 12%. Indígenas Bribris y teribes coincidieron en que la falta de seguridad en la posesión de las tierras que ancestralmente les pertenecen así como la falta de una respuesta con efectos concretos a la fecha, ha generado una conflictividad asociada a la tenencia de las tierras que continúa exponiendo a las y los beneficiarios a una situación de riesgo, especialmente ante amenazas u hostigamientos por parte de personas no indígenas que continuarían en la zona. 



Según la información recibida por los representantes de la medida cautelar, la falta de ejecución prolongada de al menos 8 desalojos -varios de los cuales que se encuentran siendo controvertidos en sede judicial- ha generado la necesidad de recuperar la confianza en medidas y planes nuevos informados por el Estado con miras a solucionar la problemática. En este escenario, indígenas Bribris y Teribe informaron sobre las acciones adoptadas para la recuperación pacífica y las tensiones que se han verificado en el contexto de reivindicación de sus tierras. 



La delegación de la CIDH recibió información sobre grupos de terratenientes que amenazarían, en algunos casos armados, a integrantes de las comunidades indígenas, habiéndose producido agresiones. Líderes de las comunidades, en particular de los Broran, serían asimismo objeto de una campaña de deslegitimación y amenaza a través de redes sociales por parte de personas no indígenas que estarían dentro de sus territorios ancestrales. Pese a utilizar una línea de emergencia, se denunció que existirían importantes demoras para la llegada oportuna de las autoridades, sin que se sancionara a los responsables. 



En varios casos las denuncias interpuestas no producirían resultados efectivos o no serían recibidas, lo cual a la larga habría desincentivado a las y los indígenas a presentarlas, dadas las dificultades para ir a interponerlas. La Comisión recibió un testimonio de un indígena Bribri que, a pesar de contar con documentación que sustentaría su derecho sobre la tierra, habría sido desalojado nuevamente por parte de personas no indígenas. Tal situación de inseguridad dentro de su territorio, se habría visto agudizada ante decisiones judiciales por parte de un juzgado agrario que en desconocimiento del derecho de tales pueblos, dictaría medidas cautelares solicitando desalojos en relación con fincas dentro de tierras que ancestralmente corresponden a los pueblos Bribri y Teribe. De hecho, mientras la delegación de la CIDH se encontraba reunida en la Finca recuperada Crun Shurin, junto con personal de la Defensoría de los Derechos de los Habitantes de Costa Rica, pudo presenciar que se notificó una orden de un juzgado de Buenos Aires requiriendo el desalojo inmediato para las familias Broran que se encontraban allí. Este hecho pone de manifiesto la necesidad de avanzar en el saneamiento de la tierra a fin de otorgar certeza jurídica a los pueblos indígenas. 



La Comisión tomó nota del compromiso renovado de las autoridades del Estado costarricense para adoptar medidas con miras a solucionar esta problemática de larga data y complejidad, y buscar asimismo mejorar el diálogo para buscar retomar la confianza de las comunidades.



La delegación de la CIDH recibió información sobre los esfuerzos desplegados por la actual administración para implementar el Plan de Recuperación de Territorios Indígenas (Plan RTI) en la zona a través de visitas a los territorios y levantamientos topográficos. Según lo informado por el Estado, dicho Plan posibilitará a través de un estudio técnico e información precisa sobre la situación de los territorios indígenas y de sus habitantes, ofrecer una mayor seguridad jurídica al momento de atender eventuales desalojos y realizar las indemnizaciones que correspondieren. La CIDH exhorta a las autoridades del Estado y a las y los beneficiarios de la medida cautelar a seguir avanzando en la implementación del Plan RTI.



Por otra parte, tras el asesinato del líder indígena Sergio Rojas, el Estado informó sobre las medidas adoptadas para reactivar y reforzar la implementación del protocolo acordado con los beneficiarios Bribri desde el año de 2017, y poner en definitiva en funcionamiento, entre otros aspectos, una comisión de seguridad con participación de las y los beneficiarios que ofrezca una protección más oportuna y permanente para los indígenas, garantizando un contacto de emergencia y patrullajes continuos. El Estado asimismo, informó sobre las gestiones realizadas para adoptar un protocolo de protección para los indígenas Teribe (Broran). 



La CIDH recibió información sobre la creación de un grupo especial para investigar el asesinato del líder indígena Bribri, Sergio Rojas. Según la información aportada a la fecha, no existirían personas detenidas por dicho hecho. Se informó también sobre la labor de la Fiscalía para Asuntos Indígenas, así como sobre las medidas tendientes para evitar la criminalización en el contexto de la recuperación de sus tierras, incluyendo la no aplicabilidad del delito de usurpación. Se resaltó la importancia de capacitar a jueces agrarios sobre su obligación realizar un control de convencionalidad respecto de sus actuaciones que respeten los derechos de los pueblos indígenas. La Fiscalía informó que se había designado a un fiscal especial en Buenos Aires que estaría a cargo atender la situación de eventos de riesgo informados en la zona, incluyendo de los enfrentados por parte de las personas beneficiarias de la medida cautelar. La CIDH hace un llamado a las autoridades costarricenses competentes a avanzar de manera expedita en la investigación y enjuiciamiento de los presuntos responsables del asesinato del señor Sergio Rojas para que este lamentable hecho no quede impune.



Tanto en las reuniones con el Estado como con los representantes y personas beneficiarias, la Comisión reconoció la apertura de diálogo entre las partes y de reconocimiento mutuo a la necesidad urgente de adoptar medidas concretas a corto, mediano y largo plazo para superar la problemática carácter estructural que hace que persista la situación de grave riesgo en contra de miembros del Pueblo Bribri y Teribe que motivó a la Comisión a otorgar medidas cautelares desde el año 2015. 



La Comisión reconoce la voluntad del Estado de Costa Rica para cumplir con las medidas cautelares y lo insta a redoblar sus esfuerzos para dar efectividad a los planes y medidas informados para garantizar los derechos de los pueblos Bribri y Teribe e investigar los eventos de riesgo en su contra, con el fin de evitar que queden en una situación de impunidad. La Comisión resalta la necesidad de generar una respuesta integral con participación de las autoridades de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial en el marco de sus respectivas competencias. La Comisión hace notar a su vez la importancia de mantener canales de diálogo continuo con las y los beneficiarios de la medida cautelar que privilegie el principio de concertación a efectos de procurar generar confianza e identificar las medidas idóneas y más efectivas para enfrentar la problemática. 



La Comisión ha recibido una serie de propuestas por parte de los integrantes de ambos pueblos a efectos de procurar su mejor protección, así como de compromisos asumidos por el Estado respecto de los cuales dará seguimiento puntual en el marco de las medidas cautelares vigentes.



En lo correspondiente a las actividades relacionadas con el Mecanismo Especial de Seguimiento para Nicaragua - MESENI, la delegación de la CIDH sostuvo reuniones con altas autoridades del Estado con el seguimiento a la visita del Relator de los Derechos de los Migrantes realizada en el año 2018 a Costa Rica. Asimismo, sostuvo reuniones con organizaciones de la sociedad civil nicaragüense que están en Costa Rica y con personas nicaragüenses que se vieron obligadas a huir a este país. El MESENI también ofreció capacitaciones sobre estándares interamericanos y mecanismos del sistema interamericano de derechos humanos a personas nicaragüenses y tomó testimonios de más de 50 personas desplazadas provenientes de Nicaragua. 



La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La Comisión Interamericana tiene el mandato de promover la observancia de los derechos humanos en la región y actúa como órgano consultivo de la OEA en la materia. La CIDH está integrada por siete miembros independientes que son elegidos por la Asamblea General de la OEA a título personal, y no representan a sus países de origen o residencia.



No. 138/19
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Por su parte, el señor Carlos Romero, Contralor Regional de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, remitió comunicado electrónico del 30 de abril de 2019 a la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que indicó:



“Seguidamente, encontrará el oficio 0048-CRSPZ-2019, el cual es un informe ejecutivo, de una serie de reuniones, realizada por el suscrito, con el personal judicial del cantón de Buenos Aires, posterior a la visita que realizáramos al Territorio Salitre, la licenciada Damaris Vargas Vásquez, licenciada Ericka Chavarria Astorga y este servidor,  los días 6 y 7 de abril del 2019.



El objetivo de la reunión con el personal judicial, fue de motivarlos a mejorar la atención a la población indígena y conocer algunas limitaciones que eventualmente les dificulta para  ofrecer un servicio de calidad.   Se aprovechó además, para incentivarlos a participara en las capacitaciones sobre temática indígena, que se estarán realizando en los meses de mayo y junio del 2019, en el cantón de Buenos Aires, los cuales son impulsados desde esta Subcomisión. 



En virtud de lo anterior, le solicito de forma respetuosa, incluir en la agenda de la próxima reunión, el presente informe, para conocimiento de la Subcomisión.”







25 de abril del 2019                          		 0048-CRSPZ-2019











Licenciado



Erick Alfaro Romero



Licenciada



Ericka Chavarria Astorga



Estimadas Jefaturas.



Posterior a la visita realizada al Territorio Salitre, en el Cantón de Buenos Aires ,   el día 7 de abril del 2019, procedí a reunirme con el personal judicial, tanto técnico como profesional, de los despachos y oficinas de Buenos Aires, con el fin de socializar, sobre los diferentes problemas que se han venido suscitando en ese cantón, principalmente con las personas usuarias indígenas.  Para lo cual se aprovechó la reunión, para recopilar una serie de información, relacionada con las limitaciones que tienen las personas servidoras judiciales, para ofrecer un Servicio de Calidad a este tipo de población, misma que se adjunta en el presente documento,



El espacio sirvió para informarles, sobre la coordinación que se está haciendo por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas junto con la Escuela Judicial, para desarrollar una capacitación sobre el tema indígena, al personal judicial de la zona, en los meses de mayo y junio del año en curso.



Se les instó además, aprovechar este tipo de capacitación  y generar insumos que permita dar un mejor abordaje, al tema de atención a este tipo de población.



El objetivo de la citada reunión, tuvo como fin, motivar al personal judicial, a fortalecer la calidad del servicio que se suministra a este tipo de población, así como conocer los obstáculos que tienen,  para  ofrecer este tipo de atención. “







				Despacho







				Limitaciones para la  prestación de Servicios



				Observaciones







				Juzgado Penal























				1. Capacitación del personal en temas indigenas.



2. Problemas con el tema del mal estado de las motos para notificar.



3. Falta de inducción en estos temas para el personal de notificaciones y citaciones.



4. Lentitud en los sistemas informáticos.



5. Falta de Personal. 



6. Limitación de vehículo para celebrar audiencias in Situ.



				







				Fiscalía



				1. Falta de creación de una oficina de Atención y Protección en la zona y que cuente con los Agentes de Protección, ya que por encontrarse dicha oficina en Pérez Zeledón, los tiempos son más prolongados y la citada oficina tampoco cuenta con dichos Agentes.



2. Falta de Intérpretes y la distancia en que se ubican los mismos. 



3. Problema para ubicar traductores y traductoras en horas no hábiles, en el tiempo de Disponibilidad de los funcionarios y funcionarias judiciales.



4. Algunas personas Indígenas no tienen claridad, sobre las diferentes competencias de cada despacho.











				1. Se hace un esfuerzo con el fin de brindar una buena atención a las personas usuarias.







2. Recientemente se llevó a cabo una reunión con el Fiscal Adjunto de la zona y la Fiscalía de Asuntos Indígenas donde se recibieron directrices para la mejora de la atención a la población indígena.















				OIJ



				1.  El recurso humano de la zona es limitado para atender con prontitud todos los casos que se les presenta.







2. La ubicación de algunos territorios se encuentran a largas distancias de Buenos Aires.







3. Se generan limitaciones en el servicio cuando las personas indígenas figuran como imputadas, ya que en algunos casos dicen no hablan el español, mientras que cuando figuran como víctimas si lo hacen. 











4. No se cuenta con personal capacitado y enfocado a la temática indígena.











5. Falta de un cuadraciclo, que pemita ingresar a lugares que son poco accesibles. 











6. No cuentan con recurso femenino para la parte de investigación lo cual es muy importante, para temas relacionados con mujeres. 



				1. No tienen conocimiento de que se haya tratado de forma inadecuada alguna persona indígena, siendo más bien que han recibido amenazas por parte de algunas personas indígenas.







2. Considera que la atención ha sido muy buena.  En algunos casos se han recibido denuncias en el mismo sitio donde viven.  







3. Tienen un compromiso, no solo con la población indígena, sino con el resto de personas. 







				Juzgado Civil, Trabajo y Familia. 



				1. Limitación de equipo tecnológico: Camara- Cargador -Trípode. 







2. Problemas con notificador, no tiene claro o conocimiento de como se hacen las notificaciones, lo cual genera un retardo en los procesos. 







3. La poca existencia de traductores y traductoras.







4. Falta de Antropólogos, para los estudios Antropológicos.















				1. Indican que dan una buena atención a la persona indígena. 







				Juzgado Contravencional











				1. Falta de personal, para mejorar el tiempo de atención en todos los procesos.







2. El espacio físico es inapropiado para la atención de este tipo de población, ya que es muy pequeño.







3. No se cuenta con un lugar apto, para la permanencia de los niños y niñas mientras sus madres hacen las diligencias.







4. Los sistemas tecnológicos son muy lentos, de ahí la importancia de la implementación del Escritorio Virtual. 











				1. Importante la capacitación a lideres indígenas. 







2. Importante que el departamento de artes gráficas rotule los despachos con un enfoque indígena, para que se genere una mayor identificación. 







				Defensa Pública



































				1. Defensores en materia de Pensiones Alimentarias, para atender las demandas en Situ. 



				1. Solicitaron una audiencia ante el Consejo Superior, con el fin de exponer la necesidad de plazas para la zona. 















SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe de Damaris Vargas sobre el planteamiento hecho a Corte Plena con ocasión del Encuentro realizado en Salitre el 7 de abril con representantes del Estado y personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12; del informe de Geyner Blanco sobre la visita de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 20 y 21 de mayo pasado; y del informe presentado por el señor Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sobre su participación en el Encuentro citado y el detalle de la situación y los requerimientos de los despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 2° Estar a la espera del acuerdo de Corte Plena a efecto de emitir un informe integral sobre la temática. 3° Comunicar a las Direcciones de Tecnología de la Información, Dirección Ejecutiva, Defensa Pública, Escuela Judicial y Fiscalía Indígena, los requerimientos de las oficinas de Pérez Zeledón y Buenos Aires que atienden procesos vinculados con población indígena de Salitre, Térraba y otras, para que desde sus competencias contribuyan con la mejora en su gestión. 4° Instar a los despachos a realizar siempre las audiencias en los territorios indígenas, en cumplimiento de los lineamientos institucionales a efecto de garantizar el acceso a la justicia a la población indígena, especialmente los del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y de otros Circuitos Judiciales que conocen en apelación o casación esos procesos, al ser los competentes para conocer de los expedientes vinculados con las Medidas Cautelares 321-12 establecidas por la CIDH contra el Estado. 5° Realizar una sesión de trabajo entre las personas funcionarias judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a efecto de analizar los requerimientos de los despachos para garantizar la efectividad en la aplicación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y las Medidas Cautelares de la CIDH 321-12. 6° Se declara este acuerdo firme.







ARTICULO VI



Se conoce del Oficio N° 4032-19 de 30 de abril de 2019, remitido por la Secretaría General de la Corte mediante el cual comunica el 2 de mayo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, Artículo LXXIV, que literalmente dice:







De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 02 de mayo de 2019 11:02 a.m.
Para: Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 4032-19







0. San José, 30 de abril de 2019



0. N° 4032-19



0. Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Máster Roxana Arrieta Meléndez



Directora interina de Gestión Humana







Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, que literalmente dice:



“ARTÍCULO LXXIV



Documento N° 4699-19







El máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en oficio N° DP- 246-2019 del 24 de abril de 2019, solicitó lo siguiente:



“Para su estimable conocimiento, me permito informar que se ha recibido por parte del Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano oficio N° VPDC-214-2019, en el cual menciona la realización de un encuentro de seguimiento a las labores de las comisiones de seguridad y de saneamiento territorial del protocolo de medidas cautelares en los territorios de Térraba y Salitre. Dicho encuentro se llevará a cabo los días 25,26 y 27 de abril del año en curso, en la Zona Sur del país.







Por lo anteriormente expuesto, y considerando la importancia e interés institucional que constituye la protección de los pueblos indígenas, se ha designado a la Magistrada Suplente, la Msc. Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad que brinde apoyo a la Presidencia de la Corte en este tema tan relevante.







Por lo que se solicita al honorable Consejo Superior, autorizar permiso con goce de salario y sin sustitución, por el periodo comprendido del 25 al 27 de abril del 2019, con el propósito que la señora Vargas asista a la actividad en mención. 



(…)”



- 0 -







Se acordó: Acoger la gestión que hace el máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, del 25 al 27 de abril de 2019, para que se dedique a las labores indicadas. 







La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el Despacho de la Presidencia y la Dirección de Gestión Humana, tomaran nota para lo que cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.”







Atentamente, 



Kenneth Aguilar Hernández



Prosecretario General interino







c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Diligencias / Refs: (4699-19) 



Claudio







SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 4032-19 de 30 de abril de 2019, remitido por la Secretaría General de la Corte mediante el cual comunica el 2 de mayo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, Artículo LXXIV.-







ARTICULO VII



Se conoce del Oficio N° 4709-19 de 16 de mayo remitido por la Secretaría General de la Corte en el que remite comunicado electrónico del 16 de mayo pasado, informando sobre el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 41-19 celebrada el 9 de mayo del 2019, Artículo XVII, que literalmente dice:



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Andrea Campos Jiménez. Téc. Aux. Aut. 
Enviado el: jueves, 16 de mayo de 2019 04:21 p.m.
Para: Secretaría Inspección Judicial <ins_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Juzgado Contravencional de Buenos Aires <contravencional-ba@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía de Buenos Aires <ba-fiscal@Poder-Judicial.go.cr>; Centro Gestión Función Jurisdiccional-CACMFJ <centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr>; Departamento de Proveeduría Judicial <proveeduria@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Danny Alberto Gutierrez Gomez <dgutierrezg@Poder-Judicial.go.cr>; Guaira Camacho Jimenez <gcamacho@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 4709-19







San José, 16 de mayo del 2019



N° 4709-19



Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Licda. Siria Carmona Castro, Presidenta interina 



Tribunal de la Inspección Judicial 







Estimada señora:







Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 41-19 celebrada el 9 de mayo del 2019, que literalmente dice:







[bookmark: _Toc8051171]“ARTÍCULO XVII







Documento N° 4675-19







En oficio N° 658-IJ-2019 del 23 de abril de 2019, la licenciada Leslye Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial, remitió el acta de visita realizada al Juzgado Contravencional, de Buenos Aires, que se realizó del día 1° al 3 de abril del 2019, que literalmente dice:







“INSPECCIÓN JUDICIAL







ACTA DE VISITA







				FECHA INICIO: 01/04/2019



HORA: 13:00 horas



				DESPACHO: Juzgado Contravencional 







				FECHA FINAL: 03/04/2019



HORA: 09:30 horas



				CIRCUITO JUDICIAL: Primer Circuito Judicial de Zona Sur (Sede Buenos Aires)







				PERIODO DE ESTUDIO DEL  01-09-2018 al 28-02-2019



				DÍAS HÁBILES: 118







				CÓDIGO:  CT: 1736 PA: 0444 LA: 1738 TR:1739



				ÚLTIMA VISITA: 01-02-2017







				NOMBRE ARCHIVO PRESENTE ACTA: Juzgado Contravencional de Buenos Aires







				SERVIDOR A QUIEN SE DEJÓ COPIA: Guaira Camacho Jiménez, Coordinador Judicial















Se hace la indicación que la presente visita se lleva a cabo sobre el tema de Controles y de Mora Judicial. Al inicio de la presente, se conversó con el Licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez quien señala que la carga laboral en el despacho es muy alta y sobrepasa la capacidad instalada en la oficina, lo que no permite mejorar los tiempos de respuesta.







El despacho tiene a su cargo el Sistema Nacional de Facilitadores Judiciales, quienes en su totalidad pertenecen a las poblaciones indígenas, mismos que requieren capacitación, por lo que se reúnen tres veces al año en actividades programadas y en otras ocasiones cuando así se lo solicitan.







Se ha entablado conversaciones con personal docente y administrativo del Colegio Técnico de Buenos Aires, para abordar a la población estudiantil que presenta mayores conflictos, a fin de conversar sobre temas en materia Penal Juvenil, Pensiones Alimentarias entre otros aspectos de derecho. Lo que se pretende es que los padres de familia participen de estos espacios.







El Juez comenta que ante gestiones al Consejo Superior, este órgano en conjunto con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional se ha establecido la necesidad de dotar de más recurso humano para afrontar los requerimientos de las personas usuarias, sin embargo a pesar de estar realizado el estudio y de aprobarse el recurso, han pasado ocho meses y el mismo no se ha establecido.







Otro de los aspectos relatados es la problemática con los sistemas informáticos que constantemente se interrumpe la conexión; el enlace es con los servidores ubicados en el cantón de Garabito, en ocasiones cuando se realiza alguna gestión en Jaco, repercute en los expedientes de este despacho (cambio del nombre de las partes, ubicaciones, etc.). Sobre este mismo tema, es urgente la implantación del escritorio virtual, para la agilización de trámites y mejorar el acceso a la justicia de la población indígena.







Finalmente, comenta que la población indígena tiene muchas necesidades, y específicamente por parte de la fiscalía no recibe el respaldo necesario para la atención de los actos de las que son víctimas. A modo de ejemplo relata que una persona indígena transitaba por la comunidad cuando una persona no indígena salió de un establecimiento y le lanzó aceite hirviendo, lo que le produjo fuertes quemaduras en el rostro, pecho, entre otras partes de su cuerpo. Sumado a esto la persona agresora en conjunto con su esposo agredieron a golpes a la persona indígena que estaba impotente para defenderse por las quemaduras que le provocó el aceite caliente. La persona agredida se presentó ante la fiscalía – quemada y golpeada con hematomas en su rostro - y le entregaron un documento para que se presentara al Juzgado Contravencional a interponer la denuncia por amenazas personales. En el Juzgado se le tomó la denuncia y se remitió por incompetencia a la Fiscalía, ya que evidentemente se estaba ante un presunto delito.







Las relaciones del despacho entre el personal son buenas, la Licenciada Eimy Granados es rápida, proactiva, trabajadora, pero construye para ella y no piensa en el trabajo en equipo, o el bienestar del despacho.







ORGANIZACIÓN DEL DESPACHO







PERSONAL DE LA JUDICATURA







Juez Coordinador: Danny Alberto Gutiérrez Gómez, propietario.  Tramita asuntos impares







Co- Jueza: Eimy Granados Aguilar, propietaria. Tramita asuntos pares







PERSONAL DE APOYO







COORDINADORA JUDICIAL:







Guaira Camacho Jiménez, interina en plaza vacante







PERSONAL TRAMITADOR:







Sulma Escalante Hidalgo, Técnica 2, propietaria.







José Leonardo Céspedes Vargas, Técnico 3, interino







Ana Lucrecia Mora Fernández, Técnica 4, propietaria







MERITORIOS







Nancy Carvajal Villarreal



Mileidy Alpizar Venegas







[bookmark: _Toc8051173]ANÁLISIS DE CONTROLES DE GESTIÓN Y OTRAS LABORES







1.- ACTUALIZACIÓN DE MOVIMIENTOS Y UBICACIONES EN SISTEMA DE GESTIÓN. (Circulares CSPJ: 127-2001, 16-2005, 142-2005 y 104-2009).







				Expediente 



				Ubicación Física



				Ubicación según sistema



				Fecha del último movimiento



				Información correcta







				18-000030-1739-TR



				Casilla Término



				Escritorio Pendiente edicto



				18-06-18



				No







				17-000135-444-PA



				Escritorio Técnico 3



				Casilla de Término 3



				15-03-19



				No







				18-000077-444-PA



				Firmado



				Pasar a fallo - Coord. Jud.



				26-03-19



				No







				17-500009-444-FC



				Escritorio Sulma



				Persona meritoria 



				03-04-19



				No







				13-700176-444-PA



				Notificando



				Notificando



				25-03-2019



				Si







				17-700005-444-PA



				Casilla Trámite



				Casilla Trámite



				02-04-19



				Sí







				11-700123-444-PA



				Escritorio técnico 2



				Técnico 2 para notificar



				20-03-19



				Sí







				07-700014-444-PA



				Casilla Adulto Mayor



				Casilla Adulto Mayor



				20-03-19



				Sí







				18-000141-444-PA



				Casilla Apremios



				Casilla Apremios



				16-08-18



				Sí







				18-000212-444-PA



				Rebajo de Planilla 



Técnico 1



				Rebajo de Planilla 



Técnico 1



				21-12-18



				Sí















2.- DETALLE CONTROLES DE GESTIÓN (Calificación M=MALO, R=REGULAR, B=BUENO, N/A=No aplica)







				Libros de entradas



				N/A



				Actualización de órdenes de captura



				N/A







				Sistema de Gestión, SDJ y buzones SAC, SOAP



				R



				Emisión informes estadísticos



				B







				Libro de juramentaciones



				R



				Informe labores jueces suplentes



				R







				Control causas disciplinarias



				M



				Índices de actuaciones



				M







				Control asuntos salidos en alzada



				B



				Control privados de libertad por apremio corporal



				B







				Control de sustitución de jueces(zas) y Técnicos (as)



				R



				Control vehículos decomisados







				N/A







				Libro de control de disponibilidad



				N/A



				Revisión Caja Fuerte



				B







				Control de asuntos pasados a fallo



				B



				Copiador sentencias electrónico



				N/A







				Comisiones enviadas



				M



				Destrucción de documentos



				No hay







				Comisiones recibidas



				R



				Incorporación de recepción de pruebas al Sistema de Gestión



				N/A







				Boletas de Seguridad Reg. Nacional



				B



				Remisión de expedientes judiciales al Juzgado de Ejecución de la Pena



				N/A







				Boletas libertad, tener a la orden, remisión de detenidos



				R



				Remisión periódica al Departamento de Planificación sobre estado real del circulante y tramitación de asuntos anteriores al año 2000.



				N/A















Observaciones:







SISTEMA DE GESTIÓN, SDJ Y BUZONES SAC, SOAP:







SOAP: En el sistema el último registro de obligado alimentario que se anotó pertenece al expediente número 19-000090-0444-PA, mismo que ingresó al despacho en fecha 20-03-2019. A la fecha de la visita posterior a esa fecha habían ingresado un total de 9 causas más por pensión alimentaria, que no habían sido ingresados en el sistema. La coordinadora judicial indica que se anota en el mismo una vez que el personal de la judicatura emita el auto de traslado, en donde se ordene la anotación y se fije el monto de la pensión provisional.







SAC: Se revisan los buzones “Notificaciones pendientes de enviar a la OCN” (1), “Resultado notificaciones entregadas a la OCN” (2), y “Notif. Casillero / Fax / Estrados / Email / internas / Gest. Línea” (3) en los diferentes contextos que mantiene el despacho y se obtiene el siguiente resultado:







				



				Pensiones Alimentarias



				Contravenciones



				Trabajo



				Tránsito







				Buzón



				Cant.



				Fecha



				Cant.



				Fecha



				Cant.



				Fecha



				Cant.



				Fecha







				Número 1



				3



				20-03-19



				0



				--



				0



				--



				1



				09-01-19







				Número 2



				159



				02-01-18



				1



				29-08-18



				0



				--



				0



				--







				Número 3



				187



				



				15



				28-06-18



				1



				27-03-19



				7



				22-05-17















INFORMES ESTADÍSTICOS: Los informes estadísticos se realizan en el momento oportuno y son remitidos a las dependencias correspondientes.







LIBRO DE JURAMENTACIONES: El libro de juramentaciones se encuentra desactualizado, las sustituciones realizadas por la servidora Miledy Alpizar durante el mes de diciembre no tienen su respectiva juramentación.







INFORME DE JUECES SUPLENTES: La Coordinadora Judicial mantiene en el buzón del correo electrónico los informes de los jueces suplentes. Se muestran varios informes, mismos que no pueden ser cotejados por estar desactualizado el control de sustituciones.







CONTROL DE CAUSAS DISCIPLINARIAS: El despacho presenta un archivo electrónico con la información necesaria. Este archivo fue creado el día de hoy, lo que hace entender que no se contaba con este control anteriormente.







INDICE DE ACTUACIONES: Los mismos no se incluyen en los expedientes, y aquellos que lo contienen no están actualizados. 







CONTROL DE ASUNTOS SALIDOS EN ALZADA: El control se muestra actualizado y en orden. El único registro del año 2019 corresponde al expediente número 19-000024-0444-PA.







CONTROL DE SUSTITUCIÓN DE JUECES (ZAS) Y TÉCNICOS (AS): El control está totalmente desactualizado. En el caso de los jueces la última información data del mes de junio del año 2018 y para los técnicos la información data de diciembre del año anterior.







CONTROL PRIVADOS DE LIBERTAD POR APREMIO CORPORAL: El control cuenta con la información necesaria para determinar cuáles son las personas que se encuentran detenidas por apremio corporal. Además, en los informes mensuales se utiliza la fórmula de reo preso y en la misma se anota la información de las personas en esta condición.







CONTROL DE COMISIONES ENVIADAS: No existe este control.







CONTROL DE COMISIONES RECIBIDAS: El despacho presenta un retraso en la devolución de las comisiones con número 1, 2, 4 y 5, todas las comisiones tienen más de un mes de haber ingresado al despacho.







DESTRUCCCIÓN DE DOCUMENTOS: El despacho no tiene acta de destrucción de documentos administrativos, únicamente muestra actas de destrucción de expedientes.







REVISIÓN DE CAJA FUERTE: La caja fuerte se utiliza con combinación, dentro de la misma se ubicaron 6 bloc de “Tener a la orden”, 3 bloc de “órdenes de Libertad”, 3 bloc de “remisión de detenidos” y 3 bloc de boletas de seguridad.







BOLETAS DE SEGURIDAD DEL RESGITRO NACIONAL: El control se lleva conforme a lo requerido. La última boleta en el registro es la número 0581301. La boleta con número 0581212 no mantiene el consecutivo correspondiente.







BOLETAS DE LIBERTAD, REMISIÓN DE DETENIDOS Y TENER A LA ORDEN:







Tener a la orden: la última boleta registrada es la número 0630123.







Órdenes de libertad: la última orden utilizada es 0508280. En el ampo de copias, falta la boleta con número 0470846.







Remisión de detenidos: indica en su último registro la boleta 0101917, sin embargo en el copiador se muestra como último orden utilizada 0101918.







3.- SEGUIMIENTO DE LA UNIDAD DE CONTROL INTERNO. (Este cuestionario se fundamenta específicamente en los artículos 14 y 19 de la Ley General de Control Interno, las normas 3.1 y 3.2 del Manual de Normas de Control Interno para el sector público y la circular No. 99-09 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial No. 188 del 28 de setiembre del 2009).







Se entrevista al Coordinador Judicial y se obtiene la siguiente información:







				Controles



				Sí



				No







				¿El despacho remitió a la Unidad de Control Interno la documentación actualizada del SEVRI-PJ del último período?



				X



				







				¿El equipo de gestión de riesgos del despacho se reúne periódicamente (mensual, bimensual, trimestral, etc.) para revisar la información de su SEVRI-PJ y comprobar su adecuado cumplimiento?



				X



				







				¿El equipo de riesgos de la oficina confecciona actas, bitácoras o minutas numeradas de las reuniones que realiza sobre el SEVRI-PJ para documentar los acuerdos y acciones definidas? 



				X



				







				¿La jefatura o encargado(a) del despacho promueve la participación efectiva de todo el personal de la oficina en el proceso de valoración de riesgos?



				X



				







				¿La jefatura o encargado(a) del despacho junto al equipo de gestión de riesgos de la oficina, da seguimiento a las acciones que se definieron dentro de las estrategias de respuesta a los riesgos en el SEVRI-PJ?



				X



				







				Capacitación del personal en materia de riesgos



				



				X







				Seguimiento a las propuestas de mejora del PAI



				X



				







				Presentación de los informes del PAI y PAO



				X



				











[bookmark: _Toc8051174]NOTA: Las actas de las reuniones son gravadas y guardadas de manera electrónica.
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01.- PUNTUALIDAD Y PRESENTACIÓN PERSONAL. (Circulares CSPJ: 62-2001, 98-2002, 45-2003, 31-2004, 28-2005, 123-2005, 200-2008, 78-1998 Y 63-2003) 







COMENTARIOS:







REGISTRO DE ASISTENCIA: Se hizo la revisión del registro de firmas del mes de diciembre a la fecha, y se localizaron las siguientes irregularidades.







				Nombre del servidor



				Fecha



				Situación observada







				Ana Lucrecia Mora



				15-01-19, 16-01-19,  23-01-19, 



				Ausencia de firma en la segunda audiencia







				Alfonso Duarte Monte



				22-01-19, 29-01-19



				Falta firma en la segunda audiencia.







				Sulema Escalante 



				22-01-19



				Falta firma en la segunda audiencia.







				Mileidy Alpizar Venegas



				24-01-19



				Falta firma en la segunda audiencia.







				Leonardo Céspedes Vargas



				04-02-19



				Falta firma en la segunda audiencia.







				Nancy Carvajal Villarreal



				05-02-19, 15-02-19



				Falta firma en la segunda audiencia.















Notas: La servidora Guaira Camacho Jiménez, siempre abarca dos líneas para estampar su nombre y firma, lo que provoca que haya líneas vacías entre los nombres del personal. 







VESTIMENTA: El personal acata la Circular número 197-2013,  sobre el “Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, y reiterada en sendas circulares". Las servidoras utilizan la falda muy por encima de la rodilla. 







02.- USO DE LA PIZARRA INFORMATIVA. COMENTARIOS: Se utiliza de conformidad con las directrices institucionales. La persona encargada es la servidora Sulma Escalante Hidalgo.







03.- IMPLEMENTACIÓN DE BUENAS PRÁCTICAS. COMENTARIOS: El despacho no tiene persona designada para la revisión de banco de buenas prácticas.







04.- CONTROL DE EVIDENCIAS Y BIENES DECOMISADOS: El control de evidencias y bienes decomisados está totalmente vacío, no se registran en el control las evidencias que ingresan al despacho.  El archivo electrónico de control de evidencias del año 2019 fue creado al momento de nuestra visita.







05.- CASILLA DE ATENCIÓN ESPECIAL PARA ASUNTOS DONDE PARTICIPAN PERSONAS ADULTAS MAYORES O BIEN EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD:







COMENTARIOS: El despacho tiene una casilla para personas adultas mayores. En relación con la población indígena, se coloca un distintivo – etiqueta naranja – para identificar con mayor facilidad los procesos en los que participa esta población. Indica la coordinadora judicial que aproximadamente el 80% de las personas que son partícipes de los procesos del juzgado, pertenecen a la población indígena. Además, señala que actualmente carecen de las etiquetas de color naranja, se solicitaron a la administración e indican que la proveeduría ya no envía estos distintivos.







06.- CONTRALORÍA DE SERVICIOS: La Contraloría de Servicios Regional mediante Oficios con N. º 131-CRSPZ-2018 y 030-CRSPZ-2019 de fechas 25 de octubre del 2018 y 12 de marzo del año en curso, puso en conocimiento sobre las inconformidades formuladas durante el III y IV Trimestre del 2018, períodos en el cual se recibieron en total 4 y 7 gestiones respectivamente.  Con una afectación a las personas usuarias del 33,33% y 71,43% en su orden.







07.- CONTROL DE BOLETAS DE INCAPACIDAD: (Circular 29-18 del Consejo Superior del 12-04-18, artículo XXVI, documento 3859-18). En el momento de la visita la Coordinadora Judicial muestra un ampo en donde coloca las copias de los nombramientos del personal realizados en el sistema de Proposición Integral de Nombramientos, y junto a las boletas de incapacidad.







08.- APLICACIÓN DE LA LEY 8220 "SOBRE PROTECCIÓN AL CIUDADANO DEL EXCESO DE REQUISITOS Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS": COMENTARIOS: El despacho acata la normativa agilizando y facilitando el trámite para los usuarios, extrayendo la información que sea de acceso para el despacho.







EXPEDIENTES A CARGO DEL PERSONAL DE LA JUDICATURA







Juez Danny Gutiérrez Gómez                                                                                      Revisión 02-04-2019 13:30 horas







MATERIA DE TRANSITO







				TAREA POR REALIZAR



				CANTIDAD



				FECHA DE PASE MAS ANTIGUA







				Para fallar



				27



				20-08-2018







				TOTAL



				27



				















MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA POR REALIZAR



				CANTIDAD



				FECHA DE PASE MAS ANTIGUA







				Para fallar



				5



				15-03-2019







				TOTAL



				5



				















Juez Eimy Granados Aguilar







Revisión 02-04-2019 13:45 horas







MATERIA DE TRANSITO







				TAREA POR REALIZAR



				CANTIDAD



				FECHA DE PASE MAS ANTIGUA







				Para fallar



				5



				29-03-2019







				Para firmar



				1



				01-04-2019







				TOTAL



				6



				















MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA POR REALIZAR



				CANTIDAD



				FECHA DE PASE MAS ANTIGUA







				Para fallar



				1



				01-04-2019







				Para firmar



				1



				01-04-2019







				TOTAL



				2



				















MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				TAREA POR REALIZAR



				CANTIDAD



				FECHA DE PASE MAS ANTIGUA







				Para firmar



				3



				29-03-2019







				TOTAL



				3



				















ASUNTOS PARA TRAMITAR POR LAS PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES







         Se realiza revisión de los escritorios del personal técnico, en fecha 02 de abril del año en curso, se toman en cuenta las tareas pendientes de realizar algún tipo de trámite.







Guaira Camacho Jiménez, Coordinador Judicial







MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Firmados para revisar



				132



				25-03-2019







				Reactivar en el sistema



				42



				*







				Demandas nuevas



				17



				13-03-2019







				Pasar a fallo



				6



				19-03-2019







				Total



				191



				















* No tienen fecha de entregada







MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Asuntos nuevos



				78



				Setiembre 2018







				Firmados para revisar



				67



				25-03-2019







				Total



				145



				















MATERIA DE TRANSITO







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Asuntos nuevos



				36



				09-11-2018







				Firmados para revisar



				7



				25-03-2019







				Total



				43



				















Sulma Escalante Hidalgo, Técnica Judicial







MATERIA DE TRANSITO







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para revisar y tramitar



				101



				*







				Comunicar al Cosevi y RPPV



				28



				*







				Para notificar



				5



				*







				Asuntos nuevos



				3



				*







				Total



				137



				















Nota: Documentos para agregar y tramitar 2







MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				208



				*







				Para notificar y tramitar



				163



				*







				Realizar órdenes de apremio



				78



				*







				Demandas nuevas 



				10



				*







				Total



				459



				















Nota: Documentos para agregar y tramitar 77







MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				79



				*







				Para notificar y tramitar



				28



				*







				Total



				107



				















Nota: Documentos para agregar y tramitar 2







MATERIA DE TRABAJO







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para revisar y tramitar



				6



				*







				Total



				6



				















Nota: Documentos para agregar y tramitar 1







José Leonardo Céspedes Vargas, Técnico Judicial 







MATERIA DE TRANSITO







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Comunicar al Cosevi y RPPV



				30



				*







				Para revisar y tramitar



				15



				*







				Total



				45



				















MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				119



				*







				Realizar órdenes de apremio



				111



				*







				Para revisar



				10



				*







				Total



				240



				















MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				39



				*







				Para revisar



				33



				*







				Total



				72



				















Ana Lucrecia Mora Fernández, Técnica Judicial 







MATERIA DE TRANSITO







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para revisar y tramitar



				37



				*







				Total



				37



				















MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				294



				*







				Realizar órdenes de apremio



				128



				*







				Para notificar



				26



				*







				Total



				448



				















Nota: Documentos para agregar 15







MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				TAREA



				CANTIDAD



				FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD 







				Para tramitar



				128



				*







				Total



				128



				















* Debido a la enorme cantidad de expedientes para tramitar por parte del personal técnico, no fue posible determinar la fecha más antigua, se considera que el retraso puede oscilar en cinco meses.







RENDIMIENTO







         Durante el período de estudio se obtuvieron los siguientes datos con relación al dictado de sentencias por los titulares o bien sus suplentes: 







SENTENCIAS 







MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS







				JUEZ/A



				Días hábiles



				SET



				OCT



				NOV



				DIC



				ENE



				FEB



				TOTAL







				Danny Alberto Gutiérrez Gómez



				--



				2



				3



				3



				–



				11



				8



				27







				Eimy Granados Aguilar



				--



				2



				5



				–



				2



				1



				6



				16







				Roberth Abarca



				--



				–



				1



				–



				–



				–



				–



				1







				Carlos Eduardo Segura Solís



				--



				–



				–



				12



				–



				–



				–



				12







				Total



				118



				4



				9



				15



				2



				12



				14



				56















MATERIA CIVIL







				JUEZ/A



				Días hábiles



				SET



				OCT



				NOV



				DIC



				ENE



				FEB



				TOTAL







				Eimy Granados Aguilar



				–



				1



				–



				–



				–



				–



				–



				1







				Total



				118



				1



				–



				–



				–



				–



				–



				1















MATERIA DE TRANSITO







				JUEZ/A



				Días hábiles



				SET



				OCT



				NOV



				DIC



				ENE



				FEB



				TOTAL







				Danny Alberto Gutiérrez Gómez



				--



				--



				--



				1



				--



				3



				1



				5







				Eimy Granados Aguilar



				--



				--



				--



				--



				--



				--



				1



				1







				Franz Castro



				--



				--



				--



				--



				--



				--



				3



				3







				Total



				118



				--



				--



				1



				--



				3



				5



				9















MATERIA DE CONTRAVENCIONES







				JUEZ/A



				Días hábiles



				SET



				OCT



				NOV



				DIC



				ENE



				FEB



				TOTAL







				Danny Alberto Gutiérrez Gómez



				--



				–



				–



				12



				19



				8



				7



				46







				Eimy Granados Aguilar



				--



				18



				7



				3



				4



				3



				3



				38







				Jeisson Quiel Castro



				--



				–



				–



				2



				–



				–



				–



				2







				Total



				118



				18



				7



				17



				23



				11



				10



				86















MATERIA LABORAL







				JUEZ/A



				Días hábiles



				SET



				OCT



				NOV



				DIC



				ENE



				FEB



				TOTAL







				Eimy Granados Aguilar



				–



				–



				1



				–



				–



				–



				–



				1







				Total



				118



				–



				1



				–



				–



				–



				–



				1















Se contabiliza un total de 153 sentencias dictadas por el despacho en el plazo de estudio, tanto por el personal propietario como supernumerario y sustituciones, lo que equivale a 1,29 sentencias diarias promediado a 118 días hábiles.







Asimismo, en todos los casos no se logran consignar los días hábiles de cada juzgador, debido a que el control de sustituciones se encuentra desactualizado.







DESEMPEÑO DEL DESPACHO







AGENDA 







				Jueces (as)



				TOTAL







				Total convocados



				70







				Total celebrados



				--







				Efectividad



				--







				Último señalamiento



				10-04-2019







				Promedio diario convocado



				0,59







				Promedio diario celebrado



				--















NOTA: Al momento de revisar la agenda cronos se encontraron un total de 24 registros pendientes, motivo por el cual no es posible determinar la cantidad de asuntos celebrados, ni la efectividad de las audiencias.







ASUNTOS PENDIENTES POR SEÑALAR: Al efectuar la revisión de los escritorios virtuales no existen asuntos pendientes de señalar.







CAUSAS DE SUSPENSIÓN DE SEÑALAMIENTOS: Los principales motivos de no realización de las audiencias son: Ausencia de las partes.







DOCUMENTOS FIRMADOS POR LAS JUEZAS Y JUECES







				Jueza o Juez



				Cantidad de documentos







				--



				--







				Total



				--















Nota: Por tratarse de un despacho no electrónico no se puede revisar la cantidad de asuntos firmados por Juez.







SITUACIONES ENCONTRADAS







El personal del despacho se encuentra dentro de una marejada incontenible de asuntos pendientes de resolver. La cantidad de personas usuarias que esperan una respuesta por parte de las autoridades judiciales, particularmente de quienes laboran en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, deberán permanecer pacientes, debido a que la capacidad instalada en el despacho es insuficiente para satisfacer la demanda de los servicios.







El Juez Coordinador, Licenciado Danny Gutiérrez Gómez, ha sido proactivo en poner en evidencia la crítica situación del despacho, a tal punto que el Consejo Superior es conocedor de las circunstancias en que el personal de este despacho labora, y sobre todo la falta de acercamiento de una justicia pronta y cumplida para la población de la zona, que en su mayoría es conformada por población indígena.







La necesidad de personal técnico es evidente, y así quedó demostrado en el informe realizado por el señor Fabricio Abarca del Centro, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en donde se señala el requerimiento de más personal, recurso humano que a la fecha no ha sido otorgado al Juzgado, por restricciones presupuestarias o falta de material humano disponible en este momento, para comenzar a mitigar el retraso que presenta la tramitación de causas en perjuicio de todas las personas que acuden a recibir un servicio.







El personal se nota abrumado, cansado, ansioso de recibir ayuda. Comentan que es habitual las jornadas extraordinarias, el trabajo los fines de semana se ha vuelto normal, lo que evidentemente puede causar problemas de salud y deterioro en el personal. 







RECOMENDACIONES QUE SE DEJAN EN LA PRESENTE VISITA







A LA SEÑORA JUEZA COORDINADORA:







Debe el profesional encargado de la Coordinación del despacho, tomar nota del personal de la oficina que no ha recibido capacitación en materia de los cursos de valoración de riesgo en la oficina, con el fin que las personas que no hayan recibido esta instrucción la reciban y así puedan formar parte más activa en la conformación de los planes del SEVRI su respectivo seguimiento.







Proceda la Juzgadora en reunión general del despacho a nombrar a una persona encargada de la revisión del Banco de Buenas Prácticas, asimismo dicha persona encargada deberá revisar periódicamente las propuestas incorporadas, a fin de generar, de forma interactiva, el intercambio de experiencias y reflexiones que sirvan de base para el desarrollo de nuevas políticas en la institución.







Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.







AL PERSONAL DE LA JUDICATURA







Debe el personal de la judicatura proceder a realizar la actualización de la Agenda Cronos una vez concluida la diligencia, esto con el objetivo de que en esta herramienta electrónica se pueda obtener de manera eficiente lo concerniente al resultado de las audiencias.







A LA COORDINACIÓN JUDICIAL:







De conformidad con lo establecido en la Circular N° 85-2015 emitida por el Consejo Superior en sesión No. 36-15 celebrada el 21 de abril de 2015, artículo LI, se le recuerda a las servidoras y servidores judiciales su obligación de mantener actualizados los sistemas de información (Sistema de Costarricense de Gestión, así como cualquier otro sistema que utilice el Juzgado), en razón de la concienciación en el cumplimiento de sus labores. En el mismo sentido, y por las responsabilidades que representa para la Jefatura la omisión de la debida actualización de los sistemas, se le recuerda a la persona que ostente el cargo de Jefe(a) de Oficina, el cumplimiento de las circulares que a continuación se citan:  134-2015, de la sesión número 63-15, celebrada el 9 de julio de 2015, artículo LXXXIX; 136-2015 de la sesión número 64-15, celebrada el 14 de julio de 2015, artículo LXV; 159-2015 en sesión número 73-2015 celebrada el 13 de agosto de 2015, artículo LXXXV; todas del Consejo Superior del Poder Judicial, con el fin de establecer controles para cumplir con lo solicitado, así como de las consecuencias que establece la Normativa General de Control Interno en caso de incumplimiento. Proceda de forma inmediata a la actualización de los buzones de notificaciones del sistema de gestión de despachos judiciales.







Es responsabilidad de la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial completar toda la información que requiere la Formula F-199, sobre el Control de Boletas enviadas al Registro Nacional, asimismo en caso de ser anulada la boleta, deben de indicar preferiblemente con un lapicero de color rojo la indicación "nula" y proceder a archivar dicha boleta en el ampo que para tales efectos debe mantener la Coordinadora Judicial.







Deberá la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial disponer por el cumplimiento de la Circular del Consejo Superior N.º 29-18 de la sesión del 12 de abril del 2018, Artículo XXVI, respecto al Control de Incapacidades específicamente el punto tercero que dispone “Cada despacho judicial mantendrá bajo su custodia y cuido las boletas físicas originales de incapacidad de sus despachos”. Para tal efecto deberá aperturar un ampo en donde proceda a resguardar las boletas de incapacidad de forma ordenada y cronológica.







Proceda a realizar la Coordinadora Judicial la actualización del registro de remisión de detenidos, en lo conducente a la orden con número 0101918. Además, debe buscar y agregar al ampo respectivo la copia de la orden de libertad con número 0470846.







Por segunda vez, proceda la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial actualizar de forma electrónica el control de sustituciones de Juezas, Jueces y personal de apoyo. Se le recuerda que en el caso del personal de la judicatura, dicho control debe ser utilizado a efectos de registrar las ocasiones en que el juez o jueza no esté desempeñando su cargo (incapacidades, vacaciones, cursos, capacitaciones, etc. incluso hasta cuando su inasistencia sea sin sustitución.







Debe la persona que ocupa la Coordinación Judicial proceder a mantener actualizado el control de causas disciplinarias en caso de ser necesario actualizar el mismo.







En relación con los informes de los jueces suplentes debe la coordinación judicial proceder a implementar una carpeta en donde se resguarden los informes rendidos por el personal de la judicatura que realice sustituciones, además el nombre del archivo debe contener el nombre del profesional que sustituye, el profesional sustituido y el período de sustitución. En caso de que no se rinda el informe requerido, deberá guardar en la misma carpeta el correo electrónico en donde se hizo la solicitud del informe.  Incluso los informes dejado de manera física deberán ser escaneados y guardados en esta misma carpeta electrónica.







Debe la Coordinadora Judicial o quien tenga asignada esta función, proceder a aperturar un registro informático de comisiones enviadas por la oficina, donde se incluirá el número de comisión, expediente, fecha de recibido o fecha de envió, diligencia a realizar y fecha de recibido o fecha en la que se devuelve la comisión diligenciada. En relación con las comisiones recibidas debe revisar las que se encuentran pendientes de devolución. Además, se le recuerda que las comisiones recibidas en el despacho deben ser devueltas a la oficina de origen una vez transcurrido el plazo de un mes después de su recepción.







Respeto al Control de Evidencias que posee el Despacho, deberá solicitarse a la administración regional o a quien corresponda el preestablecido institucionalmente denominado “Libro de Registro y Cadena de Custodia de Evidencias”, en el cual se registraran la totalidad de los indicios decomisados, su cadena de custodia y por último la disposición de la misma. Se recuerda que para facilidad de ubicación se debe indicar en la evidencia el número de expediente y el número de evidencia. 







La persona que ocupe el puesto de coordinación judicial deberá incluir todos los señalamientos en la Agenda Electrónica – Cronos -. Además, mensualmente deberá realizar un monitoreo para comprobar que se ha aplicado el resultado en todas las audiencias señaladas.







Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.







AL PERSONAL DE APOYO







De conformidad con lo establecido en la Circular N° 153-08 emitida por el Consejo Superior, en sesión N° 58-08, celebrada el 07 de agosto del 2008, Artículo XLVIII, a solicitud del Tribunal de la Inspección Judicial, así como sendas reiteraciones; se insta a todo el personal de este Despacho a cumplir con el horario de trabajo establecido por la Institución, principalmente en cuanto a la hora de ingreso en la primera audiencia.  Es responsabilidad de la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial velar por que se estampe fidedignamente la firma a la hora de ingreso real – incluyendo la segunda audiencia – y se indique en el apartado de observaciones las justificaciones respectivas. El apartado de observaciones es para uso exclusivo de la Coordinación, anotando las observaciones y estampando su firma como aval de lo indicado.







Se recuerda a todo el personal del Juzgado el debido cumplimiento de la Circular número 197-2013, donde pone en conocimiento el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 22-13, celebrada el 20 de mayo de 2013, artículo XXXVI, sobre el “Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, y reiterada en sendas circulares, sobre la debida medida de las faldas en las damas.







Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.







A LA PROVEEDURÍA JUDICIAL







De conformidad con la circular N- 80-2015 del 25 de mayo del año 2015, en el inciso 9, sita “Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena” motivo por el cual debe proceder la Proveeduría Judicial a suministrar a la mayor brevedad posible a este despacho de los distintivos que enmarca la circular. Cabe indicar que la institución ha estilado utilizar una etiqueta color naranja, para distinguir los procesos en los que son partícipes personas pertenecientes a la población indígena.







AL CENTRO DE APOYO, COORDINACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL







De acuerdo con el estudio realizado por el señor Fabricio Araya, en donde se establece claramente la necesidad de una mayor cantidad de personal en este despacho, debe mantenerse expectante para dotar lo antes posible el recurso humano que hace falta en este Juzgado.







A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS Y LA CONTRALORÍA DE SERVICIOS







Tomando en consideración que la mayor cantidad de personas usuarias que demandan los servicios de este juzgado pertenecen a la población indígena, se insta a la Comisión de Asuntos Indígenas estar vigilante para que la atención de esta población no sea menoscabada por la falta de recursos. En este mismo sentido la Contraloría de Servicios debe promover una atención efectiva de todas las personas usuarias, y sobre todo procurar el acceso a la justicia de manera óptima y efectiva. 







RENDICIÓN DE INFORME







En el término de un mes, contado a partir de la firma del acta se deberá rendir un único informe sobre el cumplimiento de las recomendaciones hechas, el cual deberá ser dirigido, mediante correo electrónico únicamente al licenciado Cristian Ureña Rodríguez (curenaro@poder-judicial.go.cr), Inspector Asistente del Tribunal de la Inspección Judicial.  La no rendición del informe solicitado así como el incumplimiento de las recomendaciones dejadas, acarreará eventualmente la apertura del régimen disciplinario.  No se omite indicar que de conformidad con el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión N° 10-12 del 12-03-12, artículo XXVII, titulado “Reglas Prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial”, los informes solicitados a los Despachos Judiciales deberán ser rendidos bajo la fe de juramento con las consecuencias legales para quien falte a la verdad.







Asimismo, la presente acta debe ser leída y comentada con todo el personal en el plazo de 5 días hábiles, para lo cual se levantará un acta donde se plasmarán la firma de todos los funcionarios, haciendo constar dicha diligencia.







(…).”







- 0 -







Se acordó: 1) Tener por rendido el informe Nº 658-IJ-2018, referente al Acta de Visita al Juzgado Contravencional de Buenos Aires, presentado por el Tribunal de la Inspección Judicial. 2) Ratificar las recomendaciones contenidas en este, las cuales deberán cumplirse conforme se indicó, dirigidas a la Jueza Coordinadora o quien le sustituya, la persona Coordinadora Judicial y a todo el personal del Despacho. 3) El Tribunal de la Inspección Judicial verificará su cumplimiento e informará a este Consejo lo que corresponda. 4) Notifíquese este acuerdo a la Jefatura del Despacho, para que lo haga de conocimiento del personal de esa oficina, con el fin de que cumplan con las recomendaciones efectuadas, con la prevención de que en caso de omisión se podrá aplicar el régimen disciplinario. 5) Deberá el citado despacho tomar en consideración los requisitos que han de darse al trámite referente a las personas usuarias que podrían estar en estado de discapacidad o vulnerabilidad social. 6.) Deberá el Departamento de Proveeduría, proceder conforme a la circular N- 80-2015 del 25 de mayo del año 2015, en el inciso 9, sita “Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena”, motivo por el cual suministrará a la mayor brevedad posible a este despacho de los distintivos que enmarca la circular. Cabe indicar que la institución ha estilado utilizar una etiqueta color naranja, para distinguir los procesos en los que son partícipes personas pertenecientes a la población indígena. 7.) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en la medida de sus posibilidades, dotará del recurso humano requerido, según el estudio realizado a este Juzgado. 8.) Trasladar a conocimiento de la Fiscalía General de la República la situación expuesta por el licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, en donde indicó que la Fiscalía Adjunta de Buenos Aires no tomó una denuncia interpuesta por una persona indígena, en donde manifestó que era competencia de esa dependencia por el tipo de situación que se presentó, por lo anterior, el Juzgado Contravencional de ese Circuito al tomar la denuncia, procedió a dictar la incompetencia correspondiente. 9.) La Comisión de Asuntos Indígenas y la Contraloría de Servicios, tomarán nota de lo indicado sobre la demanda de servicios pertenecientes a la población indígena. Se declara acuerdo firme.”







Atentamente, 







Lic. Eduardo Chacón Monge



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



 



c:         Comisión de Asuntos Indígenas.



Juzgado Contravencional de Buenos Aires.



Fiscalía General de la República.



Fiscalía Adjunta de Buenos Aires.



Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.



Departamento de Proveeduría.



Contraloría de Servicios. 



Lic. Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 



Sra. Guaira Camacho Jiménez, Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional de Buenos Aires.



Diligencias / Refs: (4675-19) 











SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 4709-19 de 16 de mayo remitido por la Secretaría General de la Corte en el que remite comunicado electrónico del 16 de mayo pasado, informando sobre el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 41-19 celebrada el 9 de mayo del 2019, Artículo XVII. 2° Comunicar al Tribunal de la Inspección Judicial y al Juzgado Contravencional de Buenos Aires de Puntarenas la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de coadyuvar en el desarrollo de actividades de capacitación dirigidos al equipo de trabajo de ese despacho sobre Derecho Indígena con el objetivo de que el servicio que se brinde a la población indígena sea eficiente, sobre todo considerando las estadísticas que refieren a un 80% del total del circulante vinculado con esa población. Para tal efecto se les solicita informe de las actividades de capacitación que el personal ha recibido sobre Derecho Indígena y los principales requerimientos que tienen. 3° Solicitar informe al Departamento de Proveeduría acerca del estado de ejecución de la circular N- 80-2015 del 25 de mayo del año 2015, inciso 9, vinculada con la necesidad de “Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena”, en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, y mostrar la disposición de la Subcomisión en colaborar con el cumplimiento de ese y otros requerimientos vinculados con la población indígena. 4° Remitir consulta al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional acerca de la disponibilidad de recurso humano para que coadyuve con el Juzgado Contravencional de Buenos Aires en la atención oportuna de los procesos vinculados con personas indígenas. 5° Comunicar a la Fiscalía General de la República  y al Juzgado Contravencional de Buenos Aires la disponibilidad de la Subcomisión en apoyarles en lo que respecta al traslado que hizo el Consejo Superior sobre la situación expuesta por el licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez Coordinador del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, en donde indicó que la Fiscalía Adjunta de Buenos Aires no tomó una denuncia interpuesta por una persona indígena, en donde manifestó que era competencia de esa dependencia por el tipo de situación que se presentó. 6° Solicitar a la Contraloría de Servicios mantener un seguimiento y control de los procesos vinculados con personas indígenas, tramitados en el Juzgado Contravencional de Buenos Aires a efecto de verificar se cumplan los lineamientos de celeridad y atención prioritaria de los procesos judiciales en los que intervenga personas indígenas. 7° Se declara este acuerdo firme y se dispone su comunicación.- 







ARTICULO VIII



Se conoce comunicado electrónico remitido por el Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental acerca del Encuentro realizado entre dicha Comisión y el Tribunal Indígena Bribri de Talamanca: 



De: Luis Guillermo Rivas Loáiciga 
Enviado el: martes, 28 de mayo de 2019 10:33 a.m.
Para: Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Informe problema indígena.



Dr. Fernando Cruz Castro



Presidente de la Corte Suprema de Justicia. 







Dr. Jorge Olaso Alvarez



Comisión de Acceso a la Justicia.







Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Cortes Suprema de Justicia







Dra. Damaris Vargas Vásquez 



Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial.



Presente.







La Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental, recibió en el tercer piso del Edificio de la Corte Suprema de Justicia, a los integrantes del Tribunal Indígena Bribri de Talamanca, el Tribunal de Derecho Propio, y a la Asociación de Desarrollo Indígena Bribri de Talamanca el pasado viernes 10 de mayo, por gestión de la jueza Vargas Vásquez. Informaron de sus funciones y la necesidad de relación con los tribunales comunes, para entender las competencias de cada quien. Solicitaron un mayor acercamiento. Mostraron su preocupación por el choque de decisiones fundadas en sistemas diferentes. Relataron cómo algunos dictámenes periciales tuvieron opiniones diversas a sus propia cosmovisión, uno donde se indicaba que era normal entre ellos el uso de marihuana como medicina, lo cual es ajeno a sus costumbres, porque ni siquiera es una planta original, y otro donde se mostraba como usual la relación entre un mayor y una menor, cuando sus edades para unirse son alrededor de 24 años, cuando ya puedan producir sus alimentos y construir su casa. Relataron cómo los bienes son comunes y se organizan en clanes y profesiones diferentes. Cómo el varón que se casa, pasa a ser parte del grupo de su esposa y si se aleja solo se lleva su machete y su calabazo, sin derecho a nada más. Mostraron su preocupación por que autoridades judiciales de la zona, son cambiadas constantemente y en ocasiones les ordenan ejecutar actos para los que aparentemente no tenían obligación. Cómo decisiones del Tribunal eran despreciadas por Tribunales comunes, ante la gestión de propios indígenas que no aceptan ya sus decisiones ancestrales y de acuerdo a sus costumbres. Que sus decisiones son más céleres que las de la justicia común. Sobre esta reunión hubo divulgación en los Informativos Judiciales. También acordamos continuar en contacto y realizar una visita de esta comisión a Bribri de Talamanca a una reunión con la comunidad, Bribri y Kekoldi, que está ya programada para el 11 y 12 de julio en ese lugar. Lo comunico para que eventualmente sea agregado al informe de Doña Damaris Vargas Vásquez, porque constituye acción de respuesta del Poder Judicial al problema Indígena, del que se trató ayer. Agrego el acta de la Comisión Agraria y Ambiental de ese día con más detalle. Muchas gracias.



Luis Guillermo Rivas Loáiciga



Magistrado Presidente de la Sala Primera



Corte Suprema de Justicia



Tel: 2295-4919



lg_rivas@hotmail.com



lgrivas60@gmail.com



www.facebook.com/#!/luisguillermo.rivas.9







ACTA SESIÓN 05-2019



Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental







Fecha: 10 mayo 2019 (8am a 10:30 am)



Lugar: Sala de Votaciones Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia



…



ARTICULO II



Se recibe a las personas integrantes del Tribunal Indígena Bribrí de Talamanca, quienes solicitaron audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental para pronunciarse sobre procesos agrarios vinculados con personas indígenas Bribri de Talamanca tramitados en el Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 



Se trata de las señoras Justa Romero Morales y Marleny Hernández Hernández; y los señores Sebastián Diaz Díaz, Filadelfo Arias Morales, el licenciado Buarco Villanueva y Johnny Buitrago País, Vicepresidente de la Asociación de Desarrollo Indígena Bribri de Talamanca.



La señora Justa Romero, jueza del Tribunal Indígena da inicio al diálogo explicando la forma en que se resuelven los asuntos. Señala, para ellos el respeto a la tierra es sagrado porque “la tierra es mujer” ya que la mujer fue la primera. El gran Sibú no les permite vender tierra pues ahí está toda la vivencia indígena, está la farmacia, el alimento, todo lo que necesitan para vivir. Por eso se dice que “un indio sin tierra es un indio muerto”. La tierra se hereda por la madre, es un sistema “matrilineal”. Para el Tribunal Indígena es más fácil resolver los conflictos agrarios pues se rigen por clanes, de ahí cuando hay un conflicto al consultar por el clan de donde provienen, ya se sabe de quién heredó. Para la cosmovisión indígena, si un varón de un clan convive con una mujer de otro clan, su deber es irse a trabajar al clan de la mujer. Si se separaron él no tiene derecho a nada, lo único que tiene derecho a recoger sus botas, su machete y sus cosas personales e irse para su clan. La mujer tampoco puede ir a tocar nada de lo del varón. El problema que se presenta es que cuando resuelven los jueces agrarios lo primero que hacen es que toman un Código o una Ley. Señala, su Tribunal lo primero que hace es la concientización pues las personas luego de aceptar los errores entran en razón, después de eso es más fácil resolver. El problema se presenta porque como ya conocen “las leyes de afuera” piden se apliquen esas leyes siqua que normalmente les ampara. Con base en eso, toman tierras que no les corresponde, lo cual representa una alteración pues no es posible para la cosmovisión Bribri tomar tierra ajena. Eso incluye el agua. Para los Bribris espiritualmente no es posible vender agua, no se puede tomar lo ajeno. Resolver los problemas indígenas no es resolver por resolver, sino dar solución a los conflictos de acuerdo a su cosmovisión. Por la intervención de la justicia no indígena ya se han venido presentando problemas entre indígenas y entre no indígenas.



El señor Sebastián Díaz, integrante del Tribunal Indígena, estima importante explicar lo que es el “préstamo de tierras indígenas” que se conoce también como alquiler para producir productos perecederos. Antiguamente los abuelos prestaban el terreno, luego se hace devolución dos años después, a quien lo prestó que es la mujer pues ella es la dueña de la tierra, sin posibilidad de reclamo alguno. Los jueces y juezas agrarias no indígenas introducen conceptos como el pago de mejoras, lo cual no se conoce en la cosmovisión Bribri. Otra afectación que se presentan son los documentos pues muchos asuntos se van por la parte escrita, mientras que para los Bribris “la palabra es la palabra”, no hacen falta documentos. El tiempo y el costo de la justicia agraria no indígena es un factor que está afectando mucho a las personas Bribris. Lo máximo que dura el Tribunal Indígena Bribri es dos años, mientras que en los tribunales agrarios no indígenas duran hasta 10 años. La mayoría de los jueces y juezas agrarias han respetado las decisiones del Tribunal Indígena; sin embargo, en una audiencia en Limón el juez agrario no le permitió el derecho a la defensa y no les escuchan pues no conocen la estructura interna. Refiere a los votos de la Sala Constitucional y a los derechos del Convenio 169 de la OIT. Plantea como reto que el derecho consuetudinario de los Bribris y el derecho de los no indígenas se pongan de acuerdo, pues al no comprenderse se pierde la comunicación. Resalta la importancia de que estemos reunidos en círculo o como estamos, para vernos cara a cara y tengamos una mejor comunicación, es parte de sus costumbres que han heredado.



El Magistrado Rivas les consulta ¿cómo solucionan la situación que se les presenta de personas indígenas que no aceptan la autoridad del Tribunal Indígena y se van a los tribunales no indígenas?



El señor Sebastián Díaz señala esa situación se presenta por la educación que se está dando actualmente que no es igual a la de antes. Muchos de los hermanos indígenas han sido formados con una educación diferente. Los pueblos indígenas no tienen una estructura policíaca que asegure el cumplimiento de sus decisiones, por eso recurren a la justicia no indígena ante amenazas u otros pues eso no es propio de sus costumbres.



La jueza María Rosa Castro indica que las juezas y los jueces no indígenas han aprovechado los peritajes culturales, consulta sobre su posición al respecto.



Consideran que deben ser los ancianos quienes certifiquen cuáles son las costumbres. Refiere a don Marcos Guevara a quien respetan mucho como profesional y estiman, sería importante se haga acompañar con las personas del Tribunal Indígena Bribri en sus estudios periciales.



Doña Justa indica que hace muchos años una señora llevo al perito cultural a una parte del territorio que no era el que correspondía; cuando la señora se dio cuenta que el perito iba de nuevo con otras tres personas indígenas que le guiaron, se escondió y no fue. Cita es un ejemplo de la importancia de que el perito se haga acompañar de las personas indígenas del Tribunal o de la Asociación. Lo que piden es que cuando los jueces y juezas agrarias no indígenas tengan que resolver un proceso agrario relacionado con indígenas Bribri, sepan existe un Tribunal Indígena a quien pueden consultar para desmentir lo que se esté haciendo mal. Es un tribunal multifuncional que puede colaborar con esas labores.



Johnny Buitrago cita el caso de un peritaje que se hizo en penal sobre la marihuana que no es un cultivo propio de las personas indígenas, pues similar solo tabaco; sin embargo, el peritaje informó algo diferente.



La jueza María Rosa Castro señala que en expedientes de poblaciones indígenas hay que tener sensibilidad, conocimiento y humildad para saber que hay muchas cosas que no sabemos.



El Magistrado Rivas consulta ¿qué debe entenderse por personas mayores y por profesionales?; además, ¿si se les ponen en conocimiento los peritajes culturales?



Indican, uno de los peritajes se hizo de conocimiento de doña Justa porque ella estaba vinculada con el territorio; y el de la marihuana porque el profesional llegó en 2016 pues no sabía siquiera que el Tribunal existía y el territorio es muy grande. Fue gracias a Sibú que fueron tomados en cuenta.



Sebastián señala tienen 40 clanes que se definen por jerarquías cuyas funciones están reguladas, por eso hay médicos, cantores, historiadores, investigadores indígenas, entre otros, cada uno destinado a ejercer una función; por eso la función que realizan  están relacionadas con los clanes. Los mayores tienen experiencia en organizaciones y se sabe quiénes pueden ayudar. Los médicos tradicionales hacen sus reuniones y recetan qué, cómo y cuándo se deben tomar las medicinas.



Doña Justa aclara que se está utilizando una palabra Bribri que se ha malinterpretado; pues para los Bribris la palabra significa dueño de ganado o de cerdos, de fincas grandes, de gallinas o de otras cosas; pero se quiere transversar identificándolo como el rey por parte de los siquas o no indígenas. Se les dice a algunas indígenas que deben decir que ellas son las reinas. Pero en realidad en el territorio Bribri nunca ha existido el concepto de rey o reina.



La señora Sandra Pizarro consulta ¿qué importancia le dan al “rey”? 



La señora Justa Romero señala, quienes le dan valor son los no indígenas. Refiere a la visita que hicieron unas personas blancas, altas y de ojos claros, vistieron a una indígena y le llamaron Reina, les ofrecieron muchas cosas, entre otras el “ram” y a cada indígena un vehículo 4x4, que trabajaran pero que si las cosechas no servían no había problema. Don Sebastián los echó del lugar y les dijo que las personas indígenas no estaban en venta no tenían precio. Lo informa para que cuando llegue un asunto a la sede judicial tengan conocimiento pues se dice que ella está levantando un expediente para decir “yo soy la reina y aquí la última palabra la doy yo”. No quisieron firmar el documento que les presentaban.



La señora Justa menciona una situación que se presentó en el territorio indígena. Señala, un juez llegó con un abogado sin avisarles a las personas indígenas y les dio la orden de abrir el portón diciendo que “o abren el portón o sino ellos lo abren”. Cuando el indígena les abre el portón intenta llamar pero no le permiten, luego vuelve a intentarlo y al llegar, le informan al juez que no tenían poder pues quien hablaba era el abogado. Se identifican y les explican los indígenas que no pueden estar, pero ellos señalan que si no fue citado el Tribunal Indígena no pueden estar ahí. 



El juez Antonio Darcia consulta si han hecho reuniones con los jueces no indígenas de la región para que aprendan a conocer de esa cosmovisión. Refiere es importante conocer al Consejo de Ancianos.



Se informan si realizan reuniones con jueces de la zona, incluyendo a los agrarios, pero ese juez al que hacen referencia nunca ha estado en esas reuniones. 



Damaris Vargas explica que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está organizando una capacitación para los meses de mayo y junio en Buenos Aires de Puntarenas para capacitar en Derecho Indígena a las personas servidoras judiciales de la zona a fin de conozcan de los derechos y la cosmovisión de esa población; ejecutando proyectos de capacitación mediante los cuales sean las personas indígenas quienes capaciten a las personas servidoras judiciales de su historia y cosmovisión. Refiere además a las giras programadas por la Comisión de la Jurisdicción Agraria para tener encuentros con la ciudadanía sobre el Código Procesal Agrario:







				Gira



				Fecha



				Lugar



				Actividades



				Espacio físico



				Día y hora 







				1



				Lunes 20 de mayo







Hora de salida: 7:00am



Frente a la Corte



				Puriscal



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Puriscal



				Oficinas del MEP



				Lunes 20 de mayo



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				



				Lunes 20 de mayo



1:30 pm- 3:30 pm







				2



				Miércoles 22 al viernes 24 de mayo







Hora de salida: 3:00pm



Frente a la Corte



				San Carlos



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de San Carlos, La Fortuna y Los Chiles



				Salón Parroquial



				Jueves 23 de mayo



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil



				Salón Parroquial



				Jueves 23 de mayo



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				Upala



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Guatuso y Upala



				Salón del Consejo Municipal, Municipalidad de Upala



				Viernes 24 de mayo



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				Salón del Consejo Municipal, Municipalidad de Upala



				Viernes 24 de mayo



1:30 pm- 3:30 pm







				



3







				Miércoles 12 al viernes 14 de junio







Hora de salida: 1:00pm



				Santa Cruz



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Nicoya, Nandayure, Jicaral, Hojancha, Carrillo y Santa Cruz



				Sala 4 Tribunales de Justicia de Santa Cruz



				Jueves 13 de junio 



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				Sala 4 Tribunales de Justicia de Santa Cruz



				Jueves 13 de junio 



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				Liberia



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Liberia, Tilarán, La Cruz, Cañas, Abangares y Bagaces



				Curia, antigua Escuela Santa Ana



				Viernes 14 de junio



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				



				Viernes 14 de junio



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				Corredores



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Corredores y Coto Brus



				Antiguo juzgado civil



				Martes 2 de julio 



9:00 am-12:00pm







				4



				Lunes 01 al viernes 05 de julio



Hora de salida: 8:00am



Frente a la Corte



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				



				Martes 2 de julio 



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				Golfito



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Golfito y Puerto Jiménez



				Sala 2 piso Tribunales de Golfito



				Miércoles 3 de julio 



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil Golfito y Puerto Jiménez



				Sala 2 piso Tribunales de Golfito



				Miércoles 3 de julio 



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				



Buenos Aires



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Buenos Aires



				Ministerio de Salud



				Jueves 4 de julio



 9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil de Buenos Aires



				Ministerio de Salud



				Jueves 4 de julio



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				Pérez Zeledón



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Pérez Zeledón 



				Tribunales de Justicia de PZ



				Viernes 5 de julio



9:00 am-12:00pm







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil de Perez Zeledón



				Tribunales de Justicia de PZ



				Viernes 5 de julio



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				



				



				



				







				5



				Jueves 18 de julio y viernes 19 de julio







Hora de salida: 8:00am



Frente a la Corte



				Quepos



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil 



				



				Jueves 18 de julio 



1:30 pm- 3:30 pm







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				











				



				



				Puntarenas



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Puntarenas, Miramar, Esparza, Cóbano, Monteverde y Jacó



				Junta Promotora de Turismo



				Viernes 19 de julio



9:00 am-12:00pm



				







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil de Puntarenas



				Junta Promotora de Turismo



				Viernes 19 de julio



1:30 pm- 3:30 pm



				







				6



				Lunes 12 y martes 13 de agosto







Hora de salida: 7:30am



Frente a la Corte



				Limón



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil de Limón



				



				Lunes 12 de agosto



1:30 pm- 3:30 pm



				







				



				



				Guápiles



				Capacitación a personas facilitadoras judiciales de Guápiles, Guácimo, Siquirres y Sarapiquí



				Sala Magna, Tribunales



				Martes 13 de agosto



9:00 am-12:00pm



				







				



				



				



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil de Guápiles, Guácimo, Siquirres y Sarapiquí



				Sala Magna, Tribunales



				Martes 13 de agosto



1:30 pm- 3:30 pm



				















				7



				2 de setiembre



				Turrialba y Cartago



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil



				Pendiente definir



				







				8



				3 de setiembre



				San Ramón y Alajuela



				Conversatorio con instituciones locales, abogados y abogadas litigantes y sociedad civil. Abogados y Abogadas litigantes.



				Pendiente definir



				















Agrega la jueza Damaris Vargas que la Contraloría de Servicios y la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia están colaborando con la convocatoria a las abogadas y abogados litigantes, personas usuarias, personas facilitadoras judicial, estudiantes y la ciudadanía en general. Eso incluye a las personas indígenas, estando programadas las giras a Limón el 12 y 13 de agosto próximo.



Johnny Buitrago pide participación en todas las acciones que se desarrollen pues muchos profesionales no respetan sus derechos, los cuales se quedan en el papel. Refieren, se reúnen con el fiscal de Bribri, pero los cambian cada rato; así como las personas de pensiones alimentarias y la defensa pública.



Indican, en lo Agrario es donde no están concordando y si no hay una buena comunicación el problema no se resuelve correctamente. Si no se soluciona “llevarán a otras instancias” la situación, pero eso no les gusta, prefieren haya una buena comunicación. Especial preocupación por la duración de los procesos agrarios. Agradecen al Poder Judicial pues hay pronunciamientos muy buenos a favor de los derechos de las personas indígenas pero a veces se quedan en papel. De igual forma, agradecen a Casa Presidencial porque les dan el espacio ya que vienen desde lejos y con diferentes circunstancias, pero no hay respuestas. La CCSS construye un edificio muy grande pero no hay doctor que atienda. Lamentan la muerte de don Sergio Rojas quien decía “aquí venimos a morir por lo de nosotros, estamos listos para morir por que es de nosotros”; no se le pide al Estado les mantenga sino que se respeten sus derechos como indígena agricultor pues es la raíz de este país y de este continente.



Andrea Ruiz señala que se han dado problemas con la rotación de personal, pero ya se integró al Juzgado Agrario la jueza Heilin Rojas quien es titular de esa oficina. Sugiere contacten con ella.



Sebastián Díaz refiere a la Defensa Pública Agraria y la importancia de tener un mayor acercamiento con la Defensa. 



Frank Alvarez se pone a disposición e informa sobre el abordaje que está haciendo la Defensa Pública para atender la defensa pública para el cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



Doña Justa Romero agradece el espacio que se les ha dado pues estaban preocupados de cómo iba a ser la reunión. Señala este encuentro es importante, pero más los resultados. Resalta la práctica y la teoría son muy diferentes, y la más importante es la primera.



María Rosa Castro agradece la asistencia y pide disculpas con las personas indígenas por resoluciones que se han dictado contrarias a lo señalado. Aduce esta es una de las reuniones más importantes que han tenido pues es una lección para los siguientes casos. Lamenta esta reunión no se haya dado con anticipación pero señala, se pueden hacer ajustes y cambios a partir de aquí para darle al Tribunal el lugar que se merecen.



La señora Justa Romero indica que solo se ha presentado la defensa de pensiones alimentarias, siendo importante que la defensa de las demás materias se apersone al lugar para exponerles los problemas que se les presentan.



Frank Alvarez informa la defensa pública ofrece servicios en varias materias y que él se ocupa de la parte Agraria únicamente; sin embargo, señala que en la Defensa han hecho una distribución de trabajo por áreas, si son personas físicas atiende Hilory; mientras que si se pide defensa por la parte contraria, hay que asignarle otro, designándose al licenciado Jesús para que atienda a las Asociaciones, sobre todo para los procesos contenciosos administrativos para recuperar tierras. Don Hilory atiende además asuntos civiles. Muestra toda su disposición a apoyarles en lo que requieran, pero aclara, la defensa pública atiende tanto a quienes son indígenas como a quienes no lo son. Menciona las limitaciones presupuestarias de la defensa pública, pese a lo cual tienen una gran disposición para realizar un buen servicio.



Damaris Vargas informa es importante se comunique la solicitud a la señora Ligia Jiménez al ser ella la Defensora Pública Indígena.



El señor Sebastián menciona la situación que se les presentó con Enrique Campos, defensor público agrario de Limón, quien le pidió cuentas al Tribunal Indígena Bribri de Talamanca; y ellos son del criterio que él no puede remitirles exigencias, pues pueden coordinar atendiendo al derecho consuetudinario, pero no imponer.



Antonio Darcia muestra su preocupación con lo señalado por don Sebastián pues un defensor público no tiene potestades para darle órdenes al Tribunal Indígena.



Frank Alvarez señala ningún defensor tiene potestades para exigir a los Tribunales cómo resolver, pero sí tiene el deber de pedir que los procesos se resuelvan lo más pronto posible tanto al Tribunal Indígena como a los tribunales agrarios. No una exigencia, sí una solicitud de atención oportuna.



La señora Justa Romero indica, no puede aceptar que un defensor público les dé una orden de que se acelere un proceso, pues el primer paso es acercarse al Tribunal Indígena y consultarles cómo va el proceso. El Tribunal Indígena está muy abierto a dar una respuesta. Señala, como son multifuncionales no tienen un solo caso, sino varios y gracias a Sibú no se funden pues tienen mucho trabajo. En ocasiones aparte de resolver tienen que atender a personas haciendo fila. Es un trabajo muy fuerte. Por eso piden les apoyen y les ayuden y sean conscientes. 



Johnny Buitrago indica, tienen a su cargo 520 expedientes, siendo que la única materia que no conocen es la penal, en cuyo caso lo que hacen es remitirlo a la Fiscalía. Trabajan 3 días a la semana. Comenta la situación que se presenta con los casos que ellos resuelven pues tienen que invertir mucho tiempo. Indica, le corresponde la logística de apoyo al Tribunal, pues él es el vicepresidente de la Asociación. Solicita que la visita para la implementación del Código Procesal Agrario no se haga en agosto, sino antes.



Se menciona un caso específico de unos señores Villalobos. Don Frank Alvares señala que se atenderá con personas defensoras diferentes. Justa indica es gente pudiente.



La señora María Fernanda de Prensa cubrió la actividad con la autorización previa de las personas indígenas asistentes a esta sesión.



Damaris Vargas informa, según datos suministrados por la Dirección de Planificación, la duración de los procesos agrarios no es de 10 años como refiere el Tribunal Indígena Bribri de Talamanca, pues la duración promedio es de 3 años 4 meses; y la del Juzgado Agrario de Limón  de 3 años 6 meses en 2018.



Damaris Vargas señala la importancia de trasladar esta información al Centro de Conciliación para que tenga conocimiento por si parte de los expedientes que les pase el Juzgado Agrario de Limón para conciliaciones sean de personas indígenas.



Antonio Darcia indica que el Tribunal Agrario no tiene en este momento procesos agrarios pendientes de resolución que estén vinculados con personas indígenas.



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las manifestaciones expuestas por las y los integrantes del Tribunal Indígena Bribri de Talamanca. 2° Realizar una gira al territorio indígena Bribri de Talamanca con el objetivo de realizar un encuentro con las personas indígenas Bribris y los Kekoldi en relación con el Código Procesal Agrario, en forma separada a la gira programada para el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la cual se programará a corto plazo. 3° Solicitar a los despachos agrarios priorizar la atención de los procesos vinculados con personas indígenas, siguiendo los lineamientos del Consejo Superior, mediante la reiteración de las circulares institucionales existentes. 4° Incluir en las giras de implementación de la reforma procesal agraria visitas específicas a los principales territorios indígenas. 5° Comuníquese este acuerdo al Tribunal Indígena Bribri de Talamanca, Juzgado Agrario y a la Defensa Pública Agraria del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Defensa Pública, para lo de su cargo. Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.- 



SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone remitir comunicado al Tribunal Indígena Bribri de Talamanca comunicándole la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para realizar actividades conjuntas de procesos de capacitación a funcionarios judiciales sobre la cosmovisión y costumbres indígenas; y al pueblo indígena Bribri sobre la organización y funcionamiento del Poder Judicial, entre otros temas que sean de interés para dicho Tribunal y la Asociación de Desarrollo Indígena Bribri de Talamanca.







ARTICULO IX



Se conoce comunicado electrónico de la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas acerca de la coordinación realizada con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Audiovisuales del Poder Judicial para desarrollar una Estrategia de Comunicación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, demás normativa nacional e internacional vinculada y las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 28 de mayo de 2019 02:33 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; 'Ilse Valeria Varas Rojas' <vvaras@inamu.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; 'Marjorie Herrera' <mherrera@dhr.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Requerimientos y puntos acordados para Campaña sobre Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Buenas tardes. Les comunico que el día de ayer se conoció en Corte Plena el Informe Ejecutivo que presenté a Presidencia de la Corte y a la Comisión de Acceso a la Justicia, vinculado con el Encuentro realizado en Salitre el 7 de abril pasado, con las personas indígenas beneficiarias de las MC 321-12 y representantes del Poder Ejecutivo. Adjunto la presentación para su conocimiento y aprovecho para agradecerle al Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a Ustedes como integrantes de la Subcomisión por el apoyo brindado en un tema tan importante y urgente. El acuerdo está para aprobar en la sesión del próximo lunes.



Aprovecho para informarles que el día de hoy Melissa Benavides y yo nos reunimos con la jefatura y equipo de trabajo del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del PJ a efecto de facilitarles información acerca de los alcances de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y el contenido, las acciones ejecutadas y el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. Lo anterior, ante la solicitud que se les hizo para que se desarrolle una estrategia de divulgación dirigida a toda la población judicial y a las personas indígenas en general, enfatizando las beneficiarias de las MC.



Hago de su conocimiento el comunicado adjunto que nos envían con el objetivo de que por favor la analicen y en caso de estar anuentes a la solicitud que les enviamos y la propuesta que nos hacen, podamos retroalimentar la misma con sus conocimientos y experiencia desde sus ámbitos. La idea es que sean comunicados integrales y efectivos.



Cordialmente,



Damaris Vargas Vásquez



SE ACUERDA: Se toma nota.-







ARTICULO X



Se conoce del comunicado electrónico remitido a la Comisión de Acceso a la Justicia, trasladado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia, que literalmente indica:



De: Informe Odhain <informesodhain@gmail.com> 
Enviado el: jueves, 23 de mayo de 2019 02:42 p.m.
Para: despachopresidente@presidencia.go.cr; dialogociudadano@presidencia.go.cr; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; apaniagua@hdr.go.cr; mherrera@hdr.go.cr; Fiscalía de Buenos Aires <ba-fiscal@Poder-Judicial.go.cr>; despachoministro@seguridadpublica.go.cr; defensoria@dhr.go.cr; sanjose@ilo.org; info@mj.go.cr; InfoDesk@ohchr.org; defenders@ohchr.org; alice.harding.shackelford@one.un.org; delegacion.buenosaires@fuerzapublica.go.cr; alcaldia@munibuenosaires.go.cr; grettelmontero@gmail.com; serpajcostarica@gmail.com; claretianoscr@gmail.com; odhain16@gmail.com
Asunto: INFORME ODHAIN 16



Adjuntamos archivo con el Informe de la 16a Misión del Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía Indígena (ODHAIN), realizado en los Territorios Indígenas de Salitre y Térraba, durante el mes de abril del presente año. 



Cualquier consulta sobre este documento y la Misión en general, sírvanse indicarlo. Agradecemos su atención.



Suy Wong



Ana Castillo



OBSERVATORIO DE DERECHOS HUMANOS Y AUTONOMÍA INDÍGENA (ODHAIN)



INFORME 16a Misión ODHAIN 



21 de Mayo de 2019 



Territorios Indígenas de Salitre y Térraba







CONTEXTO







La 16ª Misión del Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía Indígena (ODHAIN) se efectúa en circunstancias muy particulares e inéditas en el país, luego del asesinato del líder indígena Bribri Sergio Rojas Ortiz, del Clan Uniwak. 







A petición del Frente Nacional de Pueblos Indígenas (FRENAPI), nos trasladamos a los Territorios de Salitre y Térraba, donde representantes de diferentes comunidades indígenas del país sostendrían reuniones de gran importancia. Dado el riesgo que revestía tal concentración de personas que -en su mayoría- han recibido amenazas de muerte, se nos solicitó dar acompañamiento para documentar, observar y servir como elemento disuasivo ante un eventual acto de violencia. Las reuniones de FRENAPI, la recopilación de documentos y las entrevistas en los Territorios Indígenas y en la ciudad de Buenos Aires de Puntarenas, tuvieron lugar durante los días 18,19 y 20 de abril del presente año.







INTEGRANTES







La Misión 16ª estuvo integrada de la siguiente manera: 



Por la Comisión JPIC de la Familia Franciscana, Aída Varela Murcia, pasaporte F143405, y Alejandro Céspedes Badilla, cédula 109910557; por el Movimiento Humanista, Alonso Gamboa Alvarado, cédula 113510882; por el Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ) Ana Nicté Castillo Delgado, cédula 402270830; por ProRegenwald (Alemania), Sinan Mehmet Toptas, pasaporte C748C62FP y por el Centro de Amigos para la Paz (CAP), Suy Wong Ugalde, cédula 105720540. La Jefatura-Coordinación estuvo a cargo de Ana Castillo y Suy Wong, mientras que los roles de Base y Apoyo desde San José fueron desempeñados por Vicky Acuña Montero, cédula 1-449-534, de Justicia, Paz e Integridad de la Creación Claretianos, y Ana Jael De la Cruz, cédula 112360095, de la Red Bíblica Ecuménica.







OBJETIVOS







1. Indagar sobre el asesinato de Sergio Rojas.



2. Acompañar al FRENAPI, en sus actividades en Salitre y Térraba.











ALGUNOS ANTECEDENTES DEL CONFLICTO







Los Territorios Indígenas, enfrentan la problemática de la tenencia de la tierra. Esto ha posicionado a las poblaciones de la zona sur del país en medio de enfrentamientos violentos por la exclusión territorial, cultural, política, etc. Según la primera Misión Internacional del ODHAIN “los/as miembros de las comunidades manifestaron reiteradamente el déficit de acceso a la Justicia, la lentitud de los procesos ante los Juzgados Agrarios y la impunidad en procesos judiciales, bien porque derivan de lo anterior o porque las denuncias no son investigadas o son desestimadas.” (Misión Internacional de Observación de la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas en Costa Rica) (MIODHPI).



Con la ley de 1977 (#6172) y el proyecto de ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas (#14.352) a punto de archivarse, se instaura de esta forma en el año 2003, el FRENAPI, bajo un marco jurídico de Derechos Humanos, con el fin de:



Ser un movimiento (organización) de base indígena costarricense, integrada por representantes indígenas que, en asocio con los no indígenas, luche por los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, especialmente por el derecho a la tierra, la cultura y la autonomía (Informe FRENAPI, 2012- 2013). 



Hasta el momento, en el país no se había conformado una organización representativa de diversos pueblos indígenas. De esta forma, se justifica como punto de partida para los antecedentes del conflicto los periodos previos a la ley de 1977, pasando por el "Convenio Internacional Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes (Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo) finalizando con la aprobación en primer debate de la ley 14.352 a partir del año 2001. 







Para el 2002, se lleva a cabo una reunión de movimientos sociales ecologistas y en materia de derechos humanos, con la participación del Servicio de Paz y Justicia en Costa Rica (SERPAJ-CR) participando también el líder indígena Sergio Rojas Ortiz, en ese entonces presidente de la Asociación de Desarrollo Integral (ADI) de Salitre, hasta abril del 2015, coordinador del FRENAPI. Ambas organizaciones realizan un trabajo en conjunto en donde se pretende enfatizar los temas de relevancia que se han venido tratando: violaciones a Derechos Humanos indígenas y lucha por recuperación territorial.Agrarios y la impunidad en procesos judiciales, bien porque derivan de lo anterior o porque las denuncias no son investigadas o son desestimadas.” (Misión Internacional de Observación de la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas en Costa Rica) (MIODHPI).







Con la ley de 1977 (#6172) y el proyecto de ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas (#14.352) a punto de archivarse, se instaura de esta forma en el año 2003, el FRENAPI, bajo un marco jurídico de Derechos Humanos, con el fin de:



Ser un movimiento (organización) de base indígena costarricense, integrada por representantes indígenas que, en asocio con los no indígenas, luche por los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, especialmente por el derecho a la tierra, la cultura y la autonomía (Informe FRENAPI, 2012- 2013). 



Hasta el momento, en el país no se había conformado una organización representativa de diversos pueblos indígenas. De esta forma, se justifica como punto de partida para los antecedentes del conflicto los periodos previos a la ley de 1977, pasando por el "Convenio Internacional Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes (Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo) finalizando con la aprobación en primer debate de la ley 14.352 a partir del año 2001. 







Para el 2002, se lleva a cabo una reunión de movimientos sociales ecologistas y en materia de derechos humanos, con la participación del Servicio de Paz y Justicia en Costa Rica (SERPAJ-CR) participando también el líder indígena Sergio Rojas Ortiz, en ese entonces presidente de la Asociación de Desarrollo Integral (ADI) de Salitre, hasta abril del 2015, coordinador del FRENAPI. Ambas organizaciones realizan un trabajo en conjunto en donde se pretende enfatizar los temas de relevancia que se han venido tratando: violaciones a Derechos Humanos indígenas y lucha por recuperación territorial.







Tres ejes principales a traviesan el movimiento: 1. Proyecto de Ley, 2. Derechos Humanos y 3. La organización de Acciones Directas (presión en la Asamblea Legislativa y otras instituciones del Estado).







En el año 2006, la Mesa Nacional Indígena y otras entidades del Estado, asumen la convocatoria de los delegados oficiales, por lo que FRENAPI decide trabajar directamente desde las comunidades: es decir, “delegados comunitarios identificados con la Agenda del FRENAPI”, estos fueron nombrados en cada territorio indígena para realizar la consulta sobre el proyecto de Ley, dos por cada territorio, reconocidos por el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) y los diputados.







Para el 2009, se realiza la “Vigilia por la Autonomía”, frente a Casa Presidencial, por espacio de 8 meses, como una medida de presión en aras de la aprobación del proyecto de Autonomía de los Pueblos Indígenas y como denuncia ante la lentitud del Estado-Gobierno y las violaciones a los Derechos Humanos.







En el 2010, se da una protesta pacífica en la Asamblea Legislativa por parte del FRENAPI, acción que desemboca en el desalojo violento de estas instalaciones el 10 de agosto. Citando textualmente a la coordinación del FRENAPI: “mostrando la voluntad de un Estado opresor, racista y violento en contra de los Pueblos Indígenas” (Coordinación FRENAPI, 2014). 







A raíz de ello y tras los sucesos violentos, se llegó al acuerdo de que el movimiento ya no buscaría llegar a la capital, “por lo que se acordó que si el Estado, Gobierno y Asamblea, rechazaban a los indígenas, en su capital no indígena ellos y ellas regresarían a sus territorios para construir la autonomía desde sus propias comunidades” (Villanueva, C. 2014, citada en Quesada, D. 2014, p. 89). A partir de allí se genera un viraje o cambio de las demandas y objetivos hacia la lucha por Derechos Humanos, bajo el ideal de construir autonomía desde los territorios a partir del proceso de las recuperaciones. Concretizando estas acciones a través de: 







1. procesos de capacitación en Derechos Humanos.



2. leyes e instrumentos internacionales ratificados.



3. procesos de saneamiento territorial (hacer cumplir la ley, en donde la exclusividad de los territorios es de los indígenas).



4. la construcción, establecimiento y formalización de autoridades y organizaciones propias autónomas sobre las impuestas por el Estado (Plan de Trabajo FRENAPI, 2014).







A partir del 2012, el conflicto se agrava, se presenta un contexto con varios hechos que violan Derechos Humanos Indígenas y que acrecientan las agresiones en contra de varios miembros del FRENAPI. Tras estos hechos, en la Asamblea del 15 de setiembre del 2012, en Duchi- Chirripó como data el documento “Memoria del Taller 2015”, se decide crear un Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía Indígena (ODHAIN) con el fin de:



“Realizar trabajo de observación en los territorios indígenas con el fin de documentar futuras agresiones contra comunidades y personas, por parte de personas no-indígenas, empresas o transnacionales, entes y órganos estatales, y de colectivos de cualquier tipo cuyos intereses riñan con el de los legítimos propietarios de la cultura y de los territorios indígenas”. (Minuta Observatorio, 10 de octubre del 2012, p.5).







Es a partir de este punto en donde empieza a tener un papel preponderante el Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía Indígena (ODHAIN), el que actúa bajo solicitud de los territorios indígenas afectados por alguna situación de violencia explícita, realizando una visita a la comunidad para recolectar la evidencia necesaria para las denuncias y procesos legales que se derivan de las situaciones de agresión y conflicto.







La primera, segunda y tercera misión, corresponden a los períodos del 2012. En cuanto a la cuarta, quinta y sexta misión (internacional), se desempeñaron durante el 2013. A partir de la séptima y hasta la novena, transcurrieron en el período del año 2014. Durante el 2015 surgen la décima, undécima y decimosegunda misión, todas ellas a raíz de situaciones de agresión. A principios del 2016, se lleva a cabo la decimotercera misión bajo testimonios bastante contundentes de agravación de violencia y agresión, y a finales del mismo año, se lleva a cabo la decimocuarta misión de observación. Durante el período 2017 – 2018 se llevan a cabo la primera y segunda parte respectivamente de la decimoquinta misión, estas a petición de los recuperadores de la Finca Crün Shúrin, perteneciente a Territorio Bröran, así como los recuperadores en Territorio de Rey Curré. 







Para esta Misión 16a, se realiza una entrevista a Mariana Delgado, perteneciente al Territorio de Salitre, delegada del FRENAPI y miembro del Consejo Iriria Jtchö Wakpa, quien da testimonio de las constantes agresiones de las que han sido víctima ella y sus familiares. Recuerda el impactante acto de violencia, ocurrido en enero de 2013, contra ella y sus hijos Wilbert y Minor Ortiz Delgado, quienes fueron agredidos por diez no-indígenas física y verbalmente. En esa ocasión, Minor recibió un balazo en una pierna, y fue quemado en el pecho con un hierro candente, de los que se usan para marcar ganado. Este acto de violencia directa, también conlleva una fuerte carga simbólica, por la manera en que se marcó la piel de un ser humano y por tratarse de una familia de recuperadoras indígenas, ahora beneficiaria de las Medidas Cautelares. También relata Mariana sobre la persecución judicial de que ha sido objeto en el curso de los años, con denuncias graves (tenencia de sustancias ilícitas) en contra de su familia donde ni siquiera se les notifica pero que luego traen consecuencias.







Durante esta 16a Misión, Pablo Sibar, líder indígena Bröran de Térraba, narra que las amenazas hacia el Pueblo Bribri de Salitre, así como al Pueblo Bröran de Térraba (y en este caso específico hacia Sergio Rojas Ortiz) datan del 2012, cuando inician las recuperaciones. A partir de allí, los agresores aumentan sus amenazas y la violencia directa. Afirma que, desde el 2012 hasta el 2014, recibieron amenazas de parte de los no-indígenas dentro de los territorios Bribri y Bröran, y que -por ejemplo- el 2014 “es un año muy violento en Salitre, hay heridos, hay marcados, hay baleados, las amenazas han venido creciendo”. Con respecto a las agresiones directas, sostiene que “no creíamos que las amenazas de que nos iban a mandar sicarios fueran ciertas y lo hablamos con Sergio. No creíamos que ellos se organizaran para pagar sicarios, porque yo estoy plenamente seguro que a Sergio no lo mató cualquier persona. Tiene que ser un proceso muy planificado y por ejemplo uno escucha ahora ´ya matamos el primero y si las cosas siguen matamos a los otros´ y son cosas que se dicen inclusive en Facebook (…) Son cosas que en su momento no creíamos pero que en este momento nos pone a pensar que sí pueden ocurrir estas cosas y que están dispuestos los terratenientes a ir a más consecuencias”.







Recuerda también, que Sergio había sufrido un primer atentado con arma de fuego en el 2012. Era recurrente que recibiera mensajes de texto en donde le amenazaban diciendo que si continuaban con los procesos de lucha y recuperación “sus hijos, su familia, usted mismo sufrirán consecuencias, tenemos plata para pagar que los maten decían en las frecuente reuniones de los blancos”, afirma Pablo Sibar, así como también que estas amenazas continúan estando presentes hasta el día de hoy, hacia las personas que lideran procesos de recuperación. 







En este particular, cabe destacar la referencia que hace Albán Rojas (hijo de Sergio Rojas) con respecto al largo historial de amenazas y atentados en contra de su padre. "Desde que yo estaba chiquitillo y desde que tengo memoria a papá y a nosotros nos estaban matando. Las amenazas eran constantes". En una ocasión un no-indígena envió a otra persona para apuñalear a su padre. Esta persona estuvo alrededor de 3 años en la cárcel debido al delito cometido. Recuerda también el entrevistado, como en otra ocasión un no-indígena utilizó un arma de fuego para amedrentar a su padre. Posterior a esta acción, se dictaminaron medidas. La policía estuvo visitando con más frecuencia la zona alrededor tres meses. Transcurrido este tiempo disminuyó la frecuencia de las visitas.







Aunque este no sea uno de los objetivos de la presente Misión de ODHAIN, cabe recordar que -en el caso específico de Sergio Rojas- la persecución en su contra alcanzó dimensiones judiciales, estando encarcelado durante más de siete meses, sin que hubiera una acusación formal en su contra. Esto inició una fuerte campaña por su liberación, desde el seno del propio FRENAPI, con el apoyo de grupos de movimientos sociales.







Las amenazas y agresiones no cesaron en contra de Sergio y de familias recuperadoras de Salitre y de otros territorios indígenas, incluyendo quema de viviendas, de cosechas, y heridas con armas blancas y de fuego. El día en que asesinaron a Sergio, él había acompañado a otros indígenas a interponer una denuncia, ante la Fiscalía de Buenos Aires. Si bien no iba como denunciante ni testigo, era normal que a Sergio Rojas le solicitaran ayuda y consejo para este tipo de gestiones, dada su experiencia y conocimiento. La agresión mortal acaeció en horas de la noche, mientras el hoy fallecido se encontraba en su casa de habitación, ubicada en Salitre. Su vecino y compañero Marino Delgado, escuchó las detonaciones y fue quien llamó para pedir ayuda al Servicio de Emergencias 9-1-1, siendo la Fuerza Pública los primeros en llegar al lugar. Queda la duda sobre el motivo de la tardanza de la policía y de la asistencia médica.











VISITAS DE CAMPO, TESTIMONIOS, ENTREVISTAS, PERCEPCIONES Y VERIFICACIONES







La 16ª Misión ODHAIN se llevó a cabo en visitas de campo en el centro de Buenos Aires de Puntarenas y en los Territorios Indígenas de Salitre y de Térraba, lugares donde se recogieron testimonios de autoridades locales, pobladores indígenas de esas comunidades, indígenas de otros Territorios y delegados que acudieron al encuentro convocado por el Frente Nacional de Pueblos Indígenas (FRENAPI). Asimismo, se recopiló documentación y se hizo registro audiovisual, como parte de la verificación. En San José, se realizaron más entrevistas a autoridades nacionales.







Las dos reuniones de FRENAPI en las que el Observatorio hizo acto de presencia, se llevaron a cabo en dos localidades, siendo la primera el día 19 de abril, en el Liceo de Yeri (Salitre), mientras que la segunda tuvo lugar al día siguiente, en un establecimiento en el Territorio de Térraba. Durante las actividades y durante los recesos, el ambiente era de mucha tensión, ya que estaban congregadas personas que lideran los procesos de auto-afirmación y autonomía indígena, que ya han recibido múltiples amenazas y/o han sido agredidas por quienes les adversan. Se pudo constatar la poca confianza que las y los indígenas tienen en el cumplimiento de las Medidas Cautelares, como garantía para su seguridad.







Durante la visita en el Territorio de Salitre, se observó la presencia de algunos efectivos de la Fuerza Pública, que se transportaban en motocicletas y vehículos de patrulla. Esto se verificó en el cruce del cementerio, donde se conversó con el funcionario de Fuerza Pública, Gilberth Valverde; así como frente a la casa de habitación de Carol Rojas, hija de Sergio Rojas Ortiz.







La mayoría de las entrevistas fueron presenciales pero algunas debieron efectuarse vía telefónica, dada la dificultad de llegar al sitio donde se encontraban las personas. Por otro lado, y por tratarse de feriados de Semana Santa, quedaron pendientes las visitas a la Cruz Roja local y a los representantes de la ADI de Salitre. Para las entrevistas que quedaron pendientes en San José, se hicieron llamadas telefónicas y se envió un correo electrónico a representantes de la Defensoría de los Habitantes, pero no se recibió repuesta para concertar la entrevista.







Entre las personas contactadas para recoger sus impresiones, podemos citar a:







· Emanuel Buitrago, Bribri de Talamanca (integrante de FRENAPI)



· José Fidel Figueroa Rojas, Bribri de Salitre, recuperante en Las Rosas



· Mariana Delgado, Bribri de Salitre



· Luisa Bejarano, Gnöbe de Conte (integrante de FRENAPI)



· Doris Ortiz Ortiz, vecino de Salitre (adversaria de FRENAPI)



· Pablo Sibar Sibar, Bröran de Térraba (integrante de FRENAPI)



· Lesner Figueroa, Bribri de Salitre (integrante de FRENAPI)



· Carol Rojas, Bribri de Salitre (hija de Sergio Rojas)



· Franklin Paniagua, director de DINARAC



· Alice Harding Shackelford, Coordinadora Residente de las Naciones Unidas en Costa Rica



· Miguel Morales, vecino de Salitre (compañero de Lidiette Bejarano, quien es integrante de la ADI Salitre)



· Gilberth Valverde Retana, Sub Jefe de la Fuerza Pública, Delegación Cantonal de Buenos Aires.











EJES TRANSVERSALES ENCONTRADOS EN LAS ENTREVISTAS Y LOS TESTIMONIOS







1. Presencia policial antes y después del asesinato







La mayoría de las personas entrevistadas coinciden en que después del asesinato de Sergio Rojas la presencia de la policía en la zona de Salitre ha aumentado. Ahora bien, es importante señalar que esto no va de la mano con un aumento en la sensación de seguridad por parte de las y los habitantes indígenas de Salitre. Refieren que esta actividad policial se limita a una ronda diaria con el objetivo de obtener la firma de alguna de las personas con Medidas Cautelares. Para efectos prácticos, esto no ha aumentado la percepción de seguridad por parte de estas personas.







2. Conexión entre la ineficacia del Estado-Gobierno para hacer cumplir la ley, realizando el saneamiento territorial y el estado de violencia actual







Una gran parte de los y las entrevistadas consideran que el estado actual de violencia está intrínsecamente relacionado con la falta de acciones por parte del gobierno para cumplir con la ley en lo correspondiente al saneamiento territorial. La idea básica es: "Si el gobierno hubiese cumplido con lo que tiene que cumplir no estaríamos pasando por esto. No hubiesen asesinado a Sergio Rojas". 







3. Amenazas y atentados







La situación de amenazas y agresiones físicas que han sufrido los indígenas a manos de finqueros no han sido atendidas con diligencia e interés por las autoridades pertinentes, manifestando inconformidad con tener que dar seguimiento al proceso de denuncias que interponen los agredidos. A a raíz de esto, las y los indígenas sienten que los interrogatorios que se realizan por las autoridades son una pérdida de tiempo o les genera temor que la información que brinden sea usada en su contra.







Para muchos de las y los entrevistados, está claro que el asesinato de Sergio Rojas fue orquestado por un grupo de no-indígenas, por terratenientes de la zona y de otros lugares. Varias de las personas con las que se trabajó, brindaron información específica de nombres y lugares asociados con el plan de asesinato contra Rojas. Con el objetivo de salvaguardar la seguridad de las fuentes, no revelaremos los detalles de esta información de forma pública. (Dada la relevancia de esta información y la posibilidad de que algunos de estos detalles no hayan trascendido al Organismo de Investigación Judicial, nos pondremos en contacto con las autoridades correspondientes, con el fin de enriquecer el proceso de investigación).







4.  Percepción de desconfianza hacia la Fuerza Pública y otras instituciones







Los miembros de la comunidad entrevistados manifiestan que sienten desconfianza de instituciones como la Fuerza Pública, debido a que no han hecho acto de presencia para resguardar a la comunidad indígena, y que, además, en ocasiones agentes de policía han sido vistos entrar a la comunidad en resguardo de algunos “finqueros blancos” que están relacionados con violencia y amenazas hacia indígenas. Nos dicen al respecto: “Carlos Arroyo, cuando llega, viene acompañado de policías; en lugar de acompañarnos y cuidarnos a nosotros”. 







Esta desconfianza se extiende hacia otras instituciones como Poder Judicial, PANI, Cruz Roja y Centros de Salud, pues sus acciones se han posicionado a favor de los no-indígenas y se perciben actitudes de racismo y discriminación. Se quejan, varias de las y los entrevistados sobre la existencia de vínculos de parentesco/ amistad entre funcionarios de dichos entes y los no-indígenas de las fincas.







Con respecto a la investigación del asesinato de su padre, Carol Rojas, afirma que no tienen acceso al expediente ni se les ha suministrado de parte de la Fiscalía información alguna. “Cómo, digamos, uno hace para saber si lo están haciendo bien o lo están haciendo mal”, se pregunta. Cuenta que, días antes de realizar la entrevista, a su hermano Mauro lo citaron a la Fiscalía de Buenos Aires, a donde acudió, pensando que lo hacían para brindarle informes sobre el proceso de investigación. Sin embargo, se le interrogó sobre una causa de supuesta malversación de fondos contra su padre, lo cual la familia consideró una burla, debido a que el proceso había sido cerrado y que estaban desviando la atención hacia las acusaciones contra él. “No le preguntaron nada del asesinato, solo de lo otro” Dice también que le da miedo ir a Buenos Aires debido a la intimidación y los comentarios que siente como familiar de Sergio Rojas.







5. Programa de Protección a la Víctima y Medidas Cautelares







Prácticamente todas las personas indígenas entrevistadas manifestaron tener algún nivel de conocimiento sobre las Medidas Cautelares dictadas por la CIDH desde el año 2015.







Según Carol Rojas, hija de Sergio Rojas Ortiz, las Medidas Cautelares que protegían a su padre no se cumplieron, lo que trajo como consecuencia su asesinato. Cuenta que el día después del asesinato de su padre fue llevada a la Fiscalía de Buenos Aires, junto a su hermana y hermanos. Allí, una psicóloga de Pérez Zeledón les propuso ingresarlos al Programa de Protección a la Víctima. Entre las recomendaciones para su salvaguarda, se les propone salir durante unas semanas o meses de Salitre, esto, sin ofrecerles un lugar ni considerar las consecuencias del desarraigo. Debido a la negativa de ellos de salir del Territorio, les propusieron, un método de monitoreo en donde la Fiscalía de Buenos Aires enviaría todos los días efectivos de la Fuerza Pública, pero "(…) nada más vienen y preguntan si hay algún acontecimiento anormal. Nos hacen firmar la hojilla que andan y se van", menciona textualmente Carol Rojas. Afirma que la patrulla a veces llega y se estaciona una media hora y también han llegado intermitentemente con intervalos de día y medio. "Hubo como una semana que no vinieron". Comenta que esto es debido a que cambian los policías y las patrullas, y los policías nuevos que llegan no tienen conocimiento de cómo realizar estas acciones. Agrega que el oficial de la Fuerza Pública le indicó, días antes de realizar la entrevista, que no sabía cómo iban a hacer cuándo comenzaran las lluvias pues no pueden llegar hasta su casa, debido a las dificultades del camino.







De igual forma, Pablo Sibar comenta que cuando ellos, como Pueblo Bröran de Térraba, solicitaron las Medidas Cautelares, lo hicieron para aquellas personas dentro del Territorio que sufrían algún peligro y que, por ello, les extraña muchísimo que ahora el gobierno diga que las Medidas son para todo el Territorio, debido a que hay indígenas dentro del territorio que ellos los autodenominan como “malinches” (por su clara afinidad con los no indígenas) que no sufren ningún peligro. 







Lesner Figueroa, líder indígena, miembro del Consejo de Mayores Dixö, resalta que no hubo acercamientos por parte del Estado, no hubo voluntad ni respuestas. A pesar de las insistencias, la policía no llegaba a la comunidad, Fue solo después del asesinato del líder indígena Sergio Rojas, que se iniciaron una serie de patrullajes.







También en torno a la vigilancia policial, Mariana Delgado (una de las beneficiarias de las Medidas Cautelares) manifiesta que ha percibido un cambio de parte de la Fuerza Pública, pues antes no se sentía su presencia. Después de la muerte de Sergio, ella y su familia continuaron recibiendo amenazas, de parte de un señor “Eliodoro” y “los Araya”, quienes envían a sus peones a dispararles con armas de fuego. Ante estos hechos, la policía llega una vez al día. También indica Mariana que se han realizado retenes en Cebror de Salitre y que se ha reunido con el Teniente José Ríos, para estudiar los puntos más vulnerables. A pesar de este cambio, no siente que el patrullaje y la protección sean suficientes.







Por su parte, Franklin Paniagua (director de DINARAC) afirmó que, con respecto al proceso de investigación del asesinato de Sergio Rojas, no posee más información que la que maneja el ODHAIN, pues este proceso ha sido “muy hermético” y lo único que conoce es que lo está manejando un equipo especial e independiente desde la Fiscalía de San José. Agregó Paniagua que, para efectos de coordinar la implementación de las Medidas Cautelares (posterior al asesinato de Sergio) se llevaron a cabo varias reuniones interinstitucionales, que dieron como resultado la conformación de dos Comisiones, una de Seguridad y otra de Saneamiento para cada Territorio (Salitre y Térraba).







Gilberth Valverde (subjefe de la Delegación Cantonal) informa que, desde el día del asesinato, están realizando constantes rondas por Salitre y que toman nota de los vehículos que ingresan al Territorio. Agrega el oficial que conoce a muchos de los habitantes de la zona y que está al tanto de las Medidas Cautelares. Estando en el cruce del Cementerio, se le solicita (por escrito) una copia de la bitácora del día del asesinato de Sergio Rojas, la cual se retira al día siguiente, sin ningún contratiempo. 







6. Violencia de género







Durante las entrevistas a mujeres de la comunidad, expresaron que reciben constantes intimidaciones que atentan contra su integridad física por el hecho de ser mujeres. Para citar un ejemplo, Luz Milda (Bribri del Territorio de Cabagra) comenta que recibieron múltiples amenazas de violación física. Dice al respecto: “Hubo amenazas de violación contra las mujeres y las niñas. Es lo que nos decían, que lo que nosotras queríamos al no salir de la recuperación era que nos violaran y violaran a las chiquillas”. Al poner la denuncia, la repuesta oficial fue que ella lo que tenía que hacer era salir del Territorio.







Otras mujeres también narran experiencias que evidencian la doble vulnerabilidad y la discriminación que viven, por su condición de mujeres y de indígenas.











CAMPAÑA DE DESPRESTIGIO CONTRA SERGIO ROJAS







Durante los primeros días posteriores al asesinato de Sergio Rojas Ortiz, se dio una avalancha a nivel nacional  e internacional de comunicados y escritos expresando indignación por el crimen, así como solidaridad para con sus familiares, amigos y pueblos indígenas del país. Las manifestaciones en las calles, los homenajes en centros de estudio y los comentarios en redes sociales no se hicieron esperar. Como ocurre en estos casos tan publicitados, los medios de prensa cubrieron la noticia. 







A pesar de las reacciones nacionales e internacionales de apoyo a la lucha indígena en Costa Rica, surge de forma paralela una campaña de odio y desprestigio. El propio día de su muerte, ciertas páginas de redes sociales comenzaron a publicar comentarios que expresaban júbilo o burla por el trágico final del líder indígena. En menos de una semana, algunos medios de prensa nacionales comenzaron a propagar la duda sobre la honorabilidad del difunto, entrevistando repetidamente a dos personajes que le adversaron hasta su muerte. Se trata de las señoras Thais Vidal y Doris Ortiz, quienes en varias ocasiones habían tenido problemas legales con Sergio Rojas, al punto de que ambas estaban entre las que interpusieron la demanda judicial contra él, que le llevaría a estar confinado durante más de siete meses en prisión (a pesar de no existir acusación formal para retenerlo). 







Las declaraciones de Vidal y Ortiz a la prensa, versaban básicamente en lo que ellas consideraban como malos manejos de dinero por parte de Sergio Rojas, y por el cual ellas lo habían denunciado. Cabe aclarar que Vidal tiene una condena en firme por usurpación, en tanto que la señora Ortiz admite (en la entrevista que nos concedió) haber sido ella misma acusada por ese delito. 







Es así que surge una figura de Sergio muy contrastante con la de los primeros días, provocando comentarios escritos y verbales, cargados de odio y racismo, llegando incluso a ser amenazantes. “Ya mataron al primero, siguen los otros”, “¿Qué se creen estos indios, que son dueños del país?” “Creían que era un héroe, pero era un ladrón”. Así, por el estilo, era el tono que se podía leer públicamente en algunas páginas personales y en comentarios a notas de prensa por internet, escrito por personas que se escudaban tras un pseudónimo o que utilizaban tranquilamente su verdadero nombre. Las voces del odio pusieron en evidencia el racismo que impera en algunos sectores de la población, debido a factores que tienen que ver -en algunos casos- con la ignorancia y -en otros- con intereses creados por un afán mercantilista de la vida.







Se le realizó una larga entrevista a Doris Ortiz, quien, esta vez dijo no considerarse indígena Bribri sino de origen multiétnico, aunque nació en Salitre. Es pensionada funcionaria de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), integrante de la asociación de mayores de Salitre. Afirma es la primera vez que ODHAIN la entrevista, y que se le había ignorado, por ser “del grupo contrario” (a Sergio). Sostiene que la Ley Indígena comete un gran error al indicar que los territorios y terrenos indígenas son colectivos. Considera que todas las personas habitantes de los Territorios, pertenecientes o no a los respectivos Pueblos Indígenas son víctimas del Estado “que maneja todo desde San José” y no hace valer la Ley Indígena en los Territorios. Opina que “el Estado necesita de estas tierras porque son las más ricas de Costa Rica”. En cuanto a los clanes, Doris afirma que “nada tiene que ver una etnia con un clan. Eso lo traen las universidades para ponernos a pelear”. 



Reconoce no manejar nada de información sobre el asesinato de Sergio Rojas.  También indica que a su esposo le quitaron su terreno por no ser indígena Bribri, así como a varias personas y familias que no pertenecen al Pueblo Bribri.  “Me gustaría volver a la paz. Que al que esté aquí que lo indemnicen”.







Sin que lo haya mencionado Doris Ortiz, años atrás, ella había participado en un documental, donde se le entrevistaba y daba declaraciones muy diferentes a lo expresado durante la visita de la 16a Misión ODHAIN. En esa ocasión se presentaba como una fiel defensora de los Derechos Indígenas y del saneamiento territorial de Salitre, cuando decía que seguiría luchando para “que no se le quite más tierra a los indígenas, para que ningún blanco (como nosotros los llamamos) llegue a molestar a nuestra reserva”. (Waca la Tierra de los Bribris, de Edgar Trigueros). Eso fue en 1979, dos años después de la aprobación de la Ley Indígena y antes de trabajar en CONAI, institución estatal en la que laboró durante 31 años.











ACOMPAÑAMIENTOS EN CASA PRESIDENCIAL







· Lunes 13 de mayo: Representantes de ODHAIN hicieron acto de acompañamiento a un grupo de académicos y estudiantes universitarios, que se presentaron a Casa Presidencial para entregar personalmente a Carlos Alvarado Quesada, una carta firmada por 40 Premios Nobel Alternativos. A pesar de que se advirtió a los asesores presidenciales que la entrega del documento no iba a llevar más de 15 minutos, el mandatario no aceptó recibir a una pequeña comitiva, aduciendo estar en una conferencia de prensa. En su lugar, ofrecía que el viceministro de Seguridad, Juan Alfaro, se hiciera cargo. Esto causó un gran malestar, especialmente porque días antes (el 23 de abril), el Presidente Alvarado había recibido sin ningún obstáculo a un grupo que adversa a FRENAPI, en el que se encontraba Thais Vidal (abogada condenada por usurpación). Finalmente, el viceministro recibió el documento, no sin escuchar las protestas expresadas por dos representantes indígenas de Territorios bajo Medidas Cautelares y por la académica Maritza Marín.







· Lunes 20 de mayo: Ante la visita de representantes de la CIDH en Casa Presidencial, grupos ecologistas y de Derechos Humanos organizaron una manifestación pacífica, para exigir el cumplimiento de las Medidas Cautelares y justicia por el asesinato de Sergio Rojas. El Observatorio hizo acto de presencia, sin que se presentara ningún incidente.











CONCLUSIONES







Hay un antes y un después, en lo correspondiente a las relaciones del Estado-Gobierno con las Comunidades Indígenas y la forma de percibir a un país como Costa Rica, considerado por muchas personas como pacifista y respetuoso de los Derechos Humanos. El asesinato de Sergio Rojas Ortiz ha marcado ese salto, pues ha puesto sobre la palestra nacional e internacional la manera deficiente con que se ha venido manejando el tema Tierra/Territorio, como raíz del conflicto y de las constantes agresiones contra las personas indígenas que exigen el cumplimiento de la legislación nacional y los convenios internacionales, para que -de una vez por todas- los Territorios Indígenas queden en manos de sus legítimos dueños.







Son muchas las oportunidades en que se ha venido repitiendo lo mismo. Esta 16ª Misión ODHAIN viene -una vez más- a poner en evidencia la nula o insuficiente acción de los gobiernos de turno y sus instituciones, así como de los Poderes Legislativo y Judicial. Si bien se han tomado algunas medidas y se han formado comisiones interinstitucionales después del crimen de Sergio Rojas, los resultados no se vislumbran a corto plazo.



 



Mientras no se resuelvan los casos de desalojo que tienen sentencias en firme y no se continúe de manera expedita con los otros procesos judiciales pendientes, el Estado no estará dando muestras de buena fe que hagan sentir confianza y tranquilidad a los pueblos autóctonos de Costa Rica. Mientras no se brinden las herramientas para que las comunidades indígenas sean respetadas integralmente en su territorialidad, cultura, lengua y autoridades propias y representativas, las medidas que se tomen van a ser un simple maquillaje y las agresiones no van a cesar. 











RECOMENDACIONES







El Observatorio de Derechos Humanos y Autonomía indígena, en su 16a Misión recomienda: 







1. Que el Estado aproveche los instrumentos y mecanismos legales existentes a nivel nacional e internacional sobre Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas y garantice su cumplimiento efectivo para la clarificación y justicia que evite las violaciones e impunidad de estos territorios y sus habitantes.







2. Que se extiendan las Medidas Cautelares a otros Territorios Indígenas donde hay brotes de violencia y donde se estén llevando a cabo recuperaciones (Cabagra y Rey Curré, por ejemplo). Identificar a las y los líderes de esas comunidades para recibir su insumo sobre los puntos críticos y darles particular protección.







3. Que los diferentes Poderes del Estado y todas las demás instituciones, realicen de inmediato un plan de capacitaciones para funcionarios/as y una campaña informativa pública y nacional sobre los derechos y las culturas indígenas. 







4.  Que se realice una rendición de cuentas constante en torno al Protocolo Nacional de Prevención y Manejo de Conflictos sobre Tierra y Territorio, para Pueblos Indígenas, con la participación de estos pueblos que contribuya en la elaboración de política pública.







5. Que el Estado, en su conjunto, promueva las reformas de leyes y reglamentos a efecto de cumplir con el derecho de las Comunidades Indígenas en sus estructuras comunitarias tradicionales, acatando las recomendaciones de la Sala Constitucional y del Relator de las Naciones Unidas; a fin de promover la libre autodeterminación de estos pueblos (Artículos 3 y 4 Declaración de la ONU, sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007).







6. Que, en los planes nacionales, regionales y locales de las instituciones educativas del Estado, las universidades y las instituciones educativas privadas se incluyan como eje transversal, la interculturalidad costarricense (Artículo 1 de la Constitución Política), asumiendo las cosmovisiones y espiritualidades propias de los pueblos indígenas.







7. Que el Estado/Gobierno cumpla de inmediato con el Protocolo de Implementación de las Medidas Cautelares establecidas por la CIDH para los Territorios de Salitre y Térraba e informe de manera pública y periódica a los pueblos interesados y al país.







8. Que el Estado costarricense atienda las demandas, de manera pronta y cumplida como lo ordena la Constitución Política, de las comunidades, relacionadas con los Derechos Humanos de los pueblos indígenas, que prevenga una escalada de violencia; así como a su vez se comprometa a aplicar justicia para las situaciones de violencia más considerables, como agresiones verbales y físicas, disparos, golpes, marcas en la piel, y el asesinato de Sergio Rojas. Recordando que los Estados siempre serán responsables, en sus países, de cualquier violación a los Derechos Humanos, sean estas por acción u omisión. El ODHAIN alerta a la comunidad nacional e internacional de que la actuación del Estado-Gobierno costarricense, negligente y complaciente, es la responsable del aumento de la conflictividad en los territorios indígenas.







COROLARIO







Valga la oportunidad para hacer mención de frases pronunciadas con antelación al asesinato del líder indígena Sergio Rojas Ortiz, que parecieran presagiar su trágico final. Una muerte anunciada, que se pudo haber evitado.







- Palabras de Ana Gabriel Zúñiga, ex Viceministra de Gobernación: “(…) porque si pensamos rendirnos a lo que ustedes plantean, de que están dispuestos a dar la vida, para nosotros sería facilísimo porque nada más llamamos a la policía y que levanten los cadáveres y ya”. (En reunión en Salitre, en el 2015).







- Palabras de Daniel Gamboa, vice-alcalde de Buenos Aires: “En Salitre, en cualquier momento somos noticia en ´Sucesos´”. (En entrevista para la 15ª Misión ODHAIN).







- Palabras de Sergio Rojas: “Prefiero morir luchando que salir huyendo”.







- CIDH: En el 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos instó a las autoridades de Costa Rica a adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad del pueblo Bribri en Salitre. Sin embargo, el Estado-Gobierno no ha llevado a cabo investigaciones adecuadas, enjuiciado ni castigado a los responsables de los ataques continuos.



"Las autoridades costarricenses deben proporcionar inmediatamente una protección culturalmente apropiada a los integrantes de los pueblos indígenas en situaciones de riesgo por la defensa de sus derechos.”











Este Informe será entregado a las autoridades del Estado Costarricense, a las organizaciones sociales nacionales e internacionales y organismos internacionales del Sistema Universal y Regional de Derechos Humanos (ONU, OEA); a los medios de comunicación social y a la opinión pública.







San José, a los 21 días de mayo del 2019. 







Por la Coordinación de la 16ª  Misión ODHAIN:



Ana Castillo y Suy Wong















CC. 



Poder Judicial - Corte Suprema de Justicia – Costa Rica. 



Fiscal General de la República. 



Presidente de la República – Carlos Alvarado Quesada. 



Viceministro de la Presidencia – Juan Alfaro López



Comisión de DDHH de la Asamblea Legislativa. 



Defensoría de los /las Habitantes. 



Organizaciones indígenas nacionales e internacionales



Iglesias y Religiones en Costa Rica. 



Director Oficina de la OIT – Costa Rica y de Oficina de Presentantes ONU – CR. 



Alto Comisionado de DDHH de los Pueblos Indígenas – ONU. 



Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 



Relatoría Indígena – OEA. 



Comisión para la Erradicación del Racismo y toda Forma de Discriminación – CERDONU  



Adolfo Pérez Esquivel – Premio Nobel de la Paz – Presidente SERPAJ – América Latina



Dr. Phil McManus – Movimiento Internacional por la Reconciliación – (IFOR) – FOR USA. 



Marina Pagés – (Fr) – Directora Servicio Internacional para la Paz – SIPAZ – Mx



Medios de comunicación, Redes sociales



Movimientos sociales  nacionales e internacionales







Informa la jueza Damaris Vargas Vásquez que el Despacho de la Presidencia le remitió dicho documento solicitando informe.-







SE ACUERDA: Se toma nota.-



ARTICULO XI



Se conoce comunicado electrónico sobre la siguiente publicación:



La Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 







Diseñan capacitación en beneficio del acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas







· Trabajo se realiza en coordinación con la Escuela Judicial



· Capacitación se desarrolla desde el pasado viernes 17 de mayo e incluirá cuatro fechas más hasta el 21 de junio







Erick Fernández Masís



Periodista







[image: D:\ARCHIVO PRENSA 2019\Notas y Fotos Erick\5. Mayo\Nota Módulo didáctico Pueblos Indígenas 20-05-19\Fotos comprimidas\IMG-20190517-WA0015.jpg]Con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales y de las demás instituciones involucradas en los alcances y la tutela del Derecho Indígena, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Escuela Judicial, desarrollan y ejecutan una capacitación en la búsqueda de un mejor acceso a la justicia de esta población.







La capacitación “Módulo didáctico para la promoción de los derechos de los pueblos indígenas. Aplicación de la normativa nacional e internacional”, se desarrolla desde el pasado viernes 17 de mayo y se extenderá por cuatro viernes más, los días 24 y 31 de mayo y 7 y 21 de junio.







Dentro de los temas a desarrollar destacan: Condiciones culturales dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justicia, la intervención de la Sección de Trabajo Social y las estrategias para cumplir la Política de Accesibilidad, el abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional y la Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, entre otros.







Este espacio de formación también busca profundizar en los alcances de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y el Código Procesal Agrario.







[image: D:\ARCHIVO PRENSA 2019\Notas y Fotos Erick\5. Mayo\Nota Módulo didáctico Pueblos Indígenas 20-05-19\Fotos comprimidas\IMG-20190517-WA0016.jpg]Se cuenta con expositores como la ex Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, Carmenmaría Escoto Fernández; la Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Damaris Vargas Vásquez; así como representantes de la Presidencia de la República, el Ministerio de Justicia y Paz, la Defensoría de los Habitantes, el INAMU y diferentes despachos judiciales relacionados con la materia.  







La actividad es presencial y se lleva a cabo en las instalaciones del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas, con la finalidad de tener un mayor acercamiento con la población indígena beneficiaria de las medidas cautelares dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al Estado costarricense.







Pies de foto:



1. La capacitación cuenta con expositores de distintos sectores públicos involucrados en la materia.



2. Personal judicial y de otros entes del Estado forman parte de este espacio de formación, en beneficio del acceso a la justicia de los pueblos indígenas.







SE ACUERDA: Se toma nota.



ARTICULO XII



Damaris Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, informa que en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Dirección de Planificación la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial con la metodología del MIDEPLAN. Con ocasión de lo anterior, la Comisión convocó a una sesión de trabajo el jueves 6 de junio en la que se pidió participar a dos representantes de la Subcomisión, incluyendo para procurar equilibrio a las representantes de la Defensa Pública Indígena, Fiscalía Indígena, así como al Dr. Marcos Guevara Berger y al señor Geiner Blanco, este último con ocasión de la Política Nacional Indígena que construye el Poder Ejecutivo.



SE ACUERDA: Se toma nota.-



ARTICULO XIII



Se conoce del Oficio N° 5392-19 de 31 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunico el 3 de junio el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, Artículo LXXVII, que literalmente dice:







“ARTÍCULO LXXVII







De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Paula Ramírez Zúñiga - Téc. Aux. 
Enviado el: lunes, 03 de junio de 2019 11:58 a.m.
Para: Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Defensa Pública de Pérez Zeledón <pze-defensa@Poder-Judicial.go.cr>; Defensa Pública de Buenos Aires <defensa-ba@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 5392-19
Importancia: Alta



0. San José, 31 de mayo de 2019



0. N° 5392-19



0. Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Máster Diana Montero Montero 



Directora interina Defensa Pública 



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, que literalmente dice:







“ARTÍCULO LXXVII







Documento N° 13995-15, 5144-19







Mediante oficio N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, el doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, comunicó:







“De conformidad con el documento N. 3967-19 del 29 de abril del 2019 del Consejo Superior del Poder Judicial, que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, en el punto 5.4 se señala:







“5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires. “ (la negrita y cursiva no es del original).







En atención a lo expuesto, con respeto, se indica que la Jefatura de la Defensa Pública desde antes de publicarse la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2019, y posteriormente a su entrada en vigencia, planteó una serie de solicitudes a diversas instancias administrativas del Poder Judicial para mitigar el impacto causado por la promulgación de la nueva ley. 







Igualmente, se ha desarrollado un proceso de medición de las cargas laborales de los Defenses Públicos, que ha conllevado a una reasignación de los recursos con que la Institución cuenta para lograr una mayor eficiencia en el servicio prestado. En este contexto, a la fecha y conforme nuestras posibilidades ya se trasladó una plaza penal de la Defensa Pública de Pérez Zeledón a la Defensa Pública de Buenos Aires para atender los asuntos indígenas que esta Oficina conoce, pero las necesidades imperiosas de otros Despachos y otras materias hacen que, al menos por ahora, la posibilidad de reacomodar más plazas sea reducida.







Es así como ante la falta de recursos propios para atender el asunto indígena, me permito señalar las principales Repercusiones de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica en la Defensa Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón, y la necesidad de plazas en este lugar.







De conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (Ley 9593) se genera un impacto en el servicio para el cual la institución no se encontraba preparada operativamente ni dotada de personal suficiente. Específicamente en el artículo 7 se establece: 







“ARTÍCULO 7: ASISTENCIA LETRADA GRATUITA Y GRATUIDAD DE LA JUSTICIA.







En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiere asistencia letrada y no pueda cubrir los costo, la administración de justicia preverá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…”







Es así como la Defensa Pública debe brindar asistencia técnica a las personas indígenas (físicas y jurídicas), que no puedan cubrir los costos de un abogado particular, de tal forma que la Administración de Justicia debe prever de forma gratuita una persona defensora pública: 1) especializada en derecho indígena. 2) especializada en la materia de competencia. 







En este sentido se ampliaron las competencias técnicas y profesionales de la Defensa Pública de dos maneras: 1.- Ampliándose los casos que conocemos en aquellas materias que ya tramitamos, y, 2.- Se abre el espectro competencial a todo tipo de proceso judicial -incluidos aquellos que no tramitamos ordinariamente, ni sobre los cuales tenemos personas Defensoras Públicas para designar-  cuando la persona usuaria sea una persona indígena, lo cual tiene repercusiones importantes en la atención y el efectivo Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en los procesos judiciales a nivel nacional.
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1. Se concentran la mayor parte de población indígena del país.



1. De nueve distritos tres cuenta con territorios indígenas:



1. Distrito de Buenos Aires: Salitre, Cabagra, Ujarrás.



1. Distrito de Boruca: Boruca, Curré.



1. Distrito de Potrero Grande:  Térraba.







Además es uno de los distritos con mayor cantidad de probreza del país.







En cuanto al tema que nos ocupa que es la Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas, debemos indicar que contaba con 2 personas defensoras públicas en materia penal ordinario y actualmente pudimos enviar, como producto del reacomodo mencionado líneas arriba, una persona más que fue trasladada de la Oficina de Pérez Zeledón, para un total de 3 personas defensoras públicas que deben atender a todos los usuarios indígenas y no indígenas de Buenos Aires, así como atender todas las diligencias que en esa zona territorial se señalen, además, deben trasladarse a Pérez Zeledón ( más de una hora en carro y 2 horas en bus) a realizar las diligencias que el Tribunal de Juicio señale, ya que dicho órgano jurisdiccional no tiene oficina de asiento en Buenos Aires y mucho menos se trasladan ellos a realizar su trabajo a dicho lugar, con lo cual obligan a los usuarios del servicio, la gran mayoría de ellos en condición de vulnerabilidad y con grandes limitaciones económicas, a viajar las distancias indicadas para acceder a Justicia. 







Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar que la Fiscalía de Buenos Aires, cuenta con 5 fiscales, además un fiscal de Pérez Zeledón que les colabora en Pérez Zeledón con algunos juicios de Buenos Aires, y la Fiscalía de Asuntos Indígenas asume algunos procesos que son tramitados por esos fiscales quienes además asumen las diligencias. Por lo que en materia penal claramente hay un desequilibrio entre la cantidad de personas defensoras públicas penales y la cantidad de fiscales.







Finalmente, hemos de indicar que la Defensa Pública de Buenos Aires cuenta con una plaza para la atención de usuarios en materia agraria, quien tramita aproximadamente 114 procesos agrarios, de los cuales 77 corresponden a asuntos con población indígena. Además, el Defensor Agrario de Pérez Zeledón se traslada a Buenos Aires a atender los usuarios que presentan intereses contrapuestos de personas no indígenas y el Defensor Agrario de Ciudad Neily (Corredores), se traslada a Buenos Aires a atender los intereses contrapuestos de población indígena.







En este contexto, en Buenos Aires, no contamos con plazas para la atención de pensiones alimentarias, de tal forma que una plaza de Pérez Zeledón se traslada dos veces a la semana a Buenos Aires y desde febrero se inició la atención de actoras en materia de familia. Por su parte, desde ese mismo mes se inició la atención de demandados de pensiones alimentarias y familia, por lo que otra plaza de pensiones alimentarias de la Defensa Pública de Pérez Zeledón debe trasladarse una vez a la semana.







La plaza de pensiones de Pérez Zeledón que asiste a Buenos Aires tiene un circulante de 408 personas, con más de 90 personas indígenas como actoras y 12 personas indígenas actoras en familia. La plaza que asiste a Buenos Aires para la atención de demandados de familia y pensiones, en dos meses tiene además de su circulante en Pérez Zeledón, 9 personas indígenas de pensiones y 3 personas indígenas de familia.







Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar la complejidad de los asuntos en materia penal, donde se tramitan casos que por sus particularidades son complejos, a manera de ejemplo, podemos citar los siguientes:







1. Expediente 16-200108-034PE, por el delito de usurpación, en perjuicio del Territorio Indígena de Salitre, aproximadamente se 40 personas imputadas, el proceso se encuentra señalado para audiencia preliminar del 17 al 21 de julio de 2019, son parte los dos defensores y la defensora de la oficina.







1. Expediente 17-000125-0634-PE, por el delito de usurpación en perjuicio del Territorio Indígena de Térraba, se encuentra en etapa de investigación y se han indagado a 85 personas imputadas, queda pendiente indagar a más de 200 personas imputadas.







1. Sumado a que se conoce que probablemente va a ingresar una nueva causa de Cabagra, que también sería de gran cantidad de personas.







Conforme ello, podemos indicar que respecto a los usuarios, en la Defensa Pública de Buenos Aires, tenemos los siguientes datos:







1. En total, tenemos 368 personas que se auto identifican como personas usuarias indígenas en materia penal.







1. En cuanto a violencia doméstica ya se atendieron consultas, de hecho, en uno de los casos no se pudo brindar el servicio en el momento, ya que las personas defensoras públicas de la oficina tienen interés contrapuestos debido a otros procesos, y la señora manifestó que no quería que se cambiara el señalamiento, para coordinar el nombramiento de otro u otra profesional.  







1. En cuanto a procesos contenciosos administrativos, se atendió un caso por parte de la Plaza Agraria, dicha atención fue realizada al Sr. Sergio Rojas, a quien se le estaba llevando a cabo la demanda correspondiente, sin embargo, murió.







1. En lo referente a querellas de acción privada, esta semana se solicitó la realización de la primera en la Defensa Pública de Buenos Aires (30 de abril de 2019).







1. En ese mismo sentido han ingresado aproximadamente 36 contravenciones con personas indígenas que solicitan defensa técnica.







Debe establecerse lo siguiente:







1. El Lic. Roy Garro León, Defensor Público de Pérez Zeledón asiste a la Defensa Pública de Buenos Aires dos días a la semana, asume funciones como defensor en materia de Pensiones Alimentarias y debido a un acuerdo con el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires; los martes atiende personas usuarias (demandas, contestación de incidentes, evacuar consultas y otros), los miércoles se realizan audiencias testimoniales y asuntos administrativos.







1. La Circular N° 52-2012 del Consejo Superior de Poder Judicial “plazo de 10 días para realizar audiencias de conciliación: En Buenos Aires no se realizan audiencias de conciliación en el tiempo establecido, en primera instancia el Juzgado procede a resolver los traslados, una vez que se reciben las contestaciones y resueltos los recursos en contra de monto provisional, se procede a señalar audiencia de Conciliación y Testimonial. Uno de los factores que inciden en el incumplimiento de la presente circular recae en la falta de recurso humano, ya que el Lic. Roy Garro León no cuenta con el tiempo ni las condiciones  suficientes para llevarlas a cabo. 







1. Como se expuso anteriormente, el Lic. Roy Garro atiende a las personas usuarias los martes, promedio se reciben cinco demandas al día, lo cual genera una espera de una a tres horas aproximadamente. 







1. Lo que resulta alarmante son las personas usuarias que no han recibido atención por la ausencia del defensor público, ya sea por la cantidad de personas que llegan los martes o simplemente porque acuden cualquier otro día a los Tribunales de Justicia de Buenos Aires, desde 01 de enero de 2019 al 12 de abril de 2019 se cuentan con los siguientes datos:
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Nótese que la información recabada arroja datos realmente preocupantes, los cuales irán en incremento debido a la atención de otras materias, un ejemplo de ello es el caso del Lic. Roy Garro, como ya mencionó es insuficiente la asistencia de dos días para la carga de trabajo en materia de pensión alimentaria. Sin embargo, se suma el servicio que brinda en materia de Familia, lo cual propicia retrasos, horas de espera en atención de personas usuarias y desatender aún más la materia de pensión alimentaria. 











En lo referente a la Defensa Pública de Pérez Zeledón  y cómo la relación de brindar un servicio en Buenos Aires los afecta, se puede determinar de la siguiente manera:







1. El sistema oral-electrónico del Juzgado de Pensiones Alimentarias instaurado en el I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) depende del apoyo al menos de tres personas defensoras públicas de la materia.







Una persona defensora que atienda audiencias tempranas de conciliación (se señalan todos los días), otra que asista a la audiencia de recepción de prueba (se señalan todos los días) y otra que al menos se mantenga en la oficina atendiendo a las personas usuarias y confeccione los escritos respectivos (demandas, incidentes y escritos de impugnación o contestación de resoluciones a término).







Al tener que utilizar los compañeros de la materia de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón para trasladarse a Buenos Aires a brindar el servicio a población indígena en las materias indicadas, se desarticula totalmente el sistema oral-electrónico expuesto, al punto que la jueza coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón ya externó su preocupación, indicando que su despacho también debe de cumplir con términos específicos de agenda de audiencias, lo que se está dificultando por lo saturado de la agenda de las personas defensoras públicas de la materia.  Incluso advierte que ya comunicó esta situación al juez gestor de Familia y Pensiones Alimentarias Cristian Martínez Hernández, encargado por parte la Comisión de la Jurisdicción de Familia del Poder Judicial para la instauración del sistema oral-electrónico de Pensiones Alimentarias a nivel nacional.







2.  El Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires no cuenta con un sistema de expediente electrónico, lo cual dificulta el acceso al proceso de personas defensoras desde Pérez Zeledón, sobre todo cuando se requiera de un trámite rápido y expedito o la presentación de una gestión a favor de la persona usuaria indígena ante el vencimiento de términos.







3. En Buenos Aires normalmente se procede a notificar por sectores. A manera de ejemplo, un día los notificadores visitan la comunidad de Térraba, otro día la comunidad de Ujarrás y así sucesivamente, lo cual incide en la afluencia grupal de estas personas a la oficina de la Defensa Pública a solicitar el servicio, muchas veces y como ya ha sucedido, en el último día hábil para contestar un proceso o impugnar una resolución, lo cual supera la capacidad operativa de la oficina.







4. La Defensa Pública de Buenos Aires no cuenta con personal de apoyo técnico-jurídico y por el momento la secretaria de la oficina es la única persona que está colaborando y coordinando con la persona defensora pública de Pérez Zeledón para la atención de esta población, lo cual resulta insuficiente por la gran cantidad de personas usuarias que solicitan defensa técnica en la Defensa Pública de Buenos Aires.







5. La sede de la Defensa Pública de Buenos Aires se encuentra a sesenta y cinco kilómetros de distancias de Pérez Zeledón, por lo que el factor de lejanía, la falta de disponibilidad de vehículo institucional todos los días de la semana y de personal técnico-jurídico, complica la accesibilidad y coordinación de la atención a esta población, con más razón si las personas indígenas también deben trasladarse largas distancias para presentarse a la oficina de Buenos Aires.







6. Se ha tomado determinación de destinar al menos un día a la semana para que una persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a la oficina de Buenos Aires para atender las personas demandas, sin embargo debido a los términos restrictivos que rigen en la materias atendidas y las dificultades de la población indígena de presentarse un día en específico para ser atendidas, puede que se requiera asistir a realizar gestiones a su favor en más de una ocasión a la semana según las particularidades, de tal forma que resulte necesario trasladarse y no atender a las personas actoras en Pérez Zeledón.  Además, otro factor que podría incidir en que se genere la necesidad que la persona defensora de Pérez Zeledón deba asistir a colaborar más de un día a la semana a Buenos Aires, es que aún no se sabe si los Juzgados de Buenos Aires señalarán audiencias sólo el día que la persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a Buenos Aires, o esta se verá obligada a desplazarse varios días a la semana a Buenos Aires, perdiéndose prácticamente su plaza de manera efectiva en Pérez Zeledón. Además, se acumulará su trabajo por los días que no brinde el servicio en esta jurisdicción o en su defecto tendrá que ser asumido por los otros dos defensores de la materia que se mantengan en Pérez Zeledón, lo cual, como se explicó en el punto número 1, se torna prácticamente imposible por las cargas de trabajo y la forma en que se trabaja mediante el sistema oral-electrónico de pensiones alimentarias.







7. A raíz de la colaboración a Buenos Aires y el tiempo efectivo que invierten en ello las personas defensoras públicas, se verifica un impacto directo en la atención de las personas usuarias de las materias de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón, pues han aumentado los tiempos de espera para ser atendidas e incluso ante la imposibilidad de esperar que algunas personas usuarias presentan, se han programado su atención para otro día, lo que igualmente ha generado molestias, con lo cual se expone al personal profesional y administrativo de la oficina a eventuales quejas o gestiones contra la institución.







8. La atención de personas indígenas de Buenos Aires también ha generado la necesidad de separar a dos de los defensores que apoyan las gestión de casos en esa jurisdicción, pues ambos comparten oficina en la Defensa Pública de Pérez Zeledón y debido a los intereses contrapuestos y la preparación de defensa de causas en que intervienen representando a cada una de las partes procesales, no es prudente ni idóneo que continúen compartiendo oficina. 







9. Idéntica situación sucede con los Defensores Públicos Agrarios de Pérez Zeledón y Corredores, que para atender lo que surja en Buenos Aires de Puntarenas, dejan descubiertos sus puestos de origen, con la afectación al buen servicio que ello puede causar.







No podemos dejar de mencionar que existe compromiso y esfuerzo de las personas defensoras públicas de la Zona Sur del país para brindar un servicio de calidad, sin embargo, la situación expuesta en estos lugares supera la capacidad operativa y de respuesta de los servicios de Penal, de Agrario, de Familia y de Pensiones Alimentarias.







Posteriormente se sumarán otros retos que impliquen otras plazas y atención, pero actualmente se requieren nuevas plazas para Buenos Aires, una más para materia de penal, y dos de pensiones alimentarias y familia (una para personas actoras y otra para personas demandadas); o en su defecto, una plaza para materia penal, y otra permanente en Buenos Aires para la atención de personas actoras en familia y pensiones, aún y cuando la Defensa de Pérez Zeledón continúe trasladándose para la atención de las personas demandadas de pensiones y familia.
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En sesión Nº 75-16 celebrada el 9 de agosto del año 2016, artículo XXIV, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada en propiedad por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, para que llevara a cabo las labores de apoyo al fiscal auxiliar designado para la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de territorio indígena, en perjuicio del pueblo indígena Bribrí de Salitre en primera instancia, para luego pasar a analizar lo atinente al pueblo indígena Teribe ubicado en Térraba, cantón de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior a partir del 16 de agosto y hasta el 23 de diciembre del 2016.







Posteriormente, en sesión N° 113-16 del 20 de diciembre del 2019, artículo LVI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros a fin de que se dedicaran a las labores que se dieron cuenta, lo anterior a partir del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017.







Seguidamente, en sesión N° 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LXXVI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 y hasta por tres meses y se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires. 







Luego en sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo LV, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a partir del 1 de abril y hasta el 31 de diciembre 2017, a las plazas N° s 96502 de Técnico Judicial 2 y 19899 de Fiscal Auxiliar, ambas de la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de que se dedicaran a las labores que se dan cuenta.







En sesión N° 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo XLV, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4 y a una de Fiscal, del 17 de abril del 2017 y hasta por tres meses, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.







Seguidamente, en sesión N° 34-17 del 5 de abril del 2017, artículo LXXXIX, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Defensor Público, del 16 de abril del 2017 y hasta por tres meses más, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.







Luego en sesión N° 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII, se comunicó al máster Randall Quirós Soto, Jefe de la Sección de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, que este Consejo requiere el estudio solicitado en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, para determinar la necesidad de mantener los permisos con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires.







Posteriormente, en sesión N° 42-17 del 4 de mayo del 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Planificación con respecto al estudio solicitado en sesión N° 40-17 del 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII.







En sesión N° 63-17 del 04 de julio del 2017, artículo XCVII, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza de juez 4 asignada al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara las labores indicadas y se concedió permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Técnico Judicial del citado despacho, del 01 de setiembre hasta el último día laboral del 2017, siempre y cuando exista contenido presupuestario, de lo contario se instó a la administración regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a mantener dentro de las posibilidades el técnico supernumerario a fin de que continuara con la colaboración del juzgador en los debates y vistas a realizar en el cantón de Buenos Aires.







Seguidamente, en sesión N° 66-17 del 13 de julio del 2017, artículo XCI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Defensor Público, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara a las labores indicadas, en el cantón de Buenos Aires.







Asimismo, en sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo CII, se aprobó el traslado de la plaza de Juez 4 del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que restaba del año 2017.







La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 11983-18 del 20 de noviembre del 2018, remitió a la Dirección de Planificación el oficio N° CACC-408-2018 de 16 de noviembre de 2018, en que la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, transcribió el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, con el fin de que la Dirección a su cargo, reconsiderara la devolución de la plaza de defensor y fiscal a la jurisdicción de Buenos Aires.







En razón de lo anterior, en sesión N° 28-19 del 28 de marzo de 2019, artículo XXXV, se conoció el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.







Y, se dispuso devolver el informe a la Dirección de Planificación, con el fin de que actualizara los datos contenidos en el citado informe.







Además, se le solicitó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la Republica, un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos Aires. 







Y se hizo ese acuerdo de conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la Defensa Pública, para lo de su cargo.







Se acordó: 1.-) Tener por rendido el informe N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, presentado por doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, mediante el cual hace de conocimiento el traslado de la plaza de un Defensor de la Defensa del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a la Defensa de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior para atender asuntos indígenas de esa localidad. 2.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Pueblos Indígenas.”







Atentamente, 















Ricardo Calderón Fernández 



Prosecretario General Interino











c:            Comisión de Pueblos Indígenas 



Defensa del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Pérez Zeledón



Defensa de Buenos Aires de Puntarenas



Diligencias / Refs: (13995-15, 5144-19)



Paula RZ







Informa Ligia se trata de una plaza adicional para atender asuntos penales que coadyuve en la defensa de las personas indígenas.



SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 5392-19 de 31 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunico el 3 de junio el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, Artículo LXXVII



ARTICULO XIV



Informa la master Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, sobre la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia que incluye la temática Indígena.



SE ACUERDA: Se toma  nota.-







ARTICULO XV



Roman Bresciani solicita que se remita al Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires un oficio agradeciéndoles la colaboración brindada.



SE ACUERDA: Se aprueba la propuesta y se dispone la remisión de un oficio al Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires agradeciendo la colaboración brindada al facilitar de manera gratuita el local donde desarrollar la actividad de capacitación en Buenos Aires. Solicitar colaboración a la Unidad de Acceso para la remisión del referido oficio.



ARTICULO XVI



Se conoce comunicado electrónico remitido por la integrante Ligia Jiménez, Defensora Pública Indígena, en el que informa:



“Redirijo este correo a su estimable persona, pues considero que podríamos desde la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas,  tratar de buscar con la Escuela Judicial un curso de familia para las personas defensoras públicas que atienden procesos de familia con personas usuarias indígenas,  pues la  materia de familia es nueva y específica para esta población.



 El Lic. Edmundo Barquero está realizando un excelente trabajo en Bribrí, atendiendo población que nunca habría sido atendida sino fuera por esta ley, sin embargo,  al no contar con plazas, se ha recargado la materia de familia a las personas defensoras públicas de pensiones, por lo que sin duda es de gran importancia que reciban la capacitación adecuada para brindar un servicio de calidad a las personas indígenas.”



El comunicado del licenciado Edmundo Barquero Porras, defensor público en Bribri de Talamanca, del 26 de abril de 2019, señala:



“… Licenciada reciba un saludo de mi parte. Como ya lo hemos conversado por vía telefónica y mi persona también con la Jueza de Familia de Limón, la licenciada Angela Jiménez Chacón, existen muchos tipos de procesos de familia que deberán ser asumidos por la Defesan Pública, por lo menos en las localidades en donde existan territorios indígenas, entre ellos y los que a mi persona más me han consultado, son los siguientes:



-Abreviados de Divorcio



-Procesos Especiales de Filiación (Todos los tipos, son aproximadamente 8 tipos)



-Procesos Sumarios de Conflictos de Autoridad Parental 



-Procesos Abreviados de Guarda, Crianza y Educación



- Procesos Ordinarios de Liquidación Anticipada de Bienes Gananciales



- Procesos de Adopción



- Procesos de Tutela de persona menor de edad



- Procesos de Sumarios de Interrelación Familiar



- Procesos de Violencia Doméstica.  Entre otros que me han consultado.  



En mi caso le comento que el suscrito tiene experiencia en el trámite de procesos de familia, pues mi anterior plaza en propiedad proviene del Juzgado de Familia de Desamparados, más sin embargo considero que tengo tiempo de no tramitarlos y menos desde la perspectiva que tiene un litigante o debo de actualizarme y además se que no todos los compañeros han tenido esta experiencia o capacitación, por ello considero que podría valorarse la posibilidad de realizar una capacitación a los compañeros que atendemos en territorios indígenas y los compañeros que nos sustituirían en dichas zonas, ya que considero que es una necesidad latente con la apertura en la representación en asuntos de familia…”



SE ACUERDA: Solicitar a la Escuela Judicial y a la Comisión de la Jurisdicción de Familia desarrollar una capacitación dirigida a las personas defensoras públicas quienes atienden a la población indígena en los procesos de Familia en los que intervienen, para desarrollar competencias en esa materia a fin de poder ofrecer un servicio público de calidad. Solicitar priorizar la capacitación en la Defensa Pública que atiende la población Bribri de Talamanca y Bribri de Salitre y de Térraba de Buenos Aires de Puntarenas. Se declara firme este acuerdo para su comunicación.-















ARTICULO XVII



Se conoce comunicado electrónico de la señora Alba Gutiérrez Villalobos, jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología del 3 de junio pasado en el que informa:



“… Hago de su conocimiento que en adelante doña Vanessa Villalobos Montero, estará representando al Departamento en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, ya que por las labores propias del cargo, no me es posible atender a todas las comisiones de las que formamos parte. Asimismo, las reuniones de la subcomisión de Indígenas coinciden con otras actividades programadas anualmente. Agradezco se incluya a doña Vanessa en los comunicados y el chat de whatsapp  de la subcomisión. Estoy segura que ella tendrá una participación activa y de igual manera si en algún momento requieren de mi colaboración o apoyo, quedo a las órdenes.”



SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone seguir remitiendo los comunicados a la señora Vanessa Villalobos Montero.







ARTICULO XVIII



Se conoce del Oficio N° 4238 de 7 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 32-19 celebrada el 9 de abril del 2019, Artículo LXXXI, que literalmente dice:



San José, 7 de mayo de 2019



N° 4238-19



Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Licda. Nacira Valverde Bermúdez



Directora de Planificación







Estimada señora:







Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 32-19 celebrada el 9 de abril del 2019, que literalmente dice:







[bookmark: _Toc5300713]“ARTÍCULO LXXXI



DOCUMENTO N° 3797-19







El magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018, solicitaron:



“Reciban un atento saludo. A la vez, con ocasión de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con ocasión de la Formulación Presupuestaria 2020 del Poder Judicial, solicito respetuosamente:



a. Se valore solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial verifique cuando analice los planes de capacitación de las diferentes Unidades de Capacitación, la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos. Lo anterior, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que es una concreción de la normativa internacional citada, el cual dispone: “Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad de las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.” 



Las capacitaciones deben ser relevantes para los pueblos indígenas y sus requerimientos, y a efecto de garantizar el acceso efectivo a la justicia de esa población. 



Se debe priorizar la capacitación de las personas servidoras judiciales de los despachos que tengan mayor cantidad de procesos en los que participen personas indígenas, en especial, a los que se haya asignado competencia en los territorios de los Pueblos Indígenas de Teribe y Bribrí de Salitre. Esto último en cumplimiento de la Resolución 16/15 que es Medida Cautelar 321-12 de 30 de abril de 2015, respecto a Costa Rica. Las capacitaciones deben estar enfocadas a fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos (Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo) para garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas indígenas consagrados en la normativa nacional e internacional. Dentro de ésta última se citan: el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países de 1957; Convenio sobre los Pueblos Indígenas y Tribales de 1989; Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas de 2007 y Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos de 2016. Esa normativa internacional tiene carácter supraconstitucional, según criterios reiterados de la Sala Constitucional con carácter vinculante, entre otros, en el voto 2313-95 de 9 de mayo de 1995.



Las acciones que se desarrollen servirán para la construcción del diagnóstico al que hace alusión el artículo 12 de esa normativa, el cual debe contener las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de las personas indígenas, lo cual servirá de base para la construcción de la Política Institucional Indígena.



b. Se les solicita además, que en los planes de crecimiento institucionales que se desarrollen en la Judicatura, la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, conforme a la Proyección Presupuestaria 2020 y en los siguientes años, se contemple la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial, conforme lo prevé el numeral 13 citado. 



El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial muestra su anuencia a la presente gestión. No la firma por esta fuera de San José.



(…)”



-0-







[bookmark: _Hlk8113587]Se acordó: 1) Trasladar la gestión presentada por el magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018 a la Dirección de Planificación, que valore dentro de los planes de crecimiento institucionales la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial y se realicen los juicios en las zonas indígenas. 2) Deberá el Consejo Directivo de la Escuela Judicial analizar la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos.







La Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomará nota para lo que corresponda.”











Atentamente, 











Kenneth Aguilar Hernández



Prosecretario General interino







  



c: 	Consejo Directivo de la Escuela Judicial



	Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Diligencias / Refs: (3797-19) 



laura







SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 4238 de 7 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 32-19 celebrada el 9 de abril del 2019, Artículo LXXXI, en el que el Consejo solicita a la Dirección de Planificación valore dentro de los planes de crecimiento institucionales la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial y se realicen los juicios en las zonas indígenas; y dispone que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial analice la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos. 2° Comunicar a la Dirección de Planificación y al Consejo Directivo de la Escuela Judicial la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para articular acciones a fin de que la ejecución del acuerdo tomado por el Consejo Superior permita ofrecer a las personas indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible, priorizando la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara firme este acuerdo para su ejecución.-



ARTICULO XIX



Se conoce el Oficio N° 3967-19 de 29 de abril de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV, que literalmente dice:



San José, 29 de abril del 2019



Nº 3967-19



Al contestar refiérase a este # de oficio







[bookmark: _Hlk516818981]Señora



Licda. Nacira Valverde Bermúdez



Directora de Planificación







Estimada señora:







Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, que literalmente dice:







“ARTÍCULO XXXV







DOCUMENTO 13995-15, 3054-19 







El licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino de Proceso Ejecución de las Operaciones, en oficio N° 328-PLA-OI-PE-2019, del 8 de marzo del 2019, manifestó lo siguiente:







En atención al oficio 13310-16, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, le remito informe, suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional y del Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con el estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.







Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficios 32-PLA-2018 del 12 de enero de 2018 y 1269-PLA-2018 del 29 de octubre de 2018, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, de la Comisión de Acceso a la Justicia, del Ministerio Público y de la Defensa Pública. Como respuesta se recibieron correos electrónicos por parte del Juzgado Penal de Pérez Zeledón, Defensa Pública y la Fiscalía General. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.







- 0 -



Seguidamente, se transcriben las recomendaciones del citado informe, que literalmente dicen:



“(…)







				V.



Recomendaciones



				Por lo anterior, se recomienda lo siguiente:



Fiscalía de Buenos Aires



5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:



· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.



A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.



Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal durante el primer trimestre del presente año para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.



5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado.



Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



5.3.- Después del análisis de carga de trabajo, la Dirección de Planificación reitera la recomendación emitida en el informe anterior de NO recomendar la propuesta del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en cuanto a nombrar otra jueza o juez en forma permanente en Buenos Aires, con su respectiva oficina, y una sala de juicio en forma regular; a efectos de atender las apelaciones y demás vistas de los asuntos de  Buenos Aires; realizar juicios unipersonales e integrar colegio con dos profesionales de Pérez Zeledón para realizar los juicios previamente señalados.



5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires.



5.5.-En virtud de los inconvenientes presentados en el local que se alquila del ANDE en Buenos Aires, se recomienda a la Administración Regional de Pérez Zeledón agilizar las gestiones que actualmente realiza para que a la brevedad posible se alquile un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala de juicios específica, que permita instalar un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón. 



5.6.- Finalmente se reitera la recomendación, en el sentido de que si el órgano superior  estima conveniente apartarse del criterio técnico antes expuesto y ofrecer el servicio de administración de justicia penal en Buenos Aires (a nivel de Tribunal Penal), con la finalidad de brindar mayor accesibilidad a la población vulnerable identificada (personas indígenas),  se presentan algunas estimaciones de costos mínimos asociados con la puesta en funcionamiento de una “Sede de Tribunal” en esa localidad, para asumir la atención de juicios unipersonales, apelaciones, vistas y procesos abreviados en materia Penal; esos recursos contarían con la integración de dos profesionales del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur para celebrar juicios colegiados: 



COSTOS MÍNIMOS ESTIMADOS[footnoteRef:1]: [1: Según datos del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional, para el Presupuesto del Poder Judicial 2019.] 




				



				











· Estructura mínima de 5 plazas nuevas:  







				PUESTO



				COSTOS ESTIMADOS



2018







				1 Jueza o Juez 4



				64.124.000,00







				1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3



				19.060.000,00







				1 Técnica o Técnico Judicial 3



				16.179.000,00







				1 Custodia/o de Detenidas/os



				17.211.000,00







				1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio)



				13.602.000,00







				TOTAL



				¢ 130.176.000,00



















· Mobiliario y Equipo de Oficina:











				PUESTO



				COSTOS ESTIMADOS



2018







				1 OFICINA NUEVA (a)



				1.918.673,00







				1 Jueza o Juez 4



				846.295,00







				1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3



				391.398,00







				1 Técnica o Técnico Judicial 3



				391.398,00







				1 Custodio de Detenidos (b)



				2.288.449,00







				1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio) (b)



				1.497.651,00







				TOTAL



				¢ 7.333.864,00











NOTAS: (a) Incluye 1 Reloj de pared, 6 Sillas de espera (visita), 3 Archivadores metal tipo legal 4 gavetas, 2 Ventiladores de pared, 2 Bibliotecas de metal y 4 Butacas de 4 plazas.  (b) Costos de equipamiento básico.



· Alquiler de local (para albergar al personal y habilitado con una sala de juicios considerando un área de 125 metros cuadrados): ¢ 1.500.000,00 colones por mes[footnoteRef:2], para un monto anual de ¢18.000.000,00 colones.   [2: Este dato es un estimado producto de la información suministrada por el Lic. Roy Garro León, Coordinador Administrativo de la Administración Regional.] 




Por tanto, los costos totales anuales estimados por habilitar una “Sede de Tribunal” en Buenos Aires serían de alrededor de ¢ 155.509.864,00 colones.



Adicionalmente, se debe contemplar el costo de ¢ 112.575.000,00 correspondiente a una plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar (¢ 57.101.000) y una de Defensora o Defensor Público (¢ 55.474.000), para completar el equipo de trabajo.







Cabe indicar que las recomendaciones antes expuestas fueron formuladas considerando los resultados obtenidos por la Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2 (Socióloga) de la Dirección de Planificación, en el análisis sociodemográfico de la zona de Buenos Aires.



Relación del Informe con el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018



Las recomendaciones antes expuestas están en concordancia con el tema Nº 7 del Plan Estratégico Institucional, para el período 2013-2018, que indica:



“7.- Planificación institucional



Maximizar el uso de los recursos y ordenar los procesos. Se hace necesario este tema a efecto de orientar la gestión judicial para dar respuestas satisfactorias de una forma ordenada, armonizando los recursos disponibles en función de las prioridades definidas.”



Asimismo, los planteamientos son consecuentes con los siguientes ejes transversales:



· Servicio Público de Calidad. La propuesta tiene como fin acercar el servicio de justicia penal a las personas usuarias, y principalmente a los grupos vulnerables socialmente, del Cantón de Buenos Aires.



· Accesibilidad. Existen problemas evidentes de accesibilidad en el servicio en los grupos vulnerables identificados, principalmente en las personas indígenas por las condiciones socioeconómicas en que viven y lo complejo de los traslados hasta Pérez Zeledón.







				Realizado por:



				Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2.



Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2.







				Aprobado por:



				Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso Organización Institucional.



Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica. 







				Visto bueno:



				Ing. Dixon Li Morales, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones.
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ANEXO 1



“Gastos por concepto de alquiler del local ANDE”















[bookmark: _MON_1567699232]			







ANEXO 2







“Gestiones realizadas para el alquiler de un local en Buenos Aires”
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ANEXO 3







Estudio Sociológico del cantón de Buenos Aires, elaborado por la Licda.



Graciela Lugo Solano, Profesional 2.
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En sesión Nº 75-16 celebrada el 9 de agosto del año 2016, artículo XXIV, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada en propiedad por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, para que llevara a cabo las labores de apoyo al fiscal auxiliar designado para la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de territorio indígena, en perjuicio del pueblo indígena Bribrí de Salitre en primera instancia, para luego pasar a analizar lo atinente al pueblo indígena Teribe ubicado en Térraba, cantón de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior a partir del 16 de agosto y hasta el 23 de diciembre del 2016.







Posteriormente, en sesión N° 113-16 del 20 de diciembre del 2019, artículo LVI,  se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros a fin de que se dedicaran a las labores que se dieron cuenta, lo anterior a partir del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017.







Seguidamente, en sesión N° 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LXXVI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 y hasta por tres meses y se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires. 







Luego en sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo LV, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a partir del 1 de abril y hasta el 31 de diciembre 2017, a las plazas N° s 96502 de Técnico Judicial 2 y 19899 de Fiscal Auxiliar, ambas de la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de que se dedicaran a las labores que se dan cuenta.







En sesión N° 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo XLV, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4 y a una de Fiscal, del 17 de abril del 2017 y hasta por tres meses, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.







En sesión N° 34-17 del 5 de abril del 2017, artículo LXXXIX, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Defensor Público, del 16 de abril del 2017 y hasta por tres meses más, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.







Luego en sesión N° 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII, se comunicó al máster Randall Quirós Soto, Jefe de la Sección de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, que este Consejo requiere el estudio solicitado en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, para determinar la necesidad de mantener los permisos con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires.







Posteriormente, en sesión N° 42-17 del 4 de mayo del 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Planificación con respecto al estudio solicitado en sesión N° 40-17 del 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII.







En sesión N° 63-17 del 04 de julio del 2017, artículo XCVII, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza de juez 4 asignada al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara las labores indicadas y se concedió permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Técnico Judicial del citado despacho, del 01 de setiembre hasta el último día laboral del 2017, siempre y cuando exista contenido presupuestario, de lo contario se instó a la administración regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a mantener dentro de las posibilidades el técnico supernumerario a fin de que continuara con la colaboración del juzgador en los debates y vistas a realizar en el cantón de Buenos Aires.







Seguidamente, en sesión N° 66-17 del 13 de julio del 2017, artículo XCI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Defensor Público, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara a las labores indicadas, en el cantón de Buenos Aires.







Finalmente, en sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo CII, se aprobó el traslado de la plaza de Juez 4 del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que restaba del año 2017.







La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 11983-18 del 20 de noviembre del 2018, remitió a la Dirección de Planificación el oficio N° CACC-408-2018 de 16 de noviembre de 2018, en que la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, transcribió el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, con el fin de que la Dirección a su cargo, reconsiderara la devolución de la plaza de defensor y fiscal a la jurisdicción de Buenos Aires.
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	Se acordó: 1.) Devolver el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 a la Dirección de Planificación, para que actualice los datos contenidos en el citado informe. 2.) Solicitar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la Republica, un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos Aires. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la Defensa Pública.” 















Atentamente















Kenneth Aguilar Hernández



Prosecretario General interino























c.	Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas 



	Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



	Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



	Fiscalía General de la República



	Defensa Pública



Diligencias / Ref.: (13995-15, 3054-19)



PT



 S.M.B











SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 3967-19 de 29 de abril de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV. 2° Solicitar a la Dirección de Planificación incluir en el análisis que plantee al Consejo Superior con ocasión de la devolución del Informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019, y al Consejo Superior en la toma de decisiones respectiva, los compromisos institucionales que incorpora la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica para garantizar la efectividad de su cumplimiento; en especial, que los despachos involucrados: Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Ministerio Público y Defensa Pública, son responsables de conocer los procesos penales asociados a las Medidas Cautelares 321-12 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado, cuyo objetivo es: Adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre; concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes, informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición e informar a la CIDH la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica. Por ende, deben contar con los recursos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y además, establecerse mecanismos de control y seguimiento para que sin excepción y con la administración de los riesgos que sean necesarios para lograr tal cometido, realicen las audiencias en los territorios indígenas y garanticen a las personas indígenas Bribri de Salitre y Térraba una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible, basada en el Derecho Indígena y los derechos consagrados en el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT); Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT); Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, entre otras normas. 3° Se declara firme este acuerdo para su comunicación inmediata.-







ARTICULO XX



Se conoce el Oficio N° 4555-19 de 13 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril del 2019, Artículo LXXXIX, que literalmente dice:







“ARTÍCULO LXXIX







San José, 13 de mayo de 2019



N° 4555-19



Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







Estimada señora:











Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril del 2019, que literalmente dice:







[bookmark: _Toc5798300]“ARTÍCULO LXXIX







DOCUMENTO Nº 1746-19, 4178-19







[bookmark: _Toc1403587]En sesión N° 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo LXXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:







“La máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante nota del 10 de febrero de 2019, gestionó lo siguiente:







“…en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:







“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”







En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional que permita controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.







Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:







a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias







b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas







c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico







Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.







Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:







“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:







1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto. 







2. El registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.







3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”
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En relación con lo anterior, mediante correo del 13 de febrero de 2019, la máster Vargas Vásquez de calidades anteriormente indicadas, agregó lo siguiente:







“…hago de su conocimiento la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que consta en correos adjuntos.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referente a la recopilación y sistematización de información relacionado con procesos judiciales que involucren personas indígenas al Digesto de la Jurisprudencia, para estudio e informe lo correspondiente a este Consejo.”
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En relación con lo anterior, la máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019, comunicó:







“En relación con el acuerdo tomado en la sesión No.16-19 celebrada el 22 de febrero del año en curso, artículo LXXIII, les informo que el día 21 de marzo del presente año, sostuvimos una reunión con Licda. Damaris Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y analizamos los alcances del  proyecto referido en el citado acuerdo, comunico que este despacho está en la mayor disposición de colaborar en la implementación del registro institucional donde se almacenen las traducciones y peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales donde estén involucradas personas indígenas, no obstante para ello debemos trabajar en una propuesta de protocolo, junto con doña Damaris Vargas, para definir la forma en que se recupera, almacena y accesa a dicha información, aplicando los principios de integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos.







Es importante hacer notar que en consulta que realizamos a la Dirección de Tecnología de la Información, sería hasta el año 2020 donde tendríamos la posibilidad de iniciar con el proceso de desarrollo de una herramienta tecnológica para ese fin, por lo que por ahora se pueden implementar otras técnicas de control, menos automatizadas, pero que a su vez permitan poder brindar el servicio.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe presentado por la máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019 y hacerlo de conocimiento de la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Dirección de Tecnología de la Información para lo correspondiente.”











Atentamente, 















Ricardo Calderón Fernández 



Prosecretario General Interino















c:	Dirección de Tecnología de la Información



Centro de Información Jurisprudencial



Máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa, Centro de Información Jurisprudencial



Diligencias / Refs: (1746-19, 4178-19)



Paula RZ







SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 4555-19 de 13 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril del 2019, Artículo LXXXIX. 2° Instar al Centro de Información Jurisprudencial (Oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019) y a la Dirección de Tecnología de la Información para que de manera prioritaria se atienda el requerimiento expuesto por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que implemente con la mayor antelación posible considerando están involucradas poblaciones indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara firme este acuerdo para su comunicación, incluyendo al Dr. Marcos Guevara Berger, Antropólogo de la UCR.







ARTICULO XXI



Se conoce del Oficio N° 4519-19 de 10 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 40-19 celebrada el 07 de mayo del 2019, Artículo LXI, que literalmente dice:







“ARTÍCULO LXI







San José, 10 de mayo de 2019



N° 4519-19



Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora



Máster Roxana Arrieta Meléndez



Directora interina de Gestión Humana	







Estimada señora:











Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 40-19 celebrada el 07 de mayo del 2019, que literalmente dice:
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DOCUMENTO N° 4734-19







La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-070-2019del22 de abril de 2019, solicitó:







“La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta”  en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ha programado la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m, en la sede de Casa de ANDE, de Buenos Aires de Puntarenas, la cual será impartida por integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, de ésta Subcomisión, del Ministerio de la Presidencia de la República, del Ministerio de Justicia y Paz y de la Defensoría de los Habitantes. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)







Conforme lo anterior, y según lo requerido por la M.B.A. Damaris Vásquez Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, que dicha actividad sea aprobada de manera obligatoria para personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.







En ese sentido, se solicita se considere, en virtud de la importancia de esta actividad, que por cada uno de los Despachos mencionados, obligatoriamente asistan como participantes personas destacadas en un puesto de coordinación o jefatura, junto con el personal colaborador respectivo.







En concordancia con lo anteriormente indicado, respetuosamente se requiere al honorable Consejo Superior, para que autorice, según corresponda, la asistencia de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas funcionarias judiciales participantes, concediéndoles, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.







(…)”







“ANEXO 1



PROGRAMA



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos



de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional







				Viernes 17 de mayo de 2019                                                Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Personas Expositoras: Álvaro Paniagua Núñez



Director de Protección Especial, 



Defensoría de los Habitantes



				Marjorie Herrera Castro 



Dirección de Protección Especial 



Defensoría de los Habitantes







				Tema: Defensa de Derechos de Pueblos Indígenas 







				Viernes 24 de mayo de 2019                                              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Valeria Varas Rojas, 



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, 



Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



Tema: Género y mujer indígena.



				Expositor: Alí García Segura, 



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, 



Universidad de Costa Rica (UCR) 



Tema: Intérpretes e Identidad.







				Viernes 31 de mayo de 2019              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositor: Jorge Leiva Poveda, 



Juez del Tribunal Contencioso Administrativo    



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.







				Viernes 7 de junio de 2019                                               Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora, 



defensora pública  















Tema: Peritajes, normativa nacional e  internacional.



				Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández, 



Ex-presidenta y actual integrante 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ex-magistrada y ex-vicepresidenta



de la Corte Suprema de Justicia



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.                                   







				Viernes 21 de junio de 2019                                                   Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				MESA REDONDA







				Heiner Blanco Acosta,



Asesor de Asuntos Indígenas



Ministerio de la Presidencia de la República











Tema: 



Política y Reforma del Consejo Nacional de Asuntos Indígenas              -CONAI-















				Franklin Paniagua,



Ignacio Barboza,



Unidad Técnica de Consulta Indígena



Ministerio de Justicia y Paz















Tema:



Mecanismo de Consulta



				Damaris Vargas Vásquez, 



Jueza del Tribunal Agrario,



Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial



Tema:



Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba  















(…)”
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Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial. 2) Autorizar la participación, sin sustitución de las personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en el Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en la Casa de ANDE en Buenos Aires de Puntarenas.  3.) Autorizar la participación sin sustitución de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial, la licenciada Jeannette Jiménez Zamora, Defensora Pública y del licenciado Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, como expositores en la citada capacitación en las fechas y horarios señalados, Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. 4.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin 







de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 







La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Despachos interesados y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”















Atentamente, 















Kenneth Aguilar Hernández



Prosecretario General interino
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SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 4519-19 de 10 de mayo de 2019 mediante el cual la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 40-19 celebrada el 07 de mayo del 2019, Artículo LXI.







ARTICULO XXII



Se conoce comunicado vinculado con los requisitos para la inscripción de traductores e intérpretes en lenguas indígenas costarricenses:



REQUISITOS PARA LA INSCRIPCIÓN DE TRADUCTORES E INTÉRPRETES EN LENGUAS INDÍGENAS COSTARRICENSES.







				REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN PARA INTÉRPRETES, TRADUCTORES O TRADUCTORAS EN LENGUAS INDÍGENAS COSTARRICENSES:



Para inscribirse como intérprete, traductor o traductora se deberá cumplir con los siguientes requisitos y presentar a la Dirección Ejecutiva los documentos que se indicarán, según sea el caso:



a) Nota en la que solicita su inscripción en la Lista Oficial con indicación de la zona del país y la materia o materias en las que ofrece sus servicios. Además deberá consignar los números de teléfono, fax y dirección electrónica en los que pueda ser localizada o localizado por los despachos judiciales o la Dirección Ejecutiva. La dirección electrónica indicada será además el medio señalado para recibir notificaciones.



b) Dos fotografías tamaño pasaporte.



c) Hoja de vida.



d) Fotocopia de la cédula de identidad junto con el documento original para confrontarla.



e) Declaración jurada en la que haga constar que no trabaja para ninguna institución del Estado y que no ha recaído ningún auto de apertura a juicio a su nombre.



f) Además deberá presentar, según la lengua o lenguas que ofrece para el servicio de interpretación o traducción, lo siguiente:



-Intérprete, traductor o traductora en lenguas nativas diferentes al español:



Documento idóneo expedido por autoridad pública o privada de la comunidad de residencia, que acredite que el o la solicitante posee conocimiento en determinada lengua o dialecto.



g) Certificación de Antecedentes Penales.















 



SE ACUERDA: Se toma nota del comunicado vinculado con los requisitos para la inscripción de traductores e intérpretes en lenguas indígenas costarricenses.







Se da por concluida la sesión al ser las diecisiete horas.-











Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Licenciada
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Secretaría General de la Corte




	









Estimada señora:









En atención al oficio 13310-16, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, le remito informe, suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional y del Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con el estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.









Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficios 32-PLA-2018 del 12 de enero de 2018 y 1269-PLA-2018 del 29 de octubre de 2018, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, de la Comisión de Acceso a la Justicia, del Ministerio Público y de la Defensa Pública. Como respuesta se recibieron correos electrónicos por parte del Juzgado Penal de Pérez Zeledón, Defensa Pública y la Fiscalía General. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.









Atentamente,














Ing. Dixon Li Morales, Jefe a.i. 
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Se adjuntan respuestas recibidas









Copias:









· Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur




· Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur




· Comisión de Acceso a la Justicia




· Ministerio Público




· Defensa Pública




· Archivo









lta/xba









REF.-  1163-16, 4-17, 80-17,541-17, 576-17, 585-17,668-17, 725-17, 1089-17, 1125-17 y 1871-18
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Subproceso de Planificación Estratégica




					# Informe:




					328-PLA-OI-PE-2019 (REPRODUCCION POR ERROR)














					Temática:




					Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.
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					Secretaría de la Corte
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					Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 




Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur




Comisión de Acceso a la Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública









					Oficios y Referencias:




					Con este informe se contesta los oficios de la Secretaría General de la Corte Nº 8444-16, 1310-16, 3768-17, 4014-17, 4707-17, 5065-17, 375-17, 4069-17,  4102-17, 7835-17, 8021-17, 11983-18 y las referencias internas No. 1163-2016, 4-2017, 80-2017,541-2017, 576-2017, 585-2017,668-2017, 725-2017, 1089-2017, 1125-2017 y 1871-2018 de la Dirección de Planificación.









					I. Antecedentes




					1.1.1. Acuerdo del Consejo Superior en sesión 113-16 del 20 de diciembre de 2016, artículo LVI, donde se aprobó prorrogar el permiso con goce de salario y sustitución a las plazas de Técnico Judicial 2 y de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires, del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena por ser un asunto de interés institucional. Asimismo, se dispuso: “Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación a fin de que realice un estudio en el que se determine la necesidad de mantener esos recursos e informe a este Consejo.” (La negrita no corresponde al original).









1.2.1. Acuerdo del Consejo Superior en sesión 2-17 del 12 de enero de 2017, artículo LXXVI, en el cual se acordó:




“1)Acoger las solicitudes anteriores y por tratarse de un asunto de interés institucional, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conceder permiso con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 y hasta por tres meses y se dediquen a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires. Lo anterior, en el entendido que la prórroga de este permiso estará sujeto a la existencia de contenido presupuestario. Asimismo, deberán rendir un informe a este Consejo de los resultados alcanzados durante el tiempo concedido.  2) Solicitar a la Dirección de Planificación, que estudie la posibilidad de incluir estas plazas en el proyecto de presupuesto para el 2018.” (La negrita no corresponde al original)”.









					II. Justificación




					2.1.Determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas mediante permisos con goce de salario y sustitución, destacadas en la Fiscalía de Buenos Aires, para cumplir con los mandatos del Fiscal General (política de persecución) a la luz de las exigencias internacionales sobre tutela, garantía, respeto y sanción sobre violación a los derechos colectivos en cuanto al acceso de los pueblos indígenas a la tierra, preceptuados y ordenados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y  en cumplimiento a la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense.









2.2.Valorar el requerimiento de una plaza de Juez 4 para el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, una de Fiscal y un Defensor, asignados mediante permisos con goce de salario y sustitución para destacarlas en el Cantón de Buenos Aires, con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas, particularmente a los debates por usurpación de tierras en las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires, y cumplir así con las recomendaciones y con las medidas cautelares establecidas contra el Estado de Costa Rica.   









Los permisos con goce de salario y sustitución se otorgaron por tratarse de un asunto de interés institucional, al relacionarse con los asuntos de la población indígena.
























					III. Información Relevante




					3.1.- Permisos con goce de salario creados en la Fiscalía de Buenos Aires









3.1.1.- Cantidad y tipo de permisos otorgados









El Consejo Superior dispuso otorgar permisos con goce de salario y sustitución a la plaza de Técnico Judicial 2 a partir del 16 de agosto de 2016 y hasta diciembre del 2017; en tanto el Fiscal Auxiliar se otorgó  del 24 de diciembre del 2016, hasta diciembre 2017, para destacarlas en la Fiscalía de Buenos Aires para que la Fiscala o el Fiscal Auxiliar se dedique de forma exclusiva y temporalmente, a la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación en territorio indígena, y el Técnico Judicial 2 para realizar las labores propias de apoyo.
























3.1.2.- Alcances de la solicitud.









Dentro de los argumentos esgrimidos en su oportunidad para solicitar las plazas en cuestión[footnoteRef:1], se indica que se requiere los recursos para “operativizar la decisión del Fiscal General de la República sobre los hechos que se están dando en los territorios indígenas del cantón de Buenos Aires de Puntarenas en cuanto a la tenencia ilegal de tierras por parte de personas no indígenas en detrimento del derecho de propiedad colectiva, la posesión, uso,  goce y aprovechamiento de la tierra por parte de las personas indígenas, únicos legalmente facultados a poseer dentro del territorio indígena o bien con base a la tierras ancestrales o tradicionalmente ocupadas por estos. [1: Oficios 174-FAI-2016 suscrito por el señor Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas y FGR-735-2016, suscrito por el Lic. Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República.] 










El territorio Bribri de Salitre se encuentra localizado en el Cantón de Buenos Aires de Puntarenas, aproximadamente a 20 kilómetros de Térraba y tiene una extensión de 11.700 hectáreas. De esta área, aproximadamente 118 ocupantes ilegales poseen 7.020 hectáreas o 60 por ciento de las tierras tituladas. Poseen 59.49 hectáreas por persona comparado con las 3.64 hectáreas por cada persona indígena[footnoteRef:2].  El territorio indígena de Salitre está conformado por las siguientes comunidades: Salitre, Buena Vista, La Fortuna, Alto Calderón, Escalera, Olán, Puente, Río Azul, San Francisco, Santa Candelaria, Cebror, Sipar, Yheri, Yoavín, y Las Rosas. [2: Ver Fergus Mackay y Alancay Morales. Violaciones de los Derechos Territoriales de los Pueblos Indígenas, pág. 31.] 










Desde el año 2012, por medio de la Organización No Gubernamental “Forest People Programe”, se planteó una solicitud ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, para que ese órgano internacional intercediera y ordenara al Estado de Costa Rica, que ejecutara las medidas necesarias a efecto de proteger el derecho a la vida y a la integridad física, ya que por la disputa de terrenos dentro del territorio indígena de Salitre y Térraba entre indígenas y no indígenas, se han generado una serie de agresiones físicas y patrimoniales en detrimento de las personas indígenas que luchan por la reivindicación de terrenos, que por ley les corresponde.

















































La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dictaminó que el presente asunto sí cumplía con los presupuestos de gravedad, urgencia e irreparabilidad previstos por el artículo 25 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y dictó la medida cautelar 321-12 del 30 de abril de 2015,  donde le ordenó al Estado de Costa Rica, adoptar medidas necesarias para proteger el derecho a la vida y la integridad física, de las personas indígenas, dentro de los citados territorios[footnoteRef:3].  [3: Resolución 16/15- en contra del Estado Costarricense, que en lo que interesa establece: “…1. El Estado Costarricense adopte medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, concierte estas medidas con los beneficiarios y sus representantes, e informe sobre las acciones que se adopten a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y evitar su repetición”.] 










Lo antes señalado obligó al Fiscal General de la República, a mantener lo resuelto en la resolución 02-2016, como política de persecución penal en estricto reconocimiento, tutela, sanción y garantía a los derechos reconocidos a los pueblos indígenas con base en el convenio No. 169 de la OIT sobre los Pueblos Indígenas y Tribales y jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.









Asimismo, se ordenó abrir una investigación penal de oficio durante el año 2016 como un deber imperativo de investigación, por los posibles delitos de usurpación cometidos por personas no indígenas que detentan y poseen tierra de manera irregular en el territorio indígena de Salitre y Térraba, comenzando a abordar el primer territorio (Salitre), en perjuicio de personas indígenas que se han visto desposeídas de sus tierras y posteriormente efectuar la investigación respecto al territorio indígena de Térraba, el cual se empezará durante el presente año, conforme a lo ordenado en la resolución  02-2016, lo cual llevará un abordaje similar de dirección funcional y operativo con el Organismo de Investigación Judicial (OIJ), como se ha realizado en el territorio indígena de Salitre.









La problemática por tenencia de tierras dentro de territorio indígena que se encuentran en manos de personas no indígenas que enfrenta el cantón de Buenos Aires, ha venido en aumento, lo cual impacta en un incremento en el ingreso de causas a la Fiscalía de Buenos Aires, donde se deben atender causas por hechos graves, que requieren ser abordadas con celeridad y pertinencia cultural que le asisten a la población indígena, causas incluso que han sido objeto de análisis por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al momento de la imposición de medidas cautelares al Estado de Costa Rica. 


































Ante tal situación excepcional, de necesidad y de urgencia que enfrentan los territorios indígenas del cantón de Buenos Aires, se ha establecido que el Fiscal Auxiliar designado para la investigación de los delitos de usurpación, colabore en el abordaje y trámite de aquellos casos que tienen que ver con esa problemática. Además, la Fiscalía de Asuntos Indígenas, brinda el apoyo en la gestión y resolución de causas indígenas, con el fin de colaborar en descongestionar la labor diaria que realizan los fiscales de la zona, así como que los requerimientos cuenten con análisis de convencionalidad, tal como lo exige el sistema interamericano de derechos humanos.









Por otra parte, es importante destacar como riesgo detectado, que desde mayo de 2017, existe una nueva solicitud de personas indígenas y la organización no gubernamental (ONG) que ha brindado la asesoría a los pueblos indígenas Bribris de Salitre y Teribe de Térraba para ampliar la medida cautelar contra el Estado costarricense impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al pueblo de Bribri de Cabagra también ubicado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, comunidades indígenas con un alto índice de violencia y agresividad.









Además, existen reiteradas recomendaciones de organismos de derechos humanos, instando al Estado costarricense a tomar acciones urgentes en lo relativo a la problemática existente en torno a tierras.









Al respecto el Comité para la eliminación de la discriminación racial, ha efectuado observaciones al Estado de Costa Rica, que en lo que interesa indicó: 









“… el comité reitera su recomendación (A/62/18, parra 303) de redoblar los esfuerzos para garantizar (…) y de los pueblos indígenas a la tenencia de tierras. Así mismo, recomienda que, de manera prioritaria, se tomen pasos decisivos para buscar soluciones en las que los pueblos indígenas puedan recuperar las tierras dentro de sus territorios, incluso en casos de ocupación ilegal, compra ilegal y enfrentamientos o amenazas vinculadas con la conflictividad generada por esta situación, mediante acciones administrativas y judiciales que incluyan el desalojo y el enjuiciamiento de responsables.” (CERD/C/CRI/CO/19-22)









Por su parte el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, recomendó: 





























“Garantizar la protección de los derechos que tienen los pueblos indígenas a poseer, utilizar, desarrollar y controlar con plena seguridad sus tierras, territorios y recursos naturales, incluso mediante el reconocimiento legal, la protección jurídica necesaria, y su restitución, cuando éstas sean ocupadas por personas no indígenas” (E/C.12/CRI/CO/5)




3.1.3.- Informe de labores de las plazas asignadas.




Según lo solicitado por el Consejo Superior, se rindió un informe de los resultados alcanzados durante el tiempo concedido de las plazas, razón por la cual se procede a evaluar las labores desarrolladas en el periodo 2016-2017, obteniéndose la siguiente información.





Esquema 1




Labores desarrolladas durante el 2016

























































































Fuente: Informe presentado por la Fiscalía de Buenos Aires ante el Consejo Superior



















De lo antes expuesto se denota que se avanzó significativamente en la investigación, donde se logró identificar 80 personas no indígenas como poseedores ilegítimos dentro del territorio indígena de Salitre, los cuales han sido indagados y se ha recabado prueba que permite ligar esas personas imputadas con la tenencia de las tierras. 




Se efectuaron inspecciones de campo en cada una de las fincas que estos poseen dentro de territorio indígena, donde es importante destacar que por cada inspección realizada, es indispensable contar con el informe de la Sección de Ingeniería Forense del OIJ (Planimetría), asimismo coordinar las inspecciones con los defensores y defensoras de cada uno de las personas imputadas, debido a que han solicitado estar presente en las diligencias in situ y la disponibilidad de los peritos forenses.




Aunado a lo anterior, simultáneo a los actos de investigación, el Fiscal Auxiliar ha realizado el requerimiento fiscal, con la finalidad de avanzar y facilitar la redacción por lo voluminosa de la causa; sin embargo, para su finalización se requiere contar con la totalidad de las inspecciones y los respectivos informes de la Sección de Ingeniería Forense y otras probanzas, inclusive de pruebas solicitadas por la defensa. 




En virtud de la cantidad de sujetos procesales involucrados, así como por la prueba técnica que se requiere (Ingeniería Forense) y peritaje cultural, no se pudo concluir la investigación en la etapa preparatoria durante el 2016, razón por la cual se ha programado finalizar para el segundo semestre 2017 la totalidad de inspecciones que se deben realizar, recabar la totalidad de la prueba y finalizar el requerimiento fiscal.




Durante el 2017, se ordenó la apertura del caso penal por los posibles delitos de usurpación en la Fiscalía de Buenos Aires (17-000125-634-PE), donde se debe incursionar al territorio de Térraba, con 9.355 Ha, y se debe realizar el mismo abordaje y actividades investigativas que Bribri Salitre, y donde los datos que se tienen es que 8.232.4 HA están en manos de personas no indígenas, sea aproximadamente un 88% de ocupación ilegal de  ese territorio indígena y con una realidad bastante violenta de agresividad con grandes divisiones internas entre los propios indígenas con la consecuencia  agravante que el pueblo Teribe posee como máximo un 12% de su territorio y son una minoría en sus propias tierras, el cual también se encuentra protegido por la medida cautelar impuesta al Estado costarricense[footnoteRef:4] [4: Información tomada del fundamento para la autorización de la prórroga de las plazas durante el presente año.] 















3.1.4.- Análisis de Carga de Trabajo de la Fiscalía de Buenos Aires.









Se procede a analizar la variable casos entrados en la Fiscalía de Buenos Aires, y la cantidad de asuntos que corresponden a personas usuarias indígenas, con el fin de tener un mejor panorama respecto de la petición que se considera.









No se omite indicar, que se presentó la limitación de que actualmente no se dispone de datos estadísticos sobre la cantidad de asuntos que involucran personas usuarias indígenas, razón por la cual el despacho tuvo que construir los datos aquí analizados.














El siguiente cuadro muestra la entrada total de casos en la Fiscalía de Buenos Aires y la cantidad que representan los casos donde está involucrado un indígena para el período 2015-2017:




					Cuadro 1




Casos entrados en la Fiscalía de Buenos Aires, y cantidad que representan asuntos indígenas,




para el período 2015-2017 



















					Año




					Total




					Asuntos Indígenas









					




					




					Absoluto




					Relativo









					2015




					1352




					51




					3,7









					2016




					1438




					207




					14,3









					2017 (al 02/06/17)




					669




					166




					24,8









					Promedio




					1153




					141




					14,2






















































Fuente: Elaboración propia con datos del Subproceso de Estadística y la Fiscalía de Buenos Aires.





























De los datos precedentes se visualiza que los asuntos que ingresan a la Fiscalía de Buenos Aires donde está involucrada una persona indígena representan en promedio un 14,2% del total de los casos entrados a esa oficina. Esta carga de trabajo no alcanza el ingreso de un asunto indígena diario (141 casos/12 meses/21 días hábiles). De igual forma, se debe destacar que la cantidad de asuntos con indígenas presenta un comportamiento con tendencia a crecer.




Tipo de casos entrados de asuntos indígenas.




	




Un aspecto importante de analizar es el tipo de casos que se atienden, lo que permite reflejar el grado de complejidad del trabajo. De seguido se muestra la segregación de los casos entrados, por tipo de caso:









Cuadro 2




Casos entrados en la Fiscalía de Buenos Aires, agrupados por tipo de delito,




de los casos de indígenas, durante el 2016









					Tipo de delito









					Total




207









					Robo simple




					8









					Agresión con armas




					19









					Abusos sexuales personas menores edad e incapaces




					10









					Violación




					10









					Maltrato




					14









					Daños




					25









					Desobediencia




					13









					Lesiones culposas (Ley de Tránsito)




					7









					Hurto simple




					8









					Accionamiento de arma (Artículo 250 Bis)




					5









					Incumplimiento de Medida de protección




					10









					Tentativa de homicidio




					8









					Amenazas agravadas




					4









					Robo agravado




					4









					Daños agravados




					4









					Otros (1)




					58









					(1)Corresponde de uno a dos casos de diferentes delitos.




Fuente: Fiscalía de Buenos Aires.





























Se desprende del cuadro anterior que el 12,07% de los casos atendidos en el año 2016 donde está involucrado una persona indígena, corresponde al delito de daños, 9,17% a delitos de agresión con armas, 6,76 a maltrato, 6,28% desobediencia y menos de un 5% a abusos sexuales a personas menores de edad e incapaces, violación e incumplimiento de medida de protección.









Por consiguiente, de cada 100 casos de indígenas que atendió la Fiscalía en el 2016, 12 correspondieron a un delito por daños los de mayor incidencia en la zona.









Finalmente, se consideró oportuno determinar la cantidad de asuntos en trámite en donde está involucrada una persona indígena que tiene la Fiscalía de Buenos Aires, obteniéndose que al 2 de junio registran 134 asuntos, desglosados de la siguiente forma:









Tabla 1




Cantidad de Asuntos Indígenas en trámite 




en la Fiscalía de Buenos Aires,




según año de ingreso









					Año




					Cantidad














					2015




					5














					2016




					52














					2017




(Junio)




					77














					TOTAL




					134














   Fuente: Fiscalía de Buenos Aires.









3.1.5.- Análisis Cualitativo.









Según lo solicitado por el Consejo Superior, se rindió un informe con las actividades realizadas para los dos puestos.  Al respecto, se realizó una sesión de trabajo[footnoteRef:5], donde se informó las labores que se realizaron durante el año 2016, específicamente en el territorio indígena de Salitre, las cuales son concordantes con lo anotado en líneas anteriores y donde se establecieron prioridades, y a partir de este año se tiene que realizar el mismo trabajo para la zona de Térraba. [5: Con la participación del Lic. Carlos Meléndez Sequeira y la Licda. Ariana Céspedes López, en su orden Fiscal Adjunto y Fiscala Coordinadora de la Fiscalía de Asuntos Indígenas.] 










Argumentan los entrevistados, que el trabajo es muy laborioso por cuanto se tuvo que levantar la información de cero, se estableció un plan de trabajo semanal en conjunto con el Organismo de Investigación Judicial, y se definieron líneas claras de levantamiento, con asesoría de la Fiscalía de Asuntos Indígenas.




Alegan que estas plazas son necesarias para asumir actividades programadas para el presente año, razón por la cual se prorrogaron durante todo el 2017. Enfatizan , que se tiene que prever que desde el mes de mayo del 2017, existe una nueva solicitud de personas indígenas y la organización no gubernamental (ONG) que ha brindado la asesoría a los pueblos indígenas Bribri de Salitre y Teribe de Térraba para ampliar la medida cautelar contra el Estado costarricense impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al pueblo de Bribri de Cabagra también ubicado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, comunidades indígenas con un alto índice de violencia y agresividad, para lo cual se requieren las dos plazas para continuar con esas actividades, por cuanto no se dispone del recurso para atenderlas.




En visita al despacho judicial, la Fiscala Coordinadora, Licda. Tatiana García Chaves,  reiteró la necesidad de disponer de  las plazas, por cuanto afirma que el apoyo ha sido muy beneficioso para la atención especializada a las personas usuarias indígenas, agrega que la Fiscalía atiende una cantidad significativa de indígenas, debido a que en Buenos Aires existen seis territorios con población indígena, y tres de ellos han estado envueltos en situaciones conflictivas, otros muy distantes y todos tienen sus particularidades, por lo que la Institución está en la obligación de brindarles el acceso a la justicia.




Argumenta la citada servidora, que todavía no ha salido de la Fiscalía la acusación del expediente de Salitre que involucra 41 personas imputadas. Y desde abril de 2017 se inició con la investigación del caso de Térraba, que es un territorio con más población, por lo que se prevé que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre. Agrega, que además se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también se les debe brindar el servicio.




Enfatiza en la necesidad de disponer de los recursos por aspectos cualitativos, sea accesibilidades a la justica, por ser poblaciones en condición de vulnerabilidad que requieren un tratamiento diferente, especializado y así brindar un mejor servicio.



















3.2.- Plaza de Jueza o Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, una Fiscala o Fiscal Auxiliar y una Defensora Pública o Defensor Público para completar el equipo y destacarlas en el Cantón de Buenos Aires.









Las plazas están asignadas mediante permiso con goce de salario y sustitución, a partir de enero del 2017 y hasta diciembre 2017, para atender prioritariamente los asuntos indígenas del Cantón de Buenos Aires.









3.2.1.- Fundamento de la solicitud.









Inicialmente el fundamento que indicaron los funcionarios del Tribunal de Pérez Zeledón para que se nombrara en forma permanente una plaza de Jueza o Juez para Buenos Aires, fue con el fin de que atendiera los juicios penales y las vistas en los expedientes de esa jurisdicción, debido a que desde hace varios años se desplazan a realizar los juicios de los casos procedentes en ese cantón, ubicado aproximadamente a sesenta kilómetros de San Isidro de El General. Asimismo, la Defensa Pública y la Fiscalía de Buenos Aires han solicitado al Tribunal que los juicios donde intervienen personas indígenas se celebren en la referida localidad. Como normativa aplicable al tema se indicó lo siguiente: 









· Artículo 10 del Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT);




· Artículo 42 de las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad;




· Artículo 339 del Código Procesal Penal;




· Reglas Prácticas para Facilitar el Acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas por el Consejo Superior; y




· Jurisprudencia de la Sala Constitucional, resoluciones 16142-2015 del 16 de octubre de 2015 y 16686-2015 del 27 de octubre de 2015 (ambas sobre recursos de hábeas corpus).









Esa normativa hace imperativo que los juicios penales y otras audiencias que involucren personas indígenas se realicen en Buenos Aires, por tratarse de personas vulnerables, con normas culturales particulares, algunos no hablan español, otros residen en lugares alejados del mismo centro de Buenos Aires, aunado a las condiciones de pobreza entre esa población. Como parte de las “otras diligencias” la Defensa Pública de la zona ha gestionado la lectura de las sentencias y la realización de las vistas donde intervengan personas indígenas.



















Adicionalmente, a los argumentos anteriores, señalan que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos interpuso medidas cautelares contra el Estado de Costa Rica, en favor del pueblo Bribrí de Salitre y de Teribe de Térraba; mediante resolución 16-2015. Además, según ha informado la Fiscalía de Buenos Aires, recientemente personas indígenas de Cabagra, solicitaron se ampliaran tales medidas, debido a los incidentes de violencia por posesión de tierras, que se han presentado en los últimos meses en dicho territorio. 









Asimismo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, recomendó: 









"Garantizar la protección de los derechos que tienen los pueblos indígenas a poseer, utilizar, desarrollar y controlar con plena seguridad sus tierras, territorios y recursos naturales, incluso mediante el reconocimiento legal, la protección jurídica necesaria, y su restitución, cuando estas sean ocupadas por personas no indígenas". (sic)









Aunado a que en los últimos meses se han producido graves conflictos de tierras entre indígenas y no indígenas en varias comunidades del cantón de Buenos Aires, al punto de que la Fiscalía de Buenos Aires está tramitando varias causas penales principalmente por el delito de Usurpación de tierras, producto de la resolución 2-2016 de la Fiscalía General, se ordenó investigación de oficio con respecto a los territorios indígenas de Salitre y Térraba. La Fiscalía local proyecta que estos procesos de Usurpación de tierras serán elevados a juicio en el año 2017; y considerando el gran número de personas que están involucradas en esas causas; se considera que los juicios  unipersonales por esos delitos de usurpación, va a demandar gran cantidad de audiencias; (semanas, y hasta meses) por lo que resulta necesario que se prorrogue el nombramiento de una de las plazas de Jueza o Juez 4 nombradas en la actualidad en este tribunal, al menos durante el año 2017 para atender de forma prioritaria dichos debates, y los demás asuntos de Buenos Aires.  









3.2.2.-Alcances del Informe 44-DO-2016-B.









La Dirección de Planificación atendió una solicitud similar, donde se valoró la posibilidad de nombrar otra jueza o juez permanente en Buenos Aires con su oficina y una sala de juicios; o dotar al Cantón de Buenos Aires de un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencia desde Pérez Zeledón, mediante el informe 44-DO-2016-B, donde se determinó, en lo que interesa lo siguiente:









· La carga laboral que atiende el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur proveniente de la localidad de Buenos Aires, es baja con respecto a la que predomina en las zonas del país que cuentan formalmente con una Sede de Tribunal. 




Asimismo, que el valor promedio mensual de casos entrados obtenido por Buenos Aires (entre juicios unipersonales y colegiados) no supera ni la mitad del dato más bajo de las Sedes de Tribunal indicadas, aunado a que esas Sedes solo reportan juicios unipersonales.









· Existe un pronunciamiento del Consejo Superior sobre el abordaje de la materia Agraria en Buenos Aires, así como varios recursos de hábeas corpus acogidos por la Sala Constitucional sobre la accesibilidad de las personas indígenas de Buenos Aires a la administración de justicia penal, el Poder Judicial debe mejorar de forma paulatina la atención de las personas usuarias residentes en Buenos Aires, en concordancia con las directrices presupuestarias que avale la Corte Plena.









· Se está valorando la asignación de personal adicional al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, para que atienda las apelaciones de las materias Civil y Laboral, con recurso nuevo en el Presupuesto del 2017. Esta medida permitirá descargar el trabajo de las actuales juezas y jueces, por lo que habría mejores expectativas para atender el trabajo de la jurisdicción que atienden, incluido el Cantón de Buenos Aires.









Con base en lo anterior, la Dirección de Planificación NO recomendó acoger la propuesta del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en cuanto a nombrar otra jueza o juez en forma permanente en Buenos Aires, con su respectiva oficina, y una sala de juicio en forma regular; a efectos de atender las apelaciones y demás vistas de los asuntos de  Buenos Aires; realizar juicios unipersonales e integrar colegio con dos profesionales de Pérez Zeledón para realizar los juicios previamente señalados.









En su lugar, recomendó acoger la propuesta alterna de conseguir un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala de juicios específica, lo que además permitiría instalar un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón. 









El Consejo Superior en sesión 83-16 del 6 de setiembre del 2016, artículo XIX, conoció el informe y dispuso entre otros temas:2) Acoger la propuesta alterna realizada por la Dirección de Planificación de conseguir un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala de juicios específica, lo que además permitiría instalar un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón. El Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur deberá cumplir las recomendaciones realizadas por la Dirección de Planificación en este informe.



















No obstante, lo anterior, la investigación determinó que posteriormente el Consejo Superior otorgó la plaza de Jueza o Juez 4, una Fiscala o Fiscal Auxiliar y una Defensora Pública o Defensor Público para completar el equipo y destacarlas en el Cantón de Buenos Aires, para atender prioritariamente los asuntos indígenas. 









La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur alquila el local de la Asociación Nacional de Educadores (ANDE) en Buenos Aires cuando se requiere hacer juicios y se ha instalado un equipo de grabación; sin embargo aún no se dispone de equipo de videoconferencia y la Jueza se desplaza tres o cuatro días a la semana de Pérez Zeledón hacia ese Cantón acompañada de una plaza de Técnica  o Técnico Supernumerario, cuando son juicios unipersonales y si son colegiados con los otros dos jueces, y una o un Oficial de Seguridad, pero como en el vehículo no hay capacidad para trasladar a todos los funcionarios y servidores judiciales, el Oficial de Seguridad se desplaza en bus.  Esta situación provoca que se tenga que disponer de un vehículo de la Administración durante toda la semana para los desplazamientos y personal del Tribunal en detrimento de otras  labores que ahí se realizan.









Lo anterior tiene el inconveniente, que cuando los agremiados del ANDE, requieren hacer uso de las instalaciones no puede ser utilizado el local por los funcionarios del Poder Judicial y se debe desconectar todo el equipo y guardarlo en una bodega y volverlo a instalar, lo cual limita el uso pues impide brindar un buen servicio público.  Asimismo, que el local se alquila por una tarifa diaria independientemente del tiempo que sea utilizado por la persona juzgadora, por lo que se incurre en un alto costo; se determinó que el gasto por alquiler de ese local asciende a los 4.280.000(Ver anexo 1).









3.2.3.- Análisis de Carga de Trabajo.









A fin de evaluar la carga de trabajo de Buenos Aires, se consideró oportuno determinar la cantidad de casos ingresados al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur procedentes de Buenos Aires, y la cantidad de asuntos que son de usuarios indígenas, con el fin de tener un mejor panorama respecto de la petición que se analiza.












































El siguiente cuadro muestra la entrada total de casos de Buenos Aires y la cantidad que representan los asuntos indígenas para el último quinquenio:









					Cuadro 3




Casos entrados en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur provenientes de Buenos Aires, y cantidad que representan los




asuntos indígenas, para el período 2012-2016









					Año




					Total




					Asuntos Indígenas














					




					




					Absoluto




					Relativo









					




2012




					




130




					




17




					




13,00









					2013




					




127









					39




					30,70









					2014




					116




					47




					40,50









					




2015




					




121




					




29




					




23,96









					




2016




					




74




					




28




					




37,80









					




Promedio




					114




					32




					29,19
























Fuente: Elaboración propia con datos del Subproceso de Estadística y del Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Sur.









Se visualiza del total de los casos entrados al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, procedentes del cantón de Buenos Aires, que aproximadamente el 30% son asuntos indígenas.









Esta carga de trabajo no logra el ingreso de un asunto diario de esta zona (114 casos/12 meses/21 días hábiles).









De seguido se revisa el comportamiento del ingreso de asuntos indígenas para debate al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, procedente de Buenos Aires, en los últimos seis años.









Cuadro 4




Entrada total de Asuntos Indígenas para Debate en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, procedente de Buenos Aires, durante el periodo 2012-2017









					Año




					Entrada




Total




					Tipo de Integración









					




					




					Colegiado




					Unipersonal




					Abreviado









					TOTAL




					166




					72




					60




					34









					2012




					17




					12




					4




					1









					2013




					39




					15




					24




					0









					2014




					47




					22




					12




					13









					2015




					29




					6




					12




					11









					2016




					28




					13




					8




					7









					2017




					6




					4




					0




					2














      Fuente: Tribunal del I Circ. Judicial de la Zona Sur.









Nótese que del total de asuntos que ingresaron en el periodo examinado la mayor parte de asuntos entrados corresponde a los juicios colegiados, con un 43,37%, lo que denota la mayor concentración de la entrada en ese tipo de casos y en menor proporción los juicios unipersonales (36,14%) y abreviados (20,48%).  









Llama la atención que el total de asuntos ingresados ha disminuido en los últimos tres años analizados.









Finalmente, se consideró pertinente, comparar la carga de trabajo que genera Buenos Aires al Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Sur, con algunas Sedes de Tribunal, durante el 2016, obteniéndose la siguiente información:










































































					Cuadro 5









					Carga laboral y promedio mensual en algunas Sedes de Tribunal del país, y en el Tribunal del I Circuito Judicial de la Zona Sur de casos provenientes de Buenos Aires, durante el 2017














					Sede de Tribunal




					Total




					Entrados




					Reent




					Testi. Piezas




					Apelac




					Promedio Mens.(1)









					Tribunal de Cartago, sede Turrialba




					420




					327




					31




					3




					59




					37









					Tribunal de Heredia, sede Sarapiquí




					280




					188




					17




					2




					73




					25









					Tribunal I Circ. Jud. Guanacaste, sede Cañas




					411




					327




					22




					0




					62




					37









					Tribunal de Puntarenas, sede Quepos




					442




					324




					9




					0




					109




					39









					Tribunal Penal de Siquirres




					212




					137




					5




					0




					70




					19









					Tribunal I Circ.Jud. Zona Sur (Asuntos procedentes de Buenos Aires)




					188




					112




					27




					0




					49




					17









					Nota: (1) El promedio mensual se obtiene de dividir entre 11,25 meses, por cuanto se rebajan las vacaciones colectivas.









					Fuente: Elaboración propia con datos del Subproceso de Estadística y del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



















Se denota que los casos de Buenos Aires representan un promedio mensual aproximado de 17 casos nuevos que incluye juicios unipersonales y colegiados, cifra por debajo del obtenido por las Sedes de Tribunal del país, que registraron entradas totales entre 212 y 442 casos nuevos, que equivalen a promedios mensuales de 19 y 39 asuntos (solo de juicios unipersonales). 









Los datos precedentes ratifican lo analizado anteriormente por la Dirección de Planificación, que, desde el punto de vista cuantitativo, el Cantón de Buenos Aires no registra niveles de trabajo similares a los de otras zonas que cuentan formalmente con Sedes de Tribunal, para la creación de un equipo de trabajo unipersonal.









Al respecto, es importante traer a colación lo indicado en el informe anterior:









“3.5.- Atención de la materia Agraria en Buenos Aires.









Pese a que las estadísticas judiciales no son significativas para justificar la habilitación formal de una Sede de Tribunal en Buenos Aires, resulta oportuno indicar que en la sesión N° 23-14 del 13 de marzo de 2014, artículo XXI, el Consejo Superior conoció el informe 2-DO-2014-B de la Dirección de Planificación sobre la propuesta de creación de un juzgado agrario en la localidad de Buenos Aires. En el punto “3” de la parte dispositiva se consignó lo siguiente: 









“(…) por ser usuarios con tanta vulnerabilidad no debe tomarse como parámetro la carga de trabajo sino el derecho humano y fundamental de acceso a la justicia”. (EL SUBRAYADO NO ES DEL ORIGINAL).









Si al criterio antes expuesto se le adicionan los recursos de hábeas corpus acogidos por la Sala Constitucional en cuanto a garantizar la accesibilidad de las personas indígenas a los servicios brindados por el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se percibe que el Poder Judicial debe mejorar de forma paulatina la atención de las personas usuarias residentes en Buenos Aires, en concordancia con las directrices presupuestarias que avale la Corte Plena.”









3.2.4.- Impacto de las reformas de los Códigos Civil y Laboral en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.









De lo investigado se determinó que al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se le quitó la competencia de las apelaciones en las materias Civil y Laboral, por cuanto se creó a partir del 25 de julio del 2017 el Tribunal de Apelaciones Civil y Laboral y este Tribunal pasó a ser especializado en Penal.









Con lo anterior se tienen expectativas de que al especializarse las materias, tendrá un impacto en la carga de trabajo de las actuales juezas y jueces, por cuanto ya no tienen que disponer de tiempo para conformar el Tribunal Colegiado para atender esas materias, por lo que habrá mejores condiciones para atender el trabajo de la jurisdicción que les compete, incluido el Cantón de Buenos Aires.









3.2.5.-Análisis Cualitativo









En visita realizada al Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur y a la Fiscalía y Defensa Pública de Buenos Aires, coinciden los entrevistados[footnoteRef:6] que las plazas han sido muy beneficiosas para la atención de las personas usuarias indígenas, la cual es una población en condición altamente vulnerable, por cuanto se le ha brindado el servicio en el Cantón de Buenos Aires, evitando que se tengan que trasladar hasta Pérez Zeledón, y dando un tratamiento más personal y especializado a  las personas indígenas, que no cuentan con recursos económicos, con diferencias culturales, los cuales deben recorrer grandes distancias, algunos no hablan el idioma español, son adultos mayores y madres que se apersonan con sus hijos, entre otras condiciones. [6: Lic. José Luis Cambronero Delgado, Licda. Jacqueline López Chacón, en su orden Juez Coordinador y Jueza del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Licda. Tatiana García Chaves, Fiscala Coordinadora de la Fiscalía de Buenos Aires y Lic. Andrey Fuentes Gamboa, Defensor Coordinador de la Defensa Pública de Buenos Aires.] 










Agregan, que el disponer de un recurso en la Fiscalía para que se dedique exclusivamente a la investigación de los casos de usurpación de tierras ha generado una carga laboral que impacta a todo el equipo de trabajo (Juez, Fiscal y Defensor) que se asignó para la atención prioritaria de los asuntos donde interviene una persona indígena. Lo anterior por cuanto actualmente se está tramitando el expediente penal16-200108-634-PE; contra 41personas imputadas por el delito de Usurpación, en relación con la posesión de tierras en la comunidad indígena de Bribri de Salitre, el cual está en proceso de comunicar la acusación, asunto que deben atender y demandará mucho tiempo, por la cantidad de personas involucradas y  actualmente se está tramitando la causa penal 17-000125-634-PE, por el mismo delito, en relación con conflictos de tierras en el territorio indígena de Térraba, que es más amplio y con mayor población.




	




El coordinador del Tribunal y la jueza encargada de la atención de los asuntos de Buenos Aires, indicaron que la plaza de juez o jueza se ubica físicamente en Pérez Zeledón y que visita la zona de tres a cuatro veces a la semana a realizar los juicios, lo cual ha sido muy positivo para los usuarios, por cuanto la atención es más rápida, es ideal para la comunidad, sobre todo por tratarse de una población vulnerable, aunque tienen algunas limitantes, tales como no disponer del espacio físico, de equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón, cámara de Gesell, lo que facilitaría la labor que se realiza. No obstante, enfatizaron que se hace indispensable mantener el recurso por accesibilidad a la justicia de este tipo de población.









Alega la Fiscala Coordinadora de Buenos Aires, que la Fiscala Auxiliar designada a esta tarea se dedica a la asistencia de juicios, atención de personas privadas de libertad, contestación de audiencias, debates, resuelve apelaciones y otras labores propias del cargo, donde la experiencia ha sido muy conveniente para la atención de la población indígena por cuanto se le brinda una atención más personalizada, más ágil y en el lugar donde pertenecen, sin necesidad de desplazarse y por ende se ofrece un mejor servicio. Considera que es una necesidad en Buenos Aires, disponer de una persona profesional especializada en temas indígenas debido a que este Cantón es el que mayor cantidad de territorios indígenas tiene, sea seis.









Por su parte, el Defensor Público Coordinador, señala que la plaza destacada ha contribuido a la carga laboral que enfrentan y particularmente con la atención del caso de Salitre que tienen que asignar defensa a 25 casos individuales, los cuales se han dividido en dos grupos para la atención, con apoyo de un Defensor de asuntos indígenas y un funcionario de Pérez Zeledón. Aclara que ellos están en desventaja por cuanto también deben de acompañar a las giras a la fiscala asignada para realizar las investigaciones y el personal se hace insuficiente debido a que tienen que hacer las otras labores propias de su cargo: sea la visita carcelaria, indagatorias, asistir a los juicios, giras, entre otras.









Lo antes expuesto denota que los entrevistados coinciden en que es necesario el equipo de trabajo para brindar acceso a la justicia y una atención especializada a la población indígena que se encuentra en condición de vulnerabilidad, así como atender la carga laboral que se avecina con los asuntos de usurpación de tierras donde están involucrados una cantidad numerosa de imputados.









Es importante destacar que la M.Sc. Diana Montero Montero y el Dr. Erick Nuñez Rodríguez, jefaturas de la Defensa Pública[footnoteRef:7], dan a conocer la gestión sobre la “Carta de Derecho sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas", que está pronta a entrar en vigencia, y que le otorga una participación a la Defensa Pública para este tipo de poblaciones. [7:  Mediante correo electrónico del 24 de setiembre del año en curso, dirigido a diversas dependencias de la institución, y específicamente  a esta Dirección remitió copia.] 










Como respuesta a este mensaje, la MBA Damaris Vargas Vásquez, Jueza Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria y Jueza decisora del Tribunal Agrario,  le responde sobre la atención a las personas indígenas usuarias que se ha venido dando desde hace muchos años por parte de las personas Defensoras Públicas Agrarias, entre otros beneficios que se otorgan a este tipo de poblaciones.









Lo anterior, deja entrever que el servicio de acceso a este tipo de poblaciones no solo se aborda por parte de la Defensa Pública con especialistas en poblaciones indígenas, sino que también se asume con profesionales en materia penal y agraria como es el caso específico en la zona de Buenos Aires, que a través de los años vienen apoyando con varios profesionales en la materia.









3.2.6.- Gestiones de la Administración Regional de Pérez Zeledón.









En consulta realizada al Lic. Esteban Solano Alvarado, Administrador Regional a.i. del I Circuito Judicial de la Zona Sur, señaló que efectivamente el alquiler del local del ANDE, resulta oneroso y presenta algunos inconvenientes, pero se arrenda como una medida paliativa para ofrecer el servicio a las personas usuarias, y efectivamente no se dispone del equipo de videoconferencia necesario para la sala.  Sobre este tema indicó la Máster Dinorah Álvarez Acosta, Directora Ejecutiva a.í. mediante oficio 1582-DE-2017, lo siguiente:
























“Del equipo de videoconferencia necesaria para la sala. 









Es importante indicar que se toma nota que la Administración a su cargo ya lo gestionó a Dirección de Tecnología de la Información, además se informa que la suscrita, vía telefónica habló con la Directora de Tecnología de la Información respecto a la necesidad de dicho equipo, indicando que la oficina no lo tiene presupuestado y no dispone en stock en este momento, sin embargo, va a realizar el esfuerzo de tratar conseguir equipos mediante contratación que estima próxima a realizar y la Dirección Ejecutiva realiza la designación que corresponda.









Se toma nota de la información brindada por su persona indicando que dicho equipo se formuló para el año 2018.”









Argumenta, el Lic. Solano Alvarado, que esa dependencia ha iniciado gestiones para el proceso de contratación para arrendar un local para albergar Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de Comunicaciones Judiciales en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas[footnoteRef:8], lo que crearía condiciones para disponer la instalación de un equipo de videoconferencia para uso de los despachos y oficinas judiciales de esa localidad, así como para el Tribunal de Pérez Zeledón cuando practique diligencias judiciales.  [8: Ver Anexo No. 2.] 










Agregó, que realiza todos los esfuerzos necesarios para que partir del segundo semestre del próximo año se disponga de las salas de juicio, y así lograr satisfacer las necesidades del Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón y por ende las de las personas usuarias.









3.3.- Análisis sociodemográfico de la zona de Buenos Aires 









Sobre este tema la Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2 de esta Dirección, elaboró un estudio sociológico sobre las características demográficas del cantón de Buenos Aires que incorporó variables tales como las condiciones de la población, grupos etarios, estado civil, flujos migratorios, actividad económica, desarrollo humano, educación, crecimiento poblacional, población con discapacidad, población indígena, medios de transporte y comunicación.









En términos generales, los resultados obtenidos en esas variables denotan que Buenos Aires es un cantón de naturaleza rural, con predominio de actividades agrícolas y pecuarias, con desarrollo humano rezagado (según el Índice de Pobreza Humana Cantonal), con una concentración importante de personas indígenas (tanto en cantidad como en diversidad de pueblos indígenas), principalmente, factores que al combinarse han propiciado situaciones de conflicto social en la zona con consecuencias directas sobre la administración de justicia, que explican las necesidades apuntadas por los despachos y oficinas judiciales de Buenos Aires, en cuanto a fortalecer la atención de los asuntos originados en esa localidad. 









En el Anexo 3 del presente informe se consigna el detalle de los resultados del estudio realizado por la Licda. Lugo Solano, Socióloga de la Dirección de Planificación. 









3.4.- Otras consideraciones









 Producto de la implementación del Modelo Penal se conformó un equipo de trabajo destacado en Corredores para atender el Tribunal de esa zona,  razón por la cual se valoró la posibilidad de que estos profesionales coadyuvaran  atendiendo los asuntos de la zona de Buenos Aires donde estén involucrados las personas indígenas; no obstante, se determinó que no era posible realizarlo por cuanto el objetivo de la creación del  equipo es la atención de la mora judicial con un plan y cronograma de trabajo determinado por lo que tomar esos recursos para otro fin, desvirtúa el propósito de su creación, además que atender los asuntos en esas zonas les consumiría mucho tiempo en el traslado por la distancia que existe entre una zona y otra, que en términos generales es de 5 horas aproximadamente, ida y regreso.









En aras de buscar algunas otras alternativas para el apoyo de recursos, se consultó a la Defensa Pública valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires.









3.5.- Consulta del informe









Una versión preliminar de este informe fue remitido a consulta mediante oficio 32-PLA-2018 del 12 de enero del 2018, al Lic. José Luis Cambronero Delgado, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y ala Licda. Johanna Rojas Marín, Jueza Coordinadora del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. Asimismo, mediante copia, se le solicitó criterio a la Comisión de Acceso a la Justicia, al Ministerio Público y a la Defensa Pública. 




  




Una vez incorporadas las observaciones al informe fue remitido nuevamente a consulta mediante oficio 1269-PLA-2018 a la Máster Diana Montero Montero, Jefa de la Defensa Pública y mediante copia también se le solicitó criterio a la Comisión de Acceso a la Justicia, a la Defensa Púbica, al Ministerio Público, al Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, y se recibió respuesta únicamente del Ministerio Público y el Juzgado Penal[footnoteRef:9]. [9:  Mediante Oficio Nº FGR-993-2018, suscrito por la Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General y correo electrónico del 8 de noviembre de 2018, remitido por la Licda. Johanna Rojas Marín, Jueza Coordinadora.] 










Por otra parte, se recibió el oficio CACC-408-2018, suscrito por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, donde remiten el acuerdo de la sesión del 19 de setiembre de 2018, Artículo V, relacionado con el Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.









Seguidamente se presentan las observaciones remitidas que se consideran pertinentes por los despachos y el criterio de esta Dirección:









					N°




					Observación del despacho




					Criterio  de la Dirección de Panificación









					




					Ministerio Público
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					Solicita que se tomen en cuenta con las siguientes  particularidades: 









Situación de vulnerabilidad de la población indígena: En Buenos Aires se ubican 6 territorios indígenas, con desarrollo humano rezagado y una conflictividad social importante, debido a la tenencia de tierras por parte de personas no indígenas dentro de territorio indígena. Por lo que, resulta la necesidad de fortalecer la atención a los asuntos indígenas, no obstante, el estudio se fundamenta prácticamente solo en la cantidad de asuntos ingresados, lo cual a su criterio no representa un carga de trabajo representativa, no obstante no se toma en cuenta la dificultad y complejidad de investigación de dichos asuntos, siendo que en los mismos generalmente requieren desplazamientos a terrenos lejanos y poco accesibles, inspecciones en campo, la atención específica por parte del fiscal al usuario indígena, aunado a las demás diligencias pendientes que se presentan en el despacho.









La existencia de una medida cautelar internacional:









El estado de Costa Rica actualmente cuenta con una medida cautelar en su contra (MC-321-12), situación que no fue analizada en el informe que se emitió, simplemente se cita la posibilidad -casi inminente- de ampliación de la misma. Cabe resaltar el impacto que genera para la institución el incumplimiento de una medida cautelar como la impuesta al Estado de Costa Rica, ya que, le impone la obligación al Estado de brindar una tutela especial a los pueblos indígenas de Salitre y Térraba, ante la conflictividad social que enfrentan por la transgresión a sus derechos culturales, como lo es el derecho al uso de la tierra.




En setiembre del 2017 se puso en conocimiento la existencia de una nueva petición presentada ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, petición número 2472-16, mediante la cual 100 personas indígenas alegan la transgresión a sus derechos culturales desde todos los ámbitos: judiciales, administrativos y legislativos, con lo cual se pone en alerta que la medida cautelar existente pueda ser ampliada o bien se pueda elevar el caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de manera que surge la necesidad de continuar con las investigaciones de los delitos de Usurpación dentro de todos los territorios indígenas en el cantón de Buenos Aires.









No contar con los recursos que se han venido otorgando, se debilita la capacidad de atención que se le pueda brindar a dichos casos, los cuales son de gran complejidad por la cantidad de partes, las diligencias en situ que se deben realizar y la necesidad que generan de que el fiscal a cargo deba abocarse a la atención específica de tales diligencias, teniendo que dejar de lado la carga de trabajo de los demás asuntos, la atención de roles de disponibilidad, audiencias, etc., recargando tales funciones a los fiscales que quedan en la fiscalía, situación que evidentemente vulnera los principios constitucionales de acceso a la justicia y justicia pronta y cumplida.









Investigaciones con pertinencia cultural:









Se obvió la obligación de efectuar las investigaciones por el delito de Usurpación, en cuanto a las personas no indígenas que poseen tierras dentro de territorio indígena, aspecto que no fue analizado en el informe. 









Es urgente continuar con labores de investigación, no solo para los territorios ya iniciados, sino también en todos los demás territorios, sin embargo, como se ha venido argumentando de no contar con el recurso que se ha venido dando, es difícil abarcar todas las funciones que esto representa, por la complejidad de las causas, los difíciles accesos que tienen los territorios indígenas y todas las labores de investigación que se realizan.









					Se determinó que la carga de trabajo no alcanza el ingreso de un asunto indígena diario (141 casos/12 meses/21 días hábiles), por lo que aun sumando el grado de complejidad de investigación de los asuntos, resulta ser muy poca la carga laboral. 









En cuanto a la existencia de la medida cautelar 321-12 del 30 de abril de 2015,  donde le ordenó al Estado de Costa Rica, adoptar medidas necesarias para proteger el derecho a la vida y la integridad física, de las personas indígenas, dentro de los citados territorios, cabe indicar que fue precisamente uno de los fundamentos para otorgar los permisos, desde el 2016 y mediante este informe se indicó lo expuesto en su oportunidad sobre la posibilidad de la ampliación de la misma y de una nueva petición que a la fecha de la investigación no se había comunicado. 









Asimismo, se ordenó abrir una investigación penal de oficio durante el año 2016 como un deber imperativo de investigación, por los posibles delitos de usurpación cometidos por personas no indígenas que detentan y poseen tierra de manera irregular en el territorio indígena de Salitre y Térraba, lo cual fue otra justificación en su oportunidad para otorgar los permisos, por lo cual esto también fue considerado. 









Esta Dirección reconoció la situación de vulnerabilidad de las personas usuarias indígenas, y en atención a estos temas, en la recomendación indicó: ” 5.1.- (…) esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio con más población, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.









Por lo anterior se recomendó que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.”
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					Sobre la recomendación 5.2.-  se alega que no queda claro sobre los aspectos que se recomiendan rendir informes trimestrales, pues se habla de las estadísticas por fiscalía que atiende población indígena y a la vez de un cronograma de atención a todos los territorios indígenas en el cantón de Buenos Aires, siendo dos situaciones distintas y los informes por fiscalía reúnen las estadísticas de las 14 fiscalías que atienden la población indígena y el cronograma de atención a los territorios de Buenos Aires, refleja únicamente la labor de la Fiscalía de Buenos Aires y Fiscalía de Asuntos Indígenas.




					




Efectivamente la recomendación 5.2.- se refiere a dos situaciones distintas, una que se lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía debido a que no se disponía de la información y se tuvo que levantar los datos y otra sobre el proyecto, sea que a partir de la experiencia de Bribri Salitre se defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado.
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					Recurso para el tribunal de juicio: 




El informe indica que en caso de que el Consejo Superior, se aparte del criterio técnico del Departamento de Planificación, se pueda crear la “Sede del Tribunal”, dejando de lado la necesidad de contar con un fiscal de juicio, para la atención de dichos debates, ya que no podemos obviar que el Tribunal de Juicio de la Zona sur cuenta con dos secciones, de manera que se dan señalamientos simultáneos




					Se está de acuerdo con la observación realizada, y se corrige como un error involuntario material, y en la recomendación 5.6-  se incluye la plaza de Fiscal y Defensor que se requiere para conformar el equipo de trabajo.









					4




					De la necesidad del recurso: 




Se indica que debido a  las investigaciones pendientes de realizar y la medida cautelar internacional en contra del Estado de costarricense, es que resulta fundada la necesidad de contar con el recurso extraordinario brindado a la Fiscalía de Buenos Aires, ya que, por la problemática existente en la zona, las particularidades de la población (población vulnerable) y el abordaje distinto que se le debe brindar al delito de Usurpación dentro de los territorios indígenas, es que se torna imposible que un fiscal, fiscal auxiliar y técnico judicial tengan como recargo dichas funciones y pueda cumplir a cabalidad el brindar un abordaje con pertinencia cultural a dichas causas. 









Solicitan se reconsidere la no recomendación de continuidad del recurso y por el contrario se justifique su necesidad por un tema de acceso a la justicia a una población vulnerable, con la finalidad de avanzar al máximo en las investigaciones, en cumplimiento a la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al Estado costarricense y en beneficio de la población indígena




					Esta Dirección mantiene el criterio expuesto en el presente informe de no recomendar los recursos, por cuanto la carga de trabajo no justifica la creación y por la coyuntura presupuestaria que está atravesando no solo la Institución sino el país, y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.









Consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, reitera la recomendación de que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que, durante el 2018, asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.









La investigación determinó que la 
Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal durante el primer trimestre del presente año para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración de Pérez Zeledón para que le brinden colaboración, razón y se adiciona a la recomendación.









					5




					Por otra parte, la Dirección de Planificación indica en el estudio que:




“A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio con más población, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.









Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur”




Es importante resaltar, que el Ministerio Público no tiene posibilidad en este momento de reasignar recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires para asumir estas funciones.




Debido a lo expuesto, se solicita a esa Dirección reconsiderar la recomendación vertida en el estudio de marras y mantener la asignación de una plaza de Fiscal Auxiliar y otra de Técnico Judicial 2 para atender para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.




					Al respecto la Dirección de Planificación mantiene el criterio vertido en la recomendación vertida.









					




					Defensa Pública




					









					




					La Máster Diana Montero Montero, solicita reconsiderar la recomendación de no aprobar la continuidad de la plaza de Defensora Pública[footnoteRef:10], de acuerdo con lo siguiente: [10: Mediante oficio 0062-JEF-2018 del 22 de enero de 2018, suscrito por la Licda. Diana Montero Montero, Jefa de la Defensa Pública.] 










La plaza de Buenos Aires se ubicó en una zona de extrema pobreza con un alto porcentaje de usuarios que pertenecen a pueblos indígenas.  Por lo tanto, según Reglas de Brasilia se debe tomar medidas temporales afirmativas para garantizar el acceso a la justicia de este tipo de grupos que se encuentra en una doble condición de vulnerabilidad,  (incluso triple tratándose de mujeres, personas menores o adultos mayores). 









Este tipo de medida temporal afirmativa no parte de criterios meramente numéricos, sino de una perspectiva de respeto a derechos fundamentales, que son violentados con propuestas que evidencian la discriminación estructural hacia este tipo de poblaciones pues invisibilizan sus necesidades particulares. 









En cuanto a la recomendación de valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, es importante indicar que la Defensa Pública ya realizó una redistribución de plazas a nivel nacional con conocimiento de la Dirección de Planificación, por lo que, no es posible cubrir con una plaza de las existentes este servicio.




					Al respecto, cabe indicar que el Consejo Superior, a partir de la asignación de una plaza de Juez 4 con permiso con goce de salario y sustitución, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, asignó también una fiscala o fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, con el fin de atender los asuntos indígenas de Buenos Aires.









Al respecto, el Lic. José Luis Cambronero Delgado, Juez Coordinador del Tribunal de Pérez Zeledón, indicó que el circulante correspondiente a Buenos Aires se ha reducido al punto que los señalamientos a debate y las vistas están completamente al día, con una agenda  de juicios señalada a menos de dos meses, por lo que durante el resto del año 2017, el Tribunal ordinario de Pérez Zeledón puede asumir el trabajo asignado a dicha plaza; a fin de que la misma pueda ser ocupada en otro circuito judicial durante ese período.  No obstante, que a partir del próximo año se asigne nuevamente esa plaza, junto con su respectivo técnico de juicio, para poder seguir dando una atención prioritaria a los asuntos penales de Buenos Aires que involucran personas indígenas, y hacer frente a los debates por posesión de tierras indígenas en ese cantón[footnoteRef:11]. [11: Sobre este tema, el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 86-17 del 22 de setiembre del 2017, artículo LXXX , dispuso: “1.) Tomar nota de la comunicación que hace el licenciado José Luis Cambronero Delgado, Juez Coordinador del Tribunal de Pérez Zeledón y reservar el pronunciamiento en cuanto a la asignación del recurso indicado para el próximo año, una vez que sea aprobado el presupuesto para el año 2018. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, para que las citadas plazas sean utilizadas en otro despacho e informe a este Consejo lo que corresponda.”

] 










La Dirección de Planificación mediante oficio No.1544-PLA-2017, recomendó que la plaza de Juez o Jueza 4, proveniente del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sea utilizada en el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela para integrar una de las secciones colegiadas de esa oficina y así maximizar los recursos institucionales y potenciar el rendimiento de los Tribunales que atienden materia penal.









Actualmente, los jueces que conforman el Tribunal Ordinario son los encargados de atender este tipo de asuntos.









Por lo expuesto, no se hace necesario la plaza de Defensora o Defensor Público. Lo cual resulta concordante con lo recomendado en el presente informe. 









Cabe señalar que la Defensa Pública   brinda el servicio a través de los Defensores Públicos en materia Penal y Agraria según corresponda, lo que evidencia que el servicio no se está dejando de atender.









					1




					Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Pérez Zeledón









Siendo que existe el estudio correspondiente, considero respetuosamente que las recomendaciones y conclusiones deben ser valoradas de acuerdo a las necesidad de los/las usuarios/as y las posibilidades de la institución. Como un comentario adicional y de forma respetuosa, en mi experiencia considero que existe falta de sensibilidad en este tema de los indígenas y personas privadas de libertad.




					Esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. No obstante, debido a las limitaciones presupuestarias para asignar recursos se recomendó que se valore si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona.
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					Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas









Instar a la Dirección de Planificación y al Consejo Superior para que reconsideren el oficio 32-PLA-2018 y se devuelva la plaza de defensor y fiscal para la atención de personas indígenas en la jurisdicción de Buenos Aires.




					Al respecto, esta Dirección mantiene el criterio vertido, y se aclara que las plazas analizadas y a las cuales se refiere la Subcomisión, estaban en condición de permiso con goce de salario.









					




					




					





























					IV. Elementos Conclusivos




					Fiscalía de Buenos Aires









4.1.-El Consejo Superior dispuso otorgar permisos con goce de salario y sustitución a una plaza de Técnico Judicial 2 y Fiscal Auxiliar, para destacarlas en la Fiscalía de Buenos Aires para que la Fiscala o el Fiscal Auxiliar se dedique de forma exclusiva y temporalmente, a la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación en territorio indígena, y el Técnico Judicial 2 para realizar las labores propias de apoyo.









4.2.-El  fundamento señalado en su oportunidad sobre la necesidad de los recursos es para cumplir con los mandatos del Fiscal General (política de persecución) a la luz de las exigencias internacionales sobre tutela, garantía, respeto y sanción sobre violación a los derechos colectivos en cuanto acceso de los pueblos indígenas a la tierra, preceptuados y ordenados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y  en cumplimiento a la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense.




4.3.-Durante el 2016 se inició con el caso de Salitre, donde se realizaron labores de investigación y se logró identificar 80 personas no indígenas como poseedores ilegítimos dentro del territorio indígena de Salitre, los cuales se indagaron y  se recabó prueba, se  efectuaron inspecciones de campo en cada una de las fincas, sin embargo, no se pudo concluir la investigación en la etapa preparatoria durante el 2016, razón por la cual se  programó finalizar para el segundo semestre 2017 la totalidad de inspecciones que se deben realizar, recabar la totalidad de la prueba y finalizar el requerimiento fiscal.




En el 2017, se ordenó la apertura del caso penal por los posibles delitos de usurpación en la Fiscalía de Buenos Aires (17-000125-634-PE), donde se debe incursionar al territorio de Térraba, con 9.355 Ha, y se debe realizar el mismo abordaje y actividades investigativas que Bribri Salitre. 




4.4.-Del análisis de la carga de trabajo se determinó que los asuntos indígenas que ingresan a la Fiscalía de Buenos Aires son baja, por cuanto del total de asuntos ingresados durante el periodo analizado aproximadamente el 14.2% corresponde a casos donde está involucrada una persona indígena, lo que no alcanza ni un asunto indígena diario. Asimismo, que el mayor porcentaje de los delitos corresponde al delito de “daños” con un 9.17%, y que a junio 2017 registraban un circulante de 134 asuntos.




4.5.-Es criterio de los entrevistados que las plazas se requieren para atender la población indígena de Buenos Aires, distribuida en seis territorios, los cuales se encuentran en condición de vulnerabilidad y en atención a la medida cautelar contra el Estado costarricense impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a los pueblos de Salitre y Térraba en el cantón de Buenos Aires, y a la ampliación de la medida al pueblo de Bribri de Cabagra.




Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur









4.6.-El Consejo Superior dispuso conceder permisos con goce de salario y sustitución a una plaza de Jueza o Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, una Fiscala o Fiscal Auxiliar y una Defensora Pública o Defensor Público para completar el equipo y destacarlas en el Cantón de Buenos Aires, para atender prioritariamente los asuntos indígenas procedentes de esa localidad.














4.7.-La Dirección de Planificación atendió mediante el informe  44-DO-2016-B una solicitud similar, donde se valoró la posibilidad de nombrar otra jueza o juez permanente en Buenos Aires con su oficina y una sala de juicios, y recomendó acoger la propuesta alterna de conseguir un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala de juicios específica, lo que además permitiría instalar un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón, la cual fue aprobada por el Consejo Superior. 









En atención a lo dispuesto, la Administración Regional de Pérez Zeledón alquila el local del ANDE en Buenos Aires cuando se requiere hacer juicios y se ha instalado un equipo de grabación, aún no se dispone de equipo de videoconferencia y la Jueza asignada se desplaza tres o cuatro días a la semana de Pérez Zeledón a ese Cantón, para realizar los juicios unipersonales y cuando se requiere con los otros dos jueces para atender los colegiados.









4.8.-El análisis estadístico de los casos ingresados al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur procedentes del Cantón de Buenos Aires, permiten concluir que la carga laboral, es baja, por cuanto no alcanza el ingreso de un asunto diario de esta zona, y en promedio el 30% son asuntos indígenas.









Asimismo, el valor promedio mensual de casos entrados obtenido por Buenos Aires (entre juicios unipersonales y colegiados) no alcanza siquiera el dato más bajo de las Sedes de Tribunal analizadas, y esas Sedes solo reportan juicios unipersonales. 









4.9.-En el estudio anterior se determinó que existe un pronunciamiento del Consejo Superior sobre el abordaje de la materia Agraria en Buenos Aires, además varios recursos de hábeas corpus acogidos por la Sala Constitucional sobre la accesibilidad de las personas indígenas de Buenos Aires a la administración de justicia penal, por lo que el Poder Judicial debe mejorar de forma paulatina la atención de las personas usuarias residentes en Buenos Aires, en concordancia con las directrices presupuestarias que avale la Corte Plena.









4.10.- Al Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se le quitó la competencia de las apelaciones en las materias y Civil y Laboral, por cuanto se creó a partir del 25 de julio del presente año el Tribunal de Apelaciones Civil y Laboral y este Tribunal pasó a ser especializado en Penal. Esta medida permitirá descargar el trabajo de las juezas y jueces, por lo que existirá mejores condiciones para atender el trabajo de la jurisdicción que les compete, incluido el Cantón de Buenos Aires.









4.11.-Es criterio de los  entrevistados que es necesario mantener el equipo de trabajo (Juez, Fiscal y Defensor) asignado con la finalidad de poder hacer frente de manera oportuna a los juicios por usurpación de tierras en los territorios indígenas del cantón de Buenos Aires, los cuales demandarán mucho tiempo, en razón de la gran cantidad de personas involucradas; así como para poder atender los demás asuntos de esa jurisdicción, con especial prioridad a los casos donde están involucradas personas indígenas, población en condición de vulnerabilidad. 









4.12.-Se determinó que la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur realiza gestiones para alquilar un local en Buenos Aires, que permitirá en el mediano plazo disponer de un local para habilitar al menos una sala de juicios permanente, lo que daría la posibilidad de dotarlo con un equipo de videoconferencia para atender las necesidades de los despachos y oficinas judiciales de esa zona. 



















4.13.- El servicio de acceso a las poblaciones indígenas no solo se aborda por parte de la Defensa Pública con especialistas en asuntos indígenas sino que también se asume con profesionales en materia penal y agraria como es el caso específico en la zona de Buenos Aires, que a través de los años vienen apoyando con varios profesionales en la materia.














Análisis sociodemográfico de la zona de Buenos Aires









4.14.-El estudio sociológico elaborado por la Dirección de Planificación, evidenció datos relevantes en las variables analizadas que explican el conflicto social presente en el cantón de Buenos Aires, el cual requiere de atención para brindar una oportuna administración de justicia.














4.15.- Se valoró la posibilidad de que el equipo de trabajo destacado en Corredores para atender el Tribunal de esa zona, por medio del Modelo Penal, coadyuvaran atendiendo los asuntos indígenas de la zona de Buenos Aires; sin embargo, se estimó que no era conveniente por cuanto las distancias no facilitan el acceso. 
























					V.




Recomendaciones




					




Por lo anterior, se recomienda lo siguiente:









Fiscalía de Buenos Aires









5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:









· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.









· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.









A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.









Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.









Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal durante el primer trimestre del presente año para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.









5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado.









Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur









5.3.- Después del análisis de carga de trabajo, la Dirección de Planificación reitera la recomendación emitida en el informe anterior de NO recomendar la propuesta del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en cuanto a nombrar otra jueza o juez en forma permanente en Buenos Aires, con su respectiva oficina, y una sala de juicio en forma regular; a efectos de atender las apelaciones y demás vistas de los asuntos de  Buenos Aires; realizar juicios unipersonales e integrar colegio con dos profesionales de Pérez Zeledón para realizar los juicios previamente señalados.









5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires.









5.5.-En virtud de los inconvenientes presentados en el local que se alquila del ANDE en Buenos Aires, se recomienda a la Administración Regional de Pérez Zeledón agilizar las gestiones que actualmente realiza para que a la brevedad posible se alquile un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala de juicios específica, que permita instalar un equipo de videoconferencia para las vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón. 









5.6.- Finalmente se reitera la recomendación, en el sentido de que si el órgano superior  estima conveniente apartarse del criterio técnico antes expuesto y ofrecer el servicio de administración de justicia penal en Buenos Aires (a nivel de Tribunal Penal), con la finalidad de brindar mayor accesibilidad a la población vulnerable identificada (personas indígenas),  se presentan algunas estimaciones de costos mínimos asociados con la puesta en funcionamiento de una “Sede de Tribunal” en esa localidad, para asumir la atención de juicios unipersonales, apelaciones, vistas y procesos abreviados en materia Penal; esos recursos contarían con la integración de dos profesionales del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur para celebrar juicios colegiados: 









COSTOS MÍNIMOS ESTIMADOS[footnoteRef:12]: [12: Según datos del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional, para el Presupuesto del Poder Judicial 2019.] 





					




					



















· Estructura mínima de 5 plazas nuevas:  



















					PUESTO




					COSTOS ESTIMADOS




2018









					1 Jueza o Juez 4




					64.124.000,00









					1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3




					19.060.000,00









					1 Técnica o Técnico Judicial 3




					16.179.000,00









					1 Custodia/o de Detenidas/os




					17.211.000,00









					1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio)




					13.602.000,00









					TOTAL




					¢ 130.176.000,00
























· Mobiliario y Equipo de Oficina:














					PUESTO




					COSTOS ESTIMADOS




2018









					1 OFICINA NUEVA (a)




					1.918.673,00









					1 Jueza o Juez 4




					846.295,00









					1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3




					391.398,00









					1 Técnica o Técnico Judicial 3




					391.398,00









					1 Custodio de Detenidos (b)




					2.288.449,00









					1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio) (b)




					1.497.651,00









					TOTAL




					¢ 7.333.864,00














NOTAS: (a) Incluye 1 Reloj de pared, 6 Sillas de espera (visita), 3 Archivadores metal tipo legal 4 gavetas, 2 Ventiladores de pared, 2 Bibliotecas de metal y 4 Butacas de 4 plazas.  (b) Costos de equipamiento básico.









· Alquiler de local (para albergar al personal y habilitado con una sala de juicios considerando un área de 125 metros cuadrados): ¢ 1.500.000,00 colones por mes[footnoteRef:13], para un monto anual de ¢18.000.000,00 colones.   [13: Este dato es un estimado producto de la información suministrada por el Lic. Roy Garro León, Coordinador Administrativo de la Administración Regional.] 










Por tanto, los costos totales anuales estimados por habilitar una “Sede de Tribunal” en Buenos Aires serían de alrededor de ¢ 155.509.864,00 colones.









Adicionalmente, se debe contemplar el costo de ¢ 112.575.000,00 correspondiente a una plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar (¢ 57.101.000) y una de Defensora o Defensor Público (¢ 55.474.000), para completar el equipo de trabajo.









[bookmark: _GoBack]Cabe indicar que las recomendaciones antes expuestas fueron formuladas considerando los resultados obtenidos por la Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2 (Socióloga) de la Dirección de Planificación, en el análisis sociodemográfico de la zona de Buenos Aires.



















Relación del Informe con el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018









Las recomendaciones antes expuestas están en concordancia con el tema Nº 7 del Plan Estratégico Institucional, para el período 2013-2018, que indica:









“7.- Planificación institucional









Maximizar el uso de los recursos y ordenar los procesos. Se hace necesario este tema a efecto de orientar la gestión judicial para dar respuestas satisfactorias de una forma ordenada, armonizando los recursos disponibles en función de las prioridades definidas.”









Asimismo, los planteamientos son consecuentes con los siguientes ejes transversales:









· Servicio Público de Calidad. La propuesta tiene como fin acercar el servicio de justicia penal a las personas usuarias, y principalmente a los grupos vulnerables socialmente, del Cantón de Buenos Aires.




· Accesibilidad. Existen problemas evidentes de accesibilidad en el servicio en los grupos vulnerables identificados, principalmente en las personas indígenas por las condiciones socioeconómicas en que viven y lo complejo de los traslados hasta Pérez Zeledón.














					Realizado por:




					Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2.




Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2.









					Aprobado por:




					Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso Organización Institucional.




Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica. 









					Visto bueno:




					Ing. Dixon Li Morales, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones.



















ANEXO 1




“Gastos por concepto de alquiler del local ANDE”
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ANEXO 2









“Gestiones realizadas para el alquiler de un local en Buenos Aires”
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ANEXO 3









Estudio Sociológico del cantón de Buenos Aires, elaborado por la Licda.




Graciela Lugo Solano, Profesional 2.




















































































Se concluyó la recopilación de pruebas mediante una dirección funcional objetiva por parte del Fiscal Auxiliar encargado.














Se ligaron al proceso penal respetando sus derechos como imputados y de ofrecer prueba a casi 80 personas en condición de imputados.














Se realizaron más de 80 inspecciones judiciales a fincas con participación de Ingenieros Forenses, Fiscal Auxiliar, Defensores Públicos, Personal de OIJ y Personal de la UPROV.














Se realizaron otras pruebas más que han permitido tener un caso penal que se encuentra en redacción el requerimiento fiscal respectivo.
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																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		17						08/02/2017						Banco de Costa Rica						001556FC2017						94-2016-TJPZ												Liquidado																														20/12/2016												23/12/2016





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		17						08/02/2017						Banco de Costa Rica						001558FC2017						95-2016-TJPZ												Liquidado																														21/12/2016												23/12/2016





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		17						08/02/2017						Banco de Costa Rica						001560FC2017						96-2016-TJPZ												Liquidado																														22/12/2016												23/12/2016





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		26						20/02/2017						Banco de Costa Rica						003017FC2017						04-2017-TJPZ												Liquidado																														22/01/2017												27/01/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		26						20/02/2017						Banco de Costa Rica						003018FC2017						06-2017-TJPZ												Liquidado																														30/01/2017												30/01/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		26						20/02/2017						Banco de Costa Rica						003019FC2017						07-2017-TJPZ												Liquidado																														31/01/2017												08/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003517FC2017						0008TJPZ2017												Liquidado																														02/02/2017												03/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003518FC2017						09-2017-TJPZ												Liquidado																														03/02/2017												03/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003520FC2017						16-2017-TJPZ												Liquidado																														15/02/2017												16/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003521FC2017						20-2017-TJPZ												Liquidado																														21/02/2017												21/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003522FC2017						19-2017-TJPZ												Liquidado																														22/02/2017												22/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		31						24/02/2017						Banco de Costa Rica						003535FC2017						17-2017-tjpz												Liquidado																														16/02/2017												17/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		47						14/03/2017						Banco de Costa Rica						004903FC2017						24-2017-TJPZ												Liquidado																														27/02/2017												28/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		47						14/03/2017						Banco de Costa Rica						004904FC2017						22-2017-TJPZ												Liquidado																														23/02/2017												23/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		51						17/03/2017						Banco de Costa Rica						004480FC2017						13-TJPZ-2017												Liquidado																														14/02/2017												15/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		51						17/03/2017						Banco de Costa Rica						004483FC2017						11-TJPZ-2017												Liquidado																														14/02/2017												15/02/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006310FC2017						25-2017-TJPZ												Liquidado																														02/03/2017												02/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006311FC2017						26-2017-TJPZ												Liquidado																														03/03/2017												04/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006312FC2017						27-2017-TJPZ												Liquidado																														06/03/2017												06/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006313FC2017						28-2017-TJPZ												Liquidado																														07/03/2017												07/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006314FC2017						30-2017TJPZ												Liquidado																														09/03/2017												09/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006315FC2017						29-2017-TJPZ												Liquidado																														08/03/2017												08/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006316FC2017						39-2017-TJPZ												Liquidado																														20/03/2017												22/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006474FC2017						33-2017TJPZ												Liquidado																														13/03/2017												13/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006475FC2017						34-2017TJPZ												Liquidado																														10/03/2017												14/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006478FC2017						37-2017TJPZ												Liquidado																														15/03/2017												15/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006480FC2017						38-2017-TJPZ												Liquidado																														16/03/2017												16/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		62						31/03/2017						Banco de Costa Rica						006482FC2017						40-2017TJPZ												Liquidado																														21/03/2017												21/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		70						17/04/2017						Banco de Costa Rica						007064FC2017						41-2017-TJPZ												Liquidado																														22/03/2017												22/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		70						17/04/2017						Banco de Costa Rica						007065FC2017						45-2017-TJPZ												Liquidado																														27/03/2017												27/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		70						17/04/2017						Banco de Costa Rica						007066FC2017						46-2017-TJPZ												Liquidado																														28/03/2017												28/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		70						17/04/2017						Banco de Costa Rica						007074FC2017						42-2017-TJPZ												Liquidado																														24/03/2017												24/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		70						17/04/2017						Banco de Costa Rica						007075FC2017						43-2017-TJPZ												Liquidado																														23/03/2017												23/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		77						25/04/2017						Banco de Costa Rica						007067FC2017						47-2017-TJPZ												Liquidado																														29/03/2017												29/03/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		77						25/04/2017						Banco de Costa Rica						007068FC2017						49-2017-TJPZ												Liquidado																														03/04/2017												03/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		77						25/04/2017						Banco de Costa Rica						007642FC2017						51-2017-TJPZ												Liquidado																														06/04/2017												06/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		77						25/04/2017						Banco de Costa Rica						007643FC2017						50-2017-TJPZ												Liquidado																														05/04/2017												06/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		86						05/05/2017						Banco de Costa Rica						008205FC2017						53-2017-TJPZ												Liquidado																														18/04/2017												18/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										50000																		0						50000																		86						05/05/2017						Banco de Costa Rica						008206FC2017						52-2017-TJPZ												Liquidado																														07/04/2017												07/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		86						05/05/2017						Banco de Costa Rica						008208FC2017						54-2017-TJPZ												Liquidado																														17/04/2017												17/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		95						17/05/2017						Banco de Costa Rica						009279FC2017						57-2017-TJPZ												Liquidado																														24/04/2017												24/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		95						17/05/2017						Banco de Costa Rica						009280FC2017						59-2017-TJPZ												Liquidado																														25/04/2017												26/04/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		95						17/05/2017						Banco de Costa Rica						009281FC2017						60-2017-TJPZ												Liquidado																														26/04/2017												02/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		95						17/05/2017						Banco de Costa Rica						009282FC2017						61-2017-TJPZ												Liquidado																														27/04/2017												02/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		101						24/05/2017						Banco de Costa Rica						009600FC2017						62-2017-TJPZ												Liquidado																														02/05/2017												02/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		116						06/06/2017						Banco de Costa Rica						010891FC2017						63-2017-TJPZ												Liquidado																														03/05/2017												05/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		116						06/06/2017						Banco de Costa Rica						010892FC2017						68-2017-TJPZ												Liquidado																														10/05/2017												11/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		116						06/06/2017						Banco de Costa Rica						010893FC2017						66-TJPZ-2017												Liquidado																														05/05/2017												08/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		116						06/06/2017						Banco de Costa Rica						010894FC2017						65-2017-TJPZ												Liquidado																														05/05/2017												05/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		130						21/06/2017						Banco de Costa Rica						011405FC2017						71-2017-TJPZ												Liquidado																														19/05/2017												22/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		130						21/06/2017						Banco de Costa Rica						011406FC2017						69-2017-TJPZ												Liquidado																														12/05/2017												12/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		130						21/06/2017						Banco de Costa Rica						011407FC2017						70-2017-TJPZ												Liquidado																														18/05/2017												22/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		130						21/06/2017						Banco de Costa Rica						012304FC2017						78-2017-TJPZ												Liquidado																														08/06/2017												09/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		131						22/06/2017						Banco de Costa Rica						012415FC2017						72-2017-TJPZ												Liquidado																														22/05/2017												23/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		131						22/06/2017						Banco de Costa Rica						012416FC2017						73-2017-TJPZ												Liquidado																														24/05/2017												25/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		131						22/06/2017						Banco de Costa Rica						012417FC2017						74-2017-TJPZ												Liquidado																														25/05/2017												25/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		131						22/06/2017						Banco de Costa Rica						012418FC2017						75-2017-TJPZ												Liquidado																														29/05/2017												29/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		134						27/06/2017						Banco de Costa Rica						012769FC2017						79-2017-TJPZ												Liquidado																														14/06/2017												15/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		134						27/06/2017						Banco de Costa Rica						012770FC2017						77-2017-TJPZ												Liquidado																														02/06/2017												02/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		134						27/06/2017						Banco de Costa Rica						012771FC2017						80-2017-TJPZ												Liquidado																														16/06/2017												19/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		134						27/06/2017						Banco de Costa Rica						012772FC2017						82-2017-TJPZ												Liquidado																														20/06/2017												20/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										140000																		0						140000																		137						29/06/2017						Banco de Costa Rica						012895FC2017						76-2017-TJPZ												Liquidado																														31/05/2017												31/05/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		153						13/07/2017						Banco de Costa Rica						013885FC2017						84-2017-TJPZ												Liquidado																														03/07/2017												03/07/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		153						13/07/2017						Banco de Costa Rica						013886FC2017						83-2017-TJPZ												Liquidado																														21/06/2017												22/06/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR





																																										70000																		0						70000																		153						13/07/2017						Banco de Costa Rica						013889FC2017						86-2017-TJPZ												Liquidado																														05/07/2017												05/07/2017





																																										926																		10101						001						284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
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												SIGA - PJ





																														PODER JUDICIAL





																														Gestión de Pagos





																														Caja Chica





																																																																								Fecha de reporte:																								11/08/2017





																																																																								Hora del reporte:																								15:34





																																																																								Usuario :												PODER-JUDICIAL\jgranadosmo





																																				Resumen de Gastos por Subpartida





												Periodo:																																				2017																		Modalidad de Pago:																														Auxiliares





												Caja Chica Auxiliar:																																				Caja Chica Adm. Regional de Zona Sur																		Fecha Fin:																														11/08/2017





												Fecha Inicio:																																				01/01/2017																		Subpartida:																														10101 - Alquiler de edificios, locales y terrenos





												Programa:																																				926 - Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo





												Número de Reintegro:																																				Todos





												Programa\
Subpartida												Nombre de Subpartida																																																						Monto Total\
Monto Total por Programa\
Monto por Subpartida





																																																																														4280000





												926																																																																		4280000





												10101												Alquiler de edificios, locales y terrenos																																																						4280000
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DIRECCIÓN EJECUTIVA






PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR






ADMINISTRACIÓN REGIONAL DE PÉREZ ZELEDÓN






Tel. 2785-0303 


Pérez Zeledón


Fax. 2771-3281





pze-admreg@poder-judicial.go.cr






N° 0690-ARICJZS-2017





San Isidro de El General, 21 de julio de 2017





Licenciado






Wilbert Kidd Alvarado, Jefe






Departamento de Proveeduría Judicial






S.       O.






Estimado señor:





De conformidad con lo dispuesto por los artículos 8 y 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, me permito hacer las siguientes consideraciones, con el propósito de que se inicie el proceso de contratación correspondiente al proyecto  “Alquiler de edificio para albergar Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de Comunicaciones Judiciales en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas”.





A. Justificación de la procedencia de la contratación:






Con el fin de mejorar las condiciones de acceso para las personas usuarias externos e internos que utilizan los servicios que brinda el Poder Judicial en el cantón de Buenos Aires, este procedimiento busca la contratación de un edificio que satisfaga las necesidades de ofrecer a la población de dicho cantón de un lugar adecuado para la Administración de Justicia, lo que coadyuvará a alcanzar un mejor cumplimiento del fin público según lo propuesto en el Plan Estratégico y el Plan Anual Operativo en cuanto a la búsqueda de un apoyo al diseño de sistemas de mejoramiento del Poder Judicial y los servicios que ofrece a la población.





Esta medida surge como una acción que contribuye al cumplimiento del Plan Estratégico Institucional Administrativo 2017, en los siguientes Temas Estratégicos:





“Modernización (Innovación) de la Gestión Judicial.  Se refiere a sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad. ”





“Planificación Institucional.  Orienta la gestión judicial para dar respuestas satisfactorias nde una forma ordenada. Armonizando los recursos disponibles en función de las prioridades definidas”.





De esta forma, al contar con el diseño estructural indicado se contribuye al cumplimento de los objetivos trasados en el plan estratégico del Poder Judicial.






B. Descripción del objeto, las especificaciones técnicas y características de los bienes





1. Objetivo: 





1.1. 
El objetivo del proyecto dotar a la Institución de un edificio que alberge distintas oficinas que incluye Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de Comunicaciones Judiciales en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, según los requerimientos del del entorno, y con esto mejorar la calidad de los servicios que brinda la institución en un cantón donde existe una alta población catalogada como vulnerable como es la indígena.





2. Alcance:





2.1 Se requiere contratar un edificio de 259 M2  que reuna las condiciones necesarias para ofrecer servicios de calidad a la población del cantón de Buenos Aires, el trabajo incluye para el arendante que resulte adjudicado el suministro de instalaciones que reunan las condiciones que se detallan en en este oficio.






3. Información General:





3.1. Los Tribunales de Justicia de Buenos Aires actualmente cuenta con una edificación de área aproximada de 535 metros cuadrados, así como dos edificios adicionales alquilados que albergan a) Fiscalía de Buenos Aires, b) Juzgado Penal, Juzgado Civil y Juzgado Agrario de Buenos Aires.






3.2. Por lo antes descrito, en esas edificaciones no puede establecerse nuevas oficinas y servicios que se pretende desarrollar mediante este proyecto por lo que se requerirá de una nueva infraestructura que reuna las condiciones adecuadas según la normativa institucional.





REQUERIMIENTOS GENERALES PARA LOS LOCALES DE ALQUILER





Aspectos generales





· El oferente debe de garantizar por completo y por escrito que está dispuesto al cumplimiento de toda la normativa vigente para locales de oficinas, la propuesta que se haga debe de tomar en cuenta todos los elementos y requerimientos que solicita la Legislación nacional para la construcción y uso de inmuebles para oficina, quedando bajo responsabilidad del oferente que esto se cumpla a cabalidad a la hora de hacer una posible recepción aunque no se haya indicado por escrito, por lo que debe de contemplarse: Reglamento a la Ley 7600, normas INTECO, Reglamento General de Seguridad e Higiene del Trabajo, Código de construcciones y su Reglamento, código sísmico, código eléctrico vigente, información de la CNREE, NFPA 101, NFPA 72, entre otros.





· Materiales.  El tipo de material a utilizar en superficies (cielorasos, paredes y pisos) y elementos (vigas, viguetas, bloques, losa de concreto puertas, ventanas, marcos, etc) de la edificación deberán tener resistencia al fuego.





· Altura.  La altura del local al cielo raso deberá contar con la altura solicitada en el Reglamento de Construcciones para uso de oficinas.





· Barandales. Las barandas de Seguridad deberán contar con la altura y requerimientos solicitados el Reglamento de Construcciones y el Reglamento a la Ley 7600.





· Pisos. Los pisos de áreas de trabajo, pasillos, escaleras, servicios sanitarios deberán ser antiderrapante según el Reglamento de Seguridad e Higiene y el Reglamento a la Ley 7600.





· Ventilación. Todo local a construir o existente debe poseer ventilación en todos los aposentos, de no contar con ventilación natural, se debe proveer la ventilación artificial que disponga el oferente siempre y cuando  satisfaga las necesidades del despacho según la normativa vigente, en zonas de altas temperaturas se deberá preveer de un sistema de aire acondicionado obligatoriamente. El oferente deberá proveer tanto los aparatos como el mantenimiento de los mismos.





· Los locales no deberán contar con cortinas metálicas debido al riesgo ergonómico asociado. Será el propietario en coordinación con el Departamento de Seguridad el que determine el medio protección idóneo, en caso de ser requerido. 






· El local deberá contar con las previsiones del caso para evitar los faltantes de agua.






· Se deberán atender aspectos de la temática de Salud Ocupacional adicionales a lo indicado en este protocolo, según criterio derivado de la evaluación efectuada por las áreas técnicas correspondientes.





· No se considerarán como parte del área útil los espacios abiertos como terrazas, corredores, escaleras externas, patios de luz o jardines internos, pasillos externos, cocheras abiertas en antejardín u otro elemento similar que no sea área útil de oficina.  






· No se aceptarán locales que tengan una distancia de recorrido mayor que la que determine el cartel, a menos de que la Administración lo considere conveniente.






· En todos locales a construir o existente todas las paredes perimetrales del local serán de concreto con paredes internas de concreto o un material incombustible (fibrolit o Gypsum). Bajo ningún término se aceptarán construcciones con paredes de fácil combustión, como madera o sin protección sísmica como las de bahareque, adobe, barro, suelo-cemento, bambú u otro material no aceptado por el Código Sísmico de Costa Rica.






· En zonas calientes los locales a construir o existentes deberán poseer aislante térmico en la cubierta.






· El cielo raso puede ser en el material que desee el oferente menos en madera, se recomienda que cuando se pueda elegir se coloque cielo suspendido en fibra mineral para facilidad de reparaciones y ampliaciones eléctricas entre otras.






· No se aceptaran locales con problemas de humedad importantes.






· Todo local a construir o existente debe de contar con una buena iluminación a base de lámparas fluorescentes, que permitan los lúmenes adecuados que solicita la Legislación Nacional.





Oficinas





· El área de las oficinas para profesionales no deberá ser menor a 12m2 (3mx4m), su dimensión menor no podrá ser inferior a 3m libres (de pared a pared).






· El área destinada para puestos de trabajo será de 6m2 por persona,  con un área útil de 4m2 y 2m2 destinados a circulación.






· En general la iluminación de para todas las áreas de trabajo deberá ser mínimo de 500 lúmenes por metro cuadrado y cumplir con la normativa de INTECO respectiva.






Salas de Juicio Colegiadas





· Las Salas de Juicio Colegiadas, en su lado más corto la dimensión menor deberá corresponder a 7.5m, con un área interna mínima de 58m2.






· Deberán contar con un acceso o salida de seguridad para los jueces, independiente de la entrada principal de la misma.






· Las salas deberán contar con protección acústica especial, en paredes y cielo raso en caso de requerirlo.





Detalle sala de juicio colegiada:





[image: image1.emf]





Salas de Juicio Unipersonal





· Las Salas de Juicio Unipersonales, en su lado más angosto, la dimensión mínima deberá corresponder a 4.5m, con un área interna mínima de 32m2.






· Deberán contar con un acceso o salida de seguridad para los jueces, independiente de la entrada principal de la misma.





· Las salas deberán contar con protección acústica especial, en paredes y cielo raso en caso de requerirlo.
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Cuartos de Testigos





· Los cuartos deberán tener una capacidad para 6 personas, cada una sentadas cómodamente en espera de ser llamadas.  Deberá contemplar el espacio para que una persona en silla de ruedas tengas espacio suficiente para circular.





Sala de Lactancia





· Deberá ser un área especifica, con un espacio mínimo 3m x 3m, con ventilación e iluminación natural y condiciones higiénicas adecuadas.






· Este deberá contar con un toma corriente para una refrigeradora y un lavamanos. Siguiendo los requisitos del Ministerio de Salud para una sala de lactancia materna en áreas laborales 






Parqueos





· El inmueble deberá contar con los espacios de estacionamiento de acuerdo con el Reglamento de Construcciones.






· El inmueble deberá contar con los espacios de estacionamiento para personas con discapacidad de acuerdo con el Reglamento de Construcciones.






· En cuanto a los estacionamientos externos para personas con discapacidad y para la persona usuaria en general, los inmuebles cuyo uso es para oficina, deben cumplir con la Normativa que establece el Reglamento de Construcciones y el Plan Regulador de la zona, de acuerdo con su uso.






· De ofrecerse un inmueble cuyo uso ha sido casa de habitación, al ser adquirido como oficina, deberá prever las condiciones de estacionamiento según la normativa y el Plan Regulador de la zona según su nuevo uso.





Servicios sanitarios





· Deberá existir servicios sanitarios para el público y para funcionarios de manera independiente, los cuales deben cumplir con el reglamento de construcciones y el diseño universal (Ley 7600).






· Servicios sanitarios para el personal:  Es conveniente que los servicios sanitarios para el personal no se encuentren en áreas comunes, sino que por funcionalidad seria mejor que se encuentren en los Despachos, de tal forma que cada uno cuente con sus servicios sanitarios adecuados a la Ley 7600 y separados por género (hombres/ mujeres).   Sin embargo, esto no debe ser una limitante en el momento de presentarse la oferta, en aquellos casos en que el inmueble cuente con baterías de servicios sanitarios.






· Todos los baños de locales a construir o existentes que no cuenten con ventilación natural deben de poseer extractores de aire con salida al exterior.






· En términos generales la cantidad de servicios sanitarios tanto para el personal como para la persona usuaria deben cumplir con la Normativa según el Reglamento de Construcciones en cuanto a la cantidad, “artículo VIII.8 Servicios sanitarios:  Los edificios para comercios y oficinas deberán tener , como mínimo, dos locales para servicios sanitarios por piso, uno para hombres y otro para mujeres, ubicados en tal forma que no sea necesario subir o bajar más de un piso para tener acceso a ambos...”.





· Es importante, para que sea considerado por el propietario en la propuesta que se presente, que los servicios sanitarios para público, deben ubicarse, de tal forma, que no se tenga que ingresar a los despachos para hacer uso de ellos, lo anterior por aspectos de seguridad y privacidad dentro de las oficinas.  Deberán ser accesibles desde la sala de espera.





Áreas de limpieza 






· Pileta de aseo:  Se solicita una pileta de aseo por piso, si el inmueble ofrecido es de más de un nivel.






Circulaciones horizontales






· Se estima un área de circulación de un 20% del  total de área útil del inmueble, sin embargo, este es un aproximado que podría variar de acuerdo con las condiciones del inmueble, a la respecto a la forma y la propuesta de distribución que se plantee.  Dependerá también,  si el inmueble es de un nivel o más, ya que el área requerida sería superior por los pasillos o áreas de circulación  que conducen a las áreas vestibulares de escaleras y de ascensores, en acuerdo con lo que estipula el Reglamento de Construcciones, Manual de Disposiciones Técnicas Generales sobre Seguridad Humana y Protección contra Incendios y Ley 7600.





· Rampas. Las rampas deberán tener un diseño accesible en cumplimiento con lo que estipula la Ley 7600.





· Pasillos.  Tanto los pasillos principales como secundarios deberán ajustarse a las dimensiones establecidos  a nivel de normativa nacional vigente y 





Circulaciones Verticales 





· Ascensor.  En caso de que el  inmueble sea de más de un nivel, debe contar con ascensor o rampa para que las personas con alguna discapacidad o algún estado físico especial puedan tener acceso al segundo o más niveles según la Ley 7600.  El ascensor deberá contar con un diseño accesible en cuanto a dimensiones y accesorios según el artículo 151 del Reglamento a la Ley 7600.





· Escaleras.  Las escaleras internas y externas de los edificios deberán contar con las dimensiones y requerimientos solicitados según las normativas nacionales vigentes y explícitamente según Ley 7600.






Medios de egreso






· El local deberá contar en todos los pisos con un medio de egreso adicional al principal según el Manual de Disposiciones Técnicas de Bomberos, apartado 4.9.3; para solventar situaciones de emergencia que amenacen la integridad física de las personas servidoras y usuarias. Todos los medios de egreso deberán ser accesibles y con  descarga al exterior de la estructura.






· Las medidas deberán cumplir con lo que establece la Ley 7600 en cuanto a accesos, puertas, pasillos, ascensores, rampas, etc.





· Puertas.  Todas las puertas deberán cumplir en cuanto a dimensión, sentido de apertura y demás requerimientos normativos aplicables, tal como la Ley 7600.






Aspectos Electromecánicos






· Se deberá incluir los servicios electromecánicos necesarios.






· Se debe tomar en cuenta que el local debe contar con iluminación, salidas de telecomunicaciones (voz y datos), tomacorrientes generales, requerimientos de potencia eléctrica (tableros, acometida) de acuerdo a normativa, requerimientos sanitarios, potables y pluviales.






· Se deberá considerar lo establecido en la norma NFPA 70 (N.E.C. National Electric Code), de acuerdo a lo establecido por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, así como cualquier otro reglamento adicional aplicable al proyecto como las regulaciones de IEEE para sistemas de cableado estructurado.






· La instalación electromecánica debe ser completa e integral. Se debe instalar todos los equipos así como acatar los requerimientos, aspectos técnicos y toda normativa vigente aplicable para lo requerido.






· El Oferente deberá contemplar en su oferta las salidas de voz, datos y eléctricas para las áreas de trabajo, las cuales deberán estar integradas a la pared por construir, a excepción de los casos donde las circunstancias del local no lo permitan, para lo cual se deberá utilizar sistema de canalización adosada a paredes o muebles.






· Todo debe quedar ajustado a la normativa del Código Eléctrico Nacional (N.E.C.) y el Código de Instalaciones Hidraúlicas  y Sanitarias en Edificaciones vigentes por el CFIA, el Estándar de tuberías “Standpipe and Hose Systems (NFPA 14), "American Standard National Plumbing Code" y la norma INTE-31-09-07-00 sobre “Condiciones de seguridad e higiene en los edificios, locales e instalaciones y áreas de los centros de trabajo”. 






· Sin excepción alguna, todos los materiales serán certificados por un laboratorio en su fabricación, contando con sellos U.L., CSA,  NEMA o equivalentes iguales o superiores, impresos en sus caras.






· Se debe garantizar una correcta iluminación. Para ello se debe ajustar ne forma igual o superior a las normas INTE 31-08-06-2000, y NFPA 101 y NFPA 70 sobre los niveles y condiciones de iluminación que deben poseer los centros de trabajo y su manera de instalarlos. En este caso se requiere su cumplimiento en la cantidad de luxes o servicio de iluminación para pasillos, oficinas, salas de reuniones, etc.





· Sistema de respaldo eléctrico se considerará un plus más no será excluyente.






2-Especificaciones Técnicas en cableado estructurado para Locales Alquilados





Sistema de cableado estructurado certificado en categoría 6 o superior bajo las especificaciones EIT/TIA TSB-36.






Red de datos – cableado horizontal:






Se proveerá un cableado de datos para dar soporte de conexión a los puestos de trabajo.  Para el cableado horizontal que une cada puesto de trabajo con el armario de distribución se utilizará cable de 4 pares trenzados sin blindaje (UTP – unshielded twisted pair) tipo Plenum, certificado según categoría 6 o superior bajo las especificaciones EIT/TIA TSB-36.






Deberá utilizarse cable de la mejor calidad de marca reconocida en el mercado, CON CERTIFICACIÖN UL en su correspondiente embalaje original. No se permitirá la utilización de cable que no cumpla estas condiciones.






Todo el cableado será realizado con un sistema normalizado y bajo una sola marca en todo su conjunto, no se aceptarán cables de una marca y conectores de otra.






Cada puesto de trabajo poseerá dos conectores modulares de 8 posiciones (RJ45 de la misma categoría del cable) en los que terminarán los cables UTP, certificados según categoría 6, cableado con la disposición T568A.  Color rojo conector de red, color azul conector de telefonía.






Las bocas de conexión de telecomunicaciones deberán ser certificadas por la Contratista, una vez instaladas y cableadas, para funcionamiento según categoría 6. 






Los oferentes deberán informar el equipamiento de que disponen para la certificación de cables y bocas, y la validez de la calibración de dicho instrumental. En caso de no disponer del mencionado equipamiento, deberán indicar quién realizará las certificaciones por cuenta de la Contratista, esto podrá ser indicado en el trascurso de la obra y deberá realizarse por un medio válido como documento físico o correo dirigido al encargado del proyecto por parte del Poder Judicial, pero no serán recibidas obras sin la correspondiente certificación de cableado.  






El otro extremo del tendido deberá ser conectado en el Rack de cableado a un patch panel para RJ45 categoría 6, con organizadores de cable tanto vertical como horizontal, donde se fijarán firmemente, por medio de precintos plásticos, que se instalarán para tal fin.   Debe existir un patch panel de voz y otro patch panel de datos (ver detalles en apartado de Patch Panel).






La ubicación del rack debe ser en un espacio dedicado exclusivamente a un cuarto de comunicaciones donde se concentren los equipos pasivos y activos, esto por cada piso de la edificación o según criterio experto del técnico que inspecciona considerando cantidad de puntos a servir, distribución, distancias, entre otras variables (ver ítem de cuartos de telecomunicaciones).






Las instalaciones deberán ser realizadas con las protecciones necesarias en salida de gabinete, accesos a cajas de conexión y de paso, cruces de paredes, mamparas y cualquier sector del recorrido que pudiese significar un futuro daño en el cableado.






Todos los puestos de trabajo deberán ser etiquetados con indicación de número de puesto.






Deberán proveerse la cantidad de cables de patch-cord para el conexionado dentro de los armarios de distribución igual a la cantidad de salidas de los patch panels, más la cantidad de puntos de red dobles instalados donde se requerirán para habilitar cada puesto de trabajo y dispositivos a conectar a la red.





Todo el cable UTP a utilizar debe ser en una sola marca y un solo color, según la finalidad para cual se instalada tomando en cuenta el código de colores que se detalla en este documento.





Ductería





Debe evitar ductería expuesta y cada punto de red debe estar debidamente canalizado dentro de las paredes.






Debe recordarse que los cables de electricidad y los de red no pueden viajar compartiendo la misma canalización y se debe respetar una distancia mínima en todos los puntos de 20 cm. Como mínimo.






Aun así, si por motivos de fuerza mayor se hace necesario utilizar ductería superficial, se hará teniendo en cuenta lo siguiente:






Sistema de canaleta superficial





Se debe utilizar canaleta modular en material PVC rígido, teniendo en cuenta los requisitos contemplados en las normas, específicamente en lo relacionado con la capacidad de llenado, la cual no debe superar el 40% de capacidad inicial, garantizando un crecimiento adicional del 20%, en el canal.  Se deben suministrar e instalar los elementos necesarios para garantizar el cumplimiento de las normas técnicas para categoría 6: radios de curvatura, protección y separación de cables durante todo el recorrido entre otros.






La canaleta y sus accesorios deben cumplir las normas EIA/TIA 568B, 569A y normas de seguridad.  Los accesorios deben poseer radio de curvatura de mínimo una pulgada que permita el enrutamiento de cable, F/UTP categoría 6. Deben ser modulares, fabricados en el mismo material de la canaleta.  Acoplarse de acuerdo al diseño y dimensiones de la misma, garantizar el diseño multicanal (mantener la separación de canales de potencia y de voz/datos a través de toda la ruta)






Las cajas de superficie donde se alojen tomas de datos deben ser de la misma marca, del mismo material de la canaleta y los accesorios y no deben interrumpir el paso de los cables.






Coraza





En caso de utilizarse coraza para proteger y separar cables debe cubrir completamente el cable en los tramos correspondientes, ángulos y pases intramuros, ser de material plástico de alta densidad, retardante al fuego, baja emisión de gases tóxicos.






Tubería





Debe ser en material tipo EMT rígido o PVC rígido si es bajo tierra, debe tener un llenado inicial máximo del 40%, no se pueden utilizar tramos mayores a 30 m sin caja de paso, los accesorios de curvatura deben cumplir las mismas especificaciones de radios de curvatura de la canaleta y como máximo se deben instalar dos (2) curvas entre cajas de paso.






Bandeja Porta Cable 





Debe ser de lámina de acero tipo canasta, debe tener un llenado inicial máximo del 60%, los accesorios de curvatura deben cumplir las mismas especificaciones de radios de curvatura de la canaleta, debe estar correctamente aterrizado al sistema de puesta a tierra del Edificio a instalarse.






Fabricantes aceptables:  Similar o superior a Cablofil,  Flextray.   






El material de la canasta será de alambre de acero al carbón, ASTM A 510, Grado 1008.  Alambre soldado, superficie tratada después de la fabricación.   Acabado de la canasta: electro plateada con zinc.






La canasta consistirá de una malla de alambres de acero rígido, soldados entre sí de forma que permitirá la continua ventilación de los cables y una máxima disipación de calor, con uniones entre canasta listadas por UL, que aseguren la continuidad eléctrica de la canasta para que esta actúe a su vez como conductor de autorizamiento.  La canasta debe terminar en la parte superior con un alambre colocado como “T” de forma que proteja el aislamiento de los cables y al instalador de posibles daños. El interior de las canastas deberá estar libre de bordes afilados, picos o cualquier cosa que pueda dañar el aislamiento del cable UTP. 






El tamaño de las canastas será indicado por la empresa contratista de acuerdo al número de cables UTP que contenga la canasta.  La longitud de la canasta se estimará por la empresa contratista.






La razón de llenado de la canasta será de 40 % como máximo.






Las figuras serán fabricadas en sitio utilizando secciones rectas de la canasta, siguiendo las instrucciones del fabricante, en caso de utilizar figuras prefabricadas deberán ser de la misma marca de la canasta instalada y deberá ser para el modelo de canasta en uso, también deberá ser una figura prefabricada para el fin que se pretende utilizar, no se permite el uso de figura prefabricadas en funciones, posiciones o labores para las que no fueron diseñadas.






La manera de soportar las canastas deberá ser determinada de acuerdo a las recomendaciones del fabricante cumpliendo la capacidad máxima de carga y la deflexión de la canasta.






[image: image3.png][

1;
:

SALA DE JUICIO















Si la canasta se soporta desde el cielo, se debe utilizar cualquiera de los medios aprobados por el fabricante para sujetar la canasta suspendida a 30 cm del cielo, y se deben utilizar varillas roscadas de 3/8” para hacer la fijación al techo.
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Cuando las canastas entren a los cuartos de telecomunicaciones, éstas deberán entrar a una altura de 2.4 metros de forma tal que no interfieran con la terminación en los racks.






Se permite usar soportes de pared siempre y cuando sean los recomendados por el fabricante.






Para la unión de los diferentes segmentos de canasta y figuras se deben utilizar los accesorios recomendados por el fabricante para cada aplicación de forma tal que se asegure la continuidad eléctrica de la canasta.






La canasta debe ser puesta a tierra siguiendo las recomendaciones del fabricante. Cuando las canastas pasen a través de elementos estructurales, se deberán utilizar barreras cortafuegos adecuadamente.
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No se permitirá el uso de soluciones alternas fabricadas localmente y que sean diferentes a las recomendadas por el fabricante. Se deberá presentar la documentación pertinente que demuestre que se están utilizando los accesorios adecuados.






Las canastas deberán ser puestas a tierra mediante un cable de cobre THHN AWG #6 a lo largo de todo su recorrido con conectores distanciados cada metro o según recomendación del fabricante.






Patch Cords





· Los Patch Cords ofertados deberán ser de fábrica y certificados, deberán venir en su bolsa original de empaque.  No se aceptarán cordones de parcheo fabricados localmente.






· Estar equipado con Plug RJ-45 de 8 posiciones idénticas en cada extremo, alambrado en esquema directo de conformidad con las normas de cableado estructurado.






· Ser resistente a la corrosión por humedad, temperaturas extremas, y partículas contaminantes.






· Cumplir o exceder el desempeño eléctrico de la norma ANSI/TIA/EIA-568-B.2-1.






· No se permitirá utilizar conectores categoría inferior a 6 como por ejemplo 5e .






· La longitud de los cordones de parcheo serán de 5 o 7 pies según se requiera para rack y 10 pies en estaciones de trabajo con color rojo para datos y color azul para voz.






· Los cordones de parcheo deberán tener un sistema que controle la tensión a que se someten en el proceso de instalación y uso. Este sistema puede ser de anillo metálico en el interior del conector RJ45, manga o capucha plástica externa o cualquier otro sistema diseñado para tal fin. Este sistema debe ser parte integral del proceso de fabricación del cordón de parcheo en la planta respectiva.






Los conectores RJ45 hembra, los “patch cords” y cables de red deberán seguir este patrón:






						Ítem





						Color permitido





						Observaciones











						Conector RJ45 hembra para Backbones, CAT 6





						Verde, Gris o Negro





						Utilizar solo un color para todos los conectores con el fin de backbone.











						PatchCord CAT 6 para backbone





						Verde, Gris o Negro





						El color debe coincidir con el de los conectores de backbone.











						Conector RJ45 hembra para Voz, CAT 6





						Azul





						No se permite otro color.











						PatchCord CAT 6 para Voz





						Azul





						No se permite otro color.











						Conector RJ45 hembra para Datos, CAT 6





						Rojo





						No se permite otro color.











						PatchCord CAT 6 para Datos





						Rojo





						No se permite otro color.











						Conector RJ45 hembra para CCTV, CAT 6





						amarillo





						No se permite otro color.











						PatchCord CAT 6 para CCTV





						amarillo





						No se permite otro color.

















Tomas modulares






Estar disponible en diseño angulado para minimizar el radio de curvatura del cordón del área de trabajo.






Tener conectores frontales RJ45 con conexión posterior por desplazamiento de aislante tipo IEC 60603-7 y un sistema que facilite el acomodo de los alambres individuales.






Debido a que se requiere una solución robusta y durable, las salidas deberán permitir la terminación de cada conductor individual.






Los módulos deberán tener marcada la categoría de desempeño en cualquier parte física del módulo.






Ser compatible retroactivamente para permitir que categorías de inferior desempeño de cables o hardware de conexión puedan operar a su máxima capacidad.






Estar construida con un termoplástico de alto impacto y piro-retardante. Tener una certificación Underwriters Laboratories (UL) o CSA o IEC.






Deben poder ser instalados en faceplates, en módulos de oficina abierta y/o cajas de superficie.






Que cumplan los estándares:  ANSI/TIA/EIA-568-B.2-10,  ISO/IEC  11801:2002/Amd1:2008 y IEEE 802.3ª






Cuartos de Telecomunicaciones





Prevención de inundaciones





Los cuartos de telecomunicaciones deben estar libres de cualquier amenaza de inundación.  No debe haber tubería de agua pasando por (sobre, alrededor o pegado a las paredes en su parte interna o externa) el cuarto de telecomunicaciones.  De haber riesgo de ingreso de agua, se debe proporcionar drenaje de piso.  De haber regaderas contra incendio, se debe instalar una canoa para drenar un goteo potencial de las regaderas, para evitar posibles filtraciones de agua por debajo de las paredes de la parte externa del cuarto, se debe sellar con algún material tipo silicón o similar que cumpla con todas las normativas de los demás materiales solicitados.






Preferiblemente los cuartos deben estar ubicados en puntos medios de la edificación en cada piso y las puertas con salida a áreas comunes y no de trabajo como pasillos o salas de espera






Si existiera alguna perforación entre pisos a raíz de la creación de los cuartos de comunicación por ejemplo el utilizado para canalizar el backbone se deberá crear un murete o similar alrededor   de la perforación con una altura de 10 cm y un grosor de 5 cm, y debe ser pintado del mismo color de las paredes.






Potencia





Los cuartos de telecomunicaciones, deben tener tomacorrientes suficientes para alimentar los dispositivos a instalarse en los bastidores (racks), siendo la cantidad mínima de dos tomacorrientes dobles de 110V C.A. dedicados y de tres hilos y cuyos circuitos deben ser separados (Dedicados) tanto en cableado como en breaker y deben ser de 20 amperios.  






Estos dos tomacorrientes podrían estar dispuestos a 1.8 metros de distancia uno de otro y la altura será la misma del rack instalado y si existiese se debe considerar la respectiva alimentación eléctrica de emergencia con activación automática y su conexión a los sistemas del edificio.  






También, es deseable la instalación de un panel de control eléctrico (Tablero Eléctrico) dedicado al cuarto de telecomunicaciones mismo que debe estar fuera del cuarto de comunicaciones.  La alimentación específica de los dispositivos electrónicos se podrá hacer con UPS y regletas montadas en los bastidores, que deberán ser aportados por el adjudicatario. 






Separados debe haber tomacorrientes dobles para herramientas (mínimo 2 tomas dobles), equipo de prueba, etc.  Estos tomacorrientes deben estar a 15cm. del nivel del piso y dispuestos en intervalos de 1.8 metros alrededor del perímetro de las paredes y en circuitos dedicados y podrán estar en mismo tablero Eléctrico de los tomacorrientes destinados para equipo activo del rack pero cumpliendo el lineamiento de ser líneas eléctricas y breaker diferentes. 






El cuarto de telecomunicaciones debe contar con una barra de puesta a tierra que a su vez debe estar conectada mediante un cable de mínimo 6 AWG con aislamiento verde al sistema de puesta a tierra de telecomunicaciones según las especificaciones de ANSI/TIA/EIA-607. 






Todos los tomacorrientes a utilizar deben ser tipo NEMA 5-20.





No deberá existir ningún panel o tablero eléctrico dentro del carto de comunicaciones.






Cada rack de comunicaciones deberá contar con una regleta 110v con tomas nema 5-20 para rack instalada con mínimo 8 tomas para conectar los dispositivos activos del rack (Switch, convertidores de medios, etc.), en caso de la toma de corriente de la regleta sea diferente a los instalados en la pared a la altura de rack, deberá ser instalado un tomacorriente extra con líneas y breaker dedicados acorde a la regleta.






Seguridad





Se debe asignar llaves maestras al personal de la Sección de Telemática. Proveer puntos de red (1 interno en el lado contrario a la puerta de acceso para instalación de cámara que tome la zona de acceso y uno externo para la toma de ingreso al cuarto de comunicaciones) a nivel de cielo para la instalación de cámaras de seguridad. Cada cuarto debe estar protegido por sistema de alarma con sensores de movimiento para detectar el ingreso de intrusos, humo, humedad y temperatura (Según recomendación emitida por la Auditoría Judicial). Disponer de aire acondicionado que permita regular la temperatura adecuada para el buen funcionamiento de los equipos de comunicación y en concordancia al tamaño del cuarto de comunicaciones para evitar faltantes o excesos de BTU y cumpliendo los requerimientos del apartado de “AIRE ACONDICIONADO”. 






Los valores a utilizar son (Sin condensación):





						Requerimiento





						Mínimo





						Máximo











						Temperatura





						0° centígrados





						40° Centígrados











						Humedad





						5%





						70%

















Aire acondicionado





Deberá instalar un aire acondicionado en los cuartos de telecomunicaciones, el mismo deberá contar con las siguientes características.






Especificaciones Técnicas Generales para aires acondicionados:






· Mínimo 16000 BTU de capacidad






· Unidades aire Acondicionado con tecnología INVERTER






· Conexión Eléctrica: 205 a 225 como rango de trabajo / monofásico.






· Frecuencia: 60 Hz






· Recubrimiento: Para protección contra ambientes salinos






· Refrigerante: R-410A






· Certificación: A.R.I, U.L., I.S.O. 9001






· Eficiencia mínima: 18 SEER para los equipos menores o iguales a 24000 BTU/hr






· Drenaje: a instalar con bombas de condensado la cual debe contar con aislamiento térmico






· Filtros: Lavables.






· Con auto-arranque automático.






· Evaporador de pared alta para los equipos menores o iguales a 24000 BTU/hr y Piso Cielo para los mayores a 24000 BTU/hr.






Instalación: con soportes metálicos en el evaporador y unidad condensadora de los equipos con base metálica en lugar a seleccionar por el encargado del proyecto.






Debe de contemplarse toda instalación mecánica, eléctrica y de índole civil o arquitectónica que haga que el equipo o el lugar de trabajo no quede bajo condiciones no deseables o poco estéticas.






De ser necesario por limitaciones eléctricas o físicas, se debe adicionar un centro de carga para la instalación eléctrica de los equipos desde el tablero principal del edificio, lo cual no generará un costo adicional para el Poder Judicial y que debe ser considerado en su oferta.






La unidad condensadora debe instalarse eléctricamente con un seccionador para mantenimiento tipo Nema3R.






Los equipos mecánicos operarán sin producir ruidos o vibraciones.






El equipo se instalará de manera que fácilmente se pueda conectar y desconectar, haciendo accesibles sus componentes para inspección y mantenimiento.






Las unidades condensadoras serán montadas sobre bases de concreto en losas, jardines y patios, de tal manera que no haya transmisión de vibración, y que la bancada metálica no genere goteras estén sujetas a corrosión por agua en la losa. 






El drenaje debe llevarse con aislamiento a la salida de la bomba con manguera flexible a descargar al desagüe indicado en planos. Demás detalles de instalación se deberán coordinar directamente con el administrador de la zona.






Todo debe quedar según instrucciones del inspector del Poder Judicial, en lo que respecta a lo mecánico y estético.






Las tuberías, cables eléctricos y mangueras requeridas por la unidad de aire acondicionado deben ir dentro de las paredes y cielo raso en la medida de lo posible. Si se tiene que dejar algún tramo expuesto por causas de fuerza mayor, se debe instalar un ducto falso con fibrolit o canaleta de PVC y pintar del mismo color del fondo respectivo del recinto.






Cualquier aspecto no contemplado, se regirá de acuerdo a las normas del Código Eléctrico Nacional vigente en el País (NEC) y sus modificaciones vigentes a la fecha de la apertura de las ofertas.






Detalles que no son mostrados o especificados, así como cualquier accesorio para completar el trabajo y necesario para una adecuada instalación y operación, debe quedar incluidos a la hora que el oferente presenta la cotización.






La totalidad del trabajo, debe de quedar al 100 % y en correcto funcionamiento, por lo cual deberá contemplar cualquier elemento o mano de obra necesario.






Por ningún motivo se recibirán trabajos incompletos ni con problemas de funcionamiento o estética.






Toda remodelación o sugerencia de detalles a corregir que no se haya tomado en cuenta, debe ser fundamentada por escrito en la oferta, acompañada de su respectiva cotización o costo adicional.






Todo trabajo adicional será aprobado únicamente con la previa presentación por escrito de la oferta y costo de la misma. El oferente será responsable por cuenta y riesgo propio, si realizase los trabajos antes de ser aprobados por la dirección ejecutiva y la unidad de arquitectura e ingeniería del departamento de servicios generales.






Solo los inspectores encargados de la obra podrán aprobar cualquier cambio o modificación de los trabajos a realizar, siempre y cuando estos no incidan en el monto de la contratación, ya que es definitivo.






El Adjudicatario será responsable por el cuido y protección de todos los materiales y equipos hasta el recibo final del trabajo.






Todo equipo, materiales y sistemas serán probados y dejados en perfecto estado de funcionamiento. El Adjudicatario deberá asumir (sin costo adicional para el Poder Judicial) toda parte, equipo o accesorio que falle por causas normales de operación, así como los posibles daños físicos efectuados durante la construcción o instalación. Esto incluye desde la reposición e instalación de algún equipo, hasta lograr su funcionamiento original.






La instalación eléctrica debe ser completa e integral. Se debe instalar todos los equipos que se indican en el cartel, planos o especificaciones técnicas, así como acatar los aspectos técnicos que se denotan en este documento. 






Cuando las necesidades del trabajo requieren cambios en la localización de componentes del trabajo mecánico, éstos se efectuarán sin costo adicional para el Poder Judicial.






En cuanto a la ubicación del aires acondicionado se debe coordinar previamente con la Sección de Arquitectura e Ingeniería (Departamento de Servicios Generales) y la Sección de Telemática (Dirección de Tecnología ) ambos del Poder Judicial para definir la mejor ubicación del aires tomando en cuenta el diseño y ubicación del cuarto de comunicaciones y del rack de telecomunicaciones a instalar, en caso de que las instalaciones a alquilar ya cuenten con aire acondicionado en los cuartos de comunicaciones deberá ser revisados por las Secciones mencionadas anteriormente para verificar que se cumpla con lo necesario y si fuera necesario algún cambio de ubicación del aire o del rack de comunicaciones los costos y cualquier rubro correrá por parte del dueño del inmueble sin que el Poder Judicial se vea afectado por dichos cambios.






Requisitos de tamaño





Para este apartado se deberá realizar un análisis previo del personal o representante de la sección telemática asignado al proyecto, el mismo durante visita previa a los locales a alquilar emitirá un criterio en cuanto a la cantidad de cuartos de comunicación y cuartos a instalar por piso, lo anterior a fin tomar en cuenta  la situación de la edificación y requerimientos del Poder Judicial así mismo requerirá copia de los planos de la edificación con las áreas a alquilar marcadas y la cantidad de puntos de red a utilizar diferenciando entre computadoras, scanner, impresoras, puntos de acceso, biométricos, cámaras, control de acceso, sensores, entre otros para analizar y determinar el tamaño y la cantidad de cuartos que se requerirán y determinar en conjunto con la sección de Arquitectura e ingeniería la mejor ubicación de los cuartos de comunicación.






Se recomienda que en caso de ser posible:






· Ubicar los cuartos en un punto medio de cada piso de la edificación para así evitar cableados que excedan los 90 mts.






· Que todos los cuartos de comunicación estén ubicados en la misma zona en cada piso para así lograr un acceso fácil entre cuartos y una lograr mayor celeridad al atender problemas con los cables de backbone.





Disposición de equipos





Los bastidores (racks).






· Fabricantes aceptables: Similar o superior a Ortronics (modelo OR-60400169), Panduit, Hubbell.






· Deberá tener un tamaño de 44 unidades de rack como mínimo.






· Deben de contar con al menos 90 cm. de espacio de trabajo libre alrededor (al frente y detrás) de los equipos y paneles de telecomunicaciones.  La distancia de 90 cm. se debe medir a partir de la superficie más salida del bastidor, lo cual lo constituye el equipo de comunicaciones instalado.   Los racks deben instalarse con barras antisísmicas y barra de aterrizamiento.    






· De acuerdo al NEC, NFPA-70 Artículo 110-16, debe haber un mínimo de 1 metro de espacio libre para trabajar de equipo con partes expuestas sin aislamiento. 






· Todos los bastidores y gabinetes deben cumplir con las especificaciones de ANSI/EIA-310 y la tornillería utilizada para fijar los elementos al bastidor debe ser métrica M6.






· Por último, se debe dejar un espacio libre de 30 cm. en las esquinas de estos elementos. 






Patch panels






· Fabricantes aceptables:  Similar o superior a Systimax, CPI Systems, Hubbell, Panduit






· Para la configuración de los cuartos de telecomunicaciones, se utilizarán únicamente paneles de parcheo modulares planos o angulares con capacidad de 24 puertos RJ-45, 1 unidad de rack y que cumpla con los requerimientos de transmisión y desempeño del canal de comunicación establecidos en el estándar TIA/EIA-568-B.2 para categoría 6.






· Los paneles de parcheo deberán estar disponibles en versión modular puerto por puerto que permitan albergar diferentes conectores (categoría, fibra óptica, Coaxial, y audio RCA).






· En el caso de los módulos de fibra óptica, estos deberán tener en la parte trasera, el soporte retenedor de fibra que permita conservar la curvatura exigida por el estándar y así asegurar su desempeño.






· Los paneles de parcheo incluirán sus correspondientes accesorios como rótulos de identificación, tornillos, elementos de fijación de los cables en la parte trasera.






· Se deberán suministrar paneles de parcheo que incluyan los organizadores de cables en su parte frontal.






· Dichos paneles deberán estar compuestos por módulos de puertos RJ-45 que sean intercambiables por módulos de fibra óptica tipo SFF, permitiendo así la coexistencia en el Panel de Parcheo de puertos de cobre y de fibra óptica simultáneamente.






· Los módulos de fibra óptica deberán tener en la parte trasera, el soporte retenedor de fibra que permita conservar la curvatura exigida por el estándar y así asegurar su desempeño.






· Los paneles de parcheo deberán contar con un soporte trasero para amarrar los cables UTP con el objetivo de evitar el deterioro del ponchado de los mismos, organizarlos y mantener un correcto radio de curvatura.






· Los amarres de los cables a este soporte organizador se deben hacer con velcro, así se evitan problemas de deformación del cable por exceso de presión cuando se usan cintas de nylon.






· El panel de parcheo deberá permitir hacer el ponchado de los cables UTP por la parte frontal del mismo, sin necesidad de ser desmotado del rack, esto con el fin de permitir de forma fácil y segura, la revisión o instalación de nuevos cables, especialmente en sitio con poco espacio de trabajo






· Los paneles deberán soportar por lo menos 200 ciclos de terminación y tener un ciclo de vida mayor o igual a 750 inserciones del conector tipo RJ-45.






· Los patch panel utilizados para datos (Computadoras, impresoras, backbone, cctv), no podrá ser el mismo de los patch panel de voz, debe utilizarse por aparte patch panel de voz y patch panel de datos.






· Cuando un patch panel de voz o datos no sea utilizado en su totalidad, deberán quedar lleno con sus 24 conectores RJ45 sin importar la capacidad utilizada y solamente quedarán conectorizados los necesarios.






Organizadores Horizontales:





· La estructura del organizador horizontal deberá estar construida con aluminio, con pintura color negro por proceso electrostático para evitar la corrosión.






· Las guías de cable deben estar fabricados con plástico de alta resistencia y cumplir con los requerimientos de UL 94V-O de resistencia a la flama.






· Las guías de cables deben tener una separación de al menos 1.75” para la administración de los cables y evitar cortes en sitio que pongan en riesgo la integridad física del cable.






· El organizador horizontal deberá ser doble que permite la administración tanto en la cara frontal como en la cara posterior del rack.






· En el caso del organizador horizontal doble, éste debe tener tapas abatibles para permitir el paso de cables de una cara a otra del rack. 






· El organizador horizontal deberá contener de fábrica una cubierta frontal fabricada con aluminio y pintada en color negro por proceso electrostático. La cubierta frontal deberá contar con soportes sobre las guías de cables y permitir la apertura 180° hacia arriba ó 180° hacia abajo según se requiera, o bien ser removida en caso necesario.






· Tamaño de 2 unidades de rack 






Organizadores Verticales:





· La estructura del organizador vertical debe estar construida con aluminio y pintada en color negro o gris por proceso electrostático para evitar la corrosión.






· Las guías de cable deben estar fabricadas con plástico de alta resistencia y cumplir con los requerimientos de UL 94V-O de resistencia a la flama.






· Las guías de cables deben tener una separación de 1 RMU para la administración de los cables y evitar cortes en sitio que pongan en riesgo la integridad física del cable. La separación entre las guías de cables debe coincidir con las RMU propias del rack.






· En el caso del organizador vertical doble, éste debe contener espacios disponibles para el paso de cables de una cara a otra del rack. Los espacios deben estar protegidos en su perímetro con molduras plásticas para protección del cable.






· El organizador vertical deberá ser de la misma altura del rack.






· El organizador vertical deberá contener de fábrica una cubierta frontal fabricada con aluminio y pintada en color negro por proceso electrostático. La cubierta frontal deberá contar con perillas para permitir la apertura 180° hacia la derecha o 180° hacia la izquierda según se requiera, o bien ser removida en caso necesario.





Paredes





· Las paredes deben ser suficientemente rígidas para soportar equipo.  Las paredes deben ser pintadas con pintura resistente al fuego, lavable, mate y de color blanco. 






· No deben existir escapes de aire acondicionado de los cuartos de comunicación, pero en caso de existir perforaciones en el cuarto de comunicaciones por el ingreso de las canastas de comunicaciones deberá existir alguna medida de mitigación de ese escape de aire acondicionado que permita la instalación de nuevo cableado de red.






Cableado vertical de voz (backbone de voz)





Cable multipar armado con blindaje, categoría 3 o superior, de 25 pares para interiores, los conductores deben ser de cobre sólido calibre 22 a 24 AWG. Se instalará y conectará el strip telefónico hasta el gabinete de Comunicaciones del edificio mediante   regletas telefónicas, tipo S66M1 y un Patch  Panel para Cross conexión, deberán quedar conectorizados 24 pares del mismo en patch patch panel mencionado anteriormente, los conectores RJ45 a utilizar deberán mínimo categoría 6, el cual será  independiente al de datos del cableado horizontal.






Todas las líneas telefónicas instaladas deben ser señalizadas e identificadas mediante rotulación de acuerdo a la norma ANSI/TIA/EIA-606 A.






Los cables multipar deben instalarse a través de ductería en material PVC rígido, retardante al fuego, baja emisión de gases tóxicos, que conectara al strip telefónico o en su defecto a través de canastas entre los pisos, siempre y cuando se protejan con puertas abatibles.






Cableado Vertical de datos (backbone de datos)





Deberá instalarse 2 cables (redundancia) por cuarto de comunicaciones, el cable debe ser UTP con las siguientes características:






· Misma marca y categoría del cableado horizontal






· Utilizar el color determinado para este fin.






· Deben quedar conectorizados y certificados






· No exceder 90 metros de distanciados






· Deberán llegar todos los cuartos de cada piso  al cuarto de comunicaciones principal, mismo que será el cuarto donde llegara la prevista para la instalación de Fibra Optica del proveedor de servicios (Ejemplo: ICE, CNFL, entre otros)






· Deberán subir por un ducto mediante canasta metálica y sujetado máximo cada 70 cms de distancia para una adecuada distribución del peso.






Puesta a Tierra y Conexión Equipotencial






Deberán conectarse a tierra de acuerdo a la norma J-STD-607-A todos los elementos metálicos utilizados en la instalación tales como canastas, escalerillas, canaletas, racks, gabinetes, etc.






No se permitirá aterrizar los componentes eléctricos a la tierra de telecomunicaciones, se deberán aterrizar a la barra de tierras del cuarto eléctrico o del sistema derivado separado respectivo en cada nivel del edificio.






El conductor de puesta a tierra del cableado vertebral y los conductores de puesta a tierra de cada una de las barras en el cuarto de telecomunicaciones serán mínimo calibre No. 2 AWG de cobre con aislamiento o según lo indicado en planos. El color del aislamiento será verde de acuerdo a los métodos de identificación.






El calibre mínimo para los conductores de puesta a tierra para conectar los componentes dentro del cuarto de telecomunicaciones será No. 6 AWG de cobre con aislamiento. El color del aislamiento será verde de acuerdo a los métodos de identificación.






Cada conductor del sistema de puesta a tierra de telecomunicaciones deberá ser etiquetado. La etiqueta deberá estar localizada tan cerca como sea posible del punto de terminación del conductor. Las etiquetas no deben ser metálicas y deben contener la siguiente leyenda: “Si este conector o cable está suelto o debe ser removido, por favor llame al administrador de telecomunicaciones del edificio”.






Barras de puesta a tierra





La barra de puesta a tierra principal:





· Deberá ser una barra de cobre pre taladrada provista con huecos, para usar con conectores de tamaños estandarizados.






· Deberá estar dimensionada para satisfacer las necesidades actuales y futuras.






· Las dimensiones mínimas serán 6 mm (0.25”) de grosor, 100 mm  (4”) de ancho y el largo requerido.






· Deberá estar listada por UL.






· Deberá estar aislada de su soporte al menos 5 cm (2”) separado de la pared.






· Deberá tener un recubrimiento estañado para reducción de la resistencia de contacto.






· Las conexiones de los conductores de puesta a tierra se efectuarán por medio de conecto res de doble ojo de compresión listados por UL.






Las barras de puesta a tierra BT secundarias:





· Deberá ser una barra de cobre pretaladrada provista con huecos, para usar con conectores de tamaños estandarizados.






· Deberá estar dimensionada para satisfacer las necesidades actuales y futuras.






· Las dimensiones mínimas serán 6 mm (0.25”)  de  grosor,  50  mm  (2”)  de  ancho  y  el  largo requerido.






· Deberá estar listada por UL.






· Deberá estar aislada de su soporte al menos 5 cm (2”) separado de la pared.






· Deberá tener un recubrimiento estañado para reducción de la resistencia de contacto.






· Las conexiones de los conductores de puesta a tierra se efectuarán por medio de conectores de doble ojo de compresión listados por UL.





[image: image6.png]DETALLE SOPORTE ANTISISMICO

PARA CANASTA














Comprobación de Conexiones





Se deberá comprobar la correcta conexión de los cables desde la salida de cada puesto de trabajo, hasta el patch panel, comprobando la secuencia 568 A. Cada medición deberá ser documentada en planillas diseñadas a tal efecto por la contratista, incluyendo: código de salida, fecha de realización y resultado de la medición.






Se podrá verificar que:






· Los cables instalados estén terminados en los patch panel.






· Todos los puestos de trabajo requeridos en el “lay out” entregado al adjudicatario estén conectados.






· El cableado haya sido documentado y señalizado según las normas y el sistema propuesto por el adjudicatario y aprobado por el Departamento de Servicios Generales.






· Se podrá controlar el cableado realizado con conectorización en ambos extremos, en forma aleatoria o sistemática, verificando que:






· El cableado entre la salida del puesto de trabajo y la salida del patch panel cumpla los requisitos de la norma en categoría 6 como mínimo






· Estas mediciones se podrán abarcar, para los cuatro pares, atenuación, “near end cross talk (next)”, resistencia de lazo, longitud del enlace e impedancia, así como todos los otros requerimientos de la norma EIA 568 en categoría 6.






· Ningún cable esté puesto a tierra.






· No haya cortocircuitos entre cables y entre cada cable y tierra.






· La impedancia de cada par se encuentre dentro de la norma.






Pruebas y Certificación del cableado





Las pruebas de certificación se deben realizar con base en las últimas actualizaciones del boletín técnico EIA/TIA TSB-67 y las recomendaciones y prácticas indicadas en el estándar TIA/EIA-568-B.1 y 568-B.2 acorde con los parámetros de transmisión requeridos para la categoría 6.






El equipo a utilizar debe tener su certificado de calibración vigente (No exceder en 6 meses a la fecha de inicio de comprobación y medición del cableado), tener instalada la última versión de software liberada por el fabricante del equipo y para el proceso de medición y pruebas, el Contratista debe utilizar las puntas, cables terminales o patchcords recomendados por el fabricante del equipo para realizar la medición de la marca de productos de cableado instalada.






Iguales recomendaciones aplican para la certificación de los segmentos de fibra óptica instalada junto con los conectores. El resultado final de las pruebas de la fibra óptica serán los reportes del equipo de medición en el cual se indiquen las pérdidas totales en el canal, expresadas en dB.






La certificación del cableado de cobre deberá hacerse mediante las pruebas de los desempeños eléctricos basada en el esquema de configuración de Canal según lo especificado en el estándar de la TIA/EIA-568-B.2 para Categoría 6.






No se aceptarán pruebas o mediciones hechas para el enlace permanente.






Para los cables multipares Categoría 6 se realizarán las pruebas correspondientes de continuidad y velocidad de transmisión y deberá corresponder con las especificaciones de esta categoría.






Acometidas para servicios de voz y datos





Los inmuebles para ubicar oficinas judiciales deben tener las acometidas para los servicios de voz (telefonía) y datos (fibra óptica) para que el proveedor de servicios pueda conectar dichos servicios. En el caso de la telefonía debe llegar hasta una caja interna de distribución que debe tener el inmueble. En el caso de la acometida para el servicio de datos para instalar una fibra óptica debe llegar al cuarto de comunicación principal. Ambas acometidas deben cumplir con los requerimientos del proveedor de servicios de la zona (Mismo que será definido por la Sección de Telemática - DTI, Poder Judicial).






Etiquetado de los cuartos, puntos y cableado de red





Esta guía ha sido creada para servir de referencia en la aplicación del estándar ANSI/TIA/EIA 606-A en la infraestructura de cableado en la red del Poder Judicial, deberá ser aplicado en cualquier tipo de cableado de red sin importar la categoría utilizada.






Clases de administración






Se determinaron 4 clases de administración dependiendo de la complejidad de la infraestructura a administrar






Las especificaciones para cada clase incluyen; identificadores, registros y etiquetado






Clase 1: Un solo cuarto de equipo, que hace la función de cuarto de Telecomunicaciones, no existen cuartos adicionales de Telecomunicaciones, tampoco existe cableado vertical, rutas de cable simple que no necesitan administración.






Clase 2: Un solo edificio, uno o múltiples espacios de Telecomunicaciones (un cuarto de equipo con uno o varios cuartos de Telecomunicaciones). Rutas de cable simple con administración opcional. Incluye los elementos de la Clase 1 más:






· Cableado vertical






· Conexiones a tierra. 






· Retenedores de fuego.






Clase 3: Campus (incluyendo edificios y cableado externo). Incluye los elementos de la Clase 2 más:






· Identificadores por edificio






· Identificadores para el cableado externo





Clase 4: Múltiples sitios, conocido como sistema muti-sitio. Debe existir administración por cada sitio. Incluye los elementos de la Clase 3 más:






· Identificación para cada Sitio.






· Identificadores para elementos intercampus.   






· Administración de rutas y espacios es altamente recomendado.






Identificadores





Los identificadores están asociados a un elemento de infraestructura para ser identificado, además nos ayudan a recolectar información de la red y las conexiones existentes, dependiendo de la clase de administración que corresponda (véase tabla 1)






						Identificador





						Descripción





						Clase de administración











						





						





						Clase 1





						Clase 2





						Clase 3





						Clase 4











						fs





						Espacio de telecomunicaciones.





						R





						R





						R





						R











						fs-an





						Puerto del panel de parcheo y Conector del área de trabajo (cable).





						R





						R





						R





						R











						fs-TMGB





						Barra de tierra principal de telecomunicaciones





						R





						R





						R





						R











						fs-TGB





						Barra de tierra de telecomunicaciones





						R





						R





						R





						R











						fs1/fs2-n





						Cable backbone entre intra-edificios





						





						R





						R





						R











						fs1/fs2-n.d





						Par Backbone entre intra-edificios o fibra óptica





						





						R





						R





						R











						f-FSLn(h)





						Registros Retenedores de fuego





						





						R





						R





						R











						[b1-fs1]/[b2-fs2]-n





						Cable backbone entre edificios





						





						





						R





						R











						[b1-fs1]/[b2-fs2]-n.d





						Par Backbone entre edificios o fibra óptica





						





						





						R





						R











						b





						Edificio





						





						





						R





						R











						c





						Campus o sitio





						





						





						





						R











						fs-UUU.n.d(q)





						Información de Rutas





						





						O





						O





						O











						fs1/fs2-UUU.n.d(q)





						Información de Rutas entre espacios de telecomunicaciones





						





						O





						O





						O











						[b1-fs1]/[b2-fs2]-UUU.n.d(q)





						Información de Rutas entre edificios





						





						





						O





						O

















R- Requerido     O- Opcional 






La anterior es una lista de los identificadores requeridos para cada una de las 4 clases de administración. Esta nomenclatura debe ser aplicada con un sistema de papel o etiquetadora en los sitios que se requieran, que sea perdurable y garantice resistencia y visibilidad en los ambientes que son sometidos los sitios y/o materiales.






Información del espacio






Espacio de telecomunicaciones






Un espacio de telecomunicaciones hace referencia al área donde se encuentran instalados o se encuentran los dispositivos finales de telecomunicaciones equipo y cables.






El TS (telecommunications space) debe ser un identificador único en el edificio y debe ser en el formato fs 






· f: valor que identifica el piso ocupado por el TS. 






· s: valor alfanumérico que identifica de forma única el cuarto de telecomunicaciones






Ejemplo: 1A (Piso 1, cuarto de comunicaciones A, véase anexo 1, muestra de rotulación para el cuarto de comunicaciones)






Los registros de la TS deberán contener al menos:






· Identificador (Ejemplo 1A)






· Tipo de TS (TR, CTR, ER, CER ó EF) (Véase tabla de siglas)






· Llave o tarjeta de identificación de acceso 






· Número de la persona de Contacto






· Horas de Acceso 






Edificios






Un edificio corresponde a un área con espacios de comunicaciones y áreas de trabajo.






b: uno o más caracteres alfanuméricos que sirven para identificar un edificio. No hay requerimientos (especificaciones) especiales para identificar un edificio.






El Edificio debe ser un identificador único en el edificio y debe ser en el formato b (building). Los registros de b  deben contener:






· Nombre del edificio






· Localización del edificio






· Listado de las TS y su localización dentro del edificio






· Información del contacto para acceso






· Horas de acceso






Ejemplo: TRIB (Tribunales)






Campus






Un campus es un conjunto de edificio y/o redes que tienen conexión de forma continua. Un campus debe ser identificado con el formato c






c: uno o más caracteres alfanuméricos que dan representación única a un campus.






Un campus debe ser identificado con el formato c y  el registro de un campus debe contener:






· Nombre del campus






· Localización del campus






· Listado de los edificios y su localización dentro del campus






· Información con respecto a la principal interconexión (si aplica)






· Información del contacto para acceso






· Horas de acceso






Ejemplo: 1erCirc (1er Circuito Judicial)





Información del cableado






Cableado Horizontal y Panel de Parcheo:





Es la zona en la que se da la conexión entre un cuarto de comunicaciones y el cliente final, es conocido también como cableado de estación de trabajo y cableado horizontal.





Panel de Parcheo





Para la rotulación de un panel de Parcheo se debe identificar con el formato de a:






a: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican de forma única un solo panel de conexiones, con los puertos numerados secuencialmente. (Véase figura 2, rotulación de parcheo)






n: caracteres numéricos que identifican el puerto en el panel de parcheo.






Cableado Horizontal






Para la rotulación del cableado en la estación de trabajo se debe identificar con el formato de fs-an : 






fs: Identificador del cuarto de comunicaciones 






a: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican de forma única un solo panel de conexiones, con los puertos numerados secuencialmente. (Véase figura 2, rotulación de parcheo)






n: caracteres numéricos que identifican el puerto en el panel de parcheo.






Ejemplo: 1A- B24 (cuarto de comunicaciones piso 1, patchpanel B, puerto del panel 24)






Nota: El cable deberá estar etiquetado dentro de los 30 cms finales en la cubierta en ambos extremos y puntos de consolidación si existen. El conector del área de trabajo deberá estar claramente etiquetado.






Cable backbone intra-edificios






Los cables que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts dentro de un edificio son llamados cables de red troncal intra construcción, también, se debe utilizar el formato fs1/fs2-n:






fs1: Identificador único del espacio de telecomunicaciones en la cual se encuentra la primera terminación del cable troncal






fs2: Identificador único del espacio de telecomunicaciones en la cual se encuentra la segunda terminación del cable troncal






n: Identificador único de 1 o 2 caracteres alfanuméricos, que dan identidad única a un cable troncal.






Nota: Todos los cables backbone intra-edificio deben estar identificados según corresponda, además, debe identificarse dentro de los 30 cm  finales de los extremos del cable.






Ejemplo: 1A/2A-A1 (Cable troncal que va del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto de comunicaciones 2A, es el cable identificado como A1)






Par Backbone o Fibra óptica intra-edificios





Los Pares y fibras ópticas que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts dentro de un edificio son llamados pares o fibras ópticas de red troncal intra construcción, también, se debe utilizar el formato fs1/fs2-n.d:






fs1/fs2-n: Identificador del cable backbone intra-edificio






d: de dos a cuatro valores numéricos que identifican el par de cobre y/o la fibra óptica






Ejemplo: 1A/2A-A1.01 (Cable troncal que va del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto de comunicaciones 2A, es el cable identificado como A1, fibra óptica o par de cobre 01)






Cable Backbone entre edificios






Son los cables que se despliegan de un cuarto de comunicaciones en un edificio y finalizan el enlace en otro edificio y cuarto de comunicaciones, la simbología para representarlo es;  (b1-fs1)/(b2-fs2)-n, donde: 






b1-fs1: identificador del edificio e identificador del cuarto de comunicaciones (ts) de la primera terminación del cable.






b2-fs2: identificador del edificio e identificador del cuarto de comunicaciones (ts) de la segunda terminación del cable.






n: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican un único cable  de un extremo del ts al otro.






Ejemplo: TRIB-1A/CORT-1A-01 (del cuarto de comunicaciones 1A en Tribunales al cuarto de comunicaciones 1A en Corte, es el cable identificado como 01






Par Backbone o Fibra óptica entre edificios






Los Pares y fibras ópticas que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts atravesando edificos, a simbología que lo representa es;  (b1-fs1)/(b2-fs2)-n.d, en la que:






(b1-fs1)/(b2-fs2)-n : cable identificador del cable backbone entre edificios






d: de dos a cuatro valores numéricos que identifican el par de cobre y/o la fibra óptica






Ejemplo: TRIB-1A/CORT-1A-01.01 (el cuarto de comunicaciones 1A en Tribunales al cuarto de comunicaciones 1A en Corte, es el cable identificado como 01, fibra óptica o par de cobre 01)






Puesta a tierra y cortafuegos






Puesta a Tierra Principal





Es el juego de barras que está ligado directamente a la fuente de conexión a tierra y que se utiliza para conectar a tierra todos los equipos de telecomunicaciones y cableado que requiere una conexión a tierra. La principal barra de tierra de Telecomunicaciones en el TS se etiquetará TMGB (Telecommunications Main Grounding Busbar). El registro TMGB deberá contener la siguiente información:






· Identificador principal de puesta a tierra de barras Ubicación de la TMGB






· Tamaño de la TMGB






· Ubicación de la unión de TMGB a tierra del sistema eléctrico o la construcción de acero estructural






· Ubicación de los resultados de la prueba de las pruebas realizadas en el TGB, tales como la resistencia a tierra






Identificador de indexación primaria, por ejemplo 1A: TMGB (Puesta a tierra principal ubicada en el primer piso cuarto de comunicaciones A)






Barra de Distribución de Comunicaciones






Una barra de distribución de telecomunicaciones es una barra colectora que típicamente reside en un TS que no tiene una fuente de puesta a tierra y está conectado a la TMGB por un conductor de puesta a tierra. También se utiliza para conectar a tierra todos los equipos de telecomunicaciones y cableado que requiere una conexión a tierra.






La barra de tierra de telecomunicaciones (TGB) se identifica con; fs-TGB, donde:






fs = TS identificador para el espacio que contiene la TGB.






TGB = un identificador de referencia a una barra de tierra de telecomunicaciones.






Ejemplo: 1A- TGB (Barra de Tierra de comunicaciones ubicada en el primer piso, cuarto de comunicaciones A)






Corta Fuegos





Un identificador de posición de bloqueo contra fuego debe identificar cada instalación de material contra fuego. El formato del identificador de posición de bloqueo contra fuego será f-FSL n(h), donde:






f = carácter (s) numérica que identifica el piso del edificio ocupado por el TS






FSL = un identificador de referencia a una ubicación bloqueo contra fuego (Fire Stopping Location)






n = dos a cuatro caracteres numéricos identificar una localización de bloqueo contra fuego






h = un carácter numérico que especifica la calificación en horas del bloqueo contra fuego






Todos los identificadores de ubicación Firestopping en una única infraestructura deben tener hasta donde sea posible el mismo formato.






Cada lugar contra fuego deberá llevar una etiqueta a cada lado de la barrera de fuego penetrado, a 30 cm del material contra fuego.






Ejemplo: 3-FSL01(03) (Piso 3, Fire stopping location con identidad 01, con capacidad de soportar 3 horas)






Información de Rutas






Información de rutas intra-edificio





Un elemento de vía interior del edificio es un buque de apoyo cableado que normalmente conecta un espacio a otro, o corre el lapso de una ruta del cable de enrutamiento común, que reside en un solo espacio. El formato para el elemento de vía interior del edificio será fs-UUU.n.d (q) “Rutas Horizontales” o fs1/fs2-UUU.n.d (q) “Rutas Verticales”, donde:






fs = Identificador de un espacio que se deriva combinando el nivel y el área de construcción en el que se encuentra el espacio. 






fs1 = Identificador del espacio que contiene la terminación de un extremo de la vía horizontal, suele ser el más central o más bajo identificador alfanumérico






fs2 = Identificador del espacio que contiene la terminación del otro extremo de la vía horizontal, típicamente el identificador alfanumérico más alto menos central o






UUU = un identificador definido por el usuario se refiere al tipo de elemento (véase tabla de identificadores) 






n = dos a cuatro caracteres numéricos que identifican la información de rutas.






d = detalle la información tal como el puerto, sub-conducto, fibra óptica y par 






q = información de cualificación






Ejemplo: 1A/2A-RK.01.Puerto01. (Del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto 2A, rack, identificador 01, en el puerto 01)-Ejemplo de Ruta vertical






Información de rutas entre edificios






Es un buque de apoyo cableado que normalmente conecta un espacio de un edificio a otro espacio en otro edificio. El formato para el elemento de vía será [b1-FS1] / [b2-FS2] -UUU.n.d (q), donde:






b1fs1 = identificador edificio y el identificador de TS para la TS en la que se termina un extremo del cable principal






b2fs2 = identificador del edificio y el identificador del TS para el TS en el que se termina el otro extremo del cable troncal






UUU = un identificador definido por el usuario se refiere al tipo de elemento (véase tabla de identificadores)






n = dos a cuatro caracteres numéricos que identifican el elemento de vía






						Dispositivos











						AMP





						Amplificador





						MIC





						Micrófono











						ANL





						Analógico





						MNT





						Monitor











						CMR





						Cámara





						PC





						PC











						CS





						Chasís





						RDR





						Lector /Reader











						DIG





						Digital





						SPK





						Parlante











						FAX





						Fax





						TEL





						Teléfono











						MDM





						Modem





						TV





						Televisión

















Generalidades





· Todos los materiales deben cumplir los estándares UL, ETL, CSA, NEMA.  






· Ningún material pasivo utilizado como canaletas conectoras, patch panel, organizadores, entre otros debe ser pintado, sin previa autorización por parte del Ingeniero Eléctrico o arquitecto según sea el caso aportados por el Poder Judicial para la recepción de la edificación a recibir.





Deberá entenderse como elementos pasivos a:






· Patch Panel






· Conectores






· Patchcords






· Rack de comunicaciones






· conectores RJ45 macho y hembra






· bandejas






· Organizadores verticales y horizontales






· canastas






· Anclajes






· Canaletas






· Y cualquier otro que sea necesario para que el equipo a conectar puede funcionar sin ningún inconveniente. Los elementos pasivos son todos aquellos que van desde el patchcord donde se conecta un dispositivo a la red de datos o de telefonía hasta el equipo de comunicación “switch” o central telefónica (dispositivos activos).






3- ASPECTOS GENERALES DE SALUD OCUPACIONAL





· Las ventanas cercanas a los puestos de trabajo que pudieran originar deslumbramientos deberán disponer de una película de polarizado para mitigar tal efecto. Y las ventanas grandes que se encuentre contiguo a los puestos de trabajo, deberá colocarse una película de seguridad. De ahí que el propietario deberá asesorarse con una empresa especialista en el tema para lo respectivo.






· Deben respetarse las dimensiones mínimas establecidas para pasillos internos y principales, 0,90 y 1,20 metros, respectivamente, lo cual debe evidenciarse en la nueva propuesta de distribución arquitectónica. Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.3 y Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 141.






· Las barandas de protección del segundo nivel (contiguas a la escalera) deberán tener una altura de al menos 1,07 metros. Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartado 3.1.6.c






· El piso debe ser de material resistente no resbaladizo, y no presentar orificios o agrietamientos que puedan provocar una caída. Ley sobre Riesgos del Trabajo: Artículo 283; Reglamento General de Seguridad e Higiene de Trabajo: Artículo 15; Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 135; Norma INTE 31-09-07-00: Condiciones de Seguridad e Higiene en los Edificios, Locales e Instalaciones y Áreas de los Centros de Trabajo; y Criterio Profesional






· Se debe garantizar que todas las puertas cumplirán con los 0,90 m de ancho establecidos en la Ley 7600. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 140.






· En las paredes interiores y divisiones que se realicen según la propuesta, no se utilizarán materiales fácilmente combustibles (por ejemplo madera), en caso de utilizar materiales de este tipo, deberán tener un coeficiente retardatorio al fuego no menor de una hora. Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.4






· Las escaleras, sean convencionales o de emergencia, aparte de cumplir con el ancho de 1,20 metros y con las dimensiones de huella y contrahuella (0,30 y 0,14 m, respectivamente). Deben contar con sus respectivos pasamanos a 0,70 m y 0,90 m de altura en todos los tramos. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 133 y 134, Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.6, y Norma INTE 03-01-07-02: Accesibilidad de las personas al medio físico edificio. Equipamientos Bordillos, pasamanos y agarraderas.






· Los mostradores de atención al público deberán cumplir con los requerimientos que establece la Ley 7600 además de ser estables, seguros y sin aristas pronunciadas o lacerantes. Las medidas del mostrador tanto abierto como cerrado de la Guía de Verificación de Accesibilidad de la CRNEE y CFIA se muestran a continuación. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 148.
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En el área de estacionamientos se recomienda que el propietario realice la señalización del espacio para personas con discapacidad, al igual que todos los accesos para personas con discapacidad con el símbolo internacional de acceso (15 cm X 15 cm interiores y 20 cm X 20 cm exteriores). De igual forma debe señalizarse el mostrador diseñado con características accesibles.  Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 105, 106 y 154.






El espacio de parqueo dispuesto en cumplimiento a la Ley 7600 deberá  considerar lo siguiente: 






“Artículo 155.- Características de los estacionamientos reservados. Los sitios de estacionamientos reservados, necesariamente deberán cumplir con las siguientes características técnicas de accesibilidad:






-Anchura 3.30 mts. por 5.00 mts. de largo (mínimo).






-Zonas construidas en forma antiderrapante. 






-Con rampa o bordillo que permita acceso a la acera que conduce a la entrada principal.”






Los servicios sanitarios accesibles deben cumplir con las dimensiones requeridas y estar equipados con los apoyos técnicos  y requerimientos indicados por la normativa.






A continuación se detallan otros requerimientos descritos en el Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 114, 118, 119, 143 y 144, e INTE 03-01-11-02: Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios. 






Servicios Sanitarios Accesibles.





Contar con agarraderas corridas a 0,90 m de altura en sus costados libres.






Las dimensiones del servicio sanitario deben ser mínimo de 2,25 m de profundidad por 1,55 m de ancho si esta ubicado a un lado de la pared de fondo, o de 2,25 m por 2,25 m si se encontrara centrado en la pared de fondo, de manera que exista suficiente espacio de maniobra para la silla (incluso teniendo en cuenta el lavatorio).






La  puerta tiene mínimo 0,90 m de ancho libre, la perilla debe ser de palanca y la puerta debe abrir hacia afuera.






El lavatorio debe estar a una altura máxima de 0,80 m, no deberá tener mueble abajo para permitir el acercamiento de una silla de ruedas, y la manija del lavatorio debe ser de palanca.






Los accesorios como toalleros, papeleras, pañeras, agarraderas, y jabonera, se instalarán a una altura máxima de 0,90 m. En caso de contar con espejo, el borde inferior del mismo se instalara a una altura máxima de 0,80 m en su parte inferior sobre el nivel de piso terminado.






Se debe contar con timbre para casos de emergencia a 0,45 m del suelo y cerca del inodoro y la altura del inodoro estará entre 0,48 y 0,50 m.






La iluminación deberá ser acorde a la propuesta de distribución arquitectónica. Además deberán instalarse fluorescentes de luz blanca (luz día, tono frío) y colocar difusores a todas las luminarias. El oferente deberá garantizar que los niveles de intensidad lumínica cumplirán con lo estipulado en la normativa nacional, según el tipo de trabajo a desarrollar (750 lux en puestos de trabajo con oficinas). INTE: 31-08-06-14: Niveles de iluminancia y condiciones de iluminación en los centros de trabajo en interiores.






Se recomienda la instalación de iluminación de emergencia que deberá colocarse a lo largo de las rutas de evacuación, pasillos, accesos a salidas de emergencia, escaleras, descarga de escaleras y otros medios de egreso. Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartado 3.3.






El oferente deberá garantizar la existencia de al menos dos salidas al exterior en cada nivel. Todas las puertas internas y externas deberán abrir en la dirección del recorrido de egreso (hacia afuera), y en el caso de las puertas de las salidas alternas se recomienda la instalación de puertas con mecanismos fáciles de abrir (puertas antipánico). Reglamento de Construcciones: Apartado IV.23.3; Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartados 3.1 y 4.2.3






El edificio deberá contar con un sistema de Detección y Alarma de Incendios en cumplimiento a lo indicado en el Manual de Disposiciones Técnicas Generales sobre Seguridad Humana y Protección contra Incendios, Versión 2013 que indica lo siguiente: 






“Artículo 4.1.7) Detección y alarma de incendios. Todo sitio de reunión pública debe disponer de






un sistema de detección y alarma que cumpla con lo indicado en el artículo 3.5 de este manual.”






“Artículo 3.5. Detección y alarma de incendios. 






3.5.1) Generalidades. Un sistema de detección y alarma es un sistema que permite, en caso de incendio, advertir de manera temprana a los ocupantes del edificio, mediante una señal audible y visual. El sistema se debe activar mediante sensores de humo o temperatura, estaciones manuales o un sistema de rociadores automáticos y debe alertar a los ocupantes mediante señales audibles y visuales. “






La instalación del Detección y Alarma de Incendios debe ser instalado por una empresa especialista en el tema para lo cual el oferente deberá asesorarse y en coordinación con el Departamento de Seguridad del Poder Judicial por cuanto dicho sistema debe ser compatible con los sistemas de la Institución.






4-ASPECTOS BASICOS  DE SEGURIDAD





· Las ventanas que dan al exterior deben estar protegidas por verjas o cortinas metálicas, preferiblemente que éstas últimas sean eléctricas.






· Las puertas que dan al exterior deben estar protegidas por portones metálicos o cortinas metálicas, preferiblemente que éstas últimas sean eléctricas.






· Si los ventanales son grandes deben contar con película de seguridad de 4 micras, como mínimo.






· Las paredes perimetrales deben ser de material de concreto.






· De existir patios de luz o tragaluces, los mismos deben estar enrejados.






· Las colindancias deben estar delimitadas por tapias en buen estado, con muros de concreto, con una altura mínima de 2.5 metros y alambre tipo navaja.






· Las colindancias entre edificios o locales deberán estar protegidas en su parte superior y que no permitan la posible intrusión por escalamiento.






· El perímetro del frente debe estar protegido con portones, rejas, muros de concreto, o en construcción mixta. (Entiéndase construcción mixta como muros pequeños y en éstos incrustadas las rejas).






· No deben existir junto a los muros ó portones, árboles ó arbustos, que permitan ocultarse o el escalamiento a la propiedad o edificio.






· El espacio físico existente entre los trapícheles, la viga corona y el techo deben tener las estructuras adecuadas (los trapícheles) que no permitan el acceso por los exteriores o colindancias.






· El inmueble deberá contar, con iluminación suficiente y adecuada en los alrededores al local.






· Las entradas principales de agua, luz y teléfonos deben estar debidamente aseguradas y protegidas contra el vandalismo esto es con cajas metálicas preferiblemente con cerraduras o candados de seguridad.






· El local deberá contar preferiblemente con un sistema básico de alarmas, compatible con los sistemas de monitoreo del Poder Judicial. 






C. Inspección:






Los procedimientos de inspección del inmueble será ejecutado por el Departamento de Servicios Generales, el Departamento de Seguridad, Salud Ocupacional, Sección de Telemática, Departamento de Tecnología de la Información y la Administración Regional de Pérez Zeledón.






D. Estimación actualizada del costo del objeto y disponibilidad  presupuestaria.






Costo del proyecto: 





Cantidad de  metros cuadrados requeridos para el proyecto 259 M2





Costo por metro cuadrado del proyecto= $16.50 M2





Costo mensual proyectado = 259 M2 x $16.50 M2 = ¢2,500,000.00





Costo anual proyectado 2017= ¢2,500,000.00 x 3 = ¢7,500,000.00





Se calcula el precio por metro cuadrado según edificio contratado para atender la Reforma Laboral y Civil  en el cantón de Buenos Aires.






Se aclara que esta Administración Regional cuenta con los recursos presupuestarios para hacer frente a dicho compromiso a partir del 01 de octubre de 2017.
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E. Estudios previos que motivan el inicio de los procedimientos:





Con el fin de mejorar las condiciones de acceso para las personas usuarias externos e internos que utilizan los servicios que brinda el Poder Judicial en el cantón de Buenos Aires, este procedimiento busca la contratación de un edificio que satisfaga las necesidades de ofrecer a la población de dicho cantón de un lugar adecuado para la Administración de Justicia,





F. Recursos humanos y materiales que se disponen para verificar la correcta ejecución del objeto de la contratación:






Al Departamento de Servicios Generales le corresponde verificar la correcta ejecución del objeto contractual, como despachos técnicos competentes que cuentan con el personal técnico necesario para llevar a cabo y hacerse responsable de lo relacionado con la ejecución del contrato.






La Administración del contrato estará a cargo del Administrador Regional a.i Lic. Esteban Solano Alvarado, teléfono 2785 0301, correo electrónico: esolano@poder-judicial.go.cr o quien se encuentre en el puesto, de igual forma se contará con el apoyo del puesto de Coordinador de Área Administrativa, MBA. Roy Garro León, o quien se encuentre en el puesto, teléfono 2785 0302, correo electrónico: rgarro@poder-judicial.go.cr.  






En caso de incumplimiento el Administrador del contrato realizará un reporte o informe al Subproceso  de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría, el cual  desplegará las acciones o sanciones que resulten aplicables en los casos específicos.






G. CRONOGRAMA DE TAREAS Y RESPONSABLES DE SU EJECUCIÓN PARA EL CORRECTO DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES PREVISTAS EN EL PRESENTE PROCESO LICITATORIO.





CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES











Atentamente,






Lic. Esteban Solano Alvarado, Administrador Regional a.i.






ADMINISTRACIÓN REGIONAL PÉREZ ZELEDÓN





ESA/rgl






c.c.:
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Consecutivo
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TEL 2295-4283 PODER JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA

Fax ‘ DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE San José, Costa Rica

0470-CE-2017
Floribel Campos Solano

Financiero Contable

EL PODER JUDICIAL
CERTIFICA

Que en el programa 926 "Direccién, Adminisiracién y Otros Organos de Apoyo”, subpartida 10101
"Alguiler de edificios, locales y terrenos”, Centro Gestor 284 "ADMINISTRACION REGIONAL |
CIRCUITC JUDICIAL ZONA SUR", fuente de financiamiento 001 “ingresos Corrientes”, del
presupuesto def aflo 2017 aprobado mediante la ley 9411, existen recursos para hacerle frente al
alquiler de edificio para albergar Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de
Comunicaciones Judiciales en el cantén de Buenos Aires de Puntarenas, por un monto mensual
aproximado de ¢2,500,000.00 parz un monto total de ¢7,500,000.00 {SIETE MILLONES
QUINIENTOS MIL COLONES EXACTOS) correspondiente al periodo comprendido de 01/10/2017 a
31/12/2017; segtn el siguiente recuadro:

s Sibneridn * GoRue B0 osmis T sonto
426 10100 284 001 S @ 7,500,000.00
Total ¢ 7,500,000.00

Dada en San José a los veinte dias de julio del dos mil diecisiete. A solicitug de la Administracion Regional de Pérez Zeleddn.

LICDA. KATHERINE HERNANDEZ MOLINA

Aprobado por Analista

Foed\ Copos S

MBA. FLORIBEL CAMPDS SOLANO

Aprobado Finalmenté.m
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       PODER JUDICIAL                DIRECCIÓN EJECUTIVA






Tel. 2295-4971
San José






Fax 2233-8438                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr
  Costa Rica






N° 1582-DE-2017





17 de abril del 2017





Licenciada






Wendy Beita Umaña, Administradora






Administración Regional de Pérez Zeledón






Su Oficina





Estimada señora:





El licenciado José Luís Cambronero Delgado, Coordinador del Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, mediante correo electrónico de fecha 17 de marzo de 2017, enuncia inconvenientes que se están presentando en el espacio (Casa de ANDE) que se utiliza para realizar los juicios en la zona de Buenos Aires, los cuales fueron comunicados, solicitando una solución a su persona con fecha 28 de febrero, sin que se recibiera respuesta a la fecha de emisión de este correo. Al respecto la  suscrita le solicitó informe en el término de 24 horas, para que se refiriera a lo señalado por el Lic. Cambronero y sobre las medidas que ha adoptado e implementará la oficina a su cargo. Su persona da repuesta con oficio  N° 022-ARICJZS-2017, aunado remite oficio No 0213-ARICJZS-2017, de fecha 22 de marzo de 2017, en respuesta al oficio NO 944-DE-2017, que está relacionado con el tema.






Es importante indicar también que la Subdirectora Ejecutiva, Máster Dinorah Álvarez Acosta, conversó con su persona respecto a la respuesta al señor juez, enviando a esta Dirección Ejecutiva copia de oficio No 0230-ARICJZS-2017, de fecha 23 de marzo, donde dio respuesta al señor juez Cambronero Delgado. 






De los oficios remitidos por su persona  sobre los inconvenientes que señala el Lic. Cambronero, entre los cuales está la necesidad de disponer de una sala de juicios para la zona de Buenos Aires, solicitando esta Dirección Ejecutiva le autorice iniciar un proceso de contratación para arrendar no solo esta sala sino también una  Oficina de Comunicaciones Judiciales (para albergar 3 personas) y otra para la Trabajadora Social de la zona, al respecto, se da respuesta a cada una de sus gestiones, como sigue:






1.  Sobre la solicitud de autorización para el arriendo de sala de juicios de Buenos Aires: 





Se reitera autorización de esta Dirección Ejecutiva, la cual se concedió mediante oficio  N° 944-DE-2017 de fecha 20 de febrero de 2017, en atención a su gestión mediante oficio N° 0144-ARICJZS-2017 de fecha 16 de febrero último.






2. De la solicitud de autorización para arriendo de Oficina de Comunicaciones Judiciales de Buenos Aires:






   En cuanto al espacio para ubicar la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ), mediante oficio N° 0213-ARICJZS-2017; su persona adjunta correo electrónico del señor Sergio Valerio Madriz, de la Dirección de Planificación, en donde indica que el 20 de enero de 2017, pasa informe a la jefatura de la Sección de Control y Evaluación, en el cual se recomendó crear la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ), con la siguiente estructura:






OCJ de Buenos Aires:





1. Jefe de OCJ






2. Técnicos en Comunicaciones Judiciales






Por otro lado, mediante oficio N° 0213-ARICJZS-2017 de fecha 22 de marzo en curso, señala que la Administración a su cargo ha tomado medidas y coordinado para que las labores que realizan las plazas de la OCJ (3 en total) lo hagan de manera coordinada y planificada, en busca de maximizar los recursos existentes, a saber evitar duplicación de giras en una misma ruta, entre otras. 






Mediante correo de fecha 23 de marzo de 2017, la Dirección de Planificación le informa que el estudio antes indicado para la creación de la oficina de la OCJ, continúa en revisión por parte de la jefatura, en consideración de la prioridad y carga de trabajo.






Así las cosas, se autoriza contemplar en  su gestión de contratación de arriendo de la zona de Buenos Aires, a esta oficina y en paralelo como se le indicó en oficio N° 944-DE-2017, de fecha 20 de febrero de 2017, por tratarse de un nuevo arriendo, deberá aportar oportunamente, los estudios técnicos que respaldan la creación  de la oficina OCJ.







Deberá coordinar también con la Dirección de Planificación mientras adelanta la disposición de las  especificaciones técnicas y cartel de contratación. Se copia a la Dirección de Planificación para que le de pronta respuesta, por la necesidad urgente de arrendar un espacio que incluya el metraje y condiciones necesarias para adecuar a esta oficina. 





3. De la necesidad de arriendo para la Oficina de Trabajo Social y Psicología: 






Comunica su  persona que  con oficio N° 0213-ARICJZS-2017, se enunció correo de fecha 11 de diciembre de 2014, de la Licda. Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde informó que para el periodo 2015 se creó una plaza de Trabajador Social para Buenos Aires, adscrita a la oficina de Pérez Zeledón manifestando la Sra. Gutiérrez que logró que la Fiscalía le facilite un espacio para dicha plaza provisionalmente entre tanto se resuelve el asunto de infraestructura para Trabajo Social, y en consecuencia la MBA Ana Eugenia Romero Jenkins, mediante correo del 12 de diciembre de 2014, le autorizó se acondicionara dicha plaza en la Fiscalía, en el entendido esa solución tiene carácter temporal y que se debe trabajar a la brevedad con una alternativa definitiva. Por tanto, esta Dirección Ejecutiva reitera la autorización de la gestión de arriendo que solicita para esta oficina.





Conclusión:







Se autoriza dar inicio al proceso de contratación que corresponda para arrendar un local que albergue espacio para las oficinas y puestos antes de la OCJ; Oficina de Trabajo Social y  Sala de Juicios, todas en Buenos Aires.







Lo anterior, en el entendido que la oficina a su cargo, en lo que corresponda, deberá coordinar con el Departamento de Servicios Generales para contar con los estudios y criterios técnicos necesarios. Del mismo modo, deberá coordinar con el Departamento de Proveeduría dicha contratación y con la Dirección de Planificación la disposición oportuna del informe de creación de la OCJ en la zona de Buenos Aires, en el tiempo oportuno y se cuente con el aval del Consejo Superior para la creación de la oficina de la OCJ en la zona.







Todo lo anterior, partiendo que como comunicó,  dispone en la subpartida 10101,  "Alquileres", de los recursos necesarios para dicho arriendo, para cubrir los meses de agosto a diciembre 2017.






2. Sobre todas las gestiones que realiza el Lic. Cambronero:






a) Sobre la sala de juicios en Pérez Zeledón:







a.1 Se toma nota del oficio N° 0220-ARICJZS-2017, remitido por su persona a esta Dirección Ejecutiva, en donde informa que mediante proceso de contratación N° 2017CD-000005-ARPZCM, correspondiente al Alquiler de espacio físico para la sala de juicios de Buenos Aires de Puntarenas, que reúna todas las condiciones necesarias para la realización de los debates de la zona, fue declarado infructuoso con fecha 13 de marzo de 2017, por motivo de no recepción de ofertas.







a.2 En atención a su oficio N° 0144-ARICJS-2017, de fecha 16 de febrero de 2017 (antes citado)  la Dirección Ejecutiva da respuesta a su gestión sobre autorizar iniciar  proceso de contratación para arrendar sala de juicios, aprobando dicha gestión con oficio N° 944-DE-2017, de fecha 20 de febrero de 2017.







a.3 Como medida paliativa la Dirección Ejecutiva ha autorizado a la administración a su cargo como excepción pagar un derecho de uso en la Caja de ANDE, para que allí se celebren los juicios.







a.4 Mediante oficio N° 0220-ARICJZS-2017 nos comunica que la Caja de ANDE además de los ¢50.000 que cobra por el uso de esa sala cobra ¢20.000 para que puedan utilizar los aires, para un total de ¢70.000, monto visto con la Directora titular y que como excepción autoriza esta Dirección Ejecutiva con este oficio,  para que se proceda cuanto antes y con ello se solvente la situación que expone el Lic. Cambronero Delgado, respecto la ventilación necesaria para la salud de las personas.





b) De la limpieza de la Sala de Juicios:






b.1 Se toma del oficio N° 0215-ARCJZS-2017 de la Administración a su cargo, donde solicita al señor Carlos Montero Varela, encargado administrativo de Caja de ANDE-Buenos Aires de Puntarenas, orden y limpieza del lugar, de tal manera que se mantenga en condiciones óptimas.







b.2 En cuanto a la disposición en la sala de artículos para aseo personal en los servicios sanitarios como jabón, toalla, papel higiénico,  se informa tal y como usted lo indicó serán brindados por la Administración Regional a su cargo. 






De lo anterior se le solicita dar seguimiento, para garantizar a los señores y señoras jueces (as) y demás funcionarios así como también a las personas usuarias, un sitio limpio y que dispongan de los implementos necesarios para la higiene personal.






3) Del equipo de videoconferencia necesaria para la sala.







Es importante indicar que se toma nota que la Administración a su cargo ya lo gestionó a Dirección de Tecnología de la Información, además se informa que la suscrita, vía telefónica habló con la Directora de Tecnología de la Información respecto a la necesidad de dicho equipo, indicando que la oficina no lo tiene presupuestado y no dispone en stock en este momento, sin embargo, va a realizar el esfuerzo de tratar conseguir equipos mediante contratación que estima próxima a realizar y la Dirección Ejecutiva realiza la designación que corresponda.






Se toma nota de la información brindada por su persona indicando que dicho equipo se formuló para el año 2018.






Finalmente, respecto a la situación anterior, se toma nota de la respuesta que dio la administración a su cargo, con oficio N° 0230-ARICJZS-2017, de fecha 23 de marzo de 2017, a las gestiones presentadas por el Lic. José Luis Cambronero Delgado, Juez Coordinador del Tribunal de Pérez Zeledón, de lo cual se solicita sean oportunas.






Se copia este oficio al Lic. Jose Luis Cambronero Delgado, para responderle sus gestiones. Aprovecho para solicitarle disculpas por los inconvenientes causados y reiterarle que la Administración al Poder Judicial está para servir y responder según corresponda, las gestiones que nos realicen los funcionario judiciales, en nuestra competencia.      






Atentamente,






                                                                      Dinorah Álvarez Acosta





                                                                      Directora Ejecutiva a.í.





Cc.:  Jose Luis Cambronero Delgado, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.





        Kattia Morales Navarro, Dirección de Tecnología de la Información.





        Nacira Valverde Bermúdez, Dirección de Planificación.






Ref.: 2468/2528/2424





AERJ/DAA/csch
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Consolidado  Proyecto OCJ y Trabajo Social de Buenos Aires.xls




OCJ y TS BA





						





												Oficina de Trabajo Social																								0





												Descripción						Cantidad						Mts2 requeridos						Observaciones:





						1						Área de Recepción y espera (4 espacios espera y 2 recepción (5x4)						1						20						Dos espacio de atención para personas usuarias y una butaca de espera de 4 plazas





						2						Oficina Profesional						1						12





						3						Área espera para niños						1						9





						4						Bodega de expedientes						1						6





						5						Bodega de suministros						1						6





												Subtotal												53





												Oficina de Comunicaciones Judiciales





						6						Área de Recepción y espera						1						20





						7						Técnica/ Técnico en Comunicaciones Judiciales						3						18





						8						Asistente Administrativo						1						6





						9						Bodega de suministros						1						6						uno por piso si el inmueble es de más de un nivel





						10						Area fax y escáner						1						2						Sujeto a disponibilidad de espacio en el inmueble a arrendar





						11						Sala de Juicios ( colegiados )						1						56.25





						12						Sala de Testigos												15





												Areas Comunes





						13						Cuarto de Telematica						1						7						Uno por piso ( 7 mts c/u)





						14						Servicios Sanitarios para personal y público (Diseño Universal)   en total 4 (1.55x225)						4						16						(Diseño Universal)  Se requiere en total 4, ( 2 para población judicial y 2 para personas usuarias externas) ( medidas 1.55x225)





						15						Pileta						1						2





						16						Centro de impresión						1						2						Deberá ser de facil acceso para ambas oficinas





						17						Area Auxliar de Seguridad						1						6





						18						Cuarto de Aseo						1						6





						19						Cafetín						1						10





												Subtotal						1						172.25





																		SUBTOTAL AMBAS OFICINAS						225.25





												Espacio de Circulacion 15 % ( sujeto a disponibilidad en el inmueble)												33.8





																		TOTAL REQUERIDO						259.0

















Circular 49 y Detalles Tecnicos





						





												Requisitos de la propuesta





												Deberán presentar la distribución arquitectónica en Autocad





												El parqueo para la Ley 7600, no se debe considerar como parte del metraje que se solicita, lo anterior por cuanto de acuerdo con el área del inmueble la normativa exige cierta cantidad de parqueos, El parqueo de acceso universal es obligatorio. Si se solicita parqueo para un vehículo oficial, el área se considera como área útil siempre y cuando cumpla con piso, cielo raso, portón eléctrico, cerramiento, pintura





												Cuando envíen el estudio des necesidades deben detallar la cantidad exacta de personas e indicar su ubicación de acuerdo con la función que cumplen en el despacho; es decir, si los auxiliares permanecen el área de manifestación 





												En cuanto a los meritorios, incluir dos espacios, los cuales se considerarán como crecimiento futuro.





												El Coordinador Judicial  no debe tener oficina cerrada, se debe contemplar un área para niños cerca del área de manifestación y el área de recepción.





												Detallar la cantidad de personas usuarias que se estiman ingresan al despacho





												En el área de circulación se debe considerar  un 20% adicional del área que se requiere, aunque esta pueda variar de acuerdo con la distribución espacial y la estructura del inmueble.





												Debe considerarse un área para el  cuarto de lactancia de 3 x 3





												Una bodega para materiales de 6 m2.





												Cuarto de telemática de acuerdo con los requerimientos de la DTI si el inmueble es de dos niveles debe existir un cuarto en cada nivel y no debe ser menor a 7m2.





												Un espacio común para comedor, sus dimensiones dependerán de las personas servidoras judiciales que lo utilicen.





												Una bodega para expedientes de 6m2





												Una bodega para evidencias, en materia Civil, no mayor a 6 m2.





												El servicio sanitario Ley 7600  es de 3.5 metros, la normativa exige  uno por género; en ese sentido deben considerar según género  a las personas usuarias como las personas servidoras judiciales, por aparte.  Los servicios sanitarios de las personas usuarias deben estar ubicados en un área común y sin que accesen al despacho para hacer uso de ellos. Es importante por razones de seguridad que los servicios sanitarios de público estén separados de los del personal del despacho





												Deben considerar para  efectos del punto de voz y datos un área para impresora, fax y escáner de 2 x 2.





												Deben considerar los requerimientos en materia de seguridad y salud ocupacional





												El local deberá disponer de una salida alterna de acuerdo con el manual de requerimientos técnicos del cuerpo de bomberos





												Pileta de aseo: Se recomienda una pileta de aseo por piso, si el inmueble ofrecido es de más de un nivel





												El inmueble debe disponer de  una salida alterna desde todos los pisos. Según el Manual de Disposiciones Técnicas, apartado “4.9.3 Medios de egreso: ...Deben proveerse mínimo dos medios de egreso desde todos los pisos o secciones, y debe alcanzarse mínimo una salida sin tener que atravesar otro piso.”





												Para la valoración del inmueble no serán considerados como área útil: terrazas, cocheras, parqueos, patios de luz, patios exteriores, corredores, galerones, ranchos y kioscos. Los ductos de escalera, serán estimados como media área útil, y para los ductos de ascensor se considerará su área solamente en el primer nivel, cuando este se encuentre dentro del edificio, no será cuantificada su área cuando se trate de plataformas ubicadas en el interior o en el exterior del inmueble.





												El oferente debe diseñar su propuesta de distribución arquitectónica de acuerdo con los requerimientos El oferente deberá presentar como parte de la oferta, su propuesta de distribución arquitectónica en formato físico y en formato AUTO CAD (CD) junto con el plano catastro.





												Sala de Juicio





												* De acuerdo a información suministrada por el Departamento de Servicios Generales, el modelo consiste en una dimensión de 7,5m X 7,5 m con un área aprox. de 56,25 m2 que contempla lo siguiente:





												-7 mesas tipo estrado, una mesa del técnico, tipo Euromobilia





												2 sillas tipo butaca especial (como Trib. de Grecia) Buscar fotografias





												-8 sillas tipo Figueras





												-Cielo suspendido antisísmico





												-Dos Puertas nuevas completas





												-Ventana de marco de aluminio 4,0 x 0,60 m





												-Paredes de gypsum, con insonorización sistema Acustic- Block





												-Pintura





												-seis lámparas de ahorro energético





												-seis salidas de red





												-12 salida de toma eléctrico doble y dos apagadores





												-No incluye A/C o sistema de inyección o extracción de aire





												-No incluye sistema de audio





												-El piso sería el existente





												** De acuerdo a información suministrada por el Departamento de Servicios Generales, el modelo consiste en una dimensión de 7,2 m X 4,5 m con un área aprox. de 32,4 m2 contempla lo siguiente





												-Mueble de audiencias tipo Euromobilia de 5 o 7 espacios, más escritorio Juez y biblioteca





												-Cielo suspendido antisísmico





												-Puerta nueva completa





												-Ventana de marco de aluminio 1,2 x 1,2 m





												-Paredes de gypsum, con insonorización sistema Acustic- Block





												-Pintura





												-Dos lámparas de ahorro energético





												-Una salida de red





												-Una salida de toma eléctrico doble y apagador





												-No incluye A/C o sistema de inyección o extracción de aire





												-No incluye sillas





												-No incluye sistema de audio





												-El piso sería el existente





												Sala de lactancia





												                    El espacio físico debe tener un mínimo de 3m x 3m con ventilación e iluminación natural y con condiciones higiénicas adecuadas.  Además, de un ambiente propicio y agradable.





												                    Una refrigeradora o hielera mediana.





												                    Una mesa pequeña (aproximadamente 50 cm de ancho x 50 cm de largo).





												                    Sillas cómodas y suaves de acuerdo al número de madres (anchas, altas, rectas en ángulo de 90 grados).





												                    Un lavamanos.





												                    Un dispensador de jabón.





												                    Un dispensador de toallas de papel, para secado de manos (no eléctrico).





												                    Un basurero con tapa y bolsa de basura.





												                    Lapicero.





												                    Sillas de visita.





												                    Un abanico si no hay ventilación suficiente.
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Informe de Buenos Aires




A.  Características demográficas de la población del cantón de Buenos Aires





1. Características poblacionales 





Según datos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2011, del Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC), el cantón de Buenos Aires tiene una extensión de  2384 kilómetros cuadrados, para un total de 45 244 personas, lo que representa una densidad poblacional de 19 personas por kilómetro cuadrados, aumentando en dos puntos en relación a los datos que reportó este cantón para el Censo del 2000, ya que para dicho periodo se contaba con una densidad poblacional de 17 personas por Km2.





La mayor concentración de población se localiza en el distrito central de Buenos Aires, seguido por el distrito de Potrero Grande, siendo este primero el que mayor concentración de población presenta, seguido por el distrito de Boruca, Volcán y Brunca. Ver el siguiente cuadro. 





Cuadro 1.





Distribución de la población del cantón de Buenos Aires por distrito, según total de la población y densidad poblacional





						Distrito





						Población





						km2





						Densidad poblacional











						





						Absoluta





						Relativo





						





						











						Buenos Aires





						21063





						47%





						553





						38











						Volcán





						3815





						8%





						189





						20











						Potrero Grande





						5956





						13%





						627





						9











						Boruca





						3074





						7%





						138





						22











						Pilas





						1659





						4%





						111





						15











						Colinas





						1371





						3%





						122





						11











						Chánguena





						2631





						6%





						273





						10











						Biolley





						2455





						5%





						208





						12











						Brunca





						3220





						7%





						164





						20











						Total





						45 244





						100%





						2384





						19

















Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC.





El cantón de Buenos Aires, es un área que se considera primordialmente rural, en la cual  predominan las actividades agropecuarias, pecuarias, silvícola y turísticas, así como  pequeños comercios y centros conglomerados de viviendas y viviendas dispersas con disposición de servicios de electricidad, agua potable y teléfono, además de servicios de escuela, iglesia, plaza entre otros; donde el 62.3% de la población reside en zonas rurales y el 37.7% en zonas urbanas. 





2. Características etarios











 La edad promedio de la población en esta zona es de 27 años, con una relación de dependencia demográfica de 60.7 personas en edades dependientes[footnoteRef:1] por cada 100 personas en edades productivas. Ver el siguiente Gráfico.  [1:  Se expresa como la cantidad de personas de 0 a 14 años y de 65 años y más, por cada cien personas de 15 años a 64 años de edad
] 












Gráfico 1.





Población por Sexo y Edad del Cantón de Buenos Aires





Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC.











El análisis de los grupos etarios por quinquenios determina que el 51% de la población se concentra en edades superiores a los 20 años e inferiores a los 64 años, por su parte el 44%  tiene edades de 0 a 19 años y únicamente el 6%  con edad superior a los 65 años; sin embargo si se analiza esta variable según grupos quinquenales se identifica que existe una mayor concentración en los grupos de 10 a 14 años y de 15 a 19 años, por su parte los grupos etarios analizados no presentan una variación significativa mayor a un punto porcentual entre sí. 





3. Estado civil 





El 40.7% de la población al momento del Censo indicó estar soltero o soltera, seguido por las personas casadas con un 28.3%, en unión libre con un 23.3%, separado o separada con un 3.7%, viudo o viuda con un 2.4% y divorciado o divorciada 1.5%.   





Cuadro 2.





Población del cantón de Buenos Aires según estado civil





						Estado civil 





						Porcentaje 











						Soltero(a)





						40,7%











						Casado(a)





						28,3%











						Unión libre o juntado(a)





						23,3%











						Separado(a)





						3,7%











						Viudo(a)





						2,4%











						Divorciado(a)





						1,5%











						Total 





						100%

















Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC











4. Características migratorias





El flujo migratorio forma parte de las variables demográficas que inciden en el comportamiento y la redistribución espacial de la población; los datos del Censo 2011 clasifican al cantón de Buenos Aires como una zona de baja migración tanto interna[footnoteRef:2] (inmigración) como externa (emigración), ya que muestran un bajo mercado inmobiliario y un mercado laboral poco activo, al ser este un sector de  vocación agrícola y con lento crecimiento habitacional. Si se toma como base la población de cinco años (40 684 personas) únicamente 3 943 personas del total de la población, se trasladaron a vivir a esta zona proveniente de otros cantón en los últimos cinco años, esto es lo que se denomina inmigrantes internos y 492 personas son inmigrantes extranjeros, lo que representa a un 1.2% de la población.  [2:  La migración interna está conformada por todos aquellos individuos cuyo lugar de residencia cinco años antes del censo no coincide con su lugar de residencia habitual en el momento del Censo] 






Cuadro 3.





Población de 5 años y más por característica migratoria





						Población de 5 años y más





						40684











						No migrantes





						36249











						Inmigrantes internos





						3943











						Emigrantes internos





						3224











						Saldo de migración neto





						719











						Tasa de migración neta





						3,6











						Inmigrantes extranjeros





						492

















Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC

















A pesar de ser una zona de baja migración la tasa de migración neta[footnoteRef:3] indica un saldo positivo dado que se produjo un aumento en la población de 3.6 persona en promedio anual, por cada 1 000 habitantes motivado por el crecimiento de fuentes de empleo.  [3:  Es el resultado del saldo neto de las entradas y salidas a una determinada área geográfica o división político administrativa, por desplazamientos de población en el interior de un país. Representa la tasa de migración neta media anual por cada 1 000 personas de la población media, de una determinada zona en un período de 5 años.
] 






5. Actividad económica 





El movimiento migratorio así como la permanencia de las poblaciones en los cantones donde nace la persona están determinados por aspectos económicos y laborales de las comunidades, al propiciarse fuentes de empleo que son considerados como un punto de atracción para poblaciones de otros cantones y motivación de arraigo para su población autóctona. Siendo así, Buenos Aires es la segunda zona del país que destina la mayor cantidad de hectáreas para las actividades agrícolas y pecuarias 





Según datos del Censo Nacional Agropecuario, la extensión total de las fincas en el país es de 2 406 418,4 hectáreas, de las cuales Buenos Aires posee 126 594.2; agrupadas en 3 307 fincas, de las cuales 50 098.7 hectáreas están destinadas a para actividades agrícolas, 70 97.9 hectáreas a actividades pecuarias y 5 524.5 hectáreas a otra actividad. (INEC, 2015).





Las principales actividades a las cuales se destinan las fincas en la zona son primordialmente al ganado vacuno, seguido por el cultivo de frijol, café, arroz y maíz, tal como lo muestra el siguiente cuadro . 





Cuadro 4





Total de fincas según actividad principal, 2014





						Actividad principal





						Cantidad de fincas





						Porcentaje 











						Ganado vacuno





						1017





						31%











						Frijol





						649





						20%











						Café





						577





						17%











						Arroz





						148





						4%











						Maíz





						91





						3%











						Otras frutas





						79





						2%











						Granos básicos no especificados





						70





						2%











						Tiquisque





						67





						2%











						Manejo y protección de bosque natural





						66





						2%











						Árboles forestales





						60





						2%











						Otras hortalizas





						57





						2%











						Pastos





						50





						2%











						Banano





						46





						1%











						Otras raíces y tubérculos





						44





						1%











						Plátano





						40





						1%











						Yuca





						40





						1%











						Caña de azúcar





						37





						1%











						Otras actividades agrícolas





						33





						1%











						Palma aceitera





						32





						1%











						Otros usos de la tierra





						25





						1%











						Avicultura





						22





						1%











						Ganado porcino





						14





						0%











						Turismo rural





						13





						0%











						Acuicultura





						10





						0%











						Naranja





						4





						0%











						Ornamentales





						4





						0%











						Piña





						4





						0%











						Otras especies menores





						4





						0%











						Otras actividades pecuarias





						4





						0%











						Total





						3307





						100%

















Fuente: Centro de Información Área de Servicios de Información y Divulgación Estadística, INEC











6. Desarrollo humano





El desarrollo humano debe ser analizado como las potencialización de los seres humanos para desenvolver  una vida productiva y creativa de acuerdo a sus necesidades e intereses, ampliando sus oportunidades, más allá de un aspecto económico, medible por medio del Índice de Desarrollo Humano (IDH)[footnoteRef:4], que se basa en tres dimensiones: la esperanza de vida al nacer que refleja la capacidad de llevar una vida larga y saludable; los años promedio de escolaridad y los años esperados de escolaridad que reflejan la capacidad de adquirir conocimientos y el ingreso nacional bruto per cápita expresa la capacidad de lograr un nivel de vida decente.  [4:  El valor ideal del Índice de Desarrollo Humano cantonal es el más próximo a 1, entre más desarrollada la zona más próximo será el indicador a este valor. ] 






Costa Rica, se posiciona a nivel mundial según el informe (PNUD, 2016), en el puesto 66 del Índice de Desarrollo Humana, clasificándolo dentro de los países con un “Alto” desarrollo humano al contar con un índice de 0.776, lo que además lo clasifica en el puesto número 9 de los países de América Latina y el Caribe. 





Según datos del Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016) Santa Ana de la provincia de San José, es el cantón cuyo valor es el más cercano al valor ideal, con un 0.944 para el 2014 y Buenos Aires esta un 0.881 puntos más bajo que el cantón mejor posicionado.  





El IDHc de Buenos Aires cuenta para el 2014 es de 0.063; pero de forma específica mejora en relación con los años anteriores, dado que pasa de la posición  74 en el 2012 a la 70 en el 2014, al subir cinco puntos, esto primordialmente por una mejora en el Índice de Conocimiento cantonal (ICc) ya que sube del puesto 41 en el 2013 al 33 para el 2014, al incrementarse la tasa de matrícula en primaria y secundaria, no obstante se da un descenso en el Índice de Esperanza de Vida (IEVc). 





Cuadro 5.





Índice de Desarrollo Humano cantonal de Buenos Aires, 2016





						Cantón: 603 Buenos Aires





						 





						 





						[image: ]





						 























						 





						 











						Extensión territorial (Km2):





						2384,2





						





						





						





						 











						(Entre paréntesis se indica la posición del cantón con respecto al total de cantones)











						 





						





						





						





						





						 











						Índice ó Indicador





						Año











						





						2010





						2011





						2012





						2013





						2014











						IDHc





						0,641 (75)





						0,654 (75)





						0,668 (74)





						0,691 (70)





						0,693 (70)











						IEVc





						0,788 (67)





						0,830 (49)





						0,833 (52)





						0,872 (28)





						0,849 (42)











						Esperanza de vida (años)





						77,6





						79,0





						79,2





						80,5





						79,7











						ICc 





						0,870 (51)





						0,868 (58)





						0,904 (48)





						0,941 (41)





						0,966 (33)











						Tasa de matriculación primaria (%)





						100,0





						100,0





						100,0





						100,0





						100,0











						Tasa de matriculación secundaria (%)





						83,4





						82,3





						88,9





						95,7





						100,0











						Tasa de matriculación global (%)





						87,5





						86,8





						91,7





						96,7





						100,0











						Tasa de alfabetización adulta (%)





						93,0





						93,5





						93,9





						94,4





						94,9











						IBMc





						0,265 (79)





						0,263 (80)





						0,265 (80)





						0,260 (81)





						0,263 (81)











						Consumo per cápita de electricidad (Kwh)





						373,5





						370,0





						373,4





						366,1





						370,5











						 





						





						





						





						





						 











						IPHc





						24,884 (78)





						23,042 (79)





						24,072 (72)





						24,001 (75)





						25,603 (80)











						IPGc





						0,732 (63)





						0,734 (63)





						0,739 (65)





						0,738 (65)





						0,737 (65)











						IDGc





						0,628 (74)





						0,639 (73)





						0,654 (70)





						0,673 (70)





						0,675 (68)











						 





						





						





						





						





						 

















Fuente: Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 





El Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc) cataloga a Buenos Aires, como una zona de alta pobreza y carencias, el indicador muestra una desmejora al pasar del lugar 75 al puesto 80 del 2013 al 2014, lo que conlleva a clasificar esta zona como un cantón con desarrollo humano rezagado, superado únicamente por el cantón de Cotos Brus.





El IPHc, aborda el tema de la pobreza como un proceso en el cual se carece de oportunidades básicas, este índice toma para su cálculo los considerados para el IDHc, pero planteadas como privaciones y adiciona un componente de exclusión social, y cuyo panorama deseado es el más cercano a cero. 





El IDHc calculado desde el 2010 al 2014 clasifica al cantón de Buenos Aires entre los grupos con desarrollo humano “medio bajos”, si se relaciona esta clasificación con el Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc)[footnoteRef:5], se logra concluir que es una zona rezagada en el desarrollo humano y alta en privaciones sociales (IPHc).   [5:  Para medir el IPHc se utilizan las tres dimensiones básicas del desarrollo humano, empleadas en relación con el IDHc, pero planteadas como privaciones, y se añade otra dimensión relacionada con la exclusión social. El valor más bajo y deseable del IPHc es 0%, conforme se aleja de este valor, las privaciones que se observan son mayores
] 






Por otro lado, Buenos Aires es una zona con niveles de desigualdad que han disminuido de forma poco significativa para el 2014, dado que en el 2010 este indicador posicionó al Cantón en el puesto 74 y en el 2014 mejoro dos escalones para colocarse en el lugar 68. El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género (IDGc)[footnoteRef:6] se utiliza para medir las diferencias entre hombres y mujeres con base en las categorías del IDHc  y que numéricamente es menor a este ya que su propósito es de medir las  desigualdades de género ajustada, con el objetivo de penalizar las diferencias observadas en las tres dimensiones: educación, salud y nivel de vida.  Si se asocia el comportamiento del IDHc con el IDGc se logra determinar que el primer indicador se mantiene pero se da una disminución en las diferencias de género.  [6:  El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género en el ámbito cantonal (IDGc) valora el impacto producido por las desigualdades existentes entre hombres y mujeres en el desarrollo humano. Este índice no es una medida per se de la desigualdad de género, sino una medida del desarrollo humano (IDHc) ajustado con el objeto de penalizar desigualdades entre hombres y mujeres en tres dimensiones (educación, salud y nivel de vida).
] 












 





La tendencia histórica del Índice de Potenciación de Género cantonal (IPGc) es un componente estable y negativo para la región, al mantenerse en niveles bajos de participación política, económica y control de los recursos por parte de las mujeres. 











Por otro lado, el Índice de Progreso Social cantonal (IPSc)  es una métrica social y ambiental, que mide el resultado de las inversiones, programas y políticas en un cantón, con el cual se logran identificar prioridades en los cantones, promover acciones de alto impacto, contar con una guía de medición y generar bancos de datos públicos que faciliten la gestión de los gobiernos municipales. 











Los datos del IPSc se agrupan en tres categorías: necesidades humanas básicas, fundamentos de bienestar y oportunidades, tal como se presenta en la siguiente figura. 





Figura 1.





Categorías del IPS





[image: Resultado de imagen para como interpretar un indice de progreso social]





Fuente: Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 











Cada categoría está conformada por una serie de indicadores que pueden ser analizados a detalle en la figura anterior.  Para analizar el IPSc de un cantón este debe ser comparado con los cantones que cuenta con condiciones y desempeño similares, para el caso de Buenos Aires este es comparable  con los cantones de: Tarrazú, Alajuelita, León Cortes, Los Chiles, Guatuso, Sarapiquí, La Cruz, Pococí, Talamanca y Matina; todos zonas con un IDH rezagado, esto según el Atlas cantonal de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 











Los datos analizados se clasifican según su color, el verde indica que el cantón tiene una fortaleza; el color amarillo indica que es neutral; y el color rojo muestra que tiene una debilidad comparado con los 10 cantones de nivel económico similar. 











Buenos Aires por su parte se ubican el puesto 64 del ranking del IPSc, donde la categoría “Fundamentos de Bienestar” es una fortaleza dentro del Cantón, primordialmente por una alta tasa de matrícula en educación secundaria, una baja tasa de muerte por ira y mortalidad por enfermedades no contagiosas, ya que los demás indicadores que compone la dimensión son neutros.  











La categoría de “Necesidades Humanas Básicas”, está conformado por los  componentes de seguridad personal, nutrición y asistencia médica básica, donde  hay una deficiencia alimentaria, medible a través de la tasa de desnutrición. 











En cuanto a la categoría de “Oportunidades” esta presenta una condición menos favorable que las dos mencionadas anteriormente, dado que se da una baja tolerancia en la zona ante la inclusión de migración y una baja participación política en la zona, pero como fortaleza esta la participación política por el bajo abstencionismo que se reportó en el Cantón ante las últimas elecciones.  Esta categoría está conformado por los componentes de tolerancia e inclusión, de derechos personales y de libertad personal y de elección.











Figura 2.





Índice de Progreso Social cantonal de Buenos Aires
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Fuente: http://www.costaricapropone.go.cr/canton/buenos-aires 











Además, el Índice de Rezago Social calculado con base en el Censo Nacional de Población y Vivienda del 2011, categoriza a Buenos Aires, entre los cantones con un alto rezago social junto con distritos como Osa, Golfito, Coto Brus de Puntarenas y de Talamanca y Sixaola, donde la mayoría de los hogares tienen limitaciones o carencias en educación, salud o vivienda.



































Figura 3.





Hogares del cantón de Buenos Aires según Necesidades Básicas Insatisfechas
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Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censo, INEC. Indicadores Cantonales 





Tal como lo establecen los Objetivos de Desarrollo del Milenio para el ámbito cantonal  del (Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, 2012), el cantón de Buenos Aires no ha mostrado progreso en la “Erradicar la pobreza extrema y el hambre” y en “Garantizar la sostenibilidad del Medio ambiente”. Tampoco ha logrado avanzar de manera significativa “Lograr la enseñanza primeria universal”, “Promover la igualdad de género y autonomía de la mujer” y en “Reducir la mortalidad en niños y niñas menores de cinco años”  por lo que si  las condiciones actuales persisten el Cantón no alcanzará las metas planteadas. Por último, se proyecta que alcance logros en “Mejorar la salud materna” y  “Combatir el VIH/ SIDA, la malaria y otras enfermedades”























7. Características educativas





El nivel educativo de la población con cinco años o más que predomina es de primaria completa con un 60%, seguido por secundaria académica con un 20% y un 7% que reportó ningún grado, tal como lo muestra el siguiente gráfico.





Gráfico 2.





Nivel de Institución, según población de cinco años o más

















Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC





Actualmente existen 185 centros destinados para educación preescolar, primaria y secundaria, distribuidos según datos del Ministerio de Educación Pública en nueve circuitos educativos, de los cuales cuatro que se encuentran en los territorios indígenas, que agrupan 84 escuelas y colegios, (Ministerio de Educación Pública, 2017). 





Según datos del Censo 2011, en Buenos Aires 31 de cada 100 personas con edades entre los 7 y 17 años tienen al menos un año de rezago escolar, respecto al total de la población con el mismo rango. En cuanto al porcentaje de mujeres con rezago escolar está por debajo del indicador general  ya que para este grupo de 28 mujeres tienen al menos un año de rezago y los hombres 34 de cada 100.





La tasa de analfabetismo está por encima de la tasa nacional de 2.4 personas por cada 100 habitantes, al colocarse en un 4,7 para el cantón de Buenos Aires. La escolaridad promedio que se entiende como la cantidad de años aprobados en la educación regular, de la población de 15 años y más, respecto a la población de 15 años y más, es de 6.6 años. 











En cuanto al acceso a las tecnologías para la comunicación e información que se miden a través del Censo del 2011, que en los últimos tres meses solo  26 de personas de cada 100 utilizaron la computadora y 23 personas de cada 100 el Internet. En cuanto a los dispositivos celulares la tasa se eleva a 58 personas.  Estos datos están por debajo del resultado nacional de 72 personas que utilizaron el celular, 49 la computadora y 45 el internet por cada 100 habitantes en los últimos tres meses. 





El cantón de Buenos Aires, los principales problemas que se identifican a nivel educativo están las necesidades de mayor equipamiento y condiciones de infraestructura, especialmente en los laboratorios de ciencias, idiomas, informática y deportivos. Las carencias educativas mencionadas, son las que principalmente afectan al sistema y repercuten en un desequilibrio de oportunidades para los y las estudiantes de la región. 











8. Crecimiento de la población 





Según datos poblacionales del Censo del 2000, este Cantón contaba con un 40 139, para el 2011 el número aumento a 45 244 personas, lo que evidencia un crecimiento de 5105 personas.





Las proyecciones poblacionales realizadas por el INEC para el periodo 2017 al 2025, evidencian un decrecimiento de la población en la región poco relevante, al descender únicamente un 0.3%. 





Gráfico 3.





Crecimiento poblacional del cantón de Buenos Aires del 2017 al 2025











 





Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC. 











9. Poblaciones con discapacidad





En el Territorio Buenos Aires la cantidad de personas con discapacidad corresponde al 11% de la población, en donde un 53% son hombres y un 47% son mujeres. En el caso de las personas que no tienen discapacidad, representa 89% de la población. 





Del total de personas con discapacidad el 73% presenta solo una limitación, el 5.8% dos condiciones de discapacidad y el  2.6% tres, principalmente. Entre los tipos de discapacidad más frecuentes esta la limitación visual, motora y auditiva. 





Cuadro 6





Población del cantón de Buenos Aires con discapacidad según cantidad y tipo de limitaciones





						Cantidad de limitaciones por persona





						





						Cantidad de personas por tipo de limitación











						





						Relativo





						Absoluto





						





						Para ver aunque use anteojos o lentes 





						2641











						1





						73%





						3479





						





						Para oír 





						899











						2





						17%





						817





						





						Para hablar 





						411











						3





						6%





						276





						





						Para caminar o subir gradas 





						1584











						4





						3%





						122





						





						Para utilizar brazos y manos 





						618











						5





						1%





						44





						





						De tipo intelectual 





						350











						6





						0%





						8





						





						De tipo mental 





						236











						7





						0%





						6





						





						TOTAL





						6739

















						





						100%





						4752





						





						





						

















Fuente: Elaboración propia con base en datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. 





10. Población indígena





El 40% de la población indígena que reside en el cantón de Buenos Aires, pertenece al grupo indígena Bribri, el 26% a los Brunca o Boruca, el 19% a los Cabecar y 12% a los Teribe o Terraba.





Cuadro 7.





Población indígena en el cantón de Buenos Aires





						Pueblo indígena





						Absoluto





						Relativo











						Bribrí





						5113





						40%











						Brunca o Boruca





						2716





						21%











						Cabécar





						2453





						19%











						Teribe o Térraba





						1525





						12%











						Ngöbe o Guaymí





						728





						6%











						De otro país





						113





						0.9%











						Chorotega





						74





						0.6%











						Huetar





						26





						0.2%











						Maleku o Guatuso





						20





						0.2%











						Ningún pueblo





						696





						







































































Fuente: Elaboración propia con base en datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. 











La población se encuentra distribuida en siete territorios indígenas, tal como se muestra en la consultada del Sistema de  Información Georeferencial del Poder Judicial, ver la siguiente figura.





Figura 4.





Sistema de Información Georeferencial del Poder Judicial





[image: ]





Fuente: Elaboración propia con base en datos Sistema de Información Georeferencial del Poder Judicial. 











Los principales problemas que enfrenta la población indígena del cantón de Buenos Aires son: 





· Ocupación ilegal y desplazamiento indígena





· Violencia étnica





· Oportunidad de empleo 





· Formación educativa y falta de conocimiento en aspectos técnicos (sobre desarrollo de capacidades) e informativos (sobre aspectos de procedimientos propios de la institucionalidad costarricense). 





· Generación de espacios productivos y de emprendimiento para jóvenes, mujeres, personas adultas mayores y demás población adulta.





· Dificultad de acceso a los servicios públicos





· Falta de vías de comunicación. 





· Existencia de altos índices de pobreza





· Altos porcentajes de analfabetismo 





· Escasos servicios en salud





· Programas institucionales adaptados a las condiciones de los pueblos indígenas; entre otros aspectos.





Un aspecto de gran preocupación es la ocupación ilegal de tierras que ha generado dentro de los territorios indígenas una explosión de violencia desde el 2012, según (Alancay, 2014), indica que, Costa Rica es consciente de esta situación, sin embargo los derechos de los pueblos indígenas siguen siendo violados con impunidad y su integridad cultural se amenaza y desprecia. Los indígenas han sido asesinados en los últimos años en territorios Bribri y Cabécar Talamanca y ha habido intentos hacia el líder Teribe en el 2012 por quejarse de la tala ilegal. Se estima que solo del territorio Salitre existe un 60% de ocupación ilegal de la tierra. 











11. Medios de trasporte y comunicación 





Según datos de la Federación de Municipalidades de la Región Sur de la provincia de Puntarenas  (FEDEMSUR, s.f), Buenos Aires, tiene una extensión de 1.442.49 kilómetros de red vial cantonal, de los cuales, 57.2% son catalogados como en malas y  muy malas condiciones, el 41.4% se encuentra en condición regular y el 1.4% como buena. El tipo de superficie de las vías del cantón son en un 93.7% de lastre, 5.2% de tierra, el 1.1% cuenta con algún tratamiento de la superficie y solo el 0.1% están asfaltadas. 





 Con base en lo mencionado, se logra determinar que para la dinamización de la económica y desarrollo laboral en la zona es necesaria la inversión en infraestructura vial y el mantenimiento de los caminos existentes, en especial en las zonas que se ubican en fuera de la cabecera de cantón, esto debido a que el  (LANAMME, 2014) indicó que en los caminos del casco central del cantón no  presentan una condición crítica o muy mala y que tan solo requieren mantenimiento de preservación en sus condiciones y estructura. 









































Figura 5.





Mapa de la Red vial del cantón de Buenos Aires
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Fuente: Sistema de Información de Caminos, Departamento de Medios de Transporte, Dirección General de Planificación Sectorial, Ministerio de Obras Públicas y Transporte. 
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Cuadro 40






							






														Cuadro 5






														Costa Rica: Población de 5 años y más por nivel de instrucción, según provincia, cantón y sexo






														Provincia, cantón y sexo							Población de 5 años y más							Nivel de instrucción






																												Ningún grado							Enseñanza especial							Kinder o preparatoria							Primaria							Secundaria académica							Secundaria técnica							Parauniversitaria							Universitaria






														Costa Rica							3 962995							174493							10359							90556							1 723993							1 143500							129289							64355							626450






														Hombres							1 933120							88030							5917							46128							859279							550942							64401							28022							290401






														Mujeres							2 029875							86463							4442							44428							864714							592558							64888							36333							336049






														San José							1 305440							40954							3493							26950							496401							414606							35939							25267							261830






														Hombres							621120							19748							1999							13661							237714							196047							17946							10604							123401






														Mujeres							684320							21206							1494							13289							258687							218559							17993							14663							138429






														San José							267970							7597							764							5246							90645							94383							5475							6127							57733






														Hombres							125980							3533							447							2679							42135							44317							2709							2604							27556






														Mujeres							141990							4064							317							2567							48510							50066							2766							3523							30177






														Escazú							52692							1205							127							1167							16831							15028							990							1222							16122






														Hombres							24739							555							67							572							7928							6836							462							458							7861






														Mujeres							27953							650							60							595							8903							8192							528							764							8261






														Desamparados							193566							5889							552							4292							76337							66802							6762							3475							29457






														Hombres							92414							2747							314							2203							36629							32061							3423							1470							13567






														Mujeres							101152							3142							238							2089							39708							34741							3339							2005							15890






														Puriscal							30903							1565							83							545							13966							7823							1865							429							4627






														Hombres							15426							860							49							273							6947							3984							1008							183							2122






														Mujeres							15477							705							34							272							7019							3839							857							246							2505






														Tarrazú							14823							904							25							327							8582							3260							336							174							1215






														Hombres							7354							461							12							160							4447							1523							146							82							523






														Mujeres							7469							443							13							167							4135							1737							190							92							692






														Aserrí							53468							1953							151							1219							25989							16103							1480							800							5773






														Hombres							26041							983							91							612							12836							7723							732							363							2701






														Mujeres							27427							970							60							607							13153							8380							748							437							3072






														Mora							24508							801							52							490							10272							7086							859							438							4510






														Hombres							11777							396							33							236							5121							3301							423							160							2107






														Mujeres							12731							405							19							254							5151							3785							436							278							2403






														Goicoechea							107317							2597							359							2021							36436							38986							2116							2482							22320






														Hombres							50284							1231							209							1036							16790							18373							1081							1079							10485






														Mujeres							57033							1366							150							985							19646							20613							1035							1403							11835






														Santa Ana							45631							1193							133							1121							15333							13366							870							1100							12515






														Hombres							21764							538							77							569							7452							6187							385							453							6103






														Mujeres							23867							655							56							552							7881							7179							485							647							6412






														Alajuelita							70922							2584							217							1630							31491							26258							1296							1080							6366






														Hombres							34009							1217							119							850							15016							12578							662							508							3059






														Mujeres							36913							1367							98							780							16475							13680							634							572							3307






														Vázquez de Coronado							56671							1345							139							1064							19319							19479							1197							1309							12819






														Hombres							27219							668							87							567							9363							9237							658							571							6068






														Mujeres							29452							677							52							497							9956							10242							539							738							6751






														Acosta							18805							1114							48							381							10170							3429							1954							130							1579






														Hombres							9478							633							25							197							5203							1699							981							56							684






														Mujeres							9327							481							23							184							4967							1730							973							74							895






														Tibás							60768							1495							150							1115							18313							21125							1115							1687							15768






														Hombres							28192							668							77							580							8227							9968							570							692							7410






														Mujeres							32576							827							73							535							10086							11157							545							995							8358






														Moravia							53430							1056							120							1096							15370							17316							1000							1393							16079






														Hombres							25036							474							61							525							7209							8056							503							575							7633






														Mujeres							28394							582							59							571							8161							9260							497							818							8446






														Montes de Oca							46708							663							87							766							9983							13351							855							1184							19819






														Hombres							21649							288							56							363							4446							6106							398							444							9548






														Mujeres							25059							375							31							403							5537							7245							457							740							10271






														Turrubares							5087							370							10							84							2866							826							492							36							403






														Hombres							2632							216							6							39							1502							412							252							11							194






														Mujeres							2455							154							4							45							1364							414							240							25							209






														Dota							6400							364							5							139							3496							828							812							67							689






														Hombres							3134							186							4							70							1783							357							403							27							304






														Mujeres							3266							178							1							69							1713							471							409							40							385






														Curridabat							61135							1418							150							1224							18860							17771							1293							1443							18976






														Hombres							28576							670							79							615							8748							8239							609							570							9046






														Mujeres							32559							748							71							609							10112							9532							684							873							9930






														Pérez Zeledón							123334							6234							296							2808							65287							29853							3946							620							14290






														Hombres							59754							3126							174							1413							32368							14382							1943							264							6084






														Mujeres							63580							3108							122							1395							32919							15471							2003							356							8206






														León Cortés Castro							11302							607							25							215							6855							1533							1226							71							770






														Hombres							5662							298							12							102							3564							708							598							34							346






														Mujeres							5640							309							13							113							3291							825							628							37							424






														Alajuela							779201							41101							2123							17934							367600							209448							24798							12287							103910






														Hombres							385438							21288							1216							9128							186553							101884							12307							5591							47471






														Mujeres							393763							19813							907							8806							181047							107564							12491							6696							56439






							4							Alajuela							235232							8423							718							5352							100412							70673							6183							5009							38462






														Hombres							115729							4292							429							2768							50226							34595							3043							2250							18126






														Mujeres							119503							4131							289							2584							50186							36078							3140							2759							20336






														San Ramón							74535							3346							213							1620							33534							21267							1292							1233							12030






														Hombres							36530							1751							120							816							16957							10297							647							567							5375






														Mujeres							38005							1595							93							804							16577							10970							645							666							6655






														Grecia							71132							3166							220							1623							33352							19859							969							1280							10663






														Hombres							35150							1668							125							789							16718							9808							500							565							4977






														Mujeres							35982							1498							95							834							16634							10051							469							715							5686






							4							San Mateo							5714							258							5							121							2886							1035							733							68							608






														Hombres							2904							146							2							64							1458							505							419							35							275






														Mujeres							2810							112							3							57							1428							530							314							33							333






							4							Atenas							23803							879							71							455							10513							6580							402							522							4381






														Hombres							11855							450							37							236							5401							3235							200							239							2057






														Mujeres							11948							429							34							219							5112							3345							202							283							2324






														Naranjo							39541							1834							142							883							18732							12048							295							635							4972






														Hombres							19290							905							83							433							9278							5912							141							273							2265






														Mujeres							20251							929							59							450							9454							6136							154							362							2707






														Palmares							32381							1073							88							646							14008							9788							320							540							5918






														Hombres							15902							505							50							308							7026							4802							170							258							2783






														Mujeres							16479							568							38							338							6982							4986							150							282							3135






							4							Poás							26876							1247							74							675							13952							6843							440							433							3212






														Hombres							13300							654							41							336							7124							3309							222							211							1403






														Mujeres							13576							593							33							339							6828							3534							218							222							1809






							4							Orotina							18684							1054							61							408							8526							3455							2690							332							2158






														Hombres							9145							531							37							203							4205							1642							1340							177							1010






														Mujeres							9539							523							24							205							4321							1813							1350							155							1148






							5							San Carlos							148060							10751							312							3805							75402							35120							7168							1403							14099






														Hombres							73908							5650							165							1998							39015							16809							3552							637							6082






														Mujeres							74152							5101							147							1807							36387							18311							3616							766							8017






														Zarcero							11206							509							39							218							5676							3168							78							147							1371






							4							Hombres							5588							278							22							108							3087							1463							34							63							533






							4							Mujeres							5618							231							17							110							2589							1705							44							84							838






														Valverde Vega							16720							772							79							342							8385							3697							1270							263							1912






							4							Hombres							8164							382							51							181							4251							1753							613							110							823






							4							Mujeres							8556							390							28							161							4134							1944							657							153							1089






							5							Upala							39863							3606							62							1027							22261							9045							1278							228							2356






														Hombres							19956							1907							33							502							11382							4384							642							111							995






														Mujeres							19907							1699							29							525							10879							4661							636							117							1361






							5							Los Chiles							21397							2888							18							469							11842							4104							936							105							1035






														Hombres							10911							1508							8							236							6193							2038							446							51							431






														Mujeres							10486							1380							10							233							5649							2066							490							54							604






							5							Guatuso							14057							1295							21							290							8119							2766							744							89							733






														Hombres							7106							661							13							150							4232							1332							338							44							336






														Mujeres							6951							634							8							140							3887							1434							406							45							397






														Cartago							453624							17230							1650							10611							209485							124318							11929							8176							70225






														Hombres							221964							8451							932							5399							104159							60374							5898							3572							33179






														Mujeres							231660							8779							718							5212							105326							63944							6031							4604							37046






														Cartago							137432							4272							475							3017							58618							39424							4061							3011							24554






														Hombres							67144							2119							269							1596							28942							18976							2201							1319							11722






														Mujeres							70288							2153							206							1421							29676							20448							1860							1692							12832






														Paraíso							53315							2138							209							1434							28133							13923							738							879							5861






														Hombres							26048							1017							107							713							13770							6864							370							402							2805






														Mujeres							27267							1121							102							721							14363							7059							368							477							3056






														La Unión							91292							2642							264							2227							35510							27802							3131							1662							18054






														Hombres							43894							1269							143							1086							17301							13414							1383							714							8584






														Mujeres							47398							1373							121							1141							18209							14388							1748							948							9470






														Jiménez							13627							668							78							288							7787							3321							110							176							1199






														Hombres							6768							321							47							125							3962							1651							55							85							522






														Mujeres							6859							347							31							163							3825							1670							55							91							677






														Turrialba							64188							3999							254							1474							31710							16441							1259							801							8250






														Hombres							31660							1933							143							780							16100							8056							629							320							3699






														Mujeres							32528							2066							111							694							15610							8385							630							481							4551






														Alvarado							13195							625							48							281							8273							2225							749							128							866






														Hombres							6596							331							28							153							4257							1034							342							59							392






														Mujeres							6599							294							20							128							4016							1191							407							69							474






														Oreamuno							41973							1656							199							972							20596							11130							847							794							5779






														Hombres							20455							840							116							498							10143							5457							401							340							2660






														Mujeres							21518							816							83							474							10453							5673							446							454							3119






														El Guarco							38602							1230							123							918							18858							10052							1034							725							5662






														Hombres							19399							621							79							448							9684							4922							517							333							2795






														Mujeres							19203							609							44							470							9174							5130							517							392							2867






														Heredia							402937							13255							1036							9368							145975							122212							10584							8720							91787






														Hombres							195647							6654							606							4782							72030							59417							5137							3699							43322






														Mujeres							207290							6601							430							4586							73945							62795							5447							5021							48465






							8							Heredia							115388							2791							312							2473							35046							37843							2949							2756							31218






							8							Hombres							54511							1321							175							1277							16540							17966							1398							1150							14684






							8							Mujeres							60877							1470							137							1196							18506							19877							1551							1606							16534






							8							Barva							37956							1025							108							869							12875							11792							1041							867							9379






							8							Hombres							18544							509							67							471							6445							5760							518							357							4417






							8							Mujeres							19412							516							41							398							6430							6032							523							510							4962






							8							Santo Domingo							37674							741							86							823							12385							11642							729							1039							10229






							8							Hombres							18222							380							47							416							6028							5726							372							442							4811






							8							Mujeres							19452							361							39							407							6357							5916							357							597							5418






							8							Santa Bárbara							33615							1011							105							878							14060							10381							1059							710							5411






							8							Hombres							16543							521							70							436							7007							5091							541							324							2553






							8							Mujeres							17072							490							35							442							7053							5290							518							386							2858






							8							San Rafael							42700							1163							122							942							15171							13521							1110							1023							9648






							8							Hombres							20756							559							72							460							7467							6593							547							457							4601






							8							Mujeres							21944							604							50							482							7704							6928							563							566							5047






							8							San Isidro							19224							505							41							433							7178							5795							445							433							4394






							8							Hombres							9486							242							25							218							3555							2967							215							171							2093






							8							Mujeres							9738							263							16							215							3623							2828							230							262							2301






							8							Belén							20343							434							39							443							6672							6014							721							533							5487






							8							Hombres							9848							219							22							217							3210							2979							347							207							2647






							8							Mujeres							10495							215							17							226							3462							3035							374							326							2840






														Flores							18678							403							73							423							6012							5609							629							510							5019






														Hombres							9092							201							41							207							2936							2783							300							230							2394






														Mujeres							9586							202							32							216							3076							2826							329							280							2625






							8							San Pablo							25897							578							64							580							7318							7861							521							590							8385






							8							Hombres							12428							249							34							299							3532							3843							249							263							3959






							8							Mujeres							13469							329							30							281							3786							4018							272							327							4426






														Sarapiquí							51462							4604							86							1504							29258							11754							1380							259							2617






														Hombres							26217							2453							53							781							15310							5709							650							98							1163






														Mujeres							25245							2151							33							723							13948							6045							730							161							1454






														Guanacaste							298954							15041							706							6757							136164							84663							13438							3997							38188






														Hombres							147577							7805							400							3538							69077							41365							6928							1876							16588






														Mujeres							151377							7236							306							3219							67087							43298							6510							2121							21600






														Liberia							57131							2476							202							1458							22894							18783							1410							955							8953






														Hombres							27822							1236							117							759							11511							9066							786							457							3890






														Mujeres							29309							1240							85							699							11383							9717							624							498							5063






														Nicoya							46899							2088							95							960							21148							12913							2789							514							6392






														Hombres							22977							1071							50							495							10634							6404							1428							226							2669






														Mujeres							23922							1017							45							465							10514							6509							1361							288							3723






														Santa Cruz							50611							1864							98							981							20991							14258							3227							632							8560






														Hombres							24998							984							55							523							10609							7066							1660							301							3800






														Mujeres							25613							880							43							458							10382							7192							1567							331							4760






														Bagaces							17837							1167							33							384							9135							4611							683							172							1652






														Hombres							8962							627							17							215							4758							2234							338							78							695






														Mujeres							8875							540							16							169							4377							2377							345							94							957






														Carrillo							33754							1465							60							771							15155							9283							2390							625							4005






														Hombres							16836							768							34							396							7815							4570							1194							292							1767






														Mujeres							16918							697							26							375							7340							4713							1196							333							2238






														Cañas							23836							1293							89							575							11206							7407							294							299							2673






														Hombres							11693							666							58							292							5635							3593							133							131							1185






														Mujeres							12143							627							31							283							5571							3814							161							168							1488






														Abangares							16570							1057							34							414							8624							4459							426							209							1347






														Hombres							8271							580							18							218							4453							2112							219							91							580






														Mujeres							8299							477							16							196							4171							2347							207							118							767






														Tilarán							18152							1090							40							449							8844							5194							311							261							1963






														Hombres							8966							584							24							229							4434							2516							154							139							886






														Mujeres							9186							506							16							220							4410							2678							157							122							1077






														Nandayure							10270							606							23							227							5501							1945							1022							98							848






														Hombres							5219							314							10							131							2847							960							532							50							375






														Mujeres							5051							292							13							96							2654							985							490							48							473






														La Cruz							17220							1565							25							435							9152							4674							176							166							1027






														Hombres							8437							773							14							218							4569							2277							94							76							416






														Mujeres							8783							792							11							217							4583							2397							82							90							611






														Hojancha							6674							370							7							103							3514							1136							710							66							768






														Hombres							3396							202							3							62							1812							567							390							35							325






														Mujeres							3278							168							4							41							1702							569							320							31							443






														Puntarenas							373843							23895							822							9341							187148							97088							18801							3363							33385






														Hombres							186959							12322							478							4797							96194							47508							9328							1552							14780






														Mujeres							186884							11573							344							4544							90954							49580							9473							1811							18605






														Puntarenas							105057							5452							317							2643							49341							30926							5027							1192							10159






														Hombres							52106							2877							178							1389							25095							14982							2474							547							4564






														Mujeres							52951							2575							139							1254							24246							15944							2553							645							5595






														Esparza							26324							1114							91							630							10957							9028							371							340							3793






														Hombres							12905							599							54							315							5560							4429							172							156							1620






														Mujeres							13419							515							37							315							5397							4599							199							184							2173






														Buenos Aires							40684							3032							63							1025							24536							8140							1282							158							2448






														Hombres							20489							1496							39							542							12557							4035							642							82							1096






														Mujeres							20195							1536							24							483							11979							4105							640							76							1352






														Montes de Oro							11954							739							18							225							5398							3652							215							184							1523






														Hombres							5932							411							6							108							2778							1757							107							80							685






														Mujeres							6022							328							12							117							2620							1895							108							104							838






														Osa							26868							2014							51							609							13937							7106							765							181							2205






														Hombres							13737							1061							27							319							7353							3541							373							89							974






														Mujeres							13131							953							24							290							6584							3565							392							92							1231






														Aguirre							24423							1456							26							555							11826							6639							1604							210							2107






														Hombres							12576							803							14							289							6266							3268							784							106							1046






														Mujeres							11847							653							12							266							5560							3371							820							104							1061






														Golfito							35653							2489							52							914							17855							8067							3240							310							2726






														Hombres							18000							1304							35							457							9193							4019							1670							144							1178






														Mujeres							17653							1185							17							457							8662							4048							1570							166							1548






														Coto Brus							34844							2895							74							965							19247							6731							1954							223							2755






														Hombres							17276							1409							51							483							9841							3321							967							97							1107






														Mujeres							17568							1486							23							482							9406							3410							987							126							1648






														Parrita							14711							1214							19							300							7907							2358							1841							85							987






														Hombres							7502							635							13							154							4158							1158							891							40							453






														Mujeres							7209							579							6							146							3749							1200							950							45							534






														Corredores							37919							2544							77							1043							18596							10844							1209							318							3288






														Hombres							18734							1260							44							525							9465							5309							613							121							1397






														Mujeres							19185							1284							33							518							9131							5535							596							197							1891






														Garabito							15406							946							34							432							7548							3597							1293							162							1394






														Hombres							7702							467							17							216							3928							1689							635							90							660






														Mujeres							7704							479							17							216							3620							1908							658							72							734






														Limón							348996							23017							529							9595							181220							91165							13800							2545							27125






														Hombres							174415							11762							286							4823							93552							44347							6857							1128							11660






														Mujeres							174581							11255							243							4772							87668							46818							6943							1417							15465






														Limón							85017							5037							112							2390							36800							27243							3303							885							9247






														Hombres							41036							2405							56							1171							18587							13117							1572							382							3746






														Mujeres							43981							2632							56							1219							18213							14126							1731							503							5501






														Pococí							114319							7165							190							3033							61197							28601							4176							598							9359






														Hombres							57385							3801							116							1551							31338							13936							2111							273							4259






														Mujeres							56934							3364							74							1482							29859							14665							2065							325							5100






														Siquirres							51437							3084							85							1406							28652							12126							2502							381							3201






														Hombres							25995							1636							43							705							15046							5854							1266							167							1278






														Mujeres							25442							1448							42							701							13606							6272							1236							214							1923






														Talamanca							27064							2977							14							782							14073							6230							1080							229							1679






														Hombres							13804							1420							8							392							7416							3148							551							105							764






														Mujeres							13260							1557							6							390							6657							3082							529							124							915






														Matina							33842							2394							47							985							19137							8186							1372							230							1491






														Hombres							17570							1283							23							497							10239							4089							711							111							617






														Mujeres							16272							1111							24							488							8898							4097							661							119							874






														Guácimo							37317							2360							81							999							21361							8779							1367							222							2148






														Hombres							18625							1217							40							507							10926							4203							646							90							996






														Mujeres							18692							1143							41							492							10435							4576							721							132							1152
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Gráfico 2
Nivel de Instrucción, según población de cinco años o más
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Total 






																												Total General






							2							Distrito														2016							2017														2018														2019														2020							2021														2022														2023							2024							2025






							1							Carmen														3090							3070														3046														3023														3001							2973														2946														2912							2884							2853






							1							Merced														14721							14846														14970														15085														15203							15309														15408														15503							15595							15689






							1							Hospital														22895							23099														23297														23490														23685							23859														24030														24189							24342							24496






							1							Catedral														15308							15382														15449														15517														15588							15639														15682														15721							15757							15794






							1							Zapote														21460							21566														21661														21758														21858							21929														21990														22043							22097							22148






							1							San Francisco de Dos Ríos														23269							23364														23453														23545														23637							23696														23745														23785							23829							23868






							1							Uruca														39443							40027														40602														41169														41724							42301														42861														43412							43943							44474






							1							Mata Redonda														9895							9940														9981														10025														10066							10097														10119														10139							10162							10182






														Pavas														84102							85101														86000														86968														87827							88616														89531														90319							91105							91792






														Hatillo														57902							58410														58902														59394														59879							60316														60723														61116							61496							61879






														San Sebastián														44707							44776														44827														44877														44930							44943														44923														44886							44846							44801






														Escazú														13529							13580														13622														13668														13710							13738														13752														13764							13778							13788






														San Antonio														26397							26735														27072														27402														27729							28032														28329														28620							28899							29179






														San Rafael														27436							27735														28034														28324														28615							28872														29121														29362							29600							29832






														Desamparados														36794							36942														37079														37206														37324							37411														37479														37526							37566							37599






														San Miguel														36199							36652														37086														37516														37928							38327														38716														39091							39458							39810






														San Juan de Dios														22691							23009														23322														23625														23921							24216														24505														24784							25059							25320






														San Rafael Arriba														17305							17508														17700														17886														18072							18243														18412														18575							18731							18879






														San Antonio														10856							10946														11035														11122														11204							11277														11343														11407							11469							11527






														Frailes														4380							4419														4453														4490														4523							4555														4586														4616							4642							4667






														Patarrá														13846							14035														14221														14403														14576							14748														14919														15087							15249							15406






														San Cristóbal														4530							4576														4615														4661														4697							4734														4769														4806							4840							4869






														Rosario														3561							3600														3639														3677														3716							3753														3787														3820							3851							3885






														Damas														14790							14955														15117														15275														15430							15572														15713														15848							15978							16104






														San Rafael Abajo														25901							26068														26228														26383														26531							26666														26781														26894							26991							27084






														Gravilias														16555							16685														16812														16931														17049							17145														17237														17322							17406							17483






														Los Guido														28455							28917														29364														29808														30237							30685														31120														31548							31959							32367






							1							Santiago														12240							12311														12378														12441														12496							12552														12600														12639							12679							12713






							1							Mercedes Sur														6673							6750														6827														6900														6967							7040														7099														7165							7227							7285






							1							Barbacoas														4165							4221														4278														4327														4381							4433														4486														4533							4580							4624






							1							Grifo Alto														1391							1410														1430														1443														1461							1476														1492														1510							1522							1537






							1							San Rafael														1916							1931														1951														1966														1982							1997														2009														2024							2042							2053






							1							Candelarita														1640							1659														1681														1696														1717							1735														1753														1772							1787							1805






							1							Desamparaditos														751							757														765														771														779							786														794														798							804							810






							1							San Antonio														4397							4452														4507														4565														4615							4668														4720														4766							4814							4860






							1							Chires														3465							3496														3528														3559														3585							3611														3640														3665							3691							3713






														San Marcos														10832							10928														11031														11118														11204							11286														11365														11440							11507							11572






														San Lorenzo														5045							5085														5126														5156														5191							5222														5250														5277							5305							5327






														San Carlos														2067							2089														2107														2125														2140							2158														2172														2191							2204							2218






														Aserrí														29292							29491														29689														29868														30043							30202														30347														30482							30604							30720






														Tarbaca														1585							1601														1618														1633														1649							1665														1676														1689							1707							1717






														Vuelta de Jorco														6941							7014														7084														7153														7219							7282														7342														7395							7453							7506






														San Gabriel														6521							6594														6669														6740														6804							6871														6930														6992							7051							7104






														Legua														1676							1686														1702														1714														1726							1738														1748														1760							1770							1778






														Monterrey														524							533														534														542														547							553														558														560							566							571






														Salitrillos														14799							14992														15181														15363														15541							15711														15879														16042							16202							16353






														Colón														16945							17037														17127														17208														17291							17350														17411														17456							17502							17543






														Guayabo														5022							5092														5158														5225														5289							5354														5414														5476							5535							5591






														Tabarcia														4798							4864														4928														4987														5047							5104														5160														5213							5269							5319






														Piedras Negras														464							464														475														478														487							496														498														504							510							516






														Picagres														838							846														856														870														879							891														899														904							916							926






														Jaris														1223							1252														1277														1299														1325							1351														1377														1403							1427							1453






														Guadalupe														22558							22542														22520														22492														22465							22415														22347														22267							22187							22105






														San Francisco														2324							2339														2360														2375														2393							2408														2421														2435							2447							2458






														Calle Blancos														22293							22504														22706														22904														23098							23280														23451														23612							23766							23918






														Mata de Plátano														20057							20262														20461														20657														20848							21029														21198														21362							21519							21672






														Ipís														30131							30472														30806														31127														31447							31754														32049														32334							32611							32879






														Rancho Redondo														3008							3046														3084														3117														3153							3187														3224														3255							3282							3314






														Purral														33186							33690														34175														34656														35121							35605														36074														36535							36984							37417






														Santa Ana														12625							12694														12754														12818														12878							12921														12956														12988							13012							13039






														Salitral														5073							5159														5251														5336														5421							5508														5587														5672							5749							5829






														Pozos														18872							19183														19492														19795														20094							20382														20671														20952							21228							21499






														Uruca														8391							8518														8647														8772														8896							9015														9129														9244							9354							9465






														Piedades														9469							9605														9746														9881														10014							10139														10263														10387							10498							10618






														Brasil														2948							3000														3056														3099														3150							3197														3247														3295							3335							3384






														Alajuelita														12875							12960														13046														13122														13200							13263														13325														13377							13421							13466






														San Josecito														12005							12192														12376														12554														12727							12902														13069														13232							13392							13548






														San Antonio														5504							5594														5677														5761														5843							5924														6003														6080							6156							6231






														Concepción														21550							21881														22210														22527														22839							23151														23455														23752							24043							24320






														San Felipe														37220							37916														38608														39283														39939							40628														41306														41968							42617							43247






														San Isidro														18234							18316														18398														18475														18540							18591														18631														18663							18686							18706






														San Rafael														8053							8161														8266														8364														8464							8555														8643														8733							8817							8896






														Dulce Nombre de Jesús														11255							11418														11571														11726														11870							12013														12149														12283							12416							12536






														Patalillo														23270							23566														23857														24135														24405							24657														24907														25145							25375							25593






														Cascajal														7913							8039														8155														8272														8384							8495														8602														8708							8808							8910






														San Ignacio														9183							9240														9294														9343														9390							9435														9475														9511							9546							9576






														Guaitil														2559							2584														2604														2627														2647							2666														2685														2703							2717							2734






							1							Palmichal														4990							5049														5106														5158														5205							5255														5308														5352							5401							5443






														Cangrejal														2026							2044														2061														2076														2092							2104														2121														2133							2142							2156






														Sabanillas														2577							2602														2612														2631														2642							2654														2668														2678							2692							2699






														San Juan														25979							25974														25966														25955														25953							25919														25866														25806							25742							25686






														Cinco Esquinas														7993							8097														8207														8308														8411							8513														8617														8716							8811							8906






														Anselmo Llorente														12438							12521														12609														12693														12779							12850														12913														12973							13035							13094






														León XIII														18657							18976														19293														19603														19909							20233														20551														20869							21180							21483






														Colima														17149							17321														17489														17656														17821							17971														18118														18264							18401							18541






														San Vicente														32135							32146														32146														32140														32146							32098														32041														31961							31884							31807






														San Jerónimo														6938							7030														7119														7210														7298							7385														7463														7543							7621							7697






														La Trinidad														22075							22366														22653														22940														23225							23495														23755														24005							24262							24510






														San Pedro														29229							29187														29126														29064														29020							28945														28844														28728							28609							28497






														Sabanilla														13560							13656														13748														13840														13930							14011														14082														14151							14214							14282






														Mercedes														5893							5930														5962														5998														6031							6063														6086														6108							6132							6154






														San Rafael														12979							13128														13271														13408														13552							13694														13832														13959							14086							14211






							1							San Pablo														1506							1519														1528														1542														1554							1566														1573														1582							1593							1599






							1							San Pedro														806							815														823														834														843							852														861														865							873							883






							1							San Juan de Mata														1417							1439														1461														1482														1505							1526														1546														1564							1586							1606






							1							San Luis														662							673														684														694														701							709														721														728							737							744






							1							Carara														2141							2173														2207														2238														2268							2298														2330														2361							2391							2419






														Santa María														5022							5067														5106														5145														5180							5216														5251														5285							5315							5342






														Jardín														676							681														686														693														695							702														702														706							710							713






														Copey														2028							2040														2054														2067														2073							2082														2088														2101							2109							2112






														Curridabat														32413							32475														32523														32567														32612							32617														32605														32578							32549							32511






														Granadilla														17944							18166														18385														18604														18812							19011														19207														19404							19587							19769






														Sánchez														6494							6556														6614														6673														6733							6784														6833														6880							6924							6971






														Tirrases														20177							20494														20809														21117														21420							21730														22032														22331							22625							22907






														San Isidro de El General														47680							47842														47990														48127														48243							48345														48435														48506							48567							48616






														El General														6800							6814														6831														6848														6856							6867														6873														6881							6884							6884






														Daniel Flores														35063							35176														35280														35374														35453							35523														35584														35636							35673							35696






														Rivas														7234							7255														7272														7287														7298							7310														7318														7323							7325							7328






														San Pedro														9606							9568														9529														9491														9441							9389														9344														9289							9231							9174






														Platanares														7558							7552														7548														7538														7525							7513														7497														7476							7457							7435






														Pejibaye														8276							8230														8184														8132														8079							8028														7972														7914							7852							7792






														Cajón														9089							9090														9086														9082														9070							9059														9045														9027							9010							8987






														Barú														2800							2809														2819														2832														2839							2848														2854														2859							2867							2869






														Río Nuevo														3403							3418														3437														3455														3470							3485														3495														3511							3519							3529






														Páramo														4782							4796														4813														4831														4843							4855														4865														4871							4882							4887






														San Pablo														4423							4467														4513														4557														4596							4629														4663														4697							4724							4754






														San Andrés														1656							1671														1690														1708														1722							1734														1746														1761							1772							1784






														Llano Bonito														2170							2187														2207														2223														2240							2252														2269														2284							2291							2302






														San Isidro														1751							1774														1798														1817														1839							1854														1870														1881							1897							1910






														Santa Cruz														2007							2037														2066														2094														2120							2142														2164														2186							2209							2229






														San Antonio														1185							1203														1219														1236														1252							1263														1278														1288							1302							1314






														Alajuela														47255							47477														47689														47885														48078							48214														48326														48412							48493							48562






														San José														48491							49224														49944														50654														51344							52020														52686														53334							53969							54593






														Carrizal														8188							8328														8469														8605														8739							8870														9002														9133							9262							9384






														San Antonio														29004							29462														29916														30356														30790							31220														31637														32054							32458							32852






														Guácima														24172							24598														25013														25425														25828							26236														26642														27034							27417							27796






														San Isidro														20587							20929														21273														21605														21934							22265														22586														22903							23216							23520






														Sabanilla														11183							11389														11593														11796														11992							12193														12396														12596							12786							12975






														San Rafael														31365							31853														32337														32808														33273							33733														34182														34623							35053							35474






														Río Segundo														12517							12698														12877														13055														13228							13395														13561														13718							13876							14030






														Desamparados														30755							31261														31754														32241														32717							33192														33654														34115							34561							34996






														Turrúcares														8893							8975														9056														9134														9211							9282														9349														9414							9473							9535






														Tambor														13032							13256														13477														13695														13909							14123														14338														14547							14752							14950






														Garita														8768							8894														9017														9139														9259							9376														9492														9603							9710							9819






														Sarapiquí														3669							3730														3791														3850														3907							3968														4021														4081							4135							4190






														San Ramón														9039							9058														9079														9090														9105							9106														9107														9102							9097							9089






														Santiago														5208							5295														5380														5458														5539							5620														5699														5776							5850							5926






														San Juan														12494							12658														12814														12969														13119							13264														13406														13545							13682							13812






														Piedades Norte														8927							9039														9150														9259														9362							9465														9564														9664							9758							9853






														Piedades Sur														4293							4349														4404														4454														4505							4553														4603														4653							4697							4741






														San Rafael														10155							10287														10418														10546														10665							10783														10904														11016							11126							11235






														San Isidro														5499							5580														5652														5729														5799							5869														5938														6004							6074							6135






														Ángeles														9186							9293														9403														9503														9602							9697														9793														9882							9972							10056






														Alfaro														7814							7918														8018														8116														8213							8308														8402														8490							8580							8668






														Volio														2539							2576														2602														2634														2666							2698														2727														2753							2785							2811






														Concepción														2673							2689														2708														2723														2739							2753														2765														2780							2789							2801






														Zapotal														489							490														497														502														507							515														515														519							522							528






							2							Peñas Blancas														11385							11561														11728														11891														12051							12212														12371														12525							12675							12823






														Grecia														15889							15947														16001														16050														16098							16126														16146														16158							16163							16173






														San Isidro														6766							6858														6951														7040														7127							7210														7293														7369							7450							7524






														San José														9399							9542														9685														9821														9961							10101														10231														10365							10489							10614






														San Roque														12662							12836														13009														13179														13344							13505														13660														13812							13963							14110






														Tacares														9235							9378														9519														9655														9788							9922														10050														10180							10302							10424






														Río Cuarto														14478							14814														15152														15484														15808							16160														16510														16858							17203							17536






														Puente de Piedra														12191							12378														12564														12746														12924							13103														13274														13444							13612							13774






														Bolívar														8323							8444														8562														8681														8795							8905														9018														9124							9230							9335






														San Mateo														2992							3007														3016														3033														3046							3058														3071														3077							3086							3097






														Desmonte														1110							1126														1143														1158														1174							1187														1201														1216							1229							1246






														Jesús María														1399							1422														1439														1456														1478							1496														1517														1534							1551							1572






														Labrador														1353							1376														1399														1423														1443							1467														1487														1511							1531							1550






														Atenas														7822							7865														7903														7936														7970							7995														8015														8034							8053							8070






														Jesús														4093							4149														4201														4250														4301							4348														4396														4446							4491							4535






														Mercedes														3556							3607														3653														3699														3746							3786														3832														3873							3913							3956






														San Isidro														3240							3287														3336														3384														3430							3476														3521														3566							3607							3650






														Concepción														3952							4005														4058														4112														4161							4208														4261														4303							4354							4396






														San José														2166							2193														2225														2250														2279							2304														2326														2354							2377							2399






														Santa Eulalia														2325							2353														2393														2421														2453							2482														2510														2541							2571							2599






														Escobal														958							965														978														989														1000							1011														1019														1030							1037							1047






														Naranjo														16779							16890														16996														17096														17186							17273														17348														17421							17489							17547






														San Miguel														5286							5372														5458														5537														5620							5701														5782														5865							5938							6015






														San José														3450							3490														3528														3565														3601							3637														3666														3700							3730							3762






														Cirrí Sur														5128							5204														5270														5337														5403							5465														5533														5594							5659							5718






														San Jerónimo														3733							3794														3854														3910														3966							4019														4076														4132							4182							4235






														San Juan														3432							3476														3521														3563														3605							3646														3688														3726							3763							3801






														El Rosario														4228							4298														4371														4440														4503							4571														4638														4707							4772							4832






														Palmitos														4678							4743														4803														4862														4919							4976														5033														5089							5139							5193






														Palmares														3741							3750														3753														3762														3765							3766														3764														3761							3759							3753






														Zaragoza														9209							9326														9451														9565														9681							9792														9901														10006							10112							10211






							1							Buenos Aires														8366							8467														8566														8663														8754							8844														8931														9012							9098							9176






														Santiago														3132							3176														3214														3257														3299							3339														3379														3415							3454							3490






														Candelaria														2272							2305														2333														2367														2397							2430														2457														2482							2512							2538






														Esquipulas														7719							7842														7963														8081														8198							8320														8435														8548							8661							8772






														La Granja														4603							4659														4720														4778														4834							4885														4938														4993							5045							5092






														San Pedro														7919							7980														8041														8098														8152							8200														8243														8282							8320							8354






														San Juan														5149							5238														5322														5401														5485							5564														5647														5724							5797							5875






														San Rafael														6065							6165														6267														6363														6461							6560														6655														6746							6838							6927






														Carrillos														10222							10413														10598														10782														10962							11148														11330														11510							11681							11852






														Sabana Redonda														2735							2787														2842														2897														2946							2998														3051														3100							3150							3199






														Orotina														10119							10218														10315														10414														10507							10591														10680														10760							10835							10909






														El Mastate														2033							2070														2106														2143														2178							2213														2249														2286							2321							2354






														Hacienda Vieja														1151							1168														1183														1200														1212							1225														1242														1253							1268							1279






														Coyolar														6828							6971														7117														7258														7395							7538														7685														7828							7971							8109






														La Ceiba														2311							2359														2405														2452														2494							2539														2592														2637							2683							2726






														Quesada														44214							44583														44933														45260														45580							45859														46127														46366							46594							46802






														Florencia														17116							17365														17607														17844														18072							18294														18517														18734							18945							19146






														Buenavista														374							386														391														397														403							408														420														423							429							435






														Aguas Zarcas														23509							23989														24462														24923														25373							25843														26305														26761							27207							27647






														Venecia														10950							11166														11370														11573														11772							11975														12172														12370							12565							12751






														Pital														21823							22412														22994														23567														24131							24747														25359														25965							26561							27148






							2							La Fortuna														17809							18119														18418														18714														19004							19297														19584														19865							20147							20411






							2							La Tigra														7332							7447														7554														7661														7762							7865														7964														8065							8163							8255






														La Palmera														7256							7377														7494														7607														7719							7828														7940														8051							8158							8259






							2							Venado														2054							2077														2099														2115														2137							2156														2173														2191							2206							2223






														Cutris														13500							13843														14177														14514														14836							15183														15537														15891							16236							16575






							2							Monterrey														4010							4063														4120														4172														4220							4273														4321														4366							4416							4460






														Pocosol														18006							18299														18588														18871														19142							19421														19696														19969							20229							20484






														Zarcero														4277							4300														4322														4343														4361							4378														4397														4410							4423							4432






														Laguna														1888							1910														1939														1961														1985							2011														2031														2055							2075							2097






														Tapezco														1466							1486														1505														1528														1544							1563														1582														1600							1619							1636






														Guadalupe														1320							1338														1356														1375														1392							1409														1427														1442							1460							1477






														Palmira														1580							1599														1624														1647														1669							1691														1712														1734							1756							1777






														Zapote														870							880														894														909														919							932														944														956							970							980






														Brisas														2339							2373														2406														2441														2471							2505														2536														2569							2597							2628






														Sarchí Norte														8078							8137														8196														8246														8294							8339														8382														8416							8455							8481






														Sarchí Sur														6061							6146														6228														6311														6385							6466														6539														6614							6683							6750






														Toro Amarillo														366							364														369														370														374							379														380														381							383							386






														San Pedro														4122							4185														4244														4297														4355							4412														4463														4518							4570							4620






														Rodríguez														2608							2647														2687														2721														2758							2796														2832														2868							2901							2934






														Upala														15102							15395														15689														15979														16261							16554														16850														17144							17432							17712






														Aguas Claras														5533							5564														5600														5631														5662							5692														5714														5739							5763							5787






														San José (Pizote)														8351							8433														8508														8585														8654							8723														8795														8863							8930							8996






														Bijagua														5140							5184														5223														5261														5297							5334														5363														5397							5429							5459






														Delicias														5153							5210														5264														5319														5372							5428														5479														5538							5587							5640






														Dos Ríos														3733							3782														3828														3881														3925							3970														4017														4064							4108							4153






														Yolillal														3833							3887														3933														3984														4030							4078														4129														4175							4223							4269






														Canalete														4353							4475														4606														4731														4854							4987														5119														5253							5381							5511






														Los Chiles														18196							18776														19351														19927														20484							21097														21714														22339							22944							23543






														Caño Negro														2170							2197														2224														2254														2281							2309														2333														2356							2381							2404






														El Amparo														7258							7350														7439														7527														7610							7690														7772														7851							7930							7997






														San Jorge														3191							3223														3256														3285														3314							3345														3369														3395							3417							3440






							2							San Rafael														9322							9461														9590														9723														9851							9982														10117														10247							10373							10499






							2							Buenavista														1864							1886														1909														1928														1951							1967														1990														2008							2027							2044






							2							Cote														1058							1061														1069														1074														1082							1087														1092														1097							1100							1105






							2							Katira														6061							6133														6208														6285														6352							6424														6497														6564							6635							6696






														Oriental														12441							12433														12420														12402														12385							12351														12310														12266							12221							12173






														Occidental														10281							10319														10358														10394														10426							10447														10465														10478							10490							10499






														Carmen														18666							18804														18935														19062														19185							19291														19390														19488							19576							19660






														San Nicolás														28256							28557														28846														29130														29401							29662														29913														30160							30392							30618






														Agua Caliente (San Francisco)														34482							34832														35167														35498														35814							36113														36408														36688							36957							37214






														Guadalupe (Arenilla)														15794							15932														16072														16199														16324							16441														16547														16652							16754							16847






														Corralillo														11568							11662														11749														11833														11918							11989														12064														12127							12189							12250






														Tierra Blanca														5568							5630														5695														5756														5815							5873														5926														5982							6034							6085






														Dulce Nombre														11501							11595														11688														11773														11858							11935														12004														12073							12136							12201






														Llano Grande														4780							4840														4900														4958														5013							5068														5120														5171							5223							5271






														Quebradilla														5805							5853														5897														5939														5982							6025														6057														6094							6124							6153






														Paraíso														21107							21204														21294														21369														21448							21507														21561														21604							21639							21667






														Santiago														6150							6215														6272														6332														6387							6439														6493														6544							6587							6635






														Orosi														9766							9849														9925														10002														10074							10141														10208														10268							10325							10381






														Cachí														5705							5747														5793														5834														5873							5911														5944														5980							6011							6040






														Llanos de Santa Lucía														18252							18488														18723														18943														19159							19378														19590														19797							19997							20188






														Tres Ríos														9314							9322														9324														9331														9328							9316														9298														9273							9248							9221






														San Diego														23716							24008														24297														24576														24845							25104														25354														25595							25830							26055






														San Juan														14926							15078														15225														15366														15506							15634														15752														15863							15976							16079






														San Rafael														15249							15432														15613														15787														15962							16121														16277														16433							16576							16718






														Concepción														18014							18232														18452														18667														18873							19068														19259														19447							19624							19796






														Dulce Nombre														8578							8705														8826														8947														9063							9178														9289														9404							9507							9611






														San Ramón														4299							4343														4382														4420														4460							4493														4526														4557							4583							4615






														Río Azul														13659							13870														14075														14275														14471							14668														14860														15047							15233							15410






														Juan Viñas														7084							7092														7099														7106														7103							7098														7095														7091							7086							7074






														Tucurrique														5462							5487														5513														5538														5560							5580														5601														5620							5638							5652






														Pejibaye														3622							3637														3643														3652														3658							3660														3665														3668							3668							3670






														Turrialba														27285							27262														27239														27207														27171							27108														27039														26959							26877							26789






														La Suiza														8000							7992														7988														7985														7972							7957														7939														7919							7898							7874






														Peralta														613							615														615														618														618							622														621														621							622							622






														Santa Cruz														3701							3724														3737														3757														3775							3788														3804														3817							3828							3841






														Santa Teresita														5293							5314														5339														5355														5376							5389														5402														5415							5425							5435






														Pavones														4620							4622														4627														4633														4634							4632														4628														4621							4619							4614






														Tuis														3007							2999														2989														2984														2974							2962														2950														2937							2927							2914






														Tayutic														2572							2563														2550														2540														2530							2519														2506														2490							2476							2464






														Santa Rosa														5652							5674														5689														5709														5722							5731														5747														5749							5759							5763






														Tres Equis														1943							1948														1954														1958														1960							1962														1964														1964							1967							1967






														La Isabel														6326							6336														6346														6356														6361							6361														6362														6358							6357							6349






														Chirripó														4512							4526														4543														4554														4566							4575														4584														4596							4603							4608






														Pacayas														5810							5842														5880														5908														5940							5963														5989														6010							6028							6044






														Cervantes														6579							6641														6704														6759														6816							6865														6916														6962							7004							7047






														Capellades														2587							2609														2635														2655														2677							2696														2710														2732							2746							2762






														San Rafael														28484							28642														28799														28942														29081							29184														29275														29352							29426							29488






														Cot														10560							10700														10843														10974														11106							11231														11360														11480							11601							11713






														Potrero Cerrado														2536							2567														2592														2624														2653							2680														2705														2728							2749							2775






														Cipreses														3995							4034														4083														4122														4161							4199														4234														4269							4303							4335






														Santa Rosa														2853							2887														2912														2942														2971							2998														3021														3045							3065							3090






														El Tejar														26117							26298														26465														26630														26786							26916														27037														27149							27254							27352






														San Isidro														10961							11078														11197														11313														11425							11528														11632														11732							11827							11919






														Tobosi														7240							7341														7444														7545														7644							7742														7834														7922							8014							8100






														Patio de Agua														433							437														442														447														449							452														456														458							464							465






														Heredia														19218							19198														19172														19143														19117							19060														18988														18906							18825							18745






														Mercedes														28394							28731														29059														29383														29701							29996														30276														30550							30819							31080






														San Francisco														55465							56285														57089														57879														58661							59424														60166														60893							61602							62300






														Ulloa														32982							33443														33894														34344														34784							35208														35618														36020							36412							36797






														Vara Blanca														889							905														917														934														945							958														972														984							998							1008






														Barva														4996							5021														5038														5056														5076							5088														5099														5107							5110							5115






														San Pedro														10943							11128														11315														11495														11675							11856														12026														12197							12366							12527






														San Pablo														9231							9383														9533														9683														9823							9965														10105														10245							10379							10507






														San Roque														5069							5146														5224														5297														5370							5439														5507														5571							5639							5700






														Santa Lucía														7889							8002														8110														8218														8325							8427														8524														8616							8713							8799






														San José de la Montaña														6321							6426														6531														6631														6733							6836														6929														7023							7113							7205






														Santo Domingo														5120							5112														5101														5094														5086							5070														5050														5031							5007							4986






														San Vicente														7615							7698														7776														7851														7932							8004														8072														8135							8199							8259






														San Miguel														7520							7604														7686														7769														7846							7919														7988														8054							8121							8181






														Paracito														2641							2670														2709														2741														2776							2808														2832														2866							2893							2925






														Santo Tomás														7521							7599														7675														7747														7822							7889														7953														8012							8070							8131






														Santa Rosa														8654							8762														8865														8968														9074							9173														9264														9355							9442							9532






														Tures														4166							4223														4273														4324														4380							4432														4477														4526							4569							4615






														Pará														3963							4004														4045														4087														4129							4166														4199														4231							4263							4296






														Santa Bárbara														6212							6246														6278														6310														6344							6371														6394														6414							6433							6451






														San Pedro														6385							6497														6603														6707														6811							6913														7016														7117							7215							7310






														San Juan														8565							8693														8820														8945														9069							9191														9308														9423							9539							9647






														Jesús														10775							10956														11142														11318														11493							11669														11842														12015							12181							12344






														Santo Domingo														3379							3434														3488														3543														3595							3647														3699														3747							3798							3847






														Purabá														5136							5221														5306														5385														5466							5546														5619														5698							5772							5847






														San Rafael														10463							10530														10590														10645														10704							10748														10787														10819							10849							10879






														San Josecito														13181							13382														13578														13770														13964							14151														14331														14506							14683							14852






														Santiago														9650							9805														9961														10103														10250							10394														10534														10671							10808							10936






														Ángeles														11973							12155														12332														12509														12681							12848														13017														13169							13328							13481






														Concepción														7205							7325														7440														7560														7670							7782														7891														7998							8105							8209






														San Isidro														6272							6301														6334														6361														6383							6399														6413														6423							6428							6435






														San José														8239							8354														8468														8581														8690							8794														8895														8994							9092							9184






														Concepción														2897							2936														2975														3010														3047							3083														3115														3151							3182							3214






														San Francisco														4839							4909														4977														5044														5110							5172														5232														5290							5350							5407






														San Antonio														11293							11363														11424														11479														11537							11583														11625														11661							11693							11721






														La Ribera														7207							7300														7396														7488														7581							7669														7753														7838							7918							7995






														La Asunción														7044							7120														7196														7270														7341							7410														7475														7533							7596							7654






														San Joaquín														8121							8166														8206														8248														8289							8318														8341														8365							8385							8408






														Barrantes														4947							5019														5087														5154														5220							5281														5340														5402							5459							5517






														Llorente														10661							10843														11022														11201														11377							11548														11720														11888							12053							12214






														San Pablo														20974							21079														21178														21269														21362							21427														21485														21532							21576							21615






														Rincón Sabanilla														9396							9507														9620														9731														9838							9941														10034														10127							10218							10307






														Puerto Viejo														26505							27335														28160														28978														29785							30682														31580														32482							33368							34241






														La Virgen														14104							14494														14885														15275														15656							16074														16493														16913							17320							17728






														Las Horquetas														30696							31559														32418														33277														34118							35036														35957														36879							37782							38673






														Llanuras del Gaspa														1741							1794														1847														1896														1947							2006														2059														2118							2172							2227






														Cureña														1348							1389														1429														1469														1509							1553														1598														1644							1687							1731






														Liberia														60333							61509														62663														63794														64912							66040														67132														68196							69238							70256






														Cañas Dulces														3692							3756														3823														3886														3950							4017														4075														4135							4191							4250






														Mayorga														1842							1875														1908														1936														1969							2002														2032														2064							2088							2119






														Nacascolo														2740							2810														2874														2936														2999							3062														3129														3188							3250							3310






														Curubandé														2921							2979														3032														3088														3139							3191														3242														3291							3342							3390






														Nicoya														25727							25971														26216														26454														26693							26919														27131														27340							27543							27744






														Mansión														5737							5745														5756														5760														5768							5774														5772														5773							5769							5769






														San Antonio														6933							6974														7015														7055														7091							7123														7148														7172							7198							7221






														Quebrada Honda														2565							2573														2579														2580														2587							2587														2591														2587							2589							2587






														Sámara														4309							4373														4436														4499														4561							4627														4685														4753							4811							4874






														Nosara														6241							6405														6559														6720														6873							7044														7213														7378							7544							7710






														Belén de Nosarita														2884							2917														2951														2985														3018							3051														3084														3114							3148							3177






														Santa Cruz														25739							26134														26518														26901														27278							27645														28008														28349							28690							29024






														Bolsón														1977							2010														2047														2081														2113							2149														2182														2215							2247							2279






														Veintisiete de Abril														8112							8313														8519														8717														8912							9108														9302														9495							9686							9869






														Tempate														5770							5888														6007														6123														6240							6354														6467														6576							6685							6793






														Cartagena														4510							4620														4727														4834														4935							5039														5147														5251							5349							5445






														Cuajiniquil														2285							2350														2416														2476														2543							2614														2678														2745							2816							2883






														Diriá														4530							4609														4684														4762														4834							4910														4983														5054							5122							5191






														Cabo Velas														3896							3979														4060														4141														4223							4303														4381														4455							4534							4608






														Tamarindo														7299							7442														7583														7723														7861							8003														8136														8272							8402							8537






														Bagaces														14670							14974														15274														15566														15857							16162														16462														16760							17052							17341






														La Fortuna														2980							3005														3027														3051														3072							3093														3112														3130							3150							3166






														Mogote														3893							3923														3961														3990														4024							4052														4079														4109							4132							4159






														Río Naranjo														1135							1145														1157														1167														1177							1187														1194														1204							1211							1219






														Filadelfia														8425							8527														8618														8711														8804							8889														8967														9043							9116							9184






														Palmira														5986							6144														6296														6445														6594							6753														6910														7066							7221							7373






														Sardinal														17720							18119														18517														18909														19296							19697														20094														20480							20861							21237






														Belén														10194							10461														10726														10982														11245							11516														11785														12052							12307							12563






														Cañas														24700							25027														25348														25660														25971							26279														26577														26878							27167							27446






														Palmira														1285							1299														1311														1324														1337							1349														1361														1372							1383							1394






														San Miguel														1979							1998														2013														2030														2045							2059														2076														2087							2103							2115






														Bebedero														2446							2473														2498														2524														2542							2562														2582														2601							2623							2638






														Porozal														770							774														782														787														790							793														797														801							804							807






														Las Juntas														10054							10125														10192														10258														10320							10379														10437														10496							10552							10602






														Sierra														2679							2704														2728														2756														2779							2805														2827														2850							2873							2895






														San Juan														1760							1778														1795														1810														1826							1842														1857														1871							1884							1897






														Colorado														4936							4974														5018														5053														5091							5128														5161														5196							5228							5257






														Tilarán														9090							9157														9223														9285														9344							9394														9449														9501							9553							9600






														Quebrada Grande														2977							2997														3019														3043														3064							3085														3104														3121							3141							3156






														Tronadora														1958							1968														1984														1996														2008							2017														2029														2035							2047							2054






														Santa Rosa														2099							2116														2131														2148														2162							2174														2188														2202							2217							2226






														Líbano														943							948														949														949														954							959														958														962							957							963






														Tierras Morenas														1502							1509														1515														1527														1532							1538														1545														1551							1560							1563






														Arenal														2622							2642														2654														2671														2685							2696														2711														2721							2732							2744






														Carmona														2528							2552														2572														2599														2621							2642														2663														2686							2708							2724






														Santa Rita														1463							1465														1471														1475														1478							1481														1480														1487							1487							1488






														Zapotal														1258							1259														1259														1261														1262							1261														1263														1259							1261							1259






														San Pablo														2309							2321														2330														2341														2349							2356														2362														2368							2375							2380






														Porvenir														767							766														765														761														762							761														759														758							753							752






														Bejuco														3313							3312														3316														3313														3315							3314														3311														3307							3306							3301






														La Cruz														11763							12008														12251														12495														12734							12968														13204														13440							13670							13892






														Santa Cecilia														8255							8414														8576														8731														8885							9038														9191														9346							9498							9647






														La Garita														2370							2418														2471														2521														2565							2614														2665														2717							2766							2812






														Santa Elena														2696							2747														2799														2852														2906							2961														3011														3064							3112							3161






														Hojancha														4506							4539														4574														4604														4640							4673														4707														4741							4772							4799






														Monte Romo														725							726														726														724														727							728														724														727							723							728






														Puerto Carrillo														1822							1835														1846														1858														1871							1883														1893														1903							1916							1925






														Huacas														755							755														756														759														760							759														761														760							761							763






							13							Puntarenas														9963							10034														10103														10167														10231							10288														10342														10393							10442							10490






							13							Pitahaya														2503							2551														2592														2629														2671							2712														2755														2795							2833							2872






							13							Chomes														6181							6258														6339														6418														6494							6573														6645														6720							6793							6862






														Lepanto														10118							10181														10238														10297														10348							10396														10444														10487							10532							10570






							13							Paquera														7829							7931														8032														8128														8224							8318														8410														8503							8591							8677






							13							Manzanillo														3203							3249														3288														3332														3375							3418														3459														3497							3539							3579






							13							Guacimal														1117							1125														1136														1146														1156							1166														1173														1184							1188							1198






							13							Barranca														35415							36088														36758														37420														38071							38750														39426														40088							40741							41387






							13							Monte Verde														4660							4708														4760														4806														4855							4900														4943														4987							5028							5070






							13							Cóbano														9063							9178														9291														9404														9516							9626														9736														9844							9944							10047






							13							Chacarita														19257							19597														19927														20255														20579							20918														21244														21569							21887							22206






							13							Chira														1628							1643														1661														1675														1690							1704														1714														1732							1744							1756






							13							Acapulco														1465							1481														1496														1514														1531							1546														1560														1573							1588							1603






							13							El Roble														19301							19628														19954														20273														20593							20920														21240														21552							21862							22170






							13							Arancibia														737							748														753														758														768							775														784														787							792							800






							13							Espíritu Santo														20629							20899														21170														21428														21682							21932														22181														22421							22654							22881






							13							San Juan Grande														7984							8141														8297														8454														8604							8761														8915														9068							9216							9364






							13							Macacona														4935							5027														5123														5210														5302							5392														5482														5569							5657							5743






							13							San Rafael														1561							1589														1620														1648														1674							1701														1725														1754							1779							1805






							13							San Jerónimo														879							891														899														907														921							928														941														947							955							967






														Buenos Aires														25224							25927														26628														27323														28002							28726														29454														30184							30902							31604






														Volcán														3839							3812														3794														3769														3744							3715														3690														3657							3627							3597






														Potrero Grande														6427							6445														6461														6473														6486							6491														6494														6500							6504							6503






														Boruca														3249							3264														3272														3277														3283							3287														3289														3290							3292							3292






														Pilas														1766							1763														1762														1758														1757							1756														1749														1745							1741							1735






														Colinas														1423							1418														1413														1406														1402							1396														1391														1380							1374							1367






														Chánguena														2877							2890														2898														2906														2915							2919														2929														2931							2933							2937






														Biolley														2631							2628														2625														2615														2608							2599														2589														2580							2567							2554






														Brunka														3303							3290														3273														3257														3239							3222														3197														3176							3157							3132






							13							Miramar														8585							8663														8740														8818														8894							8962														9027														9089							9149							9207






							13							La Unión														1440							1454														1466														1475														1490							1500														1513														1520							1532							1542






							13							San Isidro														3707							3770														3822														3884														3939							3994														4047														4100							4151							4205






														Puerto Cortés														8441							8514														8586														8653														8720							8785														8844														8897							8948							8999






														Palmar														9672							9687														9701														9713														9722							9719														9716														9708							9702							9688






														Sierpe														3514							3540														3561														3585														3609							3628														3645														3663							3674							3692






														Bahía Ballena														3338							3366														3393														3419														3445							3468														3487														3511							3529							3551






														Piedras Blancas														4397							4421														4450														4473														4499							4516														4529														4548							4559							4573






														Bahía Drake														1110							1119														1127														1138														1144							1154														1162														1169							1176							1183






														Quepos														23210							23631														24043														24451														24846							25259														25665														26065							26456							26838






														Savegre														3862							3907														3954														3993														4036							4077														4116														4156							4190							4226






														Naranjito														4061							4093														4124														4157														4187							4212														4239														4266							4289							4311






														Golfito														11737							11771														11799														11829														11853							11861														11867														11874							11874							11871






														Puerto Jiménez														11008							11307														11608														11905														12199							12519														12836														13148							13460							13768






														Guaycará														13674							13762														13849														13931														14010							14065														14120														14174							14224							14274






														Pavón														7112							7215														7316														7417														7511							7602														7700														7792							7885							7972






														San Vito														16569							16592														16616														16637														16651							16639														16629														16620							16608							16588






														Sabalito														13049							13084														13124														13162														13190							13194														13202														13214							13217							13217






														Aguabuena														6982							7001														7017														7034														7044							7047														7050														7055							7048							7050






														Limoncito														4116							4123														4131														4144														4147							4149														4152														4156							4156							4156






														Pittier														3298							3292														3288														3285														3276							3264														3247														3237							3224							3209






														Parrita														18692							19079														19457														19828														20199							20594														20984														21366							21740							22109






														Corredor														19610							19700														19788														19866														19944							19998														20050														20097							20139							20172






														La Cuesta														4867							4944														5028														5105														5180							5254														5333														5404							5478							5550






														Canoas														14424							14684														14942														15193														15438							15683														15929														16176							16411							16645






														Laurel														11195							11362														11533														11701														11857							12017														12172														12330							12483							12632






							13							Jacó														15891							16342														16787														17224														17668							18144														18613														19076							19533							19995






							13							Tárcoles														7534							7741														7950														8157														8360							8577														8791														9002							9211							9422






														Limón														61588							61501														61401														61278														61135							60929														60710														60470							60204							59921






														Valle La Estrella														19515							19750														19979														20205														20416							20617														20818														21021							21215							21394






														Río Blanco														9408							9559														9705														9847														9987							10120														10257														10387							10514							10639






														Matama														7948							8038														8127														8215														8298							8375														8451														8523							8599							8667






														Guápiles														35695							36366														37023														37676														38320							38972														39611														40238							40847							41449






														Jiménez														11987							12170														12352														12534														12712							12887														13052														13221							13384							13543






														Rita														27147							27515														27875														28236														28580							28913														29241														29562							29872							30172






														Roxana														18875							19131														19386														19633														19879							20115														20342														20565							20788							21002






														Cariari														37508							37996														38482														38950														39412							39849														40278														40699							41107							41508






														Colorado														4681							4743														4805														4865														4924							4980														5040														5098							5152							5208






														La Colonia														6278							6418														6559														6699														6837							6973														7110														7243							7375							7505






														Siquirres														34045							34164														34271														34372														34465							34523														34576														34627							34659							34682






														Pacuarito														10118							10237														10361														10479														10589							10696														10804														10907							11012							11107






														Florida														2526							2550														2570														2594														2614							2635														2656														2673							2690							2707






														Germania														2881							2912														2943														2978														3007							3038														3062														3091							3120							3145






														El Cairo														7065							7165														7258														7355														7448							7540														7628														7717							7800							7887






														La Alegría														6487							6566														6643														6723														6800							6875														6947														7021							7089							7157






														Bratsi														9223							9450														9675														9900														10117							10356														10590														10820							11051							11270






														Sixaola														11187							11310														11433														11556														11667							11755														11847														11940							12024							12106






														Cahuita														11795							12106														12416														12721														13022							13341														13656														13970							14272							14573






														Telire														7633							7815														7994														8174														8347							8530														8709														8888							9065							9237






														Matina														10174							10234														10282														10331														10376							10407														10437														10464							10491							10513






														Batán														19247							19525														19798														20066														20326							20570														20814														21057							21292							21523






														Carrandi														14705							14956														15201														15442														15677							15913														16140														16373							16595							16815






														Guácimo														23093							23606														24120														24624														25118							25640														26152														26654							27157							27643






														Mercedes														2205							2231														2257														2286														2311							2334														2357														2382							2403							2428






														Pocora														7787							7909														8031														8150														8266							8380														8494														8609							8718							8826






														Río Jiménez														10754							10941														11128														11310														11487							11665														11836														12013							12185							12352






														Duacarí														7458							7583														7706														7825														7946							8063														8182														8294							8410							8520






														Total General														4890372							4947481														5003393														5057999														5111221							5163021														5213362														5262225							5309625							5355583






																												195467							198736							0							201964							0							205130							0							208288							211505							0							214666							0							217770							220809							223848






																					URF							60895							61808							0							62695							0							63563							0							64410							65263							0							66109							0							66928							67742							68516






																																			1%






																					GUATUSO							18305							18541							0							18776							0							19010							0							19236							19460							0							19696							0							19916							20135							20344






																					BUENOS AIRES							50739							51437							0							52126							0							52784							0							53436							54111							0							54782							0							55443							56097							56721






																												Distrito							BUENOS AIRES														GUATUSO






																												2016							50739														18305






																												2017							51437							1.4%							18541							1.3%






																												2018							52126							1.3%							18776							1.3%






																												2019							52784							1.3%							19010							1.2%






																												2020							53436							1.2%							19236							1.2%






																												2021							54111							1.3%							19460							1.2%






																												2022							54782							1.2%							19696							1.2%






																												2023							55443							1.2%							19916							1.1%






																												2024							56097							1.2%							20135							1.1%






																												2025							56721							1.1%							20344							1.0%






																																			BUENOS AIRES							GUATUSO






																												2017							1.4%							1.3%






																												2018							1.3%							1.3%






																												2019							1.3%							1.2%






																												2020							1.2%							1.2%






																												2021							1.3%							1.2%






																												2022							1.2%							1.2%






																												2023							1.2%							1.1%






																												2024							1.2%							1.1%






																												2025							1.1%							1.0%






																												2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






																					URF							1.50%							1.44%							1.38%							1.33%							1.32%							1.30%							1.24%							1.22%							1.14%






																					GUATUSO							1.29%							1.27%							1.25%							1.19%							1.16%							1.21%							1.12%							1.10%							1.04%




















Total 
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Gráfico 1
Crecimiento poblacional del cantón de Buenos Aires del 2017 al 2025













hombre






																					Total General






							2							Distrito							2016							2017														2018							2019														2020														2021														2022														2023							2024							2025






							1							Carmen							1506							1497														1487							1476														1466														1452														1440														1424							1410							1395






							1							Merced							7236							7299														7365							7423														7484														7536														7588														7638							7685							7732






							1							Hospital							11296							11402														11504							11606														11705														11794														11883														11966							12046							12123






							1							Catedral							7554							7592														7628							7665														7702														7729														7752														7772							7791							7809






							1							Zapote							10545							10600														10651							10702														10754														10790														10821														10849							10878							10902






							1							San Francisco de Dos Ríos							11485							11538														11587							11634														11682														11714														11737														11759							11783							11801






							1							Uruca							19694							19999														20296							20589														20874														21170														21461														21746							22019							22289






							1							Mata Redonda							4880							4905														4927							4951														4972														4990														5000														5010							5021							5032






														Pavas							41652							42204														42655							43155														43620														44037														44504														44898							45350							45687






														Hatillo							28606							28871														29128							29384														29634														29861														30073														30275							30471							30665






														San Sebastián							22098							22148														22187							22228														22266														22284														22287														22278							22269							22253






														Escazú							6651							6677														6701							6726														6749														6764														6772														6779							6787							6793






														San Antonio							13059							13228														13398							13563														13726														13878														14027														14171							14309							14449






														San Rafael							13463							13612														13760							13906														14050														14177														14298														14418							14535							14647






														Desamparados							18328							18407														18478							18546														18608														18654														18692														18719							18739							18758






														San Miguel							18064							18291														18510							18723														18932														19132														19326														19515							19695							19871






														San Juan de Dios							11338							11499														11657							11810														11959														12109														12252														12392							12529							12661






														San Rafael Arriba							8603							8705														8802							8895														8988														9074														9157														9238							9318							9389






														San Antonio							5372							5416														5458							5501														5542														5578														5609														5641							5669							5697






														Frailes							2191							2211														2226							2246														2261														2275														2292														2306							2320							2331






														Patarrá							6910							7004														7098							7190														7278														7365														7451														7534							7615							7695






														San Cristóbal							2255							2277														2297							2319														2338														2356														2374														2392							2407							2421






														Rosario							1772							1791														1809							1829														1849														1867														1883														1900							1914							1932






														Damas							7389							7471														7553							7632														7710														7780														7852														7919							7985							8046






														San Rafael Abajo							12958							13045														13129							13210														13288														13357														13420														13479							13529							13577






														Gravilias							8214							8281														8342							8403														8459														8506														8549														8589							8631							8667






														Los Guido							14209							14442														14671							14894														15110														15337														15558														15773							15981							16186






							1							Santiago							6204							6235														6263							6288														6308														6333														6349														6363							6377							6388






							1							Mercedes Sur							3382							3418														3452							3485														3514														3546														3573														3603							3629							3655






							1							Barbacoas							2100							2127														2154							2176														2202														2226														2253														2274							2295							2315






							1							Grifo Alto							704							711														722							728														736														744														751														760							766							771






							1							San Rafael							972							979														986							994														1001														1008														1014														1019							1026							1031






							1							Candelarita							828							837														846							854														863														871														881														888							896							903






							1							Desamparaditos							379							383														387							390														393														396														401														403							405							407






							1							San Antonio							2229							2256														2279							2309														2332														2357														2381														2402							2425							2445






							1							Chires							1744							1758														1771							1784														1792														1803														1813														1822							1833							1841






														San Marcos							5513							5558														5604							5644														5681														5718														5756														5787							5816							5845






														San Lorenzo							2603							2621														2639							2652														2666														2680														2691														2701							2711							2721






														San Carlos							1052							1062														1071							1079														1085														1092														1099														1107							1112							1119






														Aserrí							14721							14818														14917							15004														15090														15166														15238														15301							15360							15412






														Tarbaca							785							791														800							807														815														824														828														835							843							848






														Vuelta de Jorco							3481							3517														3550							3585														3616														3645														3675														3701							3727							3752






														San Gabriel							3296							3331														3369							3402														3434														3466														3493														3525							3553							3577






														Legua							849							850														860							864														869														875														878														886							889							892






														Monterrey							264							268														270							273														275														277														280														282							285							287






														Salitrillos							7426							7522														7616							7705														7793														7877														7958														8038							8115							8189






														Colón							8465							8508														8550							8586														8623														8648														8674														8692							8710							8726






														Guayabo							2505							2539														2570							2603														2633														2664														2691														2721							2749							2775






														Tabarcia							2386							2414														2447							2474														2503														2530														2556														2581							2608							2631






														Piedras Negras							246							247														253							255														258														261														263														267							270							272






														Picagres							422							425														429							435														440														446														450														452							457							462






														Jaris							605							619														631							640														651														662														674														686							698							708






														Guadalupe							11054							11053														11050							11042														11033														11013														10984														10949							10915							10878






														San Francisco							1150							1158														1170							1176														1186														1193														1201														1208							1214							1220






														Calle Blancos							11013							11121														11226							11327														11427														11520														11608														11690							11768							11844






														Mata de Plátano							9856							9960														10063							10165														10261														10353														10439														10521							10600							10677






														Ipís							14864							15037														15210							15374														15538														15693														15845														15990							16132							16266






														Rancho Redondo							1488							1508														1527							1544														1562														1579														1598														1613							1627							1643






														Purral							16403							16661														16910							17157														17394														17639														17881														18115							18344							18565






														Santa Ana							6278							6312														6341							6373														6402														6423														6441														6455							6468							6480






														Salitral							2542							2585														2631							2673														2716														2759														2799														2840							2879							2918






														Pozos							9432							9586														9740							9892														10041														10183														10326														10466							10601							10734






														Uruca							4157							4221														4283							4345														4406														4464														4520														4575							4630							4684






														Piedades							4711							4779														4849							4915														4980														5041														5102														5161							5216							5274






														Brasil							1466							1492														1520							1541														1566														1589														1615														1637							1657							1681






														Alajuelita							6475							6519														6564							6604														6643														6676														6707														6734							6758							6781






														San Josecito							6033							6128														6219							6310														6397														6486														6569														6651							6729							6808






														San Antonio							2770							2815														2857							2899														2942														2982														3024														3062							3099							3137






														Concepción							10855							11022														11186							11347														11506														11663														11815														11962							12109							12246






														San Felipe							18849							19202														19552							19896														20229														20577														20920														21255							21583							21900






														San Isidro							8982							9025														9066							9107														9141														9168														9190														9209							9221							9231






														San Rafael							3993							4045														4098							4148														4197														4241														4283														4331							4369							4409






														Dulce Nombre de Jesús							5606							5687														5764							5842														5913														5984														6050														6115							6180							6239






														Patalillo							11544							11692														11837							11976														12111														12235														12358														12475							12587							12694






														Cascajal							3953							4017														4074							4131														4189														4244														4296														4350							4399							4449






														San Ignacio							4741							4765														4790							4807														4827														4846														4861														4874							4888							4897






														Guaitil							1315							1326														1333							1344														1351														1359														1367														1375							1380							1387






							1							Palmichal							2605							2631														2659							2683														2705														2729														2751														2771							2793							2812






														Cangrejal							1041							1050														1056							1064														1070														1074														1083														1087							1091							1096






														Sabanillas							1333							1343														1347							1355														1357														1361														1365														1368							1372							1373






														San Juan							12574							12582														12589							12595														12603														12596														12579														12558							12535							12513






														Cinco Esquinas							3990							4044														4101							4156														4208														4261														4316														4367							4418							4466






														Anselmo Llorente							6046							6088														6135							6180														6225														6261														6296														6329							6361							6391






														León XIII							9205							9371														9535							9694														9852														10019														10184														10349							10507							10664






														Colima							8390							8481														8568							8656														8741														8819														8897														8972							9043							9115






														San Vicente							15654							15670														15678							15686														15696														15678														15658														15625							15593							15560






														San Jerónimo							3416							3462														3509							3554														3599														3642														3682														3722							3761							3799






														La Trinidad							10841							10990														11135							11283														11426														11564														11695														11824							11952							12077






														San Pedro							14142							14133														14119							14101														14091														14066														14029														13982							13933							13887






														Sabanilla							6569							6620														6668							6717														6765														6807														6845														6883							6914							6949






														Mercedes							2860							2880														2898							2916														2935														2952														2963														2976							2989							3001






														San Rafael							6336							6415														6490							6560														6635														6708														6781														6848							6914							6978






							1							San Pablo							786							793														796							801														807														811														814														817							821							823






							1							San Pedro							431							435														439							444														448														453														456														457							462							466






							1							San Juan de Mata							742							756														765							774														785														793														804														811							821							830






							1							San Luis							354							360														366							370														373														376														382														386							389							392






							1							Carara							1126							1140														1155							1170														1182														1196														1211														1223							1239							1251






														Santa María							2535							2556														2575							2593														2610														2626														2644														2658							2671							2683






														Jardín							348							351														352							358														357														360														359														361							364							364






														Copey							1028							1032														1039							1045														1047														1051														1051														1058							1060							1061






														Curridabat							15808							15849														15880							15911														15940														15950														15950														15942							15934							15920






														Granadilla							8826							8940														9049							9161														9266														9367														9467														9567							9656							9749






														Sánchez							3170							3200														3229							3260														3289														3314														3340														3361							3384							3407






														Tirrases							9963							10127														10289							10446														10599														10756														10911														11062							11211							11354






														San Isidro de El General							23769							23834														23895							23948														23989														24025														24055														24076							24091							24101






														El General							3406							3409														3416							3424														3425														3428														3428														3430							3429							3427






														Daniel Flores							17580							17626														17666							17702														17729														17754														17774														17788							17794							17795






														Rivas							3623							3631														3638							3644														3646														3650														3651														3652							3649							3649






														San Pedro							4804							4780														4756							4731														4701														4671														4643														4610							4577							4544






														Platanares							3773							3766														3760							3753														3741														3730														3720														3704							3693							3677






														Pejibaye							4100							4071														4043							4012														3980														3950														3918														3885							3847							3814






														Cajón							4551							4546														4541							4536														4525														4516														4505														4493							4480							4465






														Barú							1406							1410														1413							1418														1421														1424														1428														1426							1431							1431






														Río Nuevo							1698							1705														1712							1718														1725														1732														1736														1742							1744							1748






														Páramo							2377							2381														2389							2396														2400														2404														2407														2407							2413							2412






														San Pablo							2191							2209														2231							2251														2268														2285														2301														2317							2327							2344






														San Andrés							840							847														858							865														871														875														882														888							893							897






														Llano Bonito							1116							1122														1132							1137														1144														1150														1155														1162							1163							1167






														San Isidro							873							882														894							902														914														921														929														933							941							948






														Santa Cruz							1078							1092														1105							1118														1129														1139														1148														1158							1166							1176






														San Antonio							636							645														651							659														666														671														678														683							688							694






														Alajuela							23965							24074														24178							24272														24364														24428														24479														24517							24549							24578






														San José							24561							24923														25280							25633														25973														26305														26630														26950							27259							27563






														Carrizal							4158							4226														4298							4367														4432														4497														4563														4628							4693							4752






														San Antonio							14680							14909														15133							15351														15566														15779														15985														16188							16386							16579






														Guácima							12321							12535														12742							12948														13148														13351														13553														13747							13937							14124






														San Isidro							10448							10619														10791							10957														11120														11284														11443														11600							11755							11903






														Sabanilla							5677							5782														5882							5985														6082														6182														6283														6381							6477							6569






														San Rafael							15938							16179														16420							16655														16886														17116														17335														17552							17763							17971






														Río Segundo							6363							6453														6541							6632														6717														6800														6882														6959							7038							7112






														Desamparados							15657							15912														16159							16403														16640														16877														17105														17335							17555							17770






														Turrúcares							4498							4538														4576							4614														4652														4686														4720														4751							4779							4809






														Tambor							6619							6730														6841							6950														7055														7162														7268														7371							7472							7569






														Garita							4422							4484														4545							4605														4663														4720														4776														4830							4880							4933






														Sarapiquí							1877							1907														1935							1966														1992														2022														2046														2075							2103							2127






														San Ramón							4553							4560														4566							4569														4572														4568														4567														4560							4554							4545






														Santiago							2627							2670														2712							2749														2788														2827														2866														2902							2936							2973






														San Juan							6326							6405														6478							6552														6622														6690														6757														6823							6886							6947






														Piedades Norte							4501							4553														4607							4657														4706														4755														4801														4846							4889							4933






														Piedades Sur							2164							2193														2219							2243														2266														2288														2313														2336							2356							2376






														San Rafael							5103							5167														5229							5290														5347														5403														5459														5510							5562							5612






														San Isidro							2753							2793														2826							2864														2896														2929														2960														2992							3025							3052






														Ángeles							4614							4664														4715							4758														4805														4848														4891														4931							4971							5008






														Alfaro							3933							3982														4030							4077														4122														4167														4210														4252							4293							4334






														Volio							1281							1299														1311							1327														1341														1356														1371														1384							1398							1410






														Concepción							1344							1351														1361							1367														1374														1381														1384														1391							1394							1399






														Zapotal							247							248														251							253														256														260														260														262							263							266






							2							Peñas Blancas							5770							5855														5936							6012														6089														6166														6241														6313							6382							6452






														Grecia							8058							8085														8109							8129														8148														8157														8161														8162							8160							8157






														San Isidro							3410							3454														3498							3541														3583														3624														3663														3695							3735							3768






														San José							4771							4842														4912							4978														5046														5114														5177														5241							5302							5361






														San Roque							6448							6534														6616							6699														6779														6856														6931														7002							7075							7144






														Tacares							4664							4735														4802							4867														4933														4997														5060														5122							5182							5239






														Río Cuarto							7314							7477														7644							7806														7964														8136														8308														8478							8644							8805






														Puente de Piedra							6175							6267														6358							6446														6532														6618														6701														6782							6861							6939






														Bolívar							4217							4276														4333							4390														4445														4498														4552														4602							4650							4701






														San Mateo							1563							1568														1570							1578														1582														1586														1591														1593							1595							1599






														Desmonte							557							566														574							580														589														594														601														607							613							621






														Jesús María							727							737														745							754														764														773														782														791							799							809






														Labrador							696							704														715							728														736														746														753														765							774							782






														Atenas							3972							3992														4008							4021														4036														4047														4053														4059							4065							4071






														Jesús							2082							2109														2134							2155														2181														2202														2225														2249							2269							2289






														Mercedes							1793							1816														1839							1860														1883														1901														1922														1943							1961							1980






														San Isidro							1634							1655														1679							1702														1724														1746														1767														1789							1808							1829






														Concepción							2004							2029														2054							2080														2103														2126														2150														2170							2194							2213






														San José							1093							1105														1121							1133														1146														1159														1170														1182							1192							1202






														Santa Eulalia							1195							1207														1227							1240														1256														1270														1283														1297							1310							1324






														Escobal							493							494														500							509														512														517														520														525							530							534






														Naranjo							8451							8504														8554							8602														8643														8684														8718														8751							8782							8805






														San Miguel							2668							2711														2754							2792														2833														2873														2912														2953							2989							3026






														San José							1751							1771														1788							1807														1823														1840														1853														1869							1883							1898






														Cirrí Sur							2560							2596														2628							2661														2693														2724														2754														2783							2816							2843






														San Jerónimo							1879							1909														1939							1966														1994														2020														2048														2075							2099							2126






														San Juan							1716							1738														1760							1779														1799														1819														1838														1856							1874							1892






														El Rosario							2134							2169														2206							2240														2271														2304														2337														2370							2402							2432






														Palmitos							2363							2394														2422							2453														2480														2507														2534														2561							2586							2611






														Palmares							1860							1866														1865							1868														1869														1868														1865														1865							1860							1856






														Zaragoza							4608							4665														4725							4780														4834														4885														4939														4987							5036							5082






														Buenos Aires							4176							4224														4271							4316														4359														4403														4442														4481							4518							4555






														Santiago							1558							1576														1596							1617														1637														1657														1672														1692							1710							1727






														Candelaria							1135							1152														1165							1181														1195														1211														1225														1237							1251							1263






														Esquipulas							3892							3952														4012							4070														4127														4187														4244														4298							4352							4405






														La Granja							2285							2312														2341							2370														2395														2418														2444														2470							2494							2516






														San Pedro							4022							4052														4082							4109														4135														4157														4176														4195							4213							4227






														San Juan							2621							2664														2707							2745														2786														2824														2866														2903							2939							2975






														San Rafael							3095							3148														3198							3245														3293														3341														3387														3432							3477							3520






														Carrillos							5195							5288														5381							5471														5559														5651														5739														5827							5912							5994






														Sabana Redonda							1388							1413														1440							1471														1493														1518														1546														1570							1595							1618






														Orotina							5134							5181														5224							5270														5313														5352														5392														5428							5460							5494






														El Mastate							1032							1049														1067							1084														1102														1120														1137														1154							1171							1187






														Hacienda Vieja							573							582														587							596														601														608														615														619							627							632






														Coyolar							3438							3508														3580							3648														3714														3783														3854														3924							3992							4059






														La Ceiba							1166							1190														1210							1235														1254														1276														1301														1322							1344							1364






														Quesada							22763							22919														23066							23200														23328														23439														23541														23628							23708							23776






														Florencia							8847							8962														9074							9184														9288														9389														9491														9588							9684							9773






														Buenavista							194							199														203							204														207														209														215														217							219							221






														Aguas Zarcas							12057							12291														12518							12738														12953														13179														13398														13613							13824							14031






														Venecia							5617							5722														5818							5915														6009														6106														6199														6290							6382							6468






														Pital							11207							11498														11781							12062														12339														12641														12941														13237							13526							13811






							2							La Fortuna							9138							9287														9428							9568														9706														9843														9980														10110							10240							10363






							2							La Tigra							3755							3812														3860							3910														3956														4002														4048														4096							4140							4181






														La Palmera							3762							3820														3876							3929														3981														4032														4084														4136							4185							4232






							2							Venado							1080							1089														1096							1102														1110														1118														1124														1130							1135							1141






														Cutris							6983							7152														7316							7479														7637														7809														7982														8152							8321							8486






							2							Monterrey							2057							2081														2107							2130														2151														2176														2196														2215							2236							2254






														Pocosol							9236							9373														9505							9637														9761														9888														10013														10137							10255							10368






														Zarcero							2217							2226														2237							2245														2251														2258														2264														2270							2274							2275






														Laguna							961							971														986							996														1008														1019														1028														1039							1047							1058






														Tapezco							746							757														764							775														783														792														801														808							817							824






														Guadalupe							667							675														685							692														701														710														716														725							730							739






														Palmira							830							838														851							861														872														882														892														903							913							923






														Zapote							458							462														469							477														481														486														492														497							505							509






														Brisas							1204							1220														1235							1253														1267														1283														1297														1312							1324							1339






														Sarchí Norte							4099							4127														4156							4178														4200														4221														4241														4256							4271							4284






														Sarchí Sur							3075							3117														3159							3197														3235														3275														3311														3346							3379							3412






														Toro Amarillo							189							187														190							190														193														195														196														195							196							198






														San Pedro							2088							2118														2148							2172														2201														2229														2254														2281							2307							2331






														Rodríguez							1333							1352														1371							1388														1407														1425														1444														1461							1477							1493






														Upala							7698							7834														7971							8104														8235														8367														8501														8636							8767							8894






														Aguas Claras							2831							2846														2861							2875														2889														2901														2911														2922							2931							2942






														San José (Pizote)							4277							4315														4350							4383														4414														4443														4473														4501							4531							4559






														Bijagua							2621							2638														2654							2669														2683														2696														2710														2723							2736							2747






														Delicias							2645							2672														2694							2718														2741														2766														2788														2814							2835							2858






														Dos Ríos							1913							1933														1953							1977														1994														2013														2032														2052							2071							2089






														Yolillal							1974							1998														2018							2038														2058														2077														2099														2118							2137							2156






														Canalete							2245							2309														2379							2446														2511														2581														2652														2724							2790							2861






														Los Chiles							9544							9832														10117							10402														10675														10979														11283														11592							11890							12185






														Caño Negro							1119							1129														1140							1151														1162														1175														1183														1192							1201							1211






														El Amparo							3798							3838														3874							3911														3944														3977														4010														4041							4072							4098






														San Jorge							1675							1689														1699							1710														1721														1733														1742														1750							1758							1765






							2							San Rafael							4730							4785														4833							4883														4932														4981														5034														5086							5133							5181






							2							Buenavista							943							953														960							967														975														981														988														994							1002							1007






							2							Cote							539							540														541							544														546														547														549														548							549							550






							2							Katira							3099							3126														3156							3185														3209														3237														3263														3289							3316							3337






														Oriental							6210							6204														6195							6186														6175														6156														6134														6111							6084							6058






														Occidental							5156							5172														5190							5205														5219														5227														5232														5237							5238							5239






														Carmen							9349							9415														9478							9539														9597														9646														9692														9738							9777							9813






														San Nicolás							14194							14343														14488							14627														14760														14887														15009														15128							15242							15349






														Agua Caliente (San Francisco)							17366							17539														17703							17865														18019														18164														18308														18442							18571							18694






														Guadalupe (Arenilla)							7947							8014														8083							8144														8205														8261														8312														8363							8409							8453






														Corralillo							5788							5835														5877							5916														5957														5991														6026														6055							6084							6111






														Tierra Blanca							2798							2829														2860							2893														2922														2950														2977														3003							3030							3054






														Dulce Nombre							5817							5864														5907							5949														5989														6026														6059														6090							6119							6149






														Llano Grande							2398							2427														2457							2485														2512														2539														2564														2589							2615							2637






														Quebradilla							2927							2951														2973							2995														3016														3037														3054														3072							3086							3101






														Paraíso							10591							10636														10673							10706														10739														10764														10785														10802							10814							10822






														Santiago							3086							3116														3144							3174														3199														3223														3249														3272							3292							3314






														Orosi							4920							4958														4994							5029														5063														5095														5124														5152							5176							5201






														Cachí							2862							2881														2903							2920														2938														2954														2970														2986							2998							3011






														Llanos de Santa Lucía							9188							9303														9417							9524														9630														9737														9840														9940							10035							10129






														Tres Ríos							4643							4647														4646							4649														4647														4641														4629														4616							4602							4588






														San Diego							11912							12056														12201							12338														12472														12600														12723														12841							12956							13064






														San Juan							7485							7561														7632							7703														7770														7833														7888														7944							7996							8044






														San Rafael							7676							7766														7858							7941														8029														8107														8184														8260							8327							8397






														Concepción							9080							9188														9297							9405														9507														9604														9697														9787							9875							9958






														Dulce Nombre							4291							4355														4415							4475														4533														4589														4645														4700							4752							4803






														San Ramón							2140							2159														2181							2199														2217														2233														2249														2264							2276							2291






														Río Azul							6887							6992														7095							7194														7294														7392														7488														7583							7675							7763






														Juan Viñas							3642							3642														3642							3642														3635														3629														3623														3618							3611							3601






														Tucurrique							2782							2790														2803							2810														2819														2827														2836														2842							2847							2852






														Pejibaye							1846							1850														1851							1854														1854														1852														1853														1852							1849							1848






														Turrialba							13759							13735														13709							13681														13648														13605														13559														13509							13453							13397






														La Suiza							4039							4032														4024							4016														4005														3991														3978														3965							3947							3931






														Peralta							315							315														314							316														316														318														316														316							316							316






														Santa Cruz							1883							1893														1898							1906														1913														1918														1926														1930							1934							1939






														Santa Teresita							2674							2683														2692							2696														2706														2711														2715														2718							2721							2724






														Pavones							2331							2329														2330							2331														2329														2326														2320														2315							2312							2307






														Tuis							1514							1506														1500							1495														1487														1480														1471														1464							1456							1448






														Tayutic							1301							1295														1287							1281														1274														1265														1257														1248							1239							1231






														Santa Rosa							2844							2851														2856							2863														2866														2867														2873														2871							2873							2871






														Tres Equis							977							979														980							981														982														983														981														982							982							981






														La Isabel							3205							3207														3209							3212														3212														3211														3209														3205							3202							3195






														Chirripó							2292							2298														2304							2308														2312														2314														2320														2323							2324							2325






														Pacayas							2938							2955														2971							2984														2999														3011														3021														3030							3038							3044






														Cervantes							3356							3385														3413							3441														3465														3488														3510														3530							3548							3566






														Capellades							1320							1331														1342							1351														1362														1369														1376														1384							1390							1397






														San Rafael							14182							14258														14334							14402														14468														14516														14558														14593							14626							14653






														Cot							5265							5334														5406							5468														5533														5595														5658														5715							5774							5829






														Potrero Cerrado							1259							1273														1286							1302														1316														1329														1341														1352							1361							1374






														Cipreses							1985							2003														2026							2045														2063														2082														2099														2114							2132							2147






														Santa Rosa							1429							1443														1456							1471														1483														1496														1505														1517							1528							1538






														El Tejar							13282							13371														13452							13531														13605														13666														13721														13771							13816							13859






														San Isidro							5530							5586														5645							5702														5756														5805														5853														5901							5945							5988






														Tobosi							3665							3714														3766							3814														3863														3912														3956														3999							4044							4085






														Patio de Agua							223							225														229							229														230														231														233														236							236							237






														Heredia							9387							9380														9374							9364														9355														9331														9296														9260							9225							9186






														Mercedes							13860							14029														14197							14358														14519														14665														14807														14944							15078							15208






														San Francisco							27333							27750														28159							28560														28957														29343														29720														30091							30449							30800






														Ulloa							16312							16547														16776							17006														17229														17444														17653														17855							18053							18249






														Vara Blanca							451							458														465							473														479														485														491														498							505							510






														Barva							2490							2501														2512							2520														2530														2537														2541														2545							2548							2550






														San Pedro							5521							5613														5705							5797														5888														5977														6062														6148							6231							6311






														San Pablo							4641							4720														4796							4871														4940														5010														5079														5149							5216							5279






														San Roque							2538							2578														2617							2652														2688														2721														2756														2787							2820							2850






														Santa Lucía							3942							3996														4052							4105														4157														4208														4255														4300							4345							4387






														San José de la Montaña							3170							3224														3276							3326														3376														3426														3474														3518							3564							3609






														Santo Domingo							2552							2547														2542							2541														2536														2528														2518														2509							2496							2486






														San Vicente							3810							3853														3891							3929														3968														4003														4038														4068							4099							4128






														San Miguel							3779							3822														3864							3905														3943														3979														4011														4045							4076							4107






														Paracito							1323							1337														1357							1373														1390														1406														1418														1435							1449							1465






														Santo Tomás							3764							3803														3841							3877														3914														3946														3978														4006							4034							4063






														Santa Rosa							4337							4390														4442							4492														4546														4596														4641														4686							4728							4773






														Tures							2106							2135														2160							2186														2214														2241														2261														2286							2307							2330






														Pará							1987							2007														2029							2049														2070														2088														2105														2120							2135							2151






														Santa Bárbara							3105							3120														3138							3153														3170														3182														3194														3202							3213							3220






														San Pedro							3191							3247														3300							3350														3401														3450														3501														3551							3600							3646






														San Juan							4309							4374														4436							4498														4559														4619														4675														4731							4788							4839






														Jesús							5430							5521														5613							5703														5789														5877														5963														6047							6130							6209






														Santo Domingo							1701							1729														1757							1784														1809														1832														1862														1884							1908							1932






														Purabá							2570							2614														2656							2696														2736														2775														2812														2851							2885							2924






														San Rafael							5304							5337														5367							5393														5422														5444														5463														5479							5494							5508






														San Josecito							6658							6757														6855							6950														7045														7138														7226														7309							7398							7480






														Santiago							4847							4923														5001							5071														5144														5215														5283														5352							5419							5482






														Ángeles							6024							6116														6203							6291														6376														6459														6541														6615							6693							6768






														Concepción							3650							3710														3769							3828														3883														3937														3992														4044							4099							4149






														San Isidro							3164							3180														3195							3208														3218														3226														3231														3236							3238							3240






														San José							4175							4232														4287							4344														4397														4448														4497														4545							4593							4637






														Concepción							1466							1486														1504							1522														1540														1556														1573														1590							1605							1621






														San Francisco							2423							2458														2491							2521														2555														2584														2613														2642							2671							2699






														San Antonio							5676							5711														5743							5768														5797														5820														5842														5860							5876							5889






														La Ribera							3587							3635														3681							3725														3772														3816														3857														3899							3937							3975






														La Asunción							3510							3547														3585							3622														3656														3690														3722														3749							3779							3808






														San Joaquín							4053							4074														4096							4118														4139														4154														4167														4180							4189							4201






														Barrantes							2492							2527														2562							2595														2628														2659														2688														2719							2747							2776






														Llorente							5330							5420														5510							5601														5689														5774														5862														5944							6027							6108






														San Pablo							10343							10402														10454							10504														10553														10587														10618														10643							10667							10687






														Rincón Sabanilla							4621							4678														4735							4790														4845														4897														4943														4990							5035							5078






														Puerto Viejo							13822							14235														14646							15051														15453														15895														16337														16783							17221							17651






														La Virgen							7409							7602														7794							7987														8176														8381														8585														8794							8993							9193






														Las Horquetas							16059							16486														16910							17335														17749														18199														18648														19101							19542							19978






														Llanuras del Gaspa							931							958														984							1006														1032														1062														1088														1118							1145							1172






														Cureña							712							731														752							771														791														812														834														858							877							900






														Liberia							30576							31173														31756							32331														32896														33472														34029														34571							35102							35621






														Cañas Dulces							1851							1883														1917							1948														1979														2012														2039														2069							2095							2124






														Mayorga							920							935														950							964														979														995														1008														1023							1034							1049






														Nacascolo							1386							1422														1454							1487														1518														1550														1583														1614							1646							1676






														Curubandé							1473							1502														1528							1556														1582														1607														1633														1657							1683							1707






														Nicoya							13105							13233														13362							13489														13617														13739														13853														13966							14075							14184






														Mansión							2924							2930														2936							2940														2946														2952														2950														2953							2952							2954






														San Antonio							3508							3530														3550							3572														3589														3607														3619														3633							3645							3657






														Quebrada Honda							1303							1307														1311							1311														1313														1312														1315														1314							1314							1312






														Sámara							2174							2205														2236							2266														2297														2328														2355														2391							2418							2448






														Nosara							3183							3264														3343							3421														3498														3583														3668														3750							3832							3913






														Belén de Nosarita							1456							1472														1490							1507														1523														1540														1557														1573							1589							1604






														Santa Cruz							12845							13049														13247							13446														13641														13831														14017														14192							14368							14541






														Bolsón							1033							1049														1065							1083														1098														1116														1131														1148							1163							1178






														Veintisiete de Abril							4190							4290														4394							4492														4589														4687														4784														4881							4978							5069






														Tempate							3036							3093														3152							3210														3267														3321														3379														3431							3486							3537






														Cartagena							2309							2364														2416							2472														2522														2575														2627														2681							2732							2779






														Cuajiniquil							1247							1282														1315							1347														1379														1417														1448														1483							1519							1553






														Diriá							2320							2361														2398							2440														2476														2514														2551														2585							2621							2656






														Cabo Velas							2046							2089														2130							2172														2214														2254														2292														2329							2368							2405






														Tamarindo							3991							4066														4140							4212														4285														4359														4429														4500							4569							4640






														Bagaces							7472							7616														7760							7898														8038														8184														8325														8465							8603							8740






														La Fortuna							1543							1555														1566							1577														1588														1598														1608														1616							1626							1633






														Mogote							2005							2022														2040							2054														2072														2086														2100														2114							2127							2139






														Río Naranjo							585							589														595							600														604														609														611														616							618							622






														Filadelfia							4356							4405														4449							4496														4541														4582														4622														4658							4693							4726






														Palmira							3069							3147														3224							3296														3373														3453														3533														3608							3686							3762






														Sardinal							9110							9309														9508							9704														9898														10099														10298														10491							10683							10873






														Belén							5263							5397														5530							5658														5790														5927														6062														6195							6324							6453






														Cañas							12420							12558														12694							12825														12954														13080														13202														13324							13441							13554






														Palmira							650							656														658							666														671														676														682														684							692							695






														San Miguel							997							1004														1010							1016														1022														1027														1033														1036							1040							1044






														Bebedero							1233							1242														1252							1261														1266														1273														1279														1287							1293							1297






														Porozal							387							387														392							392														394														394														395														398							396							398






														Las Juntas							5124							5150														5176							5200														5223														5244														5265														5288							5308							5326






														Sierra							1357							1367														1377							1387														1397														1408														1416														1426							1435							1444






														San Juan							896							903														910							917														923														931														937														942							946							953






														Colorado							2512							2526														2544							2557														2571														2585														2598														2612							2624							2634






														Tilarán							4541							4566														4590							4613														4633														4647														4665														4680							4699							4711






														Quebrada Grande							1493							1501														1509							1519														1526														1535														1541														1547							1556							1560






														Tronadora							980							985														989							993														997														1000														1003														1003							1008							1009






														Santa Rosa							1067							1073														1080							1085														1089														1093														1098														1103							1110							1111






														Líbano							471							473														472							472														473														475														473														474							471							473






														Tierras Morenas							765							765														765							771														772														774														775														777							778							779






														Arenal							1317							1325														1327							1332														1336														1338														1344														1346							1347							1351






														Carmona							1322							1334														1347							1359														1373														1386														1397														1411							1421							1433






														Santa Rita							758							758														763							764														767														769														767														773							773							774






														Zapotal							657							658														658							661														661														661														661														661							661							661






														San Pablo							1203							1209														1213							1221														1225														1230														1235														1236							1241							1245






														Porvenir							408							408														407							405														406														404														405														402							400							400






														Bejuco							1732							1732														1735							1735														1738														1737														1736														1734							1733							1731






														La Cruz							5859							5973														6087							6202														6314														6421														6531														6639							6746							6848






														Santa Cecilia							4129							4202														4277							4346														4418														4488														4557														4629							4697							4765






														La Garita							1200							1223														1247							1269														1290														1313														1337														1361							1381							1404






														Santa Elena							1342							1366														1390							1413														1438														1462														1485														1511							1529							1551






														Hojancha							2311							2331														2351							2367														2387														2406														2424														2443							2461							2476






														Monte Romo							375							375														377							374														376														376														373														377							372							375






														Puerto Carrillo							937							945														950							955														961														967														972														977							983							987






														Huacas							398							398														399							400														400														400														399														399							400							401






							13							Puntarenas							5100							5128														5159							5187														5213														5238														5262														5281							5303							5323






							13							Pitahaya							1269							1292														1312							1329														1349														1370														1389														1408							1427							1445






							13							Chomes							3158							3194														3231							3268														3305														3342														3376														3411							3445							3478






														Lepanto							5231							5265														5298							5331														5360														5388														5412														5435							5458							5480






							13							Paquera							4028							4080														4127							4172														4218														4264														4305														4349							4389							4430






							13							Manzanillo							1649							1672														1690							1711														1732														1754														1770														1788							1808							1826






							13							Guacimal							574							576														582							585														590														595														596														602							603							608






							13							Barranca							18150							18480														18807							19129														19446														19774														20102														20423							20739							21052






							13							Monte Verde							2381							2402														2425							2444														2467														2487														2505														2524							2540							2558






							13							Cóbano							4641							4696														4751							4805														4861														4916														4967														5020							5067							5118






							13							Chacarita							9886							10051														10210							10370														10526														10690														10847														11004							11157							11310






							13							Chira							847							854														862							869														876														883														888														897							903							908






							13							Acapulco							733							742														749							758														766														772														781														786							793							800






							13							El Roble							9925							10084														10243							10396														10552														10709														10863														11013							11162							11309






							13							Arancibia							376							381														384							386														390														393														396														398							399							403






							13							Espíritu Santo							10138							10269														10402							10527														10652														10773														10895														11012							11127							11238






							13							San Juan Grande							3974							4046														4120							4193														4264														4338														4411														4482							4551							4621






							13							Macacona							2510							2555														2602							2642														2685														2729														2773														2815							2856							2898






							13							San Rafael							804							817														831							843														857														869														881														895							907							921






							13							San Jerónimo							458							466														469							471														479														482														488														491							494							500






														Buenos Aires							12859							13195														13529							13860														14186														14530														14878														15225							15567							15902






														Volcán							1964							1944														1932							1915														1900														1881														1867														1848							1830							1812






														Potrero Grande							3255							3255														3254							3251														3248														3244														3237														3231							3225							3216






														Boruca							1658							1661														1663							1659														1660														1659														1655														1653							1649							1647






														Pilas							894							892														888							885														882														879														874														870							866							862






														Colinas							726							722														717							711														707														703														700														693							689							684






														Chánguena							1454							1456														1456							1457														1457														1456														1457														1455							1454							1452






														Biolley							1326							1321														1316							1305														1299														1289														1282														1274							1263							1254






														Brunka							1683							1675														1662							1651														1639														1627														1613														1599							1585							1571






							13							Miramar							4311							4346														4380							4418														4451														4480														4511														4537							4564							4589






							13							La Unión							726							733														737							742														748														752														759														762							766							770






							13							San Isidro							1866							1895														1921							1952														1978														2004														2029														2054							2080							2104






														Puerto Cortés							4432							4460														4488							4515														4541														4568														4593														4614							4636							4657






														Palmar							4893							4893														4893							4891														4889														4882														4876														4866							4858							4847






														Sierpe							1847							1858														1865							1878														1886														1894														1901														1909							1912							1919






														Bahía Ballena							1788							1799														1810							1820														1832														1841														1847														1856							1864							1873






														Piedras Blancas							2354							2360														2370							2377														2385														2388														2392														2397							2396							2399






														Bahía Drake							625							629														632							636														639														643														648														651							652							657






														Quepos							12293							12509														12721							12931														13136														13347														13554														13758							13957							14151






														Savegre							2048							2069														2090							2109														2129														2148														2166														2183							2198							2214






														Naranjito							2174							2189														2205							2221														2234														2246														2257														2270							2278							2288






														Golfito							6121							6140														6153							6171														6183														6188														6189														6196							6196							6196






														Puerto Jiménez							5698							5848														6000							6147														6294														6453														6613														6770							6929							7082






														Guaycará							7138							7179														7222							7262														7299														7326														7351														7377							7398							7423






														Pavón							3692							3739														3786							3835														3880														3922														3970														4013							4057							4098






														San Vito							8313							8308														8302							8295														8286														8266														8243														8223							8202							8178






														Sabalito							6518							6523														6532							6538														6540														6527														6519														6512							6502							6489






														Aguabuena							3506							3511														3516							3520														3522														3520														3518														3516							3510							3508






														Limoncito							2060							2057														2057							2059														2057														2055														2052														2048							2045							2042






														Pittier							1662							1655														1648							1641														1630														1620														1607														1597							1588							1575






														Parrita							9650							9833														10008							10183														10357														10539														10720														10897							11067							11239






														Corredor							10016							10056														10098							10132														10168														10193														10216														10236							10254							10269






														La Cuesta							2461							2497														2536							2575														2611														2648														2683														2717							2753							2788






														Canoas							7327							7454														7580							7702														7820														7939														8057														8177							8290							8403






														Laurel							5680							5759														5839							5918														5992														6067														6139														6215							6286							6356






							13							Jacó							8343							8563														8782							8995														9214														9447														9678														9904							10127							10354






							13							Tárcoles							3957							4058														4160							4264														4362														4469														4574														4677							4781							4884






														Limón							30838							30744														30645							30536														30419														30275														30123														29959							29783							29600






														Valle La Estrella							9684							9773														9859							9945														10022														10096														10166														10239							10305							10368






														Río Blanco							4737							4809														4878							4945														5011														5074														5137														5197							5256							5313






														Matama							3940							3976														4010							4045														4077														4104														4133														4157							4185							4209






														Guápiles							18648							18990														19326							19659														19991														20324														20648														20968							21276							21584






														Jiménez							6205							6297														6389							6480														6570														6656														6740														6824							6907							6986






														Rita							14103							14286														14464							14645														14817														14980														15142														15301							15454							15602






														Roxana							9772							9896														10019							10139														10258														10370														10478														10583							10691							10794






														Cariari							19422							19655														19886							20108														20330														20533														20734														20929							21118							21307






														Colorado							2351							2369														2388							2406														2423														2437														2452														2470							2483							2497






														La Colonia							3357							3443														3531							3618														3705														3792														3879														3966							4050							4133






														Siquirres							17819							17865														17906							17943														17976														17992														18005														18019							18024							18023






														Pacuarito							5285							5343														5406							5463														5518														5570														5622														5674							5725							5772






														Florida							1318							1330														1339							1349														1359														1369														1379														1387							1393							1402






														Germania							1509							1522														1538							1556														1569														1585														1596														1608							1624							1635






														El Cairo							3683							3731														3775							3824														3867														3911														3956														3997							4037							4080






														La Alegría							3427							3465														3501							3539														3577														3613														3648														3682							3715							3748






														Bratsi							4832							4947														5064							5177														5290														5412														5532														5651							5768							5881






														Sixaola							5878							5935														5994							6053														6107														6149														6194														6238							6278							6316






														Cahuita							6232							6395														6555							6713														6871														7038														7200														7363							7518							7675






														Telire							3984							4074														4165							4255														4342														4434														4524														4614							4703							4790






														Matina							5448							5475														5497							5518														5540														5554														5565														5576							5587							5595






														Batán							10344							10485														10625							10761														10895														11018														11143														11264							11383							11501






														Carrandi							7827							7952														8076							8197														8316														8434														8544														8661							8772							8882






														Guácimo							11831							12089														12347							12599														12847														13108														13366														13620							13871							14115






														Mercedes							1148							1161														1173							1187														1199														1210														1222														1234							1244							1256






														Pocora							4012							4073														4134							4192														4250														4306														4364														4422							4476							4529






														Río Jiménez							5531							5623														5714							5804														5891														5978														6063														6147							6234							6314






														Duacarí							3837							3898														3959							4016														4075														4132														4188														4241							4297							4350






														Total General							2467825							2495764														2523066							2549674														2575541														2600654														2624983														2648526							2671288							2693280




















Mujeres






																					Total General






							13							Puntarenas							4863							4906														4944							4980														5018														5050														5080														5112							5139							5167






							13							Pitahaya							1234							1259														1280							1300														1322														1342														1366														1387							1406							1427






							13							Chomes							3023							3064														3108							3150														3189														3231														3269														3309							3348							3384






							13							Paquera							3801							3851														3905							3956														4006														4054														4105														4154							4202							4247






							13							Manzanillo							1554							1577														1598							1621														1643														1664														1689														1709							1731							1753






							13							Guacimal							543							549														554							561														566														571														577														582							585							590






							13							Barranca							17265							17608														17951							18291														18625														18976														19324														19665							20002							20335






							13							Monte Verde							2279							2306														2335							2362														2388														2413														2438														2463							2488							2512






							13							Cóbano							4422							4482														4540							4599														4655														4710														4769														4824							4877							4929






							13							Chacarita							9371							9546														9717							9885														10053														10228														10397														10565							10730							10896






							13							Chira							781							789														799							806														814														821														826														835							841							848






							13							Acapulco							732							739														747							756														765														774														779														787							795							803






							13							El Roble							9376							9544														9711							9877														10041														10211														10377														10539							10700							10861






							13							Arancibia							361							367														369							372														378														382														388														389							393							397






							13							Espíritu Santo							10491							10630														10768							10901														11030														11159														11286														11409							11527							11643






							13							San Juan Grande							4010							4095														4177							4261														4340														4423														4504														4586							4665							4743






							13							Macacona							2425							2472														2521							2568														2617														2663														2709														2754							2801							2845






							13							San Rafael							757							772														789							805														817														832														844														859							872							884






							13							San Jerónimo							421							425														430							436														442														446														453														456							461							467






							13							Miramar							4274							4317														4360							4400														4443														4482														4516														4552							4585							4618






							13							La Unión							714							721														729							733														742														748														754														758							766							772






							13							San Isidro							1841							1875														1901							1932														1961														1990														2018														2046							2071							2101






							13							Jacó							7548							7779														8005							8229														8454														8697														8935														9172							9406							9641






							13							Tárcoles							3577							3683														3790							3893														3998														4108														4217														4325							4430							4538




















Hoja3






							I CJ SAN JOSÉ																					Total General






							1							Distrito							2016							2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






							1							Carmen							3090							3070							3046							3023							3001							2973							2946							2912							2884							2853






							1							Merced							14721							14846							14970							15085							15203							15309							15408							15503							15595							15689






							1							Hospital							22895							23099							23297							23490							23685							23859							24030							24189							24342							24496






							1							Catedral							15308							15382							15449							15517							15588							15639							15682							15721							15757							15794






							1							Zapote							21460							21566							21661							21758							21858							21929							21990							22043							22097							22148






							1							San Francisco de Dos Ríos							23269							23364							23453							23545							23637							23696							23745							23785							23829							23868






							1							Uruca							39443							40027							40602							41169							41724							42301							42861							43412							43943							44474






							1							Mata Redonda							9895							9940							9981							10025							10066							10097							10119							10139							10162							10182






							1							Santiago							12240							12311							12378							12441							12496							12552							12600							12639							12679							12713






							1							Mercedes Sur							6673							6750							6827							6900							6967							7040							7099							7165							7227							7285






							1							Barbacoas							4165							4221							4278							4327							4381							4433							4486							4533							4580							4624






							1							Grifo Alto							1391							1410							1430							1443							1461							1476							1492							1510							1522							1537






							1							San Rafael							1916							1931							1951							1966							1982							1997							2009							2024							2042							2053






							1							Candelarita							1640							1659							1681							1696							1717							1735							1753							1772							1787							1805






							1							Desamparaditos							751							757							765							771							779							786							794							798							804							810






							1							San Antonio							4397							4452							4507							4565							4615							4668							4720							4766							4814							4860






							1							Chires							3465							3496							3528							3559							3585							3611							3640							3665							3691							3713






							1							Palmichal							4990							5049							5106							5158							5205							5255							5308							5352							5401							5443






							1							San Pablo							1506							1519							1528							1542							1554							1566							1573							1582							1593							1599






							1							San Pedro							806							815							823							834							843							852							861							865							873							883






							1							San Juan de Mata							1417							1439							1461							1482							1505							1526							1546							1564							1586							1606






							1							San Luis							662							673							684							694							701							709							721							728							737							744






							1							Carara							2141							2173							2207							2238							2268							2298							2330							2361							2391							2419






																					198241							199949							201613							203228							204821							206307							207713							209028							210336							211598






														HOMBRE							Total General






							1							Distrito							2016							2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






							1							Carmen							1506							1497							1487							1476							1466							1452							1440							1424							1410							1395






							1							Merced							7236							7299							7365							7423							7484							7536							7588							7638							7685							7732






							1							Hospital							11296							11402							11504							11606							11705							11794							11883							11966							12046							12123






							1							Catedral							7554							7592							7628							7665							7702							7729							7752							7772							7791							7809






							1							Zapote							10545							10600							10651							10702							10754							10790							10821							10849							10878							10902






							1							San Francisco de Dos Ríos							11485							11538							11587							11634							11682							11714							11737							11759							11783							11801






							1							Uruca							19694							19999							20296							20589							20874							21170							21461							21746							22019							22289






							1							Mata Redonda							4880							4905							4927							4951							4972							4990							5000							5010							5021							5032






							1							Santiago							6204							6235							6263							6288							6308							6333							6349							6363							6377							6388






							1							Mercedes Sur							3382							3418							3452							3485							3514							3546							3573							3603							3629							3655






							1							Barbacoas							2100							2127							2154							2176							2202							2226							2253							2274							2295							2315






							1							Grifo Alto							704							711							722							728							736							744							751							760							766							771






							1							San Rafael							972							979							986							994							1001							1008							1014							1019							1026							1031






							1							Candelarita							828							837							846							854							863							871							881							888							896							903






							1							Desamparaditos							379							383							387							390							393							396							401							403							405							407






							1							San Antonio							2229							2256							2279							2309							2332							2357							2381							2402							2425							2445






							1							Chires							1744							1758							1771							1784							1792							1803							1813							1822							1833							1841






							1							Palmichal							2605							2631							2659							2683							2705							2729							2751							2771							2793							2812






							1							San Pablo							786							793							796							801							807							811							814							817							821							823






							1							San Pedro							431							435							439							444							448							453							456							457							462							466






							1							San Juan de Mata							742							756							765							774							785							793							804							811							821							830






							1							San Luis							354							360							366							370							373							376							382							386							389							392






							1							Carara							1126							1140							1155							1170							1182							1196							1211							1223							1239							1251






																					98782							99651							100485							101296							102080							102817							103516							104163							104810							105413






														MUJER							Total General






							1							Distrito							2016							2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






							1							Carmen							1584							1573							1559							1547							1535							1521							1506							1488							1474							1458






							1							Merced							7485							7547							7605							7662							7719							7773							7820							7865							7910							7957






							1							Hospital							11599							11697							11793							11884							11980							12065							12147							12223							12296							12373






							1							Catedral							7754							7790							7821							7852							7886							7910							7930							7949							7966							7985






							1							Zapote							10915							10966							11010							11056							11104							11139							11169							11194							11219							11246






							1							San Francisco de Dos Ríos							11784							11826							11866							11911							11955							11982							12008							12026							12046							12067






							1							Uruca							19749							20028							20306							20580							20850							21131							21400							21666							21924							22185






							1							Mata Redonda							5015							5035							5054							5074							5094							5107							5119							5129							5141							5150






							1							Santiago							6036							6076							6115							6153							6188							6219							6251							6276							6302							6325






							1							Mercedes Sur							3291							3332							3375							3415							3453							3494							3526							3562							3598							3630






							1							Barbacoas							2065							2094							2124							2151							2179							2207							2233							2259							2285							2309






							1							Grifo Alto							687							699							708							715							725							732							741							750							756							766






							1							San Rafael							944							952							965							972							981							989							995							1005							1016							1022






							1							Candelarita							812							822							835							842							854							864							872							884							891							902






							1							Desamparaditos							372							374							378							381							386							390							393							395							399							403






							1							San Antonio							2168							2196							2228							2256							2283							2311							2339							2364							2389							2415






							1							Chires							1721							1738							1757							1775							1793							1808							1827							1843							1858							1872






							1							Palmichal							2385							2418							2447							2475							2500							2526							2557							2581							2608							2631






							1							San Pablo							720							726							732							741							747							755							759							765							772							776






							1							San Pedro							375							380							384							390							395							399							405							408							411							417






							1							San Juan de Mata							675							683							696							708							720							733							742							753							765							776






							1							San Luis							308							313							318							324							328							333							339							342							348							352






							1							Carara							1015							1033							1052							1068							1086							1102							1119							1138							1152							1168






																					99459							100298							101128							101932							102741							103490							104197							104865							105526							106185






																					2016							2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






														TOTAL							198241							199949							201613							203228							204821							206307							207713							209028							210336							211598






														HOMBRE							98782							99651							100485							101296							102080							102817							103516							104163							104810							105413






														MUJERES							99459							100298							101128							101932							102741							103490							104197							104865							105526							106185






																					2016							2017							2018							2019							2020							2021							2022							2023							2024							2025






														TOTAL														0.86%							0.83%							0.80%							0.78%							0.73%							0.68%							0.63%							0.63%							0.60%






														HOMBRE														0.88%							0.84%							0.81%							0.77%							0.72%							0.68%							0.63%							0.62%							0.58%






														MUJERES														0.84%							0.83%							0.80%							0.79%							0.73%							0.68%							0.64%							0.63%							0.62%
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										Periodo:																																			2017




										Nº Identificación:																																			0107340295




										Nombre del Beneficiario:																																			montero varela




										Beneficiario																									Monto Bruto/
Programa															Impuesto Renta/
Subpartida					Monto Neto Girado/
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Documento																									Fecha Documento Físico										Fecha Recibido Documento Físico




										0107340295 - Carlos Montero Varela




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					000828FC2017					01-2017TJPZ										Liquidado																									12/01/2017										13/01/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					000829FC2017					02-2017TJPZ										Liquidado																									13/01/2017										13/01/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001537FC2017					88-2016-TJPZ										Liquidado																									14/12/2016										23/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001541FC2017					86-2016-TJPZ										Liquidado																									15/12/2016										19/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001542FC2017					87-2016-TJPZ										Liquidado																									16/12/2016										16/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001544FC2017					90-2016-TJPZ										Liquidado																									19/12/2016										19/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001556FC2017					94-2016-TJPZ										Liquidado																									20/12/2016										23/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001558FC2017					95-2016-TJPZ										Liquidado																									21/12/2016										23/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															17					08/02/2017					Banco de Costa Rica					001560FC2017					96-2016-TJPZ										Liquidado																									22/12/2016										23/12/2016




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															26					20/02/2017					Banco de Costa Rica					003017FC2017					04-2017-TJPZ										Liquidado																									22/01/2017										27/01/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															26					20/02/2017					Banco de Costa Rica					003018FC2017					06-2017-TJPZ										Liquidado																									30/01/2017										30/01/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															26					20/02/2017					Banco de Costa Rica					003019FC2017					07-2017-TJPZ										Liquidado																									31/01/2017										08/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003517FC2017					0008TJPZ2017										Liquidado																									02/02/2017										03/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003518FC2017					09-2017-TJPZ										Liquidado																									03/02/2017										03/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003520FC2017					16-2017-TJPZ										Liquidado																									15/02/2017										16/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003521FC2017					20-2017-TJPZ										Liquidado																									21/02/2017										21/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003522FC2017					19-2017-TJPZ										Liquidado																									22/02/2017										22/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															31					24/02/2017					Banco de Costa Rica					003535FC2017					17-2017-tjpz										Liquidado																									16/02/2017										17/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															47					14/03/2017					Banco de Costa Rica					004903FC2017					24-2017-TJPZ										Liquidado																									27/02/2017										28/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															47					14/03/2017					Banco de Costa Rica					004904FC2017					22-2017-TJPZ										Liquidado																									23/02/2017										23/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															51					17/03/2017					Banco de Costa Rica					004480FC2017					13-TJPZ-2017										Liquidado																									14/02/2017										15/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															51					17/03/2017					Banco de Costa Rica					004483FC2017					11-TJPZ-2017										Liquidado																									14/02/2017										15/02/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006310FC2017					25-2017-TJPZ										Liquidado																									02/03/2017										02/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006311FC2017					26-2017-TJPZ										Liquidado																									03/03/2017										04/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006312FC2017					27-2017-TJPZ										Liquidado																									06/03/2017										06/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006313FC2017					28-2017-TJPZ										Liquidado																									07/03/2017										07/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006314FC2017					30-2017TJPZ										Liquidado																									09/03/2017										09/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006315FC2017					29-2017-TJPZ										Liquidado																									08/03/2017										08/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006316FC2017					39-2017-TJPZ										Liquidado																									20/03/2017										22/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006474FC2017					33-2017TJPZ										Liquidado																									13/03/2017										13/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006475FC2017					34-2017TJPZ										Liquidado																									10/03/2017										14/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006478FC2017					37-2017TJPZ										Liquidado																									15/03/2017										15/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006480FC2017					38-2017-TJPZ										Liquidado																									16/03/2017										16/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															62					31/03/2017					Banco de Costa Rica					006482FC2017					40-2017TJPZ										Liquidado																									21/03/2017										21/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															70					17/04/2017					Banco de Costa Rica					007064FC2017					41-2017-TJPZ										Liquidado																									22/03/2017										22/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															70					17/04/2017					Banco de Costa Rica					007065FC2017					45-2017-TJPZ										Liquidado																									27/03/2017										27/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															70					17/04/2017					Banco de Costa Rica					007066FC2017					46-2017-TJPZ										Liquidado																									28/03/2017										28/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															70					17/04/2017					Banco de Costa Rica					007074FC2017					42-2017-TJPZ										Liquidado																									24/03/2017										24/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															70					17/04/2017					Banco de Costa Rica					007075FC2017					43-2017-TJPZ										Liquidado																									23/03/2017										23/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															77					25/04/2017					Banco de Costa Rica					007067FC2017					47-2017-TJPZ										Liquidado																									29/03/2017										29/03/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															77					25/04/2017					Banco de Costa Rica					007068FC2017					49-2017-TJPZ										Liquidado																									03/04/2017										03/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															77					25/04/2017					Banco de Costa Rica					007642FC2017					51-2017-TJPZ										Liquidado																									06/04/2017										06/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															77					25/04/2017					Banco de Costa Rica					007643FC2017					50-2017-TJPZ										Liquidado																									05/04/2017										06/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															86					05/05/2017					Banco de Costa Rica					008205FC2017					53-2017-TJPZ										Liquidado																									18/04/2017										18/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000															86					05/05/2017					Banco de Costa Rica					008206FC2017					52-2017-TJPZ										Liquidado																									07/04/2017										07/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															86					05/05/2017					Banco de Costa Rica					008208FC2017					54-2017-TJPZ										Liquidado																									17/04/2017										17/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															95					17/05/2017					Banco de Costa Rica					009279FC2017					57-2017-TJPZ										Liquidado																									24/04/2017										24/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															95					17/05/2017					Banco de Costa Rica					009280FC2017					59-2017-TJPZ										Liquidado																									25/04/2017										26/04/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															95					17/05/2017					Banco de Costa Rica					009281FC2017					60-2017-TJPZ										Liquidado																									26/04/2017										02/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															95					17/05/2017					Banco de Costa Rica					009282FC2017					61-2017-TJPZ										Liquidado																									27/04/2017										02/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															101					24/05/2017					Banco de Costa Rica					009600FC2017					62-2017-TJPZ										Liquidado																									02/05/2017										02/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															116					06/06/2017					Banco de Costa Rica					010891FC2017					63-2017-TJPZ										Liquidado																									03/05/2017										05/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															116					06/06/2017					Banco de Costa Rica					010892FC2017					68-2017-TJPZ										Liquidado																									10/05/2017										11/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															116					06/06/2017					Banco de Costa Rica					010893FC2017					66-TJPZ-2017										Liquidado																									05/05/2017										08/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															116					06/06/2017					Banco de Costa Rica					010894FC2017					65-2017-TJPZ										Liquidado																									05/05/2017										05/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															130					21/06/2017					Banco de Costa Rica					011405FC2017					71-2017-TJPZ										Liquidado																									19/05/2017										22/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															130					21/06/2017					Banco de Costa Rica					011406FC2017					69-2017-TJPZ										Liquidado																									12/05/2017										12/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															130					21/06/2017					Banco de Costa Rica					011407FC2017					70-2017-TJPZ										Liquidado																									18/05/2017										22/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															130					21/06/2017					Banco de Costa Rica					012304FC2017					78-2017-TJPZ										Liquidado																									08/06/2017										09/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															131					22/06/2017					Banco de Costa Rica					012415FC2017					72-2017-TJPZ										Liquidado																									22/05/2017										23/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															131					22/06/2017					Banco de Costa Rica					012416FC2017					73-2017-TJPZ										Liquidado																									24/05/2017										25/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															131					22/06/2017					Banco de Costa Rica					012417FC2017					74-2017-TJPZ										Liquidado																									25/05/2017										25/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															131					22/06/2017					Banco de Costa Rica					012418FC2017					75-2017-TJPZ										Liquidado																									29/05/2017										29/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															134					27/06/2017					Banco de Costa Rica					012769FC2017					79-2017-TJPZ										Liquidado																									14/06/2017										15/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															134					27/06/2017					Banco de Costa Rica					012770FC2017					77-2017-TJPZ										Liquidado																									02/06/2017										02/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															134					27/06/2017					Banco de Costa Rica					012771FC2017					80-2017-TJPZ										Liquidado																									16/06/2017										19/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															134					27/06/2017					Banco de Costa Rica					012772FC2017					82-2017-TJPZ										Liquidado																									20/06/2017										20/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			140000															0					140000															137					29/06/2017					Banco de Costa Rica					012895FC2017					76-2017-TJPZ										Liquidado																									31/05/2017										31/05/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															153					13/07/2017					Banco de Costa Rica					013885FC2017					84-2017-TJPZ										Liquidado																									03/07/2017										03/07/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															153					13/07/2017					Banco de Costa Rica					013886FC2017					83-2017-TJPZ										Liquidado																									21/06/2017										22/06/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															153					13/07/2017					Banco de Costa Rica					013889FC2017					86-2017-TJPZ										Liquidado																									05/07/2017										05/07/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															153					13/07/2017					Banco de Costa Rica					013890FC2017					87-2017-TJPZ										Liquidado																									06/07/2017										06/07/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			70000															0					70000															172					09/08/2017					Banco de Costa Rica					015220FC2017					88-2017-TJPZ										Liquidado																									10/07/2017										10/07/2017




																																			926															10101					001					284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000028FC2017					86-2016-TJPZ										Anulado																									15/12/2016										16/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000029FC2017					88-2016-TJPZ										Anulado																									14/12/2016										23/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000033FC2017					87-2016-TJPZ										Anulado																									16/12/2016										16/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000034FC2017					90-2016-TJPZ										Anulado																									19/12/2016										19/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000036FC2017					92-2016-TJPZ										Anulado																									16/12/2016										23/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000037FC2017					94-2016-TJPZ										Anulado																									20/12/2016										23/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000134FC2017					95-2016TJPZ										Anulado																									21/12/2016										23/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR




																																			50000															0					50000																														000139FC2017					96-2016-TJPZ										Anulado																									22/12/2016										23/12/2016




																																			927															10101										284-ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
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rptGastosPorSubparti da 10101.xls
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rptGastosPorSubpartida




					




										SIGA - PJ




																									PODER JUDICIAL




																									Gestión de Pagos




																									Caja Chica




																																																												Fecha de reporte:																				11/08/2017




																																																												Hora del reporte:																				15:34




																																																												Usuario :										PODER-JUDICIAL\jgranadosmo




																														Resumen de Gastos por Subpartida




										Periodo:																														2017															Modalidad de Pago:																									Auxiliares




										Caja Chica Auxiliar:																														Caja Chica Adm. Regional de Zona Sur															Fecha Fin:																									11/08/2017
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S.       O.





Estimado señor:




De conformidad con lo dispuesto por los artículos 8 y 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, me permito hacer las siguientes consideraciones, con el propósito de que se inicie el proceso de contratación correspondiente al proyecto  “Alquiler de edificio para albergar Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de Comunicaciones Judiciales en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas”.




A. Justificación de la procedencia de la contratación:





Con el fin de mejorar las condiciones de acceso para las personas usuarias externos e internos que utilizan los servicios que brinda el Poder Judicial en el cantón de Buenos Aires, este procedimiento busca la contratación de un edificio que satisfaga las necesidades de ofrecer a la población de dicho cantón de un lugar adecuado para la Administración de Justicia, lo que coadyuvará a alcanzar un mejor cumplimiento del fin público según lo propuesto en el Plan Estratégico y el Plan Anual Operativo en cuanto a la búsqueda de un apoyo al diseño de sistemas de mejoramiento del Poder Judicial y los servicios que ofrece a la población.




Esta medida surge como una acción que contribuye al cumplimiento del Plan Estratégico Institucional Administrativo 2017, en los siguientes Temas Estratégicos:




“Modernización (Innovación) de la Gestión Judicial.  Se refiere a sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad. ”




“Planificación Institucional.  Orienta la gestión judicial para dar respuestas satisfactorias nde una forma ordenada. Armonizando los recursos disponibles en función de las prioridades definidas”.




De esta forma, al contar con el diseño estructural indicado se contribuye al cumplimento de los objetivos trasados en el plan estratégico del Poder Judicial.





B. Descripción del objeto, las especificaciones técnicas y características de los bienes




1. Objetivo: 




1.1. 
El objetivo del proyecto dotar a la Institución de un edificio que alberge distintas oficinas que incluye Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de Comunicaciones Judiciales en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, según los requerimientos del del entorno, y con esto mejorar la calidad de los servicios que brinda la institución en un cantón donde existe una alta población catalogada como vulnerable como es la indígena.




2. Alcance:




2.1 Se requiere contratar un edificio de 259 M2  que reuna las condiciones necesarias para ofrecer servicios de calidad a la población del cantón de Buenos Aires, el trabajo incluye para el arendante que resulte adjudicado el suministro de instalaciones que reunan las condiciones que se detallan en en este oficio.





3. Información General:




3.1. Los Tribunales de Justicia de Buenos Aires actualmente cuenta con una edificación de área aproximada de 535 metros cuadrados, así como dos edificios adicionales alquilados que albergan a) Fiscalía de Buenos Aires, b) Juzgado Penal, Juzgado Civil y Juzgado Agrario de Buenos Aires.





3.2. Por lo antes descrito, en esas edificaciones no puede establecerse nuevas oficinas y servicios que se pretende desarrollar mediante este proyecto por lo que se requerirá de una nueva infraestructura que reuna las condiciones adecuadas según la normativa institucional.




REQUERIMIENTOS GENERALES PARA LOS LOCALES DE ALQUILER




Aspectos generales




· El oferente debe de garantizar por completo y por escrito que está dispuesto al cumplimiento de toda la normativa vigente para locales de oficinas, la propuesta que se haga debe de tomar en cuenta todos los elementos y requerimientos que solicita la Legislación nacional para la construcción y uso de inmuebles para oficina, quedando bajo responsabilidad del oferente que esto se cumpla a cabalidad a la hora de hacer una posible recepción aunque no se haya indicado por escrito, por lo que debe de contemplarse: Reglamento a la Ley 7600, normas INTECO, Reglamento General de Seguridad e Higiene del Trabajo, Código de construcciones y su Reglamento, código sísmico, código eléctrico vigente, información de la CNREE, NFPA 101, NFPA 72, entre otros.




· Materiales.  El tipo de material a utilizar en superficies (cielorasos, paredes y pisos) y elementos (vigas, viguetas, bloques, losa de concreto puertas, ventanas, marcos, etc) de la edificación deberán tener resistencia al fuego.




· Altura.  La altura del local al cielo raso deberá contar con la altura solicitada en el Reglamento de Construcciones para uso de oficinas.




· Barandales. Las barandas de Seguridad deberán contar con la altura y requerimientos solicitados el Reglamento de Construcciones y el Reglamento a la Ley 7600.




· Pisos. Los pisos de áreas de trabajo, pasillos, escaleras, servicios sanitarios deberán ser antiderrapante según el Reglamento de Seguridad e Higiene y el Reglamento a la Ley 7600.




· Ventilación. Todo local a construir o existente debe poseer ventilación en todos los aposentos, de no contar con ventilación natural, se debe proveer la ventilación artificial que disponga el oferente siempre y cuando  satisfaga las necesidades del despacho según la normativa vigente, en zonas de altas temperaturas se deberá preveer de un sistema de aire acondicionado obligatoriamente. El oferente deberá proveer tanto los aparatos como el mantenimiento de los mismos.




· Los locales no deberán contar con cortinas metálicas debido al riesgo ergonómico asociado. Será el propietario en coordinación con el Departamento de Seguridad el que determine el medio protección idóneo, en caso de ser requerido. 





· El local deberá contar con las previsiones del caso para evitar los faltantes de agua.





· Se deberán atender aspectos de la temática de Salud Ocupacional adicionales a lo indicado en este protocolo, según criterio derivado de la evaluación efectuada por las áreas técnicas correspondientes.




· No se considerarán como parte del área útil los espacios abiertos como terrazas, corredores, escaleras externas, patios de luz o jardines internos, pasillos externos, cocheras abiertas en antejardín u otro elemento similar que no sea área útil de oficina.  





· No se aceptarán locales que tengan una distancia de recorrido mayor que la que determine el cartel, a menos de que la Administración lo considere conveniente.





· En todos locales a construir o existente todas las paredes perimetrales del local serán de concreto con paredes internas de concreto o un material incombustible (fibrolit o Gypsum). Bajo ningún término se aceptarán construcciones con paredes de fácil combustión, como madera o sin protección sísmica como las de bahareque, adobe, barro, suelo-cemento, bambú u otro material no aceptado por el Código Sísmico de Costa Rica.





· En zonas calientes los locales a construir o existentes deberán poseer aislante térmico en la cubierta.





· El cielo raso puede ser en el material que desee el oferente menos en madera, se recomienda que cuando se pueda elegir se coloque cielo suspendido en fibra mineral para facilidad de reparaciones y ampliaciones eléctricas entre otras.





· No se aceptaran locales con problemas de humedad importantes.





· Todo local a construir o existente debe de contar con una buena iluminación a base de lámparas fluorescentes, que permitan los lúmenes adecuados que solicita la Legislación Nacional.




Oficinas




· El área de las oficinas para profesionales no deberá ser menor a 12m2 (3mx4m), su dimensión menor no podrá ser inferior a 3m libres (de pared a pared).





· El área destinada para puestos de trabajo será de 6m2 por persona,  con un área útil de 4m2 y 2m2 destinados a circulación.





· En general la iluminación de para todas las áreas de trabajo deberá ser mínimo de 500 lúmenes por metro cuadrado y cumplir con la normativa de INTECO respectiva.





Salas de Juicio Colegiadas




· Las Salas de Juicio Colegiadas, en su lado más corto la dimensión menor deberá corresponder a 7.5m, con un área interna mínima de 58m2.





· Deberán contar con un acceso o salida de seguridad para los jueces, independiente de la entrada principal de la misma.





· Las salas deberán contar con protección acústica especial, en paredes y cielo raso en caso de requerirlo.




Detalle sala de juicio colegiada:
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Salas de Juicio Unipersonal




· Las Salas de Juicio Unipersonales, en su lado más angosto, la dimensión mínima deberá corresponder a 4.5m, con un área interna mínima de 32m2.





· Deberán contar con un acceso o salida de seguridad para los jueces, independiente de la entrada principal de la misma.




· Las salas deberán contar con protección acústica especial, en paredes y cielo raso en caso de requerirlo.
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Cuartos de Testigos




· Los cuartos deberán tener una capacidad para 6 personas, cada una sentadas cómodamente en espera de ser llamadas.  Deberá contemplar el espacio para que una persona en silla de ruedas tengas espacio suficiente para circular.




Sala de Lactancia




· Deberá ser un área especifica, con un espacio mínimo 3m x 3m, con ventilación e iluminación natural y condiciones higiénicas adecuadas.





· Este deberá contar con un toma corriente para una refrigeradora y un lavamanos. Siguiendo los requisitos del Ministerio de Salud para una sala de lactancia materna en áreas laborales 





Parqueos




· El inmueble deberá contar con los espacios de estacionamiento de acuerdo con el Reglamento de Construcciones.





· El inmueble deberá contar con los espacios de estacionamiento para personas con discapacidad de acuerdo con el Reglamento de Construcciones.





· En cuanto a los estacionamientos externos para personas con discapacidad y para la persona usuaria en general, los inmuebles cuyo uso es para oficina, deben cumplir con la Normativa que establece el Reglamento de Construcciones y el Plan Regulador de la zona, de acuerdo con su uso.





· De ofrecerse un inmueble cuyo uso ha sido casa de habitación, al ser adquirido como oficina, deberá prever las condiciones de estacionamiento según la normativa y el Plan Regulador de la zona según su nuevo uso.




Servicios sanitarios




· Deberá existir servicios sanitarios para el público y para funcionarios de manera independiente, los cuales deben cumplir con el reglamento de construcciones y el diseño universal (Ley 7600).





· Servicios sanitarios para el personal:  Es conveniente que los servicios sanitarios para el personal no se encuentren en áreas comunes, sino que por funcionalidad seria mejor que se encuentren en los Despachos, de tal forma que cada uno cuente con sus servicios sanitarios adecuados a la Ley 7600 y separados por género (hombres/ mujeres).   Sin embargo, esto no debe ser una limitante en el momento de presentarse la oferta, en aquellos casos en que el inmueble cuente con baterías de servicios sanitarios.





· Todos los baños de locales a construir o existentes que no cuenten con ventilación natural deben de poseer extractores de aire con salida al exterior.





· En términos generales la cantidad de servicios sanitarios tanto para el personal como para la persona usuaria deben cumplir con la Normativa según el Reglamento de Construcciones en cuanto a la cantidad, “artículo VIII.8 Servicios sanitarios:  Los edificios para comercios y oficinas deberán tener , como mínimo, dos locales para servicios sanitarios por piso, uno para hombres y otro para mujeres, ubicados en tal forma que no sea necesario subir o bajar más de un piso para tener acceso a ambos...”.




· Es importante, para que sea considerado por el propietario en la propuesta que se presente, que los servicios sanitarios para público, deben ubicarse, de tal forma, que no se tenga que ingresar a los despachos para hacer uso de ellos, lo anterior por aspectos de seguridad y privacidad dentro de las oficinas.  Deberán ser accesibles desde la sala de espera.




Áreas de limpieza 





· Pileta de aseo:  Se solicita una pileta de aseo por piso, si el inmueble ofrecido es de más de un nivel.





Circulaciones horizontales





· Se estima un área de circulación de un 20% del  total de área útil del inmueble, sin embargo, este es un aproximado que podría variar de acuerdo con las condiciones del inmueble, a la respecto a la forma y la propuesta de distribución que se plantee.  Dependerá también,  si el inmueble es de un nivel o más, ya que el área requerida sería superior por los pasillos o áreas de circulación  que conducen a las áreas vestibulares de escaleras y de ascensores, en acuerdo con lo que estipula el Reglamento de Construcciones, Manual de Disposiciones Técnicas Generales sobre Seguridad Humana y Protección contra Incendios y Ley 7600.




· Rampas. Las rampas deberán tener un diseño accesible en cumplimiento con lo que estipula la Ley 7600.




· Pasillos.  Tanto los pasillos principales como secundarios deberán ajustarse a las dimensiones establecidos  a nivel de normativa nacional vigente y 




Circulaciones Verticales 




· Ascensor.  En caso de que el  inmueble sea de más de un nivel, debe contar con ascensor o rampa para que las personas con alguna discapacidad o algún estado físico especial puedan tener acceso al segundo o más niveles según la Ley 7600.  El ascensor deberá contar con un diseño accesible en cuanto a dimensiones y accesorios según el artículo 151 del Reglamento a la Ley 7600.




· Escaleras.  Las escaleras internas y externas de los edificios deberán contar con las dimensiones y requerimientos solicitados según las normativas nacionales vigentes y explícitamente según Ley 7600.





Medios de egreso





· El local deberá contar en todos los pisos con un medio de egreso adicional al principal según el Manual de Disposiciones Técnicas de Bomberos, apartado 4.9.3; para solventar situaciones de emergencia que amenacen la integridad física de las personas servidoras y usuarias. Todos los medios de egreso deberán ser accesibles y con  descarga al exterior de la estructura.





· Las medidas deberán cumplir con lo que establece la Ley 7600 en cuanto a accesos, puertas, pasillos, ascensores, rampas, etc.




· Puertas.  Todas las puertas deberán cumplir en cuanto a dimensión, sentido de apertura y demás requerimientos normativos aplicables, tal como la Ley 7600.





Aspectos Electromecánicos





· Se deberá incluir los servicios electromecánicos necesarios.





· Se debe tomar en cuenta que el local debe contar con iluminación, salidas de telecomunicaciones (voz y datos), tomacorrientes generales, requerimientos de potencia eléctrica (tableros, acometida) de acuerdo a normativa, requerimientos sanitarios, potables y pluviales.





· Se deberá considerar lo establecido en la norma NFPA 70 (N.E.C. National Electric Code), de acuerdo a lo establecido por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, así como cualquier otro reglamento adicional aplicable al proyecto como las regulaciones de IEEE para sistemas de cableado estructurado.





· La instalación electromecánica debe ser completa e integral. Se debe instalar todos los equipos así como acatar los requerimientos, aspectos técnicos y toda normativa vigente aplicable para lo requerido.





· El Oferente deberá contemplar en su oferta las salidas de voz, datos y eléctricas para las áreas de trabajo, las cuales deberán estar integradas a la pared por construir, a excepción de los casos donde las circunstancias del local no lo permitan, para lo cual se deberá utilizar sistema de canalización adosada a paredes o muebles.





· Todo debe quedar ajustado a la normativa del Código Eléctrico Nacional (N.E.C.) y el Código de Instalaciones Hidraúlicas  y Sanitarias en Edificaciones vigentes por el CFIA, el Estándar de tuberías “Standpipe and Hose Systems (NFPA 14), "American Standard National Plumbing Code" y la norma INTE-31-09-07-00 sobre “Condiciones de seguridad e higiene en los edificios, locales e instalaciones y áreas de los centros de trabajo”. 





· Sin excepción alguna, todos los materiales serán certificados por un laboratorio en su fabricación, contando con sellos U.L., CSA,  NEMA o equivalentes iguales o superiores, impresos en sus caras.





· Se debe garantizar una correcta iluminación. Para ello se debe ajustar ne forma igual o superior a las normas INTE 31-08-06-2000, y NFPA 101 y NFPA 70 sobre los niveles y condiciones de iluminación que deben poseer los centros de trabajo y su manera de instalarlos. En este caso se requiere su cumplimiento en la cantidad de luxes o servicio de iluminación para pasillos, oficinas, salas de reuniones, etc.




· Sistema de respaldo eléctrico se considerará un plus más no será excluyente.





2-Especificaciones Técnicas en cableado estructurado para Locales Alquilados




Sistema de cableado estructurado certificado en categoría 6 o superior bajo las especificaciones EIT/TIA TSB-36.





Red de datos – cableado horizontal:





Se proveerá un cableado de datos para dar soporte de conexión a los puestos de trabajo.  Para el cableado horizontal que une cada puesto de trabajo con el armario de distribución se utilizará cable de 4 pares trenzados sin blindaje (UTP – unshielded twisted pair) tipo Plenum, certificado según categoría 6 o superior bajo las especificaciones EIT/TIA TSB-36.





Deberá utilizarse cable de la mejor calidad de marca reconocida en el mercado, CON CERTIFICACIÖN UL en su correspondiente embalaje original. No se permitirá la utilización de cable que no cumpla estas condiciones.





Todo el cableado será realizado con un sistema normalizado y bajo una sola marca en todo su conjunto, no se aceptarán cables de una marca y conectores de otra.





Cada puesto de trabajo poseerá dos conectores modulares de 8 posiciones (RJ45 de la misma categoría del cable) en los que terminarán los cables UTP, certificados según categoría 6, cableado con la disposición T568A.  Color rojo conector de red, color azul conector de telefonía.





Las bocas de conexión de telecomunicaciones deberán ser certificadas por la Contratista, una vez instaladas y cableadas, para funcionamiento según categoría 6. 





Los oferentes deberán informar el equipamiento de que disponen para la certificación de cables y bocas, y la validez de la calibración de dicho instrumental. En caso de no disponer del mencionado equipamiento, deberán indicar quién realizará las certificaciones por cuenta de la Contratista, esto podrá ser indicado en el trascurso de la obra y deberá realizarse por un medio válido como documento físico o correo dirigido al encargado del proyecto por parte del Poder Judicial, pero no serán recibidas obras sin la correspondiente certificación de cableado.  





El otro extremo del tendido deberá ser conectado en el Rack de cableado a un patch panel para RJ45 categoría 6, con organizadores de cable tanto vertical como horizontal, donde se fijarán firmemente, por medio de precintos plásticos, que se instalarán para tal fin.   Debe existir un patch panel de voz y otro patch panel de datos (ver detalles en apartado de Patch Panel).





La ubicación del rack debe ser en un espacio dedicado exclusivamente a un cuarto de comunicaciones donde se concentren los equipos pasivos y activos, esto por cada piso de la edificación o según criterio experto del técnico que inspecciona considerando cantidad de puntos a servir, distribución, distancias, entre otras variables (ver ítem de cuartos de telecomunicaciones).





Las instalaciones deberán ser realizadas con las protecciones necesarias en salida de gabinete, accesos a cajas de conexión y de paso, cruces de paredes, mamparas y cualquier sector del recorrido que pudiese significar un futuro daño en el cableado.





Todos los puestos de trabajo deberán ser etiquetados con indicación de número de puesto.





Deberán proveerse la cantidad de cables de patch-cord para el conexionado dentro de los armarios de distribución igual a la cantidad de salidas de los patch panels, más la cantidad de puntos de red dobles instalados donde se requerirán para habilitar cada puesto de trabajo y dispositivos a conectar a la red.




Todo el cable UTP a utilizar debe ser en una sola marca y un solo color, según la finalidad para cual se instalada tomando en cuenta el código de colores que se detalla en este documento.




Ductería




Debe evitar ductería expuesta y cada punto de red debe estar debidamente canalizado dentro de las paredes.





Debe recordarse que los cables de electricidad y los de red no pueden viajar compartiendo la misma canalización y se debe respetar una distancia mínima en todos los puntos de 20 cm. Como mínimo.





Aun así, si por motivos de fuerza mayor se hace necesario utilizar ductería superficial, se hará teniendo en cuenta lo siguiente:





Sistema de canaleta superficial




Se debe utilizar canaleta modular en material PVC rígido, teniendo en cuenta los requisitos contemplados en las normas, específicamente en lo relacionado con la capacidad de llenado, la cual no debe superar el 40% de capacidad inicial, garantizando un crecimiento adicional del 20%, en el canal.  Se deben suministrar e instalar los elementos necesarios para garantizar el cumplimiento de las normas técnicas para categoría 6: radios de curvatura, protección y separación de cables durante todo el recorrido entre otros.





La canaleta y sus accesorios deben cumplir las normas EIA/TIA 568B, 569A y normas de seguridad.  Los accesorios deben poseer radio de curvatura de mínimo una pulgada que permita el enrutamiento de cable, F/UTP categoría 6. Deben ser modulares, fabricados en el mismo material de la canaleta.  Acoplarse de acuerdo al diseño y dimensiones de la misma, garantizar el diseño multicanal (mantener la separación de canales de potencia y de voz/datos a través de toda la ruta)





Las cajas de superficie donde se alojen tomas de datos deben ser de la misma marca, del mismo material de la canaleta y los accesorios y no deben interrumpir el paso de los cables.





Coraza




En caso de utilizarse coraza para proteger y separar cables debe cubrir completamente el cable en los tramos correspondientes, ángulos y pases intramuros, ser de material plástico de alta densidad, retardante al fuego, baja emisión de gases tóxicos.





Tubería




Debe ser en material tipo EMT rígido o PVC rígido si es bajo tierra, debe tener un llenado inicial máximo del 40%, no se pueden utilizar tramos mayores a 30 m sin caja de paso, los accesorios de curvatura deben cumplir las mismas especificaciones de radios de curvatura de la canaleta y como máximo se deben instalar dos (2) curvas entre cajas de paso.





Bandeja Porta Cable 




Debe ser de lámina de acero tipo canasta, debe tener un llenado inicial máximo del 60%, los accesorios de curvatura deben cumplir las mismas especificaciones de radios de curvatura de la canaleta, debe estar correctamente aterrizado al sistema de puesta a tierra del Edificio a instalarse.





Fabricantes aceptables:  Similar o superior a Cablofil,  Flextray.   





El material de la canasta será de alambre de acero al carbón, ASTM A 510, Grado 1008.  Alambre soldado, superficie tratada después de la fabricación.   Acabado de la canasta: electro plateada con zinc.





La canasta consistirá de una malla de alambres de acero rígido, soldados entre sí de forma que permitirá la continua ventilación de los cables y una máxima disipación de calor, con uniones entre canasta listadas por UL, que aseguren la continuidad eléctrica de la canasta para que esta actúe a su vez como conductor de autorizamiento.  La canasta debe terminar en la parte superior con un alambre colocado como “T” de forma que proteja el aislamiento de los cables y al instalador de posibles daños. El interior de las canastas deberá estar libre de bordes afilados, picos o cualquier cosa que pueda dañar el aislamiento del cable UTP. 





El tamaño de las canastas será indicado por la empresa contratista de acuerdo al número de cables UTP que contenga la canasta.  La longitud de la canasta se estimará por la empresa contratista.





La razón de llenado de la canasta será de 40 % como máximo.





Las figuras serán fabricadas en sitio utilizando secciones rectas de la canasta, siguiendo las instrucciones del fabricante, en caso de utilizar figuras prefabricadas deberán ser de la misma marca de la canasta instalada y deberá ser para el modelo de canasta en uso, también deberá ser una figura prefabricada para el fin que se pretende utilizar, no se permite el uso de figura prefabricadas en funciones, posiciones o labores para las que no fueron diseñadas.





La manera de soportar las canastas deberá ser determinada de acuerdo a las recomendaciones del fabricante cumpliendo la capacidad máxima de carga y la deflexión de la canasta.
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Si la canasta se soporta desde el cielo, se debe utilizar cualquiera de los medios aprobados por el fabricante para sujetar la canasta suspendida a 30 cm del cielo, y se deben utilizar varillas roscadas de 3/8” para hacer la fijación al techo.
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Cuando las canastas entren a los cuartos de telecomunicaciones, éstas deberán entrar a una altura de 2.4 metros de forma tal que no interfieran con la terminación en los racks.





Se permite usar soportes de pared siempre y cuando sean los recomendados por el fabricante.





Para la unión de los diferentes segmentos de canasta y figuras se deben utilizar los accesorios recomendados por el fabricante para cada aplicación de forma tal que se asegure la continuidad eléctrica de la canasta.





La canasta debe ser puesta a tierra siguiendo las recomendaciones del fabricante. Cuando las canastas pasen a través de elementos estructurales, se deberán utilizar barreras cortafuegos adecuadamente.
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No se permitirá el uso de soluciones alternas fabricadas localmente y que sean diferentes a las recomendadas por el fabricante. Se deberá presentar la documentación pertinente que demuestre que se están utilizando los accesorios adecuados.





Las canastas deberán ser puestas a tierra mediante un cable de cobre THHN AWG #6 a lo largo de todo su recorrido con conectores distanciados cada metro o según recomendación del fabricante.





Patch Cords




· Los Patch Cords ofertados deberán ser de fábrica y certificados, deberán venir en su bolsa original de empaque.  No se aceptarán cordones de parcheo fabricados localmente.





· Estar equipado con Plug RJ-45 de 8 posiciones idénticas en cada extremo, alambrado en esquema directo de conformidad con las normas de cableado estructurado.





· Ser resistente a la corrosión por humedad, temperaturas extremas, y partículas contaminantes.





· Cumplir o exceder el desempeño eléctrico de la norma ANSI/TIA/EIA-568-B.2-1.





· No se permitirá utilizar conectores categoría inferior a 6 como por ejemplo 5e .





· La longitud de los cordones de parcheo serán de 5 o 7 pies según se requiera para rack y 10 pies en estaciones de trabajo con color rojo para datos y color azul para voz.





· Los cordones de parcheo deberán tener un sistema que controle la tensión a que se someten en el proceso de instalación y uso. Este sistema puede ser de anillo metálico en el interior del conector RJ45, manga o capucha plástica externa o cualquier otro sistema diseñado para tal fin. Este sistema debe ser parte integral del proceso de fabricación del cordón de parcheo en la planta respectiva.





Los conectores RJ45 hembra, los “patch cords” y cables de red deberán seguir este patrón:





					Ítem




					Color permitido




					Observaciones









					Conector RJ45 hembra para Backbones, CAT 6




					Verde, Gris o Negro




					Utilizar solo un color para todos los conectores con el fin de backbone.









					PatchCord CAT 6 para backbone




					Verde, Gris o Negro




					El color debe coincidir con el de los conectores de backbone.









					Conector RJ45 hembra para Voz, CAT 6




					Azul




					No se permite otro color.









					PatchCord CAT 6 para Voz




					Azul




					No se permite otro color.









					Conector RJ45 hembra para Datos, CAT 6




					Rojo




					No se permite otro color.









					PatchCord CAT 6 para Datos




					Rojo




					No se permite otro color.









					Conector RJ45 hembra para CCTV, CAT 6




					amarillo




					No se permite otro color.









					PatchCord CAT 6 para CCTV




					amarillo




					No se permite otro color.














Tomas modulares





Estar disponible en diseño angulado para minimizar el radio de curvatura del cordón del área de trabajo.





Tener conectores frontales RJ45 con conexión posterior por desplazamiento de aislante tipo IEC 60603-7 y un sistema que facilite el acomodo de los alambres individuales.





Debido a que se requiere una solución robusta y durable, las salidas deberán permitir la terminación de cada conductor individual.





Los módulos deberán tener marcada la categoría de desempeño en cualquier parte física del módulo.





Ser compatible retroactivamente para permitir que categorías de inferior desempeño de cables o hardware de conexión puedan operar a su máxima capacidad.





Estar construida con un termoplástico de alto impacto y piro-retardante. Tener una certificación Underwriters Laboratories (UL) o CSA o IEC.





Deben poder ser instalados en faceplates, en módulos de oficina abierta y/o cajas de superficie.





Que cumplan los estándares:  ANSI/TIA/EIA-568-B.2-10,  ISO/IEC  11801:2002/Amd1:2008 y IEEE 802.3ª





Cuartos de Telecomunicaciones




Prevención de inundaciones




Los cuartos de telecomunicaciones deben estar libres de cualquier amenaza de inundación.  No debe haber tubería de agua pasando por (sobre, alrededor o pegado a las paredes en su parte interna o externa) el cuarto de telecomunicaciones.  De haber riesgo de ingreso de agua, se debe proporcionar drenaje de piso.  De haber regaderas contra incendio, se debe instalar una canoa para drenar un goteo potencial de las regaderas, para evitar posibles filtraciones de agua por debajo de las paredes de la parte externa del cuarto, se debe sellar con algún material tipo silicón o similar que cumpla con todas las normativas de los demás materiales solicitados.





Preferiblemente los cuartos deben estar ubicados en puntos medios de la edificación en cada piso y las puertas con salida a áreas comunes y no de trabajo como pasillos o salas de espera





Si existiera alguna perforación entre pisos a raíz de la creación de los cuartos de comunicación por ejemplo el utilizado para canalizar el backbone se deberá crear un murete o similar alrededor   de la perforación con una altura de 10 cm y un grosor de 5 cm, y debe ser pintado del mismo color de las paredes.





Potencia




Los cuartos de telecomunicaciones, deben tener tomacorrientes suficientes para alimentar los dispositivos a instalarse en los bastidores (racks), siendo la cantidad mínima de dos tomacorrientes dobles de 110V C.A. dedicados y de tres hilos y cuyos circuitos deben ser separados (Dedicados) tanto en cableado como en breaker y deben ser de 20 amperios.  





Estos dos tomacorrientes podrían estar dispuestos a 1.8 metros de distancia uno de otro y la altura será la misma del rack instalado y si existiese se debe considerar la respectiva alimentación eléctrica de emergencia con activación automática y su conexión a los sistemas del edificio.  





También, es deseable la instalación de un panel de control eléctrico (Tablero Eléctrico) dedicado al cuarto de telecomunicaciones mismo que debe estar fuera del cuarto de comunicaciones.  La alimentación específica de los dispositivos electrónicos se podrá hacer con UPS y regletas montadas en los bastidores, que deberán ser aportados por el adjudicatario. 





Separados debe haber tomacorrientes dobles para herramientas (mínimo 2 tomas dobles), equipo de prueba, etc.  Estos tomacorrientes deben estar a 15cm. del nivel del piso y dispuestos en intervalos de 1.8 metros alrededor del perímetro de las paredes y en circuitos dedicados y podrán estar en mismo tablero Eléctrico de los tomacorrientes destinados para equipo activo del rack pero cumpliendo el lineamiento de ser líneas eléctricas y breaker diferentes. 





El cuarto de telecomunicaciones debe contar con una barra de puesta a tierra que a su vez debe estar conectada mediante un cable de mínimo 6 AWG con aislamiento verde al sistema de puesta a tierra de telecomunicaciones según las especificaciones de ANSI/TIA/EIA-607. 





Todos los tomacorrientes a utilizar deben ser tipo NEMA 5-20.




No deberá existir ningún panel o tablero eléctrico dentro del carto de comunicaciones.





Cada rack de comunicaciones deberá contar con una regleta 110v con tomas nema 5-20 para rack instalada con mínimo 8 tomas para conectar los dispositivos activos del rack (Switch, convertidores de medios, etc.), en caso de la toma de corriente de la regleta sea diferente a los instalados en la pared a la altura de rack, deberá ser instalado un tomacorriente extra con líneas y breaker dedicados acorde a la regleta.





Seguridad




Se debe asignar llaves maestras al personal de la Sección de Telemática. Proveer puntos de red (1 interno en el lado contrario a la puerta de acceso para instalación de cámara que tome la zona de acceso y uno externo para la toma de ingreso al cuarto de comunicaciones) a nivel de cielo para la instalación de cámaras de seguridad. Cada cuarto debe estar protegido por sistema de alarma con sensores de movimiento para detectar el ingreso de intrusos, humo, humedad y temperatura (Según recomendación emitida por la Auditoría Judicial). Disponer de aire acondicionado que permita regular la temperatura adecuada para el buen funcionamiento de los equipos de comunicación y en concordancia al tamaño del cuarto de comunicaciones para evitar faltantes o excesos de BTU y cumpliendo los requerimientos del apartado de “AIRE ACONDICIONADO”. 





Los valores a utilizar son (Sin condensación):




					Requerimiento




					Mínimo




					Máximo









					Temperatura




					0° centígrados




					40° Centígrados









					Humedad




					5%




					70%














Aire acondicionado




Deberá instalar un aire acondicionado en los cuartos de telecomunicaciones, el mismo deberá contar con las siguientes características.





Especificaciones Técnicas Generales para aires acondicionados:





· Mínimo 16000 BTU de capacidad





· Unidades aire Acondicionado con tecnología INVERTER





· Conexión Eléctrica: 205 a 225 como rango de trabajo / monofásico.





· Frecuencia: 60 Hz





· Recubrimiento: Para protección contra ambientes salinos





· Refrigerante: R-410A





· Certificación: A.R.I, U.L., I.S.O. 9001





· Eficiencia mínima: 18 SEER para los equipos menores o iguales a 24000 BTU/hr





· Drenaje: a instalar con bombas de condensado la cual debe contar con aislamiento térmico





· Filtros: Lavables.





· Con auto-arranque automático.





· Evaporador de pared alta para los equipos menores o iguales a 24000 BTU/hr y Piso Cielo para los mayores a 24000 BTU/hr.





Instalación: con soportes metálicos en el evaporador y unidad condensadora de los equipos con base metálica en lugar a seleccionar por el encargado del proyecto.





Debe de contemplarse toda instalación mecánica, eléctrica y de índole civil o arquitectónica que haga que el equipo o el lugar de trabajo no quede bajo condiciones no deseables o poco estéticas.





De ser necesario por limitaciones eléctricas o físicas, se debe adicionar un centro de carga para la instalación eléctrica de los equipos desde el tablero principal del edificio, lo cual no generará un costo adicional para el Poder Judicial y que debe ser considerado en su oferta.





La unidad condensadora debe instalarse eléctricamente con un seccionador para mantenimiento tipo Nema3R.





Los equipos mecánicos operarán sin producir ruidos o vibraciones.





El equipo se instalará de manera que fácilmente se pueda conectar y desconectar, haciendo accesibles sus componentes para inspección y mantenimiento.





Las unidades condensadoras serán montadas sobre bases de concreto en losas, jardines y patios, de tal manera que no haya transmisión de vibración, y que la bancada metálica no genere goteras estén sujetas a corrosión por agua en la losa. 





El drenaje debe llevarse con aislamiento a la salida de la bomba con manguera flexible a descargar al desagüe indicado en planos. Demás detalles de instalación se deberán coordinar directamente con el administrador de la zona.





Todo debe quedar según instrucciones del inspector del Poder Judicial, en lo que respecta a lo mecánico y estético.





Las tuberías, cables eléctricos y mangueras requeridas por la unidad de aire acondicionado deben ir dentro de las paredes y cielo raso en la medida de lo posible. Si se tiene que dejar algún tramo expuesto por causas de fuerza mayor, se debe instalar un ducto falso con fibrolit o canaleta de PVC y pintar del mismo color del fondo respectivo del recinto.





Cualquier aspecto no contemplado, se regirá de acuerdo a las normas del Código Eléctrico Nacional vigente en el País (NEC) y sus modificaciones vigentes a la fecha de la apertura de las ofertas.





Detalles que no son mostrados o especificados, así como cualquier accesorio para completar el trabajo y necesario para una adecuada instalación y operación, debe quedar incluidos a la hora que el oferente presenta la cotización.





La totalidad del trabajo, debe de quedar al 100 % y en correcto funcionamiento, por lo cual deberá contemplar cualquier elemento o mano de obra necesario.





Por ningún motivo se recibirán trabajos incompletos ni con problemas de funcionamiento o estética.





Toda remodelación o sugerencia de detalles a corregir que no se haya tomado en cuenta, debe ser fundamentada por escrito en la oferta, acompañada de su respectiva cotización o costo adicional.





Todo trabajo adicional será aprobado únicamente con la previa presentación por escrito de la oferta y costo de la misma. El oferente será responsable por cuenta y riesgo propio, si realizase los trabajos antes de ser aprobados por la dirección ejecutiva y la unidad de arquitectura e ingeniería del departamento de servicios generales.





Solo los inspectores encargados de la obra podrán aprobar cualquier cambio o modificación de los trabajos a realizar, siempre y cuando estos no incidan en el monto de la contratación, ya que es definitivo.





El Adjudicatario será responsable por el cuido y protección de todos los materiales y equipos hasta el recibo final del trabajo.





Todo equipo, materiales y sistemas serán probados y dejados en perfecto estado de funcionamiento. El Adjudicatario deberá asumir (sin costo adicional para el Poder Judicial) toda parte, equipo o accesorio que falle por causas normales de operación, así como los posibles daños físicos efectuados durante la construcción o instalación. Esto incluye desde la reposición e instalación de algún equipo, hasta lograr su funcionamiento original.





La instalación eléctrica debe ser completa e integral. Se debe instalar todos los equipos que se indican en el cartel, planos o especificaciones técnicas, así como acatar los aspectos técnicos que se denotan en este documento. 





Cuando las necesidades del trabajo requieren cambios en la localización de componentes del trabajo mecánico, éstos se efectuarán sin costo adicional para el Poder Judicial.





En cuanto a la ubicación del aires acondicionado se debe coordinar previamente con la Sección de Arquitectura e Ingeniería (Departamento de Servicios Generales) y la Sección de Telemática (Dirección de Tecnología ) ambos del Poder Judicial para definir la mejor ubicación del aires tomando en cuenta el diseño y ubicación del cuarto de comunicaciones y del rack de telecomunicaciones a instalar, en caso de que las instalaciones a alquilar ya cuenten con aire acondicionado en los cuartos de comunicaciones deberá ser revisados por las Secciones mencionadas anteriormente para verificar que se cumpla con lo necesario y si fuera necesario algún cambio de ubicación del aire o del rack de comunicaciones los costos y cualquier rubro correrá por parte del dueño del inmueble sin que el Poder Judicial se vea afectado por dichos cambios.





Requisitos de tamaño




Para este apartado se deberá realizar un análisis previo del personal o representante de la sección telemática asignado al proyecto, el mismo durante visita previa a los locales a alquilar emitirá un criterio en cuanto a la cantidad de cuartos de comunicación y cuartos a instalar por piso, lo anterior a fin tomar en cuenta  la situación de la edificación y requerimientos del Poder Judicial así mismo requerirá copia de los planos de la edificación con las áreas a alquilar marcadas y la cantidad de puntos de red a utilizar diferenciando entre computadoras, scanner, impresoras, puntos de acceso, biométricos, cámaras, control de acceso, sensores, entre otros para analizar y determinar el tamaño y la cantidad de cuartos que se requerirán y determinar en conjunto con la sección de Arquitectura e ingeniería la mejor ubicación de los cuartos de comunicación.





Se recomienda que en caso de ser posible:





· Ubicar los cuartos en un punto medio de cada piso de la edificación para así evitar cableados que excedan los 90 mts.





· Que todos los cuartos de comunicación estén ubicados en la misma zona en cada piso para así lograr un acceso fácil entre cuartos y una lograr mayor celeridad al atender problemas con los cables de backbone.




Disposición de equipos




Los bastidores (racks).





· Fabricantes aceptables: Similar o superior a Ortronics (modelo OR-60400169), Panduit, Hubbell.





· Deberá tener un tamaño de 44 unidades de rack como mínimo.





· Deben de contar con al menos 90 cm. de espacio de trabajo libre alrededor (al frente y detrás) de los equipos y paneles de telecomunicaciones.  La distancia de 90 cm. se debe medir a partir de la superficie más salida del bastidor, lo cual lo constituye el equipo de comunicaciones instalado.   Los racks deben instalarse con barras antisísmicas y barra de aterrizamiento.    





· De acuerdo al NEC, NFPA-70 Artículo 110-16, debe haber un mínimo de 1 metro de espacio libre para trabajar de equipo con partes expuestas sin aislamiento. 





· Todos los bastidores y gabinetes deben cumplir con las especificaciones de ANSI/EIA-310 y la tornillería utilizada para fijar los elementos al bastidor debe ser métrica M6.





· Por último, se debe dejar un espacio libre de 30 cm. en las esquinas de estos elementos. 





Patch panels





· Fabricantes aceptables:  Similar o superior a Systimax, CPI Systems, Hubbell, Panduit





· Para la configuración de los cuartos de telecomunicaciones, se utilizarán únicamente paneles de parcheo modulares planos o angulares con capacidad de 24 puertos RJ-45, 1 unidad de rack y que cumpla con los requerimientos de transmisión y desempeño del canal de comunicación establecidos en el estándar TIA/EIA-568-B.2 para categoría 6.





· Los paneles de parcheo deberán estar disponibles en versión modular puerto por puerto que permitan albergar diferentes conectores (categoría, fibra óptica, Coaxial, y audio RCA).





· En el caso de los módulos de fibra óptica, estos deberán tener en la parte trasera, el soporte retenedor de fibra que permita conservar la curvatura exigida por el estándar y así asegurar su desempeño.





· Los paneles de parcheo incluirán sus correspondientes accesorios como rótulos de identificación, tornillos, elementos de fijación de los cables en la parte trasera.





· Se deberán suministrar paneles de parcheo que incluyan los organizadores de cables en su parte frontal.





· Dichos paneles deberán estar compuestos por módulos de puertos RJ-45 que sean intercambiables por módulos de fibra óptica tipo SFF, permitiendo así la coexistencia en el Panel de Parcheo de puertos de cobre y de fibra óptica simultáneamente.





· Los módulos de fibra óptica deberán tener en la parte trasera, el soporte retenedor de fibra que permita conservar la curvatura exigida por el estándar y así asegurar su desempeño.





· Los paneles de parcheo deberán contar con un soporte trasero para amarrar los cables UTP con el objetivo de evitar el deterioro del ponchado de los mismos, organizarlos y mantener un correcto radio de curvatura.





· Los amarres de los cables a este soporte organizador se deben hacer con velcro, así se evitan problemas de deformación del cable por exceso de presión cuando se usan cintas de nylon.





· El panel de parcheo deberá permitir hacer el ponchado de los cables UTP por la parte frontal del mismo, sin necesidad de ser desmotado del rack, esto con el fin de permitir de forma fácil y segura, la revisión o instalación de nuevos cables, especialmente en sitio con poco espacio de trabajo





· Los paneles deberán soportar por lo menos 200 ciclos de terminación y tener un ciclo de vida mayor o igual a 750 inserciones del conector tipo RJ-45.





· Los patch panel utilizados para datos (Computadoras, impresoras, backbone, cctv), no podrá ser el mismo de los patch panel de voz, debe utilizarse por aparte patch panel de voz y patch panel de datos.





· Cuando un patch panel de voz o datos no sea utilizado en su totalidad, deberán quedar lleno con sus 24 conectores RJ45 sin importar la capacidad utilizada y solamente quedarán conectorizados los necesarios.





Organizadores Horizontales:




· La estructura del organizador horizontal deberá estar construida con aluminio, con pintura color negro por proceso electrostático para evitar la corrosión.





· Las guías de cable deben estar fabricados con plástico de alta resistencia y cumplir con los requerimientos de UL 94V-O de resistencia a la flama.





· Las guías de cables deben tener una separación de al menos 1.75” para la administración de los cables y evitar cortes en sitio que pongan en riesgo la integridad física del cable.





· El organizador horizontal deberá ser doble que permite la administración tanto en la cara frontal como en la cara posterior del rack.





· En el caso del organizador horizontal doble, éste debe tener tapas abatibles para permitir el paso de cables de una cara a otra del rack. 





· El organizador horizontal deberá contener de fábrica una cubierta frontal fabricada con aluminio y pintada en color negro por proceso electrostático. La cubierta frontal deberá contar con soportes sobre las guías de cables y permitir la apertura 180° hacia arriba ó 180° hacia abajo según se requiera, o bien ser removida en caso necesario.





· Tamaño de 2 unidades de rack 





Organizadores Verticales:




· La estructura del organizador vertical debe estar construida con aluminio y pintada en color negro o gris por proceso electrostático para evitar la corrosión.





· Las guías de cable deben estar fabricadas con plástico de alta resistencia y cumplir con los requerimientos de UL 94V-O de resistencia a la flama.





· Las guías de cables deben tener una separación de 1 RMU para la administración de los cables y evitar cortes en sitio que pongan en riesgo la integridad física del cable. La separación entre las guías de cables debe coincidir con las RMU propias del rack.





· En el caso del organizador vertical doble, éste debe contener espacios disponibles para el paso de cables de una cara a otra del rack. Los espacios deben estar protegidos en su perímetro con molduras plásticas para protección del cable.





· El organizador vertical deberá ser de la misma altura del rack.





· El organizador vertical deberá contener de fábrica una cubierta frontal fabricada con aluminio y pintada en color negro por proceso electrostático. La cubierta frontal deberá contar con perillas para permitir la apertura 180° hacia la derecha o 180° hacia la izquierda según se requiera, o bien ser removida en caso necesario.




Paredes




· Las paredes deben ser suficientemente rígidas para soportar equipo.  Las paredes deben ser pintadas con pintura resistente al fuego, lavable, mate y de color blanco. 





· No deben existir escapes de aire acondicionado de los cuartos de comunicación, pero en caso de existir perforaciones en el cuarto de comunicaciones por el ingreso de las canastas de comunicaciones deberá existir alguna medida de mitigación de ese escape de aire acondicionado que permita la instalación de nuevo cableado de red.





Cableado vertical de voz (backbone de voz)




Cable multipar armado con blindaje, categoría 3 o superior, de 25 pares para interiores, los conductores deben ser de cobre sólido calibre 22 a 24 AWG. Se instalará y conectará el strip telefónico hasta el gabinete de Comunicaciones del edificio mediante   regletas telefónicas, tipo S66M1 y un Patch  Panel para Cross conexión, deberán quedar conectorizados 24 pares del mismo en patch patch panel mencionado anteriormente, los conectores RJ45 a utilizar deberán mínimo categoría 6, el cual será  independiente al de datos del cableado horizontal.





Todas las líneas telefónicas instaladas deben ser señalizadas e identificadas mediante rotulación de acuerdo a la norma ANSI/TIA/EIA-606 A.





Los cables multipar deben instalarse a través de ductería en material PVC rígido, retardante al fuego, baja emisión de gases tóxicos, que conectara al strip telefónico o en su defecto a través de canastas entre los pisos, siempre y cuando se protejan con puertas abatibles.





Cableado Vertical de datos (backbone de datos)




Deberá instalarse 2 cables (redundancia) por cuarto de comunicaciones, el cable debe ser UTP con las siguientes características:





· Misma marca y categoría del cableado horizontal





· Utilizar el color determinado para este fin.





· Deben quedar conectorizados y certificados





· No exceder 90 metros de distanciados





· Deberán llegar todos los cuartos de cada piso  al cuarto de comunicaciones principal, mismo que será el cuarto donde llegara la prevista para la instalación de Fibra Optica del proveedor de servicios (Ejemplo: ICE, CNFL, entre otros)





· Deberán subir por un ducto mediante canasta metálica y sujetado máximo cada 70 cms de distancia para una adecuada distribución del peso.





Puesta a Tierra y Conexión Equipotencial





Deberán conectarse a tierra de acuerdo a la norma J-STD-607-A todos los elementos metálicos utilizados en la instalación tales como canastas, escalerillas, canaletas, racks, gabinetes, etc.





No se permitirá aterrizar los componentes eléctricos a la tierra de telecomunicaciones, se deberán aterrizar a la barra de tierras del cuarto eléctrico o del sistema derivado separado respectivo en cada nivel del edificio.





El conductor de puesta a tierra del cableado vertebral y los conductores de puesta a tierra de cada una de las barras en el cuarto de telecomunicaciones serán mínimo calibre No. 2 AWG de cobre con aislamiento o según lo indicado en planos. El color del aislamiento será verde de acuerdo a los métodos de identificación.





El calibre mínimo para los conductores de puesta a tierra para conectar los componentes dentro del cuarto de telecomunicaciones será No. 6 AWG de cobre con aislamiento. El color del aislamiento será verde de acuerdo a los métodos de identificación.





Cada conductor del sistema de puesta a tierra de telecomunicaciones deberá ser etiquetado. La etiqueta deberá estar localizada tan cerca como sea posible del punto de terminación del conductor. Las etiquetas no deben ser metálicas y deben contener la siguiente leyenda: “Si este conector o cable está suelto o debe ser removido, por favor llame al administrador de telecomunicaciones del edificio”.





Barras de puesta a tierra




La barra de puesta a tierra principal:




· Deberá ser una barra de cobre pre taladrada provista con huecos, para usar con conectores de tamaños estandarizados.





· Deberá estar dimensionada para satisfacer las necesidades actuales y futuras.





· Las dimensiones mínimas serán 6 mm (0.25”) de grosor, 100 mm  (4”) de ancho y el largo requerido.





· Deberá estar listada por UL.





· Deberá estar aislada de su soporte al menos 5 cm (2”) separado de la pared.





· Deberá tener un recubrimiento estañado para reducción de la resistencia de contacto.





· Las conexiones de los conductores de puesta a tierra se efectuarán por medio de conecto res de doble ojo de compresión listados por UL.





Las barras de puesta a tierra BT secundarias:




· Deberá ser una barra de cobre pretaladrada provista con huecos, para usar con conectores de tamaños estandarizados.





· Deberá estar dimensionada para satisfacer las necesidades actuales y futuras.





· Las dimensiones mínimas serán 6 mm (0.25”)  de  grosor,  50  mm  (2”)  de  ancho  y  el  largo requerido.





· Deberá estar listada por UL.





· Deberá estar aislada de su soporte al menos 5 cm (2”) separado de la pared.





· Deberá tener un recubrimiento estañado para reducción de la resistencia de contacto.





· Las conexiones de los conductores de puesta a tierra se efectuarán por medio de conectores de doble ojo de compresión listados por UL.
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Comprobación de Conexiones




Se deberá comprobar la correcta conexión de los cables desde la salida de cada puesto de trabajo, hasta el patch panel, comprobando la secuencia 568 A. Cada medición deberá ser documentada en planillas diseñadas a tal efecto por la contratista, incluyendo: código de salida, fecha de realización y resultado de la medición.





Se podrá verificar que:





· Los cables instalados estén terminados en los patch panel.





· Todos los puestos de trabajo requeridos en el “lay out” entregado al adjudicatario estén conectados.





· El cableado haya sido documentado y señalizado según las normas y el sistema propuesto por el adjudicatario y aprobado por el Departamento de Servicios Generales.





· Se podrá controlar el cableado realizado con conectorización en ambos extremos, en forma aleatoria o sistemática, verificando que:





· El cableado entre la salida del puesto de trabajo y la salida del patch panel cumpla los requisitos de la norma en categoría 6 como mínimo





· Estas mediciones se podrán abarcar, para los cuatro pares, atenuación, “near end cross talk (next)”, resistencia de lazo, longitud del enlace e impedancia, así como todos los otros requerimientos de la norma EIA 568 en categoría 6.





· Ningún cable esté puesto a tierra.





· No haya cortocircuitos entre cables y entre cada cable y tierra.





· La impedancia de cada par se encuentre dentro de la norma.





Pruebas y Certificación del cableado




Las pruebas de certificación se deben realizar con base en las últimas actualizaciones del boletín técnico EIA/TIA TSB-67 y las recomendaciones y prácticas indicadas en el estándar TIA/EIA-568-B.1 y 568-B.2 acorde con los parámetros de transmisión requeridos para la categoría 6.





El equipo a utilizar debe tener su certificado de calibración vigente (No exceder en 6 meses a la fecha de inicio de comprobación y medición del cableado), tener instalada la última versión de software liberada por el fabricante del equipo y para el proceso de medición y pruebas, el Contratista debe utilizar las puntas, cables terminales o patchcords recomendados por el fabricante del equipo para realizar la medición de la marca de productos de cableado instalada.





Iguales recomendaciones aplican para la certificación de los segmentos de fibra óptica instalada junto con los conectores. El resultado final de las pruebas de la fibra óptica serán los reportes del equipo de medición en el cual se indiquen las pérdidas totales en el canal, expresadas en dB.





La certificación del cableado de cobre deberá hacerse mediante las pruebas de los desempeños eléctricos basada en el esquema de configuración de Canal según lo especificado en el estándar de la TIA/EIA-568-B.2 para Categoría 6.





No se aceptarán pruebas o mediciones hechas para el enlace permanente.





Para los cables multipares Categoría 6 se realizarán las pruebas correspondientes de continuidad y velocidad de transmisión y deberá corresponder con las especificaciones de esta categoría.





Acometidas para servicios de voz y datos




Los inmuebles para ubicar oficinas judiciales deben tener las acometidas para los servicios de voz (telefonía) y datos (fibra óptica) para que el proveedor de servicios pueda conectar dichos servicios. En el caso de la telefonía debe llegar hasta una caja interna de distribución que debe tener el inmueble. En el caso de la acometida para el servicio de datos para instalar una fibra óptica debe llegar al cuarto de comunicación principal. Ambas acometidas deben cumplir con los requerimientos del proveedor de servicios de la zona (Mismo que será definido por la Sección de Telemática - DTI, Poder Judicial).





Etiquetado de los cuartos, puntos y cableado de red




Esta guía ha sido creada para servir de referencia en la aplicación del estándar ANSI/TIA/EIA 606-A en la infraestructura de cableado en la red del Poder Judicial, deberá ser aplicado en cualquier tipo de cableado de red sin importar la categoría utilizada.





Clases de administración





Se determinaron 4 clases de administración dependiendo de la complejidad de la infraestructura a administrar





Las especificaciones para cada clase incluyen; identificadores, registros y etiquetado





Clase 1: Un solo cuarto de equipo, que hace la función de cuarto de Telecomunicaciones, no existen cuartos adicionales de Telecomunicaciones, tampoco existe cableado vertical, rutas de cable simple que no necesitan administración.





Clase 2: Un solo edificio, uno o múltiples espacios de Telecomunicaciones (un cuarto de equipo con uno o varios cuartos de Telecomunicaciones). Rutas de cable simple con administración opcional. Incluye los elementos de la Clase 1 más:





· Cableado vertical





· Conexiones a tierra. 





· Retenedores de fuego.





Clase 3: Campus (incluyendo edificios y cableado externo). Incluye los elementos de la Clase 2 más:





· Identificadores por edificio





· Identificadores para el cableado externo




Clase 4: Múltiples sitios, conocido como sistema muti-sitio. Debe existir administración por cada sitio. Incluye los elementos de la Clase 3 más:





· Identificación para cada Sitio.





· Identificadores para elementos intercampus.   





· Administración de rutas y espacios es altamente recomendado.





Identificadores




Los identificadores están asociados a un elemento de infraestructura para ser identificado, además nos ayudan a recolectar información de la red y las conexiones existentes, dependiendo de la clase de administración que corresponda (véase tabla 1)





					Identificador




					Descripción




					Clase de administración









					




					




					Clase 1




					Clase 2




					Clase 3




					Clase 4









					fs




					Espacio de telecomunicaciones.




					R




					R




					R




					R









					fs-an




					Puerto del panel de parcheo y Conector del área de trabajo (cable).




					R




					R




					R




					R









					fs-TMGB




					Barra de tierra principal de telecomunicaciones




					R




					R




					R




					R









					fs-TGB




					Barra de tierra de telecomunicaciones




					R




					R




					R




					R









					fs1/fs2-n




					Cable backbone entre intra-edificios




					




					R




					R




					R









					fs1/fs2-n.d




					Par Backbone entre intra-edificios o fibra óptica




					




					R




					R




					R









					f-FSLn(h)




					Registros Retenedores de fuego




					




					R




					R




					R









					[b1-fs1]/[b2-fs2]-n




					Cable backbone entre edificios




					




					




					R




					R









					[b1-fs1]/[b2-fs2]-n.d




					Par Backbone entre edificios o fibra óptica




					




					




					R




					R









					b




					Edificio




					




					




					R




					R









					c




					Campus o sitio




					




					




					




					R









					fs-UUU.n.d(q)




					Información de Rutas




					




					O




					O




					O









					fs1/fs2-UUU.n.d(q)




					Información de Rutas entre espacios de telecomunicaciones




					




					O




					O




					O









					[b1-fs1]/[b2-fs2]-UUU.n.d(q)




					Información de Rutas entre edificios




					




					




					O




					O














R- Requerido     O- Opcional 





La anterior es una lista de los identificadores requeridos para cada una de las 4 clases de administración. Esta nomenclatura debe ser aplicada con un sistema de papel o etiquetadora en los sitios que se requieran, que sea perdurable y garantice resistencia y visibilidad en los ambientes que son sometidos los sitios y/o materiales.





Información del espacio





Espacio de telecomunicaciones





Un espacio de telecomunicaciones hace referencia al área donde se encuentran instalados o se encuentran los dispositivos finales de telecomunicaciones equipo y cables.





El TS (telecommunications space) debe ser un identificador único en el edificio y debe ser en el formato fs 





· f: valor que identifica el piso ocupado por el TS. 





· s: valor alfanumérico que identifica de forma única el cuarto de telecomunicaciones





Ejemplo: 1A (Piso 1, cuarto de comunicaciones A, véase anexo 1, muestra de rotulación para el cuarto de comunicaciones)





Los registros de la TS deberán contener al menos:





· Identificador (Ejemplo 1A)





· Tipo de TS (TR, CTR, ER, CER ó EF) (Véase tabla de siglas)





· Llave o tarjeta de identificación de acceso 





· Número de la persona de Contacto





· Horas de Acceso 





Edificios





Un edificio corresponde a un área con espacios de comunicaciones y áreas de trabajo.





b: uno o más caracteres alfanuméricos que sirven para identificar un edificio. No hay requerimientos (especificaciones) especiales para identificar un edificio.





El Edificio debe ser un identificador único en el edificio y debe ser en el formato b (building). Los registros de b  deben contener:





· Nombre del edificio





· Localización del edificio





· Listado de las TS y su localización dentro del edificio





· Información del contacto para acceso





· Horas de acceso





Ejemplo: TRIB (Tribunales)





Campus





Un campus es un conjunto de edificio y/o redes que tienen conexión de forma continua. Un campus debe ser identificado con el formato c





c: uno o más caracteres alfanuméricos que dan representación única a un campus.





Un campus debe ser identificado con el formato c y  el registro de un campus debe contener:





· Nombre del campus





· Localización del campus





· Listado de los edificios y su localización dentro del campus





· Información con respecto a la principal interconexión (si aplica)





· Información del contacto para acceso





· Horas de acceso





Ejemplo: 1erCirc (1er Circuito Judicial)




Información del cableado





Cableado Horizontal y Panel de Parcheo:




Es la zona en la que se da la conexión entre un cuarto de comunicaciones y el cliente final, es conocido también como cableado de estación de trabajo y cableado horizontal.




Panel de Parcheo




Para la rotulación de un panel de Parcheo se debe identificar con el formato de a:





a: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican de forma única un solo panel de conexiones, con los puertos numerados secuencialmente. (Véase figura 2, rotulación de parcheo)





n: caracteres numéricos que identifican el puerto en el panel de parcheo.





Cableado Horizontal





Para la rotulación del cableado en la estación de trabajo se debe identificar con el formato de fs-an : 





fs: Identificador del cuarto de comunicaciones 





a: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican de forma única un solo panel de conexiones, con los puertos numerados secuencialmente. (Véase figura 2, rotulación de parcheo)





n: caracteres numéricos que identifican el puerto en el panel de parcheo.





Ejemplo: 1A- B24 (cuarto de comunicaciones piso 1, patchpanel B, puerto del panel 24)





Nota: El cable deberá estar etiquetado dentro de los 30 cms finales en la cubierta en ambos extremos y puntos de consolidación si existen. El conector del área de trabajo deberá estar claramente etiquetado.





Cable backbone intra-edificios





Los cables que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts dentro de un edificio son llamados cables de red troncal intra construcción, también, se debe utilizar el formato fs1/fs2-n:





fs1: Identificador único del espacio de telecomunicaciones en la cual se encuentra la primera terminación del cable troncal





fs2: Identificador único del espacio de telecomunicaciones en la cual se encuentra la segunda terminación del cable troncal





n: Identificador único de 1 o 2 caracteres alfanuméricos, que dan identidad única a un cable troncal.





Nota: Todos los cables backbone intra-edificio deben estar identificados según corresponda, además, debe identificarse dentro de los 30 cm  finales de los extremos del cable.





Ejemplo: 1A/2A-A1 (Cable troncal que va del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto de comunicaciones 2A, es el cable identificado como A1)





Par Backbone o Fibra óptica intra-edificios




Los Pares y fibras ópticas que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts dentro de un edificio son llamados pares o fibras ópticas de red troncal intra construcción, también, se debe utilizar el formato fs1/fs2-n.d:





fs1/fs2-n: Identificador del cable backbone intra-edificio





d: de dos a cuatro valores numéricos que identifican el par de cobre y/o la fibra óptica





Ejemplo: 1A/2A-A1.01 (Cable troncal que va del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto de comunicaciones 2A, es el cable identificado como A1, fibra óptica o par de cobre 01)





Cable Backbone entre edificios





Son los cables que se despliegan de un cuarto de comunicaciones en un edificio y finalizan el enlace en otro edificio y cuarto de comunicaciones, la simbología para representarlo es;  (b1-fs1)/(b2-fs2)-n, donde: 





b1-fs1: identificador del edificio e identificador del cuarto de comunicaciones (ts) de la primera terminación del cable.





b2-fs2: identificador del edificio e identificador del cuarto de comunicaciones (ts) de la segunda terminación del cable.





n: uno o dos caracteres alfanuméricos que identifican un único cable  de un extremo del ts al otro.





Ejemplo: TRIB-1A/CORT-1A-01 (del cuarto de comunicaciones 1A en Tribunales al cuarto de comunicaciones 1A en Corte, es el cable identificado como 01





Par Backbone o Fibra óptica entre edificios





Los Pares y fibras ópticas que se ejecutan dentro de una ts o se extienden entre dos o más de ts atravesando edificos, a simbología que lo representa es;  (b1-fs1)/(b2-fs2)-n.d, en la que:





(b1-fs1)/(b2-fs2)-n : cable identificador del cable backbone entre edificios





d: de dos a cuatro valores numéricos que identifican el par de cobre y/o la fibra óptica





Ejemplo: TRIB-1A/CORT-1A-01.01 (el cuarto de comunicaciones 1A en Tribunales al cuarto de comunicaciones 1A en Corte, es el cable identificado como 01, fibra óptica o par de cobre 01)





Puesta a tierra y cortafuegos





Puesta a Tierra Principal




Es el juego de barras que está ligado directamente a la fuente de conexión a tierra y que se utiliza para conectar a tierra todos los equipos de telecomunicaciones y cableado que requiere una conexión a tierra. La principal barra de tierra de Telecomunicaciones en el TS se etiquetará TMGB (Telecommunications Main Grounding Busbar). El registro TMGB deberá contener la siguiente información:





· Identificador principal de puesta a tierra de barras Ubicación de la TMGB





· Tamaño de la TMGB





· Ubicación de la unión de TMGB a tierra del sistema eléctrico o la construcción de acero estructural





· Ubicación de los resultados de la prueba de las pruebas realizadas en el TGB, tales como la resistencia a tierra





Identificador de indexación primaria, por ejemplo 1A: TMGB (Puesta a tierra principal ubicada en el primer piso cuarto de comunicaciones A)





Barra de Distribución de Comunicaciones





Una barra de distribución de telecomunicaciones es una barra colectora que típicamente reside en un TS que no tiene una fuente de puesta a tierra y está conectado a la TMGB por un conductor de puesta a tierra. También se utiliza para conectar a tierra todos los equipos de telecomunicaciones y cableado que requiere una conexión a tierra.





La barra de tierra de telecomunicaciones (TGB) se identifica con; fs-TGB, donde:





fs = TS identificador para el espacio que contiene la TGB.





TGB = un identificador de referencia a una barra de tierra de telecomunicaciones.





Ejemplo: 1A- TGB (Barra de Tierra de comunicaciones ubicada en el primer piso, cuarto de comunicaciones A)





Corta Fuegos




Un identificador de posición de bloqueo contra fuego debe identificar cada instalación de material contra fuego. El formato del identificador de posición de bloqueo contra fuego será f-FSL n(h), donde:





f = carácter (s) numérica que identifica el piso del edificio ocupado por el TS





FSL = un identificador de referencia a una ubicación bloqueo contra fuego (Fire Stopping Location)





n = dos a cuatro caracteres numéricos identificar una localización de bloqueo contra fuego





h = un carácter numérico que especifica la calificación en horas del bloqueo contra fuego





Todos los identificadores de ubicación Firestopping en una única infraestructura deben tener hasta donde sea posible el mismo formato.





Cada lugar contra fuego deberá llevar una etiqueta a cada lado de la barrera de fuego penetrado, a 30 cm del material contra fuego.





Ejemplo: 3-FSL01(03) (Piso 3, Fire stopping location con identidad 01, con capacidad de soportar 3 horas)





Información de Rutas





Información de rutas intra-edificio




Un elemento de vía interior del edificio es un buque de apoyo cableado que normalmente conecta un espacio a otro, o corre el lapso de una ruta del cable de enrutamiento común, que reside en un solo espacio. El formato para el elemento de vía interior del edificio será fs-UUU.n.d (q) “Rutas Horizontales” o fs1/fs2-UUU.n.d (q) “Rutas Verticales”, donde:





fs = Identificador de un espacio que se deriva combinando el nivel y el área de construcción en el que se encuentra el espacio. 





fs1 = Identificador del espacio que contiene la terminación de un extremo de la vía horizontal, suele ser el más central o más bajo identificador alfanumérico





fs2 = Identificador del espacio que contiene la terminación del otro extremo de la vía horizontal, típicamente el identificador alfanumérico más alto menos central o





UUU = un identificador definido por el usuario se refiere al tipo de elemento (véase tabla de identificadores) 





n = dos a cuatro caracteres numéricos que identifican la información de rutas.





d = detalle la información tal como el puerto, sub-conducto, fibra óptica y par 





q = información de cualificación





Ejemplo: 1A/2A-RK.01.Puerto01. (Del cuarto de comunicaciones 1A al cuarto 2A, rack, identificador 01, en el puerto 01)-Ejemplo de Ruta vertical





Información de rutas entre edificios





Es un buque de apoyo cableado que normalmente conecta un espacio de un edificio a otro espacio en otro edificio. El formato para el elemento de vía será [b1-FS1] / [b2-FS2] -UUU.n.d (q), donde:





b1fs1 = identificador edificio y el identificador de TS para la TS en la que se termina un extremo del cable principal





b2fs2 = identificador del edificio y el identificador del TS para el TS en el que se termina el otro extremo del cable troncal





UUU = un identificador definido por el usuario se refiere al tipo de elemento (véase tabla de identificadores)





n = dos a cuatro caracteres numéricos que identifican el elemento de vía





					Dispositivos









					AMP




					Amplificador




					MIC




					Micrófono









					ANL




					Analógico




					MNT




					Monitor









					CMR




					Cámara




					PC




					PC









					CS




					Chasís




					RDR




					Lector /Reader









					DIG




					Digital




					SPK




					Parlante









					FAX




					Fax




					TEL




					Teléfono









					MDM




					Modem




					TV




					Televisión














Generalidades




· Todos los materiales deben cumplir los estándares UL, ETL, CSA, NEMA.  





· Ningún material pasivo utilizado como canaletas conectoras, patch panel, organizadores, entre otros debe ser pintado, sin previa autorización por parte del Ingeniero Eléctrico o arquitecto según sea el caso aportados por el Poder Judicial para la recepción de la edificación a recibir.




Deberá entenderse como elementos pasivos a:





· Patch Panel





· Conectores





· Patchcords





· Rack de comunicaciones





· conectores RJ45 macho y hembra





· bandejas





· Organizadores verticales y horizontales





· canastas





· Anclajes





· Canaletas





· Y cualquier otro que sea necesario para que el equipo a conectar puede funcionar sin ningún inconveniente. Los elementos pasivos son todos aquellos que van desde el patchcord donde se conecta un dispositivo a la red de datos o de telefonía hasta el equipo de comunicación “switch” o central telefónica (dispositivos activos).





3- ASPECTOS GENERALES DE SALUD OCUPACIONAL




· Las ventanas cercanas a los puestos de trabajo que pudieran originar deslumbramientos deberán disponer de una película de polarizado para mitigar tal efecto. Y las ventanas grandes que se encuentre contiguo a los puestos de trabajo, deberá colocarse una película de seguridad. De ahí que el propietario deberá asesorarse con una empresa especialista en el tema para lo respectivo.





· Deben respetarse las dimensiones mínimas establecidas para pasillos internos y principales, 0,90 y 1,20 metros, respectivamente, lo cual debe evidenciarse en la nueva propuesta de distribución arquitectónica. Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.3 y Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 141.





· Las barandas de protección del segundo nivel (contiguas a la escalera) deberán tener una altura de al menos 1,07 metros. Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartado 3.1.6.c





· El piso debe ser de material resistente no resbaladizo, y no presentar orificios o agrietamientos que puedan provocar una caída. Ley sobre Riesgos del Trabajo: Artículo 283; Reglamento General de Seguridad e Higiene de Trabajo: Artículo 15; Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 135; Norma INTE 31-09-07-00: Condiciones de Seguridad e Higiene en los Edificios, Locales e Instalaciones y Áreas de los Centros de Trabajo; y Criterio Profesional





· Se debe garantizar que todas las puertas cumplirán con los 0,90 m de ancho establecidos en la Ley 7600. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 140.





· En las paredes interiores y divisiones que se realicen según la propuesta, no se utilizarán materiales fácilmente combustibles (por ejemplo madera), en caso de utilizar materiales de este tipo, deberán tener un coeficiente retardatorio al fuego no menor de una hora. Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.4





· Las escaleras, sean convencionales o de emergencia, aparte de cumplir con el ancho de 1,20 metros y con las dimensiones de huella y contrahuella (0,30 y 0,14 m, respectivamente). Deben contar con sus respectivos pasamanos a 0,70 m y 0,90 m de altura en todos los tramos. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 133 y 134, Reglamento de Construcciones: Artículo VIII.6, y Norma INTE 03-01-07-02: Accesibilidad de las personas al medio físico edificio. Equipamientos Bordillos, pasamanos y agarraderas.





· Los mostradores de atención al público deberán cumplir con los requerimientos que establece la Ley 7600 además de ser estables, seguros y sin aristas pronunciadas o lacerantes. Las medidas del mostrador tanto abierto como cerrado de la Guía de Verificación de Accesibilidad de la CRNEE y CFIA se muestran a continuación. Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículo 148.
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En el área de estacionamientos se recomienda que el propietario realice la señalización del espacio para personas con discapacidad, al igual que todos los accesos para personas con discapacidad con el símbolo internacional de acceso (15 cm X 15 cm interiores y 20 cm X 20 cm exteriores). De igual forma debe señalizarse el mostrador diseñado con características accesibles.  Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 105, 106 y 154.





El espacio de parqueo dispuesto en cumplimiento a la Ley 7600 deberá  considerar lo siguiente: 





“Artículo 155.- Características de los estacionamientos reservados. Los sitios de estacionamientos reservados, necesariamente deberán cumplir con las siguientes características técnicas de accesibilidad:





-Anchura 3.30 mts. por 5.00 mts. de largo (mínimo).





-Zonas construidas en forma antiderrapante. 





-Con rampa o bordillo que permita acceso a la acera que conduce a la entrada principal.”





Los servicios sanitarios accesibles deben cumplir con las dimensiones requeridas y estar equipados con los apoyos técnicos  y requerimientos indicados por la normativa.





A continuación se detallan otros requerimientos descritos en el Reglamento de la Ley 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad: Artículos 114, 118, 119, 143 y 144, e INTE 03-01-11-02: Accesibilidad de las personas al medio físico. Edificios. 





Servicios Sanitarios Accesibles.




Contar con agarraderas corridas a 0,90 m de altura en sus costados libres.





Las dimensiones del servicio sanitario deben ser mínimo de 2,25 m de profundidad por 1,55 m de ancho si esta ubicado a un lado de la pared de fondo, o de 2,25 m por 2,25 m si se encontrara centrado en la pared de fondo, de manera que exista suficiente espacio de maniobra para la silla (incluso teniendo en cuenta el lavatorio).





La  puerta tiene mínimo 0,90 m de ancho libre, la perilla debe ser de palanca y la puerta debe abrir hacia afuera.





El lavatorio debe estar a una altura máxima de 0,80 m, no deberá tener mueble abajo para permitir el acercamiento de una silla de ruedas, y la manija del lavatorio debe ser de palanca.





Los accesorios como toalleros, papeleras, pañeras, agarraderas, y jabonera, se instalarán a una altura máxima de 0,90 m. En caso de contar con espejo, el borde inferior del mismo se instalara a una altura máxima de 0,80 m en su parte inferior sobre el nivel de piso terminado.





Se debe contar con timbre para casos de emergencia a 0,45 m del suelo y cerca del inodoro y la altura del inodoro estará entre 0,48 y 0,50 m.





La iluminación deberá ser acorde a la propuesta de distribución arquitectónica. Además deberán instalarse fluorescentes de luz blanca (luz día, tono frío) y colocar difusores a todas las luminarias. El oferente deberá garantizar que los niveles de intensidad lumínica cumplirán con lo estipulado en la normativa nacional, según el tipo de trabajo a desarrollar (750 lux en puestos de trabajo con oficinas). INTE: 31-08-06-14: Niveles de iluminancia y condiciones de iluminación en los centros de trabajo en interiores.





Se recomienda la instalación de iluminación de emergencia que deberá colocarse a lo largo de las rutas de evacuación, pasillos, accesos a salidas de emergencia, escaleras, descarga de escaleras y otros medios de egreso. Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartado 3.3.





El oferente deberá garantizar la existencia de al menos dos salidas al exterior en cada nivel. Todas las puertas internas y externas deberán abrir en la dirección del recorrido de egreso (hacia afuera), y en el caso de las puertas de las salidas alternas se recomienda la instalación de puertas con mecanismos fáciles de abrir (puertas antipánico). Reglamento de Construcciones: Apartado IV.23.3; Manual de Disposiciones Técnicas Generales de Seguridad Humana y Protección contra Incendios: Apartados 3.1 y 4.2.3





El edificio deberá contar con un sistema de Detección y Alarma de Incendios en cumplimiento a lo indicado en el Manual de Disposiciones Técnicas Generales sobre Seguridad Humana y Protección contra Incendios, Versión 2013 que indica lo siguiente: 





“Artículo 4.1.7) Detección y alarma de incendios. Todo sitio de reunión pública debe disponer de





un sistema de detección y alarma que cumpla con lo indicado en el artículo 3.5 de este manual.”





“Artículo 3.5. Detección y alarma de incendios. 





3.5.1) Generalidades. Un sistema de detección y alarma es un sistema que permite, en caso de incendio, advertir de manera temprana a los ocupantes del edificio, mediante una señal audible y visual. El sistema se debe activar mediante sensores de humo o temperatura, estaciones manuales o un sistema de rociadores automáticos y debe alertar a los ocupantes mediante señales audibles y visuales. “





La instalación del Detección y Alarma de Incendios debe ser instalado por una empresa especialista en el tema para lo cual el oferente deberá asesorarse y en coordinación con el Departamento de Seguridad del Poder Judicial por cuanto dicho sistema debe ser compatible con los sistemas de la Institución.





4-ASPECTOS BASICOS  DE SEGURIDAD




· Las ventanas que dan al exterior deben estar protegidas por verjas o cortinas metálicas, preferiblemente que éstas últimas sean eléctricas.





· Las puertas que dan al exterior deben estar protegidas por portones metálicos o cortinas metálicas, preferiblemente que éstas últimas sean eléctricas.





· Si los ventanales son grandes deben contar con película de seguridad de 4 micras, como mínimo.





· Las paredes perimetrales deben ser de material de concreto.





· De existir patios de luz o tragaluces, los mismos deben estar enrejados.





· Las colindancias deben estar delimitadas por tapias en buen estado, con muros de concreto, con una altura mínima de 2.5 metros y alambre tipo navaja.





· Las colindancias entre edificios o locales deberán estar protegidas en su parte superior y que no permitan la posible intrusión por escalamiento.





· El perímetro del frente debe estar protegido con portones, rejas, muros de concreto, o en construcción mixta. (Entiéndase construcción mixta como muros pequeños y en éstos incrustadas las rejas).





· No deben existir junto a los muros ó portones, árboles ó arbustos, que permitan ocultarse o el escalamiento a la propiedad o edificio.





· El espacio físico existente entre los trapícheles, la viga corona y el techo deben tener las estructuras adecuadas (los trapícheles) que no permitan el acceso por los exteriores o colindancias.





· El inmueble deberá contar, con iluminación suficiente y adecuada en los alrededores al local.





· Las entradas principales de agua, luz y teléfonos deben estar debidamente aseguradas y protegidas contra el vandalismo esto es con cajas metálicas preferiblemente con cerraduras o candados de seguridad.





· El local deberá contar preferiblemente con un sistema básico de alarmas, compatible con los sistemas de monitoreo del Poder Judicial. 





C. Inspección:





Los procedimientos de inspección del inmueble será ejecutado por el Departamento de Servicios Generales, el Departamento de Seguridad, Salud Ocupacional, Sección de Telemática, Departamento de Tecnología de la Información y la Administración Regional de Pérez Zeledón.





D. Estimación actualizada del costo del objeto y disponibilidad  presupuestaria.





Costo del proyecto: 




Cantidad de  metros cuadrados requeridos para el proyecto 259 M2




Costo por metro cuadrado del proyecto= $16.50 M2




Costo mensual proyectado = 259 M2 x $16.50 M2 = ¢2,500,000.00




Costo anual proyectado 2017= ¢2,500,000.00 x 3 = ¢7,500,000.00




Se calcula el precio por metro cuadrado según edificio contratado para atender la Reforma Laboral y Civil  en el cantón de Buenos Aires.





Se aclara que esta Administración Regional cuenta con los recursos presupuestarios para hacer frente a dicho compromiso a partir del 01 de octubre de 2017.
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E. Estudios previos que motivan el inicio de los procedimientos:




Con el fin de mejorar las condiciones de acceso para las personas usuarias externos e internos que utilizan los servicios que brinda el Poder Judicial en el cantón de Buenos Aires, este procedimiento busca la contratación de un edificio que satisfaga las necesidades de ofrecer a la población de dicho cantón de un lugar adecuado para la Administración de Justicia,




F. Recursos humanos y materiales que se disponen para verificar la correcta ejecución del objeto de la contratación:





Al Departamento de Servicios Generales le corresponde verificar la correcta ejecución del objeto contractual, como despachos técnicos competentes que cuentan con el personal técnico necesario para llevar a cabo y hacerse responsable de lo relacionado con la ejecución del contrato.





La Administración del contrato estará a cargo del Administrador Regional a.i Lic. Esteban Solano Alvarado, teléfono 2785 0301, correo electrónico: esolano@poder-judicial.go.cr o quien se encuentre en el puesto, de igual forma se contará con el apoyo del puesto de Coordinador de Área Administrativa, MBA. Roy Garro León, o quien se encuentre en el puesto, teléfono 2785 0302, correo electrónico: rgarro@poder-judicial.go.cr.  





En caso de incumplimiento el Administrador del contrato realizará un reporte o informe al Subproceso  de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría, el cual  desplegará las acciones o sanciones que resulten aplicables en los casos específicos.





G. CRONOGRAMA DE TAREAS Y RESPONSABLES DE SU EJECUCIÓN PARA EL CORRECTO DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES PREVISTAS EN EL PRESENTE PROCESO LICITATORIO.




CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES









Atentamente,





Lic. Esteban Solano Alvarado, Administrador Regional a.i.





ADMINISTRACIÓN REGIONAL PÉREZ ZELEDÓN




ESA/rgl
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 
Archivo






 
Consecutivo





  
0690-17.doc




Actividades�




Plazo de ejecución�




Responsable�




�




Estudios previos�




Un mes�




Departamento de Sevicios Generales�




�




Definición del objeto contractual y presupuesto�




Dos dias�




Administración Regional I Circuito Judicial Zona Sur�




�




Remisión de la orden de inicio del procedimiento al Departamento de Proveeduría.�




Un día�




Administración Regional I Circuito Judicial Zona Sur�




�




Ejecución Contractual�




20 días hábiles�




Departamento de Sevicios Generales, Área de Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría, Administración Regional I Circuito Judicial Zona Sur�




�




 




















Justicia: Un servicio público con calidad









_2147483647.doc




�







�








































image10.emf



0470-CE-2017.pdf








image1.emf



Oficio 3002-2019  .msg








0470-CE-2017.pdf



JRE N _f{\\

e,

o
TEL 2295-4283 PODER JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA

Fax ‘ DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE San José, Costa Rica

0470-CE-2017
Floribel Campos Solano

Financiero Contable

EL PODER JUDICIAL
CERTIFICA

Que en el programa 926 "Direccién, Adminisiracién y Otros Organos de Apoyo”, subpartida 10101
"Alguiler de edificios, locales y terrenos”, Centro Gestor 284 "ADMINISTRACION REGIONAL |
CIRCUITC JUDICIAL ZONA SUR", fuente de financiamiento 001 “ingresos Corrientes”, del
presupuesto def aflo 2017 aprobado mediante la ley 9411, existen recursos para hacerle frente al
alquiler de edificio para albergar Salas de Juicio, Oficina de Trabajo Social, Oficina de
Comunicaciones Judiciales en el cantén de Buenos Aires de Puntarenas, por un monto mensual
aproximado de ¢2,500,000.00 parz un monto total de ¢7,500,000.00 {SIETE MILLONES
QUINIENTOS MIL COLONES EXACTOS) correspondiente al periodo comprendido de 01/10/2017 a
31/12/2017; segtn el siguiente recuadro:

s Sibneridn * GoRue B0 osmis T sonto
426 10100 284 001 S @ 7,500,000.00
Total ¢ 7,500,000.00

Dada en San José a los veinte dias de julio del dos mil diecisiete. A solicitug de la Administracion Regional de Pérez Zeleddn.

LICDA. KATHERINE HERNANDEZ MOLINA

Aprobado por Analista

Foed\ Copos S

MBA. FLORIBEL CAMPDS SOLANO

Aprobado Finalmenté.m
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       PODER JUDICIAL                DIRECCIÓN EJECUTIVA





Tel. 2295-4971
San José





Fax 2233-8438                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr
  Costa Rica





N° 1582-DE-2017




17 de abril del 2017




Licenciada





Wendy Beita Umaña, Administradora





Administración Regional de Pérez Zeledón





Su Oficina




Estimada señora:




El licenciado José Luís Cambronero Delgado, Coordinador del Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, mediante correo electrónico de fecha 17 de marzo de 2017, enuncia inconvenientes que se están presentando en el espacio (Casa de ANDE) que se utiliza para realizar los juicios en la zona de Buenos Aires, los cuales fueron comunicados, solicitando una solución a su persona con fecha 28 de febrero, sin que se recibiera respuesta a la fecha de emisión de este correo. Al respecto la  suscrita le solicitó informe en el término de 24 horas, para que se refiriera a lo señalado por el Lic. Cambronero y sobre las medidas que ha adoptado e implementará la oficina a su cargo. Su persona da repuesta con oficio  N° 022-ARICJZS-2017, aunado remite oficio No 0213-ARICJZS-2017, de fecha 22 de marzo de 2017, en respuesta al oficio NO 944-DE-2017, que está relacionado con el tema.





Es importante indicar también que la Subdirectora Ejecutiva, Máster Dinorah Álvarez Acosta, conversó con su persona respecto a la respuesta al señor juez, enviando a esta Dirección Ejecutiva copia de oficio No 0230-ARICJZS-2017, de fecha 23 de marzo, donde dio respuesta al señor juez Cambronero Delgado. 





De los oficios remitidos por su persona  sobre los inconvenientes que señala el Lic. Cambronero, entre los cuales está la necesidad de disponer de una sala de juicios para la zona de Buenos Aires, solicitando esta Dirección Ejecutiva le autorice iniciar un proceso de contratación para arrendar no solo esta sala sino también una  Oficina de Comunicaciones Judiciales (para albergar 3 personas) y otra para la Trabajadora Social de la zona, al respecto, se da respuesta a cada una de sus gestiones, como sigue:





1.  Sobre la solicitud de autorización para el arriendo de sala de juicios de Buenos Aires: 




Se reitera autorización de esta Dirección Ejecutiva, la cual se concedió mediante oficio  N° 944-DE-2017 de fecha 20 de febrero de 2017, en atención a su gestión mediante oficio N° 0144-ARICJZS-2017 de fecha 16 de febrero último.





2. De la solicitud de autorización para arriendo de Oficina de Comunicaciones Judiciales de Buenos Aires:





   En cuanto al espacio para ubicar la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ), mediante oficio N° 0213-ARICJZS-2017; su persona adjunta correo electrónico del señor Sergio Valerio Madriz, de la Dirección de Planificación, en donde indica que el 20 de enero de 2017, pasa informe a la jefatura de la Sección de Control y Evaluación, en el cual se recomendó crear la Oficina de Comunicaciones Judiciales (OCJ), con la siguiente estructura:





OCJ de Buenos Aires:




1. Jefe de OCJ





2. Técnicos en Comunicaciones Judiciales





Por otro lado, mediante oficio N° 0213-ARICJZS-2017 de fecha 22 de marzo en curso, señala que la Administración a su cargo ha tomado medidas y coordinado para que las labores que realizan las plazas de la OCJ (3 en total) lo hagan de manera coordinada y planificada, en busca de maximizar los recursos existentes, a saber evitar duplicación de giras en una misma ruta, entre otras. 





Mediante correo de fecha 23 de marzo de 2017, la Dirección de Planificación le informa que el estudio antes indicado para la creación de la oficina de la OCJ, continúa en revisión por parte de la jefatura, en consideración de la prioridad y carga de trabajo.





Así las cosas, se autoriza contemplar en  su gestión de contratación de arriendo de la zona de Buenos Aires, a esta oficina y en paralelo como se le indicó en oficio N° 944-DE-2017, de fecha 20 de febrero de 2017, por tratarse de un nuevo arriendo, deberá aportar oportunamente, los estudios técnicos que respaldan la creación  de la oficina OCJ.






Deberá coordinar también con la Dirección de Planificación mientras adelanta la disposición de las  especificaciones técnicas y cartel de contratación. Se copia a la Dirección de Planificación para que le de pronta respuesta, por la necesidad urgente de arrendar un espacio que incluya el metraje y condiciones necesarias para adecuar a esta oficina. 




3. De la necesidad de arriendo para la Oficina de Trabajo Social y Psicología: 





Comunica su  persona que  con oficio N° 0213-ARICJZS-2017, se enunció correo de fecha 11 de diciembre de 2014, de la Licda. Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde informó que para el periodo 2015 se creó una plaza de Trabajador Social para Buenos Aires, adscrita a la oficina de Pérez Zeledón manifestando la Sra. Gutiérrez que logró que la Fiscalía le facilite un espacio para dicha plaza provisionalmente entre tanto se resuelve el asunto de infraestructura para Trabajo Social, y en consecuencia la MBA Ana Eugenia Romero Jenkins, mediante correo del 12 de diciembre de 2014, le autorizó se acondicionara dicha plaza en la Fiscalía, en el entendido esa solución tiene carácter temporal y que se debe trabajar a la brevedad con una alternativa definitiva. Por tanto, esta Dirección Ejecutiva reitera la autorización de la gestión de arriendo que solicita para esta oficina.




Conclusión:






Se autoriza dar inicio al proceso de contratación que corresponda para arrendar un local que albergue espacio para las oficinas y puestos antes de la OCJ; Oficina de Trabajo Social y  Sala de Juicios, todas en Buenos Aires.






Lo anterior, en el entendido que la oficina a su cargo, en lo que corresponda, deberá coordinar con el Departamento de Servicios Generales para contar con los estudios y criterios técnicos necesarios. Del mismo modo, deberá coordinar con el Departamento de Proveeduría dicha contratación y con la Dirección de Planificación la disposición oportuna del informe de creación de la OCJ en la zona de Buenos Aires, en el tiempo oportuno y se cuente con el aval del Consejo Superior para la creación de la oficina de la OCJ en la zona.






Todo lo anterior, partiendo que como comunicó,  dispone en la subpartida 10101,  "Alquileres", de los recursos necesarios para dicho arriendo, para cubrir los meses de agosto a diciembre 2017.





2. Sobre todas las gestiones que realiza el Lic. Cambronero:





a) Sobre la sala de juicios en Pérez Zeledón:






a.1 Se toma nota del oficio N° 0220-ARICJZS-2017, remitido por su persona a esta Dirección Ejecutiva, en donde informa que mediante proceso de contratación N° 2017CD-000005-ARPZCM, correspondiente al Alquiler de espacio físico para la sala de juicios de Buenos Aires de Puntarenas, que reúna todas las condiciones necesarias para la realización de los debates de la zona, fue declarado infructuoso con fecha 13 de marzo de 2017, por motivo de no recepción de ofertas.






a.2 En atención a su oficio N° 0144-ARICJS-2017, de fecha 16 de febrero de 2017 (antes citado)  la Dirección Ejecutiva da respuesta a su gestión sobre autorizar iniciar  proceso de contratación para arrendar sala de juicios, aprobando dicha gestión con oficio N° 944-DE-2017, de fecha 20 de febrero de 2017.






a.3 Como medida paliativa la Dirección Ejecutiva ha autorizado a la administración a su cargo como excepción pagar un derecho de uso en la Caja de ANDE, para que allí se celebren los juicios.






a.4 Mediante oficio N° 0220-ARICJZS-2017 nos comunica que la Caja de ANDE además de los ¢50.000 que cobra por el uso de esa sala cobra ¢20.000 para que puedan utilizar los aires, para un total de ¢70.000, monto visto con la Directora titular y que como excepción autoriza esta Dirección Ejecutiva con este oficio,  para que se proceda cuanto antes y con ello se solvente la situación que expone el Lic. Cambronero Delgado, respecto la ventilación necesaria para la salud de las personas.




b) De la limpieza de la Sala de Juicios:





b.1 Se toma del oficio N° 0215-ARCJZS-2017 de la Administración a su cargo, donde solicita al señor Carlos Montero Varela, encargado administrativo de Caja de ANDE-Buenos Aires de Puntarenas, orden y limpieza del lugar, de tal manera que se mantenga en condiciones óptimas.






b.2 En cuanto a la disposición en la sala de artículos para aseo personal en los servicios sanitarios como jabón, toalla, papel higiénico,  se informa tal y como usted lo indicó serán brindados por la Administración Regional a su cargo. 





De lo anterior se le solicita dar seguimiento, para garantizar a los señores y señoras jueces (as) y demás funcionarios así como también a las personas usuarias, un sitio limpio y que dispongan de los implementos necesarios para la higiene personal.





3) Del equipo de videoconferencia necesaria para la sala.






Es importante indicar que se toma nota que la Administración a su cargo ya lo gestionó a Dirección de Tecnología de la Información, además se informa que la suscrita, vía telefónica habló con la Directora de Tecnología de la Información respecto a la necesidad de dicho equipo, indicando que la oficina no lo tiene presupuestado y no dispone en stock en este momento, sin embargo, va a realizar el esfuerzo de tratar conseguir equipos mediante contratación que estima próxima a realizar y la Dirección Ejecutiva realiza la designación que corresponda.





Se toma nota de la información brindada por su persona indicando que dicho equipo se formuló para el año 2018.





Finalmente, respecto a la situación anterior, se toma nota de la respuesta que dio la administración a su cargo, con oficio N° 0230-ARICJZS-2017, de fecha 23 de marzo de 2017, a las gestiones presentadas por el Lic. José Luis Cambronero Delgado, Juez Coordinador del Tribunal de Pérez Zeledón, de lo cual se solicita sean oportunas.





Se copia este oficio al Lic. Jose Luis Cambronero Delgado, para responderle sus gestiones. Aprovecho para solicitarle disculpas por los inconvenientes causados y reiterarle que la Administración al Poder Judicial está para servir y responder según corresponda, las gestiones que nos realicen los funcionario judiciales, en nuestra competencia.      





Atentamente,





                                                                      Dinorah Álvarez Acosta




                                                                      Directora Ejecutiva a.í.




Cc.:  Jose Luis Cambronero Delgado, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.




        Kattia Morales Navarro, Dirección de Tecnología de la Información.




        Nacira Valverde Bermúdez, Dirección de Planificación.





Ref.: 2468/2528/2424




AERJ/DAA/csch
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Consolidado   Proyecto OCJ y Trabajo Social de Buenos Aires.xls








Consolidado  Proyecto OCJ y Trabajo Social de Buenos Aires.xls



OCJ y TS BA




					




										Oficina de Trabajo Social																				0




										Descripción					Cantidad					Mts2 requeridos					Observaciones:




					1					Área de Recepción y espera (4 espacios espera y 2 recepción (5x4)					1					20					Dos espacio de atención para personas usuarias y una butaca de espera de 4 plazas




					2					Oficina Profesional					1					12




					3					Área espera para niños					1					9




					4					Bodega de expedientes					1					6




					5					Bodega de suministros					1					6




										Subtotal										53




										Oficina de Comunicaciones Judiciales




					6					Área de Recepción y espera					1					20




					7					Técnica/ Técnico en Comunicaciones Judiciales					3					18




					8					Asistente Administrativo					1					6




					9					Bodega de suministros					1					6					uno por piso si el inmueble es de más de un nivel




					10					Area fax y escáner					1					2					Sujeto a disponibilidad de espacio en el inmueble a arrendar




					11					Sala de Juicios ( colegiados )					1					56.25




					12					Sala de Testigos										15




										Areas Comunes




					13					Cuarto de Telematica					1					7					Uno por piso ( 7 mts c/u)




					14					Servicios Sanitarios para personal y público (Diseño Universal)   en total 4 (1.55x225)					4					16					(Diseño Universal)  Se requiere en total 4, ( 2 para población judicial y 2 para personas usuarias externas) ( medidas 1.55x225)




					15					Pileta					1					2




					16					Centro de impresión					1					2					Deberá ser de facil acceso para ambas oficinas




					17					Area Auxliar de Seguridad					1					6




					18					Cuarto de Aseo					1					6




					19					Cafetín					1					10




										Subtotal					1					172.25




															SUBTOTAL AMBAS OFICINAS					225.25




										Espacio de Circulacion 15 % ( sujeto a disponibilidad en el inmueble)										33.8




															TOTAL REQUERIDO					259.0














Circular 49 y Detalles Tecnicos




					




										Requisitos de la propuesta




										Deberán presentar la distribución arquitectónica en Autocad




										El parqueo para la Ley 7600, no se debe considerar como parte del metraje que se solicita, lo anterior por cuanto de acuerdo con el área del inmueble la normativa exige cierta cantidad de parqueos, El parqueo de acceso universal es obligatorio. Si se solicita parqueo para un vehículo oficial, el área se considera como área útil siempre y cuando cumpla con piso, cielo raso, portón eléctrico, cerramiento, pintura




										Cuando envíen el estudio des necesidades deben detallar la cantidad exacta de personas e indicar su ubicación de acuerdo con la función que cumplen en el despacho; es decir, si los auxiliares permanecen el área de manifestación 




										En cuanto a los meritorios, incluir dos espacios, los cuales se considerarán como crecimiento futuro.




										El Coordinador Judicial  no debe tener oficina cerrada, se debe contemplar un área para niños cerca del área de manifestación y el área de recepción.




										Detallar la cantidad de personas usuarias que se estiman ingresan al despacho




										En el área de circulación se debe considerar  un 20% adicional del área que se requiere, aunque esta pueda variar de acuerdo con la distribución espacial y la estructura del inmueble.




										Debe considerarse un área para el  cuarto de lactancia de 3 x 3




										Una bodega para materiales de 6 m2.




										Cuarto de telemática de acuerdo con los requerimientos de la DTI si el inmueble es de dos niveles debe existir un cuarto en cada nivel y no debe ser menor a 7m2.




										Un espacio común para comedor, sus dimensiones dependerán de las personas servidoras judiciales que lo utilicen.




										Una bodega para expedientes de 6m2




										Una bodega para evidencias, en materia Civil, no mayor a 6 m2.




										El servicio sanitario Ley 7600  es de 3.5 metros, la normativa exige  uno por género; en ese sentido deben considerar según género  a las personas usuarias como las personas servidoras judiciales, por aparte.  Los servicios sanitarios de las personas usuarias deben estar ubicados en un área común y sin que accesen al despacho para hacer uso de ellos. Es importante por razones de seguridad que los servicios sanitarios de público estén separados de los del personal del despacho




										Deben considerar para  efectos del punto de voz y datos un área para impresora, fax y escáner de 2 x 2.




										Deben considerar los requerimientos en materia de seguridad y salud ocupacional




										El local deberá disponer de una salida alterna de acuerdo con el manual de requerimientos técnicos del cuerpo de bomberos




										Pileta de aseo: Se recomienda una pileta de aseo por piso, si el inmueble ofrecido es de más de un nivel




										El inmueble debe disponer de  una salida alterna desde todos los pisos. Según el Manual de Disposiciones Técnicas, apartado “4.9.3 Medios de egreso: ...Deben proveerse mínimo dos medios de egreso desde todos los pisos o secciones, y debe alcanzarse mínimo una salida sin tener que atravesar otro piso.”




										Para la valoración del inmueble no serán considerados como área útil: terrazas, cocheras, parqueos, patios de luz, patios exteriores, corredores, galerones, ranchos y kioscos. Los ductos de escalera, serán estimados como media área útil, y para los ductos de ascensor se considerará su área solamente en el primer nivel, cuando este se encuentre dentro del edificio, no será cuantificada su área cuando se trate de plataformas ubicadas en el interior o en el exterior del inmueble.




										El oferente debe diseñar su propuesta de distribución arquitectónica de acuerdo con los requerimientos El oferente deberá presentar como parte de la oferta, su propuesta de distribución arquitectónica en formato físico y en formato AUTO CAD (CD) junto con el plano catastro.




										Sala de Juicio




										* De acuerdo a información suministrada por el Departamento de Servicios Generales, el modelo consiste en una dimensión de 7,5m X 7,5 m con un área aprox. de 56,25 m2 que contempla lo siguiente:




										-7 mesas tipo estrado, una mesa del técnico, tipo Euromobilia




										2 sillas tipo butaca especial (como Trib. de Grecia) Buscar fotografias




										-8 sillas tipo Figueras




										-Cielo suspendido antisísmico




										-Dos Puertas nuevas completas




										-Ventana de marco de aluminio 4,0 x 0,60 m




										-Paredes de gypsum, con insonorización sistema Acustic- Block




										-Pintura




										-seis lámparas de ahorro energético




										-seis salidas de red




										-12 salida de toma eléctrico doble y dos apagadores




										-No incluye A/C o sistema de inyección o extracción de aire




										-No incluye sistema de audio




										-El piso sería el existente




										** De acuerdo a información suministrada por el Departamento de Servicios Generales, el modelo consiste en una dimensión de 7,2 m X 4,5 m con un área aprox. de 32,4 m2 contempla lo siguiente




										-Mueble de audiencias tipo Euromobilia de 5 o 7 espacios, más escritorio Juez y biblioteca




										-Cielo suspendido antisísmico




										-Puerta nueva completa




										-Ventana de marco de aluminio 1,2 x 1,2 m




										-Paredes de gypsum, con insonorización sistema Acustic- Block




										-Pintura




										-Dos lámparas de ahorro energético




										-Una salida de red




										-Una salida de toma eléctrico doble y apagador




										-No incluye A/C o sistema de inyección o extracción de aire




										-No incluye sillas




										-No incluye sistema de audio




										-El piso sería el existente




										Sala de lactancia




										                    El espacio físico debe tener un mínimo de 3m x 3m con ventilación e iluminación natural y con condiciones higiénicas adecuadas.  Además, de un ambiente propicio y agradable.




										                    Una refrigeradora o hielera mediana.




										                    Una mesa pequeña (aproximadamente 50 cm de ancho x 50 cm de largo).




										                    Sillas cómodas y suaves de acuerdo al número de madres (anchas, altas, rectas en ángulo de 90 grados).




										                    Un lavamanos.




										                    Un dispensador de jabón.




										                    Un dispensador de toallas de papel, para secado de manos (no eléctrico).




										                    Un basurero con tapa y bolsa de basura.




										                    Lapicero.




										                    Sillas de visita.




										                    Un abanico si no hay ventilación suficiente.
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Informe de Buenos Aires



A.  Características demográficas de la población del cantón de Buenos Aires




1. Características poblacionales 




Según datos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2011, del Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC), el cantón de Buenos Aires tiene una extensión de  2384 kilómetros cuadrados, para un total de 45 244 personas, lo que representa una densidad poblacional de 19 personas por kilómetro cuadrados, aumentando en dos puntos en relación a los datos que reportó este cantón para el Censo del 2000, ya que para dicho periodo se contaba con una densidad poblacional de 17 personas por Km2.




La mayor concentración de población se localiza en el distrito central de Buenos Aires, seguido por el distrito de Potrero Grande, siendo este primero el que mayor concentración de población presenta, seguido por el distrito de Boruca, Volcán y Brunca. Ver el siguiente cuadro. 




Cuadro 1.




Distribución de la población del cantón de Buenos Aires por distrito, según total de la población y densidad poblacional




					Distrito




					Población




					km2




					Densidad poblacional









					




					Absoluta




					Relativo




					




					









					Buenos Aires




					21063




					47%




					553




					38









					Volcán




					3815




					8%




					189




					20









					Potrero Grande




					5956




					13%




					627




					9









					Boruca




					3074




					7%




					138




					22









					Pilas




					1659




					4%




					111




					15









					Colinas




					1371




					3%




					122




					11









					Chánguena




					2631




					6%




					273




					10









					Biolley




					2455




					5%




					208




					12









					Brunca




					3220




					7%




					164




					20









					Total




					45 244




					100%




					2384




					19














Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC.




El cantón de Buenos Aires, es un área que se considera primordialmente rural, en la cual  predominan las actividades agropecuarias, pecuarias, silvícola y turísticas, así como  pequeños comercios y centros conglomerados de viviendas y viviendas dispersas con disposición de servicios de electricidad, agua potable y teléfono, además de servicios de escuela, iglesia, plaza entre otros; donde el 62.3% de la población reside en zonas rurales y el 37.7% en zonas urbanas. 




2. Características etarios









 La edad promedio de la población en esta zona es de 27 años, con una relación de dependencia demográfica de 60.7 personas en edades dependientes[footnoteRef:1] por cada 100 personas en edades productivas. Ver el siguiente Gráfico.  [1:  Se expresa como la cantidad de personas de 0 a 14 años y de 65 años y más, por cada cien personas de 15 años a 64 años de edad
] 










Gráfico 1.




Población por Sexo y Edad del Cantón de Buenos Aires




Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC.









El análisis de los grupos etarios por quinquenios determina que el 51% de la población se concentra en edades superiores a los 20 años e inferiores a los 64 años, por su parte el 44%  tiene edades de 0 a 19 años y únicamente el 6%  con edad superior a los 65 años; sin embargo si se analiza esta variable según grupos quinquenales se identifica que existe una mayor concentración en los grupos de 10 a 14 años y de 15 a 19 años, por su parte los grupos etarios analizados no presentan una variación significativa mayor a un punto porcentual entre sí. 




3. Estado civil 




El 40.7% de la población al momento del Censo indicó estar soltero o soltera, seguido por las personas casadas con un 28.3%, en unión libre con un 23.3%, separado o separada con un 3.7%, viudo o viuda con un 2.4% y divorciado o divorciada 1.5%.   




Cuadro 2.




Población del cantón de Buenos Aires según estado civil




					Estado civil 




					Porcentaje 









					Soltero(a)




					40,7%









					Casado(a)




					28,3%









					Unión libre o juntado(a)




					23,3%









					Separado(a)




					3,7%









					Viudo(a)




					2,4%









					Divorciado(a)




					1,5%









					Total 




					100%














Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC









4. Características migratorias




El flujo migratorio forma parte de las variables demográficas que inciden en el comportamiento y la redistribución espacial de la población; los datos del Censo 2011 clasifican al cantón de Buenos Aires como una zona de baja migración tanto interna[footnoteRef:2] (inmigración) como externa (emigración), ya que muestran un bajo mercado inmobiliario y un mercado laboral poco activo, al ser este un sector de  vocación agrícola y con lento crecimiento habitacional. Si se toma como base la población de cinco años (40 684 personas) únicamente 3 943 personas del total de la población, se trasladaron a vivir a esta zona proveniente de otros cantón en los últimos cinco años, esto es lo que se denomina inmigrantes internos y 492 personas son inmigrantes extranjeros, lo que representa a un 1.2% de la población.  [2:  La migración interna está conformada por todos aquellos individuos cuyo lugar de residencia cinco años antes del censo no coincide con su lugar de residencia habitual en el momento del Censo] 





Cuadro 3.




Población de 5 años y más por característica migratoria




					Población de 5 años y más




					40684









					No migrantes




					36249









					Inmigrantes internos




					3943









					Emigrantes internos




					3224









					Saldo de migración neto




					719









					Tasa de migración neta




					3,6









					Inmigrantes extranjeros




					492














Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC














A pesar de ser una zona de baja migración la tasa de migración neta[footnoteRef:3] indica un saldo positivo dado que se produjo un aumento en la población de 3.6 persona en promedio anual, por cada 1 000 habitantes motivado por el crecimiento de fuentes de empleo.  [3:  Es el resultado del saldo neto de las entradas y salidas a una determinada área geográfica o división político administrativa, por desplazamientos de población en el interior de un país. Representa la tasa de migración neta media anual por cada 1 000 personas de la población media, de una determinada zona en un período de 5 años.
] 





5. Actividad económica 




El movimiento migratorio así como la permanencia de las poblaciones en los cantones donde nace la persona están determinados por aspectos económicos y laborales de las comunidades, al propiciarse fuentes de empleo que son considerados como un punto de atracción para poblaciones de otros cantones y motivación de arraigo para su población autóctona. Siendo así, Buenos Aires es la segunda zona del país que destina la mayor cantidad de hectáreas para las actividades agrícolas y pecuarias 




Según datos del Censo Nacional Agropecuario, la extensión total de las fincas en el país es de 2 406 418,4 hectáreas, de las cuales Buenos Aires posee 126 594.2; agrupadas en 3 307 fincas, de las cuales 50 098.7 hectáreas están destinadas a para actividades agrícolas, 70 97.9 hectáreas a actividades pecuarias y 5 524.5 hectáreas a otra actividad. (INEC, 2015).




Las principales actividades a las cuales se destinan las fincas en la zona son primordialmente al ganado vacuno, seguido por el cultivo de frijol, café, arroz y maíz, tal como lo muestra el siguiente cuadro . 




Cuadro 4




Total de fincas según actividad principal, 2014




					Actividad principal




					Cantidad de fincas




					Porcentaje 









					Ganado vacuno




					1017




					31%









					Frijol




					649




					20%









					Café




					577




					17%









					Arroz




					148




					4%









					Maíz




					91




					3%









					Otras frutas




					79




					2%









					Granos básicos no especificados




					70




					2%









					Tiquisque




					67




					2%









					Manejo y protección de bosque natural




					66




					2%









					Árboles forestales




					60




					2%









					Otras hortalizas




					57




					2%









					Pastos




					50




					2%









					Banano




					46




					1%









					Otras raíces y tubérculos




					44




					1%









					Plátano




					40




					1%









					Yuca




					40




					1%









					Caña de azúcar




					37




					1%









					Otras actividades agrícolas




					33




					1%









					Palma aceitera




					32




					1%









					Otros usos de la tierra




					25




					1%









					Avicultura




					22




					1%









					Ganado porcino




					14




					0%









					Turismo rural




					13




					0%









					Acuicultura




					10




					0%









					Naranja




					4




					0%









					Ornamentales




					4




					0%









					Piña




					4




					0%









					Otras especies menores




					4




					0%









					Otras actividades pecuarias




					4




					0%









					Total




					3307




					100%














Fuente: Centro de Información Área de Servicios de Información y Divulgación Estadística, INEC









6. Desarrollo humano




El desarrollo humano debe ser analizado como las potencialización de los seres humanos para desenvolver  una vida productiva y creativa de acuerdo a sus necesidades e intereses, ampliando sus oportunidades, más allá de un aspecto económico, medible por medio del Índice de Desarrollo Humano (IDH)[footnoteRef:4], que se basa en tres dimensiones: la esperanza de vida al nacer que refleja la capacidad de llevar una vida larga y saludable; los años promedio de escolaridad y los años esperados de escolaridad que reflejan la capacidad de adquirir conocimientos y el ingreso nacional bruto per cápita expresa la capacidad de lograr un nivel de vida decente.  [4:  El valor ideal del Índice de Desarrollo Humano cantonal es el más próximo a 1, entre más desarrollada la zona más próximo será el indicador a este valor. ] 





Costa Rica, se posiciona a nivel mundial según el informe (PNUD, 2016), en el puesto 66 del Índice de Desarrollo Humana, clasificándolo dentro de los países con un “Alto” desarrollo humano al contar con un índice de 0.776, lo que además lo clasifica en el puesto número 9 de los países de América Latina y el Caribe. 




Según datos del Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016) Santa Ana de la provincia de San José, es el cantón cuyo valor es el más cercano al valor ideal, con un 0.944 para el 2014 y Buenos Aires esta un 0.881 puntos más bajo que el cantón mejor posicionado.  




El IDHc de Buenos Aires cuenta para el 2014 es de 0.063; pero de forma específica mejora en relación con los años anteriores, dado que pasa de la posición  74 en el 2012 a la 70 en el 2014, al subir cinco puntos, esto primordialmente por una mejora en el Índice de Conocimiento cantonal (ICc) ya que sube del puesto 41 en el 2013 al 33 para el 2014, al incrementarse la tasa de matrícula en primaria y secundaria, no obstante se da un descenso en el Índice de Esperanza de Vida (IEVc). 




Cuadro 5.




Índice de Desarrollo Humano cantonal de Buenos Aires, 2016




					Cantón: 603 Buenos Aires




					 




					 




					[image: ]




					 



















					 




					 









					Extensión territorial (Km2):




					2384,2




					




					




					




					 









					(Entre paréntesis se indica la posición del cantón con respecto al total de cantones)









					 




					




					




					




					




					 









					Índice ó Indicador




					Año









					




					2010




					2011




					2012




					2013




					2014









					IDHc




					0,641 (75)




					0,654 (75)




					0,668 (74)




					0,691 (70)




					0,693 (70)









					IEVc




					0,788 (67)




					0,830 (49)




					0,833 (52)




					0,872 (28)




					0,849 (42)









					Esperanza de vida (años)




					77,6




					79,0




					79,2




					80,5




					79,7









					ICc 




					0,870 (51)




					0,868 (58)




					0,904 (48)




					0,941 (41)




					0,966 (33)









					Tasa de matriculación primaria (%)




					100,0




					100,0




					100,0




					100,0




					100,0









					Tasa de matriculación secundaria (%)




					83,4




					82,3




					88,9




					95,7




					100,0









					Tasa de matriculación global (%)




					87,5




					86,8




					91,7




					96,7




					100,0









					Tasa de alfabetización adulta (%)




					93,0




					93,5




					93,9




					94,4




					94,9









					IBMc




					0,265 (79)




					0,263 (80)




					0,265 (80)




					0,260 (81)




					0,263 (81)









					Consumo per cápita de electricidad (Kwh)




					373,5




					370,0




					373,4




					366,1




					370,5









					 




					




					




					




					




					 









					IPHc




					24,884 (78)




					23,042 (79)




					24,072 (72)




					24,001 (75)




					25,603 (80)









					IPGc




					0,732 (63)




					0,734 (63)




					0,739 (65)




					0,738 (65)




					0,737 (65)









					IDGc




					0,628 (74)




					0,639 (73)




					0,654 (70)




					0,673 (70)




					0,675 (68)









					 




					




					




					




					




					 














Fuente: Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 




El Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc) cataloga a Buenos Aires, como una zona de alta pobreza y carencias, el indicador muestra una desmejora al pasar del lugar 75 al puesto 80 del 2013 al 2014, lo que conlleva a clasificar esta zona como un cantón con desarrollo humano rezagado, superado únicamente por el cantón de Cotos Brus.




El IPHc, aborda el tema de la pobreza como un proceso en el cual se carece de oportunidades básicas, este índice toma para su cálculo los considerados para el IDHc, pero planteadas como privaciones y adiciona un componente de exclusión social, y cuyo panorama deseado es el más cercano a cero. 




El IDHc calculado desde el 2010 al 2014 clasifica al cantón de Buenos Aires entre los grupos con desarrollo humano “medio bajos”, si se relaciona esta clasificación con el Índice de Pobreza Humana cantonal (IPHc)[footnoteRef:5], se logra concluir que es una zona rezagada en el desarrollo humano y alta en privaciones sociales (IPHc).   [5:  Para medir el IPHc se utilizan las tres dimensiones básicas del desarrollo humano, empleadas en relación con el IDHc, pero planteadas como privaciones, y se añade otra dimensión relacionada con la exclusión social. El valor más bajo y deseable del IPHc es 0%, conforme se aleja de este valor, las privaciones que se observan son mayores
] 





Por otro lado, Buenos Aires es una zona con niveles de desigualdad que han disminuido de forma poco significativa para el 2014, dado que en el 2010 este indicador posicionó al Cantón en el puesto 74 y en el 2014 mejoro dos escalones para colocarse en el lugar 68. El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género (IDGc)[footnoteRef:6] se utiliza para medir las diferencias entre hombres y mujeres con base en las categorías del IDHc  y que numéricamente es menor a este ya que su propósito es de medir las  desigualdades de género ajustada, con el objetivo de penalizar las diferencias observadas en las tres dimensiones: educación, salud y nivel de vida.  Si se asocia el comportamiento del IDHc con el IDGc se logra determinar que el primer indicador se mantiene pero se da una disminución en las diferencias de género.  [6:  El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género en el ámbito cantonal (IDGc) valora el impacto producido por las desigualdades existentes entre hombres y mujeres en el desarrollo humano. Este índice no es una medida per se de la desigualdad de género, sino una medida del desarrollo humano (IDHc) ajustado con el objeto de penalizar desigualdades entre hombres y mujeres en tres dimensiones (educación, salud y nivel de vida).
] 










 




La tendencia histórica del Índice de Potenciación de Género cantonal (IPGc) es un componente estable y negativo para la región, al mantenerse en niveles bajos de participación política, económica y control de los recursos por parte de las mujeres. 









Por otro lado, el Índice de Progreso Social cantonal (IPSc)  es una métrica social y ambiental, que mide el resultado de las inversiones, programas y políticas en un cantón, con el cual se logran identificar prioridades en los cantones, promover acciones de alto impacto, contar con una guía de medición y generar bancos de datos públicos que faciliten la gestión de los gobiernos municipales. 









Los datos del IPSc se agrupan en tres categorías: necesidades humanas básicas, fundamentos de bienestar y oportunidades, tal como se presenta en la siguiente figura. 




Figura 1.




Categorías del IPS
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Fuente: Atlas de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 









Cada categoría está conformada por una serie de indicadores que pueden ser analizados a detalle en la figura anterior.  Para analizar el IPSc de un cantón este debe ser comparado con los cantones que cuenta con condiciones y desempeño similares, para el caso de Buenos Aires este es comparable  con los cantones de: Tarrazú, Alajuelita, León Cortes, Los Chiles, Guatuso, Sarapiquí, La Cruz, Pococí, Talamanca y Matina; todos zonas con un IDH rezagado, esto según el Atlas cantonal de Desarrollo Humano cantonal  (PNUD, 2016). 









Los datos analizados se clasifican según su color, el verde indica que el cantón tiene una fortaleza; el color amarillo indica que es neutral; y el color rojo muestra que tiene una debilidad comparado con los 10 cantones de nivel económico similar. 









Buenos Aires por su parte se ubican el puesto 64 del ranking del IPSc, donde la categoría “Fundamentos de Bienestar” es una fortaleza dentro del Cantón, primordialmente por una alta tasa de matrícula en educación secundaria, una baja tasa de muerte por ira y mortalidad por enfermedades no contagiosas, ya que los demás indicadores que compone la dimensión son neutros.  









La categoría de “Necesidades Humanas Básicas”, está conformado por los  componentes de seguridad personal, nutrición y asistencia médica básica, donde  hay una deficiencia alimentaria, medible a través de la tasa de desnutrición. 









En cuanto a la categoría de “Oportunidades” esta presenta una condición menos favorable que las dos mencionadas anteriormente, dado que se da una baja tolerancia en la zona ante la inclusión de migración y una baja participación política en la zona, pero como fortaleza esta la participación política por el bajo abstencionismo que se reportó en el Cantón ante las últimas elecciones.  Esta categoría está conformado por los componentes de tolerancia e inclusión, de derechos personales y de libertad personal y de elección.









Figura 2.




Índice de Progreso Social cantonal de Buenos Aires
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Fuente: http://www.costaricapropone.go.cr/canton/buenos-aires 









Además, el Índice de Rezago Social calculado con base en el Censo Nacional de Población y Vivienda del 2011, categoriza a Buenos Aires, entre los cantones con un alto rezago social junto con distritos como Osa, Golfito, Coto Brus de Puntarenas y de Talamanca y Sixaola, donde la mayoría de los hogares tienen limitaciones o carencias en educación, salud o vivienda.





























Figura 3.




Hogares del cantón de Buenos Aires según Necesidades Básicas Insatisfechas
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Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censo, INEC. Indicadores Cantonales 




Tal como lo establecen los Objetivos de Desarrollo del Milenio para el ámbito cantonal  del (Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, 2012), el cantón de Buenos Aires no ha mostrado progreso en la “Erradicar la pobreza extrema y el hambre” y en “Garantizar la sostenibilidad del Medio ambiente”. Tampoco ha logrado avanzar de manera significativa “Lograr la enseñanza primeria universal”, “Promover la igualdad de género y autonomía de la mujer” y en “Reducir la mortalidad en niños y niñas menores de cinco años”  por lo que si  las condiciones actuales persisten el Cantón no alcanzará las metas planteadas. Por último, se proyecta que alcance logros en “Mejorar la salud materna” y  “Combatir el VIH/ SIDA, la malaria y otras enfermedades”



















7. Características educativas




El nivel educativo de la población con cinco años o más que predomina es de primaria completa con un 60%, seguido por secundaria académica con un 20% y un 7% que reportó ningún grado, tal como lo muestra el siguiente gráfico.




Gráfico 2.




Nivel de Institución, según población de cinco años o más














Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC




Actualmente existen 185 centros destinados para educación preescolar, primaria y secundaria, distribuidos según datos del Ministerio de Educación Pública en nueve circuitos educativos, de los cuales cuatro que se encuentran en los territorios indígenas, que agrupan 84 escuelas y colegios, (Ministerio de Educación Pública, 2017). 




Según datos del Censo 2011, en Buenos Aires 31 de cada 100 personas con edades entre los 7 y 17 años tienen al menos un año de rezago escolar, respecto al total de la población con el mismo rango. En cuanto al porcentaje de mujeres con rezago escolar está por debajo del indicador general  ya que para este grupo de 28 mujeres tienen al menos un año de rezago y los hombres 34 de cada 100.




La tasa de analfabetismo está por encima de la tasa nacional de 2.4 personas por cada 100 habitantes, al colocarse en un 4,7 para el cantón de Buenos Aires. La escolaridad promedio que se entiende como la cantidad de años aprobados en la educación regular, de la población de 15 años y más, respecto a la población de 15 años y más, es de 6.6 años. 









En cuanto al acceso a las tecnologías para la comunicación e información que se miden a través del Censo del 2011, que en los últimos tres meses solo  26 de personas de cada 100 utilizaron la computadora y 23 personas de cada 100 el Internet. En cuanto a los dispositivos celulares la tasa se eleva a 58 personas.  Estos datos están por debajo del resultado nacional de 72 personas que utilizaron el celular, 49 la computadora y 45 el internet por cada 100 habitantes en los últimos tres meses. 




El cantón de Buenos Aires, los principales problemas que se identifican a nivel educativo están las necesidades de mayor equipamiento y condiciones de infraestructura, especialmente en los laboratorios de ciencias, idiomas, informática y deportivos. Las carencias educativas mencionadas, son las que principalmente afectan al sistema y repercuten en un desequilibrio de oportunidades para los y las estudiantes de la región. 









8. Crecimiento de la población 




Según datos poblacionales del Censo del 2000, este Cantón contaba con un 40 139, para el 2011 el número aumento a 45 244 personas, lo que evidencia un crecimiento de 5105 personas.




Las proyecciones poblacionales realizadas por el INEC para el periodo 2017 al 2025, evidencian un decrecimiento de la población en la región poco relevante, al descender únicamente un 0.3%. 




Gráfico 3.




Crecimiento poblacional del cantón de Buenos Aires del 2017 al 2025









 




Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. INEC. 









9. Poblaciones con discapacidad




En el Territorio Buenos Aires la cantidad de personas con discapacidad corresponde al 11% de la población, en donde un 53% son hombres y un 47% son mujeres. En el caso de las personas que no tienen discapacidad, representa 89% de la población. 




Del total de personas con discapacidad el 73% presenta solo una limitación, el 5.8% dos condiciones de discapacidad y el  2.6% tres, principalmente. Entre los tipos de discapacidad más frecuentes esta la limitación visual, motora y auditiva. 




Cuadro 6




Población del cantón de Buenos Aires con discapacidad según cantidad y tipo de limitaciones




					Cantidad de limitaciones por persona




					




					Cantidad de personas por tipo de limitación









					




					Relativo




					Absoluto




					




					Para ver aunque use anteojos o lentes 




					2641









					1




					73%




					3479




					




					Para oír 




					899









					2




					17%




					817




					




					Para hablar 




					411









					3




					6%




					276




					




					Para caminar o subir gradas 




					1584









					4




					3%




					122




					




					Para utilizar brazos y manos 




					618









					5




					1%




					44




					




					De tipo intelectual 




					350









					6




					0%




					8




					




					De tipo mental 




					236









					7




					0%




					6




					




					TOTAL




					6739














					




					100%




					4752




					




					




					














Fuente: Elaboración propia con base en datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. 




10. Población indígena




El 40% de la población indígena que reside en el cantón de Buenos Aires, pertenece al grupo indígena Bribri, el 26% a los Brunca o Boruca, el 19% a los Cabecar y 12% a los Teribe o Terraba.




Cuadro 7.




Población indígena en el cantón de Buenos Aires




					Pueblo indígena




					Absoluto




					Relativo









					Bribrí




					5113




					40%









					Brunca o Boruca




					2716




					21%









					Cabécar




					2453




					19%









					Teribe o Térraba




					1525




					12%









					Ngöbe o Guaymí




					728




					6%









					De otro país




					113




					0.9%









					Chorotega




					74




					0.6%









					Huetar




					26




					0.2%









					Maleku o Guatuso




					20




					0.2%









					Ningún pueblo




					696




					



























































Fuente: Elaboración propia con base en datos del Censo Nacional de Población y Vivienda, 2011. 









La población se encuentra distribuida en siete territorios indígenas, tal como se muestra en la consultada del Sistema de  Información Georeferencial del Poder Judicial, ver la siguiente figura.




Figura 4.




Sistema de Información Georeferencial del Poder Judicial
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Fuente: Elaboración propia con base en datos Sistema de Información Georeferencial del Poder Judicial. 









Los principales problemas que enfrenta la población indígena del cantón de Buenos Aires son: 




· Ocupación ilegal y desplazamiento indígena




· Violencia étnica




· Oportunidad de empleo 




· Formación educativa y falta de conocimiento en aspectos técnicos (sobre desarrollo de capacidades) e informativos (sobre aspectos de procedimientos propios de la institucionalidad costarricense). 




· Generación de espacios productivos y de emprendimiento para jóvenes, mujeres, personas adultas mayores y demás población adulta.




· Dificultad de acceso a los servicios públicos




· Falta de vías de comunicación. 




· Existencia de altos índices de pobreza




· Altos porcentajes de analfabetismo 




· Escasos servicios en salud




· Programas institucionales adaptados a las condiciones de los pueblos indígenas; entre otros aspectos.




Un aspecto de gran preocupación es la ocupación ilegal de tierras que ha generado dentro de los territorios indígenas una explosión de violencia desde el 2012, según (Alancay, 2014), indica que, Costa Rica es consciente de esta situación, sin embargo los derechos de los pueblos indígenas siguen siendo violados con impunidad y su integridad cultural se amenaza y desprecia. Los indígenas han sido asesinados en los últimos años en territorios Bribri y Cabécar Talamanca y ha habido intentos hacia el líder Teribe en el 2012 por quejarse de la tala ilegal. Se estima que solo del territorio Salitre existe un 60% de ocupación ilegal de la tierra. 









11. Medios de trasporte y comunicación 




Según datos de la Federación de Municipalidades de la Región Sur de la provincia de Puntarenas  (FEDEMSUR, s.f), Buenos Aires, tiene una extensión de 1.442.49 kilómetros de red vial cantonal, de los cuales, 57.2% son catalogados como en malas y  muy malas condiciones, el 41.4% se encuentra en condición regular y el 1.4% como buena. El tipo de superficie de las vías del cantón son en un 93.7% de lastre, 5.2% de tierra, el 1.1% cuenta con algún tratamiento de la superficie y solo el 0.1% están asfaltadas. 




 Con base en lo mencionado, se logra determinar que para la dinamización de la económica y desarrollo laboral en la zona es necesaria la inversión en infraestructura vial y el mantenimiento de los caminos existentes, en especial en las zonas que se ubican en fuera de la cabecera de cantón, esto debido a que el  (LANAMME, 2014) indicó que en los caminos del casco central del cantón no  presentan una condición crítica o muy mala y que tan solo requieren mantenimiento de preservación en sus condiciones y estructura. 


































Figura 5.




Mapa de la Red vial del cantón de Buenos Aires
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Fuente: Sistema de Información de Caminos, Departamento de Medios de Transporte, Dirección General de Planificación Sectorial, Ministerio de Obras Públicas y Transporte. 
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Cuadro 40





						





												Cuadro 5





												Costa Rica: Población de 5 años y más por nivel de instrucción, según provincia, cantón y sexo





												Provincia, cantón y sexo						Población de 5 años y más						Nivel de instrucción





																								Ningún grado						Enseñanza especial						Kinder o preparatoria						Primaria						Secundaria académica						Secundaria técnica						Parauniversitaria						Universitaria





												Costa Rica						3 962995						174493						10359						90556						1 723993						1 143500						129289						64355						626450





												Hombres						1 933120						88030						5917						46128						859279						550942						64401						28022						290401





												Mujeres						2 029875						86463						4442						44428						864714						592558						64888						36333						336049





												San José						1 305440						40954						3493						26950						496401						414606						35939						25267						261830





												Hombres						621120						19748						1999						13661						237714						196047						17946						10604						123401





												Mujeres						684320						21206						1494						13289						258687						218559						17993						14663						138429





												San José						267970						7597						764						5246						90645						94383						5475						6127						57733





												Hombres						125980						3533						447						2679						42135						44317						2709						2604						27556





												Mujeres						141990						4064						317						2567						48510						50066						2766						3523						30177





												Escazú						52692						1205						127						1167						16831						15028						990						1222						16122





												Hombres						24739						555						67						572						7928						6836						462						458						7861





												Mujeres						27953						650						60						595						8903						8192						528						764						8261





												Desamparados						193566						5889						552						4292						76337						66802						6762						3475						29457





												Hombres						92414						2747						314						2203						36629						32061						3423						1470						13567





												Mujeres						101152						3142						238						2089						39708						34741						3339						2005						15890





												Puriscal						30903						1565						83						545						13966						7823						1865						429						4627





												Hombres						15426						860						49						273						6947						3984						1008						183						2122





												Mujeres						15477						705						34						272						7019						3839						857						246						2505





												Tarrazú						14823						904						25						327						8582						3260						336						174						1215





												Hombres						7354						461						12						160						4447						1523						146						82						523





												Mujeres						7469						443						13						167						4135						1737						190						92						692





												Aserrí						53468						1953						151						1219						25989						16103						1480						800						5773





												Hombres						26041						983						91						612						12836						7723						732						363						2701





												Mujeres						27427						970						60						607						13153						8380						748						437						3072





												Mora						24508						801						52						490						10272						7086						859						438						4510





												Hombres						11777						396						33						236						5121						3301						423						160						2107





												Mujeres						12731						405						19						254						5151						3785						436						278						2403





												Goicoechea						107317						2597						359						2021						36436						38986						2116						2482						22320





												Hombres						50284						1231						209						1036						16790						18373						1081						1079						10485





												Mujeres						57033						1366						150						985						19646						20613						1035						1403						11835





												Santa Ana						45631						1193						133						1121						15333						13366						870						1100						12515





												Hombres						21764						538						77						569						7452						6187						385						453						6103





												Mujeres						23867						655						56						552						7881						7179						485						647						6412





												Alajuelita						70922						2584						217						1630						31491						26258						1296						1080						6366





												Hombres						34009						1217						119						850						15016						12578						662						508						3059





												Mujeres						36913						1367						98						780						16475						13680						634						572						3307





												Vázquez de Coronado						56671						1345						139						1064						19319						19479						1197						1309						12819





												Hombres						27219						668						87						567						9363						9237						658						571						6068





												Mujeres						29452						677						52						497						9956						10242						539						738						6751





												Acosta						18805						1114						48						381						10170						3429						1954						130						1579





												Hombres						9478						633						25						197						5203						1699						981						56						684





												Mujeres						9327						481						23						184						4967						1730						973						74						895





												Tibás						60768						1495						150						1115						18313						21125						1115						1687						15768





												Hombres						28192						668						77						580						8227						9968						570						692						7410





												Mujeres						32576						827						73						535						10086						11157						545						995						8358





												Moravia						53430						1056						120						1096						15370						17316						1000						1393						16079





												Hombres						25036						474						61						525						7209						8056						503						575						7633





												Mujeres						28394						582						59						571						8161						9260						497						818						8446





												Montes de Oca						46708						663						87						766						9983						13351						855						1184						19819





												Hombres						21649						288						56						363						4446						6106						398						444						9548





												Mujeres						25059						375						31						403						5537						7245						457						740						10271





												Turrubares						5087						370						10						84						2866						826						492						36						403





												Hombres						2632						216						6						39						1502						412						252						11						194





												Mujeres						2455						154						4						45						1364						414						240						25						209





												Dota						6400						364						5						139						3496						828						812						67						689





												Hombres						3134						186						4						70						1783						357						403						27						304





												Mujeres						3266						178						1						69						1713						471						409						40						385





												Curridabat						61135						1418						150						1224						18860						17771						1293						1443						18976





												Hombres						28576						670						79						615						8748						8239						609						570						9046





												Mujeres						32559						748						71						609						10112						9532						684						873						9930





												Pérez Zeledón						123334						6234						296						2808						65287						29853						3946						620						14290





												Hombres						59754						3126						174						1413						32368						14382						1943						264						6084





												Mujeres						63580						3108						122						1395						32919						15471						2003						356						8206





												León Cortés Castro						11302						607						25						215						6855						1533						1226						71						770





												Hombres						5662						298						12						102						3564						708						598						34						346





												Mujeres						5640						309						13						113						3291						825						628						37						424





												Alajuela						779201						41101						2123						17934						367600						209448						24798						12287						103910





												Hombres						385438						21288						1216						9128						186553						101884						12307						5591						47471





												Mujeres						393763						19813						907						8806						181047						107564						12491						6696						56439





						4						Alajuela						235232						8423						718						5352						100412						70673						6183						5009						38462





												Hombres						115729						4292						429						2768						50226						34595						3043						2250						18126





												Mujeres						119503						4131						289						2584						50186						36078						3140						2759						20336





												San Ramón						74535						3346						213						1620						33534						21267						1292						1233						12030





												Hombres						36530						1751						120						816						16957						10297						647						567						5375





												Mujeres						38005						1595						93						804						16577						10970						645						666						6655





												Grecia						71132						3166						220						1623						33352						19859						969						1280						10663





												Hombres						35150						1668						125						789						16718						9808						500						565						4977





												Mujeres						35982						1498						95						834						16634						10051						469						715						5686





						4						San Mateo						5714						258						5						121						2886						1035						733						68						608





												Hombres						2904						146						2						64						1458						505						419						35						275





												Mujeres						2810						112						3						57						1428						530						314						33						333





						4						Atenas						23803						879						71						455						10513						6580						402						522						4381





												Hombres						11855						450						37						236						5401						3235						200						239						2057





												Mujeres						11948						429						34						219						5112						3345						202						283						2324





												Naranjo						39541						1834						142						883						18732						12048						295						635						4972





												Hombres						19290						905						83						433						9278						5912						141						273						2265





												Mujeres						20251						929						59						450						9454						6136						154						362						2707





												Palmares						32381						1073						88						646						14008						9788						320						540						5918





												Hombres						15902						505						50						308						7026						4802						170						258						2783





												Mujeres						16479						568						38						338						6982						4986						150						282						3135





						4						Poás						26876						1247						74						675						13952						6843						440						433						3212





												Hombres						13300						654						41						336						7124						3309						222						211						1403





												Mujeres						13576						593						33						339						6828						3534						218						222						1809





						4						Orotina						18684						1054						61						408						8526						3455						2690						332						2158





												Hombres						9145						531						37						203						4205						1642						1340						177						1010





												Mujeres						9539						523						24						205						4321						1813						1350						155						1148





						5						San Carlos						148060						10751						312						3805						75402						35120						7168						1403						14099





												Hombres						73908						5650						165						1998						39015						16809						3552						637						6082





												Mujeres						74152						5101						147						1807						36387						18311						3616						766						8017





												Zarcero						11206						509						39						218						5676						3168						78						147						1371





						4						Hombres						5588						278						22						108						3087						1463						34						63						533





						4						Mujeres						5618						231						17						110						2589						1705						44						84						838





												Valverde Vega						16720						772						79						342						8385						3697						1270						263						1912





						4						Hombres						8164						382						51						181						4251						1753						613						110						823





						4						Mujeres						8556						390						28						161						4134						1944						657						153						1089





						5						Upala						39863						3606						62						1027						22261						9045						1278						228						2356





												Hombres						19956						1907						33						502						11382						4384						642						111						995





												Mujeres						19907						1699						29						525						10879						4661						636						117						1361





						5						Los Chiles						21397						2888						18						469						11842						4104						936						105						1035





												Hombres						10911						1508						8						236						6193						2038						446						51						431





												Mujeres						10486						1380						10						233						5649						2066						490						54						604





						5						Guatuso						14057						1295						21						290						8119						2766						744						89						733





												Hombres						7106						661						13						150						4232						1332						338						44						336





												Mujeres						6951						634						8						140						3887						1434						406						45						397





												Cartago						453624						17230						1650						10611						209485						124318						11929						8176						70225





												Hombres						221964						8451						932						5399						104159						60374						5898						3572						33179





												Mujeres						231660						8779						718						5212						105326						63944						6031						4604						37046





												Cartago						137432						4272						475						3017						58618						39424						4061						3011						24554





												Hombres						67144						2119						269						1596						28942						18976						2201						1319						11722





												Mujeres						70288						2153						206						1421						29676						20448						1860						1692						12832





												Paraíso						53315						2138						209						1434						28133						13923						738						879						5861





												Hombres						26048						1017						107						713						13770						6864						370						402						2805





												Mujeres						27267						1121						102						721						14363						7059						368						477						3056





												La Unión						91292						2642						264						2227						35510						27802						3131						1662						18054





												Hombres						43894						1269						143						1086						17301						13414						1383						714						8584





												Mujeres						47398						1373						121						1141						18209						14388						1748						948						9470





												Jiménez						13627						668						78						288						7787						3321						110						176						1199





												Hombres						6768						321						47						125						3962						1651						55						85						522





												Mujeres						6859						347						31						163						3825						1670						55						91						677





												Turrialba						64188						3999						254						1474						31710						16441						1259						801						8250





												Hombres						31660						1933						143						780						16100						8056						629						320						3699





												Mujeres						32528						2066						111						694						15610						8385						630						481						4551





												Alvarado						13195						625						48						281						8273						2225						749						128						866





												Hombres						6596						331						28						153						4257						1034						342						59						392





												Mujeres						6599						294						20						128						4016						1191						407						69						474





												Oreamuno						41973						1656						199						972						20596						11130						847						794						5779





												Hombres						20455						840						116						498						10143						5457						401						340						2660





												Mujeres						21518						816						83						474						10453						5673						446						454						3119





												El Guarco						38602						1230						123						918						18858						10052						1034						725						5662





												Hombres						19399						621						79						448						9684						4922						517						333						2795





												Mujeres						19203						609						44						470						9174						5130						517						392						2867





												Heredia						402937						13255						1036						9368						145975						122212						10584						8720						91787





												Hombres						195647						6654						606						4782						72030						59417						5137						3699						43322





												Mujeres						207290						6601						430						4586						73945						62795						5447						5021						48465





						8						Heredia						115388						2791						312						2473						35046						37843						2949						2756						31218





						8						Hombres						54511						1321						175						1277						16540						17966						1398						1150						14684





						8						Mujeres						60877						1470						137						1196						18506						19877						1551						1606						16534





						8						Barva						37956						1025						108						869						12875						11792						1041						867						9379





						8						Hombres						18544						509						67						471						6445						5760						518						357						4417





						8						Mujeres						19412						516						41						398						6430						6032						523						510						4962





						8						Santo Domingo						37674						741						86						823						12385						11642						729						1039						10229





						8						Hombres						18222						380						47						416						6028						5726						372						442						4811





						8						Mujeres						19452						361						39						407						6357						5916						357						597						5418





						8						Santa Bárbara						33615						1011						105						878						14060						10381						1059						710						5411





						8						Hombres						16543						521						70						436						7007						5091						541						324						2553





						8						Mujeres						17072						490						35						442						7053						5290						518						386						2858





						8						San Rafael						42700						1163						122						942						15171						13521						1110						1023						9648





						8						Hombres						20756						559						72						460						7467						6593						547						457						4601





						8						Mujeres						21944						604						50						482						7704						6928						563						566						5047





						8						San Isidro						19224						505						41						433						7178						5795						445						433						4394





						8						Hombres						9486						242						25						218						3555						2967						215						171						2093





						8						Mujeres						9738						263						16						215						3623						2828						230						262						2301





						8						Belén						20343						434						39						443						6672						6014						721						533						5487





						8						Hombres						9848						219						22						217						3210						2979						347						207						2647





						8						Mujeres						10495						215						17						226						3462						3035						374						326						2840





												Flores						18678						403						73						423						6012						5609						629						510						5019





												Hombres						9092						201						41						207						2936						2783						300						230						2394





												Mujeres						9586						202						32						216						3076						2826						329						280						2625





						8						San Pablo						25897						578						64						580						7318						7861						521						590						8385





						8						Hombres						12428						249						34						299						3532						3843						249						263						3959





						8						Mujeres						13469						329						30						281						3786						4018						272						327						4426





												Sarapiquí						51462						4604						86						1504						29258						11754						1380						259						2617





												Hombres						26217						2453						53						781						15310						5709						650						98						1163





												Mujeres						25245						2151						33						723						13948						6045						730						161						1454





												Guanacaste						298954						15041						706						6757						136164						84663						13438						3997						38188





												Hombres						147577						7805						400						3538						69077						41365						6928						1876						16588





												Mujeres						151377						7236						306						3219						67087						43298						6510						2121						21600





												Liberia						57131						2476						202						1458						22894						18783						1410						955						8953





												Hombres						27822						1236						117						759						11511						9066						786						457						3890





												Mujeres						29309						1240						85						699						11383						9717						624						498						5063





												Nicoya						46899						2088						95						960						21148						12913						2789						514						6392





												Hombres						22977						1071						50						495						10634						6404						1428						226						2669





												Mujeres						23922						1017						45						465						10514						6509						1361						288						3723





												Santa Cruz						50611						1864						98						981						20991						14258						3227						632						8560





												Hombres						24998						984						55						523						10609						7066						1660						301						3800





												Mujeres						25613						880						43						458						10382						7192						1567						331						4760





												Bagaces						17837						1167						33						384						9135						4611						683						172						1652





												Hombres						8962						627						17						215						4758						2234						338						78						695





												Mujeres						8875						540						16						169						4377						2377						345						94						957





												Carrillo						33754						1465						60						771						15155						9283						2390						625						4005





												Hombres						16836						768						34						396						7815						4570						1194						292						1767





												Mujeres						16918						697						26						375						7340						4713						1196						333						2238





												Cañas						23836						1293						89						575						11206						7407						294						299						2673





												Hombres						11693						666						58						292						5635						3593						133						131						1185





												Mujeres						12143						627						31						283						5571						3814						161						168						1488





												Abangares						16570						1057						34						414						8624						4459						426						209						1347





												Hombres						8271						580						18						218						4453						2112						219						91						580





												Mujeres						8299						477						16						196						4171						2347						207						118						767





												Tilarán						18152						1090						40						449						8844						5194						311						261						1963





												Hombres						8966						584						24						229						4434						2516						154						139						886





												Mujeres						9186						506						16						220						4410						2678						157						122						1077





												Nandayure						10270						606						23						227						5501						1945						1022						98						848





												Hombres						5219						314						10						131						2847						960						532						50						375





												Mujeres						5051						292						13						96						2654						985						490						48						473





												La Cruz						17220						1565						25						435						9152						4674						176						166						1027





												Hombres						8437						773						14						218						4569						2277						94						76						416





												Mujeres						8783						792						11						217						4583						2397						82						90						611





												Hojancha						6674						370						7						103						3514						1136						710						66						768





												Hombres						3396						202						3						62						1812						567						390						35						325





												Mujeres						3278						168						4						41						1702						569						320						31						443





												Puntarenas						373843						23895						822						9341						187148						97088						18801						3363						33385





												Hombres						186959						12322						478						4797						96194						47508						9328						1552						14780





												Mujeres						186884						11573						344						4544						90954						49580						9473						1811						18605





												Puntarenas						105057						5452						317						2643						49341						30926						5027						1192						10159





												Hombres						52106						2877						178						1389						25095						14982						2474						547						4564





												Mujeres						52951						2575						139						1254						24246						15944						2553						645						5595





												Esparza						26324						1114						91						630						10957						9028						371						340						3793





												Hombres						12905						599						54						315						5560						4429						172						156						1620





												Mujeres						13419						515						37						315						5397						4599						199						184						2173





												Buenos Aires						40684						3032						63						1025						24536						8140						1282						158						2448





												Hombres						20489						1496						39						542						12557						4035						642						82						1096





												Mujeres						20195						1536						24						483						11979						4105						640						76						1352





												Montes de Oro						11954						739						18						225						5398						3652						215						184						1523





												Hombres						5932						411						6						108						2778						1757						107						80						685





												Mujeres						6022						328						12						117						2620						1895						108						104						838





												Osa						26868						2014						51						609						13937						7106						765						181						2205





												Hombres						13737						1061						27						319						7353						3541						373						89						974





												Mujeres						13131						953						24						290						6584						3565						392						92						1231





												Aguirre						24423						1456						26						555						11826						6639						1604						210						2107





												Hombres						12576						803						14						289						6266						3268						784						106						1046





												Mujeres						11847						653						12						266						5560						3371						820						104						1061





												Golfito						35653						2489						52						914						17855						8067						3240						310						2726





												Hombres						18000						1304						35						457						9193						4019						1670						144						1178





												Mujeres						17653						1185						17						457						8662						4048						1570						166						1548





												Coto Brus						34844						2895						74						965						19247						6731						1954						223						2755





												Hombres						17276						1409						51						483						9841						3321						967						97						1107





												Mujeres						17568						1486						23						482						9406						3410						987						126						1648





												Parrita						14711						1214						19						300						7907						2358						1841						85						987





												Hombres						7502						635						13						154						4158						1158						891						40						453





												Mujeres						7209						579						6						146						3749						1200						950						45						534





												Corredores						37919						2544						77						1043						18596						10844						1209						318						3288





												Hombres						18734						1260						44						525						9465						5309						613						121						1397





												Mujeres						19185						1284						33						518						9131						5535						596						197						1891





												Garabito						15406						946						34						432						7548						3597						1293						162						1394





												Hombres						7702						467						17						216						3928						1689						635						90						660





												Mujeres						7704						479						17						216						3620						1908						658						72						734





												Limón						348996						23017						529						9595						181220						91165						13800						2545						27125





												Hombres						174415						11762						286						4823						93552						44347						6857						1128						11660





												Mujeres						174581						11255						243						4772						87668						46818						6943						1417						15465





												Limón						85017						5037						112						2390						36800						27243						3303						885						9247





												Hombres						41036						2405						56						1171						18587						13117						1572						382						3746





												Mujeres						43981						2632						56						1219						18213						14126						1731						503						5501





												Pococí						114319						7165						190						3033						61197						28601						4176						598						9359





												Hombres						57385						3801						116						1551						31338						13936						2111						273						4259





												Mujeres						56934						3364						74						1482						29859						14665						2065						325						5100





												Siquirres						51437						3084						85						1406						28652						12126						2502						381						3201





												Hombres						25995						1636						43						705						15046						5854						1266						167						1278





												Mujeres						25442						1448						42						701						13606						6272						1236						214						1923





												Talamanca						27064						2977						14						782						14073						6230						1080						229						1679





												Hombres						13804						1420						8						392						7416						3148						551						105						764





												Mujeres						13260						1557						6						390						6657						3082						529						124						915





												Matina						33842						2394						47						985						19137						8186						1372						230						1491





												Hombres						17570						1283						23						497						10239						4089						711						111						617





												Mujeres						16272						1111						24						488						8898						4097						661						119						874





												Guácimo						37317						2360						81						999						21361						8779						1367						222						2148





												Hombres						18625						1217						40						507						10926						4203						646						90						996





												Mujeres						18692						1143						41						492						10435						4576						721						132						1152





																		223377						18540						413						5591						117624						51035						10126						1825						18223
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Gráfico 2
Nivel de Instrucción, según población de cinco años o más
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Total 





																								Total General





						2						Distrito												2016						2017												2018												2019												2020						2021												2022												2023						2024						2025





						1						Carmen												3090						3070												3046												3023												3001						2973												2946												2912						2884						2853





						1						Merced												14721						14846												14970												15085												15203						15309												15408												15503						15595						15689





						1						Hospital												22895						23099												23297												23490												23685						23859												24030												24189						24342						24496





						1						Catedral												15308						15382												15449												15517												15588						15639												15682												15721						15757						15794





						1						Zapote												21460						21566												21661												21758												21858						21929												21990												22043						22097						22148





						1						San Francisco de Dos Ríos												23269						23364												23453												23545												23637						23696												23745												23785						23829						23868





						1						Uruca												39443						40027												40602												41169												41724						42301												42861												43412						43943						44474





						1						Mata Redonda												9895						9940												9981												10025												10066						10097												10119												10139						10162						10182





												Pavas												84102						85101												86000												86968												87827						88616												89531												90319						91105						91792





												Hatillo												57902						58410												58902												59394												59879						60316												60723												61116						61496						61879





												San Sebastián												44707						44776												44827												44877												44930						44943												44923												44886						44846						44801





												Escazú												13529						13580												13622												13668												13710						13738												13752												13764						13778						13788





												San Antonio												26397						26735												27072												27402												27729						28032												28329												28620						28899						29179





												San Rafael												27436						27735												28034												28324												28615						28872												29121												29362						29600						29832





												Desamparados												36794						36942												37079												37206												37324						37411												37479												37526						37566						37599





												San Miguel												36199						36652												37086												37516												37928						38327												38716												39091						39458						39810





												San Juan de Dios												22691						23009												23322												23625												23921						24216												24505												24784						25059						25320





												San Rafael Arriba												17305						17508												17700												17886												18072						18243												18412												18575						18731						18879





												San Antonio												10856						10946												11035												11122												11204						11277												11343												11407						11469						11527





												Frailes												4380						4419												4453												4490												4523						4555												4586												4616						4642						4667





												Patarrá												13846						14035												14221												14403												14576						14748												14919												15087						15249						15406





												San Cristóbal												4530						4576												4615												4661												4697						4734												4769												4806						4840						4869





												Rosario												3561						3600												3639												3677												3716						3753												3787												3820						3851						3885





												Damas												14790						14955												15117												15275												15430						15572												15713												15848						15978						16104





												San Rafael Abajo												25901						26068												26228												26383												26531						26666												26781												26894						26991						27084





												Gravilias												16555						16685												16812												16931												17049						17145												17237												17322						17406						17483





												Los Guido												28455						28917												29364												29808												30237						30685												31120												31548						31959						32367





						1						Santiago												12240						12311												12378												12441												12496						12552												12600												12639						12679						12713





						1						Mercedes Sur												6673						6750												6827												6900												6967						7040												7099												7165						7227						7285





						1						Barbacoas												4165						4221												4278												4327												4381						4433												4486												4533						4580						4624





						1						Grifo Alto												1391						1410												1430												1443												1461						1476												1492												1510						1522						1537





						1						San Rafael												1916						1931												1951												1966												1982						1997												2009												2024						2042						2053





						1						Candelarita												1640						1659												1681												1696												1717						1735												1753												1772						1787						1805





						1						Desamparaditos												751						757												765												771												779						786												794												798						804						810





						1						San Antonio												4397						4452												4507												4565												4615						4668												4720												4766						4814						4860





						1						Chires												3465						3496												3528												3559												3585						3611												3640												3665						3691						3713





												San Marcos												10832						10928												11031												11118												11204						11286												11365												11440						11507						11572





												San Lorenzo												5045						5085												5126												5156												5191						5222												5250												5277						5305						5327





												San Carlos												2067						2089												2107												2125												2140						2158												2172												2191						2204						2218





												Aserrí												29292						29491												29689												29868												30043						30202												30347												30482						30604						30720





												Tarbaca												1585						1601												1618												1633												1649						1665												1676												1689						1707						1717





												Vuelta de Jorco												6941						7014												7084												7153												7219						7282												7342												7395						7453						7506





												San Gabriel												6521						6594												6669												6740												6804						6871												6930												6992						7051						7104





												Legua												1676						1686												1702												1714												1726						1738												1748												1760						1770						1778





												Monterrey												524						533												534												542												547						553												558												560						566						571





												Salitrillos												14799						14992												15181												15363												15541						15711												15879												16042						16202						16353





												Colón												16945						17037												17127												17208												17291						17350												17411												17456						17502						17543





												Guayabo												5022						5092												5158												5225												5289						5354												5414												5476						5535						5591





												Tabarcia												4798						4864												4928												4987												5047						5104												5160												5213						5269						5319





												Piedras Negras												464						464												475												478												487						496												498												504						510						516





												Picagres												838						846												856												870												879						891												899												904						916						926





												Jaris												1223						1252												1277												1299												1325						1351												1377												1403						1427						1453





												Guadalupe												22558						22542												22520												22492												22465						22415												22347												22267						22187						22105





												San Francisco												2324						2339												2360												2375												2393						2408												2421												2435						2447						2458





												Calle Blancos												22293						22504												22706												22904												23098						23280												23451												23612						23766						23918





												Mata de Plátano												20057						20262												20461												20657												20848						21029												21198												21362						21519						21672





												Ipís												30131						30472												30806												31127												31447						31754												32049												32334						32611						32879





												Rancho Redondo												3008						3046												3084												3117												3153						3187												3224												3255						3282						3314





												Purral												33186						33690												34175												34656												35121						35605												36074												36535						36984						37417





												Santa Ana												12625						12694												12754												12818												12878						12921												12956												12988						13012						13039





												Salitral												5073						5159												5251												5336												5421						5508												5587												5672						5749						5829





												Pozos												18872						19183												19492												19795												20094						20382												20671												20952						21228						21499





												Uruca												8391						8518												8647												8772												8896						9015												9129												9244						9354						9465





												Piedades												9469						9605												9746												9881												10014						10139												10263												10387						10498						10618





												Brasil												2948						3000												3056												3099												3150						3197												3247												3295						3335						3384





												Alajuelita												12875						12960												13046												13122												13200						13263												13325												13377						13421						13466





												San Josecito												12005						12192												12376												12554												12727						12902												13069												13232						13392						13548





												San Antonio												5504						5594												5677												5761												5843						5924												6003												6080						6156						6231





												Concepción												21550						21881												22210												22527												22839						23151												23455												23752						24043						24320





												San Felipe												37220						37916												38608												39283												39939						40628												41306												41968						42617						43247





												San Isidro												18234						18316												18398												18475												18540						18591												18631												18663						18686						18706





												San Rafael												8053						8161												8266												8364												8464						8555												8643												8733						8817						8896





												Dulce Nombre de Jesús												11255						11418												11571												11726												11870						12013												12149												12283						12416						12536





												Patalillo												23270						23566												23857												24135												24405						24657												24907												25145						25375						25593





												Cascajal												7913						8039												8155												8272												8384						8495												8602												8708						8808						8910





												San Ignacio												9183						9240												9294												9343												9390						9435												9475												9511						9546						9576





												Guaitil												2559						2584												2604												2627												2647						2666												2685												2703						2717						2734





						1						Palmichal												4990						5049												5106												5158												5205						5255												5308												5352						5401						5443





												Cangrejal												2026						2044												2061												2076												2092						2104												2121												2133						2142						2156





												Sabanillas												2577						2602												2612												2631												2642						2654												2668												2678						2692						2699





												San Juan												25979						25974												25966												25955												25953						25919												25866												25806						25742						25686





												Cinco Esquinas												7993						8097												8207												8308												8411						8513												8617												8716						8811						8906





												Anselmo Llorente												12438						12521												12609												12693												12779						12850												12913												12973						13035						13094





												León XIII												18657						18976												19293												19603												19909						20233												20551												20869						21180						21483





												Colima												17149						17321												17489												17656												17821						17971												18118												18264						18401						18541





												San Vicente												32135						32146												32146												32140												32146						32098												32041												31961						31884						31807





												San Jerónimo												6938						7030												7119												7210												7298						7385												7463												7543						7621						7697





												La Trinidad												22075						22366												22653												22940												23225						23495												23755												24005						24262						24510





												San Pedro												29229						29187												29126												29064												29020						28945												28844												28728						28609						28497





												Sabanilla												13560						13656												13748												13840												13930						14011												14082												14151						14214						14282





												Mercedes												5893						5930												5962												5998												6031						6063												6086												6108						6132						6154





												San Rafael												12979						13128												13271												13408												13552						13694												13832												13959						14086						14211





						1						San Pablo												1506						1519												1528												1542												1554						1566												1573												1582						1593						1599





						1						San Pedro												806						815												823												834												843						852												861												865						873						883





						1						San Juan de Mata												1417						1439												1461												1482												1505						1526												1546												1564						1586						1606





						1						San Luis												662						673												684												694												701						709												721												728						737						744





						1						Carara												2141						2173												2207												2238												2268						2298												2330												2361						2391						2419





												Santa María												5022						5067												5106												5145												5180						5216												5251												5285						5315						5342





												Jardín												676						681												686												693												695						702												702												706						710						713





												Copey												2028						2040												2054												2067												2073						2082												2088												2101						2109						2112





												Curridabat												32413						32475												32523												32567												32612						32617												32605												32578						32549						32511





												Granadilla												17944						18166												18385												18604												18812						19011												19207												19404						19587						19769





												Sánchez												6494						6556												6614												6673												6733						6784												6833												6880						6924						6971





												Tirrases												20177						20494												20809												21117												21420						21730												22032												22331						22625						22907





												San Isidro de El General												47680						47842												47990												48127												48243						48345												48435												48506						48567						48616





												El General												6800						6814												6831												6848												6856						6867												6873												6881						6884						6884





												Daniel Flores												35063						35176												35280												35374												35453						35523												35584												35636						35673						35696





												Rivas												7234						7255												7272												7287												7298						7310												7318												7323						7325						7328





												San Pedro												9606						9568												9529												9491												9441						9389												9344												9289						9231						9174





												Platanares												7558						7552												7548												7538												7525						7513												7497												7476						7457						7435





												Pejibaye												8276						8230												8184												8132												8079						8028												7972												7914						7852						7792





												Cajón												9089						9090												9086												9082												9070						9059												9045												9027						9010						8987





												Barú												2800						2809												2819												2832												2839						2848												2854												2859						2867						2869





												Río Nuevo												3403						3418												3437												3455												3470						3485												3495												3511						3519						3529





												Páramo												4782						4796												4813												4831												4843						4855												4865												4871						4882						4887





												San Pablo												4423						4467												4513												4557												4596						4629												4663												4697						4724						4754





												San Andrés												1656						1671												1690												1708												1722						1734												1746												1761						1772						1784





												Llano Bonito												2170						2187												2207												2223												2240						2252												2269												2284						2291						2302





												San Isidro												1751						1774												1798												1817												1839						1854												1870												1881						1897						1910





												Santa Cruz												2007						2037												2066												2094												2120						2142												2164												2186						2209						2229





												San Antonio												1185						1203												1219												1236												1252						1263												1278												1288						1302						1314





												Alajuela												47255						47477												47689												47885												48078						48214												48326												48412						48493						48562





												San José												48491						49224												49944												50654												51344						52020												52686												53334						53969						54593





												Carrizal												8188						8328												8469												8605												8739						8870												9002												9133						9262						9384





												San Antonio												29004						29462												29916												30356												30790						31220												31637												32054						32458						32852





												Guácima												24172						24598												25013												25425												25828						26236												26642												27034						27417						27796





												San Isidro												20587						20929												21273												21605												21934						22265												22586												22903						23216						23520





												Sabanilla												11183						11389												11593												11796												11992						12193												12396												12596						12786						12975





												San Rafael												31365						31853												32337												32808												33273						33733												34182												34623						35053						35474





												Río Segundo												12517						12698												12877												13055												13228						13395												13561												13718						13876						14030





												Desamparados												30755						31261												31754												32241												32717						33192												33654												34115						34561						34996





												Turrúcares												8893						8975												9056												9134												9211						9282												9349												9414						9473						9535





												Tambor												13032						13256												13477												13695												13909						14123												14338												14547						14752						14950





												Garita												8768						8894												9017												9139												9259						9376												9492												9603						9710						9819





												Sarapiquí												3669						3730												3791												3850												3907						3968												4021												4081						4135						4190





												San Ramón												9039						9058												9079												9090												9105						9106												9107												9102						9097						9089





												Santiago												5208						5295												5380												5458												5539						5620												5699												5776						5850						5926





												San Juan												12494						12658												12814												12969												13119						13264												13406												13545						13682						13812





												Piedades Norte												8927						9039												9150												9259												9362						9465												9564												9664						9758						9853





												Piedades Sur												4293						4349												4404												4454												4505						4553												4603												4653						4697						4741





												San Rafael												10155						10287												10418												10546												10665						10783												10904												11016						11126						11235





												San Isidro												5499						5580												5652												5729												5799						5869												5938												6004						6074						6135





												Ángeles												9186						9293												9403												9503												9602						9697												9793												9882						9972						10056





												Alfaro												7814						7918												8018												8116												8213						8308												8402												8490						8580						8668





												Volio												2539						2576												2602												2634												2666						2698												2727												2753						2785						2811





												Concepción												2673						2689												2708												2723												2739						2753												2765												2780						2789						2801





												Zapotal												489						490												497												502												507						515												515												519						522						528





						2						Peñas Blancas												11385						11561												11728												11891												12051						12212												12371												12525						12675						12823





												Grecia												15889						15947												16001												16050												16098						16126												16146												16158						16163						16173





												San Isidro												6766						6858												6951												7040												7127						7210												7293												7369						7450						7524





												San José												9399						9542												9685												9821												9961						10101												10231												10365						10489						10614





												San Roque												12662						12836												13009												13179												13344						13505												13660												13812						13963						14110





												Tacares												9235						9378												9519												9655												9788						9922												10050												10180						10302						10424





												Río Cuarto												14478						14814												15152												15484												15808						16160												16510												16858						17203						17536





												Puente de Piedra												12191						12378												12564												12746												12924						13103												13274												13444						13612						13774





												Bolívar												8323						8444												8562												8681												8795						8905												9018												9124						9230						9335





												San Mateo												2992						3007												3016												3033												3046						3058												3071												3077						3086						3097





												Desmonte												1110						1126												1143												1158												1174						1187												1201												1216						1229						1246





												Jesús María												1399						1422												1439												1456												1478						1496												1517												1534						1551						1572





												Labrador												1353						1376												1399												1423												1443						1467												1487												1511						1531						1550





												Atenas												7822						7865												7903												7936												7970						7995												8015												8034						8053						8070





												Jesús												4093						4149												4201												4250												4301						4348												4396												4446						4491						4535





												Mercedes												3556						3607												3653												3699												3746						3786												3832												3873						3913						3956





												San Isidro												3240						3287												3336												3384												3430						3476												3521												3566						3607						3650





												Concepción												3952						4005												4058												4112												4161						4208												4261												4303						4354						4396





												San José												2166						2193												2225												2250												2279						2304												2326												2354						2377						2399





												Santa Eulalia												2325						2353												2393												2421												2453						2482												2510												2541						2571						2599





												Escobal												958						965												978												989												1000						1011												1019												1030						1037						1047





												Naranjo												16779						16890												16996												17096												17186						17273												17348												17421						17489						17547





												San Miguel												5286						5372												5458												5537												5620						5701												5782												5865						5938						6015





												San José												3450						3490												3528												3565												3601						3637												3666												3700						3730						3762





												Cirrí Sur												5128						5204												5270												5337												5403						5465												5533												5594						5659						5718





												San Jerónimo												3733						3794												3854												3910												3966						4019												4076												4132						4182						4235





												San Juan												3432						3476												3521												3563												3605						3646												3688												3726						3763						3801





												El Rosario												4228						4298												4371												4440												4503						4571												4638												4707						4772						4832





												Palmitos												4678						4743												4803												4862												4919						4976												5033												5089						5139						5193





												Palmares												3741						3750												3753												3762												3765						3766												3764												3761						3759						3753





												Zaragoza												9209						9326												9451												9565												9681						9792												9901												10006						10112						10211





						1						Buenos Aires												8366						8467												8566												8663												8754						8844												8931												9012						9098						9176





												Santiago												3132						3176												3214												3257												3299						3339												3379												3415						3454						3490





												Candelaria												2272						2305												2333												2367												2397						2430												2457												2482						2512						2538





												Esquipulas												7719						7842												7963												8081												8198						8320												8435												8548						8661						8772





												La Granja												4603						4659												4720												4778												4834						4885												4938												4993						5045						5092





												San Pedro												7919						7980												8041												8098												8152						8200												8243												8282						8320						8354





												San Juan												5149						5238												5322												5401												5485						5564												5647												5724						5797						5875





												San Rafael												6065						6165												6267												6363												6461						6560												6655												6746						6838						6927





												Carrillos												10222						10413												10598												10782												10962						11148												11330												11510						11681						11852





												Sabana Redonda												2735						2787												2842												2897												2946						2998												3051												3100						3150						3199





												Orotina												10119						10218												10315												10414												10507						10591												10680												10760						10835						10909





												El Mastate												2033						2070												2106												2143												2178						2213												2249												2286						2321						2354





												Hacienda Vieja												1151						1168												1183												1200												1212						1225												1242												1253						1268						1279





												Coyolar												6828						6971												7117												7258												7395						7538												7685												7828						7971						8109





												La Ceiba												2311						2359												2405												2452												2494						2539												2592												2637						2683						2726





												Quesada												44214						44583												44933												45260												45580						45859												46127												46366						46594						46802





												Florencia												17116						17365												17607												17844												18072						18294												18517												18734						18945						19146





												Buenavista												374						386												391												397												403						408												420												423						429						435





												Aguas Zarcas												23509						23989												24462												24923												25373						25843												26305												26761						27207						27647





												Venecia												10950						11166												11370												11573												11772						11975												12172												12370						12565						12751





												Pital												21823						22412												22994												23567												24131						24747												25359												25965						26561						27148





						2						La Fortuna												17809						18119												18418												18714												19004						19297												19584												19865						20147						20411





						2						La Tigra												7332						7447												7554												7661												7762						7865												7964												8065						8163						8255





												La Palmera												7256						7377												7494												7607												7719						7828												7940												8051						8158						8259





						2						Venado												2054						2077												2099												2115												2137						2156												2173												2191						2206						2223





												Cutris												13500						13843												14177												14514												14836						15183												15537												15891						16236						16575





						2						Monterrey												4010						4063												4120												4172												4220						4273												4321												4366						4416						4460





												Pocosol												18006						18299												18588												18871												19142						19421												19696												19969						20229						20484





												Zarcero												4277						4300												4322												4343												4361						4378												4397												4410						4423						4432





												Laguna												1888						1910												1939												1961												1985						2011												2031												2055						2075						2097





												Tapezco												1466						1486												1505												1528												1544						1563												1582												1600						1619						1636





												Guadalupe												1320						1338												1356												1375												1392						1409												1427												1442						1460						1477





												Palmira												1580						1599												1624												1647												1669						1691												1712												1734						1756						1777





												Zapote												870						880												894												909												919						932												944												956						970						980





												Brisas												2339						2373												2406												2441												2471						2505												2536												2569						2597						2628





												Sarchí Norte												8078						8137												8196												8246												8294						8339												8382												8416						8455						8481





												Sarchí Sur												6061						6146												6228												6311												6385						6466												6539												6614						6683						6750





												Toro Amarillo												366						364												369												370												374						379												380												381						383						386





												San Pedro												4122						4185												4244												4297												4355						4412												4463												4518						4570						4620





												Rodríguez												2608						2647												2687												2721												2758						2796												2832												2868						2901						2934





												Upala												15102						15395												15689												15979												16261						16554												16850												17144						17432						17712





												Aguas Claras												5533						5564												5600												5631												5662						5692												5714												5739						5763						5787





												San José (Pizote)												8351						8433												8508												8585												8654						8723												8795												8863						8930						8996





												Bijagua												5140						5184												5223												5261												5297						5334												5363												5397						5429						5459





												Delicias												5153						5210												5264												5319												5372						5428												5479												5538						5587						5640





												Dos Ríos												3733						3782												3828												3881												3925						3970												4017												4064						4108						4153





												Yolillal												3833						3887												3933												3984												4030						4078												4129												4175						4223						4269





												Canalete												4353						4475												4606												4731												4854						4987												5119												5253						5381						5511





												Los Chiles												18196						18776												19351												19927												20484						21097												21714												22339						22944						23543





												Caño Negro												2170						2197												2224												2254												2281						2309												2333												2356						2381						2404





												El Amparo												7258						7350												7439												7527												7610						7690												7772												7851						7930						7997





												San Jorge												3191						3223												3256												3285												3314						3345												3369												3395						3417						3440





						2						San Rafael												9322						9461												9590												9723												9851						9982												10117												10247						10373						10499





						2						Buenavista												1864						1886												1909												1928												1951						1967												1990												2008						2027						2044





						2						Cote												1058						1061												1069												1074												1082						1087												1092												1097						1100						1105





						2						Katira												6061						6133												6208												6285												6352						6424												6497												6564						6635						6696





												Oriental												12441						12433												12420												12402												12385						12351												12310												12266						12221						12173





												Occidental												10281						10319												10358												10394												10426						10447												10465												10478						10490						10499





												Carmen												18666						18804												18935												19062												19185						19291												19390												19488						19576						19660





												San Nicolás												28256						28557												28846												29130												29401						29662												29913												30160						30392						30618





												Agua Caliente (San Francisco)												34482						34832												35167												35498												35814						36113												36408												36688						36957						37214





												Guadalupe (Arenilla)												15794						15932												16072												16199												16324						16441												16547												16652						16754						16847





												Corralillo												11568						11662												11749												11833												11918						11989												12064												12127						12189						12250





												Tierra Blanca												5568						5630												5695												5756												5815						5873												5926												5982						6034						6085





												Dulce Nombre												11501						11595												11688												11773												11858						11935												12004												12073						12136						12201





												Llano Grande												4780						4840												4900												4958												5013						5068												5120												5171						5223						5271





												Quebradilla												5805						5853												5897												5939												5982						6025												6057												6094						6124						6153





												Paraíso												21107						21204												21294												21369												21448						21507												21561												21604						21639						21667





												Santiago												6150						6215												6272												6332												6387						6439												6493												6544						6587						6635





												Orosi												9766						9849												9925												10002												10074						10141												10208												10268						10325						10381





												Cachí												5705						5747												5793												5834												5873						5911												5944												5980						6011						6040





												Llanos de Santa Lucía												18252						18488												18723												18943												19159						19378												19590												19797						19997						20188





												Tres Ríos												9314						9322												9324												9331												9328						9316												9298												9273						9248						9221





												San Diego												23716						24008												24297												24576												24845						25104												25354												25595						25830						26055





												San Juan												14926						15078												15225												15366												15506						15634												15752												15863						15976						16079





												San Rafael												15249						15432												15613												15787												15962						16121												16277												16433						16576						16718





												Concepción												18014						18232												18452												18667												18873						19068												19259												19447						19624						19796





												Dulce Nombre												8578						8705												8826												8947												9063						9178												9289												9404						9507						9611





												San Ramón												4299						4343												4382												4420												4460						4493												4526												4557						4583						4615





												Río Azul												13659						13870												14075												14275												14471						14668												14860												15047						15233						15410





												Juan Viñas												7084						7092												7099												7106												7103						7098												7095												7091						7086						7074





												Tucurrique												5462						5487												5513												5538												5560						5580												5601												5620						5638						5652





												Pejibaye												3622						3637												3643												3652												3658						3660												3665												3668						3668						3670





												Turrialba												27285						27262												27239												27207												27171						27108												27039												26959						26877						26789





												La Suiza												8000						7992												7988												7985												7972						7957												7939												7919						7898						7874





												Peralta												613						615												615												618												618						622												621												621						622						622





												Santa Cruz												3701						3724												3737												3757												3775						3788												3804												3817						3828						3841





												Santa Teresita												5293						5314												5339												5355												5376						5389												5402												5415						5425						5435





												Pavones												4620						4622												4627												4633												4634						4632												4628												4621						4619						4614





												Tuis												3007						2999												2989												2984												2974						2962												2950												2937						2927						2914





												Tayutic												2572						2563												2550												2540												2530						2519												2506												2490						2476						2464





												Santa Rosa												5652						5674												5689												5709												5722						5731												5747												5749						5759						5763





												Tres Equis												1943						1948												1954												1958												1960						1962												1964												1964						1967						1967





												La Isabel												6326						6336												6346												6356												6361						6361												6362												6358						6357						6349





												Chirripó												4512						4526												4543												4554												4566						4575												4584												4596						4603						4608





												Pacayas												5810						5842												5880												5908												5940						5963												5989												6010						6028						6044





												Cervantes												6579						6641												6704												6759												6816						6865												6916												6962						7004						7047





												Capellades												2587						2609												2635												2655												2677						2696												2710												2732						2746						2762





												San Rafael												28484						28642												28799												28942												29081						29184												29275												29352						29426						29488





												Cot												10560						10700												10843												10974												11106						11231												11360												11480						11601						11713





												Potrero Cerrado												2536						2567												2592												2624												2653						2680												2705												2728						2749						2775





												Cipreses												3995						4034												4083												4122												4161						4199												4234												4269						4303						4335





												Santa Rosa												2853						2887												2912												2942												2971						2998												3021												3045						3065						3090





												El Tejar												26117						26298												26465												26630												26786						26916												27037												27149						27254						27352





												San Isidro												10961						11078												11197												11313												11425						11528												11632												11732						11827						11919





												Tobosi												7240						7341												7444												7545												7644						7742												7834												7922						8014						8100





												Patio de Agua												433						437												442												447												449						452												456												458						464						465





												Heredia												19218						19198												19172												19143												19117						19060												18988												18906						18825						18745





												Mercedes												28394						28731												29059												29383												29701						29996												30276												30550						30819						31080





												San Francisco												55465						56285												57089												57879												58661						59424												60166												60893						61602						62300





												Ulloa												32982						33443												33894												34344												34784						35208												35618												36020						36412						36797





												Vara Blanca												889						905												917												934												945						958												972												984						998						1008





												Barva												4996						5021												5038												5056												5076						5088												5099												5107						5110						5115





												San Pedro												10943						11128												11315												11495												11675						11856												12026												12197						12366						12527





												San Pablo												9231						9383												9533												9683												9823						9965												10105												10245						10379						10507





												San Roque												5069						5146												5224												5297												5370						5439												5507												5571						5639						5700





												Santa Lucía												7889						8002												8110												8218												8325						8427												8524												8616						8713						8799





												San José de la Montaña												6321						6426												6531												6631												6733						6836												6929												7023						7113						7205





												Santo Domingo												5120						5112												5101												5094												5086						5070												5050												5031						5007						4986





												San Vicente												7615						7698												7776												7851												7932						8004												8072												8135						8199						8259





												San Miguel												7520						7604												7686												7769												7846						7919												7988												8054						8121						8181





												Paracito												2641						2670												2709												2741												2776						2808												2832												2866						2893						2925





												Santo Tomás												7521						7599												7675												7747												7822						7889												7953												8012						8070						8131





												Santa Rosa												8654						8762												8865												8968												9074						9173												9264												9355						9442						9532





												Tures												4166						4223												4273												4324												4380						4432												4477												4526						4569						4615





												Pará												3963						4004												4045												4087												4129						4166												4199												4231						4263						4296





												Santa Bárbara												6212						6246												6278												6310												6344						6371												6394												6414						6433						6451





												San Pedro												6385						6497												6603												6707												6811						6913												7016												7117						7215						7310





												San Juan												8565						8693												8820												8945												9069						9191												9308												9423						9539						9647





												Jesús												10775						10956												11142												11318												11493						11669												11842												12015						12181						12344





												Santo Domingo												3379						3434												3488												3543												3595						3647												3699												3747						3798						3847





												Purabá												5136						5221												5306												5385												5466						5546												5619												5698						5772						5847





												San Rafael												10463						10530												10590												10645												10704						10748												10787												10819						10849						10879





												San Josecito												13181						13382												13578												13770												13964						14151												14331												14506						14683						14852





												Santiago												9650						9805												9961												10103												10250						10394												10534												10671						10808						10936





												Ángeles												11973						12155												12332												12509												12681						12848												13017												13169						13328						13481





												Concepción												7205						7325												7440												7560												7670						7782												7891												7998						8105						8209





												San Isidro												6272						6301												6334												6361												6383						6399												6413												6423						6428						6435





												San José												8239						8354												8468												8581												8690						8794												8895												8994						9092						9184





												Concepción												2897						2936												2975												3010												3047						3083												3115												3151						3182						3214





												San Francisco												4839						4909												4977												5044												5110						5172												5232												5290						5350						5407





												San Antonio												11293						11363												11424												11479												11537						11583												11625												11661						11693						11721





												La Ribera												7207						7300												7396												7488												7581						7669												7753												7838						7918						7995





												La Asunción												7044						7120												7196												7270												7341						7410												7475												7533						7596						7654





												San Joaquín												8121						8166												8206												8248												8289						8318												8341												8365						8385						8408





												Barrantes												4947						5019												5087												5154												5220						5281												5340												5402						5459						5517





												Llorente												10661						10843												11022												11201												11377						11548												11720												11888						12053						12214





												San Pablo												20974						21079												21178												21269												21362						21427												21485												21532						21576						21615





												Rincón Sabanilla												9396						9507												9620												9731												9838						9941												10034												10127						10218						10307





												Puerto Viejo												26505						27335												28160												28978												29785						30682												31580												32482						33368						34241





												La Virgen												14104						14494												14885												15275												15656						16074												16493												16913						17320						17728





												Las Horquetas												30696						31559												32418												33277												34118						35036												35957												36879						37782						38673





												Llanuras del Gaspa												1741						1794												1847												1896												1947						2006												2059												2118						2172						2227





												Cureña												1348						1389												1429												1469												1509						1553												1598												1644						1687						1731





												Liberia												60333						61509												62663												63794												64912						66040												67132												68196						69238						70256





												Cañas Dulces												3692						3756												3823												3886												3950						4017												4075												4135						4191						4250





												Mayorga												1842						1875												1908												1936												1969						2002												2032												2064						2088						2119





												Nacascolo												2740						2810												2874												2936												2999						3062												3129												3188						3250						3310





												Curubandé												2921						2979												3032												3088												3139						3191												3242												3291						3342						3390





												Nicoya												25727						25971												26216												26454												26693						26919												27131												27340						27543						27744





												Mansión												5737						5745												5756												5760												5768						5774												5772												5773						5769						5769





												San Antonio												6933						6974												7015												7055												7091						7123												7148												7172						7198						7221





												Quebrada Honda												2565						2573												2579												2580												2587						2587												2591												2587						2589						2587





												Sámara												4309						4373												4436												4499												4561						4627												4685												4753						4811						4874





												Nosara												6241						6405												6559												6720												6873						7044												7213												7378						7544						7710





												Belén de Nosarita												2884						2917												2951												2985												3018						3051												3084												3114						3148						3177





												Santa Cruz												25739						26134												26518												26901												27278						27645												28008												28349						28690						29024





												Bolsón												1977						2010												2047												2081												2113						2149												2182												2215						2247						2279





												Veintisiete de Abril												8112						8313												8519												8717												8912						9108												9302												9495						9686						9869





												Tempate												5770						5888												6007												6123												6240						6354												6467												6576						6685						6793





												Cartagena												4510						4620												4727												4834												4935						5039												5147												5251						5349						5445





												Cuajiniquil												2285						2350												2416												2476												2543						2614												2678												2745						2816						2883





												Diriá												4530						4609												4684												4762												4834						4910												4983												5054						5122						5191





												Cabo Velas												3896						3979												4060												4141												4223						4303												4381												4455						4534						4608





												Tamarindo												7299						7442												7583												7723												7861						8003												8136												8272						8402						8537





												Bagaces												14670						14974												15274												15566												15857						16162												16462												16760						17052						17341





												La Fortuna												2980						3005												3027												3051												3072						3093												3112												3130						3150						3166





												Mogote												3893						3923												3961												3990												4024						4052												4079												4109						4132						4159





												Río Naranjo												1135						1145												1157												1167												1177						1187												1194												1204						1211						1219





												Filadelfia												8425						8527												8618												8711												8804						8889												8967												9043						9116						9184





												Palmira												5986						6144												6296												6445												6594						6753												6910												7066						7221						7373





												Sardinal												17720						18119												18517												18909												19296						19697												20094												20480						20861						21237





												Belén												10194						10461												10726												10982												11245						11516												11785												12052						12307						12563





												Cañas												24700						25027												25348												25660												25971						26279												26577												26878						27167						27446





												Palmira												1285						1299												1311												1324												1337						1349												1361												1372						1383						1394





												San Miguel												1979						1998												2013												2030												2045						2059												2076												2087						2103						2115





												Bebedero												2446						2473												2498												2524												2542						2562												2582												2601						2623						2638





												Porozal												770						774												782												787												790						793												797												801						804						807





												Las Juntas												10054						10125												10192												10258												10320						10379												10437												10496						10552						10602





												Sierra												2679						2704												2728												2756												2779						2805												2827												2850						2873						2895





												San Juan												1760						1778												1795												1810												1826						1842												1857												1871						1884						1897





												Colorado												4936						4974												5018												5053												5091						5128												5161												5196						5228						5257





												Tilarán												9090						9157												9223												9285												9344						9394												9449												9501						9553						9600





												Quebrada Grande												2977						2997												3019												3043												3064						3085												3104												3121						3141						3156





												Tronadora												1958						1968												1984												1996												2008						2017												2029												2035						2047						2054





												Santa Rosa												2099						2116												2131												2148												2162						2174												2188												2202						2217						2226





												Líbano												943						948												949												949												954						959												958												962						957						963





												Tierras Morenas												1502						1509												1515												1527												1532						1538												1545												1551						1560						1563





												Arenal												2622						2642												2654												2671												2685						2696												2711												2721						2732						2744





												Carmona												2528						2552												2572												2599												2621						2642												2663												2686						2708						2724





												Santa Rita												1463						1465												1471												1475												1478						1481												1480												1487						1487						1488





												Zapotal												1258						1259												1259												1261												1262						1261												1263												1259						1261						1259





												San Pablo												2309						2321												2330												2341												2349						2356												2362												2368						2375						2380





												Porvenir												767						766												765												761												762						761												759												758						753						752





												Bejuco												3313						3312												3316												3313												3315						3314												3311												3307						3306						3301





												La Cruz												11763						12008												12251												12495												12734						12968												13204												13440						13670						13892





												Santa Cecilia												8255						8414												8576												8731												8885						9038												9191												9346						9498						9647





												La Garita												2370						2418												2471												2521												2565						2614												2665												2717						2766						2812





												Santa Elena												2696						2747												2799												2852												2906						2961												3011												3064						3112						3161





												Hojancha												4506						4539												4574												4604												4640						4673												4707												4741						4772						4799





												Monte Romo												725						726												726												724												727						728												724												727						723						728





												Puerto Carrillo												1822						1835												1846												1858												1871						1883												1893												1903						1916						1925





												Huacas												755						755												756												759												760						759												761												760						761						763





						13						Puntarenas												9963						10034												10103												10167												10231						10288												10342												10393						10442						10490





						13						Pitahaya												2503						2551												2592												2629												2671						2712												2755												2795						2833						2872





						13						Chomes												6181						6258												6339												6418												6494						6573												6645												6720						6793						6862





												Lepanto												10118						10181												10238												10297												10348						10396												10444												10487						10532						10570





						13						Paquera												7829						7931												8032												8128												8224						8318												8410												8503						8591						8677





						13						Manzanillo												3203						3249												3288												3332												3375						3418												3459												3497						3539						3579





						13						Guacimal												1117						1125												1136												1146												1156						1166												1173												1184						1188						1198





						13						Barranca												35415						36088												36758												37420												38071						38750												39426												40088						40741						41387





						13						Monte Verde												4660						4708												4760												4806												4855						4900												4943												4987						5028						5070





						13						Cóbano												9063						9178												9291												9404												9516						9626												9736												9844						9944						10047





						13						Chacarita												19257						19597												19927												20255												20579						20918												21244												21569						21887						22206





						13						Chira												1628						1643												1661												1675												1690						1704												1714												1732						1744						1756





						13						Acapulco												1465						1481												1496												1514												1531						1546												1560												1573						1588						1603





						13						El Roble												19301						19628												19954												20273												20593						20920												21240												21552						21862						22170





						13						Arancibia												737						748												753												758												768						775												784												787						792						800





						13						Espíritu Santo												20629						20899												21170												21428												21682						21932												22181												22421						22654						22881





						13						San Juan Grande												7984						8141												8297												8454												8604						8761												8915												9068						9216						9364





						13						Macacona												4935						5027												5123												5210												5302						5392												5482												5569						5657						5743





						13						San Rafael												1561						1589												1620												1648												1674						1701												1725												1754						1779						1805





						13						San Jerónimo												879						891												899												907												921						928												941												947						955						967





												Buenos Aires												25224						25927												26628												27323												28002						28726												29454												30184						30902						31604





												Volcán												3839						3812												3794												3769												3744						3715												3690												3657						3627						3597





												Potrero Grande												6427						6445												6461												6473												6486						6491												6494												6500						6504						6503





												Boruca												3249						3264												3272												3277												3283						3287												3289												3290						3292						3292





												Pilas												1766						1763												1762												1758												1757						1756												1749												1745						1741						1735





												Colinas												1423						1418												1413												1406												1402						1396												1391												1380						1374						1367





												Chánguena												2877						2890												2898												2906												2915						2919												2929												2931						2933						2937





												Biolley												2631						2628												2625												2615												2608						2599												2589												2580						2567						2554





												Brunka												3303						3290												3273												3257												3239						3222												3197												3176						3157						3132





						13						Miramar												8585						8663												8740												8818												8894						8962												9027												9089						9149						9207





						13						La Unión												1440						1454												1466												1475												1490						1500												1513												1520						1532						1542





						13						San Isidro												3707						3770												3822												3884												3939						3994												4047												4100						4151						4205





												Puerto Cortés												8441						8514												8586												8653												8720						8785												8844												8897						8948						8999





												Palmar												9672						9687												9701												9713												9722						9719												9716												9708						9702						9688





												Sierpe												3514						3540												3561												3585												3609						3628												3645												3663						3674						3692





												Bahía Ballena												3338						3366												3393												3419												3445						3468												3487												3511						3529						3551





												Piedras Blancas												4397						4421												4450												4473												4499						4516												4529												4548						4559						4573





												Bahía Drake												1110						1119												1127												1138												1144						1154												1162												1169						1176						1183





												Quepos												23210						23631												24043												24451												24846						25259												25665												26065						26456						26838





												Savegre												3862						3907												3954												3993												4036						4077												4116												4156						4190						4226





												Naranjito												4061						4093												4124												4157												4187						4212												4239												4266						4289						4311





												Golfito												11737						11771												11799												11829												11853						11861												11867												11874						11874						11871





												Puerto Jiménez												11008						11307												11608												11905												12199						12519												12836												13148						13460						13768





												Guaycará												13674						13762												13849												13931												14010						14065												14120												14174						14224						14274





												Pavón												7112						7215												7316												7417												7511						7602												7700												7792						7885						7972





												San Vito												16569						16592												16616												16637												16651						16639												16629												16620						16608						16588





												Sabalito												13049						13084												13124												13162												13190						13194												13202												13214						13217						13217





												Aguabuena												6982						7001												7017												7034												7044						7047												7050												7055						7048						7050





												Limoncito												4116						4123												4131												4144												4147						4149												4152												4156						4156						4156





												Pittier												3298						3292												3288												3285												3276						3264												3247												3237						3224						3209





												Parrita												18692						19079												19457												19828												20199						20594												20984												21366						21740						22109





												Corredor												19610						19700												19788												19866												19944						19998												20050												20097						20139						20172





												La Cuesta												4867						4944												5028												5105												5180						5254												5333												5404						5478						5550





												Canoas												14424						14684												14942												15193												15438						15683												15929												16176						16411						16645





												Laurel												11195						11362												11533												11701												11857						12017												12172												12330						12483						12632





						13						Jacó												15891						16342												16787												17224												17668						18144												18613												19076						19533						19995





						13						Tárcoles												7534						7741												7950												8157												8360						8577												8791												9002						9211						9422





												Limón												61588						61501												61401												61278												61135						60929												60710												60470						60204						59921





												Valle La Estrella												19515						19750												19979												20205												20416						20617												20818												21021						21215						21394





												Río Blanco												9408						9559												9705												9847												9987						10120												10257												10387						10514						10639





												Matama												7948						8038												8127												8215												8298						8375												8451												8523						8599						8667





												Guápiles												35695						36366												37023												37676												38320						38972												39611												40238						40847						41449





												Jiménez												11987						12170												12352												12534												12712						12887												13052												13221						13384						13543





												Rita												27147						27515												27875												28236												28580						28913												29241												29562						29872						30172





												Roxana												18875						19131												19386												19633												19879						20115												20342												20565						20788						21002





												Cariari												37508						37996												38482												38950												39412						39849												40278												40699						41107						41508





												Colorado												4681						4743												4805												4865												4924						4980												5040												5098						5152						5208





												La Colonia												6278						6418												6559												6699												6837						6973												7110												7243						7375						7505





												Siquirres												34045						34164												34271												34372												34465						34523												34576												34627						34659						34682





												Pacuarito												10118						10237												10361												10479												10589						10696												10804												10907						11012						11107





												Florida												2526						2550												2570												2594												2614						2635												2656												2673						2690						2707





												Germania												2881						2912												2943												2978												3007						3038												3062												3091						3120						3145





												El Cairo												7065						7165												7258												7355												7448						7540												7628												7717						7800						7887





												La Alegría												6487						6566												6643												6723												6800						6875												6947												7021						7089						7157





												Bratsi												9223						9450												9675												9900												10117						10356												10590												10820						11051						11270





												Sixaola												11187						11310												11433												11556												11667						11755												11847												11940						12024						12106





												Cahuita												11795						12106												12416												12721												13022						13341												13656												13970						14272						14573





												Telire												7633						7815												7994												8174												8347						8530												8709												8888						9065						9237





												Matina												10174						10234												10282												10331												10376						10407												10437												10464						10491						10513





												Batán												19247						19525												19798												20066												20326						20570												20814												21057						21292						21523





												Carrandi												14705						14956												15201												15442												15677						15913												16140												16373						16595						16815





												Guácimo												23093						23606												24120												24624												25118						25640												26152												26654						27157						27643





												Mercedes												2205						2231												2257												2286												2311						2334												2357												2382						2403						2428





												Pocora												7787						7909												8031												8150												8266						8380												8494												8609						8718						8826





												Río Jiménez												10754						10941												11128												11310												11487						11665												11836												12013						12185						12352





												Duacarí												7458						7583												7706												7825												7946						8063												8182												8294						8410						8520





												Total General												4890372						4947481												5003393												5057999												5111221						5163021												5213362												5262225						5309625						5355583





																								195467						198736						0						201964						0						205130						0						208288						211505						0						214666						0						217770						220809						223848





																		URF						60895						61808						0						62695						0						63563						0						64410						65263						0						66109						0						66928						67742						68516





																														1%





																		GUATUSO						18305						18541						0						18776						0						19010						0						19236						19460						0						19696						0						19916						20135						20344





																		BUENOS AIRES						50739						51437						0						52126						0						52784						0						53436						54111						0						54782						0						55443						56097						56721





																								Distrito						BUENOS AIRES												GUATUSO





																								2016						50739												18305





																								2017						51437						1.4%						18541						1.3%





																								2018						52126						1.3%						18776						1.3%





																								2019						52784						1.3%						19010						1.2%





																								2020						53436						1.2%						19236						1.2%





																								2021						54111						1.3%						19460						1.2%





																								2022						54782						1.2%						19696						1.2%





																								2023						55443						1.2%						19916						1.1%





																								2024						56097						1.2%						20135						1.1%





																								2025						56721						1.1%						20344						1.0%





																														BUENOS AIRES						GUATUSO





																								2017						1.4%						1.3%





																								2018						1.3%						1.3%





																								2019						1.3%						1.2%





																								2020						1.2%						1.2%





																								2021						1.3%						1.2%





																								2022						1.2%						1.2%





																								2023						1.2%						1.1%





																								2024						1.2%						1.1%





																								2025						1.1%						1.0%





																								2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





																		URF						1.50%						1.44%						1.38%						1.33%						1.32%						1.30%						1.24%						1.22%						1.14%





																		GUATUSO						1.29%						1.27%						1.25%						1.19%						1.16%						1.21%						1.12%						1.10%						1.04%

















Total 
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Gráfico 1
Crecimiento poblacional del cantón de Buenos Aires del 2017 al 2025











hombre





																		Total General





						2						Distrito						2016						2017												2018						2019												2020												2021												2022												2023						2024						2025





						1						Carmen						1506						1497												1487						1476												1466												1452												1440												1424						1410						1395





						1						Merced						7236						7299												7365						7423												7484												7536												7588												7638						7685						7732





						1						Hospital						11296						11402												11504						11606												11705												11794												11883												11966						12046						12123





						1						Catedral						7554						7592												7628						7665												7702												7729												7752												7772						7791						7809





						1						Zapote						10545						10600												10651						10702												10754												10790												10821												10849						10878						10902





						1						San Francisco de Dos Ríos						11485						11538												11587						11634												11682												11714												11737												11759						11783						11801





						1						Uruca						19694						19999												20296						20589												20874												21170												21461												21746						22019						22289





						1						Mata Redonda						4880						4905												4927						4951												4972												4990												5000												5010						5021						5032





												Pavas						41652						42204												42655						43155												43620												44037												44504												44898						45350						45687





												Hatillo						28606						28871												29128						29384												29634												29861												30073												30275						30471						30665





												San Sebastián						22098						22148												22187						22228												22266												22284												22287												22278						22269						22253





												Escazú						6651						6677												6701						6726												6749												6764												6772												6779						6787						6793





												San Antonio						13059						13228												13398						13563												13726												13878												14027												14171						14309						14449





												San Rafael						13463						13612												13760						13906												14050												14177												14298												14418						14535						14647





												Desamparados						18328						18407												18478						18546												18608												18654												18692												18719						18739						18758





												San Miguel						18064						18291												18510						18723												18932												19132												19326												19515						19695						19871





												San Juan de Dios						11338						11499												11657						11810												11959												12109												12252												12392						12529						12661





												San Rafael Arriba						8603						8705												8802						8895												8988												9074												9157												9238						9318						9389





												San Antonio						5372						5416												5458						5501												5542												5578												5609												5641						5669						5697





												Frailes						2191						2211												2226						2246												2261												2275												2292												2306						2320						2331





												Patarrá						6910						7004												7098						7190												7278												7365												7451												7534						7615						7695





												San Cristóbal						2255						2277												2297						2319												2338												2356												2374												2392						2407						2421





												Rosario						1772						1791												1809						1829												1849												1867												1883												1900						1914						1932





												Damas						7389						7471												7553						7632												7710												7780												7852												7919						7985						8046





												San Rafael Abajo						12958						13045												13129						13210												13288												13357												13420												13479						13529						13577





												Gravilias						8214						8281												8342						8403												8459												8506												8549												8589						8631						8667





												Los Guido						14209						14442												14671						14894												15110												15337												15558												15773						15981						16186





						1						Santiago						6204						6235												6263						6288												6308												6333												6349												6363						6377						6388





						1						Mercedes Sur						3382						3418												3452						3485												3514												3546												3573												3603						3629						3655





						1						Barbacoas						2100						2127												2154						2176												2202												2226												2253												2274						2295						2315





						1						Grifo Alto						704						711												722						728												736												744												751												760						766						771





						1						San Rafael						972						979												986						994												1001												1008												1014												1019						1026						1031





						1						Candelarita						828						837												846						854												863												871												881												888						896						903





						1						Desamparaditos						379						383												387						390												393												396												401												403						405						407





						1						San Antonio						2229						2256												2279						2309												2332												2357												2381												2402						2425						2445





						1						Chires						1744						1758												1771						1784												1792												1803												1813												1822						1833						1841





												San Marcos						5513						5558												5604						5644												5681												5718												5756												5787						5816						5845





												San Lorenzo						2603						2621												2639						2652												2666												2680												2691												2701						2711						2721





												San Carlos						1052						1062												1071						1079												1085												1092												1099												1107						1112						1119





												Aserrí						14721						14818												14917						15004												15090												15166												15238												15301						15360						15412





												Tarbaca						785						791												800						807												815												824												828												835						843						848





												Vuelta de Jorco						3481						3517												3550						3585												3616												3645												3675												3701						3727						3752





												San Gabriel						3296						3331												3369						3402												3434												3466												3493												3525						3553						3577





												Legua						849						850												860						864												869												875												878												886						889						892





												Monterrey						264						268												270						273												275												277												280												282						285						287





												Salitrillos						7426						7522												7616						7705												7793												7877												7958												8038						8115						8189





												Colón						8465						8508												8550						8586												8623												8648												8674												8692						8710						8726





												Guayabo						2505						2539												2570						2603												2633												2664												2691												2721						2749						2775





												Tabarcia						2386						2414												2447						2474												2503												2530												2556												2581						2608						2631





												Piedras Negras						246						247												253						255												258												261												263												267						270						272





												Picagres						422						425												429						435												440												446												450												452						457						462





												Jaris						605						619												631						640												651												662												674												686						698						708





												Guadalupe						11054						11053												11050						11042												11033												11013												10984												10949						10915						10878





												San Francisco						1150						1158												1170						1176												1186												1193												1201												1208						1214						1220





												Calle Blancos						11013						11121												11226						11327												11427												11520												11608												11690						11768						11844





												Mata de Plátano						9856						9960												10063						10165												10261												10353												10439												10521						10600						10677





												Ipís						14864						15037												15210						15374												15538												15693												15845												15990						16132						16266





												Rancho Redondo						1488						1508												1527						1544												1562												1579												1598												1613						1627						1643





												Purral						16403						16661												16910						17157												17394												17639												17881												18115						18344						18565





												Santa Ana						6278						6312												6341						6373												6402												6423												6441												6455						6468						6480





												Salitral						2542						2585												2631						2673												2716												2759												2799												2840						2879						2918





												Pozos						9432						9586												9740						9892												10041												10183												10326												10466						10601						10734





												Uruca						4157						4221												4283						4345												4406												4464												4520												4575						4630						4684





												Piedades						4711						4779												4849						4915												4980												5041												5102												5161						5216						5274





												Brasil						1466						1492												1520						1541												1566												1589												1615												1637						1657						1681





												Alajuelita						6475						6519												6564						6604												6643												6676												6707												6734						6758						6781





												San Josecito						6033						6128												6219						6310												6397												6486												6569												6651						6729						6808





												San Antonio						2770						2815												2857						2899												2942												2982												3024												3062						3099						3137





												Concepción						10855						11022												11186						11347												11506												11663												11815												11962						12109						12246





												San Felipe						18849						19202												19552						19896												20229												20577												20920												21255						21583						21900





												San Isidro						8982						9025												9066						9107												9141												9168												9190												9209						9221						9231





												San Rafael						3993						4045												4098						4148												4197												4241												4283												4331						4369						4409





												Dulce Nombre de Jesús						5606						5687												5764						5842												5913												5984												6050												6115						6180						6239





												Patalillo						11544						11692												11837						11976												12111												12235												12358												12475						12587						12694





												Cascajal						3953						4017												4074						4131												4189												4244												4296												4350						4399						4449





												San Ignacio						4741						4765												4790						4807												4827												4846												4861												4874						4888						4897





												Guaitil						1315						1326												1333						1344												1351												1359												1367												1375						1380						1387





						1						Palmichal						2605						2631												2659						2683												2705												2729												2751												2771						2793						2812





												Cangrejal						1041						1050												1056						1064												1070												1074												1083												1087						1091						1096





												Sabanillas						1333						1343												1347						1355												1357												1361												1365												1368						1372						1373





												San Juan						12574						12582												12589						12595												12603												12596												12579												12558						12535						12513





												Cinco Esquinas						3990						4044												4101						4156												4208												4261												4316												4367						4418						4466





												Anselmo Llorente						6046						6088												6135						6180												6225												6261												6296												6329						6361						6391





												León XIII						9205						9371												9535						9694												9852												10019												10184												10349						10507						10664





												Colima						8390						8481												8568						8656												8741												8819												8897												8972						9043						9115





												San Vicente						15654						15670												15678						15686												15696												15678												15658												15625						15593						15560





												San Jerónimo						3416						3462												3509						3554												3599												3642												3682												3722						3761						3799





												La Trinidad						10841						10990												11135						11283												11426												11564												11695												11824						11952						12077





												San Pedro						14142						14133												14119						14101												14091												14066												14029												13982						13933						13887





												Sabanilla						6569						6620												6668						6717												6765												6807												6845												6883						6914						6949





												Mercedes						2860						2880												2898						2916												2935												2952												2963												2976						2989						3001





												San Rafael						6336						6415												6490						6560												6635												6708												6781												6848						6914						6978





						1						San Pablo						786						793												796						801												807												811												814												817						821						823





						1						San Pedro						431						435												439						444												448												453												456												457						462						466





						1						San Juan de Mata						742						756												765						774												785												793												804												811						821						830





						1						San Luis						354						360												366						370												373												376												382												386						389						392





						1						Carara						1126						1140												1155						1170												1182												1196												1211												1223						1239						1251





												Santa María						2535						2556												2575						2593												2610												2626												2644												2658						2671						2683





												Jardín						348						351												352						358												357												360												359												361						364						364





												Copey						1028						1032												1039						1045												1047												1051												1051												1058						1060						1061





												Curridabat						15808						15849												15880						15911												15940												15950												15950												15942						15934						15920





												Granadilla						8826						8940												9049						9161												9266												9367												9467												9567						9656						9749





												Sánchez						3170						3200												3229						3260												3289												3314												3340												3361						3384						3407





												Tirrases						9963						10127												10289						10446												10599												10756												10911												11062						11211						11354





												San Isidro de El General						23769						23834												23895						23948												23989												24025												24055												24076						24091						24101





												El General						3406						3409												3416						3424												3425												3428												3428												3430						3429						3427





												Daniel Flores						17580						17626												17666						17702												17729												17754												17774												17788						17794						17795





												Rivas						3623						3631												3638						3644												3646												3650												3651												3652						3649						3649





												San Pedro						4804						4780												4756						4731												4701												4671												4643												4610						4577						4544





												Platanares						3773						3766												3760						3753												3741												3730												3720												3704						3693						3677





												Pejibaye						4100						4071												4043						4012												3980												3950												3918												3885						3847						3814





												Cajón						4551						4546												4541						4536												4525												4516												4505												4493						4480						4465





												Barú						1406						1410												1413						1418												1421												1424												1428												1426						1431						1431





												Río Nuevo						1698						1705												1712						1718												1725												1732												1736												1742						1744						1748





												Páramo						2377						2381												2389						2396												2400												2404												2407												2407						2413						2412





												San Pablo						2191						2209												2231						2251												2268												2285												2301												2317						2327						2344





												San Andrés						840						847												858						865												871												875												882												888						893						897





												Llano Bonito						1116						1122												1132						1137												1144												1150												1155												1162						1163						1167





												San Isidro						873						882												894						902												914												921												929												933						941						948





												Santa Cruz						1078						1092												1105						1118												1129												1139												1148												1158						1166						1176





												San Antonio						636						645												651						659												666												671												678												683						688						694





												Alajuela						23965						24074												24178						24272												24364												24428												24479												24517						24549						24578





												San José						24561						24923												25280						25633												25973												26305												26630												26950						27259						27563





												Carrizal						4158						4226												4298						4367												4432												4497												4563												4628						4693						4752





												San Antonio						14680						14909												15133						15351												15566												15779												15985												16188						16386						16579





												Guácima						12321						12535												12742						12948												13148												13351												13553												13747						13937						14124





												San Isidro						10448						10619												10791						10957												11120												11284												11443												11600						11755						11903





												Sabanilla						5677						5782												5882						5985												6082												6182												6283												6381						6477						6569





												San Rafael						15938						16179												16420						16655												16886												17116												17335												17552						17763						17971





												Río Segundo						6363						6453												6541						6632												6717												6800												6882												6959						7038						7112





												Desamparados						15657						15912												16159						16403												16640												16877												17105												17335						17555						17770





												Turrúcares						4498						4538												4576						4614												4652												4686												4720												4751						4779						4809





												Tambor						6619						6730												6841						6950												7055												7162												7268												7371						7472						7569





												Garita						4422						4484												4545						4605												4663												4720												4776												4830						4880						4933





												Sarapiquí						1877						1907												1935						1966												1992												2022												2046												2075						2103						2127





												San Ramón						4553						4560												4566						4569												4572												4568												4567												4560						4554						4545





												Santiago						2627						2670												2712						2749												2788												2827												2866												2902						2936						2973





												San Juan						6326						6405												6478						6552												6622												6690												6757												6823						6886						6947





												Piedades Norte						4501						4553												4607						4657												4706												4755												4801												4846						4889						4933





												Piedades Sur						2164						2193												2219						2243												2266												2288												2313												2336						2356						2376





												San Rafael						5103						5167												5229						5290												5347												5403												5459												5510						5562						5612





												San Isidro						2753						2793												2826						2864												2896												2929												2960												2992						3025						3052





												Ángeles						4614						4664												4715						4758												4805												4848												4891												4931						4971						5008





												Alfaro						3933						3982												4030						4077												4122												4167												4210												4252						4293						4334





												Volio						1281						1299												1311						1327												1341												1356												1371												1384						1398						1410





												Concepción						1344						1351												1361						1367												1374												1381												1384												1391						1394						1399





												Zapotal						247						248												251						253												256												260												260												262						263						266





						2						Peñas Blancas						5770						5855												5936						6012												6089												6166												6241												6313						6382						6452





												Grecia						8058						8085												8109						8129												8148												8157												8161												8162						8160						8157





												San Isidro						3410						3454												3498						3541												3583												3624												3663												3695						3735						3768





												San José						4771						4842												4912						4978												5046												5114												5177												5241						5302						5361





												San Roque						6448						6534												6616						6699												6779												6856												6931												7002						7075						7144





												Tacares						4664						4735												4802						4867												4933												4997												5060												5122						5182						5239





												Río Cuarto						7314						7477												7644						7806												7964												8136												8308												8478						8644						8805





												Puente de Piedra						6175						6267												6358						6446												6532												6618												6701												6782						6861						6939





												Bolívar						4217						4276												4333						4390												4445												4498												4552												4602						4650						4701





												San Mateo						1563						1568												1570						1578												1582												1586												1591												1593						1595						1599





												Desmonte						557						566												574						580												589												594												601												607						613						621





												Jesús María						727						737												745						754												764												773												782												791						799						809





												Labrador						696						704												715						728												736												746												753												765						774						782





												Atenas						3972						3992												4008						4021												4036												4047												4053												4059						4065						4071





												Jesús						2082						2109												2134						2155												2181												2202												2225												2249						2269						2289





												Mercedes						1793						1816												1839						1860												1883												1901												1922												1943						1961						1980





												San Isidro						1634						1655												1679						1702												1724												1746												1767												1789						1808						1829





												Concepción						2004						2029												2054						2080												2103												2126												2150												2170						2194						2213





												San José						1093						1105												1121						1133												1146												1159												1170												1182						1192						1202





												Santa Eulalia						1195						1207												1227						1240												1256												1270												1283												1297						1310						1324





												Escobal						493						494												500						509												512												517												520												525						530						534





												Naranjo						8451						8504												8554						8602												8643												8684												8718												8751						8782						8805





												San Miguel						2668						2711												2754						2792												2833												2873												2912												2953						2989						3026





												San José						1751						1771												1788						1807												1823												1840												1853												1869						1883						1898





												Cirrí Sur						2560						2596												2628						2661												2693												2724												2754												2783						2816						2843





												San Jerónimo						1879						1909												1939						1966												1994												2020												2048												2075						2099						2126





												San Juan						1716						1738												1760						1779												1799												1819												1838												1856						1874						1892





												El Rosario						2134						2169												2206						2240												2271												2304												2337												2370						2402						2432





												Palmitos						2363						2394												2422						2453												2480												2507												2534												2561						2586						2611





												Palmares						1860						1866												1865						1868												1869												1868												1865												1865						1860						1856





												Zaragoza						4608						4665												4725						4780												4834												4885												4939												4987						5036						5082





												Buenos Aires						4176						4224												4271						4316												4359												4403												4442												4481						4518						4555





												Santiago						1558						1576												1596						1617												1637												1657												1672												1692						1710						1727





												Candelaria						1135						1152												1165						1181												1195												1211												1225												1237						1251						1263





												Esquipulas						3892						3952												4012						4070												4127												4187												4244												4298						4352						4405





												La Granja						2285						2312												2341						2370												2395												2418												2444												2470						2494						2516





												San Pedro						4022						4052												4082						4109												4135												4157												4176												4195						4213						4227





												San Juan						2621						2664												2707						2745												2786												2824												2866												2903						2939						2975





												San Rafael						3095						3148												3198						3245												3293												3341												3387												3432						3477						3520





												Carrillos						5195						5288												5381						5471												5559												5651												5739												5827						5912						5994





												Sabana Redonda						1388						1413												1440						1471												1493												1518												1546												1570						1595						1618





												Orotina						5134						5181												5224						5270												5313												5352												5392												5428						5460						5494





												El Mastate						1032						1049												1067						1084												1102												1120												1137												1154						1171						1187





												Hacienda Vieja						573						582												587						596												601												608												615												619						627						632





												Coyolar						3438						3508												3580						3648												3714												3783												3854												3924						3992						4059





												La Ceiba						1166						1190												1210						1235												1254												1276												1301												1322						1344						1364





												Quesada						22763						22919												23066						23200												23328												23439												23541												23628						23708						23776





												Florencia						8847						8962												9074						9184												9288												9389												9491												9588						9684						9773





												Buenavista						194						199												203						204												207												209												215												217						219						221





												Aguas Zarcas						12057						12291												12518						12738												12953												13179												13398												13613						13824						14031





												Venecia						5617						5722												5818						5915												6009												6106												6199												6290						6382						6468





												Pital						11207						11498												11781						12062												12339												12641												12941												13237						13526						13811





						2						La Fortuna						9138						9287												9428						9568												9706												9843												9980												10110						10240						10363





						2						La Tigra						3755						3812												3860						3910												3956												4002												4048												4096						4140						4181





												La Palmera						3762						3820												3876						3929												3981												4032												4084												4136						4185						4232





						2						Venado						1080						1089												1096						1102												1110												1118												1124												1130						1135						1141





												Cutris						6983						7152												7316						7479												7637												7809												7982												8152						8321						8486





						2						Monterrey						2057						2081												2107						2130												2151												2176												2196												2215						2236						2254





												Pocosol						9236						9373												9505						9637												9761												9888												10013												10137						10255						10368





												Zarcero						2217						2226												2237						2245												2251												2258												2264												2270						2274						2275





												Laguna						961						971												986						996												1008												1019												1028												1039						1047						1058





												Tapezco						746						757												764						775												783												792												801												808						817						824





												Guadalupe						667						675												685						692												701												710												716												725						730						739





												Palmira						830						838												851						861												872												882												892												903						913						923





												Zapote						458						462												469						477												481												486												492												497						505						509





												Brisas						1204						1220												1235						1253												1267												1283												1297												1312						1324						1339





												Sarchí Norte						4099						4127												4156						4178												4200												4221												4241												4256						4271						4284





												Sarchí Sur						3075						3117												3159						3197												3235												3275												3311												3346						3379						3412





												Toro Amarillo						189						187												190						190												193												195												196												195						196						198





												San Pedro						2088						2118												2148						2172												2201												2229												2254												2281						2307						2331





												Rodríguez						1333						1352												1371						1388												1407												1425												1444												1461						1477						1493





												Upala						7698						7834												7971						8104												8235												8367												8501												8636						8767						8894





												Aguas Claras						2831						2846												2861						2875												2889												2901												2911												2922						2931						2942





												San José (Pizote)						4277						4315												4350						4383												4414												4443												4473												4501						4531						4559





												Bijagua						2621						2638												2654						2669												2683												2696												2710												2723						2736						2747





												Delicias						2645						2672												2694						2718												2741												2766												2788												2814						2835						2858





												Dos Ríos						1913						1933												1953						1977												1994												2013												2032												2052						2071						2089





												Yolillal						1974						1998												2018						2038												2058												2077												2099												2118						2137						2156





												Canalete						2245						2309												2379						2446												2511												2581												2652												2724						2790						2861





												Los Chiles						9544						9832												10117						10402												10675												10979												11283												11592						11890						12185





												Caño Negro						1119						1129												1140						1151												1162												1175												1183												1192						1201						1211





												El Amparo						3798						3838												3874						3911												3944												3977												4010												4041						4072						4098





												San Jorge						1675						1689												1699						1710												1721												1733												1742												1750						1758						1765





						2						San Rafael						4730						4785												4833						4883												4932												4981												5034												5086						5133						5181





						2						Buenavista						943						953												960						967												975												981												988												994						1002						1007





						2						Cote						539						540												541						544												546												547												549												548						549						550





						2						Katira						3099						3126												3156						3185												3209												3237												3263												3289						3316						3337





												Oriental						6210						6204												6195						6186												6175												6156												6134												6111						6084						6058





												Occidental						5156						5172												5190						5205												5219												5227												5232												5237						5238						5239





												Carmen						9349						9415												9478						9539												9597												9646												9692												9738						9777						9813





												San Nicolás						14194						14343												14488						14627												14760												14887												15009												15128						15242						15349





												Agua Caliente (San Francisco)						17366						17539												17703						17865												18019												18164												18308												18442						18571						18694





												Guadalupe (Arenilla)						7947						8014												8083						8144												8205												8261												8312												8363						8409						8453





												Corralillo						5788						5835												5877						5916												5957												5991												6026												6055						6084						6111





												Tierra Blanca						2798						2829												2860						2893												2922												2950												2977												3003						3030						3054





												Dulce Nombre						5817						5864												5907						5949												5989												6026												6059												6090						6119						6149





												Llano Grande						2398						2427												2457						2485												2512												2539												2564												2589						2615						2637





												Quebradilla						2927						2951												2973						2995												3016												3037												3054												3072						3086						3101





												Paraíso						10591						10636												10673						10706												10739												10764												10785												10802						10814						10822





												Santiago						3086						3116												3144						3174												3199												3223												3249												3272						3292						3314





												Orosi						4920						4958												4994						5029												5063												5095												5124												5152						5176						5201





												Cachí						2862						2881												2903						2920												2938												2954												2970												2986						2998						3011





												Llanos de Santa Lucía						9188						9303												9417						9524												9630												9737												9840												9940						10035						10129





												Tres Ríos						4643						4647												4646						4649												4647												4641												4629												4616						4602						4588





												San Diego						11912						12056												12201						12338												12472												12600												12723												12841						12956						13064





												San Juan						7485						7561												7632						7703												7770												7833												7888												7944						7996						8044





												San Rafael						7676						7766												7858						7941												8029												8107												8184												8260						8327						8397





												Concepción						9080						9188												9297						9405												9507												9604												9697												9787						9875						9958





												Dulce Nombre						4291						4355												4415						4475												4533												4589												4645												4700						4752						4803





												San Ramón						2140						2159												2181						2199												2217												2233												2249												2264						2276						2291





												Río Azul						6887						6992												7095						7194												7294												7392												7488												7583						7675						7763





												Juan Viñas						3642						3642												3642						3642												3635												3629												3623												3618						3611						3601





												Tucurrique						2782						2790												2803						2810												2819												2827												2836												2842						2847						2852





												Pejibaye						1846						1850												1851						1854												1854												1852												1853												1852						1849						1848





												Turrialba						13759						13735												13709						13681												13648												13605												13559												13509						13453						13397





												La Suiza						4039						4032												4024						4016												4005												3991												3978												3965						3947						3931





												Peralta						315						315												314						316												316												318												316												316						316						316





												Santa Cruz						1883						1893												1898						1906												1913												1918												1926												1930						1934						1939





												Santa Teresita						2674						2683												2692						2696												2706												2711												2715												2718						2721						2724





												Pavones						2331						2329												2330						2331												2329												2326												2320												2315						2312						2307





												Tuis						1514						1506												1500						1495												1487												1480												1471												1464						1456						1448





												Tayutic						1301						1295												1287						1281												1274												1265												1257												1248						1239						1231





												Santa Rosa						2844						2851												2856						2863												2866												2867												2873												2871						2873						2871





												Tres Equis						977						979												980						981												982												983												981												982						982						981





												La Isabel						3205						3207												3209						3212												3212												3211												3209												3205						3202						3195





												Chirripó						2292						2298												2304						2308												2312												2314												2320												2323						2324						2325





												Pacayas						2938						2955												2971						2984												2999												3011												3021												3030						3038						3044





												Cervantes						3356						3385												3413						3441												3465												3488												3510												3530						3548						3566





												Capellades						1320						1331												1342						1351												1362												1369												1376												1384						1390						1397





												San Rafael						14182						14258												14334						14402												14468												14516												14558												14593						14626						14653





												Cot						5265						5334												5406						5468												5533												5595												5658												5715						5774						5829





												Potrero Cerrado						1259						1273												1286						1302												1316												1329												1341												1352						1361						1374





												Cipreses						1985						2003												2026						2045												2063												2082												2099												2114						2132						2147





												Santa Rosa						1429						1443												1456						1471												1483												1496												1505												1517						1528						1538





												El Tejar						13282						13371												13452						13531												13605												13666												13721												13771						13816						13859





												San Isidro						5530						5586												5645						5702												5756												5805												5853												5901						5945						5988





												Tobosi						3665						3714												3766						3814												3863												3912												3956												3999						4044						4085





												Patio de Agua						223						225												229						229												230												231												233												236						236						237





												Heredia						9387						9380												9374						9364												9355												9331												9296												9260						9225						9186





												Mercedes						13860						14029												14197						14358												14519												14665												14807												14944						15078						15208





												San Francisco						27333						27750												28159						28560												28957												29343												29720												30091						30449						30800





												Ulloa						16312						16547												16776						17006												17229												17444												17653												17855						18053						18249





												Vara Blanca						451						458												465						473												479												485												491												498						505						510





												Barva						2490						2501												2512						2520												2530												2537												2541												2545						2548						2550





												San Pedro						5521						5613												5705						5797												5888												5977												6062												6148						6231						6311





												San Pablo						4641						4720												4796						4871												4940												5010												5079												5149						5216						5279





												San Roque						2538						2578												2617						2652												2688												2721												2756												2787						2820						2850





												Santa Lucía						3942						3996												4052						4105												4157												4208												4255												4300						4345						4387





												San José de la Montaña						3170						3224												3276						3326												3376												3426												3474												3518						3564						3609





												Santo Domingo						2552						2547												2542						2541												2536												2528												2518												2509						2496						2486





												San Vicente						3810						3853												3891						3929												3968												4003												4038												4068						4099						4128





												San Miguel						3779						3822												3864						3905												3943												3979												4011												4045						4076						4107





												Paracito						1323						1337												1357						1373												1390												1406												1418												1435						1449						1465





												Santo Tomás						3764						3803												3841						3877												3914												3946												3978												4006						4034						4063





												Santa Rosa						4337						4390												4442						4492												4546												4596												4641												4686						4728						4773





												Tures						2106						2135												2160						2186												2214												2241												2261												2286						2307						2330





												Pará						1987						2007												2029						2049												2070												2088												2105												2120						2135						2151





												Santa Bárbara						3105						3120												3138						3153												3170												3182												3194												3202						3213						3220





												San Pedro						3191						3247												3300						3350												3401												3450												3501												3551						3600						3646





												San Juan						4309						4374												4436						4498												4559												4619												4675												4731						4788						4839





												Jesús						5430						5521												5613						5703												5789												5877												5963												6047						6130						6209





												Santo Domingo						1701						1729												1757						1784												1809												1832												1862												1884						1908						1932





												Purabá						2570						2614												2656						2696												2736												2775												2812												2851						2885						2924





												San Rafael						5304						5337												5367						5393												5422												5444												5463												5479						5494						5508





												San Josecito						6658						6757												6855						6950												7045												7138												7226												7309						7398						7480





												Santiago						4847						4923												5001						5071												5144												5215												5283												5352						5419						5482





												Ángeles						6024						6116												6203						6291												6376												6459												6541												6615						6693						6768





												Concepción						3650						3710												3769						3828												3883												3937												3992												4044						4099						4149





												San Isidro						3164						3180												3195						3208												3218												3226												3231												3236						3238						3240





												San José						4175						4232												4287						4344												4397												4448												4497												4545						4593						4637





												Concepción						1466						1486												1504						1522												1540												1556												1573												1590						1605						1621





												San Francisco						2423						2458												2491						2521												2555												2584												2613												2642						2671						2699





												San Antonio						5676						5711												5743						5768												5797												5820												5842												5860						5876						5889





												La Ribera						3587						3635												3681						3725												3772												3816												3857												3899						3937						3975





												La Asunción						3510						3547												3585						3622												3656												3690												3722												3749						3779						3808





												San Joaquín						4053						4074												4096						4118												4139												4154												4167												4180						4189						4201





												Barrantes						2492						2527												2562						2595												2628												2659												2688												2719						2747						2776





												Llorente						5330						5420												5510						5601												5689												5774												5862												5944						6027						6108





												San Pablo						10343						10402												10454						10504												10553												10587												10618												10643						10667						10687





												Rincón Sabanilla						4621						4678												4735						4790												4845												4897												4943												4990						5035						5078





												Puerto Viejo						13822						14235												14646						15051												15453												15895												16337												16783						17221						17651





												La Virgen						7409						7602												7794						7987												8176												8381												8585												8794						8993						9193





												Las Horquetas						16059						16486												16910						17335												17749												18199												18648												19101						19542						19978





												Llanuras del Gaspa						931						958												984						1006												1032												1062												1088												1118						1145						1172





												Cureña						712						731												752						771												791												812												834												858						877						900





												Liberia						30576						31173												31756						32331												32896												33472												34029												34571						35102						35621





												Cañas Dulces						1851						1883												1917						1948												1979												2012												2039												2069						2095						2124





												Mayorga						920						935												950						964												979												995												1008												1023						1034						1049





												Nacascolo						1386						1422												1454						1487												1518												1550												1583												1614						1646						1676





												Curubandé						1473						1502												1528						1556												1582												1607												1633												1657						1683						1707





												Nicoya						13105						13233												13362						13489												13617												13739												13853												13966						14075						14184





												Mansión						2924						2930												2936						2940												2946												2952												2950												2953						2952						2954





												San Antonio						3508						3530												3550						3572												3589												3607												3619												3633						3645						3657





												Quebrada Honda						1303						1307												1311						1311												1313												1312												1315												1314						1314						1312





												Sámara						2174						2205												2236						2266												2297												2328												2355												2391						2418						2448





												Nosara						3183						3264												3343						3421												3498												3583												3668												3750						3832						3913





												Belén de Nosarita						1456						1472												1490						1507												1523												1540												1557												1573						1589						1604





												Santa Cruz						12845						13049												13247						13446												13641												13831												14017												14192						14368						14541





												Bolsón						1033						1049												1065						1083												1098												1116												1131												1148						1163						1178





												Veintisiete de Abril						4190						4290												4394						4492												4589												4687												4784												4881						4978						5069





												Tempate						3036						3093												3152						3210												3267												3321												3379												3431						3486						3537





												Cartagena						2309						2364												2416						2472												2522												2575												2627												2681						2732						2779





												Cuajiniquil						1247						1282												1315						1347												1379												1417												1448												1483						1519						1553





												Diriá						2320						2361												2398						2440												2476												2514												2551												2585						2621						2656





												Cabo Velas						2046						2089												2130						2172												2214												2254												2292												2329						2368						2405





												Tamarindo						3991						4066												4140						4212												4285												4359												4429												4500						4569						4640





												Bagaces						7472						7616												7760						7898												8038												8184												8325												8465						8603						8740





												La Fortuna						1543						1555												1566						1577												1588												1598												1608												1616						1626						1633





												Mogote						2005						2022												2040						2054												2072												2086												2100												2114						2127						2139





												Río Naranjo						585						589												595						600												604												609												611												616						618						622





												Filadelfia						4356						4405												4449						4496												4541												4582												4622												4658						4693						4726





												Palmira						3069						3147												3224						3296												3373												3453												3533												3608						3686						3762





												Sardinal						9110						9309												9508						9704												9898												10099												10298												10491						10683						10873





												Belén						5263						5397												5530						5658												5790												5927												6062												6195						6324						6453





												Cañas						12420						12558												12694						12825												12954												13080												13202												13324						13441						13554





												Palmira						650						656												658						666												671												676												682												684						692						695





												San Miguel						997						1004												1010						1016												1022												1027												1033												1036						1040						1044





												Bebedero						1233						1242												1252						1261												1266												1273												1279												1287						1293						1297





												Porozal						387						387												392						392												394												394												395												398						396						398





												Las Juntas						5124						5150												5176						5200												5223												5244												5265												5288						5308						5326





												Sierra						1357						1367												1377						1387												1397												1408												1416												1426						1435						1444





												San Juan						896						903												910						917												923												931												937												942						946						953





												Colorado						2512						2526												2544						2557												2571												2585												2598												2612						2624						2634





												Tilarán						4541						4566												4590						4613												4633												4647												4665												4680						4699						4711





												Quebrada Grande						1493						1501												1509						1519												1526												1535												1541												1547						1556						1560





												Tronadora						980						985												989						993												997												1000												1003												1003						1008						1009





												Santa Rosa						1067						1073												1080						1085												1089												1093												1098												1103						1110						1111





												Líbano						471						473												472						472												473												475												473												474						471						473





												Tierras Morenas						765						765												765						771												772												774												775												777						778						779





												Arenal						1317						1325												1327						1332												1336												1338												1344												1346						1347						1351





												Carmona						1322						1334												1347						1359												1373												1386												1397												1411						1421						1433





												Santa Rita						758						758												763						764												767												769												767												773						773						774





												Zapotal						657						658												658						661												661												661												661												661						661						661





												San Pablo						1203						1209												1213						1221												1225												1230												1235												1236						1241						1245





												Porvenir						408						408												407						405												406												404												405												402						400						400





												Bejuco						1732						1732												1735						1735												1738												1737												1736												1734						1733						1731





												La Cruz						5859						5973												6087						6202												6314												6421												6531												6639						6746						6848





												Santa Cecilia						4129						4202												4277						4346												4418												4488												4557												4629						4697						4765





												La Garita						1200						1223												1247						1269												1290												1313												1337												1361						1381						1404





												Santa Elena						1342						1366												1390						1413												1438												1462												1485												1511						1529						1551





												Hojancha						2311						2331												2351						2367												2387												2406												2424												2443						2461						2476





												Monte Romo						375						375												377						374												376												376												373												377						372						375





												Puerto Carrillo						937						945												950						955												961												967												972												977						983						987





												Huacas						398						398												399						400												400												400												399												399						400						401





						13						Puntarenas						5100						5128												5159						5187												5213												5238												5262												5281						5303						5323





						13						Pitahaya						1269						1292												1312						1329												1349												1370												1389												1408						1427						1445





						13						Chomes						3158						3194												3231						3268												3305												3342												3376												3411						3445						3478





												Lepanto						5231						5265												5298						5331												5360												5388												5412												5435						5458						5480





						13						Paquera						4028						4080												4127						4172												4218												4264												4305												4349						4389						4430





						13						Manzanillo						1649						1672												1690						1711												1732												1754												1770												1788						1808						1826





						13						Guacimal						574						576												582						585												590												595												596												602						603						608





						13						Barranca						18150						18480												18807						19129												19446												19774												20102												20423						20739						21052





						13						Monte Verde						2381						2402												2425						2444												2467												2487												2505												2524						2540						2558





						13						Cóbano						4641						4696												4751						4805												4861												4916												4967												5020						5067						5118





						13						Chacarita						9886						10051												10210						10370												10526												10690												10847												11004						11157						11310





						13						Chira						847						854												862						869												876												883												888												897						903						908





						13						Acapulco						733						742												749						758												766												772												781												786						793						800





						13						El Roble						9925						10084												10243						10396												10552												10709												10863												11013						11162						11309





						13						Arancibia						376						381												384						386												390												393												396												398						399						403





						13						Espíritu Santo						10138						10269												10402						10527												10652												10773												10895												11012						11127						11238





						13						San Juan Grande						3974						4046												4120						4193												4264												4338												4411												4482						4551						4621





						13						Macacona						2510						2555												2602						2642												2685												2729												2773												2815						2856						2898





						13						San Rafael						804						817												831						843												857												869												881												895						907						921





						13						San Jerónimo						458						466												469						471												479												482												488												491						494						500





												Buenos Aires						12859						13195												13529						13860												14186												14530												14878												15225						15567						15902





												Volcán						1964						1944												1932						1915												1900												1881												1867												1848						1830						1812





												Potrero Grande						3255						3255												3254						3251												3248												3244												3237												3231						3225						3216





												Boruca						1658						1661												1663						1659												1660												1659												1655												1653						1649						1647





												Pilas						894						892												888						885												882												879												874												870						866						862





												Colinas						726						722												717						711												707												703												700												693						689						684





												Chánguena						1454						1456												1456						1457												1457												1456												1457												1455						1454						1452





												Biolley						1326						1321												1316						1305												1299												1289												1282												1274						1263						1254





												Brunka						1683						1675												1662						1651												1639												1627												1613												1599						1585						1571





						13						Miramar						4311						4346												4380						4418												4451												4480												4511												4537						4564						4589





						13						La Unión						726						733												737						742												748												752												759												762						766						770





						13						San Isidro						1866						1895												1921						1952												1978												2004												2029												2054						2080						2104





												Puerto Cortés						4432						4460												4488						4515												4541												4568												4593												4614						4636						4657





												Palmar						4893						4893												4893						4891												4889												4882												4876												4866						4858						4847





												Sierpe						1847						1858												1865						1878												1886												1894												1901												1909						1912						1919





												Bahía Ballena						1788						1799												1810						1820												1832												1841												1847												1856						1864						1873





												Piedras Blancas						2354						2360												2370						2377												2385												2388												2392												2397						2396						2399





												Bahía Drake						625						629												632						636												639												643												648												651						652						657





												Quepos						12293						12509												12721						12931												13136												13347												13554												13758						13957						14151





												Savegre						2048						2069												2090						2109												2129												2148												2166												2183						2198						2214





												Naranjito						2174						2189												2205						2221												2234												2246												2257												2270						2278						2288





												Golfito						6121						6140												6153						6171												6183												6188												6189												6196						6196						6196





												Puerto Jiménez						5698						5848												6000						6147												6294												6453												6613												6770						6929						7082





												Guaycará						7138						7179												7222						7262												7299												7326												7351												7377						7398						7423





												Pavón						3692						3739												3786						3835												3880												3922												3970												4013						4057						4098





												San Vito						8313						8308												8302						8295												8286												8266												8243												8223						8202						8178





												Sabalito						6518						6523												6532						6538												6540												6527												6519												6512						6502						6489





												Aguabuena						3506						3511												3516						3520												3522												3520												3518												3516						3510						3508





												Limoncito						2060						2057												2057						2059												2057												2055												2052												2048						2045						2042





												Pittier						1662						1655												1648						1641												1630												1620												1607												1597						1588						1575





												Parrita						9650						9833												10008						10183												10357												10539												10720												10897						11067						11239





												Corredor						10016						10056												10098						10132												10168												10193												10216												10236						10254						10269





												La Cuesta						2461						2497												2536						2575												2611												2648												2683												2717						2753						2788





												Canoas						7327						7454												7580						7702												7820												7939												8057												8177						8290						8403





												Laurel						5680						5759												5839						5918												5992												6067												6139												6215						6286						6356





						13						Jacó						8343						8563												8782						8995												9214												9447												9678												9904						10127						10354





						13						Tárcoles						3957						4058												4160						4264												4362												4469												4574												4677						4781						4884





												Limón						30838						30744												30645						30536												30419												30275												30123												29959						29783						29600





												Valle La Estrella						9684						9773												9859						9945												10022												10096												10166												10239						10305						10368





												Río Blanco						4737						4809												4878						4945												5011												5074												5137												5197						5256						5313





												Matama						3940						3976												4010						4045												4077												4104												4133												4157						4185						4209





												Guápiles						18648						18990												19326						19659												19991												20324												20648												20968						21276						21584





												Jiménez						6205						6297												6389						6480												6570												6656												6740												6824						6907						6986





												Rita						14103						14286												14464						14645												14817												14980												15142												15301						15454						15602





												Roxana						9772						9896												10019						10139												10258												10370												10478												10583						10691						10794





												Cariari						19422						19655												19886						20108												20330												20533												20734												20929						21118						21307





												Colorado						2351						2369												2388						2406												2423												2437												2452												2470						2483						2497





												La Colonia						3357						3443												3531						3618												3705												3792												3879												3966						4050						4133





												Siquirres						17819						17865												17906						17943												17976												17992												18005												18019						18024						18023





												Pacuarito						5285						5343												5406						5463												5518												5570												5622												5674						5725						5772





												Florida						1318						1330												1339						1349												1359												1369												1379												1387						1393						1402





												Germania						1509						1522												1538						1556												1569												1585												1596												1608						1624						1635





												El Cairo						3683						3731												3775						3824												3867												3911												3956												3997						4037						4080





												La Alegría						3427						3465												3501						3539												3577												3613												3648												3682						3715						3748





												Bratsi						4832						4947												5064						5177												5290												5412												5532												5651						5768						5881





												Sixaola						5878						5935												5994						6053												6107												6149												6194												6238						6278						6316





												Cahuita						6232						6395												6555						6713												6871												7038												7200												7363						7518						7675





												Telire						3984						4074												4165						4255												4342												4434												4524												4614						4703						4790





												Matina						5448						5475												5497						5518												5540												5554												5565												5576						5587						5595





												Batán						10344						10485												10625						10761												10895												11018												11143												11264						11383						11501





												Carrandi						7827						7952												8076						8197												8316												8434												8544												8661						8772						8882





												Guácimo						11831						12089												12347						12599												12847												13108												13366												13620						13871						14115





												Mercedes						1148						1161												1173						1187												1199												1210												1222												1234						1244						1256





												Pocora						4012						4073												4134						4192												4250												4306												4364												4422						4476						4529





												Río Jiménez						5531						5623												5714						5804												5891												5978												6063												6147						6234						6314





												Duacarí						3837						3898												3959						4016												4075												4132												4188												4241						4297						4350





												Total General						2467825						2495764												2523066						2549674												2575541												2600654												2624983												2648526						2671288						2693280

















Mujeres





																		Total General





						13						Puntarenas						4863						4906												4944						4980												5018												5050												5080												5112						5139						5167





						13						Pitahaya						1234						1259												1280						1300												1322												1342												1366												1387						1406						1427





						13						Chomes						3023						3064												3108						3150												3189												3231												3269												3309						3348						3384





						13						Paquera						3801						3851												3905						3956												4006												4054												4105												4154						4202						4247





						13						Manzanillo						1554						1577												1598						1621												1643												1664												1689												1709						1731						1753





						13						Guacimal						543						549												554						561												566												571												577												582						585						590





						13						Barranca						17265						17608												17951						18291												18625												18976												19324												19665						20002						20335





						13						Monte Verde						2279						2306												2335						2362												2388												2413												2438												2463						2488						2512





						13						Cóbano						4422						4482												4540						4599												4655												4710												4769												4824						4877						4929





						13						Chacarita						9371						9546												9717						9885												10053												10228												10397												10565						10730						10896





						13						Chira						781						789												799						806												814												821												826												835						841						848





						13						Acapulco						732						739												747						756												765												774												779												787						795						803





						13						El Roble						9376						9544												9711						9877												10041												10211												10377												10539						10700						10861





						13						Arancibia						361						367												369						372												378												382												388												389						393						397





						13						Espíritu Santo						10491						10630												10768						10901												11030												11159												11286												11409						11527						11643





						13						San Juan Grande						4010						4095												4177						4261												4340												4423												4504												4586						4665						4743





						13						Macacona						2425						2472												2521						2568												2617												2663												2709												2754						2801						2845





						13						San Rafael						757						772												789						805												817												832												844												859						872						884





						13						San Jerónimo						421						425												430						436												442												446												453												456						461						467





						13						Miramar						4274						4317												4360						4400												4443												4482												4516												4552						4585						4618





						13						La Unión						714						721												729						733												742												748												754												758						766						772





						13						San Isidro						1841						1875												1901						1932												1961												1990												2018												2046						2071						2101





						13						Jacó						7548						7779												8005						8229												8454												8697												8935												9172						9406						9641





						13						Tárcoles						3577						3683												3790						3893												3998												4108												4217												4325						4430						4538

















Hoja3





						I CJ SAN JOSÉ																		Total General





						1						Distrito						2016						2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





						1						Carmen						3090						3070						3046						3023						3001						2973						2946						2912						2884						2853





						1						Merced						14721						14846						14970						15085						15203						15309						15408						15503						15595						15689





						1						Hospital						22895						23099						23297						23490						23685						23859						24030						24189						24342						24496





						1						Catedral						15308						15382						15449						15517						15588						15639						15682						15721						15757						15794





						1						Zapote						21460						21566						21661						21758						21858						21929						21990						22043						22097						22148





						1						San Francisco de Dos Ríos						23269						23364						23453						23545						23637						23696						23745						23785						23829						23868





						1						Uruca						39443						40027						40602						41169						41724						42301						42861						43412						43943						44474





						1						Mata Redonda						9895						9940						9981						10025						10066						10097						10119						10139						10162						10182





						1						Santiago						12240						12311						12378						12441						12496						12552						12600						12639						12679						12713





						1						Mercedes Sur						6673						6750						6827						6900						6967						7040						7099						7165						7227						7285





						1						Barbacoas						4165						4221						4278						4327						4381						4433						4486						4533						4580						4624





						1						Grifo Alto						1391						1410						1430						1443						1461						1476						1492						1510						1522						1537





						1						San Rafael						1916						1931						1951						1966						1982						1997						2009						2024						2042						2053





						1						Candelarita						1640						1659						1681						1696						1717						1735						1753						1772						1787						1805





						1						Desamparaditos						751						757						765						771						779						786						794						798						804						810





						1						San Antonio						4397						4452						4507						4565						4615						4668						4720						4766						4814						4860





						1						Chires						3465						3496						3528						3559						3585						3611						3640						3665						3691						3713





						1						Palmichal						4990						5049						5106						5158						5205						5255						5308						5352						5401						5443





						1						San Pablo						1506						1519						1528						1542						1554						1566						1573						1582						1593						1599





						1						San Pedro						806						815						823						834						843						852						861						865						873						883





						1						San Juan de Mata						1417						1439						1461						1482						1505						1526						1546						1564						1586						1606





						1						San Luis						662						673						684						694						701						709						721						728						737						744





						1						Carara						2141						2173						2207						2238						2268						2298						2330						2361						2391						2419





																		198241						199949						201613						203228						204821						206307						207713						209028						210336						211598





												HOMBRE						Total General





						1						Distrito						2016						2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





						1						Carmen						1506						1497						1487						1476						1466						1452						1440						1424						1410						1395





						1						Merced						7236						7299						7365						7423						7484						7536						7588						7638						7685						7732





						1						Hospital						11296						11402						11504						11606						11705						11794						11883						11966						12046						12123





						1						Catedral						7554						7592						7628						7665						7702						7729						7752						7772						7791						7809





						1						Zapote						10545						10600						10651						10702						10754						10790						10821						10849						10878						10902





						1						San Francisco de Dos Ríos						11485						11538						11587						11634						11682						11714						11737						11759						11783						11801





						1						Uruca						19694						19999						20296						20589						20874						21170						21461						21746						22019						22289





						1						Mata Redonda						4880						4905						4927						4951						4972						4990						5000						5010						5021						5032





						1						Santiago						6204						6235						6263						6288						6308						6333						6349						6363						6377						6388





						1						Mercedes Sur						3382						3418						3452						3485						3514						3546						3573						3603						3629						3655





						1						Barbacoas						2100						2127						2154						2176						2202						2226						2253						2274						2295						2315





						1						Grifo Alto						704						711						722						728						736						744						751						760						766						771





						1						San Rafael						972						979						986						994						1001						1008						1014						1019						1026						1031





						1						Candelarita						828						837						846						854						863						871						881						888						896						903





						1						Desamparaditos						379						383						387						390						393						396						401						403						405						407





						1						San Antonio						2229						2256						2279						2309						2332						2357						2381						2402						2425						2445





						1						Chires						1744						1758						1771						1784						1792						1803						1813						1822						1833						1841





						1						Palmichal						2605						2631						2659						2683						2705						2729						2751						2771						2793						2812





						1						San Pablo						786						793						796						801						807						811						814						817						821						823





						1						San Pedro						431						435						439						444						448						453						456						457						462						466





						1						San Juan de Mata						742						756						765						774						785						793						804						811						821						830





						1						San Luis						354						360						366						370						373						376						382						386						389						392





						1						Carara						1126						1140						1155						1170						1182						1196						1211						1223						1239						1251





																		98782						99651						100485						101296						102080						102817						103516						104163						104810						105413





												MUJER						Total General





						1						Distrito						2016						2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





						1						Carmen						1584						1573						1559						1547						1535						1521						1506						1488						1474						1458





						1						Merced						7485						7547						7605						7662						7719						7773						7820						7865						7910						7957





						1						Hospital						11599						11697						11793						11884						11980						12065						12147						12223						12296						12373





						1						Catedral						7754						7790						7821						7852						7886						7910						7930						7949						7966						7985





						1						Zapote						10915						10966						11010						11056						11104						11139						11169						11194						11219						11246





						1						San Francisco de Dos Ríos						11784						11826						11866						11911						11955						11982						12008						12026						12046						12067





						1						Uruca						19749						20028						20306						20580						20850						21131						21400						21666						21924						22185





						1						Mata Redonda						5015						5035						5054						5074						5094						5107						5119						5129						5141						5150





						1						Santiago						6036						6076						6115						6153						6188						6219						6251						6276						6302						6325





						1						Mercedes Sur						3291						3332						3375						3415						3453						3494						3526						3562						3598						3630





						1						Barbacoas						2065						2094						2124						2151						2179						2207						2233						2259						2285						2309





						1						Grifo Alto						687						699						708						715						725						732						741						750						756						766





						1						San Rafael						944						952						965						972						981						989						995						1005						1016						1022





						1						Candelarita						812						822						835						842						854						864						872						884						891						902





						1						Desamparaditos						372						374						378						381						386						390						393						395						399						403





						1						San Antonio						2168						2196						2228						2256						2283						2311						2339						2364						2389						2415





						1						Chires						1721						1738						1757						1775						1793						1808						1827						1843						1858						1872





						1						Palmichal						2385						2418						2447						2475						2500						2526						2557						2581						2608						2631





						1						San Pablo						720						726						732						741						747						755						759						765						772						776





						1						San Pedro						375						380						384						390						395						399						405						408						411						417





						1						San Juan de Mata						675						683						696						708						720						733						742						753						765						776





						1						San Luis						308						313						318						324						328						333						339						342						348						352





						1						Carara						1015						1033						1052						1068						1086						1102						1119						1138						1152						1168





																		99459						100298						101128						101932						102741						103490						104197						104865						105526						106185





																		2016						2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





												TOTAL						198241						199949						201613						203228						204821						206307						207713						209028						210336						211598





												HOMBRE						98782						99651						100485						101296						102080						102817						103516						104163						104810						105413





												MUJERES						99459						100298						101128						101932						102741						103490						104197						104865						105526						106185





																		2016						2017						2018						2019						2020						2021						2022						2023						2024						2025





												TOTAL												0.86%						0.83%						0.80%						0.78%						0.73%						0.68%						0.63%						0.63%						0.60%





												HOMBRE												0.88%						0.84%						0.81%						0.77%						0.72%						0.68%						0.63%						0.62%						0.58%





												MUJERES												0.84%						0.83%						0.80%						0.79%						0.73%						0.68%						0.64%						0.63%						0.62%
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Oficio 3002-2019 




					From




					Katherine Salazar Duarte




					To




					Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Damaris Vargas Vásquez; Songhay White Curling; Marcela Allon Zuñiga; Román Solís Zelaya; Rafael Segura Bonilla; Orlando Vargas Chacón




					Cc




					Melissa Benavides Víquez; Nora Lía Mora Lizano; Xinia Fernández Vargas




					Recipients




					nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; swhite@Poder-Judicial.go.cr; mallon@Poder-Judicial.go.cr; rsolisz@Poder-Judicial.go.cr; rsegurab@Poder-Judicial.go.cr; ovargasc@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; nmoral@Poder-Judicial.go.cr; xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr









Estimadas Personas Coordinadoras :









 









Reciban un atento saludo. Con instrucciones de la Máster Melissa Benavides Víquez Coordinadora ai de la Unidad Acceso a la Justicia , se les remite la Circular 3002-2019 y el Oficio CACC-012-2017 para su estimable conocimiento.









 









 









Muchas gracias por su atención, 









 









 









Estimadas Personas Integrantes :









 









Reciban un cordial saludo. El pasado 25 de marzo el Consejo Superior remitió el oficio 3002-2019 que expone lo siguiente:









 









 









San José, 25 de marzo de 2019









N° 3002-19









Al contestar refiérase a este # de oficio









 









 









Señor Magistrado









Máster. Jorge Olaso Alvarez, Coordinador 









de la Comisión de Acceso a la Justicia









 









Estimado señor:









 









 









Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, que literalmente dice:









 














“ARTÍCULO LXXXVIII














 









DOCUMENTO N° 10754-16









 









En sesión N° 60-17 celebrada el 22 de junio del 2017, artículo LXVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:









 









“En circular Nº 190-16, del 15 de noviembre de 2016, la Secretaria General de la Corte, hizo de conocimiento a los despachos judiciales del país y público en general,  el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 89-16 del 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, en la que comunicó la Reiteración de la circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores”.









 









La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-012-2017 del 13 de enero de 2017, solicitó:









 









“En la sesión de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, celebrada el pasado 16 de diciembre, se acordó solicitar al Consejo Superior se reitere al personal judicial, la importancia de conocer, estudiar, y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de todas las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello además el  artículo I de la Constitución Política recientemente reformado,  que señala “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multitécnica y pluricultural.” 









 









-0-









 









Seguidamente, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 4313-17 del 21 de abril de 2017, reiteró el  oficio N° 439-17 del 17 de enero del presente año, en que solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia, coordinara y remitiera el proyecto de circular que propusieron, previo a hacer la gestión de conocimiento del Consejo Superior, siendo que al día de hoy no ha remitido respuesta.









 









Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la Secretaría General de la Corte y solicitar a la Comisión de Acceso a la Justicia remitir a la brevedad el proyecto de circular para su comunicación y respectiva publicación. Se declara acuerdo firme.”









 









- 0 -









 









Informa la Secretaria General, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esta oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Comisión de Acceso a la Justicia.









 









Se acordó: Reiterar a la Comisión de Acceso a la Justicia para que dentro del plazo de un mes remita a conocimiento de este Consejo la propuesta de circular solicitada en sesión N° 60-17 celebrada el 22 de junio del 2017, artículo LXVII.”









 









 









Atentamente, 









 









 









Lic. Carlos T. Mora Rodríguez









Subsecretario General interino









Corte Suprema de Justicia









 









 









En virtud de lo anterior, se les solicita de manera respetuosa, se remita a esta Unidad de Acceso, a los correos ksalazard@poder-judicial.go.cr, mbenavidesv@poder-judicial.go.cr , aquella normativa que consideran, deberá incluirse en la propuesta de circular, esto con la finalidad de incluir aquellos instrumentos, Convenios y demás normativa que vincula a la población de la Subcomisión que se coordina. Con el envío, se podrá adjuntar alguna reseña concreta sobre los derechos de estas poblaciones y acceso a la justicia que se considera pertinente. Para poder cumplir con el plazo que otorga el Consejo Superior se solicita el envío de lo solicitado a más tardar para el día 22 de abril del presente año.









 









Atentamente, 
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                    Corte Suprema de Justicia






                           Secretaría General












San José, 25 de marzo de 2019





N° 3002-19





Al contestar refiérase a este # de oficio






Señor Magistrado





Máster. Jorge Olaso Alvarez, Coordinador 






de la Comisión de Acceso a la Justicia





Estimado señor:






Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, que literalmente dice:






“ARTÍCULO LXXXVIII





DOCUMENTO N° 10754-16






En sesión N° 60-17 celebrada el 22 de junio del 2017, artículo LXVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:






“En circular Nº 190-16, del 15 de noviembre de 2016, la Secretaria General de la Corte, hizo de conocimiento a los despachos judiciales del país y público en general,  el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 89-16 del 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, en la que comunicó la Reiteración de la circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores”.






La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-012-2017 del 13 de enero de 2017, solicitó:






“En la sesión de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, celebrada el pasado 16 de diciembre, se acordó solicitar al Consejo Superior se reitere al personal judicial, la importancia de conocer, estudiar, y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de todas las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello además el  artículo I de la Constitución Política recientemente reformado,  que señala “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multitécnica y pluricultural.” 






-0-





Seguidamente, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 4313-17 del 21 de abril de 2017, reiteró el  oficio N° 439-17 del 17 de enero del presente año, en que solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia, coordinara y remitiera el proyecto de circular que propusieron, previo a hacer la gestión de conocimiento del Consejo Superior, siendo que al día de hoy no ha remitido respuesta.






Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la Secretaría General de la Corte y solicitar a la Comisión de Acceso a la Justicia remitir a la brevedad el proyecto de circular para su comunicación y respectiva publicación. Se declara acuerdo firme.”






- 0 -






Informa la Secretaria General, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esta oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Comisión de Acceso a la Justicia.






Se acordó: Reiterar a la Comisión de Acceso a la Justicia para que dentro del plazo de un mes remita a conocimiento de este Consejo la propuesta de circular solicitada en sesión N° 60-17 celebrada el 22 de junio del 2017, artículo LXVII.”





Atentamente, 






Lic. Carlos T. Mora Rodríguez






Subsecretario General interino






Corte Suprema de Justicia





c:
Diligencias / Refs: (10754-16) 






PT





laura





Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711
 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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San José,  13 de enero de 2017   






CACC-012-2017





Señoras y Señores





Integrantes del Consejo Superior,





Poder Judicial.





Estimadas señoras y señores: 





En la sesión de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, celebrada el pasado 16 de diciembre, se acordó solicitar al Consejo Superior se reitere al personal judicial, la importancia de conocer, estudiar, y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de todas las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello además el  artículo I de la Constitución Política recientemente reformado,  que señala “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.
"





De las señoras y señores integrantes del Consejo Supeior, con respeto y consideración. 






Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández






Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia






Poder Judicial, Costa Rica





cc:
Archivo





� El subrayado no corresponde al original.
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RE  CONSULTA.MSG
RE: CONSULTA

		From

		Cheryl Bolaños Madrigal

		To

		Damaris Vargas Vásquez; Roxana Arrieta Meléndez

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Waiman Hin Herrera; Pablo Alvarez Arias; Karla Alpizar Salazar; Allan Castro Fallas

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; palvareza@Poder-Judicial.go.cr; kalpizars@Poder-Judicial.go.cr; acastrof@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días Damaris.



Le comento el avance de cada uno de los cursos relacionados con los temas que menciona:



1.	Curso virtual sobre la Atención a la población indígena: este curso se desarrolló con la ayuda experta de Ligia Jeannette Jiménez Zamora, propuesta por la Comisión de Acceso. En este momento se encuentra en manos de la señora Ligia quien está haciendo la revisión de la primera versión del curso. La fecha de entrega está sujeta a los ajustes que solicite la persona experta y su complejidad, así como de la fecha de entrega de los ajustes que haga doña Ligia.  

2.	Curso virtual sobre Atención a la población con discapacidad: este curso se desarrolló con el apoyo de María Esther Brenes Villalobos quien fue propuesta por la Comisión de Acceso para desarrollar esta tarea. El curso ya se encuentra listo para implementarse y en cualquier momento se realizará el piloto del mismo. 


3.	Curso virtual sobre la Promoción de la Autonomía Personal de las personas con discapacidad: este curso se hizo con la ayuda de Mariana Villarreal de Conapdis, según la propuso la Comisión de Acceso. El curso está prácticamente listo solo estamos solucionando un detalle técnico pero de igual forma ya se encuentra en manos de Mariana para su revisión y se le otorgó acceso a su persona, a Melissa Benavides de la Unidad de Acceso, al señor Magistrado Jorge Olaso y a la señora Carlota Arauz de la Escuela Judicial para su revisión también. Lo anterior según acuerdo de la última reunión que sostuvimos con don Jorge Olaso en su oficina. La fecha de entrega está sujeta a los ajustes que solicite la persona experta y su complejidad, así como de la fecha de la entrega de los ajustes a esta oficina.


4.	Curso virtual Todas y todos somos igualmente diferentes: este curso se oferta en la automatrícula todos los meses y por ahora es el que se encuentra vigente para que la población judicial lo realice. 





Los cursos en desarrollo suman 4 horas virtuales que según los costos establecidos por esta oficina y el mercado nacional rondan los 2.389.600 colones por hora. Para un total de 9.558.400 colones. Esto es importante que se tome en cuenta para medir la inversión económica, humana y de tiempo que se ha hecho desde esta Dirección para poder desarrollar los cursos. Cualquier modificación a esta altura de los desarrollos implica asumir costos mayores de desarrollo. 



Según conversé previamente con Roxana, proponemos lo siguiente: Cerrar los cursos que están prácticamente finalizados e implementarlos. Y que paralelamente la Subcomisión vaya generando sus revisiones para que posteriormente los cursos puedan entrar en proceso de actualización, previa valoración de los costos de desarrollo por las Subcomisiones y la Dirección de Gestión Humana. Esto se haría mientras la población judicial esté aprovechando las versiones que ya están listas.



Con gusto le podemos hacer llegar los accesos a los cursos. Solo indíquenos el nombre de las personas que lo requieren.



Quedo a la orden. Saludos cordiales.



Lcda. Cheryl Bolaños M.

Gestión de la Capacitación 

Dirección de Gestión Humana

2295-4874



  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: martes, 4 de junio de 2019 07:48
Para: Roxana Arrieta Meléndez
Cc: Melissa Benavides Víquez; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Cheryl Bolaños Madrigal
Asunto: CONSULTA 

 

 



Estimada doña Roxana:



 



Buenos días. Consulto sobre la posibilidad de tener acceso a los cursos virtuales diseñados por GH vinculados con poblaciones indígenas y con discapacidad a fin de poder analizar sus contenidos con las personas integrantes de las Subcomisiones respectivas. A la vez, consulto la fecha a partir de cual estarían listos para ejecutarse y si podrían ser objeto de modificaciones eventualmente.



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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San José, 4 de junio de 2019



 



Señor



Magistrado Rafael Segura Bonilla



Rector Dirección Nacional de Justicia Restaurativa



 



Señora



Jueza Carmen Cerdas Cisneros



Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial



 



 



Estimados Señor y Señora:



 



Tengo el honor de dirigirme a Ustedes en su condición de Rector de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y Directora del Centro de Conciliación del Poder Judicial, a efecto de continuar con la articulación de acciones para la implementación de la resolución alternativa de conflictos en los procesos vinculados con población indígena. 



 



La solicitud obedece al excelente aporte institucional del Programa de Justicia Restaurativa y del Centro de Conciliación a su cargo y además, al interés de que implementar en los procesos vinculados con personas indígenas –no solo los de naturaleza penal o penal juvenil- los mecanismos de resolución alternativa de conflictos con perspectiva de Justicia Restaurativa y con la participación activa de la población indígena involucrada.



 



Aprovecho para solicitarles se priorice la atención de los pueblos indígenas Bribri de Salitre y Telire de Térraba, beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 



 



Los avances en estas articulaciones contribuirán a la efectividad de los compromisos institucionales establecidos en el artículo 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone: “ARTÍCULO 5- Aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa de conflictos. En la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte, los jueces y las juezas tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con perspectiva restaurativa y con la participación activa de la comunidad indígena involucrada. Para tal efecto, se garantizará que las personas indígenas que participen comprendan el lenguaje técnico que se utilice, se buscarán formas de negociación propias de la cosmovisión de estas personas y se indicará en todos los casos que la resolución alternativa de conflictos no podrá incluir derechos indisponibles.”



 



Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas estoy a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias.



 



Cordialmente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Señor



Magistrado Rafael Segura Bonilla



Rector Dirección Nacional de Justicia Restaurativa



 



Señora



Jueza Carmen Cerdas Cisneros



Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial



 



 



Estimados Señor y Señora:



 



Tengo el honor de dirigirme a Ustedes en su condición de Rector de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y Directora del Centro de Conciliación del Poder Judicial, a efecto de continuar con la articulación de acciones para la implementación de la resolución alternativa de conflictos en los procesos vinculados con población indígena. 



 



La solicitud obedece al excelente aporte institucional del Programa de Justicia Restaurativa y del Centro de Conciliación a su cargo y además, al interés de que implementar en los procesos vinculados con personas indígenas –no solo los de naturaleza penal o penal juvenil- los mecanismos de resolución alternativa de conflictos con perspectiva de Justicia Restaurativa y con la participación activa de la población indígena involucrada.



 



Aprovecho para solicitarles se priorice la atención de los pueblos indígenas Bribri de Salitre y Telire de Térraba, beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 



 



Los avances en estas articulaciones contribuirán a la efectividad de los compromisos institucionales establecidos en el artículo 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone: “ARTÍCULO 5- Aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa de conflictos. En la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte, los jueces y las juezas tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con perspectiva restaurativa y con la participación activa de la comunidad indígena involucrada. Para tal efecto, se garantizará que las personas indígenas que participen comprendan el lenguaje técnico que se utilice, se buscarán formas de negociación propias de la cosmovisión de estas personas y se indicará en todos los casos que la resolución alternativa de conflictos no podrá incluir derechos indisponibles.”



 



Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas estoy a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias.



 



Cordialmente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 4 de junio de 2019

Sefior
Magistrado Rafael Segura Bonilla
Rector Direccion Nacional de Justicia Restaurativa

Sefiora
Jueza Carmen Cerdas Cisneros
Directora Centro de Conciliacion del Poder Judicial

Estimados Sefior y Seiiora:

Tengo el honor de dirigirme a Ustedes en su condicién de Rector de la Direccién Nacional
de Justicia Restaurativa y Directora del Centro de Conciliacién del Poder Judicial, a efecto de
continuar con la articulacién de acciones para la implementacion de la resolucion alternativa de
conflictos en los procesos vinculados con poblacién indigena.

La solicitud obedece al excelente aporte institucional del Programa de Justicia
Restaurativa y del Centro de Conciliacién a su cargo y ademas, al interés de que implementar en
los procesos vinculados con personas indigenas -no solo los de naturaleza penal o penal juvenil-
los mecanismos de resolucién alternativa de conflictos con perspectiva de Justicia Restaurativa y
con la participacidn activa de la poblacién indigena involucrada.

Aprovecho para solicitarles se priorice la atencién de los pueblos indigenas Bribri de
Salitre y Telire de Térraba, beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el
Estado.

Los avances en estas articulaciones contribuiran a la efectividad de los compromisos
institucionales establecidos en el articulo 5 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica que dispone: “ARTICULO 5- Aplicacién del derecho internacional y
mecanismos de resolucion alternativa de conflictos. En la resolucion de los casos donde las
personas indigenas figuren como parte, los jueces y las juezas tomardn en cuenta la normativa
internacional vigente en la materia y promoverdn la resolucion alternativa del conflicto, con
perspectiva restaurativay con la participacion activa de la comunidad indigena involucrada. Para
tal efecto, se garantizard que las personas indigenas que participen comprendan el lenguaje
técnico que se utilice, se buscardn formas de negociacion propias de la cosmovision de estas
personas y se indicard en todos los casos que la resolucién alternativa de conflictos no podrd
incluir derechos indisponibles.”

Desde la Subcomisién de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas estoy a su disposicion
para la coordinacién de las acciones que sean necesarias.

Cordialmente, Firmado digitalmente por
DAMARIS VARGAS  pmnis varGAs vASQUEZ
VASQUEZ (FIRMA) &Rrva

Fecha: 2019.06.04 10:46:35 -06'00'

Damaris Vargas Vdsquez
Coordinadora
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas









Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Copias:
Comision de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia









								2019-06-04T10:46:35-0600



				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)








































image12.wmf
IMPLEMENTACION  DE RESOLUCION ALTERNA DE CONFLICTOS CON PERSPECTIVA DE JUSTICIA RESTAURATIVA EN PROCESOS VINCULADOS CON PERSONAS INDIGENAS.msg


RE  Solicitud Right Livelihood.msg
RE: Solicitud Right Livelihood

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Despacho de la Presidencia de la Corte; Roger Mata Brenes

		Cc

		Jorge Olaso Alvarez; Acceso a la Justicia
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Señor 



Roger Mata Brenes



Director Despacho de la Presidencia



Corte Suprema de Justicia



 



Estimado Señor:



 



              Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Petición dirigida al Gobierno de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right Livelihood Award”, apoyada según se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado. 



 



Adjunto archivos que contienen el informe en referencia.



 



Se está en la mayor disposición de ampliar la información suministrada de estimarse necesario.



Del señor Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, com respeto y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte 
Enviado el: martes, 21 de mayo de 2019 03:06 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud Right Livelihood
Importancia: Alta



 



Estimada señora



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



Reciba un cordial saludo. Atendiendo indicaciones del señor Director del Despacho de la Presidencia MSc. Róger Mata Brenes, respetuosamente, se remite la petición de Right Livelihood, con la finalidad de que en un plazo de 15 días se analice la conveniencia e informe de lo solicitado. 



 



Agradeciendo su valiosa colaboración, 
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Señor 



Roger Mata Brenes



Director Despacho de la Presidencia



Corte Suprema de Justicia



 



Estimado Señor:



 



              Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Petición dirigida al Gobierno de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right Livelihood Award”, apoyada según se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado. 



 



Adjunto archivos que contienen el informe en referencia.



 



Se está en la mayor disposición de ampliar la información suministrada de estimarse necesario.



 



Del señor Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, com respeto y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte 
Enviado el: martes, 21 de mayo de 2019 03:06 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud Right Livelihood
Importancia: Alta





 



Estimada señora



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



Reciba un cordial saludo. Atendiendo indicaciones del señor Director del Despacho de la Presidencia MSc. Róger Mata Brenes, respetuosamente, se remite la petición de Right Livelihood, con la finalidad de que en un plazo de 15 días se analice la conveniencia e informe de lo solicitado. 



 



Agradeciendo su valiosa colaboración, 
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San José, 17 de junio de 2019.

Seior

Roger Mata Brenes
Director

Despacho de la Presidencia
Corte Suprema de Justicia

Estimado Seior:

Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida
sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Peticién dirigida al Gobierno
de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right
Livelihood Award”, apoyada segun se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right
Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado.

En el oficio del 23 de abril de 2019, las personas firmantes en representacion de
Right Livelihood, hacen una resefa de la normativa nacional e internacional que regula
los derechos de las personas indigenas y los antecedentes que generaron la emisién de
la Medida Cautelar 321-12 de la Corte Interamericana de Derecho Humanos; ademas,
sefialan que “Tanto el sefior Presidente como los integrantes de la Asamblea Legislativa y
del Poder Judicial de Costa Rica deben reconocer que la deliberada ausencia del Estado
Nacional en Salitre, y el incumplimiento de la medida cautelar dispuesta por la Comisién
Interamericana de Derechos Humanos, permitieron, a través de la inaccién, que un
asesinato anunciado, el de Sergio Rojas, finalmente ocurriera.”

Las Medidas Cautelares 321-12 emitidas por la CIDH estan vigentes. Las
acciones de cumplimiento del Estado han sido paulatinas. El Poder Judicial desde sus
competencias se ha ocupado de su cumplimiento, y ha atendido los procesos judiciales
vinculados con personas indigenas conforme a los lineamientos normativos
incorporados en los convenios internacionales y la normativa interna que regula los
derechos de esa poblacidn.

En relaciéon con las solicitudes planteadas por las representantes de Right
Livelihood, se informa:

a. Que se investigue hasta las tiltimas consecuencias el asesinato de Sergio Rojasy los
hechos de violencia previos, y se condene a los hallados culpables.

La Fiscalia General de la Republica esta atendiendo desde sus competencias la
investigacion de la causa por homicidio en perjuicio de quien en vida fue Sergio Rojas.
La investigacion es privada.

b. Que se cumplan a rajatabla la Ley Indigena 6172 y sus reglamentos, la Medida
Cautelar 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 sobre Derechos Indigenas de la
Organizacion Internacional del Trabajo (OIT).









En la tramitacién y resolucion de los procesos judiciales vinculados con personas
indigenas en Costa Rica son aplicables los instrumentos internacionales relacionadas
con los derechos de las personas indigenas, entre ellos, Convenio relativo a la proteccién
e integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y semitribales
en los paises 1957 (Convenio 107 OIT); Convenio sobre Pueblos Indigenas y Tribales
1989 (Convenio 169 OIT); Declaracion de las Naciones Unidas sobre los derechos de los
Pueblos Indigenas 2007; y la Declaracién Americana sobre Derechos de los Pueblos
Indigenas OEA 2016, los cuales tienen caracter supraconstitucional segin
jurisprudencia que ha venido reiterando la Sala Constitucional de la Corte Suprema de
Justicia desde la emision del voto 2313-1995. De igual forma, la Constitucién Politica
sefiala en su articulo 1 que Costa Rica es una Reptiblica democrdtica, libre, independiente,
multiétnica y pluricultural, 1o cual permite la coexistencia de la normativa indigena y la
aplicacion desde esa perspectiva de la normativa interna relacionada con dicha
poblacion, a saber, la Ley Indigena que se menciona.

¢. Que el Estado de Costa Rica ordene a las fuerzas ptblicas proteger efectivamente
las personas, familias y bienes de las comunidades indigenas Bribri, Broran y
Brunca -muy especialmente a quienes viven en tierras recién recuperadas de la
provincia de Puntarenas- asi como a las personas, familias y bienes de las restantes
comunidades indigenas que se ven afectadas en todo el pais. Sugerimos
adicionalmente que el Estado Nacional acuerde y coordine con las organizaciones
indigenas de Costa Rica las modalidades, mecanismos y garantias de esa
poblacién.

En cumplimiento de sus funciones, el Poder Judicial se ocupa de la
administracién de justicia de los procesos judiciales vinculados con personas indigenas,
entre los cuales se encuentran los relacionados con las jurisdicciones penal, agraria,
contenciosa administrativa, familia y otras, competentes para conocer de los asuntos
en los cuales se reclamen conflictos relacionados con “personas, familias y bienes de las
comunidades indigenas Bribri, Broran y Brunca”.

d. Que el Poder Judicial de Costa Rica investigue la asociacién ilicita entre no
indigenas (“finqueros”, ganaderos, otros), la actuacion de bandas armadas, y la
existencia de zonas liberadas para que esos hombres armados puedan actuar
violentamente con total impunidad.

En Costa Rica no existen zonas liberadas que permitan la impunidad de sus
habitantes. La seguridad de la poblaciéon es competencia de varias instituciones,
correspondiendo al Poder Judicial la administracién de justicia.

e. Que los territorios y tierras que la Ley Indigena 6172 les reconoce a los pueblos
indigenas sean restituidos a las comunidades Bribri, Brordn y Bruncaj, asi como a
los restantes pueblos indigenas de Costa Rica.

La restitucion de los territorios indigenas compete a diferentes instituciones del
Estado. En su quehacer, el Poder Judicial debe aplicar la normativa nacional e









internacional que regula los derechos de esa poblacién, incluyendo los asociados a la
seguridad de las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH
contra el Estado.

f- Queel proyecto de Ley sobre autonomia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica sea
finalmente aprobado, tras tantos afios de no haber recibido suficiente apoyo de la
Asamblea Legislativa.

La aprobacidn de los proyectos de ley es competencia del Poder Legislativo. Al
Poder Judicial le corresponde la aplicacion de la normativa vigente.

En términos generales debe sefialarse que el Poder Judicial se ha ocupado de la
atencion prioritaria de los procesos vinculados con personas indigenas, con especial
énfasis en el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. Para tal efecto,
se dispuso la constitucién de la Subcomisién de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas como parte de la Comisién de Acceso a la Justicia, con el objetivo de atender
temas prioritarios vinculados con los derechos de esa poblacién. Ademas, se han
desarrollado procesos de capacitacién enfocados en el Derecho Indigena con el objetivo
de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de la Judicatura,
Ministerio Publico, Organismo de Investigacion Judicial, Defensa Publica y el sector
Administrativo, en especial a quienes laboran en Buenos Aires de Puntarenas, sitio
donde habitan las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.

El Consejo Superior del Poder Judicial se ha ocupado de emitir lineamientos a
todas las personas servidoras judiciales sobre las “Reglas Prdcticas para facilitar el
acceso a la justicia de las poblaciones indigenas” (Sesiones 77-2008, 104-2009 y 61-
2011 entre otras, que generaron las Circulares 10-2009, 123-2013 y 80-2015, entre
otras), en las que se sefala:

“CIRCULAR N° 80-2015

ASUNTO: Reiteracion de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prdcticas para facilitar el acceso a
la justicia de las Poblaciones Indigenas”.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS
SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesion N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015,
articulo LXXI, acordé reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prdcticas para facilitar el

acceso a la justicia de las Poblaciones Indigenas’, cuyo texto literalmente dice:

1. Las Autoridades Judiciales promoverdn la realizacién de diligencia “in situ’, en aquellos
lugares donde existan territorios indigenas.

2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplard
el rubro de vidticos tanto para los y las indigenas como para las y los funcionarios,









quienes desarrollan sus diligencias “in situ’.

3. Losy las jueces, asi como cualquier autoridad judicial establecerdn como prdctica la
atencién de las y los usuarios indigenas.

4. Losy las jueces, asi como los y las funcionarios (as) judiciales dardn prioridad de trato
a las personas indigenas que se apersonen a los despachos judiciales.

5. Deberdn losy las jueces, fijar los sefialamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.

6. Losy las juezas, asi como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras
entidades en este tipo de asuntos; establecerdn los canales de comunicacién y
coordinacién necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y
comunicardn a la Comisién de Accesibilidad los obstdculos que se les presenten para el
cumplimiento efectivo de las recomendaciones.

7. Deberdan aplicarse las directrices de no revictimizacion en los casos en que sean parte
personas indigenas y especialmente mujeres, nifias, nifios y adolescentes.

8. La Contraloria de Servicios serd la encargada de velar porque se cumplan las
recomendaciones propuestas.

9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una
persona indigena.

10. Los servidores judiciales propiciardn y colaborardn, junto con otras instituciones
publicas, la incorporacion de las personas indigenas a los procesos de ensefianza
secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion de sus asuntos a
partir de su propia perspectiva

San José, 18 de mayo de 2015.”

De manera mas reciente y desde una perspectiva sistémica e interinstitucional
parala atencion de los procesos vinculados con personas indigenas, con especial énfasis
en la poblacion indigena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH
contra el Estado, Corte Plena —jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesién N° 20-19
celebrada el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, luego del Encuentro realizado
el 5,6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, aprobé 21 ejes de accion para ser desarrollados por las principales
direcciones y jefaturas institucionales del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccion
Ejecutiva, Tecnologia de la Informacidn, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional.

Asi mismo, se trabaja en la construccién de la Politica de Pueblos Indigenas del
Poder Judicial en forma coordinada con el Ministerio de Planificacion Nacional, la
Direccidn de Planificacidn y la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas,
con el objetivo de que sea valorada por Corte Plena para su aprobacion, en
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.









Se estd en la mayor disposicién de ampliar la informacién anterior en relaciéon
con otras acciones igualmente relevantes, entre ellas, las asociadas a los listados
oficiales de personas traductoras de idiomas indigenas y peritajes culturales.

Del sefior Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia,
com respeto y estima,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS
VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQUEZ (FIRMA) Fecha: 2019.06.19 00:43:33 -06'00"

Jueza Damaris Vargas Vasquez
Coordinadora
Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas

Copias:
Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisién de Acceso a la Justicia
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San José, 17 de junio de 2019.







Señor 



Roger Mata Brenes



Director



Despacho de la Presidencia



Corte Suprema de Justicia







Estimado Señor:







	Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Petición dirigida al Gobierno de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right Livelihood Award”, apoyada según se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado. 







En el oficio del 23 de abril de 2019, las personas firmantes en representación de Right Livelihood, hacen una reseña de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las personas indígenas y los antecedentes que generaron la emisión de la Medida Cautelar 321-12 de la Corte Interamericana de Derecho Humanos; además, señalan que “Tanto el señor Presidente como los integrantes de la Asamblea Legislativa y del Poder Judicial de Costa Rica deben reconocer que la deliberada ausencia del Estado Nacional en Salitre, y el incumplimiento de la medida cautelar dispuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, permitieron, a través de la inacción, que un asesinato anunciado, el de Sergio Rojas, finalmente ocurriera.” 







Las Medidas Cautelares 321-12 emitidas por la CIDH están vigentes. Las acciones de cumplimiento del Estado han sido paulatinas. El Poder Judicial desde sus competencias se ha ocupado de su cumplimiento, y ha atendido los procesos judiciales vinculados con personas indígenas conforme a los lineamientos normativos incorporados en los convenios internacionales y la normativa interna que regula los derechos de esa población. 







En relación con las solicitudes planteadas por las representantes de  Right Livelihood, se informa:







a. Que se investigue hasta las últimas consecuencias el asesinato de Sergio Rojas y los hechos de violencia previos, y se condene a los hallados culpables.







La Fiscalía General de la República está atendiendo desde sus competencias la investigación de la causa por homicidio en perjuicio de quien en vida fue Sergio Rojas.  La investigación es privada.







b. Que se cumplan a rajatabla la Ley Indígena 6172 y sus reglamentos, la Medida Cautelar 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 sobre Derechos Indígenas de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).



En la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con personas indígenas en Costa Rica son aplicables los instrumentos internacionales relacionadas con los derechos de las personas indígenas, entre ellos, Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT); Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT); Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007; y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, los cuales tienen carácter supraconstitucional según jurisprudencia que ha venido reiterando la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  desde la emisión del voto 2313-1995. De igual forma, la Constitución Política señala en su artículo 1 que Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural, lo cual permite la coexistencia de la normativa indígena y la aplicación desde esa perspectiva de la normativa interna relacionada con dicha población, a saber, la Ley Indígena que se menciona. 







c. Que el Estado de Costa Rica ordene  a las fuerzas públicas proteger efectivamente las personas, familias y bienes de las comunidades indígenas Bribri, Broran y Brunca –muy especialmente a quienes viven en tierras recién recuperadas de la provincia de Puntarenas- así como a las personas, familias y bienes de las restantes comunidades indígenas que se ven afectadas en todo el país. Sugerimos adicionalmente que el Estado Nacional acuerde y coordine con las organizaciones indígenas de Costa Rica las modalidades, mecanismos y garantías de esa población.







En cumplimiento de sus funciones, el Poder Judicial se ocupa de la administración de justicia de los procesos judiciales vinculados con personas indígenas, entre los cuales se encuentran los relacionados con las jurisdicciones penal, agraria, contenciosa administrativa, familia y otras, competentes para conocer de los asuntos en los cuales se reclamen conflictos relacionados con “personas, familias y bienes de las comunidades indígenas Bribri, Broran y Brunca”.







d. Que el Poder Judicial de Costa Rica investigue la asociación ilícita entre no indígenas (“finqueros”, ganaderos, otros), la actuación de bandas armadas, y la existencia de zonas liberadas para que esos hombres armados puedan actuar violentamente con total impunidad.







En Costa Rica no existen zonas liberadas que permitan la impunidad de sus habitantes. La seguridad de la población es competencia de varias instituciones, correspondiendo al Poder Judicial la administración de justicia.







e. Que los territorios y tierras que la Ley Indígena 6172 les reconoce a los pueblos indígenas sean restituidos a las comunidades Bribri, Brorán y Bruncaj, así como a los restantes pueblos indígenas de Costa Rica.







La restitución de los territorios indígenas compete a diferentes instituciones del Estado. En su quehacer, el Poder Judicial debe aplicar la normativa nacional e internacional que regula los derechos de esa población, incluyendo los asociados a la seguridad de las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.







f. Que el proyecto de Ley sobre autonomía de los Pueblos Indígenas de Costa Rica sea finalmente aprobado, tras tantos años de no haber recibido suficiente apoyo de la Asamblea Legislativa.







La aprobación de los proyectos de ley son competencia del Poder Legislativo. Al Poder Judicial le corresponde la aplicación de la normativa vigente.







En términos generales debe señalarse que el Poder Judicial se ha ocupado de la atención prioritaria de los procesos vinculados con personas indígenas, con especial énfasis en el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. Para tal efecto, se dispuso la constitución de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas como parte de la Comisión de Acceso a la Justicia, con el objetivo de atender temas prioritarios vinculados con los derechos de esa población. Además, se han desarrollado procesos de capacitación enfocados en el Derecho Indígena con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de la Judicatura, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y el sector Administrativo, en especial a quienes laboran en Buenos Aires de Puntarenas, sitio donde habitan las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.







El Consejo Superior del Poder Judicial se ha ocupado de emitir lineamientos a todas las personas servidoras judiciales sobre las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas” (Sesiones 77-2008, 104-2009 y 61-2011 entre otras, que generaron las Circulares 10-2009, 123-2013 y 80-2015, entre otras), en las que se señala:







“CIRCULAR N° 80-2015



ASUNTO:    Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”.



 A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:  



1.      Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas. 



2.      Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3.      Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4.      Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5.      Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6.      Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7.      Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 



8.      La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 



9.      Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 



10.  Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



  San José, 18 de mayo de 2015.”



[bookmark: _GoBack]De manera más reciente y desde una perspectiva sistémica e interinstitucional para la atención de los procesos vinculados con personas indígenas, con especial énfasis en la población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, Corte Plena –jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, luego del Encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, aprobó 21 ejes de acción para ser desarrollados por las principales direcciones y jefaturas institucionales del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional.



Así mismo, se trabaja en la construcción de la Política de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en forma coordinada con el Ministerio de Planificación Nacional, la Dirección de Planificación y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el objetivo de que sea valorada por Corte Plena para su aprobación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 







Del señor Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, com respeto y estima,















Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
























image13.wmf
RE  Solicitud Right  Livelihood.msg


San José, 17 de junio de 2019.

Seior

Roger Mata Brenes
Director

Despacho de la Presidencia
Corte Suprema de Justicia

Estimado Seior:

Tengo el honor de dirigirme a usted para responder a la audiencia conferida
sobre la solicitud planteada por Right Livelihood, titulado “Peticién dirigida al Gobierno
de Costa Rica por Galardonados con el Premio Nobel Alternativo de todo el Mundo (Right
Livelihood Award”, apoyada segun se indica, por los Campus Latinoamericanos del Right
Livelihood College (RLC), con la finalidad de analizar la conveniencia de lo peticionado.

En el oficio del 23 de abril de 2019, las personas firmantes en representacion de
Right Livelihood, hacen una resefa de la normativa nacional e internacional que regula
los derechos de las personas indigenas y los antecedentes que generaron la emisién de
la Medida Cautelar 321-12 de la Corte Interamericana de Derecho Humanos; ademas,
sefialan que “Tanto el sefior Presidente como los integrantes de la Asamblea Legislativa y
del Poder Judicial de Costa Rica deben reconocer que la deliberada ausencia del Estado
Nacional en Salitre, y el incumplimiento de la medida cautelar dispuesta por la Comisién
Interamericana de Derechos Humanos, permitieron, a través de la inaccién, que un
asesinato anunciado, el de Sergio Rojas, finalmente ocurriera.”

Las Medidas Cautelares 321-12 emitidas por la CIDH estan vigentes. Las
acciones de cumplimiento del Estado han sido paulatinas. El Poder Judicial desde sus
competencias se ha ocupado de su cumplimiento, y ha atendido los procesos judiciales
vinculados con personas indigenas conforme a los lineamientos normativos
incorporados en los convenios internacionales y la normativa interna que regula los
derechos de esa poblacidn.

En relaciéon con las solicitudes planteadas por las representantes de Right
Livelihood, se informa:

a. Que se investigue hasta las tiltimas consecuencias el asesinato de Sergio Rojasy los
hechos de violencia previos, y se condene a los hallados culpables.

La Fiscalia General de la Republica esta atendiendo desde sus competencias la
investigacion de la causa por homicidio en perjuicio de quien en vida fue Sergio Rojas.
La investigacion es privada.

b. Que se cumplan a rajatabla la Ley Indigena 6172 y sus reglamentos, la Medida
Cautelar 321-12 de la CIDH y el Convenio 169 sobre Derechos Indigenas de la
Organizacion Internacional del Trabajo (OIT).





En la tramitacién y resolucion de los procesos judiciales vinculados con personas
indigenas en Costa Rica son aplicables los instrumentos internacionales relacionadas
con los derechos de las personas indigenas, entre ellos, Convenio relativo a la proteccién
e integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y semitribales
en los paises 1957 (Convenio 107 OIT); Convenio sobre Pueblos Indigenas y Tribales
1989 (Convenio 169 OIT); Declaracion de las Naciones Unidas sobre los derechos de los
Pueblos Indigenas 2007; y la Declaracién Americana sobre Derechos de los Pueblos
Indigenas OEA 2016, los cuales tienen caracter supraconstitucional segin
jurisprudencia que ha venido reiterando la Sala Constitucional de la Corte Suprema de
Justicia desde la emision del voto 2313-1995. De igual forma, la Constitucién Politica
sefiala en su articulo 1 que Costa Rica es una Reptiblica democrdtica, libre, independiente,
multiétnica y pluricultural, 1o cual permite la coexistencia de la normativa indigena y la
aplicacion desde esa perspectiva de la normativa interna relacionada con dicha
poblacion, a saber, la Ley Indigena que se menciona.

¢. Que el Estado de Costa Rica ordene a las fuerzas ptblicas proteger efectivamente
las personas, familias y bienes de las comunidades indigenas Bribri, Broran y
Brunca -muy especialmente a quienes viven en tierras recién recuperadas de la
provincia de Puntarenas- asi como a las personas, familias y bienes de las restantes
comunidades indigenas que se ven afectadas en todo el pais. Sugerimos
adicionalmente que el Estado Nacional acuerde y coordine con las organizaciones
indigenas de Costa Rica las modalidades, mecanismos y garantias de esa
poblacién.

En cumplimiento de sus funciones, el Poder Judicial se ocupa de la
administracién de justicia de los procesos judiciales vinculados con personas indigenas,
entre los cuales se encuentran los relacionados con las jurisdicciones penal, agraria,
contenciosa administrativa, familia y otras, competentes para conocer de los asuntos
en los cuales se reclamen conflictos relacionados con “personas, familias y bienes de las
comunidades indigenas Bribri, Broran y Brunca”.

d. Que el Poder Judicial de Costa Rica investigue la asociacién ilicita entre no
indigenas (“finqueros”, ganaderos, otros), la actuacion de bandas armadas, y la
existencia de zonas liberadas para que esos hombres armados puedan actuar
violentamente con total impunidad.

En Costa Rica no existen zonas liberadas que permitan la impunidad de sus
habitantes. La seguridad de la poblaciéon es competencia de varias instituciones,
correspondiendo al Poder Judicial la administracién de justicia.

e. Que los territorios y tierras que la Ley Indigena 6172 les reconoce a los pueblos
indigenas sean restituidos a las comunidades Bribri, Brordn y Bruncaj, asi como a
los restantes pueblos indigenas de Costa Rica.

La restitucion de los territorios indigenas compete a diferentes instituciones del
Estado. En su quehacer, el Poder Judicial debe aplicar la normativa nacional e





internacional que regula los derechos de esa poblacién, incluyendo los asociados a la
seguridad de las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH
contra el Estado.

f- Queel proyecto de Ley sobre autonomia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica sea
finalmente aprobado, tras tantos afios de no haber recibido suficiente apoyo de la
Asamblea Legislativa.

La aprobacidn de los proyectos de ley es competencia del Poder Legislativo. Al
Poder Judicial le corresponde la aplicacion de la normativa vigente.

En términos generales debe sefialarse que el Poder Judicial se ha ocupado de la
atencion prioritaria de los procesos vinculados con personas indigenas, con especial
énfasis en el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. Para tal efecto,
se dispuso la constitucién de la Subcomisién de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas como parte de la Comisién de Acceso a la Justicia, con el objetivo de atender
temas prioritarios vinculados con los derechos de esa poblacién. Ademas, se han
desarrollado procesos de capacitacién enfocados en el Derecho Indigena con el objetivo
de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de la Judicatura,
Ministerio Publico, Organismo de Investigacion Judicial, Defensa Publica y el sector
Administrativo, en especial a quienes laboran en Buenos Aires de Puntarenas, sitio
donde habitan las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.

El Consejo Superior del Poder Judicial se ha ocupado de emitir lineamientos a
todas las personas servidoras judiciales sobre las “Reglas Prdcticas para facilitar el
acceso a la justicia de las poblaciones indigenas” (Sesiones 77-2008, 104-2009 y 61-
2011 entre otras, que generaron las Circulares 10-2009, 123-2013 y 80-2015, entre
otras), en las que se sefala:

“CIRCULAR N° 80-2015

ASUNTO: Reiteracion de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prdcticas para facilitar el acceso a
la justicia de las Poblaciones Indigenas”.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS
SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesion N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015,
articulo LXXI, acordé reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prdcticas para facilitar el

acceso a la justicia de las Poblaciones Indigenas’, cuyo texto literalmente dice:

1. Las Autoridades Judiciales promoverdn la realizacién de diligencia “in situ’, en aquellos
lugares donde existan territorios indigenas.

2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplard
el rubro de vidticos tanto para los y las indigenas como para las y los funcionarios,





quienes desarrollan sus diligencias “in situ’.

3. Losy las jueces, asi como cualquier autoridad judicial establecerdn como prdctica la
atencién de las y los usuarios indigenas.

4. Losy las jueces, asi como los y las funcionarios (as) judiciales dardn prioridad de trato
a las personas indigenas que se apersonen a los despachos judiciales.

5. Deberdn losy las jueces, fijar los sefialamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.

6. Losy las juezas, asi como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras
entidades en este tipo de asuntos; establecerdn los canales de comunicacién y
coordinacién necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y
comunicardn a la Comisién de Accesibilidad los obstdculos que se les presenten para el
cumplimiento efectivo de las recomendaciones.

7. Deberdan aplicarse las directrices de no revictimizacion en los casos en que sean parte
personas indigenas y especialmente mujeres, nifias, nifios y adolescentes.

8. La Contraloria de Servicios serd la encargada de velar porque se cumplan las
recomendaciones propuestas.

9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una
persona indigena.

10. Los servidores judiciales propiciardn y colaborardn, junto con otras instituciones
publicas, la incorporacion de las personas indigenas a los procesos de ensefianza
secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion de sus asuntos a
partir de su propia perspectiva

San José, 18 de mayo de 2015.”

De manera mas reciente y desde una perspectiva sistémica e interinstitucional
parala atencion de los procesos vinculados con personas indigenas, con especial énfasis
en la poblacion indigena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH
contra el Estado, Corte Plena —jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesién N° 20-19
celebrada el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, luego del Encuentro realizado
el 5,6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, aprobé 21 ejes de accion para ser desarrollados por las principales
direcciones y jefaturas institucionales del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccion
Ejecutiva, Tecnologia de la Informacidn, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional.

Asi mismo, se trabaja en la construccién de la Politica de Pueblos Indigenas del
Poder Judicial en forma coordinada con el Ministerio de Planificacion Nacional, la
Direccidn de Planificacidn y la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas,
con el objetivo de que sea valorada por Corte Plena para su aprobacion, en
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.





Se estd en la mayor disposicién de ampliar la informacién anterior en relaciéon
con otras acciones igualmente relevantes, entre ellas, las asociadas a los listados
oficiales de personas traductoras de idiomas indigenas y peritajes culturales.

Del sefior Jefe de Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia,
com respeto y estima,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS
VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQUEZ (FIRMA) Fecha: 2019.06.19 00:43:33 -06'00"

Jueza Damaris Vargas Vasquez
Coordinadora
Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas

Copias:
Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisién de Acceso a la Justicia
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Estimados señores y señoras:



 



Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 



 



Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:



 



ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.



ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



ü  Normativa. 



ü  Jurisprudencia.



ü  Folletos o documentación académica.



ü  Fotografías de eventos, giras o similares.



ü  Proyectos.



ü  Otra información que se considere de importancia. 



Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 



 



A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.



 



Mi ruego especial desde ya para la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de que la página web de la Comisión y de esta Subcomisión se ajuste a los lineamientos de accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, y además, permita la traducción de la información en todos los idiomas de los pueblos indígenas de Costa Rica.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas



 



 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta



 



Señora



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 



Comisión de Acceso a la Justicia 



S.D.



 



Estimada señora Vargas Vásquez:



 



Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.



 



Muchas gracias por su atención, 
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Estimados señores y señoras:



 



Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 



 



Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:



 



ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.



ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



ü  Normativa. 



ü  Jurisprudencia.



ü  Folletos o documentación académica.



ü  Fotografías de eventos, giras o similares.



ü  Proyectos.



ü  Otra información que se considere de importancia. 



Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 



 



A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.



 



Mi ruego especial desde ya para la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de que la página web de la Comisión y de esta Subcomisión se ajuste a los lineamientos de accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, y además, permita la traducción de la información en todos los idiomas de los pueblos indígenas de Costa Rica.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas



 




 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta





 



Señora



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 



Comisión de Acceso a la Justicia 



S.D.



 



Estimada señora Vargas Vásquez:



 



Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.



 



Muchas gracias por su atención, 
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Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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San José, 19 de junio de 2019



CACC-128-2019



Al contestar refiérase a este # de oficio











Señora



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 



Comisión de Acceso a la Justicia 



S.D.







Estimada señora Vargas Vásquez:







Reciba un cordial saludo. El Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia. Dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. Para ello, se requiere de la colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, la información básica que se requiere es la siguiente:







· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



· Descripción del quehacer de la Subcomisión.



· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



· Normativa. 



· Jurisprudencia.



· Folletos o documentación académica.



· [bookmark: _GoBack]Fotografías de eventos, giras o similares.



· Proyectos.



· Otra información que se considere de importancia. 























Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la población representada se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, esto con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 







Por último, al ser el proceso de adjudicación una Licitación Directa, le solicito su colaboración para cumplir dentro de los tiempos estimados y enviar la información solicitada a más tardar el viernes 5 de julio del presente año al correo mbenavidesv@poder-judicial.go.cr y ksalazard@poder-judicial.go.cr. 







Con muestras de estima y consideración se despide, 











  Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 19 de junio pasado.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Marcos Guevara, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g.     Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h.    Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i.      Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j.      Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k.     Dirección Ejecutiva



l.      Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m.   Román Bresciani, Escuela Judicial



n.    Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o.     Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p.    Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q.     Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r.     Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s.     Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t.      Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u.    Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v.    Valeria Varas, representante de INAMU



w.   Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c.    Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d.    Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e.    Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f.      REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g.    Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h.    Ley Indígena 6172 (1967)



i.       Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j.       Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k.     Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l.       Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m.  Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n.    Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o.    Circular 25-2009 Defensa Pública



 



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas



 





smime.p7m

14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 19 de junio pasado.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Marcos Guevara, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g.     Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h.    Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i.      Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j.      Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k.     Dirección Ejecutiva



l.      Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m.   Román Bresciani, Escuela Judicial



n.    Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o.     Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p.    Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q.     Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r.     Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s.     Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t.      Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u.    Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v.    Valeria Varas, representante de INAMU



w.   Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c.    Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d.    Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e.    Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f.      REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g.    Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h.    Ley Indígena 6172 (1967)



i.       Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j.       Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k.     Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l.       Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m.  Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n.    Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o.    Circular 25-2009 Defensa Pública



 



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas



 










Estimados señores y señoras:




 




Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 




 




Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:




 




ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.




ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




ü  Normativa. 




ü  Jurisprudencia.




ü  Folletos o documentación académica.




ü  Fotografías de eventos, giras o similares.




ü  Proyectos.




ü  Otra información que se considere de importancia. 




Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 




 




A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.




 




Mi ruego especial desde ya para la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de que la página web de la Comisión y de esta Subcomisión se ajuste a los lineamientos de accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, y además, permita la traducción de la información en todos los idiomas de los pueblos indígenas de Costa Rica.




 




Cordialmente,




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas




 





 




De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta






 




Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.




 




Estimada señora Vargas Vásquez:




 




Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.




 




Muchas gracias por su atención, 




[image: cid:bfee55f9-73ed-488b-994e-bb8de3b43082]




 




 




 




 













Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874






















[image: Identidad-grafica-Acceso-a-la-Justicia-RGB]




San José, 19 de junio de 2019




CACC-128-2019




Al contestar refiérase a este # de oficio














Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.









Estimada señora Vargas Vásquez:









Reciba un cordial saludo. El Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia. Dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. Para ello, se requiere de la colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, la información básica que se requiere es la siguiente:









· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




· Descripción del quehacer de la Subcomisión.




· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




· Normativa. 




· Jurisprudencia.




· Folletos o documentación académica.




· [bookmark: _GoBack]Fotografías de eventos, giras o similares.




· Proyectos.




· Otra información que se considere de importancia. 





























Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la población representada se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, esto con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 









Por último, al ser el proceso de adjudicación una Licitación Directa, le solicito su colaboración para cumplir dentro de los tiempos estimados y enviar la información solicitada a más tardar el viernes 5 de julio del presente año al correo mbenavidesv@poder-judicial.go.cr y ksalazard@poder-judicial.go.cr. 









Con muestras de estima y consideración se despide, 














  Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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[bookmark: _GoBack]Acta de Consejo Superior Nº 085 - 2009








Fecha: 10 de Setiembre del 2009



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LXIV



            En nota de 31 de agosto último,  la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, informó lo siguiente:



         “En representación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, deseo hacer de su conocimiento que, en la sesión celebrada por esa subcomisión el 30 de junio del 2009, se acordó acoger la propuesta de trabajo presentada por la Msc. Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza 4 del Tribunal Agrario, en el sentido de desarrollar un Proyecto denominado "El acceso a la Justicia Agraria para las Comunidades Indígenas de Costa Rica", el cual se incluye en el archivo adjunto.-



 



          Asimismo, se acordó brindar el apoyo de esa comisión, para que inicie el proyecto, el cual consiste, en su primera fase, en dos partes:



        



         1) Plan piloto de capacitación en la comunidad indígena Bribrí de Talamanca.  Sin embargo, por haberse declarado alerta roja en ese cantón, debido a la gripe AH1N1, tal actividad fue suspendida y se acordó realizarla en la Comunidad Maleku en Guatuso del cantón de San Carlos de Alajuela. Dicha actividad se realizará  de las 9:00  a las 15:00 horas del sábado 5 de setiembre del 2009, en la localidad de Margarita y va dirigida a 40 líderes y liderezas indígenas Malekus.-



 



         2) Se realizará otro Taller de Acceso de Justicia Agraria para las comunidades indígenas, pero esta vez dirigido a los operadores de Derecho Agrario, sea a los jueces y juezas, defensores y defensoras de la materia Agraria, así como a otros invitados de interés,  como abogados del proyecto comunal indígena del Colegio de Abogados, Fiscales(as) y –aún pendientes de confirmar- abogados(as) del Instituto de Desarrollo Agrario. Este taller de capacitación tendrá como objetivo sensibilizar y suministrar herramientas jurídicas en Derecho Indígena- Agrario y de Derechos Humanos relacionados. Tal actividad se realizará el viernes 25 y sábado 26 de setiembre 2009.-



        



         Para estas actividades se cuenta, además, con el apoyo de la Comisión de Asuntos Agrarios, del Consejo Nacional de Jueces(as) y Defensores(as) Agrarios,  el Colegio de Abogados de Costa Rica, el Instituto Raoul Wallenberg de Suecia, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y, sujeto a confirmación, del Instituto de Desarrollo Agrario (IDA).-



        



         De esta forma, hacemos del conocimiento de ese honorable Consejo algunas de las actividades próximas, con las cuales se pretende dar cumplimiento a las acciones previstas en el Plan de Trabajo de la Subcomisión y sometidas a su consideración en la sesión del 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, tendentes al fortalecimiento y ejecución de políticas institucionales del Poder Judicial que promuevan la accesibilidad para las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.”



- 0 -



            Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y hacerla de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad.








 Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2009








Fecha: 15 de Octubre del 2009



ARTÍCULO LXVI



Mediante circular N° 10-2009 de 5 de febrero del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de ese mismo mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-2008, celebrada el 14 de octubre del 2008, artículo XLI, en que se acordó comunicarles las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas" en lo que interesa:



[…]



 



         9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



- 0 -



En oficio N° C371-2099 de 30 de setiembre recién pasado, recibido el 5 de octubre en curso, la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, comunicó lo siguiente:



“Deseo hacer de su conocimiento que en la reunión de la Subcomisión de Pueblos Indígenas celebrada el 25 de agosto pasado y con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Circular Nº 10-09, punto 9, que establece la obligatoriedad de ”Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígenas”, se acordó recomendar que ese distintivo consista en una franja adhesiva roja que coloque en el borde inferior del expediente con la leyenda: “INTERVINIENTE INDÍGENA”, como se ilustra en el archivo adjunto.



 



Algunas de las razones que se consideraron para aprobar esta propuesta fueron: que el distintivo se pueda adherir con facilidad a las carátulas existentes, que no impida la lectura de la restante información que se incluye en la carátula del expediente, que resulte visible en el borde cuando los expedientes se encuentren colocados uno sobre otro en los estantes y que no se requiera la impresión de carátulas distintas a las que se encuentran en uso para cada materia, con el fin de identificar este tipo de procesos.



 



Asimismo, informo que se sometió dicho acuerdo a consideración de la Comisión de Accesibilidad, la cual la conoció y aprobó, en su sesión del pasado 28 de setiembre.



 



Por lo expuesto, deseamos someter el distintivo recomendado a la aprobación de ese Consejo, con la recomendación de que se solicite al Departamento de Artes Gráficas su elaboración y al Departamento de Proveeduría, la distribución del distintivo, en la misma forma en que distribuyen las carátulas con que se identifican a los expedientes relativos a personas adultas mayores y que, mediante una circular, se comunique la aprobación del distintivo a los despachos y que estos deberán ser solicitados en la cantidad que cada uno requiera.”



 



- 0 -



            Se acordó: Comunicar a la licenciada Lena White Curling que este Consejo valora que es importante el distintivo y por ello se aprueba; sin embargo, se estima que incluir la frase “interviniente indígena” podría interpretarse sobre todo para los usuarios externos como contrario a la política de inclusión que ha promovido este Poder Judicial, por lo que se solicita que valoren eliminar la frase y mantener solo el distintivo, pues para efectos internos con ello es suficiente.



            Los Departamentos de Proveeduría y Artes Gráficas tomarán nota para lo que corresponda.








 












 













Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2009








Fecha: 17 de Noviembre del 2009



ARTÍCULO XXVIII



 



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, mediante correo electrónico de 9 de los corrientes, solicitó lo siguiente:



“Con el visto bueno del señor Presidente de la Corte, Doctor Luis Paulino Mora, someto a consideración del Consejo la solicitud de que se me conceda un permiso con goce de salario para aceptar la invitación que me ha remitido el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, para asistir al Encuentro Especializado de la Red de Atención a Pueblos Indígenas, que se realizará en Guatemala, del 24 al 28 de noviembre próximo.



 



El interés en asistir a esta actividad surge de mi participación en la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y mi responsabilidad, como Contralora de Servicios, de promover el acceso a la justicia de las personas usuarias, especialmente aquellas en condición de vulnerabilidad. Por tal motivo, me parece importante aprender  acerca de los temas que serán expuestos en dicho Encuentro.



 



Como se desprende de la comunicación adjunta, el IIDH cubrirá los costos que origina el viaje.  Además, no se requiere sustitución, pues la Contraloría quedaría a cargo del Subcontralor de Servicios, Erick Alfaro, durante ese período.”



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario a la licenciada Lena White Curling, para que del 24 al 28 de noviembre en curso, participe en el “Encuentro Especializado de la Red de Atención a Pueblos Indígenas”, a realizarse en Ciudad de Guatemala. Es entendido que los organizadores del evento cubrirán los gastos por concepto de transporte aéreo e interno, hospedaje, alimentación.



La Contraloría de Servicios y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2009








Fecha: 17 de Noviembre del 2009



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO LXVII



            Mediante circular N° 10-2009 de 5 de febrero del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de ese mismo mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-2008, celebrada el 14 de octubre del 2008, artículo XLI, en que se acordó comunicarles las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas" en lo que interesa dice:



 2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias "in situ".



- 0 -



            La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, en correo electrónico de 9 del mes en curso, expresó lo siguiente:



“En razón de haber advertido el Lic. Alfredo Jones. Director Ejecutivo, el error en que se incurrió en el punto 2 del acuerdo que tomó el Consejo, al aprobar las Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas, en representación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respetuosamente se solicita una modificación a dichas reglas, con el fin de que quede claro que los viáticos se cancelan solo a los servidores judiciales y que lo que se puede otorgar a las personas indígenas usuarias, en los casos en que lo requieran, es una ayuda económica.



 



Propongo, por tanto,  la modificación del punto 2 de dicha circular para que se lea de la forma siguiente:



 



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



Se adjunta el criterio emitido por el Lic. Jones sobre este tema.”



 



- 0 -



 



Se acordó: Acoger la gestión anterior en consecuencia: Modificar el punto 2 de la circular N° 10-09 publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero del año en curso, el que deberá leerse de la siguiente manera:



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.








 Acta de Consejo Superior Nº 105 - 2009








Fecha: 29 de Noviembre del 2009



ARTÍCULO XVIII



            La licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico recibido el 13 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente:



“Por motivo del Proyecto Acceso a la Justicia Agraria para Pueblos Indígenas en Costa Rica, que he venido desarrollando en el Poder Judicial con el apoyo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios, la Red de Atención a Pueblos Indígenas (RAPI de Guatemala), me han invitado a través del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, a participar en un Encuentro Indígena en Guatemala con la finalidad de aprender sobre las experiencias de Peritajes Culturales e Intérpretes Indígenas de aquel país. Hago notar sobre esta problemática de peritajes e intérpretes indígenas es un tema de actual discusión en el proceso agrario de nuestra jurisdicción, de allí será una valiosa oportunidad tener la posibilidad de esa experiencia que incide sin duda alguna en el mejoramiento de la calidad de justicia agraria, pues serán experiencias reprocidas al resto de la Jurisdicción.



 



El permiso que les solicito lo es del día martes 24 al viernes 27 de noviembre, únicamente cuatro días, por lo que les agradezco el apoyo a esta gestión. Les comunico cuento con el visto bueno del Coordinador del Tribunal Agrario Dr. Enrique Ulate Chacón, quien ha manifestado sobre la importancia de no dejar perder esta experiencia para el Tribunal y para el resto de la Jurisdicción.



 



Los gastos de tiquete aéreo, alimentación, hospedaje, ý logística lo asume el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) y la Red de Asistencia a Pueblos Indígenas (RAPI de Guatemala).



 



Les adjunto infra, la carta invitación que me hicieran tales Instituciones.”



- 0 -



            Por su parte el doctor Enrique Ulate Chacón, Juez Coordinador del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 16 de este mes, comunicó lo siguiente:



“Efectivamente, otorgué el visto bueno a la Jueza Alexandra Alvarado, dado que me parece sumamente importante la capacitación sobre esos temas, sin embargo, también le hice ver la necesidad de que se garantice que en su ausencia tendrá suplente, dado que hemos tenido dificultades para las sustituciones en este Tribunal, y al otorgarse permisos, sin posibilidad de sustituciones, genera la acumulación de procesos pendientes de fallo.”



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, para que del 24 al 27 de noviembre en curso, participe en el encuentro indígena que da cuenta, en Guatemala. Es entendido que los organizadores del evento cubrirán los gastos por concepto de tiquete aéreo, alimentación, hospedaje y logística. 2.) Comunicar a doña Alexandra, que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión N° 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular N° 20-08 del año en curso, no podrá asistir a la actividad, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá la licenciada Alvarado Paniagua, coordinar lo necesario con la jefatura, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos a otros servidores a los que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, el Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda.Se declara acuerdo firme.













Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2010








Fecha: 23 de Noviembre del 2010



ARTÍCULO XXIII



            El licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en correo electrónico de 11 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente:



         “Dentro de los procesos Ordinarios Agrarios planteados por personas indígenas o asociaciones de desarrollo de los territorios indígenas de la zona atlántica, el despacho a mi cargo ha estado solicitando a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, específicamente al Dr. Marcos Guevara Berger, colaboración para que nos rinda peritajes en cuanto a la forma en que se distribuyen las tierras, cómo se tutelan los derechos de posesión, quién es la autoridad indígena encargada de resolver conflictos internos - de acuerdo a sus costumbres - y acerca de cómo se puede tener certeza de quién es o no indígena de un territorio indígena determinado.-  Lo anterior, representa un esfuerzo más de la Jurisdicción Agraria y de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, por promover una resolución a conflictos entre indígenas en sus territorios, acorde a sus tradiciones.- 



        



         Recientemente, mediante correo electrónico, el Dr. Guevara Berger me solicita información acerca de sí personas indígenas o  grupos representativos de los intereses indígenas, pueden tener acceso a los peritajes por él rendidos.  Conforme a las directrices vigentes, solamente tienen acceso a los expedientes las partes, sus abogados o personas autorizadas por éstos últimos.- Mi consulta para este honorable Consejo, va dirigida al hecho de si las comunidades indígenas y sus integrantes, así como instituciones como el CONAI y las asociaciones de desarrollo de los territorios indígenas, representantes de los intereses difusos de dichas colectividades, podrían eventualmente tener acceso a los peritajes, sin ser parte del proceso en que se ordenaron.



 



         Hago constar que los peritajes en cuestión no involucran aspectos de la esfera íntima de las partes, pues como se dijo, versan sobre las costumbres y tradiciones de cada grupo indígena.- 



 



         A sabiendas que el tema ahora planteado, deberá ser enfrentado por otros Juzgados Agrarios del país, que en su oportunidad ordenen peritajes culturales, así como que el contenido de los mismos puede resultar de suma relevancia para los grupos indígenas, respetuosamente solicito que a manera de directriz, se nos indique la posibilidad o imposibilidad de dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses,  que no sean parte del proceso judicial.”



- 0 -



Manifiesta la integrante Damaris Vargas Vásquez, que es conveniente, en forma previa a emitir pronunciamiento acerca de la gestión formulada por el juez agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, señor Javier Villalón, conferir audiencia a la Comisión de Asuntos Agrarios para conocer su criterio acerca de la conveniencia jurisdiccional de hacer pública prueba obtenida para resolver casos concretos. Además, es recomendable escuchar el criterio de la Subcomisión de Personas Indígenas acerca de dicha petición, pues pueden ofrecer un criterio más técnico acerca de la conveniencia de dar publicidad a los peritajes culturales. Esto último, al tratarse de prueba pedida en todos los procesos donde intervienen personas indígenas, conforme lo ha dispuesto la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo Superior a gestión de dicha Subcomisión, a fin de poder aplicar íntegra y correctamente, la normativa internacional y nacional relativa a la prioridad de las costumbres de las personas indígenas. Debe tomarse en consideración, estos peritajes se están solicitando no sólo en materia agraria, sino se espera además se pida en penal, contencioso administrativo, entre otras materias, en procesos donde amerite conocer costumbres muy específicas y la cosmovisión de las personas indígenas involucradas.



Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestaciones de la máster Damaris Vargas Vásquez. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a La Comisión de Asuntos Agrarios y a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informen a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de este acuerdo, si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.








 








Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2011








Fecha: 03 de Febrero del 2011



ARTÍCULO XXXVIII



 



En sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre del 2010, artículo XXIII, se conoció la gestión formulada por el licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en que solicitó que a manera de directriz, se le indicara la posibilidad o imposibilidad de dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformaran el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que fuera representativas de sus intereses, que no fueran parte del proceso judicial y se dispuso, previamente a resolver lo que correspondiera, entre otros, solicitarle a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informaran a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de este acuerdo, sobre la consulta realizada por el licenciado Villalón Ruiz.



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, mediante correo electrónico de 27 de enero del año en curso, solicitó lo siguiente:



 “En virtud de que el plazo de un mes conferido por ese Consejo a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre de 2010, ARTÍCULO XXIII), para referirse a “si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente, a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses”, coincidió con el cierre por vacaciones colectivas y no ha sido suficiente para confeccionar y aprobar el informe requerido, deseo solicitar respetuosamente la ampliación del plazo, por un período idéntico al anterior.



 



Ello permitirá que el informe pueda ser debidamente discutido y aprobado, con las modificaciones que pudieran sugerir las personas integrantes, y proceder a su envío a dicho Consejo, en cumplimiento de lo solicitado.”



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, prorrogar por un mes más, a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, el plazo concedido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, para que rinda el informe solicitado en sesión N° 103-10 del 23 de noviembre de 2010, artículo XXIII.








 








Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2011








Fecha: 07 de Julio del 2011



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Peritos judiciales



ARTÍCULO LIII



DOCUMENTO Nº 6811



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios en correo electrónico del 29 de junio de este año, informó lo siguiente:



“En cumplimiento de lo acordado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, respetuosamente me permito someter a su consideración dos  recomendaciones que hemos estimado deben formar parte de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”, aprobadas por en Consejo Superior en la sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, y modificadas en su punto 2, en la sesión N° 104-09celebrada el 17 de noviembre de 2009,  Artículo LXVII.



 



Consideramos que dicha ampliación de las Reglas aprobadas resulta necesaria para garantizar la equidad en la prestación de los servicios a las personas que integran este sector de la población y fortalecer el cumplimiento efectivo de los objetivos de las políticas institucionales.



 



PROPUESTA DE AMPLIACIÓN DE LAS REGLAS DE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



        Derecho al intérprete o traductor



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



Cuando una persona indígena no hable y comprenda el idioma oficial (Español), tendrá derecho a que la administración de justicia designe a un traductor o interprete, sin costo alguno. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



        Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural



 



En todo proceso en que se juzgue a una persona indígena, la administración de justicia, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, ordenará el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, enre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.  



 



La administración de justicia  procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntantemente, el peritaje requerido.
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Mediante circular No. 10-09, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, la Secretaría General de la Corte, comunicó a todos los despachos judiciales del país, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas en la sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas.



Posteriormente, en la sesión N° 104-09 celebrada el 17 de noviembre último, artículo LXVII, se modificó el punto 2 de la circular N° 10-09 publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero del año en curso, el que deberá leerse de la siguiente manera:



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.
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Manifiesta el licenciado Alfredo Jones León, que estima conveniente que la Comisión de Accesibilidad coordine con la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica la posible  confección de un manual que contemple la generalidad de las costumbres y  cultura de las diferentes etnias indígenas del país de manera tal que permita tener una base para que los jueces resuelvan los asuntos puestos en su conocimiento, en que algunas de las partes es un o una indígena.



Se acordó: 1) Tomar nota de las manifestaciones del licenciado Alfredo Jones León. 2) Aprobar la ampliación de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”, de la siguiente forma:



             Derecho al intérprete o traductor



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



             Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural



 



Cuando se juzgue a una persona indígena, el juez que conoce del caso dispondrá cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



 



La administración de justicia  procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido.”



 



3) El juez o jueza en cada caso deberá analizar la procedencia del estudio antropológico. 4) La Comisión de Accesibilidad remitirá criterio respecto a lo indicado por el licenciado Alfredo Jones León.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.








 Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2011








Fecha: 07 de Julio del 2011



Descriptores/Temas: Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón, Peritajes



ARTÍCULO LIV



DOCUMENTO Nº 6809



En sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre del año en curso, artículo XXIII, previamente a resolver lo que correspondiera respecto a la solicitud del licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se dispuso entre otras cosas solicitar a la Comisión de Asuntos Agrarios y a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informaran a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de ese acuerdo, si era posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.



Relacionado con lo anterior, la licenciada Lena White Curling, en carácter de Coordinadora de la Subcomisión Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 29 de junio recién pasado, comunicó lo siguiente:



“En cumplimiento a lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre de 2010, ARTÍCULO XXIII,  mediante el cual se solicitó el criterio de la Subcomisión de Pueblos Indígenas en relación con la consulta que remitió el licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica:  “Si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.”, se procede a  dar respuesta a lo solicitado.



 



Con el fin de efectuar el análisis del tema, en la sesión 14 diciembre de 2010 de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se acordó conformar una Subcomisión integrada por Damaris Vargas Vásquez, Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario, Lena White Curling, Contralora de Servicios y José Arnoldo González Castro de la Defensa Pública,  para que efectuaran una propuesta preliminar del informe, que una vez elaborado sería sometido a al consideración de los restantes miembros.



 



La propuesta fue remitida por correo electrónico a todos los miembros y ampliamente discutida, al final de lo cual en la sesión del 26 abril de 2011, se acordó rendir el informe solicitado por el Consejo Superior en el sentido de que, dada la diversidad de tipos de procesos judiciales en los que pueden requerirse los peritajes culturales relacionados con los pueblos indígenas (agrario, familia, penal juvenil, etc.) y las distintas normativas, etapas y principios aplicables en cada proceso, no resulta posible establecer un criterio único o uniforme, en cuanto a la posibilidad de dar acceso a personas ajenas al proceso al peritaje cultural.



 



Por tal motivo ha concluido la Subcomisión que la valoración que se solicita debe ser efectuada por cada juzgador, en el momento en que dicho acceso sea solicitado, tomando en consideración las normas internacionales y la legislación específica aplicables a cada materia, para asegurar que no se infrinjan los derechos de las partes, las disposiciones que limitan el acceso a los expedientes judiciales,  ni los principios que rigen las etapas de cada proceso (privacidad o publicidad de las actuaciones, según corresponda).”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2) Comunicar al licenciado Javier Villalón Ruiz que la valoración debe hacerla cada juez o jueza en el caso concreto tomando en consideración la legislación aplicable.








 
















 








Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2011








Fecha: 19 de Julio del 2011



ARTÍCULO XXIX



Documento 6912



En correo electrónico recibido el 3 de julio en curso, la licenciada Lena White Curling y la licenciada Damaris Vargas Vásquez, por su orden Coordinadora e Integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente y con el visto bueno del Presidente, Magistrado Mora, solicitaron lo siguiente:



“…deseamos solicitar que se nos conceda autorización para aceptar la invitación del proyecto interuniversitario UCR-UNED, para participar en la “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, financiado con los Fondos del Sistema de CONARE, la cual se realizará en las siguientes fechas: 21 y 28 de julio, 11 y 25 de agosto y 8 de setiembre del año en curso, en la Ciudad de la Investigación de la Universidad de Costa Rica, por haber sido nuestros nombres propuestos por la Magistrada Carmenmaría Escoto.



 



Esta autorización se solicita en el entendido de que tomaremos las medidas requeridas para que no se afecten nuestras labores habituales y, por ende, no se produzca afectación alguna al servicio público.



 



Finalmente, expresamos que el interés en participar en esta actividad se origina en que ello resulta importante para el mejor cumplimiento de nuestras funciones como Contralora de Servicios y Jueza Agraria, así como para la labor que realizamos en la Subcomisión, relacionada con esta temática.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de las licenciadas Lena White Curling y Damaris Vargas Vásquez, para que asistan a la “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas” que se llevará a cabo en la Ciudad de la Investigación de la Universidad de Costa Rica, el 21 y 28 de julio en curso, 11 y 25 de agosto próximo y 8 de setiembre del año en curso, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán doña Lena y doña Damaris coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Integrante Vargas Vásquez se abstiene de votar.



El Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, la Contraloría de Servicios y el Departamento de Personal tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2011








Fecha: 22 de Noviembre del 2011



ARTÍCULO XVI



DOCUMENTO Nº 11579-11



En sesión Nº 54-11 del 14 de junio del año en curso, artículo XXXIV, en lo que interesa, se solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental, que en coordinación con la Defensa Pública y la Escuela Judicial, brindara asesoría y capacitación a los jueces y juezas de la materia, en la temática del acceso público a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, enfatizando la población indígena.



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, en nota del 15 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“Para dar cumplimiento a las acciones de capacitación que se incluyeron en el plan de trabajo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, así como a lo acordado en los  acuerdos del Consejo Superior de la Sesión 54-11 del 14 de junio de 2011, Artículo XXXIV,  según el cual se dispuso “Solicitar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental que en coordinación con la Defensa Pública y la Escuela Judicial, brinden asesoría y capaciten a los jueces y juezas de la materia, en la temática del acceso público a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, enfatizando la población indígena”,  deseamos informar que se ha organizado el Taller Tierras, Territorios Indígenas y Peritajes Culturales, que se realizará el viernes 25 de noviembre, en el Miniauditorio del Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, de 8 a.m. a 5 p.m., en coordinación con la Defensa Pública, la  Comisión de Asuntos Agrarios, la Escuela Judicial, el Programa de Regularización de Catastro y  el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.



 



Consideramos importante mencionar que esta actividad de capacitación complementa la que organizó la Subcomisión, denominada  “Diversidad cultural y jurídica: los peritajes culturales”, que se realizó el 30 de junio de 2010 en el edificio de la Corte Suprema (se adjunta  el programa y lista de asistentes), y promueve el cumplimiento de las Reglas de Acceso a la Justicia para las poblaciones indígenas, aprobadas por ese Consejo, entre las que se incluyen la realización de diligencias en esos territorios y la realización de peritajes culturales.



 



Dada la importancia de que las y los funcionarios judiciales profundicen su conocimiento de los temas que se tratarán,  se ha procurado la participación a jueces y juezas de la Jurisdicción Agraria, de la Jurisdicción Civil y de  la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, así como a defensores y defensoras agrarias.  Como resultado, se adjunta una lista de 42 personas que desean participar, con el fin de solicitar que se les otorgue la autorización requerida, en el entendido de que ello no deberá afectar el servicio público.



 



Los señores Magistrados don Luis Guillermo Rivas y don Óscar González, Presidentes de la Comisión de Asuntos Civiles y la Comisión de lo Contencioso Administrativo, respectivamente, fueron quienes facilitaron los nombres de las juezas y jueces de esas jurisdicciones interesados en participar, para lo cual se valoró que tuvieran competencia territorial para atender casos de las zonas o territorios indígenas o competencia en todo el territorio nacional.  La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública informó que los defensores y defensoras que se incluyen en la lista cuentan con la autorización de la Dirección General de la Defensa Pública, para recibir la capacitación.



 



Asimismo, el señor Marvin Carvajal, Director de la Escuela Judicial, informó que existe presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios para cubrir los gastos del café de media mañana y el almuerzo de las personas que asistan y designó a la señora Rebeca Guardia, para que brindara su apoyo a la actividad.  Se incluye la certificación de contenido presupuestario emitida por don José Vicente Martínez, Administrador de la Escuela Judicial, para que se autorice la utilización de la suma de 500.000 (quinientos mil colones), para ese fin.



 



Finalmente, se adjunta el programa de la actividad y se solicita respetuosamente que se valore que se han anotado para participar algunas personas que laboran en el mismo despacho judicial.



 



Taller:



"Tierras y territorios indígenas y peritajes culturales"



Fecha: 25 de noviembre 2011 de 8 am a 17 horas



Lugar: Miniauditorio del Anexo A Primer Circuito Judicial de San José



 



				 



				Asistente



				Despacho







				1



				Enrique Ulate Chacón



				Tribunal Agrario







				2



				Alexandra Alvarado Paniagua



				Tribunal Agrario







				3



				Magda Díaz Bolaños



				Tribunal Agrario (Se encuentra laborando en la Secretaría de Valores)







				4



				María Rosa Castro García



				Tribunal Agrario







				5



				Wilberth Álvarez Li



				Tribunal Agrario







				6



				Antonio Darcia Carranza



				Tribunal Agrario







				7



				Damaris Vargas Vásquez



				Tribunal Agrario







				8



				Carlos Alberto Bolaños Céspedes



				Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José







				9



				Vanessa Fisher González



				Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José







				10



				Ruth Alpízar Rodríguez



				Juzgado Agrario de Liberia







				11



				Rodolfo Vásquez Vásquez



				Juzgado Agrario I Circuito Judicial Alajuela







				12



				Marco Antonio Bolaños Rojas



				Juzgado de Cobro II Circuito Judicial de San José (horario nocturno). Suplente de Juzgados Agrarios







				13



				Carlos Eduardo González Mora



				Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela







				14



				Tatiana Rodríguez Herrera



				Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela







				15



				Silvia Elena Sánchez Blanco



				Juzgado Agrario de Turrialba







				16



				Heilin Mayela Rojas Madrigal



				Juzgado Agrario de Primer Circuito Judicial Zona Atlántica







				17



				Merlin Rocío Murillo Monge



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de la Fortuna- San Carlos. Suplente de Juzgados Agrarios







				18



				Xinia Patricia González Grajales



				Juzgado Civil de Puntarenas, Agrario por Ministerio de Ley







				19



				Ana Milena Castro Elizondo



				Juzgado Agrario de Pérez Zeledón







				20



				Edgar Eduber Calvo Solano



				Juzgado Agrario Cartago







				21



				Sergio Ramos Álvarez



				Juzgado Agrario II Circuito Judicial Zona Atlántica







				22



				Sandra Trejos Jiménez



				Jueza Suplente de Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Puntarenas, Agrario por Ministerio de Ley.







				23



				Ivette Azofeifa Quesada



				Defensa Pública Agraria de Pococí







				24



				Dixie Mariela Angulo Pizarro



				Defensa Pública Agraria de Liberia







				25



				Juan José Guevara Álvarez



				Juzgado Contravencional de Coto Brus (Reserva Indígena Guamíes)







				26



				Tomás Flores Badilla



				Coordinador de Juzgado Contravencional de Buenos Aires (Reserva Indígena Ujarrás, Térraba, Sierpe)







				27



				Carlos Francisco Salguero Serrano



				Juzgado Contravencional de Guatuso (Reserva Indígena Malecos)







				28



				Marvin Arturo Durán Fernández



				Coordinador de Juzgado Contravencional de Turrialba (Reserva Indígena Grano de Oro)







				29



				Priscilla Quesada



				Juzgado Contravencional de Jiménez (Reserva Indígena Tucurrique y Pejivalle)







				30



				Sady Jiménez Quesada



				Tribunal Contencioso Administrativo







				31



				Marianella Álvarez Molina



				Tribunal Contencioso Administrativo







				32



				Cinthya Abarca Gómez



				Tribunal Contencioso Administrativo







				33



				Fabián Núñez Castillo



				Tribunal Contencioso Administrativo







				34



				Amy Lucía Miranda



				Tribunal Contencioso Administrativo







				35



				Rodrigo Huertas Durán



				Tribunal Contencioso Administrativo







				36



				Lourdes Vargas Castillo



				Jueza Tramitadora Tribunal Contencioso Oral







				37



				Paulo Alonso Soto



				Juez Tramitador de Tribunal Contencioso Oral







				38



				Judith Reyes Castillo



				Jueza Tramitadora de Tribunal Contencioso Escrito







				39



				Siria Carmona Castro



				Jueza Tramitadora del Tribunal Contencioso Escrito







				40



				Lorena Montes de Oca Monge



				Jueza de Ejecución Contenciosa







				41



				Karla María Vanegas Avilés



				Tribunal de Juicio de Ciudad Nelly







				42



				Lena White Curling



				Subcomisión de Pueblos Indígenas
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A esos efectos, adjuntan certificación del 15 de noviembre en curso, suscrita por el licenciado José Vicente Martínez Oporto, Administrador de la Escuela Judicial, por un monto de ¢500.000,00 (quinientos mil colones exactos) para cubrir los gastos de alimentación en que incurra la Comisión Agrario y Agro Ambiental del Poder Judicial en el “Taller Tierras, Territorios Indígenas y Peritajes Culturales”, con cargo al programa 926 “Dirección Administración y otros 2” IP 22 “Escuela Judicial”, Subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, del presupuesto del año 2011.



Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia, 1.) Autorizar a las funcionarias y funcionarios de la lista transcrita, para que participen en el taller "Tierras y territorios indígenas y peritajes culturales", que se llevará a cabo el 25 de noviembre en curso, de las 8:00 horas a las 17:00 horas, en el Miniauditorio del Anexo A Primer Circuito Judicial de San José. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los servidores y servidoras a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.)Autorizar el gasto por la suma de ¢500.000,00 (quinientos mil colones exactos) para hacerle frente a los gastos del citado taller, con cargo al programa 926, subpartida 10702. 3.) Aprobar la sustitución en los casos estrictamente necesarios y sin suplencia para los que se encuentren ocupando plazas extraordinarias, en el entendido que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión Nº 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular Nº 20-08 del 2008, no podrán asistir a la actividad aquellos funcionarios, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución. 4.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los citados servidores y servidoras, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, la Escuela Judicial, la Defensa Pública, el Departamento de Personal y demás despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.













Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2012








Fecha: 24 de Enero del 2012



ARTÍCULO LXII



Documento N° 413-2012 y 578



La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en nota de 16 de enero del presente año, hizo de conocimiento lo siguiente:



“Tengo el agrado de dirigirme a Ustedes en ocasión de remitirles adjunto copia de la nota mediante la que, la Sra. Ministra de Planificación y Política Económica, Dra. Laura Alfaro Maykall,   acepta oficialmente,- a nombre del Gobierno de Costa Rica,-  la subvención  de cooperación internacional que la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, otorgó  para financiar el PROGRAMA DE GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN COSTA RICA, por un monto total 517.600 Euros.  Los recursos, serán administrados por FUNDEVI, Fundación de la Universidad de Costa Rica.



 



Tres entidades estatales son las beneficiarias de los recursos supra mencionados a saber: 



 



                MIDEPLAN… 135.000 Euros       (US C. 87.856.650)



                Poder Judicial …122.000 Euros       (US C. 79.36.380)



                Ministerio de Justicia 260.600 Euros (US C.169.205.400)



 



Los recursos asignados al Poder Judicial, se consiguieron gracias a la participación activa en el proceso de negociación bilateral del MAP de Asociación con España, que tuvo la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el segundo semestre del año 2011; y a la decidida colaboración técnica que esta Oficina recibió en todo momento de parte de la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y sus diferentes  Subcomisiones; de la Secretaría de Género del Poder Judicial, de la CONAMAJ y de los/as magistrados/as integrantes de la Sala II de la Corte Suprema de Justicia.



 



Las actividades cuya realización fue aprobada se visualizan en el Resultado R.2: Mejorado el Acceso a la Justicia de los Grupos Vulnerables del documento denominado “Formulación Gobernabilidad CR”, adjunto a la presente Comunicación, y en las actividades R.2.2: Fortalecer la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia, y R.2.3: Implementar el Modelo de Participación Ciudadana en el circuito judicial de la Región Huetar.



 



Los indicadores del Resultado 2.2 son: a) Capacitados al menos 30% de los funcionarios del Poder Judicial del II circuito judicial de Alajuela (Región Huetar Norte) en temas de interculturalidad, y b) Al menos 2 Asociaciones de desarrollo Integral de Territorios Indígenas son capacitados en procedimientos judiciales.  (En presente proyecto, debe entenderse por interculturalidad de conformidad con lo consignado en el párrafo 2ndo. de la pág. 16 del documento en comentario: “una manera de garantizar el Acceso a la Justicia para los indígenas, respetando sus leyes, normas y favoreciendo la inclusión, con pleno ejercicio de derechos, de esta población en la sociedad costarricense”).



 



El indicador del Resultado R.2.3 es: Modelo de participación ciudadana en el Poder Judicial implementado en un circuito judicial de la Región Huetar Atlántica.



 



La asignación económica para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.2 cuya responsabilidad de ejecución recae sobre la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y su Sub Comisión de Pueblos Indígenas es de C. 15.618.960 (quince millones, seiscientos dieciocho mil novecientos sesenta colones) en tanto que la asignación  para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.3 es de C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones), cuya responsabilidad de ejecución recae sobre CONAMAJ.  A estos montos totales, debe deducírseles el 3.5% que cobra FUNDEVI por administrar los recursos, mismos que estarán disponibles para su ejecución a partir de la aprobación de los respectivos Planes Operativos Anuales, POA’s, a finales del mes de Febrero de 2012.



 



El próximo lunes 23 de enero a partir de las 9:00am en el auditorio de MIDEPLAN se llevará a cabo una reunión con los y las responsables de la ejecución de las actividades previstas antes indicadas, con la finalidad de elaborar el Plan Operativo de la subvención 2011. Dado lo anterior, aprovecho la ocasión para  convocar a la misma tanto doña Lena White como a doña Sara Castillo. Para su referencia adjunto,- así mismo,- el documento “POA revisado OTC Costa Rica marzo 2011”, a efecto que tanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas como la CONAMAJ, puedan ir recabando la información que en él se requiere para cada una de las actividades.



 



Quedo a disposición de Ustedes para ampliar o adicionar el presente informe en todo aquello que se considere pertinente.



 



Aprovecho la ocasión para saludarles, y reiterarles las muestras de mi más alta y distinguida consideración y estima personal.”



- 0 -



 



La licenciada Rojas Rodríguez, en su citada condición,  en correo electrónico del 19 de este mes, expuso lo siguiente:



“Con el debido respeto me dirijo a Ustedes con el propósito de corregir algunos errores y omisiones que contiene el documento remitido el pasado lunes 16 de enero a las 17:43 horas, adjunto a la presente comunicación. Veamos:



 



    Página uno, párrafo tercero, acápite 2ndo., donde dice “Poder Judicial …122.000 Euros  (US C. 79.36.380)” léase: “Poder Judicial …122.000 Euros  (US C.79.396.380)”



    Página uno, párrafo cuarto, línea cinco, después de “de parte” y antes de “Comisión”, léase: “del Despacho de la Presidencia”



    Página uno, párrafo ocho, líneas  6 y 7, después de: “el Resultado 2.3 es de” no se lea “C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones)” , léase en su lugar: “C.63.777.420, (sesenta y tres millones, setecientos setenta y siete mil cuatrocientos veinte colones)”



- 0 -



            Se acordó: Tomar nota de la comunicación que hace la licenciada Rojas Rodríguez.








 Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2012








Fecha: 13 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Fiscalía Penal Juvenil, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XXXIX



DOCUMENTO Nº 4289-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en oficio CMEF-SP-02-2012, recibido el 25 de abril del año en curso, comunicó lo siguiente:



“… Conforme Uds. lo saben  esta Sub-Comisión sustenta sus funciones en  las Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas,  aprobadas por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las cuales fueron comunicadas mediante la CIRCULAR Nº 10-2009.  Dentro de esas reglas el Consejo Superior encargó la ejecución y seguimiento de su cumplimiento a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.



 



Este año, por las múltiples labores de la Contraloría de Servicios la señora Contralora, Msc. Lena White Curling renunció a la Coordinación de esta Sub-comisión debido al exceso de trabajo, el cual venía realizando  de modo eficiente junto a varios integrantes de la oficina a su cargo.  Lamentamos esta situación, porque afecta sustancialmente las ejecuciones y distintas metas de la Sub-comisión en momentos cuando todos y todas  sus integrantes  tenemos múltiples funciones que cumplir.



 



En virtud de que esta Sub-comisión demanda un trabajo diario constante y exorbitante, se tuvo muy a nuestro pesar que aceptarle tal renuncia.  Y a petición de todos y todas los integrantes de la Subcomisión se nombró a la  Fiscala de Penal Juvenil, Dra. Mayra Campos Zúñiga, en lugar de la Msc. Curling.  A su vez, la Fiscalía de Pueblos Indígenas se comprometió a darle seguimiento a varios de los acuerdos y ejecuciones de esta subcomisión; así como del correo electrónico de dicha subcomisión; función que se asumió con el compromiso de todos los despachos que participan OIJ, UCR, OAVD, IIDH, Escuela Judicial, Trabajo Social, incluyendo la Defensa Pública, quienes  coadyuvarán en esta ardua, silenciosa e importante labor con cobertura a nivel nacional. 



     



Con base en las razones dadas, de esta manera les hacemos saber y les pedimos tomar nota de tales cambios, para lo correspondiente a  su cargo.”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota de la designación de la doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala de Penal Juvenil, como Coordinadora de Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en sustitución de la máster Lena White Curling. Se declara acuerdo firme.



Acta de Consejo Superior Nº 051 - 2012








Fecha: 22 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Intérpretes, Requisitos académicos, Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Sede Limón



ARTÍCULO XL



DOCUMENTO N° 5038-12



Mediante oficio N° 111-CP-2012 del 7 de mayo en curso, el máster Francisco Arroyo Meléndez; Jefe del Departamento de Personal, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° 09-2012, celebrada el 19 de abril anterior, artículo VII, que literalmente dice:



 “La Sección de Análisis de Puestos en el Informe   093-SAP-2012 señala:



 



En relación con el oficio N° 909-CP-2011 de fecha 25 de noviembre de 2012, mediante el cual, pone en conocimiento de esta Sección el artículo XIII de la sesión del Consejo de Personal  Nº 24-2011 celebrada el diecisiete de noviembre  pasado, en el que se acordó:



 



“2- Solicitar a la Sección de Análisis de Puestos, para que incluya como requisito adicional del puesto, el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos de la zona  donde presupuestariamente se encuentra adscrita la plaza.”



 



Para su conocimiento y fines consiguientes, se rinde el presente informe:



 



I                 ORIGEN



 



1.1         La Licenciada Maribel López Bermúdez, Administradora Regional de Limón, mediante oficio No. 0555-ARLIM-2011, en relación con el concurso N° 11-2011 expone lo siguiente:



 “… En atención a la nómina 276-2011 Interprete (Profesional 1) adscrita a esta Administración; me permito indicarle que no se procedió a nombrar en propiedad a ninguno de los oferentes por cuanto la servidora que ha estado ocupando dicho puesto no cumple todavía con el requisito de Bachiller universitario en la carrera de inglés.  El puesto requiere que la persona que se nombre cuente con experiencia en el mismo, además que tenga conocimientos en el idioma afrocaribeño, el cual es sumamente indispensable debido a que en esta zona la gran mayoría de los usuarios/as hablan el mismo.



 



Dado lo anterior y con el fin de no afectar los servicios de interpretación que se dan a los usuarios/as de este circuito, se devuelve sin nombrar en propiedad en dicha nómina.”



 



1.2         En virtud de lo anterior, bajo oficio RS-2003-11 de fecha 25 de agosto de 2011, la Sección de Reclutamiento y Selección en aras de cumplir con lo acordado por el Consejo de Personal en Sesión No. 10-2011 celebrada el 19 de mayo de 2011, artículo VII, solicitó a la Licenciada López ampliar las razones que justificaran tal solicitud y con esto demostrar de forma clara y objetiva que realizó los esfuerzos necesarios para valorar a cada uno de los oferentes que integran la nómina en cuestión.



 



1.3         Ante tal solicitud, la Licda. López Bermúdez, en oficio 0620-ARLIM-2011 de fecha 05 de setiembre del 2011 manifiesta lo siguiente:



 



“ En contestación a su oficio N° RS-2003-11 en el cual solicita se amplíe las razones por la cuales no se procedió a nombrar en la nómina 276-2011 Intérprete (Profesional 1) adscrita a esta Administración; me permito indicarle que en este circuito judicial la gran mayoría de usuarios/as hablan en dialecto mecatelyu y de todos los oferentes, la única que ha estado nombrada en ese puesto y tiene conocimientos de dicho dialecto es la servidora que no cumple todavía con el requisito de Bachiller universitario en la carrera de inglés, por lo cual nombrar a otra persona que no ha ocupado dicho puesto sería ir detrimento del servicio que se brinda a la población adulto mayor que en su gran mayoría practican es dialecto.



 



Por lo anterior y en aras del buen servicio público fue que se tomó la decisión de no nombrar en propiedad por ahora, además que la servidora Kembly Barker Smith, se ha venido desempeñando a cabalidad y satisfactoriamente en dicho puesto.”



 



II               ANTECEDENTES



 



2.1. El puesto N° 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, ubicado en la Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica[1] ocupado por la señorita Kembly Barker Smith ha sido analizado en diferentes oportunidades por este Departamento, razón por la cual, a continuación se presenta el siguiente cuadro donde se detallan los estudios correspondientes así como los acuerdos tanto del Consejo de Personal y del Consejo Superior referentes con este tema.



 



Cuadro #1



Resumen de estudios previos realizados para el puesto de Intérprete



 



				Número



				IDH-166-2007







				Título



				Estudio de los puestos de la oficina de "Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial", así como del puesto N° 45126 clasificado como "Interprete" y  adscrito al Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Recomendaciones sobre los requisitos



				•  Bachiller universitario en inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



•  Incorporado al colegio profesional respectivo cuando  exista la entidad correspondiente.



•  Haber aprobado la prueba TOEIC con un  mínimo de 850 puntos, distribuidos de la siguiente forma: Sección Auditiva 455 puntos, Sección de Lectura 395 puntos.



•  Preferiblemente con conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño.



•  Un año de experiencia en labores de interpretación.



• Manejo de paquetes informáticos básicos de uso institucional.







				Acuerdos



				El Consejo de Personal en la sesión N°13-08 celebrada el 12 de junio del 2008, artículo VII acordó: “Acoger el informe del Departamento de Personal en todos sus extremos y por lo tanto mantener lo resuelto por este Consejo en sesión N° 08-2008 del 27 de marzo de 2008, artículo VII por considerar que las recomendaciones del informe técnico están en concordancia con la búsqueda de un mejor servicio y son consistentes con lo resuelto por el Consejo Superior en sesión N° 39-07 del 29 de mayo de 2007, artículo LXXIII.”



 



El Consejo Superior en la sesión N° 053-08, celebrada el 22 de julio del 2008, artículo XLII dispuso lo siguiente: “Aprobar lo resuelto por el Consejo de Personal, adicionando que el Departamento de Personal realizará las diligencias pertinentes para que las personas que han venido siendo designadas interinamente en la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, también tengan la posibilidad de recibir una capacitación en el idioma inglés para no desaprovechar la experiencia por ellos acumulada y que puedan oportunamente concursar para esos puestos”



 







				Número



				SAP-136-2009







				Título



				Informe realizado en acato a lo dispuesto  por el Consejo Superior con el fin valorar la situación planteada por las gestionantes: la Licenciada Erika Leiva Díaz, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica , en nota de 9 de febrero de 2009, y  la señora Kembly Barker Smith, Intérprete Oficial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica , en nota recibida el 13 de febrero de 2009



 







				Recomendaciones sobre los requisitos



				En virtud de que la plaza fue creada para cubrir una necesidad institucional y en aras de ser consecuentes con el plan estratégico institucional y brindar un acceso a la justicia en forma pronta y cumplida, este Departamento mantiene el criterio vertido en el informe IDH-166-2007 en el sentido de mantener el puesto N° 45126 tal y como fue concebido desde su inicio, es decir que siga ejerciendo la labor sustantiva de “Interpretación”  para el cual fue creado.



 



No obstante, dado que al revisar el expediente personal de la señora  Kembly Barker Smith, ocupante del cargo se verifica que no cumple con uno de los requerimientos académicos que exige el cargo (bachiller universitario en inglés). Sin embargo como la clase además requiere que el ocupante del puesto certifique el nivel de conocimiento del idioma inglés por medio de la aprobación de la prueba TOEIC y en virtud de que ha desempeñado el cargo de forma eficiente, se recomienda que la señora  Barker certifique su conocimiento y dominio del idioma  inglés para lo cual debe de acudir al Centro Cultural Costarricense Norteamericano, institución académica que realiza dicha prueba.



 



En caso de aprobar el nivel requerido deberá presentar la acreditación del mismo ante el Consejo Superior a fin de que éste órgano analice la gestión del permiso necesario para que pueda ocupar el cargo hasta que cumpla con el requisito que exige el puesto







				Acuerdos



				El Consejo de Personal en sesión Nº 12-2009, celebrada el 4 del mes pasado, artículo III acordó: Tomar nota del informe SAP-136-09 y aclarar al Consejo Superior que el puesto referido (N° 45126) ya está creado como Intérprete para Oficinas, y queesa es su naturaleza, según se desprende con absoluta certeza del informe técnico, por lo que no procede recalificarlo como Auxiliar Judicial ya que esas no son sus tareas y responsabilidades. No obstante, es decisión de ese órgano autorizar el nombramiento de personas sin el requisito propuesto, en el tanto se realiza el concurso respectivo.”



El Consejo Superior sesión N° 67-09, celebrada el 2 de julio del 2009, artículo XXXIX dispuso: “Tener por rendido y aprobar el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal, en consecuencia: 1.) Mantener la clasificación de la plaza Nº 45126 de Intérprete destacada en el Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, aprobado en la sesión Nº 53-08 del 22 de julio del 2008, artículo XII. 2.) Comunicar a la licenciada Erika Leiva Díaz y a la servidora Kembly Barker Smith, que de conformidad con el acuerdo tomado en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del año en curso, artículo XLV, doña Kembly debe mantener dicho cargo hasta tanto se realice el concurso y el nombramiento en propiedad en ese puesto.”







				Número



				SAP-281-2010







				Título



				Nuevo análisis de la clasificación de la plaza N° 45126, ordenado por el Consejo Superior en sesión 02-10 del 07 de enero de 2010, en razón de la nota enviada por la servidora Kembly Barker Smith.







				Recomendaciones sobre los requisitos



				… se mantiene el criterio técnico en cuanto a los requisitos necesarios para el puesto Nº 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, por cuanto estos obedecen a estudios técnicos realizados a las luz de los factores de clasificación y valoración de puestos, por lo tanto este Departamento considera, que una vez conocido y aprobado el informe correspondiente sobre la actualización del requisito del idioma inglés para los puestos de la institución que por motivo de su función sustantiva lo necesiten, no existen ningún impedimento para que la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Gestión Humana proceda con la publicación del concurso correspondiente para la plaza N° 45126 asignada a la Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica



 







				Acuerdo



				El Consejo de Personal en sesión Nº 20-2010, celebrada el 28 de octubre del 2010, artículo IX



1) Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta instancia la descripción de funciones señala con claridad que para el desempeño de este cargo se requiere de un requisito profesional, dada la responsabilidad que asume la organización ante la labor pericial y en concordancia con las Reglas de Brasilia y las políticas de acceso a la justicia, se requiere que el intérprete sea un servidor debidamente calificado por los medios formales.



2) El Departamento de Gestión Humana debe ajustar el Manual Descriptivo de Puestos de conformidad con lo resuelto en el acuerdo cuarto de esta sesión."



El Consejo Superior sesión Nº 112-10, celebrada el 23 de diciembre del 2010, artículo XXXVIII



Acoger el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en consecuencia: 1.) El Departamento de Personal ajustará el Manual Descriptivo de Puestos correspondiente, y sacará a concurso la plaza N° 45126 de Intérprete, asignada a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Kembly Barker Smith.











III             .  CONSIDERACIONES



 



3.1. Revisado el Manual Descriptivo de Clases de Puestos se tiene que actualmente los requisitos mínimos para ocupar un cargo con la clasificación de “Intérprete” son los siguientes:



 



				Formación Académica



				Bachiller en Educación Media.







				



				Nivel académico



				Disciplinas académicas-áreas temáticas



				Requisito Legal







				



				Bachiller universitario



				Inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



				Incorporado al colegio profesional respectivo cuando  exista la entidad correspondiente.







				Conocimiento del idioma inglés



				Dominio y habilidad en el idioma inglés, certificado por medio de la prueba TOEIC con un nivel de Usuario Competente B2 o certificado por otra prueba homóloga que evalúe los conocimientos en el idioma inglés.



 







				Experiencia



				 



Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores de interpretación.







				Otros requerimientos



				 



Preferiblemente con conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño.



 



Manejo de  los ambientes computadorizados  y  los sistemas de información existentes en el área de trabajo.



 











 



3.2. La naturaleza del trabajo definida para el cargo de “Intérprete” es la siguiente: “Ejecución de labores de traducción oral o escrita en el idioma Inglés”. Asimismo, de la revisión efectuada a la descripción de la clase de puestos estas son las tareas típicas:



 



              Realizar trabajos de traducción oral o escrita de conversaciones y documentos variados tratando de respetar las ideas y sentimientos expresados.



 



              Participar, como intérprete, en actuaciones judiciales diversas tales como: juicios, audiencias, inspecciones oculares, embargos, interdictos, indagatorias, diligencias para valoración médica, entre otros.



 



              Tramitar asuntos variados de acuerdo a la naturaleza del despacho donde se ubique este cargo, según disponibilidad de tiempo.



 



              Recibir denuncias, declaraciones e indagatorias y dejar constancia escrita, según los procedimientos establecidos. De conformidad con el idioma que exprese el denunciante (inglés, español).



 



              Consultar diccionarios y otras fuentes de información.



 



              Digitar notas, oficios informes y otros documentos similares.



 



              Participar en el manejo de la correspondencia que llega a la oficina.



 



              Atender público, resolver consultas o ponerlo en contacto con las oficinas y funcionarios correspondientes.



 



              Atender el teléfono.



 



              Rendir informes diversos, sobre el resultado de las gestiones.



 



              Realizar otras labores propias del cargo.



 



 



3.3. Se enuncia lo que establece la materia de clasificación y valoración sobre el factor “requisito”, tomado del texto “Administración de Recursos Humanos” del autor Alfredo Barquero Corrales:



 



“Los requisitos: En esta sección, se señalan los estudios, los conocimientos y las experiencias mínimas que debe poseer una persona para desempeñar en forma satisfactoria un puesto determinado.  Además, los requisitos son importantes porque permiten diseñar programas de adiestramiento y porque los ascensos y promociones se realizan con mayor objetividad. Para establecer los requisitos pueden emplearse varios criterios: la opinión de las jefaturas, la consideración de las exigencias de las tareas para su cabal ejercicio, el contenido de los planes académicos de las instituciones educativas, etc. Es conveniente recordar que los requisitos deben ser mínimos.” (El resaltado no pertenece al original)”



 



3.4. La servidora Kembly Barker Smith a efectos del presente estudio, aportó una certificación de la Universidad Latina de Costa Rica sede de Limón e información adicional, por medio de su correo electrónico en donde afirma que le faltan 5 materias, incluyendo el seminario y práctica profesional, para obtener el título de Bachiller en Enseñanza del Inglés, todo lo cual le demorará hasta diciembre del presente año. Dicha especialidad implica la adquisición de destrezas en el manejo de la lengua inglesa a nivel oral y escrito. Algunos aspectos relevantes a destacar de la carrera que cursa la servidora son:



 



3.4.1.- Misión del programa: La carrera tiene como misión formar profesionales con el más alto nivel de actualización en las corrientes psicopedagógicas en educación y didáctica del inglés como idioma internacional EIL (por sus siglas en inglés) para competir eficientemente en el mercado nacional y global y a su vez formar las nuevas generaciones de estudiantes y docentes.[2]



 



3.4.2.- Perfil del programa: En el perfil profesional de dicha carrera se enuncia las siguientes características:



 



                Puede comunicarse con propiedad tanto a nivel oral como escrito.



                Tiene conocimientos de la literatura inglesa y de la estadounidense y es capaz de utilizarla como una estrategia para que el estudiante adquiera una mejor preparación en la comprensión y producción del lenguaje.



                Posee conocimientos acerca de la cultura de países donde se habla inglés como lengua nativa y donde se habla inglés como idioma internacional.



                Es capaz de utilizar la tecnología para ampliar los márgenes de acción, decisión e interacción entre alumnos y profesor.



                Puede ayudar a sus alumnos a alcanzar las metas educativas.



                Tiene conocimiento sobre teorías de adquisición de lenguaje.



                Conoce métodos y técnicas para enseñar el inglés como lengua extranjera o como segunda lengua.



                Tiene conocimientos tanto en evaluación y medición cómo en diseñar y aplicar instrumentos apropiados.



                Es capaz de elaborar materiales didácticos útiles para el proceso de enseñanza-aprendizaje.[3]



 



3.4.3.- Campo profesional: Además el campo profesional en el que se pueden desempeñar con idoneidad los graduados de esa carrera, según el prospecto de cita es:



 



                Escuelas de idiomas.



                Instituciones públicas y privadas en tercer ciclo y educación diversificada.



                Empresas privadas orientadas a la comunicación internacional.



                Instituciones públicas de servicio a extranjeros.



                Empresas privadas de servicio al turismo.



 



3.5. En el Manual de Puestos se tiene la clase de “Intérprete”, en el apartado de “otros requerimientos” se establece el “conocimiento de la variante del idioma afrocaribeño”, como deseable en aras de ofrecer un buen servicio público a los usuarios afrodescendientes que concurren al Edificio del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



Con el propósito de determinar la cantidad de usuarios que utilizan el servicio de interpretación en el idioma inglés o la variante local de esa lengua, denominada Mecatelyu, ofrecido por Kembly Barker Smith, así como la periodicidad, se revisó el informe SAP-136-09, se hizo consultas a la interesada y a la Licenciada Magali Vargas Johnson, Contralora de Servicios de la Zona Atlántica. Se obtuvo la información que se resume en el siguiente cuadro.



 



Cuadro #2



Servicios de interpretación requeridos en los Tribunales de Limón clasificados por año y autoridad judicial



 



 



				 



				2007



				2008



				2009



				2010



				2011



				2012



				Total







				Administrativa



				0



				1



				10



				0



				21



				2



				34







				Juzgado



				8



				28



				23



				10



				29



				6



				104







				Tribunal



				4



				1



				9



				1



				4



				1



				20







				OIJ



				1



				0



				2



				0



				1



				0



				4







				Fiscalía



				5



				18



				25



				9



				6



				1



				64







				Total



				18



				48



				69



				20



				61



				10



				226











                           Fuente: Informe SAP 136-09, consulta a Kembly Barker y Magalli Vargas.



 



3.6. En razón de que el Consejo de Personal solicitó que se incluya como requisito adicional del puesto el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos de la zona se procedió a realizar las investigaciones pertinentes en torno a esas lenguas, con los resultados que se exponen:



 



3.6.1.-El cuadro #2 y la información de respaldo evidencian que al I Circuito Judicial de la Zona Atlántica no concurre gran cantidad de personas indígenas que demanden traducción en su lengua por medio de la servidora Kembly Barker Smith.



 



3.6.2.- En la entrevista planteada a la Contralora de Servicios de la zona, informó que los grupos indígenas circundantes están en Siquirres, Bribrí y Talamanca. Agregó que prácticamente la totalidad de los usuarios de Talamanca son atendidos por las autoridades locales y no en Limón centro, en tanto los de Siquirres por estar inmersos en la comunidad no indígena se comunican en español sin ningún problema. Concluye que no se atienden a muchas personas indígenas en Limón, por lo que no han requerido un intérprete a tiempo completo en lenguas indígenas, como en el caso del idioma afrocaribeño.



 



3.6.3.- Como complemento a la información anotada, se cita el documento “La enseñanza de las lenguas indígenas en Costa Rica” escrito por Carmen Rojas del Departamento de Educación Indígena del Ministerio de Educación Pública, y publicado en la página de la UNESCO[4]. A continuación se destacan los segmentos de interés:



 



3.6.3.1.- Cantidad y localización de los pobladores indígenas: El estudio con base en el censo nacional del INEC para el año 2000, indica que en total en el país viven 63.876 habitantes indígenas, de los cuáles 25.016 viven en la provincia de Limón. Además establece que los patrones de residencia son los que se indican en el siguiente cuadro:



 



Cuadro #3



Distribución residencial de las poblaciones indígenas en relación con sus territorios



 



				Ubicación



				%



				Habitantes







				Dentro de territorios indígenas



				42%



				10.507







				Fuera de los territorios indígenas



31%.... 7755 habitantes…..zona rural cerca de los territorios



21%.... 5253 habitantes…..zonas urbanas



6%........1501 habitantes…..otras zonas



				58%



				14.509







				Habitantes indígenas en la provincia de Limón



				100%



				25.016











Fuente: Adaptado de “La enseñanza de las lenguas indígenas en Costa Rica”, Carmen Rojas, MEP.



 



3.6.3.2.-  El estudio es claro en reconocer que dos de las lenguas indígenas habladas en Costa Rica, son el Bribrí y el Cabécar, que como se verá más adelante, son las que se asocian a la Zona Atlántica. Indica también el estudio, que estas lenguas, como todas las demás, están muy debilitadas.



 



 3.6.3.3.- Pese a que Costa Rica ha creado todo un marco legal y normativo que protege y promueve la preservación y enseñanza de las lenguas indígenas costarricenses, la realidad apunta a su debilitamiento, entre otros factores, por carencias económicas de los participantes en los programas, distanciamiento inaccesibilidad entre las comunidades indígenas, discriminación y especialmente porque el conocimiento en lenguas indígenas no es acreditado por ninguna institución de educación superior; no se imparte en las universidades; solo se transmite de generación en aeración como desde milenios.



 



3.7.4.- Con el propósito de profundizar en el conocimiento de la situación actual de las lenguas indígenas de la zona, se entrevistó al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) y presidente de la Red Indígena del Atlántico, Víctor Hernández Agüero, quien explicó:



 



3.7.4.1.- Las lenguas que se hablan y escriben en la Zona Atlántica son el Bribri en la Zona de Baja Talamanca, el Cabecar más puro en la parte más alejada como Alto Telire, y una variación de Cabecar menos autóctono en la zona baja como en Bajo Chirripó. Entre ellos no se comprenden.



3.7.4.2.- Le parece casi imposible que una persona que no se formó como parte de una comunidad indígena logre hablar y escribir las dos lenguas indígenas y sus dos variantes, a un nivel aceptable para interpretar de forma fidedigna en procesos judiciales.



 



3.7.4.3.- No ve factible que un no indígena llegue a lograrlo en un plazo razonable, porque no existen institutos de enseñanza, no hay profesores a nivel superior ni existe una certificación oficial en lenguas indígenas costarricenses. En su opinión,  aún los mejores lingüistas no indígenas de la UCR que se han dedicado al aprendizaje de lenguas indígenas, a tiempo completo y durante mucho tiempo, no lo han logrado a cabalidad.



 



3.7.4.4.- La forma en que se ha logrado solventar la necesidad de intérpretes en lenguas indígenas para procesos judiciales, ha sido por medio de una cantidad de traductores que el mismo Poder Judicial ya conoce, porque regularmente los contratan para esos menesteres.



 



3.7.4.5.- Es muy buena la preocupación del Poder Judicial de poner la justicia al alcance de las poblaciones indígenas, pero le preocupa que muchas veces esto se hace solo en la etapa de juicio, considera que el acompañamiento debería ser en todas las etapas del proceso, desde el inicio.



 



3.8. Con el propósito de conocer si el Poder Judicial tiene entre sus recursos didácticos, cursos en lenguas indígenas se investigó a lo interno de la institución con los siguientes resultados:



 



3.8.1.- Se consultó a Magdalena Aguilar Jefa de la Sección de Apoyo a la Capacitación de la Escuela Judicial. Ella explicó que como la escuela no tiene los especialistas en lenguas indígenas no puede asumir esa capacitación. Trabajan en tres áreas:



 



                A quienes quieran conocer algo de los lenguajes lo refieren al señor Alí García Segura, filólogo de la UCR e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



 



                A los intérpretes oficiales les capacitan en responsabilidad por los procesos judiciales en los que participan y en aspectos administrativos (v.g. cobro de viáticos).



 



                A los jueces y técnicos judiciales les capacitan en materia de fondo, normativa y legislación atinente (v.g. derecho consuetudinario).



 



3.8.2.- Se revisó la página web de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, y se determinó que allí se encuentra disponible la lista de intérpretes oficiales, clasificados en lengua Bribri, Cabécar, Maleku y Nöbe. Esta base de datos es mantenida por la Dirección Ejecutiva y está actualizada a marzo de 2011.



 



3.8.3.- Es claro que el Poder Judicial ha emprendido acciones concretas para acercar la justicia a los pueblos indígenas de la Zona Atlántica, sin que la lengua haya sido una limitación infranqueable, tal como se indica en los informes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Uno de esos esfuerzos y el más reciente, es la primera visita  de este año a Suretka en Talamanca, para la toma de muestras de ADN para distintos procesos de Familia, lo anterior se hizo el 13 de enero en coordinación con La Contraloría de Servicios, el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y funcionarios de la Sección de Bioquímica en San Joaquín.



 



IV            CONCLUSIONES



 



4.1. El puesto N° 45126 de Intérprete en numerosas oportunidades ha sido objeto del escrutinio técnico por parte de esta Sección, llegando consistentemente a la conclusión de que el requisito mínimo idóneo para el cabal desempeño de las funciones que le corresponden son los vigentes en la descripción de la clase, y acotados en el punto 3.1. del presente informe.



 



4.2.- La naturaleza de las tareas del puesto en estudio, se relacionan estrechamente con la comunicación y el traslado de un idioma a otro de las expresiones   orales   y   escritas   de   personas   usuarias   de   los servicios judiciales en la zona de influencia. Al darse esa comunicación en el contexto de un conflicto jurídico, una adecuada comunicación interlingual cobra relevancia, porque se pone en juego el acceso a la justicia como lo es la adecuada aplicación de los procesos judiciales y el ejercicio de los derechos de las partes, asuntos en los que el “Poder Judicial” como administrador de justicia debe ser garante en todo momento.



 



4.3.- Siempre y en toda enunciación de requisitos en las descripciones de clases, se debe entender que son los mínimos, para el adecuado desempeño del puesto. La técnica de la Clasificación y Valoración de puestos recomienda que sean los mínimos, no los máximos, para que no se conviertan en un obstáculo para el proceso de reclutamiento. Si las organizaciones desean mejorar las habilidades y competencias de los ocupantes de los puestos lo hará mediante los procesos de capacitación.



 



4.4.- Si bien el requisito del puesto indica Bachillerato universitario en Inglés preferiblemente con énfasis en traducción, analizada la oferta de programas de inglés en la zona, lo que se encuentra disponible es el énfasis en enseñanza del inglés, no en traducción. La carrera otorga una titulación superior, que garantiza su idoneidad en concordancia con el requisito formal del puesto. El grado de idoneidad lo garantiza un tercero acreditado como institución de enseñanza superior, en este caso la Universidad Latina, por medio de sus procesos de evaluación.



 



4.5.- Se tienen registros históricos que evidencian una cantidad importante de usuarios de origen afrodecendientes que requieren servicios de interpretación. Se muestra un incremento sostenido de la solicitud de esos servicios, y en la actualidad arrojan un promedio de tres usuarios diarios. Por lo anterior, se justifica requerir para el puesto el manejo de la variante afrocaribeña del inglés.



 



4.6.- No se muestran estadísticas de afluencia de usuarios de origen indígena en el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Adicionalmente la Contraloría de Servicios, ente encargado de vigilar por la calidad y accesibilidad del servicio a los usuarios, en especial las poblaciones vulnerables como los indígenas, no ha identificado la necesidad de contar con un intérprete en Bribri y Cabécar (lenguas de la zona), dada la baja afluencia de usuarios de ese tipo y la existencia de autoridades judiciales en la zona de influencia de esa poblaciones. Estudios oficiales concuerdan en indicar que el 73% de los indígenas habitan en los territorios indígenas o cerca de ellos, lo que explica la escasa asistencia de esa población a los Tribunales de Limón.



 



4.7.- Las lenguas indígenas de la Zona Atlántica son el Bribrí y el Cabécar en sus dos variantes. En relación con esas lenguas los expertos señalan que su uso es escaso, el aprendizaje es largo y difícil, y su difusión es informal. Por los factores anteriores y otros atenuantes, la imposición del manejo de esas lenguas como requisito para el puesto de intérprete, sumado a los actuales requisito del idioma inglés, su variante afrocaribeña, examen de idoneidad TOEIC, y manejo de ambientes computaciones usuales, volvería imposible el proceso de reclutamiento y selección. La forma en que hoy se soluciona la necesidad de traducción a lenguas indígenas es mediante el uso de intérpretes oficiales.



 



4.8.- A lo interno la institución no cuenta con los recursos didácticos ni planes para la capacitación de funcionarios en interpretación a lenguas indígenas, ni en el corto, mediano o a largo plazo. Por el contrario la política institucional se orienta al uso y capacitación de los intérpretes oficiales, que en su gran mayoría son indígenas con dominio de su lengua natal y del español. Debe destacarse que la poca difusión de las lenguas indígenas no parece haber sido un obstáculo infranqueable para que el Poder Judicial haya acercado la justicia a los pueblos indígenas, y más bien son notorios los esfuerzos emprendidos en ese sentido.



 



V              RECOMENDACIONES



5.1.- Se recomienda mantener el requisito formal al puesto N° 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, ubicado en la Unidad Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el cual ya incorpora como requisito deseable “……conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño”.



 



5.2.- Retomar la recomendación vertida en el informe SAP-136-2009 en el sentido de que la señora  Kembly Barker Smith, ocupante del cargo “no cumple con uno de los requerimientos académicos que exige el cargo (bachiller universitario en inglés). Sin embargo como la clase además requiere que el ocupante del puesto certifique el nivel de conocimiento del idioma inglés por medio de la aprobación de la prueba TOEIC y en virtud de que ha desempeñado el cargo de forma eficiente, se recomienda que la señora  Barker certifique su conocimiento y dominio del idioma  inglés para lo cual debe de acudir al Centro Cultural Costarricense Norteamericano, institución académica que realiza dicha prueba. En caso de aprobar el nivel requerido deberá presentar la acreditación del mismo ante el Consejo Superior a fin de que éste órgano analice la gestión del permiso necesario para que pueda ocupar el cargo hasta que cumpla con el requisito que exige el puesto”.



 



Se acordó:



 



1- Tener por presentado el informe SAP-093-2012.



 



 2- Modificar el requisito del cargo Intérprete para que en el apartado Otros Requerimientos señale como requisito adicional: dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.”



- 0 -



En sesión N° 39-07 celebrada el 29 de mayo del 2007, artículo LXXIII, se dispuso que el Departamento de Personal se refiriera a la consulta del licenciado José Manuel Chinchilla Chavarría, Auxiliar Administrativo 1 de la Oficina de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a los servidores que tienen que atender extranjeros y hacer uso del idioma inglés, así como a un estudio de reclasificación de los puestos de ese despacho.



Posteriormente, en sesión N° 53-08 celebrada el 22 de julio de 2008, artículo XLII, se aprobó lo resuelto por el Consejo de Personal, en sesión N° 08-2008 del 27 de marzo de 2007, artículo VII, en que se conoció el informe N° IDH-166-2007, elaborado por la Sección de Análisis de Puestos, referente al estudio de varios puestos, entre ellos, la plaza número 45126, clasificada como Intérprete del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Adicionado a lo anterior, se dispuso que el Departamento de Personal realizará las diligencias pertinentes para que las personas que han venido siendo designadas interinamente en la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, también tengan la posibilidad de recibir una capacitación en el idioma inglés para no desaprovechar la experiencia por ellos acumulada y que pudieran oportunamente concursar para esos puestos.



Asimismo, en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del año en curso, artículo XLV, al conocerse la gestión de la licenciada Erika Leiva Díaz, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, del 9 de febrero de ese año, relacionada con la recalificación del puesto número 45126 de Intérprete de ese Circuito, se dispuso remitir sus solicitudes al Departamento de Personal, para que a la brevedad revisara dicha reclasificación, por estimar este Consejo que en ese momento lo recomendable era que la plaza se mantuviera como Auxiliar Judicial y con interpretación del idioma Inglés – Español. Además, en tanto el Departamento de Personal realizaba el estudio y sacaba a concurso la referida plaza debía mantenerse el nombramiento de la servidora Barker Smith.



En razón de lo anterior, en sesión N° 69-09 del 2 de julio de 2009, artículo XXXIX, mediante oficio N° 681-JP-2009 del 19 de junio de ese año, el Jefe del Departamento de Personal, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° Nº 12-2009 celebrada el 4 mayo de 2009, artículo III, sobre el “Estudio de los puestos de la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, así como del puesto N° 451296 clasificado como Interprete, adscrito al Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica”, y se dispuso mantener la clasificación de la plaza Nº 45126 de Intérprete destacada en el Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, aprobada en la sesión Nº 53-08 del 22 de julio del 2008, artículo XII, además se comunicó a la licenciada Erika Leiva Díaz y a la servidora Kembly Barker Smith, que de conformidad con el acuerdo tomado en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del 2009, artículo XLV, doña Kembly debía mantener dicho cargo hasta tanto se realizara el concurso y el nombramiento en propiedad en ese puesto.



Seguidamente, en sesión N° 2-10 del 7 de enero de 2010, artículo LII, se conoció una nota de la servidora Barrer Smith, en su citada condición, en la que informó sobre los estudios que se encontraba realizando tanto de inglés en el Centro Cultural Costarricense Norteamericano y derecho en la sede de la Universidad Latina de Costa Rica en Limón, así como también cursaba el Programa de Formación de Auxiliares Judiciales a Distancia impartido por la Escuela Judicial, ocasión en la que se dispuso, nuevamente solicitar al Departamento de Personal que analizara la clasificación de la plaza N° 45126 del Juzgado de Familia y Penal Juvenil de Limón, en vista de que no se había realizado el concurso respectivo, sobre todo en cuanto al requisito académico y autorizar a la servidora Kembly a continuar en dicho cargo hasta que se realizara el concurso y nombramiento en propiedad.



Por lo que, en sesión N° 102-10 del 23 de noviembre de 2010, artículo XXXVIII, se acogió el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión Nº 20-2010 celebrada el 28 de octubre de ese año, artículo IX, cuya parte dispositiva literalmente indica:



“Se acordó: 1) Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta instancia la descripción de funciones señala con claridad que para el desempeño de este cargo se requiere de un requisito profesional, dada la responsabilidad que asume la organización ante la labor pericial y en concordancia con las Reglas de Brasilia y las políticas de acceso a la justicia, se requiere que el intérprete sea un servidor debidamente calificado por los medios formales.



 



2) El Departamento de Gestión Humana debe ajustar el Manual Descriptivo de Puestos de conformidad con lo resuelto en el acuerdo cuarto de esta sesión.
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Se dispuso: Aprobar el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal, en consecuencia, modificar el requisito del cargo Intérprete para que en el apartado Otros Requerimientos señale como requisito adicional: dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.



El Departamento de Personal tomará nota para lo que corresponda




Acta de Consejo Superior Nº 077 - 2012








Fecha: 28 de Agosto del 2012



Descriptores/Temas: Ministerio de Planificación y Política Económica Nacional (MIDEPLAN), Donaciones, Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo



ARTICULO XXXIII



DOCUMENTO: 9214-12



La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en correo electrónico de 28 de agosto en curso, señala lo siguiente:



“Después de un proceso de múltiples negociaciones, el Gobierno de España ha asignado al Poder Judicial un monto dentro de la subvención de Estado para el “Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica”  Esta decisión nos fue comunicada oficialmente el 16 de Agosto próximo pasado por MIDEPLAN, misma que de inmediato procedimos a comunicar a la Sub Comisión de Pueblos Indígenas para lo correspondiente.



 



Se ha acordado que podamos participar como co-ejecutores en la nueva subvención 2012, a ser ejecutada en el año 2013, inserta en una segunda etapa del Programa arriba indicado. La propuesta española es para fortalecer el acceso a la justicia de la población indígena. La intervención sería en los cantones de la Región Brunca con población indígena (Coto Brus, Corredores y Osa).



 



Al Poder Judicial y específicamente a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se le estarían otorgando en principio un máximo de 60 000 Euros, es decir, es decir, C. 37.810.200 (treinta y siete millones, ochocientos diez mil doscientos colones); de los cuales, 8 000 Euros serían de inversión (compra de equipo) y 52 000 Euros para gastos corrientes.



 



Para poder acceder a estos recursos, MIDEPLAN adjuntó una ficha para identificar las iniciativas que podrían ser objeto de apoyo, ficha que una vez llena, debe ser remitida a MIDEPLAN a más tardar el día de hoy martes 28 de agosto . Lo anterior por cuanto, una vez revisada y aprobada tanto por MIDEPLAN como por la oficina de la AECID en Costa Rica, debe ser enviada a España antes del fin de la presente semana, so pena de perder la donación, dados los plazos establecidos por el ente cooperante.



 



Desgraciadamente, se nos concedió un plazo extremadamente corto para llenar la ficha técnica, y no es sino hasta hace escasos minutos en que la Sra. MayraCampos Zúñiga, Coordinadora Sub-Comisión de Asuntos Indígenas pudo remitírmela debidamente llena.



 



La urgencia de mi consulta, y por eso molesto su atención al respecto, es porque en la ficha se deben comprometer gastos de contrapartida a ser ejecutados en un período de 24 meses por un monto total de 51.921.55 Euros. En este monto se estiman los salarios y el tiempo que las y los miembros de la Comisión de Asuntos Indígenas y el personal de apoyo del Ministerio Público deben dedicar a la ejecución del proyecto, costos de oficinas y utilización de equipo provisto por el Poder Judicial y costos de transporte y viáticos de los funcionarios de la Comisión que viajarían a la zona sur para cumplir con las tareas del proyecto que es eminentemente de capacitación, entre otros.  Cabe agregar que este proyecto es prácticamente una copia del que en este momento se está ejecutando en la Región de Talamanca,- con fondos donados por la AECID también, y que normalmente las actividades del proyecto se programan con visitas de campo que de todas maneras las y los funcionarios judiciales realizan a la Región en el cumplimiento de los deberes propios de la función que desempeñan.



 



En razón de lo anterior, mucho les agradeceré autorizarme,- aunque sea en principio, a someter a consideración de MIDEPLAN la ficha de Proyecto para no perder la oportunidad de la donación, sin detrimento de que con posterioridad, se pueda analizar la misma de manera más detenida, incluyéndole todas las observaciones y modificaciones que Ustedes puedan estimar como pertinentes.



 



De antemano agradezco la atención que se sirvan brindar a mi solicitud, lo mismo que la respuesta que me puedan brindar sobre el particular, a efecto de poder proceder yo en consecuencia con lo que Ustedes resultan sobre el particular.
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Se dispuso: Autorizar a la licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, para que  presente la ficha técnica del Proyecto descrito al Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica MIDEPLAN, en el entendido de que el Poder Judicial no debe incurrir en ninguna erogación no presupuestada  como aporte  institucional.



La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 083 - 2012








Fecha: 18 de Setiembre del 2012



ARTÍCULO XXXVIII



DOCUMENTO Nº 9685-12



El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en oficio Nº EJ-DIR- 0167-2012, del 10 de setiembre en curso, expuso lo siguiente:



“En nuestro Plan de Capacitación, aprobado en la Sesión 98-11 del 22 de noviembre del año 2011, en su artículo XLIX, se ha continuado la política institucional de actualización de las personas que se desempeñan como jueces y juezas de la República, así como el reforzamiento de las políticas institucionales de acceso a la justicia de las poblaciones en vulnerabilidad, por lo que se ha programado ejecutar el curso denominado “Curso sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas”, el cual se realizará  los días 28 de septiembre, 05, 12, 19 y 26 de octubre, 02, 09, 16, 23 y 30 de noviembre con un horario de 13:00 a las 17:00 Horas en la Universidad de Costa Rica. 



 



El horario se ha determinado en horas laborales bajo las consideraciones de las políticas de equidad y que durante el año será la única capacitación que en esta materia se ofrecerá.



 



Por tal motivo solicitamos, de la manera más respetuosa, autorización para que los funcionarios y funcionarias que conforman la lista adjunta, puedan acompañarnos en esta actividad con un permiso con goce de salario, en las fechas señaladas:



 



				Cédula



				Nombre



				Despacho



				Horas de capacitación







				103780339



				Carmenmaría Escoto Fernández



 



				Presidenta Subcomisión Pueblos Indígenas/ Sala Primera



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				501670654



				Mayra Campos Zúñiga



 



 



				Coordinadora Subcomisión Pueblos Indígenas/ Fiscal Adjunta Penal Juvenil



 



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				107490893



				Carlos Meléndez Sequeira



 



				Fiscal Adjunto Fiscalía General, Asuntos Indígenas



 



 



				[bookmark: ctl00_ContentPlaceHolder1_gridHistorial_]El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				112580356



				Ariana Céspedes López



 



 



				Fiscal Asuntos Indígenas



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				107730322



				Freddy Aguilar Barrantes



 



 



				Fiscal Bribri



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				 



				Kattia Solís Acosta



 



				Fiscal de Buenos Aires



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				204860653



				Mauricio Corrales Jiménez



 



				Oficina Atención y Protección a la Víctima del Delito



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109010276



				Fabricio González Herra



 



 



				Defensa Pública



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				502050241



				Oscar Carballo Soto



 



 



				Defensa Pública Limón



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				700910897



				Loyda Douglas Blandell



 



 



 



 



				Defensa Pública Bribri



 



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109350137



				Cindy Rodríguez Gordon



				Defensa Buenos Aires



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109920271



				Beatriz Peralta Quesada



 



				Defensa Agraria



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				205590896



				Heilin Mayela Rojas Madrigal



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				204990933



				Maria Carolina Hurtado García



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				108590206



				Tatiana Rodríguez Herrera



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				104530177



				Carlos Bolaños Céspedes



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				304060369



				Bernardo Solano Solano



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				203220210



				Marco Bolaños Rojas



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				502310291



				Sergio Ramos Álvarez



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				108580363



				Yolanda Alvarado Vargas



 



				Jueza penal



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.
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La Magistrada Villanueva, informe que en uso de las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial, le concedió el permiso a la magistada Escoto Fernández.



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo señalado por la Magistrada Villanueva. 2.) Autorizar la participación de los servidores y las servidoras de la lista transcrita en el curso denominado “Curso sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas”, el cual se realizará  el 28 de septiembre en curso, 5, 12, 19 y 26 de octubre próximo, 2, 9, 16, 23 y 30 de noviembre del presente año, con un horario de 13:00 horas a las 17:00 horas en la Universidad de Costa Rica, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para conocerlo. 3.) Señalar a los y las participantes, que la inasistencia al curso indicado, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 4.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 5.) La Escuela Judicial realizará la tramitación correspondiente para que se conceda el pago de viáticos en los casos indispensables.



El Despacho de la Presidencia, el Ministerio Público, la Defensa Pública, el Departamento de Personal, la Escuela Judicial y los despachos interesados tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.












Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2012








Fecha: 08 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Cursos, Permiso con goce de salario, Gastos



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 12330-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, en nota del 7 de este mes, presentó la siguiente gestión:



“Tanto la Comisión de Agrario en conjunto con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, acordaron y estimaron esencial realizar un Taller sobre peritajes culturales los días 29 y 30 de noviembre de 2012, contando con la participación de expertos nacionales y un experto internacional en el tema, para lo cual resulta necesario utilizar el presupuesto con que cuenta la Comisión de Agrario, a fin de costear los gastos del expositor internacional así como el pago del lugar donde se realizará el Taller y alimentación para los participantes.  Todo lo anterior sujeto a que ustedes se sirvan aprobarlo.



 



En consecuencia, se solicita  la autorización para hacer uso de la partida   correspondiente a la Comisión de Agrario; evento que beneficiaría tanto a integrantes de la jurisdicción agraria cuanto a las poblaciones indígenas, que la Subcomisión de Pueblos Indígenas conciente de esta necesidad estima trascendente promover su capacitación. Para ello se adjuntan los detalles del evento, así como los eventuales participantes.”
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TALLER DE PERITAJES CULTURALES.-



 



Lugar: Hotel Casa Conde.



Fecha: 28 y 30 de noviembre 2012.-



Organiza Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Asuntos Indígenas.-



 



LISTA DE PARTICIPANTES:



 



FISCALÍA:



 



1.- Melissa María Quirós Rodríguez  (Fiscal Penal Juvenil de Limón)



2.- Michael Steve Morales Molina (Fiscal Impugnación Penal Juv Limón)



3.- Carlos Meléndez Sequeira (Fiscal Adjunto de la Fiscalía General)



4.- Freddy Aguilar Barrantes ( Fiscal Coordinador de Bribrí).



5.- Kattia Acosta Solís (Fiscal Coordinadora de Buenos Aires)



6.- Mayra Campos Zúñiga (Fiscal Adjunta Penal Juvenil)



7.-Arianna Céspedes López (Fiscal de Asuntos Indígenas)



8.- Sara Mayorga Villanueva (Fiscalía de Asuntos Indígenas).-



 



DEFENSA PÚBLICA:



 



9.- Eduardo Chacón Mora (Defensa Agraria San José)



10.- Miguel Angel Fernández Ureña (Defensa Agraria de Pérez Zeledón)



11.- Ignacio Rodríguez Sancho ( Defensa Agraria de San Carlos)



12.- Beatriz Peralta Quesada (Defensa Agraria de Limón)



13.- Gustavo Adolfo Aguilar Chinchilla (Defensa Agraria de Corredores Zona Sur)



14.- Mariela Angulo Pizarro (Defensa Agraria )



 



JUDICATURA



 



15.- María Carolina Hurtado García (Jueza Agraria I Cir Alaj y supl Tribnal Agrario)



16.- Andrea Ruiz Ramírez (Jueza Tribunal Agrario)



17.- Flor Ramírez Arce (Jueza Agraria de San Carlos)



18.- Enrique Ulate Chacón (Juez Tribunal Agrario)



19.- Magda Díaz Bolaños (Jueza Tribunal Agrario)



20.- Juan Carlos Castillo López ( Juez Agrario de Pérez Zeledón)



21.- Juan Gutiérrez Villalobos (Juez Agrario de Corredores Zona Sur)



22.- Vanessa Fisher González (Jueza Agraria de San José)



23.- Maricel Zamora Arias (Jueza Agraria de Corredores Zona Sur)



24.- Alexandra Alvarado Paniagua (Jueza Agraria Tribunal Agrario).-



25.- Carmenmaría Escoto Fernández (Magistrada de la Sala Primera).-



 



Faltan de confirmar el Juez Agrario de Limón, Turrialba y Guápiles.-



 



Taller peritajes culturales: avances y desafíos



 



29 noviembre 2012



 



				8:00-8:15



				Bienvenida



				 







				8:15-8:45



				Inauguración



				Magistrada Carmen María Escoto







				 



				 



				 







				8:45-9:45



				Importancia de los peritajes culturales.



				Dr. Marcos Guevara Berger







				9:45-10:00



				Espacio para preguntas



				 







				10:00-10:20



				Refrigerio



				 







				10:30-11:30



				Alcances de los peritajes culturales realizados en la jurisdicción agraria: avances y desafíos



				Dr. Marcos Guevara Berger.



Antropologo Universidad de Costa Rica







				11:30-11:45



				Espacio para preguntas



				 







				11:45-12:45



				Almuerzo



				 



 







				13:00-14:00



				Los peritajes culturales como medio de prueba.



				Dr. Pedro Ixchu



Experto Guatemalteco







				14:00-14:15



				Espacio para preguntas



				 







				14:15-15:00



				Video Guatemala



				 







				15:00-15:15



				Refrigerio



				 







				15:15-16:30



				Experiencia de Guatemala en la utilización de peritajes culturales



				Dr. Pedro Ixchu



Experto Guatemalteco







				16:30-16:45



				Espacio para preguntas



				 







				16:45-17:00



				Cierre



				 











 



30 noviembre



 



				8:00-9:00



				Aspectos culturales a valorar con los peritajes



				Pedro Ixchu







				9:00-9:15



				Espacio preguntas



				 







				9:15-9:45



				Alcances de los peritajes culturales realizados en la jurisdicción penal: avances, obstáculos y desafíos



				Dr. Marcos Guevara Berger







				9:45-10:00



				Refrigerio



				 







				10:00-10:45



				Trabajo en grupos



				Pedro Ixchu/ Dr. Marcos Guevara Berger







				10:45-11:45



				Propuesta de mejora en ambas jurisdicciones



				 







				11:45-12:00



				Clausura



				 







				12:00-13:00



				Almuerzo
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En conversación telefónica con la servidora Marianela Campos Soto, Secretaria Ejecutiva de la Magistrada Escoto Fernández, indicó que la referida actividad se realizará el 29 y 30 de noviembre del año en curso.



A esos efectos, se adjunta certificación de contenido presupuestario suscrita por la licenciada Eimy Solano Castro, Administradora de la Escuela Judicial para hacerle frente a los gastos del Taller sobre Peritajes Culturales por ¢1.876.332.17 (un millón ochocientos setenta y seis mil trescientos treinta y dos colones con diecisiete céntimos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial".



Asimismo, en correo electrónico de 9 de noviembre de este año, la licenciada Eimy Solano Castro, en su expresado carácter, manifestó que el monto correspondiente a la actividad de Peritajes Culturales es por un monto de ¢1.250.000 (un millón doscientos cincuenta mil colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial".



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar a las servidoras y servidores de la lista transcrita, para que participen en el taller sobre peritajes culturales, del 29 al 30 de noviembre en curso, que se llevará acabo en el Hotel Casa Conde. Lo anterior, en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender diligencias ni debates previamente señalados. 2.) Autorizar el gasto de ¢1.250.000 (un millón doscientos cincuenta mil colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial". 3.) En razón de la importancia del contenido de la actividad, deberán las y los asistentes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, el Despacho de la Presidencia, la Auditoría y los Departamentos de Personal y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.








 












Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2012








Fecha: 08 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Gastos, Actividades



ARTÍCULO XXXIII



DOCUMENTO Nº 12340-12



            La doctora Mayra Campos Zúñiga, Coordinadora Sub-Comisión de Asuntos Indígenas, en correo electrónico de 7 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente: 



“…. Con la autorización de la Magistrada Carmen María Escoto, presidenta de la Sub-comisión de asuntos indígenas y en calidad de Coordinadora de dicha Sub-Comisión me dirijo a Ustedes y con respeto les solicito lo siguiente:



 



La Subcomisión de Pueblos Indígenas, ha programado para el martes 13 de noviembre, la realización de una actividad  para brindar el  Informe de Labores y cumplimiento de la Reglas de Acceso a Justicia, correspondiente al año 2012. En dicha actividad se espera contar con la participación de funcionarios (as)  tanto de nuestra institución, como de otras instituciones gubernamentales y ONGs; por lo que se pretende ofrecer un pequeño refrigerio. Para ello, resulta necesario utilizar el presupuesto de la subpartida 10702, por la suma de ¢122.000,00.



 



En consecuencia, se solicita  la autorización para hacer uso de la partida  indicada.  Se adjuntan las cotizaciones de tres oferentes.”
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Asimismo, en correo electrónico la doctora Campos Zúñiga aclara que de las tres ofertas para brindar el refrigerio la que se pretende seleccionar es la presentada por Deli Gourmet, por un monto de ¢64.000,00 (sesenta y cuatro mil colones exactos)



A esos efectos, adjunta separación de contenido presupuestario del Sistema de Presupuesto Judicial del Departamento Financiero Contable, por un monto de ¢122.023,00 (ciento veintidós mil veintitrés colones exactos), para cubrir los gastos de la citada actividad, con cargo al programa 926, subpartida 10702, del presupuesto del 2012.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar el gasto por la suma de ¢64.000,00 (sesenta y cuatro mil colones exactos)), para los fines expuestos. Lo anterior con cargo al Programa 926, Subpartida 10702.



El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 

















 








 













 Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2012








Fecha: 30 de Octubre del 2012



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas, Proyectos



ARTÍCULO XL



Documento 11846-12



            En correo electrónico recibido el 29 de octubre en curso, las licenciadas Mayra Campos Zúñiga y Cristina Rojas Rodríguez, por su orden, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, comunicaron lo siguiente:



 “Nos complace dirigirnos a Ustedes en ocasión de solicitarles respetuosamente, su autorización para continuar las negociaciones del PROYECTO INTERAGENCIAL BINACIONAL (COSTA RICA – PANAMÁ ) PARA LA SEGURIDAD HUMANA PARA LA POBLACIÓN NGÖBE-BUGLÉ  coordinado por la Organización Internacional para las Migraciones, OIM, el fondo de Población de las Naciones Unidas, UNFPA, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD y el Fondo de las Naciones Unidas para la Niñez y la Adolescencia, UNICEF, así como otras instituciones del sector público como son, la Dirección General de Migración, el Ministerio de Salud, la Caja Costarricense de Seguro Social, el Ministerio de Trabajo el Ministerio de Agricultura y Ganadería y la Defensoría de los Habitantes entre otros.



 



Este tiene tres objetivos fundamentales para desarrollar el concepto de seguridad humana.  El primero busca fortalecer y empoderar a las familias migrantes para atender sus necesidades  alimentarias y de comercialización.  El segundo objetivo pretende mejorar la salud y la seguridad personal, económica y política de la población indígena beneficiaria, fortaleciendo los servicios sociales, sanitarios, laborales públicos y comunitarios.  El tercer objetivo, pretende crear y fortalecer las condiciones personales, sociales, institucionales, legales y las políticas necesarias para promover y proteger en forma efectiva la seguridad humana de la población indígena beneficiaria



 



Ubicamos la participación del Poder Judicial en ese último objetivo.  Se solicita el apoyo del Poder Judicial para la realización de programas de sensibilización sobre los derechos de la población indígena Ngöbe y Buglé y la aplicación de las Reglas de Brasilia sobre los pueblos indígenas, programa que iría dirigido no sólo a los funcionarios  actores de la Administración de Justicia, sino que supone un encuentro intercultural  que permita una comunicación más efectiva  entre los usuarios del Poder Judicial y dichos funcionarios en procura del respeto de los derechos de esta población como lo demanda el Convenio 169 de la OIT (Actividad 3.1.5 del Programa conjunto adjunto a esta comunicación).



 



El Programa de las Naciones Unidas a fin de finiquitar el documento de proyecto que sería presentado a consideración del Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas para la Seguridad Humana, para su debida aprobación y eventual financiación, está solicitándole a cada institución participante que formule una estimación presupuestaria de lo que podría ser la eventual contrapartida institucional en la ejecución del proyecto una vez que este sea aprobado, posiblemente en el segundo semestre del año 2013 para ser ejecutado a finales del 2013 o principios del 2014.



 



Conjuntamente la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, hemos formulado una aproximación presupuestaria de lo que podría ser esta contrapartida en especie, misma que adjuntamos a la presente comunicación.  Esta presupuestación, contempla la realización de cuatro actividades: dos exclusivamente dirigidas a funcionarios/as del Poder Judicial, tendientes a la sensibilización y el conocimiento de los derechos de los pueblos indígenas y en particular de la población Ngöbe y Buglé, y dos talleres adicionales de intercambios interculturales en que participarán tanto funcionarios/as institucionales, como  autoridades, asesores culturales y otros líderes indígenas como educadores de pares.



 



Cabe agregar que a nivel del Poder Judicial, se cuenta con una experiencia anterior con la población Talamanca Cabécar y Talamanca  Bribrí, que ha sido sumamente exitosa y ha permitido un acercamiento recíproco entre las autoridades indígenas y las autoridades judiciales, todo en procura de una aplicación efectiva de las Reglas de Acceso a la Justicia de la población indígena aprobadas por el Honorable Consejo Superior.



 



No omitimos manifestar que esta propuesta requiere el apoyo de diversos actores del Sistema Judicial, como son el Ministerio Público, la Defensa Pública, OIJ, y sus unidades de capacitación, la Judicatura, las unidades administrativas, la Contraloría de Servicios, y la Escuela Judicial.



 



Tanto la señora Magistrada doña Carmen María Escoto, Presidenta de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, como quienes suscribimos la presente comunicación, Mayra Campos Zúñiga, Coordinadora de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas y Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, reiteramos nuestro compromiso institucional de respeto de los derechos de los usuarios indígenas, por lo que nos ponemos a disposición del Honorable Consejo Superior, a efecto de asumir este importante  compromiso, siempre y cuando seamos debidamente autorizadas para continuar con las negociaciones del Proyecto y su eventual ejecución



 



De antemano agradecemos la atención que se sirvan brindar a la presente comunicación.”
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Además de lo anterior acompaña la siguiente información:




         “Contrapartida, Poder Judicial, dos talleres dirigidos a funcionarios judiciales, policía administrativo y personal migratorio sobre Acceso a la Justicia y dos talleres dirigido a la población Ngöbe bugle



 



				 



				Contrapartida



				Costo







				1° taller a funcionarios (as)



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				Salón



				¢







				



				Mobiliario y equipo  necesario para la capacitación (sillas, sonido, lap top, video beam; pantalla)



				¢







				



				1 metodólogo (a)



				¢200,000







				



				Viáticos 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600







				



				 



				 







				2 ° taller a funcionarios (as)



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				1 Metodólogo (a)



				¢200,000







				



				Salón



				 







				



				Mobiliario y equipo necesario para la capacitación  (sillas, sonido, lap top, video beam, pantalla)



				¢3,219.600







				



				Viáticos a 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600







				1 taller a los Ngöbe buglé



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				Transporte de facilitadores



				¢







				



				Viáticos de los facilitadores (as)



				¢ 394.000







				



				1 metodólogo (a)



				¢200.000







				



				Mobiliario y Equipo-sillas, sonido, laptop, video beam y pantalla)



				¢







				



				 



				 







				2 ° Taller a los Ngöbe-buglé y funcionarios (as):  Taller interculturalidad



				6 facilitadores



				¢1,346.400







				 



				Transporte de facilitadores



				¢







				 



				Viáticos de los facilitadores



				¢ 394.000







				 



				1 metodólogo



				¢200.000







				 



				Mobiliario y Equipo-sillas, sonido, laptop, video beam y pantalla)



				¢







				 



				 



				 







				 



				Viáticos 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600











 



24 funcionarios (as) judiciales, desglosado de la siguiente manera, de acuerdo a las zonas involucradas en el proyecto:



6 de Golfito



6 de San Vito



6 de los Santos



 6 de Bribri



* El total de integrantes de la policía administrativa y de agentes de migración que vayan a participar en los talleres deben agregarse al número total de participantes de los talleres de capacitación y cada institución asumirá el costo respectivo.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, autorizar a la Sub Comisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, a fin de continuar con las negociaciones del Proyecto Interagencial Binacional (COSTA RICA – PANAMÁ ) para la Seguridad Humana para la Población Ngöbe-Buglé. Se declara este acuerdo firme.








 








.

















Acta de Consejo Superior Nº 110 - 2012








Fecha: 20 de Diciembre del 2012



ARTÍCULO LX



Documento Nº 5614 y 13821-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio N° CMEF-SP-17-2012 del 12 de este mes, presentó la siguiente gestión:



“(…)



 



En virtud de la implementación del Programa de Moderna Gestión de Oralidad y a fin de cumplir con sus objetivos, durante el presente año el Juzgado Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) ha contado con una plaza de Coordinadora Judicial y una de Técnica Judicial, lo cual ha contribuido a cumplir con los objetivos planteados y a mantener el despacho con niveles altos de productividad.



 



No obstante, en este momento existe la posibilidad de que dichas plazas sean suprimidas, lo cual produciría un menoscabo en la efectividad del Despacho, por lo que vehementemente y conforme a lo que ya ha sido solicitado a Uds. por los jueces agrarios de ese circuito, a nombre de la Comisión de Asuntos Agrarios que así lo estimó, les pido valorar la viabilidad de prorrogar las plazas y de esta forma, mantener los nombramientos de quienes han venido desempeñándose en ellas.”
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En relación con la gestión anterior, este Consejo en sesión Nº 10-12 celebrada el 7 de febrero del año en curso, artículo XLIV, al conocerse la gestión de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Comisión de Asuntos Agrarios, en la que solicitó, -entre otras cosas- se autorizara dos meritorios para el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, solo para la materia agraria, asimismo, se asignara al menos una plaza ordinaria de auxiliar judicial para la materia agraria para el año 2013 o en su defecto, una plaza de auxiliar extraordinaria o de supernumerario para que colaborara en la materia agraria, en tanto se obtuviera una plaza ordinaria, del mismo modo, instó la especialización de la materia agraria, separando funcionalmente del Juzgado Civil, Laboral y Agrario del Tercer Circuito Judicial de San Ramón, este Consejo, -entre otras cosas- requirió al Departamento de Planificación que dicha solicitud fuera analizada y tomada en consideración para el presupuesto del  2013.



En sesión 42-12 del 2 de mayo de 2012, (Presupuesto 2013), artículo VII, en lo que interesa, se acordó separar la materia agraria y por tanto crear un Juzgado especializado con el personal que actualmente tenía asignado. El Departamento de Planificación realizaría un estudio integral, a nivel nacional, en todos los juzgados que atienden la materia agraria, a efecto de analizar las diferentes cargas de trabajo, con el fin de identificar de dónde se podían tomar recursos y reforzar este nuevo despacho. Además no se llenaría en propiedad ninguna plaza de Técnico Judicial 2 en materia Agraria hasta la presentación del informe solicitado. Se le solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria analizar si resultaba conveniente que este despacho fuera incorporado en un proyecto oral-electrónico, conforme se implementó en el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Alajuela.



Posteriormente, en sesión N° 52-12 celebrada el 24 de mayo del presente año, artículo XXXIII, se dispuso comunicar que en razón de las limitaciones presupuestarias para el 2013, habrá restricciones y no se podrá hacer uso de los permisos con goce de salario que se otorgan de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que de antemano deberían tomar las previsiones correspondientes para organizar el despacho de forma tal que se minimice la afectación del servicio público.



Seguidamente, en sesión N° 53-12 del 29 de mayo del 2012, artículo XLIV, se conoció el oficio del Departamento de Personal N° RS-1756-12 del 21 de ese mes, relativo a la propuesta de distribución del personal que atiende los asuntos de cobro del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que, entre otras cosas, se dispuso solicitar al Departamento de Planificación un estudio e informe respecto al caso de la plaza N° 350147 de Técnico Judicial 2, perteneciente al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a fin de buscarle solución.



En la verificada N° 61-12 celebrada el 26 de junio del año en curso, artículo LII, en lo que interesa, de conformidad con lo que establece el artículo 44 párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a la servidora Raquel Sánchez Sequeiro, puesto N° 44489 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 20 de julio próximo y hasta el último día laboral del 2012.



Luego, en sesión N° 63-12 celebrada el 3 de julio del presente año, artículo XLII, de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a un Técnico Judicial del Juzgado Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 1 de agosto en curso y hasta el último laboral del 2012, para que se dedicara al programa de la Moderna Gestión Judicial.



En sesión N° 74-12 del 16 de agosto de 2012, artículo XXXV, de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza Nº 44485 de Coordinador Judicial del Juzgado Civil del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 20 de agosto y hasta el último día laboral de este año, para que coadyuve en el Juzgado Agrario del citado Circuito. Asimismo, estar a la espera del informe solicitado al Departamento de Planificación en sesión de presupuesto Nº 42-12, del 2 de mayo del año en curso, artículo VII.



Finalmente, en sesión Nº 107-12 del 11 de diciembre del año en curso, artículo LVIII, se acordó que de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, prorrogar a partir del 7 de enero de 2013 y hasta por seis meses, los permisos con goce de salario y sustitución concedidos a los puestos N°s 44485 y 44489, de Coordinador Judicial 2 y Técnico Judicial, respectivamente, ambos del Juzgado Civil y Trabajo de San Ramón, para que se dedicaran a las labores de que se dio cuenta.



Se acordó: Comunicar a la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, que en sesión Nº 107-12 celebrada el 11 de noviembre del año en curso, artículo LVIII, se prorrogaron por seis meses a partir del 7 de enero de 2013 las plazas indicadas. Se declara acuerdo firme.







Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2013








Fecha: 21 de Febrero del 2013



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas, Acceso a la Justicia



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XLIV



DOCUMENTO Nº 6811-11, 1508-13



Mediante circular Nº 10-09 sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, la Secretaría General de la Corte, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó a los despachos judiciales del país lo siguiente:



“El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”:



 



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



 



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)



 



3. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



4. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



 



5. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



 



6. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



 



7. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



 



8. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



 



9. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



 



10. Derecho al intérprete o traductor:



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



11. Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural:



 



Cuando se juzgue a una persona indígena, el juez que conoce del caso dispondrá cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



 



La administración de justicia procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido.



 



(Los incisos 10 y 11, fueron adicionados por el Consejo Superior en sesión Nº 61-11 del 7 de julio de 2011, artículo LIII)”
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Por medio de oficio Nº CMEF-SP-003-2013 del 12 de febrero del año en curso, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó:



“Reciban un cordial saludo y en mi condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, agradezco el interés se sirvan dar a la gestión que; sin más preámbulo paso a referirles.



 



El día de hoy en la sesión ordinaria de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, recibimos al Lic. Carlos Arredondo Reclat, Coordinador de la Comisión de Asuntos Indígenas del Colegio de Abogados y Abogadas, quien nos manifestó su inquietud por la situación que se presenta en el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Buenos Aires, concretamente en con el expediente n.° 06-700060-0444-PA-3 de Flora Martina Villanueva Vargas contra Santos Dimas Leiva Villanueva.



 



Señala, que en repetidas ocasiones, conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de Consultorios Jurídicos donde literalmente se lee:



 



“Artículo 2º.- En todas las gestiones judiciales y administrativas que se hagan por medio de los consultorios jurídicos se usará papel común. Ellas y toda certificación que se solicite a las oficinas públicas y privadas estarán exentas de cualquier clase de timbres, tasas o impuestos, presentes y futuros, lo mismo que los documentos inscribibles o no inscribibles en los Registros. Las personas que litiguen bajo la dirección de alguno de los consultorios no estarán obligadas a rendir fianza de costas. Las publicaciones que deban hacerse en los diarios oficiales serán gratuitas. Gozarán de franquicia postal y telegráfica, en el cumplimiento de sus fines.”



 



Ha solicitado al juez de ese órgano jurisdiccional el envío de  las fotocopias del expediente. Sin embargo, indica, la respuesta siempre ha sido negativa, razón por la cual acude a nosotros en busca una solución.



 



No obstante, al estimar esta Subcomisión que lo solicitado por el Lic. Arredondo no es de nuestra competencia y, con base en la circular n.° 10-09, específicamente en el inciso 6 que señala:



 



“6. .Jueces y juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible.” (Lo destacado no corresponde al original)



 



Respetuosamente, les solicitamos analizar la petición del Lic. Arredondo de manera que se le pueda brindar un lineamiento específico a seguir en este tipo de casos; así como se sirvan emitir las directrices pertinentes necesarias cuando se trate de usuarios y usuarias en alto grado de vulnerabilidad, como son las personas indígenas, privadas de libertad, quienes no cuentan con los medios electrónicos o tecnológicos para obtener copias sin el uso de papel; puedan otorgárseles fotocopias a fin de obviar atrasos e indefensión.”
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Se acordó: 1.) Comunicar a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. 2.) Reiterar la circular indicada.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.
















Acta de Consejo Superior Nº 041 - 2013








Fecha: 25 de Abril del 2013



Descriptores/Temas: Audiencias, Acceso a la Justicia



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO XLV



Documento 4313-13



Se conoce el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril en curso, artículo XI, que literalmente dice:



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



“Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



 



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



 



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



 



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



 



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



 



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



 



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



 



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



 



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



 



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



 



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



 



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



 



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



 



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



 



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



 



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



 



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



 



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



 



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



 



Con relación a lo solicitado:



 



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



 



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



 



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



 



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



 



a)              Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril de este año, artículo XI. 2.) Solicitar a la Auditoría el cumplimiento de la recomendación aprobada por la Corte Plena. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 053 - 2013








Fecha: 21 de Mayo del 2013



ARTÍCULO LXVI



Documento Nº 5225-13



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por medio de oficio Nº CMEF-SP-015-2013 del 10 de mayo en curso comunicó:



“…, agradezco el interés se sirvan dar a la gestión que; sin más preámbulo paso a referirles.



 



En sesión celebrada el 17 de abril 13 horas 30 minutos, se llegó al siguiente acuerdo que literalmente indica:



 



“Se acuerda: […] Comunicar al Consejo Superior y al Departamento de Planificación el interés de esta Comisión en que se adicione al número único de los expedientes un código adicional que además, identifique el tipo de proceso y el estado del asunto para poder determinar más fácilmente si la mora institucional se debe al Poder Judicial, al Despacho respectivo, o bien, a las personas usuarias o causas ajenas tales como acciones de inconstitucionalidad, fallecimiento de una de las partes, entre otras. […] Se declara firme por unanimidad.”



 



En virtud de lo anterior, les solicito se sirvan valorar la viabilidad institucional de de adicionar dicho código y así facilitar la determinación de las causas de la mora judicial.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo anterior. 2.) Comunicar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas que no considera este Consejo que la solución sea   modificar el número único de expediente, sin embargo se informa que se está realizando un trabajo con las distintas comisiones para la utilización del Sistema de Gestión, por lo que la citada Subcomisión puede proponer los controles que considere necesarios para evitar el retraso, y luego de analizados, ser incorporados en dicho sistema.



ASUNTOS VARIOS








 








 



Acta de Consejo Superior Nº 073 - 2013








Fecha: 23 de Julio del 2013



ARTÍCULO XLIII



Documento 8137-13



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, mediante oficio CMEF-SP-023-2013 de 15 de julio del año en curso, solicitó lo siguiente:



“Como en años anteriores, la Subcomisión de Pueblos Indígenas desea efectuar una conmemoración del Día Internacional de Pueblos Indígenas, no solo para rescatar la importancia de la fecha sino también a fin de sensibilizar al personal judicial sobre las políticas específicas y el buen servicio que debe la institución brindar a las personas de este grupo en condición de vulnerabilidad.



 



         En esta ocasión, hemos considerado conveniente que, a diferencia de las anteriores oportunidades cuando la actividad se realizó en San José, la conmemoración se efectúe en una zona más cercana a los territorios indígenas. 



 



         La actividad será el viernes 9 de agosto próximo, en el Auditorio de los Tribunales de Pérez Zeledón, de 9 a 11:30 a.m. Se adjunta el programa tentativo.  



 



         Por lo expuesto, solicitamos la respetuosa autorización de ese Consejo, para que se autorice la participación de uno o dos servidores de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, siempre que no se afecte la prestación del servicio público. Además, se solicita la autorización para que también asistan las y los integrantes de la Subcomisión, conforme a la lista que se adjunta.



 



         Asimismo, deseo transmitir una cordial invitación a las distinguidas y los distinguidos Integrantes de ese distinguido Consejo, para que nos acompañen en esta importante fecha, si a bien lo tienen”.
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Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia autorizar a los servidores y servidoras de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a participar en la Conmemoración de los Pueblos Indígenas, así como de los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se les autorice asistir.



El Departamento de Personal tomará nota para los fines consiguientes.








 














 



Acta de Consejo Superior Nº 077 - 2013








Fecha: 06 de Agosto del 2013



ARTÍCULO XXIX 



Documento 8827-13



En sesión N° 73-13 celebrada el 23 de julio de este año, artículo XLIII, se autorizó a los servidores y servidoras de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a participar en la Conmemoración de los Pueblos Indígenas, así como de los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se les autorice asistir.



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, mediante correo electrónico del 31 de julio pasado, solicitó lo siguiente:



“En  la sesión del Consejo Superior N°   73-13, celebrada el pasado 23 de julio, se conoció la gestión de la Magistrada Carmen María Escoto, mediante la cual se solicitaba autorización de ese órgano para que servidoras y servidores judiciales del primer Circuito de la Zona Sur, así como representantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial,  participen  en la  conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas,  actividad que se realizará el próximo 9 de agosto en los Tribunales de Pérez Zeledón.



 



Por lo anterior, deseo respetuosamente solicitar su aprobación para el uso del contenido presupuestario reservado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas en la Subpartida de “Actividades Protocolarias”, por un total de ¢122.000,00  para ofrecer un pequeño refrigerio a las personas asistentes a la actividad.



 



Se adjunta la certificación de contenido presupuestario que respalda esta solicitud.”
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A esos efectos, adjunta oficio Nº 0720-P-2013, fechado el 29 de julio último, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, donde remitió certificación de contenido presupuestario para cubrir los costos de “La Conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas 2013” por ¢122.000,00 (ciento veintidós mil colones exactos), con cargo al programa 926 “Dirección y Administración”, IP 21 “Contraloría de Servicios” subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”.



Se dispuso: Acoger la anterior solicitud, en consecuencia, autorizar el gasto por la suma de ¢122.000,00 (ciento veintidós mil colones exactos), con cargo al programa 926 “Dirección y Administración”, IP 21 “Contraloría de Servicios” subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, para cubrir los costos de “La Conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas 2013”.



La Contraloría de Servicios y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.








 


























Acta de Consejo Superior Nº 114 - 2013








Fecha: 12 de Diciembre del 2013



Descriptores/Temas: Ley Contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO LXVII



Documento N° 14312-13



            El licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalia de Asuntos Indígenas, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, en oficio N° FGR-1175-2013 de 3 de los corrientes, comunicó lo siguiente:



“En apego a las facultades y atribuciones legales conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial1, nos permitimos poner en conocimiento de ustedes lo siguiente:



 



Mediante causa penal No. 13-001020-414PE por el delito de abuso sexuales contra persona menor de edad (niña indígena Chorotega de Matambú, siglas MGP) en contra de José Vivian Aguirre Pérez, que se tramita en la Fiscalía de Asuntos Indígenas por especialidad, se solicitó audiencia para imposición de medidas cautelares preventivas, específicamente la suspensión de cargo del imputado como la principal, por la fiscal auxiliar Hazel Mora Trejos de la Fiscalia de Nicoya, ante la Juez Penal de Nicoya, Erna Vargas Quirós, la cual se llevó a cabo el 6 de noviembre del presente año, quien resolvió rechazar tal solicitud.



 



La fundamentación intelectiva de la juzgadora Vargas Quirós, se realizó tergiversando los hechos denunciados por la ofendida, bajo la falacia de ignorancia y de petición del principio o circularidad2, dado que parte de una conclusión equivocada a priori, precisamente que los hechos denunciados no son constitutivos de delito y con base en este premisa construye su fundamentación.



 



Cada uno de los fundamentos intelectivos emitidos en la audiencia oral por la juzgadora, sobre dos hechos denunciados fueron discrepados por la representación fiscal, por considerarlos erróneos por una indebida interpretación y aplicación del derecho procesal (presupuestos y riesgos procesales), por una indebida valoración de la prueba, y hoy nosotros le agregamos por una errónea aplicación del derecho de fondo o sustancial del delito sobre los abusos sexuales contra persona menor de edad, con lo cual no sólo incurre en un error grave, ya que adelanta criterio por parte de esta juzgadora, lo cual la inhibe para volver a conocer el presente asunto,  al considerar que no hay delito penal de los hechos denunciados y conocidos en una audiencia oral que esta diseñada para analizar aspectos procesales y no de fondo.



 



El error judicial cometido por la Jueza Penal Vargas Quirós, violenta los derechos de la victima, en especial tratándose de niños y niñas, en el presente caso una niña indígena de diez a doce años de edad, para cuando pasaron los hechos, revictimizandola por el sistema de administración de justicia de manera injusta, discriminándola de manera odiosa por tratarse de una persona perteneciente a un grupo vulnerable, creando una discriminación múltiple, por ser menor de edad, mujer, indígena, estudiante de primaria, quien fue victima de abusos de contenido sexual por un hombre mayor de edad, maestro de la única escuela de la localidad, director y presidente de la Asociación de Desarrollo Indígena para el momento de los hechos, quien ostentó y mantiene una condición de poder y de abuso de toda la naturaleza sobre la víctima.



 



Un error judicial de tal magnitud es imposible dejarlo pasar, ya que violenta groseramente un derecho humano fundamental de la víctima, por negación a la tutela judicial efectiva (articulo 41 de la Constitución Política), por no tutelar un derecho de encontrar justicia, mediante la interpretación y aplicación de normas sustanciales y formales de manera equivocada y como consecuencia una negación de acceso a la justicia con fundamentos falaces y con una gran carga subjetiva de estereotipos.



 



Aceptar la tesis de la Jueza Penal Vargas Quirós, de no adecuarse las acciones de Aguirre Pérez a los delitos investigados y quedarse de brazos cruzados, es convertirse en participe de tal barbarie.         



 



Los hechos que se imputaron en la audiencia de medida cautelar, fueron los siguientes:



 



1.- El imputado  JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ, quien es indígena Chorotega y  se desempeña como profesor y director de la escuela 26 de febrero de 1886 de Matambú, donde acudía la menor  ofendida M P G R, quien también es indígena Chorotega y quien para la fecha de los hechos que se dirán contaba con la edad de 10años y hasta los 12 años



 



2.- Sin precisar fecha exacta, pero si en el año 2009, en horas de la mañana, en  Nicoya Matambú, exactamente en uno de los pasillos de la escuela 26 de febrero de 1886, donde trabajaba como director y profesor el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ  y estudiaba la menor ofendida M P G R, cuando esta  tenía entre 10 y 11 años de edad, el imputado para satisfacer sus deseos sexuales, aprovechando que la menor ofendida camino junto a el, de forma abusiva, libidinosa y con evidente animo sexual, procedió abrazar a la ofendida por su espalda y bajar sus manos hacia los glúteos de la menor,  al ver tal situación la ofendida quito las manos del imputado de su cuerpo.



 



3.- Sin precisar fecha u hora exacta, pero si en el año 2010, en  Nicoya Matambú, exactamente en uno de los salones de la escuela, donde trabajaba como profesor el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ  y estudiaba la hermana de la menor ofendida Ana Cristina Aguirre Gómez que  la menor ofendida M P G R, cuando esta  teníaentre 11 y 12 años de edad; el imputado para satisfacer sus deseos sexuales, aprovechando que la menor ofendida se encontraban en dicho salón, acompañando a su hermana, procedió a solicitarle a la menor ofendida que se sentara en el escritorio junto a el, fue en dicho lugar que de forma abusiva, libidinosa y con evidente animo sexual, procedió tocarle el muslo de una de sus piernas a la  ofendida por encima de la ropa.



 



Además, la calificación legal por dichos hechos argumentada ante la Jueza Penal fue la siguiente:  2 delitos de Abuso Sexual, en concurso material, contra menor de edad, ilícito previsto en el artículo 161 inciso 1 y 6 del Código Penal, que tiene pena de 4 a 10 años por cada uno de los delitos.



 



En cuanto a la prueba con que se contaba al momento de la audiencia oral para acreditar los hechos y fue puesta en conocimiento a la Jueza Penal, la cual respaldaba, que se contaba con suficientes elementos, para determinar con  grado de  probabilidad, que el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ fue la persona que realizo el hecho punible y se enumero la siguiente prueba:



 



1.-) Denuncia interpuesta por el  padre de la ofendida, señor Rodolfo Aguirre Villegas ante al Fiscalía de Nicoya  en la cual relata como su hija le cuenta sobre el abuso sufrido por parte del imputado (Folio 1 al 5)



 



2.-) Denuncia interpuesta por la ofendida ante al Fiscalía de Nicoya  en la cual la misma detalla la forma en que ocurrieron los hechos, así como la descripción e identificación del imputado (Folio 6 y 7)



 



3.-) Testimonios de L M A A y A C A G, la primera como testigo de referencia podará indicar como una de sus hijas que era compañera de la ofendida le contó sobre los abusos del imputado hacia la ofendida y la segunda, quien podará relatar como testigo presencial del abuso ocurrido en el año 2010.



 



Una vez demostrado el grado de probabilidad, la Fiscala se refirió a los peligros procesales de la siguiente manera:



 



En cuanto al Peligro de fuga, establecido que el imputado si cuenta con Arraigo Laboral,  Domiciliar y  Familiar, pero que al estar ante un delito de abuso sexual contra menor de edad, la magnitud del daño causado es alta, ya que el imputado causo un elevado daño psicológico a la victima, por cuanto producto de los abusos, tenia miedo de ir a la escuela y sus padres estuvieron a punto de no enviarla mas al centro educativo; además se argumento dentro del peligro de fuga la pena a imponer, por cuanto los delitos investigados consisten en 2 delitos de Abuso Sexual contra menor de edad,  los cuales poseen una pena de 4 a 10 años por cada uno de ellos, penas sumamente altas que podrían influir en la psiquis del imputado para evadir el proceso y mostrarse reticente  a las etapas del proceso restantes.



 



En cuanto al peligro de obstaculización y peligro para la victima, se indico dentro de la solicitud al Juzgado Penal, que el imputado sabe donde ubicar al ofendida, ya que viven dentro de la misma comunidad y como se había indicado es el profesor de la única escuela de la localidad y el presidente de la asociación de desarrollo de dicha comunidad;  además se estableció que por lo alejado de la zona donde habita la ofendida, la presencia policial es casi inexistente, lo que aumenta el peligro de que el imputado pueda presentarse a amenazar a la ofendida o a las testigos y estas  estas se muestre reticentes al proceso.



 



Se argumento que el delito cuenta con pena privativa de libertad por cuanto la medida es proporcional



 



Por ultimo se indico  que la solicitud es idónea, ya que es el único medio de contención y de poder garantizar la presencia del imputado en la etapa de juicio, necesariapara garantizar los fines del proceso y la correcta aplicación de la ley y  proporcional pues la pena de prisión a que se le podría imponer al imputado es bastante alta, y se solicitaron con fundamento en todo lo anterior las siguientes medidas por todo el proceso:



 



·No acercarse a 200 metros de la casa de habitación de la ofendida ni testigos



·No acercarse a 200 metros de la ofendida, su familia y testigos



·No molestar perturbar intimidar de forma personal, por interpósita persona o cualquier medio a la ofendida, sus hijos y núcleo familiar



·Que sea suspendido de la labor como director del colegio, por cuanto podría obstaculizar la investigación, ya que puede acceder a testigos y a la ofendida, permaneciendo en ese puesto.



 



Es claro que las conductas realizada por el imputado, encajan en el delito de abuso sexual consumado, por cuanto el animo con el cual el imputo actuó en los dos hechos denunciados por la ofendida son evidentemente sexuales. En un primer momento cuando en un pasillo de la escuela, donde era estudiante la ofendida y profesor el imputado, la abraza frente a el y ya con sus manos en la espalda de la menor, comienza a bajarlas en dirección a los glúteos de esta, pero ella quita las manos del imputado, para evitar el tocamiento, pero es que debemos ser enfáticos que para que exista abuso sexual no debe darse un tocamiento en las partes intimas de la menor ofendida, como lo pretende la jueza penal, si no que solo la manifestación de la intención sexual que tiene el imputado al momento de abrazarla y bajar sus manos hacia los glúteos de ella, es suficiente para que el delito se configure, mucho menos pensar que dicha acción queda en grado de tentativa como lo indica el defensor publico del imputado, y peor aun sostener que el delito de abuso sexual en grado de tentativa no existe, contrario a lo que la jurisprudencia apunta, donde claramente si existe el mencionado delito en grado de tentativa, pero en este caso en especifico debemos ratificar que el delito se consumo ya que evidentemente al tocar cualquier parte del cuerpo de la menor ofendida con un fin sexual se configura el delito de  manera consumada y jamás en grado de tentativa, como lo establece el voto  00170  del año 2006, emitido por el Tribunal de Casación Penal de San José, el cual establece: lleva razón la representación del Ministerio Público en el sentido de que tanto este Tribunal de Casación Penal como la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia han admitido la posibilidad de que se configure el delito detentativa de Abuso Sexual. Se trata de un delito material que supone la efectiva injuria de la libertad sexual de otro, sea operando él sobre el cuerpo del o la ofendida, sea haciendo operar impúdicamente a la víctima sobre el mismo autor o tercero. Sin embargo la doctrina acepta, que el autor intente eso sin lograrlo y que, por consiguiente, sólo incurra en una tentativa (MALAGARRIGA, Código Penal, t.II, p. 224 y 226; NUÑEZ, Derecho Penal, t. IV, p. 317; SOLER, Derecho Penal, t. III, p. 391, # 99, IV). Para determinar si en un caso concreto estamos o no, en presencia de una tentativa de Abuso Sexual, es necesario fijar los criterios para distinguir los actos preparatorios de los de ejecución. Como bien lo estableció la Sala Tercera (Voto 102‑    F de las once horas veintisiete minutos del veintisiete de marzo de mil novecientos noventa y uno) "La doctrina para resolver esta problemática ha recurrido a dos puntos de vista teóricos: el de la teoría formal-objetiva y la teoría individual-objetiva. De acuerdo con la primera, la acción de la tentativa es una parte de la acción consumada y habrá comienzo de ejecución cuando el autor haya penetrado con su obra en el "núcleo del tipo"; en consecuencia no sería punible la tentativa inidónea, en la que no se pone en peligro un bien jurídico. Debe rechazarse frente a nuestro Código Penal, ya que pena la tentativa inidónea. (Art. 24). Aunque la solución al problema es complejo, la doctrina moderna se inclina por la Teoría individual-objetiva. Habrá que tomar en cuenta en primer lugar el plan del autor y luego, si, según ese plan, la acción representa un peligro cercano para el bien jurídico.Para esta teoría el comienzo de ejecución no necesita ser una parte de la acción típica. (Véase ZAFFARONI, Tratado de Derecho Penal, Ediar, Argentina, 1982, t. IV, ps. 452, 454; BACIGALUPO, Manual de Derecho Penal, Temis-Ilanud, 1984, pp. 168, 169)". En el caso de autos la acusación señala que el imputado "... trató de besar libidinosamente al ofendido en la boca, pero no pudo porque el agraviado movió la cara..." (v. f. 51 fte. líneas 8 y 9).Posteriormente se acusa que "...con un fin libidinoso intentó tocar al agraviado en el pene, lo que evitó el agraviado S. C. quitándole la mano al endilgado...( V. f.51 fte. líneas 11 y 12). Acciones que de resultar probadas, podrían reflejar la intención del imputado, así como el peligro corrido por el bien jurídico que tutela la figura. En consecuencia, se declara con lugar el recurso, se anula integralmente la sentencia recurrida y se ordena el reenvío a efecto de que se continúen los procedimientos.



 



En cuanto al segundo hecho denunciado por la ofendida, la jueza penal también indica que el hecho es atípico, al considerar que al momento de que el imputado toca el muslo de la ofendida, esto no puede ser considerado un abuso sexual, por cuanto estaríamos realizando una afirmación muy peligrosa, al considerar que un tocamiento en el muslo de una menor es un abuso sexual, con dicha afirmación demuestra la jueza penal un desconocimiento total en cuanto a la configuración de delitos sexuales, donde ya ha sido tajante tanto la jurisprudencia como la doctrina, en indicar que existe el mencionado delito, sin importar si el tocamiento fue en zonas intimas de los ofendidos, lo importante es la intención sexual del imputado, como se explico anteriormente, en este segundo hecho en especifico debemos aclarar que el  imputado antes de consumar el hecho le indicó en varias ocasiones a la ofendida que se veía muy bonita en enaguas, ya el día de los hechos la invitó a sentarse junto a el mientras impartía lecciones a un grupo de niños en el cual se encontraba la hermana menor de la ofendida, quien presenció los hechos, pudiendo dejar a la menor ofendida esperando a su hermana fuera del aula, pero ya el tenía el plan concebido, por lo que el imputado la sienta junto a él para tocarla y lo hace en su pierna, es tan claro el animo sexual del imputado que mientras tocaba a la menor,  el conserje de la escuela entra al aula y este de inmediato deja de tocarla, por cuanto conoce la connotación sexual con la que realiza el hecho y por eso y con la única finalidad de no ser descubierto, deja de realizar el tocamiento al ver a otra persona cerca del lugar de los hechos.



 



Importante es destacar que el imputado Jose Vivian Aguirre Pérez, cuando le dieron la palabra en la audiencia, manifestó que su delito era por ser director de la escuela de Matumbú y que había tenido más denuncias de ese tipo y que había salido bien librado de los procesos disciplinarios.



 



Nos preguntamos, si esta manifestación del imputado, no es suficiente para que un juzgador objetivo de justicia la hubiera analizado bajo una sana crítica, que efectivamente una víctima menor de edad tuvo la valentía de denunciar por el apoyo de sus familiares, y que ameritaba preventivamente de manera proporcional y razonable la medida cautelar solicitada? Será que acaso  que las niñas y niños de la escuela 26 de febrero de 1886, del territorio indígena Matambú, no merecen ser protegidas con una medida cautelar de tal naturaleza en contra del Director y maestro de tal institución educativa con base en los hechos descritos? 



 



Es que acaso, los abrazos sobre la espalda y tratar de tocar los glúteos de una menor de 10 años por un profesor, no son suficientes para configurar el delito de marras, y que fue precisamente por un acto de resistencia de la menor y victima que no lo logró?. Es razonable que un maestro acaricie un muslo de una pierna sobre su enagua de una alumna de diez años y desista de continuar hacerlo cuando observa que alguien ingresa al aposento? y tampoco configure un abuso sexual? Que un maestro le diga a la víctima siendo una niña estudiante de la escuela que se ve muy bonita en enaguas? Es que acaso estos actos y manifestaciones desde la óptica de la juzgadora no tienen contenido sexual? y según los argumentos de la juez penal de Nicoya responden a una campaña publicitaria según su razonamiento? 



 



Ahora bien, los yerros judiciales no concluyeron allí, disconforme la fiscal auxiliar presentó recurso de apelación a la resolución de la Jueza Penal Vargas Quirós, motivando el agravio, por un gravamen irreparable, y hoy incluimos nosotros para evitar impunidad, para que en una  audiencia oral ante el Juez A-Quen fundamentar debidamente aquellos yerros, mediante el recurso de apelación.



 



Con sorpresa, asombro y ahora al amparo nuevamente en un error judicial de interpretación y aplicación de normas procesales, la juez Cynthia Dumani Stradtman, Jueza de Juicio, declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público, bajo voto escrito No. 179-2013 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste de las 10:00 del 13 de noviembre del 2013, notificado al Ministerio Público el día 19 de noviembre, sin celebrar la audiencia oral, contraviniendo las reglas de oralidad y un proceso penal adversarial por audiencias entre las partes procesales, bajo el falaz argumento que la resolución del A-Quo que rechaza la imposición de una medida cautelar no tiene recurso de apelación, desaplicando groseramente el numeral 256 del Código Procesal Penal, con lo cual una vez más se niega justicia a la víctima violentando sus derechos humanos, entorpeciendo el ejercicio de la acción penal al Ministerio Público, causando un gravamen irreparable a la administración de justicia y dejando al Ministerio Público sin medio de impugnación para recurrir.



   



En consecuencia solicitamos de manera respetuosa:



 



Se comunique a la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Asuntos Indígenas, la Secretaría Técnica de Género y la Comisión Encargada del tema de la Niñez y Adolescencia del Poder Judicial, para lo que corresponda.



 



Se ordene de inmediato al Departamento de Trabajo Social y Psicología para el apoyo a la niña víctima indígena de los hechos.



 



Se comunique a la Comisión de Nombramiento de Jueces la actuación en el presente caso de ambas juzgadoras para lo que corresponda.



 



Se comunique a la Escuela Judicial del Poder Judicial y demás instancias de capacitación de los jueces, con la finalidad de que se haga un diagnóstico y concluirse la necesidad de algún tipo de capacitación y sensibilización especial en las juzgadoras en cuestión.



Se comunique a Corte Plena por la trasgresión que hubo de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes.3 en el presente caso.  



 



Prueba.



 



Se adjunta grabación de audiencia de las 11:10 hrs del 6 de noviembre del 2013 en el Juzgado Penal de Nicoya.



 



Se adjunta trascripción literal escaneada de audiencia de las 11:10 hrs del 6 de noviembre del 2013 en el Juzgado Penal de Nicoya.



 



Se adjunta copia escaneada del Voto No 179-2013 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sedes de Santa Cruz y Nicoya de las diez horas del trece de noviembre del 2013.



 



Se adjunta CD de prueba referente a la causa anteriormente indica.”



- 0 -



 



            Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.








 












1                      Artículos 81, 177, 178, 180, 181 y concordantes.



 



2           Para mayor abundamiento ver Arroyo Gutiérrez José Manuel y otro. Lógica Jurídica y Motivación de la sentencia penal, ver páginas 107 y 107.



 



3           Aprobada en sesión No. 34-10 de la Corte Plena el 29 de noviembre del 2010 artículo XVII.



 








 Acta de Consejo Superior Nº 003 - 2014








Fecha: 14 de Enero del 2014



Descriptores/Temas: Comisión de la Jurisdicción Agrario y Agroambiental



[bookmark: _Toc377056354]ARTÍCULO LXIV



Documento N° 14881-13



         La máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Secretaria de la Comisión de Asuntos Agrarios, mediante correo electrónico de 19 de diciembre de 2013, remitió el acuerdo tomado por esa comisión en sesión Nº CAA-11-2013 celebrada el 17 de diciembre último, artículo VII, que literalmente dice:



“Informa la Magistrada Escoto, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del acuerdo tomado por ésta, para que se haga un estudio de parte del Departamento de Planificación a fin de que se analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos, los de las personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Buenos Aires atiendan los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una segunda sede en Buenos Aires, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas.



La jueza Vargas indica este fue un tema que se analizó en el Consejo Superior a gestión de la Magistrada Zarella Villanueva Monge, quien informa fue visitada como Presidenta de la Corte por personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, interesadas en que se conozca en Buenos Aires de Puntarenas los asuntos agrarios, ante el incremento de éstos y la necesidad de estarse trasladando a la sede del Juzgado Agrario en Pérez Zeledón lo cual les genera tiempo y gastos. Sin embargo indica, no tiene conocimiento de que dicho acuerdo se haya hecho del conocimiento de esta Comisión por parte de la Secretaría General de la Corte.-



 



Se acuerda: 1° Se toma nota del informe de la Magistrada Escoto, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del acuerdo tomado por ésta, para que se haga un estudio de parte del Departamento de Planificación para que se analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos, los de personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Buenos Aires atiendan los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una segunda sede en Buenos Aires, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas. 2° Se acuerda informar al Consejo Superior que en criterio de esta Comisión, es pertinente que el Departamento de Planificación haga un estudio en el que analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos agrarios, los de personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Pérez Zeledón atienda los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una sede en Pérez Zeledón y otra en Buenos Aires, dividiéndose la competencia territorial, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas.”



 



- 0 -



         Se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios al Departamento de Planificación, para que analice la viabilidad de lo solicitado y en caso de ser necesario sea considerado dentro del proyecto de presupuesto para el 2015.



 





















Acta de Consejo Superior Nº 010 - 2014








Fecha: 06 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LIX



DOCUMENTO Nº 14312-13, 850-14



[bookmark: _Toc379221933]En sesión Nº 114-13 celebrada el 12 de diciembre del año del 2013, artículo LXVII, trasladó a la Comisión de la Jurisdicción Penal, la situación expuesta por el licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, para que propusieran recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en casos de delito de abuso sexuales contra persona menor de edad y otros.



[bookmark: _Toc379221932]La máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio Nº CACC-002-2014 del 28 de enero de 2014, hizo de conocimiento lo siguiente:



“En relación con los oficios 13900 -13 y 13901-13, ambos con fecha 19 de diciembre, dirigidos a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Subcomisión de pueblos indígenas, cuyo acuerdo literalmente dice:



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento, solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Nos permitimos indicar:



 



1.- Que la Comisión de Acceso a la Justicia, Coordinada por la Magistrada Carmenmaría Escoto realizará la primera sesión de este año el próximo 10 de febrero.



 



2.- Que la Magistrada Carmenmaría Escoto en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas solicitó incluir en la agenda de dicha sesión, el oficio 13901 y por ende el 13900.



 



3.- Una vez realizada la sesión del 10 de febrero se procederá en remitir el informe al Consejo Superior, el informe solicitado.



(…)”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y estar a la espera de los informes que deben rendir la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Pueblos Indígenas, solicitados en sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXVII.








 



Acta de Consejo Superior Nº 013 - 2014








Fecha: 13 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LXVI



Documento N° 1472-14, 14312-13



            En sesión N° 8-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo LVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 114-13 celebrada el 12 de diciembre de 2013, artículo LXVII, al conocerse la gestión presentada por el licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas en que hizo de conocimiento lo relativo a la causa penal Nº 13-001020-414PE por el delito de abuso sexuales contra un menor de edad, este Consejo tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



 



         “(…)



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento, solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”
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La máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público, mediante oficio Nº 3075-OAPVD-2013, recibido el 21 de enero en curso, informó lo siguiente:



 



“…conforme lo solicitan en oficio 13902-2013  procedo a rendir el informe, con relación a lo resuelto en acuerdo  tomado por  su  despacho, en la sesión Nº 114-13celebrada el 12 de diciembre del año en curso, artículo LXVII  de la siguiente forma:



 



En este acuerdo se me solicita rendir informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación, acerca de una  gestión realizada por el Lic. Carlos Meléndez Sequeira,  Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, en oficio Nº FGR-1175-2013 de 3 de diciembre de 2013.



 



El mismo día  que recibí esta comunicación  solicité información a las oficinas regionales de Santa Cruz y Liberia, donde me indicaron que  el caso no ha ingresado, el día  de hoy  20 de diciembre se  obtuvo  copia  de la denuncia  en la Fiscalía de Nicoya  de donde se extrajo  la información necesaria para su ubicación pero esta no fue posible, por lo que  el personal disponible se avocará en los próximos días a esa tarea, para dentro de nuestra competencia proceder a realizar la valoración correspondiente.-



 



Asimismo me comuniqué con la Fiscalía de Asuntos Indígenas donde la Licda. Ariana Céspedes me  informó que ese asunto no fue remitido a ninguna de nuestras oficinas regionales, sino que se trabajó  con el departamento de Trabajo Social y Psicología para el abordaje de ley.-”
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Se acordó: 1) Tomar nota del oficio Nº 3075-OAPVD-2013 suscrito por la máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público. 2) En razón de la gravedad de los hechos y que no se ha recibido comunicación por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, se remiten las presentes diligencias al Tribunal de la Inspección Judicial para que levante la información disciplinaria que corresponda.”
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            En relación con lo anterior, el licenciado Carlos Jiménez González, Profesional en Derecho 3 de la Sala Tercera, en correo electrónico de 12 de febrero de 2014, comunicó lo siguiente:



“Siguiendo instrucciones del Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, presidente de la Comisión de Asuntos Penales, de la manera más atenta me refiero a su correo del pasado viernes 7 de febrero del presente año, en que nos comunicó el acuerdo LVI de la sesión 8-14 del Consejo Superior por medio del cual se remitieron diligencias al Tribunal de la Inspección Judicial para que levantara la información disciplinaria que correspondiera, en razón de que, según ahí se indica, la Comisión de Asuntos Penales no había contestado la solicitud hecha por el Consejo Superior en el acuerdo número LXVII de la sesión número 114-13. Al respecto debe manifestarse lo siguiente.



 



El Consejo Superior dictó el acuerdo número LXVII, en el que dispuso lo que a continuación se expone.



 



“Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Según puede apreciarse del texto del acuerdo, el Consejo no estableció ningún plazo que vinculara a la Comisión de Asuntos Penales para que rindiera el informe que solicitaba. El plazo de quince días establecido en punto 2) del acuerdo está expresamente dirigido a otras Comisiones, pero no a la Comisión de la Jurisdicción Penal.



 



En virtud de lo anterior se solicita al honorable Consejo Superior la revisión del acuerdo LVI de la sesión 8-14 y se revoque el mismo, en razón de que la Comisión de Asuntos Penales no ha incumplido ningún plazo en relación con el informe solicitado, y, en consecuencia, no existe razón para que otras instancias del Poder Judicial intervengan en el conocimiento del asunto.



 



Por otra parte, debe informarse que con respecto al informe solicitado ya existe un proyecto de informe que debe conocido por los miembros de la Comisión de Asuntos Penales y en el momento en que sea aprobado será remitido de inmediato al Consejo Superior.”
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Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación del licenciado Carlos Jiménez González. 2) Aclarar el acuerdo adoptado en sesión Nº 08-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo LVI, en el sentido de que las diligencias que se están remitiendo a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial son para que se investigue si hay responsabilidad de los  funcionarias o funcionarios que tuvieron que ver con este asunto,  por lo que el  citado acuerdo no se refiere a la Comisión de la jurisdicción Penal, y lo que se requiere de dicho órgano es la elaboración de las recomendaciones generales que estimen oportunas para orientar el trámite correcto que se debe dar en este tipo de asuntos.








Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2014








Fecha: 25 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LI



Documento N° 14312-13, 1528-14



            En sesión N° 114-13 celebrada el 12 de diciembre de 2014, artículo LXVII, se conoció la gestión del licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en lo que interesa lo siguiente:



“Se comunique a la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Asuntos Indígenas, la Secretaría Técnica de Género y la Comisión Encargada del tema de la Niñez y Adolescencia del Poder Judicial, para lo que corresponda.



 



Se ordene de inmediato al Departamento de Trabajo Social y Psicología para el apoyo a la niña víctima indígena de los hechos.



 



Se comunique a la Comisión de Nombramiento de Jueces la actuación en el presente caso de ambas juzgadoras para lo que corresponda.



 



Se comunique a la Escuela Judicial del Poder Judicial y demás instancias de capacitación de los jueces, con la finalidad de que se haga un diagnóstico y concluirse la necesidad de algún tipo de capacitación y sensibilización especial en las juzgadoras en cuestión.



 



Se comunique a Corte Plena por la trasgresión que hubo de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes.3 en el presente caso.”  
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            A esos efectos se dispuso trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analizara la situación planteada e indicara la procedencia y propusiera recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. Del mismo modo, se solicitó un informe en el plazo de 15 días hábiles, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informaran a este Consejo lo que consideraran pertinente.



[bookmark: _Toc380681132]            En atención con lo anterior, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N°CACC-006-2014 de 13 de febrero de 2014, expuso lo siguiente:



“… en primer término. De inmediato paso a exponerles lo siguiente: En relación con los  oficios 13900 -13 y 13901-13, ambos con fecha 19 de diciembre, dirigidos a la Comisión de Acceso  a la Justicia y a la Subcomisión  para el acceso a la justicia de  los Pueblos Indígenas, cuyo acuerdo literalmente dice:



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Nos permitimos indicar:



 



1.- Que la Comisión de Acceso a la Justicia, sesionó en horas de la mañana el día 10 de febrero de 2014.



 



2.- Que discutido el tema durante la sesión y por existir la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas - Subcomisión especializada en el tema a la que ese honorable Consejo, también solicitó referirse al tema - se acordó:



 



Ceder el conocimiento de la situación denunciada, y la realización del informe solicitado, a la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, Subcomisión que con mayor propiedad podrá emitir  las recomendaciones pertinentes.



 



A su vez, como el día martes 11 de febrero del año en curso la Sub-Comisión de Pueblos Indígenas tuvo la reunión mensual de este mes, recibido el oficio que remitió la Comisión de Acceso a la Justicia, así como la nota recibida del Consejo Superior, en donde se informa sobre el acuerdo emitido durante la sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, que señala que fue conocida la opinión de la señora Sara Arce, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a Victimas, quien rindió el informe solicitado, aduciendo que este asunto no se remitió a la oficina de la Atención y Protección a Victimas y que fue dirigida al Departamento de Trabajo Social y Psicología; la Subcomisión dispuso:



 



Se acuerda: Informar a la Comisión de Acceso a la Justicia que la situación de la niña ya había sido conocida por esta Subcomisión de Pueblos Indígenas y que con base en el nuevo acuerdo emitido por el Consejo Superior, el 30 de enero de 2014, en cuanto a que se remite para las nuevas diligencias el caso de la menor indígena al Tribunal de la Inspección Judicial, para que levante la información disciplinaria que corresponda, considera inoportuno y falta de competencia  en razón de que se tratan aspectos de fondo. Sin embargo, ello no obsta para que se giren las directrices de capacitación para quienes brinden un servicio a las personas indígenas. Se declara firme por unanimidad.



 



Dejo así expuesto a ustedes lo que en ambas grupos se definió cumpliéndose con lo encomendado.



 



De los y las Integrantes del Consejo Superior, con consideración y respeto.”
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            Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por la Comisión de Acceso a la Justicia y hacerlo de conocimiento del licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas.








 












3           Aprobada en sesión No. 34-10 de la Corte Plena el 29 de noviembre del 2010 artículo XVII.



 








Acta de Consejo Superior Nº 030 - 2014








Fecha: 03 de Abril del 2014



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO LIX



DOCUMENTO Nº 3373-14



La Magistrada Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio Nº CMEF-SP-005-2014 del 25 de marzo de 2014, solicitó lo siguiente:



“Reciban un cordial saludo y de inmediato paso a exponerles la solicitud que deseo ustedes se sirvan atender y que agradezco de antemano el interés que le den.



En sesión celebrada el pasado 4 de marzo, la comisión en su Artículo III, acordó:



SE ACUERDA: 1° […] 2° […] 3° Hacer del conocimiento de las personas integrantes del Consejo Superior los acuerdos tomados por esta Comisión en relación con esta temática; además, solicitarles: a) Se concedan plazos concretos de ejecución para medir el impacto de las acciones que se implementen y evaluarlas para la mejora continua. b) Reiterar la importancia de que implemente en esa zona el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. c) Apoyar la implementación del Programa de Moderna Gestión en el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, siempre y cuando se les dote de todas las herramientas tecnológicas indispensables para asegurar una gestión eficiente, incluyendo el talento humano, los recursos materiales y la tecnología de información; sin dejarse de lado las particularidad de la población indígena ante la brecha digital existente. d) Solicitar al Consejo Superior reiterar a las oficinas judiciales del Circuito Judicial de Pérez Zeledón la implementación de todas las políticas aprobadas por dicho Consejo y por Corte Plena a fin de que se de un mejor servicio público a las personas indígenas; e) Informar que el defensor público Eduardo Chacón Mora, representante de la Defensa Pública Agraria, señaló se podría dar un desmembramiento de la defensa pública, pues estima, para que se de un resultado práctico, la persona que labore como defensora pública en Buenos Aires en asuntos indígenas, debe tener la garantía de acceso a los expedientes que se generen en Pérez Zeledón, en especial si se pretende la implementación del Programa de Moderna Gestión.



Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados y de esa manera, se brinde una mejor, adecuada y oportuna atención a las personas usuarias indígenas cuando acudan a los despachos judiciales.
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En sesión Nº 17-07 del 6 de marzo del año 2007, artículo LXXXVII, se tuvo por rendido el informe elaborado por la licenciada Miriam Anchía Paniagua, en ese entonces Integrantes del Consejo Superior y se acogió la recomendación en él contenida, la cual menciona la importancia del esfuerzo que realizan los funcionarios de Limón, para efectuar diligencias en comunidades alejadas, como las indígenas, con el fin de propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes, prevenir la delincuencia de jóvenes en la zona y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial a habitantes de comunidades lejanas, por lo que se recomienda que el Consejo Superior exprese su apoyo al desarrollo de este tipo de proyectos.



Luego, en sesión Nº 61-11 celebrada el 7 de julio del año 2011, artículo LIII, -entre otros- se aprobó la ampliación de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”. Además se dispuso que el juez o jueza en cada caso, debía analizar la procedencia del estudio antropológico.



Posteriormente, en sesión Nº 16-13 celebrada el 21 de febrero del año 2013, artículo XLIV, se comunicó a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. Además se reiteró dicha circular.



La Secretaría General de la Corte, mediante circular Nº 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013, hizo de conocimiento de todos los Despachos Judiciales del País y el Público en General, lo acordado por la Corte Plena en sesión Nº 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, sobre el “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.



Mediante circular Nº 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de ese año, la Secretaría General de la Corte, reiteró la circular Nº 10-09, sobre “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”.



Asimismo, mediante circular Nº 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de ese año, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimientos de los Despachos Judiciales que tramitan materia penal y penal juvenil, las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”.



Finalmente, la Secretaría General de la Corte, en circular Nº 35-2014 del 26 de febrero de 2014, hizo de conocimientos de las Servidoras y Servidores Judiciales del País, la reiteración de la circular Nº 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.



Se acordó: Acoger la solicitud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en consecuencia: 1.) Aprobar la publicación de una circular dirigida a todos los despachos judiciales del país, referente a la importancia de que implemente en esa zona de Pérez Zeledón el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. 2.) Comunicar a la Magistrada Escoto Fernández, que la Corte Plena tiene suspendido todo lo relacionado a la extensión de los Programas de Moderna Gestión. 3.) Reiterar a las oficinas judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, las políticas aprobadas por este Consejo y la Corte Plena mediante las circulares números Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013; 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de 2013; 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de 2013 y 35-2014 del 26 de febrero de 2014, a fin de que den un mejor servicio a las personas indígenas. 4.) Autorizar a la persona que labore como Defensor Público o Defensora Pública en Buenos Aires de Puntarenas en asuntos indígenas, tenga acceso a los expedientes que se generen en Perez Zeledón en ese tipo de asuntos.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.












 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



ARTÍCULO LXVII



DOCUMENTO Nº 4274-14



En sesión Nº 34-13 (Presupuesto 2014) del 10 de abril de 2014, artículo XXVIII, se aprobó el informe ejecutivo de requerimientos de recurso humano 2014 del Estudio para la Creación de un Juzgado que atienda las materias Civil, Laboral, Agrario, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica para el cantón de Upala, 85-PLA-DO-2013 y se indicó que en cualquier reducción de recursos, permanecería este proyecto debido al interés nacional por desarrollar esa región.



Por medio de oficio Nº CMEF-SP-011-2014 del 21 de abril de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo XIII, que literalmente dice



“(…)



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 186-CSP-13 de 12 de abril de 2013, en el que la Secretaría General de la Corte hace del conocimiento del Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión extraordinaria Nº 34-13 (Presupuesto 2014), celebrada el 10 de abril del año en curso, Artículo XXVIII; y se agradece a la Administración del Primer Circuito Judicial citado por la remisión a esta Comisión de esa información. Comuníquese este acuerdo. 2° Se toma nota del Informe 85-PLA-DO-2013 denominado "INFORME EJECUTIVO DE REQUERIMIENTOS DE RECURSO HUMANO 2014: ESTUDIO PARA LA CREACIÓN DE UN JUZGADO  QUE ATIENDA LAS MATERIAS CIVIL, LABORAL,  AGRARIO, FAMILIA, PENAL JUVENIL  Y VIOLENCIA DOMÉSTICA  PARA EL CANTÓN DE UPALA" remitido a esta Comisión por la señora Bernardita Madrigal Córdoba, Subjefa del Departamento de Planificación; a quien se agradece la colaboración brindada. Comuníquese este acuerdo.  3° Se toma nota del informe remitido a esta Comisión por la integrante Ruth Alpízar Rodríguez, jueza del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste; así como del informe del señor Federico Villalobos Chacón, juez Coordinador del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, y por la cojueza de este Despacho, Zoila Flor Ramírez Arce; a quienes se agradece la colaboración de remitir la información de manera oportuna y se dispone se les comunique este acuerdo. 4° Solicitar al Consejo de la Judicatura y al Consejo Superior se disponga que en el concurso para la designación de las tres plazas de personas juzgadoras que asumirán el Juzgado Mixto de Upala, una de éstas corresponda a la lista de personas elegibles de la categoría de juez/jueza 3 agraria, dada la especialidad de la materia, y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 8 de la Ley de Jurisdicción Agraria. 5° Solicitar al Consejo Superior y a la Dirección Ejecutiva, se facilite a la persona juzgadora del Juzgado Mixto de Upala que se ocupará de asumir los procesos agrarios que conozca ese Despacho, de los recursos materiales y tecnológicos necesarios para poder realizar las audiencias de prueba en el lugar de los hechos y para asumir las labores propias de la oficina, así como la disponibilidada de vehículos para los traslados respectivos. 6° Solicitar al Director de la Escuela Judicial la incorporación de la persona juzgadora que se ocupe de conocer de los procesos agrarios que sean competencia del Juzgado Mixto de Upala, así como al personal que le sirva de apoyo, en los programas de capacitación de la materia agraria. Lo anterior, en el supuesto de que no se acceda a que se designe en esos puestos a una persona de la lista de elegibles de juez/jueza 3 agraria. 7° Comunicar a la Jefa de la Defensa Pública, Marta Iris Muñoz Cascante, la importancia de gestionar lo antes posible la designación de una plaza de defensor o defensora pública agraria, quien se ocupe de atender a las personas usuarias del citado despacho, en la materia agraria, considerando las particularidades de la población de Upala y Guatuso; y se incluya en el presupuesto respectivo, salvo que ya estuviera ello previsto.- 8° Solicitar a la Jefa de la Defensa Pública, la designación de una persona suplente del defensor público Eduardo Chacón Mora, para que asista a las sesiones de esta Comisión, cuando no pueda él asistir. 9° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-" (Lo destacado no corresponde al original)



Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados.



(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo XIII. 2.) Comunicar al Departamento de Planificación lo que la citada Comisión plantea en el punto Nº 5, referente a la solicitud de que la persona juzgadora del Juzgado Mixto de Upala, asuma los procesos agrarios que conozca ese Despacho y se le otorguen los recursos materiales y tecnológicos necesarios para poder realizar las audiencias de prueba en el lugar de los hechos y para asumir las labores propias de la oficina, así como la disponibilidad de vehículos para los traslados respectivos. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Defensa Pública.








 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



Descriptores/Temas: Capacitaciones



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XVI



Documento N° 4445, 4494-14



          La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio N° CMEF-SP-15-2014 de 24 de abril de 2014, realizó la siguiente solicitud:



“(…) me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), realizará el martes 29 de abril de 2014 de las 8:30 de la mañana a las 3:30 de la tarde, en la sede de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), en Barrio el Rodeo de la Zona de Los Santos, un primer taller con pueblos indígenas Ngöbe.



 



El objetivo de esta actividad es fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país.



 



En virtud de lo expuesto, a continuación detallo los nombres y cargos de las personas que se requiere asistan al taller:



 



				Msc. Carmenmaría Escoto Fernández



				Magistrada Sala Primera







				Msc. Damaris Vargas Vásquez



				Magistrada Suplente Sala Primera







				Licda. Magdalena Aguilar Álvarez



				Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial







				Lic. Mario Serrano Zamora



				Defensor Público







				Licda. Alba Gutiérrez Villalobos



				Dpto. Trabajo Social y Psicología I.C.J.S.J.







				Licda. Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza Tribunal Agrario







				Licda. Karen Leiva Chavarría



				Oficina Coop. y Relaciones Internacionales







				Licda. Cristina Rojas Rodríguez



				Jefa Ofic. Coop. y Relaciones Internacionales







				Lic. Edgar Ramírez Villalobos



				Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón







				Lic. Rodolfo Solórzano Sánchez



				Defensa Pública







				Licda. Marta Iris Muñoz Cascante



				Jefa de la Defensa Pública







				Lic. Allan Coto Gómez



				Defensa Pública de Tarrazú







				Lic. Garnier Vargas Barboza



				Juez Coordinador del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú







				Lic. Mario Marín Cascante



				Juez del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú







				Licda. Floribeth Mora Agüero



				Fiscala Coordinadora de la Fiscalía de Tarrazú







				Lic. Eduardo Mora Cascante



				Fiscal de la Fiscalía de Tarrazú







				Lic. Juanita María Ponce Paniagua



				Encargada de la Unidad Regional del OIJ de Tarrazú











 



De manera vehemente solicito la autorización de ese Consejo, para que los servidores judiciales supra indicados puedan asistir a la actividad, siempre que no se afecte la prestación del servicio público.”
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          Por su parte, la doctora Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente de la Sala Primera, en correo electrónico de 25 de abril de 2014, comunicó lo siguiente:



“(…) les pido excluir mi nombre de la solicitud de permisos enviada por la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en archivo adjunto. Lo anterior, debido a que ese día debo atender asuntos propios de la Sala I y en la tarde, asistir a la sesión ordinaria del Consejo de la Judicatura.”



- 0 -



Manifiesta la licenciada Silvia Navarro Romanini que la señora Presidenta, Magistrada Zarella Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concede permiso a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad que se da cuenta.



Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Secretaria General de la Corte. 2.) Acoger la gestión anterior y tomar nota de las manifestaciones de la doctora Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente de la Sala Primera, en consecuencia: Autorizar la participación de los funcionarios y funcionarias de la lista anteriormente transcrita con excepción de la doctora Vargas Vásquez, para que de las 8:30 am a las 3:30 p.m. del martes 29 de abril de 2014 participen en la actividad que se da cuenta, la cual se realizará en la sede de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), en Barrio el Rodeo de la Zona de Los Santos. Lo anterior  siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



ARTÍCULO LXVI



DOCUMENTO Nº 4277-14



En oficio Nº CMEF-SP-013-2014 del 21 de abril de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo VI, que literalmente dice:



“(…)



SE ACUERDA:1° Se toma nota del Oficio Nº 2274-14 de 7 de marzo de 2014, donde la Secretaría General de la Corte hace del conocimiento de la Comisión de Asuntos Agrarios el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 13-14 celebrada el 13 de febrero del año en curso. 2° Informar al Consejo Superior que esta Comisión está anuente sólo a dar un acompañamiento al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios de Puntarenas, únicamente en la temática agraria. Lo anterior, debido a que no es parte de las competencias de esta Comisión la fiscalización de la gestión de los Despachos. De igual forma, comunicar al Consejo Superior que a esta Comisión no se han remitido informes de gestión del Juzgado Mixto de Puntarenas, relacionados con el cumplimiento del plan de trabajo propuesto por ese Despacho, en lo que a la materia agraria se refiere. 3° Comunicar este acuerdo al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios.4° Declarar firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-" (Lo destacado no corresponde al original)



 



Con base en el acuerdo supra citado, se agradece informa al Consejo Superior que esta Comisión se encuentra anuente sólo a dar un acompañamiento al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios de Puntarenas, únicamente en la temática agraria. Lo anterior, en virtud de que no competencia de la Comisión la fiscalización de la gestión de los Despachos. De igual forma, se les comunica que a esta Comisión no se han remitido informes de gestión del Juzgado Mixto de Puntarenas, relacionados con el cumplimiento del plan de trabajo propuesto por ese Despacho, en lo que a la materia agraria se refiere.



 



(…)”
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En sesión Nº 3-14 celebrada el 14 de enero de 2014, artículo LXVIII, al conocerse la gestión de las licenciadas Xinia González Grajales, Sandra Trejos Jiménez y el servidor José Manuel Alfaro Coto, por su orden, Jueza Coordinadora, Jueza y Coordinador Judicial 2 del Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas, en la que solicitaron que se concediera permiso con goce de salario y sustitución a una de las plazas de Juez 3, sea la 44939 o la 92965, a dos plazas de Técnico Judicial 2 de ese despacho, asimismo que la plaza de Juez 3 Nº 370337 iniciara labores en ese juzgado a partir del 6 enero de 2014 y no para el segundo semestre, con el fin de reducir el circulante con que cuenta ese despacho, este Consejo, acogió parcialmente la gestión anterior y de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza Nº 44939 de Juez 3 y al puesto Nº 44993 (de Técnico Judicial 2), a partir del 20 de enero de 2014 y por el plazo de tres meses, para que se dedicaran a las labores de que se dio cuenta. Asimismo se autorizó que el puesto N° 370337 de juez 3, empezara a laborar en el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas, a partir del 20 de enero de este año y por el plazo de seis meses, a esos efectos la Sección Administrativa de la Carrera Judicial sacaría a concurso la citada plaza. Por su parte, debía el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas elaborar un plan de trabajo y dar prioridad en la resolución de los asuntos de vieja data.



Posteriormente, en sesión Nº 13-14 del 13 de febrero de 2014, artículo LI, se aprobó el plan presentado por el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas y se indicó que debían cumplirlo para lograr los objetivos y el impacto de mejora en la gestión del despacho.



Por otra parte, en lo que interesa, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Agraria para que le diera seguimiento al cumplimiento del citado plan.



Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo VI.








 








Acta de Consejo Superior Nº 046 - 2014








Fecha: 15 de Mayo del 2014



Descriptores/Temas: Planes Anuales Estratégicos



ARTÍCULO L



Documento N° 10489-12



Se conoce el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 12-14 celebrada el 24 de marzo de 2014, artículo XXII, que literalmente dice:



“La máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, en oficio N° 286-PLA-2014 del 10 de marzo en curso, manifestó:



 



“Me permito remitirle el informe final del “Plan Estratégico Institucional 2013-2017”, elaborado por el Departamento de Planificación[1]. 



 



Este Plan Estratégico es el resultado de un amplio proceso transparente y participativo, cuyo marco general fue aprobado por la Corte Plena en sesión Nº 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV, cuando se conoció la “Memoria del Taller del Plan Estratégico con el Estrato Gerencial”; en el que se que incorpora la Misión, Visión, cinco Ejes Transversales y siete Temas Estratégicos, que regirían el desarrollo institucional en el siguiente quinquenio.



 



Los componentes anteriores sirvieron como cimiento para el trabajo de campo realizado a través de entrevistas y talleres, donde participó personal del Poder Judicial y representantes de agrupaciones gremiales y de instituciones externas y personas usuarias. Asimismo, se utilizaron herramientas de opinión, como lo fue un foro y una encuesta interna; instrumentos que se encontraron a disposición de las personas usuarias, servidoras y servidores judiciales mediante el sitio Web del Poder Judicial.



 



El resultado de esta labor se refleja en las 36  acciones estratégicas identificadas,  que se deben impulsar por parte de la gerencia judicial a través de planes específicos, en los que se identifican los resultados esperados en término de metas e indicadores, donde además se señalan las actividades principales a realizar y su debido calendario.



 



Se adjuntan además los Planes Estratégicos del Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, definidos por los propios operadores, conforme los lineamientos emitidos por Corte Plena y la asesoría que en su oportunidad brindó el Departamento de Planificación. 



            



Es importante mencionar que los planes operativos de las diferentes instancias institucionales, han sido definidos a la luz del marco general ya aprobado.



 



Este documento fue elaborado por personal del Departamento de Planificación; la versión que hoy se presenta se realizó bajo la coordinación del Máster Erick Mora Leiva, Jefe de la Sección de Planes y Presupuesto.”



 



-                 0 –



 



Se concede el uso de la palabra a la máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, quien manifiesta: “Muchas gracias por permitirnos presentar la última parte del Plan Estratégico.



 



Recordemos que la Corte había aprobado la parte principal del Plan Estratégico, en el que se incorporó la Misión, Visión, cinco Ejes Transversales y siete Temas Estratégicos. Es así como se elabora un plan estratégico, basado en evaluaciones que se hicieron del anterior Plan Estratégico; se realizó un diagnóstico institucional, se hizo un taller por estrato gerencial y más de once talleres con diferentes agrupaciones internas y externas del Poder Judicial, que se han definido para esto.



 



Se abrió un foro en la página del Poder Judicial, en el cual las personas usuarias participaron y también se aplicó una encuesta en el que se hicieron ver algunos de los temas que consideraban importantes que el Poder Judicial involucrara en el Plan Estratégico, información que se la ha dado la publicidad respectiva tanto en la página de intranet como de Internet; además se han presentado los avances y los talleres realizados. De manera, que ha sido un proceso bastante transparente, en razón de que la información ha estado a disposición de las personas usuarias.



 



Asimismo, se revisaron estadísticas y diversa información, que tiene que ver con el acontecer no solo del Poder Judicial sino también a nivel nacional. También se revisó entre otros el Plan Nacional de Desarrollo, así como los objetivos ya definidos.



 



Partimos de un FODA muy detallado con el estrato gerencial, donde además se especificaron cuáles eran las fortalezas a mejorar, oportunidades a explotar, debilidades a corregir y amenazas que afrontar. Este ejercicio nos llevó al planteamiento que se presentó a Corte anteriormente, en el que se dispuso que dentro de las fortalezas que había que mejorar, ya que había un alto nivel de desarrollo tecnológico, personal calificado comprometido y dado que se estaba trabajando para que el Poder Judicial brindara un servicio de justicia accesible, que hay información para toma de decisiones a través de los sistemas que se tienen disponibles, que se venían haciendo procesos de planificación estratégica que nos vienen a mejorar el que se está elaborando, que inclusive los anteriores se elaboraron con contrataciones externas, que se había venido trabajado en temas como la modernización de la justicia y se había avanzado en algunos temas como transparencia y rendición de cuentas, entre otros.  Son fortalezas que se presentan a lo interno de la Institución.



 



Igualmente para corregir, se determinaron una serie de debilidades entre las que se presenta la falta de interconectividad y sostenibilidad de los sistemas informáticos, la alta rotación de juezas y jueces en los puestos, lo cual no permite a las oficinas desempeñarse adecuadamente e implica también una falta de compromiso por parte de algunos servidores y servidoras judiciales, deficiencias en los procesos de reclutamiento, selección y administración del recurso humano, falta de controles oportunos, inexistencia de evaluación del desempeño, inadecuada atención de la persona usuaria, procesos en los despachos débiles, falta de seguimiento de los planes estratégicos que se habían venido aprobando, y entre otros, deficiencias en la estructura administrativa para la toma de decisiones, que es un tema inclusive que la Corte ha estado analizando, y también una falta de estructura administrativa en estas situaciones, además de deficiencias en la comunicación e información tanto en lo interno como en lo externo.



 



Este mismo FODA también nos llevó a determinar oportunidades y amenazas que se presentan a lo externo en la Institución, y entre las oportunidades teníamos que había un avance importante en la estructura tecnológica y en los medios de comunicación en el país y en el mundo, habían mayores oportunidades de capacitación, existen convenios con universidades e instituciones, que el Poder Judicial goza de cierta credibilidad y confianza en la ciudadanía, muestra de eso es la alta litigiosidad que se presenta, que hay alianzas estratégicas con algunas instituciones, se ha venido trabajando en un buen proceso de acreditación de despachos judiciales y que también había que aprovechar en aquel momento la situación económica del país.



 



Sin embargo, también se revisaron algunas amenazas que tienen que ver con una deficiente formación de profesionales en las universidades, que de alguna manera aunque se determinó como una oportunidad la credibilidad de las personas, también se observaba que esa credibilidad venía un poco disminuyendo en virtud de algunos trabajos que habíamos realizado, y que determinan que los medios de comunicación hacen uso negativo y manipulan por alguna forma la información que genera el Poder Judicial, que se incrementa la litigiosidad, que hay infiltración de temas como lo es el crimen organizado, así salió en el FODA, en instituciones del Estado, y también que el presupuesto nacional era insuficiente.



 



Una amenaza que también se indicó, es que el Poder Judicial nunca ha formado parte del Plan Nacional de Desarrollo, por lo cual dentro de los planes que tienen los gobiernos nunca contemplan las necesidades reales que pueda tener la Institución, a raíz de las mismas acciones que ellos van ejecutando y de ahí la pertinencia de lograr un espacio en este tema.



 



La misión que se definió no es algo que debe variar, sino algo para lo que está hecha una Institución, en el taller gerencial lo que se planteó fue revisar su redacción, pero en el fondo quedó tal cual estaba prácticamente y con algún agregado, de manera que se lea así: “Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”.



 



¿Qué implica esto? La misión que teníamos era demasiado amplia, mientras que ésta es concreta y lleva una explicación en la que se amarran las demás ideas que permiten entender mejor la misión, dice: “Para ello, el Poder Judicial resolverá conflictos fundamentados en el ejercicio de la  persecución penal, la investigación criminal, la asistencia legal, la atención y la protección de los involucrados, de acuerdo con los principios democráticos consagrados en la Constitución Política y con el máximo apego a los valores institucionales, accesibilidad, género y las diferentes formas de administrar justicia; ofreciendo siempre excelencia y calidad en la atención a las personas usuarias que se ven afectadas (físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras), contribuyendo al desarrollo democrático y a la paz social del país.” Es una forma de otorgar contenido a la misión.



 



En cuanto a la visión, que es un pronóstico de dónde quiere uno o prevé que estará la Institución en el futuro. Sería como hacer un alto en el camino y decir si seguimos por esta vía, cómo nos visualizamos y si no queremos visualizarnos de esa manera, pues tomamos acciones distintas para cambiar ese rumbo, lo cual implicó que la visión que se definió en aquel momento, conllevaba a que el Poder Judicial fuera un poder “que garantice a la persona usuaria el acceso a la justicia y resuelva sus conflictos con modernos sistemas de organización y gestión; compuesto por personal orientado por valores institucionales compartidos, conscientes de su papel en el desarrollo de la nación y apoyados en socios estratégicos.”



 



De esta forma, se trata de enderezar la organización, para que además contemple los elementos externos, que nos pueden ayudar a mejorar nuestra gestión y también proyectar de una mejor manera nuestros valores.



 



La visión tiene toda una explicación, que involucra una serie de temas que se hablan a nivel interno, puede medirse, la explicación lo que indica es: “Se administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consciente de su función en la sociedad.



 



Se tendrán siempre presentes los valores compartidos de la institución, que han sido definidos y que comprometen a brindar un servicio de excelencia y acorde con las necesidades de las personas usuarias.



Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución, para ofrecer un servicio de calidad; a favor del desarrollo económico, democrático y a la paz social del país .”



 



Valores compartidos. La Comisión de Ética y Valores en su momento los presentó a esta Corte, y con el cual hay todo un plan de desarrollo en un plazo de 15 años, es decir, al 2026, se determinaron como valores compartidos el compromiso, la iniciativa, la responsabilidad, la excelencia, la integridad, la honradez, y así han quedado plasmadas dentro de este plan.



 



Se definieron 5 Ejes Trasversales, lo cual implica que todas y cada una de las actuaciones que tengamos en el Poder Judicial, deberían estar impregnadas por estos cinco ejes transversales.



 



Servicio Público de Calidad, concebido como un eje transversal en todo el accionar judicial, y que no solo involucra la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, sino también que incorpora la celeridad y simplificación de los procesos, el aprovechamiento de todos los recursos en general, todo buscando una gestión integral y coordinada.



 



El segundo eje transversal tiene que ver con el Acceso a la Justicia, y esto implica velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, (Población con discapacidad, adulta mayor, privada de libertad, migrante y refugiada, sexualmente diversa, indígena, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la ley Penal Juvenil), todo lo que tiene que ver con el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores, todo esto para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, en estos grupos vulnerables que se han definido. Es claro, que con el tiempo aparecerán otros tipos de agrupaciones y se involucrarán dentro de este gran tema.



 



El tercer eje transversal tiene que ver con los temas de Género. Recuerden que llevamos calidad, accesibilidad y ahora el de género, que tiene que ver con la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia, y en el funcionamiento interno del Poder Judicial.



 



El cuarto eje trasversal tiene que ver con el tema de Ética y Valores. Buscando o entendido la ética en alcanzar la excelencia en el actuar y compete a toda labor humana.  Los valores compartidos son elementos fundamentales que rigen la conducta. Son las creencias básicas sobre la forma correcta como debemos relacionarnos con las demás personas.



 



El quinto eje trasversal tiene que ver con el Medio Ambiente. Es uno de los más recientes y conlleva a desarrollar programas que promuevan el uso sostenible de los recursos, previniendo y reduciendo los impactos ambientales generados por sus actividades propias del Poder Judicial, conforme la legislación vigente.



También fueron aprobados los “Siete Temas y Objetivos Estratégicos”, que van a estar impregnados por los 5 Ejes Trasversales, tienen que ver con temas como Retraso Judicial, Modernización (Innovación) de la gestión judicial, Participación Ciudadana, Gestión del Recurso Humano, Comunicación, Transparencia y Rendición de Cuentas y la Planificación Institucional, los cuales fueron aprobados y para los cuales hay toda una definición.



 



Cada uno de estos temas estratégicos tiene su explicación y la definición de objetivos, de los cuales se desagregan acciones estratégicas que nos ayudarán a hacer más efectivo el logro de los objetivos planteados.



 



Cada tema tiene su objetivo estratégico planteado y hay 36 acciones estratégicas distribuidas entre todos los temas, es así como en el tema de Retraso Judicial, el objetivo es: “Disminuir el retraso en la resolución de los procesos judiciales, mediante la optimización de mecanismos alternos de solución de conflictos, de agilización de las medidas cautelares, tutelares y otras acciones concretas para abordar la congestión judicial.”



 



Para estos objetivos estratégicos ¿Qué acciones estratégicas se han definido en una primera línea?



 



- Implantar la Justicia Restaurativa dentro del proceso penal y penal juvenil, como proceso colaborativo para resolver conflictos.



 



- Extender el programa de conciliaciones, mediante la  promoción y aplicación de medios de resolución pacífica de conflictos.



 



- Ampliar el modelo oral-electrónico a todos los despachos que conocen la materia de pensiones alimentarias.



 



- Consolidar la aplicación del procedimiento especial de flagrancia en todo el país.



 



- Potenciar la aplicación de las medidas cautelares y tutelares en los diversos procesos, para asegurar la efectividad de la justicia y valorar la pertinencia de reformas legales.



 



- Concretar acciones para resolver los asuntos en trámite de más vieja data y aquellos procesos que presentan congestión judicial, involucrando la participación activa de las comisiones por materia.



 



El tema dos, tiene que ver con la Modernización de la Gestión Judicial, el cual es bastante amplio.



 



Su objetivo, lo hemos llamado sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad.



¿Qué acciones estratégicas implica?



 



- Rediseñar los procesos judiciales y formas de organización, aplicando la moderna gestión, oralidad y nuevas tecnologías, de conformidad a las particularidades de cada zona y la disponibilidad presupuestaria.



 



- Consolidar el sistema de calidad y acreditación en la justicia costarricense.



 



- Mejorar la efectividad de las comunicaciones judiciales, como apoyo estratégico de la gestión judicial.



 



- Contar con un sistema de toma de decisiones para la jerarquía institucional, basado en la implementación de sistemas tecnológicos.



 



- Impulsar el desarrollo de la Política de Igualdad de Género en los ámbitos que conforman el Poder Judicial.



 



- Impulsar proyectos de ley asociados a la moderna gestión judicial, dando el acompañamiento requerido en la corriente legislativa.



 



-                 Consolidar y extender el modelo integral e interdisciplinario de la atención y la prevención de la violencia contra las mujeres, en relaciones de pareja y familiares, como por hostigamiento sexual, violación y violencia doméstica.



-                  



Dentro del tema de Participación Ciudadana, su objetivo estratégico es aplicar la gobernanza en la gestión judicial, incorporando los diferentes actores involucrados con el fin de buscar soluciones que resulten satisfactorias a todas las partes. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Propiciar sinergias para la participación ciudadana.



- Incluir la participación ciudadana en todo el quehacer del Poder Judicial.



 



- Sensibilizar a la ciudadanía para que participen activamente en la gestión judicial.



 



El cuarto tema tiene que ver con la Gestión del Recurso Humano; su objetivo estratégico implica consolidar un sistema apropiado e integral de gestión humana para un mejor desempeño y servicio público. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Promover la creación de una política para la Rectoría de Gestión Humana en todos los ámbitos y sectores que componen el Poder Judicial.



 



- Formular  un modelo desconcentrado de Gestión Humana acorde con las necesidades institucionales y la realidad nacional.



 



- Proponer un modelo de evaluación del desempeño basado en competencias laborales.



- Revisar el régimen disciplinario institucional, con la finalidad de garantizar la transparencia y rendición de cuentas en la administración de justicia y mejorar la credibilidad del servicio en la población costarricense.



 



- Fortalecer la carrera judicial, para afianzar el principio de independencia, lograr la idoneidad y el mejoramiento de servicio de justicia.



 



-                 Impulsar un proceso sostenible y sistemático de capacitación para el mejoramiento en la administración de justicia.



 



En el tema de comunicación. Su objetivo estratégico, el cual tiene que ver con implementar una cultura de comunicación organizacional e información basada en los principios que rigen la función pública para generar en la ciudadanía credibilidad, confianza, legitimidad hacia la Institución. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Establecer una política de comunicación integral, accesible a todas las personas internas y externas.  Entiendo que en esta política existe un borrador presentado y que está pendiente de hacerlo de conocimiento de esta Corte.



 



- Fortalecer la imagen del Poder Judicial mediante la implementación de la Política de Comunicación Institucional, con el fin de mantener informados a las personas internas y externas sobre la labor que se realiza, anticipando los temas de mayor impacto institucional.



 



- Establecer un plan de acción institucional en el área de Comunicación y Prensa del Poder Judicial,  para atender situaciones de crisis, de acuerdo con las políticas de comunicación institucional, la normativa vigente y los criterios que defina la jerarquía o cada Órgano Auxiliar de Justicia.



 



-                 Establecer vocerías por área temática con el propósito de informar a la ciudadanía, de acuerdo con las políticas de comunicación institucional, la normativa vigente y los criterios que defina la jerarquía o cada Órgano Auxiliar de Justicia.



-                  



Todos estos son temas que reforzarán la comunicación tanto interna como externa del Poder Judicial.



 



Respecto al tema de Transparencia y Rendición de Cuentas, el objetivo estratégico es el de “Fortalecer la imagen y legitimación de la Institución” y hago la observación de que falta agregar lo siguiente: “… mediante la transparencia y la rendición de cuentas como medios para contribuir a la democracia.” De esta manera, quedaría completo.



 



La Acción Estratégica 6.1, es la que viene a cambiarse, porque implica impulsar la participación de diversos ámbitos de la Institución en el desarrollo de acciones que permitan contar con herramientas que fomenten la rendición de cuentas.  Las demás se refieren a:



 



- Implementar acciones que permitan mejorar la administración y operación de los servicios de justicia, a través de un mayor  conocimiento público, para que las personas ciudadanas puedan conocer, participar y colaborar en la búsqueda de soluciones a los problemas judiciales, en beneficio de la comunidad costarricense.



 



- Proyectar la imagen del Poder Judicial mediante la divulgación del quehacer institucional, en la comunidad nacional e internacional.



 



- Ampliar el banco de buenas prácticas institucionales en la temática de transparencia y rendición de cuentas, contemplando el intercambio de experiencias con organizaciones nacionales e internacionales.  De tal manera que se vaya apoyando en este sentido temas propios de la rendición de cuentas y que no se vean como aspectos ajenos al Poder Judicial, por cuanto estamos llamados legalmente a cumplir con ello.



 



Finalmente, el último tema es el de Planificación Institucional, cuyo objetivo estratégico es del de potenciar la planificación institucional participativa, con el propósito de maximizar el uso de los recursos en la gestión judicial.



 



¿Qué implica? Ordenar la casa, no caminar proyectos cada uno por su lado, sino irlos armonizando de conformidad con las prioridades institucionales de conformidad con una línea clara que tenga la Institución, de qué es lo que se quiere, de los recursos con los que se dispone, en fin, ordenando para tener claridad y que además todo esto nos lleve a tener mayor transparencia en las acciones estratégicas que se van adoptando, como las siguientes:



 



- Alinear el proceso de toma de decisiones judiciales conforme a la estrategia declarada en el presente plan estratégico.



 



- Administrar los recursos presupuestarios, atendiendo las prioridades institucionales de acuerdo con el marco estratégico establecido.



 



- Incorporar la cultura de proyectos en la gestión del Poder Judicial, mediante la implementación de una cartera de proyectos que contribuya a la resolución de las prioridades del presupuesto institucional.



 



- Definir soluciones de infraestructura  que atiendan las necesidades actuales y futuras,  conforme los requerimientos legales, de seguridad y accesibilidad.



- Establecer socios estratégicos a nivel nacional e internacional, para lograr un modelo sustentable de financiamiento institucional que promueva la gestión judicial.



 



- Revisar el sistema organizativo-funcional de las instancias administrativas, con el fin de adecuarlas a las necesidades institucionales y maximizar los recursos.



 



Estas 36 acciones estratégicas están debidamente desarrolladas en el documento que se les ha planteado, están definidas en su cumplimiento por años, lo que corresponde a cada instancia, definidos los responsables y éstos con qué áreas deben coordinar.



 



En los planes estratégicos que hemos tenido en años anteriores, recordarán que el primero era tan pequeño, que cualquier cosa que uno hiciera cabía, porque no tenía indicadores, era más que nada como la primera parte de lo que esta Corte había aprobado.



En el segundo plan estratégico que se hizo, más bien se quiso ser tan detallista, que se elaboró un documento demasiado ambicioso, diría, para lo que se podía disponer de los recursos y demás.



 



En este a raíz del taller que hicimos con la Corte y de lo que las diferentes instancias han venido proponiendo hacer, pues se definieron detalladamente un cuadro integral de mando, donde relaciona todas las variables y está especificado para cada uno de los 7 temas estratégicos, con los 7 objetivos estratégicos de la Institución y definidas 36 acciones estratégicas, que les acabo de mencionar muy rápidamente, así como 45 metas definidas con sus respectivos indicadores de eficiencia y resultados e indicadores que muestran otro tipo de resultados que vamos a ir obteniendo. De tal manera, que se va teniendo claridad en qué es lo que se quiere y tratamos también de incluir indicadores que no fueran simples actividades que al final no contribuyeran al objetivo para el cual están definidas.



 



Estas 36 metas e indicadores, a su vez se dividen en 216 actividades muy puntualizadas y definidas, en donde no habrá forma de que alguien diga  “no sabía que me tocaba o no sabía que era lo que tenía que hacer”, es decir, está todo debidamente amarrado en una serie de matrices que se presentan y también  con las 20 “políticas, programas o proyectos” que la Institución viene elaborando.



 



Este Plan estratégico se le llama: “Plan Estratégico Institucional 2013-2017” porque se empezó a hacer desde el 2012. Sin embargo, el hecho de que esta segunda parte, donde se aterrizan estos temas estratégicos, no se hubieran traído todavía a esta Corte, no implica que no se venga avanzando institucionalmente.  Por ejemplo, hicimos talleres con el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, y como anexos en el documento que se les entregó, se encuentra el plan estratégico de cada uno de ellos, por lo que observaran como ellos hicieron el esfuerzo por enlazarlo con el retraso judicial, con la parte de modernización, por los diferentes temas que ellos tienen involucrados. De manera, que se puede generar una cadena para observar qué están haciendo las diferentes instancias del Poder Judicial, aún el ámbito auxiliar, en función de cada uno de los temas estratégicos.  Igualmente están definidos los cronogramas por fechas. Por ejemplo, el plan de justicia restaurativa, viene caminando; el tema de pensiones alimentarias también, de igual manera los temas que tienen que ver con PISAV; se hizo una evaluación que resultó bastante satisfactoria, se están haciendo las acciones para implementarlo en otros circuitos e inclusive está incluido dentro de las prioridades institucionales del próximo año.



 



En materia de política institucional, hay un borrador hecho, entiendo que está pendiente y faltaría únicamente hacerlo de conocimiento de esta Corte y de la misma manera hay una serie de temas.



 



En el tema de la Evaluación del Desempeño esta Corte, la Comisión de la Evaluación del Desempeño en su momento presentó un reglamento que fue discutido, aprobado por esta Corte y se trasladó al Departamento de Personal, de manera que son aspectos que ésta Institución viene trabajando por diferentes lados, todos armonizados con este plan que está aquí plateado.



 



Si quisieran puedo entrar en cada uno de los temas estratégicos, de las acciones e indicadores, para que los vayan observando, no obstante ustedes cuentan con los documentos al respecto e igual estamos a la orden para responder las dudas que se presenten.



 



El informe del Plan Estratégico, contiene una parte que se refiere a factores críticos de éxito, porque son elementos que se requieren como el apoyo en la Institución y demás y cada uno de los objetivos están definidos los 31 factores de éxito, es decir, cuando alguno de estos temas estratégicos empiecen a caminar, en teoría será fácil ir amarrando lo que no esté funcionando, para ir corrigiendo, si nos está haciendo falta apoyo, si nos está fallando la parte tecnológica, en fin, ha quedado todo amarrado. Al final del documento se incluyeron dos matrices, para hacer las evaluaciones que esto conlleva y estaríamos trabajando muy de la mano con las diferentes instancias.



 



Es muy importante para el Departamento de Planificación, que se defina una Comisión de Plan Estratégico, con quién podamos coordinar directamente; que se involucre al Consejo Superior en esta temática y que también a la hora que se vengan a hacer la devolución de resultados, sea el Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio Público y la Defensa Pública; pues en el pasado nos ha ocurrido que más bien, en mi caso, en alguna oportunidad vine a hacer la devolución de resultados del Organismo de Investigación Judicial y poco sabía para defender esa información, que tal vez a ustedes no les parecía y considero que sería oportuno aprovechar y hacer un buen ejercicio de rendición de cuentas a la luz de estos planes.



 



El Plan Estratégico del Sector Administrativo se trabajaría, hay un borrador elaborado, se validaría la próxima semana y lo que pretende es darle sustento a lo que aquí está planteado y lo que la Corte así defina”.



 



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MÁSTER ASCH CORRALES, SALIERÓN LOS MAGISTRADOS JINESTA Y CRUZ. ENTRÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



 



Indica el Magistrado Vega: “En primer lugar, decirle a la máster Marta Asch Corrales y a su equipo de trabajo, que celebro en lo personal el trabajo realizado, sé que ha sido difícil y que ha llevado su tiempo, pero hay indudablemente una mejoría importantísima en este documento presentado en relación con el Plan Estratégico anterior, lo cual en lo personal me llena de mucha satisfacción y vale la pena el tiempo que hemos esperado.



 



Se genera a partir de este documento una visión distinta, dentro de lo que se podría denominar la moderna gestión pública, vamos más orientados hacia una gestión por resultados, hacia la medición de las acciones concretas que realizamos, contemplamos la creación de indicadores de gestión en los distintos ámbitos, hablamos del concepto de la mejora continua, también incorporamos aspectos relacionados al control periódico de la gestión.



Me satisface mucho y le agradezco a la señora Presidenta, Magistrada Villanueva y al Departamento de Planificación, que exista un eje estratégico esencial, como es el tema de la gestión de la calidad, que considero que es fundamental para poder desarrollar un enfoque sistémico integral, en lo que a las acciones estratégicas institucionales se refiere.



 



Es muy importante la alineación de las acciones estratégicas con los objetivos misionales, en esa parte podría todavía mejorarse algo el documento, le comenté a la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, que tengo que retirarme porque hay una reunión del jurado del Premio Nacional a la Calidad, por lo que tengo que salir en este momento.



 



Voy a dejar hechas mis observaciones por escrito, las cuales le comentaré a la máster Asch Corrales, para poder incorporarlas al documento final.



 



De verdad felicitaciones, estimo que es un excelente trabajo y ahora lo importante, como decía doña Marta, no es tener un documento escrito, sino cumplir ese Plan Estratégico, ese es el desafío más importante, de nada sirve que en una organización haya un Plan Estratégico muy bien elaborado, si la organización no es capaz de llevarlo a la práctica y cumplirlo. En ese sentido, quiero unirme al llamado que hace la máster Asch Corrales, de crear una Comisión de Seguimiento para el Plan Estratégico, ofrezco mi colaboración para poder integrarla, puedo eventualmente hacer algunos aportes y me interesa poder colaborar en esa línea o dirección. Felicitaciones y muchas gracias”.



Las observaciones preliminares aportadas por el Magistrado Vega al Plan Estratégico, son las siguientes:



“1. Fortalezas: que me parecen cuestionables



 



Alto nivel de desarrollo tecnológico. Impacto? Costo-Beneficio?



Información suficiente para la toma de decisiones. Por medio de cuáles mecanismos? Las estadísticas no cumplen ese papel



Procesos de Planificación Estratégica. Procesos que no han sido evaluados objetivamente ni en costo ni en impacto al servicio público



Modernización de la justicia (Aplicación de la oralidad y proyectos de mejora de gestión de despachos, visión de cambio). Proceso que tampoco se ha evaluado a nivel de impacto ni de costo-beneficio



 



Misión: Si incluye el tema de la Calidad por tanto deben ser pilares fundamentales, incuestionables para ser desarrollados y aplicarlos



 



“Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”. (el subrayado es propio.



 



Visión



 



Ser un Poder Judicial que garantice a la persona usuaria el acceso a la justicia y resuelva sus conflictos con modernos sistemas de organización y gestión; compuesto por personal orientado por valores institucionales compartidos, conscientes de su papel en el desarrollo de la nación y apoyados en socios estratégicos.”



 



En la Visión se hace referencia a modernos sistemas de organización y gestión.  Al desarrollar este tema observamos



 



Para lograr esta Visión:



“Se administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consiente de su función en la sociedad.



 



Como se puede observar, en este desarrollo no se toma en cuenta el tema de la Gestión de la Calidad, lo cual me parece debe incorporarse, pues si se habla de simplificación, sistemas modernos de gestión, RAC, Justicia Restaurativa, etc…pero no se menciona la Gestión de la Calidad



 



Estimada señora Presidenta.



Le hago llegar algunas de las observaciones al Plan Estratégico según lo expuesto en la Corte hace unos minutos, reiterándole mi interés de formar parte de la Comisión de Seguimiento de dicho Plan.



 



Me parece muy importante que se mencione el tema de calidad como uno de los ejes trasversales. Haría unas pequeñas modificaciones a la redacción para incluir el tema de la normalización, la estandarización, la acreditación de despachos y oficinas etc.



 



SERVICIO PÚBLICO DE CALIDAD



 



“El tema de la calidad de la justicia, debe ser concebido como un eje transversal en todo el accionar judicial, ya que no solo involucra la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, sino que también incorpora la celeridad y simplificación de los procesos, el aprovechamiento de todos los recursos y la mejora continua en la gestión integral de los despachos u oficinas judiciales.”[1]



 



De igual forma en los Temas y Objetivos Estratégicos se menciona la Calidad como uno de ellos al indicarse:



 



I.       Modernización (Innovación) de la gestión judicial



Se refiere a la incorporación en la gestión de los despachos y oficinas judiciales, modernos e innovadores sistemas de justicia sustentados en criterios de calidad certificados.



Objetivo: 2. Sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad.



 



Es importante acotar que debe modificarse la palabra certificados por acreditados.



 



Desde mi punto de vista, la Calidad y la Gestión de la Calidad están debidamente incorporadas en el Plan Estratégico lo cual me alegra mucho. Creo que es necesario incluir más el Enfoque Sistémico Integral para lograr un adecuado desarrollo del tema.



 



En relación con la participación ciudadana, también tengo algunas observaciones. Creo que hay que incentivar el concepto de corresponsabilidad en la gestión pública. Eso está haciendo falta.



 



Muchas gracias por el esfuerzo realizado. Agradezco incluir estas observaciones en el documento y las que haré llegar con más calma en estos días a doña Marta.”



 



SALE EL MAGISTRADO VEGA.



 



Expresa la Magistrada Camacho: “Considero que el Magistrado Vega hizo un buen resumen respecto a lo que ha expuesto la máster Asch Corrales esta mañana y también me sumo a las felicitaciones y a los reconocimientos que se están haciendo con respecto a este nuevo Plan Estratégico, el cual refleja muy bien lo que en aquellos días del taller planteamos.



 



Quiero destacar que se retoman poblaciones vulnerables de nuevo, que el camino institucional está marcado por darle apoyo a estas poblaciones de personas usuarias, que en otros tiempos también fueron apoyadas, pero que ahora se refleja de una manera directa en el Plan Estratégico.



 



El otro tema muy importante es el sistema de evaluación continua, que estimo es necesario para efectos de los recursos que se invierten, y en ese sentido también quiero felicitar al Departamento de Planificación que de una manera muy técnica y sistemática nos ha planteado esta mañana, sobre cuál es la ruta del Poder Judicial”.



 



SALEN LOS MAGISTRADOS CASTILLO Y RUEDA.



 



Dice la Magistrada Varela: “Me uno al reconocimiento que se ha hecho sobre la mejora que  lleva esta propuesta.



 



Únicamente echo de menos unas cuestiones de forma, sobre el tema 1.3 que dice: “Ampliar el modelo oral-electrónico a todos los despachos que conocen la materia de pensiones alimentarias.”



 



Lo que habría que corregir es cuando indican “Responsables”, pues señala: “Comisión de la Jurisdicción de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica”. Hay que mejorar eso en las siguientes dos columnas. Asimismo, no observo un tema tan trascendental como es el “retraso judicial”; está muy bien cubierto el tema de las pensiones alimentarias, así como de las víctimas sobre el proyecto que lidera la Magistrada Arias, pero echo de menos el tema específico de grupos vulnerables en materia laboral que se trata muy general.



Estimo que falta algo, y como una de las acciones estratégicas, podríamos incluir (y lo someto a consideración de todas y todos), la fijación de parámetros mínimos de rendimiento. Sé que es un trabajo que está elaborando el Departamento de Planificación,  producto de un acuerdo del Consejo Superior que tuvo su origen  en una solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Laboral,  urge el resultado de ese estudio.



 



Me parece que para poder combatir el problema del retraso judicial, nos está haciendo falta ese componente.



 



Sugiero, respetuosamente, que se incluya  en el plan estratégico quinquenal la definición de parámetros de resolución en todas  las materias e indicar un plazo al respecto; donde los  parámetros mínimos  tomen en cuenta el tipo de proceso y a la carga de trabajo que tiene cada funcionario y funcionaria judicial. Eso podríamos tenerlo listo a finales del 2014 o a más tardar en el 2015.



 



Hago esta propuesta porque las Comisiones tienen dificultad a la hora de tratar de poner metas de resolución, pues  uno de los argumentos de quienes administran justicia es que no se han fijado parámetros mínimos de resolución de casos en cada materia. La fijación de mínimos de resolución debe ir unido con el asunto de evaluación y desempeño. Es un tema importante y decisivo para combatir  el retraso judicial y por eso estimo que se debe incluir en el Plan Estratégico.



 



También debemos de fijar parámetros en el Plan Estratégico o acciones concretas, sobre la duración promedio o razonable de los casos, de acuerdo a la naturaleza de los asuntos. Por ejemplo, el informe del Magistrado Rivas sobre lo que pasa en la Jurisdicción Contenciosa-Administrativo; nos habla de términos razonables para que los asuntos, en un Tribunal de alzada no dure más de seis meses. Esas son acciones que tienen que quedar reflejadas, documentadas o especificadas en un Plan Estratégico, para contar con una ruta bien definida, bien marcada para combatir el retraso; es decir, fijación de tiempo y modo para lograr esos objetivos.



 



No sé si podemos incluir en el Plan Estratégico, como una medida posible para el 2015, la especialización en otras materias que no están definidas en este. También me parece importante, para el combate del retraso en la administración de justicia, establecer acciones en el Plan Estratégico, para abordar el tema de las ejecuciones de sentencia; que en laboral es un dolor de cabeza y estamos con acciones concretas para disminuir la respuesta; pero al ser un tema que atañe también a otras materias tiene que quedar definido en el Plan Estratégico, con acciones institucionales claras. 



 



Se trata de una preocupación de hace muchos años y debo recordar que en algún momento se había pensando en crear juzgados de ejecución en otras materias que no sea la penal, por ejemplo, en laboral, solo que se redujeron plazas al aprobar el presupuesto.



 



Me parece que estos son temas trascendentales y debemos fijar acciones para lograr mejorar en la gestión y en el acceso a la justicia.



 



Hay un tema que lo dejo planteado, referente a otros grupos vulnerables. Está muy bien lo de pensiones alimentarias y penal, pero nos está haciendo falta definir cómo vamos a abordar, a futuro, la defensa de los derechos de los grupos vulnerables en materia laboral.



 



En el Plan Estratégico se dice que hay que accionar para apoyar el desarrollo de los proyectos de reforma procesal, pero eso resulta insuficiente.



 



Dejo planteados esos temas específicos (el abordaje del retraso judicial, lo relativo a las ejecuciones de sentencia en materia laboral, entre otras, y la defensa para grupos vulnerables) que me generan  mucha inquietud; para que valoremos la necesidad  y conveniencia de incluir acciones estratégicas, o dentro de la visión general de acciones para  resolver el tema del retraso judicial. Lo estoy enfocando en materia laboral, pero hay que hacerlo en otras materias, como civil y contencioso, que tienen similar problema”.



 



La máster Asch Corrales, le indica a la Magistrada Varela: “En cuanto a los temas que usted ha expuesto, tendríamos que revisar en todas las 216 actividades, para que se les agregue al Plan Estratégico, vamos a revisarlo y las que no estén contempladas estaríamos haciendo alguna propuesta y coordinaríamos con usted, o como lo disponga esta Corte.



 



Las materias que están específicamente mencionadas, es porque ha venido un apoyo de la Corte muy dirigido hacia mejorarlas. Por ejemplo, pensiones alimentarias, el tema de víctimas, de flagrancias, hay acciones muy concretas, por eso están visibilizados de esa forma. Sin embargo, en aquel momento inclusive, en el taller de Estrato Gerencial, esto fue lo que salió, se dijo que el Plan Estratégico lo que me va a hacer es definir prioridades, si ponemos a todas las materias de prioridades, no valdrá la pena hacer un Plan Estratégico, porque volvemos a caer en el anterior, que quisimos hacer de todo un poco y al final no hicimos mucho.



 



Debo decirle de algunos temas, pues hay una acción estratégica que habla de extender, por ejemplo, el programa de conciliaciones. Hay otro tema que tiene que ver con consolidar los procesos, potenciar la aplicación de medidas cautelares y tutelares en diversos procesos y si no valorar reformas legales que tengan que darse. También se habla de concretar acciones para resolver asuntos de trámite de más vieja data, aquellos procesos que presentan congestión, sin ponerle nombre ni apellido, porque ahí se trata de ver la situación desde un punto de vista más amplio, inclusive dice que es involucrando la participación activa de las comisiones, que consideramos que deben estar más para el funcionamiento de la materia como tal.



 



Los temas estratégicos tienen sus objetivos y cada uno cuenta con acciones estratégicas y actividades, que son las 216 que mencionaba. Por mencionarle una: “Concretar Acciones para Resolver Asuntos de Trámite de Vieja Data” son aquellos procesos que presentan congestión judicial involucrando la participación activa de las comisiones por materia que les mencionaba ahora, hay una que dice: “Definir parámetros mínimos y máximos de duración para resolver en las diferentes etapas de los procesos judiciales según la materia” Eso está para desarrollarse entre el Departamento de Planificación y las comisiones del retraso judicial. De manera, que sí esta contemplado el tema, y así revisaríamos lo que usted ha planteado, siempre aclarándoles que si vamos a incluir todas las materias, deja de ser casi un Plan Estratégico, porque no estaríamos fijando las prioridades, pero si ustedes así lo desean, lo haremos”.



 



La Magistrada Varela, le expresa a la máster Asch Corrales: “Doña Marta, no encontré lo que usted dice sobre la fijación de parámetros. Se trata de un trabajo que ustedes tienen adelantado, porque están trabajando a raíz del acuerdo del Consejo Superior. La fijación de parámetros mínimos de rendimiento nos ayudaría a resolver y a definir el camino en todas las materias, no solo en laboral.



 



Estoy proponiendo que se indique como una acción específica en el Plan Estratégico relativa a parámetros de mínimos de resultados, por procesos y por materias, y se fije un plazo para logralo, lo cual da luz, pues se trata de una de las debilidades que hemos tenido; con ese tipo de acciones programadas nos ayudaría a tener bien definida la situación.



 



 Por supuesto que el tema al que se le va a dar una mayor atención es al de la ejecución de sentencia; porque sabemos que los problemas del retraso judicial no acaban con el dictado rápido de una sentencia; después viene el proceso de ejecución que no debe demorar. Por eso hice mención del informe que rindió el Magistrado Rivas, donde viene dando respuesta a quejas de las personas usuarias. En contencioso sabemos que se han presentado quejas, pero no es solo en esa materia, las tenemos en cobro, civil, laboral, entre otras; por lo que deben quedar bien claras las acciones concretas que la Institución tomará para resolver este problema”.



 



Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Dentro de las prioridades está la Evaluación del Desempeño, la cual tiene indicadores y parámetros en todas las materias. Dígame si me equivoco, estarían contempladas las inquietudes de la Magistrada Varela, que son muy importantes”.



 



Aclara la máster Asch Corrales: “Estimo que así es, la Comisión de Evaluación del Desempeño trabajó bastante una cantidad importante de matrices muy desagregadas por diferentes materias, y eso entiendo se trasladó a las áreas responsables del Departamento de Personal, para que puedan evaluar con base en eso, revisar las matrices y de ahí se empieza a desagregar toda la experiencia en ese sentido.



 



Por eso le indico Magistrada Varela, que los temas que usted plantea están de una u otra manera inmersos en otros puntos del Plan Estratégico”.



 



Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La Evaluación del Desempeño es para todas las materias”.



 



Agrega la máster Asch Corrales: “Esta Corte dispuso que tenía que empezar en enero del 2015”.



 



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tomamos nota de las inquietudes de la Magistrada Varela que son muy importantes.”



 



Manifiesta el Magistrado Rivas: “En el mismo sentido que lo planteó la Magistrada Varela, la priorización excluye el resto de las materias que no están indicadas en esa jerarquización, los ingresos de asuntos están aumentando en todas las materias, la no mención de las otras materias da la impresión de que se están excluyendo de ese desarrollo y en ese sentido es la llamada de atención, porque agrario, civil, cobro, contencioso también aumentan el número de entradas. Desde luego, que la institución lo que hace es resolver todo tipo de  diferendos entre partes de todas las materias y el crecimiento hay que enfrentarlo en todas las materias.



 



Lo que debe quedar claro, es que el hecho de que se dé prioridad a algunas materias, no excluye a las otras del crecimiento, por lo menos, normal y previsible y tomando en consideración el aumento de ingresos de acuerdo con las diferentes situaciones que se dan en el desarrollo de la sociedad, que es la que trae sus diferendos a ser resueltos por nosotros.



 



En ese sentido, debo llamar la atención para que de alguna manera no se entienda que solamente van a crecer, o crear Juzgados en determinadas materias y que el resto de las jurisdicciones van a quedar limitadas a un desarrollo de menor rango y que no va a poder enfrentar las obligaciones constantes en este país que cada vez judicializa más todos sus diferendos.



 



La Presidenta, Magistrada Villanueva le indica a la máster Asch Corrales: “Tomaríamos nota, creo que no hay en eso discusión de destacar el desarrollo, la evaluación, los parámetros y los indicadores en todas las materias como lo han señalado”.



 



Prosigue la máster Asch Corrales: “Le agregaríamos a los diferentes puntos que sea en todas las materias, son programas muy específicos”.



 



Señala la Magistrada Escoto: “Estoy de acuerdo con lo expuesto por la Magistrada Varela, así como lo señalado por el Magistrado Rivas; pues si tenemos dentro del Plan Estratégico temas tan importantes como lo son las personas en algún estado de vulnerabilidad, ya sea social, físico, mental, tenemos también que contar con los medios idóneos para poderles hacer frente a lo que ahí se pide.



 



Al menos para la Comisión de Accesibilidad de la cual formo parte, considero esencial el trabajo que están haciendo en la unidad de la Comisión, se cuenta con un presupuesto sumamente bajo, y cuando alguna Subcomisión pide ayuda para realizar una actividad, es difícil hacerle frente a todas las diferentes Subcomisiones que así lo requieren, por lo que quisiera que se tomara eso en cuenta.



 



Me interesa sobremanera el tema, porque es uno de los ejes esenciales del Poder Judicial, no solo debemos crear Subcomisiones y situaciones contra de vulnerabilidad, sino ver la factibilidad de que ellas puedan hacerle frente.



 



Al menos en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para nosotros es sumamente duro contar con personas que deseen coadyuvar, pero es un plus, entonces cuando no hay tiempo o no pueden llegar, no les puedo exigir y es duro ver esto, porque se hace por mística en muchos casos, pero también notamos que no hay un presupuesto capaz de permitir hacerle frente a algo tan importante como eje transversal que es.



 



Quiero ver de qué forma podríamos en estos casos, contar con los medios idóneos para hacerlo efectivo, porque es difícil. Por ejemplo, asistir a las diferentes giras cuando no todas las personas pueden disponer de ese tiempo, ni siquiera levantar las actas, por lo que me preocupa que tengamos toda esta gama de acciones dirigidas a fines muy loables, pero que no se cuente con el personal idóneo. Quisiera ver de qué manera en el Departamento de Planificación nos brindan un estudio desde ese ángulo, ver la factibilidad de que sea efectivo como lo expuso la Magistrada Varela”.



 



La máster Asch Corrales responde a la Magistrada Escoto: “Respecto de que a las Subcomisiones se les asigne personal, hay un acuerdo de esta Corte donde más bien se ha señalado que las Comisiones no tienen que tener recurso humano adicional, que es un trabajo que tienen que coordinar con las instancias administrativas o las secretarías que existen y demás, para poder coadyuvar en este proceso.



 



Recuerdo que en el año pasado y parte del antepasado, en que se tocó el tema sobre la necesidad de crear una unidad dentro de la Secretaría de Género, denominada Unidad de Accesibilidad -ahí es donde se deberían de estar dando todos los apoyos- porque inclusive en las últimas sesiones de Corte se dijo y quedó claro: “no crece el sector administrativo”, y si estamos pensando en asignar recurso humano a cada una de las Subcomisiones que se van creando, entonces sería una cuestión de que esta Corte así lo disponga o que las personas que se involucren en eso puedan tener algún tiempo de su jornada para atender este tipo de cosas, pero que eso tampoco desvirtúe la naturaleza por las cuales fueron contratadas, hay que hacer equilibrios y buscar la coordinación entre las instancias que ya existen.



 



Hay un tema de revisar la estructura administrativa y en ese sentido esta Corte en otras oportunidades ha hablado de una Secretaría Genérica, que le preste servicio a todas las Comisiones que existen, pero entonces salen las Secretarías de Género, de Accesibilidad, Ética y Valores, el CEGECA, por lo que se tendría que revisar toda esa estructura para ver de qué manera se le da soporte a todas las instancias. Si aquí lo que se dispone es que a cada Subcomisión que se vaya a hacer se le den recursos, me parece que es un poco complicado, no porque no se requiera, Magistrada Escoto, sino pensando en la disponibilidad de recursos institucionales y lo que se avecina que no lo veo muy claro.



 



Estimo que si hay que tenerlo presente para que en el momento en que se pueda coadyuvar, se vaya haciendo, es lo que pienso, pero no sé en ese sentido que pueda disponer esta Corte”.



ENTRA EL MAGISTRADO CASTILLO.



 



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Si no hay más observaciones, lo que procedería es aprobar el Plan Estratégico.”



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar el “Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2017”.



 



-                 0 –



 



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Quiero agradecerle a la máster Asch Corrales porque sabemos que el anterior plan estratégico se hizo con recursos externos y es muy difícil este trabajo, así que valoramos y reconocemos el esfuerzo y así quiero expresárselo.



 



También recordando la experiencia institucional y concretamente el trabajo de las Magistradas León y Varela, en la Comisión de Seguimiento pasado, que duraban 6 meses para analizar su seguimiento y al final se juntaban dos semestres, por lo que el seguimiento ha sido una debilidad, quería saber su opinión sobre la contratación de un Sistema que gestione automáticamente la evolución del Plan Estratégico, su coordinación con los PAOS y el seguimiento automático, diario.



 



Esto se lo digo porque visité al Organismo de Investigación Judicial y ellos me presentaron cómo tienen su plan estratégico, los PAOS, como visualizan en general todas las Delegaciones del país y pueden detectar dónde se está cumpliendo con alertar rojas. ¿Usted piensa que es factible un Sistema Informático que gestione esto? ¿Es difícil hacerlo aquí y el asunto de los recursos?



 



Sé que las dos cosas serían difíciles, pero me gustaría oír su opinión sobre la experiencia que tuvimos con las evaluaciones y seguimientos tardíos que no eran productivos, no había en realidad efectividad en el seguimiento, porque una parte es la propuesta, que es muy importante, pero otra es el seguimiento y fuera de la Comisión que existió ya siempre significaría un esfuerzo adicional para quienes estén en ella, con un trabajo que es realmente duro si se quiere tomar ¿Usted qué piensa u opina de eso?”.



 



SALEN LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y SOLÍS.



 



Responde la máster Asch Corrales: “Me parece que lo que está exponiendo sería lo ideal, porque inclusive nosotros cuando empezábamos la evaluación, casi había que andar rogándole a todo el mundo que diera la información, pasábamos meses recolectándola  y a veces era como jugar al gato y al ratón, de qué nos dan y nosotros tratando de completar con las capsulas informativas que salían y demás para poder conjuntar el producto. Por supuesto, que eso sería lo ideal, que esa Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico los jerarcas no deleguen, porque por ejemplo la Comisión anterior, tal vez la Magistrada Varela se acuerda, iba con la licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, y los demás mandaban al Administrador y a otros, por lo que a cada reunión iban a preguntar y el que tiene que ir es el jerarca responsable de cada uno de los programas presupuestarios, para que ustedes un día lo dediquen completo a que cada uno haga su devolución de resultados debidamente coordinado con ese tema que usted menciona. En otra ocasión lo he oído mencionar y también fue conocido en el Comité Gerencial de Informática, y me parece que era por el lado de Control Interno que lo estaban pidiendo, pero ellos hablan de amarrar eso con las metas del Departamento de Planificación, de hecho hasta facilita el trabajo a la gente.



 



Un sistema puede ser muy bueno, pero hay que estarlo alimentando y tiene que ser una responsabilidad muy alta, porque igual podemos nosotros llegar a ver y que este vació los diferentes recipientes para validar la información, pero por supuesto que si se logra montar y establecer las responsabilidades y que la gente entienda que el plan estratégico como dice un compañero es como la “Biblia debajo del brazo”, que no es aquello  que a usted le manda un recordatorio en junio diciéndole “les vamos a evaluar” y todo el mundo empiece a correr para recoger información para ver que le dan al Departamento de Planificación, sino que más bien lo vean como una herramienta de gestión, cuáles son las responsabilidades principales que estoy llamado a cumplir en este semestre para organizarme; hay muchas cosas y saldrán más que hacer, pero será la institución la que en su momento diga: “esto ya no es prioritario o voy a cambiarlo por esto otro” pero por lo menos se dé esa oportunidad y tener claridad y transparencia en lo que se está haciendo.



 



Para mí es muy importante y es completamente factible si se dedica un grupo a diseñar eso.



 



Me parece que debería haber gente que se compenetre con las personas de la Oficina de Planes y Operaciones (OPO), sé que tienen años de estarlo haciendo, no es algo que hicieron de la noche a la mañana y la OPO es una oficina que ha venido estudiando la criminalidad, han mapeado la información y hecho un muy buen trabajo, pero lo ideal sería que sea una herramienta en la que todos nos podamos integrar e inclusive para ustedes mismos que si en algún momento quieren ver cómo va el avance de alguno de los temas estratégicos, puedan ingresar a un sistema y lo vean, no tengan que esperarse a un semestre”.



 



Consulta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Se integraría en eso a los PAOS?”.



Añade la máster Marta Asch: “Por supuesto, se tendría que incorporar, por lo que habría que trabajar con ese brazo de la administración, gente que supuestamente tiene que aportar en la realización de los PAOS de cada región.



 



Si ustedes entran al PAO del 2014, cada uno está identificado con un tema estratégico, pero eso hay que hacerlo a pie. Cuando ustedes lo ven y me oyen leerlo, es más cansado, pues si aquí se pretende venir a revisar las 600 o 700 oficinas, eso es lo que tiene que ir sumando para ver si lo que cada uno está haciendo viene aportando al fin último, que el tema estratégico planteado.



 



Me parece que si es factible, siempre y cuando sea un buen sistema y que la gente se comprometa a alimentarlo”.



 



Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “En esa temática ya está aprobado el Plan Estratégico, quiero proponerle a la Corte que la Administración junto con Control Interno y además con la asesoría de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, busquen recursos y propongan la manera de crear un sistema para el seguimiento de los planes estratégicos. Como segundo punto, que cada una de las Salas proponga a una persona para que integre la Comisión de Seguimiento ¿Les parece?”.



 



Expresa la Magistrada Varela: “Sobre eso; como es conocido estamos escasos de recursos, pero tenemos que hacer algo y contar con una reacción inmediata, y como ya doña Marta explicó sobre la forma en que  se rendían los informes a esta Corte sobre el plan anterior, y sabemos que habían debilidades en el plan estratégico, entre otras razones, porque no se había precisado temas y acciones; lo que está, en parte, en relación con lo que señalé hace poco, y lo voy a retomar.



 



En este plan estratégico sí se están poniendo responsables y se dice con quién va a coordinar cada responsable de su ejecución. Considero que una salida para su cabal cumplimiento puede ser que a los responsables se les ponga plazos para obtener resultados esperados e informar sobre estos, para el cumplimiento del plan estratégico, obviamente en armonía  con los PAOS de cada sector.



Como dice la máster Asch Corrales, podemos echar mano a las Administraciones Regionales, que son las responsables de lo que corresponde a cada circuito. Una acción de cumplimiento podría ser que en forma mensual informen al Departamento de Planificación, sobre resultados, lo que permitiría tomar medidas de inmediato para lograr los objetivos o cuando haya que definir acciones para ello.



 



El tema del retraso judicial, dentro de todos, es el más importante, porque es el que simboliza lo que pasa en la institución; se dice que hay una Comisión de Retraso Judicial, ¿Existe o no? ¿Quién la integra? Por ejemplo, en actividades el Plan Estratégico señala: “Realizar un diagnóstico del retraso judicial por materia y presentar los resultados a las comisiones por materia. Responsable: Comisión de Retraso Judicial” Pregunto ¿Quién la integra? Prosigo: “Coordinación: Departamento de Planificación, Sección de Estadística, Comisiones por materia, despachos judiciales”



 



En esto estamos atrasados, porque indica los años 2013 y 2014, es decir, que tenemos que tenerlo listo todo en el 2014.



 



¿Qué poder de acción tienen las comisiones? Aquí reitero y concreto lo que mencioné anteriormente. Debemos preguntar ¿Por qué es tan importante que tengamos parámetros mínimos de resultados? La respuesta es: porque va acompañado del tema de Evaluación del Desempeño. La máster Asch Corrales me explicaba el tema de las matrices y demás, pero estimo que tenemos que tener definida una línea de acción que pueda estar siendo monitoreada por las comisiones, una vez que éstas tengan los parámetros establecidos, por naturaleza de casos, por cantidad de trabajo, para darle seguimiento, paso a paso, a la forma de ejecutar este plan estratégico. Esto es muy importante, si no lo definimos bien nos quedamos en una especie de canto a la bandera, lo que ocurre cuando no concretamos nada.



 



El seguimiento oportuno es esencial para cumplir lo que señala el Plan Estratégico”.



 



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRARON LOS MAGISTRADOS CRUZ Y JINESTA.



 



Prosigue la Máster Asch Corrales: “Tomamos nota Magistrada Varela.  Existe una Comisión, lo que pasa es que ese es otro tema, pues hay comisiones que existen y no sesionan; no recuerdo cuáles son las personas que integran la Comisión de Retraso Judicial, pero sé que esta Corte dispuso que por parte del Departamento de Planificación la integrara el jefe de la Sección de Estadística y sé que se han reunido muy pocas veces, parte de este proceso es que esta Comisión tiene que reactivarse. 



 



Estaríamos revisando quiénes la integran para informar a ustedes y que tengan conciencia de cuál es la labor encomendada para que indiquen si se mantiene o le conceden el espacio a otra persona que desee trabajar en este tema y ejerza ese liderazgo que se requiere, que hasta cuenta con un tema estratégico”.



 



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tenemos por incorporadas también las observaciones de la Magistrada Varela”.



 



Se dispuso: Tener por incorporadas las observaciones planteadas por la Magistrada Varela al Plan Estratégico del Poder Judicial 2013 – 2017, a cuyos efectos el Departamento de Planificación tomará nota para lo de su cargo.



 



- 0 -



 



Expone la Magistrada Pereira: “Hay un tema que me preocupa, pues después de escuchar todo lo que se ha dicho; cuando en esta Corte iniciamos por la preocupación precisamente de regular y de llevar el control del cumplimiento del Plan Estratégico, todos aquellos estudios que dieron lugar a la clase gerencial, la base fundamental de su creación y de ese plus que se paga a todos los funcionarios que forman parte, que si no me equivoco son 48, en un inicio eran 46 y se agregó la jefatura y subjefatura de Tecnología de la Información, somos quienes tenemos que darle seguimiento al Plan Estratégico.



 



Si bien es cierto, se puede reactivar esa Comisión, a quien cada órgano de gestión puede enviar la información de forma mensual o trimestralmente, debe tener como único fin, trasladar toda la información a la conformación del grupo del plan gerencial, que repito somos 48, tenemos la obligación de reunirnos, que no lo hemos hecho, para dar seguimiento a esto y me parece que es absolutamente innecesario dar lugar a la creación de otras comisiones cuando todos y cada una de las personas que están ahí incluidas, con un estudio demasiado técnico y muy pormenorizados se incluyeron en el mismo con un propósito fundamental, que era dar el cumplimiento y seguir el Plan Estratégico, esa es la misión que tenemos que retomar hoy día.



 



Repito, considero que estas 48 personas tenemos la obligación de reunirnos, deberíamos de indicar un plazo, ya sea mensual, trimestral o cada cuatrimestre, para revisar toda la información que puedan tener, a dónde se canalice, no sé cuál será la decisión de esta Corte que se canalice el recibir la información que todos los centros de gestión tengan que presentar, y cuando me refiero a los centros de gestión, estimo que absolutamente todas las comisiones que están conformadas, porque tenemos una responsabilidad también. Recuerdo que muchas veces y a mi persona que le ha tocado con el Organismo de Investigación Judicial y con la Comisión de Flagrancia y en las Comisiones en las que he formado parte, les remitíamos en ese entonces a la Ex Magsitrada León, quien era la persona que recibía los informes del cumplimiento del Plan Estratégico de cada una de esas informaciones.



 



Hay algún centro con el que se debe contar para recibir esa información, que es obligación de todos y cada uno de los que están integrando comisiones o de los centros de gestión, pero esa información debe ser pasada y así está establecido por la creación del Grupo Gerencial a este grupo que lo conformamos administradores de justicia, de la Institución y todas las altas jerarquías de este Poder Judicial.



 



No veo que sea ningún otro ente a quién le corresponda dar la cara por el cumplimiento del Plan Estratégico y además es la justificación que hemos dado insistentemente para decir por qué se creó ese plus salarial a un grupo determinado de personas después de un estudio técnico muy específico y elaborado. De manera, que lo que tenemos que hacer es cumplir lo que está dado y aprobado aquí, y los que estamos recibiendo un plus tenemos que cumplir.



Insto para que retomemos el tema y analicemos, porque si empezamos a crear otras comisiones para que den seguimiento, estamos desdiciéndonos sobre una decisión que tomamos y que se implementó desde el 2008, por la cual estamos recibiendo ese plus salarial.



 



Lo que tenemos que hacer es retomar las funciones que nos corresponde a cada uno y estimo que no está pegado del cielo, para hablar en términos campesinos, el que una vez cada 3 meses, nos podamos reunir para ir dándole seguimiento a lo que se va haciendo en el Poder Judicial, esa es una de las funciones que tenemos y esto se podrá hacer teniendo la información cada trimestre recopilada, para poder tomar decisiones sobre la marcha”.



 



Refiere la Presidenta, Magistrada Villanueva: “El recordatorio sobre la clase gerencial y las tareas es muy importante.



 



Máster Asch Corrales  ¿Usted tenía la idea de que alguien tiene que coordinar a las 48 personas que conforman la clase gerencial? La Comisión era como había funcionado siempre.”



 



Responde la Máster Asch Corrales: “Esa era la intención, porque precisamente habían instancias que no rinden la información.



El informe que presentamos ante la Comisión, lo analizaban y de ahí pasaba casi directo para esta Corte, pero sería disposición de ustedes, en aquel momento no existía este rango gerencial que se estableció, por lo que podría funcionar de las dos maneras”.



 



Consulta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Sería con el Departamento de Planificación o con una Comisión?”



 



Contesta la máster Asch Corrales: “En el Departamento de Planificación haríamos el informe y le solicitaríamos al Organismo de Investigación Judicial, al Ministerio Público y a la Defensa Pública y demás, que presenten la información, elaboramos el informe y lo presentamos a Corte, en lugar de enviarlo a la Comisión, para que se haga una encerrona de un día cada cuatrimestre o seis meses y mientras no exista un centro de apoyo, pues el Departamento de Planificación haría el ámbito jurisdiccional en cuanto a la parte de resultados y así cada una de las instancias, igual el trabajo tenemos que hacerlo con o sin la Comisión, por lo que no veríamos mayor obstáculo, igual una Comisión ayudaría cuando alguien no responde a los resultados, pero eso sería una disposición de ustedes”.



 



Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Considero que el asunto no requiere de votación.  Estimo que el tema de seguimiento es fundamental y me parece muy importante el recordatorio de la Magistrada Pereira, en el sentido de hacerle ver a la clase gerencial, que debe velar por el cumplimiento del Plan Estratégico, igualmente al Consejo Superior del Poder Judicial y estaría a lo que ustedes dispongan, en relación con que sea el Departamento de Planificación o alguna Comisión que se cree para ese efecto”.



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva, que en forma conjunta con la Unidad de Control Interno, así como con la asesoría de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, se sirvan buscar los recursos para implementar un sistema informático para el seguimiento de los planes estratégicos y formulen a esta Corte una propuesta para su creación. 2.) Aprobar la propuesta planteada por la Magistrada Pereira, por ende, los jerarcas que constituyen la clase gerencial, así como el Consejo Superior, serán quienes velarán por el cumplimiento del Plan Estratégico Institucional 2013 - 2017. 3.) En razón de lo acordado en el punto anterior, el Departamento de Planificación recopilará los informes del cumplimiento del Plan Estratégico Institucional de los diferentes órganos de gestión y presentará los resultados de la evaluación a la clase gerencial para que ésta los analice trimestralmente y los haga de conocimiento de esta Corte, a fin de adoptar las acciones pertinentes.
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Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Ya tendríamos por aprobado la forma de que estas actividades se realicen con un sistema tecnológico y  buscar los recursos para ello. También las propuestas que se han hecho, introduciendo las mejoras y si no hay más agradecemos al Departamento de Planificación su trabajo.



 



Queda el tema sobre el período y que está previsto para que el Plan Estratégico se realice del 2013 al 2017, ya llevamos un año sin el plan.



 



Me llama la atención un asunto y es la formalidad de creer de que porque no hay un plan, no hay temas estratégicos y no sé cuál es la opinión de la máster Asch Corrales, en relación con su duración, si no se han alcanzado las propuestas u objetivos de acuerdo a lo señalado en éste, pues se tenga por vigente el plan en caso de que hubiera atraso. 



 



¿Cuál es concretamente su propuesta en cuanto al período de duración y la actualización que debería de hacerse? Porque es un esfuerzo muy grande, para estarlo realizando en períodos muy cortos.  Los chinos hacen cada 25 años un Plan Estratégico”.



 



Indica la máster Asch Corrales: “Agradezco las palabras que nos han dado, detrás de todo esto hay un equipo de compañeros y compañeras y es el primer esfuerzo que hacemos con recursos propios de la Institución.



 



Les decía al principio que muchos de estos temas se vienen trabajando, no porque no existiera el plan, sino que más bien fueron avanzando en este sentido.



 



Considero que si se lo van a llamar plan quinquenal, hay un acuerdo de Corte que aprobó en diciembre del 2012 la formación del Plan Estratégico, no sé si podríamos hablar de que esta parte de sus acciones pueda continuarse al 2018, porque a pesar de que hay áreas que han venido trabajando, otras puedan estar esperando que se aprobara. De manera, que para no entrar en ese conflicto, no hablaríamos de un plan quinquenal sino que sería ajustarlo del 2013 al 2018, así como sus cronogramas”.



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por la máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, por ende, ajustar por los motivos indicados la vigencia del Plan Estratégico, de tal forma que sea del 2013 al 2018.
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Refiere la Magistrada Varela: “Retomando el tema de la definición de acciones, responsables y cronograma para su ejecución, debemos tomar en cuenta que en el 2013 se cumplieron ciertas tareas, en el 2014 otras, pero no todas. Hay que fijar plazos y responsables directos. En este Plan se fijan responsables, pero tienen  que presentar a Planificación resultados. Estimo que, teniendo bien definido responsables y plazos, es más fácil trabajar a efectos de rendir informes. De esa forma lograríamos una ruta clara, lo que garantiza mejores resultados. Para ello también es necesario que se trate de metas y acciones viables, que se pueden lograr poniendo nuestro mejor esfuerzo, o sea, que no dependan de la voluntad de órganos externos.



 



Las comisiones pueden ayudar mucho, pero necesitan contar con un Plan Estratégico bien definido, de esa manera no haya posibilidad de salirse de una ruta bien definida con anterioridad”.



 



Responde la Máster Asch Corrales: “Tomamos nota, porque ahí está eso específico, pero sería reunirme con la Magistrada Varela, para analizar exactamente dónde hay que hacer cambios”.



 



Se dispuso: Tomar nota de las manifestaciones de la Magistrada Varela y de las máster Asch Corrales.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena y lo dispuesto en cuanto a que este Consejo dará el seguimiento correspondiente al cumplimiento del Plan Estratégico Institucional. 2.) La Dirección Ejecutiva buscará los recursos para implementar un sistema informático a fin de dar seguimiento a los planes estratégicos, para que este Consejo pueda ejecutar con facilidad la tarea encomendada por la Corte Plena.








 



Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2014








Fecha: 08 de Julio del 2014



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO XXIV



Documento 3373-14, 7760-14



 



            En sesión Nº 30-14, celebrada el 3 de abril del año en curso, artículo LIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



[bookmark: _Toc384055086]         “La Magistrada Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio Nº CMEF-SP-005-2014 del 25 de marzo de 2014, solicitó lo siguiente:



 



         "Reciban un cordial saludo y de inmediato paso a exponerles la solicitud que deseo ustedes se sirvan atender y que agradezco de antemano el interés que le den.



 



         En sesión celebrada el pasado 4 de marzo, la comisión en su Artículo III, acordó:



 



         SE ACUERDA: 1° […] 2° […] 3° Hacer del conocimiento de las personas integrantes del Consejo Superior los acuerdos tomados por esta Comisión en relación con esta temática; además, solicitarles: a) Se concedan plazos concretos de ejecución para medir el impacto de las acciones que se implementen y evaluarlas para la mejora continua. b) Reiterar la importancia de que implemente en esa zona el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. c) Apoyar la implementación del Programa de Moderna Gestión en el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, siempre y cuando se les dote de todas las herramientas tecnológicas indispensables para asegurar una gestión eficiente, incluyendo el talento humano, los recursos materiales y la tecnología de información; sin dejarse de lado las particularidad de la población indígena ante la brecha digital existente. d) Solicitar al Consejo Superior reiterar a las oficinas judiciales del Circuito Judicial de Pérez Zeledón la implementación de todas las políticas aprobadas por dicho Consejo y por Corte Plena a fin de que se de un mejor servicio público a las personas indígenas; e) Informar que el defensor público Eduardo Chacón Mora, representante de la Defensa Pública Agraria, señaló se podría dar un desmembramiento de la defensa pública, pues estima, para que se de un resultado práctico, la persona que labore como defensora pública en Buenos Aires en asuntos indígenas, debe tener la garantía de acceso a los expedientes que se generen en Pérez Zeledón, en especial si se pretende la implementación del Programa de Moderna Gestión.



 



         Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados y de esa manera, se brinde una mejor, adecuada y oportuna atención a las personas usuarias indígenas cuando acudan a los despachos judiciales.
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En sesión Nº 17-07 del 6 de marzo del año 2007, artículo LXXXVII, se tuvo por rendido el informe elaborado por la licenciada Miriam Anchía Paniagua, en ese entonces Integrantes del Consejo Superior y se acogió la recomendación en él contenida, la cual menciona la importancia del esfuerzo que realizan los funcionarios de Limón, para efectuar diligencias en comunidades alejadas, como las indígenas, con el fin de propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes, prevenir la delincuencia de jóvenes en la zona y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial a habitantes de comunidades lejanas, por lo que se recomienda que el Consejo Superior exprese su apoyo al desarrollo de este tipo de proyectos.



 



         Luego, en sesión Nº 61-11 celebrada el 7 de julio del año 2011, artículo LIII, -entre otros- se aprobó la ampliación de las "Reglas Prácticas para　 facilitar el acceso a la justicia de las　 Poblaciones Indígenas". Además se dispuso que el juez o jueza en cada caso, debía analizar la procedencia del estudio antropológico.



 



         Posteriormente, en sesión Nº 16-13 celebrada el 21 de febrero del año 2013, artículo XLIV, se comunicó a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. Además se reiteró dicha circular.



 



         La Secretaría General de la Corte, mediante circular Nº 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013, hizo de conocimiento de todos los Despachos Judiciales del País y el Público en General, lo acordado por la Corte Plena en sesión Nº 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, sobre el "Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.



 



         Mediante circular Nº 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de ese año, la Secretaría General de la Corte, reiteró la circular Nº 10-09, sobre "Reglas Prácticas para　 facilitar el acceso a la justicia de las　 Poblaciones　 Indígenas".



 



         Asimismo, mediante circular Nº 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de ese año, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimientos de los Despachos Judiciales que tramitan materia penal y penal juvenil, las "Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil".



 



         Finalmente, la Secretaría General de la Corte, en circular Nº 35-2014 del 26 de febrero de 2014, hizo de conocimientos de las Servidoras y Servidores Judiciales del País, la reiteración de la circular Nº 182-2005, sobre la "Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial".



 



         Se acordó: Acoger la solicitud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en consecuencia: 1.) Aprobar la publicación de una circular dirigida a todos los despachos judiciales del país, referente a la importancia de que implemente en esa zona de Pérez Zeledón el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. 2.) Comunicar a la Magistrada Escoto Fernández, que la Corte Plena tiene suspendido todo lo relacionado a la extensión de los Programas de Moderna Gestión. 3.) Reiterar a las oficinas judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, las políticas aprobadas por este Consejo y la Corte Plena mediante las circulares números Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013; 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de 2013; 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de 2013 y 35-2014 del 26 de febrero de 2014, a fin de que den un mejor servicio a las personas indígenas. 4.) Autorizar a la persona que labore como Defensor Público o Defensora Pública en Buenos Aires de Puntarenas en asuntos indígenas, tenga acceso a los expedientes que se generen en Perez Zeledón en ese tipo de asuntos.



 



         La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.”
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            Manifiesta la Secretaría General, que en razón de que el inciso 1) de la parte dispositiva del acuerdo anteriormente transcrito no es clara, solicita se modifique en el sentido de que se comunique a los despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur la importancia de implementar en ese Circuito el Programa Sesenuk Beré, y se deje sin efecto la publicación de la circular, ya que el acuerdo va dirigido específicamente a los despachos del citado Circuito y no a los despachos judiciales del país como por error se indicó, en lo demás se mantiene incólume el acuerdo.



            Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Secretaria General y por modificado el acuerdo adoptado en sesión Nº 30-14 del 3 de abril del año en curso, artículo LIX, inciso 1), en el sentido de dejar sin efecto la publicación de la circular y se comunique a los despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur la importancia de implementar en ese Circuito el Programa Sesenuk Beré gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. En lo demás se mantiene incólume el acuerdo.



            La Subcomisión de Pueblos Indígenas tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.










Acta de Consejo Superior Nº 064 - 2014








Fecha: 15 de Julio del 2014



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XV



Documento 8055-14



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio Nº CMEF-SP-021-2014 del 9 de julio de 2014, solicitó:



“…me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), realizará el cierre de la ejecución de la I Etapa del Programa de Gobernabilidad Democrática  AECID-MIDEPLAN, mediante el Taller:  “Mecanismos de resolución de conflictos en la Justicia Tradicional de los Territorios Indígenas Bribrí y Cabécares”, el cual, se llevará a cabo los días 17 y 18 de julio de 2014, durante las dos audiencias, en el Salón de Aditibri en Suretka, Talamanca.



 



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



1.             Yolanda Alvarado Vargas Tribunal Penal del I Circuito Judicial Limón.-



2.             Eduver Uvence Cedeño Avendaño.- Tribunal Penal del I Circuito Jud Limón.-



3.             Alfredo Arias Calderón.- Tribunal Penal II Circuito Judicial San José.-



4.             Tatiana Castellanos Díaz. Defensora Pública de Bribrí.



5.             Loyda Douglas Blandell.  Defensora Pública de Bribrí.



6.             Wesley Valenciano Solano. Defensor Agrario de Limón.



7.             Rosa Isela Castillo Cordero. Defensora Penal de Limón.



8.             Freddy Segura Guillen. Defensor Agrario de Limón.



 



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para:



 



1.             Heilyn Rojas Madrigal.- Juzgado Agrario de Limón.-



2.             Cristhian Espinoza Pizarro.- Juzgado Penal de Bribrí.-



3.             Mandy Zillin Avellán Sánchez.- Juzgado Contravencional Bribrí.-



4.             Javier Villalón Ruiz. Juzgado Agrario de Limón.-



5.             Damaris Vargas Vásquez. Tribunal Agrario. II Circuito Judicial de San José.-



6.             Carlos Ondoy Aviles.- Organismo de Investigación Jud Bribrí.-



7.             Roy Barboza Blanco. Tribunal de Flagrancia de Limón.-



8.             Manuel Emilio Soto Aguilar. Defensa Pública de San José.-



9.             Fanny Martínez Pérez .- Juzgado de Familia de Limón.-



10.          Jennifer Stephenson Sterling. Trabajo Social y Psicología Limón.-



11.          Magally Vargas Jonhson.- Administración Regional de Limón.-



12.          Maribel López Bermúdez.- Administradora Regional de Limón.-



13.          Jeffrey Villanueva. Defensa Pública de San José.-



14.          Mario Serrano Zamora. Defensa Pública de San José.-



15.          Alexandra Alvarado Paniagua. Jueza Coordinadora, Tribunal Agrario de San José.-



16.          Joselyn Brigth Campos.- Defensa Pública de Limón.-



17.          Wesley Valenciano Solano. Defensa Agraria de Limón.-



18.          Freddy Segura Guillen.- Defensa Pública de Limón.-



19.          Rosa Isela Castillo Cordero.- Defensa Pública de Limón.-



20.          Marjorie Quesada Hernández. Medicatura Forense de Limón.-



21.          Juan Dávila Meneses. Medicatura Forense de Limón.-



22.          Carmenmaría Escoto Fernández. Magistrada Sala Primera.-



23.          Magdalena Aguilar Alvarez, Jefa, Servicios Técnicos Escuela Judicial



24.          Joselyn Bright Campos Coordinadora de la Defensa Pública de Limón.



25.           Mario Serrano Zamora. Supervisor de la Defensa Pública de San Jose.



26.          Manuel Emilio Soto Aguilar. Miembro Pasante de la Unidad de Defensa Indígena.



27.           Jefry Villanueva Vargas. Asistente Indígena Bribrí de la Defensa Pública



28.           Marianela Campos Soto, Secretaria, Sala Primera



29. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón



30.           Rodolfo Solórzano Sánchez, Defensa Pública



31.           Marta Iris Muñoz, Jefa de la Defensa Pública



 



(…)”
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Manifiesta la licenciada Silvia Navarro Romanini que la señora Presidenta, Magistrada Zarella Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concede permiso a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad.



Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Secretaria General de la Corte. 2.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: a.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a los siguientes servidores:



				Yolanda Alvarado Vargas



				Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Eduver Uvence Cedeño Avendaño



				Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Alfredo Arias Calderón



				Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial San José







				Tatiana Castellanos Díaz



				Defensora Pública de Bribrí







				Loyda Douglas Blandell 



				Defensora Pública de Bribrí







				Wesley Valenciano Solano



 



				Defensor Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Rosa Isela Castillo Cordero



				Defensora Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Freddy Segura Guillen



				Defensor Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica











 



b.) Autorizar la participación con goce de salario, sin sustitución a los siguientes servidores:



				Heilyn Rojas Madrigal



				Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Cristhian Espinoza Pizarro



				Juzgado Penal de Bribrí







				Mandy Zillin Avellán Sánchez



				Juzgado Contravencional Bribrí







				Javier Villalón Ruiz



				Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Damaris Vargas Vásquez



				Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José







				Carlos Ondoy Aviles



				Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribrí







				Roy Barboza Blanco



				Tribunal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Manuel Emilio Soto Aguilar



				Defensa Pública de San José







				Fanny Martínez Pérez



				Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Jennifer Stephenson Sterling



				Departamento de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Magally Vargas Jonhson



				Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Maribel López Bermúdez



				Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Jeffrey Villanueva



				Defensa Pública de San José







				Mario Serrano Zamora



				Defensa Pública de San José







				Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario del Primer Circuito Judicial de San José







				Joselyn Brigth Campos



				Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Marjorie Quesada Hernández



				Medicatura Forense del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Juan Dávila Meneses



				Medicatura Forense del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Magdalena Aguilar Alvarez



				Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial







				Joselyn Bright Campos



				Coordinadora de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Mario Serrano Zamora



				Supervisor de la Defensa Pública de San Jose







				Marianela Campos Soto



				Secretaria, Sala Primera







				Edgar Ramírez Villalobos



				Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur







				Rodolfo Solórzano Sánchez



				Defensa Pública



 







				Marta Iris Muñoz,



				Jefa de la Defensa Pública







				Jefry Villanueva Vargas



				Asistente Indígena Bribrí de la Defensa Pública











 



Lo anterior para que participen en el Taller: “Mecanismos de resolución de conflictos en la Justicia Tradicional de los Territorios Indígenas Bribrí y Cabécares”, el cual se llevará a cabo los días 17 y 18 de julio de 2014, durante las dos audiencias, en el Salón de Aditibri en Suretka, Talamanca. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas, a quienes no se autoriza la sustitución. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4.) Se toma nota de la participación en la citada actividad del señor Manuel Emilio Soto Aguilar, Miembro Pasante de la Unidad de Defensa Indígena.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








 












 



Acta de Consejo Superior Nº 070 - 2014








Fecha: 05 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XXXVI



Documento Nº 8885-14



Mediante oficio Nº CMEF-SP-0241-2014 del 31 de julio de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, gestionó:



“… en mi condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígena, me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), está ejecutado el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II.



 



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona sur, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; se realizarán tres talleres de trabajo de un día cada uno, los día 8, 21 y 22 de agosto de 2014, de acuerdo a la metodología que se muestra en el documento adjunto.



 



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



1.              William Roberto Arburola Castillo, Juez Coordinador Pérez Zeledón



2.              Jorge Bolaños González, Coordinador Judicial, Pérez Zeledón



3.              Rodolfo Solórzano Sánchez, Defensa Pública de San José



4.              Eida Shirlenia Pérez Ríos, Jueza Coordinadora del Juzgado contra la violencia Doméstica de Pérez Zeledón



5.              Jeffry Mora Sánchez,  Juzgado Penal de Golfito



6.              Ligia Sáenz Zúñiga, Defensa Pública de Pérez Zeledón y Buenos Aires



 



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para:



 



1.              Msc. Carmenmaría Escoto Fernández, Magistrada Sala Primera



2.              Msc. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente Sala Primera



3.              Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial



4.              Lic. Mario Serrano Zamora, Defensor Público



5.              Licda. Alba Gutiérrez Villalobos, Dpto. Trabajo Social y Psicología I.C.J.S.J.



6.              Licda. Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza Tribunal Agrario



7.              Licda. Cristina Rojas Rodríguez, Jefa Ofic. Coop. y Relaciones Internacionales



8.              Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón



9.              Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública



         



OIJ



1.              Shirley Azofeifa Jiménez, Delegación Regional del OIJ de Pérez Zeledón



2.              Henry Godínez Cortes, OIJ Buenos Aires



3.              Cristopher Sandoval Vega, OIJ Buenos Aires



 



Judicatura



1.              Harol Ríos Solórzano, Juzgado Contravencional



2.              Emanuel Alonso Murillo Barquero, Juzgado Contravencional



3.              Roxana Rojas Picado, Juzgado Contravencional



4.              Catalina Cisneros Martínez, Juzgado de Familia



5.              Angélica Navarro Tiffer, Juzgado de Familia



6.              Verónica Villalobos Acuña, Juzgado Penal Juvenil



7.              Marisel Zamora Arias, Juzgado Agrario



8.              Sury Quesada Miranda, Juzgado Agrario



9.              Johannia Villegas Acosta, Juzgado Civil



10.          Dora Alicia Orozco Camacho, Juzgado Agrario



11.          Juan Gutiérrez Villalobos, Juzgado Agrario



12.          Jean Carlos Céspedes Mora, Juzgado Civil, Familia, Laboral y Penal Juvenil de Buenos Aires



13.          Kenneth González Barboza, Técnico Judicial, Juzgado Civil, Familia, Laboral y Penal Juvenil de Buenos Aires



14.          Fernando Ramírez Serrano, Juzgado Penal de Golfito



15.          Tatiana Atencio Henrichs,  Técnica Judicial, Tribunal de Flagrancia de Pérez Zeledón, I Circuito Judicial de la Zona Sur



16.          Alfredo Arias Calderón, Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José



17.          Gustavo Barrantes Morales,  Juzgado Tránsito Pérez Zeledón



18.          William Roberto Alvurola Castillo, Juzgado Agrario



19.          Bernardo Solano Solano,  Juzgado Agrario



 



Defensa Pública



1.              Susanny Gómez Salas,  Defensa Pública



2.              Martin Cornellis, Defensa Pública



3.              Cristy Vargas Sandoval, Defensa Pública de Golfito



4.              Jorge Morera Araya, Coordinador Defensa Pública de Pérez Zeledón



5.              Miguel Fernández Ureña, Defensa Pública de Pérez Zeledón



6.              Manuel Emilio Soto Aguilar, Pasante de la Defensa Pública



7.              Jeffrey Villanueva Vargas, Asistente de la Unidad de Defensa Indígena



8.              Christy Vargas Sandoval, Defensa Pública Golfito



9.              Emmanuel Retana Ramírez, Defensa Pública Puerto Jiménez



10.          Miguel Fernández Ureña, Defensa Pública Pérez Zeledón



11.          Jorge Andrés Morera Araya, Coordinador Defensa Pública Pérez Zeledón



12.          Laddy González Salazar, Defensora Pública San Vito de Coto Brus



13.          Crhisty Vargas Sandoval, Defensa Pública Golfito



14.          Alvaro Arturo Porras Murillo, Defensa Pública Ciudad Cortés



15.          Maikol Conejo López, Defensor Pública Buenos Aires de Puntarenas



16.          Natalia Tencio Montenegro, Coordinadora de la Defensa Pública Buenos Aires de Puntarenas



17.          Susany Gomez Salas, Defensa Agraria Ciudad Neily



18.          Martin Cornelis Ramírez, Defensor Agrario e indígena de Ciudad Neily



 



Fiscalía



1.    Abel Beita Martínez, Fiscalía



2.    Guiselle Cruz Martínez, Fiscalía



3.    Rosa Quintero Franco, Fiscalía



4.    Ingrid Mata Espinoza, Fiscalía



5.    Lorena Moreno Trejos, Fiscalía



6.    Indira Aguilar Villalobos, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Golfito



7.    Huberth Solís Araya, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Golfito



8.    Josue Solano Valverde, Técnico Judicial 2 Interino, Fiscalía de Golfito



9.    Lester Villalobos Gallardo, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Coto Brus



10. Abel Beitia Martínez, Fiscal Penal Juvenil propiedad, Fiscalía Corredores



11. Guiselle Cruz Martínez, Fiscal de Flagrancia interino, Fiscalía Corredores



12. Rosa Quintero Franco, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



13. Lorena Moreno Trejos, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



14. Ingrid Mata Espinoza, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



15. Francisco Montoya Ramírez, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Osa



16. Johana Villarevia Umaña, Fiscal en propiedad,  Fiscalía de Osa



17. María de los Angeles Olaya Delgado, Asistente Judicial Coordinadora, Fiscalía Coto Brus



18. Huberth Solís Araya, Fiscalía Puerto Jiménez de Golfito



 



(…)”
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Informa la Secretaria General, que el Magistrado Arroyo, Presidente en ejercicio, le manifestó que en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido por la Magistrada Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad.



Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Secretaria General. 2) Acoger la anterior solicitud y conceder permiso con goce de salario, sin sustitución a las servidoras y servidores de la lista transcrita y únicamente con sustitución a  las licenciadas Eida Shirlenia Pérez Ríos y Ligia Sáenz Zúñiga, así como a los licenciados William Roberto Arburola Castillo, Jorge Bolaños González, Rodolfo Solórzano Sánchez y Jeffry Mora Sánchez, para que participen en los tres talleres de trabajo de un día cada uno, a llevarse a cabo el 8, 21 y 22 de agosto de 2014. Es entendido de que las y los participantes cuentan con los vistos buenos de las jefaturas respectivas. Asimismo para quienes no serán sustituidos deberán tomar las medidas necesarias para minimizar la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas. 3) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4) Señalar a los y las participantes, que la inasistencia al curso indicado, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.



La Dirección de Gestión Humana, el Despacho de la Presidencia, la Defensa Pública y la Subcomisión de Pueblos Indígenas, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.


















 



Acta de Consejo Superior Nº 073 - 2014








Fecha: 14 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XLIX



Documento 9273-14



La máster Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en oficio Nº 171-OCRI-2014, recibido el 11 de agosto de 2014, solicitó lo siguiente:



“(…) en ocasión de solicitar de la manera más atenta, que por su digno medio se someta a consideración del Honorable Consejo Superior, la posibilidad que se otorgue el permiso con goce de salario y sustitución, a la señora Magistrada Suplente y/o Jueza 4 del Tribunal Agrario e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Damaris Vargas Vásquez, para que pueda participar del 17 al 23 de agosto del año en curso (ambos inclusive, tomando en consideración los días de ida y regreso), en la Gira de Instituciones Costarricenses a la Comarca Ngäbe y Buglé, ubicada en Chiriquí, Panamá (el cual es el lugar de origen de la población indígena migrante), que se efectuará en el marco de la ejecución del “Programa Conjunto para Mejorar la Seguridad Humana de Migrantes Temporales Ngäbe y Buglé en Costa Rica y Panamá” y del cual el Poder Judicial es contraparte.



 



Sobre este particular, se adjunta la carta de invitación extendida a la señora Vargas, por parte de la señora Laura Sánchez Calvo, Coordinadora del Programa Conjunto de Seguridad Humana, donde además, especifica, que la organización cubrirá todos los costos de transporte, alojamiento, alimentación e impuestos de salida del país por tierra, que pueda importar su participación.



 



No omito indicar, que esta solicitud para la participación de doña Damaris Vargas en esta actividad, cuenta con el visto bueno de doña Carmenmaría Escoto, en su carácter de Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.”
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Además, la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, remite correo electrónico del 11 de agosto de 2014, en que la licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario da su visto bueno para que la licenciada Vargas Vásquez participe de la actividad descrita.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza  del Tribunal Agrario, para que del 17 al 23 de agosto de 2014, participe en la Gira de Instituciones Costarricenses a la Comarca Ngäbe y Buglé, a realizarse en la Ciudad de Chiriquí, Panamá. Lo anterior, en el entendido que los gastos por concepto de transporte aéreo, hospedaje y alimentación correrán por cuenta de la organización anfitriona.



El Tribunal Agrario y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.








 













Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2014








Fecha: 19 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XXV



DOCUMENTO Nº 9427-14



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio N° CMEF-SP-026-2014 del 13 de agosto de 2014, realizó la siguiente solicitud:



“…me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), está ejecutado el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II.



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona sur, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; se realizarán tres talleres de trabajo de un día cada uno, los días 21 y 22 de agosto de 2014, de acuerdo a la metodología que se muestra en el documento adjunto.



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



1.      Álvaro Arturo Porras Murillo, Defensa Pública Ciudad Cortés



2.      Jeannette Zúñiga Rodríguez, Jueza Penal, Juzgado Penal de Buenos Aires



3.      Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez, Juzgado de Cobro de Pérez Zeledón



4.      Wendy Beita Ureña, Jefa Administración, Regional I Circuito Judicial Zona Sur



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para la señora Dinia Montes Garbanzo, Técnica Judicial, Juzgado Penal de Buenos Aires.”



- 0 -



Se acordó: Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Álvaro Arturo Porras Murillo, Defensor Público de Ciudad Cortés y a la licenciada Jeannette Zúñiga Rodríguez, Jueza Penal de Buenos Aires, Puntarenas y sin sustitución al licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez de Cobro de Pérez Zeledón, a la licenciada Wendy Beita Ureña, Jefa de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial Zona Sur y a la servidora Dinia Montes Garbanzo, Técnica Judicial del Juzgado Penal de Buenos Aires, para que participen en el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II, el cual se llevará a cabo los días 21 y 22 de agosto de 2014. Es entendido de que aquellas personas a quienes no se sustituirán, deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 






Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2014








Fecha: 30 de Octubre del 2014



ARTÍCULO V



Documento 6069-14, 12435-14



[bookmark: _Toc402194597][bookmark: _Toc366755205]En sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, de conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 del Estatuto del Poder Judicial, se acordó cesar el nombramiento del licenciado Olger Chavarría Chavarría, como Juez Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, a partir del 8 de setiembre de 2014, por no superar de forma satisfactoria el período de prueba. Además, se solicitó al Consejo de la Judicatura sacar a concurso la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala.



En sesión Nº 83-14 del 18 de setiembre de 2014, artículo IX, con el aval de la doctora Doris Arias Madrigal, Magistrada de la Sala Tercera, se acogió la gestión de las licenciadas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo de la O., Juezas del Juzgado Civil, Laboral y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede de Upala, de solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 del 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, esta fuera para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resultara nombrada apoyara en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el citado Juzgado.



En sesión Nº 87-14 celebrada el 2 de octubre de 2014, artículo LXXIV, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:



 “(…)



 



En relación con el acuerdo anterior, mediante nota del 29 de setiembre de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, comunicó:



 



“(…) A la vez, dentro del plazo legal, en mi condición de Magistrada integrante de la Sala Primera de la Corte, Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, interpongo recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 83-14 celebrada el 18 de setiembre en curso, Artículo IX, que literalmente indica:



 



“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, este sea para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resulte nombrada apoye, en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el Juzgado.”



 



La decisión tomada afecta sensiblemente a las personas usuarias de la Jurisdicción Agraria, de los cantones de Upala y de Guatuso, pues como Ustedes saben, son dos cantones dedicados esencialmente a la actividad de producción agraria. Fueron esas personas, dentro de las fuerzas vivas de esas comunidades, quienes gestionaron la creación de dicho Despacho, pues de lo contrario, para tener acceso a la justicia agraria, debían trasladarse hasta Liberia si sus asuntos agrarios se localizaban en el cantón de Upala, y hasta San Carlos, si eran procesos generados en Guatuso. Se trata de una población con limitaciones económicas a quienes el traslado hasta Liberia y San Carlos –y de regreso- para hacer sus gestiones, les generan muchos costos y tiempo invertido. Aunado a ello, como Ustedes saben, las audiencias de prueba en los procesos agrarios se realizan en el lugar de los hechos, de manera tal que en la mayoría de los casos de la Jurisdicción Agraria, como el transporte que facilita las Unidades Administrativas de los distintos Circuitos Judiciales es limitada –dos días por semana- se solicita a la parte que plantea la demanda en los procesos o la gestión inicial en los no contenciosos, asuma el traslado de la persona juzgadora de ida y de regreso hasta el lugar de los hechos. Esos costos son muy altos, sumada la inversión que debe hacerse en el traslado de las partes, sus abogados, personas expertas en pruebas periciales, entre otros. Esa situación por sí misma, es una denegación de justicia para las personas que habitan en Upala y Guatuso, quienes son en su mayoría pequeñas y medianas productoras agrarias con recursos muy limitados.



 



De igual manera, en esa zona, especialmente en Guatuso, existen comunidades indígenas con serios problemas territoriales que terminan dilucidándose en la Jurisdicción Agraria, la cual está altamente sensibilizada en los derechos y garantías de esa población vulnerabilizada. El que esta población tenga que asumir los costos de sufragar el traslado hasta San Carlos o Liberia para accesar la justicia agraria, como ocurría antes de la creación de esa plaza de juez/jueza agraria, implica una barrera al acceso a la justicia que le estaría imponiendo el Poder Judicial. Sería una decisión contraria a los compromisos adquiridos por el país en el ámbito internacional al ratificar el Convenció 169 de la OIT referido a los derechos de las personas indígenas; a la normativa regional al ratificar Corte Plena las Reglas de Brasilia que establecen de manera expresa el compromiso país de eliminar las barreras que limitan el acceso a la justicia de esta población.



 



Aunada la afectación que la decisión tomada implica a esa población, debe tomarse en consideración las expectativas que el Poder Judicial creó al disponer la apertura de ese Juzgado y dentro de las plazas de juez/jueza, una especializada en materia agraria y que ya se hizo del conocimiento oficialmente por la señora Magistrada Presidenta de la Corte la master Zarella Villanueva en un acto de inauguración realizado en la ciudad de Upala con la presencia de la fuerzas vivas de esos cantones.



 



Esa plaza viene funcionando desde julio pasado y ya ha implicado a esta fecha, la emisión de una serie de resoluciones del Tribunal Agrario y de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, refiriéndose a la competencia material de los asuntos de ese despacho ante los conflictos surgidos en un inicio. También, la Comisión de Asuntos Agrarios que presido, ha generado dentro de sus acuerdos varias acciones de coordinación con ese Despacho para la capacitación especializada del personal que se dedica a la materia agraria; y además, con la divulgación a la población de Upala y de Guatuso de los servicios que ofrece la Jurisdicción Agraria. Dentro de este proceso, se ha involucrado a la Defensa Pública Agraria, disponiéndose de parte de doña Marta Iris Muñoz, Jefa de la Defensa Pública, de una persona que se ocupe de atender los asuntos de esa población usuaria.



 



La suscrita, como Magistrada de la Sala Primera de la Corte, como Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y también, como Presidenta de la Subcomisión de Personas Indígenas, muestra su preocupación ante las y los integrantes del Consejo Superior por la decisión tomada. Por ende, basada en la afectación al servicio público que esa decisión podría generar a la población usuaria de Upala y Guatuso, y a la imagen institucional al revertir la creación de una plaza de persona juzgadora que se ocupe de lo agrario, con las implicaciones económicas y de dilación procesal que tendrá en los procesos agrarios respectivos.



 



Resalto el hecho de que la decisión del Consejo Superior está basada especialmente en la sugerencia de las juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, quienes aparte de laborar en materias ajenas a la agraria y de reciente incorporación al Poder Judicial con nombramiento en ese Juzgado Mixto. Respetamos la posición de esas funcionarias judiciales; sin embargo, no se trata de un criterio técnico, pues en primer orden, no proviene del órgano oficial del Poder Judicial –Dirección de Planificación- ni de personas conocedoras de la problemática de la zona, pues tienen de laborar en ese despacho a lo sumo dos meses. Estoy segura, son funcionarias judiciales muy valiosas y con muchas cualidades intelectuales, puesto que fueron designadas para realizar una labor tan importante en una zona del país que requiere todo el apoyo del Poder Judicial para facilitar el acceso a las personas usuarias; sin embargo, parece desconocen la problemática agraria propia de una zona limítrofe donde confluyen diferentes regímenes propios de las zonas ABRE  -áreas bajo regímenes especiales- como son la franja fronteriza administrada por el Instituto de Desarrollo Rural, territorios indígenas dedicados a la producción agraria, zonas en las que hay refugios nacionales, privados y mixtos, entre otros.



 



Solicito se valore de nuevo los estudios estadísticos oficiales, emitidos por la Dirección de Planificación, que sirvieron de base a la inclusión en el Presupuesto del Poder Judicial de una plaza de Jueza o  Juez Agraria que se ocupara de los asuntos agrarios en el Juzgado Mixto de Upala, los cuales fueron avalados por el Consejo Superior al proponer el presupuesto a Corte Plena, y a las magistradas y magistrados para que en su momento acordaran la creación como agraria de dicha plaza y su incorporación al Presupuesto que en su momento fue aprobado por la Asamblea Legislativa.



 



En la sesión Nº 38-10 del 21 de abril del 2010, artículo IV, el Consejo Superior  conoció los alcances del informe Nº 073-PLA-PI-2010 la Dirección de Planificación, referente al estudio para determinar la viabilidad de crear un juzgado que atienda las materias Civil, Laboral, Agrario, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica en el cantón de Upala. En esa oportunidad se dispuso lo siguiente:



 



“En razón del análisis elaborado, se recomienda la creación de un Juzgado en la zona de Upala, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe, de forma que el despacho conozca asuntos Civiles, de Trabajo, Agrarios, de Familia, Penales Juveniles y Violencia Doméstica de las zonas de Upala y Guatuso.”



 



En la información relevante se consideró los alcances del informe Nº 073-PLA-PI-20101, al cual remitimos a las y los estimables integrantes del Consejo Superior.



 



En el proceso presupuestario del 2010 (para el año 2011) se recomendó la creación de un Juzgado para atender las materias de Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Domestica para las zonas de Guatuso y Upala, con sede en este último. En el referido informe se analizó el rendimiento mostrado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Juzgado Familia y Penal Juvenil y Juzgado Civil y Trabajo ambos del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos),  para lo cual se revisó la cantidad de asuntos entrados, durante los primeros nueve meses del 2009. Asimismo se realizó una comparación con los despachos homólogos que  muestran algunas similitudes con la zona de Upala. Con base en los resultados obtenidos, se recomendó para el 2010 la creación de un Juzgado Mixto de Mayor Cuantía en el cantón de  Upala, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe Nº 073-PLA-PI-2010. Ese informe fue aprobado por el Consejo Superior en sesión Nº 38-10 del 21 de abril 2010 (Presupuesto 2011), artículo IV, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe, de forma que el despacho conocería asuntos Civiles, de Trabajo, Agrarios, de Familia, Penales Juveniles de las zonas de Upala y Guatuso. Asimismo se dispuso, este nuevo Juzgado Mixto de Upala asumiría la materia de Violencia Doméstica, por cuanto la Ley así lo dispone respecto a la competencia de los asuntos de Familia. No obstante, por restricciones presupuestarias tuvo que eliminarse la creación del citado Juzgado.



 



Se valoró además, el movimiento de los asuntos entrados del cantón de Upala, en las materias Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), así como, en el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, el Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Upala, durante los primeros nueve meses del 2012.



 



Con criterios técnicos, el informe que sirvió de base a la decisión de crear una plaza de juez/jueza agraria para ese Juzgado Mixto, hizo un análisis comparativo de la carga de trabajo con despachos homólogos que atienden la materia Agraria. Se comparó la carga de trabajo que genera la materia Agraria de la zona de Upala-Guatuso con algunos Juzgados Especializados, con el fin de profundizar en la viabilidad de asignar esa materia al despacho por crear.



 



Posteriormente con el informe 85-PLA-DO-2013, la Dirección de Planificación nuevamente recomendó que el citado Juzgado conociera  la materia Agraria en el apartado de los elementos resolutivos indicó lo siguiente:



 



“4.3.- La materia Agraria en las zonas de Upala y Guatuso genera una cantidad de asuntos importantes que se deben adicionar al nuevo Juzgado Mixto de Upala, para lo que se debe crear una estructura mínima de 1 jueza o juez y de 1 técnica o técnico judicial.” (Lo resaltado no pertenece al original).



 



 Con el respeto acostumbrado, estimo que revertir esa decisión basada en criterios técnicos de Ustedes como integrantes del Consejo Superior, cuya función principal es la Administración del Poder Judicial con criterios técnicos; y las magistradas y magistrados integrantes de Corte Plena -jerarcas institucionales en los términos de la normativa de Control Interno- implicaría una grave afectación del servicio público, por lo que pido recurso de revocatoria del acuerdo del Consejo Superior.



 



Es lamentable lo acontecido con la persona designada en un inicio como juez agrario de ese Despacho al no pasar el período de prueba, sobre lo cual omito pronunciamiento pues desconozco los motivos, pero no es razón suficiente para que sirva de oportunidad para que se acoja la sugerencia de las juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, de ese Despacho, quienes se reitera, no tienen los conocimientos técnicos en estadística.



 



En relación con la materia penal juvenil, la cual sin duda es fundamental para el Poder Judicial y fue considerada en el estudio de Planificación que sirvió de base, podría recargársele a las plazas que ocupan juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, quienes según se desprende del contenido del acuerdo, están muy sensibilizadas en la temática, aprovechando sus conocimientos y proyección.



 



Copio esta gestión al Consejo de la Judicatura, solicitando que no se proceda con la integración de la terna de la plaza Nº 369942 de Juez/Jueza 3 del Juzgado Agrario, Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, con sede en Upala; con una persona de la lista de elegibles de juez/jueza de una materia ajena a la agraria, hasta tanto no se conozca de esta reconsideración.”



 



- 0 -



 



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar criterio técnico a la Dirección de Planificación sobre las cargas de trabajo y necesidad de recurso especializado de Juez del Juzgado Civil y de Trabajo de Upala en las materias agraria y penal juvenil. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo de la Judicatura para que mantenga en suspenso el concurso para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del citado Juzgado.”



- 0 -



Informa la Secretaria General de la Corte que según consta en el Sistema Integrado de Correspondencia electrónica el acuerdo anterior se hizo de conocimiento –entre otros- de la Magistrada Arias Madrigal, por medio de copia oficio N° 9647-14 del 22 de setiembre de 2014, entregado a los destinatarios a las 9:22 horas  del 25 de ese mes.



La Magistrada Doris Arias Madrigal, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en materia Penal Juvenil, mediante oficio Nº 120-705-14 del 17 de octubre de 2014, expuso lo siguiente:



“…De forma respetuosa, y a la luz del recurso de reconsideración planteado por la Comisión de Asuntos Agrarios, les solicito se mantenga el acuerdo tomado por este Consejo, en la sesión N° 83-14 celebrada el 18 de setiembre del 2014, artículo IX, en el cual se establece:



 



“Acoger la gestión anterior, en consecuencia, solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, este sea para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resulte nombrada apoye, en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el Juzgado.”



 



El Despacho de la Presidencia, el Consejo de la Judicatura, la Dirección de Gestión Humana y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme Se declara acuerdo firme. (sic)”



 



Primero: conforme lo estipula el propio acuerdo de este Consejo, el mismo ha adquirido firmeza, por lo que no es susceptible de ser revisado nuevamente.



 



Segundo: tal y como se informó a este Consejo por parte de la Sub Comisión Penal Juvenil, mediante oficio No. 109-705-14, del 01 de octubre  del 2014, existen un total de 124 expedientes de la jurisdicción de Upala, que no están siendo atendidos por personal especializado en materia penal juvenil, con el agravante de que existen múltiples vulnerabilidades de dicha población, no solo en razón de grupo etario, sino también que se trata de personas involucradas en conflictos sociales, carencia de recursos económicos y pertenencia a población indígena, y otras causas de vulnerabilidad, de ahí la importancia de contar con Juez Penal Juvenil que dirima los diferentes conflictos sociales.



 



Tercero: mediante oficio 119-705-14, del 20 de octubre, esta Sub Comisión está solicitando, a requerimiento del Departamento de Planificación, según traslado que se nos realiza mediante oficio Nº 788-PLA-2014, el traslado de todos los expedientes de la jurisdicción de Upala que actualmente se encuentran en el Juzgado Penal Juvenil de San Carlos, a su homólogo de Upala, en razón de que se estaría dificultando el acceso a la Justicia, a la población de este último cantón, sobre el cual pesan una serie de condiciones de vulnerabilidad, entre ellas en razón de su situación socioeconómica, que dificultan su traslado de Upala a San Carlos, lo cual contravendría la política institucional de que la Justicia se acerque a las personas y no viceversa, así como los compromisos adquiridos en las Reglas de Brasilia.



 



Cuarto: recordemos que existen principios en la materia penal juvenil, como lo es el del interés superior de la persona menor de edad que no pueden ser vulnerados por decisiones administrativas o judiciales, salvo que exista otro principio de mayor jerarquía que lo haga ceder y, a fin de cuentas, potencialice aquél (lo cual no es el caso de la materia agraria). Así lo ha concebido la Sala Constitucional, mediante resolución 2008-15461, de las quince horas y siete minutos, del quince de octubre de dos mil ocho, el cual reza:



 



“…como principio general reconocido y plenamente aplicable, al interés superior del niño no le es oponible norma o decisión alguna –administrativa o judicial- que le contradiga, salvo que en circunstancias determinadas se encuentre en liza la aplicabilidad de algún otro principio general del mayor nivel, en cuyo caso el operador jurídico deberá atenerse a la prueba de ponderación y al rol de cada principio en el caso particular. De tal forma, ignorar el carácter principial del interés superior del niño desatendiendo su aplicación estricta en aquellos casos que involucren a personas menores de edad, resulta contrario a los reconocimientos que sobre el particular efectúa el Derecho de la Constitución, a la vez que da margen para situarse en una posición de vulnerabilidad frente al mandato del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En otras palabras, las autoridades administrativas y judiciales tienen la obligación de reconocer y aplicar el principio general del interés superior del niño, en perfecto acatamiento de su carácter de principio, de los mandatos establecidos por el Derecho de la Constitución, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes de conformidad con lo ordenado por el referido artículo 2 de la Convención Americana.”



 



En razón de lo anterior, solicito respetuosamente, se mantenga el acuerdo tomado en la sesión N° 83-14, del 18 de setiembre del 2014, artículo IX, y se realice el concurso para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 para conocer materia penal juvenil, ello para salvarguardar el interés superior de las personas menores de edad en conflicto con la ley penal, así como también, el de las demás poblaciones vulnerables involucradas. Se aclara, que la persona nombrada en esta plaza colaborará, asimismo, con las demás materias que conoce el Despacho, es decir, no es exclusivo de penal juvenil.



 



(…)”



- 0 -



Se acordó: 1) Tener por presentado el recurso de recondideración planteado por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en materia Penal Juvenil. 2) Mantener lo resuelto en la sesión Nº 87-14 celebrada el 2 de octubre de 2014, artículo LXXIV, y estar a la espera del informe solicitado a la Dirección de Planificación en la sesión de referencia.








 








Acta de Consejo Superior Nº 097 - 2014








Fecha: 06 de Noviembre del 2014



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XVIII



Documento N° 2098, 12693-14



 



            En sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe N° 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la Jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios del cantón de Buenos Aires, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



            La máster Wendy Beita Ureña, Jefa interina de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en oficio N° 1192-ARICJZS-2014 recibido el 27 de octubre de 2014, solicitó lo siguiente:



“…, la Administración I Circuito Judicial de la Zona Sur y  el Juzgado Agrario I Circuito Judicial de la Zona Sur, en coordinación con la Comisión de la Jurisdicción Agraria del Poder Judicial y Subcomisión de Pueblos Indígenas, nos encontramos trabajando en la realización del "TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, con la finalidad atender lo estipulado en el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión número 23-14 del 13 de marzo de 2014 artículo XXI inciso e), el cual indica:



 



(..) "e) La Jueza Coordinadora del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, coordinará las acciones pertinentes para replicar el programa "Sesenuk Bere" vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires".



 



Para la realización de dicho taller se presenta la siguiente propuesta:



 



"TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL



PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, es una propuesta de trabajo que ha sido gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas.



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



2. ORIGEN DE LA IMPLEMENTACIÓN EN EL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR.



 



Esta propuesta se proyecta en concordancia con el acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



ARTÍCULO XXI



 



(…)



X.- Recomendaciones



 



(…) 10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



 



3. OFICINAS PROMOVENTES DEL TALLER



 



Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



4. OBJETIVOS



 



Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



 



Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



 



Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



 



Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



 



5. PARTICIPANTES



 



Se espera contar con la participación de 85 personas.



 



Distribución de participantes:



 



14 Representantes (dos por cada territorio) de las áreas indígenas Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré y Ujarrás; Se están realizando las confirmaciones para definir la lista de asistentes.



 



36 Servidores y servidoras judiciales de los despachos y oficinas Judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur; Se ha extendido la invitación de  al menos dos servidoras o servidores judiciales por despacho u oficina judicial del circuito, para lo cual previo a confirmar la participación, deben contar con el visto bueno de la jefatura respectiva.



 



10  Representantes de Comisión de Asuntos Agrarios y de la Subcomisión de Asuntos Indígenas.



 



02 Servidoras judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que estarían a cargo de la divulgación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, aprovechando su experiencia y buenas prácticas en la implantación del mismo.



 



01 Servidor Judicial de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón: Licenciado Carlos Romero Rivera.



 



01 Servidor Judicial de la Contraloría de Servicios de Corredores: Licenciado Freddy de Jesús Mora Duran.



 



02 Servidoras judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que estarían a cargo de la divulgación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, aprovechando su experiencia y buenas prácticas en la implantación del mismo.



 



04 Personeros de instituciones públicas tales como: CCSS, ICE, INDER, CONAI, Defensoría de las y los Habitantes.



 



15 Indígenas de la Reserva Gnobe; De esta reserva indígena se cuenta con la confirmación del señor Faustino Montezuma Bejarano, señora Lidia Ruiz Bejarano, señor  Octavio Montezuma Montezuma, señor Tomas Montezuma Ruiz, señor Bernabé Rodríguez Caballero, señor  Martín Beita Mendoza.



 



6. METODOLOGÍA



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicará una metodología magistral por parte de dos funcionarias judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes.



 



Se realizarán charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se dará un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistan, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



Se tomará del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



Se esta coordinando que en relación a los costos y demás que se requiera para atención de las 15 personas indígenas de la Reserva Gnobe sean asumidos por la Agencia Internacional de Cooperación Española- AECID, para lo cual se están efectuando las acciones pertinentes por medio de la Oficina de Relaciones Internacionales del Poder Judicial.



 



 



8. PROGRAMA



 



PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



Lugar:   Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón



Fecha:  Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



- Palabras de la Magistrada Licenciada Carmen María Escoto Fernández.



- Participación del representante por parte del Departamento de Planificación.



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m. -09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad Judicial de los indígenas en el Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



                     Exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



Exposición cuanto a la Gestión que se ha dado con los asuntos indígenas que se tramitan a lo interno.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. -11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



                     Exposición de Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES.



Participación e interacción de los participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:30 p.m. a 03:30 p.m.



				Visiones del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



                     Presentación de las Funcionarias Elida Quirós Vásquez y Rosalyn Retana Azofeifa. del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros y alcance del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, Atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.







				03:30 p.m. a 03:45 p.m.



				Refrigerio.







				03:45 p.m. a 04:00 p.m.



				Palabras del Juez Civil y de Trabajo de Buenos Aires, Jean Carlos Céspedes Mora.











 



 



Lugar:    Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón



Fecha:   Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:15 a.m.



				Bienvenida por parte de las personas indígenas.



Presentación de las personas asistentes.







				08:15 a.m. a 10:00 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



                     Participación de la licenciada Elida Quirós Vásquez y licenciada Rosalyn Retana Azofeifa del I Circuito Judicial de la zona Atlántica.



                     Exposición y mesa de trabajo.



                     Logros y alcance del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



                     Videos sobre diligencias judiciales del plan Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



 



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



 



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 11:30 a.m.



 



 



				Presentación de la MBA. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



                     Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas de la zona, de la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales.



                     Participación de los operadores jurídicos (jueces, fiscales, defensores) desde su visión.



Posibles propuestas de solución y apoyo al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë







				11:30 a.m. a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires. (En proceso de confirmación)







				02:30 p.m. a



03:00 p.m.



 



				[bookmark: __DdeLink__225_587749916]Visión de la Defensa Pública.- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública.







				03:00 p.m. a



03:15 p.m.



				Refrigerio







				03:15 p.m. a 03:45 pm



 



03:45 pm a



04:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



 



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.











 



 



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la Zona Sur, así como fortalecer las acciones que la institución ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; respetuosamente solicito lo siguiente:



 



01.    Autorizar la realización del "TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, a realizarse en el I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR, los días 20 y 21 de Noviembre de 2014.



 



02.    Aprobar el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014, por medio del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, programa 926, subpartida 1 07 01, IP 22, con un costo aproximado de ¢1.614.200.00 (Un millón seiscientos catorce mil doscientos colones), certificación de Contenido N° 0801-P-2014.



Esto según lo acordado en sesión ordinaria número CAA-09-2014, celebrada 13 de septiembre 2014, Artículo II, de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



03.    Se autorice la participación y conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



       Magistrada Carmen María Escoto Fernández.



       Licenciado Rodolfo Solórzano Sánchez, Coordinador de la Defensa Publica Indígena o a quien se designe como suplente.



       Licenciada  Magdalena Aguilar, en representación de la Escuela Judicial.



       Licenciada Karen Leiva Chavarría, Oficina de Cooperación Internacional.



       Licenciada Elida Quirós Vásquez, Jueza, Juzgado de Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



      Licenciada Rosalyn Retana Azofeifa Defensora, Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



      Licenciado William Arburola Castillo, Juez Coordinador, Juzgado Agrario I Circuito Judicial de la Zona Sur.



      Licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Coordinador, Juzgado Civil, Laboral Familia de Buenos Aires.



      Licenciado Carlos Romero Rivera, Contralor, Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



      Licenciado Freddy Mora Duran,  Contralor, Contraloría de Servicios de Corredores.



 



04.    Autorizar la participación y conceder permiso con goce de salario, sin sustitución a la licenciada Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario; así como a las servidoras y servidores judiciales de los despachos y oficinas Judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur que se inscriban en el mismo, siempre y cuando previo a confirmar la participación, cuenten con el visto bueno de la jefatura respectiva.



 



05.     Autorizar a la Escuela Judicial la grabación de este Taller, como respaldo a las acciones que efectúa la Subcomisión de Asuntos Indígenas; a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.”



- 0 -



A esos efectos, adjunta oficio Nº 801-P-2014, fechado el 20 de octubre de 2014, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, donde remitió certificación de contenido presupuestario con el fin de atender el "Servicio de alimentación, para 70 personas y Hospedaje para 14 representantes de Zonas Indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, denominada Taller Sesenuk Bere en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, con un costo aproximado de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección y Administración", IP 22 "Escuela Judicial" y subpartida 10701 "Actividades de Capacitación".



[bookmark: _Toc361685750]Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1) Autorizar la realización del "Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014. 2) Aprobar el gasto por la suma de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al Programa 926, IP 22, Subpartida 10701, a fin de sufragar los gastos necesarios del servicio de alimentación, para 70 personas y hospedaje para 14 representantes de zonas indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, que se dio cuenta. 3.)Autorizar la participación con sustitución de las servidoras y servidores de la lista transcrita a fin de que asistan al citado taller. 4.) Tomar nota de que la Presidenta, Magistrada Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández,  a fin de que asista a la citada actividad. 5.) Autorizar la participación sin sustitución de la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, para que asista al taller anteriormente indicado. Lo anterior en el entendido de que deberá tomar las medidas necesarias para que el servicio público a su cargo no se vea sustancialmente afectado. 6.) La Escuela Judicial realizará la grabación del respectivo taller a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



La Comisión de la Jurisdicción Agraria, el Despacho de la Presidencia, la Dirección de Gestión Humana, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2015








Fecha: 20 de Enero del 2015



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO LXXVI



Documento 12544-13, 339-15



En correo electrónico del 9 de enero de 2015, los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, hicieron de conocimiento lo siguiente:



“(…)



 



En acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, así como en apego a las políticas institucionales de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, se brinda el INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË ejecutado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), que tuvo lugar los días 20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.



 



Quedamos a sus órdenes para cualquier aclaración o ampliación del informe de cita.”



- 0 -



 



Seguidamente, se transcribe el informe en mención:



 



“INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. LUGAR Y FECHA DE REALIZACIÓN:



 



20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó (de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.).-



 



2. MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DEL TALLER:



 



Esta actividad fue sugerida por la Comisión de Asuntos Agrarios (sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014) ante la buena práctica de los tribunales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se verificó en acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



[bookmark: _Toc409110087]ARTÍCULO XXI



 



(…)



 



X.- Recomendaciones



 



(…)



 



10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



3. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA:



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë (en su traducción original Vivir en Armonía), es una propuesta de trabajo gestada en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas.



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



4. OFICINAS PROMOTORAS Y EJECUTANTES DEL TALLER:



                Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



                Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



                Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



                Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



5. OBJETIVOS PLANTEADOS:



 



                Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



                Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



                Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



                Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



                Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



                Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a las personas usuarias que residen en zonas alejadas, como las comunidades indígenas.



 



6. METODOLOGÍA DE TRABAJO APLICADA:



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicó una metodología magistral por parte de una funcionaria judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, actores de los distintos sectores judiciales; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes. Se realizaron charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se abordó un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistieron, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



La Escuela Judicial grabó en su totalidad las dos jornadas de trabajo de este Taller como respaldo a las acciones de implementación del programa e insumo para los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



Se tomó del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



También se contó con la colaboración presupuestaria de la Administración Regional del Circuito, quién asumió gastos menores de la actividad y antepuso sus buenos oficios para cancelar viáticos a las personas indígenas asistentes (hospedaje, alimentación y transporte).-



 



8. NÚMERO FINAL DE PARTICIPANTES Y PERSONAS ASISTENTES VINCULADAS CON LA TEMÁTICA INDÍGENA:



 



En total asistieron 60 personas, entre los que destacan:



 



a) 15 Personas representantes de los pueblos indígenas de Pérez Zeledón, Buenos Aires y Corredores (territorios Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré, Ujarrás y personas de la étnia Gnöbe).-



 



				Octavio Montezuma Montezuma



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Santa Palacios Santiago



				Conte, Burica



				Reserva indígena Gnöbe







				Elisa  Rodríguez Santo



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Mirna Román Rodríguez



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Martin Beita Mendoza



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Tomás Montezuma Ruíz



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Fabio Flores Reyes



				ASOCULPROTAN



				Reserva indígena Térraba







				Maximiliano Torres Torres



				Consejo de Ancianos Originarios de Cabagra



				Reserva indígena Cabagra







				Doris Ortiz Ortiz



				Coordinadora Autoridades Étnicas Tradicionales de Mayores



				Reserva indígena Salitre







				Jacinto Fernández Villanueva



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Doris Ríos Ríos



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Irma Maroto González



				ADI



				Reserva indígena Boruca







				Moisés Torres Figueroa



				Asociación Bienestar de Ojo de Agua



				Reserva indígena Boruca







				David Zúñiga Reyes



				 



				Reserva indígena Ujarrás







				Hugo Lázaro Estrada



				ARADIKES



				Reserva Indígena Rey Curré











 



b) 13 Autoridades judiciales del sector jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo:



 



- Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Presidenta de Comisión de Asuntos Agrarios.



- Magistrada Suplente y Jueza del Tribunal Agrario Damaris Vargas Vásquez.



- Msc. Wendy Beita Ureña, Administradora del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



- Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



- Lic. Freddy Mora Duran, Contralor de la Contraloría de Servicios de Corredores.



- Lic. William Arburola Castillo, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Lic. Bernardo Solano Solano, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Lic. Jean Carlos Céspedes Mora, Juez del Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



- Licda. Rosalyn Retana Azofeifa Defensora de la Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



- Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y integrante de Subcomisión de Pueblos Indígena.



- Lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, servidor de la Defensa Publica Indígena.



- Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial.



- Sr. Juan Carlos Salas Ruiz, Producción del Áreas de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.



 



c) 28 Servidores del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón):



 



- Andrea Aguero Beita, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Karen Mora Gómez, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Homero Gamboa González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



-Jorge Bolaños González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Esteban Jiménez Godínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Jessica Torres Marín, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Johanna Gamboa Guzmán, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Lidieth Fallas Martínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Kristel Vargas Cartín, Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Meibol Araya Arguedas, Juzgado de Familia de Pérez Zeledón.



- Elena García Rodríguez, Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón.



- Glenda Leiva López, Oficina de Trabajo Social y Psicología de Pérez Zeledón.



- Jessica Rodríguez Valverde, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



- Yorleny Garro Fernández, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Angelyc Núñez Abarca, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Graciela Gamboa Ortíz, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



- Andy López Arguello, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



- Diego Mora Araya, Juzgado de Tránsito de Pérez Zeledón.



- Jorge Villareal Ureña, Centro de Conciliación de Pérez Zeledón.



- José Ángel Fallas Palacios, Fiscalía de Pérez Zeledón.



- Natacha Fernández Mata, Defensa Pública Pérez Zeledón.



- Michael Zúñiga Arias, Juzgado Penal de Pérez Zeledón.



- Henry Godínez Coto, Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires.



- Shirley Azofeifa Sánchez, Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón.



- Kenneth González Barboza, Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



- Christián Andrés Granados Ureña, Juzgado Penal de Buenos Aires.



- Ericka Cordero Marroquín, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



- Tatiana García Chávez, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



d) 4 Personeros de instituciones públicas y del sector académico:



- Adriana Ulate Carranza, Abogada de la Presidencia del Instituto de Desarrollo Rural.



- Carlos Eduardo Cruz Meléndez, Antropólogo, Catedrático Universitario de la Universidad Nacional y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



- Roberto de Padro Lizano, Defensor de los habitantes en la Zona Sur.



- Mauro Chinchilla Sánchez, funcionario de la Caja Costarricense del Seguro Social de Pérez Zeledón.



 



e) En la logística y preparativos de la actividad colaboró el señor Javier Rodríguez Oconitrillo, quien es asesor indígena del Instituto Interamericano de Derechos Humanos e Integrante de la Subcomisión Pueblos Indígenas.-



 



8. PROGRAMA DESARROLLADO:



Fecha: Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes y bienvenida oficial.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur, lic. William Arburóla Castillo.



- Palabras de la Administradora Regional de Pérez Zeledón, Msc. Wendy Beita Ureña.



- Palabras del Contralor de Servicios, lic. Carlos Romero Rivera



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m.  a 09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad de las personas indígenas usuarias del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)



         Presentación y exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



         Detalle de la gestión y seguimiento dado a los asuntos donde intervienen personas indígenas que se tramitan en sede agraria.



         Problemática actual y retos planteados.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m.  a 11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



         Exposición del Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES y consultor en temáticas indígenas.-



Participación, consultas e interacción de las personas participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a 03:00 p.m.



				Visiones y rasgos característicos del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



         Presentación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Espacio para retroalimentación y consultas.-







				03:00 p.m. a 03:15 p.m.



				Refrigerio.







				03:15 p.m. a 04:30 p.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



         Tratamiento en sede penal a los asuntos donde intervienen personas indígenas.



         Políticas actuales en temáticas indígenas.











 



Fecha: Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Bienvenida y registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:45 a.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



         Metodología de trabajo del Ministerio Público en la zona sur para la atención oportuna de los asuntos indígenas.-







				08:45 a.m. a 9:45 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



         Continuación de la participación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Videos sobre diligencias judiciales donde se ha aplicado el programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



 



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



 



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 12:00 a.m.



 



 



				- Presentación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Presentación y ponencia de la Mba. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



         Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas y normativa nacional, internacional y las políticas institucionales actuales.



         Análisis de criterios jurisprudenciales recientes de la Sala Constitucional, Sala Primera y Corte Interamericana de Justicia en temas indígenas, así como pueblos nómadas y agricultores itinerantes.



         Participación de personas indígenas y operadores jurídicos (personas juzgadoras, fiscales y fiscalas, defensores y defensoras y personas servidoras judiciales) desde su visión.







				12:00 a.m. a 01:00 p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



         Régimen legal de protección de derechos de las personas indígenas e instancias de resolución de sus conflictos.-







				02:30 p.m. a



03:15 p.m.



 



				Visión de la Defensa Pública Indígena.



- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública, lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, Consultor en derechos humanos indígenas y ambiente







				03:15 p.m. a



03:30 p.m.



				Refrigerio







				03:30 p.m. a 04:00 pm



 



 



04:00 p.m.  a



04:15 p.m.



04:15 pm a



04:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición del licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires



 



Análisis de resultados, sugerencias y opiniones de las personas participantes.



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo.











 



CONCLUSIONES:



 



1. En la zona sur del país existen problemas de acceso a la justicia que repercuten directamente sobre el proceso penal, agrario, civil, familiar, laboral, entre otros, que deben abordarse acercando la función jurisdiccional, y en general el sistema judicial, a las poblaciones indígenas mediante visitas periódicas en donde se reciban denuncias o demandas, declaraciones y se realizan audiencias orales, logrando la eficacia de éstas.



 



2. Se debe sensibilizar más aún a las personas servidoras judiciales sobre los derecho de las poblaciones vulnerables y buscar su no revictimización, así como maximizar institutos como la conciliación judicial.



 



3. Es preciso crear canales de comunicación efectivos con las poblaciones indígenas y conformar una red con otras oficinas judiciales e instituciones gubernamentales para la atención inmediata de los conflictos y necesidades indígenas, así como para trabajar en la prevención de los primeros.



 



4. Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a los ciudadanos residentes en áreas alejadas y propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial.



 



5. Se debe garantizar y potenciar el uso de medios de comunicación en el idioma propio de los pueblos indígenas existentes en la zona sur.



 



6. Es preciso adoptar un sistema que garantice la formación, acreditación y contratación de personas intérpretes, así como la capacitación de personas juzgadoras y servidoras judiciales en idiomas de las distintas etnias indígenas de la zona sur.



 



7. Fomentar el recurso del peritaje cultural o antropológico, como un instrumento idóneo para involucrar elementos que mejoren la valoración cultural de los pueblos indígenas a la hora de resolver los asuntos judiciales.



 



8. Propiciar el desarrollo de mecanismos de coordinación entre el Poder Judicial y el sistema normativo practicado por las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, así como buscar armonizar e conocer sus formas propias de resolución de casos.



 



9. Replicar el taller Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en la zona de Buenos Aires con la participación activa de más personas indígenas de los distintos territorios y representativas de distintos sectores de su población.



 



10. Crear un Juzgado Agrario Especializado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, a fin de potenciar un acercamiento a la realidad cultural de los pueblos indígenas de la zona.



 



11. Hacer el resultado del taller de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, la Comisión de Asuntos Agrarios, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración Regional y el Consejo de Administración del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, la Contraloría de Servicios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.”



- 0 -



 



En sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe N° 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios de ese cantón, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



Posteriormente, en sesión N° 97-14 del 6 de noviembre de 2014, artículo XVIII, se autorizó la realización del “Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë”, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014.



Para tales efectos se aprobó el gasto por la suma de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al Programa 926, IP 22, Subpartida 10701, a fin de sufragar los gastos necesarios del servicio de alimentación, para 70 personas y hospedaje para 14 representantes de zonas indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, que se dio cuenta.



También se autorizó la participación con sustitución de las servidoras y servidores de la lista allí transcrita con el fin de que asistieran al taller y se tomó nota de que la Presidenta, Magistrada Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández,  a fin de que asistiera a la citada actividad.



Por su parte, a la Escuela Judicial se le solicitó que realizara la grabación del respectivo taller a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



Se acordó: 1) Tomar nota de los resultados del primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, que significa “Vivir en Armonía”. 2)Instar a los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a continuar haciendo esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia a la población indígena. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de los programas de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y de la Escuela Judicial, para que los implementen como una buena práctica, así como del Banco de Buenas Prácticas para los fines correspondientes.








 












 Acta de Consejo Superior Nº 011 - 2015








Fecha: 10 de Febrero del 2015



ARTÍCULO LXXI



Documento N° 1077-15



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio CMEF-SCPI-001-2015 de 28 de enero de 2015, manifestó lo siguiente:



“… que en reunión celebrada el año anterior con las licenciadas Olga Fallas y Argili Gómez Siu, Contralora y Subcontralora de Servicios del Poder Judicial, respectivamente; mediante oficio C337-2014 me indicaron que: “[…] en razón al proceso de reorganización en que se encuentra esta Contraloría, no es posible por el momento colaborarles en el tema de coordinación de las agendas de las sesiones y su seguimiento para la Subcomisión de Pueblos Indígenas.”



 



Dicha decisión entorpece el buen funcionamiento de la Subcomisión, ya que no se cuenta con personal que pueda asumir las labores que realizaba la Excontralora de Servicios, Licda. Lena White Curling. Por esa razón, momentáneamente mi despacho, la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y los integrantes de la Subcomisión  hemos unidos esfuerzos para llevar a cabo esta difícil tarea.



 



No obstante, debido al gran número de tareas que debe realizar la Subcomisión, entre las cuales podemos citar: formular las agendas, levantar actas, dar seguimiento a los acuerdos tomados y al cumplimiento de las acciones establecidas en la Política para el acceso a la justicia de esta población, para el trato y atención que deben recibir, asistir a diversas reuniones, participar en talleres de capacitación tanto para las personas servidoras judiciales como para las diferentes comunidades indígenas del país, dar seguimiento a los talleres impartidos en coordinación con la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECID), realizar giras a las comunidades indígenas, para atender in situ sus necesidades, entre muchas otras, se ha vuelto inmanejable para esta Subcomisión, ejecutar todas estas acciones sin el apoyo de una instancia que reúna las condiciones para hacerlo.



 



Ante esta situación, les comunico que he tomado la decisión de designar a la Unidad de Acceso a la Justicia como la encargada de la coordinación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por ser éste el órgano técnico y ejecutor, que debe dar soporte a las Subcomisiones, de acuerdo con las funciones que le han sido atribuidas, por ello es menester que la Unidad siga contando con el personal que hasta ahora la integra, siendo de vital importancia para garantizar el desempeño de las nuevas tareas otorgadas.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio CMEF-SCPI-001-2015 suscrito por la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Unidad de Acceso a la Justicia.








 












Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2015








Fecha: 26 de Febrero del 2015



ARTÍCULO LXX



Documento 12544-13, 1829-15



La máster Damaris Vargas Vásquez, en carácter de Integrante de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, mediante correo electrónico del 16 de febrero de 2015, con instrucciones de la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Coordinadora de dicha Comisión, remite el acuerdo tomado en sesión CAA-02-2015 del 9 de febrero de 2015, artículo II, el cual literalmente dice:



“Se conoce el Informe presentado por los jueces agrarios interinos del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Bernardo Solano Solano -Coordinador- y William Arburola Castillo, relacionado con el Taller realizado en coordinación con esta Comisión y la Administración del citado Circuito Judicial, el cual indica:



 



De: Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur 
Enviado el: viernes, 09 de enero de 2015 16:25
Para: Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos
CC: Damaris Vargas Vásquez; William Roberto Arburola Castillo; Bernardo Solano Solano; Javier rodriguez oconitrillo; Administración Regional de Pérez Zeledón; Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón
Asunto: Informe de Resultados del Taller de Implementación del programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.-



 



Honorables Integrantes
Consejo Superior
Comisión de Asuntos Agrarios
Subcomisión de Pueblos Indígenas



Administración Regional de Pérez Zeledón



Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón



Poder Judicial



 



Reciban un cordial saludo y nuestro más sincero deseo de éxito en el norte de sus gestiones. En acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, así como en apego a las políticas institucionales de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, se brinda el INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË ejecutado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), que tuvo lugar los días 20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó de 07:30 a.m. a 04:30 p.m..



 



Quedamos a sus órdenes para cualquier aclaración o ampliación del informe de cita.



 



Atentamente;



 



Lic. Bernardo Solano Solano y Lic. William Arburola Castillo



 



Juez Coordinador a.i. y Juez Agrario a.i.



Juzgado Agrario de Pérez Zeledón



 



INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË



 



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. LUGAR Y FECHA DE REALIZACIÓN:



 



20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó (de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.).-



 



2. MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DEL TALLER:



 



Esta actividad fue sugerida por la Comisión de Asuntos Agrarios (sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014) ante la buena práctica de los tribunales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se verificó en acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



1.



2.                      ARTÍCULO XXI



 



(…)



 



X.- Recomendaciones



 



(…)



 



10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



3. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA:



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë (en su traducción original Vivir en Armonía), es una propuesta de trabajo gestada en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas .



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



4. OFICINAS PROMOTORAS Y EJECUTANTES DEL TALLER:



 



Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



5. OBJETIVOS PLANTEADOS:



 



Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



 



Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



 



Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



 



Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



 



Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a las personas usuarias que residen en zonas alejadas, como las comunidades indígenas.



 



6. METODOLOGÍA DE TRABAJO APLICADA:



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicó una metodología magistral por parte de una funcionaria judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, actores de los distintos sectores judiciales; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes. Se realizaron charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se abordó un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistieron, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



La Escuela Judicial grabó en su totalidad las dos jornadas de trabajo de este Taller como respaldo a las acciones de implementación del programa e insumo para los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



  Se tomó del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



También se contó con la colaboración presupuestaria de la Administración Regional del Circuito, quién asumió gastos menores de la actividad y antepuso sus buenos oficios para cancelar viáticos a las personas indígenas asistentes (hospedaje, alimentación y transporte).-



 



8. NÚMERO FINAL DE PARTICIPANTES Y PERSONAS ASISTENTES VINCULADAS CON LA TEMÁTICA INDÍGENA:



 



 En total asistieron 60 personas, entre los que destacan:



 



a) 15 Personas representantes de los pueblos indígenas de Pérez Zeledón, Buenos Aires y Corredores (territorios Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré, Ujarrás y personas de la étnia Gnöbe).-



 



				Octavio Montezuma Montezuma



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Santa Palacios Santiago



				Conte, Burica



				Reserva indígena Gnöbe







				Elisa  Rodríguez Santo



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Mirna Román Rodríguez



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Martin Beita Mendoza



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Tomás Montezuma Ruíz



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Fabio Flores Reyes



				ASOCULPROTAN



				Reserva indígena Térraba







				Maximiliano Torres Torres



				Consejo de Ancianos Oiginarios de Cabagra



				Reserva indígena Cabagra







				Doris Ortiz Ortiz



				Coordinadora Autoridades Étnicas Tradicionales de Mayores



				Reserva indígena Salitre







				Jacinto Fernández Villanueva



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Doris Ríos Ríos



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Irma Maroto González



				ADI



				Reserva indígena Boruca







				Moisés Torres Figueroa



				Asociación Bienestar de Ojo de Agua



				Reserva indígena Boruca







				David Zúñiga Reyes



				 



				Reserva indígena Ujarrás







				Hugo Lázaro Estrada



				ARADIKES



				Reserva Indígena Rey Curré











 



b) 13 Autoridades judiciales del sector jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo:



 



- Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Presidenta de Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Magistrada Suplente y Jueza del Tribunal Agrario Damaris Vargas Vásquez.



 



- Msc. Wendy Beita Ureña, Administradora del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



- Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Freddy Mora Duran,  Contralor de la Contraloría de Servicios de Corredores.



 



- Lic. William Arburola Castillo, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Bernardo Solano Solano, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Jean Carlos Céspedes Mora, Juez del Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



 



- Licda. Rosalyn Retana Azofeifa Defensora de la Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



- Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón e integrante de Subcomisión de Pueblos Indígena.



 



- Lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, servidor de la Defensa Publica Indígena.



 



- Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial.



 



- Sr. Juan Carlos Salas Ruiz, Producción del Áreas de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.



 



c) 28 Servidores del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón):



 



- Andrea Aguero Beita, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Karen Mora Gómez, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Homero Gamboa González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



-Jorge Bolaños González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Esteban Jiménez Godínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Jessica Torres Marín, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Johanna Gamboa Guzmán, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Lidieth Fallas Martínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Kristel Vargas Cartín, Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Meibol Araya Arguedas, Juzgado de Familia de Pérez Zeledón.



 



- Elena García Rodríguez, Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón.



 



- Glenda Leiva López, Oficina de Trabajo Social y Psicología de Pérez Zeledón.



 



- Jessica Rodríguez Valverde, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



 



- Yorleny Garro Fernández, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Angelyc Núñez Abarca, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Graciela Gamboa Ortíz, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



 



- Andy López Arguello, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



 



- Diego Mora Araya, Juzgado de Tránsito de Pérez Zeledón.



 



- Jorge Villareal Ureña, Centro de Conciliación de Pérez Zeledón.



 



- José Ángel Fallas Palacios, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



- Natacha Fernández Mata, Defensa Pública Pérez Zeledón.



 



- Michael Zúñiga Arias, Juzgado Penal de Pérez Zeledón.



 



- Henry Godínez Coto, Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires.



 



- Shirley Azofeifa Sánchez, Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón.



 



- Kenneth González Barboza, Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



 



- Christian Andrés Granados Ureña, Juzgado Penal de Buenos Aires.



 



- Ericka Cordero Marroquin, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



 



- Tatiana García Chávez, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



d) 4 Personeros de instituciones públicas y del sector académico:



 



- Adriana Ulate Carranza, Abogada de la Presidencia del Instituto de Desarrollo Rural.



 



- Carlos Eduardo Cruz Meléndez, Antropólogo, Catedrático Universitario de la Universidad Nacional y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



 



- Roberto de Padro Lizano, Defensor de los habitantes en la Zona Sur.



 



- Mauro Chinchilla Sánchez, funcionario de la Caja Costarricense del Seguro Social de Pérez Zeledón.



 



e) En la logística y preparativos de la actividad colaboró el señor Javier Rodríguez Oconitrillo, quien es asesor indígena del Instituto Interamericano de Derechos Humanos e Integrante de la Subcomisión Pueblos Indígenas.-



 



8. PROGRAMA DESARROLLADO:



Fecha: Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes y bienvenida oficial.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur, lic. William Arburola Castillo.



- Palabras de la Administradora Regional de Pérez Zeledón, Msc. Wendy Beita Ureña.



- Palabras del Contralor de Servicios, lic. Carlos Romero Rivera



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m.  a 09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad de las personas indígenas usuarias del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)



Presentación y exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



Detalle de la gestión y seguimiento dado a los asuntos donde intervienen personas indígenas que se tramitan en sede agraria.



Problemática actual y retos planteados.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m.  a 11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



Exposición del Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES y consultor en temáticas indígenas.-



Participación, consultas e interacción de las personas participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a 03:00 p.m.



				Visiones y rasgos característicos del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



Presentación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Espacio para retroalimentación y consultas.-







				03:00 p.m. a 03:15 p.m.



				Refrigerio.







				03:15 p.m. a 04:30 p.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



Tratamiento en sede penal a los asuntos donde intervienen personas indígenas.



Políticas actuales en temáticas indígenas.











 



Fecha: Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Bienvenida y registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:45 a.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



Metodología de trabajo del Ministerio Público en la zona sur para la atención oportuna de los asuntos indígenas.-







				08:45 a.m. a 9:45 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



Continuación de la participación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I     Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



Videos sobre diligencias judiciales donde se ha aplicado el programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 12:00 a.m.



 



 



				- Presentación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Presentación y ponencia de la Mba. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas y normativa nacional, internacional y las políticas institucionales actuales.



Análisis de criterios jurisprudenciales recientes de la Sala Constitucional, Sala Primera y Corte Interamericana de Justicia en temas indígenas, así como pueblos nómadas y agricultores itinerantes.



Participación de personas indígenas y operadores jurídicos (personas juzgadoras, fiscales y fiscalas, defensores y defensoras y personas servidoras judiciales) desde su visión.







				12:00 a.m. a 01:00 p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



Régimen legal de protección de derechos de las personas indígenas e instancias de resolución de sus conflictos.-







				02:30 p.m. a



03:15 p.m.



 



				Visión de la Defensa Pública Indígena.



- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública, lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, Consultor en derechos humanos indígenas y ambiente







				03:15 p.m. a



03:30 p.m.



				Refrigerio







				03:30 p.m. a 04:00 pm



04:00 p.m.  a



04:15 p.m.



04:15 pm a



04:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición del licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires



Análisis de resultados, sugerencias y opiniones de las personas participantes.



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo.











 



CONCLUSIONES:



 



1. En la zona sur del país existen problemas de acceso a la justicia que repercuten directamente sobre el proceso penal, agrario, civil, familiar, laboral, entre otros, que deben abordarse acercando la función jurisdiccional, y en general el sistema judicial, a las poblaciones indígenas mediante visitas periódicas en donde se reciban denuncias o demandas, declaraciones y se realizan audiencias orales, logrando la eficacia de éstas.



 



2. Se debe sensibilizar más aún a las personas servidoras judiciales sobre los derecho de las poblaciones vulnerables y buscar su no revictimización, así como maximizar institutos como la conciliación judicial.



 



3. Es preciso crear canales de comunicación efectivos con las poblaciones indígenas y conformar una red con otras oficinas judiciales e instituciones gubernamentales para la atención inmediata de los conflictos y necesidades indígenas, así como para trabajar en la prevención de los primeros.



 



4. Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a los ciudadanos residentes en áreas alejadas y propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial.



 



5. Se debe garantizar y potenciar el uso de medios de comunicación en el idioma propio de los pueblos indígenas existentes en la zona sur.



 



6. Es preciso adoptar un sistema que garantice la formación, acreditación y contratación de personas intérpretes, así como la capacitación de personas juzgadoras y servidoras judiciales en idiomas de las distintas étnias indígenas de la zona sur.



 



7. Fomentar el recurso del peritaje cultural o antropológico, como un instrumento idóneo para involucrar elementos que mejoren la valoración cultural de los pueblos indígenas a la hora de resolver los asuntos judiciales.



 



8. Propiciar el desarrollo de mecanismos de coordinación entre el Poder Judicial y el sistema normativo practicado por las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, así como buscar armonizar e conocer sus formas propias de resolución de casos.



 



9. Replicar el taller Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en la zona de Buenos Aires con la participación activa de más personas indígenas de los distintos territorios y representativas de distintos sectores de su población.



 



10. Crear un Juzgado Agrario Especializado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, a fin de potenciar un acercamiento a la realidad cultural de los pueblos indígenas de la zona.



 



11. Hacer el resultado del taller de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, la Comisión de Asuntos Agrarios, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración Regional y el Consejo de Administración del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, la Contraloría de Servicios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.-



 



Es todo, se suscriben;



 



Lic. Bernardo Solano Solano y Lic. William Arburola Castillo



Juez Coordinador a.i. y Juez Agrario a.i.



Juzgado Agrario de Pérez Zeledón



** Se adjuntan los listados de asistencia de las personas participantes de la actividad.-



C.c. arch.
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Informa doña Marielos de la Dirección Ejecutiva que se está buscando un espacio independiente del Juzgado Mixto para que laboren; no obstante, indica fue informada recientemente que en la Administración Regional de Pérez Zeledón le informaron, no se va a realizar la remodelación específica para el nuevo Juzgado Agrario, y en su lugar, se esta remodelando una oficina para la persona que ocupe la plaza de juez o jueza agraria de Buenos Aires en el Juzgado Mixto. De igual forma, facilitó el acuerdo tomado por el Consejo Superior para que se proceda a la realización del concurso de esa plaza extraordinaria en materia agraria, el cual literalmente indica:



 



				Artículo LVIII (58) - (58 artículos)







				 







				ARTÍCULO LVIII



Documento 127-2015



La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio Nº 13-DE-2015 del 5 de enero en curso, informó lo siguiente:



“En adición al oficio N°12691-DE-2014 de 2 de diciembre de 2014, mediante el cual se remitió a conocimiento del Consejo Superior el "Informe sobre los requerimientos materiales de las plazas totalmente nuevas que inician en el 2015", me permito informar que, en cuanto al caso del espacio físico para las plazas extraordinarias del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, mediante correo electrónico de 19 de diciembre de 2014, el licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Coordinador de ese Despacho, informa que se realizaron movimientos a lo interno del despacho a efecto de poder ubicar las plazas extraordinarias de Juez 3 y Técnico Judicial 2, a efecto de que inicien labores a partir de enero de 2015.



Donde dicho informe fue acogido en sesión 107-2014 de 11 de diciembre de 2014, artículo LXXII; por lo que de la manera más atenta se solicita se autorice que las plazas antes citadas inicien funciones a partir de enero 2015, como lo estableció la Dirección de Planificación en su momento.”



- 0 -



En sesión Nº 95-14 celebrada el 30 de octubre de 2014, artículo LXXVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Considerando que existe un déficit de espacio físico para alojar nuevos despachos judiciales, se acordó: Solicitar a la Dirección Ejecutiva que una vez aprobado el proyecto de presupuesto para el 2015, determine las plazas nuevas y se verifique, antes de que se hagan los respectivos concursos, las condiciones materiales para el ejercicio de los puestos, a cuyos efectos deberá coordinar lo que corresponda con la Dirección de Gestión Humana y las Administraciones Regionales del país. De lo anterior se informará a este Consejo lo que corresponda.”



- 0 - Posteriormente, en sesión Nº 107-14 del 11 de diciembre de 2014, artículo LXXII, se acogió el Informe sobre los requerimientos materiales y de infraestructura de las plazas totalmente nuevas que inician en el 2015, presentado por la Dirección Ejecutiva. También se comunicó a la Dirección de Gestión Humana que podía dar inicio a los concursos respectivos por cuanto se contaba con las condiciones para que las plazas entraran en funcionamiento, lo anterior con excepción de las Plataformas Integrales de Servicios de Atención a la Víctima de San Joaquín de Flores y Siquirres, por no contar con espacio físico y se hizo una atenta instancia a la Dirección Ejecutiva para que a la brevedad dispusiera de las condiciones para ubicar las Plataformas Integrales de Servicios de Atención a la Víctima de San Joaquín de Flores y Siquirres.



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la señora Directora Ejecutiva. 2) El Consejo de la Judicatura y el Departamento de Personal procederán a realizar los concursos respectivos para sacar a concurso las plazas extraordinarias de Juez 3 en materia Agraria y Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires. Se declara acuerdo firme.



-o0o-



A las 11:55 horas terminó la sesión.



Es copia fiel del original - Tomado del Sistema Costarricense de Información Jurídica el : 9/2/2015 01:41:03 p.m.
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SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del informe remitido por los jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, referido a los resultados del "Primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË y seguimiento de las políticas institucionales referidas a las personas usuarias indígenas", coordinado entre la Comisión de la Jurisdicción Agraria, la Administración y el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur", el cual se realizó los días 20 y 21 de noviembre en dicho Circuito Judicial, con la participación de personas indígenas representantes de los diferentes territorios ubicados en la zona sur del país, así como de funcionarios y funcionarias judiciales de los Juzgados, la Defensa Pública, la Fiscalía y otras del aludido Circuito Judicial, así como del Departamento de Planificación, con la colaboración de la Escuela Judicial. Lo anterior, en ejecución del acuerdo tomado por esta Comisión en sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014 y el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014.



 



2° Se acuerda dar seguimiento a dicho Taller mediante la realización de otra actividad, para lo cual se insta a las personas organizadoras, a continuar dando su apoyo. Se procurará que la sede de este Taller de seguimiento se realice en Buenos Aires de Puntarenas, al ser la sede de la mayoría de las personas indígenas de la zona y por haberse aprobado la creación de una plaza extraordinaria de juez o jueza agraria y otra de técnico o técnica judicial agraria, quienes se ocuparán de atender los procesos indígenas de ese sector.



 



3° Se toma nota del informe presentado por la licenciada Maria de Los Ángeles Gamboa Conejo acerca de los avances de la remodelación del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas, para destinar una oficina dentro del Despacho, para que sea utilizada por el juez o jueza agraria quien se ocupe de los procesos agrarios vinculados con personas indígenas; y de la comunicación que hace del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el que se dispuso: "Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la señora Directora Ejecutiva. 2) El Consejo de la Judicatura y el Departamento de Personal procederán a realizar los concursos respectivos para sacar a concurso las plazas extraordinarias de Juez 3 en materia Agraria y Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires. Se declara acuerdo firme."



 



4° Comunicar este acuerdo a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración, la Contraloría de Servicios, el Juzgado Agrario, la Fiscalía y la Defensa Pública del I Circuito Judicial de la Zona Sur; al Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas; y al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.-



 



5° Se declara este acuerdo firme por unanimidad para su ejecución.-"
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En sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe Nº 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios de ese cantón, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



Posteriormente, en sesión Nº 97-14 del 6 de noviembre de 2014, artículo XVIII, se autorizó la realización del “Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë”, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014.



Luego, en sesión Nº 5-15 del 20 de enero de 2015, artículo LXXVI, se tomó nota de los resultados del primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, que significa “Vivir en Armonía” y se instó a los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a fin de que continuaran haciendo esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia a la población indígena.



Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior.



 








 




Acta de Consejo Superior Nº 048 - 2015








Fecha: 21 de Mayo del 2015



ARTÍCULO XLVII



Documento N° 5814-15



En sesión N° 77-08 celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, dispuso acoger en los términos planteados la gestión de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, en consecuencia:



1.)           Se acogen las siguientes políticas:



 



a)    En aquellos lugares donde existan territorios indígenas los y las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencia in situ.



 



b)  Para cumplir con las distintas actividades dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias in situ.



 



c) Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



 



d) Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



e) Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona.



 



f) Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto, a la brevedad posible y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



 



g) Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



 



h) Que la Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



 



i) Se colocarán distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



 



j) Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



 



2) Establecer que la responsable de la Comisión de Grupos indígenas es la máster Lena White Curling, con apoyo del Comité Asesor en su condición, la primera como Jefa de la Contraloría de Servicios.
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            Mediante oficio N° CACC-1347-2015 de 18 de mayo de 2015, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas del Poder Judicial, solicitó:



“La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, están organizando los talleres “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que ha sido diseñado mediante una consultoría auspiciada por (AECID) - Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, a cargo del Sr. Javier Rodríguez Oconitrillo.



 



El primer taller tiene como objetivo difundir entre la población indígena Ngäbe y personal judicial, los principales hallazgos y resultados de los talleres realizados en 2014  “Acceso a la justicia de los pueblos indígenas Ngäbe” (San Marcos de Tarrazú, Ciudad Nelly y San Vito de Coto Brus) y el “Taller de Devolución sobre las principales barreras que obstaculizan el acceso a la justicia de  los pueblos indígenas Ngäbe” (San José). Ello con el fin de iniciar acciones de seguimiento y trabajo  conjunto con el PANI y personal judicial, en el tema de niñez indígena.



 



El segundo taller pretende divulgar entre la población Ngäbe y el personal judicial, el contenido de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas, aprobadas por el Consejo Superior sesión N° 77-08, celebrada el catorce de octubre de dos mil ocho, articulo XLI. El objetivo de esta actividad es construir un documento con lenguaje sencillo para facilitar el acceso a la Justicia de poblaciones indígenas y su eventual reclamo ante su incumplimiento.



 



En el tercer taller se presentará el documento de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas a personal judicial elaborado en un lenguaje sencillo.



 



Los talleres se realizaran las siguientes fechas:



 



                El primero, el día 26 de mayo, de las 09:00 a las 15:30 horas, en el salón multiuso (A), tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



                El segundo, el día 27 de mayo, de las 09:00 a las 15:30 horas, en la sala anexa, tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



                El tercero, el día 2 de junio, 09:00 a las 15:30 horas, en tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



Se adjunta el programa para cada actividad. 



 



Programa 26 de mayo



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Principales hallazgos de los talleres sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas ngöbe







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación de los hallazgos







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo con el PANI







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Programa 27 de mayo



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Análisis de las 12 acciones sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación del análisis







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo para un documento base en lenguaje sencillo de las 12 acciones para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas y su reclamo ante el incumplimiento







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Programa Día 2 de junio



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Presentación del documento base de las 12 acciones sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación de la presentación







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo sobre los principales lineamientos de la justicia agraria para la protección de los territorios y recursos naturales.







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Se considera muy importante que participe personal judicial que tiene a su cargo temas relacionados con poblaciones indígenas.  Por lo anterior, se solicita permiso con goce de salario para las personas que se dirá (Se adjunta lista de participantes).



 



				NOMBRE



				PUESTO



				OFICINA







				Damaris Vargas Vásquez



				Jueza



				Tribunal Agrario II Circuito Judicial de San José







				Nubia de Los Ángeles Miranda Pérez



				Defensora Pública



				Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas







				Eduardo Chacón Mora



				Coordinador



				Unidad Agraria de la Defensa Pública







				Magdalena Aguilar Álvarez



				Jefa



				Servicios Técnicos de la Escuela Judicial







				Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza coordinadora



				Tribunal Agrario II Circuito Judicial de San José







				Ligia Jiménez Zamora



				Defensora



				Defensa Pública de San José











 



Asimismo, se solicita autorización para que quien sea designado (a) como Juez (a) Agrario (a) de Buenos Aires de Puntarenas, pueda asistir.



 



De los señores y señoras del Consejo Superior, con consideración y respeto,”
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Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de los servidores y servidoras de la lista transcrita, para que asistan a los talleres “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, a realizarse el 26, 27 de mayo y el 2 de junio de 2015, de las 9:00 a las 15:30 horas, en el Tercer Piso del Edificio de la Corte Suprema de Justicia. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para conocerlo. 2.) Instar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que a futuro tome las medidas necesarias para utilizar la video conferencia en este tipo de talleres, de manera tal que sean accesibles para los servidores y servidoras que laboran en zonas geográficas alejadas del Área Metropolitana. 3.) Comunicar a la citada Subcomisión que aun no se ha hecho el nombramiento del Juez o Jueza del Juzgado Agrario de Buenos Aires.



El Departamento de Personal y las oficinas interesadas tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme
















Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2015








Fecha: 02 de Julio del 2015



Descriptores/Temas: Donaciones



ARTÍCULO LXXXIV



Documento 7594-15



Mediante oficio Nº OCRI-102-2015 del 17 de junio de 2015, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, gestionó lo siguiente:



“Me permito hacer referencia al Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, Fase II, en el cual participa el Poder Judicial, por medio de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, con el apoyo de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, OCRI, y la Escuela Judicial.



 



Sobre el particular, me permito informarles que el Comité Directivo del Programa, integrado por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, en correo de fecha 27 de marzo, nos informó la aprobación de un monto de US$10.574,40 en la cuenta de gastos de inversión para la dotación de equipo, para ser utilizado por las instancias judiciales de la zona sur del país, para atender a la población Ngobe, población meta del proyecto en la Fase II.   Se adjunta correo de fecha 17 de marzo de 2015 enviado por la señora Florita Acuña de la Unidad de Cooperación Bilateral de Cooperación Internacional de MIDEPLAN.



 



En este sentido y a efecto de concretar dicho ofrecimiento, a continuación de detalla:



 



1.             DETALLE DEL EQUIPO TECNOLÓGICO



 



De parte del Poder Judicial se solicita el apoyo al Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN y a la cooperación española por medio de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, a efecto de que en el marco del proyecto Gobernabilidad Democrática, Fase II, dirigido a la población indígena en la zona sur-sur, Ngobe; se le brinde equipo móvil al personal judicial ubicado en Corredores, Golfito, Buenos Aires y Pérez Zeledón, para que atienda a estas personas y realice un acercamiento de la justicia a las personas indígenas.



 



A continuación se detalla el equipo tecnológico solicitado, de conformidad con los lineamientos solicitados en circular 92-2012 del 23 de octubre de 2012.  



 



				DISTRIBUCIÓN DEL EQUIPO SOLICITADA POR INSTANCIA JUDICIAL







				CANTIDAD



				EQUIPO



				DESCRIPCION



				COSTO (US$)



				PERIODO DE GARANTIA



				NOMBRE DEL PROVEEDOR



				VIDA UTIL ESTIMADA







				ADMINISTRACION PEREZ ZELEDON







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				1



				GRABADORAS DE SONIDO



				Grabadora de voz Olympus WS-822



				156,25



				6 MESES



				RadioShack
Tel:2220-4042/4031-8270



				Vida útil sujeta a la manipulación que se le de al equipo.







				Subtotal



				2.693,70



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE CORREDORES







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				 68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				Subtotal



				 2.537,45



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE GOLFITO







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				Subtotal



				 2.537,45



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE BUENOS AIRES







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				 72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				1



				GRABADORAS DE SONIDO



				Grabadora de voz Olympus WS-822



				156,25



				6 MESES



				RadioShack
Tel:2220-4042/4031-8270



				Vida útil sujeta a la manipulación que se le de al equipo.







				Subtotal



				2.693,70



				 



				 



				 







				Total US$:



				10.462,28



				 



				 



				 











 



2. JUSTIFICACION PARA EL USO DEL EQUIPO TECNOLOGICO



 



El equipo de cómputo móvil solicitado será de uso del personal judicial ubicado en la zona sur-sur del país, principalmente en Corredores, Golfito, Buenos Aires y Pérez Zeledón, con el propósito de realizar un acercamiento de la justicia a la población indígena en la zona sur-sur, Ngobe.



 



En las Administraciones Judiciales de Pérez Zeledón, Corredores, Golfito y Buenos Aires se atienden todos los asuntos agrarios vinculados con poblaciones indígenas de los distintos territorios cercanos, de igual manera tramitan y resuelven casos de personas indígenas migrantes.  Se atienden demandas, se brinda asesorías y se imparten capacitaciones de acuerdo a las limitaciones actuales de equipo, especialmente para el registro de las audiencias en forma oral; de tal forma que el equipo portátil que se brinde en el marco del proyecto, facilitará al personal judicial, realizar el desplazamiento y la atención a las personas indígenas de la comunidad y alrededores.



 



Asimismo, el personal judicial de Buenos Aires y Corredores, deben trasladarse a las comunidades indígenas para atenderlos in situ, recibir demandas y contestarlas en tiempo y forma, por lo que el equipo resulta fundamental para brindar un mejor servicio a la población indígena de la zona.  Actualmente, se atienden una gran cantidad de asuntos en los que son parte personas indígenas, y en distintas materias, tales como: agrario, penal adulto, penal juvenil, violencia doméstica y pensiones alimentarias, entre otras.   También se deben recibir denuncias, entrevistar testigos, realizar audiencias y juicios, diligencias en las cuales se requiere contar con equipo de cómputo portátil adecuado.   



 



En estas comunidades indígenas se realizan entre otras cosas las siguientes diligencias:



 



         Inspecciones de Campo.



         Tomas de demandas.



         Reconocimientos Judiciales.



         Mediciones con peritos para puestas de posesión.



         Reconocimientos para pruebas anticipadas y medidas cautelares.



         En juicios se recibe la prueba testimonial en el campo.



 



Por otra parte, se realizan actividades de capacitaciones a funcionarias y funcionarios judiciales que atienden población indígena, a fin de sensibilizar y brindar las herramientas básicas para la atención de los y las usuarias indígenas.   Aunado a lo anterior, se coordinan reuniones con autoridades tradicionales de los distintos territorios.



 



Este equipo, además, apoyaría en gran medida al personal judicial, para los traslados que deben realizar a todo el país, para atender a las personas usuarias Indígenas, incluso en zonas de difícil acceso, lo que hace necesario el uso del equipo móvil.



 



Cabe señalar, que las instancias judiciales ubicadas en las zonas antes mencionadas, actualmente tienen carencias de equipo portátil que les permita el desplazamiento in-situ del personal judicial a las comunidades indígenas.  Por tanto, recibir este equipo será de un gran apoyo para atender a las personas indígenas de la zona de sur-sur del país, que demandan de los servicios de la institución.



 



El equipo que se reciba en la institución, será asignado a las administraciones de las instancias judiciales de la zona y se le brindará el soporte técnico necesario para el buen funcionamiento del mismo, dado que contribuirá a brindar un servicio de justicia de calidad y oportuna.



 



3. CRITERIO TECNOLOGICO



 



De acuerdo a la propuesta de equipo tecnológico, mediante correo de fecha 10 de marzo de 2015, se solicitó ante la Dirección de Tecnología de la Información el criterio técnico con respecto al equipo en cuestión.   



 



De lo consultado, en correo de fecha 01 de junio, el señor Martín Hernández, nos indicó: “Revisando su cuadro en Excel y las cotizaciones que remitió, se considera lo siguiente:



 



a.             De acuerdo a la cotización del escáner y revisando en Internet, el mismo es funcional para un trabajo de una oficina pequeña.



b.              Con respecto al computador portátil, la oferta de compufax (DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M) es que se recomienda por cumplir con los estándares de equipo portátil de esta Dirección.



c.             La impresora Epson XP-211 posee las características para ser utilizada en un despacho pequeño donde se desempeñaría de manera ideal.”



 



De acuerdo a lo anterior, se refleja un criterio técnico-tecnológico positivo para la recepción de los equipos en cuestión, según se muestra en el correo adjunto,  por tanto,  sometemos a la estimable consideración del Honorable Consejo Superior, la autorización para recibir el equipo antes mencionado.  De preferencia que pueda ser un acuerdo firme a efecto de proceder a coordinar la adquisición del equipo en el mes de julio próximo.



 



Cualquier consulta sobre el particular, apreciaría dirigirse ante la señora Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales.



 



(…)”
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Relacionado con lo anterior, mediante correo electrónico del 19 de junio de 2015, la servidora Karen Leiva Chavarría, Profesional de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones, dirigido a la servidora Marianela Campos Soto, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en que hizo de conocimiento lo siguiente:



“De acuerdo a lo conversado, me permito enviar adjunto la propuesta de solicitud de autorización del Consejo Superior para la adquisición de equipo para la zona sur-sur de acuerdo al proyecto de AECID-MIDEPLAN-PJ, con base en insumos aportados por Alejandra Monge.



 



De acuerdo a lo consultado a Florita Acuña en correo adjunto, nos respondió que no se puede autorizar que un “juego” de este equipo pueda ser asignado a la Subcomisión, por tanto, se hizo la distribución para entregar en las instancias judiciales del sur, que someto a la consideración de doña Carmenmaría Escoto.



 



Apreciaría tu apoyo para este visto bueno y quedo pendiente de cualquier consulta.”
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Del mismo modo, mediante correo electrónico del 25 de junio de 2015, la servidora Campos Soto, hizo de conocimiento a doña Karen, lo siguiente:



“Le informo que el día de ayer me reuní con doña Carmenmaría y ella dio el visto bueno a los documentos que usted remitió para la adquisición de equipo para la zona sur-sur”
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Por su parte, la servidora Karen Leiva Chavarría, en su citada condición, en correo electrónico del 25 de junio de 2015, dirigido al Máster Mata Brenes, hizo de conocimiento lo siguiente:



“Atendiendo indicaciones de doña Cristina Rojas, me permito solicitar su apoyo a efecto de someter a consideración del Consejo Superior, la solicitud de aprobación para la adquisición de equipo tecnológico, por medio del proyecto de cooperación internacional Gobernabilidad Democrática Fase II, que está a cargo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.  



 



Se adjunta asimismo, el visto bueno de la Magistrada  Carmenmaría Escoto, Coordinadora de dicha Subcomisión.



 



(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia; aprobar la  donación de equipo tecnológico del Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, Fase II, que está a cargo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas; conforme a la distribución propuesta.  








 







Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2015








Fecha: 18 de Agosto del 2015



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 9070-15, 9695-15



[bookmark: _Toc363564669]En sesión Nº 69-15 celebrada el 30 de julio del año 2015, artículo XI, se concedió permiso con goce de salario a la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario por el 5 y 6 de agosto del 2015, a fin de que brindara apoyo y acompañamiento a la Delegación Oficial que tendrá a cargo la defensa oral del Informe de Estado sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas, desde la sede del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



La máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, mediante nota recibida el 10 de agosto de 2015, informó:



“…La presente tiene como fin emitirle informe de mi participación en representación del Poder Judicial, ante la solicitud que se hiciera en Oficio DM-DGPE-429-15 de fecha 23 de julio, remitido por el señor Manuel A. González Sáenz, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, con ocasión de la Defensa del Acumulado de Informes Periódicos 19° a 22° de Costa Rica (CERD/C/CRI/19-22), sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas.



Informe:



El Consejo Superior en sesión Nº 69-15 celebrada el 30 de julio del año en curso, me concedió permiso con goce de salario por el 5 y 6 de agosto del 2015, a fin de que brindara el apoyo y acompañamiento requerido por la Delegación Oficial que tendría a cargo la defensa oral del Informe de Estado; no obstante, le informo que las sesiones de presentación en Ginebra se realizaron el día miércoles 5 de agosto de las 7 am a las 10 am (hora de Costa Rica) en la sede de la Cancillería; y el jueves 6 de las 2 am a las 5 am (hora de Costa Rica), por lo que tal acompañamiento no interfirió en mis labores ordinarias, salvo para lacoordinación de búsqueda y remisión de información relevante, así como la evacuación de consultas por medio de videoconferencia a las personas que integraron la Delegación que se trasladó a Ginebra; y de mensajes de texto o por correo electrónico a los celulares de éstas, ante la urgencia de información.



La dinámica durante los días en que se realizó la defensa inició con la presentación de un resumen del Informe 2014 por parte del Viceministro de Relaciones Exteriores y Culto, como Jefe de Delegación. Después de la presentación, uno de los miembros del Comité (el relator) hizo un resumen del Informe y concedió la palabra a las demás personas presentes ante quien debía rendirse el informe. Los cuestionamientos al país fueron muchos, especialmente porque Costa Rica está a la vanguardia en la defensa de los derechos humanos -como ellos mismos lo admitieron- y tener la sede de la Corte Interamericana de Derecho Humanos. La sesión fue presenciada por la suscrita y demás personas que les acompañamos por medio de videoconferencia desde la Cancillería, a fin de tomar nota de las diversas preguntas y remitir sugerencias de respuestas acompañadas de la información que le sirviera de respaldo. En la siguiente sesión, el jueves de las 2 am a las 5 am, el señor Viceministro se refirió a todas y cada una de las preguntas de manera muy puntual y considerando toda la información que le suministramos desde Costa Rica junto con la experticia de las personas con las que se hizo acompañar a Ginebra. Al finalizar la presentación, cumpliendo siempre con los plazos concedidos, se hizo un reconocimiento a Costa Rica por el Informe y las labores realizadas, invitando a la mejora continua en la defensa de los derechos humanos y se declaró el cierre del Informe país.



En lo medular, los temas en los que se puso más énfasis, son los siguientes:



A. Población Indígena:



En general, la mayoría de las preguntas estuvieron relacionadas con las acciones desplegadas para garantizar el acceso a la justicia de la población indígena, entre ellas:



a) El proceso de consulta en forma previa al desarrollo de proyectos administrativos o legislativos, con especial énfasis en el Proyecto Diquís del ICE.



b) La consulta de proyectos de ley a la población indígena y el porqué de la duración de éstos en trámite y aprobación legislativo, con énfasis en el proyecto de Ley de Autonomía Indígena.



c) El valor que le dan los tribunales de justicia a las decisiones internas de las comunidades indígenas como forma de solución de sus conflictos. Sobre este tema se hizo referencia a decisiones como la de la Sala II en la que en un proceso sucesorio quien debe definir la distribución de bienes es la comunidad indígena de acuerdo a sus costumbres y cosmovisión.



d) El acceso a la justicia de las personas indígenas que viven en lugares alejados. Sobre este tema, se rindió información acerca de las Reglas de Atención a la Personas Indígenas aprobada por el Consejo Superior, cuyo seguimiento ha correspondido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



e) Se preguntó acerca de si existía coordinación interinstitucional en el país para tratar los temas vinculados con personas indígenas. Se le informó que actualmente, tanto la Casa Presidencial como el Poder Judicial, la Defensoría de los Habitantes y representantes de Personas Indígenas forman parte de la Comisión de Asuntos Indígenas de la Asamblea Legislativa, de donde se tomó el acuerdo de diseñar un Protocolo de Consulta a Personas Indígenas.



f) Se interrogó acerca del tratamiento que se da a los derechos de las personas indígenas migrantes desde Panamá y Nicaragua, con especial referencia a la población Gnobe y Buglé que procede de Panamá. Al respecto se refirió a las acciones desplegadas por el Poder Judicial de Costa Rica con fondos de AECID tanto para esta población como para la Bribri. Se facilitó información acerca de resoluciones de Sala Primera y Sala Tercera en las que se ha exigido a los tribunales garantizar que las audiencias de prueba se realicen siempre en el lugar de los hechos, la designación de peritajes culturales, de personas traductoras.



g) Se puso especial énfasis en el problema territorial indígena que se presenta en Salitre. Sobre este extremo se remitió a las personas consultantes al Decreto mediante el cual se crea una Mesa de Diálogo entre el Gobierno y las personas indígenas de la zona así como a los compromisos adquiridos. Se facilitó información acerca del enfoque dado por el Poder Judicial para el acceso a la justicia de esa población mediante la creación de un Juzgado Agrario especializado para que atendiera esos asuntos de manera prioritaria en Buenos Aires de Puntarenas, y las acciones de capacitación al personal judicial que atiende a esas poblaciones.



h) Se consultó sobre la participación dada a las mujeres indígenas en las decisiones que les vincula. Sobre ello se les refirió a las actividades realizadas entre el Poder Judicial y el Encuentro Nacional de Mujeres Indígenas, la participación de éstas como traductoras oficiales, en especial, traductoras de mujeres indígenas conforme lo exige la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



i) Se preguntó sobre la participación que se da a las Asociaciones de Desarrollo Integral conforme a las resoluciones vinculantes emitidas por la Sala Constitucional y a violencia contra personas indígenas en Salitre.



j) Se resaltó la importancia del último censo problacional para poder determinar con mayor certeza de la cantidad de personas indígenas que existen en el país y su ubicación dentro de las zonas del país -no necesariamente en sus territorios- y la identificación que dieron las personas acerca de las poblaciones de las que proceden; no obstante, se cuestionó el porqué de las categorías que se utilizaron: blanco, mestizos, entre otros.



k) Se hizo especial referencia a la importancia de que las personas que atienden asuntos vinculados con personas indígenas en sede administrativa y en sede judicial tengan conocimientos especializados en la temática. Al respecto, se informó a la Delegación en Ginebra sobre las acciones desplegadas por el Poder Judicial en general, y por la Subcomisión de Pueblos Indígenas y la Escuela Judicial, para que las personas servidoras judiciales que atienden esta población estén debidamente actualizada por el carácter supraconstitucional del Convenio 169 de la OIT que regula los derechos de las personas indígenas y demás normativa nacional e internacional, incluyendo las Reglas de Brasilia, con resultados muy positivos, pero con mucho pendiente por hacer.



B. Población Afrodescendiente:



a) Debe resaltarse el reconocimiento que se hizo al país, al ser el primer órgano judicial con una Política de Atención a la Población Afrodescendiente aprobada por su jerarquía -Corte Plena- y se resaltó el hecho de que Costa Rica va a la vanguardia en la protección de los derechos humanos, entre otros, de los derechos de las personas afrodescendientes. En especial, sobre la relevancia de que se incluya en los temarios para las evaluaciones de las personas que deseen acceder a la Judicatura, la aludida Política y la normativa internacional y nacional que la regula. Al respecto es importante resaltar la labor tan importante que realizó para la aprobación de ésta la Magistrada Suplente Milagro Rojas y al apoyo recibido por la Oficina de Cooperación Internacional del Poder Judicial y la Unidad de Acceso a la Justicia por medio de la máster Alejandra Monge. En especial, la presentación de dicha Política por la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia, ante Corte Plena, y la aprobación de ésta en la sesión de Corte Plena del pasado 3 de agosto.-



b) Las consultas estuvieron enfocadas especialmente en el publicación del libro Cocorí y los cuestionamientos de discriminación en relación con éste. Se ofreció una amplia explicación por el Jefe de la Delegación sobre lo acontecido en el país cuando se dio el cuestionamiento, las decisiones judiciales y del Ministerio de Educación sobre el tema. Se le remitieron las resoluciones vinculadas con el tema, emitidas por la Sala Constitucional, y se informó sobre los casos pendientes de pronunciamiento ante ésta. Al respecto, la Magistrada Nancy Hernández y la licenciada la Licda. Sonia Patricia Villegas Grijalba, Coordinadora del Centro de Jurisprudencia Constitucional remitieron la información respectiva, la cual fue trasladada de inmediato a la Delegación en Ginebra para la exposición respectiva.



C. Población Migrante:



El énfasis se puso en la situación que enfrentan las personas migrantes indígenas, especialmente las que se dedican a la recolección de café. Se informó a la Delegación sobre la posición que ha mantenido hasta el momento la Sala Segunda de la Corte sobre las personas trabajadoras que se dedican a la recolecta de café; así como de la población migrante indígena.



Se formularon consultas acerca de la identificación en las cédulas de "8" a las personas migrantes. La delegación explicó en detalle el porqué de esa numeración, y los derechos de las personas que ingresan al país, especialmente en torno al resultado del último censo poblacional.



Para la presentación del informe, aparte de mis conocimientos especializados en la temática, conté con la colaboración a la Dra. Cristina Rojas, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), quien me brindó el apoyo respectivo junto con la Licenciada Karen Leiva. De igual forma, comenté sobre el acompañamiento a la Delegación en la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia realizada el 3 de agosto para aprovechar las sugerencias de las personas integrantes de ésta. Se consultó en esa misma sesión a la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Magistrada Suplente Milagro Rojas, Coordinadora de la Subcomisión de Personas Afrodescendientes, así como a la Magistrada Julia Varela, Coordinadora de la Subcomisión de Personas Migrantes, éstas últimas por medio de correo electrónico. Lo anterior, por si querían aportar datos relevantes que pudieran integrar al informe y el acompañamiento respectivo.



Debe resaltarse el apoyo efectivo en el proceso de la Magistrada de la Sala Constitucional, Dra. Nancy Hernández López y de la Licda. Sonia Patricia Villegas Grijalba, Coordinadora del Centro de Jurisprudencia Constitucional, pues algunas de las preguntas estuvieron relacionadas con pronunciamientos de la Sala Constitucional referidos a derechos humanos de las poblaciones indígenas, migrantes y afrodescendientes y se requerían los datos con urgencia.



En la Cancillería se coordinó directamente con la licenciada Carolina Molina Barrantes del Área Derechos Humanos, Seguridad Humana y Derecho Humanitario de la Dirección General de Política Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto; y en la Delegación que asistió a Ginebra se coordinó con el licenciado Geyner Augusto Blanco Acosta, Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia.-



En general, estimo muy importante que el Poder Judicial mantenga un contacto directo con la presentación de éste y otros informes de seguimiento de Convenciones de Derechos Humanos ante organismos internacionales mediante la coordinación interinstitucional, pues sin duda, los aportes del Poder Judicial son muy valiosos por la labor que se realiza y el compromiso con su cumplimiento.



Agradezco profundamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia por la confianza en delegarme el acompañamiento a la Delegación Oficial que presentó el Informe de Estado 2014 sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas.



Me pongo a su disposición por si requiere información adicional, y adjunto a este documento el Informe Oficial, así como los informes alternativos presentados por la Defensoría de los Habitantes, la Mesa Campesina, y otros.”
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            Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación realizada por la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, con motivo de su participación en la Delegación Oficial que estuvo a cargo de la defensa oral del Informe de Estado sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas. 2) Hacer de conocimiento de la Presidencia de la Corte, de la Comisión de Acceso a la Justicia, de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, de la Subcomisión de Personas Afrodescendientes, de la Subcomisión de Personas Migrantes, así como de la Oficina de Cooperación Internacional y de la Escuela Judicial para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.








 








 








 

















 








Acta de Consejo Superior Nº 091 - 2016








Fecha: 04 de Octubre del 2016



Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad



ARTÍCULO LXXXIX



Documento N° 14137-15, 10764-16



El señor Gustavo Oreamuno Vignet, mediante correo electrónico del 16 de setiembre de 2016, remitió la siguiente Gestión:



“Propuestas, demandas y exigencias de comunidades y organizaciones de la Zona Sur Sur, ante el Gobierno de la República.



Quienes suscribimos, organizaciones y comunidades campesinas, de pueblos originarios y sociales de la Zona Sur Sur (sic) del país, vivimos los efectos de las políticas capitalistas neoliberales que han impuesto al país y a la zona políticos y grupos dominantes y aspiramos y estamos tratando de construir comunidades justas y dignas.



Expresamos nuestro repudio ante las reiteradas y vacías promesas que hacen diversas instancias y funcionarios del Gobierno; ante la problemática y exigencias que una y otra vez hemos documentado y presentado a la administración Solís Rivera.



Por lo anterior, estamos presentando en forma definitiva y por última vez este pliego de propuestas, demandas y exigencias al Gobierno y dando un plazo improrrogable de 15 días a partir de la fecha de este documento, para recibir una respuesta por escrito de parte de las instancias correspondientes; respuesta que debe consistir en un plan de acción real y concreto para cumplir con lo aquí propuesto y demandado; esperamos un plan con acciones, responsables, plazos y los recursos necesarios para su complimiento. Esta son nuestras propuestas y exigencias:



1. Que las instancias públicas y l@s funcionari@s de todos los poderes, respeten las instancias o estructuras originarias y sus decisiones, que conforme a su cultura han venido revitalizando los pueblos originarios.



2. Que se entregue formalmente Finca San Andrés (ubicada en el Territorio Originario Broran Térraba) a las familias originarias Térrabas que lo habitan y trabajan desde hace más de un año y que dicha Finca no sea entregada a la Asociación de Desarrollo Integral de Térraba (ADIT) (cuya personería jurídica no está vigente actualmente); esto tomando en cuenta el avergonzante precedente de Finca Volcancito, la cual fue entregada por la ADIT de manera ilegal a personas no pertenecientes al Pueblo Naso Broran Térraba.



3. Expresamos nuestro total rechazo a las intenciones gubernamentales y de grupos de poder  de continuar con el Proyecto Hidroeléctrico Diquís, ya que el mismo no es una necesidad nacional, sino que corresponde a un crecimiento descontrolado de los mercados de producción y comercialización de la energía eléctrica con el único fin de generar ganancias para ciertos grupos y empresas. 



4. Demandamos que el Gobierno haga cumplir las Medidas Cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a favor del Pueblo Bribrí de Salitre y del Pueblo Naso Broran de Térraba.



5. Exigimos que el Gobierno de respuesta concreta ante las propuestas de Protocolo para el Saneamiento Territorial, la Seguridad e Integridad de los Pueblos Bribris de Salitre y de Irria Bribrí Sä Kä (Cabagra) propuestas elaboradas por ambos pueblos y entregadas al gobierno desde el 24 de abril en el caso de Salitre y desde el 15 de julio en lo que respecta a Iriria Bribrí Sä Kä.



6. Demandamos la inmediata acción del Ejecutivo para realizar los desalojos administrativos contra terratenientes usurpadores, que ya han priorizado los Pueblos Bribris de Salitre (7 desalojos priorizados desde setiembre de 2014) y de Iriria Bribrí Sä Kä (13 desalojos priorizados en julio de 2016), situación conocida por el Gobierno desde las fechas indicadas.



7. Demandamos que el Gobierno haga lo que le corresponda para poner en formal posesión a las familias originarias que desde el 22 de febrero de 2016 han recuperado sus tierras – territorio en las comunidades de Nima Dikol (Palmira) y Brazo de Oro, ambas ubicadas en el Territorio de Iriria Bribrí Sä Kä.



8. El día 8 de marzo del presente año, las y los recuperadores originarios de Brazo de Oro sostuvieron una reunión con funcionarios gubernamentales en Buenos Aires de Puntarenas. En dicha reunión se acordó, que el gobierno estudiaría la situación con respecto a la tierra a recuperar, en un plazo de 6 meses, para así resolver el tema de la usurpación por parte del terrateniente Jesús Monge Bermúdez (quien posee ilegalmente 3 fincas en ese territorio).



Dicho plazo venció el 8 de setiembre, ante lo cual, las y los recuperadores originarios de la Familia Torres Morales, acordaron que una vez que se venza el plazo indicado, dar 10 días hábiles para que se realice el desalojo del invasor. Por lo anterior exigimos que el Gobierno actúe de acuerdo al bloque de legalidad y haga cumplir los derechos de los pueblos originarios y garantice la seguridad e integridad física y territorial del Pueblo Bribrí.



9. Ante los reiterados hechos de violencia contra los Pueblos originarios de la zona (Pueblo Bribris de Salitre e Iriria Bribrí Sä Kä y el Pueblo Naso Broran Térraba), perpetrados por grupos y personas plenamente identificadas y que públicamente hacen alarde de su odio y racismo, como el caso de la Comisión Cantonal Bonaerense;  y ante la impunidad que hasta hoy impera en todos esos casos; exigimos que las Instancias Judiciales, Policiales y Políticas pertinentes brinden un informe del actuar de l@s funcionarios judiciales y policiales de la zona y  presenten un plan minucioso, con plazos y responsables sobre las medidas para acelerar y evitar la impunidad  en los procesos que se siguen contra los responsables de la quema del Ü Sure del pasado 23 de febrero, los ataques a los mayores Adilio  Ortiz Torres y Antonio Torres Leiva el 7 de abril en el que se identificaron como presuntos responsables a Mario Espinoza Vargas; Antonio Jiménez Leiva, Henry Marín Chinchilla, Wilson Uva Hidalgo, Miguel y Luis Bermúdez Matamoros; las constantes amenazas y actos de intimidación perpetrados por Mario Espinoza Vargas y Jesús Monge Bermúdez contra las y los recuperadores de Nima Dikol y Brazo de Oro respectivamente, las amenazas y actos de violencia de Sonia Jiménez Valverde contra la mayor María Evangelista Mayorga Badilla y los múltiples casos de violencia contra el Pueblo Bribrí de Salitre.



10. Exigimos que la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Cabagra (ADIC) entregue al Pueblo Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä las tierras – territorio que tienen en su poder.



11. Demandamos al Gobierno agilizar todos los trámites administrativos y judiciales pendientes, para entregar formalmente y de forma definitiva las tierras de Finca Changuena y Finca Térraba a las familias que los habitan y trabajan.



12. Rechazamos todos los aumentos desproporcionados y abusivos que se han aprobado para diversas líneas de autobuses en la zona y exigimos que no se apruebe ningún otro aumento hasta que no se dé una discusión entre las comunidades y las instancias respectivas. Además exigimos servicios de transporte público con calidad y dignidad y que se apruebe lo antes posible el nuevo modelo tarifarios propuesto por la ARESEP.



13. Demandamos la prestación de los servicios públicos de educación y salud con respeto, calidad y dignidad hacia todos los pueblos y comunidades de la zona.



Esperando una respuesta concreta, seria y responsable a lo aquí planteado en un plazo improrrogable de 15 días y comunicando que realizaremos todas las acciones necesarias para hacer cumplir nuestras propuestas, demandas y exigencias por una vida digna y justa;



Para recibir respuesta y cualquier comunicación ofrecemos las siguientes direcciones electrónicas:



consejomayores.iriria@gmail.com
roberthmv1974@gmail.com
claritaquieltorres@gmail.com
bubulwak09@gmail.com
tuariwak@gmail.com
renierc56@gmail.com
davifer07@hotmail.com
evesaverafa84@gmail.com
ditso.org@gmail.com
tavoreamuno72@gmail.com
barozz100@gmail.com
chinamaroto@yahoo.es,
fhugodennis66@yahoo.es



Organizaciones y comunidades que suscribimos:



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa del Territorio Bribrí de Salitre, Recuperador@s Originarios de Finca San Andrés del Territorio Naso Broran Térraba, Consejo de Cultura de Boruca, Consejo Indígena Regional Pacífico Sur, Consejo de Mayores Iriria Jtéchö Wakpa e Instancia Originaria Békg TLra ÑLre del Territorio Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä, Recuperador@s originarios de Nima Dikol y Brazos de Oro del Territorio Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä, Grupo de Mujeres Ngäbe de Alto Abrojo, COOTRAOSA R.L, Comité de Lucha por la Tierra de Finca Changuena, Comité de Lucha por la Tierra de Palmar Sur, Organización de Lucha Campesina por Nuestras Tierras del Sur (OLCASUR), Asociación de Usuari@s de Autobuses de la Zona Sur, Voces Nuestras, Ditsö, Coordinadora de Lucha Sur Sur.”



- 0 -



En sesión N° 101-15 celebrada el 17 de noviembre del 2015, artículo LXXXIV, se conoció lo comunicado por el licenciado Fredy Vargas Chavarría, en nombre de la Asociación Iniciativas Populares “Ditsô”, en donde indicó que las organizaciones y comunidades campesinas, indígenas y protectoras del agua de la Zona Sur organizaron la “Jornada Popular de Lucha por la Tierra y el Agua de la Zona Sur” y enviaron al Poder Ejecutivo, Instituciones Públicas e Instancias Judiciales el documento denominado “Demandas, exigencias y propuestas de comunidades y organizaciones de la Zona Sur para vivir con dignidad y justicia” a fin de que se conocieran sus manifestaciones.



En ese momento se tomó nota de lo anterior y previamente a resolver lo que correspondiera, se remitió a la Comisión de Asuntos Indígenas para su estudio e informe.



La Secretaría General de la Corte, informó que mediante oficio N° 2441-16 del 3 de marzo del 2016, se reiteró a la magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión Pueblos Indígenas que cuenta con un informe pendiente de remitir a este Consejo, referente a lo solicitado en sesión N° 101-15 celebrada el 17 de noviembre del 2016, artículo LXXXIV.



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación del señor Gustavo Oreamuno Vignet. 2) Indicar a don Gustavo que este Consejo, en todas sus decisiones tiene un compromiso con la Constitución Política, leyes y derechos humano en lo que se refiere a conflictos jurisdiccionales, además de un respeto absoluto por las competencias delegadas a los jueces y juezas y se han establecido a lo interno de este Poder de la República políticas de acceso a la justicia para personas en estado de vulnerabilidad.








 














Acta de Consejo Superior Nº 031 - 2017








Fecha: 30 de Marzo del 2017



ARTÍCULO LX



  Documento N° 232-14, 3385-17.



La magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, en oficio N° CACC-056-2017, del 21 de marzo de 2017, informó:



“Me refiero al oficio 08-CAT-2017 suscrito por el Presidente y el Secretario del Consejo de Administración de Turrialba, el cual fue sometido a consideración de ese honorable Consejo y cuyo acuerdo literalmente dice:



 



“(…) 2) Reiterar al Consejo Superior la necesidad de la asignación de una plaza nueva de Técnico Judicial Supernumerario para ser ocupada por una persona indígena cabécar con la cual se pretende no seguir afectando los derechos de las personas indígenas cabécar del circuito.”



 



Los fundamentos tan sabiamente apuntados por el Consejo de Administración, encuentran eco tanto en los objetivos que orientan el quehacer de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, como de la Comisión de Acceso a la Justicia, instancias cuya misión es velar por los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad y en el caso particular por los derechos humanos de una población de las más maltratadas, e históricamente vilipendiadas, personas a quienes se les han negado los derechos básicos, siendo desarraigados de su tierra, sus costumbres y a quienes se ha impuesto una cultura - incluyendo el idioma - que les es totalmente ajena.



 



El marco normativo citado en el oficio de referencia no deja lugar a dudas, pero el compromiso va más allá, el Poder Judicial voluntariamente ha asumido una posición acorde con ese nuevo paradigma, que coloca al ser humano en el centro de la administración de justicia, en el cual la persona es titular de un derecho instrumental e indiscutible a acceder a la justicia en condiciones de igualdad y a recibir un servicio público de calidad, derecho que facilitará el ejercicio de todos los demás derechos.



 



Así se desprende de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas en la sesión No 77-08 del Consejo Superior celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, donde se establece el derecho a la persona intérprete o traductora, figura sin la cual quedaría en total indefensión una persona indígena frente a las potestades de la administración de justicia.



 



En igual sentido las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, ratificadas por la Corte Plena en el mes de mayo de 2008, establecen en el Capítulo I, Reglas 1 y 2 su finalidad, refiriéndose a ella en los siguientes términos:



 



“Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial.



 



(2) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato adecuado a sus circunstancias singulares. Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.”



 



Las Reglas 3 y 4 definen el concepto de vulnerabilidad y sus causas:



 



(3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales[1], encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas[2] o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.”



 



Por último, la Regla 9 determina la vulnerabilidad de esta población frente al sistema de justicia, y la obligación de los Poderes Judiciales de asegurar un trato digno y respetuoso.



 



“(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales.”[3]



 



En consonancia con lo expuesto, en mi condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, me sumo a la iniciativa presentada por el Consejo de Administración de Turrialba, apoyando su gestión para que el Consejo Superior se sirva autorizar la asignación de una plaza nueva de Técnico Judicial Supernumerario, para ser ocupada por una persona indígena cabécar; acción afirmativa que sin duda, contribuiría a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de los pueblos indígenas.



 



(…).”



-0-



            Se acordó: 1) Tomar nota de la gestión presentada por la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, a quien se le comunica que en este momento no existen plazas disponibles para los fines solicitados. 2)Trasladar la gestión anterior a la Dirección de Planificación para que analice, si producto del análisis del  presupuesto del 2018,  queda alguna plaza disponible que pueda ser ocupada para dotar a la Administración Regional de Turrialba del recurso solicitado. Se declara acuerdo firme.








 












[1] El resaltado no corresponde al original.



 



 



Acta de Consejo Superior Nº 044 - 2017








Fecha: 09 de Mayo del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LVIII



Documento N° 4812-17.



La máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-74-2017 del 28 de abril de 2017, solicitó:



“La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, han organizado el taller “Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”, que se realizará el día 23 de mayo, en la sala de juicios N° 6 de los Tribunales de Justicia de Limón de 09:00 a.m. a 04:00 p.m. 



Por tal motivo, se solicita autorización con goce de salario para las personas que se detallaran a continuación, quienes asistirán como participantes y facilitadores (as) en el taller, en el entendido que no se afectará la prestación del servicio público.



Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo.



Ligia Jiménez Zamora, Defensora Pública, de la Defensa Pública de Alajuela.



Damaris Vargas Vásquez, Jueza Proyecto Reforma Procesal Agraria.



Cindy Chavarría Hernández, jueza del Tribunal Contencioso Administrativo e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 



Asimismo, se solicita autorización para la cancelación del servicio de alimentación que se brindará a las personas asistentes, contratación que estará a cargo de la Administración Regional de Limón. (Se adjunta certificación de contenido presupuestario).



 (…).”



-0-



A esos efectos adjunta, certificación de Contenido Presupuestario, mediante la cual el Departamento Financiero Contable, informa que existe contenido presupuestario para hacerle frente a la compra de refrigerio con motivo del taller “Derechos Humanos sobre las poblaciones indígenas”, programado para el 23 de mayo de 2017, de las 9:00 a las 16:00 horas en la sala de juicios #6 de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, dirigido a 50 personas, organizado por la Secretaría Técnica de Género, por un monto de ¢200.000,00 (doscientos mil colones exactos), distribuido en el programa 926, subpartida 10701 “Actividades de capacitación”, rubro 134 “Dirección de Gestión Humana”, fuente de financiamiento 001 “Ingresos Corrientes”.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Proyecto Reforma Procesal Agraria, la licenciada Cindy Chavarría Hernández, Jueza del Tribunal Contencioso Administrativo e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la licenciada Ligia Jiménez Zamora, Defensora Pública de la Defensa Pública de Alajuela y el licenciado Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, en el taller “Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”, que se realizará el 23 de mayo de 2017, en la sala de juicios N° 6 de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, de las 9:00 a las 16:00 horas, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los funcionarios a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.) Aprobar el gasto de ¢200.000,00 (doscientos mil colones exactos), para hacerle frente a la compra de refrigerio para 50 personas con motivo del citado taller. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las personas funcionarias a las que se les autoriza participar, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.



La Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.









Acta de Consejo Superior Nº 066 - 2017








Fecha: 13 de Julio del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LXXII



Documento N° 14598-16 / 8127-17



 



            La licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-200-2017 del 6 de julio del 2017, remitió la siguiente gestión:



“Mediante acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial, según Sesión N°1-17 de 10 de enero del 2017, ARTÍCULO LXXV, se aprobó el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, conforme el cual se programó, en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, un módulo didáctico, el cual ha sido denominado: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras, y de las personas participantes según Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)



ANEXO 1



PROGRAMA



 



				Viernes 4 de agosto de 2017      







				Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local ,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



				Género y mujer indígena







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural
¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?







				Viernes 11 de agosto de 2017







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Peritajes culturales







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Peritajes, normativa nacional e



internacional y procedimientos del Poder Judicial







				Viernes 18 de agosto de 2017







				Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)



				Intérpretes e Identidad







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas







				Damaris Vargas Vásquez,



jueza del Tribunal Agrario  y                                       directora del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial



				Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas







				Viernes 25 de agosto de 2017







				Jorge Leiva Poveda,



juez



del Tribunal Contencioso Administrativo



				Normativa y jurisprudencia



nacional e internacional indígena







				 Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso



a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la



Corte Suprema de Justicia



				Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



Palabras de clausura



 











 



ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico



para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



- 0 -



 



            Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación, sin sustitución para que las funcionarias y los funcionarios indicados en las listas anteriormente transcritas, asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



            La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana y los Despachos interesados tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 

















 













 




Acta de Consejo Superior Nº 072 - 2017








Fecha: 03 de Agosto del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO XXXIV



Documento N° 14598-16,  9100-17



            En sesión N° 66-17 celebrada el 13 de julio de 2017, artículo LXXII, se autorizó la participación, sin sustitución para que las funcionarias y los funcionarios indicados en el acuerdo, asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



            La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-216-2017 del 20 de julio de 2017, hizo la siguiente solicitud:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior, según Sesión Nº 66-17 de 13 de julio de 2017, ARTÍCULO LXXII, se aprobó lo requerido por la Escuela Judicial mediante Oficio N°EJ-DIR-200-2017 de jueves 6 de julio de 2016, en relación con la ejecución del  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



 



Conforme dicho acuerdo se aprobó la participación de las personas expositoras y  participantes detallas en el anexo 2 del Oficio N°EJ-DIR-200-2017, concediéndoles permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados.



 



Debido a la importancia de la actividad, se ha requerido a la Comisión de Acceso a la Justicia, a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y a la Escuela Judicial, instancias organizadoras de dicha actividad, para que se incluya la participación de personas funcionarias judiciales y de instituciones vinculadas con los temas a tratar, por lo que se ha considerado pertinente ampliar la lista de personas participantes, según se detalla en el Anexo 1, solicitando respetuosamente al Consejo Superior aprobar su participación, conforme los alcances de lo acordado en Sesión Nº 66-17 de 13 de julio de 2017, ARTÍCULO LXXII.



 



Debido a diversos motivos las tres personas que se indican en Anexo 2 adjunto,  han  solicitado sean excluidas de la lista de participantes, agradeciendo la anuencia del Consejo Superior en dicho sentido.



 



Agradeciendo de antemano, su valiosa colaboración, cordialmente.”



 



ANEXO 1



II LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



 



				N.º de Cédula



				Nombre



				Apellido 1



				Apellido 2



				Puesto



				Despacho







				111860616



 



				Gary



				Bonilla



				Garro



				Defensor Público



				Defensa Pública



 







				701380074



				María



				Bravo



				Núñez



				Jueza



				Juzgado de Violencia Doméstica II Circuito Judicial, San José







				112770685



 



				Evelyn



				Campos



				Solano



				Profesional 2



				Oficina de Trabajo Social y Psicología, Pérez Zeledón







				108130598



				Mauricio



				Castillo



				Guillén



				Custodio



				Sección de Cárceles







				303630653



				Hellen Melania



				Cordero



				Araya



				Profesional



				Observatorio de Género y Acceso a la Justicia







				112510564



 



				Michael



				García



				Mata



				Perito



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				206040803



 



				Lourdes



				Espinach



				Rueda



				Jueza 2



				Despacho de la Presidencia







				701170903



				Roberto



				Hambelant



				Zeledón



				Defensor Público



				Defensa Pública



Bribrí







				105190193



				Eduardo



				Muñoz



				Corrales



				Asesor Legal



				Dirección General de Adaptación Social, Ministerio de Justicia y Paz







				601670360



				María Yolanda



				Martínez



				Martínez



				Jueza



				Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores







				303960944



				Alexis Manuel



				Mora



				Cambronero



				Asistente Administrativo



				Unidad de Acceso a la Justicia







				104840785



				Alejandra



				Monge



				Arias



				Coordinadora



				Unidad de Acceso a la Justicia







				112000482



 



				Estela



				Tenorio



				Fernández



				Fiscala



				Fiscalía Adjunta de la I° Circuito Zona Sur







				108610684



				Ligia María



				Sáenz



				Zúñiga



				Auxiliar Administrativo



				Defensa Pública







				107320448



 



				Carlos Eduardo



				Segura



				Solís



				Juez Supernumerario



				Despacho de la Presidencia







				603500262



 



				Karen



				Villagra



				Arley



				Defensora



				Defensa Pública



I° Circuito Zona Sur











 



ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES PARA SU EXCLUSIÓN



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



 



				N.º de Cédula



				Nombre



				Apellido 1



				Apellido 2



				Puesto



				Despacho







				5035602391



				Heiner Eduardo



				Baltodano



				Solís



				Juez 1



				Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas







				503410449



				Roberto Antonio



				Corea



				Badillla



				Juez 3



				Juzgado de Trabajo II C.J. Zona Atlántica







				107710212



				Marlen



				Vega



				Mac Milty



				Juez 3



				Tribunal del II Circuito Judicial de Alajuela











 



- 0 -



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial. 2) Autorizar la participación, sin sustitución de los funcionarios y funcionarias de la lista transcrita, para que asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.  3) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4) Dejar sin efecto el permiso concedido a la licenciada Marlen Vega Mac Milty, Jueza del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y a los licenciados Heiner Eduardo Baltodano Solís, Juez del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas, y Roberto Antonio Corea Badilla, del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito  Judicial de la Zona Atlántica.



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Despachos interesados y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 096 - 2017








Fecha: 19 de Octubre del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LXXI



Documento N° 14598-16 / 12118-17



 



La licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-297-2017 del 10 de octubre de 2017, remitió la siguiente gestión:



“(…)



Mediante acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial, según Sesión N° 1-17 de 10 de enero del 2017, ARTÍCULO LXXV, se aprobó el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, conforme el cual se programó, en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la actividad académica de participación denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 3, 10, 17 y 24 de noviembre de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas participantes mencionadas en Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)



ANEXO 1



PROGRAMA



				Viernes 3 de noviembre de 2017      







				Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local ,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



				Género y mujer indígena







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural
¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?







				Viernes 10 de noviembre de 2017







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Peritajes culturales







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Peritajes, normativa nacional e



internacional y procedimientos del Poder Judicial







				Viernes 17 de noviembre de 2017







				Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)



				Intérpretes e Identidad







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas







				Damaris Vargas Vásquez,



jueza del Tribunal Agrario  y                                       directora del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial



				Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas







				Viernes 24 de noviembre de 2017







				Jorge Leiva Poveda,



juez



del Tribunal Contencioso Administrativo



				Normativa y jurisprudencia



nacional e internacional indígena







				 Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso



a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la



Corte Suprema de Justicia



				Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



Palabras de clausura



 











ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico



Para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				111090557



				Andrés



				Jiménez



				Vega



				Defensa Pública de Heredia



				Defensor/a Público/a







				111360656



				Angélica Lorena



				Araya



				Hernández



				Defensa Pública de Puntarenas



				Defensor/a Público/a







				107670951



				Ana Orfilia



				Briceño



				Yock



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de San José



				Defensor/a Público/a







				111850894



				María Aurelia



				Fernández



				Delgado



				Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela



				Defensor/a Público/a







				503700264



				Angélica



				Guillén



				Jaén



				Defensa Pública de Osa



				Defensor/a Público/a







				113670240



				Allan Andrés



				Meneses



				Fernández



				Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica



				Juez/a 3







				110480183



				Asagal Alí



				Roper



				Small



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				115590940



				Beryl Lee



				Brown



				Hooker



				Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José 



				Meritorio/a







				112020836



				Carlos Alberto



				Rodriguez



				Morales



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de San José



				Defensor/a Público/a







				109690509



				Esteban



				Guzmán



				González



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián



				Juez/a 1







				115250056



				Ericka de los Ángeles



				Montero



				Murillo



				Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José  



				Juez/a 3







				113510893



				Fabián



				Salas



				Hernández



				Defensa Pública de Puntarenas



				Defensor/a Público/a







				110470898



				Giselle Marielos



				Argeñal



				Araujo



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				106680996



				Giselle



				Piedra



				Cortés



				Centro de Conciliación, Sede III Circuito Judicial de Alajuela 



				Juez/a 3







				108210481



				Grettel Lilliana



				Murillo



				Monge



				Sala Constitucional 



				Técnico/a Supernumerario/a







				503180882



				Johanna



				López



				Matarrita



				Subdelegación Regional del II Circuito Judicial de Guanacaste    



				Técnico/a Supernumerario/a







				112810459



				José Marlon



				Espinoza



				Sobalbarro



				Defensa Pública de Upala



				Defensor/a Público/a







				700960630



				Jennifer Magali



				Stephenson



				Sterling



				Archivo Criminal



				Auxiliar administrativo







				115090120



				Jorge Arturo



				Ulloa



				Cordero



				Defensa Pública del I Circuito Judicial de la Zona Sur



				 







				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				105340433



				Laura Marcela



				Madrigal



				Alfaro



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				110850922



				Laura



				Ureña



				Ureña



				Defensa Pública de Buenos Aires



				Defensor/a Público/a







				115060410



				Karen Milena



				Murillo



				Pereira



				Defensa Pública de Golfito



				Asistente Jurídica







				603170476



				Luis Carlos



				Alvarado



				Valverde



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Guácimo



				Juez/a 1







				701370580



				Luis Ángel



				Durán



				Loaiza



				Oficina de Atención a Víctimas de Delitos



				Otro/a Profesional diverso/a







				105850816



				Lucy Marina Gerarda



				Jiménez



				Jiménez



				Archivo Criminal



				Otro/a Profesional diverso/a







				602000021



				Leda María



				Torres



				Quintero



				Sala Constitucional 



				Letrado/a







				700910897



				Loyda Lorena



				Douglas



				Blandell



				Defensa Pública de Bibrí



				Defensor/a Público/a







				107910551



				Magaly



				Mata 



				Ureña



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				205770948



				Marco Antonio



				Hernández



				Vargas



				Tribunal Contencioso Administrativo



				Juez/a 3







				113000590



				Melissa Eugenia



				Armijo



				Losilla



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				113940316



				Mariela de los Angeles



				Granados



				García



				Defensa Pública de Siquirres



				Defensor/a Público/a







				114390356



				Michelle Karina



				Yanes



				Chacón



				Defensa Pública de Cartago



				Defensor/a Público/a







				303980043



				Maureen Alejandra



				Masís



				Alvarado



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				206720577



				Maritza de los Angeles



				Rodríguez



				Loría



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de Alajuela



				Defensor/a Público/a







				502690836



				Omar Donal



				Hernández



				González



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires



				Juez/a 1







				503490584



				Olivier



				Obando



				Gómez



				Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Guanacaste



				Técnico/a Judicial







				113320128



				José Pablo



				Jiménez



				Trejos



				Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado



				Técnico/a Judicial







				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				303940499



				Paulo Martin



				Sánchez



				Méndez



				Juzgado Contravencional de Cartago



				Técnico/a Judicial







				107620673



				Priscilla



				Madrigal



				González



				Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles



				Juez/a 2







				107370345



				René Alonso de la Trinidad



				Muñoz



				Solís



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de la Zona Sur



				Defensor/a Público/a







				107150100



				Rosa Isela



				Castillo



				Cordero



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				115540445



				Sandy María



				Pérez



				Ugalde



				Administración I Circ. Jud. San José



				Técnico/a Judicial







				112630552



				Sofia



				Sancho



				Valerin



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				701600294



				Yeiner Eduardo



				Arguedas



				Delgado



				Subdelegación Regional de Siquirres 



				Investigador/a







				111380105



				Yanina de los Angeles



				Jimenez



				Ugalde



				Defensa Pública del III Circuito Judicial de San José  



				Defensor/a Público/a







				602770951



				Zeidy Bolena



				Guerra



				Moran



				Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José 



				Juez/a 3







				1-484-785



				Alejandra



				Monge



				Arias



				Unidad de Acceso a la Justicia



				Coordinadora







				303660993



				Nahtaly



				Arley



				Porter



				Oficina de Justicia Restaurativa, Sede Pavas



				Fiscal Adjunta







				105240994



				Ellen Cristina Math



				Jaspers 



				Salas



				Oficina de Justicia Restaurativa, Sede Pavas



				Fiscal Auxiliar







				304420641



				Raquel



				Bonilla



				Araya



				Defensa Pública



				Defensora







				3-03730852



				Allan Javier



				Fonseca



				Castro



				Defensa Pública



				Defensor











 



            (…)”
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            Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 del documento anteriormente transcrito, para que asistan a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 3, 10, 17 y 24 de noviembre de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, en el entendido que se tomarán las medidas necesarias para no afectar el servicio público que brinda la institución, por lo que deberán coordinar con sus respectivas jefaturas lo pertinente. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los funcionarios participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



            La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.




Acta de Consejo Superior Nº 076 - 2018








Fecha: 28 de Agosto del 2018



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO XLI



DOCUMENTO N° 14828-17, 9644-18



 



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora  de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-258-2018 del 10 de agosto de 2018, solicitó:



“En conformidad con el  Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2018, se ha programado en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología y en el miniautorio de la Facultad de Ciencias Sociales, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas participantes según Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.”



- 0 –



ANEXO 1



PROGRAMA



Viernes 7 de setiembre de 2018



Expositora: Valeria Varas Rojas,



funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)      



Tema: Género y mujer indígena



Expositor: Marcos Guevara Berger,



profesor de la Escuela de Antropología, Universidad de Costa Rica (UCR)    



Tema: Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural



¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?



 



Viernes 14 de setiembre de 2018 



Damaris Vargas Vásquez,



Expositora: jueza del Tribunal Agrario  y gestora



del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial      



Tema: Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas



Expositor: Marcos Guevara Berger,



profesor de la Escuela de Antropología, Universidad de Costa Rica (UCR)    



Tema: Peritajes culturales



Viernes 21 de setiembre de 2018 



Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora, defensora pública        



Temas: Peritajes, normativa nacional e  internacional y procedimientos del Poder Judicial y



Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas



Expositor: Alí García Segura, profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)      



Tema: Intérpretes e Identidad



Viernes 28 de setiembre de 2018  



Expositor: Jorge Leiva Poveda,



juez del Tribunal Contencioso Administrativo  



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena



Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia  



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



ANEXO 2



Listado de Participantes



Módulo Didáctico para la promoción de los Derechos Humanos de los de Pueblos Indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional



Fechas: Viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018



 



				 



				NOMBRE



				PUESTO U OFICINA



				CÉDULA DE IDENTIDAD



				Con-dición PJ







				       



				Arroyo Gamboa Kateryn



				Defensora Pública-Agrario



				0115080237



				Interino







				       



				Beita Benavente Laura



				Defensora Pública-Agrario-Corredores



				0108930529



 



				Propiedad







				       



				Calderón Céspedes María Gabriela



				Defensora Pública- Pensiones-Limón



				0304410853



 



				Interino







				       



				 



Castillo  Velásquez Elías



				Defensor Público de Pococí



				 



0113930926



 



				Interino







				       



				Chaves Mora Jesús



				Defensor Público de Nicoya



				 



0604000914



 



				Interino







				       



				Cubero Lizano Alejandro



				Defensor Público-Pensiones-Pérez Zeledón



				0110440114



 



				Propiedad







				       



				Garita Hernández Nidia



				Defensa Pública de Limón



				0112070528



				Interino







				       



				Huertas Charpantier Elmer



				Defensor Público de Pococí



				0206680426



 



 



				Interino







				       



				Lobo Hernández Laura Stephany



				Defensa Pública Grecia



				011445079



				Interino







				       



				Rivera Sánchez Marilyn



				Gestora de Capacitación 2



-San José



				0107250965



 



				Propiedad







				       



				Reyes Briceño Víctor



				Defensor Público de Coto Brus



				0701050646



 



 



				Propiedad







				       



				Salas Peña Daniela



				Defensora Pública-San José



				0112630086



 



 



				Propiedad







				       



				Salazar Rojas Ester



				Defensora Pública de Guatuso



				0303890346



 



				Propiedad







				       



				Coto Pereira Adrián



				Fiscalía de Turrialba



 



				0303070851



 



				Propiedad







				       



				Sáenz Méndez Nancy



				Fiscalía Adjunta de Cartago



				0303680371



				Propiedad







				       



				Jiménez Alvarado Minor



				Juzgado Penal de Puriscal



				 



0106520917



 



				Propiedad







				       



				Arroyo Castillo Carolina



				Tribunal de Flagrancias de Puntarenas



				0205340016



 



				Propiedad







				       



				Jiménez Chaverri Maikol



				Fiscalía de Buenos Aires



				0206560447



 



 



				Propiedad







				       



				Rodríguez Cruz Luis Albino



				Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica



				0700900234



 



				Propiedad







				       



				Ulate Young Yarmila



				Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Corredores



				0109250150



 



				Propiedad







				       



				Vargas Marín Tony



				Fiscalía de Golfito



				0112880714



 



 



				Propiedad







				       



				Cubillo Madrigal Laura



				Tribunal de Juicio de Nicoya



				0110340270



 



 



				Interino







				       



				Rodríguez Espinoza Fabián



				Juzgado Penal de Puntarenas



				0503880892



 



 



				Interino







				       



				Sánchez Rojas Cindy



				Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago



				0303570016



 



				Propiedad







				       



				Cubillo Díaz Silvia



				Fiscalía de Nicoya



 



				0502870404



 



				Propiedad







				       



				Perlaza Rojas Víctor Mauricio



				Juzgado Penal de Limón



				0107800084



 



				Propiedad







				       



				Gómez Quesada Yendri Isabel



				Fiscalía de Puriscal



 



				0111850704



 



				Propiedad







				       



				Rivera Romero Déborah



				Departamento de Trabajo Social y Psicología



				0107020210



 



				Propiedad







				       



				Cubero Pérez Fernando



				Fiscalía Adjunta de Puntarenas



				0601700955



 



				Propiedad







				       



				Benavides Víquez Melissa



				Unidad de Acceso a la Justicia



				0110470966



 



				Propiedad
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En sesión Nº16-18 del 27 de febrero del 2018, artículo XLVI, se aprobaron –entre otras cosas- las propuestas de “Planes de Capacitación para el 2018”, de la Escuela Judicial.



- 0 –



Así mismo, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo XLV, se aprobaron -entre otras cosas- los planes de capacitación para el segundo semestre del 2018, de la Escuela Judicial.



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 del documento anteriormente transcrito, para que asistan a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 7, 14, 17,  21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, en el entendido que se tomarán las medidas necesarias para no afectar el servicio público que brinda la institución, por lo que deberán coordinar con sus respectivas jefaturas lo pertinente. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los funcionarios participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Vicepresidenta Escoto Fernández se abstiene de votar.



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








 








 








Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2018








Fecha: 02 de Octubre del 2018



ARTÍCULO XXVIII



 



Documento N° 14928-18, 11225-18



 



La licenciada Kattia Escalante Barboza Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-307-2018, del 24 de setiembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior según Sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo  XLI y Sesión N°78 de martes 4 de setiembre de 2018, artículo LVI se aprobó la lista de personas participantes de la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología y en el miniautorio de la Facultad de Ciencias Sociales, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



El día viernes 14 de setiembre de 2018, las exposiciones a realizarse ese día se debieron suspender, según lo comunicó la Subcomisión de  Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Escuela Judicial, en virtud de situaciones de fuerza mayor  presentadas en ese centro universitario.  Dicha situación, incidió para que se debería  realizar una reorganización y reprogramación de las actividades contempladas originalmente en dicho Módulo, para los días viernes 21, 28 de setiembre y 5 de octubre de 2018, según se detalla en Anexo 1 adjunto.



En virtud de lo anteriormente expuesto, se solicita respetuosamente al Consejo Superior, autorizar a las  personas docentes y participantes, concediéndoles, permiso con goce de salario y sin sustitución, para que además de asistir en las fechas originalmente calendarizadas, puedan estar presentes el día viernes 5 de octubre de 2018, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos,  en conformidad con lo acordado por el Consejo Superior según Sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo  XLI y Sesión N°78 de martes 4 de setiembre de 2018, artículo LVI.



(…)”



Anexo I



 







 



- 0 -



 



En sesión N° 76-18 celebrada el 28 de agosto de 2018, artículo XLI, en lo que interesa, se acogió la gestión presentada por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia, se autorizó la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 –entre ellos, la servidora Melissa Benavides Víquez- del documento transcrito en su momento, para que asistieran a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 7, 14, 17, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



Posteriormente en sesión N° 78-18 celebrada el 4 de setiembre de 2018, artículo LVI, se aprobó la participación sin sustitución de los servidores Franz Loney Castro Solís, y Rafael Roque Reyes a la actividad académica denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, bajo las mismas condiciones del acuerdo de sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo XLI. Asimismo, se excluyo a la servidora Melissa Benavides, conforme lo peticionado por la dirección de Escuela Judicial.



Se acordó:  Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-307-2018 del 20 de setiembre de 2018, en consecuencia: extender el permiso con goce de salario sin sustitución, otorgado a los docentes y participantes del modulo Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas, al viernes 5 de octubre de 2018, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos. En el entendido que el permiso es otorgado bajo las mismas pautas de lo acordado por este Consejo en sesión N°76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo  XLI.



La Dirección de Gestión Humana y la Escuela Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 












Acta de Consejo Superior Nº 102 - 2018








Fecha: 22 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO XLVIII



Documento N° 14965-18, 13629-18.



[bookmark: _Toc453259746]En sesión N° 58-16 celebrada el 14 de junio de 2016, artículo XIX, en lo que interesa, se tuvo por rendido el informe N° 893-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, sobre las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia. A esos efectos se tomó nota de los resultados obtenidos en el estudio y se aprobaron las recomendaciones emitidas en el informe,  las cuales debían ser cumplidas por parte de los responsables señalados y dentro de los plazos fijados para ello.



En oficio CP-182-2018, del 9 de noviembre de 2018, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, remitió el siguiente informe:



“Para su conocimiento, me permito transcribirle el artículo II de la sesión ordinaria del Consejo de Personal N°25-18 celebrada el 06 de noviembre de 2018, el cual literalmente dice:



 



“La Sección de Análisis de Puestos presenta el Informe SAP-479-18, el cual indica:



 



“I. CAUSA DEL ESTUDIO:



 



Acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión No. 58-16, celebrada el día 14 de junio del 2016, artículo XIXI, en la que se aprobó el informe No. 30-DO-2016, relacionado con las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



II. MÉTODO DE ESTUDIO:



 



[bookmark: _Toc530406442]2.1. Revisión del informe No. 30-DO-2016, mediante el cual se analizan cargas de trabajo y tareas de los puestos que se ubican en la Secretaría Técnica de Género yel informe No. 048-PLA-PI-2011, en el cual se analiza la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia; ambos elaborados por la Dirección de Planificación.



 



[bookmark: _Toc530406443]2.2. Revisión de informe No. SAP-073-16, elaborado por la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual se analizó puesto del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia.



 



[bookmark: _Toc530406444]2.3. Cuestionario de clasificación y valoración de puestos completado por la Máster Alejandra Monge Arias, ocupante del puesto al momento de realizar el estudio.



 



[bookmark: _Toc530406445]III. ANÁLISIS:



 



La Dirección de Planificación realizó el informe No. 30-DO-2016 (ver anexo No. 1), mediante el cual analizó tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia; entre otras recomendaciones esa dirección determinó que era necesario revisar el puesto de Profesional en Derecho 2, que funge como coordinador de la Unidad de Acceso a la Justicia, en virtud de ello, de seguido se presenta información referida al citado puesto.



 



                Sobre el puesto número 363392, clasificado como Profesional en Derecho 2, ubicado en la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Antes de iniciar con el análisis del puesto bajo estudio, es necesario conocer el accionar de la unidad donde se ubica el cargo, es decir, la Unidad de Acceso a la Justicia, la cual es una estructura formal de la Secretaría Técnico de Género, en este sentido, el mayor rango jerárquico y de autoridad en esta Secretaría es ocupado por el puesto de la Secretaria Técnica de Género; en virtud de lo anterior, el personal asignado a esa dependencia, está subordinado de forma directa a ella; en el siguiente organigrama se puede observar la ubicación de la Unidad de Acceso a la Justicia, dentro de la estructura organizativa de la Secretaría Técnica de Género, veamos:



 



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\99404C3F.tmp]



 



Con respecto a la organización anterior, se debe mencionar que según lo indicado por la Dirección de Planificación mediante informe No. 30-DO-2016-B, las estructuras formales son únicamente la “Unidad de Acceso a la Justicia” y el “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”.



 



En virtud de lo anterior y por ser de interés para el presente estudio, es necesario conocer la clasificación y valoración que ostenta quien se encuentra a cargo de la otra unidad formal de la Secretaría Técnica de Género, o sea, del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”:



 



				Clasificación



				Valoración



				Ubicación







				



				Salario Base



				Refj



				







				Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia



 



				¢962.600.00



				22%



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia











Fuente: Índice salarial correspondiente al II semestre del 2018.



 



Una vez clara la ubicación de la Unidad de Acceso de la Justicia dentro del engranaje de la Secretaría Técnica de Género, se hace necesario también, conocer la naturaleza de dicha unidad; es así, que se tiene que la misma es el órgano técnico ejecutor de la Comisión de Acceso a la Justicia.  Es una unidad especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, dentro de las labores institucionales. Asimismo, se encarga de coordinar, articular y dar seguimiento a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contenida en las Reglas de Brasilia.



 



Así las cosas, al revisar el accionar del cargo (ver detalle de tareas en el anexo No. 2)  se determina que en el mismo se lleva a cabo la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia, asimismo, dicho puesto se constituye en el órgano ejecutor, de apoyo y de asesoría técnica tanto de la Comisión de Acceso a la Justicia, como de las subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, es así, que la persona que ocupe este puesto, también le corresponde coordinar y ejecutar las tares que competen a la Unidad de Acceso a la Justicia, además de realizar las acciones de coordinación con las Subcomisiones, con objetivos afines a la Comisión de Acceso a la Justicia,  para ejecutar los acuerdos emanados de ellas cuando corresponda.  



 



Las acciones de coordinación mencionadas  demandan entre otras tareas, la elaboración de políticas, directrices, circulares, informes, estudios legales, programas de capacitación y concienciación, campañas de divulgación, programar las sesiones mensuales de la Comisión de Acceso a la Justicia (elaborar la minuta, el acta, comunicar y ejecutar los acuerdos); así como colaborar con la Magistrada Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia en la presentación y explicación de casos específicos, así como de los puntos señalados en la minuta en general ; asistir a las sesiones de las subcomisiones para el Acceso a la Justicia de: Personas menores de Edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil; Personas Adultas Mayores; Personas Afrodescendientes; Niñez y Adolescencia; Personas con Discapacidad y Población Indígenas o de cualquier otra subcomisión cuando se requiera.



 



En virtud de lo expuesto se puede decir, que quien ocupe un cargo de este tipo, es responsable de promover la ejecución de políticas y directrices emanadas de las instancias superiores relacionadas con la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, articulando y dando seguimiento a los temas de accesibilidad.



 



Para poder cumplir con funciones asignadas, el puesto No. 363392 clasificado como Profesional en Derecho 2, tiene bajo su responsabilidad un puesto de Profesional 2 y otro de Asistente Administrativo 1. 



 



Así las cosas, al analizar las tareas que constituyen el cargo así como los principales factores organizacionales presentes en él y compararlos con lo que establece “Manual Descriptivo de Clases de Puestos” de la institución,  para la clase angosta en la que se ubica, la cual es de “Abogado Asistente 2”, se determina, que la misma no describe las funciones que se ejecutan en el puesto, razón por la  cual,  es necesario, reclasificarlo, para lo cual se requiere crearle una clase angosta y ancha denominada “Encargado de la Unidad de Acceso a la Justicia”, con el propósito de que la misma describa las tareas, naturaleza sustantiva, requisitos y competencias necesarias para desempeñar adecuadamente el cargo.



 



Ahora bien, al revisar la valoración que ostenta el puesto, se determina que la misma se encuentra acorde con el grado de responsabilidad y complejidad que éste demanda, aunado a ello, es dable mencionar, que la valoración asignada, es igual, a la que ostenta el puesto que tiene a cargo la coordinación de la otra unidad formal de la Secretaría Técnico de Género  la cual es el “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”, unidades que desde el punto de vista de estructura organizacional, fueron establecidas por la Dirección de Planificación, al mismo nivel;  por ello con la finalidad de mantener el equilibrio dentro de la estructura de puestos y salarios de la Secretaría Técnica de Género, lo procedente es mantener la valoración que actualmente tiene el puesto analizado, no obstante lo anterior, se hace necesario ajustar los rubros salariales correspondientes a la “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y el “índice competitividad salarial” (ICS), de tal forma que dichos rubros queden en el mismo porcentaje que goza el puesto de  “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia”.



 



IV. CONCLUSIONES:



 



                Sobre el puesto No. 363392, clasificado como “Profesional en Derecho 2”, de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



[bookmark: _Toc530406446]El análisis realizado permite determinar que en la Unidad de Acceso a la Justicia, se encuentra el puesto No. 363392, clasificado como Profesional en Derecho 2, clasificación que no se encuentra acorde con las funciones que viene realizando el puesto, las cuales están referidas a coordinar  la Unidad de Acceso a la Justicia, unidad que se constituye en el órgano ejecutor, de apoyo y de asesoría técnica de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, lo que le demanda a quien lo ocupe,  coordinar y ejecutar las tares que competen a la Unidad de Acceso a la Justicia, así como realizar acciones de coordinación con las Subcomisiones con objetivos afines a la Comisión de Acceso a la Justicia y ejecutar los acuerdos emanados de ellas cuando corresponda.



 



[bookmark: _Toc530406447]Por lo anterior, se concluye que es necesario crear una clase angosta denominada “Encargado de la Unidad de Acceso a la Justicia”, con el propósito de que la misma describa las tareas, condiciones ambientales y organizacionales del puesto, así como los requisitos y competencias necesarias para desempeñar adecuadamente el puesto.



 



En cuanto a la valoración del cargo, se concluye que no es necesario variarla, pues de análisis de los principales factores organizacionales que caracterizan al cargo, se determina que ésta compensa el grado de responsabilidad y complejidad que el puesto demanda, aunado a lo anterior, se mantiene dicha valoración a fin de no causar desequilibrios en la estructura de salarios y puestos de la Secretaría Técnica de Género, ya que el puesto que se ocupa de la coordinación de la otra unidad formal  (Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia) que presenta en esa Secretaría, se encuentra ubicado en el mismo salario base que el cargo analizado, diferenciándose salarialmente únicamente por los rubros  salariales “Responsabilidad por el ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y por el “Índice de Competitividad Salarial” (ICS), por lo que se concluye es en necesario ajustar los citados rubros salariales al puesto No. 363392; a fin de que se encuentre en una situación salarial igual a la de su homólogo.



 



[bookmark: _Toc530406448]V. RECOMENDACIONES TÉCNICAS ADMINISTRATIVAS:



 



				[bookmark: _Toc530406449]5.1. Crear clase ancha y clase angosta



				[bookmark: _Toc530406450]Criterio Técnico



 



 







				Crear la clase ancha y angosta denominada “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”, tal y como se detalla en el anexo No. 3.



 



 



				[bookmark: _Toc530406451]Es necesario contar con una clase angosta que identifique tareas, condiciones organizacionales y ambientales presentes en el cargo; así como los requisitos y competencias mínimas necesarias para desempeñar adecuadamente el puesto.



 











 



				[bookmark: _Toc530406452]5.2. Reclasificar



				[bookmark: _Toc530406453]Criterio Técnico



 



 







				Reclasificar el puesto No. 363392, de tal forma que se ubique en la clase ancha y angosta de “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”.



 



 



				[bookmark: _Toc530406454]El puesto analizado, no ejecuta las tareas que se tipifican en la clase de puesto angosta en la que actualmente se ubica, por tal razón, es necesario reclasificarlo.



 











 



				[bookmark: _Toc530406455]5.3. Valoración



				[bookmark: _Toc530406456]Criterio Técnico



 



 







				Mantener la valoración que actualmente ostenta el puesto No.363392



 



				[bookmark: _Toc530406457]El nivel salarial que actualmente ostenta el cargo es congruente con el grado de responsabilidad y complejidad que el misma demanda; además de lo anterior, se encuentra al mismo nivel que su homólogo, es decir, que el puesto que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”; lo cual permite mantener en equilibrio la estructura de puestos y salarios de la Secretaría Técnica de Género.











 



				[bookmark: _Toc530406458]5.4. Ajustar el REFJ y el ICS



				[bookmark: _Toc530406459]Criterio Técnico



 



 







				[bookmark: _Toc530406460]Ajustar al puesto No. 363392, el REFJ del 18% al 22% y el “ICS” del 20,5491% al 20,8210%.



				[bookmark: _Toc530406461]Es necesario realizar el ajuste en el “REFJ” y en el “ICS” a fin de que salarialmente este cargo quede igual que su homólogo, es decir, que el puesto de “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia” del que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”.



 











 



[bookmark: _Toc530406462]De conformidad con lo indicado por la Dirección de Planificación, en el informe No. 30-DO-2016, el puesto No.363392 Profesional en Derecho 2, debe de trasladarse a la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



VI.   Detalle presupuestario:



 



[bookmark: _Toc530406463]             Puesto No. 363392 clasificado como “Profesional en Derecho 2”



 



				Ajuste Técnico



				 







				 



				 







				Reasignar



				 







				Reclasificar



				 







				Revalorar







				Ajuste componentes         X











 



Detalle presupuestario producto del ajuste en el REFJ y en el ICS



 



				Concepto



				Situación Actual



				Situación Propuesta



				Diferencia Mensual







				



				Profesional en Derecho 2



				Encargado Unidad de Acceso a la Justicia



				







				Salario base



				-



				₡962.600.00



				-



				₡962.600.00



				₡0,00







				R.E.F.J



				18%



				₡173.268.00



				22%



				₡211.772.00



				₡38.504.00







				I.C.S.



				20,5491



				₡197.806.00



				20,8210%



				₡200.423.00



				₡2.617.00







				Carrera Profesional 41.90 pts.



				₡2.645,00



				₡110.826.00



				₡2.645,00



				₡110.826.00



				₡0,00







				Prohibición



				65%



				₡625.690.000



				65%



				₡625.690.00



				₡0,00







				Anuales 13



				₡23.238.30



				₡302.098.00



				₡23.238.30



				₡302.098.00



				₡0,00







				Total



				-



				₡2.246.329.00



				-



				₡2.286.648.00



				₡41.121.00











[bookmark: _Toc530406464]Fuente: Indice salarial correspondiente al II  semestre del 2018.



 



[bookmark: _Toc530406465]El costo mensual para hacer frente al ajuste a los rubros de: “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y al “Índice de Competitividad Salarial” (ICS), es de ¢41.121.00 mensuales 926-01. 



 



De conformidad con los alcances del Consejo de Personal en la sesión N° 19-18 celebrada el 28 de agosto del 2018, artículo II donde acuerda que: “… previo a definir criterio sobre los informes relacionados con el análisis de los puestos donde se recomienda reasignaciones, éstos deben aportar certificación de existencia de contenido presupuestario.”



 



Es así, que de la consulta realizada a la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales certifican mediante Oficio número 0736-DGH-2018 con fecha 08 de octubre del 2018 se indica que ”existen a la fecha recursos suficientes para cubrir el costo de los movimientos propuestos y para los cuales se mantendrá la reserva presupuestaria requerida.  Lo anterior con fecha de rige a partir del acuerdo en firme del Consejo Superior y sin contenido para la aprobación de retroactivos”.



 



Es indispensable considerar que de conformidad con el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, las reasignaciones propuestas en los informes quedan sujetas a la disponibilidad presupuestaria de la institución; de igual manera y en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuesto Públicos, claramente establece que son hechos generados de responsabilidad administrativa“…la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado…”. También lo establecido por la Corte Plena, en la sesión N° 09-12 celebrada el 5 de marzo del 2012, artículo XVII que indica: “… 1.11. Reconocer las reasignaciones en el salario a partir del momento en que se cuente con contenido presupuestario, conforme lo establece la legislación vigente…”.



 



[bookmark: _Toc530406466]ANEXO  No.1



 



[bookmark: _Toc530406467]Sobre el informe No. 30-DO-2016



 



Se extrae del presente estudio información de interés para el análisis de los puestos sujeto a análisis:



 



Organigrama Propuesto para la Secretaría



Técnica de Género y Acceso a la Justicia



 



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\9DBA5FA5.tmp]



 



 



3.1.- Análisis de las tareas asignadas y la distribución interna de esas tareas.



 



3.1.1.- Área de Género: los puestos que coadyuvan con las labores de esta área, en su mayoría están acordes con lo establecido en el Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana; a excepción de las y los Auxiliares Administrativos que han asumido las labores de limpieza de acuerdo al rol establecido trimestralmente. Lo anterior se debe a que esas labores no están consignadas en la descripción de esos puestos, pero que deben asumirlas por no existir dentro de la estructura de personal, el puesto de Auxiliar de Servicios Generales.



 



3.1.3.- Unidad de Acceso a la Justicia: La Unidad es especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad dentro de las labores institucionales. Asimismo, se encarga de coordinar, articular y dar seguimiento tanto a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contendida en las Reglas de Brasilia.



 



En la Relación de Puestos esta Unidad tiene adscrito sólo una plaza de Profesional 2; sin embargo, desde el 2006 el tema es coordinado por una Profesional en Derecho 2; además cuenta con apoyo administrativo de una plaza de Auxiliar Administrativo (plazas adscritas a la Secretaría de Género).



 



La plaza de Profesional en Derecho 2 realiza funciones muy diferentes a las establecidas en el Manual de Puestos, por lo que se considera debe ser analizado por la Dirección de Gestión Humana.



 



Las otras dos plazas que coadyuvan en la realización de las funciones asignadas a la Unidad, se puede indicar que en su mayoría realizan labores atinentes a la clasificación de la misma.



 



3.4.3.- Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Es el órgano técnico ejecutor de la Comisión de Acceso a la Justicia[1], creada por acuerdo de Corte en la sesión N°32-2011, del 3 de octubre del 2011, artículo VIII.



 



Esta Unidad es la especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; por lo tanto, su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en las labores institucionales.



 



También coordina, articula y da seguimiento a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contendida en las Reglas de Brasilia, y a cualquier otro asunto relacionado con el mejoramiento de la calidad del servicio de las personas con mayores dificultades de acceso.



 



Algunas Subcomisiones desarrollan su trabajo desde la Unidad de Acceso a la Justicia, aprovechando el apoyo técnico ejecutivo de la Comisión; dentro de esas Subcomisiones están: Personas Adultas Mayores, Personas con Discapacidad, Personas Afrodescendientes, Niñez y Adolescencia y Pueblos Indígenas. Asimismo, hay otras Subcomisiones que reciben apoyo para ejecutar actividades específicas, entre ellas: Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas Menores de Edad en Conflicto con la Ley Penal Juvenil (se asiste a las sesiones de Subcomisión), Privadas de Libertad, Migrantes y Refugiadas y Discriminadas por orientación sexual e identidad de género. El Anexo N°3 presenta un mayor detalle. 



 



Sobre el apoyo que esta Unidad brinda a la Subcomisiones que cuentan con Cooperación Internacional, indica la Máster Karen Leiva Chavarría, Profesional 2 de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, que han trabajado con dos: Subcomisión de Afrodescendientes, con la que han coordinado la elaboración y presentación oficial del proyecto “Promoción del acceso a la justicia para la población afrodescendiente en el Poder Judicial”, que fue financiado con recursos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO); proyecto que fue ejecutado por la Unidad de Acceso a la Justicia; y la segunda sería la Subcomisión de Pueblos Indígenas, con la que han coordinado dos proyectos en el marco del Programa de Gobernabilidad Democrática, a saber:



 



Proyecto de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Talamanca Bribri-Talamanca Cabécar. Consiste en mecanismos de resolución de conflictos en la justicia, y es ejecutado por varias instancias, entre ellas el Ministerio Público como integrante de la Comisión, posteriormente por la Licda. Lena White Curling, en su calidad de coordinadora de la Subcomisión, desde la Contraloría de Servicios; posteriormente lo asume la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en un estado de ejecución de al menos 65% aproximadamente.



 



Proyecto de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Es ejecutado en la población Ngöbe ubicado en la zona sur-sur del país. La coordinación del proyecto la realizó la Subcomisión y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales coordinó los aspectos logísticos y administrativos.



 



Sobre otro tema, se debe indicar que según los lineamientos emitidos en las XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (100 Reglas de Brasilia), se considera que en términos generales la Unidad de Acceso a la Justicia debe:



 



                Propiciar la divulgación de información sobre los derechos de la población en condición de vulnerabilidad.



                Incentivar la capacitación de las funcionarias/os y servidoras/es judiciales en temas de acceso a la justicia.



                Promover una política de asistencia jurídica pública a las personas en condición de vulnerabilidad.



                Revisar y evaluar  los procesos y requisitos de acceso a la justicia existentes.



                Promover la coordinación y agilidad en la tramitación de las causas de las personas en condición de vulnerabilidad.



                Promover la adopción de medidas tendientes a un mayor acercamiento de los servicios de justicia.



                Incentivar el uso de métodos alternos de resolución de conflictos, garantizando la participación de las personas en condición de vulnerabilidad.



                Fomentar el respeto por la dignidad, costumbres y tradiciones de las personas participantes en los procesos judiciales.



                Impulsar la adaptación en el lenguaje, infraestructura y protección, acorde con la necesidad de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



A estas funciones se adicionarán aquellas que la Corte Plena considere pertinentes para mejorar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en concordancia con la política institucional.



 



Actualmente, esas labores son atendidas por una plaza de Profesional en Derecho 2, una de Profesional 2 y una de Auxiliar Administrativa/o.



 



Se realizó una sesión de trabajo[2] para detallar las funciones de cada uno de los puestos (Ver Anexo 4), determinándose lo siguiente:



 



Profesional en Derecho 2 (1 puesto)[3]:



 



La mayoría de las labores que realiza este puesto no son concordantes con lo descrito en el Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana.



 



La naturaleza del puesto: “Ejecución de labores profesionales variadas en la Secretaría General de la Corte” difiere considerablemente de las labores que este puesto realiza.



 



                Actualmente, la labor sustantiva de este puesto es la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia; además, tiene personal a cargo (un Auxiliar Administrativo y una Profesional 2), lo que no concuerda con lo indicado en el Manual de Puestos.



 



                Realiza actividades de coordinación con las Comisiones y Subcomisiones que atienden las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



 



                Realiza labores de formular y ejecutar en asocio con la Profesional 1 el presupuesto de la Comisión de Acceso a la Justicia, lo que tampoco es concordante con el Manual.



 



IV. Elementos Conclusivos



 



4.4.- La Secretaría Técnica de Género y cada una de las áreas de trabajo interna tienen, en términos generales, claramente definidas las tareas asignadas por los órganos superiores.



 



Solamente se identificaron dos puestos que requieren una revisión inmediata de las funciones que realizan, con el fin de que se defina el puesto acorde a ocupar, a saber, el puesto de Profesional en Derecho 2, y el de Coordinadora o Coordinador de Gestión Programa de Participación Ciudadana.



 



V. Recomendaciones



 



5.2.- Se recomienda que la estructura de la Secretaría de Género mantenga sus dos divisiones formales, sea la Unidad de Acceso a la Justicia y el Observatorio de Violencia de Género Contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. La categoría de esta segunda dependerá del estudio que se realice al puesto de la actual Coordinadora.Sobre las dos “Áreas” informales que existen, se recomienda que se mantengan en esa condición y por ende, no se deben estandarizar las estructuras internas. Lo anterior permitirá que la Jefatura de la Secretaría cuente con un mayor grado de discrecionalidad y flexibilidad al momento de realizar la distribución del trabajo y del mismo recurso humano, dependiendo de las coyunturas y del servicio a la persona usuaria. Las divisiones formales existentes, no limitan la posibilidad de la jefatura de la Secretaría Técnica de Género a organizar internamente las labores que se requieran en algún momento dado, para lograr integrar y equiparar las cargas laborales diariamente.



 



5.4.- Las tareas asignadas a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, y a sus respectivas estructuras internas, están claramente definidas. De igual forma, la mayoría de las labores asignadas al recurso humano están igualmente definidas y son acordes con lo establecido en los manuales institucionales, con las excepciones de las labores de limpieza de los puestos auxiliares administrativos, y de la Profesional en Derecho 2 de la Unidad de Acceso a la Justicia. Por lo anterior, se adicionan en los primeros 5 anexos de este informe, la descripción de las tareas por tipo de puesto, los que deberán mantenerse vigentes.



 



5.5.- Sobre las labores de limpieza que realizan las y los Auxiliares Administrativos, se recomienda a la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana que revise y defina si esas labores son acordes con el puesto y con las circunstancias específicas de la Secretaría, y si procede recomendar una contratación del servicio de limpieza privada, tal y como se recomendó en la Auditoría Judicial y la Contraloría de Servicios.



 



5.6.- Se recomienda que la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana analice la plaza de Profesional en Derecho 2, que funge como coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, con el fin de que se revise si el puesto es acorde con las funciones que actualmente realiza.



 



5.7.- Que la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana analice la plaza de Coordinadora o Coordinador del Observatorio de Violencia de Género, con el fin de determinar si las funciones que realiza son acordes con el mismo. Asimismo, deberá revisar los requisitos que debe cumplir la persona que lo ocupa.  La Dirección de Planificación recomienda que se consideren los requisitos de profesional en derecho y en periodismo para el presente puesto, por las funciones que se le han asignado, y las que podría asumir en el mediano plazo. (El resaltado no pertenece al original)



 



ANEXO NO. 2



 



Tareas del puesto No. 363392, según cuestionario de clasificación y valoración completado por la Máster Alejandra Monge Arias, ocupante del cargo al momento en que se efectuó el análisis del puesto.



 



				¿QUÉ HACE?



(Detalle de las actividades)



				¿COMO LO HACE?



(Detalle de las actividades)



				¿PARA QUE LO HACE?



(Detalle de la actividad)



				PORCENTAJE DE TIEMPO



(Indicar  en porcentaje %)







				Brindar asesoría legal y en materia de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad a la Comisión de Acceso a la Justicia y a las Subcomisiones.



 



				-Dependiendo del tipo de asesoría, realizo el estudio pertinente, elaboro borradores de documentos con propuestas, observaciones y/o sugerencias.



-Acompaño a la Magistrada Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia o Magistradas Coordinadoras de las Subcomisiones que lo requieran a reuniones o sesiones y preparo documentación de respaldo.



-Preparo borradores de ponencias para la participación en actividades múltiples.



				Para cumplir con el Plan Estratégico, El Plan Anual Operativo, y las funciones y obligaciones que me fueron asignadas y que corresponden a la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Asimismo, para dar cumplimiento a las obligaciones que me competen como Secretaria Técnica de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia de Cumbre Judicial.



 



Léase IDEM en cada uno de los aparatados.



				El porcentaje de tiempo no se puede especificar, puesto que si bien las actividades descritas son periódicas, dependiendo de situaciones particulares, en algunas ocasiones se realizan con mayor o menor regularidad dependiendo de las circunstancias, con excepción de las sesiones de la Comisión de Acceso a la Justicia, las cuales son mensuales, pero cuya preparación y posterior seguimiento, se realizan a lo largo del tiempo.



 



Lo cierto es que cada una de estas actividades demanda muchas horas laborales, en muchos casos más de las que se cumplen en un horario regular.



 



Ergo, o cumplo con mis tareas, o llevo un registro de las horas que dedico a cada una de ellas.



 



Léase IDEM en cada uno de los aparatados.



 







				Coordino para la realización de las sesiones mensuales de la Comisión de Acceso a la justicia.



Elaboro la agenda. Redacto el borrador del acta. Ejecuto los acuerdos.



Doy seguimiento  al cumplimiento de  acuerdos.



 



 



 



				-Todos los meses sesiona la Comisión de Acceso a la Justicia y debo preparar la agenda con base en los temas a tratar, algunos de ellos generados en documentación recibida.



Los temas a tratar incluyen solicitudes de apoyo, sugerencias, quejas y/o consultas diversas. En  algunos casos responden a la detección de  situaciones especiales, que requieren para su resolución ser elevadas a conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia.



Durante el mes previo a la realización de la sesión, creo un archivo que dará contenido a la agenda propuesta para la sesión.



 



Una vez elaborada la agenda la remito digitalmente, a las/os integrantes de la Comisión, acompañada de esos documentos.



Durante la sesión apoyo a la Magistrada Coordinadora con el orden del día y levanto el acta, consignando y dando forma a los acuerdos respectivos.



Finalizada la sesión, termino de pulir el acta borrador y la envío a revisión de la Magistrada Coordinadora.



Posteriormente inicio el  despacho de los acuerdos mediante oficios que redacto y van dirigidos a las personas o instancias responsables.



 



En muchos casos la ejecución requiere coordinación con uno o varios despachos judiciales o instituciones externas.



 



También es factible que de los acuerdos tomados se generen reuniones para continuar trabajando sobre temas específicos, reuniones que me encargo de coordinar y a las cuales asisto realizando los aportes que sean de mi competencia.



 



En la siguiente sesión debo rendir un informe del estado de ejecución de acuerdos, e insistir en la ejecución de aquellos que se mantengan pendientes.



 



				La realización de las sesiones de la Comisión de Acceso a



				 







				Brindo apoyo a otras Subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				-Apoyo de manera total las Subcomisiones para el acceso a la justicia de personas indígenas, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores, en este caso la mayoría de gestiones las realizo personalmente, en coordinación con las magistradas coordinadoras.



 



-Asisto a sesiones de otras Comisiones o bien de las Subcomisiones incluyendo algunas no mencionadas en este apartado, cuando se requiere.



 



				 



				 







				Coordino la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



				Coordinar la Unidad de Acceso a la Justicia implica una gran cantidad de actividades y tareas, las cuales se detallan a continuación.



 



No me referiré en detalle a las actividades de mero trámite, como lectura y respuesta de correos y llamadas telefónicas.



 



				 



				 







				Formulación de presupuestos y elaboración de Planes de Trabajo



				-Es mi responsabilidad la formulación del presupuesto de la Unidad de Acceso a la Justicia, de acuerdo con los lineamientos establecidos por la Dirección de Planificación y dentro de criterios de razonabilidad en cuanto al gasto público y la programación de actividades. El presupuesto incluye entre sus su partidas, una correspondiente a actividades de capacitación.



 



-Asimismo, elaboro el PAOM y el Plan Anual Operativo, con base en ellos programo y ejecuto el trabajo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Para su elaboración solicito a las magistradas coordinadoras el aporte de objetivos de acuerdo con el interés de la población a su cargo, los que sumados  a los ya establecidos desde mi perspectiva y la de la Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, finalmente conforman el plan de trabajo, comprensivo de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



				 



				 







				Delego tareas



 



				Para la ejecución del plan de trabajo de la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, es indispensable la delegación de funciones al personal que integra la Unidad, cosa que me corresponde hacer en mi condición de coordinadora.



La distribución dependerá del grado de dificultad, otras tareas asignadas previamente, la necesidad de un conocimiento especial, habilidad o destreza para desarrollar la tarea.



 



				 



				 







				Coordino con otras oficinas judiciales, con otras instituciones nacionales e internacionales según sea el caso y el asunto de que se trate.



 



				-Esta coordinación se da en función del abordaje interdisciplinario y/o interinstitucional que requiere el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Para ello me corresponde determinar cuándo se requiere realizar la coordinación, definir un objetivo claro, tener iniciativa para realizar propuestas, capacidad de negociación para obtener apoyo, establecer canales de comunicación fluidos, tanto con quien se coordina, como con las instancias a las cuales posteriormente debo rendir cuenta de los resultados.



 



				 



				 







				Evacuo consultas



				-Atiendo consultas que recibo por diversas vías: personalmente, oficios, llamadas telefónicas, correos ya sea en el correo personal o la dirección de la Comisión de Acceso a la Justicia, ello puede implicar para la resolución del caso, coordinación con la Dirección Ejecutiva, Medicina Legal, Escuela Judicial, Administraciones  Regionales, Contralorías, Juzgados, Defensa, Ministerio Público, O.I.J, entre otras.



 



Fundamentalmente, es mi obligación dar respuesta a satisfacción a la consulta realizada.



 



				 



				 







				Atiendo personas usuarias



				-Atiendo personas que requieren conocer el funcionamiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad o las Subcomisiones, saber qué se está haciendo en materia de acceso a la justicia. Estas personas pueden ser estudiantes, funcionarios/as de otras instituciones, personas usuarias que requieren información.



 



En la medida de las posibilidades, se otorga una cita a la brevedad. Las entrevistas suelen ser una fuente de retroalimentación que brinda la posibilidad de mejorar la calidad del servicio que se brinda, porque permite conocer otras perspectivas de situaciones cotidianas, o que sencillamente no se había visualizado.



 



				 



				 







				Me reúno con diversos actores judiciales, o bien representantes de instituciones que tienen objetivos afines con el trabajo que realizo.



				-Convoco, coordino y/o asisto a reuniones de diversa índole, con objetivos variados para cumplir con el PAO, o bien atender asuntos emergentes.



Preparo un informe de resultados de la reunión realizada y lo informo a la Magistrada Coordinadora.



 



				 



				 







				Diseño cursos o materiales para capacitación. Imparto capacitaciones.



				-Cuando se requiere diseño cursos, o bien algunas secciones que formarán parte de un curso, en el que se abordan los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



-En el transcurso del año imparto charlas sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las políticas institucionales, las Reglas de Brasilia y otros temas afines.



 



				 



				 







				Propicio la divulgación de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad para promover la eliminación de barreras que obstaculizan el acceso a la justicia.



 



				-En este caso coordino con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para la elaboración de campañas de divulgación y boletines. En algunas ocasiones delego  la elaboración del diseño gráfico en el compañero de la Unidad, otras lo elabora el Prensa y selecciono la propuesta que considero más adecuada. Redacto el contenido informativo de la campaña, en algunas ocasiones  de forma personal y en otras en coordinación con especialistas o bien las magistradas coordinadoras, según la población de la que trate la campaña.



-Superviso la actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones inmersas en esta página.



-Superviso la actualización de la página de Facebook de la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



				 



				 







				Elaboro informes y otros documentos de respuesta, que requieren capacidad analítica, interpretativa, de síntesis y una fundamentación  objetiva.



 



				-Elaboro informes de diversa naturaleza, a solicitud de otras oficinas judiciales, de la Presidencia de la Corte, Consejo Superior, de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Defensoría de los Habitantes, Consejo Nacional de Personas con discapacidad, de instancias internacionales, Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, Comisión Centroamericana y del Caribe de sobre Acceso a la Justicia, EURO social, entre otros.



-Respondo cuestionarios mediante los cuales se solicita información variada tanto legal por ejemplo implementación de convenios internacionales, como de acciones realizadas por el Poder Judicial en general y de forma particular la Comisión de Acceso a la Justicia y las Subcomisiones, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad; los cuestionarios pueden emanar de organismos internacionales o bien de los propios mecanismos establecidos en las convenciones internacionales.



La elaboración de informes o respuesta a cuestionarios requiere de la experiencia acumulada durante los años de ejercicio de la coordinación de la Unidad, el conocimiento adquirido en ese tiempo, mi formación profesional que incluye no solo ser abogada, sino también el manejo de especificidades propias de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



En algunos de estos casos se requieren coordinar con otras instancias judiciales, y solicitarles información la cual luego sistematizo y doy redacción final.



 



				 



				 







				Elaborar proyectos de diversa índole incluyendo aquellos que han de ejecutarse en coordinación con organismos internacionales.



 



 



				-Formulo proyectos orientados a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, por ejemplo proyectos en los que se plasman acciones concretas como elaboración de políticas públicas, protocolos, diseño de cursos de capacitación, entre otras,  para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Esta formulación requiere de mí investigar, elaborar un marco lógico, justificación de la necesidad (podría requerirse de un diagnóstico previo), definición de población meta y de personas beneficiarias, diseño de cronogramas de trabajo, selección de regiones para su implementación, elaboración de presupuesto, incidencia política, búsqueda de recursos, negociación con organismos donantes, etc.



 



				 



				 







				Analizar proyectos de ley y realizar recomendaciones, o bien, redactar propuestas de proyectos de ley cuando así se requiere.



 



 



				Análisis de proyectos de ley: reviso el documento, para determinar que su redacción no lesiona derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, o no afecta la organización del poder judicial, realizo observaciones y/o recomendaciones, preparo un borrador y lo remito a quien corresponda, generalmente a la Magistrada Escoto.



 



				 



				 







				Revisar y clasificar jurisprudencia de interés.



				La Comisión de Acceso a la Justicia tiene habilitada una página Web, que a su vez contiene en su interior páginas que corresponden a cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad. En esas páginas se coloca información diversa incluyendo jurisprudencia, la cual reviso para determinar su trascendencia y la clasifico para definir la ubicación idónea.



 



				 



				 







				Responder Recursos de Amparo.



				-Recibida la notificación estudio el expediente, investigo legislación, jurisprudencia, doctrina o acciones de tipo administrativo atinentes al caso, y preparo el borrador  la respuesta, esta debe fundamentarse desde una perspectiva de derechos humanos, respetuosa de la diversidad, con las particularidades del caso. El borrador se remite a la persona recurrida para su revisión y respuesta oficial.



 



				 



				Esto ocurre ocasionalmente, no se puede prever en qué momento se notificará un Recurso.



 



No obstante en este momento se trabaja en la respuesta al Recurso de Amparo interpuesto en el Expediente N° 17-005257-0007-CO







				 



Redactar propuestas de circulares y otras directrices.



 



				 



-Generalmente se realiza en cumplimiento de acuerdos tomados en las sesiones de la Comisión de Acceso a la Justicia o de las Subcomisiones, para ello redacto un borrador que consigna el acuerdo tomado y lo desarrolla de acuerdo a la necesidad, ya sea citando legislación, reglamentos, acuerdos del Consejo Superior o Corte Plena, o bien describiendo procedimientos que son pertinentes para mejorar el acceso a la justicia de las personas usuarias. El borrador es revisado por la autoridad que corresponda y con su visto bueno, redacto un oficio y lo remito a la instancia que ha de aprobar la circular o directriz, para su posterior divulgación.



				 



				 







				Soy la Secretaria Técnica de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia.



				Tengo a mi cargo, entre otras funciones:



 



-La preparación de las agendas para las sesiones, ya sean virtuales o presenciales-



-La convocatoria de sus integrantes.



-La redacción de las actas.



-El envío de documentos diversos.



-La elaboración de informes tanto para destinatarios nacionales, como internacionales.



-La elaboración de propuestas de trabajo o de documentos diversos.



-Diseño de materiales.



-Investigación (Redacción de un manual para la elaboración de políticas públicas.)



-Acciones de coordinación para que se de una comunicación eficiente y eficaz entre todos/as los/as integrantes.



				 



				 











 



ANEXO NO. 3



 



PERFIL COMPETENCIAL ENCARGADO UNIDAD DE ACCESO A LA JUSTICIA
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”



 



Se acuerda: aprobar en todos sus extremos el informe SAP-479-18.



 



Se declara firme.”



(…).”



-0-



Se acordó: Tener por rendido el informe CP-182-2018, del 9 de noviembre de 2018, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y acoger lo resuelto por el Consejo de Personal en sesión N° 25-18 celebrada el 06 de noviembre de 2018, artículo II, en consecuencia: 1.) Crear la clase ancha y angosta denominada “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”, tal y como se detalla en el anexo No. 3. 2.) Reclasificar el puesto N° 363392, de tal forma que se ubique en la clase ancha y angosta de “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”. 3.) Mantener la valoración que actualmente ostenta el puesto N° 363392. 4.)Ajustarle al puesto N° 363392, el rubro por “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) del 18% al 22% y al “Índice de Competitividad Salarial” (ICS) del 20,5491 % al 20,8210%, a fin de que salarialmente este cargo quede igual que su homólogo, es decir, que el puesto de “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia” del que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”, en el entendido que el costo mensual para hacer frente al ajuste es de ¢41.121.00 (cuarenta y un mil colones exactos) mensuales. 5.) Deberá el puesto N° 363392 de Profesional en Derecho 2, trasladarse a la Unidad de Acceso a la Justicia. 6.) La anterior reasignación rige a partir del 22 de noviembre de 2018, sin embargo, de conformidad con el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, la reasignación aprobada queda sujeta a la disponibilidad presupuestaria de la institución; de igual manera y en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuesto Públicos, que establece que son hechos generadores de responsabilidad administrativa la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado. También lo establecido por la Corte Plena, en la sesión Nº 09-12 celebrada el 5 de marzo del 2012, artículo XVII que: “…1.11. Reconocer las reasignaciones en el salario a partir del momento en que se cuente con contenido presupuestario, conforme lo establece la legislación vigente…”.



La Dirección de Gestión Humana, la Secretaría Técnica de Género, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia” (OVIGMAJ), tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.








 












[1] Desde su origen en el año 2005, en ese entonces Comisión de Accesibilidad, tiene como norte elaborar, implementar, y promover políticas, directrices, circulares y lineamientos en general, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



[2] Realizada en la Dirección de Planificación el 30 de julio del 2015.



[3] Puesto N° 363392 ocupado al momento del análisis del cargo por la Licda. Alejandra Monge Arias.



Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2018








Fecha: 27 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO C



DOCUMENTO N° 13843-18



En la Circular N° 174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber  a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente:



“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:



 



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”



 



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera. 



 



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”



 



- 0 -



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.








 








Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2018








Fecha: 27 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO XCIX



DOCUMENTO N° 13836-18



 



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-407-2018 del 2 de noviembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, y fines consiguientes, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, el cual se transcribe literalmente:



 



Artículo V



Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.



 



Doña Melissa Benavides Víquez hace un resumen de lo que fue la Gira a los Territorios Indígenas, sean estos los Tribunales de Derecho Consuetudinario de Cabagra y Boruca y al día siguiente con distintos grupos conformados por personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez propone que se valore y se envíe al Consejo Superior para que se valore la posibilidad de una plaza en temas especializada para atender los asuntos en donde una parte sea una persona indígena.



 



Don Erick Núñez comenta que existía una plaza en Buenos Aires que luego se eliminó, por esto la Defensa Pública ha venido dando tumbos pues solamente hay dos defensores públicos, por eso se ha pedido que en esta comisión se revalore un defensor in situ, en Buenos Aires especializado en materia indígena. Existen muchos problemas en lo penal, con la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas nos amplían las competencias, se recarga esto las materias agrarias.



 



Doña Ariana Céspedes indica que el Tribunal justificó, por un tema de números, que no se sostenía una tercera sección por ello se eliminó este tribunal.



 



Doña Ligia Jiménez expone que existen cinco fiscales, pero solamente dos plazas de defensores.



 



Don Geiner Blanco plantea que hay que dar un paso más al frente pues se denuncia mucha desatención en distintos temas, como subcomisión debemos buscar una estrategia para atender estos problemas y no siga pasando.



 



Doña Carmenmaría Escoto comenta que en Turrialba manifiestan recargo por tener que ir a las audiencias in situ, aunque no tengan la sensibilidad para atender la problemática que se suscita en los territorios indígenas, el sentir de la comunidad es que no exista un deseo de ir a los lugares en busca de las personas indígenas, además de la contratación de una persona de planta intérprete indígena, esto se hace en ignorancia de las reglas.



 



Doña Ariana Céspedes propone que se deben involucrar a las Administraciones Regionales para garantizar las condiciones para efectuar los juicios, además para apoyar a los despachos para que garanticen las mejores condiciones para realizar las audiencias pues muchas veces no existen estas condiciones para las víctimas y para las personas testigas.



 



Don Geiner Blanco explica que es importante hacer una lista de las necesidades expuestas, un mapeo de las demandas constantes de personas indígenas, así se marca un rumbo de donde hay que ir, además que da seguridad a las personas indígenas y asegurar un acceso a la justicia para estas poblaciones.



 



Doña Ligia Jiménez indica que es algo muy común que las personas indígenas no cuenten con intérprete para enfrentar sus derechos, cuestiona la forma de que se realizan estas diligencias.



 



Don Jean Carlo Monge establece que es importante que ahora que se hagan las visitas a las comunidades indígenas se puede levantar una lista de cuáles son las necesidades de las distintas comunidades, así se podrán conocer las necesidades de distintas comunidades.



 



Doña Melissa Benavides expone sobre la importancia de formar profesionales y pregunta de qué forma el Colegio pueda coadyubar con el acceso a la justicia para las personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez plantea si existe la posibilidad de que se formule un curso sobre derecho indígena,



 



Don Jorge Leiva expone que existe una Comisión de Pueblos Indígenas en el Colegio de Abogados y Abogadas y para los efectos de las capacitaciones se puede conversar con ellos.



 



Doña Yerma Campos comenta que hubiese sido provechoso que se escuchara previo a los y las funcionarias judiciales antes de enviar a la Inspección Judicial las quejas interpuestas en la Gira.



 



Doña Violenta propone que de la iniciativa que se haga a la Comisión de Asuntos Indígenas se haga copia a la Junta Directiva también indica que podría hacerse a partir de marzo capacitación a las Defensorías Sociales, el Poder Judicial propondría nombres para los capacitadores e incluso grabarlas en youtube.



 



Doña Carmenmaría indica que existe un convenio con la Escuela Judicial para capacitar personas que no trabajan al Poder Judicial, se podría pensar en incluir al Colegio de Abogados y Abogadas en esto, estos cursos son importantes y son esenciales, se aprende muchísimo.



 



Don Geiner Blanco propone hacer un diagnóstico de problemáticas, propone que se haga un objetivo estratégico para poder llegar a las personas que toman decisiones y que se enteren de todo esto que estamos hablando pues existe resistencia y mucha burocracia.



 



Doña Carmenmaría consulta sobre si es posible por parte de Don Geiner de realizar ese diagnóstico.



 



Don Geiner Blanco indica que se puede realizar una sistematización con el histórico.



 



Don Jorge Leiva propone que se puede auxiliar con el informe de labores de la Defensoría de los Habitantes, además que existe una problemática de que las personas no se apuntan a los cursos de derecho indígena.



 



Don Alí García dice que en mundo indígena no se dice, sino que se hace, se comprende mejor la acción que hablar, es muy cansado, espera que estos acuerdos se cumplan.



 



Don Juan Carlos Campos indica que el Poder Judicial debería tomar acciones para poder contratar personas que conozcan del derecho indígena y sean de la comunidad indígena que sirvan de traductores.



 



Don Gonzalo Gutierrez indica que ha hecho muchos sacrificios para estudiar, que está anuente para optar por cualquier tipo de capacitación para optar por un puesto, hay muchos compañeros que quieren optar por puestos, pero no los llaman.



 



Doña Carmenmaría expone que en Turrialba le han expuesto la necesidad de que existan traductores y es necesario que el Poder Judicial nos dote de un técnico judicial para que sea intérprete y un medio para que sea un puente de las necesidades de los pueblos indígenas y que la Comisión sea también ese puente.



 



Don Erick Alfaro cuestiona que por qué los despachos cuando tienen la posibilidad de contratar personas no contratan personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez comenta que es necesario hacer el proceso para poder entrar, y es necesario establecer cuotas para las distintas instancias para poder contratar personas indígenas.



 



Don Jean Carlo Monge establece la importancia de continuar promoviendo la cuota de contratación de personas indígenas.



 



Se acordó: 5) Consultar a Consejo Superior y al Tribunal de la Inspección Judicial que indiquen a cuáles territorios indígenas se han visitando en razón de sus cargos y por parte de los distintos Tribunales, esto en razón de las acciones aprobadas por Corte Plena.”



 



[bookmark: _Toc530670234]- 0 -



 



Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que los diferentes Consejo de Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales están despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.



















Acta de Consejo Superior Nº 007 - 2019








Fecha: 29 de Enero del 2019



ARTÍCULO LXVI



Documento N° 4289-12 / 693-19



 



En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega:



“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”



Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.



Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:



a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales.



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.



En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma:



“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus.



Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)



Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.



Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).



Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.



Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.



En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.



Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”



De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención.



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:



“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”



Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.



Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”



-0-



 



Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.)Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.




















Acta de Consejo Superior Nº 014 - 2019








Fecha: 19 de Febrero del 2019



ARTÍCULO LXIX



 



Documento N° 1624-19



 



            La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota de 10 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, Artículo V.



 



El acuerdo literalmente indica:



 



“ARTICULO V



 



Comunica la jueza Damaris Vargas del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber:



 



1.     Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;



 



2.     Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;



 



3.     Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”



 



Al respecto indica, se remitió Oficio del 3 de febrero de 2019 a la Defensoría de los Habitantes de la República en respuesta del Oficio DH-0076-2019, en el que se señala:



 



San José, 3 de febrero de 2019



(Oficio N° DH-0076-2019)



Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo y mi deseo de que tenga muchos éxitos con ocasión de su reciente designación como Defensora de los Habitantes de la República.



 



En atención al Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, se toma nota de su autorización para que la funcionaria Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas de la Dirección de Protección Especial de la Defensoría de los Habitantes, continúe participando como asesora en las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y se reconoce el aporte dado desde su incorporación.



 



Se toma nota de los tres temas propuestos para el desarrollo del Plan de Acción de la Subcomisión, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos estado realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, para la construcción del Programa Anual Permanente 2019; la construcción de indicadores e incorporación en las estadísticas institucionales que reflejen los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, no solo en los Agrarios, para su debido seguimiento y monitoreo. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento.



 



De la Señora Defensora de los Habitantes de la República con consideración y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia



Sr. Álvaro Paniagua, Dirección de Protección Especial



Sra. Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas Dirección de Protección Especial
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Sugiere la integrante Ligia Jiménez se haga una atenta instancia a las Universidades para que se incorpore en el Plan de Estudios de la carrera de Derecho el curso de Derecho Indígena o al menos, la posibilidad de que haya una especialización en la temática.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”.  2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019. 3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho que incorporen dentro de sus cursos uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo. -”



 



- 0 -



 



Después de analizada la gestión anterior y tomando en consideración que las universidades tienen autonomía en cuanto a sus planes de estudio, se acordó: 1.)Comunicar a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avala la iniciativa plasmada, no obstante, esta deberá ser gestionada ante las instancias que consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmita o incorpore como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2019








Fecha: 22 de Febrero del 2019



ARTÍCULO LXXIII



DOCUMENTO N° 1746-19



La máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante nota del 10 de febrero de 2019, gestionó lo siguiente:



“…en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:



 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”



 



En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional que permita controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.



 



Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:



 



a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias



 



b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas



 



c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico



 



Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.



 



Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:



 



“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:



 



1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto.



 



2. El registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.



 



3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”
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En relación con lo anterior, mediante correo del 13 de febrero de 2019, la máster Vargas Vásquez de calidades anteriormente indicadas, agregó lo siguiente:



“…hago de su conocimiento la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que consta en correos adjuntos.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referente a la recopilación y sistematización de información relacionado con procesos judiciales que involucren personas indígenas al Digesto de la Jurisprudencia, para estudio e informe lo correspondiente a este Consejo.








 








 



Acta de Consejo Superior Nº 020 - 2019








Fecha: 05 de Marzo del 2019



ARTÍCULO LXXVII



DOCUMENTO N° 4289-12, 2233-19



[bookmark: _Toc2325121]En sesión N° 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, artículo LXVI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.)Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



 



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”
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El señor Eduardo Sibaja Arias, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior, remite el oficio N° CNR-66-2019 del 21 de febrero de 2019, que literalmente dice:



“Le trascribo el acuerdo tomado por el Consejo Nacional de Rectores en la sesión N° 6-2019, celebrada el 19 de febrero de 2019, en el artículo 3, inciso f), titulado Correspondencia.



 



CONSIDERANDO QUE:



 



Mediante oficio N° 1540-19 de 13 de febrero de 2019, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia remite trascripción de acuerdo sobre solicitud de colaboración para dar cumplimiento a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



SE ACUERDA:



 



A.        REMITIR A LAS RECTORÍAS LA SOLICITUD DE LA SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA BRINDAR LA COLABORACIÓN DE UN LISTADO DE PERSONAS PARA DESARROLLAR LOS PERITAJES CULTURALES.



 



B.         ACUERDO FIRME.”



 



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por el señor Eduardo Sibaja Arias, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.








 Acta de Consejo Superior Nº 024 - 2019








Fecha: 15 de Marzo del 2019



ARTÍCULO LXXV



DOCUMENTO Nº 1624-19, 2697-19



En sesión Nº 14-19 del 19 de febrero de 2019, artículo LXIX, se comunicó a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avalaba la iniciativa plasmada, no obstante, esta debería ser gestionada ante las instancias que se consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmitiera o incorporara como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



En relación con lo anterior, la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2019, presentó la siguiente gestión:



“…A la vez, hago de su conocimiento que el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, señala literalmente:



 



“Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales, desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá levantar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”



 



En ejecución de dicha norma y con fundamento en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se les solicita valorar la posibilidad de emitir un acuerdo en el que se disponga:



 



a.         La participación obligatoria de las personas servidoras judiciales en las actividades de capacitación que ejecute la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo, a fin de que las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas.



 



b.         El deber de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo de llevar un registro de las capacitaciones que desarrollen sobre la temática indígena con indicación de: 1. Nombre completo, 2. Cédula de identidad, 3. puesto desempeñado al momento de la capacitación, 4. despacho donde labora, 5. temática objeto de capacitación. Además, remitir un informe periódico del estado de las capacitaciones: el último día hábil de mayo y de noviembre de cada año a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (spindigenas@poder-judicial.go.cr) y a la Unidad de Acceso a la Justicia (accesojusticia@poder-judicial.go.cr). Lo anterior, a fin de que esa información sirva de insumo para la construcción del diagnóstico al que hace referencia el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, asociado a las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial.



 



c.          Priorizar en las actividades de capacitación de la Escuela Judicial a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas que se enlistan de seguido, según reporte de SIGMA emitido el 13 de febrero pasado, en el que se señalan los despachos judiciales en los que se tramitan procesos judiciales vinculados con personas indígenas:



 



				CANTIDAD DE INTERVINIENTES



				OFICINAS CON MAYOR CANTIDAD DE INTERVINIENTES (INDÍGENAS) ENERO 2019







				278



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				264



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				227



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				140



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				137



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				119



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				118



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				100



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				88



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				82



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				78



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				64



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				52



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				40



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				39



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				38



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				34



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				34



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				29



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				28



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				28



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				24



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				22



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				21



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				20



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				20



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				20



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA PENAL JUVENIL)







				19



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				18



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				18



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				17



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE SARAPIQUI







				17



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				16



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE LIMÓN







				16



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				15



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				15



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				14



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				14



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				14



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				12



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				12



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				12



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				11



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				11



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				11



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				10



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				10



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				10



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				10



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				9



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				9



				SALA PRIMERA







				9



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				8



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				8



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				8



				FISCALIA DE BATAN







				8



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				7



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)







				7



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				7



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				6



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA LABORAL)







				6



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SIQUIRRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				6



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				6



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				6



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				5



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JICARAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				5



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				5



				JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				5



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				5



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				5



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				4



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)







				4



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				4



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				4



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				4



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				4



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				4



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				4



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				4



				FISCALIA ADJUNTA II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				4



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE  ALAJUELA, SEDE ATENAS







				4



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PEREZ ZELEDON)







				4



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				4



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				3



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) (MA







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE PAVAS (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				3



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PAVAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				3



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				3



				JUZGADO PENAL DE PURISCAL







				3



				TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE GOLFITO







				3



				TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				3



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				3



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (MATERIA LABORAL)







				2



				JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRACIÓN Y CIVIL DE HACIENDA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ASERRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GRECIA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HATILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JIMENEZ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE NARANJO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENSIONES







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMÓN) (MATERIA







				2



				JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL







				2



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				2



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				2



				SALA PRIMERA







				2



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE CORREDORES







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO NOTARIAL







				2



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HEREDIA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENAL DE UPALA







				2



				TRIBUNAL DE CARTAGO







				2



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PARRITA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE SIQUIRRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE CARTAGO







				2



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				2



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO CIVIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE QUEPOS (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ESPARZA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LOS CHILES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TILARAN (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE UPALA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE VALVERDE VEGA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE SANTA CRUZ







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				1



				JUZGADO DE TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (POCOCÍ)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE LA UNION (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SAN JOAQUIN DE FLORES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO SEGUNDO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				TRIBUNAL SEGUNDO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE POCOCI







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO TERCERO CIVIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO TERCERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				1



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				CENTRO DE CONCILIACION DEL PODER JUDICIAL







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALÍA DE BATÁN (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALIA DEL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL  DE PURISCAL (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y TRÁNSITO DE POCOCÍ (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE GRECIA







				1



				JUZGADO PENAL DE HATILLO







				1



				JUZGADO PENAL DE OSA







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO PENAL DE POCOCI GUACIMO







				1



				JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON Y GRECIA)







				1



				SALA CONSTITUCIONAL







				1



				TRIBUNAL DE PUNTARENAS, SEDE QUEPOS







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL DEL  III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, SEDE SUROESTE (PAVAS)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTIC







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA SARAPIQUI (MATERIA VIOLENCIA DO







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA CRUZ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GOLFITO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA VIOLENC







				1



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				1



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LA PENA DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CIVIL DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (NICOYA) (MATERIA FA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				SALA CONSTITUCIONAL







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA











 



La gestión anterior, tiene como fin dar cumplimiento del artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y seguimiento al Oficio DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, emitido por la Defensoría de los Habitantes de la República, en el que, refiriéndose al acceso a la justicia de las personas indígenas, solicita se dé atención prioritaria durante 2019 a los siguientes aspectos: “1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los Territorios Indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; 2. Impulsar la apertura de una Oficina de Derecho Indígena en la Defensa Pública para garantizar el derecho de defensa. 3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”. De igual forma, al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-05-2019, celebrada el 20 de febrero del año en curso, Artículo XIII, comunicado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana, mediante Oficio SACJ-0316-2019 de 04 de marzo de 2019 y el Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de ese mismo año, donde se informa el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Conceder audiencia a la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, para estudio y posterior pronunciamiento ante este Consejo de la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.












Acta de Consejo Superior Nº 027 - 2019








Fecha: 26 de Marzo del 2019



Documentos citados: Circulares y Avisos - Anexos



ARTÍCULO LXXI



DOCUMENTO N° 6811-11, 3110-19, 3111-19



[bookmark: _Toc4083326]Mediante circular N° 123-213 del 11 de julio de 2013, se hizo de conocimiento a los Despachos Judiciales que La Corte Plena en sesión No 15-13, celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI, a solicitud de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”



La máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEFDP-0191-2018 del 11 de marzo de 2019 gestionó:



“A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, el Poder Judicial adquiere una serie de compromisos legales que se deben concretar en acciones afirmativas por parte de este Poder de la República, con respecto a las personas indígenas con procesos judiciales. Entre otros aspectos de importancia de esta ley, se encuentra lo señalado en el numeral 7, que establece:



 



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”   (La negrita es suplida)



 



De tal forma que se establece que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para brindar una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad, y que actualmente representan para la Defensa Pública 1708 personas usuarias, incluyendo,  al 30 de enero del 2019,  53 personas usuarias nuevas en materias que tradicionalmente no eran atendidos por la Defensa Pública, pero que a partir del 28 de setiembre de 2018 han solicitado ser asesorados en:  familia, personas demandadas de pensiones alimentarias, procesos contenciosos administrativos y de  violencia doméstica.  A fin de que puedan corroborar estos datos, se adjunta el informe de usuarios y procesos de la Defensa Pública elaborado con base en las informaciones brindada por las distintas oficinas de Defensa Pública de todo el país.



 



                                                       [image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\14ACA1C2.tmp]



Por otra parte debemos destacar la nota enviada por la Defensoría de los Habitantes de la República a la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas,  mediante Oficio DH-0076-2019  donde se informa  el nombre de la persona  representante de la Defensoría de los Habitantes que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (señora Marjorie Herrera) y además,  refiere los tres temas prioritarios para la Defensoría de los Habitantes para el año 2019, indicando:



 



“1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;



 



2. Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;



 



3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”  (La negrita no es del original)



 



A partir de lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, establece un acuerdo firme, que  literalmente indica:



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”. 2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019.



 



3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho que incorporen dentro de sus cursos uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo.-  (La negrita no es del original).



 



A fin de cumplir con los compromisos establecidos en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como las prioridades de temas establecidos por  la Defensoría de los Habitantes de la República y el acuerdo 1-19 de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de fecha 4 de febrero de 2019, se solicita respetuosamente al Consejo Superior valorar variar el destino de las plazas de Jurisdicción de Flagrancia que en apariencia se encuentran sub utilizadas, o en su defecto, valorar recursos extraordinarios para plazas de personas defensora públicas que puedan brindar una atención de calidad a las personas usuarias indígenas, tanto en materia penal como en otras materias, a nivel nacional.



 



No omito manifestar que esta Jefatura ha planteado ante las autoridades de la institución este tema en diversas  oportunidades:



 



-                 En fecha 20 de junio del 2018 a los  titulares de Gestión Humana, Dirección Ejecutiva y Planificación a fin de tomar las previsiones del caso así como a la Presidencia de la Corte  y a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial.  En esa oportunidad se nos indicó que al no estar vigente el cuerpo normativo no resultaba procedente la preparación de ninguna propuesta de atención a este servicio.



 



-                 En  fecha 24 de setiembre del 2018 (JEFDP-1123-2018) a este Consejo Superior,  oportunidad en que se gestionó el estudio de Planificación pues ya se encontraba aprobada en segundo debate la ley en cuestión y solo estaba pendiente su publicación en la Gaceta. 



 



-                 En fecha 1 de octubre del 2018, mediante oficio JEFDP-1244-2018  se solicitó que dentro del estudio de Planificación se valorarán que de  las plazas de flagrancia que se considerarán que se encontraban  subutilizadas, se destinaran recursos para la atención de pueblos indígenas, a fin de maximizar los recursos existentes. 



 



Nos ha sido comunicado,  el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 4-19 celebrada el 4 de febrero del año en curso,  que en su parte dispositiva indica textualmente:



 



“…2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”



 



Valga resaltar que la ley exige la asignación de una persona defensora pública especializada en materia indígena   figura que no existe en nuestra estructura,  y además en la materia de competencia del caso que deba tramitar la persona usuaria.  Al no contar con recursos asignados, y  dada la coyuntura que enfrentamos ante la implementación del artículo 7 ya citado, de manera momentánea, hemos tenido que solicitar a las personas Defensoras Públicas  de las distintas materias  que tramitamos por disposición legal,  que asistan en la atención de los pueblos indígenas  en todas las materias que ofrece el servicio el Poder Judicial.  Estas incluyen varios tipos de procesos y materias que nunca habían sido tramitadas anteriormente por la Defensa Pública (entre otros, contencioso administrativo, civil, comercial, familia o violencia doméstica)  o bien,  usuarios que no eran parte de nuestra competencia aunque sí se tramitara la materia (por ejemplo: demandados en pensiones alimentarias  o personas víctimas).



 



Dado que han pasado cinco meses desde que este honorable Consejo  Superior ordenó el análisis de Planificación y que cada día tenemos que enfrentar las solicitudes de las personas usuarias indígenas, agradecemos se nos reciba en una audiencia en que podamos presentar ante ustedes nuestras preocupaciones y propuestas,  la cual como indicamos anteriormente, consiste en el redireccionamiento  de recursos subutilizados de materia de flagrancia para destinarlos a la atención de pueblos indígenas.
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En relación con lo anterior, mediante oficio N° JEFDP-0194-2018 del 12 de marzo de 2019, la máster Montero Montero, de calidades indicadas anteriormente, remitió lo siguiente:



“En virtud de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica (Ley 9593), publicada el 28 de setiembre de 2018, y resaltando el compromiso del Poder Judicial con esta población en situación de vulnerabilidad, sugerimos la redacción de una propuesta de Circular desde el Consejo Superior en el siguiente sentido:



 



“CIRCULAR Nº



 



Asunto:      Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN PROCESOS CON PERSONAS INDÍGENAS SEGÚN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE COSTA RICA que indica:



 



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”



 



SE LES HACE SABER QUE: Se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, para la atención de personas usuarias indígenas en todas las materias y en todos los despachos.



 



1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población indígena se les informa que  debe el Despacho Judicial realizar  la valoración acerca de la procedencia de la petición de defensa publica, dejando constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así como  la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida por la Defensa Pública. De igual forma,  debe establecerse la condición de indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación como tal, y de ser necesario, en caso de duda,  solicitando una certificación de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa Pública que corresponda según su competencia territorial.  Se distinguen dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento:



 



-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada,  indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personas Indígenas de Costa Rica, puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el apersonamiento.



 



-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello.  En caso que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de contar con  defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública  a la oficina de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda  con el trámite.



 



2)   En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia letrada,  se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en caso de que durante el proceso,  o  por sentencia firme, se declare que la persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no encontrarse en los supuestos del artículo 7.



 



4) El Consejo Superior  autoriza para que el  Departamento de Informática facilite los permisos y habilite  el  acceso de contexto de consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera,  tanto en cuanto al  escritorio virtual, como  al sistema de gestión. En ese mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.



 



San José, 12 de marzo de 2019.”



 



Solicitamos que esta propuesta de circular sea acogida por el Honorable Consejo Superior y publicitada a todos los despachos judiciales.”
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Se acordó: 1.) Comunicar a la máster Diana Montero Montero, Directora de la Defensa Pública, que no es posible acceder a lo solicitado, debido a que se encuentra un estudio en desarrollo y de momento no se puede variar el destino de las plazas de Jurisdicción de Flagrancia y en este momento no hay plazas de las cuales se pueda disponer. 2.) Informarle a la máster Montero Montero que se le recibirá en una sesión de presupuesto para plantear y desarrollar el tema de la valorar recursos extraordinarios para plazas de personas defensora públicas que puedan brindar una atención de calidad a las personas usuarias indígenas, tanto en materia penal como en otras materias. 3.) Acoger la propuesta de Circular presentada por la Defensa Pública y trasladar el presente acuerdo a conocimiento de la Secretaría General de la Corte, para que realice la publicación correspondiente. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.








 








Acta de Consejo Superior Nº 028 - 2019








Fecha: 28 de Marzo del 2019



ARTÍCULO L



DOCUMENTO 13836-18, 3432-19.



 



En sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018 artículo XCIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-407-2018 del 2 de noviembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, y fines consiguientes, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, el cual se transcribe literalmente:



Artículo V



 



Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.



Doña Melissa Benavides Víquez hace un resumen de lo que fue la Gira a los Territorios Indígenas, sean estos los Tribunales de Derecho Consuetudinario de Cabagra y Boruca y al día siguiente con distintos grupos conformados por personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez propone que se valore y se envíe al Consejo Superior para que se valore la posibilidad de una plaza en temas especializada para atender los asuntos en donde una parte sea una persona indígena.



Don Erick Núñez comenta que existía una plaza en Buenos Aires que luego se eliminó, por esto la Defensa Pública ha venido dando tumbos pues solamente hay dos defensores públicos, por eso se ha pedido que en esta comisión se revalore un defensor in situ, en Buenos Aires especializado en materia indígena. Existen muchos problemas en lo penal, con la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas nos amplían las competencias, se recarga esto las materias agrarias.



Doña Ariana Céspedes indica que el Tribunal justificó, por un tema de números, que no se sostenía una tercera sección por ello se eliminó este tribunal.



Doña Ligia Jiménez expone que existen cinco fiscales, pero solamente dos plazas de defensores.



Don Geiner Blanco plantea que hay que dar un paso más al frente pues se denuncia mucha desatención en distintos temas, como subcomisión debemos buscar una estrategia para atender estos problemas y no siga pasando.



Doña Carmenmaría Escoto comenta que en Turrialba manifiestan recargo por tener que ir a las audiencias in situ, aunque no tengan la sensibilidad para atender la problemática que se suscita en los territorios indígenas, el sentir de la comunidad es que no exista un deseo de ir a los lugares en busca de las personas indígenas, además de la contratación de una persona de planta intérprete indígena, esto se hace en ignorancia de las reglas.



Doña Ariana Céspedes propone que se deben involucrar a las Administraciones Regionales para garantizar las condiciones para efectuar los juicios, además para apoyar a los despachos para que garanticen las mejores condiciones para realizar las audiencias pues muchas veces no existen estas condiciones para las víctimas y para las personas testigas.



Don Geiner Blanco explica que es importante hacer una lista de las necesidades expuestas, un mapeo de las demandas constantes de personas indígenas, así se marca un rumbo de donde hay que ir, además que da seguridad a las personas indígenas y asegurar un acceso a la justicia para estas poblaciones.



Doña Ligia Jiménez indica que es algo muy común que las personas indígenas no cuenten con intérprete para enfrentar sus derechos, cuestiona la forma de que se realizan estas diligencias.



Don Jean Carlo Monge establece que es importante que ahora que se hagan las visitas a las comunidades indígenas se puede levantar una lista de cuáles son las necesidades de las distintas comunidades, así se podrán conocer las necesidades de distintas comunidades.



Doña Melissa Benavides expone sobre la importancia de formar profesionales y pregunta de qué forma el Colegio pueda coadyubar con el acceso a la justicia para las personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez plantea si existe la posibilidad de que se formule un curso sobre derecho indígena,



Don Jorge Leiva expone que existe una Comisión de Pueblos Indígenas en el Colegio de Abogados y Abogadas y para los efectos de las capacitaciones se puede conversar con ellos.



Doña Yerma Campos comenta que hubiese sido provechoso que se escuchara previo a los y las funcionarias judiciales antes de enviar a la Inspección Judicial las quejas interpuestas en la Gira.



Doña Violenta propone que de la iniciativa que se haga a la Comisión de Asuntos Indígenas se haga copia a la Junta Directiva también indica que podría hacerse a partir de marzo capacitación a las Defensorías Sociales, el Poder Judicial propondría nombres para los capacitadores e incluso grabarlas en youtube.



Doña Carmenmaría indica que existe un convenio con la Escuela Judicial para capacitar personas que no trabajan al Poder Judicial, se podría pensar en incluir al Colegio de Abogados y Abogadas en esto, estos cursos son importantes y son esenciales, se aprende muchísimo.



Don Geiner Blanco propone hacer un diagnóstico de problemáticas, propone que se haga un objetivo estratégico para poder llegar a las personas que toman decisiones y que se enteren de todo esto que estamos hablando pues existe resistencia y mucha burocracia.



Doña Carmenmaría consulta sobre si es posible por parte de Don Geiner de realizar ese diagnóstico.



Don Geiner Blanco indica que se puede realizar una sistematización con el histórico.



Don Jorge Leiva propone que se puede auxiliar con el informe de labores de la Defensoría de los Habitantes, además que existe una problemática de que las personas no se apuntan a los cursos de derecho indígena.



Don Alí García dice que en mundo indígena no se dice, sino que se hace, se comprende mejor la acción que hablar, es muy cansado, espera que estos acuerdos se cumplan.



Don Juan Carlos Campos indica que el Poder Judicial debería tomar acciones para poder contratar personas que conozcan del derecho indígena y sean de la comunidad indígena que sirvan de traductores.



Don Gonzalo Gutierrez indica que ha hecho muchos sacrificios para estudiar, que está anuente para optar por cualquier tipo de capacitación para optar por un puesto, hay muchos compañeros que quieren optar por puestos, pero no los llaman.



Doña Carmenmaría expone que en Turrialba le han expuesto la necesidad de que existan traductores y es necesario que el Poder Judicial nos dote de un técnico judicial para que sea intérprete y un medio para que sea un puente de las necesidades de los pueblos indígenas y que la Comisión sea también ese puente.



Don Erick Alfaro cuestiona que por qué los despachos cuando tienen la posibilidad de contratar personas no contratan personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez comenta que es necesario hacer el proceso para poder entrar, y es necesario establecer cuotas para las distintas instancias para poder contratar personas indígenas.



Don Jean Carlo Monge establece la importancia de continuar promoviendo la cuota de contratación de personas indígenas.



Se acordó: 5) Consultar a Consejo Superior y al Tribunal de la Inspección Judicial que indiquen a cuáles territorios indígenas se han visitando en razón de sus cargos y por parte de los distintos Tribunales, esto en razón de las acciones aprobadas por Corte Plena.”
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Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que los diferentes Consejo de Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 20 de marzo del 2019, comunicó lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018, Artículo XCIX, en el que se dispuso:



 



“Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que en los diferentes Consejos Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.”



 



Les informo:



 



En cumplimiento de la normativa nacional e internacional (Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957, Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989, Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, entre otros), que regula los derechos de los pueblos indígenas, y en especial, en seguimiento de la Medida Cautelar N° 321-12 impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense en Resolución 16/15 de 30 de abril de 2015, planteada por el Pueblo Indígena Teribe y Bibri de Salitre respecto de Costa Rica, que literalmente dispone:



 



“La Comisión solicita al Gobierno de Costa Rica que: a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre. b) Concierte las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; y c) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición.”, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Defensoría de los Habitantes de la República, Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional, INAMU, Fiscalía Indígena, Defensa Pública Indígena, Contraloría de Servicios, Administración Regional de Buenos Aires de Puntarenas, personas juzgadoras de Buenos Aires y Pérez Zeledón, entre otros, se realizó un encuentro en Buenos Aires de Puntarenas con personas usuarias indígenas, así como con integrantes de los Tribunales Consuetudinarios de Cabagra y Boruca, los días 23 y 24 de agosto de 2018, a efecto de atender los requerimientos que tienen para la atención eficaz, eficiente y de calidad de los procesos judiciales vinculados con esa población desde su cosmovisión, y en general, sus recomendaciones para la coordinación de acciones.



 



En ese encuentro, algunas de las personas usuarias indígenas presentaron documentación donde enlistaron quejas en relación con la tramitación que se está dando a varios procesos judiciales tramitados en los tribunales del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, con detalle de cada proceso y causal de inconformidades.



Las quejas fueron direccionadas por la Unidad de Acceso a la Justicia a la Inspección Judicial el 4 de setiembre de 2018, al estimar es el competente para atender ese tipo de gestiones.



Con ocasión del requerimiento de información que plantean las y los integrantes del Consejo Superior, se remitió atenta solicitud a la Inspección Judicial para que informaran el estado de tales quejas. En comunicado electrónico enviado por el señor Jason Alonso Alfaro Carballo el pasado 18 de marzo, indicó que la causa se tramitó en el  expediente 18-001953-0031-IJ contra ignorado, ingresó el 11 de setiembre 2018, por escrito de la Máster Melissa Benavides Viquez y ya se encuentra con sentencia firme de desestimación emitida mediante voto 473-2019 de las 14 horas 43 minutos del 4 de marzo de 2019.



Se cumple así con lo peticionado por el Consejo Superior. Además, se aprovecha para informarles que se reportan resoluciones emitidas por las tres Salas de Casación en las que se anulan resoluciones emitidas por tribunales de diferentes materias en las cuales se ha verificado el incumplimiento, entre otros lineamientos institucionales, de realizar las audiencias en los territorios indígenas.



Aparte de los antecedentes señalados, la Subcomisión no cuenta con datos concretos de despachos en los que se haga generado incumplimiento de las circulares y políticas institucionales; sin embargo, ya se está dando seguimiento mediante información que se desprende de SIGMA (inteligencia de negocios) de los despachos que tramitan procesos vinculados con personas indígenas a efecto de remitirles solicitud de que prioricen la tramitación de esos asuntos y los resuelvan tomando en consideración la cosmovisión de dichos pueblos (por medio de peritajes culturales) y el Derecho Indígena; además, la realización de las audiencias en los territorios indígenas, entre otros lineamientos emitidos por el Consejo Superior. De igual forma, se están realizando acciones coordinadas con la Escuela Judicial para el Plan Anual de Capacitación; la Universidad de Costa Rica para la continuidad del apoyo en la emisión de peritajes culturales; la Contraloría de Servicios para las visitas periódicas a los territorios indígenas, entre otros, en cumplimiento de la normativa citada, en especial, la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Con ocasión de lo expuesto, no es posible suministrar al Consejo Superior la información requerida de los despachos que están incumpliendo las circulares emitidas vinculadas con la tramitación de los procesos vinculados con poblaciones indígenas.



Así mismo, se aprovecha para remitirles atenta invitación a sumarse a las visitas periódicas que se realizan a los territorios indígenas, en forma coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, en la medida de que sus agendas se lo permitan, aparte de las convocatorias que Ustedes han venido realizando a la población indígena para que participen en las actividades de Consejos Ampliados.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con respecto al incumplimiento de las circulares emitidas vinculadas con la tramitación de los procesos relacionados con poblaciones indígenas. 2.) Reiterar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la necesidad de contar con el proyecto circular solicitado en la sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo C. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, para lo que corresponda.








 













Acta de Consejo Superior Nº 032 - 2019








Fecha: 09 de Abril del 2019



ARTÍCULO LXXXI



DOCUMENTO N° 3797-19



 



El magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018, solicitaron:



“Reciban un atento saludo. A la vez, con ocasión de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con ocasión de la Formulación Presupuestaria 2020 del Poder Judicial, solicito respetuosamente:



a.         Se valore solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial verifique cuando analice los planes de capacitación de las diferentes Unidades de Capacitación, la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos. Lo anterior, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que es una concreción de la normativa internacional citada, el cual dispone: “Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad de las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”



Las capacitaciones deben ser relevantes para los pueblos indígenas y sus requerimientos, y a efecto de garantizar el acceso efectivo a la justicia de esa población.



Se debe priorizar la capacitación de las personas servidoras judiciales de los despachos que tengan mayor cantidad de procesos en los que participen personas indígenas, en especial, a los que se haya asignado competencia en los territorios de los Pueblos Indígenas de Teribe y Bribrí de Salitre. Esto último en cumplimiento de la Resolución 16/15 que es Medida Cautelar 321-12 de 30 de abril de 2015, respecto a Costa Rica. Las capacitaciones deben estar enfocadas a fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos (Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo) para garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas indígenas consagrados en la normativa nacional e internacional. Dentro de ésta última se citan: el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países de 1957; Convenio sobre los Pueblos Indígenas y Tribales de 1989; Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas de 2007 y Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos de 2016. Esa normativa internacional tiene carácter supraconstitucional, según criterios reiterados de la Sala Constitucional con carácter vinculante, entre otros, en el voto 2313-95 de 9 de mayo de 1995.



Las acciones que se desarrollen servirán para la construcción del diagnóstico al que hace alusión el artículo 12 de esa normativa, el cual debe contener las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de las personas indígenas, lo cual servirá de base para la construcción de la Política Institucional Indígena.



b.         Se les solicita además, que en los planes de crecimiento institucionales que se desarrollen en la Judicatura, la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, conforme a la Proyección Presupuestaria 2020 y en los siguientes años, se contemple la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial, conforme lo prevé el numeral 13 citado.



El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial muestra su anuencia a la presente gestión. No la firma por esta fuera de San José.



(…)”



-0-



 



Se acordó: 1) Trasladar la gestión presentada por el magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018 a la Dirección de Planificación, que valore dentro de los planes de crecimiento institucionales la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial y se realicen los juicios en las zonas indígenas. 2) Deberá el Consejo Directivo de la Escuela Judicial analizar la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos.



La Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomará nota para lo que corresponda.








 




Acta de Consejo Superior Nº 036 - 2019








Fecha: 26 de Abril del 2019



ARTÍCULO LXXIV



Documento N° 4699-19



El máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en oficio N° DP- 246-2019 del 24 de abril de 2019, solicitó lo siguiente:



“Para su estimable conocimiento, me permito informar que se ha recibido por parte del Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano oficio N° VPDC-214-2019, en el cual menciona la realización de un encuentro de seguimiento a las labores de las comisiones de seguridad y de saneamiento territorial del protocolo de medidas cautelares en los territorios de Térraba y Salitre. Dicho encuentro se llevará a cabo los días 25,26 y 27 de abril del año en curso, en la Zona Sur del país.



Por lo anteriormente expuesto, y considerando la importancia e interés institucional que constituye la protección de los pueblos indígenas, se ha designado a la Magistrada Suplente, la Msc. Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad que brinde apoyo a la Presidencia de la Corte en este tema tan relevante.



Por lo que se solicita al honorable Consejo Superior, autorizar permiso con goce de salario y sin sustitución, por el periodo comprendido del 25 al 27 de abril del 2019, con el propósito que la señora Vargas asista a la actividad en mención.



(…)”



- 0 –



Se acordó: Acoger la gestión que hace el máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, del 25 al 27 de abril de 2019, para que se dedique a las labores indicadas.



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el Despacho de la Presidencia y la Dirección de Gestión Humana, tomaran nota para lo que cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
















































Acta de Consejo Superior Nº 040 - 2019








Fecha: 07 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



 



[bookmark: _Toc7710532]ARTÍCULO LXI



DOCUMENTO N° 4734-19



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-070-2019del22 de abril de 2019, solicitó:



“La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta”  en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ha programado la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m, en la sede de Casa de ANDE, de Buenos Aires de Puntarenas, la cual será impartida por integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, de ésta Subcomisión, del Ministerio de la Presidencia de la República, del Ministerio de Justicia y Paz y de la Defensoría de los Habitantes. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, y según lo requerido por la M.B.A. Damaris Vásquez Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, que dicha actividad sea aprobada de manera obligatoria para personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.



En ese sentido, se solicita se considere, en virtud de la importancia de esta actividad, que por cada uno de los Despachos mencionados, obligatoriamente asistan como participantes personas destacadas en un puesto de coordinación o jefatura, junto con el personal colaborador respectivo.



En concordancia con lo anteriormente indicado, respetuosamente se requiere al honorable Consejo Superior, para que autorice, según corresponda, la asistencia de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas funcionarias judiciales participantes, concediéndoles, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)”



“ANEXO 1



PROGRAMA



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos



de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional



 



				Viernes 17 de mayo de 2019                                                Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Personas Expositoras: Álvaro Paniagua Núñez



Director de Protección Especial,



Defensoría de los Habitantes



				Marjorie Herrera Castro



Dirección de Protección Especial



Defensoría de los Habitantes







				Tema: Defensa de Derechos de Pueblos Indígenas







				Viernes 24 de mayo de 2019                                              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa,



Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



Tema: Género y mujer indígena.



				Expositor: Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura,



Universidad de Costa Rica (UCR)



Tema: Intérpretes e Identidad.







				Viernes 31 de mayo de 2019              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositor: Jorge Leiva Poveda,



Juez del Tribunal Contencioso Administrativo   



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.







				Viernes 7 de junio de 2019                                               Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora,



defensora pública 



 



 



 



Tema: Peritajes, normativa nacional e  internacional.



				Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



Ex-presidenta y actual integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ex-magistrada y ex-vicepresidenta



de la Corte Suprema de Justicia



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.                                  







				Viernes 21 de junio de 2019                                                   Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				MESA REDONDA







				Heiner Blanco Acosta,



Asesor de Asuntos Indígenas



Ministerio de la Presidencia de la República



 



 



Tema:



Política y Reforma del Consejo Nacional de Asuntos Indígenas              -CONAI-



 



 



 



				Franklin Paniagua,



Ignacio Barboza,



Unidad Técnica de Consulta Indígena



Ministerio de Justicia y Paz



 



 



 



Tema:



Mecanismo de Consulta



				Damaris Vargas Vásquez,



Jueza del Tribunal Agrario,



Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial



Tema:



Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba  







				



				



				



				











(…)”



- 0 -



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial. 2) Autorizar la participación, sin sustitución de las personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en el Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en la Casa de ANDE en Buenos Aires de Puntarenas.  3.) Autorizar la participación sin sustitución de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial, lalicenciada Jeannette Jiménez Zamora, Defensora Pública y del licenciado Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, como expositores en la citada capacitación en las fechas y horarios señalados, Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. 4.)En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Despachos interesados y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2019








Fecha: 14 de Mayo del 2019



ARTÍCULO LXXVII



Documento N° 13995-15, 5144-19



 



Mediante oficio N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, el doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, comunicó:



“De conformidad con el documento N. 3967-19 del 29 de abril del 2019 del Consejo Superior del Poder Judicial, que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, en  el punto 5.4  se señala:



 



“5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires. “ (la negrita y cursiva no es del original).



 



En atención a lo expuesto, con respeto, se indica que la Jefatura de la Defensa Pública desde antes de publicarse la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2019, y posteriormente a su entrada en vigencia, planteó una serie de solicitudes a diversas instancias administrativas del Poder Judicial para mitigar el impacto causado por la promulgación de la nueva ley.



 



Igualmente, se ha desarrollado un proceso de medición de las cargas laborales de los Defenses Públicos, que ha conllevado a una reasignación de los recursos con que la Institución cuenta para lograr una mayor eficiencia en el servicio prestado. En este contexto, a la fecha y conforme nuestras posibilidades ya se trasladó una plaza penal de la Defensa Pública de Pérez Zeledón a la Defensa Pública de Buenos Aires para atender los asuntos indígenas que esta Oficina conoce, pero las necesidades imperiosas de otros Despachos y otras materias hacen que, al menos por ahora, la posibilidad de reacomodar más plazas sea reducida.



 



Es así como ante la falta de recursos propios para atender el asunto indígena, me permito señalar las principales Repercusiones de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica en la Defensa Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón, y la necesidad de plazas en este lugar.



 



De conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (Ley 9593) se genera un impacto en el servicio para el cual la institución no se encontraba preparada operativamente ni dotada de personal suficiente. Específicamente en el artículo 7 se establece:



 



“ARTÍCULO 7: ASISTENCIA LETRADA GRATUITA Y GRATUIDAD DE LA JUSTICIA.



 



En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiere asistencia letrada y no pueda cubrir los costo, la administración de justicia preverá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…”



 



Es así como la Defensa Pública debe brindar asistencia técnica a las personas indígenas (físicas y jurídicas), que no puedan cubrir los costos de un abogado particular, de tal forma que la Administración de Justicia debe prever de forma gratuita una persona defensora pública: 1) especializada en derecho indígena. 2) especializada en la materia de competencia.



 



En este sentido se ampliaron las competencias técnicas y profesionales de la Defensa Pública de dos maneras: 1.- Ampliándose los casos que conocemos en aquellas materias que ya tramitamos, y, 2.- Se abre el espectro competencial a todo tipo de proceso judicial -incluidos aquellos que no tramitamos ordinariamente, ni sobre los cuales tenemos personas Defensoras Públicas para designar-  cuando la persona usuaria sea una persona indígena, lo cual tiene repercusiones importantes en la atención y el efectivo Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en los procesos judiciales a nivel nacional.
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-             Se concentran la mayor parte de población indígena del país.



-             De nueve distritos tres cuenta con territorios indígenas:



1.          Distrito de Buenos Aires: Salitre, Cabagra, Ujarrás.



2.          Distrito de Boruca: Boruca, Curré.



3.          Distrito de Potrero Grande:  Térraba.



 



Además es uno de los distritos con mayor cantidad de probreza del país.



 



En cuanto al tema que nos ocupa que es la Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas, debemos indicar que contaba con 2 personas defensoras públicas en materia penal ordinario y actualmente pudimos enviar, como producto del reacomodo mencionado líneas arriba, una persona más que fue trasladada de la Oficina de Pérez Zeledón, para un total de 3 personas defensoras públicas que deben atender a todos los usuarios indígenas y no indígenas de Buenos Aires, así como atender todas las diligencias que en esa zona territorial se señalen, además, deben trasladarse a Pérez Zeledón ( más de una hora en carro y 2 horas en bus) a realizar las diligencias que el Tribunal de Juicio señale, ya que dicho órgano jurisdiccional no tiene oficina de asiento en Buenos Aires y mucho menos se trasladan ellos a realizar su trabajo a dicho lugar, con lo cual obligan a los usuarios del servicio, la gran mayoría de ellos en condición de vulnerabilidad y con grandes limitaciones económicas, a viajar las distancias indicadas para acceder a Justicia.



 



Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar que la Fiscalía de Buenos Aires, cuenta con 5 fiscales, además un fiscal de Pérez Zeledón que les colabora en Pérez Zeledón con algunos juicios de Buenos Aires, y  la Fiscalía de Asuntos Indígenas asume algunos procesos que son tramitados por esos fiscales quienes además asumen las diligencias. Por lo que en materia penal claramente hay un desequilibrio entre la cantidad de personas defensoras públicas penales y la cantidad de fiscales.



 



Finalmente, hemos de indicar que  la Defensa Pública de Buenos Aires  cuenta con una plaza para la atención de usuarios en materia agraria, quien tramita aproximadamente 114 procesos agrarios, de los cuales 77 corresponden a asuntos con población indígena. Además, el Defensor Agrario de Pérez Zeledón se traslada a Buenos Aires a atender los usuarios que presentan intereses contrapuestos de personas no indígenas y el Defensor Agrario de Ciudad Neily (Corredores), se traslada a Buenos Aires a atender los intereses contrapuestos de población indígena.



 



En este contexto, en Buenos Aires, no contamos con plazas para la atención de pensiones alimentarias, de tal forma que una plaza de Pérez Zeledón se traslada dos veces a la semana a Buenos Aires y desde febrero se inició la atención de actoras en materia de familia. Por su parte,  desde ese mismo mes se inició la atención de demandados de pensiones alimentarias y familia, por lo que otra plaza de pensiones alimentarias de la Defensa Pública de Pérez Zeledón debe trasladarse una vez a la semana.



 



La plaza de pensiones de Pérez Zeledón que asiste a Buenos Aires tiene un circulante de 408 personas, con más de 90 personas indígenas como actoras y 12 personas indígenas actoras en familia. La plaza que asiste a Buenos Aires para la atención de demandados de familia y pensiones, en dos meses tiene además de su circulante en Pérez Zeledón, 9 personas indígenas de pensiones y 3 personas indígenas de familia.



 



Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar la complejidad de los asuntos en materia penal, donde se tramitan casos que por sus particularidades son complejos, a manera de ejemplo, podemos citar los siguientes:



 



-             Expediente 16-200108-034PE, por el delito de usurpación, en perjuicio del Territorio Indígena de Salitre, aproximadamente se 40 personas imputadas, el proceso se encuentra señalado para audiencia preliminar del 17 al 21 de julio de 2019, son parte los dos defensores y la defensora de la oficina.



 



-             Expediente 17-000125-0634-PE, por el delito de usurpación en perjuicio  del Territorio Indígena de Térraba, se encuentra en etapa de investigación y se han indagado a 85 personas imputadas, queda pendiente indagar a más de 200 personas imputadas.



 



-             Sumado a que se conoce que probablemente va a ingresar una nueva causa de Cabagra, que también sería de gran cantidad de personas.



 



Conforme ello, podemos indicar que respecto a los usuarios, en la Defensa Pública de Buenos Aires, tenemos los siguientes datos:



 



·            En total, tenemos 368 personas que se auto identifican como personas usuarias indígenas en materia penal.



 



·            En cuanto a violencia doméstica ya se atendieron consultas, de hecho, en uno de los casos no se pudo brindar el servicio en el momento, ya que las personas defensoras públicas de la oficina tienen interés contrapuestos debido a otros procesos, y la señora manifestó que no quería que se cambiara el señalamiento, para coordinar el nombramiento de otro u otra profesional. 



 



·            En cuanto a procesos contenciosos administrativos, se atendió un caso por parte de la Plaza Agraria, dicha atención fue realizada al Sr. Sergio Rojas, a quien se le estaba llevando a cabo la demanda correspondiente, sin embargo, murió.



 



·            En lo referente a querellas de acción privada, esta semana se solicitó la realización de la primera en la Defensa Pública de Buenos Aires (30 de abril de 2019).



 



·            En ese mismo sentido han ingresado aproximadamente 36 contravenciones con personas indígenas que solicitan defensa técnica.



 



Debe establecerse lo siguiente:



 



u   El Lic. Roy Garro León, Defensor Público de Pérez Zeledón asiste a la Defensa Pública de Buenos Aires dos días a la semana, asume funciones como defensor en materia de Pensiones Alimentarias y debido a un acuerdo con el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires; los martes atiende personas usuarias (demandas, contestación de incidentes, evacuar consultas y otros), los miércoles se realizan audiencias testimoniales y asuntos administrativos.



 



u   La Circular N° 52-2012 del Consejo Superior de Poder Judicial “plazo de 10 días para realizar audiencias de conciliación: En Buenos Aires no se realizan audiencias de conciliación en el tiempo establecido, en primera instancia el Juzgado procede a resolver los traslados, una vez que se reciben las contestaciones y resueltos los recursos en contra de monto provisional, se procede a señalar audiencia de Conciliación y Testimonial. Uno de los factores que inciden en el incumplimiento de la presente circular recae en la falta de recurso humano, ya que el Lic. Roy Garro León no cuenta con el tiempo ni las condiciones  suficientes para llevarlas a cabo.



 



u   Como se expuso anteriormente, el Lic. Roy Garro atiende a las personas usuarias los martes, promedio se reciben cinco demandas al día, lo cual genera una espera de una a tres horas aproximadamente.



 



u   Lo que resulta alarmante son las personas usuarias que no han recibido atención por la ausencia del defensor público, ya sea por la cantidad de personas que llegan los martes o simplemente porque acuden cualquier otro día a los Tribunales de Justicia de Buenos Aires, desde 01 de enero de 2019 al 12 de abril de 2019 se cuentan con los siguientes datos:
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Nótese que la información recabada arroja datos realmente preocupantes, los cuales irán en incremento debido a la atención de otras materias, un ejemplo de ello es el caso del Lic. Roy Garro,  como ya mencionó es insuficiente la asistencia de dos días para la carga de trabajo en materia de pensión alimentaria. Sin embargo, se suma el servicio que brinda en materia de Familia, lo cual propicia retrasos, horas de espera en atención de personas usuarias y desatender aún más la materia de pensión alimentaria.



 



En lo referente a la Defensa Pública de Pérez Zeledón  y cómo la relación de brindar un servicio en Buenos Aires los afecta, se puede determinar de la siguiente manera:



 



1. El sistema oral-electrónico del Juzgado de Pensiones Alimentarias instaurado en el I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) depende del apoyo al menos de tres personas defensoras públicas de la materia.



 



Una persona defensora que atienda audiencias tempranas de conciliación (se señalan todos los días), otra que asista a la audiencia de recepción de prueba (se señalan todos los días)  y otra que al menos se mantenga en la oficina atendiendo a las personas usuarias y confeccione los escritos respectivos (demandas, incidentes y escritos de impugnación o contestación de resoluciones a término).



 



Al tener que utilizar los compañeros de la materia de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón para trasladarse a Buenos Aires a brindar el servicio a población indígena en las materias indicadas, se desarticula totalmente el sistema oral-electrónico expuesto, al punto que la jueza coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón ya externó su preocupación, indicando que su despacho también debe de cumplir con términos específicos de agenda de audiencias, lo que se está dificultando por lo saturado de la agenda de las personas defensoras públicas de la materia.  Incluso advierte que ya comunicó esta situación al juez gestor de Familia y Pensiones Alimentarias Cristian Martínez Hernández, encargado por parte la Comisión de la Jurisdicción de Familia del Poder Judicial para la instauración del sistema oral-electrónico de Pensiones Alimentarias a nivel nacional.



 



2.  El Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires no cuenta con un sistema de expediente electrónico, lo cual dificulta el acceso al proceso de personas defensoras desde Pérez Zeledón, sobre todo cuando se requiera de un trámite rápido y expedito o la presentación de una gestión a favor de la persona usuaria indígena ante el vencimiento de términos.



 



3. En Buenos Aires normalmente se procede a notificar por sectores. A manera de ejemplo, un día los notificadores visitan la comunidad de Térraba, otro día la comunidad de Ujarrás y así sucesivamente, lo cual incide en la afluencia grupal de estas personas a la oficina de la Defensa Pública a solicitar el servicio, muchas veces y como ya ha sucedido, en el último día hábil para contestar un proceso o impugnar una resolución, lo cual supera la capacidad operativa de la oficina.



 



4. La Defensa Pública de Buenos Aires no  cuenta con personal de apoyo técnico-jurídico y por el momento la secretaria de la oficina es la única persona que está colaborando y coordinando con la persona defensora pública de Pérez Zeledón para la atención de esta población, lo cual resulta insuficiente por la gran cantidad de personas usuarias que solicitan defensa técnica en la Defensa Pública de Buenos Aires.



 



5. La sede de la Defensa Pública de Buenos Aires se encuentra a sesenta y cinco kilómetros de distancias de Pérez Zeledón, por lo que el factor de lejanía, la falta de disponibilidad de vehículo institucional todos los días de la semana y de personal técnico-jurídico, complica la accesibilidad y coordinación de la atención a esta población, con más razón si las personas indígenas también deben trasladarse largas distancias para presentarse a la oficina de Buenos Aires.



 



6. Se ha tomado determinación de destinar al menos un día a la semana para que una persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a la oficina de Buenos Aires para atender las personas demandas, sin embargo debido a los términos restrictivos que rigen en la materias atendidas y las dificultades de la población indígena de presentarse un día en específico para ser atendidas, puede que se requiera asistir a realizar gestiones a su favor en más de una ocasión a la semana según las particularidades, de tal forma que resulte necesario trasladarse y no atender a las personas actoras en Pérez Zeledón.  Además, otro factor que podría incidir en que se genere la necesidad que la persona defensora de Pérez Zeledón deba asistir a colaborar más de un día a la semana a Buenos Aires, es que aún no se sabe si los Juzgados de Buenos Aires señalarán audiencias sólo el día que la persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a Buenos Aires, o esta se verá obligada a desplazarse varios días a la semana a Buenos Aires, perdiéndose prácticamente su plaza de manera efectiva en Pérez Zeledón. Además, se acumulará su trabajo por los días que no brinde el servicio en esta jurisdicción o en su defecto tendrá que ser asumido por los otros dos defensores de la materia que se mantengan en Pérez Zeledón, lo cual, como se explicó en el punto número 1, se torna prácticamente imposible por las cargas de trabajo y la forma en que se trabaja mediante el sistema oral-electrónico de pensiones alimentarias.



 



7. A raíz de la colaboración a Buenos Aires y el tiempo efectivo que invierten en ello las personas defensoras públicas, se verifica un impacto directo en la atención de las personas usuarias de las materias de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón, pues han aumentado los tiempos de espera para ser atendidas e incluso ante la imposibilidad de esperar que algunas personas usuarias presentan, se han programado su atención para otro día, lo que igualmente ha generado molestias, con lo cual se expone al personal profesional y administrativo de la oficina a eventuales quejas o gestiones contra la institución.



 



8. La atención de personas indígenas de Buenos Aires también ha generado la necesidad de separar a dos de los defensores que apoyan las gestión de casos en esa jurisdicción, pues ambos comparten oficina en la Defensa Pública de Pérez Zeledón y debido a los intereses contrapuestos y la preparación de defensa de causas en que intervienen representando a cada una de las partes procesales, no es prudente ni idóneo que continúen compartiendo oficina.



 



9. Idéntica situación sucede con los Defensores Públicos Agrarios de Pérez Zeledón y Corredores, que para atender lo que surja en Buenos Aires de Puntarenas, dejan descubiertos sus puestos de origen, con la afectación al buen servicio que ello puede causar.



 



No podemos dejar de mencionar que existe compromiso y esfuerzo de las personas defensoras públicas de la Zona Sur del país para brindar un servicio de calidad, sin embargo, la situación expuesta en estos lugares supera la capacidad operativa y de respuesta de los servicios de Penal, de Agrario, de Familia y de Pensiones Alimentarias.



 



Posteriormente se sumarán otros retos que impliquen otras plazas y atención, pero actualmente se requieren nuevas plazas para Buenos Aires, una más para materia de penal, y dos de pensiones alimentarias y familia (una para personas actoras y otra para personas demandadas); o en su defecto, una plaza para materia penal, y otra permanente en Buenos Aires para la atención de personas actoras en familia y pensiones, aún y cuando la Defensa de Pérez Zeledón continúe trasladándose para la atención de las personas demandadas de pensiones y familia.
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En sesión Nº 75-16 celebrada el 9 de agosto del año 2016, artículo XXIV, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada en propiedad por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, para que llevara a cabo las labores de apoyo al fiscal auxiliar designado para la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de territorio indígena, en perjuicio del pueblo indígena Bribrí de Salitre en primera instancia, para luego pasar a analizar lo atinente al pueblo indígena Teribe ubicado en Térraba, cantón de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior a partir del 16 de agosto y hasta el 23 de diciembre del 2016.



Posteriormente, en sesión N° 113-16 del 20 de diciembre del 2019, artículo LVI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros a fin de que se dedicaran a las labores que se dieron cuenta, lo anterior a partir del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017.



Seguidamente, en sesión N° 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LXXVI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 y hasta por tres meses y se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Luego en sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo LV, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a partir del 1 de abril y hasta el 31 de diciembre 2017, a las plazas N° s 96502 de Técnico Judicial 2 y 19899 de Fiscal Auxiliar, ambas de la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de que se dedicaran a las labores que se dan cuenta.



En sesión N° 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo XLV, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4 y a una de Fiscal, del 17 de abril del 2017 y hasta por tres meses, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Seguidamente, en sesión N° 34-17 del 5 de abril del 2017, artículo LXXXIX, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Defensor Público, del 16 de abril del 2017 y hasta por tres meses más, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Luego en sesión N° 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII, se comunicó al máster Randall Quirós Soto, Jefe de la Sección de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, que este Consejo requiere el estudio solicitado en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, para determinar la necesidad de mantener los permisos con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires.



Posteriormente, en sesión N° 42-17 del 4 de mayo del 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Planificación con respecto al estudio solicitado en sesión N° 40-17 del 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII.



En sesión N° 63-17 del 04 de julio del 2017, artículo XCVII, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza de juez 4 asignada al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara las labores indicadas y se concedió permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Técnico Judicial del citado despacho, del 01 de setiembre hasta el último día laboral del 2017, siempre y cuando exista contenido presupuestario, de lo contario se instó a la administración regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a mantener dentro de las posibilidades el técnico supernumerario a fin de que continuara con la colaboración del juzgador en los debates y vistas a realizar en el cantón de Buenos Aires.



Seguidamente, en sesión N° 66-17 del 13 de julio del 2017, artículo XCI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Defensor Público, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara a las labores indicadas, en el cantón de Buenos Aires.



Asimismo, en sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo CII, se aprobó el traslado de la plaza de Juez 4 del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que restaba del año 2017.



La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 11983-18 del 20 de noviembre del 2018, remitió a la Dirección de Planificación el oficio N° CACC-408-2018 de 16 de noviembre de 2018, en que la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, transcribió el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, con el fin de que la Dirección a su cargo, reconsiderara la devolución de la plaza de defensor y fiscal a la jurisdicción de Buenos Aires.



En razón de lo anterior, en sesión N° 28-19 del 28 de marzo de 2019, artículo XXXV, se conoció el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.



Y, se dispuso devolver el informe a la Dirección de Planificación, con el fin de que actualizara los datos contenidos en el citado informe.



Además, se le solicitó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la Republica, un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos Aires.



Y se hizo ese acuerdo de conocimiento delTribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la Defensa Pública, para lo de su cargo.



Se acordó: 1.-) Tener por rendido el informe N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, presentado por doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, mediante el cual hace de conocimiento el traslado de la plaza de un Defensor de la Defensa del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a la Defensa de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior para atender asuntos indígenas de esa localidad.2.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Pueblos Indígenas.

















Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2019








Fecha: 14 de Mayo del 2019



ARTÍCULO XXXIII



 



DOCUMENTO N° 5471-19



 



[bookmark: _Hlk8820601]Mediante oficio N° DP-267-2019 del 19 de mayo de 2019, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, presentó la siguiente gestión:



“Me permito informar que, por motivo de las medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense, en beneficio de los territorios indígenas de Teribe de Térraba y Bribrí de Salitre, es necesario que el Poder Judicial funja un papel preponderante y activo en la protección y defensa de los derechos de las personas indígenas.



 



Por lo anterior, considerando la importancia y el interés institucional que este tema constituye, la Presidencia de la Corte ha designado a la Magistrada Suplente, la Msc. Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, como representante de la Institución y brinde el apoyo necesario en la participación de las actividades referentes al tema.



 



En esta ocasión se recibió invitación por parte del señor Viceministro de la Presidencia para participar en una reunión de trabajo que se llevará a cabo el lunes 13 de mayo en Casa Presidencial, con motivo de la visita a Costa Rica de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos los días 20 y 21 de mayo; por lo cual es esencial que la Msc. Damaris Vargas sea parte de esta reunión.



 



Por motivo de lo anterior, y en vista que el tema en mención requiere de una participación activa en distintas diligencias, se solicita al honorable Consejo Superior, autorice como recargo al puesto la asistencia y representación de la señora Vargas Vásquez a todas aquellas reuniones y actividades para la atención de la problemática en las zonas de Térraba y Salitre.



 



Cabe recalcar que la Msc. Damaris Vargas brindará los informes respectivos a al Despacho de la Presidencia sobre la participación en tan importante labor.”
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Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en consecuencia: Autorizar la participación de la máster Damaris Vargas Vargas, Jueza del Tribunal Agrario, en las reuniones y actividades necesarias para la atención de la problemática en las zonas de Térraba y Salitre, lo anterior en virtud por considerarse necesario que este Poder Judicial funja un papel preponderante y activo en la protección y defensa de los derechos de las personas indígenas.



El Despacho de la Presidencia y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.



 




 








Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2019








Fecha: 17 de Mayo del 2019



ARTÍCULO LV



DOCUMENTO N° 4734-19, 5610-19



En sesión N° 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo LXI, se acordó –entre otras cosas-autorizar la participación de varios funcionarios judiciales en el Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en la Casa de ANDE en Buenos Aires de Puntarenas.



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-103-2019 del 14 de mayo de 2019, remitió:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior, según Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI, fue aprobada la participación  de las  personas funcionarias judiciales que ahí se indican, para que asistan al  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.



Originalmente se consignó que esta actividad se estaría llevando a cabo en la sede de Casa de ANDE, sin embargo debido a aspectos logísticos, se debió de cambiar de lugar, lográndose que la Dirección y Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas, brindaran su anuencia para que la misma se lleve a cabo en el auditorio de dicho centro educativo con capacidad para 65 personas, en mismas fechas y horario.



Debido a diversas solicitudes presentadas por otras instancias del Poder Judicial a las originalmente   consignadas,   así  como   por  parte  de   instituciones   públicas  e instancias privadas, para asistir a dicha actividad, se solicita respetuosamente a las personas integrantes del Consejo Superior,  se  autorice su participación, en el entendido que no se supere el cupo permitido de 65 personas  que dispone el auditorio en referencia, en concordancia con lo aprobado en Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI.



Nuevamente se adjunta en Anexo 1, el programa de la actividad actualizado, en el cual se han incluido otras personas expositoras, para quienes igualmente se solicita se autorice su participación conforme lo acordado por el Consejo Superior en en Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI.”



 



ANEXO 1



 



PROGRAMA



 



 



				Viernes 17 de mayo de 2019                                                                            Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Personas Expositoras: Álvaro Paniagua Núñez



Director de Protección Especial,



Defensoría de los Habitantes



				Marjorie Herrera Castro



Dirección de Protección Especial



Defensoría de los Habitantes







				Tema: Defensa de Derechos de Pueblos Indígenas







				Viernes 24 de mayo de 2019                                                                              Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa,



Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



 



Tema: Género y mujer indígena.



				Expositor: Daniel Villalobos Araya



Fiscal Asuntos Indígenas



 



 



 



Tema: Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas.







				Viernes 31 de mayo de 2019                                                                              Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositor: Jorge Leiva Poveda,



Juez del Tribunal Contencioso Administrativo   



 



 



 



 



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.



				Expositora: Laura Estebanovich de Marco,



Perita de la Sección  de Trabajo Social, Oficina de Trabajo Social y Psicología, I Circuito Judicial de la Zona Sur



Tema: Intervención de la Sección de Trabajo Social, con Población Indígena en materias de Familia, Penal; Personas Víctimas, Penal; Personas Imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la política de accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta población.











 



				Viernes 7 de junio de 2019                                                                                 Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora,



defensora pública 



 



 



 



 



Tema: Peritajes, normativa nacional e  internacional.



				Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



Ex-presidenta y actual integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ex-magistrada y ex-vicepresidenta



de la Corte Suprema de Justicia



 



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.                            







				Viernes 21 de junio de 2019                                                                                                                 Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				MESA REDONDA







				Heiner Blanco Acosta,



Asesor de Asuntos Indígenas



Ministerio de la Presidencia de la República



 



 



 



 



 



Tema:



Política y Reforma del Consejo Nacional de Asuntos Indígenas              -CONAI-



 



 



 



				Franklin Paniagua,



Ignacio Barboza,



Unidad Técnica de Consulta Indígena



Ministerio de Justicia y Paz



 



 



 



 



 



Tema:



Mecanismos de Consulta



				Damaris Vargas Vásquez,



Jueza del Tribunal Agrario,



Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial



 



Tema:



Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba  
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Se acordó: Acoger la gestión de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia;Autorizar la participación sin sustitución del licenciado Daniel Villalobos Araya, Fiscal de Asuntos Indígenas y de la licenciada Laura Estabanovich de Marco, Perita de la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, como expositores en la citada capacitación en las fechas y horarios señalados, a realizarse en el auditorio del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas.Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. En ese sentido se tiene por modificado el acuerdo tomado por este Consejo, sesión N° 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo LXI.



En lo demás se mantiene incólume el citado acuerdo.



La Dirección de Gestion Humana y la Escuela Judicial, tomaran nota cada una para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2019








Fecha: 17 de Mayo del 2019



ARTÍCULO XXVI



DOCUMENTO N° 4689-17, 5288-19



En sesión N° 96-18 celebrada el 2 de noviembre de 2018, artículo se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva, dice:



“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N°1257-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el análisis de la solicitud de la Administración Regional de Turrialba de una plaza traductora en lengua cabécar. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como que para la Administración Regional de Turrialba es preciso contar con una plaza de Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón; así como que producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza requerida se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba. 3.)Una vez que alguna de las plazas de Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”, aprobar su traslado a la Administración de Turrialba. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba, valore la posibilidad de reasignarla a Técnico Supernumerario y se adscriba a la Administración Regional de Turrialba. Deberá incluir la citada Dirección en las condiciones para el nombramiento, que la plaza es para dedicarse con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial. 5.) Tomar nota de lo expresado por la licenciada Marjorie Aguilar Pérez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba y de lo comunicado por la servidora máster Melissa Durán Gamboa, Coordinadora de la Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.”
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-CP-031-2019 del 30 de abril de 2019, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión N° 05-2019 celebrada el 23 de abril de 2019, artículo II, que dice:



“La Sección Análisis de Puestos presenta el informe SAP-179-2019 relacionado con estudio de la plaza clasificada como Técnico Judicial 3 de la Administración Regional de Turrialba, el cual indica:



[bookmark: _Toc528591266]“El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L, acuerda lo sucesivo:



“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N°1257-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el análisis de la solicitud de la Administración Regional de Turrialba de una plaza traductora en lengua cabécar. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como que para la Administración Regional de Turrialba es preciso contar con una plaza de Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón; así como que producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza requerida se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba. 3.)Una vez que alguna de las plazas de Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”, aprobar su traslado a la Administración de Turrialba. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba, valore la posibilidad de reasignarla a Técnico Supernumerario y se adscriba a la Administración Regional de Turrialba. Deberá incluir la citada Dirección en las condiciones para el nombramiento, que la plaza es para dedicarse con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial. 5.) Tomar nota de lo expresado por la licenciada Marjorie Aguilar Pérez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba y de lo comunicado por la servidora máster Melissa Durán Gamboa, Coordinadora de la Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.” (El resaltado no corresponde al original)



Producto de lo aprobado por ese órgano superior, la Dirección de Gestión Humana expone el presente códice, el cual, contará con diferentes apartados para acrecentar el entendimiento de este.



A.          Problemática presentada.



La Administración Regional de Turrialba extiende la solicitud de que se estudie el traslado o creación de una plaza traductora en la lengua cabécar con el fin de brindar un mejor servicio público a las personas indígenas usuarias del sistema judicial, ante lo cual, la Dirección de Planificación, mediante el informe 135-OI-2018, del 04 de octubre de 2018, expone el análisis de la petición planteada por esa oficina.



Sin embargo, previamente es importante traer a colación la información expedida por la Administración Regional de Turrialba, ante lo cual, señalamos lo siguiente:



“Turrialba es uno de los cantones más extensos del país con área aproximada a los 1.642 kilómetros, que representa un 52% de la superficie total de Cartago. El distrito más extenso del cantón es Chirripó, El pueblo de Grano de Oro es considerado el centro del distrito. El acceder a los servicios de justicia que se encuentran en Turrialba, representa un desplazamiento aproximado de 45 kilómetros, para lo cual se requiere de dos horas para alcanzar el transporte público, poco regular. Las personas deben caminar distancias extensas desde sus aldeas para llegar a Grano de Oro, lo cual les significa un tiempo aproximado de:



* Alto Almirante 7 horas



* Sitio Gilda (Jamo) 9 horas



* Roca Quemada 4 horas



* Alto Quetzal 3 horas



* Vereh 5 horas. Algunos sectores de Vereh se debe cruzar por un puente colgante elaborado por las personas indígenas, el cual esta echo de material de cable de electricidad, bejuco y piso de caña brava. Fotografía anexa.



* Suebata 6 horas Se debe para por un andarivel. Fotografía anexa.



* Sinolí 7 horas pasar por un andarivel



* Jalakisha 6 horas



* Ñari Ñak 5 horas debe para andarivel. Fotografía anexa.



* Shukibashari 5 horas sobre colinas



* Shinakisha 7 horas



* Tolokisha 8 horas



* Alto Kuen 8 1/2 horas se debe para un puente colgante”



De la misma manera, la Administración Regional de Turrialba expone que “la necesidad de acercar la Justicia a las poblaciones indígenas, mediante giras que realizan algunas personas judiciales del circuito de Turrialba en las comunidades más cercanas a los asentamientos a esta población vulnerable, es imperiosa; pues ese distanciamiento aunado a diversos factores como el idioma y cultura ocasiona la violación de los derechos humanos, validación de los derechos, inseguridad jurídica y denegación de acceso a la justicia de la población indígena. Se debe considerar el mandato constitucional de la justicia pronta y cumplida. Para realizar las giras donde se traslada cuatro personas judiciales (un juez de atiende únicamente asuntos de pensiones y contravenciones, un técnico un chofer un defensor) y una persona intérprete de la lengua cabécar la cual es contratada para traducir la comunicación por parte de las personas judiciales como de los usuarios. El contratar los servicios de interprete conlleva un gasto incierto y de gran cantidad monetaria el cual no se puede controlar debido que no depende del Poder Judicial. El pago del servicio de traducción se necesita no solo para las giras sino para cubrir las necesidades de comunicación de los usuarios en los distintos despachos que incluyen tareas de interpretación para los (as) indígenas en la toma de indagatorias tanto para los imputados como ofendidos, en las audiencias y juicios en todas las materias. El pago de traducción se calcula por la cantidad de horas trabajadas, más el gasto del traslado y alimentación que incurre la persona interprete de la lengua cabécar para brindar el servicio.



Aunado a lo precedente, esa oficina administrativa expone que el problema central de la gestión es el aumento creciente del gasto en la subpartida número 10499, llamada “Otros Servicios de Gestión y Apoyo en el Poder Judicial”, cuya causa “es el aumento en los pagos por los servicios de traducciones de la lengua cabécar gestionados por cada uno de los despachos judiciales que necesitan los servicios de traducción”



Sumado a lo anterior, la Administración Regional de Turrialba identifica los posibles causantes de ese problema de la siguiente manera:



“Para identificar las causas del problema se realizó un estudio del gasto incurrido en la subpartida 10499 específicamente del artículo de Traducciones, de los dos años anteriores más los meses que han transcurrido del presente año.



Las causas al problema se derivan de:



• Aumento en la cantidad de traducciones



• Aumento en el precio por hora de traducción, paso de 16.900 a 17.400 colones.



• Autorización para pagar el tiempo de traslado que incurre la persona traductora de su casa de habitación al lugar que se le solicita realizar el servicio. El monto es una hora a 10.000 colones multiplicado por la cantidad de horas incurridas de ida y regreso.



• El presupuesto de cada año se confecciona con dos años de antelación.



• Otra causa fue por un lado, en materia jurisprudencial de acatamiento obligatorio, de las 11:45 horas del día 25/08/2017, el Juzgado de Pensiones Alimentarias debe garantizar traductor(a) y defensor(a) tanto a la parte actora y demandada para los procesos de fijación alimentaria de manera que permita que las personas involucradas tengan pleno conocimiento de las etapas del proceso y las consecuencias por el incumplimiento de las órdenes del juez. Por consiguiente, en tema económico esto llegará prontamente a inflar las horas de trabajo de las personas de traducción, ahora, también, en esta materia.



• Por otro lado, en materia de legislación, la barrera cultural y de lenguaje que impide en alguna medida dar un servicio al público de calidad está forzando a las personas originarias, lo cual es contrario al artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los pueblos indígenas. También, está contemplado en la Ley 7316 Convenio No. 169 en el artículo 2, la cual busca garantizar acciones a) Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar; en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población



• La selección de la persona traductora realizarla por medio del rol que genera el sistema de registro de intérpretes del Poder Judicial. El problema para localizarlos, dado que en su mayoría también residen en la zona indígena, donde por los problemas de transporte público (no siempre pueden salir los intérpretes) y se suma el problema comunicación (escasa señal celular).”



Igualmente, como parte de las posibles soluciones que propone esa oficina para solventar el problema central, se enlista lo siguiente:



“Para solventar el problema y que no aumente año a año existen tres posibles soluciones.



Contar con una plaza de Técnico Supernumerario la cual debe ser cubierta por una persona que hable lengua cabécar, y que sea nativo de la zona. Con el propósito de servir como interprete para las siguientes tareas:



• Para que atienda las denuncias, indagaciones, audiencias, juicios que realizan las personas que hablan la lengua cabécar.



• Asistir a las giras que realiza el Juzgado de Pensiones a la zona indígena.



• Transcribir en la lengua cabécar las notificaciones y citas que se les hacen a las partes para que se presenten a los Tribunales cuando lo solicita el Fiscal, juez del Juzgado Penal, juez de Familia, juez del Tribunal de Juicio.



Otra solución es contratar los servicios de un traductor sin basarse en el rol que lleva el sistema de registro de peritos porque a veces existen personas cerca de los Tribunales y no se pueden nombrar porque el sistema selecciono otro.



Que haya un parámetro más cerrado para el pago de traslado”



Finalmente, señalan que “para 2017 la inversión mensual en promedio para traductores fue de ₡579.824,42 y en lo que llevamos del 2018 la inversión ha sido de ₡778.018,88 por un trabajo exclusivo por horas y en días variables y a quienes debe cubrírseles gastos de tiempo de traslado, el transporte y por el lapso que dure su interpretación. Esto en una comparativa del salario base mensual del funcionario que ronda ₡631.862,00, pero que contempla un horario laboral de cinco días de la semana y que permite el apoyo en los despachos para la toma de manifestaciones y denuncias de ambas partes en los distintos procesos penales, fijación alimentaria, contravenciones, violencia doméstica (un tema tan delicado) por lo que se amplía el beneficio para los diferentes Juzgados y sin límite de horario. Inclusive el gasto para los próximos años subirá por la reciente orden de la Sala Constitucional en la resolución 2017-013658 ya que muchos usuarios demandados no tienen conocimiento.”



Ahora bien, la Dirección de Planificación efectuó el estudio respectivo sobre la solicitud de la Administración Regional de Turrialba y formula los siguientes elementos conclusivos:



“4.1. Para la Administración Regional de Turrialba resulta una necesidad contar con una plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón.



4.2. Producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba.



4.3. Actualmente todas las plazas del Juzgado Contravencional de Turrialba están nombradas en propiedad, por lo que se podría reasignar una de las plazas hasta en el momento en que adquiera la condición de “vacante”.



4.4. Una vez una plaza quede en condición “vacante”, la misma debe ser objeto de estudio por parte de la Dirección de Gestión Humana para que sea reasignada a Técnica o Técnico Supernumerario adscrita a la Administración Regional de Turrialba.



4.4.1 Además en las condiciones para el nombramiento de la plaza se deberá indicar que la plaza es para que se dedique con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando la Institución lo requiera, además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial.”



También, la Dirección de Planificación recomendó lo siguiente:



“Al Consejo Superior



5.1. Una vez realizado el estudio correspondiente, según la necesidad expuesta por la Administración Regional de Turrialba, la población vulnerable que atiende el Circuito Judicial de Turrialba y las cargas de trabajo a partir del 8 de octubre 2018 del Juzgado Contravencional de Turrialba, se recomienda el traslado de una plaza de Técnica o Técnico Judicial procedente del Juzgado Contravencional a la Administración de Turrialba.



5.2. El traslado de la plaza se podrá efectuar una vez que alguna de las plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”.



A la Dirección de Gestión Humana



5.3. Realizar el estudio correspondiente, para que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba se valore la posibilidad de ser reasignada a Técnica o Técnico Supernumerario adscrita a la Administración Regional de Turrialba.



5.4. En las condiciones para el nombramiento de la plaza se deberá indicar que la plaza es para que se dedique con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial.”



B.          Regulación sobre el acceso a la justicia para los indígenas en Costa Rica:



Inicialmente, resulta importante traer a colación que Costa Rica cuenta con la ley número 9593, denominada “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, publicada el 28 de setiembre de 2018 en el diario oficial La Gaceta y ante lo cual, podemos citar los siguientes artículos relacionados con el tema central de este documento:



“ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE COSTA RICA



ARTÍCULO 1- Acceso a la justicia con apego a la realidad cultural.



El Estado costarricense deberá garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, tomando en consideración el derecho indígena siempre y cuando no transgreda los derechos humanos, así como tomando en cuenta su cosmovisión.



ARTÍCULO 2- Trato digno.



Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993.



ARTÍCULO 3- Derecho a la información sobre sus derechos y obligaciones.



Toda persona indígena tendrá derecho a ser informada en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y las características de los procesos judiciales en los que deban intervenir. El Poder Judicial deberá contar con una lista de intérpretes y traductores para tal efecto. Además, deberá ofrecer capacitación al equipo que se conforme, para que conozca los aspectos básicos de la gestión judicial.



(…)



ARTÍCULO 6- Derecho a una persona intérprete y traductora costeada por el Estado.



El Poder Judicial deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. Se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género.



Estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona indígena. No obstante, la persona indígena podrá nombrar a una persona intérprete de su confianza.



(…)



ARTÍCULO 12- Diagnóstico actualizado y plan nacional sobre los pueblos indígenas.



El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia.



El diagnóstico deberá contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales que deben brindarles servicios. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, derecho consuetudinario; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población.



La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que esta sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas.



Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veinticuatro días del mes de julio del año dos mil dieciocho.”



Tal y como se indica en la ley 9593, es obligatorio para el Poder Judicial “facilitar, sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. Se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género.”



Además, se señala que “estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona indígena. No obstante, la persona indígena podrá nombrar a una persona intérprete de su confianza.”



De la misma manera, el Consejo Superior del Poder Judicial aprobó en la sesión del 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, dentro de las cuales, podemos citar:



“Utilización de intérprete en los casos que sea necesario y el deber de informarse con la comunidad indígena acerca de los alcances del conflicto sometido a su conocimiento.



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



10. Derecho al interprete o traductor: La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena interprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hable y comprenda el idioma español. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificara que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



(…)



Protocolo para la toma de Denuncias a Persona Indígenas.



(…)



• Utilizar lenguaje comprensible en cualquier audiencia, competencia y acto que se realice en forma oral.



• Garantizar a las personas indígenas sean imputados u ofendidos, que en los casos en que no hablan o bien no dominan el idioma español, se les nombrara un traductor que facilite la comunicación en el idioma correspondiente.



• Los funcionarios que tengan contacto con ciudadanos indígenas deben estar capacitados y sensibilizados, brindándoles de esta manera a las poblaciones indígenas un acceso a la justicia y un servicio público igualitario permitiendo su inclusión eficaz, humana e indiferencia en la dinámica del ente fiscal.



• Es importante tomar en cuenta, que al momento de nombrar un traductor en este tipo de asuntos debe procurarse que sea del mismo género que la víctima, pues de lo contrario se estaría obstaculizando que la víctima relate los hechos tal y como sucedieron.



C.          Reunión en la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas:



El pasado jueves 28 de febrero del presente año, la Sección de Análisis de Puestos perpetró una reunión con la señora Daniela Gutiérrez Villanueva y el señor Odir Blanco Cruz, Directora de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas y Promotor de la cultura Maleku, respectivamente, para abordar ciertos temas relativos a la situación indígena costarricense.



En dicho encuentro, los encargados de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (C.O.N.A.I.) indicaron que en Costa Rica existen ocho grupos étnicos, de los cuales, solamente cuatro se encuentran activos, siendo estos, la cultura maleku, bribri, cabécar y guaymies.



En adición, seguidamente reproducimos una reseña[1] de esos grupos étnicos:



“BRIBRIS



Constituyen uno de los más numerosos. Están localizados en las Reservas Indígenas de Salitre y Cabagra en el cantón de Buenos Aires, Pacífico Sur, en la Provincia de Puntarenas y al norte de la Reserva Indígena de Talamanca, en el cantón del mismo nombre, Atlántico Sur en la Provincia de Limón. El Bibrí, conserva su lengua en forma oral y en su escritura. Su actividad más importante es la agricultura, principalmente el cacao y el plátano, también cultivan maíz, frijoles y tubérculos. Crían cerdos, cazan aves y pescan. Su expresión artesanal es la cestería y la fabricación de instrumentos musicales, para lo cual utilizan elementos naturales. Se movilizan por medio de botes y balsas en el cauce del río Sixaola, en la frontera con Panamá.



CABECARES



Se encuentran ubicados en Chirripó, en el Valle de Pacuare; en el del río Estrella, y en la Reserva de Talamanca, zonas ubicadas en la región Atlántica, en la provincia de Limón. Viven también en Ujarrás de Buenos Aires, es uno de los grupos indígenas que más ha mantenido su identidad cultural, hablan su lengua el Cabécar, y el español, conservan muchas costumbres y tradiciones. Cultivan básicamente granos, café, cacao y plátano, complementando estas actividades con la pesca y la caza.



GUAYMIES



Constituye un grupo indígena numeroso, originario, de un movimiento migratorio producido hace más de 50 años desde Panamá. Encontramos la comunidad Guaymí en Abrojos en el Cantón de Corredores, la de Conteburica en el Cantón de Golfito y la de Coto Brus en el Cantón de Coto Brus, todas en la provincia de Puntarenas, Los Guaymíes conservan sus características y rasgos físicos, sus costumbres trajes y tradiciones, en especial las mujeres. Su lengua es el Guaymíe, pero algunos de sus jefes y dirigentes también hablan el español, por lo que se ha empezado un programa de alfabetización. Los Guaymíes cultivan cacao,arroz ,frijoles ,maíz, palmito y plátano. Combinan la agricultura con la cacería, pesca y la cría de cerdos y aves. La artesanía se destaca en la confección de artículos de fibras naturales, que tiñen con tintes y colorantes vegetales dandole relevancia al color negro. También confeccionan petates, chácaras y sombreros con cortezas de algunos árboles; sus trajes típicos son de gran colorido y hechos a mano, representan una cultura.



GUATUSOS O MALEKUS



Es uno de los grupos indígenas más pequeños. Se encuentran localizados en las llanuras del Norte del país, en el Cantón de San Rafael de Guatuso, Provincia de Alajuela. Conservan sus rasgos físicos y sus expresiones culturales. Hablan la lengua maleku y el español, y dada la importancia de conservar su lengua, se da la enseñanza bilingüe escolarizada. Habitan tres asentamientos: El Palenque Margarita,  Tonjibe y el Sol. Su principal actividad agrícola es el cultivo del cacao, pejibaye, palmito, y además son pescadores de río. Trabajan artesanalmente, en la confección de figuras indígenas, de cerámica, artículos de madera en balsa, y arcos y flechas en madera.



De similar forma, los señores Gutiérrez y Blanco expresan que para la realización de diligencias judiciales es indispensable contar con una persona traductora o intérprete, al punto de que se ha debido suspender las audiencias o juicios cuando no se cuenta con esa figura de comunicación entre las autoridades judiciales y los indígenas.



Simultáneamente, indican que el aprendizaje de los dialectos indígenas es sumamente complicado y no solamente se trata de conocer el idioma, si no, más bien se deben conocer las costumbres, tradiciones, cultura y entonaciones adecuadas para realizar una correcta interpretación de lo relatado por los indígenas, sin perder la confianza de estos y evitar el temor que pueden sentir los indígenas al comunicarse con las autoridades judiciales en otro idioma.



Además, señalan que en nuestro país existe el Decreto Ejecutivo 40932-MP-MJP, firmado por el entonces presidente Luis Guillermo Solís Rivera, cuyo decreto realza las condiciones en que deben ser tratados los asuntos de los pueblos indígenas en nuestro país, cuidando y protegiendo aspectos como la cultura y tradiciones, así como también el respeto y resguardo a las tierras indígenas, de igual manera, existe la Ley de Pueblos Indígenas número 6172, firmada por el expresidente Daniel Oduber Quirós en el año 1978, la cual, también plasma regulaciones y consagra los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras y demás acciones que buscan el resguardo de su cultura y la protección que el estado debe asegurarles.



También, el señor Odir Blanco Cruz manifiesta que para fungir como intérprete de indígenas lo ideal es que la persona sea parte de la comunidad indígena, es decir, que haya nacido y se haya criado dentro de las costumbres y tradiciones indígenas, de lo contrario, la persona no estará en las condiciones idóneas para trabajar como un buen traductor en las diligencias judiciales, lo cual, como anteriormente se citó, puede generar temor y desconfianza de la persona indígena y por ende, un resultado insatisfactorio del proceso judicial.



Asimismo, señala que la misma comunidad indígena es la que puede determinar quién puede asumir el puesto de intérprete, reconociendo las buenas costumbres, tradiciones y actitudes de la persona nativa que puedan ayudar a servir como traductor entre la comunidad indígena y las autoridades judiciales. 



Por otra parte, dice el señor Blanco Cruz que los integrantes de las comunidades indígenas cuentan con la anuencia y disposición de participar como intérpretes en procesos judiciales, logrando una generación de empleo oportuna en ese grupo étnico.



Finalmente, señalan que como producto de la aprobación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, se ha obligado a las personas intérpretes a estar inscritos en el Ministerio de Hacienda por el tema de las facturas electrónicas, situación que ha causado disgustos y se convirtió en un obstáculo para la población indígena, debido a que ellos no cuentan con el acceso requerido a internet y en algunos casos desconocen la utilización de dispositivos electrónicos como computadoras o celulares.



D.          Los puestos de Intérpretes y su quehacer en el Poder Judicial:



Inicialmente, se torna fundamental indicar que dentro de la estructura de puestos del Poder Judicial se encuentra la clase angosta de Intérprete (clase ancha de Profesional 1), la cual, posee como naturaleza la “ejecución de labores de traducción oral o escrita en el idioma inglés” y dentro de las tareas comunes de ese cargo, se pueden consignar las siguientes:



ü   Realizar trabajos de traducción oral o escrita de conversaciones y documentos variados tratando de respetar las ideas y sentimientos expresados.



ü   Participar, como intérprete, en actuaciones judiciales diversas tales como: juicios, audiencias, inspecciones oculares, embargos, interdictos, indagatorias, diligencias para valoración médica, entre otros.



ü   Tramitar asuntos variados de acuerdo a la naturaleza del despacho donde se ubique este cargo, según disponibilidad de tiempo.



ü   Recibir denuncias, declaraciones e indagatorias y dejar constancia escrita, según los procedimientos establecidos. De conformidad con el idioma que exprese el denunciante (inglés, español).



ü   Consultar diccionarios y otras fuentes de información.



ü   Digitar notas, oficios informes y otros documentos similares.



ü   Participar en el manejo de la correspondencia que llega a la oficina.



ü   Atender público, resolver consultas o ponerlo en contacto con las oficinas y funcionarios correspondientes.



ü   Atender el teléfono.



ü   Rendir informes diversos, sobre el resultado de las gestiones.



ü   Realizar otras labores propias del cargo.



Por otra parte, seguidamente daremos el detalle de los requisitos académicos que se le solicitan actualmente al puesto de Intérprete:



Cuadro # 2



Requisitos



				Formación Académica



				Bachiller en Educación Media.







				



				Nivel académico



				 



Disciplinas académicas-áreas temáticas



				Requisito Legal







				



				Bachiller universitario



				Inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



				Incorporado al colegio profesional respectivo cuando exista la entidad correspondiente.







				Conocimiento del idioma inglés



				Dominio y habilidad en el idioma inglés, certificado por medio de la prueba TOEIC con un nivel de Usuario Competente B2 o certificado por otra prueba homóloga que evalúe los conocimientos en el idioma inglés.







				Experiencia



				Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores de interpretación.







				Otros requerimientos



				Dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.



Manejo de los ambientes computadorizados y los sistemas de información existentes en el área de trabajo.











Fuente: Manual descriptivo de puestos



Tal como lo visualizamos en el recuadro anterior, el requisito académico delimitado para los cargos de Intérprete corresponde a bachillerato universitario en inglés, preferiblemente con el énfasis de traducción, no obstante, en el apartado de otros requerimientos encontramos que el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos se constituye como un requisito de carácter deseable para la clase de Intérprete.



E.          Situación actual de los intérpretes del Poder Judicial:



En el actual acápite, nos proponemos visualizar las tareas que se encuentran efectuando los puestos de Intérpretes que posee el Poder Judicial actualmente, por lo que, manifestamos lo siguiente:



ë      Labores de la señora Kembly Barker Smith[2], Intérprete de la Administración Regional de Limón:



“Labores de traducción:



1- Realizar trabajos de traducción de forma oral (testimonios de ofendidos, imputados o testigos, archivos de audio, etc)



2- Realizar trabajos de traducción escritos de documentos variados (correos, citaciones, resoluciones, sentencias, acusaciones, archivos de audio, etc) respetando la integralidad de dichas comunicaciones o expresiones.



3- Participar como traductora en diligencias judiciales (inspecciones oculares, juicios, audiencias preliminares, aperturas de evidencia, indagatorias, toma de denuncias, entrevista a testigos, videoconferencias, reuniones, etc).



4- Consultar fuentes de información (diccionarios, convenios, tratados, leyes, códigos, jurisprudencia, etc) para desempeñar mi labor de forma exitosa



En tiempos que no tiene asignada ninguna traducción realiza labores como las siguientes:



5- Confeccionar oficios, circulares, informes y otros documentos.



6- Ayudar en la recepción con la atención de personas usuarias de forma física o mediante llamada telefónica.



7- Ayudar con el recibido general de documentos o correo interno.



8- Ayudar en la coordinación de las giras y las asignaciones de los choferes



9- Revisar los datos de las boletas de vehículo previa aprobación



10- Revisar Autorizaciones de Gastos que las oficinas y los despachos generen el SIGA-PJ Ejecución y Formulación previo a la aprobación del pago de las mismas.



11- Confección de carnets de personal interino o trabajadores de empresas que brindan servicios a la institución.



12- Creación carpetas y ampos varios para el archivo de documentos de la oficina.”



Así pues, inmediatamente transcribiremos lo indicado por la señora Elka Poltronieri Venegas, Intérprete del Juzgado Penal de Bribrí:



“Siendo que no cuento con estadísticas exactas de las traducciones que realizo por número de expediente toda vez que muchas veces no se cuenta con el mismo, a groso modo puede indicarle que en el año 2018 se realizaron 70 traducciones en el idioma inglés, esto sin contar con las atenciones al público que únicamente requiere hacer una consulta o las atenciones que se realizan por vía telefónica.  En lo que va del año 2019 se han realizado 22 traducciones en inglés.



Es importante agregar que yo también realizo traducciones en otros circuitos judiciales cuando me es posible y el año pasado se realizó un anticipo y una diligencia de investigación con el OIJ en el II Circuito Judicial de Limón.



En cuanto a las traducciones en lenguas indígenas en el año 2018 se realizaron 22 y en lo que va del año 2019 se han realizado 14.”



En este apartado, resulta importante marcar que las traducciones llevadas a cabo por las señoras Barker Smith y Poltronieri Venegas corresponden a traducciones realizadas únicamente en el idioma inglés, debido a que los dialectos o lenguas indígenas de la zona no son de sapiencia de ellas, situación que puede llegar a obstaculizar el principio de acceso a la justicia para las personas indígenas.



F.          Criterio del Administrador Regional de Turrialba:



Como insumo para la presente investigación, se contactó al señor William Cerdas Zúñiga, Administrador Regional de Turrialba, el cual, indicó lo sucesivo:



“El circuito de Turrialba en lo que corresponde su parte geográfica es muy extensa y su población es mayormente indígena  valorando las políticas institucionales  de acceso a la justicia a las poblaciones indígenas  es dotar de una plaza para que asuma lo correspondiente a las traducciones y atención a personas indígenas sería lo mejor todas vez que a  diario el usuario/a indígena que acude es tos Tribunales va en aumento, al tener una persona que atienda esta población sería un benéfico tanto para institución como  para el usuario mismo.  Es importante considerar que al tener una plaza con estas finalidades la podemos ubicar en punto estratégico como es la parte de la atención al público, donde el contacto es más directo con los/as usuarios/as indígenas por el motivo que la persona indígena acude a estos Tribunales y el solo hecho de venir se le hace un mundo y sumado a ello el tema del idioma lo hace un más difícil.



Con el tema de los candidatos y candidatas para ocupar la posible plaza no se tienen sería primero contar con la plaza y luego coordinar con el Departamento de Gestión Humana el o los métodos a seguir para obtener el candidato o candidata, para ocupar el puesto, por experiencia a diario se tiene el contacto con usuarios indígenas lo ideal sería reclutar una persona que sea de la etnia indígena, esto por varios motivos:



Nombrar a una persona que no sea de su propia etnia  no sería lo conveniente por el motivo que las persona indígenas son muy desconfiados  para dar información, al tener al frente a una persona donde sus características de piel, lenguaje sea diferentes al de ellos no tienen la confianza, aunado a ello un alto volumen de usuarios indígenas son mujeres que denuncian Pensiones Alimentarias, Violencia Domestica, Abusos de ahí el cuidado y tacto en el momento de realizar la entrevista, es por ello que lo más ideal dentro de las posibilidades  nombrar en la plaza alguien de la misma etnia, preferiblemente que sea mujer.



En las localidades indígenas se tiene  centros educativos de secundaria un alto porcentaje de las lecciones son en su lengua natal, impartidas por profesores y profesoras de su misma etnia, son estudiantes preparados  en el momento de seleccionar a los posibles candidatos y candidatas realizar un sistema de reclutamiento enfocados en el perfil que se requiere, para ello la Administración con todo gusto les colabora en la divulgación de la información, aspectos de inscripción validar títulos entre otros temas.



Le adjunto archivo con la información de los peritajes requeridos del mes de enero del año 2018 al mes de febrero 2019, lo que evidencia la demanda en estos circuito con el tema de los peritajes, es importante indicar que  solo se reflejan el tema de los peritajes, hay que tomar en cuenta las los usuarios que a diario se apersona a esto Tribunales a realizar  algún trámite en los diferentes despachos, no se consideran en el archivo adjunto por el motivo que habría que consultarle a los desechos sobre la afluencia de usuarios/as que antemano sé que es  bastante, como lo indique en el primer punto del presente informe la afluencia de usuarios indígenas tiene un alto porcentaje en estos Tribunales.”



A continuación, se adjunta archivo de los pagos efectuados para traducciones durante los años 2017, 2018 y lo que se lleva del año 2019:







De igual manera, el señor Cerdas Zúñiga indicó que “en el caso de la Administración se tiene un solo vehículo que es utilizado por los diferentes  despachos para realizar giras a la zona indígena como: Trabajo Social, Juzgado Contravencional y Pensiones, para que tenga una idea en la zona indígena están extensa que la Oficina de Comunicaciones Judiciales de esta Administración tiene asignado a un Técnico en Comunicaciones para notificar y citar la zona,  la comunidad de Grano Oro que es un distrito se ubica a  casi una hora de estos Tribunales, hay que sumarle que las poblaciones indígenas se ubican a una o más horas del Grano Oro,  el acceso solo es posible en cuadraciclo, aunado a lo anterior  la zona indígena limita con la Cordillera de Talamanca, que por acceso les queda más cómodo Turrialba que a Bribri, así las cosas Don David sería ideal contar con la plaza para ofrecerle un servicio de una justicia pronta y cumplida a esta población.”



G.         Estructura del Juzgado Contravencional de Turrialba



A este punto, resulta importante visualizar la estructura actual de puestos del Juzgado Contravencional de Turrialba, por lo tanto, presentamos el siguiente cuadro:



Cuadro # 3: Estructura del Juzgado Contravencional de Turrialba



Fuente: Relación de Puestos para el 2019



Como se concibe en el cuadro anterior, el Juzgado Contravencional de Turrialba no cuenta hoy con una plaza vacante que se pueda trasladar hacia la Administración Regional de esa zona para utilizar como soporte para la atención de personas indígenas, por lo tanto, se considera incierto el tiempo que deberá transcurrir para cumplir con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L.



H.          Razonamiento de la gestión presentada:



De primera entrada, es importante dejar claro que el Poder Judicial ha emprendido acciones concretas para acercar la justicia a los pueblos indígenas de las diferentes zonas del país, sin que la lengua haya sido una limitación infranqueable, tal como se indica en los informes y en el trabajo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



Ahora bien, en sintonía con la gestión central de este informe, y en virtud de que no existe actualmente en el Juzgado Contravencional de Turrialba, ninguna plaza vacante,  la Dirección de Gestión Humana estima conveniente que la Dirección de Planificación, realice los estudios técnicos pertinentes para valorar la inclusión dentro del presupuesto del periodo 2021 de una plaza de Técnico Judicial 3 para la Administración Regional de Turrialba, la cual, debería ser ocupada por una persona de la comunidad indígena para que se enfoque en realizar las traducciones solicitadas en las diligencias judiciales, abrazando el principio de justicia pronta y cumplida de nuestro Poder Judicial.



En ese sentido, la anterior recomendación se gesta en vista de que, aunque en el Poder Judicial, si bien existe la clase de puesto de Intérprete, ésta posee como requisito académico un bachillerato en inglés, aspecto que difiere totalmente de la necesidad de traducción de lenguas indígenas, por lo tanto, se considera adecuado la creación de un cargo de Técnico Judicial 3 dedicado específicamente a realizar la interpretación de dialectos indígenas en la Administración Regional de Turrialba, sumado al hecho de que dicho puesto se pueda utilizar en otras labores propias de la Administración Regional de Turrialba.



Como otra alternativa de solución al caso en estudio y al observar la contracción presupuestaria por la que atraviesa nuestra institución, el Juzgado Contravencional de Turrialba en caso de ocurrir alguna vacante deberá informar a la Dirección de Gestión Humana para que ésta pueda realizar el traslado de la plaza a la Administración Regional de Turrialba, tal como lo acordó el órgano superior en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L y de esa manera, suplir el requerimiento de intérpretes de dialectos indígenas.



Por lo anterior y como una medida transitoria mientras alguna de esas recomendaciones acontece, la Dirección de Gestión Humana discurre adecuado mantener el pago de traducciones tal y como lo ha realizado la Administración Regional de Turrialba, hasta tanto, la Dirección de Planificación logre dotar de un recurso destinado a las traducciones de lenguas indígenas o bien, se logre ejecutar el traslado de una plaza del Juzgado Contravencional de Turrialba a la Administración Regional de esa zona.



I.            Resumen de las recomendaciones técnicas vertidas:



A continuación, formularemos un epítome de las recomendaciones que la Dirección de Gestión Humana ha vertido sobre el caso en estudio:



1) Que la Dirección de Planificación analice dotar de una plaza de Técnico Judicial 3 a la Administración Regional de Turrialba y se dedique a realizar las interpretaciones de lenguas indígenas, así como otras labores propias de esa Administración.



2) Cuando alguna plaza del Juzgado Contravencional de Turrialba adquiera condición de vacante, ese juzgado comunique lo correspondiente a la Dirección de Gestión Humana, a fin de que la misma sea trasladada a la Administración Regional de esa localidad para que se encargue de la interpretación de dialectos indígenas; momento en el cual deberá analizarse si es necesario realizar algún ajuste en la clasificación y valoración de la misma.



3) Mantener el pago de traducciones tal y como lo ha venido realizando la Administración Regional de Turrialba hasta que alguna de las dos primeras recomendaciones se logre materializar.



Se acordó: aprobar en todos sus extremos el informe SAP-179-2019.



Se declara acuerdo en firme.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión N° 05-2019 celebrada el 23 de abril de 2019, artículo II. 2.) En vista de que en la Defensa Pública de Turrialba, existe un persona servidora judicial perteneciente a los pueblos originarios de la zona, se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que coordine con la Administración Regional de Turrialba, una alternativa que permita que una persona servidora judicial del circuito judicial de Turrialba, permute con el servidor judicial de la Defensa Pública esa misma localidad, que domina el dialecto indígena, lo anterior, para que se dedique a realizar las interpretaciones de lenguas indígenas, así como otras labores propias del cargo, mientras se tienen los recursos para la creación de traductor de dialecto indígena.



El Juzgado Contravencional de Turrialba, las Direcciones Ejecutiva, de Gestión Humana, de Planificación y la Administración Regional de Turrialba, tomarán nota para lo que corresponda.








 












[1] Tomado del sitio web http://www.turismocostarica.org/turismocostarica_informacion_costarica.aspx?idContent=29



[2]Según correo electrónico de la señora Maribel López Bermúdez, Administradora Regional de Limón.
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[bookmark: _GoBack]Acta de Corte Plena Nº 023 - 2010








Fecha: 30 de Agosto del 2010



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XXXI



         La licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de Área de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio N° CPAS-892-17192 de 24 de junio último, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Defensa y Fortalecimiento del Idioma Español y las Lenguas Aborígenes Nacionales”, expediente # 17.282.



         La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en nota de 27 de agosto en curso, rinde el siguiente informe:



    “En primer término reciba mi cordial saludo y; sin más preámbulo paso a referirme a la siguiente petición.



 



Como es de su conocimiento, me permito remitir el informe asignado a la suscrita mediante Solicitud de Informe o Traslado de Documentos N° 033-2010 con número interno PL-018-10, recibido en esta oficina el viernes 23de julio de 2010 pasado en horas de la tarde, por correo electrónico, sobre solicitud de criterio respecto del "Proyecto de Ley“ Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales” que responde al texto del proyecto,  Expediente Nº 17.282., el cual está siendo analizado por la Comisión de Asuntos Sociales, en la cual se le asignó el número de referencia 7070-10, PL-018-10.



 



Dentro del plazo requerido entrego el informe peticionado a efecto de que se sirva introducirlo en la agenda de la próxima sesión de Corte Plena que a bien estimen conveniente someter a discusión.



 



            Le hago saber, que en razón de lo que se comenta en el informe sobre el proyecto de ley en discusión, fue mi deseo, si a bien se pudiere, pedir a la Asamblea Legislativa una prórroga, con el afán de que se me otorgara la oportunidad de poder rendir el informe de forma oral, dado que salí del país al día siguiente de esta remisión esto a mi regreso, el lunes 16 de agosto de los presentes. En caso de no ser factible, deseara que mis consideraciones negativas al proyecto en estudio, se remitan a la Asamblea Legislativa, aunque fueran a título personal, como miembra de Corte Plena e  integrante de la Sub Comisión de Tutela a las Personas y Pueblos Indígenas.”
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“I.- A MANERA DE INTRODUCCIÓN



 



En virtud de tratarse de un proyecto de ley que tendrá ingerencia en la organización y servicio de la  administración de justicia, donde  intervenga una persona indígena se ha de rendir el informe.



Solicité a la Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Licda. Lena White Curling,  lo comunicara  a los y las integrantes de dicha Sub Comisión. Sus valiosas observaciones, se incluyen en un todo desde los distintos ámbitos, dado que incidirían en las acciones  de acceso a la justicia que se han tomado (aprobadas tanto por el Consejo Superior cuanto por esta Corte) y que se adjuntan al final de este informe.     



 



II.-  OBSERVACIONES



 



Desde la defensa pública se estima que los siguientes aspectos deben ser corregidos en el proyecto de ley:



 



A.- LA TIPIFICACIÓN DE DELITOS EN ESTE PROYECTO:



 



Desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se regula en los artículos 1, 2 y 30, de dicho proyecto se señala que la forma de redactar el tipo penal, a todas luces podría ser inconstitucional, ello por cuanto, se indica en la  tercera de estas normas:  Según la gravedad del hecho.  Esta forma de iniciar la redacción resulta incorrecta, porque deja a expensas del  juez valorar el grado de gravedad del hecho.  Estaría bien este criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción,  ya que debe describirse en forma clara, y precisa la conducta que se pretende penar.  Se está en presencia de un tipo penal totalmente abstracto.  Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa, cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, con su respectiva pena.



 



B.-  RESPECTO AL  O A LA INTÉRPRETE Y TRADUCTOR (A):



 



Referente a lo establecido en los preceptos 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite, para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores, quienes tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa, se  observan al menos dos problemas:



 



La norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un intérprete y traductor (a), en las disciplinas con que cuente la defensa pública a fin de no dejar esta posibilidad a expensas de que el Estado proveerá, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real en estas situaciones.



 



 Se refiere en segundo lugar a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esa disposición, podría interpretarse que se tendrá que nombrar un defensor o defensora, incluso para las o los ofendidos o denunciantes, cuando las o los defensores se deben asignar a aquellas personas indígenas, quienes estén acusadas o al menos sean testigos sospechosos en algún  proceso.  Además, como se encuentra redactada,  puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas  indígenas quienes sean parte de algún  proceso judicial, se tendría que nombrar defensores públicos en absolutamente todos los procesos que se diluciden  en el Poder Judicial: ejemplo. materia civil, comercial, contenciosa administrativa,  laboral,  etc. A la fecha,  apear de que sería lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicos en todas las materias. En esto incidiría tal normativa, debiéndose entonces tomar en cuenta.



 



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras  que tengan conocimiento de su cultura  e idioma nativo, lo cual resulta imposible porque no se cuenta  con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



 



III.-  OTRAS OBSERVACIONES



 



A.-  RECOMENDACIÓN GENERAL.  A  fin de armonizar el lenguaje empleado en el proyecto de estudio, se analiza con el del Convenio  Internacional  no. 169sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa así como en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por la Asamblea General, el 13 de septiembre de 2007, se sugiere  sustituir en todo el proyecto la referencia, a “lenguas aborígenes” por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”.



  Dicha observación, además  elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a lo indígena, “cultura, arte” y “artesanía”, “pueblos y territorios” en contraposición a “poblaciones, asentamientos y tierras”, siendo los vocablos que denotan menor valor los asignados a todo lo referente a las culturas indígenas.



 



Con tal modificación se respetarían los deseos que han transmitido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, los  distintos pueblos indígenas del país, de que se respete el lenguaje internacionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



 



[bookmark: _ftnref1]A su vez, se previene la discusión, ya analizada en el ámbito internacional, sobre la conveniencia o no de usar el término “aborígenes” o el de “pueblos indígenas”.[1]



 



B.-  SOBRE EL OBJETIVO DEL PROYECTO



 



Estimo muy valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país,  a efecto de ejecutar lo dispuesto en convenios internacionales relativos a los derechos de los pueblos indígenas, desarrollar lo dispuesto en el ordinal 76 de la Constitución Política y promover una cultura que valore los aportes de este sector de la población para la conformación y desarrollo de nuestra Nación.



 



La iniciativa encuentra fundamento jurídico en normas internacionales que establecen el respeto, preservación y promoción de las culturas indígenas (arts. 2.2.b, 4.1 del Convenio 169 de OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado en 1989 y ratificado por Costa Rica en 1993.



 



Además, el cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas establece: 



 



[bookmark: _ftnref2]“Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”[2]



 



[bookmark: _ftnref3]En esa misma Declaración se reconoce, de forma expresa, el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16.[3]



 



Por todo lo anterior se estima que el proyecto sobre el cual se solicita criterio, cumple un fin de interés jurídico, social y ético digno de aprobarse pero con las observaciones dadas.



 



C.-  CONTENIDO DEL PROYECTO



 



Se sugiere sustituir el término: “lenguas aborígenes”, por el de “idiomas de los pueblos indígenas”.  Se considera importante el reconocimiento de estos como parte del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica (artículo 3 del proyecto), estableciéndose la promoción de su preservación, desarrollo y uso. Además, se les reconoce la misma validez en todo el territorio nacional y protección institucional que al Español (numeral 6 del proyecto).



 



Asimismo, prohíbe toda discriminación en contra de quienes hablen estos idiomas, por dicho motivo, lo cual es congruente y refuerza lo que dispone el precepto 33 constitucional.  El texto propuesto promueve la redacción, tanto en Español como en estos idiomas de documentos públicos, rótulos, publicidad, trabajos académicos y tratados, entre otros, lo cual contribuirá a asegurar la posibilidad de una correcta comprensión de quienes pertenecen a las ocho etnias costarricenses de la información que estos contienen, mecanismo que sin duda fortalecerá el ejercicio efectivo del derecho de información que consagra la Constitución Política (arts. 30 y 46).



 



Ante el incumplimiento de dicho deber, se contemplan sanciones en el canon 9 de la propuesta legislativa.



 



Tras un examen minucioso, no existen objeciones ni sugerencias a los Capítulos I (denominado Disposiciones generales) y II (Escritura Preceptiva) del proyecto, cuyas disposiciones contribuyen sin duda a los fines de la iniciativa.



 



En cuanto al Capítulo identificado como III, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, únicamente se sugiere que, en atención a las demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos.



 Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género.



 



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir expresamente la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



 



En cuanto al Capítulo IV que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes, sin que se les exijan los requisitos académicas y que estos sean sustituidos por los que se proponen para los integrantes indígenas de la Comisión Nacional.



 



Se propone incluir que la Municipalidad de cada cantón establecerá el mecanismo de designación del o de los representante(s) indígena(s), procurando una participación amplia y democrática en el proceso de designación por parte de la población representada y que las o los representantes sean conocedores y conocedoras de las tradiciones culturales de los representados o representadas.



 



D.-  SOBRE EL CAPÍTULO V



 



Se sugiere modificar el título conforme a la recomendación general de sustituir el término “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y, en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso a equitativo  la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó el ordinal citado.



 



Derecho a un intérprete costeado por el Estado.



 



  La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y así lo requiera. En la medida de lo posible, se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras.



 



Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial, que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al “Estado”, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



 



Para armonizar lo dispuesto en el ordinal 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo, concretamente,  la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes.  Con ello se beneficiaría de que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



 



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto.



 



En lo relativo a sanciones, se remite a los comentarios de la Defensa Pública, los cuales avalamos y se han expuesto en un inicio.



 



E.- CONSULTA A LOS PUEBLOS INTERESADOS



 



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos, de todos los proyectos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación de estos en todos los asuntos de su interés (arts. 5.c. 6.1.a, 6.2 y 7.1)



 



[bookmark: _ftnref4][bookmark: _ftnref5]Finalmente, observamos que el proyecto deroga la Ley 7623 de 11 de setiembre de 1996[4] y, de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual la mayor parte de las referencias se refieren al idioma Español y no así a los idiomas indígenas.*



 



A MODO DE CONCLUSIÓN



 



Se estima que la iniciativa legislativa  de comentario, constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia, no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, a la protección y promoción de sus derechos.”
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         Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “En este proyecto de ley que algunas normas bien podrían interpretarse que no tienen incidencia en la organización y servicio del Poder Judicial, hay dos razones por las que se estima sí incide en la organización y servicio del Poder Judicial. Una es por el Principio Constitucional de la garantía del debido proceso y otra es porque en ella están creándose tipos penales que bien podrían incidir en la forma de apreciar, los y las juzgadoras, así como la inclusión o no de intérpretes, traductores y traductoras a la luz de las diferentes Comisiones de Género y de Accesibilidad como las “Cien Reglas de Brasilia”. Esta ley mal denominada “Ley de Defensa del Idioma Español y las lenguas aborígenes Nacionales”, desde su título conlleva discriminación hacia las personas indígenas y los idiomas de los indígenas, porque no son lenguas, no son aborígenes y no son artesanías, sino arte lo que de está cultura tenemos. De ahí que, en todo el proyecto se haga un análisis de esto.



         Aunado a lo anterior, el Estado costarricense aprobó y firmó el convenio 169 de la OIT, donde debe de dársele seguimiento a que en estos casos y estos proyectos de ley tengan participación en gerencia las personas indígenas. La Subcomisión de Pueblos Indígenas a cargo de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios y quien les habla, así como representantes de todos los ámbitos tuvo conocimiento de este proyecto, porque se les hizo llegar de mi parte y encontramos las siguientes observaciones. En primer lugar, consideramos que desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se da en esta normativa, propiamente los numerales 1, 2 y 30, se señala que podría ser eventualmente  constitucional, dado que establece una frase abierta cuando dice: “Según la gravedad del hecho”, en el artículo 30, 2 y 1 y deja a expensas del juzgador o la juzgadora valorar el grado de gravedad del hecho y esto estaría bien en criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción, ya que debe describirse en forma clara y precisa como se pretende penar. Se estaría en presencia de un tipo penal totalmente abstracto. Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, para nosotros en la Subcomisión idiomas indígenas.



         Respecto al intérprete y la traductora, según lo establecen los numerales 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que es a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos y las ciudadanas aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores quienes tengan conocimiento de su cultura, lengua nativa y se observan al menos dos problemas, lo cual en materia agraria, familia y penal, en los procesos sobre todo los orales tienen que contar con esta participación y dice la norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un intérprete, traductor o traductora, máxime que muchas mujeres indígenas piden que sean mujeres quienes les vengan a interpretar o traducir, dado que algunas culturas indígenas les prohíben a las mujeres si quiera ver a los hombres a los ojos, menos dirigirle la palabra como es el caso de algunas noves. De ahí que, en estas disciplinas con que cuente con la defensa pública debe dejarse la posibilidad a expensas de que el Estado proveerá a todos estos casos, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real de estas situaciones. Qué haría el Poder Judicial en los casos prácticos cuando se den las situaciones y no esté claro a qué parte del Estado le corresponde esta gestión.



         En segundo lugar, se refiere a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esta disposición, podría interpretarse quese tendrá que nombrar el defensor o la defensora, incluso para los ofendidos u ofendidas, para denunciantes cuando los defensores o las defensoras se deban asignar a aquellas personas indígenas quienes estén acusadas -dice la normativa- o al menos sean testigos sospechosos en algún proceso. Además, como se encuentra redactada estas disposiciones, puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas indígenas que sean parte de algún proceso judicial. Vean la trascendencia que tendría en la organización, en el servicio y económicamente. En el Poder Judicial habría que nombrarle defensor o defensora en materia civil, comercial, contenciosa administrativa,  laboral. A pesar de que es lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicas en todas las materias. Esto incidiría en la organización y el servicio del Poder Judicial, por lo que se ha de tomar en cuenta el cambio radical que conlleva esta normativa, en caso de aprobarse en los términos que está que serían los óptimos, según también la Subcomisión de tutela pueblos indígenas lo estima, que es a lo que aspiramos, pero va a conllevar un cambio.



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras con conocimiento de su cultura e idioma nativo -así dice la norma-, lo cual resulta imposible a la fecha porque no se cuenta con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



Entre otras observaciones y en forma general se recomienda lo que ya les señalé que dispone el Convenio Internacional N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, que fue ratificado por Costa Rica, así como por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, también aprobado en el 2007, donde se sugiere en todo el proyecto eliminar las frases “lenguas aborígenes”, por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”. Dicha observación además elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a los indígenas. Consideramos trascendente que la Asamblea Legislativa tenga esta idea que en la Subcomisión de Pueblos Indígenas nos los han hecho saber los indígenas, acorde a lo que nosotros hemos dado y tratado de poner en práctica que es el cumplimiento de este convenio 169 de la OIT. Con esa modificación los distintos pueblos indígenas podrían verse respetados en el lenguaje intencionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



A su vez se previene la discusión ya analizada de la diferencia entre “aborígenes” o “pueblos indígenas”, estimándose que es esta segunda frase la que debe darse, porque son frases despectivas, consideradas por los diferentes especialistas en esta materia. En realidad estimamos tanto quien les habla como el Subcomité a quién lo llevé, por esta razón de que deben tener conocimiento los indígenas representantes de muchos pueblos de estos proyectos, que es valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país como es este proyecto, a efecto de ejecutar lo dispuesto en los convenios que les señalé y lo que dispone el ordinal 76 de la Carta Magna. La iniciativa encuentra sustento jurídico en lo que establecen las disposiciones que en el proyecto se citan y que arduamente les he señalado. Además del cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas que dispone: “Pertenecer a tradiciones organizativas anteriores a la aparición del Estado moderno y pertenecer a culturas que sobrevivieron la expansión planetaria de la civilización europea, expresamente dice: Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”. En esa misma declaración se reconoce de forma expresa el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16 y, que en realidad, si bien esto no incide tiene un sentido lógico todo lo que se viene desarrollando del por qué la trascendencia en que desde el ángulo también de la ética del Poder Judicial debemos coincidir en que de alguna forma interesa en este sentido.



En cuanto al contenido del proyecto se estima que cumple con un in fine interés jurídico, social y ético, digno de aprobarse pero con estas observaciones que se dan.



Se sugiere como les dije sustituir las frases que se estiman discriminatorias, ante también las diferentes observaciones se considera que los tipos penales deberían de readecuarse, para que no queden con frases abiertas que podrían tener vicios de inconstitucionalidad y luego en cuanto a los capítulos primero denominado “Disposiciones Generales” y segundo “Escritura Preceptiva”, tales disposiciones deben contribuir a los fines de la iniciativa, pero en el numeral 8 debería indicarse que se traducirán todas las diferentes etiquetas desde el ángulo de los y las consumidoras cuando lo solicite la parte indígena, aún cuando hable español de oficio cuando se constante que no habla español o así si se haya manifestado durante el proceso. Lo que de si ella lo solicita se traduzca aún cuando hable es porque puede ser relevante para ella, (cuando me refiero a ella es la persona indígena), que otros miembros de su comunidad puedan leer y entender el documento, (en este caso podría ser una sentencia). Creo que debería especificarse que se traducirán las sentencias, autos de traslado y auto sentencias en el caso del Poder Judicial o podría ser todo el expediente, si así lo solicitare alguna de las partes en que intervenga una  persona indígena.



En cuanto al capítulo identificado como tercero, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, se sugiere que en atención a las demandas de los y las habitantes indígenas del país, quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura y de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como lo que sí se impone a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, al tratarse de representantes directos de dichos pueblos. Igualmente para quienes se nombre como traductores e intérpretes, porque sí deberían no exigírsele igual que a las demás personas lo cual en el Poder Judicial sí se esta respetando, pero ya que hay una normativa expresa que regula en cuanto a traductores y traductoras e intérpretes ha de tomarse en consideración, que no podría exigírsele la misma escolaridad que a otras personas.



Referente al precepto 32, debería de hacerle la salvedad que esa información no es necesaria en el empaque donde se venda, cuando la venta es a granel o en ferias del agricultor o similares, pero sí debe suministrarse en tales casos información clara y en lugar visible sobre el precio del producto y mostrarse al consumidor la pesa, es decir, lo que denominábamos la romana, para que pueda comprobar cuánto pesa lo que se compra. Para mí esto aplica respecto a la venta de productos agrarios, solo en el momento cuando el consumidor compra la venta final. En esos casos quien le vende puede no ser ya un productor agrario, sino un intermediario, pero de todas formas deben respetarse al menos lo que indiqué antes, si es en ferias agrícolas o en puestos de ventas de productos, pero si ya es un servicio de venta de productos como supermercados, sí deben indicarse todos estos elementos, por la eventual responsabilidad objetiva que garantiza la normativa aplicable. En estos casos pueden darse asuntos en sede jurisdiccional que incidan con lo que se está haciendo la observación.



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



En cuanto al Capítulo IV, que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los Cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes. Si bien estas proposiciones a las Municipalidades no necesariamente incidirían en la administración de justicia, en razón de que tenemos una Subcomisión y que nos hemos comprometido con las “Cien Reglas de Brasilia”, tenemos que hacer notar las discriminaciones que se dan, porque generalmente son las personas blancas o de otra etnia las que deciden por los pueblos indígenas.



Sobre el capítulo V, se sugiere igualmente cambiar las denominaciones de “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó en el ordinal citado.



Se establece el derecho a un intérprete o a una intérprete costeada por el Estado, pero que la administración de la justicia deberá facilitar sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y si así lo requiere. En la medida de lo posible se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras. Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos y peritas en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al Estado, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



Para armonizar lo dispuesto en el ordinal 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo concretamente, la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes. Con ello se beneficiaría que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de litis o de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto. Y en lo relativo a sanciones, se remite a los comentarios de lo que la Defensa Pública aquí estableció y que en un inicio hablé de los tipos penales.



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos de todos los proyectos relacionados con los derechos de éstos, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación en estos asuntos. Observamos también que el proyecto deroga la Ley N° 7623 de 11 de setiembre de 1996 y de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual, la mayor parte de las referencias se refieren al idioma español y no así a los idiomas indígenas.



A modo de conclusión, gracias por permitirme estas consideraciones. Se estima que la iniciativa legislativa de comentario constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, protección y promoción de sus derechos. Se adjunta las “Diez Reglas Prácticas” que esta Corte y el Consejo Superior aprobaron y que por ellas podemos ver que en varias de sus normas incide lo que aquí se regula. Dejo a ustedes lo que a bien tengan resolver.”



         Interviene el Magistrado Arroyo: “Uno de los aspectos más sobresalientes del informe de la Magistrada Escoto, tiene que ver con la legislación que se propone como ideal, que en el informe se reconoce como una normativa que está propuesta en los mejores términos y de conformidad con obligaciones internacionales que el país ha ido adquiriendo, pero que, sin embargo, la propuesta legislativa no resuelve cómo se va a hacer. Yo quiero como se ha hecho en otros informes igualmente importantes, se pudiera hacer un llamado de atención a la Asamblea Legislativa, para que el proyecto de ley incorpore cómo es que se va a resolver el incremento de servicios y de funciones que se le está dando al Poder Judicial. Por lo demás, me parece que el informe cumple con una propuesta muy seria que valdría la pena que nosotros, por la deuda histórica que tenemos con los pueblos indígenas que habitan el suelo costarricense, pudiera dársele la importancia y la relevancia que sin duda tiene.”



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO ARROYO,  SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Debo informar que los Magistrados de la Sala Constitucional están inhibidos de conocer este tema. Doña Carmenmaría, estima usted conveniente que hiciéramos en el resumen que usted hace final, una directa referencia a que el Poder Judicial se opondría a este proyecto de ley, si no se le dan los nuevos recursos necesarios para cumplir con las nuevas obligaciones que se le imponen. Usted lo dice claramente en el desarrollo, pero me parece que sería muy importante que lo dijéramos también al final.”



Prosigue la Magistrada Escoto: “Esta es una muestra de cómo diferentes proyectos de ley inciden definitivamente en el Poder Judicial, porque nos van imponiendo funciones de muchísima altura y aceptación, pero que, desde un ángulo del mismo presupuesto hay que hacer énfasis en que viene a ser una carga bastante fuerte para el Poder Judicial, tan es así, que la Defensa Pública se preocupó muchísimo en que tenga que darse, desde el ángulo de la Defensa Pública, asistencia técnica como debe ser en todas las disciplinas y por gente especializada que conozca de la materia. Creo y estoy de acuerdo en que todo lo que sea para mejor pueda hacerse, pero sí es un momento importante para destacar de cómo debería de dársele a este proyecto por parte de esta Corte, un dictamen afirmativo en el tanto y cuanto se cambien todas las observaciones, porque los mismos indígenas y representantes de la Universidad de Costa Rica, están molestos con la forma en que indirectamente se está más bien discriminando con este proyecto.”



         Expresa la Magistrada Pereira: “Me parece muy importante la referencia que la Magistrada Escoto ha hecho a todo el proyecto en general. Yo solamente tendría una observación quizás por la importancia que revisten los temas. Hay un aspecto por ejemplo en la tipificación de delitos en el nuevo proyecto que corresponde a aspectos de política criminal que define el Gobierno y que nosotros digamos no podríamos a ellos indicarle cuáles son las directrices en política criminal, pero a lo que yo quiero como observarle es que, hay algunos aspectos específicos del proyecto que tienen que ver con la organización y funcionamiento en forma directa y muy relevantes del Poder Judicial. Por una cuestión de forma podría pronunciarse sobre esos artículos y las observaciones que se tienen que hacer respecto a los otros artículos deslindarlas de lo que realmente nos constriñe a nosotros como Poder Judicial, ¿esto por qué?, porque por ejemplo, respecto al intérprete y al traductor nuestra normativa procesal nos habla del traductor para los derechos de la persona sometida a cualquier tipo de proceso y para las partes. Sí vamos a ir a hablar de que también deben tener traductor para toda la colectividad o el grupo indígena que tenga un derecho a saber lo que se resolvió, pensaríamos irremediablemente en traductor aún en aquellos casos en que las personas dominen perfectamente el idioma español. Eso traería una incidencia que podría ser discutida por la Asamblea Legislativa, en cuanto al valor económico que eso significa en términos reales. De manera que sugiero con muchísimo respeto solamente deslindar en el informe las normas que nos atañen directamente en la organización y funcionamiento, de las consideraciones generales que tienen que ir con el cumplimiento de la “Reglas de Brasilia”, y eso tal vez aclararía porque sabemos que cuando lo hacemos muy extenso y no concretamos los aspectos directos del Poder Judicial, viene a veces a quedar en que no se concretan las observaciones y me parece importante rescatar aquello que realmente nos compete.”



         Continúa la Magistrada Escoto: “La Magistrada Pereira hace una buena observación que bien podría hacerse en dos. A lo que yo sí me opondría es a no establecerle el resto aunque sea en dos columnas separadas, en razón de que, en mi criterio y en el de la Subcomisión de Tutela Pueblos Indígenas de los y las indígenas y también de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cuanto al Instituto de Derechos Humanos se refiere propiamente, consideramos que, en aras de cumplir con el numeral con el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, tiene que tener obligada participación y si no se hace de esta forma mucho de esta normativa los y las indígenas no tiene acceso a ella en el momento de proyecto. Sí me gustaría hacer la diferencia en cuáles inciden y al existir un Comité de Tutela a los Pueblos Indígenas hacer llegar de que esta Corte cumple con los convenios internacionales y que se llevó a ese grupo para que emitiera lo que también aquí se ha señalado.”



La Magistrada Camacho, le expresa a la Magistrada Escoto: “Me parece muy interesante y valioso su informe desde todo punto de vista y desde la perspectiva jurídica del Código de la Niñez y de la Adolescencia, lo mismo que a la Comisión de Accesibilidad presidida por la Magistrada León, me parece que los aportes que usted hace son muy valiosos, novedosos y muy necesarios. Sin embargo, tengo algunas dudas cuando la escucho a usted hablar de “lengua”, “lenguaje” e “idioma”; me genera la inquietud de que es importante recordar de que no hay un criterio uniforme para señalar que si uno dice que es una “lengua” es en sentido peyorativo. De manera que yo quiero que ese tema lo tengamos más claro. Por ejemplo, por definición “Lengua es el sistema de signos fonéticos o gráficos”. “Lenguaje es la capacidad de todo ser humano de comunicarse”. “Idioma es la lengua de un pueblo o nación”. Desde ese punto de vista es un tema técnico que me parece o sugiero que le prestemos más atención, para estar de acuerdo con lo que se señala.



Por otro lado, me llama mucho la atención el Código de la Niñez nos dice que es un derecho y una tutela el interés superior del niño/a el derecho a crecer y desarrollarse en su propio país, pueblo o grupo al que pertenece. Desde este punto de vista hace mucho tiempo este es un tema frecuente en los seminarios y congresos referentes al Código de Niñez, porque se estima que es precisamente un tema de indefensión y se ha pensado también que sean otras instituciones las que asuman esta carga económica. De manera que yo también sugiero que no solamente sea el Poder Judicial siempre y cuando se le dote de recursos y pensar también en otras instituciones que coadyuven en la tarea de dotar de este tipo de intérpretes o traductores en los procesos a los que usted hace mención.”      



         Interviene el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece muy importante esto último que señala la Magistrada Camacho. Ya hemos señalado en otras ocasiones que no es cuestión de atraer todo hacia el Poder Judicial, sino efectivamente garantizar los derechos de los ciudadanos y bien podría darse en otros ámbitos del Estado. Sería conveniente hacer ese agregado dándole un mayor énfasis a esa situación.”



         Prosigue la Magistrada Escoto: “Quiero hacerle saber a la Magistrada Camacho que agradezco el interés que tenga en esto sobretodo por tratarse de un tema de grupos minoritarios. Los conceptos que se han criticado peyorativos y discriminatorios han sido en mucho de la normativa internacional que se cita al pie de página. Es de ahí de donde nace la idea de que eliminemos conceptos que hasta en los medios escuchamos como decir “nuestros indígenas”, porque eso demuestra posesión. Creo que sería bueno y yo siempre aludo a la normativa internacional, porque se deja de lado y es ahí donde se dice la prohibición y se ha estimado por los especialistas con más conocimiento que el hablar de “lenguaje”, de “lenguas”, el mencionar que la Constitución Política nuestra por error lo tiene, no debe de ser. Sería conveniente que le diéramos una revisada a la normativa internacional, pues en sentido estricto se trata que esta ley responda a las mismas palabras con que la normativa internacional ha señalado deben ser las usadas.”



         Agrega la Magistrada Camacho: “Me parece muy importante pues la discriminación se da no solamente en la forma de comunicarnos, sino en la forma peyorativa de si es aborigen, indígena, etcétera. De manera que yo en eso estoy de acuerdo. Lo que sí me llama la atención es que desde el punto de vista más amplio los términos “lengua”, “lenguaje” e “idioma”, pues podrían incluirse sin considerarse que se esté discriminando y utilizar desde ese punto de vista lo que dice la normativa internacional en eso.”



         Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, y con las observaciones hechas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa,en respuesta a la consulta formulada.



            Con vista de lo resuelto, el informe queda de la siguiente manera:



“I.- A MANERA DE INTRODUCCION



 



         En virtud de tratarse de un proyecto de ley que tendrá ingerencia en la organización y servicio de la  administración de justicia, donde  intervenga una persona indígena se ha de rendir el informe.



         Solicité a la Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Licda. Lena White Curling,  lo comunicara  a los y las integrantes de dicha Sub Comisión. Sus valiosas observaciones, se incluyen en un todo desde los distintos ámbitos, dado que incidirían en las acciones  de acceso a la justicia que se han tomado (aprobadas tanto por el Consejo Superior cuanto por esta Corte) y que se adjuntan al final de este informe así como por lo dispuesto en el Convenio 169 del OIT.     



 



II.-  OBSERVACIONES:



 



         Estipulan las normas del proyecto, en lo de interés para la organización y servicio del Poder Judicial, lo siguiente:



 



“ARTÍCULO 2.-          Entiéndese por lenguas aborígenes nacionales las que proceden de los pueblos existentes en el territorio nacional antes del establecimiento del Estado costarricense, además de las provenientes de otros pueblos indoamericanos, igualmente preexistentes, que se hayan arraigado en el territorio nacional con posterioridad y que se reconocen por poseer un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación.



 



ARTÍCULO 3.-            Por su origen histórico y su importancia en la formación de nuestra identidad, el idioma español y las lenguas aborígenes costarricenses se reconocen como parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica.



 



ARTÍCULO 4.-            El Estado costarricense reconocerá, protegerá y promoverá la preservación, el desarrollo y el uso del idioma español y de las lenguas aborígenes nacionales.



 



“ARTÍCULO 9.-Los registros públicos negarán la inscripción de documentos que no se ajusten a las disposiciones de esta Ley.  De faltar a su deber, podrán ser sancionados los funcionarios responsables con una multa que irá de cinco a diez veces el salario base, según sea el caso, conforme lo establece esta Ley.



 



CAPÍTULO V LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES



 



ARTÍCULO 25.-



El Estado costarricense garantizará el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes costarricenses en la lengua de que sean hablantes.  Para garantizar este derecho, el Estado proveerá lo que se necesite, con el propósito de que en los procesos judiciales en los que ciudadanos aborígenes sean parte, ellos sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa.



 



ARTÍCULO 26.-          Los intérpretes especializados a que se refiere el artículo anterior serán recomendados por la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma, la cual hará constar, por medio de una comisión especial, que los intérpretes propuestos dominan completamente la lengua aborigen en cuestión, y que en esas condiciones, pueden garantizar en el idioma español lo que el ciudadano aborigen dijo en su lengua nativa.



 



ARTÍCULO 28.-          El Estado costarricense dispondrá de un plan con el fin de proteger, preservar, promover y desarrollar las diversas lenguas aborígenes costarricenses



 



 ARTÍCULO 29.-         El Estado promoverá la capacitación profesional de intérpretes y traductores especializados en lenguas aborígenes costarricenses y en español.



 



CAPÍTULO VI



 



SANCIONES



 



ARTÍCULO 30.-Según la gravedad del hecho, las infracciones cometidas contra lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta Ley, deberán sancionarse con una multa equivalente al monto de uno a cinco veces el salario mínimo mensual establecido en la Ley de presupuesto ordinario de la República.  El producto de las multas irá a la caja única del Estado, que lo girará a la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma, a fin de que lo destine a financiar campañas dirigidas a la divulgación del uso correcto del español.



 



CAPÍTULO VII



 



DISPOSICIONES FINALES



 



ARTÍCULO 31.-Facúltase a todas las instituciones públicas para que creen los departamentos correspondientes, a fin de contar con un grupo de asesores filológicos que garanticen que los documentos públicos que emitan los organismos del Estado cumplan cabalmente con disposiciones de esta Ley.



 



ARTÍCULO 32.- Modifícase el inciso b) del artículo 34 de la Ley N.° 7472, Promoción de la competencia y defensa efectiva del consumidor, de 20 de diciembre de 1994.  El texto dirá:



 



"Artículo 34.-



 



[…]



 



b)       Informar suficientemente al consumidor, en español y de manera clara y veraz, acerca de los elementos que incidan en forma directa sobre su decisión de consumo.  Debe enterarlo de la naturaleza, la composición, el contenido, el peso, cuando corresponda, las características de los bienes y servicios, el precio de contado en el empaque, el recipiente, el envase o la etiqueta del producto, la góndola o el anaquel del establecimiento comercial y de cualquier otro dato determinante.



 



         De acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley, cuando el producto que se vende o el servicio que se presta se pague al crédito, deben indicarse, siempre en forma visible, el plazo, la tasa de interés anual sobre saldos, la base, las comisiones y la persona, física o jurídica, que brinda el financiamiento, si es un tercero.



 



[…]”



 



ARTÍCULO 33.- Derógase la Ley  Nº 7623, Defensa del idioma español y lenguas aborígenes costarricenses, de 11 de setiembre de 1996, sus reformas y sus reglamentos.”.



 



Los siguientes aspectos deben ser corregidos en el proyecto de ley:



 



A.-LA TIPIFICACIÓN DE DELITOS EN ESTE PROYECTO:



 



Desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se regula en los artículos 1, 2 y 30, de dicho proyecto se señala que la forma de redactar el tipo penal, a todas luces podría ser inconstitucional, ello por cuanto, se indica en la  tercera de estas normas:  Según la gravedad del hecho.  Esta forma de iniciar la redacción resulta incorrecta, porque deja a expensas del  juez valorar el grado de gravedad del hecho.  Estaría bien este criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción,  ya que debe describirse en forma clara, y precisa la conducta que se pretende penar.  Se está en presencia de un tipo penal totalmente abstracto.  Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa, cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, con su respectiva pena.



 



B.-  RESPECTO AL  O A LA INTÉRPRETE Y TRADUCTOR (A):



 



Esta normativa estipula expresamente:



 



“Derecho a un intérprete costeado por el Estado.



 



 La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y así lo requiera. En la medida de lo posible, se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras.”.



 



Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial, que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos e intérpretes o traductores en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al “Estado”, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



 



Para armonizar lo dispuesto en los ordinales 25 y 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo, concretamente,  la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes.  Con ello se beneficiaría de que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



 



Referente a lo establecido en los preceptos 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite, para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores, quienes tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa, se  observan al menos dos problemas:



 



La norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un (a) intérprete y traductor (a), en las disciplinas con que cuente la defensa pública  a fin de no dejar esta posibilidad a expensas de que el Estado proveerá, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real en estas situaciones.



 



 Se refiere en segundo lugar a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esa disposición, podría interpretarse que se tendrá que nombrar un defensor o defensora, incluso para las o los ofendidos o denunciantes, cuando las o los defensores se deben asignar a aquellas personas indígenas, quienes estén acusadas o al menos sean testigos sospechosos en algún  proceso.  Además, como se encuentra redactada,  puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas  indígenas quienes sean parte de algún  proceso judicial, se tendría que nombrar defensores públicos en absolutamente todos los procesos que se diluciden  en el Poder Judicial: ejemplo. Materia civil, comercial, contenciosa administrativa, laboral, etc. A la fecha,  a pesar de que sería lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicos en todas las materias. En esto incidiría tal normativa también en la organización y servicio, debiéndose entonces tomar en cuenta.



 



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras  quienes tengan conocimiento de su cultura  e idioma nativo, lo cual resulta imposible porque no se cuenta con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



 



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto.



 



C.-  CONTENIDO DEL PROYECTO CON  INCIDENCIAS EN EL PODER JUDICIAL



 



Se prohíbe toda discriminación en contra de quienes hablen estos idiomas, por dicho motivo, lo cual es congruente y refuerza lo que dispone el precepto 33 constitucional.  El texto propuesto promueve la redacción, tanto en Español como en estos idiomas de documentos públicos, rótulos, publicidad, trabajos académicos y tratados, entre otros, lo cual contribuirá a asegurar la posibilidad de una correcta comprensión de quienes pertenecen a las ocho etnias costarricenses de la información que estos contienen, mecanismo que sin duda fortalecerá el ejercicio efectivo del derecho de información que consagra la Constitución Política (arts. 30 y 46).



 



Ante el incumplimiento de dicho deber, se contemplan sanciones en el canon 9 de la propuesta legislativa.



 



Tras un examen minucioso, no existen objeciones ni sugerencias a los Capítulos I (denominado Disposiciones generales) y II (Escritura Preceptiva) del proyecto, cuyas disposiciones contribuyen sin duda a los fines de la iniciativa.



 



De acuerdo a esta Integrante, me parece que el numeral 8 debería indicar que se traducirán cuando lo solicite la parte indígena aún cuando hable español de oficio, cuando se constate que no hable español o así se haya manifestado durante el proceso.



 



Lo de que si ella lo solicita se traduzca aún cuando hable es porque puede ser relevante para ella que otros miembros de su comunidad puedan leer y entender el documento, en este caso, una sentencia.



 



Estimo, debería especificarse que se traducirán las sentencias, autos de traslado y auto sentencias en el caso del poder judicial, o en su caso todo el expediente.



 



Al precepto 32 debería hacérsele la salvedad de que esa información no es necesaria en el empaque donde se venda, cuando la venta es a granel o en ferias del agricultor o similares. Pero, sí debe suministrarse en tales casos información clara y en un lugar visible, sobre el precio del producto, y mostrarse al consumidor la pesa para que pueda comprobar cuánto pesa lo que compra.



 



Para mí esto aplica respecto de la venta de productos agrarios solo en el momento cuando el consumidor compra (la venta final). En esos casos quien le vende puede no ser ya un productor agrario sino un intermediario. Pero de todas formas debe respetarse al menos lo que indiqué antes si es en ferias agrícolas o en puestos de ventas de productos. Pero si ya es un servicio de venta de productos como en supermercados, si deben indicarse todos esos elementos, por la responsabilidad objetiva.



 



D.- SOBRE EL OBJETIVO DEL PROYECTO Y RECOMENDACIONES



 



Se estima muy valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país,  a efecto de ejecutar lo dispuesto en convenios internacionales relativos a los derechos de los pueblos indígenas, desarrollar lo dispuesto en el ordinal 76 de la Constitución Política y promover una cultura que valore los aportes de este sector de la población para la conformación y desarrollo de nuestra Nación.



 



La iniciativa encuentra fundamento jurídico en normas internacionales que establecen el respeto, preservación y promoción de las culturas indígenas (arts. 2.2.b, 4.1 del Convenio 169 de OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado en 1989 y ratificado por Costa Rica en 1993.



 



Además, el cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas establece: 



 



[bookmark: _ftnref6]“Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”[1]



 



[bookmark: _ftnref7]En esa misma Declaración se reconoce, de forma expresa, el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16.[2]



 



Por todo lo anterior se considera que el proyecto sobre el cual se solicita criterio, cumple un fin de interés jurídico, social y ético digno de aprobarse pero con las observaciones dadas. Entre ellas, aquella que señala que el Poder Judicial se opondría a este proyecto de ley, si no se le dan los nuevos recursos necesarios para cumplir con las nuevas obligaciones que se le imponen.



 



III.-  OTRAS OBSERVACIONES QUE NO INCIDEN PROPIAMENTE EN LA ORGANIZACIÓN Y SERVICIO DEL PODER JUDICIAL



 



A.-  RECOMENDACIÓN GENERAL.  Para la subcomisión del Tutela a las personas indígenas en el acceso a la justicia,  de la cual esta Integrante  forma parte además de las disposiciones que sí inciden en la organización y servicio de esta Institución, ya expuestas,  las cuales avala esta Sub Comisión, se consideró trascendente hacer las siguientes recomendaciones; a  fin de armonizar el lenguaje empleado en el proyecto de estudio, lo cual se analiza con el del Convenio  Internacional  no. 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa así como en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por la Asamblea General, el 13 de septiembre de 2007, se sugiere  sustituir en todo el proyecto la referencia, a “lenguas aborígenes” por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”.



  Dicha observación, además  elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a lo indígena, “cultura, arte” y “artesanía”, “pueblos y territorios” en contraposición a “poblaciones, asentamientos y tierras”, siendo los vocablos que denotan menor valor los asignados a todo lo referente a las culturas indígenas.



 



Se sugiere sustituir el término: “lenguas aborígenes”, por el de “idiomas de los pueblos indígenas”.  Se considera importante el reconocimiento de estos como parte del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica (artículo 3 del proyecto), estableciéndose la promoción de su preservación, desarrollo y uso. Además, se les reconoce la misma validez en todo el territorio nacional y protección institucional que al Español (numeral 6 del proyecto).



 



Con tal modificación se respetarían los deseos que han transmitido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, los  distintos pueblos indígenas del país, de que se respete el lenguaje internacionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



 



[bookmark: _ftnref8]A su vez, se previene la discusión, ya analizada en el ámbito internacional, sobre la conveniencia o no de usar el término “aborígenes” o el de “pueblos indígenas”.[3]



 



 



 



B.- En cuanto al Capítulo identificado como III, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, se sugiere que, en atención a las demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos.



 Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género.



 



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir expresamente la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



 



En cuanto al Capítulo IV que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes, sin que se les exijan los requisitos académicas y que estos sean sustituidos por los que se proponen para los integrantes indígenas de la Comisión Nacional.



 



Se propone incluir que la Municipalidad de cada cantón establecerá el mecanismo de designación del o de los representante(s) indígena(s), procurando una participación amplia y democrática en el proceso de designación por parte de la población representada y que las o los representantes sean conocedores y conocedoras de las tradiciones culturales de los representados o representadas.



 



C.-  SOBRE EL CAPÍTULO V



 



Se sugiere modificar el título conforme a la recomendación general de sustituir el término “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y, en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso a equitativo a la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó el ordinal citado.



 



D.- CONSULTA A LOS PUEBLOS INTERESADOS



 



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos, de todos los proyectos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación de estos en todos los asuntos de su interés (arts. 5.c. 6.1.a, 6.2 y 7.1)



 



[bookmark: _ftnref9][bookmark: _ftnref10]Finalmente, observamos que el proyecto deroga la Ley 7623 de 11 de setiembre de 1996[4] y, de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual la mayor parte de las referencias se refieren al idioma Español y no así a los idiomas indígenas.*



 



 A MODO DE CONCLUSIÓN



 



Se estima que la iniciativa legislativa  de comentario, constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia, no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, a la protección y promoción de sus derechos y viene a ser un avance de trato igualitario para las personas indígenas.”
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            Los Magistrados Jinesta, Castillo y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.








 












[bookmark: _ftn1] 



[bookmark: _ftn2] 



[bookmark: _ftn3] 



[bookmark: _ftn4] 



[bookmark: _ftn5] 



[1] Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (Resolución aprobada por la Asamblea General, 13 de septiembre de 2007.  Consultada en:  http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/es/drip.html



 



[2] Artículo 13



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, lugares y personas y mantenerlos.
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de ese derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados.



Artículo 14



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.



2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen derecho a todos los niveles y formas de educación del Estado sin discriminación.



3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma.



Artículo 15



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en la educación pública y los medios de información públicos.



2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad.



Artículo 16



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de información en sus propios idiomas y a acceder a todos los demás medios de información no indígenas sin discriminación alguna.



2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de información públicos reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar plenamente la libertad de expresión, deberán alentar a los medios de comunicación privados a reflejar debidamente la diversidad cultural indígena.



 



[3] Indígena es un término que, en sentido amplio, se aplica a todo lo relativo a una población originaria del territorio que habita, cuyo establecimiento precede al de otros pueblos o cuya presencia es lo suficientemente prolongada y estable como para tenerla por oriunda (es decir, originario de un lugar).Con el mismo sentido se utiliza, con mayor frecuencia, el término equivalente nativo, presente en expresiones como "idioma nativo". También es habitual utilizar términos como pueblos originarios, naciones nativas o aborígenes.



En sentido estricto y más habitualmente, se aplica la denominación indígenas a las etnias que preservan las culturas tradicionales no europeas. Con este alcance, se denomina indígenas a los grupos humanos quienes presentan características tales como:



· pertenecer a tradiciones organizativas anteriores a la aparición del estado moderno,



· pertenecer a culturas que sobrevivieron la expansión planetaria de la civilización europea.



Merece hacerse notar que este tipo de clasificación se hace para separar a los pueblos que no tienen descendencia Europea. Sin embargo; los lapones ponen  en entredicho el concepto de lo indígena para el continente europeo por ser un pueblo que tiene las mismas características tribales de otros pueblos primitivos del mundo.



Los indígenas frecuentemente constituyen una minoría (aunque en algunos casos sean mayoría), dentro de estados nacionales de corte europeo, organizados según pautas culturales, religiosas, políticas, económicas, raciales, etc., propias de un entorno mayoritariamente europeizado. De este modo, en el sentido más restringido y utilizado del término, «lo indígena» se hace referencia a un remanente pre-europeo que representa en sí mismo una antítesis de la cultura europea.



Siguiendo este uso, no es infrecuente hablar de pueblos indígenas en distintas partes del mundo. Por ejemplo, suele considerarse que los maoríes son un pueblo indígena de Nueva Zelanda. También puede hablarse de indígenas en Borneo,  África y en otros lugares.



Sin embargo, las poblaciones nativas de Australia, aún siendo también indígenas, se conocen con  la denominación distintiva de aborígenes.



Otros pueblos que mantienen fuertes pautas culturales previas a la expansión mundial europea, son  los chinos, hindúes, japoneses, persas, árabes, judíos, egipcios, etc. no suelen incluirse en el término «indígena» en sentido estricto.



De modo más restringido aún, se aplica usualmente el término «indígena» a los indígenas americanos, también llamados «amerindios», «indios», «pueblos originarios»o «primeras naciones».5



Como es sabido, los pueblos indígenas se han organizado en movimientos y asociaciones con el objetivo de defender y promover los derechos de los indígenas, en todo el mundo.



 



[4] Debe notarse que la Ley 7623 derogó, a su vez la ley de Creación de la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, No. 5899, del 13 de abril de 1976 y sus reformas.



 



* Se ha observado que, en la Ley 7623, el término “lenguas aborígenes” se utiliza únicamente en el título y en el artículo primero, de manera que en el resto del articulado las referencias son generalmente al español, idioma cuya utilización también se pretendió protege y promover.







Acta de Corte Plena Nº 031 - 2010








Fecha: 01 de Noviembre del 2010



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales, Comité Gerencial de Informática, Dirección de Tecnología de Información, Contraloría de Servicios del Poder Judicial



ARTÍCULO XX



            El Consejo Superior en sesión N° 93-10 celebrada el 19 de octubre del año en curso, artículo LII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 “Mediante correo electrónico de 11 de octubre en curso, la licenciada Arg ili Gómez Siu, Asesora del Consejo Superior, con instrucciones de la doctora Lupita Chaves Cervantes, en carácter de Coordinadora del Programa Hacia Cero Papel, hizo de conocimiento de este Consejo,  el acuerdo tomado por dicho Programa, en la sesión N° 6-2010, artículo II,  que literalmente dice:



[bookmark: _Toc197147349]“OBJETIVOS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



El Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial va orientado hacia la integración de esfuerzos a nivel institucional en procura  de eliminar el uso del papel, por lo cual es necesario identificar y establecer objetivos generales y específicos que promueven la supresión en el uso del papel, así como la implantación de mecanismos que permitan la comunicación, transmisión y acceso  de información por medios electrónicos para determinar y  comparar los logros alcanzados en diferentes períodos.



 



Objetivo General:



 



§                Potenciar el aprovechamiento de los recursos tecnológicos y la aplicación de buenas prácticas, que contribuyan a eliminar el uso de papel y fotocopias según las políticas institucionales que al efecto se establezcan.



 



Objetivos Específicos:



 



1.             Propiciar campañas de sensibilización y capacitación dirigidas al personal judicial y personas usuarias, acerca de la importancia de erradicar el consumo de papel y  las fotocopias.



 



2.             Informar al personal judicial y las personas usuarias, la lista y funcionalidad de las herramientas tecnológicas con que cuenta la Institución, y motivar su utilización mediante una inducción y seguimiento, que genere un óptimo uso de los recursos tecnológicos.



 



3.             Conocer,  controlar y minimizar  las causas que genera la resistencia al uso de los recursos tecnológicos.



 



4.             Promover protocolos o manuales sobre el uso de cada herramienta tecnológica, para potenciar su utilización.



 



5.             Fomentar la accesibilidad de los recursos tecnológicos para toda la población judicial.



 



6.             Procurar la incorporación como un eje temático dentro de los Planes Anuales Operativos  de acciones relativas a la eliminación del uso del papel y fotocopias,  acorde con las políticas que establezca el Programa Hacia Cero Papeles.



 



7.             Gestionar un estudio por ámbito, que proporcione un inventario de los formatos y/o formularios impresos, formales e informales que se están utilizando.



 



8.             Generar una reducción del gasto presupuestario del Poder Judicial en cuanto al consumo de  papel y fotocopias.



 



9.             Divulgar y fomentar a nivel institucional el  banco de buenas prácticas en temas relacionados con la sustitución del uso del papel y fotocopias  por la oralidad y las herramientas tecnológicas.  



 



10.          Implementar indicadores de costo y consumo adecuados, que permitan conocer y cuantificar los avances que se logren en cuanto a la reducción del consumo de papel y fotocopias.



 



11.          Mejorar la imagen del Poder Judicial de Costa Rica a nivel nacional e internacional en materia de eliminación del consumo de papel y fotocopias.”
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Aunado a lo anterior, la licenciada Gómez Siu, en su citada condición y de igual forma, con instrucciones de la integrante Chaves Cervantes, en su citado carácter, mediante correo electrónico de 11 de octubre en curso, remitió el acuerdo tomado por dicho Programa, en la sesión N° 7-2010, artículo VI,  que textualmente dice:



“En atención al acuerdo tomado por el Programa Hacia Cero Papel, en sesión 06-2010 del 21 de junio de 2010, artículo II, el equipo conformado por los diferentes ámbitos, presenta para su análisis la propuesta de las Políticas de eliminación del  consumo de Papel y fotocopias en el Poder Judicial, donde se incorporan las observaciones que fueron emitidas en dicha sesión.



 



“POLÍTICAS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



En el Poder Judicial, desde hace varios años, es evidente el interés por promover la eliminación  del consumo de papel, en consonancia con la implementación de nuevas tecnologías, lo cual, sin lugar a dudas, ha redundado en la obtención de economías, dentro del marco del uso racional de los recursos institucionales y en la agilización de algunos procesos de administración de justicia.



 



La Corte Plena en sesión N° 16-09 celebrada el 1 de mayo de 2009, artículo XXI, aprobó las “Medidas para la Contención del Gasto”, entre ellas la siguiente:



“(…)



Uso del papel



16. Con el propósito de disminuir el consumo de papel, se deberá potenciar el uso de los medios electrónicos de comunicación,  tal y como lo autoriza el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al efecto se establecerán políticas de uso restringido del papel tanto en la tramitación judicial cuanto en la administrativa, incentivándose prácticas de cero papel y un uso intensivo de las bases de datos con que se cuenta y del correo electrónico institucional.”



 



Mediante Circular No. 122-10, se hizo del conocimiento de los despachos judiciales del país que : “La Corte Plena en sesión Nº 22-2010, celebrada el 16 de agosto de 2010, artículo XIX, acordó autorizar a aquellos despachos que así lo soliciten, en todas las materias y sus instancias, la tramitación de expedientes judiciales mediante sistemas informáticos o nuevas tecnologías, que promuevan la disminución y el no uso de papel “.



                                                                      



Igualmente, se han adoptado medidas independientes, que han permitido reducir el consumo de papel al potenciar el uso de los medios electrónicos de comunicación disponibles, tales como la digitalización de documentos, uso de correo electrónico, archivo electrónico de documentos, entre otros y el uso de sistemas de información computadorizados con que se cuentan a nivel institucional.



 



Dentro del marco anterior, el Consejo Superior en sesión  de 12 de noviembre de 2009, artículo LXIV, dispuso que en cada uno de los ámbitos que integran el Poder Judicial, se designe un equipo de trabajo, que asuman el liderazgo y el desarrollo de una estrategia en el marco de su ámbito, para el cumplimiento de la política de cero papel, partiendo de los esfuerzos realizados hasta la fecha y las acciones necesarias para darle prioridad a su aplicación.



 



Sin embargo, lo realizado hasta la fecha seguiría constituyendo una serie de medidas aisladas, si no se cuenta con un marco de políticas a nivel institucional que, como líneas de acción general, orienten permanentemente el quehacer del Poder Judicial en esta materia.



 



En vista de lo anterior, se plantean las siguientes políticas, con el fin de que sean de acatamiento obligatorio de todos los servidores y servidoras judiciales.



 



Política I: Maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial, como medio para alcanzar una Justicia sin Papeles.



1.1. Para todo trámite que se lleve a cabo en el Poder Judicial, se evitará el consumo de papel, propiciando el uso de información en forma electrónica y prescindiendo de su posterior impresión.



 



1.2. A nivel de comunicación interna del Poder Judicial se utilizará como medio oficial el correo electrónico.



 



1.3 Como parte del desarrollo de sistemas de información computadorizados, el Departamento de Tecnología de Información del Poder Judicial y los actores involucrados procurarán que las salidas de información, se lleven a cabo en forma electrónica, evitando en la medida de las posibilidades la impresión de documentos.



 



1.4 Los informes estadísticos mensuales se remitirán al Departamento de Planificación u otras instancias vía correo electrónico o en algún otro soporte digital. La publicación de los anuarios estadísticos  y otros informes, se hará en formato digital. 



 



1.5 Los responsables de los despachos u oficinas judiciales, deben velar por un respaldo adecuado de la información documental, evitando el uso de papel. Lo anterior sin detrimento de las directrices que se han establecido en materia  tecnológica.



 



1.6 Maximizar la realización de las citaciones, localizaciones y notificaciones en forma electrónica.



 



1.7 El intercambio de información o servicios entre el Poder Judicial y otras instituciones ya sean públicas o privadas, se debe realizar, en la medida de lo posible, en forma digital, prescindiendo de esta forma del uso de papel.



 



1.8  Procurar el desarrollo y acceso de herramientas tecnológicas para las personas usuarias, de forma tal que se les facilite sus trámites, sean jurisdiccionales o administrativos, con el Poder Judicial.



 



1.9  Propiciar la implementación de una solución tecnológica estandarizada para el manejo de la información documental institucional.



 



1.10 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales deberán establecer controles relacionados con el consumo de papel de todo tipo y propiciar, permanentemente, la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo, con el fin de eliminar, el uso de papel y procurar cambios   integrales automatizados.



 



1.11  No imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, previa comprobación de que el documento esté listo para una única impresión, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, duplex, en calidad de borrador, división de párrafo eficiente, paginación correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, etc.  Además la revisión de documentos se llevará a cabo en forma electrónica mediante la utilización del “control de cambios”.



 



1.12 En reuniones de comisiones y equipos de trabajos institucionales, las agendas y actas se remitirán y analizarán en forma electrónica.



 



1.13  Potenciar el uso de la agenda electrónica, maximizar la utilización de los calendarios  y eliminar la adquisición de los planificadores.



 



1.14  Fortalecer el uso de video conferencia u otros medios tecnológicos, para reuniones, audiencias judiciales o administrativas, capacitaciones, entre otros.



 



1.15 Se sustituirá el uso de formularios impresos por digitales (nombramientos, proposiciones de nombramientos, comunicación sobre disfrute de vacaciones, saldo de vacaciones, solicitud de llantas y baterías, consumo de combustible, solicitud de mobiliarios y equipos, donaciones y destrucciones, sistema de control de activos; entre otros)



 



1.16  En el proceso de formulación presupuestaria, no se aprobarán incrementos en la compra de cualquier tipo de papel



 



Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del papel.



 



2.1 El Programa Hacia Cero Papeles, propiciará el desarrollo permanente de campañas orientadas a los servidores y servidoras judiciales, y las personas usuarias del Poder Judicial, para incentivar una cultura de no utilización del papel, haciendo uso de las tecnologías disponibles. Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de contribuir en la divulgación y sensibilización del personal de apoyo a su cargo para la eliminación del uso de papel en sus labores habituales. 



 



2.2 Instaurar un reconocimiento para las oficinas judiciales que presenten una reducción significativa en el consumo de papel y/ o hayan implementado las herramientas que da la oralidad y la tecnología para la eliminación del proceso escrito.  



 



2.3 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de velar de que los Planes  Estratégicos y Anuales Operativos, estén acorde con las Políticas Hacia Cero Papel.



 



2.4 El Poder Judicial, a través de las instancias correspondientes, procurará la definición de indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que orienten la implementación de medidas correctivas que permitan reorientar, oportunamente, el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.



 



2.5 Toda oficina judicial debe llevar un control estricto de fotocopias en cuanto tipo de documentos y  cantidad; autorizará las estrictamente necesarias.



 



2.6 Fortalecer el uso de los centros de impresión.



 



2.7  Las Unidades de Capacitación del Poder Judicial, deberán incluir dentro de sus actividades, planes de capacitación, formación y entrenamiento, incluyendo como eje temático la importancia de contar con una justicia sin papeles y  sus beneficios; además de los contenidos necesarios para que la población judicial conozca las políticas, procedimientos y mejores prácticas en materia de cero papeles.



 



SE ACUERDA: Recomendar al Consejo Superior: 1) aprobar las Políticas Hacia Cero Papel, para aplicación de manera obligatoria por parte de las oficinas judiciales y ámbitos auxiliares. 2) Solicitar al Departamento de Planificación, que en coordinación con el Programa Hacia Cero Papel, establezca en forma inmediata indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que contribuya reorientar oportunamente el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.”
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Se acordó: 1) Comunicar al Programa Hacia Cero Papel que este Consejo avala la propuesta realizada, sin embargo por tratarse de una política institucional debe ser aprobada por la Corte Plena, por ello se  traslada a dicho Órgano para su conocimiento, con la recomendación  de que se disponga obligatoria su implementación por parte de las oficinas,  servidores y servidoras del Poder Judicial.



 



“POLÍTICAS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



Política I: Maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial, como medio para alcanzar una Justicia sin Papeles.



 



1.1. Para todo trámite que se lleve a cabo en el Poder Judicial, se evitará el consumo de papel, propiciando el uso de información en forma electrónica y prescindiendo de su posterior impresión.



 



1.2. A nivel de comunicación interna del Poder Judicial se utilizará como medio oficial el correo electrónico.



 



1.3 Como parte del desarrollo de sistemas de información computadorizados, el Departamento de Tecnología de Información del Poder Judicial y los actores involucrados procurarán que las salidas de información, se lleven a cabo en forma electrónica, evitando en la medida de las posibilidades la impresión de documentos.



 



1.4 Los informes estadísticos mensuales se remitirán al Departamento de Planificación u otras instancias vía correo electrónico o en algún otro soporte digital. La publicación de los anuarios estadísticos  y otros informes, se hará en formato digital. 



 



1.5 Los responsables de los despachos u oficinas judiciales, deben velar por un respaldo adecuado de la información documental, evitando el uso de papel. Lo anterior sin detrimento de las directrices que se han establecido en materia  tecnológica.



 



1.6 Maximizar la realización de las citaciones, localizaciones y notificaciones en forma electrónica.



 



1.7 El intercambio de información o servicios entre el Poder Judicial y otras instituciones ya sean públicas o privadas, se debe realizar, en la medida de lo posible, en forma digital, prescindiendo de esta forma del uso de papel.



 



1.8  Procurar el desarrollo y acceso de herramientas tecnológicas para las personas usuarias, de forma tal que se les facilite sus trámites, sean jurisdiccionales o administrativos, con el Poder Judicial.



 



1.9  Propiciar la implementación de una solución tecnológica estandarizada para el manejo de la información documental institucional.



 



1.10 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales deberán establecer controles relacionados con el consumo de papel de todo tipo y propiciar, permanentemente, la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo, con el fin de eliminar, el uso de papel y procurar cambios   integrales automatizados.



 



1.11  No imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, previa comprobación de que el documento este listo para una única impresión, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, duplex, en calidad de borrador, división de párrafo eficiente, paginación correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, etc.  Además la revisión de documentos se llevará a cabo en forma electrónica mediante la utilización del “control de cambios”.



 



1.12 En reuniones de comisiones y equipos de trabajos institucionales, las agendas y actas se remitirán y analizarán en forma electrónica.



 



1.13  Potenciar el uso de la agenda electrónica, maximizar la utilización de los calendarios  y eliminar la adquisición de los planificadores.



 



1.14  Fortalecer el uso de video conferencia u otros medios tecnológicos, para reuniones, audiencias judiciales o administrativas, capacitaciones, entre otros.



 



1.15 Se sustituirá el uso de formularios impresos por digitales (nombramientos, proposiciones de nombramientos, comunicación sobre disfrute de vacaciones, saldo de vacaciones, solicitud de llantas y baterías, consumo de combustible, solicitud de mobiliarios y equipos, donaciones y destrucciones, sistema de control de activos; entre otros)



 



1.16  En el proceso de formulación presupuestaria, no se aprobarán incrementos en la compra de cualquier tipo de papel



 



Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del papel.



 



2.1 El Programa Hacia Cero Papeles, propiciará el desarrollo permanente de campañas orientadas a los servidores y servidoras judiciales, y las personas usuarias del Poder Judicial, para incentivar una cultura de no utilización del papel, haciendo uso de las tecnologías disponibles. Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de contribuir en la divulgación y sensibilización del personal de apoyo a su cargo para la eliminación del uso de papel en sus labores habituales. 



 



2.2 Instaurar un reconocimiento para las oficinas judiciales que presenten una reducción significativa en el consumo de papel y/ o hayan implementado las herramientas que da la oralidad y la tecnología para la eliminación del proceso escrito.  



 



2.3 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de velar de que los Planes  Estratégicos y Anuales Operativos, estén acorde con las Políticas Hacia Cero Papel.



 



2.4 El Poder Judicial, a través de las instancias correspondientes, procurará la definición de indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que orienten la implementación de medidas correctivas que permitan reorientar, oportunamente, el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.



 



2.5 Toda oficina judicial debe llevar un control estricto de fotocopias en cuanto tipo de documentos y  cantidad; autorizará las estrictamente necesarias.



 



2.6 Fortalecer el uso de los centros de impresión.



 



2.7  Las Unidades de Capacitación del Poder Judicial, deberán incluir dentro de sus actividades, planes de capacitación, formación y entrenamiento, incluyendo como eje temático la importancia de contar con una justicia sin papeles y  sus beneficios; además de los contenidos necesarios para que la población judicial conozca las políticas, procedimientos y mejores prácticas en materia de cero papeles.”
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2) Solicitar al Departamento de Planificación que establezca a la mayor brevedad posible indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel por tipo, ámbito y oficina, con el fin contribuir  y reorientar a aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles. 3) Solicitar al Programa referido que divulgue los resultados obtenidos por aquellos despachos que han aplicado buenas prácticas para la reducción en el uso del papel. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Mi propuesta sería por aprobar las Políticas del Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, conforme nos indica la Comisión. Las que serán de acatamiento obligatorio para los y las servidoras del Poder Judicial, a partir de la publicación en el Boletín Judicial.”



            Señala el Magistrado Vega: “Quiero externar una preocupación en el sentido del cumplimiento o de la obligatoriedad que se plantea en este tipo de políticas, porque estaríamos haciendo -en algunos casos- de obligatorio cumplimiento algo imposible de cumplir, porque hay despachos que no tienen la tecnología para poder aplicar una política de cero papeles. Hace quince días en compañía de los Magistrados Solís y Rivas, tuvimos la oportunidad de visitar despachos judiciales en la zona norte, atendiendo una atenta invitación que formuló la CONAMAJ, para el trabajo que ha venido realizando en la zona y pudimos precisamente constatar que hay despachos judiciales en Upala, Los Chiles, Guatuso, que no tienen equipos informáticos adecuados, ni siquiera para poder trabajar en red. En algunos casos con dificultades muy serias de acceso a la Intranet. Estimo que una política como ésta, habría que entenderla obviamente en esa dimensión, de no estar obligando a los despachos judiciales a algo imposible de cumplir. Considero que es importante también que esta Corte Plena pueda tener conocimiento de cuál es el estado actual de muchos despachos judiciales en el resto del país. Es decir, cómo vamos en el desarrollo tecnológico para efectos de poder afianzar este tipo de políticas; para promoverlas e impulsar la oralidad, a efecto de todo lo que se ha venido trabajando. Yo recuerdo que hace casi ocho años cuando me correspondió integrar por primera vez la Corte, tenía la inquietud de conocer cómo iba el Poder Judicial en su desarrollo tecnológico, en el equipamiento informático para los distintos despachos judiciales y recuerdo que se nos decía que iba muy adelantado, y que prácticamente eran muy pocos los circuitos judiciales que no había tenido acceso a ese equipamiento tecnológico. Al día de hoy yo debo admitir que le he perdido la pista, talvez el Presidente Magistrado Mora o la Magistrada Villanueva que reciben información del Consejo Superior pueden tener información más actualizada al respecto. Estoy absolutamente de acuerdo y respaldo plenamente todas estas políticas de economía y uso adecuado del papel, pero al mismo tiempo –repito- me surge la inquietud de cómo vamos en el desarrollo tecnológico, y cómo podríamos nosotros eventualmente estar obligando al cumplimiento de una política, si todavía no hemos facilitado en todos los despachos judiciales las herramientas tecnológicas, para cumplir con una disposición de esa naturaleza. Eso es lo que quería plantear a nivel de inquietud únicamente.”



            El Presidente, Magistrado Mora, le indica al Magistrado Vega: “Yo tuve la misma preocupación suya. Cuando doña Lupita me presentó las políticas, mi primera lectura fue en relación con ese tema. Lo que me di cuenta es que aquí no se está imponiendo ninguna conducta de obligación a todos los tribunales de utilizarlas. Las reglas lo que llevan es a maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas. ¿Qué quiere decir esto? que si yo tengo la posibilidad de llevar un libro de entradas en un sistema informático, porque ya nos han suplido las herramientas tecnológicas para su utilización y el 80 % de las oficinas lo tramitan de esa manera, no existe razón alguna en llevar un libro de entradas en papel. Además de no tener mucha utilidad, porque yo llego a preguntar por el expediente que presenté hace cinco años de“fulano contra sutano y nadie lo encuentra”. De eso se trata, de maximizar el uso de las tecnologías. A este momento tenemos seis mil computadoras en línea en todos los circuitos judiciales. Hay por lo menos uno o dos despachos judiciales trabajando en el Sistema de Gestión. Es cierto que no a todos los despachos judiciales les podríamos decir que tienen que utilizar el Sistema de Gestión, pero la forma de maximizar no conlleva esa obligación para quienes no tienen esa posibilidad. Por ejemplo, el correo electrónico ahora lo tenemos extendido a todo el país, a todas las oficinas, donde hemos puesto un sistema gratuito de software libre y lo hemos extendido a todos los empleados.  El otro aspecto que se quiere fomentar en el Poder Judicial es una cultura de no utilización del papel; dar capacitación en el tema y la obligación de que las jefaturas y los servidores judiciales tomen conciencia, para que utilicen este nuevo criterio y traten de darle aplicación. En ninguno de los dos casos conlleva una obligación de que tienen que utilizar solamente el Sistema de Gestión. Claro que hay mucho lugares en donde no lo tienen y ese será un tema que luego iremos a analizar en la Comisión relacionada con la informática para ver hasta donde resulta posible decirles que deben utilizarlo una vez que se capaciten y se pone a disposición el Sistema de Gestión en un despacho, porque también tenemos experiencia de lugares en donde no se hace, pero ese tema no viene ahora acá, y era por eso que nos parece que resulta conveniente que se diga que estas políticas son obligatorias.”



            Prosigue el Magistrado Vega: “Muchas gracias señor Presidente por la explicación. La duda la planteaba porque la política -como usted muy bien lo decía- es maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial como medio para alcanzar la justicia sin papeles. Creo que una política de esta naturaleza, obviamente no podríamos entenderla de aplicación obligatoria para muchos despachos judiciales del país que no tienen a su alcance esta tecnología, para poder alcanzar una justicia sin papeles. Ahora, la duda era de cuántos despachos judiciales estamos hablando, ¿qué lugares?, porque yo no sé si hay algún estudio que nos defina ese estado de desarrollo tecnológico global del Poder Judicial como para poder decir, bueno de acuerdo con ese estado hay un plan y este implica que el próximo año o en año medio, o en dos años, o dentro de diez años, el Poder Judicial estará con una cobertura total o absoluta, no sé cuáles serían los planes. Estimo que una cosa va de la mano con la otra, y por eso es que lo planteo. Yo en algún momento solicité para efectos de distribución de la revista de la Sala Segunda, un listado de los despachos que no tenían acceso por ejemplo a intranet, porque son jueces y juezas de todo el país que al no tener acceso a bases de datos de jurisprudencia etcétera, pues el trabajo se les dificulta mucho más. Como parte de esa política se les hizo llegar un disco compacto a esos despachos o incluso la revista impresa para que tengan material de apoyo y puedan ejecutar o cumplir con las funciones de la mejor forma posible. Esa lista se ha venido reduciendo significativamente, lo cual considero que a todos nos debe de alegrar mucho, pero básicamente la duda que planteaba era ¿en qué punto estábamos del camino?, ¿cuánto falta por recorrer?, y ¿en cuánto tiempo pensamos nosotros terminar con ese desarrollo?, pues para cumplir con estos objetivos que me parecen son fundamentales, y en los cuales yo me matriculo absolutamente. Para exponerle un caso usted mencionaba el tema del libro de entradas, pero yo he llegado a oficinas en donde llevo un disco compacto, se los entrego y no les sirve porque la computadora que utilizan no tiene la unidad de disco compacto. Es difícil poder ayudar a este tipo de despachos judiciales y poder facilitarles el cumplimiento del trabajo, si tenemos un rezago tecnológico importante. Desconozco de cuánto será ese rezago y eso es lo que estoy planteando, que sería importante que esta Corte, en uno de los ejes temáticos primordiales que es el desarrollo tecnológico, que ha sido impulsado en diferentes escenarios incluyendo el de la cumbre judicial, podamos tener una noción exacta de ¿por dónde vamos?, ¿qué nos hace falta recorrer?, y ¿cuáles son los planos de desarrollo a corto y mediano plazo?, eso es básicamente lo que quería plantear.”



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Los estudios en la mayoría de los temas están realizados. Voy a pedir que se los envíen, por ejemplo, en el SDJ a este momento nos faltan solamente unos 12 ó 14 tribunales, para que todos estén integrados con ese sistema. No en todos los programas es lo mismo. En cuanto al correo interno yo sí le puedo asegurar que a este momento todos los despachos judiciales del país tienen por lo menos una computadora conectada con el correo interno; los que nos han pedido que les pongamos el sistema de software libre ya se ha estado instalando. Claro está, el Sistema de Gestión no funciona si no se tienen equipos de cómputo con capacidad adecuada y eso no hemos tenido la capacidad de extenderlo a todo el país.”



            Refiere el Magistrado Jinesta: “Yo creo que dentro del contexto de la sociedad, la información y el conocimiento, nadie podría ir en contra de estas tendencias. Sin embargo, ya de por sí la enunciación de esa política es como un “desideratum”, porque todavía el Poder Judicial no tiene las condiciones, ni los presupuestos para que podamos alcanzar una política de cero papel, aunque ese sería el fin, el objetivo y el propósito. Primero que todo en materia de Gobierno Digital Costa Rica está francamente rezagado con respecto a muchos países de Latinoamérica y ni se diga con países Europeos. Por ejemplo, en España del 2005 al 2009 se logró una cobertura de banda ancha del 99% de la población, porque hay un gran liderazgo político en materia de implementación de gobierno digital y del uso intensivo y extensivo de las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Lo mismo sucedió en Gran Bretaña del 2004 al 2008 se nombró un Ministro dedicado al tema de las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento y alcanzaron una penetración de banda ancha de alrededor del 90%, con lo cual la levantaron casi en un 50%. En los países Latinoamericanos, lo que algunos llaman en vías de transición, las tasas de acceso a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento son muy bajas e incluso la banda ancha en el ámbito Latinoamericano es un concepto que asciende a la mitad de lo que se considera banda ancha en países desarrollados. Me inquieta mucho, no tanto la organización interna y el funcionamiento del Poder Judicial, sino los usuarios o los justiciables, porque hay un fenómeno en materia de la sociedad de la información que es la brecha digital, y si el Poder Judicial pretende tener todo respaldado, según las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento, vamos a enfrentar el dilema que no todos los justiciables y los usuarios tienen acceso a las nuevas tecnologías. Empezando por los que no son informáticos que son aquellas personas que, por razones de edad, no acceden a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Luego, aquellos que no pueden (grupos en desventaja) que no cuentan con herramientas suficientes, ni la plataforma tecnológica para hacerlo. De tal manera que debemos pensar muy bien y revisando este documento yo no veo ninguna referencia a la brecha digital. También me preocupa que justiciables como los grupos indígenas que requerirían software especiales en idiomas indígenas, con la información judicial en esos idiomas, o por ejemplo, mujeres agricultoras, madres solteras, niños en estado de vulnerabilidad, porque se encuentran por debajo de la franja de pobreza, etcétera, que la franja de pobreza de Costa Rica anda por el 20% o 21% y ellos jamás pensarían en tener acceso a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Me preocupa que no esté debidamente balanceado el concepto de la infoexclusión y la brecha digital. Yo creo que habría que incluir necesariamente una referencia a estos conceptos y, además, dejar siempre la posibilidad que el usuario, el justiciable, pueda acceder por los medios físicos o tradicionales, porque eso pasa por un derecho de elección del usuario o del justiciable, no lo podemos obligar jamás a que utilice las nuevas tecnologías de información y del conocimiento. ¿Cuánto cuesta una computadora portátil en Costa Rica?, es un componte o una interfaz caro. Son muy pocas personas las que pueden acceder a celulares 3G, por ejemplo, que son los que ofrecen la posibilidad de interactuar a través de la Internet. De tal manera que, yo pienso en este tema del usuario, del justiciable como ese componente, es indispensable tenerlo como referente para evitar cualquier infoexclusión, cualquier discriminación digital. Porque la discriminación digital es reflejo de las discriminaciones y de las brechas de carácter tecnológico, social y económico y no lo podemos evitar, aunque según la declaración del “Millenium” de las Naciones Unidas y la Cumbre sobre la Sociedad de la Información y su versión Ginebra y Marruecos, pues tiene la aspiración de radicar la brecha digital.



            Por otra parte, coincido plenamente con las apreciaciones del Magistrado Vega, incluso en los despachos judiciales donde ya se ha empezado a aventurar en lo que es el tratamiento digital y expedientes electrónicos, no todos los expedientes son electrónicos hay muchos que son físicos. Por más avance tecnológico que hay, probablemente la mayoría de ustedes coincidirá conmigo, que no es lo mismo revisar el documento en la pantalla de la computadora, que revisarlo impreso, porque algunas veces se pierde el contexto en la pantalla. A mí me pasa en ocasiones que leo un documento en una computadora; lo veo en la pantalla y cuando lo imprimo encuentro infinidad de errores de conjugación y vicios del lenguaje, que en ocasiones no saltan a la vista por más corrector ortográfico que uno le aplique a los documentos. Así que considero que a los jueces y juezas de la República, siempre se les debe permitir y dejar la posibilidad de que eventualmente utilicen el papel para efectos de revisión y para otros fines.



            Me preocupa mucho cuando se hace referencia al tema del avance del Gobierno Digital, porque tiene tres fases. La primera embrionaria meramente informativa. La segunda fase donde puede haber interacción, en el sentido de que, el usuario de un servicio público plantea una pregunta, una inquietud y se le responde. Hay una tercera fase que se le llama transaccional, que es cuando se pueden realizar procedimientos y procesos completamente de manera digital. El Gobierno Digital en Costa Rica y en parte el Gobierno Digital judicial, yo diría que todavía está en una etapa embrionaria, es decir, en una etapa informativa. Ya hemos empezado a hablar de los expedientes digitales y esto nos catapulta a la segunda o tercera fase, pero considero que hace falta un presupuesto indispensable en materia de seguridad, autenticidad de la información que transcurre a través de esa gran red, que es la intranet, que es el concepto de la firma digital. Nosotros tenemos una Ley de firma digital que está muy bien en el papel, pero sabemos plenamente que no ha sido debidamente implementada por el Gobierno de Costa Rica, tanto que está certificado de raíz que es el Banco Central junto con el Ministerio de Ciencia y Tecnología, pero todavía no están las entidades que pueden emitir los certificados digitales o la firma digital, que es lo que permite tener seguridad y autenticidad en las comunicaciones digitales. A mí me preocupa que si no tenemos hoy día una firma digital, no la tiene el usuario, no la tiene el justiciable, aquel que puede utilizar las tecnologías de la información y el conocimiento, porque no hablemos de los que no pueden o no quieren acceder a esas tecnologías, si eso no tiene firma digital y nosotros no tenemos firma digital, cómo vamos a asegurar que un escrito que le llega al Poder Judicial no va a ser alterado o modificado. Algunos han dicho que esto se salvaría escaneando el documento, yo tengo mis dudas que el formato PDF y que el escaneado de un documento nos vaya a asegurar la autenticidad y la integridad. Me parece que nosotros estaremos en capacidad de dar este salto cualitativo y de ir hacia este “desideratum” que es el cero papel, porque no quiero pensar en juzgados fuera de la periferia de San José, que a duras penas tienen el equipo y las herramientas tecnológicas para imprimir sentencias y lo digo por experiencia propia, porque he conocido algunos casos. No quiero pensar en esos supuestos que empecemos hablar de cero papeles y que la administración, porque aquí los administradores son muy ocurrentes y a veces a los administradores se les olvida su función esencial, que es coadyuvar a la función jurisdiccional, se les ocurre no mandar resmas de papel, cuando todavía esos Juzgados tienen impresoras y no están conectados a la Internet de banda ancha. Sin firma digital, estimo que resulta poco serio, lo digo con todo respeto, hablar de expedientes y procesos electrónicos. En España lo que se hizo fue algo muy fácil, a través del DNE (documento nacional de identidad), se le dio a cada ciudadano una firma electrónica. Lo mismo se podría hacer en Costa Rica con nuestra famosa cédula de identidad a través de un chip que le permita tener una clave de uso público o privado, que es un algoritmo que es una firma digital y luego requeriríamos implementar la firma digital dentro del Poder Judicial. Por ejemplo, yo como Magistrado Instructor de un proceso de amparo o de hábeas corpus, tenga la seguridad de que la solicitud del requerimiento el que le da a una autoridad recurrida esa resolución no vaya a ser alterada, porque esa es otra pregunta que yo haría, ¿Qué seguridades tenemos ahora sin firma digital?, de que una resolución de un expediente electrónico de cualquier lugar, cualquier Tribunal, hasta una Sala de Casación o la Sala Constitucional no va ser alterada o modificada. La seguridad no estará claramente establecida hasta que no contemos con la implementación debida de la firma digital. Yo quería hacer estas consideraciones, porque me parece que este es un gran objetivo loable, un “desideratum” que resulta congruente con la sociedad de la información, del conocimiento, con el uso de las nuevas tecnologías, pero hay que analizar muy bien como señalaba el Magistrado Vega, los presupuestos que tenemos en el Poder Judicial. Digo presupuestos tecnológicos, presupuestos en equipamiento para lograr este objetivo fundamental de manera efectiva y para que esto no se vaya a convertir en una forma de discriminar a los usuarios, a los justiciables y, sobre todo, a poner en aprietos a las juezas y jueces de la República que no cuentan con la infraestructura adecuada para cumplir con estos notables y bien concedidos objetivos, que habría que complementar y adicionar con otras ideas más”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO JINESTA, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.



            Expone el Presidente, Magistrado Mora: “Solamente para información. En los Juzgados de Cobro ya se está utilizando la firma digital, es un Juzgado cero papeles. También se tomaron las previsiones del caso para extenderlo al Juzgado de Trabajo de Cartago y al Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Muy pronto se le hará la oferta a la Sala Constitucional y creo que también al Tribunal de Pensiones Alimentarias de Alajuela. La experiencia la estamos haciendo en relación con la utilización de la firma digital. Claro, no tenemos la capacidad de extenderlo a todo el país, tanto tecnológicamente hablando como en capacitación.”



            Interviene la Magistrada Villanueva: “Me parece muy válidas las observaciones de los dos compañeros. Pero yo también veo que es un esfuerzo de la Comisión que está queriendo trabajar en este tema. Y en la primera parte se habla de la intención que dice: “se han venido tomando medidas como independientes”. La idea es cómo coordinarlas y establecer metas institucionales. Estimo que tienen razón en las observaciones que han hecho y su preocupación tiene fundamento, porque tal vez la redacción del documento está hecha en forma muy imperativa, sobre todo en la parte final que dice: “en vista de lo anterior, se plantean las siguientes políticas con el fin de que sean de acatamiento obligatorio de todos los servidores y servidoras judiciales”. Creo que ese es el punto donde encuentro fundamento a las preocupaciones de los compañeros y considero que con una redacción diferente que diga que constituyen metas institucionales, cuyo cumplimiento dependerá de las condiciones para que se realicen, siempre y cuando no limiten el acceso a la justicia o discriminen a ningún sector de la población, lo cual se valorará en cada caso en particular. Creo que podría flexibilizarse, para no perder los esfuerzos y en esto hay dos cosas. Una, remitirlo con la observación de afinar ese carácter imperativo para ponerlo como aspiraciones que pueden irse dando.”



            Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece muy bien lo indicado por la Magistrada Villanueva. Creo que lo que podríamos hacer es devolverle esto al Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, para que tome en consideración las observaciones que han hecho los Magistrados Vega y Jinesta, así como la Magistrada Villanueva y nos remita una nueva propuesta en ese sentido.”



            Interviene el Magistrado González: “Yo entiendo que este tipo de reglas lo serán en aquellas oficinas que cuenten con los elementos tecnológicos y tomando en consideración precisamente ese tercer usuario. Yo también quiero aparte de acuerpar lo que se ha dicho, agregar otro elemento, ya que el documento se va a devolver pretendía llevarlo a la Comisión de Asuntos Ambientales. Dado que estamos tratando de reducir al máximo el uso y consumo de papel, estimo que sería oportuno que el Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, valore la adquisición de papel reciclado, y si es apto para nuestras impresoras, sino lo haríamos en otra instancia. Por ejemplo, entiendo que la EARTH tiene algunos programas en esta línea de papel para oficinas públicas y bien podríamos explorar en la misma línea y estaríamos contribuyendo con disminución de costos y protección al ambiente. Simplemente quería señalarlo para que el Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, si tiene a bien valorarlo, pues que explore esa posibilidad tanto para costos como para protección del ambiente. En todo caso éste no siempre es un tema económico, está muy por encima otro interés superior.”



            Indica la Magistrada Escoto: “Han sido muy interesantes las exposiciones de los dos compañeros que me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que hay que pensar que no todas las personas y  grupos vulnerables, aunque sea en un 1% de la población puedan verse afectados con tomas de decisiones de mucha necesidad y actualidad, pero que no está para todos y todas y se les podría eventualmente dejar en un estado de indefensión. Así que agradezco a quienes me antecedieron como el Magistrado Jinesta y el Magistrado Vega en ese sentido, y comparto su preocupación. En virtud de que existe un Subcomité o una Subcomisión que tutela a las personas y pueblos indígenas con base en la normativa internacional como son los convenios internacionales de la Organización Internacional de Trabajo, ya que se va a devolver y no por ello dejando de lado el esfuerzo que se hace por el Poder Judicial, en cuanto a políticas valiosas como es cero papel, la cual comparto para otra población, sí me gustaría ver la factibilidad de que esto se pueda llevar a ese seno que es interdisciplinario, porque bien podrían buscarse otras formas de comunicación, quizás hasta más acordes a grupos vulnerables como son las personas indígenas que se comunican mediante radio, no es que tampoco sea el papel, pero que sí se les mantenga sus tradiciones o forma de comunicación. Yo quiero que se me brinde la oportunidad de poder llevar a la próxima agenda de la reunión que está por verse este informe, para lo que a bien tenga ese órgano definir, sugerir, o informar tanto a la Comisión como a esta Corte.”



            Agrega el Presidente, Magistrado Mora: “¿Les parece que lo enviemos también a la Comisión que señala la Magistrada Escoto?”



            Manifiesta el Magistrado Vega: “No con la profundidad y la propiedad del Magistrado Jinesta, que conoce y domina mucho el tema del Gobierno Digital, me parece que este es un tema del Poder Judicial y del mayor interés de esta Corte. No en vano viene en la agenda nuestra una solicitud de aprobación de unas Políticas para un Programa Hacia Cero Papeles. Yo echo de menos un tema más genérico, más global de Gobierno Digital judicial, no sé si en el Comité Gerencial de Informática están trabajando en un tema de Gobierno Digital judicial, que amplié todo este espectro y que comprenda todos estos eslabones que están vinculados al tema tecnológico, para lo cual, siendo del profundo interés de esta Corte estimo importante convocar en una próxima sesión al Jefe del Departamento de Tecnología de Información, para que nos haga una exposición sobre cómo está el desarrollo tecnológico del Poder Judicial, cuáles son las carencias, necesidades y que podamos tener en ese sentido nosotros como Órgano de Gobierno General del Poder Judicial, una mayor amplitud en torno o de cara al aspecto presupuestario. Estimo que es importante aclarar inquietudes o dudas que tal vez no hemos tenido oportunidad de planteárselas a don Rafael Ramírez en algún momento, pero que –repito- puede ser de muchísimo interés. Por ahí planteaba la Magistrada Villanueva no hace mucho en una votación de la Sala, lo importante que sería incluso poder conocer el estado del desarrollo tecnológico que tenemos nosotros y hasta pensar en una consultoría con expertos externos al Poder Judicial y que nos vengan a decir cómo está el tema tecnológico en la institución. Si es cierto que vamos muy avanzados o que tenemos un rezago importante en determinadas áreas. Ya se ha tocado el tema de la firma digital como un ejemplo, pero considero que es un tema importante. Yo lo que les puedo decir es que después de casi ocho años de estar aquí en esta Corte, todavía me cuesta aceptar que hay despachos judiciales que no tienen una computadora con la unidad de disco compacto, es decir, tienen que haber razones del tipo que sean para poder justificar eso. Hace ocho años que yo llegué a esta Corte y al día de hoy se siguen viendo ese tipo de problemas. Algo hay que hacer, impulsar esto y decididamente. Un libro de entradas, por ejemplo, sin posibilidades a tener programas en Excel o herramientas o paquetes informáticos para desarrollar. Creo que son temas que merecen un análisis profundo. No dudo que haya personas que lo estén haciendo, pero vinculando un tema de Gobierno Digital y de Política Pública del más alto nivel e importancia, estimo que la Corte debiera involucrarse mucho más en estos temas y tener mayor conocimiento, para poder apoyar todos estos esfuerzos en la dirección en que se quieren apoyar. La idea es darle una audiencia al Jefe de Tecnología de Información y que venga y que nos haga una exposición de cómo estamos en términos generales con el desarrollo informático, cuáles son las necesidades y los avances. En fin, tener una idea más clara de todos los aspectos que han sido planteados por el Magistrado Jinesta y, además, hay otras inquietudes de parte de la Magistrada Escoto. Pienso que podría ser importante en la misma forma que hemos oído en otros momentos a la Contralora de Servicios, exposiciones de políticas en materia de accesibilidad, saber cómo estamos en este tema y poder tener en ese sentido mejores elementos de juicio para la toma de decisiones.”



            Añade el Presidente, Magistrado Mora: “Bien, tomamos nota para convocar a don Rafael Ramírez en una próxima sesión.”



            Dice la Magistrada León: “Yo solo quiero agregar a todo esto, que es importante también tener el enfoque de los usuarios y usuarias, porque ciertamente la barrera digital es mucha y en ocasiones las personas salen con un disco compacto, -yo lo había manifestado aquí cuando hablábamos de si la sentencia debía ser oral o escrita- y de repente la brecha digital ciertamente es mayor a la de la escritura. Que también consideremos los destinatarios finales de esas resoluciones y, de paso, sugiero que tuviéramos presente el artículo 5 de la Ley de Notificaciones, donde se establece la obligación para aquellas personas que tengan alguna discapacidad, de que las comunicaciones se hagan en función de sus capacidades y por el medio que ellas lo requieran. Esto abriría la posibilidad al braille y a los medios de audio. Estimo que en esta línea se podría considerar otras poblaciones, porque el principio general es el mismo, como el caso de los indígenas que señalaba la Magistrada Escoto y, del mismo modo, aquellos otros que por cualquier otro motivo esta vía no sea la que les favorece o facilite el acceso a la justicia.”



Añade el Magistrado Jinesta: “Creo que sería oportuno que esta Corte integrara una Comisión de Gobierno Digital Judicial, porque desde hace mucho tiempo veo que hay distintos centros de decisión. Por ejemplo, el Departamento de Tecnología de Información de las nuevas tecnologías tiene toda una visión, por otro lado está el Comité Gerencial, que no es una Comisión formal integrada de la Corte y, por otra parte, veo que también el Consejo Superior toma determinaciones sobre el particular. En realidad el tema del Gobierno Judicial Digital es el futuro de los Poderes Judiciales y yo creo que deberíamos tener especial interés en conformar una Comisión, que nos pueda en alguna manera dar insumos y, eventualmente, ser un filtro y un canal de comunicación de toda la Corte con todos estos temas. Yo diría un canal centralizado y único sobre este tema de Gobierno Digital Judicial. Creo que en estos temas debe haber liderazgo político de señalamiento de fijación de grandes políticas judiciales. Lo que yo siento es que en ocasiones hay temas que no han sido suficientemente reflexionados y digeridos por los señores Magistrados y las señoras Magistradas de la Corte. Estimo que deberíamos por una razón estratégica si aquí al 2025 este es el futuro de los Poderes Judiciales y, en general, de todos lo gobiernos, pues deberíamos tener una comisión formalmente integrada para centralizar estos temas, para meditarlos y reflexionarlos en la Corte y que esta Comisión esté en posibilidades de informar al resto de los miembros y de llevarle el pulso sobre todos los temas que están acaeciendo en materia de uso intensivo y extensivo de las nuevas tecnologías de la información y de Gobierno Judicial Digital. Es una propuesta que desde hace bastante tiempo había  querido plantearla. Quizá no había surgido el momento y me parece que se debe tomar una determinación sobre el particular.”



            Consulta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería entonces para sustituir al Comité Gerencial por una Comisión de temas de informática.”



            Responde el Magistrado Jinesta: “Yo creo que podría perfectamente subsistir la Comisión de Corte con el Comité Gerencial, salvo que usted me diga “no mire son funciones completamente excluyentes.”



            Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “ Lo que podríamos hacer es agregar al Comité Gerencial, representación de la Sala Primera y de Sala Segunda que no tienen representantes y constituirla como una Comisión que, además del Comité Gerencial son atribuciones que la Contraloría General de la República nos señaló debemos cumplir. Me parece que lo que no resulta conveniente es estar replicando temas sobre un mismo asunto, porque luego tenemos soluciones diferentes. Pongo a disposición de la Corte mi puesto que tengo en el Comité Gerencia, para que lo ocupen esos dos compañeros de las Salas.”           



            Señala el Magistrado Jinesta: “A mí me parece que el Presidente debe estar es indispensable.”



            Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Tendríamos por incorporados en la Comisión que se dio cuenta, a los Magistrados Rivas y Vega por las Salas Primera y Segunda, respectivamente, según la propuesta que se hace.”



            Agrega la Magistrada Escoto: “Yo ignoro como estará conformado ese Comité o grupo, pero sí sugiero que por ser la representante a nivel nacional y también como Coordinadora de la Subcomisión de Personas y Pueblos Indígenas, a la máster Lena White Curling. Esto por cuanto en el caso de personas agricultoras como indígenas, no están en una situación de vulnerabilidad, en el sentido de que tengan alguna discapacidad, y me interesa que se tenga una conexión, porque al insistir en el convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo, es que hay que preguntarles a los usuarios y usuarias, y no decidir por nosotros mismos. De ahí la importancia de que doña Lena White forme parte de esa Comisión, porque es muy valiosa y con conocimientos también en cibernética e identificada con el Poder Judicial, que no se va a oponer a temas tan importantes y trascendentes como es la política de cero papel, pero que tiene también la visión de los y las usuarias a nivel nacional en todos los campos y, en especial, aquellos grupos en estado de vulnerabilidad que están a su cargo.”



            El Presidente, Magistrado Mora, le consulta a la Magistrada Escoto: “Su propuesta es para que en todos los casos asista también doña Lena White o solo para aquellos asuntos relacionados con la accesibilidad y la no exclusión. Porque la gran mayoría de los temas que ahí se ven no son de esa índole. Sería para que los asuntos que tengan que ver con esos temas, también sea convocada doña Lena. ¿Lo disponemos de esa forma?”



Se dispuso: 1.) Devolver las diligencias al Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, a efecto de que, tomando en consideración lo expresado por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, analice nuevamente el tema referente a las políticas comentadas e informe a esta Corte lo que corresponda. 2.) Convocar para una próxima sesión de Corte Plena al licenciado Rafael Ramírez López, Jefe del Departamento de Tecnología de Información, a efecto de que exponga en términos generales los avances y necesidades del desarrollo informático en el Poder Judicial. 3.) Integrar al Comité Gerencial de Informática a los Magistrados Rivas y Vega. La máster Lena White Curling, Contralora de Servicios, será convocada a las reuniones de dicha Comisión, solo en los casos que deban ser conocidos temas relacionados con los grupos en estado de vulnerabilidad y accesibilidad.








 








 



 




Acta de Corte Plena Nº 032 - 2011








Fecha: 03 de Octubre del 2011



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XXII



SALEN LOS MAGISTRADOS JINESTA Y CRUZ.



Documento 7383, 9911-2011



La licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en oficio N° DH-049-2011 de 20 de julio de este año, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente Nº 17.805.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio N° CMEF-SP-015-2011 de 29 de setiembre último, rindió el siguiente informe:



“Quien suscribe integrante de Corte Plena, procedo a rendir informe o traslado de documentos N° 040-2011, donde se solicita remitir las observaciones relacionadas con el proyecto de ley denominado, “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente Nº 17.805 texto del proyecto de ley N° 17.805 de la Asamblea Legislativa,  con base en la gestión  suscrita por la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, jefa de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, con el Oficio N° DH-049-2011, al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia,  donde indica se  acordó solicitar el criterio de esta organización,  al cual para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el PL-028-11.



 



Origen del informe



 



Mediante el oficio DH-049-2011 del 20 de julio de 2011, dirigido al señor Presidente de la Corte, la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, acordó solicitar el criterio de esa organización sobre el texto del proyecto “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS” expediente N.º 17.805, publicado en La Gaceta N.º 192 del 04 de octubre de 2010.



 



Mediante la SOLICITUD DE INFORME O TRASLADO DE DOCUMENTOS Nº 040-2011 del 28 de julio de 2011,  la Secretaría de la Corte me solicitó rendir un informe sobre el proyecto referido, lo cual procedo a efectuar en los siguientes términos.



 



En primer lugar estimé esencial llevarlo al seno de la reunión del mes respectivo de la Sub-comisión de pueblos Indígenas del Poder Judicial de la cual formo parte donde se obtuvieron una serie de sugerencias con el afán de mejorar este proyecto ley, ya que ha sido  emitido desde el Poder Judicial por dos compañeras con las poblaciones indígenas y su acceso real a la justicia.



 



I.-  Consulta a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial



 



Con el fin de exponer un criterio sobre el proyecto que se consulta, se procedió a hacer el texto del conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión del Poder Judicial que promueve el acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, con el fin de recabar su criterio, pues se encuentran ahí representadas diversas dependencias (jurisdiccionales, los denominados “auxiliares de justicia” y Defensa Pública, O.I.J. y Fiscalía) que conforman el Poder Judicial así como varios integrantes de distintos pueblos indígenas, asesores de algunas universidades, representantes del Colegio de Abogados y del IIDH. 



        



El texto fue distribuido a dichos integrantes; luego fue analizado en la sesión de la Subcomisión celebrada el 5 de agosto de 2011, en la cual se evidenció consenso sobre la importancia de la promulgación de una ley específicamente referida al acceso a la justicia, que contenga normas que aseguren el disfrute del derecho contemplado en el artículo 41 de la Constitución Política (justicia pronta, cumplida y sin denegación) a este sector de la población, lo cual esta Integrante también comparte.



 



Además, fue criterio unánime de todas y todos los presentes que con ello también se promueven mecanismos para lograr un mejor cumplimiento de los compromisos adquiridos por el país al suscribir tratados y convenios internacionales que otorgan protección supraconstitucional a los derechos de los pueblos indígenas.



 



No existió, por ende, objeción alguna al proyecto, salvo las recomendaciones puntuales que se consignan en este informe.  Por el contrario, el proyecto es acogido como una iniciativa de gran importancia para el país en materia del cumplimiento efectivo de los DERECHOS HUMANOS del sector de la población al que se refieren sus disposiciones.



 



Adicionalmente, debe indicarse que este proyecto surgió de la propia Subcomisión, que la entregó a varios diputados de la pasada Administración, a quienes  se solicitó apoyo para que ingresara a la corriente legislativa.



 



En términos generales, las disposiciones propuestas son producto de las directrices y acciones aprobadas por el Consejo Superior;  y se han venido acatando dentro del Poder Judicial, como parte del interés por garantizar un mayor acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad con el fin de eliminar obstáculos para el logro de este objetivo, los cuales fueron identificados en el diagnóstico que se realizó sobre esta temática (DIAGNÓSTICO SOBRE SITUACIÓN DE POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD, 2007), en el cual se dio participación a jueces, fiscales, defensores, auxiliares, y personal administrativo vinculado a la prestación de servicios en la despachos de la ciudad capital, donde se concentran las instancias jurisdiccionales superiores, y a todos aquellos cercanos a los territorios indígenas, que atienden a las personas usuarias de esta población en todo el país.



 



Las normas propuestas fueron concebidas para los criterios siguientes:



 



1)          Que faciliten el ejercicio de los derechos de las personas indígenas frente a la administración de la justicia.



 



2)          Que estén siendo ya cumplidas o fuese posible su adopción en el Poder Judicial.



 



3)          Que existan los recursos institucionales para su implantación y puesta en ejecución.



 



4)          Que no se refieran a aspectos que suscitan controversia, lo cual hace posible un mayor consenso para su cumplimiento.



 



En definitiva, las normas propuestas nos parecen necesarias, oportunas y congruentes con las políticas promulgadas por el Poder Judicial en años recientes, tendentes al mayor acceso, humanización y mejora de la calidad de los servicios.



 



II.-  Comentario general



 



Se observó que en la exposición de motivos del proyecto, se omitió la referencia a las “Reglas de Brasilia sobre acceso al a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad”, aprobadas en la XIV cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia, del 4 al 6 de marzo de 2008 y aprobadas por Corte Plena en  sesión No. 17-2008 de las 8 horas 23 minutos del 26 de mayo de 2008, Artículo II, en cuyas disposiciones existe una expresa referencia a las personas indígenas como beneficiarias de sus disposiciones (Art. 4).



 



Consideramos que tales Reglas constituyen un marco básico para el Poder Judicial, que ha permitido dar un contenido más riguroso a la protección de los derechos de los pueblos indígenas en relación con la administración de la justicia.



 



Dada la vigencia y actual aplicación de las Reglas de Brasilia, el Estatuto de la Justicia y derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial (aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 039-03 de 20 de octubre de 2003, artículo IX)*, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas (aprobadas por el Consejo Superior del Poder Judicial en febrero de 2009), así como acuerdos y circulares administrativas sobre el tema, el proyecto que se analiza vendría a complementar lo que ya se viene haciendo y elevar las diversas disposiciones al rango de ley.



 



III.- Recomendaciones específicas



 



A pesar de lo expuesto, se efectúan las recomendaciones que se dirán, con el fin de contribuir a mejorar la redacción del proyecto.



 



En el artículo 2, se dispone: "La discriminación en el servicio será considerada una falta laboral grave."  Por tratarse la materia disciplinaria, de materia odiosa, estimamos que debe garantizarse  rigor en la formulación de la conducta que constituirá la falta disciplinaria a sancionar.  Sin embargo, en el texto no se aclara cuál tipo de discriminación es la que se considera de dicha gravedad (por género, raza, condición socioeconómica o migratoria, grupo etáreo, condición física o mental).  A pesar de que el proyecto está dirigido a la tutela de los derechos de los pueblos indígenas, la norma de comentario tiende a la generalidad. Se sugiere, por tanto que se sustituya el texto propuesto por el siguiente:



 



“Ante cualquier queja por discriminación por incumplimiento de esta ley, se aplicará el régimen disciplinario previamente establecido.”.



 



Los preceptos 3, 6 y  7 parecen obviar la existencia de las Reglas de Brasilia, como un parámetro relevante, por lo que se sugiere que armonice con lo que establece el Capítulo III, Secciones 1 y 2 de estas, disposiciones que efectúan un desarrollo más amplio del tema o que, al menos, se haga una referencia a estas normas, que amplían y complementan las que se incluyen en el proyecto.



 



En el canon 6, se recomienda sustituir “traductoras”, por



 “intérpretes de sexo femenino”.



 



Una revisión minuciosa del artículo 8  nos permite concluir que este carece de sustento, conforme a la normativa de fondo, pues no existen atenuantes de la sanción, causas de antijuridicidad o exculpación, tratándose de imputados indígenas, salvo la elaboración teórico-pragmática que podría considerarse, desde  la óptica de un error de comprensión culturalmente condicionado, partiendo de la jurisprudencia de los Tribunales de Casación y la Sala Tercera.  Por ello, estimamos que ese artículo debe ser suprimido, dada la imposibilidad práctica de su aplicación.



 



En relación con el numeral 9 del proyecto, se sugiere sustituir “de los/as jueces/zas y el personal auxiliar de la administración de justicia”, por “del personal judicial”, pues nos parece una frase más apropiada porque engloba a todas las personas quienes laboran en la Institución.



 



Por último, en cuanto al mandato 11, se estima debe establecerse, en concreto, a cuál dependencia del Poder Judicial corresponderá realizar el diagnóstico y los recursos que a esto se destinarán, así como  que se incorpore la posibilidad de que  se realice mediante convenios con otras instituciones vinculadas a esta temática.



 



Sugerimos, por ello, que expresamente se indique que esa labor será responsabilidad de la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, que es la que en la actualidad ha sido designada para atender lo relacionado con este tema.



 



IV.- A modo de conclusión



 



Por todo lo expuesto, se concluye que el  proyecto en discusión es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas y se recomienda su aprobación.



        



Dejo así rendido el informe  a fin de que las y los Integrantes de este órgano decisor, resuelvan lo que a bien tengan y corresponda.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada  Escoto, quien manifiesta: “Este proyecto se remitió en días pasados, con el afán de evitar  dar lectura a todas las diferentes razones que se dieron para que de este Poder Judicial emergiera la enunciación de trece artículos que conforman dicho proyecto.



Particularmente se refiere a que en un país multicultural y pluriétnico como el nuestro, donde existen ocho pueblos con diferentes idiomas indígenas -en total 24 territorios- el Estado debe asegurar una vida digna a todos y todas las habitantes. Esto se relaciona también con convenios internacionales que Costa Rica ha ratificado como el “Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)”, en virtud de que se debe garantizar un trato especial a las personas indígenas en razón de sus diferencias marcadas que se han dado por la sociedad, sus tradiciones, por sus culturas y por el derecho que les rige.



El Poder Judicial se ha interesado mucho en este tema desde el año 2003, debo reconocer en especial la actuación tanto de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, como de la máster Nancy Hernández López, Directora del Despacho de la Presidencia y la licenciada Mayra Campos Flores. Estas tres mujeres y quién les habla, a quienes invitaron por razones de estar en materia agraria y vivir la realidad de los diferentes pueblos y etnias, mostramos la necesidad de lo que se ha venido haciendo en este Poder de la República, para lo cual fue necesario un diagnóstico en que participaron activamente representantes de las poblaciones indígenas y de otras instituciones tanto estatales como privadas. A raíz de ello se obtuvo ya para el año 2007, una actividad en la que se pudieron hacer algunas recomendaciones. Por ejemplo:



1.                    Que se adopten medidas especiales para responder al desequilibrio histórico de estos pueblos.



2.                    Que creen y mantengan sistemas de recolección de datos cuantitativos en cuanto a la administración de justicia referente a los niveles de arrestos, sentencias, encarcelamientos, y penas capitales, porque aunque sean personas imputadas -no solo ofendidos- hay que tomar en cuenta que para las legislaciones indígenas ésta forma de encarcelamiento no es una tradición. La forma de ellos ante la pena de muerte es el pago con trabajo en la mayoría de los casos.



3.                    Que el encarcelamiento de personas indígenas se utilice como último recurso y se considere junto con las comunidades indígenas alternativas basadas en la igualdad y la no discriminación que incluyan opciones diferentes a la privación de libertad.



4.                            Que desarrollen medidas incluyendo la educación, formación, y políticas de reclutamiento para aumentar el número de personas indígenas empleadas en los sistemas de administración de justicia.



El Poder Judicial conciente de su obligación a brindar una justicia con rostro humano como lo ha dicho el señor Presidente, ha elaborado el Proyecto de “Carta de Derecho sobre Acceso a la Justicia de  los Pueblos  Indígenas” para que se tome en consideración las especificidades de los diferentes grupos sociales. Se busca establecer unas reglas mínimas para asegurar este acceso a la justicia a las personas indígenas, tomándose en cuenta que vivimos en esta sociedad multicultural y pluriétnica y que las diferencias en la cosmovisión generan diferentes expectativas ante la administración de justicia y diferentes formas de solucionar los conflictos sociales. En razón de esto no quiero seguir haciéndoles ver las diferentes barreras y situaciones que los indígenas nos han hecho saber de diferentes formas al visitarlos en todo lo ancho y largo del país, de las situaciones que afrontan desde un ángulo económico, cultural, sociológico, histórico. Tan es así que para la mayoría de nosotros y nosotras es tabú qué es el derecho indígena, de ahí la necesidad de que contemos ya con pruebas técnicas, las cuales se han adoptado por el Poder Judicial como lo son los dictámenes culturales. Gracias a las Subcomisión de Pueblos Indígenas de la cual formo parte y de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia así como las Reglas de Brasilia que nacen después de que se ha dado un inicio en cuanto a esta situación de tutela de los pueblos indígenas y de un verdadero acceso a la justicia en sus diferencias, es que se logró tomar diferentes acciones encaminadas para obtener una justicia más humana e inclusiva con los pueblos indígenas.



De acuerdo a lo anterior, me pareció en primer término trascendente llevar esta normativa cuando se me indicó realizar el informe otra vez, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas por razones de que pueden haberse dado algunos cambios u observarse algunas situaciones que dentro de esta Subcomisión se pudieran analizar. Dentro de ellas acordes a los artículos podríamos ver los numerales 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, en este último se sugiere eliminar la frase “de los mismos” por ser innecesaria, así como el artículo 12 donde en lugar de “descentralización” debe leerse correctamente “desconcentración”, numeral en el cual se requiere establecerse alguna entidad dentro del Poder Judicial para darle el seguimiento a los planes estratégicos y políticas necesarias para atender a estas minorías. Estas constan en el documento adjunto, por razones de tiempo y porque hay otros asuntos trascendentes, no me voy a referir expresamente, pero si alguien quiere que lo enfatice podría hacerlo con variantes, con el afán de mejorar la redacción de estas disposiciones  y en el entendido que sobre el numeral 8 es mejor eliminarlo, porque dice así: “Obligación de aplicar atenuantes. En caso de aplicación de penas o medidas cautelares, siempre que el marco legal lo permita, él/la juez/a deberá considerar la pena o medida menos gravosa para la persona indígena.” En este estudio que hizo la Subcomisión se consideró que era mejor después de una revisión minuciosa eliminarlo, porque carece de sustento conforme a la normativa de fondo, pues no existen atenuantes de la sanción, causas de antijuridicidad o exculpación tratándose de imputados indígenas, salvo la elaboración técnico pragmática que podría considerarse desde la óptica de un error de comprensión culturalmente condicionado y partiendo de la jurisprudencia de los Tribunales de Casación y de la Sala Tercera. Por ello consideramos que en ese artículo debe mejor ser suprimido dada la imposibilidad práctica de su aplicación. En cuanto al numeral 9 que es otro trascendente, en lugar de “jueces y juezas” decidimos que es mejor personal judicial, porque también el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, los denominados auxiliares o ahora técnicos judiciales deben estar inmersos en capacitación para el trato y conocimiento de todo lo relativo a pueblos indígenas.



Dejo de esta manera y someramente expuesto el informe el cual desde el ángulo de Subcomisión de Pueblos Indígenas y quien les habla estimamos trascendente pueda realizarse o convertirse en ley y por ende el informe que le sugiero si a bien lo tuviere esta Corte darle el visto bueno, el cual es afirmativo en cuanto a este proyecto de Ley.”



            Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión PermanenteEspecial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada.



Los Magistrados Armijo, Castillo y Rueda se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.








 












 








Acta de Corte Plena Nº 004 - 2012








Fecha: 30 de Enero del 2012



Descriptores/Temas: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



ARTÍCULO XX



Documento 491-2012



            La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en nota de 16 de enero en curso, manifestó:        



“Tengo el agrado de dirigirme a Ustedes en ocasión de remitirles adjunto copia de la nota mediante la que, la Sra. Ministra de Planificación y Política Económica, Dra. Laura Alfaro Maykall,   acepta oficialmente,- a nombre del Gobierno de Costa Rica,-  la subvención  de cooperación internacional que la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, otorgó  para financiar el PROGRAMA DE GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN COSTA RICA, por un monto total 517.600 Euros.  Los recursos, serán administrados por FUNDEVI, Fundación de la Universidad de Costa Rica.



 



Tres entidades estatales son las beneficiarias de los recursos supra mencionados a saber: 



 



·                MIDEPLAN…………………….. 135.000 Euros (US C. 87.856.650)



·                Poder Judicial …………………122.000 Euros (US C. 79.36.380)



·                Ministerio de Justicia…….. 260.600 Euros (US C.169.205.400)



 



Los recursos asignados al Poder Judicial, se consiguieron gracias a la participación activa en el proceso de negociación bilateral del MAP de Asociación con España, que tuvo la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el segundo semestre del año 2011; y a la decidida colaboración técnica que esta Oficina recibió en todo momento de parte de la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y sus diferentes  Subcomisiones; de la Secretaría de Género del Poder Judicial, de la CONAMAJ y de los/as magistrados/as integrantes de la Sala II de la Corte Suprema de Justicia.



Las actividades cuya realización fue aprobada se visualizan en el Resultado R.2: Mejorado el Acceso a la Justicia de los Grupos Vulnerables del documento denominado “Formulación Gobernabilidad CR”, adjunto a la presente Comunicación, y en las actividades R.2.2: Fortalecer la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia, y R.2.3: Implementar el Modelo de Participación Ciudadana en el circuito judicial de la Región Huetar.



 



Los indicadores del Resultado 2.2 son: a) Capacitados al menos 30% de los funcionarios del Poder Judicial del II circuito judicial de Alajuela (Región Huetar Norte) en temas de interculturalidad, y b) Al menos 2 Asociaciones de desarrollo Integral de Territorios Indígenas son capacitados en procedimientos judiciales.  (En presente proyecto, debe entenderse por interculturalidad de conformidad con lo consignado en el párrafo 2ndo. de la pág. 16 del documento en comentario: “una manera de garantizar el Acceso a la Justicia para los indígenas, respetando sus leyes, normas y favoreciendo la inclusión, con pleno ejercicio de derechos, de esta población en la sociedad costarricense”).



 



El indicador del Resultado R.2.3 es: Modelo de participación ciudadana en el Poder Judicial implementado en un circuito judicial de la Región Huetar Atlántica.



 



La asignación económica para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.2 cuya responsabilidad de ejecución recae sobre la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y su Sub Comisión de Pueblos Indígenas es de C. 15.618.960 (quince millones, seiscientos dieciocho mil novecientos sesenta colones) en tanto que la asignación  para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.3 es de C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones), cuya responsabilidad de ejecución recae sobre CONAMAJ.  A estos montos totales, debe deducírseles el 3.5% que cobra FUNDEVI por administrar los recursos, mismos que estarán disponibles para su ejecución a partir de la aprobación de los respectivos Planes Operativos Anuales, POA’s, a finales del mes de Febrero de 2012.



 



El próximo lunes 23 de enero a partir de las 9:00am en el auditorio de MIDEPLAN se llevará a cabo una reunión con los y las responsables de la ejecución de las actividades previstas antes indicadas, con la finalidad de elaborar el Plan Operativo de la subvención 2011. Dado lo anterior, aprovecho la ocasión para  convocar a la misma tanto doña Lena White como a doña Sara Castillo. Para su referencia adjunto,- así mismo,- el documento “POA revisado OTC Costa Rica marzo 2011”, a efecto que tanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas como la CONAMAJ, puedan ir recabando la información que en él se requiere para cada una de las actividades.



 



Quedo a disposición de Ustedes para ampliar o adicionar el presente informe en todo aquello que se considere pertinente.



 



Aprovecho la ocasión para saludarles, y reiterarles las muestras de mi más alta y distinguida consideración y estima personal.”
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            En correo electrónico de 20 de este mes, la licenciada Rojas Rodríguez, agregó:



“Con el debido respeto me dirijo a Ustedes con el propósito de corregir algunos errores y omisiones que contiene el documento remitido el pasado lunes 16 de enero a las 17:43 horas, adjunto a la presente comunicación. Veamos:



 



·              Página uno, párrafo tercero, acápite 2ndo., donde dice “ Poder Judicial …122.000 Euros  (US C. 79.36.380)” léase: “ Poder Judicial …122.000 Euros  (US C.79.396.380)”



·              Página uno, párrafo cuarto, línea cinco, después de “de parte” y antes de “Comisión”, léase: “del Despacho de la Presidencia”



·              Página uno, párrafo ocho, líneas  6 y 7, después de: “el Resultado 2.3 es de” no se lea “ C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones)” , léase en su lugar: “C.63.777.420, (sesenta y tres millones, setecientos setenta y siete mil cuatrocientos veinte colones)”
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Se acordó: Tomar nota y tener por corregidos los errores y omisiones que señala la licenciada Rojas Rodriguez en su informe anterior. Se declara acuerdo firme.








 Acta de Corte Plena Nº 017 - 2012








Fecha: 14 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Informe anual de labores, Contraloría de Servicios del Poder Judicial



ARTÍCULO II



            ENTRA EL MAGISTRADO GONZÁLEZ.



Documento 5260-2012



            En sesión N° 15-12 celebrada el 30 de abril último, artículo XXXVIII, entre otros aspectos, se tomó nota de la exposición que hizo la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, del Informe de Labores 2.010 de esa Contraloría.



            Expresa la Magistrada Escoto: “Quiero agregar algo respecto a la exposición que hizo la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, del Informe de Labores 2.010 de esa Contraloría, pues me parece importante mencionar, aunado a lo que indicaron los compañeros y compañeras de esta Corte, que la labor de doña Lena en la Contraloría de Servicios, viene a ser un trabajo de mucha valía para el Poder Judicial, por ser el medio idóneo para que las personas que se sienten disconformes con alguna actuación, acudan a la Contraloría de Servicios, y hagan valer sus eventuales quejas y derechos. Es a través de estas oficinas que, con la forma tan especial de ser de doña Lena, se puede de alguna manera minimizar los disgustos y discordias. Como se ha hecho en años anteriores, creo que vale la pena destacar esa labor encomiable, que a la vez generó por el exceso de trabajo que ha aumentado en esas oficinas, que doña Lena no pudiera seguir en algunas Comisiones, como lo es para nosotros la Subcomisión de Pueblos Indígenas y otras, en las que ella desde el ángulo de Contralora brindaba una gran ayuda y bastantes ideas. Quiero se haga ver el esfuerzo mostrado en la rendición de cuentas. Merece un reconocimiento doña Lena White y su equipo de trabajo”.  



Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones hechas por la Magistrada Escoto y hacerlas de conocimiento de la señora Contralora de Servicios.








Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012








Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia.



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación.



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



           



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.”
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante.



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.

















Acta de Corte Plena Nº 020 - 2012








Fecha: 04 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Juzgados Electrónicos



ARTÍCULO III



Documento 6000-2012



            En oficio N° 382-DG-12/ID 3637 de 1 de junio en curso, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, el licenciado Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, expresó:



“Para que por su digno medio sea del conocimiento de la Honorable Corte Plena; me permito comunicarle:



 



Después de treinta y siete años de laborar para el Organismo de Investigación Judicial, hoy he tomado la difícil decisión de acogerme al derecho de mi jubilación a partir del primero de julio del año en curso.



 



A lo largo de mi carrera tuve la oportunidad de ocupar desde el puesto de Investigador, a diferentes Jefaturas de Sección, Departamento, Delegación Regional, Sub Dirección,  contando con la dicha que en el mes de noviembre del año dos mil uno los señores y señoras magistrados y magistradas me hicieron el honor de nombrarme como Director General, máximo cargo de nuestra institución.



 



Asumí la designación con gran entusiasmo y responsabilidad y me avoqué a darle a nuestro ente la mejor estructura posible para obtener los resultados más eficaces de su historia institucional.



 



Siempre estuve conciente de la importancia que tiene el Organismo de Investigación Judicial para el combate de la criminalidad, el mantenimiento de la paz social y democracia en Costa Rica, y por eso inculqué en nuestro personal la necesidad de esforzarnos al máximo en el cumplimiento de los objetivos fijados para el bienestar del ciudadano costarricense y de los que conviven con nosotros. 



 



Me queda muy claro que la lucha continúa y que no se puede bajar la guardia en lo más mínimo, pues ese espacio lo celebrará enormemente el crimen organizado y toda la delincuencia que han hecho de esa actividad criminal su forma de vivir.



 



Al retirarme me es obligatorio elevar mi agradecimiento a Dios por guiar mis pasos y acciones para conducir este Organismo siempre con objetividad, imparcialidad,   independencia y transparencia, entre otros,  principios o valores indispensables en quien dirija este Cuerpo Policial.



 



Con el convencimiento de no haber defraudado a esa Corte Plena y cumplido con los deberes de mi cargo, agradezco también a los señores y señoras magistrados y magistradas la oportunidad que me brindaron de servir al país desde este importante cargo público.



 



Es mi obligación y con sumo placer lo hago, dejar constancia ante la Jerarquía del Poder Judicial, mi profundo reconocimiento a todos y cada uno de los servidores y servidoras de este Organismo en todos los campos funcionales que desarrollamos, con cuyo esfuerzo, honradez, dedicación y profesionalismo hicieron posible los logros alcanzados, que han colocado a nuestra policía en un sitio bastante distinguido y  de respeto en la sociedad costarricense.”
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            Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Deberíamos externarle a don Jorge Rojas el pesar de esta Corte al conocer de esta noticia, entendiendo que se trata de una persona que se ha desempeñado muy eficientemente como Director General del Organismo de Investigación, bajo su mando el Organismo continuó consolidándose como una policía investigativa muy eficiente. Le reconocemos sus esfuerzos”.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Pereira, quien manifiesta: “En mi condición personal y como Coordinadora de la Comisión de Enlace Corte-OIJ, quiero dejar constancia de un sentimiento que nos embarga la partida de don Jorge Rojas. Por un lado, porque es un derecho muy merecido después de un gran esfuerzo que ha hecho por poner muy en alto al Organismo de Investigación Judicial, no solo en cuanto al trabajo efectivo que se hace, sino también por haber sido un jefe que supo guiar un equipo de trabajo para llevarlo a sus mejores frutos. La ausencia de don Jorge será una ausencia sentida en la institución. Para nosotros como Comisión no queda más que indicarle a don Jorge que, con el dolor que significa el no tenerlo cada día en nuestras labores, debemos de decirle lo que sentimos y es que nos llena de gozo y de satisfacción que Dios le permitió llegar a tomar la determinación de jubilarse con salud, con mucha alegría de la labor cumplida y con la enorme satisfacción de salir como diríamos nosotros por la puerta ancha de la institución.



            El Poder Judicial guardará en sus más gratos recuerdos lo que ha sido la labor del Organismo de Investigación Judicial, la eficiente labor que don Jorge ha realizado y darle nuestras más expresivas gracias por haber dado todo de su vida para llevar a cabo su labor. Igualmente para su familia que tuvo que vivir muchos años de sacrificio para que él pudiese cumplir de la mejor forma.



            Quiero hacer una instancia para que así como don Jorge surgió en una carrera muy fructífera desde los inicios como Oficial y en distintos puestos de jerarquía dentro de la institución, ojalá el Señor nos ilumine para que podamos hacer una designación, que recoja los méritos de un esfuerzo dentro del Organismo de Investigación Judicial por la Carrera Policial y que el día de mañana quien lo sustituya siga los ejemplos de ese gran hombre que hoy nos dice hasta luego”.



Indica la Magistrada Varela: “Quiero dejar patente mi reconocimiento por la excelente labor que don Jorge ha realizado. Considero que es una persona que ha dejado una huella positiva en la gestión que le ha tocado desarrollar por varios años y es un buen precedente para quien le llegue a sustituir. Don Jorge ha actuado con el mayor compromiso institucional, con una visión muy clara de su deber y en lo personal con el mayor señorío y eso es muy importante reconocerlo. Desearle a don Jorge que disfrute su merecido retiro y que tenga presente que le reconocemos la forma tan eficiente y  comprometida con que ha actuado en sus labores”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ESCOTO.



Manifiesta la Magistrada Villanueva: “Yo también quiero unirme a las palabras de reconocimiento que se han externado aquí. La mística de los funcionarios y de las funcionarias de nuestra institución es la fuerza y el capital más grande que tiene esta institución. Don Jorge es un claro exponente de esa mística, traducida en un mejoramiento constante del aspecto técnico de la policía. Una policía que ha tratado de perfeccionar un sistema de ingreso bastante costoso. Sin que exista una Carrera Policial actualmente tiene un sistema de selección, el cual don Jorge le ha puesto un gran empeño a la organización administrativa. Él se ha involucrado a fondo para que la Medicatura Forense se organice de manera más adecuada, respondiendo a la extensión de los servicios y que prevalezca el interés del mejoramiento del servicio público. Ha tenido que luchar a lo interno con la problemática de reunir en su ámbito laboral distintas disciplinas y ha tratado de poner un orden anteponiendo siempre la mejora en el servicio. Merece destacar el respeto que ha inculcado y con el que ha manejado el tema de los derechos humanos, que ha caracterizado toda su gestión en la labor que desempeña el Organismo de Investigación Judicial. Respecto de los derechos humanos no solo de las personas usuarias, sino también de las personas que ha tenido a su cargo. Don Jorge ha conformado actualmente una de las policías que tiene en el mundo mayor número de mujeres y eso me parece que hay que reconocérselo, porque ha tratado siempre de manejar los aspectos y las características de la policía, con el respeto a los derechos de todas las personas que trabajan dentro y fuera de la institución y específicamente con la problemática que tienen las mujeres policías.



Destaco también los encuentros de policías, lleva cinco años realizando los encuentros de policías nacionales, lo cual me parece es una manera de impulsar una política de respeto a los derechos humanos a lo interno de su organización. Ha sido pionera el Comité y la Comisión de Género en el Organismo de Investigación Judicial, impulsada por él con respaldo a todas las acciones que tiene. Le quiero manifestar esto a don Jorge, porque siento que es una labor muy particular que él ha asumido, una labor beligerante, pero siempre teniendo en cuenta al Poder Judicial como una sola institución y a un organismo como parte de esta institución. Le hago este reconocimiento y resulta doloroso su retiro, pero es algo a lo que todos y todas debemos acostumbrarnos. Quiero expresarle los mejores deseos para que las nuevas etapas de su vida sean también de éxito, como lo ha sido su excelente labor como Director General del Organismo de Investigación Judicial”.



Dice el Magistrado Solís: “La decisión que ha tomado don Jorge de acogerse a su muy merecida jubilación, pues nos afecta en el ánimo habida cuenta de que don Jorge es de esos funcionarios judiciales que desde muy joven inició su carrera en el Organismo de Investigación Judicial, hasta llegar a ocupar la máxima responsabilidad de esa dependencia como Director. Don Jorge siempre se ha caracterizado por decir las cosas, aunque por decir las cosas le pueda generar malestares, tanto a lo interno como a lo externo del Poder Judicial, pero algo que merece mi reconocimiento y mi mérito para él es esa posición que siempre mantuvo de decir lo que piensa sin andar por la espalda, ni con habladurías diciendo cosas distintas y lo decía viendo la cara de su opositor directamente, aspecto que es una virtud que muchas veces en lo personal yo reclamo aquí en el ambiente de esta Corte Suprema de Justicia en general.



Otro aspecto que debo recalcar de don Jorge es su total y absoluta vocación a defender la autonomía y la independencia de la policía judicial dentro de la organización de la seguridad del Estado costarricense. Muchas veces en la Comisión de Enlace Corte Suprema de Justicia-OIJ, él nos ponía en conocimiento de circunstancias, de conductas o de experiencias que él en su calidad de Director del Organismo había vivido y que consideraba que él aunque tuviese que enfrentar otros núcleos de poder ajenos a la Corte Suprema y al Poder Judicial como tal, siempre era conciente en defender la autonomía de la policía del Poder Judicial, por un principio básico de salud de la República. Los cuerpos policiales que maneja el Organismo de Investigación Judicial, son cuerpos policiales técnicos, que legalmente tienen una función de investigación y represión del delito y muchas veces don Jorge nos manifestaba también, la importancia de mantener con claridad, con total transparencia esa línea divisoria, entre lo que es la policía preventiva del Poder Ejecutivo y la policía de investigación y represión del delito del Poder Judicial, porque la salud de la República así lo exige para todos los momentos y don Jorge en eso se caracterizó por esa total y absoluta defensa acérrima de la independencia que debe tener la policía del Organismo de Investigación Judicial.



            Otro aspecto que también debo recalcar, era la forma tan directa pero a la vez diáfana y clara con que él transmitía sus mensajes en distintos programas de televisión, de radio, etcétera, donde se le consultaba y era invitado para participar y la percepción que la ciudadanía en general ha tenido de él como funcionario judicial que ocupa una de las jerarquías de mayor importancia en la organización administrativa del Poder Judicial. Él nos ayudó de sobremanera con el Programa de Participación Ciudadana, que la CONAMAJ ha venido desarrollando en la Zona Norte del país, cada vez que su agenda lo permitía nos acompañaba a las reuniones, a las diferentes actividades, a los Chiles, a Guatuso, a Upala, a la Fortuna y conversaba con la comunidad. Conversaba con las personas sobre temas de seguridad, sobre la responsabilidad ante la comunidad de brindar un servicio transparente, democrático y un servicio -como él lo ha dicho- con rostro humano. Nunca se me olvida que una reunión que tuvimos en un Centro Comunal en Los Chiles, él ante unas quejas que planteaban un grupo de señoras vecinas de la comunidad, por aparte llama a una funcionaria del Organismo de Investigación Judicial y le dice que por favor no quiere oír más ese tipo de quejas, porque el Organismo tiene una caja chica con la cual pueden sufragar una serie de gastos que las víctimas y los parientes de las víctimas en esas zonas tan alejadas, necesitan cuando tienen que trasladarse a Ciudad Quesada, a que les hagan los exámenes forenses o los fines de semana a los laboratorios del Organismo para tales efectos y él decía es incomprensible que esto se esté dando, por ahorrar dinero en el tema de viáticos, se afecta la dignidad, en este caso, de una mujer y una niña que habían sido objeto de un delito de violación. Y que más acción que venga a reflejar ese sentimiento de empatía que la ciudadanía ha tenido con el Director de nuestra policía y el Director del Organismo que un día almorzando en el Mercado Central de Ciudad Quesada, veníamos de una actividad de participación ciudadana que se había hecho en horas de la mañana, yo venía al lado suyo y se acercan dos señores de mucha edad, totalmente campesinos, se acercan, lo reconocen, y de manera muy a lo tico, muy a lo campesino tico se acercan a él y le dicen: “verdad señor que usted es el jefe de la policía del Poder Judicial”. Él respondió: “Sí”, “pues muchas gracias por darnos la protección que todas las personas merecemos en Costa Rica” y los dos campesinos extendieron sus manos callosas, llenas de tierra para saludar al Director de la policía judicial y del Organismo de Investigación Judicial de Costa Rica. Cuántas veces nosotros nos desearíamos que ciudadanos anónimos se acercaran a nosotros a decirnos: “muchas gracias por dictar buenas sentencias, muchas gracias por mantener la seguridad jurídica en este país”, dos campesinos anónimos se acercaron a decirle a don Jorge: “gracias por estar cumpliendo con su trabajo”, en las palabras sencillas con que estos dos ciudadanos costarricenses se dirigieron hacia él.



            En su derecho de acogerse a la jubilación, es un derecho que él lo está ejercitando y enhorabuena que lo ha logrado. En lo personal creo que el Organismo pierde a unos de sus mejores funcionarios por esa dedicación, por esa identidad que él ha tenido con el Organismo y por el papel que él ha venido desempeñando como máximo jerarca.



            A don Jorge le envío un gran abrazo, mis respetos personales por esa calidad humana que siempre ha manifestado en todas y cada una de sus acciones y le deseo el mejor de sus éxitos a partir del 1 de julio, en esta nueva etapa de su vida en el ámbito privado y familiar”.



Manifiesta la Magistrada Camacho: “Hablar de don Jorge y la experiencia que yo compartí con él en estos tres años en la Comisión, me llevaría toda la mañana por el personaje y la calidad de ser humano que representa don Jorge en la institución. Ya se ha dicho bastante esta mañana. Sin embargo, quiero destacar dos particularidades de la personalidad de don Jorge, que me llaman mucho la atención. Cuando hacíamos visitas con la Comisión de Enlace Corte-Organismo de Investigación Judicial, yo tengo tres años de estar con esta Comisión, a mí me llamaba tremendamente la atención ver la capacidad de liderazgo que tenía don Jorge en todas las comunidades como señalaba el Magistrado Solís, pero además con los subalternos, el reúne en su liderazgo una firmeza que le da autoridad, pero además una sensibilidad para llevar a todas estas personas que trabajan con nosotros, la motivación necesaria para seguir ejerciendo una labor tan difícil como es la labor del Organismo de Investigación Judicial. Esta sensibilidad y empatía le permitía a don Jorge hablar durante casi dos horas en cada una de las reuniones que hacíamos y créanme que las personas que entraban al inicio eran diferentes de las que salían, las que salían eran motivadas, comprometidas, nuevamente reflejaban que ese jefe era cercano a pesar de que eran las comunidades más lejanas donde íbamos como Osa por ejemplo.



Creo que no es procedente, pero quiero dejar constando que en lo que respecta a esta labor tan encomiable, lo primero que se me viene a la mente y el primer sentimiento es pedirle a don Jorge que reconsidere esa decisión. Sin embargo, es un derecho al que él se está acogiendo muy merecido, pero lo primero que yo quisiera es pedirle que reconsidere como una motivación personal. En la Comisión la persona de él nos daba la seguridad de que había un jefe que nos brindaba transparencia, conocimiento teórico y práctico y en su ejercicio diario nos brindó un servicio ejemplar. Me uno a lo que han dicho esta mañana mis compañeros y compañeras. Muchas bendiciones a don Jorge por su nueva carrera en la vida”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA CAMACHO, ENTRARON LOS MAGISTRADOS JINESTA Y RUEDA.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Aunque ya se ha hablado mucho de la persona de don Jorge esta mañana, quiero destacar la labor que don Jorge Rojas realizó en actividades que yo considero importantísimas, porque son el medio idóneo para la comunicación directa, para el diálogo, para llevar a cabo diferentes políticas y acciones del Poder Judicial, como son las Comisiones y Subcomisiones. No puedo olvidar que cuando empezamos allá en el año 2003 con una misión de apertura, de conocimiento, de trato diario con todo el personal del Poder Judicial, a fin de emitir las acciones que hoy vienen a ser la base de la política institucional en valores y en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, siempre se contó con la presencia de don Jorge Rojas. Es digno hacer notar en estos momentos cuando una persona se va y deja un espacio en estos vagones que la vida nos pone, como dice un correo electrónico del tren en que nos toca ir juntos y juntas, el espacio que deja don Jorge, porque su mística y, además, su deseo de que el Organismo de Investigación Judicial formara parte de las diferentes actividades que se realizaron para la Comisión de Ética y Valores y que se realizan, son dignas de reflexión como un jefe que siempre estuvo presente; que en muchos casos tomó las riendas de alguna efeméride como lo fue en muchos momentos el 14 de setiembre para celebrar el día de la Patria, que vale la pena destacar, porque muestran que además de ser un gran líder, de ser un gran jefe, de estar en contacto directo con lo más delicado de la sociedad, que es lo que llega a esta institución tenía espacio para hacer recordar nuestras raíces. En la Subcomisión de Pueblos Indígenas siempre ha prestado alguna persona para que nos ayude y nos dé ese empuje que necesitamos en estos ámbitos que estimo esenciales. Desde hoy extrañaré su presencia y espero que quien lo venga a sustituir siga con ese ideal que mostró el Organismo de Investigación Judicial, en actividades como lo son los valores y subcomisiones tan valiosas por ser un grupo discriminado las personas indígenas y los territorios indígenas”.



Interviene el Magistrado Jinesta: “Quiero hacer algunas consideraciones con motivo del retiro de don Jorge Rojas, quien ha sido un funcionario ejemplar de este Poder Judicial. Ha entregado alma, vida y corazón para el engrandecimiento del Organismo de Investigación Judicial, y de todos aquellos otros órganos que se auxilian de esa importante unidad. Don Jorge ha contribuido correlativamente al engrandecimiento del Poder Judicial y del Estado costarricense. Para mí es una noticia muy impactante que un funcionario de la talla moral, de la integridad y de la probidad de don Jorge Rojas anuncie su retiro. La jubilación es un derecho y en el caso de don Jorge Rojas lo tiene más que merecido ese derecho. Quiero decir que es una persona que sale por la puerta grande, con la satisfacción del deber cumplido y, además, con la frente en el alto, por todo lo que le ha dado al Organismo de Investigación Judicial, al Poder Judicial y a la sociedad costarricense. Es una sensible y lamentable pérdida para el Poder Judicial. Reconozco en don Jorge Rojas una trayectoria intachable, honorable, proba y lamento mucho su partida, pero es la jubilación merecida a la que tiene derecho”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Tomamos nota de todo lo que se ha dicho en relación con don Jorge Rojas y su jubilación y se lo haremos llegar a él junto con la solicitud de la Magistrada Camacho. Entiendo que ese es el criterio de esta Corte, incluido el solicitarle que reconsidere su decisión”.



Se acordó: 1.) Tomar nota y hacer del conocimiento del Departamento de Personal, para los efectos correspondientes, el oficio N° 382-DG-12/ID 3637 de 1 de junio en curso, en el que el licenciado Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, comunica su decisión de acogerse al derecho de su jubilación a partir del 1 de julio del año en curso. 2.) Dejar constancia de las manifestaciones de las señoras Magistradas y señores Magistrados que hicieron uso de la palabra. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento del Consejo Superior.








 








 








 








Acta de Corte Plena Nº 022 - 2012








Fecha: 25 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Tribunal de Trabajo, Oralidad, Sentencias, Mobiliario y equipo, Protocolos, Grabaciones



ARTÍCULO XXVII



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 6644-2012



Los licenciados Óscar Ugalde Miranda, Ana Luisa Messeguer Monge, Eugenie Salas Chavarría, Ana Ruth Fallas Gómez, Lorena Esquivel Agüero, Juan Carlos Segura Solís, Leyla Shadid Gamboa e Ingrid Gregory Wang, Jueces del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, en nota de 18 de junio en curso, dirigida al Presidente, Magistrado Mora, le manifestaron:



         “Debido a que se nos expone nuevamente ante la prensa escrita, en la publicación del periódico La Nación, del día martes 12 de junio de 2012, denominada: "Tribunal de Trabajo anula fallo oral porque no estaba escrito", el Consejo de Jueces de este Tribunal de Trabajo, reunidos el 13 de junio de los corrientes, en forma unánime, hemos decidido hacer las siguientes manifestaciones y solicitamos se ponga en conocimiento de Corte Plena, las mismas:



 



         I.- En el expediente electrónico Nº 11-000014-1178-LA, de Marco Antonio Ramírez Ramírez contra el Estado, se procedió en fecha 31 de enero de 2012, a anular el por tanto de la sentencia dictada por el Juzgado de Trabajo de este Circuito Judicial a las 14:30 hrs, de 21 de julio de 2011, debido a que ese expediente electrónico solo indicaba la parte dispositiva de la sentencia,  y el audio contenía algunas interferencias, que impedían escuchar con nitidez la sentencia íntegra. Se hace la observación que ni la audiencia de prueba, ni el fallo se anuló. Se indagó en el Juzgado de Trabajo, para determinar si la sentencia había sido transcrita, pero los resultados fueron negativos; motivo por el cual se dispuso devolver el proceso al Juzgado de origen, para que procedieran a transcribir en forma fidedigna y completa el fallo dictado oralmente, a fin de fallar  conforme a derecho este proceso, por cuanto en el formato digital sólo aparecía escrita la parte dispositiva. En dicha resolución se hacía la advertencia al Juzgado, que de conformidad con la circular Nº 014-07 del Consejo Superior del Poder Judicial, adoptada en la Sesión Nº 07-07, celebrada el 30 de enero de 2007, bajo artículo LXVIII, procediera a la brevedad posible a transcribir dicho fallo.



 



         II.- Días después de haber recibido el expediente en cuestión, con la sentencia de primera instancia transcrita en forma íntegra, se procedió a estudiar y elaborar el proyecto de sentencia, por la señora jueza ponente; sin embargo, no se ha podido circular para estudio y votación, dado que se reclama en la pretensión el extremo de indexación, lo que ha obligado a suspender el proceso, hasta tanto la Sala Constitucional, no se pronuncie sobre la acción planteada, sobre ese aspecto.



 



         III.-  Previo al Consejo de Jueces (zas), en una reunión que se llevó cabo entre el Coordinador de este Tribunal y la señora Coordinadora del Juzgado de Trabajo, se decidió que para no tener problemas como el descrito anteriormente, era necesario que se transcribieran las sentencias de manera integral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Civil, y así garantizar el derecho de defensa de los (as) usuarios (as), debido a la situación que vive el Tribunal de Trabajo y que a continuación señalamos:



 



         a) El audio de los asuntos que han venido en apelación, no es el óptimo.



 



         b) El Tribunal no cuenta con las herramientas tecnológicas necesarias para escuchar en forma idónea las audiencias de prueba y las sentencias, que permitan resolver adecuadamente las impugnaciones planteadas en los procesos electrónicos, con una sentencia dictada en forma oral.



 



         c)  A la fecha no se ha brindado capacitación a los Jueces y Juezas y personal subalterno de este Tribunal de Trabajo, en lo concerniente a los juicios orales.



 



         d) Ausencia de fuerza normativa del Protocolo de Oralidad, frente a la vigencia de normas procesales de orden público, de obligado acatamiento.



 



         V.- Dadas las situaciones anteriores, con honda preocupación, este Tribunal pregunta a los señores Magistrados, que integran la Corte Plena, cómo debemos resolver los procesos orales, que si bien es cierto, existe un protocolo de oralidad, el mismo fue aprobado únicamente para la primera instancia. No se nos ha tomado en cuenta, ni se nos ha consultado, entiéndase dado audiencia, de dicho protocolo en la preparación y sus implicaciones  o alcances, para la segunda instancia.



 



         VI.- En este momento tenemos una situación muy particular y es que los expedientes de Seguridad Social, que se tramitan en forma electrónica, tanto en el Juzgado como en el Tribunal, recurrida la sentencia ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se remite el expediente en forma digital y ésta nos devuelve la sentencia en forma escrita, dentro de un legajo levantado de la misma manera, sin ninguna instrucción de cómo proceder con ese legajo.



 



         Por lo que rogamos, ante tanta incertidumbre aclarar cómo debemos de proceder, a la hora de resolver estos asuntos, que el Juzgado falla en forma oral y digital con soporte electrónico, del cual carecemos en la segunda instancia.



 



PRUEBA: La publicación de la Nación, el expediente electrónico Nº 11-000014-1178-LA y el Legajo de la Sala de Casación, Exp. Nº 09-59-1102-LA.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Estimo que en principio lo que deberíamos hacer es pedirle a la Administración que revise los equipos de grabación del Edificio de Goicoechea y que se proceda a capacitar a las personas para que hagan bien las grabaciones. Es cierto, que me remitieron una copia de un CD de la audiencia que se da cuenta, pero yo no he querido oírlo, porque me parece que no es un tema que me incumba en este momento. También considero que no corresponde a esta Corte decirle que es lo que ellos deben hacer.”



Indica el Magistrado Arroyo: “En vista del problema que se ha presentado, entiendo que es de la jurisdicción laboral. Nosotros en la jurisdicción penal hemos tenido que anular algunas sentencias, precisamente porque los registros son defectuosos. Se han realizado esfuerzos importantes, porque en algunos casos, por ejemplo se requiere de algún conocimiento o destreza especial para abrir un archivo y en otros a pesar de todos los esfuerzos efectuados, o no se puede abrir el archivo o al abrirse hay una grabación que no se puede oír bien o se muestra interrumpida o de alguna manera defectuosa y no se puede tener seguridad de lo sucedido y se anula la sentencia. En todo caso por si les sirve, tenemos el protocolo de actuaciones en esta materia y ahí está claramente establecido cuáles son las obligaciones y por parte de quién a la hora de que estos respaldos puedan ser efectivamente tomados y bien logrados. Pienso que ese protocolo nuestro les podría ayudar a ver qué es lo que nosotros hemos decido en materia penal y la utilidad también podría trasladarse a otras materias. Con mucho gusto, si no lo tienen a mano lo hacemos llegar, porque hay normas específicas de cómo es que se deben tomar estos registros y quiénes son los responsables, porque eso ha sido también un debate, si es solo el personal asistente o la persona que preside la audiencia. En fin, todos estos detalles por los cuales ya nosotros hemos pasado.”



Expresa la Magistrada Varela: “Están dando las justificaciones del caso, pero en el fondo es una oposición a que se aplique la oralidad. Tenemos que tener muy claro que existe el protocolo, mismo que es un producto que entregó USAID en su momento, como parte del apoyo de la jurisdicción laboral, en el que como señalé en otra ocasión, que se dio amplia participación, no sólo a los integrantes del juzgado y con la participación del experto que trajo la gente de USAID, sino también a los y las integrantes del Tribunal. No se le está pidiendo al Tribunal de Trabajo de Goicoechea que atienda la apelación escuchando a las partes en forma oral y resolviendo la sentencia de esa misma forma. Por lo tanto, las carencias que han señalado, en el sentido de que no se les ha dado la capacitación, se desvanecen ante esa realidad que estamos señalando. La preocupación es si hay falta de nitidez en la escucha, pero aquí no se está refiriendo propiamente a que no se está escuchando bien las grabaciones. Si hay un defecto en eso, tendríamos que corregirlo en la recepción de las pruebas, pero el argumento que están dando es básicamente que hay una insuficiencia, porque lo que pretendían era que digitaran todas las sentencias, que no se registraran en forma de audio, y así se lo solicitaron al Juzgado por medio de la Coordinadora. Está claro, las cosas tienen su nombre, hay una resistencia clara, no quieren escuchar las sentencias en forma oral. Si la sentencia no se fundamenta debidamente la sentencia, entonces la parte podría alegar nulidad, por indefensión pero ese no  es tema. Es obligación del Tribunal revisar que se esté cumpliendo con la debida fundamentación y si ese es el caso, sin duda alguna podría anularlo. Lo que no se vale es señalar cualquier pretexto para anular por el hecho de haberse emitido la sentencia con registro de audio  solamente, lo que pretende dar una respuestas rápidas para las personas usuarias. Desde mi punto de vista y con el respeto a los (as) integrantes del Tribunal, es un pretexto  el decir que se causa indefensión para justificar la decisión de pedirle al Juzgado que  registrara en forma digital todas las sentencias que se habían dictado en forma oral. Repito, no se le está pidiendo al Tribunal que convoque a las partes a una audiencia y las escuche en forma oral y les resuelva de esa misma manera. No es eso lo que se le está pidiendo  al Tribunal, en cuando a la gestión de los casos donde se está dictando sentencias orales.



Hay que tomar en cuenta la forma en que se están tramitando los asuntos a partir del cuatro de abril del dos mil once, Despacho Electrónico. Como ustedes saben están trabajando con escritorio virtual. Al Tribunal también se procedió a instalarle el citado programa por parte del Departamento de Tecnología de la Información, y se les ofreció una capacitación la que debía ser coordinada por el Coordinador del Tribunal con TI. Se pidió una postergación pero no se dio fecha para ejecutarla, lo que evidencia poco interés sobre la utilización de ese medio. Esto me lleva a preguntar ¿Por qué? ¿Qué es lo que ocurre?  Cuando digo que algo no funciona lo que procede es buscar ayuda, y esto no ha ocurrido en el Tribunal. Otra cosa es que diga que la computadora no sirve para nada, porque evidencio un desinterés en utilizar el medio tecnológico para mejorar el servicio. Si no se manejar un programa, busco ayuda para entenderlo y tener mayor capacitación en ese campo. Al no procederse por parte del Tribunal de esa forma, me hace pensar que lo que hay es una clara resistencia al cambio que queremos dar en la jurisdicción laboral y no deja de ser un obstáculo a un proyecto que, como todos y todas ustedes saben, está dando buenos resultados. ¿Qué es lo que ha traído esta actitud del Tribunal?  Buscar apoyo de esta Corte para les digamos “ustedes tienen toda la razón y lo que se está haciendo en el Juzgado no sirve para nada” En el fondo es eso, ¿será esa una forma de mejorar la gestión de los despachos laborales y en otras materias?, porque de ser así, nos deberíamos replantear el tema. ¿En dónde es que estamos fallando? Si estamos buscando una mejora continua, quienes estamos en las diferentes etapas de una jurisdicción, debemos buscar soluciones y no obstáculos, porque si buscamos éstos los encontraremos porque desde que existen las excusas, nadie queda mal cuando no actúa para mejorar. No se vale tratar de obstaculizar un proyecto que pretende una mejora en la gestión de los tribunales laborales; y estimo que el Tribunal de Trabajo de Goicoechea, como otros en las otras sedes, donde se está aplicando la oralidad, deben de involucrarse, buscar soluciones y cambios, si es que hay que buscarlos, para mejorar el sistema y no buscar obstáculos, como si fueran insalvables para no hacer un cambio cualitativo y cuantitativo en el sistema de Administración de Justicia. Por esa razón no puedo compartir las manifestaciones que hace el Tribunal, y si es necesario que el tema de la oralidad lo discutamos en un foro, estoy anuente para evitar estos problemas que se han presentado.



Propongo que discutamos esto en un foro con especialitas, que llevemos nuevamente a todos a quienes participamos en este proceso, para buscar soluciones, no “peros” ni obstáculos. Quede claro que, si en este proyecto se da la bendición por la Corte le da la bendición a las objeciones del Tribunal, estaríamos dando al traste con el tema de la oralidad. Entonces, mejor sigamos haciendo las cosas como se han hecho siempre y aquí no pasa nada. Debe advertir que hay claros resultados de mejora en los tiempos de respuesta (donde se ha aplicado la oralidad en materia laboral). Por ejemplo, en el Juzgado de Cartago, pasaron de ochenta cinco días desde que el asunto se recibía la prueba, hasta que se dictaba el fallo, a hacerlo el mismo día. En Cartago ha sido de más avanzada. El Tribunal de esa localidad ha dado una muestra de buena voluntad al cambio, donde decidieron que si la persona apela en el mismo acto de que le notifican la sentencia, se comuniquen con ellos y de una vez le dan la fecha de la audiencia y lo reciben en la fecha indicada y en la misma le dictan el fallo. No hubo ninguna resistencia en cuanto al escritorio virtual, por el contrario, pidieron que de inmediato se les instalara y diera capacitación, como en efecto se hizo para que pudieran recibir el expediente en tiempo real, recibir a las partes y ahí mismo dictar el fallo, como ha venido ocurriendo. Comparando esa experiencia con la del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, se nota la diferencia y la resistencia en este. Entiendo los temores a lo nuevo, es muy humano, pero se está saliendo de la seriedad con que hay que ver los cambios institucionales para mejorar la administración de justicia;  si esto pasa en laboral, sin duda alguna que se dará en las otras materias. Si no queremos la oralidad, seamos francos y no andemos con dobles discursos, pues eso no ayuda; sugiero que fijemos una línea con objetivos claros, con el concurso de todos (as) y trabajar por ello. Todo el mundo tiene que estar en la línea de mejorar, y si no, pues que digan, como parece que es la tónica “No quiero, porque me gusta hacer las cosas como antes”, de esa manera sabremos a qué atenernos, recordemos que mantener la misma forma de hacer las cosas, de gestionar los  casos y los despachos es lo que nos ha llevado a tener atrasos increíbles en diferentes jurisdicciones; si consideramos que debemos seguir haciendo lo mismo, sin cambios de actitud y de gestión en los despachos, así no se puede cambiar y tampoco mejorar el servicio.



La institución ha invertido mucho en tecnología, capacitación y en aceptar proyectos de apoyo para mejorar las jurisdicciones. Sin embargo, con las actitudes que se han venido manifestando en el Tribunal, no se puede, ni se logran los cambios para mejorar la gestión del servicio de justicia. Considero que esto hay que verlo con mucha seriedad y si hay que discutirlo, como indiqué supra, en un foro con especialistas, en mí condición de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Laboral, estoy totalmente anuente a que discutamos este tema (la oralidad en los fallos) y que escuchemos razones y sobre todo propuestas para mejorar. Estoy convencida que si no se da un cambio de estrategia y en la gestión, difícilmente se logra cambiar los resultados que hemos obtenido hasta la fecha. Hemos visto en otras áreas, como en familia y pensiones, que hubo resistencia para la mejora mediante proyectos con nueva gestión de los servicios. El primero, que se inició fue en Alajuela (liderado por la Magistrada León), vimos que no todos estaban de acuerdo en pasar a ese nuevo proyecto, sin duda fue un reto, pero sólo cuando asumimos retos con seriedad y entusiasmo se logran los objetivos. De lo contrario vamos a seguir haciendo lo mismo, es decir, más de lo mismo y no habrán resultados positivos.”   



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece que si nosotros aceptamos ir a un foro a volver a discutir lo que ya durante tanto tiempo hemos dicho sobradamente acá, sobre si vamos a ir por la oralidad o no, es volver otra vez atrás. Esa propuesta de la Magistrada Varela realmente no me gusta, considero que ya nosotros tomamos una determinación y vamos a ir por la oralidad y es más le dijimos a la Sala Segunda que nos presentara un proyecto que ya está en la Asamblea Legislativa para optar por la oralidad en los procedimientos. Lo mismo se hizo en la materia civil y agraria, y estamos haciendo experiencia en todas estas materias para continuar en el tema. Creo que muy probablemente aquí hayan excusas, el cambio se nos dificulta a las personas, por ahí después viene un tema planteado por el Tribunal de Pérez Zeledón en el mismo sentido y tomando como base lo señalado por este Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José. Yo les dije que no quise oír la grabación que nos mandaron, en donde se dice que el audio contiene interferencias que impedía escuchar con nitidez la sentencia, para no meterme en la discusión del caso concreto, pues estimo que nosotros debemos señalar las reglas generales. Primero, que esta Corte ha decidido ir por la oralidad y que vamos a continuar por ese camino. Segundo, que hay protocolos que cumplir, y si el equipo no está funcionando bien, corresponde a la administración darle un buen funcionamiento. Que si la gente -como ellos dicen- no ha sido capacitada, tenemos que capacitarlos para que lo hagan. Además ellos nos vienen diciendo que en la Sala Segunda se resuelven los temas que vienen de seguridad social de manera oral y en el Tribunal también de manera oral, pero que ahí se levanta un legajo y se devuelve en un documento. Considero  que si el Tribunal quiere proceder de esa manera, bien lo podría hacer al igual que lo hace lo Sala. Lo que no entiendo es por qué si en el juzgado se dicta la sentencia oralmente, ellos tengan que anular el por tanto para que le manden la sentencia transcrita por escrito. Deberíamos de disponer que se revisen los equipos de grabación, capacitar a los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente, indicarles que deben cumplir con los protocolos y darles las herramientas necesarias para oír las audiencias en sentencia, que es otro tema que ellos vienen ahí señalando que no tienen los equipos correspondientes. Si es de proceder como lo hace la Sala Segunda, pues me parece que es ejemplo que la Sala les ha dado y que bien podría aplicarse por resultar una segunda instancia, pero la Sala no ha procedido a anular porque las sentencias les vengan oralmente, pues de la misma manera deberían de actuar ellos. Me parece que debemos de señalar, sin lugar a dudas de que estamos optando por la oralidad”.



Interviene el Magistrado Vega: “Este tema me parece que es de la máxima importancia porque plantea justamente uno de las grandes debates que en esta Corte se han venido generando a lo largo de los últimos años y es el que está sustentado justamente en abandonar el camino de la escritura para acoger el camino de la oralidad y sobre todo atendiendo a las buenas experiencias de algunas jurisdicciones como la penal. Experiencias valiosas que también han incorporado el concepto de expediente electrónico como la misma Sala Constitucional y algunas otras experiencias como en el tema de los cobratorios en materia laboral. Creo que aquí hay un tema de fondo que esta Corte tiene que analizar y fijar una posición, respecto a definir la utilización de la oralidad como una forma de tramitar los procesos y utilizar las herramientas de trabajo de cara al impulso de la oralidad, si esto realmente es un tema procesal estrictamente o no. Me refiero a si es un tema de carácter procesal, porque si así lo fuera, habría que definir si el tomar decisiones de esta índole podrían estar afectando el principio de independencia judicial. Sí entendemos que el principio de independencia del juez no se está afectando a partir de la decisión que esta Corte pueda tomar con respecto al uso de mecanismos para generar la producción de sentencias. Entonces, valga la oportunidad para decir que los protocolos o las buenas prácticas o todas las reglas que nosotros podamos establecer deben ser de carácter obligatorio, deben ser de cumplimiento obligatorio para todos los tribunales y juzgados del país, sobre la base de la existencia de una política institucional dictada por el Órgano jerárquico que es esta Corte. En la nota que envían los compañeros y compañeras jueces del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial San José, están cuestionando la existencia de un protocolo diciendo que no es aplicable de forma obligatoria, o sea que si ellos consideran que la oralidad no se aplica a lo laboral, pues sencillamente no se aplica a lo laboral. No es cierto que sea un fallo únicamente el que han anulado porque el audio estaba defectuosa, pues han anulado más de una sentencia y lo han hecho expresamente porque no comparten el tema de la oralidad, en buena hora o en mala hora, y si no lo comparten es donde este Poder Judicial queda en un predicado que a mí particularmente en lo personal me preocupa, porque cuál es el mensaje que le estamos enviando nosotros a este país después de haber invertido miles de millones de dólares en compras de equipos para implantar sistema de oralidad y viene un Tribunal de la República a decir que la oralidad no se aplica porque es contraria a la ley y que si se aplica la Corte no los puede obligar porque se les estaría violando el principio de independencia del juez. Estimo que el tema es de debate profundo, hay que analizarlo y definirlo, pero pareciera que a estas alturas del partido cuando ya llevamos tanto tiempo de estar avanzando en esta dirección, que vengan dos Tribunales del país, porque no es solo el Tribunal de Trabajo sino también el Tribunal de Pérez Zeledón, con razón o sin razón,  no lo sé, a decir que el tema de la oralidad no le es aplicable porque de acuerdo con la normativa procesal que rige la materia lo que debe hacerse es omitir sentencias basadas en la escritura, entonces considero que eso es lo que debe de generar una profunda reflexión y un debate importante a nivel de esta Corte. El definir reglas generales para la oralidad -me parece que es una de las propuestas que hacía el Magistrado Mora- no solo están establecidas en muchos códigos procesales de las distintas jurisdicciones, sino que son reglas que han estado basadas en el desarrollo de los planes estratégicos y de la definición de los grandes objetivos institucionales sobre todo cuando tomamos decisiones presupuestarias para la compra de equipos de audio y de video. Yo no sé señor Presidente, compañeros y compañeras Magistradas si tenemos que hacer un alto en el camino y revisar qué es lo que estamos haciendo y cómo lo estamos haciendo, pero si es necesario hacer ese alto en el camino para no solo revisar los equipos y ver si están funcionando bien o no, lo cual casi pareciera increíble que un órgano de esta naturaleza tenga que tomar un acuerdo en ese sentido, cuando se supone que son bastante nuevos y que deben de funcionar bien y si no funcionan pues se arreglan o se cambian. El tema no es ese, sino lo que tiene que funcionar es la política que se defina a nivel global y que tiene que ser coincidente con la norma, con los códigos procesales, y debe ser acorde con un criterio de si realmente nosotros detrás del impulso de la oralidad lo que estamos promoviendo es una forma más sencilla, eficiente y rápida de poder producir los resultados esperados para tener una justicia más eficiente. Me parece que por ahí viene el tema, si ustedes leen la sentencia que fue anulada por el Tribunal, se dan cuenta de que los fundamentos que se dan, no solo van dirigidos al tema de la dificultad del audio, sino mucho más allá, cuestionan el tema de la oralidad, los fundamentos dicen que de acuerdo con el artículo 155 del Código Procesal Civil las sentencias deben de dictarse en formato escrito, y el Tribunal dice que ese protocolo de oralidad aplicado en la materia laboral y el protocolo de oralidad en materia penal y todos los protocolos de oralidad no son vinculantes y no se les aplican a ellos por el principio de independencia. Ahí es donde está el debate y creo que esta Corte tiene que asumir una posición concreta y definir los derroteros por los cuales vamos a caminar todos y todas y ponernos de acuerdo en las partes en que haya que ponerse de acuerdo, recoger velas donde haya que recogerlas, replantear cosas donde haya que replantearlas, pero que de una vez por todas realmente podamos encontrar una unidad de discurso para exteriorizar al país sin tener que hacer el ridículo. Una de las usuarias afectadas en este proceso, esperó no sé cuanto tiempo (años o meses) para que le dictaran una sentencia de segunda instancia y después de que le dictan la sentencia de primera instancia, se la anulan y le dicen que se la anulan porque fue dictada en forma oral, entonces la usuaria se va a la Contraloría de Servicios a plantear el reclamo porque dice que no entiende como en el Poder Judicial por un lado nosotros pregonamos el tema de la oralidad y por otro los Tribunales no le hacen caso a la Corte y dictan la nulidad de las sentencias de esa forma. Considero que es importante –repito- tratar de analizar bien que es lo que está pasando, abrir los espacios que sean necesarios si es que es necesario abrirlos, ya sea de discusión o de análisis y si no es necesario porque tenemos las cosas muy claras y bien definidas, pues entonces decirlo en la forma en que haya que decirlo para que no se den este tipo de situaciones. Eso es parte de lo que siento que es realmente urgente y necesario, eso sin añadir otros elementos. Resulta que viene la usuaria y presenta un reclamo porque el Tribunal le está resolviendo de determinada forma y entonces va a la Contraloría de Servicios y este despacho le pide información al Tribunal y el Tribunal le dice “no le damos información a la Contraloría de Servicios porque la Contraloría no se tiene que meter en este Tribunal  y nosotros no le damos información a nadie”. Ese es otro tema que viene en la agenda y que lo he planteado pidiéndole a la Corte que haya una definición sobre las potestades y las competencias de la Contraloría de Servicios, porque hay Tribunales de la República en cuenta este, que consideran que estos órganos del Poder  Judicial no pueden ni siquiera solicitarles información. Creo que es un momento importante para que tomemos las definiciones que haya que tomar y para dejar bien clarificadas las cosas y si es necesario replantearlas.



El  camino hacia la oralidad es muy claro que ha venido dando resultados y que hasta el momento no hay evidencia alguna por lo menos desde mi punto de vista para tener que cambiar los esfuerzos que se han venido impulsando, que se han venido haciendo en esta dirección. Parece que queda pendiente un tema que yo entendí que en algún momento se iba a tocar en esta Corte, es el tema de la escritura de la sentencia o no, pero bueno, yo no sé si es lo que está motivando en alguna medida parte de los reclamos de los compañeros y compañeras jueces del Tribunal, pero por un lado hablamos de cero papel, de expediente electrónico y por otro lado hacemos esfuerzos en direcciones que van opuestas y el mensaje que le mandamos a la ciudadanía es confuso, es un mensaje que efectivamente deja en tinieblas algunas cosas. Vean ustedes que al final del oficio que mandan los señores y señoras juezas del Tribunal, dicen varias cosas, en el punto b): “Que el Tribunal no cuenta con herramientas tecnológicas” Yo no sé si eso será cierto, porque acaba de pasar el proyecto de USAID en ese Tribunal, y precisamente uno de los grandes aportes que se supone recibió el Poder Judicial fue el haber dotado de todas las herramientas tecnológicas para poder trabajar eficientemente en el tema de la oralidad. Continúa el Tribunal refiriendo “A la fecha no se ha brindado capacitación a jueces y a juezas ni al personal subalterno” Bien lo puede decir la Magistrada Varela y el Magistrado Aguirre, pero hasta donde yo tengo entendido les han dado capacitaciones de capacitaciones en el tema de oralidad, con lo cual entonces estaríamos frente a otra falsedad. El punto d) dice: “ausencia de fuerza normativa del protocolo de oralidad” Vea Magistrado Arroyo no es que no se haya tomado en cuenta o considerado el protocolo de oralidad en materia penal. Hasta donde yo tengo entendido no participe en la redacción de este protocolo de oralidad para la materia laboral, pero se tomó como modelo el penal, pero el tema no es de que el protocolo esté bien hecho o mal hecho. El tema es que los jueces argumentan que esos protocolos no tienen fuerza normativa frente a las normas procesales de orden público que son de acatamiento obligatorio, aquí simplemente lo que falta es que pongan lo que estaba diciendo al principio de mi intervención referente al tema de independencia del juez, que en el fondo se está planteando aquí. Las normas procesales de orden público son de acatamiento obligatorio y los protocolos de oralidad que hace la Corte pues nosotros los vemos ahí, los respetamos, pero no los cumplimos,  estimo que ahí hay que definir un tema. Por otro lado dicen al final “rogamos que ante tanta incertidumbre nos aclaren como debemos proceder a la hora de resolver estos asuntos que el Juzgado falla en forma oral y digital con soporte electrónico del cual carecemos en segunda instancia” Esa es la petitoria Presidente, Magistrado Mora, yo no sé si hay tanta incertidumbre y si realmente los compañeros y compañeras jueces carecen de este soporte informático para poder exigirles entonces que cumplan o no con una determinada forma de trabajo. Si eso es así, hay que darles la razón y decirles “señores disculpen aquí pareciera que no estamos muy cuerdos y estamos tomando decisiones un poco a la ligera”, pero si tienen los instrumentos de trabajo, sí fueron capacitados, sí participaron en la redacción del protocolo, etcétera, etcétera. Entonces lo que queda realmente en el tintero como discusión de  fondo, es si es un tema de independencia judicial o no”.



            Expresa la Magistrada León: “Compañeros y compañeras. Yo creo que aquí hay que mantener la calma y hay un trasfondo real que no vamos a desconocer. Este tema ha trascendido a la prensa y eso nos afecta a todos como Poder Judicial y así como en el tema del Contencioso, esta Corte después de que nos encargó al Presidente, Magistrado Mora y a mí, que tuviéramos a cargo una negociación de traslado, después hizo radicar la competencia donde correspondía, que es precisamente la Comisión de lo Contencioso. Me parece que en este caso hay un filtro que tenemos que respetar, que es la Comisión, pero por la crisis que se presentó y que es distinta a esta y que se refiere al tema de GICA, se creó una Comisión ad hoc, integrada por los Magistrados Aguirre, el Presidente, Magistrado Mora y yo, quienes íbamos a tener a cargo esta transición. Considero que es ahí donde corresponde entrar analizar estos puntos, no veo a la Corte diciendo “la sentencia está bien o mal”, como ya lo planteó el Presidente, Magistrado Mora, tampoco la veo separándose de sus directrices. Esta Corte tiene que tomar decisiones en el tema de la oralidad y decir que la sentencia sea digital, como lo he dicho yo muchas veces, digital no es papel, no quiero decir que seamos enemigos de la oralidad, señalar que las sentencias sean digitalizadas, no quiere decir que atentemos contra todo un proceso y una inversión. Los proyectos iniciaron, y lo pongo como ejemplo, no solo porque fue el primero, sino porque a demás es absolutamente institucional, no hay recursos externos, fue el de Pensiones de Alajuela, y todos los recursos fueron de la institución, tanto tecnológicos, como recurso humano. El proyecto fue creciendo y echamos para atrás, señores con humildad, porque tuvimos que reconocer errores y la idea de un plan piloto, era eso y yo lo dije, no lo llamemos proyecto modelo, denominémoslo Plan Piloto, porque eso permite prueba y error y eso permitió ajustar y reconocer que habíamos fallado y asintió muchas reuniones interdisciplinarias. Entonces, las cosas no se pueden imponer, no pueden ser como lo ven los jueces, no solo de lo laboral, estamos creando un ambiente de “tigre suelto contra burro amarrado”, hay micrófonos, hay prensa, hay respaldos, frente a un Tribunal que se limita justificar a posteriori lo que fue exigido en la prensa. Veamos no el árbol, sino el bosque, tiene mucho más implicaciones, no podemos pelear con un Tribunal cuando hay puentes de salida, cuando hay situaciones que hay que verlas con la cabeza. Sí Magistrada Varela, se ve como una confrontación y de esa forma nos están viendo, cuando aquí se dice que la actitud de ellos es que no quieren, que son rebeldes, que no atienden y no respondemos a los aspectos puntuales que nos están planteando. Considero que el tema conviene bajarle el tono, solucionarlo a lo interno de la institución  y que resida en la Comisión que esta Corte nombró para una transición, que no se originó en la oralidad.



Como un punto distinto y a parte, es que la política institucional de la oralidad ya está definida, no vamos a dar marcha atrás, no vamos a decir aquí sí y aquí no, pero sí es cierto que está pendiente y que yo lo he tocado muchas veces; sentencia oral o sentencia escrita. Sentencia escrita no significa no a la oralidad, sino que es un modelo donde se lee la sentencia y deja el registro escrito, no significa tampoco papel. Tenemos que pensar como país y lo que está pasando con las sentencias orales, pues la gente está pagando para que otros se los digiten y entonces hay 5 y 6 actores dentro de un proceso y 5 y 6 demandados que están haciendo el trabajo que antes hacíamos. Además voy a decirles que en Casación, también estamos digitalizando la sentencia, porque no es posible la revisión de una sentencia oral de muchas horas, para efectos de precisar el detalle.



La oralidad es un tema, la sentencia digital ya lo decía el Magistrado Vega, es otro. Concluyo diciendo, que lamento lo que está pasando con el Tribunal de Trabajo, todos han sido jueces de gran valía, de una trayectoria intachable y el que ellos tengan cuestionamientos, no tenemos de alguna forma convertirlos en jueces rebeldes o resistentes al cambio.



Sugiero que lo mandemos a la Comisión, donde estoy segura, de que podrán encontrar una salida y perfilar que es lo que está pasando, en función de este tema específico. Me parece que la línea de decir oralidad, le corresponde a esta Corte como decisión política, resolver si una sentencia está fundamentada, solventar si el audio permite ver la fundamentación; señores es tema jurisdiccional, y decidir si se anula, porque no se entiende el fondo o porque el por tanto es insuficiente, es tema jurisdiccional.



En la Sala Primera tuvimos una profunda discusión en un tema idéntico, ¿qué hacíamos?, anulábamos, pero si el por tanto ya estaba dictado, y qué hicimos, devolverla para que la sentencia fuera nuevamente registrada, no nuevamente dictada. Pero tuvimos como primera intención decir “hay que anular”, después de una larga discusión, respetuosa, llegamos a concluir que lo que correspondía era eso. Bueno, son estas pequeñas situaciones que nos surgieron en Alajuela y que nos llevaron a ir perfeccionando un modelo que le falta, y que con toda la experiencia que ahora la Magistrada Camacho pueda desarrollar en Goicoechea, venga a enriquecer el otro y el protocolo inicial no sea ni primo hermano del final. Pero este ir y venir de un cambio, de una transformación, en el que tenemos que tener humildad y respeto a todas las partes, incluyéndonos a nosotros, porque ningún favor nos hacen que estos temas trasciendan a la prensa.”



Indica el Magistrado Rivas: “Esta discusión ya la tuvimos en penal, en Contencioso, en Agrario y en Civil. Esto ya fue definido por esta Corte, la cual optó por impulsar el cambio hacia la oralidad y el uso de las tecnologías y fue votado en varias ocasiones en el mismo sentido, optando por la oralidad y por el uso de las tecnologías. Al Poder Judicial lo que le está demandando la ciudadanía es que resuelva sus problemas con prontitud y con calidad. La experiencia nos ha indicado en todos esos programas pilotos, que el uso de la oralidad y las tecnologías en los procedimientos y los trámites más sencillos, nos llevan a lograr mayor velocidad en la respuesta y satisfacción de parte de los usuarios y creo que deberíamos de mantenerlo de esa forma.



La otra situación que se da ahora es en cuanto a los diferentes argumentos que se plasman en la sentencia, que nos mencionaba el Magistrado Vega. En realidad ellos indican que la norma Procesal Civil, establece que la sentencia debe ser escrita, pero el artículo 155 no lo dice que sea de esa forma. No hay ninguna norma en el Código Procesal Civil, que diga que la sentencia tiene que ser escrita. El artículo 155 establece una serie de requisitos para la sentencia, pero no dice cómo se debe dictar esa sentencia, ni que debe ser escrita, no dice si debe ser oral, no lo indica en el sentido de que “esta sentencia debe ser dictada en forma escrita”, señala que debe tener considerándoos, debe tener hechos demostrados, debe tener hechos muy ilustrados, debe tener un análisis jurídico, debe tener un análisis fáctico, debe tener un por tanto, nada más. Pero hay normas dentro del proceso civil, que establecen por ejemplo, que la norma procesal y el Código Civil al aplicarla debe ser interpretándola en forma finalística, porque la norma procesal es una norma instrumental, que debe ser interpretada para tratar de resolver el fondo del asunto, porque es lo que interesa al proceso, resolver el punto y esa es la misión del Poder Judicial. La norma indica que la norma procesal es de orden público y el orden público visto desde el orden privado o público, es precisamente para restablecer el orden en la sociedad y el orden se logra resolviendo el conflicto. De manera que sí queremos aplicar una norma de orden público, como debe ser, interpretándola históricamente, finalísticamente, debería de ser de la manera en que se resuelva el pleito, posponer el pleito, porque tenemos procedimientos que ya cumplieron sus etapas, pues fueron dados para otras situaciones, no es estar resolviendo adecuadamente con lo que exige la norma de orden público que es resolver el problema.



La norma procesal civil también indica que documento puede ser una grabación, una transcripción taquigráfica. De manera, que no podemos decir que cuando en algunas de las normas se indica “documento” quiere decir escrito, no es cierto, por que la misma norma procesal civil refiere, que también es documento una grabación, que también es documento una transcripción taquigráfica, que también es documento cualquier otro contenido que se establezca en alguno de esos nuevos dispositivos USB o DVD para almacenar contenidos. Hay una norma que dice expresamente que las actas y las resoluciones se pueden documentar en forma grabada y explícitamente lo dice el Código Procesal Civil, lo que pasa es que tenemos que adecuarlo, tenemos que interpretarlo, tenemos que acomodarlo a la misma situación, pero expresamente lo dice la norma, que todas estas resoluciones se pueden contener en registros grabados y grabación es precisamente lo que estamos discutiendo acá (grabación o no). Cuando hablamos que si la norma procesal es jurisdiccional o no, ya la doctrina ha empezado a cuestionarse, de si las normas procesales son instrumentos jurisdiccionales o no. La jurisdicción, la autonomía del juez es resolver el asunto en el caso concreto, soberano, independiente, ni intervención. Pero la otra norma es un simple instrumento, una simple herramienta, un simple martillo, si el martillo no sirve, se cambia y esa norma de trámite es una norma instrumental que aquí ya se cuestiona y en una reciente intervención del Magistrado Jinesta, así lo indicó, pero también en alguna de estas capacitaciones la doctora María Eugenia Alegret, Presidenta de la audiencia de Barcelona y profesora de la Universidad de Barcelona, nos dice “nosotros ya hemos determinado que la norma procesal no es una norma jurisdiccional, porque es un simple instrumento”. En dos partes lo que tenemos que establecer es la gestión y el gerenciamiento que hemos estado discutiendo acá y con lo que hemos logrado innovar sin cambios legislativos, porque hemos introducido cambios eliminando fases, las cuales nosotros mismos habíamos creado en forma innecesaria, tanto así que el Código Procesal Civil vigente, tiene una norma expresa que le prohíbe al juez o jueza crear nuevos trámites, porque los jueces habíamos adquirido el mal hábito para posponer la decisión, establecer nuevos trámites que no estaban contenidos en el Código Procesal, lo que ha ido retardado y posponiendo la decisión. Estimo que sí es oportuno retomar esas ideas o discusiones para tratar de establecer de qué manera logramos hacer lo que nos exige toda la gente, que es “resuélvame mi pleito, rápido, pero resuélvamelo”, algunos duran hasta diez años. En la Sala Primera los asuntos nos están llegando diez años después. Como es posible que vamos a seguir discutiendo si una finca es propiedad de “A o B” después de diez años, no es posible, con los instrumentos que tenemos para poder establecerlo, debemos asumirlos, debemos innovar, debemos cambiarlos, debemos interpretarlos, nosotros tenemos la forma de hacerlo e interpretar la norma en favor del fondo, lo hemos estado haciendo en todos estos Tribunales en los cuales se pone en práctica nuevos trámites. Los Juzgados de Flagrancia, que es lo exitoso en este momento, y todos los ciudadanos costarricenses se sienten muy seguros porque ahora tenemos Tribunales que resuelven con prontitud el problema penal, se establecieron sin cambio legislativo y son exitosos y se empezaron a replicar después de que establecimos una Ley, que adecuo y mejoró esa propuesta, pero cuando iniciaron fue sin cambio legislativo y todos los otros juzgados han venido estableciéndose de la misma forma, porque el instrumento es maleable, porque el instrumento puede ser modificable, porque la tramitación puede ser lograda con el mismo objetivo que es simple y sencillamente resolver el problema una vez que presentamos un requerimiento, hay que ir en el menor tiempo posible al final de esas solicitudes, que es “resuélvanme mi pleito”, para poder continuar yo trabajando y creando riqueza.



Adiciono a lo que se está discutiendo, que la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica ya resolvió que la oralidad y el uso de las tecnologías son apropiados. Esa experiencia no ha significado cambios legislativos. La Ley no indica expresamente que la sentencia deba ser escrita, es más, las normas procesales laborales señalan con más claridad que el procedimiento en la vía laboral debe ser verbal, expresamente lo dice. La experiencia de los Tribunales de Menor Cuantía en la materia laboral, que son completamente orales y están al día, resuelve en seis meses. Entonces, en esa materia tampoco es ajeno el uso de la oralidad, desde luego que tenemos que tener como lo han indicado los señores Magistrados un periodo de acomodo, de receptar todas estas nuevas formas de hacer las cosas. Pero la satisfacción de las personas, por ejemplo de esta señora que le resuelven su asunto en forma oral, se queja no porque se la resolvieron oralmente, sino porque se lo anularon y la justicia que había obtenido, se la retrajeron otra vez abajo. En ese sentido, considero que deberíamos de continuar impulsando y teniendo estas discusiones para definir el tema. Algunas experiencias en la justicia agraria, en donde el Tribunal con la misma normativa que los jueces laborales interpretan de una manera, los jueces agrarios la aceptan o resuelven con mayor prontitud.



Señores Magistrados y señoras Magistradas, considero que tenemos que continuar en ese mismo camino, porque ya está definido y ha sido realmente el que más ha logrado acercarnos, desde el momento de la demanda hasta la resolución del conflicto y es en el que hemos visto que estamos cumpliendo realmente lo que nos corresponde a nosotros, que es resolver con prontitud y calidad estos asuntos.”       



SALE EL MAGISTRADO CHINCHILLA.



            Expresa el Magistrado Arroyo: “Estimo que esta Corte ya ha tomado una decisión política a favor de la oralidad y que claro está que son los aspectos secundarios los que tienen que irse definiendo de conformidad con la experiencia y las características de cada jurisdicción. A mí no me cabe la menor duda de eso y el llamado un poco a la prudencia y al conocimiento que cada sector tiene de sí mismo, pues podrá ir definiendo las cosas. A veces nos engañamos y creemos que el tema de la oralidad es una cosa relativamente reciente y hace un instante conversaba con el Magistrado Ramírez que los jueces penales ya en los años setentas, una gran cantidad de asuntos salían inmediatamente después de cerrado el debate con el registro del acta y con la decisión del juez o jueza que era emitida ahí inmediatamente, ni siquiera se tenían registros de voz, se trataba del caso relativamente sencillo, la mayoría de ellos de citación directa, en el cual el juez o jueza penal recibía la prueba e inmediatamente dictada la sentencia. Cómo es posible, si nosotros hace treinta o cuarenta años podíamos hacer eso,  y ahora resulta todo un tema de discusión, cuarenta años después con los recursos tecnológicos que tenemos. Considero que hay que verlo con sumo cuidado, porque en el fondo y yo lo digo con mucho respeto, sigo entendiendo que hay importantes resistencias y en eso estamos de acuerdo con los compañeros de la Sala Segunda los cuales han expresado su preocupación al respecto. Dicho esto, si creo que la forma en que los cambios se van implementando también son importantes, y aquí es donde hay que retomar el consejo que también se nos ha dado de ser prudentes y de ir enfrentando estos desafíos de la manera más adecuada posible. Es feo ponerse de ejemplo, pero la jurisdicción penal es la más amplia, la más compleja, y la que cuenta con cuadros medios más calificados en este país. Es decir, hay que ver nada más la calidad de los jueces de juicio, los jueces de casación, ahora de apelación que han tenido en los últimos tiempos, son personas de mucha formación, de mucho criterio, y lo que yo me preguntaba es si nosotros en la jurisdicción penal bien que mal hemos podido negociar estos cambios, no encuentro por qué razón no se puedan hacer en otros. Si a mí me dicen que volvamos a la sentencia escrita en todos los casos, es un retroceso. Es mucho más fácil para el contralor superior y eso no me cabe la menor duda, pero es un retroceso no con respecto a lo que teníamos hace tres o cuatro años, sino a lo que teníamos hace cuarenta años. Entonces, por favor pongamos las cosas en perspectiva, sepamos que las transformaciones se tienen que ir haciendo paulatinamente de conformidad con las condiciones de cada jurisdicción y de las circunstancias y de la calidad del cambio. Por supuesto, que a penal se le puede facilitar  la transición en la medida en que ya hemos ido dando pasos desde hace décadas, en otras jurisdicciones será más difícil el cambio, porque no están acostumbrados más que a un cierto estilo de emitir decisiones y de controlarlas. Así es que llamo la atención en el sentido de que no retomemos la discusión sobre la oralidad, eso es una política pública del Poder Judicial y de lo que tenemos que ocuparnos es de la forma prudente, convincente, negociada, no hay otra vía para poder ir aplicando los cambios correspondientes. Me parece que esa es la única opción que nosotros tenemos, porque la vía de la imposición o de la confrontación, peor aún la vía de la discusión pública a través de los medios de comunicación, es el peor de los escenarios. Nosotros tuvimos no solo en este tema, sino en muchas otras serias resistencias a las propuestas de cambio que como Sala o como Comisión de Asuntos Penales o como Corte hemos impulsado en materia penal. Sin embargo, por dicha nos hemos librado tanto por la prudencia de los jueces, como de la cúpula judicial de no ventilar esto públicamente, porque en ese debate yo no creo que se trate de que alguien salga ganando, lo contrario considero que todos vamos a salir perdiendo. Quiero dejar dicho esto para ver si es necesario retomar alguna discusión en este tema sobre la base de que la oralidad es una política pública ya discutida y aprobada, y sobre la base de que tenemos que traer aquí los problemas derivados que en todas las jurisdicciones los hay para poder darles solución. Si ustedes me preguntan cuáles son los problemas más serios que nosotros estamos enfrentando en materia penal, pues no está clara la línea de que es un asunto complejo, que debiera ser sentencia escrita con los matices que la Magistrada León le ha dado o cuáles son los casos, esa gran mayoría de asuntos relativamente sencillos que pueden pronunciarse oralmente. Otro gran tema es que no están los jueces del país suficientemente preparados y hay audiencias de medidas cautelares hasta dictados de sentencia excesivamente largos y complejos. Se ve que no hay una destreza en los jueces para sintetizar, para decir estos son los elementos de prueba, este es el fundamento que yo les doy, y esta es mi decisión, no se pasan yendo y viniendo sobre uno y otro testigo, sobre uno y otro documento, pero eso es un tema operativo de capacitación que tenemos que detectar, para contar el día de mañana con jueces que tengan  suficiente capacidad de síntesis y de poder expresarse con claridad y calidad a la hora de valorar la prueba,  de darle fundamento a la decisión y tomarla. Esto es un problema que viene a ser resuelto con el tiempo y la experiencia, pero no echando para atrás, porque yo ahí si realmente me preocuparía. Sé que estamos de acuerdo aquí la mayoría  de nosotros porque este es un viejo tema, no es de ahora, hace muchas décadas, por lo menos la jurisdicción penal lo ha tenido que ir enfrentando”.



            Dice la Magistrada Pereira: “Yo no voy a volver sobre lo que ya se ha hablado en forma abundante, pero si quiero que tomemos en cuenta que en la nota que se ha enviado se nos está diciendo que el Tribunal carece del equipo electrónico que tiene el juzgado, y tal vez de esto si debemos de dar cuenta para que la administración suministre los equipos. En lo demás, sería reiterar las políticas que la Corte ya ha tomado en su oportunidad, pero en ese aspecto sí deberíamos de llamar la atención a la administración para que les provea lo que se requiere para que no tengan ese problema”.



Prosigue la Magistrada Varela: “Quiero hacer una pequeña recapitulación, porque como se ha indicado, hay que llevarlo ordenadamente, con prudencia y humildad. Déjenme decirles que nada de eso ha estado ajeno en este proceso, y les voy a recordar los antecedentes. Cuando esta Corte aprobó y autorizó a todos los jueces y juezas del país, que quisieran aplicar la oralidad, recordarán que en mi condición de Coordinadora de la Comisión dije que en laboral no la íbamos a aplicar, mientras no se contara con un protocolo de oralidad y no se diera la capacitación a quienes procederían a aplicar la oralidad. Dicho lo anterior, queda claro que se procedió de esa manera. Segundo, en el proceso de elaboración del protocolo se le dio participación a quienes integraban el Tribunal, unos más otros menos, estuvieron presentes en el proceso. Se trajo un experto que nos habló sobre el tema de la oralidad y, hasta donde entiendo, la oralidad sirve para agilizar la resolución de los casos, amén de lograr la inmediación y la concentración, porque una vez estudiado el asunto, recibe la prueba, quien juzga tiene el encuadramiento jurídico del caso y el conocimiento fundamental para dar la resolución y decir por qué se está resolviendo como se hace, obviamente me refiero a los contenidos que ha de tener la fundamentación que se registra en forma de audio, para lo cual tenemos normativa, a lo que se ha referido ampliamente el Magistrado Rivas. Me permito recordar lo que establece el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto al tema de la validez, porque los integrantes del Tribunal vienen señalando que no hay norma. Quiero aclarar que no tengo ningún interés en tener enfrentamiento con nadie, menos con los y las integrantes del Tribunal, a quienes les tengo mucho aprecio y mi intención, como Coordinadora de la Comisión y como integrante de la Sala Segunda, es buscar una solución ágil para los asuntos que se tramitan en el Segundo Circuito Judicial de San José. Las cosas hay que hablarlas claramente; y debo reiterar que en este proceso se ha dado participación a los integrantes del Tribunal, si les parecía que este protocolo les iba a afectar directamente en su funcionamiento debieron señalarlo y puedo asegurarles que todavía no tengo ninguna gestión en ese sentido.



En segundo lugar, al Tribunal no se le está pidiendo -aunque sería lo ideal- que procedan en el trámite de las apelaciones como se está haciendo, voluntariamente, por parte del Tribunal de Cartago, donde se está dando una respuesta en la misma línea que se está haciendo en el juzgado, cuando la apelación se presenta en forma oral. El Tribunal señala en el punto quinto, que en la Sala Segunda cuando les llega un caso tramitado en forma electrónica y con oralidad, se digita la sentencia, a lo que debo aclarar que se procede de esa forma porque todavía no tenemos el escritorio virtual, pero ya estamos en el proceso de capacitación, el Magistrado Aguirre puede dar fe sobre el avance de ésta. En el tema de los equipos, déjenme decirle que no es cierto que no tengan el dispositivo para leer los discos compactos; si eso se ha dado es porque no se han querido capacitar sobre la forma de ponerlos a funcionar. El año pasado se le informó al Coordinador que se les iba a capacitar en escritorio virtual y que debía coordinar con doña Kattia Morales, nos encontramos con excusas para postergar  la capacitación, no insistí porque una de las razones dadas era que estaban en el proceso de acreditación. De manera, que no ha sido falta de diligencia de la Comisión de la Jurisdicción Laboral en darle la oportunidad para que pudieran entender cómo podían entrar revisar la carpeta digital mediante escritorio virtual y la escucha de la sentencia. La idea es que toda la jurisdicción laboral vaya en la misma línea, primera instancia, segunda instancia y la Sala. El proceso de cambio ha sido comunicativo, no se ha impuesto como al parecer se está entendiendo, lo que significa una mala interpretación del proceso, nadie les está imponiendo nada, ha sido un proceso ordenado, con buena divulgación, incluso a nivel externo. La reacción, a última hora, de echar marcha atrás, no obedece a falta de comunicación y de participación, sino  a otra cosa, estimo que es una reacción a otros hechos; hay que decirlo, las cosas se dicen claramente, con transparencia. Recordemos que en setiembre y octubre del año pasado, el Tribunal pidió a la Comisión que les autorizáramos a no conocer los asuntos que tenían en apelación en escritorio virtual y con oralidad, porque estaban en el proceso de acreditación y una vez que terminaran la primera etapa entrarían a conocer de esos casos. Se les dio la autorización porque me pareció que las cosas andaban bien, pero cuando entraron a conocer fue cuando se dieron esas reacciones (exigencia de digitar los fallos dictados en forma oral y nulidad de algunos casos) estas reacciones, por supuesto que generaron preocupación, a mí y a todos ustedes les tiene que preocupar lo que está pasando, y más aún a mi en  mi condición de Coordinadora de la Comisión. Me preocupa porque se trata de un mensaje negativo, desde mi punto de vista no puede verse de otra manera que el tema haya incidido  en el Tribunal de Pérez Zeledón, al grado que en un punto que viene en agenda, ese despacho dice que no  debe aplicarse la sentencia oral y que procede  tal y como dijeron en el Segundo Circuito Judicial de San José. Que interesante, resulta que en el tema que planteaba el Magistrado Arroyo, en el sentido de que hay resistencias, que más claro que uno de los votos de la Sala Constitucional, donde en penal hicieron todo un elenco de supuestos vicios de nulidad sobre la sentencia oral en esa materia, tratando con ello de que no se aplicara en penal; por Dios, está más que clara la resistencia a la sentencia oral pues, aún en penal -siendo la materia de la que se trata y teniendo tantos años de capacitación-, ahora vinieron haciendo esa resistencia, hablando de ilegalidad, indefensión; ahora resulta que son los más abanderados de la defensa de las personas usuarias, en el caso del Tribunal de Trabajo,  de los trabajadores, eso es bueno, y estimo que la oralidad no riñe con la tutela efectiva de las personas trabajadoras,  hay que actuar para que la defensa y las resoluciones salgan rápido. Soy de las personas que  tiene claro que me puedo equivocar, y me equivoco como cualquier ser humano, pero no considero conveniente tener una actitud negativa hacia los cambios para mejorar, hay que ser proactivo; de manera que si tengo problemas con el sistema de gestión, busco la ayuda para solucionarlos. Si tengo problemas con las máquinas porque no están funcionando bien,  busco la solución.  No he recibido en la Comisión, Magistrada Pereira, una sola comunicación del Tribunal diciéndome que tienen problemas por ejemplo que me dijeran “mire Magistrada Varela los problemas que nos están dando las máquinas…, no nos quieren capacitar, los equipos no funcionan” Nada de eso, lo que entendí por información de la Administración fue que les habían cambiado los equipos dándoles de última tecnología, de manera que no es ese el problema, y es más, voy a pedirle a la Administración que me envíe los  registros de todo lo que se ha dado al Tribunal, sobre la fecha en que se les ofreció la capacitación en escritorio virtual, lo que ha pasado, para que ustedes puedan tener el escenario completo, porque para mí, que conozco todo el escenario, puedo decirles que se han hechos gestiones a favor del equipamiento y capacitación.



Finalmente, la propuesta que hace la Magistrada León, para que sea la Comisión a la que delegamos para otro tema, sea la que vaya a negociar sobre esta situación, pregunto ¿Es negociable el tema de la oralidad?  Aquí se dijo “No”. Indiqué, que como última instancia, estaba de acuerdo en volver a discutir el tema de la oralidad, porque como dicen, solo los ríos no se devuelven; no obstante reconocer que se trata de un tema cerrado y me alegra que así lo tengan claro todas y todos. La operativización de esa estrategia para mejorar la justicia en todas las áreas, es lo que tenemos que avocarnos a conocer, que todo el mundo se ponga la camiseta y que actué en la línea que le corresponda, los administrativos, los de Tecnología de la Información, jueces y juezas. Hay otra gran discusión de fondo y la formulo bajo la siguiente pregunta ¿A todos los procesos se les puede aplicar la oralidad? o tenemos que seleccionar aquellos asuntos más complicados en los cuales no se aplica la oralidad. Ese es un gran tema y lo dejo planteado”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, SALIERON LOS MAGISTRADOS ARROYO Y ARMIJO.



Expresa el Magistrado Vega: “Quiero explicar un poco mi preocupación sobre el entorno a la discusión de fondo sobre el tema de independencia judicial. Yo no he estado de cerca en ningún momento de lo que ha sido el proceso de implantación de la oralidad, pues eso les ha correspondido fundamentalmente a la Magistrada Varela y al Magistrado Aguirre, como contraparte del proyecto de USAID. Pero donde sí hay una preocupación importante es en el momento en que empezamos a recibir noticia de que hay sentencias anuladas por parte del Tribunal -ahora vamos a ver con qué fundamento- a sabiendas de que el Juzgado de Seguridad Social ya ha emitido aproximadamente mil fallos en formato oral y digital. ¿Cuál va  hacer la suerte de esas sentencias dictadas por el Juzgado de Seguridad Social?, si el Tribunal está dando signos de que está anulándolas. ¿Cuál va hacer la suerte que van a correr las sentencias dictadas en forma oral y en formato digital, por la Sección del Juzgado de Trabajo de Goicoechea?, que está trabajado con base en esos formatos y que ya tiene cientos de sentencias dictadas. Ahí es donde me parece que el tema se convierte en un tema de gran interés institucional y por eso es que esta Corte debe de tomar medidas.



Quiero que ustedes analicen el contenido de esa resolución, para ver si la fundamentación de las nulidades va dirigida a problemas estrictamente de audio o si es un tema que involucra aspectos de fondo en cuanto al derecho. En razón de lo anterior, el tema se vuelve más sensible y delicado porque involucraría eventualmente un tema de independencia del juez. Dice el considerando tercero: “Este Tribunal tiene conocimiento de los importantes alcances de las resoluciones de la Sala Constitucional, relacionadas con la aplicación de las nuevas tecnologías utilizadas en el Poder Judicial, entre otros con fines ilustrativos, pueden citarse la número 17955 del 07, 3317 del 09 y la 8411 del 2011, no obstante lo anterior y además sin restarle valor de primer orden, que la oralidad tiene en el proceso laboral y sin demeritar los invaluables esfuerzos que la Comisión de la Jurisdicción Laboral de la Corte Suprema de Justicia y los propios juzgadores de primera instancia han desplegado en los últimos años, con el fin de humanizarlo y de esta manera hacer respetar la dignidad de los trabajadores y trabajadoras, al pretender convertirlo en uno más celebre y expedito, en ejecución del libre propósito de lograr el cumplimiento del imperativo constitucional de una justicia pronta, es lo cierto que el régimen de concibo imperante en esta materia, dentro del lenguaje oral, aún subsiste la práctica escrita. Ello obedece a que legalmente se mantiene la exigencia formal del fallo plasmado en un documento escrito, lo que implica que para su conservación en el tiempo y en ausencia del juzgador o juzgadora, debe ser dictado dentro del sistema gráfico de nuestra lengua materna, por medio de signos trazados y textualmente grabados en expediente electrónico que además permite su reproducción digital, lectura e impresión en un soporte físico o en papel, según se expresó supra en el caso bajo estudio del Juzgado de Trabajo, omitió la redacción completa y por escrito de la sentencia Nº 90 del 2011, emitida de las tales horas del 25 de agosto de 2011, la cual fue sustituida por una resolución grabada oralmente en un soporte digital o DVD, esta situación a su vez a impedido que este órgano de alzada, no haya podido escucharlo con plena nitidez , en general todas esas circunstancias infringen el derecho a la defensa, el debido proceso y el principio de seguridad jurídica, al impedir examinar con claridad y amplitud los agravios de la parte recurrente. No obstante, que se ha podido apreciar que las consideraciones de fondo quedaron respaldadas por el sistema de grabación y están registradas mediante audio la normativa procesal no ha variado, la sentencia de documento que se echa de menos, se entiende como la pieza procesal escrita y suscrita por el juzgador de primera instancia que contiene el texto integro de la decisión emitida, el que a su vez debe cumplir con una serie de requisitos exigidos por la norma antes citada para que tenga validez, eficacia y fuerza vinculatoria, por ser una norma procesal que, según el artículo V del Código Procesal Civil, es de orden público consecuentemente de obligatorio acatamiento, tanto por el juez como por la partes, la cual es de aplicación en esta materia por remisión del artículo 452 del Código de Trabajo. En conclusión, dado que la sentencia bajo estudio fue dictada únicamente en forma verbal y en el expediente electrónico en forma escrita, solo aparece en el por tanto, ante la advertencia por este órgano de segunda instancia, se concluye que este vicio causa indefensión a las partes, resulta violatorio el debido proceso, por lo que no queda otra alternativa que devolver el asunto al Juzgado de Trabajo de origen, para que el a quo proceda en forma fidedigna y completa a transcribir el fallo dictado oralmente. Por último, habrá que recordarle a la a quo, que según la circular del Consejo Superior adoptada en sesión tal celebrada …, se ha dispuesto comunicar a todos los juzgadores la obligación de dar prioridad de los asuntos de reposición, de diligencias etcétera. Por tanto, por estar incompleta se anula la sentencia.”



Como pueden ver hay un conjunto de elementos en esa resolución que hacen que el tema no sea tan sencillo para efectos de análisis. Por eso, es la preocupación y nosotros lo que vimos en Sala era hasta donde este es un tema que puede estar dentro de los límites o no de la independencia judicial o hasta donde entonces entendemos que la independencia no estaría afectada por este tipo de situaciones.”



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO VEGA, ENTRÓ EL MAGISTRADO ARROYO.



            Interviene el Presidente, Magistrado Mora: “A no ser que la Corte disponga lo contrario, creo que no debemos abrir una discusión sobre este fallo, porque no somos el Tribunal competente para hacerlo. Estimo que como un ejemplo dado por el Magistrado Vega, podríamos tenerlo, pero abrir una discusión sobre ello, no es materia propia de esta Corte, a no ser que se disponga lo contrario.”



            Continua el Magistrado Vega: “No pretendo abrir un debate sobre el fallo ni mucho menos. Lo que quiero decir es que hay argumentos en esa resolución, que por lo menos a mí me hicieron meditar mucho y pensar que el tema es bastante complejo, bastante profundo. Hay otra resolución, no es esta, en donde se refieren al protocolo y expresamente manifiestan que el protocolo no es de acatamiento obligatorio. Lo que me preocupa es que si hay aspectos de fondo, frente a políticas institucionales, algo debemos intentar hacer, porque el resultado de esta contradicción es lo que genera graves perjuicios para las personas usuarias. Estimo que en esa dimensión tenemos que abordar el tema, me satisface mucho que haya claridad y repetición de forma reiterada de las políticas públicas de esta Corte, si damos por sentado que eso es así, entonces reafirmar lo que haya que reafirmar, revisar lo que haya que revisar y corregir lo que haya que corregir. Las dudas que ha planteado la Magistrada León en forma sistemática sobre el tema de la sentencia escrita, no sé si ese es un debate acabado o no. Para mí no lo es y creo que se debe tener y definir, porque de lo contrario frente a la imprecisión o la indefinición es que seguimos generando ese tipo de situaciones. Entonces, no se trata por supuesto de generar confrontaciones innecesarias ni mucho menos, es respetar las posiciones que haya que respetar y decidir lo que haya que decidir desde un punto de vista institucional. Esa es la preocupación por lo menos en lo que a mí respecta y no tengo mayores elementos de oficio, para saber si el fundamento que expresan los señores jueces y las señoras juezas en la nota es cierto o no, con base en todo lo que se ha hecho, pero de cara a las personas usuarias, si elevo la preocupación y la exteriorizo ante esta Corte, porque me parece que no es el mensaje que este Poder Judicial debe estar enviando a la ciudadanía”.



Manifiesta el Magistrado Suplente Ulate: “A mí me parece como decía el Magistrado Arroyo y el Presidente, Magistrado Mora, que es un tema en el cual ya existe una política del Poder Judicial, pero no solo eso, si se ven los ejemplos concretos de cada jurisdicción, podría darse una solución como la que proponía el Presidente. En materia del Proceso Penal, estaba recordando aquí con los compañeros de las Sala Constitucional, que se ha presentado un caso idéntico, una consulta de constitucionalidad a la Sala Constitucional, por el tema de la sentencia oral y ahí está resuelto el tema, existen directrices, etcétera, que obligan a los jueces acatar esta política institucional. Estimo que cada materia tiene sus propias peculiaridades y necesidades. Ahora nosotros estamos viviendo en el Tribunal Agrario un proceso de transformación importante, porque estamos pasando del sistema escrito al escritorio virtual y no es fácil. En materia de jurisdicción Contencioso Administrativa, se dedicaron unos jueces a lo escrito y otros jueces a lo oral, es diferente la situación. No podemos hacer un cambio drástico, brusco y pretender pasar de un sistema totalmente escrito a un sistema de escritorio virtual, comenzando con técnicas de oralidad en casos poco complejos, eso depende, creo yo del volumen o la cantidad de trabajo que maneje cada Tribunal. En el caso del Tribunal Agrario, yo diría que hemos manejado un volumen bajo, comparado con el Tribunal de Trabajo, o sea que nos ha permitido hacer esa fase de transición. Yo creo que si tuviéramos más de mil expedientes, eso sería prácticamente imposible, todavía por ejemplo estamos sacando asuntos viejos del 2011, y nos comprometidos a terminar este mes, para poder entrar de lleno al escritorio virtual. Creo y no pretendo justificar esta resolución, -repito- ya existen sentencias de la Sala Constitucional que dicen que esas resoluciones son perfectamente constitucionales, ya sí es un  tema de procedimiento, indefensión, sería un problema interno de la jurisdicción o de la valoración del fallo como tal. Considero que hay que reafirmar las políticas institucionales de la oralidad y tomar decisiones particulares de acuerdo a las necesidades y requerimientos de cada materia.”



            Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “En mi intervención anterior hice una propuesta que mantengo. Para señalar que debe la administración revisar los equipos de grabación de los juzgados, capacitar los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente y dar la herramientas necesarias para oír las audiencias y las sentencias. Señalar al Tribunal que puede proceder conforme lo hace la Sala Segunda y debe cumplir los protocolos establecidos. Indicar que esta Corte, ha sido clara en la opción por la oralidad, la que encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente y que además de eso, en el caso no se esta ante un tema en que esté involucrada la independencia del juez. Si les parece tomamos el voto.”



Manifiesta la Magistrada León: “En principio estoy totalmente de acuerdo con lo planteado, pero también creo que el Magistrado Vega, de la exposición que hacía, señalaba algo que también es cierto, que tiene una pequeña diferencia con mi planteamiento, referente al tema de sí la sentencia debe ser escrita o sigue siendo oral, lo cual no quiere decir que no se pueda dictar de manera oral. De hecho nosotros, escuchamos el audio de las sentencias de lo Contencioso, los jueces están leyendo la sentencia y luego cuando la parte dice “entréguemela”, le contestan “que no se puede” y cuando la Sala la tiene que revisar, hay que digitalizarla, porque los jueces no la entregan. Entonces, cuando hemos estado -perdonen que insista- en una audiencia de la Sala con cinco y seis abogados, todos de instituciones públicas y cada cual con la sentencia escrita, porque no van a ir con una sentencia oral a plantear una vista o atender una audiencia oral y nosotros también con la sentencia escrita, ahí es donde yo llamo a la reflexión, la oralidad no riñe con que la demanda sea escrita, la oralidad no riñe con que la contestación sea escrita, por qué entonces riñe la oralidad con la demanda escrita y la contestación escrita, por qué entonces sí riñe con que la sentencia sea escrita. ¿Cómo se ejecuta una sentencia escrita?  ¿Cómo ponemos el exequátur para una sentencia oral. ¿Cómo las ejecutamos? Me parece que es un tema donde hay que reflexionar y mi propuesta, para aprovechar todo lo valioso que tiene la suya, es que la Corte en una sesión “x”, definirá lo de la sentencia oral o lo de la sentencia escrita, porque ciertamente no ha estado definido, tuvimos una votación para la propuesta del Código Procesal Civil, con 12 votos a favor de la sentencia escrita y 6 votos diciendo la sentencia oral. Los compañeros y compañeras que manejan sentencias orales, con el apoyo de letrados, saben las dificultades que esto tiene y también lo acarrea para los jueces de la segunda instancia. Entonces, no es correr por correr, para que el asunto salga en primera instancia, porque lo que ahí se ganó, se pierde en la apelación, porque lo que ahí se ganó se pierde en la Casación y porque lo que ahí se ganó lo perdimos como país cuando la producción de tiempo y papel se multiplicó, según los actores del proceso.



Yo quiero insistir en que el tema de la sentencia oral, no está definido y que de alguna forma es un debate, que ya nosotros lo tuvimos en lo Contencioso y me hubiera gustado que estuviera el Magistrado González aquí, donde los abogados litigantes, públicos y privados, hablaban de la necesidad de una sentencia escrita, no quiere decir que no pueda ser dictada oralmente, no quiere decir que no pueda el juez, como lo vemos en televisión, explicarle a un imputado de que se trata. En las cárceles no se tiene acceso a la tecnología, nuestros destinatarios no son todas personas versadas en la tecnología, la brecha digital es mayor a la brecha escrita, no tenemos porque ir a ultranza al 100%, ni tampoco polarizar, porque quienes abogamos por la sentencia escrita seamos contrarios a la oralidad. Resumo con una frase que he dicho tres veces en Corte, 100% apoyo la oralidad, con excepción de que la sentencia quede registrada en un documento escrito, que no es papel y que no contraviene la posibilidad de hacerlo oralmente.”



            Señala la Magistrada Escoto: “Yo no quiero polemizar y por estar dentro del grupo que fue escogido para la situación que está pasando el Tribunal de Trabajo, en cuanto a ponerse al día de un atraso que hay, preferí esperar y no referirme al caso de esta sentencia o una de las que creo que se anuló, porque conforme la Magistrada Pereira lo expuso, parte de esa grabación yo no la escucho, ni la hora, ni la fecha de esa sentencia, que me parece que es una entre otras, creí que era la única. Sin embargo, por la experiencia vivida, porque se está dando un cambio drástico y esencial en que apuntamos a la oralidad y ya lo expuso el compañero agrarista Magistrado Suplente Ulate Chacón, es un cambio que lleva  tiempo.



En la Sala Primera hemos tenido la experiencia de la materia contenciosa y siendo más que todo jueza en materia agraria, las vicisitudes varían, no lo puedo afirmar en materia laboral, pero es bastante difícil. Comparto lo que la Magistrada León ha manifestado referente al tema de que aún no se define con la legislación vigente y el ordenamiento jurídico actual, sobre la sentencia escrita de modo digital, no necesariamente en papel. ¿Por qué?, porque en el caso mío, me ha tocado en la Subcomisión de Pueblos Indígenas y en la Comisión de Agrario, observar como una parte pide que se le dé el documento y yo creo que también aquí se ha dicho, que si una parte lo pide, hay que dárselo. Eso genera un gran cambio, porque entonces hay que digitarla, hay muchas personas, incluyendo abogados, que no tienen los medios idóneos. Estamos en la actualidad en conversaciones con la Procuraduría General de la República, -la Magistrada León y yo- pues nos están señalado la necesidad de unificar las técnicas, porque requieren documentación y no cuentan con los  avances que este Poder Judicial tiene, en los cuales nos hemos apuntado. Yo quiero hacerles meditar, que cada disciplina es distinta, que al menos en materia contenciosa, en materia agraria, no sé laboral por los números, pero si hay una juez o jueza que de memoria diga las cosas, no se puede, entonces tiene que leerla, y para hacerlo tuvo que tomarla de algún lado y ese cambio es lo que en este momento tenemos que hacer. Como lo señaló el doctor Ulate Chacón, de que se ha dado en contencioso y se está dando en materia agraria, donde hemos tenido todo un equipo de juzgadores y de personal de apoyo, tratando de que primero se saque lo que venía escrito, porque alterarlo causa una atrofia, igualmente está pasando con el Tribunal de Trabajo. En este momento para la Comisión que ustedes como Corte Plena nos hicieron el honor de estar al frente de esa situación, observamos que están bajo una tensión de atraso y si algo he observado yo de los letrados que tiene que escuchar o ver los videos, es que a veces duran hasta tres días escuchando una resolución. Yo lo haría también, les aseguro que eso me llevaría tiempo, por lo que quiero hacerles meditar, porque entiendo la posición del Magistrado Vega y la comparto, pero no puedo aceptar que en estos momentos a un Tribunal que está bajo una tensión de sacar y sacar sentencias, para cumplir una meta, esto conlleva un atraso en esa forma a la que estábamos acostumbrados  de leer por escrito y en papel. Considero que sí ya hay oposición a que se lea digitalmente, sería cuestionable, pero no quiero referirme ni a la sentencia, ni a lo que escuché en ese video, pero sí me parece esencial revisar lo que ya el Presidente, Magistrado Mora dijo, en cuanto a que tengan lo mejor en las técnicas de apoyo, para que puedan escuchar al menos la totalidad del fallo. Creo que debemos meditar el punto y no se ha decidido si la sentencia a de ser escrita, entendida en el sentido amplio de no papel o tiene que ser oral.”



            Refiere el Presidente Magistrado Mora: “Dada la intervención de la Magistrada León, estimo que donde dice “deben cumplir con los protocolos establecidos”, agregar que la sentencia puede ser dictada válidamente oral o por escrito dependiendo ello de la voluntad del juez o jueza que la dicte. A este momento no conozco ningún caso en donde se haya hecho la resolución por escrito y que fuera anulada y me parece que se procede mal cuando el juez la ha dictado oralmente y esta se anula. Yo le doy la razón a la Magistrada  Escoto, que es cierto que esas poblaciones vulnerables en algunos casos necesitan de la sentencia escrita, pero cuando discutimos el tema sobre Código Procesal Civil dijimos que la sentencia se podía dictar oralmente y que si luego se pedía la trascripción y se justificaba el por qué pedirla, se hacía la trascripción y entiendo que así también hay fallos en la Sala Constitucional. Me parece que bien podríamos agregar eso. Tomamos el voto”.



            SALEN LA MAGISTRADA ARIAS Y EL MAGISTRADO RUEDA.



            Consulta la Magistrada León: “Significa que damos por agotado el tema de que la sentencia no debe de ser escrita”.



            Responde el Presidente, Magistrado Mora: “La podemos volver a discutir de nuevo si usted gusta y lo ponemos en agenda”



            Prosigue la Magistrada León: “Es que lo dejamos un poco a criterio de que cada juez o jueza, entonces vamos a tener tantos sistemas como criterios. Me parece que está bien la propuesta en el sentido que nos permite salir de momento de un impasse donde se recogen muchas cosas. Pero como señalar que el juez o jueza es el que va decir cuando es escrita o no, si tendría que separarme solamente para referir lo que aquí se ha reflejado, el tema de si la sentencia es oral por ahora de esa manera sin perjuicio de que la Corte retome el tema”.



            Dice el Magistrado Ulate: “Yo estaría de acuerdo con esa salvedad que dice la Magistrada León. Estimo que por la experiencia que he tenido en la Sala Constitucional del escritorio virtual que me dio la inducción para aceptarlo en el Tribunal Agrario, en las últimas sesiones del Tribunal hemos discutido justamente ese tema. Cuál es el beneficio para un usuario que vive en la Zona Sur o en Limón o en la zona fronteriza de que se dicte la sentencia oral y escrita o cuál es el beneficio de citarlo o convocarlo solo para eso aquí en San José, pudiéndose redactar rápidamente en formato digital la misma semana, tal como lo hicimos esta semana votando diez asuntos ordinarios en formato digital escrito y fueron notificados inmediatamente el día de la votación. En eso es donde está el ejemplo de las riquezas de las tecnologías, obviando un procedimiento que antes tardaba cuatro meses y que lo estamos simplificando en una semana”.



            Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Que les parece si lo ponemos de esta manera: “la sentencia puede ser emitida válidamente de manera oral” y no optamos por ninguna de las dos, lo único es que aclaramos que válidamente se puede emitir oralmente”.



            Expresa el Magistrado Arroyo: “Quiero aclararme sobre los alcances de la propuesta de la Magistrada León. Si ella lo que propone es que se tenga una política general que obligue a todas las jurisdicciones al respaldo escrito informático, pues para la jurisdicción penal eso sería un retroceso absolutamente inadmisible, siendo que la puerta está abierta para que cada jurisdicción se pueda acomodar a lo que sus exigencias le vayan diciendo. En esto Magistrada León yo tendría que decir que si la Corte hace una cosa de estas, qué hacemos con la jurisprudencia de la Sala Constitucional, a dónde la mandamos, porque la Sala Constitucional ante una consulta nuestra nos ha dicho que si se puede, yo entendería que eso es vinculante y retomar una discusión como esta, francamente me parece que no tiene procedencia alguna”.



            Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “Estimo que no deberíamos de resolver el tema en una generalidad, porque lo que vamos a resolver es lo que nos plantea el Tribunal y aquí lo que nos está diciendo es si es válida o no la sentencia oral, y nosotros lo que tenemos que decir es que sí es válida”.



ENTRA LA MAGISTRADA ARIAS.



            Dice la Magistrada León: “Yo estoy segura que si a la Sala Constitucional se le pregunta que si la sentencia escrita es legítima o nula, va a decir igual que la sentencia oral. No creo que sea un tema de legalidad o ilegalidad, sino que tiene que ver con aspectos de acceso, de facilidad y de visión país. No considero que el tema se reduzca a un tema de legalidad del fallo, si la respuesta va en exclusiva para el Tribunal Laboral en función de lo que ellos están planteando, yo también estoy de acuerdo en decir que la sentencia oral no es una sentencia ilegal, pero esto no me hace a mí claudicar en que esta Corte tiene que hacer un pronunciamiento y no por eso retroceder sobre si la sentencia escrita va a atentar o no contra los avances tecnológicos o de celeridad. Perdón, pero hay derechos humanos fundamentales y también conocemos amparos de la Sala Constitucional sobre privados de libertad que no tienen acceso y que se le dice “denle la sentencia escrita” Además sabemos de poblaciones como las que hablaba el Magistrado Ulate y señalaba también la Magistrada Escoto, donde la brecha digital los pone a distancia del Poder Judicial, por lo que no es si la inversión fue muy buena y se tiene que sostener a ultranza o porque tenemos compromisos con instancias internacionales. No, veamos la realidad de nuestro país y apoyo lo que el Magistrado Mora plantea en el entendido de que la tarea sigue pendiente de definición en esta Corte de los pro y los contra en un balance objetivo y ojalá todas las jurisdicciones puedan consultar a los destinatarios y parte de los destinatarios somos los usuarios internos que conocemos en segundo grado las sentencias orales, y entendamos los beneficios, los pro y los contra que tiene. No me parece que sea un retroceso facilitar el acceso y disminuir la brecha. Adelante, voy acoger lo que el Magistrado Mora plantea el sentido específico del Tribunal y también acepto la propuesta que el Magistrado Mora me hace de que veamos y tengamos pendiente el tema que usted dice que podemos agendar”.



            Manifiesta la Magistrada Camacho: “Estoy preguntando a la Magistrada Varela y al Magistrado Vega y recordando que el protocolo de oralidad en materia laboral lo que señala es que si la parte lo pide se transcribe, pero que es oral. Entonces, hay protocolos de oralidad como el agrario que ya ha sido aprobado, por lo que considero que esta definición que plantea la Magistrada León tiene que hacerse en una sesión distinta, con mayor discusión y que ahora me parecería un poco prematura resolver el tema sobre todo porque hay protocolos ya aprobados por esta Corte”.



            Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Ya podemos votar. Uno es por acoger la propuesta y dos por  no acogerla.  La uno sería en el sentido de que debe la administración verificar los equipos de grabación de los juzgados, capacitar los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente y dar las herramientas necesarias para oír las audiencias y las sentencias. Indicar al Tribunal que puede proceder conforme a la Sala Segunda y deben cumplir con los protocolos establecidos. La sentencia puede ser emitida válidamente de manera oral. Señalar que esta Corte ha sido clara en su opción por la oralidad, la que se encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente, por lo que en este caso no se está ante un tema de la independencia del juez.”



[bookmark: marca4][bookmark: marca5]            Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, en consecuencia: 1.) Tomar nota de la comunicación del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José. 2.) Comunicar al Tribunal de Trabajo del citado Circuito Judicial, que esta Corte ha sido clara en su opción por la oralidad, la que se encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente, por lo que en este caso no se está ante un tema de independencia del juez o jueza. 3.) Solicitar a la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, se sirva verificar que el funcionamiento de los equipos de grabación de los despachos judiciales que se da cuenta sea el óptimo. Asimismo, capacitar a los encargados/as de hacer dichas grabaciones para que se realicen debidamente, así como dar las herramientas tecnológicas necesarias para oír las audiencias de prueba y las sentencias. 4.) El citado Tribunal deberá cumplir con el protocolo establecido para el manejo de la Oralidad en las audiencias de los Procesos Laborales, por lo que la sentencia puede ser dictada válidamente de manera oral. 5.) El Tribunal de Trabajo podrá proceder conforme lo hace la Sala Segunda, en el sentido de que cuando llega un caso electrónico y con oralidad, dicta su sentencia por escrito. 6.) Discutir en una próxima sesión el tema planteado por la Magistrada  León, respecto a definir en el tema de la oralidad, sobre que la sentencia sea oral o escrita.








 Acta de Corte Plena Nº 023 - 2012








Fecha: 02 de Julio del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Menores, Políticas de accesibilidad, Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Población Penal Juvenil, Subcomisión de Pueblos Indígenas



Aclara: Acta 020 Artículo XVIII del año 2012



Documentos citados: Actas



ARTÍCULO I



ENTRA LA MAGISTRADA ESCOTO.



Documento 7008-2012 



Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 4 y 5 de junio recién pasado, N° 20-2012.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Arias, quien manifiesta: “En el artículo XVII del Acta N° 20-12 celebrada el 4 y 5 de junio último, se aprobó un cambio de nombre para la Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil. Creo que no me di a entender lo suficientemente bien para que quedara de la siguiente forma. La política debe continuar llamándose “Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil de Costa Rica”, en razón de que este nombre pone en el escenario a quien va dirigida y la condición de vulnerabilidad de los sometidos al proceso penal juvenil, de estas personas que incluyen tanto a la víctima como al ofensor. Lo que yo trataba de decir era que se autorizara a utilizar -además de este nombre tan largo que es poco fácil de decir- el nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”, de manera que permita el uso de un nombre corto o como dicen los norteamericanos un “nick name”, para que sea más fácil de manejar en términos generales. Sin embargo, considero que se debe mantener el nombre inicial de esta Política de Acceso a la Justicia para personas menores de edad. Mi propuesta es en el sentido de que se mantengan el nombre original y que se autorice el uso del nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”.



Se acordó: 1.) Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, en consecuencia, autorizar el uso del nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”, en el entendido de que la política institucional continuará llamándose “Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil de Costa Rica”. 2.) Aclarar en ese sentido los alcances del acuerdo indicado.
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Interviene la Magistrada Escoto: “En la sesión que se acaba de aprobar, celebrada el 4 de junio último, artículo XVIII, la Magistrada Arias expuso la necesidad de la especialización de la materia penal juvenil. Por la hora en que se estaba dando el tema, me pareció inoportuno atrasar más la sesión de ese día, además tenía una cita médica. Sin embargo, no está de más hacer ver la necesidad y ya lo conversé con la Magistrada Arias, de que soy partícipe -al igual que ella lo expuso- de las especialidades sobre todo en jóvenes. No obstante, en materia de jóvenes adolescentes indígenas desde hace años venimos trabajando en la Subcomisión de Pueblos Indígenas con este grupo de jóvenes y le expliqué a la Magistrada Arias la necesidad de ver si podríamos, en conjunto, seguir dándole trámite a algunos planes o proyectos que ya la Corte Plena había aprobado y que se habían presentado en la Escuela Judicial.



Uno de ellos nació propiamente por la Fiscalía y Jueces de Penal Juvenil en Limón, denominado “SE SENUK BERÉ”, que en idioma Bribrí quiere decir “vivir en armonía”. Esto permite un acercamiento más garantizado a estas poblaciones, sobretodo con jóvenes que se han iniciado en varios territorios indígenas. Recientemente hubo uno en Limón donde pudimos observar la necesidad de dar a conocer en qué consiste el Poder Judicial, cuál es el perfil del juez o jueza, de las y los defensores, de las y los psicólogos para la juventud indígena. La Magistrada Arias estuvo de acuerdo, pero quiero hacer énfasis en si siempre se mantendrá en la Subcomisión de Pueblos Indígenas estos planes, dada la especialidad de que además de ser jóvenes son indígenas, porque la Subcomisión cuenta con personas que viajan, es un asunto muy importante en que tenemos conciencia de que, para llegar a los diferentes territorios indígenas hay que contar con agendas bastantes complejas, son muy distantes los lugares y ya se cuenta con ese personal de apoyo. De ahí que, como ya esta Corte había definido para la Subcomisión y se venía aplicando en distintos circuitos en Penal Juvenil, me parece importante que por los distintos PAOS y metas de la Subcomisión que está a mi cargo de personas indígenas, así como con la coordinadora, la Fiscala de Penal Juvenil, doctora Mayra Campos, quien desde el año 2003 venimos con esta idea y, por ello, compartimos la idea de la Magistrada Arias de que es una materia especializada, aunque involucre a personas indígenas, quienes se enmarcan dentro del concepto de Penal Juvenil, yo quisiera ver y porque estamos cubriendo todos los territorios, si sería factible -ya inicia esta capacitación- invitar a la Magistrada Arias a fin de que, dentro del plano de respeto que hemos mantenido, se sirva coadyuvar con esta Subcomisión en esta materia a su cargo y tomar acciones en conjunto conforme a los planes de acciones de ambas Subcomisiones, para una mejor atención a los jóvenes indígenas, en el entendido de que dada la cultura, el derecho indígena, sus idiomas y su idiosincrasia resulta esencial garantizar la multiculturalidad étnica a dichos jóvenes, lo cual se está tratando de hacer desde esta Subcomisión de Pueblos Indígenas. Dejo planteada esta inquietud, con el afán de que siempre coadyuvemos en un tema y haya armonía como el mismo plan lo dice”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, ENTRÓ EL MAGISTRADO RAMÍREZ.



Refiere la Magistrada Arias: “En atención a la propuesta que está haciendo la Magistrada Escoto, quiero señalar lo siguiente. Efectivamente muchas veces nos encontramos en cuanto a las poblaciones vulnerables con lo que se llama discriminaciones múltiples. Lo que quiere decir que vamos a encontrar que existen violaciones múltiples a los derechos fundamentales de algunos ciudadanos y algunas ciudadanas. En este caso nos encontramos una población que está dentro de los dos niveles, es penal juvenil, pero además, tiene la condición de persona indígena. Creo que desde el punto de vista etnológico y antropológico lo correcto es que sea tratado tanto dentro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas como dentro de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil. En ese sentido, lo que tenemos que hacer -y ya se hizo en una ocasión- es coordinar las acciones conjuntas. Sin embargo, no estaría de acuerdo en que trasladáramos todo lo penal juvenil, todo indígenas a la Comisión de Personas Indígenas, en razón de que se requiere la especialización en materia penal juvenil y nuestros planes operativos también contemplan a esa población. La propuesta que hace la Magistrada Escoto no me queda muy clara, porque al principio comienza diciendo como si lo va a trabajar en forma independiente y después entiendo como que lo vamos a trabajar en forma conjunta, yo diría que lo trabajemos en forma conjunta, porque así es como lo tenemos que trabajar, conjuntamente. Por supuesto, reconociendo la gran labor y el amplio trabajo que, desde el punto de vista antropológico, la Comisión de Personas Indígenas viene realizando sobre esta población.



Fundamentalmente nunca una persona que está sometida a discriminaciones múltiples pueda entenderse que el pertenecer a un grupo particularmente vulnerable, implica que cuando se vaya a reconocer un derecho entonces se menosprecie el otro derecho, todo lo contrario. En esa interpretación armónica que debe darse, debemos tener la posibilidad de intervención.



Quisiera recordar que cuando se aprobó la política en penal juvenil en febrero de 2.011, fue la Magistrada Escoto quien precisamente hizo las aportaciones de que la política de penal juvenil, tenía que tener un referente a esa otra discriminación que podría sufrir esta población. En ese sentido, me parece que lo correcto o lo adecuado para respetar los derechos fundamentales de esta población, es que se trabaje este tema por parte de las dos Comisiones en forma conjunta, tanto cuando nosotros vamos a afectar la población indígena, vamos a hacer las comunicaciones correspondientes, como cuando ustedes vayan a trabajar el tema penal juvenil nos lo comuniquen. En materia penal juvenil en Limón vamos a empezar un trabajo este año, tratando de bajar tanto los números de causas que tenemos allá, porque tenemos un circulante de más de ochocientos expedientes y esta Corte también en el punto siguiente del acta que estamos aprobando, en el artículo XVIII, aprobó precisamente trabajar ese Juzgado Penal Juvenil de Limón en forma prioritaria, con lo cual vamos a tener necesariamente que pasar por el tema indígena también. Lo correcto sería que trabajáramos conjuntamente con esa población”.



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Si les parece disponemos que ambas Comisiones trabajen conjuntamente este tema. Lo tomaríamos como un acuerdo en el día de hoy”.



Se dispuso: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, señalar que la Subcomisión de Pueblos Indígenas y la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil, trabajarán en forma conjunta el tema de penal juvenil, para una mejor atención de los jóvenes indígenas.



            El Magistrado Vega se abstuvo de votar por no haber asistido a esa sesión.








 








Acta de Corte Plena Nº 025 - 2012








Fecha: 23 de Julio del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Menores, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XV



Documento 7650-12



En sesión N° 4-11 celebrada el 14 de febrero de 2011, artículo XV, se aprobó la propuesta de Política Institucional denominada “Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, realizada por la CONAJAM y la Comisión de Accesibilidad, las que tendrán vigencia a partir de su publicación en el Boletín Judicial.



En sesión N° 20-12 del 4 de junio del año en curso, artículo XVIII, entre otros asuntos, se dispuso continuar con el proceso de especialización de la jurisdicción penal juvenil, en el entendido de que la especialización no está ni en la materia de familia, ni en la materia penal, sino propiamente en penal juvenil.



La señora Lizeth Orozco Bolaños, Secretaria Ejecutiva de la Sala Tercera, con instrucciones de la Magistrada Arias, remite carta abierta que hiciera circular la organización Defensa de los Niños Internacional (DNI) titulada “La Corte asume la especialización en Penal Juvenil, que literalmente dice:



“CARTA ABIERTA



 



“La Corte asume la Especialización de la Justicia Penal Juvenil”



 



Dos decisiones tomadas por la Corte Suprema de Justicia, traerán grandes repercusiones para la Especialización de la Justicia Penal Juvenil y constituyen un avance fundamental en la perspectiva de que el Estado cuente con una política pública en esta materia[1].



La primera es la aprobación de “La Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”[2], esto en la sesión Nº 4-11 del 14 de febrero de 2011, artículo XV; la segunda, es lo aprobado en la sesión ordinaria de la Corte plena del 4 de junio de 2012 (Acta Nº 20) al dar pasos definitivos hacía la especialización de los jueces penales juveniles en todo el país.



Un componente de la “Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”, son las Reglas para el acceso efectivo a esta justicia; las cuales fueron agrupadas en cuatro apartes, dentro de los que resaltamos:



Del I: Disposiciones para la sensibilización y capacitación de los funcionarios/as; la orientación a estos a trabajar en la prevención del delito en escuelas y colegios, a mejorar la atención a victimas e infractores y  que esta incorpore el enfoque de género.



Del II: Aplicar Medidas Procesales Idóneas, tales como: dar mayor participación a las víctimas personas menores de edad; dar más y mejor uso a la jurisprudencia especializada; estandarizar los formularios; orientar al Depto. de Trabajo Social y Psicología en la búsqueda de opciones que minimicen el uso de la prisión y las condiciones de vulnerabilidad; especialización de la labor policial en el OIJ.



Del III: Para Estimular el uso de las salidas alternas y sanciones no privativas de libertad: el Depto. de Trabajo Social y Psicología, promueva la generación de oportunidades concretas para ejecución de la sanción de prestación de servicios a la comunidad y el uso de la justicia restaurativa; jueces y juezas usen la prisión solo como excepción y por el menor tiempo posible, con capacitación en relación a las diversas sanciones no privativas de libertad.



Del IV: Para una Adecuada Organización y Gestión: introducir nuevos indicadores en penal juvenil; más recursos materiales y personales, construcciones; la Corte pedirá cupo permanente en el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia; se contará con fondo para transportes de niños, niñas y adolescentes pobres vinculados al proceso; especializar a los jueces, fiscales y defensores, también a jueces y magistrados/as en Casación o Revisión; separar definitivamente la materia penal de la de familia y crear la secretaria especializada en penal juvenil.



La segunda  decisión adoptada por la Corte, la cual promete pasos definitivos hacía la especialización de la Justicia Penal Juvenil, se adoptó después de la discusión que  concluyo así:



“De conformidad con lo discutido, se acordó:



1.) Tomar nota del informe rendido por la Magistrada Arias y continuar con el proceso de especialización de la jurisdicción penal juvenil, en el entendido de que la especialización no está ni en la materia de familia, ni en la materia penal, sino propiamente en penal juvenil.



2.) Encargar a la Presidencia de la Corte para que junto con la Magistrada Arias, busquen una solución acorde con la disponibilidad presupuestaria para este y para el próximo año, y acorde a las necesidades que requiere la especialización de la materia penal juvenil.



3.) Disponer que a partir de 1 de setiembre del año en curso, la disponibilidad de la materia penal juvenil la realizará la jurisdicción penal (jueces y juezas 3 de los juzgados penales ordinarios) y no la jurisdicción de familia.



4.) Hacer la aclaración de que cuando los jueces y los fiscales penales juveniles entren en un rol de disponibilidad, no deben asumir la disponibilidad en materia penal de adultos”[3].



Según el acta a la cual nos referimos, estas disposiciones se adoptan ante la carencia de presupuesto en el año 2012 y 2013, bajo el acuerdo de que la Justicia Penal Juvenil, contará en el 2014 con el presupuesto exclusivo que permita la implementación real de su especialización.



Esta vez esperamos que la Corte asuma en serio lo aprobado en materia de especialización de la Justicia Penal Juvenil, porque debemos decirlo, antes había tomado la decisión de que a partir del año 2007 le daría identidad propia a la jurisdicción penal juvenil, decisión que no se cumplió[4]



Reconocimiento:



Desde DNI-Costa Rica, en otras ocasiones y a través de diversas comunicaciones y cartas abiertas, hemos reclamado insistentemente a la Corte Suprema de Justicia y al Poder Judicial, decisiones que pasen de lo formal a lo material aportando  lo que les corresponde a la construcción del Sistema Especializado de Justicia Penal Juvenil, en los términos que lo establecen los Instrumentos Nacionales e Internacionales de Derechos Humanos de aplicación a las personas adolescentes en conflicto con la ley penal.



Hoy que se han tomado las decisiones referidas, debemos reconocer el importante papel jugado por la Comisión para el Mejoramiento de la Justicia – CONAMAJ, en la formulación de la “Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”, y la labor de la Magistrada Doris Arias Madrigal, quien dirige “la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil” y ha asumiendo la responsabilidad y gestión, para que la Jurisdicción Penal Juvenil sea efectivamente Especializada.



En las deliberaciones previas a las decisiones que se adoptaron en Corte Plena, contribuyeron también de manera importante, los aportes hechos por el Magistrado Orlando Aguirre Gómez y la Magistrada Eva Camacho Vargas.



Continúan otros Desafíos:



Avanzar y materializar la especialización de la Justicia Penal Juvenil en el Poder Judicial, es una contribución sustancial al Sistema, pero este tiene que encontrar equilibrio en la otra parte que corresponde al Poder Ejecutivo-Ministerio de Justicia, es decir, en la ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



Y la verdad es que allí hoy nos encontramos ante un panorama alarmante, especialmente por las condiciones de hacinamiento que se sufren en el Centro de Formación Penal Juvenil Zurquí, el crecimiento de las cifras de privación de libertad en un 300%, y la carencia de los recursos necesarios, para la construcción de la responsabilidad penal de la persona adolescente y la realización del principio educativo con perspectivas de inclusión social.



 



Defensa de Niñas y Niños- Internacional



DNI-Costa Rica.”
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Manifiesta la Magistrada  Escoto: “Me parece que desde el ángulo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, pues como también para los menores de edad indígenas hay penas de prisión o de privación de libertad, existe una situación particular que hemos venido observando en los diferentes talleres al asistir a los lugares o territorios indígenas y es que para ellos la mayoría de edad es otra. Entonces, podría estarse en presencia de un mayor de edad, siendo menor para nuestra legislación en cuestión de personas indígenas. Desde esa perspectiva, a mí me parece importante que a la Subcomisión de Pueblos Indígenas nos lo hagan llegar para ver de qué manera podría tener ingerencia, en razón de que nosotros en la Subcomisión hemos hechos algunos estudios atinentes a la privación de libertad de personas indígenas, dado que para ellos esta pena o decisión no existe y les afecta sobremanera en toda su idiosincrasia. Incluso viene a ser un aislamiento familiar, cultural y social, por lo cual sí considero importante se nos haga llegar para por lo menos ponerlo en conocimiento de los/las integrantes, ya que contamos con mujeres y hombres indígenas que integran la Subcomisión y personas de antropología de algunas universidades como la Universidad de Costa Rica.”



Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “Lo ponemos en conocimiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.” 



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior y conforme lo solicita la Magistrada Escoto hacerla del conocimiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.  Se declara acuerdo firme.












Acta de Corte Plena Nº 040 - 2012








Fecha: 19 de Noviembre del 2012



ARTÍCULO XXIX



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 10814-12



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-223-2012 de 4 de octubre último, manifestó:



         “En el seno de la Comisión de Acceso a la Justicia se ha discutido en relación con la atención ininterrumpida, que se debe brindar a las personas usuarias de los servicios judiciales.



 



         Se ha observado con preocupación que comúnmente de las 12 medio día a 1 p.m., hay personas que acudiendo en busca de atención, deben esperar bajo la lluvia o el sol hasta que se permita su ingreso, sumado a esto, es notable la carencia de asientos para esperar cómodamente. Precisamente, en ese horario, muchas personas que trabajan aprovechan para realizar trámites, pero el Poder Judicial cierra la mayor parte de sus oficinas.



 



         Es importante señalar que algunas de estas personas vienen de lejos, lo que les obliga a esperar que la institución abra sus puertas, y en muchos casos por falta de información,  después de realizar largas filas, se enteran que las hicieron en el lugar equivocado.



 



         Considerando especialmente a la población en condición de vulnerabilidad, que requiere de condiciones especiales  para acceder a la justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia estima que una solución a esta problemática es el establecimiento de la jornada continua.



 



         No se estima necesario variar el horario de entrada y salida; la propuesta consiste más bien en que los despachos judiciales alternen al personal, para que almuerce en dos grupos con diferente horario, de manera que siempre hayan funcionarios (as) disponibles para la atención de las personas usuarias.



 



         En relación con este tema es oportuno citar la “Encuesta de percepción de los y las costarricenses sobre la calidad de los servicios recibidos en el Poder Judicial. Análisis comparativo 2009-2010. Opinión sobre los horarios de atención al público”, donde se observa un aumento en el porcentaje de personas que solicitan ampliar el horario de atención, la población en condición de vulnerabilidad y otras personas usuarias denotan inclusive la necesidad de que las oficinas abran los días sábado. (Ver documento anexo).



 



         De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la Comisión de Acceso a la Justicia, le solicita someter a consideración de la Corte Plena esta propuesta”.
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Manifiesta la Magistrada León: “Nosotros hemos recibido muchos comentarios y sugerencias de personas usuarias en el sentido de que de alguna suerte vienen y entonces a medio día les cierran el despacho, tienen que dejar el expediente, es una hora muerta, es un tiempo que les afecta en el traslado posterior a sus viviendas, oficinas, etcétera. En esas observaciones dicen los usuarios y usuarias, que en la mayoría de las oficinas estatales se atiende la jornada continua y se cierra un poco más temprano, y que entonces al estar nosotros con un horario distinto a la mayoría del sector público, evidentemente a ellos se les dificulta el tener que desplazarse y perder esa hora. Señalamos que hay lugares distintos donde en muchas ocasiones el servicio de transporte público no les permite a las personas y les obliga a quedarse de un día para otro, por eso considerábamos que se valorara la posibilidad de que la mitad del personal almuerce a una hora y la otra mitad a otra, según directrices de cada uno de los despachos y se pueda dar atención continua en ese tiempo de doce a una de la tarde”



Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece que la propuesta es parcialmente procedente. El tema de dividir el personal para que la mitad almuerce en un momento y el resto en otro, considero que lo que vamos a hacer es más bien extender la mala atención durante más tiempo. Si creo en lo que señala la Magistrada León de que sería conveniente de que atendiéramos al medio día, pero para que se dé eso, no necesitamos de la mitad del personal, lo que requerimos es de los manifestadores. El otro tema es que si eventualmente damos este paso, después vamos a hacer una jornada continua, y ello va a disminuir la cantidad de horas de trabajo, por lo que si aceptamos esta propuesta sería en el sentido de que lo que va a quedar es la cantidad necesaria de servidores para que haya una buena manifestación. Estimo que solucionamos el problema planteado por la Magistrada León y al propio tiempo no se afecta al público”.



Agrega la Magistrada Pereira: “Yo no estoy de acuerdo con la propuesta. El Poder Judicial tuvo esa experiencia y no fue lo correctivo para la queja de los usuarios externos y tampoco podemos dejar también de atender lo que corresponde al usuario interno (el servidor del Poder Judicial). En aquella oportunidad y no hace muchos años, exteriorizó su derecho a tener la hora para disponer de su alimentación sin ninguna premura y por eso precisamente cambiaron quienes estaban en ese momento en Corte el sistema que teníamos antes, y lo recuerdo estando en el Consejo Superior. Hay otro aspecto que tenemos que tomar en cuenta, las disposiciones que esta Corte ha establecido para la creación de las jornadas vespertinas, parte de un horario continuo al cierre de las cuatro y treinta, y estamos ampliando en función de ese acceso a la justicia los horarios alternos en los diferentes tribunales, estamos con una amplitud histórica diría yo, que es la atención de hechos en el caso de jurisdicción penal de tener tribunales diurnos y en muchos otros como en pensiones alimentarias se han tenido disponibilidades, en Violencia Doméstica también jornadas vespertinas. En fin, estimo que por la hora de almuerzo de que disfrutan hoy día los funcionarios y funcionarias, servidores y servidoras del Poder Judicial, no se está violentando en nada el acceso a la justicia, y se está así dando un derecho al trabajador para que tenga la hora de alimentación sin ninguna distinción en cuanto a todos los servidores. Yo abogaría porque ese derecho que fue una lucha de los servidores y servidoras judiciales, lo mantengamos y –repito- no creo que ello incida en absolutamente nada en lo que es accesibilidad al derecho a una justicia”.



Continúa la Magistrada León: “Yo rogaría que viéramos y mantengamos un poco la propuesta y en el peor de los casos pues que le pidamos un informe al Departamento de Planificación. Hay lugares distantes, por ejemplo, Limón, Pérez Zeledón, Golfito, donde la gente no necesariamente viaja solo en bus, tiene también que trasladarse en lanchas y en otras ocasiones caminar largas horas, entonces una hora a medio día, sí tiene un impacto para estas personas, porque no es que se les esté negando justicia, es que se les ponen obstáculos que nosotros como jerarcas podemos contribuir a que se disminuyan. No creo que moverle la hora a los manifestadores y eventualmente en un despacho donde se les diga en lugar de almorzar de 12:00 a 1:00 van a almorzar de 11:00 a 12:00 o de 1:00 a 2:00 les cause perjuicio y nunca atentaría yo contra derechos de ningún trabajador en ese sentido, simplemente una organización interna que la planteaba de una forma el Presidente, Magistrado Mora  y yo la visualizó de otra. Creo que eso incluso puede tener “n” cantidad de opciones según las necesidades de los despachos, pero ciertamente desde la óptica y de las personas usuarias y un poco en la campaña “póngase en los zapatos de la persona usuaria”, evidentemente cuando sabemos que hay gente que está viendo un expediente y le cierran de 12:00 a 1:00 p.m., pues eventualmente tendrá que ver qué hace y no tenga ninguna incidencia en lo que signifique su movilización para desplazarse en la tarde o regresar otro día, pero también Costa Rica tiene una población importante que no tiene esas posibilidades y es en función de ellos que yo estaba haciendo esta propuestas”.



SALE EL MAGISTRADO JINESTA.



Indica el Magistrado Ramírez: “Comparto el criterio de la Magistrada  Pereira. Considero que esa fue una conquista de los trabajadores del Poder Judicial y de afectarse de esa manera pediría que se le dé audiencia a las asociaciones y agrupaciones gremiales”.



Dice la Magistrada Camacho: “Me parece que la propuesta de la Magistrada León responde a una serie de necesidades que se han visto en materias muy sensibles como es la de pensiones. Sin embargo, estaría de acuerdo en darle un estudio más amplio a la propuesta y al igual como lo señaló el Magistrado Ramírez, sobre darle audiencia a las asociaciones, porque sí es cierto que es un derecho que se ha conquistado. Por otro lado, la experiencia en el Segundo Circuito Judicial de San José, nos está obligando a solicitar al Consejo que nos permita variar la jornada después de las 4:30 precisamente para reforzar el tema del medio día, porque la gente acude mucho en este horario, pero no da abasto ni siquiera con dos de los manifestadores, entonces estamos reforzando con los de la noche y en lugar de atender hasta las 10:00, vamos a atender hasta las 8:00 y eso es una propuesta que estamos haciendo al Consejo Superior para reforzar el medio día, porque la gente acude mucho a la hora de almuerzo que les dan a muchas personas y la aprovechan para ir al despacho. Entonces, sí considero que hay dos valores fundamentales que proteger y uno de ellos es el buen servicio a la hora en que las personas usuarias van a asistir a los despachos por ejemplo de pensiones. No obstante, y con esto termino hay un tema ahí muy delicado y que es precisamente cuando la personas quieren saber alguna respuesta concreta en cuanto a una solicitud y que necesita que estén ahí los demás auxiliares del despacho, no queda otra que decirles que se esperen a la 1:00 p. m. cuando todo el personal regrese y esto ha generado grandes filas en el Segundo Circuito Judicial de San José y ha creado que la Contraloría de Servicios ponga atención a este tema porque el horario al medio día colapsa con las personas que están atendiendo al público, así que habría que reforzar de alguna manera también la atención”.



Expone la Magistrada Escoto: “Después de escuchar a la Magistrada  León, comparto sus inquietudes en virtud de que desde el ángulo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se aprobaron por el Consejo Superior y por esta Corte una serie de acciones dentro ellas, el tratar de que a las personas indígenas se les atienda en horarios factibles para ellas cuando viajan desde zonas muy distantes. Entiendo la situación desde el ángulo laboral y me parece que podría darse una reflexión en ese sentido, pero talvez podríamos buscar una manera mediante la cual pueda por lo menos permitirse que las personas quienes vienen desde muy lejano lugar, carecen a veces de medios económicos para permanecer esa hora de almuerzo, se les permita por lo menos tener un lugar donde esperarse mientras se reanude la jornada en última instancia, si se pudiera hacer alguna medida acorde a lo que la Magistrada  León expone, estoy de acuerdo y comparto esa inquietud, pero hay situaciones que no necesariamente es para que se les atienda, si no para que se les permita poder ingresar en algún lugar donde puedan descansar”.



Prosigue la Magistrada León: “Desde luego que todo lo que sea darle participación a las diferentes asociaciones estoy totalmente de acuerdo, solo que nosotros entendimos que el logro que no se estaría tocando, es el de la jornada continua en el sentido de que no se cerraba de 12:00 a 1:00 o de 11:00 a 1:00 p.m., y que entonces salíamos a las 5:00 de la tarde. Entonces, sí consideré luego de la exposición del Magistrado Ramírez, hacer la aclaración de que la propuesta no pretendería modificar el horario general del Poder Judicial, solo que de 12:00 a 1:00 no se cerraría para efectos de la atención primaria de usuarios y usuarias. Escuchando a la Magistrada  Camacho también recalcaría que en Pensiones Alimentarias con mucha frecuencia también las mamás vienen con niños y el ir y venir no le resulta fácil y ciertamente como la mayoría de sector público cierra de 12:00 a 1:00 p.m. es el tiempo que usan para poder venir al Poder Judicial a ver su expediente, averiguar sobre su causa y se encuentran con que está cerrado, luego salen a las 3:00 p.m. y en el desplazamiento no les da tiempo de llegar”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Creo que todos estamos de acuerdo en que le solicitemos criterio al Departamento de Planificación y a las Asociaciones del Poder Judicial”.



Añade el Magistrado Arroyo: “Quisiera entender por qué al Departamento de Planificación. Es que a ellos  a veces me da la impresión de que los saturamos de consultas y en realidad como que el problema está claro, habilitamos o no como política institucional la atención de ciertos casos y no sé realmente a qué se debería el criterio técnico. Me parece que la propuesta está clara y que sí ciertamente a las asociaciones habría que pedirles el criterio, pero al Departamento de Planificación no veo por qué”.



Agrega el Presidente, Magistrado Mora: “¿Estamos de acuerdo?



            Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a las asociaciones o agrupaciones gremiales del Poder Judicial, se sirvan emitir criterio sobre la propuesta planteada por la Comisión de Accesibilidad, referente a la atención ininterrumpida a las personas usuarias en los despachos judiciales, en el entendido de que no se modificaría el horario general del Poder Judicial e informen a esta Corte, en el plazo de quince días después de recibida la comunicación de este acuerdo.








 








Acta de Corte Plena Nº 041 - 2012








Fecha: 26 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Tribunales de Juicio, Debates-Juicios Orales, Señalamientos, Comisión de la Jurisdicción Penal, Agendas, Audiencias, Dirección de Planificación



ARTÍCULO XXVIII



Documento 8086, 10157, 13100-2012



En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



         “Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, N° 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



         2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



         3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



           4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



            5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



            6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO ARROYO, ENTRARON EL MAGISTRADO JINESTA Y LA MAGISTRADA SUPLENTE ROJAS MORALES.



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.








 













 








Acta de Corte Plena Nº 015 - 2013








Fecha: 15 de Abril del 2013



Descriptores/Temas: Tribunales de Juicio, Comisión de la Jurisdicción Penal, Acceso a la Justicia, Juzgados Penales Juveniles, Tribunal de Apelación de la Sentencia Penal del II Circuito Judicial de San José, Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO  XI



Documento 2367, 2617-2013



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



         “Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



 



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



         2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



         3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



           4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



            5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



            6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”



-      0 –



Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



 



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



 



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



 



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



 



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



 



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



 



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



 



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



 



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



 



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



 



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



 



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



 



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



 



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



 



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



 



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



 



Con relación a lo solicitado:



 



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



 



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



 



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



 



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



 



a)              Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme. 








 








Acta de Corte Plena Nº 022 - 2013








Fecha: 20 de Mayo del 2013



ARTÍCULO XXII



 



Documento 4313-2013



El Consejo Superior en sesión N° 41-13 celebrada el 25 de abril del año en curso, artículo XLV, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Se conoce el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril en curso, artículo XI, que literalmente dice:



 



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”



- 0 -



Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



Con relación a lo solicitado:



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



a)             Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril de este año, artículo XI. 2.) Solicitar a la Auditoría el cumplimiento de la recomendación aprobada por la Corte Plena. Se declara acuerdo firme. ”
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            Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por el Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.








 













 












 








 



Acta de Corte Plena Nº 026 - 2013








Fecha: 11 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Presupuesto, Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela, Defensa Pública del III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO VI



SALE LA MAGISTRADA ARIAS.



Documento 6648, 6656-2013



La Magistrada  Suplente Damaris Vargas Vásquez, en correo electrónico de 10 de junio en curso, dirigido a la Presidenta, Magistrada  Villanueva, manifestó:



 “Reciba un cordial saludo. A la vez, con ocasión del análisis y aprobación del Presupuesto 2014 del Poder Judicial, le comunico del interés de la Magistrada Escotó como Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y de la Jefa de la Defensa Pública doña Marta Iris Muñoz Cascante, para que valore la posibilidad de aprobar una plaza de defensa pública agraria que atienda los Juzgados Agrarios de Alajuela y de San Ramón. Lo anterior debido a que actualmente esos Juzgados son atendidos por el defensor público de los Juzgados Agrarios de Santa Cruz y de Liberia, como un recargo. Lo anterior genera un servicio no óptimo pese al esfuerzo de la persona defensora pública a cargo de dichos despachos especializados. Sería entonces una plaza de persona defensora pública especialista en Derecho Agrario.



 



De igual forma, la Magistrada Escoto en la condición de presidenta de la Subcomisión de  Pueblos Indígenas y la Contralora de Servicios del Poder Judicial, doña Leña White, quien funge como coordinadora de dicha Subcomisión, me piden le solicite aprobación en el Presupuesto 2014 de una plaza de persona técnica judicial 2 para que se ocupe de gestionar los proyectos de este, entre los cuales están empréstitos internacionales a los que debe darse seguimiento y no se cuenta con personal fijo para tal efecto, pues la labor de las y los integrantes es de un voluntariado.



 



Aunque somos conscientes de las limitaciones presupuestarias de la Institución; es urgente la creación de ambas plazas para ofrecer un mejor servicio público a esta materia de alto contenido social y vinculada con personas vulnerabilizadas.
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            La Magistrada  Escoto, en condición de Presidenta de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, en nota de 11 de junio en curso, expresó:



“Tengo el agrado de saludarla en ocasión de presentarle esta gestión, mediante la cual deseo solicitar se valore la posibilidad de la creación de una plaza que brinde apoyo para el funcionamiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



 



Como es de su conocimiento, presido dicha Subcomisión desde su creación, hace más de cinco años y consecuencia del trabajo que hemos venido realizando en forma interdisciplinaria para asegurar el verdadero acceso equitativo a la justicia para estos pueblos y personas indígenas, se ha identificado la necesidad de que una persona se dedique a tiempo completo a atender las necesidades que se están presentando en relación con el  tema referido.



 



Quienes integramos dicha Subcomisión con mucha mística dedicamos de modo voluntario el tiempo que ello nos demanda, lo que incluye establecer planes de trabajo, estrategias de intervención y contacto permanente para esta población, coordinar y asistir a reuniones, visitas a zonas indígenas y a circuitos judiciales del país, participación en actividades diversas (mesas redondas, capacitación, etc.), además de continuar realizando nuestras labores habituales.



 



De igual forma, atiende a los compromisos asumidos por el Estado costarricense en materia de Derechos Humanos, particularmente de poblaciones indígenas en diversos foros internacionales como la Organización de las Naciones Unidas,  y en el ámbito iberoamericano, por medio de la Cumbre Judicial Iberoamericana, como son las Reglas de Brasilia, entre otras; aunado a los documentos internacionales en el marco del Plan Estratégico Institucional , el Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial.



 



En este sentido, desde el Poder Judicial es importante dar seguimiento a estos compromisos; muestra de eso es la futura participación de la Subcomisión en el proceso de construcción de la Política Nacional  para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia y su Plan de Acción, que se suma al recargo de sus funciones todo lo anterior requiere la debida atención.



 



Dado que el trabajo que se realiza genera cada vez mayores requerimientos, considero indispensable para la Institución la creación de la plaza de apoyo referida, pues debe considerarse, además, que la Subcomisión está a cargo de la ejecución de un Proyecto de Cooperación Internacional denominado “Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, II Fase”, por medio del cual la Agencia Española de Cooperación Internacional financia el desarrollo de objetivos específicos para la temática indígena en el Poder Judicial. Esta cooperación, que se logró gracias a la valiosa gestión de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, obliga a la ejecución de importantes recursos que requieren conocimientos específicos de contratación administrativa, así como ejecución y seguimiento de tales convenios y su éxito facilitará nuevas posibilidades de apoyo de organismos internacionales para la atención de esta población.



 



Deseo respetuosamente sugerir, se considere que todas las Comisiones que atienden las necesidades de sectores de la población en condición de vulnerabilidad cuentan con el apoyo específico de  índole administrativo, lo cual en el caso de la Subcomisión que presido no ha sido así, pese a la gran demanda de trabajo resulta necesario dicho apoyo.



 



De aprobarse la creación de la plaza sugerida, los recursos que para ello destine el Poder Judicial podrán ser considerados como parte del aporte que exige la AECID y evidenciaría el claro interés en el compromiso institucional, así como la sostenibilidad de los esfuerzos que se realizan para asegurar la tutela judicial efectiva de los pueblos indígenas desde el Poder Judicial.



 



Agradezco la consideración que pueda usted brindar a la presente solicitud, lo que sin duda alguna contribuirá a fortalecer el esfuerzo institucional en pro de los Derechos Humanos y la aspiración hacia  la pluriculturalidad de los pueblos indígenas.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Vargas, quien manifiesta: “En realidad esta es una gestión que planteó la Magistrada Escoto y que le estoy secundando en representación de ella, la cual tiene relación con una plaza nueva que se sugiere crear pese a la conciencia que se tiene de las limitaciones presupuestarias, porque actualmente la persona defensora pública a cargo de los Juzgados Agrarios de Santa Cruz y Liberia está atendiendo además, los Juzgados Agrarios de Alajuela y San Ramón. Esta plaza no se había gestionado en el tiempo oportuno debido a que esos dos últimos juzgados son de reciente creación -Alajuela y San Ramón- Es bastante difícil que se pueda hacer un ejercicio optimo de la función de parte de quien está a cargo de esto en la Defensa Pública, por las distancias existentes, entonces por eso es que se está sugiriendo la creación de una plaza especializada de defensor o defensora pública agraria a cargo de estos dos Juzgados de Alajuela y San Ramón, para que quien atiende en los Juzgados Agrarios de Liberia y de Santa Cruz se quede exclusivamente ahí. Como es de conocimiento de ustedes, en materia agraria siempre hay defensa pública para todos los asuntos en casos de personas de escasos recursos económicos.



La segunda gestión sería en relación con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la cual se encuentra a cargo de la Comisión de Accesibilidad. Lo que sucede es que actualmente se están gestionando varios proyectos, algunos de ellos están siendo financiados con fondos internacionales y la labor se está realizando a través del voluntariado que como en todas las Comisiones se realiza por diferentes personas y realmente no se da abasto porque hay que atender los asuntos de las propias oficinas, por lo que se está pidiendo una plaza de técnico judicial 2 que coadyuve con estos procesos. En el caso de la Subcomisión de Pueblos Indígenas atiende asuntos de todas las materias, pues hay procesos judiciales vinculados con ese tipo de personas en condición de vulnerabilidad, de materia penal, laboral, agrario, civil, contencioso administrativo y cada vez se van incrementando más, porque se ha dado a raíz de varios proyectos estatales u otro tipo de conflictos que se están dando entre esas personas o personas no indígenas y ellas”.



            Expresa la máster Marta Asch: “Nosotros revisamos el tema y las plazas de Alajuela y San Ramón, efectivamente solo hay una persona que atiende las dos zonas. El Juzgado Agrario de San Ramón tiene unos 3 años de creado, lo que no me explico es por qué no me lo habían solicitado antes. Me indicaron que cuando hay un choque de este defensor agrario, lo que hacen es que un defensor penal asume el recargo y atiende lo agrario, esa fue la explicación que me dieron, pero hay uno para las dos zonas.



Siguiendo con la línea de que en donde hay Juzgado Agrario, hay defensor agrario, tendría que incluirse esta plaza.



En cuanto a la plaza para la Subcomisión de Pueblos Indígenas; hay una cantidad importante de Comisiones y muchas de ellas pasan pidiendo plazas, pero como hay una política institucional de no crear plazas para Comisiones, fíjense que deben ser unas 10, 15 Comisiones las que existen, darle a una Subcomisión entonces estamos pensando en empezar a crearle a todas las Comisiones, por lo que se produciría un efecto en cadena.



La justificación que tiene la Subcomisión de Pueblos Indígenas posiblemente sea la misma de las demás Comisiones, y de acuerdo con lo que se conversó ayer, la Subcomisión de Pueblos Indígenas es parte de la Comisión de Accesibilidad y esa Comisión tiene recursos en la Secretaría Técnica de Género, entonces una forma es que a través de esa figura le den el apoyo, porque crear esa plaza a la Subcomisión, no veo la forma de cómo a todas las demás Comisiones se les vaya a decir que no, entonces es un efecto de cadena y ya es a funcionamiento propio de la institución y de que las Comisiones y las Subcomisiones deben apoyarse en las instancias administrativas que ya existen en la organización”.



            Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a votación la petición anterior. Tal vez  lo podemos hacer por separado, primero la  plaza de defensor público para agrario que se está solicitando en los Juzgados de Alajuela y San Ramón”.



            Consulta el Magistrado Chinchilla: “¿Ahí no hay defensor?



            Responde la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La recomendación de la máster Marta Asch es que sÍ”.



            Dice el Magistrado Jinesta: “La máster Asch Corrales nos recomienda nombrar al defensor porque para el Juzgado Agrario debe de haber un defensor y luego el tema de la Subcomisión lo veta. Entonces ¿por qué no separamos las dos?”.



            Refiere la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Magistrado Jinesta, eso fue lo que indiqué”.



Sometido el asunto a votación, por mayoría de quince votos, se acordó: Aprobar la solicitud planteada por la Magistrada  Escoto, en el sentido de crear una plaza de defensa pública agraria que atienda los Juzgados Agrarios de Alajuela y de San Ramón. Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, León, Aguirre, Camacho, Ramírez, Pereira, Chinchilla, Armijo y los y las Suplentes Chaves Cervantes, Vargas Vásquez, Salazar Cambronero, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez.



Los Magistrados Vega, Jinesta, Castillo y el Suplente Araya García votaron por no acoger la gestión planteada.



- 0 -



            Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Vamos a someter a votación ahora, la segunda petición referente a una plaza de técnico judicial 2.”.



            Recibida la votación correspondiente, por mayoría de dieciséis votos, se dispuso: No acoger la solicitud planteada por la Magistrado Escoto, referente a crear una plaza de técnico judicial 2 para la Subcomisión de Asuntos Indígenas. Así emitieron su voto los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Pereira, Chinchilla, Armijo, Jinesta, Castillo, y los y las Suplentes Araya García, Salazar Cambronero, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez.



            La Magistrada  León y las Suplentes Chaves Cervantes y Vargas Vásquez votaron por acoger la solicitud.



- 0 -



 



            Consulta la máster Asch Corrales: “En el presupuesto que presentó el Consejo Superior, todo lo que eran plazas completamente nuevas, empiezan a partir de julio ¿Aplicaríamos las mismas reglas a las plazas que ha venido aprobando la Corte ?



            Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me parece que eso sería lo procedente, si no hay ninguna objeción.”



Se acordó: Que las plazas cuya creación se ha aprobado ahora por esta Corte empiezan a partir de julio del 2014.








 








 








Acta de Corte Plena Nº 040 - 2013








Fecha: 23 de Setiembre del 2013



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XLVII



Documento 9093, 10898-2013



La licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio Nº CPAS-3215 del 6 de agosto del año en curso, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente Nº 18.351.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio Nº CMEF-SP-026-2013 recibido el 18 de setiembre en curso, rinde el siguiente informe:



“Un afectuoso saludo en primer término; y de inmediato paso a exponerle lo siguiente. Conforme se me solicitó  por la Secretaría de este Tribunal Colegiado,  procedo a rendir informe en relación con el oficio n° 9611-2013, donde se solicita remitir las recomendaciones y criterio de la suscrita,  atinentes a la petición de La Comisión de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa respecto del Proyecto de Ley denominado “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente N° 18.351; que para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el no. PL- 030-13.



 



INFORME SOBRE EL PROYECTO DE LEY DENOMINADO “Ley General  de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense” (Expediente Nº 18.351).  Número PL-030-13 asignado por la Secretaría de Corte.



 



I.- Introducción:



 



Quien suscribe integrante de Corte Plena, procedo a rendir informe o traslado de documentos n° 62-2013, donde se solicita remitir las observaciones relacionadas con el proyecto de ley denominado, “Ley General  de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense”, expediente Nº 18.351 texto del proyecto de ley de la Asamblea Legislativa,  con base en la gestión  suscrita por la licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, jefa de Área de la Comisión de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, donde indica se  acordó solicitar el criterio de esta organización,  al cual para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el PL-030-13,  lo cual procedo a efectuar, dentro del plazo de ley concedido, en los siguientes términos.



 



Este cuerpo normativo se compone de un preámbulo o exposición de motivos y de  23 artículos, contenidos dentro de  cuatro capítulos de que denominan en el orden en que aparecen: “CAPITULO I Disposiciones generales, CAPÍTULO II Derechos de los habitantes de lenguas indígenas, CAPÍTULO III y CAPÍTULO IV Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas”.



 



Del preámbulo puede destacarse como motivo de la emisión de esta ley, la necesidad y pertinencia de que Costa Rica reconozca y  proteja los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, tanto individuales como colectivos y  ante la pérdida de su lengua  ya que conllevaría también la desaparición de su cultura y cosmovisión se pretende promover su uso y desarrollo. En primer término se da una definición de lenguas, para luego hacer un recuento histórico de las etnias y de los 24 territorios indígenas que se indican, los cuales se dice están definidos legal y administrativamente.  Sobre su capacidad de leer y escribir alguna lengua, conforme a un censo efectuado,  quienes hablan una lengua o más es de un 62% de la población indígena.  Se hace un recuento de la legislación indígena promulgada; para luego concluir, tal  normativa indígena no contempla  reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas costarricenses.  Se indica luego como referencia la existente en países como México, Guatemala, Ecuador y Perú;  por ende afirma resulta esencial ante las consideraciones citadas darle una herramienta a las personas indígenas para que puedan defender sus derechos lingüísticos adecuadamente.         



 



Se observan varios los temas que contiene este cuerpo legal calificado de interés público mediante el cual se pretende: 1) regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos  y comunidades indígenas. 2) Difundir y respetar no solo la diversidad lingüística sino que también la diversidad cultural costarricense, sea que amplía a cualquier lengua y cultura, ya no solo las indígenas.  3) Establece el derecho de todo costarricense de comunicarse en la lengua de la que sea hablante. 4) Estipula la competencia al Estado y sus distintos poderes  para la creación de instituciones y actividades en los distintos ámbitos a fin de lograr los objetivos de esta ley.  Pero a su vez establece la corresponsabilidad de las comunidades y pueblos indígenas en realizar los objetivos de esta normativa.  5) Dispone la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI), como organismo descentralizado de la administración pública, sectorizado en el Ministerio de Educación Pública.  Sus objetivos son promover el fortalecimiento, preservación y desarrollo de las lenguas indígenas de las lenguas que se hablan en el territorio nacional.  Pero agrega enriquecer  disfrutar y conocer la riqueza cultural de la nación



 



II.-  Comentario general



 



Con el afán de analizar y en su caso mejorar este proyecto de  ley estimé esencial comunicarlo a algunos y algunas integrantes de la Sub-comisión de pueblos Indígenas del Poder Judicial de la cual formo parte, donde se obtuvieron una serie de sugerencias,  las cuales comparto que desde esta Subcomisión se han emitido para el Poder Judicial, entre otras acciones las de traducir a los distintos idiomas de  los pueblos indígenas normativas esenciales.  A su vez,  se han tomado varias medidas atinentes a las cuestiones lingüísticas para garantizar un trato igualitario y  promover el acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, encontrándose ahí representadas diversas dependencias ( Judicatura, Defensa Pública,  O.I.J., Fiscalía y Escuela Judicial así como los denominados “auxiliares de justicia”) que conforman el Poder Judicial.  A su vez,  varias personas integrantes de distintos pueblos indígenas, asesores, algunos de universidades y un representante del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 



 



En principio, después de la lectura de este proyecto se podría estimar que en el texto se genera una discriminación al utilizar la palabra: lenguas en lugar de idiomas, refiriéndose a personas indígenas; sin embargo, al consultarse a Wikipedia por internet, se indica es lo mismo. Concretamente la palabra   “Idioma” proviene del latín idiōma, y éste del griego ιδίωμα, 'peculiaridad', 'idiosincrasia', 'propiedad'; mientras que  por“lengua” se describe un sistema de comunicación verbal o gestual propio de una comunidad humana. En la práctica, hay idiomas muy similares entre sí, a los que se llama “dialectos”, o más propiamente variedades lingüísticas, a veces inteligibles. La determinación de si dos de esas variedades son parte o no del mismo idioma, es más una cuestión socio-política que lingüística. De ahí, se plantean como sinónimos idioma y lengua, mientras que “dialectos” son idiomas muy similares entre sí.  Lo que si generaría una discriminación inaceptable sería referirse a lenguas  solo para las de las personas indígenas y no utilizar este (lengua) sólo para referirse a los idiomas como el castellano, inglés francés o italiano. En el tanto y cuanto se utilice el mismo sustantivo para cualquier idioma o lenguaje entonces si se admite tal nomenclatura sin estimarse que es discriminatoria. 



 



De la misma fuente se extrae que actualmente, en Costa Rica se hablan cinco lenguas indígenas, todas ellas pertenecientes a la familia chibcha. Estas lenguas son las siguientes:



 



Malécu: También se le conoce con el nombre de guatuso. Es hablado por cerca de 800 personas en la región noroeste de la provincia de Alajuela. Esta lengua, junto con el rama pertenece al grupo vótico de la familia lingüística chibcha.



 



Cabécar: Se habla en la cordillera de Talamanca y en la región del Pacífico sur. Pertenece, junto con el bribri, al subgrupo viceíta de la familia lingüística chibcha.



 



Bribri: Se habla al sur de la vertiente atlántica (provincia de Limón, en la en la cordillera de Talamanca y en la región del Pacífico sur. Forma junto con el cabécar el subgrupo viceíta.



 



Guaymí: Se habla en diversos territorios indígenas ubicados al sureste de la provincia de Puntarenas, colindando con Panamá. Pertenece junto con el bocotá al subgrupo guaymíico de la familia lingüística chibcha.



 



Bocotá: Se habla en los mismos territorios que el guaymí, lengua con la que se encuentra estrechamente relacionada.



 



Se clasifican ya como lenguas indígenas recientemente extintas las siguientes:



 



Térraba: Se habló en la reserva indígena de Térraba, al sureste de la provincia de Puntarenas. Se trataba en realidad de una variedad de téribe.



 



Boruca: Se habló en las reservas de Boruca y Curré, al sureste de la provincia de Puntarenas.



 



Esto último es de especial interés, pues en el artículo 6 del proyecto se indica:



 



 “ARTÍCULO 6.- El Estado adoptará e instrumentará las medidas necesarias para asegurar que los medios de comunicación masiva difundan la realidad y la diversidad lingüística y cultural costarricense.  Además, fomentará la emisión de programas en las diversas lenguas indígenas habladas y de iniciativas culturales en las que se promueva la literatura, tradiciones orales y el uso de las lenguas de los pueblos indígenas del país, como Huetar, Maleku, Chorotega, Bribri, Cabécar, Brunca, Guaymí y Teribe.”



 



En esta norma se omite referencia a la lengua Bocotá,, así como a las clasificadas como extintas Térraba y Boruca, siendo esto último de interés para las personas indígenas, por ejemplo definir si sus objetivos es su preservación o no, máxime si se citan como extintas en un período bastante reciente. Serían  las personad indígenas quienes lo definan. De ahí el análisis que de seguido se hará.



  



III.- Notas previas



La consulta a los pueblos indígenas es el mecanismo mediante el cual el Estado presenta a sus ciudadanos[1], los planes, programas, proyectos, medidas legislativas, administrativas o políticas públicas, que pretende elaborar y les afecten.  Para ello, se deben ejecutar una serie de actos que garanticen la efectiva participación de los habitantes indígenas en las decisiones que les conciernen.  Es un proceso de diálogo de mutuo respeto e información entre las partes; de comunicación sincera, interactivo, público, específico, de Buena Fe, obligatorio para el Estado y tendiente a llegar a acuerdos comunes.  Su observancia implica que el Estado en uso de su soberanía, ratifica ante la comunidad nacional e internacional, su forma de relacionarse con este sector de la población.  Su incumplimiento acarrea responsabilidad internacional[2].



 



Este proceso nace a la vida jurídica internacional como un principio innovador y articulador del Convenio 169 de la OIT, visto como un mecanismo democrático de participación ciudadana que evita pensar y decidir por “otros” y en nombre de “otros”.  Los pueblos indígenas redimensionan así su estatus como sujetos del Derecho Internacional dentro de los Estados actuales en que habitan.  Este principio rector del Derecho Internacional  es desarrollado posteriormente y en forma más amplia por la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en que se establece que la consulta es además previa, libre e informada.[3] 



 



En este sentido, el proyecto de ley requiere de la participación activa de los pueblos indígenas, quienes deben iniciar un proceso de consulta por medio del Estado,  para verter sus necesidades, conocer sus criterios, valoraciones, y sobre esa base, consensuar eventualmente un texto común.  La presente iniciativa carece de dicha participación, y parece más una propuesta bien intencionada pero al margen de la población meta.



 



IV.- Sobre el fondo



 



La protección de los idiomas indígenas es una obligación del Estado según una serie de convenios y declaraciones internacionales, particularmente el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, aunado a diversos instrumentos jurídicos de carácter universal sobre la materia.  Sin embargo, el mecanismo propuesto en el presente proyecto para su protección, es mediante la creación de una instancia estatal intersectorial, con un consejo nacional que incluye la participación de los pueblos indígenas, lo cual sigue un esquema muy similar al que la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) tuvo durante varias décadas en la vida nacional, trayendo grandes problemas de legitimidad y representatividad de los habitantes indígenas, toda vez que dicha instancia, eminentemente estatal, incluyó la participación de pueblos indígenas e instituciones públicas diversas a lo interno de su esquema de trabajo.   Esto generó gran disconformidad de aquellos habitantes indígenas quienes al margen de esta instancia, permanecieron en condiciones de discriminación, exclusión social e inequidad, sin acceso a los servicios básicos como agua potable, trabajo digno, vivienda digna, salud con calidez y pertinencia cultural, entre otras, todo al margen de la CONAI como tal.



 



Este esquema de institucionalidad (arts. 14 K y 16), ha sido fuertemente criticado por instancias de Derechos Humanos como la Defensoría de los Habitantes, el Alto Comisionado de los Derechos Humanos y una serie de acciones internacionales ante el propio sistema interamericano y universal, interpuestas por los propios pueblos indígenas del país, quienes han visto violentados sus derechos ante la grave confusión de intereses que una instancia estatal puede o dice ostentar, en nombre de un sector dado de la población.  Por ello, el hecho de que si se incluye a la CONAI como parte de esta instancia (art.16), deja entrever las debilidades del planteamiento y las inconsistencias propias de un patrón que respondió al asimilacionismo de casi medio siglo atrás.



 



Por lo anterior, la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI),  con base en el esquema de conformación y accionar planteado en la propuesta legislativa, no se considera pertinente para la defensa ni promoción de los derechos culturales y lingüísticos de los pueblos indígenas de Costa Rica.  



 



La protección de estos idiomas requiere de un abordaje con y desde los pueblos indígenas, a través de sus autoridades tradicionales, con la participación inclusiva, democrática y activa de mujeres, jóvenes y adultos mayores, en todas las instancias públicas que brindan servicios básicos a esta población: educación, cultural, salud, trabajo, etc.  pero en esquemas respetuosos de la diversidad étnica sin que ello signifique mayor burocratización.  El diálogo respetuoso entre las autoridades estatales y las autoridades propias de los pueblos indígenas, es la llave del éxito para la protección de sus idiomas ancestrales.



 



En esta perspectiva, el acceso a la justicia de los habitantes indígenas, se ha visto fortalecido mediante la creación de la Subcomisión de Asuntos Indígenas del  Poder Judicial, que ha logrado entablar un diálogo con las autoridades indígenas y sus miembros, mediante talleres, visitas in situ, estudios de casos y reflexiones internas profundas desde los distintos operadores jurídicos.



 



Hoy, la fiscalía y defensa pública especializada así como la Contraloría de Servicios para pueblos indígenas, son actores fundamentales que mediante la contratación de intérpretes, peritajes culturales y acciones concretas como el respeto por derecho indígena (consuetudinario) y sus resoluciones internas, autorizadas por el Consejo del Poder Judicial, han permitido un mayor acceso equitativo a la justicia de esta población.



 



V.- A modo de conclusión:    



 



De los anteriores razonamientos, hago de su estimable conocimiento que  la nueva tendencia en países como Guatemala, México y otros, radica en tener un instituto de lenguas mayas por iniciativa y dirigido por los propios indígenas frente al Estado, aunque se relacione con este.  De modo que se sugiere lo más sencillo y respetuoso consistente en abrir un espacio con las personas indígenas.  Por ejemplo el Poder Judicial lo ha hecho a través de la Subcomisión de Pueblos y personas Indígenas para que sean los propios indígenas, quienes  generen las iniciativas y desde sus puntos de vista y de su cosmovisión  indiquen al Estado y a sus instituciones qué quieren lograr, con mayor precisión que desde quienes no lo son. Por ejemplo hay algunos idiomas aparentemente desaparecidos por ya no se hablan (entre otros brunca, chorotega, teribe y huetar) que en dicho texto se tienen como existentes y se incluyen a la fecha.  Y, se está  imponiendo a hablarlos en uno de los artículos de análisis;  sin previa consulta.  Se concibe deberían ser los propios indígenas, quienes lo decidan y escojan cuáles son los  idiomas que desean revitalizar, rescatar o lograr  fortalecer en un acompañamiento desde la institucionalidad. Podría ser a través del Poder Judicial que ya lo viene realizando a través de las 12 acciones aprobadas por esta Corte y el Consejo Superior, así como en traducciones de textos jurídicos y la existencia de peritos culturales, traductores e intérpretes, en los términos acordados por las personas indígenas, para que así a ellos  y a ellas se les equipare y sean quienes escojan por ejemplo también  quiénes sean intérpretes y traductores por ejemplo, para lo cual no se ha requerido de la creación de otro ente  para definir cómo hacerlo.



 



Con normas de creación de un instituto crea una burocracia mayor que, lejos de fomentar  su fortalecimiento hace alejarles e imponerles a las personas indígenas criterios e institutos alejados de su realidad y necesidades.  Con base en los derechos fundamentales, deben ser ellas mismas, quienes realicen esas labores de información, a fin de que tengan la voz y el derecho de manera independiente. Se tiende a hacer filtros que hacen oficial al Estado; y no se avanza desde la mirada de ellos y ellas.  Sobre la base de lo que se tiene, podría estimarse que se crea un instituto el cual  responde a otra realidad histórica, pero no para el caso costarricense, máxime  la práctica y experiencia que se ha dado con el Conai,  que muestra el error dado cuando se impone una institución desde afuera.   Necesitamos acciones en todas las instituciones estatales  y no gubernamentales donde se trabaje con las personas indígenas  mediante intérpretes y sobretodo teniéndose el diálogo como elemento determinante.



 



La idea es cómo brindar ante una atención especializada para las personas indígenas, trasversalizando el tema, por ejemplo a través de la Escuela Judicial, de los jueces, fiscales, defensores y la Contraloría de Servicios etc. Ello se podría lograr otorgándoles un mayor presupuesto para que se obtenga la práctica  desde cada ámbito con una guía común que en el caso del Poder Judicial lo es la Sub comisión.      Por eso, en el caso del Poder Judicial con una institución más, no nos beneficiaría, ya que se ha logrado avanzar sin necesidad de crear más oficinas a través de varias acciones prácticas de accesibilidad.   Podría intentarse con las universidades, fortaleciéndoseles, por ejemplo correspondería a áreas de investigación aplicándose los convenios y resoluciones internacionales.   Pero que otra institución se venga a crear, no muestra  ningún progreso en términos del Poder Judicial. Si bien se requiere al menos en esa Institución un política atinente a las poblaciones indígenas, a su cosmovisión, su derecho y sus medios de hacer efectivo el acceso a la justicia.



 



Se hacen las anteriores reflexiones porque de las disposiciones que conforman el proyecto de ley de estudio se extrae que en algunas de ellas si afectan la organización y el servicio del Poder Judicial. Y por ende se entró a su análisis.



 



Así se tiene el precepto 13 incisos F)  I) K) y L):  prevé lo siguiente dentro del CAPÍTULO III denominado: “DISTRIBUCIÓN, CONCURRENCIA Y COORDINACIÓN DE COMPETENCIAS”



 



“ARTÍCULO 13.-          Corresponde al Estado en sus distintos poderes, la creación de instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbitos de competencia, para lograr los objetivos generales de la presente ley, y en particular las siguientes:



 



f) Garantizar que los profesores que atiendan la educación básica y diversificada bilingüe en los territorios indígenas sean, de preferencia, indígenas que hablen y escriban la lengua autóctona del lugar, siempre que cumplan con los requisitos de idoneidad solicitados por el Ministerio de Educación Pública;



i)         Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la conservación de la información y documentación más representativa de la literatura y lenguas indígenas costarricenses;…



k)         Apoyar la formación y acreditación profesional de intérpretes y traductores en lenguas indígenas nacionales y español;



l)         Garantizar que las instituciones públicas y las privadas de servicio público cuenten con personal que tenga conocimientos de las lenguas indígenas nacionales requeridas en sus respectivos territorios;”.



 



 Esta norma 13 incisos i), k)  y l)  incide en parte en la organización y servicio del Poder Judicial  porque esta Institución ha de tomar las medidas pertinentes, ya para realizar un política a fin de poder cumplir con las obligaciones que ahí se describen. 



 



Sobre el inciso f) del artículo 13, es preciso utilizar lenguaje género inclusivo para que en lugar de “los profesores que atiendan la educación” se utilice la palabra “las personas expertas quienes atiendan la educación”.  De igual forma, en el inciso k)     debería utilizarse “personas intérpretes y traductoras” para utilizar lenguaje de género inclusivo y no invisibilizar a las mujeres.



 



A su vez incide en la organización y servicio el artículo 10 de esta normativa. Ello porque a la letra dispone:



 



 “ARTÍCULO 10.-         El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunidades indígenas al acceso a la jurisdicción del Estado en la lengua indígena de que sean hablantes.  Para ello, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales.



 



     El Poder Judicial proveerá lo necesario a efecto de que en los juicios que realice, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua indígena y cultura”.



 



Una de las reglas que podría ser de mayor relevancia para el Poder Judicial es este mandato 10 del proyecto, conforme a la cual SÍ INCIDE EN LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PODER JUDICIAL debido a que se establece el derecho de las personas indígenas a contar con intérpretes y defensa técnica gratuita en todos los procesos judiciales, no solo en las disciplinas que ya lo tienen por ley en este momento –penal, agrario, laboral y familia- sino en aquellas materias en las cuales no han tenido tal acceso como civil, contencioso administrativo, tránsito, entre otras, lo cual incide en el presupuesto institucional y en su estructura de funcionamiento. Sobre la redacción del artículo 10, en primer orden parece que las palabras “los juicios y procedimientos” podría ser sustituida por “los procesos”,porque estimo posee un contenido  más amplio y técnico, ya que los “juicios” se refieren a las audiencias de prueba dentro de los procesos, mientras que por procedimientos se refiere a un conjunto de actos que conforman el proceso. De esta manera, la garantía que se establece en la norma a las personas indígenas –derivada del Convenio 169 de la OIT- de asistencia gratuita en todo el proceso de personas intérpretes y defensoras se tornaría más amplia a fin de evitar interpretaciones restrictivas. De igual forma, sería conveniente la utilización de lenguaje  inclusivo de género en esa norma, utilizando en lugar de “intérpretes y defensores” las palabras “personas intérpretes y defensoras”.



 



En el canon 14 del proyecto, inciso l) se señala:



 



“…l)      Concienciar sobre la aplicación de lo que dispone la Constitución Política, los tratados internacionales ratificados por Costa Rica y esta ley, en materia de lenguas indígenas, y expedir a los tres Poderes de la República las recomendaciones y medidas pertinentes para garantizar su preservación y desarrollo…”;



Es importante advertir que se hace referencia exclusivamente a “los tratados internacionales ratificados”, lo cual limita el accionar, debido a que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterada en el sentido de que son de carácter supraconstitucional todos los tratados internacionales de derechos humanos ratificados o no por Costa Rica, precisamente por estar referidos a derechos humanos como lo son los relacionados con personas indígenas, partiendo del Convenio 169 de la OIT.



 



También según los ordinales  15 y 16 del proyecto se lee en ese orden:



 



“ARTÍCULO 15- La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio instituto.”.



 “ARTÍCULO 16.-El Consejo Nacional se integrará con los siguientes representantes: d) Un representante del Poder Judicial.”.



 



Conforme a tales disposiciones, el Poder Judicial sería parte ya de un consejo que vendría del gobierno a imponerse a las personas indígenas qué y como regular sus lenguas.  Y esta institución no ha necesitado de tal creación para lograr los avances que ha generado en accesibilidad a los pueblos y personas indígenas.   Sobre el artículo 15 donde  indica: “La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio Instituto.”; debe usarse lenguaje género inclusivo pues se está invisibilizando la posibilidad de que la dirección general la ocupe una mujer al aludirse solo a “director general”, pues es un mensaje implícito.



 



El artículo 18 del proyecto estipula: “Para el cumplimiento de sus atribuciones el director general tendrá las facultades de dominio y de administración, sin más limitaciones que las específicas que le llegue a imponer el estatuto orgánico por parte del Consejo Nacional.”; incurriéndose nuevamente en invisibilización de las mujeres al aludirse al “director general”, y además, se otorgan facultades de “dominio” a esa persona directora, las cuales no corresponden a la técnica judicial o al menos no se especifica el contenido de esas facultades.



 



En cuanto al numeral 19 del proceso, igualmente se deja de lado el lenguaje género inclusivo al referirse a “un representante público propietario y un suplente” cuando lo correcto sería utilizar la frase:  “una persona representante”.



 



De estas normas se extrae, cómo se pretende regular  los derechos lingüísticos  y por ende debería este poder de la República reafirmar las reglas y eventualmente la política de acceso a la justicia de las personas indígenas en todas las disciplinas y que estas podrían gestionar en todas las jurisdicciones donde se garantice la aplicación de las leyes indígenas.  Por ende, tiene que contar el Poder Judicial con todos los medios idóneos para ello.  Como lo sería  tener o contar con un proceso de selección a costa del Poder Judicial de intérpretes y traductores  en todos los idiomas indígenas,  para todas las materias que en sede judicial se conocen.  Inclusive de acuerdo al numeral 13 en los planes operativos (quinquenales y anuales de implementación) las partidas requeridas para cumplir con estas obligaciones.  El inciso k)  de la norma 13 de cita  debe apoyarse al interno.  Todo lo anterior incide en la organización y servicio de este Poder de la República.   De ahí que desde estas normas ha de rendirse el informe por esta Corte.



 



VI.- Recomendaciones específicas



 



Por todo lo expuesto, se concluye que el  proyecto en discusión es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas, por lo cual,  pero con las variantes dadas, se recomienda su aprobación, en cuanto a la normativa que se ha hecho mención específicamente. 



 



La sugerencia del proyecto está, entre otros aspectos y fines, a crear una institución de lenguas indígenas que en mi criterio solo conllevará a una mayor burocratización, en su sentido peyorativo, del Estado. Mas, con base en lo dispuesto en las normas 10,  13 y 16 de referencia, ante la creación de un ente, habría que determinar dentro del Poder Judicial quién ejercería esa representación con base en el ordinal 16 inciso d) ibídem,  sugiero sea un o una integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



   



A su vez, del estudio de los artículos que comprende este proyecto de ley  estima esta integrante, que contienen varios temas de política legislativa, los cuales en algunos puntos  se han hecho observaciones con el afán de coadyuvar en el mejoramiento de dicho proyecto pero que no atañe al Poder Judicial.



 



De los preceptos de esta normativa los 10, 13 incisos i), j), k) y l) y 16, en criterio de la informante  son los que inciden en la organización y servicio del Poder Judicial de forma expresa. De ahí que se procedió a su análisis.  



 



Se observó que en la exposición de motivos del proyecto,  si bien se refiere a su vez a materias sustantivas, sea la codificada, no afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial como tal, ya que en cuanto a la regulación que se propone con esta normativa es atinente a aspectos propios de políticas legislativas referidas más que todo a una valoración de los proponentes del proyecto.



 



Por ende, estima esta informante, no hacerse una valoración sustantiva de la propuesta por parte de este órgano colegiado, en aquellos aspectos eminentemente de voluntad legislativa y gubernamental.  En consecuencia, sugiero, esta Corte no debería rendir informe alguno sobre dichas disposiciones. Propiamente,  contempla lo que son derechos lingüísticos,  también se refiere al derecho indígena, lo cual se sale del ámbito de la aplicación de esta ley, porque ello ya está regulado legalmente en convenios internacionales como el 169 de la O.I.T. , la ley Indígena,  la Declaración de las Naciones unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas de 2007 etc.  Ello con base en lo resuelto por la Corte Plena en sesión n° 6-2006 de 20 de marzo de 2006, artículo IX, ratificado en sesión n° 24-2006 celebrada el 28 de agosto de ese mismo año, artículo XXXVI conforme lo establece el artículo 167 de la Constitución Política, y por ende el informe de parte de esta Corte omite cualquier pronunciamiento sobre tales puntos del proyecto.



 



 Pero en lo que sí afecta es en cuanto tales normas pretenden garantizar la accesibilidad y el respeto de la cultura indígena en algo tan importante como lo es la comunicación.  Y desde este ángulo, deberá contarse con un trámite o procedimiento de selección de intérpretes y traductores de los distintos idiomas indígenas a costa del Poder Judicial  lo cual sí incide  en la organización y servicio. Así, tendrán que incluirse dentro de los planes operativos  y estratégicos



 



Dejo así rendido el informe  a fin de que las y los Integrantes de este órgano decisor, resuelvan lo que a bien tengan en este proyecto de ley.”



 



- 0 -



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “El informe que me correspondió estudiar y rendir hoy, se refiere al proyecto de ley denominado“Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente N° 18.351. Este cuerpo normativo se compone de un preámbulo o exposición de motivos y de 23 artículos contenidos dentro de cuatro capítulos que denominan en el orden en que aparecen: “CAPITULO I Disposiciones generales, CAPÍTULO II Derechos de los habitantes de lenguas indígenas, CAPÍTULO III y CAPÍTULO IV Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas”.



Del preámbulo puede destacarse la necesidad y pertinencia que se dice en el proyecto, de que Costa Rica –al igual que otros países ya lo han hecho- reconozca y proteja los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, tanto individuales como colectivos y ante la pérdida de su lengua, ya que conllevaría también la desaparición de su cultura y cosmovisión, por lo que se pretende promover su uso y desarrollo, así como difusión.



En este preámbulo luego de hacer un recuento histórico de las etnias y de los 24 territorios indígenas que se indican, los cuales se dice están definidos legal y administrativamente, se hace la observación de su capacidad de leer y escribir alguna lengua, conforme a un censo efectuado,  para concluir que con éste se da un 62% únicamente de la población indígena que los habla.



Se hace también un recuento de la legislación indígena promulgada; para luego concluir, que tal normativa indígena no contempla  reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas costarricenses, por ende, sería una herramienta a las personas indígenas, para que puedan defender sus derechos lingüísticos adecuadamente.



Pude extraer de estas disposiciones que en realidad se pretenden varios fines: 1) Regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. 2) Difundir y respetar no solo la diversidad lingüística, sino que también la diversidad cultural costarricense, sea que amplía a cualquier lengua y cultura ya no solo las indígenas.  3) Establece el derecho de todo costarricense de comunicarse en la lengua de la que sea hablante. 4) Estipula la competencia al Estado y sus distintos poderes para la creación de instituciones y actividades en los distintos ámbitos, a fin de lograr los objetivos de esta ley.  Pero a su vez establece la corresponsabilidad de las comunidades y pueblos indígenas en realizar los objetivos de esta normativa. 5) Dispone la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI), como organismo descentralizado de la administración pública, sectorizado en el Ministerio de Educación Pública.



Aunque para esta Corte carece de interés, pero por razones que luego explicaré, hago un comentario general sobre el tema que se desarrolla en cuanto al concepto de lengua y de idioma, que en principio podría verse como discriminatorio, pero si se utiliza una u otra palabra, tanto para las lenguas indígenas, como para la lengua castellana, no habría discriminación. Esto no tiene que ver con la organización y servicio del Poder Judicial. Luego hago un análisis de las diferentes lenguas que se hablan en Costa Rica y las que aparentemente no lo están. Igualmente, en un análisis que hago en notas previas, hago ver que la normativa internacional en Costa Rica, según lo establecido por la Sala Constitucional, es de obligatorio acatamiento aunque no se haya adoptado por el sistema nuestro, en razón de que se llaman derechos fundamentales de los pueblos indígenas.



Sobre el fondo del asunto este proyecto que es tutelar, mediante la creación de una instancia estatal intersectorial, con un Consejo Nacional que incluye la participaciónde los pueblos indígenas, se hace a la luz del instituto de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), y hago una serie de consideraciones del por qué no me parece que sea ésta, la mejor forma de atender el tema lingüístico de las personas indígenas. Sin embargo, en virtud y respetando lo que esta Corte ha definido, en cuanto a la organización y servicio y por qué debe atenderse o no un proyecto de ley, en las conclusiones me refiere de una manera genérica el por qué ya el Poder Judicial ha hecho a través de la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas una serie de acciones que esta Corte ha aprobado, para sin necesidad de creación de ningún instituto más, se realicen las medidas requeridas que en esta normativa se están dando. Esto lo hago para poder arribar a las normas que sí podrían incidir en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



 Lo anterior lo dejo a manera personal como una coadyuvancia para un mejoramiento de esta normativa en la Asamblea Legislativa.



Se concibe aquí que deberían ser los propios indígenas quienes decidan y escojan cuáles son los idiomas que desean revitalizar, rescatar o lograr fortalecer, en un acompañamiento desde la institucionalidad. Podría ser a través del Poder Judicial como ya lo expliqué, que desde ya viene realizando a través de las doce acciones aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, así como en traducciones de textos jurídicos y la existencia de peritos culturales, traductores e intérpretes en los términos acordados por las personas indígenas también, para que así a ellos y a ellas se les equipare y sean a quienes escojan -por ejemplo- quiénes sean intérpretes y traductores. Por ejemplo, se ha requerido la creación de otro ente para definir cómo hacerlo y es el denominado Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI).



¿Por qué incide esto en el Poder Judicial? Se dice en el artículo 13 de esta normativa que: “Corresponde al Estado en sus distintos poderes, la creación de instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbitos de competencia, para lograr los objetivos generales de la presente ley…” y dentro de éstas cito expresamente incisos que podrían incidir en la organización y servicio de este Poder de la República, los cuales dicen de la siguiente manera:



“i)        Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la conservación de la información y documentación más representativa de la literatura y lenguas indígenas costarricenses;…



k)         Apoyar la formación y acreditación profesional de intérpretes y traductores en lenguas indígenas nacionales y español;



l)         Garantizar que las instituciones públicas y las privadas de servicio público cuenten con personal que tenga conocimientos de las lenguas indígenas nacionales requeridas en sus respectivos territorios;”.



           



            Desde este ángulo puedo rescatar que incide en la organización y servicio del Poder Judicial, porque esta institución tendrá que tomar las medidas pertinentes, para realizar una política a fin de cumplir con las obligaciones que ahí se describen, a la fecha no contamos con esta política, únicamente tenemos aprobadas reglas.



            El inciso f) del artículo 13 es preciso utilizar lenguaje de género inclusivo y ahí lo expongo en qué sentido sería. Igualmente en el inciso k).



            A su vez, incide en la organización y servicio el artículo 10 de esta normativa, porque a la letra dispone: “



“El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunidades indígenas al acceso a la jurisdicción del Estado en la lengua indígena de que sean hablantes. Para ello, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales.



 



El Poder Judicial proveerá lo necesario a efecto de que en los juicios que realice, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua indígena y cultura”.



 



            Una de las reglas que podría ser de mayor relevancia para el Poder Judicial es este mandato 10 del proyecto, conforme a lo cual SÍ INCIDE EN LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PODER JUDICIAL, debido a que se establece el derecho de las personas indígenas a contar con intérpretes y defensa técnica gratuita en todos los procesos judiciales, no solo en las disciplinas que ya lo tienen por ley en este momento –que son la penal, agrario, laboral y familia- sino en aquellas materias en las cuales no han tenido tal acceso como civil, contencioso administrativo, tránsito, entre otras, lo cual incide en el presupuesto institucional y en su estructura de funcionamiento. Sobre la redacción del artículo 10, en primer orden parece que las palabras “los juicios y procedimientos” podría ser sustituida por “los procesos”, porque estimo posee un contenido  más amplio y técnico, ya que los “juicios” se refieren a las audiencias de prueba dentro de los procesos, mientras que por procedimientos se refiere a un conjunto de actos que conforman el proceso. De esta manera, la garantía que se establece en la norma a las personas indígenas –derivada del Convenio 169 de la OIT- de asistencia gratuita en todo el proceso de personas intérpretes y defensoras se tornaría más amplia, a fin de evitar interpretaciones restrictivas. De igual forma, sería conveniente la utilización de lenguaje  inclusivo de género en esa norma.



En el canon 14 del proyecto, inciso l) se señala:



 



“…l)      Concienciar sobre la aplicación de lo que dispone la Constitución Política, los tratados internacionales ratificados por Costa Rica y esta ley, en materia de lenguas indígenas, y expedir a los tres Poderes de la República las recomendaciones y medidas pertinentes para garantizar su preservación y desarrollo…”;



 



Es importante advertir que se hace referencia exclusivamente a “los tratados internacionales ratificados”, lo cual limita el accionar, debido a que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterada en el sentido de que, son de carácter supraconstitucional todos los tratados internacionales de derechos humanos ratificados o no por Costa Rica, precisamente por estar referidos a derechos humanos como lo son los relacionados con personas indígenas, partiendo del Convenio 169 de la OIT.



También según los ordinales  15 y 16 del proyecto se lee en ese orden:



“ARTÍCULO 15- La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio instituto.”.



 “ARTÍCULO 16.-El Consejo Nacional se integrará con los siguientes representantes: d) Un representante del Poder Judicial.”.



 



Conforme a tales disposiciones el Poder Judicial sería parte ya de un Consejo que vendría del gobierno a imponerse a las personas indígenas qué y cómo regular sus lenguas. Esta institución no ha necesitado de tal creación para lograr los avances que ha generado en accesibilidad a los pueblos y personas indígenas. Sobre el artículo 15 donde indica: “La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio Instituto.”; debe usarse lenguaje género inclusivo.



En el artículo 18 del proyecto se estipula: “Para el cumplimiento de sus atribuciones el director general tendrá las facultades de dominio y de administración, sin más limitaciones que las específicas que le llegue a imponer el estatuto orgánico por parte del Consejo Nacional.”; incurriéndose nuevamente en la invisibilización de las mujeres al aludirse al “director general”, y además, se otorgan facultades de “dominio” a esa persona directora, las cuales no corresponden a la técnica judicial o al menos no se especifica el contenido de esas facultades.



En cuanto al numeral 19 del proceso, igualmente se deja de lado el lenguaje género inclusivo al referirse a “un representante público propietario y un suplente” cuando lo correcto sería utilizar la frase:  “una persona representante”.



De estas normas se extrae, cómo se pretende regular los derechos lingüísticos y, por ende, debería ser este Poder de la República el que reafirme las reglas y, eventualmente, la política de acceso a la justicia de las personas indígenas en todas las disciplinas y que estas podrían gestionar en todas las jurisdicciones donde se garantice la aplicación de las leyes indígenas. Por ende, tiene que contar el Poder Judicial con todos los medios idóneos para ello. Como lo sería  tener o contar con un proceso de selección a costa del Poder Judicial de intérpretes y traductores  en todos los idiomas indígenas, para todas las materias que en sede judicial se conocen.



Inclusive de acuerdo al numeral 13 en los planes operativos (quinquenales y anuales de implementación) las partidas requeridas para cumplir con estas obligaciones.  El inciso k)  de la norma 13 de cita  debe apoyarse al interno.  Todo lo anterior incide en la organización y servicio de este Poder de la República. De ahí que desde estas normas ha de rendirse el informe por esta Corte.



Como recomendaciones específicas concluyo que el proyecto es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas, por lo cual, pero con las variantes dadas, se recomienda su aprobación, en cuanto a la normativa que se ha hecho mención específicamente. 



La sugerencia del proyecto está, entre otros aspectos y fines, a crear una institución de lenguas indígenas que en mi criterio solo conllevará a una mayor burocratización, en su sentido peyorativo, del Estado. Mas, con base en lo dispuesto en las normas 10,  13 y 16 de referencia, ante la creación de un ente, habría que determinar dentro del Poder Judicial quién ejercería esa representación con base en el ordinal 16 inciso d) ibídem, por lo que sugiero que recaiga en un o una integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.   



A su vez, del estudio de los artículos que comprende este proyecto de ley estimo que contienen varios temas de política legislativa, los cuales en algunos puntos se han hecho observaciones –en mi carácter personal- con el afán de coadyuvar en el mejoramiento de dicho proyecto, pero que no atañe al Poder Judicial.



De esta forma dejo expuesto este informe para lo que a bien tenga decidir esta Corte, pues sí incidiría en los planes operativos y estratégicos del Poder Judicial”.



Interviene el Magistrado Jinesta: “Las Magistradas y los Magistrados de la Sala Constitucional nos vamos a inhibir, porque es una ley que regula derechos y podría ser objeto de consulta legislativa”.



Indica el Magistrado Chinchilla: “Me parece que el proyecto de ley no afecta en nada la organización y funcionamiento del Poder Judicial”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “Yo dejo que esta Corte decida lo que a bien tenga. Sin embargo, en mi carácter personal mantengo que el proyecto de ley incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, desde un ángulo económico, porque nos estaría obligando a crear todo un staff de personas intérpretes, traductoras, defensores y defensoras públicas en disciplinas más allá de las que ya contiene el Poder Judicial, que son para las materias penal, agrario, familia y laboral, ya que cualquier persona indígena podría venir a estrados en otras disciplinas y no se cuenta con personas que les asistan gratuitamente especialistas en esta materia, por lo que sí tendríamos y nos obliga de alguna forma a contar con un presupuesto mayor para cubrir estas necesidades de las personas indígenas en todas las áreas.



            Mantengo mi criterio en los numerales que expresamente indiqué, aunque no me parece la creación de este instituto que, además, nos obliga a tener un representante y, si fuera del caso, sugiero que sea de alguna persona integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, pero si tenemos una Comisión de Accesibilidad en que para personas en algún estado de vulnerabilidad y, si bien mal llamado existe la vulnerabilidad social para las personas indígenas, claro que incidiría en este sentir del Poder Judicial, en cuanto a que se acceda a la justicia en los términos en que, las normativas como ésta nos están imponiendo y aquí nos obligaría a la creación de una política indígena que creo debe existir, pero que requiere más gastos.



            La misma Subcomisión de Pueblos Indígenas no tiene y no cuenta con ninguna ayuda económica, ni de índole personal salvo la Contraloría de Servicios, que es la que lleva a cabo una serie de actividades y de controles y tiene que rendir cuentas a muchos institutos nacionales e internacionales, por eso sí creo que incidiría al menos económicamente, lo mismo que en cuanto a las bibliotecas del Poder Judicial y a todas las políticas de capacitación que se están generando con la Escuela Judicial en esta disciplina”.



            Expresa la Magistrada Pereira: “Hay dos aspectos que me interesa recalcar. Uno es que debemos de tener cuidado porque hay una serie de reglas, como bien lo dice la Magistrada Escoto que las tenemos implementadas, que la Subcomisión de Pueblos indígenas ha estado trabajando en eso y el Poder Judicial lo tiene.



            El otro aspecto es que el informe como también lo menciona la Magistrada Escoto, tiene una parte que tendría que ver con el funcionamiento y organización del Poder Judicial, por lo menos en cuanto al nombramiento de intérpretes en todas las áreas que no se tienen en la actualidad, pero deberíamos concretar las razones para dar el informe al respecto de esos artículos que bien lo menciona y eliminar la parte que la Magistrada Escoto considera que no tiene injerencia en el funcionamiento y organización del Poder Judicial, para seguir cumpliendo con la política que se ratificó en la sesión de la mañana y llevarlo como un comentario o una solicitud expresa que hace la Subcomisión a la Comisión Jurídica de la Asamblea Legislativa.



            En resumen, sería concretar el informe y aprobarlo en cuanto a lo que específicamente se relaciona a la injerencia que puede tener en el Poder Judicial y lo otro dejarlo como una inquietud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas ante la Comisión que corresponde en la Asamblea Legislativa”.



            Interviene la Magistrada Escoto: “Comprendo lo que la Magistrada Pereira dice, pero de ahí que oralmente como se hace con los informes solo me referí a los artículos que consideré podrían incidir en la organización  funcionamiento del Poder Judicial. Como indiqué al inicio son 23 artículos y de ellos solo me referí al 10, al 13, al 15 y al 16, que son los que me parece inciden por la cuestión económica y de política judicial para contar con una política en materia indígena. Además, lo que más me preocupa fuera de intérpretes y traductores es la defensa técnica gratuita, porque ya no solo sería para las materias que está prevista, sino para todas, aunque tengamos un porcentaje mínimo de participación indígena, tendríamos que contar con alguna defensa técnica gratuita especializada en derecho y materia indígena.



            En la conclusión final del informe sólo me refiero a los 4 artículos que he señalado y con gusto podría separarlo para que sea la Subcomisión la que presente o lleve las inquietudes a la Asamblea Legislativa sobre los diferentes cuestionamientos que le demos a la creación de ese instituto, que se los tuve que mencionar, porque dentro de esta creación está la obligación de que el Poder Judicial cuente con una representación y ahí nos involucra, por eso lo expuse en ese sentido, pero esta Corte decidirá en qué forma podría más ser clara de lo que lo he hecho”.



            Manifiesta el Magistrado Chinchilla: “Me surge una duda, porque no recuerdo todos los contenidos de las normas con respecto a la organización y funcionamiento del Poder Judicial. No sé si alguna de ellas tiene que ver que cuando incide económicamente en el Poder Judicial, se considera que tiene relación con el artículo 167 de la Constitución Política.



            Quiero consultarle a los integrantes de la Comisión que hicieron el reglamento en su momento para saber ese punto”.



            Responde el Magistrado Solís: “Si la memoria no me falla le pediría a los Magistrados Jinesta y Vega que me ayuden, pues integraron conmigo dicha Comisión y el informe que rendimos fue conocido por esta Corte en la sesión N° 06-06 del 20 de marzo de 2006, artículo IX. Habíamos entendido que una implicación a nivel de la gestión presupuestaria del Poder Judicial incide sobre el funcionamiento. Tan es así que para la próxima semana se estará sometiendo a conocimiento un estudio sobre un proyecto de ley que me enviaron, donde se establece para la Imprenta Nacional, entre otras cosas, un artículo que obliga a todos los Poderes de la República a que el 50% de sus impresiones de cualquier naturaleza, sean editadas en la Imprenta Nacional y estoy ofertando la idea de que eso afecta el funcionamiento del Poder Judicial, porque va a encarecer de sobremanera, desde una percepción de gestión económica los costos que tenemos en la edición de todos los documentos que la imprenta del Poder Judicial nos hace todos los días”.



            Refiere la Magistrada León: “Sin poder referirme a lo que dicen las normas que hoy volvimos a ratificar, es cierto que el tema  de la población indígena salió a colación en la prensa, a propósito de aquella señora que fue condenada y que luego se supo que ella no estaba entendiendo nada. A partir de ahí y gracias al esfuerzo que ha hecho la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Población Indígena, se llegó a establecer la necesidad de que siempre que estuviera una persona indígena, se contara con dos peritajes, tanto del lenguaje como el antropológico, para comprender todas las particularidades que tiene esta población.



            Me parece que si bien podríamos decir que el proyecto de ley no tiene una incidencia directa en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en el sentido de que no está modificando específicamente una competencia o eventualmente creando nuevos juzgados, es cierto que es una nueva forma de ver el trato a una persona indígena y esto va a significar erogaciones y va a poner a esta Corte a emitir reglamentos y disposiciones sobre el abordaje de esta población. Creo que desde esa óptica habría incluso que decir esto, que la implementación del proyecto vendría a generar un presupuesto adicional, porque los peritajes no solo no son nada barato, sino muy difíciles de conseguir. Esto es importante destacarlo”.



            Señala el Presidente en ejercicio, Magistrado Ramírez: “Vamos a someter a votación del informe de la Magistrada Escoto, en los cuatro artículos que ella estima atañen a la organización y funcionamiento del Poder Judicial y una segunda posición sería indicar que no incide para nada en la organización y funcionamiento de este Poder de la República”.



Sometido el asunto a votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte, específicamente en cuanto a los cuatro artículos que estima atañen o podrían tener incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, a saber, los numerales 10, 13, 15 y 16 de la normativa citada y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Solís, León, Escoto, Aguirre, Varela, Vega, Pereira y las Suplentes Rojas Morales y Gómez Cortés.



Los Magistrados Rivas y Chinchilla emitieron su voto por no aprobar el informe de la Magistrada Escoto, al estimar que la normativa propuesta no incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



Los Magistrados Jinesta, Cruz, Castillo, las Suplentes Salazar Cambronero y Pacheco Salazar y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar.  Se declara acuerdo firme.








 












[1] Que ostentan tal condición (indígena).



[2] En algunos países como Colombia y Costa Rica su inobservancia implica la nulidad de derecho público de los procedimientos, actos y medidas adoptadas. Citado por el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, Principios Internacionales aplicables a la consulta en relación la reforma constitucional en materia de derechos de los pueblos indígenas en Chile, 24 de abril 2009.



 



[3] Oficina Regional para Centro América del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Estado de los derechos humanos de los pueblos indígenas en Centroamérica, Panamá, 2011.








 
























Acta de Corte Plena Nº 003 - 2014








Fecha: 27 de Enero del 2014



Descriptores/Temas: Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Informe anual de labores



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XXIV



SALEN LA MAGISTRADA ESCOTO Y EL MAGISTRADO CRUZ.



Documento 8569-2013



         En sesión N° 49-13 celebrada el 25 de noviembre de 2013, artículo XXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, en oficio N° C258-2013 de 23 de julio del año en curso, manifestó:



 



"En cumplimiento de lo que dispone el artículo 14 del Reglamento de Creación, Organización y Funcionamiento de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, me permito hacer de su conocimiento la entrega en formato físico (disco compacto) del informe de labores 2012, con el fin de que pueda ser del conocimiento de las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.



 



Como en años anteriores, me encuentro a la entera disposición para efectuar una exposición sobre los aspectos más relevantes y recomendaciones que se incluyen, así como atender toda inquietud relativa a la labor de esta oficina y recibir sus valiosas sugerencias para la mejora continua del funcionamiento de esta oficina.　Además, con ello　deseo dar cumplimiento al mandato constitucional que consagra la transparencia y rendición de cuentas en la gestión pública.



　



Se adjunta la carátula del informe que se entrega."



- 0 -



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Este asunto trata sobre el informe de labores del 2012 de la Contraloría de Servicios. Vamos a fijar en lo que queda del año, una fecha concreta, para que la licenciada Lena White Curling rinda su informe."



 



Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones de la Presidenta, Magistrada Villanueva.”



 



- 0 -



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Convocamos a esta sesión a la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, para que nos rinda verbalmente el informe de labores, a cuyos efectos le pedimos que lo actualizara, pues esta Corte no lo había podido conocer. También invitamos a los Integrantes del Consejo Superior, para que se atiendan las inquietudes y criterios de su trabajo en relación con el servicio que prestamos”.



Se concede el uso de la palabra a la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios: “Nuevamente tengo la oportunidad de comparecer ante ustedes para cumplir el deber de rendición de cuentas, evaluación, resultados y de transparencia en relación con la labor de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y en cumplimiento del artículo 11 de la Constitución Política.



Como ha sido costumbre, la Contraloría de Servicios elabora un informe anual, el año pasado no tuvimos la oportunidad de exponerlo, de manera que hoy traigo una síntesis de los datos del 2012 y 2013.



A diferencia de otros años, no preparé una presentación, porque verdaderamente no quisiera distraerlos del mensaje que traigo como Contralora de Servicios del Poder Judicial.



Anticipadamente les enviamos un disco compacto con el informe completo, con todos los datos y para esta ocasión, porque es inevitable hacer una referencia a algunos datos estadísticos, hicimos una síntesis muy sencilla de apreciar, la cual le distribuimos anteriormente, sobre el trabajo que se ha venido realizando, en la que se incluye la cantidad de gestiones recibidas por año, las cuales se han incrementado, porcentaje de gestiones por ámbito.



Es sabido que la mayoría de las gestiones se refieren siempre al ámbito jurisdiccional, los motivos de insatisfacción de las ciudadanas y de los ciudadanos de este país, que básicamente son dos. Vengo a repetir lo que en años anteriores les he manifestado, la insatisfacción mayor es por el retraso judicial, es decir, por los tiempos de tramitación de los procesos judiciales. El segundo motivo de insatisfacción es por el trato que reciben de parte de las servidoras y de los servidores de esta Institución. A esos dos motivos le agregaría un tercero muy importante, y es que todavía no hemos acertado en el tema de la información a la persona usuaria, lo vemos todos los días, información que se da muchas veces inexacta, incorrecta o se niega información a la persona usuaria.



Valoración de las gestiones: Hay una cantidad de gestiones que hemos calificado como injustificadas, en el sentido de que no identificamos una deficiencia de servicio, sí hay un 49% de gestiones que realmente tiene que aceptar la Institución, que están basadas en motivos legítimos, las personas tienen en este 49% de gestiones, casi la mitad, una razón válida para manifestar la insatisfacción y en ese trámite de las gestiones hemos identificado deficiencias de servicios.



Ese 49% no incluye gestiones que calificamos como no calificables, porque no tenemos elementos para determinar si el reclamo del usuario es válido o no, pero ciertamente hay oportunidades grandes de mejora en la gestión del Poder Judicial.



Cantidad de gestiones por materia: La mayor cantidad de gestiones se han venido presentando en la materia de pensiones alimentarias, también hemos tenido una cantidad significativa en materia laboral, en materia de cobro y otras materias. Me complace mucho comentarles que hemos notado, aunque tal ves la estadística no lo refleja todavía, una disminución en la cantidad de reclamos o de gestiones en materia de pensiones alimentarias, para finales del 2013 se notaba esa disminución, así como en las materias penal y civil, disminución en materia civil que va acompañada con un incremento en gestiones por materia de cobro, así es que hay una relación entre disminución de civil y aumento de gestiones relacionadas con los procesos cobratorios.



En materia laboral, que siempre fue una preocupación, porque es una materia muy sensible, me complace reportar que hemos visto todavía no una disminución, pero que se mantiene igual la cantidad de gestiones en materia laboral del 2012 al 2013, lo que nos parece que evidencia que las medidas que se vienen tomando para atender los problemas de servicio en materia laboral posiblemente están reflejándose.



Adicionalmente, atendemos una línea gratuita de información, la 800-800-3000, y tenemos cuatrocientas cuarenta y siete mil noventa y nueve llamadas atendidas entre el 2012 y el 2013, la mayoría de las cuales, son llamadas para consultas sobre los depósitos judiciales.



Un servicio que hemos notado que se ha incrementado a partir del 2012, cuando comenzamos a registrarlo más formalmente es la atención de consultas electrónicas, las cuales se reciben por varios medios. En la página del Poder Judicial hay un buzón donde las personas pueden enviar consultas, todas llegan a la Contraloría de Servicios, y tiene que ver con las campañas institucionales, la página Web, consultas en línea y la aplicación móvil.



Para el 2013 atendimos 5.883 de estas consultas, que aumentó desde del 2012 que registramos solo 3.691. Hoy día tenemos más de nueve mil consultas y observamos un aumento en el uso de este servicio, que nos parece que es importante. Tenemos en la actualidad un promedio de 490 consultas electrónicas por mes. Desde luego, mantenemos los buzones de sugerencias en todo el país y notamos entre el 2012 y 2013 un aumento en la cantidad de boletas de sugerencias, que se incluyen o que nos remiten y no es sorpresa que la mayoría de esas boletas se refieran a temas de trato y en las cuales se reclama un atención más rápida de parte de la Institución.



Aparte del tema estadístico, en el que no me he extendido por razones de tiempo, porque además las estadísticas las tienen ustedes en el informe y con mucho gusto podemos suministrar y ampliar, quisiera señalar que la labor de la Contraloría no se limita meramente a la atención de gestiones o de quejas, también tenemos una participación en las comisiones del Poder Judicial, en las Comisiones de Usuarios, que son varias en todo el país, en las Comisiones de Valores, Transparencia y Acceso a la Justicia, la coordinación por disposición del Consejo Superior de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la participación en la Comisión de Afrodescendientes, por disposición de esta Corte. También, la Contralora de Servicios integra el Consejo de Contables, participamos en la Comisión de Familia, a la cual le trasmitimos muchas de las inquietudes que tenemos en esa materia, y algunas contralorías regionales también participan en otras comisiones como la de Género.



Hacemos una labor importante de acercamiento a las comunidades, ustedes en el informe tienen un cuadro detallado de todas las actividades en parques y municipalidades a las cuales asistimos, para dar información, orientar y atender gestiones.



Tenemos una participación de charlas en despachos judiciales, que generalmente nos las solicitan los despachos.



            Sobre ese tema tengo dos observaciones. Una es que hay una necesidad todavía insatisfecha en la institución de las charlas sobre el servicio público. Si bien tenemos los cursos virtuales, todavía hay algunas necesidades y las canalizan pidiendo la colaboración de la Contraloría.



El otro tema de las charlas, es que me parece que ya es momento oportuno de evaluar el resultado de los cursos virtuales que se han venido dando, que son las seis charlas obligatorias, esa evaluación nos permitiría quizá, ir identificando si eso está teniendo un impacto real en la  conducta de los servidores, frente a las personas usuarias.



A solicitud de la Presidencia de la Corte, coordino un Trabajo Comunal Universitario (TCU), producto de un convenio con la Universidad de Costa Rica, se llama asistencia socio-jurídica a poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. Se han hecho muchas cosas valiosas con los estudiantes de la universidad, es un TCU interdisciplinario, no solo de estudiantes de derecho y lo más importante destacar es algo que denominamos como el Sistema de Información y Orientación en Materia de Pensiones Alimentarias (Siopa), en el que algunos de estos estudiantes nos están ayudando en despachos de pensiones alimentarias para poder agilizar el servicio, que es donde mejor resultado nos ha dado.



La Magistrada Camacho conoce del asunto, servicio que se realiza en Cartago, donde incluso a partir de que el juzgado se convirtió en un despacho electrónico, ya no está llegando tanto usuario al despacho, decidieron que el estudiante o los estudiantes ayudaran con un servicio telefónico de información, así es que sabemos que en Cartago, el despacho está muy complacido con la labor y el apoyo que se ha recibido a través del TCU.



Otra cosa importante, es que este año, la sede central de la Contraloría participamos en el proceso de acreditación GICA, continuándose con Heredia y Goicoechea, pero mi esperanza es que todas las oficinas de la Contraloría estén debidamente acreditadas, porque eso va ayudar al que trabajo que hacemos sea una labor más rigurosa y asegurar que se vean resultados de la gestión de la Contraloría. También tenemos y por tiempo no lo voy a exponer, un análisis de temas de servicio, en el que clasificamos por temas el retraso, trato, sistemas informáticos, ambiente laboral y otros temas y de ese análisis de los problemas de servicio generamos una matriz de recomendaciones.



No me da tiempo de hablar de todas, pero quiero mencionar algunas, para que ustedes vean que la labor no es solo atender quejas, es analizar el servicio, pensar y tratar de contribuir humildemente a efectuar propuestas de mejora. Algunos de los temas que analizamos se refieren, por ejemplo, al cumplimiento de la Ley de Simplificación de Trámites. Todavía nuestra institución no ha cumplido con todo lo que se establece ahí.



El tema de nombramiento de jueces y juezas, esos son temas de preocupación de la ciudadanía.



Revisar el tema de la sustitución de los servidores y servidoras por la afectación, que a veces la no posibilidad de sustitución origina en el servicio público.



Otro tema son los pagos a la institución. Esta institución es muy lenta para devolver los dineros que depositan las personas usuarias, eso lo habíamos identificado hace mucho tiempo y se han hecho esfuerzos, pero ciertamente, me consta, es lento el proceso de devolución. También hicimos unas recomendaciones en ese sentido.



Recomendamos algo sobre procesos de inducción y sobre otro tema que es fundamental, y lo que estoy diciendo no es nuevo, el proceso de reclutamiento y selección de servidores y servidoras. Creemos que es un proceso clave si queremos asegurar que las personas que estén brindando el servicio sean las idóneas.



Temas de información, problemas con la plataforma tecnológica, ya lo habíamos identificado desde el 2012 y otros que voy en este momento a omitir, pero con mucho gusto puedo ofrecerles el documento de fácil lectura, en el que se recogen las recomendaciones.



         Para este año hemos pensado en trabajar en una política integral de mejora del servicio y generar un manual de atención a las personas usuarias. Nos parece que esto será una contribución y una propuesta que vamos a hacer a la institución y será muy valiosa.



         En el tema de sistemas informáticos, en las recomendaciones, habíamos expresado una cierta preocupación por el manejo de los sistemas informáticos por parte de las servidoras y los servidores judiciales. En relación con el mantenimiento de los sistemas y la sostenibilidad de estos sistemas, creemos y hemos visto que ya ese tema ha sido objeto de análisis, se han hecho recomendaciones y se está trabajando en eso.



         Habíamos recomendado en el 2012 que todo lo relativo a los sistemas informáticos fuera orientado por decisiones del más alto nivel, porque lo que habíamos visto era que se estaban tomando decisiones conforme a la solicitudes individuales de los funcionarios y en los despachos y muchas veces esos cambios que se hacían en los sistemas a solicitud de un juez, por ejemplo, alteraban un sistema y el cambio no le era favorable a otro despacho que tenía que utilizarlo, pero me siento complacida de que sobre ese tema se haya hecho análisis.



Otro tema fue el del ambiente laboral, este es un tema ciertamente muy importante en esta institución y respetuosamente recomendamos que se haga un análisis, para que se pueda diferenciar entre lo que es acoso laboral y el deber de las jefaturas de hacer cumplir las directrices institucionales y de lograr que el equipo de trabajo cumpla con su deber.  Aquí me detengo un segundo, con absoluta honestidad debo decirles que hay muchas jefaturas en esta institución temerosas de asumir sus responsabilidades y el temor surge de la posibilidad de denuncias, de acusaciones sin fundamentación, ni prueba, que puedan afectarles, entonces hay un tema ahí que creemos que está pendiente de análisis.



         Voy a compartir con ustedes también, brevemente, un análisis que hice a finales del 2013, porque ya este ha sido mi tercer período como Contralora de Servicios del Poder Judicial, son 12 años de mi carrera profesional, de mi experiencia laboral, pero son también 12 años de mi vida. Consideré que era un buen momento para hacer un alto en el camino y de hacer una reflexión y de esa reflexión salieron dos documentos. Uno; un análisis de la propia Contraloría de Servicios, que no me da tiempo de exponerlo, sobre cuáles son las fortalezas, cuáles son las amenazas, debilidades y oportunidades, porque la Contraloría tiene todas esas y tiene algunas debilidades internas que creo que vale la pena y se deben de analizar, pero lo que voy a compartir con ustedes fue el análisis que hice como Contralora de Servicios con esta experiencia de 12 años sobre el Poder Judicial y como fortalezas anoté las siguientes: Institución que goza de credibilidad y prestigio entre la población, cumple una función trascendental para la sociedad costarricense y existe aquí un compromiso con la prestación de un servicio público de calidad, de eso puedo dar fe. Existe también como fortaleza la preocupación por asegurar el acceso equitativo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y algo muy importante que lucharemos siempre para no perder la credibilidad de la que todavía esta institución goza entre la ciudadanía. Las personas traen aquí sus problemas creyendo que aquí pueden encontrar una solución apropiada.



Como oportunidades anoté 4. La posibilidad de mejora continua, la posibilidad de generar mayor confianza entre la ciudadanía, una mayor comunicación, coordinación y apoyo entre jefaturas y dependencias auxiliares como Ministerio Público, Defensa Publica, Organismo de Investigación Judicial y la posibilidad de brindar los servicios en plazos razonables mediante la reducción del retraso judicial. Sin embargo, para un análisis equilibrado también hay que ver las debilidades y como tales están las siguientes: Imposibilidad de brindar una respuesta integral y sostenible al retraso judicial, en este sentido el retraso, lo que hemos logrado en estos años es la colaboración de los despachos y con toda franqueza debo decirlo, cuando hay una gestión ante la Contraloría hacen un esfuerzo y resuelven o hacen el trámite que corresponde, pero la pregunta crucial ahí es, si queremos realmente analizar el fondo y ver el tema del servicio es si el servicio está funcionando bien, si para lograr algo que funcione el sistema judicial requiere una queja y una intervención de una oficina como la Contraloría, creo que la meta es que el proceso judicial fluya en la forma en que corresponda y eso todavía no lo hemos logrado, los despachos corren, nos dicen; dígale al usuario que mañana o pasado y, en efecto, hemos llegado al punto que agradezco mucho que cumplen con esas promesas, pero igual hay personas usuarias que nos han dicho: lo que hago es que cada vez que tengo que resolver algo voy a la Contraloría para que nuevamente vuelvan a hacer la gestión.



Como debilidad creo que hay una debilidad en los procesos de reclutamiento y selección de las servidoras y los servidores.



Hay algunos cuestionamientos en relación con las jefaturas y una sensación, y esto lo tramito con propiedad porque se ha hablado y lo escuchamos, de falta de apoyo a las jefaturas. Pienso importante concentrar algunos esfuerzos en los mandos medios que son las personas que están encargadas, a quienes se les ha delegado la coordinación de equipos de trabajo para lograr un resultado, pero es difícil hacer eso si no se tiene la certeza del respaldo que se tendrá de las autoridades superiores. También el retiro imprevisto de personal calificado sin la preparación de los sustitutos, esto lo pensé por el tema de los cambios en el régimen de pensiones y las jubilación de una cantidad de servidores sin que pareciera que estuviera preparada la persona que iba a sustituirle. Luego la necesidad de un perfil claro para las personas que atienden e interactúan en forma directa con el público como auxiliares manifestadores y oficiales de seguridad. Necesidad de un mayor apoyo para los despachos ubicados en la periferia de las ciudades principales, donde hay una sensación correcta o incorrecta, pero es una percepción que se tiene de abandono de parte de las autoridades centrales.



También expectativas del personal judicial en cuanto a lo que puede brindarle la institución, esto es porque hay una cierta insatisfacción que se ha venido gestando, en relación a expectativas que, creo no se pueden cumplir y un ejemplo concreto son algunas condiciones laborales que quisiéramos las servidoras y los servidores de la institución y que la institución no puede darnos por diferentes razones. La expectativa en cuanto a nombramientos, particularmente de personal auxiliar que ha estudiado, que tiene títulos y que espera de esta institución un nombramiento que muchas veces no llega. Existe una situación ahí que debe examinarse, porque se traduce en insatisfacción, en molestia y eso no es bueno para una persona que queremos que esté en la mejor disposición de representar correctamente a la institución frente al público usuario.



Otro aspecto que he venido anotando a lo largo de los años, es la poca valoración que se hace de las ventajas que ofrece la institución, el no acatamiento de políticas y directrices institucionales, ahí también notamos que a veces es difícil ubicar las circulares, se podría hacer un esfuerzo en ese sentido; urgencia de procedimientos de rendición de cuentas, evaluación de desempeño y parámetros de tiempo para trámites. Hablamos de retardo, pero sin ningún parámetro objetivo, entonces si tarda un año o tarda diez, no sabe uno si debió ser uno, diez o si cinco estaba bien o si tal vez diez fue muy rápido y pudo, razonablemente, tardado más.



Necesidad de establecer prioridades y enfocar los esfuerzos hacia ciertas áreas y nuestra humilde recomendación son servicios que consideramos críticos, por ejemplo; recepción de denuncias, donde llegan una gran cantidad de personas en condición de vulnerabilidad. Una buena parte de la imagen del Poder Judicial se forma ahí, la persona que ha sido víctima de un delito y llega y otro servicio que también nos parece crítico es la labor del Departamento de Trabajo Social y Psicología que ha venido teniendo grandes dificultades para responder los requerimientos de los despachos, entonces los procesos se atrasan porque no llegan los informes de ese Departamento y, por supuesto, la necesidad de mayor eficiencia en el funcionamiento de los órganos disciplinarios.



Para terminar con este análisis hay tres puntos que consideré como amenazas para la institución. El tema del retardo judicial, el tema de los insuficientes recursos presupuestarios y este último tema que es la mayor cantidad, complejidad y conflictividad de las demandas del servicio por parte de las personas usuarias y he estado trabajando con personas usuarias desde hace muchos años, antes de trabajar en esta institución. En un tiempo fui Defensora de los Derechos de los usuarios del Registro Nacional y he notado un cambio significativo en el perfil del usuario que acude a las instituciones, un poco más agresivo a veces, un mayor descrédito de la administración pública en general y también una mayor percepción de corrupción, real o ficticia, pero las personas, muchas de las falencias, mucha de la ineficiencia, lo atribuyen a la corrupción y esa es la realidad y el entorno con el que tenemos que lidiar.



Para terminar me gustaría hacer una reflexión si me lo permiten. Primero, quisiera decirles que el trabajo de la Contraloría de Servicios se ha hecho con esfuerzo y mística. Ha sido un trabajo en equipo. Ha sido un trabajo que se ha hecho por el Poder Judicial y por nuestro país. En este momento enfrenta grandes retos. Creo que es un trabajo que se ha hecho con mucha rigurosidad, por lo menos eso es lo que he pretendido y quiero decirles que esa rigurosidad, esa idea de que no es una mera oficina de atención de quejas, que hay que hacer análisis, que hay que hacer propuesta, ha tenido un costo para mí, porque no todas las compañeras y todos los compañeros de mi oficina han entendido el tema de la rigurosidad y del valor agregado que creo es la labor que la Contraloría debe tener, porque recibir una queja, anotarla y trasladársela a otra jefatura, eso es muy sencillo, pero si estamos en una oficina un grupo de profesionales, Contralora General, Subcontralor de Servicios y Contralores Regionales, he insistido en que ese hecho de que seamos profesionales en diferentes disciplinas debe reflejarse en un trabajo en el que se vea, se evidencie el valor agregado.



Hemos trabajado con amor, compromiso e integridad y por ese trabajo como todas las faenas humanas he pagado un precio personal, pero lo pago con gusto, porque creo que es por la institución y por el país.



Quiero agradecerle a la Presidencia de la Corte todo el apoyo que le ha dado a la Contraloría y a cada uno de ustedes por la forma diferente, distinta en que han apoyado la labor. Tengo que agradecerle al personal del Poder Judicial porque han sido sumamente amables, la mayoría, y colaboradores con la Contraloría de Servicios.



Tengo que agradecerle a las compañeras y a los compañeros de la Contraloría por el apoyo que me han brindado en esta aventura y quisiera decir lo siguiente. En la Asamblea Legislativa cuelga el retrato de mi abuelo materno, declarado benemérito de la patria, porque luchó por la igualdad y por la justicia. Creo que con mi trabajo honro a mi familia y honro a la memoria de mis antepasados que llegaron a este país como humildes trabajadores inmigrantes, buscando un nuevo hogar y esta Patrialos acogió con amor. Por eso creo que no importa el esfuerzo que deba hacerse, hay que seguir adelante para lograr que esta institución le brinde a las personas usuarias el servicio que merecen.



En este período en la Contraloría he visto nubarrones oscuros, pero cuando miro hacia el futuro veo un horizonte de luz y de esperanza para el Poder Judicial y eso me causa optimismo. En ese futuro de luz que veo y que ha inspirado el trabajo que hemos hecho siento que viene y debe venir un nuevo liderazgo, un liderazgo no basado exclusivamente en puestos, en salarios y en títulos. Creo que tiene que ser un liderazgo basado en el compromiso, en el trabajo y la integridad y este liderazgo lo llamo: “el liderazgo del buen ejemplo” y es el liderazgo que puede tener cualquier persona, desde las personas que cuidan los jardines de este edificio, los que atendemos al público usuario y ustedes que toman las decisiones del más alto nivel, ese liderazgo que está necesitando nuestra querida Patria.



Y parafraseando al gran Mahatma Gandhi: “el trabajo no solo puede medirse por los resultados, el trabajo puede también medirse por el esfuerzo”.



Considero que un esfuerzo total, es una victoria completa.  Puedo asegurarles hoy que la Contraloría de Servicios ha hecho el mejor esfuerzo por cumplir con la labor que le fue encomendada.



Con esto concluyo y quiero ponerme a las órdenes de ustedes, para ampliar cualquier información que ustedes requieran, para contestar sus preguntas y por supuesto como siempre, estamos anuentes a recibir sus sugerencias y a escuchar sus críticas, porque sabemos que con eso podremos mejorar”.



 MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA LICENCIADA WHITE CURLING, SALIÓ EL MAGISTRADO JINESTA Y ENTRÓ LA MAGISTRADA ESCOTO.



Expresa la Magistrada Camacho: “No puedo desaprovechar la oportunidad para felicitar a la licenciada White Curling, porque en una materia tan sensible como pensiones alimentarias, la Comisión de Familia ha trabajado muy coordinadamente con la Contraloría de Servicios.



Los siete despachos que se han modernizado, no hubieran tenido el éxito que están teniendo y que van a tener, si no fuera por la ayuda de la licenciada White Curling y de su equipo de trabajo.



Tres cosas muy puntuales. Me parece fundamental y no sé como lo hace, porque tiene que dividirse mucho, pero las quejas de las personas usuarias en pensiones alimentarias no terminan, nunca van a terminar, es una población que necesita siempre una respuesta urgente e inmediata, como la que pueda ofrecer la Contraloría y en este sentido estimo que las llamadas de teléfono y las oportunas intervenciones de la Contraloría, ha permitido que la Comisión desahogue un trabajo muy importante, que es darle seguimiento a las quejas que presentan las personas usuarias. El segundo tema muy importante es el acompañamiento que usted y su equipo de trabajo ha hecho a la Comisión, cuando visitamos despachos judiciales, pues no es lo mismo que vaya la Comisión, a que nos acompañe doña Lena White, que en forma inmediata puede tener acceso a una respuesta en el expediente, que lleva un seguimiento de las causas, también este acompañamiento es fundamental.



Por último, en muchos despachos de pensiones alimentarias, el tema del apremio corporal es un tema de hoy y que requiere siempre el acompañamiento, porque las personas están esperando una respuesta inmediata, en esto considero que también la labor de la Contraloría, dándole seguimiento a estas quejas y respuestas oportunas, es fundamental.



De manera, que espero que sigamos trabajando así, y que este año, si no es que bajan un poco las gestiones, porque siempre van a haber, que por lo menos continuemos de manera oportuna, dando respuestas y mejoramiento al servicio de la persona usuaria, como usted bien lo ha señalado, porque es una población totalmente vulnerada”.



Refiere el Magistrado Ramírez: “Agradezco a la licenciada White Curling por comparecer hoy a este plenario.



Igualmente considero que es una oportunidad de oro para agradecerle su labor, y la cita que hizo de su abuelo, y también voy a citar a su madre doña Thelma Curling, a la que conocí, quise y quiero mucho, es motivo de sentirse una persona privilegiada de tener esos antecedentes de sangre.



Usted mencionó el problema que se tiene en la selección de personal, toda la vida he sentido orgullo del empleado o empleada judicial y he tratado por todos los medios de estar presente en las luchas que se han dado, pero he visto que el empleado o empleada judicial en los últimos tiempos ha venido a menos.



En una oportunidad visité el Segundo Circuito Judicial de San José y me ha dado pena en la forma en que visten ciertas empleadas judiciales, la forma en que tratan al usuario. Considero que es el momento de que se seleccione debidamente a las personas que entran a trabajar a este Poder Judicial, de que no se debe entrar porque el salario es mayor, sino porque está convencido de la función que debe desempeñar, como un Poder de la República que ha sido orgullo de Costa Rica. Por eso estimo que se deben de tomar medidas muy importantes.



Sobre el retraso judicial, he visto con sobresalto, que antes los que éramos jueces, que aquí habemos muchos, veíamos hasta apelaciones y estábamos en juicio y el volumen de trabajo o los asuntos que se daban por terminados eran superiores, ahora, que constantemente se nombran jueces y juezas, el retraso es mayor, hasta el punto que en el pasado teníamos noticias de que habían jueces que cuando llegaba una persona nueva al despacho y sacaba gran cantidad de asuntos, le llamaban la atención y le decían que había un límite, que tenían que sacar un máximo, y eso no puede ser.



Por tal razón, señora Presidenta, Magistrada Villanueva, debemos hacer que la Contraloría de Servicios tenga más poder, para que esta oficina resplandezca un poco más, porque no solo es la intención suya sino que se cumplan las observaciones que usted da.



Le reitero el agradecimiento por su labor y que siga adelante, porque eso será de beneficio para el Poder Judicial”.



Dice la Magistrada Varela: “Licenciada White Curling, usted nos hace una especie de radiografía, un recuento de las debilidades que día a día y a través de su trabajo, ha podido determinar y me consta por las visitas que usted hace a los diferentes despachos judiciales.



Usted ha señalado debilidades y fortalezas, pero me quiero detener en algunas de las que considero que son de mayor relevancia, y las recomendaciones que hace sobre la necesidad  de que las servidores y servidores deberían tener mayor compromiso y las jefaturas una mayor claridad sobre su papel.



He insistido en esta Corte y hoy lo retomo, en el sentido de que tenemos que fortalecer la capacitación de quienes tienen puestos de jefatura, sean jurisdiccionales o no.



¿Por qué hablo de capacitación? Porque esta tiene que ser integral, holística, donde tenga que ver con temas de relaciones humanas, del trato al usuario para poder medir resultados.



No podemos seguir en la línea de contratar a cualquiera, porque es más simpático o simpática; tiene que ser contratadas las personas que tengan un compromiso con el servicio que se brinda, y no la que vaya a ser un aliado estratégico, con la tendencia a la baja, a lo que se refería el Magistrado Ramírez.



Considero que la institución le debe mucho al país, tiene muchos retos que cumplir; estamos haciendo esfuerzos, pero falta mucho.



Usted ha señalado algo muy cierto, y es que se enseña con el ejemplo, la mejor carta de presentación es una jefatura que lo haga, que cumpla con todos los requerimientos institucionales.



Le aseguro que tendría menos conflictos a lo interno, porque no sería una jefatura que se preste para chismes o acuda a compromisos negativos hacia el servicio. Tendríamos jefaturas que promuevan la oportunidad al interno, para recavar ideas para mejorar; pues una jefatura positiva ayuda a que el conglomerado o el grupo de trabajo sean de calidad.



No se puede generalizar lo antes señalado, porque hay despachos que han demostrado compromiso, porque la jefatura actúa con visión institucional y ese es un punto importante a trabajar, sea el fortalecimiento de las jefaturas  y si es necesario se les dará capacitación.



El poder llevar ese mensaje institucional sobre el compromiso que tenemos. Eso me consta mediante el acompañamiento que usted ha hecho con la Comisión de la Jurisdicción Laboral.



Usted ha detectado uno de los problemas claves, el tema de quejas por el mal trato, quiere decir que todavía le debemos mucho en este tema, hay que trabajarlo y propongo a esta Corte que se tome la decisión sobre la capacitación a las jefaturas sobre el particular.



Para todos nosotros y la Presidencia de esa Corte, el que tengamos jefaturas en todos los despachos del país debidamente capacitadas y claras en cómo tiene que ser el trato a las personas usuarias, les aseguro que esta cantidad de quejas disminuirá.



Me consta, porque personalmente lo viví y la licenciada White Curling, en esa oportunidad me acompañó al Segundo Circuito Judicial, fue deprimente, porque entré como una usuaria y no me identifiqué, precisamente con la finalidad de ver cómo era el trato a las personas usuarias y fue sorprendente el resultado. Por supuesto que posteriormente llamé a la persona, no la regañé, pero sí le hice ver el error que estaba cometiendo, pues si así trató a una persona que llegó decentemente a requerir una información, puedo imaginar mayor descuido y mal trato para usuarios que lleguen en condiciones que puede ser hasta de un aspecto descuidado, e insistimos mucho en este tema.



El proyecto de “Póngase en los zapatos de la persona usuaria”, todavía falta mucho, para que se logre la sensibilización en los servidores.  Es un buen programa y hay que continuarlo.



Hay una demanda y necesidad de que haya más presencia de Magistrados y Magistradas en ese proyecto cuando se presente en los diferentes despachos, eso es necesario y puede tener algún impacto, es importante y por supuesto que enseñar con el ejemplo.



Considero que hay muchos retos pendientes, acciones que son viables y que no se necesita recurso económico, sino que se requiere actitud y más compromiso de los mandos medios, pero tenemos que darles  acompañamiento.



No sé si sería conveniente, y le preguntaría a la licenciada White Curling si lo ve conveniente también, que se hiciera una especie de encerrona de todos los Magistrados y las Magistradas, así como otros mandos administrativos, con las personas que tienen jefaturas, lo cual podría ser una buena estrategia.



Dejo esto planteado, para que lo consideren y me gustaría escuchar su opinión, pues usted que ha estado cerca de los lugares más alejados y atiende lo que ellos dicen, se sienten abandonados en el tema de recursos, de que se le dé importancia a lo que hacen, de que el servicio prestado lo realizan con mayor dificultad, porque no tienen los insumos adecuados, ni la Corte les da la importancia y eso es lo que ellos dicen.



            Felicito su trabajo, me parece que no solo se ha quedado en darnos informes estadísticos, si no en hacer propuestas para que esta Corte reflexione sobre lo que es necesario, para ir bajando niveles de quejas, pero sobre todo levantar más la imagen institucional”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, SALIÓ EL MAGISTRADO RUEDA.



Señala la Magistrada Escoto: “No puedo permitir dejar de decir algo, cuando es la licenciada White Curling la que está aquí, sobre todo porque ella cumple más de una función.



Para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para el tiempo en que laboré para la Comisión de Valores, como juzgadora y también como Integrante de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, debo reconocer la mística y el esfuerzo que ofrece en sus actividades.



Además de exponer con transparencia todo su trabajo y el de la Contraloría de Servicios, donde ha señalado que tiene que ser un trabajo de equipo, estimo que esta Corte tiene que apoyar a personas como la licenciada White Curling, en que cuenten con un equipo con mística, porque como bien lo dijo, y a mí me consta, no todos ni todas los que están ahí tienen su misma mística.



Es duro ver como licenciada White Curling tiene que dividirse y así como en otras comisiones, que ya lo expuso la Magistrada Camacho, para la Subcomisión de Pueblos indígenas, donde funge como coordinadora, donde hay que hacer visitas a todo el territorio, resulta importante destacar su labor, la de su secretaria Paola Vargas Vallecillo y aquí presente Yirleni Valverde Chacón, porque nunca nos han dejado de estar apoyando.



Es importante hacerles ver que estas son extras; sin embargo, la licenciada White Curling tiene una capacidad de convencimiento y de análisis para lograr, como lo ha expuesto la Magistrada Varela, que quienes a veces acuden a estrados y tienen algún problema por algún trato o se encuentran disconformes, ella logra bajar los ánimos, conciliar y, además, tiene una visión de la institución de tutela hacia nosotros y nosotras. Uno puede contar con muchos familiares, con muchos compañeros y compañeras con quien tiene que aceptar sus formas diferentes de actuar, pero pocas personas llegan en la vida de uno a ser las hermanas de la vida y esa es Lena.



No puedo dejar pasar este momento sin hacerles ver que en muchos momentos difíciles para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en que no contamos con un solo “cinco”, ella y mi persona hemos tratado de seguir adelante, incluso en tiempo extraordinario. Doña Lena muchas veces se va de esta Corte a eso de las nueve de la noche, a esa hora me llama.



Creo que no es factible que se siga, no solo reconociendo, sino que se le den también, los elementos humanos necesarios para que doña Lena no tenga que sufrir como la he visto sufrir y hemos sufrido, porque no es justo que una persona que se entrega a la institución, que nos ayuda y al menos esto es en indígenas, pueda si quiera recibir un maltrato de sus subalternos. Es de reconocer en este momento que requiere el fortalecimiento en cuanto a su personal de apoyo, porque es la imagen de la institución y porque doña Lena logra con toda su forma especial de ser, que las personas que más acuden a estrados molestos o molestas calmen esa ansiedad y en muchos casos hemos evitado denuncias que a nada conducen, sino a perder el tiempo, porque doña Lena ha sabido tratar a la persona usuaria de manera óptima. Humildemente desde lo que a mí me consta, porque nunca en mi vida la he visto molesta, ni decir que no, se le reconozca y se le dé ese apoyo que merece, de que el personal que labora con uno debe tener esa mística y no debe más bien buscar errores o lunares donde no los hay.



Muchas gracias doña Lena por esa ayuda que nos ha brindado a las personas con mayores necesidades en todo el país y me refiero, en este caso, a las personas indígenas, pero sé que en muchos otros casos, también, en estado de vulnerabilidad, nos ha acompañado para lograr que se dé el trato que merecen estas personas, en especial, cuando así lo requieren. Hay que ver que ella tiene que lidiar con toda una Contraloría a nivel nacional, así como habrá algunas que no estuvieron de acuerdo en su momento y la hicieron pasar muchas horas de dolor, muchas otras nos han dicho como la representante en Buenos Aires y en Pérez Zeledón, lo valiosa que es doña Lena. Ojalá nunca nos deje porque la seguimos necesitando.



         Muchas gracias a usted y a su hija aquí presente, porque muchas horas que usted merece estar con ella, nos está ayudando como una hermana de la vida que la siento”.



Continúa con el uso de la palabra la Magistrada Hernández, quien expresa: “Quiero presentar una moción para continuar con el análisis de este informe, porque en lo particular tengo una gran cantidad de observaciones y preguntas que quisiera hacerle a doña Lena, a parte de hacerle un reconocimiento pleno de su labor, pues a mí me consta el trabajo de ella, porque a ella y a mí nos correspondió empezar la Contraloría de Servicios desde cero.



Quisiera profundizar sobre el informe, porque vengo escuchando reiteradamente durante los últimos 14 años, los mismos temas, especialmente en el tema del maltrato y quisiera que tomáramos algunas determinaciones y no quedarnos en los discursos. Si ustedes me permitieran un espacio en la sesión posterior a esta, me gustaría tener algún análisis y un intercambio de preguntas con la señora Contralora sobre esos temas, para lo cual les solicito un espacio de continuación de este análisis de este informe, que me parece uno de los actos más relevantes que debe realizar esta Corte”.



      Refiere el Magistrado Solís: “Felicitar a doña Lena White por este informe que nos ha brindado. Me parece que debemos acoger la sugerencia que hace la Magistrada Hernández. Siempre he definido a la Contraloría de Servicios como una oficina estratégica, porque es la que está en la trinchera, es la que va determinado lo bien o lo mal que está trabajando el Poder Judicial; lo bien o mal que estamos atendiendo a las personas usuarias y las situaciones que la Contraloría de Servicios detecta son de mucha importancia para ser discutidos y valorados aquí internamente y tomar las resoluciones o decisiones correspondientes.



         Con la Contraloría de Servicios hemos trabajado desde hace mucho tiempo atrás en distintos programas y propiamente con el de Participación Ciudadana. Actualmente se está desarrollando notablemente en Ciudad Quesada, en la zona de San Carlos y verdaderamente es un lujo que tiene el Poder Judicial, tener a doña Lena por su dedicación, su profesionalismo, exclusivamente dedicada a mejorar el servicio de justicia que presta el Poder Judicial y no tenga la menor duda que tanto su madre, a quien también le tengo un gran respeto y una gran estima, así como su abuelo que está en la otra vida espiritual, están muy orgullos de su labor y de su desempeño profesional”.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me parece muy oportuna la propuesta que hace la Magistrada Hernández y no quiero levantar la sesión sin antes reconocerle a doña Lena White su trabajo y su esfuerzo en visualizar de manera general el servicio y las debilidades institucionales. Algo que va más allá de ver el problema concreto y también enriquece el quehacer con proposiciones muy concretas.



Considero muy importantes sus propuestas sobre una política integral de servicios, sobre un manual para atender a las personas usuarias, las debilidades en encontrar las circulares, las debilidades en las jefaturas, etcétera.



Estimo conveniente la moción que hace la Magistrada Hernández de continuar analizando este informe. Voy a fijar una sesión para eso.



Muchas gracias doña Lena por su esfuerzo y sobre todo por su resistencia durante todos estos años de servicio, pues no es fácil cuando el trabajo que una persona realiza tiene que ver con cosas no agradables como es la transmisión de inconformidades y usted ha tenido la resistencia para mantenerse en el cargo de Contralora de Servicios del Poder Judicial”.



            Se dispuso: Aprobar la propuesta de la Magistrada Hernández, por ende, continuar con el análisis y discusión del informe rendido por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al informe de labores de ese despacho de los años 2012 y 2013 en una próxima sesión.
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A las 12,15 horas se levanta la sesión y se reanuda a las 14,00 horas con la asistencia inicial de Presidenta, Magistrada Villanueva; de las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, González, Escoto, Aguirre, Varela, Camacho, Ramírez, Pereira, Arias, Armijo, Castillo, Rueda, Salazar y las Suplentes Damaris Vargas Vásquez, María Alexandra Bogantes Rodríguez y Sandra Zúñiga Morales; la primera ocupando la plaza vacante de la Sala Primera; la siguiente en sustitución del Magistrado Vega por permiso con goce de salario para otras actividades del cargo y la última en lugar del Magistrado Arroyo por vacaciones.



También asisten a esta sesión el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República y los licenciados Francisco Segura Montero y Gerald Campos Valverde, Director y Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, respectivamente.








 















Acta de Corte Plena Nº 018 - 2014








Fecha: 05 de Mayo del 2014



Descriptores/Temas: Informes, Fiscalía General de la República



ARTÍCULO XXII   



ENTRA EL LICENCIADO JORGE CHAVARRÍA GUZMÁN, FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA.



SALEN LOS MAGISTRADOS GONZÁLEZ Y JINESTA.



Documento 2988-2014



En sesión N° 13-14 celebrada el 31 de marzo de este año, artículo XV, se señaló la sesión del 5 de mayo en curso, para que el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, realice la presentación a la Corte Plena de la Memoria Anual 2013 del Ministerio Público.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Este asunto se refiere al informe anual que por Ley Orgánica del Ministerio Público debe rendir el Fiscal General de la República y la Presidencia de la Corte ha querido que sea un acto formal, en donde se tenga la oportunidad de explicar a la Corte Plena y a la opinión pública, las políticas que tiene el Ministerio Público en el ejercicio de las funciones que esta Corte y el Estado costarricense le ha otorgado, a fin de que rinda dicho informe y se haga de conocimiento de las señoras Magistradas y los señores Magistrados.  Muchas gracias por su presencia”.



Se concede el uso de la palabra al licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, quien manifiesta: “Muchas gracias señora Presidenta, buenas tardes señoras Magistradas y señores Magistrados.



En el ejercicio de la transparencia y a la luz del principio democrático, en la que debe estar inserta la rendición de cuentas del Fiscal General, me parece fundamental, que mi exposición no se agote en un simple ejercicio, dirigido a explicar cómo se ejecutó el presupuesto del Órgano al cual, desde el punto de vista administrativo, resulta legalmente vinculado.



Existen otras instancias administrativas, como la Auditoría Judicial, llamadas a velar por la corrección de la aplicación presupuestaria, desde la perspectiva del principio de probidad.



Hace unos meses, cuando la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, en un viaje en el que coincidimos en Guatemala, me explicó su deseo de fomentar la rendición de cuentas de todas las instancias del Poder Judicial, me comprometí con ella en hacerlo, pues me pareció una valiosa oportunidad, independientemente de las implicaciones administrativas, para que el Fiscal General de la República, desde la perspectiva de su independencia funcional, dé a conocer al ciudadano común, destinatario final, del actuar del Ministerio Público, los fundamentos de la política de persecución penal que orientan la aplicación de los fondos acordados por la Corte Plena a su programa presupuestario.



Lo anterior en virtud de que, al igual que la función de dirigir la investigación de los hechos punibles, promover y ejercer la acción penal pública y evitar que los hechos delictivos lleguen a consecuencias ulteriores, le corresponde conforme a las leyes al Ministerio Público, como titular de la acción penal y como un sujeto distinto al Órgano Judicial, el legislador encomendó la política de persecución penal, a su titular como herramienta idónea dirigida al abordaje institucional de los problemas planteados por los fenómenos de la criminalidad en general y de sus específicas manifestaciones. En este sentido pues, la política de persecución penal, debe tender al uso de los recursos con el fin de provocar  un cambio desde la realidad existente a una realidad esperada, explicitando los intereses que se satisfacen y sobre esto debe rendirse cuentas.



En concordancia, hemos dirigido el presupuesto dentro de los sanos pero estrechos márgenes de discrecionalidad que imponen la legalidad y las políticas institucionales del Poder Judicial, a mejorar el servicio atendiendo a la satisfacción de  los diversos grupos de intereses, que hemos identificado como involucrados en la persecución penal. En relación a este último aspecto, debo agradecer a ustedes señores y señoras Magistrados y Magistradas y a las instancias administrativas del Poder Judicial, su decidido apoyo.



Hemos puesto pues, nuestro mejor empeño, y lo digo con corrección en plural, puesto que cada fiscal o fiscala y cada funcionario o funcionaria administrativo ha estado comprometido, junto conmigo, en dirigir nuestra acción a mejorar la satisfacción de los intereses, en primer lugar, de la víctima, en la solución de su caso, a través del juicio o mediante los medios alternativos, la justicia restaurativa y  el respeto a su dignidad, derechos y facultades.



En segundo lugar; los intereses del imputado, en su derecho de ser investigado y juzgado por efectivas infracciones a la ley penal, con estricto apego al respeto de su personalidad y  de sus derechos fundamentales.



            Tercero; los intereses de los grupos vulnerables, en su derecho al reconocimiento de su dignidad humana y a un trato igualitario del sistema de justicia.



            Cuarto; los intereses de la colectividad, en un tratamiento eficiente de los fenómenos criminales que afectan al ciudadano en su entorno inmediato y  los propios de la Criminalidad organizada transnacional.



Quinto; los intereses del ciudadano en el fortalecimiento de la institucionalidad democrática.



El mejoramiento en la satisfacción de esos intereses, algunos de ellos contradictorios, consideramos que constituye el fin al que debe tender el actuar del Ministerio Público en la actualidad, como un medio para contribuir a la cohesión social y a la paz a través de la aplicación efectiva de la Constitución y la Ley.



Inicio la presentación siguiendo el orden precedente de los intereses que hemos pretendido satisfacer en nuestra gestión, pues los resultados del 2013 son continuidad de las pautas marcadas en el 2011, cuando iniciamos nuestro primer año en el cargo.



En ese orden de ideas empezamos con el mejoramiento del servicio a la víctima en la solución de su caso, a través del juicio o mediante los medios alternativos de la justicia restaurativa y el respeto a su dignidad, derechos y facultades.



Una de las situaciones que mayor preocupación nos ha dado, ha sido el alto número de sentencias absolutorias que se producían en juicio, debidas a atipicidad de la conducta o deficiencias en la investigación, lo que nos llevó a implementar una agresiva agenda de capacitación, un estricto sistema de selección de suplentes, un sistema eficiente de seguimiento y supervisión de la gestión de casos y de fiscalías; a favorecer un re – apoderamiento del Organismo de Investigación Judicial de los aspectos técnico – criminológicos de la investigación y a fortalecer el apoyo a los Tribunales en la fase de juicio mediante la comparecencia oportuna de testigos y víctimas. Para el período 2013, siguiendo la tendencia a partir de la implementación de las medidas tomadas, se incrementó el promedio de sentencias condenatorias en juicio y en el proceso abreviado a un 69%, lo que denota un sustancial mejoramiento comparado con un 58% de condenas logrado antes del 2010 y un 67% alcanzado en el 2012.  Debe aclararse que a ese 69% debe sumársele un 5% de condenas que se registran de manera separada, porque son sentencias en las que se condenó a algún imputado y se absolvió a otro. La cifra correcta, total, de mejoramiento en el índice de sentencias condenatorias es de un 74% para el 2013.



Consideramos que de seguir la tendencia, en unos dos años se habrá superado el 80% de condenas que ha sido fijado como cifra de referencia que deben alcanzar todas las fiscalías. También es justo decir que desde el punto de vista particular, algunas fiscalías han alcanzado el 80% y más de condenas, conforme a las metas establecidas.



El mejoramiento en la atención a los intereses de las víctimas, también se denota en el hecho de que en relación a las medidas alternas solicitadas por el Ministerio Público, pasamos de un total, en el 2010, de 3.896 a 7.905 solo en el periodo del cual estoy informando, que es el año 2013.



En relación con las acusaciones formuladas para el año 2013, la cifra fue de 29.310, lo que comparado con el 2010 en el que se acusaron 25.170 casos, es decir, aproximadamente 4.000 casos más, lo cual muestra un mejoramiento en la atención de los intereses de la víctima.



En relación con las desestimaciones ocurridas en la fase de investigación, hemos pasado de 158.000 solicitadas en el 2010 a 85.600 solicitadas en el 2013.  De igual manera, los archivos fiscales han pasado de 40.909 en el 2010 a 34.722 en el 2013.  Esa tendencia a la baja, se ha mantenido en ambos rubros durante todo el periodo y a nuestro criterio denota una mejora en el análisis del caso por parte del Fiscal, en la fase inicial, es decir, se disminuyeron ambas solicitudes, las del Archivo Fiscal y las de las desestimaciones; lo cual se traduce en una mejor satisfacción del interés de las víctimas en que el proceso avance a la fase de investigación y juicio.



Los sobreseimientos definitivos solicitados pasaron de 20.997 en el 2010 a 31.096 en el 2013 y los provisionales, junto con las solicitudes de rebeldía y ausencias solicitadas, pasaron de 7.557 en el 2010 a 5.737 en el 2013.  El incremento en las primeras y la disminución en las segundas denotan un mejor y más profesional tratamiento técnico – jurídico de los casos por parte de los fiscales, porque, por su puesto, para solicitar un sobreseimiento definitivo, el Fiscal tuvo que haber hecho un análisis completo y una valoración profunda de la prueba.



La Fiscalía Adjunta de Impugnaciones y las demás fiscalías del país, respaldando el interés de las víctimas, lograron durante el 2013, 382 resoluciones a favor en recursos presentados por Ministerio Público, tanto ante los Tribunales de Apelación como ante la Sala Tercera, frente a 271 votados sin lugar.  Lo que corresponde en números relativos a un 69% de éxito en recursos de casación interpuestos y un 58% de éxito en los de apelación.



En cuanto a los casos en rezago o mora fiscal, gracias a la consolidación del sistema de gestión de fiscalías y de circulantes que pusimos en funcionamiento y como resultado del programa de gestión de investigaciones en rezago, es decir, aquellas causas que ingresaron a la Fiscalía antes del 1 de enero 2011, se logró una reducción de 16.357 asuntos.  Solo entre marzo y setiembre del 2013 se logró una reducción del 36.12% equivalente a 3.605 asuntos.  Esa reducción global, está integrada por el 36.92% en las fiscalías territoriales y un 31.53% logrado por las fiscalías especializadas.  Actualmente el rezago está compuesto por un 44.75% correspondiente a causas iniciadas en el 2010; un 22.19% de causas iniciadas en el 2009; un 10.90% de causas iniciadas en el 2008 y un 6.68 %  con fecha de inicio en el 2007.



A este problema del rezago como puede verse, le hemos prestado una gran atención y estos casos que permanecen todavía en las fiscalías, que parece increíble que un asunto esté desde el 2007, un 6.68%, se debe a dificultades propias de la investigación, no a otros aspectos.



Gracias al tratamiento eficiente de los circulantes se ha logrado también reducir el circulante promedio por fiscal a nivel nacional, éste para mí es uno de los grandes logros que hemos tenido y que se concretó en éste año, en el 2013, pasamos de un promedio por fiscal a nivel nacional de 322 expedientes en el periodo 2010 a 225 en el 2013, o sea, por primera vez en la historia del Ministerio Público se produce una reducción sustancial en el circulante de los fiscales, gracias a esas medidas que hemos tomado y a ese gran esfuerzo que la hecho el Ministerio Público en general todos sus fiscales.



Esta cifra para nosotros es muy importante, todavía falta depurarla, esperar que avancen las medidas que hemos tomado, para sacar el indicador técnico de cuál es la carga promedio que garantice la eficiencia de un fiscal, a partir de esa cifra, que es un indicador clave para el Ministerio Público, podemos hacer proyección de necesidades de recursos a futuros, conforme al circulante que se va manejando.



“Los resultados que hemos expuesto se han logrado sin incrementar la planilla y se deben fundamentalmente a la implementación de un sistema de instrumentos de evaluación y desempeño de fiscalías, que nos ha permitido tomar medidas correctivas oportunas y que nos hace posible en la actualidad, conocer al día el rendimiento de cada fiscalía a nivel nacional.  Actualmente nos encontramos en el proceso de llevar este modelo de gestión a la norma de calidad MP/GICA.” Y esperamos haber cumplido ese proceso durante este año.



“Tendiendo al mejoramiento en la satisfacción del interés de las víctimas, hemos participado decididamente junto con la Magistrada Doris Arias, en la implementación del programa de Justicia Restaurativa, que logró realizar durante el 2013, 144  reuniones restaurativas.  Es importante destacar, que uno de los pilares de Justicia Restaurativa, es la reparación del daño tanto a nivel de la persona víctima como la comunidad, siendo que durante este periodo se han contabilizado 9756 horas de servicio comunal, 570 horas de intervenciones socio educativas, las cuales tienen el propósito de dar una prevención especial a la persona imputada, así también 32 horas de intervención psicoterapéutica y 15 días de internamiento a personas con consumo de sustancias psicoactivas, y por último se ha logrado el pago de ¢6.218.000 que se ha canalizado a organizaciones de bienestar social.  Con el fin de fortalecer ese Programa, durante el 2013 creamos con el apoyo de la Magistrada Arias y la Corte Plena, la Fiscalía Adjunta de Justicia Restaurativa, que iniciará funciones en julio del año en curso, debido a las restricciones presupuestarias.



Durante el año  2013  la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, interpuso 2.282 demandas civiles, de un total de 2960 que le fueron delegadas.  La Oficina de Defensa Civil de la Víctima logró para el 2013, un acumulado de  ¢863.891.037,00. Producto de honorarios fijados por los tribunales de justicia. Durante ese año se logró la ejecución de parte de ese monto mediante la adquisición de un inmueble  en San José, donde se  encuentra ubicada en la actualidad, junto con oficinas ocupadas por Justicia Alternativa y  el programa de Justicia Restaurativa, lo que implica un mejoramiento en el servicio a las víctimas, no solo que han delegado la acción civil resarcitoria sino de aquellas que participan en los programas de justicia alternativa y de justicia restaurativa.  El valor del inmueble es de ¢402.000.000,00. Se espera que en los próximos años se logre comprar una edificación por provincia, para ubicar en ellas los servicios señalados y el del PISAV, que en San José ya tiene instalaciones gracias al apoyo de la Oficina de Atención y Protección a Victimas y Testigos.  En la actualidad se   esta tratando  de adquirir una edificación para mejorar el servicio a Heredia y Alajuela.” La cual esperamos haber comprado para julio de este año, con fondos que provienen de este Fondo de la Oficina de Atención a Víctimas y no del presupuesto ordinario del Estado.



“Atención y  Protección de víctimas y testigos



Resulta importante reseñar que en el mes de abril del año 2013, a la Oficina de Atención y Protección a Victimas del Delito se  le otorgó  el premio como  Constructora de Paz, concedido por el Ministerio  de Justicia y Paz, en virtud de haber sido nominada para tal distinción por la propia sociedad civil, en reconocimiento al aporte que se realiza para disminuir la impunidad y la restitución de los derechos de las víctimas. Valga nuestro reconocimiento y felicitaciones en este acto a todo el personal de esa oficina y a su jefe de entonces don Róger Mata. Durante el año 2013, ingresaron a  esta oficina un total de 14.378 casos, de los cuales 8354 corresponden a casos de Atención y 6024 a casos de Protección. Además se realizaron 921 visitas a los lugares en que se encuentran victimas o testigos protegidos y que no pueden salir por su vulnerabilidad.”



El segundo inter grupo de intereses que identificamos y que me referí al principio, está integrado por aquellos propios del imputado en su derecho de ser investigado y juzgado por efectivas infracciones a la ley penal, con estricto apego al respeto de su personalidad y de sus derechos fundamentales. Este grupo de intereses nos parece que no es solo exclusivo del imputado sino de todo el orden jurídico y en general de toda la comunidad costarricense.



“Creo importante resaltar que el mejoramiento en el porcentaje de condenas que se ha logrado hasta la fecha y que esperamos se supere,” esperaría hasta un 90%, porque es el rendimiento que teníamos los fiscales en nuestra época, “no denota un Ministerio Público más represivo sino un Ministerio Público más justo y eficiente, ocupado no sólo en la atención de los casos que deben ir a juicio, con lo que se favorece el interés de  las víctimas a que su caso se resuelva positivamente en juicio, sino también en evitar que injustamente un caso se mantenga en investigación y pase a juicio sin haber cometido delito, con lo cual se satisface el interés de los imputados a obtener una resolución fiscal oportuna y acorde con sus derechos. Resulta inaceptable e injustificable que una persona sea llevada hasta la fase de juicio por un hecho atípico o una investigación deficiente y castigada a la pena del banquillo durante años.” Eso es inaceptable y es lo que hemos tratado de corregir.



“La satisfacción del interés de la persona que adquiere la calidad de imputado, no se agota en el hecho de que se respete su derecho a ser  sometido a juicio única y exclusivamente por efectivas infracciones a la ley penal que haya cometido, sino que va más allá, pues de conformidad con nuestra Constitución Política, tratándose de acciones lícitas ni siquiera debería ser sometido a la investigación. Por esta razón, decidimos no recibir ningún caso tramitado por la policía por posesión de drogas, pese a la oposición de diferentes sectores. Esto significó una reducción del circulante en aproximadamente 60.000 casos por año, desde el punto meramente utilitario, sin entrar a considerar las implicaciones jurídicas. Durante el año 2013 se continuó con el plan para disminuir el ingreso de causas por atipicidad, principalmente las vinculadas al consumo de drogas, y diferir el ingreso de informes policiales, hasta que la investigación esté concluida en los asuntos sin sujeto identificado. Esta política permitió redirigir recursos (fiscales, jueces, audiencias, papel, tiempo, entre otros), estimados en 400 millones de colones, hacia investigaciones y audiencias por hechos delictivos. Estadísticamente en relación con el 2012- en las variables generales de ingreso y egreso de casos, se obtuvo un aumento en el 2013, sin embrago hoy día se puede asegurar que  se debe a casos que ingresaron al Ministerio Público, porque efectivamente existen elementos suficientes para formar parte del  circulante de  las Fiscalías y realizar  las acciones  correspondientes para su resolución.



Junto con la Magistrada Doris Arias y con la colaboración de la Defensa Pública, hemos venido implementando el proyecto de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, que resulta ser una herramienta importante en la humanización del proceso penal para aquellas personas que delinquen, no por tener una actitud antisocial dirigida a la deliberada infracción de la ley penal sino porque el consumo de drogas y el síndrome de abstinencia los coloca en situaciones particulares que los lleva a delinquir. En este sentido a través de su detección en las etapas tempranas del proceso, se les ofrece una posibilidad de enfrentar su problema  de adicción sometiéndose a la desintoxicación y rehabilitación a través del IAFA, buscándose también su re-inserción social mediante el trabajo o el estudio, con seguimiento judicial en el marco del proceso de suspensión a prueba.



Este proyecto se instaura dentro del Programa de Justicia Restaurativa y es impulsado por  la Comisión Internacional para el Control del Abuso de Drogas de la Organización de Estados Americanos (CICAD-OEA) y está siendo coordinado por el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), con la participación de distintos actores sociales, entre los cuales se encuentran el Instituto Nacional de Alcoholismo y Fármaco dependencia (IAFA). Para efectos de la ejecución de este plan piloto, el equipo interdisciplinario de Justicia Restaurativa, participó  en el Taller Acciones Operativas Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, los días 19-20 de junio de 2013, donde se fijaron las líneas operativas del trabajo PTDJ, con la participación del ICD y el IAFA. A partir de ese momento, se han construido en conjunto con IAFA e ICD los protocolos de acción y rutas a seguir dentro del MP, para la intervención judicial y del ámbito de la salud de la población meta del PTDJ. Es importante destacar que el PTDJ inició la puesta en práctica a partir del mes de agosto 2013, con 3 personas en seguimiento bajo los principios de este programa.”



La experiencia internacional en este programa, es que de 100 personas que ingresan al mismo, es la experiencia chilena que la vivimos de cerca con la Magistrada Arias, de 100 personas si acaso 40 se rehabilitan, y la cifra puede bajar aún más, pero nos parece absolutamente justificable la aplicación de presupuesto en todo aquello que signifique una reinserción social efectiva y una rehabilitación de un muchacho, que por pura casualidad se involucró en un delito callejero, en virtud de los efectos y el síndrome de abstinencia de la droga.



El tercer grupo de intereses que identificamos, que ha venido orientando nuestro trabajo, es el de los intereses de los grupos vulnerables, en su derecho al reconocimiento de su dignidad humana y a un trato igualitario del sistema de justicia.



“En Costa Rica existen ocho pueblos indígenas, distribuidos en 24 territorios indígenas, a saber:  Matambú, Zapatón, Quitirrisí, Guatuso, China Kichá, Telire, Talamanca Bribri, Talamanca Cabécar, Keköldi, Nairi Awari, Bajo Chirripó, Alto Chirripó, Ujarrás, Salitre, Cabagra, Térraba, Boruca, Rey Curré, Coto Brus, Altos de San Antonio, Conte Burica, Abrojo Montezuma, Alto Laguna de Osa y Tayní. Expresamente los he mencionado porque la invisibilización de estas personas ha llegado a tal grado en nuestro país que difícilmente esto sea conocido por nuestros estudiantes universitarios y menos por  la población en general. Gracias al  apoyo de la Magistrada Carmen Escoto, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas de esta Corte y del Consejo Superior, hemos podido crear la Fiscalía Adjunta de  Asuntos indígenas, que cuenta a partir del mes de abril del 2013, con una plaza más de fiscal y un fiscal adjunto, lo cual ha permitido reforzar las fiscalías que tramitan asuntos indígenas como Buenos Aires, Bribrí, Turrialba, Guatuso, Corredores, Golfito y Coto Brus asumiendo en algunas oportunidades las investigaciones y los juicios y coadyuvando en otras con los fiscales locales en los casos propios de las poblaciones indígenas.” En ese sentido, se ha mejorado el servicio dirigido a esas comunidades, otorgando una atención más ágil sobre sus asuntos, cumpliéndose de esta forma la prioridad para el trato a las personas indígenas y el principio de una justicia pronta y cumplida con pertinencia cultural. De igual manera, se han creado canales de comunicación con las autoridades tradicionales de los territorios antes dichos, que han permitido brindar un trato diferenciado con respeto de sus jerarquías y costumbres,  acorde con las demandas de servicio de cada pueblo.



Del 16 de abril al 31 de diciembre del 2013 ingresaron a esta fiscalía 102 casos, de los cuales – en el mismo periodo – se resolvieron 71 con pertinencia cultural, quedando activos 34 expedientes.  También en el periodo en mención se atendieron 40 señalamientos (audiencias preliminares, juicios, anticipos jurisdiccionales de prueba, medidas cautelares) en diferentes partes del país.



En nuestro país existen 4 idiomas indígenas; Bribri, Cabécar, Ngäbe y Malecu, de modo que regularmente se requiere contar con la asistencia de traductores e intérpretes, para que las partes, sean ofendidas o imputados,  enfrenten el proceso penal en el idioma materno; que comprendan adecuadamente el hecho por el cual se les está imputando.  El pasado 25 y 26 de noviembre 2013, la Fiscalía de Asuntos Indígenas, reunió a 9 traductores y traductoras de los distintos territorios a nivel nacional, con el fin de brindarles insumos cognitivos importantes en relación al funcionamiento del sistema procesal penal de la Corte Suprema de Justicia, para que puedan desempeñar sus funciones con mayor facilidad y claridad.



Debe agregarse que la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito, realizó en el 2013 junto con la Fiscalía  Adjunta de Asuntos Indígenas, 11 visitas a los territorios indígenas, con el fin de extender sus servicios a esas poblaciones.



Atención de la Mujer (Delitos Sexuales y Violencia Doméstica); en relación a esta población vulnerable y con el fin de reducir el femicidio, durante el 2013 pusimos en marcha una Oficina para la Contención de Ofensores que funciona dentro de la Oficina de Atención a Víctimas y Testigos y que busca intervenir en las etapas tempranas del proceso, en las que el ofensor se encuentra en una escalada de ira, que en muchos casos culmina con la muerte de la mujer e incluso de la familia y de él mismo.  En ese sentido, se ha puesto en marcha un programa denominado “Hombres en Construcción” cuyo objetivo es la Intervención psicosocial dirigida a hombres con problemas en el manejo del poder y control, como mecanismo de protección de víctimas de la ley de penalización contra las mujeres, que ha sido desarrollado por personal de esa oficina y que busca contener y dirigir al ofensor, enseñándole a re-elaborar su masculinidad y darle un manejo o marco adecuado, contribuyendo de esta manera a salvaguardar la vida de las mujeres que los han denunciado y a proporcionar a ellos mismos, herramientas que les permitan controlar su equivocado enfoque masculino y re – adaptarse socialmente.



El programa consta de tres etapas que son: Etapa de Evaluación de Riesgo y Filtro, para aquellas personas que con problemas mentales y otras razones no deben entrar al programa.  Etapa de Terapia Grupal, consistente en 20 sesiones de trabajo y Etapa de Evaluación y Seguimiento, en la que se da un seguimiento sistemático con el fin de monitorear acciones, estilo de vida, posibles eventos, indicadores o situaciones de riesgo, que se evalúan durante tres sesiones individuales adicionales.



Actualmente se encuentra en este proceso el primer grupo de ofensores que está iniciando la etapa de terapia.  Este es un proyecto piloto que hemos impulsado desde la Fiscalía General y que nos parece muy importante.



Cuando la persona ofendida, femenina, por hechos de violencia doméstica se presenta a interponer la denuncia, es un momento en que está coincidiendo con un problema que se viene arrastrando desde hace mucho tiempo con la pareja y en ese momento el varón está en una escalada de ira, en la cual querámoslo o no, contribuye de alguna manera el sistema de justicia cuando interviene, porque el agresor lo que hace es culpabilizar a la mujer de su situación, el cual se encuentra ahora en el Tribunal viéndose sujeto a medidas cautelares; y la experiencia ha dicho que el agresor sale y mata.



Este programa que iniciamos en Costa Rica, está iniciando ahora también en Chile, esperamos estar en el proceso de desarrollo del plan piloto y esperamos poder hacer una evaluación adecuada para el próximo año.



Atendiendo también a la persona femenina como uno de los grupos vulnerables, se impulsó la adecuación a la realidad costarricense del Manual de Investigación del Femicidio elaborado por Naciones Unidas, por personas femeninas, y que esperamos se concluya en este año.



En este esfuerzo de adaptación de este manual, participan los fiscales de Delitos Sexuales y Violencia Doméstica y también personal técnico especializado del Organismo de Investigación Judicial.



Los fiscales en esta materia no solo atienden los casos que se les presentan sino que también durante todo el año realizan una serie de actividades de sensibilización, divulgación de información y capacitación, dirigidas a otros sectores de instituciones claves en la detección, prevención y atención de las personas que han sufrido violencia sexual o violencia doméstica, por medio de diferentes actividades.



En igual sentido, se han impartido charlas y talleres de sensibilización y capacitación sobre la Ley Contra la Violencia Doméstica y la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Dichas actividades van dirigidas a educadores, personal de centros de salud, policías, en general funcionarios de instituciones públicas con responsabilidades y competencias en la atención de casos de violencia sexual y doméstica.



Como se puede notar, la política de persecución que seguimos en esta materia, no solo busca  la  puesta en marcha del proceso penal, sino también el apoyo a la  prevención de la violencia, mediante un abordaje integral con otras instancias públicas.



En relación con las personas menores de edad, durante el 2013, la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, logró 4.179 señalamientos de responsabilidad penal de personas menores de edad, cifra compuesta por las condenas en juicio, conciliaciones, suspensión del proceso a prueba y abreviados.  Debe señalarse que los fiscales de esta Fiscalía Adjunta, también realizan una labor preventiva general, por tratarse de una población vulnerable, realizando charlas en los diferentes colegios del país.



Trata de Personas y Tráfico de Migrantes; sin duda alguna uno de los fenómenos que más afecta a las personas vulnerables por pobreza en el mundo actual, es su susceptibilidad a ser convertidos en víctimas de la trata de personas o del tráfico de migrantes.  Respondiendo a la necesidad de priorizar y dar respuesta a estas víctimas y en virtud de los recientes e importantes casos investigados en estas materias, hemos creado, con el apoyo de la Corte Plena, la Fiscalía Adjunta Contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (FACTRA), con el fin de dar un abordaje adecuado a ambos fenómenos criminales, participar activamente en el Equipo de Respuesta Inmediata y en la Coalición contra la Trata de Personas y el Tráfico ilícito de Migrantes, tal y como lo ordena la Ley 9995. Esta Fiscalía además forma parte de la Columna de Delincuencia Organizada y de la Red de Fiscales Contra el Crimen Organizado de Centroamérica y el Caribe, condición en la cual participa como actor dentro del convenio entre Centroamérica y México contra el tráfico ilícito de Migrantes impulsado por UNODC. Durante el 2013 además de impulsar investigaciones en ambos temas, se participó en la redacción del Reglamento a la Ley 9995 y también se participó en la primera reunión binacional entre Costa Rica y Colombia, dirigida a lograr un acuerdo bilateral para la prevención y represión de la Trata de Personas.



El cuarto grupo de intereses que tratamos, que hemos focalizado y al que dirigimos nuestro esfuerzo tratando de mejorarlo, son los intereses  en la función en respuesta al interés general de la colectividad, a un tratamiento eficiente de los fenómenos criminales que afectan al ciudadano en su entorno inmediato y  los propios de la Criminalidad organizada transnacional.



En relación con la Criminalidad Organizada, se mejoró el servicio con la creación de la Fiscalía Adjunta contra la Trata de Personas y el Tráfico ilícito de Migrantes, de la que ya se informó y con la creación además de la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales, que forma parte de la Columna de Delincuencia Organizada, para atender con exclusividad y especialidad, los casos y denuncias penales relacionados con la legitimación de capitales, como uno de los fenómenos criminales transnacionales que más han afectado al país.



La Fiscalía contra la Delincuencia Organizada, logró un 81.3%  de condenas en juicio, es una de las fiscalías más eficientes en juicio y fueron desarticulados un total de 69 grupos organizados especializados en delitos de tráfico de drogas, trata de personas, secuestros y tráfico ilícito de migrantes.



Las organizaciones desarticuladas dedicadas propiamente al tráfico de drogas fueron 32, de las cuales 20 se dedicaban al tráfico nacional y 12 tráfico internacional.



En relación con la Fiscalía de Delitos Económicos y Tributarios,  tenemos que durante el 2013, muestra un total de 4 condenas y 5 aplicaciones de medidas alternas, frente a 5 absolutorias. El comportamiento indicado se debe a que los juicios señalados en esta materia, generalmente son de larga duración por su complejidad. El mayor esfuerzo de los fiscales está dirigido a la investigación de los casos, que actualmente suman 577. Durante esta fase de investigación, esta fiscalía en el 2013, solicitó 144 sobreseimientos definitivos  y 127 desestimaciones. Siendo el tema de la evasión fiscal, uno de los principales problemas del país en la actualidad, al no definirse aún un sistema tributario adecuado, hemos puesto en la agenda de esta fiscalía los delitos de evasión fiscal como una de las prioridades, esto lo hicimos desde el 2013 y en ese sentido esta fiscalía ha venido avanzando y generando algunos casos que están todavía en proceso de investigación.



Con la finalidad de mejorar las coordinaciones y comunicaciones dentro y fuera del país, con otras entidades dedicadas al abordaje de grupos o redes criminales, se obtuvieron los siguientes resultados:



En octubre del 2013, con la finalidad de intercambiar información para enriquecer las investigaciones criminales y compartir conocimientos mediante actividades de capacitación, los Ministerios Públicos de Argentina y Costa Rica firmaron un memorando de entendimiento. En noviembre, se firmó un acuerdo de intercambio de información en materia de delincuencia organizada, muy importante para nosotros, entre la Procuraduría General de México y el Ministerio Público de Costa Rica.



Junto con el Director General del Organismo de Investigación Judicial, el Viceministro de la Presidencia, el Director de la Policía de Control de Drogas (PCD) y el representante de la empresa de telecomunicaciones Claro, firmamos el 27 de febrero del 2013 un "Memorando de entendimiento para el suministro de información e interceptación de las comunicaciones". Con este documento, las autoridades acordamos implementar soluciones eficaces y expeditas para cumplir con el mandato legal de la entrega de información e interceptación de las comunicaciones, respetando por supuesto, el derecho de los usuarios de telefonía.



La información a la que tendrán acceso las tres instituciones, mediante consultas en línea, es la de registro de llamadas y mensajes de texto de la red.  En resguardo de las disposiciones legales y los derechos de los abonados, únicamente tendrán acceso a la herramienta los funcionarios autorizados que cuenten con la orden de un Juez de la República.



Capacitación para Fiscales de Crimen Organizado de los  Ministerios Públicos de la región; durante los días 7 y 8 de febrero, en el Hotel San José Palacio, lo cual es algo muy importante para nosotros, se celebró la sesión del Consejo Centroamericano y del Caribe de Ministerios Públicos.  Dentro de  las actividades realizadas destacó un acuerdo entre el Consejo y la Secretaría General del Sistema de Integración Centroamericana (SICA), para ejecutar un plan maestro de formación profesional para los fiscales a nivel centroamericano.



Ese Plan Maestro fue desarrollado por las Unidades de Capacitación y las Fiscalías de Crimen Organizado de los Ministerios Públicos de Centroamérica y el Caribe durante el 2013 y este año fue sometido a validación y esperamos iniciar en este año las capacitaciones, cuyo costo ha sido asumido por el fondo español y será ejecutado por el SICA, pero que posicionan a los Ministerios Públicos en un mismo modelo de pensamiento generado desde los propios Ministerios Públicos centroamericanos.



El Ministerio Público de Costa Rica asumió, también durante el 2013, la Secretaría Permanente de la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos. Esta organización que integra a 21 fiscalías de Iberoamérica e impulsa estrategias contra el crimen organizado, delitos económicos, corrupción y temas relacionados al abordaje de  problemáticas  relativas a víctimas y testigos, designó el pasado 17 de abril de 2013, en la tercera reunión del Comité Ejecutivo de la Asociación Ibero Americana de Ministerios Públicos (AIAMP) y se ratificó el acuerdo unánime tomado en la última Asamblea General, según el cual el Ministerio Público de Costa Rica, asumió la Secretaría General Permanente.  Dentro de los proyectos de mayor interés que impulsa la asociación y el cual ha tenido un arduo trabajo hasta este momento, está el denominado "Ameripol". Se trata de la versión americana de Europol, por medio del cual se articulan esfuerzos de cooperación entre las policías del viejo y del nuevo continente, con el apoyo de fiscales en la lucha contra el crimen organizado, la corrupción y los delitos económicos.  Paralelamente en el marco de la AIMP se ha hecho un protocolo de buenas prácticas en materia de investigación y persecución del narcotráfico, situación que afecta tanto a América como a Europa.



De igual manera se ha promovido la participación de la Organización de las Naciones Unidas (ONU.) para la igualdad y el empoderamiento de las féminas, ONU Mujeres, con el fin de extender al resto de Ibero- América, la red de fiscales que atiende la violencia contra las mujeres de Centroamérica. 



Ambas redes, la Red de Crimen Organizado en Centroamérica como la Red de Violencia contra las Mujeres en Centroamérica, se están considerando en este momento por la ONU como modelos para trasladar a África y Asia.



En relación con criminalidad local; dándose continuidad a las acciones estratégicas orientadas en la persecución de la criminalidad local, se ejecutaron una serie de  acciones tendentes a fortalecer la coordinación con las policías judicial y administrativa. Como parte de estas acciones se unificó la dirección de las fiscalías territoriales en la ciudad de San José, en la que se percibe un significativo incremento en las acciones delictivas individuales, pero relacionadas con el surgimiento de grupos, con una clara tendencia al control territorial y a la organización.



En la ciudad de San José, notamos cómo las organizaciones criminales empiezan a estructurase conforme a los modelos de organización, no de las maras centroamericanas, sino de los grupos de criminalidad organizada en México, con un alto contenido de violencia, recurriendo al homicidio para el apoderamiento de lo que se ha trasladado al lenguaje costarricense, extraído del lenguaje mexicano, lo que se llama apoderamiento de las plazas, es decir apoderamiento de los territorios, con el fin de obtener el monopolio en la venta de drogas, pero también en relación con todos los delitos que se cometen en ese territorio.



“Esta tendencia a la organización y al control territorial, que se constata a menudo por las autoridades policiales, constituye una seria amenaza para la seguridad ciudadana, pues de no abordarse adecuada y prontamente, puede llevar al surgimiento de la violencia urbana entre grupos rivales, como ha ocurrido en otros países de la región.



Frente a la realidad de este fenómeno, la organización del Ministerio Público en la ciudad de San José, generaba un abordaje no del todo eficiente, debido a que se encontraba dividida en cuatro jefaturas de fiscales adjuntos. Lo anterior se tradujo en la generación de cuatro estilos de mando distintos, cuatro visiones del fenómeno que impulsaban acciones disímiles y contradictorias algunas veces; un enfoque parcelado que miraba el problema como perteneciente a cada circuito judicial, lo que generaba una dirección funcional errática, que llevó a la policía a quejarse constantemente por las disimilitudes en la dirección funcional de los fiscales.



Para la Fiscalía General fue  claro que en la zona geográfica que cubre los tres circuitos judiciales de San José, se estaba dando una situación que afectaba la persecución penal, ocasionada por un modelo organizativo basado exclusivamente en consideraciones de tipo territorial y no funcional.



Por las razones expuestas, mediante Resolución N° 31 bis2013 y con el apoyo de Corte Plena, se adecuó la organización en San José, con el fin de propiciar un enfoque unificado a partir de la visión de un solo Fiscal Adjunto, para las fiscalías del I y II Circuito Judicial de San José, Hatillo, Pavas, Desamparados, Puriscal, Turno Extraordinario del I y II Circuito Judicial de San José, Flagrancias del I y II Circuito Judicial de San José, Unidad de Trámite Rápido y la Unidad Operativa de Dirección Funcional. Lo anterior posibilita que ese mando, en conjunto con el Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial y con el Director de la Fuerza Pública, elabore una estrategia uniformada de abordaje de la criminalidad, que se traduzca en la generación de casos que impidan el desarrollo de estas incipientes organizaciones criminales e impliquen un mejoramiento de la persecución penal en tan importante zona urbana.



Atendiendo al mejoramiento en la satisfacción del interés ciudadano, la Fiscalía General realizó un importante esfuerzo para tramitar con la mayor agilidad posible los delitos electorales y los cometidos contra miembros de los supremos poderes.” Esto lo hemos insertado en el quinto eje que me refería al inicio, que es el mejoramiento de la función atendiendo al interés ciudadano en el fortalecimiento institucional de la institucionalidad democrática.



En relación a los delitos electorales “durante el año 2013 se  acusaron 5  casos  de delitos electorales, 3  de los cuales corresponden a acusaciones contra miembros de los Supremos Poderes.



Durante ese año, se resolvieron un total de 37 casos, en los que figuraba algún miembro de esos poderes de los cuales 3 fueron acusados.”



En relación a la lucha contra la corrupción “La Fiscalía de Probidad Transparencia y Anticorrupción, al 30 de setiembre del 2013, la fiscalía tramitó 208 expedientes. Otros 189 expedientes se investigan en un área especial de casos complejos, como por ejemplo la construcción de la carretera Juan Rafael Mora, ruta 1856 (conocida como “la trocha fronteriza”), en el cual se indaga la distracción y sustracción de fondos del Estado por parte de funcionarios públicos, con la complicidad de empleados privados y particulares.  Solo en este caso  durante el 2013, se sometieron al proceso a 18 imputados; se dirigieron más de 49 allanamientos y se entrevistó a más de 123 testigos.” Dicho caso avanza muy positivamente y esperamos que para mediados de este año, el Organismo de Investigación Judicial haya completado los informes que hacen falta para estar pronunciándonos en relación a su acusación.



“Esta Fiscalía está a cargo del Sistema de Integridad contra la Corrupción, que tiene como misión desarrollar un blindaje institucional contra la corrupción.  Se trata de tres ejes basados en la persecución de delitos cometidos por funcionarios públicos, en un estricto régimen de consecuencias para el personal interno, que actúe de manera contraria a la ética institucional y a la ley; su propósito principal es el fomento de la transparencia y la creación de una cultura de valores organizacionales.



Este sistema logra consolidar sus tres ejes durante el 2013. El primero de estos ejes es el incluido en la Ley 8221, legislación que castiga la corrupción y el enriquecimiento ilícito; los datos de este eje son los que referí al inicio de este aparte.



El segundo eje esta conformado por el régimen de consecuencias administrativas a cargo de la Inspección Fiscal, que mejoró su efectividad en el desempeño. De acuerdo con la sección de estadística, aumentó el volumen de casos terminados, para un total de 434 asuntos disciplinarios. De enero a 30 de noviembre del 2013 ingresaron 509 casos nuevos. En el mismo período se resolvieron 434 asuntos. El objetivo de este eje es orientar, corregir o sancionar al personal del Ministerio Público, una vez se haya comprobado una falta laboral; ello posibilita garantizar a los habitantes del país, una correcta y pronta administración de la justicia penal.



El tercer eje del sistema de integridad institucional es la política de transparencia y de cultura de valores, lo cual se trabaja con el área de prensa del Ministerio Público, con la Comisión de Valores del Poder Judicial y con la Secretaría Técnica de Ética y Valores.



La búsqueda de la excelencia ha llevado a la Institución a implementar iniciativas, que permiten visualizar, de previo a una contratación, los valores, costumbres, ética y probidad de sus futuros funcionarios. Esta oficina, que  inicio  en  la Unidad de Capacitación, Supervisión, Reclutamiento y Selección (UCS), pasará  a formar parte  de la Fiscalía Adjunta de Probidad y Anticorrupción. Su línea de acción incluye cerca de 30 variables de análisis, relacionadas con información sobre delincuencia, sanciones administrativas, valores, ética, desempeño gremial y familiar, ya que su objetivo es detectar perfiles de aspirantes que hacen o pueden hacer vulnerable a la Institución, ante la incursión de la delincuencia organizada, la pérdida de valores institucionales o la falta probidad en el desempeño de  la función pública.



Durante el 2013 realizó un total de 179 valoraciones e investigaciones, que se segregan en 69 aspirantes al puesto fiscal auxiliar (proceso de reclutamiento y selección 2013), 25 estudios de estudiantes que solicitan hacer el trabajo comunal universitario o la práctica dirigida en el Ministerio Público, 75 ampliaciones de Informe interdisciplinario técnico recomendativo, 15 investigaciones solicitadas por Fiscalía General de la República, y 15 valoraciones para convalidación de práctica dirigida, dentro del proceso de reclutamiento y selección.



Durante el 2013  se realizó un proceso de selección de oferentes,  al cual se presentaron un total de 134 personas aspirantes a fiscal, de ellos 48 aprobaron el examen y quedaron al final un total de 40 en condición de elegibles para nombramientos interinos. En esta ocasión los oferentes recibieron capacitación mediante la metodología aprender haciendo con investigaciones reales y dirigidos por tutores experimentados.”



Dentro de este grupo de intereses ciudadanos, entendemos que es también importante el fortalecimiento institucional del Ministerio Público.



“A mediados de 2013 se dispuso la creación de la Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías (UMGEF).  La finalidad esencial de esta oficina es dar seguimiento y monitoreo a la gestión de fiscalías, unidades y cualquier otro despacho del Ministerio Público, proporcionando información base y recomendaciones de medidas o acciones a la jefatura, para optimizar los servicios en sus distintas facetas.  Ello incluye, la generación de insumos relevantes para la toma de decisiones gerenciales por parte del Fiscal General y el grupo de funcionarios de nivel gerencial y de gobierno del Ministerio Público. Dependiendo de la Fiscalía General a través de la Subjefatura, la (UMGEF), abarca diversas áreas de trabajo y está  compuesta por un grupo interdisciplinario de funcionarios profesionales a nivel legal, administrativo y planificación.



Para prestar un servicio de calidad, la Fiscalía General de la República, considera indispensable la existencia de un grupo humano unido y con respeto a sus semejantes.  Para fomentar estos principios y con el objetivo de canalizar y dar soluciones a los problemas que puedan existir en los diversos despachos, creó la Comisión de Mejoramiento del Ambiente Laboral, conformada por seis funcionarios, entre ellos fiscales, psicólogos y administradores.



Los principales logros para el 2013 son: atención personalizada a 78 mujeres y 16 hombres, a quienes se les atendió situaciones laborales y personales en sesión psicológica, también se les brindó acompañamiento en las diferentes situaciones en que fue necesaria. La Comisión llevó a cabo siete sesiones durante el año.



Se atendieron cuatro casos, por solicitud de los jefes de algunas fiscalías, todos relacionados con el ambiente laboral en su oficina. Se realizaron correctivos en materia de relaciones humanas, rol de jefatura y posibles salidas alternativas a los conflictos. Por último, y sin que revista menor importancia, se brindó atención vía telefónica a algunos funcionarios, en situaciones en las que debido a la distancia no podían asistir a la sesión convocada.



En relación con la capacitación de fiscales, destaca la implementación de una fiscalía escuela o centro de formación de fiscales auxiliares en la Unidad de Capacitación y Supervisión, así como de la Oficina de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías.



De igual manera, con el fin de fortalecer el talento humano, durante el 2013 se puso en marcha el Programa de competencias gerenciales que corresponde a un enfoque metodológico que pretende el desarrollo de habilidades de gestión, utilizando herramientas como liderazgo, “coaching”, toma de decisiones, relaciones humanas y trabajo en equipo, diseño y rediseño procesos, control y uso de indicadores estadísticos, servicio al cliente, así como gestión de servicios públicos, gestión administrativa y del talento humano.



Dada la necesidad de contar con edificaciones apropiadas para el personal y los servicios que presta la Unidad de Capacitación y Supervisión, durante el 2013 se culminó con la contratación de alquiler de una edificación en dos etapas (así aprobado por el Consejo Superior en sesión 13-13 del 14 de febrero de 2013, artículo XVII). Dicho inmueble ha facilitado el cumplimiento de las acciones de capacitación programadas; hoy día se cuenta con dos aulas activas y se tiene programada la construcción de otras dos, así como de un salón multiuso. El inmueble cuenta con área de aparcamiento, un comedor con capacidad para cuarenta personas e instalaciones adecuadas para su funcionamiento como centro de enseñanza.



Tal vez el logro más importante durante el 2013, con relación al fortalecimiento institucional del Ministerio Público, fue los nombramientos en propiedad, un total de 321, los cuales corresponden a 204 plazas de fiscal auxiliar y de fiscal, 32 plazas de diferentes profesiones, y 85 plazas de personal de apoyo. En términos organizacionales, esto significa en estabilidad  institucional y mayor rendimiento del talento humano en favor del ciudadano.



Desde el punto de vista de género, durante el 2013 logramos un aumento porcentual de participación de las mujeres en relación con el 2012, pasando del 53% al 58% a nivel general.”



Agradezco mucho la atención prestada y concluyo de esta manera el informe de rendición de cuentas que me ha solicitado la señora Presidenta, Magistrada Villanueva”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL LICENCIADO CHAVARRÍA GUZMÁN, ENTRARON LOS MAGISTRADOS ARROYO Y JINESTA. SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Hay alguna pregunta u observación para el señor Fiscal?



En la parte final del informe, señala como uno de los grandes logros, el establecimiento de los nombramientos en más de 300 plazas y quiero decirle que una de las aspiraciones, que es el paso de la Institución que quisiera llegar, es al establecimiento de una “Carrera Fiscal” con una normativa.



Estimo que los pasos que usted ha ido dando, pueden llevarnos a esa aspiración que tenemos, de crear al igual que la carrera de jueces y juezas una  “Carrera Fiscal”.



En lo demás, no sé si algún compañero Magistrado o compañera Magistrada tiene alguna duda, porque el informe ha sido bastante amplio, y agradezco la presentación”.



SALEN LOS MAGISTRADOS CRUZ Y CASTILLO.



Indica el Magistrado Vega: “En primer lugar, celebrar el informe, estimo que este es un acto de rendición de cuentas muy importante, no solo para la Corte sino también en especial para la ciudadanía, para la población costarricense es sumamente importante saber lo que está haciendo el Ministerio Público a través de esta memoria anual, en la cual nos comunican sus logros, resultados de la gestión y también se vislumbran, desde mi punto de vista, algunos aspectos que puedan derivar debilidades o ciertas amenazas, que se puedan haber dado a lo largo de la gestión y que para un periodo siguiente, pues hay renovados bríos para poder tratar de solventarlas y mejorar la gestión institucional de este órgano tan importante para la vida democrática de nuestro país y del Poder Judicial.



Me alegra mucho el trabajo que han realizado don Jorge Chavarría Guzmán, don Carlos María Jiménez Vásquez y su equipo de trabajo, de fiscales, fiscalas, personal de apoyo del Ministerio Público.



Reconocer ese esfuerzo, considero que es muy merecedor de parte de todos ustedes y desearles lo mejor para este nuevo año de labores, que se está iniciando a partir de esta presentación. Ojalá que le puedan seguir dando continuidad a muchas de las cosas buenas que están haciendo y me alegra mucho ver que el Ministerio Público como organización judicial, está trabajando de mano de los conceptos de la eficiencia, trabajo en equipo, evaluación de la gestión por resultados, elaboración de indicadores de desempeño, para poder estar monitoreando lo que se hace, cómo se hace, en qué tiempo se hace y con qué recursos se hace.



Hubiese querido preguntar algunas otras cosas más, pero en razón de la hora no lo voy a hacer y felicito todo el trabajo que se ha hecho en fiscalías electrónicas, que conozco muy bien ese Programa y en fin a todo el equipo de trabajo del Ministerio Público mi reconocimiento”.



Señala la Magistrada Pereira: “Quiero felicitar a don Jorge Chavarría en su cabeza y a todo el Ministerio Público, pues en las visitas que hemos realizado como Sala Tercera a todos los circuitos territoriales del país, que es una de las funciones que hemos efectuado desde hace años, notamos la excelente coordinación que existe y ese es un mérito del mando después de que don Jorge Chavarría asumió el Ministerio Público, en la dirección funcional.



Estimo que los datos que ha dado esta tarde, tienen muchísimo que ver con eso.



Finalmente se logró establecer una verdadera dirección funcional, se terminaron aquellas discusiones entre quién es el que aporta más ideas o no y eso desde luego ha redundado y lo hemos podido comprobar con los datos que usted nos presenta y no solamente con ellos, sino en las reuniones que hemos tenido en cada una de esas jurisdicciones, que se expresa muy bien de la coordinación que ahora se ha logrado y eso desde luego redunda en una mejor administración de justicia penal.



Mis felicitaciones por ello”.



SALE EL MAGISTRADO AGUIRRE.



Refiere la Magistrada Escoto: “Debo de hacer énfasis en un punto que se destacó, porque definitivamente una manera en que don Jorge Chavarría ha llevado la Dirección de todo lo que es el Ministerio Público, es de reconocer esa aptitud llana y humilde y desde ese ángulo y por lo que hemos hablado, debo hacer también hincapié y expresarlo en público, la gran labor de ayuda que en el año 2013 nos dieron a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y ahora desde la Comisión de Acceso a la Justicia, que involucra más personas en estado de vulnerabilidad social.



Le solicito que para este año y para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, sea esa estrella que les marcó en un inicio, cuando usted envió a varias personas, Fiscales y Fiscalas, a recibir clases a la Universidad de Costa Rica, con quienes compartí. Deseo hacerle ver que extraño mucho que este año no hayan asistido, sobre todo don Carlos Meléndez y la señora Sara Mayorga Villanueva c.c. Sibar, Técnica Judicial de la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos, a quien se le otorgó una beca tanto con la ayuda suya como quien le habla, en la Escuela Libre de Derecho.



Hay que reconocer, en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que la labor desplegada por la Fiscalía General es digna de admirar y reconocer como lo hicimos en un momento.



            Reciba usted mis más humildes gracias, porque así como a veces se destacan los lunares, hay que recalcar las buenas acciones y la Subcomisión de Pueblos Indígenas le debe muchísimo a usted en los años 2012 y 2013”.



Señala la Magistrada Arias: “Quiero aprovechar esta oportunidad para reconocer la gran labor del licenciado Chavarría Guzmán y de todos sus equipos de trabajo.



Estimo que la democracia de un país también se mide con la independencia que tenga el Ministerio Público y la gestión que realiza don Jorge Chavarría, demuestra precisamente esa independencia, no ha habido alguien que pueda decir que la Fiscalía no ha actuado cuando tenía que hacerlo, basta observar todos los casos contra miembros de Supremos Poderes y también los avances que ustedes han tenido en las investigaciones de la criminalidad convencional o no, para llegar a la conclusión de que Costa Rica cuenta con un Ministerio Público sólido y capaz de ser ejemplo a nivel latinoamericano y mundial.



También, quiero agradecer a don Jorge, el apoyo que nos ha otorgado en el Programa de Justicia Restaurativa, porque respetando los espacios de dirección funcional que cada uno tiene dentro de las áreas de trabajo, hemos logrado hacer algo que se creía imposible y es lograr cambiar la mentalidad del derecho penal tradicional por uno restaurativo y por unas soluciones alternas al conflicto distintas a las soluciones tradicionales, de forma tal, que coexistan dentro del ordenamiento jurídico costarricense, respuestas sancionatorias para aquellos delitos graves y medios, pero también existan oportunidades para aquellas personas que violentando la ley bajo supuestos, que no requieren ir a cumplir con el hacinamiento carcelario que tenemos en nuestro país, ha sido posible a la labor conjunta que hemos realizado.



Quiero aprovechar, para que continuemos este trabajo conjunto y mostremos, no solamente a Costa Rica sino también a las generaciones futuras y al mundo, que podemos hacer las cosas diferentes y cambiar y que las estrategias diferenciadas son la justicia de cara al siglo XXI.



Muchas gracias por ese apoyo y colaboración, además señalar que basta tomar un poco de distancia para que uno logre observar cómo Costa Rica y específicamente el Ministerio Público, es valorado altamente en todo el resto de América Latina, la conformación de esta Red Iberoamericana de Fiscales y la ubicación de Costa Rica, estratégica con una Secretaría Técnica, que es pionera en América Latina, sirve de ejemplo, no solamente para los procesos de integración regional como es el caso del SICA, donde se han obtenido grandes logros con ocasión de la participación del Ministerio Público costarricense, sino también los que han hecho a nivel de todo lo que tiene que ver con el crimen organizado y con trata y tráfico de personas.



Mi más sincero reconocimiento y decirle que estamos siempre también por apoyar su labor”.



SALE EL MAGISTRADO JINESTA.



Expone la Magistrada Camacho: “Quiero agradecer al licenciado Jorge Chavarría Guzmán y al equipo de trabajo que lo acompaña, no solamente por la claridad en su informe y transparencia esta tarde con todos y todas nosotras, sino también mencionar la apertura que tuvo la Comisión de Diversidad Sexual, cuando le solicitamos la ayuda en la participación de alguna persona que representara al Ministerio Público en dicha Subcomisión, José Pablo González Montero, Fiscal Adjunto de la Fiscalía General, quien ha sido un elemento fundamental y ahora que empezamos este año con el tema de las capacitaciones, no dudo que su apoyo será igual de incondicional.



Agradecer a usted don Jorge, a don Carlos María Jiménez, Fiscal Adjunto y a todo su equipo de trabajo y felicitarlo”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “Quiero dirigirle a don Jorge Chavarría y a todo su equipo; realmente un agradecimiento, porque es importante ver la labor que ha realizado el Ministerio Público, ya la Magistrada Pereira lo dijo, en todos los lugares del país y los más alejados del área metropolitana, hemos visto resultados muy positivos y la dirección funcional se lleva a cabo en forma muy eficiente y efectiva y eso nos llena de mucho agrado y orgullo el saber de esa situación.



Debo reconocer que hay ámbitos en los cuales han desarrollado en forma bastante sensible en capacitación, aprendizaje y también en efectividad y desarrollo práctico.  Podría decirle que un buen Fiscal General tiene siempre un gran Fiscal Adjunto como lo es en este caso, don Carlos María Jiménez, de lo contrario la labor sería muy difícil de llevar a cabo, pero además de las muchas fiscalías que tienen, debo reconocer especialmente una fiscalía que es la de Crimen Organizado, don Walter Espinoza Espinoza, Fiscal Adjunto, es quien la ha dirigido, y todo su equipo es excelente, con muy buenos resultados en todo lo que es crimen organizado y también de narcotráfico, porque este es un gran reto que tenemos que enfrentar y digo “tenemos” como Poder Judicial y lógicamente ustedes como Ministerio Público, para este año que viene y para muchos años de futuro, es una actividad bastante lesiva para el Estado y  la sociedad y sé que usted tiene claro cómo es que se lucha contra esa actividad criminal, cómo se enfocan las formas de proceder y cómo se hace y se realizan las acciones directas para controlarlo, pero también para que se ejecute todo el peso de la ley contra actividades que son nocivas para nuestro país.



Lo felicito en eso, porque sé la buena disposición que usted tiene, conozco su compromiso claro para lograr combatir este tipo de actividades criminales y no queda más que decirle que cuenta con esta Corte Suprema de Justicia, para apoyarlo en todo lo que sea necesario, porque esta tarea no será de unos meses, ni de ahora, será de muchos años en adelante y sé que usted tiene todavía mucho más que ofrecer a este Poder Judicial y al Ministerio Público, para cumplir esa buena labor y función.



Así que don Jorge íSiga adelante! Cuente con nuestro apoyo y sé que tendremos además de los buenos resultados obtenidos este año y anteriores, vamos a seguirlos teniendo junto con usted en la dirección del Ministerio Público y también de don Carlos María Jiménez como Fiscal Adjunto al mismo”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me satisface mucho que este ejercicio haya sido beneficioso y esto nos ayuda a dar un paso adelante en ejercicios que deben ser parte de la cotidianidad, pues a veces se cree que tienen otros fines y el único fin es mostrar el trabajo de un equipo humano, conformado con personas como las que usted dirige y en esto quiero referirme a la labor de todos los fiscales y fiscalas de este país, que llevan el trabajo con una gran mística y claridad en los objetivos planteados dentro del marco, que bien ha sido señalado aquí de absoluta independencia funcional.



Me satisface que el ejercicio haya sido beneficioso, que tengamos claridad en los objetivos, se han resaltado algunos puntos y muchos que pueden señalarse y destacarse de la labor, pero en general considero que lleva una dirección clara, vamos por buen camino y esa ha sido una oportunidad para hacerlo ver.



Agradezco a usted y a quienes lo acompañan, al equipo de fiscalas y fiscales en todo el país, que tienen esa gran mística y a seguir adelante.



Mi aspiración es que el paso siguiente sea contar con una institucionalidad muy fuerte en el Ministerio Público y que cada día sea más fuerte e independiente y con una ley lo podemos ir logrando.



Muchas gracias”.



Se acordó: Tomar nota del informe rendido por el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, denominado “Memoria Anual 2013 del Ministerio Público”, así como de las manifestaciones de los Magistrados y Magistradas que hicieron uso de la palabra.
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            A las 17:00 horas finalizó la sesión.



 



















Acta de Corte Plena Nº 054 - 2014








Fecha: 17 de Noviembre del 2014



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXXV



Documento 11072, 12582-14



En sesión N° 40-13 celebrada el 23 de setiembre del 2013, artículo XLVII, se conoció el informe Nº CMEF-SP-026-2013 de 18 de setiembre de ese año, suscrito por la Magistrada Escoto, referente a la consulta formulada por la licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio Nº CPAS-3215 del 6 de agosto de ese año, mediante el cual solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado "Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses", expediente Nº 18.351.  Al respecto esta Corte dispuso:



“Sometido el asunto a votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte, específicamente en cuanto a los cuatro artículos que estima atañen o podrían tener incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, a saber, los numerales 10, 13, 15 y 16 de la normativa citada y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Solís, León, Escoto, Aguirre, Varela, Vega, Pereira y las Suplentes Rojas Morales y Gómez Cortés.



 



Los Magistrados Rivas y Chinchilla emitieron su voto por no aprobar el informe de la Magistrada Escoto, al estimar que la normativa propuesta no incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



 



Los Magistrados Jinesta, Cruz, Castillo, las Suplentes Salazar Cambronero y Pacheco Salazar y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.”
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En oficio N° DH-133-2014 del 22 de setiembre del año en curso, la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente Nº 17.282.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Suplente Lupita Chaves Cervantes, quien en nota recibida por correo electrónico el 22 de octubre último, rinde el siguiente informe:



“Remito respuesta a la solicitud de Informe N ° 65-2014 de fecha 2 de octubre pasado, adicionado por Oficio N°.10196-2014 del 6 de octubre pasado, mediante el cual se solicita opinión para rendir informe a la Asamblea Legislativa, respecto al proyecto de ley denominado, “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



1.- Acuerdo de Corte Plena a solicitud de la Asamblea Legislativa, Área de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales (Acta Corte Plena N°.23-10 del 30-08-2010) :



 



Según consta en el Acta de Corte Plena N° 23 del 10 de octubre del año 2010, a la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, le fue asignado para estudio el mismo texto de proyecto que cuatro años después es asignado a la suscrita .



 



En esa oportunidad, la Mag. Escoto Fernández, mediante nota de fecha 27 de agosto de 2010, remitió el informe a la Secretaría General de la Corte a efecto de que fuera introducido en la agenda de la Sesión de Corte Plena.



 



En la sesión Corte Plena N°.23 del 10 de octubre, la Magistrado Escoto expuso ampliamente sus observaciones al Proyecto de ley ““Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282, las cuales fueron acogidas por la Corte Plena y remitidas a la Asamblea Legislativa, a la Jefa de Área de la Comisión Permanent4e de Asuntos Sociales licenciada Ana Lorena Cordero Barboza mediante Oficio N° SP-574-10 del 9 de setiembre del 2010.



 



2.- Traslado de documentos N° 65-2014. Solicitud de Opinión de fecha 2 de octubre de 2014 del Proyecto de Ley “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



Por parte de la Secretaria General de la Corte, se me ha solicitado emitir opinión respecto del proyecto de ley “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



Lo anterior para responder a solicitud cursada por Acuerdo de la sesión N° 12 de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos, del día 10 de setiembre de 2014 que aprobó una moción para consultar el proyecto: EXPEDIENTE N.º 17282. DEFENSA Y ORTALECIMIENTO DEL IDIOMA ESPAÑOL Y LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES”, cuyo texto fue publicado en La Gaceta N° 118 el 19 de junio de 2009 a la Corte Suprema de Justicia.



 



En la Sesión N.° 15, de 1 de octubre del 2014 de la citada Comisión, se le otorgaron 30 días de prórroga a la Corte Suprema de Justicia para emitir criterio sobre el referido proyecto .



 



Analizado el texto del proyecto de cita, se constata que es versión idéntica a la analizada por la Magistrada Carmen María Escoto, cuyo informe y observaciones fueron acogidas por esta Corte en la sesión N° 23-2010 ya indicada.



 



Por esa razón, en cumplimiento de la solicitud de opinión requerida a la suscrita, procedo en primer término a recomendar mantener el criterio al proyecto de cita aprobado en la citada sesión de Corte Plena, sin perjuicio de algunas observaciones que se esgrimen a continuación:



 



Al igual que la Magistrada Escoto Fernández – y sin tener conocimiento de que existía el antecedente que se ha señalado de análisis del proyecto - procedí a hacer de conocimiento los integrantes y las integrantes de la Subcomisión institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante correo electrónico el proyecto con el fin de recibir observaciones y valiosos aportes.



 



Precisamente, ésta gestión fue la que me llevó a enterarme por integrantes de la Subcomisión de que en su oportunidad se había rendido un dictamen del citado proyecto, por lo que se procedió a confrontar el texto verificándose que es el mismo analizado en el año 2010.



 



No obstante lo anterior, por tratarse de un proyecto de Ley que impacta la organización y servicio de la Administración de Justicia, se procede a rendir un segundo informe, que no se contrapone absolutamente en nada al rendido por la Mag. Escoto Fernández, el cual por el contrario se encuentra apoyado en el valioso análisis esbozado en su oportunidad, a efecto de esclarecer cualquier duda en cuanto a beneficios y posibles limitaciones u obstáculos que representa para la Administración de Justicia el citado proyecto.



 



3.- Algunas otras consideraciones en cuanto a beneficios y obstáculos del Proyecto de Ley que impactan la Administración de Justicia:



 



Los artículos 5 al 10, 25 y 26 están relacionados con el servicio de Administración de Justicia, al exigir defensa y fortalecimiento del idioma castellano y de los pueblos indígenas, en el seno público institucional, lo que genera impacto en el servicio de Justicia, su organización y funcionamiento.



 



En ese sentido, se reitera la observación que hizo en su oportunidad la Mag. Escoto de sustituir en todo el proyecto la referencia a “lenguas aborígenes” por la frase“idiomas de los pueblos indígenas”.



 



Resulta conveniente siguiendo el espíritu del proyecto adicionar al artículo 10 que dice: “Las normas prosódicas, ortográficas y gramaticales de la lengua española, serán de uso obligatorio en la Administración Pública" lo siguiente:



 



“Igualmente será de uso obligatorio aquel idioma aborigen de cada comunidad indígena en que la Administración Pública brinde servicios, en especial en el área de justicia, salud y educación”.-



 



El proyecto de análisis, fortalece la permanencia y desarrollo de los idiomas de los pueblos indígenas y la obligación institucional de ejecutar y adicionar a las políticas públicas ya establecidas ( política institucional de acceso a la Justicia a las poblaciones en condición de vulnerabilidad) más acciones para fortalecer ese Acceso a la Justicia considerando los idiomas de los pueblos aborígenes según territorios, lo que incide directamente en el servicio que se debe prestar a estas poblaciones en los despachos judiciales cuya parte del territorio cuenta con determinado idioma aborigen.



 



Entre las obligaciones que se crean se destacan acciones orientadas a rotular edificios y despachos judiciales con los idiomas de los territorios aborígenes según la ubicación del recinto judicial ; el derecho de que las personas no tengan restricción en el ámbito público para expresarse en el idioma de su pueblo aborigen, lo que crea la obligación de que al menos parte del personal judicial hable o se comunique por escrito en esos idiomas del territorio donde está ubicado el despacho judicial para brindar tutela judicial efectiva con especificidad de éstos idiomas .



 



Así también, plantea que las sentencias sean comunicadas de formal verbal o escrita en el idioma aborigen de los pueblos de las partes procesales, si éstas así lo requirieren.



 



Se crea en el numeral 13 la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma sin que la población aborigen tenga representación en la misma, lo cual debe ser considerada una falencia del Proyecto en el tanto no establece representación ni integración de población indígena en la citada Comisión, siendo que es ésta la que en el proyecto tiene como una de sus funciones “ promover el uso correcto del idioma español y de las lenguas aborígenes costarricenses…” lo que contraviene el Convenio Internacional N°. 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa Rica en el año de 1993, así como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por Asamblea General el 13 de setiembre de 2007.



 



Sobre este aspecto se refirió en su oportunidad la Mag. Carmen María Escoto, según se deduce del Acta de Corte Plena citada, señalando que: “ …En cuanto al capítulo identificado como III relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, únicamente se sugiere que, en atención a as demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas ocasiones, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos. Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género….”.



 



El capítulo V regula el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes, y establece como responsable y actor principal al Estado costarricense.



 



Esta situación plantea el papel que debe jugar el Estado para garantizar a la ciudadanía el acceso a la Justicia y dar contenido a la democracia.



 



Se comparte el reconocimiento y protección oportuna que se deduce del proyecto hacia la solidez de la Administración de Justicia como una tarea que asume el Estado y que debe formar parte de la política pública de Estado y no solo como un deber único o aislado del Poder Judicial, que muchas veces en la realidad institucional se enfrenta con recortes presupuestarios que inciden negativamente en la estructura y organización del sistema judicial y provocan obstáculos y barreras para hacer efectivos los derechos de las personas usuarias sin distinción de ninguna clase y en especial de las poblaciones en condición vulnerable con el fin de garantizar una tutela judicial efectiva, pese a que es un derecho humano fundamental que el Estado debe fortalecer para garantizar y tutelar la efectividad de los derechos a las poblaciones sin distingo de ninguna clase.



 



En ese sentido, los numerales 25 y 26 plantean un repertorio de soluciones para que a través del Estado se garantice el acceso a la jurisdicción a las poblaciones indígenas, al señalar que el Estado proveerá lo que se necesite, con el fin de que en los procesos judiciales en que ciudadanos/as aborígenes sean parte, sean asistidos gratuitamente por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura e idioma nativo.



 



La responsabilidad política del Estado en garantizar el acceso a la Justicia como principio fundamental de la democracia se extrae del análisis del proyecto. Esta responsabilidad de hacer efectivos y no ilusorios los derechos de las comunidades aborígenes queda plasmada en el Proyecto cuando se señala que el Estado asumirá lo que sea necesario para la asignación de intérpretes en los procesos judiciales y de defensores que tengan conocimiento de la cultura y lengua nativa.



 



No obstante, que el proyecto lo deja así planteado, no se específica de qué manera el Estado proveerá lo que se necesite, lo que nos llevaría a enfrentarnos nuevamente en el Poder Judicial con derechos y expectativas que se crean (defensores y defensoras con conocimiento de la cultura e idiomas de los poblaciones aborígenes para la defensa de procesos judiciales en que sea parte una persona aborigen) sin una partida específica que brinde de manera responsable contenido económico presupuestario para garantizar ese acceso jurisdiccional a las personas aborígenes, ya que la presencia o exigencia de defensores con conocimiento de la cultura y del idioma exige contenido presupuestario específico para cumplir con esa labor garantista fundamental, para la defensa de los pueblos aborígenes, lo que conlleva también la necesidad de que jueces y juezas policía judicial, fiscales y fiscalas también tengan conocimiento especializado de la cultura e idioma de los territorios donde está ubicado el despacho judicial.



 



Esta situación, plantea un importante impacto en el funcionamiento y organización del servicio judicial. Pese a que se han hecho esfuerzos presupuestarios importantes por parte del Poder Judicial para facilitar el acceso a la justicia a las poblaciones en condición vulnerable en general y a las comunidades aborígenes con el nombramiento de intérpretes del pueblo aborigen de las partes, y el establecimiento de una política pública institucional para visibilizar y garantizar el efectivo acceso y evitar que sus derechos queden como un mero enunciado, el proyecto nos enfrenta con la capacidad de dar respuesta integral y abordaje con personal judicial que comprenda la cultura y los idiomas aborígenes en los despachos judiciales cercanos a territorios indígenas, lo que hasta la fecha no ha sido posible por falta de contenido presupuestario para esos fines.



 



Por último, no se puede dejar de lado, que el Proyecto establece una modalidad distinta de designación de intérpretes de idiomas aborígenes en procesos judiciales, al condicionar el nombramiento a la recomendación de la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma –, lo que incidiría en la organización actual de nombramientos de intérpretes de pueblos aborígenes en procesos judiciales cuya contratación se hace por listas acreditadas en los diferentes circuitos judiciales.



 



A continuación se transcriben las normas del proyecto a las que se ha hecho referencia:



 



ARTÍCULO 5.- Tanto las lenguas aborígenes costarricenses como el idioma español tendrán la misma validez en el territorio, localización y contexto en que se hablen, y serán merecedoras de protección institucional.



 



ARTÍCULO 6.- Todo ciudadano costarricense tendrá derecho a comunicarse en la lengua de la que sea hablante, en forma oral o escrita, y sin restricciones en el ámbito público o privado, además en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y cuales quiera otras.



 



ARTÍCULO 7.- Ninguna persona podrá ser sujeta a cualquier tipo de discriminación por causa de la lengua que hable debido a que todos los ciudadanos costarricenses, ya sea que hablen el idioma español o alguna lengua aborigen nacional, tienen derecho a expresarse libremente en ella, según lo establecido en esta Ley.



 



ARTÍCULO 8.- Tomando en consideración el territorio, la localización y el contexto en que se hablen, y que se busca que todos los ciudadanos tengan derecho a la información, deberá escribirse correctamente en español o en cualquier lengua aborigen costarricense, según sea el caso:



 



a) Los documentos públicos. Para efecto de esta Ley, se entenderá por documento público todo documento emitido por una institución del Estado y que repose en las oficinas públicas.



b) Las publicaciones y revistas de la Administración Pública.



c) ….



d) …



e) Los rótulos y anuncios, sin perjuicio de que pueda colocarse su traducción a otro idioma, siempre que no se destaque sobre lo escrito en español o en lenguas aborígenes nacionales.



f) ….



g) …..



h) La rotulación y nombres de los edificios oficiales.



i) ….



j) …



k) La información que decrete emergencia nacional en nuestro país.



l) …



 



ARTÍCULO 9.- Los registros públicos negarán la inscripción de documentos que no se ajusten a las disposiciones de esta Ley. De faltar a su deber, podrán ser sancionados los funcionarios responsables con una multa que irá de cinco a diez veces el salario base, según sea el caso, conforme lo establece esta Ley.



 



ARTÍCULO 10.- Las normas prosódicas, ortográficas y gramaticales de la lengua española, serán de uso obligatorio en la Administración Pública.



 



CAPÍTULO V



 



LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES



 



ARTÍCULO 25.- El Estado costarricense garantizará el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes costarricenses en la lengua de que sean hablantes. Para garantizar este derecho, el Estado proveerá lo que se necesite, con el propósito de que en los procesos judiciales en los que ciudadanos aborígenes sean parte, ellos sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa.



 



ARTÍCULO 26.- Los intérpretes especializados a que se refiere el artículo anterior serán recomendados por la Comisión Nacional para la Defensa del Idiomala cual hará constar, por medio de una comisión especial, que los intérpretes propuestos dominan completamente la lengua aborigen en cuestión, y que en esas condiciones, pueden garantizar en el idioma español lo que el ciudadano aborigen dijo en su lengua nativa.



 



Dejo de esta manera rendido el presente informe, del proyecto de Ley asignado para estudio, del cual es claro que impacta el servicio de Administración de Justicia y que por ello requiere que en el seno de la Asamblea Legislativa sean analizadas y acogidas las observaciones que se hacen al mismo y que de aprobarse como Ley, se asigne contenido económico por parte de los señores y señoras legisladoras para sufragar las obligaciones que se imponen a la Administración de Justicia, que se han indicado, para garantizar el Acceso a la Justicia como derecho humano fundamental de la forma en que se regula en el Proyecto a los pueblos indígenas. De lo contrario, sería lamentable que el desarrollo humano in fine de los pueblos aborígenes, digno de aprobarse con las observaciones al texto analizado , quedara en la letra muerta de la eventual Ley por imposibilidad presupuestaria de hacer efectivos los derechos que se consignan de asistencia “ Defensa Pública” y otros en los procesos judiciales .



 



Se recomienda a esta Corte, remitir a la Asamblea Legislativa las observaciones que se han señalado aprobadas por la Corte Plena según Acuerdo de la Sesión N°. N° 23 del 10 de octubre del año 2010 – informe rendido por la Mag. Carmen María Escoto Fernández- y las adicionadas mediante el presente informe.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expone el informe rendido por la Magistrada Chaves Cervantes, en los siguientes términos: “Cuando la Magistrada Suplente Chaves Cervantes me sustituyó, me hizo de conocimiento el informe que tenía que rendir a esta Corte, sobre un proyecto de ley que en el 2011 se denominó: “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense”, expediente N° 18351, que para efectos internos se le asignó el N° PL- 030-13, el cual me había sido asignado desde el 2011 y la Magistrada Chaves Cervantes tenía interés de que se comunicara a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para lo que a bien tuvieran indicar.



Al revisar el informe pude observar que se trataba del mismo proyecto de ley que esta Corte emitió su voto, hizo suya las consideraciones que a bien tuve, previa consulta con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en razón de que se trata de toda una normativa donde se garantiza que las personas indígenas individualmente consideradas o en forma colectiva, puedan tener el derecho a los idiomas indígenas.



Se hicieron una serie de apreciaciones en primer término, a fin de determinar si incidía en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, lo cual así se estimó, en razón de que contamos con traductores e intérpretes para diferentes idiomas, al menos los más usuales, como los cabécares y bribris.



A su vez se estimó que era esencial variar algunos conceptos, porque se hablaba de lenguas o lenguajes, lo cual es contraproducente, en razón de que se trata de idiomas; por lo tanto, estimo que se trata del mismo proyecto de ley y si esta Corte, en su momento, emitió un pronunciamiento afirmativo, en los términos en que venía expuesto por quien les habla, con algunas sugerencias de más, por ejemplo, la consideración si estábamos ante el idioma español o castellano y, otras más, que en esa ocasión no recuerdo, sería conveniente remitir a la Asamblea Legislativa el proyecto de ley con ese informe y hacerles saber que eso fue resuelto por esta Corte.



Dejo de esta manera la inquietud que sobre esta normativa en grado de proyecto se informó y que lo que expuso o razonó la Magistrada Chaves Cervantes se fundamenta en este dictamen que se hizo desde el 2011”.



SALE EL MAGISTRADO CRUZ.



Expresa el Magistrado Arroyo: “Quisiera celebrar que alguien se preocupe por la defensa del idioma español y de los idiomas aborígenes, porque no corren buenos tiempos para la comunicación en los idiomas oficiales, de manera que quisiera dejar constancia de que celebro que haya un proyecto como éste y que el dictamen sea por apoyar esta iniciativa”.



Manifiesta el Magistrado Solís: “Comparto plenamente sus observaciones. Es un tema de pura tramitología, porque esta es la segunda o tercera ocasión donde se turnan a estudio proyectos de ley que ya han sido expuestos y respondidos por la Corte Plena.



Recuerdo uno sobre una reforma procesal civil, que no fue sino porque gracias a que el Magistrado López González fue muy acucioso, se dio cuenta que la Corte se había manifestado sobre ese proyecto, y lo mismo sucede con el de Asuntos Indígenas.



No sé si se pudiera establecer una especie de filtro a nivel de la Asesoría Legal de la Secretaría General de la Corte, porque estudiar el proyecto conlleva tiempo y podría darse la circunstancia de que se emitan criterios distintos sobre el mismo proyecto de ley si ha pasado algún tiempo, de manera que sería importante establecer algún mecanismo de filtración, para determinar que ese proyecto es el original y no repetitivo de otro que haya sido estudiado”.



Prosigue el Magistrado Arroyo: “Tomamos nota de la sugerencia del Magistrado Solís.



De mi parte quiero decir que lo que he comprobado en materia penal, que son tan abundantes las iniciativas, es que la Asamblea Legislativa envía la consulta y sigue haciendo modificaciones al proyecto original y eso hace que en determinado momento se vuelva a hacer consulta del texto original, lo que explicaría por qué hay varias consultas.



No sé señora Secretaria General si por ahí está parte del problema y en todo caso la sugerencia del Magistrado Solís es completamente pertinente”.



Indica la Magistrada Camacho: “Eso está sucediendo cuando se rinde el informe, en la Asamblea Legislativa hacen la corrección, lo vuelven a enviar y generalmente cuando regresa tiene alguna connotación distinta del primer informe que se conoció con anterioridad.



Por ejemplo, me ha sucedido con el tema de las personas con capacidades diferentes y también en el tema de adopción en alguna oportunidad”.



Añade la Magistrada Escoto: “Quiero acotar respecto a lo que han manifestado y comparto lo expuesto por el Magistrado Solís.



Sobre todo en este caso, debo hacer notar que esta Corte, al igual que el Consejo Superior, ha aprobado reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y, definitivamente, como lo expuso el Magistrado Arroyo, se trata de un derecho garantizado en convenios internacionales como el 169 de la Organización Internacional de Trabajo, pero para la tutela de la protección de idiomas indígenas, es obligación estatal, realizar una consulta directa a los diferentes poblaciones indígenas, porque no somos quiénes para definir o no si esto es lo que a bien tienen; sin embargo, todo esto se expone en el informe que rendí desde el 2011 y que se mantiene, en razón de que el diálogo respetuoso entre las autoridades estatales y las propias de los pueblos indígenas, sería la llave del éxito para la protección de sus idiomas ancestrales.



Desde este ángulo es que para la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, se ha logrado entablar un diálogo con las autoridades indígenas y sus miembros, mediante talleres y visitas a los diferentes territorios, estudios y reflexiones internas profundas, desde los distintos operadores jurídicos.



Hago de su conocimiento que con estos razonamientos hemos tratado de llegar a diferentes poblaciones que hablan, entre otros idiomas, el Brunca, Chorotega, Teribe y Huetar, de ahí que se requiera la existencia de intérpretes y traductores, porque de lo contrario no habría un diálogo real ni una garantía del acceso a la justicia, por ende, este proyecto es sumamente importante y desde la Subcomisión se sugiere y se solicita a la Asamblea Legislativa, que no lo hizo según se constata en esa oportunidad, que proceda conforme a derecho corresponda, incluyendo normas internacionales como lo son el convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo”.



La Presidenta, Magistrada Villanueva, le consulta a la Magistrada Escoto: ¿Puede referirse en relación con el costo que significaría para el Poder Judicial la necesidad de traductores?  Porque según su informe eso sí afectaría el funcionamiento de esta institución”.



Responde la Magistrada Escoto: “Por eso se estimó que era trascendente para este Poder de la República entrar al análisis del estudio.



Lo que sucede es que contábamos con esa aprobación, con relación a que se cuente con traductores e intérpretes, no solo para los juicios o asuntos en que estén de por medio alguna persona indígena, sino también, para que la Biblioteca Judicial cuente con traducciones en los diferentes idiomas, de normas y resoluciones trascendentes para estas poblaciones, por eso se estimó que sí incidía y, por ende, se entró a su análisis.



Con respecto al costo o no, se critica la creación que en el proyecto se establece, de una especie de centro, que es el que decidirá y no debería de ser así, sino que debería ser con la intervención de las personas indígenas, pero eso sería un problema a nivel interinstitucional de los Poderes Ejecutivo y Legislativo y no nuestro, porque nosotros cumplimos con garantizar la existencia de traductores e intérpretes, quienes están siendo las mismas personas indígenas, pero eso se había aprobado”.



Indica la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Si no hay más observaciones aprobaríamos el informe”.



Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe elaborado por la Magistrada Chaves Cervantes, expuesto por la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado fue analizado por esta Corte en sesión N° 40-13 celebrada el 23 de setiembre del 2013, artículo XLVII. 2.)Tomar nota de lo manifestado por los Magistrados Arroyo, Solís y Camacho.



Los Magistrados Jinesta, Castillo, Rueda, Salazar y el Suplente López González se abstuvieron de votar.



La Unidad Jurídica de la Secretaría General de la Corte tomará nota de la observación hecha por el Magistrado Solís para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
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Fecha: 08 de Diciembre del 2014



Descriptores/Temas: Informes, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



 En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



 



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



 



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



 



Objetivo



 



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial  vigente.



 



Alcance



 



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



 



Equipo de Trabajo



 



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



 



Situación detectada



 



El estudio se origina en la siguiente situación:



 



La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1]  



 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



 



·                    El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones.



 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas,  por lo que la clasificación  señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 



Ø       Comisiones Principales-Generales (10)



Ø       Comisiones Principales-Especializadas (9)



Ø       Comisiones Ordinarias (2)



 



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 



Ø       Otras Comisiones (49)



Ø       Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



Ø       Comisiones Temporales (Especiales) (21)



 



·                    En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como:



 



Ø                  Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que  la preside o Coordina. (articulo 16)



Ø                  Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



Ø                  Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



Ø                  Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



Ø                  Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



Ø                  Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21)



 



·                    De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión.



 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente  4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente.



 



·                    La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 



·                    Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



 



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección  de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.”



 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada.  Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



 



Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



 



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



 



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



 



a)  Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



 



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



 



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



 



Sugerencias



 



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



 



1.                 Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la  institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



 



2.                 Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



 



3.                 Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 



·                    Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



·                    Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



·                    Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.



 



4.                 Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios.



 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



 



5.                 Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



 



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”
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Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”
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El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe:



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



 



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el  “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional.  Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y  no existe un control  sobre ellas.



 



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial  sugiere a la Corte Plena  hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen,  con el  fin de definir su continuidad o eliminación,  debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas.   Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



 



1)            Sobre el Reglamento General de Comisiones



 



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999.  En la Sesión No. 44-02 del año 2002  la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin.  No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



 



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar  las políticas institucionales sobre ejes transversales,  entre otros. 



 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al  “Reglamento General de Comisiones”,  para que  en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



 



2)            Sobre las comisiones activas a la fecha



 



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a  127 comisiones vigentes.   Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor,  es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como  Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales.  Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



 



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una  división por grupos de la siguiente forma:



 



                                             I.                       Consejos Activos



                                           II.                       Comisiones Institucionales Activas



                                          III.                       Comisiones Interinstitucionales Activas



                                        IV.                       Comisiones Internacionales Activas



                                          V.                       Comisiones Institucionales Inactivas



                                        VI.                       Comisiones sin Información



                                       VII.                       Programas Institucionales



                                     VIII.                       Representaciones internacionales



                                        IX.                       Otras



 



El detalle de lo anterior es el siguiente:



 



                          I.                 CONSEJOS  ACTIVOS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











 



                        II.                 COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				 



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del  Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				 Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y  Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional.  Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











 



Autorizar la creación de una, la cual estará  conformada por la



 



                      III.                 COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a)  de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











 



                      IV.                 COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











 



                        V.                 COMISIONES INSTITUCIONALES   INACTIVAS



 



Se consultó a las  personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











 



                      VI.                 COMISIONES SIN INFORMACIÓN



 



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información.  Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución.  Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



 



				 



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09.  Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12  Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII



				Representante:  Dr. Luis Paulino Mora,  Suplente:  Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la  problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar  una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



 representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04.  Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública.



 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				 



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.:



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada



 







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











 



En  el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y  “Otros”,  que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



 



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



 



                    VII.                 PROGRAMAS INSTITUCIONALES



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











 



                  VIII.                 REPRESENTACIONES  INTERNACIONALES 



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag.  Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag.  Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











 



                      IX.                 OTROS



 



				 



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva  no la ha tenido Costa Rica.  El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI )



Esto no es una comisión.   Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión.  Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











 



3)            Control actualizado de los datos



 



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente.  Es por ello que  se sugiere  acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



 



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte.



 



RECOMENDACIONES 



 



En síntesis,  me permito realizar las siguientes recomendaciones:



 



1.             En relación con la desactualización del  reglamento vigente,  concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la  institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



 



2.             En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial,  quienes sugieren:



 



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 



a.             Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 



b.             Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 



c.             Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



 



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución  presentada en este informe:



 



·                 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y  “Comisiones Internacionales Activas”.   



 



·                Tener presente que los “Consejos”,  los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”,  no deben ser catalogados como una Comisión.   Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción  no  tiene ninguna injerencia en relación con  su vigencia.



 



·                En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”,  sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



 



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en  esos aspectos.



 



2.             Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios.  Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



 



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información:  Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



 



3.             En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe.  Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



 



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir:



 



1)             Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la  ejecutividad en la  toma de decisiones  o  en el mismo desarrollo de las reuniones, y  segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución.  



 



2)             Se  considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante  un Consejo, Comisión,  Comité, Grupo de Trabajo, etc.  Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos  se están utilizando indistintamente.



 



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”,  de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante  un Consejo, Comisión,  Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la  ejecutividad en la  toma de decisiones  o  en el mismo desarrollo de las reuniones, y  segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada.  Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y  “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”,  los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”,  no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción  no  tiene ninguna injerencia en relación con  su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”,  de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  








 












[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2]  Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15  de mayo del 2014.



[3]  La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión.



 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.








 








Acta de Corte Plena Nº 014 - 2015








Fecha: 13 de Abril del 2015



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXXI  



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 1606, 3989-2015



En oficio N° DH-295-2015 del 10 de febrero del año en curso, la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto denominado “Carta de Derechos sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, expediente Nº 17.805.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio N° CMEF-SP-004-2015 del 28 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Conforme se me indicó por la Secretaría de este Tribunal Colegiado, procedo a rendir informe en relación con el oficio de dicha Secretaría no. PL-028-11, donde se solicita remitir las recomendaciones y criterio de la suscrita Integrante, relacionados con la petición de la Asamblea Legislativa, respecto del proyecto de ley denominado “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS” expediente Nº 17.805, el cual para efectos internos se le asignó el no. PL-028-11 y luego a la prórroga oficio no. 2195-15.



 



Lo anterior con la finalidad se sirva incluirlo dentro de la agenda de la próxima sesión de Corte Plena.



 



Le adjunto el estudio correspondiente y de esta manera cumplo con su petición.”



 



“…CONTEXTO GENERAL



 



La gestión establecida por parte de la Comisión Permanente de Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa de 18 de febrero de 2015, expediente no. 17.805 ante este Órgano decisor: Corte Plena, lo es para que se consulte el criterio del Poder Judicial sobre un proyecto de ley, denominado: “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS”, el cual consta de 5 páginas atinentes a 14 artículos.



 



La Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, el 18 de febrero de 2015 le remitió a la suscrita, dicho oficio, vía correo electrónico, según consta en documento adjunto al final. Ello porque así se lo encargó la Presidencia de esta Corte.



 



Previamente se consultó a la Comisión respectiva del Primer Poder de la República y se nos indicó que tal proyecto no ha sido archivado, de ahí que proceda a analizarse el informe, ello porque así se me solicita en informe no. 95-2013 al cual se adjuntan documentos de referencia, indicados en dicho oficio.



 



A su vez, la suscrita consultó a todas las personas Integrantes de la SubComisión de Pueblos y Personas Indígenas del Poder Judicial. Los aportes recibidos, han sido sumamente valiosos. Y por ende, previa valoración que hice, se incluyen en este informe. En consecuencia, procedo a dar cumplimiento a lo solicitado, oportunamente dentro del plazo otorgado los siguientes términos:



 



Tal compendio de normas para efectos internos de la Secretaría de referencia, inicialmente se le asignó el número PL-028-11. Y conforme al escrito fechado: 2 de marzo de 2015 de la Secretaria donde se comunica la concesión de prórroga otorgada por la señora Flor Sánchez Rodríguez para emitir la consulta formulada, se le otorgó al oficio el no. 2195-15. Luego mediante oficio N° 2946-15 también de la Secretaría de referencia se comunicó la recepción del oficio DH-211-2015 recibido mediante correo electrónico del 19 de marzo de este año, suscrito por la Licda. Sánchez Rodríguez la concesión de una prórroga de 30 días naturales a partir de esa fecha para rendir el informe. Tal documentación se adjunta con el informe que se me ha encargado rendir.



 



Los aspectos que consideraron varias personas Integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, deben tomarse en consideración a fin de sugerir modificaciones que pueden enriquecer el texto en consulta.



 



ANÁLISIS DEL PROYECTO: SU INCIDENCIA



 



De conformidad con lo establecido en el precepto 167 constitucional, la consulta obligatoria a la Corte Suprema de Justicia procede únicamente “para la discusión y aprobación de proyectos de ley que se refieran a la organización o funcionamiento del Poder Judicial”. (El énfasis no responde al original).



 



Por tanto, si el proyecto afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial, se entra a su análisis, a efecto de determinar su incidencia en la organización o servicio de este Poder de la República. Caso contrario no podría emitirse informe alguno, según ya este órgano consultor de manera reiterada así lo ha dispuesto.



 



Con la modificación propuesta en 14 artículos que conforman este texto legal, se generarían gastos para el Poder Judicial, así como requerirá a su vez la toma medidas, acciones y políticas, a fin de cumplir por los distintos ámbitos que conforman el Poder Judicial con estipulado en las disposiciones que conforman el proyecto ya que se establecen medidas para garantizar el acceso a las personas indígenas en sede judicial. De ahí que incidiría y tendría implicación económica y logística la aprobación de este proyecto de ley.



 



Aunque el tema es de conveniencia y oportunidad tanto para el Estado como para los administrados, acorde a la mayoría de las disposiciones, incide en la organización y servicio del Poder Judicial, hay competencia para este órgano decisor manifestarse al respecto, por lo cual se sugiere hacerlo.



 



Con base a lo razonado y expuesto, lo que a partir de lo resuelto por Corte Plena en sesión no. 6-2006 de 20 de marzo de 2006, artículo IX, ratificado en sesión no. 24-2006 celebrada el 28 de agosto de ese mismo año, artículo XXXVI, a fin de que si a bien lo tienen sus integrantes, se remita el texto en discusión con un informe de esta Corte, porque sí incidiría en la organización o funcionamiento del Poder Judicial, conforme lo establece el canon 167 de la Constitución Política.



 



Previo a valorar la normativa según lo analizado, puede indicarse que: en la actualidad, el Poder Judicial tiene dentro de sus metas, no sólo la política de acceso a la Justicia de varias poblaciones, dentro de estas la Indígenas así como también tanto a nivel nacional como regional poner en práctica las Reglas de Brasilia.



 



Esta normativa de análisis, con las salvedades que se indican y anexos que se surgieren, resulta esencial por el contenido de algunas de sus normas ya que refleja una mirada interdisciplinaria hacia las necesidades tanto jurídicas como humanas de las personas indígenas. El acceso a la justicia como derecho instrumental, abre las puertas para la efectiva demanda de otros derechos además de los de fondo, tales como la vida, la integridad física, la no discriminación, la vivienda, el ambiente sano, la igualdad de oportunidades, la salud, la educación, el trabajo, la alimentación, la recreación, por citar algunos de ellos.



 



Sin embargo, es evidente que el solo enunciado de derechos resulta insuficiente, en la práctica, a la fecha, existen muchas condiciones de desigualdad social que colocan a ciertas poblaciones en condición de vulnerabilidad, en muchas ocasiones doblemente, cuando por ejemplo además se suma otra condición tal como una discapacidad, la edad, o la migración, lo cual de hecho es una circunstancia que golpea fuertemente a la población indígena.



 



De ahí que el Poder Judicial, desde hace tiempo, no ha escatimado esfuerzos para realizar acciones concretas, que conjuntamente con la aplicación de la legislación vigente, nacional e internacional, provoquen un cambio en la cultura judicial en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Es así como el año 2008 se perfila como uno de los ámbitos más exitosos en cuanto a la promoción de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, pues no solo se aprueban varias políticas institucionales orientadas a estas personas, entre ellas las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia a los Pueblos Indígenas, sino que en el mes de mayo, Corte Plena en forma unánime, ratifica las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, aprobadas, documento que había sido aprobado en marzo en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia.



 



Las Reglas de Brasilia definen el concepto de vulnerabilidad, y establecen las causas por la cuales una persona puede encontrarse en esa situación, en lo que interesa a la población indígena señala:



 



“Pertenencia a una comunidad indígena”



 



(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con el sistema de administración de justicia estatal.”



 



La implementación de ese instrumento, de la Política institucional, de directrices y circulares atinentes al tema, ha sido impulsada desde la Subcomisión de acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, una de las más de 9 comisiones que atienden población en condición de vulnerabilidad y que se trabajan coordinadamente con la Comisión para el Acceso a la Justicia.



 



Todo lo anteriormente es mencionado, con la intención de indicar que este proyecto constituye un valioso aporte al reconocimiento de los derechos humanos de esta población.



 



De igual manera, pretende equilibrar los derechos fundamentales de las personas quienes se encuentren en algún estado de vulnerabilidad social, a fin de garantizar un acceso real de justicia y a su vez coadyuvar de alguna manera en el mayor bienestar para todos y todas los y las habitantes del país.



 



Adicionalmente, la legislación en vigor y el ordenamiento jurídico, establecen una serie de normas de índole supra legal y constitucional a la cual no se le ha dado la respectiva publicidad. En consecuencia, estima esta Integrante y en su mayoría quienes conforman tanto la Comisión de Acceso a la Justicia cuanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas necesario dar a conocer; y en su caso, otorgarle mayor publicidad a la normativa aplicable, en este caso a las personas indígenas



 



Nos permitimos observar y sugerir sobre dicho proyecto lo que a la base de cada artículo se expone en letra en azul. Estas sugerencias van desde la redacción y cambio de algunos conceptos hasta la inclusión de algunas ideas con el afán de mejorarlo. Por ejemplo, debe mejorarse el texto utilizando lenguaje inclusivo.



 



REFERENCIA A LA NORMATIVA DE ESTUDIO:



 



ASAMBLEA LEGISLATIVA



 



 



COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE DERECHOS HUMANOS



MOCIÓN DE TEXTO SUSTITUTIVO



Nº____



 



EXPEDIENTE Nº 17.805



CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA



DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



VARIOS DIPUTADOS



 



HACE LA SIGUIENTE MOCIÓN DE TEXTO SUSTITUTIVO:



 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA



 



DECRETA:



 



CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA



DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



ARTÍCULO 1.- Acceso a la justicia con apego a realidad cultural



 



La administración de justicia deberá garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socio-económicas y culturales. Se sugiere agregar: A su vez, tomándose en cuenta el Derecho indígena en el tanto y cuanto no transgreda los Derechos Humanos así como tomándose en cuenta su cosmovisión, para lo cual el Poder Judicial deberá establecer procesos de consulta previos a la población indígena, de los diferentes programas que desarrolle.



 



ARTÍCULO 2.- Trato digno



 



Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales. Se sugiere agregar: lo cual se traducirá en acciones afirmativas, las cuales tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas tomándose en cuenta sus especiales situaciones.



 



Ante cualquier denuncia de discriminación, por incumplimiento de esta ley, se aplicará el régimen disciplinario que deberá establecerse vía reglamento.



 



Opinamos que resulta cuestionable la creación de un régimen disciplinario, “vía reglamento”. Ello por cuanto podría ser ilegal, al establecerse sanciones disciplinarias reglamentarias Se recomienda eliminar el párrafo segundo del artículo 2, y además lo remite por vía reglamento, cuando el Poder Judicial tiene su propio régimen disciplinario por ley específica.- Además, por que el término denuncia por discriminación es muy incierto, impreciso, no determinado, apertus, o tipología sancionatoria en blanco, como para que tenga como una nueva tipificación para sancionar disciplinariamente.



 



Se sugiere agregar: sin perjuicio de las responsabilidades de índole civil o penal en que pueda incurrir la persona responsable.



 



ARTÍCULO 3.- Derecho a la información sobre sus derechos y obligaciones



 



Toda persona indígena tendrá derecho a ser informada en su lengua. (se sugiere: en su idioma en vez de: “lengua”) materna sobre sus derechos y obligaciones frente al sistema de: (se sugiere: administración de) justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir. El Poder Judicial deberá contar con una lista de intérpretes y facilitadores para tal efecto. Además, deberá ofrecer capacitación al equipo que se conforme, para que conozca aspectos básicos de la gestión judicial).



 



 



ARTÍCULO 4.- Prioridad en la resolución y atención de casos



 



Como parte de una población vulnerabilizada, las personas indígenas tendrán prioridad de atención en todas las oficinas del sistema de administración de justicia, y los jueces (se sugiere agregar: y las juezas) estarán obligados a dar prioridad al trámite y a la resolución de sus casos. (Se sugiere agregar: La anterior será considerada una acción afirmativa a la que deberá darse la publicidad respectiva tanto a las personas servidoras judiciales para su cumplimiento, como a la población indígena para la exigencia de sus derechos).



 



El adjetivo: “Como parte de una población vulnerabilizada”, se estima es victimizante, podría eliminarse que no afecta el contenido de este precepto.



 



ARTÍCULO 5.- Aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa del conflicto



 



En la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte de los mismos, los jueces (se sugiere agregar: y las juezas) tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con la participación activa de la comunidad indígena involucrada. (se sugiere agregar: para tal efecto se garantizará que las personas indígenas que participen comprendan el lenguaje técnico que se utilice y se buscarán formas de negociación propias de la cosmovisión de éstas).



 



El concepto: “de los mismos” se sugiere eliminar pues no es un pronombre y no altera el resto de la oración. También debería tomarse en cuenta cuando alguna persona indígena sea testigo, dada su cultura y cosmovisón.



 



A su vez, esta norma es propositiva, ya que existen esas disposiciones, pero muchas personas no las conocen, las ignoran o no las aplican de ahí la trascendencia de que se evidencie su existencia. Deberá agregarse que la resolución alternativa del conflicto no deberá incluir derechos indisponibles.-



 



ARTÍCULO 6.- Derecho a un (se sugiere: una persona) intérprete costeado por el Estado



 



La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes y facilitadotes (se sugiere: personas intérpretes, facilitadoras y traductoras) en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia. (se sugiere colaboración en lugar de asistencia)



 



Debe mejorarse el texto utilizando lenguaje inclusivo, donde dice: “Derecho a un intérprete” podría cambiarse por Derecho a una persona intérprete. La idea también es dejar abierta la posibilidad de que la persona intérprete sea hombre o mujer, según así lo requiera el o la usuaria acorde a sus costumbres y sugerencias, ya que hay mujeres indígenas, quienes no se comunican ni les dirigen la palabra a los hombres, máxime sin son de otra etnia .



 



Se podría eliminar la palabra "y facilitadores", pues la norma habla de intérprete. No se comprende cuál sería la participación del “facilitador” si ya se refirió en el artículo 3. Si se deja así, pareciera que deberá en todo proceso contar con ambos: intérprete y facilitador, cuando podría ser el mismo funcionario o funcionaria quien explique las políticas institucionales y así no incurrir en un proceso más oneroso pagando facilitadotes; cuando es obligación del funcionario o funcionaria brindar la información que se indica debe rendir el facilitador.



 



Esta norma resulta importante ya que se eleva a rango de ley la gratuidad para las personas indígenas cuando requieran esa asistencia y se hace efectivo el principio de asistencia técnica gratuita



 



ARTÍCULO 7.- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia



 



En aquellos procesos judiciales que requieran asistencia letrada y los costos no puedan ser cubiertos por una persona indígena, la administración de justicia proveerá la asistencia de un defensor público (se sugiere: una persona defensora pública especializada en Derecho Indígena) gratuito y cargará con el costo de las pruebas y pericias que se requieran. (Se sugiere: Para tal efecto, las Universidades estatales deben dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas quienes puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas Instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de esta colaboración).



 



Igual situación en este caso a la observación hecha en el numeral 6 atinente a la asignación de defensor público; debería incluirse que deberá ser defensor o defensora pública gratuita. Se hace saber que ya se nombró y se cuenta con un defensor o defensora pública para personas indígenas en la Defensa Pública.



 



ARTÍCULO 8.- Peritaje antropológico



 



El juez deberá solicitar la asistencia peritajes antropológicos en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, tradiciones y conceptos normativos de los pueblos indígenas. La administración de justicia cargará con el costo de las pericias que se requieran. (se sugiere agregar: conforme se señaló en la norma anterior).



 



En lugar de peritaje antropológico la palabra “peritaje cultural” y no limitarlo sólo a peritaje antropológico, pues no necesariamente éstas experticias debe dasarrollarlas una persona especialista en antropología) Dada la experiencia en este tipo de peritajes, por lo general se requiere de conocimientos multidisciplinarios, como sociología, trabajo social, psicología, y otras áreas, lo cual no sólo se reduce a un perito antropológico. Debe dejarse abierto a que se haga un dictamen holístico y no sólo a esa rama de la ciencia.



 



"La asistencia", al principio de la frase, no es necesario, por lo que sugiere eliminar esa palabra e incluir la palabra “de” antes de la palabra peritajes; quedaría así: "El juez deberá solicitar la asistencia de peritajes culturales" porque un juez puede pedir peritajes y suena extraño que pida asistencia de peritajes.



 



ARTÍCULO 9.- Registro de Información



 



La administración de justicia deberá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los diversos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Este registró podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas. (se sugiere agregar: pero su divulgación se hará previa autorización expresa de la población indígena involucrada en dichas experticias, y sus fines serán estrictamente de interés institucional, no pudiendo divulgarse para otros fines, salvo los académicos).



 



Se estima peligroso ese registro, sobre todo si se tratare del registro de traducciones en materias sensibles y privadas. Si lo que se quiere es compilar las experiencias culturales, deben limitarse conforme se vayan dando en la práctica judicial.



 



Sobre "un registro de peritajes antropológicos llevados a cabo en los diversos procesos judiciales que involucren personas indígenas", hay duda de si se refiere solo a un "listado" de los peritajes o de una base de datos que contenga los propios informes. Me pregunto si señalarlo en una ley de esa manera solventa las contradicciones que puede eso plantear con otras normas o directrices judiciales, toda vez que un informe pericial es una prueba dentro de un proceso. Ya ha habido un pronunciamiento del Consejo Superior respondiendo a la preocupación sobre quiénes pueden revisar peritajes rendidos (lo anexo para recordatorio). Como este pronunciamiento se refiere específicamente a la jurisdicción agraria, me permito recordar que se han estado elaborando peritajes en jurisdicciones penal y constitucional también, y, en particular sobre esta última hay directrices recientes que la Sala Constitucional ha impuesto para restringir el acceso a expedientes, incluso en causas ya resueltas.



ARTÍCULO 10.- Capacitación permanente del personal



 



Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial que específicamente tenga relación directa con los pueblos indígenas, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. (Se sugiere agregar: tales capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización).



 



Se estima innecesario esta regulación, máxime que limita la capacitación a personas quienes tengan relación directa con los pueblos indígenas. No debe limitarse, pues todo funcionario o funcionaria judicial han de tener acceso a esta capacitación, pues en cualquier momento aún estando fuera de áreas de población indígena, podría presentarse este tipo de usuarios. Si se deseara incluir el tema de la obligatoriedad de la capacitación para la Institución, debe dejarse abierto para todo funcionario o funcionaria y no limitarlos a áreas de población indígena. Máxime en Costa Rica tenemos la población indígena “gnobes” quienes son migrantes y transitan en distintas zonas del país.-



 



 



ARTÍCULO 11.- Visitas periódicas de la Contraloría de Servicios para efectos de información y capacitación



 



La Contraloría de Servicios del Poder Judicial realizará visitas periódicas a las comunidades indígenas del país, para informar a las personas indígenas sobre sus derechos específicos frente a la administración de justicia, para lo cual podrá hacerse acompañar por las organizaciones sociales que estime necesarias. (La información que se suministre deberá ser en el idioma de las personas indígenas a quienes se dirija y en el territorio de éstas).



 



ARTÍCULO 12.- Diagnóstico actualizado y plan nacional sobre los pueblos indígenas



 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y obstáculos, que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional quinquenal (se sugiere: anual en lugar de quinquenal) actualizada en materia de acceso a la justicia.



 



El diagnóstico deberá, al menos, contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, idiosincrasias; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población. (Se sugiere agregar: La Comisión de Acceso a la Justicia por medio de la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas, deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas, como parte de la implementación del Gobierno Abierto en el Poder Judicial).



 



La nomenclatura utilizada no es la correcta ya que en el Poder Judicial se creó la Comisión de Acceso a la Justicia y no de “Accesibilidad.” Se destaca a su vez, que la Institución ya cuenta con una Sub Comisión de Asuntos Indígenas, denominada Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas; y es a través de esta última que se podría asignar esas nuevas responsabilidades.



 



ARTÍCULO 13.- Desconcentración de los servicios de justicia y regulación de su situación en los planes estratégicos



 



La Comisión de Accesibilidad (se siguiere: de Acceso a la Justicia) del Poder Judicial deberá elaborar aportes que se incluirán en los planes estratégicos de la Administración de Justicia, procurando que sean relevantes a las políticas necesarias para atender a todas las personas, en especial a los pueblos indígenas. La Administración de Justicia, en sus planes de crecimiento, deberá contemplar la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material al sistema judicial. (El Poder Judicial deberá procurar la especialización de despachos judiciales para que conozcan de los procesos de personas indígenas).



 



En lugar de “Comisión de Accesibilidad”, léase correctamente Comisión de Acceso a la Justicia. A su vez no elabora “aportes” sino acciones necesarias por lo que se sugiere eliminar la palabra “aportes” y en su lugar lo que se indica.



 



ARTÍCULO 14.- Obligación de coordinación interinstitucional e integración con la sociedad civil



 



La Comisión de Accesibilidad (se siguiere: de Acceso a la Justicia) del Poder Judicial mantendrá una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de la población indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención de sus vulnerabilidades. (Para tal efecto, considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y las acciones de los demás poderes de la República a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional para garantizar el ejercicio de sus derechos a la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.)



 



Corríjase por Comisión de Acceso a la Justicia a través de la Unidad de Acceso a la Justicia. Esta disposición es sumamente importante porque eleva a rango de ley la Comisión de Acceso a la Justicia y también la Unidad de Acceso a la Justicia con que cuenta ya el Poder Judicial.



 



Rige a partir de su publicación.



 



 



A MODO DE CONCLUSIÓN:



 



Después de todo el análisis hecho, sobre la normativa que comprende el proyecto remitido para su estudio, me permito sugerir a esta honorable Corte se sirva remitir estas observaciones con el criterio que se discuta de seguido en el entendido; de que lo que se ha sugerido debe tomarse en cuenta para mejorar lo normativa de este proyecto, porque ha sido el sentir de quien lo emite cuanto por la valiosa opinión de integrantes de la Sub Comisión de Pueblos y Personas Indígenas y de la Comisión de Acceso a la Justicia con base en la experiencia adquirida con las personas indígenas.



 



Son muchas las acciones que se podrían citar como logros obtenidos por la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas del Poder Judicial, a favor de las personas pertenecientes a pueblos indígenas, no obstante, baste señalar la realización de audiencias in situ como un mecanismo para cerrar la brecha geográfica entre los pueblos indígenas y la administración de justicia, la contratación de personas intérpretes de idiomas indígenas para su participación en audiencias judiciales, y de personas facultadas para realizar peritajes antropológicos y culturales, las ayudas económicas otorgadas a las personas indígenas, las campañas de divulgación de derechos por medios impresos y cuñas radiales, así como las visitas periódicas a los distintos territorios indígenas. De tal manera que estima esta integrante que todos logros obtenidos por la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia deben ser tomados en cuenta por la Asamblea Legislativa propiamente en la Comisión de Derechos Humanos que remite este proyecto a fin de que se amplíen disposiciones legales con algunas acciones que merecerían darse. Por ejemplo el deber de emitir de forma prioritaria los documentos de los distintos ámbitos, entes u órganos cuando se trate de personas indígenas. A su vez resulta esencial que para las capacitaciones y divulgación de estas normas y del ordenamiento jurídico en general participen los departamentos de Prensa como se ha hecho de modo eficiente por la Oficina de Prensa del Poder Judicial.



 



Lo anterior se expone a este Órgano consultivo, sin perjuicio del posterior análisis que esta Corte pudiera hacer en los aspectos jurídicos de orden supra-constitucional, respecto de aquella normativa aplicable a los casos donde esté de por medio una persona indígena, siempre que cumplan con las condiciones antedichas.



 



Dejo así rendido el informe asignado, para lo que a bien tengan decidir.”



- 0 -



Se concedió el uso de la palabra a la Magistrada Escoto quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “También se le ha dado trascendencia y resulta importante contar con esta normativa, en razón de que últimamente el Poder Judicial le ha dado especial trato a diferentes grupos étnicos migrantes, como lo son los Ngäbes que provienen en muchos casos de Panamá y algunos residen en Costa Rica temporalmente, otros están tratando de vivir en nuestro país, al igual que los Miskitos de Nicaragua, por ende, estimo que con las observaciones que en tinta azul se hacen, deberíamos, si a bien lo tienen, aprobarlo y remitirlo a la Asamblea Legislativa”.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a discusión el informe de la Magistrada Escoto”.



Refiere la Magistrada Vargas Vásquez: “En relación con el informe, efectivamente como lo indica la Magistrada Escoto, incide bastante en la organización y funcionamiento. Por ejemplo, está ampliando la Defensa Pública en asuntos indígenas a todas las materias, no solamente a las existentes en materia agraria y penal, sino que lo está ampliando a cualquier materia en la cual esté presente una persona indígena y está recargando al Poder Judicial el pago a todos los peritajes antropológicos, que son bastante costosos y en todas las materias.



Se está haciendo la indicación de que se debe pedir ese tipo de dictamen que es importantísimo en asuntos de personas indígenas, pero que son muy costosos y está diciendo que es la Institución la que debe plantearlo.



La propuesta que se hace es que haya una coordinación interinstitucional, para que como en la actualidad la Universidad de Costa Rica colabore con la elaboración de esos peritajes, porque para el presupuesto de la Institución sería muy costoso asumir siempre el pago de esos peritajes”.



Indica el Magistrado Solís: “Consultando a la Magistrada Escoto, de manera informal, si el contenido de esta carta de derechos sobre acceso a la Justicia de los pueblos indígenas, es la aprobación de un convenio o tratado internacional o si es una ley nacional.  Me indicó que en principio es un proyecto de ley nacional y en esa perspectiva, más bien sugeriría, porque el término “Carta” suena con un lenguaje que no es el de nuestra cultura jurídica, sino que hablamos de una ley o de un código, por ejemplo: Ley de Derechos sobre Acceso a la Justicia y no de una Carta, que es un lenguaje propio del mundo internacional “Carta de…”, es sería la primera observación.



La segunda observación que realizo, es que en una de las normativas se habla de las facilitadores y facilitadoras que deben estar presentes en las comunidades indígenas para efectos de   propiciar una solución pronta a los conflictos que puedan tener distintas personas integrantes de estas comunidades.



La Corte Suprema de Justicia tiene un programa de facilitadores y facilitadoras indígenas, que estará siendo desarrollado durante todo este año en la Zona Sur, donde está la presencia de las principales comunidades indígenas y eventualmente sería una interesante experiencia observar cómo un facilitador o facilitadora indígena puede coadyuvar en la solución de los conflictos que se puedan presentar a lo interno de esa comunidad.



La tercera observación -y estoy plenamente de acuerdo con esta proposición- es lo presupuestario y volvemos al tema de que esto va a exigir de la Corte Suprema de Justicia importantes gastos, también inversiones hasta de infraestructura y viene sin soporte presupuestario, que es uno de los grandes problemas. Recuerdo al señor Jorge Vargas Cullell,   en el informe sobre el Estado de la Justicia preliminar que recibimos en la primera audiencia, con respecto a que una de las grandes contradicciones de nuestro sistema legislativo, es que se dictan muchas leyes que crean nuevos derechos, pero no se le da sustento económico a los órganos estatales llamados a ser aplicación a esos Derechos y este es un ejemplo de eso”.



La Presidenta, Magistrada Villanueva le indica a la Magistrada Escoto: “Doña Carmenmaría ¿Tiene alguna observación a las anotaciones que hace el Magistrado Solís  en cuanto al nombre del proyecto de ley y al no financiamiento? Es decir,  indicar concretamente que debe otorgarse los recursos económicos para eso, si ustedes están de acuerdo.  Porque en cuanto a los facilitadores y facilitadoras, se hace la observación de que existen, no sería concreto”.



Responde la Magistrada Escoto: “Agradezco mucho el interés mostrado en temas que también me cuestioné, como por ejemplo el nombre del proyecto de ley, porque es atendible lo que expone tanto el Magistrado Solís como la Magistrada Vargas Vásquez, en razón de que efectivamente “Carta” suena a Derecho Internacional.



Desde otro ángulo, también para el Poder Judicial va a generar grandes egresos económicos y se va a tener que contar con presupuesto, ello porque los dictámenes culturales o antropológicos como lo denominan ellos, son sumamente caros, hay muy pocas personas especializadas, hasta el momento estamos contando con la ayuda de la Universidad de Costa Rica para esos peritazgos y son pocas las personas quienes están dispuestas a desplazarse y convivir con las personas indígenas para realizar todos los estudios que se requieren de su idiosincrasia y legislación por varios días o meses.



Por tal razón, considero que este proyecto de ley incide definitivamente en el Poder Judicial y desde un ángulo presupuestario, así que estoy de acuerdo con las observaciones valiosas que se hacen en pro de una comunidad tan importante como es la indígena, aunque sea una minoría para Costa Rica.



Sí debo decir que este es uno de los temas que más nos ha presentado, cuando visitamos los distintos territorios indígenas y vemos las situaciones en que se encuentran las personas indígenas.



Agradezco muchísimo que se pueda aprobar el informe con estas observaciones, para poder dar un trato diferenciado a personas que así lo ameritan”.



Dice la Magistrada Rojas: “Todo lo que nos presentó la Magistrada Escoto está muy bien, pero me gustaría adicionar que el desarrollo de procedimientos administrativos es reserva de ley, efectivamente, que no solamente es impropio al reglamento sino que es una reserva de ley y que el Poder Judicial tiene sus procedimientos.



Respecto al costo de estos sistemas, estimo que sí es importante hacer una indicación más genérica, es decir -sería muy saludable que así quedará- que no es que no estamos de acuerdo en hacer esa inversión en los pueblos indígenas, sino que cada vez que la Asamblea Legislativa -acorde con los principios presupuestarios que rigen la República- establezca cargas para el Poder Judicial, debe proveer los recursos.



Es decir, no es que no lo vamos a hacer porque no nos parece o porque son muy caros -y les plantearía que más bien lo indicáramos- sino que cada vez que se establezcan este tipo de opciones o cargas, deben indicarse los recursos con los que deben ser atendidos, porque si nos dan los recursos no hay problema, se puede hacer de esta manera, de lo contrario, que el legislador sepa que debe buscar otras posibilidades, pero no interviniendo directamente en el diseño legislativo sino dándole la opción de que siempre que se creen este tipo de obligaciones para el Poder Judicial, debe crearse los recursos para ello”.



Agrega la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Acogemos las observaciones realizadas? Así lo disponemos, con las observaciones que hizo el Magistrado Solís y concretando el punto en cuanto al financiamiento como ha sido expuesto también por la Magistrada Rojas, así lo tenemos por aprobado el informe”.



Sin objeción alguna, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y junto con las observaciones que hicieron el Magistrado Solís, la Magistrada Rojas y la Suplente Vargas Vásquez, hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado, implica una afectación a la organización y funcionamiento del Poder Judicial, por lo que se deberán asignar los recursos presupuestarios necesarios que demanda la aplicación de esa ley. Se declara acuerdo firme.








 
































Acta de Corte Plena Nº 035 - 2015








Fecha: 21 de Setiembre del 2015



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



ARTÍCULO XXXIV



Documento 9031, 9762, 9869, 10077, 10507-2015. 



La máster Milagro Rojas Espinoza, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes y la licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en oficio N° CACC-1544-2015 de 17 de julio del año en curso, dirigido a laseñora Presidenta, Magistrada Villanueva, le manifestaron:



“Nos es grato dirigirnos a usted con ocasión de la finalización del Proyecto 7290116143 “Promoción del acceso a la justicia para la población afrodescendiente en el Poder Judicial”, financiado con fondos de la UNESCO, para presentar formalmente a Corte Plena, la propuesta de la “Política Institucional para el acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción.”



 



Antecedentes



 



En el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero del 2011, con los siguientes objetivos:



 



“Artículo 2°—Delegar a la Comisión Afrocostarricense, la misión de coordinar con los diferentes Ministerios e instituciones de gobierno, así como con las agencias de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos en el país y otros organismos nacionales e internacionales, las actividades y los programas que se tengan a bien realizar durante el 2011 para la celebración del Año Internacional de los Afrodescendientes y actividades conexas en los años siguientes”.



 



“Artículo 3°—Impulsar y promover a través de dichas actividades y programas el Año Internacional de los Afrodescendientes en Costa Rica con el propósito de visibilizar al pueblo afrodescendiente como uno de los actores fundamentales dentro del Estado costarricense y la Comunidad Internacional, propiciando y fomentando iniciativas internacionales como la Convención Interamericana contra el Racismo, y toda forma de Discriminación e Intolerancia”.



 



En el ámbito institucional y en acatamiento a las obligaciones de su competencia emanadas de los artículos citados, la Comisión Nacional Afrocostarricense hizo una solicitud expresa a don Luis Paulino Mora Mora, entonces Presidente de la Corte Suprema de Justicia, para que el Poder Judicial incluyera a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, y se iniciaran acciones a favor de esta población, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia; es así como nació a la vida institucional la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover el diseño de políticas y directrices institucionales ad-hoc.



 



Como parte de estas tareas, el l4 de noviembre de 2013, se realizó el “Taller Acceso a la Justicia para personas afrodescendientes” el cual tuvo como objetivo determinar los requerimientos necesarios para facilitar el acceso a la justicia a las personas afrodescendientes. Esta actividad visibilizó con claridad la necesidad de elaborar e implementar una Propuesta de Política para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, con el correspondiente plan de acción.



 



A partir de ese momento, la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes, realizó una coordinación sistemática con diversas instancias judiciales, entre ellas la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, así como con la Cátedra de Estudios de África y el Caribe de la Universidad de Costa Rica y con líderes y lideresas afrodescendientes, con el objetivo de elaborar e implementar la citada propuesta.



 



Es así como la Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, presentó una propuesta de proyecto ante la UNESCO, con el fin de elaborar una Política Institucional y un Plan de Acción, con los siguientes objetivos:



 



1. Ampliar el acceso a la justicia y el efectivo ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica.



 



2. Combatir la persistencia del racismo y la intolerancia aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia e interculturalidad.



 



3. Dirigir esfuerzos institucionales a la erradicación del racismo estructural, y los limitantes para ejercer los derechos humanos de las personas afrodescendientes en las fronteras nacionales.



 



El proyecto 7290116143 denominado “Promoción del acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes en el Poder Judicial” fue aprobado por UNESCO, considerándose un proyecto de la mayor relevancia. El Consejo Superior en sesión N° 15-15, artículo XLIV, celebrada el 19 de febrero de 2015, lo declaró de Interés Institucional.



 



La ejecución del proyecto se llevó a cabo de manera exitosa, mediante la ejecución de doce talleres programados (4 de diagnóstico y 8 de validación), que concluyeron el pasado viernes 26 de junio en Golfito; realizar estos talleres nos llevó por todos los circuitos judiciales, es decir por las diferentes provincias, lo que facilitó obtener un panorama muy amplio de las necesidades de la población afrodescendiente, a lo largo y ancho del país y conocer su cosmovisión; sobre todo su percepción sobre el acceso  a justicia y la delimitación clara de sus particulares necesidades.



 



Con la propuesta de Política elaborada a partir del diagnóstico, el proceso de validación a través de los 8 talleres ejecutados, resultó sumamente provechoso, pues brindó la posibilidad de enriquecer el documento con la perspectiva de las personas participantes, incluyendo representación de la comunidad afrodescendiente, creándose así un balance entre la demanda de servicios de ésta comunidad, y su prestación por parte de la institución, en función ya no de una mera percepción, sino a partir de la información recabada durante el desarrollo del proyecto.



 



Como parte de la metodología desarrollada, se contó con las exposiciones de personas reconocidas como expertas en la materia: Dra. Rina Cáceres, Directora de la Cátedra de Estudios de África y del Caribe de la Universidad de Costa Rica, Dr. Quince Duncan, Comisionado de Casa Presidencial sobre asuntos de la Afrodescendencia, Máster Eugenia Gutiérrez, funcionaria de la Cancillería, quien tuvo a su cargo la coordinación nacional para la elaboración de la Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia. El proyecto estuvo a cargo de la Máster Mónica Pérez Granados, Abogada y Antropóloga, especialista en derechos de las personas afrodescendientes e indígenas.



 



En los talleres se contó con la participación total de 496 personas, entre funcionarios (as) judiciales, representantes de instituciones públicas, y personas afrodescendientes y/o representantes de organizaciones no gubernamentales, con el siguiente desglose:



 



Talleres de Diagnóstico:



 



1. San José, II de marzo. (45 personas)



2. Liberia, 13 de marzo. (40 personas)



3. Cartago, 19 de marzo. (40 personas)



4. Limón, 23 de marzo. (42 personas)



Talleres de Validación:



1. Alajuela, 16 de abril. (45 personas)



2. San José, 21 de abril. (46 personas).



3. Heredia, 25 de mayo. (40 personas)



4. Puntarenas, 5 de junio. (46 personas)



5. Limón, 11 de junio. (43 personas).



6. Liberia, 19 de junio. (38 personas)



7. Golfito, 26 de junio. (33 personas)



 



Es absolutamente pertinente mencionar que con la elaboración de esta política, el Poder Judicial de Costa Rica, se coloca a la vanguardia en América, siendo la primera institución que contará con esta herramienta, aun por encima de países con una mayor cantidad de población afrodescendiente, como Brasil y Colombia.



 



Asimismo, su aprobación como política institucional coadyuva al cumplimiento de los objetivos planteados en la “Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2015 - 2025”, brindando las herramientas necesarias para dar sostenibilidad, a las acciones en pro de los derechos de las personas afrodescendientes, todo ello en el marco del Decenio de las personas afrodescendientes, decretado por Naciones Unidas.



 



Por lo anterior, respetuosamente se solicita a la honorable Corte Plena, la aprobación de esta propuesta de “Política Institucional para el acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción”, que de seguido se incorpora.



 



Haciendo propicia la ocasión, con estima y consideración cordialmente nos despedimos.”



- 0 -



Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción.



 



Introducción



 



Se estima que en las Américas hay alrededor de 200 millones de personas que se identifican a sí mismas como afrodescendientes De la misma forma, estudios realizados demuestran que constituyen una de las poblaciones más pobres y marginadas. En el caso de Costa Rica, la situación no es diferente, y esta población que representa el 7,8 % por ciento de la población, (Censo del 2011), ha sufrido de constantes e históricas violaciones a sus derechos, debido a condiciones de discriminación estructural, que han incidido en un acceso limitado a la justicia, el empleo, la vivienda, la educación y las prestaciones sociales.



 



Según datos del Censo del 2011, las personas afrodescendientes presentan entre otras características, una menor proporción de ocupaciones a nivel directivo, un componente alto de personas trabajadoras no calificadas, un menor acceso al seguro social y pensiones, así como una mayor cantidad de necesidades básicas insatisfechas.



 



La tasa de desempleo abierta para personas blancas y mestizas, es de un 1,7 % mientras que la de personas afrodescendientes es de un 2.3%. De los puestos en niveles directivos - públicos o privados- un 8,1 son ocupados por personas afrodescendientes, a diferencia de quienes se autoidentifican como personas blancas y mestizas que ocupan el 15.0% de estos puestos. Asimismo, mientras que la cantidad de ocupaciones elementales para personas afrodescendientes es de un 27.5%, para personas blancas y mestizas es de un 20.5%.



 



Además, en relación con las personas afrodescendientes se tienen los siguientes datos: el 4.0% de esta población carece de acceso a bienes y servicios, 12.8% a infraestructura física sanitaria, 15.1% a albergue digno y un 8,2% no tiene acceso al conocimiento; por el contrario para personas blancas y mestizas los datos varían en la siguiente proporción: 2,5% con carencia de acceso a bienes y servicios, 8.9% a infraestructura físico sanitaria, 9,6% a albergue digno y un 6.4% sin acceso al conocimiento.



 



La tasa de hogares con pobreza extrema, es de un 8.5 % para personas afrodescendientes y de un 5.0 % para personas blancas y/o mestizas. En relación con el seguro social hay un 18.7% de afrodescendientes sin acceso a este servicio, a diferencia de la taza para la población blanca o mestiza, que es de un 13.8 %.



 



Finalmente, la cantidad de personas afrodescendientes con acceso a computadora e Internet es de un 42.4% y un 39.1% respectivamente en relación con un 49.9% y un 46.6% en el caso de personas blancas y/o mestizas[1].



 



La discriminación estructural manifestada en esas cifras, aunada al hecho de que las y los afrodescendientes pueden sufrir de formas múltiples y agravadas de discriminación por motivos conexos, tales como la edad, el género, el idioma, la religión, el origen social, la discapacidad u otras condiciones socioculturales, ha llevado a la necesidad de promulgar una serie de normas tanto nacionales como internacionales, destinadas a la promoción y efectiva protección de sus derechos humanos.



 



Desde la aprobación de la Convención contra la Esclavitud en 1926, hasta hoy se han concebido instrumentos internacionales destinados a prohibir, la trata de personas esclavizadas, el racismo y sus efectos en las estructuras institucionales, entre ellas:



 



La Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la proclamación del 21 de marzo en 1966 como el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, la Declaración de 1973-1982 como el Primer Decenio de la lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial, la celebración entre 1978 y 1983 de la Primera y la Segunda Conferencias Mundiales contra el Racismo, la proclamación de Naciones Unidas del Segundo y Tercer Decenios de la lucha contra el Racismo, la Celebración en el 2001 de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, donde se reconoce que las y los afrodescendientes continúan siendo víctimas de las consecuencias de la trata de personas esclavizadas, el colonialismo y el racismo, la proclamación en el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes, y la reciente proclamación por parte de la Asamblea General de la ONU, del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, proclamado por resolución 68/237 con el lema: “Reconocimiento, Justicia y Desarrollo”.



 



A nivel nacional también se han creado una serie de normas destinadas a erradicar la discriminación racial, dentro de los esfuerzos más recientes se encuentra la Creación de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, 2014-2025, mediante la cual se reconoce que las y los afrodescendientes representan un grupo específico, cuyos derechos humanos deben promoverse y protegerse.



 



Asimismo, en enero de 2015 el Presidente de la República nombró un Comisionado Presidencial para Asuntos Afrodescendientes y en la Gaceta número 77 del 22 de abril se publicó la directriz 022-P: “Sobre el Decenio Internacional de los Afrodescendientes” el cual establece la obligación para las dependencias del gobierno central e instituciones descentralizadas, de formular políticas públicas destinadas a cumplir con los planteamientos del Programa de Actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución número 69/16.



 



No obstante, pese a los avances normativos mencionados, la discriminación racial, tanto directa como indirecta siguen manifestándose y reavivan la importancia de contar con políticas institucionales consecuentes, que permitan el acceso a la justicia de todas las poblaciones especialmente de aquellas en condición de vulnerabilidad por tanto, el Poder Judicial de Costa Rica:



 



a.  RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito institucional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y grupos sin distinción alguna, por motivos de raza, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de persona migrante y/o refugiada, discapacidad o cualquier otra condición social;



 



b. REAFIRMANDO el compromiso institucional con la implementación de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad;



 



c. REVALIDANDO el compromiso con la erradicación de todas las formas de discriminación que afectan a las personas afrodescendientes en Costa Rica;



 



d. CON EL CONVENCIMIENTO de que los principios de igualdad y de no discriminación son fundamentales para garantizar el acceso a la justicia entre los seres humanos;



 



e. TENIENDO EN CUENTA que la existencia y persistencia del racismo, el sexismo y la xenofobia hacia las personas afrodescendientes, afectan en mayor o menor grado el acceso a la justicia y el ejercicio de sus derechos humanos económicos, políticos, sociales, y culturales, como pueblos.



 



f. CONSIDERANDO que una sociedad pluriétnica multicultural y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, religiosa, de género y sexual de toda persona y crear las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su derecho a la identidad;



 



g. CONSCIENTES, de la necesidad de crear un instrumento idóneo, que plasme los principios y más altos valores institucionales, cuyos postulados brinden los lineamientos que contribuyan a generar un cambio orientado al respeto de la diversidad, la no discriminación racial y la inclusión social plena;



 



Acuerda adoptar la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, destinados a asegurar las condiciones para brindar un trato equitativo y no discriminatorio, que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.



 



Sección I



Definiciones



 



En concordancia con los fines de esta Política y su Plan de Acción, se entenderán vigentes las siguientes definiciones:



 



Acceso a la justicia



 



Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que permitan garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes,promoviendo un trato digno y proscribiendo toda discriminación, a fin de alcanzar el objetivo de una justicia pronta y cumplida.



 



Acciones afirmativas



 



Se entienden como acciones afirmativas para efectos de esta Política, toda medida encaminada a corregir o compensar discriminaciones presentes o pasadas, o para impedir que la discriminación se reproduzca en el futuro, y que están orientadas a promover la transformación en el comportamiento y mentalidad institucional, de manera que permita la materialización de la igualdad de oportunidades, y una mayor representatividad de las personas afrodescendientes.



 



Condición de vulnerabilidad



 



De acuerdo con la definición utilizada en las Reglas de Brasilia, esta expresión designa a “aquellos grupos de personas que por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.



 



La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico”.[2]



 



Discriminación étnico-racial[3]



 



Es una construcción social que redunda en una serie de barreras actitudinales y del entorno, que la sociedad genera y que teniendo como base el estereotipo, el prejuicio, el estigma, el miedo y la ignorancia, limitan la participación plena de colectivos y personas en igualdad de condiciones, generando exclusión social. Al ser una construcción social tiene las siguientes características:



 



-Se transmite de generación en generación, a través de los medios de comunicación, literatura, el sistema educativo, la publicidad y lugares de enunciación.



 



-Está en constante evolución y mutación, depende de patrones sociales y culturales que se traducen en un tratamiento negativamente diferenciado, hacia las personas sobre las cuales recae un prejuicio racial basándose en la falsa creencia de que el fenotipo y las características físicas, determinan la personalidad y la conducta.



 



-Restringe el acceso de las personas discriminadas al pleno disfrute y goce de recursos, servicios y derechos.



 



Es en suma, todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo basado en el origen étnico-cultural (hábitos, costumbres, indumentaria, símbolos, formas de vida, sentido de pertenencia, idioma y creencias de un grupo social determinado) y/o en las características físicas de las personas (como el color de piel, facciones, estatura, color y forma de cabello, etc.) que tenga como objetivo o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de las personas en la esfera política, económica, social y cultural y que desemboca en un trato diferenciado en forma negativa en contra de la persona discriminada, que tiene por efecto la anulación o menoscabo en el reconocimiento, ejercicio y/o goce de un derecho.



 



La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en su artículo 1 párrafo 1 señala que “(…) la expresión discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”



 



Racismo estructural



 



Es el conjunto de factores, valores, prácticas, patrones, estereotipos, mensajes, iconos o signos que colaboran con la reproducción naturalizada[4] de estereotipos sobre personas pertenecientes a un grupo humano diverso, que termina por colocarlas en posición de menor prestigio y autoridad vulnerabilizándolas. Se reproduce en prácticas institucionales y patrones de conducta, de raigambre histórica y cultural, que representan desventajas, que inhiben el acceso a los servicios que las instituciones ofrecen, lo que hace necesaria, la aplicación de tratamientos diferenciados, adecuados al momento histórico.



 



Para los efectos de esta Política la situación de discriminación estructural, que sufre la población afrodescendiente, debe ser analizada a la luz de los obstáculos que enfrentan estas personas, para poder acceder a los mecanismos de justicia internos en igualdad de condiciones y obtener reparación a la discriminación sufrida. [5]



 



Discriminación indirecta por motivos étnico-raciales



 



Al tenor de lo establecido en la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia “es la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutro pone a personas de una etnia en desventaja particular con respecto a personas de otra etnia salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados”. [6]



 



Discriminación múltiple o agravada



 



Entendida como toda restricción descrita, de forma concomitante, en dos o más de las políticas institucionales de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes



 



Se refiere al conjunto de medidas, facilidades, servicios, ajustes y apoyos que permiten garantizar sin discriminación alguna, el goce de los servicios judiciales a las personas afrodescendientes, para el pleno ejercicio de sus derechos y por ende, para la consecución de una justicia pronta, cumplida y con rostro humano.



 



Personas Afrodescendientes



 



El término afrodescendiente define a quienes reconocen en África su lugar de origen territorial común, y lleva implícito un complejo sistema de mestizaje, una experiencia común con la esclavitud y el racismo, así como formas comunes de resistencia y opresión[7]. Este término ha sido baluarte de la resistencia cultural y política y del reconocimiento de una herencia ancestral, que visibiliza tanto el racismo históricamente ocultado, como los aportes de las africanas y los africanos en América, considerando que la identidad cultural y situación actual de las personas afrodescendientes, está ligada tanto a esa herencia ancestral Africana como a la situación de esclavización vivida en las Américas[8].



 



Para efectos de esta Política y su Plan de Acción, se entiende por persona afrodescendiente, a toda aquella persona que se auto identifica como descendiente de africano o africana y reconoce en su identidad la ancestralidad africana y/o, que es descendiente de personas de origen africano, que fueron víctimas del desarraigo forzado y el tráfico trasatlántico de personas esclavizadas.



 



Sección II



Principios generales



 



Esta Política y su Plan de Acción se han de interpretar teniendo como fundamento los principios que a continuación se citan, los cuales deben orientar la actuación de las personas funcionarias judiciales y han de considerarse en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan y cumplen una función específica, que tiene como fin promover un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



 



Sin ser una lista taxativa, se señalan los siguientes principios:



 



Igualdad



 



Implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población afrodescendiente dentro del marco de los valores constitucionales y de la normativa nacional e internacional de aplicación en Costa Rica, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la normativa aplicable.



 



No discriminación racial



 



Promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en criterios étnico-raciales hacia personas afrodescendientes, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 



Para su cumplimiento, es indispensable que se otorgue una protección efectiva que tome en cuenta sus particulares características económicas, sociales y culturales,así como las situaciones de especial vulnerabilidad a que se puedan ver expuestas por motivos étnico-raciales.



 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación tanto a las personas usuarias afrodescendientes, como entre las personas funcionarias judiciales afrodescendientes que laboran en la institución, y se materializará mediante acciones que aseguren un nivel óptimo de comunicación, acceso a la información y tratamiento respetuoso que facilite y permita el derecho de acceso a la justicia.



 



En ese sentido, cabe indicar que no constituyen discriminación las acciones afirmativas, destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes en condiciones de igualdad, siempre que tales medidas no impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos.



 



La interculturalidad



 



Plantea la necesidad de reconocer las diversidades culturales que existen en las sociedades, a efectos de promover la convivencia pacífica y respetuosa entre grupos cultural y socialmente distintos, a través del diálogo asertivo y el respeto mutuos y se materializa en la incorporación de conductas, y la eliminación de barreras actitudinales basadas en prejuicios étnico-raciales, que impiden un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como en un reconocimiento positivo de la diversidad humana como elemento de la riqueza existente en un Estado multiétnico y pluricultural como el costarricense.



 



Las personas funcionarias judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, y entenderán la afrodescendencia como parte de esa diversidad nacional, que junto con otros aspectos tales como: el nombre, la edad, la etnia, la cultura, el género, la condición socioeconómica, la orientación sexual y/o la condición de discapacidad, conforman a la persona y su identidad.



 



El principio de equidad



 



Impulsa a las personas funcionarias judiciales a tomar en cuenta el trasfondo humano de los conflictos, y se materializa en la consideración de las condiciones personales, familiares, étnicas, culturales, sociales y económicas en cada uno de los casos de manera que se garantice un efectivo ejercicio de derechos.



 



Protección especial



 



Se materializa en las especiales consideraciones que deben recibir, las personas afrodescendientes que tengan la doble o triple condición de vulnerabilidad en razón de ser mujeres, niñas , niños, personas jóvenes, personas LGBTI, personas adultas mayores, migrantes, refugiadas, privadas de libertad, víctimas de delitos o personas con discapacidad, a efectos de que se considere con especial relevancia el resguardo y efectivo ejercicio de derechos según sus particulares necesidades y de esta forma se garantice el derecho de acceso a la justicia como requisito sine qua non para una efectiva defensa de los derechos económicos, políticos, sociales y culturales.



 



El principio de Inclusión



 



Implica la creación de procesos y la implementación de acciones que lleven a superar las desventajas sociales, económicas y culturales y permitan que se esté en condiciones de gozar de los derechos y ejercer la participación ciudadana, superando la estigmatización que conlleva la pobreza, la marginación la exclusión y el racismo.



 



Transversalidad



 



Su materialización implica la incorporación de las necesidades, aspiraciones y características de la diversidad de personas, colectividades y pueblos. En el caso de las personas afrodescendientes, implica la consideración de sus voces en la elaboración de acciones y estrategias de manera que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de la presente Política y su Plan de Acción.



 



El control de convencionalidad



 



Entendido como mecanismo que debe ser llevado a cabo por las instancias judiciales domésticas, y que involucra la comparación entre el derecho local y el supranacional, de manera que no exista incompatibilidad y se apliquen efectivamente los instrumentos internacionales de aplicación en Costa Rica, incluyendo las normas de derecho emergente y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



 



Sección III



Metas



 



1. Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad, basado en el respeto a la diversidad, que tome en cuenta un acceso en igualdad de condiciones, de acuerdo al sexo, género, nivel educativo, grupo etario, condición de discapacidad, etnia y cultura.



 



2. Lograr que los principios de igualdad y no discriminación, sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales. La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada, con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



 



3. Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente. La institución proveerá en caso de necesidad, personas traductoras cuando se tenga como lengua materna un idioma diferente al español. Ello incluye la necesidad de contar con personas traductoras en inglés criollo limonense, en especial en aquellos distritos judiciales, donde existe mayor concentración de afrocostarricenses, para quienes ésta es su lengua materna.



 



4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial e intolerancia, con el objetivo de obtener conocimientos que impacten positivamente la prestación de servicios en los ámbitos Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



 



5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.[9]



 



6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



7. Compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales, resoluciones relacionadas con los derechos inherentes a la población afrodescendiente, de forma desagregada.



 



8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



 



9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.



 



10. Promover la coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones y/o instancias con metas afines, de manera que se facilite una atención integral de las necesidades de la población afrodescendiente.



 



11. Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la administración de justicia para personas afrodescendientes.



 



12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo.



 



13. Desarrollar campañas de divulgación sobre las formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial, aprovechando -entre otras- las plataformas informáticas con las que cuenta la institución y las creadas por las universidades.



 



14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.



 



17. Diseñar y ejecutar las acciones afirmativas necesarias, que se requieran para implementar adecuadamente el Plan de Acción, con el fin de eliminar las desigualdades existentes entre los y las servidoras judiciales que sean afrodescendientes.



 



18. Establecer la obligatoriedad de la implementación de la Política en todos los ámbitos del Poder Judicial. El incumplimiento y no aplicación por parte del personal judicial, de los lineamientos establecidos en este instrumento, será comunicado a la Inspección Judicial, para que se instruya el procedimiento disciplinario correspondiente.



 



19. Promover la cooperación internacional, como una herramienta para el intercambio de ideas y experiencias, así como para compartir, diseñar y/o ejecutar programas de interés común, destinados a cumplir los objetivos de la presente Política.



 



20. Garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones étnicas, culturales o de contenido racial.



 



Plan de Acción



 



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



 



La Subcomisión para el acceso de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar por la implementación, seguimiento y evaluación de la política, en coordinación con las diferentes instancias institucionales, incluyendo a la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



Las Áreas Estratégicas para la Ejecución de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes serán las siguientes:




1. En el Ámbito Jurisdiccional



 



En el conocimiento de los casos, los jueces y las juezas procurarán promover y proteger el disfrute pleno y amplio, de los derechos humanos en condiciones de equidad y sin ningún tipo de discriminación en cuanto a etnia, sexo, género, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de otra índole, nacionalidad, fenotipo, condición socioeconómica u otra.



 



En su labor de interpretación de los aspectos jurídicos, los jueces y las juezas en la medida en que sea pertinente y posible de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional y en los principios generales del derecho, deberán tomar en consideración la lengua y la cultura de la persona compareciente y las particularidades étnicas, o bien, buscarán la adecuada asesoría en el estudio de los casos, a fin de eliminar todo malentendido o sesgo atribuiblesque pudiese ocasionar un trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y limite el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



En todos los casos, los jueces y las juezas deberán aplicar las Convenciones Internacionales ratificadas en Costa Rica, relativas a personas afrodescendientes, al combate de la discriminación étnico racial y de derechos humanos en general.



 



En su labor de análisis y valoración jurídica, los jueces y juezas se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, que establezcan distinciones o jerarquizaciones con base en criterios fenotípicos, que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes.



 



Los jueces y las juezas de ejecución de la pena velarán porque en esta etapa, no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes, basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos, con el consecuente menoscabo de la dignidad inherente a todo ser humano.



 



Todas las sentencias y resoluciones emitidas deberán contener un lenguaje inclusivo, respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



 



En todos los casos en los cuales una persona usuaria no hable español, se le deberá proveer servicio de interpretación en su lengua materna, incluyendo el inglés criollo limonense. Asimismo, el Despacho correspondiente deberá asegurar que toda resolución, se le notifique de manera comprensible.



 



2. En el Ámbito Administrativo



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.



 



Investigación



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes promoverán la investigación jurídica; el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia y no discriminación, que permita mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes así como la implementación de la Política y su Plan de Acción en todos los ámbitos del quehacer judicial.



 



Capacitación



 



Para garantizar la aplicación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de personas afrodescendientes y su Plan de Acción, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Capacitación de Gestión Humana, así como cualquier otra instancia que se cree al efecto, deberán diseñar e impartir programas de capacitación y sensibilización permanentes, sobre los derechos que asisten a las personas afrodescendientes y las principales formas de exclusión que enfrentan.



 



La Escuela Judicial deberá incorporar en sus cursos básicos obligatorios y planes de capacitación, un módulo sobre el enfoque de diversidad intercultural y su aplicación a grupos étnica y culturalmente diversos.



 



Los programas de capacitación y sensibilización deben favorecer el logro de las metas consignadas en la Política y contribuir de manera positiva a la atención de las personas afrodescendientes, su acceso a la justicia y la construcción de una cultura de paz



 



La capacitación y concienciación deben orientarse a la eliminación de barreras, mitos, estereotipos y prejuicios, que propician conductas discriminatorias y estigmatizantes por motivos étnicos y raciales, y que han generado situaciones que impactan de manera negativa el ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes.



 



Los programas de capacitación y formación deben:



 



1. Instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia personas afrodescendientes.



 



2. Promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de las personas afrodescendientes, incluida la historia de África, la trata transatlántica de personas esclavizadas y las doctrinas racistas que la acompañaron.



 



3. Reconocer las contribuciones de las y los afrodescendientes a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



 



4. Aumentar y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente a partir de los Convenios y Tratados de los cuáles es signataria Costa Rica, así como de la jurisprudencia aplicable en la materia tanto en el nivel nacional como internacional.



 



5. Promover que el personal judicial adquiera un elevado nivel de conciencia que favorezca, desde un enfoque de derechos humanos, conductas respetuosas de la dignidad, la igualdad y la no discriminación. La formación debe ser continua con el fin de mantener, actualizar y desarrollar las competencias y lograr, de esta manera, un mejor desempeño de la función judicial, desde una perspectiva de derechos humanos. La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, procurando también la concienciación y sensibilización, a través de la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



 



6. Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes, y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportaciones según su área de trabajo.



 



Información y divulgación



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial, llevará a cabo programas de información y divulgación a usuarios y usuarias, sobre el acceso a la administración de justicia en condiciones de equidad, y sobre las instancias y respecto de los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerar que existe afectación. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, utilizando los medios más idóneos.



 



En coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes realizarán campañas de divulgación de la Política y su Plan de Acción, dirigidas a la población judicial de todo el país, utilizando medios electrónicos, audiovisuales, afiches, desplegables y cualquier otra herramienta que facilite su difusión, con el fin de incidir en su aplicación. Asimismo, deberá ejecutar campañas de sensibilización sobre los derechos humanos de las personas afrodescendientes y de divulgación de las buenas prácticas institucionales, en materia de derechos y prestación de servicios a esta población.



 



La Dirección de Gestión Humana



 



La Dirección de Gestión Humana como ente rector en materia de Gestión Humana, debe garantizar el derecho a todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, a optar por el acceso a todos los puestos disponibles en el Poder Judicial, sin discriminación alguna.



 



El Poder Judicial se compromete a que sus sistemas de contratación reflejen apropiadamente, la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias, a fin de atender las necesidades especiales legítimas de la población afrodescendiente.



 



3. En el Ámbito Auxiliar de Justicia



 



a) Ministerio Público



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial, resultando de la mayor importancia la permanencia dentro del Ministerio Público, de personal con la formación mencionada, que facilite las condiciones óptimas a las personas ofendidas, para encontrar reparación por las ofensas sufridas.



 



b) Defensa Pública



 



El personal de la Defensa Publica, deberá estar capacitado y concienciado, de manera que incorpore en sus estrategias de defensa, los convenios internacionales así como todos los principios y disposiciones sobre discriminación racial, de aplicación en Costa Rica.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial. El personal técnico y profesional del Organismo de Investigación Judicial, deberá incorporar el enfoque de diversidad y los criterios de no discriminación racial en todas sus gestiones.



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, velarán por la ejecución de un trabajo con un enfoque Interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes. En la medida de lo posible debe entablar relaciones entre otras, con las siguientes instituciones:



 



a) Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



 



b) Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



 



c) Comisión de Derechos Humanos. Sub-comisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa.



 



d) Defensoría de los Habitantes.



 



e) Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



 



f) Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



 



Instancia responsable de la Implementación



 



La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán las instancias responsables de operativizar la Política mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Compromiso institucional



 



El Poder Judicial se compromete al aprobar esta Política, a promover el conocimiento, respeto y aplicación de los instrumentos internacionales y la legislación nacional, sobre derechos humanos de las personas afrodescendientes, así como cualquier otra política institucional que reconozca los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluyendo las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.”
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La Secretaría General de la Corte el 3 de agosto último, le solicitó el criterio correspondiente a las Direcciones de Gestión Humana, Planificación y Tecnología de la Información.



La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en oficio N° 2082-DTI-2015 de 11 de agosto de este año, rinde el siguiente informe:



“En relación con el oficio 8030-15 con fecha 03 de agosto del año en curso, mediante el cual se remite la propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, a fin de que se consignen las manifestaciones que estime pertinentes, me permito indicar que se hizo un análisis de la propuesta y se encuentran dos recomendaciones que serían de aplicación por esta Dirección:



 



1. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.



 



2. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



Al respecto es importante indicar que anteriormente (antes del 2012), los Sistemas de Gestión, Gestión en Línea y el Sistema de Recepción de Documentos, ya contaban con una funcionalidad que permitía clasificar los expedientes judiciales por el campo denominado “etnia”, sin embargo a partir de mayo del 2012, la Oficina de Secretaría de Género, mediante correo electrónico de doña Jeannette Arias Meza, le hace saber a esta Dirección que el Consejo Superior había girado instrucciones para excluir esta clasificación de los expedientes, esto a razón de un informe que Planificación había realizado, el cual se indica en el acta de Consejo Superior 97-14 del 16/12/2004, el artículo XL.



 



Debido a lo anterior se le solicita al Consejo Superior indicar a esta Dirección, si a los sistemas citados anteriormente se les debe activar nuevamente esta funcionalidad para clasificar los expedientes.



 



En caso de que se deba proseguir con las recomendaciones, a continuación se detalla en cuáles sistemas se deben desarrollar estas funcionalidades:



 



				Nombre del Sistema



				Tiempo estimado



				Implicación







				Sistema de Registro de Agresores



				1 semana



				Impacta la migración del Sistema de Depósitos Judiciales







				Sistema de Impedimentos de Salida



				1 semana



				Impacta la migración del Sistema de Depósitos Judiciales







				Sistema de Gestión de la Jurisdicción Penal



				1 mes, desarrollo y expansión



				Impacta la migración del sistema costarricense de información jurídica







				Sistema JMS



				 



				No se recomienda su modificación por cuanto las pantallas están muy cargadas, y el mismo está en proceso de sustitución.







				Sistema de seguimiento de casos para el Ministerio Público y la Defensa



				1 mes funcionando en los despachos



				 







				Sistema de Recepción de Documentos CEREDOC



				1 mes funcionando en los despachos



				 







				Escritorio Virtual



				1 semana desarrollo 1 mes en expansión.



				 







				SIGMA



				1 mes”
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El máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, en oficio N° JP-593-15 de 13 de agosto último, manifestó:



“En atención al oficio No. 8028-15 en el cual se solicita a esta Dirección realizar las manifestaciones que consideremos oportunas respecto de la propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción” suscritos por la Comisión de Acceso a la Justicia, nos permitimos indicar lo siguiente:



 



Del análisis de la propuesta dicha, se establece que la misma no riñe con los objetivos en materia de Gestión del Recurso Humano, de hecho es preciso señalar que en cuanto al planteamiento contenido en el Plan Anual Operativo Institucional del cual se deriva el tema estratégico de “Consolidar un sistema apropiado e integral de personal para un mejor desempeño y servicio público, la Dirección de Gestión Humana se ha dado la tarea de realizar diferentes actividades que contribuyan en la elaboración de una Política Rectora de Gestión Humana en todos los ámbitos y sectores que ocupan el Poder Judicial, que sea accesible e inclusiva, dentro de uno de estos proyectos, se puede citar la elaboración de un registro de postulantes por clases de puestos; el cual pretende crear una base de datos con personas a las cuales se les hayan realizado una serie de pruebas Psicológicas y de conocimientos generales, a fin de garantizar la idoneidad mínima para el desempeño del cargo, indistintamente del género, condición socioeconómica, orientación sexual y otros elementos que pudiesen ser discriminatorios.



 



De este modo, se podrán integrar registros tanto de postulantes como de elegibles, luego de la aprobación del proceso respectivo, de modo que se puedan realizar nombramientos interinos como en propiedad, según corresponda y dotar a la institución de personal idóneo indistintamente de rasgos.



 



Adicionalmente a este proyecto, los diferentes subprocesos a cargo de esta Dirección realizan pruebas psicológicas para el reclutamiento y selección de personal, diagnósticos de ambientes laborales los cuales propician ambientes libres de violencia y discriminación de cualquier tipo.



 



En la Sección de Reclutamiento y Selección y Carrera Judicial, se aplican pruebas psicológicas como instrumentos de evaluación, para realizar nombramientos interinos, meritorios y propietarios a nivel nacional, de esta forma se garantiza la neutralidad del nombramiento, así como la idoneidad o no del oferente.



 



Lo anterior, se respalda en el mismo Estatuto del Servido Judicial, Artículo 18 que indica: “Para ingresar al Servicio Judicial se requiere. Incisos: (…) “b) Poseer aptitud moral y física para el desempeño del cargo, lo que comprobará el Departamento de Personal.” (…) “d) Demostrar idoneidad, sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos que esta ley disponga, o que determine el Departamento de Personal.”. Asimismo, la Constitución Política de la República de Costa Rica Artículo 192, refiere: “Con las excepciones que esta Constitución y el estatuto de servicio civil determinen, los servidores públicos serán nombrados a base de idoneidad comprobada y sólo podrán ser removidos por las causales de despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el caso de reducción forzosa de servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos”.



 



Como acciones afirmativas en relación a la propuesta de política, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, sometería a conocimiento del Consejo de la Judicatura el requerimiento de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodecendientes del Poder Judicial, con el propósito de que la temática se haga del conocimiento de los tribunales evaluadores y sea considerada en los temarios para los cargos de juez y jueza.



 



Asimismo, deberá de valorarse la incorporación del tema en los cursos de capacitación que imparte la Escuela Judicial, tanto en las distintas especialidades como en el Taller para Tribunales Evaluadores.



 



Por su parte, Gestión de la Capacitación manifiesta apoyar y colaborar en el cumplimiento de las metas (sección III) de la política y con el apartado Capacitación del punto 2. En el Ámbito Administrativo, mediante las siguientes acciones concretas:



 



1. En relación con la meta 4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial e intolerancia, con el objetivo de obtener conocimientos que impacten positivamente la prestación de servicios en los ámbitos Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



 



Gestión de la Capacitación propone divulgar los cursos, seminarios, congresos y becas que sobre el tema tenga conocimiento con el fin de que se tramiten bajo el amparo del Reglamento de Becas y los lineamientos que correspondan. Se propone revisar el convenio 68-CG-05 entre la Universidad de Costa Rica y la Corte Suprema de Justicia con el fin de validar opciones de capacitación y formación para la población judicial que puedan surgir a partir de los acuerdos establecidos en este convenio y en relación con el aporte académico que pueda brindar la Cátedra de Estudio de África y el Caribe de la Universidad de Costa Rica al cumplimiento de esta meta. Plazo: Noviembre de 2015.



 



2. En la meta 5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas  pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica ala del censo del 2011



 



Se contempla que para la actualización del sistema de matrículas, convocatorias, talleres y registros de becas incluir como parte de la información de la persona (Población judicial) el campo de referencia de autoidentificación étnica como una forma de poder valorar en el largo plazo (2017) el impacto de los servicios de capacitación en la población afrodescendiente interna. Esto en el caso de que la política se equipare tanto para la población usuaria como para la población judicial. Plazo: 2017



 



3. En la meta 8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



 



Se propone incluir en el Programa de Inducción al Poder Judicial, material de apoyo de lectura o audiovisual sobre la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes con el fin de complementar la información que ya existe sobre las políticas de interés institucional para el Poder Judicial y que se convierten en un pilar clave para el desempeño público eficiente enfocado en el respeto a los derechos humanos de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Plazo: 2016



 



4. En cuanto a la meta 12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo… y lo pertinente a Capacitación en el punto 2. Ámbito Administrativo



 



Gestión de la Capacitación informa que ya nos encontramos trabajando en conjunto con la Comisión de Acceso a la Justicia la elaboración de un Programa de Derechos Humanos bajo la modalidad virtual, que contendría en su estructura temática un módulo básico y general enfocado al tema de Derechos Humanos y un módulo dedicado a cada población en condición de vulnerabilidad (en total 10 módulos), entre ellas la afrodescendiente. Este módulo se encuentra dentro en la fase inicial de recopilación de contenido con personas expertas, en este caso la persona designada por la Comisión es la Lcda. Alejandra Monge quien además nos está apoyando en la coordinación con todas las subcomisiones adheridas a la Comisión, ya que en gran medida cada sub comisión se encargará de apoyar en contenido y revisión los módulos de capacitación en desarrollo. Plazo: 2017 (todos los módulos)”
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La licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el licenciado Elías Muñoz Jiménez, Directora y Subdirector interinos de Planificación, respectivamente, en oficio N° 1298-PLA-2015 de 18 de agosto citado, externaron el siguiente criterio:



“Mediante oficio 8029-15 del 3 de agosto de 2015, se solicita a esta Dirección se pronuncie previo a someterlo a la Corte Plena, el oficio N° CACC-1544-2015 y propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción” suscritos por la Comisión de Acceso a la Justicia.  Al respecto, se procede a formular las siguientes observaciones:



 



1.- En la “Sección III Metas”:



 



1.1.-  Meta “5”:



 



“5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.”



 



Observaciones:



 



·                 En taller celebrado 21 de abril de 2015 organizado por la Comisión de Acceso a la Justicia, donde se invitó al personal de la Dirección de Planificación, se formuló la observación, en el sentido de que para poder aplicar esta meta necesariamente debería de explorarse la factibilidad en  los sistemas informáticos institucionales de registrar la información, ya que de acuerdo a lo que se ha conversado con Tecnología de la Información, en el sistema SIC, que es el que cuentan los despachos en los que no hay Sistema de Gestión a la fecha, la política es no realizar mejoras, en el tanto están enfocados al mantenimiento del Sistema de Gestión, por lo tanto,  en ese entendido deberá aclararse la política. Al observar como quedó redactada la meta, no es posible determinar si se ello se realizó.



 



·                 Se debe detallar cual será el criterio de selección de los usuarios del sistema para poder completar la información que se solicita, no esta totalmente claro.



 



 



·                 No se identifica el responsable, ni el plazo para su cumplimiento.



 



1.2.-   Meta 6:



 



“6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia”.



 



Observaciones:



 



·                 Para concretar esta meta dependerá de la posibilidad tecnológica de realizar lo señalado en el punto anterior.



 



·                 No se identifica el responsable, ni el plazo para su cumplimiento.



 



1.3. Meta 9



 



“9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia  coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.”



 



Observaciones:



 



El término “fortalecer”  debe ampliarse  ya que sugiere  la necesidad de asignar recursos pero no identifica cuáles.



 



1.4.          Las siguientes metas tienen una relación entre ellas.



 



“14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.”



 



El llevar a la práctica esas metas implica tiempo por parte de los órganos técnicos para desarrollarlos sin que ello garantice que se realice de la forma correcta.  Por tanto, nos parece que estas metas deben de acreditarse su responsabilidad de ejecutarla a la Unidad de Acceso a la Justicia conforme lo indica la meta “9” de la política aquí comentada. 



 



1.5.  En general las metas requieren de  un esfuerzo por incorporarles indicadores que permiten determinar su medición tangible ya que al momento de la  evaluación se pueden presentar problemas metodológicos para el logro de los objetivos.



 



1.6.          En el de “Plan de Acción”  se establece en el punto “2” en el Ámbito Administrativo lo siguiente.



 



 “Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.”



 



Observaciones:



 



El Plan Estratégico del Poder Judicial, ya se encuentra aprobado y su marco de acción rige hasta el año 2018, por lo que  si se desea incorporar esta Política como parte del Plan Estratégico actual la Comisión de Acceso deberá solicitar la incorporación al plan ya aprobado por la Corte Plena, sino la redacción de esta política deberá ampliarse para los planes estratégicos futuros.



 



La promoción de la incorporación de objetivos y metas en los planes anuales operativos, efectivamente es una labor en la que puede colaborar  la Dirección de Planificación, mas no asegura la implementación de la política, por cuanto representa solo una acción dentro del marco de la estrategia institucional que deberá definir la Comisión de Acceso a la Justicia, para lograr el cometido de la política.



 



La Dirección de Planificación como ente técnico colaborará en la definición de indicadores que puedan medir el impacto de la Política propuesta, por lo que la redacción salvo disposición diferente, deberá establecerse en que la Unidad de Acceso a la Justicia será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, para lo cual contará con el apoyo y asesoría técnica de la Dirección de Planificación.”
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Los informes anteriores se remitieron a análisis de la Comisión de Acceso a la Justicia, a cuyos efectos, la Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la citada Comisión, en oficio N° CACC-1630-2015 de 28 de agosto pasado, indicó:



“Deseo referirme a las observaciones que realizan a la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, las Direcciones de  Gestión Humana, Tecnología de la Información y Planificación.



 



         En primer lugar quisiera agradecer al Master José Luis Bermúdez por la excelente disposición para implementar en el ámbito de su competencia, las acciones que se derivarían de la Política de referencia una vez sea aprobada, porque de su atenta nota se desprende el compromiso y proyección para asumir esta tarea.



 



         En cuanto a las observaciones atinentes a la variable de afrodescendencia como una de auto identificación étnica, para obtener información desagregada sobre la situación y necesidades que enfrenta esta población. Es importante resaltar que de acuerdo con las manifestaciones realizadas por la Dirección de Tecnología de la Información, no existe inconveniente en el nivel técnico para incluirla en los sistemas.



 



         Ahora bien, resulta importante señalar que la auto identificación es un derecho humano corolario del derecho a la identidad, que al igual que el nombre, la identificación y la nacionalidad, permiten la individualización de la persona en sociedad.



 



         La Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, establece que las distintas instituciones deberán rendir informes anuales, y en su Plan de Acción señala como una obligación para el INEC “(…) Crear un sistema de información para la evaluación, que contemple aspectos demográficos, estadísticas vitales, educativas, salud, producción, acceso a la justicia y otras, que reflejen la situación, de la población indígena, afrodescendiente y migrante (y refugiada)[1]”



 



         Lo anterior visualiza la necesidad e importancia para el Poder Judicial, de crear un sistema de estadísticas paralelo, que permita cumplir con futuras obligaciones.



 



         Otro aspecto a resaltar es que durante los talleres de validación de la propuesta de esta Política, la propia comunidad afrodescendiente manifestó la necesidad de contar con estadísticas desagregadas, que faciliten el conocimiento de su situación y particulares necesidades, en relación con el derecho de acceso a la justicia.



 



         Las personas afrodescendientes consultadas estiman importante que el Poder Judicial cree una variable de auto identificación étnica, considerando que resulta discriminatorio no hacerlo, puesto que les invisibiliza como personas pertenecientes a un colectivo, del cual se sienten orgullosas.



 



         En relación con las observaciones que de manera general se refieren a definir la instancia responsable de ejecutar diferentes acciones plasmadas en la Política y su Plan de Acción,  cabe indicar que el instrumento es claro al identificar estas instancias,  según su competencia y especialidad.



 



         Asimismo, es importante en relación con los plazos para la ejecución, recordar que las políticas contienen lineamientos generales; brindan un marco de acción amplio y se complementan con otros mecanismos para fijar la temporalidad, por ejemplo, los planes anuales operativos.



 



         Finalmente, se considera propicia la ocasión para adicionar en la Introducción de la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, antes del punto a) lo siguiente:



 



“Asimismo, esta Política se inscribe en el marco de la reforma al artículo primero constitucional planteada por primera vez por la diputada afrolimonense Joyce Sawyers hace más de quince años, la reforma firmada el lunes 24 de agosto de 2015 establece el reconocimiento de Costa Rica como nación pluriétnica y multicultural. 



 



A partir de esta reforma se leerá el artículo primero de la siguiente manera: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural."



 



Este reconocimiento hace imperativa la elaboración, aprobación e implementación de  políticas institucionales  que visibilicen y reconozcan  las diversas étnias y culturas que conforman Costa Rica.



 



En el caso del Poder Judicial es fundamental el reconocimiento de las diversidades que conforman nuestro estado nación y de sus particulares necesidades, a efecto de permitir un efectivo acceso a la justicia que permita el eficaz ejercicio de los derechos humanos económicos, políticos sociales y culturales.



 



Por lo cual, se entiende que la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial permite no solo el efectivo cumplimiento del artículo 1° Constitucional, contribuyendo con esto a  una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional y la  conformación de nuestro país, sino también y sobre todo a hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas afro descendientes dadas sus particulares necesidades, lo que nos coloca como pioneros en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos”



 



         Y además un nuevo punto:



 



“h. EN CONCORDANCIA, con la Constitución Política que establece en su artículo primero: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural;”



        



         Esta reforma a la Constitución Política, es histórica y se da tras 15 años de lucha, reconociendo a los pueblos originarios y las migraciones que enriquecen la diversidad en nuestro país. El Poder Judicial, en este caso se ha colocado a la vanguardia en el tema, con la creación de la Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, y por ende se solicita interponer sus buenos oficios a fin de que para la próxima sesión de Corte Plena, se pueda presentar esta política institucional.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “Lo que se está presentado es una propuesta y debo hacerles saber a ustedes la trascendencia de esta política, si a bien lo tienen acogerla, porque sería a nivel latinoamericano e iberoamericano, el primer país que cuente con una de ellas.



En relación con este tema, hoy encontramos un taller que está llevándose a cabo desde la mañana en el tercer piso de este edificio, con el apoyo de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes que coordina la Magistrada Suplente de la Sala Segunda, doña Milagro Rojas; de personas migrantes y refugiadas coordinada por la Magistrada Julia Varela; de la Subcomisión de Diversidad Sexual que dirige la Magistrada Eva Camacho y de quien les habla en cuanto a la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas, todas estas junto con la CONAMAJ, que es presidida por el Magistrado Román Solís y bajo la dirección de la Máster Sara Castillo, ha sido factible en el caso de hoy, para la población de afrodescendientes compartir esta política que se les presenta y que nos colocaría en un primerísimo lugar, respecto de países como Estados Unidos, Brasil, Colombia y a tono con la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, acorde a la reciente reforma que se ha dado a la Constitución Política en el artículo 1.



Este tema se ha venido tratando por parte de algunas diputadas como lo es Epsy Campbell, quien ha sido una lideresa en este campo, para que el Poder Judicial de alguna manera visibilizara este grupo de personas en estado de vulnerabilidad social.



Ella quería estar aquí para escuchar lo que se va a decir, por el esfuerzo tan grande que se ha hecho sobre todo desde las Presidencias del Poder Judicial, quienes nos han apoyado en esto.



Debo hacerles saber que como una Subcomisión más, la de las personas afrodescendientes, no vendría a engrosar el presupuesto del Poder Judicial. Ya existe la Unidad Acceso a la Justicia y tanto quien les habla cuanto su ejecutora Alejandra Monge están en completa disposición de tomar ésta como una más de las Subcomisiones y de llevar a cabo la política que brevemente trataré de hacerles saber.



Desde el año 2012 a raíz de la inclusión de las Reglas de Brasilia, el Poder Judicial realiza estas acciones. La Comisión de Acceso a la Justicia de este Poder de la República, a instancia responsable de velar por los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, tomó esta decisión de promover la creación de la Subcomisión.



Así nace a la vida institucional la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, que coordina la Magistrada Milagro Rojas. Esta subcomisión fue creada en coordinación con la Defensoría de los Habitantes en noviembre de 2013; en un taller de acceso a la justicia para personas afrodescendientes. Su principal objetivo fue determinar a partir de un diagnóstico previo, los requerimientos que coadyuvaran a facilitar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



Esta actividad visibilizó la necesidad de diseñar e implementar una política institucional para el acceso a la justicia, con su correspondiente plan de acción, en este caso para las personas afrodescendientes y se avocaron con diversas instancias judiciales, a coordinar, junto con la Universidad de Costa Rica, la Cancillería, el Comisionado Presidencial para asuntos de afrodescendencia y con líderes y lideresas afrodescendientes, a fin de diseñar una propuesta de Política Institucional para el Acceso a la Justicia y su plan de acción.



Con el fin de obtener recursos para diseñar este instrumento en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y con el apoyo de la Comisión de Acceso a la Justicia se formuló un proyecto, que fue presentado ante la Comisión Costarricense de Cooperación con la UNESCO.



Este proyecto 7290116143 denominado “Promoción del Acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes en el Poder Judicial”, fue aprobado por la UNESCO, considerándolo el principal proyecto a desarrollar durante el año 2015.



Asimismo, el Consejo Superior en sesión número 15-15, artículo LIV, celebrada el 19 de febrero de 2015, lo declaró de interés institucional.



El proyecto de política contiene un marco internacional y nacional donde ahí citan todas las normas y todo el ordenamiento jurídico que lo rige, o en el que se fundamenta.



Luego se habla de la trascendencia política de este proyecto de reforma a la Constitución Política, que vino a incluir la pluriculturalidad y multietnicidad, pero más que eso es la incorporación real de todas estas normas, por lo cual, resultaba pertinente que el Poder Judicial lo hiciera mediante talleres, con participación viva para quienes iba dirigido.



Su aprobación como política institucional coadyuvaría al cumplimiento de los objetivos planteados en la “Política Nacional para una sociedad libre de racismo”, brindando las herramientas necesarias para dar sostenibilidad a las acciones en pro de los derechos de las personas afrodescendientes, todo en el marco del Decenio de las personas afrodescendientes, decretado por Naciones Unidas.



Dentro de los objetivos están:



1. Ampliar el acceso a la justicia y el efectivo ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica.



2. Combatir la persistencia del racismo y la discriminación racial aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia e interculturalidad.



3. Dirigir esfuerzos institucionales a la erradicación del racismo estructural, y las limitantes para ejercer los derechos humanos de las personas afrodescendientes en las fronteras nacionales.



Dentro del diseño de la política y relativo al proceso el proyecto se llevó a cabo de manera exitosa, mediante la ejecución de doce talleres programados (4 de diagnóstico y 8 de validación), y la interacción que tuvimos en todo el país con los diferentes talleres. Estos se realizaron para facilitar y obtener un panorama más amplio de las necesidades de la población afrodescendiente a lo largo y ancho del país y conocer su cosmovisión; sobre todo su percepción sobre el acceso a la justicia y la delimitación clara de sus particulares necesidades.



El proceso de validación a través de talleres brindó la posibilidad de enriquecer el documento con la perspectiva de las personas participantes. A su vez, dejamos así una memoria gráfica de los talleres de diagnóstico y validación que dejan las remembranzas que se dieron en todo un año.



La estructura política contiene un considerando de introducción, otro de definiciones, otro de principios, el siguiente de metas, para finalizar con el plan de acción en los diversos ámbitos del Poder Judicial jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo.



Cuenta el proyecto y, espero que si hay algún enriquecimiento nos lo hagan saber, con varias definiciones como Acceso a la justicia, Condición de vulnerabilidad,Discriminación étnico-racial, Racismo estructural, Discriminación indirecta por motivos étnico-raciales, Discriminación múltiple o agravada, Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, qué se entiende dentro de las definiciones por estas personas.



En la sección segunda se encuentran los principios generales de Igualdad, No discriminación racial, La interculturalidad, el principio de equidad, el control de convencionalidad, protección especial, el principio de Inclusión y Transversalidad.



En la sección tercera se establecen las metas a través de ejes estratégicos como capacitación permanente en todos los ámbitos, acciones afirmativas, temarios de exámenes con temas sobre derechos de personas afrodescendientes, realización de estudios, protocolos de atención, estadísticas desagregadas, variable ética-racial, enfoques y conceptos transversales, responde a la sección tercera, dice así: “reconocimiento al carácter multiétnico y pluricultural, enfoque diversidad y de derechos humanos, participación ciudadana.



El tema de la afrodescendencia debe trabajarse con el involucramiento de las personas afrodescendientes, tal y como se hizo durante la coordinación y construcción de esta política, visibilización de la discriminación en el perfilamiento racial.



Entre otras de las metas están: “Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad.



Lograr que los principios de igual y no discriminación sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales.



La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente, a través de los idiomas inglés y el criollo limonense.



Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales resoluciones relacionadas con estos derechos hacia la población afrodescendiente de forma desagregada.



Coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones, e instancias con metas afines para brindar atención integral.



Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la Administración de Justicia para las personas afrodescendientes.



Informar, formar y concienciar al personal judicial mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, con el fin de hacer efectivos los derechos de esta población, a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación.



También se piensa en campañas de divulgación sobre las formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla, en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial.



Se dará un monitoreo de esta política creándose los mecanismos necesarios para ello.



La prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad, acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio.



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de esta política y su plan de acción, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



La Subcomisión de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar sobre esto y, como les expliqué, no hay un gasto mayor que se pueda visibilizar.



Se debe tomar en cuenta el idioma y la cultura de las personas comparecientes y las particulares étnicas, a fin de eliminar todo mal entendido o sesgo atribuibles que pudiese ocasionar un trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y límite al acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



Se espera la aplicación de Convenciones Internacionales, abstención de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, ejecución de la pena, velar porque en esta etapa no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes, basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos.



El uso del lenguaje inclusivo en las sentencias y resoluciones emitidas respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



También dentro del plan de acción se contempla el ámbito administrativo con el apoyo de la Dirección de Planificación, con el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia, la capacitación como indiqué, tiene que instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia los afrodescendientes y promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de estas personas.



Dirigirse a la eliminación de perjuicios y reconocer las contribuciones de estas personas a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



Aumentar y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente.



La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, desde la sensibilización a la concienciación, pasando por la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportes según su área de trabajo.



La información y la divulgación ya les expliqué que estará propuesta dentro de este plan de acción y dentro de la política.



La gestión humana es muy importante, porque pretende que se promuevan todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, para que puedan optar por el acceso a todos los puestos de la Administración de Justicia sin discriminación alguna, de manera que los sistemas de contratación reflejen apropiadamente la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias.



El ámbito auxiliar jurisdiccional también se considera importante como lo es el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial.



Igualmente las relaciones interinstitucionales con la ejecución del trabajo con un enfoque interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes. En la medida de lo posible debe entablar relaciones con las siguientes instituciones:



-Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



-Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



-Comisión de Derechos Humanos. Subcomisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa.



-Defensoría de los Habitantes.



-Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



-Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



Dejo con esta exposición en términos breves todo el contenido que se les aportó desde hace días de la propuesta y del plan de acción.



Les hago ver, para lo que a bien estimen, la trascendencia que esto significa, no solo para Costa Rica, para el Poder Judicial, sino hacia lo que vamos dirigido conforme lo expuso el Papa ayer, más que ideologías, hay que tener presente que hay seres humanos detrás de ellas, y es hacia esas personas -en este caso los afrodescendientes- a quienes debemos efectiva y realmente darles el trato que como seres humanos merecen”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Interviene la Magistrada Varela: “En primer lugar agradecer a la Magistrada Escoto por la exposición de este trabajo tan importante que la Subcomisión correspondiente con todo el esfuerzo y la planificación ha hecho.



Observo que el contenido es muy conveniente y necesario para lograr llevar a cabo lo que se propone con las Reglas de Brasilia, también la forma como se ha estructurado y eso es muy importante.



Esto nos obliga a muchas cosas, pero la política siempre tiene acciones y metas y hay que trabajar en eso.



Tenemos que tener mucha claridad de que es parte de lo que tenemos que ir incorporando dentro del marco del Plan Estratégico, y de las acciones que anualmente se proponen para dar cumplimiento, esta es una más de las políticas institucionales de acceso a la justicia de los grupos vulnerables.



Es muy importante que se tenga toda esta referencia clara y la Comisión que la Magistrada Escoto dirige debe tener bien claro que todas las políticas que están tendiendo a cumplir con las Reglas de Brasilia, tiene que dárseles igual trato de importancia y articulación de acciones para llevarlas a cabo, porque de lo contrario estaríamos haciendo mal, aprobamos una política, pero luego no aprobamos los contenidos de apoyo que se requieren para esto.



Este es un gran esfuerzo institucional, es loable el trabajo que ha hecho esa Subcomisión y es importante tenerlo presente.



Quiero felicitar a la Subcomisión por el gran esfuerzo realizado, igual que con las otras políticas que se han aprobado, tengo claro que van en aras del respeto básico y del acceso a la justicia de los grupos más vulnerables y, por lo tanto, hay que hacer los esfuerzos que ello requiere”.



Manifiesta la Magistrada Camacho: “En el mismo sentido de la Magistrada Varela, más que felicitar a la Magistrada Escoto, quiero agradecerle por el planteamiento tan claro, concreto y con una metodología tan participativa con que se ha logrado la política.



Considero que las poblaciones en estado de vulnerabilidad a cargo de cada uno de nosotras como magistradas, pues se hace un doble o triple esfuerzo, primero porque no contamos con un contenido presupuestario, no impactan económicamente en mayor sentido, pero es necesario ir pensando a futuro que estas Subcomisiones a través de la Comisión General de Acceso a la Justicia, lleguen a tener mayor representatividad en lo que se refiere al presupuesto del Poder Judicial.



El esfuerzo es muy grande, de momento como bien lo señaló la Magistrada Escoto no va a incidir, pero debemos ir haciendo acciones más concretas para tener un esfuerzo que determine en realidad pasos más claros y firmes en cuanto a acciones dentro de la institución.



En el tema de la Comisión de Diversidad Sexual hemos notado un cambio radical en lo que es la capacitación a partir de la aprobación de la política. Espero que lo mismo suceda en la Subcomisión que dirige la Magistrada Escoto”.



Refiere la Magistrada Arias: “Quiero unirme al regocijo que invade a esta Corte con ocasión de esta política que ha sido presentada hoy. Sin duda alguna si se hicieran los ADN de cada uno de los costarricenses y las costarricenses, muy probablemente encontraríamos genes de esa huella que ha significado la negritud en nuestra descendencia y ascendencia.



El visibilizar y el potenciar medidas que impliquen reconocimiento de estos derechos fundamentales de personas afrodescendientes, sin duda alguna nos pone a tono con este catálogo de reconocimiento de derechos fundamentales.



Quiero agradecer a la Magistrada Escoto su exposición, estuvo muy bien, pero también quiero agradecer a las personas que han trabajado directamente esta política, específicamente a las máster Milagro Rojas Espinoza y Alejandra Monge Arias, a quienes las he visto un día sí y otro también, esforzarse por hacer este trabajo conjunto que implicó también una sinergia muy importante con el Poder Ejecutivo, con el Delegado Presidencial y con el equipo técnico con el que trabajaron.



Asimismo, con las señoras diputadas que, representando precisamente su negritud y muy orgullosas de ello en la Asamblea Legislativa, no solo motivaron para la modificación constitucional, sino también en este aporte que se ha realizado.



Sin duda alguna nos ponemos una flor en el ojal y, además, avanzamos en este reconocimiento de derechos fundamentales.



Quiero hacer una consulta en relación con esta política y es cómo la política considera en especial a las niñas, niños y adolescentes, y si esa política tiene esto en particular, porque si no lo tiene haría una gestión para que se incorpore dentro del esbozo de la política como en los planes de acción, actividades en concreto para los niños, niñas y adolescentes.



Lo anterior, considerando que lo que han llamado discriminaciones múltiples o discriminaciones agravadas aquí encontramos, y lo digo porque estamos trabajando en este momento en concreto en la zona de limón, que los niños que tienen esa condición, pero además que tienen la condición de ser indígenas afrodescendientes o de otras culturas y, además, la condición de minoridad tienen una vulneración muy grande de derechos.



De hecho cuando tratamos de buscar en ese diagnóstico inicial cómo se representaban estos niños afrodescendientes o pluriculturales dentro del espectro de una política pública, no lográbamos ubicar nada que se hubiera hecho en concreto en favor de estas poblaciones, siendo que, este es un tema que nos interesa por el acceso a la justicia, me gustaría saber si hay algo en concreto o es en general, siendo así tendríamos que hacer una adecuación particular para los niños, niñas y adolescentes y dentro de este grupo a aquellos que están en conflicto con la Ley Penal Juvenil”.



Responde la Magistrada Escoto: “Lo que indicó la Magistrada Escoto es sumamente importante. Hoy en la mañana se dejaba ver cómo dentro de las poblaciones que pueden llamarse vulnerables por alguna situación, se dan personas que en sí mismas representan y reflejan una serie de vulnerabilidades como lo serían las niñas, las mujeres, las ancianas, por ejemplo, y que, además de ser ancianas, mujeres, indígenas y afrodescendientes, sean itinerantes o tengan algún grado de discapacidad.



Esto se analizó porque es sumamente importante para atender estas poblaciones que en sí mismas reflejan muchísimas discriminaciones. Por eso se habló de la necesidad de que tiene que ser un trabajo interinstitucional y si ya el país cuenta con una política sobre el tema, pues se está tratando de ver de qué manera se logran planes, trabajos y acciones a través del Ministerio de Educación Pública, la Defensoría de los Habitantes y, por supuesto, del Poder Judicial de la institución que usted regula y dirige, la cual es la Escuela Judicial.



Desde ese ámbito la invitamos y le pedimos toda su cooperación y supongo que doña Milagro Rojas, quien es la lidereza en eso lo va a hacer, para determinar de qué manera con personas especialistas y especializadas en el tema, podemos enfrentar esta situación real a la que usted se refiere.



Hoy en la mañana estaba la doctora Rina Cáceres, Directora de la Cátedra de Estudios de África y del Caribe de la Universidad de Costa Rica, quien es la encargada en cuanto a la historia y la forma de combatir esa discriminación por raza; y creo que tenemos que trabajar de la mano.



La invito y le pido la ayuda que se requiera para ello, igualmente en cuanto a lo que han expuesto las Magistradas Varela y Camacho, gracias porque sé que ustedes y como lo dije antes, ha sido por la ayuda también de las diferentes Subcomisiones, en este caso de personas migrantes y de personas con diversidad sexual, como hemos logrado esta otra política.



Esto me lo encargó doña Milagro quién está en este momento con todas las personas afrodescendientes en el tercer piso, para hacerles ver que estimo y considero que dentro de la Unidad de Acceso a la Justicia, tenemos y debemos darle un trato igualitario a todas las Subcomisiones, y si en algún momento existe una duda o hay un trato un poco sesgado hacia un grupo que puede ser lógico, normal o natural, les pedimos hacérnoslo saber para ver de qué manera logramos lo que ustedes pretendan.



Agradecemos que estén al frente de cada Subcomisión con esa integridad y con esa misión de que se les trate por igual”.



SALE LA MAGISTRADA ROJAS.



Expresa la Magistrada Ari as: “La Magistrada Escoto no me contestó la consulta que hice, en el sentido de si los niños, niñas y adolescentes dentro de esta política jugaban un rol específico.



Me imagino que probablemente no están especificados, entonces instaría para que se incorpore dentro de esta política y sea aprobado también por esta Corte Suprema de Justicia, una mención especial sobre la necesidad que tenemos de trabajar con los niños, niñas y adolescentes”.



Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Lo disponemos de esa forma y aprobamos la política que se ha sido presentada a esta Corte”.



Se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes presentados por la  máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el licenciado Elías Muñoz Jiménez, Directora y Subdirector interinos de Planificación. 2.) Con la observación formulada por la Magistrada Arias, aprobar la propuesta de la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, cuyo texto deberá leerse de la siguiente manera:         



“Política  Institucional  para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial  y su Plan de Acción.



Introducción



Se estima que en las Américas hay alrededor de 200 millones de personas que se identifican a sí mismas como afrodescendientes De la misma forma, estudios realizados demuestran que constituyen una de las poblaciones más pobres y marginadas. En el caso de Costa Rica, la situación no es diferente,  y   esta población que representa el  7,8 %  por ciento de la  población, (Censo del 2011),  ha sufrido de constantes e históricas violaciones a sus derechos, debido a condiciones de discriminación estructural,  que han incidido  en un acceso limitado a  la  justicia, el empleo, la vivienda, la educación y   las prestaciones sociales.



Según datos del Censo del 2011,  las personas afrodescendientes presentan entre otras características, una menor proporción de ocupaciones a nivel directivo, un componente alto de personas trabajadoras no calificadas, un menor acceso al seguro social y pensiones, así como una mayor cantidad de necesidades básicas insatisfechas.



La tasa de desempleo abierta para personas  blancas y mestizas, es de un 1,7 %  mientras que la de personas afrodescendientes  es de un 2.3%. De los puestos en niveles directivos - públicos o privados-  un 8,1  son ocupados por personas afrodescendientes, a diferencia de quienes se autoidentifican como  personas blancas y mestizas que ocupan el 15.0% de estos puestos. Asimismo, mientras que la cantidad de ocupaciones elementales para personas afrodescendientes es de un 27.5%,  para personas blancas y mestizas es de un 20.5%.



Además,  en relación con las personas afrodescendientes se tienen los siguientes datos: el 4.0% de esta población carece de acceso a bienes y servicios, 12.8% a infraestructura física sanitaria, 15.1% a albergue digno y un 8,2% no tiene acceso al conocimiento; por el contrario para personas blancas y mestizas los datos varían en la siguiente proporción: 2,5% con carencia de acceso a bienes y servicios, 8.9% a infraestructura físico sanitaria, 9,6% a albergue digno y un 6.4% sin acceso al conocimiento.



La tasa de hogares con pobreza extrema, es de un 8.5 % para personas afrodescendientes y de un 5.0 % para personas blancas y/o mestizas. En relación con el seguro social hay un 18.7% de afrodescendientes sin acceso a este servicio, a diferencia de la taza para la población blanca o mestiza, que es de un 13.8 %.



[bookmark: _ftnref11]Finalmente, la cantidad de personas afrodescendientes con acceso a computadora e Internet es de un 42.4% y un 39.1% respectivamente en relación con un 49.9% y un 46.6% en el caso de personas blancas y/o mestizas[2].



La discriminación estructural manifestada en esas cifras, aunada al hecho de que las y los afrodescendientes pueden sufrir de formas múltiples y agravadas  de discriminación por  motivos conexos,  tales como la edad, el género, el idioma, la religión, el origen social, la discapacidad u otras condiciones socioculturales,  ha llevado a la necesidad de promulgar  una serie de normas tanto nacionales como internacionales, destinadas a  la promoción y efectiva  protección de sus derechos humanos.



Desde la aprobación de la Convención contra la Esclavitud en 1926, hasta hoy se han  concebido  instrumentos internacionales destinados a prohibir,  la trata de personas esclavizadas, el racismo  y sus efectos en las estructuras institucionales, entre ellas:



La Declaración Universal de Derechos Humanos,  la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la proclamación del 21 de marzo en 1966 como el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, la Declaración de 1973-1982 como el Primer Decenio de la lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial,  la celebración entre 1978 y 1983  de la Primera y la Segunda Conferencias Mundiales contra el Racismo, la proclamación de Naciones Unidas del Segundo y Tercer Decenios de la lucha contra el Racismo, la Celebración en el 2001 de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, donde se reconoce que las y los afrodescendientes continúan siendo víctimas  de las  consecuencias de la trata de personas esclavizadas,  el colonialismo y el racismo, la proclamación en el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes, y la reciente proclamación por parte de la Asamblea General de la  ONU, del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, proclamado por resolución 68/237 con el lema: “Reconocimiento, Justicia y Desarrollo”.



A nivel nacional también se han creado una serie de normas destinadas a erradicar la discriminación racial, dentro de los esfuerzos más recientes se encuentra la Creación de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, 2014-2025, mediante la cual se reconoce que las y los  afrodescendientes representan un grupo específico, cuyos derechos humanos deben promoverse y protegerse.



Asimismo, en enero de 2015 el Presidente de la República  nombró un Comisionado Presidencial para Asuntos Afrodescendientes  y en la Gaceta número 77 del 22 de abril se publicó la directriz 022-P: “Sobre el Decenio Internacional de los Afrodescendientes” el cual establece la obligación para las dependencias del gobierno central e instituciones descentralizadas, de formular políticas públicas destinadas a cumplir con los planteamientos del Programa de Actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución número 69/16.



No obstante,  pese a los avances normativos mencionados,  la discriminación racial, tanto directa como indirecta siguen manifestándose y reavivan  la importancia de contar con políticas institucionales consecuentes,  que permitan el acceso a la justicia de todas las poblaciones especialmente de aquellas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, esta Política se inscribe en el marco de la reforma al artículo primero constitucional planteada por primera vez hace más de quince años, por la diputada afrolimonense Joyce Sawyers. La reforma firmada el lunes 24 de agosto de 2015 establece el reconocimiento de Costa Rica como nación pluriétnica y multicultural. 



 



A partir de esta reforma se leerá el artículo primero de la siguiente manera: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural."



 



Este reconocimiento hace imperativa la elaboración, aprobación e implementación de  políticas institucionales  que visibilicen y reconozcan  las diversas etnias y culturas que conforman Costa Rica.



 



En el caso del Poder Judicial es fundamental el reconocimiento de las diversidades que conforman nuestro estado nación, y de sus particulares necesidades, a efecto de permitir un efectivo acceso a la justicia que permita el eficaz ejercicio de los derechos humanos económicos, políticos sociales y culturales.



 



Por lo cual, se entiende que la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, permite no solo el efectivo cumplimiento del artículo 1° Constitucional, contribuyendo con esto a  una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional y la  conformación de nuestro país, sino también y sobre todo,  contribuye a hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas afro descendientes dadas sus particulares necesidades, lo que coloca a la institución como pionera en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos; por tanto,  el Poder Judicial de Costa Rica:



 



a.     RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito institucional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y grupos sin distinción alguna, por motivos de raza, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de persona migrante y/o refugiada, discapacidad o cualquier otra condición social; 



b.     REAFIRMANDO el compromiso institucional con la implementación de las Cien Reglas de Brasilia sobre  Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad;



c.     REVALIDANDO el compromiso con la erradicación de todas las formas  de discriminación que afectan a las personas afrodescendientes en Costa Rica;



d.     CON EL CONVENCIMIENTO de que los principios de igualdad y de no discriminación son fundamentales para garantizar el acceso a la justicia  entre los seres humanos;



e.     TENIENDO EN CUENTA que la existencia y persistencia del racismo, el sexismo y la xenofobia hacia  las personas afrodescendientes,  afectan en mayor o menor grado  el  acceso a la justicia y  el ejercicio de sus derechos humanos económicos, políticos, sociales, y culturales, como pueblos.



f.       CONSIDERANDO que una sociedad pluriétnica multicultural y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, religiosa, de género y sexual de toda persona y crear las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su derecho a la identidad; 



g.     CONSCIENTES, de la necesidad de crear un instrumento idóneo, que plasme los principios y más altos valores institucionales, cuyos postulados brinden los lineamientos que contribuyan a generar un cambio orientado al respeto de la diversidad, la no discriminación racial y la inclusión social plena;



h.     EN CONCORDANCIA, con la Constitución Política que establece en su artículo primero: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural;



 



Acuerda adoptar la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, destinados a asegurar las condiciones para brindar un trato equitativo y no discriminatorio, que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.



Sección I



Definiciones



 



En concordancia con los fines de esta Política y su Plan de Acción, se entenderán vigentes las siguientes definiciones:



 



Acceso a la justicia



 



Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que permitan garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes,promoviendo un trato digno y proscribiendo toda discriminación, a fin de alcanzar el objetivo de una justicia pronta y cumplida.



 



Acciones afirmativas



 



Se entienden como acciones afirmativas para efectos de esta Política, toda medida encaminada a corregir o compensar discriminaciones presentes o pasadas, o para impedir que la discriminación se reproduzca en el futuro, y que están orientadas a promover la transformación en el comportamiento y mentalidad institucional, de manera que permita la materialización de la igualdad de oportunidades,  y una mayor representatividad  de las personas afrodescendientes.



 



Condición de vulnerabilidad



 



De acuerdo con la definición utilizada en las Reglas de Brasilia, esta expresión designa a “aquellos grupos de personas que por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.



 



[bookmark: _ftnref12]La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico”.[3]



 



[bookmark: _ftnref13]Discriminación étnico-racial[4]



 



Es una construcción social que redunda en una serie de barreras actitudinales y del entorno, que la sociedad genera y que teniendo como base el estereotipo,  el prejuicio, el estigma, el miedo y la ignorancia, limitan la participación plena de colectivos y personas en igualdad de condiciones, generando exclusión social. Al ser una construcción social tiene las siguientes características:



 



-Se transmite de generación en generación, a través de los medios de comunicación, literatura, el sistema educativo,  la publicidad y lugares de enunciación.



 



-Está en constante evolución y mutación, depende de patrones sociales y culturales que se traducen en un tratamiento negativamente diferenciado, hacia las personas sobre las cuales recae un prejuicio racial basándose en la falsa creencia de que el fenotipo y las características físicas, determinan la personalidad  y la conducta.



 



-Restringe el acceso de las personas discriminadas al pleno disfrute y goce de recursos, servicios y derechos.



Es en suma, todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo basado en el origen étnico-cultural (hábitos, costumbres, indumentaria, símbolos, formas de vida, sentido de pertenencia, idioma y creencias de un grupo social determinado) y/o en las características físicas de las personas (como el color de piel, facciones, estatura, color y forma de cabello, etc.) que tenga como objetivo o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de las personas en la esfera política, económica, social y cultural y que desemboca en un trato diferenciado en forma negativa en contra de la persona discriminada, que tiene por efecto la anulación o menoscabo en el reconocimiento, ejercicio y/o goce de un derecho.



La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en su artículo 1 párrafo 1  señala que “(…) la expresión discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”



 



Racismo estructural



 



[bookmark: _ftnref14]Es el conjunto de factores, valores, prácticas, patrones, estereotipos, mensajes, iconos o signos  que colaboran con la reproducción naturalizada[5] de estereotipos  sobre personas pertenecientes a un grupo humano diverso, que termina por colocarlas en posición de menor prestigio y autoridad vulnerabilizándolas. Se reproduce en prácticas institucionales y patrones de conducta, de raigambre histórica y cultural, que representan desventajas, que inhiben el acceso a los servicios que las instituciones ofrecen, lo que hace necesaria, la aplicación de tratamientos diferenciados, adecuados al momento histórico.



 



[bookmark: _ftnref15]Para los efectos de esta Política la situación de discriminación estructural, que sufre la población afrodescendiente,  debe ser analizada a la luz de los obstáculos que enfrentan estas personas, para poder acceder a los mecanismos de justicia internos en igualdad de condiciones y obtener reparación a la discriminación sufrida. [6]



 



Discriminación indirecta por motivos  étnico-raciales



 



[bookmark: _ftnref16]Al tenor de lo establecido en la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia “es la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutro pone a personas de una etnia en desventaja particular con respecto a personas de otra  etnia  salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados”. [7]



 



Discriminación múltiple o agravada



 



Entendida como toda restricción descrita, de forma concomitante, en dos o más de las políticas institucionales de acceso a la justicia para las  poblaciones en condición de vulnerabilidad, y que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes



 



Se refiere al conjunto de medidas, facilidades, servicios, ajustes y apoyos que permiten garantizar sin discriminación alguna, el goce de los servicios judiciales a las personas afrodescendientes, para el pleno ejercicio de sus derechos y por ende, para la consecución de una justicia pronta, cumplida y con rostro humano.



 



Personas Afrodescendientes



 



[bookmark: _ftnref17][bookmark: _ftnref18]El término afrodescendiente define a quienes reconocen en África su lugar de origen territorial común, y lleva implícito  un complejo sistema de mestizaje, una experiencia común con la esclavitud y el racismo, así como formas comunes de resistencia y opresión[8]. Este término ha sido baluarte de la resistencia cultural y política y del reconocimiento de una herencia ancestral, que visibiliza tanto el racismo históricamente ocultado, como los aportes de las africanas y los africanos en América, considerando que la identidad cultural y situación actual de las personas afrodescendientes, está ligada tanto a esa herencia ancestral Africana como a la situación de esclavización vivida  en las Américas[9]. 



 



Para efectos de esta Política y su Plan de Acción, se entiende por persona afrodescendiente, a toda aquella persona que se auto identifica como descendiente de africano o africana y reconoce en su identidad la ancestralidad africana y/o, que es  descendiente de personas de origen africano, que fueron víctimas del desarraigo forzado y  el tráfico trasatlántico de personas esclavizadas.



 



Sección II



Principios generales



 



Esta Política y su Plan de Acción se han de interpretar teniendo como fundamento los principios que a continuación se citan, los cuales deben  orientar la actuación de las personas funcionarias judiciales y han de considerarse en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan y cumplen una función específica, que tiene como fin promover un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



 



Sin ser una lista taxativa, se señalan los siguientes principios:



 



Igualdad



 



Implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población afrodescendiente dentro del marco de los valores constitucionales y de la normativa nacional e internacional de aplicación en Costa Rica, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la normativa aplicable.



 



No discriminación racial



 



Promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en criterios étnico-raciales hacia personas afrodescendientes, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 



Para su cumplimiento, es indispensable que se otorgue una protección efectiva que tome en cuenta sus particulares características económicas,  sociales y culturales, así como  las  situaciones de especial vulnerabilidad  a que se puedan ver expuestas por motivos étnico-raciales.



 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación tanto a las personas usuarias afrodescendientes, como entre las personas funcionarias judiciales afrodescendientes que laboran en la institución, y se materializará mediante acciones que aseguren un nivel óptimo de comunicación, acceso a la información y tratamiento respetuoso que facilite y permita el derecho de acceso a la justicia.



 



En ese sentido,  cabe indicar que no constituyen discriminación las  acciones afirmativas, destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes en condiciones de igualdad, siempre que tales medidas no impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos. 



 



La interculturalidad



 



Plantea la necesidad de reconocer las diversidades culturales que existen en las sociedades,  a efectos de promover la convivencia pacífica y respetuosa entre grupos cultural y socialmente distintos, a través del diálogo asertivo y el respeto mutuos y se materializa en la incorporación de conductas, y la eliminación de barreras actitudinales basadas en prejuicios étnico-raciales, que impiden un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como en un reconocimiento positivo de la diversidad  humana como elemento de la riqueza existente en un Estado multiétnico y pluricultural como el costarricense.



 



Las personas funcionarias judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, y entenderán la afrodescendencia como parte de esa diversidad nacional, que junto con otros aspectos tales como: el nombre, la edad, la etnia, la cultura, el género, la condición socioeconómica, la orientación sexual y/o la  condición de  discapacidad, conforman a la persona y su identidad.



 



El principio de equidad



 



Impulsa a las personas funcionarias judiciales a tomar en cuenta el trasfondo humano de los conflictos, y se materializa en la consideración de las condiciones personales, familiares, étnicas, culturales, sociales y económicas en cada uno de los casos de manera que se garantice un efectivo ejercicio de derechos.



 



Protección especial



 



Se materializa en las especiales consideraciones que deben recibir, las personas afrodescendientes que tengan la doble o triple condición de vulnerabilidad en razón de ser mujeres,  niñas, niños, personas jóvenes, personas LGBTI, personas adultas mayores, migrantes, refugiadas, personas privadas de libertad adultas o menores de edad, víctimas de delitos o personas con discapacidad, a efectos de que se considere con especial relevancia  el resguardo y efectivo ejercicio de derechos según sus particulares necesidades y de esta forma se garantice el  derecho de acceso a la justicia como requisito sine qua non para una efectiva defensa de los derechos económicos, políticos, sociales y culturales.



 



El principio de Inclusión



 



Implica la creación de procesos y la implementación de acciones que lleven a superar las desventajas sociales, económicas y culturales y permitan que se esté en condiciones de gozar de los derechos y ejercer la participación ciudadana, superando la estigmatización que conlleva la pobreza, la marginación  la exclusión y el racismo.



 



Transversalidad



 



Su materialización implica la incorporación de las necesidades, aspiraciones y características de la diversidad de personas, colectividades y pueblos. En el caso de las personas afrodescendientes, implica la consideración de sus voces en la elaboración de acciones y estrategias de manera que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de la presente Política y su Plan de Acción.



 



El control de convencionalidad



 



Entendido como mecanismo que debe ser llevado a cabo por las instancias  judiciales domésticas,  y que involucra la comparación entre el derecho local y el supranacional,  de manera que no exista incompatibilidad y se apliquen efectivamente los instrumentos internacionales de aplicación en Costa Rica, incluyendo las normas de derecho emergente y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



 



Sección III



Metas



 



1. Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad, basado en el respeto a la diversidad,  que tome en cuenta un acceso  en igualdad de condiciones, de acuerdo al sexo,  género, nivel educativo, grupo etario,  condición de discapacidad, etnia y cultura.



 



2. Lograr que los principios de igualdad y no discriminación, sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales. La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada, con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



 



3. Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente. La institución proveerá en caso de necesidad, personas traductoras cuando se tenga como lengua materna  un  idioma diferente al español. Ello incluye la necesidad de contar con personas traductoras en inglés criollo limonense, en especial en aquellos distritos judiciales, donde existe mayor concentración de afrocostarricenses, para quienes ésta es su lengua materna.



 



4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia  de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial  e intolerancia, con el objetivo de obtener  conocimientos que impacten positivamente  la prestación de  servicios en los ámbitos  Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



[bookmark: _ftnref19]5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.[10]



6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



7. Compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales, resoluciones relacionadas con los derechos inherentes a la población afrodescendiente, de forma desagregada.



 



8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en  los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.



 



10. Promover la coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones y/o instancias con metas afines, de manera que se facilite una atención  integral de  las necesidades de la población afrodescendiente.



 



11. Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la administración de justicia para personas afrodescendientes.



 



12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo.



13. Desarrollar campañas de divulgación sobre las  formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial, aprovechando  -entre otras- las plataformas informáticas con las que cuenta la institución y las creadas por las universidades. 



 



14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.



 



17. Diseñar y ejecutar las acciones afirmativas necesarias, que se requieran para implementar adecuadamente el Plan de Acción, con el fin de eliminar las desigualdades existentes entre los y las servidoras judiciales que sean afrodescendientes.



 



18. Establecer la obligatoriedad de la implementación de la Política en todos los ámbitos del Poder Judicial. El incumplimiento y no aplicación por parte del personal judicial, de los lineamientos establecidos en este instrumento, será comunicado a la Inspección Judicial, para que se instruya el procedimiento disciplinario correspondiente.



 



19. Promover la cooperación internacional, como una herramienta para el intercambio de ideas y experiencias, así como para compartir, diseñar y/o ejecutar programas de interés común, destinados a cumplir los objetivos de la presente Política.



20. Garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones étnicas, culturales o de contenido racial.



 



Plan de Acción



 



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



 



La Subcomisión para el acceso de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar por la implementación, seguimiento y evaluación de la política, en coordinación con las diferentes instancias institucionales, incluyendo a la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



Las Áreas Estratégicas para la Ejecución de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes serán las siguientes:




1. En el Ámbito Jurisdiccional



 



En el conocimiento de los casos, los jueces y las juezas procurarán promover y proteger el disfrute pleno y amplio, de los derechos humanos en condiciones de equidad y sin ningún tipo de discriminación en cuanto a etnia, sexo, género, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de otra índole, nacionalidad, fenotipo, condición socioeconómica u otra; brindando especial consideración a la atención de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



 



En su labor de interpretación de los aspectos jurídicos, los jueces y las juezas  en la medida en que sea pertinente y posible de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional y en los principios generales del derecho, deberán tomar en consideración la lengua y la cultura  de la persona compareciente y las particularidades étnicas, o bien, buscarán la adecuada asesoría en el estudio de los casos, a fin de eliminar todo malentendido o sesgo atribuiblesque pudiese ocasionar un  trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y  limite el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



En todos los casos, los jueces y las juezas deberán aplicar las Convenciones Internacionales ratificadas en Costa Rica, relativas  a personas afrodescendientes, al combate de la discriminación étnico racial y de derechos humanos en general.



 



En su labor de análisis y valoración jurídica, los jueces y juezas se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, que establezcan distinciones o jerarquizaciones con base en criterios  fenotípicos,   que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes.



 



Los jueces y las juezas de ejecución de la pena velarán porque en esta etapa, no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes,  basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos, con el consecuente menoscabo de la dignidad inherente a todo ser humano.



 



Todas las sentencias y resoluciones emitidas deberán contener un lenguaje inclusivo, respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



 



En todos los casos en los cuales una persona usuaria no hable español, se le deberá proveer servicio de interpretación en su lengua materna, incluyendo el inglés criollo limonense. Asimismo, el Despacho correspondiente deberá asegurar que toda resolución, se le notifique de manera comprensible.



 



2. En el Ámbito Administrativo



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política  y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.



 



Investigación



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes promoverán la investigación jurídica; el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia y no discriminación, que permita  mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes así como la implementación de la Política y su Plan de Acción en todos los ámbitos del quehacer judicial.



 



Capacitación



 



Para garantizar la aplicación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de personas afrodescendientes y su Plan de Acción, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Capacitación de Gestión Humana, así como cualquier otra instancia que se cree al efecto, deberán diseñar e impartir programas de capacitación y sensibilización permanentes, sobre los derechos que asisten a las personas afrodescendientes y las principales formas de exclusión que enfrentan.



 



La Escuela Judicial deberá incorporar en sus cursos básicos obligatorios y planes de capacitación,  un módulo sobre el enfoque de diversidad intercultural y su aplicación a grupos étnica y culturalmente diversos.



 



Los programas de capacitación y sensibilización  deben favorecer el logro de las metas consignadas  en la Política y contribuir de manera positiva a la atención de las personas afrodescendientes, su acceso a la justicia y  la construcción de una cultura de paz.



 



La capacitación y concienciación deben orientarse a la eliminación de barreras, mitos, estereotipos y prejuicios, que propician conductas discriminatorias y estigmatizantes por motivos étnicos y raciales, y que han generado situaciones que impactan de manera negativa el ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes.



 



De especial importancia será considerar en los programas de capacitación y concienciación, la perspectiva y derechos de la niñez y adolescencia afrodescendiente.



 



Los programas de capacitación y formación deben:



 



1.      Instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia personas afrodescendientes.



2.      Promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de las personas afrodescendientes, incluida la historia de África, la trata  transatlántica de personas esclavizadas y las doctrinas racistas que la acompañaron.



3.       Reconocer las contribuciones de las y los afrodescendientes a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



4.      Aumentar  y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente a partir de los Convenios y Tratados de los cuáles es signataria Costa Rica, así como de la jurisprudencia aplicable en la materia tanto en el nivel nacional como internacional.



5.      Promover  que el personal judicial adquiera un elevado nivel de conciencia  que favorezca, desde un enfoque de derechos humanos, conductas respetuosas de la dignidad, la igualdad y la no discriminación. La formación debe ser continua con el fin de mantener, actualizar y desarrollar las competencias y lograr, de esta manera, un mejor desempeño de la función judicial, desde una perspectiva de derechos humanos. La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, procurando también la concienciación y sensibilización, a través de la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



 



6.      Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes, y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportaciones según su área de trabajo.



 



Información y divulgación



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial,  llevará a cabo programas de información y divulgación a usuarios y usuarias, sobre el acceso a la administración de justicia en condiciones de equidad, y sobre las instancias y respecto de los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerar que existe afectación. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, utilizando los medios más idóneos.



 



En coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes realizarán campañas de divulgación de la Política  y su Plan de Acción, dirigidas a la población judicial de todo el país, utilizando medios electrónicos, audiovisuales, afiches, desplegables y cualquier otra herramienta que facilite su difusión, con el fin de incidir en su aplicación. Asimismo, deberá ejecutar campañas de sensibilización sobre los derechos humanos de las personas afrodescendientes y de divulgación de las buenas prácticas institucionales, en materia de derechos y prestación de servicios a esta población, con especial consideración a los derechos de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



 



La Dirección de Gestión Humana



 



La Dirección de Gestión Humana como ente rector en materia de Gestión Humana, debe garantizar el derecho a todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, a optar por el acceso a todos los puestos disponibles en el Poder Judicial, sin discriminación alguna.



 



El Poder Judicial se compromete a que sus sistemas de contratación reflejen apropiadamente, la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias,  a fin de atender las necesidades especiales legítimas de la población afrodescendiente.



 



3. En el Ámbito Auxiliar de Justicia



 



a)     Ministerio Público



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial, resultando de la mayor importancia la permanencia dentro del Ministerio Público, de personal con la formación mencionada, que facilite las condiciones óptimas a las personas ofendidas, para encontrar reparación por las ofensas sufridas.



 



b)     Defensa Pública



 



El personal de la Defensa Publica, deberá estar capacitado y concienciado, de manera que incorpore en sus estrategias de defensa, los convenios internacionales así como todos los principios y disposiciones sobre discriminación racial, de aplicación en Costa Rica.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial. El personal técnico y profesional del Organismo de Investigación Judicial, deberá incorporar el enfoque de diversidad y los criterios de no discriminación racial en todas sus gestiones.



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



La Unidad de Acceso  a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, velarán por la  ejecución de un trabajo  con un enfoque Interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral  y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes.



 



En la medida de lo posible debe entablar relaciones entre otras, con  las siguientes instituciones:



 



a)         Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



b)         Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto



c)         Comisión de Derechos Humanos. Sub-comisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa



d)         Defensoría de los Habitantes



e)         Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



f)          Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



 



g)         Patronato Nacional de la Infancia



 



Instancia responsable de la Implementación



 



La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán  las instancias responsables de operativizar la Política mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Compromiso institucional



 



El Poder Judicial se compromete al aprobar esta Política, a promover el conocimiento, respeto y aplicación de los instrumentos internacionales y la legislación nacional, sobre derechos humanos de las personas afrodescendientes, así como cualquier otra política institucional que reconozca los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluyendo las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.”
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La Secretaría General de la Corte procederá a realizar la correspondiente publicación.








 












 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



[1] Plan de acción para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2015-2018. El subrayado no pertenece al original.



 



[2] Datos recopilados por el PNUD 2015 sobre la base de datos del X Censo Nacional  de Población y VI de  Vivienda 2011 Instituto Nacional de Estadística y Censos ) INEC) Costa Rica.



[3] Iberoamericana, X. C. J. (2013). 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Revista Jurídica, 1(1), 111-132.



[4] Dada la improcedencia de la voz  raza o racial para referir la diversidad étnica y cultural de los grupos humanos,   en  este documento, el termino raza  y racial  seconsignarán para indicar la existencia y uso  social de conceptos, que implican un tipo de discriminación basada en la falsa creencia, de que los rasgos físicos implican ya sea  superioridad o inferioridad  intelectual, física y moral según se acerquen o alejen de las características físicas, tradicionalmente asociadas al grupo hegemónico.



 



[5] Implica adoptar una serie de construcciones sociales, como hechos de la naturaleza inmutables e incuestionables.



[6] Para la elaboración de esta definición se tomaron como base elementos del  informe de la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos No. 66/66. Caso 12.001 Fondo Simone André Diniz. Brasil. 21 de Octubre de 2006.



[7] Adoptada  en La Antigua, Guatemala  el miércoles 5 de junio de 2013) en el Cuadragésimo Tercer Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General  de la Organización de los Estados Americanos. Aún no ha sido ratificada por Costa Rica no obstante nuestro país la impulsó considerablemente.



[8] Para la enumeración de estos aspectos  se tomaron elementos desarrollados en el Libro El Pueblo afrodescendiente de Quince Duncan Moodie, Palibrio, 2012.



[9] El término afrodescendiente toma relevancia, a nivel jurídico internacional, con ocasión de la III Conferencia Regional de las Américas en Santiago -evento preparatorio de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación, la Xenofobia y la Intolerancia en Durban, África, en el 2001, no obstante fue propuesto inicialmente por la escritora, catedrática y activista brasileña  Sueli Carneiro en el Taller sobre Etnicidad e Identidad dentro del marco del 4to Congreso Luso – Afrobrasileño de Ciencias Sociales, dictado en el Instituto de Filosofía y Ciencias Sociales de la Universidad Federal de Río de Janeiro (1-5 setiembre) en 1996



[10] Al respecto en el  artículo 92 de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos,  realizada en el  año 2001 en Durban, Sudáfrica,  se insta a los países a realizar esfuerzos para visualizar estadísticamente a las poblaciones étnicas. En dicho artículo se insta a los Estados a que recojan, recopilen, analicen, difundan y publiquen datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local y a que tomen todas las demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de los individuos y los grupos que son víctimas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, además establece que esa información se recogerá, según proceda, con el consentimiento explícito de personas teniendo en cuenta la forma en que se definan a sí mismos y de conformidad con las normas relativas a los derechos humanos y las libertades fundamentales, así mismo, establece que  los  datos estadísticos y la información deberían reunirse con el objetivo de vigilar la situación de los grupos marginados, y el desarrollo y la evaluación de la legislación, las políticas, las prácticas y otras medidas encaminadas a prevenir y combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, así como con el fin de determinar si algunas medidas tienen un impacto involuntario desigual. Artículo 92 de la III  Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia conocida como Convención de Durban.



 








Acta de Corte Plena Nº 035 - 2016








Fecha: 19 de Diciembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Magistrados, Capacitaciones



ARTÍCULO VI



Documento 7901, 13872-2016



En sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del año en curso, artículo XVI, se concedió permiso con goce de salario a la Magistrada Escoto del 8 al 12 de noviembre pasado, a fin de que participara en el “Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica”, a celebrarse en Perú.



La Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia del Poder Judicial, en oficio N° CMEF-SP-0087-2016 del 5 de diciembre en curso, informó:



“Por este medio rindo informe de participación en el III Encuentro Internacional de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, celebrado en Perú del 07 al 11 de noviembre del año en curso; participación que se dio en razón de ser la Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actividad a la cual también asistió la Máster Alejandra Monge Arias, en su condición de Secretaria Técnica de dicha Comisión.



 



Respetuosamente le solicito hacer de conocimiento de Corte Plena, este informe.



           



Informe de Participación - Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica



 



La Comisión de seguimiento de Reglas de Brasilia fue invitada por el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, Dr. Víctor Ticona Postigo, a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, el cual se celebró del 9 al 11 de noviembre en la ciudad de Huancavelica.



 



En atención a la invitación participaron en el Encuentro, las representaciones de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá, no así Argentina por razones de fuerza mayor.



 



Simultáneamente, se efectuó el V Encuentro Nacional de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia y Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Programa liderado por su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala.



 



Previo a la realización del Encuentro  las y los integrantes de la Comisión de Seguimiento, recibieron  una solicitud para escribir y remitir un artículo, sobre la implementación de las Reglas en sus respectivos países, con el objetivo de ser publicado en  el Diario Oficial El Peruano, iniciativa que contó con una excelente respuesta. (Ver anexo).



 



Desarrollo del programa de actividades



 



Desde su llegada a Lima y en el marco del III Encuentro,  la  Comisión de Seguimiento concretó varias reuniones con destacados profesionales del Poder Judicial y del Congreso, para dialogar sobre temas  relacionadas con las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, y la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, como un medio efectivo para mejorar el acceso a la justicia y la prestación del servicio público.



 



Las reuniones realizadas con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia en Lima, el Juez Supremo Decano, integrantes de las Comisiones de Ambiente, de Género y de Trabajo de Justicia Indígena y Justicia de Paz; así como con congresistas, facilitaron el intercambio de experiencias contribuyendo de forma positiva, a la valorización de las acciones realizadas por los poderes judiciales iberoamericanos - en el marco de aplicación de las Reglas de Brasilia - para fortalecer el reconocimiento, promoción y aplicación del derecho fundamental de acceso a la justicia, que al ser instrumental abre la posibilidad de ejercer los demás derechos tutelados en los convenios internacionales, y en los ordenamientos jurídicos nacionales. (Ver tabla adjunta).



 



De acuerdo con el programa pre establecido el martes 8 de noviembre, se realizó una sesión de trabajo de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en la Corte Superior de Junín en Huancayo, con la participación de su Presidente el Dr. Sócrates Mauro Zevallos Soto, la Dra. Carmen Julia Matamala, representantes de la judicatura, y los Presidentes de Cortes Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad.



 



El objetivo de esta sesión fue exponer la labor realizada por  la Comisión  de Seguimiento  de  Reglas de Brasilia,  ante la Sala Plena de la Corte Superior de Justicia de Junín, exposición que estuvo a cargo de la Coordinadora de la citada Comisión, Magistrada Carmenmaría Escoto (Costa Rica), con la activa participación del Dr. Juan Martínez (España), la Dra. Karina Peralta (Ecuador), la Dra. María Fernanda Castro (Honduras) y la Dra. Angela Russo (Panamá).



 



Luego de las intervenciones de quienes integran la Comisión, se abrió un período de preguntas y respuestas, orientadas a ampliar conocimientos sobre las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las Reglas de Brasilia y las experiencias de implementación, demostrando los y las participantes gran interés en la temática.



 



El miércoles 9 la Comisión de Seguimiento se trasladó a Huancavelica, para continuar con el programa de actividades, allí en sesión solemne se inauguró formalmente el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.



 



Presentes en el acto: en representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, el Dr. Ramiro De Valdivia Cano Juez Supremo Decano,  el Dr. René Espinoza Avendaño, Presidente de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, la Dra. Carmen Julia Matamala quien tuvo a su cargo la presentación del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad del Poder Judicial del Perú, así como los y las Presidentes de las 33 Cortes de Justicia de la República y responsables del Programa citado.



 



Durante su exposición la Dra. Cabello destacó que se tienen previstos  más de 200 productos, para hacer efectiva la implementación  de las Reglas de Brasilia, de los cuáles durante 2016 se han ejecutado 39, orientados a eliminar barreras de acceso a la justicia. Asimismo, resaltó el compromiso y dedicación de las y los Presidentes de las 33 Cortes Superiores de Justicia, quienes han hecho posibles los avances logrados.



 



Una de las principales iniciativas de la Dra. Cabello según destacó en su informe, es la propuesta para que las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, se eleven a rango de ley en su país.



 



El jueves 10 el programa dio inicio en la Plaza de Armas de Huancavelica, con el izamiento de la Bandera, las palabras del Gobernador y del Alcalde provincial de Huancavelica y, acto seguido se dio el traslado de la comitiva al Tambo de Sacsamarca.



 



Esta experiencia resultó ser sumamente enriquecedora, al  colocar a quienes constituyen la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en contacto directo con una comunidad campesina integrada por personas indígenas quechuas, e instalada en una de las regiones más pobres del Perú, sobre la que se conjugan no una, sino múltiples condiciones de vulnerabilidad.



 



La visita tuvo por objeto valorar in situ la implementación que de las Reglas de Brasilia, realiza el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad. Ello incluyó una visita al Tambo, edificación instalada a más de 3.800 m de altura, en la cual se brindan servicios integrales a la población, entre ellos servicios judiciales, ya que los fines de semana jueces y juezas se desplazan para realizar audiencias, sin que medie el pago de horas extra.



 



Asimismo, reproduciendo una costumbre ancestral, las Reglas de Brasilia impresas en español y en quechua, fueron llevadas y entregadas oficialmente por el Chasqui, a la coordinadora del Programa, para luego ser repartidas a la población. Cabe anotar que el Chasqui es una  figura del imperio incaico, un corredor joven, que llevaba un mensaje o recado, haciendo las veces de correo y así se realizó en esta oportunidad, cuando varios Chasquis, incluyendo mujeres, mediante carreras de relevos trasladaron las Reglas de Brasilia desde Huancavelica hasta el Tambo.



 



Una de las actividades más importante fue el taller de trabajo con integrantes de la comunidad, en ellos la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, tuvo la ocasión de explicar con el apoyo de una mujer intérprete de la lengua quechua,  en qué consisten las 100 Reglas sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, definiciones, personas beneficiarias, destinatarias y qué derechos se pueden exigir con base en ellas, propiciándose un diálogo en el cual se  evacuaron diversas preguntas, sobre los alcances de este instrumento.



 



En general las Reglas de Brasilia, fueron acogidas con la esperanza de que su implementación mejore el acceso a sus derechos, no obstante de viva voz externaron su preocupación, en cuanto a que las Reglas sufran la misma suerte de leyes que no han impactado favorablemente para la solución de sus necesidades.  Los actos culturales que acompañaron la visita  incluyeron danzas, y rituales ancestrales de reconciliación con Pachamama (Madre Tierra).



 



Por la noche en la Corte Superior de Huancavelica, se realizó una exposición ante los 33 representantes de las Supremas Cortes del Perú y otras personalidades, sobre las buenas prácticas ejecutadas por los Poderes Judiciales de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá. (Ver Anexo).



 



Como clausura de la actividad el día 11 de noviembre se visitó la Feria  Itinerante “Justicia Jallalla”, instalada en la Plaza de Armas de Huancavelica, en la cual se observaron distintos esfuerzos realizados en pos de una justicia más accesible, entre ellos el Programa de Modernización del Sistema de Modernización de Justicia ACCEDE.



 



Para culminar la participación de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, y en el marco de la Feria Itinerante “Jallalla Justicia”, se leyó y firmó la “Declaración de Huancavelica”, documento redactado por quienes integran esta Comisión, en el cual se hace un reconocimiento a los esfuerzos realizados mediante el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, y a su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala por las acciones afirmativas y propuestas planteadas, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



“Declaración de Huancavelica



 



Preámbulo



 



Nosotros (as) integrantes de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, de la Cumbre Judicial Iberoamericana, reunidos (as) en la ciudad de Huancavelica, Perú,  en el marco del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, con el convencimiento de que la justicia debe ser accesible y humanizada para todas las personas usuarias de los sistemas juridiciales, y:



 



Considerando que los derechos fundamentales son inherentes al ser humano, sin importar, sexo, edad, idioma, etnia, condición social o económica,  discapacidad, orientación sexual, credo religioso, nacionalidad o pertenencia a una comunidad itinerante. Así ha sido reconocido por la comunidad jurídica internacional, a través de la ratificación de diversas convenciones y declaraciones que los tutelan, las cuales impregnan los ordenamientos jurídicos internos.



 



Estimando que el Estado y sus instituciones, deben asumir el compromiso de proveer los mecanismos que hacen posible a  la ciudadanía en general, el goce y disfrute de sus derechos, eliminando todo tipo de obstáculos que entorpezcan, a las personas vivir a plenitud y dignamente.



 



Reconociendo que el derecho de acceso a la justicia da contenido a la igualdad formal expresada en  los instrumentos legales y,  al ser un derecho instrumental faculta el ejercicio de los demás, entre ellos: la vida,  la salud, la libertad, la integridad física, la alimentación, la igualdad de oportunidades, el trabajo y a la educación, entre otros. Es decir, que el acceso a la justicia facilita pasar de la letra muerta a la acción humanizante.



 



Subrayando que en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en 2008, los Poderes Judiciales reunidos en Brasilia, aprobaron las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, definiendo las circunstancias por las cuales una persona o población se encuentra en esa condición.



 



Tomando en cuenta que las Reglas de Brasilia surgen de un análisis profundo sobre la situación que enfrentan las poblaciones de Iberoamérica en condición de vulnerabilidad, para acceder al sistema de justicia, asumiendo las condiciones de discriminación y exclusión social para su erradicación, a partir de un enfoque integral y de alto contenido social.



 



Partiendo de que este instrumento es un esfuerzo por allanar el camino, humanizar la justicia y ubicar a la persona como eje central del quehacer de los Poderes Judiciales, de manera tal que todos los servicios sean diseñados en atención a sus necesidades y que el personal sea consciente de la obligación de ofrecer un servicio público de calidad.



 



Afirmando que no se debe escatimar la realización de toda acción positiva, cuyo objetivo sea derribar obstáculos que impiden el derecho de acceso a la justicia, y remediar situaciones de desventaja y exclusión que afectan a los grupos de personas en condición de vulnerabilidad, incluyendo entre estas las acciones legislativas, administrativas y operativas.



 



Evidenciando el compromiso de la Coordinación Nacional del Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, del Perú, no solo en cuanto a la organización del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, sino en atención a todas las acciones realizadas en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellas la propuesta de elevar a rango de ley las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Respetuosas y respetuosos del ordenamiento jurídico de la República del Perú y de su institucionalidad, pero con una clara conciencia de que todo esfuerzo para cerrar la brecha en torno al acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, debe ser valorado en su justa dimensión,



 



Declaramos



 



Que la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actuando conforme lo establece la Regla número 100 la cual define las obligaciones de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, entre ellas: “(…) promover la elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas, que contribuyan al mejoramiento del acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (…)”. De acuerdo con el objetivo de su  Plan Marco de Trabajo 2016 – 2018 el cual señala: “Mejorar las condiciones de Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, con base en la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, con perspectiva de género, respeto y reconocimiento de la diversidad, en total armonía con los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” y con el convencimiento de que toda iniciativa ajustada a derecho, en armonía con los principios que informan el derecho constitucional vigente, que pondere y potencie los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, debe ser acogida con beneplácito; se solidariza con el Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, reconociendo como un valioso esfuerzo su iniciativa de gestionar ante las instancias correspondientes, para que se eleven a rango de ley, las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la República del Perú.



Asimismo, hacemos propicia la ocasión, para manifestar nuestro agradecimiento por la invitación a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, reunión que promueve el fortalecimiento de los lazos de amistad, solidaridad y cariño, que unen a nuestros Poderes Judiciales.



 



En Huancavelica, Perú, a las seis horas, del día nueve de noviembre de dos mil dieciséis.” (Ver anexo con la Declaración debidamente firmada)



 



En el mismo acto los Presidentes, representantes de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia de la República, los Coordinadores Distritales y representantes de los Coordinadores del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad, realizaron un reconocimiento a la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala, por su liderazgo, dedicación y esfuerzo, con el cual ha logrado incentivar más allá de la función jurisdiccional, el compromiso voluntario de la Judicatura Nacional. (Ver anexo).



 



Finalmente, es imperativo resaltar en este informe, que esta ha sido la primera ocasión en la cual la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, se constituye in situ para sesionar, intercambiar experiencias, desarrollar talleres de trabajo y, constatar el avance en la implementación de las Reglas de Brasilia en un país de Iberoamérica, acorde con las funciones que le son determinadas en la Regla número 100, lo que sin duda ha permitido un acercamiento sin precedentes con la realidad que enfrentan las personas destinatarias de este documento, y un medio idóneo de verificación del compromiso asumido en este caso, por el Poder Judicial del Perú, reconociendo su esfuerzo y  los avances logrados en la implementación de las Reglas de Brasilia, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones tuteladas en este instrumento.



 



ANEXOS



 



100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas  en condición de vulnerabilidad.  La experiencia costarricense.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto



 



Sin duda la aprobación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia en 2008, marca un hito.



 



La dimensión que las Reglas de Brasilia otorgan a las carencias de las poblaciones más excluidas en las sociedades, supone un enfoque integral y de alto contenido social, que materializa el sueño de quienes creemos que la democratización de la justicia, sólo es posible cuando esta es accesible para todas las personas, sin distinción alguna. Las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen fronteras, sexo, edad o etnia; todos los países enfrentan situaciones análogas.



 



El Poder Judicial de Costa Rica, en aras de humanizar la justicia, mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, no obstante, a la luz de este instrumento se amplían las posibilidades de comprensión del fenómeno, de desarrollar estrategias para combatir todas las formas de intolerancia, y de eliminar barreras de cualquier índole.



 



En concordancia con las Reglas, se han creado instancias especializadas,  a las cuales me referiré posteriormente, que trabajan por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados.



 



Estas instancias poseen como paradigma, que el acceso a la justicia no incluye solamente la tutela judicial efectiva y las garantías del debido proceso, sino también todo mecanismo útil para la resolución de un conflicto. Se trata de dejar de lado la visión tradicional de la prestación del servicio público como una prerrogativa del Estado, para ubicarlo en la esfera de los derechos humanos; de manera que el servicio a las personas usuarias, implique la eliminación de modelos discriminatorios.



 



En ese orden de ideas, el acceso a la justicia como derecho instrumental que es, da contenido a la igualdad formal plasmada en los instrumentos legales, al ser el mecanismo que permite la exigencia de otros derechos, la resolución de los conflictos y la obtención de peticiones en procesos y gestiones no contenciosas. De tal forma, permite efectivizar los derechos sociales, económicos, culturales, civiles y políticos; abriendo camino para el reclamo de su cumplimiento y garantizando la igualdad y la no discriminación.



 



Para quienes lideramos el sector justicia, es una de nuestras responsabilidades el reconocimiento de las diferencias, como requisito indispensable para identificar las barreras que históricamente han obstaculizado el acceso a la justicia de diversos sectores, colocando a estos colectivos en situaciones lamentables.



 



Se trata de un compromiso de quienes mediamos la prestación de un servicio social, con la búsqueda de soluciones oportunas y pertinentes, que respondan a las necesidades particulares de los distintos grupos.



 



Se requiere de un sistema de garantías que permita su pleno desarrollo, por ello el Estado debe crear las condiciones jurídicas y materiales para que toda persona sin distinción, pueda acceder a la justicia. No solo ha de existir una abstención absoluta de imponer barreras, sino que han de implementarse acciones positivas cuando se presenten obstáculos de hecho, para el ejercicio de este derecho.



 



El acceso a la justicia en sentido amplio comprende no solo la posibilidad de acceder a procesos formales o no, para la solución de los conflictos y pretensiones, sino además la disponibilidad de un buen servicio de justicia, obtención de pronunciamientos justos, adecuados y en tiempo, evitar que las personas abandonen los procesos o gestiones judiciales, por motivos ajenos o contrarios a su voluntad, como podrían ser: la pobreza, la exclusión social, la tardanza, el desconocimiento, la falta de asistencia técnica y la discriminación, entre otros;  así como darle seguimiento a las decisiones, es decir a la ejecución de las sentencias, por citar algunos ejemplos.



 



El acceso a la justicia supone centrar la atención en los derechos de las personas justiciables, el sistema de justicia debe ser el medio para la función encomendada al Estado, de brindar protección a la ciudadanía mediante la resolución de sus conflictos o pretensiones. La persona es y debe ser la protagonista, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir se debe orientar el quehacer en función de la ciudadanía, ofreciendo una justicia con rostro humano.



 



Sin embargo, algunas poblaciones continúan afrontando situaciones desfavorables, al encontrar mayores obstáculos para la tutela efectiva de sus derechos frente a los poderes públicos. Por ello es pertinente que los poderes judiciales concentren su atención, en aquellos grupos que se encuentran histórica y socialmente en condición de vulnerabilidad.



 



La ejecución de las Reglas de Brasilia ha representado para el Poder Judicial de Costa Rica, la búsqueda de mecanismos que contribuyan a mejorar el acceso a la justicia. Una de las principales acciones como ya mencioné, ha sido la creación de instancias especializadas para atender de forma particular las necesidades de las diferentes poblaciones: la Comisión de Acceso a la Justicia y  una Subcomisión por cada población determinada en condición de vulnerabilidad.



 



Es así que, la Comisión de Acceso a la Justicia en Costa Rica, es el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, encargado de dictar políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, entre ellos orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial y unir esfuerzos con instituciones externas que coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, afro descendientes, indígenas, víctimas del delito, de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo, la integran representantes de organizaciones gremiales y de la población civil usuaria de los servicios judiciales.



 



Tanto la Comisión como las Subcomisiones, encuentran apoyo en la Unidad de Acceso a la Justicia, órgano técnico ejecutor creado por acuerdo de la Corte Plena, cuya misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Resulta imprescindible indicar que para cada una de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, se ha aprobado una política institucional para el  acceso a la justicia, las cuales desde el más alto nivel jerárquico, brindan un marco de acción que permea en cascada el giro normal de la institución, contribuyendo en el diseño de cursos de capacitación, talleres, campañas de divulgación, modificación de la cultura judicial tradicional, producción de circulares y directrices, diseño universal (infraestructura), compra de equipo, atención a la persona usuaria, y toda acción tendiente a incorporar de manera transversal la perspectiva de género y diversidad, sin obviar las múltiples condiciones de vulnerabilidad que pueden afectar a una persona,  es decir,  se puede ser persona migrante, adulta mayor e indígena a la vez, por lo que la atención siempre deberá brindarse de manera integral.



 



Algunos lineamientos establecidos en las políticas institucionales que merecen ser resaltados como buenas prácticas son: la realización de audiencias in situ, cuando la persona usuaria está imposibilitada para trasladarse al recinto judicial; la designación de personas intérpretes y traductoras en idiomas indígenas y lengua de señas costarricense (LESCO), para la realización de audiencias judiciales; la contratación de peritajes antropológicos; otorgamiento de ayudas económicas para personas en condición de pobreza, las cuales cubren alimentación, transporte y hospedaje, según se requiera y con cargo al presupuesto judicial; la construcción de edificios nuevos y la remodelación de antiguos, con base en normas de accesibilidad universal, entre otros.



 



Todas estas son acciones estratégicas desarrolladas como parte del compromiso asumido para la implementación - y a la luz de la ratificación -  de las Reglas de Brasilia por parte del Poder Judicial de Costa Rica, contribuyendo así a la construcción de una sociedad libre de discriminación, inmersa en una cultura respetuosa de los derechos de cada una de las poblaciones, rompiendo antiguos paradigmas y desvelando los ojos de la justicia, para alejarnos de esa representación de imparcialidad - que no se cuestiona - pero si afirmando que se requiere mirar atentamente las necesidades de la población usuaria. De esta manera se pasa de la letra muerta a la acción humanizante.
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Corte Suprema de Justicia del Perú
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				Congresista Miguel  Torres Morales Zegarra, Presidente de la Comisión  de Constitución y Reglamento..







				



				Congresista Indira Isabel Huilca Flores, Coodinadora de la Comisión de la Mujer y Familia











 



Ponencia



 



Buenas prácticas para la implementación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto, Costa Rica.



 



Contextualización



 



Indudablemente las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, son el motor que enciende las iniciativas de los Poderes Judiciales, a fin de poner en marcha todas aquellas acciones que permitan mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones menos favorecidas.



 



Su aplicación  supone un enfoque integral y de alto contenido social que potencia  la democratización de la justicia, al buscar los mecanismos necesarios para hacerla accesible a todas las personas sin distinción alguna.



 



Resulta válido preguntarnos ¿qué llevó a los Poderes Judiciales Iberoamericanos a elaborar, aprobar e implementar este instrumento? La respuesta parece hallarse en  que las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen sexo, edad, etnia o condición social, pero tampoco fronteras; en todos los países enfrentamos situaciones análogas, de ahí que nos corresponde la tarea de hacer de las Reglas, un instrumento efectivo para paliar las necesidades de las mal llamadas “minorías”, las cuales sumadas todas, constituyen una inmensa mayoría de seres humanos privados de sus derechos.



 



El Poder Judicial de Costa Rica no se abstrae a este imperativo, en aras de humanizar la justicia, desde años atrás mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, y desarrolla estrategias para combatir todas las formas de intolerancia y discriminación.



 



A través de la  aplicación de diagnósticos de necesidades,  se han logrado determinar los obstáculos que históricamente han enfrentado ciertas poblaciones, cuando requieren la tutela judicial para  hacer efectivos sus derechos, encontrando así: barreras arquitectónicas, de comunicación e información y actitudinales.



 



De manera sistemática el Poder Judicial de Costa Rica ha buscado mecanismos para eliminar estas barreras, encontrando mayor dificultad cuando se trata de permear en el ser humano y remover actitudes prejuiciosas y discriminatorias, que por ser interiores, son invisibles, ocultas y por si fuera poco, muchas veces mutan  adoptando formas diferentes, camuflándose para pasar desapercibidas.



 



A partir de la ratificación de las Reglas de Brasilia por parte de la Corte Plena en mayo de 2008, se han sumado otros esfuerzos a los que ya se venían ejecutando, para trabajar por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados, me refiero a la creación formal de instancias especializadas, las cuales se sitúan a la vanguardia de las buenas prácticas judiciales, y desde las cuales en cascada, se producen acciones de diversa índole que impactan el sistema de administración de justicia, para el cual la persona es y debe ser el eje central, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir con una orientación del quehacer en función de la ciudadanía, a fin de ofrecer y brindar una justicia con rostro humano.



 



Buenas Prácticas



 



Comisión de Acceso a la Justicia



 



Una de las grandes fortalezas del Poder Judicial de Costa Rica, radica en la existencia de una Comisión de Acceso a la Justicia: órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, la cual tengo el honor de coordinar. Esta Comisión es la encargada de dictar políticas y lineamientos institucionales al más alto nivel, hacia el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones,  entre ellos, orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial, liderar las campañas de concienciación para provocar un cambio en la cultura judicial y unir esfuerzos con instituciones externas las cuales coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



La Comisión sesiona regularmente una vez al mes y extraordinariamente cuando se requiere. Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, indígenas, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes y personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo la integran representantes de organizaciones gremiales y de la sociedad civil usuaria de los servicios judiciales, actualmente se cuenta con un abogado con discapacidad visual.



 



Unidad de Acceso a la Justicia



 



El órgano técnico ejecutor de la Comisión es la Unidad de Acceso a la Justicia, creado por acuerdo de Corte Plena en la sesión ordinaria N° 32-2011, celebrada el 3 de octubre de 2011, artículo VIII.



 



Su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior (Comisión de Acceso a la Justicia, Corte Plena y Consejo Superior), y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, garantizando así a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde la óptica de los derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.



 



Sostenibilidad



 



Al ser instancias permanentes creadas para velar por la eliminación de los obstáculos que enfrentan las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, brindan sostenibilidad a las acciones ejecutadas para que estas poblaciones ejerzan sus derechos, procurando así un acceso a la justicia de calidad, a través de acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Planes Anuales Operativos y Presupuesto



 



Resulta importante destacar que cada año se elabora un plan anual operativo (PAO),  donde se programan objetivos, metas y actividades priorizados, en coordinación con todas las Subcomisiones, con una perspectiva amplia que involucra las necesidades de todas las poblaciones, lo cual facilita el desarrollo de acciones para el abordaje integral de la problemática.



 



Asimismo, la Comisión y la Unidad cuentan con su propio presupuesto - y si bien es modesto - permite abordar prioritariamente las necesidades que se enfrentan. No obstante, el presupuesto institucional de forma transversal, incorpora la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, impactando de forma directa las construcciones, remodelaciones, contratación de personal, compra de equipo y mobiliario, vehículos, producción de materiales, capacitación, divulgación, servicio de interpretación y peritajes antropológicos y culturales, realización de audiencias in situ, apertura de despachos judiciales especializados, ayudas económicas a personas de escasos recursos, por citar algunos ejemplos.



 



Asimismo, las poblaciones en condición de vulnerabilidad, deben ser consideradas en los planes anuales operativos (PAOs) de todos los departamentos, despachos y oficinas judiciales.



 



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas con discapacidad



 



La actual Subcomisión, nació en 2003, siendo denominada inicialmente Comisión de Accesibilidad, fue la primera creada con el fin de facilitar el acceso a la justicia de una población en condición de vulnerabilidad, en este caso, las personas con discapacidad. Es anterior incluso a la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Población en Condición de Vulnerabilidad, y desde su creación ha dictado políticas, lineamientos y directrices a la institución, sobre las acciones a realizar para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de esta población, trabajando por la eliminación de barreras de todo tipo, lógicamente con un fuerte impacto en infraestructura.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores



 



El Poder Judicial con una visión de futuro, anticipándose  a compromisos internacionales que se asumirían oficialmente en 2008, al ser aprobadas por Corte Plena en forma unánime las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad, y de cara  a una filosofía humanista, en la cual se considera a la persona como el eje central de la actividad que desarrolla la institución, merecedora de un servicio público de calidad y libre de obstáculos para hacer efectivos sus derechos al acudir ante la administración de justicia; consideró la condición etaria como una situación limitante para el acceso a la justicia, al encontrar las personas adultas mayores serios obstáculos en su interacción con el sistema, tanto en el nivel de salud, como de desplazamiento, de comprensión de los actos judiciales en algunos casos, y de acceso al información, siendo esta población la que enfrenta la mayor brecha informática. Por ello se creó una Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de la Niñez y la Adolescencia



 



El Poder Judicial absolutamente comprometido con los derechos de las niñas, los niños y adolescentes y a tono con las disposiciones contenidas en las Reglas de Brasilia, cuenta con una Subcomisión encargada de emitir los lineamientos atinentes a esta población. Asimismo, existe un Juzgado especializado en la materia, cuya jurisdicción es nacional. Tratándose de niñez y adolescencia prevalece el interés superior de los niños  y las niñas, por lo que no se escatiman esfuerzos para tutelar esta población. Se emiten circulares y protocolos, asó como normas procesales para la protección de sus derechos.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil



 



Las Reglas de Brasilia consideran en condición de vulnerabilidad, en primer lugar, a toda persona en razón de su edad. De ahí que las personas menores de edad por definición se encuentran en condición de vulnerabilidad, a lo que se suma una condición más de vulnerabilidad frente a la posibilidad de la privación de libertad y al encontrar especiales dificultades para ejercitar con plenitud, ante el sistema de justicia, los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Para la atención de esta población al igual que en los demás casos,  se ha creado una Subcomisión que se destaca por realizar importantísimos aportes, los cuales incluyen la definición de indicadores, creación de juzgados y equipo especializados  en la materia,  así como modelos basados en la justicia restaurativa.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas migrantes y refugiadas



 



Esta Subcomisión nace a la vida institucional en abril de 2011. Desde su conformación, la Subcomisión ha venido trabajando de manera constante para hacer efectiva la implementación de la Política institucional en la materia, en las diferentes esferas de la administración de justicia. La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) funge como Secretaría Técnica de la Subcomisión.



 



La población migrante es especialmente vulnerable pues su situación y la falta de documentos de identificación, favorecen la explotación laboral, hecho agravado cuando se trata de población indígena migrante, donde las mujeres, niños y niñas llevan la peor parte.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad



 



La Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad, es coordinada por la Directora de la Defensa Pública, por lo que el trabajo por los derechos de esta población se realiza desde esta institución, lo cual se ha esforzado por asegurar el adecuado acceso a la justicia de las personas quienes requieren sus servicios.



 



Las áreas que involucra su quehacer son: personas privadas de libertad en general; personas privadas de libertad con alguna de estas otras situaciones: condición de vulnerabilidad en razón del género; migrantes y refugiadas; pertenecientes a pueblos indígenas,  en condición de vulnerabilidad en razón de su edad;  personas con alguna discapacidad; personas acreedoras alimentarias;  personas trabajadoras; y por último, personas trabajadoras de la tierra. Es importante recalcar que una condición de vulnerabilidad que concurre en todas las personas que son atendidas por la Defensa Pública es la de pobreza, de ahí que aunque no se haga una mención específica, debe partirse de esa base para la atención de la población.



Es importante destacar en relación con el trabajo que realizan la Defensa Pública y la Subcomisión de personas privadas de libertad, los esfuerzos orientados a la población indígena y a las personas trabajadoras de la tierra, así como a las mujeres.



 



Se cuenta con una plaza especializada para la atención de personas indígenas desde junio de 2013 y ello ha permitido la realización de diversas acciones específicas tanto a lo interno[1] como a nivel interinstitucional.



 



Uno de los aspectos más importantes que se ha venido trabajando es la visualización de las personas indígenas privadas de libertad. Esta labor de visualización ha permitido detectar a 155 personas indígenas usuarias de la Defensa Pública en lugares como Buenos Aires, Bribrí, Coto Brus, Corredores y Turrialba.



 



Centrando la atención en las personas indígenas privadas de libertad, actualmente se han contabilizado 115 en esa condición[2] y ello ha permitido valorar el trato que se les está dando e incidir en propuestas efectivas para mejorar su calidad de vida, de acuerdo con las posibilidades procesales y tomando en cuenta su cosmovisión.



La Defensa Pública, mediante la plaza especializada, ha logrado posicionarse a nivel regional realizando visitas a zonas diversas, entre ellas a Tarrazú para tener contacto con el pueblo Ngäbe y conocer la situación de las personas indígenas en esta zona del país, sobre todo cuando inicia la recolección del café; además, se han realizado giras a Liberia, Atenas y Buenos Aires para coordinar temas sobre pueblos indígenas, directamente en sus territorios.



 



La materia agraria es donde hay un amplio matiz de vulnerabilidades, ya que las personas quienes trabajan sus parcelas, o en territorios indígenas o limítrofes, generalmente presentan condiciones serias de pobreza y suelen concurrir otras situaciones gravosas como por ejemplo ser persona indígena, migrante, mujer; de modo que la Defensa Pública y la Comisión de Asuntos Agrarios, la cual coordino, han venido ofreciendo un servicio especializado mediante una Unidad conformada por personas expertas en el tema agrario y se preocupan por capacitar a los y las juzgadoras, defensoras y defensores públicos y personal de apoyo.



 



Tan ostensible es la exclusión estructural de quienes son víctimas estas personas, que en muchas ocasiones la Defensa Pública debe representar tanto a la parte actora como a la demandada (mediante el nombramiento de defensoras o defensores específicos para que actúen como contraparte), ya que por sus características personales y socioeconómicas, las condiciones de vulnerabilidad son igualmente palpables.  



 



Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género



Las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, definen las poblaciones beneficiarias y las situaciones que potencian la vulnerabilidad, no obstante no referir en ellas a la población discriminada por orientación sexual e identidad de género, el Poder Judicial de Costa Rica si la contempla. Mediante el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 30-09 de 9 de noviembre de 2009, artículo XI, se crea la Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial.



 



La Subcomisión  inició sus funciones en enero de 2010 y desde esa fecha se reúne mensualmente. Está actualmente integrada por representantes de la Dirección General de Organismo de Investigación Judicial, el Servicio de Salud, la Secretaría de Género,  el Ministerio Público, la Defensa Pública, la Judicatura, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Defensoría de los Habitantes.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes



 



En  el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó  en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero de 2011.



 



A solicitud de la Comisión Nacional Afrocostarricense presentada ante la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el año 2013 se incluyó a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, iniciando así las acciones tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia, que llevaron a la creación de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes. 



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación de la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover  el diseño de políticas y directrices institucionales. A la fecha ya ha conocido y atendido casos de discriminación racial en el seno de la institución.



 



Políticas institucionales



 



Es importante destacar según ya lo he mencionado que para cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, se ha emitido una política institucional, con lineamientos específicos según las necesidades de la población destinataria, como por ejemplo en el caso de la población afrodescendiente se trata de erradicar toda forma de racismo y discriminación racial, incluyendo el racismo estructural y el indirecto, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad. Pero que también comparten objetivos comunes, a partir de ciertas características concomitantes.



 



Objetivo común



 



Todas las políticas comparten como objetivo común eliminar las diversas barreras que afectan a estas poblaciones, optimizar la prestación del servicio público y mejorar las condiciones para el acceso a la justicia. Asimismo, establecer lineamientos y directrices garantes de sus derechos.



 



Los lineamientos que establecen estos documentos permean todos los ámbitos del Poder Judicial: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo. Estableciendo obligaciones a las diferentes instancias para la realización de acciones de capacitación, concienciación, divulgación de derechos, formulación de planes anuales operativos y presupuestos con la perspectiva de la diversidad, accesibilidad en los sistemas en línea y páginas web, atención especializada a víctimas, pago de ayudas económicas, contratación con cargo al presupuesto de peritos, personas intérpretes y peritajes culturales, atención in situ cuando las circunstancias no facilitan el desplazamiento de la persona usuaria (personas con discapacidad, adultas mayores, indígenas de zonas lejanas)



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



De la mayor importancia no obstante haberla dejado para el final, la materia indígena merece una especial referencia, por ser esta una población histórica y sistemáticamente discriminada, al punto de haber sufrido un grave exterminio.



 



Lo he hecho así, porque quiero referirme a ella con el cariño que he desarrollado a través de los años, pues no solamente ejerzo el cargo de coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, también soy coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, además durante mis inicios en la carrera judicial, estuve en muchas oportunidades destacada en sus territorios, aprendiendo su idiosincrasia, viviendo muy de cerca sus necesidades, lo mismo ocurrió durante mis años como juzgadora en materia agraria, sin duda existe un gran ligamen entre los pueblos indígenas y la madre tierra  -su principal fuente de sustento- la cual les ha sido arrebatada, persistiendo hoy en día acciones directas para privarles de la poca que aun conservan. Las anécdotas y amargas experiencias que sobre esta etapa podría referirles son abundantes, así como sobre los acontecimientos que se han sucedido con el devenir de los años y que hemos debido abordar como parte del quehacer de la Subcomisión.



 



Para el año 2000 se tenía conocimiento, la población indígena representaba el 1.6% de la población total (63.876 personas). El 43% habitaba en alguno de los 24 territorios protegidos por la Ley Indígena.  Existen ocho diferentes etnias: bribri, cabécar, ngäbe, malekú, teribe, brunca, huetar y chorotega. Se reconocen seis distintos idiomas indígenas, el 50% de la población sólo habla su idioma nativo, el 40% español y el 10% son bilingües.



 



En la actualidad hay estimaciones de que la población indígena de Costa Rica, asciende a un 2% de la totalidad.



 



Del total de las personas indígenas del país 30.996 son mujeres (48.5%) lo cual representa el 1.62% de las mujeres costarricenses. El 77.3% de las mujeres indígenas viven en Limón, Puntarenas y San José. La cantidad de hijos (as) promedio que tiene una mujer indígena (4.1) es superior al promedio nacional (2.7). El porcentaje de mujeres indígenas con una o más carencias es del 76.23%, sólo el 23.77% tiene satisfechas sus necesidades básicas. El 40.7% de las mujeres indígenas no poseen ningún grado de educación, únicamente 62 mujeres estudian o han concluido la universidad (sólo el 2.68% de las mujeres indígenas acceden a ese tipo de educación).[3]



 



El  Censo 2011 revela que la población indígena creció en un 39%, el aumento es de 40.267 personas, al pasar de 63.876  a 104.143 indígenas, siendo del total 51.709 mujeres y 52.434 hombres.



 



El Censo 2011 también indica que del total 1.211.964 de viviendas con servicios básicos existentes en el país, solamente 1.148 viviendas indígenas cuentan con esos servicios; de 1.127.991 acueductos únicamente 189 están en comunidades indígenas y 906 viviendas toman el agua de ríos o quebradas; de 1.158.902 alcantarillados, 108 son de viviendas indígenas y 982 casas tienen servicio sanitario de hueco, pozo negro o letrina; y de 1.194.999 servicios de electricidad que proveen las empresas, solo 7.581 son en los pueblos indígenas.



 



En síntesis, esta población carece en la mayoría de los casos de las oportunidades y ventajas que el resto de la población costarricense, enfrentado serios desafíos para su desarrollo y satisfacción de necesidades básicas, a las que no se sustrae el acceso a la justicia.



 



El Poder Judicial ante esta situación con el afán de coadyuvar con las personas indígenas, fue consciente de la necesidad de crear condiciones adecuadas para el acceso a la justicia de estas personas. Con esta finalidad como una primera medida en el año 2003, constituyó la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos Indígena, la cual coordino desde entonces.



 



La Subcomisión está integrada por representantes de diversas instancias judiciales, así como de otras instituciones tales como: Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Instituto Nacional de la Mujer, Patronato Nacional de la Infancia, Defensoría de los Habitantes, Asamblea Legislativa, Poder Ejecutivo y sobre todo se propicia un acercamiento y la participación de las personas indígenas.



 



Hablar de los logros alcanzados por el Poder Judicial, de las barreras derribadas, del mejoramiento de la prestación del servicio en relación con cada una de las poblaciones supone más tiempo del que podríamos pensar, por eso y como señalé anteriormente, por el nexo que tengo con las personas pertenecientes a pueblos indígenas, es que puntualizaré las buenas prácticas realizadas en esta materia.



 



Avances y resultados a partir de la creación de la Subcomisión.



 



Desde la Subcomisión se ha desarrollado un trabajo sistemático para derribar barreras y abordar los retos que supone el acceso a la justicia de esta población, me referiré a ellos como producto del esfuerzo conjunto de la Subcomisión y las instancias que la integran.



 



Ø  Subcomisión debidamente constituida



Ø  Elaborada la Política Institucional Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas



Ø  Temática indígena posicionada institucionalmente.



Ø  Participación en la revisión de proyectos de ley relacionados con la materia.



Ø  Fortalecidas las relaciones con instituciones con iguales objetivos en relación con los derechos humanos de la población indígena, entre ellos la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Tribunal Ambiental Administrativo, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de la Mujer, la Caja Costarricense del Seguro Social, entre otras.



Ø  Normativas procesal y de fondo que visualiza a las personas indígenas, a quienes hemos consultado distintas normas.



 



Implementación de la Política Institucional Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas



 



Tomándose en cuenta que la diversidad de poblaciones en condición de vulnerabilidad, requieren un abordaje diferenciado y la especificación de reglas para poder dar respuesta a las necesidades de cada sector, pues cada grupo muestra sus propias particularidades y en estricto apego al Principio de Igualdad y a la accesibilidad de los servicios, es que se consideró emitir las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas



 



Asimismo, se estimó que las reglas permitirían dar efectivo cumplimiento a las disposiciones establecidas en instrumentos tales como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas de 2007, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana en marzo de 2008,  los cuales no deben limitarse a la letra de los textos normativos, sino que requieren medidas concretas que permitan su implementación, estimándose que a través de las Reglas practicas para el acceso a la justicia de esta población, se podría promover un cambio ideológico y cultural para asegurar el respeto pleno a la dignidad y derechos de la población indígena.



 



Objetivo



 



El objetivo de la Política es adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de las poblaciones indígenas,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial,  levantar cualquier obstáculo que impida mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad, eliminar tratos discriminatorios, de manera que se refleje en la atención de sus necesidades tanto en el ámbito jurisdiccional, como auxiliar de justicia y administrativo.



 



Avances y resultados a partir de la ejecución de las Reglas prácticas para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



La implementación de la Política Institucional ha permitido desarrollar diversas acciones:



 



Ø  Diferenciados en los procesos con un cintillo rojo,  los expedientes donde interviene una persona indígena.



Ø  Implementadas audiencias “in situ” tomando en consideración la distancia geográfica que separa  a los pueblos indígenas de los circuitos judiciales a los que deben acudir.



Ø  Asignadas ayudas económicas a las personas indígenas que lo requieran, para cubrir gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, ello en coordinación con la Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales.



Ø  Asignados en los casos que se requiere, personas intérpretes y traductoras en su idioma materno.



Ø  Realizados peritajes antropológicos  en los casos que se requiere.



Ø  Concienciado el personal judicial para brindar un trámite respetuoso de la persona y cosmovisión indígena.



Ø  Elaborados y divulgados boletines informativos sobre el trato prioritario y atención preferente, así como boletines para conmemorar las efemérides relacionadas con las personas indígenas adultas mayores.



Ø  Publicadas y divulgadas circulares para orientar las actuaciones del personal judicial, en cuanto a la prestación del servicio a las personas indígenas.



Ø  Realizadas múltiples actividades de concienciación y capacitación no solo en los territorios indígenas, sino también en los diversos circuitos judiciales del país.



Ø  Elaboradas cuñas radiales en el idioma materno de estas poblaciones, para difundir sus derechos.



Ø  Mejorado el servicio público a través del apoyo brindado por la Contraloría de Servicios, la cual realiza una función vigilante de la aplicación de acciones para el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia de esta población



 



Programa de Gobernabilidad democrática en Costa Rica: Fases I y II. Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas



 



Uno de los proyectos ejecutados recientemente (2015) y que merece destacarse, es el Programa de Gobernabilidad democrática en Costa Rica: Fases I y II. Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. Este Programa es un proyecto presentado por el Gobierno de Costa Rica, en coherencia con el Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 y representó un esfuerzo conjunto con la Agencia Española para la Cooperación Internacional para el Desarrollo (ACECID).



 



En ese marco, el proyecto sobre Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas, fue desarrollado por la Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, con la participación  de varios grupos indígenas lo cual es esencial, y gracias al apoyo de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, la Unidad de Acceso a la Justicia, la Escuela Judicial, el Departamento de Artes Gráficas, la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN).



 



La realización de talleres con participantes del Poder Judicial y personas indígenas Bribris, Cabécares, Ngöbe y Buglé, tuvieron como objetivo analizar las barreras existentes para el  acceso a la justicia y las acciones pertinentes para superarlas. De estos encuentros surgió el documento denominado “Acceso a la Justicia  para pueblos indígenas” que compila toda la información obtenida durante el proceso de capacitación, se consigna una sistematización de jurisprudencia del Tribunal Agrario de San José, acorde a los lineamientos internacionales sobre pueblos indígenas e incluye un capítulo sobre las principales líneas jurisprudenciales a tono con lineamientos internacionales.



 



Adicionalmente se obtuvo como producto el documento “Explicaciones útiles para una mejor comprensión de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”,  documento que facilita un mejor entendimiento de las Reglas por parte de la población indígena destinataria. Su elaboración se visibilizó como un compromiso para derribar barreras de comunicación e información, pues muchas veces se olvida que los tecnicismos legales, están fuera del ámbito de comprensión de la población en general, y para su  aplicación práctica es importante que las personas destinatarias puedan tener claridad y entender a qué nos referimos por ejemplo con diligencia “in situ”, quién y cómo puede optar por la asignación de ayudas económicas, saber que tienen derecho a recibir un trato prioritario, solicitar la fijación de horarios accesibles para los señalamientos de audiencias y juicios, que se coloquen distintivos en los expedientes, los cuales alerten sobre la participación de una persona indígena en el proceso, el derecho a contar con una persona intérprete o traductor (a) y el acceso al peritaje antropológico/cultural. Poco efecto tendría una política aun cuando se haya construido con las mejores intenciones, si no es comprensible para las personas destinatarias.



 



Finalmente, enumerar cada una de las acciones, resumir todas las experiencias, compartir las buenas prácticas desarrolladas, llevaría más tiempo, no obstante, deseo que este breve recorrido por el quehacer institucional, en torno a las acciones para la ejecución de las Reglas de Basilia y el mejoramiento del acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, haya permitido hacer patente nuestro esfuerzo y compromiso y sirva de insumo  a los representantes de las diferentes regiones que nos acompañan, si a bien lo tienen.



 



 



 



 



 



 



























Dejo así rendido el Informe correspondiente a mi participación, en el III Encuentro de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, con motivo de su participación en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica, celebrado en Perú del 8 al 12 de noviembre de 2016. Se declara acuerdo firme.








 












[1] Por ejemplo la creación de un libro general de personas usuarias indígenas y la implantación de un formato de minuta de comunicación persona usuaria-defensor o defensora, donde se establecen algunas pautas para reconocer particularidades de quienes requieren de los servicios de la Defensa Pública (verbigracia el tiempo de traslado hasta la oficina judicial y la eventual necesidad de ayudas económicas, así como la comprensión del idioma y la pertinencia de intérpretes o traductores).



[2] En centros cerrados como semi institucionales.



[3] Información tomada de la página web de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas.













 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus.PJ el: 20-06-2019 09:13:42.



image23.wmf








Artículo VI








image2.wmf








Artículo XX








image3.wmf








Artículo XXII








image4.wmf








Artículo XX








image5.wmf








Artículo II








image6.wmf








Artículo XXVIII








image7.wmf








Artículo III








image8.wmf








Artículo XXVII








image9.wmf








Artículo I








image1.wmf








Artículo XXXI








image10.wmf








Artículo XV








image11.wmf








Artículo XXIX








image12.wmf








Artículo XXVIII








image13.wmf








Artículo XI








image14.wmf








Artículo XXII








image15.wmf








Artículo VI








image16.wmf








Artículo XLVII








image17.wmf








Artículo XXIV








image18.wmf








Artículo XXII








image19.wmf








Artículo XXXV








image20.wmf








Artículo XIX








image21.wmf








Artículo XXXI








image22.wmf








Artículo XXXIV














[bookmark: _GoBack]Circular de Secretaría de la Corte N° 101 - 2005



05 de Agosto del 2005



Fecha de Publicación: 22 de Agosto del 2005



CIRCULAR No. 101-2005



ASUNTO: Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.



A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.-.



San José, 5 de agosto de 2005. –



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



-CC: - Diligencias



Róger.-



Publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22 de agosto de 2005.-



Circular de Secretaría de la Corte N° 182 - 2005



19 de Diciembre del 2005



Fecha de Publicación: 05 de Julio del 2013



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 129 del 05 Jul 2013



CIRCULAR N° 182-05



Asunto: Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.-



A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores, menores de edad,indígenas, víctimas y personas en una situación especial.-



San José, 19 de diciembre de 2005. -



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial N° 06-06 del 9-1-2006.



CC: Diligencias



Maricruz



Ref. 10029-05



Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2009



05 de Febrero del 2009



Fecha de Publicación: 16 de Febrero del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Audiencias, Colegio de Abogados, Consultorios Jurídicos, Debates-Juicios Orales, Expedientes, Usuarios, Viaticos, Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 32 del 16 Feb 2009



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2.   Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, comunicado mediante Circular Nº 145-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 7  del 12  de enero de 2010.)



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 5 de febrero de 2009.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Karla*
Publicación: Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009



Circular de Secretaría de la Corte N° 044 - 2009



20 de Abril del 2009



Fecha de Publicación: 06 de Mayo del 2009



Descriptores/Temas: Peritos judiciales, Dirección Ejecutiva, Políticas de accesibilidad, Consultorios Jurídicos, Defensoría de los Habitantes de la República, Gastos, Intérpretes, Universidad de Costa Rica, Viaticos



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 86 del 06 May 2009



CIRCULAR No. 44-09



Asunto: Intervención de intérpretes de lenguas indígenas en los procesos judiciales.



A LOS DESPCHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 22-09, celebrada el 10 de marzo del año en curso, artículo LX, dispuso que la intervención de intérpretes de lenguas indígenas es obligatoria cuando en un proceso judicial, en cualquier etapa, una de las partes involucradas es un indígena y para su debida defensa o reconocimiento de sus derechos ciudadanos, requiere de esa asistencia. Para ello se debe recurrir a la lista oficial de peritos del Poder Judicial, y en caso de no existir alguno inscrito, nombrar por inopia al que estimen pertinente.



San José, 20 de abril de 2009.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ashley*



Publicación: Boletín Judicial Nº 86 del 6 de mayo de 2009



Circular de Secretaría de la Corte N° 145 - 2009



16 de Diciembre del 2009



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas



CIRCULAR Nº 145-09



Asunto: Modificación de la Circular N° 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero de 2009.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 104-09, celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, dispuso modificar el punto 2 de la Circular Nº 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009, para que en adelante se lea así:



“2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



San José, 16 de diciembre de 2009



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ashley



Publicación: Boletín Judicial Nº 7 del 12 de enero de 2010



Circular de Secretaría de la Corte N° 092 - 2010



09 de Julio del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Documentos citados: Actas



Publicada en el Boletín Judicial Nº 148 del 30 de julio de 2010



CIRCULAR Nº 94-2010



Asunto:           Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.



San José, 9 de julio de 2010



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:(5622-10)



Ashley





ircular de Secretaría de la Corte N° 094 - 2010



09 de Julio del 2010



Fecha de Publicación: 30 de Julio del 2010



Descriptores/Temas: Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Acceso a la Justicia, Políticas de accesibilidad



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 148 del 30 Jul 2010



Publicada en el Boletín Judicial N° 148 del 30 de julio de 2010



CIRCULAR Nº 94-2010



Asunto: Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.



San José, 9 de julio de 2010



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:(5622-10)



Ashley



Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2013



18 de Marzo del 2013



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



Reiteración



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO:    Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 18 de marzo de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref: 6811-2011



David Z. *
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Circular de Secretaría de la Corte N° 072 - 2013



25 de Abril del 2013



Fecha de Publicación: 18 de Junio del 2013



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 116 del 18 Jun 2013



CIRCULAR Nº 072-2013



Asunto:    Regulación del Derecho de Petición.-



A TODAS LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° 30-13, celebrada el 2 de abril de 2013, artículo XLIV, a solicitud de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios de este Poder de la República, acordó comunicarles la siguiente normativa que regula el derecho de petición, que fue promulgada por la Asamblea Legislativa en octubre del 2012 (Ley. No. 9097), a fin de que se proceda a la aplicación de estas disposiciones, cuyo texto literalmente dice:



“9097



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA



DE COSTA RICA



DECRETA:



REGULACIÓN DEL DERECHO DE PETICIÓN



ARTÍCULO 1.- Titulares del derecho de petición



Todo ciudadano, independientemente de su nacionalidad, puede ejercer el derecho de petición, individual o colectivamente, en los términos y con los efectos establecidos por la presente ley y sin que de su ejercicio pueda derivarse ningún perjuicio o sanción para el peticionario. Todo lo anterior se ajustará al precepto establecido en el artículo 27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



ARTÍCULO 2.- Destinatarios



El derecho de petición podrá ejercerse ante cualquier institución, administración pública o autoridad pública, tanto del sector centralizado como descentralizado del Estado, así como aquellos entes públicos, con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado, respecto de las materias de su competencia, cualquiera que sea el ámbito institucional, territorial o funcional de esta.



Procederá, además, el derecho de petición ante sujetos de derecho privado cuando estos ejerciten alguna actividad de interés público, administren y/o manejen fondos públicos o ejerzan alguna potestad pública de forma temporal o permanente.



ARTÍCULO 3.- Objeto de las peticiones



Las peticiones podrán versar sobre cualquier asunto, materia o información de naturaleza pública.



No son objeto de este derecho aquellas solicitudes, quejas o sugerencias para cuya satisfacción el ordenamiento jurídico establezca un procedimiento administrativo específico y plazos distintos de los regulados en la presente ley.



ARTÍCULO 4.- Formalidad en el ejercicio del derecho de petición



a) Las peticiones se formularán por escrito, debiendo incluir, necesariamente, el nombre, la cédula o el documento de identidad, el objeto y el destinatario de la petición. Cada escrito deberá ir firmado por el peticionario o los peticionarios.



En cuanto a otros requisitos o procedimientos no establecidos en esta normativa y desarrollados reglamentariamente, o mediante órdenes, instrucciones o circulares, prevalecerá en toda petición el principio de informalidad, con el fin de garantizar a todos los ciudadanos su libre ejercicio.



b) En el caso de peticiones colectivas, además de cumplir los requisitos anteriores, serán firmadas por todos los peticionarios, debiendo figurar, junto a la firma de cada uno de ellos, su nombre y apellidos. De no constar todas las firmas, la petición se tendrá por presentada únicamente por las personas firmantes, sin perjuicio de su posterior subsanación o ampliación.



c) El peticionario podrá indicar del ejercicio de su derecho a otra institución u órgano diferente del cual ha dirigido la petición, remitiéndole copia del escrito.



d) Traducción o resumen en español, si la petición se presenta en cualquier lengua extranjera, conforme a la ley N.° 7623, Ley de Defensa del Idioma Español y Lenguas Aborígenes Costarricenses, y sus reformas.



ARTÍCULO 5.- Peticiones de miembros de comunidades autóctonas o indígenas



Los miembros de comunidades autóctonas o indígenas tendrán derecho a recibir asistencia de la Defensoría de los Habitantes o de la Comisión Nacional de AsuntosIndígenas para formular sus peticiones en idioma español, y a recibir y obtener pronta respuesta.



ARTÍCULO 6.- Presentación de escritos y plazo de respuesta



El escrito en que se presente la petición y cualesquiera otros documentos y comunicaciones que se aporten, ante la administración pública correspondiente, conforme lo indica el artículo 2 de esta ley, obligará a la administración a acusar recibo de esta, debiendo responder en el plazo improrrogable de diez días hábiles contado a partir del día siguiente de la recepción, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en la presente ley. Esta actuación se llevará a efecto por el órgano correspondiente, de acuerdo con la norma organizativa de cada entidad.



ARTÍCULO 7.- Peticiones incompletas. Plazo de subsanación o inadmisión.



a) Recibido el escrito de petición, la autoridad o el órgano al que se dirija procederá a comprobar su adecuación a los requisitos previstos por la presente ley, previos las diligencias, las comprobaciones y los asesoramientos que estime pertinentes. Como resultado de tal apreciación deberá declararse su inadmisión o tramitarse la petición correspondiente.



b) Si el escrito de petición no reuniera los requisitos establecidos en el artículo 4, o no reflejara los datos necesarios con la suficiente claridad, se requerirá al peticionario para que subsane los defectos advertidos en el plazo de cinco días hábiles, con el apercibimiento de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, notificándose entonces su archivo inmediato.



c) Se podrá requerir al peticionario la aportación de aquellos datos o documentos complementarios que obren en su poder o cuya obtención esté a su alcance y que resulten estrictamente imprescindibles para tramitar y responder la petición, en el mismo plazo establecido en el inciso anterior de cinco días hábiles; esto en razón del principio de economía y celeridad procedimental. La no aportación de tales datos y documentos no determinará por sí sola la inadmisibilidad de la petición, y se conocerá y resolverá sin mayor dilación el asunto planteado, dentro del plazo de diez días hábiles, según el artículo 6 de esta ley.



ARTÍCULO 8.- Inadmisión de peticiones



No se admitirán las peticiones cuyo objeto sea ajeno a las atribuciones o competencias de los poderes públicos, instituciones u organismos a que se dirijan, o que afecten derechos subjetivos y fundamentales de una persona o grupo de personas.



Del mismo modo, no se admitirán peticiones que sean contrarias a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que se consideren dilatorias de un procedimiento o proceso especial, o sean temerarias.



El rechazo de la petición en los anteriores casos deberá darse mediante acto fundado.



ARTÍCULO 9.- Resolución de inadmisibilidad. Plazo



a) La resolución de inadmisibilidad de una petición será siempre motivada y deberá acordarse en un plazo de diez días hábiles, a partir de la presentación del escrito de petición.



b) La notificación de esta resolución al peticionario deberá efectuarse en un plazo máximo de cinco días hábiles siguientes al de su emisión.



c) Cuando la inadmisión traiga causa de la existencia en el ordenamiento jurídico de otros procedimientos específicos para la satisfacción del objeto de la petición, la resolución de inadmisión deberá indicar, expresamente, las disposiciones a cuyo amparo deba sustanciarse, así como el órgano competente para ella.



d) En caso de no encontrarse en ninguno de los supuestos anteriores, se entenderá que la petición ha sido admitida a trámite y deberá obtenerse pronta respuesta en un plazo de diez días hábiles.



ARTÍCULO 10.- Competencia del destinatario



a) Siempre que la resolución de inadmisibilidad de una petición se base en la falta de competencia de su destinatario, este la remitirá a la institución, administración u organismo que estime competente en el plazo de cinco días hábiles y lo comunicará así al peticionario. En este caso, los plazos se computarán desde la recepción del escrito, aplicándose lo dispuesto en el artículo 6 de esta ley.



b) Cuando un órgano o autoridad se estime incompetente para el conocimiento de una petición, remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, si ambos pertenecieran a la misma institución, administración u organismo, debiendo comunicarlo al peticionario, sin que este trámite afecte el plazo de diez días hábiles para su debida respuesta.



ARTÍCULO 11.- Tramitación y contestación de peticiones admitidas



a) Una vez admitida para su trámite una petición por parte de la autoridad o del órgano público competente, se debe notificar su contestación a la persona que ha presentado la petición, en el plazo máximo de diez días hábiles a contar desde la fecha de su presentación. Asimismo, podrá convocar, si así lo considera necesario, a los peticionarios en audiencia especial para responder a su petición de forma directa.



b) Cuando la petición se estime fundada, la autoridad o el órgano competente para conocer de ella vendrá obligado a atenderla y a adoptar las medidas que estime oportunas a fin de lograr su plena efectividad, incluyendo, en su caso, el impulso de los procedimientos necesarios para adoptar una disposición de carácter general.



c) La contestación recogerá, al menos, los términos en los que la petición ha sido tomada en consideración por parte de la autoridad o el órgano competente e incorporará las razones y los motivos por los que se acuerda acceder a la petición o no hacerlo. En caso de que como resultado de la petición se haya adoptado cualquier acuerdo, medida o resolución específica, se agregará a la contestación.



d) La autoridad o el órgano competente podrá acordar, cuando lo juzgue conveniente, la inserción de la contestación en el diario oficial que corresponda.



e) Anualmente, la autoridad o el órgano competente incorporará, dentro de su memoria anual de actividades, un resumen de las peticiones recibidas, contestadas o declaradas por resolución inadmisible.



f) Por la complejidad del contenido de la petición, la Administración Pública podrá dar una respuesta parcial al peticionario indicando dicha situación, pudiéndose prorrogar de oficio un plazo adicional máximo de cinco días hábiles para su respuesta definitiva.



ARTÍCULO 12.- Protección jurisdiccional



El derecho de petición como derecho fundamental, de origen constitucional, será siempre susceptible de tutela judicial mediante el recurso de amparo establecido por el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, sin perjuicio de cualesquiera otras acciones que el peticionario estime procedentes, en los siguientes supuestos:



a) Omisión del destinatario de la obligación de contestar en el plazo establecido en el artículo 6 de esta ley.



b) Ausencia en la contestación de los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior.



c) Cuando la respuesta de la Administración Pública sea ambigua o parcial, sin justificación de su inexactitud o parcialidad en la entrega de la información y, se considere más bien una negativa de respuesta.



d) Cuando el peticionario considere que las actuaciones materiales de la Administración, sus actos administrativos o su respuesta le estén afectando sus derechos fundamentales, en especial, su derecho de petición, derecho de debido proceso, de justicia administrativa, principio de igualdad, principio de transparencia administrativa, derecho de acceso a la información pública, entre otros.



e) Aquellos otros supuestos establecidos por ley.



ARTÍCULO 13.- Sanciones por incumplimiento de pronta respuesta por los funcionarios públicos



El funcionario público que no responda en el plazo establecido ante una petición pura y simple de un ciudadano, será sancionado con el cinco por ciento (5%) del salario base mensual.



La denominación salario base corresponde al monto equivalente al salario base mensual del oficinista 1 que aparece en la relación de puestos de la ley de presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior.



Dicho salario base regirá durante todo el año siguiente, aun cuando el salario que se toma en consideración, para la fijación, sea modificado durante ese período. En caso de que llegaran a existir, en la misma ley de presupuesto, diferentes salarios para ese mismo cargo, se tomará el de mayor monto para los efectos de este artículo. La Corte Suprema de Justicia comunicará, por medio de publicación en el diario oficial La Gaceta, las variaciones anuales que se produzcan en el monto del salario referido.



COMISIÓN LEGISLATIVA PLENA SEGUNDA.- Aprobado el diez de octubre de dos mil doce.”



San José, 25 de abril de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 3192-2013.



Dz



Circular de Secretaría de la Corte N° 182 - 2013



30 de Mayo del 2013



Reiteración



CIRCULAR N° 182-05



Asunto:   Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.-



A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial.-



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 47-2013, celebrada el 9 de mayo de 2013, artículo XXVII).



San José, 30 de Mayo de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



ref: 3757-2013/Dz.



Circular de Secretaría de la Corte N° 117 - 2013



02 de Junio del 2013



Fecha de Publicación: 03 de Setiembre del 2013



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 168 del 03 Sep 2013



CIRCULAR Nº 117-2013



Asunto:      “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.         INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



[bookmark: _ftnref1]Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				[bookmark: _ftnref2]Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] .



 



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzasestratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año 



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



[bookmark: _ftnref3]Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				[bookmark: _ftnref4]En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



[bookmark: _ftnref5]ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III.      ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 .     Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



[bookmark: _ftnref6]La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



           



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 .     Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 .     Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 .     Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5.      Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











         San José, 2 de junio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Dz/Ref.: 4639, 6654-13.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



[bookmark: _ftn4]3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.



ircular de Secretaría de la Corte N° 123 - 2013



11 de Julio del 2013



Fecha de Publicación: 22 de Agosto del 2013



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 160 del 22 Ago 2013



CIRCULAR Nº 123-2013



ASUNTO:  Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.”



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No 15-13, celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI,  a solicitud de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:  



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



San José, 11 de julio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref: 8014-12; 2367, 2617-13.



David Z. *





Circular de Secretaría de la Corte N° 035 - 2014



26 de Febrero del 2014



Fecha de Publicación: 20 de Marzo del 2014



Descriptores/Temas: Informe anual de labores



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 56 del 20 Mar 2014



CIRCULAR Nº 35-2014



Asunto:      Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-



A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No 5-14, celebrada el 10 de febrero de 2014, artículo XXV, acordó reiterarles la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica:



“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad,  adultos mayores, menores de edad,indígenas, víctimas y personas en una situación especial”.-



           San José, 26 de febrero de 2014.-



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 8569-2013/ Dz



Circular de Secretaría de la Corte N° 080 - 2015



18 de Mayo del 2015



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



CIRCULAR N° 80-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



San José, 18 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 082 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR N° 82-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 63-11, sobre “Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica”.



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 63-11, denominada “Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica”, cuyo texto literalmente dice:



“La Corte Plena, en sesión N° 34-10 del 29 de noviembre de 2010, artículo XVII, aprobó las siguientes políticas:



“Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica



Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia con el apoyo de UNICEF



1-Antecedentes



[bookmark: marca0]La XIV Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia y los Consejos de la Magistratura de Iberoamérica, efectuada en marzo del año 2008 en Brasil fue el escenario en que se gestó la adopción de un cúmulo de reglas sobre el acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad cuyo propósito es que niños, niñas y adolescentes, mujeres, personas indígenas, personas migrantes y refugiadas, personas con discapacidad, personas adultas mayores y personas privadas de libertad, entre otros, tengan garantizado su derecho, sin discriminación y sin exclusión alguna, de acceder al sistema de justicia para la efectiva tutela de los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



Este conjunto de reglas, denominadas “Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad” impulsa a una revisión de los servicios de justicia y su alcance a la luz de una serie de estándares sobre el efectivo acceso a la justicia, de forma tal que se prevean fórmulas reforzadas y adecuadas de tutela para los sectores menos favorecidos, con el fin de que la protección de los derechos ante los poderes judiciales sea una realidad para todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ninguna clase.



El proceso seguido por el Poder Judicial de Costa Rica para la apropiación a nivel nacional de los compromisos de Brasilia ha sido liderado por la Comisión de Accesibilidad, y en materia de niñez y adolescencia se ha encomendado a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (CONAMAJ) la coordinación de esta iniciativa. Respondiendo a este pedido, CONAMAJ elaboró en 2007 un primer diagnóstico sobre acceso a la justicia por parte de niños, niñas y adolescentes, posteriormente actualizado en 2008, el cual permite concluir en la necesidad de contar con una política y un plan de acción específicos para esta población.



Como consecuencia, CONAMAJ convoca a un conjunto de especialistas que se conformó como Grupo de Trabajo Experto para brindar apoyo y realimentación al proceso de elaboración de la propuesta de Política. El grupo está compuesto por funcionarios y funcionarias judiciales, representantes de UNICEF y de otros organismos internacionales y por organizaciones de la sociedad civil que se desempeñan en el ámbito de la protección y atención de la niñez y adolescencia.



La estrategia seguida para la formulación de la Política parte de los diagnósticos propios de CONAMAJ y del documento de Estado de Situación sobre Acceso a la Justicia por parte de Niños, Niñas y Adolescentes 2009, realizado a partir de un proceso de consulta participativo con funcionarios y funcionarias judiciales, instituciones clave del sistema nacional de protección integral de la niñez y la adolescencia, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y niños, niñas y adolescentes usuarios.



II. Introducción



En la elaboración de esta política se parte de que el concepto acceso a la justicia hace referencia a las posibilidades de las personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad sexual, ideología política, creencias religiosas, de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales.



Así el acceso a la justicia constituye un presupuesto material para la exigibilidad de derechos y en particular para asegurar el derecho fundamental a la justicia. En tanto, el acceso a la justicia debe traducirse en la eliminación de barreras, entendidas como cualquier forma de discriminación, especialmente la discriminación por razones de edad, sexo, género, étnica y racial o cultural y orientarse hacia la promoción y protección de los derechos humanos y el respeto a la diversidad, contribuyendo así al fortalecimiento democrático.



La Política Institucional del Poder Judicial dirigida al acceso efectivo a la justicia de niños, niñas y adolescentes, establece las estipulaciones que guían a los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial de Costa Rica para hacer realidad el acceso a la justicia en los servicios que presta a la población menor de edad. Mediante esta política el Poder Judicial da cumplimiento a la normativa internacional que protege los derechos de las personas menores de edad e implementa las Reglas de Brasilia en relación con el derecho de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



Las jurisdicciones que abarca la política son: niñez y adolescencia, familia, violencia doméstica, pensiones alimentarias, contencioso administrativo, constitucional, laboral, civil, agrario y todos aquellos casos en donde las personas menores de edad resulten víctimas incluyendo la jurisdicción penal. Se exceptúa la materia penal juvenil para el caso de las personas menores de edad en conflicto con la legislación penal, la cual cuenta con directrices específicas.



La Política está dirigida y requiere para su implementación del involucramiento de todo funcionario o funcionaria que conforma el Poder Judicial, así como de aquellos otros que tienen relación con gestiones o actuaciones de personas menores de edad ante la instancia judicial: abogados y abogadas, organizaciones de la sociedad civil, otras instituciones como el Patronato Nacional de la Infancia, universidades públicas o privadas cuando realicen funciones de asistencia legal gratuita, entre otros. Esta política y su plan de acción deberán ejecutarse responsablemente por todos los funcionarios y funcionarias y no solamente por quienes usualmente atienden casos relacionados con derechos de personas menores de edad.



III. Enfoques de la política



a. Enfoque de derechos humanos.



La persona menor de edad debe entenderse como sujeta activa del derecho a obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas, principalmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos, tomando en cuenta que es una persona en desarrollo, amparada por el derecho a la autonomía progresiva, la realización integral y la participación. El enfoque de derechos humanos promueve la participación de la persona menor de edad en relación con su desarrollo integral y su interés superior.



Este enfoque impone traducir normas y principios legales relacionados con el acceso a la justicia en acciones de política institucional, y que toda comunicación, proceso o decisión judicial traduzca una visión institucional que aborde de manera integral el tema del desarrollo de la persona menor de edad. Toda actuación de la persona operadora de justicia debe respetar la diversidad desde una perspectiva universal, evitar el seguimiento de esquemas caritativos, asistenciales, así como las intervenciones arbitrarias o discrecionales. La meta debe ser facilitar el cumplimiento pleno de los derechos de todas las personas menores de edad.



b. Enfoque de no discriminación.



Con esta política se busca eliminar toda forma de discriminación, especialmente la discriminación etaria, y se protegen y promueven los derechos humanos de las personas menores de edad y el respeto a su diversidad. Por medio de este enfoque, la persona operadora de justicia debe tener en cuenta la necesidad de garantizar a todas las personas menores de edad, por igual, la protección de sus derechos humanos, y en particular su acceso efectivo a la justicia, cuando entra en contacto con el Poder Judicial.



El Poder Judicial parte de la comprensión que la población menor de edad en Costa Rica es heterogénea y está compuesta, entre otros, por sectores que pertenecen a minorías étnicas, con discapacidad y migrantes. También se tiene claro que deben establecerse directrices y protocolos para los segmentos de población en mayor vulnerabilidad, como es el caso de las personas menores de edad. Mediante este enfoque, en fin, se promueven condiciones jurídicas especiales para aquellas personas menores de edad que lo requieran como medio que efectivice la realización plena del ejercicio de su ciudadanía y sus derechos humanos.



c. Enfoque del interés superior de la persona menor de edad.



Se establece que ante cualquier situación debe tomarse una medida que satisfaga los derechos de la persona menor de edad de una manera plena y eficiente. Así, debe valorarse la repercusión que tendrán sobre una persona menor de edad las decisiones que tome el Poder Judicial, de cualquier naturaleza que estas sean.



Lo anterior quiere decir que todas las materias que son tratadas en el Sistema Judicial y que tienen relación con el tema de derechos de las personas menores de edad revisten la misma importancia en cuanto a que garantizan el goce y disfrute de derechos para estas personas. También implica que independientemente del rol que la personas menor tenga en el proceso (ya sea víctima, testigo, parte o afectado/a), tiene derecho a que se considere su interés superior y la realización plena de sus derechos.



d. Enfoque de participación de la persona menor de edad.



Todo niño, niña y adolescente podrá expresarse y su opinión será tomada en cuenta para los asuntos que se relacionen con su persona, y frente a cualquier circunstancia que considere que pueda afectarle. El Poder Judicial velará por brindar a la población menor de edad asistencia profesional para el pleno ejercicio de derechos como el de información, expresión y ciudadanía, promoviendo más participación cuando el desarrollo de su autonomía lo permita.



Este enfoque busca que la persona menor de edad participe en forma directa en los procesos y procedimientos judiciales que tengan una consecuencia en su vida y sus derechos, teniendo en cuenta que goza de derechos propios que no pueden estar en dependencia a los de las personas adultas y que son diferentes a los de sus progenitores o personas responsables. Este enfoque tiene una relación directa con la administración de justicia ya que entiende que las personas menores de edad van adquiriendo progresivamente la capacidad de accionar sus derechos y de exigir su cumplimiento.



e. Enfoque de Género



Mediante la aplicación de este enfoque se promoverá la equiparación de condiciones entre niños y niñas y entre adolescentes de ambos sexos, de modo que se puedan distinguir las necesidades específicas de mujeres y hombres, tanto en su contexto social como en sus actividades más inmediatas.



A la luz de este enfoque se han de revisar las capacidades institucionales para asegurar el despliegue de acciones afirmativas y la existencia de mecanismos efectivos de protección.



Permite dar especial atención a lo concerniente a la igualdad y equidad de género en la construcción de relaciones entre hombres y mujeres para la superación de las brechas de género; así como la aceptación de la diversidad sexual.



IV. Objetivo General:



Hacer efectivo el acceso a la justicia para todas las personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio de sus derechos, a partir de una cultura judicial que desarrolle el paradigma de protección integral de la niñez y la adolescencia.



V. Objetivos específicos:



1. Asegurar que toda persona menor de edad que entre en contacto con el Poder Judicial de Costa Rica con una necesidad jurídica o judicial, tenga la información adecuada y la posibilidad de, con el mismo fin, de obtener una respuesta efectiva para garantizar sus derechos.



2. .Promover que toda persona menor de edad, una vez que ha entrado en contacto con el sistema judicial o iniciado el proceso, sea reconocido como sujeto de derechos y goce de un sistema de justicia adecuado a sus necesidades y que promueva su participación efectiva.



3. Propiciar información e instrumentos mediante las cuales el Poder Judicial se proyecte como la entidad que puede ofrecerle a la persona menor de edad una respuesta efectiva a sus necesidades jurídicas y el ejercicio de sus derechos.



VI. Lineamientos estratégicos de la Política:



a. INFORMACIÓN



Desde el primer contacto con las autoridades judiciales, las personas menores de edad tendrán derecho a contar con información y orientación oportunas, a ser atendidas en las oficinas judiciales y que estas sean accesibles al público. Para ello se deben crear y fortalecer las oficinas y centros de información, o designar en los circuitos judiciales personas encargadas de esta labor, debidamente capacitadas para orientar a la población menor de edad.



Elaborar y distribuir información y material divulgativo dirigidos a la persona menor de edad que entra en contacto con el Poder Judicial, la cual debe contemplar su forma de ver y entender el lenguaje y el mundo, así como las diferentes necesidades de acuerdo con su proceso de desarrollo. Las diversas instancias del Poder Judicial y en especial las dependencias judiciales elaborarán y contarán con materiales informativos apropiados para personas menores de edad sobre:



- Derechos, el funcionamiento de los tribunales, los requisitos y características de los distintos procedimientos judiciales, todo en lenguaje sencillo y coloquial.



- Información sobre la existencia de medios y procesos alternativos de resolución de conflictos.



- Información procesal y jurisdiccional, información relevante para la protección y seguridad de las partes e información específicas para las víctimas.



- Información específica para personas mayores de 15 años que participan directamente en procesos de acuerdo con artículo 108 del Código de la Niñez y la Adolescencia.



- Información sobre la naturaleza de la actuación judicial, del rol de la persona menor de edad antes de dicha actuación, así como sobre los resultados y consecuencias una vez que ya se ha realizado esa actuación, así como del tipo de apoyo que le puede y debe brindar la institución.



- Información sobre la responsabilidad y participación de las distintas instancias del Poder Judicial que se ven involucradas en relación con la participación de las personas menores de edad en los procesos judiciales ya sea como usuarias, afectadas, víctimas, testigos, parte.



Desarrollar protocolos, guías, directrices y otros para mejorar la atención de los niños, niñas y adolescentes, destinadas a las personas menores de edad usuarias, padres, madres y tutores, así como información específica destinada al personal que presta servicios judiciales a esta población.



Promover la elaboración de registros actualizados periódicamente que reflejen el tema de la atención de casos relacionados con derechos de personas menores de edad, ya sea que éstas se vean relacionadas con el Poder Judicial en tanto usuarias, víctimas, afectadas o testigos. Dichos registros deberán permitir identificar los segmentos etarios y áreas en las que la población entra en contacto o requiere los servicios del sistema de administración de justicia.



Difundir y dar a conocer a toda la población en general y específicamente a la población menor de edad, mediante instrumentos adecuados, la existencia y opciones de servicios alternativos o complementarios al proceso judicial de los que puede disponer, como lo son los centros de conciliación, los medios de resolución alterna de conflictos, la justicia restaurativa, los consultorios jurídicos y la defensa legal gratuita.



b. AGILIDAD DE LAS ACTUACIONES JUDICIALES



Desarrollar un proceso de revisión de los procedimientos y requisitos procesales de manera que resulten más sencillos, propiciando la ausencia de ritualismos procesales, promoviendo la oralidad, el impulso procesal de oficio, la inmediatez, la concentración y la celeridad procesal. Las medidas que resulten de este proceso serán incluidas en los planes anuales operativos para su seguimiento.



Impulsar acciones que favorezcan la agilidad en los procesos que afecten los derechos de las personas menores de edad o en los cuales una persona menor de edad se vea involucrada.



Garantizar que todo proceso judicial en que se vean afectados los derechos de una persona menor de edad se atienda sin postergación alguna, implementando los recursos que se requieren para su realización, teniendo como prioridad evitar daños a la persona menor de edad, en atención al principio del interés superior del niño.



Reforzar la observancia y el cumplimiento por parte de los operadores y las operadoras de justicia de las directrices que otorgan trato preferencial a la niñez y la adolescencia, y desarrollar medidas para su cumplimiento



Implementar un sistema de monitoreo y análisis de las respuestas y actuaciones judiciales que se dan a la población menor de edad en las diferentes materias en que entre en contacto una persona menor de edad, ya sea como usuaria, víctima o testigo.



[bookmark: marca1]Promover la realización de audiencias in situ que faciliten el acceso a la justicia de las personas menores de edad, sobre todo de aquellas que se encuentran en mayor situación de vulnerabilidad, dadas características especiales como su nacionalidad, su condición de persona indígena, distancia geográfica, condición de persona migrante, condición de persona con discapacidad y otras.



c. PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD EN TODA ETAPA DEL PROCESO JUDICIAL



Garantizar la participación efectiva en toda etapa del proceso judicial que afecte los derechos de la persona menor de edad en tanto principio básico del ejercicio de sus derechos. Para esos efectos, toda persona menor de edad debe contar con información adecuada que le permita expresar su opinión en relación con cualquier asunto que afecte su vida, y se le debe garantizar que su opinión recibirá una respuesta y que sus opiniones, de acuerdo al grado de madurez, sean tomadas en cuenta en las resoluciones que se adopten.



Desarrollar pautas y recomendaciones técnicas para la participación efectiva de las personas menores de edad, aplicables por todas las instancias del ámbito jurisdiccional.



Promover la asistencia profesional para la persona menor de edad que entre en contacto con la administración de la justicia para lograr su plena manifestación y expresión, teniendo en cuenta que dicha participación varía de acuerdo a su grado de autonomía y desarrollo.



d. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD QUE INTERVIENEN EN LOS PROCESOS JUDICIALES



Garantizar el pleno respeto al derecho al debido proceso de la persona menor de edad, el resguardo de su dignidad y la protección de la intimidad.



Velar para que durante los procesos judiciales en que se vean involucradas personas menores de edad se cuente con apoyo del Departamento de Trabajo Social y Psicología.



Tomando como base las directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, ampliar y adecuar su aplicación a todas las materias en que proceda con el fin de garantizarles a éstas el efectivo cumplimiento del derecho de acceso a la justicia.



Coordinar e impulsar las reformas legales y acciones administrativas necesarias para la toma de una declaración única en todo proceso que se requiera la declaración de una persona menor de edad, especialmente cuando se trate de delitos sexuales en contra de estas personas. Ello para evitar la reiteración de declaraciones y evitar la revictimización. Se deberá fomentar la utilización de videoconferencias para la toma de pruebas y testimonios, brindar capacitación especializada en interrogatorios en Cámaras de Gessel y exigir el uso de estos dispositivos en todos los circuitos en que estén disponibles.



Diseñar e implementar una estrategia coordinada entre las autoridades administrativas y jurisdiccionales para la adecuación progresiva del espacio físico, mobiliario y disponibilidad de equipo tecnológico de los despachos y oficinas judiciales a las necesidades de las personas menores de edad, principalmente para evitar su revictimización, garantizar su privacidad y proveer de espacios amigables para la toma de denuncias en cualquier diligencia que involucre a estas personas.



Lineamientos de la política para la jurisdicción penal:



Elaborar y monitorear un plan de acción para el cumplimiento progresivo de las Directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, complementadas con la Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal.



Desarrollar programas de capacitación y sensibilización para la policía judicial y administrativa, los fiscales del Ministerio Público, defensores y defensoras, jueces y auxiliares judiciales para el tratamiento adecuado de la población menor de edad víctima o testigo de delitos.



e. ASISTENCIA TÉCNICO-JURÍDICA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA



Asegurar que el juez o la jueza conoce la normativa internacional y nacional de derechos humanos de las personas menores de edad y la aplica en sus actuaciones y decisiones judiciales.



Velar por que los funcionarios y funcionarias sean receptores y conocedores de las necesidades específicas de las personas menores de edad durante la tramitación de los procesos judiciales, aplicando como guía en la toma de decisiones el enfoque de derechos y su interés superior.



Propiciar la continuación de la política de especialización en materia de niñez y adolescencia, así como el fortalecimiento de las diferentes materias con perspectiva de derechos de la niñez y la adolescencia.



Promover un modelo de gestión judicial que tome en cuenta que la desconcentración judicial es esencial en relación con la atención diferenciada a los niños, niñas y adolescentes, lo que implica que todos los circuitos cuenten con tribunales, fiscalías y juzgados en materia de niñez y adolescencia.



Contar con personal capacitado especializado en atención de la niñez y la adolescencia para realizar los peritajes por parte de los Departamentos de Trabajo Social y Psicología, Medicina Legal y Laboratorios de Ciencias Forenses.



Adoptar directrices y protocolos a fin de que los juzgados y auxiliares jurisdiccionales en materia de niñez y adolescencia, trabajen de forma coordinada y teniendo como guía el enfoque de derechos en todos los circuitos judiciales.



Impulsar la coordinación interinstitucional y la articulación entre despachos y procesos para trabajar integralmente los conflictos familiares así como todos aquellos casos en que se haya afectado el goce de un derecho de una persona menor de edad.



Promover la existencia y funcionamiento de consultorios jurídicos y defensa legal gratuita para todas las materias y toda actuación judicial en que se vea involucrada una persona menor de edad y esté en discusión algunos de sus derechos.



Desarrollar un proceso que permita la adopción de medidas de acercamiento de las personas servidoras judiciales a aquellos grupos de población que se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación. Este proceso debe contemplar la elaboración de comunicaciones con lenguaje accesible, formularios de fácil manejo y diseño de procesos y procedimientos que tomen en cuenta que se trata de una persona en desarrollo.



Dar seguimiento a los procesos y procedimientos en que ha participado o que tienen consecuencias en los derechos de personas menores de edad y promover la adopción medidas que tengan en cuenta el brindar una reparación justa y adecuada y la restitución de derechos violentados.



f. JUSTICIA RESTAURATIVA Y RESOLUCIÓN ALTERNA DE CONFLICTOS



Propiciar e incluir en las iniciativas y programas de resolución alterna de conflictos y de justicia restaurativa la perspectiva de derechos de la niñez y adolescencia, de forma tal que la prestación de estos servicios tenga como eje el enfoque de derechos y atención amigable y sensible a los intereses de los niños, niñas y adolescentes.



Desarrollar e implementar en aquellos procesos en que participen personas menores de edad y que las disposiciones legales así lo permitan, mecanismos o procedimientos de resolución alterna de conflictos, círculos de paz y reuniones restaurativas, entre las principales, partiendo de que estos mecanismos favorecen resoluciones donde se da participación directa de las personas menores de edad en condiciones más democráticas, equitativas y acorde a sus intereses. Estos mecanismos deben buscar soluciones integrales a los conflictos que aquejan a estas personas.



g. COMPRESIÓN DE LOS ACTOS Y ACTUACIONES JUDICIALES



Reforzar la formación de los y las administradores de justicia para la emisión de sentencias y actos judiciales en un lenguaje adecuado para la comprensión de las personas menores de edad, con términos y estructuras simples, que favorezcan la inteligibilidad de las resoluciones judiciales y reduzcan las dificultades de comunicación que afectan la participación plena y la comprensión sobre el alcance y significado del acto judicial.



Garantizar que los jueces y juezas cumplan con la obligación del artículo 107 del Código de la Niñez y la Adolescencia de brindar a la persona menor de edad información clara sobre el significado de cada una de las actuaciones que se desarrollen en su presencia, así como el contenido y las razones de cada decisión. En especial deberá explicarse a la persona menor de edad los motivos por el cual se ordena una determinada medida de protección.



VII. Implementación:



A partir de lo establecido en el artículo 4 de la Convención de los Derechos del Niño sobre la obligación del Estado de adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicha Convención, la Política del Poder Judicial es un instrumento estratégico de mediano plazo que parte de la meta de lograr que toda persona menor de edad encuentre una puerta, un camino y una respuesta ante una necesidad relacionada con sus derechos e intereses jurídicos. El complemento de la Política lo constituye un Plan de Acción que desarrolla actividades, metas, recursos y responsabilidades en todas las áreas descritas. Esto se relaciona directamente con la necesidad de tener en cuenta las diferencias de la población menor de edad así como las dificultades de acceso al Poder Judicial que tienen las poblaciones de diferentes partes del país, por lo que esta política es de alcance nacional y así debe ser su implementación.



a. CAPACITACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN A FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS



La Escuela Judicial y demás instancias responsables de brindar capacitación en el Poder Judicial conformarán un programa de capacitación y sensibilización permanente para los y las operadoras de justicia (jueces, juezas, defensores, fiscales, auxiliares judiciales, policías judiciales, profesionales de trabajo social y psicología y todas las personas que entran en contacto con las personas menores de edad) contemplando aspectos legales y sociojurídicos para garantizar un trato digno, oportuno y teniendo en cuenta el interés superior de la persona menor de edad y la especialización de la materia. Especial énfasis deberá darse en los procesos de capacitación y formación a la descentralización, articulación y efectiva coordinación entre las distintas oficinas y despachos a fin de cumplir con una protección integral de la persona menor de edad.



Este programa debe incluir un acercamiento de sensibilización a otros profesionales que se relacionan con personas menores de edad, como los abogados y abogadas, estudiantes de derecho, personas que trabajan en Casas de Justicia y Consultorios Jurídicos.



Los procesos de capacitación se complementarán con la producción de material de apoyo relacionado con el enfoque de derechos, la aplicación del interés superior de la niñez y la adolescencia, la observancia del Código de la Niñez y la Adolescencia en el ámbito jurisdiccional y la doctrina de la protección integral, entre los principales.



Deberán asimismo continuarse y fortalecerse los ciclos de formación a operadores y operadoras jurídicas en el marco de directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, tanto a nivel central como descentralizado.



El Departamento de Personal deberá contar con un perfil del funcionario y funcionaria judicial ajustado en aquellos procesos de selección de personal que requieren mantener contacto o brindar atención con población menor de edad e incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de los derechos de la niñez y la adolescencia.



b. COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL



Para apoyar la implementación de esta política y lograr un trabajo articulado con otras instituciones involucradas en esta temática, se propiciará la formación de una red o comisión de trabajo interinstitucional en que participen las diversas instancias del Poder Judicial y otras instituciones que intervienen en los procesos de atención de niños y niñas y adolescentes.



De igual forma, es indispensable establecer pautas de coordinación interinstitucional con el PANI, principalmente en cuanto a los procesos especiales de protección y en materia de familia, procurando mantener un registro actualizado para control de niños, niñas y adolescentes con medidas de protección de albergue al que tengan acceso PANI y juzgados especializados, ello con el fin de reducir tiempo de institucionalización.



c. REVISIÓN Y ADECUACIÓN DE LOS MODELOS DE GESTIÓN JUDICIAL A LA POLÍTICA



A fin de garantizar la integración y aplicación de la Política, es necesario llevar a cabo una revisión y adecuación de los modelos de gestión judicial para identificar aspectos que se puedan mejorar y eliminar los obstáculos en el acceso a la administración de la justicia de esta población.



Deberán tomarse todas las medidas requeridas, tanto de índole administrativa como de gestión en los diferentes ámbitos del Poder Judicial, a fin de armonizar y dar cumplimiento efectivo a la política.



d. CREACIÓN DE UNA SECRETARIA ESPECIALIZADA EN TEMAS DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA



Para seguimiento y puesta en marcha de la Política y su Plan de Acción se creará una Secretaría Especializada en temas de niñez y adolescencia.



Esta Secretaría tendrá entre otras las siguientes funciones: aquellas relacionadas con brindar información a las personas menores de edad y sobre sus derechos; diseñar y llevar a cabo campañas de información que involucren la difusión de la política y principalmente los derechos de la niñez en relación con el acceso a la justicia en todo el país; dar a conocer medios de solución alternativa; brindar y actualizar información por internet; coordinar con una oficina que brinde servicios interdisciplinarios que permitan promover y proteger los derechos de las personas menores de edad que se relaciones con el Poder Judicial; elaborar y difundir circulares sobre información de los menores en los procesos sobre sus derechos; recomendar sobre las cualidades de espacios físicos que seas agradables a las personas menores de edad y que promuevan la privacidad; recomendar simplificación de procedimientos (oralidad, desformalización, medios económicos, agilizar procesos, acceso en las comunicaciones).



e. PRIORIDAD INSTITUCIONAL Y DOTACIÓN DE RECURSOS



Un tema esencial es la priorización por parte de la máxima jerarquía del Poder Judicial de la incorporación transversal del enfoque de derechos de la niñez y la adolescencia así como del interés superior en lo interno de toda la institución; buscando el desarrollo de una cultura en el Poder Judicial desde el paradigma de protección integral de la niñez y la adolescencia, que busque hacer real el derecho a la justicia para todas las personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio de sus derechos humanos. Así como lo establece el objetivo principal de esta política.



Se propiciará que la política sea considerada en los procesos de planificación, planes anuales operativos y presupuestos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y forme parte de los objetivos institucionales. El Departamento de Planificación será responsable del seguimiento y el desarrollo de un adecuado sistema de indicadores para medir los avances de la implementación y de consecución de metas y resultados de los planes y programas.



Esta priorización se reflejará principalmente en la adecuada asignación de recursos financieros, humanos y de infraestructura que hagan posible su puesta en marcha y la apropiación del tema de los derechos humanos de las personas menores de edad en toda actuación y resolución o trámite que realice el Poder Judicial. También se reflejará en las acciones de coordinación e intercambio que se logren implementar con otras instituciones relacionadas con las personas menores de edad que intervienen en procesos judiciales o que acuden ante el Poder Judicial para cualquier tipo de gestión o solicitud de información.



f. MONITOREO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA



La Secretaría especializada se encargará de evaluar el cumplimiento progresivo de la política, avances y cambios requeridos. En coordinación con el Departamento de Planificación se realizará anualmente una revisión de los avances que será divulgada a todas las instancias judiciales responsables de la implementación de la política.



Asimismo pondrá en marcha un sistema de monitoreo y análisis de las respuestas o actuaciones judiciales que se dan a esta población, e implementará registros que permitan analizar el acceso efectivo, real y actual de la persona menor de edad al Poder Judicial.



Se procurará sistematizar las buenas prácticas del Poder Judicial en cuanto a la atención a derechos de las personas menores de edad, la participación en los procesos judiciales y la agilización de los procesos. Las buenas prácticas identificadas serán divulgadas para realimentar a las diferentes instancias según las necesidades institucionales que existen en diferentes partes del país.”



  San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 083 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR Nº 83-2015



Asunto: Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada ““Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice:



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I. INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza. Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II. PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad,migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, poblaciónafrocostarricense) Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad, en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar mecanismos de acceso a la información, comunicación y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no seanrevictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



Diferentes centros de Responsabilidad Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública, Consejo Superior.



3 Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personasafrodescendientes.



[



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo con las instancias institucionales cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”, página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4]desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación realizada.



Cantidad de usuarios queaccesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos, víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la páginaweb de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitiosdel Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información, lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras degessell, entre otros que eviten larevictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginasweb en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios webajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III. ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001



Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%. El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos, procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches, reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5. Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 081 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR N° 81-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 94-10, sobre “Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 94-10, denominada “Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”, cuyo texto literalmente dice:



“El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.”



San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.







Circular de Secretaría de la Corte N° 098 - 2015



05 de Junio del 2015



Fecha de Publicación: 06 de Agosto del 2015



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 152 del 06 Ago 2015



CIRCULAR No. 98-2015



Asunto:      Sobre las capacitaciones y talleres a desarrollar en materia Agraria.-



A  LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN MATERIA AGRARIA



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 42-15, celebrada el 5 de mayo de 2015, artículo XLIII, acordó tomar nota de lo dispuesto por la Comisión de la Jurisdicción Agraria, en consecuencia acoger las siguientes recomendaciones, referentes a las capacitaciones y talleres a desarrollar en materia agraria, cuyo texto literalmente dice:



“1° Las capacitaciones de la Jurisdicción Agraria que se realicen en el año 2015 se coordinarán con la Escuela Judicial. Estarán enfocadas prioritariamente a la implantación de la oralidad en la tramitación de los diferentes despachos agrarios; el estudio del proyecto de Código Procesal Agrario que está en la Asamblea Legislativa, a fin de prepararse y proyectarse ante su eventual aprobación y la aplicación del Código de Trabajo en lo que fuere atinente su aplicación supletoria una vez entre en vigencia; la utilización en todas las actividades de capacitación de los temas transversales y las políticas de acceso a la justicia de las personas usuarias, con especial referencia a quienes se encuentran en condición de vulnerabilidad o son vulnerabilizadas; el Derecho Indígena. Para tal efecto, todos los módulos del Programa de Especialización en Derecho Agrario de la Escuela Judicial deberán ser revisados y actualizados, conforme a los enfoques señalados.



2° La jueza Damaris Vargas Vásquez seguirá fungiendo como enlace entre la Comisión de la Jurisdicción Agraria y la Escuela Judicial en los temas citados en el acuerdo anterior: a) procesos de capacitación referidos a la implantación de la oralidad en la tramitación de los diferentes despachos agrarios; b) la formación que se imparta vinculada con la preparación para el estudio y proyección ante una eventual entrada en vigencia del proyecto de Código Procesal Agrario; y todo lo que se refiera al referido proyecto. c) la capacitación para la materia agraria, vinculada con los temas transversales y las políticas de acceso a la justicia de las personas usuarias, con especial referencia a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad o son vulnerabilizadas; y el Derecho Indígena. Este último tema será coordinado por el experto en la temática indígena, señor Javier Rodríguez, integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



3° La jueza Alexandra Alvarado Paniagua asumirá la Coordinación de la continuación de los Talleres vinculados con los Despachos Agrarios que implementen el sistema de gestión electrónica de expedientes conforme al Programa de Moderna Gestión Electrónica y de Oralidad, a saber: el Tribunal Agrario, el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José y los Juzgados Agrarios del I, II y III Circuitos Judiciales de Alajuela, así como el Juzgado Agrario de Cartago, integrado recientemente, y los demás Juzgados que Corte Plena disponga sigan trabajando con base en ese modelo. Debido a que por acuerdo de dicha Corte, el Programa de Moderna Gestión Electrónica y de Oralidad, dejó de operar en la Institución en diciembre de 2014, se dispone que tales Talleres sean coordinados entre esta Comisión, la Escuela Judicial y el Departamento de Planificación.



4° Se realizará un diagnóstico de las necesidades de capacitación el personal profesional y técnico del Juzgado Mixto de Upala, del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas y de la Defensa Pública a cargo de esos Despachos, en lo referido a los procesos agrarios, a fin de realizar un diagnóstico para determinar sus necesidades de capacitación y el estado actual de la tramitación y resolución de los expedientes judiciales, para implementar acciones que permitan la mejora continua del servicio público que se ofrece a las personas usuarias de esas zonas. Para tal efecto, se realizarán visitas a dichos Despachos, coordinadas entre esta Comisión y la Escuela Judicial.



5° Se dispone solicitar a la Escuela Judicial dar seguimiento al Programa de Especialización en Derecho Agrario, para que se realice una nueva promoción, integrando a personas de Instituciones vinculadas con el Poder Judicial mediante Convenios Interinstitucionales, a fin de lograr una mejor coordinación de acciones en beneficio de las personas usuarias agrarias, entre ellas, el Instituto de Desarrollo Rural. La Magistrada Escoto y la licenciada Ileana Guillén propiciarán para tal efecto una audiencia con la Presidencia Ejecutiva de dicha Institución. Los módulos del Programa en referencia deben estar enfocados en los temas que se citan en el primer acuerdo.



6° Solicitar a la Escuela Judicial el diseño de un programa de capacitación especializado, dirigido al personal técnico judicial del Tribunal Agrario y de los Juzgados Agrarios del país; independiente de la formación que la Escuela Judicial tiene diseñado para dicho personal en otras materias.



7° Las actividades de capacitación programadas durante el año 2014 que no se realizaron, se reprogramarán para este año, previa coordinación con la Escuela Judicial.



8° Comunicar este acuerdo a la Escuela Judicial, el Departamento de Planificación, la Dirección de la Defensa Pública, la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Contraloría de Servicios, los Juzgados Mixtos de Upala, Buenos Aires de Puntarenas, y Turrialba, los demás Juzgados Agrarios y el Tribunal Agrario, así como al experto Javier Rodríguez Oconitrillo.



9° Se declara este acuerdo firme por unanimidad para su ejecución”.-



San José, 5 de junio de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.:12544-13 / 4775-15.



Randy Rivera Rodríguez.
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CIRCULAR No. 138-2015



Asunto:      Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial.-



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 de julio del año en curso, aprobó la propuesta realizada por el Magistrado Román Solís Zelaya y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, que literalmente indica:



				Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial











I. Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública.



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial.



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana.



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



II. Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



2.2 Planteamiento del problema de la política



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:



Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida a ejercer el derecho constitucional a la participación ciudadana, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente como deber y derecho ante la gestión del Poder Judicial.



Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



Dentro de las causas internas prevalece una cultura judicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.[1]



Además el Poder Judicial está organizado de manera vertical, centralizada y compleja, con insuficientes espacios de participación tanto a nivel territorial como en el ámbito gerencial, así como en los distintos sectores que lo conforman, lo que atenta contra la apertura a la participación ciudadana. Por lo que se torna necesario el establecimiento de espacios formales para que haya participación ciudadana en las instancias superiores del Poder Judicial y el establecimiento de relaciones con las organizaciones civiles y comunitarias y así posibilitar una participación ciudadana efectiva.



Pese al mandato de la Constitución Política en favor de la participación ciudadana, existe un segmento del personal judicial que expresa dudas y temores sobre la apertura institucional a la ciudadanía y al deber de rendir cuentas. También existe una preocupación y un compromiso auténtico por parte de las autoridades judiciales de cambiar la situación descrita.



Es por ello que, ante el reconocimiento de estas limitaciones, se plantea un Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial que incida en los siguientes aspectos: generar condiciones internas y externas para un cambio cultural en la institución hacia prácticas más democráticas, propiciar la transversalización de participación ciudadana en todo el accionar institucional, promover un ambiente abierto, amigable y confiable de las personas operadoras de justicia hacia la ciudadanía usuaria que garantice la atención oportuna de peticiones y demandas ciudadanas.



2.3 Antecedentes



Si bien el Poder Judicial se ha caracterizado por tener una imagen positiva ante la ciudadanía y por mantener la legitimidad social, esta percepción desciende en los últimos años debido a dos supuestos afincados en la ciudadanía costarricense: la lentitud del servicio y la complejidad de los trámites de los procesos judiciales. La ciudadanía percibe que los trámites en el Poder Judicial son engorrosos y que esto se convierte en “barreras de acceso al sistema y que los procesos judiciales son tan complicados que “no vale la pena meterse en ellos”[2].



La ciudadanía ha tocado las puertas del Poder Judicial exigiendo calidad del servicio, como demuestra la mayoría de gestiones presentadas por las personas usuarias ante la Contraloría de Servicios (2002-2012): retardo judicial, retardo administrativo y trato inadecuado a la persona usuaria[3]; además, el índice de confianza en el Poder Judicial, elaborado en el año 2000 expone que “cinco de cada 10 personas consultadas creen que el Poder Judicial funciona regular, mal o muy mal”[4].



La institución ha implementando acciones que procuran dar respuesta a esas solicitudes ciudadanas expresas, de manera que se puedan solventar las limitaciones planteadas y tener a la ciudadanía como plano principal del servicio:



· Definición de políticas orientadas a sectores en condición de vulnerabilidad: víctimas de violencia doméstica; personas con discapacidad; personas adultas mayores; personas migrantes y refugiadas; personas indígenas; personas afrodescendientes; niñas, niños y adolescentes; personas con capacidades diferentes; personas diversas sexualmente; personas privadas de libertad y  personas menores de edad en conflicto con la ley penal.



· La transparencia en la información electrónica (sitio web) del quehacer del sistema de justicia permitió al Poder Judicial la obtención del primer lugar de un premio internacional de transparencia, 2013.[5]



· El desarrollo del Programa de Participación Ciudadana de la Conamaj desde el año 2008.



· La declaración por parte de la Corte Plena del tema de participación ciudadana de interés institucional y la incorporación de la participación ciudadana como eje transversal en el Plan Estratégico del Poder Judicial (2013-2017).



· La creciente voluntad política mostrada por las autoridades superiores del Poder Judicial (Corte Plena y Consejo Superior) de aprobar acuerdos tendientes a darle un carácter estratégico al tema de participación ciudadana dentro del quehacer en todo el sistema.[6]



· La creación de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito del Ministerio Público.



· La tendencia mundial de los poderes judiciales a reestructurar su organización considerando los ejes de la Iniciativa de  Gobierno Abierto y por ende del Poder Judicial de Costa Rica de incursionar en este modelo para lograr mayor credibilidad y legitimidad en la sociedad costarricense, mediante la transparencia, la colaboración y la participación.



2.4 Aspiraciones de la Política



La Política de Participación Ciudadana aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de condiciones necesarias para que la sociedad costarricense devenga en ciudadanía activa. Estas aspiraciones son:



· La participación ciudadana como un proceso de construcción social permanente.



[bookmark: _ftnref7]· La participación ciudadana ejercida como derecho constitucional y deber cívico a la vez, que se ejerce de forma voluntaria y autónoma. Esto conlleva una corresponsabilidad entre partes y aspira a la vigencia y ampliación de los derechos de la ciudadanía, en cumplimiento del principio de justicia pronta y cumplida[7] y la calidad de la prestación pública.



[bookmark: _ftnref8]· La participación ciudadana como contrapeso social al poder delegado a las autoridades del Poder Judicial, lo que conlleva el posicionamiento del control ciudadano como medida eficaz para elevar eficacia y eficiencia en la gestión pública del Poder Judicial[8].



[bookmark: _ftnref9]· La Participación Ciudadana como un “valor público”[9], entendido como beneficio o valor agregado que se obtiene al aprovechar la interacción, el diálogo y las sinergias con la ciudadanía para obtener un efectivo control social ciudadano del uso de los recursos públicos, la calidad de la gestión de los servicios, las políticas y el gobierno.



[bookmark: _ftnref10]· La disposición de parte de autoridades del Poder Judicial a la promoción, apoyo y funcionamiento institucional de instancias, comisiones, programas, mecanismos y normativas que flexibilicen la formalidad y rigidez de la institucionalidad burocrática y hagan posible el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión del Poder Judicial, respetando y fortaleciendo además espacios y mecanismos de participación informal y espontánea[10].



[bookmark: _ftnref11]· Emprender la gobernanza como eje estratégico, lo que requiere la incorporación de socios estratégicos[11] por medio de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza del Poder Judicial y que conlleva el reconocimiento de la interlocución con el Pueblo Soberano, en su sentido constitucional, proponiendo una interacción que respete la diversidad, especificidad y pluralidad.



· Favorecer el acceso a la justicia de la ciudadanía, la cual se expresa en una amplia gama de actores y actoras comunitarios, grupos o personas en condición de vulnerabilidad, organismos sin fines de lucro, gremios, la academia y organizaciones civiles informales, sin restricción de clase social, género, nivel educativo, opción sexual, credo religioso, edad o ideología política, país de origen, en consonancia con las políticas aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, todas de aplicación general y obligatoria en el Poder Judicial.



2.5 Fundamentación jurídica



La Constitución Política y algunas leyes nacionales ofrecen amparo jurídico al derecho a la participación ciudadana, estableciendo disposiciones jurídicas orientadas a su fomento:



[bookmark: _ftnref12]· La reforma del artículo 9 de la Constitución Política señala que: “El gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres poderes distintos e independientes entre sí: El Legislativo, Ejecutivo y Judicial” (énfasis no es del texto original). Así la Constitución Política de la República sienta las bases de la soberanía popular y del carácter participativo[12] del Estado.



[bookmark: _ftnref13]· Que la Sala Constitucional ha reafirmado al Pueblo como El soberano y del cual emanan los otros poderes del Estado al decir: “...los principios y valores democráticos correctamente entendidos, (...) implican el ejercicio permanente del poder por el pueblo o, dicho de otra manera, su permanente participación en la toma de las decisiones que les atañen...”[13].



[bookmark: _ftnref14]· La Sala Constitucional ha considerado que la reforma del artículo 9 otorga el carácter participativo del gobierno costarricense y eleva el principio participativo a rango constitucional, puesto que “la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones públicas prevista en la Constitución y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable[14].



· Los derechos a la asociación y el derecho a la comunicación de intereses tienen respaldo constitucional (artículos 27, 29) en especial el derecho de petición: "se garantiza la libertad de petición -en forma individual o colectiva- ante cualquier funcionario público o entidad oficial y el derecho a obtener pronta resolución" (art.26).



[bookmark: _ftnref15]· El país ha aprobado múltiples convenios internacionales y declaraciones universales,[15] que afirman los derechos fundamentales de la persona humana, los cuales también están consagrados en la Carta Magna (art. 41).



· La Constitución Política otorga como función principal del Sistema de Justicia, la atención del conflicto entre partes y la aplicación de las leyes (art. 153) y simultáneamente demarca la calidad del servicio público del Poder Judicial al decir que a todos los(as) ciudadanos(as): “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art. 41).



· Las personas operadoras de justicia tienen una autoridad delegada y están obligadas a la rendición de cuentas y la transparencia de su gestión ante la ciudadanía, es decir, “... Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone (...) y la acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. (Y) la administración pública… estará sometida a una evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes” (art. 11).



· La Ley General de Control Interno, constituye un instrumento que coadyuva a la transparencia y rendición de cuentas, al establecer sistemas de control interno para la mejora del servicio y al considerar la necesaria consulta a la persona usuaria para la calidad del servicio público.



[bookmark: _ftnref16]· La Ley de Contralorías de Servicios[16], compromete a estas instancias en la promoción de políticas de calidad en la prestación de los servicios que brindan organizaciones públicas (art. 3), a generar una cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de servicios y a la formación de una cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación, mejoramiento continuo e innovación de los servicios (art. 7).



[bookmark: _ftnref17]· La legislación costarricense vigente[17] ofrece vías de participación ciudadana que pueden ser incorporadas en las acciones de esta política, tales como la consulta ciudadana en el referéndum o plebiscito, la participación en audiencias públicas o comunitarias en la decisión de prestación de servicio, el dictamen técnico en algunas instituciones, la representación civil en órganos directivos de instituciones públicas y la denuncia (presencial, electrónica, telefónica, etc.) ante los órganos de control de instituciones públicas, concretamente, en el Poder Judicial (Inspección Judicial y Contraloría de Servicios).



[bookmark: _ftnref18]· El Poder Judicial estableció en los últimos años un conjunto de políticas que fundamentan el principio de acceso a la justicia basadas en las Reglas de Brasilia[18] que ofrecen principios, medidas y acciones orientadas a garantizar los derechos de sectores más vulnerables de la sociedad.



[bookmark: _ftnref19][bookmark: _ftnref20][bookmark: _ftnref21][bookmark: _ftnref22][bookmark: _ftnref23]· Las autoridades del Poder Judicial han establecido una serie de disposiciones que favorecen la participación ciudadana tales como: la aprobación en el Consejo Superior del Estatuto de la Justicia y de los derechos de las personas usuarias (2010), que obliga al Poder Judicial a crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de personas funcionarias en particular[19]. Existen disposiciones administrativas de Corte Plena y Consejo Superior que dan viabilidad política y favorecen el fomento de la participación ciudadana en el Poder Judicial, como la declaración del tema de participación ciudadana como de interés institucional, la incorporación del tema de la participación ciudadana como eje importante de la planificación estratégica y más tarde en los planes operativos,[20] la validación de una propuesta de modelo de participación ciudadana,[21] la voluntad de crear una política institucional de servicio a la persona usuaria y de crear un equipo interinstitucional que valore los temas de servicio en el Poder Judicial[22] y la aprobación del reglamento de las Comisiones de Personas Usuarias[23].



· Que la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública “XI Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado (Lisboa, Portugal, 25-26 Junio 2009) ratificada por Costa Rica, afirma la participación ciudadana como un derecho y responsabilidad cívica (art.6) “a) Un derecho activo exigible a los poderes públicos, de forma que éstos establezcan y garanticen los cauces para su ejercicio en los procesos de gestión pública, b) Una responsabilidad cívica como miembros de la comunidad en que se integran, bien en forma individual o bien mediante sus organizaciones y movimientos representativos”. Y orienta a que “los poderes públicos fomentarán el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión pública, destinando recursos, así como creando y potenciando las condiciones favorables para el ejercicio efectivo de este derecho, en especial de aquellos sectores en condición de exclusión y vulnerabilidad social”.



III. Líneas generales de la política



3.1 Principios orientadores



[bookmark: _ftnref24]· Igualdad, respeto a los derechos humanos y rechazo a cualquier forma de discriminación.[24]



Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse forma alguna de discriminación (art. 33 Constitución Política) por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política, opción sexual o de cualquier otra índole.



[bookmark: _ftnref25][bookmark: _ftnref26]La dignidad humana debe ser protegida mediante la defensa de los derechos humanos y estos son inalienables y se encuentran consagrados en múltiples instrumentos internacionales ratificados por el país[25]. Reconociendo la existencia de desigualdades sociales, geográficas, étnicas, etarias y de género, todas las personas habitantes del país deben contar con el acceso a la justicia toda vez que esté en peligro la vigencia de sus derechos humanos vitales[26].



En atención a los lineamientos institucionales relacionados con las políticas de igualdad de género y acceso a la justicia del Poder Judicial, los principios de la presente política apuntan a la realización de acciones afirmativas para dar respuestas diferenciadas a poblaciones particulares.



[bookmark: _ftnref27]· Acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad[27].



[bookmark: _ftnref28]El acceso a la justicia es el derecho de las personas usuarias de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales,[28] especialmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos por cuanto “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art.41, Constitución Política).



Las actuaciones de las personas operadoras de justicias deberán orientarse, entre otras, a proporcionar información básica y oportuna sobre derechos, procedimientos y requisitos a todas las personas y con especial atención a las personas con vulnerabilidad, para la garantía del acceso a la justicia.



[bookmark: _ftnref29]· Petición y demanda ciudadana[29].



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones representativas, tienen derecho a ejercer libremente la petición de información ante cualquier persona funcionaria pública, así como el derecho de acceso a la información y a una respuesta pronta y oportuna (art. 27 de la Constitución Política).



· Transparencia y rendición de cuentas.



Teniendo la persona que ejerce un cargo público un poder de autoridad delegado sujeto al cumplimiento de deberes, deberá contar con la debida responsabilidad personal de sus actos y por tanto, como reza en la Constitución Política (art.11), deberá cumplir con una evaluación de resultados y rendición de cuentas del ejercicio de la gestión del Poder Judicial. Además deberá ser transparente en el cumplimiento de sus deberes y en el uso de los recursos y fondos que el Estado pone a su disposición, evitando actos de corrupción.



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones podrán solicitar procesos de rendición de cuentas a las diversas instancias del Poder Judicial, así como la participación en espacios y actividades que convoquen para este fin.



· Responsabilidad y reconocimiento de deberes de la persona funcionaria como servidora pública.



[bookmark: _ftnref30]Se comprende la administración de  justicia como un servicio público y que las personas tienen derecho a que se les brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y especialmente con respeto de quién acude en demanda de ella[30].



[bookmark: _ftnref31]Se acuerpa el fomento de los valores compartidos del Poder Judicial[31] como el compromiso, la responsabilidad, la excelencia, la integridad y la honradez en el ejercicio de la función pública de las personas operadoras de justicia.



Se requiere el predominio de una concepción de servicio público por parte de personas operadoras de justicia ante las peticiones y denuncias ciudadanas, la disposición a la transparencia y rendición de cuentas de la gestión del servicio de justicia, la sensibilidad en el conocimiento y contacto con la realidad, la conciencia social para comprender las necesidades de la población y el entorno del conflicto social, así como la disposición a atender a las partes en el conflicto a la hora de aplicar las leyes.



3.2 Objetivos



Objetivo general



Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



Objetivos específicos



1. Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica.



2. Promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



3.3 Ejes estratégicos



De conformidad con esta Política la Participación Ciudadana debe ser un eje transversal en el accionar del Poder Judicial por lo que necesariamente debe reflejarse en la toma de decisiones en todos los ámbitos que lo integran.



Además de este eje transversal, la política se basa en tres ejes estratégicos a partir de los cuales se definen las acciones a desarrollar, estos son:



Conciencia y disposición: busca generar las condiciones internas y externas para que tanto la ciudadanía como las personas que laboran en el Poder Judicial tengan competencias, herramientas, conocimientos, sensibilidad, actitud positiva y apertura hacia la participación ciudadana.



Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y atención de las necesidades particulares (poblaciones vulnerables), exigibilidad de derechos, respuesta institucional.



Incidencia ciudadana: lo que implica la toma de decisiones conjuntas, control ciudadano vinculado a la toma de decisiones, integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.



3.4 Líneas de acción



Los ejes estratégicos de la política determinan el énfasis general, mientras que las líneas de acción, determinan el énfasis de las actividades del plan de acción. Se proponen como líneas de acción diferentes modalidades de participación ciudadana, las cuales se explican a continuación.



				LÍNEAS DE ACCIÓN



				DESCRIPCIÓN







				Información



				Refiere a los diversos productos informativos y medios de comunicación, que se utilizarán para la divulgación de información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.







				Formación y Sensibilización



				Refiere a las acciones de capacitación, sensibilización y empoderamiento dirigidas a personas operadoras de justicia y grupos estratégicos de la ciudadanía para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana.







				Consulta



				Refiere a las acciones orientadas a recolectar la opinión de la ciudadanía por métodos presenciales y electrónicos, sobre temas de interés de ésta, para ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones.







				Control y fiscalización ciudadana



				Refiere a las acciones orientadas a ejercer el control y la fiscalización de parte de la ciudadanía sobre la gestión del Poder Judicial, especialmente la calidad del servicio, las políticas y el gobierno así como el uso de los recursos económicos, humanos y materiales. Puede ejercerse por parte de personas individuales, las comisiones de personas usuarias, mesas de diálogo y grupos de control ciudadano u otros mecanismos cívicos.







				Incidencia ciudadana



				Refiere a las acciones orientadas a incidir en la toma de decisiones de la gestión judicial (políticas, directrices, gobierno, administración y calidad del servicio) de los diferentes ámbitos judiciales y a la apertura de espacios formales en la institución para la representación ciudadana.











3.5 Factores para el desarrollo de la política



La política está determinada por una serie de factores que guían el planteamiento con el fin de responder tanto a las particularidades de la institución como del contexto social.



Ø Gradualidad: El desarrollo de la política será implementada de manera gradual en los diferentes circuitos y ámbitos judiciales que han avanzado en la implementación de acciones de participación ciudadana. Además se reconoce que el avance dependerá de la sensibilidad y disposición de los diferentes actores internos y externos para reconocer la participación ciudadana como un mandato constitucional.



Ø Descentralización: La ejecución se realizará de manera descentralizada tanto en las diferentes instancias del Poder Judicial como en las organizaciones civiles para así dar garantía al cumplimiento de la estrategia y para hacer un mejor uso de los recursos humanos y materiales de la institución y de las organizaciones ciudadanas. Además, se estimularán fórmulas descentralizadas de ejecución de la estrategia, que en vez de priorizar la relación entre la ciudadanía usuaria-organizada y las autoridades superiores del Poder Judicial, busque dar cabida a una dinámica horizontal entre la ciudadanía usuaria y organizada y las autoridades y personas operadoras de justicia en el espacio de cada Circuito Judicial y de cada comunidad.



Ø Simultaneidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán ubicarse a lo largo de todo el territorio nacional, y podrán ejecutarse de acuerdo a criterios de conveniencia y aprovechamiento de condiciones propicias en unos lugares respecto a otros.  Las oficinas judiciales del ámbito jurisdiccional y auxiliar, así como las oficinas administrativas, deberán participar en las acciones estratégicas que más se acomoden a sus roles en el sistema de justicia y a sus condiciones y capacidades reales de ejecución.



Ø Especificidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán adecuarse a tres niveles de especificidad que son: a) particularidades de cada conglomerado de personas operadoras de justicia, b) la especificidad del territorio geográfico y su realidad sociocultural y c) las especificidades de los diversos públicos meta de la ciudadanía, entre las que se pueden considerar, por ejemplo, el género, el nivel cultural, la nacionalidad, la etnia.



Ø Flexibilidad: Las autoridades del Poder Judicial y las personas encargadas de la toma de decisiones apoyarán una ruta de flexibilidad en la institucionalidad, que favorezca la participación ciudadana (reglamentos, protocolos, estímulo de instancias no formales, apertura al uso de recursos institucionales de parte de la ciudadanía dispuesta a la participación ciudadana, etc.)



Ø Financiamiento oportuno: Las líneas de acción de la estrategia deberán contar con recursos económicos necesarios para su ejecución. Estos recursos provendrán de las siguientes vías: a) el presupuesto asignado de cada uno de los departamentos o instancias participantes para la ejecución de su plan de trabajo o su ampliación, b) el presupuesto que recibirá la Conamaj como rector de la Política, c) proyectos de la cooperación internacional y de otras fuentes estatales y no estatales que aporten al cumplimiento del plan de trabajo. Las acciones que se adopten con esta Política que requieran financiamiento específico deberán ser dotadas de contenido presupuestario, el cual se formulará como tal en el presupuesto de la institución.  



Ø Respeto a la independencia judicial: Las líneas de acción de la estrategia y el plan de trabajo, no deben intervenir en el ejercicio de la independencia de la Judicatura en la resolución de los conflictos y asuntos de su conocimiento. Las líneas de acción de la estrategia respetan la separación entre la administración de justicia y la aplicación de justicia, de manera que no se proponen acciones que buscan influir o intervenir en las resoluciones de la Judicatura ante el conflicto entre partes. Sin embargo, el ámbito de acción de la presente política anima el control ciudadano de la gestión del Poder Judicial, lo que permite el llamado a la rendición de cuentas en la calidad del servicio de la oficina judicial, el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del gobierno judicial.



Ø Alineación con los fundamentos de Gobierno Abierto: La política de participación ciudadana viene a ser un eje y componente fundamental de la implementación de una estrategia de Gobierno Judicial Abierto, complementándose en lo que corresponde.



Ø Innovación: El uso de las TIC en la ejecución de la política plantea retos importantes como el medio idóneo para establecer canales de diálogo e interacción con la ciudadanía, así como la utilización de otros medios novedosos y accesibles.



Ø Creatividad: En cada ámbito del Poder Judicial, además de crear las condiciones internas necesarias para la participación ciudadana, se promoverá el uso de herramientas alternativas para realizar procesos participativos e inclusivos.



3.6 Condiciones institucionales y sociales para la implementación de la política



· Reconocimiento del derecho a la fiscalización o control ciudadano de la gestión del sistema de justicia.



Basado en el derecho que asiste a la ciudadanía individual y organizada de la petición de rendición de cuentas sobre la calidad de la gestión del Poder Judicial en cuanto al servicio público, las autoridades y las personas operadoras de justicia deberán dialogar, estudiar y responder las demandas de fiscalización y control ciudadano.



[bookmark: _ftnref32]· Reconocimiento a la interlocución de la ciudadanía individual y organizada[32].



Siendo la participación ciudadana un derecho de la ciudadanía individual y organizada, se reconoce de manera explícita  el derecho a ejercer fiscalización o control ciudadano. Lo que lleva implícito el derecho a solicitar la rendición de cuentas a las personas operadoras de justicia por parte de la ciudadanía individual y organizada.



Se entiende que esta interacción es un proceso de doble vía donde:



§ Los entes y órganos públicos y aquellos particulares a quiénes se han transferido competencias públicas sean receptivos a las opiniones y propuestas de la sociedad.



§ La ciudadanía individual y organizada que ejerza la participación ciudadana, conozca, dialogue, delibere e incida sobre las competencias de las instituciones estatales.



[bookmark: _ftnref33]Deberá también el sistema de justicia propiciar la participación de las entidades de la sociedad civil, el relevante papel en la cohesión social y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad[33].



· Sensibilización y humanización de las personas operadoras de justicia.



[bookmark: _ftnref34]Se hace necesario que las personas operadoras de justicia comprendan y sean conscientes de que la participación ciudadana prevista en la Constitución Política y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable como señala la Sala Constitucional[34]. De igual modo, que tengan sensibilidad en el trato humano con las personas usuarias así como en la disposición a las demandas o peticiones ciudadanas.



· Representación ciudadana responsable.



Para los casos en que se requiera delegar la representación de la ciudadanía en personas o grupos, esta deberá ser responsable, con clara capacidad para actuar, conciencia crítica y predominio de agendas colectivas en vez de intereses personales. Deberán establecerse mecanismos de selección democrática de representantes civiles que actúen en calidad de interlocutores(as) ciudadanos(as) quienes ejercerán esta función bajo los preceptos de la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, firmada por los Estados Iberoamericanos en Lisboa, 2009:



a. Conocer y hacer un uso adecuado de los mecanismos de participación.



b. Informarse sobre los aspectos de interés público así como sobre las competencias asignadas a la entidad pública a la cual se dirija.



c. Escuchar las razones presentadas por los representantes de la Administración Pública y, en los casos de ser necesaria la contra argumentación, hacerlo de acuerdo a razones que obedezcan a la mayor objetividad posible y mediante una actitud de diálogo.



d. Respetar y propiciar decisiones públicas que prioricen el interés general de la sociedad sobre intereses particulares.



e. Intervenir en los procesos de evaluación de la participación ciudadana, así como de sus actuaciones, de manera que permita aprendizajes para su mejora.



·             Compromiso mutuo de las dos partes y reglas de juego.



La participación ciudadana se entiende como un derecho activo exigible al poder público y una responsabilidad cívica de las personas usuarias individuales y de la ciudadanía mediante organizaciones representativas.



[bookmark: _ftnref35]El ejercicio de la participación ciudadana se asume como una corresponsabilidad entre estos y las personas operadoras de justicia en una relación de doble vía.[35]



Para ello se crearan reglas de juego claras, conocidas y compartidas en cuanto a las formas y canales establecidos de comunicación, organización e interacción así como al carácter de los acuerdos que se asuman.



El Poder Judicial deberá procurar canales, medios e instancias donde la ciudadanía pueda ejercer la participación ciudadana y estimulará las vías de interacción necesarias para que la ciudadanía individual y organizada ejerza su derecho a la participación ciudadana.



· Disposición de recursos y condiciones tecnológicas que faciliten la interacción con la ciudadanía



La institución creará las condiciones y hará uso de los recursos tecnológicos para interactuar con la ciudadanía. Para ello podrá utilizar plataformas amigables, de uso sencillo, en las que se presente información con lenguaje comprensible, programas que permitan la interacción, intercambio de información con la ciudadanía. Es importante que se considere la brecha tecnológica existente en el país para que el uso de estos medios no se vuelva un factor excluyente.



· Creación de sinergias para la participación ciudadana



La coordinación entre las oficinas judiciales, con las demás instituciones del Estado y con grupos organizados, organizaciones no gubernamentales y otros, constituye una necesidad para la realización de las acciones que se proponen en la Política.



Para este fin se creará una comisión que coordine, dinamice y promueva la realización de las acciones de participación ciudadana incluidas en la Política y otras que permitan alcanzar las aspiraciones acá planteadas. Esta comisión estará integrada por entes clave del Poder Judicial, instituciones públicas afines y representación de la sociedad civil.



Además, se crearán alianzas con entes académicos y universitarios que posibiliten la realización de estudios e investigaciones en materia de participación ciudadana y que a la vez promuevan la formación de la ciudadanía en el tema.



Igualmente se procurará la colaboración y apoyo de entes internacionales en el desarrollo de investigaciones, proyectos, programas y actividades que se desprendan de las líneas de acción de la Política.



IV. Plan de acción



La estrategia para la implementación de Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial contempla  tres ámbitos de acción, cada uno de las cuales se fundamenta en un eje estratégico. Estos ámbitos  se desarrollan de manera simultánea y gradual, según se plantea en el apartado sobre factores para la implementación de la política.



Ámbito I: Conciencia y disposición



Informar más y mejor los servicios del Poder Judicial a la ciudadanía



Se trata de responder las peticiones de la ciudadanía con información adecuada y oportuna, sobre los servicios, los trámites y la normativa para una gestión judicial, así como la comprensión de la estructura organizativa y la localización física de oficinas en el sistema.



La divulgación de información accesible, inclusiva y oportuna crea confianza y reduce la distancia entre el Poder Judicial y las personas usuarias, puesto que la falta de información resulta ser una de las principales quejas de la ciudadanía. Deberán procurarse el uso gratuito de los medios masivos de comunicación nacionales y locales y el desarrollo de productos comunicacionales adecuados,  innovadores y que tengan el mayor impacto en la ciudadanía usuaria.



Formar a la ciudadanía sobre los derechos que le asisten para ejercer la participación ciudadana



Se trata de formar a las personas usuarias y grupos organizados sobre derechos constitucionales y jurídicos que respaldan la participación ciudadana, los derechos que el Poder Judicial otorga a la persona usuaria, los derechos que le asisten con las políticas de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad, y metodologías, herramientas y modalidades organizativas para ejercer participación ciudadana. El Poder Judicial no se encarga de la formación directa de la ciudadanía sino que coordina con otras instituciones o instancias sociales para que ofrezcan la oferta educativa. De manera complementaria podrá realizar charlas y talleres.



Sensibilizar a operadores(as) de justicia sobre el derecho que tiene la ciudadanía a la participación ciudadana.



Se trata de atenuar resistencias hacia la apertura de espacios de participación ciudadana y el ejercicio de este derecho tanto por parte de la ciudadanía así como del personal judicial. Esto mediante actividades múltiples de sensibilización dirigidas al colectivo judicial, sobre diversos temas, entre otros: i) derechos constitucionales y jurídicos que tiene la ciudadanía para ejercer participación ciudadana, ii) la disposición de la persona operadora de justicia ante la participación ciudadana, iii) sobre el ejercicio de las funciones de los cargos públicos como servicio, y no como poder, iv) el conocimiento de derechos de las personas usuarias y de aquellas en condición de vulnerabilidad.



Este paso tendrá que ser permanente a lo largo de la aplicación de la estrategia. Así mismo realizará todas las acciones requeridas para garantizar la apertura y sensibilidad del personal judicial hacia la participación ciudadana.



Fomentar diversas modalidades de hacer consulta a la ciudadanía



La ciudadanía quiere ser escuchada y plantear sus necesidades: no que se las interpreten. La consulta del Poder Judicial hacia la ciudadanía genera interacción primaria, aproximación social y sobre todo confianza de la ciudadanía hacia las personas operadoras de justicia.



Se trata de estimular diversas modalidades para tomar en cuenta la voz y la opinión de las comunidades, los grupos sociales en condición de vulnerabilidad, las organizaciones civiles a escala nacional y presentes en el territorio que comprende cada Circuito Judicial. Esta consulta a la ciudadanía deberá hacerse de previo a la toma de  decisiones que impacten a la persona usuaria y/o a diferentes grupos sociales. Así también se consultará en busca de aportes ciudadanazos para la mejora de los servicios judiciales.



Figura 1. Ámbito I: Conciencia y disposición



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\78142591.tmp]



Ámbito II: Interacción y diálogo



Hacer rendición de cuentas hacia la ciudadanía.



Ejercitar la transparencia y rendir cuentas de forma periódica, visible y presencial ante la ciudadanía usuaria y organizada en los Circuitos Judiciales, mediante la puesta en práctica de un modelo de rendición de cuentas que realicen las personas operadoras de justicia hacia las personas usuarias y organizaciones civiles interesadas.



Ampliar los espacios formales de interacción.



El Consejo de Administración de Circuito: en calidad de autoridad principal, posibilitará audiencias semestrales con la presencia de organizaciones civiles interesadas y la Comisión de Personas Usuarias  con una agenda y metodología de consenso.



Es necesaria la presencia de las Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales, con un rol más estratégico orientado hacia la fiscalización y control ciudadano de la calidad del servicio del Circuito Judicial, de manera que pueda ser la instancia que represente a la ciudadanía en la zona. Estas comisiones deberán alimentarse con información de ciudadanía usuaria y organizada, mediante el desarrollo de foros ciudadanos semestrales que recojan las preocupaciones y demandas de las personas usuarias. Además, su conformación deberá incluir representación amplia de la sociedad civil.



Contralorías de Servicios: la ley de Contralorías de Servicios (No 9158) establece que estas instancias deben velar por “el respeto de los derechos de las personas usuarias” (art. 2) y promover “políticas de calidad en la prestación de servicios” (art. 3), por cuanto deberán ejercer un rol proactivo al interior de los Consejos de Administración de Circuitos y en las otras instancias judiciales en todos los niveles. Además se procura desde la ley, un seguimiento a dos aspectos fundamentales: a) colaborar en la generación de una “cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de los servicios” y b) colaborar en la formación de una “cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación de servicios”.



Crear espacios de interacción: Mesas de diálogo.



Se trata de crear espacios organizativos que sean temporales y externos al Poder Judicial, donde participe la ciudadanía usuaria u organizada, mediante las Mesas de diálogo, creadas por la interacción entre las organizaciones civiles y personas operadoras de justicia presentes en el territorio de un Circuito Judicial.



Estas instancias se activan a partir del interés de la ciudadanía para presentar propuestas, peticiones, quejas y preocupaciones, así como defensa de derechos en la gestión de la calidad del servicio en temáticas específicas. Se trata de generar una dinámica de interacción con una metodología definida, en donde se presentan preocupaciones, se dialogan y discuten, llegando a acuerdos entre personas líderes de organizaciones civiles y personas operadoras de justicia. La figura siguiente muestra un ejemplo de una mesa de diálogo.



Figura 2. Mesa de diálogo.
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Poner a disposición de la ciudadanía la información del sistema de justicia para que ejerza participación y control ciudadano.



[bookmark: _ftnref36][bookmark: _ftnref37]Se trata de articular la información que genera cada ámbito del Poder Judicial, con el propósito de ofrecer información calificada y oportuna[36] a las organizaciones civiles interesadas en ejercer control ciudadano, ya sea a nivel electrónico, en sitios web del Poder Judicial o a nivel físico, cuando se requiera. Esta información deberá contar con las características de ser dato abierto[37].



Figura 3. Ámbito II: Interacción y diálogo



Ámbito III: Incidencia ciudadana



En esta etapa se profundiza en los modelos viables de control ciudadano, los cuales implican una metodología de trabajo, una modalidad organizativa y un conjunto de actores y actoras de la sociedad civil que hacen interacción con personas operadoras de justicia en el territorio de los Circuitos Judiciales del Poder Judicial.



Consolidar modelos viables de control ciudadano.



Las mesas de diálogo que surgen con base en una agenda temática con una período temporal de vida, pueden convertirse, por decisión de las organizaciones participantes, en grupos de control y fiscalización ciudadana permanentes.



Otra modalidad de grupo de control ciudadano consiste en la creación de redes de organizaciones civiles dentro de un territorio de un Circuito Judicial que estén interesadas en interactuar con el Poder Judicial, tales como: asociaciones de desarrollo, grupos de mujeres, iglesias, sindicatos, grupos ambientales, redes temáticas, ASADAS, ONGs y fundaciones que atienden personas en condición de vulnerabilidad.



Las mesas de diálogo y los grupos de control ciudadano serán de iniciativa de la ciudadanía, aunque deberá existir un rol de apoyo metodológico y logístico para su funcionamiento de parte de la Conamaj u otra instancia judicial a nivel local, al menos en su primer año de vida.



Participación en auditorías sociales.



Las auditorías sociales son iniciativas de control ciudadano generadas de forma autónoma por organizaciones civiles, normalmente convocan a todas las instituciones públicas con una agenda de temas en el ámbito financiero y administrativo, aunque se pueda ampliar a otros temas de interés.



Creación del Consejo Consultivo de la sociedad civil y negociación con autoridades del Poder Judicial.



Un nivel de maduración de la participación ciudadana consiste en ejercer la incidencia ciudadana que se expresa mediante la influencia en la toma de decisiones en la gestión pública.



Para ello es necesario construir una instancia interlocutora de la sociedad civil, con legitimidad ante las autoridades del Poder Judicial. Esta se puede crear mediante el fortalecimiento de las redes de apoyo civil en las subcomisiones de Acceso a la Justicia o por la convocatoria nacional de organizaciones civiles que deseen participar, con el apoyo  de la Defensoría de los Habitantes de la República.



La dinámica de interacción entre Consejo Consultivo y Autoridades del Poder Judicial se establecerá con base en una metodología de trabajo y una agenda de prioridades de debate en temas de política, gobierno y administración.



Formalización de espacios de representación de ciudadanía en instancias judiciales.



El Poder Judicial procurará la apertura de espacios permanentes y formales de representación de ciudadanía en instancias del gobierno judicial de manera que la toma de decisiones a este nivel se enriquezca con el aporte ciudadano y tenga como eje central buen servicio. A nivel descentralizado y regional, esta representación permitirá integrar las condiciones particulares de los diferentes grupos sociales.



 



Estos espacios se abrirán en  las instancias administrativos a nivel central y regional, en las comisiones y subcomisiones temáticas y en las comisiones de personas usuarias. Los órganos del ámbito auxiliar de justicia abrirán estos espacios de conformidad a sus propias estructuras.



Figura 4. Ámbito: Incidencia Ciudadana ante el Poder Judicial.
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4.1 Operacionalización de la Política



El Plan de acción de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial busca orientar su implementación de manera clara y definida para los distintos entes de la institución. El plan se organiza a partir de los ejes estratégicos planteados anteriormente, las líneas de acción y metas alcanzables a mediano plazo, como se detalla en la tabla siguiente. Además, para cada una de las metas se definen una serie indicadores que permitan monitorear su cumplimiento.



				Ejes estratégicos



				Líneas de acción



				Metas







				Conciencia y disposición



				Información



				Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.







				



				Formación y sensibilización



				Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.







				



				



				Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.







				



				



				Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.







				Interacción y diálogo



				Consulta e interacción



				Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.







				



				Control y fiscalización ciudadana



				Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.







				



				



				Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía.







				Incidencia ciudadana



				Incidencia ciudadana



				Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.







				



				



				Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.











4.2 Monitoreo y evaluación



Para realizar el monitoreo y la evaluación del cumplimiento de la política se presenta a continuación una matriz desagregada por ejes estratégicos, líneas de acción, metas e indicadores, de manera que sea posible monitorear, durante el tiempo de implementación, si se van realizando las acciones planteadas, y valorar al final del período si se alcanzaron los objetivos planteados.



Los indicadores utilizados se extraen tanto de las metas de la política como de las acciones puntuales establecidas para los diferentes responsables de su implementación. Cada actor responsable y/o involucrado puede definir nuevos indicadores de manera que permita una valoración más detallada de las acciones realizadas y las metas alcanzadas.



Los entes responsables del monitoreo y la evaluación de esta política está a cargo de Conamaj y la Dirección de Planificación, con la debida designación de recursos.








				Ejes estratégicos



				Líneas de acción



				Metas



				Indicadores







				Conciencia y disposición



				Información



				Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.



				ü Cantidad de puestos de información instalados en Circuitos Judiciales.



ü Nivel de accesibilidad del lenguaje en el sitio Web institucional.



ü Calidad de la información (oportuna, completa, accesible y con las características de datos abiertos) para facilitar la participación y el  control ciudadano.



ü Disponibilidad de información de políticas, reglamentos, acuerdos y o/ instructivos en sitio Web del Poder Judicial y otros recursos tecnológicos.



ü Disponibilidad de información de concursos y licitaciones para contrataciones en sitios Web del Poder Judicial.



ü Disponibilidad de información de presupuestos, salarios, patrimonio, recursos físicos, humanos  y materiales del Poder Judicial.



ü Cantidad de acciones de comunicación internas y externas sobre el Poder Judicial orientadas a la educación de la ciudadanía.



ü Cantidad de acciones de comunicación orientadas al conocimiento de  la Participación Ciudadana como derecho.



ü Cantidad de acciones informativas adaptadas a las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.







				



				Formación y sensibilización



				Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos  por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.



				ü Cantidad de  actividades educativas realizadas hacia ciudadanía usuaria y organizada.



ü Cantidad de actividades educativas realizadas con/para personas operadoras de justicia del Poder Judicial.



ü Cantidad de personas líderes civiles formadas en participación ciudadana.



ü Cantidad de personas operadoras de justicias formadas y sensibilizadas en participación ciudadana.



ü Cantidad de gestiones para la exigibilidad de los derechos de la persona usuaria en solicitudes y quejas en Contralorías de Servicios, Consejo de Administración de Circuito Judicial o Comisión de Personas Usuarias.







				



				



				Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.



				ü Tendencia en el ingreso de gestiones a la Contraloría de Servicios



ü Porcentajes de satisfacción de las personas usuarias medidos por encuestas de la Contraloría de Servicios



ü Porcentaje de tiempo de espera y trámite del expediente de la persona usuaria medidos por las encuestas de la Contraloría de Servicios



ü Cantidad de denuncias presentadas por la ciudadanía y personas usuarias ante la Inspección Judicial.







				Interacción y diálogo



				Consulta e interacción



				Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.



				ü Número de consultas a la ciudadanía realizadas para la formulación de políticas nuevas en el Poder Judicial, antes de su aprobación en los órganos superiores.



ü Número de consultas ciudadanas realizadas sobre el presupuesto del Poder Judicial durante el proceso de formulación.



ü Número de consultas a la ciudadanía realizadas durante el proceso de formulación del Plan Estratégico del Poder Judicial.



ü Cantidad de gestiones de ampliación de servicios presentadas por la ciudadanía.



ü Cantidad de estudios e investigaciones sociales para determinar condiciones y necesidades de las personas y comunidades usuarias para la determinación de aspectos de la prestación de los servicios judiciales







				



				



				Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.



				ü Porcentaje de integración de representación de poblaciones en condición de vulnerabilidad en Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



ü Aplicación de mecanismos participativos para la elección de representantes de las poblaciones en  la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



ü Cantidad de acciones institucionales dirigidas a generar las condiciones para la efectiva participación ciudadana de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Cantidad de juzgados que implementan el SNFJ



ü Cantidad de personas facilitadoras judiciales en el país.



ü Número de gestiones realizadas por las personas facilitadoras judiciales.



ü Cobertura de territorio rural del SNFJ







				



				Control y fiscalización ciudadana



				Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.



				ü Número de acciones ciudadanas que generan cambio en la calidad del servicio.



ü Cantidad de grupos de control ciudadano con demandas presentadas ante operadores de justicia en el Poder Judicial.



ü Cantidad de demandas ciudadanas tramitadas en alguna instancia del ámbito administrativo, auxiliar y jurisdiccional.







				



				



				Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía.



				ü Número de menciones en medios de comunicación nacional, regional y local de las acciones de transparencia y rendición de cuentas realizadas por el Poder Judicial.



ü Número de referencias de transparencia y rendición de cuentas en boletines del Poder Judicial.



ü Cantidad de actividades de rendición de cuentas dirigidas a la ciudadanía por parte de diferentes órganos judiciales.



ü Cantidad de acciones de rendición de cuentas ante órganos políticos y judiciales.



ü Cantidad de Consejos Ampliados realizados en diferentes Circuitos Judiciales.



ü Variación semestral del Índice de Confianza Judicial y otros índices disponibles.







				Incidencia ciudadana



				Incidencia ciudadana



				Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.



				ü Número y tipo de demandas formuladas y negociadas por grupos de control ciudadano ante autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial.



ü Número y tipo de demandas formuladas por el Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



ü Cantidad de mesas de diálogo y/o grupos de control ciudadano funcionando ante el Poder Judicial



ü Cantidad de gestiones presentadas por la ciudadanía que se acogen en los órganos de toma de decisión.







				



				



				Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.



				ü Tipo y cantidad de espacios de participación ciudadana habilitados por Corte Plena y Consejo Superior en la estructura del Poder Judicial.



ü Recepción de demandas y respuestas de parte de Corte Plena y Consejo Superior a las demandas del Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



ü Recepción de demandas y respuestas de autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial a nivel de Circuitos Judiciales provenientes de mesas de diálogo o grupos de control ciudadano.



ü Cantidad y forma de participación de la sociedad civil en los Consejos de Administración de Circuito (apertura de los consejos a la sociedad civil).
















4.3 Responsables de la implementación



Para la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se requiere que todos los despachos judiciales incorporen en sus planes de trabajo y su diario quehacer acciones de participación ciudadana, según los niveles que corresponda.  Esta política incluye y rige para las dependencias de los órganos Auxiliar de Justicia, Administrativo y Jurisdiccional,  así como para los programas de justicia alternativa y   las comisiones  de acceso a la justicia y   las relacionadas con temas de participación ciudadana de la institución.



Para garantizar la efectiva incorporación de estas prácticas en todas las oficinas, se requiere que los siguientes entes creen las condiciones institucionales que permitan llevar a la práctica las acciones de participación ciudadana establecidas en la política; por lo tanto, tendrán como punto de partida las acciones planteadas a continuación.



Corte Plena y Consejo Superior:



· Apoyar la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en todos sus aspectos.



Despacho de la Presidencia



· Organizar Consejos Ampliados en diferentes zonas del país, con presencia de integrantes de Corte Plena y Consejo Superior, así como con una amplia participación de sociedad civil.



· Realizar consultas por diferentes vías a la sociedad civil previa aprobación de políticas institucionales, propuestas de reforma legal, reglamentos o normativas institucionales, y de aspectos que impliquen reformas del sistema judicial.



· Realizar una rendición de cuentas anual del Poder Judicial ante la Asamblea Legislativa.



· Organizar la presentación del informe anual de labores del Poder Judicial.



Conamaj



· Dar seguimiento al cumplimiento de la política de participación ciudadana en los diferentes espacios institucionales.



· Orientar a las diferentes oficinas judiciales en la implementación de acciones de participación ciudadana.



· Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre temas de participación ciudadana dirigido a las personas usuarias y al personal judicial.



· Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre acceso a los servicios del Poder Judicial, dirigido a personas usuarias, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



· Orientar y dirigir la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales a nivel nacional.



· Coordinar con organizaciones sociales para que capaciten liderazgos civiles en temas y herramientas para el ejercicio de la participación ciudadana.



· Promover la ejecución de capacitaciones dirigidas a sociedad civil sobre los servicios que brinda el Poder Judicial, desde los diferentes ámbitos judiciales, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



· Promover la incorporación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en los programas de estudio y capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del ámbito auxiliar de justicia.



· Poner a disposición del colectivo judicial una caja de herramientas metodológicas para la implementación de acciones de participación ciudadana en el Poder Judicial.



· Orientar metodológicamente y colaborar con los circuitos judiciales que realizan sesiones de rendición de cuentas, en las primeras experiencias y cuando se solicite.



· Promover la creación de Mesas de diálogo en los diferentes circuitos judiciales. Estas mesas tendrán como interlocutores a las Comisiones de Personas Usuarias y la Contraloría de Servicios.



· Promover la participación del Poder Judicial en las redes temáticas presentes en la comunidad, cuando sea vinculada con la labor judicial.



· Promover la creación del Consejo Civil Consultivo Nacional de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial, en conjunto con la Defensoría de los Habitantes y la Comisión de Acceso a la Justicia.



· Promover el desarrollo de grupos de control ciudadano del desempeño del Poder Judicial.



Dirección de Planificación



· Emitir circulares, directrices y comunicados en los que indique la necesidad de incluir en los PAOs, PAEs, PAOMs y presupuesto anual las acciones de participación ciudadana que realizarán los despachos judiciales. Además, deberá velar porque estas acciones estén alineadas con la Política de Participación Ciudadana y el Plan Estratégico Quinquenal.



· Realizar evaluaciones, seguimiento y control de la efectiva incorporación del tema de participación ciudadana en los planes anuales de todas las oficinas judiciales y al cumplimiento del eje estratégico de participación ciudadana del Plan Estratégico Institucional.



· Realizar los procesos de modernización de los circuitos de manera inclusiva y participativa, tanto con el personal judicial como con los grupos de sociedad civil interesados.



· Establecer un mecanismo de participación y consulta de la sociedad civil en la formulación del Plan Estratégico Quinquenal del Poder Judicial así como en la formulación del Presupuesto.



· Incorporar en sus planes de trabajo lo referente al tema, según corresponda.



Departamento de Prensa y Comunicación



· Producir, difundir y promocionar material IEC (informativo, educativo, comunicativo) relativo a la participación ciudadana, orientado a dos objetivos: i) la sensibilización y apertura de la población judicial al tema y ii) la motivación a la ciudadanía para que se acerquen a la institución, participen en los espacios disponibles para este fin.



· Divulgar entre la población judicial la política de participación ciudadana y las responsabilidades que implica para cada ámbito.



· Vigilar porque el material que se produce en la institución dirigido a las personas usuarias sea sencillo, comprensible y suficiente.



· Divulgar en diversos medios, de manera clara, amigable y masiva, los servicios que ofrece el Poder Judicial.



· Transmitir en el Canal Judicial las sesiones de Corte Plena y Consejo Superior de temas interés para la ciudadanía, así como juicios y otras actividades de relevancia nacional.



· Usar las redes sociales con que cuenta el Departamento para consultar y propiciar un diálogo con la ciudadanía sobre temas de interés para la institución y para el intercambio de opiniones respecto a las políticas institucionales.



Dirección Ejecutiva



· Apoyar a la Contraloría de Servicios en la creación de puestos informativos en los edificios judiciales.



· Apoyar a las Administraciones Regionales en la realización de las sesiones de Rendición de cuentas a nivel de Circuito.



· Garantizar que los estudios para medir el Índice de confianza judicial en la sociedad costarricense contemplen una participación ciudadana amplia y representativa, y que sus resultados sean utilizados en la toma de decisiones a nivel institucional.



· Poner a disposición de la ciudadanía informes de la gestión administrativa del Poder Judicial en lenguaje sencillo, de manera que pueda ser fácilmente comprendido por la ciudadanía.



Ámbito administrativo



· Poner a disposición de la ciudadanía los informes financieros en lenguaje sencillo, de manera que puedan ser fácilmente comprendido.



· Divulgar la información sobre los procesos de contratación administrativa.



· Ajustar la información judicial a los requerimientos de la información abierta, dentro del marco de la legalidad y la confidencialidad.



· Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Ámbito Auxiliar de Justicia



· Realizar acciones para informar, educar y comunicar sobre las funciones específicas de cada órgano auxiliar, dirigidas a personas usuarias, organizaciones comunitarias, estudiantes y otras personas interesadas.



· Realizar actividades de rendición de cuentas dirigidas a distintos segmentos de la comunidad.



· Realizar diagnósticos participativos a nivel local sobre la incidencia criminal, de manera que sirva de base para alimentar la política de persecución penal (Ministerio Público).



· Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Consejos de Administración de Circuito



· Realizar sesiones anuales de rendición de cuentas en cada Circuito Judicial, que incluyan informes de los diferentes órganos judiciales presentes en el circuito.



· Promover y apoyar la realización de sesiones anuales de rendición de cuentas en las diferentes localidades que cuentan con despachos judiciales (por cantón o distrito según corresponda).



· Establecer mecanismos de intercambio con la ciudadanía.



· Realizar acciones de consulta a la ciudadanía de previo a tomar decisiones que impacten el servicio público.



· Integrar la representación ciudadana en esta instancia.



Comisión y subcomisiones de Acceso a la Justicia



· Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y de las Subcomisiones.



· Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.



· Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entres las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.



· Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y la Subcomisiones.



· Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dirección de Tecnología de la Información



· Crear plataformas web de fácil navegación y con información clara, en lenguaje sencillo y comprensible para la ciudadanía y en consonancia con la tendencia de datos abiertos.



· Guiar a los órganos judiciales que cuentan con páginas web en la construcción de vías de comunicación con la ciudadanía mediante de las herramientas digitales.



· Orientar a las autoridades judiciales en la implementación de herramientas digitales para el efectivo funcionamiento de la política.



· Crear otros recursos tecnológicos que posibiliten la interacción y el intercambio con la ciudadanía.



Inspección Judicial



· Ampliar las modalidades de presentación de denuncias ante la Inspección Judicial, de manera que las personas usuarias tengan todas las facilidades para denunciar.



· Facilitar las condiciones para que la ciudadanía pueda plantear denuncias ante esta instancia



Contraloría de Servicios



· Crear y mantener puestos informativos en las entradas de los edificios judiciales, que garanticen la atención adecuada, oportuna y efectiva de las personas usuarias que requieran orientación, con apoyo de la Dirección Ejecutiva y de las Administraciones Regionales.



· Informar y capacitar sobre los derechos de las personas usuarias y los servicios judiciales.



· Crear y alimentar bases de datos de organizaciones civiles presentes en los Circuitos Judiciales interesadas en la participación ciudadana y ponerla a disposición de los despachos judiciales que lo requieran, cuando los recursos disponibles lo permitan.



· Realizar foros ciudadanos anuales, en conjunto con las Comisiones de Personas Usuarias, para el levantamiento de las preocupaciones y peticiones de las comunidades del circuito judicial.



· Presentar y debatir el informe anual ante el Consejo de Administración de Circuito, que incluya los resultados de los foros ciudadanos, con la participación de las Comisiones de Personas Usuarias.



· Ampliar la conformación de las Comisiones de Personas Usuarias a representantes de la ciudadanía, mediante la selección abierta y representativa de la comunidad.



· Crear Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales del país.



· Colaborar con la ciudadanía en la conformación de Mesas de diálogo en los Circuitos Judiciales.



Gestión Integral de Calidad y Acreditación



· Incluir participación representativa de la sociedad civil en la fase de diagnóstico de la oficina judicial durante el proceso de acreditación de la calidad.



· Capacitar a representantes de organizaciones civiles interesados en ser parte del equipo de Auditoría Externa de Sinca, para la acreditación de la calidad de los despachos judiciales.



· Hacer presentaciones públicas, abiertas y con amplia convocatoria a sociedad civil de los informes de avance de las mejoras del despacho en el proceso de acreditación.



· Garantizar que los pasos del proceso de acreditación que requieren participación ciudadana, se realicen utilizando metodologías que posibiliten la interacción y el diálogo, más allá de la consulta.



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



· Gestionar la consecución de recursos y apoyo de la cooperación internacional para el desarrollo de proyectos, programas y actividades relacionadas con el tema de participación ciudadana, transparencia, rendición de cuentas, auditorías ciudadanas, democratización de la justicia, entre otros.



Dirección de Gestión Humana



· Ajustar las políticas de selección y reclutamiento de personal de manera que se consideren las particularidades culturales y sociales de cada zona en la que se existen oficinas judiciales a la hora de contratar el personal.



· Producir material informativo-educativo-comunicativo sobre participación ciudadana dirigido al personal judicial.



Escuela Judicial y Unidades de Capacitación



· Incluir en los programas de formación básicos de cada programa la formación y sensibilización en el tema de participación ciudadana.



· Las Unidades de capacitación del Ministerio Público, el OIJ y la Defensa Pública orientarán a todas las oficinas de cada órgano en la manera de incorporar el tema de participación ciudadana en sus PAOs, con la ayuda de Conamaj si fuera necesario.



Comisión de Ética y Valores



· Promover entre la población judicial el desarrollo de valores como la participación, la transparencia, el trabajo en equipo, el respeto y la solidaridad.



· Fomentar la participación y el involucramiento del personal judicial como ciudadanos y ciudadanas dentro de la institución.



Comisión de género



· Orientar al personal judicial encargado de organizar actividades de intercambio con las comunidades en temas como: estrategias para la inclusión de todas las poblaciones a la hora de realizar actividades como charlas, capacitaciones, rendiciones de cuentas; incorporación del lenguaje inclusivo en todas las comunicaciones que produzcan los despachos judiciales; sensibilización del personal judicial en temas como no discriminación, atención inclusiva a las personas usuarias, condiciones de vulnerabilidad, empatía, entre otros.



Otras oficinas, comisiones  y programas



· Todas las oficinas judiciales, así como los programas de justicia alternativa y las comisiones sobre temas relacionados con participación ciudadana deberán incluir en sus planes anuales operativos acciones de participación ciudadana, de manera que puedan organizar y preparar con tiempo las actividades planificadas.



· Conamaj deberá poner a disposición de estas  dependencias  judiciales una guía metodológica para el desarrollo de actividades de participación ciudadana, accesible en la intranet del Poder Judicial.”



San José, 24 de agosto de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 305-11 / 4741-15.



Randy Rivera Rodríguez.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 189 - 2016



15 de Noviembre del 2016



Fecha de Publicación: 05 de Diciembre del 2016



CIRCULAR Nº 189-2016



Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 89-16, celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice:



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.            INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] .



 



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año 



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4]desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5.        Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











San José, 15 de noviembre de 2016.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 10754-16



Randy Rivera Rodríguez.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.



Circular de Secretaría de la Corte N° 227 - 2016



20 de Diciembre del 2016



Fecha de Publicación: 20 de Enero del 2017



Documentos citados: Actas



CIRCULAR No. 227-2016



Asunto: Difusión de las observaciones del Comité de Derechos Humanos sobre el Sexto informe presentado por Costa Rica en relación con el Pacto Derechos Civiles y Políticos.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS, DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y COMISIONES DEL PODER JUDICIAL



SE LES HACE SABER QUE:



“El Consejo Superior, en sesión Nº 88-16, del 22 de setiembre de 2016, artículo LXXI dispuso hacer de conocimiento de todas las instancias judiciales las observaciones y recomendaciones que se dirán del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre el Sexto Informe presentado por Costa Rica en relación con el Pacto de Derechos Civiles y Políticos.



Esto con el objeto de implementar todas aquellas recomendaciones que sean relativas al Poder Judicial.



Con relación a las recomendaciones respectivas contenidas en el documento original se acogen las que a continuación se detallan:



6. El Estado parte debe difundir entre los jueces, abogados y el público en general el contenido de las disposiciones del Pacto y llevar a cabo capacitaciones dirigidas a los jueces sobre su aplicabilidad en el derecho interno. El Estado parte debe garantizar que la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos cuente con los medios adecuados para el eficaz desempeño de sus funciones, incluyendo los recursos financieros, humanos y materiales necesarios y garantice el pleno funcionamiento de la entidad permanente de consulta con la sociedad civil.



8. El Estado parte debe garantizar que la Defensoría de los Habitantes cuente con los recursos financieros, humanos y materiales necesarios para el desempeño efectivo de su labor y que el proceso de selección del Defensor Adjunto sea transparente, todo ello a fin de asegurar la plena independencia y eficacia de dicha institución de conformidad con los Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París).



10. El Estado parte debe redoblar sus esfuerzos por erradicar los estereotipos y la discriminación contra los miembros de pueblos indígenas, personas afrodescendientes, migrantes, solicitantes de asilo y refugiados, y las personas con discapacidad, entre otras cosas poniendo en marcha campañas de concientización a fin de promover la tolerancia y el respeto de la diversidad. El Estado parte debe acelerar la adopción de una ley para prevenir y sancionar todas las formas de discriminación, asegurándose de que incluya una prohibición general de la discriminación por todos los motivos que figuran en el Pacto e incorpore disposiciones que permitan obtener reparación en casos de discriminación, racismo o xenofobia, mediante recursos judiciales eficaces y adecuados.



12. El Estado parte debe adoptar medidas efectivas para poner fin a la discriminación y estigmatización social de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales con el fin de enviar un mensaje claro de que no tolera ningún tipo de acoso, discriminación o violencia por motivos de su orientación sexual o identidad de género. Todos los casos de violencia deben investigarse y los autores deben ser procesados y castigados con sanciones apropiadas.



14. El Estado parte debe adoptar medidas concretas de sensibilización acerca del VIH/SIDA con el objeto de combatir los prejuicios y los estereotipos negativos contra las personas con VIH/SIDA. El Estado parte debe redoblar sus esfuerzos para garantizar que las personas con VIH/SIDA, en particular aquéllas privadas de libertad, las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, y migrantes en condición irregular, tengan igualdad de acceso a atención y tratamiento médicos.



16. El Estado parte debe continuar sus esfuerzos para eliminar la brecha salarial que sigue existiendo entre las mujeres y los hombres. El Comité anima al Estado parte a adoptar medidas especiales temporales que sean necesarias para seguir aumentando la participación de las mujeres en la vida pública en todos los niveles del Estado, así como su representación en puestos directivos en el sector privado.



18. El Estado parte debe:



a) Revisar su legislación sobre el aborto a fin de incluir motivos adicionales para la interrupción voluntaria del embarazo, inclusive cuando el embarazo sea consecuencia de una violación o incesto y en caso de discapacidad fatal del feto, con el fin de garantizar que las barreras legales no causen a las mujeres recurrir al aborto clandestino que pone su vida y su salud en riesgo;



b) Adoptar rápidamente un protocolo que garantice el acceso al aborto cuando exista un riesgo para la vida o salud de la mujer;



c) Asegurar que los servicios de salud sexual y reproductiva sean accesibles para todas las mujeres y adolescentes;



d) Continuar sus esfuerzos en los programas de educación de carácter formal (en las escuelas) e informal (a través de los medios de difusión y otras formas de comunicación) sobre la importancia del uso de anticonceptivos y los derechos en materia de salud sexual y reproductiva, y asegurar su aplicación;



e) Velar por que los casos de violencia contra mujeres en los servicios de salud sean debida y rigurosamente investigados, enjuiciados y sancionados de forma apropiada.



20. El Estado parte debe tomar todas las medidas para perseguir su intención expresada de eliminar la prohibición de la técnica de fertilización in vitro y para evitar restricciones excesivas al ejercicio de los derechos contenidos en los artículos 17 y 23 del Pacto por parte de las personas que deseen hacer uso de dicha técnica de reproducción.



. El Estado parte debe:



a) Tomar las medidas que sean necesarias para eliminar la violencia contra la mujer, y establecer un sistema que permita el acceso a un recurso efectivo, incluyendo rehabilitación para las víctimas;



b) Multiplicar el número de albergues que cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios;



c) Adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para prevenir y sancionar todo tipo de violencia contra mujeres y niños;



d) Establecer un sistema de denuncia y una base de datos sobre los actos de violencia contra las mujeres y los niños para poder analizarlos y adoptar medidas adecuadas al respecto.



24. El Estado parte debe hacer un mayor esfuerzo por luchar contra la trata de personas, investigar y enjuiciar sistemática y enérgicamente a los responsables, y asegurarse de que, cuando estos sean declarados culpables, sean sancionados adecuadamente. El Estado parte también debe garantizar el acceso a recursos efectivos a las víctimas, incluyendo rehabilitación y promover la recolección de datos estadísticos comprehensivos a fin de fortalecer sus esfuerzos contra la trata de personas.



26. El Estado parte debe velar por que las denuncias de tortura y/o malos tratos se investiguen de manera efectiva y rigurosa, para que los autores sean enjuiciados y, de ser declarados culpables, sean castigados con penas proporcionales a la gravedad del delito, y que las víctimas reciban una indemnización adecuada.



28. El Estado parte debe adoptar medidas eficaces para mejorar las condiciones materiales de los centros penitenciarios, reducir el hacinamiento existente y responder debidamente a las necesidades fundamentales de todas las personas privadas de libertad. En particular, el Estado parte debe recurrir al uso de medidas alternativas a la privación de libertad velando por que la prisión preventiva se imponga únicamente como medida excepcional y no por períodos excesivamente prolongados, de conformidad con el artículo 9 del Pacto.



30. El Estado parte debe hacer un mayor esfuerzo por mejorar de manera sostenible las condiciones de vida en los centros de detención para migrantes, entre otras cosas respecto de los servicios de salud y las condiciones sanitarias de calidad adecuada, con miras a lograr el pleno cumplimiento de lo exigido en el artículo 10 del Pacto. El Estado debe garantizar que la detención administrativa a los efectos de la inmigración esté justificada como medida razonable, necesaria y proporcionada y se utilice tan solo como medida de último recurso y durante el plazo más breve posible que sea apropiado.



32. El Estado parte debe asegurar y proteger la independencia e imparcialidad de los jueces y garantizar que la toma de decisiones judiciales esté libre de todo tipo presiones e injerencias.



34. El Comité reitera su recomendación anterior (véase CCPR/C/CRI/CO/5, párr. 10) e insta al Estado parte a tomar las medidas necesarias para armonizar su legislación interna con los artículos 2, 18, 23 y 26 del Pacto y garantizar que no exista ningún tipo de discriminación entre religiones.



36. El Estado parte debe continuar tomando medidas eficaces para combatir el fenómeno de los niños de la calle y la explotación de los niños en general, y organizar campañas de concienciación ciudadana sobre los derechos del niño.



38. El Estado parte debe seguir sus esfuerzos para garantizar que todos los niños y niñas nacidos en su territorio estén registrados y reciban un certificado de nacimiento oficial, y llevar a cabo campañas para el registro de las personas adultas que todavía no han sido registradas.



40. El Estado parte debe adoptar medidas con miras a garantizar la efectiva implementación de programas de rehabilitación a fin de facilitar la reintegración en la sociedad de los niños en conflicto con la ley.



42. El Estado parte debe:



a) Agilizar la aprobación del proyecto de ley de desarrollo autónomo de los pueblos indígenas;



b) Garantizar la celebración efectiva de consultas previas con los pueblos indígenas con miras a obtener su consentimiento libre, previo e informado antes de adoptar y aplicar cualquier medida que pueda incidir sustancialmente en su modo de vida y su cultura, en particular en relación con proyectos que puedan tener un impacto sobre sus tierras o territorios y otros recursos, tales como proyectos de explotación y/o exploración de recursos naturales;



c) Garantizar en la práctica el derecho que tienen los pueblos indígenas a las tierras y territorios que tradicionalmente han poseído u ocupado, incluso mediante el reconocimiento legal y protección jurídica necesaria;



d) Proporcionar los medios legales necesarios para asegurar la recuperación de tierras inalienables que ya han sido otorgadas a pueblos indígenas mediante la legislación nacional y brinde la protección adecuada, incluso mediante recursos efectivos, a los pueblos indígenas que han sido víctimas de ataques.”



San José, 20 de diciembre de 2016.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 10632-2016.



Oscar Zúñiga Mora.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 116 - 2017



04 de Agosto del 2017



Fecha de Publicación: 14 de Setiembre del 2017



Descriptores/Temas: Debates-Juicios Orales, Oralidad



CIRCULAR No. 116-2017



Asunto:       Reiteración de la circular No. 164-13 “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN



MATERIA PENAL Y PENAL JUVENIL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 61-17 celebrada el 27 de junio de 2017, artículo CV, acordó reiterarles circular No. 164-13 sobre las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil” del 20 de setiembre del 2013, que literalmente indica:



“El Consejo Superior en sesión Nº 85-13, celebrada el 3 de setiembre de 2013, artículo LII, acogió la solicitud de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y acordó la publicación de la circular que contienen las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”, que literalmente dice:



“En atención al acuerdo contenido en el Artículo VI de la Sesión de Corte Plena No. 29-12 del 20 de agosto de 2012, reunida la Sala Tercera con sus magistradas y magistrados titulares, en cuanto al tema de los parámetros generales que deben señalarse para diferenciar los asuntos complejos de los no-complejos en materia penal, y así determinar la posibilidad del dictado de la sentencia de manera escrita u oral, resolvimos que deben seguirse las siguientes pautas:



1. Partimos del presupuesto que todo asunto, a criterio del juzgador, puede dictarse de manera escrita, según sea su criterio en cada caso concreto.



2. En materia penal, para la definición de si un asunto es complejo y en consecuencia confeccionar obligatoriamente la sentencia por escrito, deben considerarse los siguientes parámetros:



a. Multiplicidad de intervinientes en el debate (múltiples imputados, defensores, fiscales, testigos y otros).



b. Multiplicidad de acciones (penales y civiles).



c. Asuntos declarados de tramitación compleja según las disposiciones correspondientes del Código Procesal Penal.



d. Asuntos de abundante prueba (testimonial, documental y pericial).



e. Asuntos en que prima facie se prevea que el dictado de la sentencia oral consumirá más de dos horas de exposición.



3. En todo caso, bastará con que concurra una sola de las anteriores condiciones para que se entienda que se está ante una causa compleja y obligue al dictado de la sentencia escrita.



4. Estas disposiciones se incorporarán al Manual ya existente y aprobado por Corte Plena en su momento.”



En lo que respecta a la jurisdicción penal juvenil, la Sala Tercera acordó las reglas a aplicar en esta materia, según consta en esa misma acta número 18-2013, conforme a la propuesta de la Subcomisión en materia Penal Juvenil, en los siguientes términos;



“Las recomendaciones que da cuenta la Magistrada Arias, fueron conocidas en la sesión de Corte Plena N° 29-12 celebrada el 20 de agosto de 2012, artículo VI, que en lo que interesa dice:



“[…]



ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN PENAL JUVENIL:



Recomendamos que las resoluciones de asuntos complejos o que pueden generar algún tipo de impugnación, o que guarden valor científico o histórico y agregamos con valor jurisprudencial se conserven en formato escrito. Lo anterior, siguiendo los lineamientos del ordinal 371 del Código Procesal Penal, así reformado por la Ley 9021 del 25 de enero del 2012, Gaceta 18, alcance digital N° 12 que señala:



“Artículo 371.-



Valor de los registros



El acta y la grabación demostrarán, en principio, el modo como se desarrolló el juicio, la observancia de las formalidades previstas para él, las personas que han intervenido y los actos que se llevaron a cabo.



La falta o insuficiencia de la grabación no producirá, por sí misma, un motivo de impugnación de la sentencia. En ese caso, se podrá recurrir a otros medios de prueba para acreditar un vicio que invalida la decisión. Al impugnarse la sentencia se indicará la omisión o la falsedad alegada.”



Esto precisamente para garantizar su fácil y continua reproducción. Las resoluciones que deberán ser escritas, son:



1. Condenatorias sean por juicio ordinario o abreviado, independientemente de su complejidad.



2. Suspensiones del Proceso a Prueba.



3. Medidas cautelares de asuntos complejos.



4. Resoluciones de Tribunal de apelación (interlocutorio y sentencia).



5. Resoluciones de la Sala Tercera.



Nuestra recomendación de mantener el formato escrito de estas resoluciones, deriva de la amplia praxis judicial, pues en muchas ocasiones, pese a que la resolución oral agiliza el asunto en cuestión, podemos afirmar que dicho medio hace inaccesible imponerse del contenido para personas con limitaciones en el acceso de la tecnología, y en los casos que cuenten con este recurso, no todas las personas comprenden la dinámica de lo resuelto en ese formato, ni tienen las habilidades cognitivas para utilizar este tipo de recursos.



Las poblaciones más vulnerables tienden a ser aquellas con menos acceso a los medios tecnológicos, especialmente los requeridos para conservar, observar y hacer uso adecuado de las resoluciones orales grabadas en formato digital. Ejemplo de ello lo constituyen las siguientes poblaciones vulnerables:



Personas menores de edad privadas de libertad,



Personas menores de edad con escolaridad baja o en condiciones de pobreza,



Personas menores de edad de comunidades indígenas.



Es importante señalar que en este momento hay 12 sentencias orales dictadas en penal juvenil de poblaciones indígenas que están siendo analizados por el Ministerio Público dado que estas personas menores de edad, por cuestiones étnicas no tuvieron el acompañamiento del líder de la comunidad, quienes además en sus territorios y comunidades indígenas no tienen acceso, ni plataforma tecnológica, ni habilidades para acceder a los contenidos en soporte digital.



Lo anterior sin perjuicio de que una misma persona menor de edad reúna varias de estas condiciones de vulnerabilidad.



En contraposición, la resolución escrita es de fácil acceso, es más sencilla de transportar y de conservar y facilita al usuario la interconsulta. Piénsese en el caso de la persona menor de edad privada de libertad que desea consultar las resoluciones que atañen a su privación de libertad, con sus padres, o con un patrocinio letrado distinto al que lo acompañó a la audiencia. Otro ejemplo lo constituye la consulta que podría hacer una persona indígena, bien sea con su patrocinio letrado o con las personas ancianas de su comunidad, siendo esta última una práctica común entre las personas indígenas costarricenses.



Por último, la elaboración y recopilación de la jurisprudencia, se tornaría más fácil y se evitaría el error humano que podría estar presente en caso de que la transcripción sea realizada con base en un DVD que posea defectos técnicos en su grabación. Tanto el Ministerio Público como la Defensa Pública especializada en Penal Juvenil que realizan la compilación de jurisprudencia para sus usuarios internos, con la finalidad de informar y uniformar las actuaciones de sus funcionarios, han encontrado múltiples dificultades en la transcripción en interpretación de las resoluciones, una palabra que no se escuche bien en el soporte digital cambia todo el contenido de la misma. Lo anterior aunado a la indefensión que se causa cuando una sentencia es grabada en forma incompleta o no se graba, que implica tanto para el imputado como para la victima, la repetición del juicio, con el consecuente perjuicio para las partes.



Si bien es cierto la oralidad ha demostrado un excelente medio para brindarle al ciudadano una respuesta pronta en la solución de su conflicto, para nadie es un secreto que han existido abusos en su utilización, como aquellos casos en que se han dictado resoluciones orales de medidas cautelares en penal juvenil que han durado más allá de las cinco horas, como es el caso de La Carpio con 23 personas menores de edad acusados, con la pérdida obvia de concentración de los jóvenes hacia las que se dirigía la misma, problemas interpersonales en la audiencia dado que los jóvenes se desconcentraban y entre ellos se peleaban para que la resolución terminara pronto, luego de un allanamiento que se inició a primera hora del día anterior, con evidente vulneración de los derechos fundamentales de las personas menores de edad sometidas al proceso penal juvenil. También las sentencias orales han sido fuente de informalidad, de subjetividad rayana en la arbitrariedad con la reproducción de estereotipos, de improvisación, e indefensión, lo que es fácilmente constatable con las sentencias en número elevado que son anuladas por los tribunales de apelación de sentencia. [..] (sic)”.” (El subrayado es del original).”



San José, 4 de agosto de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (8626-10, 9593-13, 7208-17)



Circular de Secretaría de la Corte N° 174 - 2017



01 de Noviembre del 2017



Fecha de Publicación: 18 de Diciembre del 2017



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad, Acceso a la Justicia



Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 104 del año 2018



Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos



CIRCULAR No. 174-2017



Asunto:     Reiterar las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado. Por lo anterior, dispuso, recordar a los despachos judiciales del país, las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al acceso a la justicia de las personas en vulnerabilidad social:



				Circular



				Asunto







				No. 65-11



				“Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”.-







				No. 117-13



				“Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-







				No. 35-14



				“Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-











San José, 1 de noviembre de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (11484-17)



Circular de Secretaría de la Corte N° 030 - 2018



15 de Marzo del 2018



Fecha de Publicación: 20 de Febrero del 2019



Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



CIRCULAR No. 30-2018



Asunto:      Política de Justicia Abierta del Poder Judicial.-



A TODAS A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica:



“Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica



ÍNDICE



1.    Antecedentes



2.    Marco Normativo



3.    Cocreación de la Política



4.    Referentes conceptuales



4.1   De Gobierno Abierto a Justicia Abierta



4.2   Concepto de Justicia Abierta



4.3   Principios de Justicia Abierta



4.3.1. Transparencia



4.3.2. Participación



4.3.3. Colaboración



4.4   Temas transversales



5.    Objetivos y líneas de acción de la Política



5.1   Objetivos



5.2   Líneas de Acción



6.    Factores para la implementación de la Política de Justicia Abierta



6.1   Comisión de Justicia Abierta



6.2   Funciones de la Comisión de Justicia Abierta



Presentación



El Poder Judicial de Costa Rica fue creado en 1826, por la necesidad de que el Estado contara con un órgano encargado de la importante tarea de administrar la justicia y contribuir a la paz social.



Su función es esencial para la democracia, la fortalece, asegura que las necesidades y demandas de la población sean atendidas adecuadamente, con imparcialidad, de manera que prevalezca el respeto a los derechos de todas las personas que forman parte de la sociedad.



El proceso de construcción del sistema de administración de justicia actual ha exigido un lento perfeccionamiento. No solo se fortaleció la estructura del ámbito jurisdiccional sino que, en una singular propuesta, se incorporaron otras instituciones que cumplen un rol clave en el proceso judicial: la Fiscalía, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial, entre otros.



De esta sui generis conformación surge una rica experiencia, caracterizada por una destacada labor y continua coordinación institucional.  Desde la década del 2000, se ha tenido claro que la administración de justicia presta un servicio público que tiene a la persona usuaria como eje central de su función, lo que ha impulsado un proceso de modernización y mejora continua de su gestión, para brindar servicios de calidad, accesibles y oportunos.



La promulgación de amplia normativa interna de protección de derechos humanos y la suscripción de numerosos instrumentos internacionales para su tutela, la adopción de valores éticos que orientan la labor judicial y el deber de brindar una respuesta adecuada a las cambiantes demandas de la sociedad por medio de una justicia con rostro humano, han impulsado a este Poder de la República a unirse al esfuerzo mundial que promueve la apertura de las instituciones públicas, por medio de los principios de transparencia, participación ciudadana y colaboración.  Asimismo, se procedió a dar inicio el proceso para formular una política de Justicia Abierta y a la suscripción, en noviembre de 2015, de la Declaración para la Promoción de un Estado Abierto.



Con el impulso de la Presidencia de la Corte, de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), del personal judicial de todos los ámbitos, de personas representantes de la sociedad civil y de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entidad asesora, se co-construyó el marco general de una Política Institucional de Justicia Abierta, la cual abarca todos los niveles judiciales. Con la implementación de esta política se busca que todo el Poder Judicial esté alineado a las condiciones internacionales de un Estado Abierto y constituya un punto de partida para repensar la administración de justicia.



Desde años atrás, diversos sectores y personas dentro de la institución venían desarrollando iniciativas vinculadas a los principios que promueve la Justicia Abierta.  Se ha trabajado para fortalecer la transparencia, facilitar el acceso a la información, hacer uso de un lenguaje más comprensible, modernizar los procesos y consolidar la rendición de cuentas, para lo cual las tecnologías de la información han sido de mucha utilidad. 



Para la concreción de esta política se tomó en cuenta la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, aprobada en 2015; además se formuló un plan de acceso a la información y apertura de datos con su respectivo proyecto, se desarrolló un plan inicial con la visión de Justicia Abierta en el proceso de rediseño de los Tribunales de Cartago, entre otras acciones, con el anhelo de articular todas las iniciativas existentes para lograr su mejor desarrollo y mayor impacto.



Así, la Política de Justicia Abierta constituye un paso más hacia la construcción de un Poder Judicial más accesible a la ciudadanía y con las herramientas necesarias para que el sistema de administración de justicia enfrente los retos del Siglo XXI y que agregue valor público en la prestación de sus servicios.



La creación de valor público tiene en su base la construcción de una ciudadanía social, civil y económica más amplia e incluyente, donde la confianza, la apertura y la transparencia se fortalecen a partir de una dimensión del servicio público que tiene como premisa responder a las verdaderas necesidades de las personas usuarias. Para lograr este cometido se requiere una visión orientada a identificar y satisfacer esas demandas, adoptando políticas respetuosas del entorno, con enfoque estratégico y participativas. Desde este enfoque, pertinencia, agilidad y calidad  deben caracterizar los servicios y bienes que ofrece el Estado.



En el ámbito internacional la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, con sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las 169 metas, constituye la hoja de ruta de consenso mundial en pos de soluciones a los problemas más apremiantes del planeta. Algunas metas del Objetivo 16 abordan de manera específica temas relativos a la Justicia Abierta, a saber:



ü 16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos;



ü 16.6 Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas;



ü 16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades;



ü 16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales;



Otros objetivos también establecen  metas pertinentes a los principios de la Justicia Abierta:



ü 9.  Aumento del acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en los países.



ü 17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional Norte-Sur, Sur-Sur y triangular;  aumento el intercambio de conocimientos y los mecanismos de coordinación mediante la facilitación de la tecnología;



ü 17.18 Mejora en las  capacidades  para aumentar significativamente la disponibilidad de datos oportunos, fiables y de gran calidad desglosados por ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y otras características pertinentes en los contextos nacionales;



ü 17.17 Fomento y promoción de alianzas eficaces en las esferas pública, público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de las alianzas.



Se tiene la certeza que con la implementación de la Política de Justicia Abierta se amplía y mejora la forma en que la población puede obtener información sobre el quehacer institucional, lo cual facilita la rendición de cuentas, el debate público y la participación ciudadana. Asimismo se generan espacios de encuentro y canales de comunicación, con el fin de que la ciudadanía asuma un rol activo en el diseño, propuestas y políticas del Poder Judicial. Se le facilitará, por ende, realizar también propuestas de mejora por medio de la rendición de cuentas y la transparencia basadas en el diálogo y la interacción.
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Han sido diversas las iniciativas que pueden citarse como representativas de ese proceso, desde la elaboración de un primer Plan Estratégico (2000-2005) centrado en los derechos de las personas usuarias, la creación de la Contraloría de Servicios, la conformación de la Secretaría de Género y la aprobación de la Política de Igualdad de Género, la creación de las Comisiones de Personas Usuarias, así como la constitución de la Comisión de Acceso a la Justicia, conformada por varias subcomisiones que atienden las necesidades de las personas en condición de vulnerabilidad.



Entre otros, el Programa de Justicia Restaurativa, aprobado y declarado de interés institucional por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica, el cual responde a objetivos estratégicos tales como, participación ciudadana, disminución del retraso judicial, modernización de las gestión judicial y recurso humano, así considerado mediante acuerdo de Corte Plena N° 38-12, del 05 de noviembre de ese año, artículo XXV. 



Todos los esfuerzos se orientan hacia la tutela de los derechos de todas las personas, sin discriminación y al funcionamiento de un sistema de justicia sensible y responsable ante las demandas de la sociedad.



El sistema de justicia es una pieza fundamental para la consolidación y desarrollo de un Estado social y democrático de Derecho, por su labor de verificar que las disposiciones jurídicas se cumplan, aun frente a las agencias del Estado.  Por ello, la visibilidad de ese Poder se ha constituido como uno de los atributos esenciales de la democracia, como forma de asegurar que la confianza ciudadana no haya sido transgredida. Es un deber del Poder Judicial transparentar todos sus actos para fortalecer la confianza pública y asegurar la legitimidad de las decisiones judiciales, como respuesta a las desigualdades sociales y el riesgo de la corrupción.



En los modernos Estados constitucionales, la apertura se convierte en un atributo imprescindible de un sistema de justicia de filiación y orientación democrática, en tanto hace posible el control de la actuación del Poder Judicial por parte de la opinión pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política establece el deber de la Administración Pública de someterse a la evaluación de resultados y rendición de cuentas y fue acompañada de la promulgación de legislación que acrecentó las potestades fiscalizadoras del órgano contralor como parte de una política articulada para garantizar mayor control, transparencia en la gestión pública y la sanción de conductas indebidas.



           



Se han impulsado cambios profundos en la organización y funcionamiento del Poder Judicial para garantizar una conducta éticamente irreprochable de todo su personal, especialmente en juezas y jueces para la prestación de un servicio público comprometido con la transparencia. 



Entre las acciones para fomentar la apertura de la gestión judicial se encuentran: la rendición de cuentas a la Asamblea Legislativa, el informe de labores anual a la ciudadanía y a los Poderes de la República en el acto de apertura del Año Judicial, el programa de audiencias públicas (visitas a las comunidades), la transparencia presupuestaria a través de la página web, la integración de la sociedad civil en los órganos de decisión, el acceso a la prensa, difusión de las decisiones de gobierno y administración judicial, la disponibilidad de sentencias, planes de trabajo, ejecución presupuestaria, auditorías de distintos departamentos y oficinas judiciales, el funcionamiento de la Contraloría de Servicios, la adopción del Código de Ética y el deber de juezas y jueces de rendir declaración patrimonial.



Asimismo, se efectuaron iniciativas de participación ciudadana, a cargo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), como experiencia previa a la formulación de la política y se creó la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, que ha venido desarrollando normas y acciones para la promoción de una gestión judicial basada en valores éticos.



En el 2014 se impulsó la creación de una Comisión Investigadora de la Penetración del Crimen Organizado en el Poder Judicial, la cual propuso acciones a corto y mediano plazo para combatir ese tipo de delitos, las cuales fueron aprobadas por la Corte Plena.  Como resultado, se acordó la creación de una jurisdicción exclusiva para investigar y juzgar casos de narcotráfico y crimen organizado, la mejora en los mecanismos para investigar los antecedentes de personas oferentes y una reestructuración del régimen disciplinario.



 



En julio de 2015 se aprueba formalmente por Corte Plena la Política de Participación Ciudadana impulsada por Conamaj, la cual tiene como objetivo general garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Para el cumplimiento de este objetivo general se plantea como objetivos específicos apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica y promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



La adhesión voluntaria de Costa Rica a la Alianza para el Gobierno Abierto, en el 2012, propicia el surgimiento de una nueva etapa en la dirección que, desde hace varios años, la institución ha desarrollado, incorporando e implementando los principios que inspiran la filosofía de Gobierno Abierto.



En el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre el Gobierno Abierto en Costa Rica (2016), se recomendó la aprobación de legislación sobre acceso a la información y participación ciudadana, y se reconoció el papel del Poder Judicial como un actor clave en la transición del país hacia un Estado Abierto. Además, se indicó que este Poder se encuentra “entre los más avanzados a nivel mundial en transparencia, rendición de cuentas y participación, y que se cuenta con estrategias para crear un Poder Judicial Abierto”.



El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), organismo internacional creado por las instituciones del sistema interamericano para apoyar los procesos de reforma de la justicia de los Estados miembros mediante estudios, cooperación e intercambio de información, ha catalogado al Poder Judicial de Costa Rica dentro de los primeros lugares del Índice de accesibilidad a la información en Internet (IAcc). En el 2014, nuestro país obtuvo el tercer lugar, después de Chile y Brasil. 



En el Índice de Servicios Judiciales en Línea (ISJL) de 2015, que mide las respuestas de las instituciones estatales de justicia a los requerimientos de las personas usuarias a través de los sitios Web, el Poder Judicial de Costa Rica obtuvo el segundo lugar.



El Poder Judicial ha asumido un compromiso firme con la agenda internacional de Gobierno Abierto y formula esta propuesta de Política de Justicia Abierta para orientar toda su gestión, en los ámbitos jurisdiccional, administrativo y de los órganos auxiliares.  La Política es una herramienta declarativa y orientadora del actuar de la institución, para promover la transparencia, la participación de la población en la gestión institucional y la colaboración o formulación de alianzas institucionales y con la sociedad civil.



Esta propuesta es congruente con los compromisos asumidos por la República de Costa Rica al integrarse, a partir del 2012, en forma voluntaria, a la Alianza para el Gobierno Abierto. En la Conferencia Anual de la Alianza, realizada en el 2013, se establece un apartado de “Empoderamiento de los Ciudadanos”, para promover políticas de gobierno abierto para los poderes judiciales, en la cual el Poder Judicial de Costa Rica se compromete a adoptar lineamientos de gobierno abierto.



Finalmente, el tema del Gobierno Abierto es una de las prioridades de la Presidencia de la Corte,  con fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política de Costa Rica en sus artículos 9, 41, 152, 153, 154 y 156, y los artículos 1 y 3 de la Ley 7.333, Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto la transparencia y el acceso a la información pública se vinculan, en la actualidad, al ejercicio de un derecho humano.
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Existe normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los compromisos asumidos por Costa Rica con una Política de Justicia Abierta para el mejoramiento de la función pública, tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) del 22 de noviembre de 1969, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), del 16 de diciembre de 1966, la Convención Interamericana Contra la Corrupción de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre del 2003.



También se incluyen la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre (art. 24 sobre petición y respuesta), la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de Estados Americanos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



En el plano nacional, existe normativa tanto constitucional como legal que favorece la implementación de la iniciativa de Gobierno Abierto como una forma de democratizar aun más la gestión pública.  El artículo 9 de la Constitución Política establece que el Gobierno de la República es “representativo, participativo, alternativo y responsable”. Además, se encuentran los artículos constitucionales 11 (principio de legalidad, transparencia y rendición de cuentas); el artículo 24 que garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones; el 27 que establece el derecho de petición ante cualquier persona funcionaria pública o entidad oficial y el derecho a obtener una pronta resolución; el 30 señala el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información de interés público, quedando a salvo los secretos de Estado y el 41 del principio de justicia pronta y cumplida. Destaca el artículo 153 constitucional que otorga como función principal del sistema de justicia, la atención del conflicto entre las partes y la aplicación de las leyes.



En el derecho interno podemos mencionar como vinculados a la Justicia Abierta, la Ley General de Administración Pública Nº 6227, del 4 de marzo de 2002, que en su artículo 11  señala que “la Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, y a continuación el artículo 13 dispone que “la Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”.



La Ley de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley Nº 8220 del 4 de marzo de 2002, indica en su artículo 2 que “la información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas.” (sic). Las Leyes de Regulación del Derecho de Petición (No.9097 de 2013) y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (8968 de 2011) integran la normativa relevante.



En el ámbito interno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala en su artículo 2 que “el Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.



Del mismo modo y en coherencia con las disposiciones ya expuestas, en el Código de Ética Judicial, existen normas expresas que van en la dirección de una Política de Justicia Abierta desde un marco jurídico axiológico al señalar en su artículo primero que “la Justicia es un valor esencial para una racional convivencia en sociedad, así como para la preservación y el fortalecimiento de la democracia. Es un servicio público que debe ser prestado con los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia y calidad, pero ante todo, con respeto del ser humano que lo requiere”. En este sentido, quien imparte justicia debe ser una persona consciente de que su función es compleja y debe cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, la independencia y la objetividad de su cargo, a la vez que estimulen el respeto y confianza en la judicatura.



En el artículo tercero de ese mismo código se hace clara alusión a la transparencia institucional al señalar que: “En la moderna sociedad democrática es necesario que las instituciones públicas se ajusten no solamente a un marco normativo muy preciso sino que actúen con la suficiente transparencia. Desde esa perspectiva, se entiende que existe un interés público de que las distintas actuaciones dentro del Poder Judicial tengan cobertura de los medios de comunicación colectiva y se transmitan ante la opinión pública, para lo cual se podrá asignar la responsabilidad de enlace a un órgano especializado.” Así mismo, se establece que “el Poder Judicial deberá crear y promocionar canales flexibles e informales, a los que la persona pueda acudir a plantear reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular: en estos casos, debe garantizarse al quejoso que no habrá represalias de ningún tipo por motivo de sus quejas y reclamos.”



Adicional a lo anterior, existen leyes que han ido delimitando ciertos parámetros en temas como el Derecho de petición mediante la Ley de Regulación del Derecho de Petición (Ley Nº. 9097).



En materia del derecho de acceso a la información pública, Costa Rica carece de una ley marco que garantice este derecho; sin embargo existe una importante cantidad de legislación que regula elementos básicos del derecho a la información, materias vinculadas y trámites administrativos, los cuales están blindados gracias al importante desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



Asimismo, existe normativa que vincula directamente al Poder Judicial con temas de transparencia como lo son los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura, la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº. 7333), el Código de Ética Judicial, adoptado en sesión de Corte Plena el 28 de febrero del 2000. 



En el marco de la participación ciudadana, el Programa de Justicia Restaurativa fue declarado de interés institucional por el Consejo Superior desde el 2011, Programa que involucra la comunidad, ha conformado la redes de apoyo y la colaboración público-privada, respondiendo a los principios de justicia abierta, lo cual se sustenta con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada por Corte Plena en sesión N° 21 de setiembre 2015, y por el Consejo Social Presidencia del Poder Ejecutivo mediante sesión extraordinaria N°14-2015 celebrada el 19 agosto del 2015, el cual origina el Decreto Ejecutivo N°40303-MJP-MP firmado por la Presidencia de la República en fecha 07 de febrero de 2017, sumado a lo anterior, el programa recibe un reconocimiento por la República de Costa Rica en el año 2016 con el Premio Artífices de Gobierno Abierto por el cumplimiento de los principios de Justicia Abierta, transparencia, rendición de cuentas, y participación ciudadana.



Desde un plano de la participación ciudadana, el 2012 el Consejo Superior del Poder Judicial acogió la propuesta de “Modelo de Participación ciudadana” presentada por Conamaj, y dispuso trasladarla a las distintas jefaturas de los departamentos y ámbitos para que la incorporasen en sus planes de trabajo. En el 2013 Corte Plena declaró la participación ciudadana de interés institucional e incorporó el tema como eje transversal del Plan Estratégico 2013-2017. Finalmente en el año 2015 aprobó la Política Institucional de Participación Ciudadana ya mencionada.



En la construcción de esta política se consideraron algunos antecedentes institucionales, el contexto nacional, el Plan Estratégico de Poder Judicial 2013-2018, la Política de Participación Ciudadana y los resultados preliminares del trabajo conjunto desarrollado con CEPAL.



La Política de Justicia Abierta cumple una función articuladora en pos de la promoción y del  fortalecimiento de los diversos proyectos, programas y acciones que se están ejecutando en la institución, las políticas de acceso a la justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad aprobadas y demás iniciativas que contribuyan al logro de los objetivos de esta política. Todo ello con respeto absoluto de las disposiciones administrativas y normativas de cada programa o instancia, las cuales mantienen su autonomía.
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Los lineamientos generales de la Política de Justicia Abierta se construyeron de manera conjunta con representantes de todas las dependencias del Poder Judicial, de la Comisión de Personas Usuarias, de la sociedad civil y del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.



El desarrollo de la metodología y la implementación de talleres, reuniones y capacitaciones se realizaron con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL), durante los años 2005 y 2006.



Esta experiencia es pionera en el Poder Judicial de Costa Rica y a nivel internacional. Se trata de un primer acercamiento a la aplicación de la filosofía y principios de “Gobierno Abierto” dentro de la organización y funcionamiento de un Poder Judicial.  En consonancia con uno de los pilares de este enfoque, se consideró esencial para la construcción de la política, la participación abierta de la población mediante una consulta pública desde el sitio web del Poder Judicial y la realización de grupos focales en diferentes zonas del país.



Además de lo mencionado, utilizar una metodología participativa tuvo por finalidad construir una política coherente con lo que la ciudadanía considera necesario y oportuno que desarrolle en la línea de apertura de la gestión judicial. Otro de los aspectos que se buscaban con este tipo de metodología era legitimar su proceso de construcción, generando los espacios necesarios para la participación de las distintas instancias involucradas, lo que guarda estrecha relación y coherencia con los principios de Gobierno Abierto.



La Justicia Abierta es un desafío insoslayable del Poder Judicial de Costa Rica que demanda una estrategia sustentable y sistemática de acciones de todos los ámbitos de su quehacer, inclusiva de las instancias políticas y sociales involucradas y, además, verificable en cuanto a su avance y consolidación. Este desafío permitirá cumplir la agenda y compromisos internacionales suscritos por el Estado de Costa Rica contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por Naciones Unidas en septiembre de 2015.
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Cuando se habla de Justicia Abierta se hace referencia a una adaptación al sector justicia de la filosofía de Gobierno Abierto, tema que ha cobrado relevancia en las formas de ejercer la función pública en un contexto en donde existen ingentes demandas de apertura, de transparencia en la gestión, de participación en la elaboración de políticas públicas, de rendición de cuentas y responsabilidad por el uso de los recursos públicos y de evaluación y control ciudadanos.



La Justicia Abierta incorpora la filosofía y principios de Gobierno Abierto, sin embargo el primer concepto se diferencia del segundo por dos razones fundamentales:



• Cuando se hace referencia a gobierno se está señalando una función específica que le corresponde al Poder Ejecutivo, por lo que no es correcto utilizar dicho término en el Poder Judicial.



• Por las particularidades del sistema de administración de justicia se requiere de cautela cuando se habla de apertura, en el entendido de que se debe velar por garantizar derechos que implican, entre otros, la confidencialidad.



Específicamente la Justicia Abierta busca propiciar un diálogo horizontal con la sociedad, dar a conocer la labor que realiza el Poder Judicial más allá de lo que se divulga en los medios de comunicación, promover la consulta a distintos actores sociales sobre sus necesidades y propuestas para aumentar la legitimidad y brindar un servicio público que responda adecuadamente a las demandas de las diversas poblaciones: de calidad, eficiente, eficaz, humanista y respetuoso de los derechos.
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El concepto de Justicia Abierta que se utiliza en esta Política fue construido de manera participativa con los diferentes representantes sociales involucrados en el proceso y complementado con la teoría sobre Gobierno Abierto, realizando los ajustes para adaptarlo al caso específico del Poder Judicial. Así, el concepto es el siguiente:



La Justicia Abierta es una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación y colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



El Poder Judicial ha estado inmerso en un proceso de cambio de paradigma que busca la apertura y procura poner en el centro de su quehacer a la sociedad, tomando en cuenta los aportes que las distintas poblaciones pueden generar para el mejoramiento de las funciones que se realizan en los ámbitos que conforman la institución.



Se habla de sociedad en general porque esta incluye tanto ciudadanos y ciudadanas, así como otros tipos de actores sociales que se relacionan o asocian entre sí, ya sea por afinidad o por las funciones que realizan; como es el caso de instituciones, organismos, organizaciones o empresas que tengan interés en participar, colaborar o exigir transparencia ante la gestión del sistema de administración de justicia.



Asimismo, se reconocen la innovación y las tecnologías de la información (TIC) como herramientas fundamentales para la apertura de la justicia, lo cual no implica que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecnología.



Con la aplicación de los principios de transparencia, participación y colaboración el Poder Judicial busca garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de los distintos actores sociales.
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La Justicia Abierta se sustenta en tres principios que orientan su implementación: transparencia, colaboración y participación.



 



Estos principios están correlacionados, lo que significa que las acciones corresponden primordialmente a uno u otro, sin ser excluyentes, de manera que pueden verse impregnadas por los otros principios. De cada uno de ellos deriva una serie de ejes, los cuales a su vez definen las líneas y acciones por seguir en la materialización de la Política de Justicia Abierta.            



En el siguiente diagrama se presentan cada uno de los principios y sus ejes:







Fuente: Creación de Conamaj tomando como base el diagrama de gobierno abierto de Arnel Le Coz y Cyril Lage
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La transparencia refiere a la responsabilidad que tiene el Poder Judicial de garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, rendir cuentas sobre su gestión y propiciar la integridad, la probidad y el buen gobierno.



Los ejes del principio de transparencia en el marco de la presente política son:



• Acceso a la información pública: es el derecho que tienen los usuarios y usuarias de acceder y comprender información pública en lenguajes horizontales e inclusivos y el deber del Poder Judicial de proporcionar la información de manera oportuna, dentro de los plazos legales y evitando cualquier trámite dilatorio.



• Apertura de datos: es un proceso sistemático de publicación de datos en formatos abiertos, libres de controles y conforme a los estándares internacionales. La publicación de la información institucional debe ser consistente y perdurable, según los requerimientos de los datos abiertos.



• Rendición de cuentas: es el deber que tiene el personal judicial de responder en el ejercicio de su gestión por sus actos, el cumplimiento de deberes y funciones, el uso de recursos y fondos públicos. Para ello se utilizarán mecanismos de seguimiento, control y evaluación, entre otros.    



• Integridad, probidad y anticorrupción: refiere a la concreción de mecanismos orientados al buen gobierno y a la lucha contra acciones que lesionen los valores, principios y recursos del Poder Judicial. 
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Para definir este principio se parte de lo establecido en la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial, en la que se entiende participación como: 



(…) un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial. 



Los ejes del principio de participación derivan de la política citada, a saber: 



• Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y canalización de demandas sobre los servicios, exigibilidad de derechos, atención de las necesidades particulares de las poblaciones y adecuada y oportuna respuesta institucional.



• Seguimiento, control y evaluación ciudadanos: son acciones por medio las cuales los diversos actores sociales pueden establecer una vigilancia en torno a políticas, programas, proyectos, planes y procesos ejecutados en el Poder Judicial o para conocer sus efectos, impactos u otros resultados no esperados.



• Incidencia: implica la toma de decisiones conjuntas e integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.
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Colaboración en el sistema de administración de justicia consiste en involucrar a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones propias del Poder Judicial, para la prestación de un servicio de calidad y alcanzar el logro de resultados superiores.



• Alianzas: son acuerdos que se establecen entre el Poder Judicial y otras instancias como instituciones públicas, organismos, organizaciones, empresas y sociedad civil para concretar vínculos de cooperación y emprender acciones conjuntas.   



• Cocreación: refiere al desarrollo de procesos conjuntos entre el Poder Judicial y otros actores sociales para el diseño, gestión, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones.



• Redes de trabajo y apoyo: son espacios en los cuales el Poder Judicial participa junto con distintos actores sociales para planificar, coordinar, construir, atender y dar seguimiento a temáticas relacionadas con el sistema de administración de justicia. 
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Los temas transversales son aspectos que deberán estar presentes en todas las acciones que se desprendan de la implementación de esta política. Podrán ampliarse y variar según la manera como el contexto se modifique y a partir de nuevos compromisos que se adquieran tanto a nivel de la institución como a nivel nacional.



· Acceso a la justicia



Se deberá incorporar de manera transversal la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad de conformidad con lo establecido en la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales de acceso a la justicia. [1]



· Igualdad de género



Las acciones que se realicen deberán garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento interno del Poder Judicial. Conforme lo establece la Política de Igualdad de Género del Poder Judicial.[2]



· Servicio Público de Calidad



La gestión integral de la calidad de la justicia involucra tanto la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, como la celeridad y simplificación de los procesos.[3]



· Justicia Restaurativa.



La justicia restaurativa constituye acciones para la promoción de mecanismos alternativos y restaurativos en búsqueda de una cultura de paz, con el fin de profundizar en la prevención y forma de resolver los conflictos jurídicos dentro de las garantías y disposiciones reguladas por la legislación nacional, que involucra la  colaboración público-privada, permitiendo que las prácticas restaurativas vayan más allá del  ámbito judicial, impulsando esfuerzos similares de resolución de conflictos a nivel comunitario y estatal.[4]
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La Política es el conjunto de orientaciones y directrices que coordinan, enlazan y fortalecen los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta. Corresponde por tanto a un marco orientador del quehacer del Poder Judicial para promover los cambios necesarios:



- Cambio en los procesos: Procesos diseñados para lograr la eficiencia y eficacia en la administración de justicia, mediante el empleo de tecnologías de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su simplificación, seguimiento y predictibilidad.



- Cambio cultural: Se promueve el trabajo coordinado y en equipo entre las distintas instancias judiciales, con la institucionalidad pública, la sociedad civil y otros actores sociales, orientando su gestión a la consecución de resultados.



- Cambio en las formas de relación: Fortalecimiento en la comunicación e interacción con la población, con mecanismos permanentes de diálogo, rendición de cuentas, incidencia y control social.
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Objetivo general:



Promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y colaboración, con el fin de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



Objetivos específicos:



· Transparentar la gestión del Poder Judicial para el cumplimiento del derecho de acceso a la información mediante la apertura de datos, la rendición de cuentas, el fomento de la integridad y la anticorrupción.



· Garantizar la participación de la sociedad en el diseño, ejecución, evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial.



· Propiciar espacios y mecanismos de cocreación, alianzas y redes para el trabajo colaborativo en la gestión judicial.



· Considerar como actores dentro de esta Política a los gremios integrados por personas que laboran en el Poder Judicial.



· Articular los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta.



· Fomentar el uso de las tecnologías de la información, la innovación y la modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.
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Para la operacionalización de esta política se considerarán, al menos, las siguientes líneas generales de acción:



· Información y divulgación



· Capacitación y sensibilización



· Articulación interna, externa e interinstitucional



· Cumplimiento de compromisos y estándares nacionales e internacionales



· Seguimiento y evaluación de la política
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Para la implementación óptima de la Política se requiere disponer de una serie de condiciones internas que faciliten la ejecución de las acciones planteadas en este documento. Esas condiciones son:



· Que todas las instancias judiciales incorporen en su quehacer acciones de transparencia, colaboración y participación ciudadana.



· Que se cuenten con los recursos presupuestarios y humanos para su ejecución.



· Que se cocree el Plan de Acción de la Política tomando como marco referencial este documento y las líneas generales aquí establecidas, de manera participativa, integrando diferentes actores sociales. En este plan de acción deberá exponer con detalle los roles y responsabilidades de cada instancia involucrada.



· Que se consolide la Comisión Coordinadora para la Implementación de la Política. Esta Comisión tiene por finalidad promover el desarrollo, la coordinación, la consolidación y la sostenibilidad de los principios de Gobierno Abierto al interior del Poder Judicial, así como dirigir la aplicación de la política de Justicia Abierta, monitorear y dar seguimiento de los compromisos institucionales que de esta se deriven.
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La Comisión de Justicia Abierta es la instancia articuladora que velará por el cumplimiento de esta política. Estará conformada por representantes titulares de:



· Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, ente coordinador



· Despacho de la Presidencia



· Comisión de Transparencia



· Comisión de Acceso a la Justicia



· Consejo Superior



· Dirección de Tecnología de la Información



· Dirección de Prensa y Comunicación



· Dirección Ejecutiva



· Dirección de Planificación



· Dirección de Gestión Humana



· Contraloría de Servicios



· Escuela Judicial



· Programa de Justicia Restaurativa



· Ministerio Público



· Defensa Pública



· Organismo de Investigación Judicial



· Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



· Secretaría de Género



· Una persona representante de los gremios del Poder Judicial por ámbito.



· Una persona representante de cada una de las comisiones jurisdiccionales.



· Representante del Colegio de Abogados y Abogadas



El Programa de Justicia Restaurativa fungirá como co-coordinador de tema transversal de Justicia Restaurativa en el marco de esta Política.



Además, la integrarán al menos ocho personas externas al Poder Judicial que pueden representar actores sociales, instituciones, organismos, organizaciones o empresas, interesadas en el accionar judicial.  Esta elección se realizará democráticamente en una asamblea de amplia convocatoria y estarán en su cargo por un periodo dos años. Los mecanismos para esta elección se definirán a nivel de lineamientos en un momento posterior.
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· Liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la implementación de esta política: mapeo de actores, plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento con monitoreo ciudadana, sistema de rendición de cuentas hacia la ciudadanía y lineamientos para la integración de representación social en la Comisión de Justicia Abierta.



· Proponer a las instancias internas que corresponda, la incorporación de estándares



· nacionales e internacionales, buenas prácticas y tecnologías que favorezcan la implementación de la Política y los principios de transparencia, participación ciudadana, colaboración y rendición de cuentas en todos los ámbitos y oficinas del Poder Judicial.



· Incentivar los procesos de apertura de datos en el Poder Judicial, como herramienta para el ejercicio del derecho de acceso a la Información y la transparencia colaborativa, con criterios de valor público y utilidad social y promoviendo su reutilización, por parte de todos los sectores interesados.



· Propiciar de manera periódica los procesos de seguimiento y evaluación del funcionamiento de la Política de Justicia Abierta, con el apoyo de otras instancias institucionales o externas.



· Velar porque la implementación de la Política de Justicia Abierta esté alineada con las políticas y orientaciones estratégicas del Poder Judicial, así como con los avances nacionales e internacionales de Gobierno Abierto.



· Promover la difusión de la Política de Justicia Abierta y los principios que la orientan.



· Impulsar los procesos de rendición de cuentas y de aplicación de los principios en los ámbitos institucionales.



· Promover la utilización de la tecnología en la implementación de esta Política.



· Crear grupos de trabajo conforme se requiera para el desarrollo de esta Política.



· Rendir cuentas sobre los avances de la implementación de esta Política.



La instrumentalización de esta Política se hará mediante la cocreación de los instrumentos necesarios para su puesta en práctica, a saber: plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Para ello la Comisión y sus actores tomaran las medidas propias dentro de un plazo razonable.”



 San José, 15 de marzo de 2018.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 












- [1]  Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, 8:30 horas26 de mayo, 2008, Artículo II.



- Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica: Aprobada Sesión N0 34-2005 de la Corte Plena,  7 de noviembre del 2005, Artículo XIV.



- Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial: Sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, 5 de mayo del 2008, Artículo XXIII.



- Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor: Sesión n.º 27-08 del Consejo Superior, 15 de abril del 2008, Artículo XLVI



- Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada: Sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, 8  de noviembre de 2010. Artículo XXIV.



- Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes: Sesión N° 34-10 de la Corte Plena, 29 de noviembre de 2010, Artículo XVII.



- Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica: Sesión N° 4-11 de la Corte Plena,  14 de febrero de 2011, Artículo XV.



- Políticas de atención a víctimas de violencia doméstica y del delito: Sesión N0 32-99 de la Corte Plena, 4 de agosto de 1999, Artículo XII.



- Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas: Sesión N0 77-08 del Consejo Superior, 14 de octubre de 2008. Artículo XLI.



- Políticas de lenguaje inclusivo: Sesión n.º 15-12 del Consejo Superior, 21 de febrero del 2012, Artículo LIII.



- Política respetuosa de la diversidad sexual: Sesión Nº 31-11 de la Corte Plena,  19 de setiembre de dos mil once, Artículo XIII.



- Personas privadas de libertad: Aprobada por el Comité Ejecutivo de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) el día 3 de marzo del 2010 en San José de Costa Rica.



[2] Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, 2005.



[3] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018.



[4] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica 2015.



Circular de Secretaría de la Corte N° 104 - 2018



24 de Agosto del 2018



Fecha de Publicación: 21 de Noviembre del 2018



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 174 del año 2017



Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos



CIRCULAR No. 104-2018



Asunto: Reiteración de la circular N° 174-2017 sobre “Reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE :



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 70-187 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXII, acordó reiterar la circular 174-2017 atinente al Acceso a la Justicia de las personas en Vulnerabilidad Social:



				Circular



				Asunto







				No. 65-11



				“Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”.-







				No. 117-13



				“Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-







				No. 35-14



				“Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-











San José, 24 de agosto de 2018



Lic. Carlos T. Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 4021-18.



Kenneth



ircular de Secretaría de la Corte N° 067 - 2019



02 de Mayo del 2019



Fecha de Publicación: 31 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



Documentos citados: Actas



CIRCULAR No. 67-2019



Asunto:          Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN PROCESOS CON PERSONAS INDÍGENAS SEGÚN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE COSTA RICA



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 27-19 celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXXI, a solicitud de la Defensa Pública, dispuso comunicar las “Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica”, que dicen:



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…”



A continuación, se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, para la atención de personas usuariasindígenas en todas las materias y en todos los despachos.



1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población indígena se les informa que debe el Despacho Judicial realizar  la valoración acerca de la procedencia de la petición de defensa publica, dejando constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así como  la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida por la Defensa Pública. De igual forma,  debe establecerse la condición de indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación como tal, y de ser necesario, en caso de duda,  solicitando una certificación de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa Pública que corresponda según su competencia territorial. Se distinguen dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento:



-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada,  indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personasIndígenas de Costa Rica, puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el apersonamiento.



-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello.  En caso que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de contar con  defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública  a la oficina de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda  con el trámite.



2) En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia letrada, se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en caso de que durante el proceso, o por sentencia firme, se declare que la persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no encontrarse en los supuestos del artículo 7.



3) El Consejo Superior autoriza para que el Departamento de Informática facilite los permisos y habilite el acceso de contexto de consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera, tanto en cuanto al escritorio virtual, como  al sistema de gestión. En ese mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.”



San José, 2 de mayo de 2019



Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Catalina Barquero Martínez.



Ref: (6811-11, 3110-19, 3111-19)



Circular de Secretaría de la Corte N° 076 - 2019



16 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Convenios Internacionales



Documentos citados: Actas



“CIRCULAR No. 76 -2019



Asunto: Importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios e instrumentos internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE_:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLI, dispuso reiterar la importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello el artículo 1 de la Constitución Política que señala que “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.”:



				1.- Instrumentos Internacionales sobre Personas Adultas Mayores.











[bookmark: up]Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores



2.- Instrumentos Internacionales para Personas con Discapacidad.



Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Naciones Unidas 2007 y su Protocolo Facultativo



Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las Personas con Discapacidad



3.- Instrumentos Internacionales para Personas Afrodescendientes.



Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza 1960,



Convención Internacional sobre la Eliminación de la Discriminación Racial de todas las Formas de Discriminación Racial



Declaración final y Plan de Acción de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, celebrada en Durban, Sur África en el año 2001.



El 30 de diciembre del 2013, la Asamblea General de las Naciones Unidas establece la celebración del Decenio Internacional de los Afrodescendientes del 1 de enero Comisionado Presidencial para Asuntos de la Afrodescendencia 12 de 2015 al 31 de diciembre de 2024



4.-Instrumentos Internacionales para Personas Menores de Edad en conflicto con la Ley.



Declaración de los Derechos del Niño (a)



Convención sobre los derechos del Niño (a)



Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)



Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.



Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil “Directrices de Riad”



Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos



Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de menores “Reglas de Beijing”



Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad (Reglas de la Habana)



Principios de París: principios y directrices sobre los niños asociados a fuerzas armadas o grupos armados



Reglas mínimas de las Naciones unidas sobre las medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio)



5.- Instrumentos Internacionales sobre Niñez y Adolescencia.



Declaración de los Derechos del Niño (a)



Convención sobre los Derechos del Niño



Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores



Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)



Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes



Convenio Internacional Número 182 sobre "La Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación".



Convenio OIT138: “Sobre la Edad mínima de Admisión al Empleo”.



Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a un procedimiento de comunicaciones.



[bookmark: _Toc920840]Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía.



[bookmark: _Hlk7079747]Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados



6.- Instrumentos Internacionales sobre Pueblos Indígenas.



Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



7.- Instrumentos Internacionales sobre Población LGTBI.



Declaración Universal de los Derechos Humanos



Principios de Yogyakarta



El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos



Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU



Opinión Consultiva n°24



8.- Instrumentos Internacionales de Población Migrante y Refugiada.



Convención para Reducir los Casos de Apatridia (Nueva York, 1961) 



Convenciones sobre Refugiados y Apátridas



Convención sobre los Derechos del Niño



Opinión Consultiva n°24



9.- Instrumentos Internacionales sobre Género



Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer



Protocolo Facultativo de la Convención para Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer



Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer "Convención Belem Do Pará"



10.- Instrumentos en materia de Personas Privadas de Libertad



Declaración Universal de Derechos Humanos



Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Facultativo



Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional



Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial



Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y su Protocolo Facultativo



Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer



Declaración y Plataforma de Acción de Beijing



Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas no Privativas de Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)



Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad (Reglas de Tokio)



Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por parte de oficiales encargados de hacer cumplir la ley



Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos



Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión



Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional



Convenio para la represión de la Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena



Reglas Mandela



Convención sobre los Derechos del Niño



Convención Internacional sobre la Protección Internacional de los Trabajadores Migrantes y de todas sus familias



Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Observaciones Generales del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas



Observación General No. 20: Prohibición de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Observación General No. 21: Trato humano de las personas privadas de libertad



Resolución 21/23 Derechos Humanos de las Personas de Edad



Convenio número 169 del Organización Internacional del Trabajo



Principios de Yogyakarta



Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad



Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre



Convención Americana sobre Derechos Humanos. Pacto de San José



Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura



OEA. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas



Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad



Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará)



Resolución 1/08 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Principios y Buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas



Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia



Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y formas conexas de intolerancia



Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación de las personas   con Discapacidad



Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las personas Adultas Mayores



Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas AG/RES. 2888 (XLVI-O/16)



Declaración Conjunta de los miembros fundadores del grupo de apoyo LGTBI y la OEA, 15 de junio de 2016



Asamblea General de la OEA AG/RES.2435 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09),   AG/RES. 2600 (XL-O/10), AG/RES. 2653 (XLI-O/11), AG/RES.2721 (XLII-O/12), AG/RES. 2807 (XLIII-O/13), y AG/RES. 2863 (XLIVO/14), “Derechos Humanos, orientación sexual, identidad y expresión de género”.



11.- Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos de carácter general



Las Cien Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad de la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana



Declaración Universal de Derechos Humanos



Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinado a abolir la pena de muerte



Los anteriores compromisos internacionales se enuncian recordando tanto que los derechos humanos son inherentes a las personas, interdependientes, indivisibles, irrenunciables, universales, progresivos y que, en su implementación, deberán las autoridades públicas tomar en cuenta lo dicho al respecto por los órganos internacionales que realicen la interpretación autorizada de dichas normas, siempre procurando que los servicios brindados tutelen de la manera más garante los derechos fundamentales.



San José, 16 de mayo de 2019



Lic. Carlos T. Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Ref.:. 10754-16,4781-19



Rafael Rodríguez Jiménez
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[bookmark: _GoBack]Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2012








Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 13 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Fiscalía Penal Juvenil, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XXXIX



DOCUMENTO Nº 4289-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en oficio CMEF-SP-02-2012, recibido el 25 de abril del año en curso, comunicó lo siguiente:



“… Conforme Uds. lo saben esta Sub-Comisión sustenta sus funciones en las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las cuales fueron comunicadas mediante la CIRCULAR Nº 10-2009. Dentro de esas reglas el Consejo Superior encargó la ejecución y seguimiento de su cumplimiento a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.



Este año, por las múltiples labores de la Contraloría de Servicios la señora Contralora, Msc. Lena White Curling renunció a la Coordinación de esta Sub-comisión debido al exceso de trabajo, el cual venía realizando de modo eficiente junto a varios integrantes de la oficina a su cargo. Lamentamos esta situación, porque afecta sustancialmente las ejecuciones y distintas metas de la Sub-comisión en momentos cuando todos y todas sus integrantes tenemos múltiples funciones que cumplir.



En virtud de que esta Sub-comisión demanda un trabajo diario constante y exorbitante, se tuvo muy a nuestro pesar que aceptarle tal renuncia. Y a petición de todos y todas los integrantes de la Subcomisión se nombró a la Fiscala de Penal Juvenil, Dra. Mayra Campos Zúñiga, en lugar de la Msc. Curling. A su vez, la Fiscalía de Pueblos Indígenas se comprometió a darle seguimiento a varios de los acuerdos y ejecuciones de esta subcomisión; así como del correo electrónico de dicha subcomisión; función que se asumió con el compromiso de todos los despachos que participan OIJ, UCR, OAVD, IIDH, Escuela Judicial, Trabajo Social, incluyendo la Defensa Pública, quienes coadyuvarán en esta ardua, silenciosa e importante labor con cobertura a nivel nacional.



Con base en las razones dadas, de esta manera les hacemos saber y les pedimos tomar nota de tales cambios, para lo correspondiente a su cargo.”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota de la designación de la doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala de Penal Juvenil, como Coordinadora de Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en sustitución de la máster Lena White Curling. Se declara acuerdo firme.



ASUNTOS VARIOS



Acta de Corte Plena Nº 029 - 2018








Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 02 de Julio del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento 7151-2018



La servidora Enid Gutiérrez Rojas, Técnica Judicial II de la Fiscalía General de la República, en correo electrónico de 21 de junio último, manifestó:



 “Reciba un cordial y atento saludo, siguiendo instrucciones superiores me permito remitir la lista de comisiones con el personal asignado del Ministerio Público por designación de M.Sc. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, no omito solicitarle de la manera más atenta y respetuosa se nos indique si es necesario realizar alguna gestión en particular para cada una de las comisiones, ya que debido a los cambios hechos en esta Fiscalía y del personal carecemos de información completa del trámite de dichas comisones.



 -0-



				



				Comisión



				Funcionario del Ministerio Público asignado







				1



				Comisión de Asuntos Penales



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				2



				Comisión de Acceso a la Justicia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				3



				Comisión ICD



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				4



				Comisión de Emergencia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				5



				Sub Comisión de Persona Adulta Mayor



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				6



				Sub Comisión Penal Juvenil



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				7



				Sub Comisión Asuntos Indígenas



				Licda. Ariana Céspedes López







				8



				Sub Comisión conta la Discriminación por orientación Sexual e Identidad de Género



				Lic. William Aragón Garita







				9



				Comisión Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				10



				Comisión de Flagrancias



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				11



				Comisión Institucional del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales



				Licda. Sara Arce Moya







				12



				Comisión Cero Papel



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				13



				Comisión de Consejo de Administración



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				14



				Comisión Plan de Continuidad



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				15



				Comité de Género del Ministerio Público



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				16



				Comisión de Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				17



				Comisión EURO social



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				18



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (aplicación de la Ley contra la Violencia Domestica)



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				19



				Comisión de Ética y Valores



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				20



				Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la Ley de la Violencia contra las Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				21



				Comisión de Género del Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				22



				Subcomisión de ética y Valores del I CJ SJ



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				23



				Comisión contra el Hostigamiento Sexual



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				24



				Comisión de Alto Nivel de Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres del Instituto Nacional de Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				25



				Comisión de Accesibilidad



				Licda. Sara Arce Moya







				26



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (CONOACOES) del Patronato Nacional de la Infancia



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				27



				Sub Comisión para la Prevención del Hostigamiento Sexual en el Ámbito Académico



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				28



				Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos



				Lic. José Pablo Miranda Hurtado







				29



				Comité técnico de Portabilidad Numérica



				Licda. Sofía Valenzuela Barrantes







				30



				Sub Comisión sobre la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia del Ministerio de Relaciones Exteriores



				Lic. William Aragón Garita







				31



				Comisión Interinstitucional de Seguridad Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				32



				Comisión Interinstitucional Anticorrupción



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				33



				Comisión de Enlace Fiscalía – CGR (Básicamente lo que hace el funcionario es enlace CGR)



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				34



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la Propiedad Intelectual (CIPI)



				Licda. Criss González







				35



				Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas (CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				36



				Subcomisión Diversidad Sexual



				Lic. William Aragón Garita







				37



				Comisión Interinstitucional “Convenio de Cooperación entre INS Y Poder Judicial”



				Lic. Miguel Ángel Navarro Cordero







				38



				Sub Comisión de Equipo de Respuesta Inmediata (ERI)



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández
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				Comisión de Ciberseguridad y de Ciberdelincuencia del Poder Judicial



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda



Licda.  Laura Monge Cantero







				40



				Comisión Técnica Permanente de Procuración de Justicia (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				41



				Comisión Técnica Permanente de Análisis, Estadística e Investigación (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				42



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				43



				Red de Observancia y Aplicación de la Normativa de Vida Silvestre de Centroamérica y República



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				44



				Red Latinoamericana de Ministerio Público Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				45



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				46



				CONAMAJ



				Licda.  Mayra Campos Zúñiga







				47



				Comisión Institucional para valorar los Temas de Servicio



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				48



				Equipo de Respuesta Rápida



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández







				49



				Comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				Lic. Álvaro Montoya Martínez







				50



				PANI



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				51



				PISAV



				Licda. Sara Arce Moya







				52



				CEDW- INAMU



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				53



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				54



				Control de Calidad (GICA)



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				55



				Comisión de Salud Ocupacional



				Lic. David Brown Sharpe







				56



				Control Interno del Poder Judicial



				Lic. David Brown Sharpe







				57



				Comisión DE Anticorrupción – CC Comisión de Transparencia



				Licda. Emilia Navas Aparicio







				58



				Comisión Interinstitucional para analizar situaciones que presenten las personas con aplicación de una medida cautelar, seguridad creativa, o bien privados de libertad que presenten trastornos mentales



				Lic. Carlos Montenegro Sanabria







				59



				Migrantes y Refugiados



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				60



				Acceso a la Justicia de Personas Afro - Descendientes



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				61



				Comisión para la creación del Reglamento de las Instituciones de Utilidad Pública



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				62



				Hacinamiento Carcelario



				Licda. Emilia Navas Aparicio



Licda. Mayra Campos Zúñiga







				63



				Propuestas para adoptar medidas urgentes y necesarias de reforma al Poder Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				64



				Equipo de Trabajo Conformado para la Implementación de las “normas técnicas para la gestión y le control de las tecnologías de información”, emitidas por la contraloría General de la República



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				65



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				66



				Comité consultivo en materia de Seguridad Ciudadana



				Licda. Ingrid Guth Ruiz







				67



				Comisión Jurisdicción Agrario Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				68



				Comisión de análisis sobre destrucción de Droga



				Lic. Álvaro Montoya Martínez



Lic. Luis Enrique Quesada Brenes
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Se acordó: Tener por recibida la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.









Acta de Corte Plena Nº 057 - 2018








Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 17 de Diciembre del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO V



Documento N° 4289-2012, 14833-18



La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó:



 “Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de que la coordinación de la   Sub Comisión de Personas Indígenas, este a cargo de la M.S.c Damaris Vargas Vásquez,  integrante de la Comisión de la Jurisdicción  Agraria, y de esta, ya que ha sido integrante desde hace años.



Se estima  trascendental la M.S.c Damaris Vargas  ocupe la posición de coordinadora de dicha Sub Comisión de Indígenas  para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia  de esta población en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena. ”



-0-



            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Personas Indígenas.Se declara acuerdo firme.
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Artículo V
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Artículo XXXIX
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Artículo VI














Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











[bookmark: _GoBack]14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)







Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



	La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 16 de junio pasado.



	Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



1. Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).







Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.







2. Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 







3. Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a. Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c. Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e. Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f. Marcos Guevara Berguer, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g. Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j. Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k. Dirección Ejecutiva



l. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m. Román Bresciani, Escuela Judicial



n. Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o. Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p. Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q. Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r. Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s. Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t. Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u. Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v. Valeria Varas, representante de INAMU



w. Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 







4. Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas







5. Normativa. 



a. Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b. Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c. Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d. Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e. Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f. REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g. Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h. Ley Indígena 6172 (1967)



i. Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j. Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k. Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l. Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m. Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n. Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o. Circular 25-2009 Defensa Pública







6. Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus







7. Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.







8. Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión







9. Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.







10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial. Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



De Ustedes con respeto y estima, 











Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les copio informe enviado a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia sobre requerimientos para la página web de la Comisión y la Subcomisión, sin perjuicio de los aportes adicionales que en el proceso ustedes tengan a bien adicionar.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 14 de julio de 2019 02:27 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta a Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página web Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 19 de junio pasado.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Marcos Guevara, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g.     Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h.    Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i.      Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j.      Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k.     Dirección Ejecutiva



l.      Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m.   Román Bresciani, Escuela Judicial



n.    Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o.     Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p.    Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q.     Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r.     Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s.     Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t.      Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u.    Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v.    Valeria Varas, representante de INAMU



w.   Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c.    Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d.    Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e.    Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f.      REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g.    Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h.    Ley Indígena 6172 (1967)



i.       Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j.       Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k.     Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l.       Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m.  Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n.    Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o.    Circular 25-2009 Defensa Pública



 



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les copio informe enviado a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia sobre requerimientos para la página web de la Comisión y la Subcomisión, sin perjuicio de los aportes adicionales que en el proceso ustedes tengan a bien adicionar.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 14 de julio de 2019 02:27 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta a Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página web Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





 



14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 19 de junio pasado.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Marcos Guevara, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g.     Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h.    Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i.      Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j.      Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k.     Dirección Ejecutiva



l.      Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m.   Román Bresciani, Escuela Judicial



n.    Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o.     Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p.    Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q.     Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r.     Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s.     Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t.      Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u.    Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v.    Valeria Varas, representante de INAMU



w.   Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c.    Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d.    Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e.    Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f.      REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g.    Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h.    Ley Indígena 6172 (1967)



i.       Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j.       Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k.     Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l.       Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m.  Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n.    Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o.    Circular 25-2009 Defensa Pública



 



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas



 










Estimados señores y señoras:




 




Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 




 




Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:




 




ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.




ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




ü  Normativa. 




ü  Jurisprudencia.




ü  Folletos o documentación académica.




ü  Fotografías de eventos, giras o similares.




ü  Proyectos.




ü  Otra información que se considere de importancia. 




Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 




 




A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.




 




Mi ruego especial desde ya para la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de que la página web de la Comisión y de esta Subcomisión se ajuste a los lineamientos de accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, y además, permita la traducción de la información en todos los idiomas de los pueblos indígenas de Costa Rica.




 




Cordialmente,




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas




 





 




De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta






 




Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.




 




Estimada señora Vargas Vásquez:




 




Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.




 




Muchas gracias por su atención, 




[image: cid:bfee55f9-73ed-488b-994e-bb8de3b43082]




 




 




 




 













Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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San José, 19 de junio de 2019




CACC-128-2019




Al contestar refiérase a este # de oficio














Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.









Estimada señora Vargas Vásquez:









Reciba un cordial saludo. El Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia. Dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. Para ello, se requiere de la colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, la información básica que se requiere es la siguiente:









· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




· Descripción del quehacer de la Subcomisión.




· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




· Normativa. 




· Jurisprudencia.




· Folletos o documentación académica.




· [bookmark: _GoBack]Fotografías de eventos, giras o similares.




· Proyectos.




· Otra información que se considere de importancia. 





























Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la población representada se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, esto con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 









Por último, al ser el proceso de adjudicación una Licitación Directa, le solicito su colaboración para cumplir dentro de los tiempos estimados y enviar la información solicitada a más tardar el viernes 5 de julio del presente año al correo mbenavidesv@poder-judicial.go.cr y ksalazard@poder-judicial.go.cr. 









Con muestras de estima y consideración se despide, 














  Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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[bookmark: _GoBack]Acta de Consejo Superior Nº 085 - 2009








Fecha: 10 de Setiembre del 2009



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LXIV



            En nota de 31 de agosto último,  la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, informó lo siguiente:



         “En representación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, deseo hacer de su conocimiento que, en la sesión celebrada por esa subcomisión el 30 de junio del 2009, se acordó acoger la propuesta de trabajo presentada por la Msc. Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza 4 del Tribunal Agrario, en el sentido de desarrollar un Proyecto denominado "El acceso a la Justicia Agraria para las Comunidades Indígenas de Costa Rica", el cual se incluye en el archivo adjunto.-



 



          Asimismo, se acordó brindar el apoyo de esa comisión, para que inicie el proyecto, el cual consiste, en su primera fase, en dos partes:



        



         1) Plan piloto de capacitación en la comunidad indígena Bribrí de Talamanca.  Sin embargo, por haberse declarado alerta roja en ese cantón, debido a la gripe AH1N1, tal actividad fue suspendida y se acordó realizarla en la Comunidad Maleku en Guatuso del cantón de San Carlos de Alajuela. Dicha actividad se realizará  de las 9:00  a las 15:00 horas del sábado 5 de setiembre del 2009, en la localidad de Margarita y va dirigida a 40 líderes y liderezas indígenas Malekus.-



 



         2) Se realizará otro Taller de Acceso de Justicia Agraria para las comunidades indígenas, pero esta vez dirigido a los operadores de Derecho Agrario, sea a los jueces y juezas, defensores y defensoras de la materia Agraria, así como a otros invitados de interés,  como abogados del proyecto comunal indígena del Colegio de Abogados, Fiscales(as) y –aún pendientes de confirmar- abogados(as) del Instituto de Desarrollo Agrario. Este taller de capacitación tendrá como objetivo sensibilizar y suministrar herramientas jurídicas en Derecho Indígena- Agrario y de Derechos Humanos relacionados. Tal actividad se realizará el viernes 25 y sábado 26 de setiembre 2009.-



        



         Para estas actividades se cuenta, además, con el apoyo de la Comisión de Asuntos Agrarios, del Consejo Nacional de Jueces(as) y Defensores(as) Agrarios,  el Colegio de Abogados de Costa Rica, el Instituto Raoul Wallenberg de Suecia, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y, sujeto a confirmación, del Instituto de Desarrollo Agrario (IDA).-



        



         De esta forma, hacemos del conocimiento de ese honorable Consejo algunas de las actividades próximas, con las cuales se pretende dar cumplimiento a las acciones previstas en el Plan de Trabajo de la Subcomisión y sometidas a su consideración en la sesión del 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, tendentes al fortalecimiento y ejecución de políticas institucionales del Poder Judicial que promuevan la accesibilidad para las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.”



- 0 -



            Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y hacerla de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad.








 Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2009








Fecha: 15 de Octubre del 2009



ARTÍCULO LXVI



Mediante circular N° 10-2009 de 5 de febrero del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de ese mismo mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-2008, celebrada el 14 de octubre del 2008, artículo XLI, en que se acordó comunicarles las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas" en lo que interesa:



[…]



 



         9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.
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En oficio N° C371-2099 de 30 de setiembre recién pasado, recibido el 5 de octubre en curso, la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, comunicó lo siguiente:



“Deseo hacer de su conocimiento que en la reunión de la Subcomisión de Pueblos Indígenas celebrada el 25 de agosto pasado y con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Circular Nº 10-09, punto 9, que establece la obligatoriedad de ”Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígenas”, se acordó recomendar que ese distintivo consista en una franja adhesiva roja que coloque en el borde inferior del expediente con la leyenda: “INTERVINIENTE INDÍGENA”, como se ilustra en el archivo adjunto.



 



Algunas de las razones que se consideraron para aprobar esta propuesta fueron: que el distintivo se pueda adherir con facilidad a las carátulas existentes, que no impida la lectura de la restante información que se incluye en la carátula del expediente, que resulte visible en el borde cuando los expedientes se encuentren colocados uno sobre otro en los estantes y que no se requiera la impresión de carátulas distintas a las que se encuentran en uso para cada materia, con el fin de identificar este tipo de procesos.



 



Asimismo, informo que se sometió dicho acuerdo a consideración de la Comisión de Accesibilidad, la cual la conoció y aprobó, en su sesión del pasado 28 de setiembre.



 



Por lo expuesto, deseamos someter el distintivo recomendado a la aprobación de ese Consejo, con la recomendación de que se solicite al Departamento de Artes Gráficas su elaboración y al Departamento de Proveeduría, la distribución del distintivo, en la misma forma en que distribuyen las carátulas con que se identifican a los expedientes relativos a personas adultas mayores y que, mediante una circular, se comunique la aprobación del distintivo a los despachos y que estos deberán ser solicitados en la cantidad que cada uno requiera.”



 



- 0 -



            Se acordó: Comunicar a la licenciada Lena White Curling que este Consejo valora que es importante el distintivo y por ello se aprueba; sin embargo, se estima que incluir la frase “interviniente indígena” podría interpretarse sobre todo para los usuarios externos como contrario a la política de inclusión que ha promovido este Poder Judicial, por lo que se solicita que valoren eliminar la frase y mantener solo el distintivo, pues para efectos internos con ello es suficiente.



            Los Departamentos de Proveeduría y Artes Gráficas tomarán nota para lo que corresponda.








 












 













Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2009








Fecha: 17 de Noviembre del 2009



ARTÍCULO XXVIII



 



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, mediante correo electrónico de 9 de los corrientes, solicitó lo siguiente:



“Con el visto bueno del señor Presidente de la Corte, Doctor Luis Paulino Mora, someto a consideración del Consejo la solicitud de que se me conceda un permiso con goce de salario para aceptar la invitación que me ha remitido el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, para asistir al Encuentro Especializado de la Red de Atención a Pueblos Indígenas, que se realizará en Guatemala, del 24 al 28 de noviembre próximo.



 



El interés en asistir a esta actividad surge de mi participación en la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y mi responsabilidad, como Contralora de Servicios, de promover el acceso a la justicia de las personas usuarias, especialmente aquellas en condición de vulnerabilidad. Por tal motivo, me parece importante aprender  acerca de los temas que serán expuestos en dicho Encuentro.



 



Como se desprende de la comunicación adjunta, el IIDH cubrirá los costos que origina el viaje.  Además, no se requiere sustitución, pues la Contraloría quedaría a cargo del Subcontralor de Servicios, Erick Alfaro, durante ese período.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario a la licenciada Lena White Curling, para que del 24 al 28 de noviembre en curso, participe en el “Encuentro Especializado de la Red de Atención a Pueblos Indígenas”, a realizarse en Ciudad de Guatemala. Es entendido que los organizadores del evento cubrirán los gastos por concepto de transporte aéreo e interno, hospedaje, alimentación.



La Contraloría de Servicios y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2009








Fecha: 17 de Noviembre del 2009



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO LXVII



            Mediante circular N° 10-2009 de 5 de febrero del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de ese mismo mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-2008, celebrada el 14 de octubre del 2008, artículo XLI, en que se acordó comunicarles las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas" en lo que interesa dice:



 2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias "in situ".



- 0 -



            La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, en correo electrónico de 9 del mes en curso, expresó lo siguiente:



“En razón de haber advertido el Lic. Alfredo Jones. Director Ejecutivo, el error en que se incurrió en el punto 2 del acuerdo que tomó el Consejo, al aprobar las Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas, en representación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respetuosamente se solicita una modificación a dichas reglas, con el fin de que quede claro que los viáticos se cancelan solo a los servidores judiciales y que lo que se puede otorgar a las personas indígenas usuarias, en los casos en que lo requieran, es una ayuda económica.



 



Propongo, por tanto,  la modificación del punto 2 de dicha circular para que se lea de la forma siguiente:



 



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



Se adjunta el criterio emitido por el Lic. Jones sobre este tema.”



 



- 0 -



 



Se acordó: Acoger la gestión anterior en consecuencia: Modificar el punto 2 de la circular N° 10-09 publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero del año en curso, el que deberá leerse de la siguiente manera:



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.








 Acta de Consejo Superior Nº 105 - 2009








Fecha: 29 de Noviembre del 2009



ARTÍCULO XVIII



            La licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico recibido el 13 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente:



“Por motivo del Proyecto Acceso a la Justicia Agraria para Pueblos Indígenas en Costa Rica, que he venido desarrollando en el Poder Judicial con el apoyo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios, la Red de Atención a Pueblos Indígenas (RAPI de Guatemala), me han invitado a través del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, a participar en un Encuentro Indígena en Guatemala con la finalidad de aprender sobre las experiencias de Peritajes Culturales e Intérpretes Indígenas de aquel país. Hago notar sobre esta problemática de peritajes e intérpretes indígenas es un tema de actual discusión en el proceso agrario de nuestra jurisdicción, de allí será una valiosa oportunidad tener la posibilidad de esa experiencia que incide sin duda alguna en el mejoramiento de la calidad de justicia agraria, pues serán experiencias reprocidas al resto de la Jurisdicción.



 



El permiso que les solicito lo es del día martes 24 al viernes 27 de noviembre, únicamente cuatro días, por lo que les agradezco el apoyo a esta gestión. Les comunico cuento con el visto bueno del Coordinador del Tribunal Agrario Dr. Enrique Ulate Chacón, quien ha manifestado sobre la importancia de no dejar perder esta experiencia para el Tribunal y para el resto de la Jurisdicción.



 



Los gastos de tiquete aéreo, alimentación, hospedaje, ý logística lo asume el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) y la Red de Asistencia a Pueblos Indígenas (RAPI de Guatemala).



 



Les adjunto infra, la carta invitación que me hicieran tales Instituciones.”
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            Por su parte el doctor Enrique Ulate Chacón, Juez Coordinador del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 16 de este mes, comunicó lo siguiente:



“Efectivamente, otorgué el visto bueno a la Jueza Alexandra Alvarado, dado que me parece sumamente importante la capacitación sobre esos temas, sin embargo, también le hice ver la necesidad de que se garantice que en su ausencia tendrá suplente, dado que hemos tenido dificultades para las sustituciones en este Tribunal, y al otorgarse permisos, sin posibilidad de sustituciones, genera la acumulación de procesos pendientes de fallo.”



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, para que del 24 al 27 de noviembre en curso, participe en el encuentro indígena que da cuenta, en Guatemala. Es entendido que los organizadores del evento cubrirán los gastos por concepto de tiquete aéreo, alimentación, hospedaje y logística. 2.) Comunicar a doña Alexandra, que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión N° 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular N° 20-08 del año en curso, no podrá asistir a la actividad, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá la licenciada Alvarado Paniagua, coordinar lo necesario con la jefatura, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos a otros servidores a los que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, el Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda.Se declara acuerdo firme.













Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2010








Fecha: 23 de Noviembre del 2010



ARTÍCULO XXIII



            El licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en correo electrónico de 11 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente:



         “Dentro de los procesos Ordinarios Agrarios planteados por personas indígenas o asociaciones de desarrollo de los territorios indígenas de la zona atlántica, el despacho a mi cargo ha estado solicitando a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, específicamente al Dr. Marcos Guevara Berger, colaboración para que nos rinda peritajes en cuanto a la forma en que se distribuyen las tierras, cómo se tutelan los derechos de posesión, quién es la autoridad indígena encargada de resolver conflictos internos - de acuerdo a sus costumbres - y acerca de cómo se puede tener certeza de quién es o no indígena de un territorio indígena determinado.-  Lo anterior, representa un esfuerzo más de la Jurisdicción Agraria y de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, por promover una resolución a conflictos entre indígenas en sus territorios, acorde a sus tradiciones.- 



        



         Recientemente, mediante correo electrónico, el Dr. Guevara Berger me solicita información acerca de sí personas indígenas o  grupos representativos de los intereses indígenas, pueden tener acceso a los peritajes por él rendidos.  Conforme a las directrices vigentes, solamente tienen acceso a los expedientes las partes, sus abogados o personas autorizadas por éstos últimos.- Mi consulta para este honorable Consejo, va dirigida al hecho de si las comunidades indígenas y sus integrantes, así como instituciones como el CONAI y las asociaciones de desarrollo de los territorios indígenas, representantes de los intereses difusos de dichas colectividades, podrían eventualmente tener acceso a los peritajes, sin ser parte del proceso en que se ordenaron.



 



         Hago constar que los peritajes en cuestión no involucran aspectos de la esfera íntima de las partes, pues como se dijo, versan sobre las costumbres y tradiciones de cada grupo indígena.- 



 



         A sabiendas que el tema ahora planteado, deberá ser enfrentado por otros Juzgados Agrarios del país, que en su oportunidad ordenen peritajes culturales, así como que el contenido de los mismos puede resultar de suma relevancia para los grupos indígenas, respetuosamente solicito que a manera de directriz, se nos indique la posibilidad o imposibilidad de dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses,  que no sean parte del proceso judicial.”
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Manifiesta la integrante Damaris Vargas Vásquez, que es conveniente, en forma previa a emitir pronunciamiento acerca de la gestión formulada por el juez agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, señor Javier Villalón, conferir audiencia a la Comisión de Asuntos Agrarios para conocer su criterio acerca de la conveniencia jurisdiccional de hacer pública prueba obtenida para resolver casos concretos. Además, es recomendable escuchar el criterio de la Subcomisión de Personas Indígenas acerca de dicha petición, pues pueden ofrecer un criterio más técnico acerca de la conveniencia de dar publicidad a los peritajes culturales. Esto último, al tratarse de prueba pedida en todos los procesos donde intervienen personas indígenas, conforme lo ha dispuesto la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo Superior a gestión de dicha Subcomisión, a fin de poder aplicar íntegra y correctamente, la normativa internacional y nacional relativa a la prioridad de las costumbres de las personas indígenas. Debe tomarse en consideración, estos peritajes se están solicitando no sólo en materia agraria, sino se espera además se pida en penal, contencioso administrativo, entre otras materias, en procesos donde amerite conocer costumbres muy específicas y la cosmovisión de las personas indígenas involucradas.



Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestaciones de la máster Damaris Vargas Vásquez. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a La Comisión de Asuntos Agrarios y a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informen a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de este acuerdo, si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.








 








Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2011








Fecha: 03 de Febrero del 2011



ARTÍCULO XXXVIII



 



En sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre del 2010, artículo XXIII, se conoció la gestión formulada por el licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en que solicitó que a manera de directriz, se le indicara la posibilidad o imposibilidad de dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformaran el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que fuera representativas de sus intereses, que no fueran parte del proceso judicial y se dispuso, previamente a resolver lo que correspondiera, entre otros, solicitarle a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informaran a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de este acuerdo, sobre la consulta realizada por el licenciado Villalón Ruiz.



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, mediante correo electrónico de 27 de enero del año en curso, solicitó lo siguiente:



 “En virtud de que el plazo de un mes conferido por ese Consejo a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre de 2010, ARTÍCULO XXIII), para referirse a “si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente, a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses”, coincidió con el cierre por vacaciones colectivas y no ha sido suficiente para confeccionar y aprobar el informe requerido, deseo solicitar respetuosamente la ampliación del plazo, por un período idéntico al anterior.



 



Ello permitirá que el informe pueda ser debidamente discutido y aprobado, con las modificaciones que pudieran sugerir las personas integrantes, y proceder a su envío a dicho Consejo, en cumplimiento de lo solicitado.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, prorrogar por un mes más, a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, el plazo concedido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, para que rinda el informe solicitado en sesión N° 103-10 del 23 de noviembre de 2010, artículo XXIII.








 








Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2011








Fecha: 07 de Julio del 2011



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Peritos judiciales



ARTÍCULO LIII



DOCUMENTO Nº 6811



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios en correo electrónico del 29 de junio de este año, informó lo siguiente:



“En cumplimiento de lo acordado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, respetuosamente me permito someter a su consideración dos  recomendaciones que hemos estimado deben formar parte de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”, aprobadas por en Consejo Superior en la sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, y modificadas en su punto 2, en la sesión N° 104-09celebrada el 17 de noviembre de 2009,  Artículo LXVII.



 



Consideramos que dicha ampliación de las Reglas aprobadas resulta necesaria para garantizar la equidad en la prestación de los servicios a las personas que integran este sector de la población y fortalecer el cumplimiento efectivo de los objetivos de las políticas institucionales.



 



PROPUESTA DE AMPLIACIÓN DE LAS REGLAS DE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



        Derecho al intérprete o traductor



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



Cuando una persona indígena no hable y comprenda el idioma oficial (Español), tendrá derecho a que la administración de justicia designe a un traductor o interprete, sin costo alguno. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



        Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural



 



En todo proceso en que se juzgue a una persona indígena, la administración de justicia, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, ordenará el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, enre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.  



 



La administración de justicia  procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntantemente, el peritaje requerido.
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Mediante circular No. 10-09, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, la Secretaría General de la Corte, comunicó a todos los despachos judiciales del país, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas en la sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas.



Posteriormente, en la sesión N° 104-09 celebrada el 17 de noviembre último, artículo LXVII, se modificó el punto 2 de la circular N° 10-09 publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero del año en curso, el que deberá leerse de la siguiente manera:



“2.  Dentro de cada presupuesto de los distintos programas, se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y un rubro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.
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Manifiesta el licenciado Alfredo Jones León, que estima conveniente que la Comisión de Accesibilidad coordine con la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica la posible  confección de un manual que contemple la generalidad de las costumbres y  cultura de las diferentes etnias indígenas del país de manera tal que permita tener una base para que los jueces resuelvan los asuntos puestos en su conocimiento, en que algunas de las partes es un o una indígena.



Se acordó: 1) Tomar nota de las manifestaciones del licenciado Alfredo Jones León. 2) Aprobar la ampliación de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”, de la siguiente forma:



             Derecho al intérprete o traductor



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



             Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural



 



Cuando se juzgue a una persona indígena, el juez que conoce del caso dispondrá cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



 



La administración de justicia  procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido.”



 



3) El juez o jueza en cada caso deberá analizar la procedencia del estudio antropológico. 4) La Comisión de Accesibilidad remitirá criterio respecto a lo indicado por el licenciado Alfredo Jones León.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.








 Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2011








Fecha: 07 de Julio del 2011



Descriptores/Temas: Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón, Peritajes



ARTÍCULO LIV



DOCUMENTO Nº 6809



En sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre del año en curso, artículo XXIII, previamente a resolver lo que correspondiera respecto a la solicitud del licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se dispuso entre otras cosas solicitar a la Comisión de Asuntos Agrarios y a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, informaran a este Consejo, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de comunicación de ese acuerdo, si era posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.



Relacionado con lo anterior, la licenciada Lena White Curling, en carácter de Coordinadora de la Subcomisión Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 29 de junio recién pasado, comunicó lo siguiente:



“En cumplimiento a lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 103-10 celebrada el 23 de noviembre de 2010, ARTÍCULO XXIII,  mediante el cual se solicitó el criterio de la Subcomisión de Pueblos Indígenas en relación con la consulta que remitió el licenciado Javier Francisco Villalón Ruiz, Juez Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica:  “Si es posible dar acceso en forma exclusiva a los peritajes culturales, no así al resto de las piezas que conformen el expediente,  a personas indígenas y asociaciones o instituciones que sean representativas de sus intereses.”, se procede a  dar respuesta a lo solicitado.



 



Con el fin de efectuar el análisis del tema, en la sesión 14 diciembre de 2010 de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se acordó conformar una Subcomisión integrada por Damaris Vargas Vásquez, Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario, Lena White Curling, Contralora de Servicios y José Arnoldo González Castro de la Defensa Pública,  para que efectuaran una propuesta preliminar del informe, que una vez elaborado sería sometido a al consideración de los restantes miembros.



 



La propuesta fue remitida por correo electrónico a todos los miembros y ampliamente discutida, al final de lo cual en la sesión del 26 abril de 2011, se acordó rendir el informe solicitado por el Consejo Superior en el sentido de que, dada la diversidad de tipos de procesos judiciales en los que pueden requerirse los peritajes culturales relacionados con los pueblos indígenas (agrario, familia, penal juvenil, etc.) y las distintas normativas, etapas y principios aplicables en cada proceso, no resulta posible establecer un criterio único o uniforme, en cuanto a la posibilidad de dar acceso a personas ajenas al proceso al peritaje cultural.



 



Por tal motivo ha concluido la Subcomisión que la valoración que se solicita debe ser efectuada por cada juzgador, en el momento en que dicho acceso sea solicitado, tomando en consideración las normas internacionales y la legislación específica aplicables a cada materia, para asegurar que no se infrinjan los derechos de las partes, las disposiciones que limitan el acceso a los expedientes judiciales,  ni los principios que rigen las etapas de cada proceso (privacidad o publicidad de las actuaciones, según corresponda).”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2) Comunicar al licenciado Javier Villalón Ruiz que la valoración debe hacerla cada juez o jueza en el caso concreto tomando en consideración la legislación aplicable.








 
















 








Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2011








Fecha: 19 de Julio del 2011



ARTÍCULO XXIX



Documento 6912



En correo electrónico recibido el 3 de julio en curso, la licenciada Lena White Curling y la licenciada Damaris Vargas Vásquez, por su orden Coordinadora e Integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente y con el visto bueno del Presidente, Magistrado Mora, solicitaron lo siguiente:



“…deseamos solicitar que se nos conceda autorización para aceptar la invitación del proyecto interuniversitario UCR-UNED, para participar en la “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, financiado con los Fondos del Sistema de CONARE, la cual se realizará en las siguientes fechas: 21 y 28 de julio, 11 y 25 de agosto y 8 de setiembre del año en curso, en la Ciudad de la Investigación de la Universidad de Costa Rica, por haber sido nuestros nombres propuestos por la Magistrada Carmenmaría Escoto.



 



Esta autorización se solicita en el entendido de que tomaremos las medidas requeridas para que no se afecten nuestras labores habituales y, por ende, no se produzca afectación alguna al servicio público.



 



Finalmente, expresamos que el interés en participar en esta actividad se origina en que ello resulta importante para el mejor cumplimiento de nuestras funciones como Contralora de Servicios y Jueza Agraria, así como para la labor que realizamos en la Subcomisión, relacionada con esta temática.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de las licenciadas Lena White Curling y Damaris Vargas Vásquez, para que asistan a la “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas” que se llevará a cabo en la Ciudad de la Investigación de la Universidad de Costa Rica, el 21 y 28 de julio en curso, 11 y 25 de agosto próximo y 8 de setiembre del año en curso, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán doña Lena y doña Damaris coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Integrante Vargas Vásquez se abstiene de votar.



El Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, la Contraloría de Servicios y el Departamento de Personal tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2011








Fecha: 22 de Noviembre del 2011



ARTÍCULO XVI



DOCUMENTO Nº 11579-11



En sesión Nº 54-11 del 14 de junio del año en curso, artículo XXXIV, en lo que interesa, se solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental, que en coordinación con la Defensa Pública y la Escuela Judicial, brindara asesoría y capacitación a los jueces y juezas de la materia, en la temática del acceso público a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, enfatizando la población indígena.



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, en nota del 15 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“Para dar cumplimiento a las acciones de capacitación que se incluyeron en el plan de trabajo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, así como a lo acordado en los  acuerdos del Consejo Superior de la Sesión 54-11 del 14 de junio de 2011, Artículo XXXIV,  según el cual se dispuso “Solicitar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental que en coordinación con la Defensa Pública y la Escuela Judicial, brinden asesoría y capaciten a los jueces y juezas de la materia, en la temática del acceso público a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, enfatizando la población indígena”,  deseamos informar que se ha organizado el Taller Tierras, Territorios Indígenas y Peritajes Culturales, que se realizará el viernes 25 de noviembre, en el Miniauditorio del Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, de 8 a.m. a 5 p.m., en coordinación con la Defensa Pública, la  Comisión de Asuntos Agrarios, la Escuela Judicial, el Programa de Regularización de Catastro y  el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.



 



Consideramos importante mencionar que esta actividad de capacitación complementa la que organizó la Subcomisión, denominada  “Diversidad cultural y jurídica: los peritajes culturales”, que se realizó el 30 de junio de 2010 en el edificio de la Corte Suprema (se adjunta  el programa y lista de asistentes), y promueve el cumplimiento de las Reglas de Acceso a la Justicia para las poblaciones indígenas, aprobadas por ese Consejo, entre las que se incluyen la realización de diligencias en esos territorios y la realización de peritajes culturales.



 



Dada la importancia de que las y los funcionarios judiciales profundicen su conocimiento de los temas que se tratarán,  se ha procurado la participación a jueces y juezas de la Jurisdicción Agraria, de la Jurisdicción Civil y de  la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, así como a defensores y defensoras agrarias.  Como resultado, se adjunta una lista de 42 personas que desean participar, con el fin de solicitar que se les otorgue la autorización requerida, en el entendido de que ello no deberá afectar el servicio público.



 



Los señores Magistrados don Luis Guillermo Rivas y don Óscar González, Presidentes de la Comisión de Asuntos Civiles y la Comisión de lo Contencioso Administrativo, respectivamente, fueron quienes facilitaron los nombres de las juezas y jueces de esas jurisdicciones interesados en participar, para lo cual se valoró que tuvieran competencia territorial para atender casos de las zonas o territorios indígenas o competencia en todo el territorio nacional.  La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública informó que los defensores y defensoras que se incluyen en la lista cuentan con la autorización de la Dirección General de la Defensa Pública, para recibir la capacitación.



 



Asimismo, el señor Marvin Carvajal, Director de la Escuela Judicial, informó que existe presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios para cubrir los gastos del café de media mañana y el almuerzo de las personas que asistan y designó a la señora Rebeca Guardia, para que brindara su apoyo a la actividad.  Se incluye la certificación de contenido presupuestario emitida por don José Vicente Martínez, Administrador de la Escuela Judicial, para que se autorice la utilización de la suma de 500.000 (quinientos mil colones), para ese fin.



 



Finalmente, se adjunta el programa de la actividad y se solicita respetuosamente que se valore que se han anotado para participar algunas personas que laboran en el mismo despacho judicial.



 



Taller:



"Tierras y territorios indígenas y peritajes culturales"



Fecha: 25 de noviembre 2011 de 8 am a 17 horas



Lugar: Miniauditorio del Anexo A Primer Circuito Judicial de San José



 



				 



				Asistente



				Despacho







				1



				Enrique Ulate Chacón



				Tribunal Agrario







				2



				Alexandra Alvarado Paniagua



				Tribunal Agrario







				3



				Magda Díaz Bolaños



				Tribunal Agrario (Se encuentra laborando en la Secretaría de Valores)







				4



				María Rosa Castro García



				Tribunal Agrario







				5



				Wilberth Álvarez Li



				Tribunal Agrario







				6



				Antonio Darcia Carranza



				Tribunal Agrario







				7



				Damaris Vargas Vásquez



				Tribunal Agrario







				8



				Carlos Alberto Bolaños Céspedes



				Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José







				9



				Vanessa Fisher González



				Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José







				10



				Ruth Alpízar Rodríguez



				Juzgado Agrario de Liberia







				11



				Rodolfo Vásquez Vásquez



				Juzgado Agrario I Circuito Judicial Alajuela







				12



				Marco Antonio Bolaños Rojas



				Juzgado de Cobro II Circuito Judicial de San José (horario nocturno). Suplente de Juzgados Agrarios







				13



				Carlos Eduardo González Mora



				Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela







				14



				Tatiana Rodríguez Herrera



				Juzgado Agrario del III Circuito Judicial de Alajuela







				15



				Silvia Elena Sánchez Blanco



				Juzgado Agrario de Turrialba







				16



				Heilin Mayela Rojas Madrigal



				Juzgado Agrario de Primer Circuito Judicial Zona Atlántica







				17



				Merlin Rocío Murillo Monge



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de la Fortuna- San Carlos. Suplente de Juzgados Agrarios







				18



				Xinia Patricia González Grajales



				Juzgado Civil de Puntarenas, Agrario por Ministerio de Ley







				19



				Ana Milena Castro Elizondo



				Juzgado Agrario de Pérez Zeledón







				20



				Edgar Eduber Calvo Solano



				Juzgado Agrario Cartago







				21



				Sergio Ramos Álvarez



				Juzgado Agrario II Circuito Judicial Zona Atlántica







				22



				Sandra Trejos Jiménez



				Jueza Suplente de Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Puntarenas, Agrario por Ministerio de Ley.







				23



				Ivette Azofeifa Quesada



				Defensa Pública Agraria de Pococí







				24



				Dixie Mariela Angulo Pizarro



				Defensa Pública Agraria de Liberia







				25



				Juan José Guevara Álvarez



				Juzgado Contravencional de Coto Brus (Reserva Indígena Guamíes)







				26



				Tomás Flores Badilla



				Coordinador de Juzgado Contravencional de Buenos Aires (Reserva Indígena Ujarrás, Térraba, Sierpe)







				27



				Carlos Francisco Salguero Serrano



				Juzgado Contravencional de Guatuso (Reserva Indígena Malecos)







				28



				Marvin Arturo Durán Fernández



				Coordinador de Juzgado Contravencional de Turrialba (Reserva Indígena Grano de Oro)







				29



				Priscilla Quesada



				Juzgado Contravencional de Jiménez (Reserva Indígena Tucurrique y Pejivalle)







				30



				Sady Jiménez Quesada



				Tribunal Contencioso Administrativo







				31



				Marianella Álvarez Molina



				Tribunal Contencioso Administrativo







				32



				Cinthya Abarca Gómez



				Tribunal Contencioso Administrativo







				33



				Fabián Núñez Castillo



				Tribunal Contencioso Administrativo







				34



				Amy Lucía Miranda



				Tribunal Contencioso Administrativo







				35



				Rodrigo Huertas Durán



				Tribunal Contencioso Administrativo







				36



				Lourdes Vargas Castillo



				Jueza Tramitadora Tribunal Contencioso Oral







				37



				Paulo Alonso Soto



				Juez Tramitador de Tribunal Contencioso Oral







				38



				Judith Reyes Castillo



				Jueza Tramitadora de Tribunal Contencioso Escrito







				39



				Siria Carmona Castro



				Jueza Tramitadora del Tribunal Contencioso Escrito







				40



				Lorena Montes de Oca Monge



				Jueza de Ejecución Contenciosa







				41



				Karla María Vanegas Avilés



				Tribunal de Juicio de Ciudad Nelly







				42



				Lena White Curling



				Subcomisión de Pueblos Indígenas
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A esos efectos, adjuntan certificación del 15 de noviembre en curso, suscrita por el licenciado José Vicente Martínez Oporto, Administrador de la Escuela Judicial, por un monto de ¢500.000,00 (quinientos mil colones exactos) para cubrir los gastos de alimentación en que incurra la Comisión Agrario y Agro Ambiental del Poder Judicial en el “Taller Tierras, Territorios Indígenas y Peritajes Culturales”, con cargo al programa 926 “Dirección Administración y otros 2” IP 22 “Escuela Judicial”, Subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, del presupuesto del año 2011.



Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia, 1.) Autorizar a las funcionarias y funcionarios de la lista transcrita, para que participen en el taller "Tierras y territorios indígenas y peritajes culturales", que se llevará a cabo el 25 de noviembre en curso, de las 8:00 horas a las 17:00 horas, en el Miniauditorio del Anexo A Primer Circuito Judicial de San José. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los servidores y servidoras a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.)Autorizar el gasto por la suma de ¢500.000,00 (quinientos mil colones exactos) para hacerle frente a los gastos del citado taller, con cargo al programa 926, subpartida 10702. 3.) Aprobar la sustitución en los casos estrictamente necesarios y sin suplencia para los que se encuentren ocupando plazas extraordinarias, en el entendido que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión Nº 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular Nº 20-08 del 2008, no podrán asistir a la actividad aquellos funcionarios, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución. 4.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los citados servidores y servidoras, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, la Escuela Judicial, la Defensa Pública, el Departamento de Personal y demás despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.













Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2012








Fecha: 24 de Enero del 2012



ARTÍCULO LXII



Documento N° 413-2012 y 578



La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en nota de 16 de enero del presente año, hizo de conocimiento lo siguiente:



“Tengo el agrado de dirigirme a Ustedes en ocasión de remitirles adjunto copia de la nota mediante la que, la Sra. Ministra de Planificación y Política Económica, Dra. Laura Alfaro Maykall,   acepta oficialmente,- a nombre del Gobierno de Costa Rica,-  la subvención  de cooperación internacional que la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, otorgó  para financiar el PROGRAMA DE GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN COSTA RICA, por un monto total 517.600 Euros.  Los recursos, serán administrados por FUNDEVI, Fundación de la Universidad de Costa Rica.



 



Tres entidades estatales son las beneficiarias de los recursos supra mencionados a saber: 



 



                MIDEPLAN… 135.000 Euros       (US C. 87.856.650)



                Poder Judicial …122.000 Euros       (US C. 79.36.380)



                Ministerio de Justicia 260.600 Euros (US C.169.205.400)



 



Los recursos asignados al Poder Judicial, se consiguieron gracias a la participación activa en el proceso de negociación bilateral del MAP de Asociación con España, que tuvo la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el segundo semestre del año 2011; y a la decidida colaboración técnica que esta Oficina recibió en todo momento de parte de la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y sus diferentes  Subcomisiones; de la Secretaría de Género del Poder Judicial, de la CONAMAJ y de los/as magistrados/as integrantes de la Sala II de la Corte Suprema de Justicia.



 



Las actividades cuya realización fue aprobada se visualizan en el Resultado R.2: Mejorado el Acceso a la Justicia de los Grupos Vulnerables del documento denominado “Formulación Gobernabilidad CR”, adjunto a la presente Comunicación, y en las actividades R.2.2: Fortalecer la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia, y R.2.3: Implementar el Modelo de Participación Ciudadana en el circuito judicial de la Región Huetar.



 



Los indicadores del Resultado 2.2 son: a) Capacitados al menos 30% de los funcionarios del Poder Judicial del II circuito judicial de Alajuela (Región Huetar Norte) en temas de interculturalidad, y b) Al menos 2 Asociaciones de desarrollo Integral de Territorios Indígenas son capacitados en procedimientos judiciales.  (En presente proyecto, debe entenderse por interculturalidad de conformidad con lo consignado en el párrafo 2ndo. de la pág. 16 del documento en comentario: “una manera de garantizar el Acceso a la Justicia para los indígenas, respetando sus leyes, normas y favoreciendo la inclusión, con pleno ejercicio de derechos, de esta población en la sociedad costarricense”).



 



El indicador del Resultado R.2.3 es: Modelo de participación ciudadana en el Poder Judicial implementado en un circuito judicial de la Región Huetar Atlántica.



 



La asignación económica para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.2 cuya responsabilidad de ejecución recae sobre la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y su Sub Comisión de Pueblos Indígenas es de C. 15.618.960 (quince millones, seiscientos dieciocho mil novecientos sesenta colones) en tanto que la asignación  para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.3 es de C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones), cuya responsabilidad de ejecución recae sobre CONAMAJ.  A estos montos totales, debe deducírseles el 3.5% que cobra FUNDEVI por administrar los recursos, mismos que estarán disponibles para su ejecución a partir de la aprobación de los respectivos Planes Operativos Anuales, POA’s, a finales del mes de Febrero de 2012.



 



El próximo lunes 23 de enero a partir de las 9:00am en el auditorio de MIDEPLAN se llevará a cabo una reunión con los y las responsables de la ejecución de las actividades previstas antes indicadas, con la finalidad de elaborar el Plan Operativo de la subvención 2011. Dado lo anterior, aprovecho la ocasión para  convocar a la misma tanto doña Lena White como a doña Sara Castillo. Para su referencia adjunto,- así mismo,- el documento “POA revisado OTC Costa Rica marzo 2011”, a efecto que tanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas como la CONAMAJ, puedan ir recabando la información que en él se requiere para cada una de las actividades.



 



Quedo a disposición de Ustedes para ampliar o adicionar el presente informe en todo aquello que se considere pertinente.



 



Aprovecho la ocasión para saludarles, y reiterarles las muestras de mi más alta y distinguida consideración y estima personal.”



- 0 -



 



La licenciada Rojas Rodríguez, en su citada condición,  en correo electrónico del 19 de este mes, expuso lo siguiente:



“Con el debido respeto me dirijo a Ustedes con el propósito de corregir algunos errores y omisiones que contiene el documento remitido el pasado lunes 16 de enero a las 17:43 horas, adjunto a la presente comunicación. Veamos:



 



    Página uno, párrafo tercero, acápite 2ndo., donde dice “Poder Judicial …122.000 Euros  (US C. 79.36.380)” léase: “Poder Judicial …122.000 Euros  (US C.79.396.380)”



    Página uno, párrafo cuarto, línea cinco, después de “de parte” y antes de “Comisión”, léase: “del Despacho de la Presidencia”



    Página uno, párrafo ocho, líneas  6 y 7, después de: “el Resultado 2.3 es de” no se lea “C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones)” , léase en su lugar: “C.63.777.420, (sesenta y tres millones, setecientos setenta y siete mil cuatrocientos veinte colones)”



- 0 -



            Se acordó: Tomar nota de la comunicación que hace la licenciada Rojas Rodríguez.








 Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2012








Fecha: 13 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Fiscalía Penal Juvenil, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XXXIX



DOCUMENTO Nº 4289-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en oficio CMEF-SP-02-2012, recibido el 25 de abril del año en curso, comunicó lo siguiente:



“… Conforme Uds. lo saben  esta Sub-Comisión sustenta sus funciones en  las Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas,  aprobadas por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las cuales fueron comunicadas mediante la CIRCULAR Nº 10-2009.  Dentro de esas reglas el Consejo Superior encargó la ejecución y seguimiento de su cumplimiento a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.



 



Este año, por las múltiples labores de la Contraloría de Servicios la señora Contralora, Msc. Lena White Curling renunció a la Coordinación de esta Sub-comisión debido al exceso de trabajo, el cual venía realizando  de modo eficiente junto a varios integrantes de la oficina a su cargo.  Lamentamos esta situación, porque afecta sustancialmente las ejecuciones y distintas metas de la Sub-comisión en momentos cuando todos y todas  sus integrantes  tenemos múltiples funciones que cumplir.



 



En virtud de que esta Sub-comisión demanda un trabajo diario constante y exorbitante, se tuvo muy a nuestro pesar que aceptarle tal renuncia.  Y a petición de todos y todas los integrantes de la Subcomisión se nombró a la  Fiscala de Penal Juvenil, Dra. Mayra Campos Zúñiga, en lugar de la Msc. Curling.  A su vez, la Fiscalía de Pueblos Indígenas se comprometió a darle seguimiento a varios de los acuerdos y ejecuciones de esta subcomisión; así como del correo electrónico de dicha subcomisión; función que se asumió con el compromiso de todos los despachos que participan OIJ, UCR, OAVD, IIDH, Escuela Judicial, Trabajo Social, incluyendo la Defensa Pública, quienes  coadyuvarán en esta ardua, silenciosa e importante labor con cobertura a nivel nacional. 



     



Con base en las razones dadas, de esta manera les hacemos saber y les pedimos tomar nota de tales cambios, para lo correspondiente a  su cargo.”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota de la designación de la doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala de Penal Juvenil, como Coordinadora de Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en sustitución de la máster Lena White Curling. Se declara acuerdo firme.



Acta de Consejo Superior Nº 051 - 2012








Fecha: 22 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Intérpretes, Requisitos académicos, Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Sede Limón



ARTÍCULO XL



DOCUMENTO N° 5038-12



Mediante oficio N° 111-CP-2012 del 7 de mayo en curso, el máster Francisco Arroyo Meléndez; Jefe del Departamento de Personal, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° 09-2012, celebrada el 19 de abril anterior, artículo VII, que literalmente dice:



 “La Sección de Análisis de Puestos en el Informe   093-SAP-2012 señala:



 



En relación con el oficio N° 909-CP-2011 de fecha 25 de noviembre de 2012, mediante el cual, pone en conocimiento de esta Sección el artículo XIII de la sesión del Consejo de Personal  Nº 24-2011 celebrada el diecisiete de noviembre  pasado, en el que se acordó:



 



“2- Solicitar a la Sección de Análisis de Puestos, para que incluya como requisito adicional del puesto, el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos de la zona  donde presupuestariamente se encuentra adscrita la plaza.”



 



Para su conocimiento y fines consiguientes, se rinde el presente informe:



 



I                 ORIGEN



 



1.1         La Licenciada Maribel López Bermúdez, Administradora Regional de Limón, mediante oficio No. 0555-ARLIM-2011, en relación con el concurso N° 11-2011 expone lo siguiente:



 “… En atención a la nómina 276-2011 Interprete (Profesional 1) adscrita a esta Administración; me permito indicarle que no se procedió a nombrar en propiedad a ninguno de los oferentes por cuanto la servidora que ha estado ocupando dicho puesto no cumple todavía con el requisito de Bachiller universitario en la carrera de inglés.  El puesto requiere que la persona que se nombre cuente con experiencia en el mismo, además que tenga conocimientos en el idioma afrocaribeño, el cual es sumamente indispensable debido a que en esta zona la gran mayoría de los usuarios/as hablan el mismo.



 



Dado lo anterior y con el fin de no afectar los servicios de interpretación que se dan a los usuarios/as de este circuito, se devuelve sin nombrar en propiedad en dicha nómina.”



 



1.2         En virtud de lo anterior, bajo oficio RS-2003-11 de fecha 25 de agosto de 2011, la Sección de Reclutamiento y Selección en aras de cumplir con lo acordado por el Consejo de Personal en Sesión No. 10-2011 celebrada el 19 de mayo de 2011, artículo VII, solicitó a la Licenciada López ampliar las razones que justificaran tal solicitud y con esto demostrar de forma clara y objetiva que realizó los esfuerzos necesarios para valorar a cada uno de los oferentes que integran la nómina en cuestión.



 



1.3         Ante tal solicitud, la Licda. López Bermúdez, en oficio 0620-ARLIM-2011 de fecha 05 de setiembre del 2011 manifiesta lo siguiente:



 



“ En contestación a su oficio N° RS-2003-11 en el cual solicita se amplíe las razones por la cuales no se procedió a nombrar en la nómina 276-2011 Intérprete (Profesional 1) adscrita a esta Administración; me permito indicarle que en este circuito judicial la gran mayoría de usuarios/as hablan en dialecto mecatelyu y de todos los oferentes, la única que ha estado nombrada en ese puesto y tiene conocimientos de dicho dialecto es la servidora que no cumple todavía con el requisito de Bachiller universitario en la carrera de inglés, por lo cual nombrar a otra persona que no ha ocupado dicho puesto sería ir detrimento del servicio que se brinda a la población adulto mayor que en su gran mayoría practican es dialecto.



 



Por lo anterior y en aras del buen servicio público fue que se tomó la decisión de no nombrar en propiedad por ahora, además que la servidora Kembly Barker Smith, se ha venido desempeñando a cabalidad y satisfactoriamente en dicho puesto.”



 



II               ANTECEDENTES



 



2.1. El puesto N° 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, ubicado en la Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica[1] ocupado por la señorita Kembly Barker Smith ha sido analizado en diferentes oportunidades por este Departamento, razón por la cual, a continuación se presenta el siguiente cuadro donde se detallan los estudios correspondientes así como los acuerdos tanto del Consejo de Personal y del Consejo Superior referentes con este tema.



 



Cuadro #1



Resumen de estudios previos realizados para el puesto de Intérprete



 



				Número



				IDH-166-2007







				Título



				Estudio de los puestos de la oficina de "Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial", así como del puesto N° 45126 clasificado como "Interprete" y  adscrito al Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Recomendaciones sobre los requisitos



				•  Bachiller universitario en inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



•  Incorporado al colegio profesional respectivo cuando  exista la entidad correspondiente.



•  Haber aprobado la prueba TOEIC con un  mínimo de 850 puntos, distribuidos de la siguiente forma: Sección Auditiva 455 puntos, Sección de Lectura 395 puntos.



•  Preferiblemente con conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño.



•  Un año de experiencia en labores de interpretación.



• Manejo de paquetes informáticos básicos de uso institucional.







				Acuerdos



				El Consejo de Personal en la sesión N°13-08 celebrada el 12 de junio del 2008, artículo VII acordó: “Acoger el informe del Departamento de Personal en todos sus extremos y por lo tanto mantener lo resuelto por este Consejo en sesión N° 08-2008 del 27 de marzo de 2008, artículo VII por considerar que las recomendaciones del informe técnico están en concordancia con la búsqueda de un mejor servicio y son consistentes con lo resuelto por el Consejo Superior en sesión N° 39-07 del 29 de mayo de 2007, artículo LXXIII.”



 



El Consejo Superior en la sesión N° 053-08, celebrada el 22 de julio del 2008, artículo XLII dispuso lo siguiente: “Aprobar lo resuelto por el Consejo de Personal, adicionando que el Departamento de Personal realizará las diligencias pertinentes para que las personas que han venido siendo designadas interinamente en la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, también tengan la posibilidad de recibir una capacitación en el idioma inglés para no desaprovechar la experiencia por ellos acumulada y que puedan oportunamente concursar para esos puestos”



 







				Número



				SAP-136-2009







				Título



				Informe realizado en acato a lo dispuesto  por el Consejo Superior con el fin valorar la situación planteada por las gestionantes: la Licenciada Erika Leiva Díaz, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica , en nota de 9 de febrero de 2009, y  la señora Kembly Barker Smith, Intérprete Oficial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica , en nota recibida el 13 de febrero de 2009



 







				Recomendaciones sobre los requisitos



				En virtud de que la plaza fue creada para cubrir una necesidad institucional y en aras de ser consecuentes con el plan estratégico institucional y brindar un acceso a la justicia en forma pronta y cumplida, este Departamento mantiene el criterio vertido en el informe IDH-166-2007 en el sentido de mantener el puesto N° 45126 tal y como fue concebido desde su inicio, es decir que siga ejerciendo la labor sustantiva de “Interpretación”  para el cual fue creado.



 



No obstante, dado que al revisar el expediente personal de la señora  Kembly Barker Smith, ocupante del cargo se verifica que no cumple con uno de los requerimientos académicos que exige el cargo (bachiller universitario en inglés). Sin embargo como la clase además requiere que el ocupante del puesto certifique el nivel de conocimiento del idioma inglés por medio de la aprobación de la prueba TOEIC y en virtud de que ha desempeñado el cargo de forma eficiente, se recomienda que la señora  Barker certifique su conocimiento y dominio del idioma  inglés para lo cual debe de acudir al Centro Cultural Costarricense Norteamericano, institución académica que realiza dicha prueba.



 



En caso de aprobar el nivel requerido deberá presentar la acreditación del mismo ante el Consejo Superior a fin de que éste órgano analice la gestión del permiso necesario para que pueda ocupar el cargo hasta que cumpla con el requisito que exige el puesto







				Acuerdos



				El Consejo de Personal en sesión Nº 12-2009, celebrada el 4 del mes pasado, artículo III acordó: Tomar nota del informe SAP-136-09 y aclarar al Consejo Superior que el puesto referido (N° 45126) ya está creado como Intérprete para Oficinas, y queesa es su naturaleza, según se desprende con absoluta certeza del informe técnico, por lo que no procede recalificarlo como Auxiliar Judicial ya que esas no son sus tareas y responsabilidades. No obstante, es decisión de ese órgano autorizar el nombramiento de personas sin el requisito propuesto, en el tanto se realiza el concurso respectivo.”



El Consejo Superior sesión N° 67-09, celebrada el 2 de julio del 2009, artículo XXXIX dispuso: “Tener por rendido y aprobar el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal, en consecuencia: 1.) Mantener la clasificación de la plaza Nº 45126 de Intérprete destacada en el Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, aprobado en la sesión Nº 53-08 del 22 de julio del 2008, artículo XII. 2.) Comunicar a la licenciada Erika Leiva Díaz y a la servidora Kembly Barker Smith, que de conformidad con el acuerdo tomado en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del año en curso, artículo XLV, doña Kembly debe mantener dicho cargo hasta tanto se realice el concurso y el nombramiento en propiedad en ese puesto.”







				Número



				SAP-281-2010







				Título



				Nuevo análisis de la clasificación de la plaza N° 45126, ordenado por el Consejo Superior en sesión 02-10 del 07 de enero de 2010, en razón de la nota enviada por la servidora Kembly Barker Smith.







				Recomendaciones sobre los requisitos



				… se mantiene el criterio técnico en cuanto a los requisitos necesarios para el puesto Nº 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, por cuanto estos obedecen a estudios técnicos realizados a las luz de los factores de clasificación y valoración de puestos, por lo tanto este Departamento considera, que una vez conocido y aprobado el informe correspondiente sobre la actualización del requisito del idioma inglés para los puestos de la institución que por motivo de su función sustantiva lo necesiten, no existen ningún impedimento para que la Sección de Reclutamiento y Selección del Departamento de Gestión Humana proceda con la publicación del concurso correspondiente para la plaza N° 45126 asignada a la Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica



 







				Acuerdo



				El Consejo de Personal en sesión Nº 20-2010, celebrada el 28 de octubre del 2010, artículo IX



1) Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta instancia la descripción de funciones señala con claridad que para el desempeño de este cargo se requiere de un requisito profesional, dada la responsabilidad que asume la organización ante la labor pericial y en concordancia con las Reglas de Brasilia y las políticas de acceso a la justicia, se requiere que el intérprete sea un servidor debidamente calificado por los medios formales.



2) El Departamento de Gestión Humana debe ajustar el Manual Descriptivo de Puestos de conformidad con lo resuelto en el acuerdo cuarto de esta sesión."



El Consejo Superior sesión Nº 112-10, celebrada el 23 de diciembre del 2010, artículo XXXVIII



Acoger el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en consecuencia: 1.) El Departamento de Personal ajustará el Manual Descriptivo de Puestos correspondiente, y sacará a concurso la plaza N° 45126 de Intérprete, asignada a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Kembly Barker Smith.











III             .  CONSIDERACIONES



 



3.1. Revisado el Manual Descriptivo de Clases de Puestos se tiene que actualmente los requisitos mínimos para ocupar un cargo con la clasificación de “Intérprete” son los siguientes:



 



				Formación Académica



				Bachiller en Educación Media.







				



				Nivel académico



				Disciplinas académicas-áreas temáticas



				Requisito Legal







				



				Bachiller universitario



				Inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



				Incorporado al colegio profesional respectivo cuando  exista la entidad correspondiente.







				Conocimiento del idioma inglés



				Dominio y habilidad en el idioma inglés, certificado por medio de la prueba TOEIC con un nivel de Usuario Competente B2 o certificado por otra prueba homóloga que evalúe los conocimientos en el idioma inglés.



 







				Experiencia



				 



Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores de interpretación.







				Otros requerimientos



				 



Preferiblemente con conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño.



 



Manejo de  los ambientes computadorizados  y  los sistemas de información existentes en el área de trabajo.



 











 



3.2. La naturaleza del trabajo definida para el cargo de “Intérprete” es la siguiente: “Ejecución de labores de traducción oral o escrita en el idioma Inglés”. Asimismo, de la revisión efectuada a la descripción de la clase de puestos estas son las tareas típicas:



 



              Realizar trabajos de traducción oral o escrita de conversaciones y documentos variados tratando de respetar las ideas y sentimientos expresados.



 



              Participar, como intérprete, en actuaciones judiciales diversas tales como: juicios, audiencias, inspecciones oculares, embargos, interdictos, indagatorias, diligencias para valoración médica, entre otros.



 



              Tramitar asuntos variados de acuerdo a la naturaleza del despacho donde se ubique este cargo, según disponibilidad de tiempo.



 



              Recibir denuncias, declaraciones e indagatorias y dejar constancia escrita, según los procedimientos establecidos. De conformidad con el idioma que exprese el denunciante (inglés, español).



 



              Consultar diccionarios y otras fuentes de información.



 



              Digitar notas, oficios informes y otros documentos similares.



 



              Participar en el manejo de la correspondencia que llega a la oficina.



 



              Atender público, resolver consultas o ponerlo en contacto con las oficinas y funcionarios correspondientes.



 



              Atender el teléfono.



 



              Rendir informes diversos, sobre el resultado de las gestiones.



 



              Realizar otras labores propias del cargo.



 



 



3.3. Se enuncia lo que establece la materia de clasificación y valoración sobre el factor “requisito”, tomado del texto “Administración de Recursos Humanos” del autor Alfredo Barquero Corrales:



 



“Los requisitos: En esta sección, se señalan los estudios, los conocimientos y las experiencias mínimas que debe poseer una persona para desempeñar en forma satisfactoria un puesto determinado.  Además, los requisitos son importantes porque permiten diseñar programas de adiestramiento y porque los ascensos y promociones se realizan con mayor objetividad. Para establecer los requisitos pueden emplearse varios criterios: la opinión de las jefaturas, la consideración de las exigencias de las tareas para su cabal ejercicio, el contenido de los planes académicos de las instituciones educativas, etc. Es conveniente recordar que los requisitos deben ser mínimos.” (El resaltado no pertenece al original)”



 



3.4. La servidora Kembly Barker Smith a efectos del presente estudio, aportó una certificación de la Universidad Latina de Costa Rica sede de Limón e información adicional, por medio de su correo electrónico en donde afirma que le faltan 5 materias, incluyendo el seminario y práctica profesional, para obtener el título de Bachiller en Enseñanza del Inglés, todo lo cual le demorará hasta diciembre del presente año. Dicha especialidad implica la adquisición de destrezas en el manejo de la lengua inglesa a nivel oral y escrito. Algunos aspectos relevantes a destacar de la carrera que cursa la servidora son:



 



3.4.1.- Misión del programa: La carrera tiene como misión formar profesionales con el más alto nivel de actualización en las corrientes psicopedagógicas en educación y didáctica del inglés como idioma internacional EIL (por sus siglas en inglés) para competir eficientemente en el mercado nacional y global y a su vez formar las nuevas generaciones de estudiantes y docentes.[2]



 



3.4.2.- Perfil del programa: En el perfil profesional de dicha carrera se enuncia las siguientes características:



 



                Puede comunicarse con propiedad tanto a nivel oral como escrito.



                Tiene conocimientos de la literatura inglesa y de la estadounidense y es capaz de utilizarla como una estrategia para que el estudiante adquiera una mejor preparación en la comprensión y producción del lenguaje.



                Posee conocimientos acerca de la cultura de países donde se habla inglés como lengua nativa y donde se habla inglés como idioma internacional.



                Es capaz de utilizar la tecnología para ampliar los márgenes de acción, decisión e interacción entre alumnos y profesor.



                Puede ayudar a sus alumnos a alcanzar las metas educativas.



                Tiene conocimiento sobre teorías de adquisición de lenguaje.



                Conoce métodos y técnicas para enseñar el inglés como lengua extranjera o como segunda lengua.



                Tiene conocimientos tanto en evaluación y medición cómo en diseñar y aplicar instrumentos apropiados.



                Es capaz de elaborar materiales didácticos útiles para el proceso de enseñanza-aprendizaje.[3]



 



3.4.3.- Campo profesional: Además el campo profesional en el que se pueden desempeñar con idoneidad los graduados de esa carrera, según el prospecto de cita es:



 



                Escuelas de idiomas.



                Instituciones públicas y privadas en tercer ciclo y educación diversificada.



                Empresas privadas orientadas a la comunicación internacional.



                Instituciones públicas de servicio a extranjeros.



                Empresas privadas de servicio al turismo.



 



3.5. En el Manual de Puestos se tiene la clase de “Intérprete”, en el apartado de “otros requerimientos” se establece el “conocimiento de la variante del idioma afrocaribeño”, como deseable en aras de ofrecer un buen servicio público a los usuarios afrodescendientes que concurren al Edificio del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



Con el propósito de determinar la cantidad de usuarios que utilizan el servicio de interpretación en el idioma inglés o la variante local de esa lengua, denominada Mecatelyu, ofrecido por Kembly Barker Smith, así como la periodicidad, se revisó el informe SAP-136-09, se hizo consultas a la interesada y a la Licenciada Magali Vargas Johnson, Contralora de Servicios de la Zona Atlántica. Se obtuvo la información que se resume en el siguiente cuadro.



 



Cuadro #2



Servicios de interpretación requeridos en los Tribunales de Limón clasificados por año y autoridad judicial



 



 



				 



				2007



				2008



				2009



				2010



				2011



				2012



				Total







				Administrativa



				0



				1



				10



				0



				21



				2



				34







				Juzgado



				8



				28



				23



				10



				29



				6



				104







				Tribunal



				4



				1



				9



				1



				4



				1



				20







				OIJ



				1



				0



				2



				0



				1



				0



				4







				Fiscalía



				5



				18



				25



				9



				6



				1



				64







				Total



				18



				48



				69



				20



				61



				10



				226











                           Fuente: Informe SAP 136-09, consulta a Kembly Barker y Magalli Vargas.



 



3.6. En razón de que el Consejo de Personal solicitó que se incluya como requisito adicional del puesto el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos de la zona se procedió a realizar las investigaciones pertinentes en torno a esas lenguas, con los resultados que se exponen:



 



3.6.1.-El cuadro #2 y la información de respaldo evidencian que al I Circuito Judicial de la Zona Atlántica no concurre gran cantidad de personas indígenas que demanden traducción en su lengua por medio de la servidora Kembly Barker Smith.



 



3.6.2.- En la entrevista planteada a la Contralora de Servicios de la zona, informó que los grupos indígenas circundantes están en Siquirres, Bribrí y Talamanca. Agregó que prácticamente la totalidad de los usuarios de Talamanca son atendidos por las autoridades locales y no en Limón centro, en tanto los de Siquirres por estar inmersos en la comunidad no indígena se comunican en español sin ningún problema. Concluye que no se atienden a muchas personas indígenas en Limón, por lo que no han requerido un intérprete a tiempo completo en lenguas indígenas, como en el caso del idioma afrocaribeño.



 



3.6.3.- Como complemento a la información anotada, se cita el documento “La enseñanza de las lenguas indígenas en Costa Rica” escrito por Carmen Rojas del Departamento de Educación Indígena del Ministerio de Educación Pública, y publicado en la página de la UNESCO[4]. A continuación se destacan los segmentos de interés:



 



3.6.3.1.- Cantidad y localización de los pobladores indígenas: El estudio con base en el censo nacional del INEC para el año 2000, indica que en total en el país viven 63.876 habitantes indígenas, de los cuáles 25.016 viven en la provincia de Limón. Además establece que los patrones de residencia son los que se indican en el siguiente cuadro:



 



Cuadro #3



Distribución residencial de las poblaciones indígenas en relación con sus territorios



 



				Ubicación



				%



				Habitantes







				Dentro de territorios indígenas



				42%



				10.507







				Fuera de los territorios indígenas



31%.... 7755 habitantes…..zona rural cerca de los territorios



21%.... 5253 habitantes…..zonas urbanas



6%........1501 habitantes…..otras zonas



				58%



				14.509







				Habitantes indígenas en la provincia de Limón



				100%



				25.016











Fuente: Adaptado de “La enseñanza de las lenguas indígenas en Costa Rica”, Carmen Rojas, MEP.



 



3.6.3.2.-  El estudio es claro en reconocer que dos de las lenguas indígenas habladas en Costa Rica, son el Bribrí y el Cabécar, que como se verá más adelante, son las que se asocian a la Zona Atlántica. Indica también el estudio, que estas lenguas, como todas las demás, están muy debilitadas.



 



 3.6.3.3.- Pese a que Costa Rica ha creado todo un marco legal y normativo que protege y promueve la preservación y enseñanza de las lenguas indígenas costarricenses, la realidad apunta a su debilitamiento, entre otros factores, por carencias económicas de los participantes en los programas, distanciamiento inaccesibilidad entre las comunidades indígenas, discriminación y especialmente porque el conocimiento en lenguas indígenas no es acreditado por ninguna institución de educación superior; no se imparte en las universidades; solo se transmite de generación en aeración como desde milenios.



 



3.7.4.- Con el propósito de profundizar en el conocimiento de la situación actual de las lenguas indígenas de la zona, se entrevistó al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) y presidente de la Red Indígena del Atlántico, Víctor Hernández Agüero, quien explicó:



 



3.7.4.1.- Las lenguas que se hablan y escriben en la Zona Atlántica son el Bribri en la Zona de Baja Talamanca, el Cabecar más puro en la parte más alejada como Alto Telire, y una variación de Cabecar menos autóctono en la zona baja como en Bajo Chirripó. Entre ellos no se comprenden.



3.7.4.2.- Le parece casi imposible que una persona que no se formó como parte de una comunidad indígena logre hablar y escribir las dos lenguas indígenas y sus dos variantes, a un nivel aceptable para interpretar de forma fidedigna en procesos judiciales.



 



3.7.4.3.- No ve factible que un no indígena llegue a lograrlo en un plazo razonable, porque no existen institutos de enseñanza, no hay profesores a nivel superior ni existe una certificación oficial en lenguas indígenas costarricenses. En su opinión,  aún los mejores lingüistas no indígenas de la UCR que se han dedicado al aprendizaje de lenguas indígenas, a tiempo completo y durante mucho tiempo, no lo han logrado a cabalidad.



 



3.7.4.4.- La forma en que se ha logrado solventar la necesidad de intérpretes en lenguas indígenas para procesos judiciales, ha sido por medio de una cantidad de traductores que el mismo Poder Judicial ya conoce, porque regularmente los contratan para esos menesteres.



 



3.7.4.5.- Es muy buena la preocupación del Poder Judicial de poner la justicia al alcance de las poblaciones indígenas, pero le preocupa que muchas veces esto se hace solo en la etapa de juicio, considera que el acompañamiento debería ser en todas las etapas del proceso, desde el inicio.



 



3.8. Con el propósito de conocer si el Poder Judicial tiene entre sus recursos didácticos, cursos en lenguas indígenas se investigó a lo interno de la institución con los siguientes resultados:



 



3.8.1.- Se consultó a Magdalena Aguilar Jefa de la Sección de Apoyo a la Capacitación de la Escuela Judicial. Ella explicó que como la escuela no tiene los especialistas en lenguas indígenas no puede asumir esa capacitación. Trabajan en tres áreas:



 



                A quienes quieran conocer algo de los lenguajes lo refieren al señor Alí García Segura, filólogo de la UCR e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



 



                A los intérpretes oficiales les capacitan en responsabilidad por los procesos judiciales en los que participan y en aspectos administrativos (v.g. cobro de viáticos).



 



                A los jueces y técnicos judiciales les capacitan en materia de fondo, normativa y legislación atinente (v.g. derecho consuetudinario).



 



3.8.2.- Se revisó la página web de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, y se determinó que allí se encuentra disponible la lista de intérpretes oficiales, clasificados en lengua Bribri, Cabécar, Maleku y Nöbe. Esta base de datos es mantenida por la Dirección Ejecutiva y está actualizada a marzo de 2011.



 



3.8.3.- Es claro que el Poder Judicial ha emprendido acciones concretas para acercar la justicia a los pueblos indígenas de la Zona Atlántica, sin que la lengua haya sido una limitación infranqueable, tal como se indica en los informes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Uno de esos esfuerzos y el más reciente, es la primera visita  de este año a Suretka en Talamanca, para la toma de muestras de ADN para distintos procesos de Familia, lo anterior se hizo el 13 de enero en coordinación con La Contraloría de Servicios, el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y funcionarios de la Sección de Bioquímica en San Joaquín.



 



IV            CONCLUSIONES



 



4.1. El puesto N° 45126 de Intérprete en numerosas oportunidades ha sido objeto del escrutinio técnico por parte de esta Sección, llegando consistentemente a la conclusión de que el requisito mínimo idóneo para el cabal desempeño de las funciones que le corresponden son los vigentes en la descripción de la clase, y acotados en el punto 3.1. del presente informe.



 



4.2.- La naturaleza de las tareas del puesto en estudio, se relacionan estrechamente con la comunicación y el traslado de un idioma a otro de las expresiones   orales   y   escritas   de   personas   usuarias   de   los servicios judiciales en la zona de influencia. Al darse esa comunicación en el contexto de un conflicto jurídico, una adecuada comunicación interlingual cobra relevancia, porque se pone en juego el acceso a la justicia como lo es la adecuada aplicación de los procesos judiciales y el ejercicio de los derechos de las partes, asuntos en los que el “Poder Judicial” como administrador de justicia debe ser garante en todo momento.



 



4.3.- Siempre y en toda enunciación de requisitos en las descripciones de clases, se debe entender que son los mínimos, para el adecuado desempeño del puesto. La técnica de la Clasificación y Valoración de puestos recomienda que sean los mínimos, no los máximos, para que no se conviertan en un obstáculo para el proceso de reclutamiento. Si las organizaciones desean mejorar las habilidades y competencias de los ocupantes de los puestos lo hará mediante los procesos de capacitación.



 



4.4.- Si bien el requisito del puesto indica Bachillerato universitario en Inglés preferiblemente con énfasis en traducción, analizada la oferta de programas de inglés en la zona, lo que se encuentra disponible es el énfasis en enseñanza del inglés, no en traducción. La carrera otorga una titulación superior, que garantiza su idoneidad en concordancia con el requisito formal del puesto. El grado de idoneidad lo garantiza un tercero acreditado como institución de enseñanza superior, en este caso la Universidad Latina, por medio de sus procesos de evaluación.



 



4.5.- Se tienen registros históricos que evidencian una cantidad importante de usuarios de origen afrodecendientes que requieren servicios de interpretación. Se muestra un incremento sostenido de la solicitud de esos servicios, y en la actualidad arrojan un promedio de tres usuarios diarios. Por lo anterior, se justifica requerir para el puesto el manejo de la variante afrocaribeña del inglés.



 



4.6.- No se muestran estadísticas de afluencia de usuarios de origen indígena en el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Adicionalmente la Contraloría de Servicios, ente encargado de vigilar por la calidad y accesibilidad del servicio a los usuarios, en especial las poblaciones vulnerables como los indígenas, no ha identificado la necesidad de contar con un intérprete en Bribri y Cabécar (lenguas de la zona), dada la baja afluencia de usuarios de ese tipo y la existencia de autoridades judiciales en la zona de influencia de esa poblaciones. Estudios oficiales concuerdan en indicar que el 73% de los indígenas habitan en los territorios indígenas o cerca de ellos, lo que explica la escasa asistencia de esa población a los Tribunales de Limón.



 



4.7.- Las lenguas indígenas de la Zona Atlántica son el Bribrí y el Cabécar en sus dos variantes. En relación con esas lenguas los expertos señalan que su uso es escaso, el aprendizaje es largo y difícil, y su difusión es informal. Por los factores anteriores y otros atenuantes, la imposición del manejo de esas lenguas como requisito para el puesto de intérprete, sumado a los actuales requisito del idioma inglés, su variante afrocaribeña, examen de idoneidad TOEIC, y manejo de ambientes computaciones usuales, volvería imposible el proceso de reclutamiento y selección. La forma en que hoy se soluciona la necesidad de traducción a lenguas indígenas es mediante el uso de intérpretes oficiales.



 



4.8.- A lo interno la institución no cuenta con los recursos didácticos ni planes para la capacitación de funcionarios en interpretación a lenguas indígenas, ni en el corto, mediano o a largo plazo. Por el contrario la política institucional se orienta al uso y capacitación de los intérpretes oficiales, que en su gran mayoría son indígenas con dominio de su lengua natal y del español. Debe destacarse que la poca difusión de las lenguas indígenas no parece haber sido un obstáculo infranqueable para que el Poder Judicial haya acercado la justicia a los pueblos indígenas, y más bien son notorios los esfuerzos emprendidos en ese sentido.



 



V              RECOMENDACIONES



5.1.- Se recomienda mantener el requisito formal al puesto N° 45126 de Profesional 1, clase angosta Intérprete, ubicado en la Unidad Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el cual ya incorpora como requisito deseable “……conocimientos de la variante del idioma afrocaribeño”.



 



5.2.- Retomar la recomendación vertida en el informe SAP-136-2009 en el sentido de que la señora  Kembly Barker Smith, ocupante del cargo “no cumple con uno de los requerimientos académicos que exige el cargo (bachiller universitario en inglés). Sin embargo como la clase además requiere que el ocupante del puesto certifique el nivel de conocimiento del idioma inglés por medio de la aprobación de la prueba TOEIC y en virtud de que ha desempeñado el cargo de forma eficiente, se recomienda que la señora  Barker certifique su conocimiento y dominio del idioma  inglés para lo cual debe de acudir al Centro Cultural Costarricense Norteamericano, institución académica que realiza dicha prueba. En caso de aprobar el nivel requerido deberá presentar la acreditación del mismo ante el Consejo Superior a fin de que éste órgano analice la gestión del permiso necesario para que pueda ocupar el cargo hasta que cumpla con el requisito que exige el puesto”.



 



Se acordó:



 



1- Tener por presentado el informe SAP-093-2012.



 



 2- Modificar el requisito del cargo Intérprete para que en el apartado Otros Requerimientos señale como requisito adicional: dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.”



- 0 -



En sesión N° 39-07 celebrada el 29 de mayo del 2007, artículo LXXIII, se dispuso que el Departamento de Personal se refiriera a la consulta del licenciado José Manuel Chinchilla Chavarría, Auxiliar Administrativo 1 de la Oficina de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a los servidores que tienen que atender extranjeros y hacer uso del idioma inglés, así como a un estudio de reclasificación de los puestos de ese despacho.



Posteriormente, en sesión N° 53-08 celebrada el 22 de julio de 2008, artículo XLII, se aprobó lo resuelto por el Consejo de Personal, en sesión N° 08-2008 del 27 de marzo de 2007, artículo VII, en que se conoció el informe N° IDH-166-2007, elaborado por la Sección de Análisis de Puestos, referente al estudio de varios puestos, entre ellos, la plaza número 45126, clasificada como Intérprete del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Adicionado a lo anterior, se dispuso que el Departamento de Personal realizará las diligencias pertinentes para que las personas que han venido siendo designadas interinamente en la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, también tengan la posibilidad de recibir una capacitación en el idioma inglés para no desaprovechar la experiencia por ellos acumulada y que pudieran oportunamente concursar para esos puestos.



Asimismo, en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del año en curso, artículo XLV, al conocerse la gestión de la licenciada Erika Leiva Díaz, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, del 9 de febrero de ese año, relacionada con la recalificación del puesto número 45126 de Intérprete de ese Circuito, se dispuso remitir sus solicitudes al Departamento de Personal, para que a la brevedad revisara dicha reclasificación, por estimar este Consejo que en ese momento lo recomendable era que la plaza se mantuviera como Auxiliar Judicial y con interpretación del idioma Inglés – Español. Además, en tanto el Departamento de Personal realizaba el estudio y sacaba a concurso la referida plaza debía mantenerse el nombramiento de la servidora Barker Smith.



En razón de lo anterior, en sesión N° 69-09 del 2 de julio de 2009, artículo XXXIX, mediante oficio N° 681-JP-2009 del 19 de junio de ese año, el Jefe del Departamento de Personal, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° Nº 12-2009 celebrada el 4 mayo de 2009, artículo III, sobre el “Estudio de los puestos de la Oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial, así como del puesto N° 451296 clasificado como Interprete, adscrito al Juzgado de Familia y Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica”, y se dispuso mantener la clasificación de la plaza Nº 45126 de Intérprete destacada en el Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, aprobada en la sesión Nº 53-08 del 22 de julio del 2008, artículo XII, además se comunicó a la licenciada Erika Leiva Díaz y a la servidora Kembly Barker Smith, que de conformidad con el acuerdo tomado en sesión Nº 15-09 del 19 de febrero del 2009, artículo XLV, doña Kembly debía mantener dicho cargo hasta tanto se realizara el concurso y el nombramiento en propiedad en ese puesto.



Seguidamente, en sesión N° 2-10 del 7 de enero de 2010, artículo LII, se conoció una nota de la servidora Barrer Smith, en su citada condición, en la que informó sobre los estudios que se encontraba realizando tanto de inglés en el Centro Cultural Costarricense Norteamericano y derecho en la sede de la Universidad Latina de Costa Rica en Limón, así como también cursaba el Programa de Formación de Auxiliares Judiciales a Distancia impartido por la Escuela Judicial, ocasión en la que se dispuso, nuevamente solicitar al Departamento de Personal que analizara la clasificación de la plaza N° 45126 del Juzgado de Familia y Penal Juvenil de Limón, en vista de que no se había realizado el concurso respectivo, sobre todo en cuanto al requisito académico y autorizar a la servidora Kembly a continuar en dicho cargo hasta que se realizara el concurso y nombramiento en propiedad.



Por lo que, en sesión N° 102-10 del 23 de noviembre de 2010, artículo XXXVIII, se acogió el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión Nº 20-2010 celebrada el 28 de octubre de ese año, artículo IX, cuya parte dispositiva literalmente indica:



“Se acordó: 1) Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta instancia la descripción de funciones señala con claridad que para el desempeño de este cargo se requiere de un requisito profesional, dada la responsabilidad que asume la organización ante la labor pericial y en concordancia con las Reglas de Brasilia y las políticas de acceso a la justicia, se requiere que el intérprete sea un servidor debidamente calificado por los medios formales.



 



2) El Departamento de Gestión Humana debe ajustar el Manual Descriptivo de Puestos de conformidad con lo resuelto en el acuerdo cuarto de esta sesión.
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Se dispuso: Aprobar el acuerdo adoptado por el Consejo de Personal, en consecuencia, modificar el requisito del cargo Intérprete para que en el apartado Otros Requerimientos señale como requisito adicional: dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.



El Departamento de Personal tomará nota para lo que corresponda




Acta de Consejo Superior Nº 077 - 2012








Fecha: 28 de Agosto del 2012



Descriptores/Temas: Ministerio de Planificación y Política Económica Nacional (MIDEPLAN), Donaciones, Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo



ARTICULO XXXIII



DOCUMENTO: 9214-12



La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en correo electrónico de 28 de agosto en curso, señala lo siguiente:



“Después de un proceso de múltiples negociaciones, el Gobierno de España ha asignado al Poder Judicial un monto dentro de la subvención de Estado para el “Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica”  Esta decisión nos fue comunicada oficialmente el 16 de Agosto próximo pasado por MIDEPLAN, misma que de inmediato procedimos a comunicar a la Sub Comisión de Pueblos Indígenas para lo correspondiente.



 



Se ha acordado que podamos participar como co-ejecutores en la nueva subvención 2012, a ser ejecutada en el año 2013, inserta en una segunda etapa del Programa arriba indicado. La propuesta española es para fortalecer el acceso a la justicia de la población indígena. La intervención sería en los cantones de la Región Brunca con población indígena (Coto Brus, Corredores y Osa).



 



Al Poder Judicial y específicamente a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se le estarían otorgando en principio un máximo de 60 000 Euros, es decir, es decir, C. 37.810.200 (treinta y siete millones, ochocientos diez mil doscientos colones); de los cuales, 8 000 Euros serían de inversión (compra de equipo) y 52 000 Euros para gastos corrientes.



 



Para poder acceder a estos recursos, MIDEPLAN adjuntó una ficha para identificar las iniciativas que podrían ser objeto de apoyo, ficha que una vez llena, debe ser remitida a MIDEPLAN a más tardar el día de hoy martes 28 de agosto . Lo anterior por cuanto, una vez revisada y aprobada tanto por MIDEPLAN como por la oficina de la AECID en Costa Rica, debe ser enviada a España antes del fin de la presente semana, so pena de perder la donación, dados los plazos establecidos por el ente cooperante.



 



Desgraciadamente, se nos concedió un plazo extremadamente corto para llenar la ficha técnica, y no es sino hasta hace escasos minutos en que la Sra. MayraCampos Zúñiga, Coordinadora Sub-Comisión de Asuntos Indígenas pudo remitírmela debidamente llena.



 



La urgencia de mi consulta, y por eso molesto su atención al respecto, es porque en la ficha se deben comprometer gastos de contrapartida a ser ejecutados en un período de 24 meses por un monto total de 51.921.55 Euros. En este monto se estiman los salarios y el tiempo que las y los miembros de la Comisión de Asuntos Indígenas y el personal de apoyo del Ministerio Público deben dedicar a la ejecución del proyecto, costos de oficinas y utilización de equipo provisto por el Poder Judicial y costos de transporte y viáticos de los funcionarios de la Comisión que viajarían a la zona sur para cumplir con las tareas del proyecto que es eminentemente de capacitación, entre otros.  Cabe agregar que este proyecto es prácticamente una copia del que en este momento se está ejecutando en la Región de Talamanca,- con fondos donados por la AECID también, y que normalmente las actividades del proyecto se programan con visitas de campo que de todas maneras las y los funcionarios judiciales realizan a la Región en el cumplimiento de los deberes propios de la función que desempeñan.



 



En razón de lo anterior, mucho les agradeceré autorizarme,- aunque sea en principio, a someter a consideración de MIDEPLAN la ficha de Proyecto para no perder la oportunidad de la donación, sin detrimento de que con posterioridad, se pueda analizar la misma de manera más detenida, incluyéndole todas las observaciones y modificaciones que Ustedes puedan estimar como pertinentes.



 



De antemano agradezco la atención que se sirvan brindar a mi solicitud, lo mismo que la respuesta que me puedan brindar sobre el particular, a efecto de poder proceder yo en consecuencia con lo que Ustedes resultan sobre el particular.
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Se dispuso: Autorizar a la licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, para que  presente la ficha técnica del Proyecto descrito al Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica MIDEPLAN, en el entendido de que el Poder Judicial no debe incurrir en ninguna erogación no presupuestada  como aporte  institucional.



La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 083 - 2012








Fecha: 18 de Setiembre del 2012



ARTÍCULO XXXVIII



DOCUMENTO Nº 9685-12



El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en oficio Nº EJ-DIR- 0167-2012, del 10 de setiembre en curso, expuso lo siguiente:



“En nuestro Plan de Capacitación, aprobado en la Sesión 98-11 del 22 de noviembre del año 2011, en su artículo XLIX, se ha continuado la política institucional de actualización de las personas que se desempeñan como jueces y juezas de la República, así como el reforzamiento de las políticas institucionales de acceso a la justicia de las poblaciones en vulnerabilidad, por lo que se ha programado ejecutar el curso denominado “Curso sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas”, el cual se realizará  los días 28 de septiembre, 05, 12, 19 y 26 de octubre, 02, 09, 16, 23 y 30 de noviembre con un horario de 13:00 a las 17:00 Horas en la Universidad de Costa Rica. 



 



El horario se ha determinado en horas laborales bajo las consideraciones de las políticas de equidad y que durante el año será la única capacitación que en esta materia se ofrecerá.



 



Por tal motivo solicitamos, de la manera más respetuosa, autorización para que los funcionarios y funcionarias que conforman la lista adjunta, puedan acompañarnos en esta actividad con un permiso con goce de salario, en las fechas señaladas:



 



				Cédula



				Nombre



				Despacho



				Horas de capacitación







				103780339



				Carmenmaría Escoto Fernández



 



				Presidenta Subcomisión Pueblos Indígenas/ Sala Primera



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				501670654



				Mayra Campos Zúñiga



 



 



				Coordinadora Subcomisión Pueblos Indígenas/ Fiscal Adjunta Penal Juvenil



 



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				107490893



				Carlos Meléndez Sequeira



 



				Fiscal Adjunto Fiscalía General, Asuntos Indígenas



 



 



				[bookmark: ctl00_ContentPlaceHolder1_gridHistorial_]El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				112580356



				Ariana Céspedes López



 



 



				Fiscal Asuntos Indígenas



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				107730322



				Freddy Aguilar Barrantes



 



 



				Fiscal Bribri



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				 



				Kattia Solís Acosta



 



				Fiscal de Buenos Aires



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				204860653



				Mauricio Corrales Jiménez



 



				Oficina Atención y Protección a la Víctima del Delito



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109010276



				Fabricio González Herra



 



 



				Defensa Pública



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				502050241



				Oscar Carballo Soto



 



 



				Defensa Pública Limón



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				700910897



				Loyda Douglas Blandell



 



 



 



 



				Defensa Pública Bribri



 



 



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109350137



				Cindy Rodríguez Gordon



				Defensa Buenos Aires



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				109920271



				Beatriz Peralta Quesada



 



				Defensa Agraria



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				205590896



				Heilin Mayela Rojas Madrigal



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				204990933



				Maria Carolina Hurtado García



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				108590206



				Tatiana Rodríguez Herrera



 



				Jueza Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				104530177



				Carlos Bolaños Céspedes



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				304060369



				Bernardo Solano Solano



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA reporta su participación en los cursos de nivelación del Programa de Especialización, que consta de 96 horas presenciales y se certifican 384 horas de aprovechamiento.







				203220210



				Marco Bolaños Rojas



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				502310291



				Sergio Ramos Álvarez



 



				Juez Agrario



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.







				108580363



				Yolanda Alvarado Vargas



 



				Jueza penal



 



				El sistema SAGA no reporta participación en actividades académicas durante el presente año.
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La Magistrada Villanueva, informe que en uso de las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial, le concedió el permiso a la magistada Escoto Fernández.



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo señalado por la Magistrada Villanueva. 2.) Autorizar la participación de los servidores y las servidoras de la lista transcrita en el curso denominado “Curso sobre el Derecho de los Pueblos Indígenas”, el cual se realizará  el 28 de septiembre en curso, 5, 12, 19 y 26 de octubre próximo, 2, 9, 16, 23 y 30 de noviembre del presente año, con un horario de 13:00 horas a las 17:00 horas en la Universidad de Costa Rica, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para conocerlo. 3.) Señalar a los y las participantes, que la inasistencia al curso indicado, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 4.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 5.) La Escuela Judicial realizará la tramitación correspondiente para que se conceda el pago de viáticos en los casos indispensables.



El Despacho de la Presidencia, el Ministerio Público, la Defensa Pública, el Departamento de Personal, la Escuela Judicial y los despachos interesados tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.












Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2012








Fecha: 08 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Cursos, Permiso con goce de salario, Gastos



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 12330-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, en nota del 7 de este mes, presentó la siguiente gestión:



“Tanto la Comisión de Agrario en conjunto con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, acordaron y estimaron esencial realizar un Taller sobre peritajes culturales los días 29 y 30 de noviembre de 2012, contando con la participación de expertos nacionales y un experto internacional en el tema, para lo cual resulta necesario utilizar el presupuesto con que cuenta la Comisión de Agrario, a fin de costear los gastos del expositor internacional así como el pago del lugar donde se realizará el Taller y alimentación para los participantes.  Todo lo anterior sujeto a que ustedes se sirvan aprobarlo.



 



En consecuencia, se solicita  la autorización para hacer uso de la partida   correspondiente a la Comisión de Agrario; evento que beneficiaría tanto a integrantes de la jurisdicción agraria cuanto a las poblaciones indígenas, que la Subcomisión de Pueblos Indígenas conciente de esta necesidad estima trascendente promover su capacitación. Para ello se adjuntan los detalles del evento, así como los eventuales participantes.”
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TALLER DE PERITAJES CULTURALES.-



 



Lugar: Hotel Casa Conde.



Fecha: 28 y 30 de noviembre 2012.-



Organiza Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Asuntos Indígenas.-



 



LISTA DE PARTICIPANTES:



 



FISCALÍA:



 



1.- Melissa María Quirós Rodríguez  (Fiscal Penal Juvenil de Limón)



2.- Michael Steve Morales Molina (Fiscal Impugnación Penal Juv Limón)



3.- Carlos Meléndez Sequeira (Fiscal Adjunto de la Fiscalía General)



4.- Freddy Aguilar Barrantes ( Fiscal Coordinador de Bribrí).



5.- Kattia Acosta Solís (Fiscal Coordinadora de Buenos Aires)



6.- Mayra Campos Zúñiga (Fiscal Adjunta Penal Juvenil)



7.-Arianna Céspedes López (Fiscal de Asuntos Indígenas)



8.- Sara Mayorga Villanueva (Fiscalía de Asuntos Indígenas).-



 



DEFENSA PÚBLICA:



 



9.- Eduardo Chacón Mora (Defensa Agraria San José)



10.- Miguel Angel Fernández Ureña (Defensa Agraria de Pérez Zeledón)



11.- Ignacio Rodríguez Sancho ( Defensa Agraria de San Carlos)



12.- Beatriz Peralta Quesada (Defensa Agraria de Limón)



13.- Gustavo Adolfo Aguilar Chinchilla (Defensa Agraria de Corredores Zona Sur)



14.- Mariela Angulo Pizarro (Defensa Agraria )



 



JUDICATURA



 



15.- María Carolina Hurtado García (Jueza Agraria I Cir Alaj y supl Tribnal Agrario)



16.- Andrea Ruiz Ramírez (Jueza Tribunal Agrario)



17.- Flor Ramírez Arce (Jueza Agraria de San Carlos)



18.- Enrique Ulate Chacón (Juez Tribunal Agrario)



19.- Magda Díaz Bolaños (Jueza Tribunal Agrario)



20.- Juan Carlos Castillo López ( Juez Agrario de Pérez Zeledón)



21.- Juan Gutiérrez Villalobos (Juez Agrario de Corredores Zona Sur)



22.- Vanessa Fisher González (Jueza Agraria de San José)



23.- Maricel Zamora Arias (Jueza Agraria de Corredores Zona Sur)



24.- Alexandra Alvarado Paniagua (Jueza Agraria Tribunal Agrario).-



25.- Carmenmaría Escoto Fernández (Magistrada de la Sala Primera).-



 



Faltan de confirmar el Juez Agrario de Limón, Turrialba y Guápiles.-



 



Taller peritajes culturales: avances y desafíos



 



29 noviembre 2012



 



				8:00-8:15



				Bienvenida



				 







				8:15-8:45



				Inauguración



				Magistrada Carmen María Escoto







				 



				 



				 







				8:45-9:45



				Importancia de los peritajes culturales.



				Dr. Marcos Guevara Berger







				9:45-10:00



				Espacio para preguntas



				 







				10:00-10:20



				Refrigerio



				 







				10:30-11:30



				Alcances de los peritajes culturales realizados en la jurisdicción agraria: avances y desafíos



				Dr. Marcos Guevara Berger.



Antropologo Universidad de Costa Rica







				11:30-11:45



				Espacio para preguntas



				 







				11:45-12:45



				Almuerzo



				 



 







				13:00-14:00



				Los peritajes culturales como medio de prueba.



				Dr. Pedro Ixchu



Experto Guatemalteco







				14:00-14:15



				Espacio para preguntas



				 







				14:15-15:00



				Video Guatemala



				 







				15:00-15:15



				Refrigerio



				 







				15:15-16:30



				Experiencia de Guatemala en la utilización de peritajes culturales



				Dr. Pedro Ixchu



Experto Guatemalteco







				16:30-16:45



				Espacio para preguntas



				 







				16:45-17:00



				Cierre



				 











 



30 noviembre



 



				8:00-9:00



				Aspectos culturales a valorar con los peritajes



				Pedro Ixchu







				9:00-9:15



				Espacio preguntas



				 







				9:15-9:45



				Alcances de los peritajes culturales realizados en la jurisdicción penal: avances, obstáculos y desafíos



				Dr. Marcos Guevara Berger







				9:45-10:00



				Refrigerio



				 







				10:00-10:45



				Trabajo en grupos



				Pedro Ixchu/ Dr. Marcos Guevara Berger







				10:45-11:45



				Propuesta de mejora en ambas jurisdicciones



				 







				11:45-12:00



				Clausura



				 







				12:00-13:00



				Almuerzo
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En conversación telefónica con la servidora Marianela Campos Soto, Secretaria Ejecutiva de la Magistrada Escoto Fernández, indicó que la referida actividad se realizará el 29 y 30 de noviembre del año en curso.



A esos efectos, se adjunta certificación de contenido presupuestario suscrita por la licenciada Eimy Solano Castro, Administradora de la Escuela Judicial para hacerle frente a los gastos del Taller sobre Peritajes Culturales por ¢1.876.332.17 (un millón ochocientos setenta y seis mil trescientos treinta y dos colones con diecisiete céntimos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial".



Asimismo, en correo electrónico de 9 de noviembre de este año, la licenciada Eimy Solano Castro, en su expresado carácter, manifestó que el monto correspondiente a la actividad de Peritajes Culturales es por un monto de ¢1.250.000 (un millón doscientos cincuenta mil colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial".



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar a las servidoras y servidores de la lista transcrita, para que participen en el taller sobre peritajes culturales, del 29 al 30 de noviembre en curso, que se llevará acabo en el Hotel Casa Conde. Lo anterior, en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender diligencias ni debates previamente señalados. 2.) Autorizar el gasto de ¢1.250.000 (un millón doscientos cincuenta mil colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección, Administración y otros", IP 22 "Escuela Judicial". 3.) En razón de la importancia del contenido de la actividad, deberán las y los asistentes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, el Despacho de la Presidencia, la Auditoría y los Departamentos de Personal y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.








 












Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2012








Fecha: 08 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Gastos, Actividades



ARTÍCULO XXXIII



DOCUMENTO Nº 12340-12



            La doctora Mayra Campos Zúñiga, Coordinadora Sub-Comisión de Asuntos Indígenas, en correo electrónico de 7 de noviembre en curso, solicitó lo siguiente: 



“…. Con la autorización de la Magistrada Carmen María Escoto, presidenta de la Sub-comisión de asuntos indígenas y en calidad de Coordinadora de dicha Sub-Comisión me dirijo a Ustedes y con respeto les solicito lo siguiente:



 



La Subcomisión de Pueblos Indígenas, ha programado para el martes 13 de noviembre, la realización de una actividad  para brindar el  Informe de Labores y cumplimiento de la Reglas de Acceso a Justicia, correspondiente al año 2012. En dicha actividad se espera contar con la participación de funcionarios (as)  tanto de nuestra institución, como de otras instituciones gubernamentales y ONGs; por lo que se pretende ofrecer un pequeño refrigerio. Para ello, resulta necesario utilizar el presupuesto de la subpartida 10702, por la suma de ¢122.000,00.



 



En consecuencia, se solicita  la autorización para hacer uso de la partida  indicada.  Se adjuntan las cotizaciones de tres oferentes.”
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Asimismo, en correo electrónico la doctora Campos Zúñiga aclara que de las tres ofertas para brindar el refrigerio la que se pretende seleccionar es la presentada por Deli Gourmet, por un monto de ¢64.000,00 (sesenta y cuatro mil colones exactos)



A esos efectos, adjunta separación de contenido presupuestario del Sistema de Presupuesto Judicial del Departamento Financiero Contable, por un monto de ¢122.023,00 (ciento veintidós mil veintitrés colones exactos), para cubrir los gastos de la citada actividad, con cargo al programa 926, subpartida 10702, del presupuesto del 2012.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar el gasto por la suma de ¢64.000,00 (sesenta y cuatro mil colones exactos)), para los fines expuestos. Lo anterior con cargo al Programa 926, Subpartida 10702.



El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 

















 








 













 Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2012








Fecha: 30 de Octubre del 2012



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas, Proyectos



ARTÍCULO XL



Documento 11846-12



            En correo electrónico recibido el 29 de octubre en curso, las licenciadas Mayra Campos Zúñiga y Cristina Rojas Rodríguez, por su orden, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, comunicaron lo siguiente:



 “Nos complace dirigirnos a Ustedes en ocasión de solicitarles respetuosamente, su autorización para continuar las negociaciones del PROYECTO INTERAGENCIAL BINACIONAL (COSTA RICA – PANAMÁ ) PARA LA SEGURIDAD HUMANA PARA LA POBLACIÓN NGÖBE-BUGLÉ  coordinado por la Organización Internacional para las Migraciones, OIM, el fondo de Población de las Naciones Unidas, UNFPA, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD y el Fondo de las Naciones Unidas para la Niñez y la Adolescencia, UNICEF, así como otras instituciones del sector público como son, la Dirección General de Migración, el Ministerio de Salud, la Caja Costarricense de Seguro Social, el Ministerio de Trabajo el Ministerio de Agricultura y Ganadería y la Defensoría de los Habitantes entre otros.



 



Este tiene tres objetivos fundamentales para desarrollar el concepto de seguridad humana.  El primero busca fortalecer y empoderar a las familias migrantes para atender sus necesidades  alimentarias y de comercialización.  El segundo objetivo pretende mejorar la salud y la seguridad personal, económica y política de la población indígena beneficiaria, fortaleciendo los servicios sociales, sanitarios, laborales públicos y comunitarios.  El tercer objetivo, pretende crear y fortalecer las condiciones personales, sociales, institucionales, legales y las políticas necesarias para promover y proteger en forma efectiva la seguridad humana de la población indígena beneficiaria



 



Ubicamos la participación del Poder Judicial en ese último objetivo.  Se solicita el apoyo del Poder Judicial para la realización de programas de sensibilización sobre los derechos de la población indígena Ngöbe y Buglé y la aplicación de las Reglas de Brasilia sobre los pueblos indígenas, programa que iría dirigido no sólo a los funcionarios  actores de la Administración de Justicia, sino que supone un encuentro intercultural  que permita una comunicación más efectiva  entre los usuarios del Poder Judicial y dichos funcionarios en procura del respeto de los derechos de esta población como lo demanda el Convenio 169 de la OIT (Actividad 3.1.5 del Programa conjunto adjunto a esta comunicación).



 



El Programa de las Naciones Unidas a fin de finiquitar el documento de proyecto que sería presentado a consideración del Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas para la Seguridad Humana, para su debida aprobación y eventual financiación, está solicitándole a cada institución participante que formule una estimación presupuestaria de lo que podría ser la eventual contrapartida institucional en la ejecución del proyecto una vez que este sea aprobado, posiblemente en el segundo semestre del año 2013 para ser ejecutado a finales del 2013 o principios del 2014.



 



Conjuntamente la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, hemos formulado una aproximación presupuestaria de lo que podría ser esta contrapartida en especie, misma que adjuntamos a la presente comunicación.  Esta presupuestación, contempla la realización de cuatro actividades: dos exclusivamente dirigidas a funcionarios/as del Poder Judicial, tendientes a la sensibilización y el conocimiento de los derechos de los pueblos indígenas y en particular de la población Ngöbe y Buglé, y dos talleres adicionales de intercambios interculturales en que participarán tanto funcionarios/as institucionales, como  autoridades, asesores culturales y otros líderes indígenas como educadores de pares.



 



Cabe agregar que a nivel del Poder Judicial, se cuenta con una experiencia anterior con la población Talamanca Cabécar y Talamanca  Bribrí, que ha sido sumamente exitosa y ha permitido un acercamiento recíproco entre las autoridades indígenas y las autoridades judiciales, todo en procura de una aplicación efectiva de las Reglas de Acceso a la Justicia de la población indígena aprobadas por el Honorable Consejo Superior.



 



No omitimos manifestar que esta propuesta requiere el apoyo de diversos actores del Sistema Judicial, como son el Ministerio Público, la Defensa Pública, OIJ, y sus unidades de capacitación, la Judicatura, las unidades administrativas, la Contraloría de Servicios, y la Escuela Judicial.



 



Tanto la señora Magistrada doña Carmen María Escoto, Presidenta de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, como quienes suscribimos la presente comunicación, Mayra Campos Zúñiga, Coordinadora de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas y Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, reiteramos nuestro compromiso institucional de respeto de los derechos de los usuarios indígenas, por lo que nos ponemos a disposición del Honorable Consejo Superior, a efecto de asumir este importante  compromiso, siempre y cuando seamos debidamente autorizadas para continuar con las negociaciones del Proyecto y su eventual ejecución



 



De antemano agradecemos la atención que se sirvan brindar a la presente comunicación.”
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Además de lo anterior acompaña la siguiente información:




         “Contrapartida, Poder Judicial, dos talleres dirigidos a funcionarios judiciales, policía administrativo y personal migratorio sobre Acceso a la Justicia y dos talleres dirigido a la población Ngöbe bugle



 



				 



				Contrapartida



				Costo







				1° taller a funcionarios (as)



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				Salón



				¢







				



				Mobiliario y equipo  necesario para la capacitación (sillas, sonido, lap top, video beam; pantalla)



				¢







				



				1 metodólogo (a)



				¢200,000







				



				Viáticos 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600







				



				 



				 







				2 ° taller a funcionarios (as)



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				1 Metodólogo (a)



				¢200,000







				



				Salón



				 







				



				Mobiliario y equipo necesario para la capacitación  (sillas, sonido, lap top, video beam, pantalla)



				¢3,219.600







				



				Viáticos a 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600







				1 taller a los Ngöbe buglé



				6 facilitadores (as)



				¢1,346.400







				 



				Transporte de facilitadores



				¢







				



				Viáticos de los facilitadores (as)



				¢ 394.000







				



				1 metodólogo (a)



				¢200.000







				



				Mobiliario y Equipo-sillas, sonido, laptop, video beam y pantalla)



				¢







				



				 



				 







				2 ° Taller a los Ngöbe-buglé y funcionarios (as):  Taller interculturalidad



				6 facilitadores



				¢1,346.400







				 



				Transporte de facilitadores



				¢







				 



				Viáticos de los facilitadores



				¢ 394.000







				 



				1 metodólogo



				¢200.000







				 



				Mobiliario y Equipo-sillas, sonido, laptop, video beam y pantalla)



				¢







				 



				 



				 







				 



				Viáticos 24 funcionarios judiciales



				¢3,219.600











 



24 funcionarios (as) judiciales, desglosado de la siguiente manera, de acuerdo a las zonas involucradas en el proyecto:



6 de Golfito



6 de San Vito



6 de los Santos



 6 de Bribri



* El total de integrantes de la policía administrativa y de agentes de migración que vayan a participar en los talleres deben agregarse al número total de participantes de los talleres de capacitación y cada institución asumirá el costo respectivo.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, autorizar a la Sub Comisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, a fin de continuar con las negociaciones del Proyecto Interagencial Binacional (COSTA RICA – PANAMÁ ) para la Seguridad Humana para la Población Ngöbe-Buglé. Se declara este acuerdo firme.








 








.

















Acta de Consejo Superior Nº 110 - 2012








Fecha: 20 de Diciembre del 2012



ARTÍCULO LX



Documento Nº 5614 y 13821-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio N° CMEF-SP-17-2012 del 12 de este mes, presentó la siguiente gestión:



“(…)



 



En virtud de la implementación del Programa de Moderna Gestión de Oralidad y a fin de cumplir con sus objetivos, durante el presente año el Juzgado Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) ha contado con una plaza de Coordinadora Judicial y una de Técnica Judicial, lo cual ha contribuido a cumplir con los objetivos planteados y a mantener el despacho con niveles altos de productividad.



 



No obstante, en este momento existe la posibilidad de que dichas plazas sean suprimidas, lo cual produciría un menoscabo en la efectividad del Despacho, por lo que vehementemente y conforme a lo que ya ha sido solicitado a Uds. por los jueces agrarios de ese circuito, a nombre de la Comisión de Asuntos Agrarios que así lo estimó, les pido valorar la viabilidad de prorrogar las plazas y de esta forma, mantener los nombramientos de quienes han venido desempeñándose en ellas.”
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En relación con la gestión anterior, este Consejo en sesión Nº 10-12 celebrada el 7 de febrero del año en curso, artículo XLIV, al conocerse la gestión de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Comisión de Asuntos Agrarios, en la que solicitó, -entre otras cosas- se autorizara dos meritorios para el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, solo para la materia agraria, asimismo, se asignara al menos una plaza ordinaria de auxiliar judicial para la materia agraria para el año 2013 o en su defecto, una plaza de auxiliar extraordinaria o de supernumerario para que colaborara en la materia agraria, en tanto se obtuviera una plaza ordinaria, del mismo modo, instó la especialización de la materia agraria, separando funcionalmente del Juzgado Civil, Laboral y Agrario del Tercer Circuito Judicial de San Ramón, este Consejo, -entre otras cosas- requirió al Departamento de Planificación que dicha solicitud fuera analizada y tomada en consideración para el presupuesto del  2013.



En sesión 42-12 del 2 de mayo de 2012, (Presupuesto 2013), artículo VII, en lo que interesa, se acordó separar la materia agraria y por tanto crear un Juzgado especializado con el personal que actualmente tenía asignado. El Departamento de Planificación realizaría un estudio integral, a nivel nacional, en todos los juzgados que atienden la materia agraria, a efecto de analizar las diferentes cargas de trabajo, con el fin de identificar de dónde se podían tomar recursos y reforzar este nuevo despacho. Además no se llenaría en propiedad ninguna plaza de Técnico Judicial 2 en materia Agraria hasta la presentación del informe solicitado. Se le solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria analizar si resultaba conveniente que este despacho fuera incorporado en un proyecto oral-electrónico, conforme se implementó en el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Alajuela.



Posteriormente, en sesión N° 52-12 celebrada el 24 de mayo del presente año, artículo XXXIII, se dispuso comunicar que en razón de las limitaciones presupuestarias para el 2013, habrá restricciones y no se podrá hacer uso de los permisos con goce de salario que se otorgan de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que de antemano deberían tomar las previsiones correspondientes para organizar el despacho de forma tal que se minimice la afectación del servicio público.



Seguidamente, en sesión N° 53-12 del 29 de mayo del 2012, artículo XLIV, se conoció el oficio del Departamento de Personal N° RS-1756-12 del 21 de ese mes, relativo a la propuesta de distribución del personal que atiende los asuntos de cobro del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que, entre otras cosas, se dispuso solicitar al Departamento de Planificación un estudio e informe respecto al caso de la plaza N° 350147 de Técnico Judicial 2, perteneciente al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a fin de buscarle solución.



En la verificada N° 61-12 celebrada el 26 de junio del año en curso, artículo LII, en lo que interesa, de conformidad con lo que establece el artículo 44 párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a la servidora Raquel Sánchez Sequeiro, puesto N° 44489 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 20 de julio próximo y hasta el último día laboral del 2012.



Luego, en sesión N° 63-12 celebrada el 3 de julio del presente año, artículo XLII, de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a un Técnico Judicial del Juzgado Agrario del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 1 de agosto en curso y hasta el último laboral del 2012, para que se dedicara al programa de la Moderna Gestión Judicial.



En sesión N° 74-12 del 16 de agosto de 2012, artículo XXXV, de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza Nº 44485 de Coordinador Judicial del Juzgado Civil del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 20 de agosto y hasta el último día laboral de este año, para que coadyuve en el Juzgado Agrario del citado Circuito. Asimismo, estar a la espera del informe solicitado al Departamento de Planificación en sesión de presupuesto Nº 42-12, del 2 de mayo del año en curso, artículo VII.



Finalmente, en sesión Nº 107-12 del 11 de diciembre del año en curso, artículo LVIII, se acordó que de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, prorrogar a partir del 7 de enero de 2013 y hasta por seis meses, los permisos con goce de salario y sustitución concedidos a los puestos N°s 44485 y 44489, de Coordinador Judicial 2 y Técnico Judicial, respectivamente, ambos del Juzgado Civil y Trabajo de San Ramón, para que se dedicaran a las labores de que se dio cuenta.



Se acordó: Comunicar a la Comisión de Asuntos Agrarios y Subcomisión de Pueblos Indígenas, que en sesión Nº 107-12 celebrada el 11 de noviembre del año en curso, artículo LVIII, se prorrogaron por seis meses a partir del 7 de enero de 2013 las plazas indicadas. Se declara acuerdo firme.







Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2013








Fecha: 21 de Febrero del 2013



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas, Acceso a la Justicia



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XLIV



DOCUMENTO Nº 6811-11, 1508-13



Mediante circular Nº 10-09 sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, la Secretaría General de la Corte, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó a los despachos judiciales del país lo siguiente:



“El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”:



 



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



 



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)



 



3. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



4. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



 



5. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



 



6. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



 



7. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



 



8. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



 



9. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



 



10. Derecho al intérprete o traductor:



 



La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hablé y comprenda el idioma español.



 



El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



 



11. Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural:



 



Cuando se juzgue a una persona indígena, el juez que conoce del caso dispondrá cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por Estado, el peritaje antropológico y/ o cultural, con fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



 



La administración de justicia procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido.



 



(Los incisos 10 y 11, fueron adicionados por el Consejo Superior en sesión Nº 61-11 del 7 de julio de 2011, artículo LIII)”
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Por medio de oficio Nº CMEF-SP-003-2013 del 12 de febrero del año en curso, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó:



“Reciban un cordial saludo y en mi condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, agradezco el interés se sirvan dar a la gestión que; sin más preámbulo paso a referirles.



 



El día de hoy en la sesión ordinaria de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, recibimos al Lic. Carlos Arredondo Reclat, Coordinador de la Comisión de Asuntos Indígenas del Colegio de Abogados y Abogadas, quien nos manifestó su inquietud por la situación que se presenta en el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Buenos Aires, concretamente en con el expediente n.° 06-700060-0444-PA-3 de Flora Martina Villanueva Vargas contra Santos Dimas Leiva Villanueva.



 



Señala, que en repetidas ocasiones, conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de Consultorios Jurídicos donde literalmente se lee:



 



“Artículo 2º.- En todas las gestiones judiciales y administrativas que se hagan por medio de los consultorios jurídicos se usará papel común. Ellas y toda certificación que se solicite a las oficinas públicas y privadas estarán exentas de cualquier clase de timbres, tasas o impuestos, presentes y futuros, lo mismo que los documentos inscribibles o no inscribibles en los Registros. Las personas que litiguen bajo la dirección de alguno de los consultorios no estarán obligadas a rendir fianza de costas. Las publicaciones que deban hacerse en los diarios oficiales serán gratuitas. Gozarán de franquicia postal y telegráfica, en el cumplimiento de sus fines.”



 



Ha solicitado al juez de ese órgano jurisdiccional el envío de  las fotocopias del expediente. Sin embargo, indica, la respuesta siempre ha sido negativa, razón por la cual acude a nosotros en busca una solución.



 



No obstante, al estimar esta Subcomisión que lo solicitado por el Lic. Arredondo no es de nuestra competencia y, con base en la circular n.° 10-09, específicamente en el inciso 6 que señala:



 



“6. .Jueces y juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible.” (Lo destacado no corresponde al original)



 



Respetuosamente, les solicitamos analizar la petición del Lic. Arredondo de manera que se le pueda brindar un lineamiento específico a seguir en este tipo de casos; así como se sirvan emitir las directrices pertinentes necesarias cuando se trate de usuarios y usuarias en alto grado de vulnerabilidad, como son las personas indígenas, privadas de libertad, quienes no cuentan con los medios electrónicos o tecnológicos para obtener copias sin el uso de papel; puedan otorgárseles fotocopias a fin de obviar atrasos e indefensión.”
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Se acordó: 1.) Comunicar a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. 2.) Reiterar la circular indicada.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda.
















Acta de Consejo Superior Nº 041 - 2013








Fecha: 25 de Abril del 2013



Descriptores/Temas: Audiencias, Acceso a la Justicia



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO XLV



Documento 4313-13



Se conoce el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril en curso, artículo XI, que literalmente dice:



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



“Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



 



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



 



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



 



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



 



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



 



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



 



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



 



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



 



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



 



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



 



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



 



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



 



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



 



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



 



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



 



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



 



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



 



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



 



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



 



Con relación a lo solicitado:



 



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



 



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



 



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



 



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



 



a)              Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril de este año, artículo XI. 2.) Solicitar a la Auditoría el cumplimiento de la recomendación aprobada por la Corte Plena. Se declara acuerdo firme.








 




Acta de Consejo Superior Nº 053 - 2013








Fecha: 21 de Mayo del 2013



ARTÍCULO LXVI



Documento Nº 5225-13



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por medio de oficio Nº CMEF-SP-015-2013 del 10 de mayo en curso comunicó:



“…, agradezco el interés se sirvan dar a la gestión que; sin más preámbulo paso a referirles.



 



En sesión celebrada el 17 de abril 13 horas 30 minutos, se llegó al siguiente acuerdo que literalmente indica:



 



“Se acuerda: […] Comunicar al Consejo Superior y al Departamento de Planificación el interés de esta Comisión en que se adicione al número único de los expedientes un código adicional que además, identifique el tipo de proceso y el estado del asunto para poder determinar más fácilmente si la mora institucional se debe al Poder Judicial, al Despacho respectivo, o bien, a las personas usuarias o causas ajenas tales como acciones de inconstitucionalidad, fallecimiento de una de las partes, entre otras. […] Se declara firme por unanimidad.”



 



En virtud de lo anterior, les solicito se sirvan valorar la viabilidad institucional de de adicionar dicho código y así facilitar la determinación de las causas de la mora judicial.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo anterior. 2.) Comunicar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas que no considera este Consejo que la solución sea   modificar el número único de expediente, sin embargo se informa que se está realizando un trabajo con las distintas comisiones para la utilización del Sistema de Gestión, por lo que la citada Subcomisión puede proponer los controles que considere necesarios para evitar el retraso, y luego de analizados, ser incorporados en dicho sistema.



ASUNTOS VARIOS








 








 



Acta de Consejo Superior Nº 073 - 2013








Fecha: 23 de Julio del 2013



ARTÍCULO XLIII



Documento 8137-13



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, mediante oficio CMEF-SP-023-2013 de 15 de julio del año en curso, solicitó lo siguiente:



“Como en años anteriores, la Subcomisión de Pueblos Indígenas desea efectuar una conmemoración del Día Internacional de Pueblos Indígenas, no solo para rescatar la importancia de la fecha sino también a fin de sensibilizar al personal judicial sobre las políticas específicas y el buen servicio que debe la institución brindar a las personas de este grupo en condición de vulnerabilidad.



 



         En esta ocasión, hemos considerado conveniente que, a diferencia de las anteriores oportunidades cuando la actividad se realizó en San José, la conmemoración se efectúe en una zona más cercana a los territorios indígenas. 



 



         La actividad será el viernes 9 de agosto próximo, en el Auditorio de los Tribunales de Pérez Zeledón, de 9 a 11:30 a.m. Se adjunta el programa tentativo.  



 



         Por lo expuesto, solicitamos la respetuosa autorización de ese Consejo, para que se autorice la participación de uno o dos servidores de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, siempre que no se afecte la prestación del servicio público. Además, se solicita la autorización para que también asistan las y los integrantes de la Subcomisión, conforme a la lista que se adjunta.



 



         Asimismo, deseo transmitir una cordial invitación a las distinguidas y los distinguidos Integrantes de ese distinguido Consejo, para que nos acompañen en esta importante fecha, si a bien lo tienen”.
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Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia autorizar a los servidores y servidoras de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a participar en la Conmemoración de los Pueblos Indígenas, así como de los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se les autorice asistir.



El Departamento de Personal tomará nota para los fines consiguientes.








 














 



Acta de Consejo Superior Nº 077 - 2013








Fecha: 06 de Agosto del 2013



ARTÍCULO XXIX 



Documento 8827-13



En sesión N° 73-13 celebrada el 23 de julio de este año, artículo XLIII, se autorizó a los servidores y servidoras de los despachos del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a participar en la Conmemoración de los Pueblos Indígenas, así como de los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Lo anterior en el entendido de que no se afecte sustancialmente el servicio público a cargo de quienes se les autorice asistir.



La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, mediante correo electrónico del 31 de julio pasado, solicitó lo siguiente:



“En  la sesión del Consejo Superior N°   73-13, celebrada el pasado 23 de julio, se conoció la gestión de la Magistrada Carmen María Escoto, mediante la cual se solicitaba autorización de ese órgano para que servidoras y servidores judiciales del primer Circuito de la Zona Sur, así como representantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial,  participen  en la  conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas,  actividad que se realizará el próximo 9 de agosto en los Tribunales de Pérez Zeledón.



 



Por lo anterior, deseo respetuosamente solicitar su aprobación para el uso del contenido presupuestario reservado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas en la Subpartida de “Actividades Protocolarias”, por un total de ¢122.000,00  para ofrecer un pequeño refrigerio a las personas asistentes a la actividad.



 



Se adjunta la certificación de contenido presupuestario que respalda esta solicitud.”
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A esos efectos, adjunta oficio Nº 0720-P-2013, fechado el 29 de julio último, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, donde remitió certificación de contenido presupuestario para cubrir los costos de “La Conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas 2013” por ¢122.000,00 (ciento veintidós mil colones exactos), con cargo al programa 926 “Dirección y Administración”, IP 21 “Contraloría de Servicios” subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”.



Se dispuso: Acoger la anterior solicitud, en consecuencia, autorizar el gasto por la suma de ¢122.000,00 (ciento veintidós mil colones exactos), con cargo al programa 926 “Dirección y Administración”, IP 21 “Contraloría de Servicios” subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, para cubrir los costos de “La Conmemoración del Día Internacional de los Pueblos Indígenas 2013”.



La Contraloría de Servicios y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.








 


























Acta de Consejo Superior Nº 114 - 2013








Fecha: 12 de Diciembre del 2013



Descriptores/Temas: Ley Contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO LXVII



Documento N° 14312-13



            El licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalia de Asuntos Indígenas, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, en oficio N° FGR-1175-2013 de 3 de los corrientes, comunicó lo siguiente:



“En apego a las facultades y atribuciones legales conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial1, nos permitimos poner en conocimiento de ustedes lo siguiente:



 



Mediante causa penal No. 13-001020-414PE por el delito de abuso sexuales contra persona menor de edad (niña indígena Chorotega de Matambú, siglas MGP) en contra de José Vivian Aguirre Pérez, que se tramita en la Fiscalía de Asuntos Indígenas por especialidad, se solicitó audiencia para imposición de medidas cautelares preventivas, específicamente la suspensión de cargo del imputado como la principal, por la fiscal auxiliar Hazel Mora Trejos de la Fiscalia de Nicoya, ante la Juez Penal de Nicoya, Erna Vargas Quirós, la cual se llevó a cabo el 6 de noviembre del presente año, quien resolvió rechazar tal solicitud.



 



La fundamentación intelectiva de la juzgadora Vargas Quirós, se realizó tergiversando los hechos denunciados por la ofendida, bajo la falacia de ignorancia y de petición del principio o circularidad2, dado que parte de una conclusión equivocada a priori, precisamente que los hechos denunciados no son constitutivos de delito y con base en este premisa construye su fundamentación.



 



Cada uno de los fundamentos intelectivos emitidos en la audiencia oral por la juzgadora, sobre dos hechos denunciados fueron discrepados por la representación fiscal, por considerarlos erróneos por una indebida interpretación y aplicación del derecho procesal (presupuestos y riesgos procesales), por una indebida valoración de la prueba, y hoy nosotros le agregamos por una errónea aplicación del derecho de fondo o sustancial del delito sobre los abusos sexuales contra persona menor de edad, con lo cual no sólo incurre en un error grave, ya que adelanta criterio por parte de esta juzgadora, lo cual la inhibe para volver a conocer el presente asunto,  al considerar que no hay delito penal de los hechos denunciados y conocidos en una audiencia oral que esta diseñada para analizar aspectos procesales y no de fondo.



 



El error judicial cometido por la Jueza Penal Vargas Quirós, violenta los derechos de la victima, en especial tratándose de niños y niñas, en el presente caso una niña indígena de diez a doce años de edad, para cuando pasaron los hechos, revictimizandola por el sistema de administración de justicia de manera injusta, discriminándola de manera odiosa por tratarse de una persona perteneciente a un grupo vulnerable, creando una discriminación múltiple, por ser menor de edad, mujer, indígena, estudiante de primaria, quien fue victima de abusos de contenido sexual por un hombre mayor de edad, maestro de la única escuela de la localidad, director y presidente de la Asociación de Desarrollo Indígena para el momento de los hechos, quien ostentó y mantiene una condición de poder y de abuso de toda la naturaleza sobre la víctima.



 



Un error judicial de tal magnitud es imposible dejarlo pasar, ya que violenta groseramente un derecho humano fundamental de la víctima, por negación a la tutela judicial efectiva (articulo 41 de la Constitución Política), por no tutelar un derecho de encontrar justicia, mediante la interpretación y aplicación de normas sustanciales y formales de manera equivocada y como consecuencia una negación de acceso a la justicia con fundamentos falaces y con una gran carga subjetiva de estereotipos.



 



Aceptar la tesis de la Jueza Penal Vargas Quirós, de no adecuarse las acciones de Aguirre Pérez a los delitos investigados y quedarse de brazos cruzados, es convertirse en participe de tal barbarie.         



 



Los hechos que se imputaron en la audiencia de medida cautelar, fueron los siguientes:



 



1.- El imputado  JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ, quien es indígena Chorotega y  se desempeña como profesor y director de la escuela 26 de febrero de 1886 de Matambú, donde acudía la menor  ofendida M P G R, quien también es indígena Chorotega y quien para la fecha de los hechos que se dirán contaba con la edad de 10años y hasta los 12 años



 



2.- Sin precisar fecha exacta, pero si en el año 2009, en horas de la mañana, en  Nicoya Matambú, exactamente en uno de los pasillos de la escuela 26 de febrero de 1886, donde trabajaba como director y profesor el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ  y estudiaba la menor ofendida M P G R, cuando esta  tenía entre 10 y 11 años de edad, el imputado para satisfacer sus deseos sexuales, aprovechando que la menor ofendida camino junto a el, de forma abusiva, libidinosa y con evidente animo sexual, procedió abrazar a la ofendida por su espalda y bajar sus manos hacia los glúteos de la menor,  al ver tal situación la ofendida quito las manos del imputado de su cuerpo.



 



3.- Sin precisar fecha u hora exacta, pero si en el año 2010, en  Nicoya Matambú, exactamente en uno de los salones de la escuela, donde trabajaba como profesor el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ  y estudiaba la hermana de la menor ofendida Ana Cristina Aguirre Gómez que  la menor ofendida M P G R, cuando esta  teníaentre 11 y 12 años de edad; el imputado para satisfacer sus deseos sexuales, aprovechando que la menor ofendida se encontraban en dicho salón, acompañando a su hermana, procedió a solicitarle a la menor ofendida que se sentara en el escritorio junto a el, fue en dicho lugar que de forma abusiva, libidinosa y con evidente animo sexual, procedió tocarle el muslo de una de sus piernas a la  ofendida por encima de la ropa.



 



Además, la calificación legal por dichos hechos argumentada ante la Jueza Penal fue la siguiente:  2 delitos de Abuso Sexual, en concurso material, contra menor de edad, ilícito previsto en el artículo 161 inciso 1 y 6 del Código Penal, que tiene pena de 4 a 10 años por cada uno de los delitos.



 



En cuanto a la prueba con que se contaba al momento de la audiencia oral para acreditar los hechos y fue puesta en conocimiento a la Jueza Penal, la cual respaldaba, que se contaba con suficientes elementos, para determinar con  grado de  probabilidad, que el imputado JOSÉ VIVÍAN AGUIRRE PÉREZ fue la persona que realizo el hecho punible y se enumero la siguiente prueba:



 



1.-) Denuncia interpuesta por el  padre de la ofendida, señor Rodolfo Aguirre Villegas ante al Fiscalía de Nicoya  en la cual relata como su hija le cuenta sobre el abuso sufrido por parte del imputado (Folio 1 al 5)



 



2.-) Denuncia interpuesta por la ofendida ante al Fiscalía de Nicoya  en la cual la misma detalla la forma en que ocurrieron los hechos, así como la descripción e identificación del imputado (Folio 6 y 7)



 



3.-) Testimonios de L M A A y A C A G, la primera como testigo de referencia podará indicar como una de sus hijas que era compañera de la ofendida le contó sobre los abusos del imputado hacia la ofendida y la segunda, quien podará relatar como testigo presencial del abuso ocurrido en el año 2010.



 



Una vez demostrado el grado de probabilidad, la Fiscala se refirió a los peligros procesales de la siguiente manera:



 



En cuanto al Peligro de fuga, establecido que el imputado si cuenta con Arraigo Laboral,  Domiciliar y  Familiar, pero que al estar ante un delito de abuso sexual contra menor de edad, la magnitud del daño causado es alta, ya que el imputado causo un elevado daño psicológico a la victima, por cuanto producto de los abusos, tenia miedo de ir a la escuela y sus padres estuvieron a punto de no enviarla mas al centro educativo; además se argumento dentro del peligro de fuga la pena a imponer, por cuanto los delitos investigados consisten en 2 delitos de Abuso Sexual contra menor de edad,  los cuales poseen una pena de 4 a 10 años por cada uno de ellos, penas sumamente altas que podrían influir en la psiquis del imputado para evadir el proceso y mostrarse reticente  a las etapas del proceso restantes.



 



En cuanto al peligro de obstaculización y peligro para la victima, se indico dentro de la solicitud al Juzgado Penal, que el imputado sabe donde ubicar al ofendida, ya que viven dentro de la misma comunidad y como se había indicado es el profesor de la única escuela de la localidad y el presidente de la asociación de desarrollo de dicha comunidad;  además se estableció que por lo alejado de la zona donde habita la ofendida, la presencia policial es casi inexistente, lo que aumenta el peligro de que el imputado pueda presentarse a amenazar a la ofendida o a las testigos y estas  estas se muestre reticentes al proceso.



 



Se argumento que el delito cuenta con pena privativa de libertad por cuanto la medida es proporcional



 



Por ultimo se indico  que la solicitud es idónea, ya que es el único medio de contención y de poder garantizar la presencia del imputado en la etapa de juicio, necesariapara garantizar los fines del proceso y la correcta aplicación de la ley y  proporcional pues la pena de prisión a que se le podría imponer al imputado es bastante alta, y se solicitaron con fundamento en todo lo anterior las siguientes medidas por todo el proceso:



 



·No acercarse a 200 metros de la casa de habitación de la ofendida ni testigos



·No acercarse a 200 metros de la ofendida, su familia y testigos



·No molestar perturbar intimidar de forma personal, por interpósita persona o cualquier medio a la ofendida, sus hijos y núcleo familiar



·Que sea suspendido de la labor como director del colegio, por cuanto podría obstaculizar la investigación, ya que puede acceder a testigos y a la ofendida, permaneciendo en ese puesto.



 



Es claro que las conductas realizada por el imputado, encajan en el delito de abuso sexual consumado, por cuanto el animo con el cual el imputo actuó en los dos hechos denunciados por la ofendida son evidentemente sexuales. En un primer momento cuando en un pasillo de la escuela, donde era estudiante la ofendida y profesor el imputado, la abraza frente a el y ya con sus manos en la espalda de la menor, comienza a bajarlas en dirección a los glúteos de esta, pero ella quita las manos del imputado, para evitar el tocamiento, pero es que debemos ser enfáticos que para que exista abuso sexual no debe darse un tocamiento en las partes intimas de la menor ofendida, como lo pretende la jueza penal, si no que solo la manifestación de la intención sexual que tiene el imputado al momento de abrazarla y bajar sus manos hacia los glúteos de ella, es suficiente para que el delito se configure, mucho menos pensar que dicha acción queda en grado de tentativa como lo indica el defensor publico del imputado, y peor aun sostener que el delito de abuso sexual en grado de tentativa no existe, contrario a lo que la jurisprudencia apunta, donde claramente si existe el mencionado delito en grado de tentativa, pero en este caso en especifico debemos ratificar que el delito se consumo ya que evidentemente al tocar cualquier parte del cuerpo de la menor ofendida con un fin sexual se configura el delito de  manera consumada y jamás en grado de tentativa, como lo establece el voto  00170  del año 2006, emitido por el Tribunal de Casación Penal de San José, el cual establece: lleva razón la representación del Ministerio Público en el sentido de que tanto este Tribunal de Casación Penal como la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia han admitido la posibilidad de que se configure el delito detentativa de Abuso Sexual. Se trata de un delito material que supone la efectiva injuria de la libertad sexual de otro, sea operando él sobre el cuerpo del o la ofendida, sea haciendo operar impúdicamente a la víctima sobre el mismo autor o tercero. Sin embargo la doctrina acepta, que el autor intente eso sin lograrlo y que, por consiguiente, sólo incurra en una tentativa (MALAGARRIGA, Código Penal, t.II, p. 224 y 226; NUÑEZ, Derecho Penal, t. IV, p. 317; SOLER, Derecho Penal, t. III, p. 391, # 99, IV). Para determinar si en un caso concreto estamos o no, en presencia de una tentativa de Abuso Sexual, es necesario fijar los criterios para distinguir los actos preparatorios de los de ejecución. Como bien lo estableció la Sala Tercera (Voto 102‑    F de las once horas veintisiete minutos del veintisiete de marzo de mil novecientos noventa y uno) "La doctrina para resolver esta problemática ha recurrido a dos puntos de vista teóricos: el de la teoría formal-objetiva y la teoría individual-objetiva. De acuerdo con la primera, la acción de la tentativa es una parte de la acción consumada y habrá comienzo de ejecución cuando el autor haya penetrado con su obra en el "núcleo del tipo"; en consecuencia no sería punible la tentativa inidónea, en la que no se pone en peligro un bien jurídico. Debe rechazarse frente a nuestro Código Penal, ya que pena la tentativa inidónea. (Art. 24). Aunque la solución al problema es complejo, la doctrina moderna se inclina por la Teoría individual-objetiva. Habrá que tomar en cuenta en primer lugar el plan del autor y luego, si, según ese plan, la acción representa un peligro cercano para el bien jurídico.Para esta teoría el comienzo de ejecución no necesita ser una parte de la acción típica. (Véase ZAFFARONI, Tratado de Derecho Penal, Ediar, Argentina, 1982, t. IV, ps. 452, 454; BACIGALUPO, Manual de Derecho Penal, Temis-Ilanud, 1984, pp. 168, 169)". En el caso de autos la acusación señala que el imputado "... trató de besar libidinosamente al ofendido en la boca, pero no pudo porque el agraviado movió la cara..." (v. f. 51 fte. líneas 8 y 9).Posteriormente se acusa que "...con un fin libidinoso intentó tocar al agraviado en el pene, lo que evitó el agraviado S. C. quitándole la mano al endilgado...( V. f.51 fte. líneas 11 y 12). Acciones que de resultar probadas, podrían reflejar la intención del imputado, así como el peligro corrido por el bien jurídico que tutela la figura. En consecuencia, se declara con lugar el recurso, se anula integralmente la sentencia recurrida y se ordena el reenvío a efecto de que se continúen los procedimientos.



 



En cuanto al segundo hecho denunciado por la ofendida, la jueza penal también indica que el hecho es atípico, al considerar que al momento de que el imputado toca el muslo de la ofendida, esto no puede ser considerado un abuso sexual, por cuanto estaríamos realizando una afirmación muy peligrosa, al considerar que un tocamiento en el muslo de una menor es un abuso sexual, con dicha afirmación demuestra la jueza penal un desconocimiento total en cuanto a la configuración de delitos sexuales, donde ya ha sido tajante tanto la jurisprudencia como la doctrina, en indicar que existe el mencionado delito, sin importar si el tocamiento fue en zonas intimas de los ofendidos, lo importante es la intención sexual del imputado, como se explico anteriormente, en este segundo hecho en especifico debemos aclarar que el  imputado antes de consumar el hecho le indicó en varias ocasiones a la ofendida que se veía muy bonita en enaguas, ya el día de los hechos la invitó a sentarse junto a el mientras impartía lecciones a un grupo de niños en el cual se encontraba la hermana menor de la ofendida, quien presenció los hechos, pudiendo dejar a la menor ofendida esperando a su hermana fuera del aula, pero ya el tenía el plan concebido, por lo que el imputado la sienta junto a él para tocarla y lo hace en su pierna, es tan claro el animo sexual del imputado que mientras tocaba a la menor,  el conserje de la escuela entra al aula y este de inmediato deja de tocarla, por cuanto conoce la connotación sexual con la que realiza el hecho y por eso y con la única finalidad de no ser descubierto, deja de realizar el tocamiento al ver a otra persona cerca del lugar de los hechos.



 



Importante es destacar que el imputado Jose Vivian Aguirre Pérez, cuando le dieron la palabra en la audiencia, manifestó que su delito era por ser director de la escuela de Matumbú y que había tenido más denuncias de ese tipo y que había salido bien librado de los procesos disciplinarios.



 



Nos preguntamos, si esta manifestación del imputado, no es suficiente para que un juzgador objetivo de justicia la hubiera analizado bajo una sana crítica, que efectivamente una víctima menor de edad tuvo la valentía de denunciar por el apoyo de sus familiares, y que ameritaba preventivamente de manera proporcional y razonable la medida cautelar solicitada? Será que acaso  que las niñas y niños de la escuela 26 de febrero de 1886, del territorio indígena Matambú, no merecen ser protegidas con una medida cautelar de tal naturaleza en contra del Director y maestro de tal institución educativa con base en los hechos descritos? 



 



Es que acaso, los abrazos sobre la espalda y tratar de tocar los glúteos de una menor de 10 años por un profesor, no son suficientes para configurar el delito de marras, y que fue precisamente por un acto de resistencia de la menor y victima que no lo logró?. Es razonable que un maestro acaricie un muslo de una pierna sobre su enagua de una alumna de diez años y desista de continuar hacerlo cuando observa que alguien ingresa al aposento? y tampoco configure un abuso sexual? Que un maestro le diga a la víctima siendo una niña estudiante de la escuela que se ve muy bonita en enaguas? Es que acaso estos actos y manifestaciones desde la óptica de la juzgadora no tienen contenido sexual? y según los argumentos de la juez penal de Nicoya responden a una campaña publicitaria según su razonamiento? 



 



Ahora bien, los yerros judiciales no concluyeron allí, disconforme la fiscal auxiliar presentó recurso de apelación a la resolución de la Jueza Penal Vargas Quirós, motivando el agravio, por un gravamen irreparable, y hoy incluimos nosotros para evitar impunidad, para que en una  audiencia oral ante el Juez A-Quen fundamentar debidamente aquellos yerros, mediante el recurso de apelación.



 



Con sorpresa, asombro y ahora al amparo nuevamente en un error judicial de interpretación y aplicación de normas procesales, la juez Cynthia Dumani Stradtman, Jueza de Juicio, declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público, bajo voto escrito No. 179-2013 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste de las 10:00 del 13 de noviembre del 2013, notificado al Ministerio Público el día 19 de noviembre, sin celebrar la audiencia oral, contraviniendo las reglas de oralidad y un proceso penal adversarial por audiencias entre las partes procesales, bajo el falaz argumento que la resolución del A-Quo que rechaza la imposición de una medida cautelar no tiene recurso de apelación, desaplicando groseramente el numeral 256 del Código Procesal Penal, con lo cual una vez más se niega justicia a la víctima violentando sus derechos humanos, entorpeciendo el ejercicio de la acción penal al Ministerio Público, causando un gravamen irreparable a la administración de justicia y dejando al Ministerio Público sin medio de impugnación para recurrir.



   



En consecuencia solicitamos de manera respetuosa:



 



Se comunique a la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Asuntos Indígenas, la Secretaría Técnica de Género y la Comisión Encargada del tema de la Niñez y Adolescencia del Poder Judicial, para lo que corresponda.



 



Se ordene de inmediato al Departamento de Trabajo Social y Psicología para el apoyo a la niña víctima indígena de los hechos.



 



Se comunique a la Comisión de Nombramiento de Jueces la actuación en el presente caso de ambas juzgadoras para lo que corresponda.



 



Se comunique a la Escuela Judicial del Poder Judicial y demás instancias de capacitación de los jueces, con la finalidad de que se haga un diagnóstico y concluirse la necesidad de algún tipo de capacitación y sensibilización especial en las juzgadoras en cuestión.



Se comunique a Corte Plena por la trasgresión que hubo de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes.3 en el presente caso.  



 



Prueba.



 



Se adjunta grabación de audiencia de las 11:10 hrs del 6 de noviembre del 2013 en el Juzgado Penal de Nicoya.



 



Se adjunta trascripción literal escaneada de audiencia de las 11:10 hrs del 6 de noviembre del 2013 en el Juzgado Penal de Nicoya.



 



Se adjunta copia escaneada del Voto No 179-2013 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sedes de Santa Cruz y Nicoya de las diez horas del trece de noviembre del 2013.



 



Se adjunta CD de prueba referente a la causa anteriormente indica.”



- 0 -



 



            Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.








 












1                      Artículos 81, 177, 178, 180, 181 y concordantes.



 



2           Para mayor abundamiento ver Arroyo Gutiérrez José Manuel y otro. Lógica Jurídica y Motivación de la sentencia penal, ver páginas 107 y 107.



 



3           Aprobada en sesión No. 34-10 de la Corte Plena el 29 de noviembre del 2010 artículo XVII.



 








 Acta de Consejo Superior Nº 003 - 2014








Fecha: 14 de Enero del 2014



Descriptores/Temas: Comisión de la Jurisdicción Agrario y Agroambiental



[bookmark: _Toc377056354]ARTÍCULO LXIV



Documento N° 14881-13



         La máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Secretaria de la Comisión de Asuntos Agrarios, mediante correo electrónico de 19 de diciembre de 2013, remitió el acuerdo tomado por esa comisión en sesión Nº CAA-11-2013 celebrada el 17 de diciembre último, artículo VII, que literalmente dice:



“Informa la Magistrada Escoto, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del acuerdo tomado por ésta, para que se haga un estudio de parte del Departamento de Planificación a fin de que se analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos, los de las personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Buenos Aires atiendan los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una segunda sede en Buenos Aires, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas.



La jueza Vargas indica este fue un tema que se analizó en el Consejo Superior a gestión de la Magistrada Zarella Villanueva Monge, quien informa fue visitada como Presidenta de la Corte por personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, interesadas en que se conozca en Buenos Aires de Puntarenas los asuntos agrarios, ante el incremento de éstos y la necesidad de estarse trasladando a la sede del Juzgado Agrario en Pérez Zeledón lo cual les genera tiempo y gastos. Sin embargo indica, no tiene conocimiento de que dicho acuerdo se haya hecho del conocimiento de esta Comisión por parte de la Secretaría General de la Corte.-



 



Se acuerda: 1° Se toma nota del informe de la Magistrada Escoto, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del acuerdo tomado por ésta, para que se haga un estudio de parte del Departamento de Planificación para que se analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos, los de personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Buenos Aires atiendan los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una segunda sede en Buenos Aires, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas. 2° Se acuerda informar al Consejo Superior que en criterio de esta Comisión, es pertinente que el Departamento de Planificación haga un estudio en el que analice la factibilidad de crear un Juzgado Agrario especializado en Buenos Aires de Puntarenas para que atienda entre otros asuntos agrarios, los de personas indígenas; o bien, que una de las personas juzgadoras de Pérez Zeledón atienda los asuntos que se generen en Buenos Aires de Puntarenas durante dos días a la semana, o que se divida el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón para que tenga una sede en Pérez Zeledón y otra en Buenos Aires, dividiéndose la competencia territorial, ante la priorización que debe darse a la atención de los asuntos de personas indígenas.”



 



- 0 -



         Se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios al Departamento de Planificación, para que analice la viabilidad de lo solicitado y en caso de ser necesario sea considerado dentro del proyecto de presupuesto para el 2015.



 





















Acta de Consejo Superior Nº 010 - 2014








Fecha: 06 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LIX



DOCUMENTO Nº 14312-13, 850-14



[bookmark: _Toc379221933]En sesión Nº 114-13 celebrada el 12 de diciembre del año del 2013, artículo LXVII, trasladó a la Comisión de la Jurisdicción Penal, la situación expuesta por el licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, para que propusieran recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en casos de delito de abuso sexuales contra persona menor de edad y otros.



[bookmark: _Toc379221932]La máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio Nº CACC-002-2014 del 28 de enero de 2014, hizo de conocimiento lo siguiente:



“En relación con los oficios 13900 -13 y 13901-13, ambos con fecha 19 de diciembre, dirigidos a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Subcomisión de pueblos indígenas, cuyo acuerdo literalmente dice:



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento, solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Nos permitimos indicar:



 



1.- Que la Comisión de Acceso a la Justicia, Coordinada por la Magistrada Carmenmaría Escoto realizará la primera sesión de este año el próximo 10 de febrero.



 



2.- Que la Magistrada Carmenmaría Escoto en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas solicitó incluir en la agenda de dicha sesión, el oficio 13901 y por ende el 13900.



 



3.- Una vez realizada la sesión del 10 de febrero se procederá en remitir el informe al Consejo Superior, el informe solicitado.



(…)”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y estar a la espera de los informes que deben rendir la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Pueblos Indígenas, solicitados en sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXVII.








 



Acta de Consejo Superior Nº 013 - 2014








Fecha: 13 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LXVI



Documento N° 1472-14, 14312-13



            En sesión N° 8-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo LVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 114-13 celebrada el 12 de diciembre de 2013, artículo LXVII, al conocerse la gestión presentada por el licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas en que hizo de conocimiento lo relativo a la causa penal Nº 13-001020-414PE por el delito de abuso sexuales contra un menor de edad, este Consejo tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



 



         “(…)



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento, solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”
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La máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público, mediante oficio Nº 3075-OAPVD-2013, recibido el 21 de enero en curso, informó lo siguiente:



 



“…conforme lo solicitan en oficio 13902-2013  procedo a rendir el informe, con relación a lo resuelto en acuerdo  tomado por  su  despacho, en la sesión Nº 114-13celebrada el 12 de diciembre del año en curso, artículo LXVII  de la siguiente forma:



 



En este acuerdo se me solicita rendir informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación, acerca de una  gestión realizada por el Lic. Carlos Meléndez Sequeira,  Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, en oficio Nº FGR-1175-2013 de 3 de diciembre de 2013.



 



El mismo día  que recibí esta comunicación  solicité información a las oficinas regionales de Santa Cruz y Liberia, donde me indicaron que  el caso no ha ingresado, el día  de hoy  20 de diciembre se  obtuvo  copia  de la denuncia  en la Fiscalía de Nicoya  de donde se extrajo  la información necesaria para su ubicación pero esta no fue posible, por lo que  el personal disponible se avocará en los próximos días a esa tarea, para dentro de nuestra competencia proceder a realizar la valoración correspondiente.-



 



Asimismo me comuniqué con la Fiscalía de Asuntos Indígenas donde la Licda. Ariana Céspedes me  informó que ese asunto no fue remitido a ninguna de nuestras oficinas regionales, sino que se trabajó  con el departamento de Trabajo Social y Psicología para el abordaje de ley.-”
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Se acordó: 1) Tomar nota del oficio Nº 3075-OAPVD-2013 suscrito por la máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público. 2) En razón de la gravedad de los hechos y que no se ha recibido comunicación por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, se remiten las presentes diligencias al Tribunal de la Inspección Judicial para que levante la información disciplinaria que corresponda.”
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            En relación con lo anterior, el licenciado Carlos Jiménez González, Profesional en Derecho 3 de la Sala Tercera, en correo electrónico de 12 de febrero de 2014, comunicó lo siguiente:



“Siguiendo instrucciones del Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, presidente de la Comisión de Asuntos Penales, de la manera más atenta me refiero a su correo del pasado viernes 7 de febrero del presente año, en que nos comunicó el acuerdo LVI de la sesión 8-14 del Consejo Superior por medio del cual se remitieron diligencias al Tribunal de la Inspección Judicial para que levantara la información disciplinaria que correspondiera, en razón de que, según ahí se indica, la Comisión de Asuntos Penales no había contestado la solicitud hecha por el Consejo Superior en el acuerdo número LXVII de la sesión número 114-13. Al respecto debe manifestarse lo siguiente.



 



El Consejo Superior dictó el acuerdo número LXVII, en el que dispuso lo que a continuación se expone.



 



“Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Según puede apreciarse del texto del acuerdo, el Consejo no estableció ningún plazo que vinculara a la Comisión de Asuntos Penales para que rindiera el informe que solicitaba. El plazo de quince días establecido en punto 2) del acuerdo está expresamente dirigido a otras Comisiones, pero no a la Comisión de la Jurisdicción Penal.



 



En virtud de lo anterior se solicita al honorable Consejo Superior la revisión del acuerdo LVI de la sesión 8-14 y se revoque el mismo, en razón de que la Comisión de Asuntos Penales no ha incumplido ningún plazo en relación con el informe solicitado, y, en consecuencia, no existe razón para que otras instancias del Poder Judicial intervengan en el conocimiento del asunto.



 



Por otra parte, debe informarse que con respecto al informe solicitado ya existe un proyecto de informe que debe conocido por los miembros de la Comisión de Asuntos Penales y en el momento en que sea aprobado será remitido de inmediato al Consejo Superior.”
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Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación del licenciado Carlos Jiménez González. 2) Aclarar el acuerdo adoptado en sesión Nº 08-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo LVI, en el sentido de que las diligencias que se están remitiendo a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial son para que se investigue si hay responsabilidad de los  funcionarias o funcionarios que tuvieron que ver con este asunto,  por lo que el  citado acuerdo no se refiere a la Comisión de la jurisdicción Penal, y lo que se requiere de dicho órgano es la elaboración de las recomendaciones generales que estimen oportunas para orientar el trámite correcto que se debe dar en este tipo de asuntos.








Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2014








Fecha: 25 de Febrero del 2014



ARTÍCULO LI



Documento N° 14312-13, 1528-14



            En sesión N° 114-13 celebrada el 12 de diciembre de 2014, artículo LXVII, se conoció la gestión del licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en lo que interesa lo siguiente:



“Se comunique a la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Asuntos Indígenas, la Secretaría Técnica de Género y la Comisión Encargada del tema de la Niñez y Adolescencia del Poder Judicial, para lo que corresponda.



 



Se ordene de inmediato al Departamento de Trabajo Social y Psicología para el apoyo a la niña víctima indígena de los hechos.



 



Se comunique a la Comisión de Nombramiento de Jueces la actuación en el presente caso de ambas juzgadoras para lo que corresponda.



 



Se comunique a la Escuela Judicial del Poder Judicial y demás instancias de capacitación de los jueces, con la finalidad de que se haga un diagnóstico y concluirse la necesidad de algún tipo de capacitación y sensibilización especial en las juzgadoras en cuestión.



 



Se comunique a Corte Plena por la trasgresión que hubo de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes.3 en el presente caso.”  
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            A esos efectos se dispuso trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analizara la situación planteada e indicara la procedencia y propusiera recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. Del mismo modo, se solicitó un informe en el plazo de 15 días hábiles, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informaran a este Consejo lo que consideraran pertinente.



[bookmark: _Toc380681132]            En atención con lo anterior, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N°CACC-006-2014 de 13 de febrero de 2014, expuso lo siguiente:



“… en primer término. De inmediato paso a exponerles lo siguiente: En relación con los  oficios 13900 -13 y 13901-13, ambos con fecha 19 de diciembre, dirigidos a la Comisión de Acceso  a la Justicia y a la Subcomisión  para el acceso a la justicia de  los Pueblos Indígenas, cuyo acuerdo literalmente dice:



 



Se acordó: 1) Trasladar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice la situación planteada e indiquen la procedencia y propongan recomendaciones generales o alguna otra medida a aplicar en estos casos. 2) Por la naturaleza de los hechos que se someten a conocimiento,  solicitar informe en el plazo de 15 días hábiles, después de recibida la comunicación de este acuerdo, a la Comisión de Accesibilidad, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delitos, para que informen a este Consejo lo que consideren pertinente.”



 



Nos permitimos indicar:



 



1.- Que la Comisión de Acceso a la Justicia, sesionó en horas de la mañana el día 10 de febrero de 2014.



 



2.- Que discutido el tema durante la sesión y por existir la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas - Subcomisión especializada en el tema a la que ese honorable Consejo, también solicitó referirse al tema - se acordó:



 



Ceder el conocimiento de la situación denunciada, y la realización del informe solicitado, a la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, Subcomisión que con mayor propiedad podrá emitir  las recomendaciones pertinentes.



 



A su vez, como el día martes 11 de febrero del año en curso la Sub-Comisión de Pueblos Indígenas tuvo la reunión mensual de este mes, recibido el oficio que remitió la Comisión de Acceso a la Justicia, así como la nota recibida del Consejo Superior, en donde se informa sobre el acuerdo emitido durante la sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, que señala que fue conocida la opinión de la señora Sara Arce, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a Victimas, quien rindió el informe solicitado, aduciendo que este asunto no se remitió a la oficina de la Atención y Protección a Victimas y que fue dirigida al Departamento de Trabajo Social y Psicología; la Subcomisión dispuso:



 



Se acuerda: Informar a la Comisión de Acceso a la Justicia que la situación de la niña ya había sido conocida por esta Subcomisión de Pueblos Indígenas y que con base en el nuevo acuerdo emitido por el Consejo Superior, el 30 de enero de 2014, en cuanto a que se remite para las nuevas diligencias el caso de la menor indígena al Tribunal de la Inspección Judicial, para que levante la información disciplinaria que corresponda, considera inoportuno y falta de competencia  en razón de que se tratan aspectos de fondo. Sin embargo, ello no obsta para que se giren las directrices de capacitación para quienes brinden un servicio a las personas indígenas. Se declara firme por unanimidad.



 



Dejo así expuesto a ustedes lo que en ambas grupos se definió cumpliéndose con lo encomendado.



 



De los y las Integrantes del Consejo Superior, con consideración y respeto.”
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            Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por la Comisión de Acceso a la Justicia y hacerlo de conocimiento del licenciado Carlos Meléndez Sequeira, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Asuntos Indígenas.








 












3           Aprobada en sesión No. 34-10 de la Corte Plena el 29 de noviembre del 2010 artículo XVII.



 








Acta de Consejo Superior Nº 030 - 2014








Fecha: 03 de Abril del 2014



Descriptores/Temas: Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO LIX



DOCUMENTO Nº 3373-14



La Magistrada Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio Nº CMEF-SP-005-2014 del 25 de marzo de 2014, solicitó lo siguiente:



“Reciban un cordial saludo y de inmediato paso a exponerles la solicitud que deseo ustedes se sirvan atender y que agradezco de antemano el interés que le den.



En sesión celebrada el pasado 4 de marzo, la comisión en su Artículo III, acordó:



SE ACUERDA: 1° […] 2° […] 3° Hacer del conocimiento de las personas integrantes del Consejo Superior los acuerdos tomados por esta Comisión en relación con esta temática; además, solicitarles: a) Se concedan plazos concretos de ejecución para medir el impacto de las acciones que se implementen y evaluarlas para la mejora continua. b) Reiterar la importancia de que implemente en esa zona el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. c) Apoyar la implementación del Programa de Moderna Gestión en el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, siempre y cuando se les dote de todas las herramientas tecnológicas indispensables para asegurar una gestión eficiente, incluyendo el talento humano, los recursos materiales y la tecnología de información; sin dejarse de lado las particularidad de la población indígena ante la brecha digital existente. d) Solicitar al Consejo Superior reiterar a las oficinas judiciales del Circuito Judicial de Pérez Zeledón la implementación de todas las políticas aprobadas por dicho Consejo y por Corte Plena a fin de que se de un mejor servicio público a las personas indígenas; e) Informar que el defensor público Eduardo Chacón Mora, representante de la Defensa Pública Agraria, señaló se podría dar un desmembramiento de la defensa pública, pues estima, para que se de un resultado práctico, la persona que labore como defensora pública en Buenos Aires en asuntos indígenas, debe tener la garantía de acceso a los expedientes que se generen en Pérez Zeledón, en especial si se pretende la implementación del Programa de Moderna Gestión.



Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados y de esa manera, se brinde una mejor, adecuada y oportuna atención a las personas usuarias indígenas cuando acudan a los despachos judiciales.
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En sesión Nº 17-07 del 6 de marzo del año 2007, artículo LXXXVII, se tuvo por rendido el informe elaborado por la licenciada Miriam Anchía Paniagua, en ese entonces Integrantes del Consejo Superior y se acogió la recomendación en él contenida, la cual menciona la importancia del esfuerzo que realizan los funcionarios de Limón, para efectuar diligencias en comunidades alejadas, como las indígenas, con el fin de propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes, prevenir la delincuencia de jóvenes en la zona y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial a habitantes de comunidades lejanas, por lo que se recomienda que el Consejo Superior exprese su apoyo al desarrollo de este tipo de proyectos.



Luego, en sesión Nº 61-11 celebrada el 7 de julio del año 2011, artículo LIII, -entre otros- se aprobó la ampliación de las “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas”. Además se dispuso que el juez o jueza en cada caso, debía analizar la procedencia del estudio antropológico.



Posteriormente, en sesión Nº 16-13 celebrada el 21 de febrero del año 2013, artículo XLIV, se comunicó a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. Además se reiteró dicha circular.



La Secretaría General de la Corte, mediante circular Nº 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013, hizo de conocimiento de todos los Despachos Judiciales del País y el Público en General, lo acordado por la Corte Plena en sesión Nº 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, sobre el “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.



Mediante circular Nº 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de ese año, la Secretaría General de la Corte, reiteró la circular Nº 10-09, sobre “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”.



Asimismo, mediante circular Nº 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de ese año, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimientos de los Despachos Judiciales que tramitan materia penal y penal juvenil, las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”.



Finalmente, la Secretaría General de la Corte, en circular Nº 35-2014 del 26 de febrero de 2014, hizo de conocimientos de las Servidoras y Servidores Judiciales del País, la reiteración de la circular Nº 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.



Se acordó: Acoger la solicitud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en consecuencia: 1.) Aprobar la publicación de una circular dirigida a todos los despachos judiciales del país, referente a la importancia de que implemente en esa zona de Pérez Zeledón el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. 2.) Comunicar a la Magistrada Escoto Fernández, que la Corte Plena tiene suspendido todo lo relacionado a la extensión de los Programas de Moderna Gestión. 3.) Reiterar a las oficinas judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, las políticas aprobadas por este Consejo y la Corte Plena mediante las circulares números Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013; 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de 2013; 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de 2013 y 35-2014 del 26 de febrero de 2014, a fin de que den un mejor servicio a las personas indígenas. 4.) Autorizar a la persona que labore como Defensor Público o Defensora Pública en Buenos Aires de Puntarenas en asuntos indígenas, tenga acceso a los expedientes que se generen en Perez Zeledón en ese tipo de asuntos.



La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.












 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



ARTÍCULO LXVII



DOCUMENTO Nº 4274-14



En sesión Nº 34-13 (Presupuesto 2014) del 10 de abril de 2014, artículo XXVIII, se aprobó el informe ejecutivo de requerimientos de recurso humano 2014 del Estudio para la Creación de un Juzgado que atienda las materias Civil, Laboral, Agrario, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica para el cantón de Upala, 85-PLA-DO-2013 y se indicó que en cualquier reducción de recursos, permanecería este proyecto debido al interés nacional por desarrollar esa región.



Por medio de oficio Nº CMEF-SP-011-2014 del 21 de abril de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo XIII, que literalmente dice



“(…)



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 186-CSP-13 de 12 de abril de 2013, en el que la Secretaría General de la Corte hace del conocimiento del Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión extraordinaria Nº 34-13 (Presupuesto 2014), celebrada el 10 de abril del año en curso, Artículo XXVIII; y se agradece a la Administración del Primer Circuito Judicial citado por la remisión a esta Comisión de esa información. Comuníquese este acuerdo. 2° Se toma nota del Informe 85-PLA-DO-2013 denominado "INFORME EJECUTIVO DE REQUERIMIENTOS DE RECURSO HUMANO 2014: ESTUDIO PARA LA CREACIÓN DE UN JUZGADO  QUE ATIENDA LAS MATERIAS CIVIL, LABORAL,  AGRARIO, FAMILIA, PENAL JUVENIL  Y VIOLENCIA DOMÉSTICA  PARA EL CANTÓN DE UPALA" remitido a esta Comisión por la señora Bernardita Madrigal Córdoba, Subjefa del Departamento de Planificación; a quien se agradece la colaboración brindada. Comuníquese este acuerdo.  3° Se toma nota del informe remitido a esta Comisión por la integrante Ruth Alpízar Rodríguez, jueza del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste; así como del informe del señor Federico Villalobos Chacón, juez Coordinador del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, y por la cojueza de este Despacho, Zoila Flor Ramírez Arce; a quienes se agradece la colaboración de remitir la información de manera oportuna y se dispone se les comunique este acuerdo. 4° Solicitar al Consejo de la Judicatura y al Consejo Superior se disponga que en el concurso para la designación de las tres plazas de personas juzgadoras que asumirán el Juzgado Mixto de Upala, una de éstas corresponda a la lista de personas elegibles de la categoría de juez/jueza 3 agraria, dada la especialidad de la materia, y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 8 de la Ley de Jurisdicción Agraria. 5° Solicitar al Consejo Superior y a la Dirección Ejecutiva, se facilite a la persona juzgadora del Juzgado Mixto de Upala que se ocupará de asumir los procesos agrarios que conozca ese Despacho, de los recursos materiales y tecnológicos necesarios para poder realizar las audiencias de prueba en el lugar de los hechos y para asumir las labores propias de la oficina, así como la disponibilidada de vehículos para los traslados respectivos. 6° Solicitar al Director de la Escuela Judicial la incorporación de la persona juzgadora que se ocupe de conocer de los procesos agrarios que sean competencia del Juzgado Mixto de Upala, así como al personal que le sirva de apoyo, en los programas de capacitación de la materia agraria. Lo anterior, en el supuesto de que no se acceda a que se designe en esos puestos a una persona de la lista de elegibles de juez/jueza 3 agraria. 7° Comunicar a la Jefa de la Defensa Pública, Marta Iris Muñoz Cascante, la importancia de gestionar lo antes posible la designación de una plaza de defensor o defensora pública agraria, quien se ocupe de atender a las personas usuarias del citado despacho, en la materia agraria, considerando las particularidades de la población de Upala y Guatuso; y se incluya en el presupuesto respectivo, salvo que ya estuviera ello previsto.- 8° Solicitar a la Jefa de la Defensa Pública, la designación de una persona suplente del defensor público Eduardo Chacón Mora, para que asista a las sesiones de esta Comisión, cuando no pueda él asistir. 9° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-" (Lo destacado no corresponde al original)



Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados.



(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo XIII. 2.) Comunicar al Departamento de Planificación lo que la citada Comisión plantea en el punto Nº 5, referente a la solicitud de que la persona juzgadora del Juzgado Mixto de Upala, asuma los procesos agrarios que conozca ese Despacho y se le otorguen los recursos materiales y tecnológicos necesarios para poder realizar las audiencias de prueba en el lugar de los hechos y para asumir las labores propias de la oficina, así como la disponibilidad de vehículos para los traslados respectivos. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Defensa Pública.








 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



Descriptores/Temas: Capacitaciones



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XVI



Documento N° 4445, 4494-14



          La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio N° CMEF-SP-15-2014 de 24 de abril de 2014, realizó la siguiente solicitud:



“(…) me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), realizará el martes 29 de abril de 2014 de las 8:30 de la mañana a las 3:30 de la tarde, en la sede de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), en Barrio el Rodeo de la Zona de Los Santos, un primer taller con pueblos indígenas Ngöbe.



 



El objetivo de esta actividad es fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país.



 



En virtud de lo expuesto, a continuación detallo los nombres y cargos de las personas que se requiere asistan al taller:



 



				Msc. Carmenmaría Escoto Fernández



				Magistrada Sala Primera







				Msc. Damaris Vargas Vásquez



				Magistrada Suplente Sala Primera







				Licda. Magdalena Aguilar Álvarez



				Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial







				Lic. Mario Serrano Zamora



				Defensor Público







				Licda. Alba Gutiérrez Villalobos



				Dpto. Trabajo Social y Psicología I.C.J.S.J.







				Licda. Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza Tribunal Agrario







				Licda. Karen Leiva Chavarría



				Oficina Coop. y Relaciones Internacionales







				Licda. Cristina Rojas Rodríguez



				Jefa Ofic. Coop. y Relaciones Internacionales







				Lic. Edgar Ramírez Villalobos



				Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón







				Lic. Rodolfo Solórzano Sánchez



				Defensa Pública







				Licda. Marta Iris Muñoz Cascante



				Jefa de la Defensa Pública







				Lic. Allan Coto Gómez



				Defensa Pública de Tarrazú







				Lic. Garnier Vargas Barboza



				Juez Coordinador del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú







				Lic. Mario Marín Cascante



				Juez del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú







				Licda. Floribeth Mora Agüero



				Fiscala Coordinadora de la Fiscalía de Tarrazú







				Lic. Eduardo Mora Cascante



				Fiscal de la Fiscalía de Tarrazú







				Lic. Juanita María Ponce Paniagua



				Encargada de la Unidad Regional del OIJ de Tarrazú











 



De manera vehemente solicito la autorización de ese Consejo, para que los servidores judiciales supra indicados puedan asistir a la actividad, siempre que no se afecte la prestación del servicio público.”
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          Por su parte, la doctora Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente de la Sala Primera, en correo electrónico de 25 de abril de 2014, comunicó lo siguiente:



“(…) les pido excluir mi nombre de la solicitud de permisos enviada por la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en archivo adjunto. Lo anterior, debido a que ese día debo atender asuntos propios de la Sala I y en la tarde, asistir a la sesión ordinaria del Consejo de la Judicatura.”



- 0 -



Manifiesta la licenciada Silvia Navarro Romanini que la señora Presidenta, Magistrada Zarella Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concede permiso a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad que se da cuenta.



Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Secretaria General de la Corte. 2.) Acoger la gestión anterior y tomar nota de las manifestaciones de la doctora Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente de la Sala Primera, en consecuencia: Autorizar la participación de los funcionarios y funcionarias de la lista anteriormente transcrita con excepción de la doctora Vargas Vásquez, para que de las 8:30 am a las 3:30 p.m. del martes 29 de abril de 2014 participen en la actividad que se da cuenta, la cual se realizará en la sede de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), en Barrio el Rodeo de la Zona de Los Santos. Lo anterior  siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas y el Departamento de Personal, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 038 - 2014








Fecha: 29 de Abril del 2014



ARTÍCULO LXVI



DOCUMENTO Nº 4277-14



En oficio Nº CMEF-SP-013-2014 del 21 de abril de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, comunicó el acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo VI, que literalmente dice:



“(…)



SE ACUERDA:1° Se toma nota del Oficio Nº 2274-14 de 7 de marzo de 2014, donde la Secretaría General de la Corte hace del conocimiento de la Comisión de Asuntos Agrarios el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 13-14 celebrada el 13 de febrero del año en curso. 2° Informar al Consejo Superior que esta Comisión está anuente sólo a dar un acompañamiento al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios de Puntarenas, únicamente en la temática agraria. Lo anterior, debido a que no es parte de las competencias de esta Comisión la fiscalización de la gestión de los Despachos. De igual forma, comunicar al Consejo Superior que a esta Comisión no se han remitido informes de gestión del Juzgado Mixto de Puntarenas, relacionados con el cumplimiento del plan de trabajo propuesto por ese Despacho, en lo que a la materia agraria se refiere. 3° Comunicar este acuerdo al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios.4° Declarar firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-" (Lo destacado no corresponde al original)



 



Con base en el acuerdo supra citado, se agradece informa al Consejo Superior que esta Comisión se encuentra anuente sólo a dar un acompañamiento al Departamento de Planificación y a la Subcontraloría de Servicios de Puntarenas, únicamente en la temática agraria. Lo anterior, en virtud de que no competencia de la Comisión la fiscalización de la gestión de los Despachos. De igual forma, se les comunica que a esta Comisión no se han remitido informes de gestión del Juzgado Mixto de Puntarenas, relacionados con el cumplimiento del plan de trabajo propuesto por ese Despacho, en lo que a la materia agraria se refiere.



 



(…)”



- 0 -



En sesión Nº 3-14 celebrada el 14 de enero de 2014, artículo LXVIII, al conocerse la gestión de las licenciadas Xinia González Grajales, Sandra Trejos Jiménez y el servidor José Manuel Alfaro Coto, por su orden, Jueza Coordinadora, Jueza y Coordinador Judicial 2 del Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas, en la que solicitaron que se concediera permiso con goce de salario y sustitución a una de las plazas de Juez 3, sea la 44939 o la 92965, a dos plazas de Técnico Judicial 2 de ese despacho, asimismo que la plaza de Juez 3 Nº 370337 iniciara labores en ese juzgado a partir del 6 enero de 2014 y no para el segundo semestre, con el fin de reducir el circulante con que cuenta ese despacho, este Consejo, acogió parcialmente la gestión anterior y de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza Nº 44939 de Juez 3 y al puesto Nº 44993 (de Técnico Judicial 2), a partir del 20 de enero de 2014 y por el plazo de tres meses, para que se dedicaran a las labores de que se dio cuenta. Asimismo se autorizó que el puesto N° 370337 de juez 3, empezara a laborar en el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas, a partir del 20 de enero de este año y por el plazo de seis meses, a esos efectos la Sección Administrativa de la Carrera Judicial sacaría a concurso la citada plaza. Por su parte, debía el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas elaborar un plan de trabajo y dar prioridad en la resolución de los asuntos de vieja data.



Posteriormente, en sesión Nº 13-14 del 13 de febrero de 2014, artículo LI, se aprobó el plan presentado por el Juzgado Civil y Agrario de Puntarenas y se indicó que debían cumplirlo para lograr los objetivos y el impacto de mejora en la gestión del despacho.



Por otra parte, en lo que interesa, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Agraria para que le diera seguimiento al cumplimiento del citado plan.



Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Comisión de Asuntos Agrarios, celebrada el 9 de abril de 2014, artículo VI.








 








Acta de Consejo Superior Nº 046 - 2014








Fecha: 15 de Mayo del 2014



Descriptores/Temas: Planes Anuales Estratégicos



ARTÍCULO L



Documento N° 10489-12



Se conoce el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 12-14 celebrada el 24 de marzo de 2014, artículo XXII, que literalmente dice:



“La máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, en oficio N° 286-PLA-2014 del 10 de marzo en curso, manifestó:



 



“Me permito remitirle el informe final del “Plan Estratégico Institucional 2013-2017”, elaborado por el Departamento de Planificación[1]. 



 



Este Plan Estratégico es el resultado de un amplio proceso transparente y participativo, cuyo marco general fue aprobado por la Corte Plena en sesión Nº 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV, cuando se conoció la “Memoria del Taller del Plan Estratégico con el Estrato Gerencial”; en el que se que incorpora la Misión, Visión, cinco Ejes Transversales y siete Temas Estratégicos, que regirían el desarrollo institucional en el siguiente quinquenio.



 



Los componentes anteriores sirvieron como cimiento para el trabajo de campo realizado a través de entrevistas y talleres, donde participó personal del Poder Judicial y representantes de agrupaciones gremiales y de instituciones externas y personas usuarias. Asimismo, se utilizaron herramientas de opinión, como lo fue un foro y una encuesta interna; instrumentos que se encontraron a disposición de las personas usuarias, servidoras y servidores judiciales mediante el sitio Web del Poder Judicial.



 



El resultado de esta labor se refleja en las 36  acciones estratégicas identificadas,  que se deben impulsar por parte de la gerencia judicial a través de planes específicos, en los que se identifican los resultados esperados en término de metas e indicadores, donde además se señalan las actividades principales a realizar y su debido calendario.



 



Se adjuntan además los Planes Estratégicos del Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, definidos por los propios operadores, conforme los lineamientos emitidos por Corte Plena y la asesoría que en su oportunidad brindó el Departamento de Planificación. 



            



Es importante mencionar que los planes operativos de las diferentes instancias institucionales, han sido definidos a la luz del marco general ya aprobado.



 



Este documento fue elaborado por personal del Departamento de Planificación; la versión que hoy se presenta se realizó bajo la coordinación del Máster Erick Mora Leiva, Jefe de la Sección de Planes y Presupuesto.”



 



-                 0 –



 



Se concede el uso de la palabra a la máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, quien manifiesta: “Muchas gracias por permitirnos presentar la última parte del Plan Estratégico.



 



Recordemos que la Corte había aprobado la parte principal del Plan Estratégico, en el que se incorporó la Misión, Visión, cinco Ejes Transversales y siete Temas Estratégicos. Es así como se elabora un plan estratégico, basado en evaluaciones que se hicieron del anterior Plan Estratégico; se realizó un diagnóstico institucional, se hizo un taller por estrato gerencial y más de once talleres con diferentes agrupaciones internas y externas del Poder Judicial, que se han definido para esto.



 



Se abrió un foro en la página del Poder Judicial, en el cual las personas usuarias participaron y también se aplicó una encuesta en el que se hicieron ver algunos de los temas que consideraban importantes que el Poder Judicial involucrara en el Plan Estratégico, información que se la ha dado la publicidad respectiva tanto en la página de intranet como de Internet; además se han presentado los avances y los talleres realizados. De manera, que ha sido un proceso bastante transparente, en razón de que la información ha estado a disposición de las personas usuarias.



 



Asimismo, se revisaron estadísticas y diversa información, que tiene que ver con el acontecer no solo del Poder Judicial sino también a nivel nacional. También se revisó entre otros el Plan Nacional de Desarrollo, así como los objetivos ya definidos.



 



Partimos de un FODA muy detallado con el estrato gerencial, donde además se especificaron cuáles eran las fortalezas a mejorar, oportunidades a explotar, debilidades a corregir y amenazas que afrontar. Este ejercicio nos llevó al planteamiento que se presentó a Corte anteriormente, en el que se dispuso que dentro de las fortalezas que había que mejorar, ya que había un alto nivel de desarrollo tecnológico, personal calificado comprometido y dado que se estaba trabajando para que el Poder Judicial brindara un servicio de justicia accesible, que hay información para toma de decisiones a través de los sistemas que se tienen disponibles, que se venían haciendo procesos de planificación estratégica que nos vienen a mejorar el que se está elaborando, que inclusive los anteriores se elaboraron con contrataciones externas, que se había venido trabajado en temas como la modernización de la justicia y se había avanzado en algunos temas como transparencia y rendición de cuentas, entre otros.  Son fortalezas que se presentan a lo interno de la Institución.



 



Igualmente para corregir, se determinaron una serie de debilidades entre las que se presenta la falta de interconectividad y sostenibilidad de los sistemas informáticos, la alta rotación de juezas y jueces en los puestos, lo cual no permite a las oficinas desempeñarse adecuadamente e implica también una falta de compromiso por parte de algunos servidores y servidoras judiciales, deficiencias en los procesos de reclutamiento, selección y administración del recurso humano, falta de controles oportunos, inexistencia de evaluación del desempeño, inadecuada atención de la persona usuaria, procesos en los despachos débiles, falta de seguimiento de los planes estratégicos que se habían venido aprobando, y entre otros, deficiencias en la estructura administrativa para la toma de decisiones, que es un tema inclusive que la Corte ha estado analizando, y también una falta de estructura administrativa en estas situaciones, además de deficiencias en la comunicación e información tanto en lo interno como en lo externo.



 



Este mismo FODA también nos llevó a determinar oportunidades y amenazas que se presentan a lo externo en la Institución, y entre las oportunidades teníamos que había un avance importante en la estructura tecnológica y en los medios de comunicación en el país y en el mundo, habían mayores oportunidades de capacitación, existen convenios con universidades e instituciones, que el Poder Judicial goza de cierta credibilidad y confianza en la ciudadanía, muestra de eso es la alta litigiosidad que se presenta, que hay alianzas estratégicas con algunas instituciones, se ha venido trabajando en un buen proceso de acreditación de despachos judiciales y que también había que aprovechar en aquel momento la situación económica del país.



 



Sin embargo, también se revisaron algunas amenazas que tienen que ver con una deficiente formación de profesionales en las universidades, que de alguna manera aunque se determinó como una oportunidad la credibilidad de las personas, también se observaba que esa credibilidad venía un poco disminuyendo en virtud de algunos trabajos que habíamos realizado, y que determinan que los medios de comunicación hacen uso negativo y manipulan por alguna forma la información que genera el Poder Judicial, que se incrementa la litigiosidad, que hay infiltración de temas como lo es el crimen organizado, así salió en el FODA, en instituciones del Estado, y también que el presupuesto nacional era insuficiente.



 



Una amenaza que también se indicó, es que el Poder Judicial nunca ha formado parte del Plan Nacional de Desarrollo, por lo cual dentro de los planes que tienen los gobiernos nunca contemplan las necesidades reales que pueda tener la Institución, a raíz de las mismas acciones que ellos van ejecutando y de ahí la pertinencia de lograr un espacio en este tema.



 



La misión que se definió no es algo que debe variar, sino algo para lo que está hecha una Institución, en el taller gerencial lo que se planteó fue revisar su redacción, pero en el fondo quedó tal cual estaba prácticamente y con algún agregado, de manera que se lea así: “Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”.



 



¿Qué implica esto? La misión que teníamos era demasiado amplia, mientras que ésta es concreta y lleva una explicación en la que se amarran las demás ideas que permiten entender mejor la misión, dice: “Para ello, el Poder Judicial resolverá conflictos fundamentados en el ejercicio de la  persecución penal, la investigación criminal, la asistencia legal, la atención y la protección de los involucrados, de acuerdo con los principios democráticos consagrados en la Constitución Política y con el máximo apego a los valores institucionales, accesibilidad, género y las diferentes formas de administrar justicia; ofreciendo siempre excelencia y calidad en la atención a las personas usuarias que se ven afectadas (físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras), contribuyendo al desarrollo democrático y a la paz social del país.” Es una forma de otorgar contenido a la misión.



 



En cuanto a la visión, que es un pronóstico de dónde quiere uno o prevé que estará la Institución en el futuro. Sería como hacer un alto en el camino y decir si seguimos por esta vía, cómo nos visualizamos y si no queremos visualizarnos de esa manera, pues tomamos acciones distintas para cambiar ese rumbo, lo cual implicó que la visión que se definió en aquel momento, conllevaba a que el Poder Judicial fuera un poder “que garantice a la persona usuaria el acceso a la justicia y resuelva sus conflictos con modernos sistemas de organización y gestión; compuesto por personal orientado por valores institucionales compartidos, conscientes de su papel en el desarrollo de la nación y apoyados en socios estratégicos.”



 



De esta forma, se trata de enderezar la organización, para que además contemple los elementos externos, que nos pueden ayudar a mejorar nuestra gestión y también proyectar de una mejor manera nuestros valores.



 



La visión tiene toda una explicación, que involucra una serie de temas que se hablan a nivel interno, puede medirse, la explicación lo que indica es: “Se administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consciente de su función en la sociedad.



 



Se tendrán siempre presentes los valores compartidos de la institución, que han sido definidos y que comprometen a brindar un servicio de excelencia y acorde con las necesidades de las personas usuarias.



Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución, para ofrecer un servicio de calidad; a favor del desarrollo económico, democrático y a la paz social del país .”



 



Valores compartidos. La Comisión de Ética y Valores en su momento los presentó a esta Corte, y con el cual hay todo un plan de desarrollo en un plazo de 15 años, es decir, al 2026, se determinaron como valores compartidos el compromiso, la iniciativa, la responsabilidad, la excelencia, la integridad, la honradez, y así han quedado plasmadas dentro de este plan.



 



Se definieron 5 Ejes Trasversales, lo cual implica que todas y cada una de las actuaciones que tengamos en el Poder Judicial, deberían estar impregnadas por estos cinco ejes transversales.



 



Servicio Público de Calidad, concebido como un eje transversal en todo el accionar judicial, y que no solo involucra la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, sino también que incorpora la celeridad y simplificación de los procesos, el aprovechamiento de todos los recursos en general, todo buscando una gestión integral y coordinada.



 



El segundo eje transversal tiene que ver con el Acceso a la Justicia, y esto implica velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, (Población con discapacidad, adulta mayor, privada de libertad, migrante y refugiada, sexualmente diversa, indígena, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la ley Penal Juvenil), todo lo que tiene que ver con el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores, todo esto para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, en estos grupos vulnerables que se han definido. Es claro, que con el tiempo aparecerán otros tipos de agrupaciones y se involucrarán dentro de este gran tema.



 



El tercer eje transversal tiene que ver con los temas de Género. Recuerden que llevamos calidad, accesibilidad y ahora el de género, que tiene que ver con la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia, y en el funcionamiento interno del Poder Judicial.



 



El cuarto eje trasversal tiene que ver con el tema de Ética y Valores. Buscando o entendido la ética en alcanzar la excelencia en el actuar y compete a toda labor humana.  Los valores compartidos son elementos fundamentales que rigen la conducta. Son las creencias básicas sobre la forma correcta como debemos relacionarnos con las demás personas.



 



El quinto eje trasversal tiene que ver con el Medio Ambiente. Es uno de los más recientes y conlleva a desarrollar programas que promuevan el uso sostenible de los recursos, previniendo y reduciendo los impactos ambientales generados por sus actividades propias del Poder Judicial, conforme la legislación vigente.



También fueron aprobados los “Siete Temas y Objetivos Estratégicos”, que van a estar impregnados por los 5 Ejes Trasversales, tienen que ver con temas como Retraso Judicial, Modernización (Innovación) de la gestión judicial, Participación Ciudadana, Gestión del Recurso Humano, Comunicación, Transparencia y Rendición de Cuentas y la Planificación Institucional, los cuales fueron aprobados y para los cuales hay toda una definición.



 



Cada uno de estos temas estratégicos tiene su explicación y la definición de objetivos, de los cuales se desagregan acciones estratégicas que nos ayudarán a hacer más efectivo el logro de los objetivos planteados.



 



Cada tema tiene su objetivo estratégico planteado y hay 36 acciones estratégicas distribuidas entre todos los temas, es así como en el tema de Retraso Judicial, el objetivo es: “Disminuir el retraso en la resolución de los procesos judiciales, mediante la optimización de mecanismos alternos de solución de conflictos, de agilización de las medidas cautelares, tutelares y otras acciones concretas para abordar la congestión judicial.”



 



Para estos objetivos estratégicos ¿Qué acciones estratégicas se han definido en una primera línea?



 



- Implantar la Justicia Restaurativa dentro del proceso penal y penal juvenil, como proceso colaborativo para resolver conflictos.



 



- Extender el programa de conciliaciones, mediante la  promoción y aplicación de medios de resolución pacífica de conflictos.



 



- Ampliar el modelo oral-electrónico a todos los despachos que conocen la materia de pensiones alimentarias.



 



- Consolidar la aplicación del procedimiento especial de flagrancia en todo el país.



 



- Potenciar la aplicación de las medidas cautelares y tutelares en los diversos procesos, para asegurar la efectividad de la justicia y valorar la pertinencia de reformas legales.



 



- Concretar acciones para resolver los asuntos en trámite de más vieja data y aquellos procesos que presentan congestión judicial, involucrando la participación activa de las comisiones por materia.



 



El tema dos, tiene que ver con la Modernización de la Gestión Judicial, el cual es bastante amplio.



 



Su objetivo, lo hemos llamado sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad.



¿Qué acciones estratégicas implica?



 



- Rediseñar los procesos judiciales y formas de organización, aplicando la moderna gestión, oralidad y nuevas tecnologías, de conformidad a las particularidades de cada zona y la disponibilidad presupuestaria.



 



- Consolidar el sistema de calidad y acreditación en la justicia costarricense.



 



- Mejorar la efectividad de las comunicaciones judiciales, como apoyo estratégico de la gestión judicial.



 



- Contar con un sistema de toma de decisiones para la jerarquía institucional, basado en la implementación de sistemas tecnológicos.



 



- Impulsar el desarrollo de la Política de Igualdad de Género en los ámbitos que conforman el Poder Judicial.



 



- Impulsar proyectos de ley asociados a la moderna gestión judicial, dando el acompañamiento requerido en la corriente legislativa.



 



-                 Consolidar y extender el modelo integral e interdisciplinario de la atención y la prevención de la violencia contra las mujeres, en relaciones de pareja y familiares, como por hostigamiento sexual, violación y violencia doméstica.



-                  



Dentro del tema de Participación Ciudadana, su objetivo estratégico es aplicar la gobernanza en la gestión judicial, incorporando los diferentes actores involucrados con el fin de buscar soluciones que resulten satisfactorias a todas las partes. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Propiciar sinergias para la participación ciudadana.



- Incluir la participación ciudadana en todo el quehacer del Poder Judicial.



 



- Sensibilizar a la ciudadanía para que participen activamente en la gestión judicial.



 



El cuarto tema tiene que ver con la Gestión del Recurso Humano; su objetivo estratégico implica consolidar un sistema apropiado e integral de gestión humana para un mejor desempeño y servicio público. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Promover la creación de una política para la Rectoría de Gestión Humana en todos los ámbitos y sectores que componen el Poder Judicial.



 



- Formular  un modelo desconcentrado de Gestión Humana acorde con las necesidades institucionales y la realidad nacional.



 



- Proponer un modelo de evaluación del desempeño basado en competencias laborales.



- Revisar el régimen disciplinario institucional, con la finalidad de garantizar la transparencia y rendición de cuentas en la administración de justicia y mejorar la credibilidad del servicio en la población costarricense.



 



- Fortalecer la carrera judicial, para afianzar el principio de independencia, lograr la idoneidad y el mejoramiento de servicio de justicia.



 



-                 Impulsar un proceso sostenible y sistemático de capacitación para el mejoramiento en la administración de justicia.



 



En el tema de comunicación. Su objetivo estratégico, el cual tiene que ver con implementar una cultura de comunicación organizacional e información basada en los principios que rigen la función pública para generar en la ciudadanía credibilidad, confianza, legitimidad hacia la Institución. 



 



Sus acciones estratégicas son:



 



- Establecer una política de comunicación integral, accesible a todas las personas internas y externas.  Entiendo que en esta política existe un borrador presentado y que está pendiente de hacerlo de conocimiento de esta Corte.



 



- Fortalecer la imagen del Poder Judicial mediante la implementación de la Política de Comunicación Institucional, con el fin de mantener informados a las personas internas y externas sobre la labor que se realiza, anticipando los temas de mayor impacto institucional.



 



- Establecer un plan de acción institucional en el área de Comunicación y Prensa del Poder Judicial,  para atender situaciones de crisis, de acuerdo con las políticas de comunicación institucional, la normativa vigente y los criterios que defina la jerarquía o cada Órgano Auxiliar de Justicia.



 



-                 Establecer vocerías por área temática con el propósito de informar a la ciudadanía, de acuerdo con las políticas de comunicación institucional, la normativa vigente y los criterios que defina la jerarquía o cada Órgano Auxiliar de Justicia.



-                  



Todos estos son temas que reforzarán la comunicación tanto interna como externa del Poder Judicial.



 



Respecto al tema de Transparencia y Rendición de Cuentas, el objetivo estratégico es el de “Fortalecer la imagen y legitimación de la Institución” y hago la observación de que falta agregar lo siguiente: “… mediante la transparencia y la rendición de cuentas como medios para contribuir a la democracia.” De esta manera, quedaría completo.



 



La Acción Estratégica 6.1, es la que viene a cambiarse, porque implica impulsar la participación de diversos ámbitos de la Institución en el desarrollo de acciones que permitan contar con herramientas que fomenten la rendición de cuentas.  Las demás se refieren a:



 



- Implementar acciones que permitan mejorar la administración y operación de los servicios de justicia, a través de un mayor  conocimiento público, para que las personas ciudadanas puedan conocer, participar y colaborar en la búsqueda de soluciones a los problemas judiciales, en beneficio de la comunidad costarricense.



 



- Proyectar la imagen del Poder Judicial mediante la divulgación del quehacer institucional, en la comunidad nacional e internacional.



 



- Ampliar el banco de buenas prácticas institucionales en la temática de transparencia y rendición de cuentas, contemplando el intercambio de experiencias con organizaciones nacionales e internacionales.  De tal manera que se vaya apoyando en este sentido temas propios de la rendición de cuentas y que no se vean como aspectos ajenos al Poder Judicial, por cuanto estamos llamados legalmente a cumplir con ello.



 



Finalmente, el último tema es el de Planificación Institucional, cuyo objetivo estratégico es del de potenciar la planificación institucional participativa, con el propósito de maximizar el uso de los recursos en la gestión judicial.



 



¿Qué implica? Ordenar la casa, no caminar proyectos cada uno por su lado, sino irlos armonizando de conformidad con las prioridades institucionales de conformidad con una línea clara que tenga la Institución, de qué es lo que se quiere, de los recursos con los que se dispone, en fin, ordenando para tener claridad y que además todo esto nos lleve a tener mayor transparencia en las acciones estratégicas que se van adoptando, como las siguientes:



 



- Alinear el proceso de toma de decisiones judiciales conforme a la estrategia declarada en el presente plan estratégico.



 



- Administrar los recursos presupuestarios, atendiendo las prioridades institucionales de acuerdo con el marco estratégico establecido.



 



- Incorporar la cultura de proyectos en la gestión del Poder Judicial, mediante la implementación de una cartera de proyectos que contribuya a la resolución de las prioridades del presupuesto institucional.



 



- Definir soluciones de infraestructura  que atiendan las necesidades actuales y futuras,  conforme los requerimientos legales, de seguridad y accesibilidad.



- Establecer socios estratégicos a nivel nacional e internacional, para lograr un modelo sustentable de financiamiento institucional que promueva la gestión judicial.



 



- Revisar el sistema organizativo-funcional de las instancias administrativas, con el fin de adecuarlas a las necesidades institucionales y maximizar los recursos.



 



Estas 36 acciones estratégicas están debidamente desarrolladas en el documento que se les ha planteado, están definidas en su cumplimiento por años, lo que corresponde a cada instancia, definidos los responsables y éstos con qué áreas deben coordinar.



 



En los planes estratégicos que hemos tenido en años anteriores, recordarán que el primero era tan pequeño, que cualquier cosa que uno hiciera cabía, porque no tenía indicadores, era más que nada como la primera parte de lo que esta Corte había aprobado.



En el segundo plan estratégico que se hizo, más bien se quiso ser tan detallista, que se elaboró un documento demasiado ambicioso, diría, para lo que se podía disponer de los recursos y demás.



 



En este a raíz del taller que hicimos con la Corte y de lo que las diferentes instancias han venido proponiendo hacer, pues se definieron detalladamente un cuadro integral de mando, donde relaciona todas las variables y está especificado para cada uno de los 7 temas estratégicos, con los 7 objetivos estratégicos de la Institución y definidas 36 acciones estratégicas, que les acabo de mencionar muy rápidamente, así como 45 metas definidas con sus respectivos indicadores de eficiencia y resultados e indicadores que muestran otro tipo de resultados que vamos a ir obteniendo. De tal manera, que se va teniendo claridad en qué es lo que se quiere y tratamos también de incluir indicadores que no fueran simples actividades que al final no contribuyeran al objetivo para el cual están definidas.



 



Estas 36 metas e indicadores, a su vez se dividen en 216 actividades muy puntualizadas y definidas, en donde no habrá forma de que alguien diga  “no sabía que me tocaba o no sabía que era lo que tenía que hacer”, es decir, está todo debidamente amarrado en una serie de matrices que se presentan y también  con las 20 “políticas, programas o proyectos” que la Institución viene elaborando.



 



Este Plan estratégico se le llama: “Plan Estratégico Institucional 2013-2017” porque se empezó a hacer desde el 2012. Sin embargo, el hecho de que esta segunda parte, donde se aterrizan estos temas estratégicos, no se hubieran traído todavía a esta Corte, no implica que no se venga avanzando institucionalmente.  Por ejemplo, hicimos talleres con el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, y como anexos en el documento que se les entregó, se encuentra el plan estratégico de cada uno de ellos, por lo que observaran como ellos hicieron el esfuerzo por enlazarlo con el retraso judicial, con la parte de modernización, por los diferentes temas que ellos tienen involucrados. De manera, que se puede generar una cadena para observar qué están haciendo las diferentes instancias del Poder Judicial, aún el ámbito auxiliar, en función de cada uno de los temas estratégicos.  Igualmente están definidos los cronogramas por fechas. Por ejemplo, el plan de justicia restaurativa, viene caminando; el tema de pensiones alimentarias también, de igual manera los temas que tienen que ver con PISAV; se hizo una evaluación que resultó bastante satisfactoria, se están haciendo las acciones para implementarlo en otros circuitos e inclusive está incluido dentro de las prioridades institucionales del próximo año.



 



En materia de política institucional, hay un borrador hecho, entiendo que está pendiente y faltaría únicamente hacerlo de conocimiento de esta Corte y de la misma manera hay una serie de temas.



 



En el tema de la Evaluación del Desempeño esta Corte, la Comisión de la Evaluación del Desempeño en su momento presentó un reglamento que fue discutido, aprobado por esta Corte y se trasladó al Departamento de Personal, de manera que son aspectos que ésta Institución viene trabajando por diferentes lados, todos armonizados con este plan que está aquí plateado.



 



Si quisieran puedo entrar en cada uno de los temas estratégicos, de las acciones e indicadores, para que los vayan observando, no obstante ustedes cuentan con los documentos al respecto e igual estamos a la orden para responder las dudas que se presenten.



 



El informe del Plan Estratégico, contiene una parte que se refiere a factores críticos de éxito, porque son elementos que se requieren como el apoyo en la Institución y demás y cada uno de los objetivos están definidos los 31 factores de éxito, es decir, cuando alguno de estos temas estratégicos empiecen a caminar, en teoría será fácil ir amarrando lo que no esté funcionando, para ir corrigiendo, si nos está haciendo falta apoyo, si nos está fallando la parte tecnológica, en fin, ha quedado todo amarrado. Al final del documento se incluyeron dos matrices, para hacer las evaluaciones que esto conlleva y estaríamos trabajando muy de la mano con las diferentes instancias.



 



Es muy importante para el Departamento de Planificación, que se defina una Comisión de Plan Estratégico, con quién podamos coordinar directamente; que se involucre al Consejo Superior en esta temática y que también a la hora que se vengan a hacer la devolución de resultados, sea el Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio Público y la Defensa Pública; pues en el pasado nos ha ocurrido que más bien, en mi caso, en alguna oportunidad vine a hacer la devolución de resultados del Organismo de Investigación Judicial y poco sabía para defender esa información, que tal vez a ustedes no les parecía y considero que sería oportuno aprovechar y hacer un buen ejercicio de rendición de cuentas a la luz de estos planes.



 



El Plan Estratégico del Sector Administrativo se trabajaría, hay un borrador elaborado, se validaría la próxima semana y lo que pretende es darle sustento a lo que aquí está planteado y lo que la Corte así defina”.



 



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MÁSTER ASCH CORRALES, SALIERÓN LOS MAGISTRADOS JINESTA Y CRUZ. ENTRÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



 



Indica el Magistrado Vega: “En primer lugar, decirle a la máster Marta Asch Corrales y a su equipo de trabajo, que celebro en lo personal el trabajo realizado, sé que ha sido difícil y que ha llevado su tiempo, pero hay indudablemente una mejoría importantísima en este documento presentado en relación con el Plan Estratégico anterior, lo cual en lo personal me llena de mucha satisfacción y vale la pena el tiempo que hemos esperado.



 



Se genera a partir de este documento una visión distinta, dentro de lo que se podría denominar la moderna gestión pública, vamos más orientados hacia una gestión por resultados, hacia la medición de las acciones concretas que realizamos, contemplamos la creación de indicadores de gestión en los distintos ámbitos, hablamos del concepto de la mejora continua, también incorporamos aspectos relacionados al control periódico de la gestión.



Me satisface mucho y le agradezco a la señora Presidenta, Magistrada Villanueva y al Departamento de Planificación, que exista un eje estratégico esencial, como es el tema de la gestión de la calidad, que considero que es fundamental para poder desarrollar un enfoque sistémico integral, en lo que a las acciones estratégicas institucionales se refiere.



 



Es muy importante la alineación de las acciones estratégicas con los objetivos misionales, en esa parte podría todavía mejorarse algo el documento, le comenté a la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, que tengo que retirarme porque hay una reunión del jurado del Premio Nacional a la Calidad, por lo que tengo que salir en este momento.



 



Voy a dejar hechas mis observaciones por escrito, las cuales le comentaré a la máster Asch Corrales, para poder incorporarlas al documento final.



 



De verdad felicitaciones, estimo que es un excelente trabajo y ahora lo importante, como decía doña Marta, no es tener un documento escrito, sino cumplir ese Plan Estratégico, ese es el desafío más importante, de nada sirve que en una organización haya un Plan Estratégico muy bien elaborado, si la organización no es capaz de llevarlo a la práctica y cumplirlo. En ese sentido, quiero unirme al llamado que hace la máster Asch Corrales, de crear una Comisión de Seguimiento para el Plan Estratégico, ofrezco mi colaboración para poder integrarla, puedo eventualmente hacer algunos aportes y me interesa poder colaborar en esa línea o dirección. Felicitaciones y muchas gracias”.



Las observaciones preliminares aportadas por el Magistrado Vega al Plan Estratégico, son las siguientes:



“1. Fortalezas: que me parecen cuestionables



 



Alto nivel de desarrollo tecnológico. Impacto? Costo-Beneficio?



Información suficiente para la toma de decisiones. Por medio de cuáles mecanismos? Las estadísticas no cumplen ese papel



Procesos de Planificación Estratégica. Procesos que no han sido evaluados objetivamente ni en costo ni en impacto al servicio público



Modernización de la justicia (Aplicación de la oralidad y proyectos de mejora de gestión de despachos, visión de cambio). Proceso que tampoco se ha evaluado a nivel de impacto ni de costo-beneficio



 



Misión: Si incluye el tema de la Calidad por tanto deben ser pilares fundamentales, incuestionables para ser desarrollados y aplicarlos



 



“Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”. (el subrayado es propio.



 



Visión



 



Ser un Poder Judicial que garantice a la persona usuaria el acceso a la justicia y resuelva sus conflictos con modernos sistemas de organización y gestión; compuesto por personal orientado por valores institucionales compartidos, conscientes de su papel en el desarrollo de la nación y apoyados en socios estratégicos.”



 



En la Visión se hace referencia a modernos sistemas de organización y gestión.  Al desarrollar este tema observamos



 



Para lograr esta Visión:



“Se administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consiente de su función en la sociedad.



 



Como se puede observar, en este desarrollo no se toma en cuenta el tema de la Gestión de la Calidad, lo cual me parece debe incorporarse, pues si se habla de simplificación, sistemas modernos de gestión, RAC, Justicia Restaurativa, etc…pero no se menciona la Gestión de la Calidad



 



Estimada señora Presidenta.



Le hago llegar algunas de las observaciones al Plan Estratégico según lo expuesto en la Corte hace unos minutos, reiterándole mi interés de formar parte de la Comisión de Seguimiento de dicho Plan.



 



Me parece muy importante que se mencione el tema de calidad como uno de los ejes trasversales. Haría unas pequeñas modificaciones a la redacción para incluir el tema de la normalización, la estandarización, la acreditación de despachos y oficinas etc.



 



SERVICIO PÚBLICO DE CALIDAD



 



“El tema de la calidad de la justicia, debe ser concebido como un eje transversal en todo el accionar judicial, ya que no solo involucra la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, sino que también incorpora la celeridad y simplificación de los procesos, el aprovechamiento de todos los recursos y la mejora continua en la gestión integral de los despachos u oficinas judiciales.”[1]



 



De igual forma en los Temas y Objetivos Estratégicos se menciona la Calidad como uno de ellos al indicarse:



 



I.       Modernización (Innovación) de la gestión judicial



Se refiere a la incorporación en la gestión de los despachos y oficinas judiciales, modernos e innovadores sistemas de justicia sustentados en criterios de calidad certificados.



Objetivo: 2. Sustituir las modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad.



 



Es importante acotar que debe modificarse la palabra certificados por acreditados.



 



Desde mi punto de vista, la Calidad y la Gestión de la Calidad están debidamente incorporadas en el Plan Estratégico lo cual me alegra mucho. Creo que es necesario incluir más el Enfoque Sistémico Integral para lograr un adecuado desarrollo del tema.



 



En relación con la participación ciudadana, también tengo algunas observaciones. Creo que hay que incentivar el concepto de corresponsabilidad en la gestión pública. Eso está haciendo falta.



 



Muchas gracias por el esfuerzo realizado. Agradezco incluir estas observaciones en el documento y las que haré llegar con más calma en estos días a doña Marta.”



 



SALE EL MAGISTRADO VEGA.



 



Expresa la Magistrada Camacho: “Considero que el Magistrado Vega hizo un buen resumen respecto a lo que ha expuesto la máster Asch Corrales esta mañana y también me sumo a las felicitaciones y a los reconocimientos que se están haciendo con respecto a este nuevo Plan Estratégico, el cual refleja muy bien lo que en aquellos días del taller planteamos.



 



Quiero destacar que se retoman poblaciones vulnerables de nuevo, que el camino institucional está marcado por darle apoyo a estas poblaciones de personas usuarias, que en otros tiempos también fueron apoyadas, pero que ahora se refleja de una manera directa en el Plan Estratégico.



 



El otro tema muy importante es el sistema de evaluación continua, que estimo es necesario para efectos de los recursos que se invierten, y en ese sentido también quiero felicitar al Departamento de Planificación que de una manera muy técnica y sistemática nos ha planteado esta mañana, sobre cuál es la ruta del Poder Judicial”.



 



SALEN LOS MAGISTRADOS CASTILLO Y RUEDA.



 



Dice la Magistrada Varela: “Me uno al reconocimiento que se ha hecho sobre la mejora que  lleva esta propuesta.



 



Únicamente echo de menos unas cuestiones de forma, sobre el tema 1.3 que dice: “Ampliar el modelo oral-electrónico a todos los despachos que conocen la materia de pensiones alimentarias.”



 



Lo que habría que corregir es cuando indican “Responsables”, pues señala: “Comisión de la Jurisdicción de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica”. Hay que mejorar eso en las siguientes dos columnas. Asimismo, no observo un tema tan trascendental como es el “retraso judicial”; está muy bien cubierto el tema de las pensiones alimentarias, así como de las víctimas sobre el proyecto que lidera la Magistrada Arias, pero echo de menos el tema específico de grupos vulnerables en materia laboral que se trata muy general.



Estimo que falta algo, y como una de las acciones estratégicas, podríamos incluir (y lo someto a consideración de todas y todos), la fijación de parámetros mínimos de rendimiento. Sé que es un trabajo que está elaborando el Departamento de Planificación,  producto de un acuerdo del Consejo Superior que tuvo su origen  en una solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Laboral,  urge el resultado de ese estudio.



 



Me parece que para poder combatir el problema del retraso judicial, nos está haciendo falta ese componente.



 



Sugiero, respetuosamente, que se incluya  en el plan estratégico quinquenal la definición de parámetros de resolución en todas  las materias e indicar un plazo al respecto; donde los  parámetros mínimos  tomen en cuenta el tipo de proceso y a la carga de trabajo que tiene cada funcionario y funcionaria judicial. Eso podríamos tenerlo listo a finales del 2014 o a más tardar en el 2015.



 



Hago esta propuesta porque las Comisiones tienen dificultad a la hora de tratar de poner metas de resolución, pues  uno de los argumentos de quienes administran justicia es que no se han fijado parámetros mínimos de resolución de casos en cada materia. La fijación de mínimos de resolución debe ir unido con el asunto de evaluación y desempeño. Es un tema importante y decisivo para combatir  el retraso judicial y por eso estimo que se debe incluir en el Plan Estratégico.



 



También debemos de fijar parámetros en el Plan Estratégico o acciones concretas, sobre la duración promedio o razonable de los casos, de acuerdo a la naturaleza de los asuntos. Por ejemplo, el informe del Magistrado Rivas sobre lo que pasa en la Jurisdicción Contenciosa-Administrativo; nos habla de términos razonables para que los asuntos, en un Tribunal de alzada no dure más de seis meses. Esas son acciones que tienen que quedar reflejadas, documentadas o especificadas en un Plan Estratégico, para contar con una ruta bien definida, bien marcada para combatir el retraso; es decir, fijación de tiempo y modo para lograr esos objetivos.



 



No sé si podemos incluir en el Plan Estratégico, como una medida posible para el 2015, la especialización en otras materias que no están definidas en este. También me parece importante, para el combate del retraso en la administración de justicia, establecer acciones en el Plan Estratégico, para abordar el tema de las ejecuciones de sentencia; que en laboral es un dolor de cabeza y estamos con acciones concretas para disminuir la respuesta; pero al ser un tema que atañe también a otras materias tiene que quedar definido en el Plan Estratégico, con acciones institucionales claras. 



 



Se trata de una preocupación de hace muchos años y debo recordar que en algún momento se había pensando en crear juzgados de ejecución en otras materias que no sea la penal, por ejemplo, en laboral, solo que se redujeron plazas al aprobar el presupuesto.



 



Me parece que estos son temas trascendentales y debemos fijar acciones para lograr mejorar en la gestión y en el acceso a la justicia.



 



Hay un tema que lo dejo planteado, referente a otros grupos vulnerables. Está muy bien lo de pensiones alimentarias y penal, pero nos está haciendo falta definir cómo vamos a abordar, a futuro, la defensa de los derechos de los grupos vulnerables en materia laboral.



 



En el Plan Estratégico se dice que hay que accionar para apoyar el desarrollo de los proyectos de reforma procesal, pero eso resulta insuficiente.



 



Dejo planteados esos temas específicos (el abordaje del retraso judicial, lo relativo a las ejecuciones de sentencia en materia laboral, entre otras, y la defensa para grupos vulnerables) que me generan  mucha inquietud; para que valoremos la necesidad  y conveniencia de incluir acciones estratégicas, o dentro de la visión general de acciones para  resolver el tema del retraso judicial. Lo estoy enfocando en materia laboral, pero hay que hacerlo en otras materias, como civil y contencioso, que tienen similar problema”.



 



La máster Asch Corrales, le indica a la Magistrada Varela: “En cuanto a los temas que usted ha expuesto, tendríamos que revisar en todas las 216 actividades, para que se les agregue al Plan Estratégico, vamos a revisarlo y las que no estén contempladas estaríamos haciendo alguna propuesta y coordinaríamos con usted, o como lo disponga esta Corte.



 



Las materias que están específicamente mencionadas, es porque ha venido un apoyo de la Corte muy dirigido hacia mejorarlas. Por ejemplo, pensiones alimentarias, el tema de víctimas, de flagrancias, hay acciones muy concretas, por eso están visibilizados de esa forma. Sin embargo, en aquel momento inclusive, en el taller de Estrato Gerencial, esto fue lo que salió, se dijo que el Plan Estratégico lo que me va a hacer es definir prioridades, si ponemos a todas las materias de prioridades, no valdrá la pena hacer un Plan Estratégico, porque volvemos a caer en el anterior, que quisimos hacer de todo un poco y al final no hicimos mucho.



 



Debo decirle de algunos temas, pues hay una acción estratégica que habla de extender, por ejemplo, el programa de conciliaciones. Hay otro tema que tiene que ver con consolidar los procesos, potenciar la aplicación de medidas cautelares y tutelares en diversos procesos y si no valorar reformas legales que tengan que darse. También se habla de concretar acciones para resolver asuntos de trámite de más vieja data, aquellos procesos que presentan congestión, sin ponerle nombre ni apellido, porque ahí se trata de ver la situación desde un punto de vista más amplio, inclusive dice que es involucrando la participación activa de las comisiones, que consideramos que deben estar más para el funcionamiento de la materia como tal.



 



Los temas estratégicos tienen sus objetivos y cada uno cuenta con acciones estratégicas y actividades, que son las 216 que mencionaba. Por mencionarle una: “Concretar Acciones para Resolver Asuntos de Trámite de Vieja Data” son aquellos procesos que presentan congestión judicial involucrando la participación activa de las comisiones por materia que les mencionaba ahora, hay una que dice: “Definir parámetros mínimos y máximos de duración para resolver en las diferentes etapas de los procesos judiciales según la materia” Eso está para desarrollarse entre el Departamento de Planificación y las comisiones del retraso judicial. De manera, que sí esta contemplado el tema, y así revisaríamos lo que usted ha planteado, siempre aclarándoles que si vamos a incluir todas las materias, deja de ser casi un Plan Estratégico, porque no estaríamos fijando las prioridades, pero si ustedes así lo desean, lo haremos”.



 



La Magistrada Varela, le expresa a la máster Asch Corrales: “Doña Marta, no encontré lo que usted dice sobre la fijación de parámetros. Se trata de un trabajo que ustedes tienen adelantado, porque están trabajando a raíz del acuerdo del Consejo Superior. La fijación de parámetros mínimos de rendimiento nos ayudaría a resolver y a definir el camino en todas las materias, no solo en laboral.



 



Estoy proponiendo que se indique como una acción específica en el Plan Estratégico relativa a parámetros de mínimos de resultados, por procesos y por materias, y se fije un plazo para logralo, lo cual da luz, pues se trata de una de las debilidades que hemos tenido; con ese tipo de acciones programadas nos ayudaría a tener bien definida la situación.



 



 Por supuesto que el tema al que se le va a dar una mayor atención es al de la ejecución de sentencia; porque sabemos que los problemas del retraso judicial no acaban con el dictado rápido de una sentencia; después viene el proceso de ejecución que no debe demorar. Por eso hice mención del informe que rindió el Magistrado Rivas, donde viene dando respuesta a quejas de las personas usuarias. En contencioso sabemos que se han presentado quejas, pero no es solo en esa materia, las tenemos en cobro, civil, laboral, entre otras; por lo que deben quedar bien claras las acciones concretas que la Institución tomará para resolver este problema”.



 



Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Dentro de las prioridades está la Evaluación del Desempeño, la cual tiene indicadores y parámetros en todas las materias. Dígame si me equivoco, estarían contempladas las inquietudes de la Magistrada Varela, que son muy importantes”.



 



Aclara la máster Asch Corrales: “Estimo que así es, la Comisión de Evaluación del Desempeño trabajó bastante una cantidad importante de matrices muy desagregadas por diferentes materias, y eso entiendo se trasladó a las áreas responsables del Departamento de Personal, para que puedan evaluar con base en eso, revisar las matrices y de ahí se empieza a desagregar toda la experiencia en ese sentido.



 



Por eso le indico Magistrada Varela, que los temas que usted plantea están de una u otra manera inmersos en otros puntos del Plan Estratégico”.



 



Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La Evaluación del Desempeño es para todas las materias”.



 



Agrega la máster Asch Corrales: “Esta Corte dispuso que tenía que empezar en enero del 2015”.



 



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tomamos nota de las inquietudes de la Magistrada Varela que son muy importantes.”



 



Manifiesta el Magistrado Rivas: “En el mismo sentido que lo planteó la Magistrada Varela, la priorización excluye el resto de las materias que no están indicadas en esa jerarquización, los ingresos de asuntos están aumentando en todas las materias, la no mención de las otras materias da la impresión de que se están excluyendo de ese desarrollo y en ese sentido es la llamada de atención, porque agrario, civil, cobro, contencioso también aumentan el número de entradas. Desde luego, que la institución lo que hace es resolver todo tipo de  diferendos entre partes de todas las materias y el crecimiento hay que enfrentarlo en todas las materias.



 



Lo que debe quedar claro, es que el hecho de que se dé prioridad a algunas materias, no excluye a las otras del crecimiento, por lo menos, normal y previsible y tomando en consideración el aumento de ingresos de acuerdo con las diferentes situaciones que se dan en el desarrollo de la sociedad, que es la que trae sus diferendos a ser resueltos por nosotros.



 



En ese sentido, debo llamar la atención para que de alguna manera no se entienda que solamente van a crecer, o crear Juzgados en determinadas materias y que el resto de las jurisdicciones van a quedar limitadas a un desarrollo de menor rango y que no va a poder enfrentar las obligaciones constantes en este país que cada vez judicializa más todos sus diferendos.



 



La Presidenta, Magistrada Villanueva le indica a la máster Asch Corrales: “Tomaríamos nota, creo que no hay en eso discusión de destacar el desarrollo, la evaluación, los parámetros y los indicadores en todas las materias como lo han señalado”.



 



Prosigue la máster Asch Corrales: “Le agregaríamos a los diferentes puntos que sea en todas las materias, son programas muy específicos”.



 



Señala la Magistrada Escoto: “Estoy de acuerdo con lo expuesto por la Magistrada Varela, así como lo señalado por el Magistrado Rivas; pues si tenemos dentro del Plan Estratégico temas tan importantes como lo son las personas en algún estado de vulnerabilidad, ya sea social, físico, mental, tenemos también que contar con los medios idóneos para poderles hacer frente a lo que ahí se pide.



 



Al menos para la Comisión de Accesibilidad de la cual formo parte, considero esencial el trabajo que están haciendo en la unidad de la Comisión, se cuenta con un presupuesto sumamente bajo, y cuando alguna Subcomisión pide ayuda para realizar una actividad, es difícil hacerle frente a todas las diferentes Subcomisiones que así lo requieren, por lo que quisiera que se tomara eso en cuenta.



 



Me interesa sobremanera el tema, porque es uno de los ejes esenciales del Poder Judicial, no solo debemos crear Subcomisiones y situaciones contra de vulnerabilidad, sino ver la factibilidad de que ellas puedan hacerle frente.



 



Al menos en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para nosotros es sumamente duro contar con personas que deseen coadyuvar, pero es un plus, entonces cuando no hay tiempo o no pueden llegar, no les puedo exigir y es duro ver esto, porque se hace por mística en muchos casos, pero también notamos que no hay un presupuesto capaz de permitir hacerle frente a algo tan importante como eje transversal que es.



 



Quiero ver de qué forma podríamos en estos casos, contar con los medios idóneos para hacerlo efectivo, porque es difícil. Por ejemplo, asistir a las diferentes giras cuando no todas las personas pueden disponer de ese tiempo, ni siquiera levantar las actas, por lo que me preocupa que tengamos toda esta gama de acciones dirigidas a fines muy loables, pero que no se cuente con el personal idóneo. Quisiera ver de qué manera en el Departamento de Planificación nos brindan un estudio desde ese ángulo, ver la factibilidad de que sea efectivo como lo expuso la Magistrada Varela”.



 



La máster Asch Corrales responde a la Magistrada Escoto: “Respecto de que a las Subcomisiones se les asigne personal, hay un acuerdo de esta Corte donde más bien se ha señalado que las Comisiones no tienen que tener recurso humano adicional, que es un trabajo que tienen que coordinar con las instancias administrativas o las secretarías que existen y demás, para poder coadyuvar en este proceso.



 



Recuerdo que en el año pasado y parte del antepasado, en que se tocó el tema sobre la necesidad de crear una unidad dentro de la Secretaría de Género, denominada Unidad de Accesibilidad -ahí es donde se deberían de estar dando todos los apoyos- porque inclusive en las últimas sesiones de Corte se dijo y quedó claro: “no crece el sector administrativo”, y si estamos pensando en asignar recurso humano a cada una de las Subcomisiones que se van creando, entonces sería una cuestión de que esta Corte así lo disponga o que las personas que se involucren en eso puedan tener algún tiempo de su jornada para atender este tipo de cosas, pero que eso tampoco desvirtúe la naturaleza por las cuales fueron contratadas, hay que hacer equilibrios y buscar la coordinación entre las instancias que ya existen.



 



Hay un tema de revisar la estructura administrativa y en ese sentido esta Corte en otras oportunidades ha hablado de una Secretaría Genérica, que le preste servicio a todas las Comisiones que existen, pero entonces salen las Secretarías de Género, de Accesibilidad, Ética y Valores, el CEGECA, por lo que se tendría que revisar toda esa estructura para ver de qué manera se le da soporte a todas las instancias. Si aquí lo que se dispone es que a cada Subcomisión que se vaya a hacer se le den recursos, me parece que es un poco complicado, no porque no se requiera, Magistrada Escoto, sino pensando en la disponibilidad de recursos institucionales y lo que se avecina que no lo veo muy claro.



 



Estimo que si hay que tenerlo presente para que en el momento en que se pueda coadyuvar, se vaya haciendo, es lo que pienso, pero no sé en ese sentido que pueda disponer esta Corte”.



ENTRA EL MAGISTRADO CASTILLO.



 



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Si no hay más observaciones, lo que procedería es aprobar el Plan Estratégico.”



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar el “Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2017”.



 



-                 0 –



 



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Quiero agradecerle a la máster Asch Corrales porque sabemos que el anterior plan estratégico se hizo con recursos externos y es muy difícil este trabajo, así que valoramos y reconocemos el esfuerzo y así quiero expresárselo.



 



También recordando la experiencia institucional y concretamente el trabajo de las Magistradas León y Varela, en la Comisión de Seguimiento pasado, que duraban 6 meses para analizar su seguimiento y al final se juntaban dos semestres, por lo que el seguimiento ha sido una debilidad, quería saber su opinión sobre la contratación de un Sistema que gestione automáticamente la evolución del Plan Estratégico, su coordinación con los PAOS y el seguimiento automático, diario.



 



Esto se lo digo porque visité al Organismo de Investigación Judicial y ellos me presentaron cómo tienen su plan estratégico, los PAOS, como visualizan en general todas las Delegaciones del país y pueden detectar dónde se está cumpliendo con alertar rojas. ¿Usted piensa que es factible un Sistema Informático que gestione esto? ¿Es difícil hacerlo aquí y el asunto de los recursos?



 



Sé que las dos cosas serían difíciles, pero me gustaría oír su opinión sobre la experiencia que tuvimos con las evaluaciones y seguimientos tardíos que no eran productivos, no había en realidad efectividad en el seguimiento, porque una parte es la propuesta, que es muy importante, pero otra es el seguimiento y fuera de la Comisión que existió ya siempre significaría un esfuerzo adicional para quienes estén en ella, con un trabajo que es realmente duro si se quiere tomar ¿Usted qué piensa u opina de eso?”.



 



SALEN LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y SOLÍS.



 



Responde la máster Asch Corrales: “Me parece que lo que está exponiendo sería lo ideal, porque inclusive nosotros cuando empezábamos la evaluación, casi había que andar rogándole a todo el mundo que diera la información, pasábamos meses recolectándola  y a veces era como jugar al gato y al ratón, de qué nos dan y nosotros tratando de completar con las capsulas informativas que salían y demás para poder conjuntar el producto. Por supuesto, que eso sería lo ideal, que esa Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico los jerarcas no deleguen, porque por ejemplo la Comisión anterior, tal vez la Magistrada Varela se acuerda, iba con la licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, y los demás mandaban al Administrador y a otros, por lo que a cada reunión iban a preguntar y el que tiene que ir es el jerarca responsable de cada uno de los programas presupuestarios, para que ustedes un día lo dediquen completo a que cada uno haga su devolución de resultados debidamente coordinado con ese tema que usted menciona. En otra ocasión lo he oído mencionar y también fue conocido en el Comité Gerencial de Informática, y me parece que era por el lado de Control Interno que lo estaban pidiendo, pero ellos hablan de amarrar eso con las metas del Departamento de Planificación, de hecho hasta facilita el trabajo a la gente.



 



Un sistema puede ser muy bueno, pero hay que estarlo alimentando y tiene que ser una responsabilidad muy alta, porque igual podemos nosotros llegar a ver y que este vació los diferentes recipientes para validar la información, pero por supuesto que si se logra montar y establecer las responsabilidades y que la gente entienda que el plan estratégico como dice un compañero es como la “Biblia debajo del brazo”, que no es aquello  que a usted le manda un recordatorio en junio diciéndole “les vamos a evaluar” y todo el mundo empiece a correr para recoger información para ver que le dan al Departamento de Planificación, sino que más bien lo vean como una herramienta de gestión, cuáles son las responsabilidades principales que estoy llamado a cumplir en este semestre para organizarme; hay muchas cosas y saldrán más que hacer, pero será la institución la que en su momento diga: “esto ya no es prioritario o voy a cambiarlo por esto otro” pero por lo menos se dé esa oportunidad y tener claridad y transparencia en lo que se está haciendo.



 



Para mí es muy importante y es completamente factible si se dedica un grupo a diseñar eso.



 



Me parece que debería haber gente que se compenetre con las personas de la Oficina de Planes y Operaciones (OPO), sé que tienen años de estarlo haciendo, no es algo que hicieron de la noche a la mañana y la OPO es una oficina que ha venido estudiando la criminalidad, han mapeado la información y hecho un muy buen trabajo, pero lo ideal sería que sea una herramienta en la que todos nos podamos integrar e inclusive para ustedes mismos que si en algún momento quieren ver cómo va el avance de alguno de los temas estratégicos, puedan ingresar a un sistema y lo vean, no tengan que esperarse a un semestre”.



 



Consulta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Se integraría en eso a los PAOS?”.



Añade la máster Marta Asch: “Por supuesto, se tendría que incorporar, por lo que habría que trabajar con ese brazo de la administración, gente que supuestamente tiene que aportar en la realización de los PAOS de cada región.



 



Si ustedes entran al PAO del 2014, cada uno está identificado con un tema estratégico, pero eso hay que hacerlo a pie. Cuando ustedes lo ven y me oyen leerlo, es más cansado, pues si aquí se pretende venir a revisar las 600 o 700 oficinas, eso es lo que tiene que ir sumando para ver si lo que cada uno está haciendo viene aportando al fin último, que el tema estratégico planteado.



 



Me parece que si es factible, siempre y cuando sea un buen sistema y que la gente se comprometa a alimentarlo”.



 



Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “En esa temática ya está aprobado el Plan Estratégico, quiero proponerle a la Corte que la Administración junto con Control Interno y además con la asesoría de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, busquen recursos y propongan la manera de crear un sistema para el seguimiento de los planes estratégicos. Como segundo punto, que cada una de las Salas proponga a una persona para que integre la Comisión de Seguimiento ¿Les parece?”.



 



Expresa la Magistrada Varela: “Sobre eso; como es conocido estamos escasos de recursos, pero tenemos que hacer algo y contar con una reacción inmediata, y como ya doña Marta explicó sobre la forma en que  se rendían los informes a esta Corte sobre el plan anterior, y sabemos que habían debilidades en el plan estratégico, entre otras razones, porque no se había precisado temas y acciones; lo que está, en parte, en relación con lo que señalé hace poco, y lo voy a retomar.



 



En este plan estratégico sí se están poniendo responsables y se dice con quién va a coordinar cada responsable de su ejecución. Considero que una salida para su cabal cumplimiento puede ser que a los responsables se les ponga plazos para obtener resultados esperados e informar sobre estos, para el cumplimiento del plan estratégico, obviamente en armonía  con los PAOS de cada sector.



Como dice la máster Asch Corrales, podemos echar mano a las Administraciones Regionales, que son las responsables de lo que corresponde a cada circuito. Una acción de cumplimiento podría ser que en forma mensual informen al Departamento de Planificación, sobre resultados, lo que permitiría tomar medidas de inmediato para lograr los objetivos o cuando haya que definir acciones para ello.



 



El tema del retraso judicial, dentro de todos, es el más importante, porque es el que simboliza lo que pasa en la institución; se dice que hay una Comisión de Retraso Judicial, ¿Existe o no? ¿Quién la integra? Por ejemplo, en actividades el Plan Estratégico señala: “Realizar un diagnóstico del retraso judicial por materia y presentar los resultados a las comisiones por materia. Responsable: Comisión de Retraso Judicial” Pregunto ¿Quién la integra? Prosigo: “Coordinación: Departamento de Planificación, Sección de Estadística, Comisiones por materia, despachos judiciales”



 



En esto estamos atrasados, porque indica los años 2013 y 2014, es decir, que tenemos que tenerlo listo todo en el 2014.



 



¿Qué poder de acción tienen las comisiones? Aquí reitero y concreto lo que mencioné anteriormente. Debemos preguntar ¿Por qué es tan importante que tengamos parámetros mínimos de resultados? La respuesta es: porque va acompañado del tema de Evaluación del Desempeño. La máster Asch Corrales me explicaba el tema de las matrices y demás, pero estimo que tenemos que tener definida una línea de acción que pueda estar siendo monitoreada por las comisiones, una vez que éstas tengan los parámetros establecidos, por naturaleza de casos, por cantidad de trabajo, para darle seguimiento, paso a paso, a la forma de ejecutar este plan estratégico. Esto es muy importante, si no lo definimos bien nos quedamos en una especie de canto a la bandera, lo que ocurre cuando no concretamos nada.



 



El seguimiento oportuno es esencial para cumplir lo que señala el Plan Estratégico”.



 



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRARON LOS MAGISTRADOS CRUZ Y JINESTA.



 



Prosigue la Máster Asch Corrales: “Tomamos nota Magistrada Varela.  Existe una Comisión, lo que pasa es que ese es otro tema, pues hay comisiones que existen y no sesionan; no recuerdo cuáles son las personas que integran la Comisión de Retraso Judicial, pero sé que esta Corte dispuso que por parte del Departamento de Planificación la integrara el jefe de la Sección de Estadística y sé que se han reunido muy pocas veces, parte de este proceso es que esta Comisión tiene que reactivarse. 



 



Estaríamos revisando quiénes la integran para informar a ustedes y que tengan conciencia de cuál es la labor encomendada para que indiquen si se mantiene o le conceden el espacio a otra persona que desee trabajar en este tema y ejerza ese liderazgo que se requiere, que hasta cuenta con un tema estratégico”.



 



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tenemos por incorporadas también las observaciones de la Magistrada Varela”.



 



Se dispuso: Tener por incorporadas las observaciones planteadas por la Magistrada Varela al Plan Estratégico del Poder Judicial 2013 – 2017, a cuyos efectos el Departamento de Planificación tomará nota para lo de su cargo.



 



- 0 -



 



Expone la Magistrada Pereira: “Hay un tema que me preocupa, pues después de escuchar todo lo que se ha dicho; cuando en esta Corte iniciamos por la preocupación precisamente de regular y de llevar el control del cumplimiento del Plan Estratégico, todos aquellos estudios que dieron lugar a la clase gerencial, la base fundamental de su creación y de ese plus que se paga a todos los funcionarios que forman parte, que si no me equivoco son 48, en un inicio eran 46 y se agregó la jefatura y subjefatura de Tecnología de la Información, somos quienes tenemos que darle seguimiento al Plan Estratégico.



 



Si bien es cierto, se puede reactivar esa Comisión, a quien cada órgano de gestión puede enviar la información de forma mensual o trimestralmente, debe tener como único fin, trasladar toda la información a la conformación del grupo del plan gerencial, que repito somos 48, tenemos la obligación de reunirnos, que no lo hemos hecho, para dar seguimiento a esto y me parece que es absolutamente innecesario dar lugar a la creación de otras comisiones cuando todos y cada una de las personas que están ahí incluidas, con un estudio demasiado técnico y muy pormenorizados se incluyeron en el mismo con un propósito fundamental, que era dar el cumplimiento y seguir el Plan Estratégico, esa es la misión que tenemos que retomar hoy día.



 



Repito, considero que estas 48 personas tenemos la obligación de reunirnos, deberíamos de indicar un plazo, ya sea mensual, trimestral o cada cuatrimestre, para revisar toda la información que puedan tener, a dónde se canalice, no sé cuál será la decisión de esta Corte que se canalice el recibir la información que todos los centros de gestión tengan que presentar, y cuando me refiero a los centros de gestión, estimo que absolutamente todas las comisiones que están conformadas, porque tenemos una responsabilidad también. Recuerdo que muchas veces y a mi persona que le ha tocado con el Organismo de Investigación Judicial y con la Comisión de Flagrancia y en las Comisiones en las que he formado parte, les remitíamos en ese entonces a la Ex Magsitrada León, quien era la persona que recibía los informes del cumplimiento del Plan Estratégico de cada una de esas informaciones.



 



Hay algún centro con el que se debe contar para recibir esa información, que es obligación de todos y cada uno de los que están integrando comisiones o de los centros de gestión, pero esa información debe ser pasada y así está establecido por la creación del Grupo Gerencial a este grupo que lo conformamos administradores de justicia, de la Institución y todas las altas jerarquías de este Poder Judicial.



 



No veo que sea ningún otro ente a quién le corresponda dar la cara por el cumplimiento del Plan Estratégico y además es la justificación que hemos dado insistentemente para decir por qué se creó ese plus salarial a un grupo determinado de personas después de un estudio técnico muy específico y elaborado. De manera, que lo que tenemos que hacer es cumplir lo que está dado y aprobado aquí, y los que estamos recibiendo un plus tenemos que cumplir.



Insto para que retomemos el tema y analicemos, porque si empezamos a crear otras comisiones para que den seguimiento, estamos desdiciéndonos sobre una decisión que tomamos y que se implementó desde el 2008, por la cual estamos recibiendo ese plus salarial.



 



Lo que tenemos que hacer es retomar las funciones que nos corresponde a cada uno y estimo que no está pegado del cielo, para hablar en términos campesinos, el que una vez cada 3 meses, nos podamos reunir para ir dándole seguimiento a lo que se va haciendo en el Poder Judicial, esa es una de las funciones que tenemos y esto se podrá hacer teniendo la información cada trimestre recopilada, para poder tomar decisiones sobre la marcha”.



 



Refiere la Presidenta, Magistrada Villanueva: “El recordatorio sobre la clase gerencial y las tareas es muy importante.



 



Máster Asch Corrales  ¿Usted tenía la idea de que alguien tiene que coordinar a las 48 personas que conforman la clase gerencial? La Comisión era como había funcionado siempre.”



 



Responde la Máster Asch Corrales: “Esa era la intención, porque precisamente habían instancias que no rinden la información.



El informe que presentamos ante la Comisión, lo analizaban y de ahí pasaba casi directo para esta Corte, pero sería disposición de ustedes, en aquel momento no existía este rango gerencial que se estableció, por lo que podría funcionar de las dos maneras”.



 



Consulta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Sería con el Departamento de Planificación o con una Comisión?”



 



Contesta la máster Asch Corrales: “En el Departamento de Planificación haríamos el informe y le solicitaríamos al Organismo de Investigación Judicial, al Ministerio Público y a la Defensa Pública y demás, que presenten la información, elaboramos el informe y lo presentamos a Corte, en lugar de enviarlo a la Comisión, para que se haga una encerrona de un día cada cuatrimestre o seis meses y mientras no exista un centro de apoyo, pues el Departamento de Planificación haría el ámbito jurisdiccional en cuanto a la parte de resultados y así cada una de las instancias, igual el trabajo tenemos que hacerlo con o sin la Comisión, por lo que no veríamos mayor obstáculo, igual una Comisión ayudaría cuando alguien no responde a los resultados, pero eso sería una disposición de ustedes”.



 



Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Considero que el asunto no requiere de votación.  Estimo que el tema de seguimiento es fundamental y me parece muy importante el recordatorio de la Magistrada Pereira, en el sentido de hacerle ver a la clase gerencial, que debe velar por el cumplimiento del Plan Estratégico, igualmente al Consejo Superior del Poder Judicial y estaría a lo que ustedes dispongan, en relación con que sea el Departamento de Planificación o alguna Comisión que se cree para ese efecto”.



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva, que en forma conjunta con la Unidad de Control Interno, así como con la asesoría de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, se sirvan buscar los recursos para implementar un sistema informático para el seguimiento de los planes estratégicos y formulen a esta Corte una propuesta para su creación. 2.) Aprobar la propuesta planteada por la Magistrada Pereira, por ende, los jerarcas que constituyen la clase gerencial, así como el Consejo Superior, serán quienes velarán por el cumplimiento del Plan Estratégico Institucional 2013 - 2017. 3.) En razón de lo acordado en el punto anterior, el Departamento de Planificación recopilará los informes del cumplimiento del Plan Estratégico Institucional de los diferentes órganos de gestión y presentará los resultados de la evaluación a la clase gerencial para que ésta los analice trimestralmente y los haga de conocimiento de esta Corte, a fin de adoptar las acciones pertinentes.
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Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Ya tendríamos por aprobado la forma de que estas actividades se realicen con un sistema tecnológico y  buscar los recursos para ello. También las propuestas que se han hecho, introduciendo las mejoras y si no hay más agradecemos al Departamento de Planificación su trabajo.



 



Queda el tema sobre el período y que está previsto para que el Plan Estratégico se realice del 2013 al 2017, ya llevamos un año sin el plan.



 



Me llama la atención un asunto y es la formalidad de creer de que porque no hay un plan, no hay temas estratégicos y no sé cuál es la opinión de la máster Asch Corrales, en relación con su duración, si no se han alcanzado las propuestas u objetivos de acuerdo a lo señalado en éste, pues se tenga por vigente el plan en caso de que hubiera atraso. 



 



¿Cuál es concretamente su propuesta en cuanto al período de duración y la actualización que debería de hacerse? Porque es un esfuerzo muy grande, para estarlo realizando en períodos muy cortos.  Los chinos hacen cada 25 años un Plan Estratégico”.



 



Indica la máster Asch Corrales: “Agradezco las palabras que nos han dado, detrás de todo esto hay un equipo de compañeros y compañeras y es el primer esfuerzo que hacemos con recursos propios de la Institución.



 



Les decía al principio que muchos de estos temas se vienen trabajando, no porque no existiera el plan, sino que más bien fueron avanzando en este sentido.



 



Considero que si se lo van a llamar plan quinquenal, hay un acuerdo de Corte que aprobó en diciembre del 2012 la formación del Plan Estratégico, no sé si podríamos hablar de que esta parte de sus acciones pueda continuarse al 2018, porque a pesar de que hay áreas que han venido trabajando, otras puedan estar esperando que se aprobara. De manera, que para no entrar en ese conflicto, no hablaríamos de un plan quinquenal sino que sería ajustarlo del 2013 al 2018, así como sus cronogramas”.



 



Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por la máster Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, por ende, ajustar por los motivos indicados la vigencia del Plan Estratégico, de tal forma que sea del 2013 al 2018.
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Refiere la Magistrada Varela: “Retomando el tema de la definición de acciones, responsables y cronograma para su ejecución, debemos tomar en cuenta que en el 2013 se cumplieron ciertas tareas, en el 2014 otras, pero no todas. Hay que fijar plazos y responsables directos. En este Plan se fijan responsables, pero tienen  que presentar a Planificación resultados. Estimo que, teniendo bien definido responsables y plazos, es más fácil trabajar a efectos de rendir informes. De esa forma lograríamos una ruta clara, lo que garantiza mejores resultados. Para ello también es necesario que se trate de metas y acciones viables, que se pueden lograr poniendo nuestro mejor esfuerzo, o sea, que no dependan de la voluntad de órganos externos.



 



Las comisiones pueden ayudar mucho, pero necesitan contar con un Plan Estratégico bien definido, de esa manera no haya posibilidad de salirse de una ruta bien definida con anterioridad”.



 



Responde la Máster Asch Corrales: “Tomamos nota, porque ahí está eso específico, pero sería reunirme con la Magistrada Varela, para analizar exactamente dónde hay que hacer cambios”.



 



Se dispuso: Tomar nota de las manifestaciones de la Magistrada Varela y de las máster Asch Corrales.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena y lo dispuesto en cuanto a que este Consejo dará el seguimiento correspondiente al cumplimiento del Plan Estratégico Institucional. 2.) La Dirección Ejecutiva buscará los recursos para implementar un sistema informático a fin de dar seguimiento a los planes estratégicos, para que este Consejo pueda ejecutar con facilidad la tarea encomendada por la Corte Plena.








 



Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2014








Fecha: 08 de Julio del 2014



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO XXIV



Documento 3373-14, 7760-14



 



            En sesión Nº 30-14, celebrada el 3 de abril del año en curso, artículo LIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



[bookmark: _Toc384055086]         “La Magistrada Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio Nº CMEF-SP-005-2014 del 25 de marzo de 2014, solicitó lo siguiente:



 



         "Reciban un cordial saludo y de inmediato paso a exponerles la solicitud que deseo ustedes se sirvan atender y que agradezco de antemano el interés que le den.



 



         En sesión celebrada el pasado 4 de marzo, la comisión en su Artículo III, acordó:



 



         SE ACUERDA: 1° […] 2° […] 3° Hacer del conocimiento de las personas integrantes del Consejo Superior los acuerdos tomados por esta Comisión en relación con esta temática; además, solicitarles: a) Se concedan plazos concretos de ejecución para medir el impacto de las acciones que se implementen y evaluarlas para la mejora continua. b) Reiterar la importancia de que implemente en esa zona el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. c) Apoyar la implementación del Programa de Moderna Gestión en el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, siempre y cuando se les dote de todas las herramientas tecnológicas indispensables para asegurar una gestión eficiente, incluyendo el talento humano, los recursos materiales y la tecnología de información; sin dejarse de lado las particularidad de la población indígena ante la brecha digital existente. d) Solicitar al Consejo Superior reiterar a las oficinas judiciales del Circuito Judicial de Pérez Zeledón la implementación de todas las políticas aprobadas por dicho Consejo y por Corte Plena a fin de que se de un mejor servicio público a las personas indígenas; e) Informar que el defensor público Eduardo Chacón Mora, representante de la Defensa Pública Agraria, señaló se podría dar un desmembramiento de la defensa pública, pues estima, para que se de un resultado práctico, la persona que labore como defensora pública en Buenos Aires en asuntos indígenas, debe tener la garantía de acceso a los expedientes que se generen en Pérez Zeledón, en especial si se pretende la implementación del Programa de Moderna Gestión.



 



         Con base en el acuerdo supra citado, respetuosamente les solicitamos su colaboración para que los puntos señalados sean implementados y de esa manera, se brinde una mejor, adecuada y oportuna atención a las personas usuarias indígenas cuando acudan a los despachos judiciales.
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En sesión Nº 17-07 del 6 de marzo del año 2007, artículo LXXXVII, se tuvo por rendido el informe elaborado por la licenciada Miriam Anchía Paniagua, en ese entonces Integrantes del Consejo Superior y se acogió la recomendación en él contenida, la cual menciona la importancia del esfuerzo que realizan los funcionarios de Limón, para efectuar diligencias en comunidades alejadas, como las indígenas, con el fin de propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes, prevenir la delincuencia de jóvenes en la zona y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial a habitantes de comunidades lejanas, por lo que se recomienda que el Consejo Superior exprese su apoyo al desarrollo de este tipo de proyectos.



 



         Luego, en sesión Nº 61-11 celebrada el 7 de julio del año 2011, artículo LIII, -entre otros- se aprobó la ampliación de las "Reglas Prácticas para　 facilitar el acceso a la justicia de las　 Poblaciones Indígenas". Además se dispuso que el juez o jueza en cada caso, debía analizar la procedencia del estudio antropológico.



 



         Posteriormente, en sesión Nº 16-13 celebrada el 21 de febrero del año 2013, artículo XLIV, se comunicó a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que este Consejo en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, aprobó las "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, las que se publicaron en la circular Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009. Además se reiteró dicha circular.



 



         La Secretaría General de la Corte, mediante circular Nº 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013, hizo de conocimiento de todos los Despachos Judiciales del País y el Público en General, lo acordado por la Corte Plena en sesión Nº 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, sobre el "Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.



 



         Mediante circular Nº 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de ese año, la Secretaría General de la Corte, reiteró la circular Nº 10-09, sobre "Reglas Prácticas para　 facilitar el acceso a la justicia de las　 Poblaciones　 Indígenas".



 



         Asimismo, mediante circular Nº 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de ese año, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimientos de los Despachos Judiciales que tramitan materia penal y penal juvenil, las "Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil".



 



         Finalmente, la Secretaría General de la Corte, en circular Nº 35-2014 del 26 de febrero de 2014, hizo de conocimientos de las Servidoras y Servidores Judiciales del País, la reiteración de la circular Nº 182-2005, sobre la "Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial".



 



         Se acordó: Acoger la solicitud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en consecuencia: 1.) Aprobar la publicación de una circular dirigida a todos los despachos judiciales del país, referente a la importancia de que implemente en esa zona de Pérez Zeledón el programa Sesenuk Beré -gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. 2.) Comunicar a la Magistrada Escoto Fernández, que la Corte Plena tiene suspendido todo lo relacionado a la extensión de los Programas de Moderna Gestión. 3.) Reiterar a las oficinas judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, las políticas aprobadas por este Consejo y la Corte Plena mediante las circulares números Nº 10-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de junio del 2009, 117-2013 del 2 de junio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 168 del 3 de setiembre del 2013; 123-2013 del 11 de julio de 2013, publicada en el Boletín Judicial Nº 160 del 22 de agosto de 2013; 164-2013 del 20 de setiembre del 2013, publicada en le Boletín Judicial Nº 209-2013 del 30 de octubre de 2013 y 35-2014 del 26 de febrero de 2014, a fin de que den un mejor servicio a las personas indígenas. 4.) Autorizar a la persona que labore como Defensor Público o Defensora Pública en Buenos Aires de Puntarenas en asuntos indígenas, tenga acceso a los expedientes que se generen en Perez Zeledón en ese tipo de asuntos.



 



         La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo de su cargo.”
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            Manifiesta la Secretaría General, que en razón de que el inciso 1) de la parte dispositiva del acuerdo anteriormente transcrito no es clara, solicita se modifique en el sentido de que se comunique a los despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur la importancia de implementar en ese Circuito el Programa Sesenuk Beré, y se deje sin efecto la publicación de la circular, ya que el acuerdo va dirigido específicamente a los despachos del citado Circuito y no a los despachos judiciales del país como por error se indicó, en lo demás se mantiene incólume el acuerdo.



            Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Secretaria General y por modificado el acuerdo adoptado en sesión Nº 30-14 del 3 de abril del año en curso, artículo LIX, inciso 1), en el sentido de dejar sin efecto la publicación de la circular y se comunique a los despachos judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur la importancia de implementar en ese Circuito el Programa Sesenuk Beré gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con ocasión de la tramitación de los procesos de personas indígenas- a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo la defensa pública y la fiscalía, sea más integral, y aprovechen el traslado en los mismos vehículos, previa coordinación, a los territorios indígenas. Lo anterior, con el fin de que las personas indígenas no tengan que trasladarse desde sus territorios a las sedes de los diferentes despachos de las diferentes materias, no sólo la agraria. En lo demás se mantiene incólume el acuerdo.



            La Subcomisión de Pueblos Indígenas tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.










Acta de Consejo Superior Nº 064 - 2014








Fecha: 15 de Julio del 2014



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XV



Documento 8055-14



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en oficio Nº CMEF-SP-021-2014 del 9 de julio de 2014, solicitó:



“…me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), realizará el cierre de la ejecución de la I Etapa del Programa de Gobernabilidad Democrática  AECID-MIDEPLAN, mediante el Taller:  “Mecanismos de resolución de conflictos en la Justicia Tradicional de los Territorios Indígenas Bribrí y Cabécares”, el cual, se llevará a cabo los días 17 y 18 de julio de 2014, durante las dos audiencias, en el Salón de Aditibri en Suretka, Talamanca.



 



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



1.             Yolanda Alvarado Vargas Tribunal Penal del I Circuito Judicial Limón.-



2.             Eduver Uvence Cedeño Avendaño.- Tribunal Penal del I Circuito Jud Limón.-



3.             Alfredo Arias Calderón.- Tribunal Penal II Circuito Judicial San José.-



4.             Tatiana Castellanos Díaz. Defensora Pública de Bribrí.



5.             Loyda Douglas Blandell.  Defensora Pública de Bribrí.



6.             Wesley Valenciano Solano. Defensor Agrario de Limón.



7.             Rosa Isela Castillo Cordero. Defensora Penal de Limón.



8.             Freddy Segura Guillen. Defensor Agrario de Limón.



 



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para:



 



1.             Heilyn Rojas Madrigal.- Juzgado Agrario de Limón.-



2.             Cristhian Espinoza Pizarro.- Juzgado Penal de Bribrí.-



3.             Mandy Zillin Avellán Sánchez.- Juzgado Contravencional Bribrí.-



4.             Javier Villalón Ruiz. Juzgado Agrario de Limón.-



5.             Damaris Vargas Vásquez. Tribunal Agrario. II Circuito Judicial de San José.-



6.             Carlos Ondoy Aviles.- Organismo de Investigación Jud Bribrí.-



7.             Roy Barboza Blanco. Tribunal de Flagrancia de Limón.-



8.             Manuel Emilio Soto Aguilar. Defensa Pública de San José.-



9.             Fanny Martínez Pérez .- Juzgado de Familia de Limón.-



10.          Jennifer Stephenson Sterling. Trabajo Social y Psicología Limón.-



11.          Magally Vargas Jonhson.- Administración Regional de Limón.-



12.          Maribel López Bermúdez.- Administradora Regional de Limón.-



13.          Jeffrey Villanueva. Defensa Pública de San José.-



14.          Mario Serrano Zamora. Defensa Pública de San José.-



15.          Alexandra Alvarado Paniagua. Jueza Coordinadora, Tribunal Agrario de San José.-



16.          Joselyn Brigth Campos.- Defensa Pública de Limón.-



17.          Wesley Valenciano Solano. Defensa Agraria de Limón.-



18.          Freddy Segura Guillen.- Defensa Pública de Limón.-



19.          Rosa Isela Castillo Cordero.- Defensa Pública de Limón.-



20.          Marjorie Quesada Hernández. Medicatura Forense de Limón.-



21.          Juan Dávila Meneses. Medicatura Forense de Limón.-



22.          Carmenmaría Escoto Fernández. Magistrada Sala Primera.-



23.          Magdalena Aguilar Alvarez, Jefa, Servicios Técnicos Escuela Judicial



24.          Joselyn Bright Campos Coordinadora de la Defensa Pública de Limón.



25.           Mario Serrano Zamora. Supervisor de la Defensa Pública de San Jose.



26.          Manuel Emilio Soto Aguilar. Miembro Pasante de la Unidad de Defensa Indígena.



27.           Jefry Villanueva Vargas. Asistente Indígena Bribrí de la Defensa Pública



28.           Marianela Campos Soto, Secretaria, Sala Primera



29. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón



30.           Rodolfo Solórzano Sánchez, Defensa Pública



31.           Marta Iris Muñoz, Jefa de la Defensa Pública



 



(…)”
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Manifiesta la licenciada Silvia Navarro Romanini que la señora Presidenta, Magistrada Zarella Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concede permiso a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad.



Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Secretaria General de la Corte. 2.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: a.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a los siguientes servidores:



				Yolanda Alvarado Vargas



				Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Eduver Uvence Cedeño Avendaño



				Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Alfredo Arias Calderón



				Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial San José







				Tatiana Castellanos Díaz



				Defensora Pública de Bribrí







				Loyda Douglas Blandell 



				Defensora Pública de Bribrí







				Wesley Valenciano Solano



 



				Defensor Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Rosa Isela Castillo Cordero



				Defensora Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Freddy Segura Guillen



				Defensor Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica











 



b.) Autorizar la participación con goce de salario, sin sustitución a los siguientes servidores:



				Heilyn Rojas Madrigal



				Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Cristhian Espinoza Pizarro



				Juzgado Penal de Bribrí







				Mandy Zillin Avellán Sánchez



				Juzgado Contravencional Bribrí







				Javier Villalón Ruiz



				Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Damaris Vargas Vásquez



				Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José







				Carlos Ondoy Aviles



				Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribrí







				Roy Barboza Blanco



				Tribunal de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Manuel Emilio Soto Aguilar



				Defensa Pública de San José







				Fanny Martínez Pérez



				Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Jennifer Stephenson Sterling



				Departamento de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Magally Vargas Jonhson



				Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Maribel López Bermúdez



				Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Jeffrey Villanueva



				Defensa Pública de San José







				Mario Serrano Zamora



				Defensa Pública de San José







				Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario del Primer Circuito Judicial de San José







				Joselyn Brigth Campos



				Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Marjorie Quesada Hernández



				Medicatura Forense del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Juan Dávila Meneses



				Medicatura Forense del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Magdalena Aguilar Alvarez



				Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial







				Joselyn Bright Campos



				Coordinadora de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica







				Mario Serrano Zamora



				Supervisor de la Defensa Pública de San Jose







				Marianela Campos Soto



				Secretaria, Sala Primera







				Edgar Ramírez Villalobos



				Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur







				Rodolfo Solórzano Sánchez



				Defensa Pública



 







				Marta Iris Muñoz,



				Jefa de la Defensa Pública







				Jefry Villanueva Vargas



				Asistente Indígena Bribrí de la Defensa Pública











 



Lo anterior para que participen en el Taller: “Mecanismos de resolución de conflictos en la Justicia Tradicional de los Territorios Indígenas Bribrí y Cabécares”, el cual se llevará a cabo los días 17 y 18 de julio de 2014, durante las dos audiencias, en el Salón de Aditibri en Suretka, Talamanca. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas, a quienes no se autoriza la sustitución. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4.) Se toma nota de la participación en la citada actividad del señor Manuel Emilio Soto Aguilar, Miembro Pasante de la Unidad de Defensa Indígena.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








 












 



Acta de Consejo Superior Nº 070 - 2014








Fecha: 05 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XXXVI



Documento Nº 8885-14



Mediante oficio Nº CMEF-SP-0241-2014 del 31 de julio de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, gestionó:



“… en mi condición de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígena, me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), está ejecutado el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II.



 



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona sur, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; se realizarán tres talleres de trabajo de un día cada uno, los día 8, 21 y 22 de agosto de 2014, de acuerdo a la metodología que se muestra en el documento adjunto.



 



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



1.              William Roberto Arburola Castillo, Juez Coordinador Pérez Zeledón



2.              Jorge Bolaños González, Coordinador Judicial, Pérez Zeledón



3.              Rodolfo Solórzano Sánchez, Defensa Pública de San José



4.              Eida Shirlenia Pérez Ríos, Jueza Coordinadora del Juzgado contra la violencia Doméstica de Pérez Zeledón



5.              Jeffry Mora Sánchez,  Juzgado Penal de Golfito



6.              Ligia Sáenz Zúñiga, Defensa Pública de Pérez Zeledón y Buenos Aires



 



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para:



 



1.              Msc. Carmenmaría Escoto Fernández, Magistrada Sala Primera



2.              Msc. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada Suplente Sala Primera



3.              Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial



4.              Lic. Mario Serrano Zamora, Defensor Público



5.              Licda. Alba Gutiérrez Villalobos, Dpto. Trabajo Social y Psicología I.C.J.S.J.



6.              Licda. Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza Tribunal Agrario



7.              Licda. Cristina Rojas Rodríguez, Jefa Ofic. Coop. y Relaciones Internacionales



8.              Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón



9.              Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública



         



OIJ



1.              Shirley Azofeifa Jiménez, Delegación Regional del OIJ de Pérez Zeledón



2.              Henry Godínez Cortes, OIJ Buenos Aires



3.              Cristopher Sandoval Vega, OIJ Buenos Aires



 



Judicatura



1.              Harol Ríos Solórzano, Juzgado Contravencional



2.              Emanuel Alonso Murillo Barquero, Juzgado Contravencional



3.              Roxana Rojas Picado, Juzgado Contravencional



4.              Catalina Cisneros Martínez, Juzgado de Familia



5.              Angélica Navarro Tiffer, Juzgado de Familia



6.              Verónica Villalobos Acuña, Juzgado Penal Juvenil



7.              Marisel Zamora Arias, Juzgado Agrario



8.              Sury Quesada Miranda, Juzgado Agrario



9.              Johannia Villegas Acosta, Juzgado Civil



10.          Dora Alicia Orozco Camacho, Juzgado Agrario



11.          Juan Gutiérrez Villalobos, Juzgado Agrario



12.          Jean Carlos Céspedes Mora, Juzgado Civil, Familia, Laboral y Penal Juvenil de Buenos Aires



13.          Kenneth González Barboza, Técnico Judicial, Juzgado Civil, Familia, Laboral y Penal Juvenil de Buenos Aires



14.          Fernando Ramírez Serrano, Juzgado Penal de Golfito



15.          Tatiana Atencio Henrichs,  Técnica Judicial, Tribunal de Flagrancia de Pérez Zeledón, I Circuito Judicial de la Zona Sur



16.          Alfredo Arias Calderón, Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José



17.          Gustavo Barrantes Morales,  Juzgado Tránsito Pérez Zeledón



18.          William Roberto Alvurola Castillo, Juzgado Agrario



19.          Bernardo Solano Solano,  Juzgado Agrario



 



Defensa Pública



1.              Susanny Gómez Salas,  Defensa Pública



2.              Martin Cornellis, Defensa Pública



3.              Cristy Vargas Sandoval, Defensa Pública de Golfito



4.              Jorge Morera Araya, Coordinador Defensa Pública de Pérez Zeledón



5.              Miguel Fernández Ureña, Defensa Pública de Pérez Zeledón



6.              Manuel Emilio Soto Aguilar, Pasante de la Defensa Pública



7.              Jeffrey Villanueva Vargas, Asistente de la Unidad de Defensa Indígena



8.              Christy Vargas Sandoval, Defensa Pública Golfito



9.              Emmanuel Retana Ramírez, Defensa Pública Puerto Jiménez



10.          Miguel Fernández Ureña, Defensa Pública Pérez Zeledón



11.          Jorge Andrés Morera Araya, Coordinador Defensa Pública Pérez Zeledón



12.          Laddy González Salazar, Defensora Pública San Vito de Coto Brus



13.          Crhisty Vargas Sandoval, Defensa Pública Golfito



14.          Alvaro Arturo Porras Murillo, Defensa Pública Ciudad Cortés



15.          Maikol Conejo López, Defensor Pública Buenos Aires de Puntarenas



16.          Natalia Tencio Montenegro, Coordinadora de la Defensa Pública Buenos Aires de Puntarenas



17.          Susany Gomez Salas, Defensa Agraria Ciudad Neily



18.          Martin Cornelis Ramírez, Defensor Agrario e indígena de Ciudad Neily



 



Fiscalía



1.    Abel Beita Martínez, Fiscalía



2.    Guiselle Cruz Martínez, Fiscalía



3.    Rosa Quintero Franco, Fiscalía



4.    Ingrid Mata Espinoza, Fiscalía



5.    Lorena Moreno Trejos, Fiscalía



6.    Indira Aguilar Villalobos, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Golfito



7.    Huberth Solís Araya, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Golfito



8.    Josue Solano Valverde, Técnico Judicial 2 Interino, Fiscalía de Golfito



9.    Lester Villalobos Gallardo, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Coto Brus



10. Abel Beitia Martínez, Fiscal Penal Juvenil propiedad, Fiscalía Corredores



11. Guiselle Cruz Martínez, Fiscal de Flagrancia interino, Fiscalía Corredores



12. Rosa Quintero Franco, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



13. Lorena Moreno Trejos, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



14. Ingrid Mata Espinoza, Técnico Judicial 2 en propiedad, Fiscalía Corredores



15. Francisco Montoya Ramírez, Fiscal Auxiliar interino, Fiscalía de Osa



16. Johana Villarevia Umaña, Fiscal en propiedad,  Fiscalía de Osa



17. María de los Angeles Olaya Delgado, Asistente Judicial Coordinadora, Fiscalía Coto Brus



18. Huberth Solís Araya, Fiscalía Puerto Jiménez de Golfito



 



(…)”
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Informa la Secretaria General, que el Magistrado Arroyo, Presidente en ejercicio, le manifestó que en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido por la Magistrada Escoto Fernández, para que asista a la citada actividad.



Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Secretaria General. 2) Acoger la anterior solicitud y conceder permiso con goce de salario, sin sustitución a las servidoras y servidores de la lista transcrita y únicamente con sustitución a  las licenciadas Eida Shirlenia Pérez Ríos y Ligia Sáenz Zúñiga, así como a los licenciados William Roberto Arburola Castillo, Jorge Bolaños González, Rodolfo Solórzano Sánchez y Jeffry Mora Sánchez, para que participen en los tres talleres de trabajo de un día cada uno, a llevarse a cabo el 8, 21 y 22 de agosto de 2014. Es entendido de que las y los participantes cuentan con los vistos buenos de las jefaturas respectivas. Asimismo para quienes no serán sustituidos deberán tomar las medidas necesarias para minimizar la afectación del servicio público a sus cargos, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que no se podrá suspender audiencias ni diligencias previamente señaladas. 3) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al grupo de trabajo del cual forman parte en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4) Señalar a los y las participantes, que la inasistencia al curso indicado, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.



La Dirección de Gestión Humana, el Despacho de la Presidencia, la Defensa Pública y la Subcomisión de Pueblos Indígenas, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.


















 



Acta de Consejo Superior Nº 073 - 2014








Fecha: 14 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XLIX



Documento 9273-14



La máster Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en oficio Nº 171-OCRI-2014, recibido el 11 de agosto de 2014, solicitó lo siguiente:



“(…) en ocasión de solicitar de la manera más atenta, que por su digno medio se someta a consideración del Honorable Consejo Superior, la posibilidad que se otorgue el permiso con goce de salario y sustitución, a la señora Magistrada Suplente y/o Jueza 4 del Tribunal Agrario e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Damaris Vargas Vásquez, para que pueda participar del 17 al 23 de agosto del año en curso (ambos inclusive, tomando en consideración los días de ida y regreso), en la Gira de Instituciones Costarricenses a la Comarca Ngäbe y Buglé, ubicada en Chiriquí, Panamá (el cual es el lugar de origen de la población indígena migrante), que se efectuará en el marco de la ejecución del “Programa Conjunto para Mejorar la Seguridad Humana de Migrantes Temporales Ngäbe y Buglé en Costa Rica y Panamá” y del cual el Poder Judicial es contraparte.



 



Sobre este particular, se adjunta la carta de invitación extendida a la señora Vargas, por parte de la señora Laura Sánchez Calvo, Coordinadora del Programa Conjunto de Seguridad Humana, donde además, especifica, que la organización cubrirá todos los costos de transporte, alojamiento, alimentación e impuestos de salida del país por tierra, que pueda importar su participación.



 



No omito indicar, que esta solicitud para la participación de doña Damaris Vargas en esta actividad, cuenta con el visto bueno de doña Carmenmaría Escoto, en su carácter de Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.”
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Además, la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, remite correo electrónico del 11 de agosto de 2014, en que la licenciada Alexandra Alvarado Paniagua, Jueza Coordinadora del Tribunal Agrario da su visto bueno para que la licenciada Vargas Vásquez participe de la actividad descrita.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza  del Tribunal Agrario, para que del 17 al 23 de agosto de 2014, participe en la Gira de Instituciones Costarricenses a la Comarca Ngäbe y Buglé, a realizarse en la Ciudad de Chiriquí, Panamá. Lo anterior, en el entendido que los gastos por concepto de transporte aéreo, hospedaje y alimentación correrán por cuenta de la organización anfitriona.



El Tribunal Agrario y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.








 













Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2014








Fecha: 19 de Agosto del 2014



ARTÍCULO XXV



DOCUMENTO Nº 9427-14



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, mediante oficio N° CMEF-SP-026-2014 del 13 de agosto de 2014, realizó la siguiente solicitud:



“…me permito hacer de su conocimiento que ésta Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación  y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), está ejecutado el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II.



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la zona sur, así como fortalecer las acciones que la Institución ya ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; se realizarán tres talleres de trabajo de un día cada uno, los días 21 y 22 de agosto de 2014, de acuerdo a la metodología que se muestra en el documento adjunto.



Para garantizar el éxito del cierre de este proceso, respetuosamente solicitamos su aprobación para que se conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



1.      Álvaro Arturo Porras Murillo, Defensa Pública Ciudad Cortés



2.      Jeannette Zúñiga Rodríguez, Jueza Penal, Juzgado Penal de Buenos Aires



3.      Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez, Juzgado de Cobro de Pérez Zeledón



4.      Wendy Beita Ureña, Jefa Administración, Regional I Circuito Judicial Zona Sur



Asimismo, vehementemente les pedimos avalar la participación con permiso con goce de salario sin sustitución para la señora Dinia Montes Garbanzo, Técnica Judicial, Juzgado Penal de Buenos Aires.”
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Se acordó: Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Álvaro Arturo Porras Murillo, Defensor Público de Ciudad Cortés y a la licenciada Jeannette Zúñiga Rodríguez, Jueza Penal de Buenos Aires, Puntarenas y sin sustitución al licenciado Danny Alberto Gutiérrez Gómez, Juez de Cobro de Pérez Zeledón, a la licenciada Wendy Beita Ureña, Jefa de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial Zona Sur y a la servidora Dinia Montes Garbanzo, Técnica Judicial del Juzgado Penal de Buenos Aires, para que participen en el Programa Gobernabilidad Democrática, Fase II, el cual se llevará a cabo los días 21 y 22 de agosto de 2014. Es entendido de que aquellas personas a quienes no se sustituirán, deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial.



El Despacho de la Presidencia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 






Acta de Consejo Superior Nº 095 - 2014








Fecha: 30 de Octubre del 2014



ARTÍCULO V



Documento 6069-14, 12435-14



[bookmark: _Toc402194597][bookmark: _Toc366755205]En sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, de conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 del Estatuto del Poder Judicial, se acordó cesar el nombramiento del licenciado Olger Chavarría Chavarría, como Juez Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, a partir del 8 de setiembre de 2014, por no superar de forma satisfactoria el período de prueba. Además, se solicitó al Consejo de la Judicatura sacar a concurso la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala.



En sesión Nº 83-14 del 18 de setiembre de 2014, artículo IX, con el aval de la doctora Doris Arias Madrigal, Magistrada de la Sala Tercera, se acogió la gestión de las licenciadas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo de la O., Juezas del Juzgado Civil, Laboral y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede de Upala, de solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 del 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, esta fuera para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resultara nombrada apoyara en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el citado Juzgado.



En sesión Nº 87-14 celebrada el 2 de octubre de 2014, artículo LXXIV, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:



 “(…)



 



En relación con el acuerdo anterior, mediante nota del 29 de setiembre de 2014, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, comunicó:



 



“(…) A la vez, dentro del plazo legal, en mi condición de Magistrada integrante de la Sala Primera de la Corte, Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, interpongo recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 83-14 celebrada el 18 de setiembre en curso, Artículo IX, que literalmente indica:



 



“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, este sea para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resulte nombrada apoye, en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el Juzgado.”



 



La decisión tomada afecta sensiblemente a las personas usuarias de la Jurisdicción Agraria, de los cantones de Upala y de Guatuso, pues como Ustedes saben, son dos cantones dedicados esencialmente a la actividad de producción agraria. Fueron esas personas, dentro de las fuerzas vivas de esas comunidades, quienes gestionaron la creación de dicho Despacho, pues de lo contrario, para tener acceso a la justicia agraria, debían trasladarse hasta Liberia si sus asuntos agrarios se localizaban en el cantón de Upala, y hasta San Carlos, si eran procesos generados en Guatuso. Se trata de una población con limitaciones económicas a quienes el traslado hasta Liberia y San Carlos –y de regreso- para hacer sus gestiones, les generan muchos costos y tiempo invertido. Aunado a ello, como Ustedes saben, las audiencias de prueba en los procesos agrarios se realizan en el lugar de los hechos, de manera tal que en la mayoría de los casos de la Jurisdicción Agraria, como el transporte que facilita las Unidades Administrativas de los distintos Circuitos Judiciales es limitada –dos días por semana- se solicita a la parte que plantea la demanda en los procesos o la gestión inicial en los no contenciosos, asuma el traslado de la persona juzgadora de ida y de regreso hasta el lugar de los hechos. Esos costos son muy altos, sumada la inversión que debe hacerse en el traslado de las partes, sus abogados, personas expertas en pruebas periciales, entre otros. Esa situación por sí misma, es una denegación de justicia para las personas que habitan en Upala y Guatuso, quienes son en su mayoría pequeñas y medianas productoras agrarias con recursos muy limitados.



 



De igual manera, en esa zona, especialmente en Guatuso, existen comunidades indígenas con serios problemas territoriales que terminan dilucidándose en la Jurisdicción Agraria, la cual está altamente sensibilizada en los derechos y garantías de esa población vulnerabilizada. El que esta población tenga que asumir los costos de sufragar el traslado hasta San Carlos o Liberia para accesar la justicia agraria, como ocurría antes de la creación de esa plaza de juez/jueza agraria, implica una barrera al acceso a la justicia que le estaría imponiendo el Poder Judicial. Sería una decisión contraria a los compromisos adquiridos por el país en el ámbito internacional al ratificar el Convenció 169 de la OIT referido a los derechos de las personas indígenas; a la normativa regional al ratificar Corte Plena las Reglas de Brasilia que establecen de manera expresa el compromiso país de eliminar las barreras que limitan el acceso a la justicia de esta población.



 



Aunada la afectación que la decisión tomada implica a esa población, debe tomarse en consideración las expectativas que el Poder Judicial creó al disponer la apertura de ese Juzgado y dentro de las plazas de juez/jueza, una especializada en materia agraria y que ya se hizo del conocimiento oficialmente por la señora Magistrada Presidenta de la Corte la master Zarella Villanueva en un acto de inauguración realizado en la ciudad de Upala con la presencia de la fuerzas vivas de esos cantones.



 



Esa plaza viene funcionando desde julio pasado y ya ha implicado a esta fecha, la emisión de una serie de resoluciones del Tribunal Agrario y de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, refiriéndose a la competencia material de los asuntos de ese despacho ante los conflictos surgidos en un inicio. También, la Comisión de Asuntos Agrarios que presido, ha generado dentro de sus acuerdos varias acciones de coordinación con ese Despacho para la capacitación especializada del personal que se dedica a la materia agraria; y además, con la divulgación a la población de Upala y de Guatuso de los servicios que ofrece la Jurisdicción Agraria. Dentro de este proceso, se ha involucrado a la Defensa Pública Agraria, disponiéndose de parte de doña Marta Iris Muñoz, Jefa de la Defensa Pública, de una persona que se ocupe de atender los asuntos de esa población usuaria.



 



La suscrita, como Magistrada de la Sala Primera de la Corte, como Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y también, como Presidenta de la Subcomisión de Personas Indígenas, muestra su preocupación ante las y los integrantes del Consejo Superior por la decisión tomada. Por ende, basada en la afectación al servicio público que esa decisión podría generar a la población usuaria de Upala y Guatuso, y a la imagen institucional al revertir la creación de una plaza de persona juzgadora que se ocupe de lo agrario, con las implicaciones económicas y de dilación procesal que tendrá en los procesos agrarios respectivos.



 



Resalto el hecho de que la decisión del Consejo Superior está basada especialmente en la sugerencia de las juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, quienes aparte de laborar en materias ajenas a la agraria y de reciente incorporación al Poder Judicial con nombramiento en ese Juzgado Mixto. Respetamos la posición de esas funcionarias judiciales; sin embargo, no se trata de un criterio técnico, pues en primer orden, no proviene del órgano oficial del Poder Judicial –Dirección de Planificación- ni de personas conocedoras de la problemática de la zona, pues tienen de laborar en ese despacho a lo sumo dos meses. Estoy segura, son funcionarias judiciales muy valiosas y con muchas cualidades intelectuales, puesto que fueron designadas para realizar una labor tan importante en una zona del país que requiere todo el apoyo del Poder Judicial para facilitar el acceso a las personas usuarias; sin embargo, parece desconocen la problemática agraria propia de una zona limítrofe donde confluyen diferentes regímenes propios de las zonas ABRE  -áreas bajo regímenes especiales- como son la franja fronteriza administrada por el Instituto de Desarrollo Rural, territorios indígenas dedicados a la producción agraria, zonas en las que hay refugios nacionales, privados y mixtos, entre otros.



 



Solicito se valore de nuevo los estudios estadísticos oficiales, emitidos por la Dirección de Planificación, que sirvieron de base a la inclusión en el Presupuesto del Poder Judicial de una plaza de Jueza o  Juez Agraria que se ocupara de los asuntos agrarios en el Juzgado Mixto de Upala, los cuales fueron avalados por el Consejo Superior al proponer el presupuesto a Corte Plena, y a las magistradas y magistrados para que en su momento acordaran la creación como agraria de dicha plaza y su incorporación al Presupuesto que en su momento fue aprobado por la Asamblea Legislativa.



 



En la sesión Nº 38-10 del 21 de abril del 2010, artículo IV, el Consejo Superior  conoció los alcances del informe Nº 073-PLA-PI-2010 la Dirección de Planificación, referente al estudio para determinar la viabilidad de crear un juzgado que atienda las materias Civil, Laboral, Agrario, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica en el cantón de Upala. En esa oportunidad se dispuso lo siguiente:



 



“En razón del análisis elaborado, se recomienda la creación de un Juzgado en la zona de Upala, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe, de forma que el despacho conozca asuntos Civiles, de Trabajo, Agrarios, de Familia, Penales Juveniles y Violencia Doméstica de las zonas de Upala y Guatuso.”



 



En la información relevante se consideró los alcances del informe Nº 073-PLA-PI-20101, al cual remitimos a las y los estimables integrantes del Consejo Superior.



 



En el proceso presupuestario del 2010 (para el año 2011) se recomendó la creación de un Juzgado para atender las materias de Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Domestica para las zonas de Guatuso y Upala, con sede en este último. En el referido informe se analizó el rendimiento mostrado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Juzgado Familia y Penal Juvenil y Juzgado Civil y Trabajo ambos del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos),  para lo cual se revisó la cantidad de asuntos entrados, durante los primeros nueve meses del 2009. Asimismo se realizó una comparación con los despachos homólogos que  muestran algunas similitudes con la zona de Upala. Con base en los resultados obtenidos, se recomendó para el 2010 la creación de un Juzgado Mixto de Mayor Cuantía en el cantón de  Upala, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe Nº 073-PLA-PI-2010. Ese informe fue aprobado por el Consejo Superior en sesión Nº 38-10 del 21 de abril 2010 (Presupuesto 2011), artículo IV, bajo el detalle expuesto en el segundo escenario analizado en el informe, de forma que el despacho conocería asuntos Civiles, de Trabajo, Agrarios, de Familia, Penales Juveniles de las zonas de Upala y Guatuso. Asimismo se dispuso, este nuevo Juzgado Mixto de Upala asumiría la materia de Violencia Doméstica, por cuanto la Ley así lo dispone respecto a la competencia de los asuntos de Familia. No obstante, por restricciones presupuestarias tuvo que eliminarse la creación del citado Juzgado.



 



Se valoró además, el movimiento de los asuntos entrados del cantón de Upala, en las materias Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), así como, en el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, el Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Upala, durante los primeros nueve meses del 2012.



 



Con criterios técnicos, el informe que sirvió de base a la decisión de crear una plaza de juez/jueza agraria para ese Juzgado Mixto, hizo un análisis comparativo de la carga de trabajo con despachos homólogos que atienden la materia Agraria. Se comparó la carga de trabajo que genera la materia Agraria de la zona de Upala-Guatuso con algunos Juzgados Especializados, con el fin de profundizar en la viabilidad de asignar esa materia al despacho por crear.



 



Posteriormente con el informe 85-PLA-DO-2013, la Dirección de Planificación nuevamente recomendó que el citado Juzgado conociera  la materia Agraria en el apartado de los elementos resolutivos indicó lo siguiente:



 



“4.3.- La materia Agraria en las zonas de Upala y Guatuso genera una cantidad de asuntos importantes que se deben adicionar al nuevo Juzgado Mixto de Upala, para lo que se debe crear una estructura mínima de 1 jueza o juez y de 1 técnica o técnico judicial.” (Lo resaltado no pertenece al original).



 



 Con el respeto acostumbrado, estimo que revertir esa decisión basada en criterios técnicos de Ustedes como integrantes del Consejo Superior, cuya función principal es la Administración del Poder Judicial con criterios técnicos; y las magistradas y magistrados integrantes de Corte Plena -jerarcas institucionales en los términos de la normativa de Control Interno- implicaría una grave afectación del servicio público, por lo que pido recurso de revocatoria del acuerdo del Consejo Superior.



 



Es lamentable lo acontecido con la persona designada en un inicio como juez agrario de ese Despacho al no pasar el período de prueba, sobre lo cual omito pronunciamiento pues desconozco los motivos, pero no es razón suficiente para que sirva de oportunidad para que se acoja la sugerencia de las juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, de ese Despacho, quienes se reitera, no tienen los conocimientos técnicos en estadística.



 



En relación con la materia penal juvenil, la cual sin duda es fundamental para el Poder Judicial y fue considerada en el estudio de Planificación que sirvió de base, podría recargársele a las plazas que ocupan juezas Eunice Villalobos Jiménez y Brenda Celina Calvo, quienes según se desprende del contenido del acuerdo, están muy sensibilizadas en la temática, aprovechando sus conocimientos y proyección.



 



Copio esta gestión al Consejo de la Judicatura, solicitando que no se proceda con la integración de la terna de la plaza Nº 369942 de Juez/Jueza 3 del Juzgado Agrario, Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, con sede en Upala; con una persona de la lista de elegibles de juez/jueza de una materia ajena a la agraria, hasta tanto no se conozca de esta reconsideración.”



 



- 0 -



 



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar criterio técnico a la Dirección de Planificación sobre las cargas de trabajo y necesidad de recurso especializado de Juez del Juzgado Civil y de Trabajo de Upala en las materias agraria y penal juvenil. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo de la Judicatura para que mantenga en suspenso el concurso para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del citado Juzgado.”



- 0 -



Informa la Secretaria General de la Corte que según consta en el Sistema Integrado de Correspondencia electrónica el acuerdo anterior se hizo de conocimiento –entre otros- de la Magistrada Arias Madrigal, por medio de copia oficio N° 9647-14 del 22 de setiembre de 2014, entregado a los destinatarios a las 9:22 horas  del 25 de ese mes.



La Magistrada Doris Arias Madrigal, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en materia Penal Juvenil, mediante oficio Nº 120-705-14 del 17 de octubre de 2014, expuso lo siguiente:



“…De forma respetuosa, y a la luz del recurso de reconsideración planteado por la Comisión de Asuntos Agrarios, les solicito se mantenga el acuerdo tomado por este Consejo, en la sesión N° 83-14 celebrada el 18 de setiembre del 2014, artículo IX, en el cual se establece:



 



“Acoger la gestión anterior, en consecuencia, solicitar al Consejo de la Judicatura que al realizar el concurso solicitado en la sesión Nº 79-14 celebrada el 4 de setiembre de 2014, artículo II, para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 de Juez 3 del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, este sea para conocer materia penal juvenil. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona que resulte nombrada apoye, en lo posible, en la tramitación y resolución de las demás materias que conoce el Juzgado.”



 



El Despacho de la Presidencia, el Consejo de la Judicatura, la Dirección de Gestión Humana y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme Se declara acuerdo firme. (sic)”



 



Primero: conforme lo estipula el propio acuerdo de este Consejo, el mismo ha adquirido firmeza, por lo que no es susceptible de ser revisado nuevamente.



 



Segundo: tal y como se informó a este Consejo por parte de la Sub Comisión Penal Juvenil, mediante oficio No. 109-705-14, del 01 de octubre  del 2014, existen un total de 124 expedientes de la jurisdicción de Upala, que no están siendo atendidos por personal especializado en materia penal juvenil, con el agravante de que existen múltiples vulnerabilidades de dicha población, no solo en razón de grupo etario, sino también que se trata de personas involucradas en conflictos sociales, carencia de recursos económicos y pertenencia a población indígena, y otras causas de vulnerabilidad, de ahí la importancia de contar con Juez Penal Juvenil que dirima los diferentes conflictos sociales.



 



Tercero: mediante oficio 119-705-14, del 20 de octubre, esta Sub Comisión está solicitando, a requerimiento del Departamento de Planificación, según traslado que se nos realiza mediante oficio Nº 788-PLA-2014, el traslado de todos los expedientes de la jurisdicción de Upala que actualmente se encuentran en el Juzgado Penal Juvenil de San Carlos, a su homólogo de Upala, en razón de que se estaría dificultando el acceso a la Justicia, a la población de este último cantón, sobre el cual pesan una serie de condiciones de vulnerabilidad, entre ellas en razón de su situación socioeconómica, que dificultan su traslado de Upala a San Carlos, lo cual contravendría la política institucional de que la Justicia se acerque a las personas y no viceversa, así como los compromisos adquiridos en las Reglas de Brasilia.



 



Cuarto: recordemos que existen principios en la materia penal juvenil, como lo es el del interés superior de la persona menor de edad que no pueden ser vulnerados por decisiones administrativas o judiciales, salvo que exista otro principio de mayor jerarquía que lo haga ceder y, a fin de cuentas, potencialice aquél (lo cual no es el caso de la materia agraria). Así lo ha concebido la Sala Constitucional, mediante resolución 2008-15461, de las quince horas y siete minutos, del quince de octubre de dos mil ocho, el cual reza:



 



“…como principio general reconocido y plenamente aplicable, al interés superior del niño no le es oponible norma o decisión alguna –administrativa o judicial- que le contradiga, salvo que en circunstancias determinadas se encuentre en liza la aplicabilidad de algún otro principio general del mayor nivel, en cuyo caso el operador jurídico deberá atenerse a la prueba de ponderación y al rol de cada principio en el caso particular. De tal forma, ignorar el carácter principial del interés superior del niño desatendiendo su aplicación estricta en aquellos casos que involucren a personas menores de edad, resulta contrario a los reconocimientos que sobre el particular efectúa el Derecho de la Constitución, a la vez que da margen para situarse en una posición de vulnerabilidad frente al mandato del artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En otras palabras, las autoridades administrativas y judiciales tienen la obligación de reconocer y aplicar el principio general del interés superior del niño, en perfecto acatamiento de su carácter de principio, de los mandatos establecidos por el Derecho de la Constitución, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes de conformidad con lo ordenado por el referido artículo 2 de la Convención Americana.”



 



En razón de lo anterior, solicito respetuosamente, se mantenga el acuerdo tomado en la sesión N° 83-14, del 18 de setiembre del 2014, artículo IX, y se realice el concurso para nombrar en propiedad en la plaza Nº 369942 para conocer materia penal juvenil, ello para salvarguardar el interés superior de las personas menores de edad en conflicto con la ley penal, así como también, el de las demás poblaciones vulnerables involucradas. Se aclara, que la persona nombrada en esta plaza colaborará, asimismo, con las demás materias que conoce el Despacho, es decir, no es exclusivo de penal juvenil.



 



(…)”
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Se acordó: 1) Tener por presentado el recurso de recondideración planteado por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en materia Penal Juvenil. 2) Mantener lo resuelto en la sesión Nº 87-14 celebrada el 2 de octubre de 2014, artículo LXXIV, y estar a la espera del informe solicitado a la Dirección de Planificación en la sesión de referencia.








 








Acta de Consejo Superior Nº 097 - 2014








Fecha: 06 de Noviembre del 2014



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XVIII



Documento N° 2098, 12693-14



 



            En sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe N° 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la Jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios del cantón de Buenos Aires, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



            La máster Wendy Beita Ureña, Jefa interina de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en oficio N° 1192-ARICJZS-2014 recibido el 27 de octubre de 2014, solicitó lo siguiente:



“…, la Administración I Circuito Judicial de la Zona Sur y  el Juzgado Agrario I Circuito Judicial de la Zona Sur, en coordinación con la Comisión de la Jurisdicción Agraria del Poder Judicial y Subcomisión de Pueblos Indígenas, nos encontramos trabajando en la realización del "TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, con la finalidad atender lo estipulado en el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión número 23-14 del 13 de marzo de 2014 artículo XXI inciso e), el cual indica:



 



(..) "e) La Jueza Coordinadora del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, coordinará las acciones pertinentes para replicar el programa "Sesenuk Bere" vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires".



 



Para la realización de dicho taller se presenta la siguiente propuesta:



 



"TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL



PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, es una propuesta de trabajo que ha sido gestado en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas.



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



2. ORIGEN DE LA IMPLEMENTACIÓN EN EL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR.



 



Esta propuesta se proyecta en concordancia con el acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



ARTÍCULO XXI



 



(…)



X.- Recomendaciones



 



(…) 10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



 



3. OFICINAS PROMOVENTES DEL TALLER



 



Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



4. OBJETIVOS



 



Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



 



Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



 



Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



 



Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



 



5. PARTICIPANTES



 



Se espera contar con la participación de 85 personas.



 



Distribución de participantes:



 



14 Representantes (dos por cada territorio) de las áreas indígenas Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré y Ujarrás; Se están realizando las confirmaciones para definir la lista de asistentes.



 



36 Servidores y servidoras judiciales de los despachos y oficinas Judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur; Se ha extendido la invitación de  al menos dos servidoras o servidores judiciales por despacho u oficina judicial del circuito, para lo cual previo a confirmar la participación, deben contar con el visto bueno de la jefatura respectiva.



 



10  Representantes de Comisión de Asuntos Agrarios y de la Subcomisión de Asuntos Indígenas.



 



02 Servidoras judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que estarían a cargo de la divulgación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, aprovechando su experiencia y buenas prácticas en la implantación del mismo.



 



01 Servidor Judicial de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón: Licenciado Carlos Romero Rivera.



 



01 Servidor Judicial de la Contraloría de Servicios de Corredores: Licenciado Freddy de Jesús Mora Duran.



 



02 Servidoras judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que estarían a cargo de la divulgación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, aprovechando su experiencia y buenas prácticas en la implantación del mismo.



 



04 Personeros de instituciones públicas tales como: CCSS, ICE, INDER, CONAI, Defensoría de las y los Habitantes.



 



15 Indígenas de la Reserva Gnobe; De esta reserva indígena se cuenta con la confirmación del señor Faustino Montezuma Bejarano, señora Lidia Ruiz Bejarano, señor  Octavio Montezuma Montezuma, señor Tomas Montezuma Ruiz, señor Bernabé Rodríguez Caballero, señor  Martín Beita Mendoza.



 



6. METODOLOGÍA



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicará una metodología magistral por parte de dos funcionarias judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes.



 



Se realizarán charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se dará un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistan, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



Se tomará del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



Se esta coordinando que en relación a los costos y demás que se requiera para atención de las 15 personas indígenas de la Reserva Gnobe sean asumidos por la Agencia Internacional de Cooperación Española- AECID, para lo cual se están efectuando las acciones pertinentes por medio de la Oficina de Relaciones Internacionales del Poder Judicial.



 



 



8. PROGRAMA



 



PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



Lugar:   Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón



Fecha:  Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



- Palabras de la Magistrada Licenciada Carmen María Escoto Fernández.



- Participación del representante por parte del Departamento de Planificación.



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m. -09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad Judicial de los indígenas en el Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



                     Exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



Exposición cuanto a la Gestión que se ha dado con los asuntos indígenas que se tramitan a lo interno.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. -11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



                     Exposición de Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES.



Participación e interacción de los participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:30 p.m. a 03:30 p.m.



				Visiones del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



                     Presentación de las Funcionarias Elida Quirós Vásquez y Rosalyn Retana Azofeifa. del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros y alcance del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, Atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.







				03:30 p.m. a 03:45 p.m.



				Refrigerio.







				03:45 p.m. a 04:00 p.m.



				Palabras del Juez Civil y de Trabajo de Buenos Aires, Jean Carlos Céspedes Mora.











 



 



Lugar:    Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón



Fecha:   Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:15 a.m.



				Bienvenida por parte de las personas indígenas.



Presentación de las personas asistentes.







				08:15 a.m. a 10:00 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



                     Participación de la licenciada Elida Quirós Vásquez y licenciada Rosalyn Retana Azofeifa del I Circuito Judicial de la zona Atlántica.



                     Exposición y mesa de trabajo.



                     Logros y alcance del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



                     Videos sobre diligencias judiciales del plan Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



 



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



 



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 11:30 a.m.



 



 



				Presentación de la MBA. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



                     Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas de la zona, de la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales.



                     Participación de los operadores jurídicos (jueces, fiscales, defensores) desde su visión.



Posibles propuestas de solución y apoyo al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë







				11:30 a.m. a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires. (En proceso de confirmación)







				02:30 p.m. a



03:00 p.m.



 



				[bookmark: __DdeLink__225_587749916]Visión de la Defensa Pública.- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública.







				03:00 p.m. a



03:15 p.m.



				Refrigerio







				03:15 p.m. a 03:45 pm



 



03:45 pm a



04:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



 



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.











 



 



Para ello y, con el fin de fomentar la interacción de los funcionarios judiciales con personas indígenas de la Zona Sur, así como fortalecer las acciones que la institución ha iniciado en pro del acceso a la justicia de los pueblos indígenas de nuestro país; respetuosamente solicito lo siguiente:



 



01.    Autorizar la realización del "TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, a realizarse en el I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR, los días 20 y 21 de Noviembre de 2014.



 



02.    Aprobar el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014, por medio del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, programa 926, subpartida 1 07 01, IP 22, con un costo aproximado de ¢1.614.200.00 (Un millón seiscientos catorce mil doscientos colones), certificación de Contenido N° 0801-P-2014.



Esto según lo acordado en sesión ordinaria número CAA-09-2014, celebrada 13 de septiembre 2014, Artículo II, de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



03.    Se autorice la participación y conceda un permiso con goce de salario y sustitución a las siguientes personas:



 



       Magistrada Carmen María Escoto Fernández.



       Licenciado Rodolfo Solórzano Sánchez, Coordinador de la Defensa Publica Indígena o a quien se designe como suplente.



       Licenciada  Magdalena Aguilar, en representación de la Escuela Judicial.



       Licenciada Karen Leiva Chavarría, Oficina de Cooperación Internacional.



       Licenciada Elida Quirós Vásquez, Jueza, Juzgado de Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



      Licenciada Rosalyn Retana Azofeifa Defensora, Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



      Licenciado William Arburola Castillo, Juez Coordinador, Juzgado Agrario I Circuito Judicial de la Zona Sur.



      Licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Coordinador, Juzgado Civil, Laboral Familia de Buenos Aires.



      Licenciado Carlos Romero Rivera, Contralor, Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



      Licenciado Freddy Mora Duran,  Contralor, Contraloría de Servicios de Corredores.



 



04.    Autorizar la participación y conceder permiso con goce de salario, sin sustitución a la licenciada Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario; así como a las servidoras y servidores judiciales de los despachos y oficinas Judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur que se inscriban en el mismo, siempre y cuando previo a confirmar la participación, cuenten con el visto bueno de la jefatura respectiva.



 



05.     Autorizar a la Escuela Judicial la grabación de este Taller, como respaldo a las acciones que efectúa la Subcomisión de Asuntos Indígenas; a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.”



- 0 -



A esos efectos, adjunta oficio Nº 801-P-2014, fechado el 20 de octubre de 2014, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento Financiero Contable, donde remitió certificación de contenido presupuestario con el fin de atender el "Servicio de alimentación, para 70 personas y Hospedaje para 14 representantes de Zonas Indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, denominada Taller Sesenuk Bere en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, con un costo aproximado de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al programa 926 "Dirección y Administración", IP 22 "Escuela Judicial" y subpartida 10701 "Actividades de Capacitación".



[bookmark: _Toc361685750]Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1) Autorizar la realización del "Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014. 2) Aprobar el gasto por la suma de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al Programa 926, IP 22, Subpartida 10701, a fin de sufragar los gastos necesarios del servicio de alimentación, para 70 personas y hospedaje para 14 representantes de zonas indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, que se dio cuenta. 3.)Autorizar la participación con sustitución de las servidoras y servidores de la lista transcrita a fin de que asistan al citado taller. 4.) Tomar nota de que la Presidenta, Magistrada Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández,  a fin de que asista a la citada actividad. 5.) Autorizar la participación sin sustitución de la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, para que asista al taller anteriormente indicado. Lo anterior en el entendido de que deberá tomar las medidas necesarias para que el servicio público a su cargo no se vea sustancialmente afectado. 6.) La Escuela Judicial realizará la grabación del respectivo taller a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



La Comisión de la Jurisdicción Agraria, el Despacho de la Presidencia, la Dirección de Gestión Humana, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2015








Fecha: 20 de Enero del 2015



Descriptores/Temas: Permiso con goce de salario



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO LXXVI



Documento 12544-13, 339-15



En correo electrónico del 9 de enero de 2015, los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, hicieron de conocimiento lo siguiente:



“(…)



 



En acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, así como en apego a las políticas institucionales de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, se brinda el INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË ejecutado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), que tuvo lugar los días 20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.



 



Quedamos a sus órdenes para cualquier aclaración o ampliación del informe de cita.”



- 0 -



 



Seguidamente, se transcribe el informe en mención:



 



“INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. LUGAR Y FECHA DE REALIZACIÓN:



 



20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó (de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.).-



 



2. MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DEL TALLER:



 



Esta actividad fue sugerida por la Comisión de Asuntos Agrarios (sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014) ante la buena práctica de los tribunales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se verificó en acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



[bookmark: _Toc409110087]ARTÍCULO XXI



 



(…)



 



X.- Recomendaciones



 



(…)



 



10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



3. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA:



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë (en su traducción original Vivir en Armonía), es una propuesta de trabajo gestada en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas.



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



4. OFICINAS PROMOTORAS Y EJECUTANTES DEL TALLER:



                Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



                Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



                Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



                Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



5. OBJETIVOS PLANTEADOS:



 



                Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



                Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



                Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



                Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



                Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



                Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a las personas usuarias que residen en zonas alejadas, como las comunidades indígenas.



 



6. METODOLOGÍA DE TRABAJO APLICADA:



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicó una metodología magistral por parte de una funcionaria judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, actores de los distintos sectores judiciales; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes. Se realizaron charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se abordó un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistieron, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



La Escuela Judicial grabó en su totalidad las dos jornadas de trabajo de este Taller como respaldo a las acciones de implementación del programa e insumo para los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



Se tomó del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



También se contó con la colaboración presupuestaria de la Administración Regional del Circuito, quién asumió gastos menores de la actividad y antepuso sus buenos oficios para cancelar viáticos a las personas indígenas asistentes (hospedaje, alimentación y transporte).-



 



8. NÚMERO FINAL DE PARTICIPANTES Y PERSONAS ASISTENTES VINCULADAS CON LA TEMÁTICA INDÍGENA:



 



En total asistieron 60 personas, entre los que destacan:



 



a) 15 Personas representantes de los pueblos indígenas de Pérez Zeledón, Buenos Aires y Corredores (territorios Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré, Ujarrás y personas de la étnia Gnöbe).-



 



				Octavio Montezuma Montezuma



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Santa Palacios Santiago



				Conte, Burica



				Reserva indígena Gnöbe







				Elisa  Rodríguez Santo



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Mirna Román Rodríguez



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Martin Beita Mendoza



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Tomás Montezuma Ruíz



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Fabio Flores Reyes



				ASOCULPROTAN



				Reserva indígena Térraba







				Maximiliano Torres Torres



				Consejo de Ancianos Originarios de Cabagra



				Reserva indígena Cabagra







				Doris Ortiz Ortiz



				Coordinadora Autoridades Étnicas Tradicionales de Mayores



				Reserva indígena Salitre







				Jacinto Fernández Villanueva



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Doris Ríos Ríos



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Irma Maroto González



				ADI



				Reserva indígena Boruca







				Moisés Torres Figueroa



				Asociación Bienestar de Ojo de Agua



				Reserva indígena Boruca







				David Zúñiga Reyes



				 



				Reserva indígena Ujarrás







				Hugo Lázaro Estrada



				ARADIKES



				Reserva Indígena Rey Curré











 



b) 13 Autoridades judiciales del sector jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo:



 



- Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Presidenta de Comisión de Asuntos Agrarios.



- Magistrada Suplente y Jueza del Tribunal Agrario Damaris Vargas Vásquez.



- Msc. Wendy Beita Ureña, Administradora del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



- Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



- Lic. Freddy Mora Duran, Contralor de la Contraloría de Servicios de Corredores.



- Lic. William Arburola Castillo, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Lic. Bernardo Solano Solano, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Lic. Jean Carlos Céspedes Mora, Juez del Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



- Licda. Rosalyn Retana Azofeifa Defensora de la Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



- Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y integrante de Subcomisión de Pueblos Indígena.



- Lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, servidor de la Defensa Publica Indígena.



- Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial.



- Sr. Juan Carlos Salas Ruiz, Producción del Áreas de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.



 



c) 28 Servidores del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón):



 



- Andrea Aguero Beita, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Karen Mora Gómez, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Homero Gamboa González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



-Jorge Bolaños González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



- Esteban Jiménez Godínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Jessica Torres Marín, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Johanna Gamboa Guzmán, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Lidieth Fallas Martínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Kristel Vargas Cartín, Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Meibol Araya Arguedas, Juzgado de Familia de Pérez Zeledón.



- Elena García Rodríguez, Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón.



- Glenda Leiva López, Oficina de Trabajo Social y Psicología de Pérez Zeledón.



- Jessica Rodríguez Valverde, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



- Yorleny Garro Fernández, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Angelyc Núñez Abarca, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



- Graciela Gamboa Ortíz, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



- Andy López Arguello, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



- Diego Mora Araya, Juzgado de Tránsito de Pérez Zeledón.



- Jorge Villareal Ureña, Centro de Conciliación de Pérez Zeledón.



- José Ángel Fallas Palacios, Fiscalía de Pérez Zeledón.



- Natacha Fernández Mata, Defensa Pública Pérez Zeledón.



- Michael Zúñiga Arias, Juzgado Penal de Pérez Zeledón.



- Henry Godínez Coto, Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires.



- Shirley Azofeifa Sánchez, Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón.



- Kenneth González Barboza, Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



- Christián Andrés Granados Ureña, Juzgado Penal de Buenos Aires.



- Ericka Cordero Marroquín, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



- Tatiana García Chávez, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



d) 4 Personeros de instituciones públicas y del sector académico:



- Adriana Ulate Carranza, Abogada de la Presidencia del Instituto de Desarrollo Rural.



- Carlos Eduardo Cruz Meléndez, Antropólogo, Catedrático Universitario de la Universidad Nacional y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



- Roberto de Padro Lizano, Defensor de los habitantes en la Zona Sur.



- Mauro Chinchilla Sánchez, funcionario de la Caja Costarricense del Seguro Social de Pérez Zeledón.



 



e) En la logística y preparativos de la actividad colaboró el señor Javier Rodríguez Oconitrillo, quien es asesor indígena del Instituto Interamericano de Derechos Humanos e Integrante de la Subcomisión Pueblos Indígenas.-



 



8. PROGRAMA DESARROLLADO:



Fecha: Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes y bienvenida oficial.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur, lic. William Arburóla Castillo.



- Palabras de la Administradora Regional de Pérez Zeledón, Msc. Wendy Beita Ureña.



- Palabras del Contralor de Servicios, lic. Carlos Romero Rivera



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m.  a 09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad de las personas indígenas usuarias del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)



         Presentación y exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



         Detalle de la gestión y seguimiento dado a los asuntos donde intervienen personas indígenas que se tramitan en sede agraria.



         Problemática actual y retos planteados.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m.  a 11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



         Exposición del Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES y consultor en temáticas indígenas.-



Participación, consultas e interacción de las personas participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a 03:00 p.m.



				Visiones y rasgos característicos del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



         Presentación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Espacio para retroalimentación y consultas.-







				03:00 p.m. a 03:15 p.m.



				Refrigerio.







				03:15 p.m. a 04:30 p.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



         Tratamiento en sede penal a los asuntos donde intervienen personas indígenas.



         Políticas actuales en temáticas indígenas.











 



Fecha: Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Bienvenida y registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:45 a.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



         Metodología de trabajo del Ministerio Público en la zona sur para la atención oportuna de los asuntos indígenas.-







				08:45 a.m. a 9:45 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



         Continuación de la participación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



         Videos sobre diligencias judiciales donde se ha aplicado el programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



 



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



 



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 12:00 a.m.



 



 



				- Presentación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Presentación y ponencia de la Mba. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



         Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas y normativa nacional, internacional y las políticas institucionales actuales.



         Análisis de criterios jurisprudenciales recientes de la Sala Constitucional, Sala Primera y Corte Interamericana de Justicia en temas indígenas, así como pueblos nómadas y agricultores itinerantes.



         Participación de personas indígenas y operadores jurídicos (personas juzgadoras, fiscales y fiscalas, defensores y defensoras y personas servidoras judiciales) desde su visión.







				12:00 a.m. a 01:00 p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



         Régimen legal de protección de derechos de las personas indígenas e instancias de resolución de sus conflictos.-







				02:30 p.m. a



03:15 p.m.



 



				Visión de la Defensa Pública Indígena.



- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública, lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, Consultor en derechos humanos indígenas y ambiente







				03:15 p.m. a



03:30 p.m.



				Refrigerio







				03:30 p.m. a 04:00 pm



 



 



04:00 p.m.  a



04:15 p.m.



04:15 pm a



04:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición del licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires



 



Análisis de resultados, sugerencias y opiniones de las personas participantes.



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo.











 



CONCLUSIONES:



 



1. En la zona sur del país existen problemas de acceso a la justicia que repercuten directamente sobre el proceso penal, agrario, civil, familiar, laboral, entre otros, que deben abordarse acercando la función jurisdiccional, y en general el sistema judicial, a las poblaciones indígenas mediante visitas periódicas en donde se reciban denuncias o demandas, declaraciones y se realizan audiencias orales, logrando la eficacia de éstas.



 



2. Se debe sensibilizar más aún a las personas servidoras judiciales sobre los derecho de las poblaciones vulnerables y buscar su no revictimización, así como maximizar institutos como la conciliación judicial.



 



3. Es preciso crear canales de comunicación efectivos con las poblaciones indígenas y conformar una red con otras oficinas judiciales e instituciones gubernamentales para la atención inmediata de los conflictos y necesidades indígenas, así como para trabajar en la prevención de los primeros.



 



4. Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a los ciudadanos residentes en áreas alejadas y propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial.



 



5. Se debe garantizar y potenciar el uso de medios de comunicación en el idioma propio de los pueblos indígenas existentes en la zona sur.



 



6. Es preciso adoptar un sistema que garantice la formación, acreditación y contratación de personas intérpretes, así como la capacitación de personas juzgadoras y servidoras judiciales en idiomas de las distintas etnias indígenas de la zona sur.



 



7. Fomentar el recurso del peritaje cultural o antropológico, como un instrumento idóneo para involucrar elementos que mejoren la valoración cultural de los pueblos indígenas a la hora de resolver los asuntos judiciales.



 



8. Propiciar el desarrollo de mecanismos de coordinación entre el Poder Judicial y el sistema normativo practicado por las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, así como buscar armonizar e conocer sus formas propias de resolución de casos.



 



9. Replicar el taller Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en la zona de Buenos Aires con la participación activa de más personas indígenas de los distintos territorios y representativas de distintos sectores de su población.



 



10. Crear un Juzgado Agrario Especializado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, a fin de potenciar un acercamiento a la realidad cultural de los pueblos indígenas de la zona.



 



11. Hacer el resultado del taller de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, la Comisión de Asuntos Agrarios, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración Regional y el Consejo de Administración del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, la Contraloría de Servicios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.”



- 0 -



 



En sesión N° 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe N° 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios de ese cantón, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



Posteriormente, en sesión N° 97-14 del 6 de noviembre de 2014, artículo XVIII, se autorizó la realización del “Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë”, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014.



Para tales efectos se aprobó el gasto por la suma de ¢1.614.200,00 (un millón seiscientos catorce mil doscientos colones exactos), con cargo al Programa 926, IP 22, Subpartida 10701, a fin de sufragar los gastos necesarios del servicio de alimentación, para 70 personas y hospedaje para 14 representantes de zonas indígenas, para la actividad de capacitación de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, que se dio cuenta.



También se autorizó la participación con sustitución de las servidoras y servidores de la lista allí transcrita con el fin de que asistieran al taller y se tomó nota de que la Presidenta, Magistrada Villanueva, en uso de las facultades que le confiere el artículo 60, inciso 22, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, concedió el permiso requerido a la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández,  a fin de que asistiera a la citada actividad.



Por su parte, a la Escuela Judicial se le solicitó que realizara la grabación del respectivo taller a fin de que sirva de modelo a implementar en los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



Se acordó: 1) Tomar nota de los resultados del primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, que significa “Vivir en Armonía”. 2)Instar a los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a continuar haciendo esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia a la población indígena. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de los programas de capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y de la Escuela Judicial, para que los implementen como una buena práctica, así como del Banco de Buenas Prácticas para los fines correspondientes.








 












 Acta de Consejo Superior Nº 011 - 2015








Fecha: 10 de Febrero del 2015



ARTÍCULO LXXI



Documento N° 1077-15



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio CMEF-SCPI-001-2015 de 28 de enero de 2015, manifestó lo siguiente:



“… que en reunión celebrada el año anterior con las licenciadas Olga Fallas y Argili Gómez Siu, Contralora y Subcontralora de Servicios del Poder Judicial, respectivamente; mediante oficio C337-2014 me indicaron que: “[…] en razón al proceso de reorganización en que se encuentra esta Contraloría, no es posible por el momento colaborarles en el tema de coordinación de las agendas de las sesiones y su seguimiento para la Subcomisión de Pueblos Indígenas.”



 



Dicha decisión entorpece el buen funcionamiento de la Subcomisión, ya que no se cuenta con personal que pueda asumir las labores que realizaba la Excontralora de Servicios, Licda. Lena White Curling. Por esa razón, momentáneamente mi despacho, la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y los integrantes de la Subcomisión  hemos unidos esfuerzos para llevar a cabo esta difícil tarea.



 



No obstante, debido al gran número de tareas que debe realizar la Subcomisión, entre las cuales podemos citar: formular las agendas, levantar actas, dar seguimiento a los acuerdos tomados y al cumplimiento de las acciones establecidas en la Política para el acceso a la justicia de esta población, para el trato y atención que deben recibir, asistir a diversas reuniones, participar en talleres de capacitación tanto para las personas servidoras judiciales como para las diferentes comunidades indígenas del país, dar seguimiento a los talleres impartidos en coordinación con la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECID), realizar giras a las comunidades indígenas, para atender in situ sus necesidades, entre muchas otras, se ha vuelto inmanejable para esta Subcomisión, ejecutar todas estas acciones sin el apoyo de una instancia que reúna las condiciones para hacerlo.



 



Ante esta situación, les comunico que he tomado la decisión de designar a la Unidad de Acceso a la Justicia como la encargada de la coordinación de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por ser éste el órgano técnico y ejecutor, que debe dar soporte a las Subcomisiones, de acuerdo con las funciones que le han sido atribuidas, por ello es menester que la Unidad siga contando con el personal que hasta ahora la integra, siendo de vital importancia para garantizar el desempeño de las nuevas tareas otorgadas.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio CMEF-SCPI-001-2015 suscrito por la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en condición de Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Unidad de Acceso a la Justicia.








 












Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2015








Fecha: 26 de Febrero del 2015



ARTÍCULO LXX



Documento 12544-13, 1829-15



La máster Damaris Vargas Vásquez, en carácter de Integrante de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, mediante correo electrónico del 16 de febrero de 2015, con instrucciones de la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Coordinadora de dicha Comisión, remite el acuerdo tomado en sesión CAA-02-2015 del 9 de febrero de 2015, artículo II, el cual literalmente dice:



“Se conoce el Informe presentado por los jueces agrarios interinos del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Bernardo Solano Solano -Coordinador- y William Arburola Castillo, relacionado con el Taller realizado en coordinación con esta Comisión y la Administración del citado Circuito Judicial, el cual indica:



 



De: Juzgado Agrario I Circuito Judicial Zona Sur 
Enviado el: viernes, 09 de enero de 2015 16:25
Para: Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos
CC: Damaris Vargas Vásquez; William Roberto Arburola Castillo; Bernardo Solano Solano; Javier rodriguez oconitrillo; Administración Regional de Pérez Zeledón; Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón
Asunto: Informe de Resultados del Taller de Implementación del programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.-



 



Honorables Integrantes
Consejo Superior
Comisión de Asuntos Agrarios
Subcomisión de Pueblos Indígenas



Administración Regional de Pérez Zeledón



Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón



Poder Judicial



 



Reciban un cordial saludo y nuestro más sincero deseo de éxito en el norte de sus gestiones. En acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, así como en apego a las políticas institucionales de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, se brinda el INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË ejecutado por el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), que tuvo lugar los días 20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó de 07:30 a.m. a 04:30 p.m..



 



Quedamos a sus órdenes para cualquier aclaración o ampliación del informe de cita.



 



Atentamente;



 



Lic. Bernardo Solano Solano y Lic. William Arburola Castillo



 



Juez Coordinador a.i. y Juez Agrario a.i.



Juzgado Agrario de Pérez Zeledón



 



INFORME DE RESULTADOS DEL PRIMER TALLER DE PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA SE’ SẼ̀NUK BË̀RË



 



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR



 



1. LUGAR Y FECHA DE REALIZACIÓN:



 



20 y 21 de Noviembre de 2014 en el Auditorio de los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón, con horario continuó (de 07:30 a.m. a 04:30 p.m.).-



 



2. MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DEL TALLER:



 



Esta actividad fue sugerida por la Comisión de Asuntos Agrarios (sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014) ante la buena práctica de los tribunales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y se verificó en acatamiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014, que literalmente indica:



 



1.



2.                      ARTÍCULO XXI



 



(…)



 



X.- Recomendaciones



 



(…)



 



10.5.- De conformidad con la propuesta de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, se recomienda que el personal del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, las Defensas Públicas de Pérez Zeledón y Corredores, así como la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón, se organicen y coordinen las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Limón, para la atención de los procesos agrarios del Cantón de Buenos Aires.



 



Para ello se estima conveniente realizar de previo un proceso de inducción con el apoyo de los profesionales destacados en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Juzgado de Familia y Penal Juvenil, así como la Defensa Pública), aprovechando su anuencia a colaborar y participar en esta iniciativa. Las actividades a realizar deberán coordinarse con antelación para evitar la menor afectación posible al trabajo ya programado en Limón.



 



3. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROGRAMA:



 



El programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë (en su traducción original Vivir en Armonía), es una propuesta de trabajo gestada en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con ocasión de la tramitación de los procesos en los que intervienen personas indígenas y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, a fin de que la tramitación de esos asuntos por parte de los despachos judiciales de las diferentes materias, incluyendo las audiencias de prueba con Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, sea más oportuna, y se aproveche de gran manera el recurso institucional disponible, aunado a ello, lograr una mayor sensibilización y concientización de las personas servidoras judiciales de este Circuito en los derechos al acceso a la justicia de las personas indígenas .



 



Esto con el fin de que las personas indígenas y demás poblaciones en condición de vulnerabilidad no tengan que trasladarse desde sus territorios a los despachos y oficinas judiciales, permitiendo mantener el alto compromiso del Poder Judicial con la finalidad de mejorar las condiciones de la prestación del servicio a las personas usuarias del Cantón de Buenos Aires, cumpliendo así con las políticas institucionales definidas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



4. OFICINAS PROMOTORAS Y EJECUTANTES DEL TALLER:



 



Departamento de Planificación del Poder Judicial.



 



Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 



 



Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Comisión de la Jurisdicción Agraria.



 



5. OBJETIVOS PLANTEADOS:



 



Promover la aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en las oficinas y despachos judiciales del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



Informar a las personas representantes de las zonas indígenas, sobre los alcances y beneficios que aporta el programa a la población indígena y demás personas en condición de vulnerabilidad o vulnerabilizadas.



 



Iniciar un diálogo intercultural, entre las operadoras y los operadores jurídicos de las siete regiones indígenas con sus representantes y la futura aplicación del programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, previa consulta a ésta población para conocer las principales barreras que enfrentan en su acceso a la justicia estatal.



 



Proponer recomendaciones en la aplicación concreta a los principales obstáculos que enfrenta esta población indígena en su interrelación con la institucionalidad del país concretamente, con el Poder Judicial.



 



Propiciar espacios de intercambio de conocimientos sobre los principales mecanismos que las personas indígenas utilizan en la resolución de sus disputas (Derecho Indígena o Derecho Propio), y cómo podrían ser puentes de entendimiento mutuo por parte de la jurisdicción estatal, las soluciones propias de las comunidades indígenas, sus costumbres y su cosmovisión.



 



Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a las personas usuarias que residen en zonas alejadas, como las comunidades indígenas.



 



6. METODOLOGÍA DE TRABAJO APLICADA:



 



Con la finalidad de realizar el taller para la promoción de la aplicación de Se’ sẽ̀nuk bë̀rë, se aplicó una metodología magistral por parte de una funcionaria judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, actores de los distintos sectores judiciales; con gran interacción tanto de las servidoras y servidores judiciales, como de los representantes de los diversos grupos participantes y demás asistentes. Se realizaron charlas acerca de los alcances del derecho al acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y vulnerabilizadas, con especial énfasis en los derechos de las personas indígenas y las políticas institucionales referidas a esos extremos. En especial, se abordó un intercambio de información y de ideas con las personas indígenas y de otras instituciones vinculadas que asistieron, con las servidoras y los servidores judiciales.



 



La Escuela Judicial grabó en su totalidad las dos jornadas de trabajo de este Taller como respaldo a las acciones de implementación del programa e insumo para los diferentes Circuitos Judiciales del país, en los que exista población indígena usuaria.



 



7. FINANCIAMIENTO



 



  Se tomó del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios, pues es un programa propuesto por ésta. Al respecto, en sesión ordinaria celebrada por dicha Comisión número CAA-09-2014 del 13 de septiembre pasado, Artículo II, dispuso:



 



"SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del saldo del presupuesto de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



2° Apoyar las iniciativas de sensibilización y concientización acerca de las condiciones de la población indígena de la zona sur y ejecución de los acuerdos de esta Comisión y del Consejo Superior, expuestas por la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, y el licenciado William Roberto Arburola Castillo, juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del referido Circuito Judicial. Agradecer la invitación remitida a las y los integrantes de esta Comisión y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. Apoyar en el financiamiento de la actividad de capacitación programada para los días 20 y 21 de noviembre de 2014 en la sede del edificio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por la suma de un millón seiscientos catorce mil doscientos colones, previa aprobación del Consejo Superior.



 



3° Comuníquese este acuerdo a la Administración de la Escuela Judicial para que haga la gestión directamente al citado Consejo, previa coordinación con esta Comisión y la Administradora del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, máster Wendy Beita Ureña, a fin de que ésta le informe los nombres de las personas invitadas a la actividad como expositoras y como participantes, la oficina y el puesto que desempeñan, las personas indígenas invitadas y los territorios que representan; y con esta Comisión. La contratación de los servicios que se financiarán deberá cumplir con los lineamientos institucionales. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial, a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y al Juzgado Agrario de dicho Circuito.



 



4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad para su ejecución inmediata.-



 



Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



También se contó con la colaboración presupuestaria de la Administración Regional del Circuito, quién asumió gastos menores de la actividad y antepuso sus buenos oficios para cancelar viáticos a las personas indígenas asistentes (hospedaje, alimentación y transporte).-



 



8. NÚMERO FINAL DE PARTICIPANTES Y PERSONAS ASISTENTES VINCULADAS CON LA TEMÁTICA INDÍGENA:



 



 En total asistieron 60 personas, entre los que destacan:



 



a) 15 Personas representantes de los pueblos indígenas de Pérez Zeledón, Buenos Aires y Corredores (territorios Térraba, Cabagra, Salitre, China Kichá, Boruca, Curré, Ujarrás y personas de la étnia Gnöbe).-



 



				Octavio Montezuma Montezuma



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Santa Palacios Santiago



				Conte, Burica



				Reserva indígena Gnöbe







				Elisa  Rodríguez Santo



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Mirna Román Rodríguez



				Alto de San Antonio



				Reserva indígena Gnöbe







				Martin Beita Mendoza



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Tomás Montezuma Ruíz



				Abrojo Montezuma



				Reserva indígena Gnöbe







				Fabio Flores Reyes



				ASOCULPROTAN



				Reserva indígena Térraba







				Maximiliano Torres Torres



				Consejo de Ancianos Oiginarios de Cabagra



				Reserva indígena Cabagra







				Doris Ortiz Ortiz



				Coordinadora Autoridades Étnicas Tradicionales de Mayores



				Reserva indígena Salitre







				Jacinto Fernández Villanueva



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Doris Ríos Ríos



				ADI



				Reserva indígena China Kichá







				Irma Maroto González



				ADI



				Reserva indígena Boruca







				Moisés Torres Figueroa



				Asociación Bienestar de Ojo de Agua



				Reserva indígena Boruca







				David Zúñiga Reyes



				 



				Reserva indígena Ujarrás







				Hugo Lázaro Estrada



				ARADIKES



				Reserva Indígena Rey Curré











 



b) 13 Autoridades judiciales del sector jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo:



 



- Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, Presidenta de Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Magistrada Suplente y Jueza del Tribunal Agrario Damaris Vargas Vásquez.



 



- Msc. Wendy Beita Ureña, Administradora del I Circuito Judicial de la Zona Sur.



 



- Lic. Carlos Romero Rivera, Contralor de la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Freddy Mora Duran,  Contralor de la Contraloría de Servicios de Corredores.



 



- Lic. William Arburola Castillo, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Bernardo Solano Solano, Juez del Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Lic. Jean Carlos Céspedes Mora, Juez del Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



 



- Licda. Rosalyn Retana Azofeifa Defensora de la Defensa Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



- Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón e integrante de Subcomisión de Pueblos Indígena.



 



- Lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, servidor de la Defensa Publica Indígena.



 



- Licda. Magdalena Aguilar Álvarez, Jefa de Servicios Técnicos Escuela Judicial.



 



- Sr. Juan Carlos Salas Ruiz, Producción del Áreas de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.



 



c) 28 Servidores del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón):



 



- Andrea Aguero Beita, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Karen Mora Gómez, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Homero Gamboa González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



-Jorge Bolaños González, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.



 



- Esteban Jiménez Godínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Jessica Torres Marín, Administración Regional de Pérez Zeledón.



- Johanna Gamboa Guzmán, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Lidieth Fallas Martínez, Administración Regional de Pérez Zeledón.



 



- Kristel Vargas Cartín, Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Meibol Araya Arguedas, Juzgado de Familia de Pérez Zeledón.



 



- Elena García Rodríguez, Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón.



 



- Glenda Leiva López, Oficina de Trabajo Social y Psicología de Pérez Zeledón.



 



- Jessica Rodríguez Valverde, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



 



- Yorleny Garro Fernández, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Angelyc Núñez Abarca, Juzgado Civil y Trabajo de Mayor Cuantía de Pérez Zeledón.



 



- Graciela Gamboa Ortíz, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



 



- Andy López Arguello, Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón.



 



- Diego Mora Araya, Juzgado de Tránsito de Pérez Zeledón.



 



- Jorge Villareal Ureña, Centro de Conciliación de Pérez Zeledón.



 



- José Ángel Fallas Palacios, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



- Natacha Fernández Mata, Defensa Pública Pérez Zeledón.



 



- Michael Zúñiga Arias, Juzgado Penal de Pérez Zeledón.



 



- Henry Godínez Coto, Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires.



 



- Shirley Azofeifa Sánchez, Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón.



 



- Kenneth González Barboza, Juzgado Civil, Laboral, Familia y Penal Juvenil de Buenos Aires.



 



- Christian Andrés Granados Ureña, Juzgado Penal de Buenos Aires.



 



- Ericka Cordero Marroquin, Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón.



 



- Tatiana García Chávez, Fiscalía de Pérez Zeledón.



 



d) 4 Personeros de instituciones públicas y del sector académico:



 



- Adriana Ulate Carranza, Abogada de la Presidencia del Instituto de Desarrollo Rural.



 



- Carlos Eduardo Cruz Meléndez, Antropólogo, Catedrático Universitario de la Universidad Nacional y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



 



- Roberto de Padro Lizano, Defensor de los habitantes en la Zona Sur.



 



- Mauro Chinchilla Sánchez, funcionario de la Caja Costarricense del Seguro Social de Pérez Zeledón.



 



e) En la logística y preparativos de la actividad colaboró el señor Javier Rodríguez Oconitrillo, quien es asesor indígena del Instituto Interamericano de Derechos Humanos e Integrante de la Subcomisión Pueblos Indígenas.-



 



8. PROGRAMA DESARROLLADO:



Fecha: Jueves 20 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Registro  de participantes y bienvenida oficial.







				07:45 a.m. a 08:30 a.m.



				- Recibimiento y agradecimiento por parte del Juez Coordinador a.i. del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur, lic. William Arburola Castillo.



- Palabras de la Administradora Regional de Pérez Zeledón, Msc. Wendy Beita Ureña.



- Palabras del Contralor de Servicios, lic. Carlos Romero Rivera



- Presentación de las personas asistentes.







				08:30 a.m.  a 09:45 a.m.



				Introducción al programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y realidad de las personas indígenas usuarias del Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)



Presentación y exposición del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë.



Detalle de la gestión y seguimiento dado a los asuntos donde intervienen personas indígenas que se tramitan en sede agraria.



Problemática actual y retos planteados.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, Juzgado Agrario de Pérez Zeledón.







				09:45 a.m. -10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m.  a 11:30 a.m.



				Visiones de los pueblos indígenas.



Exposición del Lic. Hugo Lázaro Estrada, representante de ARADIKES y consultor en temáticas indígenas.-



Participación, consultas e interacción de las personas participantes.







				11:30 a.m.  a 01: p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a 03:00 p.m.



				Visiones y rasgos característicos del Se’ sẽ̀nuk bë̀rë



Presentación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Espacio para retroalimentación y consultas.-







				03:00 p.m. a 03:15 p.m.



				Refrigerio.







				03:15 p.m. a 04:30 p.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



Tratamiento en sede penal a los asuntos donde intervienen personas indígenas.



Políticas actuales en temáticas indígenas.











 



Fecha: Viernes 21 de noviembre de 2014.



 



				07:30 a.m. a 07:45 a.m.



				Bienvenida y registro de personas participantes







				07:45 a.m. a 08:45 a.m.



				Participación del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto de Pérez Zeledón y miembro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



Metodología de trabajo del Ministerio Público en la zona sur para la atención oportuna de los asuntos indígenas.-







				08:45 a.m. a 9:45 a.m.



 



				Visiones de los pueblos indígenas y operadores jurídicos.



Continuación de la participación de la funcionaria judicial Rosalyn Retana Azofeifa, Defensora del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Exposición de logros, alcances y experiencias compartidas en la aplicación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë y atención a pueblos Indígenas del I     Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



 



Videos sobre diligencias judiciales donde se ha aplicado el programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en zonas indígenas del Atlántico.



Estado de situación sobre el acceso a la justicia de las personas indígenas en las zonas indígenas (Sur de Pérez Zeledón y Buenos Aires).



Participación de representantes de las zonas indígenas, visión del servicio, necesidades y dificultades de acceso a la justicia.







				09:45 a.m. a 10:00 a.m.



				Refrigerio







				10:00 a.m. a 12:00 a.m.



 



 



				- Presentación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Presidenta de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y de la Comisión de Asuntos Agrarios.



 



- Presentación y ponencia de la Mba. Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, Magistrada Suplente.



 



Capacitación acerca de los derechos de las personas indígenas y normativa nacional, internacional y las políticas institucionales actuales.



Análisis de criterios jurisprudenciales recientes de la Sala Constitucional, Sala Primera y Corte Interamericana de Justicia en temas indígenas, así como pueblos nómadas y agricultores itinerantes.



Participación de personas indígenas y operadores jurídicos (personas juzgadoras, fiscales y fiscalas, defensores y defensoras y personas servidoras judiciales) desde su visión.







				12:00 a.m. a 01:00 p.m.



				Almuerzo







				01:00 p.m. a



02:30 p.m.



 



				Palabras del Defensor de los Habitantes de la Zona Sur, licenciado Roberto de Prado Lizano.



Régimen legal de protección de derechos de las personas indígenas e instancias de resolución de sus conflictos.-







				02:30 p.m. a



03:15 p.m.



 



				Visión de la Defensa Pública Indígena.



- Exposición del representante de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Defensa Pública, lic. Manuel Emilio Soto Aguilar, Consultor en derechos humanos indígenas y ambiente







				03:15 p.m. a



03:30 p.m.



				Refrigerio







				03:30 p.m. a 04:00 pm



04:00 p.m.  a



04:15 p.m.



04:15 pm a



04:30 p.m.



 



				Visión de los operadores Jurídicos de Buenos Aires.



Exposición del licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Civil de Mayor Cuantía de Buenos Aires



Análisis de resultados, sugerencias y opiniones de las personas participantes.



Etapa de Conclusiones y despedida del Taller.



Propuestas concretas de trabajo entre el Poder Judicial y representantes de las comunidades indígenas.



Jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo.











 



CONCLUSIONES:



 



1. En la zona sur del país existen problemas de acceso a la justicia que repercuten directamente sobre el proceso penal, agrario, civil, familiar, laboral, entre otros, que deben abordarse acercando la función jurisdiccional, y en general el sistema judicial, a las poblaciones indígenas mediante visitas periódicas en donde se reciban denuncias o demandas, declaraciones y se realizan audiencias orales, logrando la eficacia de éstas.



 



2. Se debe sensibilizar más aún a las personas servidoras judiciales sobre los derecho de las poblaciones vulnerables y buscar su no revictimización, así como maximizar institutos como la conciliación judicial.



 



3. Es preciso crear canales de comunicación efectivos con las poblaciones indígenas y conformar una red con otras oficinas judiciales e instituciones gubernamentales para la atención inmediata de los conflictos y necesidades indígenas, así como para trabajar en la prevención de los primeros.



 



4. Facilitar el acceso a la justicia de manera eficiente a los ciudadanos residentes en áreas alejadas y propiciar acciones para educar sobre los derechos y deberes y brindar información valiosa de la labor del Poder Judicial.



 



5. Se debe garantizar y potenciar el uso de medios de comunicación en el idioma propio de los pueblos indígenas existentes en la zona sur.



 



6. Es preciso adoptar un sistema que garantice la formación, acreditación y contratación de personas intérpretes, así como la capacitación de personas juzgadoras y servidoras judiciales en idiomas de las distintas étnias indígenas de la zona sur.



 



7. Fomentar el recurso del peritaje cultural o antropológico, como un instrumento idóneo para involucrar elementos que mejoren la valoración cultural de los pueblos indígenas a la hora de resolver los asuntos judiciales.



 



8. Propiciar el desarrollo de mecanismos de coordinación entre el Poder Judicial y el sistema normativo practicado por las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, así como buscar armonizar e conocer sus formas propias de resolución de casos.



 



9. Replicar el taller Se’ sẽ̀nuk bë̀rë en la zona de Buenos Aires con la participación activa de más personas indígenas de los distintos territorios y representativas de distintos sectores de su población.



 



10. Crear un Juzgado Agrario Especializado en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, a fin de potenciar un acercamiento a la realidad cultural de los pueblos indígenas de la zona.



 



11. Hacer el resultado del taller de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, la Comisión de Asuntos Agrarios, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración Regional y el Consejo de Administración del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, la Contraloría de Servicios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.-



 



Es todo, se suscriben;



 



Lic. Bernardo Solano Solano y Lic. William Arburola Castillo



Juez Coordinador a.i. y Juez Agrario a.i.



Juzgado Agrario de Pérez Zeledón



** Se adjuntan los listados de asistencia de las personas participantes de la actividad.-



C.c. arch.
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Informa doña Marielos de la Dirección Ejecutiva que se está buscando un espacio independiente del Juzgado Mixto para que laboren; no obstante, indica fue informada recientemente que en la Administración Regional de Pérez Zeledón le informaron, no se va a realizar la remodelación específica para el nuevo Juzgado Agrario, y en su lugar, se esta remodelando una oficina para la persona que ocupe la plaza de juez o jueza agraria de Buenos Aires en el Juzgado Mixto. De igual forma, facilitó el acuerdo tomado por el Consejo Superior para que se proceda a la realización del concurso de esa plaza extraordinaria en materia agraria, el cual literalmente indica:



 



				Artículo LVIII (58) - (58 artículos)







				 







				ARTÍCULO LVIII



Documento 127-2015



La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio Nº 13-DE-2015 del 5 de enero en curso, informó lo siguiente:



“En adición al oficio N°12691-DE-2014 de 2 de diciembre de 2014, mediante el cual se remitió a conocimiento del Consejo Superior el "Informe sobre los requerimientos materiales de las plazas totalmente nuevas que inician en el 2015", me permito informar que, en cuanto al caso del espacio físico para las plazas extraordinarias del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, mediante correo electrónico de 19 de diciembre de 2014, el licenciado Jean Carlos Céspedes Mora, Juez Coordinador de ese Despacho, informa que se realizaron movimientos a lo interno del despacho a efecto de poder ubicar las plazas extraordinarias de Juez 3 y Técnico Judicial 2, a efecto de que inicien labores a partir de enero de 2015.



Donde dicho informe fue acogido en sesión 107-2014 de 11 de diciembre de 2014, artículo LXXII; por lo que de la manera más atenta se solicita se autorice que las plazas antes citadas inicien funciones a partir de enero 2015, como lo estableció la Dirección de Planificación en su momento.”



- 0 -



En sesión Nº 95-14 celebrada el 30 de octubre de 2014, artículo LXXVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Considerando que existe un déficit de espacio físico para alojar nuevos despachos judiciales, se acordó: Solicitar a la Dirección Ejecutiva que una vez aprobado el proyecto de presupuesto para el 2015, determine las plazas nuevas y se verifique, antes de que se hagan los respectivos concursos, las condiciones materiales para el ejercicio de los puestos, a cuyos efectos deberá coordinar lo que corresponda con la Dirección de Gestión Humana y las Administraciones Regionales del país. De lo anterior se informará a este Consejo lo que corresponda.”



- 0 - Posteriormente, en sesión Nº 107-14 del 11 de diciembre de 2014, artículo LXXII, se acogió el Informe sobre los requerimientos materiales y de infraestructura de las plazas totalmente nuevas que inician en el 2015, presentado por la Dirección Ejecutiva. También se comunicó a la Dirección de Gestión Humana que podía dar inicio a los concursos respectivos por cuanto se contaba con las condiciones para que las plazas entraran en funcionamiento, lo anterior con excepción de las Plataformas Integrales de Servicios de Atención a la Víctima de San Joaquín de Flores y Siquirres, por no contar con espacio físico y se hizo una atenta instancia a la Dirección Ejecutiva para que a la brevedad dispusiera de las condiciones para ubicar las Plataformas Integrales de Servicios de Atención a la Víctima de San Joaquín de Flores y Siquirres.



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la señora Directora Ejecutiva. 2) El Consejo de la Judicatura y el Departamento de Personal procederán a realizar los concursos respectivos para sacar a concurso las plazas extraordinarias de Juez 3 en materia Agraria y Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires. Se declara acuerdo firme.



-o0o-



A las 11:55 horas terminó la sesión.



Es copia fiel del original - Tomado del Sistema Costarricense de Información Jurídica el : 9/2/2015 01:41:03 p.m.
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SE ACUERDA:



 



1° Se toma nota del informe remitido por los jueces Bernardo Solano Solano y William Arburola Castillo, del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, referido a los resultados del "Primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË y seguimiento de las políticas institucionales referidas a las personas usuarias indígenas", coordinado entre la Comisión de la Jurisdicción Agraria, la Administración y el Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur", el cual se realizó los días 20 y 21 de noviembre en dicho Circuito Judicial, con la participación de personas indígenas representantes de los diferentes territorios ubicados en la zona sur del país, así como de funcionarios y funcionarias judiciales de los Juzgados, la Defensa Pública, la Fiscalía y otras del aludido Circuito Judicial, así como del Departamento de Planificación, con la colaboración de la Escuela Judicial. Lo anterior, en ejecución del acuerdo tomado por esta Comisión en sesión Nº CAA-02-2014 del 12 de febrero de 2014 y el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo del 2014.



 



2° Se acuerda dar seguimiento a dicho Taller mediante la realización de otra actividad, para lo cual se insta a las personas organizadoras, a continuar dando su apoyo. Se procurará que la sede de este Taller de seguimiento se realice en Buenos Aires de Puntarenas, al ser la sede de la mayoría de las personas indígenas de la zona y por haberse aprobado la creación de una plaza extraordinaria de juez o jueza agraria y otra de técnico o técnica judicial agraria, quienes se ocuparán de atender los procesos indígenas de ese sector.



 



3° Se toma nota del informe presentado por la licenciada Maria de Los Ángeles Gamboa Conejo acerca de los avances de la remodelación del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas, para destinar una oficina dentro del Despacho, para que sea utilizada por el juez o jueza agraria quien se ocupe de los procesos agrarios vinculados con personas indígenas; y de la comunicación que hace del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el que se dispuso: "Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la señora Directora Ejecutiva. 2) El Consejo de la Judicatura y el Departamento de Personal procederán a realizar los concursos respectivos para sacar a concurso las plazas extraordinarias de Juez 3 en materia Agraria y Técnico Judicial 2 del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires. Se declara acuerdo firme."



 



4° Comunicar este acuerdo a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Administración, la Contraloría de Servicios, el Juzgado Agrario, la Fiscalía y la Defensa Pública del I Circuito Judicial de la Zona Sur; al Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas; y al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.-



 



5° Se declara este acuerdo firme por unanimidad para su ejecución.-"



- 0 -



En sesión Nº 23-14 celebrada el 13 de marzo de 2014, artículo XXI, al conocerse el informe Nº 268-PLA-2014 del Departamento de Planificación, sobre la posibilidad de crear un Juzgado Agrario en Buenos Aires de Puntarenas, este Consejo, -entre otras cosas- solicitó a la jefatura del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, que coordinara las acciones pertinentes para replicar el programa “Sesenuk Bere” vigente en Juzgado Agrario del Primer Circuito de la Zona Atlántica, para la atención de los procesos agrarios de ese cantón, conforme lo recomendó la Comisión de la Jurisdicción Agraria y rendiría un informe del avance de la instalación de este sistema de trabajo a la citada Comisión y a este Consejo en un plazo de 6 meses a partir de la comunicación del acuerdo respectivo.



Posteriormente, en sesión Nº 97-14 del 6 de noviembre de 2014, artículo XVIII, se autorizó la realización del “Taller de Promoción e Implementación del Programa Se’ sẽ̀nuk bë̀rë”, a realizarse en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, los días 20 y 21 de noviembre de 2014.



Luego, en sesión Nº 5-15 del 20 de enero de 2015, artículo LXXVI, se tomó nota de los resultados del primer Taller de Promoción e Implementación del Programa SE’ SẼ̀NUK BË̀RË, que significa “Vivir en Armonía” y se instó a los licenciados Bernardo Solano Solano y William Arburóla Castillo, por su orden, Juez Coordinador interino y Juez interino del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a fin de que continuaran haciendo esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia a la población indígena.



Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior.



 








 




Acta de Consejo Superior Nº 048 - 2015








Fecha: 21 de Mayo del 2015



ARTÍCULO XLVII



Documento N° 5814-15



En sesión N° 77-08 celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, dispuso acoger en los términos planteados la gestión de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, en consecuencia:



1.)           Se acogen las siguientes políticas:



 



a)    En aquellos lugares donde existan territorios indígenas los y las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencia in situ.



 



b)  Para cumplir con las distintas actividades dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias in situ.



 



c) Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



 



d) Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



e) Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona.



 



f) Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto, a la brevedad posible y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



 



g) Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



 



h) Que la Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



 



i) Se colocarán distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



 



j) Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



 



2) Establecer que la responsable de la Comisión de Grupos indígenas es la máster Lena White Curling, con apoyo del Comité Asesor en su condición, la primera como Jefa de la Contraloría de Servicios.
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            Mediante oficio N° CACC-1347-2015 de 18 de mayo de 2015, la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas del Poder Judicial, solicitó:



“La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, están organizando los talleres “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que ha sido diseñado mediante una consultoría auspiciada por (AECID) - Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, a cargo del Sr. Javier Rodríguez Oconitrillo.



 



El primer taller tiene como objetivo difundir entre la población indígena Ngäbe y personal judicial, los principales hallazgos y resultados de los talleres realizados en 2014  “Acceso a la justicia de los pueblos indígenas Ngäbe” (San Marcos de Tarrazú, Ciudad Nelly y San Vito de Coto Brus) y el “Taller de Devolución sobre las principales barreras que obstaculizan el acceso a la justicia de  los pueblos indígenas Ngäbe” (San José). Ello con el fin de iniciar acciones de seguimiento y trabajo  conjunto con el PANI y personal judicial, en el tema de niñez indígena.



 



El segundo taller pretende divulgar entre la población Ngäbe y el personal judicial, el contenido de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas, aprobadas por el Consejo Superior sesión N° 77-08, celebrada el catorce de octubre de dos mil ocho, articulo XLI. El objetivo de esta actividad es construir un documento con lenguaje sencillo para facilitar el acceso a la Justicia de poblaciones indígenas y su eventual reclamo ante su incumplimiento.



 



En el tercer taller se presentará el documento de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas a personal judicial elaborado en un lenguaje sencillo.



 



Los talleres se realizaran las siguientes fechas:



 



                El primero, el día 26 de mayo, de las 09:00 a las 15:30 horas, en el salón multiuso (A), tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



                El segundo, el día 27 de mayo, de las 09:00 a las 15:30 horas, en la sala anexa, tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



                El tercero, el día 2 de junio, 09:00 a las 15:30 horas, en tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia.



 



Se adjunta el programa para cada actividad. 



 



Programa 26 de mayo



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Principales hallazgos de los talleres sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas ngöbe







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación de los hallazgos







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo con el PANI







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Programa 27 de mayo



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Análisis de las 12 acciones sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación del análisis







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo para un documento base en lenguaje sencillo de las 12 acciones para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas y su reclamo ante el incumplimiento







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Programa Día 2 de junio



 



				8:30 -9:00 hrs



				Inscripción







				09:00 – 09:30



				Bienvenida, presentación y explicación metodológica







				09:30 – 10:30



				Presentación del documento base de las 12 acciones sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas







				10:30-10:45



				Refrigerio







				10:45-12:00



				Continuación de la presentación







				12:00- 13:00



				Almuerzo







				13:00-15:00



				Sesión de Trabajo sobre los principales lineamientos de la justicia agraria para la protección de los territorios y recursos naturales.







				15:00 – 15:30



				Refrigerio y fin de la sesión











 



Se considera muy importante que participe personal judicial que tiene a su cargo temas relacionados con poblaciones indígenas.  Por lo anterior, se solicita permiso con goce de salario para las personas que se dirá (Se adjunta lista de participantes).



 



				NOMBRE



				PUESTO



				OFICINA







				Damaris Vargas Vásquez



				Jueza



				Tribunal Agrario II Circuito Judicial de San José







				Nubia de Los Ángeles Miranda Pérez



				Defensora Pública



				Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas







				Eduardo Chacón Mora



				Coordinador



				Unidad Agraria de la Defensa Pública







				Magdalena Aguilar Álvarez



				Jefa



				Servicios Técnicos de la Escuela Judicial







				Alexandra Alvarado Paniagua



				Jueza coordinadora



				Tribunal Agrario II Circuito Judicial de San José







				Ligia Jiménez Zamora



				Defensora



				Defensa Pública de San José











 



Asimismo, se solicita autorización para que quien sea designado (a) como Juez (a) Agrario (a) de Buenos Aires de Puntarenas, pueda asistir.



 



De los señores y señoras del Consejo Superior, con consideración y respeto,”
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Se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de los servidores y servidoras de la lista transcrita, para que asistan a los talleres “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, a realizarse el 26, 27 de mayo y el 2 de junio de 2015, de las 9:00 a las 15:30 horas, en el Tercer Piso del Edificio de la Corte Suprema de Justicia. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio a cargo de quienes se autoriza participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para conocerlo. 2.) Instar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que a futuro tome las medidas necesarias para utilizar la video conferencia en este tipo de talleres, de manera tal que sean accesibles para los servidores y servidoras que laboran en zonas geográficas alejadas del Área Metropolitana. 3.) Comunicar a la citada Subcomisión que aun no se ha hecho el nombramiento del Juez o Jueza del Juzgado Agrario de Buenos Aires.



El Departamento de Personal y las oficinas interesadas tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme
















Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2015








Fecha: 02 de Julio del 2015



Descriptores/Temas: Donaciones



ARTÍCULO LXXXIV



Documento 7594-15



Mediante oficio Nº OCRI-102-2015 del 17 de junio de 2015, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, gestionó lo siguiente:



“Me permito hacer referencia al Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, Fase II, en el cual participa el Poder Judicial, por medio de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, con el apoyo de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, OCRI, y la Escuela Judicial.



 



Sobre el particular, me permito informarles que el Comité Directivo del Programa, integrado por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, en correo de fecha 27 de marzo, nos informó la aprobación de un monto de US$10.574,40 en la cuenta de gastos de inversión para la dotación de equipo, para ser utilizado por las instancias judiciales de la zona sur del país, para atender a la población Ngobe, población meta del proyecto en la Fase II.   Se adjunta correo de fecha 17 de marzo de 2015 enviado por la señora Florita Acuña de la Unidad de Cooperación Bilateral de Cooperación Internacional de MIDEPLAN.



 



En este sentido y a efecto de concretar dicho ofrecimiento, a continuación de detalla:



 



1.             DETALLE DEL EQUIPO TECNOLÓGICO



 



De parte del Poder Judicial se solicita el apoyo al Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN y a la cooperación española por medio de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, a efecto de que en el marco del proyecto Gobernabilidad Democrática, Fase II, dirigido a la población indígena en la zona sur-sur, Ngobe; se le brinde equipo móvil al personal judicial ubicado en Corredores, Golfito, Buenos Aires y Pérez Zeledón, para que atienda a estas personas y realice un acercamiento de la justicia a las personas indígenas.



 



A continuación se detalla el equipo tecnológico solicitado, de conformidad con los lineamientos solicitados en circular 92-2012 del 23 de octubre de 2012.  



 



				DISTRIBUCIÓN DEL EQUIPO SOLICITADA POR INSTANCIA JUDICIAL







				CANTIDAD



				EQUIPO



				DESCRIPCION



				COSTO (US$)



				PERIODO DE GARANTIA



				NOMBRE DEL PROVEEDOR



				VIDA UTIL ESTIMADA







				ADMINISTRACION PEREZ ZELEDON







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				1



				GRABADORAS DE SONIDO



				Grabadora de voz Olympus WS-822



				156,25



				6 MESES



				RadioShack
Tel:2220-4042/4031-8270



				Vida útil sujeta a la manipulación que se le de al equipo.







				Subtotal



				2.693,70



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE CORREDORES







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				 68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				Subtotal



				 2.537,45



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE GOLFITO







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				Subtotal



				 2.537,45



				 



				 



				 







				ADMINISTRACION DE BUENOS AIRES







				1



				PORTATIL
CNBLAT6440i7s85



				NOTEBOOK COMERCIAL DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M, 14 LED HD, 8GB, 500GB, DVDRW, WIFI BT, WINDOWS 7 U 8 PRO ESPAÑOL, 3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				1.752,77



				3 AÑOS DE GARANTIA DELL



				IMPORTACIONES COMPUFAX DE COSTA RICA S,A
Tel: 2290-2020



				6 AÑOS







				1



				PROYECTOR
DELL
PORTATIL



				PROYECTOR DELL M115HD LED MOBILE XGA 450 LUMENS /HDMI/210-AB



				621,50



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				IMPRESORA
MULTIFUNCIONAL
EPSON



				 EPSON XP-211 26PPM MULTIFUN /DPI / WIFI USB# C11CC90201



				68,49



				1 AÑO



				TECNOAVANCE URL S.A
Tel:2202-8960
/ FAX:2232-5365



				5 AÑOS







				1



				SCANER



				SCANER CANON LIDE 120



				 72,84



				1 AÑO



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				  3 años







				1



				MALETIN



				KLIPX NOTEBOOK CASE UP TO 15.6”



				21,85



				6 MESES



				Distribuidora K y R, Karo, S.A. Tel:  2280-08-95/FAX: 2225-38-44



				Depende del cuido en el uso que se le dé.







				1



				GRABADORAS DE SONIDO



				Grabadora de voz Olympus WS-822



				156,25



				6 MESES



				RadioShack
Tel:2220-4042/4031-8270



				Vida útil sujeta a la manipulación que se le de al equipo.







				Subtotal



				2.693,70



				 



				 



				 







				Total US$:



				10.462,28



				 



				 



				 











 



2. JUSTIFICACION PARA EL USO DEL EQUIPO TECNOLOGICO



 



El equipo de cómputo móvil solicitado será de uso del personal judicial ubicado en la zona sur-sur del país, principalmente en Corredores, Golfito, Buenos Aires y Pérez Zeledón, con el propósito de realizar un acercamiento de la justicia a la población indígena en la zona sur-sur, Ngobe.



 



En las Administraciones Judiciales de Pérez Zeledón, Corredores, Golfito y Buenos Aires se atienden todos los asuntos agrarios vinculados con poblaciones indígenas de los distintos territorios cercanos, de igual manera tramitan y resuelven casos de personas indígenas migrantes.  Se atienden demandas, se brinda asesorías y se imparten capacitaciones de acuerdo a las limitaciones actuales de equipo, especialmente para el registro de las audiencias en forma oral; de tal forma que el equipo portátil que se brinde en el marco del proyecto, facilitará al personal judicial, realizar el desplazamiento y la atención a las personas indígenas de la comunidad y alrededores.



 



Asimismo, el personal judicial de Buenos Aires y Corredores, deben trasladarse a las comunidades indígenas para atenderlos in situ, recibir demandas y contestarlas en tiempo y forma, por lo que el equipo resulta fundamental para brindar un mejor servicio a la población indígena de la zona.  Actualmente, se atienden una gran cantidad de asuntos en los que son parte personas indígenas, y en distintas materias, tales como: agrario, penal adulto, penal juvenil, violencia doméstica y pensiones alimentarias, entre otras.   También se deben recibir denuncias, entrevistar testigos, realizar audiencias y juicios, diligencias en las cuales se requiere contar con equipo de cómputo portátil adecuado.   



 



En estas comunidades indígenas se realizan entre otras cosas las siguientes diligencias:



 



         Inspecciones de Campo.



         Tomas de demandas.



         Reconocimientos Judiciales.



         Mediciones con peritos para puestas de posesión.



         Reconocimientos para pruebas anticipadas y medidas cautelares.



         En juicios se recibe la prueba testimonial en el campo.



 



Por otra parte, se realizan actividades de capacitaciones a funcionarias y funcionarios judiciales que atienden población indígena, a fin de sensibilizar y brindar las herramientas básicas para la atención de los y las usuarias indígenas.   Aunado a lo anterior, se coordinan reuniones con autoridades tradicionales de los distintos territorios.



 



Este equipo, además, apoyaría en gran medida al personal judicial, para los traslados que deben realizar a todo el país, para atender a las personas usuarias Indígenas, incluso en zonas de difícil acceso, lo que hace necesario el uso del equipo móvil.



 



Cabe señalar, que las instancias judiciales ubicadas en las zonas antes mencionadas, actualmente tienen carencias de equipo portátil que les permita el desplazamiento in-situ del personal judicial a las comunidades indígenas.  Por tanto, recibir este equipo será de un gran apoyo para atender a las personas indígenas de la zona de sur-sur del país, que demandan de los servicios de la institución.



 



El equipo que se reciba en la institución, será asignado a las administraciones de las instancias judiciales de la zona y se le brindará el soporte técnico necesario para el buen funcionamiento del mismo, dado que contribuirá a brindar un servicio de justicia de calidad y oportuna.



 



3. CRITERIO TECNOLOGICO



 



De acuerdo a la propuesta de equipo tecnológico, mediante correo de fecha 10 de marzo de 2015, se solicitó ante la Dirección de Tecnología de la Información el criterio técnico con respecto al equipo en cuestión.   



 



De lo consultado, en correo de fecha 01 de junio, el señor Martín Hernández, nos indicó: “Revisando su cuadro en Excel y las cotizaciones que remitió, se considera lo siguiente:



 



a.             De acuerdo a la cotización del escáner y revisando en Internet, el mismo es funcional para un trabajo de una oficina pequeña.



b.              Con respecto al computador portátil, la oferta de compufax (DELL LATITUDE 6440 INTEL CORE I7-4610M) es que se recomienda por cumplir con los estándares de equipo portátil de esta Dirección.



c.             La impresora Epson XP-211 posee las características para ser utilizada en un despacho pequeño donde se desempeñaría de manera ideal.”



 



De acuerdo a lo anterior, se refleja un criterio técnico-tecnológico positivo para la recepción de los equipos en cuestión, según se muestra en el correo adjunto,  por tanto,  sometemos a la estimable consideración del Honorable Consejo Superior, la autorización para recibir el equipo antes mencionado.  De preferencia que pueda ser un acuerdo firme a efecto de proceder a coordinar la adquisición del equipo en el mes de julio próximo.



 



Cualquier consulta sobre el particular, apreciaría dirigirse ante la señora Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales.



 



(…)”
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Relacionado con lo anterior, mediante correo electrónico del 19 de junio de 2015, la servidora Karen Leiva Chavarría, Profesional de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones, dirigido a la servidora Marianela Campos Soto, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en que hizo de conocimiento lo siguiente:



“De acuerdo a lo conversado, me permito enviar adjunto la propuesta de solicitud de autorización del Consejo Superior para la adquisición de equipo para la zona sur-sur de acuerdo al proyecto de AECID-MIDEPLAN-PJ, con base en insumos aportados por Alejandra Monge.



 



De acuerdo a lo consultado a Florita Acuña en correo adjunto, nos respondió que no se puede autorizar que un “juego” de este equipo pueda ser asignado a la Subcomisión, por tanto, se hizo la distribución para entregar en las instancias judiciales del sur, que someto a la consideración de doña Carmenmaría Escoto.



 



Apreciaría tu apoyo para este visto bueno y quedo pendiente de cualquier consulta.”
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Del mismo modo, mediante correo electrónico del 25 de junio de 2015, la servidora Campos Soto, hizo de conocimiento a doña Karen, lo siguiente:



“Le informo que el día de ayer me reuní con doña Carmenmaría y ella dio el visto bueno a los documentos que usted remitió para la adquisición de equipo para la zona sur-sur”
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Por su parte, la servidora Karen Leiva Chavarría, en su citada condición, en correo electrónico del 25 de junio de 2015, dirigido al Máster Mata Brenes, hizo de conocimiento lo siguiente:



“Atendiendo indicaciones de doña Cristina Rojas, me permito solicitar su apoyo a efecto de someter a consideración del Consejo Superior, la solicitud de aprobación para la adquisición de equipo tecnológico, por medio del proyecto de cooperación internacional Gobernabilidad Democrática Fase II, que está a cargo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.  



 



Se adjunta asimismo, el visto bueno de la Magistrada  Carmenmaría Escoto, Coordinadora de dicha Subcomisión.



 



(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia; aprobar la  donación de equipo tecnológico del Programa Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, Fase II, que está a cargo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas; conforme a la distribución propuesta.  








 







Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2015








Fecha: 18 de Agosto del 2015



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 9070-15, 9695-15



[bookmark: _Toc363564669]En sesión Nº 69-15 celebrada el 30 de julio del año 2015, artículo XI, se concedió permiso con goce de salario a la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario por el 5 y 6 de agosto del 2015, a fin de que brindara apoyo y acompañamiento a la Delegación Oficial que tendrá a cargo la defensa oral del Informe de Estado sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas, desde la sede del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



La máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, mediante nota recibida el 10 de agosto de 2015, informó:



“…La presente tiene como fin emitirle informe de mi participación en representación del Poder Judicial, ante la solicitud que se hiciera en Oficio DM-DGPE-429-15 de fecha 23 de julio, remitido por el señor Manuel A. González Sáenz, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, con ocasión de la Defensa del Acumulado de Informes Periódicos 19° a 22° de Costa Rica (CERD/C/CRI/19-22), sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas.



Informe:



El Consejo Superior en sesión Nº 69-15 celebrada el 30 de julio del año en curso, me concedió permiso con goce de salario por el 5 y 6 de agosto del 2015, a fin de que brindara el apoyo y acompañamiento requerido por la Delegación Oficial que tendría a cargo la defensa oral del Informe de Estado; no obstante, le informo que las sesiones de presentación en Ginebra se realizaron el día miércoles 5 de agosto de las 7 am a las 10 am (hora de Costa Rica) en la sede de la Cancillería; y el jueves 6 de las 2 am a las 5 am (hora de Costa Rica), por lo que tal acompañamiento no interfirió en mis labores ordinarias, salvo para lacoordinación de búsqueda y remisión de información relevante, así como la evacuación de consultas por medio de videoconferencia a las personas que integraron la Delegación que se trasladó a Ginebra; y de mensajes de texto o por correo electrónico a los celulares de éstas, ante la urgencia de información.



La dinámica durante los días en que se realizó la defensa inició con la presentación de un resumen del Informe 2014 por parte del Viceministro de Relaciones Exteriores y Culto, como Jefe de Delegación. Después de la presentación, uno de los miembros del Comité (el relator) hizo un resumen del Informe y concedió la palabra a las demás personas presentes ante quien debía rendirse el informe. Los cuestionamientos al país fueron muchos, especialmente porque Costa Rica está a la vanguardia en la defensa de los derechos humanos -como ellos mismos lo admitieron- y tener la sede de la Corte Interamericana de Derecho Humanos. La sesión fue presenciada por la suscrita y demás personas que les acompañamos por medio de videoconferencia desde la Cancillería, a fin de tomar nota de las diversas preguntas y remitir sugerencias de respuestas acompañadas de la información que le sirviera de respaldo. En la siguiente sesión, el jueves de las 2 am a las 5 am, el señor Viceministro se refirió a todas y cada una de las preguntas de manera muy puntual y considerando toda la información que le suministramos desde Costa Rica junto con la experticia de las personas con las que se hizo acompañar a Ginebra. Al finalizar la presentación, cumpliendo siempre con los plazos concedidos, se hizo un reconocimiento a Costa Rica por el Informe y las labores realizadas, invitando a la mejora continua en la defensa de los derechos humanos y se declaró el cierre del Informe país.



En lo medular, los temas en los que se puso más énfasis, son los siguientes:



A. Población Indígena:



En general, la mayoría de las preguntas estuvieron relacionadas con las acciones desplegadas para garantizar el acceso a la justicia de la población indígena, entre ellas:



a) El proceso de consulta en forma previa al desarrollo de proyectos administrativos o legislativos, con especial énfasis en el Proyecto Diquís del ICE.



b) La consulta de proyectos de ley a la población indígena y el porqué de la duración de éstos en trámite y aprobación legislativo, con énfasis en el proyecto de Ley de Autonomía Indígena.



c) El valor que le dan los tribunales de justicia a las decisiones internas de las comunidades indígenas como forma de solución de sus conflictos. Sobre este tema se hizo referencia a decisiones como la de la Sala II en la que en un proceso sucesorio quien debe definir la distribución de bienes es la comunidad indígena de acuerdo a sus costumbres y cosmovisión.



d) El acceso a la justicia de las personas indígenas que viven en lugares alejados. Sobre este tema, se rindió información acerca de las Reglas de Atención a la Personas Indígenas aprobada por el Consejo Superior, cuyo seguimiento ha correspondido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



e) Se preguntó acerca de si existía coordinación interinstitucional en el país para tratar los temas vinculados con personas indígenas. Se le informó que actualmente, tanto la Casa Presidencial como el Poder Judicial, la Defensoría de los Habitantes y representantes de Personas Indígenas forman parte de la Comisión de Asuntos Indígenas de la Asamblea Legislativa, de donde se tomó el acuerdo de diseñar un Protocolo de Consulta a Personas Indígenas.



f) Se interrogó acerca del tratamiento que se da a los derechos de las personas indígenas migrantes desde Panamá y Nicaragua, con especial referencia a la población Gnobe y Buglé que procede de Panamá. Al respecto se refirió a las acciones desplegadas por el Poder Judicial de Costa Rica con fondos de AECID tanto para esta población como para la Bribri. Se facilitó información acerca de resoluciones de Sala Primera y Sala Tercera en las que se ha exigido a los tribunales garantizar que las audiencias de prueba se realicen siempre en el lugar de los hechos, la designación de peritajes culturales, de personas traductoras.



g) Se puso especial énfasis en el problema territorial indígena que se presenta en Salitre. Sobre este extremo se remitió a las personas consultantes al Decreto mediante el cual se crea una Mesa de Diálogo entre el Gobierno y las personas indígenas de la zona así como a los compromisos adquiridos. Se facilitó información acerca del enfoque dado por el Poder Judicial para el acceso a la justicia de esa población mediante la creación de un Juzgado Agrario especializado para que atendiera esos asuntos de manera prioritaria en Buenos Aires de Puntarenas, y las acciones de capacitación al personal judicial que atiende a esas poblaciones.



h) Se consultó sobre la participación dada a las mujeres indígenas en las decisiones que les vincula. Sobre ello se les refirió a las actividades realizadas entre el Poder Judicial y el Encuentro Nacional de Mujeres Indígenas, la participación de éstas como traductoras oficiales, en especial, traductoras de mujeres indígenas conforme lo exige la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



i) Se preguntó sobre la participación que se da a las Asociaciones de Desarrollo Integral conforme a las resoluciones vinculantes emitidas por la Sala Constitucional y a violencia contra personas indígenas en Salitre.



j) Se resaltó la importancia del último censo problacional para poder determinar con mayor certeza de la cantidad de personas indígenas que existen en el país y su ubicación dentro de las zonas del país -no necesariamente en sus territorios- y la identificación que dieron las personas acerca de las poblaciones de las que proceden; no obstante, se cuestionó el porqué de las categorías que se utilizaron: blanco, mestizos, entre otros.



k) Se hizo especial referencia a la importancia de que las personas que atienden asuntos vinculados con personas indígenas en sede administrativa y en sede judicial tengan conocimientos especializados en la temática. Al respecto, se informó a la Delegación en Ginebra sobre las acciones desplegadas por el Poder Judicial en general, y por la Subcomisión de Pueblos Indígenas y la Escuela Judicial, para que las personas servidoras judiciales que atienden esta población estén debidamente actualizada por el carácter supraconstitucional del Convenio 169 de la OIT que regula los derechos de las personas indígenas y demás normativa nacional e internacional, incluyendo las Reglas de Brasilia, con resultados muy positivos, pero con mucho pendiente por hacer.



B. Población Afrodescendiente:



a) Debe resaltarse el reconocimiento que se hizo al país, al ser el primer órgano judicial con una Política de Atención a la Población Afrodescendiente aprobada por su jerarquía -Corte Plena- y se resaltó el hecho de que Costa Rica va a la vanguardia en la protección de los derechos humanos, entre otros, de los derechos de las personas afrodescendientes. En especial, sobre la relevancia de que se incluya en los temarios para las evaluaciones de las personas que deseen acceder a la Judicatura, la aludida Política y la normativa internacional y nacional que la regula. Al respecto es importante resaltar la labor tan importante que realizó para la aprobación de ésta la Magistrada Suplente Milagro Rojas y al apoyo recibido por la Oficina de Cooperación Internacional del Poder Judicial y la Unidad de Acceso a la Justicia por medio de la máster Alejandra Monge. En especial, la presentación de dicha Política por la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia, ante Corte Plena, y la aprobación de ésta en la sesión de Corte Plena del pasado 3 de agosto.-



b) Las consultas estuvieron enfocadas especialmente en el publicación del libro Cocorí y los cuestionamientos de discriminación en relación con éste. Se ofreció una amplia explicación por el Jefe de la Delegación sobre lo acontecido en el país cuando se dio el cuestionamiento, las decisiones judiciales y del Ministerio de Educación sobre el tema. Se le remitieron las resoluciones vinculadas con el tema, emitidas por la Sala Constitucional, y se informó sobre los casos pendientes de pronunciamiento ante ésta. Al respecto, la Magistrada Nancy Hernández y la licenciada la Licda. Sonia Patricia Villegas Grijalba, Coordinadora del Centro de Jurisprudencia Constitucional remitieron la información respectiva, la cual fue trasladada de inmediato a la Delegación en Ginebra para la exposición respectiva.



C. Población Migrante:



El énfasis se puso en la situación que enfrentan las personas migrantes indígenas, especialmente las que se dedican a la recolección de café. Se informó a la Delegación sobre la posición que ha mantenido hasta el momento la Sala Segunda de la Corte sobre las personas trabajadoras que se dedican a la recolecta de café; así como de la población migrante indígena.



Se formularon consultas acerca de la identificación en las cédulas de "8" a las personas migrantes. La delegación explicó en detalle el porqué de esa numeración, y los derechos de las personas que ingresan al país, especialmente en torno al resultado del último censo poblacional.



Para la presentación del informe, aparte de mis conocimientos especializados en la temática, conté con la colaboración a la Dra. Cristina Rojas, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), quien me brindó el apoyo respectivo junto con la Licenciada Karen Leiva. De igual forma, comenté sobre el acompañamiento a la Delegación en la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia realizada el 3 de agosto para aprovechar las sugerencias de las personas integrantes de ésta. Se consultó en esa misma sesión a la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, Presidenta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas y a la Magistrada Suplente Milagro Rojas, Coordinadora de la Subcomisión de Personas Afrodescendientes, así como a la Magistrada Julia Varela, Coordinadora de la Subcomisión de Personas Migrantes, éstas últimas por medio de correo electrónico. Lo anterior, por si querían aportar datos relevantes que pudieran integrar al informe y el acompañamiento respectivo.



Debe resaltarse el apoyo efectivo en el proceso de la Magistrada de la Sala Constitucional, Dra. Nancy Hernández López y de la Licda. Sonia Patricia Villegas Grijalba, Coordinadora del Centro de Jurisprudencia Constitucional, pues algunas de las preguntas estuvieron relacionadas con pronunciamientos de la Sala Constitucional referidos a derechos humanos de las poblaciones indígenas, migrantes y afrodescendientes y se requerían los datos con urgencia.



En la Cancillería se coordinó directamente con la licenciada Carolina Molina Barrantes del Área Derechos Humanos, Seguridad Humana y Derecho Humanitario de la Dirección General de Política Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto; y en la Delegación que asistió a Ginebra se coordinó con el licenciado Geyner Augusto Blanco Acosta, Asesor de Asuntos Indígenas del Ministerio de la Presidencia.-



En general, estimo muy importante que el Poder Judicial mantenga un contacto directo con la presentación de éste y otros informes de seguimiento de Convenciones de Derechos Humanos ante organismos internacionales mediante la coordinación interinstitucional, pues sin duda, los aportes del Poder Judicial son muy valiosos por la labor que se realiza y el compromiso con su cumplimiento.



Agradezco profundamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia por la confianza en delegarme el acompañamiento a la Delegación Oficial que presentó el Informe de Estado 2014 sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas.



Me pongo a su disposición por si requiere información adicional, y adjunto a este documento el Informe Oficial, así como los informes alternativos presentados por la Defensoría de los Habitantes, la Mesa Campesina, y otros.”
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            Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación realizada por la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Tribunal Agrario, con motivo de su participación en la Delegación Oficial que estuvo a cargo de la defensa oral del Informe de Estado sobre el cumplimiento e implementación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas. 2) Hacer de conocimiento de la Presidencia de la Corte, de la Comisión de Acceso a la Justicia, de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, de la Subcomisión de Personas Afrodescendientes, de la Subcomisión de Personas Migrantes, así como de la Oficina de Cooperación Internacional y de la Escuela Judicial para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.








 








 








 

















 








Acta de Consejo Superior Nº 091 - 2016








Fecha: 04 de Octubre del 2016



Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad



ARTÍCULO LXXXIX



Documento N° 14137-15, 10764-16



El señor Gustavo Oreamuno Vignet, mediante correo electrónico del 16 de setiembre de 2016, remitió la siguiente Gestión:



“Propuestas, demandas y exigencias de comunidades y organizaciones de la Zona Sur Sur, ante el Gobierno de la República.



Quienes suscribimos, organizaciones y comunidades campesinas, de pueblos originarios y sociales de la Zona Sur Sur (sic) del país, vivimos los efectos de las políticas capitalistas neoliberales que han impuesto al país y a la zona políticos y grupos dominantes y aspiramos y estamos tratando de construir comunidades justas y dignas.



Expresamos nuestro repudio ante las reiteradas y vacías promesas que hacen diversas instancias y funcionarios del Gobierno; ante la problemática y exigencias que una y otra vez hemos documentado y presentado a la administración Solís Rivera.



Por lo anterior, estamos presentando en forma definitiva y por última vez este pliego de propuestas, demandas y exigencias al Gobierno y dando un plazo improrrogable de 15 días a partir de la fecha de este documento, para recibir una respuesta por escrito de parte de las instancias correspondientes; respuesta que debe consistir en un plan de acción real y concreto para cumplir con lo aquí propuesto y demandado; esperamos un plan con acciones, responsables, plazos y los recursos necesarios para su complimiento. Esta son nuestras propuestas y exigencias:



1. Que las instancias públicas y l@s funcionari@s de todos los poderes, respeten las instancias o estructuras originarias y sus decisiones, que conforme a su cultura han venido revitalizando los pueblos originarios.



2. Que se entregue formalmente Finca San Andrés (ubicada en el Territorio Originario Broran Térraba) a las familias originarias Térrabas que lo habitan y trabajan desde hace más de un año y que dicha Finca no sea entregada a la Asociación de Desarrollo Integral de Térraba (ADIT) (cuya personería jurídica no está vigente actualmente); esto tomando en cuenta el avergonzante precedente de Finca Volcancito, la cual fue entregada por la ADIT de manera ilegal a personas no pertenecientes al Pueblo Naso Broran Térraba.



3. Expresamos nuestro total rechazo a las intenciones gubernamentales y de grupos de poder  de continuar con el Proyecto Hidroeléctrico Diquís, ya que el mismo no es una necesidad nacional, sino que corresponde a un crecimiento descontrolado de los mercados de producción y comercialización de la energía eléctrica con el único fin de generar ganancias para ciertos grupos y empresas. 



4. Demandamos que el Gobierno haga cumplir las Medidas Cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a favor del Pueblo Bribrí de Salitre y del Pueblo Naso Broran de Térraba.



5. Exigimos que el Gobierno de respuesta concreta ante las propuestas de Protocolo para el Saneamiento Territorial, la Seguridad e Integridad de los Pueblos Bribris de Salitre y de Irria Bribrí Sä Kä (Cabagra) propuestas elaboradas por ambos pueblos y entregadas al gobierno desde el 24 de abril en el caso de Salitre y desde el 15 de julio en lo que respecta a Iriria Bribrí Sä Kä.



6. Demandamos la inmediata acción del Ejecutivo para realizar los desalojos administrativos contra terratenientes usurpadores, que ya han priorizado los Pueblos Bribris de Salitre (7 desalojos priorizados desde setiembre de 2014) y de Iriria Bribrí Sä Kä (13 desalojos priorizados en julio de 2016), situación conocida por el Gobierno desde las fechas indicadas.



7. Demandamos que el Gobierno haga lo que le corresponda para poner en formal posesión a las familias originarias que desde el 22 de febrero de 2016 han recuperado sus tierras – territorio en las comunidades de Nima Dikol (Palmira) y Brazo de Oro, ambas ubicadas en el Territorio de Iriria Bribrí Sä Kä.



8. El día 8 de marzo del presente año, las y los recuperadores originarios de Brazo de Oro sostuvieron una reunión con funcionarios gubernamentales en Buenos Aires de Puntarenas. En dicha reunión se acordó, que el gobierno estudiaría la situación con respecto a la tierra a recuperar, en un plazo de 6 meses, para así resolver el tema de la usurpación por parte del terrateniente Jesús Monge Bermúdez (quien posee ilegalmente 3 fincas en ese territorio).



Dicho plazo venció el 8 de setiembre, ante lo cual, las y los recuperadores originarios de la Familia Torres Morales, acordaron que una vez que se venza el plazo indicado, dar 10 días hábiles para que se realice el desalojo del invasor. Por lo anterior exigimos que el Gobierno actúe de acuerdo al bloque de legalidad y haga cumplir los derechos de los pueblos originarios y garantice la seguridad e integridad física y territorial del Pueblo Bribrí.



9. Ante los reiterados hechos de violencia contra los Pueblos originarios de la zona (Pueblo Bribris de Salitre e Iriria Bribrí Sä Kä y el Pueblo Naso Broran Térraba), perpetrados por grupos y personas plenamente identificadas y que públicamente hacen alarde de su odio y racismo, como el caso de la Comisión Cantonal Bonaerense;  y ante la impunidad que hasta hoy impera en todos esos casos; exigimos que las Instancias Judiciales, Policiales y Políticas pertinentes brinden un informe del actuar de l@s funcionarios judiciales y policiales de la zona y  presenten un plan minucioso, con plazos y responsables sobre las medidas para acelerar y evitar la impunidad  en los procesos que se siguen contra los responsables de la quema del Ü Sure del pasado 23 de febrero, los ataques a los mayores Adilio  Ortiz Torres y Antonio Torres Leiva el 7 de abril en el que se identificaron como presuntos responsables a Mario Espinoza Vargas; Antonio Jiménez Leiva, Henry Marín Chinchilla, Wilson Uva Hidalgo, Miguel y Luis Bermúdez Matamoros; las constantes amenazas y actos de intimidación perpetrados por Mario Espinoza Vargas y Jesús Monge Bermúdez contra las y los recuperadores de Nima Dikol y Brazo de Oro respectivamente, las amenazas y actos de violencia de Sonia Jiménez Valverde contra la mayor María Evangelista Mayorga Badilla y los múltiples casos de violencia contra el Pueblo Bribrí de Salitre.



10. Exigimos que la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Cabagra (ADIC) entregue al Pueblo Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä las tierras – territorio que tienen en su poder.



11. Demandamos al Gobierno agilizar todos los trámites administrativos y judiciales pendientes, para entregar formalmente y de forma definitiva las tierras de Finca Changuena y Finca Térraba a las familias que los habitan y trabajan.



12. Rechazamos todos los aumentos desproporcionados y abusivos que se han aprobado para diversas líneas de autobuses en la zona y exigimos que no se apruebe ningún otro aumento hasta que no se dé una discusión entre las comunidades y las instancias respectivas. Además exigimos servicios de transporte público con calidad y dignidad y que se apruebe lo antes posible el nuevo modelo tarifarios propuesto por la ARESEP.



13. Demandamos la prestación de los servicios públicos de educación y salud con respeto, calidad y dignidad hacia todos los pueblos y comunidades de la zona.



Esperando una respuesta concreta, seria y responsable a lo aquí planteado en un plazo improrrogable de 15 días y comunicando que realizaremos todas las acciones necesarias para hacer cumplir nuestras propuestas, demandas y exigencias por una vida digna y justa;



Para recibir respuesta y cualquier comunicación ofrecemos las siguientes direcciones electrónicas:



consejomayores.iriria@gmail.com
roberthmv1974@gmail.com
claritaquieltorres@gmail.com
bubulwak09@gmail.com
tuariwak@gmail.com
renierc56@gmail.com
davifer07@hotmail.com
evesaverafa84@gmail.com
ditso.org@gmail.com
tavoreamuno72@gmail.com
barozz100@gmail.com
chinamaroto@yahoo.es,
fhugodennis66@yahoo.es



Organizaciones y comunidades que suscribimos:



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa del Territorio Bribrí de Salitre, Recuperador@s Originarios de Finca San Andrés del Territorio Naso Broran Térraba, Consejo de Cultura de Boruca, Consejo Indígena Regional Pacífico Sur, Consejo de Mayores Iriria Jtéchö Wakpa e Instancia Originaria Békg TLra ÑLre del Territorio Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä, Recuperador@s originarios de Nima Dikol y Brazos de Oro del Territorio Bribrí de Iriria Bribrí Sä Kä, Grupo de Mujeres Ngäbe de Alto Abrojo, COOTRAOSA R.L, Comité de Lucha por la Tierra de Finca Changuena, Comité de Lucha por la Tierra de Palmar Sur, Organización de Lucha Campesina por Nuestras Tierras del Sur (OLCASUR), Asociación de Usuari@s de Autobuses de la Zona Sur, Voces Nuestras, Ditsö, Coordinadora de Lucha Sur Sur.”
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En sesión N° 101-15 celebrada el 17 de noviembre del 2015, artículo LXXXIV, se conoció lo comunicado por el licenciado Fredy Vargas Chavarría, en nombre de la Asociación Iniciativas Populares “Ditsô”, en donde indicó que las organizaciones y comunidades campesinas, indígenas y protectoras del agua de la Zona Sur organizaron la “Jornada Popular de Lucha por la Tierra y el Agua de la Zona Sur” y enviaron al Poder Ejecutivo, Instituciones Públicas e Instancias Judiciales el documento denominado “Demandas, exigencias y propuestas de comunidades y organizaciones de la Zona Sur para vivir con dignidad y justicia” a fin de que se conocieran sus manifestaciones.



En ese momento se tomó nota de lo anterior y previamente a resolver lo que correspondiera, se remitió a la Comisión de Asuntos Indígenas para su estudio e informe.



La Secretaría General de la Corte, informó que mediante oficio N° 2441-16 del 3 de marzo del 2016, se reiteró a la magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión Pueblos Indígenas que cuenta con un informe pendiente de remitir a este Consejo, referente a lo solicitado en sesión N° 101-15 celebrada el 17 de noviembre del 2016, artículo LXXXIV.



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación del señor Gustavo Oreamuno Vignet. 2) Indicar a don Gustavo que este Consejo, en todas sus decisiones tiene un compromiso con la Constitución Política, leyes y derechos humano en lo que se refiere a conflictos jurisdiccionales, además de un respeto absoluto por las competencias delegadas a los jueces y juezas y se han establecido a lo interno de este Poder de la República políticas de acceso a la justicia para personas en estado de vulnerabilidad.








 














Acta de Consejo Superior Nº 031 - 2017








Fecha: 30 de Marzo del 2017



ARTÍCULO LX



  Documento N° 232-14, 3385-17.



La magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, en oficio N° CACC-056-2017, del 21 de marzo de 2017, informó:



“Me refiero al oficio 08-CAT-2017 suscrito por el Presidente y el Secretario del Consejo de Administración de Turrialba, el cual fue sometido a consideración de ese honorable Consejo y cuyo acuerdo literalmente dice:



 



“(…) 2) Reiterar al Consejo Superior la necesidad de la asignación de una plaza nueva de Técnico Judicial Supernumerario para ser ocupada por una persona indígena cabécar con la cual se pretende no seguir afectando los derechos de las personas indígenas cabécar del circuito.”



 



Los fundamentos tan sabiamente apuntados por el Consejo de Administración, encuentran eco tanto en los objetivos que orientan el quehacer de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, como de la Comisión de Acceso a la Justicia, instancias cuya misión es velar por los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad y en el caso particular por los derechos humanos de una población de las más maltratadas, e históricamente vilipendiadas, personas a quienes se les han negado los derechos básicos, siendo desarraigados de su tierra, sus costumbres y a quienes se ha impuesto una cultura - incluyendo el idioma - que les es totalmente ajena.



 



El marco normativo citado en el oficio de referencia no deja lugar a dudas, pero el compromiso va más allá, el Poder Judicial voluntariamente ha asumido una posición acorde con ese nuevo paradigma, que coloca al ser humano en el centro de la administración de justicia, en el cual la persona es titular de un derecho instrumental e indiscutible a acceder a la justicia en condiciones de igualdad y a recibir un servicio público de calidad, derecho que facilitará el ejercicio de todos los demás derechos.



 



Así se desprende de las Reglas Prácticas para facilitar el Acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas en la sesión No 77-08 del Consejo Superior celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, donde se establece el derecho a la persona intérprete o traductora, figura sin la cual quedaría en total indefensión una persona indígena frente a las potestades de la administración de justicia.



 



En igual sentido las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, ratificadas por la Corte Plena en el mes de mayo de 2008, establecen en el Capítulo I, Reglas 1 y 2 su finalidad, refiriéndose a ella en los siguientes términos:



 



“Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial.



 



(2) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato adecuado a sus circunstancias singulares. Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.”



 



Las Reglas 3 y 4 definen el concepto de vulnerabilidad y sus causas:



 



(3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales[1], encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas[2] o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.”



 



Por último, la Regla 9 determina la vulnerabilidad de esta población frente al sistema de justicia, y la obligación de los Poderes Judiciales de asegurar un trato digno y respetuoso.



 



“(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales.”[3]



 



En consonancia con lo expuesto, en mi condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, me sumo a la iniciativa presentada por el Consejo de Administración de Turrialba, apoyando su gestión para que el Consejo Superior se sirva autorizar la asignación de una plaza nueva de Técnico Judicial Supernumerario, para ser ocupada por una persona indígena cabécar; acción afirmativa que sin duda, contribuiría a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de los pueblos indígenas.



 



(…).”



-0-



            Se acordó: 1) Tomar nota de la gestión presentada por la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, a quien se le comunica que en este momento no existen plazas disponibles para los fines solicitados. 2)Trasladar la gestión anterior a la Dirección de Planificación para que analice, si producto del análisis del  presupuesto del 2018,  queda alguna plaza disponible que pueda ser ocupada para dotar a la Administración Regional de Turrialba del recurso solicitado. Se declara acuerdo firme.








 












[1] El resaltado no corresponde al original.



 



 



Acta de Consejo Superior Nº 044 - 2017








Fecha: 09 de Mayo del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LVIII



Documento N° 4812-17.



La máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-74-2017 del 28 de abril de 2017, solicitó:



“La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, han organizado el taller “Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”, que se realizará el día 23 de mayo, en la sala de juicios N° 6 de los Tribunales de Justicia de Limón de 09:00 a.m. a 04:00 p.m. 



Por tal motivo, se solicita autorización con goce de salario para las personas que se detallaran a continuación, quienes asistirán como participantes y facilitadores (as) en el taller, en el entendido que no se afectará la prestación del servicio público.



Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo.



Ligia Jiménez Zamora, Defensora Pública, de la Defensa Pública de Alajuela.



Damaris Vargas Vásquez, Jueza Proyecto Reforma Procesal Agraria.



Cindy Chavarría Hernández, jueza del Tribunal Contencioso Administrativo e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 



Asimismo, se solicita autorización para la cancelación del servicio de alimentación que se brindará a las personas asistentes, contratación que estará a cargo de la Administración Regional de Limón. (Se adjunta certificación de contenido presupuestario).



 (…).”



-0-



A esos efectos adjunta, certificación de Contenido Presupuestario, mediante la cual el Departamento Financiero Contable, informa que existe contenido presupuestario para hacerle frente a la compra de refrigerio con motivo del taller “Derechos Humanos sobre las poblaciones indígenas”, programado para el 23 de mayo de 2017, de las 9:00 a las 16:00 horas en la sala de juicios #6 de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, dirigido a 50 personas, organizado por la Secretaría Técnica de Género, por un monto de ¢200.000,00 (doscientos mil colones exactos), distribuido en el programa 926, subpartida 10701 “Actividades de capacitación”, rubro 134 “Dirección de Gestión Humana”, fuente de financiamiento 001 “Ingresos Corrientes”.



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de la máster Damaris Vargas Vásquez, Jueza del Proyecto Reforma Procesal Agraria, la licenciada Cindy Chavarría Hernández, Jueza del Tribunal Contencioso Administrativo e integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la licenciada Ligia Jiménez Zamora, Defensora Pública de la Defensa Pública de Alajuela y el licenciado Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, en el taller “Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”, que se realizará el 23 de mayo de 2017, en la sala de juicios N° 6 de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, de las 9:00 a las 16:00 horas, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los funcionarios a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.) Aprobar el gasto de ¢200.000,00 (doscientos mil colones exactos), para hacerle frente a la compra de refrigerio para 50 personas con motivo del citado taller. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las personas funcionarias a las que se les autoriza participar, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.



La Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.









Acta de Consejo Superior Nº 066 - 2017








Fecha: 13 de Julio del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LXXII



Documento N° 14598-16 / 8127-17



 



            La licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-200-2017 del 6 de julio del 2017, remitió la siguiente gestión:



“Mediante acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial, según Sesión N°1-17 de 10 de enero del 2017, ARTÍCULO LXXV, se aprobó el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, conforme el cual se programó, en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, un módulo didáctico, el cual ha sido denominado: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras, y de las personas participantes según Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)



ANEXO 1



PROGRAMA



 



				Viernes 4 de agosto de 2017      







				Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local ,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



				Género y mujer indígena







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural
¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?







				Viernes 11 de agosto de 2017







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Peritajes culturales







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Peritajes, normativa nacional e



internacional y procedimientos del Poder Judicial







				Viernes 18 de agosto de 2017







				Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)



				Intérpretes e Identidad







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas







				Damaris Vargas Vásquez,



jueza del Tribunal Agrario  y                                       directora del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial



				Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas







				Viernes 25 de agosto de 2017







				Jorge Leiva Poveda,



juez



del Tribunal Contencioso Administrativo



				Normativa y jurisprudencia



nacional e internacional indígena







				 Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso



a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la



Corte Suprema de Justicia



				Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



Palabras de clausura



 











 



ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico



para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



- 0 -



 



            Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación, sin sustitución para que las funcionarias y los funcionarios indicados en las listas anteriormente transcritas, asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



            La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana y los Despachos interesados tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 

















 













 




Acta de Consejo Superior Nº 072 - 2017








Fecha: 03 de Agosto del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO XXXIV



Documento N° 14598-16,  9100-17



            En sesión N° 66-17 celebrada el 13 de julio de 2017, artículo LXXII, se autorizó la participación, sin sustitución para que las funcionarias y los funcionarios indicados en el acuerdo, asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



            La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-216-2017 del 20 de julio de 2017, hizo la siguiente solicitud:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior, según Sesión Nº 66-17 de 13 de julio de 2017, ARTÍCULO LXXII, se aprobó lo requerido por la Escuela Judicial mediante Oficio N°EJ-DIR-200-2017 de jueves 6 de julio de 2016, en relación con la ejecución del  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



 



Conforme dicho acuerdo se aprobó la participación de las personas expositoras y  participantes detallas en el anexo 2 del Oficio N°EJ-DIR-200-2017, concediéndoles permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados.



 



Debido a la importancia de la actividad, se ha requerido a la Comisión de Acceso a la Justicia, a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y a la Escuela Judicial, instancias organizadoras de dicha actividad, para que se incluya la participación de personas funcionarias judiciales y de instituciones vinculadas con los temas a tratar, por lo que se ha considerado pertinente ampliar la lista de personas participantes, según se detalla en el Anexo 1, solicitando respetuosamente al Consejo Superior aprobar su participación, conforme los alcances de lo acordado en Sesión Nº 66-17 de 13 de julio de 2017, ARTÍCULO LXXII.



 



Debido a diversos motivos las tres personas que se indican en Anexo 2 adjunto,  han  solicitado sean excluidas de la lista de participantes, agradeciendo la anuencia del Consejo Superior en dicho sentido.



 



Agradeciendo de antemano, su valiosa colaboración, cordialmente.”



 



ANEXO 1



II LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



 



				N.º de Cédula



				Nombre



				Apellido 1



				Apellido 2



				Puesto



				Despacho







				111860616



 



				Gary



				Bonilla



				Garro



				Defensor Público



				Defensa Pública



 







				701380074



				María



				Bravo



				Núñez



				Jueza



				Juzgado de Violencia Doméstica II Circuito Judicial, San José







				112770685



 



				Evelyn



				Campos



				Solano



				Profesional 2



				Oficina de Trabajo Social y Psicología, Pérez Zeledón







				108130598



				Mauricio



				Castillo



				Guillén



				Custodio



				Sección de Cárceles







				303630653



				Hellen Melania



				Cordero



				Araya



				Profesional



				Observatorio de Género y Acceso a la Justicia







				112510564



 



				Michael



				García



				Mata



				Perito



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				206040803



 



				Lourdes



				Espinach



				Rueda



				Jueza 2



				Despacho de la Presidencia







				701170903



				Roberto



				Hambelant



				Zeledón



				Defensor Público



				Defensa Pública



Bribrí







				105190193



				Eduardo



				Muñoz



				Corrales



				Asesor Legal



				Dirección General de Adaptación Social, Ministerio de Justicia y Paz







				601670360



				María Yolanda



				Martínez



				Martínez



				Jueza



				Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores







				303960944



				Alexis Manuel



				Mora



				Cambronero



				Asistente Administrativo



				Unidad de Acceso a la Justicia







				104840785



				Alejandra



				Monge



				Arias



				Coordinadora



				Unidad de Acceso a la Justicia







				112000482



 



				Estela



				Tenorio



				Fernández



				Fiscala



				Fiscalía Adjunta de la I° Circuito Zona Sur







				108610684



				Ligia María



				Sáenz



				Zúñiga



				Auxiliar Administrativo



				Defensa Pública







				107320448



 



				Carlos Eduardo



				Segura



				Solís



				Juez Supernumerario



				Despacho de la Presidencia







				603500262



 



				Karen



				Villagra



				Arley



				Defensora



				Defensa Pública



I° Circuito Zona Sur











 



ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES PARA SU EXCLUSIÓN



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



 



				N.º de Cédula



				Nombre



				Apellido 1



				Apellido 2



				Puesto



				Despacho







				5035602391



				Heiner Eduardo



				Baltodano



				Solís



				Juez 1



				Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas







				503410449



				Roberto Antonio



				Corea



				Badillla



				Juez 3



				Juzgado de Trabajo II C.J. Zona Atlántica







				107710212



				Marlen



				Vega



				Mac Milty



				Juez 3



				Tribunal del II Circuito Judicial de Alajuela











 



- 0 -



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial. 2) Autorizar la participación, sin sustitución de los funcionarios y funcionarias de la lista transcrita, para que asistan al Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 4, 11, 18 y 25 de agosto de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.  3) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4) Dejar sin efecto el permiso concedido a la licenciada Marlen Vega Mac Milty, Jueza del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y a los licenciados Heiner Eduardo Baltodano Solís, Juez del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas, y Roberto Antonio Corea Badilla, del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito  Judicial de la Zona Atlántica.



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Despachos interesados y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 096 - 2017








Fecha: 19 de Octubre del 2017



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO LXXI



Documento N° 14598-16 / 12118-17



 



La licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-297-2017 del 10 de octubre de 2017, remitió la siguiente gestión:



“(…)



Mediante acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial, según Sesión N° 1-17 de 10 de enero del 2017, ARTÍCULO LXXV, se aprobó el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, conforme el cual se programó, en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la actividad académica de participación denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 3, 10, 17 y 24 de noviembre de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas participantes mencionadas en Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)



ANEXO 1



PROGRAMA



				Viernes 3 de noviembre de 2017      







				Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local ,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



				Género y mujer indígena







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural
¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?







				Viernes 10 de noviembre de 2017







				Marcos Guevara Berger,



Profesor de la Escuela de Antropología,



Universidad de Costa Rica (UCR)



				Peritajes culturales







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Peritajes, normativa nacional e



internacional y procedimientos del Poder Judicial







				Viernes 17 de noviembre de 2017







				Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)



				Intérpretes e Identidad







				Ligia Jiménez Zamora,



defensora pública



				Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas







				Damaris Vargas Vásquez,



jueza del Tribunal Agrario  y                                       directora del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial



				Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas







				Viernes 24 de noviembre de 2017







				Jorge Leiva Poveda,



juez



del Tribunal Contencioso Administrativo



				Normativa y jurisprudencia



nacional e internacional indígena







				 Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso



a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la



Corte Suprema de Justicia



				Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



Palabras de clausura



 











ANEXO 2



LISTA DE PERSONAS PARTICIPANTES



Módulo didáctico



Para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas



				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				111090557



				Andrés



				Jiménez



				Vega



				Defensa Pública de Heredia



				Defensor/a Público/a







				111360656



				Angélica Lorena



				Araya



				Hernández



				Defensa Pública de Puntarenas



				Defensor/a Público/a







				107670951



				Ana Orfilia



				Briceño



				Yock



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de San José



				Defensor/a Público/a







				111850894



				María Aurelia



				Fernández



				Delgado



				Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela



				Defensor/a Público/a







				503700264



				Angélica



				Guillén



				Jaén



				Defensa Pública de Osa



				Defensor/a Público/a







				113670240



				Allan Andrés



				Meneses



				Fernández



				Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica



				Juez/a 3







				110480183



				Asagal Alí



				Roper



				Small



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				115590940



				Beryl Lee



				Brown



				Hooker



				Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José 



				Meritorio/a







				112020836



				Carlos Alberto



				Rodriguez



				Morales



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de San José



				Defensor/a Público/a







				109690509



				Esteban



				Guzmán



				González



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián



				Juez/a 1







				115250056



				Ericka de los Ángeles



				Montero



				Murillo



				Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José  



				Juez/a 3







				113510893



				Fabián



				Salas



				Hernández



				Defensa Pública de Puntarenas



				Defensor/a Público/a







				110470898



				Giselle Marielos



				Argeñal



				Araujo



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				106680996



				Giselle



				Piedra



				Cortés



				Centro de Conciliación, Sede III Circuito Judicial de Alajuela 



				Juez/a 3







				108210481



				Grettel Lilliana



				Murillo



				Monge



				Sala Constitucional 



				Técnico/a Supernumerario/a







				503180882



				Johanna



				López



				Matarrita



				Subdelegación Regional del II Circuito Judicial de Guanacaste    



				Técnico/a Supernumerario/a







				112810459



				José Marlon



				Espinoza



				Sobalbarro



				Defensa Pública de Upala



				Defensor/a Público/a







				700960630



				Jennifer Magali



				Stephenson



				Sterling



				Archivo Criminal



				Auxiliar administrativo







				115090120



				Jorge Arturo



				Ulloa



				Cordero



				Defensa Pública del I Circuito Judicial de la Zona Sur



				 







				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				105340433



				Laura Marcela



				Madrigal



				Alfaro



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				110850922



				Laura



				Ureña



				Ureña



				Defensa Pública de Buenos Aires



				Defensor/a Público/a







				115060410



				Karen Milena



				Murillo



				Pereira



				Defensa Pública de Golfito



				Asistente Jurídica







				603170476



				Luis Carlos



				Alvarado



				Valverde



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Guácimo



				Juez/a 1







				701370580



				Luis Ángel



				Durán



				Loaiza



				Oficina de Atención a Víctimas de Delitos



				Otro/a Profesional diverso/a







				105850816



				Lucy Marina Gerarda



				Jiménez



				Jiménez



				Archivo Criminal



				Otro/a Profesional diverso/a







				602000021



				Leda María



				Torres



				Quintero



				Sala Constitucional 



				Letrado/a







				700910897



				Loyda Lorena



				Douglas



				Blandell



				Defensa Pública de Bibrí



				Defensor/a Público/a







				107910551



				Magaly



				Mata 



				Ureña



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				205770948



				Marco Antonio



				Hernández



				Vargas



				Tribunal Contencioso Administrativo



				Juez/a 3







				113000590



				Melissa Eugenia



				Armijo



				Losilla



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				113940316



				Mariela de los Angeles



				Granados



				García



				Defensa Pública de Siquirres



				Defensor/a Público/a







				114390356



				Michelle Karina



				Yanes



				Chacón



				Defensa Pública de Cartago



				Defensor/a Público/a







				303980043



				Maureen Alejandra



				Masís



				Alvarado



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				206720577



				Maritza de los Angeles



				Rodríguez



				Loría



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de Alajuela



				Defensor/a Público/a







				502690836



				Omar Donal



				Hernández



				González



				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires



				Juez/a 1







				503490584



				Olivier



				Obando



				Gómez



				Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Guanacaste



				Técnico/a Judicial







				113320128



				José Pablo



				Jiménez



				Trejos



				Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado



				Técnico/a Judicial







				Identificación



				Nombre_Usr



				Apellido1



				Apellido2



				Dependencia



				Puesto







				303940499



				Paulo Martin



				Sánchez



				Méndez



				Juzgado Contravencional de Cartago



				Técnico/a Judicial







				107620673



				Priscilla



				Madrigal



				González



				Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles



				Juez/a 2







				107370345



				René Alonso de la Trinidad



				Muñoz



				Solís



				Defensa Pública del II Circuito Judicial de la Zona Sur



				Defensor/a Público/a







				107150100



				Rosa Isela



				Castillo



				Cordero



				Defensa Pública de Limón



				Defensor/a Público/a







				115540445



				Sandy María



				Pérez



				Ugalde



				Administración I Circ. Jud. San José



				Técnico/a Judicial







				112630552



				Sofia



				Sancho



				Valerin



				Defensa Pública 



				Defensor/a Público/a







				701600294



				Yeiner Eduardo



				Arguedas



				Delgado



				Subdelegación Regional de Siquirres 



				Investigador/a







				111380105



				Yanina de los Angeles



				Jimenez



				Ugalde



				Defensa Pública del III Circuito Judicial de San José  



				Defensor/a Público/a







				602770951



				Zeidy Bolena



				Guerra



				Moran



				Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José 



				Juez/a 3







				1-484-785



				Alejandra



				Monge



				Arias



				Unidad de Acceso a la Justicia



				Coordinadora







				303660993



				Nahtaly



				Arley



				Porter



				Oficina de Justicia Restaurativa, Sede Pavas



				Fiscal Adjunta







				105240994



				Ellen Cristina Math



				Jaspers 



				Salas



				Oficina de Justicia Restaurativa, Sede Pavas



				Fiscal Auxiliar







				304420641



				Raquel



				Bonilla



				Araya



				Defensa Pública



				Defensora







				3-03730852



				Allan Javier



				Fonseca



				Castro



				Defensa Pública



				Defensor











 



            (…)”
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            Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza, Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 del documento anteriormente transcrito, para que asistan a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 3, 10, 17 y 24 de noviembre de 2017, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, en el entendido que se tomarán las medidas necesarias para no afectar el servicio público que brinda la institución, por lo que deberán coordinar con sus respectivas jefaturas lo pertinente. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los funcionarios participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



            La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.




Acta de Consejo Superior Nº 076 - 2018








Fecha: 28 de Agosto del 2018



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



ARTÍCULO XLI



DOCUMENTO N° 14828-17, 9644-18



 



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora  de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-258-2018 del 10 de agosto de 2018, solicitó:



“En conformidad con el  Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2018, se ha programado en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología y en el miniautorio de la Facultad de Ciencias Sociales, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, la cual será impartida por integrantes de ésta Subcomisión. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, respetuosamente  se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, autorizar la participación de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas participantes según Anexo 2 adjunto, concediéndoles, según corresponda, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.”



- 0 –



ANEXO 1



PROGRAMA



Viernes 7 de setiembre de 2018



Expositora: Valeria Varas Rojas,



funcionaria del Área de Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)      



Tema: Género y mujer indígena



Expositor: Marcos Guevara Berger,



profesor de la Escuela de Antropología, Universidad de Costa Rica (UCR)    



Tema: Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural



¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?



 



Viernes 14 de setiembre de 2018 



Damaris Vargas Vásquez,



Expositora: jueza del Tribunal Agrario  y gestora



del Proyecto  de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, Poder Judicial      



Tema: Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas



Expositor: Marcos Guevara Berger,



profesor de la Escuela de Antropología, Universidad de Costa Rica (UCR)    



Tema: Peritajes culturales



Viernes 21 de setiembre de 2018 



Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora, defensora pública        



Temas: Peritajes, normativa nacional e  internacional y procedimientos del Poder Judicial y



Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas



Expositor: Alí García Segura, profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, Universidad de Costa Rica (UCR)      



Tema: Intérpretes e Identidad



Viernes 28 de setiembre de 2018  



Expositor: Jorge Leiva Poveda,



juez del Tribunal Contencioso Administrativo  



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena



Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



presidenta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y



magistrada, vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia  



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional



 



ANEXO 2



Listado de Participantes



Módulo Didáctico para la promoción de los Derechos Humanos de los de Pueblos Indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional



Fechas: Viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018



 



				 



				NOMBRE



				PUESTO U OFICINA



				CÉDULA DE IDENTIDAD



				Con-dición PJ







				       



				Arroyo Gamboa Kateryn



				Defensora Pública-Agrario



				0115080237



				Interino







				       



				Beita Benavente Laura



				Defensora Pública-Agrario-Corredores



				0108930529



 



				Propiedad







				       



				Calderón Céspedes María Gabriela



				Defensora Pública- Pensiones-Limón



				0304410853



 



				Interino







				       



				 



Castillo  Velásquez Elías



				Defensor Público de Pococí



				 



0113930926



 



				Interino







				       



				Chaves Mora Jesús



				Defensor Público de Nicoya



				 



0604000914



 



				Interino







				       



				Cubero Lizano Alejandro



				Defensor Público-Pensiones-Pérez Zeledón



				0110440114



 



				Propiedad







				       



				Garita Hernández Nidia



				Defensa Pública de Limón



				0112070528



				Interino







				       



				Huertas Charpantier Elmer



				Defensor Público de Pococí



				0206680426



 



 



				Interino







				       



				Lobo Hernández Laura Stephany



				Defensa Pública Grecia



				011445079



				Interino







				       



				Rivera Sánchez Marilyn



				Gestora de Capacitación 2



-San José



				0107250965



 



				Propiedad







				       



				Reyes Briceño Víctor



				Defensor Público de Coto Brus



				0701050646



 



 



				Propiedad







				       



				Salas Peña Daniela



				Defensora Pública-San José



				0112630086



 



 



				Propiedad







				       



				Salazar Rojas Ester



				Defensora Pública de Guatuso



				0303890346



 



				Propiedad







				       



				Coto Pereira Adrián



				Fiscalía de Turrialba



 



				0303070851



 



				Propiedad







				       



				Sáenz Méndez Nancy



				Fiscalía Adjunta de Cartago



				0303680371



				Propiedad







				       



				Jiménez Alvarado Minor



				Juzgado Penal de Puriscal



				 



0106520917



 



				Propiedad







				       



				Arroyo Castillo Carolina



				Tribunal de Flagrancias de Puntarenas



				0205340016



 



				Propiedad







				       



				Jiménez Chaverri Maikol



				Fiscalía de Buenos Aires



				0206560447



 



 



				Propiedad







				       



				Rodríguez Cruz Luis Albino



				Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica



				0700900234



 



				Propiedad







				       



				Ulate Young Yarmila



				Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Corredores



				0109250150



 



				Propiedad







				       



				Vargas Marín Tony



				Fiscalía de Golfito



				0112880714



 



 



				Propiedad







				       



				Cubillo Madrigal Laura



				Tribunal de Juicio de Nicoya



				0110340270



 



 



				Interino







				       



				Rodríguez Espinoza Fabián



				Juzgado Penal de Puntarenas



				0503880892



 



 



				Interino







				       



				Sánchez Rojas Cindy



				Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago



				0303570016



 



				Propiedad







				       



				Cubillo Díaz Silvia



				Fiscalía de Nicoya



 



				0502870404



 



				Propiedad







				       



				Perlaza Rojas Víctor Mauricio



				Juzgado Penal de Limón



				0107800084



 



				Propiedad







				       



				Gómez Quesada Yendri Isabel



				Fiscalía de Puriscal



 



				0111850704



 



				Propiedad







				       



				Rivera Romero Déborah



				Departamento de Trabajo Social y Psicología



				0107020210



 



				Propiedad







				       



				Cubero Pérez Fernando



				Fiscalía Adjunta de Puntarenas



				0601700955



 



				Propiedad







				       



				Benavides Víquez Melissa



				Unidad de Acceso a la Justicia



				0110470966



 



				Propiedad











- 0 -



En sesión Nº16-18 del 27 de febrero del 2018, artículo XLVI, se aprobaron –entre otras cosas- las propuestas de “Planes de Capacitación para el 2018”, de la Escuela Judicial.



- 0 –



Así mismo, en sesión N° 51-18 del 5 de junio de 2018, artículo XLV, se aprobaron -entre otras cosas- los planes de capacitación para el segundo semestre del 2018, de la Escuela Judicial.



- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia: 1) Autorizar la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 del documento anteriormente transcrito, para que asistan a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 7, 14, 17,  21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica, en el entendido que se tomarán las medidas necesarias para no afectar el servicio público que brinda la institución, por lo que deberán coordinar con sus respectivas jefaturas lo pertinente. 2) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán los funcionarios participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



La Vicepresidenta Escoto Fernández se abstiene de votar.



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








 








 








Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2018








Fecha: 02 de Octubre del 2018



ARTÍCULO XXVIII



 



Documento N° 14928-18, 11225-18



 



La licenciada Kattia Escalante Barboza Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-307-2018, del 24 de setiembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior según Sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo  XLI y Sesión N°78 de martes 4 de setiembre de 2018, artículo LVI se aprobó la lista de personas participantes de la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 7, 14, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología y en el miniautorio de la Facultad de Ciencias Sociales, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



El día viernes 14 de setiembre de 2018, las exposiciones a realizarse ese día se debieron suspender, según lo comunicó la Subcomisión de  Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Escuela Judicial, en virtud de situaciones de fuerza mayor  presentadas en ese centro universitario.  Dicha situación, incidió para que se debería  realizar una reorganización y reprogramación de las actividades contempladas originalmente en dicho Módulo, para los días viernes 21, 28 de setiembre y 5 de octubre de 2018, según se detalla en Anexo 1 adjunto.



En virtud de lo anteriormente expuesto, se solicita respetuosamente al Consejo Superior, autorizar a las  personas docentes y participantes, concediéndoles, permiso con goce de salario y sin sustitución, para que además de asistir en las fechas originalmente calendarizadas, puedan estar presentes el día viernes 5 de octubre de 2018, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos,  en conformidad con lo acordado por el Consejo Superior según Sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo  XLI y Sesión N°78 de martes 4 de setiembre de 2018, artículo LVI.



(…)”



Anexo I



 







 



- 0 -



 



En sesión N° 76-18 celebrada el 28 de agosto de 2018, artículo XLI, en lo que interesa, se acogió la gestión presentada por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia, se autorizó la participación de los expositores indicados en el Anexo 1 y de las servidoras y servidores mencionados en el Anexo 2 –entre ellos, la servidora Melissa Benavides Víquez- del documento transcrito en su momento, para que asistieran a la actividad denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, a realizarse los días viernes 7, 14, 17, 21 y 28 de setiembre de 2018, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en el salón 4, Escuela de Antropología, Ciudad de la Investigación, Universidad de Costa Rica.



Posteriormente en sesión N° 78-18 celebrada el 4 de setiembre de 2018, artículo LVI, se aprobó la participación sin sustitución de los servidores Franz Loney Castro Solís, y Rafael Roque Reyes a la actividad académica denominada “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional”, bajo las mismas condiciones del acuerdo de sesión N°76-18 de martes 28 de agosto de 2018, artículo XLI. Asimismo, se excluyo a la servidora Melissa Benavides, conforme lo peticionado por la dirección de Escuela Judicial.



Se acordó:  Acoger la gestión presentada por la licenciada Kattia Escalante Barboza Subdirectora interina de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-307-2018 del 20 de setiembre de 2018, en consecuencia: extender el permiso con goce de salario sin sustitución, otorgado a los docentes y participantes del modulo Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas, al viernes 5 de octubre de 2018, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos. En el entendido que el permiso es otorgado bajo las mismas pautas de lo acordado por este Consejo en sesión N°76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo  XLI.



La Dirección de Gestión Humana y la Escuela Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 












Acta de Consejo Superior Nº 102 - 2018








Fecha: 22 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO XLVIII



Documento N° 14965-18, 13629-18.



[bookmark: _Toc453259746]En sesión N° 58-16 celebrada el 14 de junio de 2016, artículo XIX, en lo que interesa, se tuvo por rendido el informe N° 893-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, sobre las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia. A esos efectos se tomó nota de los resultados obtenidos en el estudio y se aprobaron las recomendaciones emitidas en el informe,  las cuales debían ser cumplidas por parte de los responsables señalados y dentro de los plazos fijados para ello.



En oficio CP-182-2018, del 9 de noviembre de 2018, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, remitió el siguiente informe:



“Para su conocimiento, me permito transcribirle el artículo II de la sesión ordinaria del Consejo de Personal N°25-18 celebrada el 06 de noviembre de 2018, el cual literalmente dice:



 



“La Sección de Análisis de Puestos presenta el Informe SAP-479-18, el cual indica:



 



“I. CAUSA DEL ESTUDIO:



 



Acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión No. 58-16, celebrada el día 14 de junio del 2016, artículo XIXI, en la que se aprobó el informe No. 30-DO-2016, relacionado con las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



II. MÉTODO DE ESTUDIO:



 



[bookmark: _Toc530406442]2.1. Revisión del informe No. 30-DO-2016, mediante el cual se analizan cargas de trabajo y tareas de los puestos que se ubican en la Secretaría Técnica de Género yel informe No. 048-PLA-PI-2011, en el cual se analiza la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia; ambos elaborados por la Dirección de Planificación.



 



[bookmark: _Toc530406443]2.2. Revisión de informe No. SAP-073-16, elaborado por la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual se analizó puesto del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia.



 



[bookmark: _Toc530406444]2.3. Cuestionario de clasificación y valoración de puestos completado por la Máster Alejandra Monge Arias, ocupante del puesto al momento de realizar el estudio.



 



[bookmark: _Toc530406445]III. ANÁLISIS:



 



La Dirección de Planificación realizó el informe No. 30-DO-2016 (ver anexo No. 1), mediante el cual analizó tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y de la Unidad de Acceso a la Justicia; entre otras recomendaciones esa dirección determinó que era necesario revisar el puesto de Profesional en Derecho 2, que funge como coordinador de la Unidad de Acceso a la Justicia, en virtud de ello, de seguido se presenta información referida al citado puesto.



 



                Sobre el puesto número 363392, clasificado como Profesional en Derecho 2, ubicado en la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Antes de iniciar con el análisis del puesto bajo estudio, es necesario conocer el accionar de la unidad donde se ubica el cargo, es decir, la Unidad de Acceso a la Justicia, la cual es una estructura formal de la Secretaría Técnico de Género, en este sentido, el mayor rango jerárquico y de autoridad en esta Secretaría es ocupado por el puesto de la Secretaria Técnica de Género; en virtud de lo anterior, el personal asignado a esa dependencia, está subordinado de forma directa a ella; en el siguiente organigrama se puede observar la ubicación de la Unidad de Acceso a la Justicia, dentro de la estructura organizativa de la Secretaría Técnica de Género, veamos:



 



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\99404C3F.tmp]



 



Con respecto a la organización anterior, se debe mencionar que según lo indicado por la Dirección de Planificación mediante informe No. 30-DO-2016-B, las estructuras formales son únicamente la “Unidad de Acceso a la Justicia” y el “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”.



 



En virtud de lo anterior y por ser de interés para el presente estudio, es necesario conocer la clasificación y valoración que ostenta quien se encuentra a cargo de la otra unidad formal de la Secretaría Técnica de Género, o sea, del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”:



 



				Clasificación



				Valoración



				Ubicación







				



				Salario Base



				Refj



				







				Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia



 



				¢962.600.00



				22%



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia











Fuente: Índice salarial correspondiente al II semestre del 2018.



 



Una vez clara la ubicación de la Unidad de Acceso de la Justicia dentro del engranaje de la Secretaría Técnica de Género, se hace necesario también, conocer la naturaleza de dicha unidad; es así, que se tiene que la misma es el órgano técnico ejecutor de la Comisión de Acceso a la Justicia.  Es una unidad especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, dentro de las labores institucionales. Asimismo, se encarga de coordinar, articular y dar seguimiento a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contenida en las Reglas de Brasilia.



 



Así las cosas, al revisar el accionar del cargo (ver detalle de tareas en el anexo No. 2)  se determina que en el mismo se lleva a cabo la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia, asimismo, dicho puesto se constituye en el órgano ejecutor, de apoyo y de asesoría técnica tanto de la Comisión de Acceso a la Justicia, como de las subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, es así, que la persona que ocupe este puesto, también le corresponde coordinar y ejecutar las tares que competen a la Unidad de Acceso a la Justicia, además de realizar las acciones de coordinación con las Subcomisiones, con objetivos afines a la Comisión de Acceso a la Justicia,  para ejecutar los acuerdos emanados de ellas cuando corresponda.  



 



Las acciones de coordinación mencionadas  demandan entre otras tareas, la elaboración de políticas, directrices, circulares, informes, estudios legales, programas de capacitación y concienciación, campañas de divulgación, programar las sesiones mensuales de la Comisión de Acceso a la Justicia (elaborar la minuta, el acta, comunicar y ejecutar los acuerdos); así como colaborar con la Magistrada Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia en la presentación y explicación de casos específicos, así como de los puntos señalados en la minuta en general ; asistir a las sesiones de las subcomisiones para el Acceso a la Justicia de: Personas menores de Edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil; Personas Adultas Mayores; Personas Afrodescendientes; Niñez y Adolescencia; Personas con Discapacidad y Población Indígenas o de cualquier otra subcomisión cuando se requiera.



 



En virtud de lo expuesto se puede decir, que quien ocupe un cargo de este tipo, es responsable de promover la ejecución de políticas y directrices emanadas de las instancias superiores relacionadas con la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, articulando y dando seguimiento a los temas de accesibilidad.



 



Para poder cumplir con funciones asignadas, el puesto No. 363392 clasificado como Profesional en Derecho 2, tiene bajo su responsabilidad un puesto de Profesional 2 y otro de Asistente Administrativo 1. 



 



Así las cosas, al analizar las tareas que constituyen el cargo así como los principales factores organizacionales presentes en él y compararlos con lo que establece “Manual Descriptivo de Clases de Puestos” de la institución,  para la clase angosta en la que se ubica, la cual es de “Abogado Asistente 2”, se determina, que la misma no describe las funciones que se ejecutan en el puesto, razón por la  cual,  es necesario, reclasificarlo, para lo cual se requiere crearle una clase angosta y ancha denominada “Encargado de la Unidad de Acceso a la Justicia”, con el propósito de que la misma describa las tareas, naturaleza sustantiva, requisitos y competencias necesarias para desempeñar adecuadamente el cargo.



 



Ahora bien, al revisar la valoración que ostenta el puesto, se determina que la misma se encuentra acorde con el grado de responsabilidad y complejidad que éste demanda, aunado a ello, es dable mencionar, que la valoración asignada, es igual, a la que ostenta el puesto que tiene a cargo la coordinación de la otra unidad formal de la Secretaría Técnico de Género  la cual es el “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”, unidades que desde el punto de vista de estructura organizacional, fueron establecidas por la Dirección de Planificación, al mismo nivel;  por ello con la finalidad de mantener el equilibrio dentro de la estructura de puestos y salarios de la Secretaría Técnica de Género, lo procedente es mantener la valoración que actualmente tiene el puesto analizado, no obstante lo anterior, se hace necesario ajustar los rubros salariales correspondientes a la “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y el “índice competitividad salarial” (ICS), de tal forma que dichos rubros queden en el mismo porcentaje que goza el puesto de  “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia”.



 



IV. CONCLUSIONES:



 



                Sobre el puesto No. 363392, clasificado como “Profesional en Derecho 2”, de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



[bookmark: _Toc530406446]El análisis realizado permite determinar que en la Unidad de Acceso a la Justicia, se encuentra el puesto No. 363392, clasificado como Profesional en Derecho 2, clasificación que no se encuentra acorde con las funciones que viene realizando el puesto, las cuales están referidas a coordinar  la Unidad de Acceso a la Justicia, unidad que se constituye en el órgano ejecutor, de apoyo y de asesoría técnica de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, lo que le demanda a quien lo ocupe,  coordinar y ejecutar las tares que competen a la Unidad de Acceso a la Justicia, así como realizar acciones de coordinación con las Subcomisiones con objetivos afines a la Comisión de Acceso a la Justicia y ejecutar los acuerdos emanados de ellas cuando corresponda.



 



[bookmark: _Toc530406447]Por lo anterior, se concluye que es necesario crear una clase angosta denominada “Encargado de la Unidad de Acceso a la Justicia”, con el propósito de que la misma describa las tareas, condiciones ambientales y organizacionales del puesto, así como los requisitos y competencias necesarias para desempeñar adecuadamente el puesto.



 



En cuanto a la valoración del cargo, se concluye que no es necesario variarla, pues de análisis de los principales factores organizacionales que caracterizan al cargo, se determina que ésta compensa el grado de responsabilidad y complejidad que el puesto demanda, aunado a lo anterior, se mantiene dicha valoración a fin de no causar desequilibrios en la estructura de salarios y puestos de la Secretaría Técnica de Género, ya que el puesto que se ocupa de la coordinación de la otra unidad formal  (Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia) que presenta en esa Secretaría, se encuentra ubicado en el mismo salario base que el cargo analizado, diferenciándose salarialmente únicamente por los rubros  salariales “Responsabilidad por el ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y por el “Índice de Competitividad Salarial” (ICS), por lo que se concluye es en necesario ajustar los citados rubros salariales al puesto No. 363392; a fin de que se encuentre en una situación salarial igual a la de su homólogo.



 



[bookmark: _Toc530406448]V. RECOMENDACIONES TÉCNICAS ADMINISTRATIVAS:



 



				[bookmark: _Toc530406449]5.1. Crear clase ancha y clase angosta



				[bookmark: _Toc530406450]Criterio Técnico



 



 







				Crear la clase ancha y angosta denominada “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”, tal y como se detalla en el anexo No. 3.



 



 



				[bookmark: _Toc530406451]Es necesario contar con una clase angosta que identifique tareas, condiciones organizacionales y ambientales presentes en el cargo; así como los requisitos y competencias mínimas necesarias para desempeñar adecuadamente el puesto.



 











 



				[bookmark: _Toc530406452]5.2. Reclasificar



				[bookmark: _Toc530406453]Criterio Técnico



 



 







				Reclasificar el puesto No. 363392, de tal forma que se ubique en la clase ancha y angosta de “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”.



 



 



				[bookmark: _Toc530406454]El puesto analizado, no ejecuta las tareas que se tipifican en la clase de puesto angosta en la que actualmente se ubica, por tal razón, es necesario reclasificarlo.



 











 



				[bookmark: _Toc530406455]5.3. Valoración



				[bookmark: _Toc530406456]Criterio Técnico



 



 







				Mantener la valoración que actualmente ostenta el puesto No.363392



 



				[bookmark: _Toc530406457]El nivel salarial que actualmente ostenta el cargo es congruente con el grado de responsabilidad y complejidad que el misma demanda; además de lo anterior, se encuentra al mismo nivel que su homólogo, es decir, que el puesto que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”; lo cual permite mantener en equilibrio la estructura de puestos y salarios de la Secretaría Técnica de Género.











 



				[bookmark: _Toc530406458]5.4. Ajustar el REFJ y el ICS



				[bookmark: _Toc530406459]Criterio Técnico



 



 







				[bookmark: _Toc530406460]Ajustar al puesto No. 363392, el REFJ del 18% al 22% y el “ICS” del 20,5491% al 20,8210%.



				[bookmark: _Toc530406461]Es necesario realizar el ajuste en el “REFJ” y en el “ICS” a fin de que salarialmente este cargo quede igual que su homólogo, es decir, que el puesto de “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia” del que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”.



 











 



[bookmark: _Toc530406462]De conformidad con lo indicado por la Dirección de Planificación, en el informe No. 30-DO-2016, el puesto No.363392 Profesional en Derecho 2, debe de trasladarse a la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



VI.   Detalle presupuestario:



 



[bookmark: _Toc530406463]             Puesto No. 363392 clasificado como “Profesional en Derecho 2”



 



				Ajuste Técnico



				 







				 



				 







				Reasignar



				 







				Reclasificar



				 







				Revalorar







				Ajuste componentes         X











 



Detalle presupuestario producto del ajuste en el REFJ y en el ICS



 



				Concepto



				Situación Actual



				Situación Propuesta



				Diferencia Mensual







				



				Profesional en Derecho 2



				Encargado Unidad de Acceso a la Justicia



				







				Salario base



				-



				₡962.600.00



				-



				₡962.600.00



				₡0,00







				R.E.F.J



				18%



				₡173.268.00



				22%



				₡211.772.00



				₡38.504.00







				I.C.S.



				20,5491



				₡197.806.00



				20,8210%



				₡200.423.00



				₡2.617.00







				Carrera Profesional 41.90 pts.



				₡2.645,00



				₡110.826.00



				₡2.645,00



				₡110.826.00



				₡0,00







				Prohibición



				65%



				₡625.690.000



				65%



				₡625.690.00



				₡0,00







				Anuales 13



				₡23.238.30



				₡302.098.00



				₡23.238.30



				₡302.098.00



				₡0,00







				Total



				-



				₡2.246.329.00



				-



				₡2.286.648.00



				₡41.121.00











[bookmark: _Toc530406464]Fuente: Indice salarial correspondiente al II  semestre del 2018.



 



[bookmark: _Toc530406465]El costo mensual para hacer frente al ajuste a los rubros de: “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) y al “Índice de Competitividad Salarial” (ICS), es de ¢41.121.00 mensuales 926-01. 



 



De conformidad con los alcances del Consejo de Personal en la sesión N° 19-18 celebrada el 28 de agosto del 2018, artículo II donde acuerda que: “… previo a definir criterio sobre los informes relacionados con el análisis de los puestos donde se recomienda reasignaciones, éstos deben aportar certificación de existencia de contenido presupuestario.”



 



Es así, que de la consulta realizada a la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales certifican mediante Oficio número 0736-DGH-2018 con fecha 08 de octubre del 2018 se indica que ”existen a la fecha recursos suficientes para cubrir el costo de los movimientos propuestos y para los cuales se mantendrá la reserva presupuestaria requerida.  Lo anterior con fecha de rige a partir del acuerdo en firme del Consejo Superior y sin contenido para la aprobación de retroactivos”.



 



Es indispensable considerar que de conformidad con el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, las reasignaciones propuestas en los informes quedan sujetas a la disponibilidad presupuestaria de la institución; de igual manera y en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuesto Públicos, claramente establece que son hechos generados de responsabilidad administrativa“…la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado…”. También lo establecido por la Corte Plena, en la sesión N° 09-12 celebrada el 5 de marzo del 2012, artículo XVII que indica: “… 1.11. Reconocer las reasignaciones en el salario a partir del momento en que se cuente con contenido presupuestario, conforme lo establece la legislación vigente…”.



 



[bookmark: _Toc530406466]ANEXO  No.1



 



[bookmark: _Toc530406467]Sobre el informe No. 30-DO-2016



 



Se extrae del presente estudio información de interés para el análisis de los puestos sujeto a análisis:



 



Organigrama Propuesto para la Secretaría



Técnica de Género y Acceso a la Justicia



 



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\9DBA5FA5.tmp]



 



 



3.1.- Análisis de las tareas asignadas y la distribución interna de esas tareas.



 



3.1.1.- Área de Género: los puestos que coadyuvan con las labores de esta área, en su mayoría están acordes con lo establecido en el Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana; a excepción de las y los Auxiliares Administrativos que han asumido las labores de limpieza de acuerdo al rol establecido trimestralmente. Lo anterior se debe a que esas labores no están consignadas en la descripción de esos puestos, pero que deben asumirlas por no existir dentro de la estructura de personal, el puesto de Auxiliar de Servicios Generales.



 



3.1.3.- Unidad de Acceso a la Justicia: La Unidad es especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad dentro de las labores institucionales. Asimismo, se encarga de coordinar, articular y dar seguimiento tanto a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contendida en las Reglas de Brasilia.



 



En la Relación de Puestos esta Unidad tiene adscrito sólo una plaza de Profesional 2; sin embargo, desde el 2006 el tema es coordinado por una Profesional en Derecho 2; además cuenta con apoyo administrativo de una plaza de Auxiliar Administrativo (plazas adscritas a la Secretaría de Género).



 



La plaza de Profesional en Derecho 2 realiza funciones muy diferentes a las establecidas en el Manual de Puestos, por lo que se considera debe ser analizado por la Dirección de Gestión Humana.



 



Las otras dos plazas que coadyuvan en la realización de las funciones asignadas a la Unidad, se puede indicar que en su mayoría realizan labores atinentes a la clasificación de la misma.



 



3.4.3.- Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Es el órgano técnico ejecutor de la Comisión de Acceso a la Justicia[1], creada por acuerdo de Corte en la sesión N°32-2011, del 3 de octubre del 2011, artículo VIII.



 



Esta Unidad es la especializada en el tema de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad; por lo tanto, su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en las labores institucionales.



 



También coordina, articula y da seguimiento a las subcomisiones encargadas de ejecutar la normativa contendida en las Reglas de Brasilia, y a cualquier otro asunto relacionado con el mejoramiento de la calidad del servicio de las personas con mayores dificultades de acceso.



 



Algunas Subcomisiones desarrollan su trabajo desde la Unidad de Acceso a la Justicia, aprovechando el apoyo técnico ejecutivo de la Comisión; dentro de esas Subcomisiones están: Personas Adultas Mayores, Personas con Discapacidad, Personas Afrodescendientes, Niñez y Adolescencia y Pueblos Indígenas. Asimismo, hay otras Subcomisiones que reciben apoyo para ejecutar actividades específicas, entre ellas: Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas Menores de Edad en Conflicto con la Ley Penal Juvenil (se asiste a las sesiones de Subcomisión), Privadas de Libertad, Migrantes y Refugiadas y Discriminadas por orientación sexual e identidad de género. El Anexo N°3 presenta un mayor detalle. 



 



Sobre el apoyo que esta Unidad brinda a la Subcomisiones que cuentan con Cooperación Internacional, indica la Máster Karen Leiva Chavarría, Profesional 2 de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, que han trabajado con dos: Subcomisión de Afrodescendientes, con la que han coordinado la elaboración y presentación oficial del proyecto “Promoción del acceso a la justicia para la población afrodescendiente en el Poder Judicial”, que fue financiado con recursos de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO); proyecto que fue ejecutado por la Unidad de Acceso a la Justicia; y la segunda sería la Subcomisión de Pueblos Indígenas, con la que han coordinado dos proyectos en el marco del Programa de Gobernabilidad Democrática, a saber:



 



Proyecto de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Talamanca Bribri-Talamanca Cabécar. Consiste en mecanismos de resolución de conflictos en la justicia, y es ejecutado por varias instancias, entre ellas el Ministerio Público como integrante de la Comisión, posteriormente por la Licda. Lena White Curling, en su calidad de coordinadora de la Subcomisión, desde la Contraloría de Servicios; posteriormente lo asume la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en un estado de ejecución de al menos 65% aproximadamente.



 



Proyecto de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Es ejecutado en la población Ngöbe ubicado en la zona sur-sur del país. La coordinación del proyecto la realizó la Subcomisión y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales coordinó los aspectos logísticos y administrativos.



 



Sobre otro tema, se debe indicar que según los lineamientos emitidos en las XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (100 Reglas de Brasilia), se considera que en términos generales la Unidad de Acceso a la Justicia debe:



 



                Propiciar la divulgación de información sobre los derechos de la población en condición de vulnerabilidad.



                Incentivar la capacitación de las funcionarias/os y servidoras/es judiciales en temas de acceso a la justicia.



                Promover una política de asistencia jurídica pública a las personas en condición de vulnerabilidad.



                Revisar y evaluar  los procesos y requisitos de acceso a la justicia existentes.



                Promover la coordinación y agilidad en la tramitación de las causas de las personas en condición de vulnerabilidad.



                Promover la adopción de medidas tendientes a un mayor acercamiento de los servicios de justicia.



                Incentivar el uso de métodos alternos de resolución de conflictos, garantizando la participación de las personas en condición de vulnerabilidad.



                Fomentar el respeto por la dignidad, costumbres y tradiciones de las personas participantes en los procesos judiciales.



                Impulsar la adaptación en el lenguaje, infraestructura y protección, acorde con la necesidad de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



A estas funciones se adicionarán aquellas que la Corte Plena considere pertinentes para mejorar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en concordancia con la política institucional.



 



Actualmente, esas labores son atendidas por una plaza de Profesional en Derecho 2, una de Profesional 2 y una de Auxiliar Administrativa/o.



 



Se realizó una sesión de trabajo[2] para detallar las funciones de cada uno de los puestos (Ver Anexo 4), determinándose lo siguiente:



 



Profesional en Derecho 2 (1 puesto)[3]:



 



La mayoría de las labores que realiza este puesto no son concordantes con lo descrito en el Manual Descriptivo de Puestos de la Dirección de Gestión Humana.



 



La naturaleza del puesto: “Ejecución de labores profesionales variadas en la Secretaría General de la Corte” difiere considerablemente de las labores que este puesto realiza.



 



                Actualmente, la labor sustantiva de este puesto es la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia; además, tiene personal a cargo (un Auxiliar Administrativo y una Profesional 2), lo que no concuerda con lo indicado en el Manual de Puestos.



 



                Realiza actividades de coordinación con las Comisiones y Subcomisiones que atienden las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



 



                Realiza labores de formular y ejecutar en asocio con la Profesional 1 el presupuesto de la Comisión de Acceso a la Justicia, lo que tampoco es concordante con el Manual.



 



IV. Elementos Conclusivos



 



4.4.- La Secretaría Técnica de Género y cada una de las áreas de trabajo interna tienen, en términos generales, claramente definidas las tareas asignadas por los órganos superiores.



 



Solamente se identificaron dos puestos que requieren una revisión inmediata de las funciones que realizan, con el fin de que se defina el puesto acorde a ocupar, a saber, el puesto de Profesional en Derecho 2, y el de Coordinadora o Coordinador de Gestión Programa de Participación Ciudadana.



 



V. Recomendaciones



 



5.2.- Se recomienda que la estructura de la Secretaría de Género mantenga sus dos divisiones formales, sea la Unidad de Acceso a la Justicia y el Observatorio de Violencia de Género Contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. La categoría de esta segunda dependerá del estudio que se realice al puesto de la actual Coordinadora.Sobre las dos “Áreas” informales que existen, se recomienda que se mantengan en esa condición y por ende, no se deben estandarizar las estructuras internas. Lo anterior permitirá que la Jefatura de la Secretaría cuente con un mayor grado de discrecionalidad y flexibilidad al momento de realizar la distribución del trabajo y del mismo recurso humano, dependiendo de las coyunturas y del servicio a la persona usuaria. Las divisiones formales existentes, no limitan la posibilidad de la jefatura de la Secretaría Técnica de Género a organizar internamente las labores que se requieran en algún momento dado, para lograr integrar y equiparar las cargas laborales diariamente.



 



5.4.- Las tareas asignadas a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, y a sus respectivas estructuras internas, están claramente definidas. De igual forma, la mayoría de las labores asignadas al recurso humano están igualmente definidas y son acordes con lo establecido en los manuales institucionales, con las excepciones de las labores de limpieza de los puestos auxiliares administrativos, y de la Profesional en Derecho 2 de la Unidad de Acceso a la Justicia. Por lo anterior, se adicionan en los primeros 5 anexos de este informe, la descripción de las tareas por tipo de puesto, los que deberán mantenerse vigentes.



 



5.5.- Sobre las labores de limpieza que realizan las y los Auxiliares Administrativos, se recomienda a la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana que revise y defina si esas labores son acordes con el puesto y con las circunstancias específicas de la Secretaría, y si procede recomendar una contratación del servicio de limpieza privada, tal y como se recomendó en la Auditoría Judicial y la Contraloría de Servicios.



 



5.6.- Se recomienda que la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana analice la plaza de Profesional en Derecho 2, que funge como coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, con el fin de que se revise si el puesto es acorde con las funciones que actualmente realiza.



 



5.7.- Que la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana analice la plaza de Coordinadora o Coordinador del Observatorio de Violencia de Género, con el fin de determinar si las funciones que realiza son acordes con el mismo. Asimismo, deberá revisar los requisitos que debe cumplir la persona que lo ocupa.  La Dirección de Planificación recomienda que se consideren los requisitos de profesional en derecho y en periodismo para el presente puesto, por las funciones que se le han asignado, y las que podría asumir en el mediano plazo. (El resaltado no pertenece al original)



 



ANEXO NO. 2



 



Tareas del puesto No. 363392, según cuestionario de clasificación y valoración completado por la Máster Alejandra Monge Arias, ocupante del cargo al momento en que se efectuó el análisis del puesto.



 



				¿QUÉ HACE?



(Detalle de las actividades)



				¿COMO LO HACE?



(Detalle de las actividades)



				¿PARA QUE LO HACE?



(Detalle de la actividad)



				PORCENTAJE DE TIEMPO



(Indicar  en porcentaje %)







				Brindar asesoría legal y en materia de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad a la Comisión de Acceso a la Justicia y a las Subcomisiones.



 



				-Dependiendo del tipo de asesoría, realizo el estudio pertinente, elaboro borradores de documentos con propuestas, observaciones y/o sugerencias.



-Acompaño a la Magistrada Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia o Magistradas Coordinadoras de las Subcomisiones que lo requieran a reuniones o sesiones y preparo documentación de respaldo.



-Preparo borradores de ponencias para la participación en actividades múltiples.



				Para cumplir con el Plan Estratégico, El Plan Anual Operativo, y las funciones y obligaciones que me fueron asignadas y que corresponden a la coordinación de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Asimismo, para dar cumplimiento a las obligaciones que me competen como Secretaria Técnica de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia de Cumbre Judicial.



 



Léase IDEM en cada uno de los aparatados.



				El porcentaje de tiempo no se puede especificar, puesto que si bien las actividades descritas son periódicas, dependiendo de situaciones particulares, en algunas ocasiones se realizan con mayor o menor regularidad dependiendo de las circunstancias, con excepción de las sesiones de la Comisión de Acceso a la Justicia, las cuales son mensuales, pero cuya preparación y posterior seguimiento, se realizan a lo largo del tiempo.



 



Lo cierto es que cada una de estas actividades demanda muchas horas laborales, en muchos casos más de las que se cumplen en un horario regular.



 



Ergo, o cumplo con mis tareas, o llevo un registro de las horas que dedico a cada una de ellas.



 



Léase IDEM en cada uno de los aparatados.



 







				Coordino para la realización de las sesiones mensuales de la Comisión de Acceso a la justicia.



Elaboro la agenda. Redacto el borrador del acta. Ejecuto los acuerdos.



Doy seguimiento  al cumplimiento de  acuerdos.



 



 



 



				-Todos los meses sesiona la Comisión de Acceso a la Justicia y debo preparar la agenda con base en los temas a tratar, algunos de ellos generados en documentación recibida.



Los temas a tratar incluyen solicitudes de apoyo, sugerencias, quejas y/o consultas diversas. En  algunos casos responden a la detección de  situaciones especiales, que requieren para su resolución ser elevadas a conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia.



Durante el mes previo a la realización de la sesión, creo un archivo que dará contenido a la agenda propuesta para la sesión.



 



Una vez elaborada la agenda la remito digitalmente, a las/os integrantes de la Comisión, acompañada de esos documentos.



Durante la sesión apoyo a la Magistrada Coordinadora con el orden del día y levanto el acta, consignando y dando forma a los acuerdos respectivos.



Finalizada la sesión, termino de pulir el acta borrador y la envío a revisión de la Magistrada Coordinadora.



Posteriormente inicio el  despacho de los acuerdos mediante oficios que redacto y van dirigidos a las personas o instancias responsables.



 



En muchos casos la ejecución requiere coordinación con uno o varios despachos judiciales o instituciones externas.



 



También es factible que de los acuerdos tomados se generen reuniones para continuar trabajando sobre temas específicos, reuniones que me encargo de coordinar y a las cuales asisto realizando los aportes que sean de mi competencia.



 



En la siguiente sesión debo rendir un informe del estado de ejecución de acuerdos, e insistir en la ejecución de aquellos que se mantengan pendientes.



 



				La realización de las sesiones de la Comisión de Acceso a



				 







				Brindo apoyo a otras Subcomisiones para el acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				-Apoyo de manera total las Subcomisiones para el acceso a la justicia de personas indígenas, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores, en este caso la mayoría de gestiones las realizo personalmente, en coordinación con las magistradas coordinadoras.



 



-Asisto a sesiones de otras Comisiones o bien de las Subcomisiones incluyendo algunas no mencionadas en este apartado, cuando se requiere.



 



				 



				 







				Coordino la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



				Coordinar la Unidad de Acceso a la Justicia implica una gran cantidad de actividades y tareas, las cuales se detallan a continuación.



 



No me referiré en detalle a las actividades de mero trámite, como lectura y respuesta de correos y llamadas telefónicas.



 



				 



				 







				Formulación de presupuestos y elaboración de Planes de Trabajo



				-Es mi responsabilidad la formulación del presupuesto de la Unidad de Acceso a la Justicia, de acuerdo con los lineamientos establecidos por la Dirección de Planificación y dentro de criterios de razonabilidad en cuanto al gasto público y la programación de actividades. El presupuesto incluye entre sus su partidas, una correspondiente a actividades de capacitación.



 



-Asimismo, elaboro el PAOM y el Plan Anual Operativo, con base en ellos programo y ejecuto el trabajo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Para su elaboración solicito a las magistradas coordinadoras el aporte de objetivos de acuerdo con el interés de la población a su cargo, los que sumados  a los ya establecidos desde mi perspectiva y la de la Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, finalmente conforman el plan de trabajo, comprensivo de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



				 



				 







				Delego tareas



 



				Para la ejecución del plan de trabajo de la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, es indispensable la delegación de funciones al personal que integra la Unidad, cosa que me corresponde hacer en mi condición de coordinadora.



La distribución dependerá del grado de dificultad, otras tareas asignadas previamente, la necesidad de un conocimiento especial, habilidad o destreza para desarrollar la tarea.



 



				 



				 







				Coordino con otras oficinas judiciales, con otras instituciones nacionales e internacionales según sea el caso y el asunto de que se trate.



 



				-Esta coordinación se da en función del abordaje interdisciplinario y/o interinstitucional que requiere el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Para ello me corresponde determinar cuándo se requiere realizar la coordinación, definir un objetivo claro, tener iniciativa para realizar propuestas, capacidad de negociación para obtener apoyo, establecer canales de comunicación fluidos, tanto con quien se coordina, como con las instancias a las cuales posteriormente debo rendir cuenta de los resultados.



 



				 



				 







				Evacuo consultas



				-Atiendo consultas que recibo por diversas vías: personalmente, oficios, llamadas telefónicas, correos ya sea en el correo personal o la dirección de la Comisión de Acceso a la Justicia, ello puede implicar para la resolución del caso, coordinación con la Dirección Ejecutiva, Medicina Legal, Escuela Judicial, Administraciones  Regionales, Contralorías, Juzgados, Defensa, Ministerio Público, O.I.J, entre otras.



 



Fundamentalmente, es mi obligación dar respuesta a satisfacción a la consulta realizada.



 



				 



				 







				Atiendo personas usuarias



				-Atiendo personas que requieren conocer el funcionamiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad o las Subcomisiones, saber qué se está haciendo en materia de acceso a la justicia. Estas personas pueden ser estudiantes, funcionarios/as de otras instituciones, personas usuarias que requieren información.



 



En la medida de las posibilidades, se otorga una cita a la brevedad. Las entrevistas suelen ser una fuente de retroalimentación que brinda la posibilidad de mejorar la calidad del servicio que se brinda, porque permite conocer otras perspectivas de situaciones cotidianas, o que sencillamente no se había visualizado.



 



				 



				 







				Me reúno con diversos actores judiciales, o bien representantes de instituciones que tienen objetivos afines con el trabajo que realizo.



				-Convoco, coordino y/o asisto a reuniones de diversa índole, con objetivos variados para cumplir con el PAO, o bien atender asuntos emergentes.



Preparo un informe de resultados de la reunión realizada y lo informo a la Magistrada Coordinadora.



 



				 



				 







				Diseño cursos o materiales para capacitación. Imparto capacitaciones.



				-Cuando se requiere diseño cursos, o bien algunas secciones que formarán parte de un curso, en el que se abordan los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



-En el transcurso del año imparto charlas sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las políticas institucionales, las Reglas de Brasilia y otros temas afines.



 



				 



				 







				Propicio la divulgación de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad para promover la eliminación de barreras que obstaculizan el acceso a la justicia.



 



				-En este caso coordino con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para la elaboración de campañas de divulgación y boletines. En algunas ocasiones delego  la elaboración del diseño gráfico en el compañero de la Unidad, otras lo elabora el Prensa y selecciono la propuesta que considero más adecuada. Redacto el contenido informativo de la campaña, en algunas ocasiones  de forma personal y en otras en coordinación con especialistas o bien las magistradas coordinadoras, según la población de la que trate la campaña.



-Superviso la actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones inmersas en esta página.



-Superviso la actualización de la página de Facebook de la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



				 



				 







				Elaboro informes y otros documentos de respuesta, que requieren capacidad analítica, interpretativa, de síntesis y una fundamentación  objetiva.



 



				-Elaboro informes de diversa naturaleza, a solicitud de otras oficinas judiciales, de la Presidencia de la Corte, Consejo Superior, de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Defensoría de los Habitantes, Consejo Nacional de Personas con discapacidad, de instancias internacionales, Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, Comisión Centroamericana y del Caribe de sobre Acceso a la Justicia, EURO social, entre otros.



-Respondo cuestionarios mediante los cuales se solicita información variada tanto legal por ejemplo implementación de convenios internacionales, como de acciones realizadas por el Poder Judicial en general y de forma particular la Comisión de Acceso a la Justicia y las Subcomisiones, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad; los cuestionarios pueden emanar de organismos internacionales o bien de los propios mecanismos establecidos en las convenciones internacionales.



La elaboración de informes o respuesta a cuestionarios requiere de la experiencia acumulada durante los años de ejercicio de la coordinación de la Unidad, el conocimiento adquirido en ese tiempo, mi formación profesional que incluye no solo ser abogada, sino también el manejo de especificidades propias de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



En algunos de estos casos se requieren coordinar con otras instancias judiciales, y solicitarles información la cual luego sistematizo y doy redacción final.



 



				 



				 







				Elaborar proyectos de diversa índole incluyendo aquellos que han de ejecutarse en coordinación con organismos internacionales.



 



 



				-Formulo proyectos orientados a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, por ejemplo proyectos en los que se plasman acciones concretas como elaboración de políticas públicas, protocolos, diseño de cursos de capacitación, entre otras,  para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Esta formulación requiere de mí investigar, elaborar un marco lógico, justificación de la necesidad (podría requerirse de un diagnóstico previo), definición de población meta y de personas beneficiarias, diseño de cronogramas de trabajo, selección de regiones para su implementación, elaboración de presupuesto, incidencia política, búsqueda de recursos, negociación con organismos donantes, etc.



 



				 



				 







				Analizar proyectos de ley y realizar recomendaciones, o bien, redactar propuestas de proyectos de ley cuando así se requiere.



 



 



				Análisis de proyectos de ley: reviso el documento, para determinar que su redacción no lesiona derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, o no afecta la organización del poder judicial, realizo observaciones y/o recomendaciones, preparo un borrador y lo remito a quien corresponda, generalmente a la Magistrada Escoto.



 



				 



				 







				Revisar y clasificar jurisprudencia de interés.



				La Comisión de Acceso a la Justicia tiene habilitada una página Web, que a su vez contiene en su interior páginas que corresponden a cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad. En esas páginas se coloca información diversa incluyendo jurisprudencia, la cual reviso para determinar su trascendencia y la clasifico para definir la ubicación idónea.



 



				 



				 







				Responder Recursos de Amparo.



				-Recibida la notificación estudio el expediente, investigo legislación, jurisprudencia, doctrina o acciones de tipo administrativo atinentes al caso, y preparo el borrador  la respuesta, esta debe fundamentarse desde una perspectiva de derechos humanos, respetuosa de la diversidad, con las particularidades del caso. El borrador se remite a la persona recurrida para su revisión y respuesta oficial.



 



				 



				Esto ocurre ocasionalmente, no se puede prever en qué momento se notificará un Recurso.



 



No obstante en este momento se trabaja en la respuesta al Recurso de Amparo interpuesto en el Expediente N° 17-005257-0007-CO







				 



Redactar propuestas de circulares y otras directrices.



 



				 



-Generalmente se realiza en cumplimiento de acuerdos tomados en las sesiones de la Comisión de Acceso a la Justicia o de las Subcomisiones, para ello redacto un borrador que consigna el acuerdo tomado y lo desarrolla de acuerdo a la necesidad, ya sea citando legislación, reglamentos, acuerdos del Consejo Superior o Corte Plena, o bien describiendo procedimientos que son pertinentes para mejorar el acceso a la justicia de las personas usuarias. El borrador es revisado por la autoridad que corresponda y con su visto bueno, redacto un oficio y lo remito a la instancia que ha de aprobar la circular o directriz, para su posterior divulgación.



				 



				 







				Soy la Secretaria Técnica de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia.



				Tengo a mi cargo, entre otras funciones:



 



-La preparación de las agendas para las sesiones, ya sean virtuales o presenciales-



-La convocatoria de sus integrantes.



-La redacción de las actas.



-El envío de documentos diversos.



-La elaboración de informes tanto para destinatarios nacionales, como internacionales.



-La elaboración de propuestas de trabajo o de documentos diversos.



-Diseño de materiales.



-Investigación (Redacción de un manual para la elaboración de políticas públicas.)



-Acciones de coordinación para que se de una comunicación eficiente y eficaz entre todos/as los/as integrantes.



				 



				 











 



ANEXO NO. 3



 



PERFIL COMPETENCIAL ENCARGADO UNIDAD DE ACCESO A LA JUSTICIA



 



[bookmark: _MON_1599981587]



”



 



Se acuerda: aprobar en todos sus extremos el informe SAP-479-18.



 



Se declara firme.”



(…).”



-0-



Se acordó: Tener por rendido el informe CP-182-2018, del 9 de noviembre de 2018, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y acoger lo resuelto por el Consejo de Personal en sesión N° 25-18 celebrada el 06 de noviembre de 2018, artículo II, en consecuencia: 1.) Crear la clase ancha y angosta denominada “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”, tal y como se detalla en el anexo No. 3. 2.) Reclasificar el puesto N° 363392, de tal forma que se ubique en la clase ancha y angosta de “Encargado Unidad Acceso a la Justicia”. 3.) Mantener la valoración que actualmente ostenta el puesto N° 363392. 4.)Ajustarle al puesto N° 363392, el rubro por “Responsabilidad por el Ejercicio de la Función Jurisdiccional” (REFJ) del 18% al 22% y al “Índice de Competitividad Salarial” (ICS) del 20,5491 % al 20,8210%, a fin de que salarialmente este cargo quede igual que su homólogo, es decir, que el puesto de “Encargada del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia” del que asume la coordinación del “Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia”, en el entendido que el costo mensual para hacer frente al ajuste es de ¢41.121.00 (cuarenta y un mil colones exactos) mensuales. 5.) Deberá el puesto N° 363392 de Profesional en Derecho 2, trasladarse a la Unidad de Acceso a la Justicia. 6.) La anterior reasignación rige a partir del 22 de noviembre de 2018, sin embargo, de conformidad con el artículo 5º de la Ley de Salarios del Poder Judicial, la reasignación aprobada queda sujeta a la disponibilidad presupuestaria de la institución; de igual manera y en apego al numeral 6º de la misma norma jurídica, debe condicionarse al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuesto Públicos, que establece que son hechos generadores de responsabilidad administrativa la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado. También lo establecido por la Corte Plena, en la sesión Nº 09-12 celebrada el 5 de marzo del 2012, artículo XVII que: “…1.11. Reconocer las reasignaciones en el salario a partir del momento en que se cuente con contenido presupuestario, conforme lo establece la legislación vigente…”.



La Dirección de Gestión Humana, la Secretaría Técnica de Género, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y el Acceso a la Justicia” (OVIGMAJ), tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.








 












[1] Desde su origen en el año 2005, en ese entonces Comisión de Accesibilidad, tiene como norte elaborar, implementar, y promover políticas, directrices, circulares y lineamientos en general, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



[2] Realizada en la Dirección de Planificación el 30 de julio del 2015.



[3] Puesto N° 363392 ocupado al momento del análisis del cargo por la Licda. Alejandra Monge Arias.



Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2018








Fecha: 27 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO C



DOCUMENTO N° 13843-18



En la Circular N° 174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber  a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente:



“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:



 



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”



 



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera. 



 



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”



 



- 0 -



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.








 








Acta de Consejo Superior Nº 103 - 2018








Fecha: 27 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO XCIX



DOCUMENTO N° 13836-18



 



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-407-2018 del 2 de noviembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, y fines consiguientes, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, el cual se transcribe literalmente:



 



Artículo V



Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.



 



Doña Melissa Benavides Víquez hace un resumen de lo que fue la Gira a los Territorios Indígenas, sean estos los Tribunales de Derecho Consuetudinario de Cabagra y Boruca y al día siguiente con distintos grupos conformados por personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez propone que se valore y se envíe al Consejo Superior para que se valore la posibilidad de una plaza en temas especializada para atender los asuntos en donde una parte sea una persona indígena.



 



Don Erick Núñez comenta que existía una plaza en Buenos Aires que luego se eliminó, por esto la Defensa Pública ha venido dando tumbos pues solamente hay dos defensores públicos, por eso se ha pedido que en esta comisión se revalore un defensor in situ, en Buenos Aires especializado en materia indígena. Existen muchos problemas en lo penal, con la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas nos amplían las competencias, se recarga esto las materias agrarias.



 



Doña Ariana Céspedes indica que el Tribunal justificó, por un tema de números, que no se sostenía una tercera sección por ello se eliminó este tribunal.



 



Doña Ligia Jiménez expone que existen cinco fiscales, pero solamente dos plazas de defensores.



 



Don Geiner Blanco plantea que hay que dar un paso más al frente pues se denuncia mucha desatención en distintos temas, como subcomisión debemos buscar una estrategia para atender estos problemas y no siga pasando.



 



Doña Carmenmaría Escoto comenta que en Turrialba manifiestan recargo por tener que ir a las audiencias in situ, aunque no tengan la sensibilidad para atender la problemática que se suscita en los territorios indígenas, el sentir de la comunidad es que no exista un deseo de ir a los lugares en busca de las personas indígenas, además de la contratación de una persona de planta intérprete indígena, esto se hace en ignorancia de las reglas.



 



Doña Ariana Céspedes propone que se deben involucrar a las Administraciones Regionales para garantizar las condiciones para efectuar los juicios, además para apoyar a los despachos para que garanticen las mejores condiciones para realizar las audiencias pues muchas veces no existen estas condiciones para las víctimas y para las personas testigas.



 



Don Geiner Blanco explica que es importante hacer una lista de las necesidades expuestas, un mapeo de las demandas constantes de personas indígenas, así se marca un rumbo de donde hay que ir, además que da seguridad a las personas indígenas y asegurar un acceso a la justicia para estas poblaciones.



 



Doña Ligia Jiménez indica que es algo muy común que las personas indígenas no cuenten con intérprete para enfrentar sus derechos, cuestiona la forma de que se realizan estas diligencias.



 



Don Jean Carlo Monge establece que es importante que ahora que se hagan las visitas a las comunidades indígenas se puede levantar una lista de cuáles son las necesidades de las distintas comunidades, así se podrán conocer las necesidades de distintas comunidades.



 



Doña Melissa Benavides expone sobre la importancia de formar profesionales y pregunta de qué forma el Colegio pueda coadyubar con el acceso a la justicia para las personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez plantea si existe la posibilidad de que se formule un curso sobre derecho indígena,



 



Don Jorge Leiva expone que existe una Comisión de Pueblos Indígenas en el Colegio de Abogados y Abogadas y para los efectos de las capacitaciones se puede conversar con ellos.



 



Doña Yerma Campos comenta que hubiese sido provechoso que se escuchara previo a los y las funcionarias judiciales antes de enviar a la Inspección Judicial las quejas interpuestas en la Gira.



 



Doña Violenta propone que de la iniciativa que se haga a la Comisión de Asuntos Indígenas se haga copia a la Junta Directiva también indica que podría hacerse a partir de marzo capacitación a las Defensorías Sociales, el Poder Judicial propondría nombres para los capacitadores e incluso grabarlas en youtube.



 



Doña Carmenmaría indica que existe un convenio con la Escuela Judicial para capacitar personas que no trabajan al Poder Judicial, se podría pensar en incluir al Colegio de Abogados y Abogadas en esto, estos cursos son importantes y son esenciales, se aprende muchísimo.



 



Don Geiner Blanco propone hacer un diagnóstico de problemáticas, propone que se haga un objetivo estratégico para poder llegar a las personas que toman decisiones y que se enteren de todo esto que estamos hablando pues existe resistencia y mucha burocracia.



 



Doña Carmenmaría consulta sobre si es posible por parte de Don Geiner de realizar ese diagnóstico.



 



Don Geiner Blanco indica que se puede realizar una sistematización con el histórico.



 



Don Jorge Leiva propone que se puede auxiliar con el informe de labores de la Defensoría de los Habitantes, además que existe una problemática de que las personas no se apuntan a los cursos de derecho indígena.



 



Don Alí García dice que en mundo indígena no se dice, sino que se hace, se comprende mejor la acción que hablar, es muy cansado, espera que estos acuerdos se cumplan.



 



Don Juan Carlos Campos indica que el Poder Judicial debería tomar acciones para poder contratar personas que conozcan del derecho indígena y sean de la comunidad indígena que sirvan de traductores.



 



Don Gonzalo Gutierrez indica que ha hecho muchos sacrificios para estudiar, que está anuente para optar por cualquier tipo de capacitación para optar por un puesto, hay muchos compañeros que quieren optar por puestos, pero no los llaman.



 



Doña Carmenmaría expone que en Turrialba le han expuesto la necesidad de que existan traductores y es necesario que el Poder Judicial nos dote de un técnico judicial para que sea intérprete y un medio para que sea un puente de las necesidades de los pueblos indígenas y que la Comisión sea también ese puente.



 



Don Erick Alfaro cuestiona que por qué los despachos cuando tienen la posibilidad de contratar personas no contratan personas indígenas.



 



Doña Ligia Jiménez comenta que es necesario hacer el proceso para poder entrar, y es necesario establecer cuotas para las distintas instancias para poder contratar personas indígenas.



 



Don Jean Carlo Monge establece la importancia de continuar promoviendo la cuota de contratación de personas indígenas.



 



Se acordó: 5) Consultar a Consejo Superior y al Tribunal de la Inspección Judicial que indiquen a cuáles territorios indígenas se han visitando en razón de sus cargos y por parte de los distintos Tribunales, esto en razón de las acciones aprobadas por Corte Plena.”
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Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que los diferentes Consejo de Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales están despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.



















Acta de Consejo Superior Nº 007 - 2019








Fecha: 29 de Enero del 2019



ARTÍCULO LXVI



Documento N° 4289-12 / 693-19



 



En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega:



“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”



Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.



Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:



a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales.



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.



En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma:



“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus.



Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)



Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.



Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).



Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.



Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.



En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.



Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”



De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención.



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:



“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”



Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.



Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”
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Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.)Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.




















Acta de Consejo Superior Nº 014 - 2019








Fecha: 19 de Febrero del 2019



ARTÍCULO LXIX



 



Documento N° 1624-19



 



            La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota de 10 de febrero de 2019, remitió lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, Artículo V.



 



El acuerdo literalmente indica:



 



“ARTICULO V



 



Comunica la jueza Damaris Vargas del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber:



 



1.     Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;



 



2.     Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;



 



3.     Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”



 



Al respecto indica, se remitió Oficio del 3 de febrero de 2019 a la Defensoría de los Habitantes de la República en respuesta del Oficio DH-0076-2019, en el que se señala:



 



San José, 3 de febrero de 2019



(Oficio N° DH-0076-2019)



Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo y mi deseo de que tenga muchos éxitos con ocasión de su reciente designación como Defensora de los Habitantes de la República.



 



En atención al Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, se toma nota de su autorización para que la funcionaria Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas de la Dirección de Protección Especial de la Defensoría de los Habitantes, continúe participando como asesora en las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y se reconoce el aporte dado desde su incorporación.



 



Se toma nota de los tres temas propuestos para el desarrollo del Plan de Acción de la Subcomisión, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos estado realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, para la construcción del Programa Anual Permanente 2019; la construcción de indicadores e incorporación en las estadísticas institucionales que reflejen los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, no solo en los Agrarios, para su debido seguimiento y monitoreo. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento.



 



De la Señora Defensora de los Habitantes de la República con consideración y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia



Sr. Álvaro Paniagua, Dirección de Protección Especial



Sra. Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas Dirección de Protección Especial
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Sugiere la integrante Ligia Jiménez se haga una atenta instancia a las Universidades para que se incorpore en el Plan de Estudios de la carrera de Derecho el curso de Derecho Indígena o al menos, la posibilidad de que haya una especialización en la temática.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”.  2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019. 3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho que incorporen dentro de sus cursos uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo. -”
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Después de analizada la gestión anterior y tomando en consideración que las universidades tienen autonomía en cuanto a sus planes de estudio, se acordó: 1.)Comunicar a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avala la iniciativa plasmada, no obstante, esta deberá ser gestionada ante las instancias que consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmita o incorpore como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







Acta de Consejo Superior Nº 016 - 2019








Fecha: 22 de Febrero del 2019



ARTÍCULO LXXIII



DOCUMENTO N° 1746-19



La máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante nota del 10 de febrero de 2019, gestionó lo siguiente:



“…en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:



 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”



 



En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional que permita controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.



 



Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:



 



a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias



 



b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas



 



c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico



 



Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.



 



Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:



 



“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:



 



1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto.



 



2. El registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.



 



3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”
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En relación con lo anterior, mediante correo del 13 de febrero de 2019, la máster Vargas Vásquez de calidades anteriormente indicadas, agregó lo siguiente:



“…hago de su conocimiento la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que consta en correos adjuntos.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referente a la recopilación y sistematización de información relacionado con procesos judiciales que involucren personas indígenas al Digesto de la Jurisprudencia, para estudio e informe lo correspondiente a este Consejo.








 








 



Acta de Consejo Superior Nº 020 - 2019








Fecha: 05 de Marzo del 2019



ARTÍCULO LXXVII



DOCUMENTO N° 4289-12, 2233-19



[bookmark: _Toc2325121]En sesión N° 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, artículo LXVI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.)Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



 



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”
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El señor Eduardo Sibaja Arias, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior, remite el oficio N° CNR-66-2019 del 21 de febrero de 2019, que literalmente dice:



“Le trascribo el acuerdo tomado por el Consejo Nacional de Rectores en la sesión N° 6-2019, celebrada el 19 de febrero de 2019, en el artículo 3, inciso f), titulado Correspondencia.



 



CONSIDERANDO QUE:



 



Mediante oficio N° 1540-19 de 13 de febrero de 2019, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia remite trascripción de acuerdo sobre solicitud de colaboración para dar cumplimiento a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



SE ACUERDA:



 



A.        REMITIR A LAS RECTORÍAS LA SOLICITUD DE LA SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA BRINDAR LA COLABORACIÓN DE UN LISTADO DE PERSONAS PARA DESARROLLAR LOS PERITAJES CULTURALES.



 



B.         ACUERDO FIRME.”



 



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por el señor Eduardo Sibaja Arias, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.








 Acta de Consejo Superior Nº 024 - 2019








Fecha: 15 de Marzo del 2019



ARTÍCULO LXXV



DOCUMENTO Nº 1624-19, 2697-19



En sesión Nº 14-19 del 19 de febrero de 2019, artículo LXIX, se comunicó a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que este Consejo Superior avalaba la iniciativa plasmada, no obstante, esta debería ser gestionada ante las instancias que se consideren convenientes de forma directa por la citada comisión, como órgano técnico en la temática indígena, exponiendo lo que se desea que se transmitiera o incorporara como una propuesta o recomendación, para un posible plan de estudios o actividades de capacitación, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



En relación con lo anterior, la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2019, presentó la siguiente gestión:



“…A la vez, hago de su conocimiento que el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, señala literalmente:



 



“Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales, desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá levantar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”



 



En ejecución de dicha norma y con fundamento en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se les solicita valorar la posibilidad de emitir un acuerdo en el que se disponga:



 



a.         La participación obligatoria de las personas servidoras judiciales en las actividades de capacitación que ejecute la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo, a fin de que las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas.



 



b.         El deber de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y el sector Administrativo de llevar un registro de las capacitaciones que desarrollen sobre la temática indígena con indicación de: 1. Nombre completo, 2. Cédula de identidad, 3. puesto desempeñado al momento de la capacitación, 4. despacho donde labora, 5. temática objeto de capacitación. Además, remitir un informe periódico del estado de las capacitaciones: el último día hábil de mayo y de noviembre de cada año a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (spindigenas@poder-judicial.go.cr) y a la Unidad de Acceso a la Justicia (accesojusticia@poder-judicial.go.cr). Lo anterior, a fin de que esa información sirva de insumo para la construcción del diagnóstico al que hace referencia el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, asociado a las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial.



 



c.          Priorizar en las actividades de capacitación de la Escuela Judicial a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas que se enlistan de seguido, según reporte de SIGMA emitido el 13 de febrero pasado, en el que se señalan los despachos judiciales en los que se tramitan procesos judiciales vinculados con personas indígenas:



 



				CANTIDAD DE INTERVINIENTES



				OFICINAS CON MAYOR CANTIDAD DE INTERVINIENTES (INDÍGENAS) ENERO 2019







				278



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				264



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				227



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				140



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				137



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				119



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				118



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				100



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				88



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				82



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				78



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				64



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				52



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				40



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				39



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				38



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				34



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				34



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				29



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				28



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				28



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				24



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				22



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				21



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				20



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				20



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				20



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA PENAL JUVENIL)







				19



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				18



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				18



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				17



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE SARAPIQUI







				17



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				16



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE LIMÓN







				16



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				15



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				15



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				14



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				14



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				14



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				13



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				12



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				12



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				12



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				11



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				11



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				11



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				10



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				10



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				10



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				10



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				9



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				9



				SALA PRIMERA







				9



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				8



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				8



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				8



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				8



				FISCALIA DE BATAN







				8



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				7



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)







				7



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				7



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				6



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA LABORAL)







				6



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SIQUIRRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				6



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				6



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				6



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				6



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				5



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JICARAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				5



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				5



				JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				5



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				5



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)







				5



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				5



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				4



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)







				4



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				4



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				4



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				4



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				4



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				4



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				4



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				4



				FISCALIA ADJUNTA II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				4



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE  ALAJUELA, SEDE ATENAS







				4



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PEREZ ZELEDON)







				4



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				4



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				3



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) (MA







				3



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				3



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE PAVAS (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				3



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				3



				TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PAVAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				3



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				3



				JUZGADO PENAL DE PURISCAL







				3



				TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE GOLFITO







				3



				TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				3



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				3



				JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA







				3



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (MATERIA LABORAL)







				2



				JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRACIÓN Y CIVIL DE HACIENDA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ASERRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GRECIA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HATILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JIMENEZ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE NARANJO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENSIONES







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMÓN) (MATERIA







				2



				JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL







				2



				JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				2



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				2



				SALA PRIMERA







				2



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE CORREDORES







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				2



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				2



				JUZGADO NOTARIAL







				2



				JUZGADO PENAL DE CARTAGO







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR







				2



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				2



				FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HEREDIA







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				2



				JUZGADO PENAL DE UPALA







				2



				TRIBUNAL DE CARTAGO







				2



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)







				2



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				2



				JUZGADO PENAL DE COTO BRUS







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)







				2



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PARRITA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE SIQUIRRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				2



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE CARTAGO







				2



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				2



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA FAMILIA)







				2



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO CIVIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE QUEPOS (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ESPARZA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LOS CHILES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TILARAN (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE UPALA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE VALVERDE VEGA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE SANTA CRUZ







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE







				1



				JUZGADO DE TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (POCOCÍ)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE LA UNION (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SAN JOAQUIN DE FLORES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO SEGUNDO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				TRIBUNAL SEGUNDO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA







				1



				OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE POCOCI







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO TERCERO CIVIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO TERCERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DE GRECIA







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)







				1



				JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)







				1



				TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES







				1



				JUZGADO PENAL DE BATAN







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				CENTRO DE CONCILIACION DEL PODER JUDICIAL







				1



				FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)







				1



				FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALÍA DE BATÁN (MATERIA PENAL JUVENIL)







				1



				FISCALIA DEL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL  DE PURISCAL (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y TRÁNSITO DE POCOCÍ (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)







				1



				JUZGADO PENAL DE GOLFITO







				1



				JUZGADO PENAL DE GRECIA







				1



				JUZGADO PENAL DE HATILLO







				1



				JUZGADO PENAL DE OSA







				1



				JUZGADO PENAL DE PAVAS







				1



				JUZGADO PENAL DE POCOCI GUACIMO







				1



				JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)







				1



				JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL DE HEREDIA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON Y GRECIA)







				1



				SALA CONSTITUCIONAL







				1



				TRIBUNAL DE PUNTARENAS, SEDE QUEPOS







				1



				TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)







				1



				TRIBUNAL DEL  III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)







				1



				TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA







				1



				TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, SEDE SUROESTE (PAVAS)







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)







				1



				FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTIC







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA SARAPIQUI (MATERIA VIOLENCIA DO







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA CRUZ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GOLFITO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA VIOLENC







				1



				JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE PUNTARENAS







				1



				JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES







				1



				JUZGADO PENAL DE TALAMANCA







				1



				JUZGADO PENAL DE TURRIALBA







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO EJECUCION DE LA PENA DE SAN JOSE







				1



				JUZGADO CIVIL DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS (MATERIA CIVIL)







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)







				1



				JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (NICOYA) (MATERIA FA







				1



				JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER







				1



				SALA CONSTITUCIONAL







				1



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)







				1



				JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS







				1



				JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA











 



La gestión anterior, tiene como fin dar cumplimiento del artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y seguimiento al Oficio DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, emitido por la Defensoría de los Habitantes de la República, en el que, refiriéndose al acceso a la justicia de las personas indígenas, solicita se dé atención prioritaria durante 2019 a los siguientes aspectos: “1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los Territorios Indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; 2. Impulsar la apertura de una Oficina de Derecho Indígena en la Defensa Pública para garantizar el derecho de defensa. 3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”. De igual forma, al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-05-2019, celebrada el 20 de febrero del año en curso, Artículo XIII, comunicado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana, mediante Oficio SACJ-0316-2019 de 04 de marzo de 2019 y el Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de ese mismo año, donde se informa el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX.”



- 0 -



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Conceder audiencia a la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, para estudio y posterior pronunciamiento ante este Consejo de la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.












Acta de Consejo Superior Nº 027 - 2019








Fecha: 26 de Marzo del 2019



Documentos citados: Circulares y Avisos - Anexos



ARTÍCULO LXXI



DOCUMENTO N° 6811-11, 3110-19, 3111-19



[bookmark: _Toc4083326]Mediante circular N° 123-213 del 11 de julio de 2013, se hizo de conocimiento a los Despachos Judiciales que La Corte Plena en sesión No 15-13, celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI, a solicitud de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”



La máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEFDP-0191-2018 del 11 de marzo de 2019 gestionó:



“A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, el Poder Judicial adquiere una serie de compromisos legales que se deben concretar en acciones afirmativas por parte de este Poder de la República, con respecto a las personas indígenas con procesos judiciales. Entre otros aspectos de importancia de esta ley, se encuentra lo señalado en el numeral 7, que establece:



 



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”   (La negrita es suplida)



 



De tal forma que se establece que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para brindar una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad, y que actualmente representan para la Defensa Pública 1708 personas usuarias, incluyendo,  al 30 de enero del 2019,  53 personas usuarias nuevas en materias que tradicionalmente no eran atendidos por la Defensa Pública, pero que a partir del 28 de setiembre de 2018 han solicitado ser asesorados en:  familia, personas demandadas de pensiones alimentarias, procesos contenciosos administrativos y de  violencia doméstica.  A fin de que puedan corroborar estos datos, se adjunta el informe de usuarios y procesos de la Defensa Pública elaborado con base en las informaciones brindada por las distintas oficinas de Defensa Pública de todo el país.



 



                                                       [image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\14ACA1C2.tmp]



Por otra parte debemos destacar la nota enviada por la Defensoría de los Habitantes de la República a la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas,  mediante Oficio DH-0076-2019  donde se informa  el nombre de la persona  representante de la Defensoría de los Habitantes que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (señora Marjorie Herrera) y además,  refiere los tres temas prioritarios para la Defensoría de los Habitantes para el año 2019, indicando:



 



“1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;



 



2. Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;



 



3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”  (La negrita no es del original)



 



A partir de lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, establece un acuerdo firme, que  literalmente indica:



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”. 2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019.



 



3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho que incorporen dentro de sus cursos uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo.-  (La negrita no es del original).



 



A fin de cumplir con los compromisos establecidos en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como las prioridades de temas establecidos por  la Defensoría de los Habitantes de la República y el acuerdo 1-19 de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de fecha 4 de febrero de 2019, se solicita respetuosamente al Consejo Superior valorar variar el destino de las plazas de Jurisdicción de Flagrancia que en apariencia se encuentran sub utilizadas, o en su defecto, valorar recursos extraordinarios para plazas de personas defensora públicas que puedan brindar una atención de calidad a las personas usuarias indígenas, tanto en materia penal como en otras materias, a nivel nacional.



 



No omito manifestar que esta Jefatura ha planteado ante las autoridades de la institución este tema en diversas  oportunidades:



 



-                 En fecha 20 de junio del 2018 a los  titulares de Gestión Humana, Dirección Ejecutiva y Planificación a fin de tomar las previsiones del caso así como a la Presidencia de la Corte  y a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial.  En esa oportunidad se nos indicó que al no estar vigente el cuerpo normativo no resultaba procedente la preparación de ninguna propuesta de atención a este servicio.



 



-                 En  fecha 24 de setiembre del 2018 (JEFDP-1123-2018) a este Consejo Superior,  oportunidad en que se gestionó el estudio de Planificación pues ya se encontraba aprobada en segundo debate la ley en cuestión y solo estaba pendiente su publicación en la Gaceta. 



 



-                 En fecha 1 de octubre del 2018, mediante oficio JEFDP-1244-2018  se solicitó que dentro del estudio de Planificación se valorarán que de  las plazas de flagrancia que se considerarán que se encontraban  subutilizadas, se destinaran recursos para la atención de pueblos indígenas, a fin de maximizar los recursos existentes. 



 



Nos ha sido comunicado,  el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 4-19 celebrada el 4 de febrero del año en curso,  que en su parte dispositiva indica textualmente:



 



“…2.) Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”



 



Valga resaltar que la ley exige la asignación de una persona defensora pública especializada en materia indígena   figura que no existe en nuestra estructura,  y además en la materia de competencia del caso que deba tramitar la persona usuaria.  Al no contar con recursos asignados, y  dada la coyuntura que enfrentamos ante la implementación del artículo 7 ya citado, de manera momentánea, hemos tenido que solicitar a las personas Defensoras Públicas  de las distintas materias  que tramitamos por disposición legal,  que asistan en la atención de los pueblos indígenas  en todas las materias que ofrece el servicio el Poder Judicial.  Estas incluyen varios tipos de procesos y materias que nunca habían sido tramitadas anteriormente por la Defensa Pública (entre otros, contencioso administrativo, civil, comercial, familia o violencia doméstica)  o bien,  usuarios que no eran parte de nuestra competencia aunque sí se tramitara la materia (por ejemplo: demandados en pensiones alimentarias  o personas víctimas).



 



Dado que han pasado cinco meses desde que este honorable Consejo  Superior ordenó el análisis de Planificación y que cada día tenemos que enfrentar las solicitudes de las personas usuarias indígenas, agradecemos se nos reciba en una audiencia en que podamos presentar ante ustedes nuestras preocupaciones y propuestas,  la cual como indicamos anteriormente, consiste en el redireccionamiento  de recursos subutilizados de materia de flagrancia para destinarlos a la atención de pueblos indígenas.
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En relación con lo anterior, mediante oficio N° JEFDP-0194-2018 del 12 de marzo de 2019, la máster Montero Montero, de calidades indicadas anteriormente, remitió lo siguiente:



“En virtud de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica (Ley 9593), publicada el 28 de setiembre de 2018, y resaltando el compromiso del Poder Judicial con esta población en situación de vulnerabilidad, sugerimos la redacción de una propuesta de Circular desde el Consejo Superior en el siguiente sentido:



 



“CIRCULAR Nº



 



Asunto:      Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN PROCESOS CON PERSONAS INDÍGENAS SEGÚN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE COSTA RICA que indica:



 



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”



 



SE LES HACE SABER QUE: Se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, para la atención de personas usuarias indígenas en todas las materias y en todos los despachos.



 



1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población indígena se les informa que  debe el Despacho Judicial realizar  la valoración acerca de la procedencia de la petición de defensa publica, dejando constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así como  la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida por la Defensa Pública. De igual forma,  debe establecerse la condición de indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación como tal, y de ser necesario, en caso de duda,  solicitando una certificación de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa Pública que corresponda según su competencia territorial.  Se distinguen dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento:



 



-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada,  indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personas Indígenas de Costa Rica, puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el apersonamiento.



 



-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello.  En caso que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de contar con  defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública  a la oficina de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda  con el trámite.



 



2)   En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia letrada,  se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en caso de que durante el proceso,  o  por sentencia firme, se declare que la persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no encontrarse en los supuestos del artículo 7.



 



4) El Consejo Superior  autoriza para que el  Departamento de Informática facilite los permisos y habilite  el  acceso de contexto de consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera,  tanto en cuanto al  escritorio virtual, como  al sistema de gestión. En ese mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.



 



San José, 12 de marzo de 2019.”



 



Solicitamos que esta propuesta de circular sea acogida por el Honorable Consejo Superior y publicitada a todos los despachos judiciales.”
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Se acordó: 1.) Comunicar a la máster Diana Montero Montero, Directora de la Defensa Pública, que no es posible acceder a lo solicitado, debido a que se encuentra un estudio en desarrollo y de momento no se puede variar el destino de las plazas de Jurisdicción de Flagrancia y en este momento no hay plazas de las cuales se pueda disponer. 2.) Informarle a la máster Montero Montero que se le recibirá en una sesión de presupuesto para plantear y desarrollar el tema de la valorar recursos extraordinarios para plazas de personas defensora públicas que puedan brindar una atención de calidad a las personas usuarias indígenas, tanto en materia penal como en otras materias. 3.) Acoger la propuesta de Circular presentada por la Defensa Pública y trasladar el presente acuerdo a conocimiento de la Secretaría General de la Corte, para que realice la publicación correspondiente. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.








 








Acta de Consejo Superior Nº 028 - 2019








Fecha: 28 de Marzo del 2019



ARTÍCULO L



DOCUMENTO 13836-18, 3432-19.



 



En sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018 artículo XCIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-407-2018 del 2 de noviembre de 2018, comunicó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, y fines consiguientes, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, el cual se transcribe literalmente:



Artículo V



 



Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.



Doña Melissa Benavides Víquez hace un resumen de lo que fue la Gira a los Territorios Indígenas, sean estos los Tribunales de Derecho Consuetudinario de Cabagra y Boruca y al día siguiente con distintos grupos conformados por personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez propone que se valore y se envíe al Consejo Superior para que se valore la posibilidad de una plaza en temas especializada para atender los asuntos en donde una parte sea una persona indígena.



Don Erick Núñez comenta que existía una plaza en Buenos Aires que luego se eliminó, por esto la Defensa Pública ha venido dando tumbos pues solamente hay dos defensores públicos, por eso se ha pedido que en esta comisión se revalore un defensor in situ, en Buenos Aires especializado en materia indígena. Existen muchos problemas en lo penal, con la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas nos amplían las competencias, se recarga esto las materias agrarias.



Doña Ariana Céspedes indica que el Tribunal justificó, por un tema de números, que no se sostenía una tercera sección por ello se eliminó este tribunal.



Doña Ligia Jiménez expone que existen cinco fiscales, pero solamente dos plazas de defensores.



Don Geiner Blanco plantea que hay que dar un paso más al frente pues se denuncia mucha desatención en distintos temas, como subcomisión debemos buscar una estrategia para atender estos problemas y no siga pasando.



Doña Carmenmaría Escoto comenta que en Turrialba manifiestan recargo por tener que ir a las audiencias in situ, aunque no tengan la sensibilidad para atender la problemática que se suscita en los territorios indígenas, el sentir de la comunidad es que no exista un deseo de ir a los lugares en busca de las personas indígenas, además de la contratación de una persona de planta intérprete indígena, esto se hace en ignorancia de las reglas.



Doña Ariana Céspedes propone que se deben involucrar a las Administraciones Regionales para garantizar las condiciones para efectuar los juicios, además para apoyar a los despachos para que garanticen las mejores condiciones para realizar las audiencias pues muchas veces no existen estas condiciones para las víctimas y para las personas testigas.



Don Geiner Blanco explica que es importante hacer una lista de las necesidades expuestas, un mapeo de las demandas constantes de personas indígenas, así se marca un rumbo de donde hay que ir, además que da seguridad a las personas indígenas y asegurar un acceso a la justicia para estas poblaciones.



Doña Ligia Jiménez indica que es algo muy común que las personas indígenas no cuenten con intérprete para enfrentar sus derechos, cuestiona la forma de que se realizan estas diligencias.



Don Jean Carlo Monge establece que es importante que ahora que se hagan las visitas a las comunidades indígenas se puede levantar una lista de cuáles son las necesidades de las distintas comunidades, así se podrán conocer las necesidades de distintas comunidades.



Doña Melissa Benavides expone sobre la importancia de formar profesionales y pregunta de qué forma el Colegio pueda coadyubar con el acceso a la justicia para las personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez plantea si existe la posibilidad de que se formule un curso sobre derecho indígena,



Don Jorge Leiva expone que existe una Comisión de Pueblos Indígenas en el Colegio de Abogados y Abogadas y para los efectos de las capacitaciones se puede conversar con ellos.



Doña Yerma Campos comenta que hubiese sido provechoso que se escuchara previo a los y las funcionarias judiciales antes de enviar a la Inspección Judicial las quejas interpuestas en la Gira.



Doña Violenta propone que de la iniciativa que se haga a la Comisión de Asuntos Indígenas se haga copia a la Junta Directiva también indica que podría hacerse a partir de marzo capacitación a las Defensorías Sociales, el Poder Judicial propondría nombres para los capacitadores e incluso grabarlas en youtube.



Doña Carmenmaría indica que existe un convenio con la Escuela Judicial para capacitar personas que no trabajan al Poder Judicial, se podría pensar en incluir al Colegio de Abogados y Abogadas en esto, estos cursos son importantes y son esenciales, se aprende muchísimo.



Don Geiner Blanco propone hacer un diagnóstico de problemáticas, propone que se haga un objetivo estratégico para poder llegar a las personas que toman decisiones y que se enteren de todo esto que estamos hablando pues existe resistencia y mucha burocracia.



Doña Carmenmaría consulta sobre si es posible por parte de Don Geiner de realizar ese diagnóstico.



Don Geiner Blanco indica que se puede realizar una sistematización con el histórico.



Don Jorge Leiva propone que se puede auxiliar con el informe de labores de la Defensoría de los Habitantes, además que existe una problemática de que las personas no se apuntan a los cursos de derecho indígena.



Don Alí García dice que en mundo indígena no se dice, sino que se hace, se comprende mejor la acción que hablar, es muy cansado, espera que estos acuerdos se cumplan.



Don Juan Carlos Campos indica que el Poder Judicial debería tomar acciones para poder contratar personas que conozcan del derecho indígena y sean de la comunidad indígena que sirvan de traductores.



Don Gonzalo Gutierrez indica que ha hecho muchos sacrificios para estudiar, que está anuente para optar por cualquier tipo de capacitación para optar por un puesto, hay muchos compañeros que quieren optar por puestos, pero no los llaman.



Doña Carmenmaría expone que en Turrialba le han expuesto la necesidad de que existan traductores y es necesario que el Poder Judicial nos dote de un técnico judicial para que sea intérprete y un medio para que sea un puente de las necesidades de los pueblos indígenas y que la Comisión sea también ese puente.



Don Erick Alfaro cuestiona que por qué los despachos cuando tienen la posibilidad de contratar personas no contratan personas indígenas.



Doña Ligia Jiménez comenta que es necesario hacer el proceso para poder entrar, y es necesario establecer cuotas para las distintas instancias para poder contratar personas indígenas.



Don Jean Carlo Monge establece la importancia de continuar promoviendo la cuota de contratación de personas indígenas.



Se acordó: 5) Consultar a Consejo Superior y al Tribunal de la Inspección Judicial que indiquen a cuáles territorios indígenas se han visitando en razón de sus cargos y por parte de los distintos Tribunales, esto en razón de las acciones aprobadas por Corte Plena.”
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Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que los diferentes Consejo de Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 20 de marzo del 2019, comunicó lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018, Artículo XCIX, en el que se dispuso:



 



“Se acordó: 1.)  Devolver el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que en los diferentes Consejos Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. 2.) Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.”



 



Les informo:



 



En cumplimiento de la normativa nacional e internacional (Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957, Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989, Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, entre otros), que regula los derechos de los pueblos indígenas, y en especial, en seguimiento de la Medida Cautelar N° 321-12 impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense en Resolución 16/15 de 30 de abril de 2015, planteada por el Pueblo Indígena Teribe y Bibri de Salitre respecto de Costa Rica, que literalmente dispone:



 



“La Comisión solicita al Gobierno de Costa Rica que: a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre. b) Concierte las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; y c) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición.”, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Defensoría de los Habitantes de la República, Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional, INAMU, Fiscalía Indígena, Defensa Pública Indígena, Contraloría de Servicios, Administración Regional de Buenos Aires de Puntarenas, personas juzgadoras de Buenos Aires y Pérez Zeledón, entre otros, se realizó un encuentro en Buenos Aires de Puntarenas con personas usuarias indígenas, así como con integrantes de los Tribunales Consuetudinarios de Cabagra y Boruca, los días 23 y 24 de agosto de 2018, a efecto de atender los requerimientos que tienen para la atención eficaz, eficiente y de calidad de los procesos judiciales vinculados con esa población desde su cosmovisión, y en general, sus recomendaciones para la coordinación de acciones.



 



En ese encuentro, algunas de las personas usuarias indígenas presentaron documentación donde enlistaron quejas en relación con la tramitación que se está dando a varios procesos judiciales tramitados en los tribunales del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, con detalle de cada proceso y causal de inconformidades.



Las quejas fueron direccionadas por la Unidad de Acceso a la Justicia a la Inspección Judicial el 4 de setiembre de 2018, al estimar es el competente para atender ese tipo de gestiones.



Con ocasión del requerimiento de información que plantean las y los integrantes del Consejo Superior, se remitió atenta solicitud a la Inspección Judicial para que informaran el estado de tales quejas. En comunicado electrónico enviado por el señor Jason Alonso Alfaro Carballo el pasado 18 de marzo, indicó que la causa se tramitó en el  expediente 18-001953-0031-IJ contra ignorado, ingresó el 11 de setiembre 2018, por escrito de la Máster Melissa Benavides Viquez y ya se encuentra con sentencia firme de desestimación emitida mediante voto 473-2019 de las 14 horas 43 minutos del 4 de marzo de 2019.



Se cumple así con lo peticionado por el Consejo Superior. Además, se aprovecha para informarles que se reportan resoluciones emitidas por las tres Salas de Casación en las que se anulan resoluciones emitidas por tribunales de diferentes materias en las cuales se ha verificado el incumplimiento, entre otros lineamientos institucionales, de realizar las audiencias en los territorios indígenas.



Aparte de los antecedentes señalados, la Subcomisión no cuenta con datos concretos de despachos en los que se haga generado incumplimiento de las circulares y políticas institucionales; sin embargo, ya se está dando seguimiento mediante información que se desprende de SIGMA (inteligencia de negocios) de los despachos que tramitan procesos vinculados con personas indígenas a efecto de remitirles solicitud de que prioricen la tramitación de esos asuntos y los resuelvan tomando en consideración la cosmovisión de dichos pueblos (por medio de peritajes culturales) y el Derecho Indígena; además, la realización de las audiencias en los territorios indígenas, entre otros lineamientos emitidos por el Consejo Superior. De igual forma, se están realizando acciones coordinadas con la Escuela Judicial para el Plan Anual de Capacitación; la Universidad de Costa Rica para la continuidad del apoyo en la emisión de peritajes culturales; la Contraloría de Servicios para las visitas periódicas a los territorios indígenas, entre otros, en cumplimiento de la normativa citada, en especial, la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Con ocasión de lo expuesto, no es posible suministrar al Consejo Superior la información requerida de los despachos que están incumpliendo las circulares emitidas vinculadas con la tramitación de los procesos vinculados con poblaciones indígenas.



Así mismo, se aprovecha para remitirles atenta invitación a sumarse a las visitas periódicas que se realizan a los territorios indígenas, en forma coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, en la medida de que sus agendas se lo permitan, aparte de las convocatorias que Ustedes han venido realizando a la población indígena para que participen en las actividades de Consejos Ampliados.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con respecto al incumplimiento de las circulares emitidas vinculadas con la tramitación de los procesos relacionados con poblaciones indígenas. 2.) Reiterar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la necesidad de contar con el proyecto circular solicitado en la sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo C. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, para lo que corresponda.








 













Acta de Consejo Superior Nº 032 - 2019








Fecha: 09 de Abril del 2019



ARTÍCULO LXXXI



DOCUMENTO N° 3797-19



 



El magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018, solicitaron:



“Reciban un atento saludo. A la vez, con ocasión de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con ocasión de la Formulación Presupuestaria 2020 del Poder Judicial, solicito respetuosamente:



a.         Se valore solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial verifique cuando analice los planes de capacitación de las diferentes Unidades de Capacitación, la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos. Lo anterior, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica que es una concreción de la normativa internacional citada, el cual dispone: “Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad de las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”



Las capacitaciones deben ser relevantes para los pueblos indígenas y sus requerimientos, y a efecto de garantizar el acceso efectivo a la justicia de esa población.



Se debe priorizar la capacitación de las personas servidoras judiciales de los despachos que tengan mayor cantidad de procesos en los que participen personas indígenas, en especial, a los que se haya asignado competencia en los territorios de los Pueblos Indígenas de Teribe y Bribrí de Salitre. Esto último en cumplimiento de la Resolución 16/15 que es Medida Cautelar 321-12 de 30 de abril de 2015, respecto a Costa Rica. Las capacitaciones deben estar enfocadas a fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos (Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo) para garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas indígenas consagrados en la normativa nacional e internacional. Dentro de ésta última se citan: el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países de 1957; Convenio sobre los Pueblos Indígenas y Tribales de 1989; Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas de 2007 y Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos de 2016. Esa normativa internacional tiene carácter supraconstitucional, según criterios reiterados de la Sala Constitucional con carácter vinculante, entre otros, en el voto 2313-95 de 9 de mayo de 1995.



Las acciones que se desarrollen servirán para la construcción del diagnóstico al que hace alusión el artículo 12 de esa normativa, el cual debe contener las debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de las personas indígenas, lo cual servirá de base para la construcción de la Política Institucional Indígena.



b.         Se les solicita además, que en los planes de crecimiento institucionales que se desarrollen en la Judicatura, la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, conforme a la Proyección Presupuestaria 2020 y en los siguientes años, se contemple la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial, conforme lo prevé el numeral 13 citado.



El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial muestra su anuencia a la presente gestión. No la firma por esta fuera de San José.



(…)”
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Se acordó: 1) Trasladar la gestión presentada por el magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en nota del 28 de marzo de 2018 a la Dirección de Planificación, que valore dentro de los planes de crecimiento institucionales la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material de las personas indígenas al sistema judicial y se realicen los juicios en las zonas indígenas. 2) Deberá el Consejo Directivo de la Escuela Judicial analizar la inclusión del Plan Anual de Capacitación Indígena, con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos.



La Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomará nota para lo que corresponda.








 




Acta de Consejo Superior Nº 036 - 2019








Fecha: 26 de Abril del 2019



ARTÍCULO LXXIV



Documento N° 4699-19



El máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en oficio N° DP- 246-2019 del 24 de abril de 2019, solicitó lo siguiente:



“Para su estimable conocimiento, me permito informar que se ha recibido por parte del Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano oficio N° VPDC-214-2019, en el cual menciona la realización de un encuentro de seguimiento a las labores de las comisiones de seguridad y de saneamiento territorial del protocolo de medidas cautelares en los territorios de Térraba y Salitre. Dicho encuentro se llevará a cabo los días 25,26 y 27 de abril del año en curso, en la Zona Sur del país.



Por lo anteriormente expuesto, y considerando la importancia e interés institucional que constituye la protección de los pueblos indígenas, se ha designado a la Magistrada Suplente, la Msc. Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad que brinde apoyo a la Presidencia de la Corte en este tema tan relevante.



Por lo que se solicita al honorable Consejo Superior, autorizar permiso con goce de salario y sin sustitución, por el periodo comprendido del 25 al 27 de abril del 2019, con el propósito que la señora Vargas asista a la actividad en mención.



(…)”



- 0 –



Se acordó: Acoger la gestión que hace el máster Róger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, del 25 al 27 de abril de 2019, para que se dedique a las labores indicadas.



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el Despacho de la Presidencia y la Dirección de Gestión Humana, tomaran nota para lo que cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
















































Acta de Consejo Superior Nº 040 - 2019








Fecha: 07 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Autorizaciones para participar en capacitaciones



 



[bookmark: _Toc7710532]ARTÍCULO LXI



DOCUMENTO N° 4734-19



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-070-2019del22 de abril de 2019, solicitó:



“La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta”  en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ha programado la actividad académica denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m, en la sede de Casa de ANDE, de Buenos Aires de Puntarenas, la cual será impartida por integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, de ésta Subcomisión, del Ministerio de la Presidencia de la República, del Ministerio de Justicia y Paz y de la Defensoría de los Habitantes. (Ver programa en Anexo 1 adjunto)



Conforme lo anterior, y según lo requerido por la M.B.A. Damaris Vásquez Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se solicita a las respetables personas integrantes del Consejo Superior, que dicha actividad sea aprobada de manera obligatoria para personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.



En ese sentido, se solicita se considere, en virtud de la importancia de esta actividad, que por cada uno de los Despachos mencionados, obligatoriamente asistan como participantes personas destacadas en un puesto de coordinación o jefatura, junto con el personal colaborador respectivo.



En concordancia con lo anteriormente indicado, respetuosamente se requiere al honorable Consejo Superior, para que autorice, según corresponda, la asistencia de las personas expositoras indicadas en Anexo 1 y de las personas funcionarias judiciales participantes, concediéndoles, permiso con goce de salario y sin sustitución en las fechas y horarios señalados, en el entendido de que no se afecte el servicio ni se interrumpan audiencias previamente programadas en sus respectivos despachos.



(…)”



“ANEXO 1



PROGRAMA



Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos



de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional



 



				Viernes 17 de mayo de 2019                                                Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Personas Expositoras: Álvaro Paniagua Núñez



Director de Protección Especial,



Defensoría de los Habitantes



				Marjorie Herrera Castro



Dirección de Protección Especial



Defensoría de los Habitantes







				Tema: Defensa de Derechos de Pueblos Indígenas







				Viernes 24 de mayo de 2019                                              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa,



Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



Tema: Género y mujer indígena.



				Expositor: Alí García Segura,



Profesor de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura,



Universidad de Costa Rica (UCR)



Tema: Intérpretes e Identidad.







				Viernes 31 de mayo de 2019              Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositor: Jorge Leiva Poveda,



Juez del Tribunal Contencioso Administrativo   



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.







				Viernes 7 de junio de 2019                                               Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora,



defensora pública 



 



 



 



Tema: Peritajes, normativa nacional e  internacional.



				Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



Ex-presidenta y actual integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ex-magistrada y ex-vicepresidenta



de la Corte Suprema de Justicia



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.                                  







				Viernes 21 de junio de 2019                                                   Horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m.







				MESA REDONDA







				Heiner Blanco Acosta,



Asesor de Asuntos Indígenas



Ministerio de la Presidencia de la República



 



 



Tema:



Política y Reforma del Consejo Nacional de Asuntos Indígenas              -CONAI-



 



 



 



				Franklin Paniagua,



Ignacio Barboza,



Unidad Técnica de Consulta Indígena



Ministerio de Justicia y Paz



 



 



 



Tema:



Mecanismo de Consulta



				Damaris Vargas Vásquez,



Jueza del Tribunal Agrario,



Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial



Tema:



Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba  







				



				



				



				











(…)”



- 0 -



Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial. 2) Autorizar la participación, sin sustitución de las personas funcionarias judiciales que conocen materia indígena, destacadas en los siguientes despachos: Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Subcontralorías de Servicios, Oficinas de Trabajo Social y Psicología, Administraciones Regionales del Primero y Segundo Circuitos Judiciales  de la Zona Sur, Tribunal de Apelaciones Contencioso Administrativo del Departamento de Trabajo Social y Psicología, del Primero y Segundo Circuitos Judiciales de San José, respectivamente, así como personas letradas y magistradas de la Sala Primera y la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en el Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en la Casa de ANDE en Buenos Aires de Puntarenas.  3.) Autorizar la participación sin sustitución de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial, lalicenciada Jeannette Jiménez Zamora, Defensora Pública y del licenciado Jorge Leiva Poveda, Juez del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, como expositores en la citada capacitación en las fechas y horarios señalados, Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. 4.)En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las y los participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 



La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, los Despachos interesados y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.








 Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2019








Fecha: 14 de Mayo del 2019



ARTÍCULO LXXVII



Documento N° 13995-15, 5144-19



 



Mediante oficio N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, el doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, comunicó:



“De conformidad con el documento N. 3967-19 del 29 de abril del 2019 del Consejo Superior del Poder Judicial, que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, en  el punto 5.4  se señala:



 



“5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires. “ (la negrita y cursiva no es del original).



 



En atención a lo expuesto, con respeto, se indica que la Jefatura de la Defensa Pública desde antes de publicarse la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2019, y posteriormente a su entrada en vigencia, planteó una serie de solicitudes a diversas instancias administrativas del Poder Judicial para mitigar el impacto causado por la promulgación de la nueva ley.



 



Igualmente, se ha desarrollado un proceso de medición de las cargas laborales de los Defenses Públicos, que ha conllevado a una reasignación de los recursos con que la Institución cuenta para lograr una mayor eficiencia en el servicio prestado. En este contexto, a la fecha y conforme nuestras posibilidades ya se trasladó una plaza penal de la Defensa Pública de Pérez Zeledón a la Defensa Pública de Buenos Aires para atender los asuntos indígenas que esta Oficina conoce, pero las necesidades imperiosas de otros Despachos y otras materias hacen que, al menos por ahora, la posibilidad de reacomodar más plazas sea reducida.



 



Es así como ante la falta de recursos propios para atender el asunto indígena, me permito señalar las principales Repercusiones de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica en la Defensa Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón, y la necesidad de plazas en este lugar.



 



De conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (Ley 9593) se genera un impacto en el servicio para el cual la institución no se encontraba preparada operativamente ni dotada de personal suficiente. Específicamente en el artículo 7 se establece:



 



“ARTÍCULO 7: ASISTENCIA LETRADA GRATUITA Y GRATUIDAD DE LA JUSTICIA.



 



En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiere asistencia letrada y no pueda cubrir los costo, la administración de justicia preverá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…”



 



Es así como la Defensa Pública debe brindar asistencia técnica a las personas indígenas (físicas y jurídicas), que no puedan cubrir los costos de un abogado particular, de tal forma que la Administración de Justicia debe prever de forma gratuita una persona defensora pública: 1) especializada en derecho indígena. 2) especializada en la materia de competencia.



 



En este sentido se ampliaron las competencias técnicas y profesionales de la Defensa Pública de dos maneras: 1.- Ampliándose los casos que conocemos en aquellas materias que ya tramitamos, y, 2.- Se abre el espectro competencial a todo tipo de proceso judicial -incluidos aquellos que no tramitamos ordinariamente, ni sobre los cuales tenemos personas Defensoras Públicas para designar-  cuando la persona usuaria sea una persona indígena, lo cual tiene repercusiones importantes en la atención y el efectivo Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en los procesos judiciales a nivel nacional.
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-             Se concentran la mayor parte de población indígena del país.



-             De nueve distritos tres cuenta con territorios indígenas:



1.          Distrito de Buenos Aires: Salitre, Cabagra, Ujarrás.



2.          Distrito de Boruca: Boruca, Curré.



3.          Distrito de Potrero Grande:  Térraba.



 



Además es uno de los distritos con mayor cantidad de probreza del país.



 



En cuanto al tema que nos ocupa que es la Defensa Pública de Buenos Aires de Puntarenas, debemos indicar que contaba con 2 personas defensoras públicas en materia penal ordinario y actualmente pudimos enviar, como producto del reacomodo mencionado líneas arriba, una persona más que fue trasladada de la Oficina de Pérez Zeledón, para un total de 3 personas defensoras públicas que deben atender a todos los usuarios indígenas y no indígenas de Buenos Aires, así como atender todas las diligencias que en esa zona territorial se señalen, además, deben trasladarse a Pérez Zeledón ( más de una hora en carro y 2 horas en bus) a realizar las diligencias que el Tribunal de Juicio señale, ya que dicho órgano jurisdiccional no tiene oficina de asiento en Buenos Aires y mucho menos se trasladan ellos a realizar su trabajo a dicho lugar, con lo cual obligan a los usuarios del servicio, la gran mayoría de ellos en condición de vulnerabilidad y con grandes limitaciones económicas, a viajar las distancias indicadas para acceder a Justicia.



 



Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar que la Fiscalía de Buenos Aires, cuenta con 5 fiscales, además un fiscal de Pérez Zeledón que les colabora en Pérez Zeledón con algunos juicios de Buenos Aires, y  la Fiscalía de Asuntos Indígenas asume algunos procesos que son tramitados por esos fiscales quienes además asumen las diligencias. Por lo que en materia penal claramente hay un desequilibrio entre la cantidad de personas defensoras públicas penales y la cantidad de fiscales.



 



Finalmente, hemos de indicar que  la Defensa Pública de Buenos Aires  cuenta con una plaza para la atención de usuarios en materia agraria, quien tramita aproximadamente 114 procesos agrarios, de los cuales 77 corresponden a asuntos con población indígena. Además, el Defensor Agrario de Pérez Zeledón se traslada a Buenos Aires a atender los usuarios que presentan intereses contrapuestos de personas no indígenas y el Defensor Agrario de Ciudad Neily (Corredores), se traslada a Buenos Aires a atender los intereses contrapuestos de población indígena.



 



En este contexto, en Buenos Aires, no contamos con plazas para la atención de pensiones alimentarias, de tal forma que una plaza de Pérez Zeledón se traslada dos veces a la semana a Buenos Aires y desde febrero se inició la atención de actoras en materia de familia. Por su parte,  desde ese mismo mes se inició la atención de demandados de pensiones alimentarias y familia, por lo que otra plaza de pensiones alimentarias de la Defensa Pública de Pérez Zeledón debe trasladarse una vez a la semana.



 



La plaza de pensiones de Pérez Zeledón que asiste a Buenos Aires tiene un circulante de 408 personas, con más de 90 personas indígenas como actoras y 12 personas indígenas actoras en familia. La plaza que asiste a Buenos Aires para la atención de demandados de familia y pensiones, en dos meses tiene además de su circulante en Pérez Zeledón, 9 personas indígenas de pensiones y 3 personas indígenas de familia.



 



Aunado a lo anterior, no podemos dejar de mencionar la complejidad de los asuntos en materia penal, donde se tramitan casos que por sus particularidades son complejos, a manera de ejemplo, podemos citar los siguientes:



 



-             Expediente 16-200108-034PE, por el delito de usurpación, en perjuicio del Territorio Indígena de Salitre, aproximadamente se 40 personas imputadas, el proceso se encuentra señalado para audiencia preliminar del 17 al 21 de julio de 2019, son parte los dos defensores y la defensora de la oficina.



 



-             Expediente 17-000125-0634-PE, por el delito de usurpación en perjuicio  del Territorio Indígena de Térraba, se encuentra en etapa de investigación y se han indagado a 85 personas imputadas, queda pendiente indagar a más de 200 personas imputadas.



 



-             Sumado a que se conoce que probablemente va a ingresar una nueva causa de Cabagra, que también sería de gran cantidad de personas.



 



Conforme ello, podemos indicar que respecto a los usuarios, en la Defensa Pública de Buenos Aires, tenemos los siguientes datos:



 



·            En total, tenemos 368 personas que se auto identifican como personas usuarias indígenas en materia penal.



 



·            En cuanto a violencia doméstica ya se atendieron consultas, de hecho, en uno de los casos no se pudo brindar el servicio en el momento, ya que las personas defensoras públicas de la oficina tienen interés contrapuestos debido a otros procesos, y la señora manifestó que no quería que se cambiara el señalamiento, para coordinar el nombramiento de otro u otra profesional. 



 



·            En cuanto a procesos contenciosos administrativos, se atendió un caso por parte de la Plaza Agraria, dicha atención fue realizada al Sr. Sergio Rojas, a quien se le estaba llevando a cabo la demanda correspondiente, sin embargo, murió.



 



·            En lo referente a querellas de acción privada, esta semana se solicitó la realización de la primera en la Defensa Pública de Buenos Aires (30 de abril de 2019).



 



·            En ese mismo sentido han ingresado aproximadamente 36 contravenciones con personas indígenas que solicitan defensa técnica.



 



Debe establecerse lo siguiente:



 



u   El Lic. Roy Garro León, Defensor Público de Pérez Zeledón asiste a la Defensa Pública de Buenos Aires dos días a la semana, asume funciones como defensor en materia de Pensiones Alimentarias y debido a un acuerdo con el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires; los martes atiende personas usuarias (demandas, contestación de incidentes, evacuar consultas y otros), los miércoles se realizan audiencias testimoniales y asuntos administrativos.



 



u   La Circular N° 52-2012 del Consejo Superior de Poder Judicial “plazo de 10 días para realizar audiencias de conciliación: En Buenos Aires no se realizan audiencias de conciliación en el tiempo establecido, en primera instancia el Juzgado procede a resolver los traslados, una vez que se reciben las contestaciones y resueltos los recursos en contra de monto provisional, se procede a señalar audiencia de Conciliación y Testimonial. Uno de los factores que inciden en el incumplimiento de la presente circular recae en la falta de recurso humano, ya que el Lic. Roy Garro León no cuenta con el tiempo ni las condiciones  suficientes para llevarlas a cabo.



 



u   Como se expuso anteriormente, el Lic. Roy Garro atiende a las personas usuarias los martes, promedio se reciben cinco demandas al día, lo cual genera una espera de una a tres horas aproximadamente.



 



u   Lo que resulta alarmante son las personas usuarias que no han recibido atención por la ausencia del defensor público, ya sea por la cantidad de personas que llegan los martes o simplemente porque acuden cualquier otro día a los Tribunales de Justicia de Buenos Aires, desde 01 de enero de 2019 al 12 de abril de 2019 se cuentan con los siguientes datos:
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Nótese que la información recabada arroja datos realmente preocupantes, los cuales irán en incremento debido a la atención de otras materias, un ejemplo de ello es el caso del Lic. Roy Garro,  como ya mencionó es insuficiente la asistencia de dos días para la carga de trabajo en materia de pensión alimentaria. Sin embargo, se suma el servicio que brinda en materia de Familia, lo cual propicia retrasos, horas de espera en atención de personas usuarias y desatender aún más la materia de pensión alimentaria.



 



En lo referente a la Defensa Pública de Pérez Zeledón  y cómo la relación de brindar un servicio en Buenos Aires los afecta, se puede determinar de la siguiente manera:



 



1. El sistema oral-electrónico del Juzgado de Pensiones Alimentarias instaurado en el I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) depende del apoyo al menos de tres personas defensoras públicas de la materia.



 



Una persona defensora que atienda audiencias tempranas de conciliación (se señalan todos los días), otra que asista a la audiencia de recepción de prueba (se señalan todos los días)  y otra que al menos se mantenga en la oficina atendiendo a las personas usuarias y confeccione los escritos respectivos (demandas, incidentes y escritos de impugnación o contestación de resoluciones a término).



 



Al tener que utilizar los compañeros de la materia de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón para trasladarse a Buenos Aires a brindar el servicio a población indígena en las materias indicadas, se desarticula totalmente el sistema oral-electrónico expuesto, al punto que la jueza coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón ya externó su preocupación, indicando que su despacho también debe de cumplir con términos específicos de agenda de audiencias, lo que se está dificultando por lo saturado de la agenda de las personas defensoras públicas de la materia.  Incluso advierte que ya comunicó esta situación al juez gestor de Familia y Pensiones Alimentarias Cristian Martínez Hernández, encargado por parte la Comisión de la Jurisdicción de Familia del Poder Judicial para la instauración del sistema oral-electrónico de Pensiones Alimentarias a nivel nacional.



 



2.  El Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires no cuenta con un sistema de expediente electrónico, lo cual dificulta el acceso al proceso de personas defensoras desde Pérez Zeledón, sobre todo cuando se requiera de un trámite rápido y expedito o la presentación de una gestión a favor de la persona usuaria indígena ante el vencimiento de términos.



 



3. En Buenos Aires normalmente se procede a notificar por sectores. A manera de ejemplo, un día los notificadores visitan la comunidad de Térraba, otro día la comunidad de Ujarrás y así sucesivamente, lo cual incide en la afluencia grupal de estas personas a la oficina de la Defensa Pública a solicitar el servicio, muchas veces y como ya ha sucedido, en el último día hábil para contestar un proceso o impugnar una resolución, lo cual supera la capacidad operativa de la oficina.



 



4. La Defensa Pública de Buenos Aires no  cuenta con personal de apoyo técnico-jurídico y por el momento la secretaria de la oficina es la única persona que está colaborando y coordinando con la persona defensora pública de Pérez Zeledón para la atención de esta población, lo cual resulta insuficiente por la gran cantidad de personas usuarias que solicitan defensa técnica en la Defensa Pública de Buenos Aires.



 



5. La sede de la Defensa Pública de Buenos Aires se encuentra a sesenta y cinco kilómetros de distancias de Pérez Zeledón, por lo que el factor de lejanía, la falta de disponibilidad de vehículo institucional todos los días de la semana y de personal técnico-jurídico, complica la accesibilidad y coordinación de la atención a esta población, con más razón si las personas indígenas también deben trasladarse largas distancias para presentarse a la oficina de Buenos Aires.



 



6. Se ha tomado determinación de destinar al menos un día a la semana para que una persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a la oficina de Buenos Aires para atender las personas demandas, sin embargo debido a los términos restrictivos que rigen en la materias atendidas y las dificultades de la población indígena de presentarse un día en específico para ser atendidas, puede que se requiera asistir a realizar gestiones a su favor en más de una ocasión a la semana según las particularidades, de tal forma que resulte necesario trasladarse y no atender a las personas actoras en Pérez Zeledón.  Además, otro factor que podría incidir en que se genere la necesidad que la persona defensora de Pérez Zeledón deba asistir a colaborar más de un día a la semana a Buenos Aires, es que aún no se sabe si los Juzgados de Buenos Aires señalarán audiencias sólo el día que la persona defensora pública de Pérez Zeledón se traslade a Buenos Aires, o esta se verá obligada a desplazarse varios días a la semana a Buenos Aires, perdiéndose prácticamente su plaza de manera efectiva en Pérez Zeledón. Además, se acumulará su trabajo por los días que no brinde el servicio en esta jurisdicción o en su defecto tendrá que ser asumido por los otros dos defensores de la materia que se mantengan en Pérez Zeledón, lo cual, como se explicó en el punto número 1, se torna prácticamente imposible por las cargas de trabajo y la forma en que se trabaja mediante el sistema oral-electrónico de pensiones alimentarias.



 



7. A raíz de la colaboración a Buenos Aires y el tiempo efectivo que invierten en ello las personas defensoras públicas, se verifica un impacto directo en la atención de las personas usuarias de las materias de Pensiones Alimentarias y Familia de Pérez Zeledón, pues han aumentado los tiempos de espera para ser atendidas e incluso ante la imposibilidad de esperar que algunas personas usuarias presentan, se han programado su atención para otro día, lo que igualmente ha generado molestias, con lo cual se expone al personal profesional y administrativo de la oficina a eventuales quejas o gestiones contra la institución.



 



8. La atención de personas indígenas de Buenos Aires también ha generado la necesidad de separar a dos de los defensores que apoyan las gestión de casos en esa jurisdicción, pues ambos comparten oficina en la Defensa Pública de Pérez Zeledón y debido a los intereses contrapuestos y la preparación de defensa de causas en que intervienen representando a cada una de las partes procesales, no es prudente ni idóneo que continúen compartiendo oficina.



 



9. Idéntica situación sucede con los Defensores Públicos Agrarios de Pérez Zeledón y Corredores, que para atender lo que surja en Buenos Aires de Puntarenas, dejan descubiertos sus puestos de origen, con la afectación al buen servicio que ello puede causar.



 



No podemos dejar de mencionar que existe compromiso y esfuerzo de las personas defensoras públicas de la Zona Sur del país para brindar un servicio de calidad, sin embargo, la situación expuesta en estos lugares supera la capacidad operativa y de respuesta de los servicios de Penal, de Agrario, de Familia y de Pensiones Alimentarias.



 



Posteriormente se sumarán otros retos que impliquen otras plazas y atención, pero actualmente se requieren nuevas plazas para Buenos Aires, una más para materia de penal, y dos de pensiones alimentarias y familia (una para personas actoras y otra para personas demandadas); o en su defecto, una plaza para materia penal, y otra permanente en Buenos Aires para la atención de personas actoras en familia y pensiones, aún y cuando la Defensa de Pérez Zeledón continúe trasladándose para la atención de las personas demandadas de pensiones y familia.



 



- 0 -



En sesión Nº 75-16 celebrada el 9 de agosto del año 2016, artículo XXIV, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada en propiedad por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, para que llevara a cabo las labores de apoyo al fiscal auxiliar designado para la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de territorio indígena, en perjuicio del pueblo indígena Bribrí de Salitre en primera instancia, para luego pasar a analizar lo atinente al pueblo indígena Teribe ubicado en Térraba, cantón de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior a partir del 16 de agosto y hasta el 23 de diciembre del 2016.



Posteriormente, en sesión N° 113-16 del 20 de diciembre del 2019, artículo LVI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada por el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros a fin de que se dedicaran a las labores que se dieron cuenta, lo anterior a partir del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017.



Seguidamente, en sesión N° 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LXXVI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 y hasta por tres meses y se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Luego en sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo LV, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a partir del 1 de abril y hasta el 31 de diciembre 2017, a las plazas N° s 96502 de Técnico Judicial 2 y 19899 de Fiscal Auxiliar, ambas de la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de que se dedicaran a las labores que se dan cuenta.



En sesión N° 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo XLV, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4 y a una de Fiscal, del 17 de abril del 2017 y hasta por tres meses, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Seguidamente, en sesión N° 34-17 del 5 de abril del 2017, artículo LXXXIX, se prorrogaron los permisos con goce de salario y sustitución, a una plaza de Defensor Público, del 16 de abril del 2017 y hasta por tres meses más, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.



Luego en sesión N° 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII, se comunicó al máster Randall Quirós Soto, Jefe de la Sección de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, que este Consejo requiere el estudio solicitado en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, para determinar la necesidad de mantener los permisos con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires.



Posteriormente, en sesión N° 42-17 del 4 de mayo del 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Planificación con respecto al estudio solicitado en sesión N° 40-17 del 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII.



En sesión N° 63-17 del 04 de julio del 2017, artículo XCVII, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución de la plaza de juez 4 asignada al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara las labores indicadas y se concedió permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Técnico Judicial del citado despacho, del 01 de setiembre hasta el último día laboral del 2017, siempre y cuando exista contenido presupuestario, de lo contario se instó a la administración regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a mantener dentro de las posibilidades el técnico supernumerario a fin de que continuara con la colaboración del juzgador en los debates y vistas a realizar en el cantón de Buenos Aires.



Seguidamente, en sesión N° 66-17 del 13 de julio del 2017, artículo XCI, se prorrogó el permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Defensor Público, hasta el último día laboral del 2017, para que se dedicara a las labores indicadas, en el cantón de Buenos Aires.



Asimismo, en sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo CII, se aprobó el traslado de la plaza de Juez 4 del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que restaba del año 2017.



La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 11983-18 del 20 de noviembre del 2018, remitió a la Dirección de Planificación el oficio N° CACC-408-2018 de 16 de noviembre de 2018, en que la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, transcribió el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, con el fin de que la Dirección a su cargo, reconsiderara la devolución de la plaza de defensor y fiscal a la jurisdicción de Buenos Aires.



En razón de lo anterior, en sesión N° 28-19 del 28 de marzo de 2019, artículo XXXV, se conoció el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.



Y, se dispuso devolver el informe a la Dirección de Planificación, con el fin de que actualizara los datos contenidos en el citado informe.



Además, se le solicitó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la Republica, un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos Aires.



Y se hizo ese acuerdo de conocimiento delTribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la Defensa Pública, para lo de su cargo.



Se acordó: 1.-) Tener por rendido el informe N° JEFDP-419-2019 del 2 de mayo de 2019, presentado por doctor Erick Núñez Rodríguez, Jefe interino de la Defensa Pública, mediante el cual hace de conocimiento el traslado de la plaza de un Defensor de la Defensa del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a la Defensa de Buenos Aires de Puntarenas, lo anterior para atender asuntos indígenas de esa localidad.2.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Pueblos Indígenas.

















Acta de Consejo Superior Nº 043 - 2019








Fecha: 14 de Mayo del 2019



ARTÍCULO XXXIII



 



DOCUMENTO N° 5471-19



 



[bookmark: _Hlk8820601]Mediante oficio N° DP-267-2019 del 19 de mayo de 2019, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, presentó la siguiente gestión:



“Me permito informar que, por motivo de las medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense, en beneficio de los territorios indígenas de Teribe de Térraba y Bribrí de Salitre, es necesario que el Poder Judicial funja un papel preponderante y activo en la protección y defensa de los derechos de las personas indígenas.



 



Por lo anterior, considerando la importancia y el interés institucional que este tema constituye, la Presidencia de la Corte ha designado a la Magistrada Suplente, la Msc. Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, como representante de la Institución y brinde el apoyo necesario en la participación de las actividades referentes al tema.



 



En esta ocasión se recibió invitación por parte del señor Viceministro de la Presidencia para participar en una reunión de trabajo que se llevará a cabo el lunes 13 de mayo en Casa Presidencial, con motivo de la visita a Costa Rica de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos los días 20 y 21 de mayo; por lo cual es esencial que la Msc. Damaris Vargas sea parte de esta reunión.



 



Por motivo de lo anterior, y en vista que el tema en mención requiere de una participación activa en distintas diligencias, se solicita al honorable Consejo Superior, autorice como recargo al puesto la asistencia y representación de la señora Vargas Vásquez a todas aquellas reuniones y actividades para la atención de la problemática en las zonas de Térraba y Salitre.



 



Cabe recalcar que la Msc. Damaris Vargas brindará los informes respectivos a al Despacho de la Presidencia sobre la participación en tan importante labor.”
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Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en consecuencia: Autorizar la participación de la máster Damaris Vargas Vargas, Jueza del Tribunal Agrario, en las reuniones y actividades necesarias para la atención de la problemática en las zonas de Térraba y Salitre, lo anterior en virtud por considerarse necesario que este Poder Judicial funja un papel preponderante y activo en la protección y defensa de los derechos de las personas indígenas.



El Despacho de la Presidencia y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.



 




 








Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2019








Fecha: 17 de Mayo del 2019



ARTÍCULO LV



DOCUMENTO N° 4734-19, 5610-19



En sesión N° 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo LXI, se acordó –entre otras cosas-autorizar la participación de varios funcionarios judiciales en el Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:00 a.m. a 4:30 p.m, en la Casa de ANDE en Buenos Aires de Puntarenas.



La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-103-2019 del 14 de mayo de 2019, remitió:



“Mediante acuerdo del Consejo Superior, según Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI, fue aprobada la participación  de las  personas funcionarias judiciales que ahí se indican, para que asistan al  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas, a realizarse los días viernes 17, 24, 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en el horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.



Originalmente se consignó que esta actividad se estaría llevando a cabo en la sede de Casa de ANDE, sin embargo debido a aspectos logísticos, se debió de cambiar de lugar, lográndose que la Dirección y Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas, brindaran su anuencia para que la misma se lleve a cabo en el auditorio de dicho centro educativo con capacidad para 65 personas, en mismas fechas y horario.



Debido a diversas solicitudes presentadas por otras instancias del Poder Judicial a las originalmente   consignadas,   así  como   por  parte  de   instituciones   públicas  e instancias privadas, para asistir a dicha actividad, se solicita respetuosamente a las personas integrantes del Consejo Superior,  se  autorice su participación, en el entendido que no se supere el cupo permitido de 65 personas  que dispone el auditorio en referencia, en concordancia con lo aprobado en Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI.



Nuevamente se adjunta en Anexo 1, el programa de la actividad actualizado, en el cual se han incluido otras personas expositoras, para quienes igualmente se solicita se autorice su participación conforme lo acordado por el Consejo Superior en en Sesión 40-19 de 7 de mayo de 2019, artículo LXI.”



 



ANEXO 1



 



PROGRAMA



 



 



				Viernes 17 de mayo de 2019                                                                            Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Personas Expositoras: Álvaro Paniagua Núñez



Director de Protección Especial,



Defensoría de los Habitantes



				Marjorie Herrera Castro



Dirección de Protección Especial



Defensoría de los Habitantes







				Tema: Defensa de Derechos de Pueblos Indígenas







				Viernes 24 de mayo de 2019                                                                              Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Valeria Varas Rojas,



Funcionaria del Área de Ciudadanía Activa,



Liderazgo y Gestión Local,



Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)



 



Tema: Género y mujer indígena.



				Expositor: Daniel Villalobos Araya



Fiscal Asuntos Indígenas



 



 



 



Tema: Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas.







				Viernes 31 de mayo de 2019                                                                              Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositor: Jorge Leiva Poveda,



Juez del Tribunal Contencioso Administrativo   



 



 



 



 



Tema: Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.



				Expositora: Laura Estebanovich de Marco,



Perita de la Sección  de Trabajo Social, Oficina de Trabajo Social y Psicología, I Circuito Judicial de la Zona Sur



Tema: Intervención de la Sección de Trabajo Social, con Población Indígena en materias de Familia, Penal; Personas Víctimas, Penal; Personas Imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la política de accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta población.











 



				Viernes 7 de junio de 2019                                                                                 Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				Expositora: Ligia Jeannette Jiménez Zamora,



defensora pública 



 



 



 



 



Tema: Peritajes, normativa nacional e  internacional.



				Expositora: Carmenmaría Escoto Fernández,



Ex-presidenta y actual integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ex-magistrada y ex-vicepresidenta



de la Corte Suprema de Justicia



 



Tema: Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.                            







				Viernes 21 de junio de 2019                                                                                                                 Horario: 8:30 a.m. a 4:30 p.m.







				MESA REDONDA







				Heiner Blanco Acosta,



Asesor de Asuntos Indígenas



Ministerio de la Presidencia de la República



 



 



 



 



 



Tema:



Política y Reforma del Consejo Nacional de Asuntos Indígenas              -CONAI-



 



 



 



				Franklin Paniagua,



Ignacio Barboza,



Unidad Técnica de Consulta Indígena



Ministerio de Justicia y Paz



 



 



 



 



 



Tema:



Mecanismos de Consulta



				Damaris Vargas Vásquez,



Jueza del Tribunal Agrario,



Gestora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria y Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Poder Judicial



 



Tema:



Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba  
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Se acordó: Acoger la gestión de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en consecuencia;Autorizar la participación sin sustitución del licenciado Daniel Villalobos Araya, Fiscal de Asuntos Indígenas y de la licenciada Laura Estabanovich de Marco, Perita de la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, como expositores en la citada capacitación en las fechas y horarios señalados, a realizarse en el auditorio del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas.Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias ni debates previamente señalados. En ese sentido se tiene por modificado el acuerdo tomado por este Consejo, sesión N° 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo LXI.



En lo demás se mantiene incólume el citado acuerdo.



La Dirección de Gestion Humana y la Escuela Judicial, tomaran nota cada una para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.








 








Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2019








Fecha: 17 de Mayo del 2019



ARTÍCULO XXVI



DOCUMENTO N° 4689-17, 5288-19



En sesión N° 96-18 celebrada el 2 de noviembre de 2018, artículo se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva, dice:



“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N°1257-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el análisis de la solicitud de la Administración Regional de Turrialba de una plaza traductora en lengua cabécar. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como que para la Administración Regional de Turrialba es preciso contar con una plaza de Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón; así como que producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza requerida se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba. 3.)Una vez que alguna de las plazas de Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”, aprobar su traslado a la Administración de Turrialba. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba, valore la posibilidad de reasignarla a Técnico Supernumerario y se adscriba a la Administración Regional de Turrialba. Deberá incluir la citada Dirección en las condiciones para el nombramiento, que la plaza es para dedicarse con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial. 5.) Tomar nota de lo expresado por la licenciada Marjorie Aguilar Pérez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba y de lo comunicado por la servidora máster Melissa Durán Gamboa, Coordinadora de la Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.”
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-CP-031-2019 del 30 de abril de 2019, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión N° 05-2019 celebrada el 23 de abril de 2019, artículo II, que dice:



“La Sección Análisis de Puestos presenta el informe SAP-179-2019 relacionado con estudio de la plaza clasificada como Técnico Judicial 3 de la Administración Regional de Turrialba, el cual indica:



[bookmark: _Toc528591266]“El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L, acuerda lo sucesivo:



“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N°1257-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el análisis de la solicitud de la Administración Regional de Turrialba de una plaza traductora en lengua cabécar. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como que para la Administración Regional de Turrialba es preciso contar con una plaza de Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón; así como que producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza requerida se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba. 3.)Una vez que alguna de las plazas de Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”, aprobar su traslado a la Administración de Turrialba. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba, valore la posibilidad de reasignarla a Técnico Supernumerario y se adscriba a la Administración Regional de Turrialba. Deberá incluir la citada Dirección en las condiciones para el nombramiento, que la plaza es para dedicarse con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial. 5.) Tomar nota de lo expresado por la licenciada Marjorie Aguilar Pérez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba y de lo comunicado por la servidora máster Melissa Durán Gamboa, Coordinadora de la Unidad de Modernización del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.” (El resaltado no corresponde al original)



Producto de lo aprobado por ese órgano superior, la Dirección de Gestión Humana expone el presente códice, el cual, contará con diferentes apartados para acrecentar el entendimiento de este.



A.          Problemática presentada.



La Administración Regional de Turrialba extiende la solicitud de que se estudie el traslado o creación de una plaza traductora en la lengua cabécar con el fin de brindar un mejor servicio público a las personas indígenas usuarias del sistema judicial, ante lo cual, la Dirección de Planificación, mediante el informe 135-OI-2018, del 04 de octubre de 2018, expone el análisis de la petición planteada por esa oficina.



Sin embargo, previamente es importante traer a colación la información expedida por la Administración Regional de Turrialba, ante lo cual, señalamos lo siguiente:



“Turrialba es uno de los cantones más extensos del país con área aproximada a los 1.642 kilómetros, que representa un 52% de la superficie total de Cartago. El distrito más extenso del cantón es Chirripó, El pueblo de Grano de Oro es considerado el centro del distrito. El acceder a los servicios de justicia que se encuentran en Turrialba, representa un desplazamiento aproximado de 45 kilómetros, para lo cual se requiere de dos horas para alcanzar el transporte público, poco regular. Las personas deben caminar distancias extensas desde sus aldeas para llegar a Grano de Oro, lo cual les significa un tiempo aproximado de:



* Alto Almirante 7 horas



* Sitio Gilda (Jamo) 9 horas



* Roca Quemada 4 horas



* Alto Quetzal 3 horas



* Vereh 5 horas. Algunos sectores de Vereh se debe cruzar por un puente colgante elaborado por las personas indígenas, el cual esta echo de material de cable de electricidad, bejuco y piso de caña brava. Fotografía anexa.



* Suebata 6 horas Se debe para por un andarivel. Fotografía anexa.



* Sinolí 7 horas pasar por un andarivel



* Jalakisha 6 horas



* Ñari Ñak 5 horas debe para andarivel. Fotografía anexa.



* Shukibashari 5 horas sobre colinas



* Shinakisha 7 horas



* Tolokisha 8 horas



* Alto Kuen 8 1/2 horas se debe para un puente colgante”



De la misma manera, la Administración Regional de Turrialba expone que “la necesidad de acercar la Justicia a las poblaciones indígenas, mediante giras que realizan algunas personas judiciales del circuito de Turrialba en las comunidades más cercanas a los asentamientos a esta población vulnerable, es imperiosa; pues ese distanciamiento aunado a diversos factores como el idioma y cultura ocasiona la violación de los derechos humanos, validación de los derechos, inseguridad jurídica y denegación de acceso a la justicia de la población indígena. Se debe considerar el mandato constitucional de la justicia pronta y cumplida. Para realizar las giras donde se traslada cuatro personas judiciales (un juez de atiende únicamente asuntos de pensiones y contravenciones, un técnico un chofer un defensor) y una persona intérprete de la lengua cabécar la cual es contratada para traducir la comunicación por parte de las personas judiciales como de los usuarios. El contratar los servicios de interprete conlleva un gasto incierto y de gran cantidad monetaria el cual no se puede controlar debido que no depende del Poder Judicial. El pago del servicio de traducción se necesita no solo para las giras sino para cubrir las necesidades de comunicación de los usuarios en los distintos despachos que incluyen tareas de interpretación para los (as) indígenas en la toma de indagatorias tanto para los imputados como ofendidos, en las audiencias y juicios en todas las materias. El pago de traducción se calcula por la cantidad de horas trabajadas, más el gasto del traslado y alimentación que incurre la persona interprete de la lengua cabécar para brindar el servicio.



Aunado a lo precedente, esa oficina administrativa expone que el problema central de la gestión es el aumento creciente del gasto en la subpartida número 10499, llamada “Otros Servicios de Gestión y Apoyo en el Poder Judicial”, cuya causa “es el aumento en los pagos por los servicios de traducciones de la lengua cabécar gestionados por cada uno de los despachos judiciales que necesitan los servicios de traducción”



Sumado a lo anterior, la Administración Regional de Turrialba identifica los posibles causantes de ese problema de la siguiente manera:



“Para identificar las causas del problema se realizó un estudio del gasto incurrido en la subpartida 10499 específicamente del artículo de Traducciones, de los dos años anteriores más los meses que han transcurrido del presente año.



Las causas al problema se derivan de:



• Aumento en la cantidad de traducciones



• Aumento en el precio por hora de traducción, paso de 16.900 a 17.400 colones.



• Autorización para pagar el tiempo de traslado que incurre la persona traductora de su casa de habitación al lugar que se le solicita realizar el servicio. El monto es una hora a 10.000 colones multiplicado por la cantidad de horas incurridas de ida y regreso.



• El presupuesto de cada año se confecciona con dos años de antelación.



• Otra causa fue por un lado, en materia jurisprudencial de acatamiento obligatorio, de las 11:45 horas del día 25/08/2017, el Juzgado de Pensiones Alimentarias debe garantizar traductor(a) y defensor(a) tanto a la parte actora y demandada para los procesos de fijación alimentaria de manera que permita que las personas involucradas tengan pleno conocimiento de las etapas del proceso y las consecuencias por el incumplimiento de las órdenes del juez. Por consiguiente, en tema económico esto llegará prontamente a inflar las horas de trabajo de las personas de traducción, ahora, también, en esta materia.



• Por otro lado, en materia de legislación, la barrera cultural y de lenguaje que impide en alguna medida dar un servicio al público de calidad está forzando a las personas originarias, lo cual es contrario al artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los pueblos indígenas. También, está contemplado en la Ley 7316 Convenio No. 169 en el artículo 2, la cual busca garantizar acciones a) Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar; en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población



• La selección de la persona traductora realizarla por medio del rol que genera el sistema de registro de intérpretes del Poder Judicial. El problema para localizarlos, dado que en su mayoría también residen en la zona indígena, donde por los problemas de transporte público (no siempre pueden salir los intérpretes) y se suma el problema comunicación (escasa señal celular).”



Igualmente, como parte de las posibles soluciones que propone esa oficina para solventar el problema central, se enlista lo siguiente:



“Para solventar el problema y que no aumente año a año existen tres posibles soluciones.



Contar con una plaza de Técnico Supernumerario la cual debe ser cubierta por una persona que hable lengua cabécar, y que sea nativo de la zona. Con el propósito de servir como interprete para las siguientes tareas:



• Para que atienda las denuncias, indagaciones, audiencias, juicios que realizan las personas que hablan la lengua cabécar.



• Asistir a las giras que realiza el Juzgado de Pensiones a la zona indígena.



• Transcribir en la lengua cabécar las notificaciones y citas que se les hacen a las partes para que se presenten a los Tribunales cuando lo solicita el Fiscal, juez del Juzgado Penal, juez de Familia, juez del Tribunal de Juicio.



Otra solución es contratar los servicios de un traductor sin basarse en el rol que lleva el sistema de registro de peritos porque a veces existen personas cerca de los Tribunales y no se pueden nombrar porque el sistema selecciono otro.



Que haya un parámetro más cerrado para el pago de traslado”



Finalmente, señalan que “para 2017 la inversión mensual en promedio para traductores fue de ₡579.824,42 y en lo que llevamos del 2018 la inversión ha sido de ₡778.018,88 por un trabajo exclusivo por horas y en días variables y a quienes debe cubrírseles gastos de tiempo de traslado, el transporte y por el lapso que dure su interpretación. Esto en una comparativa del salario base mensual del funcionario que ronda ₡631.862,00, pero que contempla un horario laboral de cinco días de la semana y que permite el apoyo en los despachos para la toma de manifestaciones y denuncias de ambas partes en los distintos procesos penales, fijación alimentaria, contravenciones, violencia doméstica (un tema tan delicado) por lo que se amplía el beneficio para los diferentes Juzgados y sin límite de horario. Inclusive el gasto para los próximos años subirá por la reciente orden de la Sala Constitucional en la resolución 2017-013658 ya que muchos usuarios demandados no tienen conocimiento.”



Ahora bien, la Dirección de Planificación efectuó el estudio respectivo sobre la solicitud de la Administración Regional de Turrialba y formula los siguientes elementos conclusivos:



“4.1. Para la Administración Regional de Turrialba resulta una necesidad contar con una plaza de Técnica o Técnico Supernumerario, que se ocupe de la realización de las traducciones en la lengua cabécar, en las diligencias judiciales que así lo requieran, sea que se lleve a cabo en Tribunales o bien en las giras a las comunidades indígenas del cantón.



4.2. Producto del análisis de cargas de trabajo realizado, la plaza se puede obtener del Juzgado Contravencional de Turrialba.



4.3. Actualmente todas las plazas del Juzgado Contravencional de Turrialba están nombradas en propiedad, por lo que se podría reasignar una de las plazas hasta en el momento en que adquiera la condición de “vacante”.



4.4. Una vez una plaza quede en condición “vacante”, la misma debe ser objeto de estudio por parte de la Dirección de Gestión Humana para que sea reasignada a Técnica o Técnico Supernumerario adscrita a la Administración Regional de Turrialba.



4.4.1 Además en las condiciones para el nombramiento de la plaza se deberá indicar que la plaza es para que se dedique con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando la Institución lo requiera, además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial.”



También, la Dirección de Planificación recomendó lo siguiente:



“Al Consejo Superior



5.1. Una vez realizado el estudio correspondiente, según la necesidad expuesta por la Administración Regional de Turrialba, la población vulnerable que atiende el Circuito Judicial de Turrialba y las cargas de trabajo a partir del 8 de octubre 2018 del Juzgado Contravencional de Turrialba, se recomienda el traslado de una plaza de Técnica o Técnico Judicial procedente del Juzgado Contravencional a la Administración de Turrialba.



5.2. El traslado de la plaza se podrá efectuar una vez que alguna de las plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Turrialba quede en condición “vacante”.



A la Dirección de Gestión Humana



5.3. Realizar el estudio correspondiente, para que una vez que se tenga una plaza vacante en el Juzgado Contravencional de Turrialba se valore la posibilidad de ser reasignada a Técnica o Técnico Supernumerario adscrita a la Administración Regional de Turrialba.



5.4. En las condiciones para el nombramiento de la plaza se deberá indicar que la plaza es para que se dedique con prioridad a atender a las personas indígenas de la zona, participar como traductor en las diligencias que así se requieran y desplazarse (giras) cuando sea necesario; además de las labores propias según el Manual de Puestos del Poder Judicial.”



B.          Regulación sobre el acceso a la justicia para los indígenas en Costa Rica:



Inicialmente, resulta importante traer a colación que Costa Rica cuenta con la ley número 9593, denominada “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, publicada el 28 de setiembre de 2018 en el diario oficial La Gaceta y ante lo cual, podemos citar los siguientes artículos relacionados con el tema central de este documento:



“ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE COSTA RICA



ARTÍCULO 1- Acceso a la justicia con apego a la realidad cultural.



El Estado costarricense deberá garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, tomando en consideración el derecho indígena siempre y cuando no transgreda los derechos humanos, así como tomando en cuenta su cosmovisión.



ARTÍCULO 2- Trato digno.



Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993.



ARTÍCULO 3- Derecho a la información sobre sus derechos y obligaciones.



Toda persona indígena tendrá derecho a ser informada en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y las características de los procesos judiciales en los que deban intervenir. El Poder Judicial deberá contar con una lista de intérpretes y traductores para tal efecto. Además, deberá ofrecer capacitación al equipo que se conforme, para que conozca los aspectos básicos de la gestión judicial.



(…)



ARTÍCULO 6- Derecho a una persona intérprete y traductora costeada por el Estado.



El Poder Judicial deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. Se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género.



Estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona indígena. No obstante, la persona indígena podrá nombrar a una persona intérprete de su confianza.



(…)



ARTÍCULO 12- Diagnóstico actualizado y plan nacional sobre los pueblos indígenas.



El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia.



El diagnóstico deberá contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales que deben brindarles servicios. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, derecho consuetudinario; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población.



La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que esta sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas.



Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veinticuatro días del mes de julio del año dos mil dieciocho.”



Tal y como se indica en la ley 9593, es obligatorio para el Poder Judicial “facilitar, sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. Se deberá propiciar que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes de mismo género.”



Además, se señala que “estos auxiliares serán nombrados de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de la persona indígena. No obstante, la persona indígena podrá nombrar a una persona intérprete de su confianza.”



De la misma manera, el Consejo Superior del Poder Judicial aprobó en la sesión del 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, dentro de las cuales, podemos citar:



“Utilización de intérprete en los casos que sea necesario y el deber de informarse con la comunidad indígena acerca de los alcances del conflicto sometido a su conocimiento.



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



10. Derecho al interprete o traductor: La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena interprete y traductor en su lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hable y comprenda el idioma español. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por “inopia”. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificara que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



(…)



Protocolo para la toma de Denuncias a Persona Indígenas.



(…)



• Utilizar lenguaje comprensible en cualquier audiencia, competencia y acto que se realice en forma oral.



• Garantizar a las personas indígenas sean imputados u ofendidos, que en los casos en que no hablan o bien no dominan el idioma español, se les nombrara un traductor que facilite la comunicación en el idioma correspondiente.



• Los funcionarios que tengan contacto con ciudadanos indígenas deben estar capacitados y sensibilizados, brindándoles de esta manera a las poblaciones indígenas un acceso a la justicia y un servicio público igualitario permitiendo su inclusión eficaz, humana e indiferencia en la dinámica del ente fiscal.



• Es importante tomar en cuenta, que al momento de nombrar un traductor en este tipo de asuntos debe procurarse que sea del mismo género que la víctima, pues de lo contrario se estaría obstaculizando que la víctima relate los hechos tal y como sucedieron.



C.          Reunión en la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas:



El pasado jueves 28 de febrero del presente año, la Sección de Análisis de Puestos perpetró una reunión con la señora Daniela Gutiérrez Villanueva y el señor Odir Blanco Cruz, Directora de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas y Promotor de la cultura Maleku, respectivamente, para abordar ciertos temas relativos a la situación indígena costarricense.



En dicho encuentro, los encargados de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (C.O.N.A.I.) indicaron que en Costa Rica existen ocho grupos étnicos, de los cuales, solamente cuatro se encuentran activos, siendo estos, la cultura maleku, bribri, cabécar y guaymies.



En adición, seguidamente reproducimos una reseña[1] de esos grupos étnicos:



“BRIBRIS



Constituyen uno de los más numerosos. Están localizados en las Reservas Indígenas de Salitre y Cabagra en el cantón de Buenos Aires, Pacífico Sur, en la Provincia de Puntarenas y al norte de la Reserva Indígena de Talamanca, en el cantón del mismo nombre, Atlántico Sur en la Provincia de Limón. El Bibrí, conserva su lengua en forma oral y en su escritura. Su actividad más importante es la agricultura, principalmente el cacao y el plátano, también cultivan maíz, frijoles y tubérculos. Crían cerdos, cazan aves y pescan. Su expresión artesanal es la cestería y la fabricación de instrumentos musicales, para lo cual utilizan elementos naturales. Se movilizan por medio de botes y balsas en el cauce del río Sixaola, en la frontera con Panamá.



CABECARES



Se encuentran ubicados en Chirripó, en el Valle de Pacuare; en el del río Estrella, y en la Reserva de Talamanca, zonas ubicadas en la región Atlántica, en la provincia de Limón. Viven también en Ujarrás de Buenos Aires, es uno de los grupos indígenas que más ha mantenido su identidad cultural, hablan su lengua el Cabécar, y el español, conservan muchas costumbres y tradiciones. Cultivan básicamente granos, café, cacao y plátano, complementando estas actividades con la pesca y la caza.



GUAYMIES



Constituye un grupo indígena numeroso, originario, de un movimiento migratorio producido hace más de 50 años desde Panamá. Encontramos la comunidad Guaymí en Abrojos en el Cantón de Corredores, la de Conteburica en el Cantón de Golfito y la de Coto Brus en el Cantón de Coto Brus, todas en la provincia de Puntarenas, Los Guaymíes conservan sus características y rasgos físicos, sus costumbres trajes y tradiciones, en especial las mujeres. Su lengua es el Guaymíe, pero algunos de sus jefes y dirigentes también hablan el español, por lo que se ha empezado un programa de alfabetización. Los Guaymíes cultivan cacao,arroz ,frijoles ,maíz, palmito y plátano. Combinan la agricultura con la cacería, pesca y la cría de cerdos y aves. La artesanía se destaca en la confección de artículos de fibras naturales, que tiñen con tintes y colorantes vegetales dandole relevancia al color negro. También confeccionan petates, chácaras y sombreros con cortezas de algunos árboles; sus trajes típicos son de gran colorido y hechos a mano, representan una cultura.



GUATUSOS O MALEKUS



Es uno de los grupos indígenas más pequeños. Se encuentran localizados en las llanuras del Norte del país, en el Cantón de San Rafael de Guatuso, Provincia de Alajuela. Conservan sus rasgos físicos y sus expresiones culturales. Hablan la lengua maleku y el español, y dada la importancia de conservar su lengua, se da la enseñanza bilingüe escolarizada. Habitan tres asentamientos: El Palenque Margarita,  Tonjibe y el Sol. Su principal actividad agrícola es el cultivo del cacao, pejibaye, palmito, y además son pescadores de río. Trabajan artesanalmente, en la confección de figuras indígenas, de cerámica, artículos de madera en balsa, y arcos y flechas en madera.



De similar forma, los señores Gutiérrez y Blanco expresan que para la realización de diligencias judiciales es indispensable contar con una persona traductora o intérprete, al punto de que se ha debido suspender las audiencias o juicios cuando no se cuenta con esa figura de comunicación entre las autoridades judiciales y los indígenas.



Simultáneamente, indican que el aprendizaje de los dialectos indígenas es sumamente complicado y no solamente se trata de conocer el idioma, si no, más bien se deben conocer las costumbres, tradiciones, cultura y entonaciones adecuadas para realizar una correcta interpretación de lo relatado por los indígenas, sin perder la confianza de estos y evitar el temor que pueden sentir los indígenas al comunicarse con las autoridades judiciales en otro idioma.



Además, señalan que en nuestro país existe el Decreto Ejecutivo 40932-MP-MJP, firmado por el entonces presidente Luis Guillermo Solís Rivera, cuyo decreto realza las condiciones en que deben ser tratados los asuntos de los pueblos indígenas en nuestro país, cuidando y protegiendo aspectos como la cultura y tradiciones, así como también el respeto y resguardo a las tierras indígenas, de igual manera, existe la Ley de Pueblos Indígenas número 6172, firmada por el expresidente Daniel Oduber Quirós en el año 1978, la cual, también plasma regulaciones y consagra los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras y demás acciones que buscan el resguardo de su cultura y la protección que el estado debe asegurarles.



También, el señor Odir Blanco Cruz manifiesta que para fungir como intérprete de indígenas lo ideal es que la persona sea parte de la comunidad indígena, es decir, que haya nacido y se haya criado dentro de las costumbres y tradiciones indígenas, de lo contrario, la persona no estará en las condiciones idóneas para trabajar como un buen traductor en las diligencias judiciales, lo cual, como anteriormente se citó, puede generar temor y desconfianza de la persona indígena y por ende, un resultado insatisfactorio del proceso judicial.



Asimismo, señala que la misma comunidad indígena es la que puede determinar quién puede asumir el puesto de intérprete, reconociendo las buenas costumbres, tradiciones y actitudes de la persona nativa que puedan ayudar a servir como traductor entre la comunidad indígena y las autoridades judiciales. 



Por otra parte, dice el señor Blanco Cruz que los integrantes de las comunidades indígenas cuentan con la anuencia y disposición de participar como intérpretes en procesos judiciales, logrando una generación de empleo oportuna en ese grupo étnico.



Finalmente, señalan que como producto de la aprobación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, se ha obligado a las personas intérpretes a estar inscritos en el Ministerio de Hacienda por el tema de las facturas electrónicas, situación que ha causado disgustos y se convirtió en un obstáculo para la población indígena, debido a que ellos no cuentan con el acceso requerido a internet y en algunos casos desconocen la utilización de dispositivos electrónicos como computadoras o celulares.



D.          Los puestos de Intérpretes y su quehacer en el Poder Judicial:



Inicialmente, se torna fundamental indicar que dentro de la estructura de puestos del Poder Judicial se encuentra la clase angosta de Intérprete (clase ancha de Profesional 1), la cual, posee como naturaleza la “ejecución de labores de traducción oral o escrita en el idioma inglés” y dentro de las tareas comunes de ese cargo, se pueden consignar las siguientes:



ü   Realizar trabajos de traducción oral o escrita de conversaciones y documentos variados tratando de respetar las ideas y sentimientos expresados.



ü   Participar, como intérprete, en actuaciones judiciales diversas tales como: juicios, audiencias, inspecciones oculares, embargos, interdictos, indagatorias, diligencias para valoración médica, entre otros.



ü   Tramitar asuntos variados de acuerdo a la naturaleza del despacho donde se ubique este cargo, según disponibilidad de tiempo.



ü   Recibir denuncias, declaraciones e indagatorias y dejar constancia escrita, según los procedimientos establecidos. De conformidad con el idioma que exprese el denunciante (inglés, español).



ü   Consultar diccionarios y otras fuentes de información.



ü   Digitar notas, oficios informes y otros documentos similares.



ü   Participar en el manejo de la correspondencia que llega a la oficina.



ü   Atender público, resolver consultas o ponerlo en contacto con las oficinas y funcionarios correspondientes.



ü   Atender el teléfono.



ü   Rendir informes diversos, sobre el resultado de las gestiones.



ü   Realizar otras labores propias del cargo.



Por otra parte, seguidamente daremos el detalle de los requisitos académicos que se le solicitan actualmente al puesto de Intérprete:



Cuadro # 2



Requisitos



				Formación Académica



				Bachiller en Educación Media.







				



				Nivel académico



				 



Disciplinas académicas-áreas temáticas



				Requisito Legal







				



				Bachiller universitario



				Inglés preferiblemente con énfasis en traducción.



				Incorporado al colegio profesional respectivo cuando exista la entidad correspondiente.







				Conocimiento del idioma inglés



				Dominio y habilidad en el idioma inglés, certificado por medio de la prueba TOEIC con un nivel de Usuario Competente B2 o certificado por otra prueba homóloga que evalúe los conocimientos en el idioma inglés.







				Experiencia



				Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores de interpretación.







				Otros requerimientos



				Dominio en lenguajes y dialectos autóctonos según adscripción presupuestaria de la plaza.



Manejo de los ambientes computadorizados y los sistemas de información existentes en el área de trabajo.











Fuente: Manual descriptivo de puestos



Tal como lo visualizamos en el recuadro anterior, el requisito académico delimitado para los cargos de Intérprete corresponde a bachillerato universitario en inglés, preferiblemente con el énfasis de traducción, no obstante, en el apartado de otros requerimientos encontramos que el dominio de lenguajes y dialectos autóctonos se constituye como un requisito de carácter deseable para la clase de Intérprete.



E.          Situación actual de los intérpretes del Poder Judicial:



En el actual acápite, nos proponemos visualizar las tareas que se encuentran efectuando los puestos de Intérpretes que posee el Poder Judicial actualmente, por lo que, manifestamos lo siguiente:



ë      Labores de la señora Kembly Barker Smith[2], Intérprete de la Administración Regional de Limón:



“Labores de traducción:



1- Realizar trabajos de traducción de forma oral (testimonios de ofendidos, imputados o testigos, archivos de audio, etc)



2- Realizar trabajos de traducción escritos de documentos variados (correos, citaciones, resoluciones, sentencias, acusaciones, archivos de audio, etc) respetando la integralidad de dichas comunicaciones o expresiones.



3- Participar como traductora en diligencias judiciales (inspecciones oculares, juicios, audiencias preliminares, aperturas de evidencia, indagatorias, toma de denuncias, entrevista a testigos, videoconferencias, reuniones, etc).



4- Consultar fuentes de información (diccionarios, convenios, tratados, leyes, códigos, jurisprudencia, etc) para desempeñar mi labor de forma exitosa



En tiempos que no tiene asignada ninguna traducción realiza labores como las siguientes:



5- Confeccionar oficios, circulares, informes y otros documentos.



6- Ayudar en la recepción con la atención de personas usuarias de forma física o mediante llamada telefónica.



7- Ayudar con el recibido general de documentos o correo interno.



8- Ayudar en la coordinación de las giras y las asignaciones de los choferes



9- Revisar los datos de las boletas de vehículo previa aprobación



10- Revisar Autorizaciones de Gastos que las oficinas y los despachos generen el SIGA-PJ Ejecución y Formulación previo a la aprobación del pago de las mismas.



11- Confección de carnets de personal interino o trabajadores de empresas que brindan servicios a la institución.



12- Creación carpetas y ampos varios para el archivo de documentos de la oficina.”



Así pues, inmediatamente transcribiremos lo indicado por la señora Elka Poltronieri Venegas, Intérprete del Juzgado Penal de Bribrí:



“Siendo que no cuento con estadísticas exactas de las traducciones que realizo por número de expediente toda vez que muchas veces no se cuenta con el mismo, a groso modo puede indicarle que en el año 2018 se realizaron 70 traducciones en el idioma inglés, esto sin contar con las atenciones al público que únicamente requiere hacer una consulta o las atenciones que se realizan por vía telefónica.  En lo que va del año 2019 se han realizado 22 traducciones en inglés.



Es importante agregar que yo también realizo traducciones en otros circuitos judiciales cuando me es posible y el año pasado se realizó un anticipo y una diligencia de investigación con el OIJ en el II Circuito Judicial de Limón.



En cuanto a las traducciones en lenguas indígenas en el año 2018 se realizaron 22 y en lo que va del año 2019 se han realizado 14.”



En este apartado, resulta importante marcar que las traducciones llevadas a cabo por las señoras Barker Smith y Poltronieri Venegas corresponden a traducciones realizadas únicamente en el idioma inglés, debido a que los dialectos o lenguas indígenas de la zona no son de sapiencia de ellas, situación que puede llegar a obstaculizar el principio de acceso a la justicia para las personas indígenas.



F.          Criterio del Administrador Regional de Turrialba:



Como insumo para la presente investigación, se contactó al señor William Cerdas Zúñiga, Administrador Regional de Turrialba, el cual, indicó lo sucesivo:



“El circuito de Turrialba en lo que corresponde su parte geográfica es muy extensa y su población es mayormente indígena  valorando las políticas institucionales  de acceso a la justicia a las poblaciones indígenas  es dotar de una plaza para que asuma lo correspondiente a las traducciones y atención a personas indígenas sería lo mejor todas vez que a  diario el usuario/a indígena que acude es tos Tribunales va en aumento, al tener una persona que atienda esta población sería un benéfico tanto para institución como  para el usuario mismo.  Es importante considerar que al tener una plaza con estas finalidades la podemos ubicar en punto estratégico como es la parte de la atención al público, donde el contacto es más directo con los/as usuarios/as indígenas por el motivo que la persona indígena acude a estos Tribunales y el solo hecho de venir se le hace un mundo y sumado a ello el tema del idioma lo hace un más difícil.



Con el tema de los candidatos y candidatas para ocupar la posible plaza no se tienen sería primero contar con la plaza y luego coordinar con el Departamento de Gestión Humana el o los métodos a seguir para obtener el candidato o candidata, para ocupar el puesto, por experiencia a diario se tiene el contacto con usuarios indígenas lo ideal sería reclutar una persona que sea de la etnia indígena, esto por varios motivos:



Nombrar a una persona que no sea de su propia etnia  no sería lo conveniente por el motivo que las persona indígenas son muy desconfiados  para dar información, al tener al frente a una persona donde sus características de piel, lenguaje sea diferentes al de ellos no tienen la confianza, aunado a ello un alto volumen de usuarios indígenas son mujeres que denuncian Pensiones Alimentarias, Violencia Domestica, Abusos de ahí el cuidado y tacto en el momento de realizar la entrevista, es por ello que lo más ideal dentro de las posibilidades  nombrar en la plaza alguien de la misma etnia, preferiblemente que sea mujer.



En las localidades indígenas se tiene  centros educativos de secundaria un alto porcentaje de las lecciones son en su lengua natal, impartidas por profesores y profesoras de su misma etnia, son estudiantes preparados  en el momento de seleccionar a los posibles candidatos y candidatas realizar un sistema de reclutamiento enfocados en el perfil que se requiere, para ello la Administración con todo gusto les colabora en la divulgación de la información, aspectos de inscripción validar títulos entre otros temas.



Le adjunto archivo con la información de los peritajes requeridos del mes de enero del año 2018 al mes de febrero 2019, lo que evidencia la demanda en estos circuito con el tema de los peritajes, es importante indicar que  solo se reflejan el tema de los peritajes, hay que tomar en cuenta las los usuarios que a diario se apersona a esto Tribunales a realizar  algún trámite en los diferentes despachos, no se consideran en el archivo adjunto por el motivo que habría que consultarle a los desechos sobre la afluencia de usuarios/as que antemano sé que es  bastante, como lo indique en el primer punto del presente informe la afluencia de usuarios indígenas tiene un alto porcentaje en estos Tribunales.”



A continuación, se adjunta archivo de los pagos efectuados para traducciones durante los años 2017, 2018 y lo que se lleva del año 2019:







De igual manera, el señor Cerdas Zúñiga indicó que “en el caso de la Administración se tiene un solo vehículo que es utilizado por los diferentes  despachos para realizar giras a la zona indígena como: Trabajo Social, Juzgado Contravencional y Pensiones, para que tenga una idea en la zona indígena están extensa que la Oficina de Comunicaciones Judiciales de esta Administración tiene asignado a un Técnico en Comunicaciones para notificar y citar la zona,  la comunidad de Grano Oro que es un distrito se ubica a  casi una hora de estos Tribunales, hay que sumarle que las poblaciones indígenas se ubican a una o más horas del Grano Oro,  el acceso solo es posible en cuadraciclo, aunado a lo anterior  la zona indígena limita con la Cordillera de Talamanca, que por acceso les queda más cómodo Turrialba que a Bribri, así las cosas Don David sería ideal contar con la plaza para ofrecerle un servicio de una justicia pronta y cumplida a esta población.”



G.         Estructura del Juzgado Contravencional de Turrialba



A este punto, resulta importante visualizar la estructura actual de puestos del Juzgado Contravencional de Turrialba, por lo tanto, presentamos el siguiente cuadro:



Cuadro # 3: Estructura del Juzgado Contravencional de Turrialba



Fuente: Relación de Puestos para el 2019



Como se concibe en el cuadro anterior, el Juzgado Contravencional de Turrialba no cuenta hoy con una plaza vacante que se pueda trasladar hacia la Administración Regional de esa zona para utilizar como soporte para la atención de personas indígenas, por lo tanto, se considera incierto el tiempo que deberá transcurrir para cumplir con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L.



H.          Razonamiento de la gestión presentada:



De primera entrada, es importante dejar claro que el Poder Judicial ha emprendido acciones concretas para acercar la justicia a los pueblos indígenas de las diferentes zonas del país, sin que la lengua haya sido una limitación infranqueable, tal como se indica en los informes y en el trabajo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



Ahora bien, en sintonía con la gestión central de este informe, y en virtud de que no existe actualmente en el Juzgado Contravencional de Turrialba, ninguna plaza vacante,  la Dirección de Gestión Humana estima conveniente que la Dirección de Planificación, realice los estudios técnicos pertinentes para valorar la inclusión dentro del presupuesto del periodo 2021 de una plaza de Técnico Judicial 3 para la Administración Regional de Turrialba, la cual, debería ser ocupada por una persona de la comunidad indígena para que se enfoque en realizar las traducciones solicitadas en las diligencias judiciales, abrazando el principio de justicia pronta y cumplida de nuestro Poder Judicial.



En ese sentido, la anterior recomendación se gesta en vista de que, aunque en el Poder Judicial, si bien existe la clase de puesto de Intérprete, ésta posee como requisito académico un bachillerato en inglés, aspecto que difiere totalmente de la necesidad de traducción de lenguas indígenas, por lo tanto, se considera adecuado la creación de un cargo de Técnico Judicial 3 dedicado específicamente a realizar la interpretación de dialectos indígenas en la Administración Regional de Turrialba, sumado al hecho de que dicho puesto se pueda utilizar en otras labores propias de la Administración Regional de Turrialba.



Como otra alternativa de solución al caso en estudio y al observar la contracción presupuestaria por la que atraviesa nuestra institución, el Juzgado Contravencional de Turrialba en caso de ocurrir alguna vacante deberá informar a la Dirección de Gestión Humana para que ésta pueda realizar el traslado de la plaza a la Administración Regional de Turrialba, tal como lo acordó el órgano superior en la sesión 96-18 celebrada el 02 de noviembre de 2018,artículo L y de esa manera, suplir el requerimiento de intérpretes de dialectos indígenas.



Por lo anterior y como una medida transitoria mientras alguna de esas recomendaciones acontece, la Dirección de Gestión Humana discurre adecuado mantener el pago de traducciones tal y como lo ha realizado la Administración Regional de Turrialba, hasta tanto, la Dirección de Planificación logre dotar de un recurso destinado a las traducciones de lenguas indígenas o bien, se logre ejecutar el traslado de una plaza del Juzgado Contravencional de Turrialba a la Administración Regional de esa zona.



I.            Resumen de las recomendaciones técnicas vertidas:



A continuación, formularemos un epítome de las recomendaciones que la Dirección de Gestión Humana ha vertido sobre el caso en estudio:



1) Que la Dirección de Planificación analice dotar de una plaza de Técnico Judicial 3 a la Administración Regional de Turrialba y se dedique a realizar las interpretaciones de lenguas indígenas, así como otras labores propias de esa Administración.



2) Cuando alguna plaza del Juzgado Contravencional de Turrialba adquiera condición de vacante, ese juzgado comunique lo correspondiente a la Dirección de Gestión Humana, a fin de que la misma sea trasladada a la Administración Regional de esa localidad para que se encargue de la interpretación de dialectos indígenas; momento en el cual deberá analizarse si es necesario realizar algún ajuste en la clasificación y valoración de la misma.



3) Mantener el pago de traducciones tal y como lo ha venido realizando la Administración Regional de Turrialba hasta que alguna de las dos primeras recomendaciones se logre materializar.



Se acordó: aprobar en todos sus extremos el informe SAP-179-2019.



Se declara acuerdo en firme.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión N° 05-2019 celebrada el 23 de abril de 2019, artículo II. 2.) En vista de que en la Defensa Pública de Turrialba, existe un persona servidora judicial perteneciente a los pueblos originarios de la zona, se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que coordine con la Administración Regional de Turrialba, una alternativa que permita que una persona servidora judicial del circuito judicial de Turrialba, permute con el servidor judicial de la Defensa Pública esa misma localidad, que domina el dialecto indígena, lo anterior, para que se dedique a realizar las interpretaciones de lenguas indígenas, así como otras labores propias del cargo, mientras se tienen los recursos para la creación de traductor de dialecto indígena.



El Juzgado Contravencional de Turrialba, las Direcciones Ejecutiva, de Gestión Humana, de Planificación y la Administración Regional de Turrialba, tomarán nota para lo que corresponda.








 












[1] Tomado del sitio web http://www.turismocostarica.org/turismocostarica_informacion_costarica.aspx?idContent=29



[2]Según correo electrónico de la señora Maribel López Bermúdez, Administradora Regional de Limón.







image39.wmf








Artículo XLIX








image40.wmf








Artículo XXV








image41.wmf








Artículo V








image42.wmf








Artículo XVIII








image43.wmf








Artículo LXXVI








image4.wmf








Artículo LXVII








image44.wmf








Artículo LXXI








image45.wmf








Artículo LXX








image46.wmf








Artículo XLVII








image47.wmf








Artículo LXXXIV








image48.wmf








Artículo XXXI








image49.wmf








Artículo LXXXIX








image50.wmf








Artículo LX








image5.wmf








Artículo XVIII








image51.wmf








Artículo LVIII








image52.wmf








Artículo LXXII








image53.wmf








Artículo XXXIV








image54.wmf








Artículo LXXI








image55.wmf








Artículo XLI








image56.wmf








Artículo XXVIII








image57.wmf








Artículo XLVIII








image58.jpeg













image59.jpeg













image6.wmf








Artículo XXIII








image60.wmf








Artículo C








image61.wmf








Artículo XCIX








image62.wmf








Artículo LXVI








image63.wmf








Artículo LXIX








image64.wmf








Artículo LXXIII








image65.wmf








Artículo LXXVII








image66.wmf








Artículo LXXV








image7.wmf








Artículo XXXVIII








image67.wmf








Artículo LXXI








image68.png



U

INFORME AL 31DE
DICIEMERE E 2013










image69.png



INFORME AL 31 DE
DICIEMERE DE 2018 -










image70.wmf








Artículo L








image71.png



=
=

seuse derrecbido

de s bspeccon usic










image72.png



=
=
DEsESTIAON
MASVApSE










image73.wmf








Artículo LXXXI








image74.wmf








Artículo LXXIV








image75.wmf








Artículo LXI








image76.wmf








Artículo LXXVII








image77.jpeg



Distritos de Buenos Aires de Puntarenas











image8.wmf








Artículo LIII








image78.jpeg



Personas que se|Personas que NO se |TOTAL
autoidentificaron  como | autoidentificaron  como
indigenas y no fueron |indigenas y no fueron

atendidas atendidas

16 USUARIOS Y USARIAS |20 USUARIOS Y USUARIAS | 36 PERSONAS QUE NO
FUERON ATENDIDAS











image79.wmf








Artículo XXXIII








image80.wmf








Artículo LV








image81.wmf








Artículo XXVI








image9.wmf








Artículo LIV








image10.wmf








Artículo XXIX








image11.wmf








Artículo XVI








image12.wmf








Artículo LXII








image13.wmf








Artículo XXXIX








image14.wmf








Artículo XL








image15.wmf








Artículo XXXIII








image16.wmf








Artículo XXXVIII








image17.wmf








Artículo XXXI








image18.wmf








Artículo XXXIII








image19.wmf








Artículo XL








image20.wmf








Artículo LX








image1.wmf








Artículo LXIV








image21.wmf








Artículo XLIV








image22.wmf








Artículo XLV








image23.wmf








Artículo LXVI








image24.wmf








Artículo XLIII








image25.wmf








Artículo XXIX








image26.wmf








Artículo LXVII








image2.wmf








Artículo LXVI








image27.wmf








Artículo LXIV








image28.wmf








Artículo LIX








image29.wmf








Artículo LXVI








image30.wmf








Artículo LI








image31.wmf








Artículo LIX








image32.wmf








Artículo LXVII








image33.wmf








Artículo XVI








image34.wmf








Artículo LXVI








image3.wmf








Artículo XXVIII








image35.wmf








Artículo L








image36.wmf








Artículo XXIV








image37.wmf








Artículo XV








image38.wmf








Artículo XXXVI














[bookmark: _GoBack]Acta de Corte Plena Nº 023 - 2010








Fecha: 30 de Agosto del 2010



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XXXI



         La licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de Área de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio N° CPAS-892-17192 de 24 de junio último, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Defensa y Fortalecimiento del Idioma Español y las Lenguas Aborígenes Nacionales”, expediente # 17.282.



         La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en nota de 27 de agosto en curso, rinde el siguiente informe:



    “En primer término reciba mi cordial saludo y; sin más preámbulo paso a referirme a la siguiente petición.



 



Como es de su conocimiento, me permito remitir el informe asignado a la suscrita mediante Solicitud de Informe o Traslado de Documentos N° 033-2010 con número interno PL-018-10, recibido en esta oficina el viernes 23de julio de 2010 pasado en horas de la tarde, por correo electrónico, sobre solicitud de criterio respecto del "Proyecto de Ley“ Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales” que responde al texto del proyecto,  Expediente Nº 17.282., el cual está siendo analizado por la Comisión de Asuntos Sociales, en la cual se le asignó el número de referencia 7070-10, PL-018-10.



 



Dentro del plazo requerido entrego el informe peticionado a efecto de que se sirva introducirlo en la agenda de la próxima sesión de Corte Plena que a bien estimen conveniente someter a discusión.



 



            Le hago saber, que en razón de lo que se comenta en el informe sobre el proyecto de ley en discusión, fue mi deseo, si a bien se pudiere, pedir a la Asamblea Legislativa una prórroga, con el afán de que se me otorgara la oportunidad de poder rendir el informe de forma oral, dado que salí del país al día siguiente de esta remisión esto a mi regreso, el lunes 16 de agosto de los presentes. En caso de no ser factible, deseara que mis consideraciones negativas al proyecto en estudio, se remitan a la Asamblea Legislativa, aunque fueran a título personal, como miembra de Corte Plena e  integrante de la Sub Comisión de Tutela a las Personas y Pueblos Indígenas.”
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“I.- A MANERA DE INTRODUCCIÓN



 



En virtud de tratarse de un proyecto de ley que tendrá ingerencia en la organización y servicio de la  administración de justicia, donde  intervenga una persona indígena se ha de rendir el informe.



Solicité a la Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Licda. Lena White Curling,  lo comunicara  a los y las integrantes de dicha Sub Comisión. Sus valiosas observaciones, se incluyen en un todo desde los distintos ámbitos, dado que incidirían en las acciones  de acceso a la justicia que se han tomado (aprobadas tanto por el Consejo Superior cuanto por esta Corte) y que se adjuntan al final de este informe.     



 



II.-  OBSERVACIONES



 



Desde la defensa pública se estima que los siguientes aspectos deben ser corregidos en el proyecto de ley:



 



A.- LA TIPIFICACIÓN DE DELITOS EN ESTE PROYECTO:



 



Desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se regula en los artículos 1, 2 y 30, de dicho proyecto se señala que la forma de redactar el tipo penal, a todas luces podría ser inconstitucional, ello por cuanto, se indica en la  tercera de estas normas:  Según la gravedad del hecho.  Esta forma de iniciar la redacción resulta incorrecta, porque deja a expensas del  juez valorar el grado de gravedad del hecho.  Estaría bien este criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción,  ya que debe describirse en forma clara, y precisa la conducta que se pretende penar.  Se está en presencia de un tipo penal totalmente abstracto.  Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa, cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, con su respectiva pena.



 



B.-  RESPECTO AL  O A LA INTÉRPRETE Y TRADUCTOR (A):



 



Referente a lo establecido en los preceptos 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite, para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores, quienes tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa, se  observan al menos dos problemas:



 



La norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un intérprete y traductor (a), en las disciplinas con que cuente la defensa pública a fin de no dejar esta posibilidad a expensas de que el Estado proveerá, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real en estas situaciones.



 



 Se refiere en segundo lugar a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esa disposición, podría interpretarse que se tendrá que nombrar un defensor o defensora, incluso para las o los ofendidos o denunciantes, cuando las o los defensores se deben asignar a aquellas personas indígenas, quienes estén acusadas o al menos sean testigos sospechosos en algún  proceso.  Además, como se encuentra redactada,  puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas  indígenas quienes sean parte de algún  proceso judicial, se tendría que nombrar defensores públicos en absolutamente todos los procesos que se diluciden  en el Poder Judicial: ejemplo. materia civil, comercial, contenciosa administrativa,  laboral,  etc. A la fecha,  apear de que sería lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicos en todas las materias. En esto incidiría tal normativa, debiéndose entonces tomar en cuenta.



 



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras  que tengan conocimiento de su cultura  e idioma nativo, lo cual resulta imposible porque no se cuenta  con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



 



III.-  OTRAS OBSERVACIONES



 



A.-  RECOMENDACIÓN GENERAL.  A  fin de armonizar el lenguaje empleado en el proyecto de estudio, se analiza con el del Convenio  Internacional  no. 169sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa así como en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por la Asamblea General, el 13 de septiembre de 2007, se sugiere  sustituir en todo el proyecto la referencia, a “lenguas aborígenes” por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”.



  Dicha observación, además  elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a lo indígena, “cultura, arte” y “artesanía”, “pueblos y territorios” en contraposición a “poblaciones, asentamientos y tierras”, siendo los vocablos que denotan menor valor los asignados a todo lo referente a las culturas indígenas.



 



Con tal modificación se respetarían los deseos que han transmitido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, los  distintos pueblos indígenas del país, de que se respete el lenguaje internacionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



 



[bookmark: _ftnref1]A su vez, se previene la discusión, ya analizada en el ámbito internacional, sobre la conveniencia o no de usar el término “aborígenes” o el de “pueblos indígenas”.[1]



 



B.-  SOBRE EL OBJETIVO DEL PROYECTO



 



Estimo muy valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país,  a efecto de ejecutar lo dispuesto en convenios internacionales relativos a los derechos de los pueblos indígenas, desarrollar lo dispuesto en el ordinal 76 de la Constitución Política y promover una cultura que valore los aportes de este sector de la población para la conformación y desarrollo de nuestra Nación.



 



La iniciativa encuentra fundamento jurídico en normas internacionales que establecen el respeto, preservación y promoción de las culturas indígenas (arts. 2.2.b, 4.1 del Convenio 169 de OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado en 1989 y ratificado por Costa Rica en 1993.



 



Además, el cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas establece: 



 



[bookmark: _ftnref2]“Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”[2]



 



[bookmark: _ftnref3]En esa misma Declaración se reconoce, de forma expresa, el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16.[3]



 



Por todo lo anterior se estima que el proyecto sobre el cual se solicita criterio, cumple un fin de interés jurídico, social y ético digno de aprobarse pero con las observaciones dadas.



 



C.-  CONTENIDO DEL PROYECTO



 



Se sugiere sustituir el término: “lenguas aborígenes”, por el de “idiomas de los pueblos indígenas”.  Se considera importante el reconocimiento de estos como parte del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica (artículo 3 del proyecto), estableciéndose la promoción de su preservación, desarrollo y uso. Además, se les reconoce la misma validez en todo el territorio nacional y protección institucional que al Español (numeral 6 del proyecto).



 



Asimismo, prohíbe toda discriminación en contra de quienes hablen estos idiomas, por dicho motivo, lo cual es congruente y refuerza lo que dispone el precepto 33 constitucional.  El texto propuesto promueve la redacción, tanto en Español como en estos idiomas de documentos públicos, rótulos, publicidad, trabajos académicos y tratados, entre otros, lo cual contribuirá a asegurar la posibilidad de una correcta comprensión de quienes pertenecen a las ocho etnias costarricenses de la información que estos contienen, mecanismo que sin duda fortalecerá el ejercicio efectivo del derecho de información que consagra la Constitución Política (arts. 30 y 46).



 



Ante el incumplimiento de dicho deber, se contemplan sanciones en el canon 9 de la propuesta legislativa.



 



Tras un examen minucioso, no existen objeciones ni sugerencias a los Capítulos I (denominado Disposiciones generales) y II (Escritura Preceptiva) del proyecto, cuyas disposiciones contribuyen sin duda a los fines de la iniciativa.



 



En cuanto al Capítulo identificado como III, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, únicamente se sugiere que, en atención a las demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos.



 Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género.



 



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir expresamente la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



 



En cuanto al Capítulo IV que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes, sin que se les exijan los requisitos académicas y que estos sean sustituidos por los que se proponen para los integrantes indígenas de la Comisión Nacional.



 



Se propone incluir que la Municipalidad de cada cantón establecerá el mecanismo de designación del o de los representante(s) indígena(s), procurando una participación amplia y democrática en el proceso de designación por parte de la población representada y que las o los representantes sean conocedores y conocedoras de las tradiciones culturales de los representados o representadas.



 



D.-  SOBRE EL CAPÍTULO V



 



Se sugiere modificar el título conforme a la recomendación general de sustituir el término “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y, en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso a equitativo  la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó el ordinal citado.



 



Derecho a un intérprete costeado por el Estado.



 



  La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y así lo requiera. En la medida de lo posible, se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras.



 



Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial, que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al “Estado”, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



 



Para armonizar lo dispuesto en el ordinal 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo, concretamente,  la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes.  Con ello se beneficiaría de que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



 



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto.



 



En lo relativo a sanciones, se remite a los comentarios de la Defensa Pública, los cuales avalamos y se han expuesto en un inicio.



 



E.- CONSULTA A LOS PUEBLOS INTERESADOS



 



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos, de todos los proyectos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación de estos en todos los asuntos de su interés (arts. 5.c. 6.1.a, 6.2 y 7.1)



 



[bookmark: _ftnref4][bookmark: _ftnref5]Finalmente, observamos que el proyecto deroga la Ley 7623 de 11 de setiembre de 1996[4] y, de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual la mayor parte de las referencias se refieren al idioma Español y no así a los idiomas indígenas.*



 



A MODO DE CONCLUSIÓN



 



Se estima que la iniciativa legislativa  de comentario, constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia, no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, a la protección y promoción de sus derechos.”



 



- 0 -



         Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “En este proyecto de ley que algunas normas bien podrían interpretarse que no tienen incidencia en la organización y servicio del Poder Judicial, hay dos razones por las que se estima sí incide en la organización y servicio del Poder Judicial. Una es por el Principio Constitucional de la garantía del debido proceso y otra es porque en ella están creándose tipos penales que bien podrían incidir en la forma de apreciar, los y las juzgadoras, así como la inclusión o no de intérpretes, traductores y traductoras a la luz de las diferentes Comisiones de Género y de Accesibilidad como las “Cien Reglas de Brasilia”. Esta ley mal denominada “Ley de Defensa del Idioma Español y las lenguas aborígenes Nacionales”, desde su título conlleva discriminación hacia las personas indígenas y los idiomas de los indígenas, porque no son lenguas, no son aborígenes y no son artesanías, sino arte lo que de está cultura tenemos. De ahí que, en todo el proyecto se haga un análisis de esto.



         Aunado a lo anterior, el Estado costarricense aprobó y firmó el convenio 169 de la OIT, donde debe de dársele seguimiento a que en estos casos y estos proyectos de ley tengan participación en gerencia las personas indígenas. La Subcomisión de Pueblos Indígenas a cargo de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios y quien les habla, así como representantes de todos los ámbitos tuvo conocimiento de este proyecto, porque se les hizo llegar de mi parte y encontramos las siguientes observaciones. En primer lugar, consideramos que desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se da en esta normativa, propiamente los numerales 1, 2 y 30, se señala que podría ser eventualmente  constitucional, dado que establece una frase abierta cuando dice: “Según la gravedad del hecho”, en el artículo 30, 2 y 1 y deja a expensas del juzgador o la juzgadora valorar el grado de gravedad del hecho y esto estaría bien en criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción, ya que debe describirse en forma clara y precisa como se pretende penar. Se estaría en presencia de un tipo penal totalmente abstracto. Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, para nosotros en la Subcomisión idiomas indígenas.



         Respecto al intérprete y la traductora, según lo establecen los numerales 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que es a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos y las ciudadanas aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores quienes tengan conocimiento de su cultura, lengua nativa y se observan al menos dos problemas, lo cual en materia agraria, familia y penal, en los procesos sobre todo los orales tienen que contar con esta participación y dice la norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un intérprete, traductor o traductora, máxime que muchas mujeres indígenas piden que sean mujeres quienes les vengan a interpretar o traducir, dado que algunas culturas indígenas les prohíben a las mujeres si quiera ver a los hombres a los ojos, menos dirigirle la palabra como es el caso de algunas noves. De ahí que, en estas disciplinas con que cuente con la defensa pública debe dejarse la posibilidad a expensas de que el Estado proveerá a todos estos casos, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real de estas situaciones. Qué haría el Poder Judicial en los casos prácticos cuando se den las situaciones y no esté claro a qué parte del Estado le corresponde esta gestión.



         En segundo lugar, se refiere a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esta disposición, podría interpretarse quese tendrá que nombrar el defensor o la defensora, incluso para los ofendidos u ofendidas, para denunciantes cuando los defensores o las defensoras se deban asignar a aquellas personas indígenas quienes estén acusadas -dice la normativa- o al menos sean testigos sospechosos en algún proceso. Además, como se encuentra redactada estas disposiciones, puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas indígenas que sean parte de algún proceso judicial. Vean la trascendencia que tendría en la organización, en el servicio y económicamente. En el Poder Judicial habría que nombrarle defensor o defensora en materia civil, comercial, contenciosa administrativa,  laboral. A pesar de que es lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicas en todas las materias. Esto incidiría en la organización y el servicio del Poder Judicial, por lo que se ha de tomar en cuenta el cambio radical que conlleva esta normativa, en caso de aprobarse en los términos que está que serían los óptimos, según también la Subcomisión de tutela pueblos indígenas lo estima, que es a lo que aspiramos, pero va a conllevar un cambio.



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras con conocimiento de su cultura e idioma nativo -así dice la norma-, lo cual resulta imposible a la fecha porque no se cuenta con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



Entre otras observaciones y en forma general se recomienda lo que ya les señalé que dispone el Convenio Internacional N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, que fue ratificado por Costa Rica, así como por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, también aprobado en el 2007, donde se sugiere en todo el proyecto eliminar las frases “lenguas aborígenes”, por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”. Dicha observación además elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a los indígenas. Consideramos trascendente que la Asamblea Legislativa tenga esta idea que en la Subcomisión de Pueblos Indígenas nos los han hecho saber los indígenas, acorde a lo que nosotros hemos dado y tratado de poner en práctica que es el cumplimiento de este convenio 169 de la OIT. Con esa modificación los distintos pueblos indígenas podrían verse respetados en el lenguaje intencionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



A su vez se previene la discusión ya analizada de la diferencia entre “aborígenes” o “pueblos indígenas”, estimándose que es esta segunda frase la que debe darse, porque son frases despectivas, consideradas por los diferentes especialistas en esta materia. En realidad estimamos tanto quien les habla como el Subcomité a quién lo llevé, por esta razón de que deben tener conocimiento los indígenas representantes de muchos pueblos de estos proyectos, que es valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país como es este proyecto, a efecto de ejecutar lo dispuesto en los convenios que les señalé y lo que dispone el ordinal 76 de la Carta Magna. La iniciativa encuentra sustento jurídico en lo que establecen las disposiciones que en el proyecto se citan y que arduamente les he señalado. Además del cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas que dispone: “Pertenecer a tradiciones organizativas anteriores a la aparición del Estado moderno y pertenecer a culturas que sobrevivieron la expansión planetaria de la civilización europea, expresamente dice: Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”. En esa misma declaración se reconoce de forma expresa el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16 y, que en realidad, si bien esto no incide tiene un sentido lógico todo lo que se viene desarrollando del por qué la trascendencia en que desde el ángulo también de la ética del Poder Judicial debemos coincidir en que de alguna forma interesa en este sentido.



En cuanto al contenido del proyecto se estima que cumple con un in fine interés jurídico, social y ético, digno de aprobarse pero con estas observaciones que se dan.



Se sugiere como les dije sustituir las frases que se estiman discriminatorias, ante también las diferentes observaciones se considera que los tipos penales deberían de readecuarse, para que no queden con frases abiertas que podrían tener vicios de inconstitucionalidad y luego en cuanto a los capítulos primero denominado “Disposiciones Generales” y segundo “Escritura Preceptiva”, tales disposiciones deben contribuir a los fines de la iniciativa, pero en el numeral 8 debería indicarse que se traducirán todas las diferentes etiquetas desde el ángulo de los y las consumidoras cuando lo solicite la parte indígena, aún cuando hable español de oficio cuando se constante que no habla español o así si se haya manifestado durante el proceso. Lo que de si ella lo solicita se traduzca aún cuando hable es porque puede ser relevante para ella, (cuando me refiero a ella es la persona indígena), que otros miembros de su comunidad puedan leer y entender el documento, (en este caso podría ser una sentencia). Creo que debería especificarse que se traducirán las sentencias, autos de traslado y auto sentencias en el caso del Poder Judicial o podría ser todo el expediente, si así lo solicitare alguna de las partes en que intervenga una  persona indígena.



En cuanto al capítulo identificado como tercero, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, se sugiere que en atención a las demandas de los y las habitantes indígenas del país, quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura y de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como lo que sí se impone a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, al tratarse de representantes directos de dichos pueblos. Igualmente para quienes se nombre como traductores e intérpretes, porque sí deberían no exigírsele igual que a las demás personas lo cual en el Poder Judicial sí se esta respetando, pero ya que hay una normativa expresa que regula en cuanto a traductores y traductoras e intérpretes ha de tomarse en consideración, que no podría exigírsele la misma escolaridad que a otras personas.



Referente al precepto 32, debería de hacerle la salvedad que esa información no es necesaria en el empaque donde se venda, cuando la venta es a granel o en ferias del agricultor o similares, pero sí debe suministrarse en tales casos información clara y en lugar visible sobre el precio del producto y mostrarse al consumidor la pesa, es decir, lo que denominábamos la romana, para que pueda comprobar cuánto pesa lo que se compra. Para mí esto aplica respecto a la venta de productos agrarios, solo en el momento cuando el consumidor compra la venta final. En esos casos quien le vende puede no ser ya un productor agrario, sino un intermediario, pero de todas formas deben respetarse al menos lo que indiqué antes, si es en ferias agrícolas o en puestos de ventas de productos, pero si ya es un servicio de venta de productos como supermercados, sí deben indicarse todos estos elementos, por la eventual responsabilidad objetiva que garantiza la normativa aplicable. En estos casos pueden darse asuntos en sede jurisdiccional que incidan con lo que se está haciendo la observación.



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



En cuanto al Capítulo IV, que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los Cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes. Si bien estas proposiciones a las Municipalidades no necesariamente incidirían en la administración de justicia, en razón de que tenemos una Subcomisión y que nos hemos comprometido con las “Cien Reglas de Brasilia”, tenemos que hacer notar las discriminaciones que se dan, porque generalmente son las personas blancas o de otra etnia las que deciden por los pueblos indígenas.



Sobre el capítulo V, se sugiere igualmente cambiar las denominaciones de “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó en el ordinal citado.



Se establece el derecho a un intérprete o a una intérprete costeada por el Estado, pero que la administración de la justicia deberá facilitar sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y si así lo requiere. En la medida de lo posible se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras. Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos y peritas en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al Estado, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



Para armonizar lo dispuesto en el ordinal 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo concretamente, la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes. Con ello se beneficiaría que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de litis o de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto. Y en lo relativo a sanciones, se remite a los comentarios de lo que la Defensa Pública aquí estableció y que en un inicio hablé de los tipos penales.



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos de todos los proyectos relacionados con los derechos de éstos, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación en estos asuntos. Observamos también que el proyecto deroga la Ley N° 7623 de 11 de setiembre de 1996 y de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual, la mayor parte de las referencias se refieren al idioma español y no así a los idiomas indígenas.



A modo de conclusión, gracias por permitirme estas consideraciones. Se estima que la iniciativa legislativa de comentario constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, protección y promoción de sus derechos. Se adjunta las “Diez Reglas Prácticas” que esta Corte y el Consejo Superior aprobaron y que por ellas podemos ver que en varias de sus normas incide lo que aquí se regula. Dejo a ustedes lo que a bien tengan resolver.”



         Interviene el Magistrado Arroyo: “Uno de los aspectos más sobresalientes del informe de la Magistrada Escoto, tiene que ver con la legislación que se propone como ideal, que en el informe se reconoce como una normativa que está propuesta en los mejores términos y de conformidad con obligaciones internacionales que el país ha ido adquiriendo, pero que, sin embargo, la propuesta legislativa no resuelve cómo se va a hacer. Yo quiero como se ha hecho en otros informes igualmente importantes, se pudiera hacer un llamado de atención a la Asamblea Legislativa, para que el proyecto de ley incorpore cómo es que se va a resolver el incremento de servicios y de funciones que se le está dando al Poder Judicial. Por lo demás, me parece que el informe cumple con una propuesta muy seria que valdría la pena que nosotros, por la deuda histórica que tenemos con los pueblos indígenas que habitan el suelo costarricense, pudiera dársele la importancia y la relevancia que sin duda tiene.”



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO ARROYO,  SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Debo informar que los Magistrados de la Sala Constitucional están inhibidos de conocer este tema. Doña Carmenmaría, estima usted conveniente que hiciéramos en el resumen que usted hace final, una directa referencia a que el Poder Judicial se opondría a este proyecto de ley, si no se le dan los nuevos recursos necesarios para cumplir con las nuevas obligaciones que se le imponen. Usted lo dice claramente en el desarrollo, pero me parece que sería muy importante que lo dijéramos también al final.”



Prosigue la Magistrada Escoto: “Esta es una muestra de cómo diferentes proyectos de ley inciden definitivamente en el Poder Judicial, porque nos van imponiendo funciones de muchísima altura y aceptación, pero que, desde un ángulo del mismo presupuesto hay que hacer énfasis en que viene a ser una carga bastante fuerte para el Poder Judicial, tan es así, que la Defensa Pública se preocupó muchísimo en que tenga que darse, desde el ángulo de la Defensa Pública, asistencia técnica como debe ser en todas las disciplinas y por gente especializada que conozca de la materia. Creo y estoy de acuerdo en que todo lo que sea para mejor pueda hacerse, pero sí es un momento importante para destacar de cómo debería de dársele a este proyecto por parte de esta Corte, un dictamen afirmativo en el tanto y cuanto se cambien todas las observaciones, porque los mismos indígenas y representantes de la Universidad de Costa Rica, están molestos con la forma en que indirectamente se está más bien discriminando con este proyecto.”



         Expresa la Magistrada Pereira: “Me parece muy importante la referencia que la Magistrada Escoto ha hecho a todo el proyecto en general. Yo solamente tendría una observación quizás por la importancia que revisten los temas. Hay un aspecto por ejemplo en la tipificación de delitos en el nuevo proyecto que corresponde a aspectos de política criminal que define el Gobierno y que nosotros digamos no podríamos a ellos indicarle cuáles son las directrices en política criminal, pero a lo que yo quiero como observarle es que, hay algunos aspectos específicos del proyecto que tienen que ver con la organización y funcionamiento en forma directa y muy relevantes del Poder Judicial. Por una cuestión de forma podría pronunciarse sobre esos artículos y las observaciones que se tienen que hacer respecto a los otros artículos deslindarlas de lo que realmente nos constriñe a nosotros como Poder Judicial, ¿esto por qué?, porque por ejemplo, respecto al intérprete y al traductor nuestra normativa procesal nos habla del traductor para los derechos de la persona sometida a cualquier tipo de proceso y para las partes. Sí vamos a ir a hablar de que también deben tener traductor para toda la colectividad o el grupo indígena que tenga un derecho a saber lo que se resolvió, pensaríamos irremediablemente en traductor aún en aquellos casos en que las personas dominen perfectamente el idioma español. Eso traería una incidencia que podría ser discutida por la Asamblea Legislativa, en cuanto al valor económico que eso significa en términos reales. De manera que sugiero con muchísimo respeto solamente deslindar en el informe las normas que nos atañen directamente en la organización y funcionamiento, de las consideraciones generales que tienen que ir con el cumplimiento de la “Reglas de Brasilia”, y eso tal vez aclararía porque sabemos que cuando lo hacemos muy extenso y no concretamos los aspectos directos del Poder Judicial, viene a veces a quedar en que no se concretan las observaciones y me parece importante rescatar aquello que realmente nos compete.”



         Continúa la Magistrada Escoto: “La Magistrada Pereira hace una buena observación que bien podría hacerse en dos. A lo que yo sí me opondría es a no establecerle el resto aunque sea en dos columnas separadas, en razón de que, en mi criterio y en el de la Subcomisión de Tutela Pueblos Indígenas de los y las indígenas y también de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cuanto al Instituto de Derechos Humanos se refiere propiamente, consideramos que, en aras de cumplir con el numeral con el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, tiene que tener obligada participación y si no se hace de esta forma mucho de esta normativa los y las indígenas no tiene acceso a ella en el momento de proyecto. Sí me gustaría hacer la diferencia en cuáles inciden y al existir un Comité de Tutela a los Pueblos Indígenas hacer llegar de que esta Corte cumple con los convenios internacionales y que se llevó a ese grupo para que emitiera lo que también aquí se ha señalado.”



La Magistrada Camacho, le expresa a la Magistrada Escoto: “Me parece muy interesante y valioso su informe desde todo punto de vista y desde la perspectiva jurídica del Código de la Niñez y de la Adolescencia, lo mismo que a la Comisión de Accesibilidad presidida por la Magistrada León, me parece que los aportes que usted hace son muy valiosos, novedosos y muy necesarios. Sin embargo, tengo algunas dudas cuando la escucho a usted hablar de “lengua”, “lenguaje” e “idioma”; me genera la inquietud de que es importante recordar de que no hay un criterio uniforme para señalar que si uno dice que es una “lengua” es en sentido peyorativo. De manera que yo quiero que ese tema lo tengamos más claro. Por ejemplo, por definición “Lengua es el sistema de signos fonéticos o gráficos”. “Lenguaje es la capacidad de todo ser humano de comunicarse”. “Idioma es la lengua de un pueblo o nación”. Desde ese punto de vista es un tema técnico que me parece o sugiero que le prestemos más atención, para estar de acuerdo con lo que se señala.



Por otro lado, me llama mucho la atención el Código de la Niñez nos dice que es un derecho y una tutela el interés superior del niño/a el derecho a crecer y desarrollarse en su propio país, pueblo o grupo al que pertenece. Desde este punto de vista hace mucho tiempo este es un tema frecuente en los seminarios y congresos referentes al Código de Niñez, porque se estima que es precisamente un tema de indefensión y se ha pensado también que sean otras instituciones las que asuman esta carga económica. De manera que yo también sugiero que no solamente sea el Poder Judicial siempre y cuando se le dote de recursos y pensar también en otras instituciones que coadyuven en la tarea de dotar de este tipo de intérpretes o traductores en los procesos a los que usted hace mención.”      



         Interviene el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece muy importante esto último que señala la Magistrada Camacho. Ya hemos señalado en otras ocasiones que no es cuestión de atraer todo hacia el Poder Judicial, sino efectivamente garantizar los derechos de los ciudadanos y bien podría darse en otros ámbitos del Estado. Sería conveniente hacer ese agregado dándole un mayor énfasis a esa situación.”



         Prosigue la Magistrada Escoto: “Quiero hacerle saber a la Magistrada Camacho que agradezco el interés que tenga en esto sobretodo por tratarse de un tema de grupos minoritarios. Los conceptos que se han criticado peyorativos y discriminatorios han sido en mucho de la normativa internacional que se cita al pie de página. Es de ahí de donde nace la idea de que eliminemos conceptos que hasta en los medios escuchamos como decir “nuestros indígenas”, porque eso demuestra posesión. Creo que sería bueno y yo siempre aludo a la normativa internacional, porque se deja de lado y es ahí donde se dice la prohibición y se ha estimado por los especialistas con más conocimiento que el hablar de “lenguaje”, de “lenguas”, el mencionar que la Constitución Política nuestra por error lo tiene, no debe de ser. Sería conveniente que le diéramos una revisada a la normativa internacional, pues en sentido estricto se trata que esta ley responda a las mismas palabras con que la normativa internacional ha señalado deben ser las usadas.”



         Agrega la Magistrada Camacho: “Me parece muy importante pues la discriminación se da no solamente en la forma de comunicarnos, sino en la forma peyorativa de si es aborigen, indígena, etcétera. De manera que yo en eso estoy de acuerdo. Lo que sí me llama la atención es que desde el punto de vista más amplio los términos “lengua”, “lenguaje” e “idioma”, pues podrían incluirse sin considerarse que se esté discriminando y utilizar desde ese punto de vista lo que dice la normativa internacional en eso.”



         Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, y con las observaciones hechas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa,en respuesta a la consulta formulada.



            Con vista de lo resuelto, el informe queda de la siguiente manera:



“I.- A MANERA DE INTRODUCCION



 



         En virtud de tratarse de un proyecto de ley que tendrá ingerencia en la organización y servicio de la  administración de justicia, donde  intervenga una persona indígena se ha de rendir el informe.



         Solicité a la Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Licda. Lena White Curling,  lo comunicara  a los y las integrantes de dicha Sub Comisión. Sus valiosas observaciones, se incluyen en un todo desde los distintos ámbitos, dado que incidirían en las acciones  de acceso a la justicia que se han tomado (aprobadas tanto por el Consejo Superior cuanto por esta Corte) y que se adjuntan al final de este informe así como por lo dispuesto en el Convenio 169 del OIT.     



 



II.-  OBSERVACIONES:



 



         Estipulan las normas del proyecto, en lo de interés para la organización y servicio del Poder Judicial, lo siguiente:



 



“ARTÍCULO 2.-          Entiéndese por lenguas aborígenes nacionales las que proceden de los pueblos existentes en el territorio nacional antes del establecimiento del Estado costarricense, además de las provenientes de otros pueblos indoamericanos, igualmente preexistentes, que se hayan arraigado en el territorio nacional con posterioridad y que se reconocen por poseer un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación.



 



ARTÍCULO 3.-            Por su origen histórico y su importancia en la formación de nuestra identidad, el idioma español y las lenguas aborígenes costarricenses se reconocen como parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica.



 



ARTÍCULO 4.-            El Estado costarricense reconocerá, protegerá y promoverá la preservación, el desarrollo y el uso del idioma español y de las lenguas aborígenes nacionales.



 



“ARTÍCULO 9.-Los registros públicos negarán la inscripción de documentos que no se ajusten a las disposiciones de esta Ley.  De faltar a su deber, podrán ser sancionados los funcionarios responsables con una multa que irá de cinco a diez veces el salario base, según sea el caso, conforme lo establece esta Ley.



 



CAPÍTULO V LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES



 



ARTÍCULO 25.-



El Estado costarricense garantizará el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes costarricenses en la lengua de que sean hablantes.  Para garantizar este derecho, el Estado proveerá lo que se necesite, con el propósito de que en los procesos judiciales en los que ciudadanos aborígenes sean parte, ellos sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa.



 



ARTÍCULO 26.-          Los intérpretes especializados a que se refiere el artículo anterior serán recomendados por la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma, la cual hará constar, por medio de una comisión especial, que los intérpretes propuestos dominan completamente la lengua aborigen en cuestión, y que en esas condiciones, pueden garantizar en el idioma español lo que el ciudadano aborigen dijo en su lengua nativa.



 



ARTÍCULO 28.-          El Estado costarricense dispondrá de un plan con el fin de proteger, preservar, promover y desarrollar las diversas lenguas aborígenes costarricenses



 



 ARTÍCULO 29.-         El Estado promoverá la capacitación profesional de intérpretes y traductores especializados en lenguas aborígenes costarricenses y en español.



 



CAPÍTULO VI



 



SANCIONES



 



ARTÍCULO 30.-Según la gravedad del hecho, las infracciones cometidas contra lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta Ley, deberán sancionarse con una multa equivalente al monto de uno a cinco veces el salario mínimo mensual establecido en la Ley de presupuesto ordinario de la República.  El producto de las multas irá a la caja única del Estado, que lo girará a la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma, a fin de que lo destine a financiar campañas dirigidas a la divulgación del uso correcto del español.



 



CAPÍTULO VII



 



DISPOSICIONES FINALES



 



ARTÍCULO 31.-Facúltase a todas las instituciones públicas para que creen los departamentos correspondientes, a fin de contar con un grupo de asesores filológicos que garanticen que los documentos públicos que emitan los organismos del Estado cumplan cabalmente con disposiciones de esta Ley.



 



ARTÍCULO 32.- Modifícase el inciso b) del artículo 34 de la Ley N.° 7472, Promoción de la competencia y defensa efectiva del consumidor, de 20 de diciembre de 1994.  El texto dirá:



 



"Artículo 34.-



 



[…]



 



b)       Informar suficientemente al consumidor, en español y de manera clara y veraz, acerca de los elementos que incidan en forma directa sobre su decisión de consumo.  Debe enterarlo de la naturaleza, la composición, el contenido, el peso, cuando corresponda, las características de los bienes y servicios, el precio de contado en el empaque, el recipiente, el envase o la etiqueta del producto, la góndola o el anaquel del establecimiento comercial y de cualquier otro dato determinante.



 



         De acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley, cuando el producto que se vende o el servicio que se presta se pague al crédito, deben indicarse, siempre en forma visible, el plazo, la tasa de interés anual sobre saldos, la base, las comisiones y la persona, física o jurídica, que brinda el financiamiento, si es un tercero.



 



[…]”



 



ARTÍCULO 33.- Derógase la Ley  Nº 7623, Defensa del idioma español y lenguas aborígenes costarricenses, de 11 de setiembre de 1996, sus reformas y sus reglamentos.”.



 



Los siguientes aspectos deben ser corregidos en el proyecto de ley:



 



A.-LA TIPIFICACIÓN DE DELITOS EN ESTE PROYECTO:



 



Desde el punto de vista de la redacción del tipo penal que se regula en los artículos 1, 2 y 30, de dicho proyecto se señala que la forma de redactar el tipo penal, a todas luces podría ser inconstitucional, ello por cuanto, se indica en la  tercera de estas normas:  Según la gravedad del hecho.  Esta forma de iniciar la redacción resulta incorrecta, porque deja a expensas del  juez valorar el grado de gravedad del hecho.  Estaría bien este criterio para efectos de considerarlo en la imposición de una pena, pero la conducta que se describe como delictiva no puede tener tal redacción,  ya que debe describirse en forma clara, y precisa la conducta que se pretende penar.  Se está en presencia de un tipo penal totalmente abstracto.  Si se considera lo que al respecto señala el canon 1 de esta ley, el tipo penal entonces debe señalar en forma clara y precisa, cuáles son las conductas que afectan la defensa, la promoción, uso y desarrollo del idioma español y las denominadas “lenguas aborígenes”, con su respectiva pena.



 



B.-  RESPECTO AL  O A LA INTÉRPRETE Y TRADUCTOR (A):



 



Esta normativa estipula expresamente:



 



“Derecho a un intérprete costeado por el Estado.



 



 La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes en todos los procesos en que participe una persona indígena y así lo requiera. En la medida de lo posible, se tratará de que las mujeres indígenas sean atendidas por traductoras.”.



 



Dicha propuesta asegura la individualización del obligado a proveer este servicio como el Poder Judicial, que cuenta con los recursos y mecanismos idóneos para el nombramiento de peritos e intérpretes o traductores en los procesos judiciales; y, puede, como se ha venido haciendo, cumplir con tal obligación. El texto propuesto le asigna el deber al “Estado”, sin que se concrete cuál de sus órganos lo cumplirá.



 



Para armonizar lo dispuesto en los ordinales 25 y 26, con el sistema vigente de nombramiento de traductores e intérpretes del Poder Judicial, se sugiere que la recomendación sea dirigida al Poder Judicial, siendo la Dirección Ejecutiva la que tiene a su cargo, concretamente,  la labor de integrar las listas oficiales de peritos e intérpretes.  Con ello se beneficiaría de que un órgano externo competente acredite la idoneidad de quienes aspiran a cumplir esta función, dado que en la actualidad no se cuenta con dicho apoyo.



 



Referente a lo establecido en los preceptos 25 y 26 de esta normativa, cuando se refiere al acceso a la jurisdicción de las comunidades “aborígenes” costarricenses en la “lengua” de que sean hablantes, se indica que a propósito de los procesos judiciales en los que los ciudadanos aborígenes sean parte, el Estado proveerá lo que se necesite, para que sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores, quienes tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa, se  observan al menos dos problemas:



 



La norma debe ser imperativa, ordenándose que en todos estos casos se tendrá que nombrar un (a) intérprete y traductor (a), en las disciplinas con que cuente la defensa pública  a fin de no dejar esta posibilidad a expensas de que el Estado proveerá, porque da la idea de que hará todo lo posible para cumplir, pero sin asumir el compromiso real en estas situaciones.



 



 Se refiere en segundo lugar a la asistencia de un defensor o defensora, pero dada la manera cómo aparece redactada esa disposición, podría interpretarse que se tendrá que nombrar un defensor o defensora, incluso para las o los ofendidos o denunciantes, cuando las o los defensores se deben asignar a aquellas personas indígenas, quienes estén acusadas o al menos sean testigos sospechosos en algún  proceso.  Además, como se encuentra redactada,  puede estimarse que se le deberá nombrar un defensor o defensora a todas aquellas personas  indígenas quienes sean parte de algún  proceso judicial, se tendría que nombrar defensores públicos en absolutamente todos los procesos que se diluciden  en el Poder Judicial: ejemplo. Materia civil, comercial, contenciosa administrativa, laboral, etc. A la fecha,  a pesar de que sería lo óptimo, el Poder Judicial no está en capacidad económica para nombrar defensores y defensoras públicos en todas las materias. En esto incidiría tal normativa también en la organización y servicio, debiéndose entonces tomar en cuenta.



 



En este último detalle aparte del aspecto económico para el cual no está preparado el Poder Judicial, debe considerarse que la norma prevé la obligación de nombrar defensores o defensoras  quienes tengan conocimiento de su cultura  e idioma nativo, lo cual resulta imposible porque no se cuenta con defensores quienes conozcan los distintos idiomas de todos los pueblos indígenas, o al menos que conozcan de sus culturas, por lo que se estaría asumiendo una obligación para la cual el sistema judicial, ni la defensa pública están aún preparadas.



 



Finalmente, en los artículos 28 y 29 del proyecto de ley de análisis, se sugiere especificar cuál dependencia estatal será la obligada a dar cumplimiento a lo dispuesto.



 



C.-  CONTENIDO DEL PROYECTO CON  INCIDENCIAS EN EL PODER JUDICIAL



 



Se prohíbe toda discriminación en contra de quienes hablen estos idiomas, por dicho motivo, lo cual es congruente y refuerza lo que dispone el precepto 33 constitucional.  El texto propuesto promueve la redacción, tanto en Español como en estos idiomas de documentos públicos, rótulos, publicidad, trabajos académicos y tratados, entre otros, lo cual contribuirá a asegurar la posibilidad de una correcta comprensión de quienes pertenecen a las ocho etnias costarricenses de la información que estos contienen, mecanismo que sin duda fortalecerá el ejercicio efectivo del derecho de información que consagra la Constitución Política (arts. 30 y 46).



 



Ante el incumplimiento de dicho deber, se contemplan sanciones en el canon 9 de la propuesta legislativa.



 



Tras un examen minucioso, no existen objeciones ni sugerencias a los Capítulos I (denominado Disposiciones generales) y II (Escritura Preceptiva) del proyecto, cuyas disposiciones contribuyen sin duda a los fines de la iniciativa.



 



De acuerdo a esta Integrante, me parece que el numeral 8 debería indicar que se traducirán cuando lo solicite la parte indígena aún cuando hable español de oficio, cuando se constate que no hable español o así se haya manifestado durante el proceso.



 



Lo de que si ella lo solicita se traduzca aún cuando hable es porque puede ser relevante para ella que otros miembros de su comunidad puedan leer y entender el documento, en este caso, una sentencia.



 



Estimo, debería especificarse que se traducirán las sentencias, autos de traslado y auto sentencias en el caso del poder judicial, o en su caso todo el expediente.



 



Al precepto 32 debería hacérsele la salvedad de que esa información no es necesaria en el empaque donde se venda, cuando la venta es a granel o en ferias del agricultor o similares. Pero, sí debe suministrarse en tales casos información clara y en un lugar visible, sobre el precio del producto, y mostrarse al consumidor la pesa para que pueda comprobar cuánto pesa lo que compra.



 



Para mí esto aplica respecto de la venta de productos agrarios solo en el momento cuando el consumidor compra (la venta final). En esos casos quien le vende puede no ser ya un productor agrario sino un intermediario. Pero de todas formas debe respetarse al menos lo que indiqué antes si es en ferias agrícolas o en puestos de ventas de productos. Pero si ya es un servicio de venta de productos como en supermercados, si deben indicarse todos esos elementos, por la responsabilidad objetiva.



 



D.- SOBRE EL OBJETIVO DEL PROYECTO Y RECOMENDACIONES



 



Se estima muy valioso que el Estado costarricense promulgue leyes específicas para dar cumplimiento al compromiso de reconocer plenamente la condición multicultural y pluriétnica de nuestro país,  a efecto de ejecutar lo dispuesto en convenios internacionales relativos a los derechos de los pueblos indígenas, desarrollar lo dispuesto en el ordinal 76 de la Constitución Política y promover una cultura que valore los aportes de este sector de la población para la conformación y desarrollo de nuestra Nación.



 



La iniciativa encuentra fundamento jurídico en normas internacionales que establecen el respeto, preservación y promoción de las culturas indígenas (arts. 2.2.b, 4.1 del Convenio 169 de OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado en 1989 y ratificado por Costa Rica en 1993.



 



Además, el cardinal 11 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas establece: 



 



[bookmark: _ftnref6]“Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. (…)”[1]



 



[bookmark: _ftnref7]En esa misma Declaración se reconoce, de forma expresa, el derecho de estos pueblos a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras su historia y manifestaciones culturales como los idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras, literatura, nombres, entre otros, a lo cual se hace referencia en los artículos 13 al 16.[2]



 



Por todo lo anterior se considera que el proyecto sobre el cual se solicita criterio, cumple un fin de interés jurídico, social y ético digno de aprobarse pero con las observaciones dadas. Entre ellas, aquella que señala que el Poder Judicial se opondría a este proyecto de ley, si no se le dan los nuevos recursos necesarios para cumplir con las nuevas obligaciones que se le imponen.



 



III.-  OTRAS OBSERVACIONES QUE NO INCIDEN PROPIAMENTE EN LA ORGANIZACIÓN Y SERVICIO DEL PODER JUDICIAL



 



A.-  RECOMENDACIÓN GENERAL.  Para la subcomisión del Tutela a las personas indígenas en el acceso a la justicia,  de la cual esta Integrante  forma parte además de las disposiciones que sí inciden en la organización y servicio de esta Institución, ya expuestas,  las cuales avala esta Sub Comisión, se consideró trascendente hacer las siguientes recomendaciones; a  fin de armonizar el lenguaje empleado en el proyecto de estudio, lo cual se analiza con el del Convenio  Internacional  no. 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa así como en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por la Asamblea General, el 13 de septiembre de 2007, se sugiere  sustituir en todo el proyecto la referencia, a “lenguas aborígenes” por la frase “idiomas de los pueblos indígenas”.



  Dicha observación, además  elimina la desigual valoración que impregna el lenguaje tradicional al distinguir entre “idioma” al hablar del lenguaje de la cultura mayoritaria y “lengua” al referirse a lo indígena, “cultura, arte” y “artesanía”, “pueblos y territorios” en contraposición a “poblaciones, asentamientos y tierras”, siendo los vocablos que denotan menor valor los asignados a todo lo referente a las culturas indígenas.



 



Se sugiere sustituir el término: “lenguas aborígenes”, por el de “idiomas de los pueblos indígenas”.  Se considera importante el reconocimiento de estos como parte del patrimonio cultural y lingüístico de la República de Costa Rica (artículo 3 del proyecto), estableciéndose la promoción de su preservación, desarrollo y uso. Además, se les reconoce la misma validez en todo el territorio nacional y protección institucional que al Español (numeral 6 del proyecto).



 



Con tal modificación se respetarían los deseos que han transmitido a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, los  distintos pueblos indígenas del país, de que se respete el lenguaje internacionalmente aceptado, el cual consideran más respetuoso hacia sus culturas y derechos. 



 



[bookmark: _ftnref8]A su vez, se previene la discusión, ya analizada en el ámbito internacional, sobre la conveniencia o no de usar el término “aborígenes” o el de “pueblos indígenas”.[3]



 



 



 



B.- En cuanto al Capítulo identificado como III, relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, se sugiere que, en atención a las demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas oportunidades, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por su conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos.



 Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género.



 



En el mandato 18 in fine del proyecto, se sugiere incluir expresamente la posibilidad de que la Comisión Nacional de Defensa del Idioma pueda trabajar con organizaciones indígenas que representen a la sociedad civil, además de la colaboración con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, que se contempla.



 



En cuanto al Capítulo IV que regula la figura de las Comisiones Cantonales, igualmente se sugiere que en los cantones donde habiten personas indígenas, se reconozca la participación de uno o dos representantes de la etnia o etnias correspondientes, sin que se les exijan los requisitos académicas y que estos sean sustituidos por los que se proponen para los integrantes indígenas de la Comisión Nacional.



 



Se propone incluir que la Municipalidad de cada cantón establecerá el mecanismo de designación del o de los representante(s) indígena(s), procurando una participación amplia y democrática en el proceso de designación por parte de la población representada y que las o los representantes sean conocedores y conocedoras de las tradiciones culturales de los representados o representadas.



 



C.-  SOBRE EL CAPÍTULO V



 



Se sugiere modificar el título conforme a la recomendación general de sustituir el término “lenguas aborígenes” por “idiomas de los pueblos indígenas” y, en sustitución del artículo 25, se propone el texto siguiente, redactado por la Subcomisión de Pueblos Indígenas, como parte de una propuesta legislativa que se desea promover relativa exclusivamente al derecho al acceso a equitativo a la justicia de los pueblos indígenas, denominada por nosotros “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, cuyo propósito es congruente con lo que se incluyó el ordinal citado.



 



D.- CONSULTA A LOS PUEBLOS INTERESADOS



 



De conformidad con lo que dispone el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, se estima indispensable que se realice la consulta a dichos pueblos, de todos los proyectos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, como el que se analiza, con el fin de asegurar su participación y cooperación de estos en todos los asuntos de su interés (arts. 5.c. 6.1.a, 6.2 y 7.1)



 



[bookmark: _ftnref9][bookmark: _ftnref10]Finalmente, observamos que el proyecto deroga la Ley 7623 de 11 de setiembre de 1996[4] y, de incluirse las recomendaciones propuestas, constituiría un marco legal que otorga mayor reconocimiento, protección y promoción a los idiomas indígenas del país, pues amplía el ámbito de regulación de la ley actualmente vigente, en la cual la mayor parte de las referencias se refieren al idioma Español y no así a los idiomas indígenas.*



 



 A MODO DE CONCLUSIÓN



 



Se estima que la iniciativa legislativa  de comentario, constituye un esfuerzo valioso para el mayor reconocimiento de la importancia, no sólo del idioma español, sino especialmente de los idiomas de los pueblos indígenas costarricenses y contribuye al cumplimiento de los deberes del Estado relativos al reconocimiento, a la protección y promoción de sus derechos y viene a ser un avance de trato igualitario para las personas indígenas.”



- 0 -



            Los Magistrados Jinesta, Castillo y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.








 












[bookmark: _ftn1] 



[bookmark: _ftn2] 



[bookmark: _ftn3] 



[bookmark: _ftn4] 



[bookmark: _ftn5] 



[1] Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (Resolución aprobada por la Asamblea General, 13 de septiembre de 2007.  Consultada en:  http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/es/drip.html



 



[2] Artículo 13



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, lugares y personas y mantenerlos.
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de ese derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados.



Artículo 14



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.



2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen derecho a todos los niveles y formas de educación del Estado sin discriminación.



3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma.



Artículo 15



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en la educación pública y los medios de información públicos.



2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad.



Artículo 16



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de información en sus propios idiomas y a acceder a todos los demás medios de información no indígenas sin discriminación alguna.



2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de información públicos reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar plenamente la libertad de expresión, deberán alentar a los medios de comunicación privados a reflejar debidamente la diversidad cultural indígena.



 



[3] Indígena es un término que, en sentido amplio, se aplica a todo lo relativo a una población originaria del territorio que habita, cuyo establecimiento precede al de otros pueblos o cuya presencia es lo suficientemente prolongada y estable como para tenerla por oriunda (es decir, originario de un lugar).Con el mismo sentido se utiliza, con mayor frecuencia, el término equivalente nativo, presente en expresiones como "idioma nativo". También es habitual utilizar términos como pueblos originarios, naciones nativas o aborígenes.



En sentido estricto y más habitualmente, se aplica la denominación indígenas a las etnias que preservan las culturas tradicionales no europeas. Con este alcance, se denomina indígenas a los grupos humanos quienes presentan características tales como:



· pertenecer a tradiciones organizativas anteriores a la aparición del estado moderno,



· pertenecer a culturas que sobrevivieron la expansión planetaria de la civilización europea.



Merece hacerse notar que este tipo de clasificación se hace para separar a los pueblos que no tienen descendencia Europea. Sin embargo; los lapones ponen  en entredicho el concepto de lo indígena para el continente europeo por ser un pueblo que tiene las mismas características tribales de otros pueblos primitivos del mundo.



Los indígenas frecuentemente constituyen una minoría (aunque en algunos casos sean mayoría), dentro de estados nacionales de corte europeo, organizados según pautas culturales, religiosas, políticas, económicas, raciales, etc., propias de un entorno mayoritariamente europeizado. De este modo, en el sentido más restringido y utilizado del término, «lo indígena» se hace referencia a un remanente pre-europeo que representa en sí mismo una antítesis de la cultura europea.



Siguiendo este uso, no es infrecuente hablar de pueblos indígenas en distintas partes del mundo. Por ejemplo, suele considerarse que los maoríes son un pueblo indígena de Nueva Zelanda. También puede hablarse de indígenas en Borneo,  África y en otros lugares.



Sin embargo, las poblaciones nativas de Australia, aún siendo también indígenas, se conocen con  la denominación distintiva de aborígenes.



Otros pueblos que mantienen fuertes pautas culturales previas a la expansión mundial europea, son  los chinos, hindúes, japoneses, persas, árabes, judíos, egipcios, etc. no suelen incluirse en el término «indígena» en sentido estricto.



De modo más restringido aún, se aplica usualmente el término «indígena» a los indígenas americanos, también llamados «amerindios», «indios», «pueblos originarios»o «primeras naciones».5



Como es sabido, los pueblos indígenas se han organizado en movimientos y asociaciones con el objetivo de defender y promover los derechos de los indígenas, en todo el mundo.



 



[4] Debe notarse que la Ley 7623 derogó, a su vez la ley de Creación de la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, No. 5899, del 13 de abril de 1976 y sus reformas.



 



* Se ha observado que, en la Ley 7623, el término “lenguas aborígenes” se utiliza únicamente en el título y en el artículo primero, de manera que en el resto del articulado las referencias son generalmente al español, idioma cuya utilización también se pretendió protege y promover.







Acta de Corte Plena Nº 031 - 2010








Fecha: 01 de Noviembre del 2010



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales, Comité Gerencial de Informática, Dirección de Tecnología de Información, Contraloría de Servicios del Poder Judicial



ARTÍCULO XX



            El Consejo Superior en sesión N° 93-10 celebrada el 19 de octubre del año en curso, artículo LII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 “Mediante correo electrónico de 11 de octubre en curso, la licenciada Arg ili Gómez Siu, Asesora del Consejo Superior, con instrucciones de la doctora Lupita Chaves Cervantes, en carácter de Coordinadora del Programa Hacia Cero Papel, hizo de conocimiento de este Consejo,  el acuerdo tomado por dicho Programa, en la sesión N° 6-2010, artículo II,  que literalmente dice:



[bookmark: _Toc197147349]“OBJETIVOS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



El Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial va orientado hacia la integración de esfuerzos a nivel institucional en procura  de eliminar el uso del papel, por lo cual es necesario identificar y establecer objetivos generales y específicos que promueven la supresión en el uso del papel, así como la implantación de mecanismos que permitan la comunicación, transmisión y acceso  de información por medios electrónicos para determinar y  comparar los logros alcanzados en diferentes períodos.



 



Objetivo General:



 



§                Potenciar el aprovechamiento de los recursos tecnológicos y la aplicación de buenas prácticas, que contribuyan a eliminar el uso de papel y fotocopias según las políticas institucionales que al efecto se establezcan.



 



Objetivos Específicos:



 



1.             Propiciar campañas de sensibilización y capacitación dirigidas al personal judicial y personas usuarias, acerca de la importancia de erradicar el consumo de papel y  las fotocopias.



 



2.             Informar al personal judicial y las personas usuarias, la lista y funcionalidad de las herramientas tecnológicas con que cuenta la Institución, y motivar su utilización mediante una inducción y seguimiento, que genere un óptimo uso de los recursos tecnológicos.



 



3.             Conocer,  controlar y minimizar  las causas que genera la resistencia al uso de los recursos tecnológicos.



 



4.             Promover protocolos o manuales sobre el uso de cada herramienta tecnológica, para potenciar su utilización.



 



5.             Fomentar la accesibilidad de los recursos tecnológicos para toda la población judicial.



 



6.             Procurar la incorporación como un eje temático dentro de los Planes Anuales Operativos  de acciones relativas a la eliminación del uso del papel y fotocopias,  acorde con las políticas que establezca el Programa Hacia Cero Papeles.



 



7.             Gestionar un estudio por ámbito, que proporcione un inventario de los formatos y/o formularios impresos, formales e informales que se están utilizando.



 



8.             Generar una reducción del gasto presupuestario del Poder Judicial en cuanto al consumo de  papel y fotocopias.



 



9.             Divulgar y fomentar a nivel institucional el  banco de buenas prácticas en temas relacionados con la sustitución del uso del papel y fotocopias  por la oralidad y las herramientas tecnológicas.  



 



10.          Implementar indicadores de costo y consumo adecuados, que permitan conocer y cuantificar los avances que se logren en cuanto a la reducción del consumo de papel y fotocopias.



 



11.          Mejorar la imagen del Poder Judicial de Costa Rica a nivel nacional e internacional en materia de eliminación del consumo de papel y fotocopias.”
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Aunado a lo anterior, la licenciada Gómez Siu, en su citada condición y de igual forma, con instrucciones de la integrante Chaves Cervantes, en su citado carácter, mediante correo electrónico de 11 de octubre en curso, remitió el acuerdo tomado por dicho Programa, en la sesión N° 7-2010, artículo VI,  que textualmente dice:



“En atención al acuerdo tomado por el Programa Hacia Cero Papel, en sesión 06-2010 del 21 de junio de 2010, artículo II, el equipo conformado por los diferentes ámbitos, presenta para su análisis la propuesta de las Políticas de eliminación del  consumo de Papel y fotocopias en el Poder Judicial, donde se incorporan las observaciones que fueron emitidas en dicha sesión.



 



“POLÍTICAS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



En el Poder Judicial, desde hace varios años, es evidente el interés por promover la eliminación  del consumo de papel, en consonancia con la implementación de nuevas tecnologías, lo cual, sin lugar a dudas, ha redundado en la obtención de economías, dentro del marco del uso racional de los recursos institucionales y en la agilización de algunos procesos de administración de justicia.



 



La Corte Plena en sesión N° 16-09 celebrada el 1 de mayo de 2009, artículo XXI, aprobó las “Medidas para la Contención del Gasto”, entre ellas la siguiente:



“(…)



Uso del papel



16. Con el propósito de disminuir el consumo de papel, se deberá potenciar el uso de los medios electrónicos de comunicación,  tal y como lo autoriza el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al efecto se establecerán políticas de uso restringido del papel tanto en la tramitación judicial cuanto en la administrativa, incentivándose prácticas de cero papel y un uso intensivo de las bases de datos con que se cuenta y del correo electrónico institucional.”



 



Mediante Circular No. 122-10, se hizo del conocimiento de los despachos judiciales del país que : “La Corte Plena en sesión Nº 22-2010, celebrada el 16 de agosto de 2010, artículo XIX, acordó autorizar a aquellos despachos que así lo soliciten, en todas las materias y sus instancias, la tramitación de expedientes judiciales mediante sistemas informáticos o nuevas tecnologías, que promuevan la disminución y el no uso de papel “.



                                                                      



Igualmente, se han adoptado medidas independientes, que han permitido reducir el consumo de papel al potenciar el uso de los medios electrónicos de comunicación disponibles, tales como la digitalización de documentos, uso de correo electrónico, archivo electrónico de documentos, entre otros y el uso de sistemas de información computadorizados con que se cuentan a nivel institucional.



 



Dentro del marco anterior, el Consejo Superior en sesión  de 12 de noviembre de 2009, artículo LXIV, dispuso que en cada uno de los ámbitos que integran el Poder Judicial, se designe un equipo de trabajo, que asuman el liderazgo y el desarrollo de una estrategia en el marco de su ámbito, para el cumplimiento de la política de cero papel, partiendo de los esfuerzos realizados hasta la fecha y las acciones necesarias para darle prioridad a su aplicación.



 



Sin embargo, lo realizado hasta la fecha seguiría constituyendo una serie de medidas aisladas, si no se cuenta con un marco de políticas a nivel institucional que, como líneas de acción general, orienten permanentemente el quehacer del Poder Judicial en esta materia.



 



En vista de lo anterior, se plantean las siguientes políticas, con el fin de que sean de acatamiento obligatorio de todos los servidores y servidoras judiciales.



 



Política I: Maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial, como medio para alcanzar una Justicia sin Papeles.



1.1. Para todo trámite que se lleve a cabo en el Poder Judicial, se evitará el consumo de papel, propiciando el uso de información en forma electrónica y prescindiendo de su posterior impresión.



 



1.2. A nivel de comunicación interna del Poder Judicial se utilizará como medio oficial el correo electrónico.



 



1.3 Como parte del desarrollo de sistemas de información computadorizados, el Departamento de Tecnología de Información del Poder Judicial y los actores involucrados procurarán que las salidas de información, se lleven a cabo en forma electrónica, evitando en la medida de las posibilidades la impresión de documentos.



 



1.4 Los informes estadísticos mensuales se remitirán al Departamento de Planificación u otras instancias vía correo electrónico o en algún otro soporte digital. La publicación de los anuarios estadísticos  y otros informes, se hará en formato digital. 



 



1.5 Los responsables de los despachos u oficinas judiciales, deben velar por un respaldo adecuado de la información documental, evitando el uso de papel. Lo anterior sin detrimento de las directrices que se han establecido en materia  tecnológica.



 



1.6 Maximizar la realización de las citaciones, localizaciones y notificaciones en forma electrónica.



 



1.7 El intercambio de información o servicios entre el Poder Judicial y otras instituciones ya sean públicas o privadas, se debe realizar, en la medida de lo posible, en forma digital, prescindiendo de esta forma del uso de papel.



 



1.8  Procurar el desarrollo y acceso de herramientas tecnológicas para las personas usuarias, de forma tal que se les facilite sus trámites, sean jurisdiccionales o administrativos, con el Poder Judicial.



 



1.9  Propiciar la implementación de una solución tecnológica estandarizada para el manejo de la información documental institucional.



 



1.10 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales deberán establecer controles relacionados con el consumo de papel de todo tipo y propiciar, permanentemente, la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo, con el fin de eliminar, el uso de papel y procurar cambios   integrales automatizados.



 



1.11  No imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, previa comprobación de que el documento esté listo para una única impresión, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, duplex, en calidad de borrador, división de párrafo eficiente, paginación correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, etc.  Además la revisión de documentos se llevará a cabo en forma electrónica mediante la utilización del “control de cambios”.



 



1.12 En reuniones de comisiones y equipos de trabajos institucionales, las agendas y actas se remitirán y analizarán en forma electrónica.



 



1.13  Potenciar el uso de la agenda electrónica, maximizar la utilización de los calendarios  y eliminar la adquisición de los planificadores.



 



1.14  Fortalecer el uso de video conferencia u otros medios tecnológicos, para reuniones, audiencias judiciales o administrativas, capacitaciones, entre otros.



 



1.15 Se sustituirá el uso de formularios impresos por digitales (nombramientos, proposiciones de nombramientos, comunicación sobre disfrute de vacaciones, saldo de vacaciones, solicitud de llantas y baterías, consumo de combustible, solicitud de mobiliarios y equipos, donaciones y destrucciones, sistema de control de activos; entre otros)



 



1.16  En el proceso de formulación presupuestaria, no se aprobarán incrementos en la compra de cualquier tipo de papel



 



Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del papel.



 



2.1 El Programa Hacia Cero Papeles, propiciará el desarrollo permanente de campañas orientadas a los servidores y servidoras judiciales, y las personas usuarias del Poder Judicial, para incentivar una cultura de no utilización del papel, haciendo uso de las tecnologías disponibles. Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de contribuir en la divulgación y sensibilización del personal de apoyo a su cargo para la eliminación del uso de papel en sus labores habituales. 



 



2.2 Instaurar un reconocimiento para las oficinas judiciales que presenten una reducción significativa en el consumo de papel y/ o hayan implementado las herramientas que da la oralidad y la tecnología para la eliminación del proceso escrito.  



 



2.3 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de velar de que los Planes  Estratégicos y Anuales Operativos, estén acorde con las Políticas Hacia Cero Papel.



 



2.4 El Poder Judicial, a través de las instancias correspondientes, procurará la definición de indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que orienten la implementación de medidas correctivas que permitan reorientar, oportunamente, el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.



 



2.5 Toda oficina judicial debe llevar un control estricto de fotocopias en cuanto tipo de documentos y  cantidad; autorizará las estrictamente necesarias.



 



2.6 Fortalecer el uso de los centros de impresión.



 



2.7  Las Unidades de Capacitación del Poder Judicial, deberán incluir dentro de sus actividades, planes de capacitación, formación y entrenamiento, incluyendo como eje temático la importancia de contar con una justicia sin papeles y  sus beneficios; además de los contenidos necesarios para que la población judicial conozca las políticas, procedimientos y mejores prácticas en materia de cero papeles.



 



SE ACUERDA: Recomendar al Consejo Superior: 1) aprobar las Políticas Hacia Cero Papel, para aplicación de manera obligatoria por parte de las oficinas judiciales y ámbitos auxiliares. 2) Solicitar al Departamento de Planificación, que en coordinación con el Programa Hacia Cero Papel, establezca en forma inmediata indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que contribuya reorientar oportunamente el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.”
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Se acordó: 1) Comunicar al Programa Hacia Cero Papel que este Consejo avala la propuesta realizada, sin embargo por tratarse de una política institucional debe ser aprobada por la Corte Plena, por ello se  traslada a dicho Órgano para su conocimiento, con la recomendación  de que se disponga obligatoria su implementación por parte de las oficinas,  servidores y servidoras del Poder Judicial.



 



“POLÍTICAS DEL PROGRAMA HACIA CERO PAPELES DEL PODER JUDICIAL



 



Política I: Maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial, como medio para alcanzar una Justicia sin Papeles.



 



1.1. Para todo trámite que se lleve a cabo en el Poder Judicial, se evitará el consumo de papel, propiciando el uso de información en forma electrónica y prescindiendo de su posterior impresión.



 



1.2. A nivel de comunicación interna del Poder Judicial se utilizará como medio oficial el correo electrónico.



 



1.3 Como parte del desarrollo de sistemas de información computadorizados, el Departamento de Tecnología de Información del Poder Judicial y los actores involucrados procurarán que las salidas de información, se lleven a cabo en forma electrónica, evitando en la medida de las posibilidades la impresión de documentos.



 



1.4 Los informes estadísticos mensuales se remitirán al Departamento de Planificación u otras instancias vía correo electrónico o en algún otro soporte digital. La publicación de los anuarios estadísticos  y otros informes, se hará en formato digital. 



 



1.5 Los responsables de los despachos u oficinas judiciales, deben velar por un respaldo adecuado de la información documental, evitando el uso de papel. Lo anterior sin detrimento de las directrices que se han establecido en materia  tecnológica.



 



1.6 Maximizar la realización de las citaciones, localizaciones y notificaciones en forma electrónica.



 



1.7 El intercambio de información o servicios entre el Poder Judicial y otras instituciones ya sean públicas o privadas, se debe realizar, en la medida de lo posible, en forma digital, prescindiendo de esta forma del uso de papel.



 



1.8  Procurar el desarrollo y acceso de herramientas tecnológicas para las personas usuarias, de forma tal que se les facilite sus trámites, sean jurisdiccionales o administrativos, con el Poder Judicial.



 



1.9  Propiciar la implementación de una solución tecnológica estandarizada para el manejo de la información documental institucional.



 



1.10 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales deberán establecer controles relacionados con el consumo de papel de todo tipo y propiciar, permanentemente, la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo, con el fin de eliminar, el uso de papel y procurar cambios   integrales automatizados.



 



1.11  No imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, previa comprobación de que el documento este listo para una única impresión, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, duplex, en calidad de borrador, división de párrafo eficiente, paginación correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, etc.  Además la revisión de documentos se llevará a cabo en forma electrónica mediante la utilización del “control de cambios”.



 



1.12 En reuniones de comisiones y equipos de trabajos institucionales, las agendas y actas se remitirán y analizarán en forma electrónica.



 



1.13  Potenciar el uso de la agenda electrónica, maximizar la utilización de los calendarios  y eliminar la adquisición de los planificadores.



 



1.14  Fortalecer el uso de video conferencia u otros medios tecnológicos, para reuniones, audiencias judiciales o administrativas, capacitaciones, entre otros.



 



1.15 Se sustituirá el uso de formularios impresos por digitales (nombramientos, proposiciones de nombramientos, comunicación sobre disfrute de vacaciones, saldo de vacaciones, solicitud de llantas y baterías, consumo de combustible, solicitud de mobiliarios y equipos, donaciones y destrucciones, sistema de control de activos; entre otros)



 



1.16  En el proceso de formulación presupuestaria, no se aprobarán incrementos en la compra de cualquier tipo de papel



 



Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del papel.



 



2.1 El Programa Hacia Cero Papeles, propiciará el desarrollo permanente de campañas orientadas a los servidores y servidoras judiciales, y las personas usuarias del Poder Judicial, para incentivar una cultura de no utilización del papel, haciendo uso de las tecnologías disponibles. Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de contribuir en la divulgación y sensibilización del personal de apoyo a su cargo para la eliminación del uso de papel en sus labores habituales. 



 



2.2 Instaurar un reconocimiento para las oficinas judiciales que presenten una reducción significativa en el consumo de papel y/ o hayan implementado las herramientas que da la oralidad y la tecnología para la eliminación del proceso escrito.  



 



2.3 Las jefaturas de los despachos u oficinas judiciales tienen la responsabilidad de velar de que los Planes  Estratégicos y Anuales Operativos, estén acorde con las Políticas Hacia Cero Papel.



 



2.4 El Poder Judicial, a través de las instancias correspondientes, procurará la definición de indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel, por tipo, ámbito y oficina, que orienten la implementación de medidas correctivas que permitan reorientar, oportunamente, el quehacer de aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles.



 



2.5 Toda oficina judicial debe llevar un control estricto de fotocopias en cuanto tipo de documentos y  cantidad; autorizará las estrictamente necesarias.



 



2.6 Fortalecer el uso de los centros de impresión.



 



2.7  Las Unidades de Capacitación del Poder Judicial, deberán incluir dentro de sus actividades, planes de capacitación, formación y entrenamiento, incluyendo como eje temático la importancia de contar con una justicia sin papeles y  sus beneficios; además de los contenidos necesarios para que la población judicial conozca las políticas, procedimientos y mejores prácticas en materia de cero papeles.”
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2) Solicitar al Departamento de Planificación que establezca a la mayor brevedad posible indicadores de gestión en cuanto al consumo y uso del papel por tipo, ámbito y oficina, con el fin contribuir  y reorientar a aquellos despachos que se alejen de una cultura hacia cero papeles. 3) Solicitar al Programa referido que divulgue los resultados obtenidos por aquellos despachos que han aplicado buenas prácticas para la reducción en el uso del papel. Se declara acuerdo firme.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Mi propuesta sería por aprobar las Políticas del Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, conforme nos indica la Comisión. Las que serán de acatamiento obligatorio para los y las servidoras del Poder Judicial, a partir de la publicación en el Boletín Judicial.”



            Señala el Magistrado Vega: “Quiero externar una preocupación en el sentido del cumplimiento o de la obligatoriedad que se plantea en este tipo de políticas, porque estaríamos haciendo -en algunos casos- de obligatorio cumplimiento algo imposible de cumplir, porque hay despachos que no tienen la tecnología para poder aplicar una política de cero papeles. Hace quince días en compañía de los Magistrados Solís y Rivas, tuvimos la oportunidad de visitar despachos judiciales en la zona norte, atendiendo una atenta invitación que formuló la CONAMAJ, para el trabajo que ha venido realizando en la zona y pudimos precisamente constatar que hay despachos judiciales en Upala, Los Chiles, Guatuso, que no tienen equipos informáticos adecuados, ni siquiera para poder trabajar en red. En algunos casos con dificultades muy serias de acceso a la Intranet. Estimo que una política como ésta, habría que entenderla obviamente en esa dimensión, de no estar obligando a los despachos judiciales a algo imposible de cumplir. Considero que es importante también que esta Corte Plena pueda tener conocimiento de cuál es el estado actual de muchos despachos judiciales en el resto del país. Es decir, cómo vamos en el desarrollo tecnológico para efectos de poder afianzar este tipo de políticas; para promoverlas e impulsar la oralidad, a efecto de todo lo que se ha venido trabajando. Yo recuerdo que hace casi ocho años cuando me correspondió integrar por primera vez la Corte, tenía la inquietud de conocer cómo iba el Poder Judicial en su desarrollo tecnológico, en el equipamiento informático para los distintos despachos judiciales y recuerdo que se nos decía que iba muy adelantado, y que prácticamente eran muy pocos los circuitos judiciales que no había tenido acceso a ese equipamiento tecnológico. Al día de hoy yo debo admitir que le he perdido la pista, talvez el Presidente Magistrado Mora o la Magistrada Villanueva que reciben información del Consejo Superior pueden tener información más actualizada al respecto. Estoy absolutamente de acuerdo y respaldo plenamente todas estas políticas de economía y uso adecuado del papel, pero al mismo tiempo –repito- me surge la inquietud de cómo vamos en el desarrollo tecnológico, y cómo podríamos nosotros eventualmente estar obligando al cumplimiento de una política, si todavía no hemos facilitado en todos los despachos judiciales las herramientas tecnológicas, para cumplir con una disposición de esa naturaleza. Eso es lo que quería plantear a nivel de inquietud únicamente.”



            El Presidente, Magistrado Mora, le indica al Magistrado Vega: “Yo tuve la misma preocupación suya. Cuando doña Lupita me presentó las políticas, mi primera lectura fue en relación con ese tema. Lo que me di cuenta es que aquí no se está imponiendo ninguna conducta de obligación a todos los tribunales de utilizarlas. Las reglas lo que llevan es a maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas. ¿Qué quiere decir esto? que si yo tengo la posibilidad de llevar un libro de entradas en un sistema informático, porque ya nos han suplido las herramientas tecnológicas para su utilización y el 80 % de las oficinas lo tramitan de esa manera, no existe razón alguna en llevar un libro de entradas en papel. Además de no tener mucha utilidad, porque yo llego a preguntar por el expediente que presenté hace cinco años de“fulano contra sutano y nadie lo encuentra”. De eso se trata, de maximizar el uso de las tecnologías. A este momento tenemos seis mil computadoras en línea en todos los circuitos judiciales. Hay por lo menos uno o dos despachos judiciales trabajando en el Sistema de Gestión. Es cierto que no a todos los despachos judiciales les podríamos decir que tienen que utilizar el Sistema de Gestión, pero la forma de maximizar no conlleva esa obligación para quienes no tienen esa posibilidad. Por ejemplo, el correo electrónico ahora lo tenemos extendido a todo el país, a todas las oficinas, donde hemos puesto un sistema gratuito de software libre y lo hemos extendido a todos los empleados.  El otro aspecto que se quiere fomentar en el Poder Judicial es una cultura de no utilización del papel; dar capacitación en el tema y la obligación de que las jefaturas y los servidores judiciales tomen conciencia, para que utilicen este nuevo criterio y traten de darle aplicación. En ninguno de los dos casos conlleva una obligación de que tienen que utilizar solamente el Sistema de Gestión. Claro que hay mucho lugares en donde no lo tienen y ese será un tema que luego iremos a analizar en la Comisión relacionada con la informática para ver hasta donde resulta posible decirles que deben utilizarlo una vez que se capaciten y se pone a disposición el Sistema de Gestión en un despacho, porque también tenemos experiencia de lugares en donde no se hace, pero ese tema no viene ahora acá, y era por eso que nos parece que resulta conveniente que se diga que estas políticas son obligatorias.”



            Prosigue el Magistrado Vega: “Muchas gracias señor Presidente por la explicación. La duda la planteaba porque la política -como usted muy bien lo decía- es maximizar el uso de la tecnología dentro de las oficinas del Poder Judicial como medio para alcanzar la justicia sin papeles. Creo que una política de esta naturaleza, obviamente no podríamos entenderla de aplicación obligatoria para muchos despachos judiciales del país que no tienen a su alcance esta tecnología, para poder alcanzar una justicia sin papeles. Ahora, la duda era de cuántos despachos judiciales estamos hablando, ¿qué lugares?, porque yo no sé si hay algún estudio que nos defina ese estado de desarrollo tecnológico global del Poder Judicial como para poder decir, bueno de acuerdo con ese estado hay un plan y este implica que el próximo año o en año medio, o en dos años, o dentro de diez años, el Poder Judicial estará con una cobertura total o absoluta, no sé cuáles serían los planes. Estimo que una cosa va de la mano con la otra, y por eso es que lo planteo. Yo en algún momento solicité para efectos de distribución de la revista de la Sala Segunda, un listado de los despachos que no tenían acceso por ejemplo a intranet, porque son jueces y juezas de todo el país que al no tener acceso a bases de datos de jurisprudencia etcétera, pues el trabajo se les dificulta mucho más. Como parte de esa política se les hizo llegar un disco compacto a esos despachos o incluso la revista impresa para que tengan material de apoyo y puedan ejecutar o cumplir con las funciones de la mejor forma posible. Esa lista se ha venido reduciendo significativamente, lo cual considero que a todos nos debe de alegrar mucho, pero básicamente la duda que planteaba era ¿en qué punto estábamos del camino?, ¿cuánto falta por recorrer?, y ¿en cuánto tiempo pensamos nosotros terminar con ese desarrollo?, pues para cumplir con estos objetivos que me parecen son fundamentales, y en los cuales yo me matriculo absolutamente. Para exponerle un caso usted mencionaba el tema del libro de entradas, pero yo he llegado a oficinas en donde llevo un disco compacto, se los entrego y no les sirve porque la computadora que utilizan no tiene la unidad de disco compacto. Es difícil poder ayudar a este tipo de despachos judiciales y poder facilitarles el cumplimiento del trabajo, si tenemos un rezago tecnológico importante. Desconozco de cuánto será ese rezago y eso es lo que estoy planteando, que sería importante que esta Corte, en uno de los ejes temáticos primordiales que es el desarrollo tecnológico, que ha sido impulsado en diferentes escenarios incluyendo el de la cumbre judicial, podamos tener una noción exacta de ¿por dónde vamos?, ¿qué nos hace falta recorrer?, y ¿cuáles son los planos de desarrollo a corto y mediano plazo?, eso es básicamente lo que quería plantear.”



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Los estudios en la mayoría de los temas están realizados. Voy a pedir que se los envíen, por ejemplo, en el SDJ a este momento nos faltan solamente unos 12 ó 14 tribunales, para que todos estén integrados con ese sistema. No en todos los programas es lo mismo. En cuanto al correo interno yo sí le puedo asegurar que a este momento todos los despachos judiciales del país tienen por lo menos una computadora conectada con el correo interno; los que nos han pedido que les pongamos el sistema de software libre ya se ha estado instalando. Claro está, el Sistema de Gestión no funciona si no se tienen equipos de cómputo con capacidad adecuada y eso no hemos tenido la capacidad de extenderlo a todo el país.”



            Refiere el Magistrado Jinesta: “Yo creo que dentro del contexto de la sociedad, la información y el conocimiento, nadie podría ir en contra de estas tendencias. Sin embargo, ya de por sí la enunciación de esa política es como un “desideratum”, porque todavía el Poder Judicial no tiene las condiciones, ni los presupuestos para que podamos alcanzar una política de cero papel, aunque ese sería el fin, el objetivo y el propósito. Primero que todo en materia de Gobierno Digital Costa Rica está francamente rezagado con respecto a muchos países de Latinoamérica y ni se diga con países Europeos. Por ejemplo, en España del 2005 al 2009 se logró una cobertura de banda ancha del 99% de la población, porque hay un gran liderazgo político en materia de implementación de gobierno digital y del uso intensivo y extensivo de las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Lo mismo sucedió en Gran Bretaña del 2004 al 2008 se nombró un Ministro dedicado al tema de las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento y alcanzaron una penetración de banda ancha de alrededor del 90%, con lo cual la levantaron casi en un 50%. En los países Latinoamericanos, lo que algunos llaman en vías de transición, las tasas de acceso a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento son muy bajas e incluso la banda ancha en el ámbito Latinoamericano es un concepto que asciende a la mitad de lo que se considera banda ancha en países desarrollados. Me inquieta mucho, no tanto la organización interna y el funcionamiento del Poder Judicial, sino los usuarios o los justiciables, porque hay un fenómeno en materia de la sociedad de la información que es la brecha digital, y si el Poder Judicial pretende tener todo respaldado, según las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento, vamos a enfrentar el dilema que no todos los justiciables y los usuarios tienen acceso a las nuevas tecnologías. Empezando por los que no son informáticos que son aquellas personas que, por razones de edad, no acceden a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Luego, aquellos que no pueden (grupos en desventaja) que no cuentan con herramientas suficientes, ni la plataforma tecnológica para hacerlo. De tal manera que debemos pensar muy bien y revisando este documento yo no veo ninguna referencia a la brecha digital. También me preocupa que justiciables como los grupos indígenas que requerirían software especiales en idiomas indígenas, con la información judicial en esos idiomas, o por ejemplo, mujeres agricultoras, madres solteras, niños en estado de vulnerabilidad, porque se encuentran por debajo de la franja de pobreza, etcétera, que la franja de pobreza de Costa Rica anda por el 20% o 21% y ellos jamás pensarían en tener acceso a las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. Me preocupa que no esté debidamente balanceado el concepto de la infoexclusión y la brecha digital. Yo creo que habría que incluir necesariamente una referencia a estos conceptos y, además, dejar siempre la posibilidad que el usuario, el justiciable, pueda acceder por los medios físicos o tradicionales, porque eso pasa por un derecho de elección del usuario o del justiciable, no lo podemos obligar jamás a que utilice las nuevas tecnologías de información y del conocimiento. ¿Cuánto cuesta una computadora portátil en Costa Rica?, es un componte o una interfaz caro. Son muy pocas personas las que pueden acceder a celulares 3G, por ejemplo, que son los que ofrecen la posibilidad de interactuar a través de la Internet. De tal manera que, yo pienso en este tema del usuario, del justiciable como ese componente, es indispensable tenerlo como referente para evitar cualquier infoexclusión, cualquier discriminación digital. Porque la discriminación digital es reflejo de las discriminaciones y de las brechas de carácter tecnológico, social y económico y no lo podemos evitar, aunque según la declaración del “Millenium” de las Naciones Unidas y la Cumbre sobre la Sociedad de la Información y su versión Ginebra y Marruecos, pues tiene la aspiración de radicar la brecha digital.



            Por otra parte, coincido plenamente con las apreciaciones del Magistrado Vega, incluso en los despachos judiciales donde ya se ha empezado a aventurar en lo que es el tratamiento digital y expedientes electrónicos, no todos los expedientes son electrónicos hay muchos que son físicos. Por más avance tecnológico que hay, probablemente la mayoría de ustedes coincidirá conmigo, que no es lo mismo revisar el documento en la pantalla de la computadora, que revisarlo impreso, porque algunas veces se pierde el contexto en la pantalla. A mí me pasa en ocasiones que leo un documento en una computadora; lo veo en la pantalla y cuando lo imprimo encuentro infinidad de errores de conjugación y vicios del lenguaje, que en ocasiones no saltan a la vista por más corrector ortográfico que uno le aplique a los documentos. Así que considero que a los jueces y juezas de la República, siempre se les debe permitir y dejar la posibilidad de que eventualmente utilicen el papel para efectos de revisión y para otros fines.



            Me preocupa mucho cuando se hace referencia al tema del avance del Gobierno Digital, porque tiene tres fases. La primera embrionaria meramente informativa. La segunda fase donde puede haber interacción, en el sentido de que, el usuario de un servicio público plantea una pregunta, una inquietud y se le responde. Hay una tercera fase que se le llama transaccional, que es cuando se pueden realizar procedimientos y procesos completamente de manera digital. El Gobierno Digital en Costa Rica y en parte el Gobierno Digital judicial, yo diría que todavía está en una etapa embrionaria, es decir, en una etapa informativa. Ya hemos empezado a hablar de los expedientes digitales y esto nos catapulta a la segunda o tercera fase, pero considero que hace falta un presupuesto indispensable en materia de seguridad, autenticidad de la información que transcurre a través de esa gran red, que es la intranet, que es el concepto de la firma digital. Nosotros tenemos una Ley de firma digital que está muy bien en el papel, pero sabemos plenamente que no ha sido debidamente implementada por el Gobierno de Costa Rica, tanto que está certificado de raíz que es el Banco Central junto con el Ministerio de Ciencia y Tecnología, pero todavía no están las entidades que pueden emitir los certificados digitales o la firma digital, que es lo que permite tener seguridad y autenticidad en las comunicaciones digitales. A mí me preocupa que si no tenemos hoy día una firma digital, no la tiene el usuario, no la tiene el justiciable, aquel que puede utilizar las tecnologías de la información y el conocimiento, porque no hablemos de los que no pueden o no quieren acceder a esas tecnologías, si eso no tiene firma digital y nosotros no tenemos firma digital, cómo vamos a asegurar que un escrito que le llega al Poder Judicial no va a ser alterado o modificado. Algunos han dicho que esto se salvaría escaneando el documento, yo tengo mis dudas que el formato PDF y que el escaneado de un documento nos vaya a asegurar la autenticidad y la integridad. Me parece que nosotros estaremos en capacidad de dar este salto cualitativo y de ir hacia este “desideratum” que es el cero papel, porque no quiero pensar en juzgados fuera de la periferia de San José, que a duras penas tienen el equipo y las herramientas tecnológicas para imprimir sentencias y lo digo por experiencia propia, porque he conocido algunos casos. No quiero pensar en esos supuestos que empecemos hablar de cero papeles y que la administración, porque aquí los administradores son muy ocurrentes y a veces a los administradores se les olvida su función esencial, que es coadyuvar a la función jurisdiccional, se les ocurre no mandar resmas de papel, cuando todavía esos Juzgados tienen impresoras y no están conectados a la Internet de banda ancha. Sin firma digital, estimo que resulta poco serio, lo digo con todo respeto, hablar de expedientes y procesos electrónicos. En España lo que se hizo fue algo muy fácil, a través del DNE (documento nacional de identidad), se le dio a cada ciudadano una firma electrónica. Lo mismo se podría hacer en Costa Rica con nuestra famosa cédula de identidad a través de un chip que le permita tener una clave de uso público o privado, que es un algoritmo que es una firma digital y luego requeriríamos implementar la firma digital dentro del Poder Judicial. Por ejemplo, yo como Magistrado Instructor de un proceso de amparo o de hábeas corpus, tenga la seguridad de que la solicitud del requerimiento el que le da a una autoridad recurrida esa resolución no vaya a ser alterada, porque esa es otra pregunta que yo haría, ¿Qué seguridades tenemos ahora sin firma digital?, de que una resolución de un expediente electrónico de cualquier lugar, cualquier Tribunal, hasta una Sala de Casación o la Sala Constitucional no va ser alterada o modificada. La seguridad no estará claramente establecida hasta que no contemos con la implementación debida de la firma digital. Yo quería hacer estas consideraciones, porque me parece que este es un gran objetivo loable, un “desideratum” que resulta congruente con la sociedad de la información, del conocimiento, con el uso de las nuevas tecnologías, pero hay que analizar muy bien como señalaba el Magistrado Vega, los presupuestos que tenemos en el Poder Judicial. Digo presupuestos tecnológicos, presupuestos en equipamiento para lograr este objetivo fundamental de manera efectiva y para que esto no se vaya a convertir en una forma de discriminar a los usuarios, a los justiciables y, sobre todo, a poner en aprietos a las juezas y jueces de la República que no cuentan con la infraestructura adecuada para cumplir con estos notables y bien concedidos objetivos, que habría que complementar y adicionar con otras ideas más”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO JINESTA, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.



            Expone el Presidente, Magistrado Mora: “Solamente para información. En los Juzgados de Cobro ya se está utilizando la firma digital, es un Juzgado cero papeles. También se tomaron las previsiones del caso para extenderlo al Juzgado de Trabajo de Cartago y al Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Muy pronto se le hará la oferta a la Sala Constitucional y creo que también al Tribunal de Pensiones Alimentarias de Alajuela. La experiencia la estamos haciendo en relación con la utilización de la firma digital. Claro, no tenemos la capacidad de extenderlo a todo el país, tanto tecnológicamente hablando como en capacitación.”



            Interviene la Magistrada Villanueva: “Me parece muy válidas las observaciones de los dos compañeros. Pero yo también veo que es un esfuerzo de la Comisión que está queriendo trabajar en este tema. Y en la primera parte se habla de la intención que dice: “se han venido tomando medidas como independientes”. La idea es cómo coordinarlas y establecer metas institucionales. Estimo que tienen razón en las observaciones que han hecho y su preocupación tiene fundamento, porque tal vez la redacción del documento está hecha en forma muy imperativa, sobre todo en la parte final que dice: “en vista de lo anterior, se plantean las siguientes políticas con el fin de que sean de acatamiento obligatorio de todos los servidores y servidoras judiciales”. Creo que ese es el punto donde encuentro fundamento a las preocupaciones de los compañeros y considero que con una redacción diferente que diga que constituyen metas institucionales, cuyo cumplimiento dependerá de las condiciones para que se realicen, siempre y cuando no limiten el acceso a la justicia o discriminen a ningún sector de la población, lo cual se valorará en cada caso en particular. Creo que podría flexibilizarse, para no perder los esfuerzos y en esto hay dos cosas. Una, remitirlo con la observación de afinar ese carácter imperativo para ponerlo como aspiraciones que pueden irse dando.”



            Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece muy bien lo indicado por la Magistrada Villanueva. Creo que lo que podríamos hacer es devolverle esto al Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, para que tome en consideración las observaciones que han hecho los Magistrados Vega y Jinesta, así como la Magistrada Villanueva y nos remita una nueva propuesta en ese sentido.”



            Interviene el Magistrado González: “Yo entiendo que este tipo de reglas lo serán en aquellas oficinas que cuenten con los elementos tecnológicos y tomando en consideración precisamente ese tercer usuario. Yo también quiero aparte de acuerpar lo que se ha dicho, agregar otro elemento, ya que el documento se va a devolver pretendía llevarlo a la Comisión de Asuntos Ambientales. Dado que estamos tratando de reducir al máximo el uso y consumo de papel, estimo que sería oportuno que el Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, valore la adquisición de papel reciclado, y si es apto para nuestras impresoras, sino lo haríamos en otra instancia. Por ejemplo, entiendo que la EARTH tiene algunos programas en esta línea de papel para oficinas públicas y bien podríamos explorar en la misma línea y estaríamos contribuyendo con disminución de costos y protección al ambiente. Simplemente quería señalarlo para que el Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, si tiene a bien valorarlo, pues que explore esa posibilidad tanto para costos como para protección del ambiente. En todo caso éste no siempre es un tema económico, está muy por encima otro interés superior.”



            Indica la Magistrada Escoto: “Han sido muy interesantes las exposiciones de los dos compañeros que me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que hay que pensar que no todas las personas y  grupos vulnerables, aunque sea en un 1% de la población puedan verse afectados con tomas de decisiones de mucha necesidad y actualidad, pero que no está para todos y todas y se les podría eventualmente dejar en un estado de indefensión. Así que agradezco a quienes me antecedieron como el Magistrado Jinesta y el Magistrado Vega en ese sentido, y comparto su preocupación. En virtud de que existe un Subcomité o una Subcomisión que tutela a las personas y pueblos indígenas con base en la normativa internacional como son los convenios internacionales de la Organización Internacional de Trabajo, ya que se va a devolver y no por ello dejando de lado el esfuerzo que se hace por el Poder Judicial, en cuanto a políticas valiosas como es cero papel, la cual comparto para otra población, sí me gustaría ver la factibilidad de que esto se pueda llevar a ese seno que es interdisciplinario, porque bien podrían buscarse otras formas de comunicación, quizás hasta más acordes a grupos vulnerables como son las personas indígenas que se comunican mediante radio, no es que tampoco sea el papel, pero que sí se les mantenga sus tradiciones o forma de comunicación. Yo quiero que se me brinde la oportunidad de poder llevar a la próxima agenda de la reunión que está por verse este informe, para lo que a bien tenga ese órgano definir, sugerir, o informar tanto a la Comisión como a esta Corte.”



            Agrega el Presidente, Magistrado Mora: “¿Les parece que lo enviemos también a la Comisión que señala la Magistrada Escoto?”



            Manifiesta el Magistrado Vega: “No con la profundidad y la propiedad del Magistrado Jinesta, que conoce y domina mucho el tema del Gobierno Digital, me parece que este es un tema del Poder Judicial y del mayor interés de esta Corte. No en vano viene en la agenda nuestra una solicitud de aprobación de unas Políticas para un Programa Hacia Cero Papeles. Yo echo de menos un tema más genérico, más global de Gobierno Digital judicial, no sé si en el Comité Gerencial de Informática están trabajando en un tema de Gobierno Digital judicial, que amplié todo este espectro y que comprenda todos estos eslabones que están vinculados al tema tecnológico, para lo cual, siendo del profundo interés de esta Corte estimo importante convocar en una próxima sesión al Jefe del Departamento de Tecnología de Información, para que nos haga una exposición sobre cómo está el desarrollo tecnológico del Poder Judicial, cuáles son las carencias, necesidades y que podamos tener en ese sentido nosotros como Órgano de Gobierno General del Poder Judicial, una mayor amplitud en torno o de cara al aspecto presupuestario. Estimo que es importante aclarar inquietudes o dudas que tal vez no hemos tenido oportunidad de planteárselas a don Rafael Ramírez en algún momento, pero que –repito- puede ser de muchísimo interés. Por ahí planteaba la Magistrada Villanueva no hace mucho en una votación de la Sala, lo importante que sería incluso poder conocer el estado del desarrollo tecnológico que tenemos nosotros y hasta pensar en una consultoría con expertos externos al Poder Judicial y que nos vengan a decir cómo está el tema tecnológico en la institución. Si es cierto que vamos muy avanzados o que tenemos un rezago importante en determinadas áreas. Ya se ha tocado el tema de la firma digital como un ejemplo, pero considero que es un tema importante. Yo lo que les puedo decir es que después de casi ocho años de estar aquí en esta Corte, todavía me cuesta aceptar que hay despachos judiciales que no tienen una computadora con la unidad de disco compacto, es decir, tienen que haber razones del tipo que sean para poder justificar eso. Hace ocho años que yo llegué a esta Corte y al día de hoy se siguen viendo ese tipo de problemas. Algo hay que hacer, impulsar esto y decididamente. Un libro de entradas, por ejemplo, sin posibilidades a tener programas en Excel o herramientas o paquetes informáticos para desarrollar. Creo que son temas que merecen un análisis profundo. No dudo que haya personas que lo estén haciendo, pero vinculando un tema de Gobierno Digital y de Política Pública del más alto nivel e importancia, estimo que la Corte debiera involucrarse mucho más en estos temas y tener mayor conocimiento, para poder apoyar todos estos esfuerzos en la dirección en que se quieren apoyar. La idea es darle una audiencia al Jefe de Tecnología de Información y que venga y que nos haga una exposición de cómo estamos en términos generales con el desarrollo informático, cuáles son las necesidades y los avances. En fin, tener una idea más clara de todos los aspectos que han sido planteados por el Magistrado Jinesta y, además, hay otras inquietudes de parte de la Magistrada Escoto. Pienso que podría ser importante en la misma forma que hemos oído en otros momentos a la Contralora de Servicios, exposiciones de políticas en materia de accesibilidad, saber cómo estamos en este tema y poder tener en ese sentido mejores elementos de juicio para la toma de decisiones.”



            Añade el Presidente, Magistrado Mora: “Bien, tomamos nota para convocar a don Rafael Ramírez en una próxima sesión.”



            Dice la Magistrada León: “Yo solo quiero agregar a todo esto, que es importante también tener el enfoque de los usuarios y usuarias, porque ciertamente la barrera digital es mucha y en ocasiones las personas salen con un disco compacto, -yo lo había manifestado aquí cuando hablábamos de si la sentencia debía ser oral o escrita- y de repente la brecha digital ciertamente es mayor a la de la escritura. Que también consideremos los destinatarios finales de esas resoluciones y, de paso, sugiero que tuviéramos presente el artículo 5 de la Ley de Notificaciones, donde se establece la obligación para aquellas personas que tengan alguna discapacidad, de que las comunicaciones se hagan en función de sus capacidades y por el medio que ellas lo requieran. Esto abriría la posibilidad al braille y a los medios de audio. Estimo que en esta línea se podría considerar otras poblaciones, porque el principio general es el mismo, como el caso de los indígenas que señalaba la Magistrada Escoto y, del mismo modo, aquellos otros que por cualquier otro motivo esta vía no sea la que les favorece o facilite el acceso a la justicia.”



Añade el Magistrado Jinesta: “Creo que sería oportuno que esta Corte integrara una Comisión de Gobierno Digital Judicial, porque desde hace mucho tiempo veo que hay distintos centros de decisión. Por ejemplo, el Departamento de Tecnología de Información de las nuevas tecnologías tiene toda una visión, por otro lado está el Comité Gerencial, que no es una Comisión formal integrada de la Corte y, por otra parte, veo que también el Consejo Superior toma determinaciones sobre el particular. En realidad el tema del Gobierno Judicial Digital es el futuro de los Poderes Judiciales y yo creo que deberíamos tener especial interés en conformar una Comisión, que nos pueda en alguna manera dar insumos y, eventualmente, ser un filtro y un canal de comunicación de toda la Corte con todos estos temas. Yo diría un canal centralizado y único sobre este tema de Gobierno Digital Judicial. Creo que en estos temas debe haber liderazgo político de señalamiento de fijación de grandes políticas judiciales. Lo que yo siento es que en ocasiones hay temas que no han sido suficientemente reflexionados y digeridos por los señores Magistrados y las señoras Magistradas de la Corte. Estimo que deberíamos por una razón estratégica si aquí al 2025 este es el futuro de los Poderes Judiciales y, en general, de todos lo gobiernos, pues deberíamos tener una comisión formalmente integrada para centralizar estos temas, para meditarlos y reflexionarlos en la Corte y que esta Comisión esté en posibilidades de informar al resto de los miembros y de llevarle el pulso sobre todos los temas que están acaeciendo en materia de uso intensivo y extensivo de las nuevas tecnologías de la información y de Gobierno Judicial Digital. Es una propuesta que desde hace bastante tiempo había  querido plantearla. Quizá no había surgido el momento y me parece que se debe tomar una determinación sobre el particular.”



            Consulta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería entonces para sustituir al Comité Gerencial por una Comisión de temas de informática.”



            Responde el Magistrado Jinesta: “Yo creo que podría perfectamente subsistir la Comisión de Corte con el Comité Gerencial, salvo que usted me diga “no mire son funciones completamente excluyentes.”



            Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “ Lo que podríamos hacer es agregar al Comité Gerencial, representación de la Sala Primera y de Sala Segunda que no tienen representantes y constituirla como una Comisión que, además del Comité Gerencial son atribuciones que la Contraloría General de la República nos señaló debemos cumplir. Me parece que lo que no resulta conveniente es estar replicando temas sobre un mismo asunto, porque luego tenemos soluciones diferentes. Pongo a disposición de la Corte mi puesto que tengo en el Comité Gerencia, para que lo ocupen esos dos compañeros de las Salas.”           



            Señala el Magistrado Jinesta: “A mí me parece que el Presidente debe estar es indispensable.”



            Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Tendríamos por incorporados en la Comisión que se dio cuenta, a los Magistrados Rivas y Vega por las Salas Primera y Segunda, respectivamente, según la propuesta que se hace.”



            Agrega la Magistrada Escoto: “Yo ignoro como estará conformado ese Comité o grupo, pero sí sugiero que por ser la representante a nivel nacional y también como Coordinadora de la Subcomisión de Personas y Pueblos Indígenas, a la máster Lena White Curling. Esto por cuanto en el caso de personas agricultoras como indígenas, no están en una situación de vulnerabilidad, en el sentido de que tengan alguna discapacidad, y me interesa que se tenga una conexión, porque al insistir en el convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo, es que hay que preguntarles a los usuarios y usuarias, y no decidir por nosotros mismos. De ahí la importancia de que doña Lena White forme parte de esa Comisión, porque es muy valiosa y con conocimientos también en cibernética e identificada con el Poder Judicial, que no se va a oponer a temas tan importantes y trascendentes como es la política de cero papel, pero que tiene también la visión de los y las usuarias a nivel nacional en todos los campos y, en especial, aquellos grupos en estado de vulnerabilidad que están a su cargo.”



            El Presidente, Magistrado Mora, le consulta a la Magistrada Escoto: “Su propuesta es para que en todos los casos asista también doña Lena White o solo para aquellos asuntos relacionados con la accesibilidad y la no exclusión. Porque la gran mayoría de los temas que ahí se ven no son de esa índole. Sería para que los asuntos que tengan que ver con esos temas, también sea convocada doña Lena. ¿Lo disponemos de esa forma?”



Se dispuso: 1.) Devolver las diligencias al Programa Hacia Cero Papeles del Poder Judicial, a efecto de que, tomando en consideración lo expresado por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, analice nuevamente el tema referente a las políticas comentadas e informe a esta Corte lo que corresponda. 2.) Convocar para una próxima sesión de Corte Plena al licenciado Rafael Ramírez López, Jefe del Departamento de Tecnología de Información, a efecto de que exponga en términos generales los avances y necesidades del desarrollo informático en el Poder Judicial. 3.) Integrar al Comité Gerencial de Informática a los Magistrados Rivas y Vega. La máster Lena White Curling, Contralora de Servicios, será convocada a las reuniones de dicha Comisión, solo en los casos que deban ser conocidos temas relacionados con los grupos en estado de vulnerabilidad y accesibilidad.








 








 



 




Acta de Corte Plena Nº 032 - 2011








Fecha: 03 de Octubre del 2011



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XXII



SALEN LOS MAGISTRADOS JINESTA Y CRUZ.



Documento 7383, 9911-2011



La licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en oficio N° DH-049-2011 de 20 de julio de este año, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente Nº 17.805.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio N° CMEF-SP-015-2011 de 29 de setiembre último, rindió el siguiente informe:



“Quien suscribe integrante de Corte Plena, procedo a rendir informe o traslado de documentos N° 040-2011, donde se solicita remitir las observaciones relacionadas con el proyecto de ley denominado, “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente Nº 17.805 texto del proyecto de ley N° 17.805 de la Asamblea Legislativa,  con base en la gestión  suscrita por la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, jefa de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, con el Oficio N° DH-049-2011, al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia,  donde indica se  acordó solicitar el criterio de esta organización,  al cual para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el PL-028-11.



 



Origen del informe



 



Mediante el oficio DH-049-2011 del 20 de julio de 2011, dirigido al señor Presidente de la Corte, la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, acordó solicitar el criterio de esa organización sobre el texto del proyecto “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS” expediente N.º 17.805, publicado en La Gaceta N.º 192 del 04 de octubre de 2010.



 



Mediante la SOLICITUD DE INFORME O TRASLADO DE DOCUMENTOS Nº 040-2011 del 28 de julio de 2011,  la Secretaría de la Corte me solicitó rendir un informe sobre el proyecto referido, lo cual procedo a efectuar en los siguientes términos.



 



En primer lugar estimé esencial llevarlo al seno de la reunión del mes respectivo de la Sub-comisión de pueblos Indígenas del Poder Judicial de la cual formo parte donde se obtuvieron una serie de sugerencias con el afán de mejorar este proyecto ley, ya que ha sido  emitido desde el Poder Judicial por dos compañeras con las poblaciones indígenas y su acceso real a la justicia.



 



I.-  Consulta a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial



 



Con el fin de exponer un criterio sobre el proyecto que se consulta, se procedió a hacer el texto del conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión del Poder Judicial que promueve el acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, con el fin de recabar su criterio, pues se encuentran ahí representadas diversas dependencias (jurisdiccionales, los denominados “auxiliares de justicia” y Defensa Pública, O.I.J. y Fiscalía) que conforman el Poder Judicial así como varios integrantes de distintos pueblos indígenas, asesores de algunas universidades, representantes del Colegio de Abogados y del IIDH. 



        



El texto fue distribuido a dichos integrantes; luego fue analizado en la sesión de la Subcomisión celebrada el 5 de agosto de 2011, en la cual se evidenció consenso sobre la importancia de la promulgación de una ley específicamente referida al acceso a la justicia, que contenga normas que aseguren el disfrute del derecho contemplado en el artículo 41 de la Constitución Política (justicia pronta, cumplida y sin denegación) a este sector de la población, lo cual esta Integrante también comparte.



 



Además, fue criterio unánime de todas y todos los presentes que con ello también se promueven mecanismos para lograr un mejor cumplimiento de los compromisos adquiridos por el país al suscribir tratados y convenios internacionales que otorgan protección supraconstitucional a los derechos de los pueblos indígenas.



 



No existió, por ende, objeción alguna al proyecto, salvo las recomendaciones puntuales que se consignan en este informe.  Por el contrario, el proyecto es acogido como una iniciativa de gran importancia para el país en materia del cumplimiento efectivo de los DERECHOS HUMANOS del sector de la población al que se refieren sus disposiciones.



 



Adicionalmente, debe indicarse que este proyecto surgió de la propia Subcomisión, que la entregó a varios diputados de la pasada Administración, a quienes  se solicitó apoyo para que ingresara a la corriente legislativa.



 



En términos generales, las disposiciones propuestas son producto de las directrices y acciones aprobadas por el Consejo Superior;  y se han venido acatando dentro del Poder Judicial, como parte del interés por garantizar un mayor acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad con el fin de eliminar obstáculos para el logro de este objetivo, los cuales fueron identificados en el diagnóstico que se realizó sobre esta temática (DIAGNÓSTICO SOBRE SITUACIÓN DE POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD, 2007), en el cual se dio participación a jueces, fiscales, defensores, auxiliares, y personal administrativo vinculado a la prestación de servicios en la despachos de la ciudad capital, donde se concentran las instancias jurisdiccionales superiores, y a todos aquellos cercanos a los territorios indígenas, que atienden a las personas usuarias de esta población en todo el país.



 



Las normas propuestas fueron concebidas para los criterios siguientes:



 



1)          Que faciliten el ejercicio de los derechos de las personas indígenas frente a la administración de la justicia.



 



2)          Que estén siendo ya cumplidas o fuese posible su adopción en el Poder Judicial.



 



3)          Que existan los recursos institucionales para su implantación y puesta en ejecución.



 



4)          Que no se refieran a aspectos que suscitan controversia, lo cual hace posible un mayor consenso para su cumplimiento.



 



En definitiva, las normas propuestas nos parecen necesarias, oportunas y congruentes con las políticas promulgadas por el Poder Judicial en años recientes, tendentes al mayor acceso, humanización y mejora de la calidad de los servicios.



 



II.-  Comentario general



 



Se observó que en la exposición de motivos del proyecto, se omitió la referencia a las “Reglas de Brasilia sobre acceso al a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad”, aprobadas en la XIV cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia, del 4 al 6 de marzo de 2008 y aprobadas por Corte Plena en  sesión No. 17-2008 de las 8 horas 23 minutos del 26 de mayo de 2008, Artículo II, en cuyas disposiciones existe una expresa referencia a las personas indígenas como beneficiarias de sus disposiciones (Art. 4).



 



Consideramos que tales Reglas constituyen un marco básico para el Poder Judicial, que ha permitido dar un contenido más riguroso a la protección de los derechos de los pueblos indígenas en relación con la administración de la justicia.



 



Dada la vigencia y actual aplicación de las Reglas de Brasilia, el Estatuto de la Justicia y derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial (aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 039-03 de 20 de octubre de 2003, artículo IX)*, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas (aprobadas por el Consejo Superior del Poder Judicial en febrero de 2009), así como acuerdos y circulares administrativas sobre el tema, el proyecto que se analiza vendría a complementar lo que ya se viene haciendo y elevar las diversas disposiciones al rango de ley.



 



III.- Recomendaciones específicas



 



A pesar de lo expuesto, se efectúan las recomendaciones que se dirán, con el fin de contribuir a mejorar la redacción del proyecto.



 



En el artículo 2, se dispone: "La discriminación en el servicio será considerada una falta laboral grave."  Por tratarse la materia disciplinaria, de materia odiosa, estimamos que debe garantizarse  rigor en la formulación de la conducta que constituirá la falta disciplinaria a sancionar.  Sin embargo, en el texto no se aclara cuál tipo de discriminación es la que se considera de dicha gravedad (por género, raza, condición socioeconómica o migratoria, grupo etáreo, condición física o mental).  A pesar de que el proyecto está dirigido a la tutela de los derechos de los pueblos indígenas, la norma de comentario tiende a la generalidad. Se sugiere, por tanto que se sustituya el texto propuesto por el siguiente:



 



“Ante cualquier queja por discriminación por incumplimiento de esta ley, se aplicará el régimen disciplinario previamente establecido.”.



 



Los preceptos 3, 6 y  7 parecen obviar la existencia de las Reglas de Brasilia, como un parámetro relevante, por lo que se sugiere que armonice con lo que establece el Capítulo III, Secciones 1 y 2 de estas, disposiciones que efectúan un desarrollo más amplio del tema o que, al menos, se haga una referencia a estas normas, que amplían y complementan las que se incluyen en el proyecto.



 



En el canon 6, se recomienda sustituir “traductoras”, por



 “intérpretes de sexo femenino”.



 



Una revisión minuciosa del artículo 8  nos permite concluir que este carece de sustento, conforme a la normativa de fondo, pues no existen atenuantes de la sanción, causas de antijuridicidad o exculpación, tratándose de imputados indígenas, salvo la elaboración teórico-pragmática que podría considerarse, desde  la óptica de un error de comprensión culturalmente condicionado, partiendo de la jurisprudencia de los Tribunales de Casación y la Sala Tercera.  Por ello, estimamos que ese artículo debe ser suprimido, dada la imposibilidad práctica de su aplicación.



 



En relación con el numeral 9 del proyecto, se sugiere sustituir “de los/as jueces/zas y el personal auxiliar de la administración de justicia”, por “del personal judicial”, pues nos parece una frase más apropiada porque engloba a todas las personas quienes laboran en la Institución.



 



Por último, en cuanto al mandato 11, se estima debe establecerse, en concreto, a cuál dependencia del Poder Judicial corresponderá realizar el diagnóstico y los recursos que a esto se destinarán, así como  que se incorpore la posibilidad de que  se realice mediante convenios con otras instituciones vinculadas a esta temática.



 



Sugerimos, por ello, que expresamente se indique que esa labor será responsabilidad de la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, que es la que en la actualidad ha sido designada para atender lo relacionado con este tema.



 



IV.- A modo de conclusión



 



Por todo lo expuesto, se concluye que el  proyecto en discusión es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas y se recomienda su aprobación.



        



Dejo así rendido el informe  a fin de que las y los Integrantes de este órgano decisor, resuelvan lo que a bien tengan y corresponda.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada  Escoto, quien manifiesta: “Este proyecto se remitió en días pasados, con el afán de evitar  dar lectura a todas las diferentes razones que se dieron para que de este Poder Judicial emergiera la enunciación de trece artículos que conforman dicho proyecto.



Particularmente se refiere a que en un país multicultural y pluriétnico como el nuestro, donde existen ocho pueblos con diferentes idiomas indígenas -en total 24 territorios- el Estado debe asegurar una vida digna a todos y todas las habitantes. Esto se relaciona también con convenios internacionales que Costa Rica ha ratificado como el “Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)”, en virtud de que se debe garantizar un trato especial a las personas indígenas en razón de sus diferencias marcadas que se han dado por la sociedad, sus tradiciones, por sus culturas y por el derecho que les rige.



El Poder Judicial se ha interesado mucho en este tema desde el año 2003, debo reconocer en especial la actuación tanto de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, como de la máster Nancy Hernández López, Directora del Despacho de la Presidencia y la licenciada Mayra Campos Flores. Estas tres mujeres y quién les habla, a quienes invitaron por razones de estar en materia agraria y vivir la realidad de los diferentes pueblos y etnias, mostramos la necesidad de lo que se ha venido haciendo en este Poder de la República, para lo cual fue necesario un diagnóstico en que participaron activamente representantes de las poblaciones indígenas y de otras instituciones tanto estatales como privadas. A raíz de ello se obtuvo ya para el año 2007, una actividad en la que se pudieron hacer algunas recomendaciones. Por ejemplo:



1.                    Que se adopten medidas especiales para responder al desequilibrio histórico de estos pueblos.



2.                    Que creen y mantengan sistemas de recolección de datos cuantitativos en cuanto a la administración de justicia referente a los niveles de arrestos, sentencias, encarcelamientos, y penas capitales, porque aunque sean personas imputadas -no solo ofendidos- hay que tomar en cuenta que para las legislaciones indígenas ésta forma de encarcelamiento no es una tradición. La forma de ellos ante la pena de muerte es el pago con trabajo en la mayoría de los casos.



3.                    Que el encarcelamiento de personas indígenas se utilice como último recurso y se considere junto con las comunidades indígenas alternativas basadas en la igualdad y la no discriminación que incluyan opciones diferentes a la privación de libertad.



4.                            Que desarrollen medidas incluyendo la educación, formación, y políticas de reclutamiento para aumentar el número de personas indígenas empleadas en los sistemas de administración de justicia.



El Poder Judicial conciente de su obligación a brindar una justicia con rostro humano como lo ha dicho el señor Presidente, ha elaborado el Proyecto de “Carta de Derecho sobre Acceso a la Justicia de  los Pueblos  Indígenas” para que se tome en consideración las especificidades de los diferentes grupos sociales. Se busca establecer unas reglas mínimas para asegurar este acceso a la justicia a las personas indígenas, tomándose en cuenta que vivimos en esta sociedad multicultural y pluriétnica y que las diferencias en la cosmovisión generan diferentes expectativas ante la administración de justicia y diferentes formas de solucionar los conflictos sociales. En razón de esto no quiero seguir haciéndoles ver las diferentes barreras y situaciones que los indígenas nos han hecho saber de diferentes formas al visitarlos en todo lo ancho y largo del país, de las situaciones que afrontan desde un ángulo económico, cultural, sociológico, histórico. Tan es así que para la mayoría de nosotros y nosotras es tabú qué es el derecho indígena, de ahí la necesidad de que contemos ya con pruebas técnicas, las cuales se han adoptado por el Poder Judicial como lo son los dictámenes culturales. Gracias a las Subcomisión de Pueblos Indígenas de la cual formo parte y de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia así como las Reglas de Brasilia que nacen después de que se ha dado un inicio en cuanto a esta situación de tutela de los pueblos indígenas y de un verdadero acceso a la justicia en sus diferencias, es que se logró tomar diferentes acciones encaminadas para obtener una justicia más humana e inclusiva con los pueblos indígenas.



De acuerdo a lo anterior, me pareció en primer término trascendente llevar esta normativa cuando se me indicó realizar el informe otra vez, a la Subcomisión de Pueblos Indígenas por razones de que pueden haberse dado algunos cambios u observarse algunas situaciones que dentro de esta Subcomisión se pudieran analizar. Dentro de ellas acordes a los artículos podríamos ver los numerales 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, en este último se sugiere eliminar la frase “de los mismos” por ser innecesaria, así como el artículo 12 donde en lugar de “descentralización” debe leerse correctamente “desconcentración”, numeral en el cual se requiere establecerse alguna entidad dentro del Poder Judicial para darle el seguimiento a los planes estratégicos y políticas necesarias para atender a estas minorías. Estas constan en el documento adjunto, por razones de tiempo y porque hay otros asuntos trascendentes, no me voy a referir expresamente, pero si alguien quiere que lo enfatice podría hacerlo con variantes, con el afán de mejorar la redacción de estas disposiciones  y en el entendido que sobre el numeral 8 es mejor eliminarlo, porque dice así: “Obligación de aplicar atenuantes. En caso de aplicación de penas o medidas cautelares, siempre que el marco legal lo permita, él/la juez/a deberá considerar la pena o medida menos gravosa para la persona indígena.” En este estudio que hizo la Subcomisión se consideró que era mejor después de una revisión minuciosa eliminarlo, porque carece de sustento conforme a la normativa de fondo, pues no existen atenuantes de la sanción, causas de antijuridicidad o exculpación tratándose de imputados indígenas, salvo la elaboración técnico pragmática que podría considerarse desde la óptica de un error de comprensión culturalmente condicionado y partiendo de la jurisprudencia de los Tribunales de Casación y de la Sala Tercera. Por ello consideramos que en ese artículo debe mejor ser suprimido dada la imposibilidad práctica de su aplicación. En cuanto al numeral 9 que es otro trascendente, en lugar de “jueces y juezas” decidimos que es mejor personal judicial, porque también el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, los denominados auxiliares o ahora técnicos judiciales deben estar inmersos en capacitación para el trato y conocimiento de todo lo relativo a pueblos indígenas.



Dejo de esta manera y someramente expuesto el informe el cual desde el ángulo de Subcomisión de Pueblos Indígenas y quien les habla estimamos trascendente pueda realizarse o convertirse en ley y por ende el informe que le sugiero si a bien lo tuviere esta Corte darle el visto bueno, el cual es afirmativo en cuanto a este proyecto de Ley.”



            Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión PermanenteEspecial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada.



Los Magistrados Armijo, Castillo y Rueda se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.








 












 








Acta de Corte Plena Nº 004 - 2012








Fecha: 30 de Enero del 2012



Descriptores/Temas: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



ARTÍCULO XX



Documento 491-2012



            La licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en nota de 16 de enero en curso, manifestó:        



“Tengo el agrado de dirigirme a Ustedes en ocasión de remitirles adjunto copia de la nota mediante la que, la Sra. Ministra de Planificación y Política Económica, Dra. Laura Alfaro Maykall,   acepta oficialmente,- a nombre del Gobierno de Costa Rica,-  la subvención  de cooperación internacional que la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, AECID, otorgó  para financiar el PROGRAMA DE GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA EN COSTA RICA, por un monto total 517.600 Euros.  Los recursos, serán administrados por FUNDEVI, Fundación de la Universidad de Costa Rica.



 



Tres entidades estatales son las beneficiarias de los recursos supra mencionados a saber: 



 



·                MIDEPLAN…………………….. 135.000 Euros (US C. 87.856.650)



·                Poder Judicial …………………122.000 Euros (US C. 79.36.380)



·                Ministerio de Justicia…….. 260.600 Euros (US C.169.205.400)



 



Los recursos asignados al Poder Judicial, se consiguieron gracias a la participación activa en el proceso de negociación bilateral del MAP de Asociación con España, que tuvo la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el segundo semestre del año 2011; y a la decidida colaboración técnica que esta Oficina recibió en todo momento de parte de la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y sus diferentes  Subcomisiones; de la Secretaría de Género del Poder Judicial, de la CONAMAJ y de los/as magistrados/as integrantes de la Sala II de la Corte Suprema de Justicia.



Las actividades cuya realización fue aprobada se visualizan en el Resultado R.2: Mejorado el Acceso a la Justicia de los Grupos Vulnerables del documento denominado “Formulación Gobernabilidad CR”, adjunto a la presente Comunicación, y en las actividades R.2.2: Fortalecer la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia, y R.2.3: Implementar el Modelo de Participación Ciudadana en el circuito judicial de la Región Huetar.



 



Los indicadores del Resultado 2.2 son: a) Capacitados al menos 30% de los funcionarios del Poder Judicial del II circuito judicial de Alajuela (Región Huetar Norte) en temas de interculturalidad, y b) Al menos 2 Asociaciones de desarrollo Integral de Territorios Indígenas son capacitados en procedimientos judiciales.  (En presente proyecto, debe entenderse por interculturalidad de conformidad con lo consignado en el párrafo 2ndo. de la pág. 16 del documento en comentario: “una manera de garantizar el Acceso a la Justicia para los indígenas, respetando sus leyes, normas y favoreciendo la inclusión, con pleno ejercicio de derechos, de esta población en la sociedad costarricense”).



 



El indicador del Resultado R.2.3 es: Modelo de participación ciudadana en el Poder Judicial implementado en un circuito judicial de la Región Huetar Atlántica.



 



La asignación económica para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.2 cuya responsabilidad de ejecución recae sobre la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia y su Sub Comisión de Pueblos Indígenas es de C. 15.618.960 (quince millones, seiscientos dieciocho mil novecientos sesenta colones) en tanto que la asignación  para implementar las actividades previstas en el Resultado 2.3 es de C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones), cuya responsabilidad de ejecución recae sobre CONAMAJ.  A estos montos totales, debe deducírseles el 3.5% que cobra FUNDEVI por administrar los recursos, mismos que estarán disponibles para su ejecución a partir de la aprobación de los respectivos Planes Operativos Anuales, POA’s, a finales del mes de Febrero de 2012.



 



El próximo lunes 23 de enero a partir de las 9:00am en el auditorio de MIDEPLAN se llevará a cabo una reunión con los y las responsables de la ejecución de las actividades previstas antes indicadas, con la finalidad de elaborar el Plan Operativo de la subvención 2011. Dado lo anterior, aprovecho la ocasión para  convocar a la misma tanto doña Lena White como a doña Sara Castillo. Para su referencia adjunto,- así mismo,- el documento “POA revisado OTC Costa Rica marzo 2011”, a efecto que tanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas como la CONAMAJ, puedan ir recabando la información que en él se requiere para cada una de las actividades.



 



Quedo a disposición de Ustedes para ampliar o adicionar el presente informe en todo aquello que se considere pertinente.



 



Aprovecho la ocasión para saludarles, y reiterarles las muestras de mi más alta y distinguida consideración y estima personal.”
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            En correo electrónico de 20 de este mes, la licenciada Rojas Rodríguez, agregó:



“Con el debido respeto me dirijo a Ustedes con el propósito de corregir algunos errores y omisiones que contiene el documento remitido el pasado lunes 16 de enero a las 17:43 horas, adjunto a la presente comunicación. Veamos:



 



·              Página uno, párrafo tercero, acápite 2ndo., donde dice “ Poder Judicial …122.000 Euros  (US C. 79.36.380)” léase: “ Poder Judicial …122.000 Euros  (US C.79.396.380)”



·              Página uno, párrafo cuarto, línea cinco, después de “de parte” y antes de “Comisión”, léase: “del Despacho de la Presidencia”



·              Página uno, párrafo ocho, líneas  6 y 7, después de: “el Resultado 2.3 es de” no se lea “ C.79.396.380,  (setenta y nueve millones, trescientos noventa y seis mil, trescientos ochenta colones)” , léase en su lugar: “C.63.777.420, (sesenta y tres millones, setecientos setenta y siete mil cuatrocientos veinte colones)”
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Se acordó: Tomar nota y tener por corregidos los errores y omisiones que señala la licenciada Rojas Rodriguez en su informe anterior. Se declara acuerdo firme.








 Acta de Corte Plena Nº 017 - 2012








Fecha: 14 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Informe anual de labores, Contraloría de Servicios del Poder Judicial



ARTÍCULO II



            ENTRA EL MAGISTRADO GONZÁLEZ.



Documento 5260-2012



            En sesión N° 15-12 celebrada el 30 de abril último, artículo XXXVIII, entre otros aspectos, se tomó nota de la exposición que hizo la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, del Informe de Labores 2.010 de esa Contraloría.



            Expresa la Magistrada Escoto: “Quiero agregar algo respecto a la exposición que hizo la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial, del Informe de Labores 2.010 de esa Contraloría, pues me parece importante mencionar, aunado a lo que indicaron los compañeros y compañeras de esta Corte, que la labor de doña Lena en la Contraloría de Servicios, viene a ser un trabajo de mucha valía para el Poder Judicial, por ser el medio idóneo para que las personas que se sienten disconformes con alguna actuación, acudan a la Contraloría de Servicios, y hagan valer sus eventuales quejas y derechos. Es a través de estas oficinas que, con la forma tan especial de ser de doña Lena, se puede de alguna manera minimizar los disgustos y discordias. Como se ha hecho en años anteriores, creo que vale la pena destacar esa labor encomiable, que a la vez generó por el exceso de trabajo que ha aumentado en esas oficinas, que doña Lena no pudiera seguir en algunas Comisiones, como lo es para nosotros la Subcomisión de Pueblos Indígenas y otras, en las que ella desde el ángulo de Contralora brindaba una gran ayuda y bastantes ideas. Quiero se haga ver el esfuerzo mostrado en la rendición de cuentas. Merece un reconocimiento doña Lena White y su equipo de trabajo”.  



Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones hechas por la Magistrada Escoto y hacerlas de conocimiento de la señora Contralora de Servicios.








Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012








Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia.



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación.



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



           



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.”
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante.



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.

















Acta de Corte Plena Nº 020 - 2012








Fecha: 04 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Juzgados Electrónicos



ARTÍCULO III



Documento 6000-2012



            En oficio N° 382-DG-12/ID 3637 de 1 de junio en curso, dirigido al Presidente, Magistrado Mora, el licenciado Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, expresó:



“Para que por su digno medio sea del conocimiento de la Honorable Corte Plena; me permito comunicarle:



 



Después de treinta y siete años de laborar para el Organismo de Investigación Judicial, hoy he tomado la difícil decisión de acogerme al derecho de mi jubilación a partir del primero de julio del año en curso.



 



A lo largo de mi carrera tuve la oportunidad de ocupar desde el puesto de Investigador, a diferentes Jefaturas de Sección, Departamento, Delegación Regional, Sub Dirección,  contando con la dicha que en el mes de noviembre del año dos mil uno los señores y señoras magistrados y magistradas me hicieron el honor de nombrarme como Director General, máximo cargo de nuestra institución.



 



Asumí la designación con gran entusiasmo y responsabilidad y me avoqué a darle a nuestro ente la mejor estructura posible para obtener los resultados más eficaces de su historia institucional.



 



Siempre estuve conciente de la importancia que tiene el Organismo de Investigación Judicial para el combate de la criminalidad, el mantenimiento de la paz social y democracia en Costa Rica, y por eso inculqué en nuestro personal la necesidad de esforzarnos al máximo en el cumplimiento de los objetivos fijados para el bienestar del ciudadano costarricense y de los que conviven con nosotros. 



 



Me queda muy claro que la lucha continúa y que no se puede bajar la guardia en lo más mínimo, pues ese espacio lo celebrará enormemente el crimen organizado y toda la delincuencia que han hecho de esa actividad criminal su forma de vivir.



 



Al retirarme me es obligatorio elevar mi agradecimiento a Dios por guiar mis pasos y acciones para conducir este Organismo siempre con objetividad, imparcialidad,   independencia y transparencia, entre otros,  principios o valores indispensables en quien dirija este Cuerpo Policial.



 



Con el convencimiento de no haber defraudado a esa Corte Plena y cumplido con los deberes de mi cargo, agradezco también a los señores y señoras magistrados y magistradas la oportunidad que me brindaron de servir al país desde este importante cargo público.



 



Es mi obligación y con sumo placer lo hago, dejar constancia ante la Jerarquía del Poder Judicial, mi profundo reconocimiento a todos y cada uno de los servidores y servidoras de este Organismo en todos los campos funcionales que desarrollamos, con cuyo esfuerzo, honradez, dedicación y profesionalismo hicieron posible los logros alcanzados, que han colocado a nuestra policía en un sitio bastante distinguido y  de respeto en la sociedad costarricense.”
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            Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Deberíamos externarle a don Jorge Rojas el pesar de esta Corte al conocer de esta noticia, entendiendo que se trata de una persona que se ha desempeñado muy eficientemente como Director General del Organismo de Investigación, bajo su mando el Organismo continuó consolidándose como una policía investigativa muy eficiente. Le reconocemos sus esfuerzos”.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Pereira, quien manifiesta: “En mi condición personal y como Coordinadora de la Comisión de Enlace Corte-OIJ, quiero dejar constancia de un sentimiento que nos embarga la partida de don Jorge Rojas. Por un lado, porque es un derecho muy merecido después de un gran esfuerzo que ha hecho por poner muy en alto al Organismo de Investigación Judicial, no solo en cuanto al trabajo efectivo que se hace, sino también por haber sido un jefe que supo guiar un equipo de trabajo para llevarlo a sus mejores frutos. La ausencia de don Jorge será una ausencia sentida en la institución. Para nosotros como Comisión no queda más que indicarle a don Jorge que, con el dolor que significa el no tenerlo cada día en nuestras labores, debemos de decirle lo que sentimos y es que nos llena de gozo y de satisfacción que Dios le permitió llegar a tomar la determinación de jubilarse con salud, con mucha alegría de la labor cumplida y con la enorme satisfacción de salir como diríamos nosotros por la puerta ancha de la institución.



            El Poder Judicial guardará en sus más gratos recuerdos lo que ha sido la labor del Organismo de Investigación Judicial, la eficiente labor que don Jorge ha realizado y darle nuestras más expresivas gracias por haber dado todo de su vida para llevar a cabo su labor. Igualmente para su familia que tuvo que vivir muchos años de sacrificio para que él pudiese cumplir de la mejor forma.



            Quiero hacer una instancia para que así como don Jorge surgió en una carrera muy fructífera desde los inicios como Oficial y en distintos puestos de jerarquía dentro de la institución, ojalá el Señor nos ilumine para que podamos hacer una designación, que recoja los méritos de un esfuerzo dentro del Organismo de Investigación Judicial por la Carrera Policial y que el día de mañana quien lo sustituya siga los ejemplos de ese gran hombre que hoy nos dice hasta luego”.



Indica la Magistrada Varela: “Quiero dejar patente mi reconocimiento por la excelente labor que don Jorge ha realizado. Considero que es una persona que ha dejado una huella positiva en la gestión que le ha tocado desarrollar por varios años y es un buen precedente para quien le llegue a sustituir. Don Jorge ha actuado con el mayor compromiso institucional, con una visión muy clara de su deber y en lo personal con el mayor señorío y eso es muy importante reconocerlo. Desearle a don Jorge que disfrute su merecido retiro y que tenga presente que le reconocemos la forma tan eficiente y  comprometida con que ha actuado en sus labores”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ESCOTO.



Manifiesta la Magistrada Villanueva: “Yo también quiero unirme a las palabras de reconocimiento que se han externado aquí. La mística de los funcionarios y de las funcionarias de nuestra institución es la fuerza y el capital más grande que tiene esta institución. Don Jorge es un claro exponente de esa mística, traducida en un mejoramiento constante del aspecto técnico de la policía. Una policía que ha tratado de perfeccionar un sistema de ingreso bastante costoso. Sin que exista una Carrera Policial actualmente tiene un sistema de selección, el cual don Jorge le ha puesto un gran empeño a la organización administrativa. Él se ha involucrado a fondo para que la Medicatura Forense se organice de manera más adecuada, respondiendo a la extensión de los servicios y que prevalezca el interés del mejoramiento del servicio público. Ha tenido que luchar a lo interno con la problemática de reunir en su ámbito laboral distintas disciplinas y ha tratado de poner un orden anteponiendo siempre la mejora en el servicio. Merece destacar el respeto que ha inculcado y con el que ha manejado el tema de los derechos humanos, que ha caracterizado toda su gestión en la labor que desempeña el Organismo de Investigación Judicial. Respecto de los derechos humanos no solo de las personas usuarias, sino también de las personas que ha tenido a su cargo. Don Jorge ha conformado actualmente una de las policías que tiene en el mundo mayor número de mujeres y eso me parece que hay que reconocérselo, porque ha tratado siempre de manejar los aspectos y las características de la policía, con el respeto a los derechos de todas las personas que trabajan dentro y fuera de la institución y específicamente con la problemática que tienen las mujeres policías.



Destaco también los encuentros de policías, lleva cinco años realizando los encuentros de policías nacionales, lo cual me parece es una manera de impulsar una política de respeto a los derechos humanos a lo interno de su organización. Ha sido pionera el Comité y la Comisión de Género en el Organismo de Investigación Judicial, impulsada por él con respaldo a todas las acciones que tiene. Le quiero manifestar esto a don Jorge, porque siento que es una labor muy particular que él ha asumido, una labor beligerante, pero siempre teniendo en cuenta al Poder Judicial como una sola institución y a un organismo como parte de esta institución. Le hago este reconocimiento y resulta doloroso su retiro, pero es algo a lo que todos y todas debemos acostumbrarnos. Quiero expresarle los mejores deseos para que las nuevas etapas de su vida sean también de éxito, como lo ha sido su excelente labor como Director General del Organismo de Investigación Judicial”.



Dice el Magistrado Solís: “La decisión que ha tomado don Jorge de acogerse a su muy merecida jubilación, pues nos afecta en el ánimo habida cuenta de que don Jorge es de esos funcionarios judiciales que desde muy joven inició su carrera en el Organismo de Investigación Judicial, hasta llegar a ocupar la máxima responsabilidad de esa dependencia como Director. Don Jorge siempre se ha caracterizado por decir las cosas, aunque por decir las cosas le pueda generar malestares, tanto a lo interno como a lo externo del Poder Judicial, pero algo que merece mi reconocimiento y mi mérito para él es esa posición que siempre mantuvo de decir lo que piensa sin andar por la espalda, ni con habladurías diciendo cosas distintas y lo decía viendo la cara de su opositor directamente, aspecto que es una virtud que muchas veces en lo personal yo reclamo aquí en el ambiente de esta Corte Suprema de Justicia en general.



Otro aspecto que debo recalcar de don Jorge es su total y absoluta vocación a defender la autonomía y la independencia de la policía judicial dentro de la organización de la seguridad del Estado costarricense. Muchas veces en la Comisión de Enlace Corte Suprema de Justicia-OIJ, él nos ponía en conocimiento de circunstancias, de conductas o de experiencias que él en su calidad de Director del Organismo había vivido y que consideraba que él aunque tuviese que enfrentar otros núcleos de poder ajenos a la Corte Suprema y al Poder Judicial como tal, siempre era conciente en defender la autonomía de la policía del Poder Judicial, por un principio básico de salud de la República. Los cuerpos policiales que maneja el Organismo de Investigación Judicial, son cuerpos policiales técnicos, que legalmente tienen una función de investigación y represión del delito y muchas veces don Jorge nos manifestaba también, la importancia de mantener con claridad, con total transparencia esa línea divisoria, entre lo que es la policía preventiva del Poder Ejecutivo y la policía de investigación y represión del delito del Poder Judicial, porque la salud de la República así lo exige para todos los momentos y don Jorge en eso se caracterizó por esa total y absoluta defensa acérrima de la independencia que debe tener la policía del Organismo de Investigación Judicial.



            Otro aspecto que también debo recalcar, era la forma tan directa pero a la vez diáfana y clara con que él transmitía sus mensajes en distintos programas de televisión, de radio, etcétera, donde se le consultaba y era invitado para participar y la percepción que la ciudadanía en general ha tenido de él como funcionario judicial que ocupa una de las jerarquías de mayor importancia en la organización administrativa del Poder Judicial. Él nos ayudó de sobremanera con el Programa de Participación Ciudadana, que la CONAMAJ ha venido desarrollando en la Zona Norte del país, cada vez que su agenda lo permitía nos acompañaba a las reuniones, a las diferentes actividades, a los Chiles, a Guatuso, a Upala, a la Fortuna y conversaba con la comunidad. Conversaba con las personas sobre temas de seguridad, sobre la responsabilidad ante la comunidad de brindar un servicio transparente, democrático y un servicio -como él lo ha dicho- con rostro humano. Nunca se me olvida que una reunión que tuvimos en un Centro Comunal en Los Chiles, él ante unas quejas que planteaban un grupo de señoras vecinas de la comunidad, por aparte llama a una funcionaria del Organismo de Investigación Judicial y le dice que por favor no quiere oír más ese tipo de quejas, porque el Organismo tiene una caja chica con la cual pueden sufragar una serie de gastos que las víctimas y los parientes de las víctimas en esas zonas tan alejadas, necesitan cuando tienen que trasladarse a Ciudad Quesada, a que les hagan los exámenes forenses o los fines de semana a los laboratorios del Organismo para tales efectos y él decía es incomprensible que esto se esté dando, por ahorrar dinero en el tema de viáticos, se afecta la dignidad, en este caso, de una mujer y una niña que habían sido objeto de un delito de violación. Y que más acción que venga a reflejar ese sentimiento de empatía que la ciudadanía ha tenido con el Director de nuestra policía y el Director del Organismo que un día almorzando en el Mercado Central de Ciudad Quesada, veníamos de una actividad de participación ciudadana que se había hecho en horas de la mañana, yo venía al lado suyo y se acercan dos señores de mucha edad, totalmente campesinos, se acercan, lo reconocen, y de manera muy a lo tico, muy a lo campesino tico se acercan a él y le dicen: “verdad señor que usted es el jefe de la policía del Poder Judicial”. Él respondió: “Sí”, “pues muchas gracias por darnos la protección que todas las personas merecemos en Costa Rica” y los dos campesinos extendieron sus manos callosas, llenas de tierra para saludar al Director de la policía judicial y del Organismo de Investigación Judicial de Costa Rica. Cuántas veces nosotros nos desearíamos que ciudadanos anónimos se acercaran a nosotros a decirnos: “muchas gracias por dictar buenas sentencias, muchas gracias por mantener la seguridad jurídica en este país”, dos campesinos anónimos se acercaron a decirle a don Jorge: “gracias por estar cumpliendo con su trabajo”, en las palabras sencillas con que estos dos ciudadanos costarricenses se dirigieron hacia él.



            En su derecho de acogerse a la jubilación, es un derecho que él lo está ejercitando y enhorabuena que lo ha logrado. En lo personal creo que el Organismo pierde a unos de sus mejores funcionarios por esa dedicación, por esa identidad que él ha tenido con el Organismo y por el papel que él ha venido desempeñando como máximo jerarca.



            A don Jorge le envío un gran abrazo, mis respetos personales por esa calidad humana que siempre ha manifestado en todas y cada una de sus acciones y le deseo el mejor de sus éxitos a partir del 1 de julio, en esta nueva etapa de su vida en el ámbito privado y familiar”.



Manifiesta la Magistrada Camacho: “Hablar de don Jorge y la experiencia que yo compartí con él en estos tres años en la Comisión, me llevaría toda la mañana por el personaje y la calidad de ser humano que representa don Jorge en la institución. Ya se ha dicho bastante esta mañana. Sin embargo, quiero destacar dos particularidades de la personalidad de don Jorge, que me llaman mucho la atención. Cuando hacíamos visitas con la Comisión de Enlace Corte-Organismo de Investigación Judicial, yo tengo tres años de estar con esta Comisión, a mí me llamaba tremendamente la atención ver la capacidad de liderazgo que tenía don Jorge en todas las comunidades como señalaba el Magistrado Solís, pero además con los subalternos, el reúne en su liderazgo una firmeza que le da autoridad, pero además una sensibilidad para llevar a todas estas personas que trabajan con nosotros, la motivación necesaria para seguir ejerciendo una labor tan difícil como es la labor del Organismo de Investigación Judicial. Esta sensibilidad y empatía le permitía a don Jorge hablar durante casi dos horas en cada una de las reuniones que hacíamos y créanme que las personas que entraban al inicio eran diferentes de las que salían, las que salían eran motivadas, comprometidas, nuevamente reflejaban que ese jefe era cercano a pesar de que eran las comunidades más lejanas donde íbamos como Osa por ejemplo.



Creo que no es procedente, pero quiero dejar constando que en lo que respecta a esta labor tan encomiable, lo primero que se me viene a la mente y el primer sentimiento es pedirle a don Jorge que reconsidere esa decisión. Sin embargo, es un derecho al que él se está acogiendo muy merecido, pero lo primero que yo quisiera es pedirle que reconsidere como una motivación personal. En la Comisión la persona de él nos daba la seguridad de que había un jefe que nos brindaba transparencia, conocimiento teórico y práctico y en su ejercicio diario nos brindó un servicio ejemplar. Me uno a lo que han dicho esta mañana mis compañeros y compañeras. Muchas bendiciones a don Jorge por su nueva carrera en la vida”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA CAMACHO, ENTRARON LOS MAGISTRADOS JINESTA Y RUEDA.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Aunque ya se ha hablado mucho de la persona de don Jorge esta mañana, quiero destacar la labor que don Jorge Rojas realizó en actividades que yo considero importantísimas, porque son el medio idóneo para la comunicación directa, para el diálogo, para llevar a cabo diferentes políticas y acciones del Poder Judicial, como son las Comisiones y Subcomisiones. No puedo olvidar que cuando empezamos allá en el año 2003 con una misión de apertura, de conocimiento, de trato diario con todo el personal del Poder Judicial, a fin de emitir las acciones que hoy vienen a ser la base de la política institucional en valores y en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, siempre se contó con la presencia de don Jorge Rojas. Es digno hacer notar en estos momentos cuando una persona se va y deja un espacio en estos vagones que la vida nos pone, como dice un correo electrónico del tren en que nos toca ir juntos y juntas, el espacio que deja don Jorge, porque su mística y, además, su deseo de que el Organismo de Investigación Judicial formara parte de las diferentes actividades que se realizaron para la Comisión de Ética y Valores y que se realizan, son dignas de reflexión como un jefe que siempre estuvo presente; que en muchos casos tomó las riendas de alguna efeméride como lo fue en muchos momentos el 14 de setiembre para celebrar el día de la Patria, que vale la pena destacar, porque muestran que además de ser un gran líder, de ser un gran jefe, de estar en contacto directo con lo más delicado de la sociedad, que es lo que llega a esta institución tenía espacio para hacer recordar nuestras raíces. En la Subcomisión de Pueblos Indígenas siempre ha prestado alguna persona para que nos ayude y nos dé ese empuje que necesitamos en estos ámbitos que estimo esenciales. Desde hoy extrañaré su presencia y espero que quien lo venga a sustituir siga con ese ideal que mostró el Organismo de Investigación Judicial, en actividades como lo son los valores y subcomisiones tan valiosas por ser un grupo discriminado las personas indígenas y los territorios indígenas”.



Interviene el Magistrado Jinesta: “Quiero hacer algunas consideraciones con motivo del retiro de don Jorge Rojas, quien ha sido un funcionario ejemplar de este Poder Judicial. Ha entregado alma, vida y corazón para el engrandecimiento del Organismo de Investigación Judicial, y de todos aquellos otros órganos que se auxilian de esa importante unidad. Don Jorge ha contribuido correlativamente al engrandecimiento del Poder Judicial y del Estado costarricense. Para mí es una noticia muy impactante que un funcionario de la talla moral, de la integridad y de la probidad de don Jorge Rojas anuncie su retiro. La jubilación es un derecho y en el caso de don Jorge Rojas lo tiene más que merecido ese derecho. Quiero decir que es una persona que sale por la puerta grande, con la satisfacción del deber cumplido y, además, con la frente en el alto, por todo lo que le ha dado al Organismo de Investigación Judicial, al Poder Judicial y a la sociedad costarricense. Es una sensible y lamentable pérdida para el Poder Judicial. Reconozco en don Jorge Rojas una trayectoria intachable, honorable, proba y lamento mucho su partida, pero es la jubilación merecida a la que tiene derecho”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Tomamos nota de todo lo que se ha dicho en relación con don Jorge Rojas y su jubilación y se lo haremos llegar a él junto con la solicitud de la Magistrada Camacho. Entiendo que ese es el criterio de esta Corte, incluido el solicitarle que reconsidere su decisión”.



Se acordó: 1.) Tomar nota y hacer del conocimiento del Departamento de Personal, para los efectos correspondientes, el oficio N° 382-DG-12/ID 3637 de 1 de junio en curso, en el que el licenciado Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, comunica su decisión de acogerse al derecho de su jubilación a partir del 1 de julio del año en curso. 2.) Dejar constancia de las manifestaciones de las señoras Magistradas y señores Magistrados que hicieron uso de la palabra. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento del Consejo Superior.








 








 








 








Acta de Corte Plena Nº 022 - 2012








Fecha: 25 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Tribunal de Trabajo, Oralidad, Sentencias, Mobiliario y equipo, Protocolos, Grabaciones



ARTÍCULO XXVII



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 6644-2012



Los licenciados Óscar Ugalde Miranda, Ana Luisa Messeguer Monge, Eugenie Salas Chavarría, Ana Ruth Fallas Gómez, Lorena Esquivel Agüero, Juan Carlos Segura Solís, Leyla Shadid Gamboa e Ingrid Gregory Wang, Jueces del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, en nota de 18 de junio en curso, dirigida al Presidente, Magistrado Mora, le manifestaron:



         “Debido a que se nos expone nuevamente ante la prensa escrita, en la publicación del periódico La Nación, del día martes 12 de junio de 2012, denominada: "Tribunal de Trabajo anula fallo oral porque no estaba escrito", el Consejo de Jueces de este Tribunal de Trabajo, reunidos el 13 de junio de los corrientes, en forma unánime, hemos decidido hacer las siguientes manifestaciones y solicitamos se ponga en conocimiento de Corte Plena, las mismas:



 



         I.- En el expediente electrónico Nº 11-000014-1178-LA, de Marco Antonio Ramírez Ramírez contra el Estado, se procedió en fecha 31 de enero de 2012, a anular el por tanto de la sentencia dictada por el Juzgado de Trabajo de este Circuito Judicial a las 14:30 hrs, de 21 de julio de 2011, debido a que ese expediente electrónico solo indicaba la parte dispositiva de la sentencia,  y el audio contenía algunas interferencias, que impedían escuchar con nitidez la sentencia íntegra. Se hace la observación que ni la audiencia de prueba, ni el fallo se anuló. Se indagó en el Juzgado de Trabajo, para determinar si la sentencia había sido transcrita, pero los resultados fueron negativos; motivo por el cual se dispuso devolver el proceso al Juzgado de origen, para que procedieran a transcribir en forma fidedigna y completa el fallo dictado oralmente, a fin de fallar  conforme a derecho este proceso, por cuanto en el formato digital sólo aparecía escrita la parte dispositiva. En dicha resolución se hacía la advertencia al Juzgado, que de conformidad con la circular Nº 014-07 del Consejo Superior del Poder Judicial, adoptada en la Sesión Nº 07-07, celebrada el 30 de enero de 2007, bajo artículo LXVIII, procediera a la brevedad posible a transcribir dicho fallo.



 



         II.- Días después de haber recibido el expediente en cuestión, con la sentencia de primera instancia transcrita en forma íntegra, se procedió a estudiar y elaborar el proyecto de sentencia, por la señora jueza ponente; sin embargo, no se ha podido circular para estudio y votación, dado que se reclama en la pretensión el extremo de indexación, lo que ha obligado a suspender el proceso, hasta tanto la Sala Constitucional, no se pronuncie sobre la acción planteada, sobre ese aspecto.



 



         III.-  Previo al Consejo de Jueces (zas), en una reunión que se llevó cabo entre el Coordinador de este Tribunal y la señora Coordinadora del Juzgado de Trabajo, se decidió que para no tener problemas como el descrito anteriormente, era necesario que se transcribieran las sentencias de manera integral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Civil, y así garantizar el derecho de defensa de los (as) usuarios (as), debido a la situación que vive el Tribunal de Trabajo y que a continuación señalamos:



 



         a) El audio de los asuntos que han venido en apelación, no es el óptimo.



 



         b) El Tribunal no cuenta con las herramientas tecnológicas necesarias para escuchar en forma idónea las audiencias de prueba y las sentencias, que permitan resolver adecuadamente las impugnaciones planteadas en los procesos electrónicos, con una sentencia dictada en forma oral.



 



         c)  A la fecha no se ha brindado capacitación a los Jueces y Juezas y personal subalterno de este Tribunal de Trabajo, en lo concerniente a los juicios orales.



 



         d) Ausencia de fuerza normativa del Protocolo de Oralidad, frente a la vigencia de normas procesales de orden público, de obligado acatamiento.



 



         V.- Dadas las situaciones anteriores, con honda preocupación, este Tribunal pregunta a los señores Magistrados, que integran la Corte Plena, cómo debemos resolver los procesos orales, que si bien es cierto, existe un protocolo de oralidad, el mismo fue aprobado únicamente para la primera instancia. No se nos ha tomado en cuenta, ni se nos ha consultado, entiéndase dado audiencia, de dicho protocolo en la preparación y sus implicaciones  o alcances, para la segunda instancia.



 



         VI.- En este momento tenemos una situación muy particular y es que los expedientes de Seguridad Social, que se tramitan en forma electrónica, tanto en el Juzgado como en el Tribunal, recurrida la sentencia ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se remite el expediente en forma digital y ésta nos devuelve la sentencia en forma escrita, dentro de un legajo levantado de la misma manera, sin ninguna instrucción de cómo proceder con ese legajo.



 



         Por lo que rogamos, ante tanta incertidumbre aclarar cómo debemos de proceder, a la hora de resolver estos asuntos, que el Juzgado falla en forma oral y digital con soporte electrónico, del cual carecemos en la segunda instancia.



 



PRUEBA: La publicación de la Nación, el expediente electrónico Nº 11-000014-1178-LA y el Legajo de la Sala de Casación, Exp. Nº 09-59-1102-LA.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Estimo que en principio lo que deberíamos hacer es pedirle a la Administración que revise los equipos de grabación del Edificio de Goicoechea y que se proceda a capacitar a las personas para que hagan bien las grabaciones. Es cierto, que me remitieron una copia de un CD de la audiencia que se da cuenta, pero yo no he querido oírlo, porque me parece que no es un tema que me incumba en este momento. También considero que no corresponde a esta Corte decirle que es lo que ellos deben hacer.”



Indica el Magistrado Arroyo: “En vista del problema que se ha presentado, entiendo que es de la jurisdicción laboral. Nosotros en la jurisdicción penal hemos tenido que anular algunas sentencias, precisamente porque los registros son defectuosos. Se han realizado esfuerzos importantes, porque en algunos casos, por ejemplo se requiere de algún conocimiento o destreza especial para abrir un archivo y en otros a pesar de todos los esfuerzos efectuados, o no se puede abrir el archivo o al abrirse hay una grabación que no se puede oír bien o se muestra interrumpida o de alguna manera defectuosa y no se puede tener seguridad de lo sucedido y se anula la sentencia. En todo caso por si les sirve, tenemos el protocolo de actuaciones en esta materia y ahí está claramente establecido cuáles son las obligaciones y por parte de quién a la hora de que estos respaldos puedan ser efectivamente tomados y bien logrados. Pienso que ese protocolo nuestro les podría ayudar a ver qué es lo que nosotros hemos decido en materia penal y la utilidad también podría trasladarse a otras materias. Con mucho gusto, si no lo tienen a mano lo hacemos llegar, porque hay normas específicas de cómo es que se deben tomar estos registros y quiénes son los responsables, porque eso ha sido también un debate, si es solo el personal asistente o la persona que preside la audiencia. En fin, todos estos detalles por los cuales ya nosotros hemos pasado.”



Expresa la Magistrada Varela: “Están dando las justificaciones del caso, pero en el fondo es una oposición a que se aplique la oralidad. Tenemos que tener muy claro que existe el protocolo, mismo que es un producto que entregó USAID en su momento, como parte del apoyo de la jurisdicción laboral, en el que como señalé en otra ocasión, que se dio amplia participación, no sólo a los integrantes del juzgado y con la participación del experto que trajo la gente de USAID, sino también a los y las integrantes del Tribunal. No se le está pidiendo al Tribunal de Trabajo de Goicoechea que atienda la apelación escuchando a las partes en forma oral y resolviendo la sentencia de esa misma forma. Por lo tanto, las carencias que han señalado, en el sentido de que no se les ha dado la capacitación, se desvanecen ante esa realidad que estamos señalando. La preocupación es si hay falta de nitidez en la escucha, pero aquí no se está refiriendo propiamente a que no se está escuchando bien las grabaciones. Si hay un defecto en eso, tendríamos que corregirlo en la recepción de las pruebas, pero el argumento que están dando es básicamente que hay una insuficiencia, porque lo que pretendían era que digitaran todas las sentencias, que no se registraran en forma de audio, y así se lo solicitaron al Juzgado por medio de la Coordinadora. Está claro, las cosas tienen su nombre, hay una resistencia clara, no quieren escuchar las sentencias en forma oral. Si la sentencia no se fundamenta debidamente la sentencia, entonces la parte podría alegar nulidad, por indefensión pero ese no  es tema. Es obligación del Tribunal revisar que se esté cumpliendo con la debida fundamentación y si ese es el caso, sin duda alguna podría anularlo. Lo que no se vale es señalar cualquier pretexto para anular por el hecho de haberse emitido la sentencia con registro de audio  solamente, lo que pretende dar una respuestas rápidas para las personas usuarias. Desde mi punto de vista y con el respeto a los (as) integrantes del Tribunal, es un pretexto  el decir que se causa indefensión para justificar la decisión de pedirle al Juzgado que  registrara en forma digital todas las sentencias que se habían dictado en forma oral. Repito, no se le está pidiendo al Tribunal que convoque a las partes a una audiencia y las escuche en forma oral y les resuelva de esa misma manera. No es eso lo que se le está pidiendo  al Tribunal, en cuando a la gestión de los casos donde se está dictando sentencias orales.



Hay que tomar en cuenta la forma en que se están tramitando los asuntos a partir del cuatro de abril del dos mil once, Despacho Electrónico. Como ustedes saben están trabajando con escritorio virtual. Al Tribunal también se procedió a instalarle el citado programa por parte del Departamento de Tecnología de la Información, y se les ofreció una capacitación la que debía ser coordinada por el Coordinador del Tribunal con TI. Se pidió una postergación pero no se dio fecha para ejecutarla, lo que evidencia poco interés sobre la utilización de ese medio. Esto me lleva a preguntar ¿Por qué? ¿Qué es lo que ocurre?  Cuando digo que algo no funciona lo que procede es buscar ayuda, y esto no ha ocurrido en el Tribunal. Otra cosa es que diga que la computadora no sirve para nada, porque evidencio un desinterés en utilizar el medio tecnológico para mejorar el servicio. Si no se manejar un programa, busco ayuda para entenderlo y tener mayor capacitación en ese campo. Al no procederse por parte del Tribunal de esa forma, me hace pensar que lo que hay es una clara resistencia al cambio que queremos dar en la jurisdicción laboral y no deja de ser un obstáculo a un proyecto que, como todos y todas ustedes saben, está dando buenos resultados. ¿Qué es lo que ha traído esta actitud del Tribunal?  Buscar apoyo de esta Corte para les digamos “ustedes tienen toda la razón y lo que se está haciendo en el Juzgado no sirve para nada” En el fondo es eso, ¿será esa una forma de mejorar la gestión de los despachos laborales y en otras materias?, porque de ser así, nos deberíamos replantear el tema. ¿En dónde es que estamos fallando? Si estamos buscando una mejora continua, quienes estamos en las diferentes etapas de una jurisdicción, debemos buscar soluciones y no obstáculos, porque si buscamos éstos los encontraremos porque desde que existen las excusas, nadie queda mal cuando no actúa para mejorar. No se vale tratar de obstaculizar un proyecto que pretende una mejora en la gestión de los tribunales laborales; y estimo que el Tribunal de Trabajo de Goicoechea, como otros en las otras sedes, donde se está aplicando la oralidad, deben de involucrarse, buscar soluciones y cambios, si es que hay que buscarlos, para mejorar el sistema y no buscar obstáculos, como si fueran insalvables para no hacer un cambio cualitativo y cuantitativo en el sistema de Administración de Justicia. Por esa razón no puedo compartir las manifestaciones que hace el Tribunal, y si es necesario que el tema de la oralidad lo discutamos en un foro, estoy anuente para evitar estos problemas que se han presentado.



Propongo que discutamos esto en un foro con especialitas, que llevemos nuevamente a todos a quienes participamos en este proceso, para buscar soluciones, no “peros” ni obstáculos. Quede claro que, si en este proyecto se da la bendición por la Corte le da la bendición a las objeciones del Tribunal, estaríamos dando al traste con el tema de la oralidad. Entonces, mejor sigamos haciendo las cosas como se han hecho siempre y aquí no pasa nada. Debe advertir que hay claros resultados de mejora en los tiempos de respuesta (donde se ha aplicado la oralidad en materia laboral). Por ejemplo, en el Juzgado de Cartago, pasaron de ochenta cinco días desde que el asunto se recibía la prueba, hasta que se dictaba el fallo, a hacerlo el mismo día. En Cartago ha sido de más avanzada. El Tribunal de esa localidad ha dado una muestra de buena voluntad al cambio, donde decidieron que si la persona apela en el mismo acto de que le notifican la sentencia, se comuniquen con ellos y de una vez le dan la fecha de la audiencia y lo reciben en la fecha indicada y en la misma le dictan el fallo. No hubo ninguna resistencia en cuanto al escritorio virtual, por el contrario, pidieron que de inmediato se les instalara y diera capacitación, como en efecto se hizo para que pudieran recibir el expediente en tiempo real, recibir a las partes y ahí mismo dictar el fallo, como ha venido ocurriendo. Comparando esa experiencia con la del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, se nota la diferencia y la resistencia en este. Entiendo los temores a lo nuevo, es muy humano, pero se está saliendo de la seriedad con que hay que ver los cambios institucionales para mejorar la administración de justicia;  si esto pasa en laboral, sin duda alguna que se dará en las otras materias. Si no queremos la oralidad, seamos francos y no andemos con dobles discursos, pues eso no ayuda; sugiero que fijemos una línea con objetivos claros, con el concurso de todos (as) y trabajar por ello. Todo el mundo tiene que estar en la línea de mejorar, y si no, pues que digan, como parece que es la tónica “No quiero, porque me gusta hacer las cosas como antes”, de esa manera sabremos a qué atenernos, recordemos que mantener la misma forma de hacer las cosas, de gestionar los  casos y los despachos es lo que nos ha llevado a tener atrasos increíbles en diferentes jurisdicciones; si consideramos que debemos seguir haciendo lo mismo, sin cambios de actitud y de gestión en los despachos, así no se puede cambiar y tampoco mejorar el servicio.



La institución ha invertido mucho en tecnología, capacitación y en aceptar proyectos de apoyo para mejorar las jurisdicciones. Sin embargo, con las actitudes que se han venido manifestando en el Tribunal, no se puede, ni se logran los cambios para mejorar la gestión del servicio de justicia. Considero que esto hay que verlo con mucha seriedad y si hay que discutirlo, como indiqué supra, en un foro con especialistas, en mí condición de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Laboral, estoy totalmente anuente a que discutamos este tema (la oralidad en los fallos) y que escuchemos razones y sobre todo propuestas para mejorar. Estoy convencida que si no se da un cambio de estrategia y en la gestión, difícilmente se logra cambiar los resultados que hemos obtenido hasta la fecha. Hemos visto en otras áreas, como en familia y pensiones, que hubo resistencia para la mejora mediante proyectos con nueva gestión de los servicios. El primero, que se inició fue en Alajuela (liderado por la Magistrada León), vimos que no todos estaban de acuerdo en pasar a ese nuevo proyecto, sin duda fue un reto, pero sólo cuando asumimos retos con seriedad y entusiasmo se logran los objetivos. De lo contrario vamos a seguir haciendo lo mismo, es decir, más de lo mismo y no habrán resultados positivos.”   



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, ENTRÓ EL MAGISTRADO CRUZ.



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece que si nosotros aceptamos ir a un foro a volver a discutir lo que ya durante tanto tiempo hemos dicho sobradamente acá, sobre si vamos a ir por la oralidad o no, es volver otra vez atrás. Esa propuesta de la Magistrada Varela realmente no me gusta, considero que ya nosotros tomamos una determinación y vamos a ir por la oralidad y es más le dijimos a la Sala Segunda que nos presentara un proyecto que ya está en la Asamblea Legislativa para optar por la oralidad en los procedimientos. Lo mismo se hizo en la materia civil y agraria, y estamos haciendo experiencia en todas estas materias para continuar en el tema. Creo que muy probablemente aquí hayan excusas, el cambio se nos dificulta a las personas, por ahí después viene un tema planteado por el Tribunal de Pérez Zeledón en el mismo sentido y tomando como base lo señalado por este Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José. Yo les dije que no quise oír la grabación que nos mandaron, en donde se dice que el audio contiene interferencias que impedía escuchar con nitidez la sentencia, para no meterme en la discusión del caso concreto, pues estimo que nosotros debemos señalar las reglas generales. Primero, que esta Corte ha decidido ir por la oralidad y que vamos a continuar por ese camino. Segundo, que hay protocolos que cumplir, y si el equipo no está funcionando bien, corresponde a la administración darle un buen funcionamiento. Que si la gente -como ellos dicen- no ha sido capacitada, tenemos que capacitarlos para que lo hagan. Además ellos nos vienen diciendo que en la Sala Segunda se resuelven los temas que vienen de seguridad social de manera oral y en el Tribunal también de manera oral, pero que ahí se levanta un legajo y se devuelve en un documento. Considero  que si el Tribunal quiere proceder de esa manera, bien lo podría hacer al igual que lo hace lo Sala. Lo que no entiendo es por qué si en el juzgado se dicta la sentencia oralmente, ellos tengan que anular el por tanto para que le manden la sentencia transcrita por escrito. Deberíamos de disponer que se revisen los equipos de grabación, capacitar a los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente, indicarles que deben cumplir con los protocolos y darles las herramientas necesarias para oír las audiencias en sentencia, que es otro tema que ellos vienen ahí señalando que no tienen los equipos correspondientes. Si es de proceder como lo hace la Sala Segunda, pues me parece que es ejemplo que la Sala les ha dado y que bien podría aplicarse por resultar una segunda instancia, pero la Sala no ha procedido a anular porque las sentencias les vengan oralmente, pues de la misma manera deberían de actuar ellos. Me parece que debemos de señalar, sin lugar a dudas de que estamos optando por la oralidad”.



Interviene el Magistrado Vega: “Este tema me parece que es de la máxima importancia porque plantea justamente uno de las grandes debates que en esta Corte se han venido generando a lo largo de los últimos años y es el que está sustentado justamente en abandonar el camino de la escritura para acoger el camino de la oralidad y sobre todo atendiendo a las buenas experiencias de algunas jurisdicciones como la penal. Experiencias valiosas que también han incorporado el concepto de expediente electrónico como la misma Sala Constitucional y algunas otras experiencias como en el tema de los cobratorios en materia laboral. Creo que aquí hay un tema de fondo que esta Corte tiene que analizar y fijar una posición, respecto a definir la utilización de la oralidad como una forma de tramitar los procesos y utilizar las herramientas de trabajo de cara al impulso de la oralidad, si esto realmente es un tema procesal estrictamente o no. Me refiero a si es un tema de carácter procesal, porque si así lo fuera, habría que definir si el tomar decisiones de esta índole podrían estar afectando el principio de independencia judicial. Sí entendemos que el principio de independencia del juez no se está afectando a partir de la decisión que esta Corte pueda tomar con respecto al uso de mecanismos para generar la producción de sentencias. Entonces, valga la oportunidad para decir que los protocolos o las buenas prácticas o todas las reglas que nosotros podamos establecer deben ser de carácter obligatorio, deben ser de cumplimiento obligatorio para todos los tribunales y juzgados del país, sobre la base de la existencia de una política institucional dictada por el Órgano jerárquico que es esta Corte. En la nota que envían los compañeros y compañeras jueces del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial San José, están cuestionando la existencia de un protocolo diciendo que no es aplicable de forma obligatoria, o sea que si ellos consideran que la oralidad no se aplica a lo laboral, pues sencillamente no se aplica a lo laboral. No es cierto que sea un fallo únicamente el que han anulado porque el audio estaba defectuosa, pues han anulado más de una sentencia y lo han hecho expresamente porque no comparten el tema de la oralidad, en buena hora o en mala hora, y si no lo comparten es donde este Poder Judicial queda en un predicado que a mí particularmente en lo personal me preocupa, porque cuál es el mensaje que le estamos enviando nosotros a este país después de haber invertido miles de millones de dólares en compras de equipos para implantar sistema de oralidad y viene un Tribunal de la República a decir que la oralidad no se aplica porque es contraria a la ley y que si se aplica la Corte no los puede obligar porque se les estaría violando el principio de independencia del juez. Estimo que el tema es de debate profundo, hay que analizarlo y definirlo, pero pareciera que a estas alturas del partido cuando ya llevamos tanto tiempo de estar avanzando en esta dirección, que vengan dos Tribunales del país, porque no es solo el Tribunal de Trabajo sino también el Tribunal de Pérez Zeledón, con razón o sin razón,  no lo sé, a decir que el tema de la oralidad no le es aplicable porque de acuerdo con la normativa procesal que rige la materia lo que debe hacerse es omitir sentencias basadas en la escritura, entonces considero que eso es lo que debe de generar una profunda reflexión y un debate importante a nivel de esta Corte. El definir reglas generales para la oralidad -me parece que es una de las propuestas que hacía el Magistrado Mora- no solo están establecidas en muchos códigos procesales de las distintas jurisdicciones, sino que son reglas que han estado basadas en el desarrollo de los planes estratégicos y de la definición de los grandes objetivos institucionales sobre todo cuando tomamos decisiones presupuestarias para la compra de equipos de audio y de video. Yo no sé señor Presidente, compañeros y compañeras Magistradas si tenemos que hacer un alto en el camino y revisar qué es lo que estamos haciendo y cómo lo estamos haciendo, pero si es necesario hacer ese alto en el camino para no solo revisar los equipos y ver si están funcionando bien o no, lo cual casi pareciera increíble que un órgano de esta naturaleza tenga que tomar un acuerdo en ese sentido, cuando se supone que son bastante nuevos y que deben de funcionar bien y si no funcionan pues se arreglan o se cambian. El tema no es ese, sino lo que tiene que funcionar es la política que se defina a nivel global y que tiene que ser coincidente con la norma, con los códigos procesales, y debe ser acorde con un criterio de si realmente nosotros detrás del impulso de la oralidad lo que estamos promoviendo es una forma más sencilla, eficiente y rápida de poder producir los resultados esperados para tener una justicia más eficiente. Me parece que por ahí viene el tema, si ustedes leen la sentencia que fue anulada por el Tribunal, se dan cuenta de que los fundamentos que se dan, no solo van dirigidos al tema de la dificultad del audio, sino mucho más allá, cuestionan el tema de la oralidad, los fundamentos dicen que de acuerdo con el artículo 155 del Código Procesal Civil las sentencias deben de dictarse en formato escrito, y el Tribunal dice que ese protocolo de oralidad aplicado en la materia laboral y el protocolo de oralidad en materia penal y todos los protocolos de oralidad no son vinculantes y no se les aplican a ellos por el principio de independencia. Ahí es donde está el debate y creo que esta Corte tiene que asumir una posición concreta y definir los derroteros por los cuales vamos a caminar todos y todas y ponernos de acuerdo en las partes en que haya que ponerse de acuerdo, recoger velas donde haya que recogerlas, replantear cosas donde haya que replantearlas, pero que de una vez por todas realmente podamos encontrar una unidad de discurso para exteriorizar al país sin tener que hacer el ridículo. Una de las usuarias afectadas en este proceso, esperó no sé cuanto tiempo (años o meses) para que le dictaran una sentencia de segunda instancia y después de que le dictan la sentencia de primera instancia, se la anulan y le dicen que se la anulan porque fue dictada en forma oral, entonces la usuaria se va a la Contraloría de Servicios a plantear el reclamo porque dice que no entiende como en el Poder Judicial por un lado nosotros pregonamos el tema de la oralidad y por otro los Tribunales no le hacen caso a la Corte y dictan la nulidad de las sentencias de esa forma. Considero que es importante –repito- tratar de analizar bien que es lo que está pasando, abrir los espacios que sean necesarios si es que es necesario abrirlos, ya sea de discusión o de análisis y si no es necesario porque tenemos las cosas muy claras y bien definidas, pues entonces decirlo en la forma en que haya que decirlo para que no se den este tipo de situaciones. Eso es parte de lo que siento que es realmente urgente y necesario, eso sin añadir otros elementos. Resulta que viene la usuaria y presenta un reclamo porque el Tribunal le está resolviendo de determinada forma y entonces va a la Contraloría de Servicios y este despacho le pide información al Tribunal y el Tribunal le dice “no le damos información a la Contraloría de Servicios porque la Contraloría no se tiene que meter en este Tribunal  y nosotros no le damos información a nadie”. Ese es otro tema que viene en la agenda y que lo he planteado pidiéndole a la Corte que haya una definición sobre las potestades y las competencias de la Contraloría de Servicios, porque hay Tribunales de la República en cuenta este, que consideran que estos órganos del Poder  Judicial no pueden ni siquiera solicitarles información. Creo que es un momento importante para que tomemos las definiciones que haya que tomar y para dejar bien clarificadas las cosas y si es necesario replantearlas.



El  camino hacia la oralidad es muy claro que ha venido dando resultados y que hasta el momento no hay evidencia alguna por lo menos desde mi punto de vista para tener que cambiar los esfuerzos que se han venido impulsando, que se han venido haciendo en esta dirección. Parece que queda pendiente un tema que yo entendí que en algún momento se iba a tocar en esta Corte, es el tema de la escritura de la sentencia o no, pero bueno, yo no sé si es lo que está motivando en alguna medida parte de los reclamos de los compañeros y compañeras jueces del Tribunal, pero por un lado hablamos de cero papel, de expediente electrónico y por otro lado hacemos esfuerzos en direcciones que van opuestas y el mensaje que le mandamos a la ciudadanía es confuso, es un mensaje que efectivamente deja en tinieblas algunas cosas. Vean ustedes que al final del oficio que mandan los señores y señoras juezas del Tribunal, dicen varias cosas, en el punto b): “Que el Tribunal no cuenta con herramientas tecnológicas” Yo no sé si eso será cierto, porque acaba de pasar el proyecto de USAID en ese Tribunal, y precisamente uno de los grandes aportes que se supone recibió el Poder Judicial fue el haber dotado de todas las herramientas tecnológicas para poder trabajar eficientemente en el tema de la oralidad. Continúa el Tribunal refiriendo “A la fecha no se ha brindado capacitación a jueces y a juezas ni al personal subalterno” Bien lo puede decir la Magistrada Varela y el Magistrado Aguirre, pero hasta donde yo tengo entendido les han dado capacitaciones de capacitaciones en el tema de oralidad, con lo cual entonces estaríamos frente a otra falsedad. El punto d) dice: “ausencia de fuerza normativa del protocolo de oralidad” Vea Magistrado Arroyo no es que no se haya tomado en cuenta o considerado el protocolo de oralidad en materia penal. Hasta donde yo tengo entendido no participe en la redacción de este protocolo de oralidad para la materia laboral, pero se tomó como modelo el penal, pero el tema no es de que el protocolo esté bien hecho o mal hecho. El tema es que los jueces argumentan que esos protocolos no tienen fuerza normativa frente a las normas procesales de orden público que son de acatamiento obligatorio, aquí simplemente lo que falta es que pongan lo que estaba diciendo al principio de mi intervención referente al tema de independencia del juez, que en el fondo se está planteando aquí. Las normas procesales de orden público son de acatamiento obligatorio y los protocolos de oralidad que hace la Corte pues nosotros los vemos ahí, los respetamos, pero no los cumplimos,  estimo que ahí hay que definir un tema. Por otro lado dicen al final “rogamos que ante tanta incertidumbre nos aclaren como debemos proceder a la hora de resolver estos asuntos que el Juzgado falla en forma oral y digital con soporte electrónico del cual carecemos en segunda instancia” Esa es la petitoria Presidente, Magistrado Mora, yo no sé si hay tanta incertidumbre y si realmente los compañeros y compañeras jueces carecen de este soporte informático para poder exigirles entonces que cumplan o no con una determinada forma de trabajo. Si eso es así, hay que darles la razón y decirles “señores disculpen aquí pareciera que no estamos muy cuerdos y estamos tomando decisiones un poco a la ligera”, pero si tienen los instrumentos de trabajo, sí fueron capacitados, sí participaron en la redacción del protocolo, etcétera, etcétera. Entonces lo que queda realmente en el tintero como discusión de  fondo, es si es un tema de independencia judicial o no”.



            Expresa la Magistrada León: “Compañeros y compañeras. Yo creo que aquí hay que mantener la calma y hay un trasfondo real que no vamos a desconocer. Este tema ha trascendido a la prensa y eso nos afecta a todos como Poder Judicial y así como en el tema del Contencioso, esta Corte después de que nos encargó al Presidente, Magistrado Mora y a mí, que tuviéramos a cargo una negociación de traslado, después hizo radicar la competencia donde correspondía, que es precisamente la Comisión de lo Contencioso. Me parece que en este caso hay un filtro que tenemos que respetar, que es la Comisión, pero por la crisis que se presentó y que es distinta a esta y que se refiere al tema de GICA, se creó una Comisión ad hoc, integrada por los Magistrados Aguirre, el Presidente, Magistrado Mora y yo, quienes íbamos a tener a cargo esta transición. Considero que es ahí donde corresponde entrar analizar estos puntos, no veo a la Corte diciendo “la sentencia está bien o mal”, como ya lo planteó el Presidente, Magistrado Mora, tampoco la veo separándose de sus directrices. Esta Corte tiene que tomar decisiones en el tema de la oralidad y decir que la sentencia sea digital, como lo he dicho yo muchas veces, digital no es papel, no quiero decir que seamos enemigos de la oralidad, señalar que las sentencias sean digitalizadas, no quiere decir que atentemos contra todo un proceso y una inversión. Los proyectos iniciaron, y lo pongo como ejemplo, no solo porque fue el primero, sino porque a demás es absolutamente institucional, no hay recursos externos, fue el de Pensiones de Alajuela, y todos los recursos fueron de la institución, tanto tecnológicos, como recurso humano. El proyecto fue creciendo y echamos para atrás, señores con humildad, porque tuvimos que reconocer errores y la idea de un plan piloto, era eso y yo lo dije, no lo llamemos proyecto modelo, denominémoslo Plan Piloto, porque eso permite prueba y error y eso permitió ajustar y reconocer que habíamos fallado y asintió muchas reuniones interdisciplinarias. Entonces, las cosas no se pueden imponer, no pueden ser como lo ven los jueces, no solo de lo laboral, estamos creando un ambiente de “tigre suelto contra burro amarrado”, hay micrófonos, hay prensa, hay respaldos, frente a un Tribunal que se limita justificar a posteriori lo que fue exigido en la prensa. Veamos no el árbol, sino el bosque, tiene mucho más implicaciones, no podemos pelear con un Tribunal cuando hay puentes de salida, cuando hay situaciones que hay que verlas con la cabeza. Sí Magistrada Varela, se ve como una confrontación y de esa forma nos están viendo, cuando aquí se dice que la actitud de ellos es que no quieren, que son rebeldes, que no atienden y no respondemos a los aspectos puntuales que nos están planteando. Considero que el tema conviene bajarle el tono, solucionarlo a lo interno de la institución  y que resida en la Comisión que esta Corte nombró para una transición, que no se originó en la oralidad.



Como un punto distinto y a parte, es que la política institucional de la oralidad ya está definida, no vamos a dar marcha atrás, no vamos a decir aquí sí y aquí no, pero sí es cierto que está pendiente y que yo lo he tocado muchas veces; sentencia oral o sentencia escrita. Sentencia escrita no significa no a la oralidad, sino que es un modelo donde se lee la sentencia y deja el registro escrito, no significa tampoco papel. Tenemos que pensar como país y lo que está pasando con las sentencias orales, pues la gente está pagando para que otros se los digiten y entonces hay 5 y 6 actores dentro de un proceso y 5 y 6 demandados que están haciendo el trabajo que antes hacíamos. Además voy a decirles que en Casación, también estamos digitalizando la sentencia, porque no es posible la revisión de una sentencia oral de muchas horas, para efectos de precisar el detalle.



La oralidad es un tema, la sentencia digital ya lo decía el Magistrado Vega, es otro. Concluyo diciendo, que lamento lo que está pasando con el Tribunal de Trabajo, todos han sido jueces de gran valía, de una trayectoria intachable y el que ellos tengan cuestionamientos, no tenemos de alguna forma convertirlos en jueces rebeldes o resistentes al cambio.



Sugiero que lo mandemos a la Comisión, donde estoy segura, de que podrán encontrar una salida y perfilar que es lo que está pasando, en función de este tema específico. Me parece que la línea de decir oralidad, le corresponde a esta Corte como decisión política, resolver si una sentencia está fundamentada, solventar si el audio permite ver la fundamentación; señores es tema jurisdiccional, y decidir si se anula, porque no se entiende el fondo o porque el por tanto es insuficiente, es tema jurisdiccional.



En la Sala Primera tuvimos una profunda discusión en un tema idéntico, ¿qué hacíamos?, anulábamos, pero si el por tanto ya estaba dictado, y qué hicimos, devolverla para que la sentencia fuera nuevamente registrada, no nuevamente dictada. Pero tuvimos como primera intención decir “hay que anular”, después de una larga discusión, respetuosa, llegamos a concluir que lo que correspondía era eso. Bueno, son estas pequeñas situaciones que nos surgieron en Alajuela y que nos llevaron a ir perfeccionando un modelo que le falta, y que con toda la experiencia que ahora la Magistrada Camacho pueda desarrollar en Goicoechea, venga a enriquecer el otro y el protocolo inicial no sea ni primo hermano del final. Pero este ir y venir de un cambio, de una transformación, en el que tenemos que tener humildad y respeto a todas las partes, incluyéndonos a nosotros, porque ningún favor nos hacen que estos temas trasciendan a la prensa.”



Indica el Magistrado Rivas: “Esta discusión ya la tuvimos en penal, en Contencioso, en Agrario y en Civil. Esto ya fue definido por esta Corte, la cual optó por impulsar el cambio hacia la oralidad y el uso de las tecnologías y fue votado en varias ocasiones en el mismo sentido, optando por la oralidad y por el uso de las tecnologías. Al Poder Judicial lo que le está demandando la ciudadanía es que resuelva sus problemas con prontitud y con calidad. La experiencia nos ha indicado en todos esos programas pilotos, que el uso de la oralidad y las tecnologías en los procedimientos y los trámites más sencillos, nos llevan a lograr mayor velocidad en la respuesta y satisfacción de parte de los usuarios y creo que deberíamos de mantenerlo de esa forma.



La otra situación que se da ahora es en cuanto a los diferentes argumentos que se plasman en la sentencia, que nos mencionaba el Magistrado Vega. En realidad ellos indican que la norma Procesal Civil, establece que la sentencia debe ser escrita, pero el artículo 155 no lo dice que sea de esa forma. No hay ninguna norma en el Código Procesal Civil, que diga que la sentencia tiene que ser escrita. El artículo 155 establece una serie de requisitos para la sentencia, pero no dice cómo se debe dictar esa sentencia, ni que debe ser escrita, no dice si debe ser oral, no lo indica en el sentido de que “esta sentencia debe ser dictada en forma escrita”, señala que debe tener considerándoos, debe tener hechos demostrados, debe tener hechos muy ilustrados, debe tener un análisis jurídico, debe tener un análisis fáctico, debe tener un por tanto, nada más. Pero hay normas dentro del proceso civil, que establecen por ejemplo, que la norma procesal y el Código Civil al aplicarla debe ser interpretándola en forma finalística, porque la norma procesal es una norma instrumental, que debe ser interpretada para tratar de resolver el fondo del asunto, porque es lo que interesa al proceso, resolver el punto y esa es la misión del Poder Judicial. La norma indica que la norma procesal es de orden público y el orden público visto desde el orden privado o público, es precisamente para restablecer el orden en la sociedad y el orden se logra resolviendo el conflicto. De manera que sí queremos aplicar una norma de orden público, como debe ser, interpretándola históricamente, finalísticamente, debería de ser de la manera en que se resuelva el pleito, posponer el pleito, porque tenemos procedimientos que ya cumplieron sus etapas, pues fueron dados para otras situaciones, no es estar resolviendo adecuadamente con lo que exige la norma de orden público que es resolver el problema.



La norma procesal civil también indica que documento puede ser una grabación, una transcripción taquigráfica. De manera, que no podemos decir que cuando en algunas de las normas se indica “documento” quiere decir escrito, no es cierto, por que la misma norma procesal civil refiere, que también es documento una grabación, que también es documento una transcripción taquigráfica, que también es documento cualquier otro contenido que se establezca en alguno de esos nuevos dispositivos USB o DVD para almacenar contenidos. Hay una norma que dice expresamente que las actas y las resoluciones se pueden documentar en forma grabada y explícitamente lo dice el Código Procesal Civil, lo que pasa es que tenemos que adecuarlo, tenemos que interpretarlo, tenemos que acomodarlo a la misma situación, pero expresamente lo dice la norma, que todas estas resoluciones se pueden contener en registros grabados y grabación es precisamente lo que estamos discutiendo acá (grabación o no). Cuando hablamos que si la norma procesal es jurisdiccional o no, ya la doctrina ha empezado a cuestionarse, de si las normas procesales son instrumentos jurisdiccionales o no. La jurisdicción, la autonomía del juez es resolver el asunto en el caso concreto, soberano, independiente, ni intervención. Pero la otra norma es un simple instrumento, una simple herramienta, un simple martillo, si el martillo no sirve, se cambia y esa norma de trámite es una norma instrumental que aquí ya se cuestiona y en una reciente intervención del Magistrado Jinesta, así lo indicó, pero también en alguna de estas capacitaciones la doctora María Eugenia Alegret, Presidenta de la audiencia de Barcelona y profesora de la Universidad de Barcelona, nos dice “nosotros ya hemos determinado que la norma procesal no es una norma jurisdiccional, porque es un simple instrumento”. En dos partes lo que tenemos que establecer es la gestión y el gerenciamiento que hemos estado discutiendo acá y con lo que hemos logrado innovar sin cambios legislativos, porque hemos introducido cambios eliminando fases, las cuales nosotros mismos habíamos creado en forma innecesaria, tanto así que el Código Procesal Civil vigente, tiene una norma expresa que le prohíbe al juez o jueza crear nuevos trámites, porque los jueces habíamos adquirido el mal hábito para posponer la decisión, establecer nuevos trámites que no estaban contenidos en el Código Procesal, lo que ha ido retardado y posponiendo la decisión. Estimo que sí es oportuno retomar esas ideas o discusiones para tratar de establecer de qué manera logramos hacer lo que nos exige toda la gente, que es “resuélvame mi pleito, rápido, pero resuélvamelo”, algunos duran hasta diez años. En la Sala Primera los asuntos nos están llegando diez años después. Como es posible que vamos a seguir discutiendo si una finca es propiedad de “A o B” después de diez años, no es posible, con los instrumentos que tenemos para poder establecerlo, debemos asumirlos, debemos innovar, debemos cambiarlos, debemos interpretarlos, nosotros tenemos la forma de hacerlo e interpretar la norma en favor del fondo, lo hemos estado haciendo en todos estos Tribunales en los cuales se pone en práctica nuevos trámites. Los Juzgados de Flagrancia, que es lo exitoso en este momento, y todos los ciudadanos costarricenses se sienten muy seguros porque ahora tenemos Tribunales que resuelven con prontitud el problema penal, se establecieron sin cambio legislativo y son exitosos y se empezaron a replicar después de que establecimos una Ley, que adecuo y mejoró esa propuesta, pero cuando iniciaron fue sin cambio legislativo y todos los otros juzgados han venido estableciéndose de la misma forma, porque el instrumento es maleable, porque el instrumento puede ser modificable, porque la tramitación puede ser lograda con el mismo objetivo que es simple y sencillamente resolver el problema una vez que presentamos un requerimiento, hay que ir en el menor tiempo posible al final de esas solicitudes, que es “resuélvanme mi pleito”, para poder continuar yo trabajando y creando riqueza.



Adiciono a lo que se está discutiendo, que la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica ya resolvió que la oralidad y el uso de las tecnologías son apropiados. Esa experiencia no ha significado cambios legislativos. La Ley no indica expresamente que la sentencia deba ser escrita, es más, las normas procesales laborales señalan con más claridad que el procedimiento en la vía laboral debe ser verbal, expresamente lo dice. La experiencia de los Tribunales de Menor Cuantía en la materia laboral, que son completamente orales y están al día, resuelve en seis meses. Entonces, en esa materia tampoco es ajeno el uso de la oralidad, desde luego que tenemos que tener como lo han indicado los señores Magistrados un periodo de acomodo, de receptar todas estas nuevas formas de hacer las cosas. Pero la satisfacción de las personas, por ejemplo de esta señora que le resuelven su asunto en forma oral, se queja no porque se la resolvieron oralmente, sino porque se lo anularon y la justicia que había obtenido, se la retrajeron otra vez abajo. En ese sentido, considero que deberíamos de continuar impulsando y teniendo estas discusiones para definir el tema. Algunas experiencias en la justicia agraria, en donde el Tribunal con la misma normativa que los jueces laborales interpretan de una manera, los jueces agrarios la aceptan o resuelven con mayor prontitud.



Señores Magistrados y señoras Magistradas, considero que tenemos que continuar en ese mismo camino, porque ya está definido y ha sido realmente el que más ha logrado acercarnos, desde el momento de la demanda hasta la resolución del conflicto y es en el que hemos visto que estamos cumpliendo realmente lo que nos corresponde a nosotros, que es resolver con prontitud y calidad estos asuntos.”       



SALE EL MAGISTRADO CHINCHILLA.



            Expresa el Magistrado Arroyo: “Estimo que esta Corte ya ha tomado una decisión política a favor de la oralidad y que claro está que son los aspectos secundarios los que tienen que irse definiendo de conformidad con la experiencia y las características de cada jurisdicción. A mí no me cabe la menor duda de eso y el llamado un poco a la prudencia y al conocimiento que cada sector tiene de sí mismo, pues podrá ir definiendo las cosas. A veces nos engañamos y creemos que el tema de la oralidad es una cosa relativamente reciente y hace un instante conversaba con el Magistrado Ramírez que los jueces penales ya en los años setentas, una gran cantidad de asuntos salían inmediatamente después de cerrado el debate con el registro del acta y con la decisión del juez o jueza que era emitida ahí inmediatamente, ni siquiera se tenían registros de voz, se trataba del caso relativamente sencillo, la mayoría de ellos de citación directa, en el cual el juez o jueza penal recibía la prueba e inmediatamente dictada la sentencia. Cómo es posible, si nosotros hace treinta o cuarenta años podíamos hacer eso,  y ahora resulta todo un tema de discusión, cuarenta años después con los recursos tecnológicos que tenemos. Considero que hay que verlo con sumo cuidado, porque en el fondo y yo lo digo con mucho respeto, sigo entendiendo que hay importantes resistencias y en eso estamos de acuerdo con los compañeros de la Sala Segunda los cuales han expresado su preocupación al respecto. Dicho esto, si creo que la forma en que los cambios se van implementando también son importantes, y aquí es donde hay que retomar el consejo que también se nos ha dado de ser prudentes y de ir enfrentando estos desafíos de la manera más adecuada posible. Es feo ponerse de ejemplo, pero la jurisdicción penal es la más amplia, la más compleja, y la que cuenta con cuadros medios más calificados en este país. Es decir, hay que ver nada más la calidad de los jueces de juicio, los jueces de casación, ahora de apelación que han tenido en los últimos tiempos, son personas de mucha formación, de mucho criterio, y lo que yo me preguntaba es si nosotros en la jurisdicción penal bien que mal hemos podido negociar estos cambios, no encuentro por qué razón no se puedan hacer en otros. Si a mí me dicen que volvamos a la sentencia escrita en todos los casos, es un retroceso. Es mucho más fácil para el contralor superior y eso no me cabe la menor duda, pero es un retroceso no con respecto a lo que teníamos hace tres o cuatro años, sino a lo que teníamos hace cuarenta años. Entonces, por favor pongamos las cosas en perspectiva, sepamos que las transformaciones se tienen que ir haciendo paulatinamente de conformidad con las condiciones de cada jurisdicción y de las circunstancias y de la calidad del cambio. Por supuesto, que a penal se le puede facilitar  la transición en la medida en que ya hemos ido dando pasos desde hace décadas, en otras jurisdicciones será más difícil el cambio, porque no están acostumbrados más que a un cierto estilo de emitir decisiones y de controlarlas. Así es que llamo la atención en el sentido de que no retomemos la discusión sobre la oralidad, eso es una política pública del Poder Judicial y de lo que tenemos que ocuparnos es de la forma prudente, convincente, negociada, no hay otra vía para poder ir aplicando los cambios correspondientes. Me parece que esa es la única opción que nosotros tenemos, porque la vía de la imposición o de la confrontación, peor aún la vía de la discusión pública a través de los medios de comunicación, es el peor de los escenarios. Nosotros tuvimos no solo en este tema, sino en muchas otras serias resistencias a las propuestas de cambio que como Sala o como Comisión de Asuntos Penales o como Corte hemos impulsado en materia penal. Sin embargo, por dicha nos hemos librado tanto por la prudencia de los jueces, como de la cúpula judicial de no ventilar esto públicamente, porque en ese debate yo no creo que se trate de que alguien salga ganando, lo contrario considero que todos vamos a salir perdiendo. Quiero dejar dicho esto para ver si es necesario retomar alguna discusión en este tema sobre la base de que la oralidad es una política pública ya discutida y aprobada, y sobre la base de que tenemos que traer aquí los problemas derivados que en todas las jurisdicciones los hay para poder darles solución. Si ustedes me preguntan cuáles son los problemas más serios que nosotros estamos enfrentando en materia penal, pues no está clara la línea de que es un asunto complejo, que debiera ser sentencia escrita con los matices que la Magistrada León le ha dado o cuáles son los casos, esa gran mayoría de asuntos relativamente sencillos que pueden pronunciarse oralmente. Otro gran tema es que no están los jueces del país suficientemente preparados y hay audiencias de medidas cautelares hasta dictados de sentencia excesivamente largos y complejos. Se ve que no hay una destreza en los jueces para sintetizar, para decir estos son los elementos de prueba, este es el fundamento que yo les doy, y esta es mi decisión, no se pasan yendo y viniendo sobre uno y otro testigo, sobre uno y otro documento, pero eso es un tema operativo de capacitación que tenemos que detectar, para contar el día de mañana con jueces que tengan  suficiente capacidad de síntesis y de poder expresarse con claridad y calidad a la hora de valorar la prueba,  de darle fundamento a la decisión y tomarla. Esto es un problema que viene a ser resuelto con el tiempo y la experiencia, pero no echando para atrás, porque yo ahí si realmente me preocuparía. Sé que estamos de acuerdo aquí la mayoría  de nosotros porque este es un viejo tema, no es de ahora, hace muchas décadas, por lo menos la jurisdicción penal lo ha tenido que ir enfrentando”.



            Dice la Magistrada Pereira: “Yo no voy a volver sobre lo que ya se ha hablado en forma abundante, pero si quiero que tomemos en cuenta que en la nota que se ha enviado se nos está diciendo que el Tribunal carece del equipo electrónico que tiene el juzgado, y tal vez de esto si debemos de dar cuenta para que la administración suministre los equipos. En lo demás, sería reiterar las políticas que la Corte ya ha tomado en su oportunidad, pero en ese aspecto sí deberíamos de llamar la atención a la administración para que les provea lo que se requiere para que no tengan ese problema”.



Prosigue la Magistrada Varela: “Quiero hacer una pequeña recapitulación, porque como se ha indicado, hay que llevarlo ordenadamente, con prudencia y humildad. Déjenme decirles que nada de eso ha estado ajeno en este proceso, y les voy a recordar los antecedentes. Cuando esta Corte aprobó y autorizó a todos los jueces y juezas del país, que quisieran aplicar la oralidad, recordarán que en mi condición de Coordinadora de la Comisión dije que en laboral no la íbamos a aplicar, mientras no se contara con un protocolo de oralidad y no se diera la capacitación a quienes procederían a aplicar la oralidad. Dicho lo anterior, queda claro que se procedió de esa manera. Segundo, en el proceso de elaboración del protocolo se le dio participación a quienes integraban el Tribunal, unos más otros menos, estuvieron presentes en el proceso. Se trajo un experto que nos habló sobre el tema de la oralidad y, hasta donde entiendo, la oralidad sirve para agilizar la resolución de los casos, amén de lograr la inmediación y la concentración, porque una vez estudiado el asunto, recibe la prueba, quien juzga tiene el encuadramiento jurídico del caso y el conocimiento fundamental para dar la resolución y decir por qué se está resolviendo como se hace, obviamente me refiero a los contenidos que ha de tener la fundamentación que se registra en forma de audio, para lo cual tenemos normativa, a lo que se ha referido ampliamente el Magistrado Rivas. Me permito recordar lo que establece el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto al tema de la validez, porque los integrantes del Tribunal vienen señalando que no hay norma. Quiero aclarar que no tengo ningún interés en tener enfrentamiento con nadie, menos con los y las integrantes del Tribunal, a quienes les tengo mucho aprecio y mi intención, como Coordinadora de la Comisión y como integrante de la Sala Segunda, es buscar una solución ágil para los asuntos que se tramitan en el Segundo Circuito Judicial de San José. Las cosas hay que hablarlas claramente; y debo reiterar que en este proceso se ha dado participación a los integrantes del Tribunal, si les parecía que este protocolo les iba a afectar directamente en su funcionamiento debieron señalarlo y puedo asegurarles que todavía no tengo ninguna gestión en ese sentido.



En segundo lugar, al Tribunal no se le está pidiendo -aunque sería lo ideal- que procedan en el trámite de las apelaciones como se está haciendo, voluntariamente, por parte del Tribunal de Cartago, donde se está dando una respuesta en la misma línea que se está haciendo en el juzgado, cuando la apelación se presenta en forma oral. El Tribunal señala en el punto quinto, que en la Sala Segunda cuando les llega un caso tramitado en forma electrónica y con oralidad, se digita la sentencia, a lo que debo aclarar que se procede de esa forma porque todavía no tenemos el escritorio virtual, pero ya estamos en el proceso de capacitación, el Magistrado Aguirre puede dar fe sobre el avance de ésta. En el tema de los equipos, déjenme decirle que no es cierto que no tengan el dispositivo para leer los discos compactos; si eso se ha dado es porque no se han querido capacitar sobre la forma de ponerlos a funcionar. El año pasado se le informó al Coordinador que se les iba a capacitar en escritorio virtual y que debía coordinar con doña Kattia Morales, nos encontramos con excusas para postergar  la capacitación, no insistí porque una de las razones dadas era que estaban en el proceso de acreditación. De manera, que no ha sido falta de diligencia de la Comisión de la Jurisdicción Laboral en darle la oportunidad para que pudieran entender cómo podían entrar revisar la carpeta digital mediante escritorio virtual y la escucha de la sentencia. La idea es que toda la jurisdicción laboral vaya en la misma línea, primera instancia, segunda instancia y la Sala. El proceso de cambio ha sido comunicativo, no se ha impuesto como al parecer se está entendiendo, lo que significa una mala interpretación del proceso, nadie les está imponiendo nada, ha sido un proceso ordenado, con buena divulgación, incluso a nivel externo. La reacción, a última hora, de echar marcha atrás, no obedece a falta de comunicación y de participación, sino  a otra cosa, estimo que es una reacción a otros hechos; hay que decirlo, las cosas se dicen claramente, con transparencia. Recordemos que en setiembre y octubre del año pasado, el Tribunal pidió a la Comisión que les autorizáramos a no conocer los asuntos que tenían en apelación en escritorio virtual y con oralidad, porque estaban en el proceso de acreditación y una vez que terminaran la primera etapa entrarían a conocer de esos casos. Se les dio la autorización porque me pareció que las cosas andaban bien, pero cuando entraron a conocer fue cuando se dieron esas reacciones (exigencia de digitar los fallos dictados en forma oral y nulidad de algunos casos) estas reacciones, por supuesto que generaron preocupación, a mí y a todos ustedes les tiene que preocupar lo que está pasando, y más aún a mi en  mi condición de Coordinadora de la Comisión. Me preocupa porque se trata de un mensaje negativo, desde mi punto de vista no puede verse de otra manera que el tema haya incidido  en el Tribunal de Pérez Zeledón, al grado que en un punto que viene en agenda, ese despacho dice que no  debe aplicarse la sentencia oral y que procede  tal y como dijeron en el Segundo Circuito Judicial de San José. Que interesante, resulta que en el tema que planteaba el Magistrado Arroyo, en el sentido de que hay resistencias, que más claro que uno de los votos de la Sala Constitucional, donde en penal hicieron todo un elenco de supuestos vicios de nulidad sobre la sentencia oral en esa materia, tratando con ello de que no se aplicara en penal; por Dios, está más que clara la resistencia a la sentencia oral pues, aún en penal -siendo la materia de la que se trata y teniendo tantos años de capacitación-, ahora vinieron haciendo esa resistencia, hablando de ilegalidad, indefensión; ahora resulta que son los más abanderados de la defensa de las personas usuarias, en el caso del Tribunal de Trabajo,  de los trabajadores, eso es bueno, y estimo que la oralidad no riñe con la tutela efectiva de las personas trabajadoras,  hay que actuar para que la defensa y las resoluciones salgan rápido. Soy de las personas que  tiene claro que me puedo equivocar, y me equivoco como cualquier ser humano, pero no considero conveniente tener una actitud negativa hacia los cambios para mejorar, hay que ser proactivo; de manera que si tengo problemas con el sistema de gestión, busco la ayuda para solucionarlos. Si tengo problemas con las máquinas porque no están funcionando bien,  busco la solución.  No he recibido en la Comisión, Magistrada Pereira, una sola comunicación del Tribunal diciéndome que tienen problemas por ejemplo que me dijeran “mire Magistrada Varela los problemas que nos están dando las máquinas…, no nos quieren capacitar, los equipos no funcionan” Nada de eso, lo que entendí por información de la Administración fue que les habían cambiado los equipos dándoles de última tecnología, de manera que no es ese el problema, y es más, voy a pedirle a la Administración que me envíe los  registros de todo lo que se ha dado al Tribunal, sobre la fecha en que se les ofreció la capacitación en escritorio virtual, lo que ha pasado, para que ustedes puedan tener el escenario completo, porque para mí, que conozco todo el escenario, puedo decirles que se han hechos gestiones a favor del equipamiento y capacitación.



Finalmente, la propuesta que hace la Magistrada León, para que sea la Comisión a la que delegamos para otro tema, sea la que vaya a negociar sobre esta situación, pregunto ¿Es negociable el tema de la oralidad?  Aquí se dijo “No”. Indiqué, que como última instancia, estaba de acuerdo en volver a discutir el tema de la oralidad, porque como dicen, solo los ríos no se devuelven; no obstante reconocer que se trata de un tema cerrado y me alegra que así lo tengan claro todas y todos. La operativización de esa estrategia para mejorar la justicia en todas las áreas, es lo que tenemos que avocarnos a conocer, que todo el mundo se ponga la camiseta y que actué en la línea que le corresponda, los administrativos, los de Tecnología de la Información, jueces y juezas. Hay otra gran discusión de fondo y la formulo bajo la siguiente pregunta ¿A todos los procesos se les puede aplicar la oralidad? o tenemos que seleccionar aquellos asuntos más complicados en los cuales no se aplica la oralidad. Ese es un gran tema y lo dejo planteado”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, SALIERON LOS MAGISTRADOS ARROYO Y ARMIJO.



Expresa el Magistrado Vega: “Quiero explicar un poco mi preocupación sobre el entorno a la discusión de fondo sobre el tema de independencia judicial. Yo no he estado de cerca en ningún momento de lo que ha sido el proceso de implantación de la oralidad, pues eso les ha correspondido fundamentalmente a la Magistrada Varela y al Magistrado Aguirre, como contraparte del proyecto de USAID. Pero donde sí hay una preocupación importante es en el momento en que empezamos a recibir noticia de que hay sentencias anuladas por parte del Tribunal -ahora vamos a ver con qué fundamento- a sabiendas de que el Juzgado de Seguridad Social ya ha emitido aproximadamente mil fallos en formato oral y digital. ¿Cuál va  hacer la suerte de esas sentencias dictadas por el Juzgado de Seguridad Social?, si el Tribunal está dando signos de que está anulándolas. ¿Cuál va hacer la suerte que van a correr las sentencias dictadas en forma oral y en formato digital, por la Sección del Juzgado de Trabajo de Goicoechea?, que está trabajado con base en esos formatos y que ya tiene cientos de sentencias dictadas. Ahí es donde me parece que el tema se convierte en un tema de gran interés institucional y por eso es que esta Corte debe de tomar medidas.



Quiero que ustedes analicen el contenido de esa resolución, para ver si la fundamentación de las nulidades va dirigida a problemas estrictamente de audio o si es un tema que involucra aspectos de fondo en cuanto al derecho. En razón de lo anterior, el tema se vuelve más sensible y delicado porque involucraría eventualmente un tema de independencia del juez. Dice el considerando tercero: “Este Tribunal tiene conocimiento de los importantes alcances de las resoluciones de la Sala Constitucional, relacionadas con la aplicación de las nuevas tecnologías utilizadas en el Poder Judicial, entre otros con fines ilustrativos, pueden citarse la número 17955 del 07, 3317 del 09 y la 8411 del 2011, no obstante lo anterior y además sin restarle valor de primer orden, que la oralidad tiene en el proceso laboral y sin demeritar los invaluables esfuerzos que la Comisión de la Jurisdicción Laboral de la Corte Suprema de Justicia y los propios juzgadores de primera instancia han desplegado en los últimos años, con el fin de humanizarlo y de esta manera hacer respetar la dignidad de los trabajadores y trabajadoras, al pretender convertirlo en uno más celebre y expedito, en ejecución del libre propósito de lograr el cumplimiento del imperativo constitucional de una justicia pronta, es lo cierto que el régimen de concibo imperante en esta materia, dentro del lenguaje oral, aún subsiste la práctica escrita. Ello obedece a que legalmente se mantiene la exigencia formal del fallo plasmado en un documento escrito, lo que implica que para su conservación en el tiempo y en ausencia del juzgador o juzgadora, debe ser dictado dentro del sistema gráfico de nuestra lengua materna, por medio de signos trazados y textualmente grabados en expediente electrónico que además permite su reproducción digital, lectura e impresión en un soporte físico o en papel, según se expresó supra en el caso bajo estudio del Juzgado de Trabajo, omitió la redacción completa y por escrito de la sentencia Nº 90 del 2011, emitida de las tales horas del 25 de agosto de 2011, la cual fue sustituida por una resolución grabada oralmente en un soporte digital o DVD, esta situación a su vez a impedido que este órgano de alzada, no haya podido escucharlo con plena nitidez , en general todas esas circunstancias infringen el derecho a la defensa, el debido proceso y el principio de seguridad jurídica, al impedir examinar con claridad y amplitud los agravios de la parte recurrente. No obstante, que se ha podido apreciar que las consideraciones de fondo quedaron respaldadas por el sistema de grabación y están registradas mediante audio la normativa procesal no ha variado, la sentencia de documento que se echa de menos, se entiende como la pieza procesal escrita y suscrita por el juzgador de primera instancia que contiene el texto integro de la decisión emitida, el que a su vez debe cumplir con una serie de requisitos exigidos por la norma antes citada para que tenga validez, eficacia y fuerza vinculatoria, por ser una norma procesal que, según el artículo V del Código Procesal Civil, es de orden público consecuentemente de obligatorio acatamiento, tanto por el juez como por la partes, la cual es de aplicación en esta materia por remisión del artículo 452 del Código de Trabajo. En conclusión, dado que la sentencia bajo estudio fue dictada únicamente en forma verbal y en el expediente electrónico en forma escrita, solo aparece en el por tanto, ante la advertencia por este órgano de segunda instancia, se concluye que este vicio causa indefensión a las partes, resulta violatorio el debido proceso, por lo que no queda otra alternativa que devolver el asunto al Juzgado de Trabajo de origen, para que el a quo proceda en forma fidedigna y completa a transcribir el fallo dictado oralmente. Por último, habrá que recordarle a la a quo, que según la circular del Consejo Superior adoptada en sesión tal celebrada …, se ha dispuesto comunicar a todos los juzgadores la obligación de dar prioridad de los asuntos de reposición, de diligencias etcétera. Por tanto, por estar incompleta se anula la sentencia.”



Como pueden ver hay un conjunto de elementos en esa resolución que hacen que el tema no sea tan sencillo para efectos de análisis. Por eso, es la preocupación y nosotros lo que vimos en Sala era hasta donde este es un tema que puede estar dentro de los límites o no de la independencia judicial o hasta donde entonces entendemos que la independencia no estaría afectada por este tipo de situaciones.”



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO VEGA, ENTRÓ EL MAGISTRADO ARROYO.



            Interviene el Presidente, Magistrado Mora: “A no ser que la Corte disponga lo contrario, creo que no debemos abrir una discusión sobre este fallo, porque no somos el Tribunal competente para hacerlo. Estimo que como un ejemplo dado por el Magistrado Vega, podríamos tenerlo, pero abrir una discusión sobre ello, no es materia propia de esta Corte, a no ser que se disponga lo contrario.”



            Continua el Magistrado Vega: “No pretendo abrir un debate sobre el fallo ni mucho menos. Lo que quiero decir es que hay argumentos en esa resolución, que por lo menos a mí me hicieron meditar mucho y pensar que el tema es bastante complejo, bastante profundo. Hay otra resolución, no es esta, en donde se refieren al protocolo y expresamente manifiestan que el protocolo no es de acatamiento obligatorio. Lo que me preocupa es que si hay aspectos de fondo, frente a políticas institucionales, algo debemos intentar hacer, porque el resultado de esta contradicción es lo que genera graves perjuicios para las personas usuarias. Estimo que en esa dimensión tenemos que abordar el tema, me satisface mucho que haya claridad y repetición de forma reiterada de las políticas públicas de esta Corte, si damos por sentado que eso es así, entonces reafirmar lo que haya que reafirmar, revisar lo que haya que revisar y corregir lo que haya que corregir. Las dudas que ha planteado la Magistrada León en forma sistemática sobre el tema de la sentencia escrita, no sé si ese es un debate acabado o no. Para mí no lo es y creo que se debe tener y definir, porque de lo contrario frente a la imprecisión o la indefinición es que seguimos generando ese tipo de situaciones. Entonces, no se trata por supuesto de generar confrontaciones innecesarias ni mucho menos, es respetar las posiciones que haya que respetar y decidir lo que haya que decidir desde un punto de vista institucional. Esa es la preocupación por lo menos en lo que a mí respecta y no tengo mayores elementos de oficio, para saber si el fundamento que expresan los señores jueces y las señoras juezas en la nota es cierto o no, con base en todo lo que se ha hecho, pero de cara a las personas usuarias, si elevo la preocupación y la exteriorizo ante esta Corte, porque me parece que no es el mensaje que este Poder Judicial debe estar enviando a la ciudadanía”.



Manifiesta el Magistrado Suplente Ulate: “A mí me parece como decía el Magistrado Arroyo y el Presidente, Magistrado Mora, que es un tema en el cual ya existe una política del Poder Judicial, pero no solo eso, si se ven los ejemplos concretos de cada jurisdicción, podría darse una solución como la que proponía el Presidente. En materia del Proceso Penal, estaba recordando aquí con los compañeros de las Sala Constitucional, que se ha presentado un caso idéntico, una consulta de constitucionalidad a la Sala Constitucional, por el tema de la sentencia oral y ahí está resuelto el tema, existen directrices, etcétera, que obligan a los jueces acatar esta política institucional. Estimo que cada materia tiene sus propias peculiaridades y necesidades. Ahora nosotros estamos viviendo en el Tribunal Agrario un proceso de transformación importante, porque estamos pasando del sistema escrito al escritorio virtual y no es fácil. En materia de jurisdicción Contencioso Administrativa, se dedicaron unos jueces a lo escrito y otros jueces a lo oral, es diferente la situación. No podemos hacer un cambio drástico, brusco y pretender pasar de un sistema totalmente escrito a un sistema de escritorio virtual, comenzando con técnicas de oralidad en casos poco complejos, eso depende, creo yo del volumen o la cantidad de trabajo que maneje cada Tribunal. En el caso del Tribunal Agrario, yo diría que hemos manejado un volumen bajo, comparado con el Tribunal de Trabajo, o sea que nos ha permitido hacer esa fase de transición. Yo creo que si tuviéramos más de mil expedientes, eso sería prácticamente imposible, todavía por ejemplo estamos sacando asuntos viejos del 2011, y nos comprometidos a terminar este mes, para poder entrar de lleno al escritorio virtual. Creo y no pretendo justificar esta resolución, -repito- ya existen sentencias de la Sala Constitucional que dicen que esas resoluciones son perfectamente constitucionales, ya sí es un  tema de procedimiento, indefensión, sería un problema interno de la jurisdicción o de la valoración del fallo como tal. Considero que hay que reafirmar las políticas institucionales de la oralidad y tomar decisiones particulares de acuerdo a las necesidades y requerimientos de cada materia.”



            Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “En mi intervención anterior hice una propuesta que mantengo. Para señalar que debe la administración revisar los equipos de grabación de los juzgados, capacitar los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente y dar la herramientas necesarias para oír las audiencias y las sentencias. Señalar al Tribunal que puede proceder conforme lo hace la Sala Segunda y debe cumplir los protocolos establecidos. Indicar que esta Corte, ha sido clara en la opción por la oralidad, la que encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente y que además de eso, en el caso no se esta ante un tema en que esté involucrada la independencia del juez. Si les parece tomamos el voto.”



Manifiesta la Magistrada León: “En principio estoy totalmente de acuerdo con lo planteado, pero también creo que el Magistrado Vega, de la exposición que hacía, señalaba algo que también es cierto, que tiene una pequeña diferencia con mi planteamiento, referente al tema de sí la sentencia debe ser escrita o sigue siendo oral, lo cual no quiere decir que no se pueda dictar de manera oral. De hecho nosotros, escuchamos el audio de las sentencias de lo Contencioso, los jueces están leyendo la sentencia y luego cuando la parte dice “entréguemela”, le contestan “que no se puede” y cuando la Sala la tiene que revisar, hay que digitalizarla, porque los jueces no la entregan. Entonces, cuando hemos estado -perdonen que insista- en una audiencia de la Sala con cinco y seis abogados, todos de instituciones públicas y cada cual con la sentencia escrita, porque no van a ir con una sentencia oral a plantear una vista o atender una audiencia oral y nosotros también con la sentencia escrita, ahí es donde yo llamo a la reflexión, la oralidad no riñe con que la demanda sea escrita, la oralidad no riñe con que la contestación sea escrita, por qué entonces riñe la oralidad con la demanda escrita y la contestación escrita, por qué entonces sí riñe con que la sentencia sea escrita. ¿Cómo se ejecuta una sentencia escrita?  ¿Cómo ponemos el exequátur para una sentencia oral. ¿Cómo las ejecutamos? Me parece que es un tema donde hay que reflexionar y mi propuesta, para aprovechar todo lo valioso que tiene la suya, es que la Corte en una sesión “x”, definirá lo de la sentencia oral o lo de la sentencia escrita, porque ciertamente no ha estado definido, tuvimos una votación para la propuesta del Código Procesal Civil, con 12 votos a favor de la sentencia escrita y 6 votos diciendo la sentencia oral. Los compañeros y compañeras que manejan sentencias orales, con el apoyo de letrados, saben las dificultades que esto tiene y también lo acarrea para los jueces de la segunda instancia. Entonces, no es correr por correr, para que el asunto salga en primera instancia, porque lo que ahí se ganó, se pierde en la apelación, porque lo que ahí se ganó se pierde en la Casación y porque lo que ahí se ganó lo perdimos como país cuando la producción de tiempo y papel se multiplicó, según los actores del proceso.



Yo quiero insistir en que el tema de la sentencia oral, no está definido y que de alguna forma es un debate, que ya nosotros lo tuvimos en lo Contencioso y me hubiera gustado que estuviera el Magistrado González aquí, donde los abogados litigantes, públicos y privados, hablaban de la necesidad de una sentencia escrita, no quiere decir que no pueda ser dictada oralmente, no quiere decir que no pueda el juez, como lo vemos en televisión, explicarle a un imputado de que se trata. En las cárceles no se tiene acceso a la tecnología, nuestros destinatarios no son todas personas versadas en la tecnología, la brecha digital es mayor a la brecha escrita, no tenemos porque ir a ultranza al 100%, ni tampoco polarizar, porque quienes abogamos por la sentencia escrita seamos contrarios a la oralidad. Resumo con una frase que he dicho tres veces en Corte, 100% apoyo la oralidad, con excepción de que la sentencia quede registrada en un documento escrito, que no es papel y que no contraviene la posibilidad de hacerlo oralmente.”



            Señala la Magistrada Escoto: “Yo no quiero polemizar y por estar dentro del grupo que fue escogido para la situación que está pasando el Tribunal de Trabajo, en cuanto a ponerse al día de un atraso que hay, preferí esperar y no referirme al caso de esta sentencia o una de las que creo que se anuló, porque conforme la Magistrada Pereira lo expuso, parte de esa grabación yo no la escucho, ni la hora, ni la fecha de esa sentencia, que me parece que es una entre otras, creí que era la única. Sin embargo, por la experiencia vivida, porque se está dando un cambio drástico y esencial en que apuntamos a la oralidad y ya lo expuso el compañero agrarista Magistrado Suplente Ulate Chacón, es un cambio que lleva  tiempo.



En la Sala Primera hemos tenido la experiencia de la materia contenciosa y siendo más que todo jueza en materia agraria, las vicisitudes varían, no lo puedo afirmar en materia laboral, pero es bastante difícil. Comparto lo que la Magistrada León ha manifestado referente al tema de que aún no se define con la legislación vigente y el ordenamiento jurídico actual, sobre la sentencia escrita de modo digital, no necesariamente en papel. ¿Por qué?, porque en el caso mío, me ha tocado en la Subcomisión de Pueblos Indígenas y en la Comisión de Agrario, observar como una parte pide que se le dé el documento y yo creo que también aquí se ha dicho, que si una parte lo pide, hay que dárselo. Eso genera un gran cambio, porque entonces hay que digitarla, hay muchas personas, incluyendo abogados, que no tienen los medios idóneos. Estamos en la actualidad en conversaciones con la Procuraduría General de la República, -la Magistrada León y yo- pues nos están señalado la necesidad de unificar las técnicas, porque requieren documentación y no cuentan con los  avances que este Poder Judicial tiene, en los cuales nos hemos apuntado. Yo quiero hacerles meditar, que cada disciplina es distinta, que al menos en materia contenciosa, en materia agraria, no sé laboral por los números, pero si hay una juez o jueza que de memoria diga las cosas, no se puede, entonces tiene que leerla, y para hacerlo tuvo que tomarla de algún lado y ese cambio es lo que en este momento tenemos que hacer. Como lo señaló el doctor Ulate Chacón, de que se ha dado en contencioso y se está dando en materia agraria, donde hemos tenido todo un equipo de juzgadores y de personal de apoyo, tratando de que primero se saque lo que venía escrito, porque alterarlo causa una atrofia, igualmente está pasando con el Tribunal de Trabajo. En este momento para la Comisión que ustedes como Corte Plena nos hicieron el honor de estar al frente de esa situación, observamos que están bajo una tensión de atraso y si algo he observado yo de los letrados que tiene que escuchar o ver los videos, es que a veces duran hasta tres días escuchando una resolución. Yo lo haría también, les aseguro que eso me llevaría tiempo, por lo que quiero hacerles meditar, porque entiendo la posición del Magistrado Vega y la comparto, pero no puedo aceptar que en estos momentos a un Tribunal que está bajo una tensión de sacar y sacar sentencias, para cumplir una meta, esto conlleva un atraso en esa forma a la que estábamos acostumbrados  de leer por escrito y en papel. Considero que sí ya hay oposición a que se lea digitalmente, sería cuestionable, pero no quiero referirme ni a la sentencia, ni a lo que escuché en ese video, pero sí me parece esencial revisar lo que ya el Presidente, Magistrado Mora dijo, en cuanto a que tengan lo mejor en las técnicas de apoyo, para que puedan escuchar al menos la totalidad del fallo. Creo que debemos meditar el punto y no se ha decidido si la sentencia a de ser escrita, entendida en el sentido amplio de no papel o tiene que ser oral.”



            Refiere el Presidente Magistrado Mora: “Dada la intervención de la Magistrada León, estimo que donde dice “deben cumplir con los protocolos establecidos”, agregar que la sentencia puede ser dictada válidamente oral o por escrito dependiendo ello de la voluntad del juez o jueza que la dicte. A este momento no conozco ningún caso en donde se haya hecho la resolución por escrito y que fuera anulada y me parece que se procede mal cuando el juez la ha dictado oralmente y esta se anula. Yo le doy la razón a la Magistrada  Escoto, que es cierto que esas poblaciones vulnerables en algunos casos necesitan de la sentencia escrita, pero cuando discutimos el tema sobre Código Procesal Civil dijimos que la sentencia se podía dictar oralmente y que si luego se pedía la trascripción y se justificaba el por qué pedirla, se hacía la trascripción y entiendo que así también hay fallos en la Sala Constitucional. Me parece que bien podríamos agregar eso. Tomamos el voto”.



            SALEN LA MAGISTRADA ARIAS Y EL MAGISTRADO RUEDA.



            Consulta la Magistrada León: “Significa que damos por agotado el tema de que la sentencia no debe de ser escrita”.



            Responde el Presidente, Magistrado Mora: “La podemos volver a discutir de nuevo si usted gusta y lo ponemos en agenda”



            Prosigue la Magistrada León: “Es que lo dejamos un poco a criterio de que cada juez o jueza, entonces vamos a tener tantos sistemas como criterios. Me parece que está bien la propuesta en el sentido que nos permite salir de momento de un impasse donde se recogen muchas cosas. Pero como señalar que el juez o jueza es el que va decir cuando es escrita o no, si tendría que separarme solamente para referir lo que aquí se ha reflejado, el tema de si la sentencia es oral por ahora de esa manera sin perjuicio de que la Corte retome el tema”.



            Dice el Magistrado Ulate: “Yo estaría de acuerdo con esa salvedad que dice la Magistrada León. Estimo que por la experiencia que he tenido en la Sala Constitucional del escritorio virtual que me dio la inducción para aceptarlo en el Tribunal Agrario, en las últimas sesiones del Tribunal hemos discutido justamente ese tema. Cuál es el beneficio para un usuario que vive en la Zona Sur o en Limón o en la zona fronteriza de que se dicte la sentencia oral y escrita o cuál es el beneficio de citarlo o convocarlo solo para eso aquí en San José, pudiéndose redactar rápidamente en formato digital la misma semana, tal como lo hicimos esta semana votando diez asuntos ordinarios en formato digital escrito y fueron notificados inmediatamente el día de la votación. En eso es donde está el ejemplo de las riquezas de las tecnologías, obviando un procedimiento que antes tardaba cuatro meses y que lo estamos simplificando en una semana”.



            Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Que les parece si lo ponemos de esta manera: “la sentencia puede ser emitida válidamente de manera oral” y no optamos por ninguna de las dos, lo único es que aclaramos que válidamente se puede emitir oralmente”.



            Expresa el Magistrado Arroyo: “Quiero aclararme sobre los alcances de la propuesta de la Magistrada León. Si ella lo que propone es que se tenga una política general que obligue a todas las jurisdicciones al respaldo escrito informático, pues para la jurisdicción penal eso sería un retroceso absolutamente inadmisible, siendo que la puerta está abierta para que cada jurisdicción se pueda acomodar a lo que sus exigencias le vayan diciendo. En esto Magistrada León yo tendría que decir que si la Corte hace una cosa de estas, qué hacemos con la jurisprudencia de la Sala Constitucional, a dónde la mandamos, porque la Sala Constitucional ante una consulta nuestra nos ha dicho que si se puede, yo entendería que eso es vinculante y retomar una discusión como esta, francamente me parece que no tiene procedencia alguna”.



            Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “Estimo que no deberíamos de resolver el tema en una generalidad, porque lo que vamos a resolver es lo que nos plantea el Tribunal y aquí lo que nos está diciendo es si es válida o no la sentencia oral, y nosotros lo que tenemos que decir es que sí es válida”.



ENTRA LA MAGISTRADA ARIAS.



            Dice la Magistrada León: “Yo estoy segura que si a la Sala Constitucional se le pregunta que si la sentencia escrita es legítima o nula, va a decir igual que la sentencia oral. No creo que sea un tema de legalidad o ilegalidad, sino que tiene que ver con aspectos de acceso, de facilidad y de visión país. No considero que el tema se reduzca a un tema de legalidad del fallo, si la respuesta va en exclusiva para el Tribunal Laboral en función de lo que ellos están planteando, yo también estoy de acuerdo en decir que la sentencia oral no es una sentencia ilegal, pero esto no me hace a mí claudicar en que esta Corte tiene que hacer un pronunciamiento y no por eso retroceder sobre si la sentencia escrita va a atentar o no contra los avances tecnológicos o de celeridad. Perdón, pero hay derechos humanos fundamentales y también conocemos amparos de la Sala Constitucional sobre privados de libertad que no tienen acceso y que se le dice “denle la sentencia escrita” Además sabemos de poblaciones como las que hablaba el Magistrado Ulate y señalaba también la Magistrada Escoto, donde la brecha digital los pone a distancia del Poder Judicial, por lo que no es si la inversión fue muy buena y se tiene que sostener a ultranza o porque tenemos compromisos con instancias internacionales. No, veamos la realidad de nuestro país y apoyo lo que el Magistrado Mora plantea en el entendido de que la tarea sigue pendiente de definición en esta Corte de los pro y los contra en un balance objetivo y ojalá todas las jurisdicciones puedan consultar a los destinatarios y parte de los destinatarios somos los usuarios internos que conocemos en segundo grado las sentencias orales, y entendamos los beneficios, los pro y los contra que tiene. No me parece que sea un retroceso facilitar el acceso y disminuir la brecha. Adelante, voy acoger lo que el Magistrado Mora plantea el sentido específico del Tribunal y también acepto la propuesta que el Magistrado Mora me hace de que veamos y tengamos pendiente el tema que usted dice que podemos agendar”.



            Manifiesta la Magistrada Camacho: “Estoy preguntando a la Magistrada Varela y al Magistrado Vega y recordando que el protocolo de oralidad en materia laboral lo que señala es que si la parte lo pide se transcribe, pero que es oral. Entonces, hay protocolos de oralidad como el agrario que ya ha sido aprobado, por lo que considero que esta definición que plantea la Magistrada León tiene que hacerse en una sesión distinta, con mayor discusión y que ahora me parecería un poco prematura resolver el tema sobre todo porque hay protocolos ya aprobados por esta Corte”.



            Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Ya podemos votar. Uno es por acoger la propuesta y dos por  no acogerla.  La uno sería en el sentido de que debe la administración verificar los equipos de grabación de los juzgados, capacitar los encargados para garantizar que las grabaciones se hagan debidamente y dar las herramientas necesarias para oír las audiencias y las sentencias. Indicar al Tribunal que puede proceder conforme a la Sala Segunda y deben cumplir con los protocolos establecidos. La sentencia puede ser emitida válidamente de manera oral. Señalar que esta Corte ha sido clara en su opción por la oralidad, la que se encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente, por lo que en este caso no se está ante un tema de la independencia del juez.”



[bookmark: marca4][bookmark: marca5]            Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, en consecuencia: 1.) Tomar nota de la comunicación del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José. 2.) Comunicar al Tribunal de Trabajo del citado Circuito Judicial, que esta Corte ha sido clara en su opción por la oralidad, la que se encuentra legalmente respaldada en la legislación vigente, por lo que en este caso no se está ante un tema de independencia del juez o jueza. 3.) Solicitar a la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, se sirva verificar que el funcionamiento de los equipos de grabación de los despachos judiciales que se da cuenta sea el óptimo. Asimismo, capacitar a los encargados/as de hacer dichas grabaciones para que se realicen debidamente, así como dar las herramientas tecnológicas necesarias para oír las audiencias de prueba y las sentencias. 4.) El citado Tribunal deberá cumplir con el protocolo establecido para el manejo de la Oralidad en las audiencias de los Procesos Laborales, por lo que la sentencia puede ser dictada válidamente de manera oral. 5.) El Tribunal de Trabajo podrá proceder conforme lo hace la Sala Segunda, en el sentido de que cuando llega un caso electrónico y con oralidad, dicta su sentencia por escrito. 6.) Discutir en una próxima sesión el tema planteado por la Magistrada  León, respecto a definir en el tema de la oralidad, sobre que la sentencia sea oral o escrita.
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ARTÍCULO I



ENTRA LA MAGISTRADA ESCOTO.



Documento 7008-2012 



Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 4 y 5 de junio recién pasado, N° 20-2012.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Arias, quien manifiesta: “En el artículo XVII del Acta N° 20-12 celebrada el 4 y 5 de junio último, se aprobó un cambio de nombre para la Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil. Creo que no me di a entender lo suficientemente bien para que quedara de la siguiente forma. La política debe continuar llamándose “Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil de Costa Rica”, en razón de que este nombre pone en el escenario a quien va dirigida y la condición de vulnerabilidad de los sometidos al proceso penal juvenil, de estas personas que incluyen tanto a la víctima como al ofensor. Lo que yo trataba de decir era que se autorizara a utilizar -además de este nombre tan largo que es poco fácil de decir- el nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”, de manera que permita el uso de un nombre corto o como dicen los norteamericanos un “nick name”, para que sea más fácil de manejar en términos generales. Sin embargo, considero que se debe mantener el nombre inicial de esta Política de Acceso a la Justicia para personas menores de edad. Mi propuesta es en el sentido de que se mantengan el nombre original y que se autorice el uso del nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”.



Se acordó: 1.) Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, en consecuencia, autorizar el uso del nombre abreviado de “Política de Acceso a la Justicia en materia penal juvenil”, en el entendido de que la política institucional continuará llamándose “Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil de Costa Rica”. 2.) Aclarar en ese sentido los alcances del acuerdo indicado.
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Interviene la Magistrada Escoto: “En la sesión que se acaba de aprobar, celebrada el 4 de junio último, artículo XVIII, la Magistrada Arias expuso la necesidad de la especialización de la materia penal juvenil. Por la hora en que se estaba dando el tema, me pareció inoportuno atrasar más la sesión de ese día, además tenía una cita médica. Sin embargo, no está de más hacer ver la necesidad y ya lo conversé con la Magistrada Arias, de que soy partícipe -al igual que ella lo expuso- de las especialidades sobre todo en jóvenes. No obstante, en materia de jóvenes adolescentes indígenas desde hace años venimos trabajando en la Subcomisión de Pueblos Indígenas con este grupo de jóvenes y le expliqué a la Magistrada Arias la necesidad de ver si podríamos, en conjunto, seguir dándole trámite a algunos planes o proyectos que ya la Corte Plena había aprobado y que se habían presentado en la Escuela Judicial.



Uno de ellos nació propiamente por la Fiscalía y Jueces de Penal Juvenil en Limón, denominado “SE SENUK BERÉ”, que en idioma Bribrí quiere decir “vivir en armonía”. Esto permite un acercamiento más garantizado a estas poblaciones, sobretodo con jóvenes que se han iniciado en varios territorios indígenas. Recientemente hubo uno en Limón donde pudimos observar la necesidad de dar a conocer en qué consiste el Poder Judicial, cuál es el perfil del juez o jueza, de las y los defensores, de las y los psicólogos para la juventud indígena. La Magistrada Arias estuvo de acuerdo, pero quiero hacer énfasis en si siempre se mantendrá en la Subcomisión de Pueblos Indígenas estos planes, dada la especialidad de que además de ser jóvenes son indígenas, porque la Subcomisión cuenta con personas que viajan, es un asunto muy importante en que tenemos conciencia de que, para llegar a los diferentes territorios indígenas hay que contar con agendas bastantes complejas, son muy distantes los lugares y ya se cuenta con ese personal de apoyo. De ahí que, como ya esta Corte había definido para la Subcomisión y se venía aplicando en distintos circuitos en Penal Juvenil, me parece importante que por los distintos PAOS y metas de la Subcomisión que está a mi cargo de personas indígenas, así como con la coordinadora, la Fiscala de Penal Juvenil, doctora Mayra Campos, quien desde el año 2003 venimos con esta idea y, por ello, compartimos la idea de la Magistrada Arias de que es una materia especializada, aunque involucre a personas indígenas, quienes se enmarcan dentro del concepto de Penal Juvenil, yo quisiera ver y porque estamos cubriendo todos los territorios, si sería factible -ya inicia esta capacitación- invitar a la Magistrada Arias a fin de que, dentro del plano de respeto que hemos mantenido, se sirva coadyuvar con esta Subcomisión en esta materia a su cargo y tomar acciones en conjunto conforme a los planes de acciones de ambas Subcomisiones, para una mejor atención a los jóvenes indígenas, en el entendido de que dada la cultura, el derecho indígena, sus idiomas y su idiosincrasia resulta esencial garantizar la multiculturalidad étnica a dichos jóvenes, lo cual se está tratando de hacer desde esta Subcomisión de Pueblos Indígenas. Dejo planteada esta inquietud, con el afán de que siempre coadyuvemos en un tema y haya armonía como el mismo plan lo dice”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, ENTRÓ EL MAGISTRADO RAMÍREZ.



Refiere la Magistrada Arias: “En atención a la propuesta que está haciendo la Magistrada Escoto, quiero señalar lo siguiente. Efectivamente muchas veces nos encontramos en cuanto a las poblaciones vulnerables con lo que se llama discriminaciones múltiples. Lo que quiere decir que vamos a encontrar que existen violaciones múltiples a los derechos fundamentales de algunos ciudadanos y algunas ciudadanas. En este caso nos encontramos una población que está dentro de los dos niveles, es penal juvenil, pero además, tiene la condición de persona indígena. Creo que desde el punto de vista etnológico y antropológico lo correcto es que sea tratado tanto dentro de la Subcomisión de Pueblos Indígenas como dentro de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil. En ese sentido, lo que tenemos que hacer -y ya se hizo en una ocasión- es coordinar las acciones conjuntas. Sin embargo, no estaría de acuerdo en que trasladáramos todo lo penal juvenil, todo indígenas a la Comisión de Personas Indígenas, en razón de que se requiere la especialización en materia penal juvenil y nuestros planes operativos también contemplan a esa población. La propuesta que hace la Magistrada Escoto no me queda muy clara, porque al principio comienza diciendo como si lo va a trabajar en forma independiente y después entiendo como que lo vamos a trabajar en forma conjunta, yo diría que lo trabajemos en forma conjunta, porque así es como lo tenemos que trabajar, conjuntamente. Por supuesto, reconociendo la gran labor y el amplio trabajo que, desde el punto de vista antropológico, la Comisión de Personas Indígenas viene realizando sobre esta población.



Fundamentalmente nunca una persona que está sometida a discriminaciones múltiples pueda entenderse que el pertenecer a un grupo particularmente vulnerable, implica que cuando se vaya a reconocer un derecho entonces se menosprecie el otro derecho, todo lo contrario. En esa interpretación armónica que debe darse, debemos tener la posibilidad de intervención.



Quisiera recordar que cuando se aprobó la política en penal juvenil en febrero de 2.011, fue la Magistrada Escoto quien precisamente hizo las aportaciones de que la política de penal juvenil, tenía que tener un referente a esa otra discriminación que podría sufrir esta población. En ese sentido, me parece que lo correcto o lo adecuado para respetar los derechos fundamentales de esta población, es que se trabaje este tema por parte de las dos Comisiones en forma conjunta, tanto cuando nosotros vamos a afectar la población indígena, vamos a hacer las comunicaciones correspondientes, como cuando ustedes vayan a trabajar el tema penal juvenil nos lo comuniquen. En materia penal juvenil en Limón vamos a empezar un trabajo este año, tratando de bajar tanto los números de causas que tenemos allá, porque tenemos un circulante de más de ochocientos expedientes y esta Corte también en el punto siguiente del acta que estamos aprobando, en el artículo XVIII, aprobó precisamente trabajar ese Juzgado Penal Juvenil de Limón en forma prioritaria, con lo cual vamos a tener necesariamente que pasar por el tema indígena también. Lo correcto sería que trabajáramos conjuntamente con esa población”.



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Si les parece disponemos que ambas Comisiones trabajen conjuntamente este tema. Lo tomaríamos como un acuerdo en el día de hoy”.



Se dispuso: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, señalar que la Subcomisión de Pueblos Indígenas y la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil, trabajarán en forma conjunta el tema de penal juvenil, para una mejor atención de los jóvenes indígenas.



            El Magistrado Vega se abstuvo de votar por no haber asistido a esa sesión.








 








Acta de Corte Plena Nº 025 - 2012








Fecha: 23 de Julio del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Menores, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XV



Documento 7650-12



En sesión N° 4-11 celebrada el 14 de febrero de 2011, artículo XV, se aprobó la propuesta de Política Institucional denominada “Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, realizada por la CONAJAM y la Comisión de Accesibilidad, las que tendrán vigencia a partir de su publicación en el Boletín Judicial.



En sesión N° 20-12 del 4 de junio del año en curso, artículo XVIII, entre otros asuntos, se dispuso continuar con el proceso de especialización de la jurisdicción penal juvenil, en el entendido de que la especialización no está ni en la materia de familia, ni en la materia penal, sino propiamente en penal juvenil.



La señora Lizeth Orozco Bolaños, Secretaria Ejecutiva de la Sala Tercera, con instrucciones de la Magistrada Arias, remite carta abierta que hiciera circular la organización Defensa de los Niños Internacional (DNI) titulada “La Corte asume la especialización en Penal Juvenil, que literalmente dice:



“CARTA ABIERTA



 



“La Corte asume la Especialización de la Justicia Penal Juvenil”



 



Dos decisiones tomadas por la Corte Suprema de Justicia, traerán grandes repercusiones para la Especialización de la Justicia Penal Juvenil y constituyen un avance fundamental en la perspectiva de que el Estado cuente con una política pública en esta materia[1].



La primera es la aprobación de “La Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”[2], esto en la sesión Nº 4-11 del 14 de febrero de 2011, artículo XV; la segunda, es lo aprobado en la sesión ordinaria de la Corte plena del 4 de junio de 2012 (Acta Nº 20) al dar pasos definitivos hacía la especialización de los jueces penales juveniles en todo el país.



Un componente de la “Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”, son las Reglas para el acceso efectivo a esta justicia; las cuales fueron agrupadas en cuatro apartes, dentro de los que resaltamos:



Del I: Disposiciones para la sensibilización y capacitación de los funcionarios/as; la orientación a estos a trabajar en la prevención del delito en escuelas y colegios, a mejorar la atención a victimas e infractores y  que esta incorpore el enfoque de género.



Del II: Aplicar Medidas Procesales Idóneas, tales como: dar mayor participación a las víctimas personas menores de edad; dar más y mejor uso a la jurisprudencia especializada; estandarizar los formularios; orientar al Depto. de Trabajo Social y Psicología en la búsqueda de opciones que minimicen el uso de la prisión y las condiciones de vulnerabilidad; especialización de la labor policial en el OIJ.



Del III: Para Estimular el uso de las salidas alternas y sanciones no privativas de libertad: el Depto. de Trabajo Social y Psicología, promueva la generación de oportunidades concretas para ejecución de la sanción de prestación de servicios a la comunidad y el uso de la justicia restaurativa; jueces y juezas usen la prisión solo como excepción y por el menor tiempo posible, con capacitación en relación a las diversas sanciones no privativas de libertad.



Del IV: Para una Adecuada Organización y Gestión: introducir nuevos indicadores en penal juvenil; más recursos materiales y personales, construcciones; la Corte pedirá cupo permanente en el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia; se contará con fondo para transportes de niños, niñas y adolescentes pobres vinculados al proceso; especializar a los jueces, fiscales y defensores, también a jueces y magistrados/as en Casación o Revisión; separar definitivamente la materia penal de la de familia y crear la secretaria especializada en penal juvenil.



La segunda  decisión adoptada por la Corte, la cual promete pasos definitivos hacía la especialización de la Justicia Penal Juvenil, se adoptó después de la discusión que  concluyo así:



“De conformidad con lo discutido, se acordó:



1.) Tomar nota del informe rendido por la Magistrada Arias y continuar con el proceso de especialización de la jurisdicción penal juvenil, en el entendido de que la especialización no está ni en la materia de familia, ni en la materia penal, sino propiamente en penal juvenil.



2.) Encargar a la Presidencia de la Corte para que junto con la Magistrada Arias, busquen una solución acorde con la disponibilidad presupuestaria para este y para el próximo año, y acorde a las necesidades que requiere la especialización de la materia penal juvenil.



3.) Disponer que a partir de 1 de setiembre del año en curso, la disponibilidad de la materia penal juvenil la realizará la jurisdicción penal (jueces y juezas 3 de los juzgados penales ordinarios) y no la jurisdicción de familia.



4.) Hacer la aclaración de que cuando los jueces y los fiscales penales juveniles entren en un rol de disponibilidad, no deben asumir la disponibilidad en materia penal de adultos”[3].



Según el acta a la cual nos referimos, estas disposiciones se adoptan ante la carencia de presupuesto en el año 2012 y 2013, bajo el acuerdo de que la Justicia Penal Juvenil, contará en el 2014 con el presupuesto exclusivo que permita la implementación real de su especialización.



Esta vez esperamos que la Corte asuma en serio lo aprobado en materia de especialización de la Justicia Penal Juvenil, porque debemos decirlo, antes había tomado la decisión de que a partir del año 2007 le daría identidad propia a la jurisdicción penal juvenil, decisión que no se cumplió[4]



Reconocimiento:



Desde DNI-Costa Rica, en otras ocasiones y a través de diversas comunicaciones y cartas abiertas, hemos reclamado insistentemente a la Corte Suprema de Justicia y al Poder Judicial, decisiones que pasen de lo formal a lo material aportando  lo que les corresponde a la construcción del Sistema Especializado de Justicia Penal Juvenil, en los términos que lo establecen los Instrumentos Nacionales e Internacionales de Derechos Humanos de aplicación a las personas adolescentes en conflicto con la ley penal.



Hoy que se han tomado las decisiones referidas, debemos reconocer el importante papel jugado por la Comisión para el Mejoramiento de la Justicia – CONAMAJ, en la formulación de la “Política de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil”, y la labor de la Magistrada Doris Arias Madrigal, quien dirige “la Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil” y ha asumiendo la responsabilidad y gestión, para que la Jurisdicción Penal Juvenil sea efectivamente Especializada.



En las deliberaciones previas a las decisiones que se adoptaron en Corte Plena, contribuyeron también de manera importante, los aportes hechos por el Magistrado Orlando Aguirre Gómez y la Magistrada Eva Camacho Vargas.



Continúan otros Desafíos:



Avanzar y materializar la especialización de la Justicia Penal Juvenil en el Poder Judicial, es una contribución sustancial al Sistema, pero este tiene que encontrar equilibrio en la otra parte que corresponde al Poder Ejecutivo-Ministerio de Justicia, es decir, en la ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



Y la verdad es que allí hoy nos encontramos ante un panorama alarmante, especialmente por las condiciones de hacinamiento que se sufren en el Centro de Formación Penal Juvenil Zurquí, el crecimiento de las cifras de privación de libertad en un 300%, y la carencia de los recursos necesarios, para la construcción de la responsabilidad penal de la persona adolescente y la realización del principio educativo con perspectivas de inclusión social.



 



Defensa de Niñas y Niños- Internacional



DNI-Costa Rica.”
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Manifiesta la Magistrada  Escoto: “Me parece que desde el ángulo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, pues como también para los menores de edad indígenas hay penas de prisión o de privación de libertad, existe una situación particular que hemos venido observando en los diferentes talleres al asistir a los lugares o territorios indígenas y es que para ellos la mayoría de edad es otra. Entonces, podría estarse en presencia de un mayor de edad, siendo menor para nuestra legislación en cuestión de personas indígenas. Desde esa perspectiva, a mí me parece importante que a la Subcomisión de Pueblos Indígenas nos lo hagan llegar para ver de qué manera podría tener ingerencia, en razón de que nosotros en la Subcomisión hemos hechos algunos estudios atinentes a la privación de libertad de personas indígenas, dado que para ellos esta pena o decisión no existe y les afecta sobremanera en toda su idiosincrasia. Incluso viene a ser un aislamiento familiar, cultural y social, por lo cual sí considero importante se nos haga llegar para por lo menos ponerlo en conocimiento de los/las integrantes, ya que contamos con mujeres y hombres indígenas que integran la Subcomisión y personas de antropología de algunas universidades como la Universidad de Costa Rica.”



Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “Lo ponemos en conocimiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.” 



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior y conforme lo solicita la Magistrada Escoto hacerla del conocimiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.  Se declara acuerdo firme.












Acta de Corte Plena Nº 040 - 2012








Fecha: 19 de Noviembre del 2012



ARTÍCULO XXIX



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 10814-12



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-223-2012 de 4 de octubre último, manifestó:



         “En el seno de la Comisión de Acceso a la Justicia se ha discutido en relación con la atención ininterrumpida, que se debe brindar a las personas usuarias de los servicios judiciales.



 



         Se ha observado con preocupación que comúnmente de las 12 medio día a 1 p.m., hay personas que acudiendo en busca de atención, deben esperar bajo la lluvia o el sol hasta que se permita su ingreso, sumado a esto, es notable la carencia de asientos para esperar cómodamente. Precisamente, en ese horario, muchas personas que trabajan aprovechan para realizar trámites, pero el Poder Judicial cierra la mayor parte de sus oficinas.



 



         Es importante señalar que algunas de estas personas vienen de lejos, lo que les obliga a esperar que la institución abra sus puertas, y en muchos casos por falta de información,  después de realizar largas filas, se enteran que las hicieron en el lugar equivocado.



 



         Considerando especialmente a la población en condición de vulnerabilidad, que requiere de condiciones especiales  para acceder a la justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia estima que una solución a esta problemática es el establecimiento de la jornada continua.



 



         No se estima necesario variar el horario de entrada y salida; la propuesta consiste más bien en que los despachos judiciales alternen al personal, para que almuerce en dos grupos con diferente horario, de manera que siempre hayan funcionarios (as) disponibles para la atención de las personas usuarias.



 



         En relación con este tema es oportuno citar la “Encuesta de percepción de los y las costarricenses sobre la calidad de los servicios recibidos en el Poder Judicial. Análisis comparativo 2009-2010. Opinión sobre los horarios de atención al público”, donde se observa un aumento en el porcentaje de personas que solicitan ampliar el horario de atención, la población en condición de vulnerabilidad y otras personas usuarias denotan inclusive la necesidad de que las oficinas abran los días sábado. (Ver documento anexo).



 



         De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la Comisión de Acceso a la Justicia, le solicita someter a consideración de la Corte Plena esta propuesta”.
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Manifiesta la Magistrada León: “Nosotros hemos recibido muchos comentarios y sugerencias de personas usuarias en el sentido de que de alguna suerte vienen y entonces a medio día les cierran el despacho, tienen que dejar el expediente, es una hora muerta, es un tiempo que les afecta en el traslado posterior a sus viviendas, oficinas, etcétera. En esas observaciones dicen los usuarios y usuarias, que en la mayoría de las oficinas estatales se atiende la jornada continua y se cierra un poco más temprano, y que entonces al estar nosotros con un horario distinto a la mayoría del sector público, evidentemente a ellos se les dificulta el tener que desplazarse y perder esa hora. Señalamos que hay lugares distintos donde en muchas ocasiones el servicio de transporte público no les permite a las personas y les obliga a quedarse de un día para otro, por eso considerábamos que se valorara la posibilidad de que la mitad del personal almuerce a una hora y la otra mitad a otra, según directrices de cada uno de los despachos y se pueda dar atención continua en ese tiempo de doce a una de la tarde”



Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “Me parece que la propuesta es parcialmente procedente. El tema de dividir el personal para que la mitad almuerce en un momento y el resto en otro, considero que lo que vamos a hacer es más bien extender la mala atención durante más tiempo. Si creo en lo que señala la Magistrada León de que sería conveniente de que atendiéramos al medio día, pero para que se dé eso, no necesitamos de la mitad del personal, lo que requerimos es de los manifestadores. El otro tema es que si eventualmente damos este paso, después vamos a hacer una jornada continua, y ello va a disminuir la cantidad de horas de trabajo, por lo que si aceptamos esta propuesta sería en el sentido de que lo que va a quedar es la cantidad necesaria de servidores para que haya una buena manifestación. Estimo que solucionamos el problema planteado por la Magistrada León y al propio tiempo no se afecta al público”.



Agrega la Magistrada Pereira: “Yo no estoy de acuerdo con la propuesta. El Poder Judicial tuvo esa experiencia y no fue lo correctivo para la queja de los usuarios externos y tampoco podemos dejar también de atender lo que corresponde al usuario interno (el servidor del Poder Judicial). En aquella oportunidad y no hace muchos años, exteriorizó su derecho a tener la hora para disponer de su alimentación sin ninguna premura y por eso precisamente cambiaron quienes estaban en ese momento en Corte el sistema que teníamos antes, y lo recuerdo estando en el Consejo Superior. Hay otro aspecto que tenemos que tomar en cuenta, las disposiciones que esta Corte ha establecido para la creación de las jornadas vespertinas, parte de un horario continuo al cierre de las cuatro y treinta, y estamos ampliando en función de ese acceso a la justicia los horarios alternos en los diferentes tribunales, estamos con una amplitud histórica diría yo, que es la atención de hechos en el caso de jurisdicción penal de tener tribunales diurnos y en muchos otros como en pensiones alimentarias se han tenido disponibilidades, en Violencia Doméstica también jornadas vespertinas. En fin, estimo que por la hora de almuerzo de que disfrutan hoy día los funcionarios y funcionarias, servidores y servidoras del Poder Judicial, no se está violentando en nada el acceso a la justicia, y se está así dando un derecho al trabajador para que tenga la hora de alimentación sin ninguna distinción en cuanto a todos los servidores. Yo abogaría porque ese derecho que fue una lucha de los servidores y servidoras judiciales, lo mantengamos y –repito- no creo que ello incida en absolutamente nada en lo que es accesibilidad al derecho a una justicia”.



Continúa la Magistrada León: “Yo rogaría que viéramos y mantengamos un poco la propuesta y en el peor de los casos pues que le pidamos un informe al Departamento de Planificación. Hay lugares distantes, por ejemplo, Limón, Pérez Zeledón, Golfito, donde la gente no necesariamente viaja solo en bus, tiene también que trasladarse en lanchas y en otras ocasiones caminar largas horas, entonces una hora a medio día, sí tiene un impacto para estas personas, porque no es que se les esté negando justicia, es que se les ponen obstáculos que nosotros como jerarcas podemos contribuir a que se disminuyan. No creo que moverle la hora a los manifestadores y eventualmente en un despacho donde se les diga en lugar de almorzar de 12:00 a 1:00 van a almorzar de 11:00 a 12:00 o de 1:00 a 2:00 les cause perjuicio y nunca atentaría yo contra derechos de ningún trabajador en ese sentido, simplemente una organización interna que la planteaba de una forma el Presidente, Magistrado Mora  y yo la visualizó de otra. Creo que eso incluso puede tener “n” cantidad de opciones según las necesidades de los despachos, pero ciertamente desde la óptica y de las personas usuarias y un poco en la campaña “póngase en los zapatos de la persona usuaria”, evidentemente cuando sabemos que hay gente que está viendo un expediente y le cierran de 12:00 a 1:00 p.m., pues eventualmente tendrá que ver qué hace y no tenga ninguna incidencia en lo que signifique su movilización para desplazarse en la tarde o regresar otro día, pero también Costa Rica tiene una población importante que no tiene esas posibilidades y es en función de ellos que yo estaba haciendo esta propuestas”.



SALE EL MAGISTRADO JINESTA.



Indica el Magistrado Ramírez: “Comparto el criterio de la Magistrada  Pereira. Considero que esa fue una conquista de los trabajadores del Poder Judicial y de afectarse de esa manera pediría que se le dé audiencia a las asociaciones y agrupaciones gremiales”.



Dice la Magistrada Camacho: “Me parece que la propuesta de la Magistrada León responde a una serie de necesidades que se han visto en materias muy sensibles como es la de pensiones. Sin embargo, estaría de acuerdo en darle un estudio más amplio a la propuesta y al igual como lo señaló el Magistrado Ramírez, sobre darle audiencia a las asociaciones, porque sí es cierto que es un derecho que se ha conquistado. Por otro lado, la experiencia en el Segundo Circuito Judicial de San José, nos está obligando a solicitar al Consejo que nos permita variar la jornada después de las 4:30 precisamente para reforzar el tema del medio día, porque la gente acude mucho en este horario, pero no da abasto ni siquiera con dos de los manifestadores, entonces estamos reforzando con los de la noche y en lugar de atender hasta las 10:00, vamos a atender hasta las 8:00 y eso es una propuesta que estamos haciendo al Consejo Superior para reforzar el medio día, porque la gente acude mucho a la hora de almuerzo que les dan a muchas personas y la aprovechan para ir al despacho. Entonces, sí considero que hay dos valores fundamentales que proteger y uno de ellos es el buen servicio a la hora en que las personas usuarias van a asistir a los despachos por ejemplo de pensiones. No obstante, y con esto termino hay un tema ahí muy delicado y que es precisamente cuando la personas quieren saber alguna respuesta concreta en cuanto a una solicitud y que necesita que estén ahí los demás auxiliares del despacho, no queda otra que decirles que se esperen a la 1:00 p. m. cuando todo el personal regrese y esto ha generado grandes filas en el Segundo Circuito Judicial de San José y ha creado que la Contraloría de Servicios ponga atención a este tema porque el horario al medio día colapsa con las personas que están atendiendo al público, así que habría que reforzar de alguna manera también la atención”.



Expone la Magistrada Escoto: “Después de escuchar a la Magistrada  León, comparto sus inquietudes en virtud de que desde el ángulo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, se aprobaron por el Consejo Superior y por esta Corte una serie de acciones dentro ellas, el tratar de que a las personas indígenas se les atienda en horarios factibles para ellas cuando viajan desde zonas muy distantes. Entiendo la situación desde el ángulo laboral y me parece que podría darse una reflexión en ese sentido, pero talvez podríamos buscar una manera mediante la cual pueda por lo menos permitirse que las personas quienes vienen desde muy lejano lugar, carecen a veces de medios económicos para permanecer esa hora de almuerzo, se les permita por lo menos tener un lugar donde esperarse mientras se reanude la jornada en última instancia, si se pudiera hacer alguna medida acorde a lo que la Magistrada  León expone, estoy de acuerdo y comparto esa inquietud, pero hay situaciones que no necesariamente es para que se les atienda, si no para que se les permita poder ingresar en algún lugar donde puedan descansar”.



Prosigue la Magistrada León: “Desde luego que todo lo que sea darle participación a las diferentes asociaciones estoy totalmente de acuerdo, solo que nosotros entendimos que el logro que no se estaría tocando, es el de la jornada continua en el sentido de que no se cerraba de 12:00 a 1:00 o de 11:00 a 1:00 p.m., y que entonces salíamos a las 5:00 de la tarde. Entonces, sí consideré luego de la exposición del Magistrado Ramírez, hacer la aclaración de que la propuesta no pretendería modificar el horario general del Poder Judicial, solo que de 12:00 a 1:00 no se cerraría para efectos de la atención primaria de usuarios y usuarias. Escuchando a la Magistrada  Camacho también recalcaría que en Pensiones Alimentarias con mucha frecuencia también las mamás vienen con niños y el ir y venir no le resulta fácil y ciertamente como la mayoría de sector público cierra de 12:00 a 1:00 p.m. es el tiempo que usan para poder venir al Poder Judicial a ver su expediente, averiguar sobre su causa y se encuentran con que está cerrado, luego salen a las 3:00 p.m. y en el desplazamiento no les da tiempo de llegar”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Creo que todos estamos de acuerdo en que le solicitemos criterio al Departamento de Planificación y a las Asociaciones del Poder Judicial”.



Añade el Magistrado Arroyo: “Quisiera entender por qué al Departamento de Planificación. Es que a ellos  a veces me da la impresión de que los saturamos de consultas y en realidad como que el problema está claro, habilitamos o no como política institucional la atención de ciertos casos y no sé realmente a qué se debería el criterio técnico. Me parece que la propuesta está clara y que sí ciertamente a las asociaciones habría que pedirles el criterio, pero al Departamento de Planificación no veo por qué”.



Agrega el Presidente, Magistrado Mora: “¿Estamos de acuerdo?



            Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a las asociaciones o agrupaciones gremiales del Poder Judicial, se sirvan emitir criterio sobre la propuesta planteada por la Comisión de Accesibilidad, referente a la atención ininterrumpida a las personas usuarias en los despachos judiciales, en el entendido de que no se modificaría el horario general del Poder Judicial e informen a esta Corte, en el plazo de quince días después de recibida la comunicación de este acuerdo.








 








Acta de Corte Plena Nº 041 - 2012








Fecha: 26 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Tribunales de Juicio, Debates-Juicios Orales, Señalamientos, Comisión de la Jurisdicción Penal, Agendas, Audiencias, Dirección de Planificación



ARTÍCULO XXVIII



Documento 8086, 10157, 13100-2012



En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



         “Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, N° 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”



- 0 -



En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



         2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



         3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



           4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



            5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



            6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO ARROYO, ENTRARON EL MAGISTRADO JINESTA Y LA MAGISTRADA SUPLENTE ROJAS MORALES.



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.








 













 








Acta de Corte Plena Nº 015 - 2013








Fecha: 15 de Abril del 2013



Descriptores/Temas: Tribunales de Juicio, Comisión de la Jurisdicción Penal, Acceso a la Justicia, Juzgados Penales Juveniles, Tribunal de Apelación de la Sentencia Penal del II Circuito Judicial de San José, Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles



Documentos citados: Circulares y Avisos



ARTÍCULO  XI



Documento 2367, 2617-2013



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



 



         “Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



 



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



 



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



 



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”



-      0 –



 



En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



 



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



 



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



 



         2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



 



         3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



 



           4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



 



            5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



 



            6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”



-      0 –



Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



 



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



 



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



 



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



 



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



 



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



 



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



 



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



 



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



 



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



 



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



 



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



 



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



 



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



 



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



 



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



 



Con relación a lo solicitado:



 



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



 



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



 



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



 



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



 



a)              Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



 



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme. 








 








Acta de Corte Plena Nº 022 - 2013








Fecha: 20 de Mayo del 2013



ARTÍCULO XXII



 



Documento 4313-2013



El Consejo Superior en sesión N° 41-13 celebrada el 25 de abril del año en curso, artículo XLV, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Se conoce el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril en curso, artículo XI, que literalmente dice:



 



En sesión Nº 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión Nº 31-12 celebrada el 3 de setiembre del año en curso, artículo I, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 6 de agosto último, Nº 27-2012.



Durante la aprobación de esa acta, interviene la Magistrada Arias, quien expresa: “En el artículo XVI del acta que estamos aprobando, se conoció el informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", y se dio audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal de dicho informe, para su estudio y posterior informe a esta Corte, respetuosamente propongo que también se le dé audiencia a la Sala Tercera en pleno, porque el tema que nos ocupa en ese artículo XVI, se refiere a la gestión de todos los tribunales penales. Me parece que las señoras Magistradas y los señores Magistrados de la Sala Tercera deberíamos tener la posibilidad de hacer comentarios sobre ese estudio”.



Señala la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Sería hacer esa adición a ese acuerdo. Me parece que es procedente. Si no hay ninguna objeción aprobaríamos el acta con esa modificación o adición al artículo XVI”.



Se acordó: Aprobar la propuesta de la Magistrada Arias, por ende, adicionar el acuerdo tomado en la sesión celebrada el 6 de agosto recién pasado, artículo XVI, en el sentido de que, además de conceder audiencia a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales" realizado por la Auditoría Judicial, para su estudio y posterior informe a esta Corte, también se otorga audiencia a las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Sala Tercera, para que formulen las observaciones que a bien tengan sobre el informe que se dio cuenta.”
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En correo electrónico recibido el 26 de noviembre último, el Magistrado Arroyo, en su condición de Presidente de la Sala Tercera, manifestó:



“En relación al Oficio 481-48-AUO-2012, la Sala Titular de la Corte Suprema de Justicia, reunida par su conocimiento, debe, en primer lugar, mostrar su preocupación por los señalamientos que hace el informe, además de clarificar lo que a continuación se expone:



1.  Una de las acciones urgentes a tomar ante el problema del atraso en las sedes de tribunales de juicio de todo el país es que, allí donde existen tribunales mixtos, sobre todo en cabecera de provincia (Heredia, Cartago, Limón, etc.), dado el aumento de los asuntos penales, se debe separar la sección que conoce de Civil y Laboral y dotar a esos Tribunales Penales de las plazas necesarias, con dedicación exclusiva a la Jurisdicción Penal, lo cual dará cumplimiento a la decisión de dar especialidad en las diferentes materias.



2. Es importante también poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen la materia penal, la última disposición de Corte en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas de la Corte.



3. De igual manera resulta necesario recordar la circular que dicta los lineamientos generales para la realización de juicios según su complejidad en tiempos razonables.



4.  La Comisión de Asuntos Penales debe establecer, a corto plazo, un canal de comunicación con todos los coordinadores de los Tribunales Penales, Penal Juvenil y Tribunales de Flagrancia, a fin de uniformar los asuntos de trámite. Podría ser una especie de taller donde se revisen todas las directrices existentes y se emita un protocolo de actuación, de acatamiento obligatorio.



5. Será importante medir las cargas de trabajo de aquellos Tribunales con mayor circulante para redistribuir los recursos con que se cuenta. Por la imposibilidad de seguir utilizando el artículo 44 LOPJ y de utilizar la plazas creadas para el Programa de Flagrancias, consideramos importante que el Departamento de Planificación identifique, en orden de prioridad y con los controles adecuados, los despachos que deben se reforzar, para ver si es posible que la Presidencia preste la colaboración, tomando énfasis en asuntos sexuales, de adultos mayores y niños para evitar lo que el informe señala.



6. Se omite pronunciamiento en cuanto a la Jurisdicción Penal Juvenil, que debería de ser abarcada por constituir materia muy sensible y existir una Comisión especializada que debe ser consultada.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Arroyo, quien manifiesta: “El Consejo Superior a través del Departamento de Planificación evalúa periódicamente el desempeño de los tribunales de juicio. En alguna oportunidad he manifestado que un problema serio que tiene la jurisdicción penal es precisamente el problema de las agendas y de los rendimientos en sede de los tribunales de juicio. Algunos de ellos tienen a un año o año y medio ya saturadas las agendas y esto obviamente ha sido un problema que se ha puesto en evidencia en los últimos tiempos con mayor frecuencia. En el informe que estamos contestando el Departamento de Planificación hace una serie de señalamientos y nosotros lo que estamos es aceptando que efectivamente el problema existe y recomendando algunas medidas.



Lo primero tiene que ver con una política general de esta Corte, en el sentido de que todavía en cabeceras de provincia existen tribunales mixtos donde un mismo tribunal atiende lo penal y las materias civil y laboral fungen como recargo de estos tribunales, de manera que lo primero que estamos planteando es que como política general tenemos que migrar hacia la especialización de las materias y básicamente poder contar con tribunales en cabeceras de provincia que no sean mixtos, que tengan la atención exclusiva de la materia penal.



Otro aspecto tiene que ver con una iniciativa que se concretó hace un par de años con una directriz, después de un estudio que se hizo para ver de qué manera nosotros logramos aprovechar mejor el tiempo. Está totalmente detectado que se programan juicios con un exceso de días o de audiencias previstas que no se corresponden con su complejidad y en esa medida también estamos pidiéndole tanto a la Corte como al Consejo que de nuevo no solo divulgue, sino que hagamos una campaña de difusión y de capacitación para poder lograr el máximo rendimiento de no excedernos en el número de audiencias fijadas para un debate y de esa manera podamos aprovechar mejor el tiempo.



En tercer lugar habría que referirse a la importancia que tiene poner en conocimiento de la Auditoría Judicial y de todos los despachos que conocen de la materia penal, las últimas disposiciones en cuanto al dictado de las sentencias orales solo para asuntos no complejos, conforme a las directrices que emitirán las distintas Salas. Este es un tema importante que tiene que ver no solo con la materia penal, lo que la Auditoría está detectando es que existen muy distintas maneras en los distintos despachos de tramitar, de dividirse el trabajo, de los pasos que se siguen o no se siguen en la tramitación de un expediente, de manera que emerge como una necesidad importante uniformar todo lo que son los trámites de los distintos asuntos y particularmente en este caso en materia penal la necesidad de que la distribución de funciones, la organización de los distintos pasos y los tiempos de resolución puedan ser uniformados en todo el país.



Para la Comisión de Asuntos Penales estamos recomendando que en la materia penal, penal juvenil, particularmente los Tribunales de Flagrancia que si bien han exhibido rendimientos muy importantes hay falta de uniformidad en estos trámites como quedó dicho.



Se está recomendando la necesidad de un taller en la jurisdicción para esta uniformidad.



En quinto lugar estamos pidiéndole a la Corte y al Consejo Superior que en vista de que ya no se puede seguir utilizando el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la disposición de recursos que en principio estaban asignados al programa de flagrancias y que han venido siendo utilizados según un plan extraordinario en las jurisdicciones ordinarias, es importante que estos despachos deben de ser reforzados con nuevos recursos dado que el tema de flagrancias hay que ponerlo en orden.



Finalmente decimos que omitimos el pronunciamiento en cuanto a la jurisdicción penal juvenil, dado que existe una Comisión que atiende especialmente todos estos temas y es importante que ellos se pronuncien por la especificidad en lo delicado que es el tema penal juvenil. Estos son los puntos que el dictamen contiene”.



Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Con vista del informe que nos da el Magistrado Arroyo, en relación con el punto primero quisiera señalar que efectivamente debemos tratar de llegar a esa especialización de la jurisdicción penal de las otras dos materias que generalmente atienden los tribunales mixtos, el problema que hemos tenido en relación con este tema que ya es recurrente es que, en el momento de estudiar el presupuesto el crear la base administrativa de esos tribunales resulta ser bastante costosa, es decir, habría que casi duplicar lo que a este momento tenemos para que atienda tres o cuatro jurisdicciones, hacer una réplica de esto, que tiene un valor que resulta ser significativo y el otro es que en los edificios de la periferia tampoco a este momento se cuenta con ninguno que tenga la posibilidad de hacer esa división.  Desde luego reconozco que este es un tema en el que deberíamos de hacer esfuerzos para atenderlo y el otro tema del informe es casualmente el manejo de la agenda. Creo que el esfuerzo que se hizo en la jurisdicción penal para señalarnos tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de los debates, en una alta cantidad de asuntos no se está aplicando y esto conlleva a que las audiencias se extiendan indefinidamente en muchos casos con tiempos de espera que no resultan absolutamente indispensables. Me parece que sería conveniente que le pidiéramos en relación con este asunto a la Comisión de Asuntos Penales que profundice y nos haga saber de algunas reglas que pudiéramos aplicar para tratar de ver cómo solucionando ese problema”.



Agrega el Magistrado Arroyo: “Andan por ahí dos solicitudes del Consejo Superior en esa dirección. Nosotros podemos como Comisión sentarnos a ver qué otras recomendaciones podemos hacer, lo que pasa es que normalmente es necesario un dictamen técnico de qué es lo que está pasando para poder hacer recomendaciones. Precisamente tengo en mi escritorio una contestación al Consejo Superior en esa misma dirección, porque no solo es la Auditoría, sino eventualmente la Inspección Judicial y otras instancias nos piden a la Comisión de Asuntos Penales, que tratemos de orientar una serie de medidas a tomar, pero como ustedes comprenderán nosotros no tenemos a los técnicos que hagan los estudios básicos para poder tener algún criterio científico para contestar esos requerimientos. Yo con mucho gusto, igual que lo hemos hecho en el pasado, podría tratar de encontrar en el seno de la Comisión alguna respuesta adecuada para profundizar y ampliar estas recomendaciones, pero insistiría en el punto de que sin los recursos técnicos para poder saber exactamente qué es lo que está pasando con algunos problemas, es muy difícil poder pronunciarse aportando algo significativo. Precisamente la directriz del 2010-2011 donde nosotros hicimos un esfuerzo especial por sacar a una jueza experimentada, doña Linda Casas, que hiciera precisamente junto con el Departamento de Planificación ese estudio de qué era lo que estaba pasando con las agendas y con el número de audiencias destinado por juicio y de allí derivó lo que creo es lo máximo que podemos nosotros en este momento producir, una serie de pautas y de parámetros para poder orientar a los jueces, también en el sentido de que no se excedan en el tiempo destinado a los juicios. Otro gran tema que tiene que ver con esto y en su oportunidad también hemos tratado de identificar el problema y resolverlo es el altísimo nivel de fracaso que tienen las convocatorias a juicio, sobre todo cuando han pasado meses y años desde que el hecho ha sido cometido. Estoy convencido de que a mediano plazo el programa de fragancias va a incidir en mejorar ese aspecto, porque ahora obviamente no se tiene que esperar meses o años para una gran cantidad de asuntos, sino que en días o en pocas semanas finalmente tenemos una respuesta, pero igual estas investigaciones o estos criterios técnicos solo con una investigación de campo podría arrojar los suficientes datos como para poder formular recomendaciones más puntuales. No es que les esté diciendo que no se va a poder, pero muy probablemente parte de la contestación que debemos al Consejo y a esta Corte en estos temas es que, sin ese criterio técnico es muy difícil ahondar en la solución de los problema que tenemos que enfrentar”.



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle al Departamento de Planificación que designe algún servidor que pueda asesorar  a la Comisión en cuanto a este tema”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “En relación con el proyecto de ley solamente quería hacer la observación de que si bien tengo conocimiento de la existencia de la Comisión de Penal Juvenil, quisiera ver la factibilidad de que se permita también a la Subcomisión de Pueblos Indígenas poder revisar esta normativa en grado de proyecto, en virtud de que, los jóvenes indígenas también les podría eventualmente afectar, así como algunas de las acciones que ya esta Corte ha aprobado para tales personas, en razón de la distancia en que se encuentran y por el hecho de que en materia de penal juvenil para las personas indígenas su edad de mayoría es otra, entonces yo quería solicitar al señor Presidente que aunque haya un ligamen de la Subcomisión de Pueblos Indígenas con la Comisión de Penal Juvenil, no por ello nos deja de interesar el tema para consultar y revisar esta normativa”.



Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Sería para pasar a la Subcomisión de Pueblos Indígenas también como se recomienda aquí lo de penal juvenil”.



Prosigue la Magistrada Escoto: “Lo que no escuché es si se nos da un plazo, sé que estando de por medio la fiscala de penal juvenil, Mayra Campos, está de más decirlo porque ella es sumamente ejecutiva, pero nos interesa muchísimo poder también hacer evidente nuestro interés en normativas que puedan afectar eventualmente por lo menos la asistencia y el asesoramiento para personas menores de edad indígenas”.



Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Sería tener por recibido el informe del Magistrado Arroyo. Solicitarle a la Comisión de Asuntos Penales que atienda los temas señalados en relación con las agendas y señalar que en relación con penal juvenil y poblaciones indígenas se les pase a las respectivas Comisiones”



Conforme lo propone el Presidente, Magistrado Mora, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el Magistrado Arroyo y trasladarlo a la Comisión de la Jurisdicción Penal, para que analice los temas planteados y formule a esta Corte algunas reglas o recomendaciones, que se pudieran aplicar para encontrar alguna solución a los problemas de las agendas y a los tiempos y formas de hacer los señalamientos para la realización de debates (número de audiencias por juicio). 2.)Solicitar al Departamento de Planificación que designe un servidor o servidora que asesore a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a los problemas señalados por el Magistrado Arroyo. 3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”
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La Magistrada Escoto y la licenciada Mayra Campos Zúñiga, en sus condiciones de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en correo electrónico del 4 de marzo recién pasado, manifestaron:



“Nos complace saludarles; y, en nuestra condición de Presidenta y Coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, respectivamente, a continuación referirnos al oficio Nº 842-13,  concerniente al informe efectuado por la Sección de Auditoría Operativa de la Auditoría Judicial: "Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”



Con base en las opiniones emitidas por los y las integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas durante la sesión ordinaria celebrada el pasado 12 de febrero del año en curso, solicitamos que en las recomendaciones dadas a los Tribunales y al Consejo Superior, se incluya la necesidad de reiterar y cumplir lo dispuesto en la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; específicamente, en el tema de la prioridad de trato a las personas indígenas  cuando éstas se apersonan a los despachos judiciales y además, la obligación que tienen las personas juzgadoras de fijar los señalamientos de las audiencias y los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades geográficas, económicas, sociales y culturales de cada zona.



Adjuntamos la Circular Nº 10-09, para su incorporación en las recomendaciones finales.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil, en oficio Nº 017-705-13 de 8 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Por este medio les saludo atentamente y a la vez le remito el resultado del acuerdo de la “Subcomisión sobre Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, según sesión 2-13, del 6 de marzo de los corrientes, en la que se conoció el traslado que se nos remite mediante oficio 13444-12, del 12 de diciembre de 2012.



Con relación a lo solicitado:



“3.) Trasladar copia del informe N° 703-64-AUO-2012 de 27 de julio del año en curso, elaborado por la Auditoría Judicial, referente al "Estudio Operativo de los Tribunales Penales", el cual fue conocido por esta Corte en la sesión N° 27-12 celebrada el 6 de agosto de este año, artículo XVI, a conocimiento de las Subcomisiones de la Jurisdicción Penal Juvenil y de Pueblos Indígenas, para que formulen las observaciones que a bien tengan, en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, respecto a los señalamientos que se hacen en dicho estudio.”



Esta Subcomisión acordó lo siguiente:



Primero: Tal y como se desprende del Informe realizado por la Auditoria Judicial Nº 703-64-AUO-2012, de fecha 27 de junio del 2012, el mismo se emitió a partir de un estudio de los Tribunales Penales de adultos, sin considerar a los Juzgados Penales Juveniles, de tal forma que las conclusiones y recomendaciones que ahí se incluyen, como es lógico, responden a una realidad muy diferente, por ende, lo primero a tomar en cuenta es que no se posee un informe de Auditoría o algún otro insumo, que evidencie los problemas que puedan estarse dado en los Juzgados especializados y no es posible tomar como parámetros las conclusiones de adultos, ya que responden a realidades totalmente diferentes.



 



Segundo: Por las características propias de la materia, no es posible establecer directrices para los Juzgados Penales Juveniles, a partir de estudio de Tribunales Penales de adultos. Entre estas características especiales, por mencionar algunas, se tiene que los Juzgados Penales Juveniles, conocen de todas las etapas del proceso, además se encargan de realizar audiencias tempranas, de conciliación, de suspensiones del proceso a prueba, conocen de las solicitudes de allanamiento, medidas cautelares, entre otras, además de que son los que realizan los debates, siendo incluso que a diferencia de adultos, el propio día del debate se pueden concretar diversas salidas alternas al proceso, esto sin tomar en cuenta, las especiales medidas que se debe tomar a lo largo del proceso, por tratarse de personas menores de edad imputadas. Lo anterior, sin dejar de lado que los Juzgados Penales Juveniles, entre sí tienen grandes diferencias, según la zona geográfica, lo cual también debe tomarse en cuenta, siendo incluso que en muchos lugares aún se tienen juzgados mixtos, por que aún conocen de materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, y en los lugares donde se tiene a los juzgados totalmente especializados, se cuenta apenas con un juez o una jueza (Puntarenas, Alajuela, Cartago, Heredia, Limón), excepto San José. Estas características particulares influyen de forma significativa en las agendas de uno u otro lugar, en los tiempos para realizar los señalamientos, en los espacios físicos para realizar las audiencias, etc., siendo que los problemas que reporta Auditoria en el caso de adultos, puede ser más o menos graves en el caso de Penal Juvenil, o pueden tener características u orígenes diferentes, o incluso, ser radicalmente diferentes, lo cual no se logra concluir a partir del informe referido, sino que se requiere un Informe específico para la materia.



Tercero: El Informe de Auditoria es un importante insumo para la materia penal de adultos, y lo único que refleja en materia penal juvenil, es la necesidad de que se realice un Informe con el mismo alcance pero únicamente tomando en cuenta los Juzgados Penales Juveniles, tanto especializados como los mixtos a nivel nacional así como también el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



Cuarto: A la fecha, existen dos posibles insumos que podrían facilitar la toma de decisiones.  Uno de ellos es el Diagnóstico “Estado de la justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, elaborado bajo el auspicio del Fondo de Naciones Unidas para la Niñez (UNICEF), sin embargo el mismo no ha sido recibido como producto final a la fecha por dicho órgano, lo cual se espera a la brevedad.  El otro insumo, consiste en el estudio relativo a la especialización de la materia penal juvenil, a partir del año 2014, el cual está siendo elaborado por el Departamento de Planificación. 



En razón de lo expuesto, se insta al Consejo Superior para que:



a)             Se solicite a la Auditoría Judicial, dar inicio a un estudio operativo de los Juzgados Penales Juveniles Especializados, Juzgados Mixtos que atienden materia penal juvenil, así como del Tribunal de Apelación de sentencia Penal Juvenil y el juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.



b)             Que dicho estudio sea realizado a la brevedad, habida cuenta de la importancia y trascendencia de la especialización que sufrirá la materia Penal Juvenil, a partir del año 2014, en consonancia con lo dispuesto por la Corte Plena, en la sesión del 4 de junio de 2012, artículo XVIII.”
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Se acordó: 1.) Reiterar la circular  Nº 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”; conforme lo recomienda la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 2.) Acoger las recomendaciones contenidas en el informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Penal Juvenil en la forma propuesta, por parte del Consejo Superior y la Auditoría Judicial. 3.) Reiterar a la Comisión de la Jurisdicción Penal el informe que se le solicitó en sesión celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXVIII. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión Nº 15-13 celebrada el 15 de abril de este año, artículo XI. 2.) Solicitar a la Auditoría el cumplimiento de la recomendación aprobada por la Corte Plena. Se declara acuerdo firme. ”
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            Se dispuso: Tomar nota de lo resuelto por el Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.








 













 












 








 



Acta de Corte Plena Nº 026 - 2013








Fecha: 11 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Presupuesto, Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela, Defensa Pública del III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO VI



SALE LA MAGISTRADA ARIAS.



Documento 6648, 6656-2013



La Magistrada  Suplente Damaris Vargas Vásquez, en correo electrónico de 10 de junio en curso, dirigido a la Presidenta, Magistrada  Villanueva, manifestó:



 “Reciba un cordial saludo. A la vez, con ocasión del análisis y aprobación del Presupuesto 2014 del Poder Judicial, le comunico del interés de la Magistrada Escotó como Presidenta de la Comisión de Asuntos Agrarios y de la Jefa de la Defensa Pública doña Marta Iris Muñoz Cascante, para que valore la posibilidad de aprobar una plaza de defensa pública agraria que atienda los Juzgados Agrarios de Alajuela y de San Ramón. Lo anterior debido a que actualmente esos Juzgados son atendidos por el defensor público de los Juzgados Agrarios de Santa Cruz y de Liberia, como un recargo. Lo anterior genera un servicio no óptimo pese al esfuerzo de la persona defensora pública a cargo de dichos despachos especializados. Sería entonces una plaza de persona defensora pública especialista en Derecho Agrario.



 



De igual forma, la Magistrada Escoto en la condición de presidenta de la Subcomisión de  Pueblos Indígenas y la Contralora de Servicios del Poder Judicial, doña Leña White, quien funge como coordinadora de dicha Subcomisión, me piden le solicite aprobación en el Presupuesto 2014 de una plaza de persona técnica judicial 2 para que se ocupe de gestionar los proyectos de este, entre los cuales están empréstitos internacionales a los que debe darse seguimiento y no se cuenta con personal fijo para tal efecto, pues la labor de las y los integrantes es de un voluntariado.



 



Aunque somos conscientes de las limitaciones presupuestarias de la Institución; es urgente la creación de ambas plazas para ofrecer un mejor servicio público a esta materia de alto contenido social y vinculada con personas vulnerabilizadas.
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            La Magistrada  Escoto, en condición de Presidenta de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, en nota de 11 de junio en curso, expresó:



“Tengo el agrado de saludarla en ocasión de presentarle esta gestión, mediante la cual deseo solicitar se valore la posibilidad de la creación de una plaza que brinde apoyo para el funcionamiento de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



 



Como es de su conocimiento, presido dicha Subcomisión desde su creación, hace más de cinco años y consecuencia del trabajo que hemos venido realizando en forma interdisciplinaria para asegurar el verdadero acceso equitativo a la justicia para estos pueblos y personas indígenas, se ha identificado la necesidad de que una persona se dedique a tiempo completo a atender las necesidades que se están presentando en relación con el  tema referido.



 



Quienes integramos dicha Subcomisión con mucha mística dedicamos de modo voluntario el tiempo que ello nos demanda, lo que incluye establecer planes de trabajo, estrategias de intervención y contacto permanente para esta población, coordinar y asistir a reuniones, visitas a zonas indígenas y a circuitos judiciales del país, participación en actividades diversas (mesas redondas, capacitación, etc.), además de continuar realizando nuestras labores habituales.



 



De igual forma, atiende a los compromisos asumidos por el Estado costarricense en materia de Derechos Humanos, particularmente de poblaciones indígenas en diversos foros internacionales como la Organización de las Naciones Unidas,  y en el ámbito iberoamericano, por medio de la Cumbre Judicial Iberoamericana, como son las Reglas de Brasilia, entre otras; aunado a los documentos internacionales en el marco del Plan Estratégico Institucional , el Estatuto de la Justicia y Derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial.



 



En este sentido, desde el Poder Judicial es importante dar seguimiento a estos compromisos; muestra de eso es la futura participación de la Subcomisión en el proceso de construcción de la Política Nacional  para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia y su Plan de Acción, que se suma al recargo de sus funciones todo lo anterior requiere la debida atención.



 



Dado que el trabajo que se realiza genera cada vez mayores requerimientos, considero indispensable para la Institución la creación de la plaza de apoyo referida, pues debe considerarse, además, que la Subcomisión está a cargo de la ejecución de un Proyecto de Cooperación Internacional denominado “Gobernabilidad Democrática en Costa Rica, II Fase”, por medio del cual la Agencia Española de Cooperación Internacional financia el desarrollo de objetivos específicos para la temática indígena en el Poder Judicial. Esta cooperación, que se logró gracias a la valiosa gestión de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, obliga a la ejecución de importantes recursos que requieren conocimientos específicos de contratación administrativa, así como ejecución y seguimiento de tales convenios y su éxito facilitará nuevas posibilidades de apoyo de organismos internacionales para la atención de esta población.



 



Deseo respetuosamente sugerir, se considere que todas las Comisiones que atienden las necesidades de sectores de la población en condición de vulnerabilidad cuentan con el apoyo específico de  índole administrativo, lo cual en el caso de la Subcomisión que presido no ha sido así, pese a la gran demanda de trabajo resulta necesario dicho apoyo.



 



De aprobarse la creación de la plaza sugerida, los recursos que para ello destine el Poder Judicial podrán ser considerados como parte del aporte que exige la AECID y evidenciaría el claro interés en el compromiso institucional, así como la sostenibilidad de los esfuerzos que se realizan para asegurar la tutela judicial efectiva de los pueblos indígenas desde el Poder Judicial.



 



Agradezco la consideración que pueda usted brindar a la presente solicitud, lo que sin duda alguna contribuirá a fortalecer el esfuerzo institucional en pro de los Derechos Humanos y la aspiración hacia  la pluriculturalidad de los pueblos indígenas.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Vargas, quien manifiesta: “En realidad esta es una gestión que planteó la Magistrada Escoto y que le estoy secundando en representación de ella, la cual tiene relación con una plaza nueva que se sugiere crear pese a la conciencia que se tiene de las limitaciones presupuestarias, porque actualmente la persona defensora pública a cargo de los Juzgados Agrarios de Santa Cruz y Liberia está atendiendo además, los Juzgados Agrarios de Alajuela y San Ramón. Esta plaza no se había gestionado en el tiempo oportuno debido a que esos dos últimos juzgados son de reciente creación -Alajuela y San Ramón- Es bastante difícil que se pueda hacer un ejercicio optimo de la función de parte de quien está a cargo de esto en la Defensa Pública, por las distancias existentes, entonces por eso es que se está sugiriendo la creación de una plaza especializada de defensor o defensora pública agraria a cargo de estos dos Juzgados de Alajuela y San Ramón, para que quien atiende en los Juzgados Agrarios de Liberia y de Santa Cruz se quede exclusivamente ahí. Como es de conocimiento de ustedes, en materia agraria siempre hay defensa pública para todos los asuntos en casos de personas de escasos recursos económicos.



La segunda gestión sería en relación con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la cual se encuentra a cargo de la Comisión de Accesibilidad. Lo que sucede es que actualmente se están gestionando varios proyectos, algunos de ellos están siendo financiados con fondos internacionales y la labor se está realizando a través del voluntariado que como en todas las Comisiones se realiza por diferentes personas y realmente no se da abasto porque hay que atender los asuntos de las propias oficinas, por lo que se está pidiendo una plaza de técnico judicial 2 que coadyuve con estos procesos. En el caso de la Subcomisión de Pueblos Indígenas atiende asuntos de todas las materias, pues hay procesos judiciales vinculados con ese tipo de personas en condición de vulnerabilidad, de materia penal, laboral, agrario, civil, contencioso administrativo y cada vez se van incrementando más, porque se ha dado a raíz de varios proyectos estatales u otro tipo de conflictos que se están dando entre esas personas o personas no indígenas y ellas”.



            Expresa la máster Marta Asch: “Nosotros revisamos el tema y las plazas de Alajuela y San Ramón, efectivamente solo hay una persona que atiende las dos zonas. El Juzgado Agrario de San Ramón tiene unos 3 años de creado, lo que no me explico es por qué no me lo habían solicitado antes. Me indicaron que cuando hay un choque de este defensor agrario, lo que hacen es que un defensor penal asume el recargo y atiende lo agrario, esa fue la explicación que me dieron, pero hay uno para las dos zonas.



Siguiendo con la línea de que en donde hay Juzgado Agrario, hay defensor agrario, tendría que incluirse esta plaza.



En cuanto a la plaza para la Subcomisión de Pueblos Indígenas; hay una cantidad importante de Comisiones y muchas de ellas pasan pidiendo plazas, pero como hay una política institucional de no crear plazas para Comisiones, fíjense que deben ser unas 10, 15 Comisiones las que existen, darle a una Subcomisión entonces estamos pensando en empezar a crearle a todas las Comisiones, por lo que se produciría un efecto en cadena.



La justificación que tiene la Subcomisión de Pueblos Indígenas posiblemente sea la misma de las demás Comisiones, y de acuerdo con lo que se conversó ayer, la Subcomisión de Pueblos Indígenas es parte de la Comisión de Accesibilidad y esa Comisión tiene recursos en la Secretaría Técnica de Género, entonces una forma es que a través de esa figura le den el apoyo, porque crear esa plaza a la Subcomisión, no veo la forma de cómo a todas las demás Comisiones se les vaya a decir que no, entonces es un efecto de cadena y ya es a funcionamiento propio de la institución y de que las Comisiones y las Subcomisiones deben apoyarse en las instancias administrativas que ya existen en la organización”.



            Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a votación la petición anterior. Tal vez  lo podemos hacer por separado, primero la  plaza de defensor público para agrario que se está solicitando en los Juzgados de Alajuela y San Ramón”.



            Consulta el Magistrado Chinchilla: “¿Ahí no hay defensor?



            Responde la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La recomendación de la máster Marta Asch es que sÍ”.



            Dice el Magistrado Jinesta: “La máster Asch Corrales nos recomienda nombrar al defensor porque para el Juzgado Agrario debe de haber un defensor y luego el tema de la Subcomisión lo veta. Entonces ¿por qué no separamos las dos?”.



            Refiere la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Magistrado Jinesta, eso fue lo que indiqué”.



Sometido el asunto a votación, por mayoría de quince votos, se acordó: Aprobar la solicitud planteada por la Magistrada  Escoto, en el sentido de crear una plaza de defensa pública agraria que atienda los Juzgados Agrarios de Alajuela y de San Ramón. Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, León, Aguirre, Camacho, Ramírez, Pereira, Chinchilla, Armijo y los y las Suplentes Chaves Cervantes, Vargas Vásquez, Salazar Cambronero, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez.



Los Magistrados Vega, Jinesta, Castillo y el Suplente Araya García votaron por no acoger la gestión planteada.
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            Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Vamos a someter a votación ahora, la segunda petición referente a una plaza de técnico judicial 2.”.



            Recibida la votación correspondiente, por mayoría de dieciséis votos, se dispuso: No acoger la solicitud planteada por la Magistrado Escoto, referente a crear una plaza de técnico judicial 2 para la Subcomisión de Asuntos Indígenas. Así emitieron su voto los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Rivas, Solís, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Pereira, Chinchilla, Armijo, Jinesta, Castillo, y los y las Suplentes Araya García, Salazar Cambronero, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez.



            La Magistrada  León y las Suplentes Chaves Cervantes y Vargas Vásquez votaron por acoger la solicitud.
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            Consulta la máster Asch Corrales: “En el presupuesto que presentó el Consejo Superior, todo lo que eran plazas completamente nuevas, empiezan a partir de julio ¿Aplicaríamos las mismas reglas a las plazas que ha venido aprobando la Corte ?



            Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me parece que eso sería lo procedente, si no hay ninguna objeción.”



Se acordó: Que las plazas cuya creación se ha aprobado ahora por esta Corte empiezan a partir de julio del 2014.








 








 








Acta de Corte Plena Nº 040 - 2013








Fecha: 23 de Setiembre del 2013



Descriptores/Temas: Consultas legislativas, Proyectos, Magistrados



ARTÍCULO XLVII



Documento 9093, 10898-2013



La licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio Nº CPAS-3215 del 6 de agosto del año en curso, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente Nº 18.351.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio Nº CMEF-SP-026-2013 recibido el 18 de setiembre en curso, rinde el siguiente informe:



“Un afectuoso saludo en primer término; y de inmediato paso a exponerle lo siguiente. Conforme se me solicitó  por la Secretaría de este Tribunal Colegiado,  procedo a rendir informe en relación con el oficio n° 9611-2013, donde se solicita remitir las recomendaciones y criterio de la suscrita,  atinentes a la petición de La Comisión de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa respecto del Proyecto de Ley denominado “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente N° 18.351; que para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el no. PL- 030-13.



 



INFORME SOBRE EL PROYECTO DE LEY DENOMINADO “Ley General  de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense” (Expediente Nº 18.351).  Número PL-030-13 asignado por la Secretaría de Corte.



 



I.- Introducción:



 



Quien suscribe integrante de Corte Plena, procedo a rendir informe o traslado de documentos n° 62-2013, donde se solicita remitir las observaciones relacionadas con el proyecto de ley denominado, “Ley General  de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense”, expediente Nº 18.351 texto del proyecto de ley de la Asamblea Legislativa,  con base en la gestión  suscrita por la licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, jefa de Área de la Comisión de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, donde indica se  acordó solicitar el criterio de esta organización,  al cual para efectos internos de esta Secretaría se le asignó el PL-030-13,  lo cual procedo a efectuar, dentro del plazo de ley concedido, en los siguientes términos.



 



Este cuerpo normativo se compone de un preámbulo o exposición de motivos y de  23 artículos, contenidos dentro de  cuatro capítulos de que denominan en el orden en que aparecen: “CAPITULO I Disposiciones generales, CAPÍTULO II Derechos de los habitantes de lenguas indígenas, CAPÍTULO III y CAPÍTULO IV Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas”.



 



Del preámbulo puede destacarse como motivo de la emisión de esta ley, la necesidad y pertinencia de que Costa Rica reconozca y  proteja los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, tanto individuales como colectivos y  ante la pérdida de su lengua  ya que conllevaría también la desaparición de su cultura y cosmovisión se pretende promover su uso y desarrollo. En primer término se da una definición de lenguas, para luego hacer un recuento histórico de las etnias y de los 24 territorios indígenas que se indican, los cuales se dice están definidos legal y administrativamente.  Sobre su capacidad de leer y escribir alguna lengua, conforme a un censo efectuado,  quienes hablan una lengua o más es de un 62% de la población indígena.  Se hace un recuento de la legislación indígena promulgada; para luego concluir, tal  normativa indígena no contempla  reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas costarricenses.  Se indica luego como referencia la existente en países como México, Guatemala, Ecuador y Perú;  por ende afirma resulta esencial ante las consideraciones citadas darle una herramienta a las personas indígenas para que puedan defender sus derechos lingüísticos adecuadamente.         



 



Se observan varios los temas que contiene este cuerpo legal calificado de interés público mediante el cual se pretende: 1) regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos  y comunidades indígenas. 2) Difundir y respetar no solo la diversidad lingüística sino que también la diversidad cultural costarricense, sea que amplía a cualquier lengua y cultura, ya no solo las indígenas.  3) Establece el derecho de todo costarricense de comunicarse en la lengua de la que sea hablante. 4) Estipula la competencia al Estado y sus distintos poderes  para la creación de instituciones y actividades en los distintos ámbitos a fin de lograr los objetivos de esta ley.  Pero a su vez establece la corresponsabilidad de las comunidades y pueblos indígenas en realizar los objetivos de esta normativa.  5) Dispone la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI), como organismo descentralizado de la administración pública, sectorizado en el Ministerio de Educación Pública.  Sus objetivos son promover el fortalecimiento, preservación y desarrollo de las lenguas indígenas de las lenguas que se hablan en el territorio nacional.  Pero agrega enriquecer  disfrutar y conocer la riqueza cultural de la nación



 



II.-  Comentario general



 



Con el afán de analizar y en su caso mejorar este proyecto de  ley estimé esencial comunicarlo a algunos y algunas integrantes de la Sub-comisión de pueblos Indígenas del Poder Judicial de la cual formo parte, donde se obtuvieron una serie de sugerencias,  las cuales comparto que desde esta Subcomisión se han emitido para el Poder Judicial, entre otras acciones las de traducir a los distintos idiomas de  los pueblos indígenas normativas esenciales.  A su vez,  se han tomado varias medidas atinentes a las cuestiones lingüísticas para garantizar un trato igualitario y  promover el acceso equitativo a la justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, encontrándose ahí representadas diversas dependencias ( Judicatura, Defensa Pública,  O.I.J., Fiscalía y Escuela Judicial así como los denominados “auxiliares de justicia”) que conforman el Poder Judicial.  A su vez,  varias personas integrantes de distintos pueblos indígenas, asesores, algunos de universidades y un representante del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 



 



En principio, después de la lectura de este proyecto se podría estimar que en el texto se genera una discriminación al utilizar la palabra: lenguas en lugar de idiomas, refiriéndose a personas indígenas; sin embargo, al consultarse a Wikipedia por internet, se indica es lo mismo. Concretamente la palabra   “Idioma” proviene del latín idiōma, y éste del griego ιδίωμα, 'peculiaridad', 'idiosincrasia', 'propiedad'; mientras que  por“lengua” se describe un sistema de comunicación verbal o gestual propio de una comunidad humana. En la práctica, hay idiomas muy similares entre sí, a los que se llama “dialectos”, o más propiamente variedades lingüísticas, a veces inteligibles. La determinación de si dos de esas variedades son parte o no del mismo idioma, es más una cuestión socio-política que lingüística. De ahí, se plantean como sinónimos idioma y lengua, mientras que “dialectos” son idiomas muy similares entre sí.  Lo que si generaría una discriminación inaceptable sería referirse a lenguas  solo para las de las personas indígenas y no utilizar este (lengua) sólo para referirse a los idiomas como el castellano, inglés francés o italiano. En el tanto y cuanto se utilice el mismo sustantivo para cualquier idioma o lenguaje entonces si se admite tal nomenclatura sin estimarse que es discriminatoria. 



 



De la misma fuente se extrae que actualmente, en Costa Rica se hablan cinco lenguas indígenas, todas ellas pertenecientes a la familia chibcha. Estas lenguas son las siguientes:



 



Malécu: También se le conoce con el nombre de guatuso. Es hablado por cerca de 800 personas en la región noroeste de la provincia de Alajuela. Esta lengua, junto con el rama pertenece al grupo vótico de la familia lingüística chibcha.



 



Cabécar: Se habla en la cordillera de Talamanca y en la región del Pacífico sur. Pertenece, junto con el bribri, al subgrupo viceíta de la familia lingüística chibcha.



 



Bribri: Se habla al sur de la vertiente atlántica (provincia de Limón, en la en la cordillera de Talamanca y en la región del Pacífico sur. Forma junto con el cabécar el subgrupo viceíta.



 



Guaymí: Se habla en diversos territorios indígenas ubicados al sureste de la provincia de Puntarenas, colindando con Panamá. Pertenece junto con el bocotá al subgrupo guaymíico de la familia lingüística chibcha.



 



Bocotá: Se habla en los mismos territorios que el guaymí, lengua con la que se encuentra estrechamente relacionada.



 



Se clasifican ya como lenguas indígenas recientemente extintas las siguientes:



 



Térraba: Se habló en la reserva indígena de Térraba, al sureste de la provincia de Puntarenas. Se trataba en realidad de una variedad de téribe.



 



Boruca: Se habló en las reservas de Boruca y Curré, al sureste de la provincia de Puntarenas.



 



Esto último es de especial interés, pues en el artículo 6 del proyecto se indica:



 



 “ARTÍCULO 6.- El Estado adoptará e instrumentará las medidas necesarias para asegurar que los medios de comunicación masiva difundan la realidad y la diversidad lingüística y cultural costarricense.  Además, fomentará la emisión de programas en las diversas lenguas indígenas habladas y de iniciativas culturales en las que se promueva la literatura, tradiciones orales y el uso de las lenguas de los pueblos indígenas del país, como Huetar, Maleku, Chorotega, Bribri, Cabécar, Brunca, Guaymí y Teribe.”



 



En esta norma se omite referencia a la lengua Bocotá,, así como a las clasificadas como extintas Térraba y Boruca, siendo esto último de interés para las personas indígenas, por ejemplo definir si sus objetivos es su preservación o no, máxime si se citan como extintas en un período bastante reciente. Serían  las personad indígenas quienes lo definan. De ahí el análisis que de seguido se hará.



  



III.- Notas previas



La consulta a los pueblos indígenas es el mecanismo mediante el cual el Estado presenta a sus ciudadanos[1], los planes, programas, proyectos, medidas legislativas, administrativas o políticas públicas, que pretende elaborar y les afecten.  Para ello, se deben ejecutar una serie de actos que garanticen la efectiva participación de los habitantes indígenas en las decisiones que les conciernen.  Es un proceso de diálogo de mutuo respeto e información entre las partes; de comunicación sincera, interactivo, público, específico, de Buena Fe, obligatorio para el Estado y tendiente a llegar a acuerdos comunes.  Su observancia implica que el Estado en uso de su soberanía, ratifica ante la comunidad nacional e internacional, su forma de relacionarse con este sector de la población.  Su incumplimiento acarrea responsabilidad internacional[2].



 



Este proceso nace a la vida jurídica internacional como un principio innovador y articulador del Convenio 169 de la OIT, visto como un mecanismo democrático de participación ciudadana que evita pensar y decidir por “otros” y en nombre de “otros”.  Los pueblos indígenas redimensionan así su estatus como sujetos del Derecho Internacional dentro de los Estados actuales en que habitan.  Este principio rector del Derecho Internacional  es desarrollado posteriormente y en forma más amplia por la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en que se establece que la consulta es además previa, libre e informada.[3] 



 



En este sentido, el proyecto de ley requiere de la participación activa de los pueblos indígenas, quienes deben iniciar un proceso de consulta por medio del Estado,  para verter sus necesidades, conocer sus criterios, valoraciones, y sobre esa base, consensuar eventualmente un texto común.  La presente iniciativa carece de dicha participación, y parece más una propuesta bien intencionada pero al margen de la población meta.



 



IV.- Sobre el fondo



 



La protección de los idiomas indígenas es una obligación del Estado según una serie de convenios y declaraciones internacionales, particularmente el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, aunado a diversos instrumentos jurídicos de carácter universal sobre la materia.  Sin embargo, el mecanismo propuesto en el presente proyecto para su protección, es mediante la creación de una instancia estatal intersectorial, con un consejo nacional que incluye la participación de los pueblos indígenas, lo cual sigue un esquema muy similar al que la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) tuvo durante varias décadas en la vida nacional, trayendo grandes problemas de legitimidad y representatividad de los habitantes indígenas, toda vez que dicha instancia, eminentemente estatal, incluyó la participación de pueblos indígenas e instituciones públicas diversas a lo interno de su esquema de trabajo.   Esto generó gran disconformidad de aquellos habitantes indígenas quienes al margen de esta instancia, permanecieron en condiciones de discriminación, exclusión social e inequidad, sin acceso a los servicios básicos como agua potable, trabajo digno, vivienda digna, salud con calidez y pertinencia cultural, entre otras, todo al margen de la CONAI como tal.



 



Este esquema de institucionalidad (arts. 14 K y 16), ha sido fuertemente criticado por instancias de Derechos Humanos como la Defensoría de los Habitantes, el Alto Comisionado de los Derechos Humanos y una serie de acciones internacionales ante el propio sistema interamericano y universal, interpuestas por los propios pueblos indígenas del país, quienes han visto violentados sus derechos ante la grave confusión de intereses que una instancia estatal puede o dice ostentar, en nombre de un sector dado de la población.  Por ello, el hecho de que si se incluye a la CONAI como parte de esta instancia (art.16), deja entrever las debilidades del planteamiento y las inconsistencias propias de un patrón que respondió al asimilacionismo de casi medio siglo atrás.



 



Por lo anterior, la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI),  con base en el esquema de conformación y accionar planteado en la propuesta legislativa, no se considera pertinente para la defensa ni promoción de los derechos culturales y lingüísticos de los pueblos indígenas de Costa Rica.  



 



La protección de estos idiomas requiere de un abordaje con y desde los pueblos indígenas, a través de sus autoridades tradicionales, con la participación inclusiva, democrática y activa de mujeres, jóvenes y adultos mayores, en todas las instancias públicas que brindan servicios básicos a esta población: educación, cultural, salud, trabajo, etc.  pero en esquemas respetuosos de la diversidad étnica sin que ello signifique mayor burocratización.  El diálogo respetuoso entre las autoridades estatales y las autoridades propias de los pueblos indígenas, es la llave del éxito para la protección de sus idiomas ancestrales.



 



En esta perspectiva, el acceso a la justicia de los habitantes indígenas, se ha visto fortalecido mediante la creación de la Subcomisión de Asuntos Indígenas del  Poder Judicial, que ha logrado entablar un diálogo con las autoridades indígenas y sus miembros, mediante talleres, visitas in situ, estudios de casos y reflexiones internas profundas desde los distintos operadores jurídicos.



 



Hoy, la fiscalía y defensa pública especializada así como la Contraloría de Servicios para pueblos indígenas, son actores fundamentales que mediante la contratación de intérpretes, peritajes culturales y acciones concretas como el respeto por derecho indígena (consuetudinario) y sus resoluciones internas, autorizadas por el Consejo del Poder Judicial, han permitido un mayor acceso equitativo a la justicia de esta población.



 



V.- A modo de conclusión:    



 



De los anteriores razonamientos, hago de su estimable conocimiento que  la nueva tendencia en países como Guatemala, México y otros, radica en tener un instituto de lenguas mayas por iniciativa y dirigido por los propios indígenas frente al Estado, aunque se relacione con este.  De modo que se sugiere lo más sencillo y respetuoso consistente en abrir un espacio con las personas indígenas.  Por ejemplo el Poder Judicial lo ha hecho a través de la Subcomisión de Pueblos y personas Indígenas para que sean los propios indígenas, quienes  generen las iniciativas y desde sus puntos de vista y de su cosmovisión  indiquen al Estado y a sus instituciones qué quieren lograr, con mayor precisión que desde quienes no lo son. Por ejemplo hay algunos idiomas aparentemente desaparecidos por ya no se hablan (entre otros brunca, chorotega, teribe y huetar) que en dicho texto se tienen como existentes y se incluyen a la fecha.  Y, se está  imponiendo a hablarlos en uno de los artículos de análisis;  sin previa consulta.  Se concibe deberían ser los propios indígenas, quienes lo decidan y escojan cuáles son los  idiomas que desean revitalizar, rescatar o lograr  fortalecer en un acompañamiento desde la institucionalidad. Podría ser a través del Poder Judicial que ya lo viene realizando a través de las 12 acciones aprobadas por esta Corte y el Consejo Superior, así como en traducciones de textos jurídicos y la existencia de peritos culturales, traductores e intérpretes, en los términos acordados por las personas indígenas, para que así a ellos  y a ellas se les equipare y sean quienes escojan por ejemplo también  quiénes sean intérpretes y traductores por ejemplo, para lo cual no se ha requerido de la creación de otro ente  para definir cómo hacerlo.



 



Con normas de creación de un instituto crea una burocracia mayor que, lejos de fomentar  su fortalecimiento hace alejarles e imponerles a las personas indígenas criterios e institutos alejados de su realidad y necesidades.  Con base en los derechos fundamentales, deben ser ellas mismas, quienes realicen esas labores de información, a fin de que tengan la voz y el derecho de manera independiente. Se tiende a hacer filtros que hacen oficial al Estado; y no se avanza desde la mirada de ellos y ellas.  Sobre la base de lo que se tiene, podría estimarse que se crea un instituto el cual  responde a otra realidad histórica, pero no para el caso costarricense, máxime  la práctica y experiencia que se ha dado con el Conai,  que muestra el error dado cuando se impone una institución desde afuera.   Necesitamos acciones en todas las instituciones estatales  y no gubernamentales donde se trabaje con las personas indígenas  mediante intérpretes y sobretodo teniéndose el diálogo como elemento determinante.



 



La idea es cómo brindar ante una atención especializada para las personas indígenas, trasversalizando el tema, por ejemplo a través de la Escuela Judicial, de los jueces, fiscales, defensores y la Contraloría de Servicios etc. Ello se podría lograr otorgándoles un mayor presupuesto para que se obtenga la práctica  desde cada ámbito con una guía común que en el caso del Poder Judicial lo es la Sub comisión.      Por eso, en el caso del Poder Judicial con una institución más, no nos beneficiaría, ya que se ha logrado avanzar sin necesidad de crear más oficinas a través de varias acciones prácticas de accesibilidad.   Podría intentarse con las universidades, fortaleciéndoseles, por ejemplo correspondería a áreas de investigación aplicándose los convenios y resoluciones internacionales.   Pero que otra institución se venga a crear, no muestra  ningún progreso en términos del Poder Judicial. Si bien se requiere al menos en esa Institución un política atinente a las poblaciones indígenas, a su cosmovisión, su derecho y sus medios de hacer efectivo el acceso a la justicia.



 



Se hacen las anteriores reflexiones porque de las disposiciones que conforman el proyecto de ley de estudio se extrae que en algunas de ellas si afectan la organización y el servicio del Poder Judicial. Y por ende se entró a su análisis.



 



Así se tiene el precepto 13 incisos F)  I) K) y L):  prevé lo siguiente dentro del CAPÍTULO III denominado: “DISTRIBUCIÓN, CONCURRENCIA Y COORDINACIÓN DE COMPETENCIAS”



 



“ARTÍCULO 13.-          Corresponde al Estado en sus distintos poderes, la creación de instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbitos de competencia, para lograr los objetivos generales de la presente ley, y en particular las siguientes:



 



f) Garantizar que los profesores que atiendan la educación básica y diversificada bilingüe en los territorios indígenas sean, de preferencia, indígenas que hablen y escriban la lengua autóctona del lugar, siempre que cumplan con los requisitos de idoneidad solicitados por el Ministerio de Educación Pública;



i)         Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la conservación de la información y documentación más representativa de la literatura y lenguas indígenas costarricenses;…



k)         Apoyar la formación y acreditación profesional de intérpretes y traductores en lenguas indígenas nacionales y español;



l)         Garantizar que las instituciones públicas y las privadas de servicio público cuenten con personal que tenga conocimientos de las lenguas indígenas nacionales requeridas en sus respectivos territorios;”.



 



 Esta norma 13 incisos i), k)  y l)  incide en parte en la organización y servicio del Poder Judicial  porque esta Institución ha de tomar las medidas pertinentes, ya para realizar un política a fin de poder cumplir con las obligaciones que ahí se describen. 



 



Sobre el inciso f) del artículo 13, es preciso utilizar lenguaje género inclusivo para que en lugar de “los profesores que atiendan la educación” se utilice la palabra “las personas expertas quienes atiendan la educación”.  De igual forma, en el inciso k)     debería utilizarse “personas intérpretes y traductoras” para utilizar lenguaje de género inclusivo y no invisibilizar a las mujeres.



 



A su vez incide en la organización y servicio el artículo 10 de esta normativa. Ello porque a la letra dispone:



 



 “ARTÍCULO 10.-         El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunidades indígenas al acceso a la jurisdicción del Estado en la lengua indígena de que sean hablantes.  Para ello, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales.



 



     El Poder Judicial proveerá lo necesario a efecto de que en los juicios que realice, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua indígena y cultura”.



 



Una de las reglas que podría ser de mayor relevancia para el Poder Judicial es este mandato 10 del proyecto, conforme a la cual SÍ INCIDE EN LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PODER JUDICIAL debido a que se establece el derecho de las personas indígenas a contar con intérpretes y defensa técnica gratuita en todos los procesos judiciales, no solo en las disciplinas que ya lo tienen por ley en este momento –penal, agrario, laboral y familia- sino en aquellas materias en las cuales no han tenido tal acceso como civil, contencioso administrativo, tránsito, entre otras, lo cual incide en el presupuesto institucional y en su estructura de funcionamiento. Sobre la redacción del artículo 10, en primer orden parece que las palabras “los juicios y procedimientos” podría ser sustituida por “los procesos”,porque estimo posee un contenido  más amplio y técnico, ya que los “juicios” se refieren a las audiencias de prueba dentro de los procesos, mientras que por procedimientos se refiere a un conjunto de actos que conforman el proceso. De esta manera, la garantía que se establece en la norma a las personas indígenas –derivada del Convenio 169 de la OIT- de asistencia gratuita en todo el proceso de personas intérpretes y defensoras se tornaría más amplia a fin de evitar interpretaciones restrictivas. De igual forma, sería conveniente la utilización de lenguaje  inclusivo de género en esa norma, utilizando en lugar de “intérpretes y defensores” las palabras “personas intérpretes y defensoras”.



 



En el canon 14 del proyecto, inciso l) se señala:



 



“…l)      Concienciar sobre la aplicación de lo que dispone la Constitución Política, los tratados internacionales ratificados por Costa Rica y esta ley, en materia de lenguas indígenas, y expedir a los tres Poderes de la República las recomendaciones y medidas pertinentes para garantizar su preservación y desarrollo…”;



Es importante advertir que se hace referencia exclusivamente a “los tratados internacionales ratificados”, lo cual limita el accionar, debido a que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterada en el sentido de que son de carácter supraconstitucional todos los tratados internacionales de derechos humanos ratificados o no por Costa Rica, precisamente por estar referidos a derechos humanos como lo son los relacionados con personas indígenas, partiendo del Convenio 169 de la OIT.



 



También según los ordinales  15 y 16 del proyecto se lee en ese orden:



 



“ARTÍCULO 15- La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio instituto.”.



 “ARTÍCULO 16.-El Consejo Nacional se integrará con los siguientes representantes: d) Un representante del Poder Judicial.”.



 



Conforme a tales disposiciones, el Poder Judicial sería parte ya de un consejo que vendría del gobierno a imponerse a las personas indígenas qué y como regular sus lenguas.  Y esta institución no ha necesitado de tal creación para lograr los avances que ha generado en accesibilidad a los pueblos y personas indígenas.   Sobre el artículo 15 donde  indica: “La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio Instituto.”; debe usarse lenguaje género inclusivo pues se está invisibilizando la posibilidad de que la dirección general la ocupe una mujer al aludirse solo a “director general”, pues es un mensaje implícito.



 



El artículo 18 del proyecto estipula: “Para el cumplimiento de sus atribuciones el director general tendrá las facultades de dominio y de administración, sin más limitaciones que las específicas que le llegue a imponer el estatuto orgánico por parte del Consejo Nacional.”; incurriéndose nuevamente en invisibilización de las mujeres al aludirse al “director general”, y además, se otorgan facultades de “dominio” a esa persona directora, las cuales no corresponden a la técnica judicial o al menos no se especifica el contenido de esas facultades.



 



En cuanto al numeral 19 del proceso, igualmente se deja de lado el lenguaje género inclusivo al referirse a “un representante público propietario y un suplente” cuando lo correcto sería utilizar la frase:  “una persona representante”.



 



De estas normas se extrae, cómo se pretende regular  los derechos lingüísticos  y por ende debería este poder de la República reafirmar las reglas y eventualmente la política de acceso a la justicia de las personas indígenas en todas las disciplinas y que estas podrían gestionar en todas las jurisdicciones donde se garantice la aplicación de las leyes indígenas.  Por ende, tiene que contar el Poder Judicial con todos los medios idóneos para ello.  Como lo sería  tener o contar con un proceso de selección a costa del Poder Judicial de intérpretes y traductores  en todos los idiomas indígenas,  para todas las materias que en sede judicial se conocen.  Inclusive de acuerdo al numeral 13 en los planes operativos (quinquenales y anuales de implementación) las partidas requeridas para cumplir con estas obligaciones.  El inciso k)  de la norma 13 de cita  debe apoyarse al interno.  Todo lo anterior incide en la organización y servicio de este Poder de la República.   De ahí que desde estas normas ha de rendirse el informe por esta Corte.



 



VI.- Recomendaciones específicas



 



Por todo lo expuesto, se concluye que el  proyecto en discusión es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas, por lo cual,  pero con las variantes dadas, se recomienda su aprobación, en cuanto a la normativa que se ha hecho mención específicamente. 



 



La sugerencia del proyecto está, entre otros aspectos y fines, a crear una institución de lenguas indígenas que en mi criterio solo conllevará a una mayor burocratización, en su sentido peyorativo, del Estado. Mas, con base en lo dispuesto en las normas 10,  13 y 16 de referencia, ante la creación de un ente, habría que determinar dentro del Poder Judicial quién ejercería esa representación con base en el ordinal 16 inciso d) ibídem,  sugiero sea un o una integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



   



A su vez, del estudio de los artículos que comprende este proyecto de ley  estima esta integrante, que contienen varios temas de política legislativa, los cuales en algunos puntos  se han hecho observaciones con el afán de coadyuvar en el mejoramiento de dicho proyecto pero que no atañe al Poder Judicial.



 



De los preceptos de esta normativa los 10, 13 incisos i), j), k) y l) y 16, en criterio de la informante  son los que inciden en la organización y servicio del Poder Judicial de forma expresa. De ahí que se procedió a su análisis.  



 



Se observó que en la exposición de motivos del proyecto,  si bien se refiere a su vez a materias sustantivas, sea la codificada, no afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial como tal, ya que en cuanto a la regulación que se propone con esta normativa es atinente a aspectos propios de políticas legislativas referidas más que todo a una valoración de los proponentes del proyecto.



 



Por ende, estima esta informante, no hacerse una valoración sustantiva de la propuesta por parte de este órgano colegiado, en aquellos aspectos eminentemente de voluntad legislativa y gubernamental.  En consecuencia, sugiero, esta Corte no debería rendir informe alguno sobre dichas disposiciones. Propiamente,  contempla lo que son derechos lingüísticos,  también se refiere al derecho indígena, lo cual se sale del ámbito de la aplicación de esta ley, porque ello ya está regulado legalmente en convenios internacionales como el 169 de la O.I.T. , la ley Indígena,  la Declaración de las Naciones unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas de 2007 etc.  Ello con base en lo resuelto por la Corte Plena en sesión n° 6-2006 de 20 de marzo de 2006, artículo IX, ratificado en sesión n° 24-2006 celebrada el 28 de agosto de ese mismo año, artículo XXXVI conforme lo establece el artículo 167 de la Constitución Política, y por ende el informe de parte de esta Corte omite cualquier pronunciamiento sobre tales puntos del proyecto.



 



 Pero en lo que sí afecta es en cuanto tales normas pretenden garantizar la accesibilidad y el respeto de la cultura indígena en algo tan importante como lo es la comunicación.  Y desde este ángulo, deberá contarse con un trámite o procedimiento de selección de intérpretes y traductores de los distintos idiomas indígenas a costa del Poder Judicial  lo cual sí incide  en la organización y servicio. Así, tendrán que incluirse dentro de los planes operativos  y estratégicos



 



Dejo así rendido el informe  a fin de que las y los Integrantes de este órgano decisor, resuelvan lo que a bien tengan en este proyecto de ley.”



 



- 0 -



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “El informe que me correspondió estudiar y rendir hoy, se refiere al proyecto de ley denominado“Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses”, expediente N° 18.351. Este cuerpo normativo se compone de un preámbulo o exposición de motivos y de 23 artículos contenidos dentro de cuatro capítulos que denominan en el orden en que aparecen: “CAPITULO I Disposiciones generales, CAPÍTULO II Derechos de los habitantes de lenguas indígenas, CAPÍTULO III y CAPÍTULO IV Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas”.



Del preámbulo puede destacarse la necesidad y pertinencia que se dice en el proyecto, de que Costa Rica –al igual que otros países ya lo han hecho- reconozca y proteja los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, tanto individuales como colectivos y ante la pérdida de su lengua, ya que conllevaría también la desaparición de su cultura y cosmovisión, por lo que se pretende promover su uso y desarrollo, así como difusión.



En este preámbulo luego de hacer un recuento histórico de las etnias y de los 24 territorios indígenas que se indican, los cuales se dice están definidos legal y administrativamente, se hace la observación de su capacidad de leer y escribir alguna lengua, conforme a un censo efectuado,  para concluir que con éste se da un 62% únicamente de la población indígena que los habla.



Se hace también un recuento de la legislación indígena promulgada; para luego concluir, que tal normativa indígena no contempla  reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas costarricenses, por ende, sería una herramienta a las personas indígenas, para que puedan defender sus derechos lingüísticos adecuadamente.



Pude extraer de estas disposiciones que en realidad se pretenden varios fines: 1) Regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. 2) Difundir y respetar no solo la diversidad lingüística, sino que también la diversidad cultural costarricense, sea que amplía a cualquier lengua y cultura ya no solo las indígenas.  3) Establece el derecho de todo costarricense de comunicarse en la lengua de la que sea hablante. 4) Estipula la competencia al Estado y sus distintos poderes para la creación de instituciones y actividades en los distintos ámbitos, a fin de lograr los objetivos de esta ley.  Pero a su vez establece la corresponsabilidad de las comunidades y pueblos indígenas en realizar los objetivos de esta normativa. 5) Dispone la creación del Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI), como organismo descentralizado de la administración pública, sectorizado en el Ministerio de Educación Pública.



Aunque para esta Corte carece de interés, pero por razones que luego explicaré, hago un comentario general sobre el tema que se desarrolla en cuanto al concepto de lengua y de idioma, que en principio podría verse como discriminatorio, pero si se utiliza una u otra palabra, tanto para las lenguas indígenas, como para la lengua castellana, no habría discriminación. Esto no tiene que ver con la organización y servicio del Poder Judicial. Luego hago un análisis de las diferentes lenguas que se hablan en Costa Rica y las que aparentemente no lo están. Igualmente, en un análisis que hago en notas previas, hago ver que la normativa internacional en Costa Rica, según lo establecido por la Sala Constitucional, es de obligatorio acatamiento aunque no se haya adoptado por el sistema nuestro, en razón de que se llaman derechos fundamentales de los pueblos indígenas.



Sobre el fondo del asunto este proyecto que es tutelar, mediante la creación de una instancia estatal intersectorial, con un Consejo Nacional que incluye la participaciónde los pueblos indígenas, se hace a la luz del instituto de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), y hago una serie de consideraciones del por qué no me parece que sea ésta, la mejor forma de atender el tema lingüístico de las personas indígenas. Sin embargo, en virtud y respetando lo que esta Corte ha definido, en cuanto a la organización y servicio y por qué debe atenderse o no un proyecto de ley, en las conclusiones me refiere de una manera genérica el por qué ya el Poder Judicial ha hecho a través de la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas una serie de acciones que esta Corte ha aprobado, para sin necesidad de creación de ningún instituto más, se realicen las medidas requeridas que en esta normativa se están dando. Esto lo hago para poder arribar a las normas que sí podrían incidir en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



 Lo anterior lo dejo a manera personal como una coadyuvancia para un mejoramiento de esta normativa en la Asamblea Legislativa.



Se concibe aquí que deberían ser los propios indígenas quienes decidan y escojan cuáles son los idiomas que desean revitalizar, rescatar o lograr fortalecer, en un acompañamiento desde la institucionalidad. Podría ser a través del Poder Judicial como ya lo expliqué, que desde ya viene realizando a través de las doce acciones aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, así como en traducciones de textos jurídicos y la existencia de peritos culturales, traductores e intérpretes en los términos acordados por las personas indígenas también, para que así a ellos y a ellas se les equipare y sean a quienes escojan -por ejemplo- quiénes sean intérpretes y traductores. Por ejemplo, se ha requerido la creación de otro ente para definir cómo hacerlo y es el denominado Instituto Costarricense de Lenguas Indígenas (ICLI).



¿Por qué incide esto en el Poder Judicial? Se dice en el artículo 13 de esta normativa que: “Corresponde al Estado en sus distintos poderes, la creación de instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbitos de competencia, para lograr los objetivos generales de la presente ley…” y dentro de éstas cito expresamente incisos que podrían incidir en la organización y servicio de este Poder de la República, los cuales dicen de la siguiente manera:



“i)        Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la conservación de la información y documentación más representativa de la literatura y lenguas indígenas costarricenses;…



k)         Apoyar la formación y acreditación profesional de intérpretes y traductores en lenguas indígenas nacionales y español;



l)         Garantizar que las instituciones públicas y las privadas de servicio público cuenten con personal que tenga conocimientos de las lenguas indígenas nacionales requeridas en sus respectivos territorios;”.



           



            Desde este ángulo puedo rescatar que incide en la organización y servicio del Poder Judicial, porque esta institución tendrá que tomar las medidas pertinentes, para realizar una política a fin de cumplir con las obligaciones que ahí se describen, a la fecha no contamos con esta política, únicamente tenemos aprobadas reglas.



            El inciso f) del artículo 13 es preciso utilizar lenguaje de género inclusivo y ahí lo expongo en qué sentido sería. Igualmente en el inciso k).



            A su vez, incide en la organización y servicio el artículo 10 de esta normativa, porque a la letra dispone: “



“El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunidades indígenas al acceso a la jurisdicción del Estado en la lengua indígena de que sean hablantes. Para ello, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales.



 



El Poder Judicial proveerá lo necesario a efecto de que en los juicios que realice, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua indígena y cultura”.



 



            Una de las reglas que podría ser de mayor relevancia para el Poder Judicial es este mandato 10 del proyecto, conforme a lo cual SÍ INCIDE EN LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PODER JUDICIAL, debido a que se establece el derecho de las personas indígenas a contar con intérpretes y defensa técnica gratuita en todos los procesos judiciales, no solo en las disciplinas que ya lo tienen por ley en este momento –que son la penal, agrario, laboral y familia- sino en aquellas materias en las cuales no han tenido tal acceso como civil, contencioso administrativo, tránsito, entre otras, lo cual incide en el presupuesto institucional y en su estructura de funcionamiento. Sobre la redacción del artículo 10, en primer orden parece que las palabras “los juicios y procedimientos” podría ser sustituida por “los procesos”, porque estimo posee un contenido  más amplio y técnico, ya que los “juicios” se refieren a las audiencias de prueba dentro de los procesos, mientras que por procedimientos se refiere a un conjunto de actos que conforman el proceso. De esta manera, la garantía que se establece en la norma a las personas indígenas –derivada del Convenio 169 de la OIT- de asistencia gratuita en todo el proceso de personas intérpretes y defensoras se tornaría más amplia, a fin de evitar interpretaciones restrictivas. De igual forma, sería conveniente la utilización de lenguaje  inclusivo de género en esa norma.



En el canon 14 del proyecto, inciso l) se señala:



 



“…l)      Concienciar sobre la aplicación de lo que dispone la Constitución Política, los tratados internacionales ratificados por Costa Rica y esta ley, en materia de lenguas indígenas, y expedir a los tres Poderes de la República las recomendaciones y medidas pertinentes para garantizar su preservación y desarrollo…”;



 



Es importante advertir que se hace referencia exclusivamente a “los tratados internacionales ratificados”, lo cual limita el accionar, debido a que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterada en el sentido de que, son de carácter supraconstitucional todos los tratados internacionales de derechos humanos ratificados o no por Costa Rica, precisamente por estar referidos a derechos humanos como lo son los relacionados con personas indígenas, partiendo del Convenio 169 de la OIT.



También según los ordinales  15 y 16 del proyecto se lee en ese orden:



“ARTÍCULO 15- La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio instituto.”.



 “ARTÍCULO 16.-El Consejo Nacional se integrará con los siguientes representantes: d) Un representante del Poder Judicial.”.



 



Conforme a tales disposiciones el Poder Judicial sería parte ya de un Consejo que vendría del gobierno a imponerse a las personas indígenas qué y cómo regular sus lenguas. Esta institución no ha necesitado de tal creación para lograr los avances que ha generado en accesibilidad a los pueblos y personas indígenas. Sobre el artículo 15 donde indica: “La administración del ICLI estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de Gobierno, y un director general responsable del funcionamiento del propio Instituto.”; debe usarse lenguaje género inclusivo.



En el artículo 18 del proyecto se estipula: “Para el cumplimiento de sus atribuciones el director general tendrá las facultades de dominio y de administración, sin más limitaciones que las específicas que le llegue a imponer el estatuto orgánico por parte del Consejo Nacional.”; incurriéndose nuevamente en la invisibilización de las mujeres al aludirse al “director general”, y además, se otorgan facultades de “dominio” a esa persona directora, las cuales no corresponden a la técnica judicial o al menos no se especifica el contenido de esas facultades.



En cuanto al numeral 19 del proceso, igualmente se deja de lado el lenguaje género inclusivo al referirse a “un representante público propietario y un suplente” cuando lo correcto sería utilizar la frase:  “una persona representante”.



De estas normas se extrae, cómo se pretende regular los derechos lingüísticos y, por ende, debería ser este Poder de la República el que reafirme las reglas y, eventualmente, la política de acceso a la justicia de las personas indígenas en todas las disciplinas y que estas podrían gestionar en todas las jurisdicciones donde se garantice la aplicación de las leyes indígenas. Por ende, tiene que contar el Poder Judicial con todos los medios idóneos para ello. Como lo sería  tener o contar con un proceso de selección a costa del Poder Judicial de intérpretes y traductores  en todos los idiomas indígenas, para todas las materias que en sede judicial se conocen.



Inclusive de acuerdo al numeral 13 en los planes operativos (quinquenales y anuales de implementación) las partidas requeridas para cumplir con estas obligaciones.  El inciso k)  de la norma 13 de cita  debe apoyarse al interno.  Todo lo anterior incide en la organización y servicio de este Poder de la República. De ahí que desde estas normas ha de rendirse el informe por esta Corte.



Como recomendaciones específicas concluyo que el proyecto es de vital importancia para garantizar el acceso equitativo a la justicia a las personas indígenas, por lo cual, pero con las variantes dadas, se recomienda su aprobación, en cuanto a la normativa que se ha hecho mención específicamente. 



La sugerencia del proyecto está, entre otros aspectos y fines, a crear una institución de lenguas indígenas que en mi criterio solo conllevará a una mayor burocratización, en su sentido peyorativo, del Estado. Mas, con base en lo dispuesto en las normas 10,  13 y 16 de referencia, ante la creación de un ente, habría que determinar dentro del Poder Judicial quién ejercería esa representación con base en el ordinal 16 inciso d) ibídem, por lo que sugiero que recaiga en un o una integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.   



A su vez, del estudio de los artículos que comprende este proyecto de ley estimo que contienen varios temas de política legislativa, los cuales en algunos puntos se han hecho observaciones –en mi carácter personal- con el afán de coadyuvar en el mejoramiento de dicho proyecto, pero que no atañe al Poder Judicial.



De esta forma dejo expuesto este informe para lo que a bien tenga decidir esta Corte, pues sí incidiría en los planes operativos y estratégicos del Poder Judicial”.



Interviene el Magistrado Jinesta: “Las Magistradas y los Magistrados de la Sala Constitucional nos vamos a inhibir, porque es una ley que regula derechos y podría ser objeto de consulta legislativa”.



Indica el Magistrado Chinchilla: “Me parece que el proyecto de ley no afecta en nada la organización y funcionamiento del Poder Judicial”.



Manifiesta la Magistrada Escoto: “Yo dejo que esta Corte decida lo que a bien tenga. Sin embargo, en mi carácter personal mantengo que el proyecto de ley incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, desde un ángulo económico, porque nos estaría obligando a crear todo un staff de personas intérpretes, traductoras, defensores y defensoras públicas en disciplinas más allá de las que ya contiene el Poder Judicial, que son para las materias penal, agrario, familia y laboral, ya que cualquier persona indígena podría venir a estrados en otras disciplinas y no se cuenta con personas que les asistan gratuitamente especialistas en esta materia, por lo que sí tendríamos y nos obliga de alguna forma a contar con un presupuesto mayor para cubrir estas necesidades de las personas indígenas en todas las áreas.



            Mantengo mi criterio en los numerales que expresamente indiqué, aunque no me parece la creación de este instituto que, además, nos obliga a tener un representante y, si fuera del caso, sugiero que sea de alguna persona integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, pero si tenemos una Comisión de Accesibilidad en que para personas en algún estado de vulnerabilidad y, si bien mal llamado existe la vulnerabilidad social para las personas indígenas, claro que incidiría en este sentir del Poder Judicial, en cuanto a que se acceda a la justicia en los términos en que, las normativas como ésta nos están imponiendo y aquí nos obligaría a la creación de una política indígena que creo debe existir, pero que requiere más gastos.



            La misma Subcomisión de Pueblos Indígenas no tiene y no cuenta con ninguna ayuda económica, ni de índole personal salvo la Contraloría de Servicios, que es la que lleva a cabo una serie de actividades y de controles y tiene que rendir cuentas a muchos institutos nacionales e internacionales, por eso sí creo que incidiría al menos económicamente, lo mismo que en cuanto a las bibliotecas del Poder Judicial y a todas las políticas de capacitación que se están generando con la Escuela Judicial en esta disciplina”.



            Expresa la Magistrada Pereira: “Hay dos aspectos que me interesa recalcar. Uno es que debemos de tener cuidado porque hay una serie de reglas, como bien lo dice la Magistrada Escoto que las tenemos implementadas, que la Subcomisión de Pueblos indígenas ha estado trabajando en eso y el Poder Judicial lo tiene.



            El otro aspecto es que el informe como también lo menciona la Magistrada Escoto, tiene una parte que tendría que ver con el funcionamiento y organización del Poder Judicial, por lo menos en cuanto al nombramiento de intérpretes en todas las áreas que no se tienen en la actualidad, pero deberíamos concretar las razones para dar el informe al respecto de esos artículos que bien lo menciona y eliminar la parte que la Magistrada Escoto considera que no tiene injerencia en el funcionamiento y organización del Poder Judicial, para seguir cumpliendo con la política que se ratificó en la sesión de la mañana y llevarlo como un comentario o una solicitud expresa que hace la Subcomisión a la Comisión Jurídica de la Asamblea Legislativa.



            En resumen, sería concretar el informe y aprobarlo en cuanto a lo que específicamente se relaciona a la injerencia que puede tener en el Poder Judicial y lo otro dejarlo como una inquietud de la Subcomisión de Pueblos Indígenas ante la Comisión que corresponde en la Asamblea Legislativa”.



            Interviene la Magistrada Escoto: “Comprendo lo que la Magistrada Pereira dice, pero de ahí que oralmente como se hace con los informes solo me referí a los artículos que consideré podrían incidir en la organización  funcionamiento del Poder Judicial. Como indiqué al inicio son 23 artículos y de ellos solo me referí al 10, al 13, al 15 y al 16, que son los que me parece inciden por la cuestión económica y de política judicial para contar con una política en materia indígena. Además, lo que más me preocupa fuera de intérpretes y traductores es la defensa técnica gratuita, porque ya no solo sería para las materias que está prevista, sino para todas, aunque tengamos un porcentaje mínimo de participación indígena, tendríamos que contar con alguna defensa técnica gratuita especializada en derecho y materia indígena.



            En la conclusión final del informe sólo me refiero a los 4 artículos que he señalado y con gusto podría separarlo para que sea la Subcomisión la que presente o lleve las inquietudes a la Asamblea Legislativa sobre los diferentes cuestionamientos que le demos a la creación de ese instituto, que se los tuve que mencionar, porque dentro de esta creación está la obligación de que el Poder Judicial cuente con una representación y ahí nos involucra, por eso lo expuse en ese sentido, pero esta Corte decidirá en qué forma podría más ser clara de lo que lo he hecho”.



            Manifiesta el Magistrado Chinchilla: “Me surge una duda, porque no recuerdo todos los contenidos de las normas con respecto a la organización y funcionamiento del Poder Judicial. No sé si alguna de ellas tiene que ver que cuando incide económicamente en el Poder Judicial, se considera que tiene relación con el artículo 167 de la Constitución Política.



            Quiero consultarle a los integrantes de la Comisión que hicieron el reglamento en su momento para saber ese punto”.



            Responde el Magistrado Solís: “Si la memoria no me falla le pediría a los Magistrados Jinesta y Vega que me ayuden, pues integraron conmigo dicha Comisión y el informe que rendimos fue conocido por esta Corte en la sesión N° 06-06 del 20 de marzo de 2006, artículo IX. Habíamos entendido que una implicación a nivel de la gestión presupuestaria del Poder Judicial incide sobre el funcionamiento. Tan es así que para la próxima semana se estará sometiendo a conocimiento un estudio sobre un proyecto de ley que me enviaron, donde se establece para la Imprenta Nacional, entre otras cosas, un artículo que obliga a todos los Poderes de la República a que el 50% de sus impresiones de cualquier naturaleza, sean editadas en la Imprenta Nacional y estoy ofertando la idea de que eso afecta el funcionamiento del Poder Judicial, porque va a encarecer de sobremanera, desde una percepción de gestión económica los costos que tenemos en la edición de todos los documentos que la imprenta del Poder Judicial nos hace todos los días”.



            Refiere la Magistrada León: “Sin poder referirme a lo que dicen las normas que hoy volvimos a ratificar, es cierto que el tema  de la población indígena salió a colación en la prensa, a propósito de aquella señora que fue condenada y que luego se supo que ella no estaba entendiendo nada. A partir de ahí y gracias al esfuerzo que ha hecho la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Población Indígena, se llegó a establecer la necesidad de que siempre que estuviera una persona indígena, se contara con dos peritajes, tanto del lenguaje como el antropológico, para comprender todas las particularidades que tiene esta población.



            Me parece que si bien podríamos decir que el proyecto de ley no tiene una incidencia directa en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en el sentido de que no está modificando específicamente una competencia o eventualmente creando nuevos juzgados, es cierto que es una nueva forma de ver el trato a una persona indígena y esto va a significar erogaciones y va a poner a esta Corte a emitir reglamentos y disposiciones sobre el abordaje de esta población. Creo que desde esa óptica habría incluso que decir esto, que la implementación del proyecto vendría a generar un presupuesto adicional, porque los peritajes no solo no son nada barato, sino muy difíciles de conseguir. Esto es importante destacarlo”.



            Señala el Presidente en ejercicio, Magistrado Ramírez: “Vamos a someter a votación del informe de la Magistrada Escoto, en los cuatro artículos que ella estima atañen a la organización y funcionamiento del Poder Judicial y una segunda posición sería indicar que no incide para nada en la organización y funcionamiento de este Poder de la República”.



Sometido el asunto a votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte, específicamente en cuanto a los cuatro artículos que estima atañen o podrían tener incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, a saber, los numerales 10, 13, 15 y 16 de la normativa citada y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Solís, León, Escoto, Aguirre, Varela, Vega, Pereira y las Suplentes Rojas Morales y Gómez Cortés.



Los Magistrados Rivas y Chinchilla emitieron su voto por no aprobar el informe de la Magistrada Escoto, al estimar que la normativa propuesta no incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



Los Magistrados Jinesta, Cruz, Castillo, las Suplentes Salazar Cambronero y Pacheco Salazar y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar.  Se declara acuerdo firme.








 












[1] Que ostentan tal condición (indígena).



[2] En algunos países como Colombia y Costa Rica su inobservancia implica la nulidad de derecho público de los procedimientos, actos y medidas adoptadas. Citado por el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, Principios Internacionales aplicables a la consulta en relación la reforma constitucional en materia de derechos de los pueblos indígenas en Chile, 24 de abril 2009.



 



[3] Oficina Regional para Centro América del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Estado de los derechos humanos de los pueblos indígenas en Centroamérica, Panamá, 2011.








 
























Acta de Corte Plena Nº 003 - 2014








Fecha: 27 de Enero del 2014



Descriptores/Temas: Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Informe anual de labores



Documentos citados: - Normativa



ARTÍCULO XXIV



SALEN LA MAGISTRADA ESCOTO Y EL MAGISTRADO CRUZ.



Documento 8569-2013



         En sesión N° 49-13 celebrada el 25 de noviembre de 2013, artículo XXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, en oficio N° C258-2013 de 23 de julio del año en curso, manifestó:



 



"En cumplimiento de lo que dispone el artículo 14 del Reglamento de Creación, Organización y Funcionamiento de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, me permito hacer de su conocimiento la entrega en formato físico (disco compacto) del informe de labores 2012, con el fin de que pueda ser del conocimiento de las señoras Magistradas y señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia.



 



Como en años anteriores, me encuentro a la entera disposición para efectuar una exposición sobre los aspectos más relevantes y recomendaciones que se incluyen, así como atender toda inquietud relativa a la labor de esta oficina y recibir sus valiosas sugerencias para la mejora continua del funcionamiento de esta oficina.　Además, con ello　deseo dar cumplimiento al mandato constitucional que consagra la transparencia y rendición de cuentas en la gestión pública.



　



Se adjunta la carátula del informe que se entrega."



- 0 -



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Este asunto trata sobre el informe de labores del 2012 de la Contraloría de Servicios. Vamos a fijar en lo que queda del año, una fecha concreta, para que la licenciada Lena White Curling rinda su informe."



 



Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones de la Presidenta, Magistrada Villanueva.”



 



- 0 -



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Convocamos a esta sesión a la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, para que nos rinda verbalmente el informe de labores, a cuyos efectos le pedimos que lo actualizara, pues esta Corte no lo había podido conocer. También invitamos a los Integrantes del Consejo Superior, para que se atiendan las inquietudes y criterios de su trabajo en relación con el servicio que prestamos”.



Se concede el uso de la palabra a la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios: “Nuevamente tengo la oportunidad de comparecer ante ustedes para cumplir el deber de rendición de cuentas, evaluación, resultados y de transparencia en relación con la labor de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y en cumplimiento del artículo 11 de la Constitución Política.



Como ha sido costumbre, la Contraloría de Servicios elabora un informe anual, el año pasado no tuvimos la oportunidad de exponerlo, de manera que hoy traigo una síntesis de los datos del 2012 y 2013.



A diferencia de otros años, no preparé una presentación, porque verdaderamente no quisiera distraerlos del mensaje que traigo como Contralora de Servicios del Poder Judicial.



Anticipadamente les enviamos un disco compacto con el informe completo, con todos los datos y para esta ocasión, porque es inevitable hacer una referencia a algunos datos estadísticos, hicimos una síntesis muy sencilla de apreciar, la cual le distribuimos anteriormente, sobre el trabajo que se ha venido realizando, en la que se incluye la cantidad de gestiones recibidas por año, las cuales se han incrementado, porcentaje de gestiones por ámbito.



Es sabido que la mayoría de las gestiones se refieren siempre al ámbito jurisdiccional, los motivos de insatisfacción de las ciudadanas y de los ciudadanos de este país, que básicamente son dos. Vengo a repetir lo que en años anteriores les he manifestado, la insatisfacción mayor es por el retraso judicial, es decir, por los tiempos de tramitación de los procesos judiciales. El segundo motivo de insatisfacción es por el trato que reciben de parte de las servidoras y de los servidores de esta Institución. A esos dos motivos le agregaría un tercero muy importante, y es que todavía no hemos acertado en el tema de la información a la persona usuaria, lo vemos todos los días, información que se da muchas veces inexacta, incorrecta o se niega información a la persona usuaria.



Valoración de las gestiones: Hay una cantidad de gestiones que hemos calificado como injustificadas, en el sentido de que no identificamos una deficiencia de servicio, sí hay un 49% de gestiones que realmente tiene que aceptar la Institución, que están basadas en motivos legítimos, las personas tienen en este 49% de gestiones, casi la mitad, una razón válida para manifestar la insatisfacción y en ese trámite de las gestiones hemos identificado deficiencias de servicios.



Ese 49% no incluye gestiones que calificamos como no calificables, porque no tenemos elementos para determinar si el reclamo del usuario es válido o no, pero ciertamente hay oportunidades grandes de mejora en la gestión del Poder Judicial.



Cantidad de gestiones por materia: La mayor cantidad de gestiones se han venido presentando en la materia de pensiones alimentarias, también hemos tenido una cantidad significativa en materia laboral, en materia de cobro y otras materias. Me complace mucho comentarles que hemos notado, aunque tal ves la estadística no lo refleja todavía, una disminución en la cantidad de reclamos o de gestiones en materia de pensiones alimentarias, para finales del 2013 se notaba esa disminución, así como en las materias penal y civil, disminución en materia civil que va acompañada con un incremento en gestiones por materia de cobro, así es que hay una relación entre disminución de civil y aumento de gestiones relacionadas con los procesos cobratorios.



En materia laboral, que siempre fue una preocupación, porque es una materia muy sensible, me complace reportar que hemos visto todavía no una disminución, pero que se mantiene igual la cantidad de gestiones en materia laboral del 2012 al 2013, lo que nos parece que evidencia que las medidas que se vienen tomando para atender los problemas de servicio en materia laboral posiblemente están reflejándose.



Adicionalmente, atendemos una línea gratuita de información, la 800-800-3000, y tenemos cuatrocientas cuarenta y siete mil noventa y nueve llamadas atendidas entre el 2012 y el 2013, la mayoría de las cuales, son llamadas para consultas sobre los depósitos judiciales.



Un servicio que hemos notado que se ha incrementado a partir del 2012, cuando comenzamos a registrarlo más formalmente es la atención de consultas electrónicas, las cuales se reciben por varios medios. En la página del Poder Judicial hay un buzón donde las personas pueden enviar consultas, todas llegan a la Contraloría de Servicios, y tiene que ver con las campañas institucionales, la página Web, consultas en línea y la aplicación móvil.



Para el 2013 atendimos 5.883 de estas consultas, que aumentó desde del 2012 que registramos solo 3.691. Hoy día tenemos más de nueve mil consultas y observamos un aumento en el uso de este servicio, que nos parece que es importante. Tenemos en la actualidad un promedio de 490 consultas electrónicas por mes. Desde luego, mantenemos los buzones de sugerencias en todo el país y notamos entre el 2012 y 2013 un aumento en la cantidad de boletas de sugerencias, que se incluyen o que nos remiten y no es sorpresa que la mayoría de esas boletas se refieran a temas de trato y en las cuales se reclama un atención más rápida de parte de la Institución.



Aparte del tema estadístico, en el que no me he extendido por razones de tiempo, porque además las estadísticas las tienen ustedes en el informe y con mucho gusto podemos suministrar y ampliar, quisiera señalar que la labor de la Contraloría no se limita meramente a la atención de gestiones o de quejas, también tenemos una participación en las comisiones del Poder Judicial, en las Comisiones de Usuarios, que son varias en todo el país, en las Comisiones de Valores, Transparencia y Acceso a la Justicia, la coordinación por disposición del Consejo Superior de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la participación en la Comisión de Afrodescendientes, por disposición de esta Corte. También, la Contralora de Servicios integra el Consejo de Contables, participamos en la Comisión de Familia, a la cual le trasmitimos muchas de las inquietudes que tenemos en esa materia, y algunas contralorías regionales también participan en otras comisiones como la de Género.



Hacemos una labor importante de acercamiento a las comunidades, ustedes en el informe tienen un cuadro detallado de todas las actividades en parques y municipalidades a las cuales asistimos, para dar información, orientar y atender gestiones.



Tenemos una participación de charlas en despachos judiciales, que generalmente nos las solicitan los despachos.



            Sobre ese tema tengo dos observaciones. Una es que hay una necesidad todavía insatisfecha en la institución de las charlas sobre el servicio público. Si bien tenemos los cursos virtuales, todavía hay algunas necesidades y las canalizan pidiendo la colaboración de la Contraloría.



El otro tema de las charlas, es que me parece que ya es momento oportuno de evaluar el resultado de los cursos virtuales que se han venido dando, que son las seis charlas obligatorias, esa evaluación nos permitiría quizá, ir identificando si eso está teniendo un impacto real en la  conducta de los servidores, frente a las personas usuarias.



A solicitud de la Presidencia de la Corte, coordino un Trabajo Comunal Universitario (TCU), producto de un convenio con la Universidad de Costa Rica, se llama asistencia socio-jurídica a poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. Se han hecho muchas cosas valiosas con los estudiantes de la universidad, es un TCU interdisciplinario, no solo de estudiantes de derecho y lo más importante destacar es algo que denominamos como el Sistema de Información y Orientación en Materia de Pensiones Alimentarias (Siopa), en el que algunos de estos estudiantes nos están ayudando en despachos de pensiones alimentarias para poder agilizar el servicio, que es donde mejor resultado nos ha dado.



La Magistrada Camacho conoce del asunto, servicio que se realiza en Cartago, donde incluso a partir de que el juzgado se convirtió en un despacho electrónico, ya no está llegando tanto usuario al despacho, decidieron que el estudiante o los estudiantes ayudaran con un servicio telefónico de información, así es que sabemos que en Cartago, el despacho está muy complacido con la labor y el apoyo que se ha recibido a través del TCU.



Otra cosa importante, es que este año, la sede central de la Contraloría participamos en el proceso de acreditación GICA, continuándose con Heredia y Goicoechea, pero mi esperanza es que todas las oficinas de la Contraloría estén debidamente acreditadas, porque eso va ayudar al que trabajo que hacemos sea una labor más rigurosa y asegurar que se vean resultados de la gestión de la Contraloría. También tenemos y por tiempo no lo voy a exponer, un análisis de temas de servicio, en el que clasificamos por temas el retraso, trato, sistemas informáticos, ambiente laboral y otros temas y de ese análisis de los problemas de servicio generamos una matriz de recomendaciones.



No me da tiempo de hablar de todas, pero quiero mencionar algunas, para que ustedes vean que la labor no es solo atender quejas, es analizar el servicio, pensar y tratar de contribuir humildemente a efectuar propuestas de mejora. Algunos de los temas que analizamos se refieren, por ejemplo, al cumplimiento de la Ley de Simplificación de Trámites. Todavía nuestra institución no ha cumplido con todo lo que se establece ahí.



El tema de nombramiento de jueces y juezas, esos son temas de preocupación de la ciudadanía.



Revisar el tema de la sustitución de los servidores y servidoras por la afectación, que a veces la no posibilidad de sustitución origina en el servicio público.



Otro tema son los pagos a la institución. Esta institución es muy lenta para devolver los dineros que depositan las personas usuarias, eso lo habíamos identificado hace mucho tiempo y se han hecho esfuerzos, pero ciertamente, me consta, es lento el proceso de devolución. También hicimos unas recomendaciones en ese sentido.



Recomendamos algo sobre procesos de inducción y sobre otro tema que es fundamental, y lo que estoy diciendo no es nuevo, el proceso de reclutamiento y selección de servidores y servidoras. Creemos que es un proceso clave si queremos asegurar que las personas que estén brindando el servicio sean las idóneas.



Temas de información, problemas con la plataforma tecnológica, ya lo habíamos identificado desde el 2012 y otros que voy en este momento a omitir, pero con mucho gusto puedo ofrecerles el documento de fácil lectura, en el que se recogen las recomendaciones.



         Para este año hemos pensado en trabajar en una política integral de mejora del servicio y generar un manual de atención a las personas usuarias. Nos parece que esto será una contribución y una propuesta que vamos a hacer a la institución y será muy valiosa.



         En el tema de sistemas informáticos, en las recomendaciones, habíamos expresado una cierta preocupación por el manejo de los sistemas informáticos por parte de las servidoras y los servidores judiciales. En relación con el mantenimiento de los sistemas y la sostenibilidad de estos sistemas, creemos y hemos visto que ya ese tema ha sido objeto de análisis, se han hecho recomendaciones y se está trabajando en eso.



         Habíamos recomendado en el 2012 que todo lo relativo a los sistemas informáticos fuera orientado por decisiones del más alto nivel, porque lo que habíamos visto era que se estaban tomando decisiones conforme a la solicitudes individuales de los funcionarios y en los despachos y muchas veces esos cambios que se hacían en los sistemas a solicitud de un juez, por ejemplo, alteraban un sistema y el cambio no le era favorable a otro despacho que tenía que utilizarlo, pero me siento complacida de que sobre ese tema se haya hecho análisis.



Otro tema fue el del ambiente laboral, este es un tema ciertamente muy importante en esta institución y respetuosamente recomendamos que se haga un análisis, para que se pueda diferenciar entre lo que es acoso laboral y el deber de las jefaturas de hacer cumplir las directrices institucionales y de lograr que el equipo de trabajo cumpla con su deber.  Aquí me detengo un segundo, con absoluta honestidad debo decirles que hay muchas jefaturas en esta institución temerosas de asumir sus responsabilidades y el temor surge de la posibilidad de denuncias, de acusaciones sin fundamentación, ni prueba, que puedan afectarles, entonces hay un tema ahí que creemos que está pendiente de análisis.



         Voy a compartir con ustedes también, brevemente, un análisis que hice a finales del 2013, porque ya este ha sido mi tercer período como Contralora de Servicios del Poder Judicial, son 12 años de mi carrera profesional, de mi experiencia laboral, pero son también 12 años de mi vida. Consideré que era un buen momento para hacer un alto en el camino y de hacer una reflexión y de esa reflexión salieron dos documentos. Uno; un análisis de la propia Contraloría de Servicios, que no me da tiempo de exponerlo, sobre cuáles son las fortalezas, cuáles son las amenazas, debilidades y oportunidades, porque la Contraloría tiene todas esas y tiene algunas debilidades internas que creo que vale la pena y se deben de analizar, pero lo que voy a compartir con ustedes fue el análisis que hice como Contralora de Servicios con esta experiencia de 12 años sobre el Poder Judicial y como fortalezas anoté las siguientes: Institución que goza de credibilidad y prestigio entre la población, cumple una función trascendental para la sociedad costarricense y existe aquí un compromiso con la prestación de un servicio público de calidad, de eso puedo dar fe. Existe también como fortaleza la preocupación por asegurar el acceso equitativo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad y algo muy importante que lucharemos siempre para no perder la credibilidad de la que todavía esta institución goza entre la ciudadanía. Las personas traen aquí sus problemas creyendo que aquí pueden encontrar una solución apropiada.



Como oportunidades anoté 4. La posibilidad de mejora continua, la posibilidad de generar mayor confianza entre la ciudadanía, una mayor comunicación, coordinación y apoyo entre jefaturas y dependencias auxiliares como Ministerio Público, Defensa Publica, Organismo de Investigación Judicial y la posibilidad de brindar los servicios en plazos razonables mediante la reducción del retraso judicial. Sin embargo, para un análisis equilibrado también hay que ver las debilidades y como tales están las siguientes: Imposibilidad de brindar una respuesta integral y sostenible al retraso judicial, en este sentido el retraso, lo que hemos logrado en estos años es la colaboración de los despachos y con toda franqueza debo decirlo, cuando hay una gestión ante la Contraloría hacen un esfuerzo y resuelven o hacen el trámite que corresponde, pero la pregunta crucial ahí es, si queremos realmente analizar el fondo y ver el tema del servicio es si el servicio está funcionando bien, si para lograr algo que funcione el sistema judicial requiere una queja y una intervención de una oficina como la Contraloría, creo que la meta es que el proceso judicial fluya en la forma en que corresponda y eso todavía no lo hemos logrado, los despachos corren, nos dicen; dígale al usuario que mañana o pasado y, en efecto, hemos llegado al punto que agradezco mucho que cumplen con esas promesas, pero igual hay personas usuarias que nos han dicho: lo que hago es que cada vez que tengo que resolver algo voy a la Contraloría para que nuevamente vuelvan a hacer la gestión.



Como debilidad creo que hay una debilidad en los procesos de reclutamiento y selección de las servidoras y los servidores.



Hay algunos cuestionamientos en relación con las jefaturas y una sensación, y esto lo tramito con propiedad porque se ha hablado y lo escuchamos, de falta de apoyo a las jefaturas. Pienso importante concentrar algunos esfuerzos en los mandos medios que son las personas que están encargadas, a quienes se les ha delegado la coordinación de equipos de trabajo para lograr un resultado, pero es difícil hacer eso si no se tiene la certeza del respaldo que se tendrá de las autoridades superiores. También el retiro imprevisto de personal calificado sin la preparación de los sustitutos, esto lo pensé por el tema de los cambios en el régimen de pensiones y las jubilación de una cantidad de servidores sin que pareciera que estuviera preparada la persona que iba a sustituirle. Luego la necesidad de un perfil claro para las personas que atienden e interactúan en forma directa con el público como auxiliares manifestadores y oficiales de seguridad. Necesidad de un mayor apoyo para los despachos ubicados en la periferia de las ciudades principales, donde hay una sensación correcta o incorrecta, pero es una percepción que se tiene de abandono de parte de las autoridades centrales.



También expectativas del personal judicial en cuanto a lo que puede brindarle la institución, esto es porque hay una cierta insatisfacción que se ha venido gestando, en relación a expectativas que, creo no se pueden cumplir y un ejemplo concreto son algunas condiciones laborales que quisiéramos las servidoras y los servidores de la institución y que la institución no puede darnos por diferentes razones. La expectativa en cuanto a nombramientos, particularmente de personal auxiliar que ha estudiado, que tiene títulos y que espera de esta institución un nombramiento que muchas veces no llega. Existe una situación ahí que debe examinarse, porque se traduce en insatisfacción, en molestia y eso no es bueno para una persona que queremos que esté en la mejor disposición de representar correctamente a la institución frente al público usuario.



Otro aspecto que he venido anotando a lo largo de los años, es la poca valoración que se hace de las ventajas que ofrece la institución, el no acatamiento de políticas y directrices institucionales, ahí también notamos que a veces es difícil ubicar las circulares, se podría hacer un esfuerzo en ese sentido; urgencia de procedimientos de rendición de cuentas, evaluación de desempeño y parámetros de tiempo para trámites. Hablamos de retardo, pero sin ningún parámetro objetivo, entonces si tarda un año o tarda diez, no sabe uno si debió ser uno, diez o si cinco estaba bien o si tal vez diez fue muy rápido y pudo, razonablemente, tardado más.



Necesidad de establecer prioridades y enfocar los esfuerzos hacia ciertas áreas y nuestra humilde recomendación son servicios que consideramos críticos, por ejemplo; recepción de denuncias, donde llegan una gran cantidad de personas en condición de vulnerabilidad. Una buena parte de la imagen del Poder Judicial se forma ahí, la persona que ha sido víctima de un delito y llega y otro servicio que también nos parece crítico es la labor del Departamento de Trabajo Social y Psicología que ha venido teniendo grandes dificultades para responder los requerimientos de los despachos, entonces los procesos se atrasan porque no llegan los informes de ese Departamento y, por supuesto, la necesidad de mayor eficiencia en el funcionamiento de los órganos disciplinarios.



Para terminar con este análisis hay tres puntos que consideré como amenazas para la institución. El tema del retardo judicial, el tema de los insuficientes recursos presupuestarios y este último tema que es la mayor cantidad, complejidad y conflictividad de las demandas del servicio por parte de las personas usuarias y he estado trabajando con personas usuarias desde hace muchos años, antes de trabajar en esta institución. En un tiempo fui Defensora de los Derechos de los usuarios del Registro Nacional y he notado un cambio significativo en el perfil del usuario que acude a las instituciones, un poco más agresivo a veces, un mayor descrédito de la administración pública en general y también una mayor percepción de corrupción, real o ficticia, pero las personas, muchas de las falencias, mucha de la ineficiencia, lo atribuyen a la corrupción y esa es la realidad y el entorno con el que tenemos que lidiar.



Para terminar me gustaría hacer una reflexión si me lo permiten. Primero, quisiera decirles que el trabajo de la Contraloría de Servicios se ha hecho con esfuerzo y mística. Ha sido un trabajo en equipo. Ha sido un trabajo que se ha hecho por el Poder Judicial y por nuestro país. En este momento enfrenta grandes retos. Creo que es un trabajo que se ha hecho con mucha rigurosidad, por lo menos eso es lo que he pretendido y quiero decirles que esa rigurosidad, esa idea de que no es una mera oficina de atención de quejas, que hay que hacer análisis, que hay que hacer propuesta, ha tenido un costo para mí, porque no todas las compañeras y todos los compañeros de mi oficina han entendido el tema de la rigurosidad y del valor agregado que creo es la labor que la Contraloría debe tener, porque recibir una queja, anotarla y trasladársela a otra jefatura, eso es muy sencillo, pero si estamos en una oficina un grupo de profesionales, Contralora General, Subcontralor de Servicios y Contralores Regionales, he insistido en que ese hecho de que seamos profesionales en diferentes disciplinas debe reflejarse en un trabajo en el que se vea, se evidencie el valor agregado.



Hemos trabajado con amor, compromiso e integridad y por ese trabajo como todas las faenas humanas he pagado un precio personal, pero lo pago con gusto, porque creo que es por la institución y por el país.



Quiero agradecerle a la Presidencia de la Corte todo el apoyo que le ha dado a la Contraloría y a cada uno de ustedes por la forma diferente, distinta en que han apoyado la labor. Tengo que agradecerle al personal del Poder Judicial porque han sido sumamente amables, la mayoría, y colaboradores con la Contraloría de Servicios.



Tengo que agradecerle a las compañeras y a los compañeros de la Contraloría por el apoyo que me han brindado en esta aventura y quisiera decir lo siguiente. En la Asamblea Legislativa cuelga el retrato de mi abuelo materno, declarado benemérito de la patria, porque luchó por la igualdad y por la justicia. Creo que con mi trabajo honro a mi familia y honro a la memoria de mis antepasados que llegaron a este país como humildes trabajadores inmigrantes, buscando un nuevo hogar y esta Patrialos acogió con amor. Por eso creo que no importa el esfuerzo que deba hacerse, hay que seguir adelante para lograr que esta institución le brinde a las personas usuarias el servicio que merecen.



En este período en la Contraloría he visto nubarrones oscuros, pero cuando miro hacia el futuro veo un horizonte de luz y de esperanza para el Poder Judicial y eso me causa optimismo. En ese futuro de luz que veo y que ha inspirado el trabajo que hemos hecho siento que viene y debe venir un nuevo liderazgo, un liderazgo no basado exclusivamente en puestos, en salarios y en títulos. Creo que tiene que ser un liderazgo basado en el compromiso, en el trabajo y la integridad y este liderazgo lo llamo: “el liderazgo del buen ejemplo” y es el liderazgo que puede tener cualquier persona, desde las personas que cuidan los jardines de este edificio, los que atendemos al público usuario y ustedes que toman las decisiones del más alto nivel, ese liderazgo que está necesitando nuestra querida Patria.



Y parafraseando al gran Mahatma Gandhi: “el trabajo no solo puede medirse por los resultados, el trabajo puede también medirse por el esfuerzo”.



Considero que un esfuerzo total, es una victoria completa.  Puedo asegurarles hoy que la Contraloría de Servicios ha hecho el mejor esfuerzo por cumplir con la labor que le fue encomendada.



Con esto concluyo y quiero ponerme a las órdenes de ustedes, para ampliar cualquier información que ustedes requieran, para contestar sus preguntas y por supuesto como siempre, estamos anuentes a recibir sus sugerencias y a escuchar sus críticas, porque sabemos que con eso podremos mejorar”.



 MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA LICENCIADA WHITE CURLING, SALIÓ EL MAGISTRADO JINESTA Y ENTRÓ LA MAGISTRADA ESCOTO.



Expresa la Magistrada Camacho: “No puedo desaprovechar la oportunidad para felicitar a la licenciada White Curling, porque en una materia tan sensible como pensiones alimentarias, la Comisión de Familia ha trabajado muy coordinadamente con la Contraloría de Servicios.



Los siete despachos que se han modernizado, no hubieran tenido el éxito que están teniendo y que van a tener, si no fuera por la ayuda de la licenciada White Curling y de su equipo de trabajo.



Tres cosas muy puntuales. Me parece fundamental y no sé como lo hace, porque tiene que dividirse mucho, pero las quejas de las personas usuarias en pensiones alimentarias no terminan, nunca van a terminar, es una población que necesita siempre una respuesta urgente e inmediata, como la que pueda ofrecer la Contraloría y en este sentido estimo que las llamadas de teléfono y las oportunas intervenciones de la Contraloría, ha permitido que la Comisión desahogue un trabajo muy importante, que es darle seguimiento a las quejas que presentan las personas usuarias. El segundo tema muy importante es el acompañamiento que usted y su equipo de trabajo ha hecho a la Comisión, cuando visitamos despachos judiciales, pues no es lo mismo que vaya la Comisión, a que nos acompañe doña Lena White, que en forma inmediata puede tener acceso a una respuesta en el expediente, que lleva un seguimiento de las causas, también este acompañamiento es fundamental.



Por último, en muchos despachos de pensiones alimentarias, el tema del apremio corporal es un tema de hoy y que requiere siempre el acompañamiento, porque las personas están esperando una respuesta inmediata, en esto considero que también la labor de la Contraloría, dándole seguimiento a estas quejas y respuestas oportunas, es fundamental.



De manera, que espero que sigamos trabajando así, y que este año, si no es que bajan un poco las gestiones, porque siempre van a haber, que por lo menos continuemos de manera oportuna, dando respuestas y mejoramiento al servicio de la persona usuaria, como usted bien lo ha señalado, porque es una población totalmente vulnerada”.



Refiere el Magistrado Ramírez: “Agradezco a la licenciada White Curling por comparecer hoy a este plenario.



Igualmente considero que es una oportunidad de oro para agradecerle su labor, y la cita que hizo de su abuelo, y también voy a citar a su madre doña Thelma Curling, a la que conocí, quise y quiero mucho, es motivo de sentirse una persona privilegiada de tener esos antecedentes de sangre.



Usted mencionó el problema que se tiene en la selección de personal, toda la vida he sentido orgullo del empleado o empleada judicial y he tratado por todos los medios de estar presente en las luchas que se han dado, pero he visto que el empleado o empleada judicial en los últimos tiempos ha venido a menos.



En una oportunidad visité el Segundo Circuito Judicial de San José y me ha dado pena en la forma en que visten ciertas empleadas judiciales, la forma en que tratan al usuario. Considero que es el momento de que se seleccione debidamente a las personas que entran a trabajar a este Poder Judicial, de que no se debe entrar porque el salario es mayor, sino porque está convencido de la función que debe desempeñar, como un Poder de la República que ha sido orgullo de Costa Rica. Por eso estimo que se deben de tomar medidas muy importantes.



Sobre el retraso judicial, he visto con sobresalto, que antes los que éramos jueces, que aquí habemos muchos, veíamos hasta apelaciones y estábamos en juicio y el volumen de trabajo o los asuntos que se daban por terminados eran superiores, ahora, que constantemente se nombran jueces y juezas, el retraso es mayor, hasta el punto que en el pasado teníamos noticias de que habían jueces que cuando llegaba una persona nueva al despacho y sacaba gran cantidad de asuntos, le llamaban la atención y le decían que había un límite, que tenían que sacar un máximo, y eso no puede ser.



Por tal razón, señora Presidenta, Magistrada Villanueva, debemos hacer que la Contraloría de Servicios tenga más poder, para que esta oficina resplandezca un poco más, porque no solo es la intención suya sino que se cumplan las observaciones que usted da.



Le reitero el agradecimiento por su labor y que siga adelante, porque eso será de beneficio para el Poder Judicial”.



Dice la Magistrada Varela: “Licenciada White Curling, usted nos hace una especie de radiografía, un recuento de las debilidades que día a día y a través de su trabajo, ha podido determinar y me consta por las visitas que usted hace a los diferentes despachos judiciales.



Usted ha señalado debilidades y fortalezas, pero me quiero detener en algunas de las que considero que son de mayor relevancia, y las recomendaciones que hace sobre la necesidad  de que las servidores y servidores deberían tener mayor compromiso y las jefaturas una mayor claridad sobre su papel.



He insistido en esta Corte y hoy lo retomo, en el sentido de que tenemos que fortalecer la capacitación de quienes tienen puestos de jefatura, sean jurisdiccionales o no.



¿Por qué hablo de capacitación? Porque esta tiene que ser integral, holística, donde tenga que ver con temas de relaciones humanas, del trato al usuario para poder medir resultados.



No podemos seguir en la línea de contratar a cualquiera, porque es más simpático o simpática; tiene que ser contratadas las personas que tengan un compromiso con el servicio que se brinda, y no la que vaya a ser un aliado estratégico, con la tendencia a la baja, a lo que se refería el Magistrado Ramírez.



Considero que la institución le debe mucho al país, tiene muchos retos que cumplir; estamos haciendo esfuerzos, pero falta mucho.



Usted ha señalado algo muy cierto, y es que se enseña con el ejemplo, la mejor carta de presentación es una jefatura que lo haga, que cumpla con todos los requerimientos institucionales.



Le aseguro que tendría menos conflictos a lo interno, porque no sería una jefatura que se preste para chismes o acuda a compromisos negativos hacia el servicio. Tendríamos jefaturas que promuevan la oportunidad al interno, para recavar ideas para mejorar; pues una jefatura positiva ayuda a que el conglomerado o el grupo de trabajo sean de calidad.



No se puede generalizar lo antes señalado, porque hay despachos que han demostrado compromiso, porque la jefatura actúa con visión institucional y ese es un punto importante a trabajar, sea el fortalecimiento de las jefaturas  y si es necesario se les dará capacitación.



El poder llevar ese mensaje institucional sobre el compromiso que tenemos. Eso me consta mediante el acompañamiento que usted ha hecho con la Comisión de la Jurisdicción Laboral.



Usted ha detectado uno de los problemas claves, el tema de quejas por el mal trato, quiere decir que todavía le debemos mucho en este tema, hay que trabajarlo y propongo a esta Corte que se tome la decisión sobre la capacitación a las jefaturas sobre el particular.



Para todos nosotros y la Presidencia de esa Corte, el que tengamos jefaturas en todos los despachos del país debidamente capacitadas y claras en cómo tiene que ser el trato a las personas usuarias, les aseguro que esta cantidad de quejas disminuirá.



Me consta, porque personalmente lo viví y la licenciada White Curling, en esa oportunidad me acompañó al Segundo Circuito Judicial, fue deprimente, porque entré como una usuaria y no me identifiqué, precisamente con la finalidad de ver cómo era el trato a las personas usuarias y fue sorprendente el resultado. Por supuesto que posteriormente llamé a la persona, no la regañé, pero sí le hice ver el error que estaba cometiendo, pues si así trató a una persona que llegó decentemente a requerir una información, puedo imaginar mayor descuido y mal trato para usuarios que lleguen en condiciones que puede ser hasta de un aspecto descuidado, e insistimos mucho en este tema.



El proyecto de “Póngase en los zapatos de la persona usuaria”, todavía falta mucho, para que se logre la sensibilización en los servidores.  Es un buen programa y hay que continuarlo.



Hay una demanda y necesidad de que haya más presencia de Magistrados y Magistradas en ese proyecto cuando se presente en los diferentes despachos, eso es necesario y puede tener algún impacto, es importante y por supuesto que enseñar con el ejemplo.



Considero que hay muchos retos pendientes, acciones que son viables y que no se necesita recurso económico, sino que se requiere actitud y más compromiso de los mandos medios, pero tenemos que darles  acompañamiento.



No sé si sería conveniente, y le preguntaría a la licenciada White Curling si lo ve conveniente también, que se hiciera una especie de encerrona de todos los Magistrados y las Magistradas, así como otros mandos administrativos, con las personas que tienen jefaturas, lo cual podría ser una buena estrategia.



Dejo esto planteado, para que lo consideren y me gustaría escuchar su opinión, pues usted que ha estado cerca de los lugares más alejados y atiende lo que ellos dicen, se sienten abandonados en el tema de recursos, de que se le dé importancia a lo que hacen, de que el servicio prestado lo realizan con mayor dificultad, porque no tienen los insumos adecuados, ni la Corte les da la importancia y eso es lo que ellos dicen.



            Felicito su trabajo, me parece que no solo se ha quedado en darnos informes estadísticos, si no en hacer propuestas para que esta Corte reflexione sobre lo que es necesario, para ir bajando niveles de quejas, pero sobre todo levantar más la imagen institucional”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA VARELA, SALIÓ EL MAGISTRADO RUEDA.



Señala la Magistrada Escoto: “No puedo permitir dejar de decir algo, cuando es la licenciada White Curling la que está aquí, sobre todo porque ella cumple más de una función.



Para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para el tiempo en que laboré para la Comisión de Valores, como juzgadora y también como Integrante de la Comisión de la Jurisdicción Agraria, debo reconocer la mística y el esfuerzo que ofrece en sus actividades.



Además de exponer con transparencia todo su trabajo y el de la Contraloría de Servicios, donde ha señalado que tiene que ser un trabajo de equipo, estimo que esta Corte tiene que apoyar a personas como la licenciada White Curling, en que cuenten con un equipo con mística, porque como bien lo dijo, y a mí me consta, no todos ni todas los que están ahí tienen su misma mística.



Es duro ver como licenciada White Curling tiene que dividirse y así como en otras comisiones, que ya lo expuso la Magistrada Camacho, para la Subcomisión de Pueblos indígenas, donde funge como coordinadora, donde hay que hacer visitas a todo el territorio, resulta importante destacar su labor, la de su secretaria Paola Vargas Vallecillo y aquí presente Yirleni Valverde Chacón, porque nunca nos han dejado de estar apoyando.



Es importante hacerles ver que estas son extras; sin embargo, la licenciada White Curling tiene una capacidad de convencimiento y de análisis para lograr, como lo ha expuesto la Magistrada Varela, que quienes a veces acuden a estrados y tienen algún problema por algún trato o se encuentran disconformes, ella logra bajar los ánimos, conciliar y, además, tiene una visión de la institución de tutela hacia nosotros y nosotras. Uno puede contar con muchos familiares, con muchos compañeros y compañeras con quien tiene que aceptar sus formas diferentes de actuar, pero pocas personas llegan en la vida de uno a ser las hermanas de la vida y esa es Lena.



No puedo dejar pasar este momento sin hacerles ver que en muchos momentos difíciles para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en que no contamos con un solo “cinco”, ella y mi persona hemos tratado de seguir adelante, incluso en tiempo extraordinario. Doña Lena muchas veces se va de esta Corte a eso de las nueve de la noche, a esa hora me llama.



Creo que no es factible que se siga, no solo reconociendo, sino que se le den también, los elementos humanos necesarios para que doña Lena no tenga que sufrir como la he visto sufrir y hemos sufrido, porque no es justo que una persona que se entrega a la institución, que nos ayuda y al menos esto es en indígenas, pueda si quiera recibir un maltrato de sus subalternos. Es de reconocer en este momento que requiere el fortalecimiento en cuanto a su personal de apoyo, porque es la imagen de la institución y porque doña Lena logra con toda su forma especial de ser, que las personas que más acuden a estrados molestos o molestas calmen esa ansiedad y en muchos casos hemos evitado denuncias que a nada conducen, sino a perder el tiempo, porque doña Lena ha sabido tratar a la persona usuaria de manera óptima. Humildemente desde lo que a mí me consta, porque nunca en mi vida la he visto molesta, ni decir que no, se le reconozca y se le dé ese apoyo que merece, de que el personal que labora con uno debe tener esa mística y no debe más bien buscar errores o lunares donde no los hay.



Muchas gracias doña Lena por esa ayuda que nos ha brindado a las personas con mayores necesidades en todo el país y me refiero, en este caso, a las personas indígenas, pero sé que en muchos otros casos, también, en estado de vulnerabilidad, nos ha acompañado para lograr que se dé el trato que merecen estas personas, en especial, cuando así lo requieren. Hay que ver que ella tiene que lidiar con toda una Contraloría a nivel nacional, así como habrá algunas que no estuvieron de acuerdo en su momento y la hicieron pasar muchas horas de dolor, muchas otras nos han dicho como la representante en Buenos Aires y en Pérez Zeledón, lo valiosa que es doña Lena. Ojalá nunca nos deje porque la seguimos necesitando.



         Muchas gracias a usted y a su hija aquí presente, porque muchas horas que usted merece estar con ella, nos está ayudando como una hermana de la vida que la siento”.



Continúa con el uso de la palabra la Magistrada Hernández, quien expresa: “Quiero presentar una moción para continuar con el análisis de este informe, porque en lo particular tengo una gran cantidad de observaciones y preguntas que quisiera hacerle a doña Lena, a parte de hacerle un reconocimiento pleno de su labor, pues a mí me consta el trabajo de ella, porque a ella y a mí nos correspondió empezar la Contraloría de Servicios desde cero.



Quisiera profundizar sobre el informe, porque vengo escuchando reiteradamente durante los últimos 14 años, los mismos temas, especialmente en el tema del maltrato y quisiera que tomáramos algunas determinaciones y no quedarnos en los discursos. Si ustedes me permitieran un espacio en la sesión posterior a esta, me gustaría tener algún análisis y un intercambio de preguntas con la señora Contralora sobre esos temas, para lo cual les solicito un espacio de continuación de este análisis de este informe, que me parece uno de los actos más relevantes que debe realizar esta Corte”.



      Refiere el Magistrado Solís: “Felicitar a doña Lena White por este informe que nos ha brindado. Me parece que debemos acoger la sugerencia que hace la Magistrada Hernández. Siempre he definido a la Contraloría de Servicios como una oficina estratégica, porque es la que está en la trinchera, es la que va determinado lo bien o lo mal que está trabajando el Poder Judicial; lo bien o mal que estamos atendiendo a las personas usuarias y las situaciones que la Contraloría de Servicios detecta son de mucha importancia para ser discutidos y valorados aquí internamente y tomar las resoluciones o decisiones correspondientes.



         Con la Contraloría de Servicios hemos trabajado desde hace mucho tiempo atrás en distintos programas y propiamente con el de Participación Ciudadana. Actualmente se está desarrollando notablemente en Ciudad Quesada, en la zona de San Carlos y verdaderamente es un lujo que tiene el Poder Judicial, tener a doña Lena por su dedicación, su profesionalismo, exclusivamente dedicada a mejorar el servicio de justicia que presta el Poder Judicial y no tenga la menor duda que tanto su madre, a quien también le tengo un gran respeto y una gran estima, así como su abuelo que está en la otra vida espiritual, están muy orgullos de su labor y de su desempeño profesional”.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me parece muy oportuna la propuesta que hace la Magistrada Hernández y no quiero levantar la sesión sin antes reconocerle a doña Lena White su trabajo y su esfuerzo en visualizar de manera general el servicio y las debilidades institucionales. Algo que va más allá de ver el problema concreto y también enriquece el quehacer con proposiciones muy concretas.



Considero muy importantes sus propuestas sobre una política integral de servicios, sobre un manual para atender a las personas usuarias, las debilidades en encontrar las circulares, las debilidades en las jefaturas, etcétera.



Estimo conveniente la moción que hace la Magistrada Hernández de continuar analizando este informe. Voy a fijar una sesión para eso.



Muchas gracias doña Lena por su esfuerzo y sobre todo por su resistencia durante todos estos años de servicio, pues no es fácil cuando el trabajo que una persona realiza tiene que ver con cosas no agradables como es la transmisión de inconformidades y usted ha tenido la resistencia para mantenerse en el cargo de Contralora de Servicios del Poder Judicial”.



            Se dispuso: Aprobar la propuesta de la Magistrada Hernández, por ende, continuar con el análisis y discusión del informe rendido por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al informe de labores de ese despacho de los años 2012 y 2013 en una próxima sesión.
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A las 12,15 horas se levanta la sesión y se reanuda a las 14,00 horas con la asistencia inicial de Presidenta, Magistrada Villanueva; de las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, González, Escoto, Aguirre, Varela, Camacho, Ramírez, Pereira, Arias, Armijo, Castillo, Rueda, Salazar y las Suplentes Damaris Vargas Vásquez, María Alexandra Bogantes Rodríguez y Sandra Zúñiga Morales; la primera ocupando la plaza vacante de la Sala Primera; la siguiente en sustitución del Magistrado Vega por permiso con goce de salario para otras actividades del cargo y la última en lugar del Magistrado Arroyo por vacaciones.



También asisten a esta sesión el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República y los licenciados Francisco Segura Montero y Gerald Campos Valverde, Director y Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, respectivamente.








 















Acta de Corte Plena Nº 018 - 2014








Fecha: 05 de Mayo del 2014



Descriptores/Temas: Informes, Fiscalía General de la República



ARTÍCULO XXII   



ENTRA EL LICENCIADO JORGE CHAVARRÍA GUZMÁN, FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA.



SALEN LOS MAGISTRADOS GONZÁLEZ Y JINESTA.



Documento 2988-2014



En sesión N° 13-14 celebrada el 31 de marzo de este año, artículo XV, se señaló la sesión del 5 de mayo en curso, para que el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, realice la presentación a la Corte Plena de la Memoria Anual 2013 del Ministerio Público.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Este asunto se refiere al informe anual que por Ley Orgánica del Ministerio Público debe rendir el Fiscal General de la República y la Presidencia de la Corte ha querido que sea un acto formal, en donde se tenga la oportunidad de explicar a la Corte Plena y a la opinión pública, las políticas que tiene el Ministerio Público en el ejercicio de las funciones que esta Corte y el Estado costarricense le ha otorgado, a fin de que rinda dicho informe y se haga de conocimiento de las señoras Magistradas y los señores Magistrados.  Muchas gracias por su presencia”.



Se concede el uso de la palabra al licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, quien manifiesta: “Muchas gracias señora Presidenta, buenas tardes señoras Magistradas y señores Magistrados.



En el ejercicio de la transparencia y a la luz del principio democrático, en la que debe estar inserta la rendición de cuentas del Fiscal General, me parece fundamental, que mi exposición no se agote en un simple ejercicio, dirigido a explicar cómo se ejecutó el presupuesto del Órgano al cual, desde el punto de vista administrativo, resulta legalmente vinculado.



Existen otras instancias administrativas, como la Auditoría Judicial, llamadas a velar por la corrección de la aplicación presupuestaria, desde la perspectiva del principio de probidad.



Hace unos meses, cuando la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, en un viaje en el que coincidimos en Guatemala, me explicó su deseo de fomentar la rendición de cuentas de todas las instancias del Poder Judicial, me comprometí con ella en hacerlo, pues me pareció una valiosa oportunidad, independientemente de las implicaciones administrativas, para que el Fiscal General de la República, desde la perspectiva de su independencia funcional, dé a conocer al ciudadano común, destinatario final, del actuar del Ministerio Público, los fundamentos de la política de persecución penal que orientan la aplicación de los fondos acordados por la Corte Plena a su programa presupuestario.



Lo anterior en virtud de que, al igual que la función de dirigir la investigación de los hechos punibles, promover y ejercer la acción penal pública y evitar que los hechos delictivos lleguen a consecuencias ulteriores, le corresponde conforme a las leyes al Ministerio Público, como titular de la acción penal y como un sujeto distinto al Órgano Judicial, el legislador encomendó la política de persecución penal, a su titular como herramienta idónea dirigida al abordaje institucional de los problemas planteados por los fenómenos de la criminalidad en general y de sus específicas manifestaciones. En este sentido pues, la política de persecución penal, debe tender al uso de los recursos con el fin de provocar  un cambio desde la realidad existente a una realidad esperada, explicitando los intereses que se satisfacen y sobre esto debe rendirse cuentas.



En concordancia, hemos dirigido el presupuesto dentro de los sanos pero estrechos márgenes de discrecionalidad que imponen la legalidad y las políticas institucionales del Poder Judicial, a mejorar el servicio atendiendo a la satisfacción de  los diversos grupos de intereses, que hemos identificado como involucrados en la persecución penal. En relación a este último aspecto, debo agradecer a ustedes señores y señoras Magistrados y Magistradas y a las instancias administrativas del Poder Judicial, su decidido apoyo.



Hemos puesto pues, nuestro mejor empeño, y lo digo con corrección en plural, puesto que cada fiscal o fiscala y cada funcionario o funcionaria administrativo ha estado comprometido, junto conmigo, en dirigir nuestra acción a mejorar la satisfacción de los intereses, en primer lugar, de la víctima, en la solución de su caso, a través del juicio o mediante los medios alternativos, la justicia restaurativa y  el respeto a su dignidad, derechos y facultades.



En segundo lugar; los intereses del imputado, en su derecho de ser investigado y juzgado por efectivas infracciones a la ley penal, con estricto apego al respeto de su personalidad y  de sus derechos fundamentales.



            Tercero; los intereses de los grupos vulnerables, en su derecho al reconocimiento de su dignidad humana y a un trato igualitario del sistema de justicia.



            Cuarto; los intereses de la colectividad, en un tratamiento eficiente de los fenómenos criminales que afectan al ciudadano en su entorno inmediato y  los propios de la Criminalidad organizada transnacional.



Quinto; los intereses del ciudadano en el fortalecimiento de la institucionalidad democrática.



El mejoramiento en la satisfacción de esos intereses, algunos de ellos contradictorios, consideramos que constituye el fin al que debe tender el actuar del Ministerio Público en la actualidad, como un medio para contribuir a la cohesión social y a la paz a través de la aplicación efectiva de la Constitución y la Ley.



Inicio la presentación siguiendo el orden precedente de los intereses que hemos pretendido satisfacer en nuestra gestión, pues los resultados del 2013 son continuidad de las pautas marcadas en el 2011, cuando iniciamos nuestro primer año en el cargo.



En ese orden de ideas empezamos con el mejoramiento del servicio a la víctima en la solución de su caso, a través del juicio o mediante los medios alternativos de la justicia restaurativa y el respeto a su dignidad, derechos y facultades.



Una de las situaciones que mayor preocupación nos ha dado, ha sido el alto número de sentencias absolutorias que se producían en juicio, debidas a atipicidad de la conducta o deficiencias en la investigación, lo que nos llevó a implementar una agresiva agenda de capacitación, un estricto sistema de selección de suplentes, un sistema eficiente de seguimiento y supervisión de la gestión de casos y de fiscalías; a favorecer un re – apoderamiento del Organismo de Investigación Judicial de los aspectos técnico – criminológicos de la investigación y a fortalecer el apoyo a los Tribunales en la fase de juicio mediante la comparecencia oportuna de testigos y víctimas. Para el período 2013, siguiendo la tendencia a partir de la implementación de las medidas tomadas, se incrementó el promedio de sentencias condenatorias en juicio y en el proceso abreviado a un 69%, lo que denota un sustancial mejoramiento comparado con un 58% de condenas logrado antes del 2010 y un 67% alcanzado en el 2012.  Debe aclararse que a ese 69% debe sumársele un 5% de condenas que se registran de manera separada, porque son sentencias en las que se condenó a algún imputado y se absolvió a otro. La cifra correcta, total, de mejoramiento en el índice de sentencias condenatorias es de un 74% para el 2013.



Consideramos que de seguir la tendencia, en unos dos años se habrá superado el 80% de condenas que ha sido fijado como cifra de referencia que deben alcanzar todas las fiscalías. También es justo decir que desde el punto de vista particular, algunas fiscalías han alcanzado el 80% y más de condenas, conforme a las metas establecidas.



El mejoramiento en la atención a los intereses de las víctimas, también se denota en el hecho de que en relación a las medidas alternas solicitadas por el Ministerio Público, pasamos de un total, en el 2010, de 3.896 a 7.905 solo en el periodo del cual estoy informando, que es el año 2013.



En relación con las acusaciones formuladas para el año 2013, la cifra fue de 29.310, lo que comparado con el 2010 en el que se acusaron 25.170 casos, es decir, aproximadamente 4.000 casos más, lo cual muestra un mejoramiento en la atención de los intereses de la víctima.



En relación con las desestimaciones ocurridas en la fase de investigación, hemos pasado de 158.000 solicitadas en el 2010 a 85.600 solicitadas en el 2013.  De igual manera, los archivos fiscales han pasado de 40.909 en el 2010 a 34.722 en el 2013.  Esa tendencia a la baja, se ha mantenido en ambos rubros durante todo el periodo y a nuestro criterio denota una mejora en el análisis del caso por parte del Fiscal, en la fase inicial, es decir, se disminuyeron ambas solicitudes, las del Archivo Fiscal y las de las desestimaciones; lo cual se traduce en una mejor satisfacción del interés de las víctimas en que el proceso avance a la fase de investigación y juicio.



Los sobreseimientos definitivos solicitados pasaron de 20.997 en el 2010 a 31.096 en el 2013 y los provisionales, junto con las solicitudes de rebeldía y ausencias solicitadas, pasaron de 7.557 en el 2010 a 5.737 en el 2013.  El incremento en las primeras y la disminución en las segundas denotan un mejor y más profesional tratamiento técnico – jurídico de los casos por parte de los fiscales, porque, por su puesto, para solicitar un sobreseimiento definitivo, el Fiscal tuvo que haber hecho un análisis completo y una valoración profunda de la prueba.



La Fiscalía Adjunta de Impugnaciones y las demás fiscalías del país, respaldando el interés de las víctimas, lograron durante el 2013, 382 resoluciones a favor en recursos presentados por Ministerio Público, tanto ante los Tribunales de Apelación como ante la Sala Tercera, frente a 271 votados sin lugar.  Lo que corresponde en números relativos a un 69% de éxito en recursos de casación interpuestos y un 58% de éxito en los de apelación.



En cuanto a los casos en rezago o mora fiscal, gracias a la consolidación del sistema de gestión de fiscalías y de circulantes que pusimos en funcionamiento y como resultado del programa de gestión de investigaciones en rezago, es decir, aquellas causas que ingresaron a la Fiscalía antes del 1 de enero 2011, se logró una reducción de 16.357 asuntos.  Solo entre marzo y setiembre del 2013 se logró una reducción del 36.12% equivalente a 3.605 asuntos.  Esa reducción global, está integrada por el 36.92% en las fiscalías territoriales y un 31.53% logrado por las fiscalías especializadas.  Actualmente el rezago está compuesto por un 44.75% correspondiente a causas iniciadas en el 2010; un 22.19% de causas iniciadas en el 2009; un 10.90% de causas iniciadas en el 2008 y un 6.68 %  con fecha de inicio en el 2007.



A este problema del rezago como puede verse, le hemos prestado una gran atención y estos casos que permanecen todavía en las fiscalías, que parece increíble que un asunto esté desde el 2007, un 6.68%, se debe a dificultades propias de la investigación, no a otros aspectos.



Gracias al tratamiento eficiente de los circulantes se ha logrado también reducir el circulante promedio por fiscal a nivel nacional, éste para mí es uno de los grandes logros que hemos tenido y que se concretó en éste año, en el 2013, pasamos de un promedio por fiscal a nivel nacional de 322 expedientes en el periodo 2010 a 225 en el 2013, o sea, por primera vez en la historia del Ministerio Público se produce una reducción sustancial en el circulante de los fiscales, gracias a esas medidas que hemos tomado y a ese gran esfuerzo que la hecho el Ministerio Público en general todos sus fiscales.



Esta cifra para nosotros es muy importante, todavía falta depurarla, esperar que avancen las medidas que hemos tomado, para sacar el indicador técnico de cuál es la carga promedio que garantice la eficiencia de un fiscal, a partir de esa cifra, que es un indicador clave para el Ministerio Público, podemos hacer proyección de necesidades de recursos a futuros, conforme al circulante que se va manejando.



“Los resultados que hemos expuesto se han logrado sin incrementar la planilla y se deben fundamentalmente a la implementación de un sistema de instrumentos de evaluación y desempeño de fiscalías, que nos ha permitido tomar medidas correctivas oportunas y que nos hace posible en la actualidad, conocer al día el rendimiento de cada fiscalía a nivel nacional.  Actualmente nos encontramos en el proceso de llevar este modelo de gestión a la norma de calidad MP/GICA.” Y esperamos haber cumplido ese proceso durante este año.



“Tendiendo al mejoramiento en la satisfacción del interés de las víctimas, hemos participado decididamente junto con la Magistrada Doris Arias, en la implementación del programa de Justicia Restaurativa, que logró realizar durante el 2013, 144  reuniones restaurativas.  Es importante destacar, que uno de los pilares de Justicia Restaurativa, es la reparación del daño tanto a nivel de la persona víctima como la comunidad, siendo que durante este periodo se han contabilizado 9756 horas de servicio comunal, 570 horas de intervenciones socio educativas, las cuales tienen el propósito de dar una prevención especial a la persona imputada, así también 32 horas de intervención psicoterapéutica y 15 días de internamiento a personas con consumo de sustancias psicoactivas, y por último se ha logrado el pago de ¢6.218.000 que se ha canalizado a organizaciones de bienestar social.  Con el fin de fortalecer ese Programa, durante el 2013 creamos con el apoyo de la Magistrada Arias y la Corte Plena, la Fiscalía Adjunta de Justicia Restaurativa, que iniciará funciones en julio del año en curso, debido a las restricciones presupuestarias.



Durante el año  2013  la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, interpuso 2.282 demandas civiles, de un total de 2960 que le fueron delegadas.  La Oficina de Defensa Civil de la Víctima logró para el 2013, un acumulado de  ¢863.891.037,00. Producto de honorarios fijados por los tribunales de justicia. Durante ese año se logró la ejecución de parte de ese monto mediante la adquisición de un inmueble  en San José, donde se  encuentra ubicada en la actualidad, junto con oficinas ocupadas por Justicia Alternativa y  el programa de Justicia Restaurativa, lo que implica un mejoramiento en el servicio a las víctimas, no solo que han delegado la acción civil resarcitoria sino de aquellas que participan en los programas de justicia alternativa y de justicia restaurativa.  El valor del inmueble es de ¢402.000.000,00. Se espera que en los próximos años se logre comprar una edificación por provincia, para ubicar en ellas los servicios señalados y el del PISAV, que en San José ya tiene instalaciones gracias al apoyo de la Oficina de Atención y Protección a Victimas y Testigos.  En la actualidad se   esta tratando  de adquirir una edificación para mejorar el servicio a Heredia y Alajuela.” La cual esperamos haber comprado para julio de este año, con fondos que provienen de este Fondo de la Oficina de Atención a Víctimas y no del presupuesto ordinario del Estado.



“Atención y  Protección de víctimas y testigos



Resulta importante reseñar que en el mes de abril del año 2013, a la Oficina de Atención y Protección a Victimas del Delito se  le otorgó  el premio como  Constructora de Paz, concedido por el Ministerio  de Justicia y Paz, en virtud de haber sido nominada para tal distinción por la propia sociedad civil, en reconocimiento al aporte que se realiza para disminuir la impunidad y la restitución de los derechos de las víctimas. Valga nuestro reconocimiento y felicitaciones en este acto a todo el personal de esa oficina y a su jefe de entonces don Róger Mata. Durante el año 2013, ingresaron a  esta oficina un total de 14.378 casos, de los cuales 8354 corresponden a casos de Atención y 6024 a casos de Protección. Además se realizaron 921 visitas a los lugares en que se encuentran victimas o testigos protegidos y que no pueden salir por su vulnerabilidad.”



El segundo inter grupo de intereses que identificamos y que me referí al principio, está integrado por aquellos propios del imputado en su derecho de ser investigado y juzgado por efectivas infracciones a la ley penal, con estricto apego al respeto de su personalidad y de sus derechos fundamentales. Este grupo de intereses nos parece que no es solo exclusivo del imputado sino de todo el orden jurídico y en general de toda la comunidad costarricense.



“Creo importante resaltar que el mejoramiento en el porcentaje de condenas que se ha logrado hasta la fecha y que esperamos se supere,” esperaría hasta un 90%, porque es el rendimiento que teníamos los fiscales en nuestra época, “no denota un Ministerio Público más represivo sino un Ministerio Público más justo y eficiente, ocupado no sólo en la atención de los casos que deben ir a juicio, con lo que se favorece el interés de  las víctimas a que su caso se resuelva positivamente en juicio, sino también en evitar que injustamente un caso se mantenga en investigación y pase a juicio sin haber cometido delito, con lo cual se satisface el interés de los imputados a obtener una resolución fiscal oportuna y acorde con sus derechos. Resulta inaceptable e injustificable que una persona sea llevada hasta la fase de juicio por un hecho atípico o una investigación deficiente y castigada a la pena del banquillo durante años.” Eso es inaceptable y es lo que hemos tratado de corregir.



“La satisfacción del interés de la persona que adquiere la calidad de imputado, no se agota en el hecho de que se respete su derecho a ser  sometido a juicio única y exclusivamente por efectivas infracciones a la ley penal que haya cometido, sino que va más allá, pues de conformidad con nuestra Constitución Política, tratándose de acciones lícitas ni siquiera debería ser sometido a la investigación. Por esta razón, decidimos no recibir ningún caso tramitado por la policía por posesión de drogas, pese a la oposición de diferentes sectores. Esto significó una reducción del circulante en aproximadamente 60.000 casos por año, desde el punto meramente utilitario, sin entrar a considerar las implicaciones jurídicas. Durante el año 2013 se continuó con el plan para disminuir el ingreso de causas por atipicidad, principalmente las vinculadas al consumo de drogas, y diferir el ingreso de informes policiales, hasta que la investigación esté concluida en los asuntos sin sujeto identificado. Esta política permitió redirigir recursos (fiscales, jueces, audiencias, papel, tiempo, entre otros), estimados en 400 millones de colones, hacia investigaciones y audiencias por hechos delictivos. Estadísticamente en relación con el 2012- en las variables generales de ingreso y egreso de casos, se obtuvo un aumento en el 2013, sin embrago hoy día se puede asegurar que  se debe a casos que ingresaron al Ministerio Público, porque efectivamente existen elementos suficientes para formar parte del  circulante de  las Fiscalías y realizar  las acciones  correspondientes para su resolución.



Junto con la Magistrada Doris Arias y con la colaboración de la Defensa Pública, hemos venido implementando el proyecto de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, que resulta ser una herramienta importante en la humanización del proceso penal para aquellas personas que delinquen, no por tener una actitud antisocial dirigida a la deliberada infracción de la ley penal sino porque el consumo de drogas y el síndrome de abstinencia los coloca en situaciones particulares que los lleva a delinquir. En este sentido a través de su detección en las etapas tempranas del proceso, se les ofrece una posibilidad de enfrentar su problema  de adicción sometiéndose a la desintoxicación y rehabilitación a través del IAFA, buscándose también su re-inserción social mediante el trabajo o el estudio, con seguimiento judicial en el marco del proceso de suspensión a prueba.



Este proyecto se instaura dentro del Programa de Justicia Restaurativa y es impulsado por  la Comisión Internacional para el Control del Abuso de Drogas de la Organización de Estados Americanos (CICAD-OEA) y está siendo coordinado por el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), con la participación de distintos actores sociales, entre los cuales se encuentran el Instituto Nacional de Alcoholismo y Fármaco dependencia (IAFA). Para efectos de la ejecución de este plan piloto, el equipo interdisciplinario de Justicia Restaurativa, participó  en el Taller Acciones Operativas Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, los días 19-20 de junio de 2013, donde se fijaron las líneas operativas del trabajo PTDJ, con la participación del ICD y el IAFA. A partir de ese momento, se han construido en conjunto con IAFA e ICD los protocolos de acción y rutas a seguir dentro del MP, para la intervención judicial y del ámbito de la salud de la población meta del PTDJ. Es importante destacar que el PTDJ inició la puesta en práctica a partir del mes de agosto 2013, con 3 personas en seguimiento bajo los principios de este programa.”



La experiencia internacional en este programa, es que de 100 personas que ingresan al mismo, es la experiencia chilena que la vivimos de cerca con la Magistrada Arias, de 100 personas si acaso 40 se rehabilitan, y la cifra puede bajar aún más, pero nos parece absolutamente justificable la aplicación de presupuesto en todo aquello que signifique una reinserción social efectiva y una rehabilitación de un muchacho, que por pura casualidad se involucró en un delito callejero, en virtud de los efectos y el síndrome de abstinencia de la droga.



El tercer grupo de intereses que identificamos, que ha venido orientando nuestro trabajo, es el de los intereses de los grupos vulnerables, en su derecho al reconocimiento de su dignidad humana y a un trato igualitario del sistema de justicia.



“En Costa Rica existen ocho pueblos indígenas, distribuidos en 24 territorios indígenas, a saber:  Matambú, Zapatón, Quitirrisí, Guatuso, China Kichá, Telire, Talamanca Bribri, Talamanca Cabécar, Keköldi, Nairi Awari, Bajo Chirripó, Alto Chirripó, Ujarrás, Salitre, Cabagra, Térraba, Boruca, Rey Curré, Coto Brus, Altos de San Antonio, Conte Burica, Abrojo Montezuma, Alto Laguna de Osa y Tayní. Expresamente los he mencionado porque la invisibilización de estas personas ha llegado a tal grado en nuestro país que difícilmente esto sea conocido por nuestros estudiantes universitarios y menos por  la población en general. Gracias al  apoyo de la Magistrada Carmen Escoto, Presidenta de la Comisión de Asuntos Indígenas de esta Corte y del Consejo Superior, hemos podido crear la Fiscalía Adjunta de  Asuntos indígenas, que cuenta a partir del mes de abril del 2013, con una plaza más de fiscal y un fiscal adjunto, lo cual ha permitido reforzar las fiscalías que tramitan asuntos indígenas como Buenos Aires, Bribrí, Turrialba, Guatuso, Corredores, Golfito y Coto Brus asumiendo en algunas oportunidades las investigaciones y los juicios y coadyuvando en otras con los fiscales locales en los casos propios de las poblaciones indígenas.” En ese sentido, se ha mejorado el servicio dirigido a esas comunidades, otorgando una atención más ágil sobre sus asuntos, cumpliéndose de esta forma la prioridad para el trato a las personas indígenas y el principio de una justicia pronta y cumplida con pertinencia cultural. De igual manera, se han creado canales de comunicación con las autoridades tradicionales de los territorios antes dichos, que han permitido brindar un trato diferenciado con respeto de sus jerarquías y costumbres,  acorde con las demandas de servicio de cada pueblo.



Del 16 de abril al 31 de diciembre del 2013 ingresaron a esta fiscalía 102 casos, de los cuales – en el mismo periodo – se resolvieron 71 con pertinencia cultural, quedando activos 34 expedientes.  También en el periodo en mención se atendieron 40 señalamientos (audiencias preliminares, juicios, anticipos jurisdiccionales de prueba, medidas cautelares) en diferentes partes del país.



En nuestro país existen 4 idiomas indígenas; Bribri, Cabécar, Ngäbe y Malecu, de modo que regularmente se requiere contar con la asistencia de traductores e intérpretes, para que las partes, sean ofendidas o imputados,  enfrenten el proceso penal en el idioma materno; que comprendan adecuadamente el hecho por el cual se les está imputando.  El pasado 25 y 26 de noviembre 2013, la Fiscalía de Asuntos Indígenas, reunió a 9 traductores y traductoras de los distintos territorios a nivel nacional, con el fin de brindarles insumos cognitivos importantes en relación al funcionamiento del sistema procesal penal de la Corte Suprema de Justicia, para que puedan desempeñar sus funciones con mayor facilidad y claridad.



Debe agregarse que la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito, realizó en el 2013 junto con la Fiscalía  Adjunta de Asuntos Indígenas, 11 visitas a los territorios indígenas, con el fin de extender sus servicios a esas poblaciones.



Atención de la Mujer (Delitos Sexuales y Violencia Doméstica); en relación a esta población vulnerable y con el fin de reducir el femicidio, durante el 2013 pusimos en marcha una Oficina para la Contención de Ofensores que funciona dentro de la Oficina de Atención a Víctimas y Testigos y que busca intervenir en las etapas tempranas del proceso, en las que el ofensor se encuentra en una escalada de ira, que en muchos casos culmina con la muerte de la mujer e incluso de la familia y de él mismo.  En ese sentido, se ha puesto en marcha un programa denominado “Hombres en Construcción” cuyo objetivo es la Intervención psicosocial dirigida a hombres con problemas en el manejo del poder y control, como mecanismo de protección de víctimas de la ley de penalización contra las mujeres, que ha sido desarrollado por personal de esa oficina y que busca contener y dirigir al ofensor, enseñándole a re-elaborar su masculinidad y darle un manejo o marco adecuado, contribuyendo de esta manera a salvaguardar la vida de las mujeres que los han denunciado y a proporcionar a ellos mismos, herramientas que les permitan controlar su equivocado enfoque masculino y re – adaptarse socialmente.



El programa consta de tres etapas que son: Etapa de Evaluación de Riesgo y Filtro, para aquellas personas que con problemas mentales y otras razones no deben entrar al programa.  Etapa de Terapia Grupal, consistente en 20 sesiones de trabajo y Etapa de Evaluación y Seguimiento, en la que se da un seguimiento sistemático con el fin de monitorear acciones, estilo de vida, posibles eventos, indicadores o situaciones de riesgo, que se evalúan durante tres sesiones individuales adicionales.



Actualmente se encuentra en este proceso el primer grupo de ofensores que está iniciando la etapa de terapia.  Este es un proyecto piloto que hemos impulsado desde la Fiscalía General y que nos parece muy importante.



Cuando la persona ofendida, femenina, por hechos de violencia doméstica se presenta a interponer la denuncia, es un momento en que está coincidiendo con un problema que se viene arrastrando desde hace mucho tiempo con la pareja y en ese momento el varón está en una escalada de ira, en la cual querámoslo o no, contribuye de alguna manera el sistema de justicia cuando interviene, porque el agresor lo que hace es culpabilizar a la mujer de su situación, el cual se encuentra ahora en el Tribunal viéndose sujeto a medidas cautelares; y la experiencia ha dicho que el agresor sale y mata.



Este programa que iniciamos en Costa Rica, está iniciando ahora también en Chile, esperamos estar en el proceso de desarrollo del plan piloto y esperamos poder hacer una evaluación adecuada para el próximo año.



Atendiendo también a la persona femenina como uno de los grupos vulnerables, se impulsó la adecuación a la realidad costarricense del Manual de Investigación del Femicidio elaborado por Naciones Unidas, por personas femeninas, y que esperamos se concluya en este año.



En este esfuerzo de adaptación de este manual, participan los fiscales de Delitos Sexuales y Violencia Doméstica y también personal técnico especializado del Organismo de Investigación Judicial.



Los fiscales en esta materia no solo atienden los casos que se les presentan sino que también durante todo el año realizan una serie de actividades de sensibilización, divulgación de información y capacitación, dirigidas a otros sectores de instituciones claves en la detección, prevención y atención de las personas que han sufrido violencia sexual o violencia doméstica, por medio de diferentes actividades.



En igual sentido, se han impartido charlas y talleres de sensibilización y capacitación sobre la Ley Contra la Violencia Doméstica y la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Dichas actividades van dirigidas a educadores, personal de centros de salud, policías, en general funcionarios de instituciones públicas con responsabilidades y competencias en la atención de casos de violencia sexual y doméstica.



Como se puede notar, la política de persecución que seguimos en esta materia, no solo busca  la  puesta en marcha del proceso penal, sino también el apoyo a la  prevención de la violencia, mediante un abordaje integral con otras instancias públicas.



En relación con las personas menores de edad, durante el 2013, la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, logró 4.179 señalamientos de responsabilidad penal de personas menores de edad, cifra compuesta por las condenas en juicio, conciliaciones, suspensión del proceso a prueba y abreviados.  Debe señalarse que los fiscales de esta Fiscalía Adjunta, también realizan una labor preventiva general, por tratarse de una población vulnerable, realizando charlas en los diferentes colegios del país.



Trata de Personas y Tráfico de Migrantes; sin duda alguna uno de los fenómenos que más afecta a las personas vulnerables por pobreza en el mundo actual, es su susceptibilidad a ser convertidos en víctimas de la trata de personas o del tráfico de migrantes.  Respondiendo a la necesidad de priorizar y dar respuesta a estas víctimas y en virtud de los recientes e importantes casos investigados en estas materias, hemos creado, con el apoyo de la Corte Plena, la Fiscalía Adjunta Contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (FACTRA), con el fin de dar un abordaje adecuado a ambos fenómenos criminales, participar activamente en el Equipo de Respuesta Inmediata y en la Coalición contra la Trata de Personas y el Tráfico ilícito de Migrantes, tal y como lo ordena la Ley 9995. Esta Fiscalía además forma parte de la Columna de Delincuencia Organizada y de la Red de Fiscales Contra el Crimen Organizado de Centroamérica y el Caribe, condición en la cual participa como actor dentro del convenio entre Centroamérica y México contra el tráfico ilícito de Migrantes impulsado por UNODC. Durante el 2013 además de impulsar investigaciones en ambos temas, se participó en la redacción del Reglamento a la Ley 9995 y también se participó en la primera reunión binacional entre Costa Rica y Colombia, dirigida a lograr un acuerdo bilateral para la prevención y represión de la Trata de Personas.



El cuarto grupo de intereses que tratamos, que hemos focalizado y al que dirigimos nuestro esfuerzo tratando de mejorarlo, son los intereses  en la función en respuesta al interés general de la colectividad, a un tratamiento eficiente de los fenómenos criminales que afectan al ciudadano en su entorno inmediato y  los propios de la Criminalidad organizada transnacional.



En relación con la Criminalidad Organizada, se mejoró el servicio con la creación de la Fiscalía Adjunta contra la Trata de Personas y el Tráfico ilícito de Migrantes, de la que ya se informó y con la creación además de la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales, que forma parte de la Columna de Delincuencia Organizada, para atender con exclusividad y especialidad, los casos y denuncias penales relacionados con la legitimación de capitales, como uno de los fenómenos criminales transnacionales que más han afectado al país.



La Fiscalía contra la Delincuencia Organizada, logró un 81.3%  de condenas en juicio, es una de las fiscalías más eficientes en juicio y fueron desarticulados un total de 69 grupos organizados especializados en delitos de tráfico de drogas, trata de personas, secuestros y tráfico ilícito de migrantes.



Las organizaciones desarticuladas dedicadas propiamente al tráfico de drogas fueron 32, de las cuales 20 se dedicaban al tráfico nacional y 12 tráfico internacional.



En relación con la Fiscalía de Delitos Económicos y Tributarios,  tenemos que durante el 2013, muestra un total de 4 condenas y 5 aplicaciones de medidas alternas, frente a 5 absolutorias. El comportamiento indicado se debe a que los juicios señalados en esta materia, generalmente son de larga duración por su complejidad. El mayor esfuerzo de los fiscales está dirigido a la investigación de los casos, que actualmente suman 577. Durante esta fase de investigación, esta fiscalía en el 2013, solicitó 144 sobreseimientos definitivos  y 127 desestimaciones. Siendo el tema de la evasión fiscal, uno de los principales problemas del país en la actualidad, al no definirse aún un sistema tributario adecuado, hemos puesto en la agenda de esta fiscalía los delitos de evasión fiscal como una de las prioridades, esto lo hicimos desde el 2013 y en ese sentido esta fiscalía ha venido avanzando y generando algunos casos que están todavía en proceso de investigación.



Con la finalidad de mejorar las coordinaciones y comunicaciones dentro y fuera del país, con otras entidades dedicadas al abordaje de grupos o redes criminales, se obtuvieron los siguientes resultados:



En octubre del 2013, con la finalidad de intercambiar información para enriquecer las investigaciones criminales y compartir conocimientos mediante actividades de capacitación, los Ministerios Públicos de Argentina y Costa Rica firmaron un memorando de entendimiento. En noviembre, se firmó un acuerdo de intercambio de información en materia de delincuencia organizada, muy importante para nosotros, entre la Procuraduría General de México y el Ministerio Público de Costa Rica.



Junto con el Director General del Organismo de Investigación Judicial, el Viceministro de la Presidencia, el Director de la Policía de Control de Drogas (PCD) y el representante de la empresa de telecomunicaciones Claro, firmamos el 27 de febrero del 2013 un "Memorando de entendimiento para el suministro de información e interceptación de las comunicaciones". Con este documento, las autoridades acordamos implementar soluciones eficaces y expeditas para cumplir con el mandato legal de la entrega de información e interceptación de las comunicaciones, respetando por supuesto, el derecho de los usuarios de telefonía.



La información a la que tendrán acceso las tres instituciones, mediante consultas en línea, es la de registro de llamadas y mensajes de texto de la red.  En resguardo de las disposiciones legales y los derechos de los abonados, únicamente tendrán acceso a la herramienta los funcionarios autorizados que cuenten con la orden de un Juez de la República.



Capacitación para Fiscales de Crimen Organizado de los  Ministerios Públicos de la región; durante los días 7 y 8 de febrero, en el Hotel San José Palacio, lo cual es algo muy importante para nosotros, se celebró la sesión del Consejo Centroamericano y del Caribe de Ministerios Públicos.  Dentro de  las actividades realizadas destacó un acuerdo entre el Consejo y la Secretaría General del Sistema de Integración Centroamericana (SICA), para ejecutar un plan maestro de formación profesional para los fiscales a nivel centroamericano.



Ese Plan Maestro fue desarrollado por las Unidades de Capacitación y las Fiscalías de Crimen Organizado de los Ministerios Públicos de Centroamérica y el Caribe durante el 2013 y este año fue sometido a validación y esperamos iniciar en este año las capacitaciones, cuyo costo ha sido asumido por el fondo español y será ejecutado por el SICA, pero que posicionan a los Ministerios Públicos en un mismo modelo de pensamiento generado desde los propios Ministerios Públicos centroamericanos.



El Ministerio Público de Costa Rica asumió, también durante el 2013, la Secretaría Permanente de la Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos. Esta organización que integra a 21 fiscalías de Iberoamérica e impulsa estrategias contra el crimen organizado, delitos económicos, corrupción y temas relacionados al abordaje de  problemáticas  relativas a víctimas y testigos, designó el pasado 17 de abril de 2013, en la tercera reunión del Comité Ejecutivo de la Asociación Ibero Americana de Ministerios Públicos (AIAMP) y se ratificó el acuerdo unánime tomado en la última Asamblea General, según el cual el Ministerio Público de Costa Rica, asumió la Secretaría General Permanente.  Dentro de los proyectos de mayor interés que impulsa la asociación y el cual ha tenido un arduo trabajo hasta este momento, está el denominado "Ameripol". Se trata de la versión americana de Europol, por medio del cual se articulan esfuerzos de cooperación entre las policías del viejo y del nuevo continente, con el apoyo de fiscales en la lucha contra el crimen organizado, la corrupción y los delitos económicos.  Paralelamente en el marco de la AIMP se ha hecho un protocolo de buenas prácticas en materia de investigación y persecución del narcotráfico, situación que afecta tanto a América como a Europa.



De igual manera se ha promovido la participación de la Organización de las Naciones Unidas (ONU.) para la igualdad y el empoderamiento de las féminas, ONU Mujeres, con el fin de extender al resto de Ibero- América, la red de fiscales que atiende la violencia contra las mujeres de Centroamérica. 



Ambas redes, la Red de Crimen Organizado en Centroamérica como la Red de Violencia contra las Mujeres en Centroamérica, se están considerando en este momento por la ONU como modelos para trasladar a África y Asia.



En relación con criminalidad local; dándose continuidad a las acciones estratégicas orientadas en la persecución de la criminalidad local, se ejecutaron una serie de  acciones tendentes a fortalecer la coordinación con las policías judicial y administrativa. Como parte de estas acciones se unificó la dirección de las fiscalías territoriales en la ciudad de San José, en la que se percibe un significativo incremento en las acciones delictivas individuales, pero relacionadas con el surgimiento de grupos, con una clara tendencia al control territorial y a la organización.



En la ciudad de San José, notamos cómo las organizaciones criminales empiezan a estructurase conforme a los modelos de organización, no de las maras centroamericanas, sino de los grupos de criminalidad organizada en México, con un alto contenido de violencia, recurriendo al homicidio para el apoderamiento de lo que se ha trasladado al lenguaje costarricense, extraído del lenguaje mexicano, lo que se llama apoderamiento de las plazas, es decir apoderamiento de los territorios, con el fin de obtener el monopolio en la venta de drogas, pero también en relación con todos los delitos que se cometen en ese territorio.



“Esta tendencia a la organización y al control territorial, que se constata a menudo por las autoridades policiales, constituye una seria amenaza para la seguridad ciudadana, pues de no abordarse adecuada y prontamente, puede llevar al surgimiento de la violencia urbana entre grupos rivales, como ha ocurrido en otros países de la región.



Frente a la realidad de este fenómeno, la organización del Ministerio Público en la ciudad de San José, generaba un abordaje no del todo eficiente, debido a que se encontraba dividida en cuatro jefaturas de fiscales adjuntos. Lo anterior se tradujo en la generación de cuatro estilos de mando distintos, cuatro visiones del fenómeno que impulsaban acciones disímiles y contradictorias algunas veces; un enfoque parcelado que miraba el problema como perteneciente a cada circuito judicial, lo que generaba una dirección funcional errática, que llevó a la policía a quejarse constantemente por las disimilitudes en la dirección funcional de los fiscales.



Para la Fiscalía General fue  claro que en la zona geográfica que cubre los tres circuitos judiciales de San José, se estaba dando una situación que afectaba la persecución penal, ocasionada por un modelo organizativo basado exclusivamente en consideraciones de tipo territorial y no funcional.



Por las razones expuestas, mediante Resolución N° 31 bis2013 y con el apoyo de Corte Plena, se adecuó la organización en San José, con el fin de propiciar un enfoque unificado a partir de la visión de un solo Fiscal Adjunto, para las fiscalías del I y II Circuito Judicial de San José, Hatillo, Pavas, Desamparados, Puriscal, Turno Extraordinario del I y II Circuito Judicial de San José, Flagrancias del I y II Circuito Judicial de San José, Unidad de Trámite Rápido y la Unidad Operativa de Dirección Funcional. Lo anterior posibilita que ese mando, en conjunto con el Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial y con el Director de la Fuerza Pública, elabore una estrategia uniformada de abordaje de la criminalidad, que se traduzca en la generación de casos que impidan el desarrollo de estas incipientes organizaciones criminales e impliquen un mejoramiento de la persecución penal en tan importante zona urbana.



Atendiendo al mejoramiento en la satisfacción del interés ciudadano, la Fiscalía General realizó un importante esfuerzo para tramitar con la mayor agilidad posible los delitos electorales y los cometidos contra miembros de los supremos poderes.” Esto lo hemos insertado en el quinto eje que me refería al inicio, que es el mejoramiento de la función atendiendo al interés ciudadano en el fortalecimiento institucional de la institucionalidad democrática.



En relación a los delitos electorales “durante el año 2013 se  acusaron 5  casos  de delitos electorales, 3  de los cuales corresponden a acusaciones contra miembros de los Supremos Poderes.



Durante ese año, se resolvieron un total de 37 casos, en los que figuraba algún miembro de esos poderes de los cuales 3 fueron acusados.”



En relación a la lucha contra la corrupción “La Fiscalía de Probidad Transparencia y Anticorrupción, al 30 de setiembre del 2013, la fiscalía tramitó 208 expedientes. Otros 189 expedientes se investigan en un área especial de casos complejos, como por ejemplo la construcción de la carretera Juan Rafael Mora, ruta 1856 (conocida como “la trocha fronteriza”), en el cual se indaga la distracción y sustracción de fondos del Estado por parte de funcionarios públicos, con la complicidad de empleados privados y particulares.  Solo en este caso  durante el 2013, se sometieron al proceso a 18 imputados; se dirigieron más de 49 allanamientos y se entrevistó a más de 123 testigos.” Dicho caso avanza muy positivamente y esperamos que para mediados de este año, el Organismo de Investigación Judicial haya completado los informes que hacen falta para estar pronunciándonos en relación a su acusación.



“Esta Fiscalía está a cargo del Sistema de Integridad contra la Corrupción, que tiene como misión desarrollar un blindaje institucional contra la corrupción.  Se trata de tres ejes basados en la persecución de delitos cometidos por funcionarios públicos, en un estricto régimen de consecuencias para el personal interno, que actúe de manera contraria a la ética institucional y a la ley; su propósito principal es el fomento de la transparencia y la creación de una cultura de valores organizacionales.



Este sistema logra consolidar sus tres ejes durante el 2013. El primero de estos ejes es el incluido en la Ley 8221, legislación que castiga la corrupción y el enriquecimiento ilícito; los datos de este eje son los que referí al inicio de este aparte.



El segundo eje esta conformado por el régimen de consecuencias administrativas a cargo de la Inspección Fiscal, que mejoró su efectividad en el desempeño. De acuerdo con la sección de estadística, aumentó el volumen de casos terminados, para un total de 434 asuntos disciplinarios. De enero a 30 de noviembre del 2013 ingresaron 509 casos nuevos. En el mismo período se resolvieron 434 asuntos. El objetivo de este eje es orientar, corregir o sancionar al personal del Ministerio Público, una vez se haya comprobado una falta laboral; ello posibilita garantizar a los habitantes del país, una correcta y pronta administración de la justicia penal.



El tercer eje del sistema de integridad institucional es la política de transparencia y de cultura de valores, lo cual se trabaja con el área de prensa del Ministerio Público, con la Comisión de Valores del Poder Judicial y con la Secretaría Técnica de Ética y Valores.



La búsqueda de la excelencia ha llevado a la Institución a implementar iniciativas, que permiten visualizar, de previo a una contratación, los valores, costumbres, ética y probidad de sus futuros funcionarios. Esta oficina, que  inicio  en  la Unidad de Capacitación, Supervisión, Reclutamiento y Selección (UCS), pasará  a formar parte  de la Fiscalía Adjunta de Probidad y Anticorrupción. Su línea de acción incluye cerca de 30 variables de análisis, relacionadas con información sobre delincuencia, sanciones administrativas, valores, ética, desempeño gremial y familiar, ya que su objetivo es detectar perfiles de aspirantes que hacen o pueden hacer vulnerable a la Institución, ante la incursión de la delincuencia organizada, la pérdida de valores institucionales o la falta probidad en el desempeño de  la función pública.



Durante el 2013 realizó un total de 179 valoraciones e investigaciones, que se segregan en 69 aspirantes al puesto fiscal auxiliar (proceso de reclutamiento y selección 2013), 25 estudios de estudiantes que solicitan hacer el trabajo comunal universitario o la práctica dirigida en el Ministerio Público, 75 ampliaciones de Informe interdisciplinario técnico recomendativo, 15 investigaciones solicitadas por Fiscalía General de la República, y 15 valoraciones para convalidación de práctica dirigida, dentro del proceso de reclutamiento y selección.



Durante el 2013  se realizó un proceso de selección de oferentes,  al cual se presentaron un total de 134 personas aspirantes a fiscal, de ellos 48 aprobaron el examen y quedaron al final un total de 40 en condición de elegibles para nombramientos interinos. En esta ocasión los oferentes recibieron capacitación mediante la metodología aprender haciendo con investigaciones reales y dirigidos por tutores experimentados.”



Dentro de este grupo de intereses ciudadanos, entendemos que es también importante el fortalecimiento institucional del Ministerio Público.



“A mediados de 2013 se dispuso la creación de la Unidad de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías (UMGEF).  La finalidad esencial de esta oficina es dar seguimiento y monitoreo a la gestión de fiscalías, unidades y cualquier otro despacho del Ministerio Público, proporcionando información base y recomendaciones de medidas o acciones a la jefatura, para optimizar los servicios en sus distintas facetas.  Ello incluye, la generación de insumos relevantes para la toma de decisiones gerenciales por parte del Fiscal General y el grupo de funcionarios de nivel gerencial y de gobierno del Ministerio Público. Dependiendo de la Fiscalía General a través de la Subjefatura, la (UMGEF), abarca diversas áreas de trabajo y está  compuesta por un grupo interdisciplinario de funcionarios profesionales a nivel legal, administrativo y planificación.



Para prestar un servicio de calidad, la Fiscalía General de la República, considera indispensable la existencia de un grupo humano unido y con respeto a sus semejantes.  Para fomentar estos principios y con el objetivo de canalizar y dar soluciones a los problemas que puedan existir en los diversos despachos, creó la Comisión de Mejoramiento del Ambiente Laboral, conformada por seis funcionarios, entre ellos fiscales, psicólogos y administradores.



Los principales logros para el 2013 son: atención personalizada a 78 mujeres y 16 hombres, a quienes se les atendió situaciones laborales y personales en sesión psicológica, también se les brindó acompañamiento en las diferentes situaciones en que fue necesaria. La Comisión llevó a cabo siete sesiones durante el año.



Se atendieron cuatro casos, por solicitud de los jefes de algunas fiscalías, todos relacionados con el ambiente laboral en su oficina. Se realizaron correctivos en materia de relaciones humanas, rol de jefatura y posibles salidas alternativas a los conflictos. Por último, y sin que revista menor importancia, se brindó atención vía telefónica a algunos funcionarios, en situaciones en las que debido a la distancia no podían asistir a la sesión convocada.



En relación con la capacitación de fiscales, destaca la implementación de una fiscalía escuela o centro de formación de fiscales auxiliares en la Unidad de Capacitación y Supervisión, así como de la Oficina de Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías.



De igual manera, con el fin de fortalecer el talento humano, durante el 2013 se puso en marcha el Programa de competencias gerenciales que corresponde a un enfoque metodológico que pretende el desarrollo de habilidades de gestión, utilizando herramientas como liderazgo, “coaching”, toma de decisiones, relaciones humanas y trabajo en equipo, diseño y rediseño procesos, control y uso de indicadores estadísticos, servicio al cliente, así como gestión de servicios públicos, gestión administrativa y del talento humano.



Dada la necesidad de contar con edificaciones apropiadas para el personal y los servicios que presta la Unidad de Capacitación y Supervisión, durante el 2013 se culminó con la contratación de alquiler de una edificación en dos etapas (así aprobado por el Consejo Superior en sesión 13-13 del 14 de febrero de 2013, artículo XVII). Dicho inmueble ha facilitado el cumplimiento de las acciones de capacitación programadas; hoy día se cuenta con dos aulas activas y se tiene programada la construcción de otras dos, así como de un salón multiuso. El inmueble cuenta con área de aparcamiento, un comedor con capacidad para cuarenta personas e instalaciones adecuadas para su funcionamiento como centro de enseñanza.



Tal vez el logro más importante durante el 2013, con relación al fortalecimiento institucional del Ministerio Público, fue los nombramientos en propiedad, un total de 321, los cuales corresponden a 204 plazas de fiscal auxiliar y de fiscal, 32 plazas de diferentes profesiones, y 85 plazas de personal de apoyo. En términos organizacionales, esto significa en estabilidad  institucional y mayor rendimiento del talento humano en favor del ciudadano.



Desde el punto de vista de género, durante el 2013 logramos un aumento porcentual de participación de las mujeres en relación con el 2012, pasando del 53% al 58% a nivel general.”



Agradezco mucho la atención prestada y concluyo de esta manera el informe de rendición de cuentas que me ha solicitado la señora Presidenta, Magistrada Villanueva”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL LICENCIADO CHAVARRÍA GUZMÁN, ENTRARON LOS MAGISTRADOS ARROYO Y JINESTA. SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Hay alguna pregunta u observación para el señor Fiscal?



En la parte final del informe, señala como uno de los grandes logros, el establecimiento de los nombramientos en más de 300 plazas y quiero decirle que una de las aspiraciones, que es el paso de la Institución que quisiera llegar, es al establecimiento de una “Carrera Fiscal” con una normativa.



Estimo que los pasos que usted ha ido dando, pueden llevarnos a esa aspiración que tenemos, de crear al igual que la carrera de jueces y juezas una  “Carrera Fiscal”.



En lo demás, no sé si algún compañero Magistrado o compañera Magistrada tiene alguna duda, porque el informe ha sido bastante amplio, y agradezco la presentación”.



SALEN LOS MAGISTRADOS CRUZ Y CASTILLO.



Indica el Magistrado Vega: “En primer lugar, celebrar el informe, estimo que este es un acto de rendición de cuentas muy importante, no solo para la Corte sino también en especial para la ciudadanía, para la población costarricense es sumamente importante saber lo que está haciendo el Ministerio Público a través de esta memoria anual, en la cual nos comunican sus logros, resultados de la gestión y también se vislumbran, desde mi punto de vista, algunos aspectos que puedan derivar debilidades o ciertas amenazas, que se puedan haber dado a lo largo de la gestión y que para un periodo siguiente, pues hay renovados bríos para poder tratar de solventarlas y mejorar la gestión institucional de este órgano tan importante para la vida democrática de nuestro país y del Poder Judicial.



Me alegra mucho el trabajo que han realizado don Jorge Chavarría Guzmán, don Carlos María Jiménez Vásquez y su equipo de trabajo, de fiscales, fiscalas, personal de apoyo del Ministerio Público.



Reconocer ese esfuerzo, considero que es muy merecedor de parte de todos ustedes y desearles lo mejor para este nuevo año de labores, que se está iniciando a partir de esta presentación. Ojalá que le puedan seguir dando continuidad a muchas de las cosas buenas que están haciendo y me alegra mucho ver que el Ministerio Público como organización judicial, está trabajando de mano de los conceptos de la eficiencia, trabajo en equipo, evaluación de la gestión por resultados, elaboración de indicadores de desempeño, para poder estar monitoreando lo que se hace, cómo se hace, en qué tiempo se hace y con qué recursos se hace.



Hubiese querido preguntar algunas otras cosas más, pero en razón de la hora no lo voy a hacer y felicito todo el trabajo que se ha hecho en fiscalías electrónicas, que conozco muy bien ese Programa y en fin a todo el equipo de trabajo del Ministerio Público mi reconocimiento”.



Señala la Magistrada Pereira: “Quiero felicitar a don Jorge Chavarría en su cabeza y a todo el Ministerio Público, pues en las visitas que hemos realizado como Sala Tercera a todos los circuitos territoriales del país, que es una de las funciones que hemos efectuado desde hace años, notamos la excelente coordinación que existe y ese es un mérito del mando después de que don Jorge Chavarría asumió el Ministerio Público, en la dirección funcional.



Estimo que los datos que ha dado esta tarde, tienen muchísimo que ver con eso.



Finalmente se logró establecer una verdadera dirección funcional, se terminaron aquellas discusiones entre quién es el que aporta más ideas o no y eso desde luego ha redundado y lo hemos podido comprobar con los datos que usted nos presenta y no solamente con ellos, sino en las reuniones que hemos tenido en cada una de esas jurisdicciones, que se expresa muy bien de la coordinación que ahora se ha logrado y eso desde luego redunda en una mejor administración de justicia penal.



Mis felicitaciones por ello”.



SALE EL MAGISTRADO AGUIRRE.



Refiere la Magistrada Escoto: “Debo de hacer énfasis en un punto que se destacó, porque definitivamente una manera en que don Jorge Chavarría ha llevado la Dirección de todo lo que es el Ministerio Público, es de reconocer esa aptitud llana y humilde y desde ese ángulo y por lo que hemos hablado, debo hacer también hincapié y expresarlo en público, la gran labor de ayuda que en el año 2013 nos dieron a la Subcomisión de Pueblos Indígenas y ahora desde la Comisión de Acceso a la Justicia, que involucra más personas en estado de vulnerabilidad social.



Le solicito que para este año y para la Subcomisión de Pueblos Indígenas, sea esa estrella que les marcó en un inicio, cuando usted envió a varias personas, Fiscales y Fiscalas, a recibir clases a la Universidad de Costa Rica, con quienes compartí. Deseo hacerle ver que extraño mucho que este año no hayan asistido, sobre todo don Carlos Meléndez y la señora Sara Mayorga Villanueva c.c. Sibar, Técnica Judicial de la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos, a quien se le otorgó una beca tanto con la ayuda suya como quien le habla, en la Escuela Libre de Derecho.



Hay que reconocer, en la Subcomisión de Pueblos Indígenas, que la labor desplegada por la Fiscalía General es digna de admirar y reconocer como lo hicimos en un momento.



            Reciba usted mis más humildes gracias, porque así como a veces se destacan los lunares, hay que recalcar las buenas acciones y la Subcomisión de Pueblos Indígenas le debe muchísimo a usted en los años 2012 y 2013”.



Señala la Magistrada Arias: “Quiero aprovechar esta oportunidad para reconocer la gran labor del licenciado Chavarría Guzmán y de todos sus equipos de trabajo.



Estimo que la democracia de un país también se mide con la independencia que tenga el Ministerio Público y la gestión que realiza don Jorge Chavarría, demuestra precisamente esa independencia, no ha habido alguien que pueda decir que la Fiscalía no ha actuado cuando tenía que hacerlo, basta observar todos los casos contra miembros de Supremos Poderes y también los avances que ustedes han tenido en las investigaciones de la criminalidad convencional o no, para llegar a la conclusión de que Costa Rica cuenta con un Ministerio Público sólido y capaz de ser ejemplo a nivel latinoamericano y mundial.



También, quiero agradecer a don Jorge, el apoyo que nos ha otorgado en el Programa de Justicia Restaurativa, porque respetando los espacios de dirección funcional que cada uno tiene dentro de las áreas de trabajo, hemos logrado hacer algo que se creía imposible y es lograr cambiar la mentalidad del derecho penal tradicional por uno restaurativo y por unas soluciones alternas al conflicto distintas a las soluciones tradicionales, de forma tal, que coexistan dentro del ordenamiento jurídico costarricense, respuestas sancionatorias para aquellos delitos graves y medios, pero también existan oportunidades para aquellas personas que violentando la ley bajo supuestos, que no requieren ir a cumplir con el hacinamiento carcelario que tenemos en nuestro país, ha sido posible a la labor conjunta que hemos realizado.



Quiero aprovechar, para que continuemos este trabajo conjunto y mostremos, no solamente a Costa Rica sino también a las generaciones futuras y al mundo, que podemos hacer las cosas diferentes y cambiar y que las estrategias diferenciadas son la justicia de cara al siglo XXI.



Muchas gracias por ese apoyo y colaboración, además señalar que basta tomar un poco de distancia para que uno logre observar cómo Costa Rica y específicamente el Ministerio Público, es valorado altamente en todo el resto de América Latina, la conformación de esta Red Iberoamericana de Fiscales y la ubicación de Costa Rica, estratégica con una Secretaría Técnica, que es pionera en América Latina, sirve de ejemplo, no solamente para los procesos de integración regional como es el caso del SICA, donde se han obtenido grandes logros con ocasión de la participación del Ministerio Público costarricense, sino también los que han hecho a nivel de todo lo que tiene que ver con el crimen organizado y con trata y tráfico de personas.



Mi más sincero reconocimiento y decirle que estamos siempre también por apoyar su labor”.



SALE EL MAGISTRADO JINESTA.



Expone la Magistrada Camacho: “Quiero agradecer al licenciado Jorge Chavarría Guzmán y al equipo de trabajo que lo acompaña, no solamente por la claridad en su informe y transparencia esta tarde con todos y todas nosotras, sino también mencionar la apertura que tuvo la Comisión de Diversidad Sexual, cuando le solicitamos la ayuda en la participación de alguna persona que representara al Ministerio Público en dicha Subcomisión, José Pablo González Montero, Fiscal Adjunto de la Fiscalía General, quien ha sido un elemento fundamental y ahora que empezamos este año con el tema de las capacitaciones, no dudo que su apoyo será igual de incondicional.



Agradecer a usted don Jorge, a don Carlos María Jiménez, Fiscal Adjunto y a todo su equipo de trabajo y felicitarlo”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “Quiero dirigirle a don Jorge Chavarría y a todo su equipo; realmente un agradecimiento, porque es importante ver la labor que ha realizado el Ministerio Público, ya la Magistrada Pereira lo dijo, en todos los lugares del país y los más alejados del área metropolitana, hemos visto resultados muy positivos y la dirección funcional se lleva a cabo en forma muy eficiente y efectiva y eso nos llena de mucho agrado y orgullo el saber de esa situación.



Debo reconocer que hay ámbitos en los cuales han desarrollado en forma bastante sensible en capacitación, aprendizaje y también en efectividad y desarrollo práctico.  Podría decirle que un buen Fiscal General tiene siempre un gran Fiscal Adjunto como lo es en este caso, don Carlos María Jiménez, de lo contrario la labor sería muy difícil de llevar a cabo, pero además de las muchas fiscalías que tienen, debo reconocer especialmente una fiscalía que es la de Crimen Organizado, don Walter Espinoza Espinoza, Fiscal Adjunto, es quien la ha dirigido, y todo su equipo es excelente, con muy buenos resultados en todo lo que es crimen organizado y también de narcotráfico, porque este es un gran reto que tenemos que enfrentar y digo “tenemos” como Poder Judicial y lógicamente ustedes como Ministerio Público, para este año que viene y para muchos años de futuro, es una actividad bastante lesiva para el Estado y  la sociedad y sé que usted tiene claro cómo es que se lucha contra esa actividad criminal, cómo se enfocan las formas de proceder y cómo se hace y se realizan las acciones directas para controlarlo, pero también para que se ejecute todo el peso de la ley contra actividades que son nocivas para nuestro país.



Lo felicito en eso, porque sé la buena disposición que usted tiene, conozco su compromiso claro para lograr combatir este tipo de actividades criminales y no queda más que decirle que cuenta con esta Corte Suprema de Justicia, para apoyarlo en todo lo que sea necesario, porque esta tarea no será de unos meses, ni de ahora, será de muchos años en adelante y sé que usted tiene todavía mucho más que ofrecer a este Poder Judicial y al Ministerio Público, para cumplir esa buena labor y función.



Así que don Jorge íSiga adelante! Cuente con nuestro apoyo y sé que tendremos además de los buenos resultados obtenidos este año y anteriores, vamos a seguirlos teniendo junto con usted en la dirección del Ministerio Público y también de don Carlos María Jiménez como Fiscal Adjunto al mismo”.



Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Me satisface mucho que este ejercicio haya sido beneficioso y esto nos ayuda a dar un paso adelante en ejercicios que deben ser parte de la cotidianidad, pues a veces se cree que tienen otros fines y el único fin es mostrar el trabajo de un equipo humano, conformado con personas como las que usted dirige y en esto quiero referirme a la labor de todos los fiscales y fiscalas de este país, que llevan el trabajo con una gran mística y claridad en los objetivos planteados dentro del marco, que bien ha sido señalado aquí de absoluta independencia funcional.



Me satisface que el ejercicio haya sido beneficioso, que tengamos claridad en los objetivos, se han resaltado algunos puntos y muchos que pueden señalarse y destacarse de la labor, pero en general considero que lleva una dirección clara, vamos por buen camino y esa ha sido una oportunidad para hacerlo ver.



Agradezco a usted y a quienes lo acompañan, al equipo de fiscalas y fiscales en todo el país, que tienen esa gran mística y a seguir adelante.



Mi aspiración es que el paso siguiente sea contar con una institucionalidad muy fuerte en el Ministerio Público y que cada día sea más fuerte e independiente y con una ley lo podemos ir logrando.



Muchas gracias”.



Se acordó: Tomar nota del informe rendido por el licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República, denominado “Memoria Anual 2013 del Ministerio Público”, así como de las manifestaciones de los Magistrados y Magistradas que hicieron uso de la palabra.
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            A las 17:00 horas finalizó la sesión.



 



















Acta de Corte Plena Nº 054 - 2014








Fecha: 17 de Noviembre del 2014



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXXV



Documento 11072, 12582-14



En sesión N° 40-13 celebrada el 23 de setiembre del 2013, artículo XLVII, se conoció el informe Nº CMEF-SP-026-2013 de 18 de setiembre de ese año, suscrito por la Magistrada Escoto, referente a la consulta formulada por la licenciada Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en oficio Nº CPAS-3215 del 6 de agosto de ese año, mediante el cual solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado "Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricenses", expediente Nº 18.351.  Al respecto esta Corte dispuso:



“Sometido el asunto a votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte, específicamente en cuanto a los cuatro artículos que estima atañen o podrían tener incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, a saber, los numerales 10, 13, 15 y 16 de la normativa citada y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Solís, León, Escoto, Aguirre, Varela, Vega, Pereira y las Suplentes Rojas Morales y Gómez Cortés.



 



Los Magistrados Rivas y Chinchilla emitieron su voto por no aprobar el informe de la Magistrada Escoto, al estimar que la normativa propuesta no incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



 



Los Magistrados Jinesta, Cruz, Castillo, las Suplentes Salazar Cambronero y Pacheco Salazar y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.”
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En oficio N° DH-133-2014 del 22 de setiembre del año en curso, la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente Nº 17.282.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Suplente Lupita Chaves Cervantes, quien en nota recibida por correo electrónico el 22 de octubre último, rinde el siguiente informe:



“Remito respuesta a la solicitud de Informe N ° 65-2014 de fecha 2 de octubre pasado, adicionado por Oficio N°.10196-2014 del 6 de octubre pasado, mediante el cual se solicita opinión para rendir informe a la Asamblea Legislativa, respecto al proyecto de ley denominado, “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



1.- Acuerdo de Corte Plena a solicitud de la Asamblea Legislativa, Área de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales (Acta Corte Plena N°.23-10 del 30-08-2010) :



 



Según consta en el Acta de Corte Plena N° 23 del 10 de octubre del año 2010, a la Magistrada Carmen María Escoto Fernández, le fue asignado para estudio el mismo texto de proyecto que cuatro años después es asignado a la suscrita .



 



En esa oportunidad, la Mag. Escoto Fernández, mediante nota de fecha 27 de agosto de 2010, remitió el informe a la Secretaría General de la Corte a efecto de que fuera introducido en la agenda de la Sesión de Corte Plena.



 



En la sesión Corte Plena N°.23 del 10 de octubre, la Magistrado Escoto expuso ampliamente sus observaciones al Proyecto de ley ““Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282, las cuales fueron acogidas por la Corte Plena y remitidas a la Asamblea Legislativa, a la Jefa de Área de la Comisión Permanent4e de Asuntos Sociales licenciada Ana Lorena Cordero Barboza mediante Oficio N° SP-574-10 del 9 de setiembre del 2010.



 



2.- Traslado de documentos N° 65-2014. Solicitud de Opinión de fecha 2 de octubre de 2014 del Proyecto de Ley “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



Por parte de la Secretaria General de la Corte, se me ha solicitado emitir opinión respecto del proyecto de ley “Defensa y fortalecimiento del idioma español y las lenguas aborígenes nacionales”, expediente N° 17.282.



 



Lo anterior para responder a solicitud cursada por Acuerdo de la sesión N° 12 de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos, del día 10 de setiembre de 2014 que aprobó una moción para consultar el proyecto: EXPEDIENTE N.º 17282. DEFENSA Y ORTALECIMIENTO DEL IDIOMA ESPAÑOL Y LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES”, cuyo texto fue publicado en La Gaceta N° 118 el 19 de junio de 2009 a la Corte Suprema de Justicia.



 



En la Sesión N.° 15, de 1 de octubre del 2014 de la citada Comisión, se le otorgaron 30 días de prórroga a la Corte Suprema de Justicia para emitir criterio sobre el referido proyecto .



 



Analizado el texto del proyecto de cita, se constata que es versión idéntica a la analizada por la Magistrada Carmen María Escoto, cuyo informe y observaciones fueron acogidas por esta Corte en la sesión N° 23-2010 ya indicada.



 



Por esa razón, en cumplimiento de la solicitud de opinión requerida a la suscrita, procedo en primer término a recomendar mantener el criterio al proyecto de cita aprobado en la citada sesión de Corte Plena, sin perjuicio de algunas observaciones que se esgrimen a continuación:



 



Al igual que la Magistrada Escoto Fernández – y sin tener conocimiento de que existía el antecedente que se ha señalado de análisis del proyecto - procedí a hacer de conocimiento los integrantes y las integrantes de la Subcomisión institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante correo electrónico el proyecto con el fin de recibir observaciones y valiosos aportes.



 



Precisamente, ésta gestión fue la que me llevó a enterarme por integrantes de la Subcomisión de que en su oportunidad se había rendido un dictamen del citado proyecto, por lo que se procedió a confrontar el texto verificándose que es el mismo analizado en el año 2010.



 



No obstante lo anterior, por tratarse de un proyecto de Ley que impacta la organización y servicio de la Administración de Justicia, se procede a rendir un segundo informe, que no se contrapone absolutamente en nada al rendido por la Mag. Escoto Fernández, el cual por el contrario se encuentra apoyado en el valioso análisis esbozado en su oportunidad, a efecto de esclarecer cualquier duda en cuanto a beneficios y posibles limitaciones u obstáculos que representa para la Administración de Justicia el citado proyecto.



 



3.- Algunas otras consideraciones en cuanto a beneficios y obstáculos del Proyecto de Ley que impactan la Administración de Justicia:



 



Los artículos 5 al 10, 25 y 26 están relacionados con el servicio de Administración de Justicia, al exigir defensa y fortalecimiento del idioma castellano y de los pueblos indígenas, en el seno público institucional, lo que genera impacto en el servicio de Justicia, su organización y funcionamiento.



 



En ese sentido, se reitera la observación que hizo en su oportunidad la Mag. Escoto de sustituir en todo el proyecto la referencia a “lenguas aborígenes” por la frase“idiomas de los pueblos indígenas”.



 



Resulta conveniente siguiendo el espíritu del proyecto adicionar al artículo 10 que dice: “Las normas prosódicas, ortográficas y gramaticales de la lengua española, serán de uso obligatorio en la Administración Pública" lo siguiente:



 



“Igualmente será de uso obligatorio aquel idioma aborigen de cada comunidad indígena en que la Administración Pública brinde servicios, en especial en el área de justicia, salud y educación”.-



 



El proyecto de análisis, fortalece la permanencia y desarrollo de los idiomas de los pueblos indígenas y la obligación institucional de ejecutar y adicionar a las políticas públicas ya establecidas ( política institucional de acceso a la Justicia a las poblaciones en condición de vulnerabilidad) más acciones para fortalecer ese Acceso a la Justicia considerando los idiomas de los pueblos aborígenes según territorios, lo que incide directamente en el servicio que se debe prestar a estas poblaciones en los despachos judiciales cuya parte del territorio cuenta con determinado idioma aborigen.



 



Entre las obligaciones que se crean se destacan acciones orientadas a rotular edificios y despachos judiciales con los idiomas de los territorios aborígenes según la ubicación del recinto judicial ; el derecho de que las personas no tengan restricción en el ámbito público para expresarse en el idioma de su pueblo aborigen, lo que crea la obligación de que al menos parte del personal judicial hable o se comunique por escrito en esos idiomas del territorio donde está ubicado el despacho judicial para brindar tutela judicial efectiva con especificidad de éstos idiomas .



 



Así también, plantea que las sentencias sean comunicadas de formal verbal o escrita en el idioma aborigen de los pueblos de las partes procesales, si éstas así lo requirieren.



 



Se crea en el numeral 13 la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma sin que la población aborigen tenga representación en la misma, lo cual debe ser considerada una falencia del Proyecto en el tanto no establece representación ni integración de población indígena en la citada Comisión, siendo que es ésta la que en el proyecto tiene como una de sus funciones “ promover el uso correcto del idioma español y de las lenguas aborígenes costarricenses…” lo que contraviene el Convenio Internacional N°. 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por la OIT en 1989 y ratificado por Costa Rica en el año de 1993, así como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por Asamblea General el 13 de setiembre de 2007.



 



Sobre este aspecto se refirió en su oportunidad la Mag. Carmen María Escoto, según se deduce del Acta de Corte Plena citada, señalando que: “ …En cuanto al capítulo identificado como III relativo a la Comisión Nacional de Defensa del Idioma, adscrita al Ministerio de Cultura y con personalidad y patrimonio propios, únicamente se sugiere que, en atención a as demandas de las y los habitantes indígenas del país quienes han sido transmitidas a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial en numerosas ocasiones, se establezca la participación de tres representantes indígenas escogidos por conocimiento de la cultura de su etnia, en lugar de los requisitos académicos formales como los que sí se imponen a los representantes de las instituciones que conforman dicha Comisión, por tratarse de representantes directos de dichos pueblos. Se sugiere que de los tres representantes, al menos uno sea una mujer indígena, para incorporar la perspectiva de género….”.



 



El capítulo V regula el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes, y establece como responsable y actor principal al Estado costarricense.



 



Esta situación plantea el papel que debe jugar el Estado para garantizar a la ciudadanía el acceso a la Justicia y dar contenido a la democracia.



 



Se comparte el reconocimiento y protección oportuna que se deduce del proyecto hacia la solidez de la Administración de Justicia como una tarea que asume el Estado y que debe formar parte de la política pública de Estado y no solo como un deber único o aislado del Poder Judicial, que muchas veces en la realidad institucional se enfrenta con recortes presupuestarios que inciden negativamente en la estructura y organización del sistema judicial y provocan obstáculos y barreras para hacer efectivos los derechos de las personas usuarias sin distinción de ninguna clase y en especial de las poblaciones en condición vulnerable con el fin de garantizar una tutela judicial efectiva, pese a que es un derecho humano fundamental que el Estado debe fortalecer para garantizar y tutelar la efectividad de los derechos a las poblaciones sin distingo de ninguna clase.



 



En ese sentido, los numerales 25 y 26 plantean un repertorio de soluciones para que a través del Estado se garantice el acceso a la jurisdicción a las poblaciones indígenas, al señalar que el Estado proveerá lo que se necesite, con el fin de que en los procesos judiciales en que ciudadanos/as aborígenes sean parte, sean asistidos gratuitamente por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura e idioma nativo.



 



La responsabilidad política del Estado en garantizar el acceso a la Justicia como principio fundamental de la democracia se extrae del análisis del proyecto. Esta responsabilidad de hacer efectivos y no ilusorios los derechos de las comunidades aborígenes queda plasmada en el Proyecto cuando se señala que el Estado asumirá lo que sea necesario para la asignación de intérpretes en los procesos judiciales y de defensores que tengan conocimiento de la cultura y lengua nativa.



 



No obstante, que el proyecto lo deja así planteado, no se específica de qué manera el Estado proveerá lo que se necesite, lo que nos llevaría a enfrentarnos nuevamente en el Poder Judicial con derechos y expectativas que se crean (defensores y defensoras con conocimiento de la cultura e idiomas de los poblaciones aborígenes para la defensa de procesos judiciales en que sea parte una persona aborigen) sin una partida específica que brinde de manera responsable contenido económico presupuestario para garantizar ese acceso jurisdiccional a las personas aborígenes, ya que la presencia o exigencia de defensores con conocimiento de la cultura y del idioma exige contenido presupuestario específico para cumplir con esa labor garantista fundamental, para la defensa de los pueblos aborígenes, lo que conlleva también la necesidad de que jueces y juezas policía judicial, fiscales y fiscalas también tengan conocimiento especializado de la cultura e idioma de los territorios donde está ubicado el despacho judicial.



 



Esta situación, plantea un importante impacto en el funcionamiento y organización del servicio judicial. Pese a que se han hecho esfuerzos presupuestarios importantes por parte del Poder Judicial para facilitar el acceso a la justicia a las poblaciones en condición vulnerable en general y a las comunidades aborígenes con el nombramiento de intérpretes del pueblo aborigen de las partes, y el establecimiento de una política pública institucional para visibilizar y garantizar el efectivo acceso y evitar que sus derechos queden como un mero enunciado, el proyecto nos enfrenta con la capacidad de dar respuesta integral y abordaje con personal judicial que comprenda la cultura y los idiomas aborígenes en los despachos judiciales cercanos a territorios indígenas, lo que hasta la fecha no ha sido posible por falta de contenido presupuestario para esos fines.



 



Por último, no se puede dejar de lado, que el Proyecto establece una modalidad distinta de designación de intérpretes de idiomas aborígenes en procesos judiciales, al condicionar el nombramiento a la recomendación de la Comisión Nacional para la Defensa del Idioma –, lo que incidiría en la organización actual de nombramientos de intérpretes de pueblos aborígenes en procesos judiciales cuya contratación se hace por listas acreditadas en los diferentes circuitos judiciales.



 



A continuación se transcriben las normas del proyecto a las que se ha hecho referencia:



 



ARTÍCULO 5.- Tanto las lenguas aborígenes costarricenses como el idioma español tendrán la misma validez en el territorio, localización y contexto en que se hablen, y serán merecedoras de protección institucional.



 



ARTÍCULO 6.- Todo ciudadano costarricense tendrá derecho a comunicarse en la lengua de la que sea hablante, en forma oral o escrita, y sin restricciones en el ámbito público o privado, además en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y cuales quiera otras.



 



ARTÍCULO 7.- Ninguna persona podrá ser sujeta a cualquier tipo de discriminación por causa de la lengua que hable debido a que todos los ciudadanos costarricenses, ya sea que hablen el idioma español o alguna lengua aborigen nacional, tienen derecho a expresarse libremente en ella, según lo establecido en esta Ley.



 



ARTÍCULO 8.- Tomando en consideración el territorio, la localización y el contexto en que se hablen, y que se busca que todos los ciudadanos tengan derecho a la información, deberá escribirse correctamente en español o en cualquier lengua aborigen costarricense, según sea el caso:



 



a) Los documentos públicos. Para efecto de esta Ley, se entenderá por documento público todo documento emitido por una institución del Estado y que repose en las oficinas públicas.



b) Las publicaciones y revistas de la Administración Pública.



c) ….



d) …



e) Los rótulos y anuncios, sin perjuicio de que pueda colocarse su traducción a otro idioma, siempre que no se destaque sobre lo escrito en español o en lenguas aborígenes nacionales.



f) ….



g) …..



h) La rotulación y nombres de los edificios oficiales.



i) ….



j) …



k) La información que decrete emergencia nacional en nuestro país.



l) …



 



ARTÍCULO 9.- Los registros públicos negarán la inscripción de documentos que no se ajusten a las disposiciones de esta Ley. De faltar a su deber, podrán ser sancionados los funcionarios responsables con una multa que irá de cinco a diez veces el salario base, según sea el caso, conforme lo establece esta Ley.



 



ARTÍCULO 10.- Las normas prosódicas, ortográficas y gramaticales de la lengua española, serán de uso obligatorio en la Administración Pública.



 



CAPÍTULO V



 



LAS LENGUAS ABORÍGENES NACIONALES



 



ARTÍCULO 25.- El Estado costarricense garantizará el acceso a la jurisdicción a las comunidades aborígenes costarricenses en la lengua de que sean hablantes. Para garantizar este derecho, el Estado proveerá lo que se necesite, con el propósito de que en los procesos judiciales en los que ciudadanos aborígenes sean parte, ellos sean asistidos, gratuitamente, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su cultura y lengua nativa.



 



ARTÍCULO 26.- Los intérpretes especializados a que se refiere el artículo anterior serán recomendados por la Comisión Nacional para la Defensa del Idiomala cual hará constar, por medio de una comisión especial, que los intérpretes propuestos dominan completamente la lengua aborigen en cuestión, y que en esas condiciones, pueden garantizar en el idioma español lo que el ciudadano aborigen dijo en su lengua nativa.



 



Dejo de esta manera rendido el presente informe, del proyecto de Ley asignado para estudio, del cual es claro que impacta el servicio de Administración de Justicia y que por ello requiere que en el seno de la Asamblea Legislativa sean analizadas y acogidas las observaciones que se hacen al mismo y que de aprobarse como Ley, se asigne contenido económico por parte de los señores y señoras legisladoras para sufragar las obligaciones que se imponen a la Administración de Justicia, que se han indicado, para garantizar el Acceso a la Justicia como derecho humano fundamental de la forma en que se regula en el Proyecto a los pueblos indígenas. De lo contrario, sería lamentable que el desarrollo humano in fine de los pueblos aborígenes, digno de aprobarse con las observaciones al texto analizado , quedara en la letra muerta de la eventual Ley por imposibilidad presupuestaria de hacer efectivos los derechos que se consignan de asistencia “ Defensa Pública” y otros en los procesos judiciales .



 



Se recomienda a esta Corte, remitir a la Asamblea Legislativa las observaciones que se han señalado aprobadas por la Corte Plena según Acuerdo de la Sesión N°. N° 23 del 10 de octubre del año 2010 – informe rendido por la Mag. Carmen María Escoto Fernández- y las adicionadas mediante el presente informe.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expone el informe rendido por la Magistrada Chaves Cervantes, en los siguientes términos: “Cuando la Magistrada Suplente Chaves Cervantes me sustituyó, me hizo de conocimiento el informe que tenía que rendir a esta Corte, sobre un proyecto de ley que en el 2011 se denominó: “Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas Costarricense”, expediente N° 18351, que para efectos internos se le asignó el N° PL- 030-13, el cual me había sido asignado desde el 2011 y la Magistrada Chaves Cervantes tenía interés de que se comunicara a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, para lo que a bien tuvieran indicar.



Al revisar el informe pude observar que se trataba del mismo proyecto de ley que esta Corte emitió su voto, hizo suya las consideraciones que a bien tuve, previa consulta con la Subcomisión de Pueblos Indígenas, en razón de que se trata de toda una normativa donde se garantiza que las personas indígenas individualmente consideradas o en forma colectiva, puedan tener el derecho a los idiomas indígenas.



Se hicieron una serie de apreciaciones en primer término, a fin de determinar si incidía en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, lo cual así se estimó, en razón de que contamos con traductores e intérpretes para diferentes idiomas, al menos los más usuales, como los cabécares y bribris.



A su vez se estimó que era esencial variar algunos conceptos, porque se hablaba de lenguas o lenguajes, lo cual es contraproducente, en razón de que se trata de idiomas; por lo tanto, estimo que se trata del mismo proyecto de ley y si esta Corte, en su momento, emitió un pronunciamiento afirmativo, en los términos en que venía expuesto por quien les habla, con algunas sugerencias de más, por ejemplo, la consideración si estábamos ante el idioma español o castellano y, otras más, que en esa ocasión no recuerdo, sería conveniente remitir a la Asamblea Legislativa el proyecto de ley con ese informe y hacerles saber que eso fue resuelto por esta Corte.



Dejo de esta manera la inquietud que sobre esta normativa en grado de proyecto se informó y que lo que expuso o razonó la Magistrada Chaves Cervantes se fundamenta en este dictamen que se hizo desde el 2011”.



SALE EL MAGISTRADO CRUZ.



Expresa el Magistrado Arroyo: “Quisiera celebrar que alguien se preocupe por la defensa del idioma español y de los idiomas aborígenes, porque no corren buenos tiempos para la comunicación en los idiomas oficiales, de manera que quisiera dejar constancia de que celebro que haya un proyecto como éste y que el dictamen sea por apoyar esta iniciativa”.



Manifiesta el Magistrado Solís: “Comparto plenamente sus observaciones. Es un tema de pura tramitología, porque esta es la segunda o tercera ocasión donde se turnan a estudio proyectos de ley que ya han sido expuestos y respondidos por la Corte Plena.



Recuerdo uno sobre una reforma procesal civil, que no fue sino porque gracias a que el Magistrado López González fue muy acucioso, se dio cuenta que la Corte se había manifestado sobre ese proyecto, y lo mismo sucede con el de Asuntos Indígenas.



No sé si se pudiera establecer una especie de filtro a nivel de la Asesoría Legal de la Secretaría General de la Corte, porque estudiar el proyecto conlleva tiempo y podría darse la circunstancia de que se emitan criterios distintos sobre el mismo proyecto de ley si ha pasado algún tiempo, de manera que sería importante establecer algún mecanismo de filtración, para determinar que ese proyecto es el original y no repetitivo de otro que haya sido estudiado”.



Prosigue el Magistrado Arroyo: “Tomamos nota de la sugerencia del Magistrado Solís.



De mi parte quiero decir que lo que he comprobado en materia penal, que son tan abundantes las iniciativas, es que la Asamblea Legislativa envía la consulta y sigue haciendo modificaciones al proyecto original y eso hace que en determinado momento se vuelva a hacer consulta del texto original, lo que explicaría por qué hay varias consultas.



No sé señora Secretaria General si por ahí está parte del problema y en todo caso la sugerencia del Magistrado Solís es completamente pertinente”.



Indica la Magistrada Camacho: “Eso está sucediendo cuando se rinde el informe, en la Asamblea Legislativa hacen la corrección, lo vuelven a enviar y generalmente cuando regresa tiene alguna connotación distinta del primer informe que se conoció con anterioridad.



Por ejemplo, me ha sucedido con el tema de las personas con capacidades diferentes y también en el tema de adopción en alguna oportunidad”.



Añade la Magistrada Escoto: “Quiero acotar respecto a lo que han manifestado y comparto lo expuesto por el Magistrado Solís.



Sobre todo en este caso, debo hacer notar que esta Corte, al igual que el Consejo Superior, ha aprobado reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y, definitivamente, como lo expuso el Magistrado Arroyo, se trata de un derecho garantizado en convenios internacionales como el 169 de la Organización Internacional de Trabajo, pero para la tutela de la protección de idiomas indígenas, es obligación estatal, realizar una consulta directa a los diferentes poblaciones indígenas, porque no somos quiénes para definir o no si esto es lo que a bien tienen; sin embargo, todo esto se expone en el informe que rendí desde el 2011 y que se mantiene, en razón de que el diálogo respetuoso entre las autoridades estatales y las propias de los pueblos indígenas, sería la llave del éxito para la protección de sus idiomas ancestrales.



Desde este ángulo es que para la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, se ha logrado entablar un diálogo con las autoridades indígenas y sus miembros, mediante talleres y visitas a los diferentes territorios, estudios y reflexiones internas profundas, desde los distintos operadores jurídicos.



Hago de su conocimiento que con estos razonamientos hemos tratado de llegar a diferentes poblaciones que hablan, entre otros idiomas, el Brunca, Chorotega, Teribe y Huetar, de ahí que se requiera la existencia de intérpretes y traductores, porque de lo contrario no habría un diálogo real ni una garantía del acceso a la justicia, por ende, este proyecto es sumamente importante y desde la Subcomisión se sugiere y se solicita a la Asamblea Legislativa, que no lo hizo según se constata en esa oportunidad, que proceda conforme a derecho corresponda, incluyendo normas internacionales como lo son el convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo”.



La Presidenta, Magistrada Villanueva, le consulta a la Magistrada Escoto: ¿Puede referirse en relación con el costo que significaría para el Poder Judicial la necesidad de traductores?  Porque según su informe eso sí afectaría el funcionamiento de esta institución”.



Responde la Magistrada Escoto: “Por eso se estimó que era trascendente para este Poder de la República entrar al análisis del estudio.



Lo que sucede es que contábamos con esa aprobación, con relación a que se cuente con traductores e intérpretes, no solo para los juicios o asuntos en que estén de por medio alguna persona indígena, sino también, para que la Biblioteca Judicial cuente con traducciones en los diferentes idiomas, de normas y resoluciones trascendentes para estas poblaciones, por eso se estimó que sí incidía y, por ende, se entró a su análisis.



Con respecto al costo o no, se critica la creación que en el proyecto se establece, de una especie de centro, que es el que decidirá y no debería de ser así, sino que debería ser con la intervención de las personas indígenas, pero eso sería un problema a nivel interinstitucional de los Poderes Ejecutivo y Legislativo y no nuestro, porque nosotros cumplimos con garantizar la existencia de traductores e intérpretes, quienes están siendo las mismas personas indígenas, pero eso se había aprobado”.



Indica la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Si no hay más observaciones aprobaríamos el informe”.



Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe elaborado por la Magistrada Chaves Cervantes, expuesto por la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado fue analizado por esta Corte en sesión N° 40-13 celebrada el 23 de setiembre del 2013, artículo XLVII. 2.)Tomar nota de lo manifestado por los Magistrados Arroyo, Solís y Camacho.



Los Magistrados Jinesta, Castillo, Rueda, Salazar y el Suplente López González se abstuvieron de votar.



La Unidad Jurídica de la Secretaría General de la Corte tomará nota de la observación hecha por el Magistrado Solís para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
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ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



 En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



 



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



 



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



 



Objetivo



 



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial  vigente.



 



Alcance



 



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



 



Equipo de Trabajo



 



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



 



Situación detectada



 



El estudio se origina en la siguiente situación:



 



La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1]  



 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



 



·                    El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones.



 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas,  por lo que la clasificación  señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 



Ø       Comisiones Principales-Generales (10)



Ø       Comisiones Principales-Especializadas (9)



Ø       Comisiones Ordinarias (2)



 



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 



Ø       Otras Comisiones (49)



Ø       Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



Ø       Comisiones Temporales (Especiales) (21)



 



·                    En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como:



 



Ø                  Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que  la preside o Coordina. (articulo 16)



Ø                  Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



Ø                  Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



Ø                  Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



Ø                  Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



Ø                  Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21)



 



·                    De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión.



 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente  4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente.



 



·                    La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 



·                    Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



 



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección  de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.”



 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada.  Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



 



Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



 



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



 



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



 



a)  Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



 



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



 



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



 



Sugerencias



 



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



 



1.                 Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la  institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



 



2.                 Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



 



3.                 Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 



·                    Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



·                    Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



·                    Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.



 



4.                 Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios.



 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



 



5.                 Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



 



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”
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Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”
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El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe:



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



 



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el  “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional.  Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y  no existe un control  sobre ellas.



 



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial  sugiere a la Corte Plena  hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen,  con el  fin de definir su continuidad o eliminación,  debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas.   Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



 



1)            Sobre el Reglamento General de Comisiones



 



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999.  En la Sesión No. 44-02 del año 2002  la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin.  No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



 



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar  las políticas institucionales sobre ejes transversales,  entre otros. 



 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al  “Reglamento General de Comisiones”,  para que  en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



 



2)            Sobre las comisiones activas a la fecha



 



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a  127 comisiones vigentes.   Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor,  es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como  Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales.  Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



 



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una  división por grupos de la siguiente forma:



 



                                             I.                       Consejos Activos



                                           II.                       Comisiones Institucionales Activas



                                          III.                       Comisiones Interinstitucionales Activas



                                        IV.                       Comisiones Internacionales Activas



                                          V.                       Comisiones Institucionales Inactivas



                                        VI.                       Comisiones sin Información



                                       VII.                       Programas Institucionales



                                     VIII.                       Representaciones internacionales



                                        IX.                       Otras



 



El detalle de lo anterior es el siguiente:



 



                          I.                 CONSEJOS  ACTIVOS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











 



                        II.                 COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				 



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del  Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				 Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y  Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional.  Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











 



Autorizar la creación de una, la cual estará  conformada por la



 



                      III.                 COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a)  de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











 



                      IV.                 COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











 



                        V.                 COMISIONES INSTITUCIONALES   INACTIVAS



 



Se consultó a las  personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











 



                      VI.                 COMISIONES SIN INFORMACIÓN



 



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información.  Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución.  Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



 



				 



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09.  Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12  Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII



				Representante:  Dr. Luis Paulino Mora,  Suplente:  Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la  problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar  una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



 representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04.  Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública.



 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				 



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.:



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada



 







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











 



En  el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y  “Otros”,  que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



 



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



 



                    VII.                 PROGRAMAS INSTITUCIONALES



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











 



                  VIII.                 REPRESENTACIONES  INTERNACIONALES 



 



				 



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag.  Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag.  Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











 



                      IX.                 OTROS



 



				 



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva  no la ha tenido Costa Rica.  El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI )



Esto no es una comisión.   Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión.  Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











 



3)            Control actualizado de los datos



 



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente.  Es por ello que  se sugiere  acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



 



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte.



 



RECOMENDACIONES 



 



En síntesis,  me permito realizar las siguientes recomendaciones:



 



1.             En relación con la desactualización del  reglamento vigente,  concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la  institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



 



2.             En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial,  quienes sugieren:



 



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 



a.             Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 



b.             Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 



c.             Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



 



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución  presentada en este informe:



 



·                 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y  “Comisiones Internacionales Activas”.   



 



·                Tener presente que los “Consejos”,  los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”,  no deben ser catalogados como una Comisión.   Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción  no  tiene ninguna injerencia en relación con  su vigencia.



 



·                En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”,  sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



 



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en  esos aspectos.



 



2.             Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios.  Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



 



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información:  Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



 



3.             En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe.  Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



 



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir:



 



1)             Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la  ejecutividad en la  toma de decisiones  o  en el mismo desarrollo de las reuniones, y  segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución.  



 



2)             Se  considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante  un Consejo, Comisión,  Comité, Grupo de Trabajo, etc.  Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos  se están utilizando indistintamente.



 



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”,  de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante  un Consejo, Comisión,  Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la  ejecutividad en la  toma de decisiones  o  en el mismo desarrollo de las reuniones, y  segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada.  Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y  “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”,  los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”,  no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción  no  tiene ninguna injerencia en relación con  su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”,  de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  








 












[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2]  Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15  de mayo del 2014.



[3]  La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión.



 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.








 








Acta de Corte Plena Nº 014 - 2015








Fecha: 13 de Abril del 2015



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXXI  



ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.



Documento 1606, 3989-2015



En oficio N° DH-295-2015 del 10 de febrero del año en curso, la licenciada Flor Sánchez Rodríguez, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto denominado “Carta de Derechos sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, expediente Nº 17.805.



La consulta se remitió a estudio de la Magistrada Escoto, quien en oficio N° CMEF-SP-004-2015 del 28 de marzo último, rinde el siguiente informe:



“Conforme se me indicó por la Secretaría de este Tribunal Colegiado, procedo a rendir informe en relación con el oficio de dicha Secretaría no. PL-028-11, donde se solicita remitir las recomendaciones y criterio de la suscrita Integrante, relacionados con la petición de la Asamblea Legislativa, respecto del proyecto de ley denominado “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS” expediente Nº 17.805, el cual para efectos internos se le asignó el no. PL-028-11 y luego a la prórroga oficio no. 2195-15.



 



Lo anterior con la finalidad se sirva incluirlo dentro de la agenda de la próxima sesión de Corte Plena.



 



Le adjunto el estudio correspondiente y de esta manera cumplo con su petición.”



 



“…CONTEXTO GENERAL



 



La gestión establecida por parte de la Comisión Permanente de Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa de 18 de febrero de 2015, expediente no. 17.805 ante este Órgano decisor: Corte Plena, lo es para que se consulte el criterio del Poder Judicial sobre un proyecto de ley, denominado: “CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS”, el cual consta de 5 páginas atinentes a 14 artículos.



 



La Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, el 18 de febrero de 2015 le remitió a la suscrita, dicho oficio, vía correo electrónico, según consta en documento adjunto al final. Ello porque así se lo encargó la Presidencia de esta Corte.



 



Previamente se consultó a la Comisión respectiva del Primer Poder de la República y se nos indicó que tal proyecto no ha sido archivado, de ahí que proceda a analizarse el informe, ello porque así se me solicita en informe no. 95-2013 al cual se adjuntan documentos de referencia, indicados en dicho oficio.



 



A su vez, la suscrita consultó a todas las personas Integrantes de la SubComisión de Pueblos y Personas Indígenas del Poder Judicial. Los aportes recibidos, han sido sumamente valiosos. Y por ende, previa valoración que hice, se incluyen en este informe. En consecuencia, procedo a dar cumplimiento a lo solicitado, oportunamente dentro del plazo otorgado los siguientes términos:



 



Tal compendio de normas para efectos internos de la Secretaría de referencia, inicialmente se le asignó el número PL-028-11. Y conforme al escrito fechado: 2 de marzo de 2015 de la Secretaria donde se comunica la concesión de prórroga otorgada por la señora Flor Sánchez Rodríguez para emitir la consulta formulada, se le otorgó al oficio el no. 2195-15. Luego mediante oficio N° 2946-15 también de la Secretaría de referencia se comunicó la recepción del oficio DH-211-2015 recibido mediante correo electrónico del 19 de marzo de este año, suscrito por la Licda. Sánchez Rodríguez la concesión de una prórroga de 30 días naturales a partir de esa fecha para rendir el informe. Tal documentación se adjunta con el informe que se me ha encargado rendir.



 



Los aspectos que consideraron varias personas Integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, deben tomarse en consideración a fin de sugerir modificaciones que pueden enriquecer el texto en consulta.



 



ANÁLISIS DEL PROYECTO: SU INCIDENCIA



 



De conformidad con lo establecido en el precepto 167 constitucional, la consulta obligatoria a la Corte Suprema de Justicia procede únicamente “para la discusión y aprobación de proyectos de ley que se refieran a la organización o funcionamiento del Poder Judicial”. (El énfasis no responde al original).



 



Por tanto, si el proyecto afecta la organización y funcionamiento del Poder Judicial, se entra a su análisis, a efecto de determinar su incidencia en la organización o servicio de este Poder de la República. Caso contrario no podría emitirse informe alguno, según ya este órgano consultor de manera reiterada así lo ha dispuesto.



 



Con la modificación propuesta en 14 artículos que conforman este texto legal, se generarían gastos para el Poder Judicial, así como requerirá a su vez la toma medidas, acciones y políticas, a fin de cumplir por los distintos ámbitos que conforman el Poder Judicial con estipulado en las disposiciones que conforman el proyecto ya que se establecen medidas para garantizar el acceso a las personas indígenas en sede judicial. De ahí que incidiría y tendría implicación económica y logística la aprobación de este proyecto de ley.



 



Aunque el tema es de conveniencia y oportunidad tanto para el Estado como para los administrados, acorde a la mayoría de las disposiciones, incide en la organización y servicio del Poder Judicial, hay competencia para este órgano decisor manifestarse al respecto, por lo cual se sugiere hacerlo.



 



Con base a lo razonado y expuesto, lo que a partir de lo resuelto por Corte Plena en sesión no. 6-2006 de 20 de marzo de 2006, artículo IX, ratificado en sesión no. 24-2006 celebrada el 28 de agosto de ese mismo año, artículo XXXVI, a fin de que si a bien lo tienen sus integrantes, se remita el texto en discusión con un informe de esta Corte, porque sí incidiría en la organización o funcionamiento del Poder Judicial, conforme lo establece el canon 167 de la Constitución Política.



 



Previo a valorar la normativa según lo analizado, puede indicarse que: en la actualidad, el Poder Judicial tiene dentro de sus metas, no sólo la política de acceso a la Justicia de varias poblaciones, dentro de estas la Indígenas así como también tanto a nivel nacional como regional poner en práctica las Reglas de Brasilia.



 



Esta normativa de análisis, con las salvedades que se indican y anexos que se surgieren, resulta esencial por el contenido de algunas de sus normas ya que refleja una mirada interdisciplinaria hacia las necesidades tanto jurídicas como humanas de las personas indígenas. El acceso a la justicia como derecho instrumental, abre las puertas para la efectiva demanda de otros derechos además de los de fondo, tales como la vida, la integridad física, la no discriminación, la vivienda, el ambiente sano, la igualdad de oportunidades, la salud, la educación, el trabajo, la alimentación, la recreación, por citar algunos de ellos.



 



Sin embargo, es evidente que el solo enunciado de derechos resulta insuficiente, en la práctica, a la fecha, existen muchas condiciones de desigualdad social que colocan a ciertas poblaciones en condición de vulnerabilidad, en muchas ocasiones doblemente, cuando por ejemplo además se suma otra condición tal como una discapacidad, la edad, o la migración, lo cual de hecho es una circunstancia que golpea fuertemente a la población indígena.



 



De ahí que el Poder Judicial, desde hace tiempo, no ha escatimado esfuerzos para realizar acciones concretas, que conjuntamente con la aplicación de la legislación vigente, nacional e internacional, provoquen un cambio en la cultura judicial en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Es así como el año 2008 se perfila como uno de los ámbitos más exitosos en cuanto a la promoción de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, pues no solo se aprueban varias políticas institucionales orientadas a estas personas, entre ellas las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia a los Pueblos Indígenas, sino que en el mes de mayo, Corte Plena en forma unánime, ratifica las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, aprobadas, documento que había sido aprobado en marzo en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia.



 



Las Reglas de Brasilia definen el concepto de vulnerabilidad, y establecen las causas por la cuales una persona puede encontrarse en esa situación, en lo que interesa a la población indígena señala:



 



“Pertenencia a una comunidad indígena”



 



(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con el sistema de administración de justicia estatal.”



 



La implementación de ese instrumento, de la Política institucional, de directrices y circulares atinentes al tema, ha sido impulsada desde la Subcomisión de acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas, una de las más de 9 comisiones que atienden población en condición de vulnerabilidad y que se trabajan coordinadamente con la Comisión para el Acceso a la Justicia.



 



Todo lo anteriormente es mencionado, con la intención de indicar que este proyecto constituye un valioso aporte al reconocimiento de los derechos humanos de esta población.



 



De igual manera, pretende equilibrar los derechos fundamentales de las personas quienes se encuentren en algún estado de vulnerabilidad social, a fin de garantizar un acceso real de justicia y a su vez coadyuvar de alguna manera en el mayor bienestar para todos y todas los y las habitantes del país.



 



Adicionalmente, la legislación en vigor y el ordenamiento jurídico, establecen una serie de normas de índole supra legal y constitucional a la cual no se le ha dado la respectiva publicidad. En consecuencia, estima esta Integrante y en su mayoría quienes conforman tanto la Comisión de Acceso a la Justicia cuanto la Subcomisión de Pueblos Indígenas necesario dar a conocer; y en su caso, otorgarle mayor publicidad a la normativa aplicable, en este caso a las personas indígenas



 



Nos permitimos observar y sugerir sobre dicho proyecto lo que a la base de cada artículo se expone en letra en azul. Estas sugerencias van desde la redacción y cambio de algunos conceptos hasta la inclusión de algunas ideas con el afán de mejorarlo. Por ejemplo, debe mejorarse el texto utilizando lenguaje inclusivo.



 



REFERENCIA A LA NORMATIVA DE ESTUDIO:



 



ASAMBLEA LEGISLATIVA



 



 



COMISIÓN PERMANENTE ESPECIAL DE DERECHOS HUMANOS



MOCIÓN DE TEXTO SUSTITUTIVO



Nº____



 



EXPEDIENTE Nº 17.805



CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA



DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



VARIOS DIPUTADOS



 



HACE LA SIGUIENTE MOCIÓN DE TEXTO SUSTITUTIVO:



 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA



 



DECRETA:



 



CARTA DE DERECHOS SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA



DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



 



ARTÍCULO 1.- Acceso a la justicia con apego a realidad cultural



 



La administración de justicia deberá garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socio-económicas y culturales. Se sugiere agregar: A su vez, tomándose en cuenta el Derecho indígena en el tanto y cuanto no transgreda los Derechos Humanos así como tomándose en cuenta su cosmovisión, para lo cual el Poder Judicial deberá establecer procesos de consulta previos a la población indígena, de los diferentes programas que desarrolle.



 



ARTÍCULO 2.- Trato digno



 



Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales. Se sugiere agregar: lo cual se traducirá en acciones afirmativas, las cuales tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas tomándose en cuenta sus especiales situaciones.



 



Ante cualquier denuncia de discriminación, por incumplimiento de esta ley, se aplicará el régimen disciplinario que deberá establecerse vía reglamento.



 



Opinamos que resulta cuestionable la creación de un régimen disciplinario, “vía reglamento”. Ello por cuanto podría ser ilegal, al establecerse sanciones disciplinarias reglamentarias Se recomienda eliminar el párrafo segundo del artículo 2, y además lo remite por vía reglamento, cuando el Poder Judicial tiene su propio régimen disciplinario por ley específica.- Además, por que el término denuncia por discriminación es muy incierto, impreciso, no determinado, apertus, o tipología sancionatoria en blanco, como para que tenga como una nueva tipificación para sancionar disciplinariamente.



 



Se sugiere agregar: sin perjuicio de las responsabilidades de índole civil o penal en que pueda incurrir la persona responsable.



 



ARTÍCULO 3.- Derecho a la información sobre sus derechos y obligaciones



 



Toda persona indígena tendrá derecho a ser informada en su lengua. (se sugiere: en su idioma en vez de: “lengua”) materna sobre sus derechos y obligaciones frente al sistema de: (se sugiere: administración de) justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir. El Poder Judicial deberá contar con una lista de intérpretes y facilitadores para tal efecto. Además, deberá ofrecer capacitación al equipo que se conforme, para que conozca aspectos básicos de la gestión judicial).



 



 



ARTÍCULO 4.- Prioridad en la resolución y atención de casos



 



Como parte de una población vulnerabilizada, las personas indígenas tendrán prioridad de atención en todas las oficinas del sistema de administración de justicia, y los jueces (se sugiere agregar: y las juezas) estarán obligados a dar prioridad al trámite y a la resolución de sus casos. (Se sugiere agregar: La anterior será considerada una acción afirmativa a la que deberá darse la publicidad respectiva tanto a las personas servidoras judiciales para su cumplimiento, como a la población indígena para la exigencia de sus derechos).



 



El adjetivo: “Como parte de una población vulnerabilizada”, se estima es victimizante, podría eliminarse que no afecta el contenido de este precepto.



 



ARTÍCULO 5.- Aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa del conflicto



 



En la resolución de los casos donde las personas indígenas figuren como parte de los mismos, los jueces (se sugiere agregar: y las juezas) tomarán en cuenta la normativa internacional vigente en la materia y promoverán la resolución alternativa del conflicto, con la participación activa de la comunidad indígena involucrada. (se sugiere agregar: para tal efecto se garantizará que las personas indígenas que participen comprendan el lenguaje técnico que se utilice y se buscarán formas de negociación propias de la cosmovisión de éstas).



 



El concepto: “de los mismos” se sugiere eliminar pues no es un pronombre y no altera el resto de la oración. También debería tomarse en cuenta cuando alguna persona indígena sea testigo, dada su cultura y cosmovisón.



 



A su vez, esta norma es propositiva, ya que existen esas disposiciones, pero muchas personas no las conocen, las ignoran o no las aplican de ahí la trascendencia de que se evidencie su existencia. Deberá agregarse que la resolución alternativa del conflicto no deberá incluir derechos indisponibles.-



 



ARTÍCULO 6.- Derecho a un (se sugiere: una persona) intérprete costeado por el Estado



 



La administración de justicia deberá facilitar, sin costo alguno, la asistencia de intérpretes y facilitadotes (se sugiere: personas intérpretes, facilitadoras y traductoras) en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia. (se sugiere colaboración en lugar de asistencia)



 



Debe mejorarse el texto utilizando lenguaje inclusivo, donde dice: “Derecho a un intérprete” podría cambiarse por Derecho a una persona intérprete. La idea también es dejar abierta la posibilidad de que la persona intérprete sea hombre o mujer, según así lo requiera el o la usuaria acorde a sus costumbres y sugerencias, ya que hay mujeres indígenas, quienes no se comunican ni les dirigen la palabra a los hombres, máxime sin son de otra etnia .



 



Se podría eliminar la palabra "y facilitadores", pues la norma habla de intérprete. No se comprende cuál sería la participación del “facilitador” si ya se refirió en el artículo 3. Si se deja así, pareciera que deberá en todo proceso contar con ambos: intérprete y facilitador, cuando podría ser el mismo funcionario o funcionaria quien explique las políticas institucionales y así no incurrir en un proceso más oneroso pagando facilitadotes; cuando es obligación del funcionario o funcionaria brindar la información que se indica debe rendir el facilitador.



 



Esta norma resulta importante ya que se eleva a rango de ley la gratuidad para las personas indígenas cuando requieran esa asistencia y se hace efectivo el principio de asistencia técnica gratuita



 



ARTÍCULO 7.- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia



 



En aquellos procesos judiciales que requieran asistencia letrada y los costos no puedan ser cubiertos por una persona indígena, la administración de justicia proveerá la asistencia de un defensor público (se sugiere: una persona defensora pública especializada en Derecho Indígena) gratuito y cargará con el costo de las pruebas y pericias que se requieran. (Se sugiere: Para tal efecto, las Universidades estatales deben dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas quienes puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas Instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de esta colaboración).



 



Igual situación en este caso a la observación hecha en el numeral 6 atinente a la asignación de defensor público; debería incluirse que deberá ser defensor o defensora pública gratuita. Se hace saber que ya se nombró y se cuenta con un defensor o defensora pública para personas indígenas en la Defensa Pública.



 



ARTÍCULO 8.- Peritaje antropológico



 



El juez deberá solicitar la asistencia peritajes antropológicos en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, tradiciones y conceptos normativos de los pueblos indígenas. La administración de justicia cargará con el costo de las pericias que se requieran. (se sugiere agregar: conforme se señaló en la norma anterior).



 



En lugar de peritaje antropológico la palabra “peritaje cultural” y no limitarlo sólo a peritaje antropológico, pues no necesariamente éstas experticias debe dasarrollarlas una persona especialista en antropología) Dada la experiencia en este tipo de peritajes, por lo general se requiere de conocimientos multidisciplinarios, como sociología, trabajo social, psicología, y otras áreas, lo cual no sólo se reduce a un perito antropológico. Debe dejarse abierto a que se haga un dictamen holístico y no sólo a esa rama de la ciencia.



 



"La asistencia", al principio de la frase, no es necesario, por lo que sugiere eliminar esa palabra e incluir la palabra “de” antes de la palabra peritajes; quedaría así: "El juez deberá solicitar la asistencia de peritajes culturales" porque un juez puede pedir peritajes y suena extraño que pida asistencia de peritajes.



 



ARTÍCULO 9.- Registro de Información



 



La administración de justicia deberá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los diversos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Este registró podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas. (se sugiere agregar: pero su divulgación se hará previa autorización expresa de la población indígena involucrada en dichas experticias, y sus fines serán estrictamente de interés institucional, no pudiendo divulgarse para otros fines, salvo los académicos).



 



Se estima peligroso ese registro, sobre todo si se tratare del registro de traducciones en materias sensibles y privadas. Si lo que se quiere es compilar las experiencias culturales, deben limitarse conforme se vayan dando en la práctica judicial.



 



Sobre "un registro de peritajes antropológicos llevados a cabo en los diversos procesos judiciales que involucren personas indígenas", hay duda de si se refiere solo a un "listado" de los peritajes o de una base de datos que contenga los propios informes. Me pregunto si señalarlo en una ley de esa manera solventa las contradicciones que puede eso plantear con otras normas o directrices judiciales, toda vez que un informe pericial es una prueba dentro de un proceso. Ya ha habido un pronunciamiento del Consejo Superior respondiendo a la preocupación sobre quiénes pueden revisar peritajes rendidos (lo anexo para recordatorio). Como este pronunciamiento se refiere específicamente a la jurisdicción agraria, me permito recordar que se han estado elaborando peritajes en jurisdicciones penal y constitucional también, y, en particular sobre esta última hay directrices recientes que la Sala Constitucional ha impuesto para restringir el acceso a expedientes, incluso en causas ya resueltas.



ARTÍCULO 10.- Capacitación permanente del personal



 



Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial que específicamente tenga relación directa con los pueblos indígenas, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. (Se sugiere agregar: tales capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización).



 



Se estima innecesario esta regulación, máxime que limita la capacitación a personas quienes tengan relación directa con los pueblos indígenas. No debe limitarse, pues todo funcionario o funcionaria judicial han de tener acceso a esta capacitación, pues en cualquier momento aún estando fuera de áreas de población indígena, podría presentarse este tipo de usuarios. Si se deseara incluir el tema de la obligatoriedad de la capacitación para la Institución, debe dejarse abierto para todo funcionario o funcionaria y no limitarlos a áreas de población indígena. Máxime en Costa Rica tenemos la población indígena “gnobes” quienes son migrantes y transitan en distintas zonas del país.-



 



 



ARTÍCULO 11.- Visitas periódicas de la Contraloría de Servicios para efectos de información y capacitación



 



La Contraloría de Servicios del Poder Judicial realizará visitas periódicas a las comunidades indígenas del país, para informar a las personas indígenas sobre sus derechos específicos frente a la administración de justicia, para lo cual podrá hacerse acompañar por las organizaciones sociales que estime necesarias. (La información que se suministre deberá ser en el idioma de las personas indígenas a quienes se dirija y en el territorio de éstas).



 



ARTÍCULO 12.- Diagnóstico actualizado y plan nacional sobre los pueblos indígenas



 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y obstáculos, que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional quinquenal (se sugiere: anual en lugar de quinquenal) actualizada en materia de acceso a la justicia.



 



El diagnóstico deberá, al menos, contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, idiosincrasias; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población. (Se sugiere agregar: La Comisión de Acceso a la Justicia por medio de la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas, deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas, como parte de la implementación del Gobierno Abierto en el Poder Judicial).



 



La nomenclatura utilizada no es la correcta ya que en el Poder Judicial se creó la Comisión de Acceso a la Justicia y no de “Accesibilidad.” Se destaca a su vez, que la Institución ya cuenta con una Sub Comisión de Asuntos Indígenas, denominada Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas; y es a través de esta última que se podría asignar esas nuevas responsabilidades.



 



ARTÍCULO 13.- Desconcentración de los servicios de justicia y regulación de su situación en los planes estratégicos



 



La Comisión de Accesibilidad (se siguiere: de Acceso a la Justicia) del Poder Judicial deberá elaborar aportes que se incluirán en los planes estratégicos de la Administración de Justicia, procurando que sean relevantes a las políticas necesarias para atender a todas las personas, en especial a los pueblos indígenas. La Administración de Justicia, en sus planes de crecimiento, deberá contemplar la desconcentración de los servicios de justicia para facilitar el acceso físico y material al sistema judicial. (El Poder Judicial deberá procurar la especialización de despachos judiciales para que conozcan de los procesos de personas indígenas).



 



En lugar de “Comisión de Accesibilidad”, léase correctamente Comisión de Acceso a la Justicia. A su vez no elabora “aportes” sino acciones necesarias por lo que se sugiere eliminar la palabra “aportes” y en su lugar lo que se indica.



 



ARTÍCULO 14.- Obligación de coordinación interinstitucional e integración con la sociedad civil



 



La Comisión de Accesibilidad (se siguiere: de Acceso a la Justicia) del Poder Judicial mantendrá una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de la población indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención de sus vulnerabilidades. (Para tal efecto, considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y las acciones de los demás poderes de la República a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional para garantizar el ejercicio de sus derechos a la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.)



 



Corríjase por Comisión de Acceso a la Justicia a través de la Unidad de Acceso a la Justicia. Esta disposición es sumamente importante porque eleva a rango de ley la Comisión de Acceso a la Justicia y también la Unidad de Acceso a la Justicia con que cuenta ya el Poder Judicial.



 



Rige a partir de su publicación.



 



 



A MODO DE CONCLUSIÓN:



 



Después de todo el análisis hecho, sobre la normativa que comprende el proyecto remitido para su estudio, me permito sugerir a esta honorable Corte se sirva remitir estas observaciones con el criterio que se discuta de seguido en el entendido; de que lo que se ha sugerido debe tomarse en cuenta para mejorar lo normativa de este proyecto, porque ha sido el sentir de quien lo emite cuanto por la valiosa opinión de integrantes de la Sub Comisión de Pueblos y Personas Indígenas y de la Comisión de Acceso a la Justicia con base en la experiencia adquirida con las personas indígenas.



 



Son muchas las acciones que se podrían citar como logros obtenidos por la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas del Poder Judicial, a favor de las personas pertenecientes a pueblos indígenas, no obstante, baste señalar la realización de audiencias in situ como un mecanismo para cerrar la brecha geográfica entre los pueblos indígenas y la administración de justicia, la contratación de personas intérpretes de idiomas indígenas para su participación en audiencias judiciales, y de personas facultadas para realizar peritajes antropológicos y culturales, las ayudas económicas otorgadas a las personas indígenas, las campañas de divulgación de derechos por medios impresos y cuñas radiales, así como las visitas periódicas a los distintos territorios indígenas. De tal manera que estima esta integrante que todos logros obtenidos por la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia deben ser tomados en cuenta por la Asamblea Legislativa propiamente en la Comisión de Derechos Humanos que remite este proyecto a fin de que se amplíen disposiciones legales con algunas acciones que merecerían darse. Por ejemplo el deber de emitir de forma prioritaria los documentos de los distintos ámbitos, entes u órganos cuando se trate de personas indígenas. A su vez resulta esencial que para las capacitaciones y divulgación de estas normas y del ordenamiento jurídico en general participen los departamentos de Prensa como se ha hecho de modo eficiente por la Oficina de Prensa del Poder Judicial.



 



Lo anterior se expone a este Órgano consultivo, sin perjuicio del posterior análisis que esta Corte pudiera hacer en los aspectos jurídicos de orden supra-constitucional, respecto de aquella normativa aplicable a los casos donde esté de por medio una persona indígena, siempre que cumplan con las condiciones antedichas.



 



Dejo así rendido el informe asignado, para lo que a bien tengan decidir.”



- 0 -



Se concedió el uso de la palabra a la Magistrada Escoto quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “También se le ha dado trascendencia y resulta importante contar con esta normativa, en razón de que últimamente el Poder Judicial le ha dado especial trato a diferentes grupos étnicos migrantes, como lo son los Ngäbes que provienen en muchos casos de Panamá y algunos residen en Costa Rica temporalmente, otros están tratando de vivir en nuestro país, al igual que los Miskitos de Nicaragua, por ende, estimo que con las observaciones que en tinta azul se hacen, deberíamos, si a bien lo tienen, aprobarlo y remitirlo a la Asamblea Legislativa”.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a discusión el informe de la Magistrada Escoto”.



Refiere la Magistrada Vargas Vásquez: “En relación con el informe, efectivamente como lo indica la Magistrada Escoto, incide bastante en la organización y funcionamiento. Por ejemplo, está ampliando la Defensa Pública en asuntos indígenas a todas las materias, no solamente a las existentes en materia agraria y penal, sino que lo está ampliando a cualquier materia en la cual esté presente una persona indígena y está recargando al Poder Judicial el pago a todos los peritajes antropológicos, que son bastante costosos y en todas las materias.



Se está haciendo la indicación de que se debe pedir ese tipo de dictamen que es importantísimo en asuntos de personas indígenas, pero que son muy costosos y está diciendo que es la Institución la que debe plantearlo.



La propuesta que se hace es que haya una coordinación interinstitucional, para que como en la actualidad la Universidad de Costa Rica colabore con la elaboración de esos peritajes, porque para el presupuesto de la Institución sería muy costoso asumir siempre el pago de esos peritajes”.



Indica el Magistrado Solís: “Consultando a la Magistrada Escoto, de manera informal, si el contenido de esta carta de derechos sobre acceso a la Justicia de los pueblos indígenas, es la aprobación de un convenio o tratado internacional o si es una ley nacional.  Me indicó que en principio es un proyecto de ley nacional y en esa perspectiva, más bien sugeriría, porque el término “Carta” suena con un lenguaje que no es el de nuestra cultura jurídica, sino que hablamos de una ley o de un código, por ejemplo: Ley de Derechos sobre Acceso a la Justicia y no de una Carta, que es un lenguaje propio del mundo internacional “Carta de…”, es sería la primera observación.



La segunda observación que realizo, es que en una de las normativas se habla de las facilitadores y facilitadoras que deben estar presentes en las comunidades indígenas para efectos de   propiciar una solución pronta a los conflictos que puedan tener distintas personas integrantes de estas comunidades.



La Corte Suprema de Justicia tiene un programa de facilitadores y facilitadoras indígenas, que estará siendo desarrollado durante todo este año en la Zona Sur, donde está la presencia de las principales comunidades indígenas y eventualmente sería una interesante experiencia observar cómo un facilitador o facilitadora indígena puede coadyuvar en la solución de los conflictos que se puedan presentar a lo interno de esa comunidad.



La tercera observación -y estoy plenamente de acuerdo con esta proposición- es lo presupuestario y volvemos al tema de que esto va a exigir de la Corte Suprema de Justicia importantes gastos, también inversiones hasta de infraestructura y viene sin soporte presupuestario, que es uno de los grandes problemas. Recuerdo al señor Jorge Vargas Cullell,   en el informe sobre el Estado de la Justicia preliminar que recibimos en la primera audiencia, con respecto a que una de las grandes contradicciones de nuestro sistema legislativo, es que se dictan muchas leyes que crean nuevos derechos, pero no se le da sustento económico a los órganos estatales llamados a ser aplicación a esos Derechos y este es un ejemplo de eso”.



La Presidenta, Magistrada Villanueva le indica a la Magistrada Escoto: “Doña Carmenmaría ¿Tiene alguna observación a las anotaciones que hace el Magistrado Solís  en cuanto al nombre del proyecto de ley y al no financiamiento? Es decir,  indicar concretamente que debe otorgarse los recursos económicos para eso, si ustedes están de acuerdo.  Porque en cuanto a los facilitadores y facilitadoras, se hace la observación de que existen, no sería concreto”.



Responde la Magistrada Escoto: “Agradezco mucho el interés mostrado en temas que también me cuestioné, como por ejemplo el nombre del proyecto de ley, porque es atendible lo que expone tanto el Magistrado Solís como la Magistrada Vargas Vásquez, en razón de que efectivamente “Carta” suena a Derecho Internacional.



Desde otro ángulo, también para el Poder Judicial va a generar grandes egresos económicos y se va a tener que contar con presupuesto, ello porque los dictámenes culturales o antropológicos como lo denominan ellos, son sumamente caros, hay muy pocas personas especializadas, hasta el momento estamos contando con la ayuda de la Universidad de Costa Rica para esos peritazgos y son pocas las personas quienes están dispuestas a desplazarse y convivir con las personas indígenas para realizar todos los estudios que se requieren de su idiosincrasia y legislación por varios días o meses.



Por tal razón, considero que este proyecto de ley incide definitivamente en el Poder Judicial y desde un ángulo presupuestario, así que estoy de acuerdo con las observaciones valiosas que se hacen en pro de una comunidad tan importante como es la indígena, aunque sea una minoría para Costa Rica.



Sí debo decir que este es uno de los temas que más nos ha presentado, cuando visitamos los distintos territorios indígenas y vemos las situaciones en que se encuentran las personas indígenas.



Agradezco muchísimo que se pueda aprobar el informe con estas observaciones, para poder dar un trato diferenciado a personas que así lo ameritan”.



Dice la Magistrada Rojas: “Todo lo que nos presentó la Magistrada Escoto está muy bien, pero me gustaría adicionar que el desarrollo de procedimientos administrativos es reserva de ley, efectivamente, que no solamente es impropio al reglamento sino que es una reserva de ley y que el Poder Judicial tiene sus procedimientos.



Respecto al costo de estos sistemas, estimo que sí es importante hacer una indicación más genérica, es decir -sería muy saludable que así quedará- que no es que no estamos de acuerdo en hacer esa inversión en los pueblos indígenas, sino que cada vez que la Asamblea Legislativa -acorde con los principios presupuestarios que rigen la República- establezca cargas para el Poder Judicial, debe proveer los recursos.



Es decir, no es que no lo vamos a hacer porque no nos parece o porque son muy caros -y les plantearía que más bien lo indicáramos- sino que cada vez que se establezcan este tipo de opciones o cargas, deben indicarse los recursos con los que deben ser atendidos, porque si nos dan los recursos no hay problema, se puede hacer de esta manera, de lo contrario, que el legislador sepa que debe buscar otras posibilidades, pero no interviniendo directamente en el diseño legislativo sino dándole la opción de que siempre que se creen este tipo de obligaciones para el Poder Judicial, debe crearse los recursos para ello”.



Agrega la Presidenta, Magistrada Villanueva: “¿Acogemos las observaciones realizadas? Así lo disponemos, con las observaciones que hizo el Magistrado Solís y concretando el punto en cuanto al financiamiento como ha sido expuesto también por la Magistrada Rojas, así lo tenemos por aprobado el informe”.



Sin objeción alguna, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, acogerlo como propio de esta Corte y junto con las observaciones que hicieron el Magistrado Solís, la Magistrada Rojas y la Suplente Vargas Vásquez, hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con la indicación expresa de que el proyecto de ley consultado, implica una afectación a la organización y funcionamiento del Poder Judicial, por lo que se deberán asignar los recursos presupuestarios necesarios que demanda la aplicación de esa ley. Se declara acuerdo firme.








 
































Acta de Corte Plena Nº 035 - 2015








Fecha: 21 de Setiembre del 2015



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



ARTÍCULO XXXIV



Documento 9031, 9762, 9869, 10077, 10507-2015. 



La máster Milagro Rojas Espinoza, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes y la licenciada Cristina Rojas Rodríguez, Jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en oficio N° CACC-1544-2015 de 17 de julio del año en curso, dirigido a laseñora Presidenta, Magistrada Villanueva, le manifestaron:



“Nos es grato dirigirnos a usted con ocasión de la finalización del Proyecto 7290116143 “Promoción del acceso a la justicia para la población afrodescendiente en el Poder Judicial”, financiado con fondos de la UNESCO, para presentar formalmente a Corte Plena, la propuesta de la “Política Institucional para el acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción.”



 



Antecedentes



 



En el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero del 2011, con los siguientes objetivos:



 



“Artículo 2°—Delegar a la Comisión Afrocostarricense, la misión de coordinar con los diferentes Ministerios e instituciones de gobierno, así como con las agencias de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos en el país y otros organismos nacionales e internacionales, las actividades y los programas que se tengan a bien realizar durante el 2011 para la celebración del Año Internacional de los Afrodescendientes y actividades conexas en los años siguientes”.



 



“Artículo 3°—Impulsar y promover a través de dichas actividades y programas el Año Internacional de los Afrodescendientes en Costa Rica con el propósito de visibilizar al pueblo afrodescendiente como uno de los actores fundamentales dentro del Estado costarricense y la Comunidad Internacional, propiciando y fomentando iniciativas internacionales como la Convención Interamericana contra el Racismo, y toda forma de Discriminación e Intolerancia”.



 



En el ámbito institucional y en acatamiento a las obligaciones de su competencia emanadas de los artículos citados, la Comisión Nacional Afrocostarricense hizo una solicitud expresa a don Luis Paulino Mora Mora, entonces Presidente de la Corte Suprema de Justicia, para que el Poder Judicial incluyera a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, y se iniciaran acciones a favor de esta población, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia; es así como nació a la vida institucional la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover el diseño de políticas y directrices institucionales ad-hoc.



 



Como parte de estas tareas, el l4 de noviembre de 2013, se realizó el “Taller Acceso a la Justicia para personas afrodescendientes” el cual tuvo como objetivo determinar los requerimientos necesarios para facilitar el acceso a la justicia a las personas afrodescendientes. Esta actividad visibilizó con claridad la necesidad de elaborar e implementar una Propuesta de Política para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, con el correspondiente plan de acción.



 



A partir de ese momento, la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes, realizó una coordinación sistemática con diversas instancias judiciales, entre ellas la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, así como con la Cátedra de Estudios de África y el Caribe de la Universidad de Costa Rica y con líderes y lideresas afrodescendientes, con el objetivo de elaborar e implementar la citada propuesta.



 



Es así como la Subcomisión en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, presentó una propuesta de proyecto ante la UNESCO, con el fin de elaborar una Política Institucional y un Plan de Acción, con los siguientes objetivos:



 



1. Ampliar el acceso a la justicia y el efectivo ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica.



 



2. Combatir la persistencia del racismo y la intolerancia aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia e interculturalidad.



 



3. Dirigir esfuerzos institucionales a la erradicación del racismo estructural, y los limitantes para ejercer los derechos humanos de las personas afrodescendientes en las fronteras nacionales.



 



El proyecto 7290116143 denominado “Promoción del acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes en el Poder Judicial” fue aprobado por UNESCO, considerándose un proyecto de la mayor relevancia. El Consejo Superior en sesión N° 15-15, artículo XLIV, celebrada el 19 de febrero de 2015, lo declaró de Interés Institucional.



 



La ejecución del proyecto se llevó a cabo de manera exitosa, mediante la ejecución de doce talleres programados (4 de diagnóstico y 8 de validación), que concluyeron el pasado viernes 26 de junio en Golfito; realizar estos talleres nos llevó por todos los circuitos judiciales, es decir por las diferentes provincias, lo que facilitó obtener un panorama muy amplio de las necesidades de la población afrodescendiente, a lo largo y ancho del país y conocer su cosmovisión; sobre todo su percepción sobre el acceso  a justicia y la delimitación clara de sus particulares necesidades.



 



Con la propuesta de Política elaborada a partir del diagnóstico, el proceso de validación a través de los 8 talleres ejecutados, resultó sumamente provechoso, pues brindó la posibilidad de enriquecer el documento con la perspectiva de las personas participantes, incluyendo representación de la comunidad afrodescendiente, creándose así un balance entre la demanda de servicios de ésta comunidad, y su prestación por parte de la institución, en función ya no de una mera percepción, sino a partir de la información recabada durante el desarrollo del proyecto.



 



Como parte de la metodología desarrollada, se contó con las exposiciones de personas reconocidas como expertas en la materia: Dra. Rina Cáceres, Directora de la Cátedra de Estudios de África y del Caribe de la Universidad de Costa Rica, Dr. Quince Duncan, Comisionado de Casa Presidencial sobre asuntos de la Afrodescendencia, Máster Eugenia Gutiérrez, funcionaria de la Cancillería, quien tuvo a su cargo la coordinación nacional para la elaboración de la Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia. El proyecto estuvo a cargo de la Máster Mónica Pérez Granados, Abogada y Antropóloga, especialista en derechos de las personas afrodescendientes e indígenas.



 



En los talleres se contó con la participación total de 496 personas, entre funcionarios (as) judiciales, representantes de instituciones públicas, y personas afrodescendientes y/o representantes de organizaciones no gubernamentales, con el siguiente desglose:



 



Talleres de Diagnóstico:



 



1. San José, II de marzo. (45 personas)



2. Liberia, 13 de marzo. (40 personas)



3. Cartago, 19 de marzo. (40 personas)



4. Limón, 23 de marzo. (42 personas)



Talleres de Validación:



1. Alajuela, 16 de abril. (45 personas)



2. San José, 21 de abril. (46 personas).



3. Heredia, 25 de mayo. (40 personas)



4. Puntarenas, 5 de junio. (46 personas)



5. Limón, 11 de junio. (43 personas).



6. Liberia, 19 de junio. (38 personas)



7. Golfito, 26 de junio. (33 personas)



 



Es absolutamente pertinente mencionar que con la elaboración de esta política, el Poder Judicial de Costa Rica, se coloca a la vanguardia en América, siendo la primera institución que contará con esta herramienta, aun por encima de países con una mayor cantidad de población afrodescendiente, como Brasil y Colombia.



 



Asimismo, su aprobación como política institucional coadyuva al cumplimiento de los objetivos planteados en la “Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2015 - 2025”, brindando las herramientas necesarias para dar sostenibilidad, a las acciones en pro de los derechos de las personas afrodescendientes, todo ello en el marco del Decenio de las personas afrodescendientes, decretado por Naciones Unidas.



 



Por lo anterior, respetuosamente se solicita a la honorable Corte Plena, la aprobación de esta propuesta de “Política Institucional para el acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción”, que de seguido se incorpora.



 



Haciendo propicia la ocasión, con estima y consideración cordialmente nos despedimos.”
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Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción.



 



Introducción



 



Se estima que en las Américas hay alrededor de 200 millones de personas que se identifican a sí mismas como afrodescendientes De la misma forma, estudios realizados demuestran que constituyen una de las poblaciones más pobres y marginadas. En el caso de Costa Rica, la situación no es diferente, y esta población que representa el 7,8 % por ciento de la población, (Censo del 2011), ha sufrido de constantes e históricas violaciones a sus derechos, debido a condiciones de discriminación estructural, que han incidido en un acceso limitado a la justicia, el empleo, la vivienda, la educación y las prestaciones sociales.



 



Según datos del Censo del 2011, las personas afrodescendientes presentan entre otras características, una menor proporción de ocupaciones a nivel directivo, un componente alto de personas trabajadoras no calificadas, un menor acceso al seguro social y pensiones, así como una mayor cantidad de necesidades básicas insatisfechas.



 



La tasa de desempleo abierta para personas blancas y mestizas, es de un 1,7 % mientras que la de personas afrodescendientes es de un 2.3%. De los puestos en niveles directivos - públicos o privados- un 8,1 son ocupados por personas afrodescendientes, a diferencia de quienes se autoidentifican como personas blancas y mestizas que ocupan el 15.0% de estos puestos. Asimismo, mientras que la cantidad de ocupaciones elementales para personas afrodescendientes es de un 27.5%, para personas blancas y mestizas es de un 20.5%.



 



Además, en relación con las personas afrodescendientes se tienen los siguientes datos: el 4.0% de esta población carece de acceso a bienes y servicios, 12.8% a infraestructura física sanitaria, 15.1% a albergue digno y un 8,2% no tiene acceso al conocimiento; por el contrario para personas blancas y mestizas los datos varían en la siguiente proporción: 2,5% con carencia de acceso a bienes y servicios, 8.9% a infraestructura físico sanitaria, 9,6% a albergue digno y un 6.4% sin acceso al conocimiento.



 



La tasa de hogares con pobreza extrema, es de un 8.5 % para personas afrodescendientes y de un 5.0 % para personas blancas y/o mestizas. En relación con el seguro social hay un 18.7% de afrodescendientes sin acceso a este servicio, a diferencia de la taza para la población blanca o mestiza, que es de un 13.8 %.



 



Finalmente, la cantidad de personas afrodescendientes con acceso a computadora e Internet es de un 42.4% y un 39.1% respectivamente en relación con un 49.9% y un 46.6% en el caso de personas blancas y/o mestizas[1].



 



La discriminación estructural manifestada en esas cifras, aunada al hecho de que las y los afrodescendientes pueden sufrir de formas múltiples y agravadas de discriminación por motivos conexos, tales como la edad, el género, el idioma, la religión, el origen social, la discapacidad u otras condiciones socioculturales, ha llevado a la necesidad de promulgar una serie de normas tanto nacionales como internacionales, destinadas a la promoción y efectiva protección de sus derechos humanos.



 



Desde la aprobación de la Convención contra la Esclavitud en 1926, hasta hoy se han concebido instrumentos internacionales destinados a prohibir, la trata de personas esclavizadas, el racismo y sus efectos en las estructuras institucionales, entre ellas:



 



La Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la proclamación del 21 de marzo en 1966 como el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, la Declaración de 1973-1982 como el Primer Decenio de la lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial, la celebración entre 1978 y 1983 de la Primera y la Segunda Conferencias Mundiales contra el Racismo, la proclamación de Naciones Unidas del Segundo y Tercer Decenios de la lucha contra el Racismo, la Celebración en el 2001 de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, donde se reconoce que las y los afrodescendientes continúan siendo víctimas de las consecuencias de la trata de personas esclavizadas, el colonialismo y el racismo, la proclamación en el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes, y la reciente proclamación por parte de la Asamblea General de la ONU, del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, proclamado por resolución 68/237 con el lema: “Reconocimiento, Justicia y Desarrollo”.



 



A nivel nacional también se han creado una serie de normas destinadas a erradicar la discriminación racial, dentro de los esfuerzos más recientes se encuentra la Creación de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, 2014-2025, mediante la cual se reconoce que las y los afrodescendientes representan un grupo específico, cuyos derechos humanos deben promoverse y protegerse.



 



Asimismo, en enero de 2015 el Presidente de la República nombró un Comisionado Presidencial para Asuntos Afrodescendientes y en la Gaceta número 77 del 22 de abril se publicó la directriz 022-P: “Sobre el Decenio Internacional de los Afrodescendientes” el cual establece la obligación para las dependencias del gobierno central e instituciones descentralizadas, de formular políticas públicas destinadas a cumplir con los planteamientos del Programa de Actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución número 69/16.



 



No obstante, pese a los avances normativos mencionados, la discriminación racial, tanto directa como indirecta siguen manifestándose y reavivan la importancia de contar con políticas institucionales consecuentes, que permitan el acceso a la justicia de todas las poblaciones especialmente de aquellas en condición de vulnerabilidad por tanto, el Poder Judicial de Costa Rica:



 



a.  RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito institucional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y grupos sin distinción alguna, por motivos de raza, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de persona migrante y/o refugiada, discapacidad o cualquier otra condición social;



 



b. REAFIRMANDO el compromiso institucional con la implementación de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad;



 



c. REVALIDANDO el compromiso con la erradicación de todas las formas de discriminación que afectan a las personas afrodescendientes en Costa Rica;



 



d. CON EL CONVENCIMIENTO de que los principios de igualdad y de no discriminación son fundamentales para garantizar el acceso a la justicia entre los seres humanos;



 



e. TENIENDO EN CUENTA que la existencia y persistencia del racismo, el sexismo y la xenofobia hacia las personas afrodescendientes, afectan en mayor o menor grado el acceso a la justicia y el ejercicio de sus derechos humanos económicos, políticos, sociales, y culturales, como pueblos.



 



f. CONSIDERANDO que una sociedad pluriétnica multicultural y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, religiosa, de género y sexual de toda persona y crear las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su derecho a la identidad;



 



g. CONSCIENTES, de la necesidad de crear un instrumento idóneo, que plasme los principios y más altos valores institucionales, cuyos postulados brinden los lineamientos que contribuyan a generar un cambio orientado al respeto de la diversidad, la no discriminación racial y la inclusión social plena;



 



Acuerda adoptar la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, destinados a asegurar las condiciones para brindar un trato equitativo y no discriminatorio, que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.



 



Sección I



Definiciones



 



En concordancia con los fines de esta Política y su Plan de Acción, se entenderán vigentes las siguientes definiciones:



 



Acceso a la justicia



 



Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que permitan garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes,promoviendo un trato digno y proscribiendo toda discriminación, a fin de alcanzar el objetivo de una justicia pronta y cumplida.



 



Acciones afirmativas



 



Se entienden como acciones afirmativas para efectos de esta Política, toda medida encaminada a corregir o compensar discriminaciones presentes o pasadas, o para impedir que la discriminación se reproduzca en el futuro, y que están orientadas a promover la transformación en el comportamiento y mentalidad institucional, de manera que permita la materialización de la igualdad de oportunidades, y una mayor representatividad de las personas afrodescendientes.



 



Condición de vulnerabilidad



 



De acuerdo con la definición utilizada en las Reglas de Brasilia, esta expresión designa a “aquellos grupos de personas que por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.



 



La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico”.[2]



 



Discriminación étnico-racial[3]



 



Es una construcción social que redunda en una serie de barreras actitudinales y del entorno, que la sociedad genera y que teniendo como base el estereotipo, el prejuicio, el estigma, el miedo y la ignorancia, limitan la participación plena de colectivos y personas en igualdad de condiciones, generando exclusión social. Al ser una construcción social tiene las siguientes características:



 



-Se transmite de generación en generación, a través de los medios de comunicación, literatura, el sistema educativo, la publicidad y lugares de enunciación.



 



-Está en constante evolución y mutación, depende de patrones sociales y culturales que se traducen en un tratamiento negativamente diferenciado, hacia las personas sobre las cuales recae un prejuicio racial basándose en la falsa creencia de que el fenotipo y las características físicas, determinan la personalidad y la conducta.



 



-Restringe el acceso de las personas discriminadas al pleno disfrute y goce de recursos, servicios y derechos.



 



Es en suma, todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo basado en el origen étnico-cultural (hábitos, costumbres, indumentaria, símbolos, formas de vida, sentido de pertenencia, idioma y creencias de un grupo social determinado) y/o en las características físicas de las personas (como el color de piel, facciones, estatura, color y forma de cabello, etc.) que tenga como objetivo o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de las personas en la esfera política, económica, social y cultural y que desemboca en un trato diferenciado en forma negativa en contra de la persona discriminada, que tiene por efecto la anulación o menoscabo en el reconocimiento, ejercicio y/o goce de un derecho.



 



La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en su artículo 1 párrafo 1 señala que “(…) la expresión discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”



 



Racismo estructural



 



Es el conjunto de factores, valores, prácticas, patrones, estereotipos, mensajes, iconos o signos que colaboran con la reproducción naturalizada[4] de estereotipos sobre personas pertenecientes a un grupo humano diverso, que termina por colocarlas en posición de menor prestigio y autoridad vulnerabilizándolas. Se reproduce en prácticas institucionales y patrones de conducta, de raigambre histórica y cultural, que representan desventajas, que inhiben el acceso a los servicios que las instituciones ofrecen, lo que hace necesaria, la aplicación de tratamientos diferenciados, adecuados al momento histórico.



 



Para los efectos de esta Política la situación de discriminación estructural, que sufre la población afrodescendiente, debe ser analizada a la luz de los obstáculos que enfrentan estas personas, para poder acceder a los mecanismos de justicia internos en igualdad de condiciones y obtener reparación a la discriminación sufrida. [5]



 



Discriminación indirecta por motivos étnico-raciales



 



Al tenor de lo establecido en la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia “es la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutro pone a personas de una etnia en desventaja particular con respecto a personas de otra etnia salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados”. [6]



 



Discriminación múltiple o agravada



 



Entendida como toda restricción descrita, de forma concomitante, en dos o más de las políticas institucionales de acceso a la justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes



 



Se refiere al conjunto de medidas, facilidades, servicios, ajustes y apoyos que permiten garantizar sin discriminación alguna, el goce de los servicios judiciales a las personas afrodescendientes, para el pleno ejercicio de sus derechos y por ende, para la consecución de una justicia pronta, cumplida y con rostro humano.



 



Personas Afrodescendientes



 



El término afrodescendiente define a quienes reconocen en África su lugar de origen territorial común, y lleva implícito un complejo sistema de mestizaje, una experiencia común con la esclavitud y el racismo, así como formas comunes de resistencia y opresión[7]. Este término ha sido baluarte de la resistencia cultural y política y del reconocimiento de una herencia ancestral, que visibiliza tanto el racismo históricamente ocultado, como los aportes de las africanas y los africanos en América, considerando que la identidad cultural y situación actual de las personas afrodescendientes, está ligada tanto a esa herencia ancestral Africana como a la situación de esclavización vivida en las Américas[8].



 



Para efectos de esta Política y su Plan de Acción, se entiende por persona afrodescendiente, a toda aquella persona que se auto identifica como descendiente de africano o africana y reconoce en su identidad la ancestralidad africana y/o, que es descendiente de personas de origen africano, que fueron víctimas del desarraigo forzado y el tráfico trasatlántico de personas esclavizadas.



 



Sección II



Principios generales



 



Esta Política y su Plan de Acción se han de interpretar teniendo como fundamento los principios que a continuación se citan, los cuales deben orientar la actuación de las personas funcionarias judiciales y han de considerarse en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan y cumplen una función específica, que tiene como fin promover un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



 



Sin ser una lista taxativa, se señalan los siguientes principios:



 



Igualdad



 



Implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población afrodescendiente dentro del marco de los valores constitucionales y de la normativa nacional e internacional de aplicación en Costa Rica, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la normativa aplicable.



 



No discriminación racial



 



Promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en criterios étnico-raciales hacia personas afrodescendientes, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 



Para su cumplimiento, es indispensable que se otorgue una protección efectiva que tome en cuenta sus particulares características económicas, sociales y culturales,así como las situaciones de especial vulnerabilidad a que se puedan ver expuestas por motivos étnico-raciales.



 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación tanto a las personas usuarias afrodescendientes, como entre las personas funcionarias judiciales afrodescendientes que laboran en la institución, y se materializará mediante acciones que aseguren un nivel óptimo de comunicación, acceso a la información y tratamiento respetuoso que facilite y permita el derecho de acceso a la justicia.



 



En ese sentido, cabe indicar que no constituyen discriminación las acciones afirmativas, destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes en condiciones de igualdad, siempre que tales medidas no impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos.



 



La interculturalidad



 



Plantea la necesidad de reconocer las diversidades culturales que existen en las sociedades, a efectos de promover la convivencia pacífica y respetuosa entre grupos cultural y socialmente distintos, a través del diálogo asertivo y el respeto mutuos y se materializa en la incorporación de conductas, y la eliminación de barreras actitudinales basadas en prejuicios étnico-raciales, que impiden un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como en un reconocimiento positivo de la diversidad humana como elemento de la riqueza existente en un Estado multiétnico y pluricultural como el costarricense.



 



Las personas funcionarias judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, y entenderán la afrodescendencia como parte de esa diversidad nacional, que junto con otros aspectos tales como: el nombre, la edad, la etnia, la cultura, el género, la condición socioeconómica, la orientación sexual y/o la condición de discapacidad, conforman a la persona y su identidad.



 



El principio de equidad



 



Impulsa a las personas funcionarias judiciales a tomar en cuenta el trasfondo humano de los conflictos, y se materializa en la consideración de las condiciones personales, familiares, étnicas, culturales, sociales y económicas en cada uno de los casos de manera que se garantice un efectivo ejercicio de derechos.



 



Protección especial



 



Se materializa en las especiales consideraciones que deben recibir, las personas afrodescendientes que tengan la doble o triple condición de vulnerabilidad en razón de ser mujeres, niñas , niños, personas jóvenes, personas LGBTI, personas adultas mayores, migrantes, refugiadas, privadas de libertad, víctimas de delitos o personas con discapacidad, a efectos de que se considere con especial relevancia el resguardo y efectivo ejercicio de derechos según sus particulares necesidades y de esta forma se garantice el derecho de acceso a la justicia como requisito sine qua non para una efectiva defensa de los derechos económicos, políticos, sociales y culturales.



 



El principio de Inclusión



 



Implica la creación de procesos y la implementación de acciones que lleven a superar las desventajas sociales, económicas y culturales y permitan que se esté en condiciones de gozar de los derechos y ejercer la participación ciudadana, superando la estigmatización que conlleva la pobreza, la marginación la exclusión y el racismo.



 



Transversalidad



 



Su materialización implica la incorporación de las necesidades, aspiraciones y características de la diversidad de personas, colectividades y pueblos. En el caso de las personas afrodescendientes, implica la consideración de sus voces en la elaboración de acciones y estrategias de manera que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de la presente Política y su Plan de Acción.



 



El control de convencionalidad



 



Entendido como mecanismo que debe ser llevado a cabo por las instancias judiciales domésticas, y que involucra la comparación entre el derecho local y el supranacional, de manera que no exista incompatibilidad y se apliquen efectivamente los instrumentos internacionales de aplicación en Costa Rica, incluyendo las normas de derecho emergente y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



 



Sección III



Metas



 



1. Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad, basado en el respeto a la diversidad, que tome en cuenta un acceso en igualdad de condiciones, de acuerdo al sexo, género, nivel educativo, grupo etario, condición de discapacidad, etnia y cultura.



 



2. Lograr que los principios de igualdad y no discriminación, sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales. La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada, con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



 



3. Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente. La institución proveerá en caso de necesidad, personas traductoras cuando se tenga como lengua materna un idioma diferente al español. Ello incluye la necesidad de contar con personas traductoras en inglés criollo limonense, en especial en aquellos distritos judiciales, donde existe mayor concentración de afrocostarricenses, para quienes ésta es su lengua materna.



 



4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial e intolerancia, con el objetivo de obtener conocimientos que impacten positivamente la prestación de servicios en los ámbitos Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



 



5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.[9]



 



6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



7. Compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales, resoluciones relacionadas con los derechos inherentes a la población afrodescendiente, de forma desagregada.



 



8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



 



9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.



 



10. Promover la coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones y/o instancias con metas afines, de manera que se facilite una atención integral de las necesidades de la población afrodescendiente.



 



11. Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la administración de justicia para personas afrodescendientes.



 



12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo.



 



13. Desarrollar campañas de divulgación sobre las formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial, aprovechando -entre otras- las plataformas informáticas con las que cuenta la institución y las creadas por las universidades.



 



14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.



 



17. Diseñar y ejecutar las acciones afirmativas necesarias, que se requieran para implementar adecuadamente el Plan de Acción, con el fin de eliminar las desigualdades existentes entre los y las servidoras judiciales que sean afrodescendientes.



 



18. Establecer la obligatoriedad de la implementación de la Política en todos los ámbitos del Poder Judicial. El incumplimiento y no aplicación por parte del personal judicial, de los lineamientos establecidos en este instrumento, será comunicado a la Inspección Judicial, para que se instruya el procedimiento disciplinario correspondiente.



 



19. Promover la cooperación internacional, como una herramienta para el intercambio de ideas y experiencias, así como para compartir, diseñar y/o ejecutar programas de interés común, destinados a cumplir los objetivos de la presente Política.



 



20. Garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones étnicas, culturales o de contenido racial.



 



Plan de Acción



 



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



 



La Subcomisión para el acceso de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar por la implementación, seguimiento y evaluación de la política, en coordinación con las diferentes instancias institucionales, incluyendo a la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



Las Áreas Estratégicas para la Ejecución de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes serán las siguientes:




1. En el Ámbito Jurisdiccional



 



En el conocimiento de los casos, los jueces y las juezas procurarán promover y proteger el disfrute pleno y amplio, de los derechos humanos en condiciones de equidad y sin ningún tipo de discriminación en cuanto a etnia, sexo, género, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de otra índole, nacionalidad, fenotipo, condición socioeconómica u otra.



 



En su labor de interpretación de los aspectos jurídicos, los jueces y las juezas en la medida en que sea pertinente y posible de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional y en los principios generales del derecho, deberán tomar en consideración la lengua y la cultura de la persona compareciente y las particularidades étnicas, o bien, buscarán la adecuada asesoría en el estudio de los casos, a fin de eliminar todo malentendido o sesgo atribuiblesque pudiese ocasionar un trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y limite el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



En todos los casos, los jueces y las juezas deberán aplicar las Convenciones Internacionales ratificadas en Costa Rica, relativas a personas afrodescendientes, al combate de la discriminación étnico racial y de derechos humanos en general.



 



En su labor de análisis y valoración jurídica, los jueces y juezas se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, que establezcan distinciones o jerarquizaciones con base en criterios fenotípicos, que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes.



 



Los jueces y las juezas de ejecución de la pena velarán porque en esta etapa, no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes, basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos, con el consecuente menoscabo de la dignidad inherente a todo ser humano.



 



Todas las sentencias y resoluciones emitidas deberán contener un lenguaje inclusivo, respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



 



En todos los casos en los cuales una persona usuaria no hable español, se le deberá proveer servicio de interpretación en su lengua materna, incluyendo el inglés criollo limonense. Asimismo, el Despacho correspondiente deberá asegurar que toda resolución, se le notifique de manera comprensible.



 



2. En el Ámbito Administrativo



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.



 



Investigación



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes promoverán la investigación jurídica; el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia y no discriminación, que permita mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes así como la implementación de la Política y su Plan de Acción en todos los ámbitos del quehacer judicial.



 



Capacitación



 



Para garantizar la aplicación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de personas afrodescendientes y su Plan de Acción, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Capacitación de Gestión Humana, así como cualquier otra instancia que se cree al efecto, deberán diseñar e impartir programas de capacitación y sensibilización permanentes, sobre los derechos que asisten a las personas afrodescendientes y las principales formas de exclusión que enfrentan.



 



La Escuela Judicial deberá incorporar en sus cursos básicos obligatorios y planes de capacitación, un módulo sobre el enfoque de diversidad intercultural y su aplicación a grupos étnica y culturalmente diversos.



 



Los programas de capacitación y sensibilización deben favorecer el logro de las metas consignadas en la Política y contribuir de manera positiva a la atención de las personas afrodescendientes, su acceso a la justicia y la construcción de una cultura de paz



 



La capacitación y concienciación deben orientarse a la eliminación de barreras, mitos, estereotipos y prejuicios, que propician conductas discriminatorias y estigmatizantes por motivos étnicos y raciales, y que han generado situaciones que impactan de manera negativa el ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes.



 



Los programas de capacitación y formación deben:



 



1. Instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia personas afrodescendientes.



 



2. Promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de las personas afrodescendientes, incluida la historia de África, la trata transatlántica de personas esclavizadas y las doctrinas racistas que la acompañaron.



 



3. Reconocer las contribuciones de las y los afrodescendientes a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



 



4. Aumentar y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente a partir de los Convenios y Tratados de los cuáles es signataria Costa Rica, así como de la jurisprudencia aplicable en la materia tanto en el nivel nacional como internacional.



 



5. Promover que el personal judicial adquiera un elevado nivel de conciencia que favorezca, desde un enfoque de derechos humanos, conductas respetuosas de la dignidad, la igualdad y la no discriminación. La formación debe ser continua con el fin de mantener, actualizar y desarrollar las competencias y lograr, de esta manera, un mejor desempeño de la función judicial, desde una perspectiva de derechos humanos. La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, procurando también la concienciación y sensibilización, a través de la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



 



6. Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes, y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportaciones según su área de trabajo.



 



Información y divulgación



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial, llevará a cabo programas de información y divulgación a usuarios y usuarias, sobre el acceso a la administración de justicia en condiciones de equidad, y sobre las instancias y respecto de los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerar que existe afectación. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, utilizando los medios más idóneos.



 



En coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes realizarán campañas de divulgación de la Política y su Plan de Acción, dirigidas a la población judicial de todo el país, utilizando medios electrónicos, audiovisuales, afiches, desplegables y cualquier otra herramienta que facilite su difusión, con el fin de incidir en su aplicación. Asimismo, deberá ejecutar campañas de sensibilización sobre los derechos humanos de las personas afrodescendientes y de divulgación de las buenas prácticas institucionales, en materia de derechos y prestación de servicios a esta población.



 



La Dirección de Gestión Humana



 



La Dirección de Gestión Humana como ente rector en materia de Gestión Humana, debe garantizar el derecho a todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, a optar por el acceso a todos los puestos disponibles en el Poder Judicial, sin discriminación alguna.



 



El Poder Judicial se compromete a que sus sistemas de contratación reflejen apropiadamente, la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias, a fin de atender las necesidades especiales legítimas de la población afrodescendiente.



 



3. En el Ámbito Auxiliar de Justicia



 



a) Ministerio Público



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial, resultando de la mayor importancia la permanencia dentro del Ministerio Público, de personal con la formación mencionada, que facilite las condiciones óptimas a las personas ofendidas, para encontrar reparación por las ofensas sufridas.



 



b) Defensa Pública



 



El personal de la Defensa Publica, deberá estar capacitado y concienciado, de manera que incorpore en sus estrategias de defensa, los convenios internacionales así como todos los principios y disposiciones sobre discriminación racial, de aplicación en Costa Rica.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial. El personal técnico y profesional del Organismo de Investigación Judicial, deberá incorporar el enfoque de diversidad y los criterios de no discriminación racial en todas sus gestiones.



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, velarán por la ejecución de un trabajo con un enfoque Interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes. En la medida de lo posible debe entablar relaciones entre otras, con las siguientes instituciones:



 



a) Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



 



b) Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



 



c) Comisión de Derechos Humanos. Sub-comisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa.



 



d) Defensoría de los Habitantes.



 



e) Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



 



f) Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



 



Instancia responsable de la Implementación



 



La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán las instancias responsables de operativizar la Política mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Compromiso institucional



 



El Poder Judicial se compromete al aprobar esta Política, a promover el conocimiento, respeto y aplicación de los instrumentos internacionales y la legislación nacional, sobre derechos humanos de las personas afrodescendientes, así como cualquier otra política institucional que reconozca los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluyendo las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.”
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La Secretaría General de la Corte el 3 de agosto último, le solicitó el criterio correspondiente a las Direcciones de Gestión Humana, Planificación y Tecnología de la Información.



La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en oficio N° 2082-DTI-2015 de 11 de agosto de este año, rinde el siguiente informe:



“En relación con el oficio 8030-15 con fecha 03 de agosto del año en curso, mediante el cual se remite la propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, a fin de que se consignen las manifestaciones que estime pertinentes, me permito indicar que se hizo un análisis de la propuesta y se encuentran dos recomendaciones que serían de aplicación por esta Dirección:



 



1. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.



 



2. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



Al respecto es importante indicar que anteriormente (antes del 2012), los Sistemas de Gestión, Gestión en Línea y el Sistema de Recepción de Documentos, ya contaban con una funcionalidad que permitía clasificar los expedientes judiciales por el campo denominado “etnia”, sin embargo a partir de mayo del 2012, la Oficina de Secretaría de Género, mediante correo electrónico de doña Jeannette Arias Meza, le hace saber a esta Dirección que el Consejo Superior había girado instrucciones para excluir esta clasificación de los expedientes, esto a razón de un informe que Planificación había realizado, el cual se indica en el acta de Consejo Superior 97-14 del 16/12/2004, el artículo XL.



 



Debido a lo anterior se le solicita al Consejo Superior indicar a esta Dirección, si a los sistemas citados anteriormente se les debe activar nuevamente esta funcionalidad para clasificar los expedientes.



 



En caso de que se deba proseguir con las recomendaciones, a continuación se detalla en cuáles sistemas se deben desarrollar estas funcionalidades:



 



				Nombre del Sistema



				Tiempo estimado



				Implicación







				Sistema de Registro de Agresores



				1 semana



				Impacta la migración del Sistema de Depósitos Judiciales







				Sistema de Impedimentos de Salida



				1 semana



				Impacta la migración del Sistema de Depósitos Judiciales







				Sistema de Gestión de la Jurisdicción Penal



				1 mes, desarrollo y expansión



				Impacta la migración del sistema costarricense de información jurídica







				Sistema JMS



				 



				No se recomienda su modificación por cuanto las pantallas están muy cargadas, y el mismo está en proceso de sustitución.







				Sistema de seguimiento de casos para el Ministerio Público y la Defensa



				1 mes funcionando en los despachos



				 







				Sistema de Recepción de Documentos CEREDOC



				1 mes funcionando en los despachos



				 







				Escritorio Virtual



				1 semana desarrollo 1 mes en expansión.



				 







				SIGMA



				1 mes”
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El máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, en oficio N° JP-593-15 de 13 de agosto último, manifestó:



“En atención al oficio No. 8028-15 en el cual se solicita a esta Dirección realizar las manifestaciones que consideremos oportunas respecto de la propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción” suscritos por la Comisión de Acceso a la Justicia, nos permitimos indicar lo siguiente:



 



Del análisis de la propuesta dicha, se establece que la misma no riñe con los objetivos en materia de Gestión del Recurso Humano, de hecho es preciso señalar que en cuanto al planteamiento contenido en el Plan Anual Operativo Institucional del cual se deriva el tema estratégico de “Consolidar un sistema apropiado e integral de personal para un mejor desempeño y servicio público, la Dirección de Gestión Humana se ha dado la tarea de realizar diferentes actividades que contribuyan en la elaboración de una Política Rectora de Gestión Humana en todos los ámbitos y sectores que ocupan el Poder Judicial, que sea accesible e inclusiva, dentro de uno de estos proyectos, se puede citar la elaboración de un registro de postulantes por clases de puestos; el cual pretende crear una base de datos con personas a las cuales se les hayan realizado una serie de pruebas Psicológicas y de conocimientos generales, a fin de garantizar la idoneidad mínima para el desempeño del cargo, indistintamente del género, condición socioeconómica, orientación sexual y otros elementos que pudiesen ser discriminatorios.



 



De este modo, se podrán integrar registros tanto de postulantes como de elegibles, luego de la aprobación del proceso respectivo, de modo que se puedan realizar nombramientos interinos como en propiedad, según corresponda y dotar a la institución de personal idóneo indistintamente de rasgos.



 



Adicionalmente a este proyecto, los diferentes subprocesos a cargo de esta Dirección realizan pruebas psicológicas para el reclutamiento y selección de personal, diagnósticos de ambientes laborales los cuales propician ambientes libres de violencia y discriminación de cualquier tipo.



 



En la Sección de Reclutamiento y Selección y Carrera Judicial, se aplican pruebas psicológicas como instrumentos de evaluación, para realizar nombramientos interinos, meritorios y propietarios a nivel nacional, de esta forma se garantiza la neutralidad del nombramiento, así como la idoneidad o no del oferente.



 



Lo anterior, se respalda en el mismo Estatuto del Servido Judicial, Artículo 18 que indica: “Para ingresar al Servicio Judicial se requiere. Incisos: (…) “b) Poseer aptitud moral y física para el desempeño del cargo, lo que comprobará el Departamento de Personal.” (…) “d) Demostrar idoneidad, sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos que esta ley disponga, o que determine el Departamento de Personal.”. Asimismo, la Constitución Política de la República de Costa Rica Artículo 192, refiere: “Con las excepciones que esta Constitución y el estatuto de servicio civil determinen, los servidores públicos serán nombrados a base de idoneidad comprobada y sólo podrán ser removidos por las causales de despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el caso de reducción forzosa de servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos”.



 



Como acciones afirmativas en relación a la propuesta de política, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, sometería a conocimiento del Consejo de la Judicatura el requerimiento de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodecendientes del Poder Judicial, con el propósito de que la temática se haga del conocimiento de los tribunales evaluadores y sea considerada en los temarios para los cargos de juez y jueza.



 



Asimismo, deberá de valorarse la incorporación del tema en los cursos de capacitación que imparte la Escuela Judicial, tanto en las distintas especialidades como en el Taller para Tribunales Evaluadores.



 



Por su parte, Gestión de la Capacitación manifiesta apoyar y colaborar en el cumplimiento de las metas (sección III) de la política y con el apartado Capacitación del punto 2. En el Ámbito Administrativo, mediante las siguientes acciones concretas:



 



1. En relación con la meta 4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial e intolerancia, con el objetivo de obtener conocimientos que impacten positivamente la prestación de servicios en los ámbitos Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



 



Gestión de la Capacitación propone divulgar los cursos, seminarios, congresos y becas que sobre el tema tenga conocimiento con el fin de que se tramiten bajo el amparo del Reglamento de Becas y los lineamientos que correspondan. Se propone revisar el convenio 68-CG-05 entre la Universidad de Costa Rica y la Corte Suprema de Justicia con el fin de validar opciones de capacitación y formación para la población judicial que puedan surgir a partir de los acuerdos establecidos en este convenio y en relación con el aporte académico que pueda brindar la Cátedra de Estudio de África y el Caribe de la Universidad de Costa Rica al cumplimiento de esta meta. Plazo: Noviembre de 2015.



 



2. En la meta 5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas  pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica ala del censo del 2011



 



Se contempla que para la actualización del sistema de matrículas, convocatorias, talleres y registros de becas incluir como parte de la información de la persona (Población judicial) el campo de referencia de autoidentificación étnica como una forma de poder valorar en el largo plazo (2017) el impacto de los servicios de capacitación en la población afrodescendiente interna. Esto en el caso de que la política se equipare tanto para la población usuaria como para la población judicial. Plazo: 2017



 



3. En la meta 8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



 



Se propone incluir en el Programa de Inducción al Poder Judicial, material de apoyo de lectura o audiovisual sobre la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes con el fin de complementar la información que ya existe sobre las políticas de interés institucional para el Poder Judicial y que se convierten en un pilar clave para el desempeño público eficiente enfocado en el respeto a los derechos humanos de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Plazo: 2016



 



4. En cuanto a la meta 12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo… y lo pertinente a Capacitación en el punto 2. Ámbito Administrativo



 



Gestión de la Capacitación informa que ya nos encontramos trabajando en conjunto con la Comisión de Acceso a la Justicia la elaboración de un Programa de Derechos Humanos bajo la modalidad virtual, que contendría en su estructura temática un módulo básico y general enfocado al tema de Derechos Humanos y un módulo dedicado a cada población en condición de vulnerabilidad (en total 10 módulos), entre ellas la afrodescendiente. Este módulo se encuentra dentro en la fase inicial de recopilación de contenido con personas expertas, en este caso la persona designada por la Comisión es la Lcda. Alejandra Monge quien además nos está apoyando en la coordinación con todas las subcomisiones adheridas a la Comisión, ya que en gran medida cada sub comisión se encargará de apoyar en contenido y revisión los módulos de capacitación en desarrollo. Plazo: 2017 (todos los módulos)”
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La licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el licenciado Elías Muñoz Jiménez, Directora y Subdirector interinos de Planificación, respectivamente, en oficio N° 1298-PLA-2015 de 18 de agosto citado, externaron el siguiente criterio:



“Mediante oficio 8029-15 del 3 de agosto de 2015, se solicita a esta Dirección se pronuncie previo a someterlo a la Corte Plena, el oficio N° CACC-1544-2015 y propuesta de "Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción” suscritos por la Comisión de Acceso a la Justicia.  Al respecto, se procede a formular las siguientes observaciones:



 



1.- En la “Sección III Metas”:



 



1.1.-  Meta “5”:



 



“5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.”



 



Observaciones:



 



·                 En taller celebrado 21 de abril de 2015 organizado por la Comisión de Acceso a la Justicia, donde se invitó al personal de la Dirección de Planificación, se formuló la observación, en el sentido de que para poder aplicar esta meta necesariamente debería de explorarse la factibilidad en  los sistemas informáticos institucionales de registrar la información, ya que de acuerdo a lo que se ha conversado con Tecnología de la Información, en el sistema SIC, que es el que cuentan los despachos en los que no hay Sistema de Gestión a la fecha, la política es no realizar mejoras, en el tanto están enfocados al mantenimiento del Sistema de Gestión, por lo tanto,  en ese entendido deberá aclararse la política. Al observar como quedó redactada la meta, no es posible determinar si se ello se realizó.



 



·                 Se debe detallar cual será el criterio de selección de los usuarios del sistema para poder completar la información que se solicita, no esta totalmente claro.



 



 



·                 No se identifica el responsable, ni el plazo para su cumplimiento.



 



1.2.-   Meta 6:



 



“6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia”.



 



Observaciones:



 



·                 Para concretar esta meta dependerá de la posibilidad tecnológica de realizar lo señalado en el punto anterior.



 



·                 No se identifica el responsable, ni el plazo para su cumplimiento.



 



1.3. Meta 9



 



“9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia  coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.”



 



Observaciones:



 



El término “fortalecer”  debe ampliarse  ya que sugiere  la necesidad de asignar recursos pero no identifica cuáles.



 



1.4.          Las siguientes metas tienen una relación entre ellas.



 



“14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.”



 



El llevar a la práctica esas metas implica tiempo por parte de los órganos técnicos para desarrollarlos sin que ello garantice que se realice de la forma correcta.  Por tanto, nos parece que estas metas deben de acreditarse su responsabilidad de ejecutarla a la Unidad de Acceso a la Justicia conforme lo indica la meta “9” de la política aquí comentada. 



 



1.5.  En general las metas requieren de  un esfuerzo por incorporarles indicadores que permiten determinar su medición tangible ya que al momento de la  evaluación se pueden presentar problemas metodológicos para el logro de los objetivos.



 



1.6.          En el de “Plan de Acción”  se establece en el punto “2” en el Ámbito Administrativo lo siguiente.



 



 “Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.”



 



Observaciones:



 



El Plan Estratégico del Poder Judicial, ya se encuentra aprobado y su marco de acción rige hasta el año 2018, por lo que  si se desea incorporar esta Política como parte del Plan Estratégico actual la Comisión de Acceso deberá solicitar la incorporación al plan ya aprobado por la Corte Plena, sino la redacción de esta política deberá ampliarse para los planes estratégicos futuros.



 



La promoción de la incorporación de objetivos y metas en los planes anuales operativos, efectivamente es una labor en la que puede colaborar  la Dirección de Planificación, mas no asegura la implementación de la política, por cuanto representa solo una acción dentro del marco de la estrategia institucional que deberá definir la Comisión de Acceso a la Justicia, para lograr el cometido de la política.



 



La Dirección de Planificación como ente técnico colaborará en la definición de indicadores que puedan medir el impacto de la Política propuesta, por lo que la redacción salvo disposición diferente, deberá establecerse en que la Unidad de Acceso a la Justicia será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, para lo cual contará con el apoyo y asesoría técnica de la Dirección de Planificación.”
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Los informes anteriores se remitieron a análisis de la Comisión de Acceso a la Justicia, a cuyos efectos, la Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la citada Comisión, en oficio N° CACC-1630-2015 de 28 de agosto pasado, indicó:



“Deseo referirme a las observaciones que realizan a la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, las Direcciones de  Gestión Humana, Tecnología de la Información y Planificación.



 



         En primer lugar quisiera agradecer al Master José Luis Bermúdez por la excelente disposición para implementar en el ámbito de su competencia, las acciones que se derivarían de la Política de referencia una vez sea aprobada, porque de su atenta nota se desprende el compromiso y proyección para asumir esta tarea.



 



         En cuanto a las observaciones atinentes a la variable de afrodescendencia como una de auto identificación étnica, para obtener información desagregada sobre la situación y necesidades que enfrenta esta población. Es importante resaltar que de acuerdo con las manifestaciones realizadas por la Dirección de Tecnología de la Información, no existe inconveniente en el nivel técnico para incluirla en los sistemas.



 



         Ahora bien, resulta importante señalar que la auto identificación es un derecho humano corolario del derecho a la identidad, que al igual que el nombre, la identificación y la nacionalidad, permiten la individualización de la persona en sociedad.



 



         La Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, establece que las distintas instituciones deberán rendir informes anuales, y en su Plan de Acción señala como una obligación para el INEC “(…) Crear un sistema de información para la evaluación, que contemple aspectos demográficos, estadísticas vitales, educativas, salud, producción, acceso a la justicia y otras, que reflejen la situación, de la población indígena, afrodescendiente y migrante (y refugiada)[1]”



 



         Lo anterior visualiza la necesidad e importancia para el Poder Judicial, de crear un sistema de estadísticas paralelo, que permita cumplir con futuras obligaciones.



 



         Otro aspecto a resaltar es que durante los talleres de validación de la propuesta de esta Política, la propia comunidad afrodescendiente manifestó la necesidad de contar con estadísticas desagregadas, que faciliten el conocimiento de su situación y particulares necesidades, en relación con el derecho de acceso a la justicia.



 



         Las personas afrodescendientes consultadas estiman importante que el Poder Judicial cree una variable de auto identificación étnica, considerando que resulta discriminatorio no hacerlo, puesto que les invisibiliza como personas pertenecientes a un colectivo, del cual se sienten orgullosas.



 



         En relación con las observaciones que de manera general se refieren a definir la instancia responsable de ejecutar diferentes acciones plasmadas en la Política y su Plan de Acción,  cabe indicar que el instrumento es claro al identificar estas instancias,  según su competencia y especialidad.



 



         Asimismo, es importante en relación con los plazos para la ejecución, recordar que las políticas contienen lineamientos generales; brindan un marco de acción amplio y se complementan con otros mecanismos para fijar la temporalidad, por ejemplo, los planes anuales operativos.



 



         Finalmente, se considera propicia la ocasión para adicionar en la Introducción de la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, antes del punto a) lo siguiente:



 



“Asimismo, esta Política se inscribe en el marco de la reforma al artículo primero constitucional planteada por primera vez por la diputada afrolimonense Joyce Sawyers hace más de quince años, la reforma firmada el lunes 24 de agosto de 2015 establece el reconocimiento de Costa Rica como nación pluriétnica y multicultural. 



 



A partir de esta reforma se leerá el artículo primero de la siguiente manera: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural."



 



Este reconocimiento hace imperativa la elaboración, aprobación e implementación de  políticas institucionales  que visibilicen y reconozcan  las diversas étnias y culturas que conforman Costa Rica.



 



En el caso del Poder Judicial es fundamental el reconocimiento de las diversidades que conforman nuestro estado nación y de sus particulares necesidades, a efecto de permitir un efectivo acceso a la justicia que permita el eficaz ejercicio de los derechos humanos económicos, políticos sociales y culturales.



 



Por lo cual, se entiende que la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial permite no solo el efectivo cumplimiento del artículo 1° Constitucional, contribuyendo con esto a  una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional y la  conformación de nuestro país, sino también y sobre todo a hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas afro descendientes dadas sus particulares necesidades, lo que nos coloca como pioneros en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos”



 



         Y además un nuevo punto:



 



“h. EN CONCORDANCIA, con la Constitución Política que establece en su artículo primero: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural;”



        



         Esta reforma a la Constitución Política, es histórica y se da tras 15 años de lucha, reconociendo a los pueblos originarios y las migraciones que enriquecen la diversidad en nuestro país. El Poder Judicial, en este caso se ha colocado a la vanguardia en el tema, con la creación de la Política Institucional para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, y por ende se solicita interponer sus buenos oficios a fin de que para la próxima sesión de Corte Plena, se pueda presentar esta política institucional.”
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Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expresa: “Lo que se está presentado es una propuesta y debo hacerles saber a ustedes la trascendencia de esta política, si a bien lo tienen acogerla, porque sería a nivel latinoamericano e iberoamericano, el primer país que cuente con una de ellas.



En relación con este tema, hoy encontramos un taller que está llevándose a cabo desde la mañana en el tercer piso de este edificio, con el apoyo de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes que coordina la Magistrada Suplente de la Sala Segunda, doña Milagro Rojas; de personas migrantes y refugiadas coordinada por la Magistrada Julia Varela; de la Subcomisión de Diversidad Sexual que dirige la Magistrada Eva Camacho y de quien les habla en cuanto a la Subcomisión de Pueblos y Personas Indígenas, todas estas junto con la CONAMAJ, que es presidida por el Magistrado Román Solís y bajo la dirección de la Máster Sara Castillo, ha sido factible en el caso de hoy, para la población de afrodescendientes compartir esta política que se les presenta y que nos colocaría en un primerísimo lugar, respecto de países como Estados Unidos, Brasil, Colombia y a tono con la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, acorde a la reciente reforma que se ha dado a la Constitución Política en el artículo 1.



Este tema se ha venido tratando por parte de algunas diputadas como lo es Epsy Campbell, quien ha sido una lideresa en este campo, para que el Poder Judicial de alguna manera visibilizara este grupo de personas en estado de vulnerabilidad social.



Ella quería estar aquí para escuchar lo que se va a decir, por el esfuerzo tan grande que se ha hecho sobre todo desde las Presidencias del Poder Judicial, quienes nos han apoyado en esto.



Debo hacerles saber que como una Subcomisión más, la de las personas afrodescendientes, no vendría a engrosar el presupuesto del Poder Judicial. Ya existe la Unidad Acceso a la Justicia y tanto quien les habla cuanto su ejecutora Alejandra Monge están en completa disposición de tomar ésta como una más de las Subcomisiones y de llevar a cabo la política que brevemente trataré de hacerles saber.



Desde el año 2012 a raíz de la inclusión de las Reglas de Brasilia, el Poder Judicial realiza estas acciones. La Comisión de Acceso a la Justicia de este Poder de la República, a instancia responsable de velar por los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, tomó esta decisión de promover la creación de la Subcomisión.



Así nace a la vida institucional la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, que coordina la Magistrada Milagro Rojas. Esta subcomisión fue creada en coordinación con la Defensoría de los Habitantes en noviembre de 2013; en un taller de acceso a la justicia para personas afrodescendientes. Su principal objetivo fue determinar a partir de un diagnóstico previo, los requerimientos que coadyuvaran a facilitar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



Esta actividad visibilizó la necesidad de diseñar e implementar una política institucional para el acceso a la justicia, con su correspondiente plan de acción, en este caso para las personas afrodescendientes y se avocaron con diversas instancias judiciales, a coordinar, junto con la Universidad de Costa Rica, la Cancillería, el Comisionado Presidencial para asuntos de afrodescendencia y con líderes y lideresas afrodescendientes, a fin de diseñar una propuesta de Política Institucional para el Acceso a la Justicia y su plan de acción.



Con el fin de obtener recursos para diseñar este instrumento en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial y con el apoyo de la Comisión de Acceso a la Justicia se formuló un proyecto, que fue presentado ante la Comisión Costarricense de Cooperación con la UNESCO.



Este proyecto 7290116143 denominado “Promoción del Acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes en el Poder Judicial”, fue aprobado por la UNESCO, considerándolo el principal proyecto a desarrollar durante el año 2015.



Asimismo, el Consejo Superior en sesión número 15-15, artículo LIV, celebrada el 19 de febrero de 2015, lo declaró de interés institucional.



El proyecto de política contiene un marco internacional y nacional donde ahí citan todas las normas y todo el ordenamiento jurídico que lo rige, o en el que se fundamenta.



Luego se habla de la trascendencia política de este proyecto de reforma a la Constitución Política, que vino a incluir la pluriculturalidad y multietnicidad, pero más que eso es la incorporación real de todas estas normas, por lo cual, resultaba pertinente que el Poder Judicial lo hiciera mediante talleres, con participación viva para quienes iba dirigido.



Su aprobación como política institucional coadyuvaría al cumplimiento de los objetivos planteados en la “Política Nacional para una sociedad libre de racismo”, brindando las herramientas necesarias para dar sostenibilidad a las acciones en pro de los derechos de las personas afrodescendientes, todo en el marco del Decenio de las personas afrodescendientes, decretado por Naciones Unidas.



Dentro de los objetivos están:



1. Ampliar el acceso a la justicia y el efectivo ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica.



2. Combatir la persistencia del racismo y la discriminación racial aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia e interculturalidad.



3. Dirigir esfuerzos institucionales a la erradicación del racismo estructural, y las limitantes para ejercer los derechos humanos de las personas afrodescendientes en las fronteras nacionales.



Dentro del diseño de la política y relativo al proceso el proyecto se llevó a cabo de manera exitosa, mediante la ejecución de doce talleres programados (4 de diagnóstico y 8 de validación), y la interacción que tuvimos en todo el país con los diferentes talleres. Estos se realizaron para facilitar y obtener un panorama más amplio de las necesidades de la población afrodescendiente a lo largo y ancho del país y conocer su cosmovisión; sobre todo su percepción sobre el acceso a la justicia y la delimitación clara de sus particulares necesidades.



El proceso de validación a través de talleres brindó la posibilidad de enriquecer el documento con la perspectiva de las personas participantes. A su vez, dejamos así una memoria gráfica de los talleres de diagnóstico y validación que dejan las remembranzas que se dieron en todo un año.



La estructura política contiene un considerando de introducción, otro de definiciones, otro de principios, el siguiente de metas, para finalizar con el plan de acción en los diversos ámbitos del Poder Judicial jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo.



Cuenta el proyecto y, espero que si hay algún enriquecimiento nos lo hagan saber, con varias definiciones como Acceso a la justicia, Condición de vulnerabilidad,Discriminación étnico-racial, Racismo estructural, Discriminación indirecta por motivos étnico-raciales, Discriminación múltiple o agravada, Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, qué se entiende dentro de las definiciones por estas personas.



En la sección segunda se encuentran los principios generales de Igualdad, No discriminación racial, La interculturalidad, el principio de equidad, el control de convencionalidad, protección especial, el principio de Inclusión y Transversalidad.



En la sección tercera se establecen las metas a través de ejes estratégicos como capacitación permanente en todos los ámbitos, acciones afirmativas, temarios de exámenes con temas sobre derechos de personas afrodescendientes, realización de estudios, protocolos de atención, estadísticas desagregadas, variable ética-racial, enfoques y conceptos transversales, responde a la sección tercera, dice así: “reconocimiento al carácter multiétnico y pluricultural, enfoque diversidad y de derechos humanos, participación ciudadana.



El tema de la afrodescendencia debe trabajarse con el involucramiento de las personas afrodescendientes, tal y como se hizo durante la coordinación y construcción de esta política, visibilización de la discriminación en el perfilamiento racial.



Entre otras de las metas están: “Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad.



Lograr que los principios de igual y no discriminación sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales.



La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente, a través de los idiomas inglés y el criollo limonense.



Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales resoluciones relacionadas con estos derechos hacia la población afrodescendiente de forma desagregada.



Coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones, e instancias con metas afines para brindar atención integral.



Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la Administración de Justicia para las personas afrodescendientes.



Informar, formar y concienciar al personal judicial mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, con el fin de hacer efectivos los derechos de esta población, a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación.



También se piensa en campañas de divulgación sobre las formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla, en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial.



Se dará un monitoreo de esta política creándose los mecanismos necesarios para ello.



La prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad, acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio.



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de esta política y su plan de acción, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



La Subcomisión de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar sobre esto y, como les expliqué, no hay un gasto mayor que se pueda visibilizar.



Se debe tomar en cuenta el idioma y la cultura de las personas comparecientes y las particulares étnicas, a fin de eliminar todo mal entendido o sesgo atribuibles que pudiese ocasionar un trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y límite al acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



Se espera la aplicación de Convenciones Internacionales, abstención de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, ejecución de la pena, velar porque en esta etapa no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes, basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos.



El uso del lenguaje inclusivo en las sentencias y resoluciones emitidas respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



También dentro del plan de acción se contempla el ámbito administrativo con el apoyo de la Dirección de Planificación, con el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia, la capacitación como indiqué, tiene que instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia los afrodescendientes y promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de estas personas.



Dirigirse a la eliminación de perjuicios y reconocer las contribuciones de estas personas a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



Aumentar y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente.



La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, desde la sensibilización a la concienciación, pasando por la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportes según su área de trabajo.



La información y la divulgación ya les expliqué que estará propuesta dentro de este plan de acción y dentro de la política.



La gestión humana es muy importante, porque pretende que se promuevan todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, para que puedan optar por el acceso a todos los puestos de la Administración de Justicia sin discriminación alguna, de manera que los sistemas de contratación reflejen apropiadamente la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias.



El ámbito auxiliar jurisdiccional también se considera importante como lo es el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial.



Igualmente las relaciones interinstitucionales con la ejecución del trabajo con un enfoque interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes. En la medida de lo posible debe entablar relaciones con las siguientes instituciones:



-Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



-Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.



-Comisión de Derechos Humanos. Subcomisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa.



-Defensoría de los Habitantes.



-Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



-Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



Dejo con esta exposición en términos breves todo el contenido que se les aportó desde hace días de la propuesta y del plan de acción.



Les hago ver, para lo que a bien estimen, la trascendencia que esto significa, no solo para Costa Rica, para el Poder Judicial, sino hacia lo que vamos dirigido conforme lo expuso el Papa ayer, más que ideologías, hay que tener presente que hay seres humanos detrás de ellas, y es hacia esas personas -en este caso los afrodescendientes- a quienes debemos efectiva y realmente darles el trato que como seres humanos merecen”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, SALIÓ EL MAGISTRADO ARMIJO.



Interviene la Magistrada Varela: “En primer lugar agradecer a la Magistrada Escoto por la exposición de este trabajo tan importante que la Subcomisión correspondiente con todo el esfuerzo y la planificación ha hecho.



Observo que el contenido es muy conveniente y necesario para lograr llevar a cabo lo que se propone con las Reglas de Brasilia, también la forma como se ha estructurado y eso es muy importante.



Esto nos obliga a muchas cosas, pero la política siempre tiene acciones y metas y hay que trabajar en eso.



Tenemos que tener mucha claridad de que es parte de lo que tenemos que ir incorporando dentro del marco del Plan Estratégico, y de las acciones que anualmente se proponen para dar cumplimiento, esta es una más de las políticas institucionales de acceso a la justicia de los grupos vulnerables.



Es muy importante que se tenga toda esta referencia clara y la Comisión que la Magistrada Escoto dirige debe tener bien claro que todas las políticas que están tendiendo a cumplir con las Reglas de Brasilia, tiene que dárseles igual trato de importancia y articulación de acciones para llevarlas a cabo, porque de lo contrario estaríamos haciendo mal, aprobamos una política, pero luego no aprobamos los contenidos de apoyo que se requieren para esto.



Este es un gran esfuerzo institucional, es loable el trabajo que ha hecho esa Subcomisión y es importante tenerlo presente.



Quiero felicitar a la Subcomisión por el gran esfuerzo realizado, igual que con las otras políticas que se han aprobado, tengo claro que van en aras del respeto básico y del acceso a la justicia de los grupos más vulnerables y, por lo tanto, hay que hacer los esfuerzos que ello requiere”.



Manifiesta la Magistrada Camacho: “En el mismo sentido de la Magistrada Varela, más que felicitar a la Magistrada Escoto, quiero agradecerle por el planteamiento tan claro, concreto y con una metodología tan participativa con que se ha logrado la política.



Considero que las poblaciones en estado de vulnerabilidad a cargo de cada uno de nosotras como magistradas, pues se hace un doble o triple esfuerzo, primero porque no contamos con un contenido presupuestario, no impactan económicamente en mayor sentido, pero es necesario ir pensando a futuro que estas Subcomisiones a través de la Comisión General de Acceso a la Justicia, lleguen a tener mayor representatividad en lo que se refiere al presupuesto del Poder Judicial.



El esfuerzo es muy grande, de momento como bien lo señaló la Magistrada Escoto no va a incidir, pero debemos ir haciendo acciones más concretas para tener un esfuerzo que determine en realidad pasos más claros y firmes en cuanto a acciones dentro de la institución.



En el tema de la Comisión de Diversidad Sexual hemos notado un cambio radical en lo que es la capacitación a partir de la aprobación de la política. Espero que lo mismo suceda en la Subcomisión que dirige la Magistrada Escoto”.



Refiere la Magistrada Arias: “Quiero unirme al regocijo que invade a esta Corte con ocasión de esta política que ha sido presentada hoy. Sin duda alguna si se hicieran los ADN de cada uno de los costarricenses y las costarricenses, muy probablemente encontraríamos genes de esa huella que ha significado la negritud en nuestra descendencia y ascendencia.



El visibilizar y el potenciar medidas que impliquen reconocimiento de estos derechos fundamentales de personas afrodescendientes, sin duda alguna nos pone a tono con este catálogo de reconocimiento de derechos fundamentales.



Quiero agradecer a la Magistrada Escoto su exposición, estuvo muy bien, pero también quiero agradecer a las personas que han trabajado directamente esta política, específicamente a las máster Milagro Rojas Espinoza y Alejandra Monge Arias, a quienes las he visto un día sí y otro también, esforzarse por hacer este trabajo conjunto que implicó también una sinergia muy importante con el Poder Ejecutivo, con el Delegado Presidencial y con el equipo técnico con el que trabajaron.



Asimismo, con las señoras diputadas que, representando precisamente su negritud y muy orgullosas de ello en la Asamblea Legislativa, no solo motivaron para la modificación constitucional, sino también en este aporte que se ha realizado.



Sin duda alguna nos ponemos una flor en el ojal y, además, avanzamos en este reconocimiento de derechos fundamentales.



Quiero hacer una consulta en relación con esta política y es cómo la política considera en especial a las niñas, niños y adolescentes, y si esa política tiene esto en particular, porque si no lo tiene haría una gestión para que se incorpore dentro del esbozo de la política como en los planes de acción, actividades en concreto para los niños, niñas y adolescentes.



Lo anterior, considerando que lo que han llamado discriminaciones múltiples o discriminaciones agravadas aquí encontramos, y lo digo porque estamos trabajando en este momento en concreto en la zona de limón, que los niños que tienen esa condición, pero además que tienen la condición de ser indígenas afrodescendientes o de otras culturas y, además, la condición de minoridad tienen una vulneración muy grande de derechos.



De hecho cuando tratamos de buscar en ese diagnóstico inicial cómo se representaban estos niños afrodescendientes o pluriculturales dentro del espectro de una política pública, no lográbamos ubicar nada que se hubiera hecho en concreto en favor de estas poblaciones, siendo que, este es un tema que nos interesa por el acceso a la justicia, me gustaría saber si hay algo en concreto o es en general, siendo así tendríamos que hacer una adecuación particular para los niños, niñas y adolescentes y dentro de este grupo a aquellos que están en conflicto con la Ley Penal Juvenil”.



Responde la Magistrada Escoto: “Lo que indicó la Magistrada Escoto es sumamente importante. Hoy en la mañana se dejaba ver cómo dentro de las poblaciones que pueden llamarse vulnerables por alguna situación, se dan personas que en sí mismas representan y reflejan una serie de vulnerabilidades como lo serían las niñas, las mujeres, las ancianas, por ejemplo, y que, además de ser ancianas, mujeres, indígenas y afrodescendientes, sean itinerantes o tengan algún grado de discapacidad.



Esto se analizó porque es sumamente importante para atender estas poblaciones que en sí mismas reflejan muchísimas discriminaciones. Por eso se habló de la necesidad de que tiene que ser un trabajo interinstitucional y si ya el país cuenta con una política sobre el tema, pues se está tratando de ver de qué manera se logran planes, trabajos y acciones a través del Ministerio de Educación Pública, la Defensoría de los Habitantes y, por supuesto, del Poder Judicial de la institución que usted regula y dirige, la cual es la Escuela Judicial.



Desde ese ámbito la invitamos y le pedimos toda su cooperación y supongo que doña Milagro Rojas, quien es la lidereza en eso lo va a hacer, para determinar de qué manera con personas especialistas y especializadas en el tema, podemos enfrentar esta situación real a la que usted se refiere.



Hoy en la mañana estaba la doctora Rina Cáceres, Directora de la Cátedra de Estudios de África y del Caribe de la Universidad de Costa Rica, quien es la encargada en cuanto a la historia y la forma de combatir esa discriminación por raza; y creo que tenemos que trabajar de la mano.



La invito y le pido la ayuda que se requiera para ello, igualmente en cuanto a lo que han expuesto las Magistradas Varela y Camacho, gracias porque sé que ustedes y como lo dije antes, ha sido por la ayuda también de las diferentes Subcomisiones, en este caso de personas migrantes y de personas con diversidad sexual, como hemos logrado esta otra política.



Esto me lo encargó doña Milagro quién está en este momento con todas las personas afrodescendientes en el tercer piso, para hacerles ver que estimo y considero que dentro de la Unidad de Acceso a la Justicia, tenemos y debemos darle un trato igualitario a todas las Subcomisiones, y si en algún momento existe una duda o hay un trato un poco sesgado hacia un grupo que puede ser lógico, normal o natural, les pedimos hacérnoslo saber para ver de qué manera logramos lo que ustedes pretendan.



Agradecemos que estén al frente de cada Subcomisión con esa integridad y con esa misión de que se les trate por igual”.



SALE LA MAGISTRADA ROJAS.



Expresa la Magistrada Ari as: “La Magistrada Escoto no me contestó la consulta que hice, en el sentido de si los niños, niñas y adolescentes dentro de esta política jugaban un rol específico.



Me imagino que probablemente no están especificados, entonces instaría para que se incorpore dentro de esta política y sea aprobado también por esta Corte Suprema de Justicia, una mención especial sobre la necesidad que tenemos de trabajar con los niños, niñas y adolescentes”.



Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Lo disponemos de esa forma y aprobamos la política que se ha sido presentada a esta Corte”.



Se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes presentados por la  máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el licenciado Elías Muñoz Jiménez, Directora y Subdirector interinos de Planificación. 2.) Con la observación formulada por la Magistrada Arias, aprobar la propuesta de la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, cuyo texto deberá leerse de la siguiente manera:         



“Política  Institucional  para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial  y su Plan de Acción.



Introducción



Se estima que en las Américas hay alrededor de 200 millones de personas que se identifican a sí mismas como afrodescendientes De la misma forma, estudios realizados demuestran que constituyen una de las poblaciones más pobres y marginadas. En el caso de Costa Rica, la situación no es diferente,  y   esta población que representa el  7,8 %  por ciento de la  población, (Censo del 2011),  ha sufrido de constantes e históricas violaciones a sus derechos, debido a condiciones de discriminación estructural,  que han incidido  en un acceso limitado a  la  justicia, el empleo, la vivienda, la educación y   las prestaciones sociales.



Según datos del Censo del 2011,  las personas afrodescendientes presentan entre otras características, una menor proporción de ocupaciones a nivel directivo, un componente alto de personas trabajadoras no calificadas, un menor acceso al seguro social y pensiones, así como una mayor cantidad de necesidades básicas insatisfechas.



La tasa de desempleo abierta para personas  blancas y mestizas, es de un 1,7 %  mientras que la de personas afrodescendientes  es de un 2.3%. De los puestos en niveles directivos - públicos o privados-  un 8,1  son ocupados por personas afrodescendientes, a diferencia de quienes se autoidentifican como  personas blancas y mestizas que ocupan el 15.0% de estos puestos. Asimismo, mientras que la cantidad de ocupaciones elementales para personas afrodescendientes es de un 27.5%,  para personas blancas y mestizas es de un 20.5%.



Además,  en relación con las personas afrodescendientes se tienen los siguientes datos: el 4.0% de esta población carece de acceso a bienes y servicios, 12.8% a infraestructura física sanitaria, 15.1% a albergue digno y un 8,2% no tiene acceso al conocimiento; por el contrario para personas blancas y mestizas los datos varían en la siguiente proporción: 2,5% con carencia de acceso a bienes y servicios, 8.9% a infraestructura físico sanitaria, 9,6% a albergue digno y un 6.4% sin acceso al conocimiento.



La tasa de hogares con pobreza extrema, es de un 8.5 % para personas afrodescendientes y de un 5.0 % para personas blancas y/o mestizas. En relación con el seguro social hay un 18.7% de afrodescendientes sin acceso a este servicio, a diferencia de la taza para la población blanca o mestiza, que es de un 13.8 %.



[bookmark: _ftnref11]Finalmente, la cantidad de personas afrodescendientes con acceso a computadora e Internet es de un 42.4% y un 39.1% respectivamente en relación con un 49.9% y un 46.6% en el caso de personas blancas y/o mestizas[2].



La discriminación estructural manifestada en esas cifras, aunada al hecho de que las y los afrodescendientes pueden sufrir de formas múltiples y agravadas  de discriminación por  motivos conexos,  tales como la edad, el género, el idioma, la religión, el origen social, la discapacidad u otras condiciones socioculturales,  ha llevado a la necesidad de promulgar  una serie de normas tanto nacionales como internacionales, destinadas a  la promoción y efectiva  protección de sus derechos humanos.



Desde la aprobación de la Convención contra la Esclavitud en 1926, hasta hoy se han  concebido  instrumentos internacionales destinados a prohibir,  la trata de personas esclavizadas, el racismo  y sus efectos en las estructuras institucionales, entre ellas:



La Declaración Universal de Derechos Humanos,  la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la proclamación del 21 de marzo en 1966 como el Día Internacional de la Eliminación de la Discriminación Racial, la Declaración de 1973-1982 como el Primer Decenio de la lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial,  la celebración entre 1978 y 1983  de la Primera y la Segunda Conferencias Mundiales contra el Racismo, la proclamación de Naciones Unidas del Segundo y Tercer Decenios de la lucha contra el Racismo, la Celebración en el 2001 de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, donde se reconoce que las y los afrodescendientes continúan siendo víctimas  de las  consecuencias de la trata de personas esclavizadas,  el colonialismo y el racismo, la proclamación en el 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendientes, y la reciente proclamación por parte de la Asamblea General de la  ONU, del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, proclamado por resolución 68/237 con el lema: “Reconocimiento, Justicia y Desarrollo”.



A nivel nacional también se han creado una serie de normas destinadas a erradicar la discriminación racial, dentro de los esfuerzos más recientes se encuentra la Creación de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia, 2014-2025, mediante la cual se reconoce que las y los  afrodescendientes representan un grupo específico, cuyos derechos humanos deben promoverse y protegerse.



Asimismo, en enero de 2015 el Presidente de la República  nombró un Comisionado Presidencial para Asuntos Afrodescendientes  y en la Gaceta número 77 del 22 de abril se publicó la directriz 022-P: “Sobre el Decenio Internacional de los Afrodescendientes” el cual establece la obligación para las dependencias del gobierno central e instituciones descentralizadas, de formular políticas públicas destinadas a cumplir con los planteamientos del Programa de Actividades del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución número 69/16.



No obstante,  pese a los avances normativos mencionados,  la discriminación racial, tanto directa como indirecta siguen manifestándose y reavivan  la importancia de contar con políticas institucionales consecuentes,  que permitan el acceso a la justicia de todas las poblaciones especialmente de aquellas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, esta Política se inscribe en el marco de la reforma al artículo primero constitucional planteada por primera vez hace más de quince años, por la diputada afrolimonense Joyce Sawyers. La reforma firmada el lunes 24 de agosto de 2015 establece el reconocimiento de Costa Rica como nación pluriétnica y multicultural. 



 



A partir de esta reforma se leerá el artículo primero de la siguiente manera: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural."



 



Este reconocimiento hace imperativa la elaboración, aprobación e implementación de  políticas institucionales  que visibilicen y reconozcan  las diversas etnias y culturas que conforman Costa Rica.



 



En el caso del Poder Judicial es fundamental el reconocimiento de las diversidades que conforman nuestro estado nación, y de sus particulares necesidades, a efecto de permitir un efectivo acceso a la justicia que permita el eficaz ejercicio de los derechos humanos económicos, políticos sociales y culturales.



 



Por lo cual, se entiende que la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, permite no solo el efectivo cumplimiento del artículo 1° Constitucional, contribuyendo con esto a  una reforma estructural sobre la construcción de la identidad nacional y la  conformación de nuestro país, sino también y sobre todo,  contribuye a hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas afro descendientes dadas sus particulares necesidades, lo que coloca a la institución como pionera en el cumplimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos; por tanto,  el Poder Judicial de Costa Rica:



 



a.     RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito institucional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y grupos sin distinción alguna, por motivos de raza, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen social, posición económica, condición de persona migrante y/o refugiada, discapacidad o cualquier otra condición social; 



b.     REAFIRMANDO el compromiso institucional con la implementación de las Cien Reglas de Brasilia sobre  Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad;



c.     REVALIDANDO el compromiso con la erradicación de todas las formas  de discriminación que afectan a las personas afrodescendientes en Costa Rica;



d.     CON EL CONVENCIMIENTO de que los principios de igualdad y de no discriminación son fundamentales para garantizar el acceso a la justicia  entre los seres humanos;



e.     TENIENDO EN CUENTA que la existencia y persistencia del racismo, el sexismo y la xenofobia hacia  las personas afrodescendientes,  afectan en mayor o menor grado  el  acceso a la justicia y  el ejercicio de sus derechos humanos económicos, políticos, sociales, y culturales, como pueblos.



f.       CONSIDERANDO que una sociedad pluriétnica multicultural y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, religiosa, de género y sexual de toda persona y crear las condiciones que le permitan expresar, preservar y desarrollar su derecho a la identidad; 



g.     CONSCIENTES, de la necesidad de crear un instrumento idóneo, que plasme los principios y más altos valores institucionales, cuyos postulados brinden los lineamientos que contribuyan a generar un cambio orientado al respeto de la diversidad, la no discriminación racial y la inclusión social plena;



h.     EN CONCORDANCIA, con la Constitución Política que establece en su artículo primero: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural;



 



Acuerda adoptar la presente Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, destinados a asegurar las condiciones para brindar un trato equitativo y no discriminatorio, que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.



Sección I



Definiciones



 



En concordancia con los fines de esta Política y su Plan de Acción, se entenderán vigentes las siguientes definiciones:



 



Acceso a la justicia



 



Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que permitan garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes,promoviendo un trato digno y proscribiendo toda discriminación, a fin de alcanzar el objetivo de una justicia pronta y cumplida.



 



Acciones afirmativas



 



Se entienden como acciones afirmativas para efectos de esta Política, toda medida encaminada a corregir o compensar discriminaciones presentes o pasadas, o para impedir que la discriminación se reproduzca en el futuro, y que están orientadas a promover la transformación en el comportamiento y mentalidad institucional, de manera que permita la materialización de la igualdad de oportunidades,  y una mayor representatividad  de las personas afrodescendientes.



 



Condición de vulnerabilidad



 



De acuerdo con la definición utilizada en las Reglas de Brasilia, esta expresión designa a “aquellos grupos de personas que por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.



 



[bookmark: _ftnref12]La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico”.[3]



 



[bookmark: _ftnref13]Discriminación étnico-racial[4]



 



Es una construcción social que redunda en una serie de barreras actitudinales y del entorno, que la sociedad genera y que teniendo como base el estereotipo,  el prejuicio, el estigma, el miedo y la ignorancia, limitan la participación plena de colectivos y personas en igualdad de condiciones, generando exclusión social. Al ser una construcción social tiene las siguientes características:



 



-Se transmite de generación en generación, a través de los medios de comunicación, literatura, el sistema educativo,  la publicidad y lugares de enunciación.



 



-Está en constante evolución y mutación, depende de patrones sociales y culturales que se traducen en un tratamiento negativamente diferenciado, hacia las personas sobre las cuales recae un prejuicio racial basándose en la falsa creencia de que el fenotipo y las características físicas, determinan la personalidad  y la conducta.



 



-Restringe el acceso de las personas discriminadas al pleno disfrute y goce de recursos, servicios y derechos.



Es en suma, todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo basado en el origen étnico-cultural (hábitos, costumbres, indumentaria, símbolos, formas de vida, sentido de pertenencia, idioma y creencias de un grupo social determinado) y/o en las características físicas de las personas (como el color de piel, facciones, estatura, color y forma de cabello, etc.) que tenga como objetivo o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de las personas en la esfera política, económica, social y cultural y que desemboca en un trato diferenciado en forma negativa en contra de la persona discriminada, que tiene por efecto la anulación o menoscabo en el reconocimiento, ejercicio y/o goce de un derecho.



La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en su artículo 1 párrafo 1  señala que “(…) la expresión discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”



 



Racismo estructural



 



[bookmark: _ftnref14]Es el conjunto de factores, valores, prácticas, patrones, estereotipos, mensajes, iconos o signos  que colaboran con la reproducción naturalizada[5] de estereotipos  sobre personas pertenecientes a un grupo humano diverso, que termina por colocarlas en posición de menor prestigio y autoridad vulnerabilizándolas. Se reproduce en prácticas institucionales y patrones de conducta, de raigambre histórica y cultural, que representan desventajas, que inhiben el acceso a los servicios que las instituciones ofrecen, lo que hace necesaria, la aplicación de tratamientos diferenciados, adecuados al momento histórico.



 



[bookmark: _ftnref15]Para los efectos de esta Política la situación de discriminación estructural, que sufre la población afrodescendiente,  debe ser analizada a la luz de los obstáculos que enfrentan estas personas, para poder acceder a los mecanismos de justicia internos en igualdad de condiciones y obtener reparación a la discriminación sufrida. [6]



 



Discriminación indirecta por motivos  étnico-raciales



 



[bookmark: _ftnref16]Al tenor de lo establecido en la Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia “es la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutro pone a personas de una etnia en desventaja particular con respecto a personas de otra  etnia  salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados”. [7]



 



Discriminación múltiple o agravada



 



Entendida como toda restricción descrita, de forma concomitante, en dos o más de las políticas institucionales de acceso a la justicia para las  poblaciones en condición de vulnerabilidad, y que tenga por objetivo o efecto anular o limitar el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



Efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes



 



Se refiere al conjunto de medidas, facilidades, servicios, ajustes y apoyos que permiten garantizar sin discriminación alguna, el goce de los servicios judiciales a las personas afrodescendientes, para el pleno ejercicio de sus derechos y por ende, para la consecución de una justicia pronta, cumplida y con rostro humano.



 



Personas Afrodescendientes



 



[bookmark: _ftnref17][bookmark: _ftnref18]El término afrodescendiente define a quienes reconocen en África su lugar de origen territorial común, y lleva implícito  un complejo sistema de mestizaje, una experiencia común con la esclavitud y el racismo, así como formas comunes de resistencia y opresión[8]. Este término ha sido baluarte de la resistencia cultural y política y del reconocimiento de una herencia ancestral, que visibiliza tanto el racismo históricamente ocultado, como los aportes de las africanas y los africanos en América, considerando que la identidad cultural y situación actual de las personas afrodescendientes, está ligada tanto a esa herencia ancestral Africana como a la situación de esclavización vivida  en las Américas[9]. 



 



Para efectos de esta Política y su Plan de Acción, se entiende por persona afrodescendiente, a toda aquella persona que se auto identifica como descendiente de africano o africana y reconoce en su identidad la ancestralidad africana y/o, que es  descendiente de personas de origen africano, que fueron víctimas del desarraigo forzado y  el tráfico trasatlántico de personas esclavizadas.



 



Sección II



Principios generales



 



Esta Política y su Plan de Acción se han de interpretar teniendo como fundamento los principios que a continuación se citan, los cuales deben  orientar la actuación de las personas funcionarias judiciales y han de considerarse en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan y cumplen una función específica, que tiene como fin promover un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.



 



Sin ser una lista taxativa, se señalan los siguientes principios:



 



Igualdad



 



Implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población afrodescendiente dentro del marco de los valores constitucionales y de la normativa nacional e internacional de aplicación en Costa Rica, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la normativa aplicable.



 



No discriminación racial



 



Promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en criterios étnico-raciales hacia personas afrodescendientes, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 



Para su cumplimiento, es indispensable que se otorgue una protección efectiva que tome en cuenta sus particulares características económicas,  sociales y culturales, así como  las  situaciones de especial vulnerabilidad  a que se puedan ver expuestas por motivos étnico-raciales.



 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación tanto a las personas usuarias afrodescendientes, como entre las personas funcionarias judiciales afrodescendientes que laboran en la institución, y se materializará mediante acciones que aseguren un nivel óptimo de comunicación, acceso a la información y tratamiento respetuoso que facilite y permita el derecho de acceso a la justicia.



 



En ese sentido,  cabe indicar que no constituyen discriminación las  acciones afirmativas, destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes en condiciones de igualdad, siempre que tales medidas no impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos. 



 



La interculturalidad



 



Plantea la necesidad de reconocer las diversidades culturales que existen en las sociedades,  a efectos de promover la convivencia pacífica y respetuosa entre grupos cultural y socialmente distintos, a través del diálogo asertivo y el respeto mutuos y se materializa en la incorporación de conductas, y la eliminación de barreras actitudinales basadas en prejuicios étnico-raciales, que impiden un efectivo acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como en un reconocimiento positivo de la diversidad  humana como elemento de la riqueza existente en un Estado multiétnico y pluricultural como el costarricense.



 



Las personas funcionarias judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, y entenderán la afrodescendencia como parte de esa diversidad nacional, que junto con otros aspectos tales como: el nombre, la edad, la etnia, la cultura, el género, la condición socioeconómica, la orientación sexual y/o la  condición de  discapacidad, conforman a la persona y su identidad.



 



El principio de equidad



 



Impulsa a las personas funcionarias judiciales a tomar en cuenta el trasfondo humano de los conflictos, y se materializa en la consideración de las condiciones personales, familiares, étnicas, culturales, sociales y económicas en cada uno de los casos de manera que se garantice un efectivo ejercicio de derechos.



 



Protección especial



 



Se materializa en las especiales consideraciones que deben recibir, las personas afrodescendientes que tengan la doble o triple condición de vulnerabilidad en razón de ser mujeres,  niñas, niños, personas jóvenes, personas LGBTI, personas adultas mayores, migrantes, refugiadas, personas privadas de libertad adultas o menores de edad, víctimas de delitos o personas con discapacidad, a efectos de que se considere con especial relevancia  el resguardo y efectivo ejercicio de derechos según sus particulares necesidades y de esta forma se garantice el  derecho de acceso a la justicia como requisito sine qua non para una efectiva defensa de los derechos económicos, políticos, sociales y culturales.



 



El principio de Inclusión



 



Implica la creación de procesos y la implementación de acciones que lleven a superar las desventajas sociales, económicas y culturales y permitan que se esté en condiciones de gozar de los derechos y ejercer la participación ciudadana, superando la estigmatización que conlleva la pobreza, la marginación  la exclusión y el racismo.



 



Transversalidad



 



Su materialización implica la incorporación de las necesidades, aspiraciones y características de la diversidad de personas, colectividades y pueblos. En el caso de las personas afrodescendientes, implica la consideración de sus voces en la elaboración de acciones y estrategias de manera que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de la presente Política y su Plan de Acción.



 



El control de convencionalidad



 



Entendido como mecanismo que debe ser llevado a cabo por las instancias  judiciales domésticas,  y que involucra la comparación entre el derecho local y el supranacional,  de manera que no exista incompatibilidad y se apliquen efectivamente los instrumentos internacionales de aplicación en Costa Rica, incluyendo las normas de derecho emergente y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



 



Sección III



Metas



 



1. Incorporar en las actuaciones institucionales el principio de interculturalidad, basado en el respeto a la diversidad,  que tome en cuenta un acceso  en igualdad de condiciones, de acuerdo al sexo,  género, nivel educativo, grupo etario,  condición de discapacidad, etnia y cultura.



 



2. Lograr que los principios de igualdad y no discriminación, sean pilares fundamentales en el trato a las personas usuarias, y entre los funcionarios y funcionarias judiciales. La incorporación de estos y otros principios deberá ser complementada, con los valores contenidos en el Manual de Valores Compartidos y la Política Axiológica del Poder Judicial.



 



3. Facilitar una oportuna, eficiente y eficaz comunicación entre el personal judicial y la población afrodescendiente. La institución proveerá en caso de necesidad, personas traductoras cuando se tenga como lengua materna  un  idioma diferente al español. Ello incluye la necesidad de contar con personas traductoras en inglés criollo limonense, en especial en aquellos distritos judiciales, donde existe mayor concentración de afrocostarricenses, para quienes ésta es su lengua materna.



 



4. Promover la realización de estudios sobre el acceso a la justicia  de las personas afrodescendientes, sus particulares necesidades, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación racial  e intolerancia, con el objetivo de obtener  conocimientos que impacten positivamente  la prestación de  servicios en los ámbitos  Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo del Poder Judicial, para garantizar el efectivo acceso a la justicia.



[bookmark: _ftnref19]5. Incluir en todos los sistemas o registros judiciales de recolección de datos, la variable afrodescendencia como una variable de autoidentificación étnica, de manera que se pueda extraer información desagregada, que visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente con un enfoque de género y diversidad, con el fin de tomar las medidas correctivas pertinentes. Se recomienda incorporar una pregunta específica sobre autoidentificación étnica racial, idéntica a la del censo del 2011.[10]



6. Generar estadísticas desagregadas por edad y sexo a través del diseño y aplicación de herramientas adecuadas, que permitan recolectar y compilar datos de interés sobre la situación de las personas afrodescendientes y el acceso a la justicia.



 



7. Compilar e incorporar en los registros jurisprudenciales, resoluciones relacionadas con los derechos inherentes a la población afrodescendiente, de forma desagregada.



 



8. Incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera Judicial, o cualquier otro sistema de evaluación para ingresar a laborar en la institución), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente la discriminación racial (con especial consideración de la discriminación estructural), sus formas de manifestación y consecuencias, de manera que el conocimiento de la temática, se refleje en  los criterios establecidos para acceder a un puesto en el Poder Judicial.



9. Fortalecer la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Afrodescendientes, como instancia coordinadora, y a la Unidad de Acceso a la Justicia como instancia ejecutora de esta Política y su Plan de Acción, para asegurar su efectividad.



 



10. Promover la coordinación con todas las instancias judiciales, así como con otras instituciones y/o instancias con metas afines, de manera que se facilite una atención  integral de  las necesidades de la población afrodescendiente.



 



11. Promover la creación de convenios interinstitucionales que contribuyan al mejoramiento de la administración de justicia para personas afrodescendientes.



 



12. Informar, formar y concienciar al personal judicial, mediante la creación de cursos de capacitación permanentes, en relación con la normativa nacional e internacional y sobre los mecanismos para acceder a la justicia, para hacer efectivos los derechos de esta población. Ello a través de la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación, lo cual debe programarse a corto plazo.



13. Desarrollar campañas de divulgación sobre las  formas de discriminación racial y mecanismos para erradicarla en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, de manera que se promueva un cambio positivo en la cultura judicial, aprovechando  -entre otras- las plataformas informáticas con las que cuenta la institución y las creadas por las universidades. 



 



14. Integrar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes a la Misión, la Visión y los Objetivos Institucionales, así como en los procesos de Planificación Estratégica y en los Planes Anuales Operativos.



 



15. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo, que sean necesarias con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



 



16. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la Política creando los mecanismos que sean necesarios, para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración de justicia, responsables de su aplicación.



 



17. Diseñar y ejecutar las acciones afirmativas necesarias, que se requieran para implementar adecuadamente el Plan de Acción, con el fin de eliminar las desigualdades existentes entre los y las servidoras judiciales que sean afrodescendientes.



 



18. Establecer la obligatoriedad de la implementación de la Política en todos los ámbitos del Poder Judicial. El incumplimiento y no aplicación por parte del personal judicial, de los lineamientos establecidos en este instrumento, será comunicado a la Inspección Judicial, para que se instruya el procedimiento disciplinario correspondiente.



 



19. Promover la cooperación internacional, como una herramienta para el intercambio de ideas y experiencias, así como para compartir, diseñar y/o ejecutar programas de interés común, destinados a cumplir los objetivos de la presente Política.



20. Garantizar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas afrodescendientes, que eliminen todas aquellas prácticas que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones étnicas, culturales o de contenido racial.



 



Plan de Acción



 



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades que impidan un efectivo acceso a la justicia.



 



La Subcomisión para el acceso de las Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia serán responsables de velar por la implementación, seguimiento y evaluación de la política, en coordinación con las diferentes instancias institucionales, incluyendo a la Comisión de Acceso a la Justicia.



 



Las Áreas Estratégicas para la Ejecución de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes serán las siguientes:




1. En el Ámbito Jurisdiccional



 



En el conocimiento de los casos, los jueces y las juezas procurarán promover y proteger el disfrute pleno y amplio, de los derechos humanos en condiciones de equidad y sin ningún tipo de discriminación en cuanto a etnia, sexo, género, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de otra índole, nacionalidad, fenotipo, condición socioeconómica u otra; brindando especial consideración a la atención de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



 



En su labor de interpretación de los aspectos jurídicos, los jueces y las juezas  en la medida en que sea pertinente y posible de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional e internacional y en los principios generales del derecho, deberán tomar en consideración la lengua y la cultura  de la persona compareciente y las particularidades étnicas, o bien, buscarán la adecuada asesoría en el estudio de los casos, a fin de eliminar todo malentendido o sesgo atribuiblesque pudiese ocasionar un  trato diferenciado y excluyente, que tenga un resultado discriminatorio y  limite el acceso a la justicia en igualdad de condiciones.



 



En todos los casos, los jueces y las juezas deberán aplicar las Convenciones Internacionales ratificadas en Costa Rica, relativas  a personas afrodescendientes, al combate de la discriminación étnico racial y de derechos humanos en general.



 



En su labor de análisis y valoración jurídica, los jueces y juezas se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo racial, que establezcan distinciones o jerarquizaciones con base en criterios  fenotípicos,   que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes.



 



Los jueces y las juezas de ejecución de la pena velarán porque en esta etapa, no se produzcan efectos adversos para las personas afrodescendientes,  basados en distinciones raciales que se constituyan en violaciones de sus derechos, con el consecuente menoscabo de la dignidad inherente a todo ser humano.



 



Todas las sentencias y resoluciones emitidas deberán contener un lenguaje inclusivo, respetuoso del carácter pluriétnico y multicultural del Estado costarricense.



 



En todos los casos en los cuales una persona usuaria no hable español, se le deberá proveer servicio de interpretación en su lengua materna, incluyendo el inglés criollo limonense. Asimismo, el Despacho correspondiente deberá asegurar que toda resolución, se le notifique de manera comprensible.



 



2. En el Ámbito Administrativo



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas de la Política para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y su Plan de Acción, en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, para asegurar su implementación, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas que permita visualizar a la población afrodescendiente, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado al efecto, contando para ello con el apoyo de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Los principios y metas de la Política deben ser considerados en el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad y en el presupuesto de las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros, y humanos que hagan posible la puesta en marcha de la Política  y la concienciación de las personas funcionarias judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población afrodescendiente, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que realice el Poder Judicial.



 



Investigación



 



La Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes promoverán la investigación jurídica; el desarrollo de diagnósticos y estudios en materia de acceso a la justicia y no discriminación, que permita  mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes así como la implementación de la Política y su Plan de Acción en todos los ámbitos del quehacer judicial.



 



Capacitación



 



Para garantizar la aplicación de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de personas afrodescendientes y su Plan de Acción, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Sección de Capacitación de Gestión Humana, así como cualquier otra instancia que se cree al efecto, deberán diseñar e impartir programas de capacitación y sensibilización permanentes, sobre los derechos que asisten a las personas afrodescendientes y las principales formas de exclusión que enfrentan.



 



La Escuela Judicial deberá incorporar en sus cursos básicos obligatorios y planes de capacitación,  un módulo sobre el enfoque de diversidad intercultural y su aplicación a grupos étnica y culturalmente diversos.



 



Los programas de capacitación y sensibilización  deben favorecer el logro de las metas consignadas  en la Política y contribuir de manera positiva a la atención de las personas afrodescendientes, su acceso a la justicia y  la construcción de una cultura de paz.



 



La capacitación y concienciación deben orientarse a la eliminación de barreras, mitos, estereotipos y prejuicios, que propician conductas discriminatorias y estigmatizantes por motivos étnicos y raciales, y que han generado situaciones que impactan de manera negativa el ejercicio de los derechos de las personas afrodescendientes.



 



De especial importancia será considerar en los programas de capacitación y concienciación, la perspectiva y derechos de la niñez y adolescencia afrodescendiente.



 



Los programas de capacitación y formación deben:



 



1.      Instruir sobre los principales patrones de discriminación hacia personas afrodescendientes.



2.      Promover un mayor conocimiento y respeto del patrimonio, la cultura y la historia de las personas afrodescendientes, incluida la historia de África, la trata  transatlántica de personas esclavizadas y las doctrinas racistas que la acompañaron.



3.       Reconocer las contribuciones de las y los afrodescendientes a la sociedad costarricense y al desarrollo mundial.



4.      Aumentar  y actualizar el conocimiento sobre la normativa vigente a partir de los Convenios y Tratados de los cuáles es signataria Costa Rica, así como de la jurisprudencia aplicable en la materia tanto en el nivel nacional como internacional.



5.      Promover  que el personal judicial adquiera un elevado nivel de conciencia  que favorezca, desde un enfoque de derechos humanos, conductas respetuosas de la dignidad, la igualdad y la no discriminación. La formación debe ser continua con el fin de mantener, actualizar y desarrollar las competencias y lograr, de esta manera, un mejor desempeño de la función judicial, desde una perspectiva de derechos humanos. La formación habrá de ir más allá de un mero aprendizaje teórico, procurando también la concienciación y sensibilización, a través de la experiencia del contacto directo con la población afrodescendiente.



 



6.      Integrar en estos procesos a las organizaciones civiles de personas afrodescendientes, y a aquellas instituciones educativas y sociales que puedan efectuar aportaciones según su área de trabajo.



 



Información y divulgación



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial,  llevará a cabo programas de información y divulgación a usuarios y usuarias, sobre el acceso a la administración de justicia en condiciones de equidad, y sobre las instancias y respecto de los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerar que existe afectación. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, utilizando los medios más idóneos.



 



En coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes realizarán campañas de divulgación de la Política  y su Plan de Acción, dirigidas a la población judicial de todo el país, utilizando medios electrónicos, audiovisuales, afiches, desplegables y cualquier otra herramienta que facilite su difusión, con el fin de incidir en su aplicación. Asimismo, deberá ejecutar campañas de sensibilización sobre los derechos humanos de las personas afrodescendientes y de divulgación de las buenas prácticas institucionales, en materia de derechos y prestación de servicios a esta población, con especial consideración a los derechos de los niños, las niñas y las personas adolescentes.



 



La Dirección de Gestión Humana



 



La Dirección de Gestión Humana como ente rector en materia de Gestión Humana, debe garantizar el derecho a todas las personas pertenecientes a las diversas colectividades del país, a optar por el acceso a todos los puestos disponibles en el Poder Judicial, sin discriminación alguna.



 



El Poder Judicial se compromete a que sus sistemas de contratación reflejen apropiadamente, la diversidad dentro de sus funcionarios y funcionarias,  a fin de atender las necesidades especiales legítimas de la población afrodescendiente.



 



3. En el Ámbito Auxiliar de Justicia



 



a)     Ministerio Público



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial, resultando de la mayor importancia la permanencia dentro del Ministerio Público, de personal con la formación mencionada, que facilite las condiciones óptimas a las personas ofendidas, para encontrar reparación por las ofensas sufridas.



 



b)     Defensa Pública



 



El personal de la Defensa Publica, deberá estar capacitado y concienciado, de manera que incorpore en sus estrategias de defensa, los convenios internacionales así como todos los principios y disposiciones sobre discriminación racial, de aplicación en Costa Rica.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



Todo caso que involucre discriminación racial, deberá ser tramitado por una persona con formación en derechos humanos y con amplio bagaje sobre la discriminación racial. El personal técnico y profesional del Organismo de Investigación Judicial, deberá incorporar el enfoque de diversidad y los criterios de no discriminación racial en todas sus gestiones.



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



La Unidad de Acceso  a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial, velarán por la  ejecución de un trabajo  con un enfoque Interinstitucional, que permita crear sinergias positivas para la atención integral  y el acceso a la justicia de personas afrodescendientes.



 



En la medida de lo posible debe entablar relaciones entre otras, con  las siguientes instituciones:



 



a)         Comisionado (a) Presidencial de Asuntos Afrodescendientes.



b)         Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto



c)         Comisión de Derechos Humanos. Sub-comisión de Asuntos Afrodescendientes de la Asamblea Legislativa



d)         Defensoría de los Habitantes



e)         Cátedra de Estudio de África y el Caribe, de la Universidad de Costa Rica.



f)          Organizaciones de la sociedad civil afrodescendiente.



 



g)         Patronato Nacional de la Infancia



 



Instancia responsable de la Implementación



 



La Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la Unidad de Acceso a la Justicia, serán  las instancias responsables de operativizar la Política mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial.



 



Compromiso institucional



 



El Poder Judicial se compromete al aprobar esta Política, a promover el conocimiento, respeto y aplicación de los instrumentos internacionales y la legislación nacional, sobre derechos humanos de las personas afrodescendientes, así como cualquier otra política institucional que reconozca los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluyendo las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.”
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La Secretaría General de la Corte procederá a realizar la correspondiente publicación.








 












 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



[1] Plan de acción para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2015-2018. El subrayado no pertenece al original.



 



[2] Datos recopilados por el PNUD 2015 sobre la base de datos del X Censo Nacional  de Población y VI de  Vivienda 2011 Instituto Nacional de Estadística y Censos ) INEC) Costa Rica.



[3] Iberoamericana, X. C. J. (2013). 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Revista Jurídica, 1(1), 111-132.



[4] Dada la improcedencia de la voz  raza o racial para referir la diversidad étnica y cultural de los grupos humanos,   en  este documento, el termino raza  y racial  seconsignarán para indicar la existencia y uso  social de conceptos, que implican un tipo de discriminación basada en la falsa creencia, de que los rasgos físicos implican ya sea  superioridad o inferioridad  intelectual, física y moral según se acerquen o alejen de las características físicas, tradicionalmente asociadas al grupo hegemónico.



 



[5] Implica adoptar una serie de construcciones sociales, como hechos de la naturaleza inmutables e incuestionables.



[6] Para la elaboración de esta definición se tomaron como base elementos del  informe de la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos No. 66/66. Caso 12.001 Fondo Simone André Diniz. Brasil. 21 de Octubre de 2006.



[7] Adoptada  en La Antigua, Guatemala  el miércoles 5 de junio de 2013) en el Cuadragésimo Tercer Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General  de la Organización de los Estados Americanos. Aún no ha sido ratificada por Costa Rica no obstante nuestro país la impulsó considerablemente.



[8] Para la enumeración de estos aspectos  se tomaron elementos desarrollados en el Libro El Pueblo afrodescendiente de Quince Duncan Moodie, Palibrio, 2012.



[9] El término afrodescendiente toma relevancia, a nivel jurídico internacional, con ocasión de la III Conferencia Regional de las Américas en Santiago -evento preparatorio de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación, la Xenofobia y la Intolerancia en Durban, África, en el 2001, no obstante fue propuesto inicialmente por la escritora, catedrática y activista brasileña  Sueli Carneiro en el Taller sobre Etnicidad e Identidad dentro del marco del 4to Congreso Luso – Afrobrasileño de Ciencias Sociales, dictado en el Instituto de Filosofía y Ciencias Sociales de la Universidad Federal de Río de Janeiro (1-5 setiembre) en 1996



[10] Al respecto en el  artículo 92 de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos,  realizada en el  año 2001 en Durban, Sudáfrica,  se insta a los países a realizar esfuerzos para visualizar estadísticamente a las poblaciones étnicas. En dicho artículo se insta a los Estados a que recojan, recopilen, analicen, difundan y publiquen datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local y a que tomen todas las demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de los individuos y los grupos que son víctimas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, además establece que esa información se recogerá, según proceda, con el consentimiento explícito de personas teniendo en cuenta la forma en que se definan a sí mismos y de conformidad con las normas relativas a los derechos humanos y las libertades fundamentales, así mismo, establece que  los  datos estadísticos y la información deberían reunirse con el objetivo de vigilar la situación de los grupos marginados, y el desarrollo y la evaluación de la legislación, las políticas, las prácticas y otras medidas encaminadas a prevenir y combatir el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia, así como con el fin de determinar si algunas medidas tienen un impacto involuntario desigual. Artículo 92 de la III  Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de  Intolerancia conocida como Convención de Durban.



 








Acta de Corte Plena Nº 035 - 2016








Fecha: 19 de Diciembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Magistrados, Capacitaciones



ARTÍCULO VI



Documento 7901, 13872-2016



En sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del año en curso, artículo XVI, se concedió permiso con goce de salario a la Magistrada Escoto del 8 al 12 de noviembre pasado, a fin de que participara en el “Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica”, a celebrarse en Perú.



La Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia del Poder Judicial, en oficio N° CMEF-SP-0087-2016 del 5 de diciembre en curso, informó:



“Por este medio rindo informe de participación en el III Encuentro Internacional de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, celebrado en Perú del 07 al 11 de noviembre del año en curso; participación que se dio en razón de ser la Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actividad a la cual también asistió la Máster Alejandra Monge Arias, en su condición de Secretaria Técnica de dicha Comisión.



 



Respetuosamente le solicito hacer de conocimiento de Corte Plena, este informe.



           



Informe de Participación - Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica



 



La Comisión de seguimiento de Reglas de Brasilia fue invitada por el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, Dr. Víctor Ticona Postigo, a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, el cual se celebró del 9 al 11 de noviembre en la ciudad de Huancavelica.



 



En atención a la invitación participaron en el Encuentro, las representaciones de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá, no así Argentina por razones de fuerza mayor.



 



Simultáneamente, se efectuó el V Encuentro Nacional de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia y Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Programa liderado por su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala.



 



Previo a la realización del Encuentro  las y los integrantes de la Comisión de Seguimiento, recibieron  una solicitud para escribir y remitir un artículo, sobre la implementación de las Reglas en sus respectivos países, con el objetivo de ser publicado en  el Diario Oficial El Peruano, iniciativa que contó con una excelente respuesta. (Ver anexo).



 



Desarrollo del programa de actividades



 



Desde su llegada a Lima y en el marco del III Encuentro,  la  Comisión de Seguimiento concretó varias reuniones con destacados profesionales del Poder Judicial y del Congreso, para dialogar sobre temas  relacionadas con las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, y la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, como un medio efectivo para mejorar el acceso a la justicia y la prestación del servicio público.



 



Las reuniones realizadas con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia en Lima, el Juez Supremo Decano, integrantes de las Comisiones de Ambiente, de Género y de Trabajo de Justicia Indígena y Justicia de Paz; así como con congresistas, facilitaron el intercambio de experiencias contribuyendo de forma positiva, a la valorización de las acciones realizadas por los poderes judiciales iberoamericanos - en el marco de aplicación de las Reglas de Brasilia - para fortalecer el reconocimiento, promoción y aplicación del derecho fundamental de acceso a la justicia, que al ser instrumental abre la posibilidad de ejercer los demás derechos tutelados en los convenios internacionales, y en los ordenamientos jurídicos nacionales. (Ver tabla adjunta).



 



De acuerdo con el programa pre establecido el martes 8 de noviembre, se realizó una sesión de trabajo de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en la Corte Superior de Junín en Huancayo, con la participación de su Presidente el Dr. Sócrates Mauro Zevallos Soto, la Dra. Carmen Julia Matamala, representantes de la judicatura, y los Presidentes de Cortes Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad.



 



El objetivo de esta sesión fue exponer la labor realizada por  la Comisión  de Seguimiento  de  Reglas de Brasilia,  ante la Sala Plena de la Corte Superior de Justicia de Junín, exposición que estuvo a cargo de la Coordinadora de la citada Comisión, Magistrada Carmenmaría Escoto (Costa Rica), con la activa participación del Dr. Juan Martínez (España), la Dra. Karina Peralta (Ecuador), la Dra. María Fernanda Castro (Honduras) y la Dra. Angela Russo (Panamá).



 



Luego de las intervenciones de quienes integran la Comisión, se abrió un período de preguntas y respuestas, orientadas a ampliar conocimientos sobre las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las Reglas de Brasilia y las experiencias de implementación, demostrando los y las participantes gran interés en la temática.



 



El miércoles 9 la Comisión de Seguimiento se trasladó a Huancavelica, para continuar con el programa de actividades, allí en sesión solemne se inauguró formalmente el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.



 



Presentes en el acto: en representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, el Dr. Ramiro De Valdivia Cano Juez Supremo Decano,  el Dr. René Espinoza Avendaño, Presidente de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, la Dra. Carmen Julia Matamala quien tuvo a su cargo la presentación del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad del Poder Judicial del Perú, así como los y las Presidentes de las 33 Cortes de Justicia de la República y responsables del Programa citado.



 



Durante su exposición la Dra. Cabello destacó que se tienen previstos  más de 200 productos, para hacer efectiva la implementación  de las Reglas de Brasilia, de los cuáles durante 2016 se han ejecutado 39, orientados a eliminar barreras de acceso a la justicia. Asimismo, resaltó el compromiso y dedicación de las y los Presidentes de las 33 Cortes Superiores de Justicia, quienes han hecho posibles los avances logrados.



 



Una de las principales iniciativas de la Dra. Cabello según destacó en su informe, es la propuesta para que las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, se eleven a rango de ley en su país.



 



El jueves 10 el programa dio inicio en la Plaza de Armas de Huancavelica, con el izamiento de la Bandera, las palabras del Gobernador y del Alcalde provincial de Huancavelica y, acto seguido se dio el traslado de la comitiva al Tambo de Sacsamarca.



 



Esta experiencia resultó ser sumamente enriquecedora, al  colocar a quienes constituyen la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en contacto directo con una comunidad campesina integrada por personas indígenas quechuas, e instalada en una de las regiones más pobres del Perú, sobre la que se conjugan no una, sino múltiples condiciones de vulnerabilidad.



 



La visita tuvo por objeto valorar in situ la implementación que de las Reglas de Brasilia, realiza el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad. Ello incluyó una visita al Tambo, edificación instalada a más de 3.800 m de altura, en la cual se brindan servicios integrales a la población, entre ellos servicios judiciales, ya que los fines de semana jueces y juezas se desplazan para realizar audiencias, sin que medie el pago de horas extra.



 



Asimismo, reproduciendo una costumbre ancestral, las Reglas de Brasilia impresas en español y en quechua, fueron llevadas y entregadas oficialmente por el Chasqui, a la coordinadora del Programa, para luego ser repartidas a la población. Cabe anotar que el Chasqui es una  figura del imperio incaico, un corredor joven, que llevaba un mensaje o recado, haciendo las veces de correo y así se realizó en esta oportunidad, cuando varios Chasquis, incluyendo mujeres, mediante carreras de relevos trasladaron las Reglas de Brasilia desde Huancavelica hasta el Tambo.



 



Una de las actividades más importante fue el taller de trabajo con integrantes de la comunidad, en ellos la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, tuvo la ocasión de explicar con el apoyo de una mujer intérprete de la lengua quechua,  en qué consisten las 100 Reglas sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, definiciones, personas beneficiarias, destinatarias y qué derechos se pueden exigir con base en ellas, propiciándose un diálogo en el cual se  evacuaron diversas preguntas, sobre los alcances de este instrumento.



 



En general las Reglas de Brasilia, fueron acogidas con la esperanza de que su implementación mejore el acceso a sus derechos, no obstante de viva voz externaron su preocupación, en cuanto a que las Reglas sufran la misma suerte de leyes que no han impactado favorablemente para la solución de sus necesidades.  Los actos culturales que acompañaron la visita  incluyeron danzas, y rituales ancestrales de reconciliación con Pachamama (Madre Tierra).



 



Por la noche en la Corte Superior de Huancavelica, se realizó una exposición ante los 33 representantes de las Supremas Cortes del Perú y otras personalidades, sobre las buenas prácticas ejecutadas por los Poderes Judiciales de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá. (Ver Anexo).



 



Como clausura de la actividad el día 11 de noviembre se visitó la Feria  Itinerante “Justicia Jallalla”, instalada en la Plaza de Armas de Huancavelica, en la cual se observaron distintos esfuerzos realizados en pos de una justicia más accesible, entre ellos el Programa de Modernización del Sistema de Modernización de Justicia ACCEDE.



 



Para culminar la participación de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, y en el marco de la Feria Itinerante “Jallalla Justicia”, se leyó y firmó la “Declaración de Huancavelica”, documento redactado por quienes integran esta Comisión, en el cual se hace un reconocimiento a los esfuerzos realizados mediante el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, y a su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala por las acciones afirmativas y propuestas planteadas, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



“Declaración de Huancavelica



 



Preámbulo



 



Nosotros (as) integrantes de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, de la Cumbre Judicial Iberoamericana, reunidos (as) en la ciudad de Huancavelica, Perú,  en el marco del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, con el convencimiento de que la justicia debe ser accesible y humanizada para todas las personas usuarias de los sistemas juridiciales, y:



 



Considerando que los derechos fundamentales son inherentes al ser humano, sin importar, sexo, edad, idioma, etnia, condición social o económica,  discapacidad, orientación sexual, credo religioso, nacionalidad o pertenencia a una comunidad itinerante. Así ha sido reconocido por la comunidad jurídica internacional, a través de la ratificación de diversas convenciones y declaraciones que los tutelan, las cuales impregnan los ordenamientos jurídicos internos.



 



Estimando que el Estado y sus instituciones, deben asumir el compromiso de proveer los mecanismos que hacen posible a  la ciudadanía en general, el goce y disfrute de sus derechos, eliminando todo tipo de obstáculos que entorpezcan, a las personas vivir a plenitud y dignamente.



 



Reconociendo que el derecho de acceso a la justicia da contenido a la igualdad formal expresada en  los instrumentos legales y,  al ser un derecho instrumental faculta el ejercicio de los demás, entre ellos: la vida,  la salud, la libertad, la integridad física, la alimentación, la igualdad de oportunidades, el trabajo y a la educación, entre otros. Es decir, que el acceso a la justicia facilita pasar de la letra muerta a la acción humanizante.



 



Subrayando que en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en 2008, los Poderes Judiciales reunidos en Brasilia, aprobaron las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, definiendo las circunstancias por las cuales una persona o población se encuentra en esa condición.



 



Tomando en cuenta que las Reglas de Brasilia surgen de un análisis profundo sobre la situación que enfrentan las poblaciones de Iberoamérica en condición de vulnerabilidad, para acceder al sistema de justicia, asumiendo las condiciones de discriminación y exclusión social para su erradicación, a partir de un enfoque integral y de alto contenido social.



 



Partiendo de que este instrumento es un esfuerzo por allanar el camino, humanizar la justicia y ubicar a la persona como eje central del quehacer de los Poderes Judiciales, de manera tal que todos los servicios sean diseñados en atención a sus necesidades y que el personal sea consciente de la obligación de ofrecer un servicio público de calidad.



 



Afirmando que no se debe escatimar la realización de toda acción positiva, cuyo objetivo sea derribar obstáculos que impiden el derecho de acceso a la justicia, y remediar situaciones de desventaja y exclusión que afectan a los grupos de personas en condición de vulnerabilidad, incluyendo entre estas las acciones legislativas, administrativas y operativas.



 



Evidenciando el compromiso de la Coordinación Nacional del Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, del Perú, no solo en cuanto a la organización del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, sino en atención a todas las acciones realizadas en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellas la propuesta de elevar a rango de ley las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Respetuosas y respetuosos del ordenamiento jurídico de la República del Perú y de su institucionalidad, pero con una clara conciencia de que todo esfuerzo para cerrar la brecha en torno al acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, debe ser valorado en su justa dimensión,



 



Declaramos



 



Que la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actuando conforme lo establece la Regla número 100 la cual define las obligaciones de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, entre ellas: “(…) promover la elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas, que contribuyan al mejoramiento del acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (…)”. De acuerdo con el objetivo de su  Plan Marco de Trabajo 2016 – 2018 el cual señala: “Mejorar las condiciones de Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, con base en la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, con perspectiva de género, respeto y reconocimiento de la diversidad, en total armonía con los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” y con el convencimiento de que toda iniciativa ajustada a derecho, en armonía con los principios que informan el derecho constitucional vigente, que pondere y potencie los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, debe ser acogida con beneplácito; se solidariza con el Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, reconociendo como un valioso esfuerzo su iniciativa de gestionar ante las instancias correspondientes, para que se eleven a rango de ley, las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la República del Perú.



Asimismo, hacemos propicia la ocasión, para manifestar nuestro agradecimiento por la invitación a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, reunión que promueve el fortalecimiento de los lazos de amistad, solidaridad y cariño, que unen a nuestros Poderes Judiciales.



 



En Huancavelica, Perú, a las seis horas, del día nueve de noviembre de dos mil dieciséis.” (Ver anexo con la Declaración debidamente firmada)



 



En el mismo acto los Presidentes, representantes de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia de la República, los Coordinadores Distritales y representantes de los Coordinadores del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad, realizaron un reconocimiento a la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala, por su liderazgo, dedicación y esfuerzo, con el cual ha logrado incentivar más allá de la función jurisdiccional, el compromiso voluntario de la Judicatura Nacional. (Ver anexo).



 



Finalmente, es imperativo resaltar en este informe, que esta ha sido la primera ocasión en la cual la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, se constituye in situ para sesionar, intercambiar experiencias, desarrollar talleres de trabajo y, constatar el avance en la implementación de las Reglas de Brasilia en un país de Iberoamérica, acorde con las funciones que le son determinadas en la Regla número 100, lo que sin duda ha permitido un acercamiento sin precedentes con la realidad que enfrentan las personas destinatarias de este documento, y un medio idóneo de verificación del compromiso asumido en este caso, por el Poder Judicial del Perú, reconociendo su esfuerzo y  los avances logrados en la implementación de las Reglas de Brasilia, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones tuteladas en este instrumento.



 



ANEXOS



 



100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas  en condición de vulnerabilidad.  La experiencia costarricense.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto



 



Sin duda la aprobación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia en 2008, marca un hito.



 



La dimensión que las Reglas de Brasilia otorgan a las carencias de las poblaciones más excluidas en las sociedades, supone un enfoque integral y de alto contenido social, que materializa el sueño de quienes creemos que la democratización de la justicia, sólo es posible cuando esta es accesible para todas las personas, sin distinción alguna. Las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen fronteras, sexo, edad o etnia; todos los países enfrentan situaciones análogas.



 



El Poder Judicial de Costa Rica, en aras de humanizar la justicia, mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, no obstante, a la luz de este instrumento se amplían las posibilidades de comprensión del fenómeno, de desarrollar estrategias para combatir todas las formas de intolerancia, y de eliminar barreras de cualquier índole.



 



En concordancia con las Reglas, se han creado instancias especializadas,  a las cuales me referiré posteriormente, que trabajan por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados.



 



Estas instancias poseen como paradigma, que el acceso a la justicia no incluye solamente la tutela judicial efectiva y las garantías del debido proceso, sino también todo mecanismo útil para la resolución de un conflicto. Se trata de dejar de lado la visión tradicional de la prestación del servicio público como una prerrogativa del Estado, para ubicarlo en la esfera de los derechos humanos; de manera que el servicio a las personas usuarias, implique la eliminación de modelos discriminatorios.



 



En ese orden de ideas, el acceso a la justicia como derecho instrumental que es, da contenido a la igualdad formal plasmada en los instrumentos legales, al ser el mecanismo que permite la exigencia de otros derechos, la resolución de los conflictos y la obtención de peticiones en procesos y gestiones no contenciosas. De tal forma, permite efectivizar los derechos sociales, económicos, culturales, civiles y políticos; abriendo camino para el reclamo de su cumplimiento y garantizando la igualdad y la no discriminación.



 



Para quienes lideramos el sector justicia, es una de nuestras responsabilidades el reconocimiento de las diferencias, como requisito indispensable para identificar las barreras que históricamente han obstaculizado el acceso a la justicia de diversos sectores, colocando a estos colectivos en situaciones lamentables.



 



Se trata de un compromiso de quienes mediamos la prestación de un servicio social, con la búsqueda de soluciones oportunas y pertinentes, que respondan a las necesidades particulares de los distintos grupos.



 



Se requiere de un sistema de garantías que permita su pleno desarrollo, por ello el Estado debe crear las condiciones jurídicas y materiales para que toda persona sin distinción, pueda acceder a la justicia. No solo ha de existir una abstención absoluta de imponer barreras, sino que han de implementarse acciones positivas cuando se presenten obstáculos de hecho, para el ejercicio de este derecho.



 



El acceso a la justicia en sentido amplio comprende no solo la posibilidad de acceder a procesos formales o no, para la solución de los conflictos y pretensiones, sino además la disponibilidad de un buen servicio de justicia, obtención de pronunciamientos justos, adecuados y en tiempo, evitar que las personas abandonen los procesos o gestiones judiciales, por motivos ajenos o contrarios a su voluntad, como podrían ser: la pobreza, la exclusión social, la tardanza, el desconocimiento, la falta de asistencia técnica y la discriminación, entre otros;  así como darle seguimiento a las decisiones, es decir a la ejecución de las sentencias, por citar algunos ejemplos.



 



El acceso a la justicia supone centrar la atención en los derechos de las personas justiciables, el sistema de justicia debe ser el medio para la función encomendada al Estado, de brindar protección a la ciudadanía mediante la resolución de sus conflictos o pretensiones. La persona es y debe ser la protagonista, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir se debe orientar el quehacer en función de la ciudadanía, ofreciendo una justicia con rostro humano.



 



Sin embargo, algunas poblaciones continúan afrontando situaciones desfavorables, al encontrar mayores obstáculos para la tutela efectiva de sus derechos frente a los poderes públicos. Por ello es pertinente que los poderes judiciales concentren su atención, en aquellos grupos que se encuentran histórica y socialmente en condición de vulnerabilidad.



 



La ejecución de las Reglas de Brasilia ha representado para el Poder Judicial de Costa Rica, la búsqueda de mecanismos que contribuyan a mejorar el acceso a la justicia. Una de las principales acciones como ya mencioné, ha sido la creación de instancias especializadas para atender de forma particular las necesidades de las diferentes poblaciones: la Comisión de Acceso a la Justicia y  una Subcomisión por cada población determinada en condición de vulnerabilidad.



 



Es así que, la Comisión de Acceso a la Justicia en Costa Rica, es el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, encargado de dictar políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, entre ellos orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial y unir esfuerzos con instituciones externas que coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, afro descendientes, indígenas, víctimas del delito, de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo, la integran representantes de organizaciones gremiales y de la población civil usuaria de los servicios judiciales.



 



Tanto la Comisión como las Subcomisiones, encuentran apoyo en la Unidad de Acceso a la Justicia, órgano técnico ejecutor creado por acuerdo de la Corte Plena, cuya misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Resulta imprescindible indicar que para cada una de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, se ha aprobado una política institucional para el  acceso a la justicia, las cuales desde el más alto nivel jerárquico, brindan un marco de acción que permea en cascada el giro normal de la institución, contribuyendo en el diseño de cursos de capacitación, talleres, campañas de divulgación, modificación de la cultura judicial tradicional, producción de circulares y directrices, diseño universal (infraestructura), compra de equipo, atención a la persona usuaria, y toda acción tendiente a incorporar de manera transversal la perspectiva de género y diversidad, sin obviar las múltiples condiciones de vulnerabilidad que pueden afectar a una persona,  es decir,  se puede ser persona migrante, adulta mayor e indígena a la vez, por lo que la atención siempre deberá brindarse de manera integral.



 



Algunos lineamientos establecidos en las políticas institucionales que merecen ser resaltados como buenas prácticas son: la realización de audiencias in situ, cuando la persona usuaria está imposibilitada para trasladarse al recinto judicial; la designación de personas intérpretes y traductoras en idiomas indígenas y lengua de señas costarricense (LESCO), para la realización de audiencias judiciales; la contratación de peritajes antropológicos; otorgamiento de ayudas económicas para personas en condición de pobreza, las cuales cubren alimentación, transporte y hospedaje, según se requiera y con cargo al presupuesto judicial; la construcción de edificios nuevos y la remodelación de antiguos, con base en normas de accesibilidad universal, entre otros.



 



Todas estas son acciones estratégicas desarrolladas como parte del compromiso asumido para la implementación - y a la luz de la ratificación -  de las Reglas de Brasilia por parte del Poder Judicial de Costa Rica, contribuyendo así a la construcción de una sociedad libre de discriminación, inmersa en una cultura respetuosa de los derechos de cada una de las poblaciones, rompiendo antiguos paradigmas y desvelando los ojos de la justicia, para alejarnos de esa representación de imparcialidad - que no se cuestiona - pero si afirmando que se requiere mirar atentamente las necesidades de la población usuaria. De esta manera se pasa de la letra muerta a la acción humanizante.
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Corte Suprema de Justicia del Perú



				Dr. Víctor Ticona Postigo, Presidente de la Corte Suprema de Justicia.



Dr. Ramiro Eduardo De Valdivia Cano, Juez Supremo Decano.
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				Víctor Roberto Prado Saldarriaga, Presidente de la Comisión de Trabajo de Justicia Indígena y Justicia de Paz.







				 



Congreso de la República del Perú



				Congresista Miguel  Torres Morales Zegarra, Presidente de la Comisión  de Constitución y Reglamento..







				



				Congresista Indira Isabel Huilca Flores, Coodinadora de la Comisión de la Mujer y Familia











 



Ponencia



 



Buenas prácticas para la implementación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto, Costa Rica.



 



Contextualización



 



Indudablemente las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, son el motor que enciende las iniciativas de los Poderes Judiciales, a fin de poner en marcha todas aquellas acciones que permitan mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones menos favorecidas.



 



Su aplicación  supone un enfoque integral y de alto contenido social que potencia  la democratización de la justicia, al buscar los mecanismos necesarios para hacerla accesible a todas las personas sin distinción alguna.



 



Resulta válido preguntarnos ¿qué llevó a los Poderes Judiciales Iberoamericanos a elaborar, aprobar e implementar este instrumento? La respuesta parece hallarse en  que las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen sexo, edad, etnia o condición social, pero tampoco fronteras; en todos los países enfrentamos situaciones análogas, de ahí que nos corresponde la tarea de hacer de las Reglas, un instrumento efectivo para paliar las necesidades de las mal llamadas “minorías”, las cuales sumadas todas, constituyen una inmensa mayoría de seres humanos privados de sus derechos.



 



El Poder Judicial de Costa Rica no se abstrae a este imperativo, en aras de humanizar la justicia, desde años atrás mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, y desarrolla estrategias para combatir todas las formas de intolerancia y discriminación.



 



A través de la  aplicación de diagnósticos de necesidades,  se han logrado determinar los obstáculos que históricamente han enfrentado ciertas poblaciones, cuando requieren la tutela judicial para  hacer efectivos sus derechos, encontrando así: barreras arquitectónicas, de comunicación e información y actitudinales.



 



De manera sistemática el Poder Judicial de Costa Rica ha buscado mecanismos para eliminar estas barreras, encontrando mayor dificultad cuando se trata de permear en el ser humano y remover actitudes prejuiciosas y discriminatorias, que por ser interiores, son invisibles, ocultas y por si fuera poco, muchas veces mutan  adoptando formas diferentes, camuflándose para pasar desapercibidas.



 



A partir de la ratificación de las Reglas de Brasilia por parte de la Corte Plena en mayo de 2008, se han sumado otros esfuerzos a los que ya se venían ejecutando, para trabajar por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados, me refiero a la creación formal de instancias especializadas, las cuales se sitúan a la vanguardia de las buenas prácticas judiciales, y desde las cuales en cascada, se producen acciones de diversa índole que impactan el sistema de administración de justicia, para el cual la persona es y debe ser el eje central, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir con una orientación del quehacer en función de la ciudadanía, a fin de ofrecer y brindar una justicia con rostro humano.



 



Buenas Prácticas



 



Comisión de Acceso a la Justicia



 



Una de las grandes fortalezas del Poder Judicial de Costa Rica, radica en la existencia de una Comisión de Acceso a la Justicia: órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, la cual tengo el honor de coordinar. Esta Comisión es la encargada de dictar políticas y lineamientos institucionales al más alto nivel, hacia el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones,  entre ellos, orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial, liderar las campañas de concienciación para provocar un cambio en la cultura judicial y unir esfuerzos con instituciones externas las cuales coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



La Comisión sesiona regularmente una vez al mes y extraordinariamente cuando se requiere. Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, indígenas, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes y personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo la integran representantes de organizaciones gremiales y de la sociedad civil usuaria de los servicios judiciales, actualmente se cuenta con un abogado con discapacidad visual.



 



Unidad de Acceso a la Justicia



 



El órgano técnico ejecutor de la Comisión es la Unidad de Acceso a la Justicia, creado por acuerdo de Corte Plena en la sesión ordinaria N° 32-2011, celebrada el 3 de octubre de 2011, artículo VIII.



 



Su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior (Comisión de Acceso a la Justicia, Corte Plena y Consejo Superior), y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, garantizando así a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde la óptica de los derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.



 



Sostenibilidad



 



Al ser instancias permanentes creadas para velar por la eliminación de los obstáculos que enfrentan las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, brindan sostenibilidad a las acciones ejecutadas para que estas poblaciones ejerzan sus derechos, procurando así un acceso a la justicia de calidad, a través de acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Planes Anuales Operativos y Presupuesto



 



Resulta importante destacar que cada año se elabora un plan anual operativo (PAO),  donde se programan objetivos, metas y actividades priorizados, en coordinación con todas las Subcomisiones, con una perspectiva amplia que involucra las necesidades de todas las poblaciones, lo cual facilita el desarrollo de acciones para el abordaje integral de la problemática.



 



Asimismo, la Comisión y la Unidad cuentan con su propio presupuesto - y si bien es modesto - permite abordar prioritariamente las necesidades que se enfrentan. No obstante, el presupuesto institucional de forma transversal, incorpora la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, impactando de forma directa las construcciones, remodelaciones, contratación de personal, compra de equipo y mobiliario, vehículos, producción de materiales, capacitación, divulgación, servicio de interpretación y peritajes antropológicos y culturales, realización de audiencias in situ, apertura de despachos judiciales especializados, ayudas económicas a personas de escasos recursos, por citar algunos ejemplos.



 



Asimismo, las poblaciones en condición de vulnerabilidad, deben ser consideradas en los planes anuales operativos (PAOs) de todos los departamentos, despachos y oficinas judiciales.



 



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas con discapacidad



 



La actual Subcomisión, nació en 2003, siendo denominada inicialmente Comisión de Accesibilidad, fue la primera creada con el fin de facilitar el acceso a la justicia de una población en condición de vulnerabilidad, en este caso, las personas con discapacidad. Es anterior incluso a la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Población en Condición de Vulnerabilidad, y desde su creación ha dictado políticas, lineamientos y directrices a la institución, sobre las acciones a realizar para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de esta población, trabajando por la eliminación de barreras de todo tipo, lógicamente con un fuerte impacto en infraestructura.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores



 



El Poder Judicial con una visión de futuro, anticipándose  a compromisos internacionales que se asumirían oficialmente en 2008, al ser aprobadas por Corte Plena en forma unánime las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad, y de cara  a una filosofía humanista, en la cual se considera a la persona como el eje central de la actividad que desarrolla la institución, merecedora de un servicio público de calidad y libre de obstáculos para hacer efectivos sus derechos al acudir ante la administración de justicia; consideró la condición etaria como una situación limitante para el acceso a la justicia, al encontrar las personas adultas mayores serios obstáculos en su interacción con el sistema, tanto en el nivel de salud, como de desplazamiento, de comprensión de los actos judiciales en algunos casos, y de acceso al información, siendo esta población la que enfrenta la mayor brecha informática. Por ello se creó una Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de la Niñez y la Adolescencia



 



El Poder Judicial absolutamente comprometido con los derechos de las niñas, los niños y adolescentes y a tono con las disposiciones contenidas en las Reglas de Brasilia, cuenta con una Subcomisión encargada de emitir los lineamientos atinentes a esta población. Asimismo, existe un Juzgado especializado en la materia, cuya jurisdicción es nacional. Tratándose de niñez y adolescencia prevalece el interés superior de los niños  y las niñas, por lo que no se escatiman esfuerzos para tutelar esta población. Se emiten circulares y protocolos, asó como normas procesales para la protección de sus derechos.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil



 



Las Reglas de Brasilia consideran en condición de vulnerabilidad, en primer lugar, a toda persona en razón de su edad. De ahí que las personas menores de edad por definición se encuentran en condición de vulnerabilidad, a lo que se suma una condición más de vulnerabilidad frente a la posibilidad de la privación de libertad y al encontrar especiales dificultades para ejercitar con plenitud, ante el sistema de justicia, los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Para la atención de esta población al igual que en los demás casos,  se ha creado una Subcomisión que se destaca por realizar importantísimos aportes, los cuales incluyen la definición de indicadores, creación de juzgados y equipo especializados  en la materia,  así como modelos basados en la justicia restaurativa.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas migrantes y refugiadas



 



Esta Subcomisión nace a la vida institucional en abril de 2011. Desde su conformación, la Subcomisión ha venido trabajando de manera constante para hacer efectiva la implementación de la Política institucional en la materia, en las diferentes esferas de la administración de justicia. La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) funge como Secretaría Técnica de la Subcomisión.



 



La población migrante es especialmente vulnerable pues su situación y la falta de documentos de identificación, favorecen la explotación laboral, hecho agravado cuando se trata de población indígena migrante, donde las mujeres, niños y niñas llevan la peor parte.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad



 



La Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad, es coordinada por la Directora de la Defensa Pública, por lo que el trabajo por los derechos de esta población se realiza desde esta institución, lo cual se ha esforzado por asegurar el adecuado acceso a la justicia de las personas quienes requieren sus servicios.



 



Las áreas que involucra su quehacer son: personas privadas de libertad en general; personas privadas de libertad con alguna de estas otras situaciones: condición de vulnerabilidad en razón del género; migrantes y refugiadas; pertenecientes a pueblos indígenas,  en condición de vulnerabilidad en razón de su edad;  personas con alguna discapacidad; personas acreedoras alimentarias;  personas trabajadoras; y por último, personas trabajadoras de la tierra. Es importante recalcar que una condición de vulnerabilidad que concurre en todas las personas que son atendidas por la Defensa Pública es la de pobreza, de ahí que aunque no se haga una mención específica, debe partirse de esa base para la atención de la población.



Es importante destacar en relación con el trabajo que realizan la Defensa Pública y la Subcomisión de personas privadas de libertad, los esfuerzos orientados a la población indígena y a las personas trabajadoras de la tierra, así como a las mujeres.



 



Se cuenta con una plaza especializada para la atención de personas indígenas desde junio de 2013 y ello ha permitido la realización de diversas acciones específicas tanto a lo interno[1] como a nivel interinstitucional.



 



Uno de los aspectos más importantes que se ha venido trabajando es la visualización de las personas indígenas privadas de libertad. Esta labor de visualización ha permitido detectar a 155 personas indígenas usuarias de la Defensa Pública en lugares como Buenos Aires, Bribrí, Coto Brus, Corredores y Turrialba.



 



Centrando la atención en las personas indígenas privadas de libertad, actualmente se han contabilizado 115 en esa condición[2] y ello ha permitido valorar el trato que se les está dando e incidir en propuestas efectivas para mejorar su calidad de vida, de acuerdo con las posibilidades procesales y tomando en cuenta su cosmovisión.



La Defensa Pública, mediante la plaza especializada, ha logrado posicionarse a nivel regional realizando visitas a zonas diversas, entre ellas a Tarrazú para tener contacto con el pueblo Ngäbe y conocer la situación de las personas indígenas en esta zona del país, sobre todo cuando inicia la recolección del café; además, se han realizado giras a Liberia, Atenas y Buenos Aires para coordinar temas sobre pueblos indígenas, directamente en sus territorios.



 



La materia agraria es donde hay un amplio matiz de vulnerabilidades, ya que las personas quienes trabajan sus parcelas, o en territorios indígenas o limítrofes, generalmente presentan condiciones serias de pobreza y suelen concurrir otras situaciones gravosas como por ejemplo ser persona indígena, migrante, mujer; de modo que la Defensa Pública y la Comisión de Asuntos Agrarios, la cual coordino, han venido ofreciendo un servicio especializado mediante una Unidad conformada por personas expertas en el tema agrario y se preocupan por capacitar a los y las juzgadoras, defensoras y defensores públicos y personal de apoyo.



 



Tan ostensible es la exclusión estructural de quienes son víctimas estas personas, que en muchas ocasiones la Defensa Pública debe representar tanto a la parte actora como a la demandada (mediante el nombramiento de defensoras o defensores específicos para que actúen como contraparte), ya que por sus características personales y socioeconómicas, las condiciones de vulnerabilidad son igualmente palpables.  



 



Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género



Las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, definen las poblaciones beneficiarias y las situaciones que potencian la vulnerabilidad, no obstante no referir en ellas a la población discriminada por orientación sexual e identidad de género, el Poder Judicial de Costa Rica si la contempla. Mediante el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 30-09 de 9 de noviembre de 2009, artículo XI, se crea la Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial.



 



La Subcomisión  inició sus funciones en enero de 2010 y desde esa fecha se reúne mensualmente. Está actualmente integrada por representantes de la Dirección General de Organismo de Investigación Judicial, el Servicio de Salud, la Secretaría de Género,  el Ministerio Público, la Defensa Pública, la Judicatura, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Defensoría de los Habitantes.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes



 



En  el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó  en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero de 2011.



 



A solicitud de la Comisión Nacional Afrocostarricense presentada ante la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el año 2013 se incluyó a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, iniciando así las acciones tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia, que llevaron a la creación de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes. 



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación de la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover  el diseño de políticas y directrices institucionales. A la fecha ya ha conocido y atendido casos de discriminación racial en el seno de la institución.



 



Políticas institucionales



 



Es importante destacar según ya lo he mencionado que para cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, se ha emitido una política institucional, con lineamientos específicos según las necesidades de la población destinataria, como por ejemplo en el caso de la población afrodescendiente se trata de erradicar toda forma de racismo y discriminación racial, incluyendo el racismo estructural y el indirecto, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad. Pero que también comparten objetivos comunes, a partir de ciertas características concomitantes.



 



Objetivo común



 



Todas las políticas comparten como objetivo común eliminar las diversas barreras que afectan a estas poblaciones, optimizar la prestación del servicio público y mejorar las condiciones para el acceso a la justicia. Asimismo, establecer lineamientos y directrices garantes de sus derechos.



 



Los lineamientos que establecen estos documentos permean todos los ámbitos del Poder Judicial: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo. Estableciendo obligaciones a las diferentes instancias para la realización de acciones de capacitación, concienciación, divulgación de derechos, formulación de planes anuales operativos y presupuestos con la perspectiva de la diversidad, accesibilidad en los sistemas en línea y páginas web, atención especializada a víctimas, pago de ayudas económicas, contratación con cargo al presupuesto de peritos, personas intérpretes y peritajes culturales, atención in situ cuando las circunstancias no facilitan el desplazamiento de la persona usuaria (personas con discapacidad, adultas mayores, indígenas de zonas lejanas)



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



De la mayor importancia no obstante haberla dejado para el final, la materia indígena merece una especial referencia, por ser esta una población histórica y sistemáticamente discriminada, al punto de haber sufrido un grave exterminio.



 



Lo he hecho así, porque quiero referirme a ella con el cariño que he desarrollado a través de los años, pues no solamente ejerzo el cargo de coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, también soy coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, además durante mis inicios en la carrera judicial, estuve en muchas oportunidades destacada en sus territorios, aprendiendo su idiosincrasia, viviendo muy de cerca sus necesidades, lo mismo ocurrió durante mis años como juzgadora en materia agraria, sin duda existe un gran ligamen entre los pueblos indígenas y la madre tierra  -su principal fuente de sustento- la cual les ha sido arrebatada, persistiendo hoy en día acciones directas para privarles de la poca que aun conservan. Las anécdotas y amargas experiencias que sobre esta etapa podría referirles son abundantes, así como sobre los acontecimientos que se han sucedido con el devenir de los años y que hemos debido abordar como parte del quehacer de la Subcomisión.



 



Para el año 2000 se tenía conocimiento, la población indígena representaba el 1.6% de la población total (63.876 personas). El 43% habitaba en alguno de los 24 territorios protegidos por la Ley Indígena.  Existen ocho diferentes etnias: bribri, cabécar, ngäbe, malekú, teribe, brunca, huetar y chorotega. Se reconocen seis distintos idiomas indígenas, el 50% de la población sólo habla su idioma nativo, el 40% español y el 10% son bilingües.



 



En la actualidad hay estimaciones de que la población indígena de Costa Rica, asciende a un 2% de la totalidad.



 



Del total de las personas indígenas del país 30.996 son mujeres (48.5%) lo cual representa el 1.62% de las mujeres costarricenses. El 77.3% de las mujeres indígenas viven en Limón, Puntarenas y San José. La cantidad de hijos (as) promedio que tiene una mujer indígena (4.1) es superior al promedio nacional (2.7). El porcentaje de mujeres indígenas con una o más carencias es del 76.23%, sólo el 23.77% tiene satisfechas sus necesidades básicas. El 40.7% de las mujeres indígenas no poseen ningún grado de educación, únicamente 62 mujeres estudian o han concluido la universidad (sólo el 2.68% de las mujeres indígenas acceden a ese tipo de educación).[3]



 



El  Censo 2011 revela que la población indígena creció en un 39%, el aumento es de 40.267 personas, al pasar de 63.876  a 104.143 indígenas, siendo del total 51.709 mujeres y 52.434 hombres.



 



El Censo 2011 también indica que del total 1.211.964 de viviendas con servicios básicos existentes en el país, solamente 1.148 viviendas indígenas cuentan con esos servicios; de 1.127.991 acueductos únicamente 189 están en comunidades indígenas y 906 viviendas toman el agua de ríos o quebradas; de 1.158.902 alcantarillados, 108 son de viviendas indígenas y 982 casas tienen servicio sanitario de hueco, pozo negro o letrina; y de 1.194.999 servicios de electricidad que proveen las empresas, solo 7.581 son en los pueblos indígenas.



 



En síntesis, esta población carece en la mayoría de los casos de las oportunidades y ventajas que el resto de la población costarricense, enfrentado serios desafíos para su desarrollo y satisfacción de necesidades básicas, a las que no se sustrae el acceso a la justicia.



 



El Poder Judicial ante esta situación con el afán de coadyuvar con las personas indígenas, fue consciente de la necesidad de crear condiciones adecuadas para el acceso a la justicia de estas personas. Con esta finalidad como una primera medida en el año 2003, constituyó la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos Indígena, la cual coordino desde entonces.



 



La Subcomisión está integrada por representantes de diversas instancias judiciales, así como de otras instituciones tales como: Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Instituto Nacional de la Mujer, Patronato Nacional de la Infancia, Defensoría de los Habitantes, Asamblea Legislativa, Poder Ejecutivo y sobre todo se propicia un acercamiento y la participación de las personas indígenas.



 



Hablar de los logros alcanzados por el Poder Judicial, de las barreras derribadas, del mejoramiento de la prestación del servicio en relación con cada una de las poblaciones supone más tiempo del que podríamos pensar, por eso y como señalé anteriormente, por el nexo que tengo con las personas pertenecientes a pueblos indígenas, es que puntualizaré las buenas prácticas realizadas en esta materia.



 



Avances y resultados a partir de la creación de la Subcomisión.



 



Desde la Subcomisión se ha desarrollado un trabajo sistemático para derribar barreras y abordar los retos que supone el acceso a la justicia de esta población, me referiré a ellos como producto del esfuerzo conjunto de la Subcomisión y las instancias que la integran.



 



Ø  Subcomisión debidamente constituida



Ø  Elaborada la Política Institucional Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas



Ø  Temática indígena posicionada institucionalmente.



Ø  Participación en la revisión de proyectos de ley relacionados con la materia.



Ø  Fortalecidas las relaciones con instituciones con iguales objetivos en relación con los derechos humanos de la población indígena, entre ellos la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Tribunal Ambiental Administrativo, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de la Mujer, la Caja Costarricense del Seguro Social, entre otras.



Ø  Normativas procesal y de fondo que visualiza a las personas indígenas, a quienes hemos consultado distintas normas.



 



Implementación de la Política Institucional Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas



 



Tomándose en cuenta que la diversidad de poblaciones en condición de vulnerabilidad, requieren un abordaje diferenciado y la especificación de reglas para poder dar respuesta a las necesidades de cada sector, pues cada grupo muestra sus propias particularidades y en estricto apego al Principio de Igualdad y a la accesibilidad de los servicios, es que se consideró emitir las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas



 



Asimismo, se estimó que las reglas permitirían dar efectivo cumplimiento a las disposiciones establecidas en instrumentos tales como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas de 2007, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana en marzo de 2008,  los cuales no deben limitarse a la letra de los textos normativos, sino que requieren medidas concretas que permitan su implementación, estimándose que a través de las Reglas practicas para el acceso a la justicia de esta población, se podría promover un cambio ideológico y cultural para asegurar el respeto pleno a la dignidad y derechos de la población indígena.



 



Objetivo



 



El objetivo de la Política es adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de las poblaciones indígenas,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial,  levantar cualquier obstáculo que impida mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad, eliminar tratos discriminatorios, de manera que se refleje en la atención de sus necesidades tanto en el ámbito jurisdiccional, como auxiliar de justicia y administrativo.



 



Avances y resultados a partir de la ejecución de las Reglas prácticas para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



La implementación de la Política Institucional ha permitido desarrollar diversas acciones:



 



Ø  Diferenciados en los procesos con un cintillo rojo,  los expedientes donde interviene una persona indígena.



Ø  Implementadas audiencias “in situ” tomando en consideración la distancia geográfica que separa  a los pueblos indígenas de los circuitos judiciales a los que deben acudir.



Ø  Asignadas ayudas económicas a las personas indígenas que lo requieran, para cubrir gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, ello en coordinación con la Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales.



Ø  Asignados en los casos que se requiere, personas intérpretes y traductoras en su idioma materno.



Ø  Realizados peritajes antropológicos  en los casos que se requiere.



Ø  Concienciado el personal judicial para brindar un trámite respetuoso de la persona y cosmovisión indígena.



Ø  Elaborados y divulgados boletines informativos sobre el trato prioritario y atención preferente, así como boletines para conmemorar las efemérides relacionadas con las personas indígenas adultas mayores.



Ø  Publicadas y divulgadas circulares para orientar las actuaciones del personal judicial, en cuanto a la prestación del servicio a las personas indígenas.



Ø  Realizadas múltiples actividades de concienciación y capacitación no solo en los territorios indígenas, sino también en los diversos circuitos judiciales del país.



Ø  Elaboradas cuñas radiales en el idioma materno de estas poblaciones, para difundir sus derechos.



Ø  Mejorado el servicio público a través del apoyo brindado por la Contraloría de Servicios, la cual realiza una función vigilante de la aplicación de acciones para el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia de esta población



 



Programa de Gobernabilidad democrática en Costa Rica: Fases I y II. Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas



 



Uno de los proyectos ejecutados recientemente (2015) y que merece destacarse, es el Programa de Gobernabilidad democrática en Costa Rica: Fases I y II. Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. Este Programa es un proyecto presentado por el Gobierno de Costa Rica, en coherencia con el Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 y representó un esfuerzo conjunto con la Agencia Española para la Cooperación Internacional para el Desarrollo (ACECID).



 



En ese marco, el proyecto sobre Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas, fue desarrollado por la Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, con la participación  de varios grupos indígenas lo cual es esencial, y gracias al apoyo de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, la Unidad de Acceso a la Justicia, la Escuela Judicial, el Departamento de Artes Gráficas, la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN).



 



La realización de talleres con participantes del Poder Judicial y personas indígenas Bribris, Cabécares, Ngöbe y Buglé, tuvieron como objetivo analizar las barreras existentes para el  acceso a la justicia y las acciones pertinentes para superarlas. De estos encuentros surgió el documento denominado “Acceso a la Justicia  para pueblos indígenas” que compila toda la información obtenida durante el proceso de capacitación, se consigna una sistematización de jurisprudencia del Tribunal Agrario de San José, acorde a los lineamientos internacionales sobre pueblos indígenas e incluye un capítulo sobre las principales líneas jurisprudenciales a tono con lineamientos internacionales.



 



Adicionalmente se obtuvo como producto el documento “Explicaciones útiles para una mejor comprensión de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”,  documento que facilita un mejor entendimiento de las Reglas por parte de la población indígena destinataria. Su elaboración se visibilizó como un compromiso para derribar barreras de comunicación e información, pues muchas veces se olvida que los tecnicismos legales, están fuera del ámbito de comprensión de la población en general, y para su  aplicación práctica es importante que las personas destinatarias puedan tener claridad y entender a qué nos referimos por ejemplo con diligencia “in situ”, quién y cómo puede optar por la asignación de ayudas económicas, saber que tienen derecho a recibir un trato prioritario, solicitar la fijación de horarios accesibles para los señalamientos de audiencias y juicios, que se coloquen distintivos en los expedientes, los cuales alerten sobre la participación de una persona indígena en el proceso, el derecho a contar con una persona intérprete o traductor (a) y el acceso al peritaje antropológico/cultural. Poco efecto tendría una política aun cuando se haya construido con las mejores intenciones, si no es comprensible para las personas destinatarias.



 



Finalmente, enumerar cada una de las acciones, resumir todas las experiencias, compartir las buenas prácticas desarrolladas, llevaría más tiempo, no obstante, deseo que este breve recorrido por el quehacer institucional, en torno a las acciones para la ejecución de las Reglas de Basilia y el mejoramiento del acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, haya permitido hacer patente nuestro esfuerzo y compromiso y sirva de insumo  a los representantes de las diferentes regiones que nos acompañan, si a bien lo tienen.



 



 



 



 



 



 



























Dejo así rendido el Informe correspondiente a mi participación, en el III Encuentro de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.”



 



- 0 -



Se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, con motivo de su participación en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica, celebrado en Perú del 8 al 12 de noviembre de 2016. Se declara acuerdo firme.








 












[1] Por ejemplo la creación de un libro general de personas usuarias indígenas y la implantación de un formato de minuta de comunicación persona usuaria-defensor o defensora, donde se establecen algunas pautas para reconocer particularidades de quienes requieren de los servicios de la Defensa Pública (verbigracia el tiempo de traslado hasta la oficina judicial y la eventual necesidad de ayudas económicas, así como la comprensión del idioma y la pertinencia de intérpretes o traductores).



[2] En centros cerrados como semi institucionales.



[3] Información tomada de la página web de la Subcomisión para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas.
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05 de Agosto del 2005



Fecha de Publicación: 22 de Agosto del 2005



CIRCULAR No. 101-2005



ASUNTO: Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.



A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.-.



San José, 5 de agosto de 2005. –



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



-CC: - Diligencias



Róger.-



Publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22 de agosto de 2005.-



Circular de Secretaría de la Corte N° 182 - 2005



19 de Diciembre del 2005



Fecha de Publicación: 05 de Julio del 2013



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 129 del 05 Jul 2013



CIRCULAR N° 182-05



Asunto: Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.-



A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores, menores de edad,indígenas, víctimas y personas en una situación especial.-



San José, 19 de diciembre de 2005. -



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial N° 06-06 del 9-1-2006.



CC: Diligencias



Maricruz



Ref. 10029-05



Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2009



05 de Febrero del 2009



Fecha de Publicación: 16 de Febrero del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Audiencias, Colegio de Abogados, Consultorios Jurídicos, Debates-Juicios Orales, Expedientes, Usuarios, Viaticos, Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 32 del 16 Feb 2009



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2.   Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, comunicado mediante Circular Nº 145-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 7  del 12  de enero de 2010.)



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 5 de febrero de 2009.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Karla*
Publicación: Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009



Circular de Secretaría de la Corte N° 044 - 2009



20 de Abril del 2009



Fecha de Publicación: 06 de Mayo del 2009



Descriptores/Temas: Peritos judiciales, Dirección Ejecutiva, Políticas de accesibilidad, Consultorios Jurídicos, Defensoría de los Habitantes de la República, Gastos, Intérpretes, Universidad de Costa Rica, Viaticos



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 86 del 06 May 2009



CIRCULAR No. 44-09



Asunto: Intervención de intérpretes de lenguas indígenas en los procesos judiciales.



A LOS DESPCHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 22-09, celebrada el 10 de marzo del año en curso, artículo LX, dispuso que la intervención de intérpretes de lenguas indígenas es obligatoria cuando en un proceso judicial, en cualquier etapa, una de las partes involucradas es un indígena y para su debida defensa o reconocimiento de sus derechos ciudadanos, requiere de esa asistencia. Para ello se debe recurrir a la lista oficial de peritos del Poder Judicial, y en caso de no existir alguno inscrito, nombrar por inopia al que estimen pertinente.



San José, 20 de abril de 2009.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ashley*



Publicación: Boletín Judicial Nº 86 del 6 de mayo de 2009



Circular de Secretaría de la Corte N° 145 - 2009



16 de Diciembre del 2009



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas



CIRCULAR Nº 145-09



Asunto: Modificación de la Circular N° 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero de 2009.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 104-09, celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, dispuso modificar el punto 2 de la Circular Nº 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009, para que en adelante se lea así:



“2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



San José, 16 de diciembre de 2009



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ashley



Publicación: Boletín Judicial Nº 7 del 12 de enero de 2010



Circular de Secretaría de la Corte N° 092 - 2010



09 de Julio del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Documentos citados: Actas



Publicada en el Boletín Judicial Nº 148 del 30 de julio de 2010



CIRCULAR Nº 94-2010



Asunto:           Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.



San José, 9 de julio de 2010



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:(5622-10)



Ashley





ircular de Secretaría de la Corte N° 094 - 2010



09 de Julio del 2010



Fecha de Publicación: 30 de Julio del 2010



Descriptores/Temas: Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Acceso a la Justicia, Políticas de accesibilidad



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 148 del 30 Jul 2010



Publicada en el Boletín Judicial N° 148 del 30 de julio de 2010



CIRCULAR Nº 94-2010



Asunto: Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.



San José, 9 de julio de 2010



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:(5622-10)



Ashley



Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2013



18 de Marzo del 2013



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



Reiteración



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO:    Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 18 de marzo de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref: 6811-2011



David Z. *
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Circular de Secretaría de la Corte N° 072 - 2013



25 de Abril del 2013



Fecha de Publicación: 18 de Junio del 2013



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 116 del 18 Jun 2013



CIRCULAR Nº 072-2013



Asunto:    Regulación del Derecho de Petición.-



A TODAS LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° 30-13, celebrada el 2 de abril de 2013, artículo XLIV, a solicitud de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios de este Poder de la República, acordó comunicarles la siguiente normativa que regula el derecho de petición, que fue promulgada por la Asamblea Legislativa en octubre del 2012 (Ley. No. 9097), a fin de que se proceda a la aplicación de estas disposiciones, cuyo texto literalmente dice:



“9097



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA



DE COSTA RICA



DECRETA:



REGULACIÓN DEL DERECHO DE PETICIÓN



ARTÍCULO 1.- Titulares del derecho de petición



Todo ciudadano, independientemente de su nacionalidad, puede ejercer el derecho de petición, individual o colectivamente, en los términos y con los efectos establecidos por la presente ley y sin que de su ejercicio pueda derivarse ningún perjuicio o sanción para el peticionario. Todo lo anterior se ajustará al precepto establecido en el artículo 27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



ARTÍCULO 2.- Destinatarios



El derecho de petición podrá ejercerse ante cualquier institución, administración pública o autoridad pública, tanto del sector centralizado como descentralizado del Estado, así como aquellos entes públicos, con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado, respecto de las materias de su competencia, cualquiera que sea el ámbito institucional, territorial o funcional de esta.



Procederá, además, el derecho de petición ante sujetos de derecho privado cuando estos ejerciten alguna actividad de interés público, administren y/o manejen fondos públicos o ejerzan alguna potestad pública de forma temporal o permanente.



ARTÍCULO 3.- Objeto de las peticiones



Las peticiones podrán versar sobre cualquier asunto, materia o información de naturaleza pública.



No son objeto de este derecho aquellas solicitudes, quejas o sugerencias para cuya satisfacción el ordenamiento jurídico establezca un procedimiento administrativo específico y plazos distintos de los regulados en la presente ley.



ARTÍCULO 4.- Formalidad en el ejercicio del derecho de petición



a) Las peticiones se formularán por escrito, debiendo incluir, necesariamente, el nombre, la cédula o el documento de identidad, el objeto y el destinatario de la petición. Cada escrito deberá ir firmado por el peticionario o los peticionarios.



En cuanto a otros requisitos o procedimientos no establecidos en esta normativa y desarrollados reglamentariamente, o mediante órdenes, instrucciones o circulares, prevalecerá en toda petición el principio de informalidad, con el fin de garantizar a todos los ciudadanos su libre ejercicio.



b) En el caso de peticiones colectivas, además de cumplir los requisitos anteriores, serán firmadas por todos los peticionarios, debiendo figurar, junto a la firma de cada uno de ellos, su nombre y apellidos. De no constar todas las firmas, la petición se tendrá por presentada únicamente por las personas firmantes, sin perjuicio de su posterior subsanación o ampliación.



c) El peticionario podrá indicar del ejercicio de su derecho a otra institución u órgano diferente del cual ha dirigido la petición, remitiéndole copia del escrito.



d) Traducción o resumen en español, si la petición se presenta en cualquier lengua extranjera, conforme a la ley N.° 7623, Ley de Defensa del Idioma Español y Lenguas Aborígenes Costarricenses, y sus reformas.



ARTÍCULO 5.- Peticiones de miembros de comunidades autóctonas o indígenas



Los miembros de comunidades autóctonas o indígenas tendrán derecho a recibir asistencia de la Defensoría de los Habitantes o de la Comisión Nacional de AsuntosIndígenas para formular sus peticiones en idioma español, y a recibir y obtener pronta respuesta.



ARTÍCULO 6.- Presentación de escritos y plazo de respuesta



El escrito en que se presente la petición y cualesquiera otros documentos y comunicaciones que se aporten, ante la administración pública correspondiente, conforme lo indica el artículo 2 de esta ley, obligará a la administración a acusar recibo de esta, debiendo responder en el plazo improrrogable de diez días hábiles contado a partir del día siguiente de la recepción, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en la presente ley. Esta actuación se llevará a efecto por el órgano correspondiente, de acuerdo con la norma organizativa de cada entidad.



ARTÍCULO 7.- Peticiones incompletas. Plazo de subsanación o inadmisión.



a) Recibido el escrito de petición, la autoridad o el órgano al que se dirija procederá a comprobar su adecuación a los requisitos previstos por la presente ley, previos las diligencias, las comprobaciones y los asesoramientos que estime pertinentes. Como resultado de tal apreciación deberá declararse su inadmisión o tramitarse la petición correspondiente.



b) Si el escrito de petición no reuniera los requisitos establecidos en el artículo 4, o no reflejara los datos necesarios con la suficiente claridad, se requerirá al peticionario para que subsane los defectos advertidos en el plazo de cinco días hábiles, con el apercibimiento de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, notificándose entonces su archivo inmediato.



c) Se podrá requerir al peticionario la aportación de aquellos datos o documentos complementarios que obren en su poder o cuya obtención esté a su alcance y que resulten estrictamente imprescindibles para tramitar y responder la petición, en el mismo plazo establecido en el inciso anterior de cinco días hábiles; esto en razón del principio de economía y celeridad procedimental. La no aportación de tales datos y documentos no determinará por sí sola la inadmisibilidad de la petición, y se conocerá y resolverá sin mayor dilación el asunto planteado, dentro del plazo de diez días hábiles, según el artículo 6 de esta ley.



ARTÍCULO 8.- Inadmisión de peticiones



No se admitirán las peticiones cuyo objeto sea ajeno a las atribuciones o competencias de los poderes públicos, instituciones u organismos a que se dirijan, o que afecten derechos subjetivos y fundamentales de una persona o grupo de personas.



Del mismo modo, no se admitirán peticiones que sean contrarias a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que se consideren dilatorias de un procedimiento o proceso especial, o sean temerarias.



El rechazo de la petición en los anteriores casos deberá darse mediante acto fundado.



ARTÍCULO 9.- Resolución de inadmisibilidad. Plazo



a) La resolución de inadmisibilidad de una petición será siempre motivada y deberá acordarse en un plazo de diez días hábiles, a partir de la presentación del escrito de petición.



b) La notificación de esta resolución al peticionario deberá efectuarse en un plazo máximo de cinco días hábiles siguientes al de su emisión.



c) Cuando la inadmisión traiga causa de la existencia en el ordenamiento jurídico de otros procedimientos específicos para la satisfacción del objeto de la petición, la resolución de inadmisión deberá indicar, expresamente, las disposiciones a cuyo amparo deba sustanciarse, así como el órgano competente para ella.



d) En caso de no encontrarse en ninguno de los supuestos anteriores, se entenderá que la petición ha sido admitida a trámite y deberá obtenerse pronta respuesta en un plazo de diez días hábiles.



ARTÍCULO 10.- Competencia del destinatario



a) Siempre que la resolución de inadmisibilidad de una petición se base en la falta de competencia de su destinatario, este la remitirá a la institución, administración u organismo que estime competente en el plazo de cinco días hábiles y lo comunicará así al peticionario. En este caso, los plazos se computarán desde la recepción del escrito, aplicándose lo dispuesto en el artículo 6 de esta ley.



b) Cuando un órgano o autoridad se estime incompetente para el conocimiento de una petición, remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, si ambos pertenecieran a la misma institución, administración u organismo, debiendo comunicarlo al peticionario, sin que este trámite afecte el plazo de diez días hábiles para su debida respuesta.



ARTÍCULO 11.- Tramitación y contestación de peticiones admitidas



a) Una vez admitida para su trámite una petición por parte de la autoridad o del órgano público competente, se debe notificar su contestación a la persona que ha presentado la petición, en el plazo máximo de diez días hábiles a contar desde la fecha de su presentación. Asimismo, podrá convocar, si así lo considera necesario, a los peticionarios en audiencia especial para responder a su petición de forma directa.



b) Cuando la petición se estime fundada, la autoridad o el órgano competente para conocer de ella vendrá obligado a atenderla y a adoptar las medidas que estime oportunas a fin de lograr su plena efectividad, incluyendo, en su caso, el impulso de los procedimientos necesarios para adoptar una disposición de carácter general.



c) La contestación recogerá, al menos, los términos en los que la petición ha sido tomada en consideración por parte de la autoridad o el órgano competente e incorporará las razones y los motivos por los que se acuerda acceder a la petición o no hacerlo. En caso de que como resultado de la petición se haya adoptado cualquier acuerdo, medida o resolución específica, se agregará a la contestación.



d) La autoridad o el órgano competente podrá acordar, cuando lo juzgue conveniente, la inserción de la contestación en el diario oficial que corresponda.



e) Anualmente, la autoridad o el órgano competente incorporará, dentro de su memoria anual de actividades, un resumen de las peticiones recibidas, contestadas o declaradas por resolución inadmisible.



f) Por la complejidad del contenido de la petición, la Administración Pública podrá dar una respuesta parcial al peticionario indicando dicha situación, pudiéndose prorrogar de oficio un plazo adicional máximo de cinco días hábiles para su respuesta definitiva.



ARTÍCULO 12.- Protección jurisdiccional



El derecho de petición como derecho fundamental, de origen constitucional, será siempre susceptible de tutela judicial mediante el recurso de amparo establecido por el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, sin perjuicio de cualesquiera otras acciones que el peticionario estime procedentes, en los siguientes supuestos:



a) Omisión del destinatario de la obligación de contestar en el plazo establecido en el artículo 6 de esta ley.



b) Ausencia en la contestación de los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior.



c) Cuando la respuesta de la Administración Pública sea ambigua o parcial, sin justificación de su inexactitud o parcialidad en la entrega de la información y, se considere más bien una negativa de respuesta.



d) Cuando el peticionario considere que las actuaciones materiales de la Administración, sus actos administrativos o su respuesta le estén afectando sus derechos fundamentales, en especial, su derecho de petición, derecho de debido proceso, de justicia administrativa, principio de igualdad, principio de transparencia administrativa, derecho de acceso a la información pública, entre otros.



e) Aquellos otros supuestos establecidos por ley.



ARTÍCULO 13.- Sanciones por incumplimiento de pronta respuesta por los funcionarios públicos



El funcionario público que no responda en el plazo establecido ante una petición pura y simple de un ciudadano, será sancionado con el cinco por ciento (5%) del salario base mensual.



La denominación salario base corresponde al monto equivalente al salario base mensual del oficinista 1 que aparece en la relación de puestos de la ley de presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior.



Dicho salario base regirá durante todo el año siguiente, aun cuando el salario que se toma en consideración, para la fijación, sea modificado durante ese período. En caso de que llegaran a existir, en la misma ley de presupuesto, diferentes salarios para ese mismo cargo, se tomará el de mayor monto para los efectos de este artículo. La Corte Suprema de Justicia comunicará, por medio de publicación en el diario oficial La Gaceta, las variaciones anuales que se produzcan en el monto del salario referido.



COMISIÓN LEGISLATIVA PLENA SEGUNDA.- Aprobado el diez de octubre de dos mil doce.”



San José, 25 de abril de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 3192-2013.



Dz



Circular de Secretaría de la Corte N° 182 - 2013



30 de Mayo del 2013



Reiteración



CIRCULAR N° 182-05



Asunto:   Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.-



A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial.-



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 47-2013, celebrada el 9 de mayo de 2013, artículo XXVII).



San José, 30 de Mayo de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



ref: 3757-2013/Dz.



Circular de Secretaría de la Corte N° 117 - 2013



02 de Junio del 2013



Fecha de Publicación: 03 de Setiembre del 2013



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 168 del 03 Sep 2013



CIRCULAR Nº 117-2013



Asunto:      “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.         INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



[bookmark: _ftnref1]Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				[bookmark: _ftnref2]Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] .



 



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzasestratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año 



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



[bookmark: _ftnref3]Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				[bookmark: _ftnref4]En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



[bookmark: _ftnref5]ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III.      ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 .     Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



[bookmark: _ftnref6]La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



           



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 .     Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 .     Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 .     Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5.      Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











         San José, 2 de junio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Dz/Ref.: 4639, 6654-13.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



[bookmark: _ftn4]3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.



ircular de Secretaría de la Corte N° 123 - 2013



11 de Julio del 2013



Fecha de Publicación: 22 de Agosto del 2013



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 160 del 22 Ago 2013



CIRCULAR Nº 123-2013



ASUNTO:  Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.”



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No 15-13, celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI,  a solicitud de la Sub Comisión de Pueblos Indígenas, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:  



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



San José, 11 de julio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref: 8014-12; 2367, 2617-13.



David Z. *





Circular de Secretaría de la Corte N° 035 - 2014



26 de Febrero del 2014



Fecha de Publicación: 20 de Marzo del 2014



Descriptores/Temas: Informe anual de labores



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 56 del 20 Mar 2014



CIRCULAR Nº 35-2014



Asunto:      Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-



A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No 5-14, celebrada el 10 de febrero de 2014, artículo XXV, acordó reiterarles la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica:



“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad,  adultos mayores, menores de edad,indígenas, víctimas y personas en una situación especial”.-



           San José, 26 de febrero de 2014.-



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 8569-2013/ Dz



Circular de Secretaría de la Corte N° 080 - 2015



18 de Mayo del 2015



Descriptores/Temas: Políticas Institucionales



CIRCULAR N° 80-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 10-09, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”, cuyo texto literalmente dice:



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemplará el rubro de viáticos tanto para los y las indígenas como para las y los funcionarios, quienes desarrollan sus diligencias “in situ”.



3. Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4. Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5. Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6. Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes.



8. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.



9. Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena.



10. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



San José, 18 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 082 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR N° 82-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 63-11, sobre “Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica”.



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 63-11, denominada “Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica”, cuyo texto literalmente dice:



“La Corte Plena, en sesión N° 34-10 del 29 de noviembre de 2010, artículo XVII, aprobó las siguientes políticas:



“Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica



Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia con el apoyo de UNICEF



1-Antecedentes



[bookmark: marca0]La XIV Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia y los Consejos de la Magistratura de Iberoamérica, efectuada en marzo del año 2008 en Brasil fue el escenario en que se gestó la adopción de un cúmulo de reglas sobre el acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad cuyo propósito es que niños, niñas y adolescentes, mujeres, personas indígenas, personas migrantes y refugiadas, personas con discapacidad, personas adultas mayores y personas privadas de libertad, entre otros, tengan garantizado su derecho, sin discriminación y sin exclusión alguna, de acceder al sistema de justicia para la efectiva tutela de los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



Este conjunto de reglas, denominadas “Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad” impulsa a una revisión de los servicios de justicia y su alcance a la luz de una serie de estándares sobre el efectivo acceso a la justicia, de forma tal que se prevean fórmulas reforzadas y adecuadas de tutela para los sectores menos favorecidos, con el fin de que la protección de los derechos ante los poderes judiciales sea una realidad para todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ninguna clase.



El proceso seguido por el Poder Judicial de Costa Rica para la apropiación a nivel nacional de los compromisos de Brasilia ha sido liderado por la Comisión de Accesibilidad, y en materia de niñez y adolescencia se ha encomendado a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de la Justicia (CONAMAJ) la coordinación de esta iniciativa. Respondiendo a este pedido, CONAMAJ elaboró en 2007 un primer diagnóstico sobre acceso a la justicia por parte de niños, niñas y adolescentes, posteriormente actualizado en 2008, el cual permite concluir en la necesidad de contar con una política y un plan de acción específicos para esta población.



Como consecuencia, CONAMAJ convoca a un conjunto de especialistas que se conformó como Grupo de Trabajo Experto para brindar apoyo y realimentación al proceso de elaboración de la propuesta de Política. El grupo está compuesto por funcionarios y funcionarias judiciales, representantes de UNICEF y de otros organismos internacionales y por organizaciones de la sociedad civil que se desempeñan en el ámbito de la protección y atención de la niñez y adolescencia.



La estrategia seguida para la formulación de la Política parte de los diagnósticos propios de CONAMAJ y del documento de Estado de Situación sobre Acceso a la Justicia por parte de Niños, Niñas y Adolescentes 2009, realizado a partir de un proceso de consulta participativo con funcionarios y funcionarias judiciales, instituciones clave del sistema nacional de protección integral de la niñez y la adolescencia, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales y niños, niñas y adolescentes usuarios.



II. Introducción



En la elaboración de esta política se parte de que el concepto acceso a la justicia hace referencia a las posibilidades de las personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad sexual, ideología política, creencias religiosas, de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales.



Así el acceso a la justicia constituye un presupuesto material para la exigibilidad de derechos y en particular para asegurar el derecho fundamental a la justicia. En tanto, el acceso a la justicia debe traducirse en la eliminación de barreras, entendidas como cualquier forma de discriminación, especialmente la discriminación por razones de edad, sexo, género, étnica y racial o cultural y orientarse hacia la promoción y protección de los derechos humanos y el respeto a la diversidad, contribuyendo así al fortalecimiento democrático.



La Política Institucional del Poder Judicial dirigida al acceso efectivo a la justicia de niños, niñas y adolescentes, establece las estipulaciones que guían a los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial de Costa Rica para hacer realidad el acceso a la justicia en los servicios que presta a la población menor de edad. Mediante esta política el Poder Judicial da cumplimiento a la normativa internacional que protege los derechos de las personas menores de edad e implementa las Reglas de Brasilia en relación con el derecho de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



Las jurisdicciones que abarca la política son: niñez y adolescencia, familia, violencia doméstica, pensiones alimentarias, contencioso administrativo, constitucional, laboral, civil, agrario y todos aquellos casos en donde las personas menores de edad resulten víctimas incluyendo la jurisdicción penal. Se exceptúa la materia penal juvenil para el caso de las personas menores de edad en conflicto con la legislación penal, la cual cuenta con directrices específicas.



La Política está dirigida y requiere para su implementación del involucramiento de todo funcionario o funcionaria que conforma el Poder Judicial, así como de aquellos otros que tienen relación con gestiones o actuaciones de personas menores de edad ante la instancia judicial: abogados y abogadas, organizaciones de la sociedad civil, otras instituciones como el Patronato Nacional de la Infancia, universidades públicas o privadas cuando realicen funciones de asistencia legal gratuita, entre otros. Esta política y su plan de acción deberán ejecutarse responsablemente por todos los funcionarios y funcionarias y no solamente por quienes usualmente atienden casos relacionados con derechos de personas menores de edad.



III. Enfoques de la política



a. Enfoque de derechos humanos.



La persona menor de edad debe entenderse como sujeta activa del derecho a obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas, principalmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos, tomando en cuenta que es una persona en desarrollo, amparada por el derecho a la autonomía progresiva, la realización integral y la participación. El enfoque de derechos humanos promueve la participación de la persona menor de edad en relación con su desarrollo integral y su interés superior.



Este enfoque impone traducir normas y principios legales relacionados con el acceso a la justicia en acciones de política institucional, y que toda comunicación, proceso o decisión judicial traduzca una visión institucional que aborde de manera integral el tema del desarrollo de la persona menor de edad. Toda actuación de la persona operadora de justicia debe respetar la diversidad desde una perspectiva universal, evitar el seguimiento de esquemas caritativos, asistenciales, así como las intervenciones arbitrarias o discrecionales. La meta debe ser facilitar el cumplimiento pleno de los derechos de todas las personas menores de edad.



b. Enfoque de no discriminación.



Con esta política se busca eliminar toda forma de discriminación, especialmente la discriminación etaria, y se protegen y promueven los derechos humanos de las personas menores de edad y el respeto a su diversidad. Por medio de este enfoque, la persona operadora de justicia debe tener en cuenta la necesidad de garantizar a todas las personas menores de edad, por igual, la protección de sus derechos humanos, y en particular su acceso efectivo a la justicia, cuando entra en contacto con el Poder Judicial.



El Poder Judicial parte de la comprensión que la población menor de edad en Costa Rica es heterogénea y está compuesta, entre otros, por sectores que pertenecen a minorías étnicas, con discapacidad y migrantes. También se tiene claro que deben establecerse directrices y protocolos para los segmentos de población en mayor vulnerabilidad, como es el caso de las personas menores de edad. Mediante este enfoque, en fin, se promueven condiciones jurídicas especiales para aquellas personas menores de edad que lo requieran como medio que efectivice la realización plena del ejercicio de su ciudadanía y sus derechos humanos.



c. Enfoque del interés superior de la persona menor de edad.



Se establece que ante cualquier situación debe tomarse una medida que satisfaga los derechos de la persona menor de edad de una manera plena y eficiente. Así, debe valorarse la repercusión que tendrán sobre una persona menor de edad las decisiones que tome el Poder Judicial, de cualquier naturaleza que estas sean.



Lo anterior quiere decir que todas las materias que son tratadas en el Sistema Judicial y que tienen relación con el tema de derechos de las personas menores de edad revisten la misma importancia en cuanto a que garantizan el goce y disfrute de derechos para estas personas. También implica que independientemente del rol que la personas menor tenga en el proceso (ya sea víctima, testigo, parte o afectado/a), tiene derecho a que se considere su interés superior y la realización plena de sus derechos.



d. Enfoque de participación de la persona menor de edad.



Todo niño, niña y adolescente podrá expresarse y su opinión será tomada en cuenta para los asuntos que se relacionen con su persona, y frente a cualquier circunstancia que considere que pueda afectarle. El Poder Judicial velará por brindar a la población menor de edad asistencia profesional para el pleno ejercicio de derechos como el de información, expresión y ciudadanía, promoviendo más participación cuando el desarrollo de su autonomía lo permita.



Este enfoque busca que la persona menor de edad participe en forma directa en los procesos y procedimientos judiciales que tengan una consecuencia en su vida y sus derechos, teniendo en cuenta que goza de derechos propios que no pueden estar en dependencia a los de las personas adultas y que son diferentes a los de sus progenitores o personas responsables. Este enfoque tiene una relación directa con la administración de justicia ya que entiende que las personas menores de edad van adquiriendo progresivamente la capacidad de accionar sus derechos y de exigir su cumplimiento.



e. Enfoque de Género



Mediante la aplicación de este enfoque se promoverá la equiparación de condiciones entre niños y niñas y entre adolescentes de ambos sexos, de modo que se puedan distinguir las necesidades específicas de mujeres y hombres, tanto en su contexto social como en sus actividades más inmediatas.



A la luz de este enfoque se han de revisar las capacidades institucionales para asegurar el despliegue de acciones afirmativas y la existencia de mecanismos efectivos de protección.



Permite dar especial atención a lo concerniente a la igualdad y equidad de género en la construcción de relaciones entre hombres y mujeres para la superación de las brechas de género; así como la aceptación de la diversidad sexual.



IV. Objetivo General:



Hacer efectivo el acceso a la justicia para todas las personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio de sus derechos, a partir de una cultura judicial que desarrolle el paradigma de protección integral de la niñez y la adolescencia.



V. Objetivos específicos:



1. Asegurar que toda persona menor de edad que entre en contacto con el Poder Judicial de Costa Rica con una necesidad jurídica o judicial, tenga la información adecuada y la posibilidad de, con el mismo fin, de obtener una respuesta efectiva para garantizar sus derechos.



2. .Promover que toda persona menor de edad, una vez que ha entrado en contacto con el sistema judicial o iniciado el proceso, sea reconocido como sujeto de derechos y goce de un sistema de justicia adecuado a sus necesidades y que promueva su participación efectiva.



3. Propiciar información e instrumentos mediante las cuales el Poder Judicial se proyecte como la entidad que puede ofrecerle a la persona menor de edad una respuesta efectiva a sus necesidades jurídicas y el ejercicio de sus derechos.



VI. Lineamientos estratégicos de la Política:



a. INFORMACIÓN



Desde el primer contacto con las autoridades judiciales, las personas menores de edad tendrán derecho a contar con información y orientación oportunas, a ser atendidas en las oficinas judiciales y que estas sean accesibles al público. Para ello se deben crear y fortalecer las oficinas y centros de información, o designar en los circuitos judiciales personas encargadas de esta labor, debidamente capacitadas para orientar a la población menor de edad.



Elaborar y distribuir información y material divulgativo dirigidos a la persona menor de edad que entra en contacto con el Poder Judicial, la cual debe contemplar su forma de ver y entender el lenguaje y el mundo, así como las diferentes necesidades de acuerdo con su proceso de desarrollo. Las diversas instancias del Poder Judicial y en especial las dependencias judiciales elaborarán y contarán con materiales informativos apropiados para personas menores de edad sobre:



- Derechos, el funcionamiento de los tribunales, los requisitos y características de los distintos procedimientos judiciales, todo en lenguaje sencillo y coloquial.



- Información sobre la existencia de medios y procesos alternativos de resolución de conflictos.



- Información procesal y jurisdiccional, información relevante para la protección y seguridad de las partes e información específicas para las víctimas.



- Información específica para personas mayores de 15 años que participan directamente en procesos de acuerdo con artículo 108 del Código de la Niñez y la Adolescencia.



- Información sobre la naturaleza de la actuación judicial, del rol de la persona menor de edad antes de dicha actuación, así como sobre los resultados y consecuencias una vez que ya se ha realizado esa actuación, así como del tipo de apoyo que le puede y debe brindar la institución.



- Información sobre la responsabilidad y participación de las distintas instancias del Poder Judicial que se ven involucradas en relación con la participación de las personas menores de edad en los procesos judiciales ya sea como usuarias, afectadas, víctimas, testigos, parte.



Desarrollar protocolos, guías, directrices y otros para mejorar la atención de los niños, niñas y adolescentes, destinadas a las personas menores de edad usuarias, padres, madres y tutores, así como información específica destinada al personal que presta servicios judiciales a esta población.



Promover la elaboración de registros actualizados periódicamente que reflejen el tema de la atención de casos relacionados con derechos de personas menores de edad, ya sea que éstas se vean relacionadas con el Poder Judicial en tanto usuarias, víctimas, afectadas o testigos. Dichos registros deberán permitir identificar los segmentos etarios y áreas en las que la población entra en contacto o requiere los servicios del sistema de administración de justicia.



Difundir y dar a conocer a toda la población en general y específicamente a la población menor de edad, mediante instrumentos adecuados, la existencia y opciones de servicios alternativos o complementarios al proceso judicial de los que puede disponer, como lo son los centros de conciliación, los medios de resolución alterna de conflictos, la justicia restaurativa, los consultorios jurídicos y la defensa legal gratuita.



b. AGILIDAD DE LAS ACTUACIONES JUDICIALES



Desarrollar un proceso de revisión de los procedimientos y requisitos procesales de manera que resulten más sencillos, propiciando la ausencia de ritualismos procesales, promoviendo la oralidad, el impulso procesal de oficio, la inmediatez, la concentración y la celeridad procesal. Las medidas que resulten de este proceso serán incluidas en los planes anuales operativos para su seguimiento.



Impulsar acciones que favorezcan la agilidad en los procesos que afecten los derechos de las personas menores de edad o en los cuales una persona menor de edad se vea involucrada.



Garantizar que todo proceso judicial en que se vean afectados los derechos de una persona menor de edad se atienda sin postergación alguna, implementando los recursos que se requieren para su realización, teniendo como prioridad evitar daños a la persona menor de edad, en atención al principio del interés superior del niño.



Reforzar la observancia y el cumplimiento por parte de los operadores y las operadoras de justicia de las directrices que otorgan trato preferencial a la niñez y la adolescencia, y desarrollar medidas para su cumplimiento



Implementar un sistema de monitoreo y análisis de las respuestas y actuaciones judiciales que se dan a la población menor de edad en las diferentes materias en que entre en contacto una persona menor de edad, ya sea como usuaria, víctima o testigo.



[bookmark: marca1]Promover la realización de audiencias in situ que faciliten el acceso a la justicia de las personas menores de edad, sobre todo de aquellas que se encuentran en mayor situación de vulnerabilidad, dadas características especiales como su nacionalidad, su condición de persona indígena, distancia geográfica, condición de persona migrante, condición de persona con discapacidad y otras.



c. PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD EN TODA ETAPA DEL PROCESO JUDICIAL



Garantizar la participación efectiva en toda etapa del proceso judicial que afecte los derechos de la persona menor de edad en tanto principio básico del ejercicio de sus derechos. Para esos efectos, toda persona menor de edad debe contar con información adecuada que le permita expresar su opinión en relación con cualquier asunto que afecte su vida, y se le debe garantizar que su opinión recibirá una respuesta y que sus opiniones, de acuerdo al grado de madurez, sean tomadas en cuenta en las resoluciones que se adopten.



Desarrollar pautas y recomendaciones técnicas para la participación efectiva de las personas menores de edad, aplicables por todas las instancias del ámbito jurisdiccional.



Promover la asistencia profesional para la persona menor de edad que entre en contacto con la administración de la justicia para lograr su plena manifestación y expresión, teniendo en cuenta que dicha participación varía de acuerdo a su grado de autonomía y desarrollo.



d. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD QUE INTERVIENEN EN LOS PROCESOS JUDICIALES



Garantizar el pleno respeto al derecho al debido proceso de la persona menor de edad, el resguardo de su dignidad y la protección de la intimidad.



Velar para que durante los procesos judiciales en que se vean involucradas personas menores de edad se cuente con apoyo del Departamento de Trabajo Social y Psicología.



Tomando como base las directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, ampliar y adecuar su aplicación a todas las materias en que proceda con el fin de garantizarles a éstas el efectivo cumplimiento del derecho de acceso a la justicia.



Coordinar e impulsar las reformas legales y acciones administrativas necesarias para la toma de una declaración única en todo proceso que se requiera la declaración de una persona menor de edad, especialmente cuando se trate de delitos sexuales en contra de estas personas. Ello para evitar la reiteración de declaraciones y evitar la revictimización. Se deberá fomentar la utilización de videoconferencias para la toma de pruebas y testimonios, brindar capacitación especializada en interrogatorios en Cámaras de Gessel y exigir el uso de estos dispositivos en todos los circuitos en que estén disponibles.



Diseñar e implementar una estrategia coordinada entre las autoridades administrativas y jurisdiccionales para la adecuación progresiva del espacio físico, mobiliario y disponibilidad de equipo tecnológico de los despachos y oficinas judiciales a las necesidades de las personas menores de edad, principalmente para evitar su revictimización, garantizar su privacidad y proveer de espacios amigables para la toma de denuncias en cualquier diligencia que involucre a estas personas.



Lineamientos de la política para la jurisdicción penal:



Elaborar y monitorear un plan de acción para el cumplimiento progresivo de las Directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, complementadas con la Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal.



Desarrollar programas de capacitación y sensibilización para la policía judicial y administrativa, los fiscales del Ministerio Público, defensores y defensoras, jueces y auxiliares judiciales para el tratamiento adecuado de la población menor de edad víctima o testigo de delitos.



e. ASISTENCIA TÉCNICO-JURÍDICA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA



Asegurar que el juez o la jueza conoce la normativa internacional y nacional de derechos humanos de las personas menores de edad y la aplica en sus actuaciones y decisiones judiciales.



Velar por que los funcionarios y funcionarias sean receptores y conocedores de las necesidades específicas de las personas menores de edad durante la tramitación de los procesos judiciales, aplicando como guía en la toma de decisiones el enfoque de derechos y su interés superior.



Propiciar la continuación de la política de especialización en materia de niñez y adolescencia, así como el fortalecimiento de las diferentes materias con perspectiva de derechos de la niñez y la adolescencia.



Promover un modelo de gestión judicial que tome en cuenta que la desconcentración judicial es esencial en relación con la atención diferenciada a los niños, niñas y adolescentes, lo que implica que todos los circuitos cuenten con tribunales, fiscalías y juzgados en materia de niñez y adolescencia.



Contar con personal capacitado especializado en atención de la niñez y la adolescencia para realizar los peritajes por parte de los Departamentos de Trabajo Social y Psicología, Medicina Legal y Laboratorios de Ciencias Forenses.



Adoptar directrices y protocolos a fin de que los juzgados y auxiliares jurisdiccionales en materia de niñez y adolescencia, trabajen de forma coordinada y teniendo como guía el enfoque de derechos en todos los circuitos judiciales.



Impulsar la coordinación interinstitucional y la articulación entre despachos y procesos para trabajar integralmente los conflictos familiares así como todos aquellos casos en que se haya afectado el goce de un derecho de una persona menor de edad.



Promover la existencia y funcionamiento de consultorios jurídicos y defensa legal gratuita para todas las materias y toda actuación judicial en que se vea involucrada una persona menor de edad y esté en discusión algunos de sus derechos.



Desarrollar un proceso que permita la adopción de medidas de acercamiento de las personas servidoras judiciales a aquellos grupos de población que se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación. Este proceso debe contemplar la elaboración de comunicaciones con lenguaje accesible, formularios de fácil manejo y diseño de procesos y procedimientos que tomen en cuenta que se trata de una persona en desarrollo.



Dar seguimiento a los procesos y procedimientos en que ha participado o que tienen consecuencias en los derechos de personas menores de edad y promover la adopción medidas que tengan en cuenta el brindar una reparación justa y adecuada y la restitución de derechos violentados.



f. JUSTICIA RESTAURATIVA Y RESOLUCIÓN ALTERNA DE CONFLICTOS



Propiciar e incluir en las iniciativas y programas de resolución alterna de conflictos y de justicia restaurativa la perspectiva de derechos de la niñez y adolescencia, de forma tal que la prestación de estos servicios tenga como eje el enfoque de derechos y atención amigable y sensible a los intereses de los niños, niñas y adolescentes.



Desarrollar e implementar en aquellos procesos en que participen personas menores de edad y que las disposiciones legales así lo permitan, mecanismos o procedimientos de resolución alterna de conflictos, círculos de paz y reuniones restaurativas, entre las principales, partiendo de que estos mecanismos favorecen resoluciones donde se da participación directa de las personas menores de edad en condiciones más democráticas, equitativas y acorde a sus intereses. Estos mecanismos deben buscar soluciones integrales a los conflictos que aquejan a estas personas.



g. COMPRESIÓN DE LOS ACTOS Y ACTUACIONES JUDICIALES



Reforzar la formación de los y las administradores de justicia para la emisión de sentencias y actos judiciales en un lenguaje adecuado para la comprensión de las personas menores de edad, con términos y estructuras simples, que favorezcan la inteligibilidad de las resoluciones judiciales y reduzcan las dificultades de comunicación que afectan la participación plena y la comprensión sobre el alcance y significado del acto judicial.



Garantizar que los jueces y juezas cumplan con la obligación del artículo 107 del Código de la Niñez y la Adolescencia de brindar a la persona menor de edad información clara sobre el significado de cada una de las actuaciones que se desarrollen en su presencia, así como el contenido y las razones de cada decisión. En especial deberá explicarse a la persona menor de edad los motivos por el cual se ordena una determinada medida de protección.



VII. Implementación:



A partir de lo establecido en el artículo 4 de la Convención de los Derechos del Niño sobre la obligación del Estado de adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicha Convención, la Política del Poder Judicial es un instrumento estratégico de mediano plazo que parte de la meta de lograr que toda persona menor de edad encuentre una puerta, un camino y una respuesta ante una necesidad relacionada con sus derechos e intereses jurídicos. El complemento de la Política lo constituye un Plan de Acción que desarrolla actividades, metas, recursos y responsabilidades en todas las áreas descritas. Esto se relaciona directamente con la necesidad de tener en cuenta las diferencias de la población menor de edad así como las dificultades de acceso al Poder Judicial que tienen las poblaciones de diferentes partes del país, por lo que esta política es de alcance nacional y así debe ser su implementación.



a. CAPACITACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN A FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS



La Escuela Judicial y demás instancias responsables de brindar capacitación en el Poder Judicial conformarán un programa de capacitación y sensibilización permanente para los y las operadoras de justicia (jueces, juezas, defensores, fiscales, auxiliares judiciales, policías judiciales, profesionales de trabajo social y psicología y todas las personas que entran en contacto con las personas menores de edad) contemplando aspectos legales y sociojurídicos para garantizar un trato digno, oportuno y teniendo en cuenta el interés superior de la persona menor de edad y la especialización de la materia. Especial énfasis deberá darse en los procesos de capacitación y formación a la descentralización, articulación y efectiva coordinación entre las distintas oficinas y despachos a fin de cumplir con una protección integral de la persona menor de edad.



Este programa debe incluir un acercamiento de sensibilización a otros profesionales que se relacionan con personas menores de edad, como los abogados y abogadas, estudiantes de derecho, personas que trabajan en Casas de Justicia y Consultorios Jurídicos.



Los procesos de capacitación se complementarán con la producción de material de apoyo relacionado con el enfoque de derechos, la aplicación del interés superior de la niñez y la adolescencia, la observancia del Código de la Niñez y la Adolescencia en el ámbito jurisdiccional y la doctrina de la protección integral, entre los principales.



Deberán asimismo continuarse y fortalecerse los ciclos de formación a operadores y operadoras jurídicas en el marco de directrices para reducir la revictimización de las personas menores de edad en procesos penales, tanto a nivel central como descentralizado.



El Departamento de Personal deberá contar con un perfil del funcionario y funcionaria judicial ajustado en aquellos procesos de selección de personal que requieren mantener contacto o brindar atención con población menor de edad e incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de los derechos de la niñez y la adolescencia.



b. COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL



Para apoyar la implementación de esta política y lograr un trabajo articulado con otras instituciones involucradas en esta temática, se propiciará la formación de una red o comisión de trabajo interinstitucional en que participen las diversas instancias del Poder Judicial y otras instituciones que intervienen en los procesos de atención de niños y niñas y adolescentes.



De igual forma, es indispensable establecer pautas de coordinación interinstitucional con el PANI, principalmente en cuanto a los procesos especiales de protección y en materia de familia, procurando mantener un registro actualizado para control de niños, niñas y adolescentes con medidas de protección de albergue al que tengan acceso PANI y juzgados especializados, ello con el fin de reducir tiempo de institucionalización.



c. REVISIÓN Y ADECUACIÓN DE LOS MODELOS DE GESTIÓN JUDICIAL A LA POLÍTICA



A fin de garantizar la integración y aplicación de la Política, es necesario llevar a cabo una revisión y adecuación de los modelos de gestión judicial para identificar aspectos que se puedan mejorar y eliminar los obstáculos en el acceso a la administración de la justicia de esta población.



Deberán tomarse todas las medidas requeridas, tanto de índole administrativa como de gestión en los diferentes ámbitos del Poder Judicial, a fin de armonizar y dar cumplimiento efectivo a la política.



d. CREACIÓN DE UNA SECRETARIA ESPECIALIZADA EN TEMAS DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA



Para seguimiento y puesta en marcha de la Política y su Plan de Acción se creará una Secretaría Especializada en temas de niñez y adolescencia.



Esta Secretaría tendrá entre otras las siguientes funciones: aquellas relacionadas con brindar información a las personas menores de edad y sobre sus derechos; diseñar y llevar a cabo campañas de información que involucren la difusión de la política y principalmente los derechos de la niñez en relación con el acceso a la justicia en todo el país; dar a conocer medios de solución alternativa; brindar y actualizar información por internet; coordinar con una oficina que brinde servicios interdisciplinarios que permitan promover y proteger los derechos de las personas menores de edad que se relaciones con el Poder Judicial; elaborar y difundir circulares sobre información de los menores en los procesos sobre sus derechos; recomendar sobre las cualidades de espacios físicos que seas agradables a las personas menores de edad y que promuevan la privacidad; recomendar simplificación de procedimientos (oralidad, desformalización, medios económicos, agilizar procesos, acceso en las comunicaciones).



e. PRIORIDAD INSTITUCIONAL Y DOTACIÓN DE RECURSOS



Un tema esencial es la priorización por parte de la máxima jerarquía del Poder Judicial de la incorporación transversal del enfoque de derechos de la niñez y la adolescencia así como del interés superior en lo interno de toda la institución; buscando el desarrollo de una cultura en el Poder Judicial desde el paradigma de protección integral de la niñez y la adolescencia, que busque hacer real el derecho a la justicia para todas las personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio de sus derechos humanos. Así como lo establece el objetivo principal de esta política.



Se propiciará que la política sea considerada en los procesos de planificación, planes anuales operativos y presupuestos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y forme parte de los objetivos institucionales. El Departamento de Planificación será responsable del seguimiento y el desarrollo de un adecuado sistema de indicadores para medir los avances de la implementación y de consecución de metas y resultados de los planes y programas.



Esta priorización se reflejará principalmente en la adecuada asignación de recursos financieros, humanos y de infraestructura que hagan posible su puesta en marcha y la apropiación del tema de los derechos humanos de las personas menores de edad en toda actuación y resolución o trámite que realice el Poder Judicial. También se reflejará en las acciones de coordinación e intercambio que se logren implementar con otras instituciones relacionadas con las personas menores de edad que intervienen en procesos judiciales o que acuden ante el Poder Judicial para cualquier tipo de gestión o solicitud de información.



f. MONITOREO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA



La Secretaría especializada se encargará de evaluar el cumplimiento progresivo de la política, avances y cambios requeridos. En coordinación con el Departamento de Planificación se realizará anualmente una revisión de los avances que será divulgada a todas las instancias judiciales responsables de la implementación de la política.



Asimismo pondrá en marcha un sistema de monitoreo y análisis de las respuestas o actuaciones judiciales que se dan a esta población, e implementará registros que permitan analizar el acceso efectivo, real y actual de la persona menor de edad al Poder Judicial.



Se procurará sistematizar las buenas prácticas del Poder Judicial en cuanto a la atención a derechos de las personas menores de edad, la participación en los procesos judiciales y la agilización de los procesos. Las buenas prácticas identificadas serán divulgadas para realimentar a las diferentes instancias según las necesidades institucionales que existen en diferentes partes del país.”



  San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 083 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR Nº 83-2015



Asunto: Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada ““Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice:



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I. INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza. Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II. PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad,migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, poblaciónafrocostarricense) Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad, en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar mecanismos de acceso a la información, comunicación y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no seanrevictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



Diferentes centros de Responsabilidad Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública, Consejo Superior.



3 Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personasafrodescendientes.



[



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo con las instancias institucionales cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”, página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4]desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación realizada.



Cantidad de usuarios queaccesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos, víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la páginaweb de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitiosdel Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información, lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras degessell, entre otros que eviten larevictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginasweb en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios webajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III. ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001



Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%. El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos, procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches, reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5. Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 3847-15



Randy Rivera Rodríguez.



Circular de Secretaría de la Corte N° 081 - 2015



19 de Mayo del 2015



CIRCULAR N° 81-2015



ASUNTO: Reiteración de la Circular No 94-10, sobre “Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 94-10, denominada “Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”, cuyo texto literalmente dice:



“El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el 1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde.”



San José, 19 de mayo de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref:3847-15



Randy Rivera Rodríguez.







Circular de Secretaría de la Corte N° 098 - 2015



05 de Junio del 2015



Fecha de Publicación: 06 de Agosto del 2015



Documentos citados: Actas - Publicaciones



Publicada en Boletin número 152 del 06 Ago 2015



CIRCULAR No. 98-2015



Asunto:      Sobre las capacitaciones y talleres a desarrollar en materia Agraria.-



A  LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN MATERIA AGRARIA



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 42-15, celebrada el 5 de mayo de 2015, artículo XLIII, acordó tomar nota de lo dispuesto por la Comisión de la Jurisdicción Agraria, en consecuencia acoger las siguientes recomendaciones, referentes a las capacitaciones y talleres a desarrollar en materia agraria, cuyo texto literalmente dice:



“1° Las capacitaciones de la Jurisdicción Agraria que se realicen en el año 2015 se coordinarán con la Escuela Judicial. Estarán enfocadas prioritariamente a la implantación de la oralidad en la tramitación de los diferentes despachos agrarios; el estudio del proyecto de Código Procesal Agrario que está en la Asamblea Legislativa, a fin de prepararse y proyectarse ante su eventual aprobación y la aplicación del Código de Trabajo en lo que fuere atinente su aplicación supletoria una vez entre en vigencia; la utilización en todas las actividades de capacitación de los temas transversales y las políticas de acceso a la justicia de las personas usuarias, con especial referencia a quienes se encuentran en condición de vulnerabilidad o son vulnerabilizadas; el Derecho Indígena. Para tal efecto, todos los módulos del Programa de Especialización en Derecho Agrario de la Escuela Judicial deberán ser revisados y actualizados, conforme a los enfoques señalados.



2° La jueza Damaris Vargas Vásquez seguirá fungiendo como enlace entre la Comisión de la Jurisdicción Agraria y la Escuela Judicial en los temas citados en el acuerdo anterior: a) procesos de capacitación referidos a la implantación de la oralidad en la tramitación de los diferentes despachos agrarios; b) la formación que se imparta vinculada con la preparación para el estudio y proyección ante una eventual entrada en vigencia del proyecto de Código Procesal Agrario; y todo lo que se refiera al referido proyecto. c) la capacitación para la materia agraria, vinculada con los temas transversales y las políticas de acceso a la justicia de las personas usuarias, con especial referencia a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad o son vulnerabilizadas; y el Derecho Indígena. Este último tema será coordinado por el experto en la temática indígena, señor Javier Rodríguez, integrante de la Subcomisión de Pueblos Indígenas.



3° La jueza Alexandra Alvarado Paniagua asumirá la Coordinación de la continuación de los Talleres vinculados con los Despachos Agrarios que implementen el sistema de gestión electrónica de expedientes conforme al Programa de Moderna Gestión Electrónica y de Oralidad, a saber: el Tribunal Agrario, el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de San José y los Juzgados Agrarios del I, II y III Circuitos Judiciales de Alajuela, así como el Juzgado Agrario de Cartago, integrado recientemente, y los demás Juzgados que Corte Plena disponga sigan trabajando con base en ese modelo. Debido a que por acuerdo de dicha Corte, el Programa de Moderna Gestión Electrónica y de Oralidad, dejó de operar en la Institución en diciembre de 2014, se dispone que tales Talleres sean coordinados entre esta Comisión, la Escuela Judicial y el Departamento de Planificación.



4° Se realizará un diagnóstico de las necesidades de capacitación el personal profesional y técnico del Juzgado Mixto de Upala, del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas y de la Defensa Pública a cargo de esos Despachos, en lo referido a los procesos agrarios, a fin de realizar un diagnóstico para determinar sus necesidades de capacitación y el estado actual de la tramitación y resolución de los expedientes judiciales, para implementar acciones que permitan la mejora continua del servicio público que se ofrece a las personas usuarias de esas zonas. Para tal efecto, se realizarán visitas a dichos Despachos, coordinadas entre esta Comisión y la Escuela Judicial.



5° Se dispone solicitar a la Escuela Judicial dar seguimiento al Programa de Especialización en Derecho Agrario, para que se realice una nueva promoción, integrando a personas de Instituciones vinculadas con el Poder Judicial mediante Convenios Interinstitucionales, a fin de lograr una mejor coordinación de acciones en beneficio de las personas usuarias agrarias, entre ellas, el Instituto de Desarrollo Rural. La Magistrada Escoto y la licenciada Ileana Guillén propiciarán para tal efecto una audiencia con la Presidencia Ejecutiva de dicha Institución. Los módulos del Programa en referencia deben estar enfocados en los temas que se citan en el primer acuerdo.



6° Solicitar a la Escuela Judicial el diseño de un programa de capacitación especializado, dirigido al personal técnico judicial del Tribunal Agrario y de los Juzgados Agrarios del país; independiente de la formación que la Escuela Judicial tiene diseñado para dicho personal en otras materias.



7° Las actividades de capacitación programadas durante el año 2014 que no se realizaron, se reprogramarán para este año, previa coordinación con la Escuela Judicial.



8° Comunicar este acuerdo a la Escuela Judicial, el Departamento de Planificación, la Dirección de la Defensa Pública, la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, la Contraloría de Servicios, los Juzgados Mixtos de Upala, Buenos Aires de Puntarenas, y Turrialba, los demás Juzgados Agrarios y el Tribunal Agrario, así como al experto Javier Rodríguez Oconitrillo.



9° Se declara este acuerdo firme por unanimidad para su ejecución”.-



San José, 5 de junio de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.:12544-13 / 4775-15.



Randy Rivera Rodríguez.
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CIRCULAR No. 138-2015



Asunto:      Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial.-



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 de julio del año en curso, aprobó la propuesta realizada por el Magistrado Román Solís Zelaya y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, que literalmente indica:



				Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial











I. Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública.



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial.



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana.



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



II. Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



2.2 Planteamiento del problema de la política



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:



Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida a ejercer el derecho constitucional a la participación ciudadana, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente como deber y derecho ante la gestión del Poder Judicial.



Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



Dentro de las causas internas prevalece una cultura judicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.[1]



Además el Poder Judicial está organizado de manera vertical, centralizada y compleja, con insuficientes espacios de participación tanto a nivel territorial como en el ámbito gerencial, así como en los distintos sectores que lo conforman, lo que atenta contra la apertura a la participación ciudadana. Por lo que se torna necesario el establecimiento de espacios formales para que haya participación ciudadana en las instancias superiores del Poder Judicial y el establecimiento de relaciones con las organizaciones civiles y comunitarias y así posibilitar una participación ciudadana efectiva.



Pese al mandato de la Constitución Política en favor de la participación ciudadana, existe un segmento del personal judicial que expresa dudas y temores sobre la apertura institucional a la ciudadanía y al deber de rendir cuentas. También existe una preocupación y un compromiso auténtico por parte de las autoridades judiciales de cambiar la situación descrita.



Es por ello que, ante el reconocimiento de estas limitaciones, se plantea un Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial que incida en los siguientes aspectos: generar condiciones internas y externas para un cambio cultural en la institución hacia prácticas más democráticas, propiciar la transversalización de participación ciudadana en todo el accionar institucional, promover un ambiente abierto, amigable y confiable de las personas operadoras de justicia hacia la ciudadanía usuaria que garantice la atención oportuna de peticiones y demandas ciudadanas.



2.3 Antecedentes



Si bien el Poder Judicial se ha caracterizado por tener una imagen positiva ante la ciudadanía y por mantener la legitimidad social, esta percepción desciende en los últimos años debido a dos supuestos afincados en la ciudadanía costarricense: la lentitud del servicio y la complejidad de los trámites de los procesos judiciales. La ciudadanía percibe que los trámites en el Poder Judicial son engorrosos y que esto se convierte en “barreras de acceso al sistema y que los procesos judiciales son tan complicados que “no vale la pena meterse en ellos”[2].



La ciudadanía ha tocado las puertas del Poder Judicial exigiendo calidad del servicio, como demuestra la mayoría de gestiones presentadas por las personas usuarias ante la Contraloría de Servicios (2002-2012): retardo judicial, retardo administrativo y trato inadecuado a la persona usuaria[3]; además, el índice de confianza en el Poder Judicial, elaborado en el año 2000 expone que “cinco de cada 10 personas consultadas creen que el Poder Judicial funciona regular, mal o muy mal”[4].



La institución ha implementando acciones que procuran dar respuesta a esas solicitudes ciudadanas expresas, de manera que se puedan solventar las limitaciones planteadas y tener a la ciudadanía como plano principal del servicio:



· Definición de políticas orientadas a sectores en condición de vulnerabilidad: víctimas de violencia doméstica; personas con discapacidad; personas adultas mayores; personas migrantes y refugiadas; personas indígenas; personas afrodescendientes; niñas, niños y adolescentes; personas con capacidades diferentes; personas diversas sexualmente; personas privadas de libertad y  personas menores de edad en conflicto con la ley penal.



· La transparencia en la información electrónica (sitio web) del quehacer del sistema de justicia permitió al Poder Judicial la obtención del primer lugar de un premio internacional de transparencia, 2013.[5]



· El desarrollo del Programa de Participación Ciudadana de la Conamaj desde el año 2008.



· La declaración por parte de la Corte Plena del tema de participación ciudadana de interés institucional y la incorporación de la participación ciudadana como eje transversal en el Plan Estratégico del Poder Judicial (2013-2017).



· La creciente voluntad política mostrada por las autoridades superiores del Poder Judicial (Corte Plena y Consejo Superior) de aprobar acuerdos tendientes a darle un carácter estratégico al tema de participación ciudadana dentro del quehacer en todo el sistema.[6]



· La creación de la Oficina de Atención y Protección de Víctimas del Delito del Ministerio Público.



· La tendencia mundial de los poderes judiciales a reestructurar su organización considerando los ejes de la Iniciativa de  Gobierno Abierto y por ende del Poder Judicial de Costa Rica de incursionar en este modelo para lograr mayor credibilidad y legitimidad en la sociedad costarricense, mediante la transparencia, la colaboración y la participación.



2.4 Aspiraciones de la Política



La Política de Participación Ciudadana aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de condiciones necesarias para que la sociedad costarricense devenga en ciudadanía activa. Estas aspiraciones son:



· La participación ciudadana como un proceso de construcción social permanente.



[bookmark: _ftnref7]· La participación ciudadana ejercida como derecho constitucional y deber cívico a la vez, que se ejerce de forma voluntaria y autónoma. Esto conlleva una corresponsabilidad entre partes y aspira a la vigencia y ampliación de los derechos de la ciudadanía, en cumplimiento del principio de justicia pronta y cumplida[7] y la calidad de la prestación pública.



[bookmark: _ftnref8]· La participación ciudadana como contrapeso social al poder delegado a las autoridades del Poder Judicial, lo que conlleva el posicionamiento del control ciudadano como medida eficaz para elevar eficacia y eficiencia en la gestión pública del Poder Judicial[8].



[bookmark: _ftnref9]· La Participación Ciudadana como un “valor público”[9], entendido como beneficio o valor agregado que se obtiene al aprovechar la interacción, el diálogo y las sinergias con la ciudadanía para obtener un efectivo control social ciudadano del uso de los recursos públicos, la calidad de la gestión de los servicios, las políticas y el gobierno.



[bookmark: _ftnref10]· La disposición de parte de autoridades del Poder Judicial a la promoción, apoyo y funcionamiento institucional de instancias, comisiones, programas, mecanismos y normativas que flexibilicen la formalidad y rigidez de la institucionalidad burocrática y hagan posible el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión del Poder Judicial, respetando y fortaleciendo además espacios y mecanismos de participación informal y espontánea[10].



[bookmark: _ftnref11]· Emprender la gobernanza como eje estratégico, lo que requiere la incorporación de socios estratégicos[11] por medio de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza del Poder Judicial y que conlleva el reconocimiento de la interlocución con el Pueblo Soberano, en su sentido constitucional, proponiendo una interacción que respete la diversidad, especificidad y pluralidad.



· Favorecer el acceso a la justicia de la ciudadanía, la cual se expresa en una amplia gama de actores y actoras comunitarios, grupos o personas en condición de vulnerabilidad, organismos sin fines de lucro, gremios, la academia y organizaciones civiles informales, sin restricción de clase social, género, nivel educativo, opción sexual, credo religioso, edad o ideología política, país de origen, en consonancia con las políticas aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior, todas de aplicación general y obligatoria en el Poder Judicial.



2.5 Fundamentación jurídica



La Constitución Política y algunas leyes nacionales ofrecen amparo jurídico al derecho a la participación ciudadana, estableciendo disposiciones jurídicas orientadas a su fomento:



[bookmark: _ftnref12]· La reforma del artículo 9 de la Constitución Política señala que: “El gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres poderes distintos e independientes entre sí: El Legislativo, Ejecutivo y Judicial” (énfasis no es del texto original). Así la Constitución Política de la República sienta las bases de la soberanía popular y del carácter participativo[12] del Estado.



[bookmark: _ftnref13]· Que la Sala Constitucional ha reafirmado al Pueblo como El soberano y del cual emanan los otros poderes del Estado al decir: “...los principios y valores democráticos correctamente entendidos, (...) implican el ejercicio permanente del poder por el pueblo o, dicho de otra manera, su permanente participación en la toma de las decisiones que les atañen...”[13].



[bookmark: _ftnref14]· La Sala Constitucional ha considerado que la reforma del artículo 9 otorga el carácter participativo del gobierno costarricense y eleva el principio participativo a rango constitucional, puesto que “la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones públicas prevista en la Constitución y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable[14].



· Los derechos a la asociación y el derecho a la comunicación de intereses tienen respaldo constitucional (artículos 27, 29) en especial el derecho de petición: "se garantiza la libertad de petición -en forma individual o colectiva- ante cualquier funcionario público o entidad oficial y el derecho a obtener pronta resolución" (art.26).



[bookmark: _ftnref15]· El país ha aprobado múltiples convenios internacionales y declaraciones universales,[15] que afirman los derechos fundamentales de la persona humana, los cuales también están consagrados en la Carta Magna (art. 41).



· La Constitución Política otorga como función principal del Sistema de Justicia, la atención del conflicto entre partes y la aplicación de las leyes (art. 153) y simultáneamente demarca la calidad del servicio público del Poder Judicial al decir que a todos los(as) ciudadanos(as): “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art. 41).



· Las personas operadoras de justicia tienen una autoridad delegada y están obligadas a la rendición de cuentas y la transparencia de su gestión ante la ciudadanía, es decir, “... Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone (...) y la acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. (Y) la administración pública… estará sometida a una evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes” (art. 11).



· La Ley General de Control Interno, constituye un instrumento que coadyuva a la transparencia y rendición de cuentas, al establecer sistemas de control interno para la mejora del servicio y al considerar la necesaria consulta a la persona usuaria para la calidad del servicio público.



[bookmark: _ftnref16]· La Ley de Contralorías de Servicios[16], compromete a estas instancias en la promoción de políticas de calidad en la prestación de los servicios que brindan organizaciones públicas (art. 3), a generar una cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de servicios y a la formación de una cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación, mejoramiento continuo e innovación de los servicios (art. 7).



[bookmark: _ftnref17]· La legislación costarricense vigente[17] ofrece vías de participación ciudadana que pueden ser incorporadas en las acciones de esta política, tales como la consulta ciudadana en el referéndum o plebiscito, la participación en audiencias públicas o comunitarias en la decisión de prestación de servicio, el dictamen técnico en algunas instituciones, la representación civil en órganos directivos de instituciones públicas y la denuncia (presencial, electrónica, telefónica, etc.) ante los órganos de control de instituciones públicas, concretamente, en el Poder Judicial (Inspección Judicial y Contraloría de Servicios).



[bookmark: _ftnref18]· El Poder Judicial estableció en los últimos años un conjunto de políticas que fundamentan el principio de acceso a la justicia basadas en las Reglas de Brasilia[18] que ofrecen principios, medidas y acciones orientadas a garantizar los derechos de sectores más vulnerables de la sociedad.



[bookmark: _ftnref19][bookmark: _ftnref20][bookmark: _ftnref21][bookmark: _ftnref22][bookmark: _ftnref23]· Las autoridades del Poder Judicial han establecido una serie de disposiciones que favorecen la participación ciudadana tales como: la aprobación en el Consejo Superior del Estatuto de la Justicia y de los derechos de las personas usuarias (2010), que obliga al Poder Judicial a crear y promover canales flexibles e informales a los que las personas puedan acudir a plantear sugerencias, reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de personas funcionarias en particular[19]. Existen disposiciones administrativas de Corte Plena y Consejo Superior que dan viabilidad política y favorecen el fomento de la participación ciudadana en el Poder Judicial, como la declaración del tema de participación ciudadana como de interés institucional, la incorporación del tema de la participación ciudadana como eje importante de la planificación estratégica y más tarde en los planes operativos,[20] la validación de una propuesta de modelo de participación ciudadana,[21] la voluntad de crear una política institucional de servicio a la persona usuaria y de crear un equipo interinstitucional que valore los temas de servicio en el Poder Judicial[22] y la aprobación del reglamento de las Comisiones de Personas Usuarias[23].



· Que la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública “XI Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado (Lisboa, Portugal, 25-26 Junio 2009) ratificada por Costa Rica, afirma la participación ciudadana como un derecho y responsabilidad cívica (art.6) “a) Un derecho activo exigible a los poderes públicos, de forma que éstos establezcan y garanticen los cauces para su ejercicio en los procesos de gestión pública, b) Una responsabilidad cívica como miembros de la comunidad en que se integran, bien en forma individual o bien mediante sus organizaciones y movimientos representativos”. Y orienta a que “los poderes públicos fomentarán el ejercicio del derecho de participación ciudadana en la gestión pública, destinando recursos, así como creando y potenciando las condiciones favorables para el ejercicio efectivo de este derecho, en especial de aquellos sectores en condición de exclusión y vulnerabilidad social”.



III. Líneas generales de la política



3.1 Principios orientadores



[bookmark: _ftnref24]· Igualdad, respeto a los derechos humanos y rechazo a cualquier forma de discriminación.[24]



Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse forma alguna de discriminación (art. 33 Constitución Política) por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política, opción sexual o de cualquier otra índole.



[bookmark: _ftnref25][bookmark: _ftnref26]La dignidad humana debe ser protegida mediante la defensa de los derechos humanos y estos son inalienables y se encuentran consagrados en múltiples instrumentos internacionales ratificados por el país[25]. Reconociendo la existencia de desigualdades sociales, geográficas, étnicas, etarias y de género, todas las personas habitantes del país deben contar con el acceso a la justicia toda vez que esté en peligro la vigencia de sus derechos humanos vitales[26].



En atención a los lineamientos institucionales relacionados con las políticas de igualdad de género y acceso a la justicia del Poder Judicial, los principios de la presente política apuntan a la realización de acciones afirmativas para dar respuestas diferenciadas a poblaciones particulares.



[bookmark: _ftnref27]· Acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad[27].



[bookmark: _ftnref28]El acceso a la justicia es el derecho de las personas usuarias de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas y judiciales,[28] especialmente aquellas relacionadas con el goce de sus derechos humanos por cuanto “debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes” (art.41, Constitución Política).



Las actuaciones de las personas operadoras de justicias deberán orientarse, entre otras, a proporcionar información básica y oportuna sobre derechos, procedimientos y requisitos a todas las personas y con especial atención a las personas con vulnerabilidad, para la garantía del acceso a la justicia.



[bookmark: _ftnref29]· Petición y demanda ciudadana[29].



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones representativas, tienen derecho a ejercer libremente la petición de información ante cualquier persona funcionaria pública, así como el derecho de acceso a la información y a una respuesta pronta y oportuna (art. 27 de la Constitución Política).



· Transparencia y rendición de cuentas.



Teniendo la persona que ejerce un cargo público un poder de autoridad delegado sujeto al cumplimiento de deberes, deberá contar con la debida responsabilidad personal de sus actos y por tanto, como reza en la Constitución Política (art.11), deberá cumplir con una evaluación de resultados y rendición de cuentas del ejercicio de la gestión del Poder Judicial. Además deberá ser transparente en el cumplimiento de sus deberes y en el uso de los recursos y fondos que el Estado pone a su disposición, evitando actos de corrupción.



La ciudadanía individual u organizada y sus organizaciones podrán solicitar procesos de rendición de cuentas a las diversas instancias del Poder Judicial, así como la participación en espacios y actividades que convoquen para este fin.



· Responsabilidad y reconocimiento de deberes de la persona funcionaria como servidora pública.



[bookmark: _ftnref30]Se comprende la administración de  justicia como un servicio público y que las personas tienen derecho a que se les brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, transparencia, calidad y especialmente con respeto de quién acude en demanda de ella[30].



[bookmark: _ftnref31]Se acuerpa el fomento de los valores compartidos del Poder Judicial[31] como el compromiso, la responsabilidad, la excelencia, la integridad y la honradez en el ejercicio de la función pública de las personas operadoras de justicia.



Se requiere el predominio de una concepción de servicio público por parte de personas operadoras de justicia ante las peticiones y denuncias ciudadanas, la disposición a la transparencia y rendición de cuentas de la gestión del servicio de justicia, la sensibilidad en el conocimiento y contacto con la realidad, la conciencia social para comprender las necesidades de la población y el entorno del conflicto social, así como la disposición a atender a las partes en el conflicto a la hora de aplicar las leyes.



3.2 Objetivos



Objetivo general



Garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



Objetivos específicos



1. Apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica.



2. Promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



3.3 Ejes estratégicos



De conformidad con esta Política la Participación Ciudadana debe ser un eje transversal en el accionar del Poder Judicial por lo que necesariamente debe reflejarse en la toma de decisiones en todos los ámbitos que lo integran.



Además de este eje transversal, la política se basa en tres ejes estratégicos a partir de los cuales se definen las acciones a desarrollar, estos son:



Conciencia y disposición: busca generar las condiciones internas y externas para que tanto la ciudadanía como las personas que laboran en el Poder Judicial tengan competencias, herramientas, conocimientos, sensibilidad, actitud positiva y apertura hacia la participación ciudadana.



Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y atención de las necesidades particulares (poblaciones vulnerables), exigibilidad de derechos, respuesta institucional.



Incidencia ciudadana: lo que implica la toma de decisiones conjuntas, control ciudadano vinculado a la toma de decisiones, integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.



3.4 Líneas de acción



Los ejes estratégicos de la política determinan el énfasis general, mientras que las líneas de acción, determinan el énfasis de las actividades del plan de acción. Se proponen como líneas de acción diferentes modalidades de participación ciudadana, las cuales se explican a continuación.



				LÍNEAS DE ACCIÓN



				DESCRIPCIÓN







				Información



				Refiere a los diversos productos informativos y medios de comunicación, que se utilizarán para la divulgación de información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.







				Formación y Sensibilización



				Refiere a las acciones de capacitación, sensibilización y empoderamiento dirigidas a personas operadoras de justicia y grupos estratégicos de la ciudadanía para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana.







				Consulta



				Refiere a las acciones orientadas a recolectar la opinión de la ciudadanía por métodos presenciales y electrónicos, sobre temas de interés de ésta, para ser tenidos en cuenta en la toma de decisiones.







				Control y fiscalización ciudadana



				Refiere a las acciones orientadas a ejercer el control y la fiscalización de parte de la ciudadanía sobre la gestión del Poder Judicial, especialmente la calidad del servicio, las políticas y el gobierno así como el uso de los recursos económicos, humanos y materiales. Puede ejercerse por parte de personas individuales, las comisiones de personas usuarias, mesas de diálogo y grupos de control ciudadano u otros mecanismos cívicos.







				Incidencia ciudadana



				Refiere a las acciones orientadas a incidir en la toma de decisiones de la gestión judicial (políticas, directrices, gobierno, administración y calidad del servicio) de los diferentes ámbitos judiciales y a la apertura de espacios formales en la institución para la representación ciudadana.











3.5 Factores para el desarrollo de la política



La política está determinada por una serie de factores que guían el planteamiento con el fin de responder tanto a las particularidades de la institución como del contexto social.



Ø Gradualidad: El desarrollo de la política será implementada de manera gradual en los diferentes circuitos y ámbitos judiciales que han avanzado en la implementación de acciones de participación ciudadana. Además se reconoce que el avance dependerá de la sensibilidad y disposición de los diferentes actores internos y externos para reconocer la participación ciudadana como un mandato constitucional.



Ø Descentralización: La ejecución se realizará de manera descentralizada tanto en las diferentes instancias del Poder Judicial como en las organizaciones civiles para así dar garantía al cumplimiento de la estrategia y para hacer un mejor uso de los recursos humanos y materiales de la institución y de las organizaciones ciudadanas. Además, se estimularán fórmulas descentralizadas de ejecución de la estrategia, que en vez de priorizar la relación entre la ciudadanía usuaria-organizada y las autoridades superiores del Poder Judicial, busque dar cabida a una dinámica horizontal entre la ciudadanía usuaria y organizada y las autoridades y personas operadoras de justicia en el espacio de cada Circuito Judicial y de cada comunidad.



Ø Simultaneidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán ubicarse a lo largo de todo el territorio nacional, y podrán ejecutarse de acuerdo a criterios de conveniencia y aprovechamiento de condiciones propicias en unos lugares respecto a otros.  Las oficinas judiciales del ámbito jurisdiccional y auxiliar, así como las oficinas administrativas, deberán participar en las acciones estratégicas que más se acomoden a sus roles en el sistema de justicia y a sus condiciones y capacidades reales de ejecución.



Ø Especificidad: Las líneas de acción de la estrategia deberán adecuarse a tres niveles de especificidad que son: a) particularidades de cada conglomerado de personas operadoras de justicia, b) la especificidad del territorio geográfico y su realidad sociocultural y c) las especificidades de los diversos públicos meta de la ciudadanía, entre las que se pueden considerar, por ejemplo, el género, el nivel cultural, la nacionalidad, la etnia.



Ø Flexibilidad: Las autoridades del Poder Judicial y las personas encargadas de la toma de decisiones apoyarán una ruta de flexibilidad en la institucionalidad, que favorezca la participación ciudadana (reglamentos, protocolos, estímulo de instancias no formales, apertura al uso de recursos institucionales de parte de la ciudadanía dispuesta a la participación ciudadana, etc.)



Ø Financiamiento oportuno: Las líneas de acción de la estrategia deberán contar con recursos económicos necesarios para su ejecución. Estos recursos provendrán de las siguientes vías: a) el presupuesto asignado de cada uno de los departamentos o instancias participantes para la ejecución de su plan de trabajo o su ampliación, b) el presupuesto que recibirá la Conamaj como rector de la Política, c) proyectos de la cooperación internacional y de otras fuentes estatales y no estatales que aporten al cumplimiento del plan de trabajo. Las acciones que se adopten con esta Política que requieran financiamiento específico deberán ser dotadas de contenido presupuestario, el cual se formulará como tal en el presupuesto de la institución.  



Ø Respeto a la independencia judicial: Las líneas de acción de la estrategia y el plan de trabajo, no deben intervenir en el ejercicio de la independencia de la Judicatura en la resolución de los conflictos y asuntos de su conocimiento. Las líneas de acción de la estrategia respetan la separación entre la administración de justicia y la aplicación de justicia, de manera que no se proponen acciones que buscan influir o intervenir en las resoluciones de la Judicatura ante el conflicto entre partes. Sin embargo, el ámbito de acción de la presente política anima el control ciudadano de la gestión del Poder Judicial, lo que permite el llamado a la rendición de cuentas en la calidad del servicio de la oficina judicial, el control del uso de los recursos y la fiscalización de la administración del sistema de justicia, influyendo ello de algún modo en la toma de decisiones del gobierno judicial.



Ø Alineación con los fundamentos de Gobierno Abierto: La política de participación ciudadana viene a ser un eje y componente fundamental de la implementación de una estrategia de Gobierno Judicial Abierto, complementándose en lo que corresponde.



Ø Innovación: El uso de las TIC en la ejecución de la política plantea retos importantes como el medio idóneo para establecer canales de diálogo e interacción con la ciudadanía, así como la utilización de otros medios novedosos y accesibles.



Ø Creatividad: En cada ámbito del Poder Judicial, además de crear las condiciones internas necesarias para la participación ciudadana, se promoverá el uso de herramientas alternativas para realizar procesos participativos e inclusivos.



3.6 Condiciones institucionales y sociales para la implementación de la política



· Reconocimiento del derecho a la fiscalización o control ciudadano de la gestión del sistema de justicia.



Basado en el derecho que asiste a la ciudadanía individual y organizada de la petición de rendición de cuentas sobre la calidad de la gestión del Poder Judicial en cuanto al servicio público, las autoridades y las personas operadoras de justicia deberán dialogar, estudiar y responder las demandas de fiscalización y control ciudadano.



[bookmark: _ftnref32]· Reconocimiento a la interlocución de la ciudadanía individual y organizada[32].



Siendo la participación ciudadana un derecho de la ciudadanía individual y organizada, se reconoce de manera explícita  el derecho a ejercer fiscalización o control ciudadano. Lo que lleva implícito el derecho a solicitar la rendición de cuentas a las personas operadoras de justicia por parte de la ciudadanía individual y organizada.



Se entiende que esta interacción es un proceso de doble vía donde:



§ Los entes y órganos públicos y aquellos particulares a quiénes se han transferido competencias públicas sean receptivos a las opiniones y propuestas de la sociedad.



§ La ciudadanía individual y organizada que ejerza la participación ciudadana, conozca, dialogue, delibere e incida sobre las competencias de las instituciones estatales.



[bookmark: _ftnref33]Deberá también el sistema de justicia propiciar la participación de las entidades de la sociedad civil, el relevante papel en la cohesión social y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad[33].



· Sensibilización y humanización de las personas operadoras de justicia.



[bookmark: _ftnref34]Se hace necesario que las personas operadoras de justicia comprendan y sean conscientes de que la participación ciudadana prevista en la Constitución Política y en las leyes adquiere el rango y la fuerza de un derecho constitucional de carácter fundamental, cuya violación es amparable como señala la Sala Constitucional[34]. De igual modo, que tengan sensibilidad en el trato humano con las personas usuarias así como en la disposición a las demandas o peticiones ciudadanas.



· Representación ciudadana responsable.



Para los casos en que se requiera delegar la representación de la ciudadanía en personas o grupos, esta deberá ser responsable, con clara capacidad para actuar, conciencia crítica y predominio de agendas colectivas en vez de intereses personales. Deberán establecerse mecanismos de selección democrática de representantes civiles que actúen en calidad de interlocutores(as) ciudadanos(as) quienes ejercerán esta función bajo los preceptos de la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, firmada por los Estados Iberoamericanos en Lisboa, 2009:



a. Conocer y hacer un uso adecuado de los mecanismos de participación.



b. Informarse sobre los aspectos de interés público así como sobre las competencias asignadas a la entidad pública a la cual se dirija.



c. Escuchar las razones presentadas por los representantes de la Administración Pública y, en los casos de ser necesaria la contra argumentación, hacerlo de acuerdo a razones que obedezcan a la mayor objetividad posible y mediante una actitud de diálogo.



d. Respetar y propiciar decisiones públicas que prioricen el interés general de la sociedad sobre intereses particulares.



e. Intervenir en los procesos de evaluación de la participación ciudadana, así como de sus actuaciones, de manera que permita aprendizajes para su mejora.



·             Compromiso mutuo de las dos partes y reglas de juego.



La participación ciudadana se entiende como un derecho activo exigible al poder público y una responsabilidad cívica de las personas usuarias individuales y de la ciudadanía mediante organizaciones representativas.



[bookmark: _ftnref35]El ejercicio de la participación ciudadana se asume como una corresponsabilidad entre estos y las personas operadoras de justicia en una relación de doble vía.[35]



Para ello se crearan reglas de juego claras, conocidas y compartidas en cuanto a las formas y canales establecidos de comunicación, organización e interacción así como al carácter de los acuerdos que se asuman.



El Poder Judicial deberá procurar canales, medios e instancias donde la ciudadanía pueda ejercer la participación ciudadana y estimulará las vías de interacción necesarias para que la ciudadanía individual y organizada ejerza su derecho a la participación ciudadana.



· Disposición de recursos y condiciones tecnológicas que faciliten la interacción con la ciudadanía



La institución creará las condiciones y hará uso de los recursos tecnológicos para interactuar con la ciudadanía. Para ello podrá utilizar plataformas amigables, de uso sencillo, en las que se presente información con lenguaje comprensible, programas que permitan la interacción, intercambio de información con la ciudadanía. Es importante que se considere la brecha tecnológica existente en el país para que el uso de estos medios no se vuelva un factor excluyente.



· Creación de sinergias para la participación ciudadana



La coordinación entre las oficinas judiciales, con las demás instituciones del Estado y con grupos organizados, organizaciones no gubernamentales y otros, constituye una necesidad para la realización de las acciones que se proponen en la Política.



Para este fin se creará una comisión que coordine, dinamice y promueva la realización de las acciones de participación ciudadana incluidas en la Política y otras que permitan alcanzar las aspiraciones acá planteadas. Esta comisión estará integrada por entes clave del Poder Judicial, instituciones públicas afines y representación de la sociedad civil.



Además, se crearán alianzas con entes académicos y universitarios que posibiliten la realización de estudios e investigaciones en materia de participación ciudadana y que a la vez promuevan la formación de la ciudadanía en el tema.



Igualmente se procurará la colaboración y apoyo de entes internacionales en el desarrollo de investigaciones, proyectos, programas y actividades que se desprendan de las líneas de acción de la Política.



IV. Plan de acción



La estrategia para la implementación de Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial contempla  tres ámbitos de acción, cada uno de las cuales se fundamenta en un eje estratégico. Estos ámbitos  se desarrollan de manera simultánea y gradual, según se plantea en el apartado sobre factores para la implementación de la política.



Ámbito I: Conciencia y disposición



Informar más y mejor los servicios del Poder Judicial a la ciudadanía



Se trata de responder las peticiones de la ciudadanía con información adecuada y oportuna, sobre los servicios, los trámites y la normativa para una gestión judicial, así como la comprensión de la estructura organizativa y la localización física de oficinas en el sistema.



La divulgación de información accesible, inclusiva y oportuna crea confianza y reduce la distancia entre el Poder Judicial y las personas usuarias, puesto que la falta de información resulta ser una de las principales quejas de la ciudadanía. Deberán procurarse el uso gratuito de los medios masivos de comunicación nacionales y locales y el desarrollo de productos comunicacionales adecuados,  innovadores y que tengan el mayor impacto en la ciudadanía usuaria.



Formar a la ciudadanía sobre los derechos que le asisten para ejercer la participación ciudadana



Se trata de formar a las personas usuarias y grupos organizados sobre derechos constitucionales y jurídicos que respaldan la participación ciudadana, los derechos que el Poder Judicial otorga a la persona usuaria, los derechos que le asisten con las políticas de acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad, y metodologías, herramientas y modalidades organizativas para ejercer participación ciudadana. El Poder Judicial no se encarga de la formación directa de la ciudadanía sino que coordina con otras instituciones o instancias sociales para que ofrezcan la oferta educativa. De manera complementaria podrá realizar charlas y talleres.



Sensibilizar a operadores(as) de justicia sobre el derecho que tiene la ciudadanía a la participación ciudadana.



Se trata de atenuar resistencias hacia la apertura de espacios de participación ciudadana y el ejercicio de este derecho tanto por parte de la ciudadanía así como del personal judicial. Esto mediante actividades múltiples de sensibilización dirigidas al colectivo judicial, sobre diversos temas, entre otros: i) derechos constitucionales y jurídicos que tiene la ciudadanía para ejercer participación ciudadana, ii) la disposición de la persona operadora de justicia ante la participación ciudadana, iii) sobre el ejercicio de las funciones de los cargos públicos como servicio, y no como poder, iv) el conocimiento de derechos de las personas usuarias y de aquellas en condición de vulnerabilidad.



Este paso tendrá que ser permanente a lo largo de la aplicación de la estrategia. Así mismo realizará todas las acciones requeridas para garantizar la apertura y sensibilidad del personal judicial hacia la participación ciudadana.



Fomentar diversas modalidades de hacer consulta a la ciudadanía



La ciudadanía quiere ser escuchada y plantear sus necesidades: no que se las interpreten. La consulta del Poder Judicial hacia la ciudadanía genera interacción primaria, aproximación social y sobre todo confianza de la ciudadanía hacia las personas operadoras de justicia.



Se trata de estimular diversas modalidades para tomar en cuenta la voz y la opinión de las comunidades, los grupos sociales en condición de vulnerabilidad, las organizaciones civiles a escala nacional y presentes en el territorio que comprende cada Circuito Judicial. Esta consulta a la ciudadanía deberá hacerse de previo a la toma de  decisiones que impacten a la persona usuaria y/o a diferentes grupos sociales. Así también se consultará en busca de aportes ciudadanazos para la mejora de los servicios judiciales.



Figura 1. Ámbito I: Conciencia y disposición



[image: C:\Users\mzamoraar\AppData\Local\Microsoft\Windows\Temporary Internet Files\Content.MSO\78142591.tmp]



Ámbito II: Interacción y diálogo



Hacer rendición de cuentas hacia la ciudadanía.



Ejercitar la transparencia y rendir cuentas de forma periódica, visible y presencial ante la ciudadanía usuaria y organizada en los Circuitos Judiciales, mediante la puesta en práctica de un modelo de rendición de cuentas que realicen las personas operadoras de justicia hacia las personas usuarias y organizaciones civiles interesadas.



Ampliar los espacios formales de interacción.



El Consejo de Administración de Circuito: en calidad de autoridad principal, posibilitará audiencias semestrales con la presencia de organizaciones civiles interesadas y la Comisión de Personas Usuarias  con una agenda y metodología de consenso.



Es necesaria la presencia de las Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales, con un rol más estratégico orientado hacia la fiscalización y control ciudadano de la calidad del servicio del Circuito Judicial, de manera que pueda ser la instancia que represente a la ciudadanía en la zona. Estas comisiones deberán alimentarse con información de ciudadanía usuaria y organizada, mediante el desarrollo de foros ciudadanos semestrales que recojan las preocupaciones y demandas de las personas usuarias. Además, su conformación deberá incluir representación amplia de la sociedad civil.



Contralorías de Servicios: la ley de Contralorías de Servicios (No 9158) establece que estas instancias deben velar por “el respeto de los derechos de las personas usuarias” (art. 2) y promover “políticas de calidad en la prestación de servicios” (art. 3), por cuanto deberán ejercer un rol proactivo al interior de los Consejos de Administración de Circuitos y en las otras instancias judiciales en todos los niveles. Además se procura desde la ley, un seguimiento a dos aspectos fundamentales: a) colaborar en la generación de una “cultura de control y fiscalización en el cumplimiento de la prestación de los servicios” y b) colaborar en la formación de una “cultura de participación de las personas usuarias en el proceso de prestación de servicios”.



Crear espacios de interacción: Mesas de diálogo.



Se trata de crear espacios organizativos que sean temporales y externos al Poder Judicial, donde participe la ciudadanía usuaria u organizada, mediante las Mesas de diálogo, creadas por la interacción entre las organizaciones civiles y personas operadoras de justicia presentes en el territorio de un Circuito Judicial.



Estas instancias se activan a partir del interés de la ciudadanía para presentar propuestas, peticiones, quejas y preocupaciones, así como defensa de derechos en la gestión de la calidad del servicio en temáticas específicas. Se trata de generar una dinámica de interacción con una metodología definida, en donde se presentan preocupaciones, se dialogan y discuten, llegando a acuerdos entre personas líderes de organizaciones civiles y personas operadoras de justicia. La figura siguiente muestra un ejemplo de una mesa de diálogo.



Figura 2. Mesa de diálogo.
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Poner a disposición de la ciudadanía la información del sistema de justicia para que ejerza participación y control ciudadano.



[bookmark: _ftnref36][bookmark: _ftnref37]Se trata de articular la información que genera cada ámbito del Poder Judicial, con el propósito de ofrecer información calificada y oportuna[36] a las organizaciones civiles interesadas en ejercer control ciudadano, ya sea a nivel electrónico, en sitios web del Poder Judicial o a nivel físico, cuando se requiera. Esta información deberá contar con las características de ser dato abierto[37].



Figura 3. Ámbito II: Interacción y diálogo



Ámbito III: Incidencia ciudadana



En esta etapa se profundiza en los modelos viables de control ciudadano, los cuales implican una metodología de trabajo, una modalidad organizativa y un conjunto de actores y actoras de la sociedad civil que hacen interacción con personas operadoras de justicia en el territorio de los Circuitos Judiciales del Poder Judicial.



Consolidar modelos viables de control ciudadano.



Las mesas de diálogo que surgen con base en una agenda temática con una período temporal de vida, pueden convertirse, por decisión de las organizaciones participantes, en grupos de control y fiscalización ciudadana permanentes.



Otra modalidad de grupo de control ciudadano consiste en la creación de redes de organizaciones civiles dentro de un territorio de un Circuito Judicial que estén interesadas en interactuar con el Poder Judicial, tales como: asociaciones de desarrollo, grupos de mujeres, iglesias, sindicatos, grupos ambientales, redes temáticas, ASADAS, ONGs y fundaciones que atienden personas en condición de vulnerabilidad.



Las mesas de diálogo y los grupos de control ciudadano serán de iniciativa de la ciudadanía, aunque deberá existir un rol de apoyo metodológico y logístico para su funcionamiento de parte de la Conamaj u otra instancia judicial a nivel local, al menos en su primer año de vida.



Participación en auditorías sociales.



Las auditorías sociales son iniciativas de control ciudadano generadas de forma autónoma por organizaciones civiles, normalmente convocan a todas las instituciones públicas con una agenda de temas en el ámbito financiero y administrativo, aunque se pueda ampliar a otros temas de interés.



Creación del Consejo Consultivo de la sociedad civil y negociación con autoridades del Poder Judicial.



Un nivel de maduración de la participación ciudadana consiste en ejercer la incidencia ciudadana que se expresa mediante la influencia en la toma de decisiones en la gestión pública.



Para ello es necesario construir una instancia interlocutora de la sociedad civil, con legitimidad ante las autoridades del Poder Judicial. Esta se puede crear mediante el fortalecimiento de las redes de apoyo civil en las subcomisiones de Acceso a la Justicia o por la convocatoria nacional de organizaciones civiles que deseen participar, con el apoyo  de la Defensoría de los Habitantes de la República.



La dinámica de interacción entre Consejo Consultivo y Autoridades del Poder Judicial se establecerá con base en una metodología de trabajo y una agenda de prioridades de debate en temas de política, gobierno y administración.



Formalización de espacios de representación de ciudadanía en instancias judiciales.



El Poder Judicial procurará la apertura de espacios permanentes y formales de representación de ciudadanía en instancias del gobierno judicial de manera que la toma de decisiones a este nivel se enriquezca con el aporte ciudadano y tenga como eje central buen servicio. A nivel descentralizado y regional, esta representación permitirá integrar las condiciones particulares de los diferentes grupos sociales.



 



Estos espacios se abrirán en  las instancias administrativos a nivel central y regional, en las comisiones y subcomisiones temáticas y en las comisiones de personas usuarias. Los órganos del ámbito auxiliar de justicia abrirán estos espacios de conformidad a sus propias estructuras.



Figura 4. Ámbito: Incidencia Ciudadana ante el Poder Judicial.
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4.1 Operacionalización de la Política



El Plan de acción de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial busca orientar su implementación de manera clara y definida para los distintos entes de la institución. El plan se organiza a partir de los ejes estratégicos planteados anteriormente, las líneas de acción y metas alcanzables a mediano plazo, como se detalla en la tabla siguiente. Además, para cada una de las metas se definen una serie indicadores que permitan monitorear su cumplimiento.



				Ejes estratégicos



				Líneas de acción



				Metas







				Conciencia y disposición



				Información



				Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.







				



				Formación y sensibilización



				Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.







				



				



				Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.







				



				



				Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.







				Interacción y diálogo



				Consulta e interacción



				Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.







				



				Control y fiscalización ciudadana



				Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.







				



				



				Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía.







				Incidencia ciudadana



				Incidencia ciudadana



				Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.







				



				



				Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.











4.2 Monitoreo y evaluación



Para realizar el monitoreo y la evaluación del cumplimiento de la política se presenta a continuación una matriz desagregada por ejes estratégicos, líneas de acción, metas e indicadores, de manera que sea posible monitorear, durante el tiempo de implementación, si se van realizando las acciones planteadas, y valorar al final del período si se alcanzaron los objetivos planteados.



Los indicadores utilizados se extraen tanto de las metas de la política como de las acciones puntuales establecidas para los diferentes responsables de su implementación. Cada actor responsable y/o involucrado puede definir nuevos indicadores de manera que permita una valoración más detallada de las acciones realizadas y las metas alcanzadas.



Los entes responsables del monitoreo y la evaluación de esta política está a cargo de Conamaj y la Dirección de Planificación, con la debida designación de recursos.








				Ejes estratégicos



				Líneas de acción



				Metas



				Indicadores







				Conciencia y disposición



				Información



				Acceso a información oportuna, accesible e inclusiva, tanto para el acceso a la justicia como para desarrollar una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la ciudadanía.



				ü Cantidad de puestos de información instalados en Circuitos Judiciales.



ü Nivel de accesibilidad del lenguaje en el sitio Web institucional.



ü Calidad de la información (oportuna, completa, accesible y con las características de datos abiertos) para facilitar la participación y el  control ciudadano.



ü Disponibilidad de información de políticas, reglamentos, acuerdos y o/ instructivos en sitio Web del Poder Judicial y otros recursos tecnológicos.



ü Disponibilidad de información de concursos y licitaciones para contrataciones en sitios Web del Poder Judicial.



ü Disponibilidad de información de presupuestos, salarios, patrimonio, recursos físicos, humanos  y materiales del Poder Judicial.



ü Cantidad de acciones de comunicación internas y externas sobre el Poder Judicial orientadas a la educación de la ciudadanía.



ü Cantidad de acciones de comunicación orientadas al conocimiento de  la Participación Ciudadana como derecho.



ü Cantidad de acciones informativas adaptadas a las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.







				



				Formación y sensibilización



				Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos  por parte de la ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial.



				ü Cantidad de  actividades educativas realizadas hacia ciudadanía usuaria y organizada.



ü Cantidad de actividades educativas realizadas con/para personas operadoras de justicia del Poder Judicial.



ü Cantidad de personas líderes civiles formadas en participación ciudadana.



ü Cantidad de personas operadoras de justicias formadas y sensibilizadas en participación ciudadana.



ü Cantidad de gestiones para la exigibilidad de los derechos de la persona usuaria en solicitudes y quejas en Contralorías de Servicios, Consejo de Administración de Circuito Judicial o Comisión de Personas Usuarias.







				



				



				Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables y dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.



				ü Tendencia en el ingreso de gestiones a la Contraloría de Servicios



ü Porcentajes de satisfacción de las personas usuarias medidos por encuestas de la Contraloría de Servicios



ü Porcentaje de tiempo de espera y trámite del expediente de la persona usuaria medidos por las encuestas de la Contraloría de Servicios



ü Cantidad de denuncias presentadas por la ciudadanía y personas usuarias ante la Inspección Judicial.







				Interacción y diálogo



				Consulta e interacción



				Decisiones judiciales consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y organizada sobre temas de interés de ésta lo que permite mayor conocimiento de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición de los servicios judiciales.



				ü Número de consultas a la ciudadanía realizadas para la formulación de políticas nuevas en el Poder Judicial, antes de su aprobación en los órganos superiores.



ü Número de consultas ciudadanas realizadas sobre el presupuesto del Poder Judicial durante el proceso de formulación.



ü Número de consultas a la ciudadanía realizadas durante el proceso de formulación del Plan Estratégico del Poder Judicial.



ü Cantidad de gestiones de ampliación de servicios presentadas por la ciudadanía.



ü Cantidad de estudios e investigaciones sociales para determinar condiciones y necesidades de las personas y comunidades usuarias para la determinación de aspectos de la prestación de los servicios judiciales







				



				



				Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.



				ü Porcentaje de integración de representación de poblaciones en condición de vulnerabilidad en Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



ü Aplicación de mecanismos participativos para la elección de representantes de las poblaciones en  la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisiones específicas y las Comisiones de personas usuarias.



ü Cantidad de acciones institucionales dirigidas a generar las condiciones para la efectiva participación ciudadana de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Cantidad de juzgados que implementan el SNFJ



ü Cantidad de personas facilitadoras judiciales en el país.



ü Número de gestiones realizadas por las personas facilitadoras judiciales.



ü Cobertura de territorio rural del SNFJ







				



				Control y fiscalización ciudadana



				Mejoras visibles en la  calidad de los servicios  del Poder Judicial a partir de las acciones control ciudadano.



				ü Número de acciones ciudadanas que generan cambio en la calidad del servicio.



ü Cantidad de grupos de control ciudadano con demandas presentadas ante operadores de justicia en el Poder Judicial.



ü Cantidad de demandas ciudadanas tramitadas en alguna instancia del ámbito administrativo, auxiliar y jurisdiccional.







				



				



				Mayor legitimidad y confianza por parte de la ciudadanía en el Poder Judicial gracias a los procesos de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la ciudadanía.



				ü Número de menciones en medios de comunicación nacional, regional y local de las acciones de transparencia y rendición de cuentas realizadas por el Poder Judicial.



ü Número de referencias de transparencia y rendición de cuentas en boletines del Poder Judicial.



ü Cantidad de actividades de rendición de cuentas dirigidas a la ciudadanía por parte de diferentes órganos judiciales.



ü Cantidad de acciones de rendición de cuentas ante órganos políticos y judiciales.



ü Cantidad de Consejos Ampliados realizados en diferentes Circuitos Judiciales.



ü Variación semestral del Índice de Confianza Judicial y otros índices disponibles.







				Incidencia ciudadana



				Incidencia ciudadana



				Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.



				ü Número y tipo de demandas formuladas y negociadas por grupos de control ciudadano ante autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial.



ü Número y tipo de demandas formuladas por el Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



ü Cantidad de mesas de diálogo y/o grupos de control ciudadano funcionando ante el Poder Judicial



ü Cantidad de gestiones presentadas por la ciudadanía que se acogen en los órganos de toma de decisión.







				



				



				Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana en decisiones de política, gobierno y administración.



				ü Tipo y cantidad de espacios de participación ciudadana habilitados por Corte Plena y Consejo Superior en la estructura del Poder Judicial.



ü Recepción de demandas y respuestas de parte de Corte Plena y Consejo Superior a las demandas del Consejo Consultivo de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial.



ü Recepción de demandas y respuestas de autoridades de los tres ámbitos del Poder Judicial a nivel de Circuitos Judiciales provenientes de mesas de diálogo o grupos de control ciudadano.



ü Cantidad y forma de participación de la sociedad civil en los Consejos de Administración de Circuito (apertura de los consejos a la sociedad civil).
















4.3 Responsables de la implementación



Para la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se requiere que todos los despachos judiciales incorporen en sus planes de trabajo y su diario quehacer acciones de participación ciudadana, según los niveles que corresponda.  Esta política incluye y rige para las dependencias de los órganos Auxiliar de Justicia, Administrativo y Jurisdiccional,  así como para los programas de justicia alternativa y   las comisiones  de acceso a la justicia y   las relacionadas con temas de participación ciudadana de la institución.



Para garantizar la efectiva incorporación de estas prácticas en todas las oficinas, se requiere que los siguientes entes creen las condiciones institucionales que permitan llevar a la práctica las acciones de participación ciudadana establecidas en la política; por lo tanto, tendrán como punto de partida las acciones planteadas a continuación.



Corte Plena y Consejo Superior:



· Apoyar la implementación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en todos sus aspectos.



Despacho de la Presidencia



· Organizar Consejos Ampliados en diferentes zonas del país, con presencia de integrantes de Corte Plena y Consejo Superior, así como con una amplia participación de sociedad civil.



· Realizar consultas por diferentes vías a la sociedad civil previa aprobación de políticas institucionales, propuestas de reforma legal, reglamentos o normativas institucionales, y de aspectos que impliquen reformas del sistema judicial.



· Realizar una rendición de cuentas anual del Poder Judicial ante la Asamblea Legislativa.



· Organizar la presentación del informe anual de labores del Poder Judicial.



Conamaj



· Dar seguimiento al cumplimiento de la política de participación ciudadana en los diferentes espacios institucionales.



· Orientar a las diferentes oficinas judiciales en la implementación de acciones de participación ciudadana.



· Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre temas de participación ciudadana dirigido a las personas usuarias y al personal judicial.



· Elaborar material informativo-comunicativo-educativo sobre acceso a los servicios del Poder Judicial, dirigido a personas usuarias, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



· Orientar y dirigir la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales a nivel nacional.



· Coordinar con organizaciones sociales para que capaciten liderazgos civiles en temas y herramientas para el ejercicio de la participación ciudadana.



· Promover la ejecución de capacitaciones dirigidas a sociedad civil sobre los servicios que brinda el Poder Judicial, desde los diferentes ámbitos judiciales, en coordinación con la Contraloría de Servicios y el Departamento de Prensa y Comunicación.



· Promover la incorporación de la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial en los programas de estudio y capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del ámbito auxiliar de justicia.



· Poner a disposición del colectivo judicial una caja de herramientas metodológicas para la implementación de acciones de participación ciudadana en el Poder Judicial.



· Orientar metodológicamente y colaborar con los circuitos judiciales que realizan sesiones de rendición de cuentas, en las primeras experiencias y cuando se solicite.



· Promover la creación de Mesas de diálogo en los diferentes circuitos judiciales. Estas mesas tendrán como interlocutores a las Comisiones de Personas Usuarias y la Contraloría de Servicios.



· Promover la participación del Poder Judicial en las redes temáticas presentes en la comunidad, cuando sea vinculada con la labor judicial.



· Promover la creación del Consejo Civil Consultivo Nacional de Participación Ciudadana ante el Poder Judicial, en conjunto con la Defensoría de los Habitantes y la Comisión de Acceso a la Justicia.



· Promover el desarrollo de grupos de control ciudadano del desempeño del Poder Judicial.



Dirección de Planificación



· Emitir circulares, directrices y comunicados en los que indique la necesidad de incluir en los PAOs, PAEs, PAOMs y presupuesto anual las acciones de participación ciudadana que realizarán los despachos judiciales. Además, deberá velar porque estas acciones estén alineadas con la Política de Participación Ciudadana y el Plan Estratégico Quinquenal.



· Realizar evaluaciones, seguimiento y control de la efectiva incorporación del tema de participación ciudadana en los planes anuales de todas las oficinas judiciales y al cumplimiento del eje estratégico de participación ciudadana del Plan Estratégico Institucional.



· Realizar los procesos de modernización de los circuitos de manera inclusiva y participativa, tanto con el personal judicial como con los grupos de sociedad civil interesados.



· Establecer un mecanismo de participación y consulta de la sociedad civil en la formulación del Plan Estratégico Quinquenal del Poder Judicial así como en la formulación del Presupuesto.



· Incorporar en sus planes de trabajo lo referente al tema, según corresponda.



Departamento de Prensa y Comunicación



· Producir, difundir y promocionar material IEC (informativo, educativo, comunicativo) relativo a la participación ciudadana, orientado a dos objetivos: i) la sensibilización y apertura de la población judicial al tema y ii) la motivación a la ciudadanía para que se acerquen a la institución, participen en los espacios disponibles para este fin.



· Divulgar entre la población judicial la política de participación ciudadana y las responsabilidades que implica para cada ámbito.



· Vigilar porque el material que se produce en la institución dirigido a las personas usuarias sea sencillo, comprensible y suficiente.



· Divulgar en diversos medios, de manera clara, amigable y masiva, los servicios que ofrece el Poder Judicial.



· Transmitir en el Canal Judicial las sesiones de Corte Plena y Consejo Superior de temas interés para la ciudadanía, así como juicios y otras actividades de relevancia nacional.



· Usar las redes sociales con que cuenta el Departamento para consultar y propiciar un diálogo con la ciudadanía sobre temas de interés para la institución y para el intercambio de opiniones respecto a las políticas institucionales.



Dirección Ejecutiva



· Apoyar a la Contraloría de Servicios en la creación de puestos informativos en los edificios judiciales.



· Apoyar a las Administraciones Regionales en la realización de las sesiones de Rendición de cuentas a nivel de Circuito.



· Garantizar que los estudios para medir el Índice de confianza judicial en la sociedad costarricense contemplen una participación ciudadana amplia y representativa, y que sus resultados sean utilizados en la toma de decisiones a nivel institucional.



· Poner a disposición de la ciudadanía informes de la gestión administrativa del Poder Judicial en lenguaje sencillo, de manera que pueda ser fácilmente comprendido por la ciudadanía.



Ámbito administrativo



· Poner a disposición de la ciudadanía los informes financieros en lenguaje sencillo, de manera que puedan ser fácilmente comprendido.



· Divulgar la información sobre los procesos de contratación administrativa.



· Ajustar la información judicial a los requerimientos de la información abierta, dentro del marco de la legalidad y la confidencialidad.



· Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Ámbito Auxiliar de Justicia



· Realizar acciones para informar, educar y comunicar sobre las funciones específicas de cada órgano auxiliar, dirigidas a personas usuarias, organizaciones comunitarias, estudiantes y otras personas interesadas.



· Realizar actividades de rendición de cuentas dirigidas a distintos segmentos de la comunidad.



· Realizar diagnósticos participativos a nivel local sobre la incidencia criminal, de manera que sirva de base para alimentar la política de persecución penal (Ministerio Público).



· Establecer mecanismos internos para la interacción y el diálogo con la ciudadanía.



Consejos de Administración de Circuito



· Realizar sesiones anuales de rendición de cuentas en cada Circuito Judicial, que incluyan informes de los diferentes órganos judiciales presentes en el circuito.



· Promover y apoyar la realización de sesiones anuales de rendición de cuentas en las diferentes localidades que cuentan con despachos judiciales (por cantón o distrito según corresponda).



· Establecer mecanismos de intercambio con la ciudadanía.



· Realizar acciones de consulta a la ciudadanía de previo a tomar decisiones que impacten el servicio público.



· Integrar la representación ciudadana en esta instancia.



Comisión y subcomisiones de Acceso a la Justicia



· Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y de las Subcomisiones.



· Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.



· Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entres las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.



· Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y la Subcomisiones.



· Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dirección de Tecnología de la Información



· Crear plataformas web de fácil navegación y con información clara, en lenguaje sencillo y comprensible para la ciudadanía y en consonancia con la tendencia de datos abiertos.



· Guiar a los órganos judiciales que cuentan con páginas web en la construcción de vías de comunicación con la ciudadanía mediante de las herramientas digitales.



· Orientar a las autoridades judiciales en la implementación de herramientas digitales para el efectivo funcionamiento de la política.



· Crear otros recursos tecnológicos que posibiliten la interacción y el intercambio con la ciudadanía.



Inspección Judicial



· Ampliar las modalidades de presentación de denuncias ante la Inspección Judicial, de manera que las personas usuarias tengan todas las facilidades para denunciar.



· Facilitar las condiciones para que la ciudadanía pueda plantear denuncias ante esta instancia



Contraloría de Servicios



· Crear y mantener puestos informativos en las entradas de los edificios judiciales, que garanticen la atención adecuada, oportuna y efectiva de las personas usuarias que requieran orientación, con apoyo de la Dirección Ejecutiva y de las Administraciones Regionales.



· Informar y capacitar sobre los derechos de las personas usuarias y los servicios judiciales.



· Crear y alimentar bases de datos de organizaciones civiles presentes en los Circuitos Judiciales interesadas en la participación ciudadana y ponerla a disposición de los despachos judiciales que lo requieran, cuando los recursos disponibles lo permitan.



· Realizar foros ciudadanos anuales, en conjunto con las Comisiones de Personas Usuarias, para el levantamiento de las preocupaciones y peticiones de las comunidades del circuito judicial.



· Presentar y debatir el informe anual ante el Consejo de Administración de Circuito, que incluya los resultados de los foros ciudadanos, con la participación de las Comisiones de Personas Usuarias.



· Ampliar la conformación de las Comisiones de Personas Usuarias a representantes de la ciudadanía, mediante la selección abierta y representativa de la comunidad.



· Crear Comisiones de Personas Usuarias en todos los Circuitos Judiciales del país.



· Colaborar con la ciudadanía en la conformación de Mesas de diálogo en los Circuitos Judiciales.



Gestión Integral de Calidad y Acreditación



· Incluir participación representativa de la sociedad civil en la fase de diagnóstico de la oficina judicial durante el proceso de acreditación de la calidad.



· Capacitar a representantes de organizaciones civiles interesados en ser parte del equipo de Auditoría Externa de Sinca, para la acreditación de la calidad de los despachos judiciales.



· Hacer presentaciones públicas, abiertas y con amplia convocatoria a sociedad civil de los informes de avance de las mejoras del despacho en el proceso de acreditación.



· Garantizar que los pasos del proceso de acreditación que requieren participación ciudadana, se realicen utilizando metodologías que posibiliten la interacción y el diálogo, más allá de la consulta.



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



· Gestionar la consecución de recursos y apoyo de la cooperación internacional para el desarrollo de proyectos, programas y actividades relacionadas con el tema de participación ciudadana, transparencia, rendición de cuentas, auditorías ciudadanas, democratización de la justicia, entre otros.



Dirección de Gestión Humana



· Ajustar las políticas de selección y reclutamiento de personal de manera que se consideren las particularidades culturales y sociales de cada zona en la que se existen oficinas judiciales a la hora de contratar el personal.



· Producir material informativo-educativo-comunicativo sobre participación ciudadana dirigido al personal judicial.



Escuela Judicial y Unidades de Capacitación



· Incluir en los programas de formación básicos de cada programa la formación y sensibilización en el tema de participación ciudadana.



· Las Unidades de capacitación del Ministerio Público, el OIJ y la Defensa Pública orientarán a todas las oficinas de cada órgano en la manera de incorporar el tema de participación ciudadana en sus PAOs, con la ayuda de Conamaj si fuera necesario.



Comisión de Ética y Valores



· Promover entre la población judicial el desarrollo de valores como la participación, la transparencia, el trabajo en equipo, el respeto y la solidaridad.



· Fomentar la participación y el involucramiento del personal judicial como ciudadanos y ciudadanas dentro de la institución.



Comisión de género



· Orientar al personal judicial encargado de organizar actividades de intercambio con las comunidades en temas como: estrategias para la inclusión de todas las poblaciones a la hora de realizar actividades como charlas, capacitaciones, rendiciones de cuentas; incorporación del lenguaje inclusivo en todas las comunicaciones que produzcan los despachos judiciales; sensibilización del personal judicial en temas como no discriminación, atención inclusiva a las personas usuarias, condiciones de vulnerabilidad, empatía, entre otros.



Otras oficinas, comisiones  y programas



· Todas las oficinas judiciales, así como los programas de justicia alternativa y las comisiones sobre temas relacionados con participación ciudadana deberán incluir en sus planes anuales operativos acciones de participación ciudadana, de manera que puedan organizar y preparar con tiempo las actividades planificadas.



· Conamaj deberá poner a disposición de estas  dependencias  judiciales una guía metodológica para el desarrollo de actividades de participación ciudadana, accesible en la intranet del Poder Judicial.”



San José, 24 de agosto de 2015.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 305-11 / 4741-15.



Randy Rivera Rodríguez.
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[11] Así se precisa en La Visión del Plan Estratégico del Poder Judicial: “Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución, para ofrecer un servicio de calidad; a favor del desarrollo económico, democrático y a la paz social del país.” Tomado de documento “Componentes estratégicos Plan Estratégico 2013-2017”. Poder Judicial, junio 2014.



[12] Este primer párrafo del artículo 9, fue reformado por el artículo único de la Ley N° 8364, de 1º de julio de 2003. Publicada en La Gaceta N° 146, del 31 de julio de 2003. La negrita no corresponde al original.



[13] Considerando VIII Sentencia Nº3003-92 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (de las once horas y treinta minutos del siete de octubre de mil novecientos noventa y dos).



[14] Voto No. 14659 de las 14: 24 horas del 21 de octubre del 2005.



[15] La Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos Humanos.



[16] Ley Reguladora del Sistema Nacional de Contraloría de Servicios, Ley: 9158 del 08 de agosto del 2013.



[17] Blanco, Gustavo: Diagnóstico para una política de participación ciudadana. San José, Costa Rica, abril, 2014.



[18] Las Reglas de Brasilia son aprobadas en la XIV Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana y aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N. 17-2008, 26 de mayo, 2008, Artículo II.



[19] El estatuto señala a todo servidor judicial el deber de "facilitar (…) canalizar la denuncia de actos reñidos con la legalidad o la ética en el desempeño de otros funcionarios ...” (art. 1), además “establece el derecho de las personas usuarias a la información sobre el funcionamiento de los tribunales, requisitos y características de los procedimientos”, etc. (art 2) y “ la atención a la persona usuaria o trato de parte del personal de la oficina judicial” (art 4), el derecho “al reclamo” de las personas usuarias (art. 12) y el derecho al trato preferencial (art 14, 15, 16, 17, 18, 21, etc.).



[20] Ver Acta de Corte Plena 11/01/2010, art. XXIV.



[21] Ver Acta del Consejo Superior de julio 2010.



[22] Ver Acta Corte Plena, 25/11/2013, art. XXII.



[23] Ver Acta del Consejo Superior, 28 /08/ 2010.



[24] Artículo 33. Constitución Política.



[25] Ver Política Institucional para el acceso a la justicia por parte de la población migrante y refugiada. Ver Declaración Universal de Derechos Humanos (arts. 7 y 8), Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José (art. 8). Véase el conjunto de derechos humanos de las personas privadas de libertad, Política para Personas Privadas de Libertad del Poder Judicial.



[26] El derecho al acceso a la justicia es más amplio que la cobertura de los derechos fundamentales e incluye la resolución de controversia y la paz social. En el caso de la igualdad entre géneros, la igualdad formal contrasta con las desigualdades existentes entre géneros en la realidad. Por tanto priva el principio de equidad, para evitar el trato discriminatorio, injusto e inequitativo entre géneros y el principio de igualdad real como igualdad de oportunidades. Ver Política de Equidad de Género del Poder Judicial.



[27] Ver Introducción a la Política Institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes. Ver capítulo II Cultura jurídica y beneficiarios de las reglas, Reglas de Brasilia. Ver artículo 41, Constitución Política.



[28] El derecho al acceso a la justicia se concibe más que como un derecho de acceso a los tribunales, como un derecho de acceso a un remedio eficaz para un problema tutelado por el derecho (lo que implica) fortalecer instancia estatal o comunitaria que coadyuve a garantizar el ejercicio de los derechos y que sea capaz de dar respuesta (ver Política del Derecho al acceso a la justicia para personas menores de edad en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil en Costa Rica).



[29] Ver artículo 27 de la Constitución Política.



[30] Ver Artículo 1. Estatuto de la justicia y derechos de las personas usuarias.



[31] Ver Política Axiológica del Poder Judicial, 2013.



[32] Véase Reglas de Brasilia, 2012.



[33] Ver numeral 88 de las Reglas de Brasilia.



[34] Ver artículo 9 de la Constitución Política. Véase también sentencia Nº 3003-92 de la Sala Constitucional del siete de octubre de 1992, y sentencia de la Sala Constitucional voto No. 14659 del 21 de octubre del 2005.



[35] Artículo 6 de Reglas de Brasilia y Ley de Participación Ciudadana de Honduras (principio de corresponsabilidad).



[36] Alguna de esta información puede ser: informes de automejora para control interno, informes de auditoría interna, estadísticas de la Dirección de Planificación, informes de evaluación interna y externa de las oficinas acreditadas en GICA, informes de evaluación de ejes estratégicos de las oficinas judiciales realizados por la Dirección de Planificación, entre otros.



[37] “Los datos abiertos son datos que pueden ser utilizados, reutilizados y redistribuidos libremente por cualquier persona, y que se encuentran sujetos, cuando más, al requerimiento de atribución y de compartirse de la misma manera en que aparecen.” (Manual de datos abiertos: http://opendatahandbook.org/es/what-is-open-data/). Estos deben permitir:



Disponibilidad y acceso: la información debe estar disponible como un todo y a un costo razonable de reproducción, preferiblemente descargándola de internet. Además, la información debe estar disponible en una forma conveniente y modificable.



Reutilización y redistribución: los datos deben ser provistos bajo términos que permitan reutilizarlos y redistribuirlos, e incluso integrarlos con otros conjuntos de datos.



Participación universal: todas las personas deben poder utilizar, reutilizar y redistribuir la información. No debe haber discriminación alguna en términos de esfuerzo, personas o grupos. Restricciones “no comerciales” que prevendrían el uso comercial de los datos; o restricciones de uso para ciertos propósitos (por ejemplo sólo para educación) no son permitidos.



Circular de Secretaría de la Corte N° 189 - 2016



15 de Noviembre del 2016



Fecha de Publicación: 05 de Diciembre del 2016



CIRCULAR Nº 189-2016



Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 89-16, celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice:



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.            INTRODUCCIÓN



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades.



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios.



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.








II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] .



 



				ü Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



ü Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



ü Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



ü Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios.



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada.



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año 



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



ü Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



ü Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo.



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4]desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas.



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				ü Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



ü Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



ü Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



ü Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				ü Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				ü Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



ü Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



ü Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				ü Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



ü Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				ü Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.



ü Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



ü Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



ü Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



ü Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad.



ü Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



ü Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.
















III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades.



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



§ Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§ Propiciar investigaciones en los temas de interés.



§ Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros.



§ Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales.



§ Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación.



§ Confección de material informativo.



§ Propuestas de reformas.



§ Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



§ Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



§ Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



§ Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



§ Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



§ Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



§ Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



§ Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				




POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad.



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación.



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión.











3.5.        Impacto esperado del Plan.



§ Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



§ Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



§ Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











San José, 15 de noviembre de 2016.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 10754-16



Randy Rivera Rodríguez.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.



Circular de Secretaría de la Corte N° 227 - 2016



20 de Diciembre del 2016



Fecha de Publicación: 20 de Enero del 2017



Documentos citados: Actas



CIRCULAR No. 227-2016



Asunto: Difusión de las observaciones del Comité de Derechos Humanos sobre el Sexto informe presentado por Costa Rica en relación con el Pacto Derechos Civiles y Políticos.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS, DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y COMISIONES DEL PODER JUDICIAL



SE LES HACE SABER QUE:



“El Consejo Superior, en sesión Nº 88-16, del 22 de setiembre de 2016, artículo LXXI dispuso hacer de conocimiento de todas las instancias judiciales las observaciones y recomendaciones que se dirán del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre el Sexto Informe presentado por Costa Rica en relación con el Pacto de Derechos Civiles y Políticos.



Esto con el objeto de implementar todas aquellas recomendaciones que sean relativas al Poder Judicial.



Con relación a las recomendaciones respectivas contenidas en el documento original se acogen las que a continuación se detallan:



6. El Estado parte debe difundir entre los jueces, abogados y el público en general el contenido de las disposiciones del Pacto y llevar a cabo capacitaciones dirigidas a los jueces sobre su aplicabilidad en el derecho interno. El Estado parte debe garantizar que la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos cuente con los medios adecuados para el eficaz desempeño de sus funciones, incluyendo los recursos financieros, humanos y materiales necesarios y garantice el pleno funcionamiento de la entidad permanente de consulta con la sociedad civil.



8. El Estado parte debe garantizar que la Defensoría de los Habitantes cuente con los recursos financieros, humanos y materiales necesarios para el desempeño efectivo de su labor y que el proceso de selección del Defensor Adjunto sea transparente, todo ello a fin de asegurar la plena independencia y eficacia de dicha institución de conformidad con los Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París).



10. El Estado parte debe redoblar sus esfuerzos por erradicar los estereotipos y la discriminación contra los miembros de pueblos indígenas, personas afrodescendientes, migrantes, solicitantes de asilo y refugiados, y las personas con discapacidad, entre otras cosas poniendo en marcha campañas de concientización a fin de promover la tolerancia y el respeto de la diversidad. El Estado parte debe acelerar la adopción de una ley para prevenir y sancionar todas las formas de discriminación, asegurándose de que incluya una prohibición general de la discriminación por todos los motivos que figuran en el Pacto e incorpore disposiciones que permitan obtener reparación en casos de discriminación, racismo o xenofobia, mediante recursos judiciales eficaces y adecuados.



12. El Estado parte debe adoptar medidas efectivas para poner fin a la discriminación y estigmatización social de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales con el fin de enviar un mensaje claro de que no tolera ningún tipo de acoso, discriminación o violencia por motivos de su orientación sexual o identidad de género. Todos los casos de violencia deben investigarse y los autores deben ser procesados y castigados con sanciones apropiadas.



14. El Estado parte debe adoptar medidas concretas de sensibilización acerca del VIH/SIDA con el objeto de combatir los prejuicios y los estereotipos negativos contra las personas con VIH/SIDA. El Estado parte debe redoblar sus esfuerzos para garantizar que las personas con VIH/SIDA, en particular aquéllas privadas de libertad, las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, y migrantes en condición irregular, tengan igualdad de acceso a atención y tratamiento médicos.



16. El Estado parte debe continuar sus esfuerzos para eliminar la brecha salarial que sigue existiendo entre las mujeres y los hombres. El Comité anima al Estado parte a adoptar medidas especiales temporales que sean necesarias para seguir aumentando la participación de las mujeres en la vida pública en todos los niveles del Estado, así como su representación en puestos directivos en el sector privado.



18. El Estado parte debe:



a) Revisar su legislación sobre el aborto a fin de incluir motivos adicionales para la interrupción voluntaria del embarazo, inclusive cuando el embarazo sea consecuencia de una violación o incesto y en caso de discapacidad fatal del feto, con el fin de garantizar que las barreras legales no causen a las mujeres recurrir al aborto clandestino que pone su vida y su salud en riesgo;



b) Adoptar rápidamente un protocolo que garantice el acceso al aborto cuando exista un riesgo para la vida o salud de la mujer;



c) Asegurar que los servicios de salud sexual y reproductiva sean accesibles para todas las mujeres y adolescentes;



d) Continuar sus esfuerzos en los programas de educación de carácter formal (en las escuelas) e informal (a través de los medios de difusión y otras formas de comunicación) sobre la importancia del uso de anticonceptivos y los derechos en materia de salud sexual y reproductiva, y asegurar su aplicación;



e) Velar por que los casos de violencia contra mujeres en los servicios de salud sean debida y rigurosamente investigados, enjuiciados y sancionados de forma apropiada.



20. El Estado parte debe tomar todas las medidas para perseguir su intención expresada de eliminar la prohibición de la técnica de fertilización in vitro y para evitar restricciones excesivas al ejercicio de los derechos contenidos en los artículos 17 y 23 del Pacto por parte de las personas que deseen hacer uso de dicha técnica de reproducción.



. El Estado parte debe:



a) Tomar las medidas que sean necesarias para eliminar la violencia contra la mujer, y establecer un sistema que permita el acceso a un recurso efectivo, incluyendo rehabilitación para las víctimas;



b) Multiplicar el número de albergues que cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios;



c) Adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para prevenir y sancionar todo tipo de violencia contra mujeres y niños;



d) Establecer un sistema de denuncia y una base de datos sobre los actos de violencia contra las mujeres y los niños para poder analizarlos y adoptar medidas adecuadas al respecto.



24. El Estado parte debe hacer un mayor esfuerzo por luchar contra la trata de personas, investigar y enjuiciar sistemática y enérgicamente a los responsables, y asegurarse de que, cuando estos sean declarados culpables, sean sancionados adecuadamente. El Estado parte también debe garantizar el acceso a recursos efectivos a las víctimas, incluyendo rehabilitación y promover la recolección de datos estadísticos comprehensivos a fin de fortalecer sus esfuerzos contra la trata de personas.



26. El Estado parte debe velar por que las denuncias de tortura y/o malos tratos se investiguen de manera efectiva y rigurosa, para que los autores sean enjuiciados y, de ser declarados culpables, sean castigados con penas proporcionales a la gravedad del delito, y que las víctimas reciban una indemnización adecuada.



28. El Estado parte debe adoptar medidas eficaces para mejorar las condiciones materiales de los centros penitenciarios, reducir el hacinamiento existente y responder debidamente a las necesidades fundamentales de todas las personas privadas de libertad. En particular, el Estado parte debe recurrir al uso de medidas alternativas a la privación de libertad velando por que la prisión preventiva se imponga únicamente como medida excepcional y no por períodos excesivamente prolongados, de conformidad con el artículo 9 del Pacto.



30. El Estado parte debe hacer un mayor esfuerzo por mejorar de manera sostenible las condiciones de vida en los centros de detención para migrantes, entre otras cosas respecto de los servicios de salud y las condiciones sanitarias de calidad adecuada, con miras a lograr el pleno cumplimiento de lo exigido en el artículo 10 del Pacto. El Estado debe garantizar que la detención administrativa a los efectos de la inmigración esté justificada como medida razonable, necesaria y proporcionada y se utilice tan solo como medida de último recurso y durante el plazo más breve posible que sea apropiado.



32. El Estado parte debe asegurar y proteger la independencia e imparcialidad de los jueces y garantizar que la toma de decisiones judiciales esté libre de todo tipo presiones e injerencias.



34. El Comité reitera su recomendación anterior (véase CCPR/C/CRI/CO/5, párr. 10) e insta al Estado parte a tomar las medidas necesarias para armonizar su legislación interna con los artículos 2, 18, 23 y 26 del Pacto y garantizar que no exista ningún tipo de discriminación entre religiones.



36. El Estado parte debe continuar tomando medidas eficaces para combatir el fenómeno de los niños de la calle y la explotación de los niños en general, y organizar campañas de concienciación ciudadana sobre los derechos del niño.



38. El Estado parte debe seguir sus esfuerzos para garantizar que todos los niños y niñas nacidos en su territorio estén registrados y reciban un certificado de nacimiento oficial, y llevar a cabo campañas para el registro de las personas adultas que todavía no han sido registradas.



40. El Estado parte debe adoptar medidas con miras a garantizar la efectiva implementación de programas de rehabilitación a fin de facilitar la reintegración en la sociedad de los niños en conflicto con la ley.



42. El Estado parte debe:



a) Agilizar la aprobación del proyecto de ley de desarrollo autónomo de los pueblos indígenas;



b) Garantizar la celebración efectiva de consultas previas con los pueblos indígenas con miras a obtener su consentimiento libre, previo e informado antes de adoptar y aplicar cualquier medida que pueda incidir sustancialmente en su modo de vida y su cultura, en particular en relación con proyectos que puedan tener un impacto sobre sus tierras o territorios y otros recursos, tales como proyectos de explotación y/o exploración de recursos naturales;



c) Garantizar en la práctica el derecho que tienen los pueblos indígenas a las tierras y territorios que tradicionalmente han poseído u ocupado, incluso mediante el reconocimiento legal y protección jurídica necesaria;



d) Proporcionar los medios legales necesarios para asegurar la recuperación de tierras inalienables que ya han sido otorgadas a pueblos indígenas mediante la legislación nacional y brinde la protección adecuada, incluso mediante recursos efectivos, a los pueblos indígenas que han sido víctimas de ataques.”



San José, 20 de diciembre de 2016.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 10632-2016.



Oscar Zúñiga Mora.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 116 - 2017



04 de Agosto del 2017



Fecha de Publicación: 14 de Setiembre del 2017



Descriptores/Temas: Debates-Juicios Orales, Oralidad



CIRCULAR No. 116-2017



Asunto:       Reiteración de la circular No. 164-13 “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN



MATERIA PENAL Y PENAL JUVENIL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 61-17 celebrada el 27 de junio de 2017, artículo CV, acordó reiterarles circular No. 164-13 sobre las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil” del 20 de setiembre del 2013, que literalmente indica:



“El Consejo Superior en sesión Nº 85-13, celebrada el 3 de setiembre de 2013, artículo LII, acogió la solicitud de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y acordó la publicación de la circular que contienen las “Reglas para el dictado de sentencias orales en la jurisdicción penal de adultos y penal juvenil”, que literalmente dice:



“En atención al acuerdo contenido en el Artículo VI de la Sesión de Corte Plena No. 29-12 del 20 de agosto de 2012, reunida la Sala Tercera con sus magistradas y magistrados titulares, en cuanto al tema de los parámetros generales que deben señalarse para diferenciar los asuntos complejos de los no-complejos en materia penal, y así determinar la posibilidad del dictado de la sentencia de manera escrita u oral, resolvimos que deben seguirse las siguientes pautas:



1. Partimos del presupuesto que todo asunto, a criterio del juzgador, puede dictarse de manera escrita, según sea su criterio en cada caso concreto.



2. En materia penal, para la definición de si un asunto es complejo y en consecuencia confeccionar obligatoriamente la sentencia por escrito, deben considerarse los siguientes parámetros:



a. Multiplicidad de intervinientes en el debate (múltiples imputados, defensores, fiscales, testigos y otros).



b. Multiplicidad de acciones (penales y civiles).



c. Asuntos declarados de tramitación compleja según las disposiciones correspondientes del Código Procesal Penal.



d. Asuntos de abundante prueba (testimonial, documental y pericial).



e. Asuntos en que prima facie se prevea que el dictado de la sentencia oral consumirá más de dos horas de exposición.



3. En todo caso, bastará con que concurra una sola de las anteriores condiciones para que se entienda que se está ante una causa compleja y obligue al dictado de la sentencia escrita.



4. Estas disposiciones se incorporarán al Manual ya existente y aprobado por Corte Plena en su momento.”



En lo que respecta a la jurisdicción penal juvenil, la Sala Tercera acordó las reglas a aplicar en esta materia, según consta en esa misma acta número 18-2013, conforme a la propuesta de la Subcomisión en materia Penal Juvenil, en los siguientes términos;



“Las recomendaciones que da cuenta la Magistrada Arias, fueron conocidas en la sesión de Corte Plena N° 29-12 celebrada el 20 de agosto de 2012, artículo VI, que en lo que interesa dice:



“[…]



ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN PENAL JUVENIL:



Recomendamos que las resoluciones de asuntos complejos o que pueden generar algún tipo de impugnación, o que guarden valor científico o histórico y agregamos con valor jurisprudencial se conserven en formato escrito. Lo anterior, siguiendo los lineamientos del ordinal 371 del Código Procesal Penal, así reformado por la Ley 9021 del 25 de enero del 2012, Gaceta 18, alcance digital N° 12 que señala:



“Artículo 371.-



Valor de los registros



El acta y la grabación demostrarán, en principio, el modo como se desarrolló el juicio, la observancia de las formalidades previstas para él, las personas que han intervenido y los actos que se llevaron a cabo.



La falta o insuficiencia de la grabación no producirá, por sí misma, un motivo de impugnación de la sentencia. En ese caso, se podrá recurrir a otros medios de prueba para acreditar un vicio que invalida la decisión. Al impugnarse la sentencia se indicará la omisión o la falsedad alegada.”



Esto precisamente para garantizar su fácil y continua reproducción. Las resoluciones que deberán ser escritas, son:



1. Condenatorias sean por juicio ordinario o abreviado, independientemente de su complejidad.



2. Suspensiones del Proceso a Prueba.



3. Medidas cautelares de asuntos complejos.



4. Resoluciones de Tribunal de apelación (interlocutorio y sentencia).



5. Resoluciones de la Sala Tercera.



Nuestra recomendación de mantener el formato escrito de estas resoluciones, deriva de la amplia praxis judicial, pues en muchas ocasiones, pese a que la resolución oral agiliza el asunto en cuestión, podemos afirmar que dicho medio hace inaccesible imponerse del contenido para personas con limitaciones en el acceso de la tecnología, y en los casos que cuenten con este recurso, no todas las personas comprenden la dinámica de lo resuelto en ese formato, ni tienen las habilidades cognitivas para utilizar este tipo de recursos.



Las poblaciones más vulnerables tienden a ser aquellas con menos acceso a los medios tecnológicos, especialmente los requeridos para conservar, observar y hacer uso adecuado de las resoluciones orales grabadas en formato digital. Ejemplo de ello lo constituyen las siguientes poblaciones vulnerables:



Personas menores de edad privadas de libertad,



Personas menores de edad con escolaridad baja o en condiciones de pobreza,



Personas menores de edad de comunidades indígenas.



Es importante señalar que en este momento hay 12 sentencias orales dictadas en penal juvenil de poblaciones indígenas que están siendo analizados por el Ministerio Público dado que estas personas menores de edad, por cuestiones étnicas no tuvieron el acompañamiento del líder de la comunidad, quienes además en sus territorios y comunidades indígenas no tienen acceso, ni plataforma tecnológica, ni habilidades para acceder a los contenidos en soporte digital.



Lo anterior sin perjuicio de que una misma persona menor de edad reúna varias de estas condiciones de vulnerabilidad.



En contraposición, la resolución escrita es de fácil acceso, es más sencilla de transportar y de conservar y facilita al usuario la interconsulta. Piénsese en el caso de la persona menor de edad privada de libertad que desea consultar las resoluciones que atañen a su privación de libertad, con sus padres, o con un patrocinio letrado distinto al que lo acompañó a la audiencia. Otro ejemplo lo constituye la consulta que podría hacer una persona indígena, bien sea con su patrocinio letrado o con las personas ancianas de su comunidad, siendo esta última una práctica común entre las personas indígenas costarricenses.



Por último, la elaboración y recopilación de la jurisprudencia, se tornaría más fácil y se evitaría el error humano que podría estar presente en caso de que la transcripción sea realizada con base en un DVD que posea defectos técnicos en su grabación. Tanto el Ministerio Público como la Defensa Pública especializada en Penal Juvenil que realizan la compilación de jurisprudencia para sus usuarios internos, con la finalidad de informar y uniformar las actuaciones de sus funcionarios, han encontrado múltiples dificultades en la transcripción en interpretación de las resoluciones, una palabra que no se escuche bien en el soporte digital cambia todo el contenido de la misma. Lo anterior aunado a la indefensión que se causa cuando una sentencia es grabada en forma incompleta o no se graba, que implica tanto para el imputado como para la victima, la repetición del juicio, con el consecuente perjuicio para las partes.



Si bien es cierto la oralidad ha demostrado un excelente medio para brindarle al ciudadano una respuesta pronta en la solución de su conflicto, para nadie es un secreto que han existido abusos en su utilización, como aquellos casos en que se han dictado resoluciones orales de medidas cautelares en penal juvenil que han durado más allá de las cinco horas, como es el caso de La Carpio con 23 personas menores de edad acusados, con la pérdida obvia de concentración de los jóvenes hacia las que se dirigía la misma, problemas interpersonales en la audiencia dado que los jóvenes se desconcentraban y entre ellos se peleaban para que la resolución terminara pronto, luego de un allanamiento que se inició a primera hora del día anterior, con evidente vulneración de los derechos fundamentales de las personas menores de edad sometidas al proceso penal juvenil. También las sentencias orales han sido fuente de informalidad, de subjetividad rayana en la arbitrariedad con la reproducción de estereotipos, de improvisación, e indefensión, lo que es fácilmente constatable con las sentencias en número elevado que son anuladas por los tribunales de apelación de sentencia. [..] (sic)”.” (El subrayado es del original).”



San José, 4 de agosto de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (8626-10, 9593-13, 7208-17)



Circular de Secretaría de la Corte N° 174 - 2017



01 de Noviembre del 2017



Fecha de Publicación: 18 de Diciembre del 2017



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad, Acceso a la Justicia



Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 104 del año 2018



Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos



CIRCULAR No. 174-2017



Asunto:     Reiterar las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado. Por lo anterior, dispuso, recordar a los despachos judiciales del país, las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al acceso a la justicia de las personas en vulnerabilidad social:



				Circular



				Asunto







				No. 65-11



				“Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”.-







				No. 117-13



				“Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-







				No. 35-14



				“Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-











San José, 1 de noviembre de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (11484-17)



Circular de Secretaría de la Corte N° 030 - 2018



15 de Marzo del 2018



Fecha de Publicación: 20 de Febrero del 2019



Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



CIRCULAR No. 30-2018



Asunto:      Política de Justicia Abierta del Poder Judicial.-



A TODAS A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica:



“Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica



ÍNDICE



1.    Antecedentes



2.    Marco Normativo



3.    Cocreación de la Política



4.    Referentes conceptuales



4.1   De Gobierno Abierto a Justicia Abierta



4.2   Concepto de Justicia Abierta



4.3   Principios de Justicia Abierta



4.3.1. Transparencia



4.3.2. Participación



4.3.3. Colaboración



4.4   Temas transversales



5.    Objetivos y líneas de acción de la Política



5.1   Objetivos



5.2   Líneas de Acción



6.    Factores para la implementación de la Política de Justicia Abierta



6.1   Comisión de Justicia Abierta



6.2   Funciones de la Comisión de Justicia Abierta



Presentación



El Poder Judicial de Costa Rica fue creado en 1826, por la necesidad de que el Estado contara con un órgano encargado de la importante tarea de administrar la justicia y contribuir a la paz social.



Su función es esencial para la democracia, la fortalece, asegura que las necesidades y demandas de la población sean atendidas adecuadamente, con imparcialidad, de manera que prevalezca el respeto a los derechos de todas las personas que forman parte de la sociedad.



El proceso de construcción del sistema de administración de justicia actual ha exigido un lento perfeccionamiento. No solo se fortaleció la estructura del ámbito jurisdiccional sino que, en una singular propuesta, se incorporaron otras instituciones que cumplen un rol clave en el proceso judicial: la Fiscalía, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial, entre otros.



De esta sui generis conformación surge una rica experiencia, caracterizada por una destacada labor y continua coordinación institucional.  Desde la década del 2000, se ha tenido claro que la administración de justicia presta un servicio público que tiene a la persona usuaria como eje central de su función, lo que ha impulsado un proceso de modernización y mejora continua de su gestión, para brindar servicios de calidad, accesibles y oportunos.



La promulgación de amplia normativa interna de protección de derechos humanos y la suscripción de numerosos instrumentos internacionales para su tutela, la adopción de valores éticos que orientan la labor judicial y el deber de brindar una respuesta adecuada a las cambiantes demandas de la sociedad por medio de una justicia con rostro humano, han impulsado a este Poder de la República a unirse al esfuerzo mundial que promueve la apertura de las instituciones públicas, por medio de los principios de transparencia, participación ciudadana y colaboración.  Asimismo, se procedió a dar inicio el proceso para formular una política de Justicia Abierta y a la suscripción, en noviembre de 2015, de la Declaración para la Promoción de un Estado Abierto.



Con el impulso de la Presidencia de la Corte, de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), del personal judicial de todos los ámbitos, de personas representantes de la sociedad civil y de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entidad asesora, se co-construyó el marco general de una Política Institucional de Justicia Abierta, la cual abarca todos los niveles judiciales. Con la implementación de esta política se busca que todo el Poder Judicial esté alineado a las condiciones internacionales de un Estado Abierto y constituya un punto de partida para repensar la administración de justicia.



Desde años atrás, diversos sectores y personas dentro de la institución venían desarrollando iniciativas vinculadas a los principios que promueve la Justicia Abierta.  Se ha trabajado para fortalecer la transparencia, facilitar el acceso a la información, hacer uso de un lenguaje más comprensible, modernizar los procesos y consolidar la rendición de cuentas, para lo cual las tecnologías de la información han sido de mucha utilidad. 



Para la concreción de esta política se tomó en cuenta la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, aprobada en 2015; además se formuló un plan de acceso a la información y apertura de datos con su respectivo proyecto, se desarrolló un plan inicial con la visión de Justicia Abierta en el proceso de rediseño de los Tribunales de Cartago, entre otras acciones, con el anhelo de articular todas las iniciativas existentes para lograr su mejor desarrollo y mayor impacto.



Así, la Política de Justicia Abierta constituye un paso más hacia la construcción de un Poder Judicial más accesible a la ciudadanía y con las herramientas necesarias para que el sistema de administración de justicia enfrente los retos del Siglo XXI y que agregue valor público en la prestación de sus servicios.



La creación de valor público tiene en su base la construcción de una ciudadanía social, civil y económica más amplia e incluyente, donde la confianza, la apertura y la transparencia se fortalecen a partir de una dimensión del servicio público que tiene como premisa responder a las verdaderas necesidades de las personas usuarias. Para lograr este cometido se requiere una visión orientada a identificar y satisfacer esas demandas, adoptando políticas respetuosas del entorno, con enfoque estratégico y participativas. Desde este enfoque, pertinencia, agilidad y calidad  deben caracterizar los servicios y bienes que ofrece el Estado.



En el ámbito internacional la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, con sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las 169 metas, constituye la hoja de ruta de consenso mundial en pos de soluciones a los problemas más apremiantes del planeta. Algunas metas del Objetivo 16 abordan de manera específica temas relativos a la Justicia Abierta, a saber:



ü 16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos;



ü 16.6 Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas;



ü 16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades;



ü 16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales;



Otros objetivos también establecen  metas pertinentes a los principios de la Justicia Abierta:



ü 9.  Aumento del acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en los países.



ü 17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional Norte-Sur, Sur-Sur y triangular;  aumento el intercambio de conocimientos y los mecanismos de coordinación mediante la facilitación de la tecnología;



ü 17.18 Mejora en las  capacidades  para aumentar significativamente la disponibilidad de datos oportunos, fiables y de gran calidad desglosados por ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y otras características pertinentes en los contextos nacionales;



ü 17.17 Fomento y promoción de alianzas eficaces en las esferas pública, público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de las alianzas.



Se tiene la certeza que con la implementación de la Política de Justicia Abierta se amplía y mejora la forma en que la población puede obtener información sobre el quehacer institucional, lo cual facilita la rendición de cuentas, el debate público y la participación ciudadana. Asimismo se generan espacios de encuentro y canales de comunicación, con el fin de que la ciudadanía asuma un rol activo en el diseño, propuestas y políticas del Poder Judicial. Se le facilitará, por ende, realizar también propuestas de mejora por medio de la rendición de cuentas y la transparencia basadas en el diálogo y la interacción.



[bookmark: _Toc493497532]1. Antecedentes



Han sido diversas las iniciativas que pueden citarse como representativas de ese proceso, desde la elaboración de un primer Plan Estratégico (2000-2005) centrado en los derechos de las personas usuarias, la creación de la Contraloría de Servicios, la conformación de la Secretaría de Género y la aprobación de la Política de Igualdad de Género, la creación de las Comisiones de Personas Usuarias, así como la constitución de la Comisión de Acceso a la Justicia, conformada por varias subcomisiones que atienden las necesidades de las personas en condición de vulnerabilidad.



Entre otros, el Programa de Justicia Restaurativa, aprobado y declarado de interés institucional por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica, el cual responde a objetivos estratégicos tales como, participación ciudadana, disminución del retraso judicial, modernización de las gestión judicial y recurso humano, así considerado mediante acuerdo de Corte Plena N° 38-12, del 05 de noviembre de ese año, artículo XXV. 



Todos los esfuerzos se orientan hacia la tutela de los derechos de todas las personas, sin discriminación y al funcionamiento de un sistema de justicia sensible y responsable ante las demandas de la sociedad.



El sistema de justicia es una pieza fundamental para la consolidación y desarrollo de un Estado social y democrático de Derecho, por su labor de verificar que las disposiciones jurídicas se cumplan, aun frente a las agencias del Estado.  Por ello, la visibilidad de ese Poder se ha constituido como uno de los atributos esenciales de la democracia, como forma de asegurar que la confianza ciudadana no haya sido transgredida. Es un deber del Poder Judicial transparentar todos sus actos para fortalecer la confianza pública y asegurar la legitimidad de las decisiones judiciales, como respuesta a las desigualdades sociales y el riesgo de la corrupción.



En los modernos Estados constitucionales, la apertura se convierte en un atributo imprescindible de un sistema de justicia de filiación y orientación democrática, en tanto hace posible el control de la actuación del Poder Judicial por parte de la opinión pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política establece el deber de la Administración Pública de someterse a la evaluación de resultados y rendición de cuentas y fue acompañada de la promulgación de legislación que acrecentó las potestades fiscalizadoras del órgano contralor como parte de una política articulada para garantizar mayor control, transparencia en la gestión pública y la sanción de conductas indebidas.



           



Se han impulsado cambios profundos en la organización y funcionamiento del Poder Judicial para garantizar una conducta éticamente irreprochable de todo su personal, especialmente en juezas y jueces para la prestación de un servicio público comprometido con la transparencia. 



Entre las acciones para fomentar la apertura de la gestión judicial se encuentran: la rendición de cuentas a la Asamblea Legislativa, el informe de labores anual a la ciudadanía y a los Poderes de la República en el acto de apertura del Año Judicial, el programa de audiencias públicas (visitas a las comunidades), la transparencia presupuestaria a través de la página web, la integración de la sociedad civil en los órganos de decisión, el acceso a la prensa, difusión de las decisiones de gobierno y administración judicial, la disponibilidad de sentencias, planes de trabajo, ejecución presupuestaria, auditorías de distintos departamentos y oficinas judiciales, el funcionamiento de la Contraloría de Servicios, la adopción del Código de Ética y el deber de juezas y jueces de rendir declaración patrimonial.



Asimismo, se efectuaron iniciativas de participación ciudadana, a cargo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), como experiencia previa a la formulación de la política y se creó la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, que ha venido desarrollando normas y acciones para la promoción de una gestión judicial basada en valores éticos.



En el 2014 se impulsó la creación de una Comisión Investigadora de la Penetración del Crimen Organizado en el Poder Judicial, la cual propuso acciones a corto y mediano plazo para combatir ese tipo de delitos, las cuales fueron aprobadas por la Corte Plena.  Como resultado, se acordó la creación de una jurisdicción exclusiva para investigar y juzgar casos de narcotráfico y crimen organizado, la mejora en los mecanismos para investigar los antecedentes de personas oferentes y una reestructuración del régimen disciplinario.



 



En julio de 2015 se aprueba formalmente por Corte Plena la Política de Participación Ciudadana impulsada por Conamaj, la cual tiene como objetivo general garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Para el cumplimiento de este objetivo general se plantea como objetivos específicos apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica y promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



La adhesión voluntaria de Costa Rica a la Alianza para el Gobierno Abierto, en el 2012, propicia el surgimiento de una nueva etapa en la dirección que, desde hace varios años, la institución ha desarrollado, incorporando e implementando los principios que inspiran la filosofía de Gobierno Abierto.



En el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre el Gobierno Abierto en Costa Rica (2016), se recomendó la aprobación de legislación sobre acceso a la información y participación ciudadana, y se reconoció el papel del Poder Judicial como un actor clave en la transición del país hacia un Estado Abierto. Además, se indicó que este Poder se encuentra “entre los más avanzados a nivel mundial en transparencia, rendición de cuentas y participación, y que se cuenta con estrategias para crear un Poder Judicial Abierto”.



El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), organismo internacional creado por las instituciones del sistema interamericano para apoyar los procesos de reforma de la justicia de los Estados miembros mediante estudios, cooperación e intercambio de información, ha catalogado al Poder Judicial de Costa Rica dentro de los primeros lugares del Índice de accesibilidad a la información en Internet (IAcc). En el 2014, nuestro país obtuvo el tercer lugar, después de Chile y Brasil. 



En el Índice de Servicios Judiciales en Línea (ISJL) de 2015, que mide las respuestas de las instituciones estatales de justicia a los requerimientos de las personas usuarias a través de los sitios Web, el Poder Judicial de Costa Rica obtuvo el segundo lugar.



El Poder Judicial ha asumido un compromiso firme con la agenda internacional de Gobierno Abierto y formula esta propuesta de Política de Justicia Abierta para orientar toda su gestión, en los ámbitos jurisdiccional, administrativo y de los órganos auxiliares.  La Política es una herramienta declarativa y orientadora del actuar de la institución, para promover la transparencia, la participación de la población en la gestión institucional y la colaboración o formulación de alianzas institucionales y con la sociedad civil.



Esta propuesta es congruente con los compromisos asumidos por la República de Costa Rica al integrarse, a partir del 2012, en forma voluntaria, a la Alianza para el Gobierno Abierto. En la Conferencia Anual de la Alianza, realizada en el 2013, se establece un apartado de “Empoderamiento de los Ciudadanos”, para promover políticas de gobierno abierto para los poderes judiciales, en la cual el Poder Judicial de Costa Rica se compromete a adoptar lineamientos de gobierno abierto.



Finalmente, el tema del Gobierno Abierto es una de las prioridades de la Presidencia de la Corte,  con fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política de Costa Rica en sus artículos 9, 41, 152, 153, 154 y 156, y los artículos 1 y 3 de la Ley 7.333, Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto la transparencia y el acceso a la información pública se vinculan, en la actualidad, al ejercicio de un derecho humano.
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Existe normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los compromisos asumidos por Costa Rica con una Política de Justicia Abierta para el mejoramiento de la función pública, tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) del 22 de noviembre de 1969, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), del 16 de diciembre de 1966, la Convención Interamericana Contra la Corrupción de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre del 2003.



También se incluyen la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre (art. 24 sobre petición y respuesta), la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de Estados Americanos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



En el plano nacional, existe normativa tanto constitucional como legal que favorece la implementación de la iniciativa de Gobierno Abierto como una forma de democratizar aun más la gestión pública.  El artículo 9 de la Constitución Política establece que el Gobierno de la República es “representativo, participativo, alternativo y responsable”. Además, se encuentran los artículos constitucionales 11 (principio de legalidad, transparencia y rendición de cuentas); el artículo 24 que garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones; el 27 que establece el derecho de petición ante cualquier persona funcionaria pública o entidad oficial y el derecho a obtener una pronta resolución; el 30 señala el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información de interés público, quedando a salvo los secretos de Estado y el 41 del principio de justicia pronta y cumplida. Destaca el artículo 153 constitucional que otorga como función principal del sistema de justicia, la atención del conflicto entre las partes y la aplicación de las leyes.



En el derecho interno podemos mencionar como vinculados a la Justicia Abierta, la Ley General de Administración Pública Nº 6227, del 4 de marzo de 2002, que en su artículo 11  señala que “la Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, y a continuación el artículo 13 dispone que “la Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”.



La Ley de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley Nº 8220 del 4 de marzo de 2002, indica en su artículo 2 que “la información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas.” (sic). Las Leyes de Regulación del Derecho de Petición (No.9097 de 2013) y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (8968 de 2011) integran la normativa relevante.



En el ámbito interno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala en su artículo 2 que “el Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.



Del mismo modo y en coherencia con las disposiciones ya expuestas, en el Código de Ética Judicial, existen normas expresas que van en la dirección de una Política de Justicia Abierta desde un marco jurídico axiológico al señalar en su artículo primero que “la Justicia es un valor esencial para una racional convivencia en sociedad, así como para la preservación y el fortalecimiento de la democracia. Es un servicio público que debe ser prestado con los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia y calidad, pero ante todo, con respeto del ser humano que lo requiere”. En este sentido, quien imparte justicia debe ser una persona consciente de que su función es compleja y debe cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, la independencia y la objetividad de su cargo, a la vez que estimulen el respeto y confianza en la judicatura.



En el artículo tercero de ese mismo código se hace clara alusión a la transparencia institucional al señalar que: “En la moderna sociedad democrática es necesario que las instituciones públicas se ajusten no solamente a un marco normativo muy preciso sino que actúen con la suficiente transparencia. Desde esa perspectiva, se entiende que existe un interés público de que las distintas actuaciones dentro del Poder Judicial tengan cobertura de los medios de comunicación colectiva y se transmitan ante la opinión pública, para lo cual se podrá asignar la responsabilidad de enlace a un órgano especializado.” Así mismo, se establece que “el Poder Judicial deberá crear y promocionar canales flexibles e informales, a los que la persona pueda acudir a plantear reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular: en estos casos, debe garantizarse al quejoso que no habrá represalias de ningún tipo por motivo de sus quejas y reclamos.”



Adicional a lo anterior, existen leyes que han ido delimitando ciertos parámetros en temas como el Derecho de petición mediante la Ley de Regulación del Derecho de Petición (Ley Nº. 9097).



En materia del derecho de acceso a la información pública, Costa Rica carece de una ley marco que garantice este derecho; sin embargo existe una importante cantidad de legislación que regula elementos básicos del derecho a la información, materias vinculadas y trámites administrativos, los cuales están blindados gracias al importante desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



Asimismo, existe normativa que vincula directamente al Poder Judicial con temas de transparencia como lo son los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura, la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº. 7333), el Código de Ética Judicial, adoptado en sesión de Corte Plena el 28 de febrero del 2000. 



En el marco de la participación ciudadana, el Programa de Justicia Restaurativa fue declarado de interés institucional por el Consejo Superior desde el 2011, Programa que involucra la comunidad, ha conformado la redes de apoyo y la colaboración público-privada, respondiendo a los principios de justicia abierta, lo cual se sustenta con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada por Corte Plena en sesión N° 21 de setiembre 2015, y por el Consejo Social Presidencia del Poder Ejecutivo mediante sesión extraordinaria N°14-2015 celebrada el 19 agosto del 2015, el cual origina el Decreto Ejecutivo N°40303-MJP-MP firmado por la Presidencia de la República en fecha 07 de febrero de 2017, sumado a lo anterior, el programa recibe un reconocimiento por la República de Costa Rica en el año 2016 con el Premio Artífices de Gobierno Abierto por el cumplimiento de los principios de Justicia Abierta, transparencia, rendición de cuentas, y participación ciudadana.



Desde un plano de la participación ciudadana, el 2012 el Consejo Superior del Poder Judicial acogió la propuesta de “Modelo de Participación ciudadana” presentada por Conamaj, y dispuso trasladarla a las distintas jefaturas de los departamentos y ámbitos para que la incorporasen en sus planes de trabajo. En el 2013 Corte Plena declaró la participación ciudadana de interés institucional e incorporó el tema como eje transversal del Plan Estratégico 2013-2017. Finalmente en el año 2015 aprobó la Política Institucional de Participación Ciudadana ya mencionada.



En la construcción de esta política se consideraron algunos antecedentes institucionales, el contexto nacional, el Plan Estratégico de Poder Judicial 2013-2018, la Política de Participación Ciudadana y los resultados preliminares del trabajo conjunto desarrollado con CEPAL.



La Política de Justicia Abierta cumple una función articuladora en pos de la promoción y del  fortalecimiento de los diversos proyectos, programas y acciones que se están ejecutando en la institución, las políticas de acceso a la justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad aprobadas y demás iniciativas que contribuyan al logro de los objetivos de esta política. Todo ello con respeto absoluto de las disposiciones administrativas y normativas de cada programa o instancia, las cuales mantienen su autonomía.
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Los lineamientos generales de la Política de Justicia Abierta se construyeron de manera conjunta con representantes de todas las dependencias del Poder Judicial, de la Comisión de Personas Usuarias, de la sociedad civil y del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.



El desarrollo de la metodología y la implementación de talleres, reuniones y capacitaciones se realizaron con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL), durante los años 2005 y 2006.



Esta experiencia es pionera en el Poder Judicial de Costa Rica y a nivel internacional. Se trata de un primer acercamiento a la aplicación de la filosofía y principios de “Gobierno Abierto” dentro de la organización y funcionamiento de un Poder Judicial.  En consonancia con uno de los pilares de este enfoque, se consideró esencial para la construcción de la política, la participación abierta de la población mediante una consulta pública desde el sitio web del Poder Judicial y la realización de grupos focales en diferentes zonas del país.



Además de lo mencionado, utilizar una metodología participativa tuvo por finalidad construir una política coherente con lo que la ciudadanía considera necesario y oportuno que desarrolle en la línea de apertura de la gestión judicial. Otro de los aspectos que se buscaban con este tipo de metodología era legitimar su proceso de construcción, generando los espacios necesarios para la participación de las distintas instancias involucradas, lo que guarda estrecha relación y coherencia con los principios de Gobierno Abierto.



La Justicia Abierta es un desafío insoslayable del Poder Judicial de Costa Rica que demanda una estrategia sustentable y sistemática de acciones de todos los ámbitos de su quehacer, inclusiva de las instancias políticas y sociales involucradas y, además, verificable en cuanto a su avance y consolidación. Este desafío permitirá cumplir la agenda y compromisos internacionales suscritos por el Estado de Costa Rica contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por Naciones Unidas en septiembre de 2015.
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Cuando se habla de Justicia Abierta se hace referencia a una adaptación al sector justicia de la filosofía de Gobierno Abierto, tema que ha cobrado relevancia en las formas de ejercer la función pública en un contexto en donde existen ingentes demandas de apertura, de transparencia en la gestión, de participación en la elaboración de políticas públicas, de rendición de cuentas y responsabilidad por el uso de los recursos públicos y de evaluación y control ciudadanos.



La Justicia Abierta incorpora la filosofía y principios de Gobierno Abierto, sin embargo el primer concepto se diferencia del segundo por dos razones fundamentales:



• Cuando se hace referencia a gobierno se está señalando una función específica que le corresponde al Poder Ejecutivo, por lo que no es correcto utilizar dicho término en el Poder Judicial.



• Por las particularidades del sistema de administración de justicia se requiere de cautela cuando se habla de apertura, en el entendido de que se debe velar por garantizar derechos que implican, entre otros, la confidencialidad.



Específicamente la Justicia Abierta busca propiciar un diálogo horizontal con la sociedad, dar a conocer la labor que realiza el Poder Judicial más allá de lo que se divulga en los medios de comunicación, promover la consulta a distintos actores sociales sobre sus necesidades y propuestas para aumentar la legitimidad y brindar un servicio público que responda adecuadamente a las demandas de las diversas poblaciones: de calidad, eficiente, eficaz, humanista y respetuoso de los derechos.



[bookmark: _Toc493497537]4.2 Concepto de Justicia Abierta



El concepto de Justicia Abierta que se utiliza en esta Política fue construido de manera participativa con los diferentes representantes sociales involucrados en el proceso y complementado con la teoría sobre Gobierno Abierto, realizando los ajustes para adaptarlo al caso específico del Poder Judicial. Así, el concepto es el siguiente:



La Justicia Abierta es una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación y colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



El Poder Judicial ha estado inmerso en un proceso de cambio de paradigma que busca la apertura y procura poner en el centro de su quehacer a la sociedad, tomando en cuenta los aportes que las distintas poblaciones pueden generar para el mejoramiento de las funciones que se realizan en los ámbitos que conforman la institución.



Se habla de sociedad en general porque esta incluye tanto ciudadanos y ciudadanas, así como otros tipos de actores sociales que se relacionan o asocian entre sí, ya sea por afinidad o por las funciones que realizan; como es el caso de instituciones, organismos, organizaciones o empresas que tengan interés en participar, colaborar o exigir transparencia ante la gestión del sistema de administración de justicia.



Asimismo, se reconocen la innovación y las tecnologías de la información (TIC) como herramientas fundamentales para la apertura de la justicia, lo cual no implica que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecnología.



Con la aplicación de los principios de transparencia, participación y colaboración el Poder Judicial busca garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de los distintos actores sociales.
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La Justicia Abierta se sustenta en tres principios que orientan su implementación: transparencia, colaboración y participación.



 



Estos principios están correlacionados, lo que significa que las acciones corresponden primordialmente a uno u otro, sin ser excluyentes, de manera que pueden verse impregnadas por los otros principios. De cada uno de ellos deriva una serie de ejes, los cuales a su vez definen las líneas y acciones por seguir en la materialización de la Política de Justicia Abierta.            



En el siguiente diagrama se presentan cada uno de los principios y sus ejes:







Fuente: Creación de Conamaj tomando como base el diagrama de gobierno abierto de Arnel Le Coz y Cyril Lage
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La transparencia refiere a la responsabilidad que tiene el Poder Judicial de garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, rendir cuentas sobre su gestión y propiciar la integridad, la probidad y el buen gobierno.



Los ejes del principio de transparencia en el marco de la presente política son:



• Acceso a la información pública: es el derecho que tienen los usuarios y usuarias de acceder y comprender información pública en lenguajes horizontales e inclusivos y el deber del Poder Judicial de proporcionar la información de manera oportuna, dentro de los plazos legales y evitando cualquier trámite dilatorio.



• Apertura de datos: es un proceso sistemático de publicación de datos en formatos abiertos, libres de controles y conforme a los estándares internacionales. La publicación de la información institucional debe ser consistente y perdurable, según los requerimientos de los datos abiertos.



• Rendición de cuentas: es el deber que tiene el personal judicial de responder en el ejercicio de su gestión por sus actos, el cumplimiento de deberes y funciones, el uso de recursos y fondos públicos. Para ello se utilizarán mecanismos de seguimiento, control y evaluación, entre otros.    



• Integridad, probidad y anticorrupción: refiere a la concreción de mecanismos orientados al buen gobierno y a la lucha contra acciones que lesionen los valores, principios y recursos del Poder Judicial. 
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Para definir este principio se parte de lo establecido en la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial, en la que se entiende participación como: 



(…) un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial. 



Los ejes del principio de participación derivan de la política citada, a saber: 



• Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y canalización de demandas sobre los servicios, exigibilidad de derechos, atención de las necesidades particulares de las poblaciones y adecuada y oportuna respuesta institucional.



• Seguimiento, control y evaluación ciudadanos: son acciones por medio las cuales los diversos actores sociales pueden establecer una vigilancia en torno a políticas, programas, proyectos, planes y procesos ejecutados en el Poder Judicial o para conocer sus efectos, impactos u otros resultados no esperados.



• Incidencia: implica la toma de decisiones conjuntas e integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.
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Colaboración en el sistema de administración de justicia consiste en involucrar a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones propias del Poder Judicial, para la prestación de un servicio de calidad y alcanzar el logro de resultados superiores.



• Alianzas: son acuerdos que se establecen entre el Poder Judicial y otras instancias como instituciones públicas, organismos, organizaciones, empresas y sociedad civil para concretar vínculos de cooperación y emprender acciones conjuntas.   



• Cocreación: refiere al desarrollo de procesos conjuntos entre el Poder Judicial y otros actores sociales para el diseño, gestión, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones.



• Redes de trabajo y apoyo: son espacios en los cuales el Poder Judicial participa junto con distintos actores sociales para planificar, coordinar, construir, atender y dar seguimiento a temáticas relacionadas con el sistema de administración de justicia. 
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Los temas transversales son aspectos que deberán estar presentes en todas las acciones que se desprendan de la implementación de esta política. Podrán ampliarse y variar según la manera como el contexto se modifique y a partir de nuevos compromisos que se adquieran tanto a nivel de la institución como a nivel nacional.



· Acceso a la justicia



Se deberá incorporar de manera transversal la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad de conformidad con lo establecido en la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales de acceso a la justicia. [1]



· Igualdad de género



Las acciones que se realicen deberán garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento interno del Poder Judicial. Conforme lo establece la Política de Igualdad de Género del Poder Judicial.[2]



· Servicio Público de Calidad



La gestión integral de la calidad de la justicia involucra tanto la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, como la celeridad y simplificación de los procesos.[3]



· Justicia Restaurativa.



La justicia restaurativa constituye acciones para la promoción de mecanismos alternativos y restaurativos en búsqueda de una cultura de paz, con el fin de profundizar en la prevención y forma de resolver los conflictos jurídicos dentro de las garantías y disposiciones reguladas por la legislación nacional, que involucra la  colaboración público-privada, permitiendo que las prácticas restaurativas vayan más allá del  ámbito judicial, impulsando esfuerzos similares de resolución de conflictos a nivel comunitario y estatal.[4]
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La Política es el conjunto de orientaciones y directrices que coordinan, enlazan y fortalecen los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta. Corresponde por tanto a un marco orientador del quehacer del Poder Judicial para promover los cambios necesarios:



- Cambio en los procesos: Procesos diseñados para lograr la eficiencia y eficacia en la administración de justicia, mediante el empleo de tecnologías de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su simplificación, seguimiento y predictibilidad.



- Cambio cultural: Se promueve el trabajo coordinado y en equipo entre las distintas instancias judiciales, con la institucionalidad pública, la sociedad civil y otros actores sociales, orientando su gestión a la consecución de resultados.



- Cambio en las formas de relación: Fortalecimiento en la comunicación e interacción con la población, con mecanismos permanentes de diálogo, rendición de cuentas, incidencia y control social.
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Objetivo general:



Promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y colaboración, con el fin de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



Objetivos específicos:



· Transparentar la gestión del Poder Judicial para el cumplimiento del derecho de acceso a la información mediante la apertura de datos, la rendición de cuentas, el fomento de la integridad y la anticorrupción.



· Garantizar la participación de la sociedad en el diseño, ejecución, evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial.



· Propiciar espacios y mecanismos de cocreación, alianzas y redes para el trabajo colaborativo en la gestión judicial.



· Considerar como actores dentro de esta Política a los gremios integrados por personas que laboran en el Poder Judicial.



· Articular los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta.



· Fomentar el uso de las tecnologías de la información, la innovación y la modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.
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Para la operacionalización de esta política se considerarán, al menos, las siguientes líneas generales de acción:



· Información y divulgación



· Capacitación y sensibilización



· Articulación interna, externa e interinstitucional



· Cumplimiento de compromisos y estándares nacionales e internacionales



· Seguimiento y evaluación de la política
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Para la implementación óptima de la Política se requiere disponer de una serie de condiciones internas que faciliten la ejecución de las acciones planteadas en este documento. Esas condiciones son:



· Que todas las instancias judiciales incorporen en su quehacer acciones de transparencia, colaboración y participación ciudadana.



· Que se cuenten con los recursos presupuestarios y humanos para su ejecución.



· Que se cocree el Plan de Acción de la Política tomando como marco referencial este documento y las líneas generales aquí establecidas, de manera participativa, integrando diferentes actores sociales. En este plan de acción deberá exponer con detalle los roles y responsabilidades de cada instancia involucrada.



· Que se consolide la Comisión Coordinadora para la Implementación de la Política. Esta Comisión tiene por finalidad promover el desarrollo, la coordinación, la consolidación y la sostenibilidad de los principios de Gobierno Abierto al interior del Poder Judicial, así como dirigir la aplicación de la política de Justicia Abierta, monitorear y dar seguimiento de los compromisos institucionales que de esta se deriven.
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La Comisión de Justicia Abierta es la instancia articuladora que velará por el cumplimiento de esta política. Estará conformada por representantes titulares de:



· Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, ente coordinador



· Despacho de la Presidencia



· Comisión de Transparencia



· Comisión de Acceso a la Justicia



· Consejo Superior



· Dirección de Tecnología de la Información



· Dirección de Prensa y Comunicación



· Dirección Ejecutiva



· Dirección de Planificación



· Dirección de Gestión Humana



· Contraloría de Servicios



· Escuela Judicial



· Programa de Justicia Restaurativa



· Ministerio Público



· Defensa Pública



· Organismo de Investigación Judicial



· Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



· Secretaría de Género



· Una persona representante de los gremios del Poder Judicial por ámbito.



· Una persona representante de cada una de las comisiones jurisdiccionales.



· Representante del Colegio de Abogados y Abogadas



El Programa de Justicia Restaurativa fungirá como co-coordinador de tema transversal de Justicia Restaurativa en el marco de esta Política.



Además, la integrarán al menos ocho personas externas al Poder Judicial que pueden representar actores sociales, instituciones, organismos, organizaciones o empresas, interesadas en el accionar judicial.  Esta elección se realizará democráticamente en una asamblea de amplia convocatoria y estarán en su cargo por un periodo dos años. Los mecanismos para esta elección se definirán a nivel de lineamientos en un momento posterior.
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· Liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la implementación de esta política: mapeo de actores, plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento con monitoreo ciudadana, sistema de rendición de cuentas hacia la ciudadanía y lineamientos para la integración de representación social en la Comisión de Justicia Abierta.



· Proponer a las instancias internas que corresponda, la incorporación de estándares



· nacionales e internacionales, buenas prácticas y tecnologías que favorezcan la implementación de la Política y los principios de transparencia, participación ciudadana, colaboración y rendición de cuentas en todos los ámbitos y oficinas del Poder Judicial.



· Incentivar los procesos de apertura de datos en el Poder Judicial, como herramienta para el ejercicio del derecho de acceso a la Información y la transparencia colaborativa, con criterios de valor público y utilidad social y promoviendo su reutilización, por parte de todos los sectores interesados.



· Propiciar de manera periódica los procesos de seguimiento y evaluación del funcionamiento de la Política de Justicia Abierta, con el apoyo de otras instancias institucionales o externas.



· Velar porque la implementación de la Política de Justicia Abierta esté alineada con las políticas y orientaciones estratégicas del Poder Judicial, así como con los avances nacionales e internacionales de Gobierno Abierto.



· Promover la difusión de la Política de Justicia Abierta y los principios que la orientan.



· Impulsar los procesos de rendición de cuentas y de aplicación de los principios en los ámbitos institucionales.



· Promover la utilización de la tecnología en la implementación de esta Política.



· Crear grupos de trabajo conforme se requiera para el desarrollo de esta Política.



· Rendir cuentas sobre los avances de la implementación de esta Política.



La instrumentalización de esta Política se hará mediante la cocreación de los instrumentos necesarios para su puesta en práctica, a saber: plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Para ello la Comisión y sus actores tomaran las medidas propias dentro de un plazo razonable.”



 San José, 15 de marzo de 2018.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 












- [1]  Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, 8:30 horas26 de mayo, 2008, Artículo II.



- Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica: Aprobada Sesión N0 34-2005 de la Corte Plena,  7 de noviembre del 2005, Artículo XIV.



- Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial: Sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, 5 de mayo del 2008, Artículo XXIII.



- Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor: Sesión n.º 27-08 del Consejo Superior, 15 de abril del 2008, Artículo XLVI



- Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada: Sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, 8  de noviembre de 2010. Artículo XXIV.



- Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes: Sesión N° 34-10 de la Corte Plena, 29 de noviembre de 2010, Artículo XVII.



- Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica: Sesión N° 4-11 de la Corte Plena,  14 de febrero de 2011, Artículo XV.



- Políticas de atención a víctimas de violencia doméstica y del delito: Sesión N0 32-99 de la Corte Plena, 4 de agosto de 1999, Artículo XII.



- Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas: Sesión N0 77-08 del Consejo Superior, 14 de octubre de 2008. Artículo XLI.



- Políticas de lenguaje inclusivo: Sesión n.º 15-12 del Consejo Superior, 21 de febrero del 2012, Artículo LIII.



- Política respetuosa de la diversidad sexual: Sesión Nº 31-11 de la Corte Plena,  19 de setiembre de dos mil once, Artículo XIII.



- Personas privadas de libertad: Aprobada por el Comité Ejecutivo de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) el día 3 de marzo del 2010 en San José de Costa Rica.



[2] Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, 2005.



[3] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018.



[4] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica 2015.



Circular de Secretaría de la Corte N° 104 - 2018



24 de Agosto del 2018



Fecha de Publicación: 21 de Noviembre del 2018



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 174 del año 2017



Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos



CIRCULAR No. 104-2018



Asunto: Reiteración de la circular N° 174-2017 sobre “Reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE :



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 70-187 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXII, acordó reiterar la circular 174-2017 atinente al Acceso a la Justicia de las personas en Vulnerabilidad Social:



				Circular



				Asunto







				No. 65-11



				“Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”.-







				No. 117-13



				“Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-







				No. 35-14



				“Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-











San José, 24 de agosto de 2018



Lic. Carlos T. Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 4021-18.
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ircular de Secretaría de la Corte N° 067 - 2019



02 de Mayo del 2019



Fecha de Publicación: 31 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



Documentos citados: Actas



CIRCULAR No. 67-2019



Asunto:          Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE TRAMITAN PROCESOS CON PERSONAS INDÍGENAS SEGÚN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE COSTA RICA



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 27-19 celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXXI, a solicitud de la Defensa Pública, dispuso comunicar las “Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica”, que dicen:



“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…”



A continuación, se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y ampliados según el caso en concreto, para la atención de personas usuariasindígenas en todas las materias y en todos los despachos.



1) A los Despachos a los cuales les corresponde atender población indígena se les informa que debe el Despacho Judicial realizar  la valoración acerca de la procedencia de la petición de defensa publica, dejando constancia de lo indicado por la persona usuaria en cuanto a no contar con medios económicos para sufragar los gastos de defensa técnica, así como  la petición expresa que solicita que la defensa técnica sea asumida por la Defensa Pública. De igual forma,  debe establecerse la condición de indígena de la persona usuaria, priorizando para ello su auto identificación como tal, y de ser necesario, en caso de duda,  solicitando una certificación de la Asociación de Desarrollo o Autoridad Legitimada en su territorio. Una vez verificado lo anterior, debe enviarse la solicitud de apersonamiento de persona defensora pública, cuando así resulte pertinente, a la Defensa Pública que corresponda según su competencia territorial. Se distinguen dos posibles situaciones en que se debe cumplir con este procedimiento:



-Cuando una persona indígena tenga un proceso pendiente en el Despacho Judicial y requiera para este proceso asesoría letrada,  indicando que no cuenta con la misma, ni con medios económicos para pagarla, debe señalársele desde el Despacho Judicial que según el artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de personasIndígenas de Costa Rica, puede manifestar si desea la asistencia técnica de una persona defensora pública. De ser afirmativa la respuesta, el Despacho Judicial solicitará a la Defensa Pública el apersonamiento correspondiente, reponiendo los plazos según la ley, hasta el momento en que la Defensa Pública remita el apersonamiento.



-Cuando una persona indígena se presente a un Despacho Judicial para establecer un procedimiento nuevo, debe comunicársele la existencia del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y consultarle si desea asistencia letrada y si puede o no cubrir los costos económicos de ello.  En caso que su respuesta sea negativa, se le debe informar de su derecho de contar con  defensa pública y consultarle si ese es su deseo. En caso afirmativo se enviará la solicitud de persona Defensora Pública  a la oficina de Defensa Pública del Circuito que corresponda, para que esta proceda  con el trámite.



2) En caso de existir duda sobre la condición de indígena de la persona usuaria, o de si cuenta con dinero para el pago de la asistencia letrada, se debe realizar el trámite por parte de los Despachos Judiciales accediendo a la solicitud de patrocinio letrado de la Defensa Pública, y en caso de que durante el proceso, o por sentencia firme, se declare que la persona no tiene la condición de indígena, o tiene dinero para pagar la asistencia letrada, se incluirán como costas en la sentencia, los costos de la representación por parte de la persona defensora pública. Además, a partir de ese momento la defensa pública dejará de representarlo por no encontrarse en los supuestos del artículo 7.



3) El Consejo Superior autoriza para que el Departamento de Informática facilite los permisos y habilite el acceso de contexto de consulta para la Defensa Pública, de los siguientes Despachos Judiciales: Tribunal Contencioso Administrativo, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Sala Primera, tanto en cuanto al escritorio virtual, como  al sistema de gestión. En ese mismo sentido se autoriza que se habilite también para los Juzgados de Violencia Doméstica y Juzgados de Familia a nivel nacional.”



San José, 2 de mayo de 2019



Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Catalina Barquero Martínez.



Ref: (6811-11, 3110-19, 3111-19)



Circular de Secretaría de la Corte N° 076 - 2019



16 de Mayo del 2019



Descriptores/Temas: Convenios Internacionales



Documentos citados: Actas



“CIRCULAR No. 76 -2019



Asunto: Importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios e instrumentos internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE_:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLI, dispuso reiterar la importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello el artículo 1 de la Constitución Política que señala que “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.”:



				1.- Instrumentos Internacionales sobre Personas Adultas Mayores.











[bookmark: up]Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores



2.- Instrumentos Internacionales para Personas con Discapacidad.



Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Naciones Unidas 2007 y su Protocolo Facultativo



Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las Personas con Discapacidad



3.- Instrumentos Internacionales para Personas Afrodescendientes.



Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza 1960,



Convención Internacional sobre la Eliminación de la Discriminación Racial de todas las Formas de Discriminación Racial



Declaración final y Plan de Acción de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, celebrada en Durban, Sur África en el año 2001.



El 30 de diciembre del 2013, la Asamblea General de las Naciones Unidas establece la celebración del Decenio Internacional de los Afrodescendientes del 1 de enero Comisionado Presidencial para Asuntos de la Afrodescendencia 12 de 2015 al 31 de diciembre de 2024



4.-Instrumentos Internacionales para Personas Menores de Edad en conflicto con la Ley.



Declaración de los Derechos del Niño (a)



Convención sobre los derechos del Niño (a)



Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)



Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.



Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil “Directrices de Riad”



Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos



Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de menores “Reglas de Beijing”



Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad (Reglas de la Habana)



Principios de París: principios y directrices sobre los niños asociados a fuerzas armadas o grupos armados



Reglas mínimas de las Naciones unidas sobre las medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio)



5.- Instrumentos Internacionales sobre Niñez y Adolescencia.



Declaración de los Derechos del Niño (a)



Convención sobre los Derechos del Niño



Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores



Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)



Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes



Convenio Internacional Número 182 sobre "La Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación".



Convenio OIT138: “Sobre la Edad mínima de Admisión al Empleo”.



Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a un procedimiento de comunicaciones.



[bookmark: _Toc920840]Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía.



[bookmark: _Hlk7079747]Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados



6.- Instrumentos Internacionales sobre Pueblos Indígenas.



Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



7.- Instrumentos Internacionales sobre Población LGTBI.



Declaración Universal de los Derechos Humanos



Principios de Yogyakarta



El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos



Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU



Opinión Consultiva n°24



8.- Instrumentos Internacionales de Población Migrante y Refugiada.



Convención para Reducir los Casos de Apatridia (Nueva York, 1961) 



Convenciones sobre Refugiados y Apátridas



Convención sobre los Derechos del Niño



Opinión Consultiva n°24



9.- Instrumentos Internacionales sobre Género



Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer



Protocolo Facultativo de la Convención para Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer



Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer "Convención Belem Do Pará"



10.- Instrumentos en materia de Personas Privadas de Libertad



Declaración Universal de Derechos Humanos



Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Facultativo



Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional



Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial



Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y su Protocolo Facultativo



Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer



Declaración y Plataforma de Acción de Beijing



Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas no Privativas de Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)



Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad (Reglas de Tokio)



Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por parte de oficiales encargados de hacer cumplir la ley



Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos



Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión



Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional



Convenio para la represión de la Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena



Reglas Mandela



Convención sobre los Derechos del Niño



Convención Internacional sobre la Protección Internacional de los Trabajadores Migrantes y de todas sus familias



Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Observaciones Generales del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas



Observación General No. 20: Prohibición de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Observación General No. 21: Trato humano de las personas privadas de libertad



Resolución 21/23 Derechos Humanos de las Personas de Edad



Convenio número 169 del Organización Internacional del Trabajo



Principios de Yogyakarta



Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad



Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre



Convención Americana sobre Derechos Humanos. Pacto de San José



Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura



OEA. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas



Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad



Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes



Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará)



Resolución 1/08 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Principios y Buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas



Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia



Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y formas conexas de intolerancia



Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación de las personas   con Discapacidad



Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las personas Adultas Mayores



Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas AG/RES. 2888 (XLVI-O/16)



Declaración Conjunta de los miembros fundadores del grupo de apoyo LGTBI y la OEA, 15 de junio de 2016



Asamblea General de la OEA AG/RES.2435 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09),   AG/RES. 2600 (XL-O/10), AG/RES. 2653 (XLI-O/11), AG/RES.2721 (XLII-O/12), AG/RES. 2807 (XLIII-O/13), y AG/RES. 2863 (XLIVO/14), “Derechos Humanos, orientación sexual, identidad y expresión de género”.



11.- Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos de carácter general



Las Cien Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad de la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana



Declaración Universal de Derechos Humanos



Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos



Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinado a abolir la pena de muerte



Los anteriores compromisos internacionales se enuncian recordando tanto que los derechos humanos son inherentes a las personas, interdependientes, indivisibles, irrenunciables, universales, progresivos y que, en su implementación, deberán las autoridades públicas tomar en cuenta lo dicho al respecto por los órganos internacionales que realicen la interpretación autorizada de dichas normas, siempre procurando que los servicios brindados tutelen de la manera más garante los derechos fundamentales.



San José, 16 de mayo de 2019



Lic. Carlos T. Mora Rodríguez



Subsecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



Ref.:. 10754-16,4781-19



Rafael Rodríguez Jiménez
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Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 13 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Fiscalía Penal Juvenil, Subcomisión de Pueblos Indígenas



ARTÍCULO XXXIX



DOCUMENTO Nº 4289-12



La Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en su condición de Presidenta de la Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en oficio CMEF-SP-02-2012, recibido el 25 de abril del año en curso, comunicó lo siguiente:



“… Conforme Uds. lo saben esta Sub-Comisión sustenta sus funciones en las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, aprobadas por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, las cuales fueron comunicadas mediante la CIRCULAR Nº 10-2009. Dentro de esas reglas el Consejo Superior encargó la ejecución y seguimiento de su cumplimiento a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.



Este año, por las múltiples labores de la Contraloría de Servicios la señora Contralora, Msc. Lena White Curling renunció a la Coordinación de esta Sub-comisión debido al exceso de trabajo, el cual venía realizando de modo eficiente junto a varios integrantes de la oficina a su cargo. Lamentamos esta situación, porque afecta sustancialmente las ejecuciones y distintas metas de la Sub-comisión en momentos cuando todos y todas sus integrantes tenemos múltiples funciones que cumplir.



En virtud de que esta Sub-comisión demanda un trabajo diario constante y exorbitante, se tuvo muy a nuestro pesar que aceptarle tal renuncia. Y a petición de todos y todas los integrantes de la Subcomisión se nombró a la Fiscala de Penal Juvenil, Dra. Mayra Campos Zúñiga, en lugar de la Msc. Curling. A su vez, la Fiscalía de Pueblos Indígenas se comprometió a darle seguimiento a varios de los acuerdos y ejecuciones de esta subcomisión; así como del correo electrónico de dicha subcomisión; función que se asumió con el compromiso de todos los despachos que participan OIJ, UCR, OAVD, IIDH, Escuela Judicial, Trabajo Social, incluyendo la Defensa Pública, quienes coadyuvarán en esta ardua, silenciosa e importante labor con cobertura a nivel nacional.



Con base en las razones dadas, de esta manera les hacemos saber y les pedimos tomar nota de tales cambios, para lo correspondiente a su cargo.”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota de la designación de la doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala de Penal Juvenil, como Coordinadora de Sub-Comisión Pueblos Indígenas, en sustitución de la máster Lena White Curling. Se declara acuerdo firme.



ASUNTOS VARIOS



Acta de Corte Plena Nº 029 - 2018








Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 02 de Julio del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento 7151-2018



La servidora Enid Gutiérrez Rojas, Técnica Judicial II de la Fiscalía General de la República, en correo electrónico de 21 de junio último, manifestó:



 “Reciba un cordial y atento saludo, siguiendo instrucciones superiores me permito remitir la lista de comisiones con el personal asignado del Ministerio Público por designación de M.Sc. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, no omito solicitarle de la manera más atenta y respetuosa se nos indique si es necesario realizar alguna gestión en particular para cada una de las comisiones, ya que debido a los cambios hechos en esta Fiscalía y del personal carecemos de información completa del trámite de dichas comisones.



 -0-



				



				Comisión



				Funcionario del Ministerio Público asignado







				1



				Comisión de Asuntos Penales



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				2



				Comisión de Acceso a la Justicia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				3



				Comisión ICD



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				4



				Comisión de Emergencia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				5



				Sub Comisión de Persona Adulta Mayor



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				6



				Sub Comisión Penal Juvenil



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				7



				Sub Comisión Asuntos Indígenas



				Licda. Ariana Céspedes López







				8



				Sub Comisión conta la Discriminación por orientación Sexual e Identidad de Género



				Lic. William Aragón Garita







				9



				Comisión Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				10



				Comisión de Flagrancias



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				11



				Comisión Institucional del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales



				Licda. Sara Arce Moya







				12



				Comisión Cero Papel



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				13



				Comisión de Consejo de Administración



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				14



				Comisión Plan de Continuidad



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				15



				Comité de Género del Ministerio Público



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				16



				Comisión de Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				17



				Comisión EURO social



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				18



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (aplicación de la Ley contra la Violencia Domestica)



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				19



				Comisión de Ética y Valores



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				20



				Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la Ley de la Violencia contra las Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				21



				Comisión de Género del Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				22



				Subcomisión de ética y Valores del I CJ SJ



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				23



				Comisión contra el Hostigamiento Sexual



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				24



				Comisión de Alto Nivel de Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres del Instituto Nacional de Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				25



				Comisión de Accesibilidad



				Licda. Sara Arce Moya







				26



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (CONOACOES) del Patronato Nacional de la Infancia



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				27



				Sub Comisión para la Prevención del Hostigamiento Sexual en el Ámbito Académico



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				28



				Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos



				Lic. José Pablo Miranda Hurtado







				29



				Comité técnico de Portabilidad Numérica



				Licda. Sofía Valenzuela Barrantes







				30



				Sub Comisión sobre la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia del Ministerio de Relaciones Exteriores



				Lic. William Aragón Garita







				31



				Comisión Interinstitucional de Seguridad Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				32



				Comisión Interinstitucional Anticorrupción



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				33



				Comisión de Enlace Fiscalía – CGR (Básicamente lo que hace el funcionario es enlace CGR)



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				34



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la Propiedad Intelectual (CIPI)



				Licda. Criss González







				35



				Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas (CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				36



				Subcomisión Diversidad Sexual



				Lic. William Aragón Garita







				37



				Comisión Interinstitucional “Convenio de Cooperación entre INS Y Poder Judicial”



				Lic. Miguel Ángel Navarro Cordero







				38



				Sub Comisión de Equipo de Respuesta Inmediata (ERI)



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández
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				Comisión de Ciberseguridad y de Ciberdelincuencia del Poder Judicial



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda



Licda.  Laura Monge Cantero







				40



				Comisión Técnica Permanente de Procuración de Justicia (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				41



				Comisión Técnica Permanente de Análisis, Estadística e Investigación (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				42



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				43



				Red de Observancia y Aplicación de la Normativa de Vida Silvestre de Centroamérica y República



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				44



				Red Latinoamericana de Ministerio Público Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				45



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				46



				CONAMAJ



				Licda.  Mayra Campos Zúñiga







				47



				Comisión Institucional para valorar los Temas de Servicio



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				48



				Equipo de Respuesta Rápida



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández







				49



				Comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				Lic. Álvaro Montoya Martínez







				50



				PANI



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				51



				PISAV



				Licda. Sara Arce Moya







				52



				CEDW- INAMU



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				53



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				54



				Control de Calidad (GICA)



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				55



				Comisión de Salud Ocupacional



				Lic. David Brown Sharpe







				56



				Control Interno del Poder Judicial



				Lic. David Brown Sharpe







				57



				Comisión DE Anticorrupción – CC Comisión de Transparencia



				Licda. Emilia Navas Aparicio







				58



				Comisión Interinstitucional para analizar situaciones que presenten las personas con aplicación de una medida cautelar, seguridad creativa, o bien privados de libertad que presenten trastornos mentales



				Lic. Carlos Montenegro Sanabria







				59



				Migrantes y Refugiados



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				60



				Acceso a la Justicia de Personas Afro - Descendientes



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				61



				Comisión para la creación del Reglamento de las Instituciones de Utilidad Pública



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				62



				Hacinamiento Carcelario



				Licda. Emilia Navas Aparicio



Licda. Mayra Campos Zúñiga







				63



				Propuestas para adoptar medidas urgentes y necesarias de reforma al Poder Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				64



				Equipo de Trabajo Conformado para la Implementación de las “normas técnicas para la gestión y le control de las tecnologías de información”, emitidas por la contraloría General de la República



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				65



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				66



				Comité consultivo en materia de Seguridad Ciudadana



				Licda. Ingrid Guth Ruiz







				67



				Comisión Jurisdicción Agrario Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				68



				Comisión de análisis sobre destrucción de Droga



				Lic. Álvaro Montoya Martínez



Lic. Luis Enrique Quesada Brenes
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Se acordó: Tener por recibida la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.









Acta de Corte Plena Nº 057 - 2018








Principio del formulario







Final del formulario



Fecha: 17 de Diciembre del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO V



Documento N° 4289-2012, 14833-18



La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó:



 “Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de que la coordinación de la   Sub Comisión de Personas Indígenas, este a cargo de la M.S.c Damaris Vargas Vásquez,  integrante de la Comisión de la Jurisdicción  Agraria, y de esta, ya que ha sido integrante desde hace años.



Se estima  trascendental la M.S.c Damaris Vargas  ocupe la posición de coordinadora de dicha Sub Comisión de Indígenas  para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia  de esta población en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena. ”



-0-



            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Personas Indígenas.Se declara acuerdo firme.
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Artículo V
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Artículo XXXIX
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Artículo VI














Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











[bookmark: _GoBack]14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)







Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



	La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes, mediante comunicado electrónico del 16 de junio pasado.



	Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



1. Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).







Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.







2. Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre los pueblos indígenas y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 







3. Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a. Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c. Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e. Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f. Marcos Guevara Berguer, representante Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica



g. Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



h. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



i. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana



j. Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



k. Dirección Ejecutiva



l. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República



m. Román Bresciani, Escuela Judicial



n. Alí García, representante de la Escuela de Filología Lingüística y Literatura de la Facultad de Letras de la Universidad de Costa Rica



o. Ariana Céspedes, representante Fiscalía Indígena



p. Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial



q. Ericka Chavarría, Subcontralora de Servicios del Poder Judicial



r. Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



s. Geyner Blanco, representante del Ministerio de la Presidencia del Gobierno de la República



t. Javier Rodríguez, asesor en temas indígenas de NC



u. Jean Carlos Monge, representante de Judicatura



v. Valeria Varas, representante de INAMU



w. Yorleny Ferrero, representante del Organismo de Investigación Judicial 







4. Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



CONAI



ONGs vinculadas con personas con personas indígenas







5. Normativa. 



a. Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b. Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)



c. Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)



d. Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007



e. Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



f. REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008, actualizadas en Ecuador en 2018).



g. Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)



h. Ley Indígena 6172 (1967)



i. Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)



j. Ley de Biodiversidad 7788 (1998)



k. Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)



l. Reglas Prácticas para la atención de procesos vinculados con personas indígenas (Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017)



m. Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas



n. Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII (Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas).



o. Circular 25-2009 Defensa Pública







6. Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus







7. Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional citada. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.







8. Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión







9. Proyectos.



Proyecto de ley aprobado en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominado: “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”.







10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial. Además, en caso de contarse con la anuencia del INDER, el avance del Plan de Recuperación de Tierras Indígenas; los decretos referidos a la Consulta a Pueblos Indígenas elaborado por el Poder Ejecutivo.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas indígenas usuarias internas y externas y a la ciudadanía en general, por lo que se solicita que toda la información sea traducida a los idiomas de los 8 pueblos indígenas y de las personas indígenas migrantes y transfronterizas; y además, que cuente con los parámetros universales facilitados por CONAPDIS para el acceso a la justicia de las personas indígenas con discapacidad. 



De Ustedes con respeto y estima, 











Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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San José, 21 de junio de 2019.



 



 



Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



Estimados Señores y Señoras:



 



         Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de dar contestación al documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.



 



En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con representantes de organizaciones de personas indígenas en las instalaciones de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.



 



Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la siguiente manera:



 



1.    Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



Según información recibida por la Fiscalía Indígena, actualizada a este día, en cuanto a la investigación del homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, esta se mantiene en investigación por un equipo de funcionarios y funcionarias especializadas tanto a nivel de Ministerio Público como policía judicial, no obstante, de conformidad como el artículo 295 del Código Procesal Penal, la etapa de investigación no es pública, por lo que no es posible publicitar cada una de las actuaciones que se están llevando acabo, ya que se estaría no solo actuando contrario a la ley sino que pondría en riesgo los fines de la investigación.



 



2.    Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



El objetivo de la investigación a cargo del Ministerio Público, es determinar la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con independencia e imparcialidad.



 



3.    Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



En 2018 se realizó un encuentro entre las personas indígenas y servidoras judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledón, organizado por la Defensoría de los Habitantes de la Republicas, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. En esa oportunidad se hizo entrega íntegra del pliego de quejas de las personas indígenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se señalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados judiciales a cargo de su tramitación y resolución. 



 



La Inspección Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para el régimen disciplinario. De ahí, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la Inspección Judicial con el objetivo de que procediera con el trámite respectivo.



 



De igual forma, las quejas formuladas por las personas indígenas en el Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a realizar los trámites e investigaciones de rigor.



 



4.    Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



Los reclamos planteados por las personas indígenas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones de rigor.



 



5.    Que la Inspección Judicial dé respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.



 



6.    Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



En cumplimiento del artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno a las personas indígenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas defensoras públicas especializadas en Derecho Indígena y en la materia competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales en los que las personas indígenas no puedan pagarlos.



 



De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual se dispone de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de las personas indígenas; no obstante, éstas pueden nombrar una persona intérprete de su confianza.



 



En relación con los peritajes culturales, de acuerdo al artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, las universidades estatales deben dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los costos de esa colaboración. 



 



Así mismo, en sesión 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 12 de noviembre de 2009, Artículo XLVII (Circular N° 10-09), se dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas institucionales se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viáticos para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in situ”.



 



7.    Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios años para la formación en Derecho Indígena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, se trabaja en el desarrollo de una capacitación virtual y otras capacitaciones presenciales o bimodales que garanticen la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó al Consejo Superior disponga a la Escuela Judicial el diseño del Programa Anual Permanente de capacitaciones obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen  conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas involucradas en los procesos judiciales. Para ello, se está llevando un registro de las capacitaciones y de las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestión que se realice y se garantice la actualización.



 



La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso de capacitación denominado “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas: aplicación de normativa nacional e internacional”. 



 



Esa capacitación fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial. Se realizó los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en Buenos Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas. 



 



Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Ministerio de la Presidencia de la República, Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoría de los Habitantes de la República, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de Abogados y Abogadas, entre otros.



 



Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales vinculados con personas indígenas de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal, Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, así como personas letradas y magistradas de las Salas de Casación. De igual forma se otorgaron espacios de capacitación para personas quienes laboran en el Ministerio de Seguridad Pública.



 



Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:



 



ü  Defensa de los Derechos de los Pueblos Indígenas



ü  Género y Mujer Indígena



ü  Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos indígenas



ü  Intervención de la Sección de Trabajo Social con población indígena en materia de Familia, Penal; Personas Víctimas, Penal; Personas imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la política de accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta población.



ü  Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.



ü  Peritajes, normativa nacional e internacional.



ü  Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.



ü  Plan de Recuperación de Tierras Indígenas del INDER



ü  Política Nacional Indígena



ü  Proceso de Consulta a Personas Indígenas



ü  Plan de transformación de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas



ü  Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)



 



En lo que respecta a los programas de formación, es importante destacar que el Ministerio Público  cuenta con el módulo de Especialización en materia indígena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa población, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando desde el 2012 con enfoque intercultural.



 



De igual forma, la Subcomisión de Acceso a la Justicia desde inicio de año coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el desarrollo del Plan de Capacitación Anual que establece la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y se ha declarado “obligatoria” dicha capacitación, implementándose además el seguimiento de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de competencias de las personas servidoras judiciales y la materialización de los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los trámites respectivos.



 



8.    Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



El derecho de las personas indígenas para participar activamente por medio de la presentación de documentos, actuación como testigos o testigas, o las sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indígenas está consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a los derechos de las personas indígenas, con supraconstitucionales, de manera tal que están por encima de la Constitución Política en tanto otorguen más derechos de los ahí consagrados. 



 



En relación con lo anterior, el Consejo Superior en sesión N° 77-08 de 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, las cuales consisten en:



 



a.	Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas

b.	Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran (Consejo Superior Sesión N! 104-09 de 17/11/2009, Artículo XLVII)

c.	Dar prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos

d.	Fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona

e.	Establecer canales de comunicación  y coordinación necesarios para hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la brevedad posible e informar a la Comisión de Acceso a la Justicia las limitaciones

f.	Aplicar directrices de no revictimización de las personas indígenas, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes

g.	La Contraloría de Servicios es responsable de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas

h.	Incorporación de personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

i.	Respeto a la diversidad cultural: obligación de peritaje antropológico/cultural.



 



 



9.    Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, corresponde al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa función, tal y como se señaló anteriormente.



 



Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena –jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión celebrada el N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional…” Los ejes de acción aprobados son los siguientes:



 



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



a.            Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



b.             Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



c.             Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



d.            Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.”



 



Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una coordinación y comunicación permanente con las instituciones del Estado y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de acción la atención de la población indígena, con el fin de mantener una atención integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 



 



Se cumple así con el plazo razonable conferido para dar respuesta a estos requerimientos y se está en la mayor disposición de concertar espacios de diálogo con las personas indígenas y sus representantes.



 



De ustedes atentamente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial
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San José, 21 de junio de 2019.



 



 



Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



Estimados Señores y Señoras:



 



         Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de dar contestación al documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.



 



En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con representantes de organizaciones de personas indígenas en las instalaciones de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.



 



Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la siguiente manera:



 



1.    Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



Según información recibida por la Fiscalía Indígena, actualizada a este día, en cuanto a la investigación del homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, esta se mantiene en investigación por un equipo de funcionarios y funcionarias especializadas tanto a nivel de Ministerio Público como policía judicial, no obstante, de conformidad como el artículo 295 del Código Procesal Penal, la etapa de investigación no es pública, por lo que no es posible publicitar cada una de las actuaciones que se están llevando acabo, ya que se estaría no solo actuando contrario a la ley sino que pondría en riesgo los fines de la investigación.



 



2.    Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



El objetivo de la investigación a cargo del Ministerio Público, es determinar la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con independencia e imparcialidad.



 



3.    Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



En 2018 se realizó un encuentro entre las personas indígenas y servidoras judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledón, organizado por la Defensoría de los Habitantes de la Republicas, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. En esa oportunidad se hizo entrega íntegra del pliego de quejas de las personas indígenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se señalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados judiciales a cargo de su tramitación y resolución. 



 



La Inspección Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para el régimen disciplinario. De ahí, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la Inspección Judicial con el objetivo de que procediera con el trámite respectivo.



 



De igual forma, las quejas formuladas por las personas indígenas en el Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a realizar los trámites e investigaciones de rigor.



 



4.    Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



Los reclamos planteados por las personas indígenas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones de rigor.



 



5.    Que la Inspección Judicial dé respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.



 



6.    Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



En cumplimiento del artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno a las personas indígenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas defensoras públicas especializadas en Derecho Indígena y en la materia competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales en los que las personas indígenas no puedan pagarlos.



 



De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los procesos en que participe una persona indígena que requiera esta asistencia y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres indígenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual se dispone de una lista oficial, respetándose las costumbres y las normas culturales de las personas indígenas; no obstante, éstas pueden nombrar una persona intérprete de su confianza.



 



En relación con los peritajes culturales, de acuerdo al artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, las universidades estatales deben dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los costos de esa colaboración. 



 



Así mismo, en sesión 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 12 de noviembre de 2009, Artículo XLVII (Circular N° 10-09), se dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas institucionales se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viáticos para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in situ”.



 



7.    Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios años para la formación en Derecho Indígena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, se trabaja en el desarrollo de una capacitación virtual y otras capacitaciones presenciales o bimodales que garanticen la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó al Consejo Superior disponga a la Escuela Judicial el diseño del Programa Anual Permanente de capacitaciones obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen  conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio público de calidad a las personas indígenas involucradas en los procesos judiciales. Para ello, se está llevando un registro de las capacitaciones y de las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestión que se realice y se garantice la actualización.



 



La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso de capacitación denominado “Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas: aplicación de normativa nacional e internacional”. 



 



Esa capacitación fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial. Se realizó los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019, en Buenos Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas. 



 



Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Ministerio de la Presidencia de la República, Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoría de los Habitantes de la República, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de Abogados y Abogadas, entre otros.



 



Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales vinculados con personas indígenas de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal, Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, así como personas letradas y magistradas de las Salas de Casación. De igual forma se otorgaron espacios de capacitación para personas quienes laboran en el Ministerio de Seguridad Pública.



 



Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:



 



ü  Defensa de los Derechos de los Pueblos Indígenas



ü  Género y Mujer Indígena



ü  Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos indígenas



ü  Intervención de la Sección de Trabajo Social con población indígena en materia de Familia, Penal; Personas Víctimas, Penal; Personas imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la política de accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta población.



ü  Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena.



ü  Peritajes, normativa nacional e internacional.



ü  Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.



ü  Plan de Recuperación de Tierras Indígenas del INDER



ü  Política Nacional Indígena



ü  Proceso de Consulta a Personas Indígenas



ü  Plan de transformación de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas



ü  Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)



 



En lo que respecta a los programas de formación, es importante destacar que el Ministerio Público  cuenta con el módulo de Especialización en materia indígena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa población, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando desde el 2012 con enfoque intercultural.



 



De igual forma, la Subcomisión de Acceso a la Justicia desde inicio de año coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el desarrollo del Plan de Capacitación Anual que establece la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y se ha declarado “obligatoria” dicha capacitación, implementándose además el seguimiento de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de competencias de las personas servidoras judiciales y la materialización de los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los trámites respectivos.



 



8.    Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



El derecho de las personas indígenas para participar activamente por medio de la presentación de documentos, actuación como testigos o testigas, o las sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indígenas está consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a los derechos de las personas indígenas, con supraconstitucionales, de manera tal que están por encima de la Constitución Política en tanto otorguen más derechos de los ahí consagrados. 



 



En relación con lo anterior, el Consejo Superior en sesión N° 77-08 de 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, aprobó las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, las cuales consisten en:



 



				Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas



				Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran (Consejo Superior Sesión N! 104-09 de 17/11/2009, Artículo XLVII)



				Dar prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos



				Fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona



				Establecer canales de comunicación  y coordinación necesarios para hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la brevedad posible e informar a la Comisión de Acceso a la Justicia las limitaciones



				Aplicar directrices de no revictimización de las personas indígenas, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes



				La Contraloría de Servicios es responsable de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas



				Incorporación de personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



				Respeto a la diversidad cultural: obligación de peritaje antropológico/cultural.







 



 



9.    Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, corresponde al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa función, tal y como se señaló anteriormente.



 



Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena –jerarquía máxima del Poder Judicial- en sesión celebrada el N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional…” Los ejes de acción aprobados son los siguientes:



 



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



a.            Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



b.             Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



c.             Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



d.            Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.”



 



Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una coordinación y comunicación permanente con las instituciones del Estado y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de acción la atención de la población indígena, con el fin de mantener una atención integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 



 



Se cumple así con el plazo razonable conferido para dar respuesta a estos requerimientos y se está en la mayor disposición de concertar espacios de diálogo con las personas indígenas y sus representantes.



 



De ustedes atentamente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial
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San José, 21 de junio de 2019.

Senores y Senoras

Consejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.

Consejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kicha.

Recuperador@s Bribris de Salitre.

Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacion Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngiabe de Conte
Burica.

Asociacion de Productores de Finca 10

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina

Cootraosa

Voces Nuestras

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Pablicos
(ADUSP).

Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia

SOJUPANO de Palmar de Osa

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas

Ditso

Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Sefnores y Senoras:

Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a
efecto de dar contestacion al documento titulado “Pronunciamiento ptblico
por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”
fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con
representantes de organizaciones de personas indigenas en las instalaciones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega
del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio
Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condicion de
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos
suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.
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Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la
siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigacion
del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 dias hdbiles de la
fecha de esta misiva.

Segun informacion recibida por la Fiscalia Indigena, actualizada a este dia,
en cuanto a la investigacion del homicidio del senor Sergio Rojas Ortiz, esta
se mantiene en investigacion por un equipo de funcionarios y funcionarias
especializadas tanto a nivel de Ministerio Publico como policia judicial, no
obstante, de conformidad como el articulo 295 del Codigo Procesal Penal, la
etapa de investigacion no es publica, por lo que no es posible publicitar cada
una de las actuaciones que se estan llevando acabo, ya que se estaria no
solo actuando contrario a la ley sino que pondria en riesgo los fines de la
investigacion.

2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los
responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigacion a cargo del Ministerio Publico, es determinar
la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las
autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con
independencia e imparcialidad.

3. Que se realice una investigacion de todo el personal judicial del cantén
de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos
originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones
administrativas o judiciales.

En 2018 se realizoé un encuentro entre las personas indigenas y servidoras
judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledon, organizado por la Defensoria
de los Habitantes de la Republicas, la Comision de Acceso a la Justicia y la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas. En esa
oportunidad se hizo entrega integra del pliego de quejas de las personas
indigenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se
senalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados
judiciales a cargo de su tramitacion y resolucion.

La Inspeccion Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para
el régimen disciplinario. De ahi, la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la
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Inspeccion Judicial con el objetivo de que procediera con el tramite
respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indigenas en el
Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las
autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a
realizar los tramites e investigaciones de rigor.

4. Que se realice una investigacion sobre el actuar del Juez del Juzgado
Ciuvil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos
Cespedes Mora en relacién a los casos agrarios que involucre a pueblos
originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su
relacion de parentesco con el terrateniente no indigena Luis Chinchilla,
quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indigenas a la Subcomision de
Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron
trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones
de rigor.

5. Que la Inspecciéon Judicial dé respuesta en el plazo de un mes habil a
los documentos que le transfirié la Subcomisiéon de Acceso a la Justicia
para los Pueblos Indigenas del Poder Judicial; entregados por
organizaciones de estos pueblos a la Subcomisiéon citada el 24 de
agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspeccion Judicial
para lo de su cargo.

6. Que se establezca un fondo econémico para sufragar los gastos en que
incurren los pueblos indigenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno
a las personas indigenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas
defensoras publicas especializadas en Derecho Indigena y en la materia
competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe
asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos
judiciales en los que las personas indigenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo
alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los
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procesos en que participe una persona indigena que requiera esta asistencia
y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres
indigenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas
traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual
se dispone de una lista oficial, respetandose las costumbres y las normas
culturales de las personas indigenas; no obstante, éstas pueden nombrar
una persona intérprete de su confianza.

En relacion con los peritajes culturales, de acuerdo al articulo 7 de la Ley
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica, las
universidades estatales deben dar colaboracion especializada y gratuita al
Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idoneas que puedan
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las
universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los
costos de esa colaboracion.

Asi mismo, en sesion 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial,
celebrada el 12 de noviembre de 2009, Articulo XLVII (Circular N° 10-09), se
dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas
institucionales se contemplara un rubro para brindar ayuda econémica a
las personas usuarias indigenas que la requieran, para cubrir algunos
gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viaticos

para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in
situ”.

7. Aplicar programas de formaciéon en derechos humanos y derechos
indigenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios anos para la formacion
en Derecho Indigena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas, se
trabaja en el desarrollo de una capacitacion virtual y otras capacitaciones
presenciales o bimodales que garanticen la capacitacion permanente del
personal judicial, para lo cual la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas solicito al Consejo Superior disponga a la Escuela
Judicial el diseno del Programa Anual Permanente de capacitaciones
obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen
conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio
publico de calidad a las personas indigenas involucradas en los procesos
judiciales. Para ello, se esta llevando un registro de las capacitaciones y de
las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestion que
se realice y se garantice la actualizacion.
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La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia,
Comision de Acceso a la Justicia, Subcomision de Acceso a la Justicia,
Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso
de capacitacion denominado “Médulo diddctico para la promocién de los
derechos humanos de los pueblos indigenas: aplicacién de normativa
nacional e internacional”.

Esa capacitacion fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial.
Se realizo los dias 17, 24 y 31 de mayo, 7y 21 de junio de 2019, en Buenos
Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de
Buenos Aires de Puntarenas.

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Pueblos Indigenas, Ministerio de la Presidencia de la Republica,
Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoria de los
Habitantes de la Republica, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de
Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y
funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales
vinculados con personas indigenas de la Judicatura, Defensa Publica,
Fiscalia General, Defensa Publica, Organismo de Investigacion Judicial y
Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona
Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal,
Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, asi como personas
letradas y magistradas de las Salas de Casacion. De igual forma se otorgaron
espacios de capacitacion para personas quienes laboran en el Ministerio de
Seguridad Publica.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

Defensa de los Derechos de los Pueblos Indigenas

Género y Mujer Indigena

Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del

proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos

indigenas

v Intervencion de la Seccién de Trabajo Social con poblacién indigena en
materia de Familia, Penal; Personas Victimas, Penal, Personas
imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones
Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la politica de
accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta poblacion.

v' Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indigena.

v’ Peritajes, normativa nacional e internacional.

AN
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Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ambito internacional.

Plan de Recuperacion de Tierras Indigenas del INDER

Politica Nacional Indigena

Proceso de Consulta a Personas Indigenas

Plan de transformacién de la Comision Nacional de Asuntos Indigenas
Incidencia del pluralismo juridico y los sistemas juridicos indigenas en
las politicas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos
indigenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

AN N NN

En lo que respecta a los programas de formacion, es importante destacar
que el Ministerio Publico cuenta con el modulo de Especializacion en
materia indigena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa
poblacion, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las
constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando
desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomision de Acceso a la Justicia desde inicio de ano
coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el
desarrollo del Plan de Capacitacion Anual que establece la Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica y se ha declarado
“obligatoria” dicha capacitacion, implementandose ademas el seguimiento
de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de
competencias de las personas servidoras judiciales y la materializacion de
los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los tramites
respectivos.

8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participacion,
documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales
de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia
pronta y cumplida.

El derecho de las personas indigenas para participar activamente por medio
de la presentacion de documentos, actuacion como testigos o testigas, o las
sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indigenas esta
consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia
reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los
convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a
los derechos de las personas indigenas, con supraconstitucionales, de
manera tal que estan por encima de la Constitucion Politica en tanto
otorguen mas derechos de los ahi consagrados.
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En relacion con lo anterior, el Consejo Superior en sesion N° 77-08 de 14 de
octubre de 2008, Articulo XLI, aprobo las “Reglas Practicas para facilitar el
acceso a la justicia de los pueblos indigenas”, las cuales consisten en:

a.

b.

Las autoridades judiciales promoveran la realizacion de diligencias in
situ, en aquellos lugares donde existan territorios indigenas

Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se
contemplara un rubro para brindar ayuda econoémica a las personas
usuarias indigenas que la requieran (Consejo Superior Sesion N! 104-
09 de 17/11/2009, Articulo XLVII)

Dar prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a
los despachos

Fijar los senalamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
Establecer canales de comunicacion y coordinacion necesarios para
hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la
brevedad posible e informar a la Comision de Acceso a la Justicia las
limitaciones

Aplicar directrices de no revictimizacion de las personas indigenas,
especialmente mujeres, ninas, ninos y adolescentes

La Contraloria de Servicios es responsable de velar porque se cumplan
las recomendaciones propuestas

. Incorporacion de personas indigenas a los procesos de ensefianza

secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion
de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

Respeto a la diversidad cultural: obligacion de peritaje
antropologico/cultural.

Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la
identificacion y contrataciéon de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, corresponde
al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras
y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa funcion,
tal y como se senalo anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena —

jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesion celebrada el N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, tomo el acuerdo que literalmente dice: “Se
acordd: Tener por hecha la exposicion de la master Damaris Vargas Vasquez sobre el
Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del
Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasién del cumplimiento de
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las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comision
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de
accion para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccidn Ejecutiva,
Tecnologia de la Informacion, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional...” Los ejes de
accion aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indigenas beneficiarias de las
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los
miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron
lugar a tales medidas para evitar su repeticién. Lo anterior, con el objetivo
de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y
dialogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de
trabajo en los territorios indigenas involucrados, con la colaboracion de
personas traductoras que faciliten la comunicacién efectiva vy
transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas
institucionales quienes ejecuten esta labor.

2. ldentificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro
de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la poblacién
indigena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto
posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran,
y decidir las acciones que se tomaran para administrarlos a fin de
continuar con la adopcion de las medidas necesarias para ubicarse por lo
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Ademas, establecer
los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por
ejecutar en relacién con la tramitacién y resolucion de los procesos
judiciales en los que sean parte pueblos indigenas, priorizando aquellos
en los que sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre.

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las
politicas, normas y procedimientos de control que garanticen el
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevencion
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados
por la institucion en el desempefio de sus funciones vinculadas con los
procesos judiciales en los que intervengan personas indigenas,
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre.

4. Establecer un sistema de informacion que permita tener una
gestion documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el
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fin de prevenir cualquier desvio en los objetivos trazados en relacion con
la tramitacion y resolucion de los procesos judiciales vinculados en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre.

5. Incluir en las estadisticas institucionales indicadores que
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas
indigenas, incorporando ademas informacion relativa a los pueblos
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de
decisiones.

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial,
emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las
que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia
de los pueblos indigenas, la no discriminacién y eliminacion de barreras,
a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan
comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales
iniciados, facilitdndoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a los pueblos indigenas y tribales a asistencia
técnica y legal en relacion con su derecho a la propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se encontrasen en una situacion de vulnerabilidad
que les impediria conseguirla, y iii) facilitar el acceso fisico a las
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indigenas
y tribales, asi como facilitar la participacion de los pueblos en el
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra
indole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados,
ya sea debido a las distancias o a las vias de acceso a dichas instituciones,
0 a los altos costos en virtud de los procedimientos. Ademas, el
otorgamiento de una proteccidon efectiva que tome en cuenta las
particularidades propias que los diferencian de la poblacién en general y
que conforman su identidad cultural, sus caracteristicas econdmicas y
sociales, su posible situacion de vulnerabilidad, su derecho
consuetudinario, valores, usos y costumbres, asi como su especial relacion
con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decision de
controversias en materia indigena, los cuales se encuentren en armonia
con los derechos humanos, segun los estandares internacionales
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso
Pueblos Kalifia y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre
de 2015y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica.

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer
politicas y préacticas de gestion de recursos humanos apropiadas,
principalmente en cuanto a contratacion, vinculacién, entrenamiento,
evaluacion, promocion y acciones disciplinarias; todo de conformidad con
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el ordenamiento juridico y técnico aplicable, en lo relacionado con la
aplicacion del Derecho Indigena, con el objetivo de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una justicia pronta, cumplida, sin denegacion y
accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre

8. Realizar encuentros entre el pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloria de Servicios,
Comision de Acceso a la Justicia y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de los Pueblos Indigenas, a efecto de que estas Ultimas les expongan el
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes &mbitos. En forma
previa a su ejecucion se concertard con las personas indigenas la
identificacion de los contenidos minimos de los aspectos sobre los cuales
desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para
el acceso a la justicia

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con
competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa
poblacion, a efecto de que las personas indigenas capaciten a las y los
servidores judiciales sobre la historia, cosmovision, costumbres, formas de
tenencia y de transmision de la tierra, entre otros datos de interés, que
incidan en la solucion de los conflictos indigenas; priorizandose a quienes
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial
para conocer de procesos vinculados con personas indigenas de Buenos
Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales, defensoras publicas, fiscalas, personal
administrativo, del Organismo de Investigacion Judicial, entre otros.
Iniciar el proceso de capacitacion con personas servidoras judiciales de
las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas
las instancias; y luego se continuara con las demas.

10. Verificar que en los contenidos de los disefios de las
capacitaciones en Derecho Indigena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las
personas indigenas, entre ellos, el Convenio relativo a la proteccion e
integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y
semitribales en los paises 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaracién de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indigenas 2007,
Declaracion Americana sobre Derechos de los Pueblos Indigenas OEA
2016;

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos vinculada con pueblos Indigenas incluyendo la Opinion
Consultiva 23-2017,
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c.  Constitucion Politica, Ley Indigena, Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos Indigenas, entre otras

d. Jurisprudencia de las Salas de Casacion y de la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas
personas indigenas; ademads, los alcances y distincion entre el sistema
monista y el pluralismo juridico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir
el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su
concrecion en las resoluciones —incluyendo las sentencias- que emitan en
los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio
de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta
judicial, entre otros. Al respecto, la Institucion tiene experiencia pues para
tal seguimiento del impacto de la capacitacion se disefié el Manual para
realizar las evaluaciones de resultados de la capacitacion judicial en el
desempefio laboral por parte de la Escuela Judicial.

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para declarar obligatoria la participacion de las
personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho
Indigena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, especialmente quienes tengan competencia material y
territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo
indigena Teribe y Bribri de Salitre.

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas
y un seguimiento para medir el impacto en su gestion, y valorar su
inclusién en los indicadores de evaluacion de desempefio y los procesos de
reclutamiento, ya sea para nombramientos 0 ascensos en puestos
vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas
indigenas.

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos
interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder Legislativo, asi como las Universidades estatales,
a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas
indigenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de
la CIDH, esten previamente coordinadas y sean consultadas a las personas
indigenas.

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de
Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas
juzgadoras, defensoras publicas y fiscalas con competencia para conocer









Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

procesos en los que intervengan personas indigenas del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de
Recuperacion de Tierras Indigenas y sistemas catastrales y registrales
vinculados.

16. Analizar opciones para brindar proteccion y seguridad a las
personas indigenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus
territorios y acordes a sus costumbres.

17. Realizar sesiones periddicas en las que se informe a miembros
del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.

18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial
y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad
de Derecho y la Escuela de Antropologia para fortalecer el programa de
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que podrian ofrecer insumos importantes en los
peritajes culturales.

19. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

20. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se
realicen entre las personas indigenas beneficiarias de las medidas y otras
instituciones del Estado.”

Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una
coordinacion y comunicacion permanente con las instituciones del Estado
y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de accion la
atencion de la poblacion indigena, con el fin de mantener una atencion
integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos
en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, asi
como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Se cumple asi con el plazo razonable conferido para dar respuesta a
estos requerimientos y se esta en la mayor disposicion de concertar espacios
de dialogo con las personas indigenas y sus representantes.

De ustedes atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS

VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQU EZ (FI RMA) Fecha: 2019.06.22 01:10:24 -06'00'

Jueza Damaris Vargas Vasquez, Mba.
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas
Poder Judicial
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Estimados señores y señoras:



 



Reciban un atento saludo. Hago de su conocimiento documento remitido por la Unidad de Acceso a la Justicia, enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales. 



 



Se solicita remitir los aportes a más tardar el próximo jueves 04 de julio por este medio. Con ocasión de lo anterior, se les pide por favor enviar sus ideas antes del 1 de julio a efecto de unificar sus posiciones. 



 



El propósito es:



 



·       Analizar todas las recomendaciones realizadas e identificar las que correspondan a la instancia que representan de acuerdo a sus competencias.



·       De las recomendaciones identificadas, pueden ser aceptadas o no; y en ambos casos, indicarnos sus comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional, incorporando la respectiva documentación que permita comprobar lo expuesto.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Cancillería a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense en julio de 2019 ante el Comité de Naciones Unidas.



 



Para facilitar el proceso, resalto en amarillo (en la versión no oficial en español) las observaciones hechas por los diferentes países sobre la temática de discapacidad, las conclusiones y recomendaciones emitidas, así como las promesas y los compromisos voluntarios asumidos por el Estado de redactar un Plan de acción para la implementación de las recomendaciones del EPU, en el marco de su Mecanismo nacional para la presentación de informes y el seguimiento.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: viernes, 21 de junio de 2019 04:12 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael Segura Bonilla <rsegurab@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Allon Zuñiga <mallon@Poder-Judicial.go.cr>; Songhay White Curling <swhite@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Isabel Vargas Vargas <avargasva@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Rivera Sandoval <privera@Poder-Judicial.go.cr>; gsilesky@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Viviana Eliott Foulds <velliott@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Cordero Vargas <kcordero@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Revisión de las recomendaciones EPU 2019



 



Estimadas Personas Coordinadoras



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad



 



Estimadas Personas Coordinadoras : 



 



Reciban un atento y respetuoso saludo. Por medio de la presente, se les informa para su estimable conocimiento el correo remitido el día de hoy por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y su documentación adjunta. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa, remitir sus aportes a más tardar el próximo jueves 04 de julio por este medio.



 



 







República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



21 de junio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo.



 



Se adjunta el original en versión inglés, así como, una traducción no oficial en español, mismas que representan una oportunidad para mejorar los mecanismos nacionales de protección y promoción de derechos humanos, con el propósito de:



 



·       Analizar todas las recomendaciones realizadas e identificar las que correspondan a la instancia que representan de acuerdo a sus competencias.



·       De las recomendaciones identificadas, pueden ser aceptadas o no; y en ambos casos, indicarnos sus comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional, incorporando la respectiva documentación que permita comprobar lo expuesto.



 



De la manera más atenta, se les solicita enviar la información solicitada el viernes 05 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Cancillería a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense en julio de 2019 ante el Comité de Naciones Unidas.



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 







 



Muchas gracias por su atención,
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Estimados señores y señoras:



 



Reciban un atento saludo. Hago de su conocimiento documento remitido por la Unidad de Acceso a la Justicia, enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales. 



 



Se solicita remitir los aportes a más tardar el próximo jueves 04 de julio por este medio. Con ocasión de lo anterior, se les pide por favor enviar sus ideas antes del 1 de julio a efecto de unificar sus posiciones. 



 



El propósito es:



 



·       Analizar todas las recomendaciones realizadas e identificar las que correspondan a la instancia que representan de acuerdo a sus competencias.



·       De las recomendaciones identificadas, pueden ser aceptadas o no; y en ambos casos, indicarnos sus comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional, incorporando la respectiva documentación que permita comprobar lo expuesto.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Cancillería a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense en julio de 2019 ante el Comité de Naciones Unidas.



 



Para facilitar el proceso, resalto en amarillo (en la versión no oficial en español) las observaciones hechas por los diferentes países sobre la temática de discapacidad, las conclusiones y recomendaciones emitidas, así como las promesas y los compromisos voluntarios asumidos por el Estado de redactar un Plan de acción para la implementación de las recomendaciones del EPU, en el marco de su Mecanismo nacional para la presentación de informes y el seguimiento.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Rivera Sandoval <privera@Poder-Judicial.go.cr>; gsilesky@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Viviana Eliott Foulds <velliott@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Cordero Vargas <kcordero@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Revisión de las recomendaciones EPU 2019





 



Estimadas Personas Coordinadoras



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad



 



Estimadas Personas Coordinadoras : 



 



Reciban un atento y respetuoso saludo. Por medio de la presente, se les informa para su estimable conocimiento el correo remitido el día de hoy por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y su documentación adjunta. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa, remitir sus aportes a más tardar el próximo jueves 04 de julio por este medio.
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



21 de junio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo.



 



Se adjunta el original en versión inglés, así como, una traducción no oficial en español, mismas que representan una oportunidad para mejorar los mecanismos nacionales de protección y promoción de derechos humanos, con el propósito de:



 



·       Analizar todas las recomendaciones realizadas e identificar las que correspondan a la instancia que representan de acuerdo a sus competencias.



·       De las recomendaciones identificadas, pueden ser aceptadas o no; y en ambos casos, indicarnos sus comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional, incorporando la respectiva documentación que permita comprobar lo expuesto.



 



De la manera más atenta, se les solicita enviar la información solicitada el viernes 05 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Cancillería a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense en julio de 2019 ante el Comité de Naciones Unidas.



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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Muchas gracias por su atención,
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/i, Licda. Ana 1sabel Herndnder Ruiz

& i ‘@ Oficina de Cooperaciony
& Relaciones Infemacionales

‘lll‘ Poder Judicial, Costa Rica

@CR] T (506) 22954077 | Fax 22575621
= ocri@poderudicial.go.cr












Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874

















[bookmark: Symbol_Header_Left]A/HRC/WG.6/33/L.10



[bookmark: Symbol_Header_Right]A/HRC/WG.6/33/L.10



				



				United Nations



				[bookmark: Symbol_Cover_Page]A/HRC/WG.6/33/L.10







				[image: _unlogo]



				General Assembly















UNEDITED VERSION



				Distr.: Limited



[bookmark: Document_Date]21 May 2019







Original: English











Human Rights Council



Working Group on the Universal Periodic Review



Thirty-third session
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		Draft report of the Working Group on the Universal Periodic Review[footnoteRef:2]* [2: 	*	The annex is being circulated without formal editing, in Spanish.] 




		Costa Rica



[bookmark: Section_HDR_Introduction]
		Introduction



1. [bookmark: Review_session_date][bookmark: Country_Intro_1_2][bookmark: Adoption_session_date]The Working Group on the Universal Periodic Review, established in accordance with Human Rights Council resolution 5/1, held its thirty-third session from 6 to 17 May 2019. The review of Costa Rica was held at the 11th meeting, on 13 May 2019. The delegation of Costa Rica was headed by the Minister of Communication, H.E. Nancy Gabriela Marín Espinoza. At its 17th meeting, held on 16 May 2019, the Working Group adopted the report on Costa Rica.



[bookmark: Troika_members]2.	On 15 January 2019, the Human Rights Council selected the following group of rapporteurs (troika) to facilitate the review of Costa Rica: Afghanistan, Chile, and Togo.



3.	In accordance with paragraph 15 of the annex to Human Rights Council resolution 5/1 and paragraph 5 of the annex to Council resolution 16/21, the following documents were issued for the review of Costa Rica:



		(a)	A national report submitted/written presentation made in accordance with paragraph 15 (a) (A/HRC/WG.6/33/CRI/1);



		(b)	A compilation prepared by the Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights (OHCHR) in accordance with paragraph 15 (b) (A/HRC/WG.6/33/CRI/2);



		(c)	A summary prepared by OHCHR in accordance with paragraph 15 (c) (A/HRC/WG.6/33/CRI/3).



[bookmark: Advance_questions_countries]4.	A list of questions prepared in advance by Belgium, Germany, Portugal, on behalf of Group of Friends on national implementation, reporting and follow-up, Slovenia, Spain, United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland, and Uruguay was transmitted to Costa Rica through the troika. These questions are available on the website of the universal periodic review.



[bookmark: Section_I_HDR_Summary]	I.	Summary of the proceedings of the review process



[bookmark: Sub_Section_HDR_Presentation_by_Sur]	A.	Presentation by the State under review



5.	The delegation stated that Costa Rica was honoured to participate in the Universal Periodic Review process. During the last five years, the country had experienced many positive changes, but a number of challenges remained. The promotion and protection of human rights was at the core of Costa Rican democracy, with a robust institutional structure, strong oversight bodies and an active civil society. Furthermore, international norms related to the protection of these rights had a supra-constitutional character.



6.	Regarding the right to a healthy environment, the country had achieved one of the highest coverage in Latin America of indoor potable water and was strongly investing in improving sanitation. It had also managed to reverse the trend in deforestation, reaching a forest cover of more than 52% of the national territory. Ninety-five per cent of the electricity production was free of carbon emissions and the National Decarbonisation Plan aimed to reach a zero net emissions economy by the year 2050. In addition, Costa Rica´s National Plan for Development and Public Investment 2019-2022 included citizen participation and 138 indicators that were directly or indirectly linked to the indicators of the Sustainable Development Goals (SDGs) defined by the country.



7.	The Constitution protected the right to equality and non-discrimination and Costa Rica had progressed in enhancing the human rights of different groups. It had adopted a new labour legislation to reduce judicial delay, prohibited all forms of discrimination in employment, either for reasons of age, ethnicity, sex, religion, race, or other conditions. In addition to establishing a respectful work environment, Costa Rica seek the execution of a prompt labor justice. Costa Rica had also taken important steps to guarantee the rights of elderly people, including by ratifying the Inter-American Convention on Protecting the Human Rights of Older Persons and establishing the National Council for Older Persons to coordinate actions for their care in situations of social vulnerability.



8.	In order to combat poverty and extreme poverty, Costa Rica had implemented a number of innovative tools, such as the Multidimensional Poverty Index, to measure the different types of deprivations suffered by families living in poverty. It had also adopted a "National Strategy for Poverty Reduction", which used a multi-sectoral and inter-institutional approach to guarantee access to a comprehensive set of programs and services.



9.	Regarding the situation of persons deprived of their liberty, Costa Rica had promoted the use of alternative measures to detention, including electronic monitoring. As a result, overcrowding had descended from 48.1% in 2016 to 31.1% in 2018.



10.	The current Government cabinet was the first in the country’s republican history with an equal representation of men and women. In addition, the latest legislative elections had resulted in the highest representation of women in the Legislative Assembly in the history of Costa Rica. In 2018, the fight to violence against women was declared a national priority and all State entities were requested to initiate or strengthen programs to address it. In efforts to combat domestic violence, the Judiciary had created an integrated victim support service platform, which incorporated psychological, medical and legal assistance services that were provided free of charge.



11.	In regard to access to health, the inclusion of the Vaccine of the Human Papilloma Virus for the ten-year-old female population was approved. Teenage pregnancies had decreased in recent years, and the reduction of births in adolescent mothers was a goal of the National Strategic Plan for Adolescent Health. Costa Rica approved the use of emergency oral contraception and planned to place it on the market without the need for a medical prescription. The application of 'non‐punishable' abortion (aborto impune) was still a pending debt and Costa Rica hoped to ensure its effective application and the issuance of the technical guidelines regulating it during the course of 2019.



12.	Regarding LGBTI rights, the symbolic act of raising the flag of diversity for the first time in the Presidential House in 2014 was followed by at least 12 executive decrees and directives that allowed same-sex couples to access social security, inheritance of the pension and equal treatment in health centres and prisons. Following the Advisory Opinion issued by the Inter-American Court of Human Rights in response to a consultation by Costa Rica, from May 2020 civil marriage of same sex couples would become a reality in the country. The Electoral Court had issued an administrative order to allow the change of name of transgender people in identity documents according to their gender identity and the Government had ordered to do the same in all official documentation. The Presidential Commissioner for LGBTI persons, created in 2018 within the Office of the President of the Republic, coordinated the initiatives of the Government in this field.



13.	The Legislative Assembly had approved a number of laws to enhance human rights protection in the country, including a law to increase from 10 to 25 years, starting from the age of majority of the victim, the statute of limitations for sexual offenses against children; the law about access to justice for the Indigenous Peoples; a law strengthening the legal protection of girls and adolescent women in situations of gender violence associated with abusive relationships; and a law for the Promotion of the Personal Autonomy of Persons with Disabilities to promote and ensure their full exercise of the right to personal autonomy, among others.



[bookmark: Sub_Section_HDR_B_ID_and_responses]	B.	Interactive dialogue and responses by the State under review



14.	During the interactive dialogue, 85 delegations made statements. Recommendations made during the dialogue are to be found in section II of the present report.



15.	Pakistan appreciated Costa Rica’s efforts to combat domestic violence and noted the establishment of an integrated victim support service platform by the Judiciary. It also welcomed the National Strategy for Poverty Reduction, also known as “Bridge to Development” strategy.



16.	The Republic of Korea noted with satisfaction concrete policies on gender equality, education and public health. It hoped that Costa Rica would continue addressing the remaining challenges in achieving the Sustainable Development Goals.



17.	The Republic of Moldova congratulated Costa Rica for presenting its first voluntary national review on the Sustainable Development Goals. It welcomed the ratification of several human rights instruments, and the progress made on women's rights and empowerment.



18.	Rwanda welcomed the steps taken by Costa Rica to implement the recommendations from the last UPR, including through the adoption of human rights legislation and policies, particularly to promote gender equality and social cohesion.



19.	Senegal noted the ratification by Costa Rica of several international human rights instruments. It also welcomed measures to update the labour legislation, reduce poverty, combat racial discrimination and protect foreign workers’ rights.



20.	Singapore commended the efforts by Costa Rica to achieve the Sustainable Development Goals, its policies to protect women and girls and its commitment against racism and xenophobia, in particular the 2015 Constitutional amendment recognizing the multi-ethnic and pluri-cultural character of the State.



21.	Slovenia applauded Costa Rica for its leadership in the adoption the Regional Agreement on Access to Information, Public Participation and Justice in Environmental matters. It was concerned about low prosecution rate of cases of violence against women.



22.	South Africa welcomed the commitment of Costa Rica with the Sustainable Development Goals, the promotion of the rights of people of African descent, and the establishment of a consultation mechanism with indigenous peoples.



23.	Spain welcomed the establishment of the High-level Commission responsible for ensuring the observance of the Criminalization of Violence against Women Act and noted with satisfaction the progress regarding access to drinking water and sanitation supply.



24.	The State of Palestine welcomed the efforts made by Costa Rica in the area of education, including several legislative initiatives in this regard, and the improvement of the juvenile justice system.



25.	Switzerland welcomed the adoption by Costa Rica of the National Policy for Addressing and Preventing Violence against Women 2017-2032.



26.	The Syrian Arab Republic thanked Costa Rica for its national report and made recommendations.



27.	Togo welcomed legal and institutional measures to ensure equal rights to the whole population and, in particular, to women, children, refugees and migrants. It encouraged strengthening national action on refugees.



28.	Trinidad and Tobago commended Costa Rica’s ambitious climate action. It noted the adoption of the Kampala amendments to the Rome Statute, the “Bridge to Development” strategy to reduce extreme poverty, and the “Get a Job” programme for youth employment. It encouraged developing an action plan to implement the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018-2030, and further combatting human trafficking.



29.	Tunisia noted the strengthening by Costa Rica of its legislative and institutional human rights framework, and of the labour and social security systems. It welcomed national action to achieve the Sustainable Development Goals.



30.	Ukraine welcomed the ratification by Costa Rica of almost all universal and regional human rights instruments, the reaffirmation of its commitment to achieving the Sustainable Development Goals and the elaboration of the National Policy for Equality between Women and Men.



31.	The United States of America commended the significant advances of Costa Rica in reducing child labor and its work to address the issue of migrants and asylum seekers. It encouraged the government to improve legal processes for those seeking refuge.



32.	Uruguay welcomed the ratification by Costa Rica of the ILO Convention No. 189 on domestic workers and the Optional Protocol to the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights, as well as its efforts to promote gender equity.



33.	The Bolivarian Republic of Venezuela welcomed the adoption of the National Policy on Racism. It also referred to challenges, such as the persistent discrimination and stigmatization of indigenous peoples, Afro-descendants, migrants, and other vulnerable groups.



34.	Yemen welcomed the efforts made by the government to promote the rights of women and children and to offer social protection and promote economic development in the country.



35.	Afghanistan congratulated Costa Rica for its progress in the implementation of the previous cycle recommendations and commended it on the amendment of the constitution in 2015 to recognize the country's multi ethnic and multicultural nature.



36.	Albania welcomed the efforts by Costa Rica to modernize labour legislation, its commitment to achieving the Sustainable Development Goals and its significant developments in gender equality. It encouraged Costa Rica to continue its efforts to eliminate violence against women.



37.	Algeria welcomed the adoption of the 2014-2015 national policy against racism, racial discrimination and xenophobia and the actions taken to combat poverty and mitigate the effects of the unequal distribution of wealth.



38.	Angola congratulated Costa Rica for its strong commitment against racism, its promotion of women's rights, and its role in the protection of biodiversity and encouraged it to continue its efforts to reduce unemployment and gun trafficking.



39.	Argentina congratulated Costa Rica for the adoption of the National Policy for Effective Equality between Women and Men 2018-2030 as the basis for compliance with the Sustainable Development Goals.



40.	Armenia praised Costa Rica for being the first country to sign the national pact for Sustainable Development Goals. It welcomed the adoption of the Comprehensive Migration Policy 2013 – 2023 and of measures to promote gender equality.



41.	Australia recognised the efforts of Costa Rica to improve its national human rights framework, making it a regional leader in this regard. While it commended progress since the second cycle review, it noted that further action was needed.



42.	The delegation noted that Costa Rica had increasingly become a country of asylum and stressed that it was making great efforts to ensure full integration and better living conditions for both migrants and refugees. Costa Rica had signed or ratified several international instruments on the matter, including the ILO Convention 189 and the Global Compact for Safe, Orderly and Regular Migration. The implementation of the Migration Policy 2013-2023 had resulted in substantive advances in the promotion and protection of the rights of migrants and refugees, including regarding access to work, education and social security. In order to ensure better protection of the rights of migrants, Costa Rica had also established a Migration Administrative Court, the third court of this kind in the world.



43.	Human trafficking was regulated in the Migration and Immigration General Law with penalties that went from 4 to 8 years in prison and 10 years in aggravated cases.



44.	In 2015, the first article of the Constitution was reformed to recognize the multi-ethnic and pluri-cultural character of the Costa Rican society. Costa Rica had also updated the legal instruments to monitor that public investment programs respected the differences and needs of its diverse society.



45.	Despite these improvements, the promotion of human rights of indigenous peoples present in the country remained a challenge. In order to make the right to free, prior and informed consent operational, Costa Rica had established, through a participatory process, a consultation mechanism in line with the recommendations of the United Nations Special Rapporteur on indigenous peoples. In 2019, the Government had also adopted the guidelines for the participatory and intercultural development of public policy for indigenous peoples 2019–2024.



46.	In order to accelerate the restitution of ancestral lands occupied by non-indigenous people Costa Rica had developed the National Plan for Recovery of the Indigenous Territories of Costa Rica 2016–2022, which was now in its first phase of implementation. The delegation strongly condemned the murder of the indigenous leader Sergio Rojas Ortiz, occurred on 18 March 2019, and informed that the President of the Republic had requested the immediate investigation of this homicide in order to bring the perpetrators to justice.



47.	Since the previous review, Costa Rica had also taken a number of actions to improve the quality of life of people of African descent. In 2014, it had created the Presidential Commissioner for Afro-descendant issues to coordinate Government actions to promote the development of the Afro descendent population and, in 2015, it had launched the United Nations Decade for Afro-Descendant Peoples and the National Plan of Recognition, Justice and Development of Afro-descendants 2015-2018.



48.	Azerbaijan underlined the progress made by Costa Rica in implementing the recommendations of the previous cycle of the UPR, particularly by ratifying several international treaties and amending its Constitution to recognize the multi-ethnic and multicultural character of the State.



49.	The Bahamas noted concerns on the conservation of maritime areas. It welcomed the leadership of Costa Rica in presiding over the 2017 UN Conference on the banning of nuclear weapons and the elimination of weapons of mass destruction.



50.	Barbados commended Costa Rica on its promotion of human rights, as reflected in the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018-2030 and the education regulations and policies aimed at combatting racism.



51.	Belarus noted the strengthening by Costa Rica of its human rights institutions and its cooperation with OHCHR. It also noted challenges, including regarding migrants and refugees, discrimination against persons with disabilities and Indigenous peoples.



52.	Belgium acknowledged the progress made by Costa Rica since previous UPR. However, it considered that further progress could be made to increase the protection of human rights in line with international human rights treaties.



53.	Benin noted the recognition by Costa Rica of the multi-ethnic, multi-cultural nature of the country, the reform of the Labor Code and the prohibition of all discrimination at work, and the implementation of a national development plan.



54.	Bhutan noted with appreciation the ratification by Costa Rica of the 2011 ILO Domestic Workers Convention and of the Optional Protocol to the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights, as well as the Constitutional amendment to guarantee respect for cultural diversity.



55.	The Plurinational State of Bolivia valued the recognition by Costa Rica of the multi-ethnic and multi-cultural nature of the country, which was now reflected in the Constitution, and welcomed the efforts to establish a consultation mechanism with Indigenous peoples.



56.	Brazil commended the adoption of the law on autonomy of persons with disabilities and the declaration of the fight against violence against women as a national priority. It also welcomed the progress in the production of disaggregated statistical data.



57.	Bulgaria noted with appreciation the adoption of the 2014-2025 National Policy for a Society Free from Racism, Racial Discrimination and Xenophobia and its 2015-2018 Action Plan. It commended Costa Rica for its outstanding environmental record.



58.	Canada welcomed the positive steps taken by Costa Rica to fight discrimination and violence against women and girls, as well as against LGBTI persons. It encouraged Costa Rica to take further action towards achieving equality.



59.	Chile congratulated Costa Rica for the ratification of the Inter-American Convention against Racism, and the Inter-American Convention on the Protection of the Human Rights of Older Persons. It highlighted the development of national policies for the implementation of the 2030 Agenda.



60.	China welcomed the adoption by Costa Rica of the National Plan for Development and Public Investment and the National Strategy for Poverty Reduction 2015 - 2018.



61.	Colombia welcomed the progress made by Costa Rica in the area of the rights of older persons and of persons with disability, in particular the establishment of the National Council of Persons with Disability.



62.	Congo commended Costa Rica on the adoption of the law establishing the National Mechanism for the Prevention of Torture and other Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment and on its efforts to protect the environment.



63.	Côte d'Ivoire welcomed the strengthening by Costa Rica of its institutional and legislative human rights framework, in particular the adoption of the national policy for a society free from racism, racial discrimination and xenophobia, as well as its action plan 2015 -2018.



64.	Croatia welcomed the enactment of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018 – 2030 and noted the commitment of Costa Rica to implement the Sustainable Development Goals and protect the rights of older persons.



65.	Cuba noted the updating of the legislative and institutional framework of Costa Rica, particularly with regard to discrimination against women and indigenous peoples.



66.	Denmark recognized Costa Rica's legal framework for protection of indigenous peoples' rights, but noted that the bill on Autonomous Development of Indigenous Peoples had been pending for more than 20 years.



67.	The Dominican Republic recognized the commitment of Costa Rica to human rights, demonstrated by the ratification of various international human rights instruments.



68.	Ecuador welcomed the constitutional reform that recognized the multi-ethnic and pluri-cultural nature of Costa Rica and the creation of the General Mechanism for Consultation of Indigenous Peoples.



69.	Egypt commended the Government’s efforts to promote gender equality and to combat violence against women. It welcomed the establishment of the mechanism for consultation with indigenous people, and the efforts to integrate migrants and refugees into society.



70.	El Salvador noted the creation by Costa Rica of the Inter-institutional Commission for the Follow-up and Implementation of International Human Rights Obligations and the reform of the Constitution recognizing the multi-ethnic and pluri-cultural character of the country.



71.	Fiji noted that Costa Rica had constitutionally recognized the right to a healthy environment and commended its leadership on norm setting and implementing policies related to climate change, as well as its initiatives to include a gender perspective in environmental policies.



72.	France welcomed the measures taken by Costa Rica to combat racism and discrimination and to improve respect of the rights of LGBTI persons, migrants and refugees.



73.	Gabon appreciated the inclusion of the rights of rural women in the strategies and policies to promote gender equality. It welcomed the National Rural Development Plan and the efforts to prevent gender-based violence and economic exploitation of children.



74.	Georgia hailed the ratification of international human rights instruments, the amendment of the Constitution to guarantee respect for cultural diversity, and the establishment of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men.



75.	Germany recognized the efforts of Costa Rica to protect children, including the adoption of the Improper Relationships Act and encouraged Costa Rica to implement it.



76.	Greece commended Costa Rica on its efforts to promote gender equality, including the establishment of a gender-balanced cabinet in the Government, and welcomed the ratification of international human rights instruments.



77.	Guyana commended Costa Rica on the submission of the reports to Treaty Bodies and the Executive Decree establishing a mechanism for consultation with indigenous people. It also welcomed the Labour Reform Act.



78.	Haiti welcomed the efforts of Costa Rica to protect the environment and promote the rights of people of African descent. It congratulated Costa Rica on its leadership in promoting the International Decade for People of African Descent.



79.	The Holy See appreciated the role of Costa Rica in promoting the Treaty on the Prohibition of Nuclear Weapons. It also recognised the efforts to enhance quality education, women’s participation in social life and the protection of migrants and refugees.



80.	Honduras praised the establishment by Costa Rica of a mechanism for consultation with indigenous people and the adoption of the national policy for a society, free from racism, discrimination and xenophobia.



81.	Iceland welcomed the initiatives of Costa Rica to promote gender equality, eradicate gender-based violence, create the Presidential Commissioner for LGBTI issues and promote the rights of LGBTI persons.



82.	India welcomed the adoption of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men and the establishment of the National Council for Persons with Disabilities. It noted the considerable progress in the field of education.



83.	Indonesia welcomed the efforts of Costa Rica to achieve the Sustainable Development Goals through an inclusive development agenda and noted with appreciation the publishing of the National Development and Public Investment Plan.



84.	The Islamic Republic of Iran highlighted that the detention centres should take into account the needs of minors and women, and noted the lack of a legal framework to combat discrimination.



85.	Iraq welcomed the adoption by Costa Rica of the National Development Plan, the National Labour Strategy and the Labour Reform Law and encouraged it to take further steps to promote human rights.



86.	The delegation stated that Costa Rica considered the human rights of children and adolescents a priority and had reflected this commitment in the National Agenda for Children and Adolescents 2015-2020. The Agenda included actions in areas such as education, family, and health and promoted equality and non-discrimination.



87.	Costa Rica had reduced school dropout and was working to eradicate the worst forms of child labour, trafficking of children and commercial sexual exploitation. In addition, in 2015, the Government had launched the "Educate for a New Citizenship" policy, to promote respect for cultural, ethnic and gender differences.



88.	Finally, the delegation highlighted the strengthening of the Inter-institutional Commission for the Implementation of Human Rights Recommendations and Obligations, composed of more than 25 institutions and with the participation of civil society. It thanked Paraguay and the United Nations system for their cooperation to install the SIMORE, an information technology platform to facilitate follow up to the implementation of recommendations from international and regional human rights mechanisms.



89.	Ireland commended the progress made by Costa Rica towards guaranteeing equality for and preventing discrimination against LGBTI persons. It recognized the challenges posed by increased levels of migration from neighbouring countries and the steps taken to address them.



90.	Kazakhstan welcomed the efforts of Costa Rica in the field of education, healthcare and protection of the rights of children, women, persons with disabilities and indigenous people. It noted positively the adoption of the national policy against racism, racial discrimination and xenophobia.



91.	Kyrgyzstan welcomed the steps taken by Costa Rica in addressing poverty and gender issues, as well as the ratification of the ILO Domestic Workers Convention and the Optional Protocol to the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights.



92.	Madagascar welcomed the implementation by Costa Rica of the policy for access to justice of persons of African descent. However, it noted the prevalence of structural discrimination against indigenous persons and persons of African descent, refugees and persons with disabilities.



93.	 Maldives commended the institutional and legislative measures taken by Costa Rica for the promotion and protection of human rights and was encouraged by the Government’s commitment to gender equality.



94.	Malta took positive note of the strides Costa Rica had made in promoting Sustainable Development, in particular through the National Plan for Development and Public Investment and the Strategic Plan for Decarbonisation.



95.	Mexico recognized the advances made by Costa Rica, particularly regarding the mechanism of consultation with the indigenous peoples, and the ratification of the ILO Convention 189 on Domestic Workers.



96.	Montenegro welcomed the adoption of the national policy for a society free from racism, racial discrimination and xenophobia. It expressed concern about the limited operational capacities of the Inter Institutional Commission for the Monitoring and Implementation of International Human Rights Obligations.



97.	Myanmar noted several measures to improve gender equality and commended Costa Rica for the formation of the first gender-balanced cabinet in its history, in which nearly half of the members were women.



98.	Nepal commended Costa Rica on its commitment to achieve the Sustainable Development Goals and noted with appreciation the launch of the National Integration Plan and the national healthcare policy for persons of African descent.



99.	The Netherlands commended Costa Rica for the steps taken to implement the advisory opinion from the Inter American Court regarding same sex couples. It remained concerned at the lack of a safe, regulated possibility to terminate unwanted pregnancies.



100.	Nicaragua thanked Costa Rica for the presentation of its national report.



101.	Qatar noted the National Plans for Development and Public Investment and for Rural Development, the efforts in ensuring quality education and preventing school dropout, and the Permanent Mission’s initiatives in Geneva.



102.	Panama highlighted the constitutional recognition of the multi-ethnic and pluri-cultural character of the State. It also noted that Costa Rica was a strong advocate of international law and a point of reference in the region on the eradication of statelessness.



103.	Paraguay thanked Costa Rica for the cooperation on installing in the country the mechanism for follow-up recommendations called SIMORE.  It commended Costa Rica on the ratification of the ILO Convention N° 189 on Domestic Workers.



104.	Peru recognized the commitment of Costa Rica with human rights in the country and highlighted its constant support to the universal human rights system.



105.	The Philippines commended Costa Rica on its ratification of ILO Convention N° 189 on Domestic Workers. It also welcomed the development and implementation of national plans concerning women, children and indigenous peoples.



106.	Portugal congratulated Costa Rica for the establishment of SIMORE and the National Mechanism for Implementation, Reporting and Follow-up. Portugal welcomed Costa Rica efforts on the protection of minorities, including LGBTI persons.



107.	Italy welcomed the advances of Costa Rica in the field of gender equality and prevention of violence against women. It appreciated the initiatives to improve the rights of persons with disabilities and to guarantee inclusive education.



108.	The United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland welcomed the commitment of Costa Rica towards gender equality, children's rights, LGBT rights and freedom of expression. It urged the Government to finalise the Indigenous Autonomy Bill and implement the National Plan for the restitution of indigenous land.



109.	Costa Rica thanked all delegations for their statements and for recognising the progress achieved by the country. It had also taken note of the concerns expressed during the interactive dialogue and stated that the Government would study the recommendations carefully and hoped to accept most of them.



110.	The delegation also thanked civil society organizations for their participation in the UPR process and the United Nations System in Costa Rica and the Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights for their assistance. It concluded by stressing that, during the next five years, Costa Rica would make any effort to translate the commitments taken in the Universal Periodic Review into concrete actions for the benefit of the whole population and, in particular, of those in vulnerable situation.



[bookmark: Section_HDR_II_Conclusions_recommendatio]	II.	Conclusions and/or recommendations



111.	The following recommendations will be examined by Costa Rica, which will provide responses in due time, but no later than the forty-second session of the Human Rights Council.



111.1	Ratify the Optional Protocol to the International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights (Belgium);



111.2	Adopt an open, merit-based process when selecting national candidates for UN Treaty Body elections (United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland);



111.3	Ratify the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families (El Salvador); (Syrian Arab Republic); (Venezuela (Bolivarian Republic of)); (Congo); (Mexico); (Paraguay); Ratify the international human rights treaties to which it is not yet a Party, particularly the International Convention on the Protection of the Rights of all Migrant Workers and Members of their Families (Ecuador);



111.4	Ratify the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families to better align its domestic legislation with international norms (Senegal);



111.5	Reconsider ratifying the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families (Indonesia); Consider ratifying and joining the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families (Uruguay); Consider ratifying the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families (Honduras); Consider ratification of International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families (Afghanistan); Consider acceding to the International Convention on the Protection of the Rights of All Migrants Workers and Members of Their Families (Kyrgyzstan);



111.6	Fully implement ratified international human rights instruments and to fulfil the country's obligations under those documents (Ukraine);



111.7	Take further steps for the harmonization of legislation and policies with the international humanitarian law (Kyrgyzstan);



111.8	Ensure that the Inter-Agency Committee for the Oversight and Implementation of International Human Rights Obligations has the means, including the necessary financial, human and material resources, to carry out its mandate effectively and can guarantee that the standing body for consultation with civil society is fully operational (Ireland);



111.9	Strengthen the Inter-institutional Commission for the Follow-up and Implementation of International Human Rights Obligations and continue implementing the Recommendation Monitoring System (Paraguay);



111.10	Take measures aimed at ensuring increased efficiency and accountability of public service (Azerbaijan);



111.11	Criminalize the racial discrimination and enforced disappearance [image: ]in its national legislation (Yemen);



111.12	Continue its efforts to combat all forms of discrimination and expedite to adopt a comprehensive legislation to combat discrimination within the country (Afghanistan);



111.13	Establish as a criminal offence all forms of racial discrimination in accordance with international and regional norms relating to human rights (Albania);



111.14	Criminalize racial and xenophobic discrimination in national legislation (Angola);



111.15	Adopt the necessary measures, including of legislative nature, to strengthen the fight against racial discrimination and the stigmatization of migrants, asylum seekers and refugees (Ecuador);



111.16	Amend its Criminal Law to increase the penalties for racial discrimination as well as consider it as an aggravating circumstance, especially against indigenous peoples and persons of African descent (Greece);



111.17	Adopt bill No. 19.288 on the prevention, eradication and punishment of racism and all forms of discrimination (Islamic Republic of Iran);



111.18	Adopt a comprehensive legislative mechanism against all forms of discrimination (Madagascar);



111.19	Adopt a comprehensive normative framework to fight against discrimination and racism, as well as take concrete actions to combat hate speech and structural discrimination against groups in vulnerable situations, including LGBTI persons (Mexico);



111.20	Adopt a comprehensive legal framework to combat discrimination (Montenegro);



111.21	Establish an integrated normative framework of fight against racial discrimination (Nicaragua);



111.22	Criminalize racial discrimination as well as conclude the adoption process of the 2017 Act, which is still under discussion, with the aim of addressing in a comprehensive manner all different forms of discrimination (Spain);



111.23	Strengthen the National Policy for a Society Free from Racism, Racial Discrimination and Xenophobia and the implementation of its Plan of Action (El Salvador);



111.24	Apply the lessons learnt from the challenges of its 2015-2018 National Policy for a Society Free from Racism, Racial Discrimination and Xenophobia to ensure more effective implementation of the next phase of its 2020-2025 Action Plan (Singapore);



111.25	Strengthen implementation of measures to address marginalisation and discrimination against persons of African descent, including through enhancing institutional capacity to systematically document, investigate and prosecute acts of discrimination (Rwanda);



111.26	Continue with and increase efforts at tackling discrimination against people of African Descent and all minorities (Guyana);



111.27	Continue with the efforts to fight against all forms of discrimination against vulnerable groups, including indigenous persons (France);



111.28	Continue efforts towards addressing discrimination against minorities and indigenous people in order to achieve equality for all in society (Nepal);



111.29	Continue efforts to combat all forms of discrimination, including against indigenous peoples (Italy);



111.30	Continue measures aimed at fighting against discrimination against LGBTIQ persons as well as at preventing, investigating and punishing acts of discrimination and violence against them (Argentina);



111.31	Adopt legislation criminalizing hate crimes for reasons of sexual orientation and gender identity (Canada);



111.32	Continue working towards the elimination of discrimination against LGBTI persons, and the eradication of gender-based violence against lesbians, bisexuals, transgender and intersex persons (Chile);



111.33	Strengthen national strategies to prevent violence and discriminatory actions against LGBTI persons (Colombia);



111.34	Improve records and other data on the situation of LGBTI individuals (Iceland);



111.35	Disaggregate date based on sexual orientation, gender identity and sex characteristics with a view to understand clearly the situation of LGBTI persons (Malta);



111.36	Adopt measures to prevent, investigate, prosecute and punish hate crimes against lesbian, bisexual and transgender women and intersex persons (Montenegro);



111.37	Draft and implement an action plan to eliminate all forms of social and institutional discrimination against LGBTI persons, which includes a monitoring process (Netherlands);



111.38	Carry out complementary efforts to ensure that the LGBTI population effectively enjoys their rights embodied in Costa Rican legislation, focusing, especially, on their access to the health system and employment (Uruguay);



111.39	Continue efforts to combat hate speech against foreigners and foster a culture of diversity and tolerance (Tunisia);



111.40	Punish the promotion of racial stereotypes and prejudices by the media; eradicate structural racial discrimination and xenophobia, particularly of migrants, and combat it in educational centres (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.41	Strengthen efforts to fight against prejudice against persons living with HIV/AIDS (Congo);



111.42	Develop a national action plan on business and human rights (Switzerland);



111.43	Continue to strengthen maritime conservation systems and monitoring of protected areas (Bahamas);



111.44	Continue to implement the national development strategies and achieve sustainable economic and social development in order to lay a solid foundation for its people to enjoy all human rights (China);



111.45	Continue to build institutional capacity, data and knowledge to integrate environment and climate considerations more fully into the national regulatory framework and develop new capacities and systems for implementation and compliance monitoring across major sectors (Fiji);



111.46	Develop, in collaboration with elderly persons, persons with disabilities, and indigenous and other marginalized groups, measures to address disaster risk reduction and combat the negative effects of climate change (Fiji);



111.47	Punish police repression during peaceful protests, educate law enforcement and human rights justice operators (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.48	Reduce prison overcrowding and improve prison conditions by building new facilities, renovating existing facilities, and evaluating policy measures to reduce the prison population (United States of America);



111.49	Avoid the indiscriminate use of preventive detention; eradicate prison overcrowding and improve precarious prison conditions (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.50	Improve the conditions of overcrowded detention facilities and operate them in compliance with relevant international standards (Republic of Korea);



111.51	Step up efforts to reduce overcrowding and poor conditions in places of detention (Greece);



111.52	Continue to pursue policies and laws that advance the global cause of human rights, including in' the area of disarmament (Bahamas);



111.53	Counter corruption and lack of independence of the judiciary through transparent elections of magistrates (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.54	Ensure women's equal access to justice, including by eliminating economic barriers, expanding public legal aid service (Azerbaijan);



111.55	Ensure that judges, prosecutors and police officers handle cases of gender based violence and discrimination against women in a gender sensitive manner (Iceland);



111.56	Continue to support the institutional policy for access to justice for persons of African descent (South Africa);



111.57	Punish those responsible for attacks and hate speeches against human rights activists (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.58	Further strengthen its commitments and take specific actions for independent investigation into all reports of human rights violations against human rights defenders, including the killing of environmental and Indigenous human rights defender and bring to justice those suspected of criminal responsibility for these crimes (Afghanistan);



111.59	Establish public policies that create a safe and respectful environment for the work of human rights defenders and ensure prompt and independent investigation into all reports of human rights violations against human rights defenders, including the killing of environmental and indigenous human rights defenders (Belgium);



111.60	Consider implementing measures to ensure the protection of human rights defenders (Chile);



111.61	Investigate, prosecute and punish those responsible for the murder of human rights defender and indigenous leader Sergio Rojas Ortiz (Iceland);



111.62	Adopt effective measures to prevent, investigate and punish threats, intimidation or violence against human rights defenders, particularly environmental human rights defenders, in view of strengthening their protection (Slovenia);



111.63	Adopt comprehensive and active measures to investigate trafficking in persons, prosecute those involved in it and ensure appropriate punishment of perpetrators (Syrian Arab Republic);



111.64	Continue the efforts made so far to combat trafficking in persons through the identification of victims, including migrant and refugee children (Tunisia);



111.65	Strengthen its efforts to eliminate human trafficking, by investigating and prosecuting those responsible for the crime in a systematic and active manner (Republic of Korea);



111.66	Systematically and actively investigate and prosecute those responsible for human trafficking and ensure that perpetrators were punished appropriately, and advance with the process of adopting a dedicated national action plan against human trafficking (Republic of Moldova);



111.67	Systematically and actively investigate and prosecute those responsible for human trafficking and ensure their appropriate punishment (Greece);



111.68	Strengthen measures to investigate and prosecute offences related to trafficking in persons and improve mechanisms for victim protection, including through collaboration with other states (Indonesia);



111.69	Build institutional capacity for care and protection of victims of human trafficking, and strengthen measures to proactively identify and refer victims to appropriate support services (United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland);



111.70	Promote and implement the measures ordered by the Constitutional Chamber with respect to the recognition of de facto marital unions and marriage between people of the same sex, on the same basis and with the same rights as those recognized for heterosexual couples (Colombia);



111.71	Adopt legislation that introduces a legal right to paid paternity leave and promotes the equitable distribution of parental responsibilities between women and men (Iceland);



111.72	Promote equitable distribution of parental responsibilities between men and women, including by adopting legislation which would establish paid paternity leave (Slovenia);



111.73	Protect the family and its development as a principal unit for the development of societies (Egypt);



111.74	Take necessary measures to address the low rate of women’s participation in the labour market and of the widening gap in wages between women and men (Syrian Arab Republic);



111.75	Take further measures to increase representation of women in the labour force (Australia);



111.76	Continue promoting gender equality, notably when it comes to women’s participation in the labour market, and reducing the wage gap between men and women (Gabon);



111.77	Reduce the wage gap between men and women (Iraq);



111.78	Continue efforts aimed at further promoting access to employment for young persons, women and members of indigenous peoples (Kazakhstan);



111.79	Continue to implement measures, such as quotas, to facilitate [image: ]access to the work market, for person with disabilities (Angola);



111.80	Promote the employment of persons with disabilities in the private sector and monitor compliance with employment quotas in the public sector (Bulgaria);



111.81	Ensure application of social protection and national occupational health policy to all persons working in the informal economy (India);



111.82	Continue its efforts towards eradicating poverty through effective implementation of its National Strategy for Poverty Reduction of 2015-2018 (Bhutan);



111.83	Step up efforts and further implement government strategies to reduce poverty and extreme poverty (Belarus);



111.84	Strengthen efforts to reduce poverty (Iraq);



111.85	Continue to pursue the strengthening of systems to deepen social inclusion and the enjoyment of human rights, on behalf of persons of African descent, [image: ]indigenous persons, migrants and refugees (Barbados);



111.86	Continue consolidating the achievements made in the promotion of the rights and well-being of women, children and adolescents (Dominican Republic);



111.87	Pursue efforts to protect human rights of older persons (Qatar);



111.88	Guarantee the right to adequate housing for indigenous peoples and the restitution of their ancestral lands (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.89	Eradicate contamination of pipelines and provide equal access to drinking water and sanitation in the 70% of the settlements of the country that claim it (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.90	Take all necessary steps to improve access to health, social welfare, safe drinking water and sanitation for members of vulnerable groups (Croatia);



111.91	Adopt policies aimed at improving the enjoyment of the right to access to clean water (Holy See);



111.92	Continue to intensify its efforts to provide adequate sanitation facilities for communities in need (Maldives);



111.93	Redouble efforts to guarantee the right to water to the entire population, particularly in rural areas (Mexico);



111.94	Ensure the availability of water, its sustainable management, as well as sanitation for all people (Spain);



111.95	Adopt as soon as possible a technical regulation to clarify article 121 of the Criminal Code, which authorises abortion when the life or health of women are at risk, with the aim of guaranteeing its effective implementation within the public health system, in line with Sustainable Development Goals 3.7 and 5.6 (Switzerland);



111.96	Reform the Criminal Code to decriminalize abortion in case of fetal malformations incompatible with extra uterine life and in case of pregnancies resulting from rape or incest (Belgium);



111.97	Adopt clear medical guidelines on access to therapeutic abortion in accordance with Costa Rican law, international standards, and best practices promoted by the WHO (Canada);



111.98	Decriminalize abortion and take measures to ensure that all women have access to legal abortion and high-quality post-abortion services (Iceland);



111.99	Address the issue of child and teen pregnancies by legalizing abortion at least in case of an inviable foetus, rape, incest, or when the pregnancy poses a threat to the woman’s life; and to invest in prevention by granting free access to emergency contraception and organizing awareness campaigns and comprehensive sexuality education (Netherlands);



111.100	Ensure the adoption of the protocol allowing access to therapeutic abortion and facilitating access to emergency contraception through the public health system (United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland);



111.101	Ensure respect for the rights to sexual and reproductive health, including with regard to the voluntary termination of pregnancy (France);



111.102	Formulate public policies aiming at reducing the high rates of teenage pregnancy (Panama);



111.103	Integrate the intercultural perspective into sexual and reproductive health services to guarantee the rights of indigenous, Afro-descendant and migrant women to, among others, a dignified treatment during childbirth (Peru);



111.104	Prohibit any practice that modifies a person’s sex characteristics without irrefutable medical reasons and the full and informed consent of the person affected (Iceland);



111.105	Work towards ending protocols that aim to “normalise” intersex bodies through harmful and medical practices including non-consensual surgeries (Malta);



111.106	Increase efforts to reduce the societal stigma faced by LGBTI people and eradicate [image: ]involuntary surgical procedures to 'normalise' the bodies of intersex people (Australia);



111.107	Continue its efforts on the protection of the rights of LGBTI persons namely by recognizing intersex persons the right to gender identity self-determination and gender expression, inter alia by prohibiting the performance of chirurgical or pharmacological interventions in children before the manifestation of their gender identity (Portugal);



111.108	Take further concrete measures for the comprehensive care of the people living with HIV, particularly women (Myanmar);



111.109	Adopt awareness programmes to combat prejudice against people with HIV/AIDS and guarantee them equal access to medical care and treatments (Panama);



111.110	Ensure the availability of preschool education for children living under unfavourable conditions (State of Palestine);



111.111	Ensure the availability of preschool education for children living in unfavourable socioeconomic conditions and to reduce dropout and repeat rates in secondary education (Armenia);



111.112	Ensure free access to primary education (Qatar);



111.113	Take measures to progressively introduce free higher education (Bulgaria);



111.114	Reduce early school dropout and repetition rates in secondary education, including addressing the socio-economic causes of these dropouts (Algeria);



111.115	Undertake concrete actions to secure a safe environment free from discrimination in schools for all boys, girls and adolescents (Chile);



111.116	Promote the access to education of minorities by eliminating all obstacles and all structural discrimination against them (Congo);



111.117	Strengthen actions to increase continuity of studies of children at all levels of education (Cuba);



111.118	Improve access to, and the quality of, education for children, especially those living in rural areas and those belonging to minorities, and to implement effective strategies to reduce school drop-out and exclusion rates (Holy See);



111.119	Continue to bridge the gap that exists in the education system for indigenous people, with respect to school attendance and completion and also learning achievements and equal opportunities (Maldives);



111.120	Continue efforts towards reducing school dropout (El Salvador);



111.121	Continue to strengthen programs on awareness raising, training and capacity building on human rights issues (Philippines);



111.122	Provide training oh human rights to health personnel, to member of the judiciary, police forces and prison officers (Portugal);



111.123	Draft and adopt a supporting Action Plan to the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018 - 2030 (Ukraine);



111.124	Ensure the effective implementation of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018-2030 and the National Policy for Addressing and Preventing Violence against Women 2017-2032 (Republic of Moldova);



111.125	Elaborate a plan of action for implementation of the Gender Equality Policy (Denmark);



111.126	Take specific measures to effectively address discriminatory gender [image: ]stereotypes in line with CEDAW recommendations (Azerbaijan);



111.127	Take temporary and special measures in order to address multiple forms of discrimination against women (Togo);



111.128	Strengthen measures to guarantee the equality of women and men in the political sphere (Côte d’Ivoire);



111.129	Continue with the efforts to encourage gender parity in the public administration (France);



111.130	Continue its practice of incorporating civic participation in the implementation of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018-2030, the National Policy for Addressing and Preventing Violence Against Women 2017-2032, and the Procedural Guidelines for the Participatory and Intercultural Development of Public Policy for Indigenous Peoples 2019-2024 (Singapore);



111.131	Provide sustainable financing for the effective implementation of the National Policy for De Facto Equality between Women and Men 2018-2030, the National Policy for Addressing and Preventing Violence against Women 2017-2032, and the Procedural Guidelines for the Participatory and Intercultural Development of Public Policy for Indigenous Peoples 2019-2024, given their long duration over the next decade (Singapore);



111.132	Continue its efforts in providing capacity building on gender equality (Kyrgyzstan);



111.133	Promote awareness on the rights of women in the rural areas (Myanmar);



111.134	Strengthen the territorial National Plan for Rural Development 2017-2022, with the objective of improving the conditions of women in rural areas (Plurinational State of Bolivia);



111.135	Expedite the agenda of building and strengthening a culture of equality and respect in which all human rights of all people, most specially women, are protected (South Africa);



111.136	Speed up the implementation of the National Policy for Addressing and Preventing Violence against Women, in line with the Sustainable Development Goal 5.2, so that the number of femicides and of women victims of domestic violence decreases rapidly and sustainably (Switzerland);



111.137	Continue efforts to prevent all forms of violence against women (Tunisia);



111.138	Counter the increase in gender-based violence through legal services and advice; guarantee access to justice for women and reduce impunity in these cases (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.139	Continue efforts to ensure effective protection against all violence and discrimination against women (Albania);



111.140	Systematically address gender-based violence and expand the provision of legal aid and shelters for women and girls in need (Australia);



111.141	Reinforce policies to protect women and girls from discrimination and gender based violence (Barbados);



111.142	Continue its efforts in reducing discrimination and preventing violence against women (Bhutan);



111.143	Ensure the effective protection of women and girls by strengthening domestic mechanisms and implementing laws addressing gender violence (Canada);



111.144	Strengthen measures to prevent, investigate, prosecute and punish cases of violence against women and domestic violence (Rwanda);



111.145	Further protect the rights of women, children, people with disabilities, the elderly people and other vulnerable groups, and continue efforts to combat violence against women (China);



111.146	Undertake measures to combat violence and discrimination against women, and offer greater opportunities for their participation in economic and social life, in particular in rural areas (Cuba);



111.147	Strengthen public policies aimed at fighting violence against women (France);



111.148	Take steps to address and prevent violence against women and domestic violence (Georgia);



111.149	Take strong measures to reduce the high rates of femicide and violence against women, including through the use of public campaigns and family programs and adopt clear guidelines for therapeutic abortion services, legalize abortion in cases of rape, incest or health hazards to the mother and prevent and sanction cases of obstetric violence against women (Germany);



111.150	Strengthen efforts at tackling all forms of discrimination and violence against women and girls (Guyana);



111.151	Eliminate all forms of violence against women including domestic violence and femicide (India);



111.152	Continue to strengthen measures on addressing violence against women (Philippines);



111.153	Step up efforts to combat domestic violence and ensure that victims of violence have access to social and legal services (Italy);



111.154	Continue its efforts to prevent, detect and address domestic violence and sexual abuse (Pakistan);



111.155	Institutionalize the provision of public legal services and expand their scope, and promote capacity-building and awareness activities for women, to ensure their access to justice (Syrian Arab Republic);



111.156	Allocate sufficient resources for the full functioning and effectiveness of the High-level Commission responsible for ensuring the observance of the Criminalization of Violence against Women Act, and re-double efforts to combat femicide (Spain);



111.157	Further strengthen implementation on its national policy relating to child-related programmes and activities (Croatia);



111.158	Take all legal measures so that the National Council on Children and Adolescents enhances its planning, evaluation and monitoring (Islamic Republic of Iran);



111.159	Reinforce those public policies related to the children within the framework of the National Evaluation System (Islamic Republic of Iran);



111.160	Adopt further measures to ensure the effective implementation of rehabilitation programs for children (State of Palestine);



111.161	Take steps to guarantee the effective implementation of juvenile rehabilitation programmes (Bulgaria);



111.162	Put an end to child and forced marriages (Bolivarian Republic of Venezuela);



111.163	Take additional measures against child, early and forced marriage (Italy);



111.164	Make available funding aimed at raising social mobilisation against the sexual exploitation of children, especially with a focus on the need to report such offences (Malta);



111.165	Continue efforts aimed at strengthening the protection of children from sexual exploitation (Ukraine);



111.166	Continue combating domestic violence, which persists in particular vis-à-vis children (Albania);



111.167	Improve respect for the rights of children by combatting domestic violence (France);



111.168	Undertake urgent actions to eradicate physical punishment as a valid practice for the upbringing of minors (Nicaragua);



111.169	Consider implementing human rights programmes for parents, in order to reduce domestic violence (Peru);



111.170	Take concrete measures to combat child labor, including by strengthening child labor control mechanisms and increasing support for poor families (Algeria);



111.171	Continue adopting effective measures to combat child labour by, inter alia, strengthening child labour oversight mechanisms and increasing support to poor families (Belarus);



111.172	Implement additional measures and secure the necessary resources to combat the worst forms of child labour, including sexual exploitation (Brazil);



111.173	Strengthen the fight against the worst forms of child labour, in particular those affecting migrant children and indigenous children (Côte d’Ivoire);



111.174	Combat child labour, in particular by strengthening the control mechanisms pertaining thereto (Gabon);



111.175	Continue implementing Government’s road map to protect children from forced labour and sexual exploitation (Georgia);



111.176	Continue adopting effective measures to combat child labour by, inter alia, ensuring that the law protecting children against economic exploitation is vigorously enforced, strengthening child labour oversight mechanisms, and increasing support for poor families so that they can keep their children in the education system (Ireland);



111.177	Continue to protect minors from situations of violence, forced labour or sexual exploitation (South Africa);



111.178	Ensure that indigenous peoples enjoy their rights recognized in the ILO Convention 169 and the United Nations Declaration on the Rights of Indigenous Peoples (Paraguay);



111.179	Update and promote the approval of the Law on Autonomous Development of Indigenous Peoples (Denmark);



111.180	Undertake the necessary actions to enact the Law on Autonomous Development of Indigenous Peoples, which has been pending before the legislative assembly (Dominican Republic);



111.181	Speed up the implementation of the general mechanism for consultation with indigenous peoples and ensure its proper functioning in order to promote the necessary conditions for the realization of their individual and collective rights (Togo);



111.182	Involve traditional indigenous authorities into the decision-making mechanisms on matters concerning them (Peru);



111.183	Continue the Intercultural and Participatory Construction of Public Policies for Indigenous Peoples 2019-2024, which mainly seeks to promote the necessary conditions for the realization of individual and collective rights for indigenous peoples (Plurinational State of Bolivia);



111.184	Increase efforts for the social and political participation of indigenous peoples, including their access to land (Cuba);



111.185	Continue to take necessary legislative and administrative steps to ensure that indigenous peoples are properly consulted on territorial management, as well as any other forms of legislation that concern their rights (Holy See);



111.186	Take steps to guarantee full and effective protection of the rights of indigenous peoples through participatory and inclusive processes, including compliance with cautionary measures granted by the Inter-American Court and the implementation of recommendations made by other specialized bodies (Canada);



111.187	Enforce the law on indigenous land rights and facilitate peaceful resolution of land disputes by ensuring the availability and efficacy of conflict resolution mechanisms and the presence of effective, impartial law enforcement presence (United States of America);



111.188	Implement Indigenous Law 6172 to recognize and protect indigenous land and take the necessary measures to support and guarantee the indigenous people’s right to the restitution of their land; update and pass the indigenous autonomy bill now pending for almost 25 years (Germany);



111.189	Ensure the effective implementation of laws and the national action plan relating to the land rights of the indigenous population (Philippines);



111.190	Increase attention to the indigenous population and eliminate [image: ]disparities among the population (Yemen);



111.191	Continue its actions and initiatives to protect the rights of the most vulnerable persons in society, such as indigenous adolescent mothers (Benin);



111.192	Continue efforts towards greater respect for the cultural norms and practices of the indigenous populations and for greater access to all aspects of social services, in particular, health and education (Guyana);



111.193	Create a public policy that incorporates the rights of indigenous peoples (Nicaragua);



111.194	Continue efforts for the prompt processing of the Bill on the Protection of the Right to Nationality of the Indigenous Person and Guarantee of Integration of the Indigenous Cross-Border Person (Dominican Republic);



111.195	Eliminate the structural discrimination against indigenous peoples and people of African descent, and ensure their access to education (Syrian Arab Republic);



111.196	Address ongoing racial inequality, particularly for indigenous and Afro-Costa Rican communities, and adopt a coordinated strategy to combat child labour and sexual abuse among disadvantaged and migrant communities (Australia);



111.197	Continue efforts to promote respect for, and the promotion of, the rights of indigenous populations and people of African descent (Egypt);



111.198	Provide adequate human and financial resources to the Presidential Commissioner of African Affairs with a view to establishing a permanent institution for the promotion and respect of economic, social and cultural rights of persons of African descent in Costa Rica (Haiti);



111.199	Continue actions of the International Decade for People of African Descent (Peru);



111.200	Increase coordination and cooperation between different actors that contribute to the human development of persons with disabilities (Pakistan);



111.201	Take further steps in order to respect the rights of persons with mental health conditions and psychosocial disabilities in line with the Convention on the Rights of Persons with Disabilities, including by combating institutionalization, stigma, violence and over-medicalization, and by developing community-based and people-centred mental health services which promote inclusion in the community and respect their free and informed consent (Portugal);



111.202	Promote the implementation of the mechanism for the follow up to the Convention on the Rights of Persons with Disabilities, currently suspended, with especial attention to access to public services (Spain);



111.203	Improve access to legal protections and strengthen emergency services to better address the needs of asylum seekers, particularly Nicaraguans (United States of America);



111.204	Continue enhancing measures aimed at combating discrimination, particularly by investigating and punishing aggressions and discriminatory and xenophobic attitudes against migrants and refugees (Argentina);



111.205	Promote the necessary administrative and legal changes to reduce the time limits for the consideration of asylum applications and eliminate the fees and charges requested to the applicants (Brazil);



111.206	Continue strengthening national institutions for receiving and providing care for migrants and guarantee their effective access to work, health care and education (Colombia);



111.207	Implement measures to safeguard the rights, physical integrity and wellbeing of migrants and refugees, including fighting human trafficking and implementing public awareness campaigns (Germany);



111.208	Strengthen existing mechanisms to fight against xenophobia and all forms of hate against migrants and refugees in the country, especially by using social media (Haiti);



111.209	Strengthen resources for the functioning of the National Coalition against the Smuggling of Migrants and Trafficking in Persons and strengthen the institutional capacities for State intervention regarding care and protection of victims (Honduras);



111.210	Intensify efforts to protect the fundamental rights and access to essential services of migrants and refugees (Indonesia);



111.211	Enhance measures to safeguard fundamental rights and welfare of all migrants (Nepal);



111.212	Create effective mechanisms against xenophobia and all kind of hatred towards migrant persons (Nicaragua).



112.	All conclusions and/or recommendations contained in the present report reflect the position of the submitting State(s) and/or the State under review. They should not be construed as endorsed by the Working Group as a whole.



[bookmark: Section_HDR_III_Voluntary_pledges]	III.	Voluntary pledges and commitments



113.	Costa Rica pledges to draft a Plan of Action for the Implementation of UPR Recommendations, within the framework of its National Mechanism for Implementation Reporting and Follow up.
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The delegation of Costa Rica was headed by S.E. Sra. Nancy Gabriela Marín Espinoza, Ministra de Comunicación, and composed of the following members:



[bookmark: _GoBack]Jefe de Delegación Alterna, S.E. Sra. Elayne Whyte, Embajadora, Representante Permanente;



Sr. Enrique Sánchez Carballo, Diputado, Expresidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa;



Sr. Víctor Barrantes Marín, Viceministro de Gobernación y Policía;



Sr. Norman Lizano Ortiz, Embajador en Misión Especial;



Sra. Shara Duncan Villalobos, Embajadora, Representante Permanente Adjunta;



Sra. Maricela Muñoz Zumbado, Ministro Consejero;



Sr. Alexander Peñaranda Zarate, Ministro Consejero;



Srta. Diana Murillo Solís, Consejero;



Srta. Mariana Castro Hernández, Consejero;



Srta. Melissa Lorincz Sosa, Agregado, Oficial de derechos humanos de la Dirección General de Política Exterior.
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Introducción












1. El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, establecido de conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, celebró su 33º período de sesiones del 6 al 17 de mayo de 2019. El examen de Costa Rica se realizó en la 11ª reunión, el 13 Mayo de 2019. La delegación de Costa Rica estuvo encabezada por el Ministro de Comunicaciones, SE Nancy Gabriela Marín Espinoza. En su 17ª reunión, celebrada el 16 de mayo de 2019, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre Costa Rica.







 2. El 15 de enero de 2019, el Consejo de Derechos Humanos seleccionó al siguiente grupo de relatores (troika) para facilitar el examen de Costa Rica: Afganistán, Chile y Togo. 







3. De conformidad con el párrafo 15 del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos y el párrafo 5 del anexo de la resolución 16/21 del Consejo, se publicaron los siguientes documentos para el examen de Costa Rica:







 (a) Un informe nacional presentado / presentación por escrito hecha de acuerdo con el párrafo 15 (a) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 1);







 b) Una recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) de conformidad con el párrafo 15 b) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 2); 







c) Un resumen preparado por el ACNUDH de conformidad con el párrafo 15 (c) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 3). 







4. Una lista de preguntas preparada de antemano por Bélgica, Alemania, Portugal, en nombre del Grupo de Amigos sobre implementación nacional, informes y seguimiento, Eslovenia, España, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Uruguay se transmitió a Costa Rica a través de la troika. Estas preguntas están disponibles en el sitio web de la revisión periódica universal.







I. Resumen de los procedimientos del proceso de revisión.











A. Presentación del Estado examinado.








5. La delegación declaró que a Costa Rica le complacía participar en el proceso del Examen Periódico Universal. Durante los últimos cinco años, el país ha experimentado muchos cambios positivos, pero persisten varios desafíos. La promoción y protección de los derechos humanos estaba en el centro de la democracia costarricense, con una estructura institucional sólida, órganos de supervisión sólidos y una sociedad civil activa. Además, las normas internacionales relacionadas con la protección de estos derechos tenían un carácter supra-constitucional. 







6. Con respecto al derecho a un medio ambiente sano, el país había logrado una de las coberturas más altas en América Latina de agua potable en interiores y estaba invirtiendo fuertemente en mejorar el saneamiento. También logró revertir la tendencia de la deforestación, alcanzando una cobertura forestal de más del 52% del territorio nacional. El noventa y cinco por ciento de la producción de electricidad estaba libre de emisiones de carbono y el Plan Nacional de Descarbonización tenía como objetivo alcanzar una economía de cero emisiones netas para el año 2050. Además, el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública de Costa Rica 2019-2022 incluía participación ciudadana y 138 indicadores vinculados directa o indirectamente a los indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) definidos por el país.







7. La Constitución protegía el derecho a la igualdad y la no discriminación y Costa Rica había progresado en la mejora de los derechos humanos de diferentes grupos. Había adoptado una nueva legislación laboral para reducir la demora judicial, prohibió todas las formas de discriminación en el empleo, ya sea por razones de edad, origen étnico, sexo, religión, raza u otras condiciones. Además de establecer un ambiente de trabajo respetuoso, Costa Rica busca la ejecución de una justicia laboral inmediata. Costa Rica también había tomado medidas importantes para garantizar los derechos de las personas mayores, incluso mediante la ratificación de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores y el establecimiento del Consejo Nacional para las Personas Mayores para coordinar acciones para su cuidado en situaciones de vulnerabilidad social. 







8. Para combatir la pobreza y la pobreza extrema, Costa Rica había implementado una serie de herramientas innovadoras, como el Índice de Pobreza Multidimensional, para medir los diferentes tipos de privaciones que sufren las familias que viven en la pobreza. También había adoptado una "Estrategia nacional para la reducción de la pobreza", que utilizaba un enfoque multisectorial e interinstitucional para garantizar el acceso a un conjunto integral de programas y servicios.







9. En cuanto a la situación de las personas privadas de libertad, Costa Rica había promovido el uso de medidas alternativas a la detención, incluida la vigilancia electrónica. Como resultado, el hacinamiento descendió del 48,1% en 2016 al 31,1% en 2018.







10. El actual gabinete gubernamental fue el primero en la historia republicana del país con una representación igualitaria de hombres y mujeres. Además, las últimas elecciones legislativas han resultado en la mayor representación de mujeres en la Asamblea Legislativa en la historia de Costa Rica. En 2018, la lucha contra la violencia contra las mujeres fue declarada una prioridad nacional y se pidió a todas las entidades estatales que iniciaran o fortalecieran los programas para enfrentarla. En los esfuerzos para combatir la violencia doméstica, el Poder Judicial había creado una plataforma integrada de servicios de asistencia a las víctimas, que incorporaba servicios de asistencia psicológica, médica y legal que se proporcionaban de forma gratuita.







11. Con respecto al acceso a la salud, se aprobó la inclusión de la Vacuna contra el Virus del Papiloma Humano para la población femenina de diez años. Los embarazos de adolescentes habían disminuido en los últimos años, y la reducción de los nacimientos en madres adolescentes era una meta del Plan Estratégico Nacional para la Salud de los Adolescentes. Costa Rica aprobó el uso de anticonceptivos orales de emergencia y planeó colocarlo en el mercado sin la necesidad de una receta médica. La aplicación del aborto 'no punible' (aborto impune) seguía siendo una deuda pendiente y Costa Rica esperaba asegurar su aplicación efectiva y la publicación de las directrices técnicas que lo regulan durante el curso de 2019.







12. En cuanto a los derechos LGBTI, al acto simbólico de alzar la bandera de la diversidad por primera vez en la Casa Presidencial en 2014 siguió al menos 12 decretos ejecutivos y directivas que permitían a las parejas del mismo sexo acceder a la seguridad social, herencia de la pensión. Igualdad de trato en centros de salud y cárceles. Tras la Opinión Consultiva emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en respuesta a una consulta realizada por Costa Rica, a partir de mayo de 2020, el matrimonio civil de parejas del mismo sexo se convertiría en una realidad en el país. El Tribunal Electoral había emitido una orden administrativa para permitir el cambio de nombre de las personas transgénero en los documentos de identidad de acuerdo con su identidad de género y el Gobierno había ordenado hacer lo mismo en toda la documentación oficial. El Comisionado Presidencial para personas LGBTI, creado en 2018 dentro de la Oficina del Presidente de la República, coordinó las iniciativas del Gobierno en este campo.







13. La Asamblea Legislativa aprobó una serie de leyes para mejorar la protección de los derechos humanos en el país, incluida una ley que aumentará de 10 a 25 años, a partir de la mayoría de edad de la víctima, el estatuto de limitaciones para delitos sexuales contra niños. ; la ley sobre el acceso a la justicia para los pueblos indígenas; una ley que fortalece la protección legal de niñas y adolescentes en situaciones de violencia de género asociada con relaciones abusivas; y una ley para la promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad para promover y garantizar su pleno ejercicio del derecho a la autonomía personal, entre otros.








B. Diálogo interactivo y respuestas del Estado examinado.







14. Durante el diálogo interactivo, 85 delegaciones hicieron declaraciones. Las recomendaciones hechas durante el diálogo se encuentran en la sección II del presente informe.







15. El Pakistán valoró los esfuerzos de Costa Rica para combatir la violencia doméstica y señaló el establecimiento de una plataforma integrada de servicios de apoyo a las víctimas por parte del Poder Judicial. También dio la bienvenida a la Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza, también conocida como estrategia "Puente al Desarrollo".







16. La República de Corea observó con satisfacción políticas concretas sobre igualdad de género, educación y salud pública. Esperaba que Costa Rica continuara abordando los desafíos pendientes para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible.







17. La República de Moldova felicitó a Costa Rica por presentar su primer examen nacional voluntario sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Acogió con satisfacción la ratificación de varios instrumentos de derechos humanos y el progreso realizado en materia de derechos y empoderamiento de las mujeres.







18. Ruanda acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para implementar las recomendaciones del último EPU, incluso mediante la adopción de leyes y políticas de derechos humanos, en particular para promover la igualdad de género y la cohesión social.







19. Senegal señaló la ratificación por Costa Rica de varios instrumentos internacionales de derechos humanos. También acogió con satisfacción las medidas para actualizar la legislación laboral, reducir la pobreza, combatir la discriminación racial y proteger los derechos de los trabajadores extranjeros.







20. Singapur elogió los esfuerzos de Costa Rica por alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, sus políticas para proteger a las mujeres y las niñas y su compromiso contra el racismo y la xenofobia, en particular la enmienda constitucional de 2015 que reconoce el carácter multiétnico y pluricultural del Estado. 







21. Eslovenia aplaudió a Costa Rica por su liderazgo en la adopción del Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, Participación Pública y Justicia en asuntos Ambientales. Le preocupaba la baja tasa de enjuiciamiento de los casos de violencia contra las mujeres.







22. Sudáfrica acogió con satisfacción el compromiso de Costa Rica con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la promoción de los derechos de los afrodescendientes y el establecimiento de un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas.







23. España acogió con satisfacción el establecimiento de la Comisión de Alto Nivel responsable de garantizar el cumplimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer y observó con satisfacción los avances en el acceso al suministro de agua potable y saneamiento.







24. El Estado de Palestina acogió con satisfacción los esfuerzos realizados por Costa Rica en el ámbito de la educación, incluidas varias iniciativas legislativas a este respecto, y la mejora del sistema de justicia de menores.







25. Suiza acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica de la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032.







26. La República Árabe Siria agradeció a Costa Rica por su informe nacional y formuló recomendaciones.







27. El Togo acogió con satisfacción las medidas jurídicas e institucionales para garantizar la igualdad de derechos para toda la población y, en particular, para las mujeres, los niños, los refugiados y los migrantes. Alentó el fortalecimiento de la acción nacional sobre los refugiados.




28. Trinidad y Tobago elogió la ambiciosa acción climática de Costa Rica. Tomó nota de la adopción de las enmiendas de Kampala al Estatuto de Roma, la estrategia "Puente al desarrollo" para reducir la pobreza extrema, y ​​el programa "Conseguir un trabajo" para el empleo de los jóvenes. Alentó el desarrollo de un plan de acción para implementar la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018-2030 y la lucha contra la trata de personas. 







29. Túnez observó el fortalecimiento por parte de Costa Rica de su marco legislativo e institucional de derechos humanos y de los sistemas de trabajo y seguridad social. Acogió con satisfacción la acción nacional para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 







30. Ucrania acogió con satisfacción la ratificación por Costa Rica de casi todos los instrumentos universales y regionales de derechos humanos, la reafirmación de su compromiso con el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la elaboración de la Política Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 







31. Los Estados Unidos de América encomiaron los importantes avances de Costa Rica en la reducción del trabajo infantil y su labor para abordar la cuestión de los migrantes y los solicitantes de asilo. Alentó al gobierno a mejorar los procesos legales para aquellos que buscan refugio. 







32. Uruguay acogió con satisfacción la ratificación por Costa Rica del Convenio Nº 189 de la OIT sobre los trabajadores domésticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como sus esfuerzos para promover la equidad de género.







33. La República Bolivariana de Venezuela acogió con satisfacción la adopción de la Política Nacional contra el Racismo. También se refirió a desafíos, como la persistente discriminación y la estigmatización de los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los migrantes y otros grupos vulnerables.







34. El Yemen acogió con satisfacción los esfuerzos realizados por el gobierno para promover los derechos de las mujeres y los niños y para ofrecer protección social y promover el desarrollo económico en el país.



35. Afganistán felicitó a Costa Rica por su progreso en la implementación de las recomendaciones del ciclo anterior y lo felicitó por la enmienda de la Constitución en 2015 para reconocer la naturaleza multiétnica y multicultural del país.







36. Albania acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por modernizar la legislación laboral, su compromiso con el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus importantes avances en materia de igualdad de género. Alentó a Costa Rica a continuar sus esfuerzos para eliminar la violencia contra las mujeres.







37. Argelia acogió con satisfacción la adopción de la política nacional 2014-2015 contra el racismo, la discriminación racial y la xenofobia y las medidas adoptadas para combatir la pobreza y mitigar los efectos de la distribución desigual de la riqueza.







38. Angola felicitó a Costa Rica por su firme compromiso contra el racismo, su promoción de los derechos de las mujeres y su papel en la protección de la biodiversidad y lo alentó a continuar sus esfuerzos para reducir el desempleo y el tráfico de armas.







39. Argentina felicitó a Costa Rica por la adopción de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030 como base para el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.







40. Armenia elogió a Costa Rica por ser el primer país en firmar el pacto nacional para los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Acogió con satisfacción la adopción de la Política Integral de Migración 2013 - 2023 y de las medidas para promover la igualdad de género.







41. Australia reconoció los esfuerzos de Costa Rica por mejorar su marco nacional de derechos humanos, convirtiéndolo en un líder regional en este sentido. Si bien elogió el progreso realizado desde la revisión del segundo ciclo, señaló que se necesitaban nuevas medidas.







42. La delegación observó que Costa Rica se había convertido cada vez más en un país de asilo y subrayó que estaba haciendo grandes esfuerzos para garantizar la plena integración y mejores condiciones de vida tanto para los migrantes como para los refugiados. Costa Rica había firmado o ratificado varios instrumentos internacionales al respecto, entre ellos el Convenio 189 de la OIT y el Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular. La implementación de la Política de Migración 2013-2023 había dado como resultado avances sustanciales en la promoción y protección de los derechos de los migrantes y refugiados, incluyendo el acceso al trabajo, la educación y la seguridad social. Para garantizar una mejor protección de los derechos de los migrantes, Costa Rica también estableció un Tribunal Administrativo de Migración, el tercer tribunal de este tipo en el mundo.







43. La trata de personas estaba regulada en la Ley General de Migración e Inmigración, con penas que iban de 4 a 8 años en prisión y 10 años en casos agravados.







44. En 2015, el primer artículo de la Constitución fue reformado para reconocer el carácter multiétnico y pluricultural de la sociedad costarricense. Costa Rica también había actualizado los instrumentos legales para monitorear que los programas de inversión pública respetaran las diferencias y necesidades de su sociedad diversa.







45. A pesar de estas mejoras, la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas presentes en el país siguió siendo un desafío. Para hacer operativo el derecho al consentimiento previo, libre e informado, Costa Rica había establecido, a través de un proceso participativo, un mecanismo de consulta en línea con las recomendaciones del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los pueblos indígenas. En 2019, el Gobierno también adoptó las directrices para el desarrollo participativo e intercultural de la política pública para los pueblos indígenas 2019-2024.







46. ​​Para acelerar la restitución de las tierras ancestrales ocupadas por pueblos no indígenas, Costa Rica había desarrollado el Plan Nacional para la Recuperación de los Territorios Indígenas de Costa Rica 2016-2022, que ahora se encontraba en su primera fase de implementación. La delegación condenó enérgicamente el asesinato del líder indígena Sergio Rojas Ortiz, ocurrido el 18 de marzo de 2019, e informó que el Presidente de la República había solicitado la investigación inmediata de este homicidio para llevar a los responsables ante la justicia.







47. Desde el examen anterior, Costa Rica también había adoptado varias medidas para mejorar la calidad de vida de los afrodescendientes. En 2014, creó el Comisionado Presidencial para asuntos afrodescendientes para coordinar las acciones gubernamentales para promover el desarrollo de la población afrodescendiente y, en 2015, lanzó el Decenio de las Naciones Unidas para los Pueblos Afrodescendientes y el Plan Nacional de Reconocimiento. , Justicia y Desarrollo de los afrodescendientes 2015-2018.







48. Azerbaiyán subrayó el progreso realizado por Costa Rica en la implementación de las recomendaciones del ciclo anterior del EPU, en particular al ratificar varios tratados internacionales y modificar su Constitución para reconocer el carácter multiétnico y multicultural del Estado.







49. Las Bahamas señalaron su preocupación por la conservación de las zonas marítimas. Dio la bienvenida al liderazgo de Costa Rica al presidir la Conferencia de la ONU de 2017 sobre la prohibición de las armas nucleares y la eliminación de las armas de destrucción masiva.







50. Barbados felicitó a Costa Rica por su promoción de los derechos humanos, como se refleja en la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018-2030 y las regulaciones y políticas de educación dirigidas a combatir el racismo.







51. Belarús observó el fortalecimiento por parte de Costa Rica de sus instituciones de derechos humanos y su cooperación con el ACNUDH. También destacó los desafíos, incluidos los migrantes y refugiados, la discriminación contra las personas con discapacidad y los pueblos indígenas.







52. Bélgica reconoció el progreso realizado por Costa Rica desde el anterior EPU. Sin embargo, consideró que se podrían realizar más progresos para aumentar la protección de los derechos humanos de conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos.




53. Benin señaló el reconocimiento por parte de Costa Rica del carácter multiétnico y multicultural del país, la reforma del Código del Trabajo y la prohibición de toda discriminación en el trabajo, y la implementación de un plan nacional de desarrollo. 







54. Bhután observó con aprecio la ratificación por Costa Rica de la Convención de 2011 de la OIT sobre las trabajadoras y los trabajadores del hogar y del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como la enmienda constitucional para garantizar el respeto de la diversidad cultural. 







55. El Estado Plurinacional de Bolivia valoró el reconocimiento por parte de Costa Rica de la naturaleza multiétnica y multicultural del país, que ahora se reflejaba en la Constitución, y acogió con satisfacción los esfuerzos por establecer un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. 







56. El Brasil encomió la aprobación de la ley sobre la autonomía de las personas con discapacidad y la declaración de la lucha contra la violencia contra la mujer como prioridad nacional. También acogió con satisfacción los avances en la producción de datos estadísticos desglosados. 







57. Bulgaria tomó nota con agradecimiento de la adopción de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2014-2025 y su Plan de Acción 2015-2018. Elogió a Costa Rica por su excepcional historial ambiental. 







58. Canadá acogió con satisfacción las medidas positivas adoptadas por Costa Rica para combatir la discriminación y la violencia contra las mujeres y las niñas, así como contra las personas LGBTI. Alentó a Costa Rica a tomar nuevas medidas para lograr la igualdad. 







59. Chile felicitó a Costa Rica por la ratificación de la Convención Interamericana contra el Racismo y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Destacó el desarrollo de políticas nacionales para la implementación de la Agenda 2030.







 60. China acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica del Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública y la Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza 2015-2018. 61. Colombia acogió con satisfacción los progresos realizados por Costa Rica en el ámbito de los derechos de las personas de edad y de las personas con discapacidad, en particular el establecimiento del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad.







62. El Congo felicitó a Costa Rica por la aprobación de la ley que establece el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y por sus esfuerzos para proteger el medio ambiente.







63. Costa de Marfil acogió con satisfacción el fortalecimiento por parte de Costa Rica de su marco institucional y legislativo de derechos humanos, en particular la adopción de la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, así como su plan de acción 2015-2018. 







64. Croacia acogió con satisfacción la promulgación de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres de 2018 a 2030 y destacó el compromiso de Costa Rica de implementar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y proteger los derechos de las personas de edad.







65. Cuba observó la actualización del marco legislativo e institucional de Costa Rica, en particular con respecto a la discriminación contra las mujeres y los pueblos indígenas.







66. Dinamarca reconoció el marco legal de Costa Rica para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, pero observó que el proyecto de ley sobre Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas llevaba más de 20 años pendiente.







67. La República Dominicana reconoció el compromiso de Costa Rica con los derechos humanos, demostrado por la ratificación de varios instrumentos internacionales de derechos humanos.







68. Ecuador acogió con satisfacción la reforma constitucional que reconoció el carácter multiétnico y pluricultural de Costa Rica y la creación del Mecanismo General de Consulta de los Pueblos Indígenas.







69. Egipto encomió los esfuerzos del Gobierno por promover la igualdad de género y combatir la violencia contra la mujer. Acogió con satisfacción el establecimiento del mecanismo de consulta con los pueblos indígenas y los esfuerzos para integrar a los migrantes y refugiados en la sociedad.







70. El Salvador observó la creación por Costa Rica de la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Aplicación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos y la reforma de la Constitución que reconoce el carácter multiétnico y pluricultural del país.







71. Fiji observó que Costa Rica había reconocido constitucionalmente el derecho a un medio ambiente sano y elogió su liderazgo en el establecimiento de normas y la implementación de políticas relacionadas con el cambio climático, así como sus iniciativas para incluir una perspectiva de género en las políticas ambientales.







72. Francia acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para combatir el racismo y la discriminación y mejorar el respeto de los derechos de las personas LGBTI, los migrantes y los refugiados.







73. Gabón agradeció la inclusión de los derechos de las mujeres rurales en las estrategias y políticas para promover la igualdad de género. Acogió con satisfacción el Plan Nacional de Desarrollo Rural y los esfuerzos para prevenir la violencia de género y la explotación económica de los niños.







74. Georgia elogió la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, la enmienda de la Constitución para garantizar el respeto a la diversidad cultural y el establecimiento de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres.



75. Alemania reconoció los esfuerzos de Costa Rica por proteger a los niños, incluida la adopción de la Ley de Relaciones Impropias y alentó a Costa Rica a que la implementara.



76. Grecia felicitó a Costa Rica por sus esfuerzos para promover la igualdad de género, incluido el establecimiento de un gabinete con equilibrio de género en el Gobierno, y acogió con satisfacción la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos.




77. Guyana felicitó a Costa Rica por la presentación de los informes a los Órganos de Tratados y el Decreto Ejecutivo que establece un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. También acogió con satisfacción la Ley de Reforma Laboral. 







78. Haití acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por proteger el medio ambiente y promover los derechos de los afrodescendientes. Felicitó a Costa Rica por su liderazgo en la promoción del Decenio Internacional para los Afrodescendientes. 







79. La Santa Sede aprecia el papel de Costa Rica en la promoción del Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares. También reconoció los esfuerzos por mejorar la educación de calidad, la participación de las mujeres en la vida social y la protección de los migrantes y refugiados. 







80. Honduras elogió el establecimiento por Costa Rica de un mecanismo de consulta con los indígenas y la adopción de la política nacional para una sociedad, libre de racismo, discriminación y xenofobia.







 81. Islandia acogió con satisfacción las iniciativas de Costa Rica para promover la igualdad de género, erradicar la violencia de género, crear el Comisionado Presidencial para asuntos LGBTI y promover los derechos de las personas LGBTI. 







82. La India acogió con satisfacción la adopción de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres y el establecimiento del Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad. Señaló el considerable progreso en el campo de la educación.







83. Indonesia acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible mediante un programa de desarrollo inclusivo y tomó nota con agradecimiento de la publicación del Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública.







84. La República Islámica del Irán destacó que los centros de detención deberían tener en cuenta las necesidades de los menores y las mujeres, y señaló la falta de un marco jurídico para combatir la discriminación.







85. El Iraq acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica del Plan Nacional de Desarrollo, la Estrategia Nacional del Trabajo y la Ley de Reforma Laboral y lo alentó a que adoptara nuevas medidas para promover los derechos humanos.







86. La delegación afirmó que Costa Rica consideraba prioritarios los derechos humanos de los niños y adolescentes y que había reflejado este compromiso en la Agenda Nacional para la Infancia y la Adolescencia 2015-2020. La Agenda incluyó acciones en áreas como educación, familia y salud y promovió la igualdad y la no discriminación.







87. Costa Rica había reducido el abandono escolar y estaba trabajando para erradicar las peores formas de trabajo infantil, la trata de niños y la explotación sexual comercial. Además, en 2015, el gobierno lanzó la política "Educar para una nueva ciudadanía", para promover el respeto por las diferencias culturales, étnicas y de género.







88. Finalmente, la delegación destacó el fortalecimiento de la Comisión Interinstitucional para la Implementación de Recomendaciones y Obligaciones de Derechos Humanos, integrada por más de 25 instituciones y con la participación de la sociedad civil. Agradeció a Paraguay y al sistema de las Naciones Unidas su cooperación para instalar SIMORE, una plataforma de tecnología de la información para facilitar el seguimiento de la implementación de las recomendaciones de los mecanismos internacionales y regionales de derechos humanos.







89. Irlanda elogió los progresos realizados por Costa Rica para garantizar la igualdad y prevenir la discriminación contra las personas LGBTI. Reconoció los desafíos planteados por el aumento de los niveles de migración de los países vecinos y las medidas adoptadas para hacerles frente.







90. Kazajstán acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica en el campo de la educación, la asistencia sanitaria y la protección de los derechos de los niños, las mujeres, las personas con discapacidad y las poblaciones indígenas. Señaló positivamente la adopción de la política nacional contra el racismo, la discriminación racial y la xenofobia.







91. Kirguistán acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para abordar la pobreza y las cuestiones de género, así como la ratificación de la Convención de la OIT sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.







92. Madagascar acogió con satisfacción la aplicación por parte de Costa Rica de la política de acceso a la justicia de las personas afrodescendientes. Sin embargo, observó la prevalencia de la discriminación estructural contra las personas indígenas y afrodescendientes, los refugiados y las personas con discapacidad.







93. Maldivas encomió las medidas institucionales y legislativas adoptadas por Costa Rica para promover y proteger los derechos humanos y se sintió alentado por el compromiso del Gobierno con la igualdad de género.



94. Malta tomó nota positiva de los avances que Costa Rica había logrado en la promoción del desarrollo sostenible, en particular a través del Plan Nacional para el Desarrollo y la Inversión Pública y el Plan Estratégico para la descarbonización.







95. México reconoció los avances logrados por Costa Rica, en particular con respecto al mecanismo de consulta con los pueblos indígenas, y la ratificación del Convenio 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos.







96. Montenegro acogió con satisfacción la adopción de la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia. Expresó preocupación por las capacidades operativas limitadas de la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Aplicación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos.







97. Myanmar observó varias medidas para mejorar la igualdad de género y felicitó a Costa Rica por la formación del primer gabinete con equilibrio de género en su historia, en el que casi la mitad de los miembros eran mujeres.







98. Nepal felicitó a Costa Rica por su compromiso de alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y observó con aprecio el lanzamiento del Plan Nacional de Integración y la política nacional de salud para las personas de ascendencia africana.







99. Los Países Bajos felicitaron a Costa Rica por las medidas adoptadas para aplicar la opinión consultiva de la Corte Interamericana con respecto a las parejas del mismo sexo. Le preocupaba la falta de una posibilidad regulada y segura de interrumpir los embarazos no deseados.







100. Nicaragua agradeció a Costa Rica por la presentación de su informe nacional.







101. Qatar tomó nota de los Planes nacionales para el desarrollo y la inversión pública y para el desarrollo rural, los esfuerzos por garantizar una educación de calidad y la prevención del abandono escolar y las iniciativas de la Misión Permanente en Ginebra.







102. Panamá destacó el reconocimiento constitucional del carácter multiétnico y pluricultural del Estado. También señaló que Costa Rica era un firme defensor del derecho internacional y un punto de referencia en la región para erradicar la apatridia.



103. Paraguay agradeció a Costa Rica por la cooperación para instalar en el país el mecanismo para las recomendaciones de seguimiento llamado SIMORE. Felicitó a Costa Rica por la ratificación del Convenio Nº 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos.







104. Perú reconoció el compromiso de Costa Rica con los derechos humanos en el país y destacó su constante apoyo al sistema universal de derechos humanos.







105. Filipinas felicitó a Costa Rica por la ratificación del Convenio Nº 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos. También acogió con satisfacción el desarrollo y la ejecución de planes nacionales relativos a las mujeres, los niños y los pueblos indígenas.







106. Portugal felicitó a Costa Rica por el establecimiento de SIMORE y el Mecanismo Nacional de Implementación, Informes y Seguimiento. Portugal acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica en la protección de las minorías, incluidas las personas LGBTI.







107. Italia acogió con satisfacción los avances de Costa Rica en el campo de la igualdad de género y la prevención de la violencia contra la mujer. Apreció las iniciativas para mejorar los derechos de las personas con discapacidad y garantizar la educación inclusiva.







108. El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte acogió con satisfacción el compromiso de Costa Rica con la igualdad de género, los derechos de los niños, los derechos LGBT y la libertad de expresión. Instó al Gobierno a finalizar el Proyecto de Ley de Autonomía Indígena e implementar el Plan Nacional para la restitución de tierras indígenas.







109. Costa Rica agradeció a todas las delegaciones por sus declaraciones y por reconocer los avances logrados por el país. También tomó nota de las preocupaciones expresadas durante el diálogo interactivo y declaró que el Gobierno estudiaría las recomendaciones cuidadosamente y esperaba aceptar la mayoría de ellas.







110. La delegación también agradeció a las organizaciones de la sociedad civil por su participación en el proceso del EPU y al sistema de las Naciones Unidas en Costa Rica y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos por su asistencia. Concluyó enfatizando que, durante los próximos cinco años, Costa Rica hará cualquier esfuerzo por traducir los compromisos asumidos en el Examen Periódico Universal en acciones concretas en beneficio de toda la población y, en particular, de aquellos en situación de vulnerabilidad.








II. Conclusiones y / o recomendaciones.







111. Costa Rica examinará las siguientes recomendaciones, que responderán a su debido tiempo, pero a más tardar en el 42º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos.







111.1 Ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Bélgica);







111.2 Adoptar un proceso abierto basado en los méritos al seleccionar candidatos nacionales para las elecciones del Cuerpo de Tratados de las Naciones Unidas (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);







111.3 Ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (El Salvador); (República Árabe Siria); (Venezuela (República Bolivariana de)); (Congo); (México); (Paraguay); Ratificar los tratados internacionales de derechos humanos en los que aún no es parte, en particular la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y miembros de sus familias (Ecuador);







111.4 Ratificar la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares para alinear mejor su legislación nacional con las normas internacionales (Senegal);







111.5 Reconsiderar la ratificación de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Indonesia); Considerar la posibilidad de ratificar y adherirse a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Uruguay); Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Honduras); Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Afganistán); Considerar la posibilidad de adherirse a la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Kirguistán);







111.6 Aplicar plenamente los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados y cumplir las obligaciones del país en virtud de esos documentos (Ucrania);







111.7 Adoptar medidas adicionales para armonizar la legislación y las políticas con el derecho internacional humanitario (Kirguistán);







111.8 Asegurar que el Comité Interinstitucional de Supervisión e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos tenga los medios, incluidos los recursos financieros, humanos y materiales necesarios, para cumplir su mandato de manera efectiva y pueda garantizar que el órgano permanente de consulta con la sociedad civil está en pleno funcionamiento (Irlanda);







111.9 Fortalecer la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos y continuar implementando el Sistema de Monitoreo de Recomendaciones (Paraguay);







111.10 Tomar medidas destinadas a garantizar una mayor eficiencia y responsabilidad del servicio público (Azerbaiyán);







111.11 Penalizar la discriminación racial y la desaparición forzada en su legislación nacional (Yemen);







111.12 Continuar sus esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación y acelerar la adopción de una legislación integral para combatir la discriminación dentro del país (Afganistán);







111.13 Establecer como delito penal todas las formas de discriminación racial de conformidad con las normas internacionales y regionales relacionadas con los derechos humanos (Albania);







111.14 Penalizar la discriminación racial y xenófoba en la legislación nacional (Angola);







111.15 Adoptar las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fortalecer la lucha contra la discriminación racial y la estigmatización de los migrantes, los solicitantes de asilo y los refugiados (Ecuador);







111.16 Modificar su Ley Penal para aumentar las penas por discriminación racial y considerarla como una circunstancia agravante, especialmente contra los pueblos indígenas y afrodescendientes (Grecia);







111.17 Aprobar el proyecto de ley Nº 19.288 sobre la prevención, erradicación y castigo del racismo y todas las formas de discriminación (República Islámica del Irán);







111.18 Adoptar un mecanismo legislativo integral contra todas las formas de discriminación (Madagascar);







111.19 Adoptar un marco normativo integral para luchar contra la discriminación y el racismo, así como tomar acciones concretas para combatir el odio y la discriminación estructural contra grupos en situaciones vulnerables, incluidas las personas LGBTI (México);







111.20 Adoptar un marco legal integral para combatir la discriminación (Montenegro);







111.21 Establecer un marco normativo integrado de lucha contra la discriminación racial (Nicaragua);







111.22 Penalizar la discriminación racial y concluir el proceso de adopción de la Ley de 2017, que todavía se está debatiendo, con el objetivo de abordar de manera integral todas las diferentes formas de discriminación (España);







111.23 Fortalecer la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia y la implementación de su Plan de Acción (El Salvador);







111.24 Aplicar las lecciones aprendidas de los desafíos de su Política Nacional 2015-2018 para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia para asegurar una implementación más efectiva de la próxima fase de su Plan de Acción 2020-2025 (Singapur);







111.25 Fortalecer la aplicación de medidas para hacer frente a la marginación y la discriminación contra las personas de ascendencia africana, incluso mediante el aumento de la capacidad institucional para documentar, investigar y enjuiciar sistemáticamente los actos de discriminación (Rwanda);







111.26 Continuar con y aumentar los esfuerzos para combatir la discriminación contra las personas de ascendencia africana y todas las minorías (Guyana);




111.27 Continuar los esfuerzos para luchar contra todas las formas de discriminación contra los grupos vulnerables, incluidas las personas indígenas (Francia); 







111.28 Continuar los esfuerzos para abordar la discriminación contra las minorías y los pueblos indígenas a fin de lograr la igualdad para todos en la sociedad (Nepal); 







111.29 Continuar los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación, incluso contra los pueblos indígenas (Italia); 







111.30 Continuar las medidas destinadas a luchar contra la discriminación contra las personas LGBTIQ, así como a prevenir, investigar y sancionar los actos de discriminación y violencia contra ellos (Argentina); 







111.31 Adoptar legislación que penalice los delitos de odio por motivos de orientación sexual e identidad de género (Canadá); 







111.32 Continuar trabajando hacia la eliminación de la discriminación contra las personas LGBTI y la erradicación de la violencia de género contra las lesbianas, bisexuales, transexuales e intersexuales (Chile); 







111.33 Fortalecer las estrategias nacionales para prevenir la violencia y las acciones discriminatorias contra las personas LGBTI (Colombia); 







111.34 Mejorar los registros y otros datos sobre la situación de las personas LGBTI (Islandia);



111.35 Fecha de desagregación basada en la orientación sexual, la identidad de género y las características sexuales con miras a comprender claramente la situación de las personas LGBTI (Malta); 







111.36 Adoptar medidas para prevenir, investigar, procesar y sancionar los delitos de odio contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transexuales e intersexuales (Montenegro);







 111.37 Elaborar e implementar un plan de acción para eliminar todas las formas de discriminación social e institucional contra las personas LGBTI, que incluye un proceso de monitoreo (Países Bajos);







 111.38 Realizar esfuerzos complementarios para asegurar que la población LGBTI goce efectivamente de sus derechos consagrados en la legislación costarricense, centrándose especialmente en su acceso al sistema de salud y al empleo (Uruguay); 







111.39 Continuar los esfuerzos para combatir el discurso de odio contra los extranjeros y fomentar una cultura de diversidad y tolerancia (Túnez); 







111.40 Sancionar la promoción de los estereotipos y prejuicios raciales por parte de los medios de comunicación; erradicar la discriminación racial estructural y la xenofobia, particularmente de los migrantes, y combatirla en centros educativos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.41 Intensificar los esfuerzos para luchar contra los prejuicios contra las personas que viven con el VIH / SIDA (Congo); 







111.42 Desarrollar un plan de acción nacional sobre empresas y derechos humanos (Suiza); 111.43 Seguir fortaleciendo los sistemas de conservación marítima y la vigilancia de las áreas protegidas (Bahamas); 







111.44 Seguir aplicando las estrategias nacionales de desarrollo y lograr un desarrollo económico y social sostenible a fin de establecer una base sólida para que su población disfrute de todos los derechos humanos (China);




111.45 Seguir creando capacidad institucional, datos y conocimientos para integrar mejor las consideraciones ambientales y climáticas en el marco reglamentario nacional y desarrollar nuevas capacidades y sistemas para la aplicación y la supervisión del cumplimiento en los principales sectores (Fiji); 







111.46 Desarrollar, en colaboración con las personas mayores, las personas con discapacidad y los grupos indígenas y otros grupos marginados, medidas para hacer frente a la reducción del riesgo de desastres y combatir los efectos negativos del cambio climático (Fiji); 







111.47 Castigar la represión policial durante las protestas pacíficas, educar a los operadores de justicia y de derechos humanos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.48 Reducir el hacinamiento en las cárceles y mejorar las condiciones de las cárceles construyendo nuevas instalaciones, renovando las instalaciones existentes y evaluando las medidas de política para reducir la población carcelaria (Estados Unidos de América); 







111.49 Evitar el uso indiscriminado de la detención preventiva; erradicar el hacinamiento carcelario y mejorar las condiciones penitenciarias precarias (República Bolivariana de Venezuela);







 111.50 Mejorar las condiciones de los centros de detención superpoblados y operarlos de conformidad con las normas internacionales pertinentes (República de Corea); 







111.51 Intensificar los esfuerzos para reducir el hacinamiento y las malas condiciones en los lugares de detención (Grecia); 







111.52 Seguir aplicando políticas y leyes que promuevan la causa mundial de los derechos humanos, en particular en la esfera del desarme (Bahamas); 







111.53 Lucha contra la corrupción y falta de independencia del poder judicial mediante elecciones transparentes de magistrados (República Bolivariana de Venezuela); 







111.54 Garantizar el acceso igualitario de las mujeres a la justicia, incluso eliminando las barreras económicas, ampliando el servicio público de asistencia jurídica (Azerbaiyán); 



111.55 Asegurar que los jueces, fiscales y oficiales de policía manejen los casos de violencia de género y discriminación contra las mujeres de una manera sensible al género (Islandia); 







111.56 Seguir apoyando la política institucional de acceso a la justicia para las personas afrodescendientes (Sudáfrica); 







111.57 Castigar a los responsables de ataques y discursos de odio contra activistas de derechos humanos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.58 Fortalecer aún más sus compromisos y tomar acciones específicas para investigar de manera independiente todos los informes de violaciones de derechos humanos contra defensores de derechos humanos, incluido el asesinato de defensores de derechos humanos indígenas y medioambientales, y llevar a la justicia a los sospechosos de responsabilidad penal por estos delitos (Afganistán); 







111.59 Establecer políticas públicas que creen un ambiente seguro y respetuoso para el trabajo de los defensores de los derechos humanos y aseguran una investigación rápida e independiente de todos los informes de violaciones de derechos humanos contra defensores de los derechos humanos, incluido el asesinato de defensores de los derechos humanos indígenas y del medio ambiente (Bélgica); 







111.60 Considerar la implementación de medidas para garantizar la protección de los defensores de derechos humanos (Chile);




111.61 Investigar, procesar y sancionar a los responsables del asesinato del defensor de los derechos humanos y líder indígena Sergio Rojas Ortiz (Islandia); 







111.62 Adoptar medidas efectivas para prevenir, investigar y sancionar las amenazas, la intimidación o la violencia contra los defensores de los derechos humanos, en particular los defensores de los derechos humanos ambientales, con miras a fortalecer su protección (Eslovenia); 







111.63 Adoptar medidas integrales y activas para investigar la trata de personas, procesar a los involucrados y garantizar el castigo adecuado de los perpetradores (República Arabe Siria); 



111.64 Continuar los esfuerzos realizados hasta el momento para combatir la trata de personas mediante la identificación de las víctimas, incluidos los niños migrantes y refugiados (Túnez);







 111.65 Reforzar sus esfuerzos para eliminar la trata de personas, investigando y procesando a los responsables del delito de manera sistemática y activa (República de Corea);







 111.66 Investigar y procesar de manera sistemática y activa a los responsables de la trata de personas y garantizar que los perpetradores sean castigados adecuadamente, y avanzar en el proceso de adopción de un plan de acción nacional específico contra la trata de personas (República de Moldova); 







111.67 Investigar y procesar sistemáticamente y activamente a los responsables de la trata de personas y garantizar su castigo apropiado (Grecia); 







111.68 Reforzar las medidas para investigar y procesar delitos relacionados con la trata de personas y mejorar los mecanismos de protección de las víctimas, incluso mediante la colaboración con otros estados (Indonesia); 







111.69 Desarrollar la capacidad institucional para la atención y protección de las víctimas de la trata de personas y fortalecer las medidas para identificar y remitir de manera proactiva a las víctimas a los servicios de apoyo apropiados (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 







111.70 Promover e implementar las medidas ordenadas por la Cámara Constitucional con respecto al reconocimiento de las uniones matrimoniales de facto y el matrimonio entre personas del mismo sexo, sobre la misma base y con los mismos derechos que los reconocidos para las parejas heterosexuales (Colombia); 







111.71 Adoptar legislación que introduzca un derecho legal a la licencia de paternidad pagada y promueva la distribución equitativa de las responsabilidades de los padres entre mujeres y hombres (Islandia); 







111.72 Promover la distribución equitativa de las responsabilidades parentales entre hombres y mujeres, incluso mediante la adopción de una legislación que establezca la licencia de paternidad remunerada (Eslovenia); 







111.73 Proteger a la familia y su desarrollo como unidad principal para el desarrollo de las sociedades (Egipto); 







111.74 Tomar las medidas necesarias para hacer frente a la baja tasa de participación de las mujeres en el mercado laboral y de la creciente brecha salarial entre mujeres y hombres (República Árabe Siria); 







111.75 Adoptar nuevas medidas para aumentar la representación de las mujeres en la fuerza laboral (Australia);







111.76 Seguir promoviendo la igualdad de género, especialmente en lo que respecta a la participación de las mujeres en el mercado laboral, y reduciendo la brecha salarial entre hombres y mujeres (Gabón);







111.77 Reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres (Iraq);







111.78 Continuar los esfuerzos encaminados a promover el acceso al empleo de los jóvenes, las mujeres y los miembros de los pueblos indígenas (Kazajstán);







111.79 Seguir implementando medidas, como cuotas, para facilitar el acceso al mercado laboral, para personas con discapacidades (Angola);







111.80 Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado y vigilar el cumplimiento de las cuotas de empleo en el sector público (Bulgaria);







111.81 Asegurar la aplicación de la política de protección social y de salud ocupacional nacional a todas las personas que trabajan en la economía informal (India);







111.82 Continuar sus esfuerzos para erradicar la pobreza mediante la aplicación efectiva de su Estrategia nacional para la reducción de la pobreza en 2015-2018 (Bhután);



111.83 Intensificar los esfuerzos y seguir aplicando estrategias gubernamentales para reducir la pobreza y la pobreza extrema (Belarús);







111.84 Fortalecer los esfuerzos para reducir la pobreza (Iraq);







111.85 Seguir procurando el fortalecimiento de los sistemas para profundizar la inclusión social y el disfrute de los derechos humanos en nombre de las personas afrodescendientes, indígenas, migrantes y refugiados (Barbados);







111.86 Seguir consolidando los logros alcanzados en la promoción de los derechos y el bienestar de mujeres, niños y adolescentes (República Dominicana);







111.87 Proseguir los esfuerzos para proteger los derechos humanos de las personas de edad (Qatar);







111.88 Garantizar el derecho a una vivienda adecuada para los pueblos indígenas y la restitución de sus tierras ancestrales (República Bolivariana de Venezuela);







111.89 Erradicar la contaminación de las tuberías y proporcionar acceso equitativo al agua potable y al saneamiento en el 70% de los asentamientos del país que lo reclaman (República Bolivariana de Venezuela);







111.90 Tomar todas las medidas necesarias para mejorar el acceso a la salud, el bienestar social, el agua potable y el saneamiento para los miembros de grupos vulnerables (Croacia);







111.91 Adoptar políticas destinadas a mejorar el disfrute del derecho de acceso al agua potable (Santa Sede);







111.92 Continuar intensificando sus esfuerzos para proporcionar instalaciones de saneamiento adecuadas para las comunidades necesitadas (Maldivas);







111.93 Redoblar los esfuerzos para garantizar el derecho al agua a toda la población, especialmente en las zonas rurales (México);







111.94 Asegurar la disponibilidad de agua, su gestión sostenible y el saneamiento para todas las personas (España);







111.95 Adoptar lo antes posible un reglamento técnico para aclarar el artículo 121 del Código Penal, que autoriza el aborto cuando la vida o la salud de las mujeres están en riesgo, con el objetivo de garantizar su implementación efectiva dentro del sistema de salud pública, en línea con el Desarrollo Sostenible. Objetivos de desarrollo 3.7 y 5.6 (Suiza);







111.96 Reformar el Código Penal para despenalizar el aborto en caso de malformaciones fetales incompatibles con la vida extrauterina y en caso de embarazos resultantes de violación o incesto (Bélgica);







111.97 Adoptar pautas médicas claras sobre el acceso al aborto terapéutico de acuerdo con la legislación costarricense, las normas internacionales y las mejores prácticas promovidas por la OMS (Canadá);







111.98 Despenalizar el aborto y tomar medidas para garantizar que todas las mujeres tengan acceso al aborto legal y servicios de alta calidad postaborto (Islandia);







111.99 Abordar la cuestión de los embarazos de niños y adolescentes mediante la legalización del aborto, al menos en el caso de un feto inviable, una violación, un incesto o cuando el embarazo representa una amenaza para la vida de la mujer; e invertir en la prevención concediendo acceso gratuito a la anticoncepción de emergencia y organizando campañas de sensibilización y educación integral sobre la sexualidad (Países Bajos);







111.100 Asegurar la adopción del protocolo que permita el acceso al aborto terapéutico y facilite el acceso a la anticoncepción de emergencia a través del sistema de salud pública (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);







111.101 Garantizar el respeto de los derechos a la salud sexual y reproductiva, incluso en relación con la terminación voluntaria del embarazo (Francia);







111.102 Formular políticas públicas destinadas a reducir las altas tasas de embarazo en la adolescencia (Panamá);



111.103 Integrar la perspectiva intercultural en los servicios de salud sexual y reproductiva para garantizar los derechos de las mujeres indígenas, afrodescendientes y migrantes a, entre otros, un tratamiento digno durante el parto (Perú);







111.104 Prohibir cualquier práctica que modifique las características sexuales de una persona sin razones médicas irrefutables y el consentimiento pleno e informado de la persona afectada (Islandia);







111.105 Trabajar para poner fin a los protocolos que tienen como objetivo "normalizar" los cuerpos intersexuales a través de prácticas médicas y perjudiciales, incluidas las cirugías no consensuales (Malta);







111.106 Aumentar los esfuerzos para reducir el estigma social que enfrentan las personas LGBTI y erradicar los procedimientos quirúrgicos involuntarios para "normalizar" los cuerpos de las personas intersexuales (Australia);







111.107 Continuar sus esfuerzos para proteger los derechos de las personas LGBTI, en particular reconociendo a las personas intersexuales el derecho a la autodeterminación de la identidad de género y la expresión de género, entre otras cosas, prohibiendo la realización de intervenciones quirúrgicas o farmacológicas en niños antes de la manifestación de su identidad de género. (Portugal);







111.108 Adoptar nuevas medidas concretas para la atención integral de las personas que viven con el VIH, en particular las mujeres (Myanmar);







111.109 Adoptar programas de sensibilización para combatir los prejuicios contra las personas con VIH / SIDA y garantizarles la igualdad de acceso a la atención médica y los tratamientos (Panamá);







111.110 Asegurar la disponibilidad de educación preescolar para niños que viven en condiciones desfavorables (Estado de Palestina);







111.111 Asegurar la disponibilidad de educación preescolar para niños que viven en condiciones socioeconómicas desfavorables y para reducir las tasas de deserción y repetición en la educación secundaria (Armenia);







111.112 Garantizar el acceso gratuito a la educación primaria (Qatar);







111.113 Tomar medidas para introducir progresivamente la educación superior gratuita (Bulgaria);







111.114 Reducir las tasas de abandono escolar temprano y de repetición en la educación secundaria, incluida la atención a las causas socioeconómicas de estos abandonos (Argelia);







111.115 Emprender acciones concretas para garantizar un entorno seguro y libre de discriminación en las escuelas para todos los niños, niñas y adolescentes (Chile);







111.116 Promover el acceso a la educación de las minorías eliminando todos los obstáculos y toda discriminación estructural contra ellos (Congo);







111.117 Fortalecer las acciones para aumentar la continuidad de los estudios de niños en todos los niveles educativos (Cuba);







111.118 Mejorar el acceso y la calidad de la educación de los niños, especialmente los que viven en zonas rurales y los pertenecientes a minorías, y aplicar estrategias eficaces para reducir las tasas de abandono escolar y de exclusión (Santa Sede);







111.119 Seguir acortando la brecha que existe en el sistema de educación para las poblaciones indígenas, con respecto a la asistencia escolar y la finalización, así como los logros en materia de aprendizaje y la igualdad de oportunidades (Maldivas);







111.120 Continuar los esfuerzos para reducir el abandono escolar (El Salvador);







111.121 Seguir fortaleciendo los programas de sensibilización, capacitación y creación de capacidad en cuestiones de derechos humanos (Filipinas);







111.122 Brindar capacitación sobre derechos humanos al personal de salud, a miembros del poder judicial, fuerzas de policía y oficiales de prisiones (Portugal);







111.123 Redactar y adoptar un Plan de Acción de apoyo a la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018 - 2030 (Ucrania);



111.124 Garantizar la aplicación efectiva de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres de 2018-2030 y la Política nacional para hacer frente y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 (República de Moldova);







111.125 Elaborar un plan de acción para la implementación de la Política de Igualdad de Género (Dinamarca);







111.126 Tomar medidas específicas para abordar con eficacia los estereotipos discriminatorios de género en línea con las recomendaciones de la CEDAW (Azerbaiyán);







111.127 Tomar medidas temporales y especiales para abordar múltiples formas de discriminación contra la mujer (Togo);







111.128 Fortalecer las medidas para garantizar la igualdad de mujeres y hombres en la esfera política (Côte d’Ivoire);







111.129 Continuar con los esfuerzos para fomentar la paridad de género en la administración pública (Francia);







111.130 Continuar su práctica de incorporar la participación cívica en la implementación de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres 2018-2030, la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 y las Directrices de procedimiento para la participación y la interculturalidad. Desarrollo de políticas públicas para los pueblos indígenas 2019-2024 (Singapur);







111.131 Proporcionar financiamiento sostenible para la implementación efectiva de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres 2018-2030, la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 y las Directrices de procedimiento para el desarrollo participativo e intercultural de la población. Política para los Pueblos Indígenas 2019-2024, dada su larga duración durante la próxima década (Singapur);







111.132 Proseguir sus esfuerzos para fomentar la capacidad en materia de igualdad de género (Kirguistán);



111.133 Promover la sensibilización sobre los derechos de las mujeres en las zonas rurales (Myanmar);







111.134 Fortalecer el Plan territorial nacional de desarrollo rural 2017-2022, con el objetivo de mejorar las condiciones de las mujeres en las áreas rurales (Estado Plurinacional de Bolivia);







111.135 Agilizar el programa de construcción y fortalecimiento de una cultura de igualdad y respeto en el que estén protegidos todos los derechos humanos de todas las personas, especialmente las mujeres (Sudáfrica);







111.136 Acelerar la implementación de la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra las mujeres, en línea con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 5.2, de modo que el número de feminicidios y mujeres víctimas de violencia doméstica disminuya de manera rápida y sostenible (Suiza);







111.137 Continuar los esfuerzos para prevenir todas las formas de violencia contra las mujeres (Túnez);







111.138 Contrarrestar el aumento de la violencia de género a través de servicios legales y asesoramiento; garantizar el acceso a la justicia para las mujeres y reducir la impunidad en estos casos (República Bolivariana de Venezuela);







111.139 Continuar los esfuerzos para garantizar una protección efectiva contra toda violencia y discriminación contra las mujeres (Albania);







111.140 Abordar sistemáticamente la violencia de género y ampliar la provisión de asistencia legal y refugios para mujeres y niñas necesitadas (Australia);







111.141 Reforzar las políticas para proteger a las mujeres y las niñas de la discriminación y la violencia de género (Barbados);







111.142 Proseguir sus esfuerzos para reducir la discriminación y prevenir la violencia contra la mujer (Bhután);



111.143 Garantizar la protección efectiva de las mujeres y las niñas mediante el fortalecimiento de los mecanismos nacionales y la implementación de leyes que abordan la violencia de género (Canadá);







111.144 Fortalecer las medidas para prevenir, investigar, procesar y sancionar los casos de violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Rwanda);







111.145 Proteger aún más los derechos de las mujeres, los niños, las personas con discapacidad, los ancianos y otros grupos vulnerables, y continuar los esfuerzos para combatir la violencia contra las mujeres (China);







111.146 Adoptar medidas para combatir la violencia y la discriminación contra las mujeres, y ofrecer mayores oportunidades para su participación en la vida económica y social, en particular en las zonas rurales (Cuba);







111.147 Fortalecer las políticas públicas destinadas a combatir la violencia contra las mujeres (Francia);







111.148 Tomar medidas para abordar y prevenir la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Georgia);







111.149 Tomar medidas enérgicas para reducir las altas tasas de feminicidio y violencia contra las mujeres, incluso mediante el uso de campañas públicas y programas familiares y adoptar directrices claras para los servicios de aborto terapéutico, legalizar el aborto en casos de violación, incesto o riesgos para la salud de la madre y prevenir y sancionar los casos de violencia obstétrica contra las mujeres (Alemania);







111.150 Intensificar los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación y violencia contra las mujeres y las niñas (Guyana);







111.151 Eliminar todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica y el femicidio (India);







111.152 Seguir reforzando las medidas para combatir la violencia contra la mujer (Filipinas);



111.153 Intensificar los esfuerzos para combatir la violencia doméstica y garantizar que las víctimas de la violencia tengan acceso a servicios sociales y legales (Italia);







111.154 Continuar sus esfuerzos para prevenir, detectar y abordar la violencia doméstica y el abuso sexual (Pakistán);







111.155 Institucionalizar la prestación de servicios jurídicos públicos y ampliar su alcance, y promover actividades de creación de capacidad y sensibilización para las mujeres, a fin de garantizar su acceso a la justicia (República Árabe Siria);







111.156 Asignar recursos suficientes para el pleno funcionamiento y la eficacia de la Comisión de Alto Nivel responsable de garantizar el cumplimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, y redoblar los esfuerzos para combatir el femicidio (España);







111.157 Seguir reforzando la aplicación de su política nacional en relación con los programas y actividades relacionados con los niños (Croacia);







111.158 Tomar todas las medidas legales para que el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia mejore su planificación, evaluación y monitoreo (República Islámica del Irán);







111.159 Reforzar las políticas públicas relacionadas con los niños en el marco del Sistema Nacional de Evaluación (República Islámica de Irán);







111.160 Adoptar nuevas medidas para garantizar la aplicación efectiva de los programas de rehabilitación para niños (Estado de Palestina);







111.161 Tomar medidas para garantizar la aplicación efectiva de los programas de rehabilitación de menores (Bulgaria);







111.162 Poner fin a los matrimonios infantiles y forzados (República Bolivariana de Venezuela);







111.163 Tomar medidas adicionales contra el matrimonio infantil, precoz y forzado (Italia);



111.164 Poner a disposición fondos destinados a aumentar la movilización social contra la explotación sexual de los niños, especialmente centrándose en la necesidad de denunciar tales delitos (Malta);







111.165 Continuar los esfuerzos encaminados a fortalecer la protección de los niños contra la explotación sexual (Ucrania);







111.166 Seguir combatiendo la violencia doméstica, que persiste en particular en relación con los niños (Albania);







111.167 Mejorar el respeto de los derechos de los niños combatiendo la violencia doméstica (Francia);







111.168 Emprender acciones urgentes para erradicar el castigo físico como práctica válida para la educación de los menores (Nicaragua);







111.169 Considerar la implementación de programas de derechos humanos para padres, a fin de reducir la violencia doméstica (Perú);







111.170 Tomar medidas concretas para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas fortaleciendo los mecanismos de control del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres (Argelia);







111.171 Seguir adoptando medidas eficaces para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres (Belarús);







111.172 Implementar medidas adicionales y asegurar los recursos necesarios para combatir las peores formas de trabajo infantil, incluida la explotación sexual (Brasil);



111.173 Fortalecer la lucha contra las peores formas de trabajo infantil, en particular las que afectan a los niños migrantes y los niños indígenas (Côte d’Ivoire);







111.174 Combatir el trabajo infantil, en particular fortaleciendo los mecanismos de control correspondientes (Gabón);







111.175 Seguir aplicando la hoja de ruta del Gobierno para proteger a los niños contra el trabajo forzoso y la explotación sexual (Georgia);







111.176 Continuar adoptando medidas efectivas para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas, asegurando que la ley que protege a los niños contra la explotación económica se aplique vigorosamente, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres para que puedan mantener a sus hijos en el sistema educativo. (Irlanda);







111.177 Seguir protegiendo a los menores de las situaciones de violencia, trabajo forzoso o explotación sexual (Sudáfrica);







111.178 Asegurar que los pueblos indígenas gocen de sus derechos reconocidos en el Convenio 169 de la OIT y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (Paraguay);







111.179 Actualizar y promover la aprobación de la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas (Dinamarca);







111.180 Emprender las acciones necesarias para promulgar la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas, que se encuentra pendiente ante la Asamblea Legislativa (República Dominicana);







111.181 Acelerar la implementación del mecanismo general de consulta con los pueblos indígenas y garantizar su correcto funcionamiento para promover las condiciones necesarias para la realización de sus derechos individuales y colectivos (Togo);







111.182 Involucrar a las autoridades indígenas tradicionales en los mecanismos de toma de decisiones sobre asuntos que les conciernen (Perú);







111.183 Continuar la Construcción Intercultural y Participativa de Políticas Públicas para los Pueblos Indígenas 2019-2024, que busca principalmente promover las condiciones necesarias para la realización de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas (Estado Plurinacional de Bolivia);



111.184 Incrementar los esfuerzos para la participación social y política de los pueblos indígenas, incluido su acceso a la tierra (Cuba);







111.185 Seguir adoptando las medidas legislativas y administrativas necesarias para garantizar que se consulte adecuadamente a los pueblos indígenas sobre la gestión territorial, así como sobre cualquier otra forma de legislación que concierna a sus derechos (Santa Sede);







111.186 Tomar medidas para garantizar la protección plena y efectiva de los derechos de los pueblos indígenas mediante procesos participativos e inclusivos, incluido el cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la Corte Interamericana y la implementación de recomendaciones hechas por otros organismos especializados (Canadá);







111.187 Hacer cumplir la ley sobre los derechos de las tierras indígenas y facilitar la resolución pacífica de las disputas por la tierra garantizando la disponibilidad y eficacia de los mecanismos de resolución de conflictos y la presencia de una presencia policial efectiva e imparcial (Estados Unidos);







111.188 Implementar la Ley Indígena 6172 para reconocer y proteger las tierras indígenas y tomar las medidas necesarias para apoyar y garantizar el derecho de los pueblos indígenas a la restitución de sus tierras; actualizar y aprobar el proyecto de ley de autonomía indígena que está pendiente desde hace casi 25 años (Alemania);







111.189 Garantizar la implementación efectiva de las leyes y el plan de acción nacional relacionado con los derechos a la tierra de la población indígena (Filipinas);







111.190 Aumentar la atención a la población indígena y eliminar las disparidades entre la población (Yemen);







111.191 Continuar sus acciones e iniciativas para proteger los derechos de las personas más vulnerables de la sociedad, como las madres adolescentes indígenas (Benin);







111.192 Continuar los esfuerzos para lograr un mayor respeto por las normas y prácticas culturales de las poblaciones indígenas y por un mayor acceso a todos los aspectos de los servicios sociales, en particular, la salud y la educación (Guyana);



111.193 Crear una política pública que incorpore los derechos de los pueblos indígenas (Nicaragua);







111.194 Continuar los esfuerzos para la pronta tramitación del Proyecto de Ley sobre la Protección del Derecho a la Nacionalidad de las Personas Indígenas y la Garantía de Integración de las Personas Indígenas Transfronterizas (República Dominicana);







111.195 Eliminar la discriminación estructural contra los pueblos indígenas y afrodescendientes, y garantizar su acceso a la educación (República Árabe Siria);







111.196 Abordar la desigualdad racial en curso, en particular para las comunidades indígenas y afro-costarricenses, y adoptar una estrategia coordinada para combatir el trabajo infantil y el abuso sexual entre las comunidades desfavorecidas y migrantes (Australia);







111.197 Continuar los esfuerzos para promover el respeto y la promoción de los derechos de las poblaciones indígenas y afrodescendientes (Egipto);







111.198 Proporcionar recursos humanos y financieros suficientes al Comisionado Presidencial de Asuntos Africanos con miras a establecer una institución permanente para la promoción y el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de ascendencia africana en Costa Rica (Haití);







111.199 Continuar las acciones del Decenio Internacional para los Afrodescendientes (Perú);







111.200 Aumentar la coordinación y la cooperación entre los diferentes actores que contribuyen al desarrollo humano de las personas con discapacidad (Pakistán);







111.201 Tomar medidas adicionales para respetar los derechos de las personas con problemas de salud mental y discapacidades psicosociales de conformidad con la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, incluso mediante la lucha contra la institucionalización, el estigma, la violencia y la sobreprofesionalización, y el desarrollo de comunidades. servicios de salud mental basados ​​y centrados en las personas que promueven la inclusión en la comunidad y respetan su consentimiento libre e informado (Portugal);



111.202 Promover la implementación del mecanismo para el seguimiento de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, actualmente suspendida, con especial atención al acceso a los servicios públicos (España);







111.203 Mejorar el acceso a las protecciones legales y fortalecer los servicios de emergencia para atender mejor las necesidades de los solicitantes de asilo, en particular los nicaragüenses (Estados Unidos de América);




111.204 Continuar mejorando las medidas destinadas a combatir la discriminación, en particular investigando y castigando las agresiones y las actitudes discriminatorias y xenófobas contra los migrantes y los refugiados (Argentina); 







111.205 Promover los cambios administrativos y legales necesarios para reducir los plazos para la consideración de las solicitudes de asilo y eliminar las tarifas y cargos solicitados a los solicitantes (Brasil); 







111.206 Continuar fortaleciendo las instituciones nacionales para recibir y brindar atención a los migrantes y garantizar su acceso efectivo al trabajo, la atención médica y la educación (Colombia); 







111.207 Implementar medidas para salvaguardar los derechos, la integridad física y el bienestar de los migrantes y refugiados, incluida la lucha contra la trata de personas y la realización de campañas de sensibilización pública (Alemania); 







111.208 Fortalecer los mecanismos existentes para luchar contra la xenofobia y todas las formas de odio contra los migrantes y refugiados en el país, especialmente mediante el uso de las redes sociales (Haití); 







111.209 Fortalecer los recursos para el funcionamiento de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas y fortalecer las capacidades institucionales para la intervención estatal en materia de atención y protección de las víctimas (Honduras);







 111.210 Intensificar los esfuerzos para proteger los derechos fundamentales y el acceso a los servicios esenciales de los migrantes y refugiados (Indonesia); 



111.211 Mejorar las medidas para salvaguardar los derechos fundamentales y el bienestar de todos los migrantes (Nepal); 







111.212 Crear mecanismos efectivos contra la xenofobia y todo tipo de odio hacia las personas migrantes (Nicaragua). 







112. Todas las conclusiones y / o recomendaciones que figuran en el presente informe reflejan la posición del Estado o los Estados que las presentaron y / o el Estado objeto de examen. No deben interpretarse como aprobadas por el Grupo de Trabajo en su conjunto.







III. Promesas y compromisos voluntarios.







113. Costa Rica se compromete a redactar un Plan de acción para la implementación de las recomendaciones del EPU, en el marco de su Mecanismo nacional para la presentación de informes y el seguimiento.












anexo 



Composición de la delegación. 



[bookmark: _GoBack]La delegación de Costa Rica estuvo encabezada por S.E. Sra. Nancy Gabriela Marín Espinoza, Ministra de Comunicación, e integrada por los siguientes miembros:



 • Jefe de Delegación Alterna, S.E. Sra. Elayne Whyte, Embajadora, Representante Permanente; 



• Sr. Enrique Sánchez Carballo, Diputado, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa; 



• Sr. Víctor Barrantes Marín, Viceministro de Gobernación y Policía; 



• Sr. Norman Lizano Ortiz, Embajador en Misión Especial; 



• Sra. Shara Duncan Villalobos, Embajadora, Representante Permanente Adjunta;



• Sra. Maricela Muñoz Zumbado, Ministro Consejero; 



• Sr. Alexander Peñaranda Zárate, Ministro Consejero; 



• Srta. Diana Murillo Solís, Consejero;



 • Srta. Mariana Castro Hernández, Consejero; 



• Srta. Melissa Lorincz Sosa, Agregado, Oficial de Derechos Humanos de la Dirección General de Política Exterior.















image1.wmf













				[bookmark: _GoBack]



				United Nations



				[bookmark: Symbol_Cover_Page]A/HRC/WG.6/33/L.10







				[image: _unlogo]



				General Assembly















UNEDITED VERSION



				Distr.: Limited



[bookmark: Document_Date]21 May 2019







Original: English























Consejo de Derechos Humanos



Grupo de Trabajo sobre la Revisión Periódica Universal.



Trigésimo tercer período de sesiones



Ginebra, 6-17 de mayo de 2019











Proyecto de informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal *[footnoteRef:1] [1:  El anexo se distribuye sin edición formal, en español.] 




Costa Rica



























































































































Introducción












1. El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, establecido de conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, celebró su 33º período de sesiones del 6 al 17 de mayo de 2019. El examen de Costa Rica se realizó en la 11ª reunión, el 13 Mayo de 2019. La delegación de Costa Rica estuvo encabezada por el Ministro de Comunicaciones, SE Nancy Gabriela Marín Espinoza. En su 17ª reunión, celebrada el 16 de mayo de 2019, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre Costa Rica.







 2. El 15 de enero de 2019, el Consejo de Derechos Humanos seleccionó al siguiente grupo de relatores (troika) para facilitar el examen de Costa Rica: Afganistán, Chile y Togo. 







3. De conformidad con el párrafo 15 del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos y el párrafo 5 del anexo de la resolución 16/21 del Consejo, se publicaron los siguientes documentos para el examen de Costa Rica:







 (a) Un informe nacional presentado / presentación por escrito hecha de acuerdo con el párrafo 15 (a) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 1);







 b) Una recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) de conformidad con el párrafo 15 b) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 2); 







c) Un resumen preparado por el ACNUDH de conformidad con el párrafo 15 (c) (A / HRC / WG.6 / 33 / CRI / 3). 







4. Una lista de preguntas preparada de antemano por Bélgica, Alemania, Portugal, en nombre del Grupo de Amigos sobre implementación nacional, informes y seguimiento, Eslovenia, España, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Uruguay se transmitió a Costa Rica a través de la troika. Estas preguntas están disponibles en el sitio web de la revisión periódica universal.







I. Resumen de los procedimientos del proceso de revisión.











A. Presentación del Estado examinado.








5. La delegación declaró que a Costa Rica le complacía participar en el proceso del Examen Periódico Universal. Durante los últimos cinco años, el país ha experimentado muchos cambios positivos, pero persisten varios desafíos. La promoción y protección de los derechos humanos estaba en el centro de la democracia costarricense, con una estructura institucional sólida, órganos de supervisión sólidos y una sociedad civil activa. Además, las normas internacionales relacionadas con la protección de estos derechos tenían un carácter supra-constitucional. 







6. Con respecto al derecho a un medio ambiente sano, el país había logrado una de las coberturas más altas en América Latina de agua potable en interiores y estaba invirtiendo fuertemente en mejorar el saneamiento. También logró revertir la tendencia de la deforestación, alcanzando una cobertura forestal de más del 52% del territorio nacional. El noventa y cinco por ciento de la producción de electricidad estaba libre de emisiones de carbono y el Plan Nacional de Descarbonización tenía como objetivo alcanzar una economía de cero emisiones netas para el año 2050. Además, el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública de Costa Rica 2019-2022 incluía participación ciudadana y 138 indicadores vinculados directa o indirectamente a los indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) definidos por el país.







7. La Constitución protegía el derecho a la igualdad y la no discriminación y Costa Rica había progresado en la mejora de los derechos humanos de diferentes grupos. Había adoptado una nueva legislación laboral para reducir la demora judicial, prohibió todas las formas de discriminación en el empleo, ya sea por razones de edad, origen étnico, sexo, religión, raza u otras condiciones. Además de establecer un ambiente de trabajo respetuoso, Costa Rica busca la ejecución de una justicia laboral inmediata. Costa Rica también había tomado medidas importantes para garantizar los derechos de las personas mayores, incluso mediante la ratificación de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores y el establecimiento del Consejo Nacional para las Personas Mayores para coordinar acciones para su cuidado en situaciones de vulnerabilidad social. 







8. Para combatir la pobreza y la pobreza extrema, Costa Rica había implementado una serie de herramientas innovadoras, como el Índice de Pobreza Multidimensional, para medir los diferentes tipos de privaciones que sufren las familias que viven en la pobreza. También había adoptado una "Estrategia nacional para la reducción de la pobreza", que utilizaba un enfoque multisectorial e interinstitucional para garantizar el acceso a un conjunto integral de programas y servicios.







9. En cuanto a la situación de las personas privadas de libertad, Costa Rica había promovido el uso de medidas alternativas a la detención, incluida la vigilancia electrónica. Como resultado, el hacinamiento descendió del 48,1% en 2016 al 31,1% en 2018.







10. El actual gabinete gubernamental fue el primero en la historia republicana del país con una representación igualitaria de hombres y mujeres. Además, las últimas elecciones legislativas han resultado en la mayor representación de mujeres en la Asamblea Legislativa en la historia de Costa Rica. En 2018, la lucha contra la violencia contra las mujeres fue declarada una prioridad nacional y se pidió a todas las entidades estatales que iniciaran o fortalecieran los programas para enfrentarla. En los esfuerzos para combatir la violencia doméstica, el Poder Judicial había creado una plataforma integrada de servicios de asistencia a las víctimas, que incorporaba servicios de asistencia psicológica, médica y legal que se proporcionaban de forma gratuita.







11. Con respecto al acceso a la salud, se aprobó la inclusión de la Vacuna contra el Virus del Papiloma Humano para la población femenina de diez años. Los embarazos de adolescentes habían disminuido en los últimos años, y la reducción de los nacimientos en madres adolescentes era una meta del Plan Estratégico Nacional para la Salud de los Adolescentes. Costa Rica aprobó el uso de anticonceptivos orales de emergencia y planeó colocarlo en el mercado sin la necesidad de una receta médica. La aplicación del aborto 'no punible' (aborto impune) seguía siendo una deuda pendiente y Costa Rica esperaba asegurar su aplicación efectiva y la publicación de las directrices técnicas que lo regulan durante el curso de 2019.







12. En cuanto a los derechos LGBTI, al acto simbólico de alzar la bandera de la diversidad por primera vez en la Casa Presidencial en 2014 siguió al menos 12 decretos ejecutivos y directivas que permitían a las parejas del mismo sexo acceder a la seguridad social, herencia de la pensión. Igualdad de trato en centros de salud y cárceles. Tras la Opinión Consultiva emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en respuesta a una consulta realizada por Costa Rica, a partir de mayo de 2020, el matrimonio civil de parejas del mismo sexo se convertiría en una realidad en el país. El Tribunal Electoral había emitido una orden administrativa para permitir el cambio de nombre de las personas transgénero en los documentos de identidad de acuerdo con su identidad de género y el Gobierno había ordenado hacer lo mismo en toda la documentación oficial. El Comisionado Presidencial para personas LGBTI, creado en 2018 dentro de la Oficina del Presidente de la República, coordinó las iniciativas del Gobierno en este campo.







13. La Asamblea Legislativa aprobó una serie de leyes para mejorar la protección de los derechos humanos en el país, incluida una ley que aumentará de 10 a 25 años, a partir de la mayoría de edad de la víctima, el estatuto de limitaciones para delitos sexuales contra niños. ; la ley sobre el acceso a la justicia para los pueblos indígenas; una ley que fortalece la protección legal de niñas y adolescentes en situaciones de violencia de género asociada con relaciones abusivas; y una ley para la promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad para promover y garantizar su pleno ejercicio del derecho a la autonomía personal, entre otros.








B. Diálogo interactivo y respuestas del Estado examinado.







14. Durante el diálogo interactivo, 85 delegaciones hicieron declaraciones. Las recomendaciones hechas durante el diálogo se encuentran en la sección II del presente informe.







15. El Pakistán valoró los esfuerzos de Costa Rica para combatir la violencia doméstica y señaló el establecimiento de una plataforma integrada de servicios de apoyo a las víctimas por parte del Poder Judicial. También dio la bienvenida a la Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza, también conocida como estrategia "Puente al Desarrollo".







16. La República de Corea observó con satisfacción políticas concretas sobre igualdad de género, educación y salud pública. Esperaba que Costa Rica continuara abordando los desafíos pendientes para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible.







17. La República de Moldova felicitó a Costa Rica por presentar su primer examen nacional voluntario sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Acogió con satisfacción la ratificación de varios instrumentos de derechos humanos y el progreso realizado en materia de derechos y empoderamiento de las mujeres.







18. Ruanda acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para implementar las recomendaciones del último EPU, incluso mediante la adopción de leyes y políticas de derechos humanos, en particular para promover la igualdad de género y la cohesión social.







19. Senegal señaló la ratificación por Costa Rica de varios instrumentos internacionales de derechos humanos. También acogió con satisfacción las medidas para actualizar la legislación laboral, reducir la pobreza, combatir la discriminación racial y proteger los derechos de los trabajadores extranjeros.







20. Singapur elogió los esfuerzos de Costa Rica por alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, sus políticas para proteger a las mujeres y las niñas y su compromiso contra el racismo y la xenofobia, en particular la enmienda constitucional de 2015 que reconoce el carácter multiétnico y pluricultural del Estado. 







21. Eslovenia aplaudió a Costa Rica por su liderazgo en la adopción del Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, Participación Pública y Justicia en asuntos Ambientales. Le preocupaba la baja tasa de enjuiciamiento de los casos de violencia contra las mujeres.







22. Sudáfrica acogió con satisfacción el compromiso de Costa Rica con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la promoción de los derechos de los afrodescendientes y el establecimiento de un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas.







23. España acogió con satisfacción el establecimiento de la Comisión de Alto Nivel responsable de garantizar el cumplimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer y observó con satisfacción los avances en el acceso al suministro de agua potable y saneamiento.







24. El Estado de Palestina acogió con satisfacción los esfuerzos realizados por Costa Rica en el ámbito de la educación, incluidas varias iniciativas legislativas a este respecto, y la mejora del sistema de justicia de menores.







25. Suiza acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica de la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032.







26. La República Árabe Siria agradeció a Costa Rica por su informe nacional y formuló recomendaciones.







27. El Togo acogió con satisfacción las medidas jurídicas e institucionales para garantizar la igualdad de derechos para toda la población y, en particular, para las mujeres, los niños, los refugiados y los migrantes. Alentó el fortalecimiento de la acción nacional sobre los refugiados.




28. Trinidad y Tobago elogió la ambiciosa acción climática de Costa Rica. Tomó nota de la adopción de las enmiendas de Kampala al Estatuto de Roma, la estrategia "Puente al desarrollo" para reducir la pobreza extrema, y ​​el programa "Conseguir un trabajo" para el empleo de los jóvenes. Alentó el desarrollo de un plan de acción para implementar la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018-2030 y la lucha contra la trata de personas. 







29. Túnez observó el fortalecimiento por parte de Costa Rica de su marco legislativo e institucional de derechos humanos y de los sistemas de trabajo y seguridad social. Acogió con satisfacción la acción nacional para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 







30. Ucrania acogió con satisfacción la ratificación por Costa Rica de casi todos los instrumentos universales y regionales de derechos humanos, la reafirmación de su compromiso con el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la elaboración de la Política Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 







31. Los Estados Unidos de América encomiaron los importantes avances de Costa Rica en la reducción del trabajo infantil y su labor para abordar la cuestión de los migrantes y los solicitantes de asilo. Alentó al gobierno a mejorar los procesos legales para aquellos que buscan refugio. 







32. Uruguay acogió con satisfacción la ratificación por Costa Rica del Convenio Nº 189 de la OIT sobre los trabajadores domésticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como sus esfuerzos para promover la equidad de género.







33. La República Bolivariana de Venezuela acogió con satisfacción la adopción de la Política Nacional contra el Racismo. También se refirió a desafíos, como la persistente discriminación y la estigmatización de los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los migrantes y otros grupos vulnerables.







34. El Yemen acogió con satisfacción los esfuerzos realizados por el gobierno para promover los derechos de las mujeres y los niños y para ofrecer protección social y promover el desarrollo económico en el país.



35. Afganistán felicitó a Costa Rica por su progreso en la implementación de las recomendaciones del ciclo anterior y lo felicitó por la enmienda de la Constitución en 2015 para reconocer la naturaleza multiétnica y multicultural del país.







36. Albania acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por modernizar la legislación laboral, su compromiso con el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus importantes avances en materia de igualdad de género. Alentó a Costa Rica a continuar sus esfuerzos para eliminar la violencia contra las mujeres.







37. Argelia acogió con satisfacción la adopción de la política nacional 2014-2015 contra el racismo, la discriminación racial y la xenofobia y las medidas adoptadas para combatir la pobreza y mitigar los efectos de la distribución desigual de la riqueza.







38. Angola felicitó a Costa Rica por su firme compromiso contra el racismo, su promoción de los derechos de las mujeres y su papel en la protección de la biodiversidad y lo alentó a continuar sus esfuerzos para reducir el desempleo y el tráfico de armas.







39. Argentina felicitó a Costa Rica por la adopción de la Política Nacional para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres 2018-2030 como base para el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.







40. Armenia elogió a Costa Rica por ser el primer país en firmar el pacto nacional para los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Acogió con satisfacción la adopción de la Política Integral de Migración 2013 - 2023 y de las medidas para promover la igualdad de género.







41. Australia reconoció los esfuerzos de Costa Rica por mejorar su marco nacional de derechos humanos, convirtiéndolo en un líder regional en este sentido. Si bien elogió el progreso realizado desde la revisión del segundo ciclo, señaló que se necesitaban nuevas medidas.







42. La delegación observó que Costa Rica se había convertido cada vez más en un país de asilo y subrayó que estaba haciendo grandes esfuerzos para garantizar la plena integración y mejores condiciones de vida tanto para los migrantes como para los refugiados. Costa Rica había firmado o ratificado varios instrumentos internacionales al respecto, entre ellos el Convenio 189 de la OIT y el Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular. La implementación de la Política de Migración 2013-2023 había dado como resultado avances sustanciales en la promoción y protección de los derechos de los migrantes y refugiados, incluyendo el acceso al trabajo, la educación y la seguridad social. Para garantizar una mejor protección de los derechos de los migrantes, Costa Rica también estableció un Tribunal Administrativo de Migración, el tercer tribunal de este tipo en el mundo.







43. La trata de personas estaba regulada en la Ley General de Migración e Inmigración, con penas que iban de 4 a 8 años en prisión y 10 años en casos agravados.







44. En 2015, el primer artículo de la Constitución fue reformado para reconocer el carácter multiétnico y pluricultural de la sociedad costarricense. Costa Rica también había actualizado los instrumentos legales para monitorear que los programas de inversión pública respetaran las diferencias y necesidades de su sociedad diversa.







45. A pesar de estas mejoras, la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas presentes en el país siguió siendo un desafío. Para hacer operativo el derecho al consentimiento previo, libre e informado, Costa Rica había establecido, a través de un proceso participativo, un mecanismo de consulta en línea con las recomendaciones del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los pueblos indígenas. En 2019, el Gobierno también adoptó las directrices para el desarrollo participativo e intercultural de la política pública para los pueblos indígenas 2019-2024.







46. ​​Para acelerar la restitución de las tierras ancestrales ocupadas por pueblos no indígenas, Costa Rica había desarrollado el Plan Nacional para la Recuperación de los Territorios Indígenas de Costa Rica 2016-2022, que ahora se encontraba en su primera fase de implementación. La delegación condenó enérgicamente el asesinato del líder indígena Sergio Rojas Ortiz, ocurrido el 18 de marzo de 2019, e informó que el Presidente de la República había solicitado la investigación inmediata de este homicidio para llevar a los responsables ante la justicia.







47. Desde el examen anterior, Costa Rica también había adoptado varias medidas para mejorar la calidad de vida de los afrodescendientes. En 2014, creó el Comisionado Presidencial para asuntos afrodescendientes para coordinar las acciones gubernamentales para promover el desarrollo de la población afrodescendiente y, en 2015, lanzó el Decenio de las Naciones Unidas para los Pueblos Afrodescendientes y el Plan Nacional de Reconocimiento. , Justicia y Desarrollo de los afrodescendientes 2015-2018.







48. Azerbaiyán subrayó el progreso realizado por Costa Rica en la implementación de las recomendaciones del ciclo anterior del EPU, en particular al ratificar varios tratados internacionales y modificar su Constitución para reconocer el carácter multiétnico y multicultural del Estado.







49. Las Bahamas señalaron su preocupación por la conservación de las zonas marítimas. Dio la bienvenida al liderazgo de Costa Rica al presidir la Conferencia de la ONU de 2017 sobre la prohibición de las armas nucleares y la eliminación de las armas de destrucción masiva.







50. Barbados felicitó a Costa Rica por su promoción de los derechos humanos, como se refleja en la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018-2030 y las regulaciones y políticas de educación dirigidas a combatir el racismo.







51. Belarús observó el fortalecimiento por parte de Costa Rica de sus instituciones de derechos humanos y su cooperación con el ACNUDH. También destacó los desafíos, incluidos los migrantes y refugiados, la discriminación contra las personas con discapacidad y los pueblos indígenas.







52. Bélgica reconoció el progreso realizado por Costa Rica desde el anterior EPU. Sin embargo, consideró que se podrían realizar más progresos para aumentar la protección de los derechos humanos de conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos.




53. Benin señaló el reconocimiento por parte de Costa Rica del carácter multiétnico y multicultural del país, la reforma del Código del Trabajo y la prohibición de toda discriminación en el trabajo, y la implementación de un plan nacional de desarrollo. 







54. Bhután observó con aprecio la ratificación por Costa Rica de la Convención de 2011 de la OIT sobre las trabajadoras y los trabajadores del hogar y del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como la enmienda constitucional para garantizar el respeto de la diversidad cultural. 







55. El Estado Plurinacional de Bolivia valoró el reconocimiento por parte de Costa Rica de la naturaleza multiétnica y multicultural del país, que ahora se reflejaba en la Constitución, y acogió con satisfacción los esfuerzos por establecer un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. 







56. El Brasil encomió la aprobación de la ley sobre la autonomía de las personas con discapacidad y la declaración de la lucha contra la violencia contra la mujer como prioridad nacional. También acogió con satisfacción los avances en la producción de datos estadísticos desglosados. 







57. Bulgaria tomó nota con agradecimiento de la adopción de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2014-2025 y su Plan de Acción 2015-2018. Elogió a Costa Rica por su excepcional historial ambiental. 







58. Canadá acogió con satisfacción las medidas positivas adoptadas por Costa Rica para combatir la discriminación y la violencia contra las mujeres y las niñas, así como contra las personas LGBTI. Alentó a Costa Rica a tomar nuevas medidas para lograr la igualdad. 







59. Chile felicitó a Costa Rica por la ratificación de la Convención Interamericana contra el Racismo y la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Destacó el desarrollo de políticas nacionales para la implementación de la Agenda 2030.







 60. China acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica del Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública y la Estrategia Nacional para la Reducción de la Pobreza 2015-2018. 61. Colombia acogió con satisfacción los progresos realizados por Costa Rica en el ámbito de los derechos de las personas de edad y de las personas con discapacidad, en particular el establecimiento del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad.







62. El Congo felicitó a Costa Rica por la aprobación de la ley que establece el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y por sus esfuerzos para proteger el medio ambiente.







63. Costa de Marfil acogió con satisfacción el fortalecimiento por parte de Costa Rica de su marco institucional y legislativo de derechos humanos, en particular la adopción de la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia, así como su plan de acción 2015-2018. 







64. Croacia acogió con satisfacción la promulgación de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres de 2018 a 2030 y destacó el compromiso de Costa Rica de implementar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y proteger los derechos de las personas de edad.







65. Cuba observó la actualización del marco legislativo e institucional de Costa Rica, en particular con respecto a la discriminación contra las mujeres y los pueblos indígenas.







66. Dinamarca reconoció el marco legal de Costa Rica para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, pero observó que el proyecto de ley sobre Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas llevaba más de 20 años pendiente.







67. La República Dominicana reconoció el compromiso de Costa Rica con los derechos humanos, demostrado por la ratificación de varios instrumentos internacionales de derechos humanos.







68. Ecuador acogió con satisfacción la reforma constitucional que reconoció el carácter multiétnico y pluricultural de Costa Rica y la creación del Mecanismo General de Consulta de los Pueblos Indígenas.







69. Egipto encomió los esfuerzos del Gobierno por promover la igualdad de género y combatir la violencia contra la mujer. Acogió con satisfacción el establecimiento del mecanismo de consulta con los pueblos indígenas y los esfuerzos para integrar a los migrantes y refugiados en la sociedad.







70. El Salvador observó la creación por Costa Rica de la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Aplicación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos y la reforma de la Constitución que reconoce el carácter multiétnico y pluricultural del país.







71. Fiji observó que Costa Rica había reconocido constitucionalmente el derecho a un medio ambiente sano y elogió su liderazgo en el establecimiento de normas y la implementación de políticas relacionadas con el cambio climático, así como sus iniciativas para incluir una perspectiva de género en las políticas ambientales.







72. Francia acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para combatir el racismo y la discriminación y mejorar el respeto de los derechos de las personas LGBTI, los migrantes y los refugiados.







73. Gabón agradeció la inclusión de los derechos de las mujeres rurales en las estrategias y políticas para promover la igualdad de género. Acogió con satisfacción el Plan Nacional de Desarrollo Rural y los esfuerzos para prevenir la violencia de género y la explotación económica de los niños.







74. Georgia elogió la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos, la enmienda de la Constitución para garantizar el respeto a la diversidad cultural y el establecimiento de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres.



75. Alemania reconoció los esfuerzos de Costa Rica por proteger a los niños, incluida la adopción de la Ley de Relaciones Impropias y alentó a Costa Rica a que la implementara.



76. Grecia felicitó a Costa Rica por sus esfuerzos para promover la igualdad de género, incluido el establecimiento de un gabinete con equilibrio de género en el Gobierno, y acogió con satisfacción la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos humanos.




77. Guyana felicitó a Costa Rica por la presentación de los informes a los Órganos de Tratados y el Decreto Ejecutivo que establece un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. También acogió con satisfacción la Ley de Reforma Laboral. 







78. Haití acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por proteger el medio ambiente y promover los derechos de los afrodescendientes. Felicitó a Costa Rica por su liderazgo en la promoción del Decenio Internacional para los Afrodescendientes. 







79. La Santa Sede aprecia el papel de Costa Rica en la promoción del Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares. También reconoció los esfuerzos por mejorar la educación de calidad, la participación de las mujeres en la vida social y la protección de los migrantes y refugiados. 







80. Honduras elogió el establecimiento por Costa Rica de un mecanismo de consulta con los indígenas y la adopción de la política nacional para una sociedad, libre de racismo, discriminación y xenofobia.







 81. Islandia acogió con satisfacción las iniciativas de Costa Rica para promover la igualdad de género, erradicar la violencia de género, crear el Comisionado Presidencial para asuntos LGBTI y promover los derechos de las personas LGBTI. 







82. La India acogió con satisfacción la adopción de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres y el establecimiento del Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad. Señaló el considerable progreso en el campo de la educación.







83. Indonesia acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica por alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible mediante un programa de desarrollo inclusivo y tomó nota con agradecimiento de la publicación del Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública.







84. La República Islámica del Irán destacó que los centros de detención deberían tener en cuenta las necesidades de los menores y las mujeres, y señaló la falta de un marco jurídico para combatir la discriminación.







85. El Iraq acogió con satisfacción la adopción por Costa Rica del Plan Nacional de Desarrollo, la Estrategia Nacional del Trabajo y la Ley de Reforma Laboral y lo alentó a que adoptara nuevas medidas para promover los derechos humanos.







86. La delegación afirmó que Costa Rica consideraba prioritarios los derechos humanos de los niños y adolescentes y que había reflejado este compromiso en la Agenda Nacional para la Infancia y la Adolescencia 2015-2020. La Agenda incluyó acciones en áreas como educación, familia y salud y promovió la igualdad y la no discriminación.







87. Costa Rica había reducido el abandono escolar y estaba trabajando para erradicar las peores formas de trabajo infantil, la trata de niños y la explotación sexual comercial. Además, en 2015, el gobierno lanzó la política "Educar para una nueva ciudadanía", para promover el respeto por las diferencias culturales, étnicas y de género.







88. Finalmente, la delegación destacó el fortalecimiento de la Comisión Interinstitucional para la Implementación de Recomendaciones y Obligaciones de Derechos Humanos, integrada por más de 25 instituciones y con la participación de la sociedad civil. Agradeció a Paraguay y al sistema de las Naciones Unidas su cooperación para instalar SIMORE, una plataforma de tecnología de la información para facilitar el seguimiento de la implementación de las recomendaciones de los mecanismos internacionales y regionales de derechos humanos.







89. Irlanda elogió los progresos realizados por Costa Rica para garantizar la igualdad y prevenir la discriminación contra las personas LGBTI. Reconoció los desafíos planteados por el aumento de los niveles de migración de los países vecinos y las medidas adoptadas para hacerles frente.







90. Kazajstán acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica en el campo de la educación, la asistencia sanitaria y la protección de los derechos de los niños, las mujeres, las personas con discapacidad y las poblaciones indígenas. Señaló positivamente la adopción de la política nacional contra el racismo, la discriminación racial y la xenofobia.







91. Kirguistán acogió con satisfacción las medidas adoptadas por Costa Rica para abordar la pobreza y las cuestiones de género, así como la ratificación de la Convención de la OIT sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.







92. Madagascar acogió con satisfacción la aplicación por parte de Costa Rica de la política de acceso a la justicia de las personas afrodescendientes. Sin embargo, observó la prevalencia de la discriminación estructural contra las personas indígenas y afrodescendientes, los refugiados y las personas con discapacidad.







93. Maldivas encomió las medidas institucionales y legislativas adoptadas por Costa Rica para promover y proteger los derechos humanos y se sintió alentado por el compromiso del Gobierno con la igualdad de género.



94. Malta tomó nota positiva de los avances que Costa Rica había logrado en la promoción del desarrollo sostenible, en particular a través del Plan Nacional para el Desarrollo y la Inversión Pública y el Plan Estratégico para la descarbonización.







95. México reconoció los avances logrados por Costa Rica, en particular con respecto al mecanismo de consulta con los pueblos indígenas, y la ratificación del Convenio 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos.







96. Montenegro acogió con satisfacción la adopción de la política nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia. Expresó preocupación por las capacidades operativas limitadas de la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Aplicación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos.







97. Myanmar observó varias medidas para mejorar la igualdad de género y felicitó a Costa Rica por la formación del primer gabinete con equilibrio de género en su historia, en el que casi la mitad de los miembros eran mujeres.







98. Nepal felicitó a Costa Rica por su compromiso de alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y observó con aprecio el lanzamiento del Plan Nacional de Integración y la política nacional de salud para las personas de ascendencia africana.







99. Los Países Bajos felicitaron a Costa Rica por las medidas adoptadas para aplicar la opinión consultiva de la Corte Interamericana con respecto a las parejas del mismo sexo. Le preocupaba la falta de una posibilidad regulada y segura de interrumpir los embarazos no deseados.







100. Nicaragua agradeció a Costa Rica por la presentación de su informe nacional.







101. Qatar tomó nota de los Planes nacionales para el desarrollo y la inversión pública y para el desarrollo rural, los esfuerzos por garantizar una educación de calidad y la prevención del abandono escolar y las iniciativas de la Misión Permanente en Ginebra.







102. Panamá destacó el reconocimiento constitucional del carácter multiétnico y pluricultural del Estado. También señaló que Costa Rica era un firme defensor del derecho internacional y un punto de referencia en la región para erradicar la apatridia.



103. Paraguay agradeció a Costa Rica por la cooperación para instalar en el país el mecanismo para las recomendaciones de seguimiento llamado SIMORE. Felicitó a Costa Rica por la ratificación del Convenio Nº 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos.







104. Perú reconoció el compromiso de Costa Rica con los derechos humanos en el país y destacó su constante apoyo al sistema universal de derechos humanos.







105. Filipinas felicitó a Costa Rica por la ratificación del Convenio Nº 189 de la OIT sobre trabajadores domésticos. También acogió con satisfacción el desarrollo y la ejecución de planes nacionales relativos a las mujeres, los niños y los pueblos indígenas.







106. Portugal felicitó a Costa Rica por el establecimiento de SIMORE y el Mecanismo Nacional de Implementación, Informes y Seguimiento. Portugal acogió con satisfacción los esfuerzos de Costa Rica en la protección de las minorías, incluidas las personas LGBTI.







107. Italia acogió con satisfacción los avances de Costa Rica en el campo de la igualdad de género y la prevención de la violencia contra la mujer. Apreció las iniciativas para mejorar los derechos de las personas con discapacidad y garantizar la educación inclusiva.







108. El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte acogió con satisfacción el compromiso de Costa Rica con la igualdad de género, los derechos de los niños, los derechos LGBT y la libertad de expresión. Instó al Gobierno a finalizar el Proyecto de Ley de Autonomía Indígena e implementar el Plan Nacional para la restitución de tierras indígenas.







109. Costa Rica agradeció a todas las delegaciones por sus declaraciones y por reconocer los avances logrados por el país. También tomó nota de las preocupaciones expresadas durante el diálogo interactivo y declaró que el Gobierno estudiaría las recomendaciones cuidadosamente y esperaba aceptar la mayoría de ellas.







110. La delegación también agradeció a las organizaciones de la sociedad civil por su participación en el proceso del EPU y al sistema de las Naciones Unidas en Costa Rica y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos por su asistencia. Concluyó enfatizando que, durante los próximos cinco años, Costa Rica hará cualquier esfuerzo por traducir los compromisos asumidos en el Examen Periódico Universal en acciones concretas en beneficio de toda la población y, en particular, de aquellos en situación de vulnerabilidad.








II. Conclusiones y / o recomendaciones.







111. Costa Rica examinará las siguientes recomendaciones, que responderán a su debido tiempo, pero a más tardar en el 42º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos.







111.1 Ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Bélgica);







111.2 Adoptar un proceso abierto basado en los méritos al seleccionar candidatos nacionales para las elecciones del Cuerpo de Tratados de las Naciones Unidas (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);







111.3 Ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (El Salvador); (República Árabe Siria); (Venezuela (República Bolivariana de)); (Congo); (México); (Paraguay); Ratificar los tratados internacionales de derechos humanos en los que aún no es parte, en particular la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y miembros de sus familias (Ecuador);







111.4 Ratificar la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares para alinear mejor su legislación nacional con las normas internacionales (Senegal);







111.5 Reconsiderar la ratificación de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Indonesia); Considerar la posibilidad de ratificar y adherirse a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Uruguay); Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Honduras); Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Afganistán); Considerar la posibilidad de adherirse a la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (Kirguistán);







111.6 Aplicar plenamente los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados y cumplir las obligaciones del país en virtud de esos documentos (Ucrania);







111.7 Adoptar medidas adicionales para armonizar la legislación y las políticas con el derecho internacional humanitario (Kirguistán);







111.8 Asegurar que el Comité Interinstitucional de Supervisión e Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos tenga los medios, incluidos los recursos financieros, humanos y materiales necesarios, para cumplir su mandato de manera efectiva y pueda garantizar que el órgano permanente de consulta con la sociedad civil está en pleno funcionamiento (Irlanda);







111.9 Fortalecer la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento y la Implementación de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos y continuar implementando el Sistema de Monitoreo de Recomendaciones (Paraguay);







111.10 Tomar medidas destinadas a garantizar una mayor eficiencia y responsabilidad del servicio público (Azerbaiyán);







111.11 Penalizar la discriminación racial y la desaparición forzada en su legislación nacional (Yemen);







111.12 Continuar sus esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación y acelerar la adopción de una legislación integral para combatir la discriminación dentro del país (Afganistán);







111.13 Establecer como delito penal todas las formas de discriminación racial de conformidad con las normas internacionales y regionales relacionadas con los derechos humanos (Albania);







111.14 Penalizar la discriminación racial y xenófoba en la legislación nacional (Angola);







111.15 Adoptar las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fortalecer la lucha contra la discriminación racial y la estigmatización de los migrantes, los solicitantes de asilo y los refugiados (Ecuador);







111.16 Modificar su Ley Penal para aumentar las penas por discriminación racial y considerarla como una circunstancia agravante, especialmente contra los pueblos indígenas y afrodescendientes (Grecia);







111.17 Aprobar el proyecto de ley Nº 19.288 sobre la prevención, erradicación y castigo del racismo y todas las formas de discriminación (República Islámica del Irán);







111.18 Adoptar un mecanismo legislativo integral contra todas las formas de discriminación (Madagascar);







111.19 Adoptar un marco normativo integral para luchar contra la discriminación y el racismo, así como tomar acciones concretas para combatir el odio y la discriminación estructural contra grupos en situaciones vulnerables, incluidas las personas LGBTI (México);







111.20 Adoptar un marco legal integral para combatir la discriminación (Montenegro);







111.21 Establecer un marco normativo integrado de lucha contra la discriminación racial (Nicaragua);







111.22 Penalizar la discriminación racial y concluir el proceso de adopción de la Ley de 2017, que todavía se está debatiendo, con el objetivo de abordar de manera integral todas las diferentes formas de discriminación (España);







111.23 Fortalecer la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia y la implementación de su Plan de Acción (El Salvador);







111.24 Aplicar las lecciones aprendidas de los desafíos de su Política Nacional 2015-2018 para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia para asegurar una implementación más efectiva de la próxima fase de su Plan de Acción 2020-2025 (Singapur);







111.25 Fortalecer la aplicación de medidas para hacer frente a la marginación y la discriminación contra las personas de ascendencia africana, incluso mediante el aumento de la capacidad institucional para documentar, investigar y enjuiciar sistemáticamente los actos de discriminación (Rwanda);







111.26 Continuar con y aumentar los esfuerzos para combatir la discriminación contra las personas de ascendencia africana y todas las minorías (Guyana);




111.27 Continuar los esfuerzos para luchar contra todas las formas de discriminación contra los grupos vulnerables, incluidas las personas indígenas (Francia); 







111.28 Continuar los esfuerzos para abordar la discriminación contra las minorías y los pueblos indígenas a fin de lograr la igualdad para todos en la sociedad (Nepal); 







111.29 Continuar los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación, incluso contra los pueblos indígenas (Italia); 







111.30 Continuar las medidas destinadas a luchar contra la discriminación contra las personas LGBTIQ, así como a prevenir, investigar y sancionar los actos de discriminación y violencia contra ellos (Argentina); 







111.31 Adoptar legislación que penalice los delitos de odio por motivos de orientación sexual e identidad de género (Canadá); 







111.32 Continuar trabajando hacia la eliminación de la discriminación contra las personas LGBTI y la erradicación de la violencia de género contra las lesbianas, bisexuales, transexuales e intersexuales (Chile); 







111.33 Fortalecer las estrategias nacionales para prevenir la violencia y las acciones discriminatorias contra las personas LGBTI (Colombia); 







111.34 Mejorar los registros y otros datos sobre la situación de las personas LGBTI (Islandia);



111.35 Fecha de desagregación basada en la orientación sexual, la identidad de género y las características sexuales con miras a comprender claramente la situación de las personas LGBTI (Malta); 







111.36 Adoptar medidas para prevenir, investigar, procesar y sancionar los delitos de odio contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transexuales e intersexuales (Montenegro);







 111.37 Elaborar e implementar un plan de acción para eliminar todas las formas de discriminación social e institucional contra las personas LGBTI, que incluye un proceso de monitoreo (Países Bajos);







 111.38 Realizar esfuerzos complementarios para asegurar que la población LGBTI goce efectivamente de sus derechos consagrados en la legislación costarricense, centrándose especialmente en su acceso al sistema de salud y al empleo (Uruguay); 







111.39 Continuar los esfuerzos para combatir el discurso de odio contra los extranjeros y fomentar una cultura de diversidad y tolerancia (Túnez); 







111.40 Sancionar la promoción de los estereotipos y prejuicios raciales por parte de los medios de comunicación; erradicar la discriminación racial estructural y la xenofobia, particularmente de los migrantes, y combatirla en centros educativos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.41 Intensificar los esfuerzos para luchar contra los prejuicios contra las personas que viven con el VIH / SIDA (Congo); 







111.42 Desarrollar un plan de acción nacional sobre empresas y derechos humanos (Suiza); 111.43 Seguir fortaleciendo los sistemas de conservación marítima y la vigilancia de las áreas protegidas (Bahamas); 







111.44 Seguir aplicando las estrategias nacionales de desarrollo y lograr un desarrollo económico y social sostenible a fin de establecer una base sólida para que su población disfrute de todos los derechos humanos (China);




111.45 Seguir creando capacidad institucional, datos y conocimientos para integrar mejor las consideraciones ambientales y climáticas en el marco reglamentario nacional y desarrollar nuevas capacidades y sistemas para la aplicación y la supervisión del cumplimiento en los principales sectores (Fiji); 







111.46 Desarrollar, en colaboración con las personas mayores, las personas con discapacidad y los grupos indígenas y otros grupos marginados, medidas para hacer frente a la reducción del riesgo de desastres y combatir los efectos negativos del cambio climático (Fiji); 







111.47 Castigar la represión policial durante las protestas pacíficas, educar a los operadores de justicia y de derechos humanos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.48 Reducir el hacinamiento en las cárceles y mejorar las condiciones de las cárceles construyendo nuevas instalaciones, renovando las instalaciones existentes y evaluando las medidas de política para reducir la población carcelaria (Estados Unidos de América); 







111.49 Evitar el uso indiscriminado de la detención preventiva; erradicar el hacinamiento carcelario y mejorar las condiciones penitenciarias precarias (República Bolivariana de Venezuela);







 111.50 Mejorar las condiciones de los centros de detención superpoblados y operarlos de conformidad con las normas internacionales pertinentes (República de Corea); 







111.51 Intensificar los esfuerzos para reducir el hacinamiento y las malas condiciones en los lugares de detención (Grecia); 







111.52 Seguir aplicando políticas y leyes que promuevan la causa mundial de los derechos humanos, en particular en la esfera del desarme (Bahamas); 







111.53 Lucha contra la corrupción y falta de independencia del poder judicial mediante elecciones transparentes de magistrados (República Bolivariana de Venezuela); 







111.54 Garantizar el acceso igualitario de las mujeres a la justicia, incluso eliminando las barreras económicas, ampliando el servicio público de asistencia jurídica (Azerbaiyán); 



111.55 Asegurar que los jueces, fiscales y oficiales de policía manejen los casos de violencia de género y discriminación contra las mujeres de una manera sensible al género (Islandia); 







111.56 Seguir apoyando la política institucional de acceso a la justicia para las personas afrodescendientes (Sudáfrica); 







111.57 Castigar a los responsables de ataques y discursos de odio contra activistas de derechos humanos (República Bolivariana de Venezuela); 







111.58 Fortalecer aún más sus compromisos y tomar acciones específicas para investigar de manera independiente todos los informes de violaciones de derechos humanos contra defensores de derechos humanos, incluido el asesinato de defensores de derechos humanos indígenas y medioambientales, y llevar a la justicia a los sospechosos de responsabilidad penal por estos delitos (Afganistán); 







111.59 Establecer políticas públicas que creen un ambiente seguro y respetuoso para el trabajo de los defensores de los derechos humanos y aseguran una investigación rápida e independiente de todos los informes de violaciones de derechos humanos contra defensores de los derechos humanos, incluido el asesinato de defensores de los derechos humanos indígenas y del medio ambiente (Bélgica); 







111.60 Considerar la implementación de medidas para garantizar la protección de los defensores de derechos humanos (Chile);




111.61 Investigar, procesar y sancionar a los responsables del asesinato del defensor de los derechos humanos y líder indígena Sergio Rojas Ortiz (Islandia); 







111.62 Adoptar medidas efectivas para prevenir, investigar y sancionar las amenazas, la intimidación o la violencia contra los defensores de los derechos humanos, en particular los defensores de los derechos humanos ambientales, con miras a fortalecer su protección (Eslovenia); 







111.63 Adoptar medidas integrales y activas para investigar la trata de personas, procesar a los involucrados y garantizar el castigo adecuado de los perpetradores (República Arabe Siria); 



111.64 Continuar los esfuerzos realizados hasta el momento para combatir la trata de personas mediante la identificación de las víctimas, incluidos los niños migrantes y refugiados (Túnez);







 111.65 Reforzar sus esfuerzos para eliminar la trata de personas, investigando y procesando a los responsables del delito de manera sistemática y activa (República de Corea);







 111.66 Investigar y procesar de manera sistemática y activa a los responsables de la trata de personas y garantizar que los perpetradores sean castigados adecuadamente, y avanzar en el proceso de adopción de un plan de acción nacional específico contra la trata de personas (República de Moldova); 







111.67 Investigar y procesar sistemáticamente y activamente a los responsables de la trata de personas y garantizar su castigo apropiado (Grecia); 







111.68 Reforzar las medidas para investigar y procesar delitos relacionados con la trata de personas y mejorar los mecanismos de protección de las víctimas, incluso mediante la colaboración con otros estados (Indonesia); 







111.69 Desarrollar la capacidad institucional para la atención y protección de las víctimas de la trata de personas y fortalecer las medidas para identificar y remitir de manera proactiva a las víctimas a los servicios de apoyo apropiados (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 







111.70 Promover e implementar las medidas ordenadas por la Cámara Constitucional con respecto al reconocimiento de las uniones matrimoniales de facto y el matrimonio entre personas del mismo sexo, sobre la misma base y con los mismos derechos que los reconocidos para las parejas heterosexuales (Colombia); 







111.71 Adoptar legislación que introduzca un derecho legal a la licencia de paternidad pagada y promueva la distribución equitativa de las responsabilidades de los padres entre mujeres y hombres (Islandia); 







111.72 Promover la distribución equitativa de las responsabilidades parentales entre hombres y mujeres, incluso mediante la adopción de una legislación que establezca la licencia de paternidad remunerada (Eslovenia); 







111.73 Proteger a la familia y su desarrollo como unidad principal para el desarrollo de las sociedades (Egipto); 







111.74 Tomar las medidas necesarias para hacer frente a la baja tasa de participación de las mujeres en el mercado laboral y de la creciente brecha salarial entre mujeres y hombres (República Árabe Siria); 







111.75 Adoptar nuevas medidas para aumentar la representación de las mujeres en la fuerza laboral (Australia);







111.76 Seguir promoviendo la igualdad de género, especialmente en lo que respecta a la participación de las mujeres en el mercado laboral, y reduciendo la brecha salarial entre hombres y mujeres (Gabón);







111.77 Reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres (Iraq);







111.78 Continuar los esfuerzos encaminados a promover el acceso al empleo de los jóvenes, las mujeres y los miembros de los pueblos indígenas (Kazajstán);







111.79 Seguir implementando medidas, como cuotas, para facilitar el acceso al mercado laboral, para personas con discapacidades (Angola);







111.80 Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado y vigilar el cumplimiento de las cuotas de empleo en el sector público (Bulgaria);







111.81 Asegurar la aplicación de la política de protección social y de salud ocupacional nacional a todas las personas que trabajan en la economía informal (India);







111.82 Continuar sus esfuerzos para erradicar la pobreza mediante la aplicación efectiva de su Estrategia nacional para la reducción de la pobreza en 2015-2018 (Bhután);



111.83 Intensificar los esfuerzos y seguir aplicando estrategias gubernamentales para reducir la pobreza y la pobreza extrema (Belarús);







111.84 Fortalecer los esfuerzos para reducir la pobreza (Iraq);







111.85 Seguir procurando el fortalecimiento de los sistemas para profundizar la inclusión social y el disfrute de los derechos humanos en nombre de las personas afrodescendientes, indígenas, migrantes y refugiados (Barbados);







111.86 Seguir consolidando los logros alcanzados en la promoción de los derechos y el bienestar de mujeres, niños y adolescentes (República Dominicana);







111.87 Proseguir los esfuerzos para proteger los derechos humanos de las personas de edad (Qatar);







111.88 Garantizar el derecho a una vivienda adecuada para los pueblos indígenas y la restitución de sus tierras ancestrales (República Bolivariana de Venezuela);







111.89 Erradicar la contaminación de las tuberías y proporcionar acceso equitativo al agua potable y al saneamiento en el 70% de los asentamientos del país que lo reclaman (República Bolivariana de Venezuela);







111.90 Tomar todas las medidas necesarias para mejorar el acceso a la salud, el bienestar social, el agua potable y el saneamiento para los miembros de grupos vulnerables (Croacia);







111.91 Adoptar políticas destinadas a mejorar el disfrute del derecho de acceso al agua potable (Santa Sede);







111.92 Continuar intensificando sus esfuerzos para proporcionar instalaciones de saneamiento adecuadas para las comunidades necesitadas (Maldivas);







111.93 Redoblar los esfuerzos para garantizar el derecho al agua a toda la población, especialmente en las zonas rurales (México);







111.94 Asegurar la disponibilidad de agua, su gestión sostenible y el saneamiento para todas las personas (España);







111.95 Adoptar lo antes posible un reglamento técnico para aclarar el artículo 121 del Código Penal, que autoriza el aborto cuando la vida o la salud de las mujeres están en riesgo, con el objetivo de garantizar su implementación efectiva dentro del sistema de salud pública, en línea con el Desarrollo Sostenible. Objetivos de desarrollo 3.7 y 5.6 (Suiza);







111.96 Reformar el Código Penal para despenalizar el aborto en caso de malformaciones fetales incompatibles con la vida extrauterina y en caso de embarazos resultantes de violación o incesto (Bélgica);







111.97 Adoptar pautas médicas claras sobre el acceso al aborto terapéutico de acuerdo con la legislación costarricense, las normas internacionales y las mejores prácticas promovidas por la OMS (Canadá);







111.98 Despenalizar el aborto y tomar medidas para garantizar que todas las mujeres tengan acceso al aborto legal y servicios de alta calidad postaborto (Islandia);







111.99 Abordar la cuestión de los embarazos de niños y adolescentes mediante la legalización del aborto, al menos en el caso de un feto inviable, una violación, un incesto o cuando el embarazo representa una amenaza para la vida de la mujer; e invertir en la prevención concediendo acceso gratuito a la anticoncepción de emergencia y organizando campañas de sensibilización y educación integral sobre la sexualidad (Países Bajos);







111.100 Asegurar la adopción del protocolo que permita el acceso al aborto terapéutico y facilite el acceso a la anticoncepción de emergencia a través del sistema de salud pública (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte);







111.101 Garantizar el respeto de los derechos a la salud sexual y reproductiva, incluso en relación con la terminación voluntaria del embarazo (Francia);







111.102 Formular políticas públicas destinadas a reducir las altas tasas de embarazo en la adolescencia (Panamá);



111.103 Integrar la perspectiva intercultural en los servicios de salud sexual y reproductiva para garantizar los derechos de las mujeres indígenas, afrodescendientes y migrantes a, entre otros, un tratamiento digno durante el parto (Perú);







111.104 Prohibir cualquier práctica que modifique las características sexuales de una persona sin razones médicas irrefutables y el consentimiento pleno e informado de la persona afectada (Islandia);







111.105 Trabajar para poner fin a los protocolos que tienen como objetivo "normalizar" los cuerpos intersexuales a través de prácticas médicas y perjudiciales, incluidas las cirugías no consensuales (Malta);







111.106 Aumentar los esfuerzos para reducir el estigma social que enfrentan las personas LGBTI y erradicar los procedimientos quirúrgicos involuntarios para "normalizar" los cuerpos de las personas intersexuales (Australia);







111.107 Continuar sus esfuerzos para proteger los derechos de las personas LGBTI, en particular reconociendo a las personas intersexuales el derecho a la autodeterminación de la identidad de género y la expresión de género, entre otras cosas, prohibiendo la realización de intervenciones quirúrgicas o farmacológicas en niños antes de la manifestación de su identidad de género. (Portugal);







111.108 Adoptar nuevas medidas concretas para la atención integral de las personas que viven con el VIH, en particular las mujeres (Myanmar);







111.109 Adoptar programas de sensibilización para combatir los prejuicios contra las personas con VIH / SIDA y garantizarles la igualdad de acceso a la atención médica y los tratamientos (Panamá);







111.110 Asegurar la disponibilidad de educación preescolar para niños que viven en condiciones desfavorables (Estado de Palestina);







111.111 Asegurar la disponibilidad de educación preescolar para niños que viven en condiciones socioeconómicas desfavorables y para reducir las tasas de deserción y repetición en la educación secundaria (Armenia);







111.112 Garantizar el acceso gratuito a la educación primaria (Qatar);







111.113 Tomar medidas para introducir progresivamente la educación superior gratuita (Bulgaria);







111.114 Reducir las tasas de abandono escolar temprano y de repetición en la educación secundaria, incluida la atención a las causas socioeconómicas de estos abandonos (Argelia);







111.115 Emprender acciones concretas para garantizar un entorno seguro y libre de discriminación en las escuelas para todos los niños, niñas y adolescentes (Chile);







111.116 Promover el acceso a la educación de las minorías eliminando todos los obstáculos y toda discriminación estructural contra ellos (Congo);







111.117 Fortalecer las acciones para aumentar la continuidad de los estudios de niños en todos los niveles educativos (Cuba);







111.118 Mejorar el acceso y la calidad de la educación de los niños, especialmente los que viven en zonas rurales y los pertenecientes a minorías, y aplicar estrategias eficaces para reducir las tasas de abandono escolar y de exclusión (Santa Sede);







111.119 Seguir acortando la brecha que existe en el sistema de educación para las poblaciones indígenas, con respecto a la asistencia escolar y la finalización, así como los logros en materia de aprendizaje y la igualdad de oportunidades (Maldivas);







111.120 Continuar los esfuerzos para reducir el abandono escolar (El Salvador);







111.121 Seguir fortaleciendo los programas de sensibilización, capacitación y creación de capacidad en cuestiones de derechos humanos (Filipinas);







111.122 Brindar capacitación sobre derechos humanos al personal de salud, a miembros del poder judicial, fuerzas de policía y oficiales de prisiones (Portugal);







111.123 Redactar y adoptar un Plan de Acción de apoyo a la Política Nacional para la Igualdad de Facto entre Mujeres y Hombres 2018 - 2030 (Ucrania);



111.124 Garantizar la aplicación efectiva de la Política nacional para la igualdad de hecho entre mujeres y hombres de 2018-2030 y la Política nacional para hacer frente y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 (República de Moldova);







111.125 Elaborar un plan de acción para la implementación de la Política de Igualdad de Género (Dinamarca);







111.126 Tomar medidas específicas para abordar con eficacia los estereotipos discriminatorios de género en línea con las recomendaciones de la CEDAW (Azerbaiyán);







111.127 Tomar medidas temporales y especiales para abordar múltiples formas de discriminación contra la mujer (Togo);







111.128 Fortalecer las medidas para garantizar la igualdad de mujeres y hombres en la esfera política (Côte d’Ivoire);







111.129 Continuar con los esfuerzos para fomentar la paridad de género en la administración pública (Francia);







111.130 Continuar su práctica de incorporar la participación cívica en la implementación de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres 2018-2030, la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 y las Directrices de procedimiento para la participación y la interculturalidad. Desarrollo de políticas públicas para los pueblos indígenas 2019-2024 (Singapur);







111.131 Proporcionar financiamiento sostenible para la implementación efectiva de la Política nacional para la igualdad de facto entre mujeres y hombres 2018-2030, la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra la mujer 2017-2032 y las Directrices de procedimiento para el desarrollo participativo e intercultural de la población. Política para los Pueblos Indígenas 2019-2024, dada su larga duración durante la próxima década (Singapur);







111.132 Proseguir sus esfuerzos para fomentar la capacidad en materia de igualdad de género (Kirguistán);



111.133 Promover la sensibilización sobre los derechos de las mujeres en las zonas rurales (Myanmar);







111.134 Fortalecer el Plan territorial nacional de desarrollo rural 2017-2022, con el objetivo de mejorar las condiciones de las mujeres en las áreas rurales (Estado Plurinacional de Bolivia);







111.135 Agilizar el programa de construcción y fortalecimiento de una cultura de igualdad y respeto en el que estén protegidos todos los derechos humanos de todas las personas, especialmente las mujeres (Sudáfrica);







111.136 Acelerar la implementación de la Política nacional para abordar y prevenir la violencia contra las mujeres, en línea con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 5.2, de modo que el número de feminicidios y mujeres víctimas de violencia doméstica disminuya de manera rápida y sostenible (Suiza);







111.137 Continuar los esfuerzos para prevenir todas las formas de violencia contra las mujeres (Túnez);







111.138 Contrarrestar el aumento de la violencia de género a través de servicios legales y asesoramiento; garantizar el acceso a la justicia para las mujeres y reducir la impunidad en estos casos (República Bolivariana de Venezuela);







111.139 Continuar los esfuerzos para garantizar una protección efectiva contra toda violencia y discriminación contra las mujeres (Albania);







111.140 Abordar sistemáticamente la violencia de género y ampliar la provisión de asistencia legal y refugios para mujeres y niñas necesitadas (Australia);







111.141 Reforzar las políticas para proteger a las mujeres y las niñas de la discriminación y la violencia de género (Barbados);







111.142 Proseguir sus esfuerzos para reducir la discriminación y prevenir la violencia contra la mujer (Bhután);



111.143 Garantizar la protección efectiva de las mujeres y las niñas mediante el fortalecimiento de los mecanismos nacionales y la implementación de leyes que abordan la violencia de género (Canadá);







111.144 Fortalecer las medidas para prevenir, investigar, procesar y sancionar los casos de violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Rwanda);







111.145 Proteger aún más los derechos de las mujeres, los niños, las personas con discapacidad, los ancianos y otros grupos vulnerables, y continuar los esfuerzos para combatir la violencia contra las mujeres (China);







111.146 Adoptar medidas para combatir la violencia y la discriminación contra las mujeres, y ofrecer mayores oportunidades para su participación en la vida económica y social, en particular en las zonas rurales (Cuba);







111.147 Fortalecer las políticas públicas destinadas a combatir la violencia contra las mujeres (Francia);







111.148 Tomar medidas para abordar y prevenir la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Georgia);







111.149 Tomar medidas enérgicas para reducir las altas tasas de feminicidio y violencia contra las mujeres, incluso mediante el uso de campañas públicas y programas familiares y adoptar directrices claras para los servicios de aborto terapéutico, legalizar el aborto en casos de violación, incesto o riesgos para la salud de la madre y prevenir y sancionar los casos de violencia obstétrica contra las mujeres (Alemania);







111.150 Intensificar los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación y violencia contra las mujeres y las niñas (Guyana);







111.151 Eliminar todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica y el femicidio (India);







111.152 Seguir reforzando las medidas para combatir la violencia contra la mujer (Filipinas);



111.153 Intensificar los esfuerzos para combatir la violencia doméstica y garantizar que las víctimas de la violencia tengan acceso a servicios sociales y legales (Italia);







111.154 Continuar sus esfuerzos para prevenir, detectar y abordar la violencia doméstica y el abuso sexual (Pakistán);







111.155 Institucionalizar la prestación de servicios jurídicos públicos y ampliar su alcance, y promover actividades de creación de capacidad y sensibilización para las mujeres, a fin de garantizar su acceso a la justicia (República Árabe Siria);







111.156 Asignar recursos suficientes para el pleno funcionamiento y la eficacia de la Comisión de Alto Nivel responsable de garantizar el cumplimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, y redoblar los esfuerzos para combatir el femicidio (España);







111.157 Seguir reforzando la aplicación de su política nacional en relación con los programas y actividades relacionados con los niños (Croacia);







111.158 Tomar todas las medidas legales para que el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia mejore su planificación, evaluación y monitoreo (República Islámica del Irán);







111.159 Reforzar las políticas públicas relacionadas con los niños en el marco del Sistema Nacional de Evaluación (República Islámica de Irán);







111.160 Adoptar nuevas medidas para garantizar la aplicación efectiva de los programas de rehabilitación para niños (Estado de Palestina);







111.161 Tomar medidas para garantizar la aplicación efectiva de los programas de rehabilitación de menores (Bulgaria);







111.162 Poner fin a los matrimonios infantiles y forzados (República Bolivariana de Venezuela);







111.163 Tomar medidas adicionales contra el matrimonio infantil, precoz y forzado (Italia);



111.164 Poner a disposición fondos destinados a aumentar la movilización social contra la explotación sexual de los niños, especialmente centrándose en la necesidad de denunciar tales delitos (Malta);







111.165 Continuar los esfuerzos encaminados a fortalecer la protección de los niños contra la explotación sexual (Ucrania);







111.166 Seguir combatiendo la violencia doméstica, que persiste en particular en relación con los niños (Albania);







111.167 Mejorar el respeto de los derechos de los niños combatiendo la violencia doméstica (Francia);







111.168 Emprender acciones urgentes para erradicar el castigo físico como práctica válida para la educación de los menores (Nicaragua);







111.169 Considerar la implementación de programas de derechos humanos para padres, a fin de reducir la violencia doméstica (Perú);







111.170 Tomar medidas concretas para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas fortaleciendo los mecanismos de control del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres (Argelia);







111.171 Seguir adoptando medidas eficaces para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres (Belarús);







111.172 Implementar medidas adicionales y asegurar los recursos necesarios para combatir las peores formas de trabajo infantil, incluida la explotación sexual (Brasil);



111.173 Fortalecer la lucha contra las peores formas de trabajo infantil, en particular las que afectan a los niños migrantes y los niños indígenas (Côte d’Ivoire);







111.174 Combatir el trabajo infantil, en particular fortaleciendo los mecanismos de control correspondientes (Gabón);







111.175 Seguir aplicando la hoja de ruta del Gobierno para proteger a los niños contra el trabajo forzoso y la explotación sexual (Georgia);







111.176 Continuar adoptando medidas efectivas para combatir el trabajo infantil, entre otras cosas, asegurando que la ley que protege a los niños contra la explotación económica se aplique vigorosamente, fortaleciendo los mecanismos de supervisión del trabajo infantil y aumentando el apoyo a las familias pobres para que puedan mantener a sus hijos en el sistema educativo. (Irlanda);







111.177 Seguir protegiendo a los menores de las situaciones de violencia, trabajo forzoso o explotación sexual (Sudáfrica);







111.178 Asegurar que los pueblos indígenas gocen de sus derechos reconocidos en el Convenio 169 de la OIT y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (Paraguay);







111.179 Actualizar y promover la aprobación de la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas (Dinamarca);







111.180 Emprender las acciones necesarias para promulgar la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas, que se encuentra pendiente ante la Asamblea Legislativa (República Dominicana);







111.181 Acelerar la implementación del mecanismo general de consulta con los pueblos indígenas y garantizar su correcto funcionamiento para promover las condiciones necesarias para la realización de sus derechos individuales y colectivos (Togo);







111.182 Involucrar a las autoridades indígenas tradicionales en los mecanismos de toma de decisiones sobre asuntos que les conciernen (Perú);







111.183 Continuar la Construcción Intercultural y Participativa de Políticas Públicas para los Pueblos Indígenas 2019-2024, que busca principalmente promover las condiciones necesarias para la realización de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas (Estado Plurinacional de Bolivia);



111.184 Incrementar los esfuerzos para la participación social y política de los pueblos indígenas, incluido su acceso a la tierra (Cuba);







111.185 Seguir adoptando las medidas legislativas y administrativas necesarias para garantizar que se consulte adecuadamente a los pueblos indígenas sobre la gestión territorial, así como sobre cualquier otra forma de legislación que concierna a sus derechos (Santa Sede);







111.186 Tomar medidas para garantizar la protección plena y efectiva de los derechos de los pueblos indígenas mediante procesos participativos e inclusivos, incluido el cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la Corte Interamericana y la implementación de recomendaciones hechas por otros organismos especializados (Canadá);







111.187 Hacer cumplir la ley sobre los derechos de las tierras indígenas y facilitar la resolución pacífica de las disputas por la tierra garantizando la disponibilidad y eficacia de los mecanismos de resolución de conflictos y la presencia de una presencia policial efectiva e imparcial (Estados Unidos);







111.188 Implementar la Ley Indígena 6172 para reconocer y proteger las tierras indígenas y tomar las medidas necesarias para apoyar y garantizar el derecho de los pueblos indígenas a la restitución de sus tierras; actualizar y aprobar el proyecto de ley de autonomía indígena que está pendiente desde hace casi 25 años (Alemania);







111.189 Garantizar la implementación efectiva de las leyes y el plan de acción nacional relacionado con los derechos a la tierra de la población indígena (Filipinas);







111.190 Aumentar la atención a la población indígena y eliminar las disparidades entre la población (Yemen);







111.191 Continuar sus acciones e iniciativas para proteger los derechos de las personas más vulnerables de la sociedad, como las madres adolescentes indígenas (Benin);







111.192 Continuar los esfuerzos para lograr un mayor respeto por las normas y prácticas culturales de las poblaciones indígenas y por un mayor acceso a todos los aspectos de los servicios sociales, en particular, la salud y la educación (Guyana);



111.193 Crear una política pública que incorpore los derechos de los pueblos indígenas (Nicaragua);







111.194 Continuar los esfuerzos para la pronta tramitación del Proyecto de Ley sobre la Protección del Derecho a la Nacionalidad de las Personas Indígenas y la Garantía de Integración de las Personas Indígenas Transfronterizas (República Dominicana);







111.195 Eliminar la discriminación estructural contra los pueblos indígenas y afrodescendientes, y garantizar su acceso a la educación (República Árabe Siria);







111.196 Abordar la desigualdad racial en curso, en particular para las comunidades indígenas y afro-costarricenses, y adoptar una estrategia coordinada para combatir el trabajo infantil y el abuso sexual entre las comunidades desfavorecidas y migrantes (Australia);







111.197 Continuar los esfuerzos para promover el respeto y la promoción de los derechos de las poblaciones indígenas y afrodescendientes (Egipto);







111.198 Proporcionar recursos humanos y financieros suficientes al Comisionado Presidencial de Asuntos Africanos con miras a establecer una institución permanente para la promoción y el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de ascendencia africana en Costa Rica (Haití);







111.199 Continuar las acciones del Decenio Internacional para los Afrodescendientes (Perú);







111.200 Aumentar la coordinación y la cooperación entre los diferentes actores que contribuyen al desarrollo humano de las personas con discapacidad (Pakistán);







111.201 Tomar medidas adicionales para respetar los derechos de las personas con problemas de salud mental y discapacidades psicosociales de conformidad con la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, incluso mediante la lucha contra la institucionalización, el estigma, la violencia y la sobreprofesionalización, y el desarrollo de comunidades. servicios de salud mental basados ​​y centrados en las personas que promueven la inclusión en la comunidad y respetan su consentimiento libre e informado (Portugal);



111.202 Promover la implementación del mecanismo para el seguimiento de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, actualmente suspendida, con especial atención al acceso a los servicios públicos (España);







111.203 Mejorar el acceso a las protecciones legales y fortalecer los servicios de emergencia para atender mejor las necesidades de los solicitantes de asilo, en particular los nicaragüenses (Estados Unidos de América);




111.204 Continuar mejorando las medidas destinadas a combatir la discriminación, en particular investigando y castigando las agresiones y las actitudes discriminatorias y xenófobas contra los migrantes y los refugiados (Argentina); 







111.205 Promover los cambios administrativos y legales necesarios para reducir los plazos para la consideración de las solicitudes de asilo y eliminar las tarifas y cargos solicitados a los solicitantes (Brasil); 







111.206 Continuar fortaleciendo las instituciones nacionales para recibir y brindar atención a los migrantes y garantizar su acceso efectivo al trabajo, la atención médica y la educación (Colombia); 







111.207 Implementar medidas para salvaguardar los derechos, la integridad física y el bienestar de los migrantes y refugiados, incluida la lucha contra la trata de personas y la realización de campañas de sensibilización pública (Alemania); 







111.208 Fortalecer los mecanismos existentes para luchar contra la xenofobia y todas las formas de odio contra los migrantes y refugiados en el país, especialmente mediante el uso de las redes sociales (Haití); 







111.209 Fortalecer los recursos para el funcionamiento de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas y fortalecer las capacidades institucionales para la intervención estatal en materia de atención y protección de las víctimas (Honduras);







 111.210 Intensificar los esfuerzos para proteger los derechos fundamentales y el acceso a los servicios esenciales de los migrantes y refugiados (Indonesia); 



111.211 Mejorar las medidas para salvaguardar los derechos fundamentales y el bienestar de todos los migrantes (Nepal); 







111.212 Crear mecanismos efectivos contra la xenofobia y todo tipo de odio hacia las personas migrantes (Nicaragua). 







112. Todas las conclusiones y / o recomendaciones que figuran en el presente informe reflejan la posición del Estado o los Estados que las presentaron y / o el Estado objeto de examen. No deben interpretarse como aprobadas por el Grupo de Trabajo en su conjunto.







III. Promesas y compromisos voluntarios.







113. Costa Rica se compromete a redactar un Plan de acción para la implementación de las recomendaciones del EPU, en el marco de su Mecanismo nacional para la presentación de informes y el seguimiento.












Anexo 



Composición de la delegación. 



La delegación de Costa Rica estuvo encabezada por S.E. Sra. Nancy Gabriela Marín Espinoza, Ministra de Comunicación, e integrada por los siguientes miembros:



 • Jefe de Delegación Alterna, S.E. Sra. Elayne Whyte, Embajadora, Representante Permanente; 



• Sr. Enrique Sánchez Carballo, Diputado, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa; 



• Sr. Víctor Barrantes Marín, Viceministro de Gobernación y Policía; 



• Sr. Norman Lizano Ortiz, Embajador en Misión Especial; 



• Sra. Shara Duncan Villalobos, Embajadora, Representante Permanente Adjunta;



• Sra. Maricela Muñoz Zumbado, Ministro Consejero; 



• Sr. Alexander Peñaranda Zárate, Ministro Consejero; 



• Srta. Diana Murillo Solís, Consejero;



 • Srta. Mariana Castro Hernández, Consejero; 



• Srta. Melissa Lorincz Sosa, Agregado, Oficial de Derechos Humanos de la Dirección General de Política Exterior.
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Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-
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Asunto: Oficio N° 5991-19



 



 



San José, 14 de junio de 2019



N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO XIX



ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.



            HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.



Documento N° 5484-19 y 6338-19



 



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:



“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 



En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  



Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:



“(…)



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



a.             Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



b.             Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



c.             Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



d.            Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.



Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.



 



            Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



 



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.



 



            Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



 



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.



Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.



En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.



Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.



Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.



Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



 



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



 



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



 



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.



 



Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



 



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.



 



La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



 



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



 



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



 



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



 



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



 



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



 



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



 



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



 



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



 



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



 



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.



 



            Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.



 



            De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.



 



            En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.



 



            Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.



 



            Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.



 



            Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.



 



            El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.



 



            De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.



 



            ¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.



 



            Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.



 



            Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.



 



            Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.



 



            Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.



 



            Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.



 



            Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.



 



            No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.



 



            También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.



 



            También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 



¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.



 



            Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.



 



            Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.



 



            Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.            



 



            De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



 



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



 



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



 



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



 



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.



 



La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



 



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



 



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



 



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



 



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



 



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



 



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.



 



De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 



 



Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



 



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



 



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



 



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



 



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



 



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



 



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



 



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



 



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



 



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



 



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



 



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



 



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



 



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



 



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



 



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



 



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.



 



            SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.



 



            Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.



 



            En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 



Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.



            Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.



            Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.



            Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.



            Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.



            Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 



SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE



Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.



 



            Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.



 



            La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



 



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.



 



            Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.



 



            Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.



 



            El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



 



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.



 



            Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.



            En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.



 



            Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.



 



            Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.



 



            De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.



 



            No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.



 



            Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.



 



            Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.



 



            Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.



 



            Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.



 



            Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.



 



            Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.



 



            Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.



 



            Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".



 



            Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



 



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 



           Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.



 



Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".



 



Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.



 



En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.



 



Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.



 



Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 



 



De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 



 



Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.



 



Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.



 



Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.



 



El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.



 



Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.



 



Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.



 



La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.



 



Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.



 



Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



 



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



 



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.



 



Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



 



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.



 



El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial



            Escuela Judicial



            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484-19 y 6338-19)



Claudio
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Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: martes, 18 de junio de 2019 03:28 p.m.
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Asunto: Oficio N° 5991-19





 



 



San José, 14 de junio de 2019



N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO XIX



ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.



            HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.



Documento N° 5484-19 y 6338-19



 



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:



“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 



En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez [bookmark: _Hlk10758609]sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  



Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:



“(…)



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



a.             Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



b.             Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



c.             Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



d.            Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.



Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.



 



            Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



 



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.



 



            Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



 



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.



Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.



En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.



Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.



Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.



Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



 



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



 



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



 



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.



 



Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



 



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.



 



La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



 



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



 



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



 



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



 



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



 



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



 



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



 



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



 



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



 



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



 



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.



 



            Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.



 



            De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.



 



            En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.



 



            Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.



 



            Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.



 



            Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.



 



            El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.



 



            De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.



 



            ¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.



 



            Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.



 



            Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.



 



            Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.



 



            Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.



 



            Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.



 



            Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.



 



            No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.



 



            También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.



 



            También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 



¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.



 



            Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.



 



            Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.



 



            Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.            



 



            De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



 



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



 



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



 



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



 



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.



 



La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



 



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



 



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



 



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



 



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



 



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



 



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.



 



De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 



 



Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



 



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



 



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



 



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



 



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



 



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



 



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



 



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



 



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



 



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



 



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



 



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



 



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



 



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



 



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



 



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



 



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.



 



            SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.



 



            Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.



 



            En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 



Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.



            Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.



            Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.



            Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.



            Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.



            Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 



SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE



Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.



 



            Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.



 



            La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



 



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.



 



            Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.



 



            Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.



 



            El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



 



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.



 



            Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.



            En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.



 



            Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.



 



            Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.



 



            De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.



 



            No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.



 



            Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.



 



            Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.



 



            Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.



 



            Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.



 



            Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.



 



            Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.



 



            Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.



 



            Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".



 



            Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



 



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 



           Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.



 



Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".



 



Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.



 



En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.



 



Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.



 



Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 



 



De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 



 



Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.



 



Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.



 



Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.



 



El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.



 



Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.



 



Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.



 



La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.



 



Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.



 



Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.



 



Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



 



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



 



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.



 



Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



 



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.



 



El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
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            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información
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N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIX




ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.





HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.




Documento N° 5484-19 y 6338-19



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:




“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 




En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  




Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”



- 0 -



Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:




“(…)




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.




Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.




Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.




Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.




Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.




En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.




Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.




Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.




Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.




Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.




La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.




Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.




De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.




En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.




Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.




Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.




Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.




El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.




De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.




¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.




Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.




Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.




Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.




Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.




Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.




Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.




No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.




También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.




También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.




Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.




Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.




Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.





De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.




La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.




De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 




Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.




SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.




Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.




En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 




Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.





Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.





Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.





Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.





Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.





Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 




SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE




Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.




Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.




La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.




Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.




Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.




El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.




Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.




En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.




Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.




Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.




De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.




No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.




Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.




Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.




Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.




Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.




Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.




Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.




Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.




Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".




Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.




Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".




Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.




En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.




Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.




Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 




De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 




Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.




Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.




Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.




El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.




Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.




Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.




La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.




Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.




Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.




Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.




El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




Escuela Judicial




Dirección de Gestión Humana




Dirección de Planificación




Dirección Ejecutiva




Dirección de Tecnología de la Información
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San José, 4 de julio de 2019



 



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Alvarez



Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



 



Asunto: Informe sobre Examen Periódico Universal Costa Rica relativo a Pueblos Indígenas



 



Estimados Señor y Señora:



 



         Reciban un atento saludo. A la vez, remito informe solicitado en comunicado electrónico del pasado 3 de julio, en el que se traslada Oficio de 21 de junio de 2019 enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales a la Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, en el que se hace de conocimiento el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo.



 



De acuerdo al contenido de la traducción no oficial en español, se remite el siguiente informe:



 



 



Consejo de Derechos Humanos



Grupo de Trabajo sobre la Revisión Periódica Universal.



Trigésimo tercer período de sesiones



Ginebra, 6-17 de mayo de 2019



 



 



 

 

Proyecto de informe del Grupo de Trabajo sobre el 

Examen Periódico Universal Costa Rica



 



 



Análisis de las recomendaciones vinculadas con los pueblos indígenas e identificación de las que se aceptan o no, los comentarios y observaciones con respecto a la posición institucional



 



 



 



 

Recomendación

Aceptación

Observaciones

 

 



 

 

1

13. La Asamblea Legislativa aprobó una serie de leyes para mejorar la protección de los derechos humanos en el país, incluida una ley que aumentará de 10 a 25 años, a partir de la mayoría de edad de la víctima, el estatuto de limitaciones para delitos sexuales contra niños; la ley sobre el acceso a la justicia para los pueblos indígenas; una ley que fortalece la protección legal de niñas y adolescentes en situaciones de violencia de género asociada con relaciones abusivas; y una ley para la promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad para promover y garantizar su pleno ejercicio del derecho a la autonomía personal, entre otros.

Si

A lo indicado debe agregarse además, la aprobación en segundo debate por la Asamblea Legislativa de la Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza. 



 



Además, las acciones coordinadas entre los tres Poderes del Estado y las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. En el caso del Poder Judicial deben citarse varios acuerdos entre ellos el acuerdo de Corte Plena tomado en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, donde se dispuso: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente. El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.” 



 



Además, el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II, que literalmente dice: “Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido: 1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor. 2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones. 6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás. 10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras; Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas. 15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres. 17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados. 18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales. 19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.



Los 21 ejes de acción fueron aprobados por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y gestionados gracias a la coordinación interinstitucional entre el Poder Judicial, Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.
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22. Sudáfrica acogió con satisfacción el compromiso de Costa Rica con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la promoción de los derechos de los afrodescendientes y el establecimiento de un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas.

Si 

El Poder Judicial de Costa Rica suscribió el “Pacto Nacional por el avance de los O.D.S. en el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible en Costa Rica” entre los Poderes del Estado, siendo el primer país en hacerlo. A partir de ahí, los ODS de la Agenda 2030 ha servido de inspiración a las diferentes acciones intitucionales asociadas a la población indígena, entre éstas, los procesos de capacitación.-
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33. La República Bolivariana de Venezuela acogió con satisfacción la adopción de la Política Nacional contra el Racismo. También se refirió a desafíos, como la persistente discriminación y la estigmatización de los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los migrantes y otros grupos vulnerables.

Si

La adopción de la Política Nacional contra el Racismo es un importante avance en la eliminación de las discriminaciones de la población indígena; y sumado a ello, el Poder Judicial de Costa Rica ha enfrentado ya esos desafíos mediante acciones coordinadas institucionalmente e interinstitucionalmente para el cumplimiento de la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la recién aprobada en segundo debate por la Asamblea Legislativa denominada Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza.
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45. A pesar de estas mejoras, la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas presentes en el país siguió siendo un desafío. Para hacer operativo el derecho al consentimiento previo, libre e informado, Costa Rica había establecido, a través de un proceso participativo, un mecanismo de consulta en línea con las recomendaciones del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los pueblos indígenas. En 2019, el Gobierno también adoptó las directrices para el desarrollo participativo e intercultural de la política pública para los pueblos indígenas 2019-2024.

Si

El país ha seguido enfrentando el desafío para la promoción de los derechos humanos de las personas indígenas mediante la coordinación interinstitucional y encuentros con las personas indígenas, obteniéndose importantes logros del Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. En el caso del Poder Judicial se ha constituido como observador activo en las Comisiones de Seguridad y de Saneamiento de los territorios indígenas de Salitre y Térraba, beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado; y la adopción de los acuerdos de Corte Plena –jerarca máximo- en sesiones N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, Artículo XIX, donde se dispuso: “Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente. El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”; y acuerdo tomado por Corte Plena en sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II, cuyo contenido se citó anteriormente.
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46. ​​Para acelerar la restitución de las tierras ancestrales ocupadas por pueblos no indígenas, Costa Rica había desarrollado el Plan Nacional para la Recuperación de los Territorios Indígenas de Costa Rica 2016-2022, que ahora se encontraba en su primera fase de implementación. La delegación condenó enérgicamente el asesinato del líder indígena Sergio Rojas Ortiz, ocurrido el 18 de marzo de 2019, e informó que el Presidente de la República había solicitado la investigación inmediata de este homicidio para llevar a los responsables ante la justicia.

Si

Debe considerarse que Costa Rica además ha asumido ese importante reto de la restitución de tierras en territorios indígenas a la población indígena mediante acciones concertadas entre la población beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH y los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Además el Poder Judicial ha establecido lineamientos o circulares del Consejo Superior, constantemente reiteradas donde se establece la obligatoriedad de priorizar la atención de los procesos asociados a personas indígenas, realizar las audiencias judiciales en los territorios indígenas, traer al proceso peritajes culturales para resolver conforme a la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas, pago de traductores y especialmente, la asignación de Defensa Pública especializada en todas las materias que conocen los tribunales para la atención de la población indígena conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

 

 

 

 

6

51. Belarús observó el fortalecimiento por parte de Costa Rica de sus instituciones de derechos humanos y su cooperación con el ACNUDH. También destacó los desafíos, incluidos los migrantes y refugiados, la discriminación contra las personas con discapacidad y los pueblos indígenas.

Si

A la recomendación debe citarse como parte de los compromisos país por la atención de los desafíos de la población indígena la reciente aprobación en segundo debate y último por la Asamblea Legislativa de la Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, sumada la aprobación y ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica

 

 

 

 

7

55. El Estado Plurinacional de Bolivia valoró el reconocimiento por parte de Costa Rica de la naturaleza multiétnica y multicultural del país, que ahora se reflejaba en la Constitución, y acogió con satisfacción los esfuerzos por establecer un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. 

Si

El reconocimiento de la naturaleza multiétnica y multicultural de Costa Rica no se limitó a su inclusión en el artículo 1 de la Constitución Política sino que se ha extendido a otras reformas constitucionales y además, al establecimiento de acciones de capacitación en el Poder Judicial de Costa Rica para sustituir el sistema monista tradicional para pasar a un sistema de pluralismo jurídico en consonancia con el Convenio 169 de la OIT.
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65. Cuba observó la actualización del marco legislativo e institucional de Costa Rica, en particular con respecto a la discriminación contra las mujeres y los pueblos indígenas.

Si

Al reconocimiento que se plantea debe sumarse además la aprobación y puesta en ejecución en 2018 y lo que va de 2019 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y recientemente, la aprobación en segundo y último debate de la Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza.
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66. Dinamarca reconoció el marco legal de Costa Rica para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, pero observó que el proyecto de ley sobre Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas llevaba más de 20 años pendiente.

Si

Es una función que corresponde al Poder Legislativo, no al Poder Judicial. Sin embargo, debe resaltarse el hecho de que la disposición de archivo de ese proyecto de ley fue una decisión administrativa que no limita los esfuerzos por reactivar ese proyecto de ley.

En relación con el Poder Judicial se cuenta con reiteradas resoluciones de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia donde se reconoce legitimación a los Consejos de Mayores de los Pueblos Indígenas para la autodeterminación de la condición de indígena de esta población.
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68. Ecuador acogió con satisfacción la reforma constitucional que reconoció el carácter multiétnico y pluricultural de Costa Rica y la creación del Mecanismo General de Consulta de los Pueblos Indígenas.

Si

El reconocimiento de la naturaleza multiétnica y multicultural de Costa Rica no se limitó a su inclusión en el artículo 1 de la Constitución Política sino que se ha extendido a otras reformas constitucionales y además, al establecimiento de acciones de capacitación en el Poder Judicial de Costa Rica para sustituir el sistema monista tradicional para pasar a un sistema de pluralismo jurídico en consonancia con el Convenio 169 de la OIT.

Debe resaltarse el esfuerzo del Poder Ejecutivo en la construcción del Mecanismo General de Consulta de los Pueblos Indígenas, el cual impacta sustancialmente el quehacer del Poder Legislativo  y del Poder Legislativo lográndose una participación activa de la población  indígena, especialmente mediante encuentros periódicos con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH y los logros obtenidos, entre ellos los acuerdos de Corte Plena ya citados.
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69. Egipto encomió los esfuerzos del Gobierno por promover la igualdad de género y combatir la violencia contra la mujer. Acogió con satisfacción el establecimiento del mecanismo de consulta con los pueblos indígenas y los esfuerzos para integrar a los migrantes y refugiados en la sociedad.

Si

El reconocimiento de la naturaleza multiétnica y multicultural de Costa Rica no se limitó a su inclusión en el artículo 1 de la Constitución Política sino que se ha extendido a otras reformas constitucionales y además, al establecimiento de acciones de capacitación en el Poder Judicial de Costa Rica para sustituir el sistema monista tradicional para pasar a un sistema de pluralismo jurídico en consonancia con el Convenio 169 de la OIT.

Debe resaltarse el esfuerzo del Poder Ejecutivo en la construcción del Mecanismo General de Consulta de los Pueblos Indígenas, el cual impacta sustancialmente el quehacer del Poder Legislativo  y del Poder Legislativo lográndose una participación activa de la población  indígena, especialmente mediante encuentros periódicos con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH y los logros obtenidos, entre ellos los acuerdos de Corte Plena ya citados.

 

A lo anterior, debe sumarse la aprobación en 2018 y puesta en ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la recién aprobada en segundo y último debate por la Asamblea Legislativa de la Ley  de Protección del Derecho de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras acciones del Poder Judicial sobre los cual se remite a los acuerdos de Corte Plena ya citados y muchos otros de Consejo Superior. 
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77. Guyana felicitó a Costa Rica por la presentación de los informes a los Órganos de Tratados y el Decreto Ejecutivo que establece un mecanismo de consulta con los pueblos indígenas. También acogió con satisfacción la Ley de Reforma Laboral. 

Si

A las acciones asumidas por Costa Rica ante los desafíos de las personas indígenas relacionados con la aprobación de la Reforma Procesal Laboral por el Poder Legislativo y la aprobación del Mecanismo de Consulta Indígena del Poder Ejecutivo, debe sumarse las acciones del Poder Judicial asociadas a las decisiones judiciales de sus tribunales, en especial de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia con carácter vinculante en las que se ha obligado a ejecutar las consultas en proyectos que se pretendan desarrollar en territorios indígenas y de eliminación de cualquier tipo de discriminación contra esta población mediante acciones concertadas.

 

Quedo a su disposición en caso de que requieran ampliar este informe.

Atentamente,

 

Jueza Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento Informe Ampliado solicitado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, sobre el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo, en lo relacionado con la población indígena.



 



Se agradece a don Marcos Guevara por sus valiosas sugerencias para la elaboración de este informe.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 10 de julio de 2019 09:32 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Alexis Mora Cambronero <amorac@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Examen Periódico Universal Costa Rica relativo a Pueblos Indígenas



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Alvarez



Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



 



Señora



Máster Karen Leiva Chavarría



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



 



Estimados Señor y Señora:



 



          Reciban un atento saludo. A la vez, remito informe ampliado solicitado en comunicado electrónico del pasado 3 de julio, en el que se traslada Oficio de 21 de junio de 2019 enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales a la Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, sobre el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto,  en relación a las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en ocasión de la presentación del “Examen Periódico Universal (EPU)”,  de parte de Costa Rica, durante la 33 Sesión, celebrada en Ginebra, Suiza,  del 06 al 17 de mayo. 



 



El informe se emite de acuerdo al contenido de la traducción no oficial; e incorpora sugerencias de algunas de las personas integrantes de la Subcomisión.



 



Atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 10 de julio de 2019

Senor
Magistrado Jorge Olaso Alvarez
Coordinador Comision de Acceso a la Justicia

Senora
Master Melissa Benavides Viquez
Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia

Seilora
Master Karen Leiva Chavarria
Oficina de Cooperacion y Relaciones Internacionales

Asunto: Informe sobre Examen
Periodico Universal Costa Rica
relativo a Pueblos Indigenas

Estimados Semnor y Seinora:

Reciban un atento saludo. A la vez, remito informe ampliado solicitado en
comunicado electronico del pasado 3 de julio, en el que se traslada Oficio de 21 de
junio de 2019 enviado por la Oficina de Cooperacion y Relaciones Internacionales
ala Red de Enlaces de Cooperacion y Relaciones Internacionales del Poder Judicial,
sobre el comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, en relacion a
las 212 recomendaciones emitidas por los Estados Parte de Naciones Unidas, en
ocasion de la presentacion del “Examen Periédico Universal (EPU)”, de parte de
Costa Rica, durante la 33 Sesion, celebrada en Ginebra, Suiza, del 06 al 17 de
mayo. El informe se emite de acuerdo al contenido de la traduccion no oficial.

Consejo de Derechos Humanos

Grupo de Trabajo sobre la Revision Periodica Universal.
Trigésimo tercer periodo de sesiones

Ginebra, 6-17 de mayo de 2019

Proyecto de informe del Grupo de Trabajo sobre el

Examen Periodico Universal Costa Rica









Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Analisis de las recomendaciones vinculadas con los pueblos indigenas e
identificacion de las que se aceptan o no, los comentarios y observaciones
con respecto a la posicion institucional

I Presentacion del Observaciones

Estado examinado

13. La Asamblea Legislativa
aprob6 una serie de leyes para
mejorar la proteccion de los
derechos humanos en el pais,
incluida una ley que aumentara
de 10 a 25 anos, a partir de la
mayoria de edad de la victima, el
estatuto de limitaciones para
delitos sexuales contra ninos; la
ley sobre el acceso a la justicia
para los pueblos indigenas; una
ley que fortalece la proteccion
legal de nifias y adolescentes en
situaciones de violencia de género
asociada con relaciones abusivas;
y una ley para la promocién de la
autonomia personal de las
personas con discapacidad para
promover y garantizar su pleno
ejercicio del derecho a la

autonomia personal, entre otros.

A lo indicado debe
agregarse ademas, la
aprobacion en segundo
debate por la Asamblea
Legislativa de la Ley de
Proteccion del Derecho a
la Nacionalidad de la
Persona Indigena y
Garantia de Integracion
de la Persona Indigena
Transfronteriza.

Ademas, las acciones
coordinadas entre los tres
Poderes del Estado y las
personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el
Estado. En el caso del
Poder Judicial deben
citarse varios acuerdos
entre ellos el acuerdo de
Corte Plena tomado en la
sesion N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del ano en
curso, Articulo XIX,
donde se dispuso: “Se
acordo: Tener por hecha la
exposicion de la madster
Damaris Vargas Vdsquez
sobre el Informe Ejecutivo
sobre el encuentro
realizado el 5, 6 y 7 de
abril entre representantes
del Estado y Personas
Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, con ocasion del
cumplimiento de las
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Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comisién Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Prublica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccién
Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La

Secretaria General de la
Corte tomard nota para
realizar la comunicacion
correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado Brenes se
abstienen de votar.”

Ademas, el acuerdo
tomado por Corte Plena
en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del afio en curso, Articulo
II, que literalmente dice:
“Se acordé: Acoger la
solicitud de la master
Damaris Vargas Vdasquez,
en consecuencia,
adicionar en la parte
dispositiva del acuerdo
adoptado en sesion N° 20-
19 de 27 de mayo de
2019, articulo XIX, el
contenido integro de los 21
ejes de accion propuestos
y aprobados, los cuales se
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Poder Judicial

indican de seguido: 1.
Concertar con las
personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares N°
321-12 emitidas por la
CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para
garantizar la vida y
seguridad personal de los
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado
para investigar los
presuntos hechos que
dieron lugar a tales
medidas para evitar su
repeticiéon. Lo anterior, con
el objetivo de dar
cumplimiento a los
mandatos de la CIDH y
construir  confianza Yy
didlogo intercultural. En la
medida de lo posible,
realizar las sesiones de
trabajo en los territorios
indigenas  involucrados,
con la colaboraciéon de
personas traductoras que
faciliten la comunicacion
efectiva y transparente.
Se sugiere valorar sean
las principales jefaturas
institucionales quienes
ejecuten esta labor. 2.
Identificar y analizar los
riesgos relevantes
asociados al logro de los
objetivos y las metas
institucionales vinculadas
con la poblacion indigena,
establecidas en el Plan
Estratégico Institucional
2019/2024 (ejes
transversales acceso a la
justicia y justicia abierta,










Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

entre otros); el efecto
posible de tales riesgos,
su importancia y la
probabilidad de  que
ocurran, Yy decidir las
acciones que se tomardn
para administrarlos a fin
de continuar con la
adopcién de las medidas
necesarias para ubicarse
por lo menos en un nivel
de riesgo organizacional
aceptable. Ademas,
establecer los mecanismos
operativos que minimicen
el riesgo en las acciones
por ejecutar en relacion
con la tramitaciéon y
resolucion de los procesos
judiciales en los que sean
parte pueblos indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 3. Documentar,
mantener actualizados y
divulgar internamente, las
politicas, normas y
procedimientos de control
que garanticen el
cumplimiento del sistema
de control interno
institucional Y la
prevencion de todo
aspecto que conlleve a
desviar los objetivos y las
metas trazados por la
institucion en el
desemperno de sus
funciones vinculadas con
los procesos judiciales en
los que intervengan
personas indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
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indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 4. Establecer un
sistema de informacion
que permita tener una

gestion documental
institucional en el
desarrollo de las

actividades, con el fin de
prevenir cualquier desvio
en los objetivos trazados
en relacion con la
tramitacion y resolucion
de los procesos judiciales
vinculados en los que
sean parte miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre. 5. Incluir
en las estadisticas
institucionales

indicadores que visibilicen
los procesos judiciales que
estén  vinculados con
personas indigenas,
incorporando ademds
informacion relativa a los
pueblos relacionados, los
territorios, entre otros
datos de interés para la
toma de decisiones. 6. Con
absoluto respeto al
principio de
independencia  judicial,
emitir circulares dirigidas
a todas las personas
servidoras judiciales en
las que se les reitere su
deber de ser garantes del
acceso efectivo a la
justicia de los pueblos
indigenas, la no
discriminacion y
eliminacion de barreras, a
saber: i) asegurar que los
miembros de la
comunidad puedan
comprender y hacerse
comprender en los
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procedimientos legales
iniciados, facilitandoles
intérpretes u otros medios
eficaces para tal fin; i)
proporcionar el acceso a
los pueblos indigenas y
tribales a  asistencia
técnica y legal en relacion
con su derecho a la
propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se
encontrasen en  una
situacion de
vulnerabilidad que les
impediria conseguirla, y
iii) facilitar el acceso fisico
a las instituciones
administrativas y
judiciales, o a los
organismos  encargados
de garantizar el derecho a
la propiedad colectiva de
los pueblos indigenas y
tribales, asi como facilitar
la participacion de los
pueblos en el desarrollo de
los procesos judiciales,
administrativos o de
cualquier otra indole, sin
que ello les implique hacer
esfuerzos desmedidos o
exagerados, ya  sea
debido a las distancias o a
las vias de acceso a
dichas instituciones, o a
los altos costos en virtud
de los procedimientos.
Ademadas, el otorgamiento
de una protecciéon efectiva
que tome en cuenta las
particularidades propias
que los diferencian de la
poblacién en general y que
conforman su identidad
cultural, sus
caracteristicas

econdémicas y sociales, su
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posible situacion de

vulnerabilidad, su
derecho consuetudinario,
valores, usos y

costumbres, asi como su
especial relacion con la
tierra, y respeto de los
mecanismos internos de
decision de controversias
en materia indigena, los
cuales se encuentren en
armonia con los derechos

humanos, segun  los
estandares
internacionales
establecidos por la Corte
Interamericana de

Derechos Humanos en el
caso Pueblos Kalina y
Lokono wversus Surinam,
sentencia de 25 de
noviembre de 2015 y las
disposiciones de la Ley de
Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de
Costa  Rica. 7. Con

absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de
Bangalore sobre la

conducta judicial, entre
otros, establecer politicas
Yy practicas de gestion de

recursos humanos
apropiadas,
principalmente en cuanto
a contratacion,
vinculacion,
entrenamiento,

evaluacién, promocion y
acciones  disciplinarias;
todo de conformidad con el
ordenamiento juridico y
técnico aplicable, en lo
relacionado con la
aplicacién del Derecho
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Indigena, con el objetivo
de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una
Jjusticia pronta, cumplida,
sin denegacion Y
accesible; priorizando lo
vinculado con los procesos
Jjudiciales en los que sean
parte miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 8. Realizar
encuentros entre el pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre  con  personas
funcionarias judiciales de
la Contraloria de
Servicios, Comision de
Acceso a la Justicia y la
Subcomisién de Acceso a
la Justicia de los Pueblos
Indigenas, a efecto de que
estas ultimas les
expongan el
funcionamiento del Poder
Judicial en sus diferentes
ambitos. En forma previa
a su ejecucion  se
concertard con las
personas indigenas la
identificacion de los
contenidos minimos de los
aspectos sobre los cuales
desean ser informados y
los mecanismos que ofrece
el Poder Judicial para el
acceso a la justicia. 9.
Realizar encuentros entre
representantes del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre y personas
funcionarias judiciales con
competencia para conocer
procesos Jjudiciales
vinculados con esa
poblacién, a efecto de que
las personas indigenas
capaciten a las y los
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servidores judiciales sobre
la historia, cosmovision,
costumbres, formas de
tenencia y de transmision
de la tierra, entre otros
datos de interés, que
incidan en la solucién de
los conflictos indigenas;
priorizdndose a quienes
laboren en las oficinas
judiciales con competencia
material y territorial para
conocer de  procesos
vinculados con personas
indigenas de Buenos Aires
de Puntarenas,
incluyendo a personas
juzgadoras, técnicas Yy
coordinadoras judiciales,

defensoras publicas,
fiscalas, personal
administrativo, del
Organismo de
Investigacion Judicial,

entre otros. Iniciar el
proceso de capacitacion
con personas servidoras
Jjudiciales de las
Jurisdicciones Penal,
Agrario y Contencioso
Administrativo, de todas
las instancias; y luego se
continuard con las demds.
10. Verificar que en los
contenidos de los diserios
de las capacitaciones en
Derecho Indigena, se
incluya al menos:
Normativa internacional
referida a los derechos de
las personas indigenas,
entre ellos, el Convenio
relativo a la proteccion e
integracion de las
poblaciones indigenas y
de otras  poblaciones
tribales y semitribales en
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los paises 1957 (Convenio
107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas 'y
Tribales 1989 (Convenio
169 OIT), Declaracion de
las Naciones Unidas sobre
los derechos de Ilos
Pueblos Indigenas 2007,
Declaraciéon ~ Americana
sobre Derechos de los
Pueblos Indigenas OEA
2016; Jurisprudencia de
la Corte Interamericana de
Derechos Humanos
vinculada con pueblos
Indigenas incluyendo la
Opinion Consultiva 23-
2017,Constitucion

Politica, Ley Indigena, Ley
de Acceso a la Justicia de
los Pueblos Indigenas,
entre otras;
Jurisprudencia de las
Salas de Casacién y de la
Sala Constitucional de la
Corte Suprema de
Justicia. e. Lineamientos y
circulares de Corte Plena y
del Consejo  Superior
vinculados con las reglas
para los procesos en los
que estén involucradas
personas indigenas;
ademds, los alcances y
distincién entre el sistema
monista y el pluralismo
juridico. 11. Establecer un
modelo de control y
seguimiento a fin de medir
el impacto de esas
capacitaciones en el
fortalecimiento de las
competencias de las

personas servidoras
Jjudiciales que asistan y su
concrecion en las

resoluciones -incluyendo
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las sentencias- que emitan
en los procesos propios de
su  competencia, con

absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de
Bangalore sobre la

conducta judicial, entre
otros. Al respecto, la
Institucion tiene
experiencia pues para tal
seguimiento del impacto
de la capacitacion se
diserié6 el Manual para
realizar las evaluaciones
de resultados de la
capacitacion judicial en el
desemperio laboral por
parte de la Escuela
Judicial. 12. Gestionar
ante el Consejo Directivo
de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para
declarar obligatoria la
participacion de las

personas servidoras
Jjudiciales en las
capacitaciones sobre

Derecho Indigena, en
cumplimiento de la Ley de
Acceso a la Justicia de

Pueblos Indigenas,
especialmente quienes
tengan competencia

material y territorial para
conocer de  procesos
judiciales vinculados con
el pueblo indigena Teribe
y Bribri de Salitre. 13.
Llevar un control de las
personas que hayan sido
capacitadas y un
seguimiento para medir el
impacto en su gestién, y
valorar su inclusion en los
indicadores de evaluacion
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de desemperio y los
procesos de reclutamiento,

ya sea para
nombramientos fo)
ascensos en  puestos
vinculados con el

conocimiento de procesos
asociados a personas
indigenas. 14. Valorar la
posibilidad de establecer
acuerdos

interinstitucionales entre
el Poder Judicial, el Poder
Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder
Legislativo, asi como las
Universidades estatales,
a fin de que las acciones
que se ejecuten
vinculadas con personas
indigenas, especialmente
las relacionadas con las
medidas cautelares de la
CIDH, estén previamente
coordinadas Yy sean
consultadas a las
personas indigenas. 15.
Instar al Instituto de
Desarrollo Rural y al
Ministerio de Justicia y
Paz para que valoren la
posibilidad de capacitar a
las personas juzgadoras,
defensoras publicas y
fiscalas con competencia
para conocer procesos en
los que intervengan
personas indigenas del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre, sobre las
acciones emprendidas en
el Plan de Recuperacion
de Tierras Indigenas y
sistemas catastrales y
registrales vinculados. 16.
Analizar opciones para
brindar  proteccion y
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seguridad a las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares,
dentro de sus territorios y
acordes a sus costumbres.
17. Realizar sesiones
periddicas en las que se
informe a miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre
beneficiarias de las
medidas cautelares de la
CIDH sobre los avances
alcanzados. 18.
Actualizar el convenio
interinstitucional entre el
Poder Judicial y la
Universidad de Costa Rica
con el objetivo de que
incluya la Facultad de
Derecho y la Escuela de
Antropologia para
fortalecer el programa de
peritajes culturales y de
capacitaciones a las

personas servidoras
judiciales, con
posibilidades de
establecer acciones

conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que
podrian ofrecer insumos
importantes en los
peritajes culturales. 19.
Diseriar una Politica de
Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accién de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su
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ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
20. Disenar una Politica
de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accién de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su
ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
21. Participar como parte
del Estado en los
encuentros que se realicen
entre las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas y otras
instituciones del Estado.
En relaciéon con lo anterior,
en lo que respecta a
pueblos indigenas, “es
indispensable que los
Estados otorguen una
proteccion  efectiva que
tome en cuenta sSus
particularidades propias,
sus caracteristicas
econdémicas y sociales, asi
como su situacién de
especial vulnerabilidad,
su derecho
consuetudinario, valores,
usos Yy  costumbres”,
segun lo indicé la Corte
Interamericana de
Derechos Humanos en el
caso Pueblo Indigena
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Kichwa
versus

Sarayaku

sentencia de 27 de junio
de 2012”.

Los 21 ejes de accion
fueron aprobados por la
Comision de Acceso a la
Justicia del Poder
Judicial y gestionados
gracias a la coordinacion
interinstitucional entre el
Poder Judicial, Poder
Ejecutivo, Poder
Legislativo y las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares
321-12 de la CIDH contra
el Estado.

22. Sudafrica  acogi6  con
satisfaccion el compromiso de
Costa Rica con los Objetivos de
Desarrollo Sostenible, la
promocion de los derechos de los
afrodescendientes y el
establecimiento de un
mecanismo de consulta con los

pueblos indigenas.

El Poder Judicial de Costa
Rica suscribi6 el “Pacto
Nacional por el avance de
los O.D.S. en el marco de
la Agenda 2030 para el
Desarrollo Sostenible en
Costa Rica” entre los
Poderes del Estado,
siendo el primer pais en
hacerlo. A partir de ahi, los
ODS de la Agenda 2030
ha servido de inspiracion
a las diferentes acciones
intitucionales asociadas a
la poblaciéon indigena,
entre éstas, los procesos

de capacitacion.-
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33. La Republica Bolivariana de
Venezuela acogio con satisfaccion
la adopcion de la Politica Nacional
contra el Racismo. También se
refiri6 a desafios, como la
persistente discriminacion y la
estigmatizacion de los pueblos
indigenas, los afrodescendientes,
los migrantes y otros grupos

vulnerables.

La adopciéon de la Politica
Nacional contra el
Racismo es un importante
avance en la eliminacion
de las discriminaciones de
la poblacion indigena; y
sumado a ello, el Poder
Judicial de Costa Rica ha

enfrentado ya esos

desafios mediante
acciones coordinadas
institucionalmente e

interinstitucionalmente

para el cumplimiento de la
Ley Indigena, la Ley de
Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de
Costa Rica y la recién
aprobada en segundo
debate por la Asamblea
Legislativa denominada
Ley de Proteccion del
Derecho a la Nacionalidad
de la Persona Indigena y
Garantia de Integracion
de la Persona Indigena

Transfronteriza.

45. A pesar de estas mejoras, la
promocion de los derechos
humanos de los pueblos
indigenas presentes en el pais
siguié siendo un desafio. Para

hacer operativo el derecho al

El pais ha seguido
enfrentando el desafio
para la promocién de los
derechos humanos de las
personas indigenas
mediante la coordinacién
interinstitucional y
encuentros con las
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personas

indigenas,

consentimiento previo, libre e
informado, Costa Rica habia
establecido, a través de un
proceso participativo, un
mecanismo de consulta en linea
con las recomendaciones del
Relator Especial de las Naciones
Unidas sobre los pueblos
indigenas. En 2019, el Gobierno
también adopté las directrices
para el desarrollo participativo e
intercultural de la politica publica
para los pueblos indigenas 2019-
2024.

obteniéndose importantes
logros del Poder Ejecutivo
y el Poder Legislativo. En
el caso del Poder Judicial
se ha constituido como
observador activo en las
Comisiones de Seguridad
y de Saneamiento de los
territorios indigenas de
Salitre Y Térraba,
beneficiarios de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el
Estado; y la adopcién de
los acuerdos de Corte
Plena —jerarca mdximo- en
sesiones N° 20-19
celebrada el 27 de mayo
del ano en curso, Articulo
XIX, donde se dispuso:
“Se acordé: Tener por
hecha la exposicién de la
mdster Damaris Vargas
Vasquez sobre el Informe
Ejecutivo sobre el
encuentro realizado el 5, 6
y 7 de abril entre
representantes del Estado
Yy Personas Indigenas
Bribride Salitre y Térraba,
con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Publica,
Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
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Planificacion,

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La
Secretaria General de la
Corte tomard nota para
realizar la comunicacion
correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado Brenes se
abstienen de votar.”; y
acuerdo tomado por Corte
Plena en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del afio en curso, Articulo
II, cuyo contenido se cito
anteriormente.

46. Para acelerar la restitucion de
las tierras ancestrales ocupadas
por pueblos no indigenas, Costa
Rica habia desarrollado el Plan
Nacional para la Recuperacion de
los Territorios Indigenas de Costa
Rica 2016-2022, que ahora se
encontraba en su primera fase de
implementacion. La delegacion
condend enérgicamente el
asesinato del lider indigena
Sergio Rojas Ortiz, ocurrido el 18
de marzo de 2019, e informé6 que
el Presidente de la Republica
habia solicitado la investigacion
inmediata de este homicidio para
llevar a los responsables ante la

justicia.

Debe considerarse que
Costa Rica ademads ha
asumido ese importante
reto de la restitucion de
tierras en territorios

indigenas a la poblacion

indigena mediante
acciones concertadas
entre la poblacion
beneficiaria de las

Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH y los
Poderes Ejecutivo y
Legislativo. Ademds el
Poder Judicial ha
establecido lineamientos o
circulares del Consejo
Superior, constantemente

reiteradas donde se
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establece

obligatoriedad de priorizar
la atencion de los procesos
asociados a personas
indigenas, realizar las
audiencias judiciales en
los territorios indigenas,
traer al proceso peritajes
culturales para resolver
conforme a la cosmovisiéon
y costumbres de las
personas indigenas, pago
de traductores Y
especialmente, la
asignacion de Defensa
Publica especializada en
todas las materias que
conocen los tribunales
para la atencion de la
poblacion indigena
conforme a la Ley de
Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas de

Costa Rica.

S51. Belarus observo el
fortalecimiento por parte de Costa
Rica de sus instituciones de
derechos humanos y su
cooperacion con el ACNUDH.
También destacoé los desafios,
incluidos los migrantes y
refugiados, la discriminacion

contra las  personas  con

A la recomendacién debe
citarse como parte de los
compromisos pais por la
atenciéon de los desafios
de la poblacion indigena la
reciente aprobacion en
segundo debate y ultimo
por la Asamblea

Legislativa de la Ley de
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discapacidad y los pueblos

indigenas.

Proteccioén del Derecho a la
Nacionalidad de la
Persona Indigena Y
Garantia de Integracion
de la Persona Indigena
Transfronteriza, sumada
la aprobacién y ejecucion
de la Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos

Indigenas de Costa Rica

55. El Estado Plurinacional de
Bolivia valoré el reconocimiento
por parte de Costa Rica de la
naturaleza multiétnica y
multicultural del pais, que ahora
se reflejaba en la Constitucion, y
acogi6 con satisfaccion los
esfuerzos por establecer un
mecanismo de consulta con los

pueblos indigenas.

El reconocimiento de la
naturaleza multiétnica y
multicultural de Costa
Rica no se limit6é a su
inclusion en el articulo 1
de la Constitucion Politica

sino que se ha extendido a

otras reformas
constitucionales y
ademas, al
establecimiento de

acciones de capacitaciéon
en el Poder Judicial de
Costa Rica para sustituir
el sistema monista
tradicional para pasar a
un sistema de pluralismo
juridico en consonancia
con el Convenio 169 de la
OIT.

65. Cuba observo la actualizacion

del marco legislativo e

Al reconocimiento que se

plantea debe sumarse
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institucional de Costa Rica, en
particular con respecto a la
discriminacion contra las

mujeres y los pueblos indigenas.

ademds la aprobacion y
puesta en ejecucion en
2018 y lo que va de 2019
de la Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica y
recientemente, la
aprobacion en segundo y
ultimo debate de la Ley de
Proteccién del Derecho a la
Nacionalidad de la
Persona Indigena Y
Garantia de Integracion
de la Persona Indigena

Transfronteriza.

66. Dinamarca reconocio el
marco legal de Costa Rica para la
proteccion de los derechos de los
pueblos indigenas, pero observo
que el proyecto de ley sobre
Desarrollo Autonomo de los
Pueblos Indigenas llevaba mas de

20 anos pendiente.

Es wuna funcion que
corresponde al Poder
Legislativo, no al Poder
Judicial. Sin embargo,
debe resaltarse el hecho
de que la disposicion de
archivo de ese proyecto de
ley fue una decision que
no excluye la posibilidad
de reactivar ese proyecto
de ley, el cual se estima
indispensable para el
cumplimiento efectivo y
operativizacion del
Convenio 169 de la OIT y
de las medidas cautelares
321-12 de la CIDH contra

Costa Rica.
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En relacion con el Poder
Judicial se cuenta con
reiteradas resoluciones de
la Sala Constitucional de
la Corte Suprema de
Justicia donde se reconoce
legitimacion a los
Consejos de Mayores de
los Pueblos Indigenas
para la autodeterminacion
de la condicion de
indigena de esta
poblacion, pero es preciso
reactivar ese proyecto de

ley o uno similar.

68. Ecuador acogio con
satisfaccion la reforma
constitucional que reconocié el
caracter multiétnico y
pluricultural de Costa Rica y la
creacion del Mecanismo General
de Consulta de los Pueblos

Indigenas.

El reconocimiento de la
naturaleza multiétnica y
multicultural de Costa
Rica no se limité a su
inclusion en el articulo 1
de la Constitucion Politica

sino que se ha extendido a

otras reformas
constitucionales y
ademas, al
establecimiento de

acciones de capacitaciéon
en el Poder Judicial de
Costa Rica para sustituir
el sistema monista
tradicional para pasar a
un sistema de pluralismo

juridico en consonancia
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con el Convenio 169 de la

OIT.

Debe resaltarse el
esfuerzo del Poder
Ejecutivo en la
construcciéon del

Mecanismo General de
Consulta de los Pueblos
Indigenas, el cual impacta
sustancialmente el
quehacer del Poder
Legislativo y del Poder
Legislativo lograndose
una participacion activa
de la poblacién indigena,
especialmente  mediante
encuentros periodicos con
las personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH y los logros
obtenidos, entre ellos los
acuerdos de Corte Plena

ya citados.

69. Egipto encomio los esfuerzos
del Gobierno por promover la
igualdad de género y combatir la
violencia contra la mujer. Acogio
con satisfaccion el
establecimiento del mecanismo
de consulta con los pueblos
indigenas y los esfuerzos para
integrar a los migrantes y

refugiados en la sociedad.

El reconocimiento de la
naturaleza multiétnica y
multicultural de Costa
Rica no se limité a su
inclusion en el articulo 1
de la Constitucion Politica

sino que se ha extendido a

otras reformas
constitucionales y
ademas, al
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establecimiento de
acciones de capacitacion
en el Poder Judicial de
Costa Rica para sustituir
el sistema monista
tradicional para pasar a
un sistema de pluralismo
juridico en consonancia

con el Convenio 169 de la

OIT.

Debe resaltarse el
esfuerzo del Poder
Ejecutivo en la
construcciéon del

Mecanismo General de
Consulta de los Pueblos
Indigenas, el cual impacta
sustancialmente el
quehacer del Poder
Legislativo 'y del Poder
Legislativo lograndose
una participacion activa
de la poblacion indigena,
especialmente mediante
encuentros periodicos con
las personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH y los logros
obtenidos, entre ellos los
acuerdos de Corte Plena

ya citados.
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A lo anterior,
sumarse la aprobacion en
2018 'y puesta en
ejecucion de la Ley de
Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de
Costa Rica y la recién
aprobada en segundo y
ultimo debate por la
Asamblea Legislativa de
la Ley de Proteccion del
Derecho de la Persona
Indigena y Garantia de
Integracién de la Persona
Indigena Transfronteriza,
entre otras acciones del
Poder Judicial sobre los
cual se remite a los
acuerdos de Corte Plena
ya citados y muchos otros

de Consejo Superior.

77. Guyana felicito a Costa Rica
por la presentacion de los
informes a los Organos de
Tratados y el Decreto Ejecutivo
que establece un mecanismo de
consulta con los pueblos
indigenas. También acogi6 con
satisfaccion la Ley de Reforma

Laboral.

A las acciones asumidas
por Costa Rica ante los
desafios de las personas
indigenas  relacionados
con la aprobacion de la
Reforma Procesal Laboral
por el Poder Legislativo y
la aprobacion del
Mecanismo de Consulta
Indigena del Poder
Ejecutivo, debe sumarse
las acciones del Poder

Judicial asociadas a las
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decisiones judiciales de
sus tribunales, en especial
de la Sala Constitucional
de la Corte Suprema de
Justicia con  cardcter
vinculante en las que se
ha obligado a ejecutar las
consultas en proyectos
que se pretendan
desarrollar en territorios
indigenas y de eliminacién
de cualquier tipo de
discriminacion contra esta
poblacion mediante

acciones concertadas.

80. Honduras elogio el
establecimiento por Costa Rica de
un mecanismo de consulta con
los indigenas y la adopcion de la
politica nacional para una
sociedad, libre de racismo,

discriminacién y xenofobia.

A las acciones asumidas
por Costa Rica ante los
desafios de las personas
indigenas  relacionados
con la aprobacion de la
Reforma Procesal Laboral
por el Poder Legislativo y
la aprobacion del
Mecanismo de Consulta
Indigena del Poder
Ejecutivo, debe sumarse
las acciones del Poder
Judicial asociadas a las
decisiones judiciales de
sus tribunales, en especial
de la Sala Constitucional
de la Corte Suprema de
Justicia con  cardcter

vinculante en las que se
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ha obligado a ejecutar las
consultas en proyectos
que se pretendan
desarrollar en territorios
indigenas y de eliminacion
de cualquier tipo de
discriminacién contra esta
poblacion mediante
acciones concertadas.

A ello debe agregarse el
acuerdo de Corte Plena
que establece la consulta
a las personas indigenas
en los procesos de
capacitacion a esa
poblacion para determinar
sus necesidades reales de
mejora del servicio de

administracion de justicia:

90. Kazajstan acogio  con
satisfaccion los esfuerzos de
Costa Rica en el campo de la
educacion, la asistencia sanitaria
y la proteccion de los derechos de
los ninos, las mujeres, las
personas con discapacidad y las
poblaciones indigenas. Senalo
positivamente la adopcion de la
politica nacional contra el
racismo, la discriminacion racial

y la xenofobia.

A las acciones asumidas
por Costa Rica deben
sumarse las acciones del
Poder Judicial asociadas
a las decisiones judiciales
de sus tribunales, en
especial de la Sala
Constitucional de la Corte
Suprema de Justicia con
cardcter vinculante en las
que se ha obligado a
ejecutar las consultas en

proyectos que se
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pretendan desarrollar en
territorios indigenas y de
eliminacion de cualquier
tipo de discriminacion
contra esta poblacién
mediante acciones

concertadas.

92. Madagascar acogié6 con
satisfaccion la aplicaciéon por
parte de Costa Rica de la politica
de acceso a la justicia de las
personas afrodescendientes. Sin
embargo, observo la prevalencia
de la discriminacién estructural
contra las personas indigenas y
afrodescendientes, los refugiados

y las personas con discapacidad.

En lo concerniente a la
discriminacion estructural
persistente en Costa Rica
contra la poblacion
indigena, entre otras,
deben sumarse las
acciones del Poder
Legislativo de aprobacion
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
En el caso del Poder
Judicial deben citarse
varios acuerdos entre
ellos el acuerdo de Corte
Plena tomado en la sesion
N° 20-19 celebrada el 27
de mayo del ano en curso,
Articulo XIX, donde se
dispuso: “Se  acordé:
Tener por hecha Ila
exposicion de la mdster
Damaris Vargas Vdsquez
sobre el Informe Ejecutivo
sobre el encuentro
realizado el 5, 6 y 7 de

abril entre representantes
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del Estado y Personas
Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Prblica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccion

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La
Secretaria General de la
Corte tomarda nota para
realizar la comunicacion
correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado Brenes se

abstienen de votar.”

Ademas, el acuerdo
tomado por Corte Plena
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en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del afio en curso, Articulo
II, que literalmente dice:
“Se acordé: Acoger la
solicitud de la master
Damaris Vargas Vasquez,
en consecuencia,
adicionar en la parte
dispositiva del acuerdo
adoptado en sesion N° 20-
19 de 27 de mayo de
2019, articulo XIX, el
contenido integro de los 21
ejes de accién propuestos
Yy aprobados, los cuales se
indican de seguido: 1.
Concertar con las
personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares N°
321-12 emitidas por la
CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para
garantizar la vida y
seguridad personal de los
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado
para investigar los
presuntos hechos que
dieron lugar a tales
medidas para evitar su
repeticiéon. Lo anterior, con
el objetivo de dar
cumplimiento a los
mandatos de la CIDH y
construir  confianza Yy
dialogo intercultural. En la
medida de lo posible,
realizar las sesiones de
trabajo en los territorios
indigenas  involucrados,
con la colaboracion de
personas traductoras que
faciliten la comunicacion
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efectiva y transparente.
Se sugiere valorar sean
las principales jefaturas
institucionales quienes
ejecuten esta labor. 2.
Identificar y analizar los
riesgos relevantes
asociados al logro de los
objetivos y las metas
institucionales vinculadas
con la poblacién indigena,
establecidas en el Plan
Estratégico Institucional
2019/2024 (ejes
transversales acceso a la
justicia y justicia abierta,
entre otros); el efecto
posible de tales riesgos,
su importancia y la
probabilidad de  que
ocurran, Yy decidir las
acciones que se tomardn
para administrarlos a fin
de continuar con la
adopciéon de las medidas
necesarias para ubicarse
por lo menos en un nivel
de riesgo organizacional
aceptable. Ademas,
establecer los mecanismos
operativos que minimicen
el riesgo en las acciones
por ejecutar en relacion
con la tramitaciéon y
resolucion de los procesos
judiciales en los que sean
parte pueblos indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 3. Documentar,
mantener actualizados y
divulgar internamente, las
politicas, normas y
procedimientos de control
que garanticen el
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cumplimiento del sistema

de control interno
institucional y la
prevenciéon de todo

aspecto que conlleve a
desviar los objetivos y las
metas trazados por la
institucion en el
desemperio de sus
funciones vinculadas con
los procesos judiciales en
los que intervengan
personas indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 4. Establecer un
sistema de informacion
que permita tener una

gestion documental
institucional en el
desarrollo de las

actividades, con el fin de
prevenir cualquier desvio
en los objetivos trazados
en relacion con la
tramitacion y resolucion
de los procesos judiciales
vinculados en los que
sean parte miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre. 5. Incluir
en las estadisticas
institucionales

indicadores que visibilicen
los procesos judiciales que
estén  vinculados  con
personas indigenas,
incorporando ademds
informacion relativa a los
pueblos relacionados, los
territorios, entre otros
datos de interés para la
toma de decisiones. 6. Con
absoluto respeto al
principio de
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independencia  judicial,
emitir circulares dirigidas
a todas las personas
servidoras judiciales en
las que se les reitere su
deber de ser garantes del
acceso efectivo a la
justicia de los pueblos
indigenas, la no
discriminacién Y
eliminacién de barreras, a
saber: i) asegurar que los

miembros de la
comunidad puedan
comprender y hacerse
comprender en los
procedimientos legales

iniciados,  facilitandoles
intérpretes u otros medios
eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a
los pueblos indigenas y
tribales a  asistencia
técnica y legal en relacion
con su derecho a la
propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se
encontrasen  en  una
situacion de
vulnerabilidad que les
impediria conseguirla, y
iii) facilitar el acceso fisico
a las instituciones
administrativas y
judiciales, o a los
organismos  encargados
de garantizar el derecho a
la propiedad colectiva de
los pueblos indigenas y
tribales, asi como facilitar
la participacion de los
pueblos en el desarrollo de
los procesos judiciales,
administrativos o de
cualquier otra indole, sin
que ello les implique hacer
esfuerzos desmedidos o










Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

exagerados, ya sea
debido a las distancias o a
las vias de acceso a
dichas instituciones, o a
los altos costos en virtud
de los procedimientos.
Ademds, el otorgamiento
de una proteccién efectiva
que tome en cuenta las
particularidades propias
que los diferencian de la
poblacion en general y que
conforman su identidad
cultural, sus
caracteristicas

econdémicas y sociales, su
posible situacion de

vulnerabilidad, su
derecho consuetudinario,
valores, usos y

costumbres, asi como su
especial relacion con la
tierra, y respeto de los
mecanismos internos de
decision de controversias
en materia indigena, los
cuales se encuentren en
armonia con los derechos

humanos, segun  los
estandares
internacionales
establecidos por la Corte
Interamericana de

Derechos Humanos en el
caso Pueblos Kalifia y
Lokono wversus Surinam,
sentencia de 25 de
noviembre de 2015 y las
disposiciones de la Ley de
Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de
Costa  Rica. 7. Con

absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de

Bangalore sobre la
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conducta judicial, entre
otros, establecer politicas
Yy practicas de gestion de
recursos humanos
apropiadas,
principalmente en cuanto
a contratacion,
vinculacion,
entrenamiento,
evaluacién, promocion y
acciones  disciplinarias;
todo de conformidad con el
ordenamiento juridico y
técnico aplicable, en lo
relacionado con la
aplicaciéon del Derecho
Indigena, con el objetivo
de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una
justicia pronta, cumplida,
sin denegacion y
accesible; priorizando lo
vinculado con los procesos
judiciales en los que sean
parte miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 8. Realizar
encuentros entre el pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre  con  personas
funcionarias judiciales de
la Contraloria de
Servicios, Comisién de
Acceso a la Justicia y la
Subcomisién de Acceso a
la Justicia de los Pueblos
Indigenas, a efecto de que
estas ultimas les
expongan el
funcionamiento del Poder
Judicial en sus diferentes
ambitos. En forma previa
a su ejecucion  se
concertard con las
personas indigenas la
identificacion  de los
contenidos minimos de los
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aspectos sobre los cuales
desean ser informados y
los mecanismos que ofrece
el Poder Judicial para el
acceso a la justicia. 9.
Realizar encuentros entre
representantes del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre Yy personas
funcionarias judiciales con
competencia para conocer
procesos judiciales
vinculados con esa
poblacién, a efecto de que
las personas indigenas
capaciten a las y los
servidores judiciales sobre
la historia, cosmovision,
costumbres, formas de
tenencia y de transmision
de la tierra, entre otros
datos de interés, que
incidan en la solucién de
los conflictos indigenas;
priorizdndose a quienes
laboren en las oficinas
judiciales con competencia
material y territorial para
conocer de  procesos
vinculados con personas
indigenas de Buenos Aires
de Puntarenas,
incluyendo a personas
juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales,

defensoras publicas,
fiscalas, personal
administrativo, del
Organismo de
Investigacion Judicial,

entre otros. Iniciar el
proceso de capacitacion
con personas servidoras
Jjudiciales de las
Jurisdicciones Penal,
Agrario y Contencioso
Administrativo, de todas
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las instancias; y luego se
continuard con las demds.
10. Verificar que en los
contenidos de los disenos
de las capacitaciones en
Derecho Indigena, se
incluya al menos:
Normativa internacional
referida a los derechos de
las personas indigenas,
entre ellos, el Convenio
relativo a la proteccion e
integracion de las
poblaciones indigenas y
de otras poblaciones
tribales y semitribales en
los paises 1957 (Convenio
107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y
Tribales 1989 (Convenio
169 OIT), Declaracion de
las Naciones Unidas sobre
los derechos de los
Pueblos Indigenas 2007,
Declaraciéon ~ Americana
sobre Derechos de los
Pueblos Indigenas OEA
2016; Jurisprudencia de
la Corte Interamericana de
Derechos Humanos
vinculada con pueblos
Indigenas incluyendo la
Opinién Consultiva 23-
2017,Constitucion

Politica, Ley Indigena, Ley
de Acceso a la Justicia de
los Pueblos Indigenas,
entre otras;
Jurisprudencia de las
Salas de Casacion y de la
Sala Constitucional de la
Corte Suprema de
Justicia. e. Lineamientos y
circulares de Corte Plena y
del Consejo  Superior
vinculados con las reglas
para los procesos en los
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que estén involucradas
personas indigenas;
ademas, los alcances y
distincién entre el sistema
monista y el pluralismo
juridico. 11. Establecer un
modelo de control y
seguimiento a fin de medir
el impacto de esas
capacitaciones en el
fortalecimiento de las
competencias de las

personas servidoras
Jjudiciales que asistan y su
concrecion en las

resoluciones -incluyendo
las sentencias- que emitan
en los procesos propios de

su  competencia, con
absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de
Bangalore sobre la

conducta judicial, entre
otros. Al respecto, la
Institucion tiene
experiencia pues para tal
seguimiento del impacto
de la capacitacion se
diserié6 el Manual para
realizar las evaluaciones
de resultados de Ila
capacitacion judicial en el
desemperio laboral por
parte de la Escuela
Judicial. 12. Gestionar
ante el Consejo Directivo
de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para
declarar obligatoria la
participacion de las

personas servidoras
Jjudiciales en las
capacitaciones sobre

Derecho Indigena, en
cumplimiento de la Ley de
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Acceso a la Justicia de

Pueblos Indigenas,
especialmente quienes
tengan competencia

material y territorial para
conocer de  procesos
judiciales vinculados con
el pueblo indigena Teribe
y Bribri de Salitre. 13.
Llevar un control de las
personas que hayan sido
capacitadas Y un
seguimiento para medir el
impacto en su gestiéon, y
valorar su inclusion en los
indicadores de evaluacion
de desemperio y los
procesos de reclutamiento,

ya sea para
nombramientos o)
ascensos en  puestos
vinculados con el

conocimiento de procesos
asociados a personas
indigenas. 14. Valorar la
posibilidad de establecer
acuerdos

interinstitucionales entre
el Poder Judicial, el Poder
Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder
Legislativo, asi como las
Universidades estatales,
a fin de que las acciones
que se ejecuten
vinculadas con personas
indigenas, especialmente
las relacionadas con las
medidas cautelares de la
CIDH, estén previamente
coordinadas Yy sean
consultadas a las
personas indigenas. 15.
Instar al Instituto de
Desarrollo Rural y al
Ministerio de Justicia y
Paz para que valoren la
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posibilidad de capacitar a
las personas juzgadoras,
defensoras publicas y
fiscalas con competencia
para conocer procesos en
los que intervengan
personas indigenas del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre, sobre las
acciones emprendidas en
el Plan de Recuperacion
de Tierras Indigenas y
sistemas catastrales y
registrales vinculados. 16.
Analizar opciones para
brindar  proteccion y
seguridad a las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares,
dentro de sus territorios y
acordes a sus costumbres.
17. Realizar sesiones
periddicas en las que se
informe a miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre
beneficiarias de las
medidas cautelares de la
CIDH sobre los avances
alcanzados. 18.
Actualizar el convenio
interinstitucional entre el
Poder Judicial y la
Universidad de Costa Rica
con el objetivo de que
incluya la Facultad de
Derecho y la Escuela de
Antropologia para
fortalecer el programa de
peritajes culturales y de
capacitaciones a las

personas servidoras
Jjudiciales, con
posibilidades de
establecer acciones

conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que
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podrian ofrecer insumos
importantes en los
peritajes culturales. 19.
Diseriar una Politica de
Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accién de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su
ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
20. Disenar una Politica
de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su
ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
21. Participar como parte
del Estado en los
encuentros que se realicen
entre las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas y otras
instituciones del Estado.
En relacién con lo anterior,
en lo que respecta a

«

pueblos indigenas, “es
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indispensable

Estados otorguen
proteccion  efectiva que
tome en cuenta sus
particularidades propias,
sus caracteristicas
econdémicas y sociales, asi
como su situacion de
especial vulnerabilidad,
su derecho
consuetudinario, valores,
usos Yy  costumbres”,
segun lo indicé la Corte
Interamericana de
Derechos Humanos en el
caso Pueblo Indigena
Kichwa de Sarayaku
versus Ecuador en
sentencia de 27 de junio
de 2012”.

Los 21 ejes de accion
fueron aprobados por la
Comision de Acceso a la
Justicia del Poder
Judicial y gestionados
gracias a la coordinacion
interinstitucional entre el
Poder Judicial, Poder
Ejecutivo, Poder
Legislativo y las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares
321-12 de la CIDH contra
el Estado.

95. México reconoci6 los avances
logrados por Costa Rica, en
particular con respecto al
mecanismo de consulta con los
pueblos indigenas, y la

ratificacion del Convenio 189 de

A las acciones asumidas
por Costa Rica ante los
desafios de las personas
indigenas relacionados
con la aprobacion del
Mecanismo de Consulta

Indigena del Poder
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OIT

domeésticos.

la

sobre

trabajadores

Ejecutivo, debe sumarse
las acciones del Poder
Judicial asociadas a las
decisiones judiciales de
sus tribunales, en especial
de la Sala Constitucional
de la Corte Suprema de
Justicia con  cardcter
vinculante en las que se
ha obligado a ejecutar las
consultas en proyectos

que se pretendan
desarrollar en territorios
indigenas y de eliminacién
de de

discriminacion contra esta

cualquier tipo

poblacion mediante
acciones concertadas. En
el caso del Poder Judicial
deben

acuerdos entre ellos el

citarse  varios
acuerdo de Corte Plena
tomado en la sesién N°
20-19 celebrada el 27 de
mayo del ano en curso,
Articulo XIX, donde se

“Se
por  hecha

exposicion de la mdster

dispuso: acordo:

Tener la
Damaris Vargas Vdsquez
sobre el Informe Ejecutivo
sobre el encuentro
realizado el 5, 6 y 7 de

abril entre representantes
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del Estado y Personas
Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Prblica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccion

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La
Secretaria General de la
Corte tomarda nota para
realizar la comunicacion
correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado Brenes se

abstienen de votar.”

Ademas, el acuerdo
tomado por Corte Plena
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en sesion

celebrada el 24 de junio
del afio en curso, Articulo
II donde se especifican
esos ejes de accion.

105. Filipinas felicité a Costa Rica
por la ratificacion del Convenio N°
189 de la OIT sobre trabajadores
domeésticos. También acogiéo con
satisfaccion el desarrollo y la
ejecucion de planes nacionales
relativos a las mujeres, los nifnos

y los pueblos indigenas.

A las acciones asumidas
por Costa Rica debe
sumarse la ratificacion del
Convenio 169 de la OIT
relativo a los derechos de

los pueblos indigenas.

108. El Reino Unido de Gran
Bretana e Irlanda del Norte acogio
con satisfaccion el compromiso
de Costa Rica con la igualdad de
género, los derechos de los ninos,
los derechos LGBT y la libertad de
expresion. Insté6 al Gobierno a
finalizar el Proyecto de Ley de
Autonomia Indigena e
implementar el Plan Nacional
para la restitucion de tierras

indigenas.

A las acciones asumidas
por Costa Rica debe
sumarse las acciones del
Poder Judicial asociadas
a las decisiones judiciales
de sus tribunales, en
especial de la Sala
Constitucional de la Corte
Suprema de Justicia con
cardacter vinculante en las
que se ha obligado a
delimitar los territorios
indigenas. En el caso del
Poder Judicial deben
citarse varios acuerdos
entre ellos el acuerdo de
Corte Plena tomado en la
sesion N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afo en

curso, Articulo XIX,
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donde se dispuso: “Se
acordo: Tener por hecha la
exposicion de la mdster
Damaris Vargas Vidsquez
sobre el Informe Ejecutivo
sobre el encuentro
realizado el 5, 6 y 7 de
abril entre representantes
del Estado y Personas
Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Publica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccion

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La
Secretaria General de la

Corte tomarda nota para

realizar la comunicaciéon
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correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado

abstienen de votar.”

Brenes se

Ademas, el acuerdo
tomado por Corte Plena
en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del ano en curso, Articulo
II, donde se especifican
esos ejes de accion.

II. Conclusiones y/o | Acepta/ Observaciones
recomendaciones No acepta
111.16 Modificar su Ley Penal | No El Estado ha hecho

para aumentar las penas por

discriminacion racial y
considerarla como una
circunstancia agravante,

especialmente contra los pueblos
indigenas y afrodescendientes

(Grecia);

esfuerzos desde el Poder
Legislativo, el Ejecutivo y
el Judicial

eliminacion de la

para la

discriminacion contra las

personas indigenas; sin
embargo, hay muchos
retos Yy desafios que

enfrentar. Se estima que
aumentar las penas en el
Derecho Penal no es la
solucion  efectiva para
lograr la disminucién de la
discriminacion contra las
personas indigenas. Las
acciones estdan alineadas

a los Objetivos de
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Desarrollo Sostenible de la
Agenda 2030 de las
Naciones Unidas. Costa
Rica incorporé en su
Coédigo de Trabajo un
proceso denominado de
Discriminacion que
incorpora este tipo de
discriminaciones con
sanciones precisas. De
igual forma, la inclusién
de medidas de formacién
Yy capacitacion en la
educacion primaria,
secundaria y universitaria
para la sensibilizacion y
eliminacion de la
discriminacion de esa y
otras  poblaciones. El
Poder Judicial ha
implementado

mecanismos  para la

atencion prioritaria de esa

poblacion Y el
establecimiento de
acciones afirmativas,

entre otros, en el Cédigo
Procesal Agrario. En el
caso del Poder Judicial
deben citarse varios
acuerdos entre ellos el
acuerdo de Corte Plena
tomado en la sesién N°
20-19 celebrada el 27 de
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mayo del ano en curso,
Articulo XIX, donde se
dispuso: “Se  acordé:
Tener por hecha Ila
exposicion de la mdster
Damaris Vargas Vidsquez
sobre el Informe Ejecutivo
sobre el encuentro
realizado el 5, 6 y 7 de
abril entre representantes
del Estado y Personas
Indigenas Bribri de Salitre
y Térraba, con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Publica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccion

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector

Jurisdiccional. La

Secretaria General de la
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Corte tomara nota para
realizar la comunicacién
correspondiente. El
magistrado Salazar
Alvarado y las suplentes
Esquivel Rodriguez y
Picado Brenes se

abstienen de votar.”

Ademas, el acuerdo
tomado por Corte Plena
en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del ano en curso, Articulo
II, que literalmente dice:
“Se acordé: Acoger la
solicitud de la madster
Damaris Vargas Vdasquez,
en consecuencia,
adicionar en la parte
dispositiva del acuerdo
adoptado en sesién N° 20-
19 de 27 de mayo de
2019, articulo XIX, el
contenido integro de los 21
ejes de accién propuestos
y aprobados, los cuales se
indican de seguido: 1.
Concertar con las
personas indigenas
beneficiarias de las
Medidas Cautelares N°
321-12 emitidas por la
CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para
garantizar la vida y
seguridad personal de los
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado
para investigar los
presuntos hechos que
dieron lugar a tales
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medidas para evitar su
repeticiéon. Lo anterior, con
el objetivo de dar
cumplimiento a los
mandatos de la CIDH y
construir  confianza Yy
didlogo intercultural. En la
medida de lo posible,
realizar las sesiones de
trabajo en los territorios
indigenas  involucrados,
con la colaboracion de
personas traductoras que
faciliten la comunicacion
efectiva y transparente.
Se sugiere valorar sean
las principales jefaturas
institucionales quienes
ejecuten esta labor. 2.
Identificar y analizar los
riesgos relevantes
asociados al logro de los
objetivos y las metas
institucionales vinculadas
con la poblaciéon indigena,
establecidas en el Plan
Estratégico Institucional
2019/2024 (ejes
transversales acceso a la
justicia y justicia abierta,
entre otros); el efecto
posible de tales riesgos,
su importancia y la
probabilidad de  que
ocurran, Yy decidir las
acciones que se tomardn
para administrarlos a fin
de continuar con la
adopcion de las medidas
necesarias para ubicarse
por lo menos en un nivel
de riesgo organizacional
aceptable. Ademas,
establecer los mecanismos
operativos que minimicen
el riesgo en las acciones
por ejecutar en relacion
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con la tramitacion y
resolucion de los procesos
Jjudiciales en los que sean
parte pueblos indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 3. Documentar,
mantener actualizados y
divulgar internamente, las
politicas, normas y
procedimientos de control
que garanticen el
cumplimiento del sistema
de control interno
institucional y la
prevenciéon de todo
aspecto que conlleve a
desviar los objetivos y las
metas trazados por la
institucion en el
desempernio de sus
funciones vinculadas con
los procesos judiciales en
los que intervengan
personas indigenas,
priorizando aquellos en
los que sean parte
miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 4. Establecer un
sistema de informacion
que permita tener una

gestion documental
institucional en el
desarrollo de las

actividades, con el fin de
prevenir cualquier desvio
en los objetivos trazados
en relacion con la
tramitacion y resolucion
de los procesos judiciales
vinculados en los que
sean parte miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre. 5. Incluir
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en las estadisticas
institucionales

indicadores que visibilicen
los procesos judiciales que
estén  vinculados con
personas indigenas,
incorporando ademds
informacion relativa a los
pueblos relacionados, los
territorios, entre otros
datos de interés para la
toma de decisiones. 6. Con
absoluto respeto al
principio de
independencia  judicial,
emitir circulares dirigidas
a todas las personas
servidoras judiciales en
las que se les reitere su
deber de ser garantes del
acceso efectivo a la
justicia de los pueblos
indigenas, la no
discriminacion y
eliminacioén de barreras, a
saber: i) asegurar que los

miembros de la
comunidad puedan
comprender 'y hacerse
comprender en los
procedimientos legales

iniciados,  facilitdndoles
intérpretes u otros medios
eficaces para tal fin; i)
proporcionar el acceso a
los pueblos indigenas y
tribales a  asistencia
técnica y legal en relacion
con su derecho a la
propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se
encontrasen en  una
situacion de
vulnerabilidad que les
impediria conseguirla, y
iii) facilitar el acceso fisico
a las instituciones
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administrativas Y
judiciales, o a los
organismos encargados
de garantizar el derecho a
la propiedad colectiva de
los pueblos indigenas y
tribales, asi como facilitar
la participacion de los
pueblos en el desarrollo de
los procesos judiciales,
administrativos o de
cualquier otra indole, sin
que ello les implique hacer
esfuerzos desmedidos o
exagerados, ya  sea
debido a las distancias o a
las vias de acceso a
dichas instituciones, o a
los altos costos en virtud
de los procedimientos.
Ademds, el otorgamiento
de una proteccion efectiva
que tome en cuenta las
particularidades propias
que los diferencian de la
poblacion en general y que
conforman su identidad
cultural, sus
caracteristicas

econdémicas y sociales, su
posible situacion de

vulnerabilidad, su
derecho consuetudinario,
valores, usos y

costumbres, asi como su
especial relacion con la
tierra, y respeto de los
mecanismos internos de
decision de controversias
en materia indigena, los
cuales se encuentren en
armonia con los derechos

humanos, segun  los
estandares
internacionales

establecidos por la Corte
Interamericana de
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Derechos Humanos en el
caso Pueblos Kalina y
Lokono wversus Surinam,
sentencia de 25 de
noviembre de 2015 y las
disposiciones de la Ley de
Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de
Costa Rica. 7. Con

absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de
Bangalore sobre la

conducta judicial, entre
otros, establecer politicas
Yy prdcticas de gestion de

recursos humanos
apropiadas,
principalmente en cuanto
a contratacion,
vinculacion,
entrenamiento,

evaluacién, promocion y
acciones  disciplinarias;
todo de conformidad con el
ordenamiento juridico Yy
técnico aplicable, en lo
relacionado con la
aplicaciéon del Derecho
Indigena, con el objetivo
de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una
Jjusticia pronta, cumplida,
sin denegacion y
accesible; priorizando lo
vinculado con los procesos
judiciales en los que sean
parte miembros del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre. 8. Realizar
encuentros entre el pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre  con  personas
funcionarias judiciales de
la Contraloria de
Servicios, Comision de
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Acceso a la Justicia y la
Subcomisién de Acceso a
la Justicia de los Pueblos
Indigenas, a efecto de que
estas ultimas les
expongan el
funcionamiento del Poder
Judicial en sus diferentes
ambitos. En forma previa
a su ejecucion  se
concertard con las
personas indigenas la
identificacion  de los
contenidos minimos de los
aspectos sobre los cuales
desean ser informados y
los mecanismos que ofrece
el Poder Judicial para el
acceso a la justicia. 9.
Realizar encuentros entre
representantes del pueblo
indigena Teribe y Bribri de
Salitre Yy personas
funcionarias judiciales con
competencia para conocer
procesos judiciales
vinculados con esa
poblacién, a efecto de que
las personas indigenas
capaciten a las y los
servidores judiciales sobre
la historia, cosmovision,
costumbres, formas de
tenencia y de transmision
de la tierra, entre otros
datos de interés, que
incidan en la solucién de
los conflictos indigenas;
priorizdndose a quienes
laboren en las oficinas
Jjudiciales con competencia
material y territorial para
conocer de  procesos
vinculados con personas
indigenas de Buenos Aires
de Puntarenas,
incluyendo a personas
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juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales,

defensoras publicas,
fiscalas, personal
administrativo, del
Organismo de
Investigacion Judicial,

entre otros. Iniciar el
proceso de capacitacion
con personas servidoras
judiciales de las
Jurisdicciones Penal,
Agrario y Contencioso
Administrativo, de todas
las instancias; y luego se
continuara con las demds.
10. Verificar que en los
contenidos de los disenos
de las capacitaciones en
Derecho Indigena, se
incluya al menos:
Normativa internacional
referida a los derechos de
las personas indigenas,
entre ellos, el Convenio
relativo a la proteccion e
integracion de las
poblaciones indigenas y
de otras poblaciones
tribales y semitribales en
los paises 1957 (Convenio
107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y
Tribales 1989 (Convenio
169 OIT), Declaracion de
las Naciones Unidas sobre
los derechos de los
Pueblos Indigenas 2007,
Declaraciéon ~ Americana
sobre Derechos de los
Pueblos Indigenas OEA
2016; Jurisprudencia de
la Corte Interamericana de
Derechos Humanos
vinculada con pueblos
Indigenas incluyendo la
Opinién Consultiva 23-
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2017,Constitucion

Politica, Ley Indigena, Ley
de Acceso a la Justicia de
los Pueblos Indigenas,
entre otras;
Jurisprudencia de las
Salas de Casacion y de la
Sala Constitucional de la
Corte Suprema de
Justicia. e. Lineamientos y
circulares de Corte Plena y
del Consejo  Superior
vinculados con las reglas
para los procesos en los
que estén involucradas
personas indigenas;
ademdas, los alcances y
distincion entre el sistema
monista y el pluralismo
juridico. 11. Establecer un
modelo de control y
seguimiento a fin de medir
el impacto de esas
capacitaciones en el
fortalecimiento de las
competencias de las

personas servidoras
Jjudiciales que asistan y su
concrecion en las

resoluciones -incluyendo
las sentencias- que emitan
en los procesos propios de

su  competencia, con
absoluto respeto al
principio de
independencia judicial y
los principios de
Bangalore sobre la

conducta judicial, entre
otros. Al respecto, la
Institucion tiene
experiencia pues para tal
seguimiento del impacto
de la capacitacion se
disené el Manual para
realizar las evaluaciones
de resultados de la










Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

capacitacion judicial en el
desemperio laboral por
parte de la Escuela
Judicial. 12. Gestionar
ante el Consejo Directivo
de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para
declarar obligatoria la
participacion de las

personas servidoras
judiciales en las
capacitaciones sobre

Derecho Indigena, en
cumplimiento de la Ley de
Acceso a la Justicia de

Pueblos Indigenas,
especialmente quienes
tengan competencia

material y territorial para
conocer de  procesos
judiciales vinculados con
el pueblo indigena Teribe
y Bribri de Salitre. 13.
Llevar un control de las
personas que hayan sido
capacitadas y un
seguimiento para medir el
impacto en su gestiéon, y
valorar su inclusion en los
indicadores de evaluacion
de desemperio y los
procesos de reclutamiento,

ya sea para
nombramientos fo)
ascensos en  puestos
vinculados con el

conocimiento de procesos
asociados a personas
indigenas. 14. Valorar la
posibilidad de establecer
acuerdos

interinstitucionales entre
el Poder Judicial, el Poder
Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder
Legislativo, asi como las
Universidades estatales,
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a fin de que las acciones
que se ejecuten
vinculadas con personas
indigenas, especialmente
las relacionadas con las
medidas cautelares de la
CIDH, estén previamente
coordinadas Yy sean
consultadas a las
personas indigenas. 15.
Instar al Instituto de
Desarrollo Rural y al
Ministerio de Justicia y
Paz para que valoren la
posibilidad de capacitar a
las personas juzgadoras,
defensoras publicas y
fiscalas con competencia
para conocer procesos en
los que intervengan
personas indigenas del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre, sobre las
acciones emprendidas en
el Plan de Recuperacion
de Tierras Indigenas y
sistemas catastrales y
registrales vinculados. 16.
Analizar opciones para
brindar  proteccion y
seguridad a las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares,
dentro de sus territorios y
acordes a sus costumbres.
17. Realizar sesiones
periddicas en las que se
informe a miembros del
pueblo indigena Teribe y
Bribri de Salitre
beneficiarias de las
medidas cautelares de la
CIDH sobre los avances
alcanzados. 18.
Actualizar el convenio
interinstitucional entre el
Poder Judicial y la
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Universidad de Costa Rica
con el objetivo de que
incluya la Facultad de
Derecho y la Escuela de
Antropologia para
fortalecer el programa de
peritajes culturales y de
capacitaciones a las

personas servidoras
judiciales, con
posibilidades de
establecer acciones

conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que
podrian ofrecer insumos
importantes en los
peritajes culturales. 19.
Disenar una Politica de
Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su
ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
20. Diseriar una Politica
de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas del
Poder Judicial conforme a
los lineamientos de
MIDEPLAN que sea
construida y consultada
con las personas
indigenas, asi como un
Plan de Accién de acuerdo
a la metodologia de la
Direccién de Planificacion,
que contribuya con su










Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisioén de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

ejecucion, en seguimiento
de la Ley de Acceso a la
Justicia de Pueblos
Indigenas de Costa Rica.
21. Participar como parte
del Estado en los
encuentros que se realicen
entre las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas y otras
instituciones del Estado.
En relaciéon con lo anterior,
en lo que respecta a
pueblos indigenas, “es
indispensable que los
Estados otorguen una
proteccion  efectiva que
tome en cuenta sus
particularidades propias,
sus caracteristicas
econdémicas y sociales, asi
como su situacion de
especial vulnerabilidad,
su derecho
consuetudinario, valores,
usos Yy  costumbres”,
segun lo indicé la Corte
Interamericana de
Derechos Humanos en el
caso Pueblo Indigena
Kichwa de Sarayaku

versus Ecuador en
sentencia de 27 de junio
de 2012,

Los 21 ejes de accion
fueron aprobados por la
Comision de Acceso a la
Justicia del Poder
Judicial y gestionados
gracias a la coordinacion
interinstitucional entre el
Poder Judicial, Poder
Ejecutivo, Poder
Legislativo y las personas
indigenas beneficiarias de
las medidas cautelares
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111.27 Continuar los esfuerzos
para luchar contra todas las
formas de discriminacion contra
los grupos vulnerables, incluidas

las personas indigenas (Francia);

St

321-12 de la CIDH contra
el Estado.

El Estado ha hecho
esfuerzos desde el Poder
Legislativo, el Ejecutivo y
el Judicial para la
eliminacion de la
discriminaciéon contra las
personas indigenas; sin
embargo, hay muchos
retos y desafios que
enfrentar. Las acciones
estan alineadas a los
Objetivos de Desarrollo
Sostenible de la Agenda
2030 de las Naciones
Unidas. Dentro de los
esfuerzos para eliminar la
discriminacién contra las
personas indigenas debe
sumarse la
implementacion de la
Reforma Procesal Laboral,
asi como las acciones
afirmativas a favor de la
poblacion indigena
incluida en el nuevo
Coédigo Procesal Agraria.
De igual forma, Ilas
acciones para enfrentar
las Medidas Cautelares
321-12 de la CIDH contra
el Estado; y los acuerdos

tomados por Corte Plena
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111.28 Continuar los esfuerzos
para abordar la discriminacion
contra las minorias y los pueblos
indigenas a fin de lograr la
igualdad para todos en la
sociedad (Nepal);

111.29 Continuar los esfuerzos
para combatir todas las formas de
discriminacion, incluso contra los

pueblos indigenas (Italia);

St

St

en el Poder Judicial ya

citados.

El Estado ha hecho
esfuerzos desde el Poder
Legislativo, el Ejecutivo y
el Judicial para la
eliminacion de la
discriminaciéon contra las
personas indigenas; Sin
embargo, hay muchos
retos y desafios que
enfrentar. Las acciones
estan alineadas a los
Objetivos de Desarrollo
Sostenible de la Agenda
2030 de las Naciones

Unidas.

El Estado ha hecho
esfuerzos desde el Poder
Legislativo, el Ejecutivo y
el Judicial para la
eliminacién de la
discriminaciéon contra las
personas indigenas; sin
embargo, hay muchos
retos y desafios que
enfrentar. Las acciones
estan alineadas a los
Objetivos de Desarrollo
Sostenible de la Agenda
2030 de las Naciones

Unidas.
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Desarrollar, en | Si

Es preciso reforzar las

colaboracion con las personas
mayores, las personas con
discapacidad y los grupos
indigenas y  otros  grupos
marginados, medidas para hacer
frente a la reduccion del riesgo de
desastres y combatir los efectos
negativos del cambio climatico

(Fiji);

111.58 Fortalecer ain mas sus
compromisos y tomar acciones
especificas para investigar de
manera independiente todos los
informes de violaciones de
derechos humanos contra
defensores de derechos humanos,
incluido el asesinato de
defensores de derechos humanos
indigenas y medioambientales, y
llevar a la justicia a los

sospechosos de responsabilidad

St

medidas existentes para
hacer frente a la reducciéon
del riesgo de desastres y
combatir los efectos
negativos del cambio
climatico. Es uno de los
temas que podrian
someterse a consulta de la
poblacion indigena con
ocasiéon del Proceso de
Consulta aprobado por el
Poder  Ejecutivo para
garantizar se desarrollen
acciones desde su
cosmovision y sus
costumbres en ejecucion
del Convenio 169 de la
OIT.

El pais debe fortalecer las
acciones especificas para
investigar de manera
independiente todos los
informes de violaciones de
derechos humanos contra
defensores de derechos
humanos, incluido el
asesinato de defensores
de derechos humanos
indigenas y
medioambientales, y

llevar a la justicia a los
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penal por estos delitos

(Afganistan);

111.59 Establecer

publicas que creen un ambiente

politicas

seguro y respetuoso para el
trabajo de los defensores de los
derechos humanos y aseguran
una investigacion rapida e
independiente de todos los
informes de violaciones de
derechos humanos contra
defensores de los derechos
humanos, incluido el asesinato

de defensores de los derechos

Si

sospechosos de
responsabilidad penal por
estos delitos. Al respecto,
el Poder Judicial por
medio de la Fiscalia
General inicié un proceso
de investigacion para
identificar a las personas
sospechosas de la muerte
de wun lider indigena
Bribri acaecida
recientemente. Ya se
tienen retratos hablados,
lo cual significa que la
investigacion esta
avanzando, demas
detalles no se han
suministrado pues se
trata de informacion

confidencial.

El pais ha  hecho
esfuerzos importantes
para crear un ambiente
seguro y respetuoso para
el trabajo de las personas
defensoras de los
derechos humanos vy
asegurar una
investigacion rapida e
independiente de todos
los informes de

violaciones de derechos
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humanos indigenas y del medio

ambiente (Bélgica);

111.60 Considerar la
implementacion de medidas para
garantizar la proteccion de los

defensores de derechos humanos
(Chile);

St

humanos contra
defensores de los
derechos humanos,

incluido el asesinato de

defensores de los
derechos humanos
indigenas. Se han

coordinado acciones entre
el Poder Ejecutivo, el
Legislativo y el Judicial
para enfrentar el
cumplimiento de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el
Estado, lo cual incluye
acciones concertadas. En
el caso del Poder Judicial,
Corte Plena en sesiones
ya citadas en este

informe.

El pais debe fortalecer las
acciones especificas para
investigar de manera
independiente todos los
informes de violaciones de
derechos humanos contra
defensores de derechos
humanos, incluido el
asesinato de defensores
de derechos humanos
indigenas y
medioambientales, y

llevar a la justicia a los
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111.61 Investigar, procesar y
sancionar a los responsables del
asesinato del defensor de los
derechos humanos y lider
indigena Sergio Rojas Ortiz

(Islandia);

Si

sospechosos de
responsabilidad penal por
estos delitos. Al respecto,
el Poder Judicial por
medio de la Fiscalia
General inicié un proceso
de investigacion para
identificar a las personas
sospechosas de la muerte
de wun lider indigena
Bribri acaecida
recientemente. Ya se
tienen retratos hablados,
lo cual significa que la
investigacion esta
avanzando, demas
detalles no se han
suministrado pues se
trata de informacion

confidencial.

Al respecto, el Poder
Judicial por medio de la
Fiscalia General inicié un
proceso de investigacion
para identificar a las
personas sospechosas de
la muerte de dicho lider
indigena Bribri. Ya se
tienen retratos hablados,
lo cual significa que la
investigacion esta
avanzando, demas

detalles no se han
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111.78 Continuar los esfuerzos
encaminados a promover el
acceso al empleo de los jovenes,
las mujeres y los miembros de los

pueblos indigenas (Kazajstan);

111.85 Seguir procurando el
fortalecimiento de los sistemas
para profundizar la inclusiéon
social y el disfrute de los derechos
humanos en nombre de las
personas afrodescendientes,
indigenas, migrantes y refugiados

(Barbados);

St

Si

suministrado pues
trata de informacion

confidencial.

Es importante reforzar las
acciones estatales con tal
fin. El Poder Judicial
tiene contratadas
personas indigenas; sin
embargo, debe reforzar el
reclutamiento de esa
poblacion pues ello
ademas, traera beneficios
en la atencion de los
procesos asociados a
personas indigenas. Es
parte de los ejes de accion
aprobados por Corte
Plena —jerarquia maxima
del Poder Judicial- en los
acuerdos citados en este

informe.

Se han

esfuerzos

realizado
coordinados
entre los Poderes
Ejecutivo, Legislativo y
Judicial para tal efecto;
sin embargo, los retos y
desafios exigen la accion
continua y sobre todo,
concertada con la

poblacién indigena.
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111.88 Garantizar el derecho a
una vivienda adecuada para los

pueblos indigenas y la restitucion

de sus tierras ancestrales
(Republica Bolivariana de
Venezuela);

111.103 Integrar la perspectiva
intercultural en los servicios de
salud sexual y reproductiva para
garantizar los derechos de las
mujeres indigenas,
afrodescendientes y migrantes a,
entre otros, un tratamiento digno

durante el parto (Pera);

111.119 Seguir acortando la
brecha que existe en el sistema de
educacion para las poblaciones
indigenas, con respecto a la
asistencia escolar y la
finalizacion, asi como los logros
en materia de aprendizaje y la
igualdad de

(Maldivas);

oportunidades

St

La perspectiva
intercultural ya  estd
incorporada formalmente
en las acciones estatales y
es preciso fortalecer la
materialidad de las
mismas. Ese  proceso
estara reformado por la
reciente reforma al articulo
1 de la Constitucion
Politica que senala, Costa
Rica es un pais multiétnico

y pluricultural.

Esta meta esta dirigida
sobre todo al Poder
Ejecutivo; sin embargo, el
Poder Judicial ha
establecido aspectos
precisos para que la
formacién por
competencias de las
personas servidoras
Jjudiciales incorporen
dentro de su formacion la
eliminacion de

discriminaciones Y
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111.130 Continuar su practica de
incorporar la participacion civica
en la implementacion de la
Politica nacional para la igualdad
de facto entre mujeres y hombres
2018-2030, la Politica nacional
para abordar y prevenir la
violencia contra la mujer 2017-
2032 y las Directrices de
procedimiento para la
participacion y la
interculturalidad. Desarrollo de
politicas publicas para los
pueblos indigenas 2019-2024

(Singapur);

111.131

financiamiento sostenible para la

Proporcionar

implementacion efectiva de la
Politica nacional para la igualdad
de facto entre mujeres y hombres
2018-2030, la Politica nacional
para abordar y prevenir la
violencia contra la mujer 2017-

2032 y las Directrices de

St

St

respeten la cosmovision

de la poblacién indigena.

El Estado Costarricense
firmé un Pacto entre los
representantes de los
Judicial,

Legislativo y Judicial para

Poderes

el cumplimiento y la
alineacién de los Objetivos
de Desarrollo Sostenible
2030, lo que incluye la
participacion de las
personas indigenas en el
proceso de construccion
de la Politica Nacional
Indigena que esta
desarrollando el Poder
Judicial y la que estd en
construccion por parte del
Poder Judicial para el
acceso efectivo a la
justicia de parte de esta

poblacion.

El Estado Costarricense
firmé un Pacto entre los
representantes de los
Judicial,

Legislativo y Judicial para

Poderes

el cumplimiento y la
alineacién de los Objetivos
de Desarrollo Sostenible

2030, lo que incluye la
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procedimiento para el desarrollo
participativo e intercultural de la
poblacion. Politica para los
Pueblos Indigenas 2019-2024,
dada su larga duracion durante

la proxima década (Singapur);

111.173 Fortalecer la lucha
contra las peores formas de
trabajo infantil, en particular las
que afectan a los nifios migrantes
y los ninos indigenas (Cote

d’Ivoire);

111.178

pueblos indigenas gocen de sus

Asegurar que los

derechos reconocidos en el
Convenio 169 de la OIT y en la
Declaracion de las Naciones
Unidas sobre los derechos de los

pueblos indigenas (Paraguay);

St

Si

participacion
personas indigenas en el
proceso de construccion
de la Politica Nacional
Indigena que esta
desarrollando el Poder
Judicial y la que esta en
construccion por parte del
Poder Judicial para el
acceso efectivo a la
justicia de parte de esta
poblacion, para su
desarrollo participativo e

intercultural.

El trabajo infantil, incluido
el de ninos Yy ninas
indigenas, esta
debidamente regulado en
el pais; asi como de la
poblacion indigena

migrante.

El pais ratificé el Convenio
169 de la OIT y ha
aprobado algunas leyes
para operativizar el mismo
a lo interno de Ila
legislacion nacional.
Incluye la aprobacion
entre otras de la Ley
Indigena, Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos

Indigenas de Costa Rica,
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111.179 Actualizar y promover la
aprobacion de la Ley de
Desarrollo Autonomo de los

Pueblos Indigenas (Dinamarca);

St

Ley relativa a los derechos
transfronterizos de
personas indigenas; Ssin
embargo, hay un gran reto
para que entre de nuevo a
corriente legislativa el
proyecto de la Ley de

Autonomia Indigena.

En relacion con el
Convenio 169 de la OIT es
importante agregar que,
su incorporacién y la
implementacion son
diferentes. La
incorporacion es el primer
paso para que el derecho
internacional se
transforme en un derecho
nacional y se materializa
mediante una ley de una o
dos normas que ratifican el
convenio, lo cual esta
cumplido, pero no es
suficiente. La
implementacién es la
operativizacion mediante
la aplicaciéon de leyes
internas que se ajusten a la
ley internacional para que
las funciones de las
instituciones  para el

cumplimiento del
Convenio queden claros, la
delimitacion de las
competencias, la

autonomia, la consulta,
entre otras, se concreten.
Sobre la manera en que se
resenan los
cumplimientos de Costa
Rica, es necesario indicar
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no fue positivo el archivo
del proyecto de ley
"Desarrollo auténomo de
los pueblos indigenas de
Costa Rica", pues éste
hubiera brindado
importantes garantias
para la consolidacion de
los territorios indigenas y
para establecer un marco
de referencia
fundamental para el
ejercicio de la autonomia
indigena, por lo que se
estima pertinente que la
Asamblea Legislativa
valore la posibilidad de
replantear ese proyecto de
ley. Aunque el archivo se
derivo de una decision
administrativa, es preciso
valorar su reactivacion
pues son preocupantes
los vacios que deja sin
haberse propuesto otro
que abarque los puntos
referidos y que el
Convenio 169 de la OIT,
pues éste requiere una ley
interna que lo operativice
de manera adecuada para
que permita enfrentar
adecuadamente los
procesos de recuperacion
de tierras indigenas y
fortalezca el proceso de
cumplimiento de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el
Estado, administrando
los riesgos de que se
recurra a las "vias de
hecho". Esa situaciéon ha
impactado el quehacer del
Poder Judicial, entre
otras jurisdicciones a la
Agraria, Penal y
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111.180 Emprender las acciones
necesarias para promulgar la Ley
de Desarrollo Auténomo de los
Pueblos Indigenas, que se
encuentra pendiente ante la
Asamblea Legislativa (Republica

Dominicana);

St

Poder Judicial
Contenciosa
Administrativa, al no
definirse un marco

normativo adecuado que
regule la territorialidad y

el gobierno indigena
conforme a los
lineamientos del

Convenio 169 de la OIT.

En relacion con el
Convenio 169 de la OIT es
importante agregar que,
su incorporacion y la
implementacion son
diferentes. La
incorporacion es el primer
paso para que el derecho
internacional se
transforme en un derecho
nacional y se materializa
mediante una ley de una o
dos normas que ratifican el
convenio, lo cual esta
cumplido, pero no es
suficiente. La
implementacion es la
operativizacion mediante
la aplicaciéon de leyes
internas que se ajusten a la
ley internacional para que
las funciones de las
instituciones para el

cumplimiento del
Convenio queden claros, la
delimitacion de las
competencias, la

autonomia, la consulta,
entre otras, se concreten.
Sobre la manera en que se
resenan los
cumplimientos de Costa
Rica, es necesario indicar
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no fue positivo el archivo
del proyecto de ley
"Desarrollo auténomo de
los pueblos indigenas de
Costa Rica", pues éste
hubiera brindado
importantes garantias
para la consolidacion de
los territorios indigenas y
para establecer un marco
de referencia
fundamental para el
ejercicio de la autonomia
indigena, por lo que se
estima pertinente que la
Asamblea Legislativa
valore la posibilidad de
replantear ese proyecto de
ley. Aunque el archivo se
derivo de una decision
administrativa, es preciso
valorar su reactivacion
pues son preocupantes
los vacios que deja sin
haberse propuesto otro
que abarque los puntos
referidos y que el
Convenio 169 de la OIT,
pues éste requiere una ley
interna que lo operativice
de manera adecuada para
que permita enfrentar
adecuadamente los
procesos de recuperacion
de tierras indigenas y
fortalezca el proceso de
cumplimiento de las
Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el
Estado, administrando
los riesgos de que se
recurra a las "vias de
hecho". Esa situaciéon ha
impactado el quehacer del
Poder Judicial, entre
otras jurisdicciones a la
Agraria, Penal y
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111.181

implementacion del mecanismo

Acelerar la

general de consulta con los
pueblos indigenas y garantizar su
correcto funcionamiento para
promover las condiciones
necesarias para la realizacion de
sus derechos individuales y

colectivos (Togo);

111.182

autoridades

Involucrar a las

indigenas
tradicionales en los mecanismos
de toma de decisiones sobre
asuntos que les conciernen

(Peru);

111.183

Construccion  Intercultural vy

Continuar la

Participativa de Politicas Publicas
para los Pueblos Indigenas 2019-
2024, que busca principalmente
promover las condiciones
necesarias para la realizacion de
los derechos individuales y

colectivos de los pueblos

St

Si

St

Poder Judicial
Contenciosa
Administrativa, al no
definirse un marco

normativo adecuado que
regule la territorialidad y

el gobierno indigena
conforme a los
lineamientos del

Convenio 169 de la OIT.

El mecanismo de
consulta ya esta
aprobado por el Poder
Ejecutivo. Su ejecucion es
un reto ante los
requerimientos de
participacion de esta
poblacion.

El mecanismo de
consulta ya esta
aprobado por el Poder
Ejecutivo. Su ejecucion es
un reto ante los
requerimientos de
participacion de esta
poblacion.

La reforma al articulo 1 de
la Constitucion Politica
que establecido al pais
como pluriétnico y
multicultural es la base
legal para la construccion
intercultural y
participativa de la
poblacién indigena. El
mecanismo de consulta
ya esta aprobado por el
Poder  Ejecutivo. Su
ejecucion es un reto ante
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indigenas (Estado Plurinacional

los requerimientos

de Bolivia);

111.184

esfuerzos para la participacion

Incrementar los

social y politica de los pueblos
indigenas, incluido su acceso a la

tierra (Cuba);

111.185 Seguir adoptando las
medidas legislativas y
administrativas necesarias para
garantizar que se consulte
adecuadamente a los pueblos
indigenas sobre la  gestion
territorial, asi como  sobre
cualquier otra forma de
legislacion que concierna a sus

derechos (Santa Sede);

111.186 Tomar medidas para
garantizar la proteccion plena y

efectiva de los derechos de los

pueblos indigenas mediante
procesos participativos e
inclusivos, incluido el

cumplimiento de las medidas

St

St

Si

participacion
poblacion. De la misma
forma la construcciéon de
la Politica Nacional
Indigena que esta en
proceso en el Ejecutivo y
en el Judicial.

El pais ha realizado

esfuerzos coordinados
entre los diferentes
Poderes Ejecutivo,

Judicial y Legislativa para
el cumplimiento del
Convenio 169 de la OIT,

concretamente, la
recuperacion de las
tierras indigenas

mediante las acciones
citadas.

Ya se desarrollo un
modelo de Consulta a las
personas indigenas por
parte del Poder Ejecutivo,
el cual esta en proceso de
ejecucion; sin embargo,
es preciso que conste en
una ley mnacional, en

cumplimiento del
Convenio 169 de la OIT y
los Objetivos de

Desarrollo Sostenible de
la Agenda 2030.

En el caso del Poder
Judicial deben citarse
varios acuerdos entre
ellos el acuerdo de Corte
Plena tomado en la sesion
N° 20-19 celebrada el 27

de mayo del afio en curso,
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cautelares otorgadas por la Corte
Interamericana y la
implementacion de
recomendaciones hechas por
otros organismos especializados
(Canada);

Articulo XIX, donde se
dispuso: “Se  acordé:
Tener por hecha Ila
exposicion de ... sobre el
Informe Ejecutivo sobre el
encuentro realizado el 5, 6
y 7 de abril entre
representantes del Estado
y Personas Indigenas
Bribri de Salitre y Térraba,
con ocasion del
cumplimiento de las
Medidas Cautelares N
321-12 del 30 de abril de
2015, establecidas por la
Comision Interamericana
de Derechos Humanos
(CIDH) contra Costa Rica y
aprobar los 21 ejes de
accion para ser
desarrollados por las
Direcciones del Ministerio
Publico, Defensa Publica,

Organismo de
Investigacion Judicial,
Gestion Humana,
Planificacion, Direccion

Ejecutiva, Tecnologia de la
Informacion, Escuela
Judicial y el Sector
Jurisdiccional. La
Secretaria General de la
Corte tomarda nota para

realizar la comunicaciéon
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111.187 Hacer cumplir la ley
sobre los derechos de las tierras
indigenas y facilitar la resolucion
pacifica de las disputas por la
tierra garantizando la
disponibilidad y eficacia de los
mecanismos de resolucion de
conflictos y la presencia de una
presencia policial efectiva e

imparcial (Estados Unidos);

111.188 Implementar la Ley
Indigena 6172 para reconocer y
proteger las tierras indigenas y
tomar las medidas necesarias
para apoyar y garantizar el
derecho de los pueblos indigenas
a la restitucion de sus tierras;
actualizar y aprobar el proyecto
de ley de autonomia indigena que
esta pendiente desde hace casi 25

anos (Alemania);

St

Si

correspondiente....”

Ademas, el acuerdo

tomado por Corte Plena
en sesion N° 25-19
celebrada el 24 de junio
del ano en curso, Articulo
II donde se especifican

esos ejes de accion.

El Poder Judicial tiene
mecanismos de Justicia
Restaurativa y de
conciliacion judicial no
excluyentes de los
procesos de conciliacion
previos que permitan la
resolucion pacifica de las
disputas por la tierra.
Ademas, el Poder
Ejecutivo esta realizando
esfuerzos para
materializar acciones que
permitan la presencia de
una presencia policial
efectiva e imparcial

El Poder Judicial por
medio de los tribunales
esta en proceso de
implementacion de la Ley
Indigena que en forma
coherente con el Convenio
169 de la OIT reconoce y
protege las tierras
indigenas 'y establece
medidas para apoyar y
garantizar el derecho de
los pueblos indigenas a la
restitucion de sus tierras.
Pendiente la actualizacion
y aprobaciéon del proyecto
de ley de autonomia
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indigena por el

111.189

implementacion efectiva de las

Garantizar la

leyes y el plan de accion nacional
relacionado con los derechos a la
tierra de la poblacion indigena

(Filipinas);

111.190 Aumentar la atencion a
la poblacion indigena y eliminar
las  disparidades entre la

poblacion (Yemen);

111.191 Continuar sus acciones
e iniciativas para proteger los
derechos de las personas mas
vulnerables de la sociedad, como
las madres adolescentes

indigenas (Benin);

111.192 Continuar los esfuerzos
para lograr un mayor respeto por
las normas y practicas culturales
de las poblaciones indigenas y
por un mayor acceso a todos los

aspectos de los servicios sociales,

St

St

Si

Si

Legislativo.

El Poder Judicial
garantiza la
implementacion de la
normativa nacional e
internacional indigena
por medio de tribunales
independientes y
objetivos. El Plan
Nacional esta en proceso
de construccion.

La atencion esta puesta
en la poblacion indigena,
especialmente la
transfronteriza; y la
eliminacion de los
procesos de
discriminacion que
generan disparidades.

La proteccion de las
madres adolescentes
indigenas es parte de las
acciones de seguridad
social y atencion médica a
cargo de la Caja
Costarricense de Seguro
Social, sumadas las
acciones de respeto a las
costumbres indigenas. El
Poder Judicial se ocupa
desde sus competencias
de garantizar €sos
derechos.

La reforma constitucional
que establece el pais es
pluricultural y
multiétnico es la base del
reconocimiento de los
esfuerzos para lograr un
mayor respeto por las
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en particular, la salud y la

normas
culturales

practicas

educacion (Guyana);

111.193 Crear una politica
publica que incorpore los
derechos de los pueblos

indigenas (Nicaragua);

111.194 Continuar los esfuerzos
para la pronta tramitacion del
Proyecto de Ley sobre Ila
Proteccion del Derecho a la
Nacionalidad de las Personas
Indigenas y la Garantia de
Integracion de las Personas
Indigenas Transfronterizas

(Republica Dominicana);

111.195

discriminacion estructural contra

Eliminar la
los pueblos indigenas y
afrodescendientes, y garantizar
su acceso a la educacion

(Republica Arabe Siria);

St

St

St

poblaciones indigenas y
por un mayor acceso a
todos los aspectos de los
servicios sociales.

La Politica Nacional
Indigena esta en proceso
avanzado de ejecucion y
el Poder Judicial esta en
construccion de la misma
desde sus competencias.

La Ley de Proteccion del
Derecho a la Nacionalidad
de la Persona Indigena y
Garantia de Integracion
de la Persona Indigena
Transfronteriza fue
aprobada en segundo
debate por la Asamblea
Legislativa.

La reforma constitucional
que establece el pais es
pluricultural y
multiétnico es la base del
reconocimiento de los
esfuerzos para lograr un
mayor respeto por las
normas y practicas
culturales de las
poblaciones indigenas y
por la eliminacion de la

discriminacion
estructural, sumada la
Reforma Procesal

Laboral.
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111.196 Abordar la desigualdad
racial en curso, en particular
para las comunidades indigenas y
afro-costarricenses, y adoptar
una estrategia coordinada para
combatir el trabajo infantil y el
abuso sexual entre las
comunidades desfavorecidas y

migrantes (Australia);

111.197 Continuar los esfuerzos
para promover el respeto y la
promocion de los derechos de las
poblaciones indigenas y

afrodescendientes (Egipto)

St

St

La reforma constitucional
que establece el pais es
pluricultural y
multiétnico es la base del
reconocimiento de los
esfuerzos para lograr un
mayor respeto por las
normas y practicas
culturales de las
poblaciones indigenas y
por la eliminacion de la
desigualdad racial,
sumada la Reforma
Procesal Laboral para
combatir la
discriminacion y el
trabajo infantil indigena y
el abuso sexual.

Costa Rica por medio de
la accion coordinada de
los Poderes Ejecutivo,
Legislativo 'y Judicial
firmo el Pacto mediante el
cual se comprometio al
cumplimiento de los
Objetivos de Desarrollo
Sostenible de la Agenda
2030 con el objetivo de
materializar en sus
acciones el respeto y la
promocion de los
derechos de las
poblaciones indigenas.
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Quedo a su disposicion en caso de que requieran ampliar este informe.

Atentamente,

DAMARIS VARGAS panerancrc vatavez
VASQUEZ (FIRMA) ::Feli{flz/é‘i/:-\)2019.07.1021:31:21 -06'00'

Jueza Damaris Vargas Vdsquez

Coordinadora Subcomisién de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
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Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Hago de su conocimiento el comunicado electrónico que traslada la Unidad de Acceso a la Justicia, remitido por la máster Xinia Fernández, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, quien informa están haciendo las gestiones de contratación de varios talleres denominados “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”. 



 



Señala doña Xinia, les interesa la participación de integrantes de las Subcomisiones que no hayan recibido formación en el tema; y tienen programado dos talleres en San José, aula de la U de Capacitación del Ministerio Público, el 1° y 8 de octubre. Para cada fecha ofrecen  5 cupos. 



 



Quienes tengan interés, por favor remitir su nombre completo, número de cédula, oficina y que pertenecen a esta Subcomisión, a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia (Sec_Genero@poder-judicial.go.cr) a más tardar el jueves 27 de junio para iniciar las gestiones ante el Consejo Superior. 



Cordialmente, 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: viernes, 21 de junio de 2019 02:05 p.m.
Para: Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Isabel Vargas Vargas <avargasva@Poder-Judicial.go.cr>; Songhay White Curling <swhite@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Allon Zuñiga <mallon@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael Segura Bonilla <rsegurab@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Gustavo Araya Segura <guaraya@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: curso “Derechos humanos y trato igualitario en espacios laborales hacia personas LGBTI”



 



Buenas tardes:



 



Reciban un cordial saludo. Hago de su conocimiento el correo de Doña Xinia Fernández sobre la posibilidad de asistir al taller “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”.



 



De ser de su interés o de alguna persona integrante de la Subcomisión a su cargo, les solicito remitirnos los nombres de las personas que participarían para hacerlo de conocimiento de la Secretaría Técnica de Género. 



 



Agradezco la atención a este correo, atentamente 



 



 







 



 



 



De: Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 20 de junio de 2019 01:14 p.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Patricia Rivera Sandoval <privera@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: propuesta de curso



 



 



 



Buenas tardes Melissa ,  estamos haciendo las gestiones de contratación de varios talleres denominados “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”. Nos interesa la participación de integrantes de las Subcomisiones que no hayan recibido formación en el tema . Tenemos programado en San José, aula de la U de Capacitación del MP, el 1° y 8 de octubre, para cada fecha  les ofrecemos  5 cupos. La lista con nombre completo, número de cédula y oficina, agradecería nos la hiciera  llegar a más tardar el jueves 27 de junio para iniciar las gestiones ante el Consejo . En principio planteaba la posibilidad de que se invitara a integrantes de subcomisiones que tengan mayor cantidad de integrantes, sin embargo dejo a su criterio si desea ampliarlo a otros grupos de trabajo. Te agradezco mucho el apoyo que podás darnos.



 



M. Sc. Xinia Fernández Vargas



Secretaría Técnica de Género



Poder Judicial



TEL.(506)2295-4607/2295-4289



 







 





smime.p7m

Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Hago de su conocimiento el comunicado electrónico que traslada la Unidad de Acceso a la Justicia, remitido por la máster Xinia Fernández, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, quien informa están haciendo las gestiones de contratación de varios talleres denominados “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”. 



 



Señala doña Xinia, les interesa la participación de integrantes de las Subcomisiones que no hayan recibido formación en el tema; y tienen programado dos talleres en San José, aula de la U de Capacitación del Ministerio Público, el 1° y 8 de octubre. Para cada fecha ofrecen  5 cupos. 



 



Quienes tengan interés, por favor remitir su nombre completo, número de cédula, oficina y que pertenecen a esta Subcomisión, a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia (Sec_Genero@poder-judicial.go.cr) a más tardar el jueves 27 de junio para iniciar las gestiones ante el Consejo Superior. 



Cordialmente, 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: viernes, 21 de junio de 2019 02:05 p.m.
Para: Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Isabel Vargas Vargas <avargasva@Poder-Judicial.go.cr>; Songhay White Curling <swhite@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Allon Zuñiga <mallon@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael Segura Bonilla <rsegurab@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Gustavo Araya Segura <guaraya@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: curso “Derechos humanos y trato igualitario en espacios laborales hacia personas LGBTI”



 



Buenas tardes:



 



Reciban un cordial saludo. Hago de su conocimiento el correo de Doña Xinia Fernández sobre la posibilidad de asistir al taller “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”.



 



De ser de su interés o de alguna persona integrante de la Subcomisión a su cargo, les solicito remitirnos los nombres de las personas que participarían para hacerlo de conocimiento de la Secretaría Técnica de Género. 



 



Agradezco la atención a este correo, atentamente 
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De: Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 20 de junio de 2019 01:14 p.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Patricia Rivera Sandoval <privera@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: propuesta de curso



 



 



 



Buenas tardes Melissa ,  estamos haciendo las gestiones de contratación de varios talleres denominados “Derechos humanos y trato igualitario  en espacios laborales hacia personas LGBTI”. Nos interesa la participación de integrantes de las Subcomisiones que no hayan recibido formación en el tema . Tenemos programado en San José, aula de la U de Capacitación del MP, el 1° y 8 de octubre, para cada fecha  les ofrecemos  5 cupos. La lista con nombre completo, número de cédula y oficina, agradecería nos la hiciera  llegar a más tardar el jueves 27 de junio para iniciar las gestiones ante el Consejo . En principio planteaba la posibilidad de que se invitara a integrantes de subcomisiones que tengan mayor cantidad de integrantes, sin embargo dejo a su criterio si desea ampliarlo a otros grupos de trabajo. Te agradezco mucho el apoyo que podás darnos.



 



M. Sc. Xinia Fernández Vargas



Secretaría Técnica de Género



Poder Judicial



TEL.(506)2295-4607/2295-4289
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MSc. Melissa Benavides Viquez
Unidad de Acceso a la Justicia
" Poder Judicial de Costa Rica
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Colaboraci�n  capacitaci�n en Sarapiqu�.msg
Colaboración: capacitación en Sarapiquí

		From

		Daniela Guevara Walker

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días Doña Damaris








Le adjunto el oficio del Consejo Superior donde se autoriza su participación para el lunes 29 de julio a la inducción de los funcionarios y funcionarias que van a iniciar la implementación del Servicio Nacional de Personas facilitadoras judiciales. Como verá su participación es el lunes en a tarde, para ello un vehículo la llevara y traerá el mismo día, saliendo a las 10:30 am frete a la Corte.








Saludos
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                    Corte Suprema de Justicia



                           Secretaría General






San José, 2 de julio de 2019


N° 6664-19


Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora



Máster Floribel Campos Solano, Jefa Interina



Departamento Financiero Contable



Estimada señora:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 58-19 celebrada el 27 de junio de 2019, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XXXIX


DOCUMENTO Nº 6682-11, 7338-19


El Magistrado Román Solís Zelaya, en su condición de Presidente de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) y el licenciado Manuel Hidalgo Flores, Director Ejecutivo interino de dicha Comisión, mediante oficio N° Of-154-CONAMAJ-19 del 17 de junio de 2019, comunicaron:


“Como es de su conocimiento en el acuerdo N° 5983-19 de este Consejo, la Comisión Interinstitucional del SNFJ tiene como prioridad la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales en el I Circuito de Limón y el Circuito Judicial de Cartago, cantones de Turrialba y Jiménez.


Para ello es necesario que las personas responsables de la ejecución conozcan en detalle el funcionamiento del servicio, los procedimientos de elección y el ámbito de acción de estas personas voluntarias. En este sentido Conamaj está planificando realizar una capacitación para el personal judicial de estas zonas del 29 al 31 de julio en el cantón de Sarapiquí en el Hotel Ara Ambigua.


Los recursos económicos serán cubiertos en su mayoría por la Organización de Estados Americanos, OEA, quienes apoyarán con el alquiler del espacio físico para el taller, el hospedaje desde el 28 de julio, la alimentación y el transporte. 


Para optimizar recursos se incluye en estas jornadas personal judicial de los circuitos donde actualmente está operando el servicio y que no han recibido esta inducción.


Esta capacitación tiene como fin aprender la filosofía y teoría del SNFJ, conocer el funcionamiento operativo de los despachos y administraciones que ya están implementando el SNFJ, así como realizar una pasantía al juzgado de Sarapiquí y visitar algunas personas facilitadoras para conocer su contexto y dificultades de acceso.


Para poder llevar a cabo con éxito esta jornada de trabajo y capacitación, muy respetuosamente, le solicitamos a este Consejo que:


· Conceda permiso a los funcionarios y las funcionarias participantes de las listas señaladas a continuación, para que asistan a la actividad del 28 al 31 de julio. Se incluye el día domingo 28, considerando la lejanía de las zonas de donde proviene algunos funcionarios y funcionarias. 



· Conceda el permiso a los funcionarios y funcionarias detalladas en un cuadro infra que nos colaborarán como capacitadores.



· Autorice las suplencia en los casos estrictamente necesarios para las juezas y jueces participantes/ capacitadores que lo requieran, considerando también los casos en que estas personas deban realizar disponibilidad en violencia doméstica y penal.



· Autorice las suplencias del personal técnico y administrativo en los casos que se requiera.



· Autorice el pago del viático del día martes, día en que nos encontraremos en visitas, en lo relativo al almuerzo y los pagos de viáticos que conlleve el traslado desde la salida hasta la llegada al hotel y luego, el regreso.


Personal asistente de la capacitación y pasantía



I Circuito Judicial de Limón


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			1


			Maribel López Bermúdez


			Administradora Regional 


			Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica





			2


			Shirley Demmit Guthrie


			Coordinadora Jurisdiccional 


			Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica





			3


			Fiorella Pizarro Sandino 


			Auxiliar Administrativa


			Administración de Limón





			4


			Valeria Solano Abarca 


			Jueza Coordinadora 


			Juzgado Contravencional de Limón





			5


			Carmelina Taylor Taylor 


			Coordinadora Judicial 


			Juzgado Contravencional de Limón





			6


			Mandy Avellán Sánchez


			Jueza Coordinadora 


			Juzgado Contravencional de Bribri





			7


			Inel Gibbons Gómez 


			Coordinadora Judicial 


			Juzgado Contravencional de Bribri





			8


			Alba Barrios Aldaña 


			Técnica Judicial 


			Juzgado Contravencional de Bribri





			9


			Carlos Manrique Martínez Durán 


			Juez Coordinador 


			Juzgado Contravencional de Matina





			10


			María Escarlen Alfaro Salas 


			Técnica Judicial 


			Juzgado Contravencional de Matina





			11


			Isaac Pizarro Álvarez


			Juez Conciliador 


			Centro de Conciliación de Limón








Circuito Judicial de Cartago


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			12


			William Cerdas Zúniga


			Administrador Regional 


			Administración Regional de Turrialba 





			13


			Kattia Solano Aguilar


			Auxiliar Administrativa 


			Administración Regional de Turrialba





			14


			Karol Muñoz Barahona 


			Jueza Coordinadora 


			Juzgado Contravencional de Turrialba





			15


			José Andrés Aguilar Mora 


			Técnico Judicial 


			Juzgado Contravencional de Turrialba





			16


			Ricardo Díaz Anchía 


			Juez Coordinador 


			Juzgado Contravencional de Jiménez





			17


			Andrés Karpinsky Aguirre


			Técnico 


			Juzgado Contravencional de Jiménez








II Circuito Judicial de Limón


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			18


			Jorge Escobar Jiménez


			Auxiliar Administrativo 


			Administración Regional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica





			19


			Grettel Flores Blanco 


			Jueza Coordinadora 


			Juzgado Contravencional de Pococí 








I Circuito Judicial de Zona Sur


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			20


			Sonia Patricia Abarca García



			Jueza


			Juzgado Contravencional de Osa








Circuito Judicial de Puntarenas


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			21


			Daniel Joseph Garth Berroter


			Juez Coordinador


			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Liberia








I Circuito Judicial de San José


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			22


			Susana Mata Gómez


			Jueza Coordinadora


			Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal








Equipo organizador


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina





			23


			Daniella Guevara Walker


			Profesional 


			Conamaj





			24


			Mayrem Vargas Araya


			Profesional


			Conamaj





			25


			Ingrid Bermúdez Vindas


			Coordinadora PPC


			Conamaj





			26


			Ricardo Castillo Gamboa


			Auxiliar de servicios generales 2


			Conamaj








Personal capacitador


			


			Nombre


			Puesto


			Oficina


			Fecha de participación





			27


			Damaris Vargas Vásquez


			Coordinadora


			Subcomisión de acceso a la justicia de pueblos indígenas


			Lunes 29 de julio





			28


			Sabina Hidalgo Ruiz


			Jueza


			Juzgado Contravencional de Siquirres


			Lunes 29 de julio





			29


			Luis Solís Jiménez


			Administrador Regional


			Administración Regional de Guápiles 


			Martes 30 de julio





			30


			Seidy Jiménez Bermúdez


			Administradora Regional 


			Administración Regional de Liberia


			Lunes 29 y martes 30 de julio





			31


			Aurea Barboza Castillo


			Técnica Judicial


			Administración Regional de Liberia


			Lunes 29 y martes 30 de julio





			32


			Ana Katalina Baudrit Vargas 


			Jueza Conciliadora


			Centro de Conciliación de San Carlos


			Miércoles 31 de julio 








Aprovechamos la ocasión para enviarles un saludo muy cordial y agradecerles el apoyo de siempre en estos proyectos de tanta trascendencia para el Poder Judicial.”



- 0 -


Se acordó: Acoger la anterior solicitud, en consecuencia: 1.) Aprobar la realización de la capacitación al personal judicial sobre la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales en el Primer Circuito de la Zona Atlántica y el Circuito Judicial de Cartago, cantones de Turrialba y Jiménez, a realizarse en las fechas y horas indicadas. 2.) Autorizar la participación con sustitución al personal Técnico y Administrativo de las listas transcritas y en los casos estrictamente necesarios para las juezas y jueces participantes o capacitadores que lo requieran, considerando también los casos en que estas personas deban realizar disponibilidad en Violencia Doméstica y Penal. Lo anterior en el entendido que conforme lo dispuso este Consejo en la sesión N° 03-08, celebrada el 15 de enero del 2008, artículo LXXXII, publicado en la circular N° 20-08 de ese año, no podrán asistir a la actividad, si el sustituto que fuere nombrado no ha asumido el puesto, o en el caso que no pueda ser posible su sustitución, esto con el fin de evitar la reprogramación de audiencias y señalamientos y que no se afecte el servicio público. 3.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 4.) Autorizar el pago de viáticos del día martes 30 de julio de 2019.


La Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”


Atentamente, 



Kenneth Aguilar Hernández



Prosecretario General interino


c: 
Auditoría 



Dirección de Gestión Humana



Departamento de Proveeduría


Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional


Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) 


Lic. Manuel Hidalgo Flores, Director Ejecutivo de la Administración de Justicia


Diligencias / Refs: (6682-11, 7338-19) 


Claudio


� Para el caso de la jueza Sonia se solicita permiso con sustitución hasta el día jueves, debido a la lejanía del cantón de Osa con respecto a Sarapiquí. Las señora Abarca deberá movilizarse en un transporte público que sale el jueves en la mañana.









Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711
 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Inducción para la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras  y Facilitadores Judiciales       



 Luis Paulino Mora Mora (SNFJ)                                                                                        


			Domingo 28 de julio 





			HORARIO


			actividad


			responsable


			observaciones





			02:00 pm 



05:00 pm


			Traslados hacia el hotel


			


			Salidas desde San José, Limón y Turrialba 2:00pm





			07:00 pm


08:00 pm


			Cena


			


			








			Lunes 29 de julio 





			HORARIO


			actividad


			responsable


			observaciones





			7:00 am 



8:00 am


			Desayuno





			8:00 am


8:15 am


			Recepción de personas participantes


			PPC


			Lista de asistencia



Folder con material



Gafetes





			8:15 am


8:30 am


			Bienvenida, objetivos y programa


			OEA-Ingrid


			





			8:30 am


8:50 am


			Presentación de las personas participantes


			Dani


			Telaraña: ovillo





			8:50 am



9:00 am


			Video Luis Paulino Mora Mora


			Ingrid


			





			9:00 am


10:00 am


			Antecedentes, acuerdos y aspectos generales del SNFJ


			Ingrid


			PPT con el contexto de la implementación en Costa Rica, lo político-estratégico y generalidades del SNFJ.





			10:00 am


10:20 am


			Refrigerio





			10:20 am 10:30 am


			Video SNFJ


			May


			Video Democracia de Bolsillo





			10:30 am


11:30 am


			Las personas facilitadoras judiciales


			May


			PPT. Funciones, requisitos, responsabilidades, ámbito de acción, inhibiciones.  





			11:30 am



12:30 pm


			Funcionamiento del SNFJ: el trabajo de campo


			Dani


			PPT. Etapas de la implementación: Trabajo previo en el cantón, visitas a comunidades, asambleas comunitarias. Deloitte: Roles jueces y juezas, personal de apoyo y Administraciones. Espacios en redes.





			12:30 md 



01:30 pm


			Almuerzo





			1:30 pm



1:40 pm


			Dinámica de animación


			Dani


			





			1:40 pm


3:00 pm


			Comunidades indígenas y la justicia  


			Damaris Vargas


			Presentación que enfatice en las poblaciones indígenas de las nuevas zonas en donde se implementará el SNFJ. 





			3:00 pm


3:20 pm


			


			Refrigerio


			





			3:20 pm


4:20 pm


			Experiencia de un juzgado con el SNFJ, su organización y funcionamiento  


			Sabina Hidalgo


			¿Cómo fue la experiencia de implementación del SNFJ? ¿Qué implicaciones tuvo en el funcionamiento del despacho? ¿Cómo se organiza el juzgado con las otras labores propias del Juzgado y el SNFJ?  





			4:20 pm



5:20 pm


			Juego de roles


			


			Dinámica de una asamblea comunitaria. Llevar los papeles con roles





			5:20 pm



5:30 pm


			Cierre e indicaciones


			Ingrid


			





			7:00 pm



8:00pm


			Cena 








			MARTES 30 DE JULIO 





			HORARIO


			actividad


			responsable


			observaciones





			7:00 am 



8:00 am


			Desayuno 





			8:00 am


9:00 am


			Apoyo de las Administraciones Regionales al SNFJ 


			Administración I Circuito de Guanacaste


			¿Cuál es el apoyo que da la administración? Recomendaciones para el uso de los recursos, etc. 





			9:00 am



10:00 am


			Funcionamiento del SNFJ: solicitudes de ayudas económicas


			Administrador Luis Solís


			Reglamento de ayuda económica, formularios 





			10:00 am



10:20 am


			Traslado al Juzgado Contravencional de Sarapiquí


			PPC


			Buseta





			10:20 am



10:50 am


			Visita al Juzgado Contravencional de Sarapiquí


			Juez Isaac Monge


			





			10:50 am



11:30 am


			Traslado a la comunidad La Victoria


			


			





			11:30 am



1:00 pm


			Almuerzo  (Tapitas restaurante) 





			1:00 pm 



2:30 pm 


			Visita a la facilitadora Marleni González Retana


			


			





			2:30 pm



2:40 pm


			Traslado a la comunidad de La Rambla


			


			





			2:40 pm 



4:00 pm


			Visita al facilitador Oscar Solórzano Ferrero


			


			





			4:00 pm



5:00pm


			Regreso al hotel


			


			





			07:00 pm


			Cena








			Miércoles 31 de julio 





			HORARIO


			actividad


			responsable


			observaciones





			7:00 am



8:00 am 


			Desayuno 


			


			





			8:00 am



9:00 pm


			Herramientas y recomendaciones para la educación de personas adultas 


			Ingrid


			¿Cuál es el perfil de las personas facilitadoras judiciales? ¿Cómo capacitarles? Manuales “Facilitando la justicia en comunidad”.





			9:00 am



10:20 am


			Mediación comunitaria 


			Ana Katalina Baudrit


			¿Qué es la mediación comunitaria? ¿Cómo se capacitan las personas facilitadoras judiciales en el tema? 





			10:20 am


10:40 am


			Refrigerio





			10:40 am



12:00 md


			Trabajo en grupos: planificación del trabajo por circuito


			PPC


			Machote de planificación





			12:00 md



12:30 md


			Espacio de retroalimentación de la inducción y la gira


			PPC


			Preguntas en papelógrafos



Post Its





			12:30 md 



1: 30 pm


			Almuerzo y entrega de habitaciones





			1:30 pm


			Salida para San José, Turrialba y Limón 
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RE  SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA.MSG
RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		William Cerdas Zuñiga; Karol Muñoz Barahona; Wilbert Kidd Alvarado

		Cc

		Subcomisión de Pueblos Indígenas; Acceso a la Justicia

		Recipients

		wcerdas@Poder-Judicial.go.cr; kmunoz@poder-judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; spindigenas@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Estimados Señores y Señora:



 



Acuso recibido de la información. Gracias por el seguimiento a la gestión planteada. En lo que pueda colaborar, estoy a la orden desde la Subcomisión.



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: William Cerdas Zuñiga 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 11:03 a.m.
Para: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA



 



Buen día Doña Karol:



 



Como siempre un gusto saludarla, respecto al tema le informo lo siguiente:



 



ü  Al tener dos vehículos disponible en la Administración se valoró que el nuevo vehículo  debemos equiparlo con los dispositivos para ingresar a la zona indígena a como está equipado el vehículo Isuzu, con la finalidad de resguardar principalmente la integridad de los pasajeros se tomó la decisión de no utilizarlo en la zona indígena, si es para ingresar al centro de Grano de Oro y no se requiere desplazarse a lugares vecinos donde los caminos no lo permiten se puede utilizar el nuevo vehículo, siempre conservando en primera instancia la integridad de los pasajeros.



 



ü  Para el miércoles 26  de junio se le había comunicado con antelación que el vehículo presentaba problemas mecánicos, con la finalidad de solventar esta situación no era factible contar con el vehículo para ese día se lo comunique por este medio y luego nos hablamos por teléfono, donde me agradece que le comunique con antelación, para coordinar con el Ministerio Público que le faciliten el vehículo.  La situación mecánica que tenía el vehículo  fue solventada a nivel local, para el 26 de junio  el Juzgado había coordinado el préstamo del vehículo del Ministerio Público,  también para ese día tenía la rendición de cuentas de los despachos en el Auditorio de COOPENAE, el vehículo de la Administración se utilizó para trasladar equipo de audio y video, sillas,  bocadillos para la actividad entre otras cosas,  para el 26 de junio si su despacho no hubiera tenido el apoyo del vehículo del Ministerio Público la Administración le ofrece el vehículo, a sabiendas y conocedores de la importancia de las giras a la zona indígena.



 



ü  Para el viernes 28 de junio tiene gira a la zona indígena, el jueves 27 de junio me encuentro Andrés por el pasillo de atención al público le indico que tienen el vehículo pero al chofer Arturo tiene otra diligencia con el nuevo vehículo y no cuento con otro chofer, como Andres está autorizado para conducir el vehículo le indico que si lo puede conducir me indica que no hay problema. Considero que cometí el error de no informarle directamente a sus persona y le comunique a un servidor de su despacho, siento que es ahí donde radica su molestia que no fue directamente a su persona que le comunique,  considere que no era necesario comunicarle a su persona  toda vez que ya le había comunicado Andres. 



 



ü  Con el tema del lavado del vehículo hasta el día de hoy la Administración no le ha trasladado que asuma su persona el lavado del vehículo, de hecho   lo asume la Administración. Desconozco  de donde surgió que les correspondía lavar  vehículo, si le comente  Don Arturo el Chofer de la Administración que lo ideal es que el vehículo se reciba en las condiciones que se entrega para evitar malos entendidos por algún incidente que presente el vehículo y al final no sea asumido como corresponde  eso fue lo que le comente a Don Arturo.



 



ü  Por parte de la Administración como se lo indique en punto anteriores estamos en la mejor disposición de trabajar bajo la línea de la comunicación,  sumado a ello el tema de las diligencias a la zona indígena por parte del Despacho que usted representa, la  Administración le ofrece el apoyo que corresponde,  de ahora en adelante no tenga duda que cualquier situación con el  vehículo u otra situación se la comunicó como lo había hecho en ocasiones anteriores por este medio y por teléfono no cometer el error que hice en comunicarle a Andres y que él le comunicará a su persona.



 



ü  Como le reitero como Administración su razón de ser es ofrecerle el apoyo a los despachos para que lleven acabo sus diligencias.



 



Saludos.



 



Lic. William Cerdas Zuñiga



Administración Regional de Turrialba



Tel: 2558-4028 / 036728



 



De: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 1 de julio de 2019 08:01
Para: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr>; Ivannia Moya Leon <imoyal@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Juzgado Contravencional de Turrialba <jcontravencional-tur@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA



 



Buenos días, 



 



De una manera respetuosa, le quiero aclarar a don William el motivo de la gestión que realicé el día jueves con la Licenciada Damaris Vargas y don Wilberth Kid.



 



Específicamente el día martes 25 de junio me comuniqué vía telefónica con su persona para solicitarle, se valorara la posibilidad de que como estaba el vehículo nuevo ya a disposición de la Administración, si era posible el préstamo, ya que teníamos conocimiento de que el vehículo negro (único vehículo con equipo especial para el ingreso a ciertas zonas de difícil acceso), tenía cita de revisión de garantía, según me había indicado vía correo electrónico. A lo que usted me confirmó que si tenía la cita de revisión y que el vehículo blanco nuevo, lo iba a ocupar para el traslado de las sillas, manifestándole que no había problema porque ya se había gestionado con la Fiscalía. La sorpresa fue en la mañana saliendo del edificio para la gira a la zona de Roca Quemada que el vehículo blanco andaba en San José y el negro estaba en el edificio. Casualmente cuando íbamos llegando al edificio antes de las 4:30 horas, nos topamos llegando al mismo tiempo, el vehículo negro, el cual se tuvo conocimiento en este instante, que venía de notificar en Juan Viñas por parte de la Oficina de Notificaciones Judiciales. Por eso la inconformidad, pues se supone que siendo ese vehículo el único equipado, hubiera esperado según indica usted da prioridad a las diligencias indígenas, y que cuando conversamos en la tarde, me hubiera al menos indicado la verdad. No se pretende interferir en sus labores, sin embargo, las diferentes situaciones que se han presentado ya generan desconfianza, no sólo de mi parte, sino malestar de todos los compañeros de oficina, tanto técnicos como juzgadores.  



Nuevamente, el día jueves 27 a eso de las siete de la mañana, cuando ingresaba al edificio el técnico Andrés Aguilar, persona encargada de zona indígena y autorizado a conducir vehículos oficiales, me comunica que se lo encontró a usted y que le comunicó que debía conducir el vehículo para ingresar a realizar la diligencia que estaba programada para la zona de Paso Marcos el día de mañana (sea viernes 28), el carro quedaba ahí pero no tenía chofer porque lo iba a ocupar en otra cosa. Cuando Andrés me cuenta lo sucedido, le dije que esperáramos la comunicación suya a mi persona por correo electrónico como habíamos quedado ya en reiteradas ocasiones, siendo que a la hora que conversé con don Wilbert aproximadamente tres de la tarde, aún no recibía ningún correo ni tampoco una llamada. 



Como usted había comentado en la última reunión del Consejo de Administración,  cuando ya tuviera el vehículo nuevo, lo que iba o pensaba  gestionar su persona, era que el Despacho que ocupara utilizar el vehículo, debía tener autorizado conductor, a lo que le manifesté que no estaba mal la idea, pues si son gestiones de cada Despacho no veía problema, al menos esa ha sido la posición del Juzgado Contravencional, por eso desde hace ya rato, se había solicitado la autorización del técnico Andrés Aguilar para conducir vehículos oficiales, quien cuenta con el permiso de la Administración, la Fiscalía, La Defensa Pública y el OIJ.



La duda del lavado del vehículo surge porque, de mi bolsillo Andrés lleva el vehículo de la Fiscalía a lavar, y se hace en agradecimiento por el préstamo del mismo, ya que a ellos no les corresponde ni están obligados a hacerlo, sin embargo el entre ambas oficinas existe muy buena relación y comunicación. Si la idea es que cada Despacho se va a hacer cargo de autorizar el conductor, se consultó si también debía entregarse lavado, pues la oficina no cuenta con caja chica ni ninguna entrada económica y si ese era el caso debía entonces gestionarse, igualmente la duda surgió con la tarjeta de la gasolina, pues tampoco se cuenta con ello. Por todo lo anterior, puede usted concluir que no es por chismes ni terceras personas que me doy cuenta, sino por usted mismo y al no haber un comunicado oficial, sea correo electrónico o circular por ejemplo, es que se aprovechó la visita a San José para hacer las consultas a los superiores, reiterándole según mi criterio, que no es a través del técnico en el pasillo, la persona ni el canal de comunicación que debe utilizarse para comunicar este tipo de situaciones. 



Por último, es de esperar que si bien el vehículo le ofrece servicios a otros Despachos, lo cierto es que ninguno ingresa a giras a zona indígena como si lo hace el Juzgado Contravencional, tampoco desde el mes de enero que nos asignan los espacios y uso del vehículo, ubican las fechas de ingreso al mes, a las cinco zonas en los diferentes centros educativos y Delegación policial, esto para publicitar la visita del Juzgado. Tome en cuenta y ya es de su conocimiento, que no solamente audiencias se realizan en las zonas, sino que se reciben declaraciones, manifestaciones, consultas, órdenes de apremio entre otros trámites que son parte de la atención al usuario en el edificio, y que es el Despacho como tal es el que se traslada a la zona para aprovechar los recursos y brindar de la mejor manera el servicio a los usuarios y usuarios indígenas. Supongo que esa es la razón por la que no tiene quejas de otros Despachos. Reprogramar una diligencia para otro Despacho, parece ser más sencillo entonces, lo que no sucede con zona indígena. No todos los usuarios de señalamientos a las audiencias cuentan con teléfono ni señal e internet para avisar a través de una llamada, muchos por no decir la mayoría, de difícil citación por parte del notificador Ronny, encargado de notificar y citar en zona indígena (véase inclusive la problemática que se presenta para el nombramiento de intérpretes por la complicada comunicación), mucho menos tenemos la posibilidad de avisar a cada persona que podría llega a solicitar atención y prestación del servicio, que la fecha en que se anunció desde enero que el juzgado entra, se va a cancelar, resulta imposible.  Ya es de su conocimiento que hay usuarios indígenas que caminan distancias muy largas y muchas horas para llegar hasta el centro educativo donde se atiende, siendo esto una falta de consideración el simplemente cancelar las giras, entendiendo los casos o excepciones por fuerza mayor.



Espero haber aclarado sus dudas, estando en la mayor disposición como siempre se conversar, necesitamos mantener buena comunicación, pues es el trabajo de ambas oficinas, tomando en cuenta además, que se viene en principio este año, la implementación del Servicio de Facilitadores Judiciales, programa en el que interviene precisamente el Juzgado Contravencional y la Administración. 



 



Se les agradece siempre la colaboración brindada,



 







  _____  


De: Wilbert Kidd Alvarado
Enviado: jueves, 27 de junio de 2019 17:36
Para: William Cerdas Zuñiga
Cc: Karol Muñoz Barahona; Damaris Vargas Vásquez
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA 



 



Buenas tardes don William: Ver mis comentarios a cada punto, gracias



 







 



De: William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 4:38 p. m.
Para: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA



 



Buena tardes Don Wilbert:



 



Con la finalidad de ofrecer respuesta  a lo solicitado le indico lo siguiente:



 



1.       La situación con el  Juzgado Contravencional siempre se  le ha comunicado con antelación  la situación con el  vehículo previendo que las giras son las zonas indígenas si el vehículo no se encuentra disponible para tomar las previsiones del caso como lo son gestionar el  apoyo con el vehículo del Ministerio Público,  para asumir la gira y no suspender valorando la importancia de realizar la audiencia. WKA, sobre este aspecto, tener presente que para el caso de las visitas a las zonas indígenas son un tema de prioridad, trate en la medidas que los medios lo permita, de dar atención, estamos ante una población vulnerable. Mantenga la comunicación con el Despacho y coordinen lo necesario para no perder los señalamientos, me indica la Licda. Karol que la comunicación con las personas interesadas es muy difícil, por lo que no es posible de un día para otro suspender o hacer cambio de fecha. 



2.       Cuando el vehículo presenta  algún inconveniente esta Administración le comunica a la Licenciada Karol, sea en forma personal, por teléfono o bien por medio de correo  me extraña que indique que no hay comunicación entre la Administración y el Juzgado, inclusive me indica que agradece que le comunique con antelación para gestionar el vehículo con el Ministerio Público. WKA, utilice medios escritos para comunicar y llame para confirmar que les llegó el comunicado, en la medida de lo posible hacer los comunicados con la debida antelación para realizar las comunicaciones y evitar contratiempos. 



3.       En ningún momento esta Administración le ha indicado que deben lavar el vehículo y asumir el gasto,  de igual  forma me extraña que la Licenciada Karol indique esta situación del vehículo que tenga que lavarlo. WKA, este tema se debe revisar, la labor de lavado no debería ser asumida por las oficinas, busque alternativas de solución, espero al respecto su propuesta al respecto. 



4.       Lo ocurrido ayer se tenía previsto que el vehículo entrara en el taller para una valoración en la dirección,  de última hora no se hizo fue ahí donde se utilizó el vehículo por parte de la Administración para trasladar equipo de audio y mobiliario al Auditorio de COOPENAE, para la  rendición de cuentas de los despachos, además ya se le había informado  a Doña Karol que para ese día el vehículo no estaba disponible, me indicó que bueno voy a gestionar el vehículo del Ministerio Público, máxime que en el Juzgado se tiene a servidor que tiene  el aval  para conducir los vehículos oficiales. WKA, Se comprende las necesidad de enviar los vehículos a mantenimiento, de hecho se espera que sea constante, pero debe procurar que no choque con otras solicitudes, le recomiendo que asigne dentro del rol de los vehículos, los espacios necesarios para el mantenimiento. En los casos en los cuales sea necesaria una reparación de manera imprevista, me parece muy bien que comunique a las oficinas que tenían el vehículo asignado en esta fecha. La comunica oportuna y clara es necesaria. 



5.       Con el tema que deben caminar hasta dos horas y media para realizar audiencias esto ocurre por el motivo que los caminos son de muy difícil acceso, ya se tiene una directriz de otras administradores anteriores que el vehículo llega hasta cierto  sector para no exponer a los acompañantes el vehículo no pasa de ese sector ya esa situación se le hizo ver a Doña Karol que de parte de la Administración se mantiene no puedo variar la directriz indicada por el motivo que se le consultó al chofer  sobre el riesgo que se corre si se ingresa con el vehículo y me indico que es muy peligro, fue ahí donde le indique a la Licenciada Karol que de parte mía no iba a exponer a que se ingrese hasta el lugar donde se va hacer la diligencia corriendo un riesgo de un accidente y de parte mía conociendo el riesgo gire la directriz de ingresar, a la Licenciada Karol se le expuso esta situación vía corre electrónico y estuvo de acuerdo, no se bajo que fundamento lo expone, lástima que no lo expone como es.WKA, sobre este tema, se deberá actuar conforme al Reglamento para el Uso de Vehículos Institucionales, y ante todo, tomar las medidas de seguridad para evitar un accidente. 



6.       Con el nuevo vehículo por el tipo de llanta que trae y el aro no se puede ingresar a la zona indígena, por el motivo que la llanta es sencilla al igual que el aro, por parte de la Administración vamos a gestionar sustituir los aros que permitan utilizar llantas con un  perfil más ancho que el actual y con esto ingresar a la zona indígena. WKA, muy bien.



7.       Con respecto a que se entera por otras fuentes sobre el vehículo sería bueno que lo indique con que medios se entera toda vez que no lo expone nada indica otros medios. WKA, lo mejor es que ambas partes traten de mejorar los medios de comunicación, esto de corrillos no es sano, no ayuda a la comunicación asertiva y podría generar desconfianza entre las partes. 



8.       En términos generales Don Wilbert la Administración siempre está en las mejores condiciones de comunicación con los despachos, sería bueno que la Licenciada  Karol lo hubiera expuesto a la Administración de previo a elevarlo a otras instancias. WKA, es un efecto de lo que indico en el punto anterior, lo bueno es que es algo que se puede trabajar y remediar. 



9.       Otro especto que llama la atención es que el vehículo le ofrece servicios otros despachos,  a la fecha no se han quejado  como lo hace la Licenciada Karol, de hecho también les he suspendido giras por el estado del vehículo y me indican que gracias por informar. WKA, según indicado, tratemos en la medida de las posibilidades de la Administración, atender las necesidades de transporte, teniendo claro que los vehículos se pueden dañar o surgir otros servicios urgentes que demanda cambios en la asignación de los vehículos. En el marco del respecto, es posible comunicar los cambios y buscar alternativas de solución. 



 



Don Wilber esta es la posición de la Administración con respecto a lo expuesto por la Licenciad Karol, de requerir más información con gusto.



 



Saludos.



 



Lic. William Cerdas Zuñiga



Administración Regional de Turrialba



Tel: 2558-4028 / 036728



 



De: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 15:53
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr>; Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA



 



Buenas tardes don William: Por favor brindar informe sobre lo que se expone, espero su respuesta el lunes a más tardar. 



 







 



 



 



  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: Jueves, Junio 27, 2019 15:30
Para: Wilbert Kidd Alvarado
CC: Karol Baltodano Aguilar; William Cerdas Zuñiga
Asunto: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA 



 







Estimado don Wilberth:



 



Reciba un atento saludo. Hago de su conocimiento que el día de hoy me reuní con la jueza Karol Muñoz Barahona, jueza del Juzgado Contravencional de Turrialba. Doña Karol me informa que ha tenido algunos problemas de coordinación con la Administración Regional de Turrialba en relación con la disponibilidad de vehículo para asistir a los territorios indígenas, entre ellos, Grano de Oro, Roca Quemada, Quetzal, Vereh y Paso Marcos. Los problemas que tiene es que no se informa con antelación suficiente los cambios relacionados con la disponibilidad de vehículo, persona conductora; o bien, les solicitan después de la audiencia que entreguen el vehículo lavado. Esto último les genere inconvenientes porque no tienen disponibilidad para lavarlo en el edificio, pero el mayor de los inconvenientes es que en ocasiones, cuando no hay disponibilidad de vehículo y no se puede coordinar con el vehículo del Ministerio Público, surge el riesgo de que las personas indígenas se queden esperando pues los problemas de comunicación con ellos por problemas de internet son complejos. Señala doña Karol que esta situación la ha expuesto en otras oportunidades a don William.



 



Sugiere doña Karol para mejorar la situación que exista una comunicación más fluida entre la Administración el Despacho en las oportunidades en que no se puede atender la audiencia; en el entendido de que al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad como es la indígena, es preciso que se priorice la atención, máxime si la programación de giras está dispuesta desde enero. Refiere, podría emitirse una circular donde se establezca la priorización de la atención de los vehículos a efecto de que los despachos tengan conocimiento que los procesos vinculados con indígenas son prioritarios.



 



Le remito este comunicado a usted directamente porque doña Karol me informó le expuso esta situación con antelación, aclarándole que no he contactado a don William para conocer su posición. Con ocasión de lo anterior, copio a don William este correo.



 



Con ocasión de lo anterior, me pongo a su disposición, de doña Karol y de don William en lo que pueda colaborar para facilitar el acceso a la justicia de la población indígena de Turrialba, en cumplimiento de los lineamientos dispuestos por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





smime.p7m

Estimados Señores y Señora:



 



Acuso recibido de la información. Gracias por el seguimiento a la gestión planteada. En lo que pueda colaborar, estoy a la orden desde la Subcomisión.



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: William Cerdas Zuñiga 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 11:03 a.m.
Para: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA





 



Buen día Doña Karol:



 



Como siempre un gusto saludarla, respecto al tema le informo lo siguiente:



 



ü  Al tener dos vehículos disponible en la Administración se valoró que el nuevo vehículo  debemos equiparlo con los dispositivos para ingresar a la zona indígena a como está equipado el vehículo Isuzu, con la finalidad de resguardar principalmente la integridad de los pasajeros se tomó la decisión de no utilizarlo en la zona indígena, si es para ingresar al centro de Grano de Oro y no se requiere desplazarse a lugares vecinos donde los caminos no lo permiten se puede utilizar el nuevo vehículo, siempre conservando en primera instancia la integridad de los pasajeros.



 



ü  Para el miércoles 26  de junio se le había comunicado con antelación que el vehículo presentaba problemas mecánicos, con la finalidad de solventar esta situación no era factible contar con el vehículo para ese día se lo comunique por este medio y luego nos hablamos por teléfono, donde me agradece que le comunique con antelación, para coordinar con el Ministerio Público que le faciliten el vehículo.  La situación mecánica que tenía el vehículo  fue solventada a nivel local, para el 26 de junio  el Juzgado había coordinado el préstamo del vehículo del Ministerio Público,  también para ese día tenía la rendición de cuentas de los despachos en el Auditorio de COOPENAE, el vehículo de la Administración se utilizó para trasladar equipo de audio y video, sillas,  bocadillos para la actividad entre otras cosas,  para el 26 de junio si su despacho no hubiera tenido el apoyo del vehículo del Ministerio Público la Administración le ofrece el vehículo, a sabiendas y conocedores de la importancia de las giras a la zona indígena.



 



ü  Para el viernes 28 de junio tiene gira a la zona indígena, el jueves 27 de junio me encuentro Andrés por el pasillo de atención al público le indico que tienen el vehículo pero al chofer Arturo tiene otra diligencia con el nuevo vehículo y no cuento con otro chofer, como Andres está autorizado para conducir el vehículo le indico que si lo puede conducir me indica que no hay problema. Considero que cometí el error de no informarle directamente a sus persona y le comunique a un servidor de su despacho, siento que es ahí donde radica su molestia que no fue directamente a su persona que le comunique,  considere que no era necesario comunicarle a su persona  toda vez que ya le había comunicado Andres. 



 



ü  Con el tema del lavado del vehículo hasta el día de hoy la Administración no le ha trasladado que asuma su persona el lavado del vehículo, de hecho   lo asume la Administración. Desconozco  de donde surgió que les correspondía lavar  vehículo, si le comente  Don Arturo el Chofer de la Administración que lo ideal es que el vehículo se reciba en las condiciones que se entrega para evitar malos entendidos por algún incidente que presente el vehículo y al final no sea asumido como corresponde  eso fue lo que le comente a Don Arturo.



 



ü  Por parte de la Administración como se lo indique en punto anteriores estamos en la mejor disposición de trabajar bajo la línea de la comunicación,  sumado a ello el tema de las diligencias a la zona indígena por parte del Despacho que usted representa, la  Administración le ofrece el apoyo que corresponde,  de ahora en adelante no tenga duda que cualquier situación con el  vehículo u otra situación se la comunicó como lo había hecho en ocasiones anteriores por este medio y por teléfono no cometer el error que hice en comunicarle a Andres y que él le comunicará a su persona.



 



ü  Como le reitero como Administración su razón de ser es ofrecerle el apoyo a los despachos para que lleven acabo sus diligencias.



 



Saludos.



 



Lic. William Cerdas Zuñiga



Administración Regional de Turrialba



Tel: 2558-4028 / 036728




 



De: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 1 de julio de 2019 08:01
Para: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr>; Ivannia Moya Leon <imoyal@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Juzgado Contravencional de Turrialba <jcontravencional-tur@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA





 



Buenos días, 




 




De una manera respetuosa, le quiero aclarar a don William el motivo de la gestión que realicé el día jueves con la Licenciada Damaris Vargas y don Wilberth Kid.




 




Específicamente el día martes 25 de junio me comuniqué vía telefónica con su persona para solicitarle, se valorara la posibilidad de que como estaba el vehículo nuevo ya a disposición de la Administración, si era posible el préstamo, ya que teníamos conocimiento de que el vehículo negro (único vehículo con equipo especial para el ingreso a ciertas zonas de difícil acceso), tenía cita de revisión de garantía, según me había indicado vía correo electrónico. A lo que usted me confirmó que si tenía la cita de revisión y que el vehículo blanco nuevo, lo iba a ocupar para el traslado de las sillas, manifestándole que no había problema porque ya se había gestionado con la Fiscalía. La sorpresa fue en la mañana saliendo del edificio para la gira a la zona de Roca Quemada que el vehículo blanco andaba en San José y el negro estaba en el edificio. Casualmente cuando íbamos llegando al edificio antes de las 4:30 horas, nos topamos llegando al mismo tiempo, el vehículo negro, el cual se tuvo conocimiento en este instante, que venía de notificar en Juan Viñas por parte de la Oficina de Notificaciones Judiciales. Por eso la inconformidad, pues se supone que siendo ese vehículo el único equipado, hubiera esperado según indica usted da prioridad a las diligencias indígenas, y que cuando conversamos en la tarde, me hubiera al menos indicado la verdad. No se pretende interferir en sus labores, sin embargo, las diferentes situaciones que se han presentado ya generan desconfianza, no sólo de mi parte, sino malestar de todos los compañeros de oficina, tanto técnicos como juzgadores.  




Nuevamente, el día jueves 27 a eso de las siete de la mañana, cuando ingresaba al edificio el técnico Andrés Aguilar, persona encargada de zona indígena y autorizado a conducir vehículos oficiales, me comunica que se lo encontró a usted y que le comunicó que debía conducir el vehículo para ingresar a realizar la diligencia que estaba programada para la zona de Paso Marcos el día de mañana (sea viernes 28), el carro quedaba ahí pero no tenía chofer porque lo iba a ocupar en otra cosa. Cuando Andrés me cuenta lo sucedido, le dije que esperáramos la comunicación suya a mi persona por correo electrónico como habíamos quedado ya en reiteradas ocasiones, siendo que a la hora que conversé con don Wilbert aproximadamente tres de la tarde, aún no recibía ningún correo ni tampoco una llamada. 




Como usted había comentado en la última reunión del Consejo de Administración,  cuando ya tuviera el vehículo nuevo, lo que iba o pensaba  gestionar su persona, era que el Despacho que ocupara utilizar el vehículo, debía tener autorizado conductor, a lo que le manifesté que no estaba mal la idea, pues si son gestiones de cada Despacho no veía problema, al menos esa ha sido la posición del Juzgado Contravencional, por eso desde hace ya rato, se había solicitado la autorización del técnico Andrés Aguilar para conducir vehículos oficiales, quien cuenta con el permiso de la Administración, la Fiscalía, La Defensa Pública y el OIJ.




La duda del lavado del vehículo surge porque, de mi bolsillo Andrés lleva el vehículo de la Fiscalía a lavar, y se hace en agradecimiento por el préstamo del mismo, ya que a ellos no les corresponde ni están obligados a hacerlo, sin embargo el entre ambas oficinas existe muy buena relación y comunicación. Si la idea es que cada Despacho se va a hacer cargo de autorizar el conductor, se consultó si también debía entregarse lavado, pues la oficina no cuenta con caja chica ni ninguna entrada económica y si ese era el caso debía entonces gestionarse, igualmente la duda surgió con la tarjeta de la gasolina, pues tampoco se cuenta con ello. Por todo lo anterior, puede usted concluir que no es por chismes ni terceras personas que me doy cuenta, sino por usted mismo y al no haber un comunicado oficial, sea correo electrónico o circular por ejemplo, es que se aprovechó la visita a San José para hacer las consultas a los superiores, reiterándole según mi criterio, que no es a través del técnico en el pasillo, la persona ni el canal de comunicación que debe utilizarse para comunicar este tipo de situaciones. 




Por último, es de esperar que si bien el vehículo le ofrece servicios a otros Despachos, lo cierto es que ninguno ingresa a giras a zona indígena como si lo hace el Juzgado Contravencional, tampoco desde el mes de enero que nos asignan los espacios y uso del vehículo, ubican las fechas de ingreso al mes, a las cinco zonas en los diferentes centros educativos y Delegación policial, esto para publicitar la visita del Juzgado. Tome en cuenta y ya es de su conocimiento, que no solamente audiencias se realizan en las zonas, sino que se reciben declaraciones, manifestaciones, consultas, órdenes de apremio entre otros trámites que son parte de la atención al usuario en el edificio, y que es el Despacho como tal es el que se traslada a la zona para aprovechar los recursos y brindar de la mejor manera el servicio a los usuarios y usuarios indígenas. Supongo que esa es la razón por la que no tiene quejas de otros Despachos. Reprogramar una diligencia para otro Despacho, parece ser más sencillo entonces, lo que no sucede con zona indígena. No todos los usuarios de señalamientos a las audiencias cuentan con teléfono ni señal e internet para avisar a través de una llamada, muchos por no decir la mayoría, de difícil citación por parte del notificador Ronny, encargado de notificar y citar en zona indígena (véase inclusive la problemática que se presenta para el nombramiento de intérpretes por la complicada comunicación), mucho menos tenemos la posibilidad de avisar a cada persona que podría llega a solicitar atención y prestación del servicio, que la fecha en que se anunció desde enero que el juzgado entra, se va a cancelar, resulta imposible.  Ya es de su conocimiento que hay usuarios indígenas que caminan distancias muy largas y muchas horas para llegar hasta el centro educativo donde se atiende, siendo esto una falta de consideración el simplemente cancelar las giras, entendiendo los casos o excepciones por fuerza mayor.




Espero haber aclarado sus dudas, estando en la mayor disposición como siempre se conversar, necesitamos mantener buena comunicación, pues es el trabajo de ambas oficinas, tomando en cuenta además, que se viene en principio este año, la implementación del Servicio de Facilitadores Judiciales, programa en el que interviene precisamente el Juzgado Contravencional y la Administración. 




 




Se les agradece siempre la colaboración brindada,
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De: Wilbert Kidd Alvarado
Enviado: jueves, 27 de junio de 2019 17:36
Para: William Cerdas Zuñiga
Cc: Karol Muñoz Barahona; Damaris Vargas Vásquez
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA 



 





Buenas tardes don William: Ver mis comentarios a cada punto, gracias
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De: William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 4:38 p. m.
Para: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA





 



Buena tardes Don Wilbert:



 



Con la finalidad de ofrecer respuesta  a lo solicitado le indico lo siguiente:



 



1.       La situación con el  Juzgado Contravencional siempre se  le ha comunicado con antelación  la situación con el  vehículo previendo que las giras son las zonas indígenas si el vehículo no se encuentra disponible para tomar las previsiones del caso como lo son gestionar el  apoyo con el vehículo del Ministerio Público,  para asumir la gira y no suspender valorando la importancia de realizar la audiencia. WKA, sobre este aspecto, tener presente que para el caso de las visitas a las zonas indígenas son un tema de prioridad, trate en la medidas que los medios lo permita, de dar atención, estamos ante una población vulnerable. Mantenga la comunicación con el Despacho y coordinen lo necesario para no perder los señalamientos, me indica la Licda. Karol que la comunicación con las personas interesadas es muy difícil, por lo que no es posible de un día para otro suspender o hacer cambio de fecha. 



2.       Cuando el vehículo presenta  algún inconveniente esta Administración le comunica a la Licenciada Karol, sea en forma personal, por teléfono o bien por medio de correo  me extraña que indique que no hay comunicación entre la Administración y el Juzgado, inclusive me indica que agradece que le comunique con antelación para gestionar el vehículo con el Ministerio Público. WKA, utilice medios escritos para comunicar y llame para confirmar que les llegó el comunicado, en la medida de lo posible hacer los comunicados con la debida antelación para realizar las comunicaciones y evitar contratiempos. 



3.       En ningún momento esta Administración le ha indicado que deben lavar el vehículo y asumir el gasto,  de igual  forma me extraña que la Licenciada Karol indique esta situación del vehículo que tenga que lavarlo. WKA, este tema se debe revisar, la labor de lavado no debería ser asumida por las oficinas, busque alternativas de solución, espero al respecto su propuesta al respecto. 



4.       Lo ocurrido ayer se tenía previsto que el vehículo entrara en el taller para una valoración en la dirección,  de última hora no se hizo fue ahí donde se utilizó el vehículo por parte de la Administración para trasladar equipo de audio y mobiliario al Auditorio de COOPENAE, para la  rendición de cuentas de los despachos, además ya se le había informado  a Doña Karol que para ese día el vehículo no estaba disponible, me indicó que bueno voy a gestionar el vehículo del Ministerio Público, máxime que en el Juzgado se tiene a servidor que tiene  el aval  para conducir los vehículos oficiales. WKA, Se comprende las necesidad de enviar los vehículos a mantenimiento, de hecho se espera que sea constante, pero debe procurar que no choque con otras solicitudes, le recomiendo que asigne dentro del rol de los vehículos, los espacios necesarios para el mantenimiento. En los casos en los cuales sea necesaria una reparación de manera imprevista, me parece muy bien que comunique a las oficinas que tenían el vehículo asignado en esta fecha. La comunica oportuna y clara es necesaria. 



5.       Con el tema que deben caminar hasta dos horas y media para realizar audiencias esto ocurre por el motivo que los caminos son de muy difícil acceso, ya se tiene una directriz de otras administradores anteriores que el vehículo llega hasta cierto  sector para no exponer a los acompañantes el vehículo no pasa de ese sector ya esa situación se le hizo ver a Doña Karol que de parte de la Administración se mantiene no puedo variar la directriz indicada por el motivo que se le consultó al chofer  sobre el riesgo que se corre si se ingresa con el vehículo y me indico que es muy peligro, fue ahí donde le indique a la Licenciada Karol que de parte mía no iba a exponer a que se ingrese hasta el lugar donde se va hacer la diligencia corriendo un riesgo de un accidente y de parte mía conociendo el riesgo gire la directriz de ingresar, a la Licenciada Karol se le expuso esta situación vía corre electrónico y estuvo de acuerdo, no se bajo que fundamento lo expone, lástima que no lo expone como es.WKA, sobre este tema, se deberá actuar conforme al Reglamento para el Uso de Vehículos Institucionales, y ante todo, tomar las medidas de seguridad para evitar un accidente. 



6.       Con el nuevo vehículo por el tipo de llanta que trae y el aro no se puede ingresar a la zona indígena, por el motivo que la llanta es sencilla al igual que el aro, por parte de la Administración vamos a gestionar sustituir los aros que permitan utilizar llantas con un  perfil más ancho que el actual y con esto ingresar a la zona indígena. WKA, muy bien.



7.       Con respecto a que se entera por otras fuentes sobre el vehículo sería bueno que lo indique con que medios se entera toda vez que no lo expone nada indica otros medios. WKA, lo mejor es que ambas partes traten de mejorar los medios de comunicación, esto de corrillos no es sano, no ayuda a la comunicación asertiva y podría generar desconfianza entre las partes. 



8.       En términos generales Don Wilbert la Administración siempre está en las mejores condiciones de comunicación con los despachos, sería bueno que la Licenciada  Karol lo hubiera expuesto a la Administración de previo a elevarlo a otras instancias. WKA, es un efecto de lo que indico en el punto anterior, lo bueno es que es algo que se puede trabajar y remediar. 



9.       Otro especto que llama la atención es que el vehículo le ofrece servicios otros despachos,  a la fecha no se han quejado  como lo hace la Licenciada Karol, de hecho también les he suspendido giras por el estado del vehículo y me indican que gracias por informar. WKA, según indicado, tratemos en la medida de las posibilidades de la Administración, atender las necesidades de transporte, teniendo claro que los vehículos se pueden dañar o surgir otros servicios urgentes que demanda cambios en la asignación de los vehículos. En el marco del respecto, es posible comunicar los cambios y buscar alternativas de solución. 



 



Don Wilber esta es la posición de la Administración con respecto a lo expuesto por la Licenciad Karol, de requerir más información con gusto.



 



Saludos.



 



Lic. William Cerdas Zuñiga



Administración Regional de Turrialba



Tel: 2558-4028 / 036728




 



De: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 15:53
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: William Cerdas Zuñiga <wcerdas@Poder-Judicial.go.cr>; Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr>
Asunto: RE: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA





 



Buenas tardes don William: Por favor brindar informe sobre lo que se expone, espero su respuesta el lunes a más tardar. 
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De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: Jueves, Junio 27, 2019 15:30
Para: Wilbert Kidd Alvarado
CC: Karol Baltodano Aguilar; William Cerdas Zuñiga
Asunto: SOLICITUD DE JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA 
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Estimado don Wilberth:



 



Reciba un atento saludo. Hago de su conocimiento que el día de hoy me reuní con la jueza Karol Muñoz Barahona, jueza del Juzgado Contravencional de Turrialba. Doña Karol me informa que ha tenido algunos problemas de coordinación con la Administración Regional de Turrialba en relación con la disponibilidad de vehículo para asistir a los territorios indígenas, entre ellos, Grano de Oro, Roca Quemada, Quetzal, Vereh y Paso Marcos. Los problemas que tiene es que no se informa con antelación suficiente los cambios relacionados con la disponibilidad de vehículo, persona conductora; o bien, les solicitan después de la audiencia que entreguen el vehículo lavado. Esto último les genere inconvenientes porque no tienen disponibilidad para lavarlo en el edificio, pero el mayor de los inconvenientes es que en ocasiones, cuando no hay disponibilidad de vehículo y no se puede coordinar con el vehículo del Ministerio Público, surge el riesgo de que las personas indígenas se queden esperando pues los problemas de comunicación con ellos por problemas de internet son complejos. Señala doña Karol que esta situación la ha expuesto en otras oportunidades a don William.



 



Sugiere doña Karol para mejorar la situación que exista una comunicación más fluida entre la Administración el Despacho en las oportunidades en que no se puede atender la audiencia; en el entendido de que al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad como es la indígena, es preciso que se priorice la atención, máxime si la programación de giras está dispuesta desde enero. Refiere, podría emitirse una circular donde se establezca la priorización de la atención de los vehículos a efecto de que los despachos tengan conocimiento que los procesos vinculados con indígenas son prioritarios.



 



Le remito este comunicado a usted directamente porque doña Karol me informó le expuso esta situación con antelación, aclarándole que no he contactado a don William para conocer su posición. Con ocasión de lo anterior, copio a don William este correo.



 



Con ocasión de lo anterior, me pongo a su disposición, de doña Karol y de don William en lo que pueda colaborar para facilitar el acceso a la justicia de la población indígena de Turrialba, en cumplimiento de los lineamientos dispuestos por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas















Karol Olluirgy Barahona
Jueza

Ext.: 03-6734
Kmunoz@poder-judicial. go.cr












Lic. Wilbert Kidd Alvarado
Subdirector Ejecutivo a.l.
EJECUTIVA Tel: (506) 2295-4971
b wkidd@Poder-Judicial.go.cr











Lic. Wilbert Kidd Alvarado
_ Subdirector Ejecutivo a.I.
EJECUTIVA Tel: (506) 2295-4971
s wkidd@Poder-Judicial.go.cr
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



 



 







República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 





smime.p7m

Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 




 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales




8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



08 de julio de 2009











Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción











[bookmark: _GoBack]Se adjunta Matriz en relación al cumplimiento de la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557, con la finalidad de condensar en un mismo documento la lista de disposiciones de la convención que el Estado debe dar pleno cumplimiento (primera columna), la solitud del mecanismo técnico que examina el cumplimiento de sus contenidos por parte de  los Estados Parte (segunda columna), la guía de respuesta remitida por la Secretaría del Mecanismo examinador para cada uno de los ítems, con la que se pretende orientar sobre los contenidos que pueden resultar de utilidad para justificar el cumplimiento de la materia examinada ( tercera columna), y la columna para brindar información por la instancia judicial en la que pueden realizar aportes, comentarios y observaciones dentro de la esfera de sus competencias (cuarta casilla).











En caso de estimar que existen otras instancias judiciales vinculadas con el tema en específico, que puedan enriquecer el contenido del documento, favor hacer la indicación respectiva.



				



				



				



				







				Articulado de la Convención



				Solicitud del mecanismo técnico



				Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador



				Información brindada por las instancias judiciales







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE



“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 



Artículo 11, párrafo 1 



1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 



Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 



Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 



Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 



Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 







				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:



Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  



Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 



Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  



Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 



Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en estA área; 



Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).







				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 







“Artículo 11, párrafo 2 



2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 



Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:  



· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 



· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 







“1. Cada Estado Parte:  



 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  



· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  



-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 



-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 







	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  







-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  



-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 



-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir:  



· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  



· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 



· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  



Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 











“Artículo 14 



5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 



Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  



-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 



-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 51. Disposición general 



 



La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 



· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 



Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 



En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  



 



 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 



a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



 







				



Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;







Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 



Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición







En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios



				







				A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.



Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso







				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 



 



 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  



· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 



Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 







				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54 



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54 



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN



 



“Artículo 55, párrafo 1  



1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 



(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 



(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				



Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



En este apartado se podría incluir información sobre: 



· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  



· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 



· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 



Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 







Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55



2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  







				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 



(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 



(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 



(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En este apartado se podría incluir: 



· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  



Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55  



6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 



· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 



Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 











				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



En concreto, se podrían incluir:  



· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  



Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55, párrafo 9 



9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 56 Cooperación especial  



Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN



	 



“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  



 



1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57, párrafo 2 



2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  



La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57 



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  



La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57



De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 



(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  



(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 



La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 



· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 



La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57, párrafo 5 



5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  



 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 



Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO



				1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 







				Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas



				







				



				2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:



				Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);



				







				







































Otros aspectos: sírvase especificar



				3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia



				Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo



				







				



				4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 







				Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen
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Prefacio

La corrupcién es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de
consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el estado de
derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los merca-
dos, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia
organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana.

Este fendmeno maligno se da en todos los paises —grandes y pequefios,
ricos y pobres— pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo
en desarrollo. La corrupcién afecta infinitamente mds a los pobres porque desvia
los fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de
ofrecer servicios bdsicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la
inversién y las ayudas extranjeras. La corrupcién es un factor clave del bajo
rendimiento y un obstdculo muy importante para el alivio de la pobreza y el
desarrollo.

Por consiguiente, mucho me complace que dispongamos ahora de un
nuevo instrumento para hacer frente a este flagelo a escala mundial. La aproba-
cién de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién dejard bien
claro que la comunidad internacional estd decidida a impedir la corrupcién y
a luchar contra ella. Advertird a los corruptos que no vamos a seguir tolerando
que se traicione la confianza de la opinién publica. Y reiterard la importancia
de valores fundamentales como la honestidad, el respeto del estado de derecho,
la obligacién de rendir cuentas y la transparencia para fomentar el desarrollo y
hacer que nuestro mundo sea un lugar mejor para todos.

La nueva Convencién es un logro destacado y se complementa con otro
instrumento histérico, la Convencién de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, que entrd en vigor hace tan s6lo un mes. Se
trata de un instrumento equilibrado, sélido y pragmdtico que ofrece un nuevo
marco para la accién eficaz y la cooperacién internacional.

La Convencién introduce un conjunto cabal de normas, medidas y regla-
mentos que pueden aplicar todos los paises para reforzar sus regimenes juridicos
y reglamentarios destinados a la lucha contra la corrupcién. En ella se pide que
se adopten medidas preventivas y que se tipifiquen las formas de corrupcién mds
frecuentes tanto en el sector publico como en el privado. Ademds, se da un paso
decisivo al exigir a los Estados Miembros que devuelvan los bienes procedentes
de la corrupcién al pais de donde fueron robados.

Esas disposiciones —las primeras de este género— introducen un nuevo
principio fundamental, asi como un marco para ampliar la cooperacién entre los









Estados, a fin de evitar y descubrir la corrupcién y devolver los beneficios
obtenidos. En el futuro, los funcionarios corruptos tendrén menos opciones
para ocultar sus ganancias ilicitas. Esta cuestién es especialmente importante
para muchos paises en desarrollo, en que altos funcionarios corruptos saquearon
la riqueza nacional y los nuevos gobiernos necesitan recursos desesperadamente
para reconstruir y rehabilitar la sociedad.

Para las Naciones Unidas la Convencién es la culminacién de una labor
que se inicié6 hace muchos afios, cuando la palabra “corrupcién” apenas se
pronunciaba en los circulos oficiales. Fue necesario hacer esfuerzos sistemdticos
—primero de cardcter técnico y luego, gradualmente, politico— para llevar la
lucha contra la corrupcién a la agenda mundial. Tanto la Conferencia Interna-
cional sobre la Financiacién para el Desarrollo, celebrada en Monterrey, como
la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Johannesburgo,
dieron a los gobiernos la oportunidad de expresar su determinacién de luchar
contra la corrupcién y de sensibilizar a muchas mds personas sobre los efectos
devastadores que la corrupcion tiene para el desarrollo.

La Convencién también es resultado de largas y dificiles negociaciones.
Habia que abordar muchas cuestiones complejas y numerosas inquietudes de
diversos circulos. Fue todo un reto elaborar, en menos de dos afios, un instrumen-
to que reflejara todas esas inquietudes. Todos los paises tuvieron que demostrar
flexibilidad y hacer concesiones. Pero podemos estar orgullosos del resultado.

Deseo felicitar a los miembros de la Mesa del Comité Especial encargado
de negociar una convencién contra la corrupcién por su intenso trabajo y su
liderazgo y rendir especial homenaje al extinto Presidente del Comité, el Emba-
jador Héctor Charry Samper de Colombia, por su inteligente direccién y su
dedicacién. Estoy seguro de que todos los presentes comparten mi pesar por el
hecho de que no se encuentre entre nosotros para celebrar este éxito.

La aprobacién de la Convencién serd un logro destacado, si bien tenemos
que dejar claro que no es mds que el principio. Debemos aprovechar el impulso
adquirido para lograr que la Convencién entre en vigor cuanto antes. Insto a los
Estados Miembros a participar en la Conferencia de Mérida (México) que se
celebrard en diciembre para la firma de la Convencién, y a ratificarla tan pronto
como sea posible.

Si este nuevo instrumento se aplica cabalmente, puede mejorar mucho la
calidad de vida de millones de personas en todo el mundo. Al eliminar uno de
los principales obstdculos para el desarrollo, puede ayudarnos a cumplir los
objetivos de desarrollo del Milenio. Tengan la seguridad de que la Secretaria de
las Naciones Unidas, y en particular la Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito, hardn todo lo posible por apoyar a los Estados en sus
esfuerzos por eliminar el flagelo de la corrupcién de la faz de la Tierra. Es un
gran reto, pero creo que juntos podemos hacer mucho.

Kofi A. Annan

Secretario General
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Resolucion 58/4 de la Asamblea General,
de 31 de octubre de 2003

Convencion de las Naciones Unidas
contra la Corrupcion

La Asamblea General,

Recordando su resolucién 55/61, de 4 de diciembre de 2000, en la que
establecié un comité especial encargado de negociar un instrumento juridico
internacional eficaz contra la corrupcién y pidié al Secretario General que cons-
tituyera un grupo intergubernamental de expertos de composicion abierta a fin
de que examinara y preparara un proyecto de mandato para la negociacién de
ese instrumento, asf como su resolucién 55/188, de 20 de diciembre de 2000,
en la que invité al Grupo Intergubernamental de Expertos de composicién
abierta, que debia constituirse de conformidad con lo dispuesto en la resolucién
55/61, a que examinara la cuestién de los fondos transferidos ilicitamente y la
repatriacién de esos fondos a sus paises de origen,

Recordando también sus resoluciones 56/186, de 21 de diciembre de 2001,
y 57/244, de 20 de diciembre de 2002, relativas a la prevencién de las pricticas
corruptas y de la transferencia de fondos de origen ilicito, la lucha contra ellas
y la repatriacién de esos fondos a sus paises de origen,

Recordando ademds su resolucién 56/260, de 31 de enero de 2002, en la
que pidié al Comité Especial encargado de negociar una convencién contra la
corrupcién que concluyera su labor para fines de 2003,

Recordando su resolucién 57/169, de 18 de diciembre de 2002, en la que
acepté con reconocimiento el ofrecimiento del Gobierno de México de ser
anfitrién de una conferencia politica de alto nivel con objeto de firmar la
convencién y pidié al Secretario General que programara la conferencia por un
perfodo de tres dfas antes del fin de 2003,

Recordando también la resolucién 2001/13 del Consejo Econdémico y
Social, de 24 de julio de 2001, titulada “Fortalecimiento de la cooperacién
internacional para prevenir y combatir la transferencia de fondos de origen
ilicito derivados de actos de corrupcién, incluido el blanqueo de capitales, asi
como para repatriarlos”,









Expresando su reconocimiento al Gobierno de la Argentina por haber acogi-
do en Buenos Aires, del 4 al 7 de diciembre de 2001, la reunién preparatoria
oficiosa del Comité Especial encargado de negociar una convencién contra la
corrupcion,

Recordando el Consenso de Monterrey, aprobado por la Conferencia Inter-
nacional sobre la Financiacién para el Desarrollo, celebrada en Monterrey

(México) del 18 al 22 de marzo de 2002', en el que se subray6 que la lucha
contra la corrupcién a todos los niveles era una cuestién prioritaria,

Recordando también la Declaracién de Johannesburgo sobre el Desarrollo
Sostenible, aprobada por la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible,
celebrada en Johannesburgo (Suddfrica) del 26 de agosto al 4 de septiembre de
2002% en particular su pdrrafo 19, en el que se declaré que la corrupcién
representaba una amenaza para el desarrollo sostenible de la poblacién,

Preocupada por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la
corrupcién para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las ins-
tituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer
el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,

1. Toma nota del informe del Comité Especial encargado de negociar
una convencién contra la corrupcién’, que realizé su labor en la sede de la
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en Viena, en el que
el Comité Especial presentd el texto del proyecto de convencién de las Naciones
Unidas contra la corrupcién a la Asamblea General para que ésta lo examinara
y adoptara las medidas pertinentes, y elogia al Comité Especial por su labor;

2. Aprueba la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcidn,
que figura como anexo de la presente resolucién, y la abre a la firma en la
Conferencia politica de alto nivel que se celebrard en Mérida (México) del 9 al
11 de diciembre de 2003, de conformidad con lo dispuesto en la resolucién

57/169;

3. Insta a todos los Estados y a las organizaciones regionales de integra-
cién econémica competentes a que firmen y ratifiquen lo antes posible la Con-
vencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién a fin de lograr su rdpida
entrada en vigor;

Unforme de la Conferencia Internacional sobre la Financiacién para el Desarrollo, Monterrey (México), 18
a 22 de marzo de 2002 (publicacién de las Naciones Unidas, nim. de venta: S.02.1.A.7), cap. I, reso-
lucién 1, anexo.

2nforme de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, Johannesburgo (Suddfrica), 26 de agosto a
4 de septiembre de 2002 (publicacién de las Naciones Unidas, nim. de venta: S.03.IL.A.1 y correccién),
cap. I, resolucién 1, anexo.

3A/58/422 y Add.1.









4. Decide que, hasta que la Conferencia de los Estados Parte en la
Convencién establecida con arreglo a la Convencién de las Naciones Unidas
contra la Corrupcién determine otra cosa, la cuenta a que se hace referencia
en el articulo 62 de la Convencidén serd administrada en el marco del Fondo
de las Naciones Unidas para la Prevencién del Delito y la Justicia Penal y
alienta a los Estados Miembros a que empiecen a aportar contribuciones
voluntarias adecuadas a la mencionada cuenta a fin de prestar a los paises en
desarrollo y los paises con economfas en transicién la asistencia técnica que
puedan necesitar para prepararse con miras a la ratificacién y aplicacién de la
Convencidn;

5. Decide también que el Comité Especial encargado de negociar una
convencién contra la corrupcién termine los trabajos derivados de la negocia-
cién de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién celebrando
una reunién bastante antes del primer perfodo de sesiones de la Conferencia de
los Estados Parte en la Convencién a fin de preparar el proyecto de reglamento
de la Conferencia de los Estados Parte y las normas mencionadas en el
articulo 63 de la Convencidén, que se transmitirdn a la Conferencia de los
Estados Parte en su primer periodo de sesiones para que los examine;

6. Pide a la Conferencia de los Estados Parte en la Convencién que
aborde la penalizacién del soborno de funcionarios de organizaciones interna-
cionales publicas, incluidas las Naciones Unidas, y otros asuntos conexos, te-
niendo en cuenta la cuestion de los privilegios e inmunidades, asi como las de
la jurisdiccién y la funcién de las organizaciones internacionales, entre otros
medios, haciendo recomendaciones sobre medidas apropiadas a ese respecto;

7. Decide que, a fin de aumentar la sensibilizacién respecto de la corrup-
cidn, asi como del papel que puede desempenar la Convencién para combatirla
y prevenirla, se proclame el 9 de diciembre Dia Internacional contra la Corrup-
cién;

8.  Pide al Secretario General que designe la Oficina de las Naciones
Unidas contra la Droga y el Delito como secretaria de la Conferencia de los
Estados Parte en la Convencidn, bajo la direccién de ésta;

9. Pide también al Secretario General que proporcione a la Oficina de las
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito los recursos necesarios para que
pueda promover de forma eficaz la rdpida entrada en vigor de la Convencién
de las Naciones Unidas contra la Corrupcién, desempenar las funciones de
secretarfa de la Conferencia de los Estados Parte en la Convencién y apoyar al
Comité Especial en su labor, de conformidad con lo dispuesto en el pdrrafo 5
supras









10. Pide ademds al Secretario General que prepare un informe completo
sobre la Conferencia politica de alto nivel para la firma de la Convencién, que
se celebrard en Mérida (México), de conformidad con la resolucién 57/169,
para presentarlo a la Asamblea General en su quincuagésimo noveno periodo de
sesiones.









Anexo

Convencion de las Naciones Unidas
contra la Corrupcion

Preambulo

Los Estados Parte en la presente Convencidn,

Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea
la corrupcién para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las
instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al compro-
meter el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,

Preocupados también por los vinculos entre la corrupcién y otras formas de
delincuencia, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia econé-
mica, incluido el blanqueo de dinero,

Preocupados asimismo por los casos de corrupcion que entrafian vastas can-
tidades de activos, los cuales pueden constituir una proporcién importante de
los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad politica y el desarrollo
sostenible de esos Estados,

Convencidos de que la corrupcién ha dejado de ser un problema local para
convertirse en un fenémeno transnacional que afecta a todas las sociedades y
economias, lo que hace esencial la cooperacién internacional para prevenirla y
luchar contra ella,

Convencidos también de que se requiere un enfoque amplio y multidiscipli-
nario para prevenir y combatir eficazmente la corrupcién,

Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede
desempenar un papel importante para que los Estados estén en mejores condi-
ciones de poder prevenir y combatir eficazmente la corrupcidn, entre otras cosas
fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones,

Convencidos de que el enriquecimiento personal ilicito puede ser particular-
mente nocivo para las instituciones democrdticas, las economifas nacionales y el
imperio de la ley,









Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferen-
cias internacionales de activos adquiridos ilicitamente y a fortalecer la coopera-
cién internacional para la recuperacién de activos,

Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los pro-
cesos penales y en los procedimientos civiles o administrativos sobre derechos

de propiedad,

Teniendo presente que la prevencién y la erradicacion de la corrupcién son
responsabilidad de todos los Estados y que éstos deben cooperar entre si, con
el apoyo y la participacién de personas y grupos que no pertenecen al sector
publico, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las
organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este dmbito sean
eficaces,

Teniendo presentes también los principios de debida gestién de los asuntos
y los bienes publicos, equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, asi como
la necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de rechazo de
la corrupcidn,

Encomiando la labor de la Comisién de Prevencién del Delito y Justicia
Penal y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la
prevencién y la lucha contra la corrupcidn,

Recordando la labor realizada por otras organizaciones internacionales y
regionales en esta esfera, incluidas las actividades del Consejo de Cooperacién
Aduanera (también denominado Organizacién Mundial de Aduanas), el Con-
sejo de Europa, la Liga de los Estados Arabes, la Organizacién de Cooperacién
y Desarrollo Econémicos, la Organizacién de los Estados Americanos, la Unién
Africana y la Unién Europea,

Tomando nota con reconocimiento de los instrumentos multilaterales enca-
minados a prevenir y combatir la corrupcién, incluidos, entre otros la Conven-
cién Interamericana contra la Corrupcién, aprobada por la Organizacién de los
Estados Americanos el 29 de marzo de 1996', el Convenio relativo a la lucha
contra los actos de corrupcién en los que estén implicados funcionarios de las
Comunidades Europeas o de los Estados Miembros de la Unién Europea, apro-
bado por el Consejo de la Unién Europea el 26 de mayo de 19977, el Convenio
sobre la lucha contra el soborno de los funcionarios publicos extranjeros en las
transacciones comerciales internacionales, aprobado por la Organizacién de

'Véase E/1996/99.
*Diario Oficial de las Comunidades Europeas, C 195, 25 de junio de 1997.









Cooperacién y Desarrollo Econémicos el 21 de noviembre de 19977, el Con-
venio de derecho penal sobre la corrupcién, aprobado por el Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa el 27 de enero de 19994, el Convenio de derecho
civil sobre la corrupcién, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de
Europa el 4 de noviembre de 1999° y la Convencién de la Unién Africana para
prevenir y combatir la corrupcién, aprobada por los Jefes de Estado y de Go-
bierno de la Unién Africana el 12 de julio de 2003,

Acogiendo con satisfaccion la entrada en vigor, el 29 de septiembre de 2003,
de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional®,

Han convenido en lo siguiente:

Capitulo |
Disposiciones generales

Articulo 1. Finalidad

La finalidad de la presente Convencién es:

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir mds eficaz
y eficientemente la corrupcidn;

b) Promover, facilitar y apoyar la cooperacién internacional y la asisten-
cia técnica en la prevencién y la lucha contra la corrupcidn, incluida la recupe-
racién de activos;

¢) Promover la integridad, la obligacién de rendir cuentas y la debida
gestion de los asuntos y los bienes publicos.

Articulo 2. Definiciones

A los efectos de la presente Convencidn:

a) Por “funcionario publico” se entenderd: i) toda persona que ocupe un
cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea
designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, sea cual

Véase Corruption and Integrity Improvement Initiatives in Developing Countries (publicacién de las
Naciones Unidas, nim. de venta: E.98.111.B.18).

“Consejo de Europa, Serie de Tratados Europeos, N.© 173.
’Ibid., N.o 174.

®Resolucién de la Asamblea General 55/25, anexo 1.









sea la antigiiedad de esa persona en el cargo; ii) toda otra persona que desem-
pefe una funcién publica, incluso para un organismo publico o una empresa
publica, o que preste un servicio publico, segin se defina en el derecho interno
del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento juridico
de ese Estado Parte; iii) toda otra persona definida como “funcionario publico”
en el derecho interno de un Estado Parte. No obstante, a los efectos de algunas
medidas especificas incluidas en el capitulo II de la presente Convencién, podrd
entenderse por “funcionario publico” toda persona que desempefie una funcién
publica o preste un servicio publico segiin se defina en el derecho interno del
Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento juridico de
ese Estado Parte;

b) Por “funcionario publico extranjero” se entenderd toda persona que
ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un pafs extran-
jero, ya sea designado o elegido; y toda persona que ejerza una funcién publica
para un pais extranjero, incluso para un organismo publico o una empresa

publica;

¢)  Por “funcionario de una organizacién internacional publica” se enten-
derd un empleado publico internacional o toda persona que tal organizacién
haya autorizado a actuar en su nombre;

d) Por “bienes” se entenderd los activos de cualquier tipo, corporales o
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles y los documentos o
instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos
activos;

¢) Por “producto del delito” se entenderd los bienes de cualquier indole
derivados u obtenidos directa o indirectamente de la comisién de un delito;

/) Por “embargo preventivo” o “incautacién” se entenderd la prohibicién
temporal de transferir, convertir, enajenar o trasladar bienes, o de asumir la
custodia o el control temporales de bienes sobre la base de una orden de un
tribunal u otra autoridad competente;

g)  Por “decomiso” se entenderd la privacién con cardcter definitivo de
bienes por orden de un tribunal u otra autoridad competente;

h)  Por “delito determinante” se entenderd todo delito del que se derive
un producto que pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el
articulo 23 de la presente Convencidn;

i) Por “entrega vigilada” se entenderd la técnica consistente en permitir
que remesas ilicitas o sospechosas salgan del territorio de uno o mds Estados, lo
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisién de sus
autoridades competentes, con el fin de investigar un delito e identificar a las
personas involucradas en su comisién.
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Articulo 3. Ambito de aplicacion

1. La presente Convencién se aplicard, de conformidad con sus disposi-
ciones, a la prevencidn, la investigacién y el enjuiciamiento de la corrupcién y
al embargo preventivo, la incautacién, el decomiso y la restitucién del producto
de delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién.

2. DPara la aplicacién de la presente Convencién, a menos que contenga
una disposicién en contrario, no serd necesario que los delitos enunciados en
ella produzcan dafio o perjuicio patrimonial al Estado.

Articulo 4. Proteccion de la soberania

1. Los Estados Parte cumplirdn sus obligaciones con arreglo a la presente
Convencién en consonancia con los principios de igualdad soberana e integri-
dad territorial de los Estados, asf como de no intervencién en los asuntos
internos de otros Estados.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convencidn facultard a un Estado
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdiccién o funciones que
el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades.

Capitulo I
Medidas preventivas

Articulo 5. Politicas y practicas de prevencion de la corrupcion

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, formulard y aplicard o mantendrd en vigor poli-
ticas coordinadas y eficaces contra la corrupcién que promuevan la participa-
cién de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida
gestién de los asuntos publicos y los bienes publicos, la integridad, la transpa-
rencia y la obligacién de rendir cuentas.

2. Cada Estado Parte procurard establecer y fomentar pricticas eficaces
encaminadas a prevenir la corrupcidn.

3. Cada Estado Parte procurard evaluar periédicamente los instrumentos
juridicos y las medidas administrativas pertinentes a fin de determinar si son
adecuados para combatir la corrupcidn.









4. Los Estados Parte, segtin proceda y de conformidad con los principios
fundamentales de su ordenamiento juridico, colaborardn entre si y con las or-
ganizaciones internacionales y regionales pertinentes en la promocién y formu-
lacién de las medidas mencionadas en el presente articulo. Esa colaboracién
podrd comprender la participacién en programas y proyectos internacionales
destinados a prevenir la corrupcidn.

Articulo 6. Organo u érganos de prevencién de la corrupcion

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, garantizard la existencia de un érgano u dérganos,
segin proceda, encargados de prevenir la corrupcién con medidas tales como:

a) La aplicacién de las politicas a que se hace alusién en el articulo 5 de
la presente Convencién y, cuando proceda, la supervisién y coordinacién de la
puesta en préctica de esas politicas;

4) El aumento y la difusién de los conocimientos en materia de preven-
cién de la corrupcién.

2. Cada Estado Parte otorgard al érgano o a los érganos mencionados en
el pdrrafo 1 del presente articulo la independencia necesaria, de conformidad
con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico, para que puedan
desempefar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida.
Deben proporciondrseles los recursos materiales y el personal especializado que
sean necesarios, asi como la capacitacién que dicho personal pueda requerir para
el desempefio de sus funciones.

3. Cada Estado Parte comunicard al Secretario General de las Naciones
Unidas el nombre y la direccién de la autoridad o las autoridades que puedan
ayudar a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas de preven-
cién de la corrupcidn.

Articulo 7. Sector publico

1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los
principios fundamentales de su ordenamiento juridico, procurard adoptar siste-
mas de convocatoria, contratacidn, retencién, promocién y jubilacién de em-
pleados publicos y, cuando proceda, de otros funcionarios publicos no elegidos,
o mantener y fortalecer dichos sistemas. Estos:
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a) Estardn basados en principios de eficiencia y transparencia y en crite-
rios objetivos como el mérito, la equidad y la aptitud;

b) Incluirdn procedimientos adecuados de seleccidon y formacion de los
titulares de cargos puiblicos que se consideren especialmente vulnerables a la co-
rrupcién, asi como, cuando proceda, la rotacién de esas personas a otros cargos;

¢) Fomentardn una remuneracién adecuada y escalas de sueldo equitati-
vas, teniendo en cuenta el nivel de desarrollo econédmico del Estado Parte;

d) Promoverdn programas de formacién y capacitacién que les permitan
cumplir los requisitos de desempefio correcto, honorable y debido de sus fun-
ciones y les proporcionen capacitacién especializada y apropiada para que sean
mds conscientes de los riesgos de corrupcién inherentes al desempefno de sus
funciones. Tales programas podrén hacer referencia a cédigos o normas de
conducta en las esferas pertinentes.

2. Cada Estado Parte considerard también la posibilidad de adoptar me-
didas legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos
de la presente Convencién y de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, a fin de establecer criterios para la candidatura y eleccién
a cargos publicos.

3. Cada Estado Parte considerard asimismo la posibilidad de adoptar
medidas legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los obje-
tivos de la presente Convencidn y de conformidad con los principios fundamen-
tales de su derecho interno, para aumentar la transparencia respecto de la finan-
ciacién de candidaturas a cargos publicos electivos y, cuando proceda, respecto
de la financiacién de los partidos politicos.

4. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, procurard adoptar sistemas destinados a promover la
transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener y fortalecer
dichos sistemas.

Articulo 8. Coédigos de conducta para funcionarios publicos

1.  Con objeto de combatir la corrupcién, cada Estado Parte, de confor-
midad con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico, promo-
verd, entre otras cosas, la integridad, la honestidad y la responsabilidad entre sus
funcionarios publicos.

2. En particular, cada Estado Parte procurard aplicar, en sus propios
ordenamientos institucionales y juridicos, cédigos o normas de conducta para
el correcto, honorable y debido cumplimiento de las funciones publicas.
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3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente articulo, cada Esta-
do Parte, cuando proceda y de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, tomard nota de las iniciativas pertinentes de las
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales como el Cédigo
Internacional de Conducta para los titulares de cargos publicos, que figura en
el anexo de la resolucién 51/59 de la Asamblea General de 12 de diciembre de
1996.

4. Cada Estado Parte también considerard, de conformidad con los prin-
cipios fundamentales de su derecho interno, la posibilidad de establecer medidas
y sistemas para facilitar que los funcionarios puiblicos denuncien todo acto de
corrupcidn a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de ellos
en el ejercicio de sus funciones.

5. Cada Estado Parte procurard, cuando proceda y de conformidad con
los principios fundamentales de su derecho interno, establecer medidas y siste-
mas para exigir a los funcionarios publicos que hagan declaraciones a las auto-
ridades competentes en relacién, entre otras cosas, con sus actividades externas
y con empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que pue-
dan dar lugar a un conflicto de intereses respecto de sus atribuciones como
funcionarios publicos.

6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar, de conformi-
dad con los principios fundamentales de su derecho interno, medidas discipli-
narias o de otra indole contra todo funcionario pudblico que transgreda los
c6digos o normas establecidos de conformidad con el presente articulo.

Articulo 9. Contratacion publica y gestion de la hacienda publica

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, adoptard las medidas necesarias para establecer
sistemas apropiados de contratacién publica, basados en la transparencia, la
competencia y criterios objetivos de adopcién de decisiones, que sean eficaces,
entre otras cosas, para prevenir la corrupcién. Esos sistemas, en cuya aplicacién
se podrdn tener en cuenta valores minimos apropiados, deberdn abordar, entre
otras cosas:

a) La difusién publica de informacidn relativa a procedimientos de con-
tratacién publica y contratos, incluida informacién sobre licitaciones e informa-
cién pertinente u oportuna sobre la adjudicacién de contratos, a fin de que los
licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y presentar
sus ofertas;
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b) La formulacién previa de las condiciones de participacién, incluidos
criterios de seleccién y adjudicacién y reglas de licitacién, asi como su publica-
cién;

¢) La aplicacién de criterios objetivos y predeterminados para la adop-
cién de decisiones sobre contratacién publica a fin de facilitar la ulterior veri-
ficacién de la aplicacién correcta de las reglas o procedimientos;

d)  Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz
de apelacién, para garantizar recursos y soluciones legales en el caso de que no
se respeten las reglas o los procedimientos establecidos conforme al presente
pdrrafo;

¢) Cuando proceda, la adopcién de medidas para reglamentar las cues-
tiones relativas al personal encargado de la contratacién publica, en particular
declaraciones de interés respecto de determinadas contrataciones publicas, pro-
cedimientos de preseleccién y requisitos de capacitacidn.

2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, adoptard medidas apropiadas para promover la
transparencia y la obligacién de rendir cuentas en la gestién de la hacienda
publica. Esas medidas abarcardn, entre otras cosas:

a) Procedimientos para la aprobacién del presupuesto nacional;
b) La presentacién oportuna de informacién sobre gastos e ingresos;

¢)  Un sistema de normas de contabilidad y auditorfa, asi como la super-
visién correspondiente;

d)  Sistemas eficaces y eficientes de gestién de riesgos y control interno;
y

¢) Cuando proceda, la adopcién de medidas correctivas en caso de in-
cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente pdrrafo.

3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard las medidas que sean necesarias en los dmbitos
civil y administrativo para preservar la integridad de los libros y registros con-
tables, estados financieros u otros documentos relacionados con los gastos e
ingresos publicos y para prevenir la falsificacién de esos documentos.

Articulo 10. Informaciéon publica

Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupcién, cada Estado
Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno,
adoptard las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su
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administracién publica, incluso en lo relativo a su organizacién, funcionamiento
y procesos de adopcién de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrdn
incluir, entre otras cosas:

a) Lla instauracién de procedimientos o reglamentaciones que permitan
al puablico en general obtener, cuando proceda, informacién sobre la organiza-
cién, el funcionamiento y los procesos de adopcién de decisiones de su admi-
nistracién publica y, con el debido respeto a la proteccién de la intimidad y de
los datos personales, sobre las decisiones y actos juridicos que incumban al
publico;

b) La simplificacién de los procedimientos administrativos, cuando pro-
ceda, a fin de facilitar el acceso del publico a las autoridades encargadas de la
adopcién de decisiones; y

¢) La publicacién de informacién, lo que podrd incluir informes perié-
dicos sobre los riesgos de corrupcién en su administracién publica.

Articulo 11. Medidas relativas al poder judicial
y al ministerio publico

1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel
decisivo en la lucha contra la corrupcién, cada Estado Parte, de conformidad
con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico y sin menoscabo
de la independencia del poder judicial, adoptard medidas para reforzar la inte-
gridad y evitar toda oportunidad de corrupcién entre los miembros del poder
judicial. Tales medidas podrdn incluir normas que regulen la conducta de los
miembros del poder judicial.

2. Podrin formularse y aplicarse en el ministerio publico medidas con
idéntico fin a las adoptadas conforme al pdrrafo 1 del presente articulo en los
Estados Parte en que esa institucién no forme parte del poder judicial pero goce
de independencia andloga.

Articulo 12. Sector privado

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard medidas para prevenir la corrupcién y mejorar
las normas contables y de auditorfa en el sector privado, asi como, cuando
proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcio-
nadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.
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2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrdn consistir,
entre otras cosas, en:

a) Promover la cooperacién entre los organismos encargados de hacer
cumplir la ley y las entidades privadas pertinentes;

b) Promover la formulacién de normas y procedimientos encaminados a
salvaguardar la integridad de las entidades privadas pertinentes, incluidos cédi-
gos de conducta para el correcto, honorable y debido ejercicio de las actividades
comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevencién de con-
flictos de intereses, asi como para la promocién del uso de buenas pricticas
comerciales entre las empresas y en las relaciones contractuales de las empresas
con el Estado;

¢) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando
proceda, medidas relativas a la identidad de las personas juridicas y naturales
involucradas en el establecimiento y la gestién de empresas;

d) Prevenir la utilizacién indebida de los procedimientos que regulan a
las entidades privadas, incluidos los procedimientos relativos a la concesién de
subsidios y licencias por las autoridades publicas para actividades comerciales;

¢)  Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropia-
das, durante un periodo razonable, a las actividades profesionales de ex funcio-
narios publicos o a la contratacién de funcionarios publicos en el sector privado
tras su renuncia o jubilacién cuando esas actividades o esa contratacién estén
directamente relacionadas con las funciones desempefiadas o supervisadas por
esos funcionarios publicos durante su permanencia en el cargo;

f) Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura
y tamano, dispongan de suficientes controles contables internos para ayudar a
prevenir y detectar los actos de corrupcidn, y por que las cuentas y los estados
financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a procedimientos
apropiados de auditorfa y certificacion.

3. A fin de prevenir la corrupcién, cada Estado Parte adoptard las me-
didas que sean necesarias, de conformidad con sus leyes y reglamentos internos
relativos al mantenimiento de libros y registros, la divulgacién de estados finan-
cieros y las normas de contabilidad y auditorfa, para prohibir los siguientes actos
realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn:

a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;
b) Larealizacién de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;
¢)  El registro de gastos inexistentes;

d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicacién in-
correcta de su objeto;
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¢) La utilizacién de documentos falsos; y

f)  La destruccién deliberada de documentos de contabilidad antes del
plazo previsto en la ley.

4. Cada Estado Parte denegard la deduccién tributaria respecto de gastos
que constituyan soborno, que es uno de los elementos constitutivos de los
delitos tipificados con arreglo a los articulos 15 y 16 de la presente Convencién
y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto pro-
mover un comportamiento corrupto.

Articulo 13. Participacion de la sociedad

1. Cada Estado Parte adoptard medidas adecuadas, dentro de los medios
de que disponga y de conformidad con los principios fundamentales de su
derecho interno, para fomentar la participacién activa de personas y grupos que
no pertenezcan al sector publico, como la sociedad civil, las organizaciones no
gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la preven-
cién y la lucha contra la corrupcidn, y para sensibilizar a la opinién publica con
respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la corrupcién, asi como a la
amenaza que ésta representa. Esa participacién deberfa reforzarse con medidas
como las siguientes:

a) Aumentar la transparencia y promover la contribucién de la ciudada-
nfa a los procesos de adopcién de decisiones;

b)  Garantizar el acceso eficaz del publico a la informacidn;

¢) Realizar actividades de informacién publica para fomentar la intran-
sigencia con la corrupcidn, asi como programas de educacién publica, incluidos
programas escolares y universitarios;

d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar
y difundir informacién relativa a la corrupcién. Esa libertad podrd estar sujeta
a ciertas restricciones, que deberdn estar expresamente fijadas por la ley y ser
necesarias para:

i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputacién de terceros;

ii)  Salvaguardar la seguridad nacional, el orden publico, o la salud
o la moral publicas.

2. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas para garantizar que el
publico tenga conocimiento de los érganos pertinentes de lucha contra la co-
rrupcién mencionados en la presente Convencién y facilitard el acceso a dichos
érganos, cuando proceda, para la denuncia, incluso anénima, de cualesquiera
incidentes que puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con
arreglo a la presente Convencidn.
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Articulo 14. Medidas para prevenir el blanqueo de dinero

1. Cada Estado Parte:

a) Establecerd un amplio régimen interno de reglamentacién y supervi-
sién de los bancos y las instituciones financieras no bancarias, incluidas las
personas naturales o juridicas que presten servicios oficiales u oficiosos de trans-
ferencia de dinero o valores y, cuando proceda, de otros érganos situados dentro
de su jurisdiccién que sean particularmente susceptibles de utilizacién para el
blanqueo de dinero, a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo
de dinero, y en dicho régimen se hard hincapié en los requisitos relativos a la
identificacién del cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al estableci-
miento de registros y a la denuncia de las transacciones sospechosas;

b)  Garantizard, sin perjuicio de la aplicacién del articulo 46 de la presen-
te Convencidn, que las autoridades de administracién, reglamentacién y cum-
plimiento de la ley y demds autoridades encargadas de combatir el blanqueo de
dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las
autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar informacién en
los dmbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones pres-
critas en el derecho interno y, a tal fin, considerard la posibilidad de establecer
una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de
recopilacién, andlisis y difusién de informacién sobre posibles actividades de
blanqueo de dinero.

2. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de aplicar medidas via-
bles para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de titulos
negociables pertinentes, con sujecién a salvaguardias que garanticen la debida
utilizacién de la informacién y sin restringir en modo alguno la circulacién de
capitales licitos. Esas medidas podrdn incluir la exigencia de que los particulares
y las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de can-
tidades elevadas de efectivo y de titulos negociables pertinentes.

3. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de aplicar medidas apro-
piadas y viables para exigir a las instituciones financieras, incluidas las que
remiten dinero, que:

a) Incluyan en los formularios de transferencia electrénica de fondos y
mensajes conexos informacién exacta y vélida sobre el remitente;

b) Mantengan esa informacién durante todo el ciclo de pagos; y

¢) Examinen de manera mds minuciosa las transferencias de fondos que
no contengan informacién completa sobre el remitente.

4. Al establecer un régimen interno de reglamentacién y supervision con
arreglo al presente articulo, y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro
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articulo de la presente Convencién, se insta a los Estados Parte a que utilicen
como guifa las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, inter-
regionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

5. Los Estados Parte se esforzardn por establecer y promover la coopera-
cién a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades
judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentacién financiera a fin de
combatir el blanqueo de dinero.

Capitulo Il
Penalizacion y aplicacion de la ley

Articulo 15.  Soborno de funcionarios publicos nacionales

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién a un funcionario publico,
en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario
actie o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptacién por un funcionario publico, en forma direc-
ta o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o
en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actte o se
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.

Articulo 16. Soborno de funcionarios publicos extranjeros y de
funcionarios de organizaciones internacionales publicas

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencio-
nalmente, la promesa, el ofrecimiento o la concesién, en forma directa o indi-
recta, a un funcionario publico extranjero o a un funcionario de una organiza-
cién internacional publica, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario
actde o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales para
obtener o mantener alguna transaccién comercial u otro beneficio indebido en
relacién con la realizacién de actividades comerciales internacionales.

2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas
legislativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuan-
do se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptacién por un funcionario
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publico extranjero o un funcionario de una organizacién internacional publica,
en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario
actde o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales.

Articulo 17. Malversacion o peculado, apropiacion indebida
u otras formas de desviacion de bienes
por un funcionario publico

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente,
la malversacién o el peculado, la apropiacién indebida u otras formas de des-
viacién por un funcionario publico, en beneficio propio o de terceros u otras
entidades, de bienes, fondos o titulos publicos o privados o cualquier otra cosa
de valor que se hayan confiado al funcionario en virtud de su cargo.

Articulo 18. Trafico de influencias

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién a un funcionario publico
o a cualquier otra persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio inde-
bido con el fin de que el funcionario publico o la persona abuse de su influencia
real o supuesta para obtener de una administracién o autoridad del Estado Parte
un beneficio indebido que redunde en provecho del instigador original del acto
o de cualquier otra persona;

b) La solicitud o aceptacién por un funcionario publico o cualquier otra
persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en
su provecho o el de otra persona con el fin de que el funcionario publico o la
persona abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administra-
cién o autoridad del Estado Parte un beneficio indebido.

Articulo 19. Abuso de funciones

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legisla-
tivas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se
cometa intencionalmente, el abuso de funciones o del cargo, es decir, la reali-
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zacién u omisién de un acto, en violacién de la ley, por parte de un funcionario
publico en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio
indebido para si mismo o para otra persona o entidad.

Articulo 20. Enriquecimiento ilicito

Con sujecién a su constitucién y a los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar
las medidas legislativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como
delito, cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilicito, es decir,
el incremento significativo del patrimonio de un funcionario publico respecto
de sus ingresos legitimos que no pueda ser razonablemente justificado por él.

Articulo 21. Soborno en el sector privado

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente en el curso de actividades econdmicas, financieras
o comerciales:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién, en forma directa o indi-
recta, a una persona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cual-
quier funcién en ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente
a sus funciones, actde o se abstenga de actuar;

b) La solicitud o aceptacién, en forma directa o indirecta, por una per-
sona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier funcién en
ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de
otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones,
actde o se abstenga de actuar.

Articulo 22.  Malversacion o peculado de bienes en el sector privado

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente en el curso de actividades econdmicas, financieras
o comerciales, la malversacién o el peculado, por una persona que dirija una
entidad del sector privado o cumpla cualquier funcién en ella, de cualesquiera
bienes, fondos o titulos privados o de cualquier otra cosa de valor que se hayan
confiado a esa persona por razén de su cargo.
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Articulo 23. Blanqueo del producto del delito

1. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) 1) La conversién o la transferencia de bienes, a sabiendas de que
esos bienes son producto del delito, con el propdsito de ocultar
o disimular el origen ilicito de los bienes o ayudar a cualquier
persona involucrada en la comisién del delito determinante a
eludir las consecuencias juridicas de sus actos;

i) La ocultacién o disimulacién de la verdadera naturaleza, el ori-
gen, la ubicacién, la disposicién, el movimiento o la propiedad
de bienes o del legitimo derecho a éstos, a sabiendas de que
dichos bienes son producto del delito;

b)  Con sujecién a los conceptos bdsicos de su ordenamiento juridico:

i) La adquisicidén, posesién o utilizacién de bienes, a sabiendas, en
el momento de su recepcién, de que son producto del delito;

ii) La participacién en la comisién de cualesquiera de los delitos
tipificados con arreglo al presente articulo, asi como la asocia-
cién y la confabulacién para cometerlos, la tentativa de cometer-
los y la ayuda, la incitacién, la facilitacién y el asesoramiento en
aras de su comisién.

2. DPara los fines de la aplicacién o puesta en prdctica del pdrrafo 1 del
presente articulo:

a) Cada Estado Parte velard por aplicar el pdrrafo 1 del presente articulo
a la gama mds amplia posible de delitos determinantes;

b) Cada Estado Parte incluird como delitos determinantes, como mini-
mo, una amplia gama de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven-
cién;

¢) A los efectos del apartado &) supra, entre los delitos determinantes se
incluirdn los delitos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdiccion del
Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdic-
cién de un Estado Parte constituirdn delito determinante siempre y cuando el
acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que
se haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno
del Estado Parte que aplique o ponga en prictica el presente articulo si el delito
se hubiese cometido allf;

d) Cada Estado Parte proporcionard al Secretario General de las Naciones
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicacién al presente articulo y de
cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una descripcién de ésta;
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¢)  Siasi lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de
un Estado Parte, podrd disponerse que los delitos enunciados en el pdrrafo 1 del
presente articulo no se aplican a las personas que hayan cometido el delito
determinante.

Articulo 24. Encubrimiento

Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 23 de la presente Convencidn,
cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legislativas
y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se co-
metan intencionalmente tras la comisién de cualesquiera de los delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién pero sin haber participado en
ellos, el encubrimiento o la retencién continua de bienes a sabiendas de que
dichos bienes son producto de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo
a la presente Convencidn.

Articulo 25.  Obstruccion de la justicia

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidacién, o la promesa, el
ofrecimiento o la concesién de un beneficio indebido para inducir a una per-
sona a prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestacién de testimonio o la
aportacién de pruebas en procesos en relacién con la comisién de los delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién;

b) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidacién para obstaculizar el
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los
servicios encargados de hacer cumplir la ley en relacién con la comisién de los
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién. Nada de lo previsto en
el presente articulo menoscabard el derecho de los Estados Parte a disponer de
legislacién que proteja a otras categorias de funcionarios publicos.

Articulo 26. Responsabilidad de las personas juridicas

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, en con-
sonancia con sus principios juridicos, a fin de establecer la responsabilidad de
personas juridicas por su participacién en delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién.
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2. Con sujecién a los principios juridicos del Estado Parte, la responsa-
bilidad de las personas juridicas podrd ser de indole penal, civil o administrativa.

3. Dicha responsabilidad existird sin perjuicio de la responsabilidad pe-
nal que incumba a las personas naturales que hayan cometido los delitos.

4.  Cada Estado Parte velard en particular por que se impongan sanciones
penales 0 no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones
monetarias, a las personas juridicas consideradas responsables con arreglo al
presente articulo.

Articulo 27. Participacion y tentativa

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole
que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su derecho
interno, cualquier forma de participacién, ya sea como cémplice, colaborador
o instigador, en un delito tipificado con arreglo a la presente Convencidn.

2. Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas y de otra
indole que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su
derecho interno, toda tentativa de cometer un delito tipificado con arreglo a la
presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas y de otra
indole que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su
derecho interno, la preparacién con miras a cometer un delito tipificado con
arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 28.  Conocimiento, intencion y proposito
como elementos de un delito

El conocimiento, la intencién o el propdsito que se requieren como ele-

mento de un delito tipificado con arreglo a la presente Convencién podrin
inferirse de circunstancias fécticas objetivas.

Articulo 29.  Prescripcion

Cada Estado Parte establecerd, cuando proceda, con arreglo a su derecho
interno, un plazo de prescripcién amplio para iniciar procesos por cualesquiera
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de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién y establecerd un
plazo mayor o interrumpird la prescripcién cuando el presunto delincuente haya
eludido la administracién de justicia.

Articulo 30. Proceso, fallo y sanciones

1. Cada Estado Parte penalizard la comisién de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencién con sanciones que tengan en cuenta la grave-
dad de esos delitos.

2. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para es-
tablecer o mantener, de conformidad con su ordenamiento juridico y sus prin-
cipios constitucionales, un equilibrio apropiado entre cualesquiera inmunidades
o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios publicos para el
cumplimiento de sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder
efectivamente a la investigacidn, el enjuiciamiento y el fallo de los delitos tipifi-
cados con arreglo a la presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte velard por que se ejerzan cualesquiera facultades
legales discrecionales de que disponga conforme a su derecho interno en relacién
con el enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencion a fin de dar méxima eficacia a las medidas adoptadas para
hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta
la necesidad de prevenirlos.

4. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn, cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas, de conformidad
con su derecho interno y tomando debidamente en consideracién los derechos
de la defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones en relacién con
la decisién de conceder la libertad en espera de juicio o la apelacién, se tenga
presente la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo pro-
cedimiento penal ulterior.

5. Cada Estado Parte tendrd en cuenta la gravedad de los delitos perti-
nentes al considerar la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la
libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de esos
delitos.

6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer, en la
medida en que ello sea concordante con los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, procedimientos en virtud de los cuales un funcionario
publico que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente
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Convencién pueda, cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado
&

por la autoridad correspondiente, teniendo presente el respeto al principio de

presuncién de inocencia.

7. Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello
sea concordante con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico,
cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer procedimientos para
inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un periodo
determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién para:

a) Ejercer cargos publicos; y

b)  Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado.

8. El pdrrafo 1 del presente articulo no menoscabard el ejercicio de fa-
cultades disciplinarias por los organismos competentes contra empleados

publicos.

9. Nada de lo dispuesto en la presente Convencién afectard al principio
de que la descripcién de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios
juridicos de defensa aplicables o demds principios juridicos que regulan la lega-
lidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte
y de que esos delitos habrdn de ser perseguidos y sancionados de conformidad
con ese derecho.

10. Los Estados Parte procurardn promover la reinsercion social de las
personas condenadas por delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn.

Articulo 31. Embargo preventivo, incautacion y decomiso

1. Cada Estado Parte adoptard, en el mayor grado en que lo permita su
ordenamiento juridico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar el
decomiso:

a) Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven-
cién o de bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto;

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a
utilizarse en la comisién de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn.

2. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para per-
mitir la identificacién, la localizacién, el embargo preventivo o la incautacién de
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cualquier bien a que se haga referencia en el pdrrafo 1 del presente articulo con
miras a su eventual decomiso.

3. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con su derecho interno,
las medidas legislativas y de otra indole que sean necesarias para regular la
administracién, por parte de las autoridades competentes, de los bienes embar-
gados, incautados o decomisados comprendidos en los pdrrafos 1 y 2 del pre-
sente articulo.

4. Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido
parcial o totalmente en otros bienes, éstos serdn objeto de las medidas aplicables
a dicho producto a tenor del presente articulo.

5. Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adqui-
ridos de fuentes licitas, esos bienes serdn objeto de decomiso hasta el valor
estimado del producto entremezclado, sin menoscabo de cualquier otra facultad
de embargo preventivo o incautacidn.

6. Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito,
de bienes en los que se haya transformado o convertido dicho producto o de
bienes con los que se haya entremezclado ese producto del delito también serdn
objeto de las medidas previstas en el presente articulo, de la misma manera y en
el mismo grado que el producto del delito.

7. A los efectos del presente articulo y del articulo 55 de la presente
Convencién, cada Estado Parte facultard a sus tribunales u otras autoridades
competentes para ordenar la presentacién o la incautacién de documentos
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrdn negarse a
aplicar las disposiciones del presente pdrrafo ampardndose en el secreto ban-
cario.

8. Los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de exigir a un
delincuente que demuestre el origen licito del presunto producto del delito o de
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con
los principios fundamentales de su derecho interno y con la indole del proceso
judicial u otros procesos.

9. Las disposiciones del presente articulo no se interpretardn en perjuicio
de los derechos de terceros de buena fe.

10. Nada de lo dispuesto en el presente articulo afectard al principio de
que las medidas en él previstas se definirdn y aplicardn de conformidad con el
derecho interno de los Estados Parte y con sujecién a éste.
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Articulo 32. Proteccidon de testigos, peritos y victimas

1. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas, de conformidad con
su ordenamiento juridico interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de
manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidacién a los testigos
y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la pre-
sente Convencidn, asi como, cuando proceda, a sus familiares y demds personas
cercanas.

2. Las medidas previstas en el pdrrafo 1 del presente articulo podrdn
consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado e incluido el
derecho a las garantias procesales, en:

a) Establecer procedimientos para la proteccién fisica de esas personas,
incluida, en la medida de lo necesario y posible, su reubicacién, y permitir,
cuando proceda, la prohibicién total o parcial de revelar informacién sobre su
identidad y paradero;

b)  Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos
presten testimonio sin poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejem-
plo, aceptando el testimonio mediante tecnologfas de comunicacién como la
videoconferencia u otros medios adecuados.

3. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o
arreglos con otros Estados para la reubicacién de las personas mencionadas en
el pdrrafo 1 del presente articulo.

4. Las disposiciones del presente articulo se aplicardn también a las vic-
timas en la medida en que sean testigos.

5. Cada Estado Parte permitird, con sujecién a su derecho interno, que
se presenten y consideren las opiniones y preocupaciones de las victimas en
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello
menoscabe los derechos de la defensa.

Articulo 33. Proteccion de los denunciantes

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de incorporar en su ordena-
miento juridico interno medidas apropiadas para proporcionar proteccién con-
tra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante las autoridades
competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacio-
nados con delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn.
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Articulo 34. Consecuencias de los actos de corrupcion

Con la debida consideracién de los derechos adquiridos de buena fe por
terceros, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard medidas para eliminar las consecuencias de los
actos de corrupcion. En este contexto, los Estados Parte podrdn considerar la
corrupcién un factor pertinente en procedimientos juridicos encaminados a
anular o dejar sin efecto un contrato o a revocar una concesién u otro instru-
mento semejante, o adoptar cualquier otra medida correctiva.

Articulo 35. Indemnizacion por dahos y perjuicios

Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con los principios de su derecho interno, para garantizar que las entidades
o personas perjudicadas como consecuencia de un acto de corrupcién tengan
derecho a iniciar una accién legal contra los responsables de esos dafios y per-
juicios a fin de obtener indemnizacién.

Articulo 36. Autoridades especializadas

Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, se cerciorard de que dispone de uno o mds érganos o
personas especializadas en la lucha contra la corrupcién mediante la aplicacién
coercitiva de la ley. Ese 6rgano u érganos o esas personas gozardn de la inde-
pendencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento
juridico del Estado Parte, para que puedan desempefar sus funciones con efi-
cacia y sin presiones indebidas. Deberd proporcionarse a esas personas o al
personal de ese érgano u érganos formacién adecuada y recursos suficientes para
el desempefio de sus funciones.

Articulo 37. Cooperacion con las autoridades encargadas
de hacer cumplir la ley

1. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas para alentar a las
personas que participen o hayan participado en la comisién de delitos tipifi-
cados con arreglo a la presente Convencién a que proporcionen a las autorida-
des competentes informacién ttil con fines investigativos y probatorios y a que
les presten ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delin-
cuentes del producto del delito, asi como a recuperar ese producto.
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2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de prever, en casos apro-
piados, la mitigacién de la pena de toda persona acusada que preste cooperacién
sustancial en la investigacién o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de prever, de conformi-
dad con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesién de
inmunidad judicial a toda persona que preste cooperacién sustancial en la in-
vestigacion o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencién.

4. La proteccién de esas personas serd, mutatis mutandis, la prevista en
el articulo 32 de la presente Convencién.

5. Cuando las personas mencionadas en el pdrrafo 1 del presente articulo
se encuentren en un Estado Parte y puedan prestar cooperacién sustancial a las
autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados Parte interesados
podrdn considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformi-
dad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesién, por el otro
Estado Parte, del trato previsto en los pdrrafos 2 y 3 del presente articulo.

Articulo 38. Cooperacion entre organismos nacionales

Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con su derecho interno, para alentar la cooperacién entre, por un lado, sus
organismos publicos, as{ como sus funcionarios publicos, y, por otro, sus orga-
nismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa cooperacién podrd
incluir:

a) Informar a esos dltimos organismos, por iniciativa del Estado Parte,
cuando haya motivos razonables para sospechar que se ha cometido alguno de
los delitos tipificados con arreglo a los articulos 15, 21 y 23 de la presente
Convencién; o

b) Proporcionar a esos organismos toda la informacién necesaria, previa
solicitud.

Articulo 39. Cooperacion entre los organismos nacionales
y el sector privado

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de con-
formidad con su derecho interno, para alentar la cooperacién entre los organis-
mos nacionales de investigacién y el ministerio publico, por un lado, y las
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entidades del sector privado, en particular las instituciones financieras, por otro,
en cuestiones relativas a la comisién de los delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién.

2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de alentar a sus naciona-
les y demds personas que tengan residencia habitual en su territorio a denunciar
ante los organismos nacionales de investigacién y el ministerio publico la comi-
sién de todo delito tipificado con arreglo a la presente Convencién.

Articulo 40. Secreto bancario

Cada Estado Parte velard por que, en el caso de investigaciones penales
nacionales de delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién, existan
en su ordenamiento juridico interno mecanismos apropiados para salvar todo
obstdculo que pueda surgir como consecuencia de la aplicacién de la legislacién
relativa al secreto bancario.

Articulo 41. Antecedentes penales

Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas o de otra indole
que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que
estime apropiados, toda previa declaracién de culpabilidad de un presunto de-
lincuente en otro Estado a fin de utilizar esa informacién en actuaciones penales
relativas a delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 42. Jurisdiccion

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para es-
tablecer su jurisdiccién respecto de los delitos tipificados con arreglo a la pre-
sente Convencién cuando:

a) El delito se cometa en su territorio; o

b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellén o
de una acronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisién.

2. Con sujecién a lo dispuesto en el articulo 4 de la presente Conven-
cién, un Estado Parte también podrd establecer su jurisdiccién para conocer de
tales delitos cuando:
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a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales;

b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona
apdtrida que tenga residencia habitual en su territorio; o

¢)  El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del
apartado b) del pdrrafo 1 del articulo 23 de la presente Convencién y se cometa
fuera de su territorio con miras a la comisién, dentro de su territorio, de un
delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado 4) o al inciso i)
del apartado 6) del pdrrafo 1 del articulo 23 de la presente Convencién; o

d) El delito se cometa contra el Estado Parte.

3. A los efectos del articulo 44 de la presente Convencidn, cada Estado
Parte adoptard las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdiccién
respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién cuando
el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo
extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4. Cada Estado Parte podrd también adoptar las medidas que sean nece-
sarias para establecer su jurisdiccién respecto de los delitos tipificados con arre-
glo a la presente Convencién cuando el presunto delincuente se encuentre en su
territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5. Siun Estado Parte que ejerce su jurisdiccién con arreglo a los pdrrafos
1 6 2 del presente articulo ha recibido notificacién, o tomado conocimiento por
otro conducto, de que otros Estados Parte estdn realizando una investigacién,
un proceso o una actuacién judicial respecto de los mismos hechos, las autori-
dades competentes de esos Estados Parte se consultardn, segin proceda, a fin de
coordinar sus medidas.

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la pre-
sente Convencién no excluird el ejercicio de las competencias penales estableci-
das por los Estados Parte de conformidad con su derecho interno.

Capitulo IV
Cooperaciéon internacional

Articulo 43. Cooperacion internacional

1. Los Estados Parte cooperardn en asuntos penales conforme a lo dis-
puesto en los articulos 44 a 50 de la presente Convencién. Cuando proceda y
esté en consonancia con su ordenamiento juridico interno, los Estados Parte
considerardn la posibilidad de prestarse asistencia en las investigaciones y
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procedimientos correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relaciona-
das con la corrupcién.

2. En cuestiones de cooperacién internacional, cuando la doble incrimi-
nacién sea un requisito, éste se considerard cumplido si la conducta constitutiva
del delito respecto del cual se solicita asistencia es delito con arreglo a la legis-
lacién de ambos Estados Parte, independientemente de si las leyes del Estado
Parte requerido incluyen el delito en la misma categoria o lo denominan con la
misma terminologfa que el Estado Parte requirente.

Articulo 44. Extradicion

1. El presente articulo se aplicard a los delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencién en el caso de que la persona que es objeto de la solicitud
de extradicidn se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre
y cuando el delito por el que se pide la extradicién sea punible con arreglo al
derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el pdrrafo 1 del presente articulo, los
Estados Parte cuya legislacién lo permita podrdn conceder la extradicién de una
persona por cualesquiera de los delitos comprendidos en la presente Convencién
que no sean punibles con arreglo a su propio derecho interno.

3. Cuando la solicitud de extradicién incluya varios delitos, de los cuales
al menos uno dé lugar a extradicién conforme a lo dispuesto en el presente
articulo y algunos no den lugar a extradicién debido al periodo de privacién de
libertad que conllevan pero guarden relacién con los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencién, el Estado Parte requerido podrd aplicar el
presente articulo también respecto de esos delitos.

4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente articulo se
considerard incluido entre los delitos que dan lugar a extradicién en todo tra-
tado de extradicién vigente entre los Estados Parte. Estos se comprometen a
incluir tales delitos como causa de extradicién en todo tratado de extradicién
que celebren entre si. Los Estados Parte cuya legislacién lo permita, en el caso
de que la presente Convencidn sirva de base para la extradicién, no considerardn
de cardcter politico ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencién.

5. Si un Estado Parte que supedita la extradicién a la existencia de un
tratado recibe una solicitud de extradicién de otro Estado Parte con el que no
lo vincula ningtin tratado de extradicién, podrd considerar la presente
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Convencién como la base juridica de la extradicién respecto de los delitos a los
que se aplica el presente articulo.

6. Todo Estado Parte que supedite la extradicién a la existencia de un
tratado deberi:

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificacién, acepta-
cién o aprobacién de la presente Convencién o de adhesion a ella, informar al
Secretario General de las Naciones Unidas de si considerard o no la presente
Convencién como la base juridica de la cooperacién en materia de extradicién
en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convencidn; y

b) Si no considera la presente Convencién como la base juridica de la
cooperacién en materia de extradicidn, procurar, cuando proceda, celebrar tra-
tados de extradicién con otros Estados Parte en la presente Convencidn a fin de
aplicar el presente articulo.

7. Los Estados Parte que no supediten la extradicién a la existencia de un
tratado reconocerdn los delitos a los que se aplica el presente articulo como
causa de extradiciédn entre ellos.

8. La extradicién estard sujeta a las condiciones previstas en el derecho
interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradicién aplicables,
incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito de una pena minima para
la extradicién y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede
denegar la extradicién.

9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procura-
rdn agilizar los procedimientos de extradicién y simplificar los requisitos proba-
torios correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se
aplica el presente articulo.

10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de
extradicién, el Estado Parte requerido podrd, tras haberse cerciorado de que las
circunstancias lo justifican y tienen cardcter urgente, y a solicitud del Estado
Parte requirente, proceder a la detencién de la persona presente en su territorio
cuya extradicién se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la
comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradicién.

11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente,
si no lo extradita respecto de un delito al que se aplica el presente articulo por el
solo hecho de ser uno de sus nacionales, estard obligado, previa solicitud del
Estado Parte que pide la extradicién, a someter el caso sin demora injustificada
a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades
adoptardn su decisién y llevardn a cabo sus actuaciones judiciales de la misma
manera en que lo harfan respecto de cualquier otro delito de cardcter grave con
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arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados
cooperardn entre si, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y
probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones.

12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte s6lo le permita extra-
ditar o entregar de algtin otro modo a uno de sus nacionales a condicién de que
esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena impuesta
como resultado del juicio o proceso por el que se solicité la extradicién o la
entrega y ese Estado Parte y el Estado Parte que solicita la extradicién acepten
esa opcidn, asi como toda otra condicién que estimen apropiada, tal extradicién
o entrega condicional serd suficiente para que quede cumplida la obligacién
enunciada en el pdrrafo 11 del presente articulo.

13. Si la extradicién solicitada con el propédsito de que se cumpla una
condena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del
Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad
con los requisitos de dicho derecho, considerard, previa solicitud del Estado
Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto
pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte
requirente.

14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizard un trato justo a
toda persona contra la que se haya iniciado una instruccién en relacién con
cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente articulo, incluido el goce
de todos los derechos y garantias previstos por el derecho interno del Estado
Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

15. Nada de lo dispuesto en la presente Convencién podrd interpretarse
como la imposicién de una obligacién de extraditar si el Estado Parte requerido
tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con
el fin de perseguir o castigar a una persona en razén de su sexo, raza, religion,
nacionalidad, origen étnico u opiniones politicas o que su cumplimiento oca-
sionarfa perjuicios a la posicién de esa persona por cualquiera de estas razones.

16. Los Estados Parte no podrdn denegar una solicitud de extradicién
tnicamente porque se considere que el delito también entrafa cuestiones
tributarias.

17. Antes de denegar la extradicién, el Estado Parte requerido, cuando
proceda, consultard al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de
presentar sus opiniones y de proporcionar informacién pertinente a su alegato.

18. Los Estados Parte procurardn celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y
multilaterales para llevar a cabo la extradicién o aumentar su eficacia.

34









Articulo 45. Traslado de personas condenadas
a cumplir una pena

Los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda
persona que haya sido condenada a pena de prisién u otra forma de privacién
de libertad por algtin delito tipificado con arreglo a la presente Convencién a
fin de que cumpla alli su condena.

Articulo 46. Asistencia judicial reciproca

1. Los Estados Parte se prestardn la mds amplia asistencia judicial reci-
proca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados
con los delitos comprendidos en la presente Convencién.

2. Se prestard asistencia judicial reciproca en la mayor medida posible
conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte
requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones judiciales rela-
cionados con los delitos de los que una persona juridica pueda ser considerada
responsable de conformidad con el articulo 26 de la presente Convencién en el
Estado Parte requirente.

3. La asistencia judicial reciproca que se preste de conformidad con el
presente articulo podrd solicitarse para cualquiera de los fines siguientes:

a) Recibir testimonios o tomar declaracién a personas;

b) Presentar documentos judiciales;

¢)  Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;
d) Examinar objetos y lugares;

¢)  Proporcionar informacién, elementos de prueba y evaluaciones de pe-
ritos;

/) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expe-
dientes pertinentes, incluida la documentacién publica, bancaria y financiera,
as{ como la documentacién social o comercial de sociedades mercantiles;

¢) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumen-
tos u otros elementos con fines probatorios;

h)  Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte
requirente;

1)  Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho
interno del Estado Parte requerido;
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j)  Identificar, embargar con cardcter preventivo y localizar el producto
del delito, de conformidad con las disposiciones del capitulo V de la presente
Convencidn;

k)  Recuperar activos de conformidad con las disposiciones del
capitulo V de la presente Convencidn.

4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de
un Estado Parte podrdn, sin que se les solicite previamente, transmitir informa-
cién relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de otro Estado
Parte si creen que esa informacién podria ayudar a la autoridad a emprender o
concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podria dar lugar a una
peticién formulada por este dltimo Estado Parte con arreglo a la presente
Convencién.

5. La transmisién de informacién con arreglo al pdrrafo 4 del presente
articulo se hard sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan
lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la informacidn.
Las autoridades competentes que reciben la informacién deberdn acceder a toda
solicitud de que se respete su cardcter confidencial, incluso temporalmente, o de
que se impongan restricciones a su utilizacién. Sin embargo, ello no obstard para
que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, informacién que sea
exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor
notificard al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha informacién y, si as
se le solicita, consultard al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional,
no es posible notificar con antelacién, el Estado Parte receptor informard sin
demora al Estado Parte transmisor de dicha revelacién.

6. Lo dispuesto en el presente articulo no afectard a las obligaciones
dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que
rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial reciproca.

7.  Los pdrrafos 9 a 29 del presente articulo se aplicardn a las solicitudes
que se formulen con arreglo al presente articulo siempre que no medie entre los
Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial reciproca. Cuando
esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa indole se aplicardn las
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte
convengan en aplicar, en su lugar, los pdrrafos 9 a 29 del presente articulo. Se
insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen esos pdrrafos si faci-
litan la cooperacién.

8. Los Estados Parte no invocardn el secreto bancario para denegar la
asistencia judicial reciproca con arreglo al presente articulo.
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9. a) Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente
articulo, en ausencia de doble incriminacién, el Estado Parte requerido tendrd
en cuenta la finalidad de la presente Convencidn, enunciada en el articulo 1;

b) Los Estados Parte podrdn negarse a prestar asistencia con arreglo al
presente articulo invocando la ausencia de doble incriminacién. No obstante, el
Estado Parte requerido, cuando ello esté en consonancia con los conceptos
bdsicos de su ordenamiento juridico, prestard asistencia que no entrafie medidas
coercitivas. Esa asistencia se podrd negar cuando la solicitud entrafie asuntos de
minimis o cuestiones respecto de las cuales la cooperacidn o asistencia solicitada
esté prevista en virtud de otras disposiciones de la presente Convencién;

¢) En ausencia de doble incriminacién, cada Estado Parte podrd consi-
derar la posibilidad de adoptar las medidas necesarias que le permitan prestar
una asistencia mds amplia con arreglo al presente articulo.

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en
el territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte
para fines de identificacién, para prestar testimonio o para que ayude de alguna
otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actua-
ciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convencién
podrd ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte estdn de acuer-
do, con sujecién a las condiciones que éstos consideren apropiadas.

11. A los efectos del pdrrafo 10 del presente articulo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrd la competencia
y la obligacién de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido
trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplird sin dilacién
su obligacién de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido
trasladada, segin convengan de antemano o de otro modo las autoridades com-
petentes de ambos Estados Parte;

¢) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrd exigir al
Estado Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradicién
para su devolucién;

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado
Parte al que ha sido trasladada se computard como parte de la pena que ha de
cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una
persona de conformidad con los pdrrafos 10 y 11 del presente articulo esté de
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acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrd ser enjui-
ciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restriccién de su libertad
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relacién con actos,
omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha
sido trasladada.

13. Cada Estado Parte designard a una autoridad central encargada de
recibir solicitudes de asistencia judicial reciproca y facultada para darles cumpli-
miento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecucidn.
Cuando alguna regién o algin territorio especial de un Estado Parte disponga
de un régimen distinto de asistencia judicial reciproca, el Estado Parte podrd
designar a otra autoridad central que desempefiard la misma funcién para dicha
regién o dicho territorio. Las autoridades centrales velardn por el rdpido y
adecuado cumplimiento o transmisién de las solicitudes recibidas. Cuando la
autoridad central transmita la solicitud a una autoridad competente para su
ejecucién, alentard la rdpida y adecuada ejecucién de la solicitud por parte de
dicha autoridad. Cada Estado Parte notificard al Secretario General de las
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificacion,
aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de adhesién a ella, el
nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes
de asistencia judicial reciproca y cualquier otra comunicacién pertinente serdn
transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La
presente disposicién no afectard al derecho de cualquiera de los Estados Parte
a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por via diplo-
mdtica y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en
ello, por conducto de la Organizacién Internacional de Policia Criminal, de ser

posible.

14. Las solicitudes se presentardn por escrito o, cuando sea posible, por
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para
el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho Estado Parte
determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificard al Secretario General
de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratifi-
cacién, aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de adhesién a ella,
el idioma o idiomas que le son aceptables. En situaciones de urgencia, y cuando
los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrdn hacerse oralmente,
debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

15. Toda solicitud de asistencia judicial reciproca contendrd lo siguiente:
a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b) El objeto y la indole de las investigaciones, los procesos o las actua-
ciones judiciales a que se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la
autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos o actuaciones;
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¢/ Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de soli-
citudes de presentacién de documentos judiciales;

d) Una descripcién de la asistencia solicitada y pormenores sobre cual-
quier procedimiento particular que el Estado Parte requirente desee que se
aplique;

¢)  De ser posible, la identidad, ubicacién y nacionalidad de toda persona
interesada; y

f)  Lafinalidad para la que se solicita la prueba, informacién o actuacion.

16. El Estado Parte requerido podrd pedir informacién adicional cuando
sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su de-
recho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17. Se dard cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno
del Estado Parte requerido y, en la medida en que ello no lo contravenga y sea
factible, de conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud.

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamenta-
les del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un
Estado Parte y tenga que prestar declaracién como testigo o perito ante auto-
ridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del
otro, podrd permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es
posible o conveniente que la persona en cuestién comparezca personalmente en
el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrdn convenir en
que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requi-
rente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido.

19. El Estado Parte requirente no transmitird ni utilizard, sin previo con-
sentimiento del Estado Parte requerido, la informacién o las pruebas proporcio-
nadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o actuaciones
judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el
presente pdrrafo impedird que el Estado Parte requirente revele, en sus actuacio-
nes, informacién o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En
este ultimo caso, el Estado Parte requirente notificard al Estado Parte requerido
antes de revelar la informacién o las pruebas y, si asi se le solicita, consultard
al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con
antelacién, el Estado Parte requirente informard sin demora al Estado Parte
requerido de dicha revelacién.

20. El Estado Parte requirente podrd exigir que el Estado Parte requerido
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la
medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede
mantener esa reserva, lo hard saber de inmediato al Estado Parte requirente.
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21. La asistencia judicial reciproca podrd ser denegada:

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en
el presente articulo;

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de
lo solicitado podria menoscabar su soberania, su seguridad, su orden publico u
otros intereses fundamentales;

¢) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohiba a sus
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito andlogo, si éste
hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en el
ejercicio de su propia competencia;

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento juridico
del Estado Parte requerido en lo relativo a la asistencia judicial reciproca.

22. Los Estados Parte no podrdn denegar una solicitud de asistencia judi-
cial reciproca unicamente porque se considere que el delito también entrafa
cuestiones tributarias.

23. Toda denegacién de asistencia judicial reciproca deberd fundamentar-
se debidamente.

24. El Estado Parte requerido cumplird la solicitud de asistencia judicial
reciproca lo antes posible y tendrd plenamente en cuenta, en la medida de sus
posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte
requirente podrd pedir informacién razonable sobre el estado y la evolucién de
las gestiones realizadas por el Estado Parte requerido para satisfacer dicha peti-
cién. El Estado Parte requerido responderd a las solicitudes razonables que
formule el Estado Parte requirente respecto del estado y la evolucién del trdmite
de la solicitud. El Estado Parte requirente informard con prontitud al Estado
Parte requerido cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

25. La asistencia judicial reciproca podrd ser diferida por el Estado Parte
requerido si perturba investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al pdrrafo 21
del presente articulo o de diferir su cumplimiento con arreglo al pdrrafo 25 del
presente articulo, el Estado Parte requerido consultard al Estado Parte requirente
para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditindola a las
condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asis-
tencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberd cumplir las con-
diciones impuestas.
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27. Sin perjuicio de la aplicacién del pdrrafo 12 del presente articulo, el
testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte requirente,
consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una investigacién,
proceso o actuacién judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrd
ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restriccién de
su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de
culpabilidad anteriores a la fecha en que abandoné el territorio del Estado Parte
requerido. Ese salvoconducto cesard cuando el testigo, perito u otra persona
haya tenido, durante quince dfas consecutivos o durante el periodo acordado
por los Estados Parte después de la fecha en que se le haya informado oficial-
mente de que las autoridades judiciales ya no requerfan su presencia, la opor-
tunidad de salir del pafs y no obstante permanezca voluntariamente en ese
territorio o regrese libremente a él después de haberlo abandonado.

28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud
serdn sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte
interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos
cuantiosos o de cardcter extraordinario, los Estados Parte se consultardn para
determinar las condiciones en que se dard cumplimiento a la solicitud, asi como
la manera en que se sufragardn los gastos.

29. El Estado Parte requerido:

a) Facilitard al Estado Parte requirente una copia de los documentos
oficiales y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, con-
forme a su derecho interno, tenga acceso el publico en general;

b) Podrd, a su arbitrio y con sujecién a las condiciones que juzgue apro-
piadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los
documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en su poder y
que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del publico en general.

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerardn la posibilidad de
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr
los fines del presente articulo y que lleven a la prictica o refuercen sus dispo-
siciones.

Articulo 47. Remision de actuaciones penales

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de remitirse a actuaciones
penales para el enjuiciamiento por un delito tipificado con arreglo a la presente
Convencién cuando se estime que esa remision redundard en beneficio de la
debida administracién de justicia, en particular, en casos en que intervengan
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.
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Articulo 48. Cooperacion en materia de cumplimiento de la ley

1. Los Estados Parte colaborardn estrechamente, en consonancia con sus
respectivos ordenamientos juridicos y administrativos, con miras a aumentar la
eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los
delitos comprendidos en la presente Convencién. En particular, los Estados
Parte adoptardn medidas eficaces para:

a) Mejorar los canales de comunicacién entre sus autoridades, organis-
mos y servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar
el intercambio seguro y rdpido de informacién sobre todos los aspectos de los
delitos comprendidos en la presente Convencién, asi como, si los Estados Parte
interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades
delictivas;

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realizacién de indagaciones
con respecto a delitos comprendidos en la presente Convencién acerca de:

1) La identidad, el paradero y las actividades de personas presunta-
mente implicadas en tales delitos o la ubicacién de otras perso-
nas interesadas;

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de
la comisién de esos delitos;

iii)  El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados
o destinados a utilizarse en la comisién de esos delitos;

¢) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sus-
tancias que se requieran para fines de andlisis o investigacién;

d) Intercambiar, cuando proceda, informacién con otros Estados Parte
sobre los medios y métodos concretos empleados para la comisién de los delitos
comprendidos en la presente Convencién, entre ellos el uso de identidad falsa,
documentos falsificados, alterados o falsos u otros medios de encubrir activida-
des vinculadas a esos delitos;

¢)  Facilitar una coordinacién eficaz entre sus organismos, autoridades y
servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos,
incluida la designacién de oficiales de enlace con sujecién a acuerdos o arreglos
bilaterales entre los Estados Parte interesados;

f)  Intercambiar informacién y coordinar las medidas administrativas y
de otra indole adoptadas para la pronta deteccidon de los delitos comprendidos
en la presente Convencidn.

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convencidn,
considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multi-
laterales en materia de cooperacién directa entre sus respectivos organismos en-
cargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de
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enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte intere-
sados, los Estados Parte podrdn considerar que la presente Convencién constituye
la base para la cooperacién reciproca en materia de cumplimiento de la ley res-
pecto de los delitos comprendidos en la presente Convencién. Cuando proceda,
los Estados Parte aprovechardn plenamente los acuerdos y arreglos, incluidas las
organizaciones internacionales o regionales, a fin de aumentar la cooperacién
entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3. Los Estados Parte se esforzardn por colaborar en la medida de sus
posibilidades para hacer frente a los delitos comprendidos en la presente
Convencién que se cometan mediante el recurso a la tecnologfa moderna.

Articulo 49. Investigaciones conjuntas

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arre-
glos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relacién con cuestio-
nes que son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno
o mds Estados, las autoridades competentes puedan establecer érganos mixtos de
investigacién. A falta de tales acuerdos o arreglos, las investigaciones conjuntas
podrdn llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Esta-
dos Parte participantes velardn por que la soberanfa del Estado Parte en cuyo
territorio haya de efectuarse la investigacién sea plenamente respetada.

Articulo 50. Técnicas especiales de investigacion

1. A fin de combatir eficazmente la corrupcién, cada Estado Parte, en la
medida en que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento
juridico interno y conforme a las condiciones prescritas por su derecho interno,
adoptard las medidas que sean necesarias, dentro de sus posibilidades, para
prever el adecuado recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a
la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, a otras técnicas especiales
de investigacién como la vigilancia electrénica o de otra indole y las operaciones
encubiertas, asi como para permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de
esas técnicas en sus tribunales.

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente
Convencidn, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda,
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar esas téc-
nicas especiales de investigacion en el contexto de la cooperacién en el plano
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internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertardn y ejecutardn respetando
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en
préctica se cumplirdn estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el pdrrafo 2 del
presente articulo, toda decisién de recurrir a esas técnicas especiales de investi-
gacion en el plano internacional se adoptard sobre la base de cada caso particular
y podrd, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los
entendimientos relativos al ejercicio de jurisdiccién por los Estados Parte inte-
resados.

4.  Toda decisién de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacio-
nal podrd, con el consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la
aplicacién de métodos tales como interceptar los bienes o los fondos, autorizar-
los a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente.

Capitulo V
Recuperacion de activos

Articulo 51. Disposicion general

La restitucién de activos con arreglo al presente capitulo es un principio
fundamental de la presente Convencién y los Estados Parte se prestardn la mds
amplia cooperacién y asistencia entre si a este respecto.

Articulo 52. Prevencion y deteccion de transferencias
del producto del delito

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 14 de la presente Conven-
cién, cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con su derecho interno, para exigir a las instituciones financieras que fun-
cionan en su territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten
medidas razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de
los fondos depositados en cuentas de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio
de toda cuenta solicitada o mantenida por o a nombre de personas que desem-
pefien o hayan desempefiado funciones publicas prominentes y de sus familiares
y estrechos colaboradores. Ese escrutinio intensificado deberd estructurarse razo-
nablemente de modo que permita descubrir transacciones sospechosas con ob-
jeto de informar al respecto a las autoridades competentes y no deberd ser
concebido de forma que desaliente o impida el curso normal del negocio de las
instituciones financieras con su legitima clientela.
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2. A fin de facilitar la aplicacién de las medidas previstas en el pdrrafo 1
del presente articulo, cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno
e inspirdndose en las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, inter-
regionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, deberd:

a) Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o juridicas
cuyas cuentas las instituciones financieras que funcionan en su territorio debe-
rdn someter a un mayor escrutinio, los tipos de cuentas y transacciones a las que
deberdn prestar particular atencién y la manera apropiada de abrir cuentas y de
llevar registros o expedientes respecto de ellas; y

b) Notificar, cuando proceda, a las instituciones financieras que funcio-
nan en su territorio, a solicitud de otro Estado Parte o por propia iniciativa, la
identidad de determinadas personas naturales o juridicas cuyas cuentas esas
instituciones deberdn someter a un mayor escrutinio, ademds de las que las
instituciones financieras puedan identificar de otra forma.

3. En el contexto del apartado @) del pdrrafo 2 del presente articulo, cada
Estado Parte aplicard medidas para velar por que sus instituciones financieras
mantengan, durante un plazo conveniente, registros adecuados de las cuentas y
transacciones relacionadas con las personas mencionadas en el pdrrafo 1 del pre-
sente articulo, los cuales deberdn contener, como minimo, informacién relativa
a la identidad del cliente y, en la medida de lo posible, del beneficiario final.

4. Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién, cada Estado Parte
aplicard medidas apropiadas y eficaces para impedir, con la ayuda de sus érganos
reguladores y de supervisién, el establecimiento de bancos que no tengan pre-
sencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulacién.
Ademds, los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de exigir a sus
instituciones financieras que se nieguen a entablar relaciones con esas institucio-
nes en calidad de bancos corresponsales, o a continuar las relaciones existentes,
y que se abstengan de establecer relaciones con instituciones financieras extran-
jeras que permitan utilizar sus cuentas a bancos que no tengan presencia real y
que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulacién.

5. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer, de confor-
midad con su derecho interno, sistemas eficaces de divulgacién de informacién
financiera para los funcionarios publicos pertinentes y dispondrd sanciones ade-
cuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. Cada Estado Parte
considerard asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias
para permitir que sus autoridades competentes compartan esa informacién con
las autoridades competentes de otros Estados Parte, si ello es necesario para
investigar, reclamar o recuperar el producto de delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencidn.
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6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas
que sean necesarias, con arreglo a su derecho interno, para exigir a los funcio-
narios publicos pertinentes que tengan algtin derecho o poder de firma o de otra
indole sobre alguna cuenta financiera en algin pafs extranjero que declaren su
relacién con esa cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido
registro de dicha cuenta. Esas medidas deberdn incluir sanciones adecuadas para
todo caso de incumplimiento.

Articulo 53. Medidas para la recuperacion directa de bienes

Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros
Estados Parte para entablar ante sus tribunales una accién civil con objeto de
determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comi-
sién de un delito tipificado con arreglo a la presente Convencidn;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribu-
nales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo
a la presente Convencién que indemnicen o resarzan por dafios y perjuicios a
otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y

¢) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribu-
nales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con
respecto al decomiso, para reconocer el legitimo derecho de propiedad de otro
Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisién de un delito
tipificado con arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 54. Mecanismos de recuperacion de bienes mediante
la cooperacion internacional para fines de decomiso

1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial reciproca con-
forme a lo dispuesto en el articulo 55 de la presente Convencién con respecto
a bienes adquiridos mediante la comisién de un delito tipificado con arreglo a
la presente Convencién o relacionados con ese delito, de conformidad con su
derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribu-
nal de otro Estado Parte;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes, cuando tengan jurisdiccién, puedan ordenar el decomiso de esos
bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de
dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdiccién, o median-
te otros procedimientos autorizados en su derecho interno; y
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¢) Considerard la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias
para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos
en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga
0 ausencia, o en otros casos apropiados.

2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial reciproca soli-
citada con arreglo a lo dispuesto en el pdrrafo 2 del articulo 55 de la presente
Convencién, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautacién de bienes
en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautacién dictada
por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que
constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido consi-
dere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulterior-
mente los bienes serfan objeto de una orden de decomiso a efectos del
apartado 2) del pdrrafo 1 del presente articulo;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautacién de bienes
en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para
que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para
adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serfan objeto de una orden
de decomiso a efectos del apartado a) del pdrrafo 1 del presente articulo; y

¢) Considerard la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus
autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por
ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detencién o inculpacién penal
relacionada con la adquisicién de esos bienes.

Articulo 55. Cooperacion internacional para fines de decomiso

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que
tenga jurisdiccién para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente
Convencién con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo
u otros instrumentos mencionados en el pdrrafo 1 del articulo 31 de la presente
Convencién que se encuentren en su territorio deberdn, en la mayor medida en
que lo permita su ordenamiento juridico interno:

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una
orden de decomiso a la que, en caso de concederse, dardn cumplimiento; o

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumpli-
miento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal
situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispues-
to en el pdrrafo 1 del articulo 31 y en el apartado ) del pdrrafo 1 del articulo 54
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de la presente Convencién en la medida en que guarde relacién con el producto
del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el
pdrrafo 1 del articulo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte
requerido.

2. A raiz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga ju-
risdiccién para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Con-
vencién, el Estado Parte requerido adoptard medidas encaminadas a la identifica-
cién, la localizacién y el embargo preventivo o la incautacién del producto del
delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el pdrrafo 1 del
articulo 31 de la presente Convencién con miras a su eventual decomiso, que habrd
de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud pre-
sentada con arreglo al pdrrafo 1 del presente articulo, el Estado Parte requerido.

3. Las disposiciones del articulo 46 de la presente Convencién serdn
aplicables, mutatis mutandis, al presente articulo. Ademds de la informacién
indicada en el pdrrafo 15 del articulo 46, las solicitudes presentadas de confor-
midad con el presente articulo contendrdn lo siguiente:

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado ) del pdrrafo 1 del
presente articulo, una descripcién de los bienes susceptibles de decomiso, asi
como, en la medida de lo posible, la ubicacién y, cuando proceda, el valor esti-
mado de los bienes y una exposicién de los hechos en que se basa la solicitud del
Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explicitas para que el Estado
Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno;

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado &) del pérrafo 1
del presente articulo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso
expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una
exposicién de los hechos y la informacién que proceda sobre el grado de ejecu-
cién que se solicita dar a la orden, una declaracién en la que se indiquen las
medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificacién adecua-
da a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado
de que la orden de decomiso es definitiva;

¢) Cuando se trate de una solicitud relativa al pdrrafo 2 del presente
articulo, una exposicién de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente
y una descripcién de las medidas solicitadas, asi como, cuando se disponga de
ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa
la solicitud.

4.  El Estado Parte requerido adoptard las decisiones o medidas previstas
en los pdrrafos 1y 2 del presente articulo conforme y con sujecién a lo dispuesto
en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o
arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado
Parte requirente.
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5. Cada Estado Parte proporcionard al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicacién al
presente articulo y de cualquier enmienda ulterior que se haga de tales leyes y
reglamentos o una descripcién de ésta.

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopcién de las medidas
mencionadas en los pdrrafos 1 y 2 del presente articulo a la existencia de un
tratado pertinente, ese Estado Parte considerard la presente Convencién como
la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7. La cooperacién prevista en el presente articulo también se podrd de-
negar, o se podrdn levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido
no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.

8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con
el presente articulo, el Estado Parte requerido deberd, siempre que sea posible,
dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor
de mantener en vigor la medida.

9. Las disposiciones del presente articulo no se interpretardn en perjuicio
de los derechos de terceros de buena fe.

Articulo 56. Cooperacion especial

Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte
procurard adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que
no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones
judiciales, informacién sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién si considera que la divulgacién de esa informacién puede
ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus
investigaciones o actuaciones judiciales, o que la informacién asi facilitada
podria dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al
presente capitulo de la Convencidn.

Articulo 57. Restitucion y disposicion de activos

1. Cada Estado Parte dispondrd de los bienes que haya decomisado con-
forme a lo dispuesto en los articulos 31 6 55 de la presente Convencidn,
incluida la restitucién a sus legitimos propietarios anteriores, con arreglo al
pdrrafo 3 del presente articulo, de conformidad con las disposiciones de la
presente Convencién y con su derecho interno.
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2. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la
restitucién de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada
por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convencidn, teniendo
en cuenta los derechos de terceros de buena fe.

3. De conformidad con los articulos 46 y 55 de la presente Convencién
y con los pdrrafos 1 y 2 del presente articulo, el Estado Parte requerido:

a) En caso de malversacién o peculado de fondos publicos o de blanqueo
de fondos ptblicos malversados a que se hace referencia en los articulos 17 y 23
de la presente Convencién, restituird al Estado Parte requirente los bienes de-
comisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en
el articulo 55 de la presente Convencidn y sobre la base de una sentencia firme
dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrd renunciar el Estado
Parte requerido;

b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito com-
prendido en la presente Convencidn, restituird al Estado Parte requirente los
bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo
dispuesto en el articulo 55 de la presente Convencién y sobre la base de una
sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrd
renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acre-
dite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los
bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los danos causados al
Estado Parte requirente como base para la restitucién de los bienes decomisados;

¢) En todos los demds casos, dard consideracién prioritaria a la restitu-
cién al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitucién de
esos bienes a sus propietarios legitimos anteriores o a la indemnizacién de las
victimas del delito.

4. Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el
Estado Parte requerido podrd deducir los gastos razonables que haya efectuado
en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado
la restitucién o disposicién de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto
en el presente articulo.

5. Cuando proceda, los Estados Parte podrdn también dar consideracién
especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables,
sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposicién definitiva de los
bienes decomisados.
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Articulo 58. Dependencia de inteligencia financiera

Los Estados Parte cooperardn entre si a fin de impedir y combatir la
transferencia del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Con-
vencién y de promover medios y arbitrios para recuperar dicho producto y, a
tal fin, considerardn la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia
financiera que se encargard de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades
competentes todo informe relacionado con las transacciones financieras sospe-
chosas.

Articulo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arre-
glos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la coopera-
cién internacional prestada de conformidad con el presente capitulo de la
Convencidn.

Capitulo VI
Asistencia técnica e intercambio de informacion

Articulo 60. Capacitacion y asistencia técnica

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulard, desarrollard o
perfeccionard programas de capacitacién especificamente concebidos para el
personal de sus servicios encargados de prevenir y combatir la corrupcién. Esos
programas de capacitacién podrdn versar, entre otras cosas, sobre:

a) Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y com-
batir la corrupcidn, incluso el uso de métodos de reunién de pruebas e inves-
tigacién;

b) Fomento de la capacidad de formulacién y planificacién de una po-
litica estratégica contra la corrupcidn;

¢) Capacitacién de las autoridades competentes en la preparacién de
solicitudes de asistencia judicial reciproca que satisfagan los requisitos de la
presente Convencidn;

d) Evaluacién v fortalecimiento de las instituciones, de la gestién de la
y g

funcién puablica y la gestién de las finanzas publicas, incluida la contratacién

publica, asi como del sector privado;

¢) Prevencién y lucha contra las transferencias del producto de delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién y recuperacién de dicho pro-
ducto;
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/) Deteccién y embargo preventivo de las transferencias del producto de
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn;

¢) Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn, asi como de los métodos empleados para la
transferencia, ocultacién o disimulacién de dicho producto;

h)  Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficien-
tes para facilitar la restitucién del producto de delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencidn;

i) Me¢étodos utilizados para proteger a las victimas y los testigos que
cooperen con las autoridades judiciales; y

j)  Capacitacién en materia de reglamentos nacionales e internacionales y
en idiomas.

2. En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerardn la
posibilidad de prestarse la mds amplia asistencia técnica, especialmente en favor
de los paises en desarrollo, en sus respectivos planes y programas para combatir
la corrupcién, incluido apoyo material y capacitacion en las esferas mencionadas
en el pdrrafo 1 del presente articulo, asi como capacitacién y asistencia e inter-
cambio mutuo de experiencias y conocimientos especializados, lo que facilitard
la cooperacién internacional entre los Estados Parte en las esferas de la extradi-
cién y la asistencia judicial reciproca.

3.  Los Estados Parte intensificardn, en la medida necesaria, los esfuerzos
para optimizar las actividades operacionales y de capacitacién en las organiza-
ciones internacionales y regionales y en el marco de los acuerdos o arreglos
bilaterales y multilaterales pertinentes.

4. Los Estados Parte considerardn, previa solicitud, la posibilidad de
ayudarse entre si en la realizacién de evaluaciones, estudios e investigaciones
sobre los tipos, causas, efectos y costos de la corrupcidn en sus respectivos paises
con miras a elaborar, con la participacién de las autoridades competentes y de
la sociedad, estrategias y planes de accién contra la corrupcién.

5. A fin de facilitar la recuperacién del producto de delitos tipificados
con arreglo a la presente Convencidn, los Estados Parte podrdn cooperar facili-
tindose los nombres de peritos que puedan ser dtiles para lograr ese objetivo.

6. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de recurrir a la organi-
zacién de conferencias y seminarios subregionales, regionales e internacionales
para promover la cooperacién y la asistencia técnica y para fomentar los debates
sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y necesidades espe-
ciales de los pafses en desarrollo y los paises con economias en transicidn.
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7.  Los Estados Parte considerardn la posibilidad de establecer mecanis-
mos voluntarios con miras a contribuir financieramente a los esfuerzos de los
paises en desarrollo y los paises con economias en transicién para aplicar la
presente Convencién mediante programas y proyectos de asistencia técnica.

8. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de hacer contribuciones
voluntarias a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con
el propésito de impulsar, a través de dicha Oficina, programas y proyectos en
los paises en desarrollo con miras a aplicar la presente Convencidn.

Articulo 61. Recopilacion, intercambio y analisis
de informacién sobre la corrupcion

1. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de analizar, en consulta
con expertos, las tendencias de la corrupcién en su territorio, asi como las
circunstancias en que se cometen los delitos de corrupcién.

2. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de desarrollar y compar-
tir, entre s{ y por conducto de organizaciones internacionales y regionales, es-
tadisticas, experiencia analitica acerca de la corrupcién e informacién con miras
a establecer, en la medida de lo posible, definiciones, normas y metodologias
comunes, as{ como informacién sobre las prdcticas éptimas para prevenir y
combatir la corrupcién.

3. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de vigilar sus politicas y
medidas en vigor encaminadas a combatir la corrupcién y de evaluar su eficacia
y eficiencia.

Articulo 62. Otras medidas: aplicacion de la Convencion mediante
el desarrollo econémico y la asistencia técnica

1. Los Estados Parte adoptardn disposiciones conducentes a la aplicacién
6ptima de la presente Convencién en la medida de lo posible, mediante la
cooperacién internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la corrup-
cién en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular.

2. Los Estados Parte hardn esfuerzos concretos, en la medida de lo po-
sible y en forma coordinada entre si, asi como con organizaciones internacio-
nales y regionales, por:

a) Intensificar su cooperacién en los diversos planos con los paises en
desarrollo con miras a fortalecer la capacidad de esos paises para prevenir y
combatir la corrupcidn;
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b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuer-
zos de los paises en desarrollo para prevenir y combatir la corrupcién con
eficacia y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente Convencidn;

¢) DPrestar asistencia técnica a los paises en desarrollo y a los pafses con
economfas en transicién para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas
con la aplicacién de la presente Convencién. A tal fin, los Estados Parte pro-
curardn hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periddicas a una cuenta
especificamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiacién de las
Naciones Unidas. Con arreglo a su derecho interno y a las disposiciones de la
Convencidn, los Estados Parte podrdn también dar consideracién especial a la
posibilidad de ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero decomisado o de
la suma equivalente a los bienes o al producto del delito decomisados conforme
a lo dispuesto en la Convencidn;

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, segtin
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente
articulo, en particular proporcionando un mayor nimero de programas de
capacitacién y equipo moderno a los paises en desarrollo a fin de ayudarles a
lograr los objetivos de la presente Convencién.

3. En lo posible, estas medidas no menoscabardn los compromisos exis-
tentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperacién finan-
ciera en los dmbitos bilateral, regional o internacional.

4. Los Estados Parte podrdn celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o
multilaterales sobre asistencia material y logistica, teniendo en cuenta los arreglos
financieros necesarios para hacer efectiva la cooperacién internacional prevista en
la presente Convencién y para prevenir, detectar y combatir la corrupcién.

Capitulo VII
Mecanismos de aplicacion

Articulo 63. Conferencia de los Estados Parte en la Convencion

1. Se establecerd una Conferencia de los Estados Parte en la Convencién
a fin de mejorar la capacidad de los Estados Parte y la cooperacién entre ellos
para alcanzar los objetivos enunciados en la presente Convencién y promover
y examinar su aplicacién.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocard la Conferen-
cia de los Estados Parte a mds tardar un afo después de la entrada en vigor de
la presente Convencidn. Posteriormente se celebrardn reuniones periddicas de la
Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo dispuesto en las reglas
de procedimiento aprobadas por la Conferencia.
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3. La Conferencia de los Estados Parte aprobard el reglamento y las
normas que rijan la ejecucién de las actividades enunciadas en el presente arti-
culo, incluidas las normas relativas a la admisién y la participacién de observa-
dores y el pago de los gastos que ocasione la realizacién de esas actividades.

4. La Conferencia de los Estados Parte concertard actividades, procedi-
mientos y métodos de trabajo con miras a lograr los objetivos enunciados en el
pdrrafo 1 del presente articulo, y en particular:

a) Facilitard las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a
los articulos 60 y 62 y a los capitulos II a V de la presente Convencién, incluso
promoviendo la aportacién de contribuciones voluntarias;

b) Facilitard el intercambio de informacién entre los Estados Parte sobre
las modalidades y tendencias de la corrupcién y sobre pricticas eficaces para
prevenirla y combatirla, asi como para la restitucién del producto del delito,
mediante, entre otras cosas, la publicacién de la informacién pertinente mencio-
nada en el presente articulo;

¢) Cooperard con organizaciones y mecanismos internacionales y regio-
nales y organizaciones no gubernamentales pertinentes;

d) Aprovechard adecuadamente la informacién pertinente elaborada por
otros mecanismos internacionales y regionales encargados de combatir y preve-
nir la corrupcién a fin de evitar una duplicacién innecesaria de actividades;

¢) Examinard periddicamente la aplicacién de la presente Convencién
por sus Estados Parte;

f)  Formulard recomendaciones para mejorar la presente Convencién y su
aplicacién;
¢)  Tomard nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados

Parte con respecto a la aplicacién de la presente Convencién y recomendard las
medidas que considere necesarias al respecto.

5. A los efectos del pdrrafo 4 del presente articulo, la Conferencia de los
Estados Parte obtendrd el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de
las dificultades encontradas por los Estados Parte en la aplicacién de la presente
Convencién por conducto de la informacién que ellos le faciliten y de los demds
mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados Parte.

6. Cada Estado Parte proporcionard a la Conferencia de los Estados
Parte informacién sobre sus programas, planes y pricticas, asi como sobre las
medidas legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Con-
vencién, segtin lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. La Conferencia
de los Estados Parte tratard de determinar la manera mds eficaz de recibir y
procesar la informacién, incluida la que reciba de los Estados Parte y de
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organizaciones internacionales competentes. También se podrdn considerar las
aportaciones recibidas de organizaciones no gubernamentales pertinentes debi-
damente acreditadas conforme a los procedimientos acordados por la Conferen-
cia de los Estados Parte.

7.  En cumplimiento de los pdrrafos 4 a 6 del presente articulo, la
Conferencia de los Estados Parte establecerd, si lo considera necesario, un me-
canismo u érgano apropiado para apoyar la aplicacién efectiva de la presente
Convencién.

Articulo 64. Secretaria

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestard los servicios de
secretarfa necesarios a la Conferencia de los Estados Parte en la Convencidn.

2. La secretaria:

a) DPrestard asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realiza-
cién de las actividades enunciadas en el articulo 63 de la presente Convencién
y organizard los perfodos de sesiones de la Conferencia de los Estados Parte y
les proporcionard los servicios necesarios;

b) Prestard asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro
de informacién a la Conferencia de los Estados Parte segin lo previsto en los
pdrrafos 5 y 6 del articulo 63 de la presente Convencién; y

¢) Velard por la coordinacién necesaria con las secretarfas de otras orga-
nizaciones internacionales y regionales pertinentes.

Capitulo VI
Disposiciones finales

Articulo 65. Aplicacion de la Convencion

1. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas que sean necesarias, incluidas
medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento de sus
obligaciones con arreglo a la presente Convencidn.

2. Cada Estado Parte podrd adoptar medidas mds estrictas o severas que
las previstas en la presente Convencién a fin de prevenir y combatir la
corrupcién.
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Articulo 66. Solucion de controversias

1. Los Estados Parte procurardn solucionar toda controversia relacionada
con la interpretacién o aplicacién de la presente Convencién mediante la nego-
clacién.

2. Toda controversia entre dos o mds Estados Parte acerca de la interpre-
tacién o la aplicacién de la presente Convencién, que no pueda resolverse
mediante la negociacién dentro de un plazo razonable, deberd, a solicitud de
uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la
fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de
acuerdo sobre la organizacién del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte
podrd remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante so-
licitud conforme al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrd, en el momento de la firma, ratificacion,
aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de la adhesién a ella,
declarar que no se considera vinculado por el pdrrafo 2 del presente articulo. Los
demds Estados Parte no quedardn vinculados por el pdrrafo 2 del presente
articulo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el
pdrrafo 3 del presente articulo podrd en cualquier momento retirar esa reserva
notificindolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Articulo 67. Firma, ratificacion, aceptacion, aprobacion y adhesion

1. La presente Convencién estard abierta a la firma de todos los Estados
del 9 al 11 de diciembre de 2003 en Mérida (México) y después de esa fecha
en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 de diciembre de
2005.

2. La presente Convencién también estard abierta a la firma de las orga-
nizaciones regionales de integracién econémica siempre que al menos uno de los
Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente Convencién
de conformidad con lo dispuesto en el pdrrafo 1 del presente articulo.

3. La presente Convencidn estard sujeta a ratificacién, aceptacién o apro-
bacién. Los instrumentos de ratificacidn, aceptacién o aprobacién se deposita-
rdn en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones
regionales de integracién econdémica podrdn depositar su instrumento de ratifi-
cacién, aceptacién o aprobacién si por lo menos uno de sus Estados miembros
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ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificacién, aceptacién o
aprobacién, esas organizaciones declarardn el alcance de su competencia con
respecto a las cuestiones regidas por la presente Convencién. Dichas organiza-
ciones comunicardn también al depositario cualquier modificacién pertinente
del alcance de su competencia.

4. La presente Convencidn estard abierta a la adhesién de todos los Esta-
dos u organizaciones regionales de integracién econémica que cuenten por lo
menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente Convencién. Los
instrumentos de adhesién se depositardn en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. En el momento de su adhesién, las organizaciones regionales
de integracién econdmica declarardn el alcance de su competencia con respecto
a las cuestiones regidas por la presente Convencién. Dichas organizaciones
comunicardn también al depositario cualquier modificacién pertinente del al-
cance de su competencia.

Articulo 68. Entrada en vigor

1. La presente Convencién entrard en vigor el nonagésimo dia después
de la fecha en que se haya depositado el trigésimo instrumento de ratificacion,
aceptacion, aprobacién o adhesién. A los efectos del presente pdrrafo, los ins-
trumentos depositados por una organizacion regional de integracién econémica
no se considerardn adicionales a los depositados por los Estados miembros de
tal organizacién.

2. Para cada Estado u organizacién regional de integracién econémica
que ratifique, acepte o apruebe la presente Convencién o se adhiera a ella
después de haberse depositado el trigésimo instrumento de ratificacién, acepta-
cién, aprobacién o adhesidn, la presente Convencién entrard en vigor el trigé-
simo dfa después de la fecha en que ese Estado u organizacién haya depositado
el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al
pdrrafo 1 del presente articulo, si ésta es posterior.

Articulo 69. Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco afios desde la entrada en vigor de la
presente Convencidn, los Estados Parte podrdn proponer enmiendas y transmi-
tirlas al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuacién comu-
nicard toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de los
Estados Parte en la Convencién para que la examinen y adopten una decisién
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al respecto. La Conferencia de los Estados Parte hard todo lo posible por lograr
un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de
lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobacién de la enmien-
da exigird, en tltima instancia, una mayoria de dos tercios de los Estados Parte
presentes y votantes en la reunién de la Conferencia de los Estados Parte.

2. Las organizaciones regionales de integracién econdmica, en asuntos de
su competencia, ejercerdn su derecho de voto con arreglo al presente articulo
con un nimero de votos igual al nimero de sus Estados miembros que sean
Partes en la presente Convencién. Dichas organizaciones no ejercerdn su dere-
cho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el pdrrafo 1 del presente
articulo estard sujeta a ratificacién, aceptacion o aprobacién por los Estados Parte.

4. Toda enmienda aprobada de conformidad con el pdrrafo 1 del presente
articulo entrard en vigor respecto de un Estado Parte noventa dias después de la
fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas
un instrumento de ratificacién, aceptacién o aprobacién de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, serd vinculante para los Estados
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demds Estados
Parte quedardn sujetos a las disposiciones de la presente Convencidn, asi como a
cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

Articulo 70. Denuncia

1. Los Estados Parte podrdn denunciar la presente Convencién mediante
notificacién escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia
surtird efecto un afio después de la fecha en que el Secretario General haya
recibido la notificacién.

2. Las organizaciones regionales de integracién econdmica dejardn de ser
Partes en la presente Convencién cuando la hayan denunciado todos sus Esta-
dos miembros.

Articulo 71. Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas serd el depositario de la
presente Convencidn.
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2. El original de la presente Convencién, cuyo texto en drabe, chino,
espafol, francés, inglés y ruso es igualmente auténtico, se depositard en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convencidn.
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Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el informe remitido a la Comisión de Acceso a la Justicia con copia a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial sobre la Matriz de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 05:01 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; 'Marcos Guevara Berger' <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; 'Ilse Valeria Varas Rojas' <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; 'javierrodriguezcostarica@gmail.com' <javierrodriguezcostarica@gmail.com>; 'Marjorie Herrera' <mherrera@dhr.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Audiencia sobre Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



 



 







República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 





smime.p7m

Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el informe remitido a la Comisión de Acceso a la Justicia con copia a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial sobre la Matriz de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 05:01 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; 'Marcos Guevara Berger' <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; 'Ilse Valeria Varas Rojas' <vvaras@inamu.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; 'javierrodriguezcostarica@gmail.com' <javierrodriguezcostarica@gmail.com>; 'Marjorie Herrera' <mherrera@dhr.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Audiencia sobre Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción





 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 




 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales




8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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Comisión de Acceso a la Justicia




Poder Judicial




 




 




12 de julio de 2009




Señor




Magistrado Jorge Olaso Álvarez




Coordinador




Comisión de Acceso a la Justicia




 




Señora




Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia




 




Estimados Señor y Señora:




            Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 




					 




					 




					 




					 









					Articulado de la Convención




					Solicitud del mecanismo técnico




					Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador




					Información brindada por las instancias judiciales









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE




“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 




Artículo 11, párrafo 1 




1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".




					1.      Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 




Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 




Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 




Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 




Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 




 




					El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 




En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población indígena, es importante señalar:




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.




La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 




En lo referente al abordaje de la temática indígena, se aplica la normativa internacional vinculada con el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016. En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como las costumbres y cosmovisión de las personas indígenas propias del Derecho Indígena. 




Además, la jerarquía máxima institucional constituida por Corte Plena, en acuerdos tomados en sesiones N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II y de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, en los que estableció medidas tendientes a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño de las personas juzgadoras de todas las materias y demás personas servidoras judiciales. Lo anterior como parte de las acciones concertadas para el cumplimiento de las  Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, al aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por la Judicatura, las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información y la Escuela Judicial.




En esos acuerdos se hace alusión a la descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua, el contenido mínimo de dicha capacitación para las y los miembros del Poder Judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; las acciones de seguimiento y control, así como la verificación del impacto de la capacitación en Derecho Indígena en la materialización de las personas servidoras judiciales capacitadas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 




De igual forma, se tienen buenas prácticas institucionales tales como el traslado de personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a territorios indígenas y traslado continuo de sus inquietudes con los procesos judiciales, incluyendo posibles conflictos de intereses de personas servidoras judiciales y demás personal servidor en los procesos, los pasos para abordarlos y el traslado de la información suministrada por personas usuarias indígenas al Tribunal de la Inspección Judicial, órgano competente para el régimen disciplinario.




Las personas juzgadoras y fiscalas en general debemos por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 




En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   




La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.




El Poder Judicial ha optado por la contratación o formación de jueces y juezas especializados, pero existe un desafío en lo que se refiere a personas juzgadoras especializadas en Derecho Indígena para la atención eficaz, eficiente y efectiva de los procesos vinculados con esa población; sin embargo, hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.









					2.      Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:





Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  




Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 




Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  




Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 




Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 




Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).




 




					Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:




Encuentros con personas indígenas quienes han manifestado disconformidades con la atención de procesos judiciales en concreto, las cuales han sido trasladas a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y al Tribunal de la Inspección Judicial institucional a efecto de que les den el seguimiento debido, facilitando así el acceso de esa población a los medios de control de la corrupción para su determinación.




Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




De igual forma, los más altos jerarcas institucionales han emitido resoluciones reiteradas donde respaldas la aplicación de la normativa nacional e internacional vinculada con Derecho Indígena, lo cual se constituye en una guía para las personas juzgadoras al atender procesos vinculados con población indígena, con absoluto respeto del principio de independencia judicial, incidiendo al mismo tiempo en la administración de eventuales acciones de corrupción. 




Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.




Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.




 









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 




 




“Artículo 11, párrafo 2 




2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 




 




					 




1.      Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 




Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.




 









					2.      Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:  




·       Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




·       Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




·       Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 




·       Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.




 









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 




 




“1. Cada Estado Parte:  




 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




·       su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  




·       Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  




-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 




-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 




 




 − Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  




 




-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  




-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 




-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir:  




� Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  




� Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 




� Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  




Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 




 




 




“Artículo 14 




5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 





Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  




-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 




-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.




					Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 51. Disposición general 




 




La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 




� Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 




Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 





En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  




 




 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 




a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




 




					 




Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;




 




Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 





Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.




					 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




 




En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					A.    SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.





Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso




 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 




 




 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir información sobre:  




� Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  




� Si  este      asunto  es     regulado           por     la         legislación     nacional           o     por       tratados bilaterales/multilaterales. 




Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 





 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 54




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso




					Se remite a la información brindada.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 54 




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 54 




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55, párrafo 1  




1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 




(a)            Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 




(b)            Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”




 




					 




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					 




Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




En este apartado se podría incluir información sobre: 




� El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  




� Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  




� Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 




� El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  




� Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 




Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 




 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 55




2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  





Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  





 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55




3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 




(a)            Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 




(b)            Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 




(c)            Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En este apartado se podría incluir: 




� Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  




Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55




 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55  




6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 




� Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 




Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




En concreto, se podrían incluir:  




� Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  




Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55 




7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de mínimos o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de mínimos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55 




8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  





Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 55, párrafo 9 




9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 





Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 56 Cooperación especial  




Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN




             




“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  




 




1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57, párrafo 2 




2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 




En concreto, se podría incluir información sobre:  




� La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  




La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57 




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  




La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 57




De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 




(a)  cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  




(b)  cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 




La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 




� La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 




La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57




4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 57, párrafo 5 




5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  




 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 




Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO




					1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 




 




					Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:




					Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




Otros aspectos: sírvase especificar




					3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia




					Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 




 




					Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 














 




 




Atentamente,




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




 




 




 



































Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




Comisión de Acceso a la Justicia




Poder Judicial














12 de julio de 2009




Señor




Magistrado Jorge Olaso Álvarez




Coordinador




Comisión de Acceso a la Justicia









Señora




Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia









Estimados Señor y Señora:




	Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 




					




					




					




					









					Articulado de la Convención




					Solicitud del mecanismo técnico




					Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador




					Información brindada por las instancias judiciales









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE




“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 




Artículo 11, párrafo 1 




1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 




Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 




Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 




Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 




Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 









					El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 




En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población indígena, es importante señalar:




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.




La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 




En lo referente al abordaje de la temática indígena, se aplica la normativa internacional vinculada con el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016. En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como las costumbres y cosmovisión de las personas indígenas propias del Derecho Indígena. 




Además, la jerarquía máxima institucional constituida por Corte Plena, en acuerdos tomados en sesiones N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II y de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, en los que estableció medidas tendientes a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño de las personas juzgadoras de todas las materias y demás personas servidoras judiciales. Lo anterior como parte de las acciones concertadas para el cumplimiento de las  Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, al aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por la Judicatura, las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información y la Escuela Judicial.




En esos acuerdos se hace alusión a la descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua, el contenido mínimo de dicha capacitación para las y los miembros del Poder Judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; las acciones de seguimiento y control, así como la verificación del impacto de la capacitación en Derecho Indígena en la materialización de las personas servidoras judiciales capacitadas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 




De igual forma, se tienen buenas prácticas institucionales tales como el traslado de personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a territorios indígenas y traslado continuo de sus inquietudes con los procesos judiciales, incluyendo posibles conflictos de intereses de personas servidoras judiciales y demás personal servidor en los procesos, los pasos para abordarlos y el traslado de la información suministrada por personas usuarias indígenas al Tribunal de la Inspección Judicial, órgano competente para el régimen disciplinario.




Las personas juzgadoras y fiscalas en general debemos por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 




En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   




La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.




El Poder Judicial ha optado por la contratación o formación de jueces y juezas especializados, pero existe un desafío en lo que se refiere a personas juzgadoras especializadas en Derecho Indígena para la atención eficaz, eficiente y efectiva de los procesos vinculados con esa población; sin embargo, hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:




Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  




Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 




Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  




Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 




Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 




Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).









					Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:




Encuentros con personas indígenas quienes han manifestado disconformidades con la atención de procesos judiciales en concreto, las cuales han sido trasladas a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y al Tribunal de la Inspección Judicial institucional a efecto de que les den el seguimiento debido, facilitando así el acceso de esa población a los medios de control de la corrupción para su determinación.




Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




De igual forma, los más altos jerarcas institucionales han emitido resoluciones reiteradas donde respaldas la aplicación de la normativa nacional e internacional vinculada con Derecho Indígena, lo cual se constituye en una guía para las personas juzgadoras al atender procesos vinculados con población indígena, con absoluto respeto del principio de independencia judicial, incidiendo al mismo tiempo en la administración de eventuales acciones de corrupción. 




Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.




Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.














					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 









“Artículo 11, párrafo 2 




2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 









					




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 




Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.














					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:  




· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 




· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.














					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 









“1. Cada Estado Parte:  




 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  




· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  




-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 




-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 









	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  









-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  




-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 




-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir:  




· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  




· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 




· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  




Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 














“Artículo 14 




5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 




Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  




-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 




-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.




					Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 51. Disposición general 




 




La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 




· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 




Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 




En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  




 




 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 




a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 









					




Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;









Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 




Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.




					









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición









En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.




Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 




 




 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir información sobre:  




· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  




· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 




Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 54




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso




					Se remite a la información brindada.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 54 




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 54 




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55, párrafo 1  




1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 




(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 




(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”









					




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					




Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




En este apartado se podría incluir información sobre: 




· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  




· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  




· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 




· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  




· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 




Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 









Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 55




2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55




3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 




(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 




(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 




(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En este apartado se podría incluir: 




· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  




Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55




 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55  




6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 




· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 




Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 














					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




En concreto, se podrían incluir:  




· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  




Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55 




7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55 




8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 55, párrafo 9 




9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 56 Cooperación especial  




Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN




	 




“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  




 




1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57, párrafo 2 




2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 




En concreto, se podría incluir información sobre:  




· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  




La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57 




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  




La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 57




De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 




(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  




(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 




La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 




· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 




La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57




4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 57, párrafo 5 




5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  




 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 




Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO




					1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 









					Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:




					Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					

















































Otros aspectos: sírvase especificar




					3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia




					Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 









					Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen




					Se remite a información brindada anteriormente.
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











12 de julio de 2009



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador



Comisión de Acceso a la Justicia







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



	Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 



				



				



				



				







				Articulado de la Convención



				Solicitud del mecanismo técnico



				Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador



				Información brindada por las instancias judiciales







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE



“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 



Artículo 11, párrafo 1 



1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 



Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 



Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 



Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 



Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 







				El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 



En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población indígena, es importante señalar:



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.



La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 



En lo referente al abordaje de la temática indígena, se aplica la normativa internacional vinculada con el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016. En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como las costumbres y cosmovisión de las personas indígenas propias del Derecho Indígena. 



Además, la jerarquía máxima institucional constituida por Corte Plena, en acuerdos tomados en sesiones N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, Artículo II y de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, en los que estableció medidas tendientes a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño de las personas juzgadoras de todas las materias y demás personas servidoras judiciales. Lo anterior como parte de las acciones concertadas para el cumplimiento de las  Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, al aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por la Judicatura, las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información y la Escuela Judicial.



En esos acuerdos se hace alusión a la descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua, el contenido mínimo de dicha capacitación para las y los miembros del Poder Judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; las acciones de seguimiento y control, así como la verificación del impacto de la capacitación en Derecho Indígena en la materialización de las personas servidoras judiciales capacitadas.



La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.



La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.



A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 



De igual forma, se tienen buenas prácticas institucionales tales como el traslado de personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a territorios indígenas y traslado continuo de sus inquietudes con los procesos judiciales, incluyendo posibles conflictos de intereses de personas servidoras judiciales y demás personal servidor en los procesos, los pasos para abordarlos y el traslado de la información suministrada por personas usuarias indígenas al Tribunal de la Inspección Judicial, órgano competente para el régimen disciplinario.



Las personas juzgadoras y fiscalas en general debemos por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 



En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   



La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.



El Poder Judicial ha optado por la contratación o formación de jueces y juezas especializados, pero existe un desafío en lo que se refiere a personas juzgadoras especializadas en Derecho Indígena para la atención eficaz, eficiente y efectiva de los procesos vinculados con esa población; sin embargo, hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:



Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  



Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 



Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  



Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 



Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 



Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).







				Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:



Encuentros con personas indígenas quienes han manifestado disconformidades con la atención de procesos judiciales en concreto, las cuales han sido trasladas a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y al Tribunal de la Inspección Judicial institucional a efecto de que les den el seguimiento debido, facilitando así el acceso de esa población a los medios de control de la corrupción para su determinación.



Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.



La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.



La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.



De igual forma, los más altos jerarcas institucionales han emitido resoluciones reiteradas donde respaldas la aplicación de la normativa nacional e internacional vinculada con Derecho Indígena, lo cual se constituye en una guía para las personas juzgadoras al atender procesos vinculados con población indígena, con absoluto respeto del principio de independencia judicial, incidiendo al mismo tiempo en la administración de eventuales acciones de corrupción. 



Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.



Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.











				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 







“Artículo 11, párrafo 2 



2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 



Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.











				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:  



· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 



· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.











				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 







“1. Cada Estado Parte:  



 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  



· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  



-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 



-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 







	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  







-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  



-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 



-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.



				Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir:  



· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  



· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 



· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  



Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.



				Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 











“Artículo 14 



5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 



Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  



-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 



-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.



				Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 51. Disposición general 



 



La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 



· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 



Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 



En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  



 



 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 



a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



 







				



Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;







Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 



Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición







En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.



Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 



 



 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  



· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 



Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso



				Se remite a la información brindada.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54 



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54 



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN



 



“Artículo 55, párrafo 1  



1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 



(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 



(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				



Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



En este apartado se podría incluir información sobre: 



· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  



· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 



· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 



Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 







Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55



2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 



(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 



(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 



(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En este apartado se podría incluir: 



· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  



Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55  



6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 



· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 



Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 











				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



En concreto, se podrían incluir:  



· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  



Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55, párrafo 9 



9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 56 Cooperación especial  



Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN



	 



“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  



 



1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57, párrafo 2 



2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  



La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57 



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  



La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57



De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 



(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  



(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 



La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 



· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 



La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57, párrafo 5 



5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  



 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 



Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales



				Se remite a información brindada anteriormente.















				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO



				1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 







				Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:



				Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);



				Se remite a información brindada anteriormente.















				







































Otros aspectos: sírvase especificar



				3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia



				Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 







				Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen



				Se remite a información brindada anteriormente.



















Atentamente,







[bookmark: _GoBack]



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Rm: Aplicación de la resolución N° DGT-R-012-2018 sobre la Obligatoriedad General para el Uso de los Comprobantes Electrónicos para las personas indígenas

		From

		Marjorie Herrera

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Estimada doña Damaris, espero que se encuentre muy bien. 

Para su consideración y la de las personas participantes de la Subcomisión, adjunto le remito el oficio que se envió a la Dirección General de Tributación Directa. 

Cordialmente, 


----- Remitido por Marjorie Herrera/DHR con fecha 01/04/2019 12:01 p.m. ----- 

De:        Shelley Flores/DHR 
Para:        vargasdc@hacienda.go.cr 
cc:        despachomh@hacienda.go.cr, lizanosj@hacienda.go.cr, Alvaro Paniagua/DHR@DHR, Marjorie Herrera/DHR@DHR, Alvaro Sagot/DHR@DHR, Tatiana Barboza/DHR@DHR 
Fecha:        29/03/2019 09:11 a.m. 
Asunto:        Aplicación de la resolución N° DGT-R-012-2018 sobre la Obligatoriedad General para el Uso de los Comprobantes Electrónicos para las personas indígenas 


  _____  






Buenos días: 

Por instrucción de la señora Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes; le remito el oficio DH-PE-0242-2019. 

Le agradezco remitir acuse de recibido. 

Saludos cordiales. 



 
Shelley Flores Zúñiga 
Secretaria 
Dir. Protección Especial 
Tel.:  4000-8651 
Fax:  4000-8712
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La Defensoria
ssHabitantes DH-PE-242-2019.
San José, 28 de marzo de 2019,
Sefior

Carlos Vargas Duran

Director General de Tributacién
Ministerio de Hacienda

Correo: vargasdc@®hacienda.go.cr

Asunto: Aplicacion de la resolucion N° DGT-R-012-2018 sobre la Obligatoriedad General para
el Uso de los Comprobantes Electronicos para las personas indigenas.

Estimado sefior:

Reciba un cordial saludo. La Defensoria de los Habitantes tiene conocimiento de la resolucién N DGT-R-
012-2018 publicada en el Alcance Digital N® 60 a La Gaceta N° 52 del 20 de marzo de 2018, sobre la
Obligatoriedad General para el Uso de los Comprobantes Electrdnicos, sin embargo, también somos
conocedores de las preocupaciones de muchas personas indigenas por la exigencia de dichos
comprobantes pues no tienen ni los recursos (tecnoldgicos y econdmicos entre otros) ni los servicios
pUblicos minimos para cumplir con la resolucion.

La Defensoria de los Habitantes ha tenido acceso a algunas de las respuestas emitidas por su Despacho,
mediante las cuales se otorga una "prorroga indefinida” hasta tanto "/as operadoras de servicios de
telecomunicaciones ofrezcan ef servicio en su domicifio econdmico” y de seguido les advierte de las
sanciones que podrian enfrentar de no iniciar con el uso de los comprobantes electronicos cuando el
servicio se encuentre disponible. Sin embargo, ninguna de las resoluciones vistas considera las serias
limitaciones de acceso geografico (por la ausencia o las malas condiciones de la infraestructura vial, entre
otras) y la ausencia de servicios basicos como electricidad, telefonia y transporte pablico que enfrentan
muchas de las comunidades indigenas del pais. Tampoco se ha observado referencia alguna a la brecha
digital que afecta de manera particular a la gran mayoria de personas indigenas.

Teniendo presente la informacidn que la Defensoria ha recibido sobre las gestiones realizadas ante su
Despacho por varias personas indigenas, lo informado por varias lideresas indigenas del Foro de Mujeres
Indigenas, lo comunicado en la sesidn de febrero de la Subcomisién de Acceso a la Justicia para Pueblos
Indigenas del Poder Judicial y teniendo presente que esta medida administrativa resulta de dificil e
imposible observancia para las personas indigenas que viven dentro de los territorios indigenas o en
tierras de uso ancestral; de acuerdo con lo sefialado por el articulo 20 de la Ley de la Defensoria de los
Habitantes de la Repiblica, se le solicita atentamente, se sirva remitir a esta institucién un INFORME
detallado sebre lo siguiente:

1. Cuenta la Direccion General de Tributacion con datos o estudios sobre el impacto de la brecha
digital en territorios indigenas y sobre el alcance real de la cobertura de internet en estos, que
ampare la aplicacién de la resolucidn a personas indigenas.

2. De acuerdo con lo establecido en el articulo 19 de la Declaracion de las Naciones Unidas sobre
los Derechos de los Pueblos Indigenas, el articulo 6 del Convenio N° 169 sobre Pueblos Indigenas
de la Organizacién Internacional del Trabajo (OIT) y el Mecanismo General de Consuita a Pueblos
Indigenas (oficializado mediante el Decreto Ejecutivo N° 40932-MP-MJP del 6 de marzo del 2018)
y siendo que la Resolucion N© DGT-R-012-2018 es una medida administrativa que afecta
directamente a los pueblos indigenas, sirvase indicar por qué no se realizd la _consulta previa_a

los pueblos indigenas.

2015-2024 Decenio Internacional de las Personas Afrodescendientes
Tel. (506} 4000-8500 * Fax (506) 4000-8700 * A pdo. 686- 1005 San José, Cesta Rica * Correo: corvespondenciaa dhr.go.er ¢ alle 22, Ave. 7, Barrio México
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La Defensoria
«=Habitantes DH-PE-242-2019.

San José, 28 de marzo de 2019.

3. Refiérase al procedimiento y requisitos establecidos para que las personas indigenas gestionen la
“prorroga indefinida”, y a su respectivo fundamento técnico y legal. Asimismo sirvase indicar si
todos los documentos relativos a este procedimiento se encuentran traducidos a idiomas
indigenas.

4. Realizd esa Direccion un proceso de informacion y publicidad, adecuado y efectivo, que
garantizara que las personas indigenas conocieran y comprendieran la citada resolucion,
considerando ademas la disposicion del material informativo y de la misma resolucidén en los
idiomas indigenas.

La mformacmn solicitada asi como los documentos relacionados, deberan ser enviados en el plazo de
CINCO DIAS HABILES contados a pamr del dia siguiente de recibida esta comunicacion, al apartado
postal 686-1005 Bo. Meéxico, al fax numero 4000-8700 o presentados en las oficinas centrales de la
Defensoria, situadas en Bo. México, 450 metros al norte de Torre Mercedes Benz en el Paseo Coldn.

Agradeciéndole su atencion a la presente, me suscribo cordialmente,

g Catalina Crespo-Sancho, Phd e )
Defensora de los Habitantes de la Republica. /. '/ : ",

C.c. Sra. Rocio Aguilar, Ministra de Hacienda.
Archivo
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La Defensoria
ssHabitantes DH-PE-242-2019.
San José, 28 de marzo de 2019,
Sefior

Carlos Vargas Duran

Director General de Tributacién
Ministerio de Hacienda

Correo: vargasdc@®hacienda.go.cr

Asunto: Aplicacion de la resolucion N° DGT-R-012-2018 sobre la Obligatoriedad General para
el Uso de los Comprobantes Electronicos para las personas indigenas.

Estimado sefior:

Reciba un cordial saludo. La Defensoria de los Habitantes tiene conocimiento de la resolucién N DGT-R-
012-2018 publicada en el Alcance Digital N® 60 a La Gaceta N° 52 del 20 de marzo de 2018, sobre la
Obligatoriedad General para el Uso de los Comprobantes Electrdnicos, sin embargo, también somos
conocedores de las preocupaciones de muchas personas indigenas por la exigencia de dichos
comprobantes pues no tienen ni los recursos (tecnoldgicos y econdmicos entre otros) ni los servicios
pUblicos minimos para cumplir con la resolucion.

La Defensoria de los Habitantes ha tenido acceso a algunas de las respuestas emitidas por su Despacho,
mediante las cuales se otorga una "prorroga indefinida” hasta tanto "/as operadoras de servicios de
telecomunicaciones ofrezcan ef servicio en su domicifio econdmico” y de seguido les advierte de las
sanciones que podrian enfrentar de no iniciar con el uso de los comprobantes electronicos cuando el
servicio se encuentre disponible. Sin embargo, ninguna de las resoluciones vistas considera las serias
limitaciones de acceso geografico (por la ausencia o las malas condiciones de la infraestructura vial, entre
otras) y la ausencia de servicios basicos como electricidad, telefonia y transporte pablico que enfrentan
muchas de las comunidades indigenas del pais. Tampoco se ha observado referencia alguna a la brecha
digital que afecta de manera particular a la gran mayoria de personas indigenas.

Teniendo presente la informacidn que la Defensoria ha recibido sobre las gestiones realizadas ante su
Despacho por varias personas indigenas, lo informado por varias lideresas indigenas del Foro de Mujeres
Indigenas, lo comunicado en la sesidn de febrero de la Subcomisién de Acceso a la Justicia para Pueblos
Indigenas del Poder Judicial y teniendo presente que esta medida administrativa resulta de dificil e
imposible observancia para las personas indigenas que viven dentro de los territorios indigenas o en
tierras de uso ancestral; de acuerdo con lo sefialado por el articulo 20 de la Ley de la Defensoria de los
Habitantes de la Repiblica, se le solicita atentamente, se sirva remitir a esta institucién un INFORME
detallado sebre lo siguiente:

1. Cuenta la Direccion General de Tributacion con datos o estudios sobre el impacto de la brecha
digital en territorios indigenas y sobre el alcance real de la cobertura de internet en estos, que
ampare la aplicacién de la resolucidn a personas indigenas.

2. De acuerdo con lo establecido en el articulo 19 de la Declaracion de las Naciones Unidas sobre
los Derechos de los Pueblos Indigenas, el articulo 6 del Convenio N° 169 sobre Pueblos Indigenas
de la Organizacién Internacional del Trabajo (OIT) y el Mecanismo General de Consuita a Pueblos
Indigenas (oficializado mediante el Decreto Ejecutivo N° 40932-MP-MJP del 6 de marzo del 2018)
y siendo que la Resolucion N© DGT-R-012-2018 es una medida administrativa que afecta
directamente a los pueblos indigenas, sirvase indicar por qué no se realizd la _consulta previa_a

los pueblos indigenas.
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San José, 28 de marzo de 2019.

3. Refiérase al procedimiento y requisitos establecidos para que las personas indigenas gestionen la
“prorroga indefinida”, y a su respectivo fundamento técnico y legal. Asimismo sirvase indicar si
todos los documentos relativos a este procedimiento se encuentran traducidos a idiomas
indigenas.

4. Realizd esa Direccion un proceso de informacion y publicidad, adecuado y efectivo, que
garantizara que las personas indigenas conocieran y comprendieran la citada resolucion,
considerando ademas la disposicion del material informativo y de la misma resolucidén en los
idiomas indigenas.

La mformacmn solicitada asi como los documentos relacionados, deberan ser enviados en el plazo de
CINCO DIAS HABILES contados a pamr del dia siguiente de recibida esta comunicacion, al apartado
postal 686-1005 Bo. Meéxico, al fax numero 4000-8700 o presentados en las oficinas centrales de la
Defensoria, situadas en Bo. México, 450 metros al norte de Torre Mercedes Benz en el Paseo Coldn.

Agradeciéndole su atencion a la presente, me suscribo cordialmente,

g Catalina Crespo-Sancho, Phd e )
Defensora de los Habitantes de la Republica. /. '/ : ",

C.c. Sra. Rocio Aguilar, Ministra de Hacienda.
Archivo
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RV  Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acci�n) .msg
RV: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Manuel Hidalgo Flores; Sandra Pizarro Gutiérrez; cescotofer@gmail.com; Yorleny Ferreto Solano; Erick Alfaro Romero; Ericka Chavarría Astorga; Carlos Romero Rivera; Ariana Céspedes López; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Jean Carlo Monge Madrigal; Ilse Valeria Varas Rojas; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marjorie Herrera; Marcos Guevara Berger; Vanessa Villalobos Montero; Wilbert Kidd Alvarado

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; geyner.blanco@presidencia.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 02:23 p.m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 



 



Estimado don Jorge:



 



Reciba un atento saludo. En relación con su comunicado le consulto si quedaría sin efecto la reunión que habíamos programado para la primera semana de agosto a fin de atender este tema, según comunicado que le adjunto.



 



De ser así, será un honor poder atenderle en la siguiente sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, programada para el 5 de agosto a las 13:30 horas en la Sala Quirós Quarón del edificio del OIJ. Si le parece podríamos incluir este tema de primero en la agenda, considerando su trascendencia.



 



Socializaré la propuesta con anticipación a las personas integrantes para su análisis.



 



Saludos cordiales y muchas gracias por su apoyo,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 11:43 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 



 



Estimada doña Damaris .



 



Reciba un cordial saludo.



 



Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 



 



Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 



 



Quedo a la espera de su valiosa respuesta



 



Me despido deseándole un excelente día  y quedando siempre a total disposición para colaborar en lo que estime pertinente. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 







 



 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



Estimada doña Damaris



 



Reciba un cordial saludo,



 



Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.



 



Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 







 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



 



 



 



 



 



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19



 



 



San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO II



 



Documento N° 5484, 7317-19



 



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“(…)



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”



 



- 0 –



 



La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



 



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.



 



- 0 -



 



            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial



            Escuela Judicial



            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



 





smime.p7m

Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 02:23 p.m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 





 



Estimado don Jorge:



 



Reciba un atento saludo. En relación con su comunicado le consulto si quedaría sin efecto la reunión que habíamos programado para la primera semana de agosto a fin de atender este tema, según comunicado que le adjunto.



 



De ser así, será un honor poder atenderle en la siguiente sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, programada para el 5 de agosto a las 13:30 horas en la Sala Quirós Quarón del edificio del OIJ. Si le parece podríamos incluir este tema de primero en la agenda, considerando su trascendencia.



 



Socializaré la propuesta con anticipación a las personas integrantes para su análisis.



 



Saludos cordiales y muchas gracias por su apoyo,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 




 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 11:43 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 





 



Estimada doña Damaris .



 



Reciba un cordial saludo.



 



Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 



 



Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 



 



Quedo a la espera de su valiosa respuesta



 



Me despido deseándole un excelente día  y quedando siempre a total disposición para colaborar en lo que estime pertinente. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 



[image: firm]




 



 




De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



Estimada doña Damaris



 



Reciba un cordial saludo,



 



Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.



 



Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 



[image: firm]



 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19





 



 



 



 



 



 




 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19





 



 



San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO II



 



Documento N° 5484, 7317-19



 



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“(…)



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



 



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial



            Escuela Judicial



            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



 










Asesor e Y Predencia
Tl (506) 2295-3500
[moralesr@poderudicial. go.cr

i JPODER OUSe. SJerge Me'ales Ramivey,
























Estimado don Jorge:


No me es posible la siguiente semana. Le consulto su disponibilidad para la primera semana de agosto.











Descarga Outlook para iOS








De: Jorge David Morales Ramírez


Enviado: Friday, July 5, 2019 2:17:58 PM


Para: Damaris Vargas Vásquez


Cc: Irving Vargas Rodríguez; Despacho de la Presidencia de la Corte


Asunto: RV: Oficio N° 6418-19

 









Estimada doña Damaris






 






Reciba un cordial saludo,






 






Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de

 acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para

 dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.






 






Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.






 






Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación.








 






Atentamente,








Jorge Morales Ramírez
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De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada




Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.


Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>


CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>;

 Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>;

 Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana

 Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección

 Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>


Asunto: Oficio N° 6418-19












 








 








San José, 26 de junio de 2019








N° 6418-19








Al contestar refiérase a este # de oficio






 






Señora






Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora








Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas






 






Estimada señora:






 






Muy respetuosamente,

 le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada

el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:






 






“ARTÍCULO II






 






Documento N° 5484, 7317-19






 






En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo

 cuya parte dispositiva literalmente dice:






“(…)






 








Se acordó: Tener por hecha

 la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares

 N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación

 Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la

 Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:






 








“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de

 los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó:

Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19

 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:








1. Concertar con las personas

 indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya

 se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible,

 realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten

 esta labor.








2. Identificar y analizar

 los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros);

 el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional

 aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean

 parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.








3. Documentar, mantener actualizados

 y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución

 en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.








4. Establecer un sistema

 de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en

 los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.








5. Incluir en las estadísticas

 institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.








6. Con absoluto respeto al

 principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de

 barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas

 y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones

 administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos

 o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una

 protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario,

 valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales

 establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.








7. Con absoluto respeto al

 principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación,

 promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida,

 sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre








8. Realizar encuentros entre

 el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan

 el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que

 ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia








9. Realizar encuentros entre

 representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales

 sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material

 y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación

 Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.








10. Verificar que en los

 contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:








Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones

 indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración

 Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;








Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,








Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras








Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.








e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas

 indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.








11. Establecer un modelo

 de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos

 propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación

 se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.








12. Gestionar ante el Consejo

 Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente

 quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.








13. Llevar un control de

 las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con

 el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.








14. Valorar la posibilidad

 de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente

 las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.








15. Instar al Instituto de

 Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe

 y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.








16. Analizar opciones para

 brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.








17. Realizar sesiones periódicas

 en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.








18. Actualizar el convenio

 interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales,

 con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.








19. Diseñar una Política

 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que

 contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.








20. Diseñar una Política

 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que

 contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.








21. Participar como parte

 del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.








En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades

 propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de

 Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”






 






Atentamente,








 






 








Licda. Silvia Navarro Romanini








Secretaria General










Corte Suprema de Justicia






                                                                      








c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia






            Ministerio Público






            Defensa Pública






            Dirección General del

Organismo de Investigación Judicial






           

Escuela Judicial






           

Dirección de Gestión Humana






            Dirección de Planificación






            Dirección Ejecutiva






            Dirección de Tecnología de la Información






Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)






Claudio
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17 de julio de 2019.



 



 



Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:



 



 



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



 



 



 



En relación con ocasión, les informo:



 



1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



 



2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 



 



 



4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



 



 



5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.



 



6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.



 



7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.



 



De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.



 



 



8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.



 



9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.



 



10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



Se toma nota.-



 



 



 



De ustedes, atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial
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Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:



 



 



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



 



 



 



En relación con ocasión, les informo:



 



1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



 



2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 



 



 



4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



 



 



5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.



 



6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.



 



7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.



 



De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.



 



 



8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.



 



9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.



 



10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



Se toma nota.-



 



 



 



De ustedes, atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial
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Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur















Estimados Señores y Señoras:







	Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:











Jueves 27 de junio de 2019







1. Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



1. Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores







El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.







El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.







Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:







1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



1. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



1. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



1. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



1. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



1. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.







Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



1. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



1. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



1. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



1. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



1. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



1. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



1. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.































En relación con ocasión, les informo:







1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.







En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.







2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.











En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.







La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 











4. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 











5. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.







Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.







6. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.







El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.







7. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.







De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.











8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.







De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.







9. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.







En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.







10. Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.







Se toma nota.-















De ustedes, atentamente,















Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial













Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 21 de junio de 2019.

Senores y Senoras

Consejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.

Consejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kicha.

Recuperador@s Bribris de Salitre.

Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacion Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngiabe de Conte
Burica.

Asociacion de Productores de Finca 10

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina

Cootraosa

Voces Nuestras

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Pablicos
(ADUSP).

Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia

SOJUPANO de Palmar de Osa

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas

Ditso

Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Sefnores y Senoras:

Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a
efecto de dar contestacion al documento titulado “Pronunciamiento ptblico
por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”
fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con
representantes de organizaciones de personas indigenas en las instalaciones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega
del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio
Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condicion de
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos
suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.









Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la
siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigacion
del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 dias hdbiles de la
fecha de esta misiva.

Segun informacion recibida por la Fiscalia Indigena, actualizada a este dia,
en cuanto a la investigacion del homicidio del senor Sergio Rojas Ortiz, esta
se mantiene en investigacion por un equipo de funcionarios y funcionarias
especializadas tanto a nivel de Ministerio Publico como policia judicial, no
obstante, de conformidad como el articulo 295 del Codigo Procesal Penal, la
etapa de investigacion no es publica, por lo que no es posible publicitar cada
una de las actuaciones que se estan llevando acabo, ya que se estaria no
solo actuando contrario a la ley sino que pondria en riesgo los fines de la
investigacion.

2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los
responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigacion a cargo del Ministerio Publico, es determinar
la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las
autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con
independencia e imparcialidad.

3. Que se realice una investigacion de todo el personal judicial del cantén
de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos
originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones
administrativas o judiciales.

En 2018 se realizoé un encuentro entre las personas indigenas y servidoras
judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledon, organizado por la Defensoria
de los Habitantes de la Republicas, la Comision de Acceso a la Justicia y la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas. En esa
oportunidad se hizo entrega integra del pliego de quejas de las personas
indigenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se
senalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados
judiciales a cargo de su tramitacion y resolucion.

La Inspeccion Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para
el régimen disciplinario. De ahi, la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la









Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Inspeccion Judicial con el objetivo de que procediera con el tramite
respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indigenas en el
Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las
autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a
realizar los tramites e investigaciones de rigor.

4. Que se realice una investigacion sobre el actuar del Juez del Juzgado
Ciuvil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos
Cespedes Mora en relacién a los casos agrarios que involucre a pueblos
originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su
relacion de parentesco con el terrateniente no indigena Luis Chinchilla,
quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indigenas a la Subcomision de
Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron
trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones
de rigor.

5. Que la Inspecciéon Judicial dé respuesta en el plazo de un mes habil a
los documentos que le transfirié la Subcomisiéon de Acceso a la Justicia
para los Pueblos Indigenas del Poder Judicial; entregados por
organizaciones de estos pueblos a la Subcomisiéon citada el 24 de
agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspeccion Judicial
para lo de su cargo.

6. Que se establezca un fondo econémico para sufragar los gastos en que
incurren los pueblos indigenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno
a las personas indigenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas
defensoras publicas especializadas en Derecho Indigena y en la materia
competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe
asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos
judiciales en los que las personas indigenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo
alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los
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procesos en que participe una persona indigena que requiera esta asistencia
y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres
indigenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas
traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual
se dispone de una lista oficial, respetandose las costumbres y las normas
culturales de las personas indigenas; no obstante, éstas pueden nombrar
una persona intérprete de su confianza.

En relacion con los peritajes culturales, de acuerdo al articulo 7 de la Ley
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica, las
universidades estatales deben dar colaboracion especializada y gratuita al
Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idoneas que puedan
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las
universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los
costos de esa colaboracion.

Asi mismo, en sesion 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial,
celebrada el 12 de noviembre de 2009, Articulo XLVII (Circular N° 10-09), se
dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas
institucionales se contemplara un rubro para brindar ayuda econémica a
las personas usuarias indigenas que la requieran, para cubrir algunos
gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viaticos

para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in
situ”.

7. Aplicar programas de formaciéon en derechos humanos y derechos
indigenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios anos para la formacion
en Derecho Indigena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas, se
trabaja en el desarrollo de una capacitacion virtual y otras capacitaciones
presenciales o bimodales que garanticen la capacitacion permanente del
personal judicial, para lo cual la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas solicito al Consejo Superior disponga a la Escuela
Judicial el diseno del Programa Anual Permanente de capacitaciones
obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen
conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio
publico de calidad a las personas indigenas involucradas en los procesos
judiciales. Para ello, se esta llevando un registro de las capacitaciones y de
las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestion que
se realice y se garantice la actualizacion.
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La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia,
Comision de Acceso a la Justicia, Subcomision de Acceso a la Justicia,
Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso
de capacitacion denominado “Médulo diddctico para la promocién de los
derechos humanos de los pueblos indigenas: aplicacién de normativa
nacional e internacional”.

Esa capacitacion fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial.
Se realizo los dias 17, 24 y 31 de mayo, 7y 21 de junio de 2019, en Buenos
Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de
Buenos Aires de Puntarenas.

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Pueblos Indigenas, Ministerio de la Presidencia de la Republica,
Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoria de los
Habitantes de la Republica, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de
Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y
funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales
vinculados con personas indigenas de la Judicatura, Defensa Publica,
Fiscalia General, Defensa Publica, Organismo de Investigacion Judicial y
Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona
Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal,
Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, asi como personas
letradas y magistradas de las Salas de Casacion. De igual forma se otorgaron
espacios de capacitacion para personas quienes laboran en el Ministerio de
Seguridad Publica.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

Defensa de los Derechos de los Pueblos Indigenas

Género y Mujer Indigena

Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del

proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos

indigenas

v Intervencion de la Seccién de Trabajo Social con poblacién indigena en
materia de Familia, Penal; Personas Victimas, Penal, Personas
imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones
Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la politica de
accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta poblacion.

v' Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indigena.

v’ Peritajes, normativa nacional e internacional.

AN
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Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ambito internacional.

Plan de Recuperacion de Tierras Indigenas del INDER

Politica Nacional Indigena

Proceso de Consulta a Personas Indigenas

Plan de transformacién de la Comision Nacional de Asuntos Indigenas
Incidencia del pluralismo juridico y los sistemas juridicos indigenas en
las politicas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos
indigenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

AN N NN

En lo que respecta a los programas de formacion, es importante destacar
que el Ministerio Publico cuenta con el modulo de Especializacion en
materia indigena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa
poblacion, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las
constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando
desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomision de Acceso a la Justicia desde inicio de ano
coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el
desarrollo del Plan de Capacitacion Anual que establece la Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica y se ha declarado
“obligatoria” dicha capacitacion, implementandose ademas el seguimiento
de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de
competencias de las personas servidoras judiciales y la materializacion de
los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los tramites
respectivos.

8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participacion,
documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales
de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia
pronta y cumplida.

El derecho de las personas indigenas para participar activamente por medio
de la presentacion de documentos, actuacion como testigos o testigas, o las
sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indigenas esta
consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia
reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los
convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a
los derechos de las personas indigenas, con supraconstitucionales, de
manera tal que estan por encima de la Constitucion Politica en tanto
otorguen mas derechos de los ahi consagrados.
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En relacion con lo anterior, el Consejo Superior en sesion N° 77-08 de 14 de
octubre de 2008, Articulo XLI, aprobo las “Reglas Practicas para facilitar el
acceso a la justicia de los pueblos indigenas”, las cuales consisten en:

a.

b.

Las autoridades judiciales promoveran la realizacion de diligencias in
situ, en aquellos lugares donde existan territorios indigenas

Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se
contemplara un rubro para brindar ayuda econoémica a las personas
usuarias indigenas que la requieran (Consejo Superior Sesion N! 104-
09 de 17/11/2009, Articulo XLVII)

Dar prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a
los despachos

Fijar los senalamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
Establecer canales de comunicacion y coordinacion necesarios para
hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la
brevedad posible e informar a la Comision de Acceso a la Justicia las
limitaciones

Aplicar directrices de no revictimizacion de las personas indigenas,
especialmente mujeres, ninas, ninos y adolescentes

La Contraloria de Servicios es responsable de velar porque se cumplan
las recomendaciones propuestas

. Incorporacion de personas indigenas a los procesos de ensefianza

secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion
de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

Respeto a la diversidad cultural: obligacion de peritaje
antropologico/cultural.

Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la
identificacion y contrataciéon de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, corresponde
al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras
y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa funcion,
tal y como se senalo anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena —

jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesion celebrada el N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, tomo el acuerdo que literalmente dice: “Se
acordd: Tener por hecha la exposicion de la master Damaris Vargas Vasquez sobre el
Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del
Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasién del cumplimiento de
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las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comision
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de
accion para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccidn Ejecutiva,
Tecnologia de la Informacion, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional...” Los ejes de
accion aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indigenas beneficiarias de las
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los
miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron
lugar a tales medidas para evitar su repeticién. Lo anterior, con el objetivo
de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y
dialogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de
trabajo en los territorios indigenas involucrados, con la colaboracion de
personas traductoras que faciliten la comunicacién efectiva vy
transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas
institucionales quienes ejecuten esta labor.

2. ldentificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro
de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la poblacién
indigena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto
posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran,
y decidir las acciones que se tomaran para administrarlos a fin de
continuar con la adopcion de las medidas necesarias para ubicarse por lo
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Ademas, establecer
los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por
ejecutar en relacién con la tramitacién y resolucion de los procesos
judiciales en los que sean parte pueblos indigenas, priorizando aquellos
en los que sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre.

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las
politicas, normas y procedimientos de control que garanticen el
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevencion
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados
por la institucion en el desempefio de sus funciones vinculadas con los
procesos judiciales en los que intervengan personas indigenas,
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre.

4. Establecer un sistema de informacion que permita tener una
gestion documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el
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fin de prevenir cualquier desvio en los objetivos trazados en relacion con
la tramitacion y resolucion de los procesos judiciales vinculados en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre.

5. Incluir en las estadisticas institucionales indicadores que
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas
indigenas, incorporando ademas informacion relativa a los pueblos
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de
decisiones.

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial,
emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las
que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia
de los pueblos indigenas, la no discriminacién y eliminacion de barreras,
a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan
comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales
iniciados, facilitdndoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a los pueblos indigenas y tribales a asistencia
técnica y legal en relacion con su derecho a la propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se encontrasen en una situacion de vulnerabilidad
que les impediria conseguirla, y iii) facilitar el acceso fisico a las
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indigenas
y tribales, asi como facilitar la participacion de los pueblos en el
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra
indole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados,
ya sea debido a las distancias o a las vias de acceso a dichas instituciones,
0 a los altos costos en virtud de los procedimientos. Ademas, el
otorgamiento de una proteccidon efectiva que tome en cuenta las
particularidades propias que los diferencian de la poblacién en general y
que conforman su identidad cultural, sus caracteristicas econdmicas y
sociales, su posible situacion de vulnerabilidad, su derecho
consuetudinario, valores, usos y costumbres, asi como su especial relacion
con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decision de
controversias en materia indigena, los cuales se encuentren en armonia
con los derechos humanos, segun los estandares internacionales
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso
Pueblos Kalifia y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre
de 2015y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica.

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer
politicas y préacticas de gestion de recursos humanos apropiadas,
principalmente en cuanto a contratacion, vinculacién, entrenamiento,
evaluacion, promocion y acciones disciplinarias; todo de conformidad con
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el ordenamiento juridico y técnico aplicable, en lo relacionado con la
aplicacion del Derecho Indigena, con el objetivo de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una justicia pronta, cumplida, sin denegacion y
accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre

8. Realizar encuentros entre el pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloria de Servicios,
Comision de Acceso a la Justicia y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de los Pueblos Indigenas, a efecto de que estas Ultimas les expongan el
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes &mbitos. En forma
previa a su ejecucion se concertard con las personas indigenas la
identificacion de los contenidos minimos de los aspectos sobre los cuales
desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para
el acceso a la justicia

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con
competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa
poblacion, a efecto de que las personas indigenas capaciten a las y los
servidores judiciales sobre la historia, cosmovision, costumbres, formas de
tenencia y de transmision de la tierra, entre otros datos de interés, que
incidan en la solucion de los conflictos indigenas; priorizandose a quienes
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial
para conocer de procesos vinculados con personas indigenas de Buenos
Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales, defensoras publicas, fiscalas, personal
administrativo, del Organismo de Investigacion Judicial, entre otros.
Iniciar el proceso de capacitacion con personas servidoras judiciales de
las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas
las instancias; y luego se continuara con las demas.

10. Verificar que en los contenidos de los disefios de las
capacitaciones en Derecho Indigena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las
personas indigenas, entre ellos, el Convenio relativo a la proteccion e
integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y
semitribales en los paises 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaracién de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indigenas 2007,
Declaracion Americana sobre Derechos de los Pueblos Indigenas OEA
2016;

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos vinculada con pueblos Indigenas incluyendo la Opinion
Consultiva 23-2017,
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c.  Constitucion Politica, Ley Indigena, Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos Indigenas, entre otras

d. Jurisprudencia de las Salas de Casacion y de la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas
personas indigenas; ademads, los alcances y distincion entre el sistema
monista y el pluralismo juridico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir
el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su
concrecion en las resoluciones —incluyendo las sentencias- que emitan en
los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio
de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta
judicial, entre otros. Al respecto, la Institucion tiene experiencia pues para
tal seguimiento del impacto de la capacitacion se disefié el Manual para
realizar las evaluaciones de resultados de la capacitacion judicial en el
desempefio laboral por parte de la Escuela Judicial.

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para declarar obligatoria la participacion de las
personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho
Indigena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, especialmente quienes tengan competencia material y
territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo
indigena Teribe y Bribri de Salitre.

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas
y un seguimiento para medir el impacto en su gestion, y valorar su
inclusién en los indicadores de evaluacion de desempefio y los procesos de
reclutamiento, ya sea para nombramientos 0 ascensos en puestos
vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas
indigenas.

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos
interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder Legislativo, asi como las Universidades estatales,
a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas
indigenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de
la CIDH, esten previamente coordinadas y sean consultadas a las personas
indigenas.

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de
Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas
juzgadoras, defensoras publicas y fiscalas con competencia para conocer
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procesos en los que intervengan personas indigenas del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de
Recuperacion de Tierras Indigenas y sistemas catastrales y registrales
vinculados.

16. Analizar opciones para brindar proteccion y seguridad a las
personas indigenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus
territorios y acordes a sus costumbres.

17. Realizar sesiones periddicas en las que se informe a miembros
del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.

18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial
y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad
de Derecho y la Escuela de Antropologia para fortalecer el programa de
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que podrian ofrecer insumos importantes en los
peritajes culturales.

19. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

20. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se
realicen entre las personas indigenas beneficiarias de las medidas y otras
instituciones del Estado.”

Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una
coordinacion y comunicacion permanente con las instituciones del Estado
y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de accion la
atencion de la poblacion indigena, con el fin de mantener una atencion
integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos
en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, asi
como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Se cumple asi con el plazo razonable conferido para dar respuesta a
estos requerimientos y se esta en la mayor disposicion de concertar espacios
de dialogo con las personas indigenas y sus representantes.

De ustedes atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS

VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIX




ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.





HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.




Documento N° 5484-19 y 6338-19



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:




“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 




En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  




Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:




“(…)




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.




Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.




Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.




Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.




Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.




En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.




Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.




Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.




Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.




Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.




La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.




Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.




De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.




En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.




Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.




Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.




Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.




El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.




De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.




¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.




Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.




Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.




Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.




Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.




Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.




Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.




No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.




También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.




También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.




Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.




Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.




Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.





De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.




La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.




De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 




Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.




SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.




Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.




En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 




Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.





Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.





Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.





Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.





Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.





Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 




SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE




Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.




Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.




La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.




Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.




Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.




El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.




Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.




En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.




Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.




Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.




De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.




No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.




Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.




Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.




Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.




Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.




Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.




Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.




Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.




Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".




Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.




Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".




Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.




En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.




Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.




Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 




De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 




Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.




Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.




Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.




El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.




Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.




Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.




La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.




Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.




Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.




Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.




El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
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Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
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San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO II



Documento N° 5484, 7317-19



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”




- 0 –



La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.




- 0 -




Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




Escuela Judicial




Dirección de Gestión Humana




Dirección de Planificación




Dirección Ejecutiva




Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José




1




























image31.wmf
AMPLIACION DE  INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR.msg


RV  AMPLIACION DE INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR.MSG
RV: AMPLIACION DE INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Manuel Hidalgo Flores; Sandra Pizarro Gutiérrez; cescotofer@gmail.com; Yorleny Ferreto Solano; Erick Alfaro Romero; Ericka Chavarría Astorga; Carlos Romero Rivera; Ariana Céspedes López; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Jean Carlo Monge Madrigal; Ilse Valeria Varas Rojas; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marjorie Herrera; Marcos Guevara Berger; Vanessa Villalobos Montero; Wilbert Kidd Alvarado

		Cc

		Yorleny Ferreto Solano

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; geyner.blanco@presidencia.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr







Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:09 p.m.
Para: felipeculturabribri@gmail.com; consejomayores.iriria@gmail.com; roberthmv1974@gmail.com; tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Inspección Judicial - Quejas <inspjud-quejas@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalia General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Organismo de Investigación Judicial <oij@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: AMPLIACION DE INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR



 



17 de julio de 2019.



 



 



Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:



 



 



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



 



 



 



En relación con ocasión, les informo:



 



1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



 



2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 



 



 



4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



 



 



5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.



 



6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.



 



7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.



 



De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.



 



 



8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.



 



9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.



 



10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



Se toma nota.-



 



 



 



De ustedes, atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial
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[image: ]Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:09 p.m.
Para: felipeculturabribri@gmail.com; consejomayores.iriria@gmail.com; roberthmv1974@gmail.com; tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Inspección Judicial - Quejas <inspjud-quejas@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalia General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Organismo de Investigación Judicial <oij@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: AMPLIACION DE INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR





 



17 de julio de 2019.



 



 



Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur



 



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:



 



 



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



 



 



 



En relación con ocasión, les informo:



 



1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



 



2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



 



 



En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



 



La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 



 



 



4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



 



 



5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



 



Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.



 



6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



 



El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.



 



7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.



 



De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.



 



 



8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



 



De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.



 



9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



 



En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.



 



10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



Se toma nota.-



 



 



 



De ustedes, atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial
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Señores y Señoras



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina



Cootraosa



Voces Nuestras



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia



SOJUPANO de Palmar de Osa



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)



SERBUSUR de Finca Puntarenas



Ditsö



Coordinadora de Lucha Sur Sur















Estimados Señores y Señoras:







	Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:











Jueves 27 de junio de 2019







1. Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



1. Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores







El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.







El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.







Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:







1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



1. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.



1. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



1. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



1. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



1. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.







Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



1. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



1. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



1. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



1. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



1. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



1. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



1. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.































En relación con ocasión, les informo:







1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.







En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.







2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.











En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.



3. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.







La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 











4. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 











5. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.







Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.







6. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.







El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.







7. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.







De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.











8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.







De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.







9. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.







En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.







10. Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.







Se toma nota.-















De ustedes, atentamente,















Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Subcomisión de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Inspección Judicial del Poder Judicial



Fiscalía General de la República



Organismo de Investigación Judicial



Defensa Pública



Escuela Judicial













Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 21 de junio de 2019.

Senores y Senoras

Consejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.

Consejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kicha.

Recuperador@s Bribris de Salitre.

Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacion Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngiabe de Conte
Burica.

Asociacion de Productores de Finca 10

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina

Cootraosa

Voces Nuestras

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Pablicos
(ADUSP).

Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia

SOJUPANO de Palmar de Osa

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas

Ditso

Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Sefnores y Senoras:

Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a
efecto de dar contestacion al documento titulado “Pronunciamiento ptblico
por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”
fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con
representantes de organizaciones de personas indigenas en las instalaciones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega
del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio
Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condicion de
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos
suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.









Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la
siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigacion
del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 dias hdbiles de la
fecha de esta misiva.

Segun informacion recibida por la Fiscalia Indigena, actualizada a este dia,
en cuanto a la investigacion del homicidio del senor Sergio Rojas Ortiz, esta
se mantiene en investigacion por un equipo de funcionarios y funcionarias
especializadas tanto a nivel de Ministerio Publico como policia judicial, no
obstante, de conformidad como el articulo 295 del Codigo Procesal Penal, la
etapa de investigacion no es publica, por lo que no es posible publicitar cada
una de las actuaciones que se estan llevando acabo, ya que se estaria no
solo actuando contrario a la ley sino que pondria en riesgo los fines de la
investigacion.

2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los
responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigacion a cargo del Ministerio Publico, es determinar
la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las
autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con
independencia e imparcialidad.

3. Que se realice una investigacion de todo el personal judicial del cantén
de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos
originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones
administrativas o judiciales.

En 2018 se realizoé un encuentro entre las personas indigenas y servidoras
judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledon, organizado por la Defensoria
de los Habitantes de la Republicas, la Comision de Acceso a la Justicia y la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas. En esa
oportunidad se hizo entrega integra del pliego de quejas de las personas
indigenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se
senalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados
judiciales a cargo de su tramitacion y resolucion.

La Inspeccion Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para
el régimen disciplinario. De ahi, la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la









Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Inspeccion Judicial con el objetivo de que procediera con el tramite
respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indigenas en el
Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las
autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a
realizar los tramites e investigaciones de rigor.

4. Que se realice una investigacion sobre el actuar del Juez del Juzgado
Ciuvil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos
Cespedes Mora en relacién a los casos agrarios que involucre a pueblos
originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su
relacion de parentesco con el terrateniente no indigena Luis Chinchilla,
quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indigenas a la Subcomision de
Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron
trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones
de rigor.

5. Que la Inspecciéon Judicial dé respuesta en el plazo de un mes habil a
los documentos que le transfirié la Subcomisiéon de Acceso a la Justicia
para los Pueblos Indigenas del Poder Judicial; entregados por
organizaciones de estos pueblos a la Subcomisiéon citada el 24 de
agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspeccion Judicial
para lo de su cargo.

6. Que se establezca un fondo econémico para sufragar los gastos en que
incurren los pueblos indigenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno
a las personas indigenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas
defensoras publicas especializadas en Derecho Indigena y en la materia
competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe
asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos
judiciales en los que las personas indigenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo
alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los
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procesos en que participe una persona indigena que requiera esta asistencia
y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres
indigenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas
traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual
se dispone de una lista oficial, respetandose las costumbres y las normas
culturales de las personas indigenas; no obstante, éstas pueden nombrar
una persona intérprete de su confianza.

En relacion con los peritajes culturales, de acuerdo al articulo 7 de la Ley
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica, las
universidades estatales deben dar colaboracion especializada y gratuita al
Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idoneas que puedan
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las
universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los
costos de esa colaboracion.

Asi mismo, en sesion 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial,
celebrada el 12 de noviembre de 2009, Articulo XLVII (Circular N° 10-09), se
dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas
institucionales se contemplara un rubro para brindar ayuda econémica a
las personas usuarias indigenas que la requieran, para cubrir algunos
gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viaticos

para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in
situ”.

7. Aplicar programas de formaciéon en derechos humanos y derechos
indigenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios anos para la formacion
en Derecho Indigena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas, se
trabaja en el desarrollo de una capacitacion virtual y otras capacitaciones
presenciales o bimodales que garanticen la capacitacion permanente del
personal judicial, para lo cual la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas solicito al Consejo Superior disponga a la Escuela
Judicial el diseno del Programa Anual Permanente de capacitaciones
obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen
conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio
publico de calidad a las personas indigenas involucradas en los procesos
judiciales. Para ello, se esta llevando un registro de las capacitaciones y de
las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestion que
se realice y se garantice la actualizacion.
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La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia,
Comision de Acceso a la Justicia, Subcomision de Acceso a la Justicia,
Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso
de capacitacion denominado “Médulo diddctico para la promocién de los
derechos humanos de los pueblos indigenas: aplicacién de normativa
nacional e internacional”.

Esa capacitacion fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial.
Se realizo los dias 17, 24 y 31 de mayo, 7y 21 de junio de 2019, en Buenos
Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de
Buenos Aires de Puntarenas.

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Pueblos Indigenas, Ministerio de la Presidencia de la Republica,
Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoria de los
Habitantes de la Republica, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de
Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y
funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales
vinculados con personas indigenas de la Judicatura, Defensa Publica,
Fiscalia General, Defensa Publica, Organismo de Investigacion Judicial y
Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona
Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal,
Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, asi como personas
letradas y magistradas de las Salas de Casacion. De igual forma se otorgaron
espacios de capacitacion para personas quienes laboran en el Ministerio de
Seguridad Publica.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

Defensa de los Derechos de los Pueblos Indigenas

Género y Mujer Indigena

Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del

proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos

indigenas

v Intervencion de la Seccién de Trabajo Social con poblacién indigena en
materia de Familia, Penal; Personas Victimas, Penal, Personas
imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones
Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la politica de
accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta poblacion.

v' Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indigena.

v’ Peritajes, normativa nacional e internacional.

AN
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Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ambito internacional.

Plan de Recuperacion de Tierras Indigenas del INDER

Politica Nacional Indigena

Proceso de Consulta a Personas Indigenas

Plan de transformacién de la Comision Nacional de Asuntos Indigenas
Incidencia del pluralismo juridico y los sistemas juridicos indigenas en
las politicas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos
indigenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

AN N NN

En lo que respecta a los programas de formacion, es importante destacar
que el Ministerio Publico cuenta con el modulo de Especializacion en
materia indigena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa
poblacion, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las
constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando
desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomision de Acceso a la Justicia desde inicio de ano
coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el
desarrollo del Plan de Capacitacion Anual que establece la Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica y se ha declarado
“obligatoria” dicha capacitacion, implementandose ademas el seguimiento
de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de
competencias de las personas servidoras judiciales y la materializacion de
los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los tramites
respectivos.

8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participacion,
documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales
de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia
pronta y cumplida.

El derecho de las personas indigenas para participar activamente por medio
de la presentacion de documentos, actuacion como testigos o testigas, o las
sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indigenas esta
consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia
reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los
convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a
los derechos de las personas indigenas, con supraconstitucionales, de
manera tal que estan por encima de la Constitucion Politica en tanto
otorguen mas derechos de los ahi consagrados.
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En relacion con lo anterior, el Consejo Superior en sesion N° 77-08 de 14 de
octubre de 2008, Articulo XLI, aprobo las “Reglas Practicas para facilitar el
acceso a la justicia de los pueblos indigenas”, las cuales consisten en:

a.

b.

Las autoridades judiciales promoveran la realizacion de diligencias in
situ, en aquellos lugares donde existan territorios indigenas

Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se
contemplara un rubro para brindar ayuda econoémica a las personas
usuarias indigenas que la requieran (Consejo Superior Sesion N! 104-
09 de 17/11/2009, Articulo XLVII)

Dar prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a
los despachos

Fijar los senalamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
Establecer canales de comunicacion y coordinacion necesarios para
hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la
brevedad posible e informar a la Comision de Acceso a la Justicia las
limitaciones

Aplicar directrices de no revictimizacion de las personas indigenas,
especialmente mujeres, ninas, ninos y adolescentes

La Contraloria de Servicios es responsable de velar porque se cumplan
las recomendaciones propuestas

. Incorporacion de personas indigenas a los procesos de ensefianza

secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion
de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

Respeto a la diversidad cultural: obligacion de peritaje
antropologico/cultural.

Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la
identificacion y contrataciéon de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, corresponde
al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras
y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa funcion,
tal y como se senalo anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena —

jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesion celebrada el N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, tomo el acuerdo que literalmente dice: “Se
acordd: Tener por hecha la exposicion de la master Damaris Vargas Vasquez sobre el
Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del
Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasién del cumplimiento de
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las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comision
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de
accion para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccidn Ejecutiva,
Tecnologia de la Informacion, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional...” Los ejes de
accion aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indigenas beneficiarias de las
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los
miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron
lugar a tales medidas para evitar su repeticién. Lo anterior, con el objetivo
de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y
dialogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de
trabajo en los territorios indigenas involucrados, con la colaboracion de
personas traductoras que faciliten la comunicacién efectiva vy
transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas
institucionales quienes ejecuten esta labor.

2. ldentificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro
de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la poblacién
indigena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto
posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran,
y decidir las acciones que se tomaran para administrarlos a fin de
continuar con la adopcion de las medidas necesarias para ubicarse por lo
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Ademas, establecer
los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por
ejecutar en relacién con la tramitacién y resolucion de los procesos
judiciales en los que sean parte pueblos indigenas, priorizando aquellos
en los que sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre.

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las
politicas, normas y procedimientos de control que garanticen el
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevencion
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados
por la institucion en el desempefio de sus funciones vinculadas con los
procesos judiciales en los que intervengan personas indigenas,
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre.

4. Establecer un sistema de informacion que permita tener una
gestion documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el
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fin de prevenir cualquier desvio en los objetivos trazados en relacion con
la tramitacion y resolucion de los procesos judiciales vinculados en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre.

5. Incluir en las estadisticas institucionales indicadores que
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas
indigenas, incorporando ademas informacion relativa a los pueblos
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de
decisiones.

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial,
emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las
que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia
de los pueblos indigenas, la no discriminacién y eliminacion de barreras,
a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan
comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales
iniciados, facilitdndoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a los pueblos indigenas y tribales a asistencia
técnica y legal en relacion con su derecho a la propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se encontrasen en una situacion de vulnerabilidad
que les impediria conseguirla, y iii) facilitar el acceso fisico a las
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indigenas
y tribales, asi como facilitar la participacion de los pueblos en el
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra
indole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados,
ya sea debido a las distancias o a las vias de acceso a dichas instituciones,
0 a los altos costos en virtud de los procedimientos. Ademas, el
otorgamiento de una proteccidon efectiva que tome en cuenta las
particularidades propias que los diferencian de la poblacién en general y
que conforman su identidad cultural, sus caracteristicas econdmicas y
sociales, su posible situacion de vulnerabilidad, su derecho
consuetudinario, valores, usos y costumbres, asi como su especial relacion
con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decision de
controversias en materia indigena, los cuales se encuentren en armonia
con los derechos humanos, segun los estandares internacionales
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso
Pueblos Kalifia y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre
de 2015y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica.

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer
politicas y préacticas de gestion de recursos humanos apropiadas,
principalmente en cuanto a contratacion, vinculacién, entrenamiento,
evaluacion, promocion y acciones disciplinarias; todo de conformidad con
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el ordenamiento juridico y técnico aplicable, en lo relacionado con la
aplicacion del Derecho Indigena, con el objetivo de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una justicia pronta, cumplida, sin denegacion y
accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre

8. Realizar encuentros entre el pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloria de Servicios,
Comision de Acceso a la Justicia y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de los Pueblos Indigenas, a efecto de que estas Ultimas les expongan el
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes &mbitos. En forma
previa a su ejecucion se concertard con las personas indigenas la
identificacion de los contenidos minimos de los aspectos sobre los cuales
desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para
el acceso a la justicia

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con
competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa
poblacion, a efecto de que las personas indigenas capaciten a las y los
servidores judiciales sobre la historia, cosmovision, costumbres, formas de
tenencia y de transmision de la tierra, entre otros datos de interés, que
incidan en la solucion de los conflictos indigenas; priorizandose a quienes
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial
para conocer de procesos vinculados con personas indigenas de Buenos
Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales, defensoras publicas, fiscalas, personal
administrativo, del Organismo de Investigacion Judicial, entre otros.
Iniciar el proceso de capacitacion con personas servidoras judiciales de
las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas
las instancias; y luego se continuara con las demas.

10. Verificar que en los contenidos de los disefios de las
capacitaciones en Derecho Indigena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las
personas indigenas, entre ellos, el Convenio relativo a la proteccion e
integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y
semitribales en los paises 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaracién de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indigenas 2007,
Declaracion Americana sobre Derechos de los Pueblos Indigenas OEA
2016;

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos vinculada con pueblos Indigenas incluyendo la Opinion
Consultiva 23-2017,
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c.  Constitucion Politica, Ley Indigena, Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos Indigenas, entre otras

d. Jurisprudencia de las Salas de Casacion y de la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas
personas indigenas; ademads, los alcances y distincion entre el sistema
monista y el pluralismo juridico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir
el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su
concrecion en las resoluciones —incluyendo las sentencias- que emitan en
los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio
de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta
judicial, entre otros. Al respecto, la Institucion tiene experiencia pues para
tal seguimiento del impacto de la capacitacion se disefié el Manual para
realizar las evaluaciones de resultados de la capacitacion judicial en el
desempefio laboral por parte de la Escuela Judicial.

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para declarar obligatoria la participacion de las
personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho
Indigena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, especialmente quienes tengan competencia material y
territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo
indigena Teribe y Bribri de Salitre.

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas
y un seguimiento para medir el impacto en su gestion, y valorar su
inclusién en los indicadores de evaluacion de desempefio y los procesos de
reclutamiento, ya sea para nombramientos 0 ascensos en puestos
vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas
indigenas.

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos
interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder Legislativo, asi como las Universidades estatales,
a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas
indigenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de
la CIDH, esten previamente coordinadas y sean consultadas a las personas
indigenas.

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de
Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas
juzgadoras, defensoras publicas y fiscalas con competencia para conocer
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procesos en los que intervengan personas indigenas del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de
Recuperacion de Tierras Indigenas y sistemas catastrales y registrales
vinculados.

16. Analizar opciones para brindar proteccion y seguridad a las
personas indigenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus
territorios y acordes a sus costumbres.

17. Realizar sesiones periddicas en las que se informe a miembros
del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.

18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial
y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad
de Derecho y la Escuela de Antropologia para fortalecer el programa de
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que podrian ofrecer insumos importantes en los
peritajes culturales.

19. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

20. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se
realicen entre las personas indigenas beneficiarias de las medidas y otras
instituciones del Estado.”

Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una
coordinacion y comunicacion permanente con las instituciones del Estado
y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de accion la
atencion de la poblacion indigena, con el fin de mantener una atencion
integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos
en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, asi
como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Se cumple asi con el plazo razonable conferido para dar respuesta a
estos requerimientos y se esta en la mayor disposicion de concertar espacios
de dialogo con las personas indigenas y sus representantes.

De ustedes atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS

VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQU EZ (FI RMA) Fecha: 2019.06.22 01:10:24 -06'00'

Jueza Damaris Vargas Vasquez, Mba.
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas
Poder Judicial

Copias:

Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Comision de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Contraloria de Servicios del Poder Judicial
Inspeccién Judicial del Poder Judicial
Fiscalia General de la Republica

Organismo de Investigacién Judicial
Defensa Ptiblica

Escuela Judicial









								2019-06-22T01:10:24-0600



				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

























República de Costa Rica




Corte Suprema de Justicia




Secretaría General








San José, 14 de junio de 2019



N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIX




ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.





HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.




Documento N° 5484-19 y 6338-19



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:




“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 




En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  




Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:




“(…)




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.




Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.




Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.




Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.




Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.




En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.




Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.




Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.




Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.




Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.




La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.




Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.




De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.




En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.




Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.




Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.




Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.




El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.




De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.




¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.




Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.




Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.




Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.




Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.




Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.




Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.




No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.




También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.




También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.




Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.




Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.




Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.





De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.




La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.




De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 




Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.




SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.




Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.




En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 




Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.





Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.





Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.





Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.





Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.





Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 




SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE




Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.




Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.




La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.




Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.




Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.




El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.




Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.




En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.




Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.




Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.




De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.




No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.




Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.




Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.




Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.




Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.




Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.




Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.




Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.




Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".




Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.




Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".




Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.




En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.




Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.




Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 




De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 




Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.




Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.




Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.




El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.




Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.




Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.




La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.




Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.




Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.




Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.




El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
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Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
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Dirección Ejecutiva
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Diligencias / Ref: (5484-19 y 6338-19)



Claudio
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San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO II



Documento N° 5484, 7317-19



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.




- 0 -




Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




Escuela Judicial




Dirección de Gestión Humana




Dirección de Planificación




Dirección Ejecutiva




Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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RE: saludos 
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		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jason Alonso Alfaro Carballo

		Recipients

		jalfaroc@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Jason Alonso Alfaro Carballo 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 03:46 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: saludos 



 



 



Comunicado de Prensa



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Püblico por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue constestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dán respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los interpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y lso estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



Para cualquier comunicación;



Felipe Figueroa Morales; felipeculturabribri@gmail.com



Maximiliano Torres Torres; consejomayores.iriria@gmail.com



Roberth Morales; roberthmv1974@gmail.com



Gustavo Oreamuno V; tavoreamuno72@gmail.com 



 



Organizaciones firmantes: 



Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10.



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina.



Cootraosa.
Voces Nuestras.



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores.



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia.



SOJUPANO de Palmar de Osa.



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA).



SERBUSUR de Finca Puntarenas.



Ditsö.



Coordinadora de Lucha Sur Sur.



 



 



 







  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: miércoles, 17 de julio de 2019 15:25:53
Para: Jason Alonso Alfaro Carballo
Asunto: RE: saludos 



 



Estimado don Jason:



 



Reciba un atento saludo. Le informo que no es posible desde mi computadora poder abrir el documento que parece anexa a su comunicado. Le agradecería si me lo puede enviar en otro formato para poder darle respuesta lo antes posible.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Jason Alonso Alfaro Carballo 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 01:46 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: saludos 



 



Saludos mi estimada, en este caso se estila una contestación por parte de la subcomisión? 



 







 





smime.p7m

Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Jason Alonso Alfaro Carballo 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 03:46 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: saludos 





 



 



Comunicado de Prensa



Jueves 27 de junio de 2019



 



·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios



·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores



 



El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Püblico por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.



 



El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.



 



Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:



 



1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.



2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.



3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo bribri de Cabagra desde julio de 2016.



4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.



5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.



6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue constestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 



7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dán respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:



1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.



2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.



3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.



4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.



5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.



6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.



7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.



8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.



9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los interpretes y traductores.



Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y lso estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.



 



 



 



 



Para cualquier comunicación;



Felipe Figueroa Morales; felipeculturabribri@gmail.com



Maximiliano Torres Torres; consejomayores.iriria@gmail.com



Roberth Morales; roberthmv1974@gmail.com



Gustavo Oreamuno V; tavoreamuno72@gmail.com 
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Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.



Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.



Recuperador@s Cabecar de China Kichá.



Recuperador@s Bribris de Salitre.



Recuperador@s Broran de Crun Shurin.



Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.



Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.



Asociación de Productores de Finca 10.



Comité de lucha por la tierra de finca Changuina.



Cootraosa.
Voces Nuestras.



Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores.



Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).



Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia.



SOJUPANO de Palmar de Osa.



Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA).



SERBUSUR de Finca Puntarenas.



Ditsö.



Coordinadora de Lucha Sur Sur.
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De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: miércoles, 17 de julio de 2019 15:25:53
Para: Jason Alonso Alfaro Carballo
Asunto: RE: saludos 



 





Estimado don Jason:



 



Reciba un atento saludo. Le informo que no es posible desde mi computadora poder abrir el documento que parece anexa a su comunicado. Le agradecería si me lo puede enviar en otro formato para poder darle respuesta lo antes posible.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 




 



De: Jason Alonso Alfaro Carballo 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 01:46 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: saludos 





 



Saludos mi estimada, en este caso se estila una contestación por parte de la subcomisión? 
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PODER JwdoncAlaro Carballo
JUDICIAL 550 s

TNSPECCION Jubicial Jaliaroc@poder-judicial.go.cr

















[image: ]Buenas tardes.




Remito para su conocimiento.-




 




Damaris Vargas Vásquez





 




De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:09 p.m.
Para: felipeculturabribri@gmail.com; consejomayores.iriria@gmail.com; roberthmv1974@gmail.com; tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Inspección Judicial - Quejas <inspjud-quejas@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalia General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Organismo de Investigación Judicial <oij@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: AMPLIACION DE INFORME SOBRE PRONUNCIAMIENTO PUBLICO POR LA JUSTICIA PARA SERGIO ROJAS Y LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA ZONA SUR






 




17 de julio de 2019.




 




 




Señores y Señoras




Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.




Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.




Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.




Recuperador@s Cabecar de China Kichá.




Recuperador@s Bribris de Salitre.




Recuperador@s Broran de Crun Shurin.




Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.




Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.




Asociación de Productores de Finca 10




Comité de lucha por la tierra de finca Changuina




Cootraosa




Voces Nuestras




Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores




Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).




Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia




SOJUPANO de Palmar de Osa




Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)




SERBUSUR de Finca Puntarenas




Ditsö




Coordinadora de Lucha Sur Sur




 




 




 




Estimados Señores y Señoras:




 




            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:




 




 




Jueves 27 de junio de 2019




 




·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios




·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores




 




El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.




 




El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.




 




Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:




 




1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.




2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.




3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.




4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.




5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.




6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 




7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




 




Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:




1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.




 




 




 




 




 




 




 




En relación con ocasión, les informo:




 




1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




 




En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




 




2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




 




 




En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




 




La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 




 




 




4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




 




La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 




 




 




5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




 




Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.




 




6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




 




El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.




 




7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




 




La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.




 




De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.




 




 




8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




 




De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.




 




9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




 




En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.




 




10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.




 




Se toma nota.-




 




 




 




De ustedes, atentamente,




 




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




 




Copias:




Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Comisión de Acceso a la Justicia




Unidad de Acceso a la Justicia




Subcomisión de Acceso a la Justicia




Contraloría de Servicios del Poder Judicial




Inspección Judicial del Poder Judicial




Fiscalía General de la República




Organismo de Investigación Judicial




Defensa Pública




Escuela Judicial
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Poder Judicial
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Señores y Señoras




Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.




Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.




Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.




Recuperador@s Cabecar de China Kichá.




Recuperador@s Bribris de Salitre.




Recuperador@s Broran de Crun Shurin.




Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.




Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.




Asociación de Productores de Finca 10




Comité de lucha por la tierra de finca Changuina




Cootraosa




Voces Nuestras




Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores




Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).




Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia




SOJUPANO de Palmar de Osa




Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)




SERBUSUR de Finca Puntarenas




Ditsö




Coordinadora de Lucha Sur Sur



















Estimados Señores y Señoras:









	Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:














Jueves 27 de junio de 2019









1. Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios




1. Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores









El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.









El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.









Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:









1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.




1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.




1. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.




1. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.




1. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.




1. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 




1. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.









Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:




1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




1. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




1. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




1. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




1. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




1. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




1. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




1. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.







































En relación con ocasión, les informo:









1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.









En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.









2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.














En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




3. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.









La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 














4. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.









La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 














5. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.









Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.









6. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.









El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.









7. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.









La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.









De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.














8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.









De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.









9. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.









En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.









10. Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.









Se toma nota.-



















De ustedes, atentamente,



















Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Copias:




Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Comisión de Acceso a la Justicia




Unidad de Acceso a la Justicia




Subcomisión de Acceso a la Justicia




Contraloría de Servicios del Poder Judicial




Inspección Judicial del Poder Judicial




Fiscalía General de la República




Organismo de Investigación Judicial




Defensa Pública




Escuela Judicial

















Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 21 de junio de 2019.

Senores y Senoras

Consejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.

Consejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kicha.

Recuperador@s Bribris de Salitre.

Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacion Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngiabe de Conte
Burica.

Asociacion de Productores de Finca 10

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina

Cootraosa

Voces Nuestras

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Pablicos
(ADUSP).

Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia

SOJUPANO de Palmar de Osa

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas

Ditso

Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Sefnores y Senoras:

Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a
efecto de dar contestacion al documento titulado “Pronunciamiento ptblico
por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”
fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con
representantes de organizaciones de personas indigenas en las instalaciones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega
del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio
Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condicion de
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos
suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.











Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
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Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la
siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigacion
del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 dias hdbiles de la
fecha de esta misiva.

Segun informacion recibida por la Fiscalia Indigena, actualizada a este dia,
en cuanto a la investigacion del homicidio del senor Sergio Rojas Ortiz, esta
se mantiene en investigacion por un equipo de funcionarios y funcionarias
especializadas tanto a nivel de Ministerio Publico como policia judicial, no
obstante, de conformidad como el articulo 295 del Codigo Procesal Penal, la
etapa de investigacion no es publica, por lo que no es posible publicitar cada
una de las actuaciones que se estan llevando acabo, ya que se estaria no
solo actuando contrario a la ley sino que pondria en riesgo los fines de la
investigacion.

2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los
responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigacion a cargo del Ministerio Publico, es determinar
la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las
autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con
independencia e imparcialidad.

3. Que se realice una investigacion de todo el personal judicial del cantén
de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos
originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones
administrativas o judiciales.

En 2018 se realizoé un encuentro entre las personas indigenas y servidoras
judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledon, organizado por la Defensoria
de los Habitantes de la Republicas, la Comision de Acceso a la Justicia y la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas. En esa
oportunidad se hizo entrega integra del pliego de quejas de las personas
indigenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se
senalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados
judiciales a cargo de su tramitacion y resolucion.

La Inspeccion Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para
el régimen disciplinario. De ahi, la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la
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Inspeccion Judicial con el objetivo de que procediera con el tramite
respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indigenas en el
Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las
autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a
realizar los tramites e investigaciones de rigor.

4. Que se realice una investigacion sobre el actuar del Juez del Juzgado
Ciuvil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos
Cespedes Mora en relacién a los casos agrarios que involucre a pueblos
originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su
relacion de parentesco con el terrateniente no indigena Luis Chinchilla,
quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indigenas a la Subcomision de
Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron
trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones
de rigor.

5. Que la Inspecciéon Judicial dé respuesta en el plazo de un mes habil a
los documentos que le transfirié la Subcomisiéon de Acceso a la Justicia
para los Pueblos Indigenas del Poder Judicial; entregados por
organizaciones de estos pueblos a la Subcomisiéon citada el 24 de
agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspeccion Judicial
para lo de su cargo.

6. Que se establezca un fondo econémico para sufragar los gastos en que
incurren los pueblos indigenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno
a las personas indigenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas
defensoras publicas especializadas en Derecho Indigena y en la materia
competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe
asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos
judiciales en los que las personas indigenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo
alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los
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procesos en que participe una persona indigena que requiera esta asistencia
y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres
indigenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas
traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual
se dispone de una lista oficial, respetandose las costumbres y las normas
culturales de las personas indigenas; no obstante, éstas pueden nombrar
una persona intérprete de su confianza.

En relacion con los peritajes culturales, de acuerdo al articulo 7 de la Ley
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica, las
universidades estatales deben dar colaboracion especializada y gratuita al
Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idoneas que puedan
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las
universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los
costos de esa colaboracion.

Asi mismo, en sesion 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial,
celebrada el 12 de noviembre de 2009, Articulo XLVII (Circular N° 10-09), se
dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas
institucionales se contemplara un rubro para brindar ayuda econémica a
las personas usuarias indigenas que la requieran, para cubrir algunos
gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viaticos

para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in
situ”.

7. Aplicar programas de formaciéon en derechos humanos y derechos
indigenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios anos para la formacion
en Derecho Indigena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas, se
trabaja en el desarrollo de una capacitacion virtual y otras capacitaciones
presenciales o bimodales que garanticen la capacitacion permanente del
personal judicial, para lo cual la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas solicito al Consejo Superior disponga a la Escuela
Judicial el diseno del Programa Anual Permanente de capacitaciones
obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen
conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio
publico de calidad a las personas indigenas involucradas en los procesos
judiciales. Para ello, se esta llevando un registro de las capacitaciones y de
las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestion que
se realice y se garantice la actualizacion.











Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia,
Comision de Acceso a la Justicia, Subcomision de Acceso a la Justicia,
Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso
de capacitacion denominado “Médulo diddctico para la promocién de los
derechos humanos de los pueblos indigenas: aplicacién de normativa
nacional e internacional”.

Esa capacitacion fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial.
Se realizo los dias 17, 24 y 31 de mayo, 7y 21 de junio de 2019, en Buenos
Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de
Buenos Aires de Puntarenas.

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Pueblos Indigenas, Ministerio de la Presidencia de la Republica,
Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoria de los
Habitantes de la Republica, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de
Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y
funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales
vinculados con personas indigenas de la Judicatura, Defensa Publica,
Fiscalia General, Defensa Publica, Organismo de Investigacion Judicial y
Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona
Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal,
Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, asi como personas
letradas y magistradas de las Salas de Casacion. De igual forma se otorgaron
espacios de capacitacion para personas quienes laboran en el Ministerio de
Seguridad Publica.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

Defensa de los Derechos de los Pueblos Indigenas

Género y Mujer Indigena

Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del

proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos

indigenas

v Intervencion de la Seccién de Trabajo Social con poblacién indigena en
materia de Familia, Penal; Personas Victimas, Penal, Personas
imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones
Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la politica de
accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta poblacion.

v' Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indigena.

v’ Peritajes, normativa nacional e internacional.

AN
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Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ambito internacional.

Plan de Recuperacion de Tierras Indigenas del INDER

Politica Nacional Indigena

Proceso de Consulta a Personas Indigenas

Plan de transformacién de la Comision Nacional de Asuntos Indigenas
Incidencia del pluralismo juridico y los sistemas juridicos indigenas en
las politicas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos
indigenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

AN N NN

En lo que respecta a los programas de formacion, es importante destacar
que el Ministerio Publico cuenta con el modulo de Especializacion en
materia indigena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa
poblacion, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las
constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando
desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomision de Acceso a la Justicia desde inicio de ano
coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el
desarrollo del Plan de Capacitacion Anual que establece la Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica y se ha declarado
“obligatoria” dicha capacitacion, implementandose ademas el seguimiento
de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de
competencias de las personas servidoras judiciales y la materializacion de
los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los tramites
respectivos.

8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participacion,
documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales
de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia
pronta y cumplida.

El derecho de las personas indigenas para participar activamente por medio
de la presentacion de documentos, actuacion como testigos o testigas, o las
sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indigenas esta
consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia
reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los
convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a
los derechos de las personas indigenas, con supraconstitucionales, de
manera tal que estan por encima de la Constitucion Politica en tanto
otorguen mas derechos de los ahi consagrados.
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En relacion con lo anterior, el Consejo Superior en sesion N° 77-08 de 14 de
octubre de 2008, Articulo XLI, aprobo las “Reglas Practicas para facilitar el
acceso a la justicia de los pueblos indigenas”, las cuales consisten en:

a.

b.

Las autoridades judiciales promoveran la realizacion de diligencias in
situ, en aquellos lugares donde existan territorios indigenas

Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se
contemplara un rubro para brindar ayuda econoémica a las personas
usuarias indigenas que la requieran (Consejo Superior Sesion N! 104-
09 de 17/11/2009, Articulo XLVII)

Dar prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a
los despachos

Fijar los senalamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
Establecer canales de comunicacion y coordinacion necesarios para
hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la
brevedad posible e informar a la Comision de Acceso a la Justicia las
limitaciones

Aplicar directrices de no revictimizacion de las personas indigenas,
especialmente mujeres, ninas, ninos y adolescentes

La Contraloria de Servicios es responsable de velar porque se cumplan
las recomendaciones propuestas

. Incorporacion de personas indigenas a los procesos de ensefianza

secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion
de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

Respeto a la diversidad cultural: obligacion de peritaje
antropologico/cultural.

Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la
identificacion y contrataciéon de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, corresponde
al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras
y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa funcion,
tal y como se senalo anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena —

jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesion celebrada el N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, tomo el acuerdo que literalmente dice: “Se
acordd: Tener por hecha la exposicion de la master Damaris Vargas Vasquez sobre el
Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del
Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasién del cumplimiento de
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las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comision
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de
accion para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccidn Ejecutiva,
Tecnologia de la Informacion, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional...” Los ejes de
accion aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indigenas beneficiarias de las
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los
miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron
lugar a tales medidas para evitar su repeticién. Lo anterior, con el objetivo
de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y
dialogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de
trabajo en los territorios indigenas involucrados, con la colaboracion de
personas traductoras que faciliten la comunicacién efectiva vy
transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas
institucionales quienes ejecuten esta labor.

2. ldentificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro
de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la poblacién
indigena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto
posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran,
y decidir las acciones que se tomaran para administrarlos a fin de
continuar con la adopcion de las medidas necesarias para ubicarse por lo
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Ademas, establecer
los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por
ejecutar en relacién con la tramitacién y resolucion de los procesos
judiciales en los que sean parte pueblos indigenas, priorizando aquellos
en los que sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre.

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las
politicas, normas y procedimientos de control que garanticen el
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevencion
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados
por la institucion en el desempefio de sus funciones vinculadas con los
procesos judiciales en los que intervengan personas indigenas,
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre.

4. Establecer un sistema de informacion que permita tener una
gestion documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el
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fin de prevenir cualquier desvio en los objetivos trazados en relacion con
la tramitacion y resolucion de los procesos judiciales vinculados en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre.

5. Incluir en las estadisticas institucionales indicadores que
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas
indigenas, incorporando ademas informacion relativa a los pueblos
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de
decisiones.

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial,
emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las
que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia
de los pueblos indigenas, la no discriminacién y eliminacion de barreras,
a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan
comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales
iniciados, facilitdndoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a los pueblos indigenas y tribales a asistencia
técnica y legal en relacion con su derecho a la propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se encontrasen en una situacion de vulnerabilidad
que les impediria conseguirla, y iii) facilitar el acceso fisico a las
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indigenas
y tribales, asi como facilitar la participacion de los pueblos en el
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra
indole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados,
ya sea debido a las distancias o a las vias de acceso a dichas instituciones,
0 a los altos costos en virtud de los procedimientos. Ademas, el
otorgamiento de una proteccidon efectiva que tome en cuenta las
particularidades propias que los diferencian de la poblacién en general y
que conforman su identidad cultural, sus caracteristicas econdmicas y
sociales, su posible situacion de vulnerabilidad, su derecho
consuetudinario, valores, usos y costumbres, asi como su especial relacion
con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decision de
controversias en materia indigena, los cuales se encuentren en armonia
con los derechos humanos, segun los estandares internacionales
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso
Pueblos Kalifia y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre
de 2015y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica.

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer
politicas y préacticas de gestion de recursos humanos apropiadas,
principalmente en cuanto a contratacion, vinculacién, entrenamiento,
evaluacion, promocion y acciones disciplinarias; todo de conformidad con
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el ordenamiento juridico y técnico aplicable, en lo relacionado con la
aplicacion del Derecho Indigena, con el objetivo de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una justicia pronta, cumplida, sin denegacion y
accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre

8. Realizar encuentros entre el pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloria de Servicios,
Comision de Acceso a la Justicia y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de los Pueblos Indigenas, a efecto de que estas Ultimas les expongan el
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes &mbitos. En forma
previa a su ejecucion se concertard con las personas indigenas la
identificacion de los contenidos minimos de los aspectos sobre los cuales
desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para
el acceso a la justicia

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con
competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa
poblacion, a efecto de que las personas indigenas capaciten a las y los
servidores judiciales sobre la historia, cosmovision, costumbres, formas de
tenencia y de transmision de la tierra, entre otros datos de interés, que
incidan en la solucion de los conflictos indigenas; priorizandose a quienes
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial
para conocer de procesos vinculados con personas indigenas de Buenos
Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales, defensoras publicas, fiscalas, personal
administrativo, del Organismo de Investigacion Judicial, entre otros.
Iniciar el proceso de capacitacion con personas servidoras judiciales de
las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas
las instancias; y luego se continuara con las demas.

10. Verificar que en los contenidos de los disefios de las
capacitaciones en Derecho Indigena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las
personas indigenas, entre ellos, el Convenio relativo a la proteccion e
integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y
semitribales en los paises 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaracién de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indigenas 2007,
Declaracion Americana sobre Derechos de los Pueblos Indigenas OEA
2016;

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos vinculada con pueblos Indigenas incluyendo la Opinion
Consultiva 23-2017,
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c.  Constitucion Politica, Ley Indigena, Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos Indigenas, entre otras

d. Jurisprudencia de las Salas de Casacion y de la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas
personas indigenas; ademads, los alcances y distincion entre el sistema
monista y el pluralismo juridico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir
el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su
concrecion en las resoluciones —incluyendo las sentencias- que emitan en
los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio
de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta
judicial, entre otros. Al respecto, la Institucion tiene experiencia pues para
tal seguimiento del impacto de la capacitacion se disefié el Manual para
realizar las evaluaciones de resultados de la capacitacion judicial en el
desempefio laboral por parte de la Escuela Judicial.

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para declarar obligatoria la participacion de las
personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho
Indigena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, especialmente quienes tengan competencia material y
territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo
indigena Teribe y Bribri de Salitre.

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas
y un seguimiento para medir el impacto en su gestion, y valorar su
inclusién en los indicadores de evaluacion de desempefio y los procesos de
reclutamiento, ya sea para nombramientos 0 ascensos en puestos
vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas
indigenas.

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos
interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder Legislativo, asi como las Universidades estatales,
a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas
indigenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de
la CIDH, esten previamente coordinadas y sean consultadas a las personas
indigenas.

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de
Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas
juzgadoras, defensoras publicas y fiscalas con competencia para conocer
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procesos en los que intervengan personas indigenas del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de
Recuperacion de Tierras Indigenas y sistemas catastrales y registrales
vinculados.

16. Analizar opciones para brindar proteccion y seguridad a las
personas indigenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus
territorios y acordes a sus costumbres.

17. Realizar sesiones periddicas en las que se informe a miembros
del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.

18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial
y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad
de Derecho y la Escuela de Antropologia para fortalecer el programa de
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que podrian ofrecer insumos importantes en los
peritajes culturales.

19. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

20. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se
realicen entre las personas indigenas beneficiarias de las medidas y otras
instituciones del Estado.”

Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una
coordinacion y comunicacion permanente con las instituciones del Estado
y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de accion la
atencion de la poblacion indigena, con el fin de mantener una atencion
integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos
en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, asi
como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Se cumple asi con el plazo razonable conferido para dar respuesta a
estos requerimientos y se esta en la mayor disposicion de concertar espacios
de dialogo con las personas indigenas y sus representantes.

De ustedes atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS

VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQU EZ (FI RMA) Fecha: 2019.06.22 01:10:24 -06'00'

Jueza Damaris Vargas Vasquez, Mba.
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas
Poder Judicial
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N° 5991-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO XIX





ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.






HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.





Documento N° 5484-19 y 6338-19




La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:





“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 





En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  





Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”




- 0 -




Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:





“(…)





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.





2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.





Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.





-0-




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.





Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".




SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.





Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".




Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.





Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.





En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.





Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.





Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.





Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.




ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.




SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.




En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.





Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.




Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.





La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.




En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.




En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.




En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.




En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.




Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.




Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.




La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.




Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.




Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.




Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 




Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.





Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.





De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.





En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.





Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.





Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.





Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.





El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 




El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.





De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.





¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.





Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.





Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.





Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 




Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.





Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.





Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.





Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.





No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.





También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 




¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.





También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.




 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.





Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.





Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.





Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.






De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.




Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.




De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 




El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 




Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.




De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.




Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.





La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.




Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.




De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.




Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.




De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.




La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.




Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.





De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 





Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.




También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.




Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 




Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.




Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 




Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.




El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.




Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.




Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.




En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.




Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 




Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 




Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 




Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 




Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.




Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.




Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 




En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.




Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.




Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.




Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.




Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.




Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.




Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.





SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.





Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.





En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 





Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.






Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.






Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.






Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.






Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.






Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 





SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE





Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.





Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.





La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.




Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.





Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.





Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.





El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.




Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.





Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.





En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.





Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.





Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.





De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.





No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.





Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.





Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.





Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.





Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.





Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.





Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.





Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.





Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".





Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.




Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,




 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.





Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 




Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".





Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.





En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.





Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.





Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 





De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 





Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.





Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.





Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.





El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.





Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.





Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.





La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.





Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.





Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.





Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".




Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.




Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.





Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".




Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.





Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.





El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini
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N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO II




Documento N° 5484, 7317-19




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:





“(…)




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.





- 0 -





Se declara acuerdo firme.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General 





Corte Suprema de Justicia




c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia





Ministerio Público





Defensa Pública





Dirección General del Organismo de Investigación Judicial





Escuela Judicial





Dirección de Gestión Humana





Dirección de Planificación





Dirección Ejecutiva





Dirección de Tecnología de la Información




Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)




Claudio




Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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Señores y Señoras




Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.




Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.




Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.




Recuperador@s Cabecar de China Kichá.




Recuperador@s Bribris de Salitre.




Recuperador@s Broran de Crun Shurin.




Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.




Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.




Asociación de Productores de Finca 10




Comité de lucha por la tierra de finca Changuina




Cootraosa




Voces Nuestras




Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores




Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).




Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia




SOJUPANO de Palmar de Osa




Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)




SERBUSUR de Finca Puntarenas




Ditsö




Coordinadora de Lucha Sur Sur




 




 




 




Estimados Señores y Señoras:




 




            Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:




 




 




Jueves 27 de junio de 2019




 




·       Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios




·       Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores




 




El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.




 




El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.




 




Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:




 




1.      Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.




2.      Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.




3.      Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.




4.      Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.




5.      Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.




6.      Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 




7.      Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




 




Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:




1.      Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




2.      Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




3.      Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




4.      Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




5.      Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




6.      Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




7.      Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




8.      Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




9.      Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.




 




 




 




 




 




 




 




En relación con ocasión, les informo:




 




1.     Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




 




En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




 




2.     Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




 




 




En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




3.     Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




 




La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 




 




 




4.     Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




 




La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 




 




 




5.     Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




 




Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.




 




6.     Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




 




El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.




 




7.     Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




 




La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.




 




De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.




 




 




8.     Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




 




De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.




 




9.     Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




 




En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.




 




10.  Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.




 




Se toma nota.-




 




 




 




De ustedes, atentamente,




 




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Señores y Señoras




Consejo Ditsö Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.




Consejo Indígena Regional Pacífico Sur de Yimba Cajc.




Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.




Recuperador@s Cabecar de China Kichá.




Recuperador@s Bribris de Salitre.




Recuperador@s Broran de Crun Shurin.




Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.




Organización Autónoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngäbe de Conte Burica.




Asociación de Productores de Finca 10




Comité de lucha por la tierra de finca Changuina




Cootraosa




Voces Nuestras




Comité de Lucha por la tierra de kilómetro 37 de Golfito y Corredores




Asociación para la defensa de los Usuarios de los Servicios Públicos (ADUSP).




Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia




SOJUPANO de Palmar de Osa




Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)




SERBUSUR de Finca Puntarenas




Ditsö




Coordinadora de Lucha Sur Sur



















Estimados Señores y Señoras:









	Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a efecto de ampliar la información suministrada en comunicado electrónico del pasado 21 de junio con ocasión del documento titulado “Pronunciamiento público por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur” fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, ante la nueva solicitud que remiten con fecha 27 de junio de 2019, en el que literalmente se indica:














Jueves 27 de junio de 2019









1. Poder Ejecutivo no dio respuesta a los últimos planteamientos de las organizaciones de la zona sur relacionados con el asesinato de Sergio Rojas, la recuperación de tierras y el acceso a la justicia para los pueblos originarios




1. Organizaciones firmantes apoyan el derecho a la huelga y la protesta social y condenan la represión del gobierno contra estudiantes, pescadores y otros sectores









El jueves 20 de junio, las organizaciones de la zona sur de Costa Rica que suscriben este comunicado enviaron a los Poderes Ejecutivo y Judicial un documento titulado “Pronunciamiento Público por la Justicia para Sergio Rojas y los Pueblos Originarios de la Zona Sur” y solicitaron una respuesta de estos dos Poderes antes del día de hoy.









El Poder Judicial dio respuesta el viernes 21 de junio por medio de un Informe enviado por la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; mientras que el Ejecutivo en esta ocasión no brindó respuesta alguna.









Por lo anterior reiteramos ante el Ejecutivo las siguientes demandas y propuestas:









1. Que el estado costarricense cumpla realmente con el Protocolo de Seguridad suscrito con el pueblo Bribri de Salitre desde el 2017, el Plan de Seguridad para Térraba y los diferentes acuerdos que ha venido suscribiendo con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares.




1. Que el Poder Ejecutivo ejecute los restantes 6 desalojos (de los 8 planteados) ya emitidos por el Ministerio de Seguridad Pública en el Territorio de Salitre.




1. Que el Estado costarricense de respuesta formal a la propuesta de Protocolo de Seguridad e Integridad Territorial propuesto por el pueblo Bribri de Cabagra desde julio de 2016.




1. Que el Estado costarricense ejecute los 13 desalojos planteados por el pueblo Bribri de Cabagra en el Protocolo indicado en el punto anterior.




1. Que el Ejecutivo emita un Decreto Ejecutivo que formalice y de seguridad jurídica a la Base de Datos construida por el Pueblo Bröran de Térraba.




1. Que el Poder Ejecutivo, en este caso el Ministerio de Seguridad detenga el proceso de Desahucio Administrativo en contra de las y los recuperadores Cabecares de China Kicha, establecido por el terrateniente Angel Marin Espinoza y al cual ese Ministerio dio trámite sin la menor investigación y atención especial al tratarse de un territorio de un pueblo originario. La demanda ya fue contestada en tiempo y forma por las y los recuperadores de la finca Kono Ju. 




1. Que se realice una investigación de todo el personal policial de la Delegación de la Fuerza Pública del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.









Por su parte, ante la respuesta del Poder Judicial del 21 de junio; expresamos que la misma no satisface nuestras expectativas y si bien es un Informe amplio en el cual se citan diferentes normativas, no se dan respuestas concretas a las demandas planteadas; por lo que reiteramos y demandamos:




1. Que el Poder Judicial de un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.




1. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.




1. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.




1. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.




1. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.




1. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.




1. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.




1. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.




1. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.




Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.







































En relación con ocasión, les informo:









1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigación del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 7 días hábiles de la fecha de esta misiva.









En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.









2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los responsables intelectuales y materiales de este asesinato.














En relación con la información solicitada, la Fiscalía Indígena dispuso: “… en virtud de la información solicitada en ocasión del comunicado de fecha 27 de junio 2019, de distintas organizaciones indígenas, en lo que respecta a los puntos señalados que le atañen al Ministerio Público, se le informa lo siguiente: El homicidio del señor Sergio Rojas Ortiz, ha sido abordado de manera prioritaria y con la especialidad requerida, actualmente el trámite del proceso aún se encuentre en la etapa preparatoria, por lo que las normas que regulan el tema de la confidencialidad o privacidad de las actuaciones, son de acatamiento obligatorio, de manera que se torna imposible brindar un informe detallado de las actuaciones que se realizan en dicha sumaria. El numeral 295 del Código Procesal Penal y el artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecen la confidencialidad que rige en la etapa de investigación, así como la restricción respecto a brindar información que atente contra el secreto de las investigaciones. Es importante reiterar el compromiso por parte del equipo designado para dicha investigación en recopilar todos aquellos elementos de prueba útil y pertinente para la resolución del caso. El pasado 01 de julio 2019 mediante la página oficial del Ministerio Público, se publicó dos retratos hablados con el fin de obtener información respecto a las personas retratadas. Como se puede ver el motivo por el cual trascendió a medios de prensa parte de las acciones que se están llevando a cabo, ello se justificó en una necesidad estrictamente procesal. Informar sobre los avances de la investigación, aparte de acarrear responsabilidades administrativas a los funcionarios y funcionarias a cargo de la investigación, podría perjudicar gravemente su avance. Así las cosas, se puede afirmar que el Ministerio Público en conjunto con la policía Judicial se encuentran trabajando en el caso la investigación de manera prioritaria…”.




3. Que se realice una investigación de todo el personal judicial del cantón de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones administrativas o judiciales.









La Inspección Judicial tiene a su cargo el régimen disciplinario del Poder Judicial. Las quejas planteadas por escrito a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en 2018 con ocasión de un encuentro que tuvimos con representantes de diferentes organizaciones indígenas y la Defensoría de los Habitantes de la República, se trasladaron oportunamente a la Inspección Judicial, según consta en el informe inicial; de la misma forma que las quejas planteadas con ocasión del Encuentro sostenido el 7 de abril pasado en territorio de Salitre con personas indígenas  de los territorios Térraba y Salitre, representantes del Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y la Defensoría de los Habitantes de la República, se hicieron de conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial y Corte Plena. El informe generó el acuerdo de Corte Plena en el que se aprobaron 21 ejes de acción para el abordaje integral de la temática indígena, cuyo contenido se les hizo de conocimiento en el primer informe. No obstante lo anterior, copio este informe a la Inspección Judicial para lo de su cargo. 














4. Que se realice una investigación sobre el actuar del Juez del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos Cespedes Mora en relación a los casos agrarios que involucre a pueblos originarios y se le prohíba conocer este tipo de causas; debido a su relación de parentesco con el terrateniente no indígena Luis Chinchilla, quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.









La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de competencia para conocer régimen disciplinario, por lo que se dispone trasladar la gestión al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo, con la aclaración de que conforme al principio de independencia judicial para poder separar a una persona juzgadora de su cargo, deben seguirse los procedimientos de rigor que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 














5. Que la Inspección Judicial de respuesta en el plazo de un mes hábil a los documentos que le transfirió la Subcomisión de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas del Poder Judicial; entregados por organizaciones de estos pueblos a la Subcomisión citada el 24 de agosto de 2018.









Traslado para conocimiento de la Inspección Judicial está petición para lo de su cargo.









6. Que se establezca un fondo económico para sufragar los gastos en que incurren los pueblos indígenas al realizar diligencias judiciales.









El Poder Judicial cuenta con fondos para atender requerimientos de personas indígenas en todos los Circuitos Judicial; además, está a cargo de la Institución el pago de las personas traductoras e intérpretes; se asigna defensa pública a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos en todas las materias –Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Tránsito y otras- y se coordina con las universidades estatales el pago de las los peritajes culturales. Lo anterior, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, la Ley Indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como los lineamientos de Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial.









7. Aplicar programas de formación en derechos humanos y derechos indígenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.









La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial, organizó en Buenos Aires de Puntarenas el “Módulo Didáctico para la Promoción de los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas. Aplicación de la normativa  nacional e internacional” los días 17, 24 y 31 de mayo, 7 y 21 de junio de 2019.









De igual forma, se está coordinando con la Escuela Judicial y la Universidad de Costa Rica el desarrollo de una capacitación integral en Derecho Indígena y además, una capacitación a las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-19 de la CIDH contra el Estado sobre el Poder Judicial, sus derechos y las acciones realizadas con el objetivo de concertar acciones; entre otras actividades de capacitación.














8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participación, documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia pronta y cumplida.









De los acuerdos de Corte Plena citados en el informe inicial se incorpora en los 21 ejes de acción el análisis del abordaje de la cosmovisión y costumbres de las personas indígenas en el desarrollo de acciones, y con absoluto respeto de las personas juzgadoras de todas las materias que gozan del principio de independencia judicial, se les emiten circulares que incluyen las mejores prácticas establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El contenido de las circulares está contemplado en el informe anterior, sumadas muchas otras circulares emitidas por el Consejo Superior, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Dirección Ejecutiva, entre otras.









9. Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la identificación y contratación de las y los intérpretes y traductores.









En las diferentes visitas que se hacen a los territorios indígenas se coordina con esta población para que se sumen a las listas oficiales de mujeres y hombres indígenas traductores e intérpretes. De igual forma, la inclusión a ese proceso está abierta a todas aquellas personas indígenas que deseen sumarse y reúnan los requisitos establecidos por la Dirección Ejecutiva. Los honorarios y gastos de esas personas son pagados por el Poder Judicial y existe una circular donde se detalla el procedimiento, el cual está a su disposición.









10. Por último, las organizaciones firmantes expresan su apoyo a las diversas organizaciones sociales que luchan y defienden el derecho a la huelga y la manifestación social, por lo que desaprueban los proyectos de ley que tratan de restringir estos derechos y condenan la represión ejercida por el gobierno contra las y los estudiantes, pescadores y otros sectores sociales.









Se toma nota.-



















De ustedes, atentamente,



















Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Escuela Judicial

















Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 21 de junio de 2019.

Senores y Senoras

Consejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa de Salitre.

Consejo Indigena Regional Pacifico Sur de Yimba Cajc.

Consejo de Mayores Iriria Jtecho Wakpa de Cabagra.
Recuperador@s Cabecar de China Kicha.

Recuperador@s Bribris de Salitre.

Recuperador@s Broran de Crun Shurin.

Recuperador@s Broran de Finca San Andrés.

Organizacion Auténoma Gwrvechi Kare del Territorio Ngiabe de Conte
Burica.

Asociacion de Productores de Finca 10

Comité de lucha por la tierra de finca Changuina

Cootraosa

Voces Nuestras

Comité de Lucha por la tierra de kilometro 37 de Golfito y Corredores
Asociacion para la defensa de los Usuarios de los Servicios Pablicos
(ADUSP).

Comité de lucha por la tierra de Finca Venecia

SOJUPANO de Palmar de Osa

Tierra para el Campesino de Finca Puntarenas (TIPAELCA)
SERBUSUR de Finca Puntarenas

Ditso

Coordinadora de Lucha Sur Sur

Estimados Sefnores y Senoras:

Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a Ustedes a
efecto de dar contestacion al documento titulado “Pronunciamiento ptblico
por la justicia para Sergio Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”
fechado 20 de junio de 2019, dirigido al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial.

En seguimiento de la audiencia realizada el 26 de abril del 2019 con
representantes de organizaciones de personas indigenas en las instalaciones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas en la que se hizo entrega
del documento titulado “Demandas y propuestas por la Justicia para Sergio
Rojas y los pueblos originarios de la zona sur”, en mi condicion de
Coordinadora de la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, remito el siguiente informe, el cual se suma a los datos
suministrados en esa oportunidad a las personas presentes.
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Por su orden, se da respuesta a las preguntas formuladas de la
siguiente manera:

1. Que el Poder Judicial dé un informe razonable sobre la investigacion
del asesinato de Sergio Rojas Ortiz en el plazo de 15 dias hdbiles de la
fecha de esta misiva.

Segun informacion recibida por la Fiscalia Indigena, actualizada a este dia,
en cuanto a la investigacion del homicidio del senor Sergio Rojas Ortiz, esta
se mantiene en investigacion por un equipo de funcionarios y funcionarias
especializadas tanto a nivel de Ministerio Publico como policia judicial, no
obstante, de conformidad como el articulo 295 del Codigo Procesal Penal, la
etapa de investigacion no es publica, por lo que no es posible publicitar cada
una de las actuaciones que se estan llevando acabo, ya que se estaria no
solo actuando contrario a la ley sino que pondria en riesgo los fines de la
investigacion.

2. Que no quede impune el asesinato de Rojas Ortiz y se determinen los
responsables intelectuales y materiales de este asesinato.

El objetivo de la investigacion a cargo del Ministerio Publico, es determinar
la o las personas responsables con el objetivo de que en su momento, las
autoridades jurisdiccionales tomen las decisiones respectivas, con
independencia e imparcialidad.

3. Que se realice una investigacion de todo el personal judicial del cantén
de Buenos Aires con respecto a su actuar frente a los pueblos
originarios para determinar las posibles responsabilidades y sanciones
administrativas o judiciales.

En 2018 se realizoé un encuentro entre las personas indigenas y servidoras
judiciales de Buenos Aires y de Pérez Zeledon, organizado por la Defensoria
de los Habitantes de la Republicas, la Comision de Acceso a la Justicia y la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas. En esa
oportunidad se hizo entrega integra del pliego de quejas de las personas
indigenas vinculadas con procesos judiciales identificados en los que se
senalaban las actuaciones estimadas irregulares por las y los empleados
judiciales a cargo de su tramitacion y resolucion.

La Inspeccion Judicial es la oficina del Poder Judicial con competencia para
el régimen disciplinario. De ahi, la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas hizo entrega de ese pliego de quejas al Tribunal de la











Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Inspeccion Judicial con el objetivo de que procediera con el tramite
respectivo.

De igual forma, las quejas formuladas por las personas indigenas en el
Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019, fueron comunicadas a las
autoridades respectivas para que procedan conforme a sus competencias a
realizar los tramites e investigaciones de rigor.

4. Que se realice una investigacion sobre el actuar del Juez del Juzgado
Ciuvil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Materia Agraria) Jean Carlos
Cespedes Mora en relacién a los casos agrarios que involucre a pueblos
originarios y se le prohiba conocer este tipo de causas; debido a su
relacion de parentesco con el terrateniente no indigena Luis Chinchilla,
quien ocupa ilegalmente tierras en los territorios de Térraba y Boruca.

Los reclamos planteados por las personas indigenas a la Subcomision de
Acceso a la Justicia en los encuentros realizados en 2018 y en 2019 fueron
trasladados a las oficinas con competencia para realizar las investigaciones
de rigor.

5. Que la Inspecciéon Judicial dé respuesta en el plazo de un mes habil a
los documentos que le transfirié la Subcomisiéon de Acceso a la Justicia
para los Pueblos Indigenas del Poder Judicial; entregados por
organizaciones de estos pueblos a la Subcomisiéon citada el 24 de
agosto de 2018.

Se copia este informe a la Presidencia del Tribunal de la Inspeccion Judicial
para lo de su cargo.

6. Que se establezca un fondo econémico para sufragar los gastos en que
incurren los pueblos indigenas al realizar diligencias judiciales.

En cumplimiento del articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de los
Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial facilita sin costo alguno
a las personas indigenas que no pueden cubrirlo, la asistencia de personas
defensoras publicas especializadas en Derecho Indigena y en la materia
competencia del proceso respectivo. De igual forma, el Poder Judicial debe
asumir los costos de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos
judiciales en los que las personas indigenas no puedan pagarlos.

De acuerdo a lo dispuesto en el articulo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indigenas de Costa Rica, el Poder Judicial debe facilitar sin costo
alguno, la asistencia de personas intérpretes y traductoras en todos los
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procesos en que participe una persona indigena que requiera esta asistencia
y no pueda cubrir los costos. De igual forma, se propicia que las mujeres
indigenas sean atendidas por intérpretes mujeres. Estas personas
traductoras e intérpretes son nombrados por el Poder Judicial para lo cual
se dispone de una lista oficial, respetandose las costumbres y las normas
culturales de las personas indigenas; no obstante, éstas pueden nombrar
una persona intérprete de su confianza.

En relacion con los peritajes culturales, de acuerdo al articulo 7 de la Ley
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas de Costa Rica, las
universidades estatales deben dar colaboracion especializada y gratuita al
Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idoneas que puedan
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a las
universidades estatales debe contener un rubro expreso para cubrir los
costos de esa colaboracion.

Asi mismo, en sesion 104-2009 del Consejo Superior del Poder Judicial,
celebrada el 12 de noviembre de 2009, Articulo XLVII (Circular N° 10-09), se
dispuso que, dentro de cada presupuesto de los distintos programas
institucionales se contemplara un rubro para brindar ayuda econémica a
las personas usuarias indigenas que la requieran, para cubrir algunos
gastos que origine su traslado a despachos judiciales, y un rubro de viaticos

para los funcionarios y funcionarias que participen en las diligencias “in
situ”.

7. Aplicar programas de formaciéon en derechos humanos y derechos
indigenas para funcionarias (os) judiciales y policiales de Buenos Aires.

El Poder Judicial realiza acciones desde hace varios anos para la formacion
en Derecho Indigena de las personas servidoras judiciales. De acuerdo a lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indigenas, se
trabaja en el desarrollo de una capacitacion virtual y otras capacitaciones
presenciales o bimodales que garanticen la capacitacion permanente del
personal judicial, para lo cual la Subcomision de Acceso a la Justicia de
Pueblos Indigenas solicito al Consejo Superior disponga a la Escuela
Judicial el diseno del Programa Anual Permanente de capacitaciones
obligatorias a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen
conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes para ofrecer un servicio
publico de calidad a las personas indigenas involucradas en los procesos
judiciales. Para ello, se esta llevando un registro de las capacitaciones y de
las personas capacitadas a efecto de verificar su impacto en la gestion que
se realice y se garantice la actualizacion.
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La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia,
Comision de Acceso a la Justicia, Subcomision de Acceso a la Justicia,
Unidad de Acceso a la Justicia y la Escuela Judicial organizaron un proceso
de capacitacion denominado “Médulo diddctico para la promocién de los
derechos humanos de los pueblos indigenas: aplicacién de normativa
nacional e internacional”.

Esa capacitacion fue aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial.
Se realizo los dias 17, 24 y 31 de mayo, 7y 21 de junio de 2019, en Buenos
Aires de Puntarenas en el Auditorio del Colegio Técnico Profesional de
Buenos Aires de Puntarenas.

Las personas docentes fueron integrantes de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Pueblos Indigenas, Ministerio de la Presidencia de la Republica,
Ministerio de Justicia y Paz, Instituto de Desarrollo Rural, Defensoria de los
Habitantes de la Republica, Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de
Abogados y Abogadas, entre otros.

Las personas participantes fueron prioritariamente, funcionarios y
funcionarias con competencia para tramitar y resolver procesos judiciales
vinculados con personas indigenas de la Judicatura, Defensa Publica,
Fiscalia General, Defensa Publica, Organismo de Investigacion Judicial y
Sector Administrativo, del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona
Sur, y quienes conocen en segunda instancia en materias Agraria, Penal,
Contenciosa Administrativa, Familia, Civil, entre otras, asi como personas
letradas y magistradas de las Salas de Casacion. De igual forma se otorgaron
espacios de capacitacion para personas quienes laboran en el Ministerio de
Seguridad Publica.

Las capacitaciones versaron sobre los siguientes temas:

Defensa de los Derechos de los Pueblos Indigenas

Género y Mujer Indigena

Algunas consideraciones culturales a tomar en cuenta dentro del

proceso penal para garantizar el acceso a la justica de los pueblos

indigenas

v Intervencion de la Seccién de Trabajo Social con poblacién indigena en
materia de Familia, Penal; Personas Victimas, Penal, Personas
imputadas, Violencia Doméstica, Penal Juvenil y Pensiones
Alimentarias. Estrategias internas para cumplir con la politica de
accesibilidad y limitaciones al momento de abordar a esta poblacion.

v' Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indigena.

v’ Peritajes, normativa nacional e internacional.

AN
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Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ambito internacional.

Plan de Recuperacion de Tierras Indigenas del INDER

Politica Nacional Indigena

Proceso de Consulta a Personas Indigenas

Plan de transformacién de la Comision Nacional de Asuntos Indigenas
Incidencia del pluralismo juridico y los sistemas juridicos indigenas en
las politicas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de los pueblos
indigenas, con énfasis en Salitre y Térraba (MC 321-12 de la CIDH)

AN N NN

En lo que respecta a los programas de formacion, es importante destacar
que el Ministerio Publico cuenta con el modulo de Especializacion en
materia indigena, para funcionarios y funcionarias que atienden esa
poblacion, el cual se ha desarrollado durante el 2018 y 2019 aunado a las
constantes actividades de capacitaciones que se han venido desarrollando
desde el 2012 con enfoque intercultural.

De igual forma, la Subcomision de Acceso a la Justicia desde inicio de ano
coordina acciones con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial para el
desarrollo del Plan de Capacitacion Anual que establece la Ley de Acceso a
la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica y se ha declarado
“obligatoria” dicha capacitacion, implementandose ademas el seguimiento
de tales capacitaciones para medir su impacto en el fortalecimiento de
competencias de las personas servidoras judiciales y la materializacion de
los conocimientos en las resoluciones que se emiten y los tramites
respectivos.

8. Que las diferentes instancias judiciales acepten la participacion,
documentos, testimonios o sugerencias de las instancias tradicionales
de los pueblos originarios, para que contribuyan a alcanzar la justicia
pronta y cumplida.

El derecho de las personas indigenas para participar activamente por medio
de la presentacion de documentos, actuacion como testigos o testigas, o las
sugerencias de las instancias tradicionales de los pueblos indigenas esta
consagrado en el Convenio 169 de la OIT. De acuerdo a la jurisprudencia
reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, los
convenios internacionales de derechos humanos, incluyendo los referidos a
los derechos de las personas indigenas, con supraconstitucionales, de
manera tal que estan por encima de la Constitucion Politica en tanto
otorguen mas derechos de los ahi consagrados.
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En relacion con lo anterior, el Consejo Superior en sesion N° 77-08 de 14 de
octubre de 2008, Articulo XLI, aprobo las “Reglas Practicas para facilitar el
acceso a la justicia de los pueblos indigenas”, las cuales consisten en:

a.

b.

Las autoridades judiciales promoveran la realizacion de diligencias in
situ, en aquellos lugares donde existan territorios indigenas

Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se
contemplara un rubro para brindar ayuda econoémica a las personas
usuarias indigenas que la requieran (Consejo Superior Sesion N! 104-
09 de 17/11/2009, Articulo XLVII)

Dar prioridad de trato a las personas indigenas que se apersonen a
los despachos

Fijar los senalamientos de las audiencias y juicios dentro de un
horario accesible contemplando las particularidades de cada zona
Establecer canales de comunicacion y coordinacion necesarios para
hacer llegar a los procesos los documentos que sean necesarios a la
brevedad posible e informar a la Comision de Acceso a la Justicia las
limitaciones

Aplicar directrices de no revictimizacion de las personas indigenas,
especialmente mujeres, ninas, ninos y adolescentes

La Contraloria de Servicios es responsable de velar porque se cumplan
las recomendaciones propuestas

. Incorporacion de personas indigenas a los procesos de ensefianza

secundaria y universitaria que faciliten su participacion en la solucion
de sus asuntos a partir de su propia perspectiva

Respeto a la diversidad cultural: obligacion de peritaje
antropologico/cultural.

Coordinar con los pueblos originarios y sus instancias propias la
identificacion y contrataciéon de las y los intérpretes y traductores.

Conforme a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, corresponde
al Poder Judicial asumir el costo de las personas intérpretes y traductoras
y tener listas oficiales de mujeres y hombres quienes asuman esa funcion,
tal y como se senalo anteriormente.

Aunado a lo anterior, es importante informar que Corte Plena —

jerarquia maxima del Poder Judicial- en sesion celebrada el N° 20-19 celebrada
el 27 de mayo del afio en curso, Articulo XIX, tomo el acuerdo que literalmente dice: “Se
acordd: Tener por hecha la exposicion de la master Damaris Vargas Vasquez sobre el
Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del
Estado y Personas Indigenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasién del cumplimiento de
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las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comision
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de
accion para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Publico, Defensa Publica,
Organismo de Investigacion Judicial, Gestion Humana, Planificacién, Direccidn Ejecutiva,
Tecnologia de la Informacion, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional...” Los ejes de
accion aprobados son los siguientes:

1. Concertar con las personas indigenas beneficiarias de las
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica,
las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los
miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las
que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron
lugar a tales medidas para evitar su repeticién. Lo anterior, con el objetivo
de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y
dialogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de
trabajo en los territorios indigenas involucrados, con la colaboracion de
personas traductoras que faciliten la comunicacién efectiva vy
transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas
institucionales quienes ejecuten esta labor.

2. ldentificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro
de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la poblacién
indigena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes
transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto
posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran,
y decidir las acciones que se tomaran para administrarlos a fin de
continuar con la adopcion de las medidas necesarias para ubicarse por lo
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Ademas, establecer
los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por
ejecutar en relacién con la tramitacién y resolucion de los procesos
judiciales en los que sean parte pueblos indigenas, priorizando aquellos
en los que sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre.

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las
politicas, normas y procedimientos de control que garanticen el
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevencion
de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados
por la institucion en el desempefio de sus funciones vinculadas con los
procesos judiciales en los que intervengan personas indigenas,
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre.

4. Establecer un sistema de informacion que permita tener una
gestion documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el
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fin de prevenir cualquier desvio en los objetivos trazados en relacion con
la tramitacion y resolucion de los procesos judiciales vinculados en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre.

5. Incluir en las estadisticas institucionales indicadores que
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas
indigenas, incorporando ademas informacion relativa a los pueblos
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de
decisiones.

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial,
emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las
que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia
de los pueblos indigenas, la no discriminacién y eliminacion de barreras,
a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan
comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales
iniciados, facilitdndoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii)
proporcionar el acceso a los pueblos indigenas y tribales a asistencia
técnica y legal en relacion con su derecho a la propiedad colectiva, en el
supuesto de que estos se encontrasen en una situacion de vulnerabilidad
que les impediria conseguirla, y iii) facilitar el acceso fisico a las
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indigenas
y tribales, asi como facilitar la participacion de los pueblos en el
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra
indole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados,
ya sea debido a las distancias o a las vias de acceso a dichas instituciones,
0 a los altos costos en virtud de los procedimientos. Ademas, el
otorgamiento de una proteccidon efectiva que tome en cuenta las
particularidades propias que los diferencian de la poblacién en general y
que conforman su identidad cultural, sus caracteristicas econdmicas y
sociales, su posible situacion de vulnerabilidad, su derecho
consuetudinario, valores, usos y costumbres, asi como su especial relacion
con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decision de
controversias en materia indigena, los cuales se encuentren en armonia
con los derechos humanos, segun los estandares internacionales
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso
Pueblos Kalifia y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre
de 2015y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos
Indigenas de Costa Rica.

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los
principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer
politicas y préacticas de gestion de recursos humanos apropiadas,
principalmente en cuanto a contratacion, vinculacién, entrenamiento,
evaluacion, promocion y acciones disciplinarias; todo de conformidad con
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el ordenamiento juridico y técnico aplicable, en lo relacionado con la
aplicacion del Derecho Indigena, con el objetivo de ofrecer a las personas
usuarias indigenas una justicia pronta, cumplida, sin denegacion y
accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que
sean parte miembros del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre

8. Realizar encuentros entre el pueblo indigena Teribe y Bribri de
Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloria de Servicios,
Comision de Acceso a la Justicia y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de los Pueblos Indigenas, a efecto de que estas Ultimas les expongan el
funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes &mbitos. En forma
previa a su ejecucion se concertard con las personas indigenas la
identificacion de los contenidos minimos de los aspectos sobre los cuales
desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para
el acceso a la justicia

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre y personas funcionarias judiciales con
competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa
poblacion, a efecto de que las personas indigenas capaciten a las y los
servidores judiciales sobre la historia, cosmovision, costumbres, formas de
tenencia y de transmision de la tierra, entre otros datos de interés, que
incidan en la solucion de los conflictos indigenas; priorizandose a quienes
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial
para conocer de procesos vinculados con personas indigenas de Buenos
Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y
coordinadoras judiciales, defensoras publicas, fiscalas, personal
administrativo, del Organismo de Investigacion Judicial, entre otros.
Iniciar el proceso de capacitacion con personas servidoras judiciales de
las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas
las instancias; y luego se continuara con las demas.

10. Verificar que en los contenidos de los disefios de las
capacitaciones en Derecho Indigena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las
personas indigenas, entre ellos, el Convenio relativo a la proteccion e
integracion de las poblaciones indigenas y de otras poblaciones tribales y
semitribales en los paises 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre
Pueblos Indigenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaracién de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indigenas 2007,
Declaracion Americana sobre Derechos de los Pueblos Indigenas OEA
2016;

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos vinculada con pueblos Indigenas incluyendo la Opinion
Consultiva 23-2017,
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c.  Constitucion Politica, Ley Indigena, Ley de Acceso a la
Justicia de los Pueblos Indigenas, entre otras

d. Jurisprudencia de las Salas de Casacion y de la Sala
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas
personas indigenas; ademads, los alcances y distincion entre el sistema
monista y el pluralismo juridico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir
el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su
concrecion en las resoluciones —incluyendo las sentencias- que emitan en
los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio
de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta
judicial, entre otros. Al respecto, la Institucion tiene experiencia pues para
tal seguimiento del impacto de la capacitacion se disefié el Manual para
realizar las evaluaciones de resultados de la capacitacion judicial en el
desempefio laboral por parte de la Escuela Judicial.

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el
Consejo Superior para declarar obligatoria la participacion de las
personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho
Indigena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas, especialmente quienes tengan competencia material y
territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo
indigena Teribe y Bribri de Salitre.

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas
y un seguimiento para medir el impacto en su gestion, y valorar su
inclusién en los indicadores de evaluacion de desempefio y los procesos de
reclutamiento, ya sea para nombramientos 0 ascensos en puestos
vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas
indigenas.

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos
interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus
instituciones) y el Poder Legislativo, asi como las Universidades estatales,
a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas
indigenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de
la CIDH, esten previamente coordinadas y sean consultadas a las personas
indigenas.

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de
Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas
juzgadoras, defensoras publicas y fiscalas con competencia para conocer
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procesos en los que intervengan personas indigenas del pueblo indigena
Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de
Recuperacion de Tierras Indigenas y sistemas catastrales y registrales
vinculados.

16. Analizar opciones para brindar proteccion y seguridad a las
personas indigenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus
territorios y acordes a sus costumbres.

17. Realizar sesiones periddicas en las que se informe a miembros
del pueblo indigena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas
cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.

18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial
y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad
de Derecho y la Escuela de Antropologia para fortalecer el programa de
peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras
judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras
Escuelas de la UCR que podrian ofrecer insumos importantes en los
peritajes culturales.

19. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

20. Disefiar una Politica de Acceso a la Justicia de Pueblos
Indigenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN
que sea construida y consultada con las personas indigenas, asi como un
Plan de Accion de acuerdo a la metodologia de la Direccion de
Planificacion, que contribuya con su ejecucion, en seguimiento de la Ley
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas de Costa Rica.

21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se
realicen entre las personas indigenas beneficiarias de las medidas y otras
instituciones del Estado.”

Finalmente, se informa que el Poder Judicial mantiene una
coordinacion y comunicacion permanente con las instituciones del Estado
y las no gubernamentales que tengan dentro de sus planes de accion la
atencion de la poblacion indigena, con el fin de mantener una atencion
integral e interdisciplinaria que proteja el ejercicio efectivo de sus derechos
en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional, asi
como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.











Subcomisidn de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comisidn de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Se cumple asi con el plazo razonable conferido para dar respuesta a
estos requerimientos y se esta en la mayor disposicion de concertar espacios
de dialogo con las personas indigenas y sus representantes.

De ustedes atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS

VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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Poder Judicial
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N° 5991-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO XIX





ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.






HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.





Documento N° 5484-19 y 6338-19




La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:





“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 





En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  





Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:





“(…)





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.





2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.





Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.





Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".




SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.





Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".




Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.





Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.





En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.





Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.





Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.





Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.




ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.




SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.




En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.





Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.




Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.





La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.




En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.




En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.




En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.




En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.




Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.




Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.




La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.




Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.




Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.




Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 




Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.





Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.





De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.





En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.





Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.





Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.





Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.





El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 




El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.





De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.





¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.





Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.





Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.





Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 




Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.





Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.





Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.





Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.





No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.





También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 




¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.





También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.




 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.





Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.





Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.





Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.






De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.




Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.




De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 




El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 




Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.




De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.




Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.





La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.




Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.




De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.




Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.




De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.




La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.




Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.





De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 





Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.




También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.




Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 




Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.




Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 




Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.




El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.




Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.




Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.




En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.




Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 




Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 




Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 




Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 




Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.




Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.




Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 




En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.




Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.




Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.




Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.




Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.




Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.




Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.





SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.





Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.





En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 





Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.






Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.






Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.






Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.






Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.






Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 





SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE





Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.





Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.





La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.




Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.





Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.





Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.





El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.




Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.





Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.





En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.





Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.





Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.





De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.





No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.





Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.





Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.





Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.





Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.





Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.





Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.





Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.





Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".





Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.




Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,




 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.





Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 




Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".





Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.





En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.





Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.





Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 





De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 





Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.





Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.





Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.





El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.





Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.





Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.





La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.





Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.





Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.





Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".




Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.




Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.





Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".




Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.





Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.





El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini
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N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO II




Documento N° 5484, 7317-19




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:





“(…)




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General 





Corte Suprema de Justicia




c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia





Ministerio Público





Defensa Pública





Dirección General del Organismo de Investigación Judicial





Escuela Judicial





Dirección de Gestión Humana





Dirección de Planificación





Dirección Ejecutiva





Dirección de Tecnología de la Información




Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)




Claudio




Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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San José, 17 de julio de 2019.



Señoras y Señores



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur



Dinora Estrada Estrada



Gustavo Lázaro Rojas



Adelina Morales Torres



José Felipe N. Estrada



Sr. Figueroa



Georgina Estrada E.



Luzmilda Estrada Estrada



Dinorah Estrada



Sr. Abelardo M.



 



Estimados Señores y Señoras:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, en relación con la nota entregada a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el pasado 26 de abril de 2019, dirigida al “Gobierno de la República de Costa Rica”, en la que luego de una amplia exposición de motivos, solicitan:



“… Por ello expresamos al gobierno que ya en este punto es hora de que las Asociaciones de desarrollo indígena dejen de funcionar en nuestros territorios, es irresponsable por parte del  gobierno imponer estas estructuras y mantenerlas en funcionamiento dentro de nuestros territorios, es necesario que se les investigue y se les haga una auditoría  la cual estamos seguro evidenciará irregularidades en el manejo de recursos , así como injusticia cometidas a los mismos pobladores en nombre del poder que estos entes del estado tiene derecho del territorio al ser reconocidos como gobiernos locales y todas las potestades que esto les confiere, y exigimos que se acepte otro tipo de organización que sí nos represente y que surja de nuestra autonomía indígena. Solicitamos de igual manera medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar las vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra.”



En relación con la solicitud conforme a la cual se pretende que las Asociaciones de Desarrollo Indígena dejen de funcionar en los territorios indígenas, se les informa que no está dentro de las funciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas esa decisión, por lo que no podría emitirse un criterio favorable o desfavorable. Se copia esta gestión a la Defensa Pública a fin de que les instruya sobre las vías adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que otorga defensa pública especializada a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos, para que les brinde la asesoría respectiva.



Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.



Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.



De Ustedes, atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Defensa Pública
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Estimados Señores y Señoras:
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Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.



Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.
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Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.
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Secretaría General








San José, 14 de junio de 2019



N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIX




ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.





HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.




Documento N° 5484-19 y 6338-19



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:




“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 




En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  




Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”



- 0 -



Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:




“(…)




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.




Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.




-0-



Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.




Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.




Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.




Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.




En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.




Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.




Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.




Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.




Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.




La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.




Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.




De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.




En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.




Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.




Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.




Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.




El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.




De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.




¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.




Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.




Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.




Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.




Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.




Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.




Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.




No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.




También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.




También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.




Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.




Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.




Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.





De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.




La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.




De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 




Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.




SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.




Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.




En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 




Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.





Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.





Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.





Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.





Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.





Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 




SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE




Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.




Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.




La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.




Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.




Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.




El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.




Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.




En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.




Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.




Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.




De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.




No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.




Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.




Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.




Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.




Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.




Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.




Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.




Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.




Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".




Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.




Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".




Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.




En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.




Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.




Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 




De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 




Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.




Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.




Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.




El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.




Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.




Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.




La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.




Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.




Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.




Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.




El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia
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Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
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Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
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San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO II



Documento N° 5484, 7317-19



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”




- 0 –



La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




Escuela Judicial




Dirección de Gestión Humana




Dirección de Planificación




Dirección Ejecutiva




Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:45 p.m.
Para: tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>
Asunto: Informe a Consejo Indígena Regional del Pacífico Sur



 



San José, 17 de julio de 2019.



Señoras y Señores



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur



Dinora Estrada Estrada



Gustavo Lázaro Rojas



Adelina Morales Torres



José Felipe N. Estrada



Sr. Figueroa



Georgina Estrada E.



Luzmilda Estrada Estrada



Dinorah Estrada



Sr. Abelardo M.



 



Estimados Señores y Señoras:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, en relación con la nota entregada a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el pasado 26 de abril de 2019, dirigida al “Gobierno de la República de Costa Rica”, en la que luego de una amplia exposición de motivos, solicitan:



“… Por ello expresamos al gobierno que ya en este punto es hora de que las Asociaciones de desarrollo indígena dejen de funcionar en nuestros territorios, es irresponsable por parte del  gobierno imponer estas estructuras y mantenerlas en funcionamiento dentro de nuestros territorios, es necesario que se les investigue y se les haga una auditoría  la cual estamos seguro evidenciará irregularidades en el manejo de recursos , así como injusticia cometidas a los mismos pobladores en nombre del poder que estos entes del estado tiene derecho del territorio al ser reconocidos como gobiernos locales y todas las potestades que esto les confiere, y exigimos que se acepte otro tipo de organización que sí nos represente y que surja de nuestra autonomía indígena. Solicitamos de igual manera medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar las vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra.”



En relación con la solicitud conforme a la cual se pretende que las Asociaciones de Desarrollo Indígena dejen de funcionar en los territorios indígenas, se les informa que no está dentro de las funciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas esa decisión, por lo que no podría emitirse un criterio favorable o desfavorable. Se copia esta gestión a la Defensa Pública a fin de que les instruya sobre las vías adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que otorga defensa pública especializada a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos, para que les brinde la asesoría respectiva.



Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.



Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.



De Ustedes, atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Defensa Pública





smime.p7m

Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 06:45 p.m.
Para: tavoreamuno72@gmail.com
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>
Asunto: Informe a Consejo Indígena Regional del Pacífico Sur





 



San José, 17 de julio de 2019.



Señoras y Señores



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur



Dinora Estrada Estrada



Gustavo Lázaro Rojas



Adelina Morales Torres



José Felipe N. Estrada



Sr. Figueroa



Georgina Estrada E.



Luzmilda Estrada Estrada



Dinorah Estrada



Sr. Abelardo M.



 



Estimados Señores y Señoras:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, en relación con la nota entregada a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el pasado 26 de abril de 2019, dirigida al “Gobierno de la República de Costa Rica”, en la que luego de una amplia exposición de motivos, solicitan:



“… Por ello expresamos al gobierno que ya en este punto es hora de que las Asociaciones de desarrollo indígena dejen de funcionar en nuestros territorios, es irresponsable por parte del  gobierno imponer estas estructuras y mantenerlas en funcionamiento dentro de nuestros territorios, es necesario que se les investigue y se les haga una auditoría  la cual estamos seguro evidenciará irregularidades en el manejo de recursos , así como injusticia cometidas a los mismos pobladores en nombre del poder que estos entes del estado tiene derecho del territorio al ser reconocidos como gobiernos locales y todas las potestades que esto les confiere, y exigimos que se acepte otro tipo de organización que sí nos represente y que surja de nuestra autonomía indígena. Solicitamos de igual manera medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar las vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra.”



En relación con la solicitud conforme a la cual se pretende que las Asociaciones de Desarrollo Indígena dejen de funcionar en los territorios indígenas, se les informa que no está dentro de las funciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas esa decisión, por lo que no podría emitirse un criterio favorable o desfavorable. Se copia esta gestión a la Defensa Pública a fin de que les instruya sobre las vías adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que otorga defensa pública especializada a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos, para que les brinde la asesoría respectiva.



Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.



Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.



De Ustedes, atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Defensa Pública
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Señoras y Señores



Consejo Indígena Regional Pacífico Sur



Dinora Estrada Estrada



Gustavo Lázaro Rojas



Adelina Morales Torres



José Felipe N. Estrada



Sr. Figueroa



Georgina Estrada E.



Luzmilda Estrada Estrada



Dinorah Estrada



Sr. Abelardo M.







Estimados Señores y Señoras:







Reciban un atento saludo. A la vez, en relación con la nota entregada a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el pasado 26 de abril de 2019, dirigida al “Gobierno de la República de Costa Rica”, en la que luego de una amplia exposición de motivos, solicitan:



“… Por ello expresamos al gobierno que ya en este punto es hora de que las Asociaciones de desarrollo indígena dejen de funcionar en nuestros territorios, es irresponsable por parte del  gobierno imponer estas estructuras y mantenerlas en funcionamiento dentro de nuestros territorios, es necesario que se les investigue y se les haga una auditoría  la cual estamos seguro evidenciará irregularidades en el manejo de recursos , así como injusticia cometidas a los mismos pobladores en nombre del poder que estos entes del estado tiene derecho del territorio al ser reconocidos como gobiernos locales y todas las potestades que esto les confiere, y exigimos que se acepte otro tipo de organización que sí nos represente y que surja de nuestra autonomía indígena. Solicitamos de igual manera medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar las vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra.”



En relación con la solicitud conforme a la cual se pretende que las Asociaciones de Desarrollo Indígena dejen de funcionar en los territorios indígenas, se les informa que no está dentro de las funciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas esa decisión, por lo que no podría emitirse un criterio favorable o desfavorable. Se copia esta gestión a la Defensa Pública a fin de que les instruya sobre las vías adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que otorga defensa pública especializada a todas las personas indígenas de escasos recursos económicos, para que les brinde la asesoría respectiva.



Sobre el segundo tema vinculado con la solicitud de implementación de medidas cautelares para todos los territorios indígenas a fin de resguardar la vida de sus pobladores y buscar soluciones prontas y reales en el tema de tenencia de la tierra, de igual forma, se les remite a la Defensa Pública a efecto de que les brinde asesoría. 



Además, se les informa sobre las decisiones de Corte Plena en las que se aprueban los 21 ejes de acción para el abordaje de la temática indígena, en especial referencia, a las Medidas Cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos N° 321-12 contra el Estado, para su conocimiento y aprovechando, para la concertación de acciones de ustedes como personas indígenas.



Se está en la mayor disposición de brindar colaboración en el abordaje integral de la situación indígena, dentro de las competencias legales respectivas.



De Ustedes, atentamente,







Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia



Contraloría de Servicios del Poder Judicial



Defensa Pública









República de Costa Rica




Corte Suprema de Justicia




Secretaría General








San José, 14 de junio de 2019



N° 5991-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIX




ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.





HACE INGRESO AL RESCINTO DE SESIONES LA LICENCIADA DAMARIS VARGAS VÁSQUEZ.




Documento N° 5484-19 y 6338-19



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-84-2019 del 10 de mayo del año en curso, comunicó:




“Reciban un cordial saludo. En la sesión del 7 de mayo de 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, expuso el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 




En el Informe Ejecutivo mencionado, la Jueza Vargas Vázquez sugiere 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. Estos ejes fueron discutidos por las Personas Integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el Informe, trasladarlo de manera inmediata a la Corte Plena para su aprobación y la remisión a las diferentes jefaturas que corresponda.  




Por lo anterior, hago de conocimiento de la Honorable Corte Plena el “Artículo II: Exposición del Informe de Salitre y sus Recomendaciones” del acta 04-2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como el Informe Ejecutivo de la Jueza Damaris Vargas Vázquez sobre el encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba.”
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Seguidamente se transcribe los ejes de acción del citado informe:




“(…)




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012.




Se copia este informe al Despacho de la Presidencia, Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las personas quienes asistieron a la audiencia del 7 de abril en representación de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial”.
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Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Vamos a concederle el uso de la palabra al Magistrado Olaso y a la máster Damaris Vargas Vásquez, para que se refieran al encuentro en el que se desarrollaron veintiún ejes de acción en relación al Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el sector jurisdiccional.




Estos ejes de acción fueron discutidos por personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, quienes acordaron aprobar el informe y trasladarlo de inmediato a Corte Plena".



SALE LA SUPLENTE ZÚÑIGA MORALES.




Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: "En virtud de la Comisión de Accesibilidad envíe a la máster Damaris Vargas Vásquez por lo que prefería que ella se refiera al informe pues fue quien lo expuso ante la Comisión de Accesibilidad".



Hace uso de la palabra la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas: "El informe que les presento está relacionado íntimamente con lo que son las medidas cautelares 321-12 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al Estado Costarricense.




Las personas beneficiarias de esas medidas cautelares, son las personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, es el territorio de Térraba, ambos están en la zona de Buenos Aires de Puntarenas.




En el mapa que se les presenta están ubicados los diferentes territorios indígenas que son 24 territorios a nivel nacional de los cuales hay ocho pueblos indígenas, los que están involucrados con estas medidas cautelares son dos en particular, dos pueblos ubicados en el territorio que están en Buenos Aires de Puntarenas.




Lo que rige esta normativa son los convenios internacionales que ahí les mencionamos en su tiempo, el convenio 107 de la OIT que vino a ser superado por el convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas de la organización de Estados Americanos.




Al establecer en la Constitución Política nuestra, en el  artículo 1, que Costa Rica es una República Democrática libre e independiente, multiétnica y pluricultural, el sistema armonista que tradicionalmente hemos conocido pasa al pluralismo jurídico. Eso significa que los diferentes pueblos indígenas están reclamando su derecho a que se les reconozca el derecho indígena, derecho indígena que está consagrado en esos convenios internacionales que les mencionábamos anteriormente, que reiteradamente la Sala Constitucional ha señalado que son supraconstitucionales.




Estas medidas cautelares que fueron planteadas desde el 2012 al Estado Costarricense se les ha dado seguimiento, pero de una manera no tan fuerte como en estos momentos que afloró a partir de la muerte de un líder indígena en Buenos Aires, don Sergio Rojas, él era de los Bibrís en el momento de que él muere, se hace toda una investigación de cuál fue la causa de su muerte y dentro de las diferentes investigaciones que hay, él estaba liderando un proceso de recuperación de tierras indígenas porque las personas indígenas de estas comunidades están tomando la decisión de recuperar sus tierras después de que en su posición el Estado costarricense no ha dado una respuesta oportuna.



ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.



SALEN LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ Y EL MAGISTRADO ARAYA.



En el caso del Poder Ejecutivo que ha estado dando seguimiento a este proceso, tienen ocho desalojos administrativos aprobados, los ocho que no han sido ejecutados, uno de ellos está suspendido por un proceso agrario, otro está suspendido por un proceso Contencioso Administrativo, los demás están listos para ejecutarse pero no se han materializado aún.




Se espera que en los próximos días se realice eso y se estima que el impacto de la ejecución de esos desalojos va  a ser significativo a nivel de los procesos judiciales, porque se van a desalojar en esos procesos a personas no indígenas que están dentro de territorios indígenas, de acuerdo con el censo 2011, el 80% de los territorios indígenas están ocupados por personas no indígenas, cuando la normativa internacional señala que debería ser solo por personas indígenas que estén ocupados.



Entonces, la situación es bastante caótica en todos los territorios del país, especialmente en esta zona que cuentan con esas medidas cautelares. En forma general para mencionarles sobre el pueblo de Salitre, tiene una extensión 11700 hectáreas y 1807 personas, el idioma que ellos hablan es el Bribrí y tienen 14 comunidades, la filiación de ellos es matrilineal es decir son las mujeres las que toman decisiones, las que heredan, las que fomentan lo que es la organización y está repartido su gobierno al igual que los restos de los pueblos indígenas, a través de asociaciones de desarrollo integral.




La forma de organización a través de asociaciones se les estableció con la Ley indígena, sin embargo, ellos tienen otras formas de organización autónomas, algunas de ellas uno es este pueblo reconocido por la Sala Constitucional que es el Consejo de Mayores de las personas indígenas, entonces a veces hay dentro del mismo territorio diferentes representaciones legitimadas para actuar, eso hace que se divida la comunidad.



En el caso de los Térraba que están a la par siempre en Buenos Aires, es el pueblo Bröran el que está involucrado, son once comunidades 284 personas, ocupan una extensión de 9355 hectáreas que el 12% está ocupado en manos de indígenas. Es decir, el resto está ocupado por personas no indígenas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acogió la gestión que le hicieran personas indígenas de la zona representadas por una organización no gubernamental que lideró el proceso.



En esa oportunidad, la Comisión Interamericana logró determinar que sí había situaciones de gravedad en la zona y urgencia de la situación por daño irreparable, para el momento que se toman estas medidas, el señor Sergio Rojas había sido amenazado y había recibido seis disparos en ese momento del 2012, esa es la persona que muere el año pasado donde aflora más la situación de conflictividad.



En relación con la Comisión Interamericana ellos hacen evaluaciones periódicas, sin embargo, recientemente estuvieron en Costa Rica gracias a una invitación que les hizo el gobierno de Costa Rica para que vieran los avances que teníamos, dentro de los avances que se han estado dando es un acercamiento con la población indígena, a raíz de esto se solicitó a la Presidencia de la Corte mi intervención en un encuentro que hubo con las personas indígenas el 7 de abril pasado.



En esa oportunidad, las personas indígenas pues bastante molestas dieron una serie de quejas en relación con la tramitación de los procesos que se están tramitando en sede judicial en las diferentes materias. Por ejemplo, señalaban en un caso se expropio a una empresa una finca que estaba dentro de un territorio indígena, se le pagó, pero no se ha entregado el terreno todavía o en algunos procesos agrarios están tramitándose de manera lenta, en materia penal también, lo que ellos señalan es que no se les está dando la prioridad.



Como antecedentes tenemos nosotros varias circulares establecidas por el Consejo Superior, respaldadas también por Corte Plena en el sentido de que tienen que priorizarse los procesos vinculados con las poblaciones en situación de vulnerabilidad y específicamente en el caso de las personas indígenas con más razón tienen que priorizarse eludiendo a esta normativa internacional a la que le hacemos referencia.



Hay diferentes informes que remitió el Estado costarricense sobre el trato a las personas beneficiarias, cuyo abordaje para la Comisión Interamericana no ha sido integral, sino que se acude en el momento que hay algún acto de violencia. Es importante siempre tener presente que la parte de las tierras para esta población es fundamental, para ellos su ser está ligado estrictamente a la tenencia de esas tierras, tienen territorios sagrados, tienen diferentes costumbres que están relacionadas con esto, pues su cosmovisión es absolutamente diferente de la nuestra, porque ellos tienen territorios comunitarios, es decir, la ocupación es comunitaria las formas de posición es diferentes de las formas de posesión que nosotros conocemos en el Código Civil, en nuestra normativa, es temporal, es permanente, es diversa a la nuestra.



La normativa internacional señala que hay que respetar esas formas de transmisión de esta población y que también sus costumbres tienen el rango de las leyes, para poder determinar nosotros sus costumbres hemos avanzado mucho en el Poder Judicial con lo que son los peritajes culturales, hace algunos poquitos años porque ha sido un lineamiento que ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que traigamos peritajes culturales que lo realizan antropólogos sociales en los procesos vinculados con las personas indígenas.



Hay quejas de las personas indígenas que dicen que por qué no realizan esos peritajes personas indígenas de la misma comunidad, porqué tienen que mandarles un antropólogo social a estas zonas, en países como Perú, Bolivia, Colombia son las personas indígenas las que realizan esos peritajes culturales antropológicos, nosotros vamos hacia ese proceso.



Es importante señalar que el Poder Judicial ha realizado muchas acciones para ejecutar estas medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sin embargo, no están organizadas de manera tal que hayan salido a la luz pública, que las personas indígenas las conozcan, entonces se han quedado invisibilizadas.



Una de las propuestas que se les está planteando es que esto sea de conocimiento de la población indígena, de la ciudadanía en general y otras que más adelante les señalaré. 



Una de ellas por ejemplo es que Costa Rica lideró lo que fue la aprobación de las Reglas de Brasilia y la actualización también que se hizo donde se establece expresamente la priorización de ese tipo de procesos. Esa es una acción que a mi criterio podría estar estrictamente vinculada. De la misma manera el Pacto Nacional por el Avance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el marco de la agenda 2030, concretamente el objetivo 16 del acceso a la Justicia es otra manifestación genérica, pero que incide sobre estas medidas cautelares. Los lineamientos de la Sala Constitucional sobre el carácter supra constitucional de la normativa internacional de los Derechos Humanos vinculadas con las personas indígenas. Del Consejo Superior las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia a las poblaciones indígenas, que entre otros lineamientos señala que tienen que hacerse las audiencias en los territorios indígenas, esto es fundamental, aunque lamentablemente algunos despachos no cumplen con este lineamiento del Consejo Superior.




Si tenemos registradas varias resoluciones de las tres Salas de Casación donde obligan a que se realicen las audiencias en los territorios indígenas con peritajes culturales, inclusive la sanción ha sido de nulidad en el caso de la Sala Primera y la Sala Tercera y en el caso de la Sala Segunda obligando al cumplimiento al respeto del sistema matriz lineal de la población Bribri, porque ellos no pueden -según dijo Sala Segunda- heredar de acuerdo con nuestro sistema, sino que hay que respetar el sistema que tienen ellos, que son solamente las mujeres, no puede alterarse la cosmovisión que ellos tienen en cuanto a esto, son avances que se estiman están identificados sobre estas que podrían plantearse como acciones de las medidas cautelares.




De la misma manera el seguimiento que se está dando con la Contraloría de Servicios, también la misma creación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, que es una dependencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, que lidera el magistrado Olaso. Todas esas acciones y algunas más concretas que no voy a invertir más tiempo, pero están en el informe que ustedes tienen, es importante que la conozca esta población.




En el encuentro que tuvimos en Salitre el 7 de abril, básicamente participaron el Viceministro de Diálogo Social del Ministerio de la Presidencia, también la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Seguridad Pública, participó el Instituto de Desarrollo Rural, porque la Sala Constitucional le estableció que tiene que hacer una demarcación de los territorios indígenas, entonces están haciendo el plan de recuperación de tierras indígenas, diferentes representantes de instituciones y por supuesto, representantes de los dos pueblos indígenas beneficiarios de las medidas cautelares.




Un resumen ejecutivo muy básico de los alegatos que hacen estas personas es la tardanza en la tramitación de los procesos judiciales, desconfianza en las personas juzgadoras, fiscales y defensores públicos de Buenos Aires y de Pérez Zeledón para atender los asuntos indígenas, ausencia de priorización de los procesos, desconocimiento de la cosmovisión de las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares por las personas servidoras judiciales, desconocimiento del derecho indígena por parte de las personas servidoras judiciales y sobre todo, ocupación de personas no indígenas en los territorios y los riesgos y amenazas que esto pueda significar.




Sobre eso, se han dado algunos seguimientos a través del Consejo de la Judicatura por medio de lineamientos del Consejo Superior, para que las personas que se designen en la zona tengan conocimiento en derechos indígenas, sin embargo, como es de conocimiento de quienes nos hemos graduado de la Universidad de Costa Rica o universidades privadas, no existe una materia específica en licenciatura o en bachillerato sobre el derecho indígena, salvo los conocimientos que se nos puedan dar.




Hemos identificado vacíos de información en cuanto a esto, que estamos tratando de llenarlos, pero es un poco difícil con una población tan grande, estamos optando por el sistema virtual, también en esto la Escuela Judicial nos ha colaborado y la Dirección de Gestión Humana.




El planteamiento que se les está haciendo en esta oportunidad para valoración de ustedes, son algunos lineamientos. 



El primero de ellos está estrictamente relacionado con las medidas cautelares, que es concertar con las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, las acciones a seguir para garantizar la vida y la seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribes y Bribrí de Salitre, e informarles las que ya se han adoptado para investigar cuáles estiman ellos que sean las pertinentes. Por ejemplo, ellos no están anuentes al sistema que tiene el Poder Judicial, que cuando hay alguna víctima o alguna persona en peligro, se saca a la persona de su comunidad, de su pueblo y se le traslada a un lugar absolutamente desconocido, ellos dicen que no se les puede sacar de sus territorios porque eso alteraría sus costumbres, alteraría su vida tradicional, entonces solicitan que se valore, me imagino que este caso, el Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, algunas formas alternas de buscar solución.




De igual manera, mostrarles a ellos lo que nosotros hemos desarrollado primero para que tengan conocimiento y segundo para que ellos nos den sugerencias de cómo hacerlos. De la misma manera, identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena con énfasis en estos dos territorios.




¿Por qué esto? Porque con muy buen tino, cuando se aprobó el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 por parte de Corte Plena, se incluyó como un eje transversal el acceso a la Justicia, y dentro del cual está la población indígena. Eso significa que todos los programas, todos los proyectos que se desarrollen tienen que estar transversalizados con lo que es esta población indígena, pero tenemos que identificar y analizar los riesgos relevantes asociados a que no se esté haciendo de esa manera, que se esté dejando al margen y es necesario establecer mecanismos operativos que minimicen ese riesgo a las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y la resolución de esos procesos judiciales en particular para poder identificarlos.




Luego es importante, siguiendo siempre los lineamientos de la Ley de Control Interno, es documentar, mantener actualizados y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del Sistema de Control Interno institucional vinculado directamente con lo que son los procesos judiciales relacionados con personas indígenas. ¿Por qué esto? Porque tenemos en buena hora circulares que señalan que hay que priorizar este tipo de procesos, sin embargo, posiblemente los vacíos de información o la complejidad que revisten hacen que estos procesos caminen muy lento, que haya mucha dilación en la tramitación de esos asuntos, entonces habría que reiterar eso, ya eso se está trabajando con el Consejo Superior directamente.




Luego establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental e institucional en el desarrollo de actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados, esto es relevante, sobre todo, por los alegatos que ellos señalan de una desconfianza, no solamente en el Poder Judicial, sino también en el Poder Ejecutivo, de las personas que están tramitando en Buenos Aires y Pérez Zeledón.




Por supuesto que se les ha tratado de que comprendan lo que es el Principio de Independencia Judicial, y las decisiones que puedan tomar las personas juzgadoras en la zona, pero relatan algunos aspectos que son cuestionamientos que se han enviado directamente a lo que es la Inspección Judicial, para que haga las investigaciones respectivas. 



Hay otro planteamiento que estimamos que es fundamental, que es incluir las estadísticas institucionales e indicadores que visibilicen los procesos judiciales que están vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa de los pueblos relacionados. Esto es fundamental, porque aunque tenemos nosotros el sistema SIGMA, que es inteligencia de negocios, extraordinario, es una herramienta fundamental en el Poder Judicial, lamentablemente responde a la alimentación que se dé por parte de los despachos, y en algunas ocasiones no está alimentado correctamente.




Entonces se reportan algunos despachos a quienes se les dice por favor prioricen esos expedientes, y ellos dicen, nosotros no tenemos ningún expediente relacionado con personas indígenas, es decir, hay que hacer ajustes en las estadísticas, porque en los informes mensuales estadísticos de los despachos de todas las materias, no existe nada donde diga es persona indígena o alguna otra persona en condición de vulnerabilidad.




Lo que se quiere es trabajar arduamente en esto y que existan un lineamiento de ser posible a nivel de Corte Plena. De igual manera y con absoluto respeto al Principio de Independencia Judicial, emitir algunas circulares dirigidas a las personas servidores judiciales en que se les reitera su deber de garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.




Estos aspectos que se señalan en el punto 6 del informe, en realidad no es ninguna innovación de parte nuestra, son las buenas prácticas que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que tiene que darse para este tipo de procesos, de manera tal, que ya deberíamos nosotros de tener absoluto conocimiento de esto y darle seguimiento, pero como lamentablemente no es así, sería importante que se apruebe una circular en ese sentido, si ustedes lo estiman a bien, esto responde a los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para estar a un nivel aceptable de respeto a los Derechos Humanos.




No contradice el ordenamiento jurídico costarricense que establece esos cuatro convenios como supraconstitucionales.




También establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a la contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena. 



¿Por qué se señala esto en lo que es la gestión de los recursos humanos? Ya el Poder Judicial está trabajando en eso y un lineamiento de las personas que se nombren en las zonas donde hay territorios indígenas, me refiero a las personas juzgadoras, tienen que acreditar o tener algún nivel de conocimiento en derecho indígena, inclusive en los ítems y en los casos integradores que están trabajando con Consejo de la Judicatura, ya se están incorporando y de la misma forma, después cuando están en el periodo de prueba estas personas que son designadas también se les da una capacitación al respecto y en el curso que se tiene en el Programa de acceso a la Judicatura ( FIAJ) de la Escuela Judicial está también incorporado, pero es importante que se extienda este nivel de conocimiento, que se pueda hacer de manera virtual, para que se adecue más a la situación financiera institucional.




También realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, y que ellos nos retroalimenten.



 ¿Por qué esto? Nosotros tomamos decisiones que creemos que son las mejores para beneficiar a esa población, sin embargo, nunca les hemos preguntado y el Convenio 169 de la OIT hace referencia a lo que es el proceso de consulta. El proceso de consulta que está trabajando el Poder Ejecutivo a través de un decreto es muy específico. Nosotros -creo yo- que mientras tanto vamos aplicando un sistema más avanzado, podríamos por lo menos preguntarles a ellos en qué quieren capacitarse.




Con este encuentro que hubo el 7 de abril, es clarísimo que ellos no comprenden el Poder Judicial, no saben que el Ministerio de Seguridad Pública no es parte del Poder Judicial, no comprenden que el INDER no es parte de los Tribunales Agrarios, ellos no comprenden lo más básico de lo que es la forma organizativa del Poder Judicial y es uno de los señalamientos que hacen en las medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana, que nosotros tenemos que empezar por explicarles a ellos cuál es nuestra forma organizativa, buscar acercamientos con esta población, eso en primero orden. En segundo lugar, que ellos nos expliquen a nosotros cuál es su cosmovisión, cuáles son sus costumbres, no solo a través de peritajes culturales sino de respecto, porque cuando nosotros ingresamos a territorios indígenas en las diferentes jurisdicciones a hacer un reconocimiento jurisdiccional, entramos como si fuera cualquier propiedad, luego de gestionar los permisos respectivos en el proceso.




Sin embargo, a veces no identificamos cuáles son los lugares sagrados, que para esta población de acuerdo con su cosmovisión, no cualquiera de ellos puede ingresar, solamente los que tienen ciertas características y nosotros simplemente pasamos por ahí porque es parte de la diligencia. Son aspectos fundamentales que quizá podría pensarse que no son tan relevantes, sin embargo, eso sería ofensivo para esta población y de una vez haría un distanciamiento entre ellos y nosotros, el planteamiento es que tengamos un mayor acercamiento entre la población.




Luego hay otro tema, nosotros hemos venido desarrollando gracias a la colaboración de la Escuela Judicial  y de la Dirección de Gestión Humana, muchos procesos de capacitación, hasta la fecha no hemos tenido controles de quiénes son las personas capacitadas y sobre todo, hay un instrumento que desarrolló la Escuela Judicial recientemente, que se llama el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral, eso significa que vamos a tener el control que si damos la capacitación, se da un seguimiento a la persona y al despacho a fin de determinar si en las resoluciones está materializada esa capacitación, se han identificado muchas resoluciones judiciales relacionadas con pueblos indígenas en las cuales ni siquiera se hace alusión a esos convenios internacionales, no se hace alusión a la Ley Indígena y tampoco a una ley que se aprobó recientemente que el año pasado a fines, que es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, esta ley está direccionada al Poder Judicial y nos señala a nosotros compromisos que ya estamos ejecutando, pero que son difíciles de alcanzar, la única manera es haciendo un abordaje integral que hasta el momento se estima no se ha hecho o no se ha hecho por lo menos con las expectativas que espera esta población usuaria nuestra.





De igual manera, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas establece que tiene que declararse obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones en derecho indígena, por supuesto que hay lineamientos totalmente razonables del Consejo Superior, si usted tiene audiencia programada, no puede dejar la audiencia por ir a una capacitación, eso es razonable.



Sin embargo, algunas personas simplemente no acuden porque estiman que no es un tema de su interés, pero si tienen un circulante significativo vinculado con esta población, con especial referencia a la población de Buenos Aires.



De igual forma, valorar, entiendo que Corte Plena está trabajando en el tema con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de implementar lo que es evaluación de desempeño, que esto también se materialice en los diferentes indicadores cualitativos o cuantitativos, que se están desarrollando por parte de la dirección de Planificación y Gestión Humana en lo que es evaluación de desempeño, para que esto también esté directamente involucrado. 



El punto 14, son los acuerdos interinstitucionales entre Poder Judicial y el Poder Ejecutivo y sus instituciones y el Poder Legislativo, porque el abordaje que tiene que hacerse de las medidas cautelares debe ser entre Estado, y el Estado está conformado por los tres poderes, no podría liderar eso el Poder Ejecutivo invisibilizando al Poder Judicial. 



Con este encuentro que tuvimos el 7 de abril, es una manera de que la población indígena sepa que estamos trabajando en eso, y altamente preocupados por esa situación y tenemos acciones concretas.



De igual manera, por disposición de la Sala Constitucional, el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) está trabajando en el plan de recuperación de tierras, es decir, identificar cuál es el límite de este territorio en particular, cuál es la ocupación de las personas indígenas, cuál es la ocupación de las no indígenas, para que se tomen acciones.



Es una labor que se está invirtiendo mucho dinero por parte del INDER por un lineamiento de la Sala Constitucional, sin embargo, es desconocido para la población judicial.




La recomendación es que haya un acercamiento con el INDER para que ellos lleguen y nos lo muestren, por supuesto, no sería vinculante para el sector judicatura, sin embargo, es un aspecto esencial, porque en la jurisdicción Contenciosa Administrativa se están ordenando expropiaciones, en la jurisdicción Agraria se están declarando reivindicaciones o no, y en la jurisdicción Penal también tienen una mega causa penal que está conociendo este todo este abordaje de Buenos Aires.



Entonces podrían salir resoluciones contradictorias sobre ese tema, y es necesario que integremos todos esos esfuerzos en la medida de las posibilidades y las competencias del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de los diferentes despachos por el principio de independencia judicial.



De igual manera y se reitera, el tema de brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares dentro de sus territorios y acorde a sus costumbres, eso sería un esfuerzo importante que podría realizarse, y realizar sesiones periódicas en las que se informe a los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias los avances que hemos ido alcanzando.



Después del encuentro del 7 de abril, les comento que ellos han estado con un alto nivel de exigencia para que se cumplan estas medidas sobre todo ahora que llegaron los comisionados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a cargo de la población indígena, donde nos señalan que tenemos que estarles dando reportes, entonces nos hemos trasladado a territorio de Salitre aproximadamente cada 15 o 22 días, a ellos les gusta reunirse sábados y domingos, no entre semana; y de acuerdo con un lineamiento de Consejo Superior, esas audiencias tienen que hacerse de acuerdo a la agenda  de la población indígena, entonces nos hemos ajustado a la agenda de la población indígena.



De igual forma, actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica, ya esto lo hemos venido trabajando la Presidencia de la Corte y don Henning Jensen también ha estado con mucho ánimo de poder actualizarlo, especialmente y es de nuestra conveniencia, porque la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas obliga a las universidades estatales asumir el costo de los peritajes culturales, cada peritaje cuesta más de un millón de colones, y como ustedes saben, nuestros presupuestos son limitados.



La Universidad de Costa Rica está anuente a hacerlo, y ya pasar del proyecto que tiene en estos momentos, que es muy pequeño, convertirlo en un programa, que no solamente incluya peritajes culturales, sino procesos de capacitación también a las personas servidoras judiciales. En eso se está avanzando porque el convenio vence –creo- que, en octubre de este año para poder actualizarlo, y no solo actualizarlo, sino remozarlo también para que dé respuesta a estos requerimientos institucionales.



Y también, diseñar una política de acceso a la justicia de pueblos indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN. Esta no es una innovación de nosotros en la propuesta, es que la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, establece expresamente que tiene que hacerse  esa política de acceso a la justicia de pueblos indígenas.




De la misma manera el Poder Ejecutivo, está trabajando con esa política a nivel nacional, y esta estaría asociada a esa política al igual que sucede con otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, como son las personas con vulnerabilidad como son las personas con discapacidad, que hay una política a nivel nacional, un plan de acción, y el Poder Judicial tiene su propia política también; pero en este caso no tenemos política para esa población, solamente varias circulares muy buenas, pero desperdigadas y un poquito desactualizadas. 




Finalmente, establecer un control informatizado mediante la utilización del sistema Sigma, del estado y avance de los procesos judiciales ¿por qué esto?, como les decía, Sigma me parece extraordinario, lo que pasa es que si no se alimenta correctamente la información difícilmente. La Contraloría de Servicios está en la obligación de dar seguimientos, sin embargo, el sistema estadístico no ofrece la información para que esto sea más ágil, y no se puede hacer expediente por expediente, porque pese a que el 2% de la población de este país es indígena, es decir, es muy bajo el porcentaje, los procesos vinculados con esta población son muchos y se están tramitando en diferentes materias.



También participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado, para que el abordaje sea integral.



Esos son básicamente los lineamientos que se están sugiriendo a ustedes para aprobación, no me voy a extender más porque ya me parece que me he llevado mucho tiempo. Sin embargo, en la presentación tienen ustedes las acciones de capacitación que ha realizado el Poder Judicial que nos facilitó la Escuela Judicial de los diferentes contenidos que se tienen, que están siendo revisados por los beneficiarios a ver si incorporan la normativa internacional que regula los derechos de esta población y también los contenidos de las resoluciones que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con otros países, en el caso de nosotros lo único que tenemos son medidas cautelares, no tenemos ningún caso abierto todavía, pero los otros países si nos sirven a nosotros de norte  en nuestro actuar. 



Algunos pronunciamientos que se han emitido, ahí lo tienen también.



Como evidencia también las resoluciones de la Sala Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, que han estado alineados con lo que establecen esos convenios internacionales, no así los despachos en algunos casos, algunos sí tienen bastante conocimiento de derecho indígena, pero lamentablemente no es la generalidad de la institución”. 



Manifiesta la Magistrada Rojas: “Doña Damaris, en primer lugar felicitarla en nombre del Poder Judicial por todo su esfuerzo y su entrega.



El otro día, un fin de semana estaba trabajando, la llamé por teléfono para preguntarle por el convenio 169, porque teníamos justamente un tema indígena en la Sala y quería su criterio técnico, y sé que iba ese fin de semana para estas zonas, porque ellos solo admiten que sean solo fines de semana.



Y la verdad es que es justo, ahora que estamos todos reunidos y que estamos por streaming, decirle que en nombre del Poder Judicial muchas gracias, porque es usted una funcionaria muy comprometida, y realmente no cualquiera deja su familia y sus obligaciones, expone hasta su salud para ir a estos territorios a realizar esto que es una función básica del Poder Judicial.



Cuando usted me dijo que iba para allá se lo dije, pero me parece justo que lo diga hoy públicamente y que le reconozcamos ese esfuerzo y ese compromiso suyo, es lo menos que puedo hacer como magistrada de esta Corte y muchas gracias.



En segundo lugar, dicen que “la ignorancia es atrevida”, pero yo prefiero aprender si no sé y no tengo ningún problema en preguntar. ¿Usted me puede preguntar en síntesis muy corta en qué consiste la medida cautelar? porque tengo que aceptarle que la ignoro, sé que hay una medida, lo había conversado con usted, pero en concreto y en una síntesis muy específica, porque tampoco se trata aquí de que los compañeros se nos vayan y ninguno sepamos, ¿en qué consiste la medida cautelar que ha dictado la Comisión?, porque no es la Corte, todavía no hemos llegado ahí, estamos en Comisión.



Básicamente para estar informada, porque efectivamente nosotros tenemos asuntos indígenas y en este momento lo tenemos en casación. 



Lo otro que quería preguntarle es porque tenemos efectivamente una duplicidad de demandas, la CONAI demanda, por acá demandan, los indígenas demandan separadamente, y entonces piden lo mismo en diferentes procesos. 



Yo estaba enterada desde hace muchos años que la Sala Constitucional le había ordenado al INDER una delimitación de los territorios indígenas que tenía que hacerlo, y que era carísimo, y que inclusive le había dado plazo, y estaba pidiéndole informes cada cierto tiempo. 



Pues imagínese que nosotros tenemos un proceso donde se pide lo mismo, de casualidad uno podría por haber trabajado en algún lugar y en otro, estar como informado, sin embargo, la oí decirlo, primero, que está en proceso esa orden de la Sala, y después la oí decir también que en el 2011 ya el INDER había determinado que el 80% de los ocupantes de los territorios indígenas son blancos o no indígenas. 



Entonces tengo una duda, es decir, lo que se determinó en el 2011 es que el 80% es terreno por recuperar, y está en proceso el de la Sala Constitucional que va a determinar efectivamente cuáles son las áreas indígenas que están sin demarcar.



Esa duda me queda, y por supuesto lo más conciso que usted pueda en qué consiste la medida cautelar”.



Responde la máster Vargas Vásquez: “Estoy a la orden, esto para mí es un placer, me gusta mucho este tipo de trabajo y se relaciona mucho con lo que desarrollo en materia Agraria, solamente que como es fin de semana no incide en lo Agrario que realizo entre semana. 



En relación con esas medidas cautelares con muy básicas, esos son los cuatro puntos que se señalan, lo que establece la Sala es que el Estado, el Poder Judicial tiene que adoptar medidas específicas para garantizar la vida y la integridad personal de esta población.



Cuando se establecieron estas medidas fue porque se había agredido a personas líderes y lideresas indígenas que estaban protegiendo sus territorios. Con el paso del tiempo allá hay una persona muerta y hay personas amenazadas, los líderes actualmente, lo que se quiere son acciones en concretas para proteger la vida y la integridad de las personas.



Luego que concierte, las medidas a implementarse con los beneficiarios, es decir, que las decisiones que nosotros tomemos desde aquí no sean nuestra decisión, que haya un proceso de concertación con esa población, que hayan encuentros, que les consultemos, que haya una retroalimentación, es parte de las recomendaciones que se plantean.



Luego que se informe sobre las acciones adoptadas por el Estado a la población indígena, que haya un proceso de comunicación con esa población de lo que nosotros vamos haciendo, y también que investiguemos los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la medida cautelar y así evitar su repetición.



Lamentablemente, la repetición se ha venido dando, sobre todo con el enfoque de la materia Penal, pero podríamos decir que esas amenazas y esos homicidios es Penal, eso no es Agrario, Contencioso Administrativo o Civil, de otras materias. Pero no, eso está estrechamente relacionado, porque lo que ellos quieren es recuperar sus territorios; y ya se sabe que, si el 80% del territorio está ocupado por personas no indígenas, esto significa que muchas de las asociaciones de desarrollo integral que representan a esas personas no son indígenas, son no indígenas.



Indudablemente las decisiones que posiblemente toman están relacionadas con beneficios a favor de personas que no son indígenas, entonces nos encontramos con la situación que sería muy sencillo decirle asociación: ¿quiénes son indígenas aquí?, son “tal, tal". Pero ya con mucha claridad la Sala Constitucional le ha dicho a la asociación: asociación, usted no es quien para que diga quién es indígena y quien no es indígena; porque lo que están haciendo los procesos judiciales es para deslegitimar a la persona indígena que reclama, es decir que no es indígena.



Entonces en un caso inclusive de estos mismos territorios la Sala Constitucional les dice es el Consejo de Mayores, vean que es una organización autónoma el que tiene que identificarlo, y también la autodeterminación de la persona de acuerdo con su cosmovisión. Usualmente uno por los rasgos físicos dice esa persona es indígena, pero por el proceso de aculturalización nos encontramos con personas que tienen esos rasgos que dicen no me identifiquen con esa población, o hay personas que no tienen ningún rasgo indígena que quieren ser indígena por muchos motivos, algunos de ellos porque los territorios indígenas tienen recursos de bosque, recursos hídricos bastante interesantes, entonces están por ahí metidos.




SALE EL MAGISTRADO CASTILLO.




Los cuestionamientos que hacen en la zona son sobre todo porque como es una localidad, entonces muchas autoridades están vinculadas con personas con territorios con fincas dentro de los territorios indígenas, entonces ellos cuestionan ese tipo de cosas.




En el informe hay nombres y apellidos de los señalamientos que ellos hacen, que esto baja los niveles de confianza que ellos tienen que no son muy altos. 




Y también el deber de informar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de las medidas requeridas y actualizar dicha información en forma periódica, hasta el momento quien ha informado es el Poder Ejecutivo, pero el Poder Judicial no ha informado sobre sus acciones.





Entonces lo que estamos haciendo ahora es integrarnos para hacer un abordaje, no solamente desde la Asamblea Legislativa que ellos sacaron esa ley -que me parece que es muy buena- la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fines del año pasado; sin embargo, tienen la reserva de la Ley de Autonomía que no la han aprobado, más bien se archivó, ahora entiendo que la van a remozar, a plantear nuevamente. El Poder Ejecutivo con los desahucios administrativos que no han ejecutado, pero que ya van a empezar a ejecutar -dicen ellos- a corto o mediano plazo, lo cual va a aflorar más demandas, porque las personas no indígenas van a reclamar -me imagino- expropiaciones o derechos de alguna naturaleza sobre esos territorios.





Entonces básicamente esas son las tres medidas que se están señalando por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.





Expresa la Magistrada Chacón: “Reconocer también a la máster Damaris Vargas la labor que hace y la valentía que tiene de ingresar a los territorios, sé que el conflicto en estos últimos años ha sido bastante fuerte con la situación que se vive ahí, y le reconozco esa dedicación que tiene usted de poder ingresar a la zona y ser el contacto del Poder Judicial, me parece que eso es muy de reconocer porque son condiciones bastante difíciles.





Quisiera preguntarle, porque puse mucha atención con relación al informe que usted estaba rindiendo, y me parece muy importante sobre la credibilidad que tiene el Poder Judicial en la zona como tal, porque me parece fundamental el acceso a la justicia de los pueblos indígenas, para mí eso es fundamental porque ellos manejan condiciones diversas, desde el mismo idioma que ellos hablan y que requieren.





Sé que se ha trabajado en varias líneas, en varias reglas que han sido dadas para que cuenten con algunos intérpretes y demás, pero lo fundamental y que quisiera preguntarle es con relación a esa desconfianza, que me parece que es muy importante que el Poder Judicial trabaje en restablecer la confianza. 




SALEN LOS MAGISTRADOS SOLÍS Y AGUIRRE




Pero creo que la confianza de los pueblos indígenas en la solución de sus casos a nivel judicial, solo se puede lograr en el tanto puedan entender y que sus sentencias sean favorables para ellos. Porque realmente no se les está haciendo justicia en los términos que ellos puedan comprender, la sentencia como tal, quisiera saber cuáles son las medidas que se han adoptado para con relación a esos juicios, porque me parece que el contar con un intérprete es importante, pero también el dictado de la sentencia tiene que ir acorde, y tiene que también explicárseles, ahí tiene que haber una devolución, no solo rendirle la sentencia para que ellos traten de ver qué fue lo que se resolvió, eso no tendría sentido.




Creo que la credibilidad del Poder Judicial para los pueblos indígenas sin acceso a la justicia es un trabajo que hay que hacerlo muy fuerte en los territorios indígenas donde estén los juzgados. Y me parece también fundamental que las personas que están tratando estos casos no podría bajo ninguna circunstancia tener alguna relación dentro de ese conflicto. Me parece que los jueces tienen que estar libres del conflicto que se está dando en los territorios, y entonces esa es una labor que el Poder Judicial sí tiene que hacer.




La misma visibilización de las estadísticas de los denunciantes indígenas para mí es fundamental.



Y últimamente quería también, dentro de estas cosas que quería preguntarle, es que a nosotros nos pidieron la colaboración en la Secretaría de Género para poder representar mujeres en el Tribunal Contencioso Administrativo. Y haciendo averiguaciones me indican que no hay mujeres que denuncien en el Tribunal Contencioso Administrativo, pese a esa línea que es la representación que ellas tienen la matrilineal, la representación que ellas tienen de sus familias pues que no hay demandas para el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y aquí la Defensa Pública está previendo la representación de esas mujeres y nos han pedido colaboración a la Secretaría de Género que también tenemos dos recursos ahí para esto.




Pero nosotros queríamos saber cuál ha sido el acceso realmente de esas mujeres a la jurisdicción, al Poder Judicial, al acceso a la justicia y obviamente sí creo que en el Poder Judicial esto está delegada en la Comisión de Acceso a la Justicia para ver todo esto con relación a los pueblos indígenas, pero me parece que debe de haber mayor aporte de la Corte Plena, de otros magistrados para poder interesarse un poco más en la resolución de los casos para los pueblos indígenas.




Esa garantía de que realmente van a acceder en demanda de sus derechos, pero que van a obtener una justicia pronta y cumplida, creo que en materia de ellos, el que sea pronta y cumplida es muy importante, pero que no pueden entender bajo ninguna circunstancia los plazos de resolución extensos y que tampoco entienden el proceso desde afuera, en los tribunales que ellos manejan o manejaban consuetudinariamente, las resoluciones se resolvían muy fácilmente en ese Consejo, y entonces la justicia se hacía muy rápida.




El hecho de depender y de someterse a un sistema judicial en tribunales trastorna absolutamente todo porque no es la vivencia de ellos.



Entonces yo quiero que me explique un poco con relación a eso, porque el tema lo conozco de algún tiempo y me parece que es muy importante que el Poder Judicial implemente todas las medidas necesarias para lograr, y estamos obligados con esta resolución de la Corte, y creo que entonces sí implica trabajar en varios niveles para que ellos puedan tener un acceso a la justicia pronta y cumplida”.




Responde la máster Vargas Vásquez: "Gracias magistrada Chacón, en realidad nosotros estamos trabajando bajo el lema de construir confianza intercultural, es decir, responder a los requerimientos de ellos también y al derecho indígena.




En Pensiones Alimentarias se ha avanzado muchísimo, hay algunos despachos en los cuales han tomado decisiones de no enviar a prisión a la persona que incumple, sino que hacen caso al planteamiento de la persona beneficiaria de la pensión donde dicen no manden a esta persona indígena a prisión, prisiones que no están adaptadas a los indígenas, sino que oblíguenlo a que venga a trabajar a mi parcela, a que me traiga ciertas cosas, y de acuerdo con el convenio 169 es tan específico sobre el tema que permite eso expresamente hasta en materia Penal, no buscar soluciones de encarcelamiento para esta población, entonces se han desarrollado aspectos importantes.




Sobre el tema de género, vieran que el Poder Judicial y los lineamientos de Consejo Superior y de Corte Plena, es que cuando tenemos personas indígenas les demos personas traductoras mujeres, que a las mujeres las atiendan mujeres en las traducciones, no hombres, porque entonces el tema cultural genera toda una alteración, ya lo hemos visto en casos concretos; creo que salió ayer en el periódico Nación el caso de una persona indígena que tuvo una situación complicada que fue condenada y todo y no entendía español.




Entonces ya el Poder Judicial ha avanzado con eso, y tenemos personas traductoras hombres y mujeres, mujeres para mujeres. La Ley de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, aprobada recientemente lo establece expresamente, es decir ya no tenemos opción, pero ya lo veníamos haciendo de acuerdo con lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entonces es un gran avance.




De la misma forma, como les mencionaba hace un rato que estaba la Asociación de Desarrollo Indígena, que estaban los Consejos de Mayores legitimados por la Sala Constitucional, también hay grupos de mujeres, lideresas que están organizadas ellas reclamando sus derechos, especialmente la población Bribrí que está ubicada en Talamanca, y esta otra que está ubicada en Salitre, digamos con quien uno conversa es con mujeres, son las mujeres las que están adelante.




No sucede eso con el resto de las poblaciones, especialmente con los Noves, o sea se da una situación de vulneración de acuerdo con nuestra cosmovisión de vulneración de sus derechos, la Sala Constitucional tiene reiterados criterios donde trata de empoderar a las mujeres en ese sentido.




Entonces sí tenemos avances en ese sentido, y sobre todo el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) es el que las tiene muy bien organizadas dentro de esta capacitación, que ahora precisamente estamos ejecutando en estos momentos, no en San José, como siempre se ha hecho en la Universidad de Costa Rica, sino en Buenos Aires de Puntarenas, para abordar la mayor cantidad de la población judicial de esa zona.




Una de las expositoras es casualmente una antropóloga experta en indígenas y en género que es Valeria Varas, entonces tenemos ese planteamiento”.




Expresa el Magistrado Olaso: “Primero que todo felicitarla máster Damaris Vargas, primeramente. Para la Comisión de Accesibilidad es un honor que usted trabaje con nosotros y que haya desarrollado tan importante trabajo, la Comisión de Accesibilidad, como usted bien lo sabe, reúne distintos tópicos, y a veces es difícil que una sola persona en este caso como a mí que me toca integrar todo esto, pueda desarrollar tanto de lo que tiene que ver la Comisión.




Por eso la idea que hace o plantea la magistrada Chacón de traer esto a los magistrados o magistradas es que se dieran cuenta lo importante y trascendental de este tema, y que es algo que podemos hacer en conjunto, que no se trata de solo marcarlo y de visión de la Comisión de Accesibilidad, sino que puede tocar indirecta y transversalmente distintas comisiones como lo son género, ética, etcétera, y una serie de elementos.




Yo recuerdo, y ahora que hablo usted de la gestión de expedientes, que en la Sala Segunda hace como un mes tuve la oportunidad de ver un expediente que era de una trabajadora indígena, y el expediente no tenía la posibilidad de tener esa advertencia de que estábamos tratando un asunto de una persona indígena, fue que la letrada le puso un comentario al proyecto y así se pudo visibilizar esas situaciones y el análisis podía hacerse bajo esa perspectiva.




Es importante, bajo la mecánica de implementar todas estas medidas desde el punto de vista del Poder Judicial, implementar esa sensibilidad de que el expediente nos pueda permitir visualizar este tipo de población que es trascendental para su tutela judicial efectiva.




Quisiera culminar con una experiencia que el otro día pude observar de un documental que habían sacado acerca de los grandes maratonistas de México, y ponían el ejemplo de que los grandes maratonistas de México eran sobre todo mujeres que venían de la región indígena, y lo difícil que era para ellas integrarse a la sociedad, porque para venir en una beca académica en la ciudad tienen que cambiar toda la estructura, desde el punto de vista del ruido de la ciudad y todo lo que eso implicaba, porque estaban acostumbradas a  entrenar lo que era en la montaña y con sus propias vestimentas.




Para ellas es sumamente difícil, y sobre todo para las mujeres integrarse a una sociedad en donde a veces se les hacía burla del tipo de vestimenta que usaban, y que ellas las integraban dentro de sus útiles para correr. Entonces yo le agradezco y reitero todos los aportes que usted hace y la idea de traerlo aquí –reitero- era para que los compañeros y compañeras nos sensibilizáramos, no solo eso, sino que también entendiéramos que eso es un trabajo de todos y de todas y que podemos implementarlo en nuestras distintas labores".




Manifiesta la Magistrada Varela: “Máster Damaris Vargas, como siempre, excelente su desarrollo en el trabajo, y qué bueno que esté a cargo de esa Sub Comisión porque sé que se ha avanzado mucho, que la Comisión de Género, que la Comisión de Acceso a la Justicia hizo bastantes esfuerzos.



Pero creo que el escenario que nos presenta nos está vigilando -digámoslo así- es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y si o si tenemos que cumplir. Ya nos comprometimos, es un deber, y aunque no estuviera formalmente el compromiso que ya existe, y además por ley no podemos tener excusas, ni de tiempo, ni de recursos, porque hay que hacerlo, pero además porque esa población lo merece. No solo ya por los compromisos formales,



 
Y quería preguntarle tres cositas muy precisas, la estrategia entonces prevista para el tema de protección de víctimas y testigos se ha hecho algún protocolo o forma de cómo actuar en el caso de esta población, sobre todo que se nos ha presentado ese caso lamentable del indígena que fue asesinado, esa es la primera.




Luego, es evidente el riesgo para Costa Rica si no cumple con esta medida cautelar y todas las acciones que han recomendado de acuerdo a los convenios, porque de lo contrario, la parte que le corresponde al Poder Judicial, que tiene que ser articulado obviamente con el Ejecutivo y el Legislativo, que no quedemos debiendo nosotros, entonces dentro de la ruta que usted en su condición de coordinadora de esa Comisión  que de hecho es excelente, hay que tomar eso en cuenta. 



Quisiera también preguntarle si ya está debidamente identificado las causas precisas con respecto a las y los juzgadores que la población indígena ha manifestado, porque hay que prestarle atención, creo que este es un escenario donde nosotros debemos de actuar, las autoridades competentes para capacitar si es un tema de capacitación o vigilar que no sea por una inercia, por un descuido o por una actuación discriminatoria por ser una población de la que ya conocemos".




Responde la máster Vargas Vásquez: "En realidad agradecerle al magistrado Olaso y a la Magistrada Varela, este es un trabajo en equipo liderado por el magistrado Olaso y es importante que conozcan que la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas está representada por diferentes personas institucionales. Por ejemplo: la Fiscala indígena, la Defensora Pública indígena, una representante del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), una representante del Tribunal Supremo de Elecciones, una representante de la Universidad de Costa Rica, otra de la Universidad Nacional, es decir, es como interinstitucional la representación que tiene, entonces el abordaje por eso es como más integral, por eso el planteamiento que se está haciendo.




En relación con lo que usted señala magistrada Varela, el Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República han hecho un abordaje importante sobre este tema. Sin embargo, algunas acciones corresponden al Ministerio de Seguridad Pública, que son los que llegan de primeros.




Hay un descontento de parte de ellos y así lo manifestaron, especialmente con la muerte de ese señor don Sergio Rojas (q.d.D.g) porque parece que la respuesta fue un poquito lenta en relación con la duración promedio, pero eso ellos tienen clarísimo que -y ya tienen más claro todavía- que eso fue el Ministerio de Seguridad Pública que tiene  resolverlo, no el Poder Judicial, ya saben que por lo menos la diferencia entre Poder Judicial y Ministerio de Seguridad Pública para que se dé eso, ellos agradecen y reconocen que se les quiera dar el Sistema de Protección de Víctimas, sin embargo, ellos dicen queremos que nos lo den, pero que no nos saquen de nuestro territorio, busquen otra forma de solución.




Ya existen protocolos inclusive para el acceso al territorio de Salitre por algún funcionario judicial, hay un protocolo que tiene que cumplirse y esto está bajo los lineamientos del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, es decir, no es así como de entrar y simplemente, porque si sucede algo es un tema trascendental. 




De la misma manera a nivel de la Fiscalía Indígena, ellos han tomado algunas decisiones importantes, por ejemplo: ellos no siguen causas por usurpación contra personas indígenas, siguen causas por usurpación contra las personas no indígenas, en algunos casos la pesca ilegal que antes se les perseguía como es parte de sus costumbres -estoy refiriéndome al territorio Maleku - ya ellos no siguen causas contra las personas indígenas por esa costumbre  que es ancestral, son decisiones que ha tomado la Fiscalía ahora y desde hace rato también, pero han hecho un abordaje integral del tema, se han dado como muchos avances  en cuanto a eso. 




Todas esas evidencias las tenemos, este informe no se ha pasado ni a la Comisión Interamericana, ni a la Defensoría de los Habitantes, ni a la Organización no gubernamental (ONG) que es gente formada en derecho internacional, que defiende a las personas indígenas por respeto a la decisión que tomara Corte Plena, es decir, no se les ha pasado.




Es muy importante mencionarles que han aflorado muchos disturbios o respuestas de la población indígena. No sé si vieron el fin de semana en China Kichá es un territorio que está a la par, ya las personas indígenas están empoderándose para recuperar sus territorios.




Entonces, este abordaje va a generar más procesos judiciales en los diferentes ámbitos, especialmente estamos enfocando a Contencioso, Agrario y Penal también que están estrechamente vinculados. Sin embargo, las otras materias también están relacionadas porque ahí encontramos a personas migrantes, porque por ahí están también los Noe, es decir todo está estrechamente vinculado. El abordaje necesariamente tiene que ser integral.




El año pasado tuvimos un encuentro con esa población y ellos nos dieron un folleto así literal, donde expediente por expediente con el nombre del funcionario, con cuál era la causa específica que ellos reclamaban, parte de lo que reclaman es lo que está aquí incorporado en esto, lo vuelven a reiterar.




Nosotros en la Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas, cogimos el paquete de reclamos contra los expedientes y lo  trasladamos al ente competente que es el Tribunal de la Inspección Judicial para que ellos hicieran la valoración, ellos hicieron un estudio, la máster Siria Carmona Castro podría indicarles, y ahora están retomando algunas investigaciones de manera oficiosa sobre lo que están señalando, ellos han sido muy puntuales en los nombres y apellidos y las causas que están reclamando, etcétera.




Especialmente el tema de no solamente vínculos, digamos de personas servidoras judiciales  con no indígenas, metidos en territorios indígenas, sino lo relacionado con los atrasos en la tramitación de los procesos que nosotros creemos que muchos de esos atrasos no es tanto intención de no entrarle a ese tipo de asunto, sino posiblemente sean vacíos de información, porque es necesario fortalecer mucho lo que es la capacitación en derecho indígena que no es el fuerte cuando uno sale de las universidades.




La institución sí se ha ocupado, pero tiene que darse un abordaje mucho más amplio para que podamos satisfacer sus requerimientos y de acorde con estas medidas cautelares.




Expresa el Presidente, Magistrado Cruz: "Creo que se cerró la lista de oradores, está muy bien en el informe y los lineamientos, la forma en que está planteado.




Solo quería agregar que a mí me parece que muchas de las cosas que dicen ahí son muy graves, me llama la atención que nosotros estamos en el Poder Judicial actuando en forma muy proactiva, pero en realidad la proactividad debiera venir también de otras instancias y lo que encuentro es que al igual que ocurre por poblaciones vulnerables y en el tema de ambiente.




Intuyo porque no puedo decirlo sin fundamento, pero de parte de la Defensoría y del propio Ministerio de Justicia debiera haber una visión porque muchas de las cosas señaladas aquí son  como que deben de venir de  afuera, la ventaja que estamos teniendo acá es que estamos siendo proactivos, pero realmente aquí hay un enfoque integral  que debiera provenir de un órgano externo, pero no es más que un trazo porque yo no  tengo precisión para eso o sobre eso, pero muchas gracias doña Damaris, lo importante de todo esto  es lo proactivo que es el informe".



Señala la máster Vargas Vásquez: "Tal vez un comentario final, dentro de tanta queja de las personas indígenas, es agradable escuchar que ellos confían en la gestión que está haciendo el Ministerio Público en la zona, porque no confían en lo que está haciendo INDER o lo que está haciendo el gobierno, ellos han tratado de restablecer esa confianza, pero han sido expresos en que confían, es una mega causa que está desarrollando el Ministerio Público en la zona de Buenos Aires integrando todo esto y el lineamiento ha sido a través de la cosmovisión de las personas indígenas.



Esto es agradable escucharlo y la respuesta que se dé a nivel penal va a incidir en lo que el gobierno está haciendo. Sin embargo, el gobierno si está haciendo acciones importantes para poder ejecutar esos desalojos ejecutivos que están pegadillos hace ratillo. Algunos no se han ejecutado, reiteraba, uno por un proceso agrario que lo suspendió, otro por un proceso contencioso que lo suspendió, los otros si ya se pueden ejecutar y ellos ya están trabajando.




Eso no es un tema nada sencillo, cuando se ha identificado en la finca entre territorio indígena, si apareciera el plano con coordenadas y todo como nosotros lo conocemos, sería muy sencillo, pero es un plano a mano alzada entonces no es fácil decir "bueno, saquemos a esta gente del plano a mano alzada y metemos al otro", porque esto es una absoluta incerteza, ellos están tratando cómo materializar eso con personas  expertas para saber exactamente cuál es el sitio donde se va a poner y se va a quitar a las personas respectivas, porque esto va a incidir también en las sedes judiciales las decisiones que ellos toman en sede administrativa".



Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "Muy amable doña Damaris y magistrado Olaso.




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.




El magistrado Salazar Alvarado y las suplentes Esquivel Rodríguez y Picado Brenes se abstienen de votar.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
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Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial
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Dirección de Planificación
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San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO II



Documento N° 5484, 7317-19



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”




- 0 –



La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia



c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




Ministerio Público




Defensa Pública




Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




Escuela Judicial




Dirección de Gestión Humana




Dirección de Planificación




Dirección Ejecutiva




Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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Solicitud  .msg
Solicitud .

		From

		ileana moya

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Muy buenos dias Doña Damaris .

Mi nombre es Ileana Moya Obando ced: 3-0427-0270 ,  auxiliar en idioma cabecar para el poder judicial .

El motivo de mi correo es para pedirle una cita , para poder conversar sobre los intérpretes Cabécar  que requerimos capacitaciones para poder abarcar mejor nuestro trabajo de interpretes y entre otras cosas  . 

Le envió un gran saludo y que  se encuentre muy bien . 

Esperó su pronta respuesta . 
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RE  Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acci�n) .msg
RE: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Manuel Hidalgo Flores; Sandra Pizarro Gutiérrez; cescotofer@gmail.com; Yorleny Ferreto Solano; Erick Alfaro Romero; Ericka Chavarría Astorga; Carlos Romero Rivera; Ariana Céspedes López; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Jean Carlo Monge Madrigal; Ilse Valeria Varas Rojas; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marjorie Herrera; Marcos Guevara Berger; Vanessa Villalobos Montero; Wilbert Kidd Alvarado

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; geyner.blanco@presidencia.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 02:23 p.m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 



 



Estimado don Jorge:



 



Reciba un atento saludo. En relación con su comunicado le consulto si quedaría sin efecto la reunión que habíamos programado para la primera semana de agosto a fin de atender este tema, según comunicado que le adjunto.



 



De ser así, será un honor poder atenderle en la siguiente sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, programada para el 5 de agosto a las 13:30 horas en la Sala Quirós Quarón del edificio del OIJ. Si le parece podríamos incluir este tema de primero en la agenda, considerando su trascendencia.



 



Socializaré la propuesta con anticipación a las personas integrantes para su análisis.



 



Saludos cordiales y muchas gracias por su apoyo,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 11:43 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 



 



Estimada doña Damaris .



 



Reciba un cordial saludo.



 



Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 



 



Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 



 



Quedo a la espera de su valiosa respuesta



 



Me despido deseándole un excelente día  y quedando siempre a total disposición para colaborar en lo que estime pertinente. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 







 



 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



Estimada doña Damaris



 



Reciba un cordial saludo,



 



Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.



 



Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 







 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



 



 



 



 



 



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19



 



 



San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO II



 



Documento N° 5484, 7317-19



 



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“(…)



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



 



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial



            Escuela Judicial



            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



 





smime.p7m

Buenas tardes.



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 02:23 p.m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 





 



Estimado don Jorge:



 



Reciba un atento saludo. En relación con su comunicado le consulto si quedaría sin efecto la reunión que habíamos programado para la primera semana de agosto a fin de atender este tema, según comunicado que le adjunto.



 



De ser así, será un honor poder atenderle en la siguiente sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, programada para el 5 de agosto a las 13:30 horas en la Sala Quirós Quarón del edificio del OIJ. Si le parece podríamos incluir este tema de primero en la agenda, considerando su trascendencia.



 



Socializaré la propuesta con anticipación a las personas integrantes para su análisis.



 



Saludos cordiales y muchas gracias por su apoyo,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 




 



De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: miércoles, 17 de julio de 2019 11:43 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Seguimiento acuerdo 25-19 (21 ejes de acción) 





 



Estimada doña Damaris .



 



Reciba un cordial saludo.



 



Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 



 



Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 



 



Quedo a la espera de su valiosa respuesta



 



Me despido deseándole un excelente día  y quedando siempre a total disposición para colaborar en lo que estime pertinente. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 



[image: firm]




 



 




De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19



 



Estimada doña Damaris



 



Reciba un cordial saludo,



 



Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.



 



Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.



 



Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 



 



Atentamente, 



Jorge Morales Ramírez 



 



 



[image: firm]



 



De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19





 



 



 



 



 



 




 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19





 



 



San José, 26 de junio de 2019



N° 6418-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO II



 



Documento N° 5484, 7317-19



 



En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:



“(…)



 



Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:



 



“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.



2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.



6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre



8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia



9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.



10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;



Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,



Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras



Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.



15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.



16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.



17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.



18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.



19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.



En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia



            Ministerio Público



            Defensa Pública



            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial



            Escuela Judicial



            Dirección de Gestión Humana



            Dirección de Planificación



            Dirección Ejecutiva



            Dirección de Tecnología de la Información



Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)



Claudio



 










Asesor e Y Predencia
Tl (506) 2295-3500
[moralesr@poderudicial. go.cr

i JPODER OUSe. SJerge Me'ales Ramivey,


















Estimada doña Damaris .




 




Reciba un cordial saludo.




 




Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.




 




En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 




 




Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 




 




Quedo a la espera de su valiosa respuesta




 




Me despido deseándole un excelente día  y quedando siempre a total disposición para colaborar en lo que estime pertinente. 




 




Atentamente, 




Jorge Morales Ramírez 
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De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19




 




Estimada doña Damaris




 




Reciba un cordial saludo,




 




Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.




 




Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.




 




Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 




 




Atentamente, 




Jorge Morales Ramírez 
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De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19






 




 




 




 




 




 





 




De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19






 




 




San José, 26 de junio de 2019




N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio




 




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




 




Estimada señora:




 




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




 




“ARTÍCULO II




 




Documento N° 5484, 7317-19




 




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)




 




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




 




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”




 




Atentamente, 




 




 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia




                                                                       




c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




            Ministerio Público




            Defensa Pública




            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




            Escuela Judicial




            Dirección de Gestión Humana




            Dirección de Planificación




            Dirección Ejecutiva




            Dirección de Tecnología de la Información




Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)




Claudio




 













Asesor e Y Predencia
Tl (506) 2295-3500
[moralesr@poderudicial. go.cr

i JPODER OUSe. SJerge Me'ales Ramivey,























República de Costa Rica





Corte Suprema de Justicia





Secretaría General










San José, 26 de junio de 2019




N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO II




Documento N° 5484, 7317-19




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:





“(…)




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General 





Corte Suprema de Justicia




c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia





Ministerio Público





Defensa Pública





Dirección General del Organismo de Investigación Judicial





Escuela Judicial





Dirección de Gestión Humana





Dirección de Planificación





Dirección Ejecutiva





Dirección de Tecnología de la Información
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PODER JUDICIAL




DESPACHO DE LA PRESIDENCIA




MATRIZ DE SEGUIMIENTO DE LOS 21 EJES DE ACCIÓN APROBADOS POR CORTE PLENA EN SESIÓN N° 20-19 DEL 27 DE MAYO DE 2019, 




ARTICULO XIX PARA GARANTIZAR LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 3321-12 DE LA CIDH




Fecha de última Actualización: 24/06/19









					Eje




					Instancias judiciales Responsables




					Acciones por realizar




					Estado actual









					1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




					




Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					[bookmark: _GoBack]




					









					2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					




Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación









Conamaj (justicia abierta)









					




					









					3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Control Interno









Secretaria General de la Corte









Departamento de Prensa y comunicación 




					




					









					4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación









Dirección de Tecnología de la información 




					




					









					5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación




					




					









					6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					




Consejo Superior 









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Secretaria General de la Corte









Departamento de Prensa y comunicación




					




					









					7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




					Consejo Superior 









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Gestión Humana









Inspección Judicial 














					




					









					8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Contraloria de Servicios




					




					









					9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Gestión Humana 









Escuela Judicial









					




					









					10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a.	Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b.	Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c.	Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d.	Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









Centro de apoyo a la función jurisdiccional 




					




					









					14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia 




					




					









					15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




					Consejo Superior









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia









Gestión humana 




					




					









					16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









OIJ




Ministerio Público 




					




					









					17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




					




					









					18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia




					




					









					19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					



















Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					




					









					20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					




					




					









					21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




					




					



































































































Elaborado por: JDMR 


















Estimada doña Damaris .




 




Reciba un cordial saludo.




 




Por este medio me dirijo a usted de la manera más respetuosa y cordial, como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.




 




En ese sentido, deseamos remitir una propuesta de “matriz de seguimiento” que permita, salvo mejor criterio, identificar las distintas instancias involucradas en los 21 ejes, y las acciones a realizar así como el estado actual, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de dichos ejes. 




 




Asimismo, deseo consultarle si existe la posibilidad de asistir a la próxima reunión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la finalidad de compartir dicho documento con las personas integrantes y ver las observaciones y comentarios que puedan existir a efectos de establecer el mecanismo más adecuado de seguimiento a este acuerdo de Corte Plena 




 




Atentamente, 




Jorge Morales Ramírez 
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De: Jorge David Morales Ramírez 
Enviado el: viernes, 5 de julio de 2019 2:18 p. m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19




 




Estimada doña Damaris




 




Reciba un cordial saludo,




 




Como parte de las acciones de seguimiento en torno al acuerdo de Corte Plena adoptado en sesión N° 25-19 del 24 de junio del año en curso, articulo II, relativo a los  21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional para dar cumplimiento a las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.




 




Deseo consultarle de la manera más atenta y cordial, su disponibilidad la próxima semana para realizar una pequeña reunión para abordar este tema.




 




Agradezco de antemano la atención que pueda brindar a la presente comunicación. 




 




Atentamente, 




Jorge Morales Ramírez 
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De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 2:36 p. m.
Para: Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio N° 6418-19






 




 




 




 




 




 





 




De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 02:26 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría - Fiscalía General <secre-fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Recepción Documentos Dirección General OIJ <oij_rdd@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Secretaría <esc_judicial-1@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 6418-19






 




 




San José, 26 de junio de 2019




N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio




 




Señora




Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas




 




Estimada señora:




 




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




 




“ARTÍCULO II




 




Documento N° 5484, 7317-19




 




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:




“(…)




 




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




 




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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            Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:




1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.




En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”




 




Atentamente, 




 




 




Licda. Silvia Navarro Romanini




Secretaria General 




Corte Suprema de Justicia




                                                                       




c:         Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia




            Ministerio Público




            Defensa Pública




            Dirección General del Organismo de Investigación Judicial




            Escuela Judicial




            Dirección de Gestión Humana




            Dirección de Planificación




            Dirección Ejecutiva




            Dirección de Tecnología de la Información




Diligencias / Ref: (5484, 7317-19)




Claudio




 













Asesor e Y Predencia
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República de Costa Rica





Corte Suprema de Justicia





Secretaría General










San José, 26 de junio de 2019




N° 6418-19




Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora





Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 





Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas





Estimada señora:




Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio del año en curso, que literalmente dice:




“ARTÍCULO II




Documento N° 5484, 7317-19




En sesión N° 20-19 de 27 de mayo del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:





“(…)




Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 16 de junio en curso, expresó:




“Respetuosamente consulto si no es posible incluir en el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019 el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados por Corte pues no se desprende su contenido del acuerdo”.
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Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido:





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.





6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre





8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia





9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.





10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:





Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;





Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,





Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras





Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.





e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.





14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.





15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.





16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.





17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.





18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.





19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.





21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado.





En relación con lo anterior, en lo que respecta a pueblos indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”, según lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku versus Ecuador en sentencia de 27 de junio de 2012”.
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Se declara acuerdo firme.”




Atentamente, 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General 





Corte Suprema de Justicia




c:
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia





Ministerio Público





Defensa Pública





Dirección General del Organismo de Investigación Judicial





Escuela Judicial





Dirección de Gestión Humana





Dirección de Planificación





Dirección Ejecutiva





Dirección de Tecnología de la Información
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PODER JUDICIAL




DESPACHO DE LA PRESIDENCIA




MATRIZ DE SEGUIMIENTO DE LOS 21 EJES DE ACCIÓN APROBADOS POR CORTE PLENA EN SESIÓN N° 20-19 DEL 27 DE MAYO DE 2019, 




ARTICULO XIX PARA GARANTIZAR LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 3321-12 DE LA CIDH




Fecha de última Actualización: 24/06/19









					Eje




					Instancias judiciales Responsables




					Acciones por realizar




					Estado actual









					1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.




					




Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					[bookmark: _GoBack]




					









					2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					




Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación









Conamaj (justicia abierta)









					




					









					3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Control Interno









Secretaria General de la Corte









Departamento de Prensa y comunicación 




					




					









					4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación









Dirección de Tecnología de la información 




					




					









					5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de decisiones.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Planificación




					




					









					6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					




Consejo Superior 









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Secretaria General de la Corte









Departamento de Prensa y comunicación




					




					









					7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre




					Consejo Superior 









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Dirección de Gestión Humana









Inspección Judicial 














					




					









					8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Contraloria de Servicios




					




					









					9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Gestión Humana 









Escuela Judicial









					




					









					10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




a.	Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;




b.	Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,




c.	Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras




d.	Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









					




					









					13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Escuela Judicial









Centro de apoyo a la función jurisdiccional 




					




					









					14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia 




					




					









					15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados.




					Consejo Superior









Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia









Gestión humana 




					




					









					16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









OIJ




Ministerio Público 




					




					









					17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




					




					









					18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales.




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









Despacho de la Presidencia




					




					









					19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					



















Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					




					









					20. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.




					




					




					









					21. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del Estado. 




					Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




					




					



































































































Elaborado por: JDMR 
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Buenos días,  para por favor agendarlo para la reunión de agosto, pues me parece importante por un tema de acceso a la justicia, ya que estas deciones desconocen las realidades sociales y culturales de las personas indígenas.

Ligia Jiménez Zamora




  _____  


De: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 18 de julio de 2019 14:54
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Mario Alberto Rosales Vargas <mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>; Roberto Montero Garcia <rmonterog@Poder-Judicial.go.cr>; Frank Alvarez Hernández <falvarez@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Caso ADI Salitre. 

 



Señora:



Ligia Jiménez Zamora. 



Supervisora de materia indígena 



Defensa Pública.








     Estimada Licda. Jiménez Zamora. Sirva la presente para saludarle y por indicación del Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, hago de su conocimiento la presente situación. 








El día martes 16 de julio del presente año, me trasladé al Territorio Indígena de Salitre para participar en la audiencia señalada en el expediente 02-160032-0188-AG, del Juzgado Agrario de Buenos Aires; luego de dicho diligencia y en una pequeña reunión con el señor Francisco Salomón Ortiz Ortiz, quién funge como Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de Salitre, me indicó que el día lunes 15 de julio del año 2019, fue notificado del proceso judicial n° 19-003981-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José. 








De conformidad con el Ordinal n° 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, normativa n° 9593, se debía solicitar la defensa de dicho proceso al Tribunal Contencioso Administrativo, ya que es la administración de justicia la encargada de proveer la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita; por tal motivo, con los pocos recursos tecnológicos que tiene la ADI, se hizo una carta, donde se solicitó por parte del Presidente de la asociación que se nombrara una persona defensora pública, dicha carta se consignó la firma y sello de la ADI, se tomo una foto y se envió al correo institucional tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr, del Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José. Cabe señalar, que en los territorios indígenas, todos muy bien conocidos por su persona, cuentan con poca tecnología, en muchos casos, ni con cobertura celular; no siendo la excepción el Territorio Indígena de Salitre.   








Por parte del Tribunal Contencioso Administrativo, a la solicitud de persona defensora pública, enviada por correo electrónico, se contestó: " Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13).  



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006)". 








El suscrito, para no provocar más violaciones d derecho a la ADI, me encargué de pasar a los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón a enviar dicha carta de solicitud de defensor público por fax, pero hago de su conocimiento lo sucedido para que me diga como se debe proceder con estos medios; ya que en los territorios indígenas, y propiamente en Salitre, no se cuenta con la tecnología para enviar documentos por fax, ya que no cuentan con este medio; ni equipo para escanear documentos para subirlos al Sistema de Gestión en Línea; incluso en otros territorios no hay ni internet para enviar un correo electrónico. 








Considero que el Tribunal Contencioso Administrativa, al no permitirle la solicitud por correo electrónico y obligarle a utilizarle otro medios, se le está negando el acceso a la justicia; por lo que hago de su conocimiento para ver que vías podemos tomar. 








Cualquier consulta con mucho gusto, 








Jesús Chaves Mora.-  























  _____  


De: francisco ortiz ortiz <fr.ortiz@hotmail.com>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 14:50
Para: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 

 

  _____  


De: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 13:22
Para: francisco ortiz ortiz
Asunto: RE: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 

 



Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13). 



 



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006).



 



 



De: francisco ortiz ortiz [mailto:fr.ortiz@hotmail.com] 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 13:15
Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José
Asunto: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 



Señores:



Tribunal Contencioso Administrativo. 



 



  Siendo imposible trasladarme hasta este Tribunal, ya que queda muy lejos del territorio indígena, solicito a ustedes de conformidad con la Ley de la Carta de los Pueblos Indígenas, se nombre un defensor público en el expediente 19-003938-1027-CA, para que represente a la ADI de Salitre. 



 



Agradezco su colaboración, y adjunta carta de la solicitud. 



 



Agradezco si me dan un recibido. 



 







 



Descarga Outlook para iOS
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Estimada doña Ligia:



 



Reciba un atento saludo. Agradezco la remisión de la gestión, la cual ha sido incorporada en la agenda de la siguiente sesión de la Subcomisión para conocerla de manera prioritaria. Copio a la Contraloría de Servicios para lo de su cargo.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 11:22 a.m.
Para: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>; Mario Alberto Rosales Vargas <mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Caso ADI Salitre. 



 



Buenos días,  para por favor agendarlo para la reunión de agosto, pues me parece importante por un tema de acceso a la justicia, ya que estas deciones desconocen las realidades sociales y culturales de las personas indígenas.



Ligia Jiménez Zamora



 



  _____  


De: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 18 de julio de 2019 14:54
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Mario Alberto Rosales Vargas <mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>; Roberto Montero Garcia <rmonterog@Poder-Judicial.go.cr>; Frank Alvarez Hernández <falvarez@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Caso ADI Salitre. 



 



Señora:



Ligia Jiménez Zamora. 



Supervisora de materia indígena 



Defensa Pública.



 



     Estimada Licda. Jiménez Zamora. Sirva la presente para saludarle y por indicación del Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, hago de su conocimiento la presente situación. 



 



El día martes 16 de julio del presente año, me trasladé al Territorio Indígena de Salitre para participar en la audiencia señalada en el expediente 02-160032-0188-AG, del Juzgado Agrario de Buenos Aires; luego de dicho diligencia y en una pequeña reunión con el señor Francisco Salomón Ortiz Ortiz, quién funge como Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de Salitre, me indicó que el día lunes 15 de julio del año 2019, fue notificado del proceso judicial n° 19-003981-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José. 



 



De conformidad con el Ordinal n° 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, normativa n° 9593, se debía solicitar la defensa de dicho proceso al Tribunal Contencioso Administrativo, ya que es la administración de justicia la encargada de proveer la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita; por tal motivo, con los pocos recursos tecnológicos que tiene la ADI, se hizo una carta, donde se solicitó por parte del Presidente de la asociación que se nombrara una persona defensora pública, dicha carta se consignó la firma y sello de la ADI, se tomo una foto y se envió al correo institucional tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr, del Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José. Cabe señalar, que en los territorios indígenas, todos muy bien conocidos por su persona, cuentan con poca tecnología, en muchos casos, ni con cobertura celular; no siendo la excepción el Territorio Indígena de Salitre.   



 



Por parte del Tribunal Contencioso Administrativo, a la solicitud de persona defensora pública, enviada por correo electrónico, se contestó: " Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13).  



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006)". 



 



El suscrito, para no provocar más violaciones d derecho a la ADI, me encargué de pasar a los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón a enviar dicha carta de solicitud de defensor público por fax, pero hago de su conocimiento lo sucedido para que me diga como se debe proceder con estos medios; ya que en los territorios indígenas, y propiamente en Salitre, no se cuenta con la tecnología para enviar documentos por fax, ya que no cuentan con este medio; ni equipo para escanear documentos para subirlos al Sistema de Gestión en Línea; incluso en otros territorios no hay ni internet para enviar un correo electrónico. 



 



Considero que el Tribunal Contencioso Administrativa, al no permitirle la solicitud por correo electrónico y obligarle a utilizarle otro medios, se le está negando el acceso a la justicia; por lo que hago de su conocimiento para ver que vías podemos tomar. 



 



Cualquier consulta con mucho gusto, 



 



Jesús Chaves Mora.-  



 



 



 



 



  _____  


De: francisco ortiz ortiz <fr.ortiz@hotmail.com>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 14:50
Para: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 



  _____  


De: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 13:22
Para: francisco ortiz ortiz
Asunto: RE: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 



Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13). 



 



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006).



 



 



De: francisco ortiz ortiz [mailto:fr.ortiz@hotmail.com] 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 13:15
Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José
Asunto: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 



Señores:



Tribunal Contencioso Administrativo. 



 



  Siendo imposible trasladarme hasta este Tribunal, ya que queda muy lejos del territorio indígena, solicito a ustedes de conformidad con la Ley de la Carta de los Pueblos Indígenas, se nombre un defensor público en el expediente 19-003938-1027-CA, para que represente a la ADI de Salitre. 



 



Agradezco su colaboración, y adjunta carta de la solicitud. 



 



Agradezco si me dan un recibido. 



 







 



Descarga Outlook para iOS
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Estimada doña Ligia:



 



Reciba un atento saludo. Agradezco la remisión de la gestión, la cual ha sido incorporada en la agenda de la siguiente sesión de la Subcomisión para conocerla de manera prioritaria. Copio a la Contraloría de Servicios para lo de su cargo.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 11:22 a.m.
Para: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>; Mario Alberto Rosales Vargas <mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Caso ADI Salitre. 





 



Buenos días,  para por favor agendarlo para la reunión de agosto, pues me parece importante por un tema de acceso a la justicia, ya que estas deciones desconocen las realidades sociales y culturales de las personas indígenas.




Ligia Jiménez Zamora




 






De: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 18 de julio de 2019 14:54
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Mario Alberto Rosales Vargas <mrosalesv@Poder-Judicial.go.cr>; Roberto Montero Garcia <rmonterog@Poder-Judicial.go.cr>; Frank Alvarez Hernández <falvarez@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Caso ADI Salitre. 



 





Señora:



Ligia Jiménez Zamora. 



Supervisora de materia indígena 



Defensa Pública.



 



     Estimada Licda. Jiménez Zamora. Sirva la presente para saludarle y por indicación del Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, hago de su conocimiento la presente situación. 



 



El día martes 16 de julio del presente año, me trasladé al Territorio Indígena de Salitre para participar en la audiencia señalada en el expediente 02-160032-0188-AG, del Juzgado Agrario de Buenos Aires; luego de dicho diligencia y en una pequeña reunión con el señor Francisco Salomón Ortiz Ortiz, quién funge como Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de Salitre, me indicó que el día lunes 15 de julio del año 2019, fue notificado del proceso judicial n° 19-003981-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José. 



 



De conformidad con el Ordinal n° 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas en Costa Rica, normativa n° 9593, se debía solicitar la defensa de dicho proceso al Tribunal Contencioso Administrativo, ya que es la administración de justicia la encargada de proveer la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita; por tal motivo, con los pocos recursos tecnológicos que tiene la ADI, se hizo una carta, donde se solicitó por parte del Presidente de la asociación que se nombrara una persona defensora pública, dicha carta se consignó la firma y sello de la ADI, se tomo una foto y se envió al correo institucional tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr, del Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José. Cabe señalar, que en los territorios indígenas, todos muy bien conocidos por su persona, cuentan con poca tecnología, en muchos casos, ni con cobertura celular; no siendo la excepción el Territorio Indígena de Salitre.   



 



Por parte del Tribunal Contencioso Administrativo, a la solicitud de persona defensora pública, enviada por correo electrónico, se contestó: " Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13).  



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006)". 



 



El suscrito, para no provocar más violaciones d derecho a la ADI, me encargué de pasar a los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón a enviar dicha carta de solicitud de defensor público por fax, pero hago de su conocimiento lo sucedido para que me diga como se debe proceder con estos medios; ya que en los territorios indígenas, y propiamente en Salitre, no se cuenta con la tecnología para enviar documentos por fax, ya que no cuentan con este medio; ni equipo para escanear documentos para subirlos al Sistema de Gestión en Línea; incluso en otros territorios no hay ni internet para enviar un correo electrónico. 



 



Considero que el Tribunal Contencioso Administrativa, al no permitirle la solicitud por correo electrónico y obligarle a utilizarle otro medios, se le está negando el acceso a la justicia; por lo que hago de su conocimiento para ver que vías podemos tomar. 



 



Cualquier consulta con mucho gusto, 



 



Jesús Chaves Mora.-  



 



 



 



 





De: francisco ortiz ortiz <fr.ortiz@hotmail.com>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 14:50
Para: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 








De: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr>
Enviado: martes, 16 de julio de 2019 13:22
Para: francisco ortiz ortiz
Asunto: RE: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 



 





Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta Circular 104-13). 



 



Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006).



 



 



De: francisco ortiz ortiz [mailto:fr.ortiz@hotmail.com] 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 13:15
Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José
Asunto: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA 





 



Señores:




Tribunal Contencioso Administrativo. 




 




  Siendo imposible trasladarme hasta este Tribunal, ya que queda muy lejos del territorio indígena, solicito a ustedes de conformidad con la Ley de la Carta de los Pueblos Indígenas, se nombre un defensor público en el expediente 19-003938-1027-CA, para que represente a la ADI de Salitre. 




 




Agradezco su colaboración, y adjunta carta de la solicitud. 




 




Agradezco si me dan un recibido. 
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